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SUMARIO.  Abrese  4 la  una.=Se  lee  y aprueba  el  Acta  de  la  anterior.=Se  acuerda  comunicar  al 
Sr.  Ministro  do  la  Guerra  el  ruego  del  Sr.  Alvarez  Marino  para  que,  cuando  lo  estimo  oportuno,  venga 
al  Parlamento  y explique  por  qué  una  Roal  órdon  ha  de  negar  derechos  consignados  y roeonocidos  on 
las  leyes.=Pasa  á la  Comisión  correspondiente  una  exposición,  presentada  por  el  Sr.  Arredondo  (Don 
Mariano),  de  la  Diputación  provincial  de  Zaragoza,  pidiendo  protección  para  la  agricultura.=El  señor 
Fiol  ruoga  al  Sr.  Ministro  do  Hacienda  so  sirva  examinar  el  expediente  relativo  4 los  dos  edificios  on 
que  antes  estuvieron  instaladas  las  oficinas  de  Hacienda  do  Balearos,  que  por  encontrarse  en  estado 
ruinoso  es  de  todo  punto  conveniente  se  vendan  en  pública  subasta,  para  con  su  producto  construir 
otro  nuevo. =Contostacion  del  Sr.  Ministro  do  Hacienda.=Rectifloan  ambos  señores.=  Se  acuerda  ar- 
chivar las  leyes  promulgadas  sobre  eL  arriendo  del  monopolio  de  la  renta  del  tabaco  y ampliando  el 
remanente  de  los  créditos  concedidos  para  atender  4 la  extinción  de  la  langosta.=Pasa  4 la  Comisión 
correspondiente  una  exposición  de  la  Diputación  provincial  de  Beon  pidiendo  se  incluya  en  el  plan  de 
ferro-carriles  un  ramal  que,  partiendo  de  Benavente  en  el  ferro-carril  do  Malpartida  4 Astorga,  enlace 
on  León  con  la  línea  del  Norte.=Dáse  lectura  de  una  proposición  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general 
de  carreteras,  en  la  isla  de  Mallorca,  la  prolongación  hasta  Inca  de  la  de  Arta  4 Santa  Margarita,  pa- 
sando por  Iilubí.=Apoyada  por  el  Sr.  Socías,  se  toma  on  consideración  y pasa  4 las  Secciones.  =Pasan 
4 la  Comisión  de  actas  diferentes  documentos,  presentados  por  ©1  Sr.  Groizard,  relativos  al  acta  dol 
distrito  de  Don  Benito.=EL  Sr.  Gosalvez  pregunta  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  si  se  propone 
adoptar  algunas  medidas  que  conduzcan  4 atenuar  la  enorme  cifra  que  alcanza  la  deuda  municipal  en 
todo  el  país.=Contestacion  del  Sr.  Ministro  de  la  Gobernacion.=:Rectiflcacion  del  Sr.  GosaLvoz.=  El 
Sr.  Marqués  de  Valdeterrazo  pregunta  4 la  Comisión  de  actas  si  pionsa  dar  diot4men  acerca  de  la  elec- 
ción del  distrito  de  Don  Benito,  faltando  un  acta  parcial,  y si  piensa  hacer  la  suma  total  de  los  votos 
faltando  uno  do  los  sumandos;  y después  progunta  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  si  está  dispuesto 
4 mandar  que  se  abra  una  información  judicial  acerca  del  hecho  do  no  haber  llegado  al  Congreso  el  acta 
parcial  de  Zalamea.— Contestación  del  Sr.  Ministro  de  la  Gobernacion.=El  Sr.  Marqués  do  Valdete- 
rrazo da  las  gracias.=Manifostacion  dol  Sr.  Quintana,  como  presidente  ce  la  Comisión  de  actas.=El 
Sr.  Marqués  de  Valdeterrazo  repite  las  gracias.-=El  Sr.  Prieto  y Caulos  ruoga  al  Sr.  Ministro  de  la 
Gobernación  se  sirva  mandar  al  Congreso  el  expediente  instruido  acerca  de  uu  acuerdo  del  Ayunta- 
miento de  esta  corto,  por  el  cual  se  cedió  al  Sr.  Rolland  el  corral  denominado  de  limpiezas  como 
indemnización  do  terronos  tomados  para  la  vía  púbiica.=Oontestacion  del  Sr.  Ministro  de  la  Goberna- 
cion.=Rectificaoionas  repetidas  de  ambos  señores.=Bl  Sr.  Gorostidi  ruega  al  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación se  sirva  traer  4 la  Cámara  una  relación  de  los  mozos  sorfceable3  en  cada  uno  de  los  diez  últimos 
años;  del  número  de  mozos  llamados  4 las  armas  en  cada  uno  de  030S  mismos  años,  y cu4ntos  de  éstos 
fueron  redimidos;  y ruega  asimismo  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  se  sirva  manifestar  cuántos  soldados 
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hemos  tonido  sobre  las  armas  en  el  ejército  permanente  durante  cada  uno  de  los  diez  años,  y las  canti- 
dades presupuestas  para  su  sostenimiento. =Oontestacion  del  Sr.  Ministro  do  la  Gobernación. =So  acuerda 
comunicar  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  la  petición  del  Sr.  Gorostidi,  que  da  las  gracias  al  Sr.  Ministro 
de  la  Gobornacion.=El  Sr.  Silvela  (D.  Francisco  Agustin)  presenta  varios  documentos,  que  pasan  á la 
Comisión  de  actas,  relativos  a la  elección  del  distrito  de  Luarca.=ORDEN'  del  día:  discusión  de  dife- 
rentes dictámenes  do  Comisión  mixta. =Se  leen,  aprueban  y pasan  á la  Comisión  de  corrección  de  estilo; 
los  siguientes:  incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  la  de  Cervera  del  Rio  Alliama  á Aguilar;  de 
Cornago  al  puente  del  rio  Linares;  de  Villamediana  a empalmar  con  la  goneral  de  Logroño  á Zaragoza, 
y do  Ausejo  al  puente  de  Lodosa;  una  do  Barbastro  a Naval,  y otra  que  partiendo  de  la  carretera  de 
Bol  taña  á Sietamo  termino  en  Barbastro;  la  de  Casas  del  Campillo  á Alcoy;  una  que  partiendo  del  puento 
de  San  Fornando,  en  el  Barco  de  Valdeorras,  termine  en  Viana  del  Bollo,  y la  do  Fonsagrada  á Vega 
de  Rivadeo.=Continúa  la  discusión  pendiente  sobre  el  Jurado,  y en  el  uso  de  la  palabra  el  Sr.  Diaz 
Moreu,  de  la  Comisión. =Rectiflcaciones  do  los  Sros.  Isasa  y Ministro  de  Gracia  y Justicia.  = So  sus- 
pende esta  discusion.=Pasa  á las  Secciones,  para  el  nombramiento  de  Comisión  mixta,  el  proyecto  de 
ley  do  asociaciones,  remitido  por  ol  Senado.=Jura  y toma  asiento  el  Sr.  Oamilieri.=El  Congreso  pasa 
a reunirse  en  Soccionos.=Eran  las  cuatro  y cuarto.=Continiía  la  sesión  a las  seis  monos  cuarto.=Rec- 
tifícaciones  do  los  Sres.  Isasa,  Ministro  do  Gracia  y Justicia  y Diaz  Morou.=Discurso  del  Sr.  Pidal,  tor- 
coro  en  contra. =Se  suspenden  el  discurso  y esta  discusión. =So  da  cuenta,  y el  Congreso  queda  enterado, 
de  los  objetos  de  quo  se  lian  ocupado  las  Secciones  en  su  reunión  de  esta  tarde.=So  leen  y aprueban 
definitivamente,  pasando  al  Sonado,  dos  proyectos  de  ley,  relativos  el  uno  a la  prolongación  del  ferro- 
carril de  las  minas  de  Triauo  á la  ria  de  Bilbao,  desdo  Ortuolla  al  barrio  de  Memerea,  y el  otro  ¿ la 
inclusión  en  ol  plan  goneral  de  carreteras  do  la  do  Alcañiz  á Cantavieja.=Se  lee  por  primora  vez,  y 
pasa  d la  Comisión,  una  enmienda  al  dictamen  sobre  el  establecimiento  dol  juicio  por  jurados.=EI  Con- 
greso queda  enterado  do  la  constitución  de  dos  C omisiones  y dol  nombramiento  de  sus  presidentes  y 
socretarios.=Quoda  sobre  la  mesa  un  dictámon  do  Comisión  eximiendo  del  pago  dol  impuesto  especial 
por  la  concesión  del  título  de  Conde  do  Santa  Bárbara  á D.  Augusto  Plasencia  y Fariñas.=  Igualmento 
quedan  sobre  la  mesa  los  siguientes  dictámenes  do  Comisión  mixta:  incluyendo  en  el  plan  goneral  de 
carreteras  la  de  Trujillo  á los  Cuatro  Caminos;  la  que  partiendo  de  Montblauch  á Santa  Coloma  de 
Queralt,  vaya  á empalmar  con  la  de  Plá  de  Cabra  á Sarroal;  la  do  Orotava  á Villaflor;  la  quo  partiendo 
del  trozo  construido  para  el  servicio  del  faro  dol  cabo  de  Palos,  termine  en  Albujon,  y la  de  Ojedo  á 
Riaño.=Orden  del  dia  para  mañana:  los  dictámenes  que  so  han  loido;  continuación  del  debate  pen- 
diente, y los  domas  asuntos  señalados  para  la  de  hoy,=So  levanta  la  sesión  á las  siete. 


Se  abrió  á la  una  de  la  tarde,  y leida  el  Acia  del 
23  del  actual,  quedó  aprobada. 


Varios  Sres.  Diputados  piden  la  palabra. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  señor 
Alvarez  Marino. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  He  pedido  la  pala- 
bra, con  objeto  de  rogar  A ja  Mesa  se  sirva  poner  en 
conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  una  pre- 
gunta que  voy  á tener  la  honra  de  dirigirle. 

Por  una  Real  órden  del  Ministerio  de  la  Guerra 
de  6 de  Noviembre  de  1884  se  negó  A los  pensionis- 
tas de  tropa  los  atrasos  que  la  ley  concede  A todos  los 
pensionistas,  sin  distinción,  y los  perjudicados  acu- 
dieron al  Consejo  de  Estado,  habiendo  conseguido  que 
este  alto  Cuerpo  reconociera  sus  derechos. 

Cuando  en  el  Ministerio  de  la  Guerra  se  tuvo  co- 
nocimiento de  que  el  Consejo  de  Estado  no  conside- 
raba justa  la  citada  Real  órden,  preparó  un  Real  de- 
creto negando  en  absoluto  todos  los  atrasos  de  pen- 
siones de  tropa,  cuyo  decreto  pasó  en  Consejo  de 
Ministros,  y en  el  mes  de  Julio  último,  cuando  ya 
iba  á ser  publicado,  los  Sres.  Sagasta.  Gamazo  y Mon- 
tero Ríos,  conocedores  de  un  considerable  número  de 
proyectos  de  sentencia  que  el  Consejo  de  Estado  re- 
mitió en  aquellos  dias  á la  Presidencia,  propusieron 
la  detención  de  la  publicación  del  decreto,  y después 
de  un  estudio  especial  del  Sr.  Gaunzo,  so  acordó  de- 
j tilo  sin  electo,  adhiriéndose  el  Consejo  á los  proyec- 


tos de  sentencia,  que  después,  y hasta  el  número  de 
111,  van  publicados  en  la  Gaceta. hasta  hoy. 

El  Ministro  de  la  Guerra  se  conformó  con  cala 
determinación,  y acudió  al  Consejo  de  Estado  en  con- 


sulta sobre  si  cri  vista  de  las  sentencias  debía  ó no 
revocar  la  Real  órden,  y el  Consejo  pleno  informó: 

« 1 Que  á los  padres  solo  se  les  debe  conceder  la 
pensión  á partir  desde  el  día  en  que  solicitaron  que 
se  les  declarase  en  condiciones  de  disfrutarla,  porque 
exigiéndoles  la  ley  la  cualidad  de  pobreza,  es  innega- 
ble que  el  dia  en  que  solicitaron  estaban  revestidos 
de  tal  cualidad. 

2.°  Que  á las  madres,  á quienes  la  ley  únicamente 
exige  la  cualidad  de  viudas,  hay  que  reconocerles  el 
derecho  á los  cinco  años  de  atrasos  que  determina  el 


art.  1 9 de  la  ley  de  contabilidad  de  25  de  Junio  de 
1870  para  todas  las  clases  civiles  y militares  sin  ex- 
cepción.» 

Tai  es  el  informe  dei  Consejo  de  Estado  en  pleno 
de  acuerdo  con  las  1 1 1 sentencias  que  van  publica- 
das; pero  de  este  dictamen  se  separaron  los  cuatro 
generales  consejeros  de  Estado,  formando  voto  par- 
ticular, sin  un  solo  apoyo  de  derecho,  y en  el  que 
proponen  que  se  niegue  todo  en  absoluto,  y A este 
voto  particular  sigue  una  brillante  refutación  que 
dei  mismo  ha  hecho  el  Consejo  pleno. 

El  Ministro  de  la  Guerra,  sin  tener  en  cuenta  las 
I I 1 sentencias  que,  firmadas  por  S.  M.  La  Reina,  han 
sido  publicadas,  y el  informe  confirmatorio  del  Con- 
sejo pleno,  se  adhiere  al  voto  particular  de  los  cuatro 
militares,  y ha  propuesto  la  negativa  absoluta  de  los 
atrasos  á los  pensionistas  de  tropa,  cuya  proposición 
ha  pasado  en  Consejo  de  Ministros  y se  prepara  su 
pronta  ejecución. 
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Semejante  resolución  establece  una  irritante  des- 
igualdad entre  el  pobre  soldado  y el  oficial  ó jefe, 
puesto  que  se  niega  al  primero  lo  que  se  respeta  á los 
demás. 

Además,  se  despoja  al  soldado  de  un  derecho  que 
•Ja  ley  le  concede,  y que  ha  adquirido  quizás  á costa 
de  su  sangre,  al  tiempo  que  se  otorga  á todas  las  cla- 
ses civiles  sin  dislincion  de  categoría. 

Hoy  que  el  Gobierno  tiende,  y de  ello  alardea,  á 
mejorar  las  condiciones  del  oficial,  se  despoja  á la 
desamparada  madre  del  infeliz  soldado  de  tan  legíti- 
mos derechos.  Crea  el  Sr.  Ministro  qué  lia  de  causar 
doloroso  efecto  en  el  país  el  ver  negado  un  derecho 
que,  sobre  recaer  en  la  más  desventurada  clase  so- 
cial, esta  reconocido  en  111  sentencias  firmadas  por 
S.  M.  la  Reina. 

Ruego,  pues,  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  que, 
cuando  lo  estime  oportuno,  venga  al  Parlamento  y 
explique  por  qué  una  Real  órden  ha  de  negar  dere- 
chos consignados  y reconocidos  en  las  leyes,  porque 
sin  duda  debe  existir  algún  error  que  no  compren- 
demos. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Se  pon- 
drá en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  el 
ruego  de  S.  S. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Arredondo  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  ARREDONDO  (D.  Mariano):  Para  presen- 
lar  una  exposición  que  la  Diputación  provincial  de 
Zaragoza  eleva  á las  Córtes  en  demanda  de  apoyo  y 
protección  á la  agricultura. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Pasará  á 
la  Comisión  correspondiente. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Fiol  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  FIOL:  La  he  pedido  para  dirigir  un  ruego 
al  Sr.  Ministro  de  Hacienda. 

Durante  muchos  años  las  oíicinas  de  Hacienda  de 
Baleares  estuvieron  instaladas  en  sus  casas,  que  son 
propiedad  del  Estado.  Por  razones  que  desconozco  se 
trasladaron  después  á otros  locales  alquilados,  por  los 
cuales  se  pagan  crecidas  cantidades.  Un  celosísimo 
delegado  de  Hacienda  incoó  un  expediente,  que  debe 
obrar  en  la  Dirección  de  propiedades  y derechos  del 
Estado  demostrando  la  conveniencia  de  que  se  venr 
diesen  en  pública  subasta  osas  dos  íincas  que  por  es- 
t¿ir  hoy  abandonadas  permaneciendo  cerradas,  se  es- 
tán arruinando  lentamente;  y como  están  en  el  punto 
más  céntrico  de  la  capital  se  podia  obtener  un  gran 
resultado  de  su  venta,  y con  su  producto  construir 
un  local  á propósito  para  esas  mismas  oíicinas;  do 
manera  que  así  se  podían  ahorrar  los  alquileres  que 
hoy  se  pagan  y evitar  la  ruina  de  esas  fincas. 

Yo  me  atrevo  á suplicar  al  Sr.  Ministro  de  Ha- 
ciendaque  se  sirva  examinar  ese  expediente  para  ver 
si  efectivamente  procede  y puede  realizarse  cuanto 
antes  la  venta  en  pública  subasta,  antes  de  que  se 
arruinen  los  dos  edificios  indicados,  y proceder  con 
su  producto  á la  construcción  de  otro  edificio,  porque 
bav  que  reconocer  que  el  Estado  sale  altamente  per- 
judicado por  la  triste  situación  en  que  se  encuentran 


las  antiguas  oíicinas,  y por  los  crecidos  alquileres 
que  liov  se  pagan. 

Este  es  el  ruego  que  me  atrevo  á dirigir  á mi 
queridísimo  amigo  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Fuigcer- 
ver):  Voy  á explicar  á mi  querido  amigo  el  Sr.  Fiol 
por  qué  causa  no  se  han  vendido  aún  los  edificios  á 
que  se  ha  referido,  y que  creo  que  son  los  edificios 
del  antiguo  Consulado  de  Palma  de  Mallorca  (El  señor 
Fiol:  No;  son  otras  dos  fincas  que  siempre  han  estado 
destinadas  á oficinas  de  Hacienda.)  ¿Y  que  están  pró- 
ximas? 

ITay  un  expediente,  que  es  el  único  que  yo  he  en- 
contrado, porque  como  S.  S.  ha  tenido  la  cortesía  de 
anunciarme  la  pregunta,  he  pedido  antecedentes;  hay 
un  antiguo  expediente  respecto  á ese  edificio,  y á otras 
fincas  que  corren  unidas  á él,  y voy  á explicarle  á S.  S. 
lo  que  resulta. 

Los  Ministerios  de  la  Gobernación  y Fomento  so- 
licitaron, separadamente,  que  esas  fincas  se  les  adju- 
dicaran, para  destinarlas  á servieio3  dependientes  de 
esos  Centros  ministeriales.  Se  siguió  el  expediente  en 
la  Dirección,  de  propiedades,  y después  de  uná  trami- 
tación larga  y difícil,  corno  son  siempre  en  aquella 
Dirección  por  el  gran  número  de  expedientes  que  allí 
hay,  se  denegaron  las  instancias  respectivas  de  los  dos 
Ministerios  citados,  declarándose  que  esos  edificios 
debían  corresponder  á la  Hacienda,  para  instalarse  en 
ellos  las  oficinas  de  su  departamento.  Después  de  mu- 
cho tiempo  de  haber  sido  desatendidas  estas  indica- 
ciones de  los  Ministerios  de  Fomento  y Gobernación, 
se  procedió  á la  tasación  de  los  edificios,  mejor  dicho, 
á las  obras  que  era  necesario  hacer  en  los  mismos,  y 
resultó  que  estas  importaban  i 4 í. 000  pesetas. 

Con  objeto  de  hacer  más  llevadero  el  pago  de  estas 
cantidades,  se  indicó  en  el  expediente  que  podrían  ven- 
derse esas  dos  íincas  que  indica  S.  S.,  y su  producto 
destinarlo  á.  instalar  las  oficinas  en  el  Consulado  de 
Mallorca. 

Se  tasaron  estas  fincas,  y su  valor  es  de  90.000  pe- 
setas. Pero  surgieron  dificultades  por  la  cuestión  de 
titulación,  porque  no  aparecían  inscritas  en  el  Regis- 
tro, y hubo  que  vencer  esta  dificultad  oyendo  á la  Di- 
rección de  lo  contencioso.  Hoy  ya  se  ha  vencido  esta 
dificultad  de  la  cuestión  de  la  titulación;  pero  es  ne- 
cesario reunir  la  Junta  de  edificios  públicos,  que  es  la 
única  competente  para  decidir  si  deben  ó no  instalar- 
se las  oíicinas  de  Hacienda  en  el  Consulado,  y caso  de 
que  acuerde  que  sí,  proceder  después  á la  subasta  de 
las  fincas  y á aplicar  su  producto  á las  obras  necesa- 
rias para  aquella  instalación  y para  incluir  en  el  pre- 
supuesto la  diferencia  de  las  90.000  pesetas  á las 
141.000  que  importan  dichas  obras,  según  el  presu- 
puesto formado. 

Estas  son  las  dificultades  que  se  han  opuesto  á la 
venta  de  esas  fincas,  y yo  prometo  al  Sr.  Fiol  que  por 
parte  del  Ministerio  de  Hacienda  se  impulsará  todo 
lo  posible  este  expediente,  para  que  cuanto  antes  se 
verifique  la  subasta  de  la  dos  casas,  y la  instalación 
de  las  oficinas  en  la  del  Consulado,  con  lo  cual  deja- 
rán de  pagarse  los  alquileres  que  se  pagan  por  los 
edificios  en  que  hoy  están  las  oficinas  de  Hacienda. 
Creo  que  estas  explicaciones  satisfarán  á S.  S. 

El  Sr.  FIOL:  Pido  la  palabra. 
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El  6r.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  FIOL:  Mucho  me  satisfacen  las  explicacio- 
nes que  se  ha  dignado  darme  mi  querido  amigo  el 
Sr.  Ministro  de  Hacienda;  pero  me  parece  que  ha  de 
haber  confusión  respecto  á la  cuestión  de  los  locales, 
porque  los  edificios  á que  yo  me  referia  son  dos  que 
hay  separados  del  antiguo  Consulado,  y sobre  los  cua- 
les me  parece  que  hay  un  expediente  incoado  para 
proceder  á su  venta,  y con  el  producto  construir  el 
edificio  que  se  necesita.  Pero  aparte  de  esa  confusión, 
creo  que  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  le  será  fácil 
comprobar  la  exactitud  de  mi  aserto,  pidiendo  á la 
Delegación  de  Hacienda  de  Baleares  los  datos  que  con- 
sidere necesarios;  porque  entiendo  que  el  asunto  re- 
ferente á la  casa  del  antiguo  Consulado  es  diferente 
del  asunto  á que  yo  me  referia. 

Conste  de  todas  maneras  que  de  los  dos  edificios 
á.  que  me  refiero,  ninguno  de  ellos  es  la  casa  del  an- 
tiguo Consulado,  porque  osle  no  ha  sufrido  desper- 
fectos, por  estar  habitado,  mientras  que  los  otros  dos 
a que  me  refiero  son  los  que  yo  digo  que  so  están 
arruinando,  y que  mientras  se  instruya  largo  expe- 
diente y se  proceda  á la  venta,  van  á acabar  de  arrui- 
narse, sin  conseguirse  resultado  ninguno  de  ellos,  á 
pesar  de  ser  fincas  que,  por  la  magnífica  situación 
que  ocupan,  son  muchas  las  personas  que  desearían 
adquirirlas. 

Ruego,  por  tanto,  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  se 
sirva  tener  en  cuenta  las  indicaciones  que  acabo  de 
dirigirle,  y hacer  en  su  virtud  lo  que  estime  conve- 
niente, porque  nadie  mejor  que  S.  S.  podrá  decidir  en 
este  asunto  lo  que  más  conveniente  sea  á ios  intere- 
ses del  Estado. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Liene  Y.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcerver): 
►Si  acaso  hay  confusión,  ha  sido  en  el  modo  de  expre- 
sarme yo,  y no  en  otra  cosa.  No  se  trata  de  la  venta  de 
la  finca  del  antiguo  Consulado,  no;  en  esta  finca  es  en 
donde  se  van  á instalar  las  ofi  finas  de  Hacienda;  si  no 
que  se  trata  de  la  venta  de  tres  fincas,  una  de  ellas, 
la  aduana,  y otras  dos,  los  edificios  que  estuvieron 
antes  dedicados  á dependencias  de  Hacienda.  Estas 
tres  casas  son  las  que  se  propone  que  se  vendan  para 
invertir  su  producto  en  los  gastos  necesarios  para  las 
obras  de  instalación  en  e!  edificio  del  Consulado  de  las 
oficinas  de  Hacienda.  De  modo  que  hago  esta  expli- 
cación, y el  Sr.  Fiol  convendrá  en  que  ya  no  hay  con- 
iusion.  Lo  que  se  trata  de  vender  no  es  el  antiguo 
Consulado,  sino  las  dos  casas  á que  8.  S.  se  lia  refe- 
rido, y además  la  aduana,  para  con  el  producto  de 
esos  tres  edificios  hacer  las  obras  que  necesita  el  an- 
tiguo Consulado,  donde  se  instalarán  las  oficinas  de 
Hacienda,  y la  aduana,  porque  parece  que  hay  local 
bastante,  después  de  hechas  las  obras. 


Dióse  cuenta,  y el  Congreso  quedó  enterado,  de  las 
dos  siguientes  comunicaciones: 

«Ministerio  ue  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Se- 
ñores: De  Real  órden  tengo  el  honor  de  remitir  á 
Y.  EE.,  á los  efectos  oportunos,  el  adjunto  ejemplar 
original  de  la  ley  que  con  esta  fecha  se  ha  servido 
sancionar  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.),  autorizando  el 
arrendamiento  del  monopolio  de  la  fabricación  y venta 
del  tabaco. 


Dios  guarde  á Y.  EE.  muchos  años.  Madrid  2 1 de 
Abril  de  1887.=Manucl  Alonso  Martinez.=Señores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Se-' 
ñores:  De  Real  orden,  y á los  efectos  oportunos,  ten- 
go el  honor  de  remitir  á V.  EE.,  el  adjunto  ejemplar 
original  de  la  ley  que  con  esta  fecha  se  ha  servido 
sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.),  ampliando 
el  remanente  de  los  créditos  coucedidos  para  atender 
á ios  gastos  de  extinción  de  la  langosta. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  anos.  Madrid  21  de 
Abril  de  1887.=Manuel  Alonso  Martincz.=Sefiores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso.» 


Se  leyeron,  y quedaron  publicadas  como  ley,  acor- 
dando se  archivasen,  las  sancionadas  por  S.  M.,  que 
son  las  siguientes: 

Autorizando  el  arrendamiento  del  monopolio  de  la 
fabricación  y venta  del  tabaco  eu  la  Península  é islas 
Baleares.  {Véase  el  Apéndice  primero  al  Diario  número 
70,  que  es  el  de  esta  sesión.) 

Sobre  ampliación  de  un  crédito  permanente  de 
300.000  pesetas  para  atender  á los  gastos  de  la  ex- 
tinción de  la  langosta.  ( Véase  el  Apéndice  segundo  á 
este  Diario.) 


Se  mandó  pasar  á la  Comisión  de  peticiones  una 
instancia  de  la  Diputación  provincial  de  León  que  re- 
mitía el  señor  gobernador,  en  la  que  solicitaba  dicha 
Corporación  se  incluyese  en  el  plan  general  de  ferro- 
carriles un  ramal  que  partiendo  de  Benavente,  en  el 
de  Malpartida  á Astorga,  enlace  eh  la  capital  con  la 
línea  del  Noroeste,  ó sea  con  la  que  couduce  al  puerto 
de  Gijon. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  va  á dar  cuenta  de  una 
proposición  de  ley.» 

Leída  la  del  Sr.  Maura,  incluyendo  en  el  plan  ge- 
neral de  carreteras  la  prolongación  hasta  Inca  de  la 
de  Artá  á Santa  Margarita  (Véase  el  Apéndice  octavo 
al  Diario  núm.  67,  sesión  de  14  del  actual ),  dijo 

El  Sr,  PRESIDENTE:  El  Sr.  Socías  tiene  la  pa- 
labra para  apoyar  la  proposición  de  ley,  como  uno  de 
los  firmantes. 

El  Sr.  SOCIAS:  Pocas  palabras  he  do  decir,  seño- 
res Diputados,  en  apoyo  de  la  proposición  que  acaba 
de  leerse. 

Se  trata  en  ella  de  la  inclusión  en  eJ  plan  general 
de  carreteras  de  unos  10  kilómetros  que  faltan  por 
construir  y que  deben  empalmar  el  importante  puerto 
de  Inca  con  la  de  Artá  á Santa  Margarita,  pasando 
por  el  pueblo  de  Llubí.  La  construcción  de  estos  10 
kilómetros  de  carretera  es  sumamente  fácil,  y será  de 
muy  pequeño  costo  para  el  Estado,  toda  vez  que  el 
terreno  por  donde  ha  de  hacerse  es  un  terreno  franco 
y llano  que  ninguna  dificultad  debe  ofrecer.  Además, 
el  pueblo  de  Llubí  hoy  se  encuentra  incomunicado 
con  el  mercado  principal  de  Mallorca,  que  es  inca,  y 
con  el  puerto  exportador  de  sus  productos,  y por  estas 
consideraciones  y otras  que  omito  por  no  molestar 
más  á la  Cámara,  ruego  á los  Sres.  Diputados  so  sir- 
van tomaren  consideración  la  proposición  de  ley  que, 
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en  cumplimiento  de  un  precepto  reglamentario,  aca- 
bo de  apoyar.» 

Leída  por  segunda  vez  la  proposición  de  ley,  y 
hecha  la  pregunta  de  si  se  Lomaba  en  consideración, 
el  acuerdo  del  Congreso  íué  afirmativo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Ar.jona):  La  pro- 
posición de  ley  pasará  á las  Secciones  x>ara  nombra- 
miento de  Comisión. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Groizard  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  GROIZARD:  Tengo  el  honor  de  presentar 
al  Congreso  algunos  documentos  relativos  al  acta  del 
distrito  de  Don  ReniLo,  que  ruego  á la  Mesa  pase  á la 
Comisión  de  actas  para  que  los  tenga  presentes  cuan- 
do discuta  este  acta. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Pasarán 
á la  Comisión  de  actas. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Gosalvez  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  GOSALVEZ:  TIe  pedido  la  palabra,  señores 
Diputados,  para  dirigir  al  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación una  pregunta  como  forma  más  sencilla  que 
el  Reglamento  ofrece  para  llamar  la  atención  del  Go- 
bierno y de  la  Cámara  sobre  un  asunto  que  estimo  del 
más  vital  interés  para  el  país,  y que  seguramente  lo 
estimarán  como  yo  todos  los  Sres.  Dipu Lados. 

Me  refiero  á la  enorme  cifra  que  alcanza  la  deuda 
municipal  en  todo  el  país,  tan  enorme  que  hay  capi- 
tal de  provincia  que  debe  C>0  millones,  y pueblos  pe 
queños  que  adeudan  tantos  miles  de  duros  como  vale 
su  riqueza  territorial  é industrial  imponible.  De  los 
9.000  Ayuntamientos  próximamente  que  hay  en  Es- 
paña, 8.000  saldan  sus  presupuestos  municipales  con 
déficit  considerable,  de  lo  cual  el  Gobierno  tiene  una 
prueba  que  acaba  de  suministrar  en  la  Memoria  re- 
partida á los  Sres.  Diputados  redactada  por  la  Direc- 
ción de  administración  local,  de  que  es  digno  jefe  el 
Sr.  Correa,  en  la  cual  se  revela  que  durante  el  primer 
semestre  todos  los  pueblos  han  saldado  con  déficit  su 
presupuesto,  lo  cual  acusa,  al  decir  de  la  misma  Di- 
rección local,  ó una  gran  penuria  en  los  pueblos,  ó un 
desconcierto  extraordinario  en  la  administración  mu- 
nicipal. 

Yo  no  quiero  entrar  en  consideraciones  sobre  las 
causas  que  han  producido  este  estado  verdaderamente 
alarmante;  de  todos  los  Sres.  Diputados  son  conocidas 
y por  su  variedad  muy  difíciles  de  concretar  en  este 
momento,  llegando  á tal  extremo  el  desbarajuste  que 
ocasiona  en  la  tributación,  que  asombran  las  diferen- 
cias que  de  pueblo  á pueblo  se  notan  eu  esta  materia, 
barrenando  todo  lo  que  las  leyes  y preceptos  consti- 
tucionales disponen. 

No  se  crea  que  con  esto  exagero  ciertamente,  pues 
mientras  hay  pueblos  en  algunas  provincias  donde 
apenas  si  los  recargos  municipales  sobre  la  contribu- 
ción territorial  llegan  al  9 por  100,  en  otros  se  ele- 
van al  90. 

Hay  más:  este  estado  de  atraso  de  la  hacienda  mu- 
nicipal hace  que  ios  pueblos  estén  sufriendo  constan- 
temente apremios,  cuyos  gastos  es  imposible  justifi- 
car en  las  cuentas  municipales;  y como  los  conceja- 
les, naturalmente,  no  los  han  do  pagar  de  su  propio  I 


peculio,  se  suponen  obras  pñblicas  que  no  se  verifican, 
ó se  realizan  deficientemente,  mermando  de  este  modo 
los  caudales  de  pósitos  unas  veces,  acudiendo  en  otras 
á operaciones  ó negociaciones  sobre  el  80  por  100  de 
los  bienes  de  propios,  boy  ya  tan  mermado  en  la  ma- 
yoría de  los  pueblos  como  injustificadamente  gastado. 

Semejante  estado  en  Ja  hacienda  municipal  pro- 
duce consecuencias  lamentables  de  diversos  órdenes. 
Es  lo  primero  el  desprestigio  de  las  Corporaciones 
municipales,  que  lia  llegado  á términos  tales  que  á 
todos  los  partidos  políticos  les  cuesta  gran  trabajo 
llevar  á las  Corporaciones  municipales  alguna  que 
otra  persona  importante  que  lleve  su  propio  prestigio 
é importancia  á ellas  en  vez  de  aquellos  que  aspiran 
á recibirlo  de  las  mismas  Corporaciones  populares. 

Es  la  segunda  consecuencia  la  humillación  servil 
á que  están  sometidos  los  Ayuntamientos  con  res- 
pee  Lo  a los  delegados  todos  del  Gobierno  á términos 
hiles,  que  cualquier  partido  político,  sin  necesidad  de 
alterar  los  Ayuntamientos,  puede  contar  con  su  in- 
condicional apoyo  para  el  caso  dé  una  elección,  ó para 
cualquier  otro  acto  en  que  pueda  necesitarse  ó pedír- 
seles su  opinión,  porque  estas  Corporaciones,  cual- 
quiera que  sea  su  origen,  viven  exclusivamente  de  la 
benevolencia  de  los  gobernadores;  tanto  es  así,  que 
sabido  es  de  todo  el  mundo  que  todo  Ayuntamiento 
que  el  Gobierno  .se  propone  suspender,  destituir  ó en- 
causar, dura  únicamente  mientras  el  gobernador  le 
manda  un  delegado  que  abra  el  libro  de  la  deuda  mu- 
nicipal; en  cuyo  caso,  ó el  Ayuntamiento  dimite,  ó es 
inmediatamente  suspenso,  destituido  ó encausado. 

No  quiero,  aunque  bien  fácil  me  sería,  extenderme 
en  otras  consideraciones,  porque  no  quiero  que  en 
mis  palabras,  ya  por  rebeldía  de  la  frase,  ya  por  el 
estado  de  mi  salud,  se  pueda  llegar  á entender  algún 
concepto  que  pudiera  parecer  menos  ministerial  de  lo 
que  soy  y de  lo  que  quiero  parecer. 

Esto  dicho,  yo  me  atrevo  á preguntar  al  Sr.  Mi- 
nistro de  la  Gobernación  si  se  propone  adoptar  algu- 
nas medidas  que  hagan  cesar  este  estado  de  cosas,  y 
que  ya  que  no  á extinguir  estos  déficits  que  desde 
luego  no  es  posible,  siquiera  conduzcan  á atenuaren 
la  medida  que  posible  sea,  el  deplorable  estado  en  que 
se  encuentran  las  Corporaciones  municipales.  He 
dicho. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Señores,  en  verdad  que  yo  no  sé  qué  con- 
testar á la  pregunta,  con  caractéres  de  verdadera  in- 
terpelación. que  acaba  de  desarrollar  el  Sr.  Gosalvez. 

Su  señoría  ha  denunciado  muchos  vicios  de  la 
hacienda  municipal,  y ha  olvidado  muchos  más  que 
seguramente  existen;  pero  ¿qué  quiere  S.  S.  que  yo  lo 
diga  á esto?  ¿Quiere  S.  S.  que  en  este  momento,  tra- 
tándose de  una  pregunta  como  la  que  S.  S.  me  ha  di- 
rigido, proponga  yo  aquí,  y discutamos  todo  un  plan 
de  reformas  de  la  hacienda  municipal,  para  poner  el 
remedio  posible  á los  males  que  S.  S.  ha  anunciado? 
Su  señoría  comprende  que  esto  no  es  posible,  y que 
más  bien  es  propio  para  una  interpelación,  y para  un 
debato  detenido  que  para  una  respuesta  en  el  mo- 
mento en  que  S.  S.  me  dirige  una  pregunta  sobre  el 
particular;  pero,  eu  fin,  algo  ha  dicho  S.  S.  de  que  yo 
debo  hacerme  cargo  para  contestar. 

Ha  dicho  S.  S.  que  en  unos  Ayuntamientos  el  re- 
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cargo  municipal  sobre  la  contribución  territorial 
llega  ai  9,  y que  en  otros  llega  al  90.  Estas  son  las 
consecuencias  de  la  descentralización.  ¿Es  que  S.  S. 
combate  la  descentralización  de  los  Ayuntamientos? 
¿Es  que  3.  S.  es  enemigo  de  la  descentralización  mu- 
nicipal? Pues  tenga  S.  S.  el  valor  de  condenarla,  y 
entonces  discutiremos  la  centralización  y la  descen- 
tralización. Si  se  acepta  la  descentralización,  es  ne- 
cesario aceptarla  con  todos  sus  inconvenientes  y con 
todas  sus  consecuencias;  y no  es  ai  Gobierno  cierta- 
mente, dentro  de  la  descentralización,  á quien  corres- 
ponde corregir  los  abusos:  corresponde  corregirlos 
A los  ciudadanos. 

lía  dicho  S.  S.  además  que  el  caudal  de  los  pósi- 
tos se  dedicaba  á la  construcción  de  obras.  En  esto 
ijo  debe  estar  bien  informado  S.  S.  Yo  desearía  que 
S.  S.  me  denunciara  el  Ayuntamiento  en  que  eso 
acontece,  porque  eso  es  un  verdadero  delito,  y si  yo 
tuviera  conocimiento  del  Ayuntamiento  en  que  eso 
se  hace,  aseguro  á S.  S.  que  le  entregaría  á los  tri- 
bunales de  justicia.  Es  cuanto  puedo  contestar  á su 
señoría  sobre  este  particular. 

También  ha  dicho  8.  S.  que  las  personas  de  cierta 
posición  no  quieren  ir  A los  Ayuntamientos.  Tiene 
razón  S.  8.  al  hacer  esta  afirmación;  pero,  ¿qué  quie- 
re 8.  S.  que  haga  con  las  personas  de  cierta  posición 
que  no  quieren  ir  á los  Ayuntamientos9  ¿Desea  S.  S. 
que  el  Gobierno  las  lleve?  Este  es  un  mal  que  el  Go- 
bierno deplora,  que  procura  corregir;  pero  respecto 
del  cual  no  puede  poner  un  remedio  pronto  y eficaz. 

Es  evidente  que  existen  grandes  vicios  en  la  ad- 
ministración municipal,  reconocidos  por  todos  los 
Gobiernos.  Su  señoría  ha  concluido  su  pregunta,  con 
ribetes  de  interpelación,  preguntándome  si  yo  estaba 
dispuesto  á remediar  esos  vicios.  Yo  espero  que  su 
señoría  tendrá  un  poco  de  paciencia,  y aguardará  á 
que  presente  á las  Córles  un  proyecto  de  ley  provin- 
cial y municipal,  que  me  propongo  presentar  dentro 
de  poco  tiempo,  y entonces  podrá  S.  S.  discutir  «Am- 
pliamente y con  todo  el  detenimiento  que  la  impor- 
tancia del  asunto  requiere  las  materias  que  8.  S.  ha 
desenvuelto  ligeramente  en  su  pregunta. 

El  Sr.  GOSALVEZ:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

EL  Sr.  GOSALVEZ:  Yo  doy  las  gracias  al  señor 
Ministro  de  bí  Gobernación  por  la  benevolencia  con 
que  se  ha  servido  recibir  mi  pregunta  y por  la  con- 
testación quo  ha  tenido  á bien  darme;  pero  me  ha  de 
permitir  S.  S.  que  le  haga  algunas  ligeras  obscrvacio- 
nes.  En  electo,  yo  entiendo  que  de  la  descentralización 
municipal  nacen  algunos  males  que  hoy  se  deploran; 
pero  esto  es  debido  áque  la  descentralización  muni- 
cipal ha  venido  á implantarse  y desarrollarse  en  Es- 
paña en  el  período  de  mayor  efervescencia  en  las  pa- 
siones políticas.  Aunque  amigo  entusiasta  de  la  des- 
centralización, no  puedo  ménos  de  reconocer  que  los 
males  que  hoy  deploramos  han  nacido  del  abuso  de 
las  facultades  concedidas  á los  Ayuntamientos,  y de 
que  éstos  indudablemente  abusaron  durante  el  des- 
bordamiento de  la  última  época  revolucionaria.  ¡Por 
qué  no  decirlo!  Los  fondos  municipales  muchas  ve- 
ces se  gastaron  en  fusiles,  en  sostener  los  llamados 
Voluntarios  de  la  libertad,  ó en  otras  cosas  más  ó 
ménos  justificadas  cuyos  detalles  no  son  de  este  mo- 
mento. 

Dice  8.  8.  que  hay  qpe  declarar  si  uno  es  parti- 
dario ó enemigo  de  la  descentralización.  Yo  soy,  en 


principio,  partidario  de  la  descentralización;  pero  re- 
conozco la  existencia  del  mal,  y no  oculto  aquello  que 
se  debe  á las  circuus  tan  cías  que  acompañaron  su  es- 
tablecimiento en  nuestra  organización  municipal. 

Ha  dicho  8.  S.  que  mi  pregunta  tenía  visos  de  in- 
terpelación. Ciertamente,  yo  lo  indiqué  al  empezar  á 
hablar,  y dije  que  habia  adoptado  la  forma  de  pre- 
gunta como  la  más  sencilla,  para  llamar  la  atención 
del  Gobierno  sobre  el  «asunto  que  he  tratado,  no  por- 
que yo  crea  que  el  Gobierno  tiene  desatendidos  inte- 
reses tan  respetables,  sino  porque  mientras  aquí  viene 
una  multitud  de  proyectos  que  realmente  sonde  gran- 
dísima trascendencia,  porque  afectan  A los  derechos 
políticos  y á otros  intereses  de  grandísima  importan- 
cia, esto  que  es  m«ás  tangible,  esto  que  interesa  más 
de  cerca,  esto  que  todo  el  mundo  toca,  está  esperando 
que  venga  el  proyecto  de  reforma  de  la  ley  munici- 
pal. Yo  no  formulo  cargos  porque  hayan  venido  unos 
proyectos  antes  que  otros;  ya  sé  yo  que  el  antecesor 
de  8.  S.  habia  presentado  un  proyecto  de  ley  que  su 
señoría  ha  retirado  para  estudiarle  y para  reprodu- 
cirle ó presentar  otro  nuevo;  ya  sé  que  la  discusión 
de  este  proyecto  sería  el  lugar  oportuno  para  discu- 
tir todo  esto  de  un  modo  más  extenso;  pero  mientras 
tanto,  ¿no  asombra  á S.  S.  que  cada  un  año  so  aumente 
Tel  déficit  de  las  capitales  de  provincia  particularmen- 
te, hasta  una  cantidad  de  todo  punto  inverosímil?  Es 
más,  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  deseoso  de  regula- 
rizar y aumentar  la  recaudación  general,  viene  apre- 
miando constantemente  á los  pueblos  para  dar  mayor 
recaudación,  y es  claro  que  el  déficit  viene  á recaer 
siempre  sobre  la  deuda  de  las  Diputaciones  provincia- 
les y sobre  las  obligaciones  de  los  Municipios.  Y no 
tengo  más  que  decir. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Marqués  de  Valde- 
terrazo  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  Marqués  (le  VALDETERRAZO:  Me  pro- 
pongo, Sres.  Diputados,  hacer  en  brevísimas  palabras 
una  pregunta  á la  Gomision  de  actas. 

Ai  regresar  ayer  á Madrid  desde  Extremadura 
he  visto  anunciada  la  vista  del  acta  de  Don  Benito,  y 
por  lo  visto  la  Comisión  se  prepara  á presentar  dic- 
tamen sobre  ella  y someterle  á la  resolución  del  Con- 
greso. Tengo  noticias  de  que  en  esta  acta  falta  el 
acta  parcial  de  una  de  las  secciones,  de  la  sección  de 
Zalamea,  y mi  pregunta  á la  Comisión  es  ésta:  ¿piensa 
dar  dictámen  la  Comisión  faltando  un  acta  parcial? 
¿Piensa  hacer  la  suma  total  de  los  votos,  faltando  uno 
de  ios  sumandos?  Esta  es  la  pregunta  á la  Comisión; 
y ahora  voy  á dirigir  un  ruego  al  Sr.  Ministro  de  la 
Gobernación. 

El  acta  parcial  de  Zalamea  es  indudable  que  se 
lia  presentado,  conforme  á la  ley,  certificada  en  co- 
rreos; esta  acta  no  ha  llegado  al  Congreso,  ó al  mé- 
nos no  obra  en  el  expediente,  y yo  dirijo  este  ruego 
al  Sr.  Miuistro  de  la  Gobernación.  ¿Está  dispuesto  su 
señoría  á mandar  que  se  abra  una  información  judi- 
cial sobre  esto  para  que  se  castigue  á quien  corres- 
ponda? Yo,  desde  luego,  estoy  muy  lejos  de  atribuir 
ni  á mis  contrarios  en  aquella  provincia,  ó mejor  di- 
cho en  Zalamea,  ni  á nadie  que  haya  podido  cometer 
este  delito;  yo  no  se  le  atribuyo  á nadie;  pero  como 
hay  delito,  y álguien  le  ha  cometido,  creo  que  es  justo 
que  se  sepa  quién  es,  para  que  sobre  él  recaiga  el 
castigo  correspondiente. 
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El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr,  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Estoy  dispuesto  con  mucho  gusto  á acceder 
al  ruego  de  S.  S.,  porque  creo  que  cumplo  con  mi 
deber. 

En  efecto;  el  acta  de  Zalamea  se  ha  extraviado; 
este  extravío  no  tiene  ninguna  explicación  satisfacto- 
ria; y adelantándome  á los  deseos  de  S.  S.,  lie  dirigi- 
do un  telegrama  al  gobernador  de  Badajoz  dándole 
instrucciones  sobre  este  hecho  para  que  le  ponga  en 
conocimiento  de  los  tribunales. 

El  Sr.  Marqués  de  VALDETERRAZO:  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  Marqués  de  valdeterrazo:  Sencilla- 
mente para  dar  las  gracias  al  Sr.  Ministro  de  la  Go- 
bernación por  la  bondad  que  ha  teuido  de  darme  las 
explicaciones  que  ha  oido  el  Congreso,  y que  son, 
como  no  podía  menos  de  esperar,  dada  su  rectitud. 

El  Sr.  QUINTANA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  QUINTANA:  Como  el  Sr.  Marqués  de  Val- 
delerrazo  había  tenido  la  bondad  de  anunciarme  la 
pregunta  que  había  de  dirigir  á la  Cámara,  puedo 
contestarle  con  grandísima  facilidad,  dando  sencilla- 
mente lectura  de  una  comunicación  dirigida  por  la 
Comisión  de  actas,  que  tengo  el  honor  de  presidir,  al 
Sr.  presidente  de  la  Cámara,  para  que  á su  vez  lo  hi- 
ciera al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación.  Dice  así: 

«Al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  en  31  de  Mar 
zo  de  1887. — La  Comisión  de  actas,  antes  de  dar  dic- 
támen  sobre  la  do  la  elección  parcial  verificada  en  el 
distrito  de  Don  Benito,  provincia  de  Badajoz,  necesita 
tener  á la  vista  lodos  los  documentos  de  qu ; se  com- 
pone el  expediente  general  de  dicha  elección;  y como 
no  se  haya  recibido  en  esta  Secretaría  la  copia  literal 
del  acta  de  la  sección  de  Zalamea,  que  debiera  haber 
sido  remitida  inmediatamente  al  Congreso  en  cum- 
plimiento del  art.  90  de  la  ley  electoral,  lo  ponemos 
en  conocimiento  de  V.  E.,  excitados  por  la  referida 
Comisión,  rogándole  se  sirva  reclamar  con  foda  ur- 
gencia el  envío  de  la  mencionada  acta.» 

Como  esta  minuta  obraba  en  el  expediente,  y el 
Sr.  Marqués  de  Valdeterrazo  se  ha  enterado  de  él, 
probablemente  le  ha  pasado  desapercibida,  porque  si 
no,  en  ella  se  hubiera  encontrado  con  la  contestación 
á la  pregunta  que  ha  dirigido  a la  Comisión  de  actas. 
Tenga  el  Sr.  Marqués  de  Valdeterrazo,  mi  digno  an- 
tecesor en  el  cargo  de  presidente  de  la  Comisión,  la 
seguridad  de  que  ésta  no  dará  dictáinen  sobre  el  acta 
de  Don  Benito  sin  tener  á la  vista  todos  los  antece- 
dentes necesarios  para  que  su  fallo  sea  dado  con  todo 
conocimiento  de  causa  y con  toda  rectitud,  y al  mis- 
mo tiempo  con  la  brevedad  que  el  caso  requiere, 
porque  no  es  cosa  de  tener  detenido  á las  puertas  del 
Congreso  á un  candidato  que  trae  su  acta. 

El  Sr.  Marqués  de  VALDETERRAZO:  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  Marqués  de  VALDETERRAZO:  Doy  las 
gracias  al  Sr.  Diputado,  digno  presidente  de  la  Comi- 
sión de  actas,  por  la  contestación  que  se  ha  servido 
darme;  pero  debo  decirle,  que  cuando  llegué  á Madrid 
anteayer  y pedí  el  expediente,  no  constaba  en  él  la 
minuta  que  ha  leído.  De  haberla  yo  visto,  segura- 


mente no  hubiera  hecho  la  pregunta.  Por  lo  demás, 
debo  añadir  que  tengo  plena  confianza  cri  la  Comisión 
de  actas. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Prieto  y Caulcs  tie- 
ne la  palabra. 

EISr.  PRIETO  Y CAULES:  Para  dirigir  un  ruego 
al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación.  En  1 1 de  Noviem- 
bre de  1884  el  Sr.  Marqués  del  Riscal,  como  presi- 
dente de  la  Junta  directiva  de  la  Liga  de  contribu- 
yentes, á la  cual  me  honro  en  pertenecer,  presentó 
una  instancia  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  pi- 
diendo la  nulidad  de  la  resolución  aprobatoria  del 
gobernador  de  esta  provincia  relativa  á un  grave 
acuerdo  del  Ayuntamiento  de  esta  corte,  por  el  cual 
se  cedió  al  Sr.  D.  Guillermo  Rolland  el  corral  deno- 
minado de  limpiezas  de  la  villa,  como  indemnización 
de  supuestos  terrenos  tomados  de  la  vía  pública  en  la 
ronda  de  Santa  Bárbara. 

En  virtud  de  este  acuerdo  de  10  de  Abril  del  refe- 
rido año  de  1884  se  declaró  el  derecho  al  Sr.  Rolland 
á indemnizarle  de  unos  45.000  piés  de  terreno  por 
valor  de  unas  800.000  pesetas,  á pesar  de  que  se  tra- 
taba de  un  derecho  baladi,  de  una  cosa,  al  parecer 
insignificante,  adquirida  gratuitamente  como  even- 
tual por  el  Sr.  Rolland  al  comprar  en  1868  una  tierra, 
entonces  solar,  de  32.700  piés,  en  cuya  escritura  se 
le  otorgaba  gratuitamente,  como  he  indicado,  el  de- 
recho cíe  poder  reclamar  la  falta  que  tuviese  esta  tie- 
rra por  haberla  ocupado  la  vía  pública. 

El  terreno  sujeto  á expropiación  fué  graduado  por 
el  primer  arquitecto  municipal  que  entendió  en  este 
asunto  en  2G8  piés,  valorados  en  201  escudos.  Este 
derecho,  por  otra  parLe,  lüé  denegado  en  fallo  de  los 
tribunales,  que  causa  ejecutoria  en  todas  aquellas 
ocupaciones  que  fuesen  anteriores  al  año  1839;  y 
el  Sr.  Rolland,  al  parecer,  no  ha  podido  demostrar 
que  las  hubiese  posteriores  á dicha  fecha;  á conse- 
cuencia de  lo  cual  un  ilustradísimo  letrado  munici- 
pal hubo  de  informar  que,  en  todo  caso,  solo  podría 
pretender  la  diferencia  entro  los  42.700  piés  de  que 
se  le  dió  posesión  y los  44. 100,  cabida  de  una  fanega 
que  tenía  de  tierra,,  según  la  inscripción  del  año  1 841 , 
por  más  que  en  siglos  anteriores,  especialmente  hace 
trescientos  años,  hubiese  figurado  esa  tierra  corno  de 
dos  fanegas.  Esto  no  obstante,  no  solo  se  concedió  por 
vía  de  transacción  el  derecho  á ser  indemnizada  de  los 
45.500  piés  declarados  por  los  tribunales  como  de- 
manda excesiva,  sino  que,  en  vez  de  ir  ese  crédito  á 
la  masa  de  los  referentes  al  ensanche  de  Madrid,  que 
tanto  suman  y que  tanto  tiempo  han  de  tardar  en  ha- 
cerse efectivos,  se  acordó  que  se  le  cediera  en  pago 
desde  luego  el  referido  edificio  del  corral  de  limpieza, 
tasado,  no  como  edificio  libre  de  las  vías  públicas 
que  deben  atravesarlo,  sino  como  terreno;  y dándole, 
no  ya  los  45.500  piés  pedidos,  sino  unos  67.000  piés, 
á pesar  de  que  el  Sr.  Rolland,  en  una  de  sus  exposi- 
ciones anteriores  aspiraba  únicamente  á adquirir  pié 
por  pié,  puesto  que  en  aquel  entonces,  el  terreno  de 
que  pretendía  ser  indemnizado  había  sido  tasado  á 6 
pesetas,  y á 9‘50  el  que  pedia  que  se  le  diese. 

A pesar  de  todos  estos  vicios,  y lie  haberlos  pues- 
to muy  de  relieve  un  notabilísimo  diclámen  de  la 
Comisión  provincial,  contrario  al  acuerdo  del  Ayun- 
tamiento, el  gobernador  le  prestó  su  aprobación  con 
evidente  incompetencia,  puesto  que  los  terrenos  de  los 
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Ayuntamientos  no  se  pueden  enajenar  sin  previa  apro- 
bación del  Gobierno,  salvo  dos  excepciones,  que  no 
comprenden  ai  caso  de  que  se  Lrata.  Refiérese,  en  efec- 
to. la  una,  á los  terrenos  sobrantes  de  la  vía  pública; 
y aquí,  aparte  de  que  el  corral  de  limpiezas  es  un  edi- 
ficio, no  se  pueden  considerar  como  sobrantes  unos 
67.000  piés,  y además,  esc  sobrante,  esas  parcelas 
que  no  constituyen  solar,  solo  se  pueden  enajenar  sin 
subasta  pública,  d favor  de  los  dueños  colindantes. 
Tampoco  comprende  el  caso  la  otra  excepción  de  la 
ley,  relativa  d los  edificios  declarados  inútiles  para 
los  servicios  d que  estaban  destinados,  para  cuya 
enajenación  basta  que  el  gobernador  apruebe  los 
acuerdos  municipales,  puesto  que  el  corral  de  lim- 
piezas, prescindiendo  de  que  liabia  sido  tasado  como 
terreno  y no  como  edificio,  y no  se  comprende  que 
sea  tasado  de  un  modo  y se  tramite  el  expediente  para 
cederlo  en  otra  forma,  prescindiendo  de  esto,  no  se 
podía  considerar  al  corral  de  limpiezas  de  la  .Villa 
como  inútil,  puesto  que  estaba  prestando  servicio,  ha 
continuado  sirviendo  á ese  objeto,  y si  no  estoy  equi- 
vocado, continúa  todavía. 

La  propia  utilidad  del  edificio  se  desprende  del 
mismo  acuerdo,  puesto  que  se  obligaba  al  cesionario 
á conservarlo  en  el  mismo  estado  y para  el  mismo  des- 
tino desde  1884  liásta  Julio  de  1886,  estipulando  ade- 
más un  arrendamiento  en  que,  por  cierto,  hay  la  cir- 
cunstancia singular  de  que  no  es  por  un  tanto  alzado, 
sino  por  el  0 por  100  del  capital  cedido,  ó que  se  iba 
á ceder,  y no  á pagar  en  metálico,  sino  en  terrenos 
adjudicados  sin  subasta  y en  virtud  de  tasación  con- 
tradictoria. Es  decir,  que  en  el  propio  expediente  se. 
preparaban  nuevas  hijuelas  de  esta  pingüe  forma  de 
indemnización. 

Ahora  bien,  como  estos  vicios  denunciados  por  la 
prensa,  desgraciadamente  parece  que  tienen  funda- 
mento; como  la  gravedad  del  asunto  se  desprende  de 
su  mera  enunciación;  como  por  el  tiempo  trascurrido 
es  de  suponer  que  el  expediente  y la  instancia  espe- 
cialmente del  presidente  de  la  Liga  de  contribuyentes 
de  Madrid  pidicudo  la  nulidad  haya  sido  resuelta,  no 
debe  haber  inconveniente  alguno  en  remitir  los  ante- 
cedentes a la  Cámara. 

A esto  se  concreta  boy  el  ruego  que  dirijo  á mi 
particular  y antiguo  amigo  el  Sr.  Ministro  de  la  Go- 
bernación; á fin  de  que  una  vez  el  expediente  aquí  po- 
damos examinarlo  con  detención,  y en  su  vista,  pro- 
ceder parlamentariamente  á lo  que  haya  lugar  en 
defensa  de  ios  derechos  y de  los  intereses  lesionados 
del  pueblo  de  Madrid. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Mi  particular  y antiguo  amigo  el  Sr.  Prieto 
comprenderá  que  procediendo  á lo  que  parlamenta- 
riamente há  lugar,  no  puedo  decir  á S.  S.  una  sola 
palabra  á propósito  del  expediente  que  S.  S.  ha  rela- 
tado, con  exactitud  en  algunos  puntos,  con  evidente 
inexactitud  en  otros. 

El  expediente  á que  el  Sr.  Prieto  y Caules  se  re- 
fiere está  pendiente  de  dictamen  en  el  Consejo  de 
Estado,  al  cual  se  lia  enviado  también,  para  que  la 
tenga  en  cuenta,  la  exposición  que  me  dirigió  el  pre- 
sidente de  la  Liga  de  contribuyentes,  Sr.  Marqués  de 
Riscal.  En  este  estado  las  cosas,  ¿qué  quiere  el  señor 
Prieto  que  yo  diga  á propósito  de  este  expediente? 


¿Puedo  yo  entrar  en  una  discusión  sobre  él?  ¿Puedo 
adelantar  un  juicio  sobre  él?  ¿Puedo  contradecir  si- 
quiera las  afirmaciones  hechas  por  S.  S.?  Lo  único 
que  yo  podría  hacer  sería  enviar  el  discurso  que  aca- 
ba de  pronunciar  el  Sr.  Prieto  y Caules  al  Consejo  de 
Estado,  para  que  lo  tuviera  en  cuenta  al  emitir  su 
dictamen. 

Por  lo  demás,  el  Sr.  Prieto  comprende  que  yo  no 
puedo  decir  ni  una  palabra  más  sobre  el  particular. 
Cuando  el  Consejo  de  Estado  emita  dictamen,  cuando 
el  expediente  vaya  al  Ministerio  de  la  Gobernación  y 
yo  le  resuelva,  entonces  habrá  llegado  el  momento  y 
la  sazón  de  que  discutamos  la  resolución  que  el  Mi- 
nistro de  la  Gobernación  dé  sobre  el  particular;  por- 
que toda  otra  cosa  seria  convertir  el  Parlamento  en 
un  Centro  administrativo,  porque  toda  otra  cosa  sería 
decidir  los  asuntos  y dirigir  la  administración  desde 
el  Parlamento,  lo  cual  no  entra  ciertamente  en  mis 
ideas,  y tengo  la  evidencia  de  que  tampoco  en  las  de 
mi  amigo  el  Sr.  Prieto  y Caules. 

El  Sr.  PRIETO  Y CAULES:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  PRIETO  Y OAULES:  Como  habrán  com- 
prendido el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  y la  Gá- 
mra,  yo  partía  del  supuesto  de  que  el  expediente,  del 
cual  nada  habia  vuelto  á saber  desde  que  la  prensa 
hace  dos  ó tres  años  se  ocupó  de  él,  debía  estar  re- 
suelto en  el  tiempo  trascurrido.  En  este  supuesto,  era 
en  el  que  yo  rogaba  ai  Sr.  Ministro  que  tuviese  la 
bondad  de  remitirlo  á esta  Cámara.  Claro  está  que  no 
podía  haber  sido  mi  ánimo  ni  influir  en  la  resolución, 
ni  dar  lugar  á que  la  Cámara  intervenga  en  aclos  ad- 
ministrativos que  no  la  competen.  Por  lo  mismo, 
aplazo  mi  ruego  ó acepto  la  excepción  dilatoria,  es- 
perando que  el  Sr.  Ministro  tendrá  la  bondad  de  en- 
viarlo á la  Cámara  cuando  se  baile  en  estado  de  po- 
derlo hacer. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Debo  hacer  una  aclaración  á mi  amigo  el 
Sr.  PrieLo  y Caules,  á propósito  del  expediente  á que 
S.  S.  se  ha  referido. 

No  hace  tres  años,  sino  un  año,  ó ménos  de  un 
año  aún,  que  ese  Expediente  filé  enviado  al  dictámen 
del  Consejo  de  Estado  en  pleno,  porque  antes  l'ué  en- 
viado al  dictamen  de  la  Sección  de  Gobernación  de 
dicho  Cuerpo,  que  lo  devolvió  informado  hace  próxi- 
mamente seis  ó siete  meses  al  Ministerio  de  la  Go- 
bernación; y mi  digno  antecesor,  el  Sr.  R.  Venancio 
González,  mandó  que  se  instruyese  de  nuevo  el  pro- 
pio expediente.  De  manera  que  las  cosas  volvieron  al 
ser  y estado  que  tenían  antes  de  haberse  el  expediente 
incoado. 

Comprenderá  S.  S.  que  en  el  trascurso  de  seis  ó 
siete  meses  se  ha  hecho  bastante,  toda  vez  que  se  lia 
instruido  de  nuevo  el  expediente,  ha  estado  en  el 
Ayuntamiento,  ha  estado  en  la  Diputación  provincial, 
ha  estado  en  el  Gobierno  civil  y ha  ido  al  Ministerio 
do  la  Gobernación,  y ha  sido  enviado  de  nuevo  á in- 
forme del  Consejo  de  Estado  en  pleno.  Cuando  el  Con- 
sejo de  Estado  en  pleno  dé  su  dictámen  sobre  el  par- 
ticular, yo  prometo  á S.  S.  resolver  el  expediente  en 
el  término  más  breve  posible,  y traerlo  á las  Cortes 
por  si  S.  S.  necesita  discutir  la  resolución  adoptada. 

El  Sr.  PRIETO  Y OAULES:  Pido  la  palabra. 
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El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  PRIETO  Y CAULES;  Para  dar  las  gracias 
al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  y para  indicar  que 
de  sus  mismas  palabras  se  desprenda  cuán  útil  y 
provechosa  puede  haber  sido  para  el  derecho  y los 
intereses  del  pueblo  de  Madrid  la  iniciativa  que,  cual 
podia  haber  tomato  cualquier  ciudadano,  tomo  la 
Liga  de  contribuyentes,  y en  su  nombre  su  dignísi- 
mo presidente  el  Sr.  Marqués  del  Riscal  al  reclamar 
la  nulidad  de  la  aprobación  del  gobernador,  á fin  de 
evitar  que  se  consumara  la  cesión  referida,  pues  debo 
inferir  que,  lejos  de  haberse  ésta  consumado,  el  expe- 
diente ha  debido  rehacerse,  ha  tomado  otra  dirección, 
y tiene  en  la  actualidad  una  tramitación  enteramente 
diversa  de  la  que  antes  se  le  había  dado. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

EL  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Debo  hacer  una  aclaración  á propósito  de 
las  afirmaciones  que  ha  hecho  el  Sr.  Prieto  y Caules. 
La  resolución  adoptada  por  mi  digno  antecesor  Don 
Venancio  González,  no  fué  á consecuencia  de  la  expo- 
sición de  la  Liga  de  contribuyentes  de  Madrid,  puesto 
que  fué  dictada  antes  de  que  la  exposición  fuese  diri- 
gida al  Ministerio  de  la  Gobernación. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Gorostidi  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  GOROSTIDI:  He  pedido  la  palabra  para 
dirigir  un  ruego  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación, 
y otro  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra.  Suplico  á la  Mesa 
se  sirva  trasmitírselo  á este  último,  que  no  se  halla 
presente. 

Ai  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  ic  ruego  se 
sirva  traer  á la  Cámara  una  relación  del  numero  de 
mozos  sorteabies  en  cada  uno  de  los  diez  últimos 
años;  del  número  de  mozos  llamados  á las  armas  en 
cada  reemplazo  de  esos  mismos  años,  y cuántos  fue- 
ron redimidos  á metálico. 

Y al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  le  suplico  se  sirva 
remitir  oLra  relación  con  el  número  de  soldados  so- 
bre las  armas  en  el  ejército  permanente  durante  cada 
uno  de  los  diez  últimos  años,  y las  cantidades  presu- 
puestas en  cada  año  económico  para  su  sosteni- 
miento. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Se  pon- 
drá en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  el 
ruego  de  S.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Tendré  mucho  gusto  eo  enviar  al  Congreso 
los  antecedentes  pedidos  por  el  Sr.  Gorostidi. 

El  Sr.  GOROSTIDI:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  GOROSTIDI:  Para  dar  las  gracias  al  señor 
Ministro  de  la  Gobernación. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Sil  vela  (D.  Francis- 
co Agustín),  tiene  la  palabra. 

Ei  Sr.  SILVELA  (D.  Francisco  Agustín):  He  pe- 


dido la  palabra  para  presentar  varias  documentos  re- 
lativos á las  elecciones  últimamente  verificadas  en 
Luarca.  No  quiero  anticipar  esxiecie  alguna  acerca 
del  juicio  que  me  merecen  el  acta  de  Luarca  y los 
documentos  que  presento,  por  consideraciones  que  no 
se  ocultarán  d la  Cámara,  y que  en  mí  podrían  tachar- 
se de  parcialidad,  dados  los  vínculos  de  parentesco 
que  tengo  con  uno  de  los  interesados,  y además  por- 
que la  Comisión  y el  Congreso,  en  su  dia,  juzgarán 
desapasionadamente. 

Como  no  quiero  molestar  á la  Cámara  con  una 
larga  enumeración  de  los  documentos  que  presento, 
entregaré  á los  señores  taquígrafos  un  índice  de  ellos 
para  que  se  sirvan  publicarlos  en  el  Extracto  oficial  y 
en  el  Diario  de  las  Sesiones. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Pasarán 
á la  Comisión  de  actas  los  documentos  presentados 
por  S.  S. 

Documentos  que  se  citan. 

1. °  Acta  notarial  levantada  por  ei  notario  de  Na- 
via,  D.  Rafael  Fernandez  Calzada,  en  24  de  Marzo  de 
1887,  á requerimiento  de  D.  Estanislao  Reguera  y 
Luna,  abogado  de  Luarca,  haciendo  constar  minucio- 
samente Lodo  lo  ocurrido  en  esta  capital  de  distrito  el 
dia  13  de  dicho  mes,  con  motivo  de  la  apertura  de 
pliegos  y nombramiento  de  interventores.  Estas  ma- 
nifestaciones fueron  hechas  á presencia  y bajo  testi- 
monio de  las  personas  que  se  mencionan  al  final  de 
la  misma  acta,  la  cual  figura  con  el  núm.  41  en  el 
protocolo  del  referido  notario. 

2. ft  Otra  acta  levantada  por  el  mismo  notario,  con 
el  núm.  43  de  su  protocolo,  en  la  villa  de  Luarca,  en 
27  de  Marzo  próximo  pasado,  á requerimiento  de  Don 
Víctor  Fernandez,  alcalde  accidental  del  Concejo  de 
Valdés,  y del  abogado  Reguera  y Luna,  en  la  cual 
acta  se  detallan  todas  las  operaciones  y se  determinan 
las  observaciones  y protestas  que  se  hicieron  en  el 
acto  del  escrutinio  general  que  aquel  mismo  dia  se 
celebró  en  el  salón  de  sesiones  de  dicho  Ayunta- 
miento. 

3. °  Otra  acta  notarial  levantada  también  por  el 
Sr.  Fernandez  Calzada,  bajo  el  núm.  37,  en  el  lugar 
de  la  Venta,  Concejo  de  Navia,  en  20  de  Marzo  último, 
á requerimiento  de  D.  Leandro  Villamil,  delegado  del 
señor  gobernador  de  la  provincia,  según  comunica- 
ción trascrita  íntegramente.  En  esta  acta  se  da  cuenta 
detallada  de  la  elección  y de  sus  incidentes  en  el  co- 
legio de  Andés. 

4. °  Otra  acta,  ante  el  mismo  notario  Calzada,  bajo 
el  núm.  39,  en  la  villa  de  Navia,  á requerimiento  de 
D.  Leandro  Laredo,  en  21  de  Marzo  próximo  iiasado. 
En  ella  se  consigna  todo  lo  ocurrido  ei  dia  anterior 
en  la  sala  del  Ayuntamiento  de  Navia  en  que  se  cele- 
bró la  elección. 

5. °  Otra  acta  notarial  levantada  por  D.  Telesforo 
Zapico,  notario  de  Boal,  á requerimiento  de  D.  Pedro 
García  Fernandez,  en  20  de  Marzo  próximo  pasado,  á 
la  puerta  de  las  Consistoriales  de  Coaüa,  y de  la  cual 
resulta  que  en  este  punto  no  se  ha  celebrado  la  elec- 
ción anunciada  á pesar  de  haber  concurrido  gran  nú- 
mero de  electores,  que  segun  manifestaron  iban  á vo- 
tar á l).  José  María  de  la  Viesca  y Roiz.  Presenció 
también  todo  lo  sucedido  el  delegado  del  señor  go- 
bernador. Dicha  acta  notarial  lleva  el  núm.  49  en  ei 
protocolo  del  mencionado  Sr.  Zapico. 

6. °  Otra  acta,  también  levantada  por  el  mismo 
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Sr.  Zapico,  en  El  Espino,  Concejo  de  Coaña,  en  20  del 
citado  mes  de  Marzo,  en  la  cual,  j>or  manifestación 
de  dos  interventores  y de  testigos  citados  y examina- 
dos, consta  que  no  se  celebró  elección  ni  se  abrió  el 
colegio  de  Gartavio  desde  las  siete  de  la  mañana  hasta 
las  seis  de  la  tarde.  Esta  acta  tiene  el  núm.  50. 

7.°  Una  certificación  expedida  por  el  secretario 
del  Ayuntamiento  de  Valdés  y con  el  visto  bueno  del 
alcalde,  del  acta  del  escrutinio  general  que  tuvo  lu- 
gar el  27  de  Marzo  último,  y cuyo  original  existe  en 
aquel  archivo. 


ORDEN  DEL  DIA. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  de  dictámenes 
de  Comisión  mixta.» 

Leidos  los  cinco  que  á continuación  se  expresan, 
y no  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  la  pa- 
labra en  contra,  se  pusieron  á votación,  y fueron  apro- 
bados en  esta  forma: 

«Artículo  l .°  Se  declaran  incluidas  en  el  plan  ge- 
neral de  carreteras  del  Estado,  clasificándolas  de  ter- 
cer orden,  una  que  partiendo  de  Cervera  del  Rio  Al- 
hama  y pasando  por  Aguilar  empalme  en  el  punto 
más  conveniente  de  la  general  de  Taracenaá  Urdas; 
otra  de  Cornago  al  puente  del  rio  Linares  por  Igea; 
otra  desde  Villamediana  al  empalme  con  la  general 
de  Logroño  á Zaragoza  por  Muriilo,  y otra  desde 
Ausejo  al  puente  de  Lodosa  por  Alcanadre. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 


Artículo  l.°  Se  declaran  comprendidas  cutre  las 
de  tercer  orden  del  plan  general  de  carreteras  del  Es- 
tado las  siguientes: 

1. a  Una  con  la  denominación  de  Barbastro  á Na- 
val por  Salas  Altas  y Borjas. 

2. a  Otra  que,  enlazando  con  la  carretera  de  Bol  ta- 
ña á Siétamo,  termine  en  Barbastro,  pasando  precisa- 
mente por  los  pueblos  de  Bierge,  Alberuela,  Adaliues- 
ca,  Huerta  do  Vero,  Poyán  y Castillagüelo. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  188G  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 


Artículo  i .°  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
ral de  carreteras  una  de  tercer  órden  que  partiendo 
de  la  de  Casas  del  Campillo  á Valencia,  junto  á la  Ven- 
ta que  hay  contigua  á la  estación  de  los  ferro-carriles 
de  Almansa  á Valencia  y Tarragona  en  Mogente, 
pase  por  dentro  de  esta  población  y por  las  Partidas 
de  las  Alcuzas  y los  Corrales  de  lluiz,  del  término  mu- 
nicipal de  Mogente,  por  los  Alhorines  de  Onteniente 
y Bañeras,  viniendo  á empalmar  con  la  carretera  que 
eonduce  ú Alcoy. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 


Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras la  que  partiendo  del  puente  de  San  Fernando, 
en  el  Barco  de  Valdeorras,  y pasando  por  la  Vegf , 
termine  en  Viana  del  Bollo. 

Art.  2.9  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construccicn 
de  obras  públicas. 


Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras una  de  tercer  órden  que  partiendo  de  Fonsa- 
grada  vaya  á terminar  en  la  Vega  de  Rivadeo,  pa- 
sando por  Padrairo,  Villamayor,  Villaframil,San  Mar- 
tin de  Robledo,  Vega  de  Logares,  Sendiña,  Taramun- 
di  y Ouria. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas.» 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  discusión  sobre 
el  proyecto  de  ley  estableciendo  el  juicio  por  jurados 
para  determinados  delitos.  ( Véase  el  Apéndice  primero 
al  Diario  núm.  43,  sesión  de  i O de  Marzo  último', 
Diario  núm.  73,  sesión  del  21  de  ÁbHl\  Diario  nú- 
mero 74,  sesión  del  22  de  idem,  y Diario  núm.  75,  se- 
sión del  23  de  idem.) 

El  Sr.  Diaz  Moreu,  como  de  la  Comisión,  sigue  en 
el  uso  de  la  palabra  para  consumir  el  segundo  turno 
en  pró  de  la  totalidad. 

El  Sr.  DIAZ  MOREU:  Señores  Diputados,  en  la 
última  parte  del  discurso  que  tuve  la  honra  de  pro- 
nunciar en  la  sesión  del  sábado,  me  ocupaba  de  los 
argumentos  expuestos  por  el  Sr.  Isasa  en  contra  del 
proyecto  sometido  á la  deliberación  del  Congreso  que 
combatía  de  soslayo  desde  el  momento  en  que  S.  S. 
dirigió  sus  censuras  al  juicio  oral  y ai  principio  acu- 
satorio que  S.  S.  calificaba  de  sistema. 

Entendía  el  Sr.  Isasa  que  el  principio  acusatorio 
estaba  desacreditado,  y que  habiendo  de  subsistir  con 
el  juicio  por  jurados,  era  evidente  que  el  Jurado  nacía 
con  un  vicio  gravísimo  cuyas  consecuencias  se  ha- 
bían de  notar  en  la  práctica  como  se  habían  notado 
en  el  juicio  oral. 

El  Sr.  Isasa  impugnó  también  muy  duramente  el 
proyecto,  porque  ofrecía  la  acusación  á quien  la  acep- 
tase de  los  que  se  hallaren  presentes  eu  el  momento 
del  juicio,  y S.  S.  declaraba  que  esto  constituía  una 
novedad  que  podría  calificarse  de  acto  de  sacar  á su- 
basta la  acusación. 

Ya  dije  á este  propósito  cuanto  creí  necesario 
para  demostrar  á S.  S.  que  de  lo  que  habría  tratado 
de  huir  la  Comisión  era  precisamente  del  peligro  que 
el  Sr.  Isasa  señalaba  de  que  hubiese  un  represen- 
tante del  Ministerio  público  que  abandonase  la  acu- 
sación á pesar  de  haber  elementos  bastantes  para  sos- 
tenerla. 

También  decia  S.  S.  que  el  Ministerio  fisca  tenía 
una  organización  defectuosa,  que  lo  constituían  fun- 
cionarios irresponsables,  y que  además  había  muchos 
individuos  que  desempeñaban  estos  cargos  en  el  con- 
cepto de  fiscales  sustitutos  gratuitos,  por  lo  que  en- 
tendía que  los  funcionarios ‘del  Ministerio  fiscal  que 
son  irresponsables,  lo  son  todavía  más  desde  el  mo- 
mento en  que  no  perciben  retribución  alguna  por  el 
' trabajo  que  prestan,  pero  no  indicaba  los  casos  ni  la 
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forma  en  que  podria  eximírseles  responsabilidad.  Ol- 
vidaba también  el  Sr.  Isasa  que  el  partido  conserva- 
dor utilizó  los  servicios  de  los  abogados  fiscales  sus- 
titutos, muy  especialmente  para  que  ejerciesen  las 
funciones  de  fiscales  de  imprenta,  y por  cierto  que 
uno  de  ellos  dejó  memoria  bien  amarga  en  la  prensa; 
S.  S.  procuraba,  por  lo  visto,  que  su  discurso  estu- 
viera en  oposición  con  los  actos  del  partido  conser- 
vador y con  las  doctrinas  que  ha  sustentado  siempre, 
pues  no  se  explica  de  otro  modo  que  atacara  el  juicio 
oral  y público  que  han  respetado  sus  amigos,  y que 
atacara  además,  con  toda  la  euergía  de  su  pensa- 
miento y de  su  elocuente  palabra,  la  organización  del 
Ministerio  fiscal  y la  existencia  de  esos  funcionarios 
gratuitos  que  con  el  carácter  de  suplentes  reempla- 
zan A los  fiscales.  [Aprobación.) 

Continuando  después  el  Sr.  Isasa  en  el  eximen  de 
los  defectos  que,  á su  modo  de  ver,  tiene  el  juicio 
oral,  nos  decía  que  el  proceso  no  desarrollaba  verda- 
deramente en  este  juicio,  con  un  procedimiento  defec- 
tuoso; y extrañaba  que  no  se  diese  la  importancia  que 
debía  tener  al  sumario,  y que  se  declarase  por  los  par- 
tidarios del  actual  sistema  de  enjuiciar  que  el  suma- 
rio para  nada  valia  y nada  significaba. 

El  sumario  no  significa  como  supone  S.  S.,  para 
nosotros,  como  para  nadie,  cosa  balad í.  Significa:  algo 
y muy  importante,  y ni  los  partidarios  del  juicio 
oral  y público,  ni  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y justi- 
cia al  hacerla  ley  de  enjuiciamiento  criminal  vigen- 
te entendieron  que  del  sumario  podía  prescindirán 
para  dar  fuerza  y valor  únicamente  á lo  que  del  jui- 
cio oral  resullase.  El  sumario,  recoge  los  datos  y los 
elementos  A raíz  de  la  comisión  del  delito,  esos  datos 
que  no  recogidos  en  los  primeros  momenLos  se  pier- 
den; pero  no  puede  concederse  A las  declaraciones 
que  contenga  el  mismo  valor  que  cuando  se  prestan 
en  el  juicio  oral. 

Para  evitar  un  sumario  amanado,  es  para  lo  que 
vino  el  juicio  oral  y público;  para  que  A las  declara- 
ciones del  sumario,  siguiese  una  manifestación  pú- 
blica y solemne  ante  el  tribunal  de  derecho  por  parte 
de  los  mismos  testigos  que  hubiesen  declarado  en 
los  primeros  momentos,  exponiendo  las  noticias  ó im- 
presiones que  tenían  sobre  el  hecho  acerca  del  cual 
se  les  preguntaba.  Puede,  pues,  existir  el  delito  de 
falso  testimonio,  no  solo  por  lo  que  los  testigos  digan 
en  el  acto  del  juicio,  sino  por  lo-  que  digan  cu  el  su- 
mario, y por  la  contradicción  evidente  entre  lo  que 
declararon  en  una  y en  otra  ocasión  y por  el  concepto 
que  forme  en  conciencia  el  tribunal  de  su  vera- 
cidad. 

Pero  dccia  el  Sr.  Isasa:  ¿Cómo  es  posible  que  oy en- 
do Io.s  jueces  50  ó 60  declaraciones,  siendo  el  juicio 
oral  un  juicio  aéreo , porque  de  él  nada  queda,  se 
pueda  deducir  un  motivo  para  proceder  por  falso  tes- 
timonio? ¿Cómo  es  posible  eso  cuando  de  las  manifes- 
taciones de  los  testigos  no  queda  nada  escrito,  apar- 
te de  lo  que  en  su  relato  consignan  los  periódicos, 
porque  las  actas  no  contienen  ni  pueden  contener 
todo  cuanto  en  el  acto  del  juicio  ha  pasado?  El  señor 
Isasa  olvida,  sin  duda,  que  las  declaraciones  constan 
en  el  acta  de  la  manera  sucinta  que  pueden  constar, 
porque  los  secretarios  relatores  no  son  taquígrafos,  y 
porque  la  índole  y la  naturaleza  del  juicio  oral  no 
exigen  que  se  tomen  y consignen  tales  datos  que 
conviertan  el  juicio  oral  en  un  juicio  escrito;  para 
evitar  esta  brevedad  en  la  redacción  de  las  actas,  y 


hacerlas  más  amplias,  cuando  funcione  el  Jurado  ha- 
brá que  adoptar  como  necesaria  reforma  la  creación 
de  un  cuerpo  do  taquígrafos  que  asistan  á los  deba- 
tes, y tomen  esa  nota  de  cuanto  en  los  juicios  suceda; 
ínterin  esto  no  se  baga,  las  actas  tienen  que  ser  su- 
cintas, pues  así  lo  exige,  por  otra  parte,  la  índole  del 
procedimiento  oral.  Y sin  embargo,  ahora  no  se  pres- 
cinde de  consignar  con  amplitud  ciertos  detalles  en 
sus  actas.  Puedo  el  abogado,  puede  el  fiscal,  porque 
este  es  un  derecho  que  la  ley  les  concede,  corno  sabe 
mejor  que  yo  el  Sr.  Isasa,  pedir  que  conste  en  el  acta 
la  declaración  que  á su  juicio  sea  de  importancia  para 
el  resultado  definitivo  el  dia  del  fallo;  este  derecho 
nadie  se  le  niega  ai  abogado  ni  al  fiscal;  si  el  tribunal 
se  negase  podría  entablarse  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma.  Consta,  pues,  en  estos  do- 
cumentos, todo  lo  que  A una  de  las  partes  interesadas 
conviene  que  conste. 

Decía  luego  el  Sr.  Isasa:  Con  el  sistema  actual  so 
ha  acabado  ya  el  derecho  que  los  Diputados  tienen 
para  pedir  que  al  Congreso  se  remitan  los  procesos, 
porque  como  no  queda  nada  del  juicio  oral,  ¿para  qué 
hau  de  venir  aquí? 

Entiendo  (y  esta  es  una  humilde  opinión  del  Di- 
putado que  tiene  la  honra  de  dirigir  su  palabra  al 
Congreso,  Opinión  que  tal  voz  sea  equivocada  porque 
esta  es  la  primera  vez  que  tengo  la  honra  de  sentar- 
me en  la  Cámara),  que  los  Sres.  Diputados  no  pueden 
pedir  en  el  Congreso  los  procesos  para  examinarlos  y 
estudiarlos;  lo  que  pueden  hacer  es  pedirlos  en  tanto 
en  cuanto  ios  procesos  pueden  servir  para  demostrar 
vicios  y defectos  de  la  Administración;  ingerencias 
del  Poder  público  en  el  Poder  judicial,  cambios  do 
unos  funcionarios  por  otros  para  provocar  determina- 
das resoluciones;  pero  nunca  pueden  ser  pedidos  los 
procesos  para  que  el  Congreso  se  convierta  en  tribu- 
nal de  justicia.  Esto  sería  una  verdadera  invasión  de 
atribuciones. 

El  Sr.  isasa,  anticipándose  sin  duda  alguna  al  jui- 
cio que  su  discurso  había  de  merecer,  juicio  favora- 
ble en  cuanto  á la  forma,  pero  que  en  cuanto  al  fondo 
había  de  presentar  A 8.  S.  como  reaccionario,  nos  de- 
cía: ya  sé  el  argumento  que  ha  de  hacerse  contra  lo 
que  vengo  exponiendo,  porque  yo  me  levanto  á im- 
pugnar una  cosa  ya  juzgada,  como  es  el  juicio  oral 
y público:  ya  sé  que  se  dirá  que  soy  reaccionario,  por- 
que vengo  A sostener  lo  que  desde  1835  existió  mu- 
cho tiempo  eu  España.  Su  señoría  comprendía  que  iba 
A ser  calificado  de  reaccionario,  porque  entieude  que 
después  de  la  reforma  de  Bravo  Murillo  y del. Mar- 
qués de  Gerona,  podria  administrarse  perfecta  justi- 
cia con  el  procedimiento  escrito,  que  según  S.  S., 
ofrece  más  garantías  que  las  que  puede  ofrecer  el 
juicio  oral  y público.  ¿Cómo  lia  de  extrañar  el  señor 
Isasa  que  su  discurso  sea  calificado  de  reaccionario, 
si  S.  S.  ha  sostenido  en  materias  de  administración 
de  justicia  lo  que  ya  no  quiere  el  mismo  partido  en 
que  S.  S.  milita  y que  no  se  distingue  por  lo  liberal? 

Es  que,  según  8.  8.,  el  juicio  oral  impide  que  se  exi- 
ja responsabilidad  á los  magistrados,  es  que  el  juicio 
por  conciencia  es  imposible  é imposible,  por  tanto, 
el  juicio  por  jurados,  que  es  un  juicio  por  conciencia; 
conciencia  que  en  opinión  de  8.  8.  no  está  acostum- 
brada á resolver  sobre  estos  Arduos  asuntos  ni  merece 
tampoco  la  consideración  que  para  S.  S.  tiene  el  juez 
de  derecho  que  lia  recibido  uu  nombramiento  del  Mi- 
nistro de  Gracia  y Justicia.  A mi  juicio,  la  mejor  de- 
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fensa  del  Jurado  está  en  el  argumento  que  contra  él 
hace  S.  S. 

La  responsabilidad  judicial  está  efectivamente  con- 
signada en  las  leyes.  Puede  exigirse  al  juez  de  dere- 
cho la  responsabilidad  d que  se  haya  hecho  acreedor 
por  un  fallo  injusto;  pero  esc  derecho  se  utiliza  muy 
raras  veces,  porque  es  muy  difícil  que  otro  juez  pueda 
apreciar  lo  que  ha  ocurrido  en  un  proceso,  y decidir 
si  el  juez  acusado  obró  ó no  maliciosamente  al  dictar 
la  sentencia;  así  es,  que  aunque  esté  consignada  en 
las  leyes  la  responsabilidad  judicial,  casi  nunca  se 
exige  y hay  que  tener  en  cuenta  que  si  hay  erro- 
res judiciales  en  los  tribunales  de  derecho,  esos  erro- 
res se  perpetúan,  porque  los  tribunales  son  los  mis- 
mos, ó al  ménos  se  perpetúan  mientras  los  tribunales 
estén  constituidos  por  las  mismas  personas,  ai  paso 
que  los  errores  que  se  cometan  por  el  Jurado  son  dis- 
tintos, independientes  unos  de  otros;  por  eso,  el  error 
que  se  comete  por  un  Jurado,  no  vuelve  á cometerlo 
el  mismo,  porque  el  segundo  es  distinto  del  primero. 

Si  el  acusado  ó su  defensa  entienden  que  el  vere- 
dicto no  es  justo,  tienen  el  recurso  de  revisión;  y si 
se  ha  equivocado  también  este  segundo  Jurado,  tie- 
nen el  recurso  de  casación;  y por  último,  si  hay  que 
declarar  el  error,  en  que  también  los  tribunales  de  de- 
recho incurren,  claro  está  que  habrá  solo  un  error 
en  que  no  ha  de  incurrir  ciertamente,  al  ménos  es  lo 
probable,  otro  tribunal  que  ha  juzgado  á persona  dis- 
tinta, aunque  ol  caso  sea  análogo  ó igual,  que  rara 
vez  sucede. 

Es  que,  dice  S.  S.,  no  es  posible  sostener  la  teoría 
de  que  vale  más  que  se  salven  cien  culpables  á que 
perezca  un  solo  inocente.  Yo  creo  que,  en  efecto,  no 
es  bueno  que  el  delincuente  se  escape;  pero  croo  que 
es  mucho  más  grave  condenar  ai  inocente,  porque 
trae  más  perturbación  el  fallo  condenando  al  inocente 
que  la  absolución  del  criminal.  Este  es  un  principio 
de  derecho  que  nadie  ha  negado. 

Decia  también  S.  S.  que  en  las  sentencias  no  se 
razona  desde  que  el  juicio  oral  existe;  y en  este  punto 
no  puedo  comprender  cómo  S.  S.  hace  esta  afirma- 
ción, conociendo,  como  conoce,  á fondo  los  fallos  que 
dictan  los  tribunales  de  derecho  en  materia  criminal. 
Las  sentencias  se  fundan,  y se  fundan,  como  sabe  su 
señoría,  en  los  hechos;  apreciándolos  y sacando  de 
ellos  las  consecuencias  naturales  en  los  Comidcran- 
das  respectivos.  No  podrá,  pues,  decir  el  acusado, 
como  decia  S.  S.:  «yo  no  sé  por  qué  he  sido  con- 
denado;» porque  los  hechos  están  en  los  Resultan- 
do^ por  consiguiente,  ya  sabe  cuáles  son  aquellos 
por  virtud  de  los  cuales  viene  la  condena.  No  podrá 
decir:  «no  sé  en  qué  fundamentos  se  ha  apoyado  el 
tribunal.»  porque  tiene  los  Considerandos , en  los  cua- 
les se  hace  aplicación  de  la  doctrina  jurídica  y se  ma- 
nifiesta la  opinión  del  tribunal  en  punto  á aquellos 
mismos  hechos  declarados  como  probados.  Por  con- 
siguiente, la  sentencia  no  resuelve  sin  dar  la  razón 
de  su  dicho;  manifiesta,  desde  luego,  lo  que  ha  con- 
siderado susceptible  de  represión  penal,  y por  lo  tanto, 
porque  ha  impuesto  al  acusado  la  pena  que  el  Códi- 
go marca. 

Decia  después  el  Sr.  Isasa:  ¿van  á ser  ménos  con 
el  establecimiento  del  Jurado  los  sobreseimientos  y 
las  sentencias  en  rebeldía?  Ciertamente  que  no.  Los 
sobreseimientos  serán  los  mismos  mientras  exista  una 
policía  que  no  tenga  la  conveniente  organización; 
porque  en  la  mayoría  de  los  casos  se  forman  procesos 


sin  verdadero  fundamento;  porque  no  existe  una  po- 
licía judicial  bastante  bien  organizada  á producir  los 
tipos  que  con  harta  verdad  nos  describe  Gaboriau  en 
sus  novelas  célebres,  ni  tampoco  los  que  ha  pintado 
el  Pólice  Gacette  de  Londres;  aquí,  si  hay  alguna  ex- 
periencia es  la  que  nos  dan  algunos  individuos  pren- 
diendo á personas  honradas,  y dejando  en  cambio  que 
se  escapen  los  delincuentes.  No  tenemos  organizada 
de  una  manera  conveniente  la  policía,  y precisamente 
el  pensamiento  del  Gobierno  es  organizaría. 

Las  estadísticas  de  sentencias  en  rebeldía  existi- 
rán indudablemente  en  el  Jurado,  porque  estas  sen- 
tencias obedecen  á que  los  individuos  llamados  por 
los  tribunales  no  parecen,  y claro  está  que  cuando 
haya  una  organización  perfecta  de  la  policía  no  ocu- 
rrirá esto,  que  después  de  todo,  es  completamente 
independiente  del  juicio  oral  y del  Jurado. 

Yo  no  quiero  continuar  haciéndome  cargo  de  los 
argumentos  expuestos  por  el  Sr.  Isasa  en  contra  del 
juicio  oral,  porque,  repito,  como  ya  dije  en  la  tarde 
del  sábado,  que  eso  me  llevaría  muy  lejos  de  mi  pro- 
pósito, que  eso  me  llevaría  á reproducir  ahora  el  de- 
bate sobre  el  juicio  oral;  y aquí  de  lo  que  se  trata  es 
del  proyecto  de  Jurado  que  presentó  el  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia,  y que  ha  aceptado  la  Comisión. 

Entrando  en  otro  órden  de  consideraciones  ya  más 
de  lleno  en  la  cuestión,  el  Sr.  Isasa  se  apoderó  del 
preámbulo  del  dictámen,  que  S.  S.  calificaba  de  lacó- 
nico, pero  que  á pesar  de  su  laconismo,  le  facilitó  ar- 
gumentos en  contra  del  Jurado,  y sobre  todo  le  sirvió 
para  deducir  consecuencias  que  indudablemente  no 
pueden  deducirse  de  la  lectura  de  este  documento. 
Decía  S.  S.  que  en  ese  preámbulo  se  había  cuidado  de 
no  decir  el  criterio  de  la  Comisión,  cuando  precisa- 
mente lo  que  ha  hecho  la  Comisión  es  referirse  al 
preámbulo  del  proyecto  de  ley  que  ha  presentado  el 
Gobierno,  con  cuya  esencia  y la  mayor  parte  de  sus 
detalles  está  de  acuerdo;  y si  no  enlró  en  una  discu- 
sión sobro  las  ventajas  del  Jurado,  es  por  entender 
que  debía  reservarse  para  alegarlas  en  la  discusión 
y durante  el  debate  extenso  á que  ha  de  dar  lugar. 

Dedujo  el  Sr.  Isasa  de  la  lectura  de  este  preámbulo 
tres  consecuencias  que,  según  S.  S.,  eran  otros  tantos 
argumentos  favorables  al  criterio  del  partido  conser- 
vador y la  más  completa  condenación  del  principio 
en  que  se  funda  el  juicio  por  jurados.  En  primer  tér- 
mino, decia  S.  S.:  la  Comisión  declara  en  el  preám- 
bulo que  el  juicio  oral  es  una  carga;  en  segundo  lu- 
gar, declara  que  la  opinión  está  enfermiza,  y que  por 
esta  razón  no  se  la  puede  entregar  el  conocimiento 
de  los  delitos  electorales;  y en  último  término,  que 
viene  á condenar  el  Jurado,  porque  ha  falseado  su 
base  declarando  de  una  manera  paladina  que  éste  no 
puede  hacer  otra  cosa  que  apreciarlos,  y que,  por  con- 
siguiente, no  puede  entender  más  que  en  los  hechos 
mismos,  sin  llegar  al  hecho  jurídico. 

El  Sr.  Isasa,  para  hacerse  cargo  de  estas  declara- 
ciones de  la  Comisión,  creyó  que  el  arma  mejor  para 
combatir  el  Jurado  era  el  ridículo;  sin  duda  creyó 
que  la  reforma  del  Jurado  que  el  partido  liberal  ha 
traído  aqui,  cumpliendo  con  el  compromiso  que  vo- 
luntariamente contrajo  de  satisfacer  las  exigencias  de 
la  opinión,  no  podía  combatirse  presentando  la  do- 
cena de  argumentos  que  en  pró  y en  contra  de  esa 
institución  existen,  según  S.  S.,  y creyó,  en  fin,  que, 
por  el  contrario,  tenía  que  presentar  esa  misma  ins- 
titución establecida,  para  poder  decir  que  el  zapatero 
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olvida  su  oficio,  y que  al  industrial  se  le  saca  de  su 
casa  para  ejercer  una  función  que  es  una  pesada  car- 
ga, y que  por  tanto,  la  institución  del  Jurado  en  Es- 
paña, en  donde  las  gentes  no  acostumbran  á moles- 
tarse mucho,  nacía  muerta.  Yo  respeto,  como  siempre, 
el  método  que  S.  S.  ha  creído  conveniente  seguir  para 
combatir  el  dictámen  que  se  discute;  pero  convenga- 
mos en  que  no  es  éste  el  procedimiento  mejor  para 
destruir  los  fundamentos  de  una  institución  que  fun- 
ciona en  Europa,  que  ha  funcionado  con  éxito  en  Es- 
paña, y que  una  vez  restablecida,  tengo  la  evidente 
seguridad  de  que  encontrará  todo  el  apoyo  necesario 
en  la  opinión,  y que  se  notarán  de  una  manera  evi- 
dente los  beneficiosos  resultados  que  la  intervención 
del  ciudadano  produce  siempre  en  la  administración 
de  justicia,  como  los  produce  cuando  acude  al  Par- 
lamento, á la  Diputación  provincial  ó al  Municipio. 

El  preámbulo  lia  declarado,  en  efecto,  que  la  fun- 
ción de  jurado,  es  una  carga,  pero  esta  declaración 
vale  en  cuanto  significa  que  el  Jurado  es  una  función 
social,  y por  lo  tanto  obligatoria.  Por  esta  razón,  ha 
manifestado  que  es  una  carga  que  tiene  que  repartirse 
entre  muchos;  para  esto  son  las  listas,  y para  esto  es 
la  selección  que  el  proyecto  establece.  También  para 
salvar  en  lo  posible  el  inconveniente  de  las  molestias 
personales,  ha  admitido  la  Comisión  el  principio  de  que 
todo  servicio  debe  retribuirse,  y partiendo  de  este 
principio  ha  establecido  las  dietas,  dietas  que  se  con- 
ceden en  Inglaterra  á los  jurados,  pagándoles  25  pe* 
setas  á los  que  asisten  al  gran  Jurado  y 12  pesetas  50 
céntimos  á los  que  asisten  ai  Jurado  ordinario. 

Este  ha  sido  el  criterio  de  la  Comisión,  dejando  al 
Gobierno  el  regular  la  cuantía  de  las  dietas,  teniendo 
en  cuenta  los  recursos  del  Tesoro. 

Ya  sé  yo  que  se  podrá  hacer  contra  la  facultad  de 
conceder  estas  dietas  un  argumento  parecido  al  que 
se.  hizo  al  discutirse  el  juicio  oral,  en  que  se  pensó 
que  los  testigos  iban  á abundar  de  tal  manera  que  se 
crearía  el  oficio  de  testigo  como  uno  de  los  más  lu- 
crativos, y que  solo  por  percibir  la  indemnización  se 
encontrarían  gentes  dispuestas  á favorecer  á los  acu- 
sados; pero  la  práctica  ha  venido  á demostrar  que  estos 
testigos  no  abundan,  que  acuden  á recibir  la  indem- 
nización á que  tienen  derecho  los  que  tienen  extrema 
penuria  ó viven  de  un  jornal,  pues  á pesar  de  ha- 
ber concurrido  á todos  los  juicios  orales  que  se  han 
celebrado  en  España  en  todo  el  año  de  1885  70.347 
testigos,  y á pesar  de  haber  una  suma  crecida  en  el 
presupuesto  para  indemnización  de  Lesligos,  estos  han 
ido  en  su  mayoría  voluntaria  y gratuitamente,  y sin 
percibir. nada  cómo  lo  prueba  el  haber  tenido  el  señor 
Ministro  de  Gracia  y Justicia  que  devolver  gran  parte 
de  la  cantidad  que  en  su  departamento  figuraba  para 
esta  atención,  y que  reducir  en  los  presupuestos  que 
están  sometidos  al  estudio  de  la  Cámara  la  cantidad 
consignada  en  los  anteriores. 

Por  consiguiente,  no  hay  temor  de  que  nadie  se 
dedique  á ser  Lesligo  ni  jurado  para  pedir  dietas,  sino 
que,  por  el  contrario,  solo  las  pedirán  aquellos  que 
realmente  se  vean  obligados  á pedirlas. 

Para  evitar  también  que  los  jurados  pobres  va- 
yan á administrar  justicia  y se  pueda  hacer  el  argu- 
mento que  se  hizo  contra  la  ley  del  Sr.  Montero  Ríos 
do  que  iban  los  jurados  pidiendo  limosna  hasta  los 
sitios  donde  se  reunía  el  tribunal,  se  ha  consignado 
en  el  proyecto  la  facultad  á los  jurados  que  vivan  de 
su  salario  de  que  puedan  eximirse  de  concurrir  al 


tribunal.  De  manera,  que  se  ha  tenido  en  cuenta  una 
cosa  que  realmente  merecía  atenderse.  Algo  práctico 
habríamos  de  hacer.  Reconózcanlo  nuestros  adversa- 
rios. 

Que  la  opinión  está  enfermiza,  lo  ha  declarado 
la  Comisión,  al  no  entregarla  el  conocimiento  de  los 
delitos  electorales.  Cierto  que  el  proyecto  del  Gobier- 
no daba  al  Jurado  competencia  para  conocer  de  estos 
delitos;  pero  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  lo 
declaraba  ya  en  el  luminoso  preámbulo  de  su  pro- 
yecto, trabajo  que  houra  sobre  manera  al  Sr.  Alonso 
Martínez;  los  delitos  electorales  creía  el  Sr.  Ministro 
(tímidamente  lo  anunciaba,  pero  lo  anunciaba  al  fin), 
que  no  podían  ir  al  Jurado  porque  eran  delitos  en  que 
entraba  la  pasión  de  tal  suerte,  que  no  era  posible  á 
los  jurados  declarar  el  hecho  con  serenidad,  sustra- 
yéndose ál  influjo  que  en  ellos  pudieran  ejercer  sen- 
timientos é ideas  que  en  algunas  épocas  predominan. 

En  los  partidos  judiciales,  cuando  se  trata  de 
elecciones,  unos  y otros  han  de  ser  adversarios  ó ami- 
gos de  los  candidatos  ó de  los  que  hubiesen  interve- 
nido en  la  elección,  y por  lo  tanto  el  veredicto  de  un 
Jurado  en  estos  casos  podría  ser  parcial.  Por  esta 
razón,  declara  el  dictámen  que  la  opinión  está  enfer- 
ma, porque  no  tiene  todavía  concepto  formado  res- 
pecto de  los  delitos  electorales,  por  creer  que  cuando 
entran  en  la  apreciación  de  estos  delitos  las  pasiones 
que  quedan  después  de  una  lucha  viva,  como  son  de 
ordinario  los  electorales,  el  llevar  al  Jurado  los  de- 
litos cometidos  por  los  que  han  intervenido  en  la 
elección,  era  indudablemente  un  pensamiento  arries- 
gado que  podría  dar  lugar  á que  no  se  produjeran  los 
efectos  que  espera  la  Comisión  y que  esperan  los  de- 
fensores del  Jurado,  que  ha  de  dar  esta  institución 
en  España.  [Asentimiento.) 

Pero  si  la  Comisión  entiende  que  la  opinión  está 
enferma  para  esto,  ¿entiende  que  está  sana  y firme 
para  lo  demás?  Ciertamente  que  lo  entiende  así,  y la 
prueba  es  que  se  ha  dado  competencia  al  Jurado  para 
entender  de  aquellos  delitos  en  que  cree  la  Comisión 
que  con  perfecta  serenidad  ha  de  dar  su  veredicto, 
sin  que  las  pasiones  se  mezclen  en  esa  forma  impura 
en  que  se  mezclan  en  los  delitos  electorales. 

Y como  último  argumento,  deducido  de  la  lectu- 
ra del  preámbulo,  dccia  el  Sr.  Isasa:  «Es  que  habéis 
falseado  el  concepto  jurídico  del  Jurado;  es  que  ha- 
béis declarado  que  el  Jurado  no  puede  entender  más 
que  de  los  hechos,  y por  consiguiente,  será  una  tarea 
imposible  la  de  llevar  al  conocimiento  del  Jurado  loa 
hechos  escuetos  en  llamándoles  por  los  nombres  con 
que  el  Código  los  distingue.  Nosotros  no  hemos  fal- 
seado el  principio;  liemos  tomado  uno  (le  los  dos  ca- 
minos que  cabía  lomar  en  materia  tan  delicada  y no 
resuelta  aún  por  los  diferentes  tratadistas  que  se  han 
ocupado  de  la  materia.  Hemos  aceptado  el  criterio  de 
que  la  competencia  del  Jurado  debe  arrancar  de  la 
índole  de  los  delitos;  que  para  los  delitos  de  cierta  na- 
turaleza que  producen  impresión  y alarma  en  la  opi- 
nión, nadie  más  autorizado  que  el  Jurado  para  cono- 
cer de  ellos;  pero  que  hay  otros  delitos  cuyo  carácter 
especial,  y por  decirlo  así  técnico,  obliga  á llevarlos 
á los  tribunales  de  derecho;  hemos  adoptado  el  crite- 
rio que  sostienen  algunas  legislaciones  de  que  el  Ju- 
rado solo  entienda  en  los  hechos,  porque  cabe,  eu 
efecto,  entender  en  los  hechos  solamente,  porque  cabo 
separar  el  hecho  del  derecho,  como  afirman  Carrara, 
Ellero  y Lanza,  y porque  en  último  término,  la  deno- 
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miqacion  que  el  Código  da  á ciertos  hechos  conside- 
rándolos como  delitos,  no  es  más  que  una  ficción 
que  arranca  de  la  realidad  de  esos  mismos  hechos,  y 
por  tanto,  declarándolos  prohados,  puede  establecerse 
la  separación  entre  el  hecho  y el  derecho. 

Esta  cuestión  indudablemente  no  está  discutida 
todo  lo  que  es  necesario  que  se  discuta;  no  se  ha  pro- 
nunciado sobre  materia  tan  delicada  la  última  pala- 
bra. Nosotros  hemos  creído  necesario  emprender  un 
camino,  y el  camino  ha  sido  el  de  que  se  dirijan  á los 
jurados  preguntas  concretas  acerca  de  los  hechos, 
prescindiendo  por  completo  del  nomenjuris , que  era 
el  defecto  en  que  incürria  la  ley  del  Sr.  Montero  Ríos. 
¿Cabe  per  esto  suponer  que  el  proyecto  vaya  á dejar 
impunes  muchos  delitos,  á declarar  la  irresponsabili- 
dad de  los  criminales  más  avezados  al  crimen,  que  es 
el  argumento  Aquiles  de  los  contrarios  al  Jurado? 
¿Podrá  confundir  el  asesinato  con  el  robo?  Tranquilí- 
cese el  Sr.  Isasa  y los  que  como  S.  S.  piensan.  El  Ju- 
rado no  cometerá  esos  errores,  no  dejará  impunes  los 
delitos,  no  ocurrirá  lo  que  S.  S.  indicaba  ayer  con 
aquel  famoso  veredicto  que,  solo  en  opinión  de  S.  S., 
era  injusto;  creo  que  han  de  pareccrle  á S.  S.,  cuando 
funcione  el  Jurado  en  España,  muy  aceptables  sus 
veredictos. 

También  se  dice  que  los  tribunales  de  derecho 
dejan  impunes  muchos  delitos;  pero  se  dice,  sin  ver- 
dadero fundamento,  porque  claro  está  que  si  la  jus- 
ticia ó la  injusticia  de  un  fallo  se  pregunta  á aquel 
contra  quien  se  dirige,  no  tendrá  la  suficiente  sereni- 
dad para  declarar  la  justicia  de  ese  fallo;  pero  si  se 
pregunta  á los  que  asisten  al  juicio;  si  se  pregunta  á 
las  personas  que  han  presenciado  aquellos  "hechos, 
cuál  es  la  opinión  que  le  merecen,  claro  está  que  to- 
das estarán  unánimes  y conformes  en  la  mayoría  de 
los  casos,  en  que  los  hechos  han  sido  bien  apreciados; 
porque  aun  cuando  la  conciencia  no  pueda  demostrarse 
de  una  manera  tangible,  indudablemente  cuando 
ciertos  sucesos  se  desarrollan  á la  vista  de  los  hom- 
bres, en  la  conciencia  de  todos  los  que  los  presencian 
está  un  concepto,  y la  prueba  es  que  á pesar  de  las 
opiniones  y criterios  distintos  que  los  hombres  tene- 
mos, en  la  mayoría  de  los  casos,  sobre  todo  cuando 
de  ciertos  asuntos  concretos  se  trata,  tenemos  lina  opi- 
nión unánime,  porque  entonces  coinciden  todas  las 
opiniones  acerca  de  la  manera  como  debe  apreciarse 
un  hecho. 

El  Jurado,  pues,  no  puede  producir  alarma  en  la 
opinión.  El  Gobierno  y la  Comisión  han  procurado 
tener  en  cuenta  las  condiciones  especiales  del  país 
donde  va  a plantearse,  las  condiciones  especiales  de 
España;  y el  Jurado,  tal  como  en  el  proyecto  se  pre- 
senta. es  una  garantía  de  que  la  justicia  se  adminis- 
trará de  la  manera  más  recta  que  puede  administrar- 
se. Ni  rigor  injustificado  ni  indulgencia  extremada. El 
Jurado  expresará  «1  concepto  que  la  conciencia  pú- 
blica tiene  de  ciertos  hechos  que  pasan  como  delitos, 
y que  no  merecen,  sin  embargo,  pena. 

El  proyecto  contiene  en  lo  que  se  refiere  á com- 
petencia del  Jurado,  todos  aquellos  delitos  de  que 
debe  entender;  porque  había  que  seguir  dos  sistemas, 
ó el  de  determinar  la  competencia  del  Jurado  por  las 
penas  que  el  Código  impone  á determinadas  ac- 
ciones voluntarias,  ó el  de  decidir  que  debía  enten- 
der de  aquellos  delitos  que  impresionan  hondamente 
la  opinión.  Impresiona  indudablemente  á la  opinión  la 
comisión  de  algunos  delitos  más  que  la  de  otros,  y 


este  es  el  criterio  que  se  vislumbra  en  las  leyes  ale- 
manas  de  1866  á 1868,  debidas  á la  iniciativa  del  cé- 
lebre Glasser,  en  las  que  apartándose  del  criterio  fran- 
cés, que  da  competencia  al  Jurado  tan  solo  cuando 
se  trata  de  delitos  que  tengan  una  pena  determinada, 
se  fija  únicamente  como  punto  de  parlida  en  la  índo- 
le y naturaleza  peculiar  del  delito. 

Por  esto  el  proyecto  lleva  á conocimiento  del  Ju- 
rado los  delitos  de  traición,  rebelión  y sedición,  por- 
que estos  conmueveu  la  opinión  pública,  porque  en 
este  punto  la  opinión  pública  habrá  de  manifestarse 
unánime,  y ha  excluido  los  delitos  contra  el  derecho 
de  gentes  que,  por  su  naturaleza  especial,  requieren 
ciertos  conocimientos,  y también  los  de  atentados 
contra  laautoridad,  injurias  y desacato  á sus  agentes. 

Así  se  explica  por  qué  la  Comisión  ha  excluido 
los  delitos  contra  el  derecho  de  gentes  y otros  más. 
Lleva  en  cambio  al  Jurado  los  delitos  comunes,  como 
el  homicidio,  el  parricidio,  el  infanticidio,  el  asesiuato, 
el  robo,  incendio,  y por  último  los  delitos  de  falsifi- 
cación de  moneda,  introduciendo  también  en  esto 
al guua  modificación  en  ei  proyecto  del  Sr.  Ministro, 
porque  entiende  que  estos  son  delitos  que  también 
alarman  á la  opinión,  y en  los  cuales  el  Jurado  ma- 
nifestará ei  verdadero  concepto  que  á la  opinión  me- 
rece todo  lo  que  afecta  ai  crédito  público.  Al  tratar 
del  articulado  nos  iremos  ocupando  de  todos  estos 
delitos,  analizándolos  con  la  detención  que  convenga 
á los  amigos  de  S.  S. 

Y si  de  la  competencia  pasamos  á estudiar  las 
circunstancias  que  exige  el  dictamen  para  ser  jura- 
do, se  encontrará  algo  que  debiera  merecer  el  aplauso 
del  Sr.  Isasa,  como  es  el  declarar  que  las  condicio- 
nes para  ser  jurado  son  tales  que  á todos  los  ciuda- 
danos, sin  distinción,  se  les  permite  ejercer  esta  fun- 
ción suprimiendo  la  cuota  de  contribución  aquella, 
por  insignificante  que  fuera,  que  lijaba  el  proyecto  y 
que  en  algunos  casos  podría  haber  sido  tan  insignifi- 
cante, que  hubiese'  establecido  recelos  en  las  demás 
clases  sociales  eliminadas;  porque  yo  no  creo  que  el 
Sr.  Isasa  entienda  que  la  conciencia,  que  es  razón,  por- 
que sin  ella  la  razón  no  existe,  debe  tarifarse  y debe 
estar  al  lado  de  las  patentes  para  el  ejercicio  de  una 
industria,  cuando  estas  patentes  existan,  ó de  la  con- 
tribución territorial;  y claro  está  que  para  evitar  esto, 
es  por  lo  que  hemos  suprimido  la  cuota;  porque  en  la 
práctica  podría  llegar  á 1 0 pesetas  anuales  y en  defi- 
nitiva, cantidad  tan  ínfima,  no  era  una  garantía  para 
asegurar  que  el  Jurado  funcionara  de  una  mauera 
más  acertada,  aun  dentro  de  la  más  pura  doctrina  con- 
servadora que  tanta  importancia  da  á la  riqueza. 

Se  exige,  además,  al  que  haya  de  ser  jurado  30 
años,  edad  ya  de  reflexión  y cuatro  años  de  residen- 
cia en  el  término  municipal. 

Después  ha  procurado  la  Comisión,  secundando  al 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  que  tanto  sentido 
práctico  tiene  y que  todos  le  reconocen,  que  las  lis- 
tas se  formen  en  condiciones  que  no  puedan  nunca 
producir  un  Jurado  determinado;  por  el  contrario, 
todos  los  que  tengan  derecho  á ser  jurado  podrán 
serlo,  estando  incluidos  en  las  primeras  listas,  si 
bien  después  se  introdujo  por  nosolros  una  pequeña 
variación  en  el  proyecto,  cual  es  la  de  quitar  á las 
Audiencias  la  selección,  formando  una  Junta  presidi- 
da por  el  juez  de  iustruccion,  asistido  de  seis  voca- 
les contribuyentes  por  industrial  y territorrial,  y que 
merece  todo  el  respeto  y toda  la  consideración  de  que 
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gozan  las  personas  alejadas  por  completo  de  las  lu- 
chas políticas  y que  uo  debeu  su  nombramiento  al 
favor. 

En  las  primeras  listas  se  declara  el  derecho;  en  la 
Jimia  se  hace  la  selección,  y al  fln  vieuo  el  dia  en  que 
se  constituye  el  tribunal  para  hacer  el  sorlco,  al  cabo 
del  cual  sabe  el  acusado  quiénes  son  los  que  han  de 
juzgarle.  Se  hubiese  podido  seguir  el  sistema  de  un 
orden  alfabético  de  apellidos;  se  habría  podido  acep- 
tar el  sorteo  como  en  el  proyecto  de  1883,  ó el  de  la 
libre  elección,  y por  último  se  habría  podido  formar 
el  Jurado  orgánico,  pero  ofrecían  los  anteriores  siste- 
mas dificultades  sérias,  y hubo  que  decidirse  por  el 
propuesto  en  el  diclámen.  Y aquí  emjneza  el  período 
de  recusación,  período  anterior  ai  juicio  y amplísimo 
que  permite  al  acusado  recusar  á todos  aquellos  que 
entiende  no  pueden  juzgarle,  judices  electi ; procedi- 
miento ya  seguido  en  la  ley  Servilla  Glaucia,  en  la  que 
de  420  ciudadanos,  100  elogia  el  acusado,  y de  ellos 
eliminaba  50,  y los  restantes  eran  los  que  celebraban 
el  juicio. 

Este  derecho  es  una  garantía  que  se  concede  al 
acusado,  y que  se  concede  también  á la  represen- 
tación del  Ministerio  público,  y al  acusador  privado, 
y por  consiguiente,  la  composición  del  Tribunal  es 
de  tal  naturaleza  que  aleja  toda  sospecha  de  que  pue- 
da ser  un  Tribunal  parcial,  elegido  por  la  ciega  ca- 
sualidad. 

Existe  también  en  el  proyecto  una  modificación 
que  en  mi  sentir  ha  de  dar  grandes  resultados  cuando 
el  Jurado  funcione.  Me  refiero  al  período  de  recusa- 
ción para  el  que  se  han  dado  trámites  especiales  en 
esta  ley,  admitiendo  la  recusación  con  causa,  y la  re- 
cusación perentoria.  La  recusación  con  causa,  de  que 
vagamente,  y sin  fijar  el  procedimiento  el  proyecto 
del  Sr.  Ministro  admitia,  pero  que  de  una  manera  más 
detallada  desenvuelve  el  dictamen  de  la  Comisión,  fa- 
cilita el  medio  de  que  esta  recusación  tenga  lugar 
antes  que  el  juicio  comience. 

Después,  en  el  acto  del  juicio,  una  vez  que  el  Ju- 
rado ha  sido  sort-ado,  se  dan  todas  las  garantías  ne- 
cesarias al  acusado  para  su  defensa,  y se  le  dan  porque 
no  se  ha  regateado  nada  de  lo  que  pueda  conducir  al 
propósito  del  defensor,  como  tampoco  al  del  Ministe- 
rio público;  para  que  en  el  juicio  se  pueda  de  una 
manera  solemne  declarar  la  culpabilidad  del  acusa- 
do ó su  inculpabilidad,  permitiendo  á la  defensa  como 
á la  acusación  exponer  de  una  manera  clara  cuál  es 
el  concepto  que  á cada  uno  merecen  los  hechos,  ante 
un  tribunal  que  es  garantía  evidente  de  imparcialidad, 
puesto  que  hasta  última  hora  no  se  conoció  su  com- 
posición. 

No  se  ejercerá  tampoco,  como  suponen  los  adver- 
sarios del  Jurado,  presión  ninguna  en  el  acto  del  juicio 
sobre  el  tribunal,  compuesto  de  ciudadanos,  que  deci- 
dirán libres  de  toda  influencia  con  arreglo  á lo  que  les 
dicte  su  conciencia;  porque  si  el  acusado  tiene  su  de- 
fensa, también  la  sociedad  la  tiene,  y escucha  la  voz 
de  su  representante,  del  Ministerio  público.  Ambos 
tienen  iguales  derechos;  sociedad,  y acusado  luchan 
en  campo  neutral.  El  fiscal  sentirá  la  indignación  de 
la  justicia,  y el  abogado  buscará,  como  aquel  célebre, 
y ya  perdido  Mr.  Lachaud,  argumentos  en  el  resultado 
de  las  pruebas  para  que  el  Jurado  no  condene  á un  ino- 
cente, ó aplique  todo  el  rigor  á quien  no  lo  me- 
rezca. 

Y después,  si  la  atmósfera,  caldeada  aún  por  los 


discursos  apasionados,  contagia  al  Jurado,  la  palabra 
reposada,  el  resúmen  cuidadoso  del  presidente,  sin 
emitir  opiniones  propias,  despejará  la  atmósfera,  sien- 
do su  voz  la  última  que  vibrará  con  acentos  desapa- 
sionados antes  de  que  se  retire  á deliberar  el  Jurado. 

El  presidente  del  Tribunal  no  emitirá  su  propia 
opinión;  referirá  los  hechos  al  Jurado  con  objeto  de 
que  éste  emita  su  veredicto,  sin  que  nadie  influya  en 
su  ánimo  para  inclinarle  á resolución  determinada;  el 
proyecto  así  lo  dispone,  y la  ley  en  este  punto  puede 
cumplirse,  y la  cumplirá  nuestra  magistratura.  ¿Dón- 
de está,  pues,  el  argumento  que  se  hace  de  que  el 
Jurado  obra  por  la  impresión  que  le'  produce  la  de- 
feasa  del  acusado,  si  el  último  que  habla  es  el  presi- 
dente? 

Decía  el  Sr.  Isasa  que  era  muy  difícil  encontrar 
presidentes  que  pudieran  hacer  este  resúmen,  que  no 
sabía  de  qué  circunloquios  se  habían  de  valer  para 
hacerlo  y formular  las  preguntas,  y que  dudaba  que 
hubiera  en  España,  como  no  hay  en  ninguna  parte, 
presidentes  que  pudieran  resumir  un  debate  con  im- 
parcialidad y sin  inclinarse  de  parte  de  la  acusación 
ó de  la  ofensa.  Pues  esos  presidentes  existen  en  to- 
das partes,  y existen  con  aplauso  de  los  que  se  ocu- 
pau  de  asuntos  de  administración  de  justicia,  y exis- 
ten en  España;  y durante  la  tramitación  de  las  causas 
que  se  siguen  con  arreglo  al  juicio  oral  y público,  ha 
habido  magistrados  dignísimos,  que  S.  S.  conoce  per- 
fectamente, que  han  dirigido  los  debates  con  tal  acier- 
to, que  han  merecido  felicitaciones  unánimes  de  la 
prensa;  entre  ellos  el  Sr.  Garnica,  que  en  un  impor- 
tantísimo proceso  seguido  contra  un  francés,  dirigió 
los  debates  del  juicio  oral  en  la  Audiencia  de  Madrid 
con  un  acierto  extraordinario,  con  un  conocimiento 
perfecto  del  asunto,  y revelando  la  inteligencia  é ilus- 
tración que  adornan  á tan  distinguido  jurisconsulto, 
magistrado  hoy  del  Supremo,  y con  asiento  en  este 
Congreso. 

Tiene  también  noticia  S.  S.  de  que  la  magistral 
raba  adelantado;  mucho  desde  que  existe  el  juicio  oral 
y público,  que  ha  sido  un  verdadero  ensayo,  y en  él  se 
han  demostrado  las  condiciones  que  muchos  de  nues- 
tros jueces  de  derecho  tienen  para  presidir  esos  tribu- 
nales, en  los  que  hace  falta  conocer  los  detalles  del 
proceso. 

El  Sr.  Isasa  sostenía  que  sería  muy  difícil  al  pre- 
sidente formular  las  preguntas  á los  jurados,  porque 
no  sabia  en  qué  términos  podía  hacerlo.  El  proyecto 
lo  hace  de  una  manera  clara  y terminante:  refirién- 
dose solo  á los  hechos  ó á los  elementos  constitutivos 
de  las  circunstancias  atenuantes  ó agravantes. 

Y luego  llega  el  veredicto,  veredicto  que  se  da  por 
mayoría,  y en  este  punto  también  introduce  una  no- 
vedad el  dictámen,  porque  habla  del  caso  de  empaté; 
y así  como  las  legislaciones  extranjeras  dan  superiori- 
dad, en  él  sentido  de  decidir,  en  caso  de  empate,  en  la 
votación,  al  presidente  ó al  más  antiguo,  en  el  dictá- 
men se  declara  que,  en  este  caso,  en  caso  de  duda,  ha 
de  entenderse  votada  la  absolución  del  acusado,  es  de- 
cir, que  se  estará  á lo  más  favorable  al  reo:  principio 
evidente  de  derecho  criminal.  De  manera,  que  el  vere- 
dicto también  se  dicta  en  condiciones  que  no  deben 
alarmar  á nadie.  Pero  aun  suponiendo  que  el  veredic- 
to fuese  injusto,  está  el  juicio  de  revista,  está  el  nuevo 
Jurado,  están  los  nuevos  jueces  que  hau  de  venir  á re- 
solver si  los  primeros  se  equivocaron;  y esto  es  una 
verdadera  garantía  que  en  todos  ios  países  existe  v 
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que  nosotros  tendremos  también,  contra  los  errores 
que  el  Tribunal  del  Jurado  pueda  cometer. 

¿Qué  puede  haber,  por  tanto,  si  esta  es,  á la  ligera, 
la  idea  y el  pensamiento  que  preside  á la  redacción 
del  proyecto  de  ley  del  Jurado?  ¿Qué  puede  haber 
aquí  para  que  S.  S.  y ios  conservadores  se  alarmen, 
creyendo  que  se  trata  de  montar  una  máquina  que  ha 
de  dificultar  en  gran  manera,  como  decia  el  Sr.  Do- 
mínguez, la  marchado  la  Administración?  ¿Dónde está 
la  gravedad,  dónde  están  las  razones  de  ese  temor  que 
S.  S.  abrigaba  de  que  el  Jurado  habrá  de  ser  en  Es- 
paña un  peligro,  porque  administrarán  justicia  in- 
dustriales y gentes  que  no  pagan  contribución?  Pues 
qué  ¿vamos  á negar  la  facultad  de  intervenir  en  la 
administración  de  justicia  al  ciudadano  cuando  no  le 
exigimos  ninguna  condición,  absolutamente  ninguna 
para  representar  al  país  y sentarse  en  estos  bancos? 
El  partido  conservador  tiene  honrados  industriales 
que  forman  parte  de  su  minoría.  Pues  lo  mismo  que 
el  país  elige  aquellos  representantes  que  cree  más 
dignos  y que  no  exige  más  condiciones  para  ser  Dipu- 
tado á Cortes  que  las  que  la  Constitución  establece,  la 
cualidad  de  español  y mayor  de  25  años,  de  la  misma 
manera  el  proyecto  exige  corno  única  condición  la  de 
tener  30  años  y ser  vecino,  con  cuatro  años  de  resi- 
dencia, en  el  pueblo  en  donde  las  listas  se  forman. 

No  existe,  por  consiguiente,  el  peligro  que  S.  S. 
afecta  temer;  no  lo  hay  tampoco  en  que  los  indus- 
triales abandonen  sus  industrias,  ni  le  hay  en  que 
vayan  al  tribunal  del  Jurado,  como  no  lo  hay  en  que 
sean  legisladores.  (Bien,  bien.) 

Pues  qué,  ¿entiende  8.  S.  que  están  tan  pertur- 
bados los  españoles,  que  no  tienen  conciencia  para 
apreciar  los  hechos  y el  dicho  y las  manifestaciones 
de  los  testigos  que  depongan  en  el  acto  del  juicio?  No 
hay  peligro  alguno;  y no  puede  haberle,  porque  con 
una  magistratura  inteligente,  con  un  presidente  hábil 
para  exponer  los  hechos  con  la  debida  claridad,  cuando 
se  trata  de  hechos  que  pueden  apreciarse  fácilmente, 
el  Jurado  funcionará. 

Yo  no  niego,  y este  era  otro  de  los  argumentos 
que  hacia  el  sábado  el  Sr.  Isasa,  que  el  Jurado  puede 
cometer  errores;  p.*ro  tampoco  me  negará  S.  S.,  que 
los  han  cometido  también,  y de  gran  consideración, 
los  tribunales  de  derecho.  No  voy  á hacer  una  esta- 
dística de  los  errores  cometidos  por  los  tribunales  de 
derecho;  pero  ya  que  el  Sr.  Tsasa  nos  referia  aquí  con 
gran  asombro  que  el  Jurado  habia  condenado  á un 
aragonés  que  habia  disparado  una  perdigonada  á otro, 
y que  se  estimó  como  circunstancia  arca  van  te  la 
oscuridad,  condenándole  á muerte,  yo  >jdi*ia  citar  á 
8.  S.  para  que  las  encuaderne  al  lado  de  ese  veredicto, 
que  según  8.  S.  fué  injusto,  algunas  de  las  sentencias 
dictadas  por  los  tribunales  de  derecho,  y revocadas 
después  por  el  Tribunal  Supremo,  lo  cual  ciertamente 
no  será  un  argumento  en  contra  de  la  actual  admi- 
nistración de  justicia.  Yo  podría  citar  la  sentencia  de 
una  Sala  de  lo  criminal,  que  estimó  que  se  habia  co- 
metido una  falta,  cuando  en  rigor,  lo  que  se  habia  co- 
era metido  una  tentativa  de  delito;  otra  sentencia,  en 
una  causa  de  tentativa  de  violación,  en  la  que  estimó 
una  Sala  de  lo  criminal  este  hecho  constituir  o de  la 
falta  de  exhibir  en  la  via  pública  viñetas  poj  laográfi- 
cas; otra  sentencia  de  un  tribunal  de  derecho,  en  la 
que  se  declaró  que  el  acto  de  colocar  unas  maderas 
sobre  los  rails  del  ferro-carril'constituia  el  delito  de 
amenaza  contra  los  viajeros. 


Y esto  que  indudablemente  no  dice  nada  en  con- 
tra de  la  administración  de  justicia  porque  son  casos 
aislados,  están  reconocidos  como  errores;  errores  no 
sancionados  por  el  Tribuual  Supremo,  y por  consi- 
guiente, errores  que  puede  decirse  son  de  más  auto- 
ridad, puesto  que  el  Tribunal  Supremo  los  declaró 
tales  errores,  mientras  que  el  error  que  el  Sr.  Isasa 
encontró  en  el  veredicto  del  Jurado  relativo  al  arago- 
nés, fué  solo  considerado  injusto  por  S.  S. 

No  podemos,  por  consiguiente,  entrar  en  ese  ca- 
mino de  comparaciones:  las  comparaciones  (el  adagio 
es  vulgar,  pero  es  cierto),  son  odiosas.  Esta  tarea  ven- 
dría en  desprestigio  de  los  tribunales,  esto  vendría, 
como  yo  decia  en  la  sesión  anterior,  á alejar  al  país 
de  la  confianza  que  debe  tener  en  la  justicia  y en  los 
tribunales.  Y nosotros  tenemos  perfecta  confianza  en 
los  tribunales  de  justicia.  En  varias  ocasiones  se  han 
levantado  aquí  Diputados  á dirigir  preguntas  al  Go- 
bierno a propósito  de  asuntos  relacionados  con  las 
atribuciones  de  la  Administración  de  justicia,  y en 
todas  ha  declarado  el  Gobierno  que  no  podía  decir 
nada  ínterin  los  tribunales  no  delarasen  cuál  era  el 
concepto  que  esos  hechos  le  merecían,  y que  por  lo 
tanto  se  abstenia  de  todo  procedimiento,  ínterin  en- 
tendiese en  ellos  la  Administración  de  justicia. 

Que  el  Jurado  rebaja  la  justicia;  que  el  Jurado 
profana  la  ciencia,  decia  el  Sr.  Isasa;  que  el  Jurado 
es  un  tribunal  en  donde  7 de  los  12  declaran  que 
se  es  ó no  culpable,  sin  dar  la  razón  del  juicio.  Este 
argumento  puede  hacerse  siempre  que  de  fallos  se 
trate,  porque  si  S.  S.  no  se  convence  de  lo  que  dicen 
7 de  12,  tampoco  se  convencerá  de  lo  que  digan  10, 
ni  de  lo  que  digan  15,  ni  de  lo  que  digau  20;  y por 
tanto,  estaría  S.  S.  siempre  dudando  de  la  razón  de 
los  fallos.  Si  7 no  le  convencen  menos  habrán  de  con- 
vencerle 3 , que  son  los  magistrados  que  componen 
el  tribunal  de  derecho.  (Asentimiento.) 

Decia  también  el  Sr.  Isasa:  el  jurado  se  presenta 
como  un  elemento  educador,  y yo  creo,  por  el  contra- 
rio, que  este  es  un  elemento  que  puede  perjudicar 
más  bien  que  favorecer  la  educación  del  pueblo.  Y á 
propósito,  añadía:  ¿Qué  más  lección,  qué  más  educa- 
ción política  queréis  dar  al  pueblo  que  la  que  desgra- 
ciadamente le  estamos  dando  continuamente  poco 
tiempo  há  con  este  recorrido  municipal  que  se  veri- 
fica cada  vez  que  se  celebran  unas  elecciones? 

No  es  totalmente  exacto  que  se  den  esas  lecciones 
con  la  frecuencia  que  S.  S.  afirma,  y sobro  todo  que 
esas  lecciones  so  hayan  dado  por  el  partido  liberal; 
porque  si  entráramos  á examinar  y á comparar  quién 
ha  sido  más  maestro  en  este  género  de  lecciones,  po- 
dríamos decir  que  indudablemente  lo  habia  sido  el 
partido  conservador.  Ese  recorrido  municipal,  de  que 
S.  S.  hablaba,  no  ha  tenido  lugar  eu  las  últimamente 
celebradas;  los  Ayuntamientos  conservadores  están 
en  sus  puestos;  las  elecciones  se  hicieron  con  esos 
mismos  Ayuntamientos,  y por  tanto  no  puede  decirse 
que  el  partido  liberal  baya  dado  enseñanzas  que  pue- 
dan perjudicar  al  país  en  este  sentido,  y que  hayamos 
nosotros  perturbado  la  educación  política  del  pueblo, 
removiendo  Municipios  para  favorecer  los  candidatos. 
(Muy  bien.) 

Pero,  ¿qué  tiene  que  ver  la  educación  política  con 
la  educación  jurídica?  La  educación  política  es  una  y 
la  jurídica  es  otra.  Además,  el  Jurado  no  va  á entender 
en  esos  asuntos  á que  S.  S.  se  refiere,  solo  va  á tratar 
de  los  delitos  cuya  competencia  le  confiere  la  ley, 
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únicamente  va  á entender  de  estos  delitos  frecuentes  y 
eu  los  que  sin  apasionamiento  y con  ánimo  sereno  y 
tranquilo  se  les  sometan  para  apreciarlos  imparcial- 
mente.  Y á propósito  de  esto  nos  decía  el  8r.  Isasa 
que  nosotros  en  España  no  sabemos  más  que  copiar, 
que  no  sabemos  traer  nada  nuevo  y que  esto  es  siem- 
pre una  cosa  que  nos  favorece  poco,  porque  el  no  traer 
ideas  originales,  el  no  decir  nada  nuevo,  el  copiar  y 
seguir  servilmente  á las  demás  Naciones,  es  papel  poco 
airoso.  Y vea  el  Sr.  Diputado  conservador  cómo  á pe- 
sar de  que  nos  Lachaba  de  faltos  de  originalidad,  se 
ha  equivocado,  puesto  que  el  proyecto  de  ley  presen- 
tado en  esta  Cámara  por  el  partido  liberal  tiene  al- 
gunas novedades.  lia  modificado  en  parle  el  proce- 
dimiento por  que  se  rige  el  tribunal  del  Jurado  en  el 
extranjero;  pero  S.  S.no  ha  encontrado  aceptables  ni 
esas  mismas  modificaciones  á pesar  de  serlo  y que  lo 
mejoran  en  gran  parte. 

Por  consiguiente,  cuando  nosotros  copiamos  le  pa- 
rece mal  á 8.  8.,  y cuando  damos  algo  nuevo  le  pa- 
rece peor;  como  únicamente  nos  aplaudiría  S.  S.  sería 
manteniendo  el  statu  quo)  continuando  aferrados  al 
mismo  sistema  de  enjuiciar,  permaneciendo  todavía 
en  1835,  á cuya  fecha  es  tan  aficionado  S.  8. 

Concebiría  el  Jurado  el  Sr.  Isasa  si  aquí  estuvie- 
ran en  vigor  aquellos  fueros  municipales  que  decían: 
al  que  robe  uvas  de  noche , enfórqaenle.  Pues  qué,  aun- 
que no  estén  en  vigor  esos  fueros  municipales,  los 
hechos  que  pueden  servir  de  base  á un  proceso,  ¿son 
Lan  difíciles  que  es  necesario  para  entenderlos  que  es- 
tén reducidos  al  precepto  que  S.  S.  nos  leia  con  refe- 
rencia al  fuero  municipal? 

No  tema  S.  8.  que  el  Jurado  no  dé  en  España 
grandes  resultados.  Su  señoría  decía  que  en  España 
el  Jurado  es  lo  que  en  todas  partos,  una  institución 
que  se  establece  para  modificarla  después;  pero  esto 
indudablemente  sucede  con  todas  las  instituciones  y 
con  todas  las  leyes.  Se  da  un  pensamiento,  una  idea; 
se  lleva  después  á la  práctica,  y si  se  notan  defectos 
se  modifica  y lo  mismo  las  leyes,  corno  quiere  su  se- 
ñoría modificar  la  del  juicio  oral. 

Debemos  suponer  que  el  Jurado  no  ha  de  ofrecer 
las  dificultades  de  que  nos  hablaba  el  Sr.  Isasa,  tanto 
más,  cuanto  que  no  ha  funcionado  con  perfecta  norv 
malidad  en  España,  pues  las  circunstancias  de  1872 
no  son  las  de  1887.  Hoy  hay  perfecta  calma;  hoy  el 
país  no  tiene  que  temer  aquellos  excesos  que  la  efer- 
vescencia de  las  pasiones  produjo,  y que  hizo  suprimir 
el  Jurado  del  Sr.  Montero  Ríos,  jurisconsulto  que  honra 
á nuestra  Patria.  Por  esto  es  por  lo  que  entendemos 
nosotros  que  el  Jurado  ha  de  dar  mejores  resultados 
y mayores  frutos. 

Es  más;  aquí,  en  España,  podrá  haber  muy  poco 
espíritu  de  novedad;  podrá  haber,  como  dccia  S.  S., 
poca  originalidad;  pero  es  lo  cierto  que  en  España 
acontecen  muchas  cosas  que  en  la  generalidad  de  los 
países  no  suceden;  hay  hechos  que  las  gentes  se  em- 
peñan que  han  de  producir  hondas  perturbaciones,  y 
sin  embargo  no  las  producen.  ¿Por  qué,  pues,  si  fun- 
ciona el  Jurado  sin  dificultades  en  el  extranjero,  no 
ha  de  ofrecer  aquí  ejemplos  elocuentes,  como  los 
ofrece  en  Inglaterra,  demostrando  la  bondad  de  la 
Institución? 

Uav  también  otra  circunstancia  para  que  el  Ju- 
rado  tenga  condiciones  de  vida,  y es,  que  la  magis- 
tratura  está  conforme  con  esta  institución;  por  eso  el  j 
proyecto  ha  cuidado  de  que  la  magistratura  no  tenga  • 


necesidad  de  andar  de  un  punto  á otro,  que  se  acer- 
que al  lugar  donde  se  ha  cometido  el  delito,  cuando 
este  lugaj*  sea  de  fácil  acceso  para  que  lio  se  dé  el  es- 
pectáculo, de  una  justicia  ambulante,  que  si  en  In- 
glaterra tiene  razón  de  ser  cuando  recorre  los  conda- 
dos, en  España,  donde  Lan  aficionados  somos  á la 
sátira,  pudiera  ser  objeto  del  ridículo. 

También  se  ha  creído  que  puede  ser  necesario  que 
la  magistratura  se  acerque  en  lo  posible  al  lugar 
donde  el  suceso  ha  ocurrido,  que  recoja  esas  impre- 
siones primeras,  y por  eso  se  da  ai  tribunal  la  facultad 
de  constituirse  fuera  del  lugar  donde  se  halle  estable- 
cida la  Audiencia.  Hoy  no  acontece  lo  que  acontecía 
en  1872,  época  en  que  no  había  más  que  15  Audien- 
cias; lioy  existen  95,  y,  por  consiguiente,  se  ha  mul- 
tiplicado en  gran  manera  el  número  de  lugares  donde 
el  Jurado  puede  funcionar. 

Las  95  Audiencias  de  lo  criminal  facilitan  indu- 
dablemente la  celebración  de  los  juicios  sin  las  mo- 
lestias para  los  testigos,  de  que  hablaban  los  impug- 
nadores del  Jurado;  pero  si  esto  no  es  bastante,  si  este 
no  es  el  bollo  ideal  á que  deben  aspirar  los  que  de- 
fienden el  Jurado,  lo  que  se  establece  es  indudable- 
mente un  progreso  en  las  costumbres  judiciales.  No 
conviene  hacer  rápidas  innovaciones,  y hay  que  tener 
en  cuenta  las  condiciones  especiales  de  la  localidad 
en  que  el  Jurado  ha  de  funcionar,  y la  escasez  de 
locales,  razón  por  la  que  se  ha  dejado  al  arbitrio  de 
los  tribunales  esta  facultad,  que  seguramente  ejer- 
cerán con  frecuencia  y acierto  (porque  son  partidarios 
de  la  institución),  la  de  constituirse  en  el  lugar  donde 
el  suceso  ha  ocurrido  para  recoger  mejor  las  impre- 
siones que  solo  allí  pueden  recogerse,  y celebrar  el 
juicio  de  manera  que  dé  los  buenos  resultados  que  ha 
de  dar  cuando  en  estas  condiciones  se  celebre. 

Pero  la  oposición  que  se  hace  al  proyecto,  la 
ruda  guerra  que  el  partido  conservador  hace  á esta 
institución,  ¿es  porque  ese  partido  entiende  que  debe 
oponerse  á que  se  plantee  el  Jurado  eu  España,  y que 
una  vez  planteado  va  á suprimirlo,  haciendo  que 
prevalezca  el  criterio  de  escuela?  Esta  es  una  cues- 
tión que  interesa  mucho,  lio  solo  al  partido  liberal 
sino  al  país.  El  país  quiere  el  Jurado,  y desearía  saber 
si  una  vez  establecido  habrá  de  respetarlo  ci  partido 
conservador,  ó si  habrá  de  hacer  que  predominen  sus 
principios  matando  la  libertad , que  es  el  principio 
fundamental  que  lo  informa. 

Yo  creo  que  las  opiniones  emitidas  por  el  Sr.  Isa- 
sa, como  dije  en  la  primera  parte  de  mi  discurso,  son 
opiniones  particularísimas  de  S.  8.,  y por  esta  razón 
yo  espero  fundadamente  que  el  partido  conservador 
no  hará  en  esta  materia  una  política  desatentada,  sino 
que,  por  el  contrario,  seguirá  sus  antecedentes  hon- 
rosos de  hacer  ahora  una  oposición  verdaderamente 
gubernamental,  oponiendo  á los  principios  de  la  es- 
cuela liberal  los  principios  de  la  escuela  conservado- 
ra; pero  que  una  vez  que  el  proyecto  haya  sido  apro- 
bado y sancionado  corno  ley,  y se  haya  planteado  el 
Jurado,  lo  respetará;  porque  no  está  en  el  caso  de 
creer  ese  partido  que  toda  reforma  implantada  por  el 
partido  liberal  debe  sacrificarse,  sean  cuales  fueren 
sus  resultados,  y solo  por  el  hecho  de  que  el  criterio 
en  que  se  informa  no  sea  el  criterio  del  partido  con- 
servador. 

Este  es  un  punto  de  la  mayor  importancia,  sobre 
el  cual  yo  creo  que  el  Sr.  Isasa,  por  su  carácter  res- 
petable, por  la  representación  que  dentro  de  su  par- 
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ticlo  tiene,  está  obligado  á decirnos  alguna  cosa,  por- 
que interesa  saber  la  actitud  del  partido  conservador 
en  esta  cuestión  á todos  los  que  defendemos  el  Jurado, 
y á la  opinión  pública,  que  lo  está  reclamando  hace 
mucho  tiempo. 

No  quiero  molestar  más  la  atención  de  la  Cámara. 
Este  asunto  no  puede  discutirse  aun  analizándolo  en 
todos  sus  detalles,  y sobre  todo  porque  la  discusión 
está  todavía  en  sus  comienzos  y ha  de  ofrecer  ancho 
campo  á mis  ilustrados  compañeros  de  Comisión  para 
aportar  á él  mayor  suma  de  razones  y argumentos; 
por  este  motivo  no  me  creo  obligado  á extenderme  en 
otras  consideraciones,  y solo  pido  ai  partido  conser- 
vador que  tenga  en  cuenta  los  beneficios  que  esta 
institución  está  produciendo  en  el  extranjero;  que  se 
fije  en  que  esta  institución  tiene  en  nuestra  Patria 
raices  históricas  y motivos  suficientes  para  que  todos 
esperemos  los  frutos  que  deben  dar  las  instituciones 
que  viven  en  pueblos  como  el  nuestro  regidos  por  el 
sistema  constitucional  y parlamentario,  donde  la  opi- 
nión pública  es  el  fundamento  de  los  Gobiernos,  y 
donde  la  prudeucia  y el  buen  sentido  son  los  regula- 
dores de  la  opinión.  lie  dicho.  [Bien\  muy  bien . — Va- 
rios Sres.  Diputados  felicitan  al  orador.) 

El  Sr.  ISASA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  ISASA:  Siento  tener  que  decir  á mi  par- 
ticular amigo  el  Sr.  Diaz  Moreu,  cuyo  discurso,  tanto 
en  la  parte  de  anteayer  como  en  la  de  hoy,  todos  he- 
mos oido  con  tanto  gusto  y con  tanta  satisfacción, 
porque  en  él  ha  acreditado  S.  S.  una  vez  más  las  dis- 
tinguidas dotes  que  le  adornan;  siento  decirle  que  no 
puedo  complacerle  en  el  ruego  que  acaba  de  hacer, 
para  que  yo  diga  qué  será  lo  que  haga  el  partido  li- 
beral-conservador con  la  ley  del  Jurado,  si  llegando 
algún  dia  al  poder  se  la  encuentra  establecida.  Aquí 
tenemos  otro  sistema,  guardamos  otros  respetos  y 
observamos  distintos  procedimientos,  en  eso  que  se 
refiere  á hacer  declaraciones  sobre  cuestiones  de  go- 
bierno, y sobre  propósitos  gubernamentales;  y yo  no 
me  considero  con  autoridad  para  dar  respuesta  alguna 
á las  preguntas  que  el  Sr.  Diaz  Moreu  se  ha  dignado 
hacerme.  Si  el  caso  llegase,  las  personas  que  estuvie- 
sen constituidas  en  Gobierno,  serian  las  que  tendrían 
autoridad  bastante  para  determinar  y resolver  según 
las  circunstancias  lo  que  hubiera  de  hacerse. 

Por  lo  demás  ¿cuándo  ha  sido  (y  en  esto  tenía 
perfecta  razón  el  Sr.  Diaz  Moreu),  conducta  ó proce- 
dimiento del  partido  liberal- conservador  ir  así  por 
sistema  contra  las  leyes  que  encuentra  establecidas? 
¿No  ha  tenido  ocasión  en  esta  discusión  misma 
de  acreditar  que,  no  obstante  creer  que  las  últimas 
novedades  introducidas  en  materia  de  procedimiento 
criminal  exigian  reformas,  no  se  aventuró  á propo- 
nerlas, á llevarlas  á cabo  de  improviso,  sino  tomando 
aquellas  precauciones  que  siempre  son  una  garantía 
de  que  las  reformas  pueden  ser  estables,  convenien- 
tes y conducir  á fines  saludables?  De  lo  que  el  par- 
tido conservador  creia  que  debia  hacerse  en  materia 
de  procedimiento  criminal,  algo  habia  dicho  á ios  que 
tenía  obligación  de  decirlo;  aquel  Gobierno  habia  for- 
mulado ya  alguna  reforma,  sometiéndola  al  exámen 
de  las  personas  que  debian  examinarla;  cuando  hu- 
biera creído  conveniente  traducir  esa  reforma  en  ley, 
lo  habría  hecho.  Ese  procedimiento  seguiría  también 
respecto  al  Jurado,  si  entendiera  algún  dia  que  debia 


modificar  esa  institución  ó sustituirla,  mirando  siem- 
pre al  bien  de  la  Patria. 

Me  propongo,  en  lo  demás,  hacer  las  rectificacio- 
nes á que  me  obliga  el  discurso  del  Sr.  Diaz  Moreu 
dentro  de  los  términos  reglamentarios;  esto  es,  recti- 
ficando los  errores  de  concepto  que  S.  S.  me  ha  atri- 
buido. Debí  expresarme  con  mucha  confusión;  no  debí 
ser  suficientemente  claro  en  la  exposición  de  mis  doc- 
trinas y de  mis  humildes  opiniones,  cuando  he  visto 
que  solo  partiendo  de  la  idea  de  que  nada  de  lo  que 
yo  decía  es  razonable,  porque  lo  decía  un  reacciona- 
rio, para  acreditar  luego  este  supuesto,  no  ha  hecho 
el  Sr.  Diaz  Moreu  más  que  atribuirme  cosas  que  no 
solo  no  he  dicho,  sino  que  ni  siquiera  he  pensado. 
Quiero  precisar  bien,  por  si  no  fui  suficientemente 
claro  en  el  dia  de  anteayer,  lo  que  yo  he  creido  que 
constituye  los  defectos,  así  en  lo  acusatorio  como  en 
el  sistema  de  juicio  oral  y público;  hasta  dónde  lle- 
gan mis  censuras,  y cuáles  son  las  doctrinas  que  res- 
pecto á esa  materia  profeso.  Yo  del  sistema  acusato- 
rio no  dije  más  que  estas  dos  cosas:  primera,  que  me 
parecía  una  exageración  conceder  á eso  una  impor- 
tancia tal  que  llegara  á considerarse  como  un  princi- 
pio de  derecho  que  habia  encarnado  en  nuestra  legis- 
lación, y de  cuya  aplicación  hubieran  de  esperarse 
ópimos  frutos.  No  hice  más  que  exponer  lo  que  yo 
creia  que  constituyen  los  principios  en  materia  acu- 
satoria, reduciendo  lo  demás  á cuestión  de  método  y 
de  forma  para  averiguar  la  verdad,  para  conseguir  el 
resultado  de  todo  procedimiento  criminal,  cual  es  la 
investigación  del  delito,  el  castigo  del  delincuente,  y 
que  si  ha  sido  acusada  una  persona  honrada  é ino- 
cente, salga  del  proceso  con  la  frente  limpia  6 indem- 
nizada de  todos  los  perjuicios  que  una  falsa  acusación 
ó una  mal  entendida  sospecha  hayan  podido  ocasio- 
narle. ¡Enemigo  yo  del  sistema  acusatorio!  Jamás. 
Entiendo  que  el  ideal  de  la  administración  de  justicia 
para  concertar  el  amparo  de  los  derechos  de  la  socie- 
dad con  el  de  aquellos  que  son  no  menos  respetables 
del  ciudadano,  consiste  en  que  desde  el  momento  que 
se  incoa  un  proceso  criminal  por  virtud  de  la  ejecución 
de  un  hecho  que  exige  la  reparación  del  derecho  vio- 
lado y la  sociedad  se  apodera  del  individuo  sobre  quien 
recaen  sospechas,  ó contra  el  cual  existen  vehemen- 
tes datos  de  culpabilidad , desde  ese  mismo  instante 
deben  quedar  proLcgidos  por  igual  los  derechos  do  la 
sociedad  y los  derechos  del  ciudadano. 

¿Pero  he  dicho  yo  nada  de  esto?  ¿Reduje  yo,  y fué 
la  segunda  Observación  que  hice  respecto  á lo  acusa- 
torio, reduje  yo  mis  censuras  á otra  cosa  más  que 
á decir  que  en  ningún  caso  entendía  yo  que  pudiera 
ser  recta  administración  de  justicia,  desarrollo  cum- 
plido de  nuestro  sistema  constitucional  y de  los  prin- 
cipios consignados  en  la  ley  fundamental  del  Estado, 
que  la  justicia  dependiera,  que  el  servicio  de  la  jus- 
ticia, que  la  potestad  de  la  justicia  dependiera  en 
ninguu  caso  exclusivamente  de  la  deficiencia  de  la 
acción  fiscal?  ¿Dije  yo  algo  más  que  esto?  Yo  lo  único 
que  hice  fué  reducir  mi  censura  á ese  particular.  Lo 
que  yo  censuraba  era  que  se  trasladase  la  potestad 
judicial  del  tribunal  á las  manos  del  Ministerio  fis- 
cal; y entendía  que  se  trasladaba  cuando  podía  pro- 
ducirse el  caso  de  que  terminado  un  juicio  criminal, 
terminado  al  punto  de  haberse  hecho  la  acusación 
provisional  y de  haberse  practicado  las  pruebas,  y 
cuando  se  habia  formado  ya  ó cuando  se  ha  debido 
formar  ya  la  conciencia  del  tribunal  que  ha  de  fallar, 
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un  fiscal  pudiera  arrebatar  la  potestad  de  ese  tribu- 
nal al  conocimiento  de  la  justicia,  y obligara  á reti- 
rarse pacífica  y tranquilamente  á su  casa  al  magis- 
trado porque  le  dijera  no  acuso.  Y así  como  en  la  ley 
y en  el  sistema  actual  existe  un  recurso  por  el  cual 
cuando  la  deficiencia  no  liega  á tal  extremo,  cuando 
es  solo  tai  deficiencia,  cuando  el  fiscal  ha  propuesto 
un  término  á la  acusación,  limitado  á tal  punto  que 
el  tribunal  crea  que  por  el  resultado  de  las  pruebas 
la  acusación  puede  llegar  á más;  por  ejemplo,  si  ha 
dicho  que  el  hecho  es  un  homicidio  y el  tribunal  por 
las  pruebas  ha  formado  así  la  primera  opinión  (que 
solo  eso  puede  formar  en  aquel  instante),  de  que  el 
hecho  puede  constituir  asesinato,  da  la  ley  solución 
al  conflicto,  atribuyendo  al  tribunal  la  facultad  con- 
veniente para  poner  d discusión  aquel  tercer  término, 
y que  una  vez  discutido  podrá  ser  objeto  del  fallo, 
asimismo  entendía  yo,  y no  más,  que  cuando  el  fiscal 
decia:  «me  retiro,  no  acuso,  contra  la  conciencia  del 
tribunal  que  por  las  pruebas  practicadas  entendiera 
ó creyese  que  allí  existia  un  delito  y una  responsabi- 
lidad que  exigir,  se  estaba  en  el  caso  de  buscar  una 
fórmula  (que  yo  la  propondré  en  una  enmienda),  para 
que  la  acusación  existiera,  pudiera  contestar  la  de- 
fensa, y terminado  así  el  juicio,  el  tribunal  fallase  con 
arreglo  á las  pruebas  y segun  las  hubiera  estimado 
en  su  criterio. 

Yo  no  sé  qué  debí  decir  respecto  á falsos  testimo- 
nios y d la  deficiencia  de  la  ley  en  esc  punto,  cuando 
el  Sr.  Diaz  Morcu  me  ha  atribuido  cosas  en  que  no  he 
pensado  jamás. 

En  este  particular  me  limitaré  á una  sencilla 
rectificación. 

El  Sr.  Diaz  Moreu  dice  que  con  arreglo  á la  ley 
no  estd  la  justicia  tan  abandonada,  y no  pueden  darse 
casos  de  tan  grave  escándalo  como  (segun  el  sentir 
de  los  fiscales  y de  los  tribunales,  cuyas  opiniones 
consigna  en  su  Memoria  y publica  por  extracto  la 
Fiscalía  del  Tribunal  Supremo),  se  dan  de  que  los  tes- 
tigos se  confabulen  y falten  A la  verdad,  sin  que  haya 
medios  do  perseguirlos  por  falso  testimonio,  porque 
contra  lo  que  el  Sr.  Diaz  Moreu  ha  sostenido  de  que 
es  imposible  instruir  un  proceso  contra  un  testigo 
falso  cuando  haya  contradicción  entre  su  declaración 
del  sumario  y su  declaración  del  juicio  oral;  yo,  con 
la  ley,  afirmo  que  eso  uo  es  posible,  que  eso  no  sería 
legal,  porque  lo  que  la  ley  dice  á este  propósito  es 
que  siempre  que  los  testigos  hayan  declarado  en  el 
sumario  una  cosa  distinta  de  aquella  que  declaren  en 
el  juicio  oral  sobre  los  mismos  hechos,  solo  habrá 
lugar  á proceder  contra  ellos  como  presuntos  autores 
de  falsos  testimonios  cuando  estas  declaraciones  sean 
dadas  en  dicho  juicio;  y comparando  con  esto  las  le- 
gislaciones extranjeras,  y el  respeto  que  allí  se  tiene 
á la  verdad  y el  modo  cómo  se  garantiza  el  juicio  y 
la  autoridad,  citaba  yo  lo  que  pasa  en  la  misma  Fran- 
cia republicana,  en  donde  la  ley  no  manda  que  se  pro- 
ceda contra  el  testigo  falso  cuando  solo  resulta  de  la 
manera  que  dice  la  ley  de  España,  sino  que  dispone 
que  se  proceda  eu  el  acto;  es  decir,  que  cuando  el 
presidente  crea  que  el  testigo  ha  faltado  á la  verdad, 
en  el  acto  puede  mandar  que  se  le  arreste  y se  le  for- 
me la  correspondiente  causa. 

Y tampoco  sé  yo  á qué  venía  todo  lo  que  se  ha 
dicho  respecto  de  mi  reaccionarismo;  pero  debo  decir 
que  se  ha  exagerado  lo  que  se  supone  que  yo  mani- 
festó al  censurar  los  defectos  de  que  en  mi  opinión 


adolece  el  juicio  oral  y público.  Y esto  me  obliga  á 
hacer  una  pequeña  rectificación. 

No  puedo  consentir  al  Sr.  Diaz  Moreu  ni  á nadie 
que  se  diga  que  yo  soy  enemigo  del  juicio  oral  y pú- 
blico; eso  no  es  exacto;  yo  no  creo  haber  dicho  nada 
que  autorice  semejante  opinión;  las  deficiencias  que 
en  mi  sentir  tiene  en  España  el  juicio  oral  y publico 
yo  las  señalé,  no  para  defender  ni  atacar  ese  sistema, 
sino  para  decir  algo  en  defensa  de  nuestra  opinión, 
en  defensa  de  nuestra  fama,  en  defensa  de  nuestro 
buen  nombre,  porque  podría  creerse  fuera  de  aquí,  al 
ver  que  se  daba  tanta  importancia  al  establecimiento 
del  juicio  oral  y público,  que  nosotros  habíamos  sa- 
lido de  un  estado  de  salvajismo;  y yo  me  consideré 
en  el  caso  de  decir  que  no  era  tan  deplorable  el  es- 
tado en  que  nos  encontrábamos  anteriormente,  si  bien 
reconozco  que  el  establecimiento  del  juicio  oral  y pú- 
blico es  un  progreso,  y es  más  apropiado  al  descu- 
brimiento de  la  verdad  y á la  aplicación  de  la  justicia 
que  el  procedimiento  escrito  que  existia  anterior- 
mente. Así  es  que  yo  sostuve  y sostengo  que  una 
cosa  es  la  oralidad  del  juicio  y otra  cosa  muy  distinta 
la  informalidad;  y como  contra  eso  lo  único  que  se 
decia  era  que  no  cabía,  á no  desnaturalizar  el  juicio, 
que  no  cabía  que  en  el  resultado  del  mismo  se  lu- 
ciese constar  por  escrito  todo  lo  que  conviniera  para 
la  garantía  de  la  justicia,  de  la  sociedad  y del  ciuda- 
dano, yo  discurrí  un  poco  para  hacer  esta  demostra- 
ción, y citando  disposiciones  de  leyes  extranjeras  y 
manifestando  ó explicando  con  ellas  cómo  lo  que  se 
decia  que  era  imposible  era  posible  y se  realizaba  eu 
Alemania,  en  Austria,  en  Francia  y en  Italia  y que 
solo  nosotros  nos  atrevíamos  á esas  aventuras...  (El  se- 
ño?' Ministro  de  Gracia  y Justicia'.  Nosotros  no;  la  ley.) 
Entiendo  que  si  la  ley  dice  que  se  tome  una  sucinta 
nota  de  lo  importante  que  ocurra...  (El  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia:  De  cuanto  ocurra;  y además  da  de- 
recho al  fiscal  y al  defensor  para  que  pidan  que  se 
consigne  Lodo  cuanto  crean  pertinente.)  Ni  se  concedo 
ni  está  consignado  ese  derecho,  de  tai  manera...  (El 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia:  Completamente;  vea 
S.  S.  la  ley.)  No  la  tengo  á la  mano;  pero  léala  S.  S., 
si  la  tiene. 

No  basta  que  se  diga  que  se  consigna,  es  necesa- 
rio que  todo  lo  que  sea  adición  ó contradicción  del 
sumario  se  consigne.  (El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia:  Pues  que  lo  pidan  los  fiscales  ó los  defenso- 
res.) No  es  bástanle;  lo  piden,  se  lo  niegan,  y ya  no 
hay  cuestión.  (El  Sr.  Ministro  de  Gi'acia  y Justicia.: 
¿Pues  para  que  esta  el  fiscal  del  Tribunal  Supremo?) 
Para  nada,  porque  como  no  hay  recurso  de  casación 
sobre  esto,  no  puede  hacer  nada.  La  casación  solo 
procede  cuando  se  hacen  preguntas  que  no  se  admi- 
ten; pero  sobre  hacer  ciertas  declaraciones  no  hay 
casación.  Por  tanto,  lo  que  se  necesita  es  establecer 
un  sistema  formal  que  no  sea  una  gracia  de  ios  pre- 
sidentes, sino  un  derecho  del  fiscal  y del  acusado.  (El 
Sr.  Ministra  de  Gracia  y Justicia : Ya  está  establecido.) 
Yo  sentiría  verdaderamente  que  en  una  discusión  de 
totalidad  malográsemos  el  efecto  que  puede  obtener- 
se tal  vez  de  una  meditación  y reflexión  maduras  so- 
bre estos  puntos  concretos  si  se  someten  á juicio  de 
la  Comisión  ó del  Gobierno  enmiendas  ó adiciones  que 
se  pueden  presentar,  y no  quisiera  yo  que  tuviésemos 
una  cuestión  de  empeño  ó amor  propio  en  lo  que  debe 
ser  cuestión  de  empeño  para  mejorar  la  ley  ó hacer 
las  reformas  que  quepan  en  bien  de  la  justicia.  Yo 
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ofrezco  al  Gobierno  y d la  Comisión  formular  esas  en- 
miendas, porque  juicio  oral  y público  va  á ser  el  jui- 
cio ante  magistrados,  y juicio  oral  y público  va  á ser 
el  juicio  ante  los  jurados.  El  interés  común  de  ambos 
sistemas,  y sobre  todo,  lo  que  vale  más  que  los  sis- 
temas, el  interés  de  la  justicia,  está  en  que,  si  en  efec- 
to, en  la  ley  hay  alguna  falta,  si  se  ha  notado  en  ella 
alguna  deficiencia,  como  ahora  se  dice,  sobre  este 
particular,  y se  reflexiona,  sobre  todo,  y si  se  acepta, 
se  acepte  por  completo.  Yo  ofrezco  á la  Comisión  pro- 
ponerlo, y por  lo  mismo  no  quiero  sostener  con  más 
empeño  esa  cuestión  por  ahora. 

En  ñu;  respecto  del  juicio  público,  atribuirme  á 
mi  una  opinión  contraria  al  juicio  público,  cuando  de 
lo  que  me  he  quejado  al  discutir  el  juicio  por  jura- 
dos es  de  que,  en  efecto,  lo  único  que  no  es  público 
en  el  juicio  oral  es  el  juicio,  atribuirme  esto,  digo,  es 
un  colmo  de  reaccionarismo  que  se  ha  querido  echar 
sobre  mí;  y sin  necesidad;  porque  yo,  imitando  aque- 
lla frase  del  Sr.  Sagasta,  cuando  decia  que  bastaba 
que  oyera  decir  progresista  para  que  instintivamente 
volviera  la  cara,  puedo  decir  que  cuando  oigo  decir 
conservador , sin  poderlo  remediar,  contesto:  presente. 
Dirá  lo  que  quiera  el  Sr.  Diaz  Moreu;  pero  respecto  á 
la  publicidad  del  juicio,  hay  que  observar  lo  mismo 
que  decíamos  antes  respecto  de  los  resultados  que 
deben  consignarse  en  las  actas:  no  es  lo  mismo  la 
apariencia  de  la  publicidad  en  una  sentencia,  la  fun- 
damentacion  de  una  sentencia,  si  se  me  permite  la 
palabra,  que  la  verdadera  publicidad  del  juicio;  desde 
el  momento  en  que  habéis  dicho  en  la  ley  que  los  ma- 
gistrados juzgan  por  conciencia,  habéis  introducido 
una  confusión  que  es  necesario  que  desaparezca;  este 
fué  el  tema  principal  de  mi  discurso  en  este  punto. 
El  juicio  por  concieucia  es  f3l  juicio  por  jurados;  el 
juicio  por  magistrados  es  el  juicio  de  razón.  [El  señor 
Díaz  Morete  Por  eso  traemos  el  Jurado.)  Pues  por  eso 
somos  nosotros  partidarios  de  otro  sistema;  mejor 
dicho,  por  eso  queremos  que  los  dos  sistemas  se  dis- 
tingan bien,  para  que  al  fin  llegue  á hacerse  la  opi- 
nión y se  convenzan  las  gentes;  nosotros,  no;  nosotros 
estamos  empeñados  en  esto,  porque  tenemos  una  opi- 
nión bien  establecida,  y es  difícil  que  nos  convenzamos 
de  lo  contrario;  pero  bien  establecidos  y deslindados 
los  dos  sistemas,  yo  espero  que  al  fin  los  ciudadanos 
han  de  decir,  á propósito  del  Jurado,  que  libertades 
de  esa  especie  pueden  reservárselas  los  Gobiernos  y 
las  leyes  para  los  que  las  quieran.  Es  necesario  esta- 
blecer bien  claramente  la  distinción;  esa  es  la  línea 
qué  nos  separa  y que  se  necesita  trazar  perfectamen- 
te bien;  el  Jurado  dice:  Culpable. — ¿Por  qué? — Porque 
lo  digo  yo,  y no  tengo  necesidad  de  decir  más:  el  ma- 
gistrado no  puede,  uo  debe  decir  esto;  el  magistrado 
debe  decir:  Culpable. — ¿Por  qué?— Por  estas  pruebas. 
— ¿Qué  pruebas? — Estas  precisamente,  y apreciadas 
de  ésta  manera.  Hoy,  lo  único  que  los  magistrados 
dicen,  es:  estos  son  los  hechos  probados;  pero  ¿por 
qué  los  considera  probados?  Esa  es  la  última  pregun- 
ta que  queda  que  hacer  para  que  desaparezca  ese  en- 
gaño en  virtud  del  cual  se  dice  hoy  que  las  senten- 
cias son  fundadas  cuando  no  lo  son.  A esta  pregunta 
responden  hoy  los  magistrados,  cumpliendo  con  la 
ley:  «eso  queda  reservado  á mi  conciencia.»  Pues 
bien;  eso  no  es  posible. 

De  manera  que  esta  era  otra  de  las  cosas  que  yo 
quería  someter  á la  consideración  del  Gobierno  y de 
la  Comisión;  porque  resumiendo,  por  si  yo  no  lo  ex- 


presé bien,  que  quizás  por  esto  pueda  parecer  funda- 
do algo  de  lo  que  se  me  atribuye  á propósito  del  jui- 
cio oral  y público,  lo  primero  que  á mi  juicio  han 
debido  hacer  el  Gobierno  y la  Comisión  es  esto,  la 
primera  cuestión  que  han  debido  proponerse  es  la  si- 
guiente: por  virtud  de  esta  novedad  que  se  introduce 
en  el  procedimiento  judicial,  ¿cómo  va  á quedar  el 
procedimiento  ante  los  magistrados?  ¿cómo  va  á ser 
el  juicio  por  jurados?  Porque  al  hacer  la  división  es 
necesario  trazar  bien  la  línea,  y vosotros  no  habéis 
hecho  más  que  decir:  éste  va  á ser  el  juicio  por  jura- 
dos, dejando  lo  demás  en  una  lamentable  confusión. 

Hechas  estas  rectificaciones  [jara  dejar  en  su  pun- 
to hasta  donde  llegan  estos  conceptos  de  lo  acusato- 
rio, de  lo  oral  y de  lo  público,  poco  lie  de  decir  en 
rectificación  de  otros  conceptos  que  equivocadamente 
me  ha  atribuido  el  Sr.  Diaz  Moreu.  Es  necesario,  en 
estas  materias,  tener  una  firmeza  en  los  principios  y 
un  cuidado  en  la  expresión  que  eviten  que  desde  los 
bancos  de  la  Comisión  se  sostengan  ciertas  ideas,  cier- 
tas opiniones,  que  no  es  posible  que  se  sustenten  una 
vez  sometidas  á exámen.  ¿Qué  lia  querido  decir  el  se- 
ñor Diaz  Moreu  con  lo  de  que  el  derecho  de  los  Dipu- 
tados para  examinar  un  proceso  fenecido  es  casi  un 
derecho  ilusorio?  ¿Qué  ha  querido  decir,  y qué  me  ha 
atribuido  á mí,  al  suponer  que  la  responsabilidad  ju- 
dicial es  una  palabra  vana  y que  no  se  lia  perdido 
nada  si  la  oralidad  del  juicio  se  ha  llevado  todos  estos 
principios  y todas  estas  garantías?  Yo  en  esto  también 
profeso  con  firmeza  mis  opiniones,  y creo  que  las  ex- 
puso con  alguna  claridad  en  el  dia  de  anteayer.  Para 
mí  hay  una  escala  que  principia  en  la  corrección  dis- 
ciplinaria y que  concluye  en  la  formación  de  un  pro- 
ceso y en  la  imposición  de  un  castigo,  por  la  comi- 
sión de  un  delito,  en  que  puede  definirse  bien  todos 
los  grados  de  esa  responsabilidad  que  el  Sr.  Diaz  Mo- 
reu croe  que  es  una  palabra  vana,  cuando  importa 
mucho  que  no  desaparezca  por  una  formalidad  ó por 
ima  informalidad  en  la  manera  de  trasmitirse  y de 
resolverse  los  juicios  criminales. 

Importa  tanto,  que  yo  creo  que  el  dia  que  se 
piense  sóidamente  en  reformas  que  puedan  conducir 
á mejorar  la  administración  de  justicia,  lia  de  verse 
que  en  la  inspección  es  donde  ha  de  estar  la  clave 
para  poder  conseguir  esas  mejoras  que  indudable- 
mente todos  deseamos,  y es  imposible  desde  el  mo- 
mento en  que  del  juicio  no  quede  rastro  alguno  sobre 
que  pueda  ejercerse  esa  inspección. 

El  Sr.  Diaz  Moren  ha  indicado  como  mejoras, 
como  medios  por  los  cuales  se  van  á mejorar  estas 
cosas,  tres,  cuyo  anuncio  no  puedo  ménos  de  sentir. 
Se  anuncia  que  se  aumentará  el  presupuesto  con  tres 
reformas:  la  referente  á los  taquígrafos,  la  relativa  á 
la  policía  judicial  que  se  peleará  con  las  demás  poli- 
cías y contribuirá  al  desórdea  de  la  policía,  y la  refe- 
rente á las  dietas  de  los  jurados.  Es  indudable,  pues, 
que  se  podrá  discutir  si  la  reforma  es  buena  ó mala; 
pero  lo  que  no  se  podrá  discutir  es  que  será  cara  y 
que  traerá  una  nueva  carga  que  se  impondrá  al  con- 
tribuyente por  el  gusto  de  que  tengamos  un  medio 
de  administrar  justicia  de  cuya  bondad  hay  tanto  qjie 
hablar. 

Punto  importante  de  la  discusión  es  el  relativo  á 
las  razones  que  pueden  mantenerse  todavía  para  de- 
terminar los  delitos  que  han  de  atribuirse  a la  com- 
petencia del  Jurado. 

Dije  en  mi  discurso  que  no  so  encontraba  en  nin- 
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guua  parte  el  criterio  clel  Gobierno  ni  el  de  la  Comisión, 
y el  Sr.  Diaz  Moren  se  ha  creído  en  la  necesidad  de 
satisfacer  esta  observación  mia  diciendo:  ¿cómo  no  ha 
descubierto  eso  el  Sr.  Tsasa?  Eso  se  conocía  con  la 
simple  lectura  de  las  listas  de  los  delitos  atribuidos 
al  Jurado  y de  los  delitos  que  quedan  encomendados 
á la  competencia  de  los  magistrados,  habiendo  sido 
la  base  para  esta  distribución  la  siguiente:  los  delitos 
que  causan  alarma,  profunda  alarma,  van  al  Jurado; 
y los  delitos  en  cierta  manera  técnicos  van  á los  tri- 
bunales formados  por  magistrados;  yendo  en  último 
resultado  al  Jurado  aquellos  en  que  no  hay  peligro, 
en  que  no  hay  que  temer  al  Jurado.  Esto  decía  el  se- 
ñor Diaz  Moreu,  haciendo  una  concesión  más  de  las 
muchas  que  la  Comisión  tiene  que  hacer,  de  las  mu- 
chas que  liareis  todos  vosotros,  porque  no  es  posible 
contenerse,  porque  no  es  posible  refrenar  la  concien- 
cia, porque  ella  se  revela,  ella  expone  lo  que  piensa, 
ella  hace  que  se  vea  por  todas  partes  el  defecjo  de  la 
ley,  el  defecto  del  sistema,  la  falsedad  del  principio. 
Porque,  ¿a  qué  hablar  de  peligros?  Pues  si  la  cosa  es 
buena,  si  es  el  mejor  modo  de  administrar  justicia,  si 
el  Jurado  es  la  conciencia  pública,  si  es  el  medio  más 
adecuado  para  llegar  a conocer  la  verdad,  ¿por  qué 
decís  eso?  ¿Cómo  no  comprendéis  que  de  esta  manera 
debilitáis  vuestros  propósitos  y dejais  sin  base  ni  fir- 
meza vuestro  proyeclo  de  ley  al  decir:  en  tales  deli- 
tos, tío  hay  peligros  en  que  vayan  al  Jurado;  pero  con 
estos  otros  ¡cuidado  con  ellos!,  porque  hay  muchísimo 
peligro  en  que  vayan  al  conocimiento  del  Jurado? 
Pues  si  con  eso  reconocéis  que  hay  que  pensar  en  lo 
que  es  ó no  es  peligroso  que  vaya  al  Jurado,  vosotros 
reconocéis  efectivamente  que  el  Jurado  es  un  peligro. 

Yo  tendría  que  molestaros  mucho,  y verdadera- 
mente voy  abusando  ya  demasiado  de  vuestra  aten- 
ción, si  hiciera  un  repaso  de  los  deliLos,  según  vuestra 
clasificación,  ateniéndome  solo  á esas  bases  que  ha- 
béis dado  como  justificativas  del  criterio  á que  os  ha- 
béis atenido. 

Delitos  do  alarma.  Delitos  por  hechos  que  pueden 
considerarse  como  técnicos. 

Pues  en  los  deliLos  de  alarma,  ¿creeis  que  los  de- 
litos contra  la  Constitución  deben  entregarse  al  Ju- 
rado porque  no  producen  alarma?  ¿A  qué  llamáis  vos- 
otros alarma?  Porque  aquí  es  necesario,  por  lo  visto, 
que  empecemos  por  ver  si  nos  ponemos  de  acuerdo 
en  cosas  que  deben  ser  supuestos  necesarios  de  toda 
discusión.  Y ¿qué  diré  de  los  que  se  han  llamado 
hechos  técnicos?  Va  á permitirme  el  Congreso  qué 
cite  dos  delitos  nada  más,  de  esos  que  se  someten  al 
Jurado  por  tal  razón  y porque  afectan  á la  concien- 
cia, y hay  que  resolverlo  para  reparar  el  derecho  y 
dejar  tranquila'  á la  sociedad. 

Suponed,  señores,  que  se  trata  de  un  delito  de  mal- 
versación de  caudales  públicos,  que  ha  consistido  en 
lo  que  el  Código  dice:  «dar  uua  aplicación  diferente 
á los  caudales  de  aquella  a que  estaban  destinados,» 
y que  este  es  el  hecho  sobre  que  se  ha  instruido  pro- 
ceso y sobre  el  que  han  versado  las  pruebas  de  la 
acusación  y de  la  defensa. 

Pues  bien;  llega  el  momento  en  que  el  presidente 
tiene  que  formular  las  preguntas  á que  han  de  con- 
testar los  jurados  para  declarar  culpable  ó no  culpa- 
ble al  acusado  del  delito,  y la  pregunta  del  presiden- 
te tendrá  que  estar  concebida  poco  más  ó meuos  en 
estos  términos:  ¿Es  culpable  Fulano  de  Tal  de  haber 
dado  a los  caudales  que  administraba  como  deposita- 


rio de  tal  establecimiento  una  aplicación  diferente 
de  aquella  á que  estaban  destinados,  de  lo  cual  ha  re- 
sultado daño  ó entorpecimiento  ai  servicio  público? 
Y aquí  el  zapatero  y el  sastre  convertidos  en  jurados 
tienen  que  decidir  la  culpabilidad  ó no  culpabilidad 
del  acusado;  es  decir,  tienen  que  decidir  una  cuestión 
de  administración  pública. 

Pues  vamos  á otro  caso  más  técnico,  más  espe- 
cífico. Figuraos  que  un  presidente  tiene  que  hacer  á 
un  Jurado  esta  pregunta  para  que  la  conteste:  ¿Es 
culpable  José  Gómez  de  haber  practicado  (suponga- 
mos que  se  trata  de  un  delito  frustrado),  actos  que 
deberían  producir  como  resultado  la  entrega  indebida 
de  la  causa  criminal  de  tal  parte  que  se  sigue  por  tal 
hecho  al  funcionario  Fulano  de  Tal,  que  se  la  recla- 
mó ilegalmente  sin  haberse  producido  este  resultado 
por  causas  independientes  de  su  voluntad?  Pues  este 
es  uno  de  esos  delitos  que  por  no  ser  alarmantes  y 
ser  técnicos  hay  que  llevar  á la  resolución  del  Jurado. 

¿Y  cómo  se  ha  de  formular  la  pregunta  de  la  de- 
fensa legitima , que  para  nosotros  basta  decir  defensa 
legítima ? ¿Cómo  se  ha  de  formular  diciendo  si  ha  ha- 
bido agresión  ilegítima,  sin  provocación  suficiente  del 
agredido  y empleándose  medio  racional  en  la  defensa? 
Con  estos  ejemplos  se.  demuestra  que  es  imposible, 
materialmente  imposible  lo  que  se  pretende,  porque 
el  Código  no  tiene  conceptos  jurídicos  solo  en  el  libro 
primero,  que  es  loque  se  cree  generalmente,  y es  un 
error:  el  Código  está  todo  él  escrito  científicamente, 
formulando  conceptos  jurídicos  para  la  expresión  de 
todos  los  hechos;  por  tanto,  vosotros  necesitáis  bo- 
rrar el  libro  primero  ó dejarle  reducido  á cuatro 
principios  generales,  para  que  el  Jurado  diga  si  es 
culpable  ó no  es  culpable  un  ciudadano,  sin  sujeción 
á estos  principios  jurídicos,  y después  redactar  los 
artículos  del  libro  segundo  de  manera  que  los  en- 
tienda todo  el  mundo,  pero  que  no  sea  la  expresión 
científica  de  un  concepto  jurídico. 

Y por  último,  respecto  á la  educación  del  país, 
diré,  en  efecto,  que  yo  no  puedo  entrar  en  una  cues- 
tión poco  conforme  á mis  aficiones  y á mi  manera  de 
ser,  sobre  si  en  esta  época  se  hace  más  en  ese  cami- 
no que  en  aquella  otra.  Lo  que  yo  decía,  contestando 
á una  interrupción  era  que,  cuando  esas  cosas  se  ha- 
cían, no  era  posible  decir  que  se  educaba  bien  al  país, 
que  se  le  educaba  como  era  necesario,  en  el  respeto 
á las  leyes. 

Yo  no  he  de  hacer  mérito  de  esto,  porque  eso  se- 
ría entrar  en  esa  triste  realidad  de  las  rencillas  de  los 
partidos;  quiero  apelar  á otra  clase  de  argumentos,  á 
otras  razones  que  no  nos  depriman,  que  siempre  el 
pueblo  piense  en  algo  noble  y digno,  ante  lo  cual  lío- 
damos  nosotros  levantar  la  frente.  Qué,  ¿uo  está  re- 
conocido ese  mal  en  las  leyes  mismas?  ¿Pues  no  está 
dispuesto  por  la  ley  que  se  suspenda  casi  la  vida  pú- 
blica y la  vida  administrativa  tal  período  de  tiempo 
antes  de  las  elecciones,  porque  se  cree  que  de  otra 
manera  no  hay  libertad?  Pues  cuando  esto  tienen  que 
procurar  las  leyes,  y yo  no  digo  si  se  cumplen  ó si 
se  falsean,  ¿qué  vais  á hacer  al  establecer  un  Jurado 
para  que  se  constituya,  para  que  él  sea  el  único  que 
funcione  así  con  voz  pública,  representando  algo  de 
la  opinión,  algo  popular,  algo  que  puede  influir  en  la 
manera  de  manifestar  sus  votos  y sus  opiniones  el 
país,  que  se  establezca  un  Jurado  respecto  del  que 
quizá  sería  necesario  decir:  pues  es  preciso  establecer 
un  principio  ó un  período  de  suspensión  antes  de  las 
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elecciones,  y tal  vez  un  período  mucho  más  largo, 
despucs  de  las  elecciones,  para  que  se  calmen  los 
ánimos  y no  se  den  acLos  de  venganza?  No  consegui- 
réis más  que  producir  una  perturbación  que  verda- 
deramente aflija  el  corazón  de  los  hombres  honrados. 

Y no  tengo  más  que  decir. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  No  voy  á entrar  en  el  debate,  sino  solo  á 
justificar  la  interrupción  que  hice  a mi  amigo  el  se- 
ñor Isasa,  leyendo  el  texto  que  8.  S.  no  tenía  á la  mano. 

Dice  así  el  art.  743:  «El  secretario  del  tribunal 
extenderá  el  acta  de  cada  sesión  que  se  celebre  y en 
ella  hará  constar  sucintamente  cuanto  importante 
hubiere  ocurrido.»  Todo  lo  que  hubiere  ocurrido  de 
alguna  importancia  está  obligado  el  secretario  á 
consignarlo  en  el  acta,  de  manera  que  el  acta  sea  la 
expresión  fiel  de  l>s  debates.  Continúa  el  texto:  «Al 
terminar  la  sesión  se  leerá  el  acta,  haciéndose  en  ella 
las  rectificaciones  que  las  partes  reclamen,  si  ei  Tri- 
bunal en  el  acto  las  estima  procedentes.»  De  manera 
que  por  este  segundo  párrafo  del  artículo,  el  fiscal  y 
el  defensor  del  procesado,  ó los  defensores  de  los  pro- 
cesados, si  son  varios,  tienen  el  derecho,  y en  cuanto 
al  fiscal  yo  añado  el  deber,  de  reclamar  que  se  con- 
signe en  el  acta  todo  cuanto  sea  importante  para  ei 
juicio.  «Las  actas  se  firmarán  por  el  presidente  é in- 
dividuos del  tribunal,  por  el  fiscal  y por  los  defensores 
de  las  partes.» 

De  modo,  señores,  que  si  yo  fuera  fiscal,  ¿sabe  el 
Sr.  Isasa  lo  que  haria?  Lo  que  bago  desde  el  Ministe- 
rio desde  que  lie  advertido  las  quejas  que  se  dan  por 
lo  sucinta  ó deficientemente  que  se  redactan  las  ac- 
tas: recomendar,  como  recomiendo  á todos  los  fisca- 
les en  cuantas  ocasiones  se  me  ofrecen,  que  reclamen 
que  se  haga  mención  en  el  acta  de  todo  lo  que  sea 
importante  para  el  juicio,  cuando  el  secretario  hu- 
biere cometido  una  omisión,  ó fuere  deficiente:  y hago 
esta  misma  recomendación  á los  presidentes  de  las 
Audiencias  de  lo  criminal,  así  como  á los  délas  Au- 
diencias territoriales. 

El  fiscal  en  esto  tendría  una  influencia  decisiva: 
importaría  poco  que  hubiera  ó no  recurso  legal  por 
consecuencia  de  esta  omisión.  Pues  qué,  ¿van  á des- 
obedecer al  fiscal  del  Tribunal  Supremo  sus  subordi- 
nados, si  les  recomienda  que  tengan  un  cuidado  es- 
pecial y exquisito  en  la  redacción  de  las  actas?  Que 
el  tribunal  puede  ó no  estimarlo  procedente.  Claro 
está  que  esta  condicional  había  que  ponerse  en  la  ley. 
jPues  no  faltaba  más  sino  que  el  tribunal  estuviera 
obligado  á consignar  en  el  acta  cuanto  reclamaran  las 
partes!  Muchas  veces,  para  causar  dilaciones,  siguien- 
do un  sistema  obstruccionista,  los  defensores  podrían 
reclamar  que  se  consignasen  cosas  verdaderamente 
impertinentes. 

Pero  si  viene  al  Tribunal  Supremo  un  recurso  de 
casación  en  juicio  criminal,  y en  el  acta  consta  que  el 
fiscal  ha  hecho  una  reclamación  justa,  justísima,  que 
sin  embargo  no  fué  admitida,  ¿no  puede  y debe  la 
Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  hacer  una  ad- 
vertencia á ese  tribunal?  Seguramente  no  sería  des- 
conocida por  las  Audiencias  de  lo  criminal  ni  por  las 
Salas  de  lo  criminal  de  las  Audiencias  territoriales  la 
legítima  autoridad  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo,  así  como  no  sería  desconocida  la  autoridad 


del  fiscal  del  Tribunal  Supremo  por  los  individuos 
del  Ministerio  público  que  le  están  sometidos,  ó que 
están  por  bajo  de  éi  en  el  orden  de  las  jerarquías. 

Por  consiguiente,  lo  que  yo  quería  dejar  consig- 
nado, sin  que  en  esto  haya  cuestión  ninguna  de  amor 
propio,  sino  al  revés,  el  deseo  de  que  se  juzgue  con 
serenidad-de  juicio  y se  haga  justicia  á todo  el  mun- 
do; lo  que  quería  dejar  consignado  es,  que  ese  defec- 
to no  esta  en  la  ley,  sino  en  la  manera  de  aplicarla,  y 
que  es  menester  que  el  jefe  del  Ministerio  público, 
así  como  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo,  ten- 
gan cuidado  de  exigir  á los  tribunales  que  les  están 
subordinados,  que  se  cumpla  la  ley  en  su  espíritu  y 
en  su  letra,  haciendo  que  las  actas  de  los  juicios  ora- 
les sean  la  expresión  fiel,  aunque  sucinta,  de  todo 
cuanto  importante  ocurra  en  los  juicios. 

Y no  tenía  nada  más  que  decir,  y no  quiero  en- 
trar en  otras  cuestiones,  ni  siquiera  añadir  ai  Sr.  Isasa, 
que  me  ha  tratado  con  una  consideración  personal  que 
le  agradezco,  pero  que  esperaba,  porque  es  notorio  á 
lodo  el  mundo,  que  hace  mucho  tiempo  nos  une  una 
amistad  y un  afecto  verdaderamente  fraternales;  me 
siento,  digo,  casi  sin  añadir  á S.  S.  que  si  yo  tuviera 
noticia  de  que  un  presidente  de  tribunal  hiciera  cier- 
tas preguntas  en  la  forma  y en  los  términos  que  S.  S. 
las  ha  formulado,  siendo  yo  Ministro,  en  el  acto  de- 
jaría cesante  al  presidente  que  tal  hiciera.  (Muy  bien,) 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  esta  discusión. 


Se  acordó  pasar  á las  Secciones,  para  nombra- 
miento de  Comisión  mixta,  el  proyecto  de  ley  apro- 
bado y modificado  por  el  Senado,  regulando  el  ejer- 
cicio del  derecho  de  asociación.  (Véase  el  Apéndice 
tercero  d este  Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Va  á entrar  á jurar  un  se- 
ñor Diputado.» 

Juró  y tornó  asiento  el  Sr.  Garnileri,  anunciándose 
que  ingresaba  en  la  Sección  sétima. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  la  sesión.  El 
Congreso  pasa  á reunirse  en  Secciones.» 

Eran  las  cuatro  y quince  minutos. 


A las  cinco  y cuarenta  y cinco  minutos,  dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  sesión. 

El  Sr.  Issasa  tiene  la  palabra  para  rectificar. 

El  Sr.  ISASA:  Voy  á decir  dos  palabras  en  recti- 
ficación á las  explicaciones  dadas  por  el  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia. 

El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  ha  dicho  que 
si  establecida  la  ley  de  juicio  por  jurados  so  encon- 
trara con  alguri  presidente  que  formulase  las  pregun- 
tas referentes  á los  hechos  que  yo  he  indicado  de  la 
manera  que  yo  las  había  formulado  aquí,  en  seguida 
lo  dejaría  cesante.  La  única  utilidad  que  se  puede 
sacar  de  esta  manifestación,  es  la  de  la  alegría  que 
regocijará  el  ánimo  de  los  pretendientes  al  conocerla. 
No  la  he  formulado  bien,  es  indudable;  porque  que- 
riendo reducir  mi  discurso,  me  he  atenido  á la  ex- 
presión textual  dei  Código  para  manifestar  el  hecho 
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declarado  delito,  y sobre  cuya  responsabilidad  había 
de  contestar  el  Jurado;  pero  no  lo  he  hecho  bien,  por- 
que eso  no  es  lo  posible,  porque  esa  es,  por  lo  ménos, 
la  dificultad.  ¿Se  expresa  así?  Pues  es  el  coacéjHo  ju- 
rídico, el  nomen  juris  que  no  puede  someterse  al  Ju- 
rado. ¿Se  expresa  de  otro  modo?  Pues  entonces  hay 
que  emplear  circunloquios;  y solo  nuestro  afan  de  al- 
terarlo Lodo,  puede  creer  cosa  natural  alterar  las  re- 
glas del  lenguaje  y suponer  que  el  circunloquio  es 
más  claro  que  la  expresión  propia  y adecuada  de  una 
idea.  Pero  si  no  lo  sé  hacer,  al  fin  he  citado  casos  con- 
cretos, y he  hablado  de  malversación  de  caudales  y 
de  un  delito  de  funcionario  público;  esperó  que  ahora, 
ó en  el  curso  de  la  discusión,  alguien  formule  las  pre- 
guntas, sobre  esos  ú otros  casos,  de  la  manera  que 
considere  propia  para  que  ni  se  dé  al  hecho  el  nom- 
bre de  derecho  ó su  concepto  jurídico,  ni  se  deje  de 
decir  lo  que  deba  entenderse  de  un  hecho  determinado 
para  exigir  la  responsabilidad  criminal. 

Y en  cuanto  á si  las  acias  del  juicio  oral  pueden 
ó no  redactarse  bien,  teniendo  presente  lo  que  la  ley 
dispone,  sobre  este  punto  me  limitare  á decir  que  el 
fiscal  no  puede  hacer  nada  más  que  pedir,  y si  se  le 
niega  se  quedará  pidiendo,  y su  petición  quedará 
frustrada. 

En  cuanto  á los  presidentes,  ya  parece  que  clSr.  Mi- 
nistro de  Gracia  y Justicia  ha  tenido  que  hacer  algu- 
na recomendación  acerca  de  esto.  Luego  el  mal  existe; 
luego  se  ha  notado  la  deficiencia;  Luego  la  manifesta- 
ción del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  autoriza 
para  decir  que  es  cierta  esa  falta  que  yo  advertia.  En 
lo  único  en  que  nó  estamos  conformes  es  en  que  el 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  supone  que  con  ha- 
ber recomendado  que  se  redacten  las  actas  de  esta  ó 
de  la  otra  manera  desaparecerá  la  deficiencia,  y yo 
creo  que  después  de  la  recomendación  de  S.  S.,  las 
cosas  seguirán  lo  mismo,  y,  sobre  todo,  que  un  esta- 
do'legal  no  se  perfecciona  con  recomendaciones,  aun* 
(pie  sean  del  Sr.  Ministro,  sino  con  rectificaciones  de 
la  ley,  que  es  la  que  da  la  garantía  de  sus  derechos 
al  Ministerio  fiscal  y á los  .acusados,  lie  dicho. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra  para  rectificar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Dos  palabras  nada  más. 

Respecto  de  las  actas,  mi  intención  ha  sido  hacer 
constar  que  la  disposición  de  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal  relativa  al  modo  de  redactar  las  actas  es 
sustancialmente  idéntica  á disposiciones  de  la  misma 
ciase  de  las  leyes  alemana,  austríaca  y francesa  que 
leyó  el  Sr.  Isasa  en  la  sesión  de  ayer,  y por  consi- 
guiente, que  si  hay  alguna  deficiencia,  no  está  en  ia 
ley  sino  en  la  manera  de  aplicarla;  está  en  que  no  se 
pasa  nruscamentc  de  un  sisLema  á otro  sin  que  en 
cierto  período  de  tiempo  la  manera  de  aplicar  el  nuevo 
sistema  adolezca  de  ciertos  defectos  nacidos  de  la  falta 
de  educación  para  ese  sistema  de  la  magistratura, 
de  la  judicatura  y de  sus  auxiliares.  En  Francia  se 
redactan  las  actas  quizá  mejor  que  en  ninguna  parte, 
porque  Francia,  lo  mismo  que  Alemania  y que  otras 
Naciones,  llevan  practicando  hace  mucho  llampo  el 
juicio  oral,  y nosotros  lo  hemos  planteado  un  poco 
tarde;  pero  la  disposición  legal  es  idéntica  á las  que 
rigen  eu  esas  Naciones.  La  aplicación  de  esta  ley, 
como  la  de  todas  las  leyes,  supone  siempre  una  juris- 
prudencia acomodada  al  espíritu  del  sistema,  y á la 


cabeza  de  esa  jurisprudencia  están  naturalmente  el 
jefe  del  ministerio  público  y el  Tribunal  Supremo  de 
J usticia. 

Respecto  de  la  manera  de  formular  las  preguntas 
los  presidentes,  lo  único  que  he  querido  significar  á 
S.  S.  ha  sido  una  cosa  muy  sencilla. 

Por  la  ley  de  1870,  y por  otras  leyes  extranjeras, 
se  pregunta  á los  jurados:  El  procesado,  ¿es  culpable 
del  delito  de  asesinato,  ó del  delito  de  robo?  Es  decir, 
que  se  les  hace  una  pregunta  que  envuelve  la  solu- 
ción de  un  problema  jurídico.  Nosotros,  no  por  nues- 
tra inventiva,  que  no  merecemos  la  patente  de  inven- 
ción cuando  no  hacemos  más  que  seguir  ei  ejemplo 
de  otros  países,  donde  se  propone  lo  mismo  que  pro- 
pone la  Comisión  que  ha  dado  dictámen  sobre  el 
establecimiento  del  Jurado;  nosotros,  digo,  hemos 
creido  que  á los  jurados  debe  preguntárseles  sobre 
los  hechos;  es  decir,  sobre  aquello  cuya  apreciación 
es  de  sentido  común,  absteniéndose  cuidadosamente 
de  preguntarles  nada  que  sea  técnico;  y lo  que  ei  señor 
Isasa  ha  hecho  en  su  discurso  de  hoy,  ha  sido  susti- 
tuir al  nombre  técnico  la  definición  no  ménos  técnica 
del  delito  que  da  el  Código  penal,  lo  cual  de  parte 
del  presidente  que  hiciere  la  pregunta  no  sería  sério; 
no  se  puede  suponer,  cuando  la  ley  cambia  de  siste- 
ma; cuando  no  quiere  que  se  bagan  preguntas  técni- 
cas á los  jurados,  no  se  puede  suponer  bastante  se- 
riedad ai  presidenteque  sustituyese  al  nombre  técnico 
del  delito  la  definición  técnica  que  de  ese  delito  da  el 
Código.  Esto  sería  una  especie  de  burla,  y por  eso  he 
contestado  en  los  términos  en  que  lo  he  hecho. 

El  Sr.  ISASA:  No  puede  reducirse  á una  mera 
cuestión  de  forma  la  de  dar  más  ó ménos  extensión  á 
las  actas  respecto  á la  consignación  de  lo  que  en  el 
juicio  pasa;  eu  esta  cuestión  va  envuelta  también  la 
de  la  importancia  que  se  dé  al  sumario.  Si  el  señor 
Ministro  de  Gracia  y Justicia  cree,  como  creo  yo, 
que  sustancialmente  al  ménos  lo  que  se  dispone  y se 
practica  en  Alemania,  Austria,  Francia  é Italia,  es 
igual  á lo  que  aquí  se  hace,  según  dice  S.  S.,  ó á lo 
que  aquí  debo  hacerse,  según  mi  opinión,  estamos 
conformes,  y esta  cuestión  está  ganada;  con  formular 
yo  mi  enmienda,  como  la  formularé,  copiando  las  ex- 
presiones mismas  de  las  leyes  de  esos  países,  cuento 
ya  con  que  la  Comisión  y el  Gobierno  tendrán  la  bon- 
dad de  aceptarla. 

Respecto  á la  manera  con  que  se  ha  de  pregun- 
tar por  el  asesinato,  fijándonos  en  este  caso  práctico, 
el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  dice  que  no  se 
puede  preguntar  si  el  acusado  es  culpable  de  asesi- 
nato, s¿no  que  es  necesario  preguntar  por  el  hecho 
que  constituye  el  asesinato. 

Pues  bien,  como  ei  hecho  es  una  muerte,  y hay 
la  necesidad  de  distinguir  entre  el  homicidio  y el  ase- 
sinato, ha  de  preguntarse  forzosamente  por  aquellos 
accidentes  ó circunstancias  que  distinguen  el  asesi- 
nato del  homicidio,  porque  si  no,  el  Jurado  contestará 
por  homicidio  ó por  asesinato,  sin  saber  lo  que  con- 
testa. Por  consiguiente,  si  se  ha  dehacer  esa  distinción 
para  que  el  Jurado  lo  entienda,  no  habrá  más  reme- 
dio que  dar  la  definición  que  da  (3l  Código,  que  al  fin 
es  una  definición  formulada,  ó usar  de  otros  circun- 
loquios que  la  hagan  más  difícil  de  comprender. 

Por  eso  decía  yo  que  la  pregunta  sería:  «si  el  ho- 
micidio filé  asesinato  por  haber  concurrido  alevosía, 
por  ejemplo:  «¿se  ejecutóla  muerte  de  que  se  trata  por 
aquel  contra  quien  se  lia  seguido  este  procedimiento 
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empleando  medios,  modos  y formas  (y  aquí  cabe  que 
se  diga  los  medios,  modos  y formas  usados  en  la  eje- 
cución del  aclo),  que  tendían  directa  y especialmente 
á asegurarla  sin  riesgo  para  el  ofensor  que  procediese 
de  la  defensa  que  pudiere  haber  hecho  el  ofendido?» 

O se  pregunta  de  esta  manera,  que  según  la  Co- 
misión es  muy  ciara  y cualquier  zapatero  puede  en- 
tenderla, ó se  usan  otros  circunloquios  que  harán 
más  difícil  la  inteligencia  de  la  pregunta.  Yo  he  he- 
cho mi  fórmula,  pero  suplico  que  se  haga  otra,  para 
ver  si  resulta  más  clara  y más  exacta. 

El  Sr.  DIAZ  MOREU:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  * 

EL  Sr.  DIAZ  MOREU:  Pocas  palabras  para  rec- 
tificar algunos  conceptos  que  me  ha  atribuido  mi 
respetable  amigo  el  Sr.  Isasa.  La  Cámara  está  impa- 
ciente por  oir  la  elocuente  voz  del  Sr.  Pidal,  y no  he 
<le  molestar  á los  Sres.  Diputados,  añadiendo  nuevos 
argumentos  á los  que  ya  he  tenido  él  honor  de  adu- 
cir en  defensa  del  dictámen. 

Felicito  al  Sr.  Isasa  por  las  declaraciones  que  ha 
hecho  en  su  rectificación,  porque  esas  declaraciones 
revelan  indudablemente  que  S.  S.  ha  pensado  un  poco 
acerca  de  las  ventajas  ó inconvenientes  del  sistema 
acusatorio,  y esta  tarde  se  ha  declarado  ménos  ene- 
migo do  ese  sistema  que  en  la  tarde  del  sábado;  y á 
la  vez,  porque  S.  S.  se  ha  puesto  más  de  acuerdo  con 
el  partido  conservador  en  que  tan  dignamente  milita, 
puesto  que  éste  ha  consentido  el  juicio  oral  y público, 
y pudieudo  hacerlo  no  ha  modificado  la  ley. 

Ha  dicho  S.  S.,  al  ménos  así  lie  creído  yo  enten- 
derlo, que  las  sentencias  que  dictan  los  tribunales  de 
derecho  no  están  fundadas,  y por  lo  tanto,  que  no  es 
posible  conocer  las  razones  en  que  los  tribunales  se 
apoyan  para  declarar  la  culpabilidad  de  los  acusados. 
Sobre  este  ¡Minio  dije  á S.  S.  que  las  sentencias  eran 
bastante  claras,  porque  tienen  los  resultandos,  que 
son  el  resumen  de  los  hechos,  y los  considerandos,  en 
que  los  tribunales  desarrollan  la  doctrina  de  derecho 
para  hacer  aplicación  de  ella  á los  hechos  que  se  de- 
claran probados. 

Que  el  Jurado  no  tiene  responsabilidad.  No  es  esto 
absolutamente  exacto,  puesto  que  los  jurados  pue- 
den ser  también  llevados  á los  tribunales  y ser  con- 
denados por  otro  Jurado  que  se  forme.  El  cohecho 
que  puede  cometer  un  Jurado  está  en  el  Código;  es 
delito  de  su  competencia,  y si  llegara  á demostrarse 
la  existencia  de  esc  delito,  los  jurados  podrían  ser 
condenados  como  un  ciudadano  cualquiera. 

Crea,  por  tanto,  el  Sr.  Isasa,  que  el  Jurado  no  ofre- 
cerá peligro  de  ningún  género,  que  se  planteará  en 
España  y que  funcionará  á satisfacción  (tengo  de  ello 
la  seguridad),  del  mismo  partido  conservador,  que  tan 
enemigo  se  muestra  ahora  de  esta  institución. 

Como  me  parece  que  el  Sr.  Isasa  no  ha  hecho 
más  que  rectificar  algunos  conceptos  que  suponía 
que  yo  habla  interpretado  de  una  manera  distinta  á 
la  intención  de  S.  8.,  y como  no  quiero  molestar  por 
más  tiempo  la  atención  de  la  Cámara,  termino  dicien- 
do que  todo  cuanto  he  manifestado  en  defensa  del 
proyecto  ha  sido  resultado  de  la  firme  convicción  que 
abrigo  de  la  necesidad  que  existe  de  plantear  con  ur- 
gencia en  España  el  Jurado,  porque  la  Opinión  públi- 
ca lo  reclama  y el  partido  liberal  tiene  contraido  el 
compromiso  de  establecerlo,  satisfaciendo,  al  mismo 
tiempo  á una  de  sus  más  arraigadas  convicciones. 

El  Sr.  ISASA:  Pido  la  palabra. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  ISASA:  Unicamente  para  decir,  guardando 
la  debida  cortesía  al  Sr.  Diaz  Moreu,  que  lo  que  he 
manifestado  del  sistema  acusatorio  lo  tenía  pensado  de 
mucho  más  tiempo  al  que  S.  S.  supone. 

El  Sr.  PIDAL:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  PIDAL:  Pudiendo  decirse,  Sres.  Diputados, 
que  esta  es  la  primera  vez  que  tengo  el  honor  de  di- 
rigir la  palabra  á esta  Cámara,  cúmpleme,  antes  de 
entrar  en  materia,  liaccr  una  declaración,  que  si  no 
podia  hacer,  porque  me  lo  vedaba  mi  dignidad,  cuan- 
do hablaba  desde  aquel  banco  y era  duramenle  ata- 
cado, me  parece  que  hoy  está  muy  en  su  lugar  cuando 
la  hago  desde  este  otro;  y voy  á tener  que  atacar  á 
mi  digno  y querido  amigo  el  Sr.  Alonso  Martínez, 
una  de  las  glorias  de  este  país,  tanto  como  hombre  de 
Estado  como  jurisconsulto  de  los  que  se  dedican  al 
estudio  de  la  jurisprudencia  en  España. 

He  dicho  que  le  voy  á atacar,  y he  dicho  mal, 
porque  soy  siempre  benignísimo  con  las  personas;  no 
entra  en  mi  ánimo  en  esta  clase  de  debates  ningún 
género  de  pasiones  personales;  pero  las  ideas  me  en- 
tusiasman de  tal  manera,  de  Lal  manera  engendra  en 
mi  espíritu  su  contemplación  el  amor  déla  verdad  que 
representan,  que  suelo  dejarme  arrebatar  muchas  ve- 
ces del  calor  de  la  improvisación,  porque  Lodos  mis 
discursos,  bien  lo  sabéis,  no  vienen  preparados,  son 
discursos  que  en  la  oratoria  hacen  un  papel  análogo 
al  que  hace  el  Jurado  en  la  administración  de  justi- 
cia, son  verdaderas  improvisaciones,  y por  esto  teneis 
que  perdonarles  toda  la  rudeza  y falta  de  ciencia  que 
les  caracteriza. 

Pues  bien,  señores,  conste,  y dejadme  que  lo  diga 
de  una  vez  para  siempre,  que  cualquiera  palabra, 
cualquiera  idea,  cualquiera  frase,  cualquier  concep- 
to que  moleste  en  lo  más  mínimo,  personalmente,  lo 
mismo  al  Sr.  Alonso  Martínez  que  á cualquier  Sr.  Di- 
putado de  los  que  tienen  asiento  en  el  Congreso,  yo  les 
ruego  que  los  den  de  antemano  por  retirados,  yo  ruego 
al  Sr.  Presidente  que  lo  Lenga  en  cuenta  para  que  me 
lo  advierta,  y en  seguida  ó antes  que  me  lo  acabe  de 
indicar,  ya  estará  retirada  la  palabra. 

¿De  qué  nace  esto,  Sres.  Diputados?  Nace  de  que 
no  tengo  confianza  en  mis  fuerzas,  que  no  tengo  do- 
minio sobre  mi  palabra,  que  no  tengo  dominio  sobre 
mi  pensamiento,  y el  trance  en  que  ahora  se  me  pone, 
la  tentación  que  ahora  se  me  presenta  es  tal.  que  es- 
toy temiendo  dejarme  arrastrar  por  ella,  á pesar  del 
frió  que  se  cierne  sobre  esta  cuestión,  pues  á pesar 
de  los  grandes  oradores  que  en  ella  lian  tornado  par- 
te, parece  que  estamos  asistiendo,  más  que  á la  dis- 
cusión de  una  institución  que  nace  llena  de  vigor 
para  administrar  justicia,  á la  disección  fria  del  cadá- 
ver de  una  institución  muerta  á manos  de  la  razón 
y de  la  ciencia,  y puesta  allí  ó entregada  como  cadá- 
ver putrefacto  sobre  una  mesa  de  disección  en  el  an- 
fiteatro de  un  colegio  de  medicina. 

Y como  al  frente  de  esta  institución  que  so  le- 
vanta, no  veo  el  nombre  de  ninguno  de  aquellos  de- 
mócratas que  están  siempre  á la  puerta  del  camino 
del  progreso  para  recibir  á las  grandes  instituciones, 
que  vienen  d*l  porvenir,  sino  que  veo  á un  conserva- 
dor como  el  Sr.  Alonso  Martínez;  como  no  veo,  seño- 
res, á uno  de  esos  hombres  que  á la  política  lo  deben 
todo  y todo  lo  sacrifican  á la  política,  sino  á un  hom- 
bre que  más  que  gloria  de  hombre  de  Estado,  tiene 
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gloria  (le  jurisconsulto;  como  veo  que  ese  hombro 
tiene  antecedentes  conservadores,  y tiene  dentro  de  esa 
misma  mayoría  levantado  en  sus  manos  el  estandarte 
conservador;  de  ahí,  señores,  que  lo  que  siempre  pro- 
duciría en  mi  ánimo  tentación  vehemente,  en  esta  oca- 
sión me  arrastra  como  arrastra  el  vértigo  al  abismo, 
porque  al  fin  y al  cabo,  cualquiera  otra  institución 
revolucionaria  si  se  hubiera  presentado  por  el  señor 
Alonso  Martínez  hubiese  sido  más  fácil  de  compren- 
der que  la  presentación  del  Jurado. 

Porque,  señores,  el  Sr.  Alonso  Martínez  es  el  ad- 
versario genuinodel  Jurado  en  España;  el  Sr.  Alonso 
Martínez  ha  combatido  el  Jurado,  no  solamente  como 
hombre  político,  sino  como  hombre  de  ciencia  en  el 
seno  de  una  Academia;  el  Sr.  Alonso  Martínez  ha  de- 
mostrado, buscando  la  esencia  y la  raíz  de  esa  institu- 
ción en  lo  más  hondo  de  los  principios  filosóficos,  y 
buscando  su  aplicación  á todas  las  esferas  de  la  vida, 
que  el  Jurado  es  una  institución  mala  en  sí  misma, 
que  no  puede  sufrir  reforma  ninguna,  que  debe  des- 
aparecer en  su  mismo  origen;  de  tal  manera,  que  sien- 
do poco  el  tiempo  que  resta  de  sesión,  y entendiendo 
que  hoy  no  podría  entrar  de  lleno  en  el  fondo  de  mi 
discurso,  voy  á entretener,  sucintamente,  á la  Cámara 
combatiendo  el  Jurado,  el  proyecto  del  Gobierno  y el 
dicLámen  de  la  Comisión,  con  textos  y palabras  del 
mismo  Sr.  Alonso  Martínez. 

Todo  el  mundo  conoce  el  triste  fracaso  del  en- 
sayo del  Jurado  en  España;  lo  han  proclamado  sus 
mismos  autores,  la  misma  revolución  de  Setiembre; 
lo  ha  proclamado  el  mismo  partido  constitucional, 
que  tuvo  que  suspender  su  ejercicio  por  los  desas- 
trosos efectos  que  producia  en  toda  la  Península  con 
la  mano  de  uno  de  sus  jurisconsultos  más  ilustres, 
el  Sr.  Alonso  Colmenares.  Deseoso  de  ilustrar  su  opi- 
nión acerca  de  este  punto,  el  Gobierno  pidió  informe, 
no  solamente  á todas  las  Audiencias,  sino  á todos  los 
Cuerpos  ilustrados  que  pudieran  darle  un  informe 
acerca  de  la  bondad  de  la  medida  que  proyectaba. 
El  informe  de  la  Academia  de  Ciencias  morales  y 
políticas  se  encomendó  á una  Comisión,  de  la  que 
formaba  parte  muy  importante  el  Sr.  Alonso  Martí- 
nez; las  principales  personas  que  le  acompañaban  en 
ella  tuvieron  que  salir  con  cargos  políticos  para  el 
extranjero,  y el  Sr.  Alonso  Martínez  quedó  casi  solo, 
encargado  de  redactar  el  dictamen,  en  el  cual,  no  so- 
lamente se  reconoce  su  profundo  pensamiento  de  filó- 
sofo y de  jurisconsulto,  sino  que  hasta  resalta  su  es- 
tilo; sobre  todo,  esa  condición  que  tiene,  la  admira- 
ble claridad  en  la  exposición,  resalta  de  tal  modo,  que 
todas  las  miserias,  todos  los  defectos,  todas  las  llagas 
del  Jurado,  se  exponen  con  suma  claridad,  como  no 
podría  hacerlo  mejor  el  más  decidido  adversario  de 
esa  institución  entre  nosotros. 

Un  extracto  muy  sucinto  de  ese  luminoso  in- 
forme tengo  aquí,  le  he  hecho  con  lodo  aquel  cui- 
dado, con  todo  aquel  esmero  que  un  trabajo  de  este 
género  requiere;  y reto  á cualquiera  á que,  consultando 
ambos  textos,  me  pueda  señalaruna  sola  equivocación. 
Oídle  bien;  oídle  bien;  porque  todo  lo  que  podamos 
decir  nosotros  contra  el  Jurado,  todos  los  males  que 
podamos  augurar  de  su  establecimiento  para  la  ad- 
ministración de  justicia,  todos  los  inconveniente  que 
podamos  señalar  en  su  aplicación,  son  pálidos  y defi- 
cientes al  lado  de  lo  que  va  á exponer  por  mis  labios 
la  autorizada  palabra  del  Sr.  Alonso  Martínez. 

A las  preguntas  del  Gobierno  sobre  mejora  del 


Jurado , dice  que  no  contesta  porque  «si  opina  que 
debe  suprimirse  no  necesita  examinar  las  reformas  de 
que  es  susceptible.» 

Niégale  toda  raíz  en  nuestro  derecho  y todo  pre- 
cedente fijo  en  la  historia  y le  da  por  origen  ciertas 
opiniones  políticas , el  ejemplo  de  las  legislaciones  mo- 
dernas y la  privanza  de  ciertas  tendencias  científicas , 
que  son,  según  el  Sr.  Alonso  Martínez,  el  socialismo 

y el  KRAUSISMO. 

«Las  variaciones  que  presente  el  Jurado  en  los  Có- 
digos solo  se  explican  para  el  Sr.  Alonso  Martínez 
por  la  indeterminación  y perplejidad  de  los  principios 
filosóficos  en  que  pretende  fundarse.» 

El  Jurado  descansa  para  S.  S.  sobre  dos  negacio- 
nes atrevidas . Negación  por  un  lado  de  la  permanencia 
del  tribunal,  y negación  por  otro  de  la  competencia 
esencial  de  los  hambres  de  derecho  para  la  administra - 
clon  de  justicia . 

Como  el  Jurado , según  el  Sr.  Alonso  Martínez , es 
para  algunos  una  piqueta  en  manos  de  los  anarquis- 
tas un  ariete  diestramente  dirigido  contra  el  augusto 
templo  de  la  justicia , y como  prueba  de  esta  intención 
de  algunos  juradistas,  llama  la  atención  del  Gobierno 
(notadlo  bien,  del  Gobierno)  sobre  las  teorías  filosófico- 
jurídicas  en  que  pretenden  apoyar  el  Jurado  sus  más 

ENTENDIDOS  MANTENEDORES,  qU6,  COIDO  S6  Ve,  SOn  IOS  fi- 

lósofos  anarquistas. 

Trae  después  la  filosofía  del  derecho  hraussista.  de 
la  que  se  deduce,  como  derecho  personal  el  Jurado , y 
á la  que  atribuye  principalmente  (óigalo  el  devoto  se- 
ñor Montero  Kios)  su  introducción  en  España.»  (¿Si  se 
habrá  vuelto  kraussista  el  Sr.  Alonso  Martínez?) 

Cita  en  apoyo  de  esta  opinión  el  fundamento  que 
le  dan  al  Jurado  los  socialistas,  los  demócratas  y to- 
das las  escuelas  que  califica  de  ultraliberales , desde 
Proudhon  hasta  Castelar  (que  entonces  todavía  no  era 
marido  satisfecho  del  Sr.  Alonso  Martínez.) 

Pero  el  Sr.  Alonso  Martínez  no  quiere  juzgar  el 
Jurado  con  el  criterio  de  las  escuelas  y lo  va  á juzgar 
(notadlo  bien)  con  los  principios  eternos  de  la  razón  y 
de  la  lógica.  Vamos  á ver  si  la  eternidad  para  el  señor 
Alonso  Martínez  acabó  en  el  dia  en  que  tomó  pose- 
sión del  Ministerio. 

Examinemos  sus  fundamentos: 

1 . °  Derecho  natural. — Niega  al  Jurado  este  carác- 
ter y dice  que  «este  es  el  primer  error  que  divide  y 
destroza  á los  juradistas,  siendo  sorprendente  diver- 
gencia tan  profunda  en  punto  tan  capital. » Hace  no- 
tar que  ni  en  España,  que  «tiene  el  privilegio  (según  el 
Sr.  Alonso  Martínez)  de  exagerar  cuanto  copia,  de  pue- 
blos extranjeros,  siquiera  repugne  á sus  costumbres , 
carácter  é historia , se  le  ha  reconocido  ese  carácter,  á 
pesar  de  que  el  Jurado  se  implantó  en  medio  del  vér- 
tigo revolucionario  y de  la  afición  á novedades  de  todo 
género . » 

2. °  Conciencia  publica. — Aquí  se  burla  de  la  jus- 
ticia eminentemente  democrática , y preguntará  qué  se 
reduce  esa  justicia  absoluta , esa  conciencia  jntblica? 
Pues  hablando  en  puridad , y en  España , al  juicio  de 
siete  cóntra  cinco  ó al  voto  de  un  presidente  que  lo 
mismo  podía  personificar  la  razón  y la  ciencia  que  el 
e?'ror  y la  ignorancia , pero  que  siempre  era  extraño 
al  conocimiento  del  derecho. 

3. "  Jurado  jurídico  y político . — El  Jurado,  como 
mera  institución  de  justicia,  es  inferior  á los  tríbumles 
colegiados ; como  mecanismo  político  contra  el  Poder 
es  mejor. 
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Pero  antes  ha  tenido  cuidado  de  decirnos  el  señor 
Alonso  Martínez  estas  palabras:  .«Ante  todo  conviene 
no  perder  de  vista  que  el  Jurado  es  una  institución 
creada  para  administrar  justicia ,»  y añade:  «Este  es 
su  fin  esencial.  De  tener  otro,  es  menester  que  se  diga 
con  franqueza,  y que  en  tal  caso  se  organice  á su  lado 
una  institución  que  garantice  eficazmente  el  órden 
social , A la  vez  que  la  oida , la  honra , la  libertad , el 
trabajo  y la  fortuna  de  los  ciudadanos.» 

Aun  así  v todo,  el  Sr.  Alonso  Martínez  proclama 
que  el  Jurado , en  pueblos  no  muy  adelantados,  sobre 
no  llenar  los  fines  esenciales  de  la  justicia...,  no  sirve 
más  (como  el  sufragio  universal),  que  la  causa  de  la 
anarquía  ó del  despotismo;  y para  que  nadie  se  equi- 
voque, concluye:  «Así  se  explica  cómo  esta  institu- 
ción no  produce  en  todas  las  Naciones  los  resultados 
que  de  ella  obtiene  El  Reino  Unido. 

4. °  Hecho  y derecho. — Por  lo  demás,  el  Jurado,  para 
el  Sr.  Alonso  Martínez,  descansa  en  dos  ficciones  á ca- 
da cual  más  erróneas ; consiste  la  primera  en  la  abso- 
luta separación  del  hecho  y del  derecho ; y la  segunda 
en  suponer  á todos  los  hombres  aptos  para  apreciar 
bien  los  hechos  justiciables,  siendo  mayor  la  aptitud 
de  los  que  no  han  cultivado  su  razón  con  el  estudio  de 
la  ciencia  del  derecho,  y carecen  del  hábito  de  juzgar. 

Califica  estas  preeminencias  de  la  ignorancia  y 
la  medianía  sobre  la  ciencia  y el  talento,  de  inverosí- 
miles y paradúgicos  conceptos  que  no  se  conciben  por 
imposibles  en  hombres  que  blasonan  de  sabios,  y que 
valen  tanto  como  afirmar  que  la  razón  y la  ciencia 
son  vano  adorno  del  hombre,  y que  para  ver  en  la  oscu- 
ridad, lo  mejor  es  apagar  la  luz  ó arrancarse  los 
ojos,  y lo  trata  de  lastimosa  confusión  que  supone  el 
desconocimiento  de  todas  las  nociones  más  elementales 
sobre  los  actos  humanos. 

Las  razones  de  este  absurdo  están  en  el  üuminismo 
de  la  filosofía  subjetiva  alemana,  que  destruye  la  mo- 
ralidad] y mientras  niega  la  infalibilidad  á la  Iglesia 
de  Dios , so  la  reconoce  á la  deleznable  conciencia  hu- 
mana, destruye  la  ley  eterna,  base  inquebrantable  del 
derecho  natural  y de  la  moral,  mata  la  moralidad,  la 
justicia,  y abandona  locamente  el  mundo  moral  al  caos 
del  subjetivismo  absoluto , A los  delirios  del  yo  huma- 
no... ¿para  qué,  señores?  para  establecer  el  Jurado. 

Por  lo  demás,  siendo  una  la  justicia  é iguales  ante 
ella  todos  los  ciudadanos  sin  distinción,  no  se  con- 
cibe en  virtud  de  qué  criterio  se  distinguen  los  de- 
litos y lo 3 delincuentes,  y ménos  que  sea  para  poner 
los  más  graves  bajo  la  protección  del  Jurado , privando 
de  ella  á los  más  leves.  Si  se  interviene  y vigila  al  juez 
para  proteger  ai  secuestrador  y al  asesino,  con  mejor 
razón  se  deberia  proteger  al  autor  de  una  simple  in- 
juria. 

Si  el  Jurado  se  constituye  por  suerte,  no  se  con- 
cibe cómo  da  más  seguridades  de  rectitud  un  tribu- 
nal hijo  del  azar , irresponsable  é imperito,  que  otro 
elegido,  perito  y responsable. 

Si  en  Inglaterra  da  buenos  resultados,  no  es  por 
su  origen  revolucionario,  puesto  que  lo  elige  un  fun- 
cionario Real , sino  por  el  carácter , espíritu  y costum- 
bres del  pueblo  inglés. 

5. °  Sorteo.  — «¡El  sorteo!  ¿Qué  hombre  prudente 
confiaría  el  menor  de  sus  negocios  á las  personas  que  le 
designara  ciegamente  la  suertes » 

Trae  después  una  brillante  colección  de  textos,  ver- 
dadero requisitorio  del  Jurado,  en  que  lo  expone  en 
la  Picota  de  la  vergüenza  pública,  rojas  las  espaldas 


con  las  ílagelacionos  de  todos  los  grandes  juriscon- 
sultos, terminados  con  aquella  cita  de  la  Revista  de 
Jurisprudencia  inglesa  en  que  se  dice  que  el  velo  que 
cubre  las  deliberaciones  del  Jurado  inglés  es  lo  que  le  sal- 
va la  vida ; pues  si  fuera  posible  ver  lo  que  se  hace  y se 
dice  en  una  sala  de  jurados , en  una  semana  quedaría 
esta  antigua  institución  condenada  para  siempre.» 

Y termina  con  estas  memorables  palabras  que  ha- 
cen relación  á la  aplicación  del  Jurado  en  nuestra 
Patria: 

«La  natural  propensión  del  Jurado  A absolver  á los 
delincuentes  ó admitir  circunstancias  atenuantes,  es 
mayor  todavía  en  los  pueblos  en  donde,  por  efecto  de 
las  leyes  ó de  las  costumbres,  faltan  las  necesarias  ga- 
rantías de  la  vida  y la  propiedad.)) 

Nadie  ignora  los  obstáculos  con  que  tropieza  la 
administración  de  justicia  empeñada  cu  la  averigua- 
ción de  un  delito.  Sucede  con  frecuencia  haberse  per- 
petrado un  homicidio  en  un  paraje  público  y á la  luz 
del  dia.  Todo  el  mundo  sabe  quién  es  el  autor,  y sin  em- 
bargo, no  hay  un  solo  testigo  que  declare  su  nombre 
ni  tenga  noticia  de  los  hechos  y circunstancias  que 
denuncian  al  culpado.  Todo  el  mundo  teme  incurrir  en 
la  ira  del  criminal.  Absuelto,  su  resentimiento  se 
aviva  con  la  esperanzado  la  impunidad.  Sentenciado 
á presidio,  vuelve,  cumplida  su  condena,  al  país,  ó se 
fuga  y vive  oculto  en  la  comarca,  acechando  la  oca- 
sión de  tomar  venganza.  Si  el  testigo  que  dijo  la  verdad 
al  Juez  no  perece  víctima  de  un  asesinato,  será  porque 
su  enemigo  se  contenta  con  talarle  las  mieses,  incen- 
diarle el  cortijo  ó destruirle  el  arbolado .» 

«Pues  bien;  supongamos  que  no  se  trata  de  un  tes- 
tigo, sino  de  un  jurado , de  cuyos  labios  pende  un  sí 
ó un  no,  es  decir,  un  veredicto  condenatorio  ó abso- 
lutorio del  acusado.  ¿Quién  no  adivina  las  torturas  de 
su  conciencia  atribulada?  ¿Quién  resiste  A la  tenta- 
ción de  mostrarse  indulgente,  cuando  hay  peligro 
manifiesto  en  la  severidad?» 

«Para  un  varón  fuerte  que  todo  lo  pospone  al  cum- 
plimiento de  su  deber,  hay  cien  hombres  tímidos  que 
huyen  el  cuerpo  y desamparan  la  justicia  cediendo  A 
la  presión  de  terribles  amenazas.» 

«Sean  cuales  fueren  las  causas,  no  olvidemos  que 
nuestro  pueblo,  pasado  el  primer  movimiento  de  in- 
dignación que  provoca  la  noticia  de  un  crimen,  acaba 
por  decidirse  en  favor  de  la  clemencia.  Siempre  los 
indultos,  aun  siendo  muchos  y poco  merecidos,  fue- 
ron entre  nosotros  populares.» 

« Para  ser  juez  recto  y severo,  se  necesita  valor  civil, 
virtud  imposible  de  arraigar  en  el  corazón  de  un  ciu- 
dadano mientras  la  ley  no  proteja  y defienda  con  efica- 
cia la  seguridad  personal  y no  se  ponga  en  práctica  un 
buen  sistema  carcelario,  a 

«Pensar  que  los  jurados  han  de  administrar  justicia 
con  ánimo  sereno  cuando  hay  abiertas  tantas  escuelas 
del  crimen  cuantos  son  nuestros  presidios,  en  donde 
se  meditan  planes  de  venganza  y se  conciertan  eva- 
siones que  abrevian  el  plazo  de  la  reclusión,  acaso 
sin  dar  tiempo  á que  se  temple  el  ardor  de  la  sangre 
del  setenciado,  es  una  ilusión  generosa,  origen  de 
tristes  desengaños.» 

No  creo  que  el  Sr.  Alonso  Martínez  ponga  en  duda 
una  sola  de  las  aseveraciones  que  hay  en  este  infor- 
me. (El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia : Pero  me 
imputa  S.  S.  muchas  cosas  de  ese  informe  que  no  son 
mias.)  El  informe,  Sr.  Alonso  Martínez,  lo  dió  una  Co- 
misión, de  la  que  S.  S.  formaba  parte,  con  el  Sr.  Fi- 


NÚMERO  76, 


2023 


gucrola...  (El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia:  Está 
escrito  por  tres  personas.)  Y por  otras  varias,  de  las 
que  algunas,  como  ya  he  dicho,  tuvieron  que  ausen- 
tarse al  extranjero.  (El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia: Muchos  párrafos  del  informe  pertenecen  á un  tra- 
bajo del  Sr.  Cárdenas.)  Ninguno.  Pero  aunque  así  fue- 
ra, S.  S.  los  ha  hecho  suyos  al  suscribir  el  informe. 
(El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia:  No  he  puesto  la 
ilrma  en  el  informe,  porque  es  obra  de  distintas  per- 
sonas, por  cuya  razón  le  falta  la  unidad  de  criterio.) 
No  estoy  discutiendo  de  mala  fe;  y tan  no  discuto  de 
mala  fe,  que  avezado  un  poco  á este  género  de  luchas, 
antes  de  afirmar  lo  que  he  afirmado,  he  procurado 
investigar  la  realidad  de  esto  que  he  dicho  ante  la 
Cámara;  porque,  á la  verdad,  asusta  de  tai  manera 
el  contemplar  que  el  hombre  que  ha  escrito  eso  sea 
el  que  presente  el  proyecto  que  estamos  discutiendo, 
que  toda  investigación  le  parecía  poco  á mi  conciencia 
antes  de  afirmar  lo  que  estoy  afirmando  en  esta  Cá- 
mara. Yo  he  visto,  señores,  en  las  actas  de  la  Real 
Academia  de  Ciencias  morales  y políticas,  que  senom- 
bró  una  Comisión  para  informar  al  Gobierno  de  S.  M. 
acerca  del  Jurado.  Yo  he  visto  allí  que  de  esa  Comi- 
sión formaron  parte  el  Sr.  Cárdenas,  el  Sr.  Colmeiro, 
el  Sr.  Caballero,  el  Sr.  Alonso  Martinez,  que  entró  á 
sustituirle,  por  fallecimiento  del  mismo  Sr.  Caballero, 
y el  Sr.  Figuerola. 

No  contento  con  esto,  que  ya  me  bastaba,  puesto 
que  el  informe  aparece  dado  por  la  mayoría  de  la  Co- 
misión, y el  único , notadlo  bien,  el  único  que  disin- 
tió de  él  lué  el  Sr.  Figuerola,  que  dió  un  voto  par- 
ticular, no  contento  con  esto,  he  hecho  más.  Me  he 
acercado  al  Sr.  Marqués  de  Molins  y al  Sr.  Cárdenas, 
y les  he  preguntado  amistosamente  el  origen  y las 
circunstancias  de  lo  sucedido,  y ellos  me  han  mani- 
festado, que  habiendo  tenido  que  salir  presurosamente 
para  el  extranjero,  el  uno  para  desempeñar  la  emba- 
jada de  Roma  y el  otro  para  desempeñar  la  de  París, 
dejaron  encomendada  al  Sr.  Alonso  Martinez  la  re- 
dacción de  este  trabajo;  y es  más:  todavía  he  llevado 
más  allá  mis  investigaciones.  He  ido  á buscar  el  ori 
ginal,  y en  el  original  hay  una  parte,  de  donde  kan 
sido  tomadas  la  mayoría  de  las  importantísimas  de- 
claraciones que  he  tenido  hoy  el  gusto  de  leer , que  está 
escrita  de  puño  y letra  del  Sr.  Alonso  Martinez.  (El 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia:  La  parte  mia  está 
con  letra  de  un  escribiente  mió,  la  parte  del  Sr.  Cár- 
denas está  con  letra  distinta,  y la  del  Sr.  Colmeiro 
está  con  letra  distinta  también.)  Es  verdad.  Pero  en 
la  parte  que  está  redactada  por  S.  S.  y dictada  á su 
escribiente,  hay  dos  ó tres  cuartillas  de  letra  de  S.  S., 
y enmiendas  en  las  otras  escritas  por  el  escribiente. 
Yo  bien  podria  equivocarme,  porque  aun  cuando  los 
jurados  entienden  del  hecho,  y yo,  en  materia  de  cali- 
grafía, soy  un  jurado;  como  soy  partidario  del  juicio 
de  peritos  y no  me  tengo  por  perito  en  caligrafía,  no 
lo  sostengo;  pero  á juzgar  por  la  mera  inspección  de 
las  letras  y por  la  comparación  de  la  de  S.  S.  con 
aquella,  yo,  que  como  jurado  podria  considerarme  in- 
falible, al  declarar  que  era  lo  mismo,  no  me  tengo  por 
tal  y confieso  que  podia  haberme  equivocado;  pero, 
francamente,  si  el  Sr.  Alonso  Martinez  cree  otra  cosa; 
si  el  Sr.  Alonso  Martinez  tiene  fe  en  el  Jurado;  si  el 
Sr.  Alonso  Martinez  cree  que  en  lugar  de  arrancar  de 
esos  principios  absurdos  que  niegan  la  justicia  y la 
moralidad  arranca  de  principios  que  confirman  la 
moralidad  y la  justicia,  jqué  hay  que  esperar  de  S.  S., 


que,  formando  parte  de  una  Comisión  científica,  en 
lugar  de  formular  voto  particular,  asintió  y se  sumó 
con  los  que  denigraban  esa  institución  que  había  de 
traer  S.  S.  al  país  corno  el  summum  de  la  perfección 
para  la  administración  de  esa  justicia  misma!  (Muy 
bien  en  la  minoría  comervadora.) 

Pero  hay  más,  Sres.  Diputados:  el  Sr.  Alonso  Mar- 
tinez pronunció  un  discurso  en  el  Senado  en  contes- 
tación al  Sr.  Romero  Girón,  que  le  exigía  que  plan- 
tease el  Jurado,  discurso  que  es  una  reproducción  pá- 
lida, ya  ve  S.  S.  hasta  dónde  llevo  los  escrúpulos  de  mi 
apreciación,  pálida , pero  una  reproducción  al  fin  de  la 
mayor  parte  de  los  principios  que  informan  el  infor- 
me de  la  Academia.  Verdad  es  que  como  allí  hacía 
S.  S.  la  afirmación  de  que  traería  el  Jurado,  los  prin- 
cipios, las  opiniones,  los  cargos  no  están  hechos  de 
un  modo  tan  fijo  y tan  terminante.  Se  conoce  que  el 
Sr.  Alonso  Martinez  se  encontraba  solo;  no  tenia  á su 
lado  ni  al  Sr.  Cárdenas,  ni  al  Sr.  Colmeiro  para  com- 
partir con  ellos  la  responsabilidad  de  sus  afirma- 
ciones; pero  no  por  eso,  á los  ojos  de  todos  los  que 
examinen  el  discurso  con  el  escalpelo  de  la  lógica 
y con  todas  las  reglas  inás  rigurosas  do  la  crítica, 
dejarán  de  encontrarse  alLí  comprendidas  todas,  ab- 
solutamente todas  las  razones  que  dió  S.  S.  contra 
el  Jurado,  en  el  informe  de  la  Real  Academia  de 
ciencias  morales  y políticas.  Y tanto  es  así,  que  á mí 
se  me  ha  asegurado  que  una  persona  que  asistió  á 
aquella  discusión  iba  diciendo  de  antemano  los  pá- 
rrafos del  discurso  del  Sr.  Alonso  Martinez,  porque 
al  fin  y al  cabo,  como  padre  de  ambos  hijos,  S.  S.  no 
tenia  necesidad  de  inventar  un  nuevo  molde  para 
combatir  esa  institución;  no  tenia  más  que  tirar  y 
publicar  un  nuevo  ejemplar  del  molde  que  tenia  im- 
preso en  su  mente;  por  eso  se  parecen  tanto,  salva  la 
palidez  de  algunas  afirmaciones  y salvo  la  promesa 
del  Jurado,  el  discurso  de  S.  S.  en  el  Senado  español 
y el  informe  de  la  Academia. 

Tanto  es  así,  Sres.  Diputados,  que  el  Sr.  Romero 
Girón,  que  debía  levantarse  muy  satisfecho,  porque  al 
fin  y ai  cabo  S.  S.  le  ofrecía  lo  que  era  el  objeto  de 
sus  afanes  y deseos,  no  pudo  menos  de  empezar  su 
rectificación  diciendo  que  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  le  había  propinado  un  baño  ruso , una  ducha 
de  agua  caliente  y otra  ducha  de  agua  fria , entusias- 
mo reflexivo  en  contra  del  Jurado  y promesa  de  res- 
tablecerle. De  tal  modo  juzgaba  el  Sr.  Romero  Girón 
á S.  S.,  que  le  decía:  «tengo  mucho  miedo  de  que  sea 
S.  S.  el  que  le  plantee , porque  el  sentimiento  de  S.  3. 
está  en  favor , pero  su  razón  está  en  contra  del  Jui'ado. » 

Pero  ¿qué  más,  señores?  ¿Qué  necesidad  tenemos 
do  acudir  á textos  antiguos?  Yo  he  hecho  en  estos 
dias  algunos  ti'abajos  respecto  de  este  punto;  tal  es  el 
respeto  que  me  inspira  el  Sr.  Alonso  Martinez  y tal 
es  la  repugnancia  invencible  que  sienten  mi  corazón 
y mi  conciencia  á creer  lo  que  estoy  viendo  y lo  que 
estoy  tocando,  que  fuera  el  Sr.  Alonso  Martinez,  glo- 
ria de  los  jurisconsultos  españoles,  el  que  presentara 
ese  desdichado  proyecto  de  ley. 

Pues  bien;  yo  he  hecho  varios  trabajos,  con  cuya 
lectura  no  he  de  molestar  al  Congreso;  uno  es  la  im- 
pugnación de  ese  proyecto  de  ley  con  textos  del  Sr.  Don 
Manuel  Alonso  Martinez , y yo  os  aseguro  que  apenas 
hay  un  artículo  que  no  se  pueda  impugnar  con  pala- 
bras terminantes  y claras  del  Sr.  Alonso  Martinez. 

Pero  realmente,  ¿á  qué  he  de  acudir  á estos  tra- 
bajos? ¿Necesito  otra  cosa  que  el  preámbulo  de  ese 
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mismo  proyecto  de  ley  para  matar  todo  el  proyecto 
mismo,  y sobre  todo,  para  matar  el  dictamen  de  esa 
Comisión , que  es  la  primera  derrota  moral  que  ha  su- 
frido en  esta  cuestión  el  Sr.  Ministro? 

¿Queréis  ver  la  definición  del  Jurado , según  el  dic- 
tamen de  la  Comisión , hecha  por  el  Ministro  en  el 
preámbulo  de  su  proyecto  de  ley? 

Pues  oid: 

«Un  Jurado  que  puede  ser  inconsciente , por  ser  fá- 
cil que  por  la  ciega  casualidad  salga  del  fondo  de  la 
urna  una  mayoría  de  personas  moralmente  incapaces 
de  desempeñar  con  mediano  acierto  las  funciones  de 
jurados.» 

Porque  para  evitar  todo  esto  dijo  el  Sr.  Alonso 
Martínez  que  establecía  la  selección , que  la  Comisión 
ha  cambiado  por  el  sorteo , imprudentemente  según  el 
Sr.  Alonso  Martínez,  que  consideró  prudente  el  esta- 
blecerlo. 

Del  Padre  Fcijóo  y del  Padre  Flores  y otros  es- 
critores de  nuestro  país  se  opina  por  algunos  que 
escribían  de  modo  que  se  entendiese  por  el  lector  lo 
contrario  de  lo  que  escribían,  y no  sé  si  el  Sr.  Alonso 
Martínez  ha  seguido  este  método  en  el  preámbulo  de 
su  proyecto;  porque  si  no,  ¿en  qué  se  funda  el  Jurado 
de  su  proyecto? 

¿En  la  voluntad  del  país? 

No,  pues  que  teme  «la  pasividad  ó resistencia  de 
los  ciudadanos,  para  quienes  es  molesto  é implica  has- 
ta cierto  punto  un  sacrificio  distraerlos  de  sus  ordina- 
rias ocupaciones  para  sentarlos  en  el  sitial  desde  don- 
de han  de  juzgar  á sus  convecinos.» 

Y les  amonesta  para  que  « conozcan  la  importancia 
de  esas  funciones,  estimen  la  alteza  y la  trascenden- 
cia de  su  misión,  comprendan  el  fin  moral  que  han  de 
realizar,  y sobre  todo  no  olviden  lo  vital  que  es  para 
la  sociedad  su  acierto.» 

Por  eso  les  advierte  que  «la  vida  social  y el  pro- 
greso de  las  Naciones  prescriben  grandes  deberes 
acompañados  de  sacrificios  proporcionados  á ellos,  y 
reparte  las  cargas  entre  muchos  para  que  sean  ménos 
sentida s. » 

Por  eso  afirma  con  seguridad  que  « seguramente 
ios  jurados  que  hayan  funcionado  un  año  se  excusa- 
rán para  no  seguir,  y que  las  Audiencias  lo  tendrán 
presente  para  no  volverles  á repartir  la  carga  que 
lleve  consigo  el  desempeño  de  esta  clase  de  fun- 
ciones.» 

¿Se  funda  en  la  incompetencia  y desconfianza  de 
la  magistratura? 

Ménos,  pues,  les  encomienda  la  selección  de  las 
listas,  por  ser  (centre  nosotros  las  entidades  más  apar- 
tadas de  los  jwrtidos  políticos  y más  libres  de  bastar - 
das  influencias  como  medio  de  tener  un  Jurado  que 
inspire  confianza  á la  opinión , si  bien  para  esto  será 
forzoso  además  que  se  procure  iluminar  su  conciencia 
é ilustrar  su  entendimiento  con  el  planteamiento  claro 
y metódico  de  los  hechos  sobre  que  los  jurados  han  de 
resolver,  y para  extender  los  puntos  de  vista  y ensan- 
char los  horizontes  del  Jurado.  El  resúmen  ilustrado 
del  presidente  expondrá  lodos  los  aspectos  de  la  cues- 
tión debatida  para  que  los  jurados  comprendan  la  tras- 
cendencia del  veredicto  que  pronuncien,  para  que  in- 
teresen su  conciencia , para  que  no  pueda  suceder  que 
por  ignorancia , indiferencia  ó confusión  salga  absuelto 
un  criyyiinal, penado  un  inocente  ó desproporcionadamen- 
te castigado  un  hecho  punible.» 

¿S*  fundará  en  que  lo  hay  en  otros  países? 


Tampoco,  porque  «no  siempre  son  convenientes  y 
aplicables  á un  país  instituciones  de  otros  más  ade- 
lantados.» 

No,  «porque  el  acto  de  gobernar  requiere  que  co- 
mo factor  importante  se  tenga  en  cuenta  hasta  las 
preocupaciones  de  los  pueblos  en  los  asuntos  que  se 
relacionan  con  la  administración  de  justicia.» 

¿Se  funda  en  que  influya  el  Poder  Real  ejecutivo 
ministerial  en  la  administración  de  justicia? 

l)e  ningún  modo;  «pues  puede  afirmarse  que  la 
administración  de  justicia  se  halla  en  el  mayor  grado 
de  independencia  y estabilidad  respetadas  por  todos 
los  Gobiernos.» 

¿Se  funda  en  la  fe  que  tiene  el  Sr.  Alonso  Martí- 
nez de  la  aptitud  de  los  juradosl 

No  lo  creo,  porque  afirma  que  «las  preguntas  ge- 
néricas sobre  culpabilidad  é inculpabilidad  de  los  acu- 
sados no  pueden  ménos  de  exponerlos  á dudas  é incer - 
tidumbres\  las  que  se  someten  á hechos  jurídicamente 
calificados  les  obligan  á resolver  cuestiones  de  dere- 
cho con  notoria  incompetencia  y con  el  riesgo  de  ha- 
cer calificaciones  impropias , según  pudo  observarse 
durante  el  corlo  tiempo  que  rigió  la  ley  de  1872  (que 
era  la  ley  de  Montero  Ríos.)» 

¿Eii  qué  se  funda,  pues,  el  Jurado? 

Unicamente  pueden  fundarse  leyendo  el  preám- 
bulo en  la  división  de  Poderes  de  Montesquieu  y en  la 
soberanía  popular  inmanente  de  Rousseau,  puesto  que 
dice  que  «la  administración  de  justicia  comparte  con 
los  otros  Poderes  el  ejercicio  de  la  soberanía  de  la  Na- 
ción y aumentan  su  prestigio»  coa  la  autoridad  que 
á todos  los  Poderes  da  la  sanción'  ó intervención  del 
pueblo. 

Pero  como  este  Jurado  es  una  transacción  del 
Sr.  Alonso  Martínez  para  que  el  Sr.  Sagasta  aceptase 
la  Constitución  de  1876,  y en  esa  Constitución  no 
está  el  Poder  judicial,  ni  hay  más  sanción  que  la  de  la 
Corona , no  creemos  que  se  apoye  este  Jurado  en  {'¿vio- 
lación de  tomismo  para  cuya  consagración  se  propone* 

De  consiguiente,  yo  desafío,  señores,  al  lógico  más 
exacto  y más  riguroso  y más  escrupuloso,  á que  lo- 
mando los  textos,  alineándolos,  comparándolos  entre 
sí,  venga  á deducir  eu  qué  se  funda  este  proyecto  de 
ley  que  hoy  nos  presenta  el  Sr.  Alonso  Martínez, 
cuando  todos , absolutamente  todos  los  argumentos  en 
que  pudiera  fuudarse  ante  la  razón  y la  experien- 
cia, ante  la  filosofía  y la  historia,  están  de  antemano 
refutados,  y de  antemano  destrozados  por  la  vigorosa 
lógica,  por  el  gran  ingenio,  por  la  poderosa  dialéctica 
y por  la  elocuente  pluma  del  Sr.  Alonso  Martínez. 

Parecerá  extraño,  Sres.  Diputados,  parecerá  ex- 
traño que  sea  yo,  yo,  generalmente  tratado  de  reac- 
cionario, de  ultramontano  y de  todo  cuanto  queráis, 
y que  soy  objeto  de  verdaderos  anatemas  que  se  sue- 
len arrojar  contra  los  que  defienden  ciertas  ideas,  á 
pesar  de  su  perpétua  juventud  y de  su  glorioso  por- 
venir; parecerá  extraño  que  me  levanle  aquí,  en  el 
seno  de  una  Asamblea  revolucionaria,  á combatir  el 
Jurado.  ( Fuertes  rumores. ) Dispensadme  la  palabra: 
una  Asamblea  liberal.  No  os  podéis  figurar  lo  que  me 
felicito  de  mi  equivocación;  porque  esta  protesta  vale 
más  que  muchos  discursos.  Tomo  acta  de  ella,  y Dios 
quiera  que  ese  calor  con  que  habéis  protestado  pase 
de  los  labios  al  entendimiento,  y vuelva  del  entendi- 
miento á los  labios,  cuando  tratéis  de  votar  este  pro- 
yecto de  ley.  Parecerá  extraño,  verdaderamente,  se- 
ñores, que  sea  yo  el  que  venga  aquí  á combatir  una 
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institución,  después  de  todo,  patriarcal;  una  institu- 
ción propia  de  la  Edad  Cristiana;  una  institución  to- 
rnada de  la  Edad  Media;  una  institución  que  descansa 
en  la  religión  del  juramento ; una  institución  que  tomó 
su  nombre,  y que  Lomó  sus  moldes  de  aquellas  que  es- 
tablecieron los  héroes  que  marcharon  á Oriente  á luchar 
por  la  reconquista  de  Jerusalen;  una  institución  hecha, 
señores,  para  el  gobierno  de  aquel  reino,  establecida 
por  aquellos  devotos  romeros  y peregrinos  llamados 
cruzados,  que  marcharon  á reconquistar  el  Santo  Sepul- 
cro; parecerá  extraño  que,  en  lugar  de  alegrarme  al  ver 
que  contra  esas  preocupaciones  vuestras  de  toda  la  vi- 
da, contra  la  edad  de  errores , contra  la  edad  de  tinie- 
blas^ contra  la  edad  de  supersticiones  y contra  la  edad  de 
privilegios,  que  se  llama  la  Edad  Media,  vosotros,  los  hi- 
jos de  los  principios  democráticos  del  año  1789;  vos- 
otros, los  hijos  de  tantas  conquistas  revolucionarias 
como  desde  el  año  1789  acá  se  han  venido  haciendo, 
hay  ais  ido  á buscar  en  esa  Edad  el  verdadero  norte  de 
vuestros  principios,  la  verdadera  norma  de  vuestras 
instituciones,  el  verdadero  ideal  de  lo  que  queréis  para 
vuestra  administración  de  justicia,  en  vez  de  alegrar- 
me con  tan  solemne  palinodia  me  levante  á echaros 
en  cara  el  anacronismo  y el  plagio  que  acusa  la  ban- 
carrota de  vuestros  ideales  revolucionarios. 

Pero  yo,  señores,  recuerdo  perfectamente  el  tu 
meo  dañaos,  y no  me  fío  de  vosotros.  Así  es,  que,  para 
evitar  confusiones  y que  me  podáis  retorcer  el  argu- 
mento, he  de  dejar  perfectamente  precisada  mi  opi- 
nión en  una  fórmula  que  entrego  á la  consideración 
del  Congreso. 

Yo  creo  que  el  Juradó  jurídico  que  nos  presentan 
hoy  los  sabios  y que  nos  presentan  también  la  Comi- 
sión y el  Sr.  Alonso  Martínez,  no  es  más  que  una  fal- 
sificación mediante  el  absurdo  del  Jurado  histórico 
en  beneficio  del  Jurado  revolucionario . Porque  la 
verdad  es  que  cuando  uno  se  dedica  á estudiar  esta 
institución  en  los  Jibros  de  sus  apologistas,  es  tal  la 
contusión,  es  tal  el  enredo,  es  tal  la  contradicción  de 
principios  y de  hechos  que  surge  por  todas  partes, 
que  no  sabe  uno  á qué  atenerse,  y por  más  que  trate 
de  concordar  hechos  con  hechos,  y principios  con 
principios,  no  alcanza  cómo  esta  institución  es  lógica 
con  ninguno  de  los  principios  que  la  informan  y con 
ninguna  de  las  autoridades  que  la  defienden;  y os  su- 
cede, Sres.  Diputados,  que  el  Jurado  toma  ante  vos- 
otros la  forma  de  aquel  famoso  Proteo,  que  cuando 
le  vais  á combatir  como  institución  bárbara  os  lo  en- 
contráis en  la  sociedad  moderna,  y cuando  lo  vais  á 
combatir  como  institución  democrática  os  lo  encon- 
tráis al  lado  de  las  poderosas  autocracias  y cuando 
lo  vais  á combatir  como  institución  revolucionaria, 
os  lo  encontráis  en  la  Edad  Cristiana  por  excelencia. 

Y esto  mismo  sucede  con  cualquiera  de  los  princi- 
pios que  sustenta  como  fundamento,  como  sucede  en 
la  distinción  del  hecho  del  de?mecho  que  se  presenta 
como  la  verdadera  raíz  del  Jurado,  y cuando  vais  á de- 
mostrar, qn  compañía  del  8r.  Alonso  Martínez,  que 
no  es  posible,  por  más  que  la  hayais  puesto,  la  dis- 
tinción del  hecho  y del  derecho,  resulta  que  no  hay 
tal  distinción,  que  es  una  mixtificación,  que  esa  dis- 
tinción se  proclama  para  entronizar  el  Jurado,  pero 
que  una  vez  establecido,  se  destruye  y resulta  nece- 
sario que  el  Jurado  entienda  del  hecho  y del  derecho. 
Resulta , pues,  de  esa  confusión,  de  ese  Proteo,  que 
es  necesario  distinguir,  y entonces  se  hace  la  luz  y 
todo  resulta  claro,  porque  nos  encontramos  con  un 


Jurado  que  aparece  en  la  historia,  que  es  el  Jurado 
histórico ; nos  encontramos  con  otro  Jurado  que  apa- 
rece cu  la  revolución,  que  es  el  Jurado  revolucionario , 
y nos  encontramos  con  otro  Jurado  después,  que  apa- 
rece en  los  libros  de  los  jurisconsultos  y en  los  pro- 
yectos de  los  Ministros,  que  es  el  Jurado  jurídico. 

¿Qué  diferencia  hay  entre  estos  tres  Jurados?  Pues 
muy  sencilla.  El  Jurado  histórico,  no  teneis  más  que 
tender  la  vista  por  la  historia  y le  encontrareis  en  el 
germen  de  todas  las  sociedades,  en  todas  las  épocas  ru- 
dimentarias, allí  encontrareis  el  Jurado  histórico  bro- 
tando; ¿de  dónde?  De  la  naturaleza  misma  de  los  hechos: 
allí  le  encontrareis  en  las  sociedales  patriarcales,  en  los 
primeros  períodos  de  la  ciudadanía,  allí  donde  falta 
unidad  en  la  autoridad  social,  para  juzgar  en  nombre 
de  los  que  dirigen  ó gobiernan,  ó allí  donde  hace  falta 
autoridad  racional,  que  es  el  fundamento  del  juicio  por 
peritos,  y así  lo  encontrareis  lo  mismo  en  el  seno  de 
la  ciudad  antigua,  donde  una  aristocracia  de  demó- 
cratas que  asienta  su  libertad  y su  soberanía  sobre  el 
trabajo  del  esclavo,  juzga  en  virtud  de  su  propia  au- 
toridad, como  lo  encontrareis  en  el  seno  de  los  bos- 
ques donde  acampan  las  tribus  bárbaras,  donde  el 
señor  del  Mundio  jefe  de  familia,  soberano  feudal  juz- 
ga á los  suyos  entre  sí  y por  sus  iguales  en  el  Mallo. 

Lo  encontrareis  en  el  juicio  de  los  Pares  en  la 
Edad  Media,  que  no  es  otra  cosa  que  el  juicio  de  pe- 
ritos que  se  impone  por  la  diversidad  de  razas,  castas; 
ciases,  lenguas  y legislaciones,  pues  siendo  diversas 
las  Profesio  juris,  distintos  tenían  que  ser  los  tribuna- 
les para  que  cada  uno  fuese  juzgado  por  quien  tenía 
aquella  religión,  entendía  aquella  lengua,  conociese 
aquella  legislación,  siendo  por  todo  esto  el  juicio  de 
Pares  un  verdadero  juicio  de  peritos. 

Y si  del  Jurado  histórico  pasamos  á investigar  el 
origen  y la  naturaleza  del  Jurado  revolucionario,  no 
tengo  más  que  recordaros  á grandes  rasgos  el  na- 
turalismo, encarnado  en  el  contrato  social  de  Rousseau, 
que  fué  el  Código  de  la  anarquía  y el  Evangelio  de  la 
revolución  francesa,  no  tengo  más  que  recordaros  la 
soberanía  popular  inmanente  y directa,  ejercida  en  la 
plaza  pública  sin  delegación,  la  justicia  emanada  del 
pueblo  como  un  derecho  natural,  la  consagración  de 
estos  principios  en  el  Jurado  establecido  por  la  revo- 
lución francesa,  que  lo  realiza  en  todo  su  ideal;  en 
aquel  Jurado  memorable  del  terror,  que  suprimió  toda 
formalidad  legal  para  juzgar,  porgue  impedían  la  con- 
vicción y oprimían  la  conciencia ; que  suprimió  todo 
género  de  pruebas  y testigos,  porque  le  bastaba  su 
propia  convicción , la  conciencia  subjetiva  del  Jurado, 
en  el  que  suprimió  todo  género  de  defensores  para  los 
acusados,  porque  no  'necesitaba  oir  razones  el  que  juz- 
gaba por  instinto  y por  la  expresión  del  rostro  del  acu- 
sada. En  aquel  Jurado  que  llenó  con  sus  crímenes 
una  de  las  páginas  más  negras  de  la  humanidad  y 
más  bochornosas  de  la  historia;  que  bajó  al  sepulcro 
entre  las  maldiciones  y anatemas  de  sus  contempo- 
ráneos en  nombre  do  todo  sentimiento  humano  y de 
toda  civilización,  y que  hasta  de  su  sepulcro  le  arran- 
can hoy  los  mismos  revolucionarios  para  cubrirle  de 
oprobio  y de  vergüenza,  no  por  la.  mano  de  ningún 
reaccionario  intrasigente,  sino  por  la  implacable  mano 
de  Taine,  y de  los  demás  historiadores  de  la  escuela 
experimental. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Señor  Diputado,  van  á pa- 
sar las  horas  de  Reglamento.  Mañana  podrá  S,  S.  con- 
tinuar su  discurso. 
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El  Sr.  PIDAL  Y MON:  Restándome  mucho  que 
decir  todavía,  estoy  á la  disposición  del  Sr.  Presi- 
dente. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  So  suspende  esta  discusión. 


Dióse  cuenta,  y el  Congreso  quedó  enterado,  de 
que  las  Secciones  en  su  reunión  de  lioy,  habían  acor- 
dado los  siguientes  nombramientos: 

Comisión  para  el  proyecto  de  ley  fijando  las  fuerzas  del 
ejército  permanente  de  la  Península  y Ultramar 
para  1887-8S . 

Sres.  Riquelme. 

Pando. 

La  Serna. 

Ochando. 

Torrepando  (Conde  de). 

Socías. 

Muñoz  y Vargas. 

Idem  para  la  proposición  de  ley  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  la  de  García  á Tortosa. 

Sres.  Boixader. 

Martínez  del  Campo. 

Marín. 

Fiol. 

Pons. 

Rosell. 

Gañellas 

Idem  id.  prorrogando  el  plazo  concedido  en  el  art.  2? 
de  la  ley  de  i 7 de  Abril  de  1883,  que  concedió  varias 
exenciones  en  beneficio  de  las  industrias  minera  y me- 
talúrgica de  Ultramar. 

Sres.  Calbeton. 

Pando. 

Aguirre. 

Villanueva. 

Torrepando  (Conde  de). 

Rodrigucz  San  Pedro. 

Sanz  y Perav. 

Idem  id.  autorizando  d la  Diputación  provincial  de 
Cádiz  para  realizar  un  sorteo  do  lotería  con  cuyos 
productos  se  atenderá  ó.  los  gastos  de  la  Exposición 
nacional  marítima. 

Sres.  Garrido  Estrada. 

Canalejas. 

Camacho. 

Rodríguez  Balisla. 

Ramos  Calderón. 

Mochales  (Marqués  de). 

Barroso. 

Idem  id.  sustituyendo  la  subvención  en  obligaciones  de 
ferro-carriles  concedida  al  ferro-carril  del  Campamento 
á Málaga  por  otra  en  metálico. 

Sres.  Montilla. 

Diaz  Moreu. 

Pedregal. 

Mellado. 

Alcalá  del  Olmo. 

Laá. 

Esoavias. 


Comisión  para  la  proposición  de  ley  incluyendo  en  el 
plan  general  de  carreteras  la  de  Grullos  al  puente  de 
Peñajlor. 

Sres.  San  tana. 

Campo-Grande  (Vizconde  de). 

Pedregal. 

Gorostidi. 

Cánido. 

Suarez  Inohín. 

Fernandez  Villaverde. 

ídem  id.  trasladando  á Cillero  la  capitalidad  de  la 
sección  de  Magazos , distrito  de  Vivero. 

Sres.  Vior. 

Pardo  Balmonte. 

Folla. 

Lamas  Varela. 

Astray. 

Sanz  Riobó. 

Revilla  Gigedo  (Conde  de). 

Idem  id.  adicionando  el  art.  503  de  la  ley  de  enjuicia- 
miento civil. 

Sres.  Vior. 

García  Gómez  de  la  Serna. 

Muro. 

Viilalba  líervás. 

Dominguez  Alfonso. 

García  Lomas. 

Ruiz  Capdcpon. 

Idem  id.  declarando  de  interés  general  de  segundo  ónlen 
varios  puertos  de  las  islas  Baleares. 

Sres.  Aguiiar  (Marqués  de). 

Prieto  y Caules. 

Pedregal. 

Maura. 

Landecho. 

Socías. 

Sallent  (Conde  de). 

Idem  para  el  proyecto  de  ley  comtitutiva  del  ejército. 

Sres.  Laviña. 

Canalejas. 

La  Serna. 

Mellado. 

Domínguez  Alfonso. 

García  Alix. 

Muñoz  Vargas. 

ídem  id.  suprimiendo  las  retenciones  sobre  los  sueldos 
de  los  jefes , oficiales  y clases  asimiladas  del  ejército , 
y creando  un  Banco  militar  de  préstamos. 

Sres.  Niebla  (Conde  de). 

Pando. 

García  de  la  Riega. 

Rodríguez  Batista. 

Montero  Ríos. 

Laá. 

Barroso. 
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Comisión  para  el  proyecto  de  ley  concediendo  rebaja  ó 
excepción  del  pago  de  los  impuestos  á los  terrenos  desti- 
nados al  cultivo  del  ramio  y á los  establecimientos  fabriles 
que  se  creen  exclusivamente  para  desfibrarlos. 

Sres.  Aguilar  (Marqués  de). 

San  Bernardo  (Conde  de). 

Alonso  Martínez  (I).  Vicente). 

Fernandez  de  Soria. 

Cárdenlas. 

Quintana. 

Alvarez  Marino. 

Idem  para  la  proposición  de  ley  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  la  que  partiendo  de  la  de  Soria  á 
Logroño  empalme  en  Mdnsilla  con  la  de  Lerma  á la 
Venta  de  la  Estrella. 

Sres.  Córdoba. 

Martínez  del  Campo. 

Pedregal. 

Villanueva. 

Ramos  Calderón. 

Gómez  Cabezón. 

Hernández  Prieta. 

Idem  id.  incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras 
u)ia  de  tercer  orden  en  la  provincia  de  Lugo  que  se 
denominará  de  Rábade  á Mo  tícelos. 

Sres.  Soto. 

Pardo  Balmonte. 

Santa  María. 

Quiroga  Ballesteros, 
liamos  Calderón. 

Sauz  Riobó. 

Ordoñez. 

Idem  mixta  sobi'e  inclusión  en  el  plan  general  de  ca  - 
rreteras  de  las  de  Baltanás  á la  de  Carrión  á Lerma  y 
Torquemada  á Cordobilla  la  Real . 

Sres.  Garrido  Estrada. 

Martínez  del  Campo. 

Pedregal. 

Sánchez  Arjona  (D.  Luis). 

Ramos  Calderón. 

Betegon. 

Barroso. 

Idem  relativa  al  proyecto  de  ley  sobre  venta  ó permuta 
de  lodos  ¿os  edificios  y fincas  destinados  á atenciones  de 
guerra  que  convenga  enajenar  ó cambiar  con  ventajas 
para  los  servicios  militares. 

Sres.  Sautana. 

Diaz  Moren. 

Alonso  Martínez  (D.  Vicente). 

Ochando. 

Alcalá  del  Olmo. 

Suarez  Inclán  (1).  Julián). 

García  San  Miguel  (D.  Grescente). 

Idem  para  la  proposición  de  ley  sob?'e  inclusión  en  el 
plan  general  de  carreteras  la  prolongación  hasta  Inca 
de  la  de  Arta  á Santa  Margarita. 

Sres.  Matos. 

Prieto  y Caules. 

Ortiz  y Casado. 

Maura. 

Gamazo  (D.  Trifino). 

Socías. 

Sallent  (Conde  de). 


Comisión  mixta  para  el  proyecto  de  ley  de  asociaciones. 

Sres.  González  (D.  Alfonso). 

Canalejas. 

Santa  María. 

Mellado. 

Garijo  Lara. 

Rosell. 

Sánchez  Pastor. 


Las  Secciones  han  autorizado  además  la  lectura 
de  las  siguientes  proposiciones  de  ley: 

Del  Sr.  Los  Arcos,  incluyendo  en  el  plan  general 
de  carreteras  las  de  Hecho  á Huesa,  Sangüesa  á Tier- 
mas,  Sangüesa  á Javier,  Sangüesa  á empalmar  con  la 
de  Murillo  de  Gallego  á Sangüesa,  y la  prolongación 
hasta  empalmar  con  la  del  Valle  de  Roncal  de  la  de 
Ruesta  al  límite  de  Navarra  por  Sigües.  (Véase  el 
Apéndice  cuarto  á este  Diario.) 

Del  Sr.  García,  incluyendo  en  el  plan  general  de 
carreteras  la  de  Calanda  á las  inmediacionos  de  Ce- 
rellera.  (Véase  el  Apéndice  quinto  á este  Diario.) 

Del  Sr.  Fiol,  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras la  de  Masó  á Lluch.  (Véase  el  Apéndice  sexto 
á este  Diario.) 

Del  Sr.  Betegon,  incluyendo  en  el  plan  general  de 
carreteras  la  del  puente  de  Don  Guarin  al  de  la  es- 
clusa 30  del  Canal  de  Castilla.  (Véase  el  Apéndice  sé- 
timo á este  Diario.) 

Del  Sr.  Betegon,  estableciendo  una  estación  tele- 
gráfica en  Carrion  de  los  Condes.  (Véase  el  Apéndice 
octavo  á este  Diario.) 

Del  Sr.  Ansaldo,  para  establecer  un  Banco  nacio- 
nal de  prueba  de  armas  de  fuego  porLáliles  en  Eibar. 
(Véase  el  Apéndice  noveno  á este  Diario.) 

Del  Sr.  Talero,  incluyendo  en  el  plan  general  de 
carreteras  la  de  Agaete  á Las  Palmas  (Gran  Canaria). 
(Véase  el  Apéndice  décimo  á este  Diario.) 

Del  Sr.  Nuñez  de  Velasco,  informando  varios  ar- 
tículos de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil.  ( Véase  el 
Apéndice  undécimo  á este  Diario.) 

Del  Sr.  Aguirre,  declarando  puerto  de  interés  ge- 
neral de  segundo  órden  el  de  Plencia,  en  Vizcaya. 
(Véase  el  Apéndice  duodécimo  á este  Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  va  á proceder  á la  apro- 
bación definitiva  de  dos  proyectos  de  ley.» 

Se  leyeron,  revisados  por  la  Comisión  de  correc- 
ción de  estilo,  y hallándose  conforme  con  lo  acordado, 
se  votaron  y aprobaron  definitivamente  los  dos  si- 
guientes proyectos  de  ley: 

Autorizando  á la  Diputación  provincial  de  Viz- 
caya para  prolongar  hasta  Memerea  el  ferro-carril 
de  Triano.  (Véase  el  Apéndice  décimotercero  á este 
Diario.) 

Incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  la  de 
Alcañices  á Gantavieja.  ( Véase  el  Apéndice  décimo- 
cuarto  á este  Diario.) 


Se  leyó  por  primera  vez,  y pasó  á la  Comisión, 
acordando  se  imprimiera  y repartiera,  una  adición 
del  Sr.  Ansaldo  al  art.  1 1.°  del  dictámen  de  la  Comi- 
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sion,  relativo  al  proyecto  de  ley  sobre  el  estableci- 
miento del  juicio  por  jurados  para  determinados  de- 
litos. (Véase  el  Apéndice  décimoquinto  á este  Diario.) 


El  Congreso  quedó  entarado  de  que  las  Comisio- 
nes que  á continuación  se  expresan  se  habian  consti- 
tuido, eligiendo  respectivamente  presidentes  y secre- 
tarios á los  señores  siguientes: 

La  que  ha  de  dar  dictamen  sobre  la  proposición 
de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  la 
de  Gracia  á Tortosa,  á los  Sres.  D.  Isidro  Boixader  y 
D.  Juan  Candías. 

La  que  ha  de  emitir  dictamen  acerca  de  la  pro- 
posición de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras la  de  Grullos  al  puente  de  Peuaflor,  á los  se- 
ñores D.  Manuel  Pedregal  y D.  Julián  Suarez  Inclán. 


Se  leyó,  y quedó  sobre  la  mesa,  acordando  se  im-  ! 
primiora  y repartiera,  el  dictamen  relativo  al  pro- 
yecto de  ley  declarando  exento  del  pago  del  impuesto 
sobre  grandezas  y títulos  á D.  Augusto  Plasencia  y 
Fariñas,  Conde  de  Santa  Bárbara.  (Véase  el  Apéndice 
décimosexto  d este  Diario.) 


Se  leyeron,  y quedaron  sobre  la  mesa,  acordando 
se  imprimieran  y repartieran,  los  cinco  siguientes 
dictámenes  de  Comisión  mixta  encargadas  de  conci- 
liar las  opiniones  de  ambos  Cuerpos  Colegisladores 
acerca  de  los  proyectos  de  ley  sobre  inclusión  en  el 
plan  general  de  las  carreteras  que  se  expresan  á con- 
tinuación: 

Una  de  Trugillo  á los  Cuatro  Caminos.  (Véase  el 
Apéndice  décim osétimo  á este  Diario.) 

Otra  de  Monlblanch  á Santa  Goloma  de  Queralt. 
(Véase  el  Apéndice  décimooctavo  á este  Diario.) 

Otra  que  partiendo  de  la  Orotava  termine  en  Vi- 
llaílor.  ( Véase  el  Apéndice  déciinonoveno  á este  Dia- 
rio.) 

Otra  que  partiendo  del  trozo  construido  para  el 
servicio  del  faro  del  Cabo  de  Palos  enlace  en  Albujon. 
( Véase  el  Apéndice  vigésimo  á este  Diario.) 

Y otra  que  partiendo  de  Ojedo  termine  en  las 
Arriondas.  (Véase  el  Apéndice  vigésimoprimero  á este 
Diario.) 


El  Sr.  presidente:  Orden  del  dia  para  mañana: 
Los  dictámenes  que  se  han  leido;  continuación  del 
debate  pendienLe,  y los  demás  asuntos  señalados  para 
la  de  hoy. 

Se  levanta  la  sesión. » 

Eran  las  siete. 


VEINTIUN  APENDICES 


APÉNDICE  PRIMERO  AL  NÚJI.  78. 

DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES. 

CONGRESO  RE  ROS  DIPUTADOS. 


Leij  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  én  este  Cuerpo  Colegislador,  autorizando 
el  arrendamiento  del  monopolio  de  la  fabricación  y venia  del  tabaco  en  la 

Península  é islas  Baleares. 


Señora:  Las  Córtes  lian  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1 Se  autoriza  el  arrendamiento  del  mo- 
nopolio de  la  fabricación  y venta  del  tabaco  en  la  Pe- 
nínsula, islas  Baleares,  Ceuta  y demás  posesiones  del 
Norte  de  Africa,  con  arreglo  á las  disposiciones  de 
esta  ley. 

Art.  2.°  El  arrendamiento  se  verificará  prévio  con- 
curso público  anunciado  con  cuarenta  dias  de  antici- 
pación, y celebrado  ante  una  Junta  presidida  por  el 
Presidente  del  Consejo  de  Estado  y compuesta  de  siete 
Senadores  y siete  Diputados,  elegidos  respectivamen- 
te por  el  Senado  y el  Congreso;  del  presidente  del 
Tribunal  de  Cuentas  del  Reino;  del  presidente  de  la 
Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado;  del  go- 
bernador del  Banco  de  España,  y del  presidente  del 
Consejo  superior  de  Agricultura,  Industria  y Comer- 
cio. Formarán  también  parte  de  la  Junta,  con  voz, 
pero  sin  voto,  el  director  general  de  Rentas,  el  direc- 
tor de  lo  Contencioso  y el  interventor  general  de  la 
Administración  del  Estado. 

Art.  3.°  Las  proposiciones  habrán  de  contener  ne- 
cesariamente la  aceptación  de  todas  las  condiciones 
que  establecen  las  adjuntas  bases. 

Art.  4.°  La  Junta  creada  por  el  art.  2.°  resolverá 
sin  ulterior  recurso  gubernativo  ni  contencioso  todos 
los  incidentes  á que  dé  lugar  el  concurso,  y consul- 
tará al  Gobierno  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al 
señalado  para  la  admisión  de  proposiciones,  bien  que 
se  desestimen  las  presentadas,  bien  que  se  acepte  la 
que  teniendo  principalmente  en  cuenta  el  aumento  de 
la  participación  del  Estado  sobre  el  tipo  fijo,  se  juz - 
gue  más  beneficiosa. 

Art.  5."  En  ningún  caso  podrán  reducirse  los  de- 


rechos y garantías  del  Estado  consignados  en  las  ba- 
ses de  esta  ley. 

Art.  6.°  El  presidente  y vocales  de  la  Junta  que 
tengan  voto  en  la  misma  no  podrán  abstenerse  de  emi- 
tirlo. 

Art.  7.“  Las  proposiciones  se  presentarán  ante  la 
Junta  en  pliegos  cerrados  y sellados,  acompañándose 
á las  mismas  el  documento  que  acredite  haber  depo- 
sitado, en  metálico  ó en  valores  públicos,  á los  tipos 
establecidos,  bien  en  la  Caja  general  de  depósitos,  bien 
en  las  sucursales  de  la  misma  en  provincias,  en  las 
Delegaciones  de  Hacienda  de  España  en  el  extranjero, 
ó en  el  Banco  de  España  y sus  sucursales,  la  suma  de 
5 millones  de  pesetas,  sin  cuyo  requisito  no  será  ad- 
mitido pliego  alguno. 

Art.  8."  El  acto  de  la  entrega  y apertura  de  plie- 
gos será  publico,  sin  que  pasada  la  hora  señalada  para 
la  presentación  puedan  admitirse  nuevos  pliegos,  ni 
modificarse  los  presentados. 

Art.  9.°  La  resolución  definitiva  se  adoptará  por 
el  Gobierno  en  Consejo  de  Ministros,  y contra  su  acuer- 
do no  procederá  recurso  administrativo  ni  conten- 
cioso. 

Art.  10.  Las  proposiciones  presentadas,  el  dictá- 
men  de  la  Comisión,  los  votos  particulares,  si  los  hu- 
biere, y la  decisión  definitiva  del  Gobierno,  se  publi- 
carán en  la  Gaceta  de  Madrid. 

Art.  11.  Si  el  autor  de  la  proposición  admitida  no 
formalizase  el  contrato,  ni  otorgase  la  fianza  defini- 
tiva dentro  del  mes  siguiente  á la  adjudicación,  per- 
derá la  cantidad  designada  como  depósito. 

Art.  12.  Si  el  autor  de  la  proposición  consigna 
en  esta  el  propósito  de  formar  una  Compañía,  tal  ma- 
nifestación no  será  obstáculo  para  que  se  formalice  el 
contrato  y otorgue  la  fianza  definitiva  on  los  términos 
señalados  en  el  artículo  anterior;  pero  constituida  la 
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Compañía  y aprobada  por  el  Gobierno  la  cesión,  se  en- 
tenderá subrogada  en  todos  los  derechos  y obligacio- 
nes del  contrato,  sin  que  por  la  trasmisión  se  deven- 
gue el  impuesto  de  derechos  reales. 

Art.  13.  El  Gobierno,  utilizando  en  la  forma  que 
estime  oportuno  el  personal  de  ingenieros  agrónomos 
é industriales,  organizará  durante  el  período  de  arren- 
damiento un  Cuerpo  i3ericial  que  se  encargue  en  su 
día  de  la  renta,  y que  reúna  á los  conocimientos  teó- 
ricos los  prácticos  adquiridos  en  el  extranjero,  en  las 
provincias  de  Ultramar  y en  las  fábricas  y dependen- 
cias de  la  renta  en  España. 

Art.  14.  El  Gobierno  dará  cuenta  á las  Górtes  del 
uso  que  haga  de  la  autorización  que  esta  ley  le  con- 
cede. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  5 de  Abril  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  Y.  M.=Ei  Marqués  de  la  Habana, 
Presiden  te.= José  Abascal,  Senador  Secrctario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario. =José  do 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publiques©  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
21  de  Abril  de  1887. =El  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martinez. 

Bases  para  el  contrato  de  arrendamiento  del  monopolio 
de  la  fabricación  y venta  del  tabaco . 

1. a  La  personalidad  ó Sociedad  contratista  habrá 
de  ser  española,  con  domicilio  en  Madrid,  y sin  de- 
pendencia de  corporaciones  ó comités  extranjeros. 

2. a  El  arriendo  será  por  término  de  doce  años. 

3. a  Para  fijar  la  cantidad  que  el  contratista  ga- 
rantice al  Estado  como  producto  líquido  de  la  renta 
en  cada  año,  se  entenderá  dividido  el  plazo  total 
del  contrato  en  cuatro  períodos  iguales  de  tres  años 
cada  uno.  Durante  el  primer  período  abonará  el  con- 
tratista 90  millones  de  pesetas  anuales;  durante  el 
segundo,  el  térmiuo  medio  del  producto  líquido  ob- 
tenido en  los  años  segundo  y tercero,  y durante  el 
tercero  y cuarto  período,  el  término  medio  del  pro- 
ducto líquido  obtenido  en  el  período  inmediato  an- 
terior. 

Además  de  la  cantidad  que  represente  en  cada 
año  el  tipo  fijo  garantizado,  el  contratista  abonará  el 
50  por  100  del  exceso  del  producto  líquido  total  obte- 
nido en  el  mismo  año  sobre  aquella  cantidad. 

4. a  Para  lijar  el  producto  líquido  de  la  renta,  se 
deducirá  del  total  ingreso: 

t.°  El  importe  de  adquisición  de  la  primera  ma- 
teria y gastos  generales  de  administración  y elabora- 
ción, correspondientes  á las  manufacturas  vendidas 
durante  el  año. 

2.°  El  interés  de  5 por  100  sobre  el  capital  real- 
mente empleado  por  el  contratista  en  el  negocio,  sin 
contar  la  fianza. 

5. a  El  importe  de  los  derechos  de  regalía  que, 
según  la  legislación  actual  ó la  que  se  establezca, 
perciba  el  Estado  por  los  tabacos  importados  por  par- 
ticulares, se  apreciará  como  producto  de  la  renta  en 
las  liquidaciones  con  el  contratista. 

6. a  El  contratista  se  hará  cargo  por  inventario 
valorado  de  los  edificios,  máquinas  y enseres  de  la  pro- 
piedad del  Estado  que  constituyen  las  fábricas  y al- 
macenes actuales,  y los  devolverá  con  abono  de  des- 
perfectos, salvo  los  de  uso  natural  al  terminar  el 
contrato, 


En  dicha  valoración  no  se  incluirá  el  importe  de 
los  solares  de  las  edificaciones. 

Recibirá  igualmente,  pagándolos  al  precio  de  cos- 
te y costas,  el  tabaco  en  rama  y elaborado,  envases  y 
demás  útiles  para  la  fabricación,  existentes  en  las  de- 
pendencias del  Estado  ai  empezar  el  contrato. 

Para  practicar  el  inventario  valorado,  determinar 
las  existencias  y el  precio  de  las  mismas  y justificar 
el  importe  de  adquisición  de  la  primera  materia  y 
gastos  generales  de  administración,  se  nombrará  una 
Comisión  compuesta  de  dos  delegados  del  Gobierno, 
dos  de  la  Compañía  concesionaria,  y el  director  gene- 
ral de  la  renta,  que  la  presidirá. 

7. a  El  contratista  quedará  subrogado  en  los  de- 
rechos y obligaciones  de  la  Hacienda  en  todos  los 
contratos  pendientes  sobre  adquisición  de  primeras 
materias,  útiles  y efectos  de  la  fabricación,  arriendo 
de  almacenes,  trasportes  y demás,  excepto  en  lo  rela- 
tivo á incidencias  de  servicios  va  realizados. 

8. a  El  contratista  quedará  obligado  á sostener  las 
actuales  fábricas  en  las  mismas  localidades  en  que 
se  encuentran,  y á conservar  en  cada  una  constan- 
temente un  número  de  operarios  que  no  sea  infe- 
rior al  75  por  100  de  la  mayor  dotación  habida  du- 
rante el  último  año  de  la  administración  del  Estado. 
Necesitará  autorización  del  Gobierno  para  disminuir- 
lo en  mayor  proporción,  ó para  cerrar  cualquiera  de 
las  fábricas. 

Además  habrá  de  establecer,  en  los  puntos  que  de- 
signe el  Gobierno,  oido  el  contratista,  durante  los  tres 
primeros  años  del  contrato,  tres  almacenes  destinados 
á recepción  y depósito  de  tabacos,  y durante  los  seis 
años  siguientes  ó antes,  tres  nuevas  fábricas,  con  lo- 
dos los  adelantos  modernos.  Los  planos  y presupuestos 
serán  aprobados  por  el  Gobierno,  y su  coste  será  de 
abono  al  contratista  en  la  liquidación  final  del  contrato. 

9. a  El  Gobierno  seguirá  realizando  á su  costa  la 
persecución  del  contrabando,  y el  contratista  no  ten- 
drá intervención  alguna  en  el  régimen  que  el  Gobier- 
no siga  en  la  represión,  tanto  terrestre  como  maríti- 
ma; pero  podrá  ejercer  vigilancia  con  el  fin  de  pro- 
poner á La  Administración  las  variaciones  en  el  ser- 
vicio que  estime  útiles  al  interés  de  la  renta,  y para 
reclamar  del  Gobierno  el  auxilio  que  en  casos  deter- 
minados sea  conveniente  á la  represión  del  contra- 
bando. Podrá  igualmente  proponer  el  aumento  del 
resguardo  existente,  siendo  de  su  cuenta  los  gastos 
que  este  aurnenlo  origine. 

El  contratista  no  podrá  reclamar  al  Estado  indem- 
nización de  perjuicios  causados  en  la  renta  por  de- 
fraudación ó contrabando;  pero  se  computarán  como 
producto  de  la  renta  en  las  liquidaciones  todos  los 
ingresos  que  legalmente  correspondan  al  Estado, 
realizados  en  la  represión  administrativa  ó judicial 
del  contrabando  y la  defraudación  de  la  renta  misma. 

10. a  Podrá  tener  el  contratista  todas  las  expen- 
dedurías que  considere  convenientes;  pero  no  podrá, 
sin  autorización  del  Gobierno,  dejar  de  tener  alguna 
en  los  puntos  ó localidades  en  que  existan  al  celebrar- 
se el  contrato. 

11. a  El  contratista  conservará  en  las  fábricas  el 
número,  clases  y precios  de  las  labores  existentes,  no 
pudiendo  alterarlos  sin  previa  autorización  del  Minis- 
tro de  Hacienda.  Además  podrá  establecer  las  que 
considere  convenientes,  poniendo  en  conocimiento  de 
la  Dirección  del  ramo  las  condiciones  especiales  dq 
las  mismas, 
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El  contratista  deberá  admitir  y expender  en  comí-  ' 
sion  Jos  tabacos  elaborados  en  las  provincias  y pose- 
siones de  Ultramar  y en  Canarias,  con  arreglo  A las 
condiciones  que,  de  acuerdo  con  él,  señale  el  Go- 
bierno. 

Los  productos  líquidos  de  estas  comisiones  se 
computarán  como  parte  de  la  renta. 

Las  cantidades  de  tabaco  de  Filipinas,  de  Cuba, 
de  Puerto-Rico  y de  Canarias,  en  sus  diversas  clases, 
que  adquiera  el  contratista,  guardarán,  con  respecto 
la  totalidad  de  sus  adquisiciones,  cuando  menos,  ia 
proporción  de  6 millones  de  kilogramos  del  de  Filipi- 
nas, 3 millones  de  kilógramos  del  deCuba,  1.500.000 
kilogramos  del  de  Puerto-Rico  y 400.000  kilogramos 
dol  de  Canarias,  que  ha  sido  la  señalada  entre  unas  y 
otras  cantidades  durante  el  último,  año  en  que  ha  te- 
nido á su  cargo  este  servicio  la  Administración  del 
Estado;  entendiéndose  que,  si  aumentasen  las  necesi- 
dades del  consumo  y fuera  éste  mayor  do  los  2 i mi- 
llones de  kilógramos  á que  corresponden  las  cantida- 
des mencionadas,  se  aumentarán  también  las  mismas 
en  idéntica  proporción. 

Si  durante  el  tiempo  del  arriendo  se  producen  ta- 
bacos en  nuestras  posesiones  del  Coito  de  Guinea  é Is- 
las de  la  Oceanía,  el  contratista,  de  acuerdo  con  el 
Gobierno  podrá  admitirlos  para  fomentar  el  cultivo 
m aquellas  regiones;  pero  sin  disminuirse  las  canti- 
dades que,  cou  arreglo  al  párrafo  anterior,  se  lian  de 
tomar  de  Cuba,  Puerto-Rico,  Filipinas  y Canarias,  re- 
bajándose, por  lo  tanto,  de  la  adquisición  extranjera. 

Podrá  el  Gobierno  obligar  al  contratista  á aumen- 
tar la  cantidad  proporcionada  del  producto  nacional, 
siempre  que  su  adquisición  no  sea  más  onerosa  que  la 
del  tabaco  extranjero  de  análoga  calidad. 

12.a  Trascurridos  los  dos  primeros  años  del  arrien- 
do, el  Gobierno  podrá  conceder  autorizaciones  para 
cultivar  en  la  Península  é islas  adyacentes  tabaco 
destinado  á la  exportación  al  extranjero  ó á la  fabri- 
cación oficial,  con  sujeción  á las  reglas  que  previa- 
mente dictará  la  Administración,  de  acuerdo  con  el 
contratista,  respetando  las  franquicias  regionales  que 
en  la  actualidad  existan  respecto  al  cultivo  y consu- 
mo de  la  planta.  La  cantidad  de  tabaco  de  esta  pro- 
cedencia que  adquiera  el  contratista  para  las  fábricas, 
se  bajará  de  la  que  pueda  introducir  del  extranjero, 
según  la  base  anterior. 

Antes  de  conceder  las  autorizaciones  para  el  cul- 
tivo, el  Gobierno  dará  cuenta  á las  Córtes  de  las  con- 
diciones en  que  hayan  de  ser  aquellas  otorgadas. 

1 3. a  El  contratista  estará  relevado,  por  el  hecho  de 
su  contrato,  del  pago  de  la  contribución  industrial. 

No  se  exigirán  derechos  de  ninguna  clase  á la  im- 
portación de  los  tabacos  en  rama,  bien  se  dediquen  á 
la  elaboración  ó bien  se  declaren  inútiles  para  ella; 
como  tampoco  á la  exportación  de  los  tabacos  elabo- 
rados por  el  contratista  que  se  destinen  ai  extranjero. 
De  igual  suerte  no  se  exigirán  derechos  de  importa- 
ción á las  máquinas  y útiles  para  la  fabricación,  cu- 
tendiéndose  por  tales  los  instrumentos,  herramientas 
ó aparatos  que  sirvan  para  facilitar  dicha  operación. 

14. a  El  contratista  deberá  tener  un  repuesto  de 
tabaco  de  las  calidades  y en  la  cantidad  cuyo  míui- 
nuiri  se  fijará  por  el  Gobierno,  oido  el  contratista  an- 
tes de  empezar  el  contrato,  y no  será  menor  que  las 
existencias  que  el  mismo  contratista  reciba  de  la  Ha- 
cienda. 

Dicho  repuesto  deberá  aumentarse  durante  el  tér- 


mino del  contrato  en  proporción  al  mayor  consumo. 

La  falta  de  repuesto  dará  motivo  á la  imposición 
de  una  multa  equivalente  al  1Ü  por  100  del  valor  de 
la  cantidad  de  tabaco  que  represente  la  falta  con  re- 
lación al  mínimum  fijado. 

15. a  Tres  años  antes  de  terminar  el  contrato,  el 
Gobierno  fijará  el  repuesto  de  tabaco  en  rama  y ela- 
borado que  el  contratista  habrá  de  entregar  al  Estado 
al  cesar  en  el  arriendo.  Este  repuesto  será  evaluado 
según  el  coste  y costas,  y será  potestativo  en  el  Esta- 
do aceptar  ó no  el  exceso  sobre  la  cantidad  señalada. 

El  valor  del  repuesto  y el  de  las  fábricas  y edifi- 
cios á que  se  refiere  el  párrafo  segundo  de  la  base  8.a, 
se  abonará  al  contratista  por  sextas  partes  en  los  tres 
años  últimos  del  arriendo  y los  tres  inmediatos  si- 
guientes á la  conclusión  del  mismo. 

El  importe  de  las  seis  anualidades  se  fijará  pro- 
visionalmente, y la  diferencia  que  resulte  en  la  de- 
finitiva liquidación  de  las  mismas  será  satisfecha 
por  quien  corresponda,  con  abono  recíproco  del  in- 
terés anual  de  5 por  100. 

1 6. a  Al  terminar  el  contrato  se  hará  otra  liquida- 
ción general,  en  la  que  será  de  abono  al  contratista: 

1 . °  El  importe  del  repuesto  de  tabacos  que  reciba 
el  Estado. 

2. °  El  valor  de  las  nuevas  fábricas,  maquinarias 
de  las  mismas  y almacenes  á que  se  refiere  la  base  8.a 

Dicho  valor  se  apreciará  por  las  sumas  realmente 
invertidas  dentro  de  los  presupuestos  aprobados  por 
el  Gobierno,  y descontando  en  los  edificios  el  2 por 
100  anual  y en  las  máquinas  el  4 por  100  por  amor- 
tización. Este  descuento  no  se  hará  en  la  parte  re- 
lativa al  valor  del  solar. 

3. °  Las  mejoras  extraordinarias  y adquisición  de 
máquinas  que.  previo  presupuesto  aprobado  por  el 
Gobierno  y -declaración  expresa  en  cada  caso  de  que 
serán  de  abono  en  la  liquidación,  se  hiciesen  en  las 
actuales  fábricas  durante  el  contrato,  y en  las  cuales 
se  hará  la  deducción  de  2 y 4 por  100  por  amor- 
tización. 

No  serán  de  abono  los  gastos  de  conservación  y 
reparación,  ni  las  mejoras  ordinarias,  ni  las  extraordi- 
narias realizadas  sin  las  condiciones  antes  dichas. 

4. °  Cualquiera  otra  cantidad  que  con  arreglo  á 
las  bases  del  contrato  se  hubiese  declarado  corres- 
ponder al  contratista. 

Serán  cargo  fiel  contratista: 

1. °  Las  cantidades  que  durante  los  tres  últimos 
años,  y con  arreglo  á la  base  15.a,  hubiese  reservado 
en  su  poder  el  contratista  para  pago  del  repuesto,  fá- 
bricas y almacenes. 

2. °  Las  multas  é indemnizaciones  declaradas  con- 
tra el  contratista  y no  satisfechas. 

3. °  El  valor  de  los  edificios,  máquinas  y enseres 
que  hubiese  recibido  el  contratista,  según  la  base  6.a, 
y no  devuelva,  y los  desperfectos  de  los  que  devuel- 
va, salvo  los  de  uso  natural. 

Para  fijar  los  desperfectos,  se  apreciarán  las  va- 
loraciones hechas  al  incautarse  el  contratista  y ni  de* 
volverlos,  autorizándose  en  las  últimas  una  disminu- 
ción por  uso  natural  de  2 por  100  anual  eu  los  edifi- 
cios, y 4 por  100  en  la  maquinaria. 

4. °  Cualquiera  otra  responsabilidad  que.  según  el 
contrato  tenga  el  contratista. 

17. a  El  contratista  nombrará  libremente  los  em- 
pleados que  necesite  para  sus  oficinas  y dirección  de 

! labores;  pero  este  personal  no  tendrá  derecho  alguno 
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á que  el  Estado  les  reconozca  ó declare  pensión,  alio- 
no de  tiempo  de  servicios  ni  categorías  por  los  servi- 
cios prestados  al  contratista. 

Este  queda  obligado  á poner  en  conocimiento  del 
Gobierno  las  plantillas  de  sus  empleados,  con  los 
sueldos  que  se  les  asigne,  y únicamente  los  que  de 
éstos  sean  aprobados  por  el  Ministerio  de  Hacienda, 
serán  considerados  como  gastos  de  fabricación. 

También  quedará  obligado  el  contratista  á admitir 
en  las  fábricas  sin  retribución  por  su  parte  los  indivi- 
duos del  cuerpo  pericial  determinado  en  el  art.  1 3 de 
la  ley,  que  designe  el  Gobierno. 

1 8.a  Los  pagos  al  Estado  se  realizarán  por  el  con- 
tratista en  la  Tesorería  central. 

No  obstante,  podrá  entregar  en  las  Tesorerías  de 
las  Delegaciones  la  moneda  de  cobre  que  según  la 
legislación  general  sea  admisible  en  cada  uno  de  los 
pagos.  Estos  se  verificarán  en  los  plazos  siguientes: 

El  valor  de  los  tabacos  y útiles  para  la  fabrica- 
ción en  cuatro  plazos  iguales:  el  primero  al  incau- 
tarse de  los  efectos,  y los  otros  tres  al  terminar  cada 
uno  de  los  tres  trimestres  siguientes. 

El  importe  de  la  anualidad  lija,  por  dozavas  par- 
tes, el  dia  último  de  cada  uno  de  los  meses  de  dura- 
ción del  contrato,  y el  importe  de  la  participación  en 
el  beneficio  ó aumento,  durante  el  trimestre  siguiente 
al  término  de  cada  año  económico,  en  cuyo  trimestre 
se  hará  la  liquidación  del  año  con  intervención  del 
delegado  del  Gobierno. 

10.a  El  Estado  podrá  exigir  ai  contratista,  seis 
meses  después  de  requerido  al  efecto,  un  anticipo  que 
no  exceda  de  8 millones  de  pesetas  por  cada  año 
restante  del  plazo  del  arriendo.  El  reintegro  del  ca- 
pital é intereses  del  anticipo  se  verificará  por  partes 
iguales  en  los  años  que  resten  de  contrato,  si  el  Es- 
tado no  prefiere  adelantar  la  devolución. 

El  interés  de  anticipo  en  cada  ano  no  podrá  ex- 
ceder del  tipo  medio  que  para  el  descuento  establez- 
ca el  Banco  de  España,  más  el  1 por  100. 

20. a  Para  asegurar  el  valor  de  la  propiedad  del 
Estado  que  ha  de  usufructuar  el  contratista,  y como 
garantía  del  contrato,  prestará  aquel  una  fianza  de  20 
millones  de  pesetas  en  metálico,  ó en  valores  públi- 
cos, á los  tipos  establecidos;  fianza  que  el  Gobierno, 
en  el  trascurso  del  arriendo,  y teniendo  en  cuenta  la 
marcha  de  la  renta  y las  cantidades  invertidas  en 
nuevas  fábricas  y almacenes,  podrá  reducir,  silo  es- 
tima conveniente,  pero  en  ningún  caso  podrá  ser  me- 
nor de  12  millones  de  pesetas. 

21. a  Todos  los  edificios,  enseres  de  elaboración  y 
materia  para  fabricar  ó manufacturada,  serán  asegu- 
rados de  incendio  por  cuenta  del  contratista,  á no  ser 
que  éste  tome  expresamente  sobre  sí  el  riesgo. 

En  el  caso  de  aseguramiento  se  preferirá,  en  igual- 
dad de  condiciones,  á las  empresas  nacionales. 

22. R  En  la  dependencia  central  de  la  administra- 
ción de  la  renta,  á cargo  del  contratista,  habrá  un  de- 
legado del  Gobierno,  interventor  de  todas  las  opera- 
ciones de  la  empresa.  El  delegado  tendrá  derecho  á 
visitar  en  todo  tiempo  las  fábricas,  establecimientos, 
almacenes  y expendedurías;  á examinar  las  primeras 
materias  y las  labores;  á inspeccionar  la  contabili- 
dad, libros,  registros,  y á comprobar  la  cuenta  de 
caja.  Para  el  despacho  de  este  servicio  tendrá  á sus 
órdenes  el  personal  de  confianza  que  designe  el  Go- 
bierno. Además,  cuando  éste  lo  considere  convenien- 
te, delegará  sus  facultades  en  otros  empleados  ó agen- 


tes para  comprobar  y examinar  la  contabilidad  gene- 
ral de  la  empresa  ó especial  de  cualquiera  de  sus 
establecimientos  ó dependencias  y labores  ó manu- 
facturas, así  como  también  para  asegurarse  de  la  re- 
gularidad  de  la  administración. 

23. a  Los  administradores  ó representantes  del  con- 
tratista estarán  obligados  á facilitar  al  delegado  y de- 
más agentes  nombrados  por  el  Gobierno,  con  arreglo 
y para  los  fines  de  la  base  anterior,  todos  los  datos, 
noticias  y explicaciones  que  les  pidan,  debiendo  exhi- 
bir los  libros,  facturas  y documentos  justificativos  de 
las  operaciones  de  la  empresa. 

24. a  Cada  falta  de  cumplimiento  de  lo  estipulado 
en  las  bases  anteriores,  dará  derecho  al  Gobierno  para 
imponer  al  contratista  una  multa  cuyo  máximum  se 
fija  en  20.000  pesetas,  sin  perjuicio  de  la  reparación 
ó indemnización  que  corresponda.  La  multa  podrá 
elevarse  de  20  á 100.000  pesetas  en  los  siguientes 
casos: 

1. °  Si  el  contratista  incurre  dos  veces  en  la  mul- 
ta señalada  en  la  base  14.a 

2. °  Si  no  lleva  bien  y ai  dia  la  contabilidad. 

3. °  Si  su  Administración  rehúsa  la  exhibición  de 
sus  libros  o documentos,  ó no  justifica  la  regularidad 
de  sus  operaciones.  El  contratista  podrá  alzarse  por  la 
vía  contencioso-administrativa  de  la  resolución  del 
Gobierno  respecto  á la  imposición  de  multas. 

25. a  En  todo  tiempo,  el  Gobierno  se  reserva  el  de- 
recho de  rescindir  el  contrato  sin  expresar  causa,  y 
con  arreglo  á las  siguientes  condiciones: 

1. a  EL  Gobierno  se  incautará  de  la  renta,  y se  prac- 
ticará una  liquidación  general  en  los  términos  expre- 
sados en  la  base  1 6.a  para  la  terminación  del  contrato. 

2. a  Si  de  la  liquidación  practicada  resultase  que  el 
contratista  no  recobraba  su  capital  íntegro  y un  G por 
100  anual  por  intereses  del  mismo,  el  Gobierno  abo- 
nará la  diferencia,  y además  el  importe  de  una  anua- 
lidad de  intereses. 

3. a  Si  resultase  que  el  contratista,  no  solo  retiraba 
su  capital  é intereses,  sino  que  había  obtenido  benefi- 
cio, el  Gobierno  abonará  la  equivalencia  de  los  benefi- 
cios probables  durante  un  año,  estimados  con  relación 
al  promedio  de  los  obtenidos  en  los  dos  últimos  años; 
y si  en  éstos  no  los  hubiese  habido,  con  relación  á los 
obtenidos  en  todo  el  tiempo  trascurrido  del  arriendo. 

20.a  Si  trascurridos  los  dos  primeros  años  se 
observase  en  la  renta  una  baja  que  excediese  del  15 
por  100  de  la  cantidad  fija  de  90  millones  de  pesetas, 
ó del  canon  señalado  si  éste  supera  á dicha  cantidad, 
el  Estado  podrá  rescindir  el  contrato. 

En  este  caso  solo  abonará  al  contratista  las  pér- 
didas que  hubiere  sufrido  hasta  la  fecha  en  su  capi- 
tal, pero  do  intereses  de  aquel  ni  beneficios  probables. 

Si  la  baja  tuviese  por  causa  una  guerra  nacional 
ó extranjera,  ó calamidades  de  carácter  público  y ge- 
neral, no  habrá  lugar  á la  rescisión,  y el  contratista 
tendrá  derecho  á exigir  que  los  gastos  y los  ingresos 
de  la  renta  sean  en  su  totalidad  por  cuenta  del  Esta- 
do mientras  subsistan  las  circunstancias  anormales, 
sin  que  en  este  caso  se  compute  como  gasto  el  im- 
porte del  interés  del  capital  de  la  Compañía  concesio- 
naria. 

Los  resultados  del  monopolio,  mientras  los  gastos 
y los  ingresos  hayan  sido  por  cuenta  del  Estado,  no  se 
computarán  en  la  liquidación  del  cánon  fijo  del  trie- 
nio siguiente. 

Para  señalarlo,  se  completarán  las  tres  (mualida- 
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des,  retrotrayendo  el  cómputo  á un  período  de  tiempo 
igual  á la  duración  de  la  anormalidad  prevista  en  un 
párrafo  anterior. 

27.a  Procederá  la  rescisión  del  contrato  á cargo  y 
riesgo  del  contratista: 

1. °  Cuando  no  realice  con  puntualidad  el  pago  del 
importe  del  arrendamiento  fijo,  el  de  la  participación 
en  los  beneficios  que  correspondan  al  Estado,  con  arre- 
glo á la  base  3.a,  ó el  valor  do  los  tabacos  y ¿Liles 
para  la  fabricación  á que  se  refiere  la  base  6.a 

2. °  Si  se  llegan  á imponer,  y quedan  firmes  por  no 
entablar  la  vía  contenciosa  ó confirmarse  por  ésta  el 
acuerdo  gubernativo,  tres  maltas  de  las  que  se  esta  - 
blecen por  valor  de  20  a 100.000  pesetas. 

Las  consecuencias  de  la  rescisión  cu  estos  casos, 
serán  que  la  Hacienda  se  incautará  de  la  renta  en  ios 
términos  expresados  en  la  base  1 6.a  para  la  conclusión 
del  contrato,  y responderá  administrativamente,  con 
la  fianza  y cualquiera  clase  de  bienes  á que  tenga  de- 
recho el  contratista,  del  reintegro  al  Estado  del  débi- 
to de  aquel  é indemnización  de  los  perjuicios  que  pue- 
da inferirle  la  rescisión. 

Además  de  los  desperfectos  en  edificios,  máqui- 
nas y demás,  los  perjuicios  abonables  al  Estado  con- 
sistirán en  lo  que  falte  para  cubrir,  con  el  producto 
líquido  que  éste  obtenga  en  el  liempo  restante  del 
contrato,  el  canon  que  correspondería  en  cada  ano, 
partiendo  del  que  se  hubiese  fijado  últimamente  se- 
gún la  base  3.a,  y calculando  3 por  100  de  aumento 


anual  por  la  participación  del  Estado  en  las  utilida- 
des líquidas. 

28. a  La  rescisión  á que  se  refiere  la  base  25.a  ten- 
drá que  ser  acordada,  como  medida  de  gobierno,  por 
el  Consejo  de  Ministros,  y contra  su  acuerdo  no  pro- 
cederá reclamación  alguna. 

29. a  La  rescisión  en  los  casos  á que  se  refieren  las 
bases  26.a  y 28.a  se  acordará  previa  audiencia  del 
Consejo  de  Estado  en  pleno,  y contra  la  resolución  del 
Ministró  de  Hacienda  procederá  la  vía  contenciosa. 

30fa  Si  el  Gobierno  lo  estimase  oportuno,  enco- 
mendará al  contratista  la  v *nta  de  ios  efectos  timbra- 
dos en  las  expendedurías  do  la  reala  de  tabacos,  abo- 
nando el  precio  (pie  se  convenga  por  este  servicio,  y 
que  no  podrá  nunca  exceder  de  lo  que  en  la  actuali- 
dad se  satisface. 

3 1 .a  El  contratista  no  podrá  hacer  reclamación  al- 
guna fundada  en  falta  de  exactitud  ó error  de  los  da- 
tos incluidos  en  los  estados  formados  por  la  Interven- 
ción general  del  Estado  y que  para  facilitar  el  estudio 
de  este  asunto  se  acompañan,  toda  vez  que  están  su- 
jetos á la  rectificación  que  pueda  producir  el  examen 
de  las  cuentas  de  que  se  han  tomado. 

Palacio  del  Senado  5 de  Abril  de  1887.=E1  Mar- 
qués de  la  Habana,  Presidente.=José  Abascal,  Sena- 
dor Secretario.=Ei  Marqués  de  Mondéjar,  Senador 
Secretario.=José  de  la  Torre  y Villanueva,  Senador 
Secretario. 
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DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  sobre  ampliación 
de  un  crédito  permanente  de  500.000  pesetas  para  atender  á los  gastos  de 

extinción  de  la  langosta. 


Señora:  Las  Corles  lian  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  amplia  en  300.000  pesetas  el 
remanente  que  al  empezar  el  año  económico  1886-87 
ofrecían  los  créditos  concedidos  por  las  leyes  de  3 1 
de  Marzo  de  1876,  27  de  Mayo  de  1878  y 16  de  Junio 
de  1885,  para  atender  á los  gastos  que  origine  el 
servicio  de  extinción  de  la  langosta,  conservando  el 
carácter  de  permanencia  dado  á los  mismos  créditos 
por  dichos  preceptos  legales. 


Y el  Senado  lo  presenta  d la  sanción  ele  V.  M. 

Palacio  del  Senado  4 de  Marzo  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  deV.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Prcsidente.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=Josó  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
21  de  Abril  de  188 1—  El  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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DIARIO 

DE  LAS 


CORTES. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proyecto  de  ley,  remitido  y modificado  por  el  Senado,  regulando  el  ejercicio  del 

derecho  de  asociación. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

El  Senado,  tomando  en  consideración  lo  propuesto  i 
por  ese  Cuerpo  Colegislador,  lia  aprobado  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  i.°  Ei  derecho  de  asociación  que  reco- 
noce el  art.  13  de  la  Constitución  podrá  ejercitarse 
libremente,  conforme á loque  se  preceptúa  en  esta  ley. 

En  su  consecuencia,  quedan  sometidas  á las  dis- 
posiciones de  la  misma  las  asociaciones  para  ünes 
religiosos,  políticos,  científicos,  artísticos,  benéficos 
y de  recreo,  ó cualesquiera  otros  lícitos. 

Art.  2.°  Sin  perjuicio  de  lo  que  el  Código  penal 
disponga  relativamente  á los  delitos  que  se  cometan 
con  ocasión  del  ejercicio  del  derecho  de  asociación  ó 
por  la  falta  de  cumplimiento  de  los  requisitos  es- 
tablecidos por  la  presente  ley,  para  que  las  asociacio- 
nes se  constituyan  ó modifiquen,  el  gobernador  de  la 
provincia  impedirá  que  funcionen  y que  celebren 
reuniones  ios  asociados,  poniendo  los  hechos  en  cono- 
cimiento del  Juzgado  de  instrucción  correspondiente 
dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes  á su 
acuerdo. 

Art.  3.°  Se  exceptúan  de  las  disposiciones  de  la 
presente  ley: 

1. °  Las  asociaciones  de  la  religión  católica  auto- 
rizadas en  España  por  el  Concordato. 

Las  demás  asociaciones  religiosas  se  regirán  por 
esta  ley,  aunque  debiendo  acomodarse  en  sus  actos 
las  no  católicas  á los  límites  señalados  por  el  art.  1 1 
de  la  Constitución  del  Estado. 

2. °  Las  sociedades  que  no  siendo  de  las  enume- 


radas en  el  art.  l.°  se  propongan  un  objeto  mera- 
mente civil  ó comercial,  en  cuyo  caso  se  regirán  por 
las  disposiciones  del  derecho  civil  ó del  mercantil  res- 
pectivamente. 

3.°  Los  institutos  ó corporaciones  que  existan  ó 
funcionen  en  virtud  de  leyes  especiales. 

Art.  4.°  Los  fundadores  ó iniciadores  de  una  aso- 
ciación, ocho  dias,  por  lo  uiénos,  antes  de  constituir- 
la, presentarán  al  gobernador  de  la  provincia  en  que 
haya  de  tener  aquella  su  domicilio,  dos  ejemplares, 
firmados  por  los  mismos,  de  los  estatutos,  reglamen- 
tos , contratos  ó acuerdos  por  los  cuales  haya  de  re- 
girse, expresando  claramente  en  ellos  la  denominación 
y objeto  de  la  asociación,  su  domicilio,  la  forma  de  su 
administración  ó gobierno,  los  recursos  con  que  cuente 
ó con  los  que  se  proponga  atender  á sus  gastos  y la 
aplicación  que  haya  de  darse  á los  fondos  ó haberes 
sociales  caso  de  disoluciou. 

Las  formalidades  prevenidas  en  el  párrafo  anterior 
se  exigirán  igualmente  y deberán  llenarse  ante  el  go- 
bernador de  la  provincia  en  que  se  constituya  sucursal, 
establecimiento  ó dependencia  de  una  asociación  ya 
formada. 

Del  mismo  modo  estarán  obligados  los  fundado- 
res, directores,  presidentes  ó representantes  de  aso- 
ciaciones ya  constituidas  y de  sucursales  ó depen- 
dencias de  las  mismas,  á presentar  al  gobernador  de 
la  provincia  respectiva  dos  ejemplares  firmados  de  los 
acuerdos  que  introduzcan  alguna  modificación  en  los 
contratos,  estatutos  ó reglamentos  sociales. 

En  el  acto  mismo  de  la  presentación  se  devolverá 
á los  interesados  uno  de  los  ejemplares  con  la  firma 
del  gobernador  y sello  del  Gobierno  de  la  provincia* 
anotando  en  él  la  fecha  en  que  aquella  tenga  lugar, 


2 


26  DE  ABBIL  DE  1887. 


También  estarán  obligados  los  directores,  presi- 
dentes ó representantes  de  cualquier  asociación  á dar  j 
cuenta  dentro  del  plazo  de  ocbo  dias  de  los  cambios  j 
de  domicilio  que  la  asociación  verifique. 

En  el  caso  de  negarse  la  admisión  de  los  docu- 
mentos á registro,  los  interesados  podrán  levantar 
acta  notarial  de  ia  negativa  con  inserción  de  los  do- 
cumentos, la  cual  acta  surtirá  los  electos  de  la  pre- 
sentación y admisión  de  los  mismos. 

Art.  5.°  Trascurrido  el  plazo  de  ocbo  dias  que 
señala  el  párrafo  l.°  del  artículo  anterior,  la  asocia- 
ción podrá  constituirse  ó modificarse  con  arreglo  á 
los  estatutos,  contratos,  reglamentos  ó acuerdos  pre- 
sentados, salvo  lo  que  se  dispone  en  el  artículo  si- 
guiente. 

Del  acta  de  constitución  ó de  modificación  deberá 
entregarse  copia  autorizada  al  gobernador  ó goberna- 
dores respectivos  dentro  de  los  cinco  (lias  siguientes 
á la  fecha  en  que  se  verifique. 

Art.  ü.°  Si  los  documentos  presentados  no  reúnen 
las  condiciones  exigidas  en  el  art.  4.°,  el  gobernador 
los  devolverá  á loa  interesados  en  el  plazo  de  ocho 
dias,  con  expresión  de  la  falta  de  que  adolezcan,  no 
pudiendo,  por  consiguiente,  constituirse  la  asociación 
mientras  la  falta  no  se  subsane. 

filiando  de  los  documentos  presentados  en  cum- 
plimiento del  mismo  art.  4.°  aparézca  que  la  asocia- 
ción deba  reputarse  ilícita,  con  arreglo  á las  pres- 
cripciones del  Código  penal , el  gobernador  remitirá 
en  el  plazo  de  segundo  dia  copia  certificada  de  aque- 
llos documentos  ai  Juzgado  de  instrucción  compe- 
tente, dando  conocimiento  de  ello,  en  el  mismo  plazo, 
a las  personas  que  los  hubiesen  presentado,  ó á los 
directores,  presidentes  ó representantes  de  la  asocia- 
ción, si  ésta  estuviese  ya  constituida. 

Podrá  la  asociación  constituirse  ó reanudar  sus 
funciones,  si  dentro  de  los  veinte  dias  siguientes  á la 
notificación  del  acuerdo  á que  se  refiere  el  párrafo 
anterior  no  se  confirma  por  la  autoridad  judicial  la 
suspensión  gubernativa. 

Art.  7.°  En  cada  Gobierno  de  provincia  se  llevará 
un  registro  especial,  en  el  cual  se  tomará  razón  de  las 
asociaciones  que  tengan  domicilio  ó establecimiento 
en  su  territorio,  á medida  que  se  presenten  las  actas 
de  constitución.  Se  consideran  parte  integrante  del 
registro  todos  los  documentos  cuya  presentación  exi- 
ge esta  ley. 

Art.  8.°  La  existencia  legal  de  las  asociaciones  se 
acreditará  con  certificados  expedidos  con  relación  al 
registro,  los  cuales  no  podrán  negarse  á los  directo- 
res, presidentes  ó representantes  de  la  asociación. 

Ninguna  asociación  podrá  adoptar  una  denomina- 
ción idéntica  á ia  de  otra  ya  registrada  en  la  provin- 
cia, ó tan  parecida,  que  ambas  puedan  fácilmente  con- 
fundirse. 

El  gobernador  aplicará  en  este  caso  lo  dispuesto 
en  el  párrafo  l.°  del  art. 

Art.  9.°  Los  fundadores,  directores,  presidentes  ó 
representantes  de  cualquier  asociación  darán  conoci- 
miento por  escrito  al  gobernador  civil  en  las  capita- 
les de  provincia,  y á la  autoridad  local  en  las  demás 
poblaciones,  del  lugar  y (lias  en  que  la  asociación  haya 
de  celebrar  sus  sesiones  ó reuniones  generales  ordi-  | 
narias,  veinticuatro  horas  antes  de  la  celebración  de  | 
la  primera. 

Las  reuniones  generales  que  celebren  ó promuevan 
las  asociaciones  quedarán  sujetas  á lo  establecido  en 


la  ley  de  reuniones  públicas,  cuando  se  verifiquen  fue- 
ra del  local  de  la  asociación  ó en  otros  dias  que  los 
designados  en  los  estatutos  ó acuerdos  comunicados 
á la  autoridad,  ó cuando  se  refieran  á asuntos  extra- 
ños á los  fines  de  aquella,  ó se  permita  la  asistencia  de 
personas  que  no  pertenezcan  á la  misma. 

Art.  1 0.  Toda  asociación  llevará  y exhibirá  á la 
autoridad,  cuando  ésta  lo  exija,  registro  de  los  nom- 
bres, apellidos,  profesiones  y domicilios  de  todos  los 
asociados,  con  expresión  de  los  individuos  que  ejer- 
zan en  ella  cargo  de  administración,  gobierno  ó repre- 
sentación. Del  nombramiento  ó elección  de  éstos  de- 
berá darse  conocimiento  por  escrito  ai  gobernador 
de  la  provincia,  dentro  de  ios  cinco  dias  siguientes  al 
en  que  tenga  lugar. 

También  llevará  uno  ó varios  libros  de  contabili- 
dad, en  los  cuales,  bajo  la  responsabilidad  d3  los  que 
ejerzan  cargos  administrativos  ó directivos,  figurarán 
todos  los  ingresos  y gastos  de  la  asociación,  expresan- 
do inequívocamente  la  procedencia  de  aquellos  y la 
inversión  de  éstos.  Anualmente  remitirá  un  balance 
general  al  registro  do  la  provincia. 

La  falta  de  cumplimiento  de  lo  prevenido  en  este 
artículo  se  castigará  por  el  gobernador  de  la  provin- 
cia con  multa  de  50  á 150  pesetas  á cada  uno  de  los 
directores  ó socios  que  ejerzan  en  la  asociación  al- 
gún cargo  de  gobierno,  sin  perjuicio  de  las  respon- 
sabilidades civiles  ó criminales  que  fueren  proce- 
dentes. 

Art.  11.  Las  asociaciones  que  recauden  ó dis- 
tribuyan fondos  con  destino  ai  socorro  ó auxilio  de 
los  asociados,  ó á fines  de  beneficencia,  instrucción  ú 
otros  análogos,  formalizarán  semestralmente  las  cuen- 
tas de  sus  ingresos  y gastos,  poniéndolas  de  manifies- 
to á sus  socios  y entregando  un  ejemplar  de  ellas  en 
el  Gobierno  de  la  provincia,  dentro  de  los  cinco  dias 
siguientes  á su  formaíizacion. 

La  inobservancia  de  este  artículo  se  castigará  por 
los  medios  expresados  en  el  anterior. 

Art.  12.  La  autoridad  gubernativa  podrá  pene- 
trar en  cualquier  tiempo  en  el  domicilio  de  una  aso- 
ciación y en  el  local  en  que  celebre  sus  reuniones,  y 
mandará  suspender  en  el  acto  toda  sesión  ó reunión 
en  que  se  cometa  ó acuerde  cometer  algunos  de  los 
delitos  definidos  en  el  Código  penal. 

El  gobernador  de  la  provincia  podrá  también  acor- 
dar, especificando  con  toda  claridad  los  fundamentos 
en  que  se  apoye,  la  suspensión  de  las  funciones  de 
cualquier  asociación  cuando  de  sus  acuerdos  ó de  los 
actos  de  sus  individuos  como  socios  resulten  méritos 
bastantes  para  estimar  que  deben  reputarse  ilícitos  ó 
que  se  han  cometido  delitos  que  deban  motivar  su  di- 
solución. 

En  todo  caso,  la  autoridad  gubernativa,  dentro  de 
las  veinticuatro  horas  siguientes  á su  acuerdo,  pon- 
drá en  conocimiento  del  Juzgado  de  instrucción  co- 
rrespondiente, con  remisión  de  antecedentes,  los  he- 
chos que  hayan  motivado  la  suspensión  de  la  asocia- 
ción ó de  sus  sesiones,  y los  nombres  de  los  asociados 
ó concurrentes  que  aparezcan  responsables  de  ellos. 

La  suspensión  gubernativa  de  una  asociación  que- 
dará sin  efecto  si  antes  de  los  veinte  dias  siguientes  al 
acuerdo  no  fuese  confirmada  por  la  autoridad  judi- 
cial, en  virtud  de  lo  prevenido  en  el  art.  14. 

Art.  13.  Los  términos  que  señala  esta  ley  para 
que  la  autoridad  gubernativa  ponga  en  conocimiento 
de  la  judicial  los  acuerdos  que  adopte  respecto  de  las 
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asociaciones,  se  entenderán  ampliados,  con  arreglo  á 
la  de  enjuiciamiento  criminal,  en  un  dia  por  cada  20 
kilómetros  de  distancia,  cuando  la  asociación  no  tenga 
su  domicilio  en  la  capital  del  tribunal  competente 
para  conocer  de  los  hechos  que  motiven  el  acuerdo. 

Art.  14.  La  autoridad  judicial  podrá  decretar  la 
suspensión  de  las  funciones  de  cualquier  asociación, 
desde  el  instante  en  que  dicte  auto  de  procesamiento 
por  delito  que  pueda  dar  lugar  á que  se  acuerde  la 
disolución  en  la  sentencia. 

Art.  15.  La  autoridad  judicial  será  la  única  com- 
petente para  decretar  la  disolución  de  las  asociacio- 
nes constituidas  con  arreglo  á esta  ley. 

Deberá  acordarla  en  las  sentencias  en  que  declare 
ilícita  una  asociación  conforme  á las  disposiciones  del 
Código  penal  y en  las  que  dicte  sobre  delitos  cometi- 
dos en  cumplimiento  de  los  acuerdos  de  la  misma. 

Podrá  también  decretarla  en  las  sentencias  que 
dicte  contra  los  asociados  por  delitos  cometidos  por 
los  medios  que  la  asociación  les  proporcione,  teniendo 
en  cuenta  en  cada  caso  la  naturaleza  y circunstan- 
cias del  delito,  la  índole  de  los  medios  empleados  y 
la  intervención  que  la  asociación  haya  tenido  en  el 
empleo  de  dichos  medios  y en  los  hechos  ejecutados. 

Art.  10.  Decretada  por  sentencia  firme  la  diso- 
lución de  una  asociación,  no  podrá  constituirse  otra 
con  la  misma  denominación  ni  con  igual  objeto,  si 
éste  hubiere  sido  declarado  ilícito.  Si  no  lo  hubiere 
sido,  y se  constituyera  otra  asociación  con  igual  de- 
nominación ú objeto,  no  podrán  formar  parte  de  ella 
los  individuos  á quienes  se  hubiese  impuesto  pena  en 
dicha  sentencia. 

La  suspensión  producirá  el  efecto  de  impedir  que 
se  constituya  otra  asociación  con  la  misma  denomi- 
nación vi  objeto  de  que  formen  parte  individuos  de  la 


asociación  suspensa,  é incapacitará  á los  asociados  de 
ésta  para  reunirse  en  el  local  de  sus  sesiones,  ó en 
otro  que  adoptaren  para  ello,  durante  el  tiempo  que 
la  suspensión  deba  subsistir. 

Art.  1 7.  De  las  sentencias  ó providencias  en  que 
se  acuerde  la  disolución  ó suspensión  de  las  funciones 
de  una  asociación,  ó en  que  ésta  se  deje  sin  efecto, 
dará  la  autoridad  judicial  conocimiento  al  goberna- 
dor de  la  provincia,  en  el  término  de  segundo  dia. 

Art.  18.  Las  asociaciones  quedan  sujetas,  en 
cuanto  á la  adquisición,  posesión  y disposición  de  sus 
bienes,  para  el  caso  de  disolución,  á lo  que  dispongan 
las  leyes  civiles  respecto  á la  propiedad  corporativa. 

Art.  1 9.  Quedan  derogadas  todas  las  disposicio- 
nes anteriores  en  cuanto  se  opongan  á la  presente  ley. 

Artículo  adicional.  Las  asociaciones  existentes 
quedan  sometidas  á las  disposiciones  de  esta  ley,  y 
deberán  cumplir  lo  dispuesto  en  el  art.  4.°,  si  ya  no 
lo  hubieren  hecho  anteriormente,  dentro  de  los  cua- 
renta dias  siguientes  á su  publicación  en  la  Gaceta  de 
Madrid,  siéndoles  aplicable,  si  no  lo  verifican  dentro 
de  ese  plazo,  lo  dispuesto  en  el  art.  2." 

Y habiéndose  introducido  en  el  preinserto  pro- 
yecto de  ley  las  modificaciones  que  del  mismo  apare- 
cen, conforme  al  art.  10  de  la  ley  de  19  de  .Tulio  de 
1837  formarán  parte  de  la  Comisión  mixta  que  ha 
de  conciliar  las  opiniones  de  ambos  Cuerpos  Cologis- 
ladores  los  Sres.  Senadores  D.  Gregorio  Alcalá  Za- 
mora, D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  D.  José  Letamendi, 
D.  Vicente  Romero  Girón,  D.  José  Aldecoa,  D.  Vicente 
Hernández  de  la  Rúa  y D.  Nicolás  del  Paso  y Delgado. 

Palacio  del  Senado  25  de  Abril  de  1 887.=E1  Mar- 
qués de  la  Habana,  Presidente.=José  Abascal,  Sena- 
dor Sec re tario.= J osé  de  la  Torre  y Villanueva,  Sena- 
dor Secretario. 


APÉNDICE  CUABTO  AL  NUM.  70. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proposición  de  ley , del  Sr.  Los  Arcos,  incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras 
las  de  Hecho  á Huesa,  Sangüesa  á Hermas,  Sangüesa  á Javier,  Sangüesa  á 
empalmar  con  la  de  Murillo  de  Gallego  á Sangüesa  y la  prolongación  hasta 
empalmar  con  la  del  valle  de  Roncal  de  la  de  Ruesta  al  límite  de  Navarra  por 

Sigiles. 


AL  CONGRESO. 

El  Diputado  que  suscribe  tiene  la  honra  de  some- 
ter á la  deliberación  y aprobación  del  Congreso  la  si- 
guiente 

PROPOSICION  I)E  LEY. 

Articulo  l.°  Se  incluyen  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  las  siguientes: 

1 .*  Una  que  partiendo  de  Hecho  (Huesca)  y pa- 
sando por  Ansó  y Gante,  termine  en  Huesa. 

2.1  Otra  que  partiendo  de  Sangüesa  pase  por  En- 
trambasaguas  y La  GranjadeCórtes  y vayaáTicrmas. 

3. a  Otra  que  desde  Sangüesa  se  dirija  á Javier;  y 

4. a  Otra  que  parla  de  Sangüesa  y recorriendo  el 


valle  del  rio  Onsella  vaya  á empalmar  en  el  punto  que 
se  considere  más  conveniente  con  la  de  Murillo  de 
Gállego  á Sangüesa. 

Art.  2."  La  carretera  de  Ruesta  al  límite  de  Na- 
varra por  Sigües  y Salvatierra,  incluida  en  el  plan 
general  por  la  ley  de  8 de  Junio  de  1883,  se  conside- 
rará prolongada  para  los  efectos  de  la  misma  hasta 
empalmar  con  la  del  valle  de  Roncal. 

Art.  3."  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Congreso  15  de  Abril  de  1887.=Ja- 
vicr  Los  Arcos. 
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DIARIO 


DE  LAS 


SESIÜHES  DE  CORTES. 


CONGRM)  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proposición  de  ley,  del  Sv.  Gasea,  incluyendo  en  el  plun  generaljde  carreteras 
la  de  Calanda  á las  inmediaciones  de  Cerollera. 


El  Diputado  que  suscribe  tiene  el  honor  de  pre- 
sentar al  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  incluirá  en  el  plan  general  de 
carreteras  una  que  partiendo  de  la  de  primer  orden 


de  Alcolea  del  Pinar  á Tarragona,  en  la  villa  de  Ca- 
landa, provincia  de  Teruel,  empalme  en  la  de  segundo 
órden  de  Zaragoza  á Castellón  en  las  inmediaciones 
del  pueblo  de  Cerollera,  pasando  por  Giuebrosa,  Ca- 
ñada, etc. 

Palacio  del  Congreso  18  de  Abril  de  1887.'=Juan 
José  Gasea. 
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APÉNDICE  SEXTO  AL  NÚM.  76. 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proposición  de  le  y,  del  Sr.  Fiol,  incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras 

la  de  Alará  á Lluch. 


AL  CONGRESO. 

IíOS  extensos  valles  de  Orient,  Cuba  y Turixaut, 
de  la  isla  de  Mallorca,  sumamente  frondosos  y pro- 
ductivos por  sus  ricos  olivares,  sus  grandes  bosques 
y sus  excelentes  pastos,  que  alimentan  los  ganados 
trashumantes,  necesitan  una  fácil  salida  para  sus  pro- 
ductos, hoy  enormemente  recargados  por  lo  costoso 
y difícil  del  trasporte.  Esta  salida  se  encontrará  fácil 
y económicamente  por  medio  de  la  carretera  que  se 
propone,  que  terminará  en  una  estación  de  ferro-ca- 
rril, y vendrá,  por  lo  tanto,  á producir  un  aumento 
considerable  en  la  riqueza  pública  y privada.  Esta 
carretera  vendrá  á llenar  una  laguna  que  se  observa 
en  el  plan  general  de  las  del  Estado. 

Por  estas  consideraciones,  los  Diputados  que  sus- 


criben tienen  la  honra  de  someter  á la  deliberación 
y aprobación  del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado,  en  la  isla  de  Mallorca,  provincia 
de  Baleares,  una  que,  partiendo  de  Alaró  y pasando 
por  Orient,  termine  en  Lluch. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  ejecución 
de  obras  públicas. 

Palacio  del  Congreso  23  de  Abril  de  1887.=El 
Conde  de  8allent.=¿oaquin  Fiol.=Antonio  Maura.— 
Rafael  Prieto  y Caules. 
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DT5  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proposición  de  ley , del  Sr.  Retcgon,  incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras 
la  del  puente  de  Donguarin  al  de  la  esclusa  30  del  canal  de  Castilla. 


AL  CONGRESO. 

El  Diputado  que  suscribe  tiene  la  honra  de  some- 
meter  á la  aprobación  del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Articulo  único.  Se  declara  incluida  en  el  plan  ge- 


neral de  carreteras  una  de  tercer  órden  en  la  provin- 
cia de  Palencia,  desde  el  puente  de  Donguarin,  en  la 
carretera  de  Tinamayor,  hasta  el  puente  de  la  esclu- 
sa 30  del  canal  de  Castilla,  en  la  de  Palencia  á Cas- 
tro-Gonzalo. 

Palacio  del  Congreso  22  de  Abril  de  1887.=De- 
inelrio  Betegon. 
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APÉNDICE  OCTAVO  AL  NÚM.  76. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Delegon,  estableciendo  una  estación  telegráfica  en 

Carrion  de  los  Condes. 


AL  CONGRESO. 

La  importancia  que  en  los  últimos  años  ha  adqui- 
rido la  villa  de  Carrion  de  los  Condes,  en  la  provincia 
de  Falencia,  hace  necesario  establecer  en  ella  una 
estación  telegráfica  que,  poniéndola  en  comunicación 
con  el  resto  del  país,  contribuya  al  mayor  adelanto 
de  su  industria  y comercio,  y realice  un  servicio  que 
imperiosamente  demandan  otros  elementos  de  cul- 
tura y riqueza  que  allí  existen. 

Dicha  villa  está  unida  por  carretera  con  la  línea 
telegráfica  de  Santander,  y dista  muy  pocos  kilóme- 
tros de  una  de  sus  estaciones  (Frómista);  así  es  que 
el  establecimiento  de  la  que  se  propone  no  tiene 
siquiera  el  inconveniente  del  excesivo  gaslo,  toda  vez 
que  éste  ha  de  ser  muy  pequeño,  sobre  todo  si  se 


toma  en  cuenta  el  general  beneficio  que  reporta. 

Fundado  en  las  consideraciones  expuestas,  el  Di- 
putado que  suscribe  tiene  la  honra  de  someter  á la 
aprobación  del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  establecerá  en  la  villa  de  Carrion 
de  los  Condes , provincia  de  Palcncia , una  estación 
telegráfica  por  cuenta  del  Estado. 

Art.  2.°  El  Ministro  de  la  Gobernación  dispondrá 
lo  conveniente  jiara  cumplimentar  el  artículo  anterior 
tan  luego  como  sean  aprobados  los  presupuestos  ge- 
nerales del  Estado  para  el  próximo  año  económico. 

Palacio  del  Congreso  22  de  Abril  de  1 887,=Deme- 
trio  Betegon. 
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APÉNDICE  NOVENO  AL  NÚM.  76. 


DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES. 

CONGREIO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proposición  de  ley , del  Sr.  A nsaldo,  para  establecer  un  flanco  nacional  de  prueba 

de  armas  de  fuego  portátiles  en  Eibar. 


AL  CONGRESO. 

Deber  es  pava  todos,  y sagrado  é ineludible  para 
quienes  se  honran  con  la  representación  de  la  Patria, 
el  procurar  por  cuantos  medios  hallen  á su  alcance 
que  se  introduzcan  en  nuestras  leyes  todas  aquellas 
reformas  que  reclama  la  Opinión  pública,  y se  esta- 
blezcan todas  aquellas  instituciones  que,  sin  quebran- 
tar los  derechos  de  nadie,  marquen  un  verdadero  paso 
en  el  camino  del  progreso  y ensanchen  la  base  de  la 
prosperidad  de  la  Nación.  Por  eso  el  Diputado  que 
suscribe  se  atreve  á llamar  la  ilustrada  atención  del 
Congreso  sobre  un  asunto  que  por  referirse  á una  de 
las  ramas  más  importantes  de  la  industria  española, 
á la  industria  armera,  reviste  capitalísimo  interés  y 
es  de  singular  trascendencia,  esperando  que  la  Cáma- 
ra, solícita  siempre  cuando  se  trata  de  esta  clase  de 
asuntos,  ha  de  mirarlo  con  la  benevolencia  que  le  es 
propia,  estudiarlo  con  el  mayor  detenimiento  y resol- 
verlo con  el  acierto  que  constituye  el  signo  distintivo 
de  sus  decisiones. 

Podemos  afirmar  con  legítimo  orgullo  que  nues- 
tra Patria  ha  sido  la  primera  entre,  las  Naciones  de 
Europa  que  se  ha  dedicado  á la  construcción  de  ar- 
mas; ya  en  1575  la  Real  Compañía  de  Caracas  de  In- 
dias fundó  una  fábrica  de  armas  de  fuego  y blancas 
en  la  villa  de  Placencia,  y desde  entonces,  lo  mismo 
en  ésta  que  en  las  de  Eibar  y Elgoibar,  como  ella 
pertenecientes  á la  provincia  de  Guipúzcoa,  y en  la 
de  Ermúa,  que  corresponde  á Vizcaya,  la  industria 
armera  ha  venido  desarrollándose  de  un  modo  verda- 
deramente pasmoso,  ha  remontado  prodigiosamente 
sus  vuelos  y se  ha  abierto  nuevos  y dilatados  horizon- 
tes, dando  impulso  colosal  á sus  trabajos  por  medio 
de  los  gremios  hasta  bien  entrado  el  actual  siglo;  y 
después  con  grandes  establecimientos  dotados  de  un 


excelente  personal  y provistos  de  la  costosa  maqui- 
naria que  los  modernos  adelantos  exigen  y los  coloca 
al  nivel  de  las  mejores  fábricas  del  mundo. 

La  misma  industria  armera  de  Bélgica,  tan  jus- 
tamente renombrada,  debe,  según  todas  las  probabi- 
lidades, su  origen  á la  industria  española,  y quizá  no 
hubiera  nacido  á no  llevar  á aquel  país  nuestro  Rey 
Felipe  II  algunos  constructores  vascongados  que  pu- 
dieran subvenir  á las  necesidades  de  su  ejército. 

Pues  bien;  la  creación  de  la  fábrica  de  Oviedo,  di- 
rigida por  el  dignísimo  Cuerpo  de  Artillería,  vino  á 
representar  un  rudo  golpe  para  la  industria  particu- 
lar, aunque  no  ciertamente  tan  rudo  como,  desde  la 
última  lucha  civil,  el  incalificable  abandono  en  que 
los  Gobiernos  han  dejado  á esa  industria;  pues  si  i)or 
existir  aquella  fábrica  no  quedaron  los  armeros  de  la 
Provincias  Vascongadas  enteramente  privados  de  tra- 
bajo para  nuestras  tropas,  ya  que  de  18G0  á 1870 
construyeron  con  destino  alas  mismas másde  100.000 
armas  nuevas  y trasformaron  más  de  80.000  fusiles 
de  pistón  á cargar  por  la  recámara,  y en  1872  con- 
trataron con  el  Estado  la  construcción  de  30.000  fu- 
siles RemingLon,  que  no  pudieron  terminarse  á con- 
secuencia de  la  guerra;  á partir  de  esta  época  ni  han 
recibido  ningún  encargo,  ni  se  ha  anunciado  subasta 
alguna,  á pesar  del  aumento  notable  que  nuestro  ejér- 
cito experimenta  de  dia  en  dia,  y los  grandes  intere- 
ses y los  inmensos  capitales  que  los  fabricantes  de 
Vizcaya  y Guipúzcoa  aplicaron  á sus  establecimien- 
tos á la  sombra  de  la  protección  oficial,  y creyendo 
que  nunca  había  de  faltarles,  hubieran  por  completo 
sucumbido  si  las  Naciones  extranjeras  no  hubieran 
sabido  apreciar  las  excelencias  de  nuestra  industria 
y prestarla  un  apoyo  que  hoy  la  niega  la  Patria. 

Los  principales  armeros  no  se  han  desanimado 
ante  circunstancias  tan  tristes;  comprenden  ellos  que 
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al  fin  y al  cabo,  el  Estado  ba  de  reconocer  sus  erro- 
res y las  leyes  económicas  se  han  de  hacer  lugar,  des- 
poseyéndole de  las  funciones  industriales  que  ahora 
ejerce  con  detrimento  del  Tesoro  y en  perjuicio  evi- 
dente del  progreso;  y al  observar  que  las  necesidades 
del  ejército  crecen  con  rapidez  pasmosa  y que  el  ar- 
mamento con  que  el  nuestro  cuenta,  aun  compren- 
diendo el  almacenado  en  los  parques,  en  su  mayor 
parte  inservible,  resultarla  muy  deíiciente  si  por  acaso 
tuviéramos  que  movilizar  nuestras  reservas,  mantie- 
nen íntegras  sus  esperanzas,  redoblan  sus  afanes, 
realizan  cada  vez  adelantos  más  sérios,  y,  á costa  de 
nobles  sacrificios,  evitan  la  jiosibilidad  de  que  España 
llegue  á encontrarse  en  la  lamentable  precisión  de 
acudir  al  auxilio  de  los  extraños  por  haber  dejado 
perecer  su  propia  industria. 

Los  eibarenses,  que  se  han  apresurado  siempre 
á ayudar  á los  Gobiernos  y á defender  la  santa  ban- 
dera de  la  Patria  en  todas  las  ocasiones  difíciles  y en 
todas  las  grandes  vicisitudes,  lo  mismo  contra  la  Re- 
pública francesa,  cuyos  secuaces  quemaron  y arra- 
saron su  villa  en  1704,  que  en  la  gloriosa  epoyeya 
de  la  Independencia  luchando  en  la  heroica  Zarago- 
za, ya  en  la  guerra  de  los  siete  años  peleando  por 
los  derechos  de  Doña  Isabel  II,  y dando  un  grueso 
contingente  al  célebre  batallón  de  chapelgorris,  mo- 
delo inolvidable  de  bravura,  ya  cu  la  campaña  de 
Africa  acompañando  al  inmortal  ejército  del  primer 
Duque  de  Tetuau  y cubriéndose  de  heridas  y de  lau- 
ros, ya  también  en  la  última  guerra  civil,  tanto  entre 
ios  miqueletes  como  entre  los  valientes  emigrados  en 
la  capital  de  Guipúzcoa;  los  que  siempre  lian  estado 
propicios  á auxiliar  á la  Nación  personal  y pecunia- 
riamente, abandonando  sus  haciendas  y exponiendo 
su  vida  á mil  peligros;  los  que  han  acudido,  ora  á las 
illas  para  derramar  raudales  de  sangre  en  defensa  del 
pabellón  nacional,  ora  á los  parques  y arsenales  para 
recomponer  las  armas  con  la  mayor  premura,  no  pue- 
den consentir  que,  al  ménos  por  lo  que  de  ellos  de- 
pende, venga  un  dia  en  que  España  se  halle  privada 
de  sus  servicios  y carezca  de  su  generosa  coopera- 
ción. 

Por  eso,  mientras  varios  obreros  se  han  visto  obli- 
gados á alejarse  del  suelo  patrio  para  buscar  trabajo 
y sustento  en  lejanas  tierras,  los  fabricantes  siguen 
dedicados  á su  industria,  adquieren  nuevas  máquinas, 
llevan  á cabo  inventos  y reformas  y perfecciones  de 
indiscutible  mérito,  y aunque  no  sin  vencer  temero- 
sos obstáculos,  esparcen  sus  productos  por  Europa  y 
América. 

Pero  ocurre  con  esto  lo  que  acontece  siempre  que 
una  industria  se  encuentra  completamente  abando- 
nada á sus  propias  fuerzas,  sin  que  el  Estado  extienda 
á ella  su  acción  tutelar,  indispensable  hoy  todavía, 
dado  el  grado  de  nuestra  actual  civilización,  que  se- 
ducidos por  los  atractivos  de  la  ganancia,  impulsados 
por  un  abominable  egoísmo  y sin  reparar  en  los  per- 
juicios que  han  de  ser  consecuencia  forzosa  de  su 
conducta,  algunos  armeros,  desprovistos  de  ciencia  y 
de  buena  fe,  se  hacen  pasar  por  fabricantes  y venden 
armas  de  las  peores  condiciones  á precios  reducidísi- 
mos que,  si  aseguran  por  el  pronto  una  positiva  eco- 
nomía al  comprador,  ponen  en  inminente  peligro  su 
existencia. 

La  repetición  de  tales  hechos,  cuyo  nacimiento 
coincidió  casi  con  el  de  la  apatía  del  Estado,  en  órden 
á la  industria  armera,  representa  un  grave  ataque 


contra  la  reputación  de  esta  industria,  por  la  tenden- 
cia fatal  que  existe  siempre  de  generalizarlo  todo,  y 
más  que  nada  lo  malo;  y como  los  pedidos  del  extran- 
jero van,  á consecuencia  del  descrédito,  disminuyendo 
de  una  manera  muy  notable,  la  industria  armera  es- 
pañola decae,  acentúase  la  crisis  iniciada  por  nuestros 
Gobiernos  en  su  abandono,  y los  fabricantes  vascon- 
gados tocan  ya  á los  bordes  del  abismo. 

Buscar  un  medio  de  evitar  que  caigan  e.n  él;  ape- 
lar á un  recurso  que  contenga  el  desarrollo  de  esa 
crisis;  realizar  algo  que  restituya  á nuestra  industria 
armera  la  fama  universal  qne  la  corresponde  por  la 
bondad  de  sus  productos;  hé  aquí  los  puntos  en  que 
deben  fijarse  la  Cámara  y el  Gobierno  con  inmediata 
urgencia,  si  no  queremos  que  se  seque  y muera  una 
de  las  ramas  más  importantes  dei  árbol  de  la  produc- 
ción nacional. 

Por  otra  parte,  el  Estado  tiene  la  obligación  sa- 
grada de  velar  por  la  seguridad  personal  del  individuo 
cuando,  como  hoy, la  iniciativa  particularno  ha  alcan- 
zado un  desenvolvimiento  que  haga  su  intervención 
inútil,  y no  puede  permanecer  inactivo  ante  los  ries- 
gos que  nacen  del  uso  de  armas  malamente  construi- 
das, que  constituyen,  para  quien  las  maneja,  en  lugar 
de  un  elemento  de  defensa,  un  peligro  muy  grave. 

¿Cómo  alcanzar  este  doble  resultado?  ¿Cuál  es  la 
institución  salvadora  que  á la  vez  que  garantiza  la 
seguridad  individual  mantiene  incólume  la  reputación 
de  la  industria  armera? 

Francia,  Inglaterra  y Bélgica,  esas  tres  Naciones 
de  las  que  bien  puede  afirmarse  que,  por  lo  que  se  re- 
fiere á la  industria,  marchan  á la  cabeza  de  la  civili- 
zación y forman  la  vanguardia  del  progreso;  esas  Na- 
ciones eminentemente  liberales,  en  las  que  el  alan  de 
engrandecimiento  coexiste  con  el  respeto  más  reli- 
gioso á ios  derechos  del  ciudadano,  persiguiendo,  sin 
duda,  el  mismo  fin,  han  creado  en  Saint  Etienne,  eu 
Lóndres  y Birmingham,  y en  Lieja,  respectivamente, 
unos  establecimientos  denominados  «Bancos  de  prue- 
ba,» en  los  que,  bajo  la  dirección  é inspección  dei  Es- 
tado, se  examinan  las  armas  antes  do  salir  á la  venta, 
y se  señalan,  las  que  lo  merecen  por  su  construcción 
sólida,  con  ciertas  marcas,  sin  las  cuales  está  prohi- 
bido que  se  almacenen  ó circulen. 

Los  fabricantes  vascongados  comprendieron,  hace 
ya  mucho  tiempo,  las  ventajas  que  proporcionan  talos 
Bancos,  y en  18G3,por  acuerdo  de  las  Juntas  genera- 
les de  Villafranca,  se  fundó  en  la  villa  de  Eibar,  ver- 
dadero centro  hoy  de  la  industria  armera,  uno  local, 
con  un  ingeniero  industrial  á su  frente,  dotado  por 
la  Diputación  de  Guipúzcoa  con  el  sueldo  anual  de 
3.500  pesetas.  A consecuencia  de  ia  guerra,  la  Dipu- 
tación suprimió  su  asignación  y retiró  su  ayuda  el 
año  1873  , y trea  años  más  tarde  decidieron  unáni- 
memente los  fabricantes  establecer  de  nuevo  el  Banco 
sin  protección  oficial  alguna,  y solo  para  la  prueba 
de  escopetas  y de  fusiles. 

Poco  hemos  de  decir  con  respecto  á la  manera  de 
funcionar  este  Banco,  verdaderamente  rudimentaria, 
y á su  organización,  en  extremo  sencilla;  baste  saber 
que  los  mismos  fabricantes  nombran  la  Junta  direc- 
tiva é inspectora;  que  hay  tres  empleados  dedicados 
á las  operaciones  de  prueba  y de  contabilidad;  que  ia 
prueba  se  verifica  con  16  gramos  de  pólvora  fina, 
una  bala  de  onza  y diez  tacos  de  medio  pliego  de  pa- 
pel de  estraza  para  los  fusiles  de  un  tiro  del  calibre 
16,  con  13  gramos  por  canon  para  los  de  dos  tiros, 
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y alterando  la  cantidad  de  pólvora  en  relación  pro- 
porcional con  los  calibres;  que  el  revisor  examina  cui- 
dadosamente el  canon,  y sí  ha  resistido  la  prueba  sin 
perjuicio  de  su  solidez,  se  marca  con  el  punzón  co- 
rrespondiente, y que  la  cuota  que  se  satisface  por  la 
prueba  de  todo  canon  es  la  de  1 5 céntimos  de  peseta. 
Conviene  también  recordar  que  en  un  quinquenio  se 


han  probado  1 90. 126  armas  de  uno  y dos  tiros,  y que, 
por  término  medio,  se  construyen  al  año  unas  95.000 
pistolas. 

El  quinquenio  de  1882  á 1886  arroja  un  pequeño 
aumento  en  la  fabricación , con  arreglo  al  siguiente 
estado  del  numero  de  armas  expedidas  por  la  Inter- 
vención de  Eibar: 


Escopetas  de  pistón,  de  un  canon 

Idem  id.,  de  dos  cañones 

Idem  Lefaucheaux,  de  un  canon 

Idem  id.,  de  dos  cañones 

Idem  Remington,  de  uno  y dos  cañones . . 
Pistolas  de  pistón,  de  uno  y dos  cañones. . 

Idem  Lefaucheaux,  idem  id 

Idem  Remington,  idem  id 

Idem  Scharps,  de  cuatro  cañones 

Revolvers,  de  cinco  y seis  cañones 

Cartuchos  de  escopeta 

ídem  de  pistola 

RESÚMEN  DE  ARMAS. 

Escopetas  de  todas  clases 

Pistolas 

Revolvers 

Fusiles,  tercerolas  y carabinas  Remington 

Total 

Resumen  de  cartuchos 


1 §83 

1884 

1885 

1S8G 

17.283 

17.055 

13.509 

12.980 

14.575 

2.372 

2.431 

1.925 

1.946 

2.398 

G.432 

6.331 

7.213 

7.775 

8.870 

4.414 

4.476 

4.845 

4.608 

5.200 

5.741 

4.879 

4.213 

3.702 

4.010 

4.207 

4.805 

3.670 

2.600 

2.250 

70.631 

58.931 

53.928 

54.009 

56.307 

3.404 

2.781 

1.928 

2.097 

1.846 

511 

248 

338 

203 

90 

27.603 

36.419 

37.667 

36.270 

44.675 

81.377 

34.308 

20.055 

28.152 

30.263 

286.819 

I 

195.325 

160.630 

203.300 

194.400 

36.242 

35.172 

31.705 

31.01 1 

35.053 

78.753 

66.045 

59.864 

58.909 

60.493 

27.603 

36.419 

37.667 

36.270 

44.675 

1.389 

1.131 

1.312 

526 

911 

143.987 

138.767 

130.548 

126.716 

141.166 

1 368.196 

202.936 

180.685 

231.452 

224.663 

El  Raneo  local  de  prueba  de  armas  no  ha  dejado 
ciertamente  de  producir  beneficios  á la  industria,  pero 
no  comparables  con  los  que  resultan  de  los  extranje- 
ros, porque  carecen  sus  marcas  de  la  autoridad  y 
el  prestigio  que  las  daria  la  intervención  oficial  del 
Estado,  y,  además,  aunque  el  compromiso  contraído 
por  los  fabricantes  de  no  expender  fusiles  sin  some- 
terlos á la  prueba  fué  solemne,  ni  las  armas  cortas 
están  sujetas  á examen,  ni,  por  desgracia,  faltan  quie- 
nes, por  vender  sus  productos  á bajo  precio,  las  cons- 
truyen sin  el  debido  esmero  y prescinden  de  una  for- 
malidad que  no  hay  medio  legal  ninguno  de  exigirles, 
con  lo  cual  sigue  creciendo  el  descrédito  de  la  fabri- 
cación española. 

También  cede  en  notable  perjuicio  de  nuestra  in- 
dustria la  circunstancia  de  no  estar  las  marcas  del 
Banco  de  Eibar,  como  privado  que  es,  internacional- 
mente  reconocidas,  pues  las  armas  que  ella  produce, 
para  circular  por  Francia,  Inglaterra  y Bélgica,  nece- 
sitan someterse  á la  prueba  en  los  Bancos  de  estas 
Naciones,  y no  es  posible,  v.  gr.,  remitir  un  fusil  ó un 
revolver  de  Guipúzcoa  á Bayona  sin  hacerlo  pasar  xior 
Saint-Etienne. 

Para  evitar  inconvenientes  tan  grandes,  las  cua- 
tro villas  armeras  de  nuestra  Patria  elevaron  una  res- 
petuosa y razonada  instancia  á S.  M.  el  inolvidable 
Bey  D.  Alfonso  Xll  y al  Gobierno  en  22  de  Setiem- 
bre de  1880,  solicitando  la  trasformacion  del  Banco 
local  de  prueba  de  armas  existente  en  Eibar  en  Banco 
nacional  y obligatorio,  al  igual  de  los  que  Bélgica, 
Inglaterra  y Francia  tienen  establecidos;  y como  nada 


lograron  con  ella,  reprodujéronla  el  1 1 de  Marzo  de 
1885,  firmada  por  los  alcaldes  de  las  indicadas  villas, 
en  representación  de  todos  los  armeros  y fabricantes, 
y la  dirigieron,  no  solo  á la  Presidencia  del  Consejo 
de  Ministros,  sino  también  á los  Ministerios  de  Fo- 
mento y de  la  Guerra. 

Eu  ninguno  de  los  dos  primeros  Centros  se  prac- 
ticaron diligencias  sobre  el  particular;  únicamente  la 
Dirección  general  de  artillería  recibió  del  Sr.  Ministro 
de  la  Guerra  el  encargo  de  instruir  el  oportuno  ex- 
pediente, por  lo  cual  ordenó  que  la  instancia  pasara  á 
informe  de  la  Junta  especial,  á fin  de  que  ésta  mani- 
festase las  ventajas  y los  inconvenientes  que,  tanto 
con  relación  á la  misma  industria  armera,  como  en 
órden  á los  intereses  del  Estado,  podria  producir  el 
establecimiento  en  Eibar  de  un  Banco  nacional  de 
prueba  de  armas. 

La  Junta,  presidida  por  el  ilustre  general  D.  Fe- 
lipe Alverico,  y compuesta  de  jefes  y oficiales  tau  dis- 
tinguidos como  los  Sres.  Sanchiz,  Ossa,  Lambea,  Ben- 
naser,  Sorra,  Carrasco,  Buclta,  Moltó,  Ollero,  Espinosa 
y Estéfani,  cuyos  nombres  son  suficiente  garantía  de 
acierto,  se  dedicó  desde  luego  al  concienzudo  é im- 
parcial exámen  de  los  extremos  que  contenia  la  pre- 
tensión, y después  de  haber  pedido  y recibido  detalles 
acerca  de  la  organización  y la  manera  de  funcionar  del 
Banco  local  de  Eibar  y estudiado  la  constitución  y el 
mecanismo  de  los  dei  extranjero,  encomendó  la  po- 
nencia al  Sr.  Moltó,  quien,  con  notable  lucidez , pre- 
sentó un  dictamen  que,  discutido  y aprobado  por  una- 
nimidad, fué  elevado  á la  Dirección  eu  20  de  Diciembre, 
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No  hay  para  qué  copiar  este  dictámen,  ya  que  los 
Sres.  Diputados  pueden  leerlo  en  el  expediente  que,  á 
petición  del  que  suscribe,  tuvo  el  Sr.  Ministro  de  la 
Guerra  la  bondad  de  remitir  al  Congreso;  pero  sí  con- 
viene extractar  algunos  de  sus  párrafos. 

«No  cabe  duda,  dice  la  Junta,  que  la  existencia  de 
un  Banco  en  Eibar  con  las  dos  pruebas  de  fuego  y de 
agua  que  se  emplean  en  Inglaterra  es  una  garantía 
para  el  comprador , y que  con  ella,  aunque  mal  llama- 
dos fabricantes  y peor  armeros  hayan  abusado  del  cré- 
dito vascongado,  las  armas  reconocidas  y que  lleven 
además  de  la  marca  reglamentaria  la  de  su  acredíta- 
lo nacimiento,  conservarán  su  reputación .» 

« Los  intereses  del  Estado  so n los  únicos  que  podrían 
ser  lastimados , á pesar  del  número  de  190.126  cáno- 
nes de  escopetas  de  uno  y dos  tiros  probados  en  un 
quinquenio,  aun  aumentando  las  95.000  pistolas  anua 
les,  mientras  se  conserven  los  15  céntimos  de  pesetas 
como  tipo  de  cuota  de  prueba;  pues  descontando  el 
valor  de  la  pólvora,  que  sale  el  kilógramo  de  la  fá- 
brica de  Granada  á F70  pesetas,  admitiendo  para  la 
tonelada  métrica  de  plomo  el  valor  de  unos  1.100  rea- 
les y añadiendo  el  importe  del  papel  ó taco,  puede 
calcularse  que  quedarán  con  exceso  más  de  0*10  de 
peseta  por  arma,  que,  por  las  152.000  armas  anuales  de 
todas  clases,  son  unas  1 1.000  pesetas;  lo  que,  además  de 
ser  algo  escaso  para  un  personal  como  el  que  se  sabe 
que  tiene  el  Banco  de  Lieja,  y aunque  fuera  suficiente 
haciéndolo  ménos  numeroso,  no  alcanzaría  para  el  des- 
arrollo de  edificios,  material  y recursos  con  que  cuenta 
el  de  Londres.  Podría  salvarse  la  dificultad  emitiendo 
obligaciones  amortizables,  cual  hicieron  en  Lieja,  ó 
elevando  la  cuota  de  pruebá,  que  es  mucho  más  fuer- 
te en  el  extranjero;  por  lo  demás,  esto  no  sería  inme- 
diato, sino  que  podría  irse  desarrollando  á medida  que 
se  necesitase,  y partir  de  lo  actual  ampliado  en  lo  pre- 
cito. y asi  nada  perdería,  el  Estado  con  ponerlo  en  ex- 
periencia. pues  es  de  esperar  que , aun  siendo  el  Banco 
voluntario^  llegue  á tener  fondos  propios  y hasta  á pro- 
ducir una  renta  á la  Nación ; pero  esto  obliga  A que  la 
instalación  del  Banco  tenga  que.  ser  en  Eibar , pues  ade- 
más de  contar  con  lo  existente , hay  costumbre  ya  de 
acudir  düi  en  aquellas  villas,  centros  productores  de 
España. 

La  Junta  propone  á la  Dirección  que  la  forma  más 
conveniente  de  resolver  este  asunto  es  que  dicho 
Centro  impetre  del  Gobierno  de  S.  M.  se  convierta  el 
Baneo  local  de  pruebas  de  Eibar  en  Banco  nacional  para 
toda  clase  de  armas  de  fuego  de  fabricación  española  ó 
extranjera,  con  marcas  reconocidas  inle.rnacionalmente 
en  los  otros  Bancos,  mediante  las  consiguientes  ges- 
tiones diplomáticas.» 

La  opinión  de  la  Junta  especial  de  Artillería  no 
puede  ser,  como  se  ve,  más  favorable;  según  ella,  el 
establecimiento  del  Banco  nacional  de  prueba  es, 
bajo  lodos  conceptos,  ventajoso,  y no  conculca  los  in- 
tereses de  nadie,  porque  hasta  los  del  Estado,  que  son 
los  únicos  que  podrían  ser  lastimados , salen  al  cabo 
gananciosos,  ya  que  hay  que  esperar  que  llegue  el  re- 
ferido Banco  á producir  una  renta  á la.  Nación , sin  que 
ésta  pierda  absolutamente  nada  con  ponerlo  desde  lue- 
go en  experiencia.  Demuestra  á la  vez  el  informe  la 
necesidad  de  que  esa  institución  se  desarrolle  en  la 
villa  de.  Eibar , y no  en  otra  alguna. 

Así  quedaron  las  cosas  en  el  Ministerio  de  la  Gue- 
rra, lo  cual  no  es  de  extrañar  si  se  tiene  en  cuenta 
que  no  es  el  competente  dicho  Centro  para  ejecutar 


reformas  que,  por  referirse  exclusivamente  á la  in- 
dustria, al  Miuisterio  de  Fomento  corresponden;  y 
continuada  tan  importante  asunto  durmiendo  el  sue- 
ño del  olvido  hasta  Dios  sabe  cuando,  si  el  Diputado 
que  suscribe,  á quien  cabe  la  honra  de  representar  el 
distrito  de  Vergara,  y por  lo  tanto  las  villas  armeras 
de  Eibar,  Elgoibar  y Placencia,  centros  productores  de 
la  Nación , según  la  Junta  de  Artillería,  y en  unión  de 
la  de  Ermúa,  únicos , por  lo  que  hace  á la  industria 
armera  de  nuestra  Patria,  no  se  hubiera  apresurado 
á reunir  todos  los  antecedentes  y á acumular  los  da- 
tos todos  para  aprovechar  las  excelentes  disposiciones 
de  que  se  encuentra  animado  el  Gobierno  de  S.  M.,  y 
el  celo  y la  inteligencia,  dignos  del  mayor  encomio, 
que  distinguen  ai  actual  Ministro  de  Fomento  D.  Cár- 
los  Navarro  y Rodrigo  en  cuanto  se  relaciona  con  el 
adelanto  de  nuestra  prosperidad  moral  y material, 
proponiendo  una  innovación,  que  lejos  de  ocasionar 
perjuicios,  ha  de  sacar  de  su  postración  á una  de  las 
más  interesantes  ramas  de  nuestra  industria,  ha  de 
garantizar  la  seguridad  del  público  y ha  de  dar  vi- 
goroso impulso  á nuestro  comercio  de  armas  con  el 
extranjero. 

Y no  será  ciertamente  la  industria  armera  la  úni- 
ca que  resulte  beneficiada,  sino  que  su  mejoramiento 
se  traducirá  en  un  progreso  para  las  otras,  contribu- 
yendo al  desarrollo  de  todas,  y por  ende  ai  adelanto 
de  la  Nación,  en  virtud  de  las  misteriosas  relaciones 
y del  íntimo  engranaje  que  enlazan  y confunden  las 
diversas  manifestaciones  de  la  actividad  humana,  y 
ai  introducir  la  unidad  en  la  variedad  constituyen  la 
armonía  del  mundo. 

Después  de  lo  dicho,  conviene  resumir  las  razo- 
nes más  capitales  que  abonan  la  proposición  de  ley 
que  se  presenta  al  exámen  del  Congreso,  á fin  de  de- 
jar fuera  de  duda  su  trascendencia  y destruir  de  an- 
temano las  objeciones  que  pudieran  entorpecer  su 
aprobación. 

Dirígese  esa  proposición,  como  ya  se  deduce  de 
lo  expuesto,  á realizar  los  tres  fines  siguientes: 

1. °  Dar  una  eíicaz  garantía  de  seguridad  perso- 
nal á los  compradores  de  armas  de  fuego. 

2. °  Levantar  el  crédito  de  nuestra  industria  ar- 
mera; y 

3. n  Lograr,  poniéndonos  al  nivel  de  los  demás 
países,  que  nuestras  armas  circulen  por  ellos  sin  so- 
meterse á pruebas  que,  si  por  una  parte  llevan  con- 
sigo algo  como  de  humillación  para  la  fabricación 
española,  encarecen,  por  otra,  sus  productos  y difi- 
cultan y casi  paralizan  el  tráfico. 

El  último  objeto  se  alcanza  entablando  las  nego- 
ciaciones diplomáticas  conducentes  á que  las  marcas 
del  Banco  oficial  de  prueba  que  lia  de  fundarse  en 
Eibaf  sean  internacionalinente  reconocidas.  En  cuan- 
to á los  otros  fines,  si  han  de  llenarse  de  una  manera 
cumplida,  exigen  como  condición  indispensable  que 
se  imponga  á todos  los  fabricantes  y armeros  la  obli- 
gación de  llevar  las  armas  que  construyan  ó modifi- 
quen al  exámen  del  Banco,  castigando  á los  que  con- 
serven almacenadas  ó vendan  algunas  sin  las  marcas 
que  acrediten  sus  buenas  cualidades,  así  como  á los 
falsificadores  de  punzones  y marcas  que  aquel  emplee. 

Quizá  habrá  quien  pretenda  que  esto  constituye 
un  ataqúe  á la  libertad  de  la  industria;  pero  tal  ar- 
gumento se  deshace  con  solo  recordar  que  hay  Ban- 
cos de  prueba  obligatorios,  en  Naciones  tan  libres 
como  Francia,  Inglaterra  y Bélgica,  sin  que  hayan 
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dado  lugar  á protesta  alguna  por  parte  de  ciudadanos 
tan  amantes  y celosos  de  sus  derechos  como  los  que 
forman  la  población  de  esos  países. 

Los  que  consideran  justa  y plausible  la  prohibi- 
ción de  expender  sustancias  alimenticias  nocirás  ó 
averiadas;  los  que  aprueban  las  condiciones  que  es- 
tablece el  Estado  para  la  venta  de  venenos;  los  que 
sin  disgusto  dejan  que  se  fije  la  distancia  que  ha  de 
separar  las  fábricas  de  pólvora  de  los  sitios  poblados 
y no  censuran  la  exislencia  del  fiel  contraste  para  los 
metales  preciosos,  y esto  ocurre  á cuantos  tienen  una 
idea  exacta  de  la  misión  de  los  Gobiernos  dentro  de 
la  actual  civilización,  ¿podrán  acaso  oponerse  á que, 
por  lo  que  respecta  á la  fabricación  y al  comercio  de 
armas,  se  adopten  las  precauciones  necesarias  para 
evitar  que  los  compradores  vean  su  vida  en  grave 
riesgo? 

Pues  quó,  una  escopeta  mal  construida  ¿uo  repre- 
senta un  peligro  quizás  mayor  para  el  que  de  ella  se 
sirve  que  la  vecindad  de  una  fábrica  de  pólvora  ó la 
adquisición  de  un  alimento  perjudicial? 

Y no  se  diga  que  el  mismo  particular  debe  dis- 
tinguir entre  lo  bueno  y lo  malo,  porque  esta  obser- 
vación sería  igualmente  aplicable  á todas  las  mate- 
rias, y cosa  sabida  es  que  la  iniciativa  privada  no  lia 
adquirido  el  desenvolvimiento  suficiente  para  que  el 
Estado  abandone  á ella  asuntos  de  tamaüa  trascen- 
dencia, mientras  nadie  ignora  que  la  baratura  de  los 
artículos  constituye  un  poderoso  incentivo  para  los 
consumidores  y les  ciega  hasta  el  punto  de  no  dejar- 
les abrigar  la  más  leve  sospecha  acerca  de  la  natu- 
raleza de  sus  causas. 

Además,  ¿no  es  cierto  que,  por  consideraciones  de 
distinta  índole,  se  exige  licencia  para  el  uso  de  ar- 
mas y guias  para  su  conducción,  y muchas  veces  se 
niegan,  alegando  razones  de  orden  público  ó deberes 
que  nacen  de  nuestras  relaciones  internacionales,  sin 
tener  en  cuenta  para  nada  la  libertad  de  la  industria? 
Pues  no  vale  ciertamente  ménos  la  seguridad  del  in- 
dividuo que  el  órden  social  establecido  para  que  el 
hombre  llene  su  misión  y realice  sus  fines. 

Por  otra  parte,  el  crédito  de  nuestra  industria  ar- 
mera reclama  con  urgencia  que  se  sometan  á exámen 
todos  sus  productos,  y para  competir  con  los  de  Bél- 
gica, Inglaterra  y Francia  necesitan  los  fabricantes 
españoles  el  establecimiento  inmediato  de  un  Banco 
de  prueba,  nacional  y obligatorio,  con  lo  cual  no 
quedan  desconocidos  ni  violados  los  derechos  de  na- 
die, porque  la  cuota  de  prueba,  por  su  insignificancia 
manifiesta,  no  ha  de  causar  alteración  alguna  en  los 
precios,  y la  remesa  de  las  armas  á Eibar  ha  de  ser 
para  todos  cosa  fácil,  si  se  observa  que  en  torno  de 


esa  villa  se  hallan,  hoy  por  hoy,  los  únicos  centros 
productores  del  país. 

El  perjuicio  que  pueden  sufrir  ios  que  no  reparan 
en  matar  la  reputación  de  la  industria  y todo  lo  sa- 
crifican en  aras  de  un  inmoderado  afán  de  lucro  cons- 
truyendo armas  de  pésimas  condiciones  y rodeando 
de  peligros  la  existencia  de  los  compradores,  no  debe 
infiuir  en  la  resolución  del  Congreso,  porque  ni  hay 
derecho  para  el  mal  que  sea  digno  de  respeto,  ni  el 
abuso  de  la  libertad  ha  de  confundirse  con  la  libertad 
misma. 

Fundado  en  las  consideraciones  expuestas,  el  Di- 
putado que  suscribe  tiene  la  honra  de  someter  á la 
deliberación  de  la  Cámara  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  1/  Se  establecerá  en  la  villa  de  Eibar, 
provincia  de  Guipúzcoa,  uii  Banco  nacional  de  prueba 
de  armas  de  fuego  portátiles. 

Art.  2.°  Deberán  someterse  á la  prueba  en  el  ci- 
tado Banco. todas  las  armas  portátiles  de  fuego,  de 
guerra  ó de  caza  que  se  construyan  ó trasformen  en 
el  Reino,  así  como  las  procedentes  del  extranjero  que 
no  lleven  las  marcas  de  algún  Banco  reconocidas  in- 
ternacionalmente. 

Art.  3.°  El  personal  del  Banco  de  prueba,  á cuyo 
frente  estará  siempre  un  director  facultativo,  nom- 
brado y sostenido  por  el  Gobierno,  y la  intervención 
en  él  de  las  autoridades  y de  los  fabricantes,  serán 
objeto  de  un  reglamento  especial  que  para  la  ejecu- 
ción de  esta  ley  promulgará  el  Ministerio  de  Fomento 
lo  antes  posible. 

Art.  4.°  Este  reglamento  determinará  también  el 
modo  de  funcionar  el  Banco,  los  punzones  y marcas 
que  en  él  hayan  de  emplearse,  la  cantidad  que  se  ha 
de  satisfacer  por  la  prueba  de  cada  arma  y cuantos 
extremos  conduzcan  á la  cumplida  ejecución  de  la 
presente  ley  y á la  buena  marcha  técnica  y adminis- 
trativa del  establecimiento. 

Art.  5.°  Se  fijará  una  multa  de  125  á 500  pesetas 
para  los  fabricantes  ó comerciantes  que  tengan  alma- 
cenadas ó pongan  en  circulación  armas  desprovistas 
de  las  marcas  del  Banco  nacional,  y penas  mayores 
para  los  que  falsifiquen  dichas  marcas. 

ArL.  fi.°  Ei  Gobierno  llevará  á cabo  las  gestio- 
nes diplomáticas  necesarias  para  que  las  marcas  del 
Banco  nacional  de  Eibar  sean  reconocidas  internacio- 
nalrnente,  de  modo  que  las  armas  españolas  que  las 
ostenten  puedan  circular  con  ellas  por  el  extranjero 
sin  someterse  á pruebas  ulteriores. 

Palacio  del  Congreso  25  de  Abril  de  1887.=Fran- 
cisco  Ansaldo  y Otálora. 
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Proposición  de  ley,  del  Sr.  Talero,  incluyendo  en  el  plan  yeneral  de  carreteras 
la  de  Agaete  á Las  Palmas  ( Gran  Canaria). 


AL  CONGRESO. 

El  Diputado  que  suscribe  tiene  la  honra  de  some- 
ter á la  aprobación  del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Articulo  único.  Se  incluye  en  el  plan  general  de 


carreteras  una  que  partiendo  de  Agaete  termine  en 
las  Palmas  (Gran  Canaria). 

Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en  cuenta 
lo  que  dispone  el  Real  decreto  de  3 de  Diciembre 
de  1886. 

Palacio  del  Congreso  24  de  Abril  de  1887.=Juau 
Talero. 
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DIARIO 


DE  LAS 


SESIÜHES  DE  COBTES. 

CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proposición  de,  ley,  del  Sr.  Nuñez  de  Velasco,  reformando  varios  artículos  de  la 

de  enjuiciamiento  civil. 


El  Diputado  que  suscribe  tiene  el  honor  de  some- 
ter á la  aprobación  del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Los  artículos  de  la  ley  vigente  dé  enjuiciamiento, 
civil  que  A continuación  se  expresan  se  modifican  y 
quedan  redactados  de  la  manera  que  respecto  de  cada 
uno  de  ellos  se  determina. 

«Art.  4.°  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior,  podrán  los  interesados  comparecer  por  sí 
mismos  ó por  medio-  de  apoderado: 

1. °  En  los  actos  de  couciliacion. 

2. °  En  los  juicios  de  que  conozcan  en  primera  ins- 
tancia los  jueces  municipales. 

3. °  En  los  juicios  de  menor  cuantía. 

4. °  En  los  de  árbitros  y amigables  componedores. 

5. °  En  los  juicios  universales  cuando  se  limite  la 
comparecencia  á la  presentación  de  los  títulos  de 
créditos  ó derechos,  ó para  concurrir  á juntas. 

G.°  En  los  incidentes  de  pobreza,  alimentos  pro- 
visionales, embargos  preventivos  y diligencias  urgen- 
tes que  sean  preliminares  del  juicio. 

?.°  En  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria. 

Art.  39.  Estará  además  el  declarado  pobre  en  la 
Obligación  de  pagar  las  costas  expresadas  en  el  ar- 
tículo 37,  si  dentro  de  tres  años  después  de  fenecido 
el  pleito  viniese  á mejor  fortuna. 

Se  entiende  que  lia  venido  á mejor  fortuna: 

1. °  Por  haber  adquirido  salario  permanente,  suel- 
do. rentas  ó bienes,  ó estar  dedicado  al  cultivo  de 
tierras  ó cria  de  ganados,  cuyos  productos  sean  ó es- 
tén graduados  en  una  cantidad  superior  al  jornal  de 
cuatro  braceros  en  cada  localidad. 

2. °  Por  pagar  de  contribución  de  subsidio  cuotas 
dobles  á las  designadas  en  el  núm.  4.°  del  art.  15. 


En  todo  caso,  cuando  el  defendido  como  pobre 
hubiese  apelado  de  la  sentencia  de  primera  instancia 
y sido  condenado  en  las  costas  de  la  segunda,  lo  mis- 
mo que  cuando  interpusiere  recurso  de  casación  y 
sufriere  imposición  de  costas,  si  no  hiciese  desde  lue- 
go efectivas  las  en  que  hubiere  sido  condenado,  su- 
frirá por  vía  de  sustitución  y apremio  la  prisión  en 
los  mismos  términos  que  para  las  causas  por  delitos 
establece  el  Código  penal,  con  la  diferencia  de  que 
sufrirá  un  dia  de  prisión  por  cada  20  pesetas  que  deje 
de  satisfacer. 

Art.  250.  Los  escribanos  y secretarios  de  actua- 
ciones pondrán  nota  del  dia  y hora  en  que  les  fueren 
presentados  los  escriios,  solamente  en  los  casos  de 
que  para  verificarlo  haya  un  término  perentorio  ó de 
que  el  escrito  lleve  fecha  distinta  del  dia  de  su  pre- 
sentación. 

Art.  252.  Los  secretarios  y escribanos  autoriza- 
rán con  firma  entera  las  resoluciones  judiciales  y los 
demás  actos  en  que  intervenga  personalmente  la  au- 
toridad judicial  y las  certificaciones  ó testimonios 
que  libraren,  y con  media  firma  las  notificaciones  y 
demás  diligencias. 

Art.  430.  Todos  los  negocios  civiles  de  la  juris- 
dicción contenciosa  serán  repartidos  entre  los  Juz- 
gados de  primera  instancia  cuando  haya  más  de  uno 
en  la  población  y en  todo  caso  entre  las  diversas  es- 
cribanías de  cada  Juzgado. 

Art.  431.  Los  jueces  de  primera  instancia  no 
permitarán  que  se  curse  ningún  negocio  de  los  ex- 
presados en  el  artículo  anterior  si  no  constase  en  él 
la  diligencia  de  repartimiento. 

En  el  caso  de  que  no  conste  dicha  diligencia,  no 
podrán  dictar  otra  providencia  que  la  de  que  pase  al 
repartimiento. 

Art.  432.  No  obstante  lo  dispuesto  en  los  dos  ar- 
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tícuios  anteriores,  las  diligencias  preparator  iasde  eje- 
cucion,  las  de  los  embargos  preventivos  hasta  su  ter- 
minación respectiva,  las  declaraciones  de  herederos 
en  la  línea  recta,  y cualesquiera  otras  que  á juicio  del 
juez  fuesen  de  índole  tan  perentoria  y urgente  que  su 
dilación  dé  motivo  fundado  para  temer  que  se  irro- 
guen irreparables  perjuicios  á los  interesados,  podrán 
acordarse  y llevarse  á efecto  por  cualesquiera  de  los 
jueces  y escribanía  ante  que  se  soliciten.  En  estos  ca- 
sos, luego  que  se  practique  la  diligencia  urgente,  se 
pasará  el  negocio  al  repartimiento. 

Art.  47G.  Lo  convenido  por  las  partes  en  actos  de 
conciliación  se  llevará  á efecto  por  el  miámo  juez 
municipal,  por  los  trámites  establecidos  para  la  eje- 
cución de  las  sentencias  dictadas  en  juicio  verbal, 
cuando  su  interés  no  exceda  de  250  pesetas. 

Siempre  que  lo  convenido  exceda  de  dicha  cuan- 
tía, tendrá  el  valor  y eficacia  de  un  convenio  consig- 
nado en  documento  público  y solemne;  pero  en  todo 
caso,  aquel  á quien  favorezca,  está  obligado  al  pago 
del  impuesto,  al  reintegro  del  papel  y al  cumplimiento 
de  los  demás  deberes  que  corresponden  á los  instru- 
mentos públicos  notariales. 

Art.  486.  Toda  cuestión  entre  partes  cuyo  interés 
no  exceda  de  250  pesetas  se  decidirá  enjuicio  verbal. 

Las  demandas  presentadas  por  un  mismo  acreedor 
contra  un  mismo  deudor,  en  un  mismo  dia  ó en  cinco 
consecutivos,  se  acumularán,  y el  juez  municipal  dic- 
tará auto  declarando  su  incompetencia,  mandando 
que  pasen  al  Juzgado  correspondiente  para  que  se  tra- 
miten en  el  juicio,  acomodado  á la  cuantía  total. 

Art.  553.  El  término  ordinario  de  prueba  no  po- 
drá exceder  de  sesenta  dias  cuando  hubiere  de  hacer- 
se en  la  Península,  Islas  adyacentes  ó posesiones  es- 
pañolas de  Africa. 

Dentro  de  los  sesenta  dias  el  juez  fijará  el  término 
que  según  las  circunstancias  del  negocio  sea  suficiente. 

El  juez  podrá  otorgar  prórroga  del  término  seña- 
lado por  el  tiempo  que  estime  necesario,  dentro  de  los 
mismos  sesenta  dias,  si  se  pidiere  antes  de  cumplirse. 

Art.  554.  No  podrá  suspenderse  el  término  seña- 
lado en  el  artículo  anterior  sino  por  fuerza  mayor  que 
impida  proponer  ó practicar  la  prueba  dentro  de  olios. 

Esta  disposición  será  aplicable  al  término  extra- 
ordinario de  prueba  de  que  tratan  los  artículos  si- 
guientes. 

Art.  563.  Si  después  de  los  escritos  de  réplica  y 
dúplica  ocurriese  algún  hecho  de  influencia  notoria 
en  la  decisión  del  pleito  ó hubiese  llegado  á noticia 
de  las  partes  alguno  anterior  con  esta  circunstancia, 
del  cual  juren  no  haber  tenido  antea  conocimiento, 
podrán  alegarlo  durante  el  término  ordinario  de  prue- 
ba, articulándolo  concretamente  por  medio  de  un  es- 
crito que  se  llamará  de  ampliación. 

Art.  565.  Recibidos  los  autos  á prueba,  se  entre- 
garán por  seis  dias  á cada  una  de  las  partes  sucesi- 
vamente para  que  propongan  las  que  les  convenga, 
sin  perjuicio  de  que  en  eL  resto  del  término  puedan 
solicitar  cualquiera  otra. 

En  el  escrito  primero  de  proposición  de  prueba 
podrá  cada  parte  impugnar  la  autenticidad,  legitimi- 
dad ó exactitud  de  los  documentos,  así  públicos  como 
privados,  presentados  por  la  contraria,  por  motivos 
que  resulten  de  los  unidos  á los  autos  y que  no  apa- 
recieren claramente  de  las  copias  de  los  mismos  en- 
tregadas al  presentarlos. 

Art.  566.  La  prueba  que  se  proponga  se  concre- 


tará á los  hechos  fijados  definitivamente  en  los  escri- 
tos de  réplica  y dúplica  ó en  los  de  demanda  y con- 
testación, y en  ios  de  ampliación  en  su  caso  que  no 
hayan  sido  confesados  Llanamente  por  la  parte  á quien 
perjudiquen. 

Art.  567.  Los  jueces  repelerán  de  oficio  las  prue- 
bas que  no  se  acomoden  á lo  establecido  en  el  artículo 
anterior,  y todas  las  demás  que  sean  á su  juicio  im- 
pertinentes ó inútiles. 

Art.  568.  Contra  las  providencias  en  que  se  otor- 
gue alguna  diligencia  de  prueba  no  se  dará  recurso 
alguno. 

Contra  las  en  que  se  deniegue,  sólo  se  podrá  uti- 
lizar el  de  reposición  dentro  de  cinco  dias;  y si  el  juez 
no  lo  estimase,  podrá  la  parte  interesada  reproducir 
la  misma  pretensión  en  la  segunda  instancia. 

Art.  569.  Cuando  se  solicitara  alguna  diligencia 
de  prueba  dentro  de  los  tres  últimos  dias  del  primer 
período,  podrá  la  parte  contraria  proponer  dentro  de 
los  tres  dias  siguientes  al  de  la  entrega  de  la  copia 
del  escrito  la  prueba  que  le  convenga  sobre  los  mis- 
mos hechos. 

Trascurrido  este  último  plazo,  y en  otro  caso  el 
de  los  veinte  dias  fijados  en  el  párrafo  2.°  del  art.  553, 
quedará  cerrado  definitivamente  ei  primer  período  de 
la  prueba,  y se  dictará  providencia  abriendo  el  se- 
gundo período. 

Ai*t.  570.  Los  jueces  proveerán  á los  escritos  en 
que  se  proponga  prueba,  conforme  se  vayan  presen- 
tando; se  librarán  desde  luego  los  mandamientos  com- 
pulsorios, exhortos  y demás  despachos  que  sean  nece- 
sarios para  practicar  la  que  haya  de  ejecutarse  fuera  de 
la  cabeza  del  partido;  pero  no  so  entregarán  á la  parte 
interesada  hasta  que,  dictada  la  providencia,  abriendo 
el  segundo  período,  se  adicionen  con  nota  del  actuario, 
expresiva  del  término  concedido  para  ejecutar  la  prue- 
ba y del  dia  en  que  principia. 

Art.  571.  Toda  diligencia  de  prueba,  incluso  la 
de  testigos,  se  practicará  en  audiencia  pública  y pré- 
via  citación  de  las  partes,  con  veinticuatro  horas  de 
antelación  por  lo  ménos,  pudiendo  concurrir  los  liti- 
gantes y sus  defensores. 

Art.  572.  Para  el  reconocimiento  de  libros  y pa- 
peles de  los  liligantes  no  se  citará  préviamente  á la 
parte  á quien  pertenezcan. 

El  registro  de  papeles  se  verificará  siempre  á pre- 
sencia del  interesado  ó de  un  individuo  de  su  familia,  y 
en  su  defecto  de  dos  testigos  vecinos  del  mismo  pueblo. 

Art.  573.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  art.  570, 
los  jueces  podrán  disponer  que  se  practiquen  á puer- 
ta cerrada  aquellas  diligencias  de  prueba  que  puedan 
producir  escándalo  ú ofensa  á la  moral,  permitiendo 
siempre  la  concurrencia  de  las  partes  y sus  defensores. 

Art.  574.  El  juez  señalará,  con  la  anticipación 
conveniente,  el  dia  y la  hora  en  que  haya  de  practi- 
carse Cada  diligencia  de  prueba  do  las  que  deban  te- 
ner lugar  ante  él. 

Art.  575.  Para  la  prueba  que  haya  de  practicarse 
fuera  del  lugar  en  que  resida  el  juez  del  pleito  po- 
drán designar  las  partes  persona  que  la  presencie  en 
su  representación. 

Esta  designación  se  expresará  en  el  suplicatorio, 
exhorto  ó despacho  que  al  efecto  se  dirija. 

En  este  caso,  el  tribunal  ó juez  exhortado  seña- 
lará el  dia  y hora  en  que  haya  de  practicarse  la  dili- 
gencia de  prueba,  y mandará  citar  á la  persona  ó per- 
sonas designadas  para  presenciarla  si  fuesen  vecinos 
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de  aquella  localidad  ó se  hubieren  personado  en  ella. 

Art.  576.  Las  partes  y sus  defensores  que  con- 
curran d las  diligencias  de  prueba  se  limitarán  á 
presenciarla,  y no  les  será  permitida  otra  intervención 
en  ellas  que  la  que  se  expresará  en  cada  clase  de 
prueba. 

El  que  falte  á esta  prescripción  sera  apercibido 
por  el  juez,  el  cual  podrá  privarle  de  presenciar  el 
acto  si  insistiere  en  perturbarlo. 

Art.  577.  No  tendrán  valor  alguno  las  diligencias 
de  prueba  que  se  practiquen  fuera  del  término  pro- 
batorio. 

Art.  640.  Con  el  escrito  proponiendo  la  prueba 
testifical  y con  el  interrogatorio  de  preguntas  pre- 
sentará la  parte  interesada  la  lista  de  los  testigos  de 
que  intente  valerse,  expresando  el  nombre  y apellidos 
de  cada  uno  de  ellos,  su  profesión  ú oficio,  su  vecin- 
dad y las  señas  de  su  habitación  si  le  constare;  de  esta 
lista  se  dará  copia  á la  parte  ó partes  contrarias,  y no 
podrán  ser  examinados  otros  testigos  que  los  com- 
prendidos en  la  misma. 

Art.  646.  Los  testigos  serán  examinados  separa- 
da y sucesivamente  y por  el  orden  que  se  fueran  pre- 
sentando á declarar,  á no  ser  que  el  juez  encuentre 
motivo  justo  para  alterarlo. 

Los  que  hayan  declarado  no  se  comunicarán  con 
los  otros,  ni  éstos  podrán  presenciar  las  declaracio- 
nes de  aquellos. 

A este  fin  el  juez  adoptará  las  medidas  que  esti- 
me convenientes  si  alguna  de  las  partes  lo  solicitare. 

Art.  664.  Cuando  ninguna  de  las  partes  hubiese 
propuesto  prueba  de  tachas,  se  unirán  los  escritos  á 
los  autos  siu  más  trámites,  y se  traerán  á la  vista 
para  dictar  auto,  estimando  ó desestimando  en  todo 
ó en  parte  la  tacha  ó tachas  propuestas. 

Si  se  hubiese  articulado  prueba,  el  juez  admitirá 
la  pertinente  y mandará  practicarla. 

Art.  665.  La  prueba  de  tachas  se  hará  dentro  del 
término  que  reste  del  período  de  prueba. 

Si  no  quedase  suficiente  para  ello,  el  juez  lo  pro- 
rrogará para  este  solo  efecto  por  el  tiempo  que  esti- 
me necesario,  sin  que  en  ningún  caso  pueda  exceder 
la  prórroga  de  diez  dias. 

Art.  666.  La  prueba  de  tachas,  así  como  los  es- 
critos en  que  se  propongan  y si  impugnen,  se  unirán 
á la  pieza  de  prueba  á que  correspondan  los  testigos 
tachados,  y se  traerán  d la  vista  para  dictar  auto,  ad- 
mitiendo ó desestimando  las  tachas. 

Art.  1083.  Si  dentro  del  término  que  fija  el  ar- 
tículo 1079  las  partes  uo  hiciesen  oposición  ai  proyecto 
del  contador  dirimente,  ó manifestaran  su  confor- 
midad cou  cualquier  otro,  el  juez  lo  aprobará  y man- 
dará que  se  archive  en  la  Escribanía  con  reintegro  del 
papel  sellado  correspondiente,  y que  se  expidan  por  el 
actuario  como  títulos  traslativos  de  dominio  inscri- 
bibles los  testimonios  que  sol  citen  ios  interesados. 

Art.  1432.  Cuando  para  preparar  la  ejecución  se 
pidiere  que  el  deudor  confiese  bajo  juramento  la  cer- 
teza de  la  deuda,  lo  acordará  el  juez,  señalando  dia  y 
hora  para  la  compaiecencia. 

En  este  caso  el  deudor  habrá  de  estar  en  el  pue- 
blo cuando  se  haga  la  citación,  y ésta  deberá  ser  per- 
sonal, expresándose  en  la  cédula  su  objeto,  la  cantidad 
que  se  reclame  y la  razón  de  deber. 

Si  el  deudor  no  fuere  hallado  en  su  domicilio  se 
entregará  la  cédula  al  pariente  más  cercano,  si  se  en- 
contrare en  la  casa,  y si  no  le  hubiere  ó no  se  mani- 


festase tai,  se  hará  la  entrega  en  la  forma  que  pre- 
viene el  art.  268. 

Si  después  de  las  tres  citaciones  hechas  cou  el 
apercibimiento  que  previene  el  artículo  anterior,  y 
con  los  requisitos  expresados  en  los  dos  párrafos  que 
preceden  no  compareciere  el  deudor  ni  alegare  justa 
causa  que  se  lo  impida,  se  le  tendrá  por  confeso  en 
la  certeza  de  la  deuda  para  el  efecto  de  despachar  la 
ejecución,  y se  despachará  si  lo  pidiera  el  ejecutante. 

Art.  1453.  Del  embargo  de  bienes  inmuebles  se 
tomará  anotación  preventiva  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad, con  arreglo  á las  disposiciones  de  la  ley  hipo- 
tecaria y reglamento  para  su  ejecución,  expidiéndose 
para  ello  el  oportuno  mandamiento  por  duplicado  por 
el  juez  que  entienda  en  los  autos. 

Art.  1461.  Dentro  del  término  improrrogable  de 
tres  dias  útiles,  á contar  desde  el  siguiente  al  de  la 
citación  hecha  en  cualquiera  de  las  formas  á que  se 
refiere  el  art.  1459,  podrá  el  deudor  oponerse  á la  eje- 
cución personándose  en  los  autos  por  medio  de  pro- 
curador. 

Cuando  el  citado  de  remate  resida  fuera  del  lu^ar 
del  juicio,  se  entenderá  que  el  término  para  oponerse 
á la  ejecución  personándose  en  los  autos,  además  de 
los  tres  dias  útiles  señalados,  es  de  1 por  cada  20  ki- 
lómetros de  distancia. 

Art.  1482.  Si  fueran  frutos,  valores  de  comercio 
endosables  ó títulos  al  portador  emitidos  por  el  Go- 
bierno ó por  las  Sociedades  autorizadas  para  ello,  se 
hará  su  venta  por  el  agente  ó corredor  que  el  juez 
designe,  uniéndose  á los  autos  nota  de  la  negociación 
y una  certificación  de  dicho  funcionario  en  la  que 
conste  haberse  hecho  aquella  al  cambio  corriente  en 
el  dia  de  la  venta. 

Respecto  á los  efectos  que  se  coticen  en  la  Bolsa, 
la  elección  del  juez  deberá  recaer  en  uno  de  los  agen- 
tes de  la  misma,  y en  donde  no  lo  hubiere,  en  un  co- 
rredor de  comercio. 

Art.  1505.  Cuándo  se  adjudicaren  al  actor  los 
bienes  embargados  en  pago  total  ó parcial  de  su  cré- 
dito, no  será  necesario  el  otorgamiento  de  escritura  * 
pública,  bastando  como  título  de  dominio  inscribible 
testimonio  de  la  resolución  en  que  se  aprobó  la  adju- 
dicación, y relación  de  los  antecedentes  necesarios. 

Art.  1837.  Prévia  la  aceptación  del  designado  y 
la  prestación  ayud  ada  en  ei  expediente  en  su  caso, 
se  le  discernirá  el  cargo. 

Art.  1866.  Será  admisible  Loda  clase  de  fianza,  á 
excepción  de  la  personal,  y su  constitución  será 
apud-acta . 

Art.  2015.  La  autorización  se  concederá  en  todo 
caso,  bajo  la  condición  de  haberse  de  ejecutar  la  ven- 
ta en  pública  subasta  y prévio  avalúo  si  se  tratase  de 
bienes  comprendidos  en  alguno  de  los  números  pri- 
mero, tercero  ó cuarto  del  art.  201 1. 

Exceptúause  de  esta  regla  las  ventas  hechas  por 
el  padre  ó por  la  madre  con  patria  potestad.  Estos 
podrán  realizarla  siu  otro  requisito  que  el  de  haber 
obtenido  préviamentc  la  autorización  judicial,  con 
audiencia  del  promotor  fiscal  y de  las  personas  de- 
signadas en  el  art.  205  de  la  ley  hipotecaria. 

Cuando  estas  ventas  dén  lugar  á la  constitución 
do  la  hipoteca  legal  por  razón  de  peculio,  según  el 
art.  205  de  ia  ley  hipotecaria,  se  otorgará  apud-acta 
la  constitución  de  esa  hipoteca.» 

Palacio  del  Congreso  25  de  Abril  de  1 887.==yi— 
ceute  Nuñez  do  Velasco. 
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DE  LAS 


SESIONES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Aguirre,  declarando  puerto  de  interés  general  de 
segundo  orden  el  de  Plencia,  en  Vizcaya. 


El  Diputado  que  suscribe  tieue  la  honra  de  some- 
ter  á la  aprobación  del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  declara  de  interés  general  de 


segundo  órden  el  puerto  de  Plencia,  en  la  provincia 
de  Vizcaya,  considerándose  adicionado  al  art.  16  de 
la  ley  de  7 de  Mayo  de  1880. 

Palacio  del  Congreso  25  de  Abril  de  1887.= 
Eduardo  de  Aguirre. 
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CONGRESO  DE  LOS 


Proyecto  de  ley,  aprobado  definitivamente  por  este  Cuerpo  Co legislador,  autori- 
zando á la  Diputación  provincial  de  Vizcaya  para  prolongar  hasta  Memerea  el 

ferro-carril  de  Triano. 


AL  SENADO. 

El  Congreso  de  los  Diputados,  conformándose  con 
lo  propuesto  por  varios  individuos  de  su  seuo,  ha 
aprobado  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M.  para 
otorgar  á la  Exorna.  Diputación  provincial  de  Viz- 
caya, concesionaria  del  ferro-carril  de  las  minas  de 
Triano  á la  ria  de  Bilbao,  construido  y explotado  con 
arreglo  á la  ley  de  19  de  Junio  de  1859,  la  concesión 
de  la  prolongación  de  la  mencionada  línea  desde  Or- 
tuella  al  barrio  de  Memerea,  término  municipal  de 
San  Julián  de  Musques,  sin  subvención  directa  del 
Estado. 

Art.  2.°  El  ferro-carril  de  Triano  y su  prolonga- 
ción podrán  destinarse,  no  solo  al  trasporte  de  mine- 
ral, sino  también  al  de  viajeros  y mercancías,  y se 
declara  de  utilidad  pública,  con  derecho  á la  expro- 
piación forzosa,  así  como  al  aprovechamiento  y ocu- 
pación de  los  terrenos  de  dominio  público  y demás 
beneficios  consignados  en  la  ley  de  ferro-carriles  de 
23  de  Noviembre  de  1877. 

Art.  3.°  La  prolongación  de  la  línea  férrea  se  cons- 


j truirá  con  arreglo  al  proyecto  que  se  apruebe  por  el 
| Ministerio  de  Fomento,  según  los  estudios  que  la 
Excma.  Diputación  provincial  de  Vizcaya  ha  presen- 
tado en  dicho  Centro,  prévia  la  íiauza  del  l por  100 
del  importe  del  presupuesto-. 

Art.  4.°  La  Diputación  provincial  de  Vizcaya  pre- 
sentará en  el  Ministerio  de  Fomento  los  planos  de  las 
obras  ejecutadas,  en  el  ferro-carril  minero  de  Triano, 
entre  Ortuella  y el  Desierto  y las  de  ampliación  y re- 
forma que  fueren  oportunas  para  habilitarlo  para  el 
trasporte  de  viajeros  y mercancías,  así  como  las  ta- 
rifas y bases  para  la  percepción,  debiendo  unas  y 
otras  obtener  la  aprobación  superior  antes  de  comen- 
zarse esta  explotación. 

Art.  5.°  La  concesión  del  nuevo  ramal  de  Ortue- 
lla al  citado  barrio  de  Memerea  se  hará  por  noventa 
y nueve  años,  con  el  derecho  de  introducir  el  mate- 
rial fijo  y móvil,  adeudando  por  las  tarifas  vigentes 
para  las  lincas  de  servicio  general. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  pasa  al  Senado, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  inscrito 
en  el  art.  9.°  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Congreso  25  de  Abril  de  1887.=Cris- 
tino  Martos,  Presidente.=Luis  Sánchez  Arjona,  Di- 
putado Secretario.  =Manuel  Ibarra,  Diputado  Secre- 
tario. 
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APÉNDICE  DÉCIMOCUARTO  AL  NÚM.  76. 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS 


Proyecto  de  ley,  aprobado  definitivamente  por  este  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  de  Alcañiz  A Canlavieja. 


AL  SENADO. 

El  Congreso  de  los  Diputados,  conformándose  con 
lo  propuesto  por  un  individuo  de  su  seno,  lia  apro- 
bado el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  órden  que  partiendo 
de  Alcañiz,  en  la  provincia  de  Teruel,  y pasando  por 
Aguaviva,  Bordon  y Mirainbel,  empalme  en  Canta- 


vieja  con  la  que  se  dirige  de  Iglesuela  á Aliaga  en  la 
propia  provincia. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  .1  de 
Diciembre  de  188G  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  pasa  al  Senado, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9."  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Congreso  25  de  Abril  de  l887.=Cris- 
tino  Marios,  Presidente.=Luis  Sánchez  Arjona,  Di- 
putado Secretario.— Manuel  Ibarra,  Diputado  Secre- 
tario. 


APÉNDICE  DÉCIMOQUINTO  AL  NÚM.  76. 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPDTADOS. 


Adición,  del  S r.  Ansaldo al  art.  11  del  Aiclámen  de  la  Comisión,  referente  al 
proyecto  de  ley  sobre  el  establecimiento  del  juicio  por  jurados  para  determinados 

delitos. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  la  siguiente  adición  al  art.  1 1 del  proyecto 
de  ley  sobre  el  establecimiento  del  juicio  por  jurados 
para  determinados  delitos. 

Después  del  párrafo  3.°  de  dicho  artículo,  se  aña- 
dirá éste: 


«Con  los  de  Senador  y Diputado  á Córtes.» 

Palacio  del  Congreso  25  de  Abril  de  1887.=Fran- 
cisco  Ansaldo.  =Manuel  Grande  de  Vargas.=Eduar- 
do  Ortiz  y Casado.=Manuel  Ballesteros.=Santos  Lo- 
pez  Pelegrin.=Mariano  González  Dueñas.=Manucl 
de  la  Torre  Gil. 


APÉNDICE  DECIMOSEXTO  AL  NÚM.  78. 


COI GBESO  DE  LOS 


DicMmen  de  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de  ley  declarando  exento  del  payo 
del  impuesto  sobre  grandezas  y títulos  á O.  Augusto  Plasencia  y Fariñas,  Conde 

de  Santa  Bárbara. 


AL  CONGRESO. 

La  Comisión  nombrada  para  dar  dictamen  sobre 
el  proyecto  de  ley  eximiendo  del  pago  del  impuesto 
especial  por  la  concesión  del  título  de  Conde  de  Santa 
Bárbara  á D.  Augusto  Plasencia  y Fariñas;  teniendo 
en  cuenta  que  el  art.  10  del  Real  decreto  de  28  de 
Diciembre  de  1846  dispone  que  estas  exenciones  solo 
pueden  dispensarse  á personas  que  hayan  prestado 
relevantes  servicios  al  Estado,  y considerando  que  el 
Sr.  Plasencia  se  encuentra  en  este  caso,  tiene  la  honra 
de  someter  á la  aprobación  del  Congreso  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  releva  al  coronel  de  ejercito, 


teniente  coronel  retirado  del  cuerpo  de  artillería,  Don 
Augusto  Plasencia  y Fariñas,  del  pago  del  impuesto 
especial  establecido  por  Real  decreto  de  28  de  Diciem- 
bre de  1846  y recargo  del  33  por  100  autorizado  so- 
bre aquel  por  la  base  1.a,  apéndice  letra  E de  la  ley  del 
presupuesto  de  ingresos  de  26  de  Diciembre  de  1872, 
por  la  merced  de  título  del  Reino  de  Conde  de  Santa 
Bárbara,  creado  á favor  del  mismo  por  Real  decreto 
de  7 de  Marzo  de  1887;  entendiendo  que  la  releva- 
ción es  personal,  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo 2.°  del  art.  10  del  citado  decreto. 

Palacio  del  Congreso  25  de  Abril  de  I887.=lta- 
mon  Rodriguez Correa,  presidente.=Carlos  Rodríguez 
Batista.=Javier  Los  Arcos.=José  del  Perojo.=Vi- 
centc  Nuncz  de  Velasco.==Josó  Sauz,  secretario. 


APÉNDICE  DÉOIMOSÉTIMO  AL  NÚM.  76. 


IHclámen  de  Comisión  mixta,  relativo  al  proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  una  de  Trujillo  al  punto  denominado  Los  Cuatro  Caminos , 
ó la  inmediación  del  pueblo  de  Monta nchez,  en  la  carretera  que  de  este  último 
punto  se  dirige  á enlazar  con  la  de  Cáccres  á M crida. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las 
opiniones  de  ambos  Cuerpos  Colegisladorcs  acerca  del 
provecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras la  que  partiendo  de  Trujillo  termine  en  el 
punto  llamado  Los  Cuatro  Caminos,  en  las  inmedia- 
ciones del  pueblo  de  Montanchez,  tiene  la  honra  de 
someter  á la  aprobación  del  Senado  y del  Cougreso  de 
los  Diputados  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  1.”  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
ral ile  carreteras  del  Estado,  clasificándola  de  tercer 
orden,  una  que  partiendo  de  Trujillo,  y tocando  en 
los  pueblos  de  Cumbre,  Ruanes,  Salvatierra  de  San- 


tiago y Torre  de  Santa  María,  termine  en  el  punto 
denominado  Los  Cuatro  Caminos,  á la  inmediación  del 
pueblo  de  Montanchez,  en  la  carretera  que  de  este 
último  punto  se  dirige  & enlazar  con  la  de  Cáceres  á 
Mérida. 

Art.  2."  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cueuta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  do  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  1887.  = Manuel 
Recerra,  presidenle.=R.  Villa verde.=El  Barón  de  Co- 
vadouga.=Antonio  Ramos  Calderón —El  Marqués  de 
Fuentc-Santa.=El  Conde  de  la  Puebla  del  Maestre.= 
Luis  Sánchez  Arjona.=Gustavo  Morales.=  El  Mar- 
qués de  Castel-Moncayo.=El  Daron  de  Bcnií'ayó,  se- 
cretario. 
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APÉNDICE  DÉOIMOOCTAVO  AL  NÚM.  70. 


Dictamen  de  Comisión  mixta,  relativo  al  proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  una  que  partiendo  de  la  general  de  Montbkmch  á Santa 
Colonia  de  Querall  enlace  en  Sarreal  con  la  provincial  de  Plá  de  Cabra. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las  opi- 
niones de  ambos  Cuerpos  Colegisladores  acerca  del 
proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras una  de  tercer  orden  que  partiendo  de  la  ge- 
neral de  Montblanch  á Santa  Coloma  de  Queralt  vaya 
á empalmar  con  la  provincial  de  Plá  de  Cabra  & Sa- 
rreal, tiene  la  honra  de  someter  á la  aprobación  del 
Senado  y del  Congreso  de  los  Diputados  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
ral de  carreteras  del  Estado  una  de  tercer  órden  que 
partiendo  de  la  carretera  general  de  Montblanch  á 


Santa  Coloma  de  Queralt,  en  la  provincia  de  Tarra- 
i gona,  vaya  á empalmar  con  la  provincial  de  PIA  de 
Cabra  á Sarreal,  pasando  por  el  pueblo  de  Barbará, 
debiendo  comenzarse  inmediatamente  los  estudios,  y 
su  construcción  una  vez  aquellos  terminados. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Peal  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  l887.=Manuel 
Becerra,  presidente.=José  Maluquer.= Antonio  Ra- 
mos Calderón. =E1  Conde  de  Riua;= Francisco  An- 
saldo.=El  Conde  de  Pallares.=El  Conde  de  la  Puebla 
del  Maestre.=Pederico  N ico l au;= Raimundo  Fernan- 
dez Villaverde  — José  de  Letamendi,  secretario. 
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APÉNDICE  DÉCIMONOVENO  AL  NÚM.  76. 


Dictámen  de  Comisión  mixta,  referente  al  proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  una  que  partiendo  de  la  O rola  ra  termine  en  Viilaflor. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las  opi- 
niones de  ambos  Cuerpos  Colegisladores  acerca  del 
proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras la  de  Orofcava  á Viilaflor,  tiene  la  honra  de 
someter  á la  aprobación  del  Senado  y del  Congreso  de 
los  Diputados  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.ü  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras, entre  las  de  tercer  orden  de  la  provincia  de 
Canarias,  una  que  partiendo  de  la  Orotava  ponga  en 
comunicación  directa  al  Norte  con  el  Sur  de  la  isla 


de  Tenerife,  pasando  por  Viilaflor  y terminando  en 
este  antiguo  término  municipal,  en  el  punto  más 
próximo  y conveniente  del  mismo  de  los  que  atravie- 
san la  carretera  del  Sur,  entre  los  pueblos  de  San  Mi- 
guel y A roña. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construcción 
de  obras  públicas. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  1887  —Manuel 
Becerra,  presidente.  = Antonio  Ramos  Calderón.  = 
J.  Jiménez  Cuenca.=Francisco  Ansaldo.=El  Comiede 
Zaldívar.=El  Conde  de  G uaq ui.=Manuel  Ibarra.= 
F.  S.  Alfonzo.  = Raimundo  Fernandez  Villa verde.= 
Miguel  Villanueva.=José  Gutiérrez  de  la  Vega. 
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APÉNDICE  VIGÉSIMO  AL  NÚM.  7fl 


1 >1 A RI<  * 


DE  LAS 

DE  CHITES. 


Uiclámen  de  Comisión  mixta,  relativo  al  proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  una  que  partiendo  del  trozo  construido  para  el  servicio  del 
faro  del  Cabo  de  Palos  enlace  en  Albujon  con  la  general  de  Cartagena  á Albacete. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliarias  opi- 
niones de  ambos  Cuerpos  Colegisladores  acerca  del 
proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  segundo  órden  que  par- 
tiendo del  trozo  construido  para  el  servicio  del  taro 
del  Cabo  de  Palos  vaya  á enlazar  en  el  punto  deno- 
minado el  Albujon,  en  la  carretera  general  de  Carta- 
gena A Albacete,  tiene  la  honra  de  someter  á la  apro- 
bación del  Senado  y del  Congreso  de  los  Diputados  el 
siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1.®  Se  declara  comprendida  en  el  plan 
general  de  carreteras  del  Estado  una  de  segundo  ór- 


den que  partiendo  del  trozo  construido  para  el  ser- 
vicio del  faro  del  Cabo  de  Palos,  y atravesando  San 
Ginés,  La  Union,  La  Palma  y Pozo  Estrecho,  vaya  á 
enlazar  en  el  punto  denominado  el  Albujon,  en  la  ca- 
rretera general  de  Cartagena  A Albacete. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrA  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  1887.=;Manuel 
Becerra,  presidente.  = Antonio  Onofre  Alcocer.  =* 
Raimundo  Fernandez  Villaverde.=  Antonio  Ramos 
Calderón. = Marqués  de  Villamejor.= Antonio  García 
Alix.=Francisco  Ansaldo.=Juan  Rosell.=J.  M.  de 
Semprun.^Francisco  Ramírez  Carmona.=«F.  S.  Al- 
fonso, secretario. 
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APÉNDICE  VIGÉSIHOPHIMERO  AI.  NÚM.  70. 


DE  LOS  DIPUTADOS. 


Dictárnen  de  Comisión  mirla,  acerca  del  proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  una  que  partiendo  de  Ojedo,  en  la  de  Patencia  á Tinamayor, 
miare  en  Riaño  ron  la  de  Sahagun  a las  Arriondas. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las  opi- 
niones de  ambos  Cuerpos  Colegisladores  acerca  del 
proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras una  de  tercer  orden  que  partiendo  de  Ojedo 
(Santander)  enlace  en  Riaño  (León)  con  la  de  Sahagun 
á las  Arriondas,  tiene  la  honra  de  someter  á la  apro- 
bación del  Senado  y del  Congreso  de  los  Diputados  el 
siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado,  y entre  las  de  tercer  órden,  una 


que  partiendo  de  Ojedo,  provincia  de  Santander,  en 
la  de  Patencia  á Tinamayor,  y pasando  por  Vega  de 
I Liébana  y Sanglorio,  enlace  en  Riaño,  provincia  de 
León,  con  la  de  Sahagun  A las  Arriondas. 

Art.  2.w  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  regias  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  1887.==  Manuel 
Becerra,  presidente.  ==Raimuiido  Fernandez  Villaver- 
de.= Manuel  Benayas  Portocarrero.= Antonio  Ramos 
Calderón. =Francisco  Ansaldo.=Ei  Barón  de  Gova- 
don ga.  =Clemen te  Sánchez  Arjona.=CondedeTorreá- 
naz.=J.  M.de  Semprun.=El  Marqués  de  Hazas. 
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NÚMERO  77. 


2029 


CONGBESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


PRESIDENCIA  UBI, 'BICHO.  Sil.  D.  CRIST1N0  HARTOS. 


SESION  DEL  MARTES  26  DE  ABRIL  DE  1887. 

SUMARIO:  Abrese  á la  una.=Se  lee  y aprueba  el  Acta  de  la  anterior.=El  Sr.  Fernandez  Villa  verde, 

después  de  presentar  una  exposición  de  los  funcionarios  del  Banco  de  España,  en  que  solicitan  se  les 
exima  del  recargo  que  se  propone  en  el  proyecto  de  ley  de  presupuestos,  une  su  ruego  ai  del  Sr.  Prieto 
y Caules  para  pedir  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  reinita  al  Congreso  el  expediento  instruido  sobro 
un  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  esta  corte  concediendo  al  Sr.  Rolland  el  corral  d3  limpiezas  como 
indemnización  de  cesión  de  terrenos,  y además  se  hace  cargo  y contesta  á algunas  de  las  observaciones 
hechas  ayer,  así  por  el  Sr.  Prieto  y Caulos  como  por  el  Sr.  Ministro.=La  exposición  pasa  á la  Comisión 
respectiva,  y se  acuerda  comunicar  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  el  ruego  del  Sr.  Fernandez  ViLia- 
verde.=Se  acuerda  igualmente  comunicar  a dicho  Sr.  Ministro  el  ruego  del  Sr.  Alvarez  Marino  para 
que  de  las  órdenes  oportunas  á ün  de  que  sea  repuesto  ol  Ayuntamiento  suspenso  de  Villafranca  da  los 
Caballeros.=Tambien  se  acuorda  poner  en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  el  ruego  del 
Sr.  Dabán  para  que  se  sirva  enviar  á la  Cámara  todos  los  dictándonos  que  la  Junta  consultiva  de  Guerra 
haya  dado  roforentos  á los  distintos  proyectos  que  figuran  en  el  relativo  á la  ley  constitutiva  dol  ejer- 
cito, y muy  particularmente  los  que  se  refieren  á la  ley  do  ascensos  y á la  de  división  del  territorio,  á 
la  de  reemplazos,  con  los  votos  particulares  que  se  hayan  emitido,  y además  ua  proyocto  de  creación 
de  la  Caja  militar,  presentado  por  el  señor  gonoral  Quesada.=Dáse  lectura  de  una  proposición  de  ley 
incluyendo  en  ol  plan  general  de  carreteras  una  que,  partiendo  del  puente  de  Santa  Lucia,  en  la  de  Ca- 
bezón de  la  Sal  á Reinosa,  termine  en  la  estación  do  Viérnoles,  del  ferro-carril  del  Norte. = Apoyada 
por  el  Sr.  Garnica,  se  toma  en  consideración  y pasa  á las  Seccioao3.=El  Sr.  Vázquez  Queipo  llama  la 
atención  del  Gobierno,  y especialmente  del  Sr.  Ministro  de  Ultramar,  acerca  del  estado  lamentable  on 
que  se  encuentra  la  isla  de  Cuba  por  efecto  del  baadolerismo.=  Contestación  del  Sr.  Ministro  de  Ultra- 
mar.=Rectiflcacionos  repetidas  de  amb03  señores. =Se  acuerda  comunicar  al  Sr.  Ministro  do  Fomento 
el  ruego  del  Sr.  Casteil  para  que  se  sirva  enviar  al  Congreso  I03  expedientes  incoados  para  creación  de 
nuevas  escuelas  do  instrucción  primaria  en  I03  pueblos  de  Mera,  Híjar,  Carrioa  y otro3  de  la  provincia 
do  Teruel.=Pasa  a la  Comisión  corrospondionto  una  ©xp03Ícioi,  presentada  por  el  Sr.  Martin  Bernal, 
del  Ayuntamiento  do  Avila,  en  solicitud  de  que  se  reforme  el  art.  117  de  la  ioy  provincial,  en  el  sentido 
de  que  el  repartimiento  municipal  so  verifique  sobro  la  base  de  la  contribución  directa,  prescindiendo 
do  los  consumos.=El  Sr.  Laá  pregunta  ai  Se.  Ministro  do  la  Gobernación  si  03  exaofce  que  hay  mÍ3  de 
200  expodioutos  do  Ayuntamientos  que  están  detenido.s,  en  I03  cuales  30  pido  quo  sean  reintegrados 
los  iuteresados  en  sus  puestos. —Contestación  dol  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación.  = SI  Sr.  Laá  da  la3 
gracias.==El  Sr.  Alvarado  pregunta  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  si  e3tí  dispuesto  á impedir  que  I03 
funcionarios  de  su  Ministerio  intervengan  de  una  manera  directa  en  las  próximas  elecciones  munici- 
pales, y le  ruega  despue3  se  sirva  remitir  á la  Cámara  una  nota  expresiva  do  la  raeaudacion  de  la  pro- 
vincia de  Huesca  en  el  último  quinquenio,  comparada  oon  la  del  actual  ejercicio,  y otra  nota  dol  numero 
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de  ñucas  embargadas  eu  la  misma  provincia.—  Qjii  testación  del  Sr.  Ministro  de  Haeienda.=El  señor 
Alvarado  da  las  graeias.=Ei  Sr.  Quintana  recuerda  ai  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  el  ruego  que  le 
dirigió  en  el  mes  anterior  para  que  tuviera  la  b endad  de  reclamar  de  las  Diputaciones  de  las  provin- 
cias catalanas  sus  prosupuestos  de  beneficoncia,  y el  contrato  celebrado  entre  la  Diputación  provincial 
de  Barcelona  y el  Hospital  de  Santa  Cruz.=Contestacion  del  Sr.  Ministro  do  la  Gobernacion.=EL  soñor 
Quintana  da  las  gracias.=Ei  Sr.  Co3-Gayoa  ruega  ai  Sr.  Ministro  do  Hacienda  se  sirva  remitir  al  Con- 
greso una  nota  expresiva  de  la  diferencia  que  habria,  en  el  oaso  do  sor  aprobados  los  proyectos  loidos 
por  el  Sr.  Ministro  do  la  Guorra,  entre  I03  gastos  del  departamento  ministerial  de  Guerra  que  figuran 
on  el  presupuesto  sometido  ya  ai  Congreso,  y lo  que  deberá  sor  el  presupuesto  do  gastos  do  dicho  Mi- 
nisterio en  el  caso  do  sor  aprobada  la  reforma.==Contestacion  del  Sr.  Ministro  de  Hacienda.=Recfciíl- 
caciones  do  ambos  señores,  con  llamadas  de  la  Prosidoncia.=El  Sr.  Basolga  llama  la  atención  del  señor 
Ministro  de  la  Gobernación  acerca  del  retraso  con  que  viene  publicándose  el  Extracto  de  las  sesiones 
en  la  Ctace¿<i.==Contestacion  del  Sr.  Ministro  do  la  Gobornacion.=Rectifican  ambos  ssñores.=Se  acuerda 
X^oner  en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  una  pregunta  del  Sr.  Muro  rogando  se  remita  al 
Congreso  el  ex£>edionto  formado  on  el  Ministerio  para  dividir  el  país  en  zonas  militare3.=0RDKN  diíl  día: 
discusión  del  dictamen  nuevamente  redactado  sobro  creación  do  Administraciones  subalternas  de  Ha- 
cienda.=So  leo  por  primera  vez,  y pasa  á la  Comisión,  una  enmienda  del  Sr.  Grande  de  Vargas.=Se 
procede  á la  discusión  del  dictamen,  y no  habiondo  quien  pida  la  palabra  sobro  la  totalidad,  se  pasa  á 
la  discusión  x>or  artículo3.=Se  loe  el  l.°  y una  enmienda  del  Sr.  Fernandez  d9  Soria. =La  Comisión  no 
la  admite.=Disourso  del  autor  en  apoyo.=So  suspendo  esta  discusion.=Continúa  la  del  proyecto  sobre 
ol  establecimiento  del  Jurado,  y en  el  uso  de  la  palabra  el  Sr.  Pidal.=Discursc  del  Sr.  Ministro  do 
Gracia  y Justicia.=Rectiflcaciones  de  dichos  señores.==Se  suspende  esta  discusión. =Queda  sobre  la 
mesa,  á disposición  do  I03  Sres.  Diputados,  el  expodionte  instruido  sobre  el  modo  do  distribuir  los 
bienes  y rentas  dol  Hospital  do  Santa  Cruz  de  Barcelona  entre  las  cuatro  provincias  catalanas  y la  sus- 
pensión del  pago  de  intereses  y entrega  de  valores  á dicho  establecimiento,  que  remitía  el  Sr.  Ministro 
do  Hacienda.=Orden  del  dia  para  mañana:  continuación  dol  debate  pendiente  y los  demás  asuntos 
señalados  para  la  de  hoy.=Se  levanta  la  sesión  d las  siete. 


Se  abrió  á la  una  de  la  tarde,  y leída  el  Acta  de  la 
anterior,  quedó  aprobada. 


Varios  Sres.  Diputados  piden  la  palabra. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Fernandez  V filia  ver- 
de tiene  la  palabra. 

El  Sr.  FERNANDEZ  VILLAVERDE:  Tengo  el 
honor,  Sres.  Diputados,  de  presentar  al  Congreso  una 
cxposiciou  que  le  dirigen  los  funcionarios  del  Banco 
de  España,  solicitando  que  al  examinar  el  art.  10,  si 
mal  no  recuerdo,  del  proyecto  de  ley  de  presupuestos, 
en  el  cual  se  impone  un  recargo  ó aumento  de  50  por 
100  á determinadas  cuotas  de  la  tarifa  2.a  de  la  con- 
tribución industrial,  se  exima  de  tal  gravamen  á los 
empleados  de  Sociedades  y Bancos. 

Fúndanse  eu  la  desventajosa  excepción  natural  en 
que  se  encuentran  ante  las  leyes  de  la  incidencia  y de 
la  difusión  del  impuesto,  toda  vez  que  mientras  los 
industriales  propiamente  dichos  y aun  los  titulares 
de  otras  profesiones,  pueden  fácilmente  descargarse 
en  parte  del  peso  del  tributo  elevando  el  precio  de  sus 
productos  ó servicios,  no  hay  manera  de  que  ellos 
utilicen  el  efecto  natural,  y aunque  no  siempre  inme- 
diato, á la  larga,  seguro  de  esas  leyes  económicas,  á 
causa  de  que  sus  emolumentos  están  fijados  por  una 
voluntad  ajena  y superior  á la  suya. 

No  lie  de  exponer,  porque  no  es  ocasión  oportuna 
de  hacerlo,  las  razones  en  que  los  peticionarios  fun- 
dan su  solicitud,  desenvolviendo  la  consideración  de 
justicia  tributaria  que  he  indicado,  y armonizándola 
con  los  intereses  del  Tesoro  público  y con  las  necesi- 
dades del  presupuesto  del  Estado.  Todo  ello  se  desen- 
vuelve v explica  en  la  instancia,  y yo  me  limito, 
usando  estrictamente  del  derecho  reglamentario  que 


ejercito,  á recomendar  esas  razones  á la  atención  y 
al  estudio  de  la  Comisión  de  presupuestos. 

No  es  este,  Sr.  Presidente,  el  único  objeto  con 
que  me  he  levantado.  Hubiera  necesitado  de  todas 
suertes  molestar  al  Congreso  para  recoger  alguna 
alusión  que  he  creído  percibir  dirigida  á Administra- 
ciones del  partido  liberal-conservador  al  leer  en  el 
Extracto  oficial  de  la  sesión  de  ayer  una  pregunta, 
excitación,  ruego  ó petición  hecha  al  Sr.  Ministro  de 
la  Gobernación  por  el  Sr.  Prieto  y Caules. 

En  rigor,  yo  no  he  dé  usar  á este  propósito  (le  la 
palabra  sino  para  unir  mi  ruego  al  del  Sr.  Prieto  y 
Caules,  á fin  de  que  el  Sr.  Ministro  dé  la  Gobernación 
se  sirva  comunicar  al  Congreso  el  expediente  á que 
dicho  Sr.  Diputado  se  referia  cuando  esc  expediente 
tenga  estado  para  poder  venir  al  examen  del  Parla- 
mento. 

Pero  este  ruego  que  yo  tengo  el  honor  de  dirigir 
al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  por  más  que  lo  ex- 
ponga en  el  mismo  sentido  del  formulado  ayer  por  el 
Sr.  Prieto  y Caules,  obedece  á motivos  de  todo  punto 
contrarios,  pues  entiendo  que  S.  S.  estaba  tan  mal  in- 
formado, que  la  mayor  parte  de  los  hechos  que  adujo 
para  fundarlo,  ó una  gran  parte  de  ellos,  cuando  me- 
nos, son  de  todo  punto  inexactos. 

Por  las  fechas  que  citó  el  Sr.  Prieto  y Caules  com- 
prendería fácilmente  el  Congreso  que  el  expediente  á 
que  hizo  referencia  se  tramitó,  durante  algún  tiempo, 
bajo  una  Administración  perteneciente  al  partido  li- 
beral-conservador. Yo  mismo  tuve  ocasión  de  inter- 
venir dos  veces  en  él,  la  una  como  gobernador,  al 
aprobar  el  acuerdo  del  Ayuntamiento,  y la  otra,  como 
Ministro  de  la  Gobernación,  al  conocer  de  la  instan- 
cia elevada  al  Ministerio  por  el  Sr.  Marqués  del  Ris- 
cal, como  presidente  ile  la  Inga  de  contribuyentes  de 
Madrid1,  y creo  poder  afirmar  con  seguridad  que  es 
de  todo  punto  inexacto  que  existan  en  el  expediente 
las  deficiencias  y mucho  menos  las  informalidades 
denunciadas  por  el  Sr.  Prieto  y GauU&;  antes  bien,  al 
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llegar  á mi  conocimiento,  como  gobernador,  venía  re- 
vestido ese  acuerdo  dei  Ayuntamiento  sobre  permuta 
de  terrenos  y ejecución  de  una  sentencia,  de  todos  los 
requisitos,  solemnidades  y garantías  apetecibles  en 
este  género  de  asuntos. 

No  es  exacto  que  los  dictámenes  de  los  letrados 
consistoriales  no  fuesen,  como  indicaba  el  Sr.  Prieto 
y Gaulcs,  concluyentes;  es  verdad  (así  lo  creo  recor- 
dar), que  en  la  tramitación  dei  asunto,  el  letrado  á 
que  aludió  el  Sr.  Prieto  y Caules,  que  me  parece  ser 
uu  querido  amigo  particular  y político  mió,  encontró 
determinadas  deficiencias,  pero  se  subsanaron  des- 
pués, y la  transacción  que  constituía  el  fondo  del  ex- 
pediente pasó  al  gobernador  do  la  provincia  con  la 
garantía  de  un  dictámen  unánime  y luminoso  de  los 
letrados  consistoriales. 

No  es  más  fundado  el  cargo  de  incompetencia  le- 
gal que  dirigió  al  gobernador  el  Sr.  Prieto  y Gaules; 
obedeció  tal  cargo  á un  error  de  derecho  fácil  de  des- 
vanecer. No  es  exacto  que  la  lay  municipal  se  limite 
á exigir,  en  toda  enajenación  de  bienes  inmuebles  por 
los  Ayuntamientos,  la  aprobación  clel  Gobierno,  con  las 
dos  solas  excepciones  de  los  sobrantes  (le  la  via  pú- 
blica y de  los  edificios  inútiles.  Semejante  exposición 
del  contenido  del  art.  85  de  la  ley  municipal  es  in- 
exacta é incompleta.  Nuestras  leyes  son  de  antiguo, 
y sobre  todo  desde  1855  más  exigentes,  bastante  más 
exigentes  en  materia  (le  enajenaciones  (le  bienes  in- 
muebles do  los  Ayuntamientos.  I)e  los  sobrantes  de 
la  via  pública  pueden  las  Corporaciones  municipales 
disponer  por  si,  de  los  ediíicios  inútiles  pueden  dis- 
poner con  la  aprobación  del  gobernador;  pero  de  otros 
inmuebles,  del  caudal  de  sus  bienes  de  propios  no 
pueden  disponer  de  ningún  modo:  es  el  Estado  mismo 
quien  vende  tales  bienes. 

Para  asegurar  este  régimen,  que  es  el  de  las  leyes 
desaniortizadoras  con  relación  á los  bienes  de  propios, 
y para  conservar  también  libres  de  toda  enajenación 
ó de  lodo  contrato  que  los  grave  á los  bienes  comu- 
nes exceptuados  de  la  desamortización,  el  párrafo  3.° 
del  art.  85  de  la  ley  municipal  pide  la  aprobación  del 
Gobierno  para  los  contratos,  no  dice  ventas  ni  per- 
mutas, sino  para  todo  orden  de  contratos  referentes  á 
los  demás  bienes  inmuebles  dei  Municipio.  Las  tincas 
comprendidas  en  el  expediente  de  que  habló  el  señor 
Prieto,  eran  sobrantes  de  la  via  pública  y edificios 
inútiles:  por  eso  pudo  enajenarlos  el  Ayuntamiento 
con  la  aprobación  del  gobernador,  pues  de  no  serlo, 
no  hubiera  procedido  la  enajenación  por  el  Ayúnta- 
la imito  ni  con  la  autorización  misma  del  Gobierno, 
líe  hecho  esta  breve  exposición  del  verdadero  sentido 
de  la  ley  municipal,  que  el  Sr.  Prieto  y Caules  inter- 
pretó á mi  juicio  erróneamente,  porque  habiendo  ocu- 
pado en  aquella  época  el  cargo  de  gobernador  do  Ma- 
drid, me  importaba  dejar  consignado,  mientras  viene 
el  espediente  á examen  del  Congreso,  que  yo  no  dicté 
en  él  resolución  ninguna  con  la  notoria  incompeten- 
cia legal  que  el  Sr.  Prieto  y Caules  suponía. 

Tuve  luego  ocasión  de  entender  otra  vez  en  el 
asunto  como  Ministro  de  la  Gobernación,  porqué,  en 
efecto,  se  presentó  esa  instancia  del  presidente  de  la 
figa  de  eontribuyentesppero  pudo  bien  decir,  como 
dijo  ayer  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  que  si 
sometí  el  expediente  á informe  del  Consejo  de  Esta- 
do, no  fué  por  virtud  de  tai  instancia,  sino  por  la  vo- 
luntad del  Gobierno,  que  pudo  haber  desestimado  de 
plauo  una  solicitud  presentada  fuera  de  todas  las  con* 


diciones  legales  de  forma  y de  plazo.  Sin  embargo, 
atendida  la  naturaleza  dei  asunto,  y habida  conside- 
ración á que  yo  había  intervenido  en  él  como*  gober- 
nador, no  adopté  la  resolución  que  en  el  sentido  ex- 
puesto se  me  propuso  por  la  Sección  del  Ministerio, 
sino  que  comuniqué  el  expediente  ai  Consejo  de  Esta- 
do para  que  allí  se  examinara  detenidamente.  El  dic- 
tamen del  Consejo  de  Estado  fué  recibido  después  por 
mi  sucesor,  y luego  el  asunto  ha  seguido  diferentes 
trámites,  que  desconozco. 

Dadas  estas  explicaciones,  termino  como  empecé, 
uniendo  mi  ruego  al  del  Sr.  Prieto  y Caules,  para 
que  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  tan  luego  como 
resuelva  el  expediente,  se  sirva  traerlo  al  Parlamen- 
to. Entonces  podrá  ver  el  Sr.  Prieto  y Caules  que  sus 
informes  son  equivocados,  y que  la  decisión  que  yo 
adopté  como  gobernador  de  Madrid,  era  la  única  que 
cabía  legalmente  dictar  en  el  estado  y en  la  prepara- 
ción que  tenía  el  expediente. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  La  ins- 
tancia pasará  á la  Comisión  correspondiente,  y se 
pondrán  en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  la  Go- 
bernación las  manifestaciones  de  S.  S. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Alvarez  Marino  tie- 
ne la  palabra. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  Es  con  el  objeto  de 
dirigir  un  ruego  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  y 
como  no  se  encuentra  presente,  suplico  á la  Mesa  se 
sirva  ponerlo  en  su  conocimiento. 

En  17  de  Julio  último  fué  sobreseída  libremente 
la  causa  que  se  seguía  ai  Ayuntamiento  suspenso  (le 
Villafranca  de  los  Caballeros.  Los  concejales  suspen- 
sos pidieron  su  reposición  en  17  de  Noviembre  al 
gobernador,  acompañando  la  certificación  del  auto  de 
sobreseimiento;  de  esta  solicitud  obtuvieron  recibo. 
El  gobernador  nada  lia  dicho  ni  ordenado.  En  vista 
de  este  olvido  de  la  ley,  los  concejales  suspensos  pre- 
sentaron una  instancia  al  alcalde  (le  Villafranca  soli- 
citando la  reposición,  que  les  ha  sido  negada.  Estos 
hechos  se  han  denunciado  al  juez  de  instrucción  del 
partido,  uniéndose  á la  denuncia  el  recibo  de  la  pre- 
sentación de  la  instancia  (le  31  de  Marzo  á la  Alcal- 
día. Los  abusos  que  se  cometen  por  el  actual  Ayun- 
tamiento son  grandes,  y por  lo  tanto  no  será  posible 
ir  á las  próximas  elecciones.  Yo,  por  mi  parte,  ruego 
al  Sr.  Ministro  que,  como  asunto  de  preferencia  y ur- 
gente, dé  orden  terminante  para  que  inmediatamente 
sea  repuesto  el  Ayuntamiento  suspenso  de  Villafran- 
ca de  los  Caballeros. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  Se  pon- 
drá en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Daban  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  DABAN:  Es  para  reclamar  algunos  docu- 
mentos del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  rogando  á la 
Mesa  se  sirva  hacerse  intérprete  de  mi  petición  para 
con  dicho  Sr.  Ministro.  Como  quiera  que  los  asuntos 
que  se  relacionan  con  los  proyectos  de  ley  que  ha 
traído  á la  Cámara  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  re- 
visten cierta  gravedad,  y entiendo  que  es  oportuno 
que  todos  los  Sres.  Diputados  conozcan  cuantos  an- 
tecedentes puedan  existir  en  el  departamento  de  S.  S, 
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relacionados  con  este  asunto,  para  discutir  con  más 
acierto  las  gravísimas  cuestiones  que  entrañan  estos  j 
proyectos,  ruego  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  que  se 
sirva  enviar  á la  Cámara  todos  los  dictámenes  que  la 
Junta  consultiva  de  Guerra  haya  dado  referentes  á 
los  diferentes  proyectos  que  figuran  en  el  relativo 
á la  ley  constitutiva  del  ejército,  y muy  particular- 
mente los  que  se  refieren  á la  ley  de  ascensos,  á la  de 
división  del  Lerritorio,  á la  de  reemplazos  y á la  de 
reforma  del  Cuerpo  de  Estado  Mayor,  y al  mismo 
tiempo  que  remite  esos  antecedentes,  envíe  además 
los  dictámenes  que  haya  emitido  la  Junta  consultiva 
sobre  estos  puntos  que  por  ella  se  lian  estudiado,  y 
asimismo  los  votos  particulares  que  algunos  indivi- 
duos de  esa  Junta  hayan  presentado. 

Le  ruego  también  que  remita  un  proyecto  de  crea- 
ción de  Caja  militar,  presentado  por  el  señor  general 
Quesada,  y dictaminado  por  el  Consejo  de  redencio- 
nes y enganches,  y el  dictamen  que  emitió  la  Junta 
de  defensa  sobre  la  división  militar  del  territorio. 

Estos  antecedentes  los  considero  necesarios  para 
conocimiento  de  la  Cámara,  y para  que  se  vea  aquello 
en  que  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  no  ha  hecho  más 
que  reproducir  lo  que  ya  estaba  dictaminado  y aquello 
cuyas  alteraciones  sean  de  la  exclusiva  iniciativa  del 
actual  Sr.  Ministro  de  la  Guerra. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  La  Mesa 
pondrá  en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra 
los  deseos  de  S.  S. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  va  á dar  cuenta  de  una 
proposición  de  ley.» 

Leida  la  del  Sr.  Garnica,  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  la  del  puente  de  Santa  Lucía  á 
la  estación  de  Yiérnoles  [Véase  el  Apéndice  quinto  al 
Diario  núm.  67 , sesión  de  14  del  actual) , dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Garnica  tiene  la  pa- 
palabra  para  apoyar  su  proposición  de  ley. 

El  Sr.  GARNICA:  La  proposición  que  acaba  de 
leerse  tiene  por  objeto  la  construcción  de  una  carre- 
tera que  una  la  ya  existente  de  Cabezón  de  la  Sal  á 
Reinosa,  con  el  ferro-carril  de  Santander  en  la  esta- 
ción de  Yiérnoles. 

Esta  carretera  debe  poner  en  contacto  dos  parti- 
dos judiciales,  él  de  Cabuérniga  y el  de  Torrelavega, 
pasando  por  una  comarca  bastante  poblada,  y debe 
dar  acceso  á una  de  las  cuencas  más  importantes  y 
productoras,  la  del  rio  Saja,  al  ferro-carril  de  San- 
tander. Estas  consideraciones  abonan  su  construc- 
ción, como  de  interés  general,  y por  tanto  ruego  al 
Congreso  que  se  sirva  tomar  en  consideración  la  pro- 
posición presentada.» 

Leida  por  segunda  vez  la  proposición  de  ley,  y 
hecha  !a  pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración, 
el  acuerdo  del  Congreso  fué  afirmativo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  La  pro- 
posición de  ley  pasará  á las  Secciones  para  nombra- 
miento de  Comisión. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Vázquez  Queipo  tiene 
la  palabra. 

El  Sr.  VAZQUEZ  QUEIPO:  La  he  pedido  para 
dirigir  un  ruego  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar. 

Hace  tiempo  cada  vez  que  llega  el  correo  de  Cuba 
los  periódicos  todos  de  la  Peníusula  se  ocupan  del 


estado  lamentable  en  que  se  encuentra  aquella  isla, 
por  efecto  del  bandolerismo,  reproduciendo  los  perió- 
dicos de  todos  los  matices  las  noticias  tomadas  de 
los  diarios  de  la  Habana.  Han  llegado  las  cosas  á tal 
punto  que  se  ha  hecho  por  completo  imposible  (y 
esto  no  puede  desconocerlo  el  Sr.  Ministro  de  Ultra- 
mar), que  los  hacendados  vayan  á sus  fincas  á atender 
á la  molienda  de  la  caña.  Por  el  último  correo  han 
llegado  noticias  sumamente  alarmantes:  yo  tengo 
cartas,  de  las  cuales  voy  á leer  al  Congreso  dos  párra- 
fos para  que  se  vea  cuál  es  el  estado  del  país. 

Si  se  tratara  tan  solo  de  la  inseguridad  personal 
de  los  campos,  se  podria  decir  que  en  todo  tiempo  ha 
existido,  sobre  todo  de  seis  ú ocho  meses  á esta  parte; 
pero  hoy  la  inseguridad  es  tai  que  en  la  misma  Ha- 
bana los  oidores  tienen  que  ir  á la  Audiencia  con  el 
revólver  en  el  bolsillo  para  no  ser  asaltados  por  los 
malhechores,  y á todo  el  mundo  le  sucede  lo  mismo. 
(El  Sr.  Ministro  de  Ultramar  hace  signos  negativos.)  Y 
ya  que  el  Sr.  Ministro  parece  que  no  lo  cree,  le  diré 
que  en  tiempos  relativamente  bonancibles,  yo  he  lle- 
vado siempre  el  revólver  en  el  bolsillo  en  la  Habana, 
y sé  de  muchas  gentes  que  tenían  que  llevarlo  como  yo. 

Pero  en  fin,  me  voy  á permitir  leer  para  que  se 
entere  el  Sr.  Ministro  de  Ultramar  y juzgue  si  hay 
motivos  para  excitar  el  celo  de  aquellas  autoridades 
á fin  de  que  tornen  medidas  represivas  que  acaben 
con  el  bandolerismo,  me  voy  á permitir  leer  dos  pá- 
rrafos de  dos  cartas  que  he  recibido. 

Dice  la  primera: 

«Cuanto  diga  á Vd.  sobre  inseguridad  personal 
en  los  campos  y aun  en  las  poblacioues  es  poco.  Ix>s 
secuestros  se  repiten  uno  y otro  dia  en  todas  partes, 
y aflige  el  ver  la  situación  de  los  propietarios  que  en 
esta  época  de  zafra  no  pueden  ir  á sus  fincas  sin  caer 
en  manos  de  los  secuestradores.  (Aquí  en  la  Península 
nos  escandalizamos  cuando  se  habla  de  un  secuestro, 
y allí  se  repiten  constantemente:  me  parece  una  cosa 
muy  natural  que  se  excite  el  celo  de  las  autoridades 
á fin  de  que  el  país  pueda  entrar  en  la  vida  normal.) 

Solo  una  pequeñísima  parte  de  estos  escándalos 
se  publica  en  los  periódicos,  porque  ios  interesados  ó 
víctimas  tienen  empeño  en  ocultarlo  para  no  ser  ob- 
jeto de  nuevas  violencias. 

Ayer  salió  de  aquí  un  emisario  con  6.000  pesos 
fuertes  en  oro  para  rescatar  á Colín  de  Cárdenas  á 
quien  el  dia  anterior  sorprendieron  en  su  finca  cerca 
de  Guanajay,  y al  escribir  ésta  aún  no  es  público  el 
suceso,  como  lo  será  mañana  por  tratarse  de  una  per- 
sona tan  conocida.» 

Yo  llamo  sobre  esto  la  atención  del  Sr.  Ministro 
de  Ultramar,  que  aunque  no  conoce  la  isla  por  no 
haber  estado  en  ella,  sabe  perfectamente  que  Guana- 
jay está  á las  puertas  de  la  Habana,  para  que  juzgue 
si  no  pudiendo  salir  los  hacendados  á las  puertas  de  la 
Habana  será  el  estado  de  la  ista  lo  suficientemente 
alarmante  para  que  se  deba  llamar  la  atención  del 
Gobierno  como  yo  he  llamado  particularmente  la  de 
S.  S.  Y seguro  estoy  de  que  S.  S.  no  me  desmentirá, 
antes  de  hacer  aquí  esta  pregunta. 

Y sigue  la  carta: 

«Ante  las  inconveniencias  de  la  prensa  y la  poca 
aptitud  de  las  autoridades,  ha  quedado  anulada  la 
Guardia  civil  y dueños  de  los  campos  los  ladrones.» 

Esta  carta  es  de  una  persona  muy  importante,  la 
otra  es  de  persona  no  ménos  importante;  y ambas  las 
pongo  particularmente  á disposición  de  S.  S. 
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Dice  la  segunda  caria: 

«El  país  se  ve  moral  y materialmente  dominado 
en  la  mayor  parte  de  su  territorio  por  el  bandoleris- 
mo, que  es  boy  sin  exageración  el  primer  poder  del 
Estado,  y ya  las  familias  y sus  jefes  no  pueden  aten- 
der sus  fincas  por  los  robos  y secuestros  que  se  repi- 
ten continuamente,  y que  traen  el  desaliento  con  mu- 
cho beneplácito  de  algunos,  y asimismo  de  los  que 
tras  de  bastidores  comercian  con  esa  hidra  de  los 
campos  y las  poblaciones:  entre  tanto  las  autoridades 
no  toman  medidas  eficaces  y radicales  para  acabar 
con  esta  plaga. 

El  jefe  de  los  bandoleros  (el  mulato  Matagás)  pasó 
el  l.°  de  Abril...»  (y  omito  decir  al  punto,  porque  si 
lo  dijera  ya  se  sabria  quien  es  el  que  escribe  la  carta 
y expondría  al  que  la  escribe  á ser  víctima  de  la  ven- 
ganza de  Matagás,  pero  yo  se  lo  diré  particularmente 
al  Sr.  Ministro)  ¿...por  la  jurisdicción  de  Colon,  con  22 
hombres  y en  los  terrenos  del  ingénio  Santa  Rita  de 
Baró,  cerca  de  Sabanilla  de  Guareiras,  estaba  otra 
partida  de  18;  total  40. 

El  21  de  Marzo  hizo  una  emboscada  al  teniente 
Quesada,  matándole  3 hombres  de  los  12  que  llevaba 
6 hiriéndole  un  práctico. 

Además  de  estos  pelotones  de  foragidos,  hay  otros 
como  el  de  Espinosa  en  Santa  Ciara,  Homero  en  Ma- 
druga y otros  por  Vuelta  Abajo  que  llenan  de  horror 
y espanto  el  país.» 

Yo  puedo  decirle  más  á S.  S.;  que  una  persona 
conocidísima  en  esta  Cámara,  que  ha  sido  Diputado 
por  espacio  de  muchos  años  por  aquella  Anlilla,  no 
va  á sus  fincas  ni  á su  ingénio  por  tierra  por  miedo  á 
que  le  secuestren,  y tiene  que  hacer  el  viaje  por  mar. 

Yo  llamo  sériameute  la  atención  del  Gobierno  de 
S.  M.  y del  Sr.  Ministro  de  Ultramar  acerca  de  este 
asunto,  sin  que  yo  trate,  absolutamente  para  nada, 
de  decir  si  las  autoridades  cumplen  ó no  con  su  de- 
ber, ni  de  hacerme  solidario  en  manera  alguna  de  las 
apreciaciones  que  en  algunos  de  los  párrafos  de  estas 
cartas  se  hacen  respecto  de  aquellas  autoridades;  pero 
es  lo  cierto  que  aquellas  autoridades  están  en  desgra- 
cia, porque  estar  en  desgracia  es  el  no  tener  medios 
eficaces  de  contener  ese  bandolerismo.  Yo  sé  los  de- 
seos que  animan  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar;  yo  sé 
que  el  Gobierno  ha  tratado  de  esta  cuestión;  pero  yo 
ruego  al  Gobierno  de  S.  M.  y ruego  al  Sr.  Ministro  de 
Ultramar,  que  piensen  sériamente  en  esto,  y que  to- 
men medidas  que  aseguren  allí  la  tranquilidad  per- 
sonal y la  seguridad  individual.  He  dicho. 

El  Sr.  Ministro  de  ULTRAMAR  (Balaguer):  Pido 
la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ULTRAMAR  (Balaguer):  Si  el 
Sr.  Vázquez  Queipo,  mi  amigo  particular  y del  Go- 
bierno, hubiese  tenido  la  bondad  de  acercarse  al  Mi- 
nisterio de  Ultramar,  hubiera  podido  leer  algunos  do- 
cumentos que  hubieran  evitado  que  S.  S.  me  dirigiera 
la  pregunta  en  los  términos  en  que  lo  ha  hecho,  y se 
hubiera  convencido  de  que  hay  gran  exageración  en 
lo  que  á S.  S.  le  han  dicho. 

Es  cierto,  desgraciadamente,  que  hay  algunas  par- 
tidas de  bandoleros  en  la  isla  de  Cuba;  pero  no  es 
cierto,  y el  Sr.  Vázquez  Queipo  debe  saberlo,  que  no 
se  les  persiga  con  gran  actividad  y con  gran  celo.  La 
demostración  de  esto,  Sres.  Diputados,  está  basta  en 
la  misma  prensa  ile  oposición  de  Madrid,  pues  un  pe- 
riódico como  El  Liberal , cuyas  opiniones  no  se  pueden 


poner  en  duda  respecto  á la  oposición  que  hace  al 
Gobierno,  dice  en  su  correspondencia  de  ayer  que  el 
gobernador  general  de  la  isla  (le  Cuba  y las  demás 
autoridades  están  persiguiendo  con  celo  incansable  á 
los  bandoleros  que  hoy  hay  en  la  isla  de  Cuba.  Esto 
es  positivo,  y puesto  que  S.  S.  ha  tenido  la  bondad, 
que  yo  le  agradezco,  de  decirme  que  iba  á hacerme 
una  pregunta  sobre  esta  cuestión,  he  podido  recoger 
y traer  aquí  un  documento  oficial  que  puede  contes- 
tar perfectamente  á las  cartas  particulares  que  S.  S. 
lia  recibido.  En  ese  documento  se  dice: 

«Seis  grupos  de  fuerzas  montadas  de  Guardia  ci- 
vil, guerrillas  y caballería  de  la  Reina,  están  en  per- 
secución de  la  partida  que,  por  la  protección  que 
encuentra  en  las  condiciones  del  terreno  á las  inme- 
diaciones de  la  extensa  zona  que  recorre  el  rio  llaná- 
bana  y la  proximidad  de  la  ciénaga  de  Zapata  que 
siempre  ha  sido  principal  refugio  de  los  criminales, 
no  se  ha  conseguido,  á pesar  de  la  actividad  desple- 
gada en  la  persecución  que  continua,  lograr  resul- 
tados que  compensen  las  fatigas  impuestas  á dichas 
fuerzas.» 

Esto  demuestra  á S.  S.  que  no  hay  que  excitar  el 
celo  de  aquellas  autoridades  ni  el  celo  del  Gobierno, 
puesto  que  el  Gobierno  ha  dicho  repetidas  veces  en 
comunicaciones  á aquellas  autoridades  cuanto  tenía 
que  decir,  y yo  puedo  asegurar  á S.  S.  que  el  digní- 
simo gobernador  general  de  la  isla  de  Cuba,  como 
todas  aquellas  autoridades,  están  vigilando  sin  des- 
canso y están  con  gran  actividad  persiguiendo  á las 
partidas  de  bandoleros. 

May  exageración  también  en  lo  que  S.  S.  ha  dicho 
respecto  á que  los  hacendados  no  pueden  ir  á sus 
fincas. 

Yo  tengo  aquí  también  una  carta  de  ese  correo  en 
que  se  me  dice,  contestando  ya  á una  carta  mía  es- 
crita á consecuencia  de  haberse  manifestado  lo  mismo 
en  el  Senado  hace  uno  ó dos  meses: 

«No  hay  exactitud  tampoco  en  lo  que  dicen  que 
los  hacendados  hayan  tenido  que  privarse  de  ir  a sus 
propias  fincas  por  temor  al  bandolerismo;  muchos  que 
yo  conozco  están  en  sus  ingenios  ó van  constante- 
mente á ellos  los  que  habitan  en  esta  capital;  y se 
comprende,  además,  que  un  hacendado  no  pueda  abri- 
gar Lemor  alguno  dentro  de  su  propio  ingenio  donde 
trabajan  400  ó 500  hombres,  entre  los  que  hay  gran 
número  de  blancos  como  capataces,  maquinistas, 
maestros  de  azúcar,  y en  muchos  de  ellos  bastantes 
soldados  rebajados,  todos  armados.» 

No  es  verdad,  por  tanto,  que  los  hacendados  no 
puedan  ir  á sus  lincas,  puesto  que  por  parte  de  las 
autoridades  se  vigila  con  gran  cuidado  y se  les  dan 
los  medios  posibles  para  que  puedan  verificarlo. 

¿Y  qué  lie  de  decir  yo  al  Sr.  Vázquez  Queipo  en 
resúmen  y concretándome  á la  pregunta  de  S.  S.Y 
Pues  puedo  y debo  decir  á S.  S.  que  no  necesitaba, 
desde  luego,  que  me  dirigiera  este  ruego,  porque  el 
Gobierno  se  ha  adelantado  á sus  deseos.  El  dignísimo 
gobernador  general  de  aquella  isla  ha  tomado  todas 
las  precauciones  necesarias,  y está  obrando  con  tal 
energía  y celo,  que  ha  merecido  el  aplauso  de  los 
mismos  periódicos  de  oposición. 

El  Sr.  VAZQUEZ  QUEIPO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  VAZQUEZ  QUEIPO:  Para  rectificar  muy 
I poco. 

Es  desgracia  la  que  tenemos  los  Diputados  de 
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Cuba.  Siempre  que  me  he  levantado  á usar  de  la  pa- 
labra, haya  pertenecido  á la  mayoría  del  Gobierno  ó 
á la  oposición,  cuando  el  partido  liberal-conservador 
ha  estado  en  el  poder,  para  denunciar,  no  ya  algún 
abuso,  sino  alguna  cosa  de  las  que  allí  pasan;  siem- 
pre que  me  he  levantado  á excitar  por  medio  de  un 
ruego  al  Gobierno  de  S.  M.,  haya  sido,  ya  digo,  el  go- 
bierno liberal  el  que  haya  estado  en  el  poder  ó haya 
sido  el  partido  conservador,  se  me  lian  dicho  por  el 
Sr.  Ministro  de  Ultramar  las  mismas  palabras  que  me 
ha  contestado  el  Sr.  Balaguer  en  este  momento.  En 
todo  eso  hay  exageración;  las  autoridades  son  digní- 
simas, hacen  más  de  lo  que  pueden  y tanto  como  de- 
ben. Esto  sería  bueno  si  yo  hubiese  atacado  en  algo 
á aquellas  autoridades.  Guando  he  leido  los  párrafos 
de  las  cartas  que  se  referian  á las  autoridades,  he  te- 
nido buen  cuidado  de  decir:  esas  son  apreciaciones 
de  los  que  escriben  las  cartas,  no  apreciaciones  mias. 
Yo  no  vengo  aqui  á acusar  al  general  Calleja;  yo 
no  vengo  aquí  á traer  una  diatriva  contra  las  auto- 
ridades que  allí  rigen;  yo  no  dudo  de  la  vigilancia 
de  aquellas  autoridades;  yo  no  dudo  que  cumplen  con 
su  deber,  pero  es  lo  cierto  que  á pesar  de  que  cum- 
plen con  su  deber,  que  á pesar  de  las  cartas  que  S.  S. 
tiene,  esas  cartas  me  dan  á mí  la  razón  y juslifican 
la  excitación  y el  ruego  que  dirijo  al  Gobierno  de 
8.  M.  Eso  es  evidente.  Dice  8.  S.  que  no  es  exacto  que 
los  hacendados  no  puedan  ir  á sus  fincas.  ¿Qué  ha  de 
serlo  si  están  rodeados  de  doce  ó catorce  hombres 
bien  armados  en  sus  ingenios?  Pues  yo  sé  más  que 
S.  S.  sin  ser  Gobierno,  ó 8.  S.  io  sabia  y lo  ha  omitido. 

El  gobernador  de  Matanzas  ha  organizado  parti- 
das volantes  para  auxiliar  á los  hacendados  en  sus 
ingénios;  luego  es  evidente  que  no  pueden  estar  en 
dios  sin  fuerza  armada;  luego  sucede  que  ei  que  no 
dispone  de  fuerza  armada  costeándosela  él  ó costeán- 
dola el  Gobierno  para  su  auxilio,  no  puede  hacer  la 
zafra  con  seguridad  como  la  hacía  en  otras  ocasiones 
y circunstancias. 

Y no  crea  el  Sr.  Ministro  de  Ultramar  que  al  de- 
cir esto  hay  en  mí  acometividad  ninguna  ni  Inicia  su 
señoría  ni  hácia  el  Gobierno:  es  mi  manera  de  hablar 
y de  expresarme:  yo  soy  violento  generalmente  en  mi 
manera  de  decir,  pero  no  es  que  yo  no  crea  que  las 
autoridades  de  Cuba  y el  Gobierno  han  tomado  en 
consideración  lo  que  he  dicho.  ¿No  recuerda  el  señor 
Ministro  de  Ultramar  que  hará  cosa  de  diez  ó quince 
dias,  á la  llegada  del  anterior  correo,  hablé  de  esto 
particularmente  con  S.  S.,  y 8.  S.  tuvo  á bien  decirme 
que  de  este  punto  se  había  ocupado  el  Consejo  de  Mi 
rostros?  Pues  cuando  me  dirigí  á S.  S.  habia  tenido 
no  una,  sino  2(3  cartas  en  que  se  quejaban  de  lo  mis- 
mo, y no  cito  nombres  propios,  porque  si  fuera  á ci- 
tarlos yo  le  aseguro  á 8.  S.  que  tan  reespetablás  conio 
puedan  ser  bis  firmas  de  los  que  le  aseguran  que  todo 
marcha  ¿lili  perfectamente,  son  las  de  los  que  á mí 
me  dicen  lo  que  lie  tenido  ei  honor  de  indicar. 

Además,  yo  me  fundo  en  hechos  prácticos.  ¿Puede 
negarse  que  D.  Nicolás  de  Cárdenas  ha  sido  secues- 
trado en  Guanajay,  y ha  tenido  que  enviar  por  medio 
de  un  agente  6.000  duros  para  su  rescate,  á pesar  de 
que  Guanajay  está  á dos  horas  en  ferro* carril?  Con 
esto  no  hago  un  cargo  á S.  S.,  ni  á aquellas  autori- 
dades; pero  deseo  que  las  personas  que  á mí  se  diri- 
gen como  representante  de  aquella  Anlilla,  sepan  que 
he  cumplido  con  el  deber  de  exponer  en  la  Cámara  la 
situación  en  que  se  hallan  aquellos  hacendados,  los 


cuales  han  de  agradecer  que  nos  ocupemos  de  ellos, 
porque  aun  cuando  no  se  excite  el  celo  del  goberna- 
dor general  y de  las  demás  autoridades,  crea  S.  S.  que 
cuando  la  Cámara  se  ocupa  de  esto,  el  celo  se  redobla 
y se  llega  á lo  que  todos  deseamos. 

Por  lo  demás,  si  S.  S.  encuentra  violencia  en  mis 
palabras,  esto  consiste  en  mi  manera  de  expresarme, 
en  mi  temperamento,  no  en  que  yo  tome  esta  cuestión 
con  calor,  y aunque  parece  que  estoy  enfadado,  no  lo 
estoy.  Al  contrario,  digo  estas  cosas  con  toda  senci- 
llez y claridad  deseando  cooperar  á lo  que  S.  S.  desea, 
esto  es,  á que  aquellas  autoridades  persigan  el  ban- 
dolerismo y se  restablezca  la  calma,  la  seguridad  y 
la  tranquilidad  en  aquellas  comarcas. 

El  Sr.  Ministro  de  ULTRAMAR  (Balaguer):  Pido 
la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ultramar  (Balaguer):  Re- 
sulta de  lo  que  ha  dicho  S.  8.  y yo  acepto,  que  no  ha 
dirigido  ningún  cargo  al  Gobierno.  [El  Sr.  Vázquez 
Queipo:  No  le  he  dirigido  cargo  ninguno.)  Precisa- 
mente es  esto  lo  que  hago  constar,  que  S.  S.  no  di- 
rige cargo  ninguno  al  Gobierno,  sino  que  le  hace  un 
ruego  amistoso  para  que  redoble  el  celo  y la  vigilan- 
cia, á fin  de  estirpar  ei  bandolerismo  en  Cuba.  ¿Es 
esto  lo  que  S 8.  desea?  Pues  esto  es  lo  que  yo  digo  á 
S.  8.,  que  el  Gobierno,  por  su  parte,  y el  Ministro  de 
Ultramar,  en  nombre  del  Gobierno  y en  su  propio 
nombre,  han  hecho:  es  lo  que  aseguro  á S.  S.,  puesto 
que  tengo  absoluta  seguridad  en  la  vigilancia  de 
aquellas  autoridades,  y muy  especialmente  en  la  del 
dignísimo  gobernador  general  de  la  Isla.  Si  yo  he 
leido  párrafos  de  cartas  no  oficiales,  ha  sido  en  con- 
testación á párrafos  de  cartas  particulares  que  S.  S. 
me  ha  leido,  para  hacerle  comprender  que  puede  ha- 
ber algo  de  exageración  en  lo  que  á S.  S.  han  dicho. 

Esto  no  es  negar  de  que,  por  desgracia,  no  haya 
alguna  partida  de  bandoleros  en  la  isla  de  Cuba;  por 
lo  cual  no  resulta,  lo  sé  perfectamente,  que  S.  S.  haya 
querido  hacer  un  cargo  al  Gobierno  ni  al  Ministro  de 
Ultramar;  pero  yo  contesto  resueltamente,  en  abso- 
luto á 8.  8.,  que  las  autoridades  están  tomando  toda 
clase  de  disposiciones , que  se  protege  á los  hacen- 
dados, y que  se  procuran  los  medios  de  extirpar  esas 
cuadrillas  de  bandoleros,  alguna  de  las  cuales  sabe 
S.  8.  que  ha  desaparecido  ya.  Si  se  atiende  á la  activa 
é incansable  persecución  que  se  hace , es  de  esperar 
que  se  obtendrá,  en  breve,  el  resultado  apetecido,  aun 
teniendo  en  cuenta  que  se  trata  de  un  país  como  Cuba, 
donde  hay  bosques  impenetrables,  en  los  cuales  es 
casi  imposible  perseguir  á los  malhechores.  En  resú- 
men y para  concluir,  las  autoridades  y el  Gobierno 
hacen  cuanto  está  en  su  mano  para  acabar  con  el 
bandolerismo,  y espero  que  se  obtendrá  el  éxito  ape- 
tecido. 

El  Sr.  VAZQUEZ  QUEIPO:  Pido  la  palabra. 

Ei  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  8.  S.  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  VAZQUEZ  QUEIPO:  Nada  más  que  para 
dar  las  gracias  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar  por  las 
manifestaciones  que  ha  hecho,  y que  Dios  quiera  que 
lleven  la  tranquilidad  á aquellos  habitantes. 

El  Sr.  Ministro  de  ULTRAMAR  (Balaguer):  Pido 
la  palabra. 

Ei  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ULTRAMAR  (Balaguer):  En 
alguna  parte  tiene  razón  S.  S.;  pero  yO  también  debo 
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decirle  que  una  sus  esfuerzos  á los  del  Gobierno  para 
conseguir  de  aquellos  habitantes  que  cumplan  asi- 
mismo con  su  deber,  procurando  ayudar  ai  Gobierno 
para  extirpar  ese  bandolerismo. 


El  8r.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Gastcli  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  CASTELL:  Para  rogar  ai  Sr.  Miuistro  de 
Fomento  se  sirva  remitir  á la  Cámara,  si  en  ello  no 
tiene  inconveniente,  los  expedientes  incoados  para  la 
creación  de  nuevas  escuelas  de  instrucción  primaria 
en  los  pueblos  de  Mora,  Mijar,  Garrion,  Rubielos  y 
Mosqueruelos,  en  la  provincia  de  Teruel. 

Suplico  á la  Mesa  se  sirva  trasmitir  mi  ruego  ai 
Sr.  Miuistro  de  Fomento. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  Se  pon- 
drá en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  Fomento  el 
ruego  de  S.  S. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Bernal  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  MARTIN  BERNAL:  He  pedido  la  palabra 
para  presentar  una  exposición  que  el  Ayuntamiento 
de  Avila  eleva  á las  Cortes  en  solicitud  de  que  se  re- 
forme el  art.  117  de  la  ley  provincial  en  el  sentido 
de  que  el  repartimiento  municipal  se  verifique  sobre 
la  base  de  la  contribución  directa,  prescindiendo  de  la 
base  de  los  consumos,  que  resulta  sumamente  gra- 
voso para  los  pueblos  y capitales  de  provincia. 

Ruego  á la  Mesa  se  sirva  dar  á esta  exposición  el 
curso  que  corresponda. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  Pasará 
á la  Comisión  respectiva  la  solicitud  presentada 
por  S.  S. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Láa  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  LAA  Y RUTE:  Para  dirigir  una  pregunta 
al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación. 

Por  persona  muy  respetable,  que  merece,  por 
tanto,  completo  crédito,  se  ha  asegurado  que  hay 
200  expedientes  de  Ayuntamientos  que  se  encuentran 
pendientes  en  el  Ministerio  «le  la  Gobernación,  por 
reclamaciones  hechas  para  que  sean  reintegrados  en 
sus  puestos  los  concejales  que  ilegalmente  fueron 
separados  hace  algunos  anos. 

Yo  que  conozco  el  celo  de  mi  ilustre  amigo  el 
Sr.  Ministro  de  la  Gobernación;  yo  que  sé  la  activi- 
dad que  ha  hecho  que  se  tenga  en  todas  las  depen- 
dencias de  su  Ministerio,  no  he  podido  ménos  de  ex- 
trañarme esta  detención;  y como  de  ella  se  han  hecho 
eco  algunos  periódicos,  y como  realmente,  de  ser 
cierto,  tendría  una  gravedad  inmensa,  ruego  al  señor 
Ministro  de  la  Gobernación  se  sirva  manifestarme  si 
es  exacto  que  hay  más  de  200  expedientes  que  están 
detenidos,  en  los  cuales  se  pide  que  sean  reintegra- 
dos los  interesados  en  sus  puestos. 

Ei  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Con  esto  de  los  200  Ayuntamientos,  acon- 
tece lo  mismo  que  con  los  900  fugados  de  presidio, 
que  luego  resultaron  9.  Pues  los  200  expedientes  de 
Ayuntamientos  que  afirmó  aquí  un  Sr.  Diputado  que 
estaban  sin  despachar,  no  pasan  de  cinco;  y esos  cinco 


no  los  he  despachado,  precisamente  para  hacer  un  ser- 
vicio á las  oposiciones.  (El  Sr.  Conde  de  Toreno : Cosa 
rara.)  En  mino  es  raro,  porque  después  de  todo,  vol- 
ver esos  Ayuntamientos  á sus  puestos,  significarla 
quitar  Ayuntamientos  que  no  pertenecen  ciertamente 
al  partido  liberal. 

Por  consiguiente,  la  afirmación  de  la  persona  á 
quien  el  Sr.  Láa  se  ha  referido,  es  inexacta,  y además 
de  inexacta,  poco  agradecida. 

El  Sr.  LAA  Y RUTE:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  LAA  Y RUTE:  Doy  gracias  al  Sr.  Ministro 
de  la  Gobernación  por  la  explicación  que  se  ha  ser- 
vido darme;  explicación  que  yo  esperaba,  porque 
cuando  manda  el  partido  liberal  por  regla  general  no 
hay  detenido  nunca  ese  número  de  expedientes,  ni  se 
tiene  en  poco  ni  en  mucho  la  precipitación  que  sue- 
len tener  otros  partidos,  para  separar  ilegalmente  de 
sus  puestos  á los  que  tienen  derecho  á ejercer  los  car- 
gos municipales. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  señor 
Al  varado. 

El  Sr.  ALVARADO:  La  he  pedido  para  dirigir 
una  pregunta  ai  Sr.  Ministro  de  Hacienda:  y aun  cuan- 
do sé  de  antemano  la  contestación  que  el  Sr.  Ministro 
ha  de  darme,  creo  conveniente  que  se  sepa  por  todos 
cuál  es  ei  pensamiento  del  Sr.  Puigcerver,  en  conso- 
nancia con  las  tradiciones  del  partido  liberal  y con  la 
significación  de  S.  S.  en  ese  puesto. 

Deseo  saber  si  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  está 
dispuesto  á impedir  que  los  funcionarios  de  su  Minis- 
terio intervengan  de  una  mauera  directa  en  las  pró- 
ximas elecciones  municipales. 

He  dicho  ai  comenzar  mi  pregunta  que  sabía  de 
anlemauo  la  respuesta  del  Sr.  Ministro  de  Hacienda, 
pues  conozco  su  propósito  de  separar  en  lo  posible  la 
administración  de  la  política,  y creo  que  no  hay  me- 
dio más  eficaz  para  esto  que  impedir  que  los  funcio- 
narios de  Hacienda  intervengan  con  carácter  de  tales 
en  las  luchas  que  solo  afectan  á la  localidad  en  que 
se  libran,  pues  esta  es  la  índole  de  las  elecciones  mu- 
nicipales. 

Ya  que  estoy  de  pié,  voy  á dirigir  á S.  S.  otro 
ruego. 

Quisiera  que  el  Sr.  Ministro  remitiese  á la  Cámara 
una  nota  expresiva  de  la  recaudación  de  la  provincia 
de  Huesca  ea  el  último  quinquenio,  comparada  con 
la  del  actual  ejercicio;  de  los  expedientes  de  apremio 
instruidos  en  aquella  provincia  por  falta  de  pago  de 
las  contribuciones,  y del  número  de  fincas  embarga- 
das por  esta  causa,  clasificadas  por  pueblos  y partidos 
judiciales.  Y desde  luego  anticipo  á S.  S.  que  este 
ruego  no  tiene  por  objeto  el  formular  cargo  de  nin- 
guna especie  contra  S.  S.  ni  contra  los  funcionarios 
de  S.  s>.  dependientes,  sino  solo  poder  llamar  la  aten- 
ción del  Gobierno  de  S.  M.  acerca  de  la  tristísima 
situación  en  que  se  encuentra  la  provincia  de  Huesca, 
y con  especialidad  la  parte  baja  de  la  misma,  sobre 
lo  cual  ha  hecho  ya  observaciones  en  la  Cámara  mi 
digno  colega  ei  Sr.  Coll  y Moncasi. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Realmente  es  inútil  que  me  levante  á contestar 
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á mi  parliculor  amigo  elSr.  Al  varado,  puesto  que  B.  S. 
lia  dicho  muy  Lien  que  se  daba  la  respuesta  antes  de 
formular  la  pregunta*  Yo  tengo,  sin  embargo,  que 
ampliar  un  poco  la  respuesta  que  el  Sr.  Alvarado  ha 
dado,  porque  S.  B.  suponía  que  el  Ministro  de  Ha- 
cienda le  contestaría  que  no  quiere  que  directamente 
se  mezclen  en  política  los  funcionarios  del  orden  eco- 
nómico; y yo  añadiré  que  ni  directa  ni  indirecta- 
mente. En  este  sentido  he  dado  órdenes  repetidas  A 
todas  las  provincias;  y estoy  dispuesto  A reiterarlas, 
por  más  que  sea  inútil,  a fin  de  que  no  se  mezclen 
para  nada  en  la  lucha  electoral  municipal  que  se  está 
preparando  en  estos  momentos. 

Remitiré  al  Congreso,  lo  más  pronto  posible,  los 
datos  que  S.  S.  ha  pedido,  y desde  luego  le  anticipo 
que  el  estado  económico  de  la  provincia  de  Huesca  ha 
llamado  ya  la  atención  del  Gobierno,  y se  han  pedido 
algunos  antecedentes  sobre  este  punto  al  actual  de- 
legado de  Hacienda  en  aquella  provincia,  porque,  en 
efecto,  la  situación  económica  de  aquel  país  no  es  de 
las  más  bonancibles. 

El  Sr.  ALVARADO:  Pido  la  palabra, 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  B.  para  rec- 
tificar. 

El  Sr.  ALVARADO:  Doy  las  más  expresivas  gra- 
cias á mi  distinguido  amigo  el  Sr.  Ministro  de  Ha- 
cienda por  la  respuesta  que  se  ha  servido  dar  á mi 
pregunta  acerca  del  papel  que  A los  funcionarios  de 
Hacienda  cumple  desempeñar  en  las  próximas  eleccio- 
nes municipales. 

Igualmente  le  doy  las  gracias,  tanto  en  nombre 
propio  como  en  nombre  de  los  pueblos  del  distrito 
que  tengo  la  honra  de  representar  en  la  Cámara,  por 
las  palabras  que  ha  pronunciado  acerca  de  la  tristí- 
sima situación  económica  de  la  provincia  de  Huesca, 
y creo  que  de  antemano  puedo  contar  con  el  concurso 
de  S.  S.  para  ver  si  hay  medio,  dentro  de  las  facul- 
tades del  Gobierno,  de  remediar  de  alguna  suerte  la 
triste  situación  económica  de  aquella  provincia,  más 
grave  que  la  del  resto  de  nuestras  provincias,  que 
sufren  las  consecuencias  de  la  crisis  que  aflige  á las 
comarcas  agrícolas.  La  provincia  de  Huesca,  especial- 
mente los  partidos  de  Sariñena,  Fraga  y Tamarite.  se 
encuentra  en  una  situación  tal,  que  si  el  Gobierno  no 
acude  pronto  A su  remedio,  me  temo  mucho  que  al- 
gunas regiones  queden  despobladas. 

Y concluyo  repitiendo  las  gracias  A mi  amigo  el 
Sr.  Ministro  de  Hacienda  por  la  benevolencia  con  que 
ha  contestado  A mis  preguntas. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Quintana  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  QUINTANA:  El  27  de  Marzo  próximo  pa- 
sado tuve  el  honor  de  rogar  al  Sr.  Ministro  de  la 
Gobernación,  y el  día  28  del  propio  mes  se  le  comu- 
nicó mi  ruego  por  la  Secretaría  del  Congreso,  que 
tuviera  la  bondad  de  reclamar  de  las  Diputaciones 
provinciales  de  Barcelona,  Gerona,  Tarragona  y Léri- 
da, por  conducto  de  los  respectivos  gobernadores,  sus 
presupuestos  de  beneficencia,  detallados  debidamente, 
con  expresión  de  conceptos,  y especialmante  el  con- 
trato, que  tengo  motivos  para  suponer  celebrado  entre 
la  Diputación  provincial  de  Barcelona  y el  Hospital 
de  Santa  Cruz,  en  virtud  del  cual  éste  se  compro- 
metía A recibir  gratis,  en  sus  establecimientos,  a to- 
dos los  locos  de  aquella  provincia. 


Yo  tengo  la  seguridad  de  que  S.  S.  hizo  la  de- 
manda, pero  como  no  hayan  venido  los  documentos 
pedidos,  ruego  al  Sr.  Ministro  que  haga  otra  vez  la 
reclamación  con  apremio,  porque  importa  mucho  ¿i 
los  intereses  de  las  provincias  que  defiendo  tener  es- 
tos documentos  aquí,  y con  especialidad  el  contrato 
que  be  citado. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Yo  creía  que  esos  documentos  que  S.  S.  me 
había  pedido  en  la  sesión  A que  se  ha  referido,  ha- 
bían venido  ya  al  Congreso;  pero,  en  fin,  después  de 
oir  A S.  S.  solo  puedo  decirle  que  procuraré  por  todos 
los  medios  hacer  que  vengan  inmediatamente. 

El  Sr.  QUINTANA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  para  rec- 
tificar. 

El  Sr.  QUINTANA:  Doy  gracias  al  Sr.  Ministro, 
y quiero  decirle  que  he  insistido  en  hacerle  el  ruego 
porque  temo  que  de  parte  de  alguna  provincia  pueda 
haber  resistencia  pasiva.  Poroso  no  extrañará  S.  S. 
que  le  ruegue  que  los  pida  de  nuevo  coa  apremio. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Cos-Gayon  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  COS-GAYON:  Para  dirigir  un  ruego  que  no 
sé  si  debo  dirigir  al  Sr.  Ministró  de  la  Guerra  ó al 
Sr.  Ministro  de  Hacienda;  pero  puesto  que  éste  últi- 
mo está  presente,  él  podrá  resolver  la  cuestión. 

Deseo  que  el  Gobierno  remita  á la  Cámara  una 
nota  expresiva  de  la  diferencia  que  habría,  en  el  caso 
de  ser  aprobados  los  proyectos  leídos  por  el  Sr.  Mi- 
nistro de  la  Guerra,  entre  los  gastos  del  departamenlo 
ministerial  de  Guerra,  que  figuran  en  el  proyecto  de 
presupuesto  sometido  ya  al  Congreso,  y lo  que  deberá 
ser  el  presupuesto  de  gastos  del  Ministerio  de  la  Gue- 
rra, en  el  caso  de  la  aprobación  de  la  reforma  ya  pre- 
sentada. 

No  hago  extensiva  mi  pregunta  á las  variaciones 
que  habría  que  introducir  en  el  presupuesto  de  in- 
gresos, porque,  respecto  de  este  punto,  creó  que  te- 
nemos ya  noticias  bastantes;  pero  respecto  dei  pre- 
supuesto de  gastos,  entiendo  que  éste  es  un  dalo 
completamente  necesario,  ya  para  la  discusión  de  ios 
proyectos  presentados  por  el  Sr.  Ministro  de  la  Gue- 
rra, ya  para  el  examen  del  presupuesto  de  gastos  de 
este  Ministerio. 

Acaso  la  pregunta  debía  ser  dirigida  al  Sr.  Minis- 
tro de  la  Guerra,  y no  al  Sr.  Ministró  de  Hacienda, 
puesto  que  se  trata  del  presupuesto  del  Ministerio  de 
la  Guerra;  pero  como  yo  doy  por  supuesto  que  en  el 
Consejo  de  Ministros,  en  donde  han  sido  aprobados 
los  proyectos  de  ley  presentados  por  el  Sr.  Ministro 
de  la  Guerra,  no  puede  por  ménos  de  haberse  lomado 
en  consideración  este  dato,  y puesto  que  este  dato,  en 
una  forma  ó en  otra,  lo  puede  de  todas  maneras  for- 
mar fácilmente  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  yo  á él 
le  dirijo  la  petición,  y en  el  caso  de  que  el  Sr.  Minis- 
tro de  Hacienda,  que  está  presente,  creyera  que  el 
ruego*  debiera  ser  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  supli- 
caría á la  Mesa  se  sirviera  trasmitírsele. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Pnigccr- 
ver):  Pido  la  palabra. 
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El  8r.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S; 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Comprenderá  el  Sr.  Cos-Gayon  que  aun  cuando 
en  Consejo  de  MinisLros  se  hubieran  discutido,  bajo 
el  punió  de  vista  económico,  las  reformas  del  señor 
Ministro  de  la  Guerra,  el  detalle  que  S.  S.  reclama  ha 
de  partir  del  Ministerio  de  la  Guerra  y no  del  de  Ha- 
cienda. Yo  podria  decir  ai  Congreso  algunos  de  los 
Jatos  que  S.  S.  reclama;  pero  me  vería  en  la  imposi- 
bilidad, con  gran  sentimiento  mió,  do  remitirle  todo 
el  detalle  que  S.  S.  desea.  Esto  no  obsta  para  que  esos 
datos  vengan  al  Congreso,  y vengan  con  la  debida  an- 
ticipación, para  que  puedan  tenerse  en  cuenta  al  dis- 
cutir el  presupuesto,  y también  al  discutir  los  pro- 
yectos presentados  por  mi  compañero  el  Sr.  Ministro 
de  1 i Guerra. 

Yo  tendré  mucho  gusto  en  indicar  ai  Sr.  Ministro 
de  la  Guerra  el  deseo  de  S.  S.,  y en  unir  mi  ruego  al 
del  Sr.  Cos-Gayon,  pava  que  venga  inmediatamente 
el  detalle  de  esos  datos;  es  decir,  si  no  be  compren- 
dido mal,  lo  que  importará  el  presupuesto  de  la 
Guerra  después  de  las  reformas,  caso  de  ser  aproba- 
das, y lo  que  importa  en  el  dia  ese  presupuesto. 

Podria  darle  á S.  S.,  quizá,  cifras  redondas  que 
vendrían  á demostrar  el  error  en  que  se  encuentran 
muchas  personas  respecto  de  este  asunto;  pero  como 
esto  sería  hacer  una  afirmación  sin  las  pruebas  nece- 
sarias, prefiero  que  vengan  esos  datos  para  que  pueda 
discutirse  este  asunto  con  la  detención  que  S.  S.  desea, 
y creo  desean  también  el  Congreso  y el  país. 

El  Sr.  COS-GAYON:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S.  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  COS-GAYON:  No  dudo  que  el  Sr.  Minis- 
tro de  Hacienda  podria  decir  muchas  y muy  buenas 
cosas  que  desvanecieran  muchos  errores  padecidos 
por  algunos  Sres.  Diputados;  pero  A lo  que  yo  estoy 
decidido,  es  á demostrar  que  no  esta  de  parte  mia  el 
error  en  este  astinlo,  si  hay  álguien  que  entiende  que 
h*e  puede  discutir  el  presupuesto  del  Ministerio  de  la 
Guerra  por  el  Congreso,  en  el  supuesto  de  que  no  han 
de  regir  los  planes  económicos  que  vienen  incluidos 
dentro  de  los  proyectos  que  se  lian  traido  también  á 
la  deliberación  del  Congreso. 

Doy  á este  asunto  mucha  mas  importancia  de  la 
que  acaso  le  dé  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda.  Por  esta 
razón,  yo,  que  hasta  este  momento  no  be  pedido  ni 
un  solo  dato,  y no  be  hecho  ni  una  sola  pregunta  al 
Gobierno,  y que  tengo  siempre  mucha  pereza  y mu- 
cho inconveniente  para  hacerlo,  como  veo  que  puede 
resolverse  aquí  una  cuestión,  en  mi  concepto,  no  de 
mala  manera,  sino  de  una  manera  contraria  á todos 
los  precedentes  y á todo  el  sistema  financiero  del 
país,  no  puedo  ménos  de  insistir  en  la  petición  que  be 
hecho;  advirtiendo,  desde  luego,  que  doy  ai  asunto 
gran  importancia,  y que  por  todos  los  medios  que  el 
Reglamento  y mis  fuerzas  me  permitan,  me  opondré 
á que  en  una  cláusula  derogatoria  de  las  que  trae  el 
proyecto  de  ley  leído  por  el  Sr.  Ministro  do  la  Gue- 
rra, se  obtenga  la  declaración  de  que  hay  un  depar- 
tamento ministerial,  que  queda  fuera  de  los  precep- 
tos generales  de  la  contabilidad;  porque  si  nosotros 
hemos  tenido  muchísimo  gusto  en  conceder  A este 
Gobierno  una  dictadura  cuando  nos  la  ha  pedido  para 
salvar  la  Hacienda,  no  estamos  dispuestos  á conce- 
dérsela cuando  nos  la  puede  pedir  para  arruinar  la 
Hacienda. 


El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  No  me  referia  al  Sr.  Cos-Gayon  al  hablar  de  los 
errores  en  que  algunas  personas  podían  haber  incu- 
rrido; pero  las  palabras  de  S.  S.  me  darían  pié  para 
que  yo  pudiera  decir,  que  si  no  había  errores,  había 
gran  exageración  en  io  manifestado  por  S.  S.  Se  dis- 
cutirán los  planes  del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  y al 
discutirlos  veremos  la  extensión  que  puede  tener  esa 
cláusula  á que  S.  S.  se  refiere,  y entonces  será  oca- 
sión de  vei*  si  es  que  se  modifican  ó se  derogan  y 
hasta  qué  punto  puede  ser  conveniente,  los  preceptos 
de  la  ley  de  contabilidad;  pero  al  afirmar  yo  que  podía 
haber  errores  respecto  de  este  punto,  me  refería  á la 
creencia,  en  mi  opinión  algo  exagerada,  de  los  gran- 
dísimos gastos  que  se  supone  que  va  á ocasionar  el 
nuevo  sistema. 

Yo  tendré  mucho  gusto  en  que  el  Sr.  Cos-Gayon 
discuta  ese  como  todos  los  demás  puntos  que  se  re- 
fieren á la  cuestión  económica.  Nadie  puede  poner  en 
duda  que  S.  S.  lo  hará  siempre  con  mucha  competen- 
cia; pero  quizá  pueda  incurrir  en  alguna  exageración 
que  convenga  rectificar,  al  discutir,  como  S.  S.  y yo 
discutimos  siempre,  de  bueua  fe. 

El  Sr.  COS-GAYON:  Pido  la  palabra  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  COS-GAYON:  Como  yo  solo  tenía  el  dere- 
cho de  hacer  una  pregunta,  ó dirigir  un  ruego,  no 
podia  entrar  á formular  ninguna  otra  ciase  de  cues- 
tiones; pero  ahora,  al  rectificar  lo  que  dice  el  señor 
Ministro  de  Hacienda,  respecto  de  la  exageración  en 
que  he  incurrido,  voy  á formular  mi  pensamiento  en 
términos  muy  'breves,  pero  muy  claros  y concretos. 

El  proyeclo  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de  la 
Guerra  introduce  indudablemente  alteraciones  en  el 
presupuesto  de  gastos  de  esc  Ministerio,  y en  el  pre- 
supuesto general  de  ingresos  del  país. 

Por  consiguiente,  forma  parte  del  pensamiento 
del  actual  Gobierno  para  el  plan  financiero  del  año 
económico  de  1887  á 88.  Así,  pues,  es  de  toda  nece- 
sidad que  esas  modificaciones  sean  llevadas  á la  Co- 
misión de  presupuestos  y se  discutan  con  ellos,  por- 
que la  ley  de  presupuestos  no  es  otra  cosa  que  el 
resúmen  de  las  previsiones,  primero  del  Gobierno, 
después  del  legislador,  respecto  de  los  gastos  y de  los 
ingresos  qnc  ha  de  haber  en  el  año  económico,  y fal- 
taríamos, no  solo  á todos  los  preceptos  de  la  ley  de 
contabilidad,  sino  á todos  los  dictados  de  la  formali- 
dad que  debemos  tener  si  hiciéramos  un  presupuesto 
de  gastos  con  unos  supuestos,  y ai  mismo  tiempo 
aprobáramos  una  ley  que  reformara  esos  mismos  su- 
puestos; y como  la  cuestión,  de  mayor  ó menor  im- 
portancia... 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Tengo  que  llamar  la  aten- 
ción del  Sr.  Cos-Gayon  acerca  del  peligro  de  que  S.  S. 
provoque,  si  es  que  ya  no  lo  ha  provocado,  un  debate 
irregular  y antirrcglamentario.  Verdaderamente,  las 
observaciones  de  S.  S.  podrán  estar  en  su  lugar  en 
otro  momento;  pero  S.  S.  está  trazando  de  antemano 
ios  prolegómenos  del  debate  á que  lia  de  dar  lugar 
cada  uno  de  los  proyectos  presentados  por  el  Sr.  Mi- 
nistro de  la  Guerra.  Si  cuando  la  Comisión  dé  dictá- 
rnen  acerca  de  cada  uno  de  esos  proyectos  creo  el 
i Sr.  Cos-Gayon  que  por  su  calidad,  por  los  gastos  que 
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lian  de  traer,  por  el  aumento  que  han  de  producir  en 
el  presupuesto  de  la  Guerra,  caen,  no  tan  solo  bajo 
las  consideraciones  de  S.  S.,  sino  también  para  el  im- 
perio de  un  acuerdo  tomado  por  el  Congreso,  y que 
forma  parte  del  Reglamento,  esa  será  ocasión  oportu- 
na para  que  S.  S.  lo  examine,  pero  ahora  no.  Ahora 
no  lo  es,  y el  Sr.  Cos-Gayon  sabe  muy  bien  que  ha  de 
costarme  mucho  trabajo  hacer  estas  observaciones  á 
S.  S.,  á quien  ruego  que  no  conliuúe  en  el  camino  que 
habia  emprendido. 

El  Sr.  COS -GAYON:  Señor  Presidente,  en  todo 
caso  sería  sumiso  á las  indicaciones  de  S.  8.;  pero  le 
suplico  que  me  permita  hacer  una  pequeña  observa- 
ción, que  de  todas  maneras  será  muy  breve. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Hágala  S.  S. 

El  Sr.  COS-GAYON:  Una  indicación  referente  á 
una  cuestión  de  órden  sobre  la  manera  en  que  han 
de  presentarse  los  dictámenes  y los  proyectos,  me  pa- 
rece que  en  todo  caso  sería  lícita;  pero  no  acudo  á 
ampararme  del  artículo  que  me  pudiera  dar  ese  de- 
recho. Me  limito  á decir  que  yo  habia  hecho  un  ruego 
al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  para  que  trajera  al  Con- 
greso ciertos  datos;  que  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda, 
en  vez  de  decirme  sencillamente  eu  uso  de  su  dere- 
cho, que  se  traerán  ó no  se  traerán  los  datos  que  yo 
lie  pedido,  ha  dicho  algunas  cosas  que  yo  he  podido 
muy  bien  tomar  por  alusión,  y que  para  contestar  á 
esta  alusión  personal  era  para  lo  que  estaba  pronun- 
ciando algunas  palabras,  que  vuelvo  á rogar  á la  Pre- 
sidencia me  permita  decir. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Lo  dejo  á la  discreción  de 
S.  S.,  que  sabe  muy  bien,  puesto  que  como  Vicepre- 
sidente del  Congreso  ha  ocupado  dignísimamente  el 
sitio  que  yo  ahora  ocupo,  que  uo  se  puede,  con  oca- 
sión de  rectificaciones  ó de  alusiones  derivadas  de  una 
pregunta  y de  una  respuesta,  establecer  un  debate 
como  el  que  verdaderamente  resultarla  establecido 
por  las  observaciones  de  S.  S. 

Dentro  de  esto  y de  la  latitud  que  yo  estoy  dis- 
puesto á conceder  á todos  los  Sres.  Diputados,  lati- 
tud que  he  de  dar  por  igual,  y más  aún,  si  posible 
fuera  á S.  S.,  le  ruego  que  exponga  aquello  que  en  su 
discreción  considere  de  absoluta  y verdadera  nece- 
sidad. 

El  Sr.  COS-GAYON:  Pues  voy  á limitarme  á dos 
ó tres  frases. 

El  Sr.  Ministro  de  Hacienda  ha  entendido  que  yo 
uo  debía  encontrar  alusión  en  sus  palabras  cuando 
hablaba  de  errores  cometidos  por  algunos  Sres.  Di- 
putados; pero  que  debia  encontrarla  si  pronunciaba 
la  palabra  exageraciou,  porque  creía  que  yo  habia 
exagerado  alguna  de  las  cosas  que  habia  dicho. 

Sobre  estas  exageraciones  que  el  Sr.  Ministro  de 
Hacienda  trotaba  de  deshacer,  diciendo  que  las  altera- 
ciones en  el  presupuesto  de  gastos  no  serán  tan  con- 
siderables como  algunos  entienden,  digo  á S.  S.  que 
esta  para  mí  no  es  cuestión  de  cantidad,  sino  cues- 
tión de  principios:  que  lo  que  yo  veo  con  alarma  no 
es  que  se  pueda  hacer  un  abuso  grande  de  autoriza- 
ciones que  no  están  concedidas  de  un  modo  explí- 
cito por  la  Cámara,  sino  que  para  mí  es  asunto  gra- 
ve, gravísimo,  que  se  vengan  á proponer  á la  Cámara 
alteraciones  de  crédito,  sin  que  se  le  diga,  á la  pe- 
seta, al  céntimo,  lo  que  importa  cada  una  de  esas  al- 
teraciones. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Pido  la  palabra. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Ante  todo  comprenda  el  Sr.  Cos-Gayon  que  afir- 
mando S.  S.  que  los  proyectos  del  Sr.  Ministro  de  la 
Guerra  traían  la  ruina  de  la  Hacienda,  ó algo  pare- 
cido, Jo  méuos  que  yo  podía  hacer  era  calificar  de 
exagerada  esa  afirmación.  Desde  luego,  yo  desechaba 
la  idea  de  errores  en  lo  que  á las  afirmaciones  del  se- 
ñor Gos-Gayon  pudieran  referirse;  pero  me  parece 
que  cuando  S.  S.  hablaba  nada  raénos  que  de  la  ruina 
de  la  Hacienda,  no  era  muy  duro,  por  mi  parte,  el 
calificativo  de  exagerado,  único  que  me  he  permi- 
tido para  defender  los  proyectos,  que  ya  no  son  úni- 
camente de  mi  digno  compañero  el  Sr.  Ministro  de  la 
Guerra,  sino  de  todo  el  Consejo  de  Ministros,  puesto 
que  en  Consejo  los  hemos  discutido  y aprobado. 

En  cuanto  á la  cuestión  que  el  Sr.  Cos-Gayon 
plantea,  creo  que  está  reducida  á los  siguientes  tér- 
minos: ¿Se  pueden  hacer  variaciones  en  las  leyes  que 
produzcan  alteración  en  los  créditos  del  presupuesto? 
A esto  tengo  que  contestar  á S.  S.  que  hay  un  artículo 
en  el  Reglamento  del  Congreso,  y lo  acaba  de  recor- 
dar con  mucha  oportunidad  el  Sr.  Presidente,  en  vir- 
tud del  cual  aquellos  proyectos  de  ley  que  afectau  á 
las  cifras  del  presupuesto,  tienen  que  ser  sometidos 
al  exámen  y deliberación  de  la  Comisión  de  presu- 
puestos, bien  sea  pasando  desde  el  momento  eu  que 
son  tomados  en  consideración,  á esa  Comisión,  bien 
sea  pasando  á una  Comisión  especial,  pero  dando 
cuenta  á la  de  presupuestos  de  la  parte  que  le  in- 
cumbe. Este  creo  que  es  el  sistema  que  hay  para  dis- 
cutir esa  clase  de  proyectos  de  ley,  y este  es  el  que 
se  ha  estado  siguiendo:  se  presentan  los  proyectos  de 
ley  por  los  respectivos  departamentos,  y si  afectan  en 
algo  á los  presupuestos,  á esta  Comisión  se  someten 
las  variaciones  para  que  las  estudie  y emita  dictá- 
men.  Esto  se  hará  en  la  ocasión  presente,  y entonces 
podremos  discutir  todos  los  puntos  de  esos  planes  y 
proyectos  de  organización  del  ejército  que  se  relacio- 
nen con  la  parte  económica. 

El  Sr.  COS-GAYON:  Pido  la  palabra  meramente 
para  rectificar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V'S. 

El  Sr.  COS-GAYON:  No  he  dicho,  aunque  tam- 
poco niego,  que  la  aprobación  de  los  proyectos  del 
Sr.  Ministro  de  la  Guerra  pueda  ser  la  ruina  de  la 
Hacienda.  En  donde  he  dicho  que  está  la  ruina  de  la 
Hacienda,  no  es  en  la  aprobación  de  tal  ó cual  crédi- 
to, sino  en  la  destrucción  de  las  leyes  de  contabili- 
dad; y no  solo  la  ruina  de  la  Hacienda,  sino  la  ne- 
gación de  uno  de  los  principios  fundamentales  del 
régimen  parlamentario,  que  vienen  siendo  reconoci- 
dos en  toda  Europa  desde  hace  setenta  años. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Baselga  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  BASELGA:  Tengo  que  dirigir  un  ruego  al 
Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  esperando  que  S.  S. 
ine  dispense  por  no  haberlo  puesto  autes  en  su  cono- 
cimiento. 

Mi  objeto  es  hacer  notar  á S.  S.  el  retraso  con  que 
se  viene  publicando  el  Extracto  de  las  sesiones  en  la 
Gaceta ; atraso  que  alcanza  la  friolera  de  veinte  dias. 
Tengo  entendido  que  S.  S.  ha  hecho  algo  para  corre- 
girlo; pero  como  quiera  que  el  retraso  coutinúa,  mi 
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ruego  se  reduce  á que  S.  S.  baga  todo  lo  posible  para  ¡ 
que  la  Gaceta  publique  con  regularidad  ei  Extracto  i 
de  las  sesiones,  como  venía  publicándose  hasta  que 
hace  dos  meses  ha  empezado  á notarse  el  retraso  de 
que  me  ocupo. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  8. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  El  Sr.  Baselga  sabe  muy  bien  que  este  ser- 
vicio de  la  Gaceta  se  presta  ahora  por  una  empresa 
particular,  y que  antes  el  Extracto  de  las  sesiones  que 
la  Gaceta  publicaba,  se  tiraba  en  la  misma  Imprenta 
nacional;  pero  ahora  no  acontece  esto;  el  Extracto  de 
las  sesiones,  tanto  del  Congreso  como  del  Senado,  se 
tira  por  una  imprenta  particular,  que  depende  direc- 
tamente del  Senado  y del  Congreso. 

Su  señoría,  además,  sabe  que  tenemos  un  crédito 
consignado  para  tirar  la  Gaceta , y que  dentro  de  este 
crédito  no  es  posible  el  aumento  de  todos  aquellos 
pliegos  que  se  necesitan  para  tener  el  Extracto  publi- 
cado al  dia.  Es  necesario  pensar  cómo  se  da  solución 
á este  que  pudiéramos  llamar  verdadero  conflicto, 
porque  es  en  absoluto  imposible  que  el  Diario  de  las 
Sesiones  sea  publicado  por  la  Gaceta  dentro  de  las  con- 
diciones en  que  la  Gaceta  se  tira,  y es  completamente 
imposible  que  esté  tirado  al  dia. 

No  tiene,  en  mi  concepto,  esto  más  que  una  so- 
lución, y es  la  de  hacer  un  extracto  del  Extracto  que 
publica  el  Congreso  y que  lo  publique  la  Gaceta  como 
se  publicaba  hace  ocho  ó diez  años.  De  cualquier  ma- 
nera, yo  me  ocupo  del  asunto;  pienso  ponerme  de 
acuerdo  con  el  Sr.  Presidente  sobre  el  particular,  bien 
enviando  un  taquígrafo  ó un  redactor  á la  Gaceta. 

El  Sr.  BASELGA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S.  para  rec- 
tificar. 

El  Sr.  BASELGA:  De  todos  modos,  yo  agradezco 
al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  las  explicaciones 
que  acaba  de  dar;  pero  fíjese  S.  S.  en  la  importancia 
que  esto  tiene,  porque  los  Extractos  de  las  sesiones 
únicamente  los  leen  los  Sres.  Diputados  y Senadores. 
Yo  creo  que  S.  S.,  poniéndose  de  acuerdo  con  los 
Cuerpos  Colegisladores,  podria  hacer  que  la  misma 
imprenta  que  tira  estos  Extractos  facilitase  ejempla- 
res á la  Gaceta  haciendo  una  tirada  más  numerosa,  y 
que  se  repartieran  á domicilio  unidos  á aquella. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  El  Sr.  Baselga  sabe  que  hoy  no  es  Extracto 
lo  que  se  publica,  sino  que  es  el  Diario  de  las  Sesiones 
íntegro.  De  cualquier  manera,  no  hay  crédito  en  el 
presupuesto  para  pagar  el  aumento  que  representa 
esos  pliegos  de  papel  que  es  necesario  incorporar  á 
la  Gaceta ; y me  parece  que  este  es  un  argumento 
concluyente. 

Yo  no  tengo  inconveniente  ninguno  en  que  el  Ex- 
tracto sea  tan  ámplio  como  se  quiera;  lo  que  hay  es 
que  no  tengo  dinero  para  eso. 

Siempre  que  los  Sres.  Diputados  resuelvan  la 
cuestión  facilitándome  dinero  para  el  aumento  de 
pliegos  que  habrá  de  hacerse,  yo  no  tengo  inconve- 
niente en  que  el  Extracto  se  publique  tan  ámplio  co- 
mo los  Sres.  Diputados  quieran;  pero  entre  tanto  ne- 
cesito atenerme  al  crédito  que  tengo  señalado. 


El  Sr.  BASELGA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

Ei  Sr.  BASELGA:  Yo  entiendo,  como  el  Sr.  Mi- 
nistro, que  sin  dinero  esto  no  se  puede  hacer;  pero  lo 
que  yo  digo  es,  que  las  mismas  cajas  ó moldes  que 
sirven  para  el  Extracto , tal  como  se  hace,  que  se  re- 
parte á los  Sres.  Diputados,  podrían  servir  para  el 
que  hubiese  de  repartirse  á los  suscritores  de  la  Ga- 
ceta, en  vez  de  imprimirse  ci  uno  en  una  imprenta  y 
el  otro  en  otra  distinta,  como  hoy  se  verifica;  y de 
esa  manera  solo  habría  el  aumento  de  gasto  que  oca- 
sionase la  mayor  cantidad  de  papel  que  entonces  ha- 
bría que  invertirse  en  la  Gaceta  Yo  entiendo  que  este 
es  un  asunto  muy  importante,  y que  el  Sr.  Ministro 
debiera  traer  aquí  un  proyecto,  porque  los  Sres.  Di- 
putados le  facilitarán  á S.  S.  los  recursos  que  fuesen 
necesarios  para  ese  aumento  de  gasto. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (León  y 
Castillo):  Pues  acepto  el  ofrecimiento  que  me  hace  el 
Sr.  Baselga,  y yo  le  prometo  que  la  cuestión  quedará 
resucita  pronto  y bien. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Muro  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  MURO:  Una  de  las  reformas  que  el  Sr.  Mi- 
nistro de  la  Guerra  se  propone  hacer  en  los  proyectos 
por  los  cuales  se  ha  de  modificar  la  ley  constitutiva 
del  ejército,  es  la  división  territorial  militar.  Ei  señor 
Ministro  de  la  Guerra  anuncia  en  esos  proyectos  que 
se  hará  una  nueva  división  territorial  militar,  ha- 
ciendo ocho  grandes  zonas  militares  del  territorio  de 
la  Península.  Como  tengo  entendido  que  esta  reforma 
que  el  Sr.  Ministro  se  propone  hacer,  tiene  su  funda- 
mento en  un  expediente  formado  eu  el  Ministerio,  y 
en  unos  estudios  hechos,  si  no  estoy  equivocado,  por  la 
Dirección  general  de  infantería,  y como  entiendo  que 
éste  es  un  asunto  importante,  he  de  rogar  al  señor 
Ministro  tenga  la  bondad  de  remitir  ai  Congreso  el 
expediente  á que  he  aludido  con  Lodos  los  anteceden- 
tes que  existan  en  su  departamento,  relativos  á la  fu- 
tura división  territorial  militar. 

Ei  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallen t):  Se  pon- 
drá en  conocimiento  del  Sr.  Ministre  de  la  Guerra. 


Se  leyó  por  primera  vez,  y pasó  á la  Comisión, 
acordando  se  imprimiera  y repartiera,  una  enmienda 
del  Sr.  Grande  de  Vargas  al  art.  12  y párrafo  3.°  del 
13  del  dictámen  nuevamente  redactado  referente  al 
proyecto  de  ley  sobre  creación  de  Administraciones 
subalternas  de  Hacienda.  ( Véase  el  Apéndice  al  Diario 
núm.  77 , que  es  el  de  esta  sesión.) 


ORDEN  DEL  DIA. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictámen 
nuevamente  redactado  por  la  Comisión,  referente  al 
proyecto  de  ley  sobre  creación  de  Administraciones 
subalternas  de  Hacienda.» 

Leído  dicho  dictámen  (Véase  el  Apéndice  tercero 
al  Diario  núm.  00 , sesión  de  l.°  del  actual ),  dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre 
la  totalidad  del  dictámen. 
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No  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  la 
palabra  eu  contra,  se  procedió  á la  discusión  por  ar- 
tículos. 

Se  leyó  el  I que  decía  así: 

«Artículo  l.°  Se  crean  Administraciones  subalter- 
nas de  Hacienda  en  todas  las  poblaciones  en  que  exis 
tan  Juzgados  de  primera  instancia  ó Registros  de  la 
propiedad,  y en  aquellas  que  careciendo  de  ellos  con- 
tengan en  su  distrito  municipal  20.000  ó más  habi- 
tantes. 

Estas  Administraciones  se  dividirán  en  tres  clases, 
y serán  desempeñadas  por  un  administrador,  un  in- 
terventor y el  numero  de  inspectores,  oficiales,  auxi- 
liares y ordenanzas  que  anualmente  se  fijen  al  for- 
mar el  presupuesto. 

En  las  Administraciones  de  Gen  La,  Cartagena,  Fe- 
rrol, Las  Palmas  de  Gran  Canaria,  Ibiza  y Mabonr  y en 
las  demás  en  que  et  Gobierno,  teniendo  en  cuenta  la 
importancia  do  los  ingresos  y los  pagos,  lo  estime 
conveniente,  habrá  además  un  cajero  que  desempe- 
ñará los  servicios  de  tesorería.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallen U:  A este 
artículo  hay  una  enmienda  del  Sr.  Fernandez  de  So- 
ria que  dice  así: 

«Si  no  concediésemos  importancia  tan  capital  & la 
reforma  propuesta,  y no  le  diésemos  tal  alcance  y 
trascendencia  á la  creación  y planteamiento  de  las 
Administraciones  subalternas  de  Hacienda,  nos  limi- 
taríamos al  articulado  de  la  ley,  reservando  para  la 
discusión  explanar  sus  motivos.  Pero  es  la  reforma 
que  se  intenta,  y más  aun.  la  que  en  la  enmienda  se 
propone,  no  un  retoque  de  accidente,  sino  la  base  para 
un  nuevo  orden  administrativo  económico,  y merece 
y reclama  exposición  de  motivos.  Como  éstos  sean  de 
orden  tan  vario,  y de  tal  manera  se  corresponde  el 
Criterio  científico  con  el  procedimiento  administra- 
tivo y con  la  organización  de  los  servicios,  teniendo 
todo  que  concurrir  á vaciarse  en  el  estrecho  cuadro 
de  nuestro  presupuesto,  hay  necesidad  de  cierta  lati- 
tud en  la  exposición  de  motivos. 

En  el  orden  de  relaciones  que  constituyen  la  vida 
económica  de  todo  Gobierno,  importa  tanto  como  de- 
terminar las  necesidades  que  por  su  función  propia  el 
Estado  satisface,  y los  medios  con  que  á ellas  atiende, 
la  Organización  en  que  aquellas  necesidades  se  mani- 
fiestan y estos  medios  se  consiguen  y aplican.  De  aquí 
la  importancia  capitalísima  que  tiene  toda  organiza- 
ción como  medio  necesario  del  funcionalismo  gu- 
bernamental. Y como  toda  función  tiene  su  órgano 
propio  que  se  especifica  y determina  cuando  la  com- 
plexidad del  desenvolvimiento  del  sér  lo  solicita,  el 
Estado,  que  no  puede  sustraerse  á esta  ley  general  de 
vida,  aumenta  en  esa  misma  complexidad,  multipli- 
ca, extiende  y nutre  sus  órganos  de  acción  bajo  for- 
ma jerárquica  y ley  de  unidad,  reivindicando  lo  que 
por  propia  naturaleza  y fuero  le  corresponde  en  la 
gestión  de  la  vida  económica,  como  medio  necesario 
para  la  consecución  de  todos  los  fines  sociales  cuyo 
cumplimiento  a aquel  incumben. 

Mal  pudiera  exigirse  responsabilidad  á la  Admi- 
nistración publica,  si  desconociendo  la  propia  sustan- 
tividad  de  su  objeto  y la  independencia  que  en  su  es- 
lera  peculiar  le  es  propia,  no  se  le  dotase  de  medios 
y órganos  que,  llevando  su  acción  do  reparadora  jus- 
ticia á todos  los  ámbitos  de  la  Patria,  fuesen  fieles 
cumplidores  de  la  ley  y celosos  guardadores  de  los 
derechos  do  todos,  corrigiendo  y rectificando  las  de- 


ficiencias y los  errores  en  que  á la  continua  y forzosa- 
mente incurren  la  ignorancia  y la  pasión. 

Imposible  el  órden  en  la  administración,  la  jus- 
ticia en  sus  procedimientos,  el  acierto  en  sus  resolu- 
ciones, sin  el  perfecto,  el  exacto,  el  indubitable  cono- 
cimiento de  la  riqueza  pública,  sus  oscilaciones  y las 
incidencias  de  su  producción.  Sin  este  previo  conoci- 
miento, sin  esta  base  cierta,  pudiera  darse  el  caso  de 
un  presupuesto  inferior  á los  medios  sociales  pava 
atenderle,  y al  mismo  tiempo  ruinoso,  por  gravar  des- 
proporcionadamente las  distintas  fuentes  de  produc- 
ción; hecho  grave  que  entrañaría  no  solo  una  ruina 
en  el  régimen  económico  de  la  Nación,  sino,  lo  que 
es  más  triste,  la  negación  del  fin  fundamental  del  Es- 
tado, que  es  la  justicia. 

En  laiso  se  basaría  y ordenaría  sin  acierto  una 
Hacienda  pública,  si  lomase  de  prestado  y de  intere- 
sada referencia  el  dato  que  le  guíe,  el  hecho  que  le 
ilustré,  la  base  toda  que  le  lia  de  fundar  criterio  para 
informar  sus  ulteriores  desenvolvimientos.  Sin  órgano 
adecuado  para  llenar  cumplidamente  esta  primera 
función,  se  edifica  sin  cimiento  firme,  y continúa  ane- 
mia en  las  extremedidades  y congestión  en  los  gran- 
des centros. 

Organizar  sobre  bases  racionales  la  vida  econó- 
mica del  Estado  ha  sido  perseverante  propósito  de  los 
muy  contados  hombres  públicos  que  han  dado  á tra* 
bajos  de  esta  índole  la  preferencia  que  justamente  re- 
claman. A tal  labor,  modesta  al  parecer,  pero  que  ci- 
menta y funda,  han  preferido  la  mayoría  de  los  Mi- 
nistros vigorizar  los  resortes  de  recaudación,  que  no 
encerrando  otro  misterio  que  el  aumento  de  rendi- 
miento, han  dado  en  miles  de  casos  el  doloroso  é 
irritable  resultado  de  desposeer  de  sus  pobres  habe- 
res y aun  de  sus  humildes  hogares  d aquellos  á quie- 
nes los  rigores  de  la  naturaleza  negaron  la  remune- 
ración de  su  trabajo,  y la  ignorancia  de  nuestra  Ad- 
ministración la  justicia  de  sus  demandas. 

Los  accidentes  de  nuestra  historia,  las  revueltas 
de  los  tiempos,  la  inestabilidad  de  ios  Gobiernos,  las 
estrecheces  del  Tesoro,  la  preponderancia  del  rutina- 
rismo  burocrático,  la  interesada  desatención  de  los 
elementos  políticos,  y hasta  los  abusos  que  á su  som- 
bra hallaron  amparo  y medios  de  vida,  han  sido  parles 
abonadas  para  que  las  mejoras  de  organización  se  es- 
terilicen. las  reformas  compliquen  y entorpézcan  toda 
función,  los  repartimientos  sean  mercedes  del  que 
manda  cuando  no  vergonzosa  materia  de  ilícita  con- 
tratación, los  bienes  do  propios  botín  del  vencedor, 
los  bienes  del  Estado  en  constante  detentación  á la 
sombra  del  peculado,  el  contrabando  tarifado  y con 
seguros,  el  matute  regimentado,  la  sofisticación  pi- 
diendo patente  de  industria,  la  agricultura  en  angus- 
tiosa crisis  y en  peligro  de  inminente  ruina,  el  co- 
mercio de  buena  té  decadente,  la  industria  lánguida 
y desfallecida,  y el  país  empobrecido  con  la  anémia 
en  su  régimen  económico  y financiero,  que  no  tiene 
viril  energía  para  llevar  el  cauterio  á tantas  llagas 
sociales,  para  hacer  prevalecer  el  principio  de  justi- 
cia en  que  deben  armonizarse  los  intereses  legítimos 
del  individuo  y del  Estado. 

A prevenir,  remediar  ó corregir  estos  males,  por 
todos  igualmente  sentidos  y lamentados,  han  tendido 
cuantos  Ministros  de  iniciativa  tuvieron  á su  cargo 
el  departamento  de  Hacienda;  y si  á todos  animó  igual 
patriótico  deseo,  no  túvieron  todos  el  mismo  acierto 
ni  lograron  las  más  discretas  reformas  vigorizar  y 
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encauzar  la  acción  económica  del  Estado.  La  raíz  per- 
manecía dañada  y los  frutos  no  podían  ser  sanos;  con- 
tinuaba el  ingerto  del  órden  gubernativo  en  el  orden 
económico,  y existía  solución  de  continuidad;  la  acción 
local,  producida  por  el  caciquismo  y por  la  ingerencia 
política,  seguia  siendo  piedra  angular  en  que  aun  se 
funda  nuestro  régimen  económico.  Y sobre  base  tan 
removida  y movediza,  y con  ambiente  tal  de  pasión  y 
de  parcialidad,  mal  pudieran  retoques  externos  y de 
forma,  como  aumento  de  categorías  y sueldos  y crea- 
ción de  Delegaciones,  llevar  á la  Administración  aquel 
sentido  de  unidad,  de  responsabilidad  y de  justicia 
que  debe  informarla  para  que  su  acción  sea  más  uni- 
forme, más  activa  y más  intensa,  llevando  á la  ges- 
tión y conocimiento  del  Estado  funciones  que  le  son 
propias,  y cuya  delegación  en  los  Ayuntamientos  más 
acusaría  flaquezas  del  Poder  que  estrecheces  de  la  Ha- 
cienda. 

No  lia  de  buscarse  la  reducción  del  gasto  en  la 
indotacion  del  servicio  ó en  el  abandono  de  las  atri- 
buciones del  Estado;  la  economía  ha  de  basarse  «en 
la  racional  organización  de  los  servicios  públicos,  sin 
escatimar  los  gastos  reproductivos  ni  aumentar  la 
cifra  total  destinada  ai  departamento  de  Hacienda, 
realizándose  la  mejora  á expensas  de  las  economías 
obtenidas  en  el  mismo,»  único  medio  de  armonizar  los 
mayores  gastos  que  el  desarrollo  y perfección  de  los 
servicios  exige,  con  la  conservación  de  las  cifras  ge- 
nerales, que  es  forzoso  no  traspasar  durante  algunos 
años,  si  ha  de  obtenerse  la  apetecida  proporción  entre 
los  gastos  ordinarios  y los  ingresos  permanentes. 

En  este  principio  se  inspira  el  proyecto  del  Minis- 
tro de  Hacienda,  el  dictámen  de  la  Comisión  y La  re- 
forma que  proponen  los  Diputados  que  suscriben  esta 
enmienda,  á quienes  por  otra  parte  anima,  no  el  con- 
tinuar la  reorganización  de  la  administración  de  la 
Hacienda  bajo  las  líneas  generales  que  el  ilustre  ha- 
cendista, autor  de  la  reforma  del  8 1 , con  noble  propó- 
sito trazara,  sino  á sentar  nuevas  bases  en  que  cimen- 
tar la  reorganización  de  nuestros  servicios  adminis- 
trativos. La  investigación  administrativa  en  la  forma 
establecida,  con  el  Cuerpo  de  inspectores  de  la  contri- 
bución industrial,  ha  sido  origen  de  vergüenzas  para 
nuestra  Administración,  de  filtraciones  é irregulari- 
dades para  la  riqueza  pública,  y nuestro  Tesoro  solo 
ha  cosechado  esperanzas  desvanecidas,  fracasos  in- 
esperados, ingresos  ilusorios  é interminable  fárrago 
de  expedientes  de  fallidos.  Elocuente  comprobación  los 
«3.646  expedientes  de  defraudación  de  la  contribución 
industrial  y de  comercio  por  valor  de  850.270l27  pe- 
setas, y no  haberse  despachado  más  que  335,  impor- 
tantes 92.542-43  pesetas.» 

No  más  lisonjero  resultado  se  ha  obtenido  con  la 
inspección  del  timbre;  bien  que  el  reglamento  que  la 
organiza  es  una  patente  de  corso  garantida  con  abso- 
luta irresponsabilidad.  Véanse  otros  10.148  expedien- 
tes, en  que  ascienden  las  responsabilidades  á pesetas 
2.285. 067‘69,  no  habiendo  sido  resueltos  en  el  mismo 
período  de  siete  meses  más  que  2.041,  cuyas  respon- 
sabilidades suman  1G1.284‘09  pesetas.» 

Obedeciendo  las  Administraciones  subalternas  de 
propiedades  y derechos  del  Estado,  asi  como  las  De- 
positarías del  Tesoro  y subalternas  de  rentas  estan- 
cadas, á las  necesidades  de  otra  organización,  están 
en  el  nuevo  proyecto  y enmienda  llamadas  á desapa- 
recer, refundiendo  sus  actuales  servicios  y atribucio- 
nes en  los  de  las  nuevas  Administraciones  subalter- 


nas de  Hacienda,  que  llaman  á su  conocimiento  y 
gestión  cuanto  al  régimen  económico  nacionaL  con- 
cierne. Este  propósito  ha  informado  el  proyecto  del 
Ministro  de  Hacienda  y ha  servido  de  criterio,  am- 
pliándolo al  dictámen  de  la  Comisión;  pero  Ministro 
y Comisión  se  detienen  allí  donde  los  requerimientos 
de  la  necesidad  son  más  imperiosos,  y dejan  fuera 
del  nuevo  organismo  administrativo  aquellos  centros 
rurales  que  por  su  aislamiento,  por  la  poca  densidad 
de  su  población,  por  su  escasa  cultura  y hasta  por 
falta  de  medios  para  su  ordenada  vida  económica,  son 
los  ménos  aptos  para  continuar  supliendo  las  defi- 
ciencias de  la  organización  del  Estado  en  el  desem- 
peño de  las  funciones  que  á estos  pequeños  centros 
se  les  encomiendan.  Olvidan,  pues,  aquí  Ministro  y 
Comisión  el  principio  fundamental  de  que  «cuanto 
mayores  sean  las  atribuciones  que  se  quieran  dar  á 
un  ente  local,  tanto  más  precisa  asegurarse  que  tiene 
la  fuerza  correspondiente  á bien  regirlo.» 

La  enmienda,  pues,  de  los  infrascritos,  aceptando 
la  reforma  en  su  totalidad  y el  sentido  que  la  inspi- 
ra, la  combaten  por  lo  que  tiene  de  limitada,  confusa, 
medrosa  y deficiente;  y como  so  pena  de  ilogismo  é 
inconsecuencia,  ni  el  Ministro  ni  la  Comisión  pueden 
rechazar  la  enmienda  por  consideraciones  de  órden 
científico  ni  de  régimen  económico,  ni  por  descono- 
cimiento de  las  necesidades  y vicios  de  los  centros 
rurales,  de  aquí  que  la  verdadera  dificultad  estribe 
en  los  medios  que  dentro  del  presupuesto,  y sin  alte- 
rar la  cifra  total  del  servicio,  se  arbitre  para  aten- 
derlo. 

Estudiemos,  pues,  los  recursos  existentes  dentro 
de  nuestro  presupuesto  y que  pueden  aplicarse  á rea- 
lizar la  reforma. 

Pesetas. 


Importa  el  personal  de  las  Administra- 

ciones-Depositarías 124.600 

Idem  id.  de  Administraciones  de  rentas 

estancadas 792.070 

Idem  id.  de  las  Depositarías  de  Hacienda.  23. 1 50 

Idem  id.  de  Administración  y Depositaría.  535.375 
Idem  id.  de  la  Administración  especial  de 

Jerez  de  la  Frontera 17.000 

Idem  id.  de  Inspección  de  contribución 

industrial 539.000 

Tdem  de  material  de  Administraciones  de 

partido 13.050 

Idem  de  gastos  de  escritorio  en  las  Admi- 
nistraciones-Depositarías  23.500 

Idem  material  de  la  de  Jerez 750 

Idem  de  la  Inspección  de  industria 23.750 


Total 2.093.145 


Estas  cifras  son  todas  admitidas  y computadas  en 
el  proyecto  del  Ministro  de  Hacienda,  excepto  las  que 
se  refieren  al  material,  y esto  creemos  sea  una  omi- 
sión, pues  el  material  debe  desaparecer  con  las  ofici- 
nas á que  sirve  de  dotación. 

A estos  2.093. 145  pesetas,  hay  que  agregar  loque 
importa  el  personal  de  la  sección  central  de  Estadís- 
tica de  la  riqueza  territorial  que  existe  en  la  Direc- 
ción de  contribuciones,  y que  debe  desaparecer  por 
inútil;  su  dotación,  59.500  pesetas.  Los  temporeros 
de  dependencias  provinciales,  hoy  innecesarios  con  la 
nueva  organización,  y que  importan  197.500  pese- 
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tas.  Los  temporeros  de  la  Secretaría  do  la  Comisión 
de  evaluación  y peritos  de  la  riqueza  rústica  y urba- 
na, representando  331.500  pesetas.  Partidas  que  jun- 
tas suman  588.500  pesetas,  las  que  agregadas  á la 
cifra  admitida  por  el  Ministro,  dan  un  total  de  pese- 
tas 2.081.G45;  á las  que  aun  hay  que  sumar  220.000 
que  importan  los  alquileres,  obras  y reparos  de  los 
almacenes  de  rentas  estancadas  en  las  capitales  y Ad- 
ministraciones de  partido.  Tenemos,  pues,  para  dota- 
ción de  las  nuevas  Administraciones  subalternas,  pe- 
setas 2.901.645;  y añadamos  aun  á esta  cifra  la  eco- 
nomía que  se  pudiera  hacer  en  el  personal  provincial, 
atendiendo  á estos  servicios  con  el  personal  y eu  la 
forma  que  detalla  el  anexo  A.  Resulta,  pues,  una 
economía  sobre  los  presupuestos  actuales  de  pesetas 
1.973.000,  que  con  las  cifras  anteriores,  da  la  de  pe- 
setas 4.874.645. 

Los  premios  que  se  economizan  con  la  organiza- 
ción de  Administraciones  subalternas  que  propone- 
mos son,  según  datos  autorizados  recogidos  en  cen- 
tros oficiales: 

Pesetas. 


Por  el  importe  de  los  que  se  satisfacen  á 
las  Administraciones  de  propiedades  y 

derechos  del  Estado 52.531 

Idem  id.  á las  Administraciones  de  lote- 
rías  1.665.164 

Idem  id.  á los  recaudadores  de  cédulas 

personales 50.000 

Idem  id.  por  la  formación  de  padrones 

de  idem 80.000 

Idem  id.  id.  de  la  matrícula  industrial. . 340.644 


Total 2.138.339 


I)e  suerte  que  unida  esta  cifra  de  economía  en 
los  premios  á los  4.874.645  pesetas  que  antes  hallá- 
bamos, da  un  total  aplicable  al  nuevo  servicio  de 
7.062.984. 

Igual  origen  oficial  reconocen  los  datos  sobre  los 
nuevos  ingresos,  calculados  en  la  forma  siguiente: 

Pesetas. 


Por  liquidación  de  derechos  reales 300.000 

Por  el  10  por  100  de  administración  de 
partícipes  sobre  los  26.462.129  pese- 
tas que  importa  el  recargo  municipal 
establecido  sobre  la  contribución  de  in- 
muebles, cultivo  y ganadería,  deducido 
el  2{62  por  100  que  importad  premio 
de  recaudación  satisfecho  al  Banco  de 


España 1.952.905 

Idem  id.  sobre  6.988.827  de  industrial, 

deducido  el  premio  del  3‘40 4 G 1.262 

Tdem  id.  sobre  cédulas  personales,  calcu- 
lando que  éste  no  haya  excedido  de 

un  25  por  100 200.000 

Idem  id.  sobre  las  cuotas  de  consumo, 

bajo  igual  base 2.325.000 


Total 5.239.107 


Con  este  total  de  ingresos,  resultará  aplicable  al 
nuevo  servicio  la  suma  de  12.302.151  pesetas. 

Organizadas  las  Administraciones  subalternas  de 


Hacienda  en  la  forma  y con  el  personal  que  propone- 
mos en  el  anexo  n.  resulta  todo  el  servicio  de  Ha- 
cienda reducido  a 2.343  Administraciones,  y un  gasto 
de  13.700.875  pesetas.  Así,  pues,  hay  un  recargo  para 
este  servicio  de  1.308.724  contra  1.246.639  que  pro- 
pone el  proyecto  del  Ministro;  y en  su  consecuencia, 
existe  realmente  un  recargo  de  1 52.085  pesetas,  com- 
parado con  éste.  Pero  si  se  tiene  en  cuenta  que  la  Co- 
misión, sin  señalar  cifras,  propone  la  creación  de  Ad- 
ministraciones subalternas  en  los  pueblos  del  mismo 
ó mayor  vecindario  que  la  cabeza  de  partido  (al  me- 
nos, esto  se  desprende  de  su  confusa  redacción),  am- 
pliación que  ha  de  hacer  subir  los  gastos  más  que  la 
diferencia  señalada,  resultará  siempre  que  nuestro 
proyecto,  sobre  responder  á exigencias  imperiosas  de 
necesidad,  llenará  cumplidamente  el  servicio  que  se 
le  encomienda  con  mayor  economía  que  el  proyecto 
del  Ministro  y de  la  Comisión. 

Tendría,  además,  la  inapreciable  ventaja  de  plan- 
tear una  organización  más  completa  sobre  bases  más 
científicas,  dejando  sentados  los  cimientos  para  en 
plazo  no  lejano  poder  con  acierto  reorganizar  nuestro 
régimen  económico. 

Como  desenvolvimiento  de  que  es  susceptible,  se- 
ñalaremos, en  primer  lugar,  la  reivindicación  por 
parte  del  Estado  de  la  recaudación  de  contribucio- 
nes, luego  que  eu  l.°  de  Julio  del  88  termine  el  con- 
trato con  el  Banco  de  España;  y esto  nos  daría  el 
aumento  de  ingresos  siguiente,  por  razón  del  premio 
que  aquella  Sociedad  cobra  hoy: 

Por  territorial. . . 4.613.307  ptas.  \ 

Por  industrial. . . 1.158.189  » j 

Premios  de  recargo . / 6.702.229  pía?. 

Por  territorial. . . 693.307  ptas. 

Por  industrial. . . 237.620  » ' 

Con  lo  que,  dado  este  caso,  y para  el  ejercicio 
de  88-89,  tendríamos,  en  definitiva,  una  economía 
de  5.303.505  pesetas. 

Resulta,  pues,  descargado  en  esta  cifra  el  presu- 
puesto, el  servicio  bien  organizado  y el  Estado  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  propias  y con  perfecto  co- 
nocimiento de  la  producción  del  país,  para  poder  as- 
pirar hasta  la  perccuacion  del  impuesto,  ideal  hoy  de 
la  ciencia. 

Estirpados  de  esta  manera  y por  estos  procedi- 
mientos los  vicios  de  nuestra  Administración,  ale- 
jada la  influencia  local  y la  ingerencia  política  que 
tiene,  á merced  de  tristes  tradiciones  burocráticas, 
pervertido  el  sentido  moral  del  pueblo,  constituire- 
mos una  verdadera  institución  en  la  forma  que  las 
necesidades  presentes  reclaman,  dotándola  de  vida  y 
vigor  para  que  sirva  de  garantía  á los  derechos  de 
todos,  ([ue  es  el  más  ámplio  concepto  de  la  libertad. 

ENMIENDAS  AL  PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  crean  Administraciones  subalter- 
nas de  Hacienda  en  todas  las  poblaciones  mayores  de 
2.000  habitantes , quedando  agregadas  á éstas  ¡ según  la 
proximidad , todas  las  que  no  lleguen  á dicha  cifra.  En 
los  casos  en  que  sea  imposible  verificar  esa  agrupación 
sin  menoscabo  para  el  buen  servicio , se  formarán  agru- 
paciones con  los  pueblos  de  más  reducido  vecindario , y 
se  formará  con  ellos  una  Administración  subalterna  de 
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Hacienda,  que  tendrá  su  residencia  en  la  población  más 
importante  del  grupo  ó en  la  más  céntrica. 

EsLas  Administraciones  serán  dé  primera,  segun- 
da, tercera,  cuarta  y quinta  clase,  y se  organizarán 
con  un  administrador*  un  interventor,  oficiales,  auxi- 
liares y ordenanzas  que  se  estimen  precisos  según  la 
plantilla  que  se  acompaña . En  las  poblaciones  que 
sean  convenientes,  habrá,  además,  un  cajero  que  des- 
empeñe los  servicios  de  Tesorería. 

Art.  2.°  Las  Administraciones  de  primera  clase 
ae  establecerán  en  todas  las  poblaciones  mayores  de 
200.000  almas. 

Se  establecerán  las  de  segunda  clase  en  las  de  más 
de  60.000  habitantes. 

Las  de  tercera  en  las  de  más  de  SO. OOO  habitantes. 

Las  de  cuarta  en  las  de  más  de  8.000  almas  y en 
todas  las  que  tengan  establecido  Juzgado  de  primera 
instancia  0 Registro  de  la  propiedad , aunque  su  pobla- 
ción no  alcance  aquella  cifra. 

Las  de  quinta  en  las  que  excedan  de  2.000  almas , 
sin  llegar  á 8.000,  y en  las  agrupaciones  rurales . 

Art.  3.°  El  personal  de  las  Administraciones  su- 
balternas de  Hacienda  formará  con  el  de  las  Delega- 
ciones de  provincia  y con  el  de  las  Direcciones  gene- 
rales de  contribuciones,  de  rentas  é impuestos,  y 
con  todos  los  f uncionarios  del  servicio  de  la  Hacienda , 
un  cuerpo  especial,  que  se  denominará  de  la  Admi- 
nistración económica,  y cuyo  ingreso , condiciones  y 
garantías  se  determinarán  en  una  ley  de  empleados  que 
acompañará  al  próximo  presupuesto. 

Art.  4.°  Para  ser  nombrado  administrador  ó in- 
terventor de  partido  será  indispensable  tener  la  con- 
dición de  letrado,  o con  aptitud  para  el  ejercicio  de  la 
fe  pública , siendo  incompatible  el  cargo  con  el  ejercicio 
do  la  profesión.  Los  agrimensores  serán  preferidos  para 
oficiales  hasta  de  quinta  clase',  y para  ordenanzas  los 
peritos  prácticos.  Todos  los  funcionarios  de  la  Adminis- 
tración económica  se  nombrarán  con  carácter  de  inte- 
rinos, en  tanto  se  verifiquen  tas  oposiciones  para  pro- 
bar su  aptitud  dentro  de  los  dos  años  del  nombramiento. 

Art.  5.°  Las  atribuciones  y deberes  délas  Admi- 
nistraciones subalternas  serán  los  siguientes: 

1. °  La  formación  de  la  estadística  y repartimiento 
de  la  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y ganade- 
ría, y su  recaudación. 

2. °  La  formación  del  padrón  y matricula  de  indus- 
trial, y su  recaudación. 

3. *  La  liquidación  y recaudación  del  impuesto  de 
derechos  reales  y trasmisión  de  bienes  en  los  parti- 
dos en  que  actualmente  desempeñan  este  servicio  los 
registradores  de  la  propiedad. 

4. °  La  formación  de  los  repartimientos  de  consu- 
mos y su  recaudación  en  las  poblaciones  donde  se  halle 
establecido  este  medio  para* hacer  efectivo  el  impuesto. 

r>.°  La  formación  del  padrón  de  cédulas  perso- 
nales y su  recaudación. 

6.°  La  administración  de  las  propiedades  del  Es- 
tado y recaudación  de  sus  rentas. 

l.°  La  expendicion  de  billetes  de  la  Lotería  Nacio- 
nal y recaudación  de  su  importe. 

8.*  La  investigación  de  las  contribuciones  de  in- 
muebles, cultivo  y ganadería,  industrial  y de  comer- 
cio; de  los  impuestos  de  derechos  reales  y trasmisión 
de  bienes,  del  de  consumos , del  de  cédulas  personales, 
del  timbre  del  Estado,  del  establecido  sobre  los  bi- 
lletes de  viajeros  y trasporte  de  mercancías,  y de  las 
propiedades  y derechos  del  Estado;  y la  adopción  den- 


tro de  las  disposiciones  legales  de  cuantas  medidas 
conduzcan  á la  defensa  y aumento  de  los  ingresos 
que  constituyen  el  haber  del  Tesoro. 

0.°  La  instrucción  de  los  expedientes  de  condona- 
ción y moratoria  por  consecuencia  de  calamidades 
públicas,  pérdida  de  cosechas  ú otras  cansas  legales; 
la  inspección  de  cultivos  especiales,  como  arroz  y tabaco 
y caña  de  azúcar,  y la  formación  de  expedientes  de 
exención  temporal  de  contribuciones  é impuestos  á 
las  colonias  agrícolas,  industrias  nuevas  y demás  pre- 
vistas en  las  leyes. 

10. °  La  inspección  y conservación  para  el  servicio 
público  á que  fueron  afectos  en  su  creación  los  carde - 
les  ó cañadas  reales. 

1 1 . °  El  ingreso  por  mensualidades  en  la  Tesorería 
provincial  ó en  la  de  partido  que  le  corresponda , de  las 
cuotas  pertenecientes  al  Estado,  verificando  aquel  dentro 
de  los  ocho  dias  siguientes  al  de  la  recaudación  men- 
sual, y también  el  ingreso  en  las  arcas  municipales  de 
la  parle  correspondiente  á los  recargos  establecidos  por 
los  Ayuntamientos,  prévio  pago  de  todas  las  obligacio- 
nes de  instrucción  pública. 

12.  Los  demás  servicios  que  se  les  encomienden. 

Art.  6.°  Para  la  inspección  de  la  industria  fabril, 

se  dividirá  la  Península  en  diez  regiones,  á cargo  cada 
una  de  ellas  de  los  ingenieros  industriales  que  se 
estimen  necesarios,  los  cuales  se  entenderán  directa- 
mente en  el  ejercicio  de  su  inspección  con  la  Delega- 
ción ó con  la  Administración  del  partido  en  que  radique 
la  industria  ó fábrica  inspeccionable  ó inspeccionada. 

Art.  7.°  Para  la  vigilancia  de  estas  Administracio- 
nes, se  formará  un  Cuerpo  especial  de  inspectores  de 
Hacienda , á las  órdenes  del  Ministro  del  ramo,  inde- 
pendiente de  las  actuales  Delegaciones  de  Hacienda.  La 
mitad  al  ménos  de  estos  inspectores  serán  nombrados 
entre  los  ingenieros  agrónomos,  y no  podrán  permane- 
cer en  Madrid  más  de  dos  meses  seguidos. 

Art.  S.°  Ingresará  en  el  Tesoro  público  la  tota- 
lidad del  impuesto  de  las  multas  y recargos  que  con 
arreglo  á las  instrucciones  y reglamentos  deban  im- 
ponerse á los  defraudadores  de  las  contribuciones, 
rentas  é impuestos  y derechos  del  Eslado. 

Art.  9.°  Los  inspectores,  administradores  y per- 
sonal de  las  mismas  tendrán  el  46  por  loo  sobre  los 
aumentos  que  obtengan  para  él  Tesoro  en  cada  año , co- 
rrespondiendo de  esta  suma  una  tercera  parte  al  Cuer- 
po de  inspectores , otra  al  administrador  que  realizó  el 
mayor  ingreso,  y otra  al  personal  á sus  órdenes. 

Los  ingenieros  industriales  disfrutarán,  además 
de  su  sueldo,  un  premio  de  20  por  100  de  las  canti- 
dades que  ingresen  en  el  Tesoro  por  consecuencia  de 
las  ocultaciones  que  descubran,  ei  cual  les  será  sa- 
tisfecho tan  pronto  como  sean  firmes  los  acuerdos  en 
cuya  virtud  se  verifique  el  ingreso. 

Otro  10  por  100  de  dichas  cantidades  se  repartirá 
proporcionalinente  á los  sueldos  entre  los  demás  em- 
pleados de  la  Administración  en  cuyo  partido  se  ha- 
yan descubierto  las  ocultaciones. 

Art.  1 0.  La  liquidación  y pago  del  impuesto  de  de- 
rechos reales  y trasmisión  de  bienes  deberá  tener  lugar 
dentro  de  los  quince  dias  siguientes  á la  presentación 
del  documento  en  la  Administración  del  partido. 

Los  perjuicios  que  al  Tesoro  público  ó á los  con- 
tribuyentes se  irroguen  por  la  falta  de  cumplimiento 
de  la  disposición  anterior,  en  cuanto  á los  plazos,  se- 
rán de  cuenta  del  administrador  de  partido. 

Art.  11.  Quedan  suprimidos  los  inspectores  de  la 
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renta  del  timbre  del  Estado;  el  Cuerpo  de  inspectores 
de  la  contribución  industrial  y de  comercio,  y todas 
las  dependencias  de  Hacienda  que  existen  con  los  nom- 
bres de  Administraciones  subalternas  de  rentas  estan- 
cadas y de  propiedades  y derechos  del  Estado,  Ad- 
ministraciones Depositarías  de  partido,  Depositarías 
de  Hacienda,  Administración  especial  de  Jerez  de  la 
Frontera,  Administraciones  de  loterías , recaudadores  de 
cédulas  personales , secretarios  de  las  Comisiones  de  eva- 
luación, peritos  de  la  riqueza  rústica  y urbana , y co- 
misionados de  ventas. 

Art.  12.  El  Cuerpo  de  topógrafos  se  distribuirá  por 
provincias  ó zonas  para  la  formación  del  avance  al 
catastro , cerrando  el  perímetro  de  todos  los  distritos  m u- 
nicipales, y levantando  parcelas  de  las  fincas  pertene- 
cientes al  Estado. 

Art.  13.  A la  presente  ley  acompañará  el  regla- 
mento para  su  ejecución. 

Disposiciones  transitorias. 

1. a  Los  preceptos  contenidos  en  esta  ley  comen- 
zarán á regir  desde  l.°  de  Julio  de  1887. 

2. a  Los  repartimientos  de  la  contribución  de  in- 
muebles, cultivo  y ganadería,  matrículas  de  la  in- 
dustrial y de  comercio,  y padrones  de  cédulas  perso- 
nales para  el  ano  1887-88,  serán  formados  para  dicho 
ejercicio  por  los  Ayuntamientos,  que  en  virtud  de 
esta  ley  quedan  relevados  para  lo  sucesivo  de  dichos 
servicio. 

3. a  Dichas  Corporaciones  harán  entrega  á las  Ad- 
ministraciones subalternas,  mediante  inventario,  an- 
tes del  31  de  Julio  de  1887,  de  los  amillaramientos 
y sus  apéndices,  registros,  libros,  padrones  y matrícu- 
las y demás  documentos  relativos  á las  expresadas 
contribuciones  é impuestos. 

4. a  Los  registradores  de  la  propiedad  harán  en- 
trega el  30  de  Junio  próximo,  á las  Administraciones 
subalternas,  de  todos  los  libros  y documentos  relati- 
vos á la  liquidación  y recaudación  del  impuesto  de 
derechos  reales  y trasmisión  de  bienes,  con  las  for- 
malidades prevenidas  en  la  Real  órden  de  16  de  Mar- 
zo de  1886. 

5. a  El  Raneo  de  España  cesará  en  la  recaudación 
de  las  contribuciones  de  inmuebles,  cultivo  y ganadería, 
é industrial  y de  comercio,  en  1 ,°  de  Julio  de  i8SH,  en 
que  termina  su  contrato. 

6. a  El  Ministro  de  Hacienda  modificará,  con  suje- 
ción á las  disposiciones  de  esta  ley,  el  reglamento  or- 
gánico de  la  administración  provincial  de  1 4 de  Enero 
de  1886. 

Palacio  del  Congreso  24  de  Febrero  de  1887.= 
Rafael  Fernandez  de  Soria.=EduardoCobian.=Cárlo» 
ítamirez.=José  Manteca.=M.  González  de  la  Fuen- 
te.=A.  Barroso  y Castillo.=C.  Groizard. 

Anexo  A. 

Planta  del  personal  de  la  Administración  provincial. 

ADMINISTR ACION tíS  PRINCIPALES  T)F.  HACIENDA  PÚBLICA. 

Provincias  de  primera  clase. 

Madrid. 

Pesetas. 

1  Administrador,  jefe  de  admi- 
nistración de  cuarta  clase..  6.500 

1  Jefe  de  negociado  de  primera 

clase,  interventor 6.000 


Suma  y sigue. . . . 12.500 


Pesetas. 


Anterior 12.500 

1 Jefe  de  negociado  de  según- 

da  clase 5.000 

2 Idem  de  tercera,  á 4.000  pe- 

setas  8.000 

2 Oficiales  de  primera  clase,  á 

3.500 7.000 

3 Idem  do  segunda,  A 3.000. . 9.000 

4 Idem  de  tercera,  á 2.500. . . 10.000 

5 Idem  de  cuarta,  A 2.000. ...  1 0.000 

7 Idem  de  quinta,  á 1.500.. . . 10.500 


18  Aspirantes  á oficial  de  pri- 
mera clase,  A 1.250 22.500 

l Portero  mayor 1.500 

1 Idem  primero 1.250 

2 Ordenanzas,  A 1.000 2.000 

2 Idem,  A 750 1.500 

100.750 

Barcelona,  con  igual  dotación  que  la  an- 
terior.. , 100.750 

Od<liz. 

1 Administrador,  jefe  de  admi- 
nistración de  cuarta  clase. . 6.500 

1 Jefe  de  negociado  de  primera 


clase,  interventor 6.000 

1 Idem  de  segunda 5.000 

1 Idem  de  tercera 4.000 

1 Oficial  de  primera  clase. . . . 3.500 

1 Idem  de  segunda 3.000 

2 Idem  de  tercera,  á 2.500  pe- 

setas  5.000 

2 Idem  de  cuarta,  á 2.000..  . . 4.000 

3 Idem  de  quinta 4.500 

10  Aspirantes  á oficial  de  pri- 
mera clase,  á 1.250 12.500 

1 Portero  mayor 1.500 

1 Idem  primero 1.250 

1 Ordenanza 1.000 

2 Idem,  á 750 1.500 

59.250 

Coruña,  Granada,  Málaga,  Sevilla  y Va- 
lencia, con  igual  dotación  que  la  an- 
terior  296.250 


Provincias  de  segunda  clase. 


Alicanto, 

i Administrador,  jefe  de  nego- 
ciado de  primera  clase. . . . 6.000 

1 Idem  de  segunda,  interven- 
tor  5.000 

1 Idem  de  tercera 4.000 

1 Oücial  de  primera  clase. . . . 3.500 

1 Idem  de  segunda 3.000 

1 Idem  de  tercera 2.500 

2 Idem  de  cuarta,  á 2.000  pe- 

setas  4.000 

3 Idem  de  quinta,  á 1.500.. . . 4.500 

10  Aspirantes  á oficial  de  pri- 
mera clase,  á 1.250 12.500 

1 Portero 1.250 

l Idem 1.000 

1 Ordenanza 750 

1 Idem 625 

48.625 


Suma  y sigue. 605.625 
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Pesetas. 


Anterior 60  «5.625 

Las  provincias  de  Dürgos,  Córdoba,  Mur- 
cia, Oviedo,  Toledo,  Valladolid  y Zara- 
goza, con  igual  dotación  que  la  ante- 
rior  340.375 

Provincias  de  tareera  cla*a. 

Bcutuj  o^. 


1  Administrador,  jefe  de  nego- 
ciado de  segunda  clase 5.000 

1 Idem  de  tercera,  interventor. . 4.000 

1 Olicial  de  primera  clase 3.500 

l Idem  de  segunda 3.000 

1 Idem  de  tercera 2.500 

2 Idem  de  cuarta,  á 2.000  pese- 

tas  : 4.000 

3 Idem  de  quinta,  á 1.500 4.500 

9 Aspirantes  á oficiales  de  pri- 
mera clase,  A 1.250 1 1.250 

1 Portero 1.000 

1 Ordenanza 750 

1 Idem 025 

40.125 


Las  provincias  de  Albacete,  Almería,  Avi- 
la, Castellón,  Oáceres,  Canarias,  Ciudad- 
Real,  Cuenca,  G.erona,  Guadalajara, 
Jaén,  Hnelva,  Huesca,  León,  Lérida, 
Logroño,  Lugo,  Orense,  Falencia,  Pon- 
tevedra, Salamanca,  Santander,  Sego- 
via,  Soria,  Tarragona,  Teruel,  Zamora 
y Baleares,  con  igual  dotación  que  la 


anterior 1.123.500 

Alava, 

I Administrador,  jefe  de  nego- 
ciado de  segunda  clase 5.000 

i Idem  de  tercera,  interventor..  . 4.000 

1 Oficial  de  primera  clase 3.500 

I Idem  de  segunda 3.000 

1 Idem  de  tercera 2.500 

1 Idem  de  cuarta 2.000 

l Idem  de  quinta 1.500 

6 Aspirantes  á oficial  de  prime- 
ra clase,  A 1.250  pesetas 7.500 

l Portero 1.000 

t Ordenanza 750 

1 Idem 625 

31.375 

Las  provincias  de  Guipúzcoa,  Vizcaya  y 
Navarra,  con  igual  dotación  que  la  an- 
terior  94.125 


CONTADURÍAS  DE  HACIENDA. 

Provincias  de  primera  clase . 

Madrid. 

I Contador,  jefe  de  negociado  de 

primera  clase 

I Oficial  de  primera  clase 

I Idem  de  segunda 


2.235.125 


Pesetas. 


Anteriores 12.500  2.235.125 

1 Oficial  de  tercera 2.500 

2 Idem  de  cuarta,  A 2.000  pese- 

tas  4.000 

3 Idem  de  quinta,  A 1.500 4.500 

8 Aspirantes  A oficial  de  prime- 
ra clase,  A 1.250 1 0.000 

' 1 Portero 1.000 

1 Ordenanza 750 

35.250 

Barcelona,  con  igual  dotación  que  la  an- 
terior  35.250 

Cádiz. 

1 Contador,  jefe  de  negociado  de 

primera  ciase 6.000 

1 Oficial  de  primera  clase 3.500 

l Idem  de  segunda 3.000 

1 Oficial  de  tercera  clase 2.500 

2 ídem  de  cuarta,  á 2.000  pese- 

tas.  4.000 

2 Idem  de  quinta,  á 1.500 3.000 

7 Aspirantes  á oficial  de  prime- 
ra clase,  á 1.250 8.750 

1 Portero 1.750 

1 Ordenanza 750 

32.500 

Las  provincias  de  Coruña,  Granada,  Má- 
laga, Sevilla  y Valencia,  con  igual  do- 
tación que  la  anterior 162.500 


Provincias  de  segunda  clase. 

Allcanto. 


1 Contador,  jefe  de  negociado  de 

segunda  clase 5.000 

1 Oficial  de  segunda  clase 3.000 

i Idem  de  tercera 2.500 

1 Idem  de  cuarta 2.000 

2 Idem  de  quinta 3.000 

5 Aspirantes  á oficial  de  prime- 
ra clase,  á 1.250  pesetas..  - . 6.250 

1 Ordenanza 750 

22.500 


Las  provincias  de  Búrgos,  Córdoba,  Mur- 
cia, Oviedo,  Toledo,  Valladolid  y Zara- 
goza, con  igual  dotación  que  la  ante- 
rior  157.500 

Provincias  de  tercera  clase. 

Badujoz. 


1 Contador,  jefe  de  negociado  de 

tercera  clase 4.000 

1 Oficial  de  tercera  clase 2.500 

1 Idem  de  cuarta 2.000 

2 Idem  de  quinta,  A 1.500  pese- 

tas  3.000 

4  Aspirantes  A oficial  de  prime- 
ra clase,  A 1.250 5.000 

1 Ordenanza 625 

17.125 


6.000 

3.500 

3.000 


¿turna  y sigue. ..  . 12.500 


Suma  y sigue. 


528 


2.697.750 


2046 


26  DE  ABRIL  DE  1887. 


Pesetas. 


Pesetas. 


Anterior 2.697.750 

Las  pi'ovinciasáe  Albacete,  Almería,  Avi- 
la, Castellón,  Cáceras,  Ciudad-Real, 

Cuenca,  Canarias,  Gerona,  Guadalajara , 

Jaén,  lluelva,  Huesca,  León,  Lérida, 

Logroño,  Lugo,  Orense,  Palencia,  Pon- 
tevedra, Salamauca,  Santander,  Scgo- 
via,  Soria,  Tarragona,  Teruel,  Zamora 
y Raleares,  con  igual  dotación  que  la 
anterior 479.500 

Alava. 

1  Contador,  jefe  de  negociado  de 

tercera  clase 4.000 

1 Oficial  de  tercera  clase 2.500 

l Idem  de  cuarta 2.000 

1 Idem  de  quinta 1.500 

3  Aspirantes  á oficial  de  prime- 
ra clase,  á 1.250  pesetas.. . . 3.750 

1 Ordenanza 025 

14.375 

Las  provincias  de  Guipúzcoa,  Vizcaya  y 
Navarra,  con  igual  dotación  que  la  an- 
terior  43.125 


Anterior * 223.250 

ADMINISTR ACIONES  DE  PRIMERA  CLASE. 

1 Administrador,  jefe 
de  negociado  de  ter- 
cera clase 4.000 

1 Oficial  de  segunda 

clase  interventor. . 3.000 

1 Idem  de  tercera.  . . 2.500 

1 Idem  de  cuarta. . . , 2.000 

1 Idem  de  quinta.  , . . 1.500 

1 Aspirante  A oílcial 


de  primera  clase.  . 1.250 

1 Idem  á idem  de  se- 
gunda  i..  1.000 

1 Ordenanza 750 

16.000 


Asignación  para  alquileres  de. 
oficina  y gastos  de  material..  1.500 


Total  gastos  de  una  Administra- 


ción de  primera 17.500 

Dos  Administraciones  de  prime- 
ra, importan 2 

35.000 


Total 3.234.750 


Palacio  del  Congreso  24  de  Febrero  de  IS87.= 
Rafael  Fernandez  de  Soria. 

Anexo  B. 

Organización  del  personal  y gastos  que  ocasionarán  las  nuevas  Adminis- 
traciones subalternas  de  Hacienda. 

INSPECCION  GENERAL  DE  HACIENDA. 


1 Inspector  general,  jefe  supe- 
rior de  Administración. . . . 12.500 

1 Jefe  de  Administración  de  se- 
gunda clase 8.750 

1 Idem  de  tercera 7.500 

2 Idem  de  cuarta,  a 6.500  pe- 

setas  13.000 

4  Jefes  de  negociado  de  pri- 
mera clase,  A 6000 24.000 

6 Idem  de  segunda,  A 5000.. . 30.000 
9 Idem  de  tercera,  A 4.000. . . 36.000 


Personal  de  oficina . 

2 Oficiales  de  primera  clase,  A 

3.500 7.000 

3 Idem  de  segunda,  A 3000.. . 9.000 

5  Idem  de  tercera,  A 2.500. . . 12.500 

8 Idem  de  cuarta,  A 2.000. . . . 16.000 

10  Idem  de  quinta.  A 1.500 15.000 

Asignación  para  aspirantes  A ofi- 
cial  *20.000 

Idem  para  porteros,  ordenanzas 

y mozos 5.000 

216.250 

Asignación  para  gastos  de  escritorio,  im- 
presiones y libros 7.000 

Suma  y sigue 223.250 


ADMINISTRACIONES  DE  SEGUNDA  CLASE. 

1 Administrador,  oficial 

de  primera  clase. . . 3.500 

1 Oficial  de  tercera  cla- 
se, interventor..*. . . 2.500 

1 Idem  de  quinta 1.500 

l Aspirante  á oficial  de 

primera  clase 1.250 

1 Idem  A idem  de  se- 
gunda  1.000 

1 Ordenanza 150 

10.500 

Asignación  para  gastos  de  escri- 
torio  .*.... 1.000 


Total  gastos  de  una  Administra- 
ción de  segunda 1 1.500 

21  Administraciones  de  segun- 
da importan  en  total 21 

241.500 

ADMINISTRACIONES  DE  TERCERA  CLASE. 

1 Administrador,  oficial 

de  segunda  clase..  . 3.000 
1 Idem  de  cuarta,  inter- 


ventor  2.000 

1 Aspirante  A oficial  de 

primera  ciase 1.250 

1 Idem  A idem  de  se- 
gunda  1.000 

1 Ordenanza 750 

8.000 


Asignación  para  alquiler  de  ofi- 
cina y gastos  de  material.. . . 750 


Total  gastos  de  una  Administra- 
ción de  tercera  clase 8.750 


Suma  y sigue 499.750 
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Pesetas. 


Anteriores 8.750  499.750 

55  Administraciones  de  tercera 

importan  en  total 55 

481.250 

administraciones  de  cuarta  clase. 

1 Administrador,  oficial 

de  tercera  clase. . . . 2.500 
1 Idem  de  quinta,  inter- 
ventor  1.500 

1 Aspirante  á oficial  de 

primera  clase 1.250 

1 Ordenanza 025 

5.875 

Asignación  para  alquileres  y gas- 
tos de  escritorio 500 

Total  gastos  de  una  Administra- 
ción de  cuarta  clase 6.375 

455  Administraciones  de  cuarta 

clase  importan  en  total.  . 455 

2.900.625 

administraciones  de  quinta  clase. 

I Administrador,  oficial 

de  cuarta  clase. . . . 2.000 
1 Oficial  de  quinta,  in- 
terventor  1.500 

i Aspirante  á oficial  de 

segunda  clase 1.000 

1 Ordenanza 625 

5.125 

Asignación  para  alquileres  y gas- 
tos de  escritorio 300 


Total  gastos  de  una  Administra- 
ción de  quinta 5.425 

1.810  Administraciones  de  quin- 
ta clase  importan  en  total.  1.810 

9.819.250 


Total  importe  del  nuevo  servicio  de  Ha- 
cienda  13.700.875 


Palacio  del  Congreso  24  de  Febrero  de  1887.= 
Rafael  Fernandez  de  Soria.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  tiene  la  pa- 
labra para  decir  si  admite  ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  GONZALEZ  (D.  Venancio):  La  Comisión 
tiene  el  sentimiento  de  no  poder  aceptar  la  enmienda. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Fernandez  de  Soria 
tiene  la  palabra  para  apoyarla. 

El  Sr.  FERNANDEZ  SORIA:  Señores  Diputados, 
cuando  la  cspectacion  es  más  viva  para  escuchar  la 
siempre  elocuente  voz  del  Sr.  Pidal,  yo  siento  pro- 
porcionaros el  amargor  de  oir  mi  siempre  lorpe  pa- 
labra, y de  oirla  en  la  materia  que  va  á ser  objeto  de 
mis  observaciones.  En  manera  alguna  pensaba  que 
me  cupiese  hoy  la  honra  de  sostener  esta  enmienda, 
que  más  que  enmienda  es  un  verdadero  contrapro- 
yecto ó sobreproyecto,  pues  se  propone  ampliar  el 
sentido  general  que  esta  reforma  implica. 


Debiendo  ser  tres  turnos  los  que  se  consumieran 
en  contra  de  la  totalidad  y tres  los  que  se  consumie- 
ran en  pró  antes  de  que  me  tocara  apoyar  mi  enmien- 
da, era  legítima  mi  esperanza  de  que  no  me  tocase 
hoy  tener  la  honra  de  dirigiros  la  palabra,  pero  no 
habiendo  quien  consumiera  los  turnos  de  totalidad, 
yo  voy  á entrar  en  ampliaciones,  que  os  ruego  resig- 
nados aceptéis  como  penitencia,  que  seráámpliamcnte 
remunerada  por  el  placer  de  oir  la  siempre  elocuente 
voz  del  Sr.  Pidal.  Este  proyecto  es,  en  mi  sentir,  el 
más  importante  que  para  la  organización  administra- 
tiva y |iara  el  régimen  económico  nacional  hace  años 
ha  venido  á la  deliberación  de  las  Cámaras. 

Entendía  yo  que  era  preciso  fundamentar  estas 
reformas  en  principios  de  orden  político  que  vinieran 
á determinar  las  funciones  de  este  nuevo  organismo 
que  en  nuestra  administración  habiade  crearse,  y 
tuve  el  propósito  de  fundamentarla  en  el  concepto  to- 
tal del  Estado,  estudiando  su  evoluciou  histórica  y 
su  reconstitución  científica;  pero  parecióme  que  esto 
holgaba  aquí,  puesto  tendria  esto  más  carácter  de 
controversia  académica  que  de  debate  parlamentario. 
Aceptando,  por  tanto,  solo  como  conclusiones  los 
principios  en  que  he  de  fundar  mis  observaciones, 
que  son  los  hechos  que  serán  solo  los  necesarios  para 
fundar  mis  raciocinios,  he  de  venir  á determinar  tan 
solo  esta  conclusión,  á saber:  que  ei  Estado  es  antes 
que  todo  y siempre  un  órgano  de  derecho  que  tiene 
que  cumplir  el  fin  jurídico  y que  los  otros  fines  solo 
de  una  manera  supletoria,  accidental  6 histórica  vie- 
nen á recibir  de  él  estímulo  y amparo  según  las  exi- 
gencias de  los  tiempos  y según  variedad  de  circuns- 
tancias que  aquí  no  son  del  caso. 

Tenemos,  pues,  que  el  Estado  tiene  por  represen- 
tación al  Gobierno  y que  el  Poder  es  la  actividad  del 
Gobierno  que  se  determina  en  distinta  forma  y direc- 
ción, y que  siendo  el  Poder  uno,  al  llamar  el  Estado 
á sí,  la  unidad  de  Poder  viene  á poner  en  peligro 
toda  la  organización  social.  Estos  son  precisamente 
los  riesgos  y los  peligros  que  han  mantenido  en  cons- 
tante pugna  al  individuo  y al  Estado,  reivindicando 
el  individuo  su  libertad  frente  á la  omnipotencia  del 
Estado;  estos  son  precisamente  los  riesgos  y peligros 
á que  se  ha  tratado  de  poner  remedio  con  el  estable- 
cimiento del  régimen  parlamentario  y por  medio  de 
la  división  del  Poder  en  sus  tres  brazos  de  legisla- 
tivo, ejecutivo  y judicial. 

Pues  bien;  yo  entiendo  que  es  llegado  el  caso  de 
hacer  una  rectificación  á este  sentido,  estableciendo 
que  no  son  tres  los  Poderes  del  Estado,  sino  cinco,  á 
saber:  legislativo,  gubernativo,  administrativo,  ejecu- 
tivo y moderador,  ó sea  el  encargado  de  dirimir  las 
contiendas  que  surjan  entre  los  demás  Poderes.  Si  son 
cinco  los  Poderes,  y el  ejecutivo  no  es  uno  solo  sino 
tres,  dicho  se  está  que  todo  Poder  no  es  más  que  una 
función  social  que  ha  de  Lener  un  órgano  por  medio 
del  cual  se  realice.  El  legislativo  tiene  las  Cámaras 
que  establecen  y determinan  el  derecho;  el  guberna- 
tivo es  el  que  tiene  la  dirección,  el  que  marca  el  mo- 
mento en  que  se  ha  de  aplicar  la  ley,  siendo  esto 
precisamente  lo  que  determine  la  diversidad  de  los 
partidos  políticos  en  Europa,  que  aunque  inspirados 
todos  en  igual  sentido,  se  diferencian  nada  más  que  en 
la  manera  de  entender  el  Poder  ejecutivo,  aplicando 
cada  cual  á la  extensión  de  este  Poder  un  criterio  di- 
ferente. Viene  luego  el  Poder  administrativo,  que  es 
el  que  se  dedica  á mantener  la  vida  del  Estado,  apli- 
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car  reglas,  principios,  cánones  que  traduzcan  el  dere- 
cho en  hecho,  de  manera  inmediata  y práctica;  de- 
recho que  la  escuela  ha  llamado  «derecho  para  el 
derecho.»  y que  remite  y sirve  forma  é intereses  ju- 
rídicos, económicos  y sociales,  dirección  tan  varia 
que  se  traduce,  no  obstante,  en  sentido  de  unidad  por 
relacionarse  y referirse  siempre  ai  hecho  inmediato 
y práctico;  á diferencia  del  Poder  legislativo,  que  es 
íiu  mediato  y declaración  abstracta  del  derecho. 

Es  el  Poder  administrativo  de  tal  amplitud,  que 
tiene  por  propia  naturaleza  una  potestad  reglamenta- 
ria, correctiva,  ejecutiva  y jurisdiccional;  es  decir,  es 
un  Poder  tan  perfecto  y completo  como  los  demás 
Poderes.  Guando  en  la  organización  social  al  Poder 
administrativo  no  se  le  dan  estas  atribuciones,  que 
por  su  función  propia  reclama,  ¿qué  resulta?  Que  hay 
ingerencia  de  Poder  en  Poder  y de  organismo  en  or- 
ganismo; hay  lo  que  en  biología  podemos  decir  órga- 
nos que  desempeñan  funciones  dobles,  á que  no  son 
apropiados;  hay  extravasación  orgánica.  Entiendo  yo 
que  las  Administraciones  subalternas  debieran  ser  en 
el  órden  administrativo  como  la  célula  primaria, 
como  el  órgano  principal  sobre  el  que  hubiera  de  or- 
ganizarse después  nuestra  Hacienda.  Es  inadmisible 
que  haya  país  que  no  tenga  medio  de  desenvolverse 
por  desconocer  su  riqueza,  sus  medios  y sus  desen- 
volvimientos; en  que  tenga  el  órden  administrativo 
que  acudir  ai  gubernativo,  el  gubernativo  al  munici- 
pal y éste  al  provincial,  lo  que,  estableciendo  una  con- 
fusión entre  todas  las  funciones  sociales,  da  por  re- 
sultado un  constante  peligro  y una  administración  de 
desastres.  Y esto  no  puede  significar  en  mis  labios 
censura  al  actual  Gobierno,  con  quien  estoy  identifi- 
cado, ni  ai  actual  Ministro  de  Hacienda,  que  debe  re- 
coger por  este  proyecto  muchos  plácemes,  porque 
marca  la  verdadera  dirección,  el  verdadero  sentido  á 
que  el  partido  liberal  por  sus  antecedentes  viene  obli- 
gado para  organizar  algo  en  este  país,  en  que  todos 
los  Ministros  de  Hacienda  han  sido  uuos  recaudadores 
más  ó menos  afortunados,  á quienes  no  han  impre- 
sionado los  lamentos,  ni  los  desastres,  ni  las  desdi- 
chas,* ni  los  perjuicios  que  á la  riqueza  se  le  han  irro- 
gado, sin  que  hayan  atendido  más  que  á los  ingresos, 
á vigorizar  la  recaudación,  sin  considerar  que  esto 
nos  ha  traído  como  consecuencia  (yo  no  recuerdo  la 
cifra,  ei  Sr.  La  Serna  la  dijo),  que  cerca  de  350.000 
familias  se  encuentren  desposeídas  de  sus  haberes  por 
no  pagar  las  contribuciones,  hecho  doloroso,  triste, 
deplorable,  y que  por  sí  solo  demuestra  un  intenso  vi- 
cio de  organización  y una  insoportable  pesadumbre  en 
el  tributo. 

Pues  bien;  las  Administraciones  subalternas  vienen 
á responder  á esta  exigencia,  y la  cuestión  es  la  de 
determinar  cómo  deben  organizarse.  Según  el  dictá- 
men  de  la  Comisión,  las  Administraciones  subalternas 
se  fundarán  en  poblaciones  de  cierta  relativa  impor- 
tancia; dada  la  poca  densidad  de  la  población  y nues- 
tro estado  social,  han  dé  establecerse  en  las  cabezas 
de  partido  ó en  poblaciones  de  igual  ó mayor  vecin- 
dario que  las  cabezas  de  partido.  Esta  es  una  amplia- 
ción debida  A la  iniciativa  y al  buen  deseo  de  la  Co- 
misión. ¿Pues  qué  resulta  de  esto?  Resulta  que  la  Ad- 
ministración reconoce  que  es  insuficiente , que  es 
defectuosa,  que  es  viciosa  la  organización  adminis- 
trativa en  la  forma  en  que  está  establecida,  y propo- 
ne la  creación  de  Administraciones  subalternas  en  los 
organismos  que  por  su  cultura,  por  su  mayor  densi- 


dad de  población  y por  sus  superiores  medios  de  ri- 
queza, pueden  desenvolverse  ampliamente;  se  esta- 
blecen en  las  capitales  de  provincia,  en  los  parti- 
dos judiciales;  es  decir,  que  venimos  á dar  medios 
á aquellos  que  ménos  los  necesitan,  y en  cambio,  á 
aquellos  centros  rurales,  en  que  malamente  la  gene- 
ralidad sabeu  leer  y escribir  y las  cuatro  reglas  de  la 
Aritmética,  se  les  deja  encomendados  á su  propia, 
apasionada,  inculta  y estéril  iniciativa.  ¿Qué  resulta 
de  esto?  Pues  uos  resultará  que  la  desorganización 
vendrá  retirándose  de  los  centros  y los  peligros  se  ex- 
tenderán á horizontes  más  remotos.  ¿Y  cuáles  son 
estos  peligros?  La  ingerencia  política,  el  caciquismo, 
pudriendo  las  costumbres  políticas  y sociales,  la  Ad- 
ministración careciendo  de  medios,  de  datos  y de  or- 
ganismos en  que  desenvolverse,  y las  reformas  no  en- 
contrando un  molde  adecuado  a las  mismas  funciones 
en  que  pueda  basarse.  De  todo  esto,  ¿qué  resulta, 
vuelvo  á repetir?  Que  el  país  no  sabe  qué  dirección 
tomar,  ni  los  medios  con  que  cuenta,  ni  la  manera  de 
realizarlos,  encontrándose  en  el  triste,  lamentable  y 
doloroso  caso  de  que,  teniendo  el  país  medios  con 
que  atender  á sus  necesidades,  la  tributación  sea  rui- 
nosa por  no  gravar  debidamente,  y con  la  proporcio- 
nalidad constitucional,  los  haberes  y los  medios  que 
cada  uno  tiene,  y esto  depende  en  parte  de  que  los 
organismos  particulares , las  Juntas  repartidoras, 
están  influidas  por  la  pasión,  por  las  tendencias  poli 
ticas,  por  el  desconocimiento,  acaso  por  el  error;  los 
organismos  inmediatos,  que  yo  llamo  en  el  órden  je- 
rárquico el  organismo  provincial,  por  el  desconoci- 
miento, por  la  instabilidad,  y por  otros  móviles  que 
en  la  vida  producen  determinados  punibles  actos.  Y 
el  orden  superior,  influido  por  una  buena  voluntad, 
como  la  que  hoy  preside  ios  destinos  económicos  del 
país;  pero  con  una  completa  imposibilidad  de  llegar 
al  perfecto  y exacto  conocimiento  de  los  medios  con- 
tributivos, ni  la  forma  en  que  estos  medios  debían 
desenvolverse  para  aligerar  al  que  venga  en  decaimien- 
to, y para  recargar,  según  su  crecimiento,  al  que 
tenga  vigor  bastante  en  sus  medios  de  producción  y 
de  riqueza. 

No  resulta,  pues,  y de  esto  deduzco  yo  que  en  la 
cuestión  de  las  Administraciones  económicas  tenemos 
este  aspecto  administrativo  que  he  esbozado  ligera- 
mente, quizá  sin  haberme  detenido  lo  bastante,  por 
venir  á lo  improviso  y en  hora  inesperada  para  mí, 
la  discusión  de  este  asunto;  pero  que  hay  otro  aspecto 
crítico  negativo  del  cual  también  algo  he  indicado, 
quedándonos  ahora  por  examinar  el  aspecto  verdade- 
ramente positivo  y orgánico,  que  no  es  otra  cosa  que 
la  forma  que  este  organismo  debe  revestir.  De  modo, 
que  tratado  ya  el  aspecto  crítico  negativo,  el  aspecto 
positivo  ú orgánico  es  el  que  reclama  nuestra  aten- 
ción, y examiuaudo  el  cual,  voy  á continuar  abusan- 
do de  vuestra  indulgente  longanimidad. 

¿Qué  organización  deben  tener  estas  Administra- 
ciones subalternas?  Yo  entiendo  que  debe  ser  como 
todo  en  la  vida,  una  relación  de  jerarquía,  de  unidad 
y de  responsabilidad;  principios  que  deben  informar 
toda  institución  para  que  responda  á los  fines  socia- 
les á que  debe  responder  el  Poder  como  acción  de  go- 
bierno. Pues  esta  jerarquía  entiendo  yo  que  debiera 
comenzar  en  el  órden  administrativo  como  en  el  or- 
den gubernativo,  en  el  Municipio.  Pero  aquí  al  Mu- 
nicipio le  tenemos  desmenuzado,  atomístico,  imposi- 
bilitado de  medios  para  desenvolverse;  necesitábamos 
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crear  un  Municipio  administrativo  algo  superior,  y 
entiendo  yo  que  ios  grupos  rurales  que  contaran  con 
una  población  de  2.000  almas,  podrían  tener  condi- 
ciones para  desenvolverse,  .para  vivir,  para  llenar  es- 
tas funciones  con  mayor  amplitud. 

Estableciendo  en  vez  de  tres  categorías  de  Admi- 
nistraciones que  establece  el  proyecto,  las  cinco  que 
vo  propongo,  nos  resultaría  que  quedaba  un  vigilante 
superior,  que  seria  la  provincia.  Todos  los  demás,  de 
igual  categoría,  vendrían  á resumirse  en  éste,  y éste  á 
su  vez  con  los  otros  de  la  misma  categoría  vendría  á 
resumirse  en  ei  organismo  superior.  Entonces  necesi- 
taríamos reorganizar  la  Hacienda  y todo  su  mecanis- 
mo, y nos  resultaría  en  esto  algo  de  lo  que  resulta  con 
una  casa  agrietada,  ruinosa,  vieja,  desvencijada,  cuya 
recomposición  es  difícil,  siendo  preferible  construirla 
do  nuevo,  porque  en  todas  partos  se  encuentran  gran- 
des paredones  que  entorpecen  los  trabajos,  escombros 
que  después  no  sirven  para  nada,  etc. 

Y aquí,  siguiendo  el  símil,  hay  en  la  Hacienda  lo 
que  yo  llamaría,  dejando  á salvo  todos  los  respetos,  es* 
combros  que  no  han  de  poder  utilizarse  en  la  nueva 
construcción,  porque  sucedería  lo  que  sucede  con  las 
casas;  que  la  humedad  y podredumbre  del  escombro, 
afearla  con  su  mancha  salitrosa  y pestilente  la  fa- 
chada del  ediíicio.  Nosotros  tenemos  que  inspirarnos 
en  un  sentido  de  inmediata  y verdadera  responsabili- 
dad, y para  esto,  quizás  los  escombros  pudieran  ha- 
cernos daño;  porque  se  suele  decir  que  nada  hay  más 
peligroso  que  ei  vino  nuevo  en  odre  vieja.  Y por  defi- 
ciencia de  nuestras  leyes,  y por  defectos  de  nuestra 
organización,  resulta  que  ciertos  inspectores  de  ma- 
trículas y de  timbre,  por  su  naturaleza  y por  la  ma- 
nera cómo  están  constituidos,  tienen  una  organización 
viciosa  y no  hacen  honor,  ni  al  país,  ni  á la  Admi- 
nistración, salvo  los  respetos  que  merecen  las  perso- 
nalidades. 

¿Puede  darse  nada  más  vicioso  que  la  organiza- 
ción de  la  inspección  de  matrículas,  y la  del  timbre, 
ni  nada  que  responda  ménos  á los  fines  que  les  están 
encomendados?  Para  remediarlo,  habría  que  dar  á esto 
nueva  forma;  pero  yo  me  he  propuesto  no  ocupar  más 
tiempo  que  hasta  las  tres  y media,  que  es  la  peniten- 
cia que  os  está  impuesta  por  anticipado,  y voy  á abre- 
viar. De  todos  modos,  yo  someto  á vuestra  considera- 
ción mi  enmienda,  esperando  que  le  deis  buena  aco- 
gida; y aun  si  fuera  rechazada,  tengo  la  seguridad  de 
que  lia  de  hacer  con  el  tiempo  su  camino,  como  res- 
pondiendo á una  verdadera  necesidad. 

En  esta  cuestión  de  Administraciones  subalternas 
se  siente  también  una  necesidad;  pero  esta  es  común 
á todos  los  organismos  de  la  Administración,  la  ne- 
cesidad de  una  ley  de  empleados.  Todo  el  mundo 
tiene  el  deber  de  servir  al  Estado;  pero  hay  quie- 
nes lo  hacen  por  profesión  y otros  solo  en  cumpli- 
miento de  un  deber  social;  de  suerte  que  especiali- 
zando los  servicios,  puedo  decir  que  unos  se  dedican 
al  fin  religioso,  al  económico,  ó al  político,  y otros  al 
fin  administrativo,  y estos  funcionarios  no  podrán  te- 
ner otra  garantía  que  una  buena  ley  de  empleados 
que  les  dé  condiciones  de  estabilidad  en  sus  cargos, 
mientras  procedan  con  justificación  en  el  desempeño 
de  sus  funciones.  Podría  también  exigirse  la  garantía 
de  la  oposición;  pero  sobre  esto  tengo  que  hacer  al- 
gunas reservas,  porque  las  oposiciones  á veces  son 
verdad,  y á veces  son  un  artificio.  Hay  oposiciones 
buenas,  y hay  oposiciones  malas,  y por  eso  creo  yo 


que  la  oposición  nunca  debe  fiarse  á los  conocimien- 
tos teóricos  sino  á los  hechos  prácticos  demostrados, 
á fin  de  que  los  que  sean  libremente  nombrados  por 
su  aptitud  supuesta,  la  demuestren  en  la  práctica  y 
á resultados  vistos. 

En  cuanto  á las  atribuciones  y deberes  que  han 
de  tener  las  Administraciones  subalternas,  yo,  recono- 
ciendo que  son  justas  y legítimas,  y que  todas  tienen 
la  misma  naturaleza,  consigno  en  mi  enmienda  las 
mismas  que  el  proyecto  concede,  y además  doy  á esas 
Administraciones  la  atribución  de  la  recaudación,  y 
esto  es  muy  importante,  puesto  que  entiendo  yo  que  es 
una  función  peligrosa  para  que  el  Estado  ia  aban- 
done; y para  nosotros  examinada  bajo  otro  aspecto, 
bajo  ei  aspecto  económico  de  medio  financiero  para 
desenvolverla,  nos  daría  grandes  resultados. 

El  repartimiento  de  consumos.  Esto  entiendo  que 
evitaría  grandes  rozamientos,  muchas  dificultades,  y 
la  x\dministracion  se  desenvolvería  con  alguna  más 
holgura. 

Por  lo  demás,  estoy  completamente  conforme. 
Aquí  le  concedo  como  atribuciones  una  que  entiendo 
yo  que  es  capitalísima  para  el  porvenir  de  la  agricul- 
tura, que  es  el  cultivo  especial.  Aquí  no  podemos  te- 
nerlo, porque  no  hay  medio  de  que  la  Administración 
lleve  una  inspección  inteligente,  práctica  y respon- 
sable en  estos  cultivos,  y de  esta  manera,  no  sería 
cuestión  para  nosotros  tan  difícil,  la  del  cultivo  del 
tabaco,  por  ejemplo,  que  es  otro  de  los  cultivos  que 
vienen  significándose,  porque  tendría  una  organiza- 
ción administrativa  que  le  vigilase  y que  sería  res- 
ponsable en  ei  caso  que  hubiese  extralimitacion  en  el 
cultivo  en  el  límite,  en  la  zona  que  éste  alcanzara. 
De  suerte,  que  este  otro  punto  de  vista,  aunque  se- 
cundario y accidental,  es  digno,  sin  embargo,  de  te- 
nerse en  cuenta  para  tomar  acuerdos  sobre  él. 

Otra  atribución  que  le  concedo,  es  la  inspección 
y conservación  de  las  cañadas  reales.  Como  los  he- 
chos parece  obedecen  á una  ley  del  péndulo,  que  re- 
corre igual  órbita  al  ascenso  y al  descenso  de  la 
ganadería,  que  aquí  ha  tenido  la  tradición  de  su  om- 
nipotencia, que  se  cristaliza,  por  decirlo  así,  en  el 
Consejo  de  la  Mesta,  que  parece  como  que  ha  des- 
aparecido, quedando  solo  alguna  buena  voluntad,  es- 
téril por  la  extensión  misma  de  la  obra,  que  en  la 
Asociación  general  de  ganaderos  lucha  por  suplir 
deficiencias  de  la  ley,  que  tiene  hoy  abandonadas,  las 
cañadas  y servidumbres  pecuarias  que  se  encuentran 
á merced  de  las  autoridades  locales  y de  los  padri- 
nazgos; esto,  si  lia  de  conservarse,  ha  de  ser  de  ver- 
dad, y esto  solo  puede  conseguirse  por  medio  de  esa 
inspección  que  será  la  única  verdad,  porque  será  la 
única  responsable. 

Ahora,  hay  aquí  otro  punto  peligroso,  que  en- 
tiendo es  de  gran  importancia:  la  creación  de  inspec- 
ciones que  regulen  todos  estos  servicios,  si  se  les  deja 
abandonados,  y solo  desde  Madrid,  por  medio  de  co- 
municaciones se  ejerce  la  vigilancia,  lia  de  ser  ésta 
deficiente,  burocrática  y viciosa.  Se  necesita  crear, 
como  principio,  los  inspectores,  encargados  de  esto, 
con  responsabilidad  solidaria  con  la  de  la  Adminis- 
tración, para  que  pueda  hacerse  efectiva. 

Y en  cuanto  al  personal  que  ha  de  componer  es- 
tas Administraciones,  entiendo  que  ha  de  ser  muy 
vario,  que  lia  de  ser  un  personal  administrativo 
con  práctica  en  los  asuntos  de  que  haya  de  encar- 
garse; no  bastan  para  esto  los  estudios  teóricos^ 
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es  preciso  que  conozca  además  los  procedimientos 
burocráticos;  ha  de  conocer  las  encrucijadas,  las  sa- 
lidas y entradas,  sin  que  se  pierda  entre  aquellas  lo- 
bregueces; y además,  debe  haber  un  personal  que  po- 
sea un  conocimiento  profundo  en  la  riqueza  especial 
que  ha  de  examinar.  Si  se  trata,  por  ejemplo,  de  la 
riqueza  agrícola,  tan  importante  por  los  resultados 
que  de  ella  se  obtienen,  creo  que  los  que  de  esta  ins- 
pección hayan  de  encargarse,  han  de  tener,  por  su 
práctica,  por  su  carrera,  estudios  especiales  sobre  el 
asunto;  y pudiera  ir  un  individuo  del  órden  adminis- 
trativo á examinar,  bajo  cierto  aspee  lo,  la  Administra- 
ción, así  como  otro  de  estudios  profesionales  agronó- 
micos para  examinar  esta  riqueza,  y así  estaria  bien 
establecida.  Pudiera  ir  otro  funcionario  del  órden  in- 
dustrial á inspeccionar  las  induslrias,  y para  cada 
clase  de  riqueza  que  haya  de  inspeccionarse,  que  sean 
inspectores  dotados  con  aptitudes  y con  conocimien- 
tos especiales;  y por  esto  propongo  que  los  funciona- 
rios que  para  esto  se  establecieran,  fueran  con  distin- 
tas aptitudes  y procedencias;  y digo  procedencias 
profesionales  y facultativas. 

Se  concede  en  el  proyecto  un  beneficio  del  45  por 
100  sobre  la  riqueza  que  se  descubra  á las  Adminis- 
traciones subalternas.  Yo  entiendo  que  los  buenos  ser- 
vicios, ó hay  que  pagarlos  ó renunciar  á tenerlos;  y 
así  como  exigimos  responsabilidad,  debemos  dar  ám- 
plia  y generosa  remuneración.  Quizá  los  sueldos  con 
que  se  remuneran  estos  servicios  sean  insuficientes; 
pues  demos  un  estímulo  de  que  acrezcan  para  aque- 
llos que  tengan  especiales  conocimientos  del  asunto 
que  les  está  encomendado.  Yo  propongo  que  la  dis- 
tribución de  ese  45  por  ICO  se  haga  entre  los  tres  fun- 
cionarios que  deben  intervenir;  los  bajos  empleados, 
como  ordenanzas,  etc.,  que  deben  ser  peritos,  deben 
llevar  un  15  por  100;  otro  15  por  100  el  administra- 
dor, y otro  15  por  100  el  inspector.  Esto  constituirá 
un  sobresueldo  muy  estimable,  y una  garantía  de 
verdad  que  debemos  dar  también  al  contribuyente, 
para  prevenirle  contra  la  codicia  ó la  torpeza  del  fun- 
cionario. 

Aquí  podemos  también  organizar  verdaderamente 
con  base  fija,  con  conocimiento  de  la  riqueza  que  vie- 
nen á gravar  las  cédulas  personales.  Son  las  cédulas  per- 
sonales entre  nosotros,  no  ya  un  documento  de  segu- 
ridad y de  identificación  de  la  persona;  es  un  documento 
por  el  que  se  tributa:  se  establece  una  escala,  una  re- 
lación progresiva  que  tiene  que  ser,  si  es  justa,  y yo 
lo  acepto , tiene  que  ser  verdad  y responder  de  que 
corresponde  á la  riqueza  de  quiea  la  lleva,  y nadie  pue- 
de hacer  mejor  esto  que  las  Administraciones  subal- 
ternas que,  teniendo  un  rádio  limitado  y un  personal 
apto,  pueden  decir  en  qué  categoría  está  cada  uno  de 
sus  administrados.  Por  eso  digo  que  las  cédulas  per- 
sonales, si  continúan  como  están,  no  darán  nunca  re- 
sultado, porque  señalando  un  ingreso  que  nunca  se 
realiza,  crean  dificultades  á los  Ayuntamientos  el  apre- 
mio arriba,  abajo  la  insolvencia,  y de  aquí  la  desigual- 
dad en  el  tributo  y la  falsedad  en  esta  tribulación. 

Que  debe  acompañar  á esta  ley  un  reglamento 
para  su  ejecución,  dicho  se  está,  porque  el  reglamento 
viene  á ser  la  norma,  el  medio  de  administrar  el  im- 
puesto; pero  esto  no  nace  del  Poder  legislativo,  sino 
del  mismo  Poder  administrativo,  y por  lo  tanto  este 
aspecto  del  asunto  no  merece  más  discusión  en  este 
lugar,  y me  basta  con  hacer  constar  su  necesidad. 

lie  hecho  ligeras  indicaciones  sobre  cada  uno  de 


los  puntos;  he  procurado  molestar  lo  menos  posible 
vuestra  atención,  y solo  me  falta  tratar  io  más  grave 
quizá,  pero  también  lo  más  árido,  porque  es  cuestión 
de  guarismos,  y los  números  son  áridos  siempre;  me 
resta  examinar  el  aspecto  económico,  es  decir,  la  re- 
lación que  se  establece  entre  el  servicio  y el  grava- 
men. Vamos  á ver  si  en  nuestro  presupuesto  tenemos 
medio  de  realizarlo  sin  exceder  la  cifra  que  á este 
servicio  destina  el  actual  presupuesto. 

Aquí,  como  en  el  órden  político,  como  en  el  órden 
administrativo,  como  en  el  buen  desempeño  de  las  fun- 
ciones sociales,  nos  encontramos  con  la  eterna  cues- 
tión, con  el  valladar  infranqueable,  con  la  especie  de 
muralla  china;  la  reforma  admirable,  ideal,  pero  no 
hay  medios  de  realizarla,  no  hay  dinero.  Pues  vamos 
á ver  si  en  alguna  parte  encontramos  ese  picaro  di- 
nero. 

Yo  me  he  permitido  unir  á mi  enmienda  dos  ane- 
jos con  las  plantillas,  que  arrojan  un  total  de  gastos 
de  13.700.875  pesetas,  mediante  cuya  cantidad  ten- 
dríamos un  total  de  Administraciones  en  todos  los 
grupos  rurales  y en  todos  los  pueblos  de  más  de 
2.000  habitantes. 

Vamos  á hacer  un  balance  ligero  para  ver  si  te- 
nemos dentro  del  presupuesto  recursos  bastantes  con 
que  poder  realizar  la  reforma.  Y voy  á ser  muy  rápi- 
do en  la  expresión  y en  el  análisis,  para  no  causaros 
por  más  tiempo,  porque  ya  estoy  sintiendo  abusar  de 
vuestras  bondades. 

«Primer  ingreso,  uno  de  2.003.145  pesetas,  for- 
mado por  los  recursos  existentes  dentro  de  nuestro 
presupuesto  y que  pueden  aplicarse  á realizar  la 
reforma. 

Pesetas. 


Importa  el  personal  de  las  Administra- 
ciones-Depositarías. . . . 124.600 

Idem  id.  de  Administraciones  de  rentas 

estancadas 792.970 

Idem  id.  de  las  Depositarías  de  Hacienda.  23.1 50 

Idem  id.  de  Administración  y Depositaría.  535.375 

Idem  id.  de  la  Administración  especial  de 

Jerez  de  la  Frontera . 1 7.000 

ídem  id.  de  Inspección  de  contribución 

industrial 539.000 

Idem  de  material  de  Administraciones  de 

partido. 13.050 

Idem  de  gastos  de  escritorio  en  las  Admi- 
nistraciones-Depositarías  23.500 

Idem  material  de  la  de  Jerez 750 

Idem  de  la  Inspección  de  industria 23.750 


Tola! 2.093.145 


Es  de  advertir  que  todas  las  cifras  que  doy  y 
constan  en  el  proyecto,  y cuenta  con  ellas  en  el  suyo 
el  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  son  datos  oficiales  que 
han  tenido  la  bondad  de  facilitarme  los  Centros  de  la 
Administración,  proporcionándome  cada  uuo  nota  de 
los  recursos  con  que  atienden  á los  servicios  que  tie- 
nen á su  cargo. 

A estos  2.093.145  pesetas,  hay  que  agregar  lo 
que  importa  el  personal  de  la  sección  central  de  Es- 
tadística de  la  riqueza  territorial  que  existe  en  la  Di- 
rección de  contribuciones,  y que  debe  desaparecer 
por  inútil;  su  dotación,  59.500  pesetas.  Los  tempore- 
ros de  dependencias  provinciales,  hoy  innecesarios 
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con  la  nueva  organización,  y que  importan  197.500 
pesetas.  Los  temporeros  de  la  SecreLaría  de  la  Comi- 
sión de  evaluación  y peritos  de  la  riqueza  rústica  y 
urbana,  representando  331.500  pesetas.  Partidas  que 
juntas  suman  588.500  pesetas,  las  que  agregadas  á 
la  cifra  admitida  por  el  Ministro,  dan  un  total  de  pe- 
setas 2.68 1.645,  á las  que  aún  hay  que  sumar  220.000 
que  importan  los  alquileres,  obras  y reparos  de  los 
almacenes  de  rentas  estancadas  en  las  capitales  y Ad- 
ministraciones de  partido.  Tenemos,  pues,  para  dota- 
ción de  las  nuevas  Administraciones  subalternas,  pe- 
setas 2.901.645;  y añadamos  aún  á esta  cifra  la  eco- 
nomía que  se  pudiera  hacer  en  el  personal  provincial, 
atendiendo  á .estos  servicios  con  el  personal  y en  la 
forma  que  detalla  el  anejo  A.  Resulta,  pues,  una  eco- 
nomía sobre  los  presupuestos  actuales  de  pesetas 
1.973.000,  que  con  las  cifras  anteriores,  da  la  de  pe- 
setas 4.874.645. 

Los  premios  que  se  economizan  con  la  organiza- 
ción de  Administraciones  subalternas  que  propone- 
mos son,  según  datos  autorizados  recogidos  en  Cen- 
tros oficiales: 

resetas. 


Por  el  importe  de  los  que  se  satisfacen  á 
las  Administraciones  de  propiedades  y 

derechos  del  Estado 52.531 

Idem  id.  á las  Administraciones  de  lote- 
rías  1.665.164 

Idem  id.  á los  recaudadores  de  cédulas 

personales 50.000 

Idem  id.  por  la  formación  de  padrones 

de  idem 80.000 

Idem  id.  id.  de  la  matrícula  industrial.  , 340.644 


Total 2.138.339 


De  suerte  que  unida  esta  cifra  de  economía  en 
los  premios  á los  4.874.645  pesetas  que  autes  hallá- 
bamos, da  un  total  aplicable  al  nuevo  servicio  de 
7.082.984. 

Igual  origen  oficial  reconocen  los  datos  sobre  los 
nuevos  ingresos,  calculados  eu  la  forma  siguiente: 

Pesetas. 


Por  liquidación  de  derechos  reales 300.000 

Por  el  10  por  100  de  administración  de 
partícipes  sobre  los  26.462.129  pese- 
tas que  importa  el  recargo  municipal 
establecido  sobre  la  contribución  de  in- 
muebles, cultivo  y ganadería,  deducido 
el  2l62  por  100  que  importa  el  premio 
de  recaudación  satisfecho  al  Banco  de 


España 1.952.905 

Idem  id.  sobre  6.988.827  de  industrial, 

deducido  el  premio  del  3‘40 461.262 

Idem  id.  sobre  cédulas  personales,  calcu- 
lando que  éste  no  liaya  excedido  de 

un  25  por  100 200.000 

Idem  id.  sobre  las  cuotas  de  consumo, 
bajo  igual  base 2.325.000 


Total 5.239.167 


Con  este  total  de  ingresos,  resultará  aplicable  al 
uuevo  servicio  la  suma  de  12.302.151  pesetas. 


Organizadas  las  Administraciones  subalternas  de 
hacienda  en  la  forma  y con  el  personal  que  propone- 
mos en  el  anejo  B , resulta  todo  el  servicio  de  Ha- 
cienda- reducido  á 2.343*  Administraciones,  y un  gasto 
de  13.700.875  pesetas.  Así,  pues,  hay  un  recargo  para 
este  servicio  de  1.398.724  contra  1.246.639  que  pro- 
pone el  proyecto  del  Ministro;  y en  su  consecuencia, 
existe  realmente  un  recargo  de  152.085  pesetas,  com- 
parado con  éste.  Pero  si  se  tiene  en  cuenta  que  la  Co- 
misión, sin  señalar  cifras,  propone  la  creación  de  Ad- 
ministraciones subalternas  en  los  pueblos  del  mismo 
ó mayor  vecindario  que  la  cabeza  de  partido  (ai  mé- 
nos,  esto  se  desprende  de  su  confusa  redacción),  am- 
pliación que  ha  de  hacer  subir  los  gastos  más  que  la 
diferencia  señalada,  resultará  siempre  que  nuestro 
proyecto,  sobre  responder  á exigencias  imperiosas  de 
necesidad,  llenará  cumplidamente  el  servicio  que  se 
le  encomienda  con  mayor  economía  que  el  proyecto 
del  Ministro  y de  la  Comisión. 

Veamos  si  estas  cifras  pueden  tener  una  amplia- 
ción, llamando  el  Gobierno  á sí  funciones  que,  por  su 
naturaleza,  le  son  propias. 

Accidentes  de  nuestra  historia,  que  por  la  tris- 
teza que  despierta  su  recuerdo  no  he  de  evocar  sino 
de  pasada,  llevaron  al  Banco  de  España  la  recauda- 
ción de  nuestros  impuestos. 

La  caución  moral  del  honor  nacional  no  fué  en 
dia  triste  garantía  bastante  á nuestro  crédito,  y la 
irregularidad  con  que  se  prestaba  este  servicio,  llevó 
la  recaudación  de  las  contribuciones  al  Banco  de 
España. 

Siempre  es  extremadamente  peligroso  confiar  á 
Sociedades  tan  poderosas  funciones  de  esta  índole,  y 
yo  no  tengo  para  qué  censurar  aquí  cómo  el  Banco 
de  España  ha  hecho  uso  de  esta  facultad,  ni  para  qué 
entrar  en  el  examen  del  mecanismo  especial  que  el 
Banco  de  España  tiene  establecido  para  la  recauda- 
ción, para  los  anticipos,  para  los  negocios  con  el  Te- 
soro, para  los  anticipos  en  cuenta  corriente;  todo  este 
mecanismo  es  muy  complicado,  y yo  quizá  no  acer- 
tara á explicarlo  bien,  ni  vosotros  podríais  prestarme 
la  debida  atención,  y por  eso  prescindo  de  este  aspec- 
to de  la  cuestión.  Pero  vamos  á ver  lo  que  el  Banco 
de  España  cobra  como  remuneración  de  este  servicio. 

Por  territorial. . . 4.613.307  ptas.  \ 

Por  industrial. . . 1.158.189  » J 

Premios  de  recargo . \ 6.702.229  ptas. 

Por  territorial. . . 693.307  pías.  \ 

Por  industrial .. . 237.620  » j 

Con  lo  que,  dado  este  caso,  y para  el  ejercicio 
de  1888-89  tendríamos,  en  definitiva,  una  economía 
de  5.303.505  pesetas. 

Resulta,  pues,  descargado  en  esta  cifra  el  presu- 
puesto; el  servicio  bien  organizado  y el  Estado  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  propias  y con  perfecto  co- 
nocimiento de  la  producción  del  país,  para  poder  as- 
pirar hasta  la  perecuacion  del  impuesto,  ideal  hoy  de 
la  ciencia. 

Extirpados  de  esta  manera  y por  estos  procedi- 
mientos los  vicios  de  nuestra  Administración,  ale- 
jada la  influencia  local  y la  ingerencia  política  que 
tiene,  á merced  de  tristes  tradiciones  burocráticas, 
pervertido  el  sentido  moral  del  pueblo,  constituiré— 
i mos  una  verdadera  institución  en  la  forma  que  las 
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necesidades  presentes  reclaman,  dotándola  de  vida  y 
vigor  para  que  sirva  de  garantía  á los  derechos  de 
todos,  que  es  el  más  ámplio  concepto  de  la  libertad. 

Esta  reforma  y esta  reincorporación  á las  funcio- 
nes del  Estado  exigen  muy  breve  aplazamiento;  pues 
dispuesto  el  Banco  á cesar  y el  Gobierno  á no  reno- 
var este  contrato  que  termina  el  ano  próximo  de  1888, 
podemos  utilizar  el  ingreso  que  da  este  servicio  corno 
base  para  una  organización  administrativa,  y nos  re- 
sultaría una  economía  de  importancia.  Entiendo,  por 
tanto,  que  bajo  el  aspecto  económico  no  merece  cen- 
suras; que  es  desde  luego  realizable  y que  pudiera 
perfectamente  ser  admitido. 

Realmente  las  reformas  en  la  Hacienda  tienen  un 
carácter  algo  irritable.  Dice  nuestro  ilustre  Canga- 
Argüelles  que  no  hay  reformas  más  peligrosas  que 
las  de  Hacienda,  pues  en  ellas  hay  que  tener  presen- 
tes el  estado  del  pais  y todas  las  condiciones  del  mis- 
mo, y tratándose  de  una  materia  viva  ó irritable  el 
más  pequeño  rozamiento  produce  malestar  y desaso- 
siego. A la  discreción  de  la  Cámara  y de  la  Comisión 
dejo  yo  si  estamos  en  estas  condiciones  de  normali- 
dad para  dejar  de  establecer  las  reformas  propuestas. 
Yo  creo  que  ciertamente  este  es  uno  de  los  momen- 
tos más  oportunos  para  intentar  la  reforma,  y uno  de 
los  títulos  de  gloria  más  legítimos  del  partido  libe- 
ral si  lo  realiza. 

Hay  otro  aspecto;  pero  esto  quizá  me  llevaría  de- 
masiado lejos;  si  hubiera  de  discurrir  sobre  el  interés 
político,  este  nuevo  aspecto,  quizá  me  excedería  de  los 
límites  que  voluntariamente  me  lie  impuesto,  y dado 
el  apremio  de  la  hora  y para  terminar,  solo  quiero 
deducir  de  todo  lo  que  lie  dicho  aquellos  principios, 
que  yo  entiendo  que  no  pueden  ponerse  en  olvido  ni 
por  un  momento. 

Tiene  el  derecho  en  sí,  por  su  propia  naturaleza, 
tal  virtualidad,  que  podrá  no  pensarse  en  el  derecho, 
pero  no  podrá  nunca  dejarse  de  vivir;  y como  ha  de 
vivirse  dentro  del  derecho,  porque  regula  y coordina 
todas  las  relaciones  de  la  vida  humana,  no. habrá  cosa 
más  grave  ni  impugnación  más  dura,  que  hacer  re- 
saltar la  desigualdad  de  condiciones  en  que  colocáis 
á los  distintos  pueblos;  si  es  un  beneficio,  dadlo  á 
todos;  si  es  una  carga,  repartidla  á todos;  si  es  un 
medio  de  administración  y hasta  de  gobierno,  no  sus- 
traer de  vuestra  jurisdicción  á los  más  débiles;  que 
no  pueda  nunca  decirse  de  nosotros  que  convertimos 
la  ley  en  instrumento  de  la  injusticia.  TIe  dicho. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  esta  discusión. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  discusión  del 
dictamen  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el  esta- 
blecimiento del  juicio  por  jurados  para  determinados 
delitos.  (Véase  el  Apéndice  primero  al  Diario  núm.  42 , 
sesión  clel  1 0 de  Marzo  último\  Diario  n úm.  73 , sesión 
del  21  de  Abril ; Diario  núm.  74,  sesión  del  22  de  idcm\ 
Diario  num.  75,  sesión  del  23  de  ídem , y Diario  numero 
76 , sesión  del  25  de  ídem.) 

El  Sr.  Pidal  tiene  la  palabra. 

ElSr.  PIDAL  Y MON(l).  Alejandro):  Recordareis, 
Sres.  Diputados,  que  cuando  el  Sr.  Presidente  me  ad- 
virtió que  habían  terminado  las  horas  reglamentarias 
de  sesión,  acababa  yo  de  condensar  el  pensamiento 
fundamental  de  mi  discurso , diciendo  que  para  des- 
entrañar el  caos  que  palpita  dentro  de  esa  institución 
que  se  flama  Jurado,  era  necesario  distinguir  el 


rado  histórico , el  Jurado  revolucionario  y el  Jurado 
jurídico , habiendo  llegado  á sintetizar  inis  ideas  cu 
aquella  fórmula  precisa  que  habia  entregado  á vues- 
tra consideración,  y que  afirma  que  el  Jurado  revolu- 
cionario era  la  falsificación  del  Jurado  histórico  mediante 
el  Jurado  jurídico  fundado  en  el  absurdo ; y recordareis 
que  con  la  rapidez  que  el  caso  requería  os  trace  breve- 
mente los  fundamentales  caractéres  de  cada  uno  de 
estos  Jurados  que  se  destacan  en  la  historia  y tam- 
bien  en  las  obras  de  los  tratadistas  que  versan  sobre 
tan  controvertida  institución. 

Recordareis  asimismo  que  encontré  como  carac- 
téres fundamentales  del  Jurado  histórico  la  difusión 
de  la  soberanía  en  las  democracias  de  la  ciudad  an- 
tigua y en  el  feudalismo  de  la  Edad  Media  y la  con- 
centración de  la  autoridad  racional  en  el  juicio  por 
liares,  donde  no  lie  podido  encontrar  otra  cosa  que  un 
juicio  de  peritos,  y de  donde  arrancó,  no  por  usurpa- 
ciones supuestas,  sino  por  la  marcha  natural  de  las 
cosas,  por  el  camino  reai  de  la  naturaleza,  la  gloriosa 
magistral  ara  eu  ropea. 

Porque,  efectivamente,  cuando  se  investiga  la  his- 
toria á la  luz  de  los  grandes  historiadores  de  la  es- 
cuela experimental,  como  Foustel  de  Coulanges  y 
Suinner  Maine  y tantos  otros  como  estudian  expe- 
rimcntalmente  la  historia  sin  prejuicios  ni  teorías 
a priori , se  ve  cómo  el  Jurado  nació  de  la  necesidad, 
se  impuso  por  la  defensa  y se  trasformó  por  el  progre- 
so. Brotado  de  las  entrañas  de  la  naturaleza  misma 
de  las  cosas,  surgió  en  el  seno  de  la  unidad  social,  en 
la  ciudad  simbólica  de  las  sociedades  antiguas,  fun- 
dadas en  la  religión  del  hogar,  donde  una  democracia 
de  aristócratas  que  cimentaba  su  soberanía  en  la  es- 
clavitud, egercia  el  atributo  más  inherente,  á la  sobe- 
ranía, juzgando  en  nombre  de  la  autoridad  en  la  plaza 
pública;  apareció  en  el  corazón  de  la  horda  germá- 
nica, en  la  organización  rudimentaria  de  la  tribu, 
donde  el  patriarca  ó jefe  de  familia  y señor  del  Mundo 
juzga  en  nombre  de  su  autoridad  á los  suyos  y se 
congrega  con  sus  iguales  en  el  Mallo  para  arbitrar 
más  que  para  juzgar  á sus  iguales  aplicándoles  aque- 
llas, más  que  leyes,  tarifas  de  composición  como  la 
ley  Sálica  y la  Ripuaria . 

Y cuando  aquellos  bárbaros  congregados  por  el 
silbido  de  Dios  desde  las  nieblas  del  aquilón  sobre  las 
fronteras  del  imperio  se  confundieron  cou  sus  vícti- 
mas como  gérmenes  embrionarios  de  la  futura  cris- 
tiandad, cuando  la  turbia  oleada  de  la  barbarie  se 
incorporó  con  el  lodo  que  habia  dejado  sedimentado 
el  imperio,  la  justiciado  la  razón  y de  la  ley,  desapa- 
reció ante  la  anarquía  y la  fuerza,  se  eclipsó  toda 
justicia  ante  la  guerra  y la  venganza,  y la  espada  de 
la  justicia  se  refugió  en  las  manos  donde  se  habia 
refugiado  ya  la  antorcha  de  la  ciencia  y del  saber,  en 
las  manos  que  levantaban  la  cruz  sobre  la  sangre  y 
las  tinieblas,  como  signo  de  salvación;  en  las  reden- 
toras manos  de  la  Iglesia. 

Y entonces  nacen  las  treguas  de  Dios  y toda  aque- 
lla série  de  piadosas  disposiciones,  calibeadas  de  su- 
persticiosas después,  y que  fuerou  los  primeros  pasos 
que  en  el  camino  de  la  justicia  hizo  dar  á la  violencia 
la  Iglesia,  y se  estableció  aquel  Jurado  de  la  paz  de 
Dios,  á que  volvieron  los  ojos  los  pueblos  con  amor, 
como  símbolo  de  la  paz  entre  loshorrorcs  do  la  guerra. 

Y á su  amparo  renace  el  Conde  delegado  del  Rey 
que  administra  justicia,  asistido  de  los  Rachimbourgos 
y en  su  corte  el  aula  régia , donde  el  Rey  administra 


NÚMERO  77. 


sor, 3 


justicia,  asistido  de  sus  grandes  vasallos , y entonces 
brota  ei  juicio  de  los  pares , que  no  significa  que  la 
Edail  Media  estuviera  constituida  sobre  el  privilegio, 
sino  que  basada  sobre  la  jerarquía,  juicio  de  pares  en 
que  el  noble  era  juzgado  por  el  noble , y el  plebeyo  por 
«1  plebeyo , juicio  introducido  por  la  necesidad,  por  la 
diferencia  de  legislaciones,  de  religiones,  de  lenguas, 
de  castas  y de  razas,  de  clases  y de  costumbres,  de 
vencedores  y vencidos,  que  hacía  necesaria  la  dife- 
rencia de  tribunales. 

Y este  juicio  por  pares  era  la  justicia  del  señor 
feudal,  del  soberano,  del  señor  del  suelo,  que  juzga- 
ba, no  solo  de  por  sí,  sino  asistido  de  los  suyos  en  su 
corte , donde  los  modernos  investigadores  de  la  histo- 
ria creen  que  residía  la  soberanía,  la  autoridad,  y el 
derecho  de  juzgar  por  consiguiente. 

Allí,  delante  de  la  iglesia,  que  recuerda  la  justicia 
de  Dios;  lejos  del  castillo  feudal,  que  representa  la 
fuerza,  debajo  de  una  encina  gigantesca,  de  un  roble 
añoso  y colosal,  en  un  sitio  consagrado  por  la  reli- 
gión, se  reúne  y congrega  la  corte  para  juzgar  por 
aquellas  leyes;  que  eran  contratos  sencillísimos,  por 
aquellos  fueros  y cartas  pueblas,  que  sabían  de  me- 
moria los  contratantes,  señores  y villanos. 

Así  se  juzgaba  en  la  corte  del  señor-,  así  se  juzga- 
ba en  la  corle  del  Rey,  que  acompañado  de  perlados  é 
infanzones,  viajaba  á caballo  administrando  justicia 
por  su  Reino,  ó como  San  Fernando,  recorría  por  su 
pié  los  lugares  en  que  habia  contienda,  y en  cuanto 
se  les  presentaba  un  proceso  administraba  ex  equo  el 
bono  justicia,  como  San  Luis  bajo  la  encina  de  Vil- 
mermes,  ó como  Isabel  la  Católica  en  el  banco  de  la 
Audiencia  Real,  asistida  de  sus  oidores  y ballesteros. 

Y entonces,  entonces,  no  por  usurpaciones  supues- 
tas de  los  Reyes , sino  por  la  naturaleza  misma  de  las 
cosas,  ante  la  necesidad  de  llevar  consigo  gentes  aptas 
para  juzgar,  ante  la  dificultad  de  llevar  consigo  siem- 
pre los  nobles  para  administrar  justicia,  ante  la  re- 
sistencia de  los  plebeyos  para  abandonar  las  faenas 
con  que  proveían  á su  sustento,  ante  la  complicación 
y el  aumento  de  las  legislaciones,  nacen  los  hombres 
de  ley,  ios  peritos,  los  letrados,  los  legistas,  los  que 
sienten  vocación  para  juzgar  por  su  estudio  y conoci- 
mientos de  las  leyes,  y mientras  el  Barón  deja  desierta 
el  aula  del  Rey  y el  siervo  implórala  protección  do  la 
Iglesia  para  que  le  libre  con  sus  disposiciones  conci- 
liares de  la  servidumbre  feudal  de  asistir  al  juicio, 
mientras  eso  que  nos  presentáis  como  un  derecho  se 
convierte  en  una  multa  primero,  y en  una  contribu- 
ción después,  llegando  á estipular  como  un  derecho, 
que  no  se  les  reclame  como  obligación  el  formar  parte 
clcl  Jurado,  el  legista,  hijo  del  pueblo  y amigo  del 
Rey,  adversario  de  la  tiranía  feudal,  busca  en  el  de- 
recho canónico  la  luz,  y á la  violencia  sucede  la  ra- 
zón. En  vez  de  apelar  á las  armas  del  juicio  por  jura- 
dos, se  apele  al  Rey,  y lodo  concurre  á su  prestigio. 
Las  partes  los  prefieren  por  jueces,  como  más  entendi- 
dos; los  señores,  por  la  dificultad  cu  reunirlos  jurados, 
y los  pueblos,  porque  así  se  libran  de  la  carga  y servi- 
dumbre feudal  de  administrar  justicia  por  sí  mismos. 

Los  ignorantes  y negligentes  se  retiraron  y les 
reemplazaron  los  jueces  instruidos  y escrupulosos,  y 
así  nació  del  seno  mismo  del  Jurado  con  autoridad  de- 
legada del  soberano,  y con  autoridad  nacida  de  su 
saber  la  magistratura,  ó sea  el  Jurado  de  peritos  en 
la  ciencia  de  juzgar. 

¡Aquella  magistratura  que  fué,  como  dice  un  emi- 


nente escritor,  la  verdadera  constitución  de  la  Europa 
cristiana;  aquella  magistratura  que  contestaba  al  Rey: 
se  obedece . pero  no  se  cumple ; aquella  gloriosa  ma- 
gistratura que  sabía  fallar  en  nombre  del  Rey  contra 
el  Rey  mismo! 

En  esto  vino  á parar  el  Jurado  histórico,  sin  que 
se  pueda  argüir  con  el  ejemplo  de  Inglaterra,  que  se 
lia  quedado  implantada  en  la  Edad  Media  en  medio  de 
la  Europa  moderna,  por  su  amor  á la  tradición,  como 
en  medio  de  la  uniformidad  de  nuestra leg  islacion  existe 
el  Tribunal  de  aguas  de  Valencia. 

Recordáis  también  que  después  de  trazaros  á gran- 
des rasgos  estos  principios  fundamentales  tan  nece- 
sarios para  comprender  el  alcance  y la  significación 
del  proyecto  que  se  discute,  os  tracé  á grandes  rasgos 
lo  que  era  el  Jurado  revolucionaria,  recordándoos 
cómo  encarnando  en  el  naturalismo  de  Rousseau,  que 
venía  como  de  remoto  origen  de  la  rebeldía  y de  la 
independencia  de  la  razón  individual  de  Lutero  y de 
la  mutabilidad  de  las  esencias  de  Descartes,  habia 
veuido  á desarrollarse  en  el  seno  de  la  revolución 
francesa  en  odio  á la  magistratura  delegada  del  Rey  y 
depositaría  de  las  tradiciones  legales  déla  Franciacris- 
tiana,  y después  por  el  carácter  cosmopolita  de  esa 
revolución,  pasó  á las  Naciones  latinas,  ostentando 
como  lema  la  soberanía  inmanente  popular,  la  infali- 
bilidad de  la  conciencia  humana  y la  independencia 
de  la  razón  individual,  y recordáis  también  como  por 
la  fuerza  de  las  cosas  el  Ju?-ado  revolucionario  tuvo 
su  verdadera  personificación  y realizó  su  verdadero 
ideal  en  el  Jurado  del  terror . 

E iba,  cuando  el  Sr.  Presidente  me  advirtió  que 
habia  ya  pasado  la  hora  de  Reglamento,  á buscar  los 
caracteres  fundamentales  del  Jurado  que  nos  presenta 
la  Comisión,  del  Jurado  que  nos  presenta  el  Sr.  Mi- 
nistro, del  jurado  que  está  de  moda  hoy,  y que  no  es 
ni  el  Jurado  primitivo  histórico,  ni  el  Jurado  revolu- 
cionario lógico,  sério  y formal,  sino  el  Jurado  jurídi- 
co, el  Jurado  absurdo,  el  Jurado  que  han  forjado  los 
sofistas,  el  que,  fingiéndose  ajeno  á todo  sistema  polí- 
tico, invocando  el  prestigio  del  Jurado  histórico,  y 
aparentando  buscar  el  instrumento  Ucnico  para  la 
mejor  administración  de  justicia,  vive  de  la  contra- 
dicción, tiene  por  ley  la  inconsecuencia,  y se  adorna 
con  media  docena  de  nombres  tudescos,  rusos  ó suecos 
para  introducirse,  merced  á Ministros  débiles  ó astu- 
tos, en  el  seno  de  las  Monarquías. 

Este  Jurado  es  ei  que  nos  presenta  la  Comisión  y 
el  Ministro,  este  Jurado  que  tiene  por  fundamentos 
cuatro  absurdos  conti-adiclorios  y un  azar  tan  elocuen- 
temente censurado  por  el  Sr.  Alonso  Martínez.  Es  el 
primero,  el  de  invocar  hoy,  cuando  todos  somos  igua- 
les ante  la  ley,  él  juicio  por  iguales , cuando  precisa- 
mente la  naturaleza  del  juicio  supone  en  el  que  juzga 
superioridad;  porque  ¿qué  es  juzgar  sino  imponer  su 
juicio  á otros?  Y esto  que  es  función  propia  del  orde- 
nador, ¿cómo  puede  serlo  del  inferior  ó dei  igual?  Esta 
es  una  confusión  de  tiempos  y de  principios  que  lle- 
varía, lógicamente  aplicado  en  el  sentido  que  le  que- 
réis dar,  á que  un  bribón  fuera  juzgado  por  un  Jurado 
de  bribones . (itoas.)  Dícenrae  aquí  que  á un  sordo  co- 
rrespondería un  Jurado  de  sordos,  y echando  la  vista 
al  ideal  del  Jurado,  que  fué  el  Jurado  del  terror,  re- 
cuerdo el  siguiente  caso. 

Cuando  la  maríscala  Noaillcs,  que  tenía  80  años 
y era  sorda,  se  presentó  en  aquel  Jurado  en  que  habia 
un  sordo  y un  idiota  y la  preguntaron  por  su  nom- 
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Lrc,  no  sapo  qué  contestar,  porque  no  oyó  la  pregunta; 
y Dumas,  presidente  de  aquel  Jurado,  dijo:  ¿Qué  dice? 
— No  conLesta  nada;  es  sorda,  dijo  uno  de  los  que  es- 
taban presentes. — Pues  bien,  anadió,  condenadla,  y 
escribid  que  la  condenamos  porque  conspiró  sorda- 
mente. [Risas.)  Y el  jurado  sordo  que  la  condenó,  ale- 
gaba como  título  para  juzgar,  su  sordera , que  no  le 
permitia  dejarse  inlluir  por  las  razones  de  la  defensa. 
(Grandes  risas.) 

El  segundo  absurdo  en  que  descansa  el  Jurado 
jurídico , es  la  lamosa  supremacía  ó preeminencia  del 
lego  sobre  el  perito ; principio,  señores,  que  no  en- 
traña, sino  que  proclama  que  la  ciencia  daña  y que 
vale  más  la  ignorancia;  que  la  medianía  es  superior 
al  talento  y que  el  hábito  perjudica  á la  facultad.  Este 
principio  lo  encontráis  en  casi  todos  los  juradistas 
modernos,  elevado  poco  ménos  que  á dogma  funda- 
mental; en  virtud  del  cual  han  proclamado  solemne- 
mente la  superioridad  sobre  el  lamoso  juicio  de  Salo- 
món los  juicios  de  Sancho  Panza  durante  el  Gobierno 
de  la  Ínsula  Baralaria\  y,  cosa  rara,  señores;  no  lo  fun- 
damentan en  aquellos  principios  filosóficos  en  que  lo 
hace  descansar  el  Jurado  revolucionario,  lo  funda- 
mentan en  el  absurdo  y en  la  contradicción,  con  una 
confusión  espantosa  de  la  facultad  con  el  órgano,  de 
la  facultad  orgánica  con  la  inorgánica;  y digo  més, 
pues  en  contra  de  su  aplicación  á las  facultades  or- 
gánicas está  la  teoría  en  virtud  de  la  que  ya  se  decía 
antiguamente  memoria  caliendo  augetur , y ni  aun  si- 
quiera aplicable  á los  órganos,  porque  el  órgano  con 
el  hábito  se  perfecciona,  y cuando  no  se  utiliza  es 
cuando  se  atrofia,  y solo  cuando  se  va  acabando  la 
vida  se  gasta,  pasando  de  cierta  edad,  como  se  gasta 
todo  en  este  mundo.  Pero  además,  este  mismo  absurdo 
arranca  de  otra  coufusiou,  que  es  la  confusión  de  la 
conciencia  lógica  con  la  concieticia  psicológica  y con  la 
conciencia  moral  y con  el  juicio  instintivo  de  los  ani- 
males; porque,  notadlo  bien.  ¿Queréis  que  el  Jurado 
juzgue  por  la  conciencia?  ¿Por  qué  conciencia?  ¿Es  por 
la  conciencia  lógica?  Pues  es  la  razón  que  con  la 
ciencia  y la  experiencia  despierta  y se  desarrolla,  se 
perfecciona  además.  ¿Es  por  la  conciencia  psicoló- 
gica? La  conciencia  psicológica  es  un  criterio  de 
verdad  para  los  hechos  de  conciencia , para  los  fe- 
nómenos subjetivos;  es  aquel  criterio  en  que  fun- 
daba Descartes  toda  la  fábrica  de  la  filosofía  moder- 
na: «pienso,  luego  existo;»  es  decir,  lo  mismo  que  ya 
habia  dicho  San  Agustín,  aunque  con  otro  alcance. 
Pero  criterio  para  los  hechos  exteriores,  ¿por  dónde? 
Precisamente  se  probó  su  bondad  como  criterio  para 
los  hecho  de  conciencia  por  un  argumento  en  contra. 
¿Pues  qué  respondió  San  Agustín  á la  Academia 
cuando  decía  como  Descartes,  «pienso,  luego  existo,» 
y le  decía  la  Academia,  ¿y  si  te  engañas?  «Si  me  en- 
gaño, prueba  de  que  existo  también;  porque  si  no 
existiera,  no  me  engañaría.»  Luego  la  conciencia  psi- 
cológica es  un  criterio  de  verdad  para  los  fenómenos 
subjetivos,  para  los  hechos  de  conciencia,  pero  no  lo 
es  para  los  hechos  exteriores  al  sujeto  que  juzga;  la 
conciencia  psicológica  podrá  decir  al  jurado  lo  que 
quiere  y siente  el  jurado  mismo;  ¿pero  cómo  le  ha  de 
poder  decir  lo  que  siente  y quiere  el  acusado? 

Y esta  confusión  de  la  conciencia  lógica  con  la 
conciencia  psicológica  va  mas  allá,  señores,  y llega 
basta  la  conciencia  moral,  que  es  precisamente  la  que 
nunca  puede  tener  el  Jurado,  porque  la  conciencia 
moral  no  es  más  que  la  conclusión  de  un  silogismo, 


un  silogismo  en  que  la  mayor  es  la  ley,  la  menor  el 
estado  individual,  y la  conclusión  la  aplicación  al  es- 
tado individual  de  la  ley.  ¿Cómo  ha  de  poder  juzgar 
con  esa  conciencia  el  Jurado  cuando  precisamente  el 
Jurado  ignora  y debe  ignorar  toda  ley? 

No;  el  juicio  de  conciencia  que  supone  lógica- 
mente el  Jurado,  es  un  juicio  malamente  llamado  de 
conciencia,  porque  no  se  puede  llamar  juicio  de  con- 
ciencia ei  juicio  meramente  animal ; meramente  ani- 
mal,  señores;  bav  que  llamar  las  cosas  por  su  nom- 
bre; juicio  animal , que  no  merece  otro  nombre  lo  que 
en  los  tratados  de  filosofía  se  llama  estimativa  y cogí - 
tativa , y que  suele  ser  sola  en  sí,  por  la  mayor  perfección 
de  los  órganos  del  instinto  animal,  más  perfecta,  como 
es  todo  lo  instintivo  en  los  animales  que  en  el  hom- 
bre. Por  lo  tanto,  no  llaméis  á esa  institución  un  Ju- 
rado de  hombres  sino  de  animales , que  después  de 
todo,  mucho  de  esto  se  ve  por  ahí,  y yo  no  conozco 
imagen  más  perfecta  del  Jurado,  que  ese  Jurado  que 
anda  por  ahí  de  mochuelos  metidos  en  una  torre,  á 
quienes  los  habitantes  de  los  barrios  bajos  van  á pe- 
dir que  les  saquen  con  el  pico  el  número  del  billete 
del  premio  grande  de  la  lotería.  (Risas ) 

¿Cuál  es  la  pretensión,  Sres.  Diputados,  de  estos 
señores  que  quieren  que  la  verdad  y la  bondad  y la 
justicia  broten  espontáneamente  como  una  flor  de  la 
conciencia  instintiva  del  Jurado?  í Ah!  señores,  estos 
modernos  reformadores  me  recuerdan  el  desengaño 
de  aquel  Rey  que  viendo  á los  sabios  y á los  sacer- 
dotes discutir  sobre  cuál  era  la  verdadera  religión  y 
la  primitiva  lengua,  discurrió  un  método  muy  en  ar- 
monía con  el  que  ahora  se  establece  para  juzgar  por 
medio  del  Jurado,  que  fué  encerrar  30  niños  recien 
nacidos  en  un  sitio,  sin  comunicación  con  nadie  que 
pudiera  darles  nociones,  ni  de  religión,  ni  de  lengua, 
ni  (le  gramática,  ni  de  nada;  y cuando  pasaron  treinta 
años  de  espera,  y creyó  que  ya  la  revelación  de  la  con- 
ciencia en  la  mente  de  aquellos  niños  les  habia  dado 
á conocer  los  verdaderos  dogmas  de  ia  religión  na- 
tural, y había  pues  Lo  en  sus  lábios  los  verdaderos 
acentos  de  la  lengua  madre,  abrió  las  puertas  de 
aquel  recinto  y en  vez  de  los  30  sacerdotes  de  la  ver- 
dadera religión  y de  los  30  sabios  en  la  primitiva  len- 
gua vio  salir  30  besLias  abultando  y saltando,  por- 
que el  entendimiento,  aunque  es  un  todo  potencial, 
necesita  por  lo  mismo  que  le  despierte  y le  avive 
por  el  acicate  de  los  sentidos  el  contacto  del  mundo 
exterior  para  que  brille  la  llama  creadora  de  la  ra- 
zón y se  descubrau  ante  ella  todas  las  gradaciones  y 
armonías  de  la  realidad,  y si  no,  permanece  en  la  os- 
curidad en  el  sueño  de  la  estupidez  como  la  concien- 
cia reveladora  del  Jurado  ignorante. 

Y para  que  no  creáis  que  mis  afirmaciones  son  arre- 
batos de  mi  fantasía,  ha  de  permitirme  ei  Congreso 
que  le  demuestre  la  verdad  de  los  hechos  que  estoy 
diciendo,  con  ios  ejemplos  que  ins  da  la  historia  del 
Jurado  contemporáneo:  porque,  señores,  no  sé  lo  que 
me  pasa,  y cuidado  que  no  tengo  espíritu  de  contra- 
dicción (Risas);  pero  así  como  cuando  se  trata  de  las 
verctedes  fundamentales  de  la  religión  y de  la  flloso- 
lía,  cuanto  más  leo  á sus  contradictores,  tanto  más 
me  afirmo  en  ellas,  hasta  el  punto  de  que  un  artículo 
de  Renán  ó de  cualquiera  otro  de  los  célebres  cori- 
feos modernos  de  la  impiedad  y del  exceptieismo  me 
hace  el  mismo  efecto  que  la  lectura  de  un  libro  de 
horas  ó del  catecismo,  cuando  leo  los  defensores  del 
Jurado,  me  sucede  lo  mismo,  pero  al  revés. 
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Guando  leo  i sus  impugnadores,  siquiera  sean  tan 
elocuentes  y autorizados  corno  el  Sr.  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia,  todavía  vacilo,  pero  cuando  leo  á sus 
defensores,  comprendo  que  verdaderamente}  es  una 
institución  que  no  tiene  razón  de  ser.  Pues  bien,  ¿qué 
sucede  con  el  resúmen  del  presidente?  Fijaos  bien, 
Sres.  Diputados,  y comprendereis  la  gran  filosofía  que 
encierra  lo  que  voy  á decir.  El  Jurado  tenía  corno 
tiene  el  proyecto  del  Sr.  Alonso  Martínez,  lo  que  se 
llama  el  resumen  del  presidente;  pues  bien,  de  re- 
pente se  levanta  un  clamoreo  general  entre  todos  los 
revolucionarios  de  Europa  contra  el  resúmen  del  pre- 
sidente, porque  se  decia  que  los  jurados  se  dejaban 
influir  por  el  resúmen  del  presidente,  lo  cual  no  deja 
de  ser  una  prueba  de  la  confianza  en  el  juicio  de  con- 
ciencia por  ios  jurados.  Y entonces  ¿qué  se  hizo?  Se 
trató  de  abolir  el  resúmen  del  presidente,  y efectiva- 
mente en  algunas  partes  se  abolió,  menos  en  Ingla- 
terra entre  otras,  porque  ínglaterra,  que  está  siendo 
el  eterno  figurín  para  nuestras  modas,  no  se  cuida  de 
modas  y sigue  su  camino,  y hace  lo  que  le  parece, 
como  lo  ha  demostrado  nada  menos  que  con  el  sistema 
métrico  decimal  y con  el  monometalismo  y bimetalismo 
despreciando  el  concierto  de  las  Naciones  adelantadas 
para  atender  á su  provecho  de  donde  resulta  que 
mientras  aquí  todos  nos  estamos  mirando  á la  cara 
los  unos  á los  otros,  allí  en  Inglaterra  hacen  todo  lo 
que  les  conviene  sin  más  sujeción  ni  más  sistema  que 
su  propia  conveniencia. 

Pues  bien;  ¿qué  hicieron  las  demás  Naciones?  Unas 
suprimieron  el  resumen  y otras  lo  dejaron,  variándo- 
lo en  su  forma;  pero,  notadlo  bien,  Sres.  Diputados: 
donde  se  quiso  que  prevaleciera  la  impunidad  y lo  fa- 
vorable al  acusado , se  consignó  que  el  resúmen  lo 
liaría  el  presidente,  empezando  por  las  pruebas  en  con- 
tra y acabando  por  las  pruebas  en  pró¡  como  sucedió 
en  Francia;  pero  en  Italia,  y en  los  países  donde  se 
miró  más  por  la  conservación  de  la  sociedad , se  exigió 
que  las  pruebas  en  pró  del  acusado  fueran  delante  y 
las  en  contra , detrás. 

¿No  estáis  viendo  qué  fe  tienen  estos  legisladores 
en  la  independencia  del  Jurado?  ¿Cabe  un  modo  más 
palmario  de  decir  que  el  Jurado  es  del  último  á quien 
oi/e?El  caso  es  tan  claro,  que  no  necesita  comentarios. 

Otro  absurdo  en  que  se  funda  ei  Jurado  político 
os  uno  que  apenas  se  puede  oir  en  calma,  que  es  el 
que  yo  llamo  el  de  la  Escuela.  jEl  Jurado  es  uua  gran 
escuela  de  ilustración!  ¡Señores,  convertir  el  templo 
de  la  justicia  en  Escuela , confundir  la  administra- 
ción de  justicia  cou  su  aprendizaje,  hacer  experimen- 
tos in  anima  vili  sobre  la  honra,  la  fortuna,  la  liber- 
tad y la  vida  de  los  ciudadanos!  ¿En  qué  tiempos  esta- 
mos? ¿A  dónde  hemos  llegado  para  oir  semejantes  cosas? 

Pero  antes,  y renunciando  á sacar  todas  las  con- 
secuencias de  este  principio,  ¿no  debe  aquí  volverse 
este  argumento  contra  los  que  le  emplean,  y decirles: 
¿Pero  en  que  quedamos?  ¿Es  que  la  ciencia  no  daña? 
¿No  echáis  á los  magistrados  del  tribunal  porque  sa- 
ben leyes?  ¿Pues  para  que  queréis  enseñárselas  A los 
Jurados 'l  ¿No  es  de  esencia  el  que  éstos  ignoren  la  ley? 
¿Queréis  que  se  difundan  los  conocimientos  y la  ilus- 
tración, y que  llegue  un  tiempo  en  que  no  podáis  en- 
contrar un  Jurado  lo  bastante  ignorante  para  juzgar? 
¡Escuela!  Ciertamente  que  puede  ser  escuela  el  Jurado; 
ya  lo  fue  en  la  antigüedad,  y si  no,  recordad  aquella 
comedia  de  Aristófanes,  Las  avispas , en  que  tan  á lo 
vivo  ridiculiza  La  manía  de  litigar  y de  juzgar  que  les 


entró  á los  ciudadanos  atenienses  durante  ios  primeros 
años  de  la  guerra  del  Peloponeso,  pintándola  con  tales 
colores,  que  no  me  permite  el  pudor  reproducirlos  ante 
el  Congreso. 

Por  cierto  que  allí  parece  que  tuvo  Aristófanes  la 
visión  proíética  del  Jurado  del  porvenir,  viendo  á Fi- 
locléon  absolver,  por  ignorancia,  á un  perro;  parece 
que  se  está  viendo  al  Jurado  incapaz , absolviendo  por 
juicio  ifistintivo  ele  su  conciencia  al  animal  criminal , 
al  delincuente  nato  (le  Lombroso.  [Risas.) 

Queda,  señores,  el  último  absurdo,  el  último  ab- 
surdo fundamental,  la  separación  del  hecho  y el  dere- 
cho} y notad  que  lo  primero  que  aquí  se  ve  es  una 
mixtificación,  pues  apenas  se  establece  su  separación 
para  justificar  y basta  preferir  la  ignorancia  del  Ju- 
rado, se  proclama  su  inseparabilidad  y su  compene- 
tración para  justificar  que  ei  Jurado  entienda  (le  am- 
bos. Si  se  pueden  separar,  ¿para  qué  los  deciarais  in- 
separables? Y si  lo  son,  ¿cómo  justificáis  la  ignorancia 
del  derecho  de  los  jurados? 

Verdaderamente,  pensando  en  la  separación  del 
hecho  y del  derecho , se  viene  á la  memoria  aquella 
copla  popular  que  debiera  entonar  el  Jurado: 

«Ni  contigo  ni  sin  tí 
tienen  mis  males  remedio; 
contigo  porque  me  matas, 
y sin  tí  porque  me  muero.» 

Ni  con  distinción  ni  sin  distinción  del  hecho  y del 
derecho  hay  por  dónde  coger  al  Jurado. 

¡El  hecho!  ¿y  tan  fácit  es  juzgar  el  hecho?  Des- 
pués de  todo,  ¿á  qué  se  reduce  la  ciencia?  ¿al  conoci- 
miento (le  la  realidad?  ¿Y  qué  es  la  realidad  sino  el 
hecho?  Y la  historia,  ¿qué  es  sino  la  ciencia  del  hecho 
pasado?  \rla  ciencia  experimental,  ¿qué  es  sino  la  cien- 
cia del  hecho  presente? 

¿Pues  qué  son  las  ciencias  metafísicas  ó materna 
ticas  sino  combinaciones  de  elementos  simpies,  pero 
múltiples? 

¿Pues  qué  diferencia  hay  en  cuanto  á su  natu- 
raleza entre  la  cuenta  que  la  vieja  hace  por  los  de- 
dos y los  cálculos  de  Newton?  Todo  arranca  del  prin- 
cipio, que  es  un  hecho,  de  que  una  cosa  es  igual  á sí 
propia;  todo  ello  no  es  más  que  la  combinación  de 
unos  mismos  elementos  por  abreviación  con  la  arit- 
mética, por  generalización  con  el  álgebra,  y por  sim- 
plificación por  los  logaritmos,  pero  en  el  fondo  de 
todo  ello  no  hay  más  que  el  hecho,  aquel  hecho  que 
por  primera  vez  aparece,  y se  conoce  solo  con  verlo, 
pero  que  tanto  trabajo  cuesta  apreciarlo  é investi- 
garlo, aquel  hecho  que  es  por  decirlo  así,  la  primera 
manifestación  del  mundo  externo;  pero  qne  luego 
después  en  sus  indefinidas  complicaciones  llega  á ser 
lo  que  constituye  la  realeza  del  hombre  sobre  la  tierra, 
la  perfectibilidad  del  alma  humana,  la  escala  indefi- 
nida del  progreso  por  donde  la  inteligencia  humana, 
sobreponiéndose  á la  materia  y á la  naturaleza,  se  lan- 
za á través  de  los  espacios  hasta  acercarse  á la  supre- 
ma sabiduría,  al  trono  de  Dios. 

Porque  el  hecho,  al  parecer  es  sencillo,  se  trata 
solo  de  lo  que  es;  pero  para  aprecirlo  en  todo  su  valor 
y en  toda  su  integridad,  las  múltiples  combinaciones 
del  hecho  abarcan  toda  ciencia  experimental  y de  ob- 
servación, toda  crítica  y toda  lógica,  toda  ciencia  en 
fin.  Y si  no.  señores,  decidme:  ¿no  lo  estáis  viendo  lo- 
dos los  dias?  ¿Teneis  más  que  interrogar  ai  vulgo 
sobre  los  hechos?  ¿Qué  dice  ei  campesino  de  hoy,  y 
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qué  ha  es  Lado  diciendo  la  humanidad  durante  muchos 
siglos  ante  el  sol  que  nace  y que  se  pone,  sino  que 
era  un  hecho  que  la  tierra  se  estaba  quieta,  y que 
era  el  sol  el  que  se  movia?  Hasta  que  ha  venido  la  re* 
flexión,  hasta  que  ha  venido  la  aplicación  del  prin- 
cipio al  hecho,  hasta  que  ha  venido,  al  tribunal  cientí- 
fico, el  hombre  de  ley,  la  humanidad  ha  creidoque  era 
un  hecho  que  el  sol  se  movia,  cuando  el  hecho  era 
que  ella  creía  que  veía  moverse  al  sol;  y ou  esta  dife- 
rencia fundamental  es  donde  estriba  la  equivocación; 
que  no  hemos  de  acudir,  señores,  á la  contestación 
de  aquella  señora,  digna  de  formar  parte  de  un  Ju- 
rado, á la  que  manifestándole  un  doméstico  sus  du- 
das de  que  el  sol  que  se  pone  por  Occidente  fuera  el 
que  nace  por  Oriente  al  dia  siguiente,  le  decia:  si 
fuera  el  mismo  le  veríamos  volver,  y la  señora  le 
contestaba:  no  le  vemos,  porque  cuando  vuelve  es  de 
noche.  (Risas.)  Este  hecho  es  el  que  traíais  de  someter 
al  Jurado;  pero  digo  más,  no  es  este  hecho  siquiera, 
porque  en  este  hecho,  aunque  cabe  la  equivocación, 
aunque  cabe  el  no  conocer  los  elementos  generadores 
de  la  idea  que  palpita  en  sus  entrañas,  todavía,  al  fin y 
al  cabo,  es  un  hecho,  pero  lo  que  vosotros  sometéis  al 
interrogatorio  del  Jurado  es  si  un  individuo  es  ó no 
culpable.  ¿Y  qué  he  de  decir  yo,  que  no  sepa  y que 
no  haya  dicho  más  elocuente,  más  profunda  y más 
sabiamente  que  yo  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia? ¿Qué  le  he  decir  de  los  elementos  filosóficos,  éticos 
y jurídicos  (pie  entran  en  esta  pregunta?  ¿Qué  le  he 
de  decir  de  todo  lo  que  ella  envuelve  á los  ojos  del 
legislador,  á los  ojos  del  jurisconsulto,  á los  ojos  del 
filósofo,  á los  ojos  del  moralista?  ¿Qué  le  he  de  decir 
de  que  en  esta  pregunta  va  eucerrado  todo  cuanto  es 
el  hombre,  va  encerrado  todo  cuanto  es  la  intención, 
va  encerrado  todo  cuanto  es  la  materia,  todo  cuanto 
es  el  espíritu,  todo  cuanto  es  en  sí,  en  toda  su  inte- 
gridad, el  acto  humano-,  va  encerrada,  si  cabe  decirlo 
así,  toda  la  antropología  integral,  porque,  al  fin  y al 
cabo,  en  esta  pregunta  va  encerrado  el  hombre,  y des 
pues  de  todo  va  encerrado  todavía  más,  porque  el 
hombre  es  un  universo  abreviado,  un  universo  mi- 
croscópico, y para  poder  responder  bien  á esta  pre- 
gunta, hay  que  comprender  al  universo,  no  solo  en 
su  grandeza  general,  que  nos  entra  por  ios  ojos  de  la 
razón,  sino  en  su  inmensa  pequenez,  para  lo  cual  son 
necesarios  los  ojos  y la  investigación  del  microscopio 
psicológico? 

Y después  de  estos  absurdos,  señores,  viene  el 
azar,  sobre  el  cual  nada  tengo  que  decir,  porque  aún 
resuena  en  mis  oidos  aquella  pregunta  elocuente  que 
dice:  ¿qué  hombre  medianamente  prudente  entregaría 
al  asar  de  la  suerte  la  menor  de  sos  acciones ? 

Y me  preguntareis,  señores,  cuál  es  el  objeto  que 
se  pueden  haber  propuesto  tantos  sabios  al  explicar 
largamente  estos  principios  que  os  expongo.  Pues  bien, 
señores,  yo  no  puedo  deciros  que  encuentre  otros  sino 
los  que  obedecían  al  plan  que  os  he  expuesto  respecto 
al  Jurado  revolucionario;  porque  al  fin  y al  cabo,  ¿qué 
es  lo  que  se  desprende  de  toda  esta  discusión,  de  toda 
esta  doctrina?  Pues  notadlo  bien;  dejando  á un  lado 
las  vanas  palabras,  buscando  la  intención,  buscando 
sobre  te  do  la  soberanía  del  fin,  aquí  se  ve  que  quere- 
mos, en  medio  de  estos  organismos  que  se  nos  pinta- 
ban divididos,  separados  y acordes  en  el  idilio  del  sis- 
tema constitucional,  crear  el  verdadero  Poder,  el  Poder 
judicial , un  Poder  con  condiciones  como  no  tuvo  jamás 
ningún  otro,  con  una  irresponsabilidad  absoluta  ante 


el  Poder  legislativo  y el  Poder  ejecutivo;  y después 
que  se  lian  invocado  las  tradiciones  de  la  antigua  ma- 
gistratura, para  consagrar  y proteger  el  fuudamento 
de  ese  nuevo  Poder,  se  acude  á la  puerta  secreta  del 
Jurado  para  ir  sustituyendo  á la  antigua  magistratu- 
ra, que  tiene  los  hábitos  de  la  ley,  de  la  tradición  y 
de  las  costumbres,  que  forman  la  constitución  interna 
de  los  pueblos,  con  el  vulgo  inconsciente  que  se  deja 
seducir  por  la  opinión,  que  se  deja  arrastrar  por  los 
tribunos  de  la  democracia,  y que  lleva  impreso  en  su 
frente  como  la  diadema  de  la  autoridad  y como  la 
tiara  de  la  infalibilidad  el  sello  de  la  soberanía  popular. 

Y así,  por  un  procedimiento  ingenioso  y hábil,  so- 
caváis las  bases  de  la  Monarquía,  que  descansa  sobro 
el  sólido  y eterno  cimiento  de  la  naturaleza,  de  la 
ley,  de  la  tradición  y de  la  Patria,  para  crear  un  so- 
berano anónimo!,  inconsciente,  capaz  de  ser  arrastra- 
do por  los  errores  de  los  sofistas  y por  la  palabra  do 
los  tribunos.  Por  eso  yo  me  atrevía  á explicar  lo  que 
pasa  diciéndoos  que  el  Jurado  revolucionario  es  un 
tunante , que  se  ha  hecho  abogado  tramposo  en  el  Ju- 
rado jurídico  para  robarle  los  papeles  al  Jurado  his- 
tórico, y con  ellos  introducirse  en  la  buena  sociedad  y 
hacer  la  suya . (itoas.) 

# Pero  de  todos  modos,  enfrente  de  él  os  halláis,  en- 
frente de  él  nos  encontramos,  y lo  que  es  más  doloro- 
so para  mí,  creedlo,  Sres.  Diputados,  lo  que  es  ver- 
daderamente más  doloroso  es  que  uos  encontremos 
enfrente  de  él  por  haberle  traído  el  Sr.  Alonso  Martí- 
nez. Y aquí  tengo  que  rectificar,  aquí  tengo  que  de- 
jar bien  consignado,  cou  la  mano  puesta  sobre  el  co- 
razón y con  toda  la  firmeza  de  mi  conciencia,  que  no 
ha  habido,  ni  puede  haber,  ni  ha  cabido  jamás  en 
mí  la  sombra  más  mínima  de  intención  de  mortifi- 
car á una  persona  de  la  importancia  y del  valer  del 
Sr.  Alonso  Martínez.  Pues  qué,  cuando  yo  leo  aquí  los 
textos  del  Sr.  Alonso  Martínez,  ¿voy  á buscarlos  al 
secreto  de  un  archivo,  al  rincón  de  alguna  biblioteca? 
¿No  son  documentos  que  ha  leído  todo  el  mundo?  ¿No 
se  han  publicado  en  las  Memorias  de  la  Academia? 
¿No  se  han  publicado  en  varias  partes?  ¿No  se  han 
traído  á la  deliberación  de  las  Cámaras  siempre  que 
se  ha  tratado  del  Jurado?  ¿Cómo  podía  caber  en  mí 
semejante  intención? 

Es  más;  yo  apelo  á la  lealtad  del  Sr.  Ministro  do 
Gracia  y Justicia  para  que  conteste  á la  pregunta  que 
le  voy  á dirigir;  y aunque  sea  revelando  una  conver- 
sación particular,  por  mi  parte  tengo  que  referirme 
á ella  para  justificarme  de  semejante  sospecha.  ¿No 
es  cierto,  Sr.  Alonso  Martínez,  que  un  dia  en  el  Se- 
nado pregunté  yo  á S.  S..  en  el  seno  de  la  amistad,  si 
le  mortificaría  algo  que  yo  pudiera  declarar  aquí  que 
S.  S.,  como  jurisconsulto,  era  adversario  del  Jurado, 
que  su  gran  entendimiento  no  podía  convenir  con  se- 
mejante institución,  y que  si  le  aceptaba  era,  como  lo 
había  declarado  el  Sr.  Sagasta  en  un  discurso,  porque 
había  una  grau  transacción  política,  y mientras  el 
Sr.  Sagasta  habia  ido  á la  Constitución  de  1876  con 
todo  el  partido  constitucional,  S.  S.  habia  aceptado  el 
Jurado  en  cambio  do  semejante  beneficio?  (El  Sr.  Mi- 
nistro de  Gracia  y Justicia : Eso  es  verdad.)  Pues  si  eso 
es  verdad,  ¿qué  queda  de  semejante  suspicacia?  ¿Qué 
queda  de  semejante  acusación?  Pues  si  yo  al  comba- 
tir el  Jurado  no  me  valgo  de  mis  ideas,  muy  pobres, 
y de  mi  elocuencia  escasísima,  sino  que  me  valgo  de 
las  grandes  ideas  del  privilegiado  talento,  de  la  irre- 
sistible elocuencia  del  Sr.  Alonso  Martínez;  si  me  auto- 
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rizo  y me  valgo  de  sus  propias  armas,  ¿no  es  esta 
un  arma  lícita  en  el  combate?  ¿No  ea  un  arma  que  se 
puede  esgrimir  en  toda  lid  de  caballeros? 

lievan tárase  el  Sr.  Alonso  Martínez  y dijera:  yo 
he  pensado  así,  pero  hoy  estoy  convencido  y opino  lo 
contrario,  y yo  sería  el  primero  en  aplaudirle,  porque 
yo  aplaudo  siempre  los  actos  de  valor,  y no  hay  va- 
lor más  grande  que  aquel  que  demuestra  un  hombre 
cuando  á la  faz  del  mundo,  á la  faz  de  su  país  mani- 
fiesta que  no  tiene  compromisos  más  que  con  la  ver- 
dad y con  su  conciencia.  ¿Nace  el  hombre  aterrado  á 
la  verdad  desde  que  nace?  ¿No  es  la  verdad  fruto  la- 
borioso del  trabajo,  de  la  investigación,  de  la  inteli- 
gencia y del  estudio?  Pues  bien,  yo  aplaudiría  al  señor 
Alonso  Martínez  con  todamialma,  con  todomi  corazón 
si  eso  dijera;  pero  es  que  S.  S.no  dice  eso;  es  que  S.  S. 
dice  que  es  una  transacción , y por  eso  yo  me  levanto d 
combatirás.  S.,  y por  eso  yo  me  levanto  no  á arrojarle 
en  cara  variaciones  de  pensamiento,  que  después  de 
todo  no  las  hay,  porque  yo  dudo  que  por  el  brillo 
fugaz  de  una  cartera,  hombres  que  tienen  el  valer  de 
S.  S.  vayan  á renegar  no  solo  de  lo  que  es  su  pasado, 
sino  de  lo  que  será  su  porvenir,  porque  los  dias  pa- 
san, las  sombras  déla  noche  se  echan  encima  y apa- 
gan la  refulgente  luz  del  sol,  y llega  la  hora  de  la 
muerte,  y al  mismo  tiempo  que  el  hombre  lanza  una 
mirada  sobre  la  eternidad,  la  lanza  también  sobre  la 
historia,  y el  que  tiene  la  gloria,  como  la  tiene  S.  S. 
de  ser  un  eminente  jurisconsulto,  debe  ufanarse  que 
cuando  las  generaciones  futuras  hagan  el  balance  del 
Jurado  no  puedan  poner  el  nombre  de  S.  S.  al  lado  de 
los  que  lo  defendieron,  sino  escribirlo  como  en  una 
enseña  al  lado  de  los  que  lo  combatieron. 

Conste,  pues,  Sr.  Alonso  Martinez,  que  lo  que  yo 
combato  en  S.  S.  es  la  transacción ; que  lo  que  yo  com- 
bato en  S.  S.  es  la  política  que  representa  en  ese  banco; 
que  lo  que  yo  combato  en  S.  S.  es  el  abandono  cu  que 
creo  yo,  y Dios  quiera  que  no  lo  crean  todos  sus  an- 
tiguos y particulares  amigos,  está  dejando  taparte  de 
intereses  conservadores,  que  no  vengo  á introducir 
cizaña,  la  parte  de  intereses  conservadores  que  deben 
tener,  como  tienen,  gloriosa  representación  en  S.  S.,  y 
debiera  gozar,  por  lo  tanto,  de  más  influencia  en  el 
banco  azul.  Lo  que  yo  combato  en  S.  S.  es  ese  sueño 
que  se  puede  apoderar  de  la  parte  de  la  mayoría,  con- 
servadora, al  ver  que  está  ahí  S.  S.  como  vigilante 
guardián  de  sus  intereses,  en  contra  de  las  invasio- 
nes democráticas.  Cuando  S.  S.  parece  que  se  halla  á 
la  puerta  de  esa  situación,  más  que  para  impedirles  la 
entrada,  para  facilitarles  la  sorpresa,  porque  parece  que 
S.  S.  está  siendo  como  el  pabellón  de  todo  género  de 
contrabando  y como  un  atleta  aherrojado  ahí  para  ser- 
vir de  escudo  á las  reformas  que  más  habían  de  me- 
recer los  ataques  de  S.  8.  (Muy  bien  en  la  minoría  con- 
servadora,) 

Yo  no  sé  qué  influencia  funesta  ejerce  sobre  su 
gran  inteligencia  y su  honrado  corazón  el  banco  azul; 
pero  el  caso  es  que  un  dia  á su  sombra,  con  el  nom- 
bre respetable  y hasta  cierto  punto  tranquilizador  de 
S.  S.,  se  nos  impone  la  reforma  constitucional  con  la 
ley  de  garantías , y otro  se  nos  amenaza  con  el  sufra- 
gio universal , y hoy  se  nos  trae  el  Jurado , y cuando 
uno  vuelve  los  ojos  á la  historia,  recuerda  que  S.  S. 
encontró  en  la3  palabras  res  publica  el  motivo  para 
formar  parte  de  un  Ministerio  de  semejante  institución. 

Pues  bien,  combatiendo  en  buena  lid  y de  buena 
fe  esa  política,  yo  le  digo  á 8.  S.:  discutamos  si  quie- 


re 8.  8.,  pero  no  sobre  el  Jurado,  que  no  bav  para 
qué.  ¿Cómo  he  de  discutir  yo  sobre  el  Jurado  con  el 
Sr.  Alonso  Martinez?  En  esta  discusión,  á mi  no  me 
toca  hacer  otra  cosa  más  que  aprender:  no  discuta- 
mos sobre  el  Jurado;  discutamos  sobré  la  política 
conservadora  que  el  Sr.  Alonso  Martinez  está  llama- 
do á representar.  Discutamos,  sepamos  de  una  vez  si 
S.  8.  entiende  el  ser  conservador,  como  lo  es  la  plan- 
cha que  impide  el  vuelco  del  vehículo,  cuando  se  des- 
peña por  la  pendiente  de  la  revolución,  para  que  se 
despeñe  más  abajo:  ó el  ser  conservador  es  como  el 
áncora,  que  se  aferra  nada  más  que  á lo  esencial, 
nada  más  que  á lo  fundamental,  pero  que  se  aferra  á 
los  esenciales  y á los  fundamentales  principios  de  la 
verdadera  nacionalidad. 

Esto  es  lo  que  tenemos  que  discutir;  porque  si  no, 
¿á  dónde  vamos  por  este  camino,  Sres.  Diputados?  Pues 
qué,  decidme:  ¿no  sería  mucho  más  moralizador,  en  el 
alto  sentido  de  la  palabra,  mucho  más  lógico  y con- 
servador que  este  Jurado,  en  lugar  de  ser  traído  por 
el  Sr.  Alonso  Martinez,  que  es  el  único  español  que 
no  lo  puede  plantear,  lo  hubiera  traído  el  Sr.  Romero 
Girón?  ¿No  comprendéis  que  el  Sr.  Romero  Girón  re- 
presenta ante  el  país  la  constancia,  el  ardor,  la  fe  en 
el  Jurado?  ¿Y  qué  representa  el  Sr.  Alonso  Martinez? 
La  enemiga  contra  ese  Jurado  mismo.  Y cuando  lo 
trae,  ¿qué  representa  S.  S.?  La  transacción;  la  transac- 
ción, que  en  materia  de  intereses  puede  pasar,  pero 
que  en  materia  de  principios  es  absurda,  y cuando  se 
trata  de  administración  de  justicia,  criminal.  ¿Y  qué 
representas.  S.,  además?  Ya  se  lo  dijo  el  Sr.  Romero 
Girón:  «Tengo  miedo  de  que  sea  S.  S.  el  que  plantee 
el  Jurado,  tengo  miedo.»  Y yo  también  lo  tengo,  se- 
ñores Diputados;  porque,  ¿sabéis  lo  que  va  á pasar? 
Que  cuando  este  Jurado  fracase,  como  fracasará, 
como  tiene  que  fracasar  por  la  naturaleza  misma  de 
las  cosas,  vendrá  otro  tercer  Jurado,  que  será  el  del 
Sr.  Romero  Girón,  y se  nos  dirá:  «El  primer  Jurado, 
el  Jurado  del  Sr.  Montero  Ríos  era  un  Jurado  de  un 
reformista  á la  ligera , y fracasó  como  han  fracasado, 
fracasan  y fracasarán  todas  las  reformas  de  semejan- 
tes reformistas;  el  Jurado  del  Sr.  Alonso  Martinez  fra- 
casó, porque  era  el  Jurado  de  la  desconfianza  y del 
miedo ; traigamos  ahora  el  Jurado  del  Sr.  Romero  Gi- 
rón, que  este  Jurado  no  fracasará,  porque  es  el  Jurado 
de  la  fe,  del  entusiasmo  y de  la  confianza. 

De  consiguiente,  al  combatir  yo  lo  que  estoy  com- 
batiendo, quizá  se  pueda  decir  que  estoy  haciendo, 
en  profecía  la  campaña  contra  un  tercer  Jurado  que 
se  presenta  en  los  nebulosos  horizontes  de  nuestro 
triste  porvenir.  ¿Y  cuál  es,  señores,  el  principio  que 
induce  al  Sr.  Alonso  Martinez  á esta  verdadera  eje- 
cución de  la  administración  de  justicia,  á esta  verda- 
dera ejecución  de  la  confianza  y del  prestigio  de  la 
magistratura  española?  No  lo  tome  á inal  el  señor 
Alonso  Martínez;  que  si  lo  toma  á mal,  habremos  de 
confesar,  yo  por  mi  parte  lo  confieso,  que  es  imposi- 
ble ya  aquí  Lodo  género  de  discusión;  no  lo  lleve  á 
mal  la  malicia,  no  lo  interprete  mal  la  animosidad; 
pero,  cuando  yo  medito  y pienso  en  el  Sr.  Alonso  Mar- 
tínez, y teniendo  en  cuenta  sus  sentimientos  de  amor 
á la  magistratura  y sus  sentimientos  de  amor  á la 
justicia,  le  veo  presentarse  en  ese  banco  trayéudonos 
el  Jurado,  el  Jurado,  que  es  la  ejecución  de  la  justi- 
cia y de  la  magistratura,  se  viene  A mis  mientes  aquel 
delicioso  cuento  de  aquel  insigue  literato,  amigo  de  to- 
dos también,  que  se  llama  D.  Miguel  de  los  Santos 
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Alvarez;  de  aquel  contemporáneo  de  Espronceda,  que 
parece  que  ha  guardado,  como  en  una  redoma,  toda 
la  frescura,  todo  el  entusiasmo,  toda  la  espontaneidad 
de  su  generación;  el  cual  nos  narra  cómo  yendo  ca- 
minando por  un  camino  de  un  pueblo  dé  Castilla,  lla- 
móle la  atención  ver  delante  de  él,  caballero  en  un 
borri  quejo  un  anciano,  el  cual  con  una  mano  se  me- 
saba las  barbas  y los  cabellos,  y al  mismo  tiempo  co- 
mía un  mendrugo  de  pan  y un  pedazo  de  queso  que 
llevaba  en  la  otra  mano;  y después  que  aquellas  ma- 
nifestaciones contrarias  y aquellas  expansiones  tan 
opuestas  le  dejaron  impresionado  y pudo  hablar  con 
él,  supo  la  causa  de  su  alegría  y la  causa  de  su  do- 
lor: era  el  verdugo  de  un  pueblo  que  venia  de  otro 
pueblo,  donde  habia  un  verdugo  muy  torpe,  de  ajus- 
ticiar á su  propio  hijo  por  el  temor  de  que  el  verdugo 
del  pueblo  lo  ajusticiara  mal.  ¡No  parece  sino  que  el 
Sr.  Alonso  Martínez  teme  que  el  Sr.  Montero  Ríos  y 
el  Sr.  Romero  Girón  sean  malos  ejecutores  de  la  jus- 
ticia y de  la  magistratura  españolas!  [Risas.) 

Y si  el  Sr.  Alonso  Martínez  no  lo  hace  movido  por 
ese  amor  paternal  que  animaba  al  compañero  de  viaje 
de  Miguel  de  los  Santos,  no  sé  por  qué  lo  hace,  por- 
que lo  que  es  por  el  honor,  seguramente  no  lo  hace 
S.  S.  Tiene  S.  S.  demasiada  perspicacia  para  saber  que 
el  honor  de  esta  jornada,  si  es  que  lo  pretendiera,  que 
estoy  seguro  de  que  no  lo  pretende,  no  es  un  honor 
para  S.  S.,  es  un  honor  para  aquel  eminente  hombre 
público,  para  aquel  elocuente  orador,  para  aquel  ver- 
dadero Poder  en  la  situación  presente  al  que  altos 
respetos  me  vedan  aludir,  y después  para  el  Sr.  Ro- 
mero Girón,  que  ya  no  se  puede  decir  que  es  el  girón 
sino  toda  la  bandera  del  partido  constitucional  en  la 
administración  de  justicia.  (Risas.) 

Después  de  todo,  señores,  mirando  el  asunto  con 
la  seriedad  que  se  requiere,  surgen  aquí  dos  pregun- 
tas: ¿Es  que  esto  que  vamos  á hacer,  lo  podemos  ha- 
cer? ¿Es  que  esto  que  vais  4 hacer,  lo  debeis  hacer? 
Examinemos  primero  la  primera.  Yo  entiendo  que  eso 
que  vamos  á hacer  no  lo  podemos  hacer,  so  pena  de 
hacer  una  reforma  constitucional , so  pena  de  conver- 
tirnos en  Cámara  Constituyente;  y entonces  estaría 
perfectamente  apropiado  el  apodo  de  revolucionarios, 
que  por  una  involuntaria  equivocación  os  di  ayer  en 
el  calor  de  la  improvisación.  Porque  la  verdad  es,  que 
si  lo  que  vamos  á hacer  es  una  reforma  que  cambia 
todo  el  organismo,  todo  el  modo  de  ser,  la  esencia  y la 
existencia  de  la  Constitución  vigente,  si  no  en  la  for- 
ma, en  el  fondo  y en  la  intención,  sois  una  Cámara 
Constituyente;  y una  Cámara  Constituyente,  en  cierto 
modo  bien  merece  el  apodo  de  revolucionaria. 

¿Pero  habéis  pensado  que  la  Constitución  vigente 
no  es  la  Constitución  de  1860?  ¿Habéis  pensado  que 
la  Constitución  vigente  es  la  Constitución  de  1876? 
¿Y  habéis  pensado  las  esenciales  diferencias  que  en  la 
organización  y en  las  relaciones  de  los  Poderes  pú- 
blicos, ó de  las  funciones  públicas  entre  sí,  entrañan 
estas  dos  Constituciones?  En  la  de  1869,  como  nacida 
y arrancada  de  las  doctrinas  de  Montesquieu  y de 
Rousseau,  encarnadas  en  la  revolución  francesa,  que 
han  sido  las  fuentes  donde  han  bebido  todos  nuestros 
modernos  regeneradores,  allí  se  considera  como  un 
Poder  que  comparte  la  soberanía  con  los  demás  de  la 
Nación,  el  Poder  judicial;  y á ese  Poder  judicial  se  le 
reconoce  independiente,  y ese  Poder  judicial  tiene  un 
título  eu  la  Constitución.  ¿Habéis  visto  eso  en  la  Cons- 
titución de  1876?  El  Si\  Alonso  Martínez  que  formó 


parte  importante  de  la  Comisión  de  Constitución  ¿en- 
tendió que  quería  imitar  á aquella  Constitución,  cuan- 
do se  negó  á poner  Poder  judicial,  y puso  simplemente 
Administración  de  justicia?  ¡Ah,  señores!  Es  necesario 
para  comprender  bien  la  trascendencia  de  estas  cosas 
remontarse  un  poco  á los  principios.  Yo  os  suplico  y 
os  imploro  un  poco  de  benévola  atención. 

Desacreditada  está  la  teoría  de  la  división  de  los 
Poderes  de  Montesquieu,  que  no  respondió  más  que  á 
una  abstracción  sin  realidad  en  la  vida,  porque  al  fin 
y al  cabo,  como  decía  el  mismo  Montesquieu  era  ne- 
cesario que  los  Poderes  estuvieran  de  acuerdo  para 
gobernar;  y si  era  necesario  que  estuvieran  de  acuer- 
do, claro  es  que  los  Poderes  no  eran  más  que  suman- 
dos de  un  Poder  total,  y si  habia  un  compromiso,  si 
habia  una  contradicción,  si  habia  una  colisión  entre 
ellos,  entonces,  señores,  claro  es  que  el  Poder  que 
se  sobrepusiera  era  el  verdadero  Poder. 

Así  lo  comprendió  Voitaire  cuando  se  reía  de  Mon- 
tesquieu  diciendo  que  no  habia  escrito  Vesprit  des 
lois  sino  de  Vesprit  sur  les  lois ; así  lo  comprendió  su 
amigo  Heinecius  cuando  se  reia  del  mismo  autor  por 
su  pretensión  de  remediar  con  aquel  sistema  ideal  de 
balancines  y contrapesos  los  males  del  Estado;  así  lo 
comprendió  el  editor  de  las  obras  de  Bentham  cuando 
dijo  que  era  imposible  toda  idea  de  la  ciencia  política 
con  semejante  idea  de  la  división  de  los  Poderes. 

Porque,  señores,  si  la  división  de  los  Poderes  la 
buscáis  como  una  abstracción,  si  la  buscáis  en  la  ver- 
dadera naturaleza  de  las  cosas,  teneis  que  buscarla  en 
•lo  que  es  la  norma,  en  lo  que  es  el  modelo  eterno  de 
todas  las  personalidades  civiles,  en  la  personalidad  hu- 
mana que  no  es  más  que  la  copia,  la  imagen,  la  seme- 
janza de  la  gran  personalidad,  de  la  personalidad  tipo, 
de  la  personalidad  modelo,  de  la  personalidad  divina. 

¿Y  qué  es  la  personalidad  humana?  Buscad  bien 
en  la  naturaleza  de  esa  personalidad  y no  encontra- 
reis más  que  cuatro  operaciones  á que  son  reducti- 
bles  los  cuatro  Poderes  de  toda  personalidad,  y por 
consiguiente,  de  loda  constitución  política,  de  toda 
personalidad  social.  ¿Cuáles  son?  La  primera  es  el 
ser , la  personalidad  es-,  la  segunda  entender , la  perso- 
nalidad entiende ; la  tercera  querer , la  personalidad 
quiere ; y por  ultimo,  la  cuarta  obrar , la  personalidad 
obra.  Pues  trasladad  estas  fuerzas,  trasladad  estos 
actos,  estas  operaciones  á la  personalidad  social,  y 
veréis  en  seguida  que  al  Poder  ser , corresponde  el  Po- 
der  constituyente,  que  constituye  y organiza  la  socie- 
dad, y la  mantiene  y la  conserva.  A la  operación  en- 
tender, corresponde  el  Poder  deliberante,  que  inspeccio- 
na, reclama  y discute  las  necesidades  de  la  sociedad. 
A la  operación  querer , el  Poder  legislativo , que  con- 
fecciona y promulga  las  leyes.  Y al  poder  operar, 
sustituye,  señores,  el  Poder  ejecutivo,  el  Poder  ejecuti- 
vo que  es  el  que  gobierna  las  personas  y el  que  ad- 
ministra las  cosas , el  que  aplica  la  ley,  el  que  ampara 
y defiende  á todos  los  demás  Poderes,  que  los  lleva  á 
la  práctica,  que  los  realiza  finalmente.  Y este  Poder 
ejecutivo  tiene  por  atributos  de  su  propia  naturaleza 
dos  milicias  para  vencer  toda  clase  de  resistencias, 
dos  milicias  que  son  apenas  dos  funciones.  La  prime- 
ra, la  milicia  moral  para  vencer  las  resistencias  mora- 
les, y que  se  llama  magistratura,  que  cuando  hay  coli- 
sión de  derechos  vence  con  el  derecho  civil,  y cuando 
hay  violación  de  derechos  vence  con  el  derecho  crimi- 
nal. La  otra  milicia  es  el  ejército,  para  vencer,  no  los 
obstáculos  morales  que  vence  con  la  magistratura,  sino 
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loíí  obstáculos  materiales  que  solo  se  vencen  y alla- 
nan con  la  fuerza. 

De  modo,  que  eso  que  llamáis  Poder  judicial  y 
que  pretendéis  elevar  A único  Poder , inamovible  é 
irresponsable  además,  y que  pretendéis  poner  por  el 
Jurado  en  manos  de  la  soberanía  popular,  y como  en- 
fronte de  la  autoridad , no  es  ni  siquiera  un  poder , 
¿qué  digo  un  poder , ni  siquiera  es  una  función ; es 
solo  parte  de  una  función , ó mejor,  el  instrumento  para 
ejercerla. 

Por  eso,  enfrente  de  la  verdadera  división  de  po- 
deres ó de  funciones,  basada  en  la  naturaleza  propia 
de  toda  personalidad,  teneis  que  levantar  para  esta- 
blecer el  Jurado , so  pena  de  no  saber  lo  que  hacéis, 
la  teoría  absurda  basada  en  las  abstracciones  fantás- 
ticas de  Montesquieu,  y en  el  naturalismo  anárquico 
de  Rousseau. 

La  anarquía , «gres.  Diputados,  ya  lo  sabéis,  no  es 
solo  un  grito , es  un  sistema.  Es  la  consecuencia  final 
del  naturalismo , que  es  á su  vez  lo  contrario  de  la 
naturaleza  real , que  Dios  imprimió  al  sér  de  todas 
las  cosas;  lo  contrario  al  derecho  natural , que  recono- 
ce en  el  hombre  el  sér  social,  en  la  sociedad  la  auto- 
ridad, y el  gobierno  con  todos  los  títulos  y medios 
pava  hacer  reinar  la  armonía,  la  unidad  dentro  de  la 
variedad,  esto  es,  el  Orden  social. 

Partiendo  del  principio  naturalista  de  que  el  hom- 
bre nace  bueno  y la  sociedad  lo  corrompe,  proclama 
la  destrucción  de  la  sociedad  y la  vuelta  al  estado 
salvaje  como  ideal  de  la  naturaleza,  y funda  la  socie- 
dad, no  en  la  naturaleza  del  hombre,  sino  en  el  pacto 
social , que  no  admite  delegación  ni  elección  ni  man- 
dato, ni  más  gobierno  que  el  de  la  multitud,  ejercién- 
dolo directamente  por  sí,  en  el  seno  de  la  plaza  pú- 
blica. Pero  la  naturaleza  reaccionando  contra  el 
naturalismo,  le  demuestra  la  imposibilidad  de  ese  sis- 
tema con  la  primera  de  las  necesidades,  la  de  comer. 
El  pueblo  soberano  no  puede  trabajar  para  buscarse 
el  sustento,  si  desempeña  directamente  por  sí  las  cons- 
tantes funciones  de  su  soberanía;  pero  el  naturalismo 
reacciona  á su  vez  contestando  con  la  esclavitud  en  la 
antigüedad  y con  el  comunismo  en  la  Edad  Moderna. 

Pero  la  naturaleza  vuelve  á demostrar  lo  imprac- 
ticable de  este  sistema,  esa  naturaleza  puesta  por  Dios 
como  barrera  infranqueable,  como  freno  invencible  á 
todos  los  delirios  de  la  razón  y A todas  las  utopias  de 
la  imaginación  de  los  sofistas  y de  los  sectarios,  y 
entonces,  el  naturalismo , viéndose  precisado  á transi- 
gir, se  dirige  á la  multitud  y le  dice:  «tu  eres  Rey, 
pero  son  muchas  lus  cabezas  para  poderlas  ceñir  con 
el  aro  de  una  corona;  tu  eres  Rey,  pero  son  muy  nu- 
merosas tus  manos  para  empuñar  un  solo  cetro;  delega, 
trasmite  tu  poder,  el  ejercicio  tan  solo  de  tu  poder  á 
tus  mandatarios  revocables,  y asi  por  una  fictio  juris 
mas,  el  pueblo  soberano,  incapaz  de  gobernar  por  si 
mismo,  delega,  mediante  el  sufragio  universal  (que, 
aunque  no  lo  creáis,  es  la  ¡suprema  voluntad  del  pue- 
blo!), delega  su  autoridad  á un  magistrado,  Rey  ó Pre- 
sidente de  República,  funcionarios  públicos  nada  más 
encargados  de  ejecutar  sus  voluntades. 

Pero  como  el  naturalismo , que  esto  dice  tiene  su 
naturaleza  también,  apenas,  impuesto  por  la  necesi- 
dad, crea  una  sombra  de  gobierno,  el  principio  que 
late  en  su  seno  reacciona  y brota  la  desconfianza  liá- 
cia  su  propia  hechura,  lulcia  el  delegado  revocable 
de  su  poder,  y apenas  ha  puesto  en  sus  manos  con 
la  magistratura  y el  ejército , la  espada  moral  y mate- 


rial para  hacer  efectiva  la  ley,  que  es  su  voluntad 
exclusiva,  desconfía  de  ese  Gobierno  mismo  y trata 
de  recoger  las  dos  espadas  que  le  entregó,  por  inca- 
pacidad de  sostenerlas  y de  esgrimirlas  con  su  mano, 
y crea  contra  el  ejército  la  Milicia  Nacional , y contra 
la  magistratura , el  Jurado. 

Por  eso,  señores,  no  es  una  agudeza  de  sutilísimo 
ingenio,  no  era  solo  una  broma  de  su  festiva  musa, 
aquella  magnífica  impugnación  del  Jurado  del  señor 
D.  Manuel  Silvela  en  el  Senado,  cuando  llamaba  A los 
jurados  los  milicianos  del  derecho ; por  eso  no  era  tam- 
poco un  recuerdo  extraño  el  que  traía  aquí  el  otro 
dia  nuestro  elocuente  amigo  el  Sr.  D.  Lorenzo  Do- 
mínguez, cuando  hacía  pasar  alegremente  ante  la 
memoria  del  Sr.  Sagasta  aquellos  recuerdos  lieróicos 
del  morrión  de  la  Milicia  Nacional;  y por  eso,  cuando 
decía  á S.  S.,  ¡ali,  Sr.  Sagasta!  S.  S.,  que  ha  tenido  el 
mérito  y el  valor,  que  yo  le  envidio  y le  aplaudo,  de 
haber  podido  arrancar  del  seno  de  su  corazón  aquel 
morrión  tan  querido,  ¿por  qué  no  se  arranca  también 
esa  otra  institución  del  Jurado,  que  no  arranca  de 
las  entrañas  del  partido  progresista,  que  solo  lo  que- 
ría para  los  delitos  de  imprenta,  y que  es  un  ingerto 
que  han  ingerido  en  su  corazón  las  malas  artes  de  la 
democracia? 

¿Y  qué  sucede,  señores?  Lo  que  tenía  que  suce- 
der. En  esta  lucha  del  naturalismo  contra  la  natura- 
leza, el  naturalismo  vuelve  á hacer  de  las  suyas;  y 
cuenta,  señores,  que  estas  ideas,  que  algunos  pueden 
tachar  de  reaccionarias,  no  solamente  están  deduci- 
das con  ia  lógica  y con  la  observación  del  seno  pro- 
pio de  las  instituciones,  sino  que  cuentan  con  auto- 
ridades muy  respetables  en  su  abono,  como  la  auto- 
ridad de  Robespierre,  que  al  defender  el  Jurado  en 
plena  revolución  francesa,  pedia  al  lado  del  sufragio 
universal  contra  la  Monarquía , y la  Milicia  Nacional 
contra  el  ejército  del  Rey,  el  Jurado  moclpmo  revo- 
lucionario contra  la  magistratura  tradicional  de  la 
antigua  Francia  cristiana. 

Pues  bien,  ¿qué  es  lo  que  sucede?  Lo  que  sucede, 
señores,  es  que  este  arma  que  el  pueblo  quiere  rete- 
ner y que  se  escapa  de  sus  manos,  obedece  á su  na- 
turaleza también,  y así  como  la  Milicia  Nacional  que 
cuando  empieza  es  la  partida  de  la  porra,  se  trueca 
luego  en  perpétuo  motín  contra  el  Gobierno  que  la 
capitanea,  así  el  Jurado,  que  en  los  primeros  momen- 
tos realiza  los  crímenes  de  la  época  del  Terror , des- 
pués viene  á ser  la  impunidad  para  los  criminales  y 
el  despotismo  y el  miedo  para  ios  ciudadanos  honra- 
dos. Esto  sucede  cu  la  historia. 

Hasta  que  por  propia  ley  de  la  naturaleza  viene  la 
reacción,  la  anarquía  trae  en  pos  de  sí  el  despotismo , 
y aparece  un  Napoleón,  que  unas  veces  destruye  el  es- 
tado revolucionario  y otras  se  complace  en  dorar  las 
costuras  de  las  libreas  de  los  tribunos  republicanos 
para  convertirlos,  según  su  propia  frase,  eu  lacayos 
déla  Monarquía;  y,  cuando  se  encuentra  con  el  Jura- 
do, no  lo  destroza,  lo  prostituye,  no  lo  destruye,  lo 
mixtifica,  lo  militariza,  lo  envuelve  eu  su  manto  im- 
perial, deja  caer  sobre  él  el  peso  de  su  espacia  y se 
sirve  de  él  como  de  inmejorable  instrumento  en  con- 
tra de  la  libertad  y á favor  de  la  tiranía. 

Y por  eso  combato  yo  con  temor  el  Jurado,  por- 
que, al  fin  y al  cabo,  en  contra  de  la  Milicia  Nacio- 
nal ha  habido  siempre  el  remedio  del  ejército  que 
la  desarma;  y si  yo  tuviera  la  seguridad  de  que  la 
magistratura,  obedeciendo  á su  propio  impulso,  ha- 
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bia  de  empuñar  las  armas  para  tomar  la  Bastilla  del 
Jurado,  i qué  tranquilo  estaría*  porque  claro  es  que  no 
se  habría  de  defender  ningún  Jurado,  puesto  que  to- 
dos estarían  deseando  ver  levantado  sobre  la  Bastilla 
de  la  justicia  la  bandera  de  su  propio  señor. 

Pero  aquí  no  sucede  eso,  y el  Jurado,  en  manos 
del  despotismo , es,  como  el  sufragio  universal , una  mix- 
tificación vergonzosa,  ó es,  en  manos  de  la  anarquía, 
el  salvoconducto  de  la  impunidad,  la  autorización  del 
delito,  el  visto  bueno  puesto  por  la  conciencia  pública 
al  crimen,  el  desorden  erigido  en  ley,  que  es  el  bello 
ideal  de  la  anarquía ; de  eso  sistema  que  empieza  de- 
clarando al  hombre  bueno  para  concluir  lógicamente 
que  Dios  es  el  mal . 

jEl  hombre  soberano!  Así  nos  lo  dice  la  revolu- 
ción, esa  revolución  que  con  la  mano  de  la  impiedad 
nos  despoja  de  la  diadema  de  hijos  y herederos  de 
Dios  para  hacernos  descendientes  de  los  más  viles 
animales,  y que  con  la  mano  de  la  igualdad  nos  arran- 
ca nuestras  paternales  autoridades  para  darnos  una 
soberanía  irrisoria,  simbolizada  en  un  cetro  de  caña  y 
en  una  corona  de  espinas. 

jOh,  soberanos,  sí!  Somos  soberanos;  así  nos  lo  dice 
la  revolución  por  boca  de  lodos  sus  apóstoles;  pero  en 
realidad,  no  hay  esclavo  más  opreso  que  el  soberano 
del  sufragio  universal , de  la  Mi  icia  Nacional  y del  Ju- 
rado; y ya  que  hemos  acabado  con  la  Milicia  Nacio- 
nal, apunta  por  ahí  el  servicio  obligatorio. 

La  verdad  es  que  todos  los  dias  nos  estamos  oyen- 
do llamar  soberanos,  y aunque  nosotros  lo  escucha- 
mos con  sonrisa,  porque,  por  más  que  muchas  veces 
nos  duela,  al  fin  y al  cabo  podemos  pasar  con  la  car- 
ga de  la  soberanía,  nos  extremecemos  de  horror  pen- 
sando en  los  ciudadanos  españoles  que  pueblan  nues- 
Lros  campos  ó habitan  los  barrios  miserables  de  nues- 
tras populosas  ciudades. 

¡Ah!  decid  al  pobre  que  cuando  se  levanta  tiene 
que  pedir  á Dios  el  pan  nuestro  de  cada  dia  y tiene 
que  buscarlo  después;  decidle  cuando  va  á buscar  ese 
pedazo  de  pan  para  sostener  á su  atribulada  esposa  y 
á sus  inocen  Les  hijos,  que  es  soberano , que  en  virtud 
de  esa  soberanía  tiene  que  entregar  forzosamente  sus 
hijos,  primero  á la  escuela  laica,  después  á la  Milicia 
Nacional  ó al  servicio  obligatorio , y además,  porque  se 
trata  de  un  precioso  derecho , tiene  él  que  ir  á juzgar 
á los  criminales  exponiéndose  á las  represalias  en  un 
país  donde  no  hay  cárceles  ni  policía,  y vereis  con 
qué  elocuencia  os  contesta  lo  que  dccia  vuestro  Po- 
sada Herrera:  «¿qué  pedazo  de  pan  me  dais  con  esos 
derechos?»  Vereis  como  os  dice:  la  soberanía  es  una 
gran  cosa  para  los  que  al  amparo  de  ella  son  delega- 
dos mios,  y en  nombre  de  ella  se  colocan  por  encima 
de  todas  las  obligaciones  y de  todas  las  leyes;  pero, 
¿en  qué  conozco  yo  esas  revelaciones  de  la  concien- 
cia moderna  y de  la  revolución  universal,  si  cuando 
voy  á tocar  esa  soberanía  que  me  pintan  los  tribunos 
y los  sofistas,  me  encuentro  con  la  mano  inflexible  de 
la  ley  que  me  ahoga  más  y más,  que  me  oprime  con 
las  cadenas  de  sus  múltiples  tiranías? 

¡Ah,  sí!  También,  es  verdad,  también  para  el  ser- 
vicio militar  obligatorio  se  invocan  esos  argumentos 
que  se  presentan  en  defensa  del  Jurado.  También  se 
habla,  así  como  de  la  integridad  y de  la  capacidad  de 
los  jurados , del  valor  del  recluta  bisoño , al  lado  de  la 
cobardía  del  veterano ; y yo  cuando  oigo  con  asombro 
hacer  semejantes  afirmaciones,  paréceme  que  veo  cer- 
nirse sobre  Europa  la  amenaza  de  la  guerra,  y la  veo 


estallar,  y recuerdo  que  cuando  cayeron  uno  á uno 
barridos  por  el  plomo  los  soldados  de  Crimea  y de 
Argel,  la  guardia  móvil  francesa,  el  soldado  bisoño  sí 
acostaba  cobardemente  en  el  suelo,  como  un  verda- 
dero jurado  militar,  mientras  que  el  huracán  de  hie- 
rro, que  pasaba  bramando  sobre  su  cabeza,  barría  la 
magistratura  del  valor , los  oficiales  veteranos  del  ejér- 
cito francés.  [Aplausos  en  la  minoría  conser  vadoi'a.) 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Aprovecho,  Sr.  Diputado, 
este  momento  de  descanso  para  llamar  la  atención  de 
S.  S.  acerca  del  tema  que  empezaba  á examinar. 

Es  tanto  el  deleite,  literario  naturalmente,  que  en 
mí  produce  la  incomparable  elocuencia  del  Sr.  Dipu- 
tado, que  á veces  me  embarga,  y temo  que  en  este 
momento  me  haya  embargado  hasta  el  punto  de  ol- 
vidar un  tanto  mis  deberes,  cuyo  cumplimiento  nun- 
ca ha  sido  Lan  penoso  para  mí  como  lo  es  en  este 
momento.  Estamos  discutiendo  el  J-urado,  y una  ex- 
cursión sobre  otras  materias,  cuya  analogía  con  el 
Jurado,  por  difícil  que  sea  establecerla,  es  fácil  para 
el  esclarecido  talento  de  S.  S.,  puede  ser  lícita;  pero 
entrar  á fondo  á atacar  un  proyecto  cuya  discusión 
ha  de  llegar,  ya  no  me  parece  tan  correcto,  y ruego 
á 8.  S.  que  si,  así  lo  parece,  deje  para  esa  oportuni- 
dad el  continuar  demostrando  la  necesidad  de  excluir 
del  servicio  militar  á las  clases  menesterosas.  [Gran- 
des aplausos.) 

Perdone  S.  8.  esta  interrupción. 

El  Sr.  PIDAL  Y MON  (D.  Alejandro):  Gomo  S.  S. 
me  ha  vedado  entrar  en  la  discusión  de  eso,  no  puedo 
contestar  á S.  S.  haciéndole  ver  la  analogía  que  guar- 
da el  servicio  del  Jurado  con  la  tiranía  de  la  ley  del 
servicio  militar  obligatorio;  pero  aparte  de  esta  obe- 
diencia que  me  impide  contestar  á esa  observación 
tan  aplaudida,  por  lo  que  tiene  de  obligación  por  todos 
los  partidarios  de  la  libertad;  aparte  de  esta  obedien- 
cia que  yo,  enemigo  de  las  obligaciones  innecesarias , 
practico,  réstame  decir  á 8.  8.  que  ya  he  acabado  de 
hablar  del  servicio  obligatorio,  y que  cuando  de  él  ha- 
blé lo  hacía  en  hipótesis,  en  principio  y solo  como  una 
alusión  de  estas  tan  naturales  y corrientes  que,  aun- 
que yo  no  la  hiciera  con  los  labios,  estaría  en  la  ca- 
beza y en  el  corazón  de  todos  los  señores  que  me  es- 
cuchan, enlazando  el  servicio  obligatorio^  el  Jurado , no 
solo  por  lo  que  tienen  de  obligación , sino  por  lo  que 
tienen  de  común  en  ostentar  la  incapacidad  como  el 
más  glorioso  de  sus  Lí Lulos.  Es  lo  único  que  me  he 
permitido  hacer,  y ya  siento  mucho  habérmelo  per- 
mitido; aunque  por  otra  parle  me  alegro,  porque  así 
he  tenido  ocasión  de  oir  la  elocuente  voz  del  Sr.  Pre- 
sidente. ( Muy  bien  en  la  minoría  conservadora.) 

El  Sr.  PRESIDENTE:  No  lo  sienta  S.  S.  Lo  lia 
dicho  S.  S.  tan  bien,  que  no  podría  la  Cámara  acom- 
pañarle en  ese  sentimiento. 

El  Sr.  PIDAL  Y MON  (D.  Alejandro):  Por  lo  que 
hace  al  argumento,  lo  tendré  en  cuenta,  Sr.  Presi- 
dente, para  contestarlo  cuando  se  discuta  el  servicio 
obligatorio,  y eutonces  verá  el  Sr.  Presidente  como 
ese  argumento  elocuente,  ¿cómo  no  había  de  serlo  ha- 
ciéndolo S.  S.?  es  un  argumento  que,  con  respeto  sea 
dicho,  tiene  el  mismo  valor  que  los  argumentos  que 
S.  S.  no  dejaría  de  hacer  en  beneficio  del  Jurado  si  se 
estuviera  discutiendo  el  servicio  obligatorio. 

No  creo  incurrir  dentro  de  la  jurisprudencia  que 
establece  la  advertencia  del  Sr.  Presidente,  al  ocupar- 
me de  una  porción  de  cuestiones  que  forman  el  me- 
I dio  ambiente  social  donde  ha  de  ejercer  sus  funcio- 
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lies  el  Jurado;  cuestiones  de  las  que  me  he  de  ocupar, 
aunque  hreve  6 iucidentalmcnte,  en  lo  que  se  relacio- 
nan con  la  institución  que  estamos  discutiendo. 

Creo  que  me  es  lícito  preguntar  al  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia:  ¿cuándo  va  á traer  S.  S.  ese  pro- 
yecto» que,  como  os  acabo  de  demostrar,  es  la  viola- 
ción terminante  de  la  Constitución  de  1876,  de  la 
Constitución  interna  é histórica  y nacional  y la  cons- 
titución ilegal  de  la  Constitución  del  76  por  la  Consti- 
tución del  69?  ¿Cuándo  vais  á plantear,  señores  del  Go- 
bierno y señores  de  la  mayoría,  el  Jurado?  jEn  qué 
ocasión  más  inoportuna  vais  á hacerlo!  Por  lo  que  toca 
á la  institución  jurídica,  no  cabe  ocasión  más  in- 
oportuna en  Europa,  porque  es  el  momento  en  que  el 
Jurado  flaquea,  se  modifica  ó se  desacredita  en  casi 
todas  las  Naciones  europeas.  Si  vais  á Tuglaterra  encon- 
trareis, no  solo  autorizadas  revistas  que  claman  contra 
su  existencia  y contra  los  vicios  de  su  propia  consti- 
tución, sino  que  encontrareis  proyectos  de  ley  que  se 
presentan  al  ParlamenLo,  en  que  se  pide  su  profunda, 
su  esencial  modificación  y hasta  su  destrucción  com- 
pleta. Allí  mismo  en  los  momentos  presentes  se  sus- 
pende, porque  es  inaplicable  en  el  estado  actual  de  la 
Irlanda.  En  Irlanda,  señores,  donde  únicamente  se  con- 
cibe el  Jurado  por  la  división  de  vencedores  y vencidos, 
allí  mismo,  la  propia  Inglaterra  se  lia  visto  forzada 
á suspenderle.  Y aquí  quiero  prevenir  un  argumento. 

¡Ah,  señores!  Se  dirá  quizás  que  hay  que  suspen- 
der el  Jurado  en  Irlanda  por  la  eterna  disculpa  de 
todas  vuestras  inconsecuencias,  por  las  circunstancias 
excepcionales.  Pues  qué,  si  el  Jurado  fuera  la  admi- 
nistración de  justicia,  ¿hay  alguna  vez  que  suspender 
la  administración  de  justicia  en  el  inundo?  Tal  vez 
partidos  conservadores  pudieran  sostener  con  alguna 
lógica  este  aserto;  pero  los  partidos  liberales,  ¿por 
dónde?  Porque  no  ya  mirándoos  á vosotros,  sino  á los 
verdaderos  mantenedores  del  Jurado,  según  decia  el 
Sr.  Alonso  Martínez  á los  más  entendidos  mantene- 
dores del  Jurado,  que  son  los  anarquistas,  y miran- 
do, no  ya  á los  anarquistas  de  profesión,  sino  á los 
republicanos  federales,  ¿no  han  estado  diciendo  siem- 
pre que  no  solo  la  suspensión  de  la  administración 
de  justicia,  sino  hasta  la  suspensión  de  las  garantías 
políticas  es  innecesaria,  porque  los  males  de  la  liber- 
tad se  curan  y se  remedian  con  los  beneficios  de  la 
libertad  misma? 

¿Y  cuándo  lo  vais  á establecer?  Cuando  en  Portu- 
gal, si  no  se  suspende,  se  mixtifica  de  tal  modo,  que 
acaba  de  dar  Lugar  á un  espectáculo  curiosísimo.  Sa- 
béis la  licencia  espantosa  de  la  prensa  portuguesa 
cuando  se  trata  de  la  persona  del  Rey.  ¿Y  sabéis  por 
qué  había  esa  licencia?  Porque  el  Jurado  absolvía  á to- 
dos los  periodistas.  ¿Qué  se  hizo,  ‘señores,  cuando  la 
última  modificación  del  Jurado?  Notadlo  bien,  que 
encierra  mucha  enseñanza;  ¿qué  se  hizo?  Se  rebajó 
del  cuadro  de  los  delitos  en  que  figuran  los  ataques 
á la  Monarquía;  se  rebajó  la  pena  en  la  reforma  del 
Código  penal,  y como  se  rebajó,  claro  está  que  la  ló- 
gica supone  que  el  Rey  quedó  más  indefenso.  Pues 
no,  señores,  se  rebajó  para  quitarla,  para  sustraerla 
á la  jurisdicción  dei  Jurado  y llevarla  al  de  la  policía 
correccional;  y,  cosa  extraña,  aquel  atentado  contra 
la  Monarquía,  que  debía  haber  sido  censurado  por  los 
monárquicos  y aplaudido  por  los  republicanos,  filó 
muy  aplaudido  por  los  primeros,  y muy  censurado 
por  los  últimos;  tanta  es  la  fe  que  por  una  y otra  parte 
inspira  esa  suprema  institución. 


Mientras  esto  pasa  en  Portugal,  ¿qué  sucede  en 
Francia?  ¡Ah,  señores!  renuncio,  porque  ya  he  abusa- 
do muchísimo  de  vuestra  atención  y no  quiero  abu- 
sar ya  más  tiempo  de  ella;  renuncio  á daros  un  sucinto 
extracto  de  lo  que  forma  la  jurisprudencia  del  absurdo , 
que  es  la  jurisprudencia  original,  si  jurisprudencia 
puede  llamarse  á los  contradictorios  veredictos  del  Ju- 
rado. Yo  demostraría  lo  que  es  el  Jurado  francés  por 
sus  famosos  veredictos,  recogidos  por  mí  en  los  libros 
de  sus  apologistas  más  salientes;  ¿pero  para  qué  os  lo  he 
ele  decir,  si  sobre  esos  veredictos  ha  dicho  ya  un  escritor 
su  última  palabra?  Después  de  la  jurisprudencia  que 
viene  sentando  el  Jurado  francés  en  los  delitos  contra 
la  vida  de  los  ciudadanos,  la  única,  la  suprema  salva- 
guardia, la  gran  defensa  del  ciudadano  es,  señores,  ti- 
rar el  primero.  Desde  el  momento  en  que  el  inocente 
ó el  criminal  hayan  disparado  su  arma,  hayan  reali- 
zado su  derecho,  hayan  verificado  su  alevosía,  su  ase- 
sinato, su  defensa  ó su  traición,  ya  pueden  estar  se- 
guros; la  jurisprudencia  del  Jurado  francés  lcs'da  la 
razón  y les  asegura  la  impunidad.  (Pausa.) 

Estaba  buscando  un  texto  para  probaros  otra  in- 
oportunidad del  momento  en  que  establecéis  el  Jura- 
do, y en  vez  de  hacerlo  con  mi  premiosa  palabra,  ha- 
cerlo con  las  de  un  jurisconsulto  eminente,  á quien 
vosotros  tal  vez  solo  conocéis  bajo  suaspecto  financiero. 

Iba  á deciros  que  vais  á restablecer  el  Jurado,  pre- 
cisamente cuando  todos  los  progresos  de  la  ciencia 
penal  están  pidiendo  que  se  eche  abajo  el  Jurado  y 
que  se  ponga  el  juicio  por  magistrados,  y no  sola- 
mente por  magistrados  que  entiendan  en  los  juicios 
civiles  y criminales,  sino  por  magistrados  que  hayan 
salido  de  una  carrera  especial,  de  un  colegio  especial, 
y que  hayan  hecho  un  estudio  especialista  también  de 
este  dificilísimo  ramo  dei  Derecho,  del  Derecho  penal. 
Y cuando  esto  piden  hoy  las  voces  más  autorizadas  de 
la  ciencia,  cuando  eslo  pide,  no  solo  la  escuela  expe- 
rimental, que  se  levanta,  señores,  ¡olí  justicia  y provi- 
dencia de  Dios!  á hacer  indirectamente  la  apología  do 
todos  los  grandes  principios,  al  mismo  tiempo  que  los 
ataca  directamente  con  furor,  sin  darse  cuenta  de  lo 
que  hace  en  su  ensañamiento  con  ellos,  esta  escuela 
que,  al  mismo  tiempo  que  combate  todos  los  funda- 
mentos del  derecho  penal,  buscando  en  los  caracteres 
somáticos  del  acusado  su  culpabilidad  ó inocencia;  cla- 
ma también  contra  ci  Jurado,  si  no  la  escuela  correc- 
cionalistá,  la  escuela  espiritualista,  la  cual  representa 
ó quiere  representar,  y á mi  juicio,  representa  con 
exageración  el  espíritu  cristiano  en  el  fundamento  do 
la  pena,  en  el  mismo  derecho  penal,  y que  se  opone 
al  Jurado  también. 

Y no  solamente  claman  contra  esa  institución  los 
grandes  tratadistas  de  ambas  escuelas,  sino  que,  cómo 
he  dicho,  la  censura  también,  poniéndole  en  oposición 
con  lodos  los  progresos  de  la  ciencia  penal,  de  modo 
que  nadie  podría  hacerlo  mejor,  en  un  luminoso  estu- 
dio, nuestro  compañero  el  Sr.  Cos-Gayon,  que  dice: 

«Lejos  do  oponerme  á los  progresos  aconsejados 
por  la  experiencia  y por  el  desarrollo  de  las  doctrinas 
científicas,  lo  que  principalmente  me  mueve  á censu- 
rar el  Jurado  es  verle  atravesado  en  el  camino  de  to- 
das las  mejoras.  Y me  asombra  que  sus  defensores  no 
noten  las  contradicciones  en  que  á cada  momento  in- 
curren por  ese  motivo.  Reclaman  que  se  establezca 
sobre  bases  muy  sólidas  la  inamovilidael  judicial,  y al 
mismo  tiempo  quieren  entregar  la  decisión  de  ios 
procesos  á la  movilidad  suma.  Pidón,  con  no  monos 
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ahinco,  que  se  exija  severamente  la  responsabilidad 
de  los  jueces  por  sus  sentencias,  y llaman  á jueces 
irresponsables  á pronunciar  veredictos,  de  que  las 
sentencias  dependen  en  términos  inexcusables  y pre- 
cisos. Guando  la  instancia  única  y el  recurso  de  casa- 
ción son  universaimente  admitidos  como  las  mejores 
formas  del  proceso  penal,  pretenden  disminuir  las  ga- 
rantías de  ciencia  y de  experiencia  en  los  que  han  de 
fallar  sin  apelación,  y proclaman  la  conveniencia  de 
los  veredictos,  contra  losque  el  recurso  de  casación  no 
es  posible.  Cuando  se  exige  como  una  prenda  y un  es- 
tímulo de  acierto  que  las  sentencias  sean  razonadas, 
dan  ¿jueces  imperitos  el  derecho,  no  solo  de  no  ra- 
zonar sus  veredictos,  sino  también  de  no  atender  á 
razones  para  pronunciarlos,  y de  no  seguir  más  que 
sus  impresiones.  Guando  se  procura  la  unidad  de  la 
jurisprudencia  en  toda  la  Nación,  promueven  un  mé- 
todo en  que  cada  uno  de  los  casos  que  ocurren  se  re- 
suelve con  entera  separación  de  todos  los  anterior- 
mente resueltos.  Cuando  todos  consideramos  como  un 
gran  bien  todo  lo  que  contribuya  á la  rapidez  de  la 
administración  de  justicia,  sustituyen  la  continuidad 
de  los  trabajos  de  los  tribunales  diarios  con  las  inter- 
mitencias trimestrales  del  Jurado.  Cuando  se  hace 
cada  dia  más  científica  la  apreciación  de  las  pruebas, 
separan  de  su  apreciación  á los  que  han  estudiado  y 
cultivado  la  ciencia.  Cuando  las  insaculaciones,  prác- 
tica muy  usada  en  el  antiguo  régimen,  están  des- 
echadas de  todas  las  operaciones  de  la  vida  política  y 
administrativa,  las  restablecen  páralos  actos  judicia- 
les en  que  se  ha  de  decidir  sobre  la  vida,  la  fortuna, 
la  libertad  y el  honor  de  los  ciudadanos.  Cuando  para 
asegurar  la  imparcialidad  en  las  providencias  de  toda 
clase,  se  prohíbe  que  puedan  ejercerse  funciones  judi- 
ciales y administrativas  en  los  pueblos  ó en  las  pro- 
vincias en  que  se  haya  nacido,  ó en  que  se  tenga  fa- 
milia ó bienes  de  fortuna,  entregan  los  asuntos  de 
mayor  gravedad  á los  vecinos,  á los  que  están  impre- 
sionados por  peligros  que  les  tocan  de  cerca  ó deben 
temer  que  pronto  (3  tardo  vuelvan  á vivir  entre  ellos 
los  que  se  hallan  sometidos  á su  irresponsable  fallo. 

Hasta  las  mismas  utopias  de  las  escuelas  más  ra- 
dicales, que  son  también  las  que  más  calurosamente 
defienden  el  Jurado,  encuentran  en  éste  tropiezos  in- 
superables. ¿Cómo  concillan  los  discípulos  de  Boeder 
la  sumisión  de  las  sentencias  do  los  jueces  de  profe- 
sión á ios  veredictos  del  Jurado,  con  su  teoría  de  que 
el  culpable  no  sea  condenado  por  determinado  tiempo 
á una  pena,  y que  la  duración  de  ésta  quede  á arbi- 
trio del  juez  de  profesión,  que  la  haga  cesar  cuando 
crea  oportuno,  volviendo  á depositar  en  él  las  leyes  su 
omnímoda  confianza?  ¿Cómo  combinan  sus  exagerados 
principios  sobre  que  la  cerLeza  de  la  pena  ha  de  ser 
el  objeto  principalísimo  y predominante  de  la  admi- 
nistración de  justicia,  con  un  sistema  en  que  los  jue- 
ces son  escogidos  como  los  números  de  la  lotería  para 
los  premios,  y en  que  un  empate  de  votos,  que  tratan 
casi  siempre  de  si  se  ha  de  imponer,  por  lo  menos, 
doce  anos  de  privación  de  la  libertad  á un  individuo, 
se  decide  también  por  el  azar  del  sorteo,  que  equiva- 
le exactamente  á jugar  a cara  ó cruz  si  un  individuo 
lia  de  subir  ai  patíbulo  ó á de  arrastrar  una  cadena 
por  quince  ó por  treinta  años?» 

¿Y  cuándo  la  vais  á establecer?  Guando  la  escuela 
radical,  que  es  la  defensora  del  Jurado,  vacila  y se 
arruina  ya  á los  encontrados  golpes  de  la  escuela 
metafísica  é histórica  tradicional  y á los  de  la  escuela 


experimental  moderna;  cuando  la  ciencia  jurídica  ne- 
cesita todo  el  auxilio  de  la  antigua  filosofía  para  de- 
fender el  honor  moral  de  la  humanidad  de  las  invasio- 
nes de  la  animalidad  creciente;  cuando  la  escuela 
antropológica  criminal  se  presenta  audaz,  avasalladora, 
imponente,  llamando  al  derecho  penal  la  ciencia  natu- 
ral del  delito,  al  delito  la  manifestación  morbosa  de 
ciertos  caraotéres  orgánicos,  buscando  la  embriología 
del  crimen  en  taspitos  cazadoras  de  insectos,  en  los 
animales  que  se  devoran  como  el  pez  chico  al  grande 
y como  el  lobo  al  cordero;  fundando  la  culpabilidad, 
no  en  la  intención  del  sujeto  ni  en  la  transgresión  del 
órden  moral,  sino  simplemente  en  el  daño,  en  la  temí- 
bilidad , como  pudiera  hacerse  con  tigres  y basando 
la  pena,  no  en  la  espiacion , ni  en  la  ejemplaridad , ni 
en  el  escarmiento , ni  en  la  corrección , ni  en  la  defensa 
social , sino  en  la  eliminación  de  los  séres  poco  adap- 
tables al  j medio  social  contemporáneo  del  estado  actual 
ne  la  evolución  inmanente. 

Y cuando  el  mal  se  presenta  tan  amenazador  que 
hasta  vuestro  amigo  político  Letamendi,  el  sábio  mé- 
dico y filósofo  Letamendi,  á quien  no  tachareis  de  ma- 
terialista, se  levanta  en  el  seno  mismo  de  esa  mayoría 
á pediros  que  deis  entrada  en  la  legislación  penal,  en 
las  Comisiones  que  elaboran  los  Códigos,  en  los  jui- 
cios y en  las  penas  al  elemento  médico;  cuando  os 
pide  la  creación  de  un  Cuerpo  de  peritos  judiciales  y 
de  médicos  asesores  del  Ministerio  fiscal , poraue  como 
dice  con  su  gráfica  elocuencia  el  Sr.  Letamendi:  hay 
un  abismo]  al  borde  de  acá  están  los  médicos  y al  bor- 
de de  allá  los  juristas , y no  tienen  modo  de  entender- 
se. Y ¿qué  queréis  los  amigos  del  Sr.  Letamendi?  ¿Qué 
quiere  el  Gobierno?  ¿Qué  quiere  el  Sr.  Letamendi  mis- 
mo? ¿Rellenar  ese  abismo  que  según  él  no  puede  sal- 
var el  jurisperito  por  deficiencia  científica]  rellenar  ese 
abismo  que  hay  entre  la  ciencia  de  los  médicos  y la 
ciencia  de  los  juristas  con  la  ignorancia  de  los  Jurados ? 

¡Ah,  señores!  El  Sr.  Letamendi  pide  el  Jurado 
también,  es  verdad,  pero  lo  pide  en  virtud  de  la  mis- 
ma necesidad  que  le  obliga  á traerlo  al  Sr.  Alonso 
Martínez,  el  ministerialismo  impone  al  Sr.  Letamendi 
el  mismo  trabajo  de  Sísifo  que  impone  al  Sr.  Alonso* 
Martínez  la  cartera  de  Gracia  y Justicia. 

¿Lo  queréis  ver?  Pues  oídlo.  Me  lo  habéis  de  per- 
donar, que  yo  estoy  seguro  de  que  habéis  de  gozar  á 
pesar  de  vuestros  inesperados  amores  á esta  institu- 
ción, con  la  definición  del  Jurado  que  ha  dado  el  gran 
médico  y filósofo  Letamendi,  y que  dice  así:  «Él  Ju - 
i'ado  es  la  aplicación  de  la  curandería  A las  cosas  de 
justicia .»  (Grandes  risas.)  Es  verdad  que  añade  en  se- 
guida: «en  merecido  castigo  á las  demasías  de  la  gente 
de  toga.  Acéptolo  (como  quien  diría  me  resigno)  no  como 
cosa  buena , sino  como  mal  menor  que  nos  libre  de  un 
mal  mayor.))  ¿Qué  os  parece...?  Tal  es  su  definición 
del  Jurado;  pero  sometiendo  esta  definición  á un  cri- 
terio lógico,  lo  que  resulta  para  el  Sr.  Letamendi  es, 
que  el  Jurado  es  una  awandería  y un  castigo  fundados 
en  el  ódio  á la  magistratura.  Pero  ahora  le  pregunta- 
rla yo  al  Sr.  Letamendi,  si  estuviera  aquí:  «¿Aceptarla 
S.  S.  que  en  castigo  de  las  demasías  de  la  medicina, 
harto  más  notorias  que  las  de  la  toga,  viniese  un  cu- 
randero á despojarle  de  sus  clientes,  de  su  cátedra  y 
de  sus  discípulos?» 

Mientras  que  el  Sr.  Letamendi  responde  á esa  pre- 
gunta, que  quiera  Dios  que  no  responda  nunca,  y no 
porque  le  falte  la  vida,  sino  porque  no  llegue  la  oca- 
sión, permitidme  que  para  entonces  invoque  también 
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su  testimonio,  y me  asombre  de  que  precisamente 
vayáis  á restablecer  el  Jurado,  no  solo  cuando  todo  el 
mundo  pide  ya  su  desaparición,  sino  cuando  más  for- 
midables se  presentan  esos  problemas,  no  ya  ante  los 
principios  metafísicas,  sino  ante  las  experiencias  de  la 
ciencia  contemporánea. 

Pues  qué,  ¿el  problema  de  la  responsabilidad  que 
arranca  de  la  libertad,  que  entraña  la  voluntad  y que 
radica  en  la  inteligencia,  es  un  problema  tan  pasado 
en  autoridad  de  cosa  juzgada  como  lo  estaba  en  aque- 
llos tiempos  en  que  el  cristianismo  imperaba  en  el 
mundo  como  señor  absoluto  de  las  conciencias?  Pues 
qué,  ¿no  vemos  hoy  ese  principio  negado  y combati- 
do en  las  cátedras  de  los  solistas,  en  los  labios  de  los 
tribunos,  en  el  papel  que  se  reparte  por  las  calles,  en 
la  escuela  de  los  niños,  en  donde  quiera  que  hay  un 
germen  de  propaganda  y un  medio  de  difusión  de  los 
conocimientos  científicos?  Pues  qué  hoy  mismo,  seño- 
res, de  mí  no  podéis  temer;  yo  no  soy  materialista;  yo 
soy  espiritualista;  yo,  ante  todo  y sobre  todo,  tengo 
fe  en  la  libertad;  es  un  hecho  de  conciencia  que  siento 
palpitar  dentro  de  mí,  y si  todo  el  universo  cayese 
sobre  mí  para  destruir  mi  fe,  yo  moriría  aplastado, 
poro  entonando  un  himno  á la  libertad  humana,  imá- 
nen y semejanza  de  la  de  Dios;  yo  sé  que  la  libertad  no 
puede  perecer,  porque  es  obra  de  Dios  y atributo  inse- 
parable del  espíritu;  pero  sé  también  que  á la  hora  pre- 
sente, no  solo  se  niega  en  teoría,  sino  que  se  presentan 
fenómenos  verdaderamente  formidables  en  la  práctica, 
los  cuales  es  necesario  estudiar,  pero  que  no  se  pueden 
resolver  con  la  burla  ni  con  el  desprecio.  ¿Habéis  visto 
lo  que  pasa  en  la  ciencia  médica  con  lo  que  se  llama  la 
locura  afectiva  frente  á frente  de  la  locura  intelectual? 

Hasta  ahora  no  había  más  locos  que  los  de  deli- 
rio intelectual,  pero  hoy,  con  razón  ó sin  ella,  en  nom- 
bre de  la  ciencia  y de  la  verdad,  se  nos  dice  que  hay 
otra  locura  que  es  la  afectiva  caracterizada  por  estas 
palabras  terribles:  recta  vatio  sitie  delirio , una  lo- 
cura que,  para  decirlo  de  una  vez,  se  define  con  este 
nombre,  diciendo  que  es  la  insensatez  razonante . Es 
decir,  que  el  loco  en  lugar  de  ser  el  loco  tradicional, 
es  un  cuerdo  que  solo  presenta  como  síntoma  de  su 
locura  el  crimen  que  comete;  un  hombre  cuya  inte- 
ligencia lúcida  razona  admirablemente  sobre  su  si- 
tuación, tiene  conciencia  delicadísima  sobre  bl  acto 
que  le  solicita  con  solicitación  fatal;  siente  hácia  él 
remordimientos  y desvíos,  y siu  embargo  lo  comete 
con  tálenlo  y con  decisión,  como  obedeciendo  A im- 
pulsos superiores  á su  razón  y á su  voluntad.  Si  ajus- 
ticiáis á este  hombre  en  el  momento  en  que  acaba  de 
cometer  el  crimen,  creeréis  que  habéis  ajusticiado  á 
un  criminal;  si  esperáis  y le  ponéis  A observación,  ve- 
reís  que  al  poco  tiempo  pierde  la  razón  por  completo; 
«i  le  hubiérais  castigado  no  hubiérais  ajusticiado  á 
un  criminal  habríais  asesinado  á un  enfermo.  La  lo- 
cura larvada  existia  ya  en  él  y el  crimen  fué  su  único 
signo  premonitor.  Yo  bien  sé  ios  abusos  A que  puede 
dar  lugar  esta  teoría,  los  engaños  á que  se  presta; 
pero,  ¿qué  le  he  de  hacer?  La  ciencia  me  la  presenta 
apoyada  en  la  observación,  y yo  no  la  puedo  despre- 
ciar, sino  que  me  descubro  ante  ella  con  el  respeto 
con  que  yo  me  descubro  ante  todas  las  cosas  sérias. 
Porque  no  puedo  olvidar  que  el  insigne  Esquirol,  que 
se  pasó  la  vida  estudiando  estas  locuras  y negando  su 
posibilidad,  acabó  su  vida  de  estudio  y de  trabajo  es- 
clamando:  Me  rindo  ante  la  evidencia  de  los  hechos.  Y 
cuando  se  presentan  fenómenos  de  esta  gravedad  y 


trascendencia  es  cuando  vais  á entregar  el  juicio  so- 
bre culpabilidad  ó inocencia  ó irresponsabilidad  de 
mi  acusado,  no  al  hombre  de  ciencia,  no  al  hombre  de 
ley,  no  al  hombre  de  estudio  y de  meditación,  sino  al 
honrado  tendero  que  ha  pasado  su  vida  tras  el  mostra- 
dor midiendo  las  varas  de  lienzo  que  vende  A vuestras 
mujeres,  ó ai  honrado  labrador  que  no  ha  mirado  más 
allá  del  surco  en  que  deposita,  con  el  sudor  de  su 
frente,  el  pan  de  su  mujer  y de  sus  hijos. 

Pues  bien;  enfrente  de  estos  problemas  surgen 
otros.  Miradlos;  volved  la  vista  hácia  París,  hacia 
Nueva-York;  reunios  en  ios  gabinetes  y en  los  anfi- 
teatros de  La  Salpetriere  y de  Nancy , y allí  vereis  que 
el  mundo  científico  está  preocupado  con  esto  que  se 
llama  la  sugestión  y con  eso  que  se  llama  el  hipno- 
tismo, que  sea  un  estado  patológico,  que  sea  el  pre- 
dominio de  la  voluntad  en  ciertos  casos,  sea  lo  que 
fuere,  para  mí  es  un  estado  patológico  que  se  escapa 
al  conocimiento  vulgar.  ¿Y  qué  es  lo  que  sucede?  Su- 
cede que  hay  crímenes  posibles  que  se  verifican  por 
la  sugestión  de  una  tercera  persona,  y que  la  que  los 
ejecuta  ejecútalos  fatalmente,  y cuando  es  llamada  á 
dar  declaración,  ni  ella  misma  comprende  que  han 
sido  por  otra  persona  sugeridos. 

Y si  lo  comprendo  no  puecle  declarar  que  los  lia 
cometido  sugerido  por  esta  ó aquella  persona  que  la 
hipnotizó. 

Admitidos  ya  estos  fenómenos  en  los  tribunales 
como  prueba,  como  delito,  como  irresponsabilidad; 
extendido  á ciertos  delitos  cometidos  por  su  inter- 
medio el  alcance  de  varios  Códigos,  no  cabe  duda  que 
los  jurados  tendrán  que  decidir  sobre  estos  fenóme- 
nos tan  difíciles  que  entrañan  lo  más  abstracto  y com- 
plejo de  la  ciencia  moderna. 

No  hace  mucho,  se  vió  allí  una  causa  de  violación 
de  una  joven,  que  ante  las  sugestiones  de  un  pordio- 
sero, huyó  de  la  casa  paterna  y siguióle  fatalmente, 
como  cae  la  piedra  en  el  abismo,  y los  tribunales 
franceses  han  apreciado  eso  como  delito  de  violación, 
teniendo  en  cuenta  la  realidad  de  estos  fenómenos,  y 
han  condenado  al  pordiosero.  Es  más;  hace  poco  ha 
acontecido  un  hurto  doméstico,  y la  jóveu  que  lo  co- 
metió gritaba  clamando  justicia  por  su  iuocencia; 
acertó  á pasar  por  donde  la  joven  se  encontraba  un  fa- 
cultativo que  la  conocia,  y que  sabia  que  era  víctima 
de  un  estado  hipnótico  ó de  sonambulismo;  inme- 
diatamente reprodujo  en  ella  el  estado  de  sonambu- 
lismo á que  aquella  jóven  había  obedecido,  y aquella 
mujer  dijo  dónde  había  escondido  los  objetos  que  ha- 
bía cogido,  no  en  el  estado  de  vida  normal,  sino  en  ese 
estado  doble  en  que  hay  dos  vidas,  y en  que  se  pierde 
hasta  la  conciencia  de  la  propia  personalidad.  El  Jura- 
do ha  de  juzgar  con  arreglo  á esos  principios  que  re- 
gistra la  ciencia  experimental  moderna  y que  no  he 
hecho  más  que  exponer  aquí.  No  solamente  se  puede 
presentar  ante  un  tribunal  una  persona  inocente  que 
haya  cometido  un  delito  siendo  víctima  de  una  su- 
gestión, sino  un  verdadero  criminal  que  acuse  á otro 
de  habérselo  sugerido;  no  solo  se  puede  presentar  una 
persona  que  haya  cometido  un  delito  por  virtud  de 
una  sugestión  y le  niegue  de  buena  fe,  sino  una  que 
se  acuse  de  un  delito  que  no  ha  cometido  y que  se  le 
ha  sugerido  que  lo  cometió.  Es  decir,  que  como  cau- 
sa, como  instrumento  y como  víctima  puede  figurar 
el  hipnotismo  sugeridor  en  los  procesos  criminales. 

Hasta  nueve  casos  extremos  se  pueden  presen  tal- 
ante el  Jurado,  y cuando  estas  sugestiones  y estos 
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hipnotismos  están  considerados  como  asuntos  propios 
de  discusión  ante  el  Jurado , decidme,  señores  de  la 
mayoría  y del  Gobierno,  ¿cuál  va  á ser  la  situación 
del  honrado  y sencillo  labrador,  hecho  jurado,  ante 
la  discusión  de  los  médicos  sobre  si  tal  crimen  fué 
cometido  por  virtud  de  sugestión,  de  hipnotismo  ó 
de  locura?  (Algunos  S?%es.  Diputados : Lo  mismo  que  los 
magistrados.) 

Decidme,  Sres.  Diputados,  ¿es  lo  mismo  el  Jurado 
que  la  magistratura?  Si  esto  me  dijérais,  equivaldría 
á sostener  que  estos  debates  que  aquí  sostenemos 
ante  vosotros,  cuya  mayor  parte  habéis  seguido  la  ca- 
rrera de  derecho,  y os  ocupáis  de  la  confección  de  las 
leyes,  serian  tan  provechosos  en  la  plaza  pública  como 
en  este  sitio.  Pues  qué,  el  estudio  de  las  leyes,  ¿no  es 
al  fin  y al  cabo  un  estudio  basado  en  la  lógica?  ¿No 
es  un  estudio  basado  en  la  crítica?  ¿No  es  un  estudio 
que  requiere  una  cultura  especial  y superior  á la  del 
vulgo?  Y aun  cuando  esa  cultura  fuera  pequeña,  ¿no 
será  mayor  que  la  del  Jurado  que  únicamente  os- 
tenta por  títulos  su  incapacidad  y su  ignorancia? 
(Muy  bien en  la  minoría  conservadora.) 

lia  llegado  la  hora  de  concluir;  estoy  molestando 
demasiado  al  Congreso.  No  quiero  hablaros  de  todo 
lo  que  me  falta  decir;  no  quiero  daros  la  única  y ver- 
dadera razón  de  este  proyecto;  no  quiero  buscar  el 
único  argumento  á que  se  ha  aferrado  siempre  el  se- 
ñor Alonso  Martínez;  no  quiero  hablaros  de  aquella 
Turquía,  que  es  el  argumento  Aquiles  respecto  del 
Jurado,  y el  talón  vulnerable  del  Sr.  Alonso  Martí- 
nez. No  quiero  hablaros  del  extremecimicnto  nervioso 
que  se  apodera  de  S.  S.  á pesar  de  su  gran  entendi- 
miento y de  sus  hábitos  de  jurisconsulto,  cuando 
piensa  que  solo  España  y Turquía  están  sin  Jurado, 
cosa  que  además  de  no  ser  cierta,  como  ha  demos- 
trado el  Sr.  Domínguez,  convertiría  una  cosa  tan  im- 
portante como  la  administración  de  justicia,  en  una 
cuestión  de  moda  y en  una  cuestión  á que  pudiera 
aplicarse  un  argumento  que  yo  podría  sacar  del  Qui- 
jote, porque  de  que  el  Jurado  sea  bueno  para  Ingla- 
terra, por  ejemplo,  no  hemos  de  deducir  que  sea  bue- 
no para  España.  Ya  recordareis  el  bálsamo  de  Fiera- 
brás. A D.  Quijote  le  hacía  sudar;  no  quiero  deciros  el 
efecto  que  le  produjo  á Sancho  Panza.  (Risas.) 

Señores,  el  otro  dia,  abriendo  un  libro  monumen- 
tal, escrito  sobre  los  principios  que  informan  todas 
las  conquistas  revolucionarias,  encontré  en  su  por- 
tada aquel  magnifico  texto  de  Clemente  de  Alejandría: 
si  vais  á Egipto,  corno  dice  el  filósofo,  si  visitáis  sus 
templos,  encontrareis,  en  medio  de  mármoles,  piedras 
y velos  tejidos  de  oro,  á un  sacerdote  cantando  un 
salmo  antiguo  en  el  antiguo  egipcio;  os  llevará  hácia 
el  trono  de  púrpura  en  que  está  expuesto  su  Dios,  y 
si  levantáis  el  velo  de  ese  santuario,  os  encontrareis 
con  que  el  Dios  que  se  sienta  en  aquel  trono  de  pur- 
pura y oro  es  un  horrendo  cocodrilo.  Pues  si  levanta- 
rais con  la  misma  ruano  el  velo  de  este  santuario, 
en  que  tanto  incienso  queman  sus  fanáticos  adorado- 
res, también  encontraríais  la  institución  revoluciona- 
ria que  nace  de  aquellos  mismos  principios;  os  encon- 
traríais con  el  Jurado , al  cual  vamos  á sacrificar  como 
en  el  culto  horrible  de  Motoch,  todas  nuestras  más 
caras  alecciones,  y sin  entusiasmo,  sin  fé;  porque,  se- 
ñores, cuando  hay  entusiasmo,  aun  se  explica  el  ex- 
travío de  las  pasiones;  pero  cuando  no  estamos  en 
época  espontánea;  cuando  estamos  en  época  de  re- 
flexión; cuando  no  estamos  ni  en  los  furores  de  la 


; revolución  francesa,  ni  en  los  idilios  de  la  revolución 
española;  cuando  estamos  en  esta  época  de  desenga- 
ños y recuerdos;  cuando  por  todas  partes  nos  rodean 
toda  clase  de  peligros,  ¿en  aras  de  qué  vamos  á hacer 
este  sacrificio?  En  aras,  no  de  las  convicciones  pro- 
fundas arraigadas  de  nadie,  no  en  aras  del  entusias- 
mo, no  en  aras  de  las  exigencias  de  nadie  tampoco; 
sino  en  aras  de  un  vano  nombre,  de  un  vano  ídolo. 

Sucede  aquí  lo  que  le  sucede  al  misionero  perdi- 
do en  el  interior  del  suelo  africano,  que  debajo  de 
aquellos  toldos  de  perpétua  verdura,  y al  lado  de  los 
pantanos  insalubres,  ve  llevar  los  hijos  conducidos 
por  sus  padres  á adorar  el  ara  donde  se  levanla  el 
ídolo  que  es  un  troncho  seco  y descarnado  de  un  ár- 
bol añoso  y carcomido  por  los  años,  y allí,  en  aras  de 
aquel  fetiche,  ve  que  los  padres  degüellan  á sus  hijos, 
y todos  lloran,  las  víctimas  y los  sacerdotes,  pero  el 
sacrificio  se  consuma  en  holocausto  de  aquel  ídolo 
que  permanece  impasible  ante  el  rio  de  sangre  y de 
lágrimas  con  que  le  riegan  los  que  le  adoran. 

Pues  lo  mismo  sucede  aquí;  ya  se  yo  que  me  lo 
negareis,  y haréis  bien  en  negarlo;  pero  yo  apelo  de 
vuestros  labios  á vuestros  corazones.  ¡Ah,  señores! 
son  estos  momentos  solemnes  para  la  Monarquía  es- 
pañola. Tratamos  aquí  estas  cosas  muchas  veces  como 
cuestiones  hasta  cierto  punto  de  broma,  vemos  el  lado 
ridículo  de  las  cosas  más  sérias,  todo  lo  vemos  en 
perspectiva  teóricamente  antes  de  sentir  los  dolores 
de  las  llagas  que  se  abrirán  en  la  práctica;  pero,  se- 
ñores, mirad  todo  esto  como  lo  mira  el  filósofo  y el 
hombre  de  estudio,  el  hombre  amante  de  su  país, 
de  su  hogar,  de  su  patrimonio,  de  su  familia,  y no 
por  escribir  un  nombre  más  en  el  número  do  las  con- 
quistas revolucionarias,  no  por  cumplir  un  com- 
promiso más  de  los  que  llamáis  compromisos  libera - 
les , ya  que  estamos  todos  unidos  en  un  patriótico 
acuerdo  en  cuanto  á lo  fundamental,  vayais  á sacri- 
ficar en  aras  de  los  i dolos  y fetiches , en  que  nadie  cree 
lo  que  es  más  esencial,  lo  que  no  puede  ser  objeto  de 
transacción,  la  administración  de  la  justicia. 

¡Ah,  señores!  Todavía  tengo  presente  delante  de 
mis  ojos  aquella  tarde  fúnebre  y sombría  en  que  ago- 
nizaba en  El  Pardo  la  gran  esperanza  nacional,  el  ma- 
logrado Rey  D.  Alfonso  XII.  Aún  no  be  podido  des- 
echar de  mi  corazón  la  tristeza  de  aquella  tarde.  Mortal 
silencio  reinaba  en  los  salones  sombríos  y en  las  des- 
nudas arboledas  del  parque.  Innumerables  bandadas 
de  aves  siniestras  y agoreras  pasaban  en  larga  pre- 
cesión sobre  las  torres  del  Palacio,  perdiéndose  allá 
entre  las  brumas  del  horizonte  encapotado  y som- 
brío. Un  ambiente  opaco  nos  envolvía  con  sus  nie- 
blas, que  llevaban  el  frió  al  cuerpo  al  mismo  tiempo 
que  la  muerte  al  alma;  y allí,  señores,  en  aquel  mo- 
mento, por  demás  solemne,  en  que  el  corazón  de  todo 
español  se  oprimía,  presa  de  la  ansiedad,  de  la  congoja 
y del  dolor;  el  hombre  que,  por  la  voluntad  de  S.  M. 
el  Rey  regía  á la  sazón  los  destinos  de  la  Nación  espa- 
ñola , tuvo  un  patriótico  acuerdo , é inspirándose  en 
las  más  altas  miras  y en  los  más  elevados  sentimien- 
tos, cumpliendo  con  su  deber,  considerando  que  ha- 
biendo cesado  de  existir  el  poderdante,  ya  no  tenía 
mandato  ni  apoderamiento,  hizo  un  llamamiento  des- 
interesado y solemne  ai  honor  y al  patriotismo  de  lo- 
das  las  fuerzas  monárquicas  del  país,  alrededor  de  la 
cuna  vacía  del  Rey  que  aún  estaba  por  nacer,  junio 
el  tálamo  solitario  de  la  Reina  viuda  y sobre  el  Tro- 
no, caliente  aún,  del  Rey  muerto. 


ITÚMERO  77. 


2065 


Allí  estuvimos  nosotros;  allí  acudisteis  vosotros 
también.  En  aquella  tregua  santa  de  nuestras  discordias 
políticas,  pusimos  nosotros,  no  el  abandono  de  nuestros 
eternos  ideales,  sino  el  olvido  temporal  de  nuestros 
intereses,  el  olvido  de  nuestros  agravios,  la  renuncia 
del  ardiente  placer  de  nuestras  legítimas  represalias; 
no  depusimos  la  bandera,  pero  envainamos  la  espada. 
Vosotros  pusisteis  de  vuestra  parte  también  la  unión 
y la  disciplina  de  vuestras  huestes,  la  prudencia  y la 
sensatez  que  requiere  el  empeño  en  que  nos  halla- 
mos; pero  al  abrir  vuestras  filas  á las  democracias  fron- 
terizas, al  darles  puesto  de  honor  en  la  nave  de  vues- 
tros destinos,  esperábamos  de  vuestro  patriotismo 
que,  para  hacerles  lugar  en  ella,  arrojarais,  como  se 
arroja  el  lastre  á la  mar,  cualquier  cosa,  cualquier 
cosa,  cualquier  cosa,  todo,  ¡ménos  la  espada  y la  ba- 
lanza de  la  Justicial  (Aplatcsos  en  la  minoría  conserva- 
dora). 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y justicia  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martinez):  Señores  Diputados,  perdonadme  que  inte- 
rrumpa la  tradición  parlamentaria,  según  la  cual  el 
Gobierno  se  reserva  en  la  discusión  de  los  proyectos 
de  ley  resumir  el  debate  sobre  la  totalidad.  Ha  habido 
en  el  discurso  del  Sr.  Pidal  afirmaciones  graves  y 
alusiones  personales  que  no  puedo  ménos  de  recoger, 
y á las  cuales  tengo  ahora  el  propósito  de  ceñirme, 
dejando  que  la  Comisión  cumpla  su  ordinaria  tarca 
de  defender  el  dictámen.  El  Sr.  Pidal,  en  el  dia  de 
ayer,  no  discutió  realmente  el  dictámen;  discutió  al 
Ministro;  y en  el  dia  de  hoy  ha  discutido  al  Ministro 
y el  dictámen,  dando  al  debate  un  carácter  personal 
harto  desagradable.  Estas  alusiones  personales  son 
las  que  yo  tengo  que  recoger;  porque  no  importa  que 
S.  S.  las  haya  hecho  preceder  de  protestas  de  consi- 
deración, de  respeto  y hasta  de  cariño  á mi  persona, 
y de  elogios  que,  por  lo  exagerados,  son  inmerecidos, 
y no  puedo  aceptar  de  modo  alguno.  Tal  vez  S.  S. 
haya  sido  víctima  de  la  improvisación,  y se  haya  con- 
firmado el  temor  que  S.  S.  manifestaba  al  comenzar 
su  discurso;  pero  yo  entiendo,  Sres.  Diputados,  que 
cualquier  jurado,  aun  de  esos  que  ha  tratado  el  señor 
Pidal  con  tanto  menosprecio,  descreería  un  tanto, 
después  de  haber  oido  á 8.  de  improvisaciones  que 
van  precedidas  del  registro  cíe  un  archivo,  de  la  lec- 
tura de  borradores  de  informes,  de  la  garantía  de  los 
calígrafos  para  que  hagan  el  estudio  de  la  letra, <de  la 
lectura  de  discursos  en  el  Diario  de  las  Sesiones  y de 
otra  porción  de  datos  que  constituyen  al  parecer  una 
preparación  acabadísima;  esto  es  á lo  ménos  lo  que 
estimaría  el  buen  sentido  de  un  jurado. 

El  Sr.  Pidal  ha  rebuscado  en  los  antecedentes  de 
mi  vida  política  y parlamentaria,  que  por  desdicha 
mia  es  ya  bastante  larga,  todo  lo  que  ha  podido  en- 
contrar para  echarme  en  rostro  contradicciones  é in- 
consecuencias más  ó ménos  reales  ó imaginarias.  ¿Es 
que,  por  ventura,  se  quiere  que  yo  tome  el  desquite, 
y que  los  debates  se  conviertan  en  un  verdadero  pu- 
gilato? ¿Quiere,  acaso,  8.  S.  que  yo  registre  la  histo- 
ria de  su  breve  vida  parlamentaria,  para  poner  aquí  en 
relieve  las  grandes  contradicciones  de  que  está  pla- 
gada? No  lo  haré,  si  es  que  no  me  abandona  el  domi 
nio  de  la  palabra;  porque  yo  sí  que  realmenle  estoy 
improvisando.  Pero  advierto  á S.  8.  que  ha  echado  , 
por  mal  camino,  y que,  si  persevera  en  él,  puede  cau-  ! 


sar  el  grave  daño  (le  que  se  alteren  las  relaciones  de 
los  partidos,  que  hasta  ahora  se  habían  tratado  con 
gran  cortesía;  y para  no  dar  ese  carácter  que  S.  S.  da 
á los  debates,  en  menoscabo  del  prestigio  parlamen- 
tario, yo,  por  hoy,  no  quiero  ser  cómplice  de  esta  falta 
insigne  que  S.  S.  ha  cometido. 

Su  señoría  ha  recordado  al  final  de  su  discurso 
una  escena  verdaderamente  conmovedora,  el  mo- 
mento en  que  espiró  nuestro  malogrado  Monarca  Don 
Alfonso  XII.  Su  señoría  ha  pintado,  con  los  vivos  co- 
lores de  su  paleta,  aquel  cuadro  de  desolación.  Y nos 
ha  echado,  hasta  cierto  punto,  en  cara,  la  generosidad 
de  que  dió  gallarda  muestra  el  partido  conservador 
en  aquel  momento,  la  especie  de  acuerdo  que  hubo 
entre  los  partidos  monárquicos  para  salvar  las  difi- 
cultades de  la  situación,  y la  benevolencia  que  el 
partido  conservador  ofreció  al  partido  liberal  si  Su 
Majestad  la  Reina  Regente  lo  llamaba  al  Poder  en 
uso  de  su  prerrogativa.  Pero,  ¿qué  es  lo  que  deseaba 
S.  S.?  ¿Deseaba  S.  S.  que  al  llamar  la  Peina  Regente 
ai  Gobierno  al  partido  liberal,  el  partido  liberal  gober- 
nara con  los  principios  y con  los  procedimientos  del 
partido  conservador?  ¿Pues  entonces  á qué  esa  mu- 
danza? ¿Es  que  íbamos  á engañar  al  pais  con  un  sim- 
ple cambio  de  nombres,  ó es  que  íbamos  á hacer,  como 
debíamos,  una  política  radicalmente  distinta,  siquiera 
tuviéramos  como  lazo  común  el  amor  á la  Monar- 
quía y la  defensa  de  la  Constitución  vigente? 

Tratando  el  Sr.  Pidal  de  excusar  hoy  la  aspereza 
con  que  me  trató  ayer,  recordaba  una  pregunta  que 
me  hizo  en  el  Senado  acerca  de  si  me  mortificaría  el 
recuerdo  de  mis  opiniones  de  algunos  años  atrás.  ¿Qué 
había  de  contestar  yo  á S.  S.?  Esas  cosas  no  se  pre- 
guntan, y si  se  preguntan,  no  tienen  más  que  una 
respuesta;  la  que  entonces  di  yo  á S.  S.  y repito  ahora 
en  público:  que  yo  entrego  mi  persona  con  entera 
tranquilidad  y confianza , no  ya  por  lo  tocante  en  la 
vida  pública,  sino  hasta  en  lo  que  se  refiere  á la  vida 
privada,  al  exámen  y á la  crítica  de  todo  el  mundo. 
(Muy  bien.) 

Es  cierto  que  añadí  á S.  8.  que  mal  podía  moles- 
tarme una  cosa  que  habia  sido  años  hace  examinada 
en  este  mismo  recinto,  y que  habia  perdido  todo  su 
interés  desde  el  punto  y hora  en  que  el  Sr.  Sagasta, 
en  su  doble  calidad  de  Presidente  del  Gobierno  y jefe 
del  partido  liberal,  habia  declarado  que  al  fundirse  en 
1879  el  centro  parlamentario  y los  generales  de  la 
Restauración  y sus  amigos  con  el  partido  constitu- 
cional, y al  realizar  aquella  transacción  grande,  pa- 
triótica, y á mis  ojos  verdaderamente  salvadora,  nos- 
otros habíamos  hecho  la  concesión  del  Jurado  á cam- 
bio del  compromiso,  solemnemente  contraido  por  el 
partido  constitucional,  de  gobernar  con  la  Constitu- 
ción de  1876,  aceptándola  como  Constitución  defini- 
tiva, siquiera  esto  no  quiera  decir  que  sea  una  Cons- 
titucion  eterna  é irreformable.  Su  señoría  ha  supuesto 
hoy  que  esta  transacción  era  vergonzosa.  Si  no  em- 
pleaba S.  S.  precisamente  este  calificativo,  se  deducía 
lógicamente  por  lo  ménos  de  sus  palabras  y aprecia- 
ciones. Porque,  decía  S.  S.:  si  el  Sr.  Alonso  Martinez 
tuviera  el  valor  de  decir  he  cambiado  de  convicción, 
me  he  convencido  de  que  las  opiniones  que  profesaba 
antes  de  1879  eran  erróneas,  y vengo  hoy  á defender 
el  Jurado  con  entusiasmo  y con  fe,  yo  respetaría  la 
nobleza  de  esa  contestación;  pero  no  es  eso;  aduce 
motivos  políticos,  aduce  razones  que  nada  tienen  que 
ver  con  las  convicciones  jurídicas,  v esta  falta  de  va- 
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lor  es  una  acusación  contra  el  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia. 

Sucede,  pues,  que  el  Sr.  Pidal  exige  de  los  demás 
hombres  públicos  un  valor  que  á S.  S.  ha  faltado  por 
completo.  Porque  recuerdo  perfectamente  que  ocu- 
pando este  banco  azul  fué  interpelado  S.  S.  acerca  de 
si  aceptaba  y aprobaba  el  art.  1 1 de  la  Constitución 
que  al  tiempo  de  aceptar  la  cartera  habia  jurado  guar- 
dar y hacer  guardar,  como  se  hace  en  tales  casos;  y 
sin  embargo,  S.  S.  se  negó  á dar  una  contestación  ca- 
tegórica, y mucho  más  á confesar  que  sus  opiniones 
respecto  del  art.  11  de  la  Constitución  habían  cam- 
biado. 

Lo  que  yo  le  digo  á S.  S.  y le  digo  al  país,  pres- 
cindiendo ahora  de  comparaciones  que  son  odiosas  y 
repugnan  á mi  carácter,  es  que,  lejos  de  avergonzar- 
me de  la  gran  transacción  hecha  en  1879,  así  como 
de  la  que  hice  después,  en  1884  ó 1885,  con  el  ilus- 
tre Presidente  de  esta  Cámara,  el  Sr.  Montero  Ríos, 
el  Sr.  Moret  y los  demás  amigos  demócratas  monár- 
quicos, las  considero  como  el  timbre  mejor  de  mi  vida 
política  y como  el  más  grande  servicio  que  haya  pres- 
tado á mi  país  y á la  Monarquía.  (Muy  bien ; muy 
bien.)  Y añado  ahora  que  esas  dos  transacciones  no 
son  más  que  la  coronación  y el  complemento  de  la 
conducta  política  que  desde  la  restauración  acá  he 
observado. 

Su  señoría  lo  sabe  perfectamente,  porque  S.  S.  ha 
seguido  de  cerca  mi  historia  y conoce  mi  biografía 
mejor  que  ningún  otro  hombre  público.  Yo  fui  á Va- 
lencia á recibir  á S.  M.  el  Rey  con  mi  amigo  el  ge- 
neral Zayala,  por  invitación  y por  ruego  del  Sr.  Cáno- 
vas del  Castillo;  y apenas  llegó  S.  M.  á Madrid,  yo 
escribí  un  documento,  que  firmaron  conmigo  mis 
amigos,  los  entonces  llamados  disidentes,  en  el  cual 
expuse  con  claridad  todos  mis  puntos  de  vista  res- 
pecto de  la  política  que  convenia  seguir  á la  Res- 
tauración. 

Dije  que  era  menester  afirmar  y consolidar  á todo 
trance  la  Monarquía  restaurada,  y que  para  eso  era 
menester  que  nos  aleccionáramos  en  las  enseñanzas 
de  la  historia  contemporánea,  y no  incidiéramos  en 
el  grave  error  en  que  se  habia  caído  durante  el  rei- 
nado de  Doña  Isabel  II.  El  grave  error  de  aquel  rei- 
nado consistió  en  manlencr  sistemáticamente  excluido 
del  Poder  y verdaderamente  desheredado  al  partido 
progresista:  á eso  se  debió  principalmente  la  revolu- 
ción de  1868  y el  hundimiento  de  un  Trono  tradicio- 
nal, que  tan  hondas  raíces  tenía  en  nuestra  Patria. 
Ese  alejamiento  sistemático,  esa  especie  de  deshere- 
dación, tenía,  no  diré  que  una  justificación,  pero  sí 
una  disculpa;  y esa  disculpa  consistía  en  que,  por 
faltas  imputables  al  partido  moderado,  el  partido  mo- 
derado y el  partido  progresista  tenían  cada  uno  como 
emblema  una  Constitución  distinta.  De  manera  que  el 
Poder  Real  se  veía  en  este  durísimo  trance:  ó conti- 
nuar gobernando  con  el  partido  moderado,  sacando 
todos  los  Ministerios  del  seno  de  ese  mismo  partido, 
y por  consiguiente,  debilitando,  triturando,  haciendo 
polvo  aquella  organización  política  y reduciéndola  al 
extremo  de  que  cada  una  de  esas  fracciones  dijera 
que  no  tenía  fuerza  suficiente  para  amparar  con  ener- 
gía las  instituciones;  ó,  si  no,  tenía  que  establecerse 
el  turno  de  las  Constituciones. 

¿Se  llamaba  al  Poder  al  partido  progresista?  Pues 
habia  que  proclamar  la  Constitución  de  1837.  ¿Volvía 
al  Poder  el  partido  moderado?  Pues  era  preciso  pro- 


clamar la  Constitución  de  1845,  reformada  en  1857. 
Esta  es  la  disculpa  única  de  aquel  reinado. 

Así  que,  recordando  yo  en  aquel  documento  las 
lecciones  de  nuestra  historia  contemporánea,  dije:  hay 
que  lograr  á todo  trance  dos  cosas,  si  ha  de  afirmarse 
y consolidarse  la  Monarquía  restaurada.  Primero,  que 
se  formen  dos  grandes  organismos  políticos;  dos  por 
lo  ménos.  Yo  no  niego  que  pueda  haber  más;  lo  que 
digo  es  que  el  régimen  parlamentario  es  de  todo  punto 
imposible,  si  no  hay  cuando  ménos  dos  grandes  par- 
tidos que  turnen  en  el  Poder.  Segundo,  que  esos  dos 
partidos,  ó los  que  haya,  si  son  gubernamentales,  ten- 
gan un  lazo  común,  profesen  dos  cosas  comunes:  una 
la  Monarquía  y otra  la  Constitución.  Yo  decía,  y lo 
repetí  más  tarde  en  el  Senado  cuando  nos  juntamos 
hombres  de  diversas  procedencias  para  elaborar  una 
Constitución;  yo  decía,  poco  más  ó ménos  on- estos 
términos,  que  era  necesario  que  los  dos  partidos,  lu- 
chando cada  cual,  desde  su  campo,  gritasen  en  el 
fragor  de  la  pelea:  ¡Viva  el  Rey!  ¡Viva  la  Constitución! 

Babia,  pues,  dos  necesidades  que  satisfacer:  for- 
mar una  legalidad  común  en  el  órden  constitucional, 
y constituir  dos  vigorosos  organismos,  cuando  ménos: 
el  partido  liberal  y el  partido  conservador,  que  tur- 
naran en  el  Poder. 

Para  lograr  el  primer  objeto,  mis  amigos  y yo  nos 
concertamos,  sin  confundirnos,  con  el  Sr.  Cánovas  del 
Castillo,  manteniendo  nuestra  personalidad  política, 
cosa  que  ha  sido  aquí  reiteradamente  reconocida;  jun- 
tos, elaboramos  la  Constitución  de  1876;  pero  pro- 
mulgada ésta,  mis  amigos  y yo  nos  volvimos  á nues- 
tras tiendas,  fuera  de  algunas  excepciones  de  personas 
muy  ilustres  y dignas  de  todo  respeto,  que  creyeron 
preferible  quedarse  con  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo  y 
con  el  partido  conservador.  Formamos  entonces  el 
centro  parlamentario  con  el  propósito  de  formar,  do 
constituir  sobre  ancha  base  el  partido  liberal  de  la 
Monarquía  restaurada,  ya  que  el  partido  conservador 
estaba  organizado.  La  tarea  fué  larga  y penosa;  pero 
resueltos  á tener  calina,  cosa  que  es  muy  difícil  y 
que  tiene  mérito  en  un  pueblo  meridional,  supimos 
esperar;  y aprovechando  el  desprendimiento  de  ele- 
mentos muy  importantes  del  partido  conservador,  á 
cuya  cabeza  estaban  los  generales  de  la  Restauración, 
entonces,  y no  antes,  á pesar  de  las  excitaciones  y 
provocaciones  que  se  me  dirigían  desde  este  banco, 
entré  en  conciertos  y en  negociaciones  con  el  partido 
constitucional,  y el  resultado  de  esos  conciertos  y de 
esas  negociaciones  fué  el  que  declaró  solemnemente 
aquí  el  Sr.  Presidente  del  CoDsejo  de  Ministros. 

Hice  la  concesión  del  Jurado  á cambio  del  com- 
promiso que  el  partido  constitucional  aceptó  de  go- 
bernar con  la  Constitución  de  1876.  Estaba  logrado 
mi  propósito,  el  de  haber  elaborado  para  todos  los 
partidos  gobernantes  una  legalidad  común  en  el  or- 
den constitucional. 

Y ahora  pregunto  al  Sr.  Pidal:  ¿es  esto  para  aver- 
gonzar á un  hombre  público?  ¿Es  que  esto  no  es  con- 
fcsable?  ¿Es  que  cabe  subordinar  una  cuestión,  des- 
pués de  todo  secundaria,  el  implantar  en  España  una 
institución  que  conocen  todos  los  pueblos  de  Europa 
sin  que  por  esto  baya  vacilado  el  suelo  ni  se  baya 
hundido  el  firmamento,  al  fin  capital,  promordial,  de 
constituir  sobre  bases  firmísimas  la  organización  po- 
lítica ospañola,  defendiendo  así  de  los  embates  revo- 
lucionarios instituciones  restauradas,  y que  por  lo 
mismo  siempre  son  un  tanto  débiles,  pues  no  puedm 
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tener  aquella  firmeza  y estabilidad  de  los  Poderes  tra-  ¡ 
Ciclonales  en  que  no  ha  habido  solución  de  continui- 
dad? Pues  yo  creo  que  ese  servicio  íué  grande,  como 
creo  que  presté  otro  servicio  inmenso  al  Trono  y al 
país  el  dia  en  que,  usando  del  voto. de  confianza  que 
se  nos  dio  al  Sr.  Montero  Ríos  y á mí,  establecí  sobre 
la  misma  base  de  la  concesión  del  Jurado  una  ám- 
plia  y completa  inteligencia  con  los  demócratas  mo- 
nárquicos. 

A mí  me  horripila  la  idea  de  lo  que  habría  sido 
la  suerte  de  las  instituciones  y de  la  misma  paz  pú- 
blica si  en  1881  no  hubiera  estado  organizado  el  gran 
partido  liberal  de  la  Monarquía  restaurada  de  manera 
que  D.  Alfonso  XII  hubiera  podido  llamar,  como  lla- 
mó, al  Poder  en  uso  de.su  libérrima  iniciativa  al 
partido  liberal.  ¡Qué  habría  sido  de  las  instituciones, 
gastado  el  partido  conservador,  porque  claro  es  que 
el  ejercicio  dei  gobierno  gasta  á ios  partidos,  si  la 
Monarquía  no  hubiera  tenido  ai  partido  liberal  en 
condiciones  de  gobernar  liberalmente,  sí,  pero  man- 
teniendo el  órden  y defendiendo  las  instituciones! 

Pues  todavía  me  asusta  más  el  considerar  lo  que 
habría  sido  de  la  suerte  de  las  instituciones  y del  país 
si  no  hubiera  estado  vigorosamente  organizado  el  par- 
tido liberal  en  ese  momento  supremo,  en  ese  trance 
amargo  que  el  Sr.  Pidal  ha  pintado  con  tan  vivos  co- 
lores, despertando,  como  era  natural,  la  simpatía  en 
lodos  los  Sres.  Diputados,  porque  no  puede  ménos  de 
despertar  esa  simpatía  la  muerte  de  un  Monarca  jo- 
ven, el  dolor  de  una  viudez  temprana  y un  niño  que 
nace  huérfano.  Yo  me  dirijo  á todos  los  Sres.  Diputa- 
dos, como  me  dirijo  al  país,  y les  pregunto  para  que, 
una  vez  planteada  esta  cuestión,  la  resuelvan,  si  debía 
yo  sacrificar  á escrúpulos  doctrinarios,  respecto  del 
Jurado,  estos  grandes  fines  políticos,  en  vez  de  hacer 
lo  que  hice,  considerándolo  como  un  gran  servicio  á 
la  Monarquía  y á la  Patria. 

Después  de  estas  explicaciones,  me  cuesta  tra- 
bajo descender  á pormenores  sin  importancia  y á co- 
sas menudas,  que  sobre  quitar  todo  interés  al  debate, 
no  me  parecen  muy  propias  de  la  gravedad  de  la 
cuestión  y de  la  majestad  de  la  representación  del 
país.  Sin  embargo,  algo  diré,  aunque  sea  de  pasada, 
para  restablecer  la  verdad  de  los  hechos,  en  cuanto  á 
los  antecedentes  que  aquí  se  han  referido,  para  que 
veáis  que  no  tuve  que  hacer  gran  sacrificio  al  otor- 
gar la  concesión  del  Jurado  en  1879,  ratificando  ese 
mismo  compromiso  de  1884. 

Se  han  citado  por  el  Sr.  Pidal  corno  documentos 
que  prueban  que  yo  sostengo  hoy  opiniones  contrarias 
á las  que  he  profesado,  ó se  supone  que  he  profesado 
hace  trece  ó catorce  años,  tres  documentos  distintos: 
primero,  el  interrogatorio  de  1874,  siendo  yo  Minis- 
tro de  Gracia  y Justicia;  segundo,  un  informe  de  la 
Academia  de  ciencias  morales  y políticas,  y tercero, 
un  discurso  que  pronunció  en  el  Senado  en  1881.  De 
estos  tres  documentos  voy  á decir  pocas  palabras. 

1874.  Fui  entonces  Ministro,  Sr.  Pidal,  y con  esto 
contesto  á otra  alusión  personal  impropia  de  S.  S., 
dirigiéndose  á otra  persona  á quien  S.  S.  estima  y 
considera;  fui  Ministro  en  1874,  no  por  pescar  una 
cartera , que  es  lo  que  S.  8.  lia  dicho,  ni  para  conser- 
varla apelé  á una  frase,  A la  de  respublica . No:  todo  el 
mundo  sabe  cómo  fui  yo  Ministro  en  1874.  Hallándo- 
se en  Bilbao  los  generales  Serrano  y Concha,  concer- 
taron un  Ministerio  homogéneo  de  ideas  monárquicas 
v conservadoras,  exigiendo  el  general  Concha,  pava 
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hacerse  cargo  del  mando  en  jefe  del  ejército,  que  ha- 
bíamos de  entrar  en  ese  Ministerio  el  general  Zavala 
y yo;  y también  sabe  todo  el  mundo  la  absoluta  y 
ciega  confianza  que  en  mí  tenía  el  general  Zavala. 

Desde  que  se  formó  ese  Ministerio,  y antes  de  esa 
época,  desde  el  mismo  3 de  Euero,  hombres  que  toda 
su  vida  habían  profesado  opiniones  conservadoras,  no 
vacilaron  un  momento,  para  salvar  la  sociedad,  para 
encauzarla,  en  prestar  sus  servicios  unos  en  el  Ayun- 
tamiento y otros  en  la  Diputación,  comprendiendo 
que  era  aquel  un  estado  muy  delicado  y excepcional. 

Formamos,  pues,  el  Ministerio;  fué  aquel  un  pe- 
ríodo de  dictadura  tan  completa,  que  hasta  por  sim- 
ple decreto  publicamos  los  presupuestos.  Ejerciendo 
así  una  dictadura  tan  absoluta,  tan  anormal,  yo  qué 
me  encontré  funcionando  el  Jurado,  hubiera  podido 
por  un  simple  decreto  suprimirlo;  pero  ni  lo  suprimí 
ni  lo  suspendí,  sino  que  lo  respeté,  y el  Jurado  es- 
tuvo funcionando  todo  el  tiempo  que  yo  permanecí 
en  el  Ministerio;  y al  provocar  la  crisis  seguía  el  Ju- 
rado funcionando  como  si  yo  no  hubiera  pasado  por 
el  departamento  de  Gracia  y Justicia.  Conste,  por 
consiguiente,  que  yo  respeté  entonces  el  Jurado. 

Pero  se  ha  hablado  de  un  interrogatorio,  y en  este 
punto  tengo  que  invocar  aquí  un  testimonio  decisivo, 
el  del  Sr.  Isasa,  que  era  á la  sazón  Subsecretario  de 
Gracia  y Justicia,  y á quien  ya  he  hecho  otra  vez  esta 
interpelación,  porque  yo  creía,  señores,  que  esta  era 
una  cuenta  ya  liquidada,  toda  vez  que  en  los  años 
188 1 y 1882  se  habló  de  esto  largamente,  y es  claro, 
que  el  Sr.  Isasa  reiterará  la  respuesta  que  dió  en- 
tonces. 

Su  señoría  fué  el  autor  del  preámbulo,  y después 
de  conferencias  detenidas  que  tuvimos  con  D.  Cirilo 
Alvarez,  presidente  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia, con  D.  Emilio  Bravo,  perteneciente  al  partido 
conservador;  pero  apasionado  ardiente,  partidario  ar- 
doroso del  Jurado,  y con  otras  personas  de  respetabi- 
lidad; el  Sr.  Isasa,  repito,  fué  el  encargado  de  escribir 
la  exposición  de  motivos  del  interrogatorio,  y lo  hizo 
á maravilla,  sin  más  que  una  instrucción  que  yo  le 
di,  la  dé  que  escribiera  el  preámbulo  y el  articulado 
de  tal  suerte  que  no  se  pudiera  traspirar  de  ningún, 
mo.lo  que  la  opinión  del  Ministro  fuese  favorable  ni 
adversa  á esa  institución.  ¿Es  cierto,  Sr.  Isasa,  que 
ese  fué  nuestro  propósito,  nuestra  decidida  intención, 
y que  cuando  S.  S.  me  presentó  el  trabajo,  le  declaré 
que  lo  habia  hecho  á maravilla,  que  en  efecto  se  ba- 
hía mautenido  S.  S.  en  el  fiel  de  la  balanza  sin  que  el 
plaLillo  se  inclinara  á uno  ó á otro  lado?  El  Sr.  Isasa, 
de  cuyo  testimonio  cicrtamenle  no  dudáis,  responde 
afirmativamente  á esta  pregunta. 

Conste,  pues,  que  de  ese  primer  documento  no  se 
puede  deducir  nada,  y que  el  hecho  de  haber  respe- 
tado yo  el  Jurado  durante  mi  campaña  ministerial  de 
1874,  demuestra,  por  lo  ménos,  que  no  he  mirado 
con  miedo  ni  horror  esa  institución. 

Vamos  al  segundo  documento,  al  dictámcn  de  la 
Academia  de  ciencias  morales  y políticas. 

Este  dictamen  se  lo  pedí  yo  á la  Academia  siendo 
Ministro  de  Gracia  y Justicia  en  1874,  en  ocasión  en 
que  yo  no  asistía  á sus  sesiones,  porque  las  tareas  del 
gobierno  me  lo  impedían.  La  Academia  nombró  una 
Comisión  ponente  para  que  estudiara  el  asunto,  y á 
ella  pertenecía  un  jurisconsulto  insigne,  cuyo  nombre 
pronuncio  yo  siempre  con  veneración  y respeto,  el  se- 
ñor I).  Francisco  Cárdenas.  El  Sr.  Cárdenas  hizo  su 
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trabajo;  pero  luego  vino  la  Restauración,  fué  Minis- 
tro, y después  se  fué  á Roma,  dejando  el  trabajo  que 
había  hecho  en  la  Secretaría  de  la  Academia.  Guando 
ya  estaba  en  Roma  desempeñando  las  altas  funciones 
de  Embajador  del  Rey  D.  Alfonso  XII  cerca  de  la 
Santa  Sede,  habiendo  yo  empezado  á concurrir  con 
asiduidad  á las  sesiones  de  la  Academia,  fui  nombra- 
do para  reemplazarle.  Pedí  en  la  Secretaría  los  ante- 
cedentes, vi  el  trabajo  del  Sr.  Cárdenas,  y,  como  era 
natural,  no  me  aLreví  á poner  mano  en  él;  bastaba 
para  ello  el  respeto  que  me  inspiraba  el  insigne  ju- 
risconsulto que  lo  había  escrito. 

Noté  que  el  Sr.  Cárdenas,  hasta  donde  había  lle- 
gado al  ménos,  trataba  la  cuestión  del  Jurado  más 
desde  el  punto  de  vista  histórico  que  desde  el  punto 
de  vista  filosófico  y jurídico;  y entonces  escribí  yo 
mis  cuartillas  que,  como  dije  ayer,  no  están  de  mi 
letra,  sino  de  letra  de  mi  escribiente.  Es  claro  que  de 
esa  parte  de  mi  trabajo  yo  me  declaro  completa- 
mente responsable,  no  niego  la  paternidad,  pero  sí 
diré  una  cosa:  así  el  trabajo  del  Sr.  Cárdenas,  como 
el  mió,  como  el  de  otro  señor  académico,  que  consi- 
deró el  Jurado  desde  el  punto  de  vista  práctico,  que- 
daron arrinconados  en  la  Secretaría,  y nadie  se  volvió 
á acordar  de  ellos.  Pasó  un  año  y otro,  y otro,  hasta 
seis  ó siete  años;  llegó  el  año  1881,  cuando  yo,  en 
virtud  del  compromiso  solemnemente  contraido,  no 
tenia  que  pedir  opinión  á nadie,  porque  estaba  deci- 
dido, y asi  lo  anuncié,  á presentar  un  proyeyto  de 
ley  para  el  establecimiento  del  Jurado;  y entonces  la 
Academia,  que  habia  pasado  desde  1874  hasta  1881 
sin  contestar  al  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  me 
mandó,  con  grande  sorpresa  mia,  el  informe;  informe 
copiado  de  los  tres  borradores  de  letra  diferente.  Me 
informé  de  la  causa  de  esto,  porque  la  cosa  me  chocó. 
No  evacuar  el  dictámen  cuando  se  le  pedia  y era  ne- 
cesario, y mandármelo  apresuradamente,  y como  por 
sorpresa,  cuando  ni  se  le  pedia  ni  se  necesitaba  para 
nada;  esto  me  llamó  la  atención  y pregunté  la  causa, 
y entonces  supe  que,  apresuradamente,  se  habían  pa- 
sado los  tres  borradores  al  Sr.  Figuerola,  dándole  un 
plazo  brevísimo  para  formular  su  voto  particular. 
Por  esto  notareis  (yo  ruego  que  leáis  el  informe),  que 
bay  una  carencia  absoluta  de  unidad  en  el  criterio; 
que  en  ese  informe  resaltan  criterios  distintos,  y era 
natural  que  así  sucediera,  puesto  que,  siendo  los  prin- 
cipales autores  por  uDa  parto  el  Sr.  Cárdenas,  y yo 
por  otra,  no  habíamos  podido  hablarnos.  Yo  no  he 
cruzado  con  el  Sr.  Cárdenas  ni  una  sola  palabra  sobre 
el  Jurado. 

Siento  molestar  á los  Sres.  Diputados  con  lectu- 
ras que  son  siempre  cansadas;  pero  me  habéis  de  per- 
mitir que  lea  la  manera  cómo  planteé  yo  la  cuestión 
em  la  parte  del  informe  que  realmente  me  correspon- 
de: para  que  veáis,  que,  si  uo  era  un  partidario  entu- 
siasta del  Jurado,  tampoco  participaba,  ni  con  mucho, 
de  las  preocupaciones  que  por  lo  visto  domiuan  hoy 
al  partido  conservador.  Decia  así: 

«Para  que  la  administración  de  justicia,  como 
toda  otra  función  social,  sea  perfecta,  hay  que  evitar 
dos  peligros:  el  que  puede  correr  la  sociedad,  y el 
que  más  inmediatamente  afecta  á los  ciudadanos.  Son 
ambos  peligros  la  manifestación  en  el  orden  jurídico 
de  los  dos  opuestos  escollos  entre  los  cuales  corre, 
tropezando  alternativamente  en  uno  ó en  otro,  la  vida 
de  los  pueblos;  el  socialismo  y el  individualismo.  Pe- 
ligra la  sociedad,  cuando  los  jueces  no  saben  ó no 


pueden  reprimir  debidamente  los  delitos;  y peligra  la 
inocencia  de  los  individuos,  cuando  los  tribunales, 
careciendo  del  poder  necesario  para  resistir  á las 
sugestiones  de  los  poderosos  ó á las  influencias  del 
Gobierno,  tienen  que  ceder  y convertirse  en  meros 
instrumentos  de  su  voluntad  ó de  su  capricho.  Elu- 
diendo estos  dos  escollos,  manteniéndose  equidistan^ 
tes  de  ambos,  es  como  puede  alcanzarse  la  armonía 
en  que  descansa  la  buena  administración  de  justicia. 

Ahora  bien;  mirando  el  Jurado  bajo  estos  dos  as- 
pectos diferentes,  merece  una  consideración  bien  dis- 
tinta. Como  mera  institución  de  justicia,  el  Jurado 
es,  á los  ojos  de  la  Academia,  inferior  á los  tribuna- 
les colegiados  de  derecho,  mientras  que  como  meca- 
nismo político  destinado  á servir  de  escudo  á las  li~ 
hertades  individuales  contra  los  desmanes  del  Poder 
publico,  el  Jurado  es  en  ciertas  circunstancias,  y sobre 
todo  en  determinados  pueblos,  la  institución  que  me- 
jor responde  á su  fin.» 

La  justicia  en  manos  de  los  ciudadanos  es,  sin 
disputa,  un  fuerte  escudo  con  que  resistir  dentro  de 
cierta  esfera  las  influencias  de  los  poderosos  y del 
Gobierno;  solo  en  este  sentido,  y bajo  este  aspecto,  lia 
podido  decirse  que  el  Jurado  es  en  Inglaterra  la  sal- 
vaguardia de  la  inocencia  y el  pallacliutn  de  todas  las 
libertades.  Rajo  este  punto  de  vista,  bien  puede  con- 
siderársele en  abstracto  y por  regla  general  como  su- 
perior á todo  otro  sistema  de  procedimientos,  á la 
inamovilidad  y responsabilidad  judiciales,  siquiera 
las  acompañe  el  juicio  oral  y público.  Mas  para  esto, 
es  menester  que  los  pueblos  seau  verdaderamente  ce- 
losos de  sus  derechos  y deberes  políticos,  y á todas 
luces  competentes  para  estimar  en  todo  su  valor  y 
ostentar  con  digna  entereza  la  investidura  del  ciuda- 
dano. » 

Y continúa  de  esta  manera.  No  quiero  molestar  á 
los  Sres.  Diputados  prolongando  esta  lectura,  que  es 
siempre  enojosa,  pero  ésta  es  la  tésis  de  mi  trabajo, 
y el  resto  es  el  desenvolvimiento  de  la  tésis.  Claro  es 
que  en  él  impugno  ciertas  escuelas  que  quieren  dar 
cierto  origen  y cierto  carácter  al  Jurado.  Yo  no  acep- 
to que  el  Jurado  sea  un  derecho  individual  como  se 
consagraba  en  la  Constitución  de  1869;  pero  ¿quién 
sostiene  ya  esto?  ¿Por  ventura  el  Sr.  Azcárate  en  un 
libro  que  corre  en  manos  de  todos  y que  ha  hecho  su 
reputación,  no  declara  que  el  Jurado  es  una  función 
social?  Claro  que  al  examinar  la  teoría  kraussista  y 
otras  teorías,  declaro  que  no  las  admito. 

Pues  lo  mismo  que  pensaba  do  estos  puntos  en- 
tonces, pienso  en  este  momento;  pero,  ya  se  ve,  enton- 
ces. cuando  carecía  do  todo  compromiso,  decia  que 
bajo  el  punto  de  vista  político,  como  escudo  de  los 
derechos  individuales  contra  los  desmanes  del  Poder, 
la  institución  del  Jurado  es  irreemplazable.  Por  consi- 
guiente, ¿qué  violencia  necesitaba  yo  hacerme,  y qué 
sacrificio  tan  grande,  cuando  se  trataba  do  una  tran- 
sacción patriótica,  salvadora  de  las  instituciones  y de 
la  paz  del  país,  en  aceptar  el  Jurado  traído  como  pro- 
grama del  partido  liberal,  á cambio  de  que  el  partido 
constitucional  y los  demócratas  monárquicos,  se  com- 
prometieran á gobernar  con  la  Constitución  de  1876, 
y se  realizara  mi  ideal  político,  mi  sueño  dorado,  que 
ora  establecer  como  base  do  la  Monarquía  restaurada 
una  legalidad  común? 

La  conclusión  de  ese  informe,  que  es  también  mia 
y que  la  escribí  yo  porque  solo  á C3e  precio  piule  po- 
ner mi  firma  en  el  documento,  precisamente  porque 


NÚMERO  77. 


2089 


me  parece  que  ese  informe  hubiera  necesitado  mi  co- 
operación, para  que  no  resultara  dualidad  de  criterio; 
la  conclusión,  Sres.  Diputados,  es  la  siguiente: 

«Hora  es  ya  de  poner  término  áeste  informe.  (Decía 
yo  después  del  trabajo  dei  hombre  público  que  consi- 
deró el  Jurado  bajo  su  aspecto  jurídico.)  La  Academia 
jja  expuesto  con  la  posible  imparcialidad  las  ventajas 
y los  inconvenientes  del  Jurado,  y las  dificultades  con 
que  suele  tropezar,  sobre  todo  en  los  primeros  años  de 
su  aplicación.  Sería  temerario  desconocer  la  fuerza  y 
autoridad  que  da  á esta  institución  jurídica  la  univer- 
salidad de  su  establecimiento  en  toda  Europa;  pero 
también  sería  indiscreto  no  aprovechar  la  enseñanza 
que  ofrece  su  historia  en  la  vecina  República. 

Instituciones  do  esta  índole  é importancia,  no  se 
improvisan  ni  trasplantan  sin  la  conveniente  prepa- 
ración; por  lo  cual  la  Academia  es  de  dictámen  que 
lo  que  por  de  pronto  conviene  y tiene  vardadera  ur- 
gencia, es  reformar  radicalmente  las  leyes  de  proce- 
dimiento criminal,  introduciendo  en  ellas  el  juicio 
oral  y público,  y la  única  instancia,  á fin  de  lograr 
por  este  medio  la  recta  y pronta  administración  de 
justicia,  y que  en  la  legislación  penal  no  sea  España 
una  lamentable  excepción  entre  las  Naciones  cultas.» 

¿Se  proscribe  en  esta  conclusión,  que  es  donde 
concretamente  formula  su  dictámen  la  Academia,  la 
institución  del  Jurado  como  una  institución  revolu- 
cionaria, perturbadora,  nefanda?  Se  dice  todo  lo  con- 
trario; se  dice  que  no  es  posible  resistir  el  ejemplo  de 
toda  Europa,  y lo  único  que  se  aconseja  es  que  se 
prepare  convenientemente  su  establecimiento  para  que 
no  se  malogre;  y que  se  prepare,  ¿cómo?  por  el  esta- 
blecimiento de  los  tribunales  de  derecho  con  el  juicio 
oral  y público  y con  la  única  instancia. 

Es  decir,  que  yo,  como  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia en  1881,  y ahora,  no  he  hecho  más  que  lo  que 
en  esta  conclusión  se  propone,  ajustándome  estricta- 
tamente  á ella;  y por  no  oonsenLir  yo  que  el  Jurado 
se  estableciese  precipitadamente  sin  establecer  antes 
los  tribunales  de  derecho  y el  juicio  oral  y público, 
surgió  aquí  una  lamentable  y dolorosa  disidencia. 
¿Tuvo  otra  razón  de  ser,  tuvo  otra  bandera  la  disi- 
dencia, ni  por  el  Sr.  López  Domínguez,  ni  por  el  Du- 
que de  la  Torre  se  dió  otro  pretexto  para  ella,  que  el 
de  resistirme  yo  á establecer  de  pronto  el  Jurado,  el 
de  empeñarme  yo  en  defender  para  que  el  ensayo  no 
se  malograra  y para  que  la  institución  pudiera  dar 
sus  frutos,  que  fuera  precedida  del  establecimiento 
del  juicio  oral  y público? 

Por  consiguiente,  señores,  ¿á  qué  es  venir  aquí 
hablando  de  inconsecuencias  y de  contradicciones?  ¿A 
qué  es  venir  diciendo  que  el  único  español  que  está 
inhabilitado  para  traer  el  proyecto  del  Jurado  soy  yo? 
¿A  qué  es  venir  preguntando  por  qué  no  le  ha  traido 
el  Sr.  Romero  Girón?  Yo  me  hubiera  alegrado,  yo  me 
alegrarla  mucho  de  que  el  Sr.  Romero  Girón  ocupara 
como  ocuparía  dignísimamente,  mucho  mejor  que  yo, 
este  puesto;  yo  no  estoy  aquí  por  mi  voluntad,  ni*  por 
mi  gusto:  estoy  como  esclavo  de  mi  deber,  porque  el 
jefe  del  partido  y la  generalidad  de  mis  amigos,  si  no 
todos,  acaso  pudiera  decir  todos,  han  creido  que  mi 
permanencia  en  este  puesto  era  conveniente;  el  dia 
que  la  mayoría,  el  dia  que  mi  partido  me  signifique 
Je  cualquier  modo  que  no  hay  conveniencia  en  mi 
continuación  en  el  Ministerio,  yo  me  iré  sin  exhalar 
ima  queja  ni  guardar  el  menor  resentimiento,  antes 
bien  satisfecho  y agradecido,  porque  yo  soy  ya  viejo, 


no  deseo  más  que  la  tranquilidad  del  hogar  y los  go- 
ces de  la  familia,  y detesto  las  amarguras  y los  sin- 
sabores de  la  vida  activa  de  la  política;  pero  se  cree 
que  soy  aquí  conveniente,  no  solo  al  partido,  sino  á 
otros  altos  intereses,  y yo  declino  mi  propio  criterio 
y me  sacrifico.  Sirva  esto  de  respuesta  á una  acusa- 
ción que  me  ha  hecho  el  Sr.  Pidal  tan  injusta,  sobre 
todo  en  lábios  de  S.  S.,  suponiendo  que  yo  deseo  con- 
tinuar aquí;  la  carLera  no  tiene  para  mí  más  que  una 
ventaja,  la  del  honor  que  me  dispensa  S.  M.  y la  de 
la  confianza  que  me  otorga  la  mayoría  de  las  Cortes; 
pero,  fuera  de  esto,  que  se  traduce  puramente  en 
honra,  en  todo  lo  demás  me  daña  y me  perjudica. 

Pero  ¿en  qué  país  estamos  para  que  sóidamente 
quien  ha  sido  Ministro  de  la  Corona  y en  cuya  breve 
vida  parlamentaria  hay  tantos  y tantos  accidentes,  pue- 
da dirigirse  á mí  que  tengo  una  larga  historia  parla- 
mentaria, que  estoy  convencido  de  representar  en  la 
política  española  la  misma,  idéntica  tendencia  que  re- 
presentaba el  año  54,  cuando  por  primera  vez  vine  á 
las  Górtes,  habiendo  sido  las  circunstancias  las  que 
han  cambiado,  pero  de  ninguna  manera  la  tendencia 
que  yo  represento,  pueda,  digo,  hacerme  cargos  de 
inconsecuencia  con  esa  valentía  con  que  los  hace  el 
Sr.  Pidal,  dirigiéndose  á mí  que  soy  uno  de  los  nueve 
fundadores  del  centro  parlamentario  en  185G,  de  aquel 
centro  en  que  estaban  Ríos  Rosas,  Cantero,  Collado, 
Concha,  Lascrna  y otros,  es  decir,  de  aquel  centro  que 
representaba  lo  que  en  una  frase  gráfica  que  dije  al 
general  Espartero,  oficialmente  se  revela?  Yo,  al  ge- 
neral Espartero,  le  dije  en  nombre  de  aquel  centro: 
está  el  centro  incondicionalmente  á la  disposición  del 
Gobierno,  resuelto  á darle  su  apoyo  desinteresado;  no 
pone  más  que  una  condición:  la  de  que  se  gobierne. 
Por  manera  que  toda  mi  vida,  desde  que  salí  á la  es- 
cena política,  he  representado  la  tendencia  liberal  gu- 
bernamental, porque  he  creido  que  el  orden  no  es  otra 
cosa  que  la  armonía  de  las  libertades,  y que  donde  no 
hay  órden,  no  hay  libertad  posible. 

Dice  el  Sr.  Pidal:  ¿cómo  se  atreve  el  Sr.  Alonso 
Martínez,  teniendo  que  incurrir  en  una  contradicción 
y en  una  inconsecuencia,  á presentar  ese  proyecto  de 
ley?  Yo  no  me  atrevo,  señores,  en  mi  humildad,  á ci- 
tar ciertos  hechos  de  la  historia  contemporánea,  por 
que  aun  cuando  yo  no  evoque  su  recuerdo  con  rela- 
ción á ios  personajes  que  los  han  ejecutado,  sino  á los 
hechos  mismos,  temo  que  se  crea  que  tengo  la  pre- 
tensión ridicula  de  parecerme  ni  de  cerca  ni  de  lejos, 
yo,  tan  modesto  y tan  humilde,  á esos  grandes  per- 
sonajes que  han  conquistado  una  gran  reputación  en 
la  gobernación  del  Estado;  pero  con  esta  protesta,  con- 
vencido de  mi  modestia  y de  mi  humildad,  y creyén- 
dome el  último  de  vosotros,  y lo  digo  con  entera  sin- 
ceridad, me  atrevo  á preguntar  al  Sr.  Pidal,  que  es  tan 
docto  en  historia:  ¿se  avergonzaría,  por  ventura,  Ro- 
berto Peel  del  bilí  sobre  emancipación  de  los  católicos, 
á pesar  de  que  habia  sido  el  enemigo  más  acérrimo 
de  esa  emancipación?  ¿Pues  no  hizo  lo  mismo  en  la 
ley  de  cereales?  ¿Pues  cuántos  y cuántos  conservado- 
res, insigues  esLadistas  en  Inglaterra,  no  han  venido 
á presentar  al  Parlamento  medidas  que  durante  mu- 
chos años  habían  ardientemente  combatido?  ¿Y  no 
acaba  ahora  de  decir  el  Príncipe  de  Bismarck  contes- 
tando á Virchou,  lo  que  voy  á permitirme  leer  á la 
Cámara?  es  á saber: 

«Se  rae  acusó,  al  verificarse  la  guerra  danesa,  la 
guerra  con  Austria  y aun  la  guerra  con  Francia,  de 
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tener  la  más  mínima  dosis  de  consecuencia  posible. 
El  profesor  Virchou  se  ha  acostumbrado  en  su  cáte- 
dra á la  crítica,  y ahora  critica  mi  consecuencia. 

Yo  le  harc  observar  que  la  palabra  consecuencia 
no  tiene  en  política  el  sentido  que  él  quiere  darle. 
Dicho  Diputado  piensa  que  pronunciar  todos  ios  anos 
los  mismos  discursos  con  las  mismas  palabras  sería 
el  summum  de  la  consecuencia.  ( Hilaridad .) 

Yo  no  lo  entiendo  así.  Si  durante  el  período  más 
vivo  del  Kulturkampf  he  combatido  á los  católicos 
con  palabras  vivas,  y aun  crueles,  eso  no  impide  que 
ahora  haga  la  paz  con  ellos,  como  no  son  obstáculo 
las  líalas  que  se  lanzan  en  la  batalla  para  la  paz  entre 
los  ejércitos.  No  niego  que  he  podido  llamar  al  Papa 
extranjero,  pero  esto  no  impide  que  cousidere  hoy  que 
la  Iglesia  católica  de  Alemania  que  el  Papa  dirige, 
es  una  institución  nacional.» 

Y en  su  segunda  rectificación  añadió: 

«El  preopinante  me  pregunta  por  qué  hago  con- 
cesiones en  lo  que  se  refiere  á las  órdenes  religiosas, 
cuando  las  combatí  antes.  Yo  le  contesto  que  los  ca- 
tólicos creen  que  tienen  necesidad  de  ellas,  y esto  me 
basta.  No  he  de  averiguar  ahora  si  sus  ideas  y las 
mias  están  de  acuerdo.» 

De  manera,  que  el  Príncipe  de  Bismarck  no  se  ha 
creído  deshonrado  por  haber  echado  abajo  las  leyes 
del  Kulturkampf,  cuyo  defensor  principal  fuó  el  mis- 
mo Bismarck.  Pero  ¿á  qué  vamos  á buscar  ejemplos 
en  el  extranjero?  Pues  qué,  ¿no  los  hay  entre  vosotros? 
¿Mantiene  el  Sr.  Pidal  hoy  sus  opiniones  sobre  la  uni- 
dad católica  (El  Sr.  Pidal:  Sí),  y sobre  el  art.  1 1 de  la 
Constitución?  (El  Sr.  Pidal:  Todo.)  En  eso  no  se  pa- 
rece S.  S.  á su  jefe;  porque  el  Sr.  Cánovas  del  Casti- 
llo, y no  lo  digo  en  son  de  censura,  sino  en  son  de 
aplauso,  defendió  la  unidad  católica,  como  la  he  de- 
fendido yo  (aunque  ya  en  1855  introduje  en  el  artículo 
correspondiente  una  enmienda,  que  era  la  prepara- 
ción de  la  tolerancia  religiosa),  como  la  defendió  Don 
Salustiano  Olózaga;  pero  de  todos  modos,  es  evidente 
que  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo  ha  defendido  la  unidad 
católica,  hasta  el  punto  de  decir  que  daria  por  ella 
su  vida.  Su  'señoría  dijo  que  ofrecía  más  en  cierta 
ocasión,  pues  afirmó  que  llevada  su  abnegación,  con 
tal  de  echar  abajo  el  art.  i 1 de  la  Constitución,  hasta 
el  punto  de  sentarse  en  el  banco  azul  con  el  Sr.  Cá- 
novas. (El  Sr.  Pidal:  En  aquel  Gabinete  que  apoyaba 
S.  S.,  por  más  señas.) 

Pero  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo,  defensor  de  la 
unidad  católica  en  otro  tiempo,  luego  que  vino  la  Res- 
tauración, estableció  en  el  art.  1 1 de  la  Constitución 
la  tolerancia  religiosa,  sin  creerse  deshonrado  por  eso; 
y S.  S.,  olvidando,  como  es  natural,  frases  vehemen- 
tes que  nacen  de  su  temperamento  y de  su  com- 
plexión, frases  que  tienen  toda  la  exageración  del  tem- 
peramento de  S.  S.,  ha  venido  al  banco  azul,  después 
de  anunciar  que  ni  con  la  autorización  del  Papa  tran- 
sigida en  una  cuestión  que  era  cuestión  de  concien- 
cia, porque  ya  no  se  refiere  á las  cosas  humanas  que 
Dios  ha  entregado  á las  disputas  de  los  hombres,  sino 
á cosas  que  tienen  conexión  íntima  con  las  relaciones 
de  la  criatura  con  el  Criador.  En  esas  cuestiones  no 
se  puede  transigir,  y,  sin  embargo,  S.  S.  transigió, 
porque  no  puedo  hacerle  el  agravio  de  que  S.  S.,  ju- 
rando, como  juró,  en  manos  del  Rey,  guardar  fiel- 
mente y hacer  guardar  la  Constitución  de  la  Monar- 
quía española,  no  aceptara  de  buena  fe,  no  solo  la 
observancia  fiel  y respetuosa,  de  su  parte,  del  art.  1 1 


de  la  Constitución,  sino  la  Obligación  de  hacer  que  la 
tolerancia  religiosa  fuera  respetada  por  todos  los  ciu- 
dadauos  españoles.  (Muy  bien.) 

Por  consiguiente,  no  hay  necesidad  de  acudir  al 
1 extranjero;  no  hay  necesidad  de  recordar  aquellas 
magníficas  frases  d c Sir  Itobert  Peel,  después  de  su 
triunfo  en  la  ley  de  cereales,  el  cual,  desdeñando  la 
acusación  de  contradicción  y de  inconsecuencia,  de- 
cía: «La  historia  tal  vez  se  acordará  de  mí,  y sobre 
todo  no  dejarán  de  pronunciar  mi  nombre  con  sim- 
patía en  la  mansión  ó en  el  hogar  que  habitan  los  que 
tienen  por  lote  en  esto  mundo  el  trabajo  y la  obliga- 
ción de  ganar  el  pan  coa  el  sudor  de  su  frente,  por- 
que se  acordarán  de  mí  cuando  tomen  un  alimento 
barato  y libre  de  impuesto,  y esto  les  parecerá  dulce, 
porque  no  estará  mezclado  con  la  amargura  que  pro- 
duce siempre  una  injusticia.» 

Poco  más  ó ménos  con  estas  mismas  frases,  ana, 
que  no  sean  tan  elocuentes  como  estas  lo  fueron,  voy 
á terminar,  porque  no  me  propongo  decir  nada  acer- 
ca del  Jurado,  sino  únicamente  contestar  á las  alu- 
siones personales  que  me  ha  dirigido  el  Sr.  Pidal. 

El  Sr.  Pidal  me  echará  en  cara  cuantas  contra- 
dicciones quiera,  pero  yo  que  entiendo  haber  prestado 
un  inmenso  servicio  con  la  transacción  de  1879,  y con 
la  transacción  de  1 884,  yo  que  creo  haber  servido  bien 
a mi  país  y á las  instituciones,  me  siento  diciendo  quo 
á las  instituciones  y al  país  no  se  les  sirve  con  dis- 
cursos ni  con  himnos,  sino  con  actos  reales  y positi- 
vos que  los  vigoricen,  y que  sean  un  escudo  contra 
los  embates  revolucionarios.  (Muy  bien , en  ¿a  ma- 
yoría.) 

El  Sr.  PIDAL  Y MON  (D.  Alejandro):  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  PIDAL  Y MON  (D.  Alejandro):  Si  cuando  yo, 
abusando  de  un  derecho  que  creía  fundado  en  la  bené- 
volaamistad  que  me  ha  venidodispensandodcsdesiein- 
pre  elSr.  Alonso  Martínez,  me  acerqué  áélen  el  Sena- 
do á preguntarle  en  el  seno  de  esa  misma  intimidad 
si  le  molestaría  que  tratara  la  cuestión  que  he  tratado, 
el  Sr.  Alonso  Martinez,  al  decirme  que  no,  me  hubiera 
añadido,  como  lo  ha  hecho  hoy  ante  vosotros,  que  esa 
era  la  respuesta  que  solia  dar  á ese  género  de  pre- 
guntas. me  hubiera  guardado  muy  bien  de  traer  aquí 
en  una  discusión  corLés  y benévola  un  arma  que  po- 
día molestar  á un  amigo  mió,  siquiera  ese  amigo  pre- 
sentara en  aquel  momento  un  proyecto  de  ley  que  yo 
estimara  funesto  para  la  administración  de  la  justi- 
cia en  nuestra  Patria.  Pero  el  Sr.  Alonso  Martinez  se 
cayó  esa  advertencia  amistosa,  que  bien  hubiera  po- 
dido hacer,  porque  no  hubiera  sonado  á vanidad,  sino 
á dignidad;  y yo,  lejos  de  sospechar  que  ese  era  el 
móvil  de  la  respuesta,  sospeché  más,  sospeché,  aun- 
que veo  que  con  error,  que  S.  S.  se  alegraba  de  que 
al  cumplir  el  compromiso  político  de  traer  la  ley  yo 
dejase  á salvo  su' reputación  de  jurisconsulto,  demos- 
trando que  esa  ley  la  traía  S.  S.  por  consecuencia  de 
una  transacción,  no  porque  sus  doctrinas  jurídicas  le 
llevasen  á ser  partidario  del  Jurado. 

Tarea  difícil,  superior  á todo  encarecimiento,  su- 
perior al  mismo  talento  jurídico,  y permitidme  de- 
cirlo así,  al  mismo  talento  profesional  del  Sr.  Alonso 
Martinez,  es  la  que  S.  8.  se  ha  echado  sobre  sus  hom- 
bros esta  tarde;  porque  pretender  que  la  Memoria  y 
el  informe  que  ha  dado  la  Academia  es  favorable  ai 
Jurado  es  un  empeño  que  se  escapa  á toda  humana 
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fuerza,  á toda  elocuencia  humana,  á todo  género  de 
discusión  y á todo  género  de  talento. 

Yo  tenía  entendido,  Sr.  Alonso  Martinez,  que  al 
desenmascarar  de  una  vez  todas  las  censuras  que  con- 
tra el  Jurado,  y por  lo  visto  contra  S.  S.,  hay  en  esta 
Memoria,  le  hacía  á S.  S.  un  señalado  servicio,  por- 
que le  entregaba  de  una  vez  todo  el  arsenal,  que  ar- 
senal ha  de  ser  este  informe  y esta  Memoria  en  esta 
discusión,  contra  S.  S.  y el  Jurado,  y más  valía  abrir 
de  una  vez  las  puertas  de  par  en  par  que  no  suminis- 
trar poco  á poco  armas  á los  enemigos  de  S.  S.  para 
que  combatieran  el  Jurado  con  las  mismas  razones 
que  S.  S.  les  dió  en  el  informe  de  la  Academia. 

Pero  después  de  todo,  yo  ya  he  dicho  aquí  una 
vez,  y me  creo  dispensado  de  volverlo  á repetir,  que 
yo  no  he  venido  á acusar  de  contradicción  y de  in- 
consecuencia política  al  Sr.  Alonso  Martinez.  Si  lo 
quisiera  hacer,  no  hubiera  tenido  necesidad  de  ir  á 
buscar  elementos  para  esta  acusación  en  los  archivos 
de  la  Academia  de  Ciencias  morales  y políticas.  En 
la  historia  de  su  larga  vida,  que  á grandes  rasgos 
acaba  8.  S.  de  trazar,  encontraria  fundamentos  para 
esa  acusación.  Y como  esta  discusión  sí  que  sería  la 
que  agriaría,  y no  la  discusión  doctrinal  y filosófica  á 
que  me  he  entregado  esta  tarde,  no  sigo  en  esta  dis- 
cusión, donde  también  podría  argüirte  á S.  8.  con  tex- 
tos del  mismo  Sr.  Sagasta,  que  tiene  á su  lado.  Res- 
pecto á mí,  Sr.  Alonso  Martínez,  todo  el  tiempo  que 
he  ocupado  ese  banco  he  sido  el  tema  vivo  do  discu- 
cusion  de  todos  los  partidos  liberales. 

Precisamente  no  hay  un  tema  más  conocido  para 
mi  que  el  de  mis  evoluciones  en  política*  no  ya  por- 
que al  fin  y al  cabo  las  hice  yo,  sino  porque  he  te- 
nido que  exponerlas  y defenderlas  en  todas  las  dis- 
cusiones, hasta  el  punto  de  proclamarme  yo,  cou 
aplauso  de  rnis  compañeros,  en  ese  banco,  eL  vivo 
discurso  de  la  Corona.  Pues  bien:  sigo  diciendo  lo  que 
entonces  dije;  no  he  de  volver  á repetirlo,  por  no  mo- 
lestaros; yo  soy  uno  de  los  pocos  hombres  políticos 
que  no  han  pertenecido  en  toda  su  vida  más  que  á un 
solo  partido,  en  realidad;  yo  soy  un  hombre  que  no 
ha  abandonado  ni  uno  solo  de  sus  principios  de  es- 
cuela; y no  me  enorgullezco  de  e3to,  porque  en  el 
momento  que  se  me  señale  que  todos  esos  principios, 
incluso  la  religión  que  profeso,  si  esto  fuese  posible, 
sou  erróneos,  los  abandonaría  en  el  momento,  porque 
repito,  que  no  tengo  compromisos  más  que  con  la 
verdad  y con  mi  conciencia. 

I La  unidad  católica!  ¡Y  todavía  vuelve  á repetir 
ese  argumento  el  Sr.  Alonso  Martinez!  Pero,  ¿quién 
hay  que  ignore  todavía  que  la  unidad  católica  es  un 
principio  que  lleva  en  su  seno,  como  consecuencia 
lógica,  como  consecuencia  fatal,  el  estado  de  la  ley, 
el  estado  de  la  opinión  para  imponerla?  ¿Quién  no  sabe 
que  es  una  consecuencia  lógica  del  principio  de  la 
uuidad  católica  el  deber,  Sr.  Alonso  Martinez,  el  de- 
ber do  establecer  la  tolerancia  allí  donde  hay  disi- 
dentes en  gran  número  que  pueden  perturbar  en  su 
esfera  la  ley  del  Estado.  (Rumores.) 

No  comprendo  vuestra  interrupción.  Si  negáis 
esto,  negáis  toda  la  ciencia.  (Varios  Sres.  Diputados: 
No,  no.)  ¿Aplaudís?  Pues  si  aplaudís,  entonces  acepto 
vuestros  aplausos,  porque  se  vuelven  censuras  contra 
el  argumento  del  Sr.  Alonso  Martinez.  ( Varios  seño- 
res Diputados : No,  no.)  Mucho  siento  tener  que  des- 
cender en  un  Congreso  español  á insistir  sobre  estos 
pequeños  detalles;  pero  la  verdad  es  que  es  cosa  de 


sentido  común;  que  esLá  en  los  teólogos  inquisitoria- 
les; está  en  los  decretos  de  los  Concilios,  en  las  deci- 
siones de  los  Pon  tí  dees;  está  en  todos  los  autores  se- 
rios que  tratan  de  esta  materia,  que  la  obligación  del 
Estado  es  aplicar  el  principio  de  la  unidad  católica 
en  la  medida  que  lo  consientan  y Lolercn  las  circuns- 
tancias. 

Vino  la  Restauración,  y yo  opiné  entonces,  y sigo 
opinando  ahora,  y el  día  que  deje  de  opinarlo  lo  diré 
claramente,  que  uo  se  debía  haber  establecido  la  tole- 
rancia religiosa;  y como  opinaba  así,  en  vez  de  venir 
á presentar  un  proyecto  de  tolerancia,  como  S.  S.  pre- 
senta el  proyecto  del  Jurado,  me  vine  á los  bancos  de 
la  oposición,  rompí  con  mis  amigos  de  la  infancia  y 
con  mis  compañeros  de  toda  la  vida;  me  puse  enfrente 
del  Gobierno;  vine  como  pude  aquí,  y desde  aquí  hice 
la  oposición  que  pude  al  Gobierno.  ¿Cuándo  volví  yo 
ahí?  Al  cabo  de  muchos  años.  (Rumores.)  Está  palpi- 
taudo  la  parcialidad  y la  pasión  en  vuestros  movi- 
mientos. ¿Cuándo  volví  ahí?  Cuando  lo  había  aceptado 
el  Papa;  cuando  lo  había  aceptado  el  Trono;  cuándo 
lo  habia  aceptado  el  país;  cuando  se  liabia  hecho  una 
Constitución.  Si  trajera  el  Jurado  el  Sr.  Romero  Gi- 
rón, lo  hubieran  aceptado  todos,  hasta  los  partidos 
conservadores;  hubiera  funcionado  en  el  país  con 
aplauso  ó con  tolerancia  de  todas  las  gentes,  y nada 
tendría  de  particular  que  S.  S.  hubiera  venido  á res- 
petarlo; pero  venir  á plantearlo  S.  S.,  jah!  entonces  sí 
que  hubiera  podido  censurarme  á íní  si  hubiera  ve- 
nido yo  á plantear  la  tolerancia  religiosa.  {Aplausos  en 
la  minoría.) 

Pero  ¿qué  le  hemos  de  decir  ai  que  se  empeña  en 
sostener  que  en  la  parte  que  él  mismo  señala,  señores 
Diputados,  que  él  mismo  señala  como  suya  eu  el  in- 
forme de  la  Academia,  no  hay  un  ataque  fundamen- 
tal, un  ataque  por  todo  lo  alto,  por  todo  lo  ancho  y 
por  todo  lo  profundo  á la  institución  del  Jurado?  Se- 
ñores, no  tengáis  cuidado,  que  no  os  voy  á molestar 
con  nuevas  lecturas;  pero  impreso  está,  en  el  Diario 
de  las  Sesiones  lo  teneis,  está  publicado  en  forma  de 
folleto,  y lo  teneis  en  las  Memorias  de  la  Academia. 
Esta  discusión  del  Jurado  ha  de  dar  mucho  de  sí;  han 
de  discutirse  aquí  los  artículos  y las  enmiendas;  se 
ha  de  discutir  en  el  Senado  después;  acordáos  de  que 
os  lo  digo:  éste  será  el  perpétuo  arsenal  contra  el 
Sr.  Alonso  Martinez  y contra  el  Jurado,  no  solo  por 
la  autoridad  que  tienen  y que  revisten  por  ser  armas 
forjadas  por  las  propias  manos  de  S.  S.,  sino  porque 
armas  más  mortíferas  para  la  institución  no  se  han 
forjado  en  ninguna  parte.  Y allí,  señores,  dice  el  se- 
ñor Alonso  Martinez  con  una  gran  habilidad,  que  tal 
vez  ante  un  Jurado  tenga  mucho  éxito,  pero  que  lo 
que  es  aquí  no  me  parece  que  puede  tener  ninguno: 
«el  Sr.  Cárdenas  babia  redactado  el  informe  cuando  yo 
me  encargué  de  él,  y no  quise  tocar  nada  de  lo  que 
babia  hecho  el  Sr.  Cárdenas.»  Aparte  de  que  este  ar- 
gumento está  deshecho  por  el  mismo  Sr.  Alonso  Mar- 
tinez, puesto  que  una  de  las  partes  más  importantes 
confiesa  que  es  obra  suya,  le  tengo  que  decir  que  está 
equivocado;  el  Sr.  Cárdenas  no  escribió  una  sola  línea; 
se  marchó  resignando  el  encargo  que  la  Academia  le 
habia  confiado,  y cuando  estuvo  en  París  se  le  pidie- 
ron datos  y envió  los  que  tenía;  pero  el  informe  no 
lo  habia  redactado.  Esos  datos,  suponiendo  que  estén 
redactados  por  éi,  alcanzan  á la  primera  parte,  que 
S.  S.  ha  dicho  que  es  la  histórica',  porque  la  verdad 
es  que  la  primera  parte,  que  se  atribuye  al  Sr.  Cár- 


2072 


26  DE  ABRIL  DE  1887. 


denas,  es  histórica;  la  tercera  parto,  que  so  atribuye 
al  Sr.  Colmeiro,  es  puramente  práctica;  y,  ya  lo  dice 
al  empezar:  «una  vez  que  se  ha  discutido  fundamen- 
talmente la  institución,  vamos  á combatirla  en  el  te- 
rreno práctico  » 

Pues  bien;  el  ataque  fundamental,  el  ataque  que 
se  dirige  á los  principios,  el  que  se  dirige  á la  esencia 
de  la  institución,  el  que  ¿ibraza  todos  y cada  uno  de 
sus  elementos,  es  hijo  del  Sr.  Alonso  Martínez.  Y el 
Sr.  Alonso  Martínez,  sentando  una  teoría  particular  y 
extraña,  decia:  no  le  he  querido  firmar.  Pero,  seño- 
res, el  Sr.  Alonso  Martínez,  ¿no  formaba  parte  de  la 
Academia?  ¿No  formaba  parte  de  la  Comisión,  como  el 
Sr.  Figuerola?  ¿Por  qué,  si  no  estaba  conforme  con  él, 
no  hizo  un  voto  particular,  como  hizo  el  Sr.  Figue- 
rola,  si  no  quería  firmar  el  del  Sr.  Figuerola?  Un  mo- 
momento  antes,  preferentemente,  está  en  las  Memo- 
rias de  la  Academia  de  Ciencias  morales  y políticas, 
pidió  el  Gobierno  un  informe  sobre  los  foros;  de  esa 
Comisión  no  formaba  parte  el  Sr.  Alonso  Martínez,  y 
á pesar  de  ello  se  creyó  obligado,  solo  por  pertenecer 
á la  Academia,  á hacer  un  voto  particular  contra  el 
dictámen  de  la  Comisión.  Es  decir,  que  el  Sr.  Alonso 
Martínez,  cuando  se  trata  de  foros,  escribe:  yo  siento 
disentir  del  dictámen  de  la  Academia;  pero  no  mando 
en  mi  entendimiento  y tengo  que  hacer  un  voto  par- 
ticular; y cuando  se  trataba  del  Jurado,  el  Sr.  Alonso 
Martínez,  que  además  de  pertenecer  á la  Academia 
formaba  parte  de  la  Comisión,  entonces  no  veia  que 
su  entendimiento  le  demandaba  un  voto  particular  en 
favor  del  Jurado,  j Ah,  Sr.  Alonso  Martínez!  ¡Qué  caí- 
das tan  grandes  dan  en  defensa  de  las  malas  causas 
hasta  los  más  grandes  ingenios! 

Y luego  el  Sr.  Alonso  Martínez  ayer,  cuando  yo 
decia  aquí  que  la  letra  era  suya  en  algunas  cuartillas 
de  este  informe,  S.  S.  me  argüía  con  un  argumento, 
el  de  que  eran  de  letra  de  su  escribiente.  Pues  qué, 
¿el  escribiente  escribía  otra  cosa  que  lo  que  le  dictaba 
el  Sr.  Alonso  Martínez?  Pero  aún  hay  más.  Yo  he 
visto  las  cuartillas,  porque  aunque  improviso  la  for-, 
ma,  nunca  improviso  el  fondo,  y estudio  los  antece- 
dentes para  no  exponerme  á verme  en  trances  tan 
amargos  como  el  en  que  en  estos  momentos  se  en- 
cuentra S.  S.,  y allí,  en  esos  antecedentes,  he  visto 
algunas  cuartillas  de  puño  y letra  de  S..S.,  al  decir 
de  los  peritos  calígrafos,  y entre  las  escritas  por  su 
escribiente  varias  sobre  las  que  S.  S.  enmendó  lo  que 
habia  dictado  á su  escribiente,  habiendo  una  en  que 
S.  S.  habia  dictado:  el  Jurado  es  una  institución  em - 
brionaria)  y enseguida  S.  S.  corrigió  la  cuartilla,  borró 
esta  frase  y puso  encima:  inferior  á los  tribunales  co- 
legiados de  derecho . Me  hasta  con  esta  frase  enmen- 
dada de  letra  de  S.  S.  en  las  cuartillas  que  dictó  al 
escribiente;  abandono  lodo  lo  demás;  siempre  re- 
sultará que  para  la  administración  de  la  justicia  el 
Jurado  e3  inferior  d los  tribunales  colegiados  de  derecho . 

Y con  esta  exposición  de  las  opiniones  de  S.  S*, 
¿habia  yo  de  tener  el  gusto  de  mortificarle?  Pequeño 
gusto  fuera.  No;  lo  que  yo  hacía  era  poner  la  autori- 
dad de  S.  S.  al  lado  de  mis  opiniones  y en  contra  de 
los  partidarios  del  Jurado;  lo  que  yo  hacía  era  venir 
á argüir  á S.  S.  sobre  esa  transacción,  porque  hoy  el 
Sr.  Alonso  Martínez  ha  vuelto  á empequeñecer  el  Ju- 
rado, haciendo  ver  que  el  Jurado  es  una  institución 
de  poco  más  ó ménos,  una  institución  propia  y ade- 
cuada á ser  convertida  en  materia  de  transacciones 
cuando  de  más  altos  intereses  se  trata,  y porque  esto, 


que  no  puede  agradar  á los  partidarios  entusiastas 
del  Jurado,  no  puede  agradar  á nadie,  porque  en  el 
Jurado,  con  su  existencia  ó sin  ella,  se  trata  de  la  ad- 
ministración de  justicia,  y la  administración  de  jus- 
ticia es  el  fin  más  supremo  del  organismo  social,  es 
el  fin  más  supremo  de  las  mismas  Monarquías,  es  el 
lin  más  supremo  de  la  propia  soberanía  nacional,  es 
la  institución  humana  más  respetable,  no  solo  porque 
es  un  reflejo  de  la  acción  divina,  sino  porque  es  lo  que 
más  encarna  en  el  bien  común  de  los  hombres. 

Y el  Sr.  Alonso  Martínez  puede  no  estimarlo  así, 
pero  á mí  rae  importa  dejar  consignado  lo  que  indiqué 
al  empezar:  no  ha  entrado  ni  por  un  momento  en  mi 
ánimo  hacer  la  menor  injuria,  ni  de  cerca  ni  de  lejos, 
á nada  que  se  acerque  á la  honra  y á la  reputación, 
no  solo  particular  y privada,  sino  pública  y política 
del  Sr.  Alonso  Martínez.  Si  contra  mi  voluntad,  en  el 
calor  de  la  improvisación,  he  lanzado  alguna  frase  en 
ese  sentido,  cosa  de  que  estoy  completamente  seguro 
que  no,  como  dije  antes  de  empezar,  la  retiro;  si  no  la 
he  lanzado  y la  pública  malicia  trata  de  escudarse 
conmigo  para  lanzar  dardos  al  Sr.  Alonso  Martincz, 
yo  la  retiro  mi  amparo,  yo  la  retiro  mi  apoyo,  yo  la 
retiro  mi  sombra,  yo  retiro  esa  palabra  tras  la  cual 
pueda  alguien  escudarse  para  lastimar  en  lo  más  mí- 
nimo al  Sr.  Alonso  Martínez.  De  consiguiente,  conste 
bien  que  no  soy  yo  quien  agria  las  discusiones  ni 
quien  interrumpe  el  carácter  amistoso  de  las  discu- 
siones de  los  partidos. 

Y en  cuanto  á los  que  S.  S.  me  ha  lanzado  á mí, 
no  puedo  ni  tengo  por  qué  quejarme:  los  he  visto  salir 
de  ese  banco  con  gran  furia,  pero  antes  de  llegar  á 
mis  piés  han  caído  en  el  suelo  sin  punta  en  su  camino. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  No  voy  á entrar  en  detalles  que  no  tienen 
un  interés  general,  y que,  repito,  no  son  propios  de 
este  lugar;  pero  insiste  en  sus  agresiones  el  Sr.  Pi- 
dal,  dice  que  esloy  en  un  trance  amargo,  tan  amargo 
que  no  se  ha  visto  nadie  en  otro  semejante:  y,  por 
último,  acaba  diciendo  que  los  dardos  que  yo  disparo 
contra  S.  S.  caen  sin  punta  antes  de  herirle. 

Lamento  que  me  obligue  el  Sr.  Pidal,  con  su  ac- 
titud, á leer  algún  texto;  pero  la  prudencia  y el  pa- 
triotismo tienen  su  límite.  Yo  deseo  conservar  las 
relaciones  de  cortesía  con  todos  los  partidos;  pero  es- 
toy dispuesto  á defenderme  contra  todo  el  mundo,  y 
no  creo  que  se  pueda  exigir  de  un  Ministro,  que  tiene 
muy  vivo  el  sentimiento  de  su  dignidad,  como  le  tie- 
nen todos  y cada  uno  de  los  Sres.  Diputados,  que  se 
resigne  á oir  todo  género  de  censuras  y á que  se  ex- 
cite respecto  de  él  la  lástima  del  auditorio  y del  país. 
Yo  no  necesito  de  la  lástima  do  nadie;  y ahora  va- 
mos a ver  quién  está  en  un  trance  más  amargo,  si 
S.  S.  ó yo. 

Prescindo  del  texto  en  que  S.  S.  encontraba  muy 
preferible  el  Sr.  Pí  y Margall  al  Sr.  Cánovas  del  Cas- 
tillo, su  jefe  actual;  prescindo  de  que  el  Sr.  Cánovas 
del  Castillo,  para  defender  su  propia  dignidad,  se  creyó 
obligado  al  contestar  á no  mentar  á S.  S.,  y no  pro- 
nunció ni  una  vez  su  nombre,  lo  cual  dió  lugar  á una 
frase  de  S.  S.,  que  yo  no  he  de  repetir  porque  deja  ya 
de  tener  carácter  político;  hay  que  considerarla  bajo 
otro  aspecto,  y no  me  parece  propia  para  ser  leida  eu 
este  sitio;  prescindo  de  otros  varios;  pero  me  vais  á 
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nprmilir  que  lea  uuo  para  ver  quién  es  ti  en  un  trance 
iris  duro,  si  el  Sr.  Pidal  ó yo. 

‘ Decía  S.  S.  en  la  sesión  de  1 i de  Mayo  de  1876: 
«y  procurando  reconcentrar  en  uno  todos  los  ar- 
gumentos dispersos  que  de  las  diferentes  fases  del 
isunto  y de  los  diversos  puntos  de  vista  de  la  discu- 
sión se  'me  iban  presentando  en  el  curso  del  debate, 
concretaré  mi  pensamiento  y lo  definiré,  diciendo  que 
me  opongo  al  art.  1 1 bajo  tres  puntos  de  vista:  que 
me  opongo  á él  como  monárquico  y como  dinástico, 
or  creerlo  un  crimen  de  ¿esa  Monarquía;  que  me 
opongo  á él  como  español,  por  creerlo  un  crimen  de 
,ega  nacionalidad,  y que  me  opongo  á él  como  cató- 
lico por  creerlo  un  crimen  de  lesa  religión.  Sentada 
e-ta  proposición,  cúmpleme  desarrollarla  brevemente, 
ofreciendo  á vuestra  consideración  ilustrada  las  gra- 
ves razones  que  me  han  animado  á proponérosla. . . . 


«He  dicho,  señores,  que  me  oponia  como  monár- 
quico español  al  art.  1 1 por  creerlo  uo  crimen  de  lesa 
nacionalidad.  Señores  Diputados,  tan  encarnada  está 
en  mi  ánimo  esta  idea,  tan  encarnada  la  idea  de  que 
esta  cuestión,  si  es  vital  para  la  religión  en  cuanto 
religiosa,  es  vital  para  la  Nación  en  cuanto  política; 
que  yo  declaro  que  no  soy  de  esos  que  dicen  que  si 
el  Papa  levantara  la  mano  y permitiera  que  se  tran- 
sigiera en  esta  cuestión,  transigiría;  yo,  señores,  no 
transigida  aunque  el  Papa  me  autorizase  para  ello.» 

Si,  el  Sr.  Pidal  acaba  de  decir  esta  misma  tarde 
que  ha  transigido  hasta  el  punto  de  sentarse  al  lado 
del  Sr.  Cánovas  del  Castillo  y ser  Ministro  de  la  Co- 
rona y prestar  juramento  á la  Constitución  en  manos 
del  Rey,  porque  lo  aprobó  el  Papa;  pues  S.  S.  hizo  un 
reto  á la  misma  Santa  Sede,  siendo  más  papista  que 
la  cabeza  de  la  Iglesia.  Y una  de  dos:  ó inconsecuente 
con  sus  opiniones  de  entonces,  ó perjuro.  ¿Con  qué 
derecho  prestaba  S.  S.,  delautc  del  Rey,  el  juramento 
de  ser  fiel  á la  Constitución,  si  no  había  cambiado 
S.  S.  de  opinión  y si  estaba  resuelto  á no  transigir? 
[Muchos  Sres.  Diputados  de  la  mayoría’.  Muy  bien, 
muy  bien.) 

El  Sr.  PIDAL  Y MON  (D.  Alejandro):  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  para  rec- 
tificar. 

El  Sr.  PIDAL  Y MON  (D.  Alejandro):  Dos  pala- 
bras nada  más. 

El  Congreso  puede  apreciar  la  diferencia  que  hay 
entre  el  Sr.  Alonso  Martínez  y yo.  Yo  no  busco  sub- 
terfugios en  otros  discursos,  ni  acudo  á excusarme 
con  lo  hecho  por  los  Srcs.  Cárdenas  y Colmeiro,  y 
digo  sencillamente  que  esos  textos  son  mios  y que 
I me  ratifico  en  ellos.  (El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jits- 
(icia:  Y yo  en  los  mios). 

Ahora  voy  á explicarlos.  O la  palabra  no  es  la  ex- 
presión del  pensamiento,  ó la  idea  no  es  la  expresión 
de  la  realidad , ó la  verdad  es  una  palabra  vana,  ó 
apelo  á vuestra  imparcialidad  para  que,  aplicando 
vuestro  criterio , comprendáis  la  sinrazón  del  argu- 
mento del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia.  ¿Qué  de- 
da yo?  Pues  ni  más  ni  mónos  lo  siguiente:  que  el  ar- 
ticulo 1 1 , el  de  la  tolerancia  religiosa,  en  el  momento 
eu  que  para  mí  terminaba  la  revolución  española  y 
empezaba  el  reinado  de  la  legitimidad,  era  funesto 
en  el  órden  religioso,  en  el  órden  monárquico  y en  el 
Orden  político.  (El  Sr,  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 


tros: Decía  S.  8.  que  era  criminal.)  Es  lo  mismo.  (Ru- 
mores.— El  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros:  No 
es  lo  misino). 

Señor  Sagasta,  ya  lie  demostrado  á S.  S . otra  vez 
que  el  único  que  en  su  imprevisión  ha  defendido  el 
principio  de  la  unidad  religiosa  sin  esas  limitaciones 
que  le  impone  su  misma  naturaleza  ha  sido  S.  S.  Yo 
he  defendido  siempre  la  unidad  religiosa,  no  como  la 
defendían  los  progresistas,  sino  como  la  defendían 
los  teólogos,  y en  esa  diferencia  está  la  explicación  de 
lo  que  he  hecho.  Lo  único  que  decía  que  era  crimi- 
nal... (El  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros:  Es 
que  con  el  crimen  no  se  transige  jamás.) 

Puede  ser  crimen  en  un  momento  una  cosa  y no 
serlo  eu  otro.  (Rumores.) 

¿Os  asustáis?  Dígame  el  Sr.  Sagasta:  si  S.  S.  pro- 
nunciara aquí  las  palabras  que  ha  pronunciado  en 
otras  ocasiones  y en  otros  sitios,  ¿no  estaría  come- 
tiendo un  crimen  S.  S.?  (Nuevos  rumores. — El  Sr.  Pre- 
sidente llama  al  órden  á los  Srcs.  Diputados.) 

No  quiero  agriar  esta  discusión.  Si  persistís  en 
que  no  llegue  á la  explicación  del  texto,  no  llegaré, 
porque  claro  está  que  he  de  hacerme  cargo  de  todas 
las  interrupciones. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden,  Sres.  Diputados. 

El  Sr.  PIDAL  Y MON  (D.  Alejandro):  Pues  bien; 
el  hecho  es,  señores,  que  yo  decia  lo  que  acabais  de 
oir.  En  aquel  momento  todo  me  parecía  malísimo  y 
no  debía  transigir  con  aquello,  y por  eso  no  transigí, 
y por  eso  hice  sacrificios  verdaderos,  y por  eso  arros- 
tré las  iras  de  mis  compañeros  y amigos,  y por  eso 
dije  en  aquellos  momentos  que  preferia  los  revolucio- 
narios que  habían  traído  aquel  órden  de  cosas. 

Por  consiguiente,  es  verdad;  disentí  del  partido  en 
que  milito  y en  que  no  había  militado  antes  de  en- 
tonces, y aunque  el  Papa  me  hubiera  dicho  que  me 
autorizaba,  notad  bien  el  valor  de  la  palabra,  no  que 
me  mandaba  en  virtud  de  su  autoridad  dogmática, 
que  me  permitia,  que  me  toleraba  hacer  aquello,  no 
hubiera  hecho  uso  de  esa  permisión,  de  esa  toleran- 
cia, de  esa  autorización,  lo  cual  es  muy  distinto  que 
desobedecer,  porque  el  Papa  era  juez  en  punto  á doc- 
trina, pero  no  era  juez  del  Estado  de  mi  país  y de  los 
intereses  de  la  Monarquía,  y aunque  bajo  el  punto 
de  vista  religioso  -le  secundara,  no  quería  valerme  de 
su  autorización  bajo  otros  puntos  de  vista.  (Rumores.) 

Si  negáis  esto,  sois  mucho  más  que  ultramonta- 
nos: sois  lo  que  no  han  sitio  nunca  los  inquisidores 
españoles. 

Pero  pasó  esto,  causó  estado  la  tolerancia  religio- 
sa, y las  mismas  palabras  que  dije  yo  las  dijeron  los 
Obispos  y las  dijo  el  Papa.  ¿Pues  qué  dijo  el  Papa 
cuando  se  presentó  el  art.  1 1?  ¿No  lo  recordáis? 

Pues  en  ese  mismo  discurso  está.  Y después  que 
se  votó  y causó  estado,  ¿qué  hizo  el  Papa?  ¿Retiró  por 
eso  al  Nuncio?  ¿Rompió  las  relaciones  con  el  Estado? 
Por  otras  consideraciones,  muy  graves  y profundas,  el 
Santo  Padre  transigió.  Pues  qué,  los  Obispos,  el  Epis- 
copado español)  ¿no  juró  en  masa  la  Constitución?  Los 
Prelados  que  fueron  al  Senado,  ¿no  la  juraron,  en  vez 
de  oponerse  al  juramento,  como  hicieron  con  la  Cons- 
titución de  1869?  ¿No  recordáis  que  el  que  era  enton- 
ces Obispo  de  Salamanca  y luego  ha  sido  mártir  glo- 
rioso, Obispo  de  Madrid,  el  Sr.  Martínez  Izquierdo,  se 
levantó  en  el  Senado  español  á pedir  al  Gobierno  del 
Sr.  Sagasta,  no  la  derogación  del  art.  1 1 , sino  el  cum- 
plimiento de  ese  artículo  que  estaban  violando  SS.  SS." 
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¿Y  qué  decía  el  Sr.  Martínez  Izquierdo?  «Cuando  se 
planteó  la  cuestión,  decia,  nos  opusimos ; ahora  que 
es  ley,  y ley  arraigada  y consentida,  pedimos  su  cum- 
plimiento; porque  si  no,  ¿cuándo  vamos  á tener  hábi- 
tos de  disciplina  y de  obediencia  á las  leyes  los  espa- 
ñoles?» 

Pues  esto  que  decia  el  Sr.  Martínez  Izquierdo,  ¿no 
lo  puedo  decir  yo?  ¿Llamó  entonces  inconsecuente  al 
Sr.  Martínez  Izquierdo  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia?  ¡Ah,  Sr.  Alouso  Martínez'  Créame  S.  S.:  no 
hay  cosa  peor  que  la  pasión.  (Risas.) 

Hay  dos  clases  de  pasión;  hay  la  pasión  exterior, 
vehemente,  que  se  exhala  en  ademanes  vehementes 
y en  la  voz,  pero  que  deja  clara  la  razón  y serena  la 
conciencia;  pero  hay  otras  pasiones  comprimidas,  re- 
concentradas, Irías,  torvas,  que  se  exhalan  por  la  in- 
tención y que  no  tienen  la  válvula  de  los  ademanes 
exteriores.  ¡Del  agua  mansa  me  libre  Dios!  (Risas.) 

El  Sr.  PRESIDENTE;  Se  suspende  esta  discusión. 


Se  leyó,  y quedó  sobre  la  mesa  á disposición  de 
los  Sres.  Diputados,  la  siguiente  comunicación: 


«Ministerio  de  Hacienda.— Excmos.  Sres.;  Ten°o 
el  honor  de  pasar  á manos  de  V.  EE.  el  expediente  I 
instruido  sobre  el  modo  de  distribuir  los  bienes 
rentas  del  Hospital  de  Santa  Cruz  de  Barcelona  entre 
las  cuatro  provincias  catalanas,  y suspensión  del  paKo 
de  intereses  y entrega  de  valores  á dicho  establecimien. 
to  para  que  se  una  al  expediente  que  se  remitió  á ese 
Cuerpo  Colegislador,  referente  al  mismo  Hospital 
cuyos  antecedentes  fueron  reclamados  por  el  Sr.  1)¡J 
pillado  D.  Alberto  de  Quintana  en  la  sesión  celebrada 
el  dia  31  de  Marzo  últirnp. 

De  Real  órden  lo  digo  á V.  EE.  á los  efectos  co- 
rrespondientes. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  26  de 
Abril  de  1887.=Joaquin  López  Pnigcerver.==Seüores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso.» 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden  del  dia  para  mañana. 
Los  asuntos  pendientes. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  siete. 


APÉNDICE. 


Enmienda,  del  Sr.  Grande  de  Vargas,  á los  arts.  12  y 13  del  diclámen  de  la 
Comisión,  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  creación  de  Administraciones 
subalternas  de  Hacienda  en  varias  poblaciones. 


AL  CONGRESO. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  pro- 
yecto de  ley  sobre  creación  de  Administraciones  su- 
balternas de  Hacienda. 

Se  redactará  de  esta  manera  el 
«Art.  12.  Para  la  inspección  é investigación  de  la 
riqueza  territorial  y de  la  industria  fabril  para  los 
efectos  de  la  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y 
ganadería  é industrial,  se  dividirá  la  Península  en  re- 
giones, á cargo  cada  una  de  los  arquitectos,  ingenie- 
ros agrónomos  é ingenieros  industriales  que  se  esti- 
men precisos,  los  cuales  se  entenderán  directamente 


en  el  ejercicio  de  su  inspección  con  la  Delegación  ó 
la  Administración  del  partido  en  que  radiquen  los  in- 
muebles é industrias  iuspeccionables  é inspeccio- 
nadas.» 

Comenzará  en  esta  forma  el  párrafo  2.°  del  art.  1 3 : 

«Los arquitectos,  ingenieros  agrónomos  é ingenie- 
ros industriales,  así  como  los  inspectores  de  partido, 
disfrutarán,  además  de  su  sueldo,  un  premio  de  20 
por  100.» 

Palacio  del  Congreso  2G  de  Abril  de  188?.=Ma- 
nucl  Grande  de  Vargas.=.Tavier  Los  Arcos.=Manuel 
Allende  Salazar.  = Lorenzo  Alvarcz  y Capra.=Luis 
de  Landecho.=El  Conde  de  Sallent.  =Josó  Alvarez 
Mariño. 
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DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES. 


PRESIDENCIA  DEL  EXCMO.  SR.  D.  GRISTINO  MARTOS. 


SESION  DEL  MIÉRCOLES  27  DE  ABRIL  DE  1887. 

SUMARIO.  Abrese  á la  una  y cinco  minutos. =So  leo  y aprueba  el  Acta  de  la  anterior.=  Pasa  ¿ la 
Comisión  de  presupuestos  una  exposición  de  los  empleados  de  la  Compañía  madrileña  de  alumbrado  y 
calefacción  por  gas,  solicitando  la  supresión  del  impuesto  de  2 Va  por  100  establecido  sobre  los  haberes 
do  los  empleados  particulares.=ORnEN  ded  día:  discusión  de  diferentes  proyectos  de  ley.=Se  leen  y 
aprueban  sin  debate  los  siguientes:  declarando  exento  del  pago  del  impuesto  sobre  grandezas  y títulos  a 
D.  Augusto  Plasencia  y Fariñas,  Conde  de  Santa  Bárbara;  de  Comisión  mixta  incluyendo  en  el  plan  gene- 
ral do  carreteras  una  de  Trujillo  a los  Cuatro  Caminos;  otra  de  Montblanch  á Santa  Coloma  de  Querult; 
otra  que  partiendo  de  la  Orotava  termino  en  Villañor;  una  que  partiendo  del  trozo  construido  para  el 
sor vicio  del  faro  del  cabo  de  Palos  termine  en  Albujon  con  la  general  do  Cartagena  á Albacete,  y otra 
que  partiendo  de  Ojodo  en  la  do  Palonoia  á Tinamayor,  enlace  en  Riaño  con  la  de  Sahagun  a las 
Arriondas.=Continúa  la  discusión  pendiente  sobre  creación  do  Administraciones  subalternas  de  Ha- 
cienda-Discurso del  Sr.  Garnazo  (D.  Trifino),  do  la  Comision.=  Dáse  primera  Lectura,  y pasa  á la 
Comisión,  una  adición  del  Sr.  Barroso.— Rectifican  los  Sres.  Fernandez  de  Soria  y Gamazo.=  Se  retira 
la  emnienda.=Se  loo  el  art.  l.°  dol  dictamen,  y se  aprueba  sin  discusion.=Se  aprueba  asimismo  el  2.°= 
Se  lee  el  3.°=Discurso  del  Sr.  Garrido  Estrada  en  contra.=Dol  Sr.  Garijo,  como  de  la  C omisión. =Rec- 
tificacionos  do  ambos  soñores.=Se  aprueba  el  artíoulo.=  Sin  discusión  se  aprueban  igualmente  los  ar- 
tículos 4.ü  al  9.°=Se  lee  el  10.— Discurso  del  Sr.  Botija,  primero  en  oontra.=  Del  Sr.  López,  como  do 
la  ComÍ8ion.=Reotificaciones  de  ambos  señores.=Discurso  del  Sr.  Gutierroz  de  la  Vega,  segundo  en 
contra.=Del  Sr.  González  (D.  Venancio),  como  do  la  Comisión. =Se  suspende  esta  discusion.=Continua 
la  relativa  al  establecimiento  del  Jurado. =Discurso  del  Sr.  Pacheco,  como  de  la  Comisión,  tercero  en 
pró.=Se  suspenden  el  discurso  y la  dÍ3Cusion.=El  Congreso  queda  enterado  de  haberse  constituido  la 
Comisión  que  ha  de  informar  sobre  el  proyecto  de  ley  constitutiva  del  ejército,  y la  que  ha  de  dicta- 
minar sobre  la  proposición  do  ley  autorizando  d la  Diputación  provincial  de  Cádiz  para  realizar  un 
sorteo  de  lotería  con  destino  á la  Exposición  nacional  marítima,  nombrando  presidente  do  ambas  al 
Sr.  D.  José  de  Canalejas,  y secretarios  respectivamente  4 los  Sres.  D.  Agustín  de  la  Serna  y Marqués  de 
Mochales. =A  la  Comisión  de  presupuestos  pasa  una  comunicación  del  Sr.  Ministro  de  Hacienda  mani- 
festando que  no  se  opone  á los  aumentos  que  en  el  presupuesto  de  Gobernación  introduce  el  Sr.  Minis- 
tro del  ramo.— Se  leen  por  primera  vez,  y pasan  d las  Comisiones  respectivas,  dos  enmiondas  al  dictamen 
sobre  creación  de  Administraciones  subalternas  de  Hacienda,  y otras  dos  al  relativo  al  establecimiento 
del  juicio  por  jurados.=Quedan  sobro  la  mesa  seis  dictámenes  de  Comisión  mixta  incluyendo  en  el 
plan  general  de  carreteras  varias  correspondientes  á diversas  provineias.=EL  3r.  Presidente  anuncia  d 
los  Sres.  Diputados  que  mañana  no  se  discutirá  el  dictamen  creando  Administraciones  subalternas  de 
Hacienda,  sino  que  inmediatamente  después  do  las  preguntas  continuara  el  debate  pendiente  sobre  el 
establecimiento  del  juicio  por  jurados.— Orden  del  dia  para  mañana:  la  discusión  pendiente  sobre  el 
Jurado;  loa  dictámenes  que  se  han  leído,  y la  aprobación  definitiva  de  varios  proyectos  do  loy.-=3e 
levanta  la  sesión  á las  seis  y treinta  y cinco  minutos. 
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Se  abrió  á la  una  y cinco  minutos,  y leida  el  Acta 
de  la  anterior,  quedó  aprobada. 


Se  mandó  pasar  á la  Comisión  de  presupuestos 
una  inslancia  dirigida  á las  Cortes  de  la  Nación  por 
los  empleados  de  la  Compañía  madrileña  de  alum- 
brado y calefacción  por  gas,  solicitando  su  exclusión, 
no  solo  del  recargo  del  50  por  100  que  sobre  el  im- 
puesto del  21/*  por  100  á los  haberes  de  los  emplea- 
dos particulares  se  establece  en  los  presupuestos  para 
1887-88,  sino  aun  del  impuesto  mismo. 


ORDEN  DEL  DIA. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictámen 
de  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de  ley  declaran- 
do exento  del  pago  del  impuesto  sobre  grandezas  y 
títulos  á 1).  Augusto  Plasenciá  y Fariñas,  Conde  de 
Sania  Bárbara.» 

Leído  dicho  dictámen  (Véase  el  Apéndice  décimo- 
sexto  al  Diario  núm.  70 , sesión  de  25  del  actual ),  dijo 
El  Sr.  presidente:  Abrese  discusión  sobre  la 
totalidad  de  este  dictámen.» 

No  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  tuviera  pe- 
dida la  palabra  en  contra,  se  puso  á votación  y fué 
aprobado  en  esta  forma: 

«Artículo  único.  Se  releva  al  coronel  de  ejército, 
teniente  coronel  retirado  del  cuerpo  de  artillería,  Don 
Augusto  Plasencia  y Fariñas,  del  pago  del  impuesto 
especial  establecido  por  Real  decreto  de  28  de  Diciem- 
bre de  1846  y recargo  del  33  por  100  autorizado  so- 
bre aquel  por  la  base  1 .a,  apéndice  letra  E de  la  ley  del 
presupuesto  de  ingresos  de  26  de  Diciembre  de  1872, 
por  la  merced  de  título  del  Reino  de  Conde  de  Santa 
Bárbara,  creado  á favor  del  mismo  por  Real  decreto 
de  7 de  Marzo  de  1887;  entendiendo  que  la  releva- 
ción es  personal,  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo 2.°  deL  art.  10  del  citado  decreto.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  El  proyecto  de  ley 
pasará  á la  Comisión  de  corrección  de  estilo. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictamen  de 
la  Comisión  mixta,  relativo  al  proyecto  de  ley  inclu- 
yendo en  el  plan  general  de  carreteras  una  de  Truji- 
11o  al  punto  denominado  Los  Cuatro  Caminos,  a la 
inmediaciou  del  pueblo  de  Montanchez,  en  la  carretera 
que  de  este  último  punto  se  dirige  á enlazar  con  la 
de  Cáceres  á Mérida.» 

Leído  dicho  dictámen  (Véase  ¿¿  Apéndice  décimo- 
sétimo  al  Diario  núm.  76 , sesión  de  25  del  actual ),  dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  la 
totalidad  de  este  dictámen.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación  y fué  aprobado,  en  la  siguiente 
forma: 

«Artículo  J.°  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
ral de  carreteras  del  Estado,  clasificándola  de  tercer 
órden,  una  que  partiendo  de  Trujillo,  y tocando  en 
los  pueblos  de  Cumbre,  Ruanos,  Salvatierra  de  San- 
t ago  y Torre  de  Santa  María,  termine  en  el  punto 
denominado  Los  Cuatro  Caminos*  á la  inmediación  del 


pueblo  de  MonLanchez,  eu  la  carretera  que  de  este 
último  punto  se  dirige  á enlazar  con  la  de  Cáceres  á 
Mérida. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas.» 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictámen  de 
Comisión  mixta,  relativo  al  proyecto  de  ley  incluyen- 
do en  el  plan  general  de  carreteras  una  que  partiendo 
de  la  general  de  Montblanch  a Santa  Coloma  de  Que- 
raU  enlace  en  Sarreal  con  la  provincial  de  Plá  de 
Cabra.» 

Leído  dicho  dictámen  (Véase  el  Apéndice  décimo- 
octavo  al  Diario  núm.  76‘,  sesión  de  25  del  actual ),  dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobro  la 
totalidad  de  este  dictámen.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación,  y fué  aprobado  en  la  forma  si- 
guiente: 

«Artículo  l.°  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
ral de  carreteras  del  Estado  una  de  tercer  órden  que 
partiendo  de  la  carretera  general  de  Montblanch  á 
Santa  Coloma  de  Queralt,  en  la  provincia  de  Tarra- 
gona, vaya  á empalmar  con  la  provincial  de  Plá  de 
Cabra  á Sarreal,  pasando  por  el  pueblo  de  Barbará, 
debiendo  comenzarse  inmediatamente  los  estudios,  y 
su  construcción  una  vez  aquellos  terminados. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas.» 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictámen  de 
Comisión  mixta,  referente  al  proyecto  de  ley  inclu- 
yendo en  el  plan  general  de  carreteras  una  que  par- 
tiendo de  la  Orotava  termine  en  Villaflor.» 

Leido  dicho  dictámen  (Véase  el  Apéndice  décimo- 
noveno  al  Diario  núm.  76 , sesión  de  25  del  actual ),  dijo 
El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  la 
totalidad  de  este  dictámen.» 

No  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  la 
palabra  en  contra,  se  puso  á votacioD,  y fué  aprobado 
en  la  forma  siguiente: 

«Artículo  i.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras, entre  las  de  tercer  órden  de  la  provincia  de 
Canarias,  una  que  partiendo  de  la  Orotava  ponga  en 
comunicación  directa  al  Norte  con  el  Sur  de  la  isla 
de  Tenerife,  pasando  por  Villaflor  y terminando  en 
este  antiguo  término  municipal,  en  el  punto  más 
próximo  y conveniente  del  mismo  de  los  que  atravie- 
san la  carretera  del  Sur,  entre  los  pueblos  de  San  Mi- 
guel y Arona. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  cu  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construcción 
de  obras  públicas.» 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictámen  de 
Comisión  mixta,  relativo  al  proyecto  de  ley  inclu- 
yendo en  el  plan  general  de  carreteras  una  que  par- 
tiendo del  trozo  construido  para  el  servicio  del  faro 
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del  Cabo  de  Palos  enlace  en  ALbujon  con  la  general 
de  Cartagena  á Albacete.» 

Leído  dicbo  dictámen  (Véase  el  Apéndice  vigésimo 
al  Diario  núm . 76’,  sesión  de  25  del  actual ),  dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  la 
totalidad  de  este  dictamen.» 

No  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  tuviera  pe- 
dida la  palabra  en  contra,  se  puso  á votación,  y fué 
aprobado  en  la  forma  siguiente: 

«Artículo  i.p  Se  declara  comprendida  en  el  plan 
general  de  carreteras  del  Estado  una  de  segundo  ór- 
deu  que  partiendo  del  trozo  construido  para  el  ser- 
vicio del  faro  del  Cabo  de  Palos,  y atravesando  San 
(.«inés,  La  Union,  La  Palma  y Pozo  Estrecho,  vaya  á 
enlazar  en  el  punto  denominado  el  Albujon,  en  la  ca- 
rretera general  de  Cartagena  á Albacete. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  cons- 
trucción de  obras  públicas.» 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictámen  de 
Comisión  mixta,  acerca  del  proyecto  de  ley  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  una  que  partiendo  de 
Ojedo,  en  la  de  Patencia  á Tinamayor,  enlaceen  Ria- 
üo  con  la  de  Sahágun  á las  Amondas.» 

Leído  dicho  dictámen  ( Véase  el  Apéndice  vigésimo 
primero  al  Diario  num . 7/7,  sesión  de  25  del  actual ), 
dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  la 
totalidad  de  este  dictámen.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
so  puso  á votación,  y fué  aprobado  en  la  forma  si- 
guiente: 

«Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado,  y entre  las  de  tercer  órden,  una 
que  partiendo  de  Ojedo,  provincia  de  Santander,  en 
la  de  Patencia  á Tinamayor,  y pasando  por  Vega  de 
Liébaña  y Sanglorio,  enlace  en  Riaño,  provincia  de 
León,  con  la  do  Sahagun  á las  Arriondas. 

Art.  2.°  Para  la  ejec ación  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  publicas.» 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  discusión  del 
dictámen  nuevamente  redactado,  referente  al  proyecto 
de  ley  sobre  creación  de  Administraciones  subalter- 
nas de  Hacienda.  (Véase  el  Apéndice  tercero  al  Diario 
núm . 00 , sesión  del  i.°  de  Abril , y Diario  núm.  77,  se- 
sión del  26  de  ídem.) 

La  Comisión  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  GAMAZO  (D.  Trifino):  Voy  á contestar,  se- 
ñores Diputados,  al  Sr.  Fernandez  Soria,  y verdadera- 
mente encuentro  placer  en  ello,  porque  siendo  esta 
una  lucha  de  familia  muy  íntima,  la  discusión  no 
puede  llegar  á perturbar  la  paz  del  bogar.  Por  ello 
espero  de  la  ilustración  de  S.  S.  que  después  de  oir  á 
la  Comisión,  retire  la  enmienda,  persuadido  de  que 
si  no  hemos  logrado  llevar  á su  ánimo  el  convenci- 
miento no  ha  sido  por  falta  de  voluntad. 

La  Comisión,  á la  vista  de  la  enmienda  del  señor 
Fernandez  Soria,  retiró  su  dictámen  deseosa  de  asi- 
milarse aquellos  elementos  que  la  enmienda  sumi- 


nistrara, por  si  podíamos  con  ellos  llevar  más  estabi- 
lidad al  proyecto;  pero  tuvo  el  disgusto  de  no  encon- 
trar nada  que  fuera  compatible  con  los  propósitos  del 
proyecto,  y volvió  á redactar  su  dictámen  sin  otras 
modificaciones  que  aquellas  que  la  iniciativa  de  la 
Comisión,  de  acuerdo  en  todo  con  el  Sr.  Ministro,  con- 
sideró que  podían  contribuir  eficazmente  á dar  esta- 
bilidad á este  proyecto,  á hacerle  permanente. 

Siento,  Sres.  Diputados,  no  estar  de  acuerdo  con 
el  Sr.  Fernandez  Soria  en  los  fundamentos  que  adju- 
dica al  proyecto. 

Dice  el  Sr.  Fernandez  Soria  que  la  teoría  de  los 
tres  Poderes  del  Estado  es  deficiente,  y que  de  aquí 
nace  una  série  de  conflictos  y de  complicaciones  den- 
tro del  organismo  jurídico  y de  la  persona  colectiva 
Estado,  que  trascienden  después  á la  recaudación  de 
los  impuestos.  Yo  que  creo  que  la  división  técnica  y 
científica  del  concepto  del  Poder  influye  poco,  ó me- 
jor dicbo  nada,  en  la  categoría  de  las  atribuciones 
que  le  son  peculiares  á la  Hacienda  pública,  voy,  si- 
quiera sea  por  cortesía,  á decir  al  Sr.  Fernandez  So- 
ria lo  que  en  mi  juicio  (y  la  responsabilidad  de  lo  que 
en  esta  parte  digo  no  se  la  impongo  á la  Comisión), 
significa  bajo  este  punto  de  vista  el  proyecto  que  se 
discute. 

En  mi  opinión,  allí  donde  nace  una  persona  co- 
lectiva para  fines  lícitos,  es  necesario  que  tenga  las 
condiciones  inherentes  á su  existencia;  y claro  es  que 
después  de  estas  condiciones,  el  desenvolvimiento  de 
esa  personalidad  ha  de  estar  en  armonía  con  el  fin  que 
se  propone;  esto  que  ya  en  la  ciencia  jurídica  moder- 
nísima es  casi  un  axioma,  tratándose  del  Estado,  de 
la  Provincia  ó del  Municipio,  en  mi  entender  lo  es 
por  completo,  llegando  á la  categoría  de  un  postu- 
lado. 

Cada  una  de  estas  tres  entidades  tiene  su  misión 
peculiar,  propia  y exclusiva,  y lo  único  sobre  que 
boy  se  discute,  es  sobre  la  naturaleza  de  las  funcio- 
nes que  les  son  peculiares. 

No  tema  la  Cámara  que  la  moleste  con  el  examen 
de  las  ámplias  discusiones  que  se  han  suscitado  y se 
sostienen  boy,  á propósito  de  la  centralización  ó des- 
centralización en  lo  político  y administrativo.  Para 
mi  punto  de  vista,  basta  saber  que  lo  mismo  el  Mu- 
nicipio que  la  Provincia  ó el  Estado,  deben  tener  su 
Organización  especial,  puesto  que  tienen  un  fin  deter- 
minado; y que  para  cumplirle  necesitan  medios  y re- 
cursos; y así  como  tratándose  del  Municipio,  yo  no 
lie  encontrado  nada  que  directa  ó indirectamente  se 
encamine  á desvirtuar  la  importancia  de  los  medios 
y de  los  recursos  con  que  esa  institución  ha  de  cum- 
plir su  fin,  entiendo  que  tratándose  del  Estado  es  in- 
útil negarlo;  porque  si  al  Municipio  se  le  concede  la 
facultad  de  administrar  sus  bienes  colectivos  y la  de 
aplicarlos  á la  satisfacción  de  las  necesidados  tam- 
bién colectivas,  cuando  el  Estado,  por  su  origen  y por 
su  forma,  reviste  mayor  autoridad,  seria  inútil  que 
nos  entretuviéramos  en  la  discusión  de  todos  estos 
preliminares  del  fundamento  de  este  debate.  Lo  que 
resulta  desde  luego  es,  que  el  Estado,  para  cumplir 
su  fin,  para  hacer  efectiva  la  justicia,  para  garantir 
la  libertad  de  todos  y la  seguridad  de  cada  uno,  ne- 
cesita medios;  necesita  una  organización,  y esa  orga- 
nización tiene  como  necesario  componente  la  subsis- 
tencia inexcusable  y simultánea  de  un  organismo 
financiero,  porque  es  evidente  que  dentro  de  esa  or- 
ganización los  medios  para  atender  al  cumpb miento 
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de  los  fines  del  Estado  constituyen  la  Hacienda  pú- 
blica, que  no  es  en  resümen  otra  cosa  que  el  conjunto 
de  recursos  con  que  el  Estado  cuenta  para  atender  á 
la  satisfacción  de  sus  necesidades  y al  cumplimiento 
del  objetivo  que  le  es  peculiar. 

Acerca  de  las  condiciones  que  ha  de  reunir  la  or- 
ganización de  la  Hacienda  pública,  yo  difiero  do  las 
que  señalaba  el  Sr.  Fernandez  Soria.  Entiendo  que  la 
Hacienda  del  Estado  tiene  un  origen  muy  distinto  del 
que  puede  tener  la  hacienda  de  cualquier  particular. 
Hay  una  série  de  relaciones  eu  la  índole  especial  de 
la  personalidad  jurídica  de  que  me  ocupo,  que  hace 
por  completo  imposible  toda  comparación  con  el  iu- 
divíduo.  Yo  creo  que  respecto  de  la  Hacienda,  una  de 
las  condiciones  necesarias,  indispensables  para  que 
pueda  funcionar  con  amplitud  y con  vida  propia,  es 
la  unidad  de  acción,  con  lo  cual  combato  una  afirma- 
ción del  Sr.  Fernandez  Soria,  que  aseguraba  que  de- 
bía arrancar  la  organización  que  se  diera  á la  Ha- 
cienda del  Estado  de  los  Municipios. 

Yo  creo  qnc  ei  Estado  vive  y subsiste,  debe  vivir 
y subsistir  por  sí,  independientemente;  y por  lo  mis- 
mo no  puedo  coincidir  con  S.  S.,  que  olvidando  esto, 
asienta  la  opuesta  doctrina  de  que  el  Municipio  debe 
ser  la  primera  rueda  de  la  Administración.  La  vida 
económica  del  Estado,  debe,  en  mi  juicio,  tener  exis- 
tencia independiente  de  la  del  Municipio,  porque  de 
otra  manera  ni  la  unidad  de  acción  subsistiría,  ni 
sería  posible  realizar  la  misión  que  cumple  cada  uno. 

En  el  orden  político  y en  el  órdeu  administrativo 
se  usa  de  una  palabra  que  yo  no  me  atrevo  á usar  en 
el  orden  económico  no  más  que  porque  no  se  entien- 
da que  me  inclino  á ciertas  doctrinas  de  que  verda- 
deramente no  soy  partidario. 

Allí  las  escuelas  discuten  sobre  el  mayor  ó menor 
grado  de  centralización;  pero  en  el  órden  económico 
no  lie  encontrado  que  nadie  niegue  la  doctrina  cen- 
tralizados, sin  embargo  de  lo  que  y por  lo  que  antes 
he  dicho,  no  haré  uso  de  esta  tegnología. 

En  la  vida  del  Estado,  hay,  bajo  el  punto  de  vista 
económico,  las  mismas  razones  que  en  la  del  indivi- 
duo para  que  exista  la  unidad  de  acción;  y por  esto. 
Sres.  Diputados,  así  como  cuando  se  trata  de  la  ha- 
cienda de  un  particular,  no  ha  tenido  nadie  la  ocu- 
rrencia de  desposeerle  con  teorías  más  ó menos  es- 
peciosas de  la  administración  de  sus  bienes,  sino  que, 
por  el  contrario,  se  le  ha  reconocido  siempre  este  de- 
recho ó el  de  delegar  esa  administración  cuando  él 
por  sus  ocupaciones  ó por  su  conveniencia  no  siente 
llegado  el  momento  de  poner  su  mano  directamente 
sobre  ella;  así  debe  también  ocurrir  en  el  Estado:  que 
uo  es  maravilla  ni  debe  sorprendernos  que  ei  Estado 
quiera  y desee  saber  cómo  marcha  la  recaudación  de 
lo  que  constituye  su  tesoro  y cómo  puede  allegar  los 
recursos  que  han  de  servirle  un  dia  para  realizar  las 
necesidades  que  su  misión  le  impone. 

Evidentemente,  en  cuanto  á la  unidad  de  acción, 
yo  no  tengo  nada  que  decir  al  Sr.  Fernandez  Soria. 
Encuentra  plausible  el  pensamiento  del  proyecto,  y 
estoy  completamente  de  acuerdo  con  él.  Su  señoría 
no  ve  causa  de  censura  en  eso,  como  no  la  ve  tampoco 
en  otra  condición  no  ménos  inherente  á la  buena  orga- 
nización financiera,  que  es  la  independencia  en  sus 
funciones,  el  aislamiento  en  todo  lo  posible,  de  las  re- 
laciones con  los  Municipios  y con  las  Provincias,  en 
todo  aquello  que  toca  á la  realización  de  la  Hacienda 
pública. 


No  considero  tampoco  necesario  ocuparme,  por- 
que es  otro  punto  en  el  cual  coincidimos,  de  la  su- 
presión de  ruedas  inútiles,  como  medio  de  alcanzar 
la  sencillez  eu  el  mecanismo,  precisamente  porque 
este  es  el  objeto  exclusivo,  ó si  no  exclusivo,  casi  único 
que  persigue  nuestro  proyecto;  ni  tampoco  de  la 
armonía  entre  las  ruedas  necesarias,  como  medio  de 
perfeccionar  el  procedimiento,  que  es  otro  de  los  ca- 
racteres que  señalan  casi  todos  los  tratadistas  de  Ha- 
cienda, á una  buena  organización,  porque  también  en 
este  punto  coincidimos;  pero,  por  lo  mismo,  me  sor- 
prende, Sres.  Diputados,  que  el  Sr.  Fernandez  Soria  di- 
liera  de  mí  tan  esencialmente,  que  pretenda  mezclar 
eu  la  organización  económica  nacional  á los  Munici- 
pios, que  tal  vez,  y no  dejan  de  ser  frecuentes  los 
casos,  tienen  intereses  encontrados. 

Yo  entiendo,  decía  antes,  y voy  á repetirlo,  yaque 
ha  entrado  el  Sr.  Fernandez  Soria,  que  no  es  por  los 
Municipios  por  donde  debe  empezar  la  organización, 
sino  que,  á semejanza  de  lo  que  pasa  eu  el  cuerpo 
humano,  á los  grandes  centros  de  circulación  han  de 
venir  unidos  íntimamente,  como  necesario  comple- 
mento á una  vida  robusta  y varonil,  los  pequeños 
vasos  de  circulación  que  tomen  y devuelvan  la  sávia 
productora  de  los  medios  necesarios  á la  existencia 
misma. 

Otra  cosa,  sería  destruir  esa  unidad  de  que  antes 
os  hablaba;  porque  en  Hacienda,  como  en  mecánica, 
la  armonía  no  resultará  si  la  variedad  de  ruedas  no 
obedecen  un  pensamiento. 

Y sentados  estos  precedentes,  que,  á mi  juicio, 
eran  necesarios  para  contestar  al  Sr.  Fernandez  Soria, 
me  queda  poco  que  decir  respecto  de  las  ventajas  ó 
de  la  bondad  del  proyecto.  Acaso  la  más  importante 
es  la  de  que  separa  lo  político  dé  lo  administrativo,  y 
mata  las  influencias  locales.  No  lo  digo  yo;  lo  dijo  el 
Sr.  Ministro  de  Hacienda  en  la  sesión  del  21  de  Marzo 
en  la  otra  Cámara,  con  ocasión  de  la  discusión  del 
arriendo  del  monopolio  del  tabaco.  Allí  decia  el  señor 
Ministro  de  Hacienda,  con  la  elegancia  y con  la  con- 
vicción que  le  es  propia,  que  este  proyecto  se  enca- 
minaba directamente  á combatir  la  influencia  local, 
á aislar  en  lo  que  pueda  ser  la  política  de  la  adminis- 
tración, y á encauzar  ésta,  dándole  vida  propia.  Y uo 
necesitaba  decirlo  el  Sr.  Ministro;  bien  claramente  lo 
manifiesta  en  su  proyecto. 

Que  contribuye  á separar  la  política  de  la  admi- 
nistración, es  una  cosa  evidente,  y basta  leer  ei  pro- 
yecto para  convencerse  de  ello.  En  él  se  da  una  Orga- 
nización determinada  á la  forma  de  preparar  la  dis- 
tribución de  los  impuestos;  queda  á cargo  de  las 
Administraciones  subalternas  el  estudio  de  los  vicios 
que  pueden  existir  en  los  repartimientos,  en  las  esta- 
dísticas, y en  la  formación  de  toda  clase  de  padrones; 
y el  inmediato  contacto  en  que  el  administrador  su- 
balterno se  ha  de  encontrar  con  los  contribuyentes 
hará  imposible  ó casi  imposible  la  ocultación. 

Consecuencia  necesaria  de  este  perfeccionamiento, 
primer  paso  en  nuestra  historia  dado  para  llevar  la 
organización  económica  hasta  las  pequeñas  poblacio- 
nes, es  que  el  proyecto  reúne  la  mayor  perfección  po- 
sible en  obra  humana,  y encarnan  en  él  las  condicio- 
nes que  un  buen  organismo  económico  debe  tener. 

Durante  mucho  tiempo  ha  sido  la  preocupación 
de  los  hacendistas,  tanto  españoles  como  extranjeros, 
ia  unificación  de  la  organización  económica.  No  he 
de  molestaros  recordándoos  ios  esfuerzos  que  Feli- 
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pe  II  y la  Casa  de  Austria  hicieron  para  dar  organi- 
zación á este  servicio,  ni  he  de  citaros  el  decreto  de 
Felipe  V de  1741,  en  qué  se  creaban  los  subinspecto- 
res de  Hacienda  con  las  delegaciones  regionales  y lo- 
cales. Esto  no  lo  cito  más  que  para  demostrar  la  ne- 
cesidad viva  é intensa  que  entonces  se  sentía,  como 
se  siente  hoy,  de  llegar  á esa  unificación.  Y en  este 
punto,  el  decreto  de  23  de  Mayo  de  1845,  que  (lió  el 
Sr.  Mon  siendo  Ministro  de  Hacienda,  puede  ser  un 
ejemplo  vivo  de  cómo  la  política  no  se  preocupó  en- 
tonces ni  debe  preocuparse  ahora  de  si  es  perjudicial 
ó dañosa  á los  intereses  de  partido  la  medida  que  se 
reconoce  como  buena  para  la  Hacienda  y los  contri  - 
Imyentes,  porque  sin  tener  en  cuenta  más  que  este 
último  aspecto,  creó  los  intendentes  de  provincia  para 
que,  bajo  la  dirección  y la  responsabilidad  del  Minis- 
tro del  ramo,  que  era  jefe  de  toda  la  organización  de 
la  Hacienda,  contribuyera  á realizar  aquellos  propó- 
sitos. 

Es  verdad  que  retrocedimos  por  los  años  de  47 
y 49  creando  los  gobernadores  de  provincia,  que  asu- 
mían todas  las  atribuciones  de  los  intendentes,  pero 
todo  esto  vino  á derogarlo,  con  la  creación  de  los  je- 
fes económicos,  la  ley  de  presupuestos  de  1869-70, 
y desde  entonces  puede  asegurarse  que  hemos  llega- 
do á ese  ideal  que  persigue  la  Hacienda  pública  en 
España  y en  todos  los  países  civilizados,  de  organi- 
zarse por  sí  y tener  vida  propia. 

Pues  bien,  decía  yo,  que  la  mejor  demostración 
de  que  el  proyecto  es  un  paso  gigante  en  el  camino 
del  perfeccionamiento  de  la  Administración,  estaba  en 
la  lucha  constante  que  en  la  historia  se  ha  podido  ob- 
servar; y por  consecuencia,  la  Comisión  hizo  suyo  el 
proyecto,  y fuó  hasta  dónde  podía  ir  teniendo  en  cuen- 
ta las  circunstancia*. 

El  Sr.  Fernandez  Soria  dice  que  no  anduvimos  el 
camino  que  debíamos  andar,  que  fuimos  medrosos  y 
reformadores  á medias;  y yo,  aunque  lo  sienta  mu- 
cho, no  puedo  mónos  de  ¿firmar  lo  contrario. 

Yo  entiendo  que  la  Comisión  no  ha  andado  me- 
drosa ni  obrado  con  falta  de  lógica,  y que  ha  ido  bas- 
ta allí  donde  lo  consentían  las  fuerzas  con  que  conta- 
ba; ni  tampoco  creo  que  el  cargo  que  S.  S.  nos  lia 
dirigido  es  fundado,  por  más  que  por  su  parte  haya 
planteado  un  sistema  nuevo,  y aducido,  con  la  ilus- 
tración que  le  reconozco,  datos  para  justificarlo.  En 
mi  juicio  la  Comisión,  al  contenerse  en  esos  límites, 
al  señalar  al  Ministro  la  facultad  de  poder  ampliar  la 
Organización  que  por  el  provecLo  se  crea  á todos 
aquellos  pueblos  en  que  la  conveniencia  lo  aconsejare, 
ha  dado  el  gran  paso  que  podía  darse  dentro  de  la  pru- 
dencia del  legislador,  que  no  puede  en  modo  alguno 
desprenderse  de  la  realidad  en  que  vive,  porque  de 
otra  manera  es  imposible  marchar.  La  ley  de  la  ne- 
cesidad, señores,  es  invencible:  contra  su  imperio 
nada  cabe;  pretender  que  fuéramos  más  allá  de  don- 
de liemos  ido,  es  tanto  como  exigirnos  lo  imposible, 
equivaldría  á imitar  la  conducta  de  aquel  que  no  pu- 
diendo  cargar  sino  con  40  kilogramos,  se  empeña  en 
duplicar  ó triplicar  la  carga. 

Estas  soplas  razones  que  la  Comisión  tuvo,  de 
acuerdo  en  esto,  como  en  todo,  con  el  Sr.  Ministro  de 
Hacienda,  para  no  ir  más  allá  de  donde  buenamente 
podía  ir.  Después,  al  ocuparme  de  lo  que  costará  la 
implantación  de  estas  Administraciones,  tendré  oca- 
sión de  confirmar  este  aserto  que  ahora  no  bago  más 
que  apuntar.  Y entro  ya  en  la  exposición  del  pro- 


yecto; porque  con  razón  llama  á su  enmienda  el  se- 
ñor Fernandez  Soria,  un  contraproyecto  ó sobrepro- 
yecto. La  enmienda  de  S.  S.  es  de  tal  índole,  que  sin 
que  nadie  se  atreva  á negarlo,  comprueba  su  sufi- 
ciencia y su  laboriosidad.  Yo  me  complazco  en  reco- 
nocerlo, y por  eso  he  de  estudiarla  con  atención.  Res- 
pecto de  los  nueve  primeros  artículos  del  proyecto 
el  Sr.  Fernandez  Soria  nada  concretamente  dice,  y 
por  lo  mismo  nada  he  de  exponer  en  defensa  de  su 
contenido,  limitándome  á oponer  á los  artículos  co- 
rrelativos de  la  enmienda  del  Sr.  Fernandez  Soria  los 
que  examino  del  proyecto.  Y llegando  ya  al  examen 
de  las  facultades  ó atribuciones  y deberes  que  se  con- 
ceden á las  Administraciones  subalternas,  yo  nada  he 
de  decir  respecto  á la  primera  de  la  formación  de  la 
estadística  y del  repartimiento  de  la  contribución  te- 
rritorial, ni  de  la  segunda  que  se  ocupa  de  formación 
del  padrón  y de  la  matrícula  de  la  contribución  in- 
dustrial, así  como  tampoco  de  la  recaudación  y li- 
quidación del  impuesto  de  trasmisiones  de  dominio  y 
las  demás  facultades  que,  basta  el  núm.  6 inclusive, 
se  conceden  á las  Administraciones  subalternas;  por- 
que sobre  este  particular,  de  no  consentir  en  la  admi- 
sión de  la  enmienda  del  Sr.  Fernandez  Soria,  no  po- 
díamos haber  llegado  más  allá  sin  infringir  los  lími- 
tes del  proyecto  y sin  quebrantar  por  nuestra  parte 
el  propósito  que  en  él  se  ve  con  toda  claridad. 

Pero  S.  S.,  partiendo  de  la  organización  que  esta- 
blece en  sn  enmienda-proyecto,  llega  A consignar 
una  facultad  sétima,  por  la  cual  pretende  encomen- 
dar á las  Administraciones  subalternas  la  custodia,  la 
guarda  de  los  cordeles  y cañadas  públicas.  Y yo  en- 
tiendo, Sr.  Fernandez  Soria,  que,  aparte  del  propósito 
notoriamente  bueno  que  á S.  S.  guia,  no  puede  ca- 
ber, ni  aun  en  la  misma  organización  de  S.  S.,  la  atri- 
bución que  intenta  encomendar  á las  Administracio- 
nes subalternas. 

La  custodia  y conservación  de  esas  cañadas  de- 
pende de  otros  centros  que  la  ilustración  de  S.  S.  no 
necesita  que  yo  le  recuerde,  y dentro  de  ellos  estaría 
bien  que  se  adoptasen  las  medidas  que  yo,  como  el 
Sr.  Fernandez  Soria,  creo  necesarias  para  la  vida  del 
ganado  trashumante  y para  las  industrias  agrícolas, 
á las  cuales  se  obliga  no  pocas  veces  á tener  que 
atravesar  cañadas  convertidas  en  tierras  de  labor,  con 
grande  perjuicio  ya  de  los  animales,  ya  de  las  máqui- 
nas que  ayudan  á esta  industria.  Pero  no  me  parece 
que  es  este  el  lugar  en  que  puede  tener  cabida  la  fa- 
cultad que  S.  S.  le  asigna. 

Y en  cuanto  á la  undécima  de  esas  atribuciones  ó 
facultades,  que  consiste  en  la  entrega  á las  Delega- 
ciones económicas  de  lo  recaudado  dentro  de  cada 
mes,  en  los  ocho  primeros  dias  del  mes  siguiente,  es- 
taría perfectamente,  y no  habría  nada  que  decir  si  so 
tratara  de  establecer  aquí  las  bases  de  un  reglamento; 
pero  como  no  se  trata  de  eso,  sino  de  plantear  la  esen- 
cia de  una  ley,  resulta  también  fuera  de  lugar  esa 
facultad.  Y además,  en  lo  que  se  refiere  á la  recau- 
dación del  impuesto  de  trasmisiones  de  dominio,  co- 
noce S.  S.  perfectamente  el  reglamento  de  31  (le  Di- 
ciembre de  1 88 1 que  rige  en  esta  materia,  y con  arreglo 
al  que  creo  yo  que  es  de  todo  punto  innecesaria  la 
facultad  que  S.  S.  quiere  que  se  conceda  á las  Dele- 
gaciones; y aprovecho  esta  ocasión  para  decir  á S.  S.. 
que  el  reglamento  para  la  ejecución  de  este  proyecto 
está  casi  terminado,  y solo  pende  de  algunos  detalles 
insignificantes,  que  consienten  poder  asegurarle  que 
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para  cuando  este  proyecto  sea  ley,  estará  terminado. 

Dice  el  art.  7.°  del  proyecto  ilel  Sr.  Soria,  que  para 
la  vigilancia  de  las  Administraciones  que  se  crean  se 
formará  un  Cuerpo  especial  de  inspectores.  Sobre  la 
creación  de  este  Cuerpo  en  mi  opinión  no  creo  que 
debemos  discutir,  iloy  tenemos  nuestro  Cuerpo  de 
inspectores,  aunque  no  es  precisamente  para  esto; 
pero  el  dia  que  este  proyecto  sea  ley,  el  reglamento 
habrá  de  ocuparse  de  ello,  porque  S.  S.  conoce  el  pro- 
yecto y sabe  que  crea  cierta  clase  de  inspectores  6 
investigadores  peritos  ó facultativos,  que  trata  ade- 
más de  los  inspectores  en  general,  y todo  esto  no  pue- 
de ménos  de  ser  tratado  en  el  reglamento,  y es  más, 
creo  que  puedo  ofrecer  al  Sr.  Fernandez  Soria  la  se- 
guridad de  que,  si  no  con  la  amplitud  y en  la  forma 
que  S.  S.  pretende,  ai  ménos  en  la  forma  necesaria 
para  que  puedan  cumplir  sus  deberes,  estarán  garan- 
tizados en  cualquiera  de  los  reglamentos  que  se  creen. 

Decía  el  Sr.  Fernandez  Soria  ayer  que  por  el  pro- 
yecto sé  propone  el  pago  en  concepto  de  multas  de 
un  45  por  100.  En  esto,  á mi  entender,  hay  un  error 
involuntario,  porque  en  el  proyecto  no  se  da  más  que 
el  30  por  100.  Y aunque  ese  error  pudiQra  haberme 
servido  para  argumentar  á S.  S.,  demostrándole  que 
no  era  pequeña  la  retribución  que  se  concedía  á Los 
investigadores,  yo  noblemeute  no  lo  puedo  hacer,  y 
condeso  que  el  proyecto  reconoce  el  20  por  100  á los 
investigadores  de  la  industria  y á los  demás  investi- 
gadores, y el  10  por  100  á los  empleados  de  la  admi 
nistrucion  en  que  se  haya  descubierto  el  fraude  ó la 
ocultación. 

Y decía  S.  S.  á propósito  de  esto,  que  era  pequeña 
la  retribución  que  se  les  asignaba.  En  mi  opinión,  y 
siento  en  el  alma  disentir  del  Sr.  Fernandez  Soria,  es 
ésta  bastante»  porque  cuando  la  conciencia  se  impo- 
ne; cuando  el  cumplimiento  de  un  deber  lleva  consigo 
la  satisfacción  de  aquella,  yo  creo  que  el  sueldo  que 
se  da  á los  empleados  basta  y sobra;  pero  si  además 
añadimos  el  20  por  100  de  los  descubiertos  como 
medio  de  excitar  su  interés,  me  parece  que  están  so- 
bradamente retribuidos,  puesto  que,  como  digo,  el 
cumplimiento  de  un  deber  no  tiene  medio  de  ser  re- 
tribuido de  otro  modo  que  con  la  satisfacción  que 
lleva  consigo. 

Y voy  á la  última  parte  del  discurso  del  Sr.  Fer- 
nandez Soria,  relativa  á los  gastos  de  implantación  de 
las  Administraciones  subalternas. 

Su  señoría,  con  el  conocimiento  profundo  del  asun- 
to que  revela  en  la  enmienda,  demostró  ayer,  siquiera 
fuera  ligeramente,  que  puede  llegarse  ála  implanta- 
ción del  sistema  propuesto  por  S.  S.  sin  grandes  sa- 
crificios para  el  Tesoro.  Puede  S.  S.  creer  que  ha  sido 
objeto  preferente  y hasta  de  preocupación  en  la  Comi- 
sión el  averiguar  cómo  había  de  atenderse  á los  gas- 
tos que  ocasionará  la  creación  de  este  servicio,  y ha 
necesitado  comprobar  una  y dos  veces  los  dalos  que 
en  el  expediente  se  encuentran  para  adquirir  el  ínti- 
mo convencimiento  que  tiene  de  que  no  será  costosa 
su  implantación  según  el  proyecto,  pero  que  segura- 
mente lo  sería  la  admisión  de  la  enmienda  de  S.  S. 
Porque  la  Comisión  no  entiende  que  puedan  admitirse 
como  ingresos  para  los  efectos  de  atender  á ios  gastos 
que  la  implantación  ocasione  la  supresión  del  mate- 
rial ífe  qiíe.S.  S.  echa  mano.  Seguramente,  Sr.  Fer- 
nández Soriá,  que  para  las  nuevas  Administraciones  se 
necesitará  material,  y en  mi  entender,  se  necesitarán  j 
también  locales.  Cierto  que  todo  eso  estará  compen- 


sado por  la  economía  que  se  va  á obtener;  verdad  que 
podrá  resultar  por  razón  de  locales  alguna  economía; 
pero  esas  economías,  que  no  llegarían  ni  con  mucho 
á 50.000  pesetas,  no  pueden  servir  de  base  y funda- 
mento á la  organización  que  propone  S.  S. 

La  supresión  de  los  empleados  de  la  Sección  cen- 
tral de  estadística,  la  de  los  temporeros  en  una  y en 
otra  parte,  podrán  ser  convenientes,  es  posible  que 
lleguen  á realizarse,  tal  vez  sean  imposibles;  sobre 
esto  uo  he  hecho  estudio  ninguno,  porque  no  he  creí- 
do que  la  Comisión  tuviera  atribuciones  para  hacer 
esas  modificaciones  que  S.  p.  propone  y que  respon- 
den á una  organización  más  ámplia  y más  vasta  de 
la  que  el  proyecto  de  ley  entraña;  pero  lo  indudable 
es,  que  como  no  podíamos  ni  debíamos  eutrar  en  tales 
reformas  los  individuos  que  formamos  parte  de  la 
Comisión,  ni’el  Gobierno  estaba  obligado  á darnos  no- 
ticias do  sus  proyectos  ulteriores,  hubimos  de  acep- 
tar las  cifras  que  el  expediente  arroja.  Por  aquí,  pues, 
se  explicará  S.  S.  que  no  encontrándonos  con  facul- 
tades, porque  en  realidad  no  las  teníamos,  para  hacer 
esas  modificaciones,  y además  careciendo  de  recur- 
sos para  implantarlos,  nos  habíamos  de  ver  obligados 
á no  admitir  su  enmienda,  aunque  esto  nos  produjera 
gran  disgusto.  Sobre  todo,  no  teniendo  recursos,  claro 
es  que  no  podíamos  proponer  esas  modificaciones,  y 
por  eso  nos  hemos  circunscrito  á las  modificaciones 
que  establece  el  proyecto  de  ley. 

Por  lo  demás,  lo  que  pueda  suceder  en  los  años 
sucesivos  respecto  al  arriendo  de  las  contribuciones 
ai  Banco  de  España,  bien  se  renueve,  bien  no,  tam- 
poco podemos  hacerlo  objeto  de  discusión,  porque, 
aun  en  el  supuesto  más  favorable  á S.  S.,  tendríamos 
que  pensar  en  allegar  los  recursos  necesarios  á la  im- 
plantación de  su  enmienda  en  el  año  próximo  veni- 
dero que  lia  de  durar  todavía  el  contrato. 

Y puesto  que  biabéis  tenido  la  bondad  de  oírme, 
permitid  que  os  envíe  mi  reconocimiento  por  ello.» 

Se  leyó  y pasó  á la  Comisión  una  adición  del  se- 
ñor Barroso  como  disposición  transitoria  al  dictámen 
sobre  el  proyecto  de  ley  de  administraciones  subal- 
ternas. 

El  Sr.  FERNANDEZ  DE  SORIA:  Pido  la  palabra 
para  rectificar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Da  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  FERNANDEZ  DE  SORIA:  Señores  Dipu- 
tados, es  verdaderamente  doloroso  el  espectáculo  que 
presenta  esta  Cámara  cuando  las  discusiones  se  reía-, 
rionan  con  los  intereses  más  vivos  y capitales  del  país. 
La  soledad,  el  abandono,  parece  acompañante  como 
la  sombra...  [Varios  señores  de  la  minoría  conservado- 
ra: Nosotros  prestamos  atención  á este  asunto.)  Por 
ios  ausentes:  no  es  una  acusación  que  yo  quiera  for- 
mular contra  nadie  particularmente,  y mónos  contra 
Los  presentes,  á quienes  no  tengo  más  que  significar 
un  reconocimiento  muy  vivo  por  la  atención  y por  la 
benevolencia  que  me  prestan,  y que  yo  les  demando 
y agradezco,  pero  es  que  en  el  país  existe  realmente 
esa  desatención  y ese  abandono  para  todo  lo  que  in- 
teresa á sil  Hacienda.  Y en  eslo  noto  yo  que  hay  algo 
de  semejanza  con  lo  que  ocurre  en  la  casa  particular 
donde  el  valió  de  la  cocina  se  encierra  entre  la  lobre- 
guez del  sótano,  para  que  no  trascienda  á los  salones. 
O lo  que  ocurre  con  todos  los  gérmenes  que  brotan 
éntre  las  sombras,  y solo  cuando  son  verdura,  planta, 
i árbol,  flor,  se  hace  notar  su  presencia,  poniendo  en 
inmerecido  olvido  el  gérmen  á que  deben  su  vigor. 
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Y dejando  este  punto  que  solo  por  incidencia  he 
tocado,  voy  á permitirme  hacer  una  rectificación  á 
los  conceptos  que  el  Sr.  Gamazo  ha  tenido  la  bondad 
de  hacer,  con  extremada  galantería  que  le  agradez- 
co, á las  observaciones  (no  me  aventuro  á llamar 
discurso),  con  que  ayer  apoyé  esta  enmienda 

En  los  puntos  capitales  ha  dicho  S.  S.  que  hay 
completa  conformidad.  Me  lisonjea  esta  afirmación 
por  venir  de  S.  S.,  y me  lisonjea  también  porque  en- 
tiendo que  en  estas  cuestiones  hay  una  atmósfera  ge- 
neral, una  especie  de  medio  ambiente  en  que  todos 
vivimos,  y que  es  ya  común  á todos  los  partidos.  Pero 
bahía  un  punto  importante  para  el  que  había  yo  re- 
clamado toda  la  atención;  un  punto  que  es  realmente 
ei  fundamental  de  mi  enmienda,  y es  la  división  de 
los  Poderes  y el  reconocimiento  de  lo  administrativo 
como  tai  Poder,  como  tal  función  social.  Esto  es  tan 
capital,  cuanto  que  de  reconocer  ó no  la  función  ad- 
ministrativa como  la  actividad  de  un  Poder,  depende 
el  que  tengan  razón  científica  de  ser  ó no  ser  las  Ad- 
ministraciones subalternas. 

Entendia  S.  S.  que  ei  Municipio,  al  que  yo  lla- 
maba una  célula  primaria  orgánica  de  la  Administra- 
ción económica,  era  quizá  excesivo,  y por  medio  de 
una  figura  retórica,  discreta  como  suya,  pero  que  no 
me  pareció  de  completa  aplicación,  decia  que  la  re- 
construcción no  habia  de  venir  de  la  periferia  al  cen- 
tro, sino  que,  por  el  contrario,  habia  de  partir  del 
centro  á la  periferia. 

Yo  entiendo,  por  el  contrario,  que  son  varios  ios 
procedimientos  que  hay  para  reconstruir,  así  elmundo 
del  pensamiento  como  el  organismo  económico,  y di- 
ría también  la  general  biología  del  universo. 

La  exogenia  social  pudo  tener  partidarios  y de- 
fensores en  otro  régimen,  y merced  á influencias  de 
principios  del  órden  teológico  y metafísico;  hoy  son 
reconocidos  por  todos  ios  pensadores  como  completa 
y absolutamente  estériles,  y ceden  su  paso,  su  impe- 
rio, su  dominio  y su  jurisdicción  á otro  órden  de  prin- 
cipios engendrados  en  el  hecho,  tomando  su  fuerza 
del  mundo  sensible  y creciendo  vigorosos  como  la  ci- 
vilización moderna,  que  partiendo  de  lo  particular  se 
eleva  á lo  general,  y llega  hasta  las  fronteras  de  lo 
trascendente  y se  postra  en  adoración  estática  rin- 
diendo culto  á lo  inefable  de  sus  esperanzas  y á las 
creencias  y anhelos  de  su  ser. 

Algo  parecido  pasa  en  ei  mundo  orgánico  (y  es 
organismo  toda  la  sociedad).  La  labor  modesta  pasa 
desapercibida,  germina  la  semilla  bajo  la  tierra,  la 
fecundan  ei  calor  y la  luz,  y solo  nos  apercibimos  de 
que  existen  cuando  una  florescencia  hace  llegar  á 
nosotros  ei  aroma  qne  indica  su  vida.  Algo  de  esto 
pasa  aquí;  no  puede  organizarse  la  Hacienda  si  estos 
gérmenes  no  brotan,  no  florecen  y llegan  á tomar 
desenvolvimiento  y dar  con  su  sombra  protectora 
abrigo  y amparo  al  desamparo  y ai  desabrigo  en  que 
los  pueblos  viven  respecto  de  la  Administración. 

Pero,  en  fin,  pudiéramos  decir  que  estas  son  figu- 
ras más  ó menos  retóricas,  aunque  indican  una  direc- 
ción del  pensamiento  y una  línea  de  conducta;  basta 
con  lo  dicho,  y abandono  este  camino. 

Hay  también  un  punto  en  que  creo  que  existe  un 
error,  punto  sobre  el  que  hay  que  razonar,  sentido 
que  hay  que  rectificar,  y es  la  separación  de  la  polí- 
tica y la  Administración.  Es  necesario  dar  un  ámplio 
sentido  á lo  que  es  política  y á lo  que  es  administra- 
ción; porque  si  entendernos  por  política  la  política  me- 


nuda y por  administración  el  trasiego  burocrático, 
realmente  este  es  un  vicio  histórico  de  nuestra  admi- 
nistración y de  nuestra  política,  que  hay  que  combatir 
y que  merecen  estas  censuras;  pero  si  so  entiende  por 
política  io  que  realmente  es  en  su  más  ámplio  sen- 
tido, un  procedimiento  en  vista  de  una  finalidad  su- 
perior, y si  se  entiende  por  administración  los  medios 
para  llegar  á la  realización  de  este  fin,  una  y otra  se 
compenetran  de  tal  modo  que  no  forman  más  que  dis- 
tintas fases  de  un  mismo  objeto,  distintos  colores  de 
una  misma  luz  que  se  descompone  al  actuar  sobre  ei 
prisma  de  la  vida  social.  De  suerte  que  puede  decirse, 
perfectamente  que  conocida  una  Hacienda  se  conoce 
una  política,  y puede  decirse  que  la  política  influye 
de  un  modo  beneficioso  ó funesto  sobre  la  Hacienda. 

Los  partidos  liberales  do  todos  los  pueblos  de  Eu- 
ropa dau  á su  Hacienda  un  sentido  que  no  diré  yo 
que  es  perfectamente  científico,  pero  resulta  siempre 
que  examinando  por  decenios  la  progresión  siempre 
creciente  de  sus  presupuestos,  y viendo  cuáles  son  los 
ingresos  que  vienen  á contribuir  á este  crecimiento 
progresivo,  encontramos  siempre  que  son  los  que  se 
obLieneu  por. medio  de  los  impuestos  indirectos. 

No  es  esto  del  caso,  y lo  indico  solo  como  una  di- 
rección de  la  Hacienda  en  concordancia  con  la  polí- 
tica, y la  política  necesita  venir  á rectificarlo,  so  pena 
de  agravio  para  las  clases  á quienes  esos  impuestos 
indirectos  perjudican  en  primer  término.  Pero  no  es 
ocasión  de  tratarlo  aquí,  y solo  lo  aducía  como  dato 
para  comprobar  que  la  Hacienda  y la  política  no  pue- 
den separarse,  sino  que  vive  la  una  de  la  sávia,  del 
jugo,  del  alimento,  de  la  sustancia  que  la  otra  le  da, 
que  la  una  sigue  á la  otra  como  la  sombra  al  cuerpo. 
Es  la  Hacienda  la  sombra  que  proyecta  la  política,  es 
la  política  la  que  ilumina  á la  Hacienda.  Pero  entre 
nosotros  hay  un  problema  capitaL fundamentalísimo: 
la  política  administrativa  y orgánica  del  partido  libe- 
ral ha  sido  siempre  una  política  de  negaciones,  porque 
el  partido  liberal  ha  encontrado  siempre,  oponiéndose 
á su  camino  obstáculos,  trabas,  entorpecimientos,  á 
que  le  legaron  antiguas  sociedades,  y organizaciones 
ya  serviles  y caducas;  de  modo  que  su  política  ha  te- 
nido que  ser  de  negaciones,  de  apartamiento  de  esos 
obstáculos.  Así,  por  ejemplo,  encontró  la  propiedad 
en  poder  del  mayorazgo,  y la  desvinculó;  encontró  la 
propiedad  en  las  manos  muertas,  en  el  Municipio,  y 
la  desamortizó;  la  encontró  en  poder  de  la  Iglesia,  y 
la  secularizó;  encontró  la  enseñanza  casi  monopoliza- 
da por  las  corporaciones  religiosas,  y la  convirtió  en 
enseñanza  láica;  siempre  política  de  negaciones,  y yo 
entiendo  que  ya  es  llegado  el  tiempo  en  que  la  polí- 
tica del  partido  liberal  no  sea  de  negaciones,  sino  de 
afirmaciones;  no  de  destrucción,  sino  de  reconstruc- 
ción; pero  para  reconstruir  lo  primero  que  hace  falta 
es  la  base,  son  los  elementos,  y los  elemenlos  están 
en  la  administración  subalterna,  como  lo  ha  enten- 
dido con  muy  buen  sentido  el  Sr.  Ministro  de  Ha- 
cienda. 

Ahora  bien,  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  y esto  no 
es  por  mi  parte  una  acusación  sino  una  mera  obser- 
vación, parece  que  procede  con  cierto  temor,  con  de- 
masiada timidez  en  esto  de  las  Administraciones  su- 
balternas. No  es  que  yo  por  eso  le  censure,  porque 
bien  comprendo  que  el  hombre  público,  por  lo  mismo 
que  tiene  la  responsabilidad  de  sus  actos  y tiene  que 
someterse  á la  sanción  de  la  opinión  pública,  debe  ca- 
minar en  la  senda  de  las  reformas  con  mucho  estudio 
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y mucha  prudencia,  y por  eso  sin  duda  el  Sr.  Minis- 
tro de  Hacienda  únicamente  se  ha  aventurado  por  vía 
de  ensayo  á establecer  la  Administración  subalterna 
en  ciertos  centros,  pero  la  verdad  es  que  los  otros 
centros,  los  más  alejados  de  la  Administración  cen- 
tral, son,  á mi  juicio,  los  que  más  necesitaban  la  re- 
forma. 

Y ¿por  qué  no  se  realiza  la  reforma  de  una  ma- 
nera más  couipleta?  Yo  no  he  encontrado  razón  al- 
guna que  á la  realización  se  oponga,  como  no  sea  la 
razón  de  cifras,  de  números;  y en  esta  parte  tengo 
que  agradecer  que  se  hayan  admitido  como  exactas  é 
irrecusables,  é indudablemente  lo  son,  porque  proce- 
den de  los  datos  oficiales,  todas  las  cifras  que  yo  he 
aducido.  De  modo  que  á la  reforma,  tal  y como  yo  la 
propongo,  no  se  ha  podido  oponer  más  que  un  solo 
argumento,  el  del  mayor  gasto  que  supondria;  voy, 
pues,  á hacerme  cargo  de  ese  argumento,  por  más 
que  á mi  juicio  no  debe  examinarse  esta  cuestión  tan 
importante  bajo  el  punto  de  vista  de  si  la  reforma  es 
cara  ó es  barata. 

El  dictamen  no  determina  cuántas  serán  las  ad- 
ministraciones subalternas  que  se  organicen;  pero 
contando  por  el  número  de  partidos  judiciales,  pode- 
mos calcularlas  en  500  ó en  550.  Yo  propongo  que 
sean  2.343;  de  modo  que  vengo  á proponer  un  au- 
mento de  1.800  Administraciones,  que  son  los  cen- 
tros de  la  organización,  las  células  primitivas,  los  pe- 
queños arroyos  que  después  unidos  á otros  añuentes, 
forman  los  grandes  rios  y fertilizan  toda  la  organiza- 
ción de  la  Administración  del  Estado. 

Tenemos  que  estas  Administraciones  cuestan  pe- 
setas 13.700.875;  hay  sobre  lo  que  cuesta  nuestra 
actual  desorganización  un  alimento  de  1.398.000  pe- 
setas; el  dictámen,  de  acuerdo  con  el  proyecto  del  se- 
ñor Ministro  de  Hacienda,  mi  distinguido  é ilustre 
amigo  Sr.  Puigcervcr,  presenta  un  aumento  de 
1.240.000;  de  modo,  que  entre  lo  que  se  propone  en 
el  proyecto  y lo  que  yo  propongo,  hay  una  diferencia 
de  unos  30.000  duros;  cifra  exigua  con  relación  al 
servicio  de  que  se  trata  y que  no  debiera  desestimar- 
se, admitiéndose,  por  el  contrario,  lo  que  propongo, 
sin  perjuicio  de  que  la  ilustración  del  Sr.  Ministro  y 
de  la  Comisión  modificara  después  aquello  que  de- 
biera ser  modificado  para  mejorar  el  servicio  de  (pie 
se  trata. 

Después  de  haber  oido  al  Sr.  Gamazo,  tan  benévolo, 
tan  indulgente  para  con  el  proyecto,  tan  deferente 
para  conmigo,  deferencia  que  agradezco  y á la  que 
correspondo,  no  encuentro  otro  motivo  para  que  su 
señoría  no  acepte  lo  que  yo  propongo,  sino  el  deseo 
de  guardar  una  disciplina  obligada  á la  que  todos  ren- 
dimos culto,  no  siendo  yo  el  que  he  de  venir  á rom- 
per los  rigores  de  esa  ordenanza  que  con  buena  ó 
mala  inspiración  los  deberes  políticos  nos  imponen,  y 
que  yo  acepto  y acato;  pero  merecía  la  pena  de  abrir 
el  espíritu  á horizontes  más  anchos,  á organismos 
más  completos,  y de  pensar  que  realmente  esto  es  una 
especie  de  siembra  que  se  hace  para  recolectar,  si  la 
prosperidad  del  país  lo  consiente,  medios  con  que  po- 
der atender  al  creciente  desarrollo  que  todas  las  fun- 
ciones sociales  vienen  teniendo  en  este  como  en  todos 
los  países. 

Dije  ayer,  y repito  hoy,  que  la  Administración 
tiene  y debe  tener  por  su  propia  naturaleza  y por  la 
razón  misma  dé  sus  funciones,  que  constituir  un  or-  | 
ganismo  completo:  quien  dice  organismo,  dice  vida,  ' 


en  que  todas  las  partes  y todos  los  elementos  se  coor- 
dinen, y se  compenetren,  y se  encaminen  al  ün  que  les 
está  encomendado. 

Al  impugnar  las  modificaciones  por  mí  propues- 
tas, ha  entrado  el  Sr.  Gamazo  en  consideraciones  so- 
bre ciertos  particulares  que  constituyen  verdaderas 
innovaciones,  como  el  referente  á cañadas  reales. 
Solo  por  ocupar  un  poco  de  tiempo  podemos  hablar 
de  ello,  porque  esto  es  objeto  de  la  ley  actual  y de 
reglamentos  actuales.  Si  es  bueno  ó malo,  si  debie- 
ran declararse  bienes  de  libre  disponibilidad  para  el 
Estado  ó servidumbres  públicas  necesarias  para  el 
desarrollo  de  la  riqueza  social,  es  cuestión  de  otra 
índole;  pero  de  existir,  deben  ser  conservadas,  y si  la 
autoridad  municipal  no  puede  llenar  ese  servicio,  ó 
llenándolo  no  lo  hace  con  toda  la  corrección  debida, 
pudiera  y debieran  modificarse  esas  atribuciones,  en- 
comendándolas á quien  de  ellas  hiciera  uso  más  res- 
petuoso. 

No  va  A concedérsele  una  inspección  á todas  las  de 
un  partido  desde  el  centro,  porque  aquí  hay  el  mal 
que  todo  afluya  ai  centro,  aquí  hay  verdadera  conges- 
tión en  el  centro  y anemia  en  los  extremos.  Reina  allí 
un  localismo,  y empleo  esta  palabra  para  correspon- 
der á la  de  regionalismo;  reina  allí  un  localismo  apa- 
sionado, influido  por  móviles  que  no  son  bastante  aten- 
dibles, pero  que  según  es  el  nivel  intelectual,  es  mu- 
chas veces  el  órden  de  influencias.  En  fin,  no  merece 
la  pena  que  insista  sobre  esto. 

Era  verdaderamente  peregrina  la  Observación  del 
Sr.  Gamazo  al  oponerse  á la  facultad  que  el  art.  11 
concedía  á las  Administraciones  subalternas,  porque 
dice:  «el  ingreso  por  mensualidades  en  tesorería, etc.» 
De  suerte  que  la  organización  no  estaría  completa 
sino  aceptando  la  recaudación;  y si  esto  entra  en  un 
artículo  de  la  ley  ó es  del  piecepto  reglamentario, 
este  órden  jerárquico  de  prelacion  no  merece  la  pena 
de  discutirlo. 

Este  Cuerpo  de  inspectores  que  se  crea,  que  yo 
procuro  especializar  guardando  relación  con  la  rique- 
za que  vigila,  y exigiéndole  los  conocimientos  que  la 
inspección  de  esta  riqueza  reclama,  es  también  una 
consecuencia,  una  derivación  necesaria  de  un  princi- 
pio, y es  imposible  que  todas  esas  derivaciones  no  se 
deduzcan  de  manera  lógica,  precisa,  inmediata  y ne- 
cesaria. 

Ahora  bien,  esto  de  las  inspecciones  tiene  una 
tradición,  entre  nosotros,  tan  triste,  que  lo  peligroso 
es  quién  inspecciona  á los  inspectores,  porque  segu- 
ramente los  inspectores  vienen  á ser  como  esos  bar- 
cos... busco  frases  templadas  para  un  concepto  duro; 
como  esos  barcos  en  que  la  bandera  cubre  la  mer- 
cancía, que  tienen  una  colección  de  banderas  que 
sirven  para  encubrir  géneros  de  contrabando;  y lo 
que  más  me  sorprende  es  que  haya  hombres  públicos 
que  lo  admitan. 

Ilay  un  artículo  en  la  ley  del  timbre  referente  &. 
la  inspección,  que  no  consiente  ni  autoriza  otra  ins- 
pección cuando  en  la  fecha  y en  la  vuelta  de  una  hoja 
de  un  libro  el  inspector  que  lo  ha  examinado  pone  su 
conformidad.  Examinad  bien  esta  condición:  llega  un 
inspector  influido  por  cualquier  órden  de  considera- 
ciones, pone  en  uno  de  los  libros  de  comercio  que  es- 
tán sujetos  á la  ley  del  timbre  la  conformidad  de  que 
se  ha  cumplido  la  ley,  y como  no  hay  nadie  que  lo 
vuelva  á inspeccionar  resulta  un  daño  para  el  Tesoro, 
en  el  supuesto  que  no  haya  tenido  el  celo  ó él  interés 
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i$e  entiende  por  la  Hacienda),  que  reclama  el  servicio, 
y una  completa  impunidad  porque  el  comcrciaute,  el 
negociante,  el  banquero,  el  industrial,  se  muestran 
conformes  con  lo  que  les  beneficia  en  presencia  de 
una  ley  injusta  por  lo  depresiva. 

Viene  otra  segunda  y tercera  inspección,  y aquí 
solo  hay  que  ver  si  el  género  de  influencias  que  ac- 
túan sobre  estos  funcionarios  guarda  una  relación  de 
cantidad  ó de  homogeneidad  con  lo  que  va  á examinar; 
do  suerte,  que  la  inspección  no  me  parece  mucho  pe- 
dir que  sea  ejercida  por  personas  de  cierto  nivel  mo- 
ral, comprobada  en  distintas  funciones,  y que  tengan 
aptitud  profesional,  y que  si  van  A examinar,  v.  gr., 
si  tributa  la  riqueza  agrícola,  proceda  del  Cuer- 
po de  ingenieros  agrónomos  que  hace  objeto  de  su 
profesión  el  cuidado,  cultivo  y perfección  de  esa  ri- 
queza, y que  si  van  A examinar  si  Lributa  la  riqueza 
industrial  proceda  del  Cuerpo  de  ingenieros  indus- 
triales, y ([ue  si  van  A examinar  expedientes,  proce- 
dan del  Cuerpo  de  funcionarios  encanecidos  en  el 
servicio  del  Estado,  y sea  este  cargo  una  especie  de 
honroso  retiro. 

De  suerte,  que  esta  especializacion,  que  debe  ser 
todo  lo  Amplia  que  sea  ei  criterio  del  Ministro  del 
ramo,  y en  esto  caso  entiendo  yo  que  lo  es  muchísi- 
mo, y que  darla  desde  luego  satisfacción  A todas  las 
exigencias,  no  encuentro  que  pueda  ser  esto  objeto 
de  la  menor  controversia.  El  proyecto  este  es  un  re- 
gateo en  si  es  más  ó menos,  en  si  esto  puede  ó no  ser 
un  estímulo;  y yo  me  he  alegrado  en  oir  al  Sr.  Ga- 
mazo  encarecer,  no  la  pobreza  de  la  remuneración, 
tuno  lo  bajo  del  estímulo;  porque  S.  S.  lia  entendido 
que  el  deber  lleva  en  su  cumplimiento  su  recompen- 
sa bastante,  y que  si  se  acepta  es  en  benévola  é indul- 
gente transacción  con  las  asperezas  de  la  realidad. 
Su  señoría  entiende  que  con  30  estaba  bien,  yo  entiendo 
que  con  45;  S.  S.  lo  distribuía  dando  más  al  superior 
que  al  inferior,  y yo  lo  distribuía  dando  más  al  infe- 
rior que  al  superior;  pero,  en  fin,  eso  está  sujeto  A un 
orden  subalterno  de  consideraciones,  y no  hemos  de 
ocuparnos  más  de  ello. 

Hay  otra  parte  en  que  no  se  ha  fijado  el  Sr.  Ga- 
mazo,  que  reclama  especialmente  la  atención  del  se- 
ñor Ministro  de  Hacienda,  que  con  mAs  amplitud  y 
detenimiento  algún  dia  vendrA  aquí  A la  discusión; 
me  refiero  á ia  perimetracion  de  ios  términos  muni- 
cipales. Yo  entiendo  que  sería  necesario  que  los  tér- 
minos municipales  tuvieran  una  cifra  de  cabida  co- 
nocida, ya  que  no  tuvieran  determinada  una  cifra  de 
cultivo  ni  una  cifra  de  riqueza  perfectamente  acep- 
tada; pero  cuando  menos,  lo  que  es  práctico,  lo  que 
salta  á la  vista,  d saber,  la  cabida,  la  extensión  y los 
linderos,  eso  es  vergonzoso  que  no  se  tenga  reconoci- 
do: pero  esto  nace  de  causas  muy  varias,  y la  princi- 
pal entiendo  yo  que  es  la  poca  correspondencia  entre 
los  distintos  centros  administrativos.  Puede  cualquier 
curioso  acercarse  al  Instituto  Geográfico  y ver  allí 
perfectamente  estudiadas,  con  triangulación  comple- 
ta, científica,  exacta,  que  puede  sostener  competencia 
y muy  honrosa,  con  el  mejor  trabajo  de  esta  clase 
hecho  en  el  extranjero,  de  siete  ú ocho  provincias,  per- 
fectamente divididas  por  masas  de  cultivo  y por  ca- 
bidas, y perfectamente  calculado,  y todo  comprobado 
con  la  comprobación  gcornétrica,  qne  no  admite  dis- 
cusión: sin  embargo,  la  Administración  ignora  que 
hay  una  provincia,  cuyo  nombre  no  recuerdo  ahora, 
que  tiene  oculto  el  70  pov  100  de  su  tem  torio.  Ya 


veis  si  para  la  Administración  son  fáciles  hasta  ia 
fuga  de  terrenos. 

Entiendo,  pues,  que  estas  Administraciones  debie- 
ran lener,  como  comienzo  de  sus  funciones,  una  pe- 
rimetracion del  término  municipal,  perimetracion  que 
pudiera  muy  bien  hacerse  de  una  manera  fácil,  por- 
que apenas  hay  una  persona  que  conozca  algo  y tenga 
afición  al  campo,  que  no  pueda  medir  con  la  vista  y 
aproximadamente  una  grande  extensión  de  terreno,  y 
esto  hasta  sin  apearse  del  caballo.  ¿Cómo  es  posible 
que  la  Administración,  que  tiene  un  Cuerpo  de  topó- 
grafos que  tanto  le  cuesta  al  Estado,  no  pueda  hacer 
esta  perimetracion  en  un  ano? 

Dice  S.  S.  que  está  preparado  el  reglamenLo,  y 
que  solo  espera  la  última  mano.  Pues  esto  será  un 
motivo  más  de  aplauso  A la  actividad  del  Sr.  Ministro, 
y yo  se  le  tributo,  deseando  que  cuando  esas  Admi- 
nistraciones tomen  la  amplitud  y el  desarrollo  que 
deben  lomar,  quepan  todas  dentro  de  ese  reglamento 
y no  sea  necesario  modificarlo. 

Ilay  una  cosa  sobre  la  que  no  se  ha  dicho  riada, 
y es  la  recaudación,  de  la  que  cuando  termine  el  con- 
trato con  el  Banco  habrán  de  encargarse  las  nuevas 
Administraciones.  Yo  lo  doy  ya  por  hecho:  es  en  mí 
una  intuición,  y no  lo  discuto  por  consiguiente. 

De  las  disposiciones  transitorias,  ia  última  no  es 
otra  cosa  que  una  autorización  que  se  da  al  Ministro 
de  Hacienda,  reconociendo  en  él  su  actividad  y buen 
deseo,  A fin  de  que  ponga  en  relación,  coordine  ó am- 
plíe ó modifique  las  demás  disposiciones  que  con  las 
de  esta  ley  se  relacionen;  de  suerte,  que  tampoco  este 
punto  merece  de  mi  parte  discusión. 

Yo  si  no  pareciese  quizás  fuera  de  la  temperatura 
templada  y más  que  templada  fria  en  que  está  la  Cá- 
mara, pudiera  decir  de  este  asunto  digno  de  medi- 
tarse, que  son  tales  la  gibosidades,  asperezas  y defi- 
ciencias de  todo  el  régimen  administrativo  en  que  vi- 
vimos. nos  movemos  y somos,  parodiando  con  ei  res- 
peto debido,  la  hermosa  frase  de  San  Pablo,  que  precisa 
pensar  seriamente  en  que  es  necesaria  aquí  una  mo- 
dificación radical,  profunda,  completa  en  el  régimen 
administrativo  en  que,  como  decía,  creo  que  Girardin 
se  coloca  á los  pueblos  viejos  de  Europa  en  una  triste 
y terrible  disyuntiva:  en  la  de  elegir  entre  la  revolu- 
ción social  y la  revolución  fiscal. 

El  Sr.  GAMAZO  (D.  Trifino):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  GAMAZO  (I).  Trifino):  Decía  elSr.  Fernan- 
dez Soria,  y me  importa  rectificar’esto  en  primer  tér- 
mino, que  la  disciplina  debida  nos  había  hecho  á la 
Comisión  aceptar  el  pensamiento  del  Sr.  Ministro  de 
Hacienda.  No  es  que  entienda  al  rectificar  esto,  que 
haya  en  ello  agravio:  que  al  fin  la  disciplina  en  polí- 
tica, llega  ya  A la  categoría  de  virtud;  pero  no  lo 
acepto,  porque  no  es  exacto;  es  ei  convencimiento  el 
que  me  tiene  aquí  y el  que  me  obliga  á defender  con 
entera  libertad  este  proyecto. 

insiste  de  nuevo  el  Sr.  Fernandez  Soria  en  que  la 
división  de  los  Poderes  públicos  era  base  esencial  de 
la  organización  de  las  Administraciones  subalternas. 
Yo  siento  no  haber  convencido  A S.  S.,  pero  ya  he  ex- 
puesto la  doctrina  que  he  visto  comprobada  en  Lodos 
los  tratadistas,  y que  he  visto  desarrollarse  en  la  his- 
toria sin  contradicción  alguna  fundamental.  Se  habrá 
discutido  sobre  la  forma  de  ejercicio  de  las  faculta- 
des naturales  dol  Municipio  ó del  Estado,  pero  lo  se- 
guro es  que  á eafJa  una  de  estas  personalidades  jurí- 
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dicas  se  le  han  señalado  los  medios  naturales  para 
administrar  su  hacienda  aplicándola  á la  satisfacción 
de  sus  necesidades. 

Esta  administración,  esta  aplicación  necesitau  un 
organismo,  y no  creo  que  deba  ese  organismo  empe-  I 
zar  por  confundir  en  una  hacienda  dos  que  van  á lle- 
nar fines  diferentes,  ni  ménos  arrancar  del  Municipio, 
que  después  de  todo  es  la  más  pequeña  de  las  órbitas 
á donde  el  Estado  puede  llevar  su  organización  eco- 
nómica. 

Nos  acusaba  el  Sr.  Fernandez  Soria  de  haber  aban- 
donado las  pequeñas  localidades,  y yo  contesto  á su 
señoría  que  en  esto  está  preocupado,  porque  ni  la 
Comisión  tenía  por  qué  ocuparse  de  esas  pequeñas  lo- 
calidades, ni  ellas  pueden  quejarse  de  que  la  Comi- 
sión no  haya  llegado  hasta  ellas,  tratándose  de  un 
proyecto  en  que  solo  podia  tratar  de  ciertas  localida- 
des, porque  más  allá  la  era  imposible  ir. 

Yo  no  acepté  las  cifras  del  Sr.  Fernandez  Soria  ni 
las  deseché;  lo  único  que  dije  fue  que  los  datos  que 
S.  S.  tomaba  como  base  para  su  enmienda,  no  podían 
ser  aceptados  todos,  porque  habia  una  porción  de  par- 
tidas que  no  leo  por  no  molestar  ai  Congreso,  que  no 
pueden  servir  de  fundamento  á los  gastos  de  implan- 
tación de  esta  organización,  porque  la  nueva  como  la 
antigua  necesitan  su  material  y sus  edificios  propios. 

Respecto  al  coste  de  implantación  del  proyecto  del 
Sr.  Fernandez  Soria,  entiendo  que,  no  pudiendo  ser- 
vir, como  he  dicho  antes,  los  datos  de  S.  S.  de  funda- 
mento para  el  cálculo,  no  podemos  tampoco  aceptar 
el  resultado  del  cálculo.  Por  lo  demás,  yo  dije  al  se- 
ñor Fernandez  Soria  que  como  el  contrato  del  Banco 
no  terminará  hasta  l.°  de  Junio  del  año  que  viene,  en 
todo  este  año  nos  encontraríamos  en  descubierto,  y 
acerca  de  lo  que  hará  el  Gobierno  después  de  que  ter- 
mine el  contrato,  ni  tengo  títulos  para  saberlo,  ni  aun 
sabiéndolo  podría,  en  el  caso  de  que  se  lo  comunicase 
á S.  S.,  servirle  de  base  cierta  á sus  cálculos. 

Sobre  la  inspección  pericial  ha  dicho  el  Sr.  Fer- 
nandez Soria  que  una  inspección  que  exige  títulos, 
educación  y carrera,  ofrece  mayores  garantías  que 
aquella  en  que  no  la  exige,  y estoy  conforme;  pero 
repito  que  la  organización  de  esas  inspecciones  no 
pueden  ser  objeto  de  la  ley,  sino  del  reglamento. 

Y por  lo  que  hace  á la  perimetracion  de  los  tér- 
minos municipales,  S.  S.  comprenderá  que  cuando  se 
discutiera  la  organización  del  Instituto  Geográfico,  ó 
cuando  se  tratara  de  modificar  las  bases  para  las  car- 
tillas evaluatorias  ó en  cualquier  otro  momento,  ha- 
bría más  oportunidad  para  tratar  esa  cuestión,  que 
tratándose  de  un  proyecto  de  organización  económica. 

Y no  tengo  más  que  decir. 

El  Sr.  FERNANDEZ  DE  SORIA:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  FERNANDEZ  DE  SORIA:  Solamente  para 
significar  mi  reconocimiento  al  Sr.  Gamazo  por  las 
lisonjeras  frases  que  le  he  merecido  y por  las  aten- 
ciones con  que  me  ha  honrado  y á las  que  correspon- 
do; á la  Comisión  por  su  deferencia  ai  conceder  aten- 
ción preferente  á mi  enmienda:  al  Sr.  Ministro  de 
Hacienda  por  iguales  consideraciones  y deferencias;  á 
la  Cámara  por  su  benévola  atención;  á todos  para  pre- 
sentarles mis  excusas  por  haberles  molestado  é im- 
portunado más  tiempo  del  necesario,  y á la  Mesa  para 
darle  una  vez  más  las  gracias  por  la  amplitud  que  e% 
la  rectificación  me  ha  consentido;  y en  homenaje  y 


correspondencia  á la  cortés  deferencia  de  todos,  retiro 
mi  enmienda.  He  dicho. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  Queda  retirada  la 
enmienda 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  esta  discusión. 


Se  leyeron  por  primera  vez,  y pasaron  á la  Comi- 
sión, acordando  se  imprimieran  y repartieran  tres 
enmiendas  de  los  Sres.  Barroso,  Fiol  y Sánchez  Ar- 
jona  al  dictámen  nuevamente  redactado  por  la  Comi- 
sión referente  al  proyecto  de  ley  sobre  creación  de 
Administraciones  subalternas  de  Hacienda.  (Véase  el 
Apéndice  primero  al  Diario  núm.  78,  que  es  el  de  esta 
sesión.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
art.  l.°» 

No  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  la 
palabra  en  contra,  se  puso  á votación  y fué  aprobado. 

Leido  el  art.  2.°,  dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  este 
artículo.» 

No  habiendo  tampoco  ningún  Sr.  Diputado  que 
pidiera  La  palabra  en  contra,  se  puso  á votación  y (lié 
aprobado  en  la  forma  siguiente: 

«Art.  2.°  Las  Administraciones  de  primera  clase 
reemplazarán  á la  especial  de  Jerez,  á las  Depositarías 
de  Cartagena  y Ferrol  y á la  Admiriistraeion-deposi- 
laría  de  Las  Palmas.  Las  de  segunda  clase  se  estable- 
cerán en  Mahon,  Ibiza  y Ceuta  y en  las  demás  pobla- 
ciones que  sin  ser  capitales  de  provincia  reúnan  en  su 
término  municipal  20.000  habitantes.  Las  de  tercera 
corresponderán  á los  demás  pueblos  en  que  exista 
Registro  de  la  propiedad  ó Juzgado  de  primera  ins- 
tancia.» 

Dada  lectura  del  art.  3.°,  dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  este 
artículo. 

El  Sr.  Garrido  Estrada  Liene  la  palabra  en  contra. 

El  Sr.  GARRIDO  ESTRADA:  Señores  Diputados, 
no  pensaba  usar  de  la  palabra  en  contra  de  este  ni  de 
ningún  otro  articulo  de  este  proyecto  de  ley,  porque 
á mis  amigos  y á mí  nos  parecía  aceptable  el  pro- 
yecto que  presentó  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  crean- 
do estas  Administraciones  subalternas.  Pero  si  nos- 
oLros  aceptábamos  el  proyecto  de  ley,  á pesar  de 
que  producía  un  aumento  de  un  millón  doscientas  mil 
y pico  de  pesetas  en  el  presupuesto  de  gastos,  aumen- 
to que  nosotros  hemos  de  combatir,  no  en  este  punto, 
sino  en  el  punto  general  relativo  al  aumento  de  gas- 
tos, harto  aumentados  por  sus  antecesores  y por  el 
Sr.  Ministro  de  Hacienda;  si  nosotros  pasábamos  por 
este  aumento,  porque  entendíamos  que  ha  de  com- 
pensarse, no  solo  con  las  rebajas  que  se  introducen  en 
otros  servicios,  sino  con  el  aumento  natural  que  ha 
de  tener  la  recaudación  por  virtud  del  establecimien- 
to de  estas  Administraciones  subalternas;  al  comenzar 
esta  sesión  en  la  apacible  tranquilidad  y casi  soledad 
en  que  nos  encontrábamos  los  Diputados  que  tenía- 
mos el  gusto  de  oir  al  digno  individuo  de  la  Comi- 
sión que  defendía  el  dictámen,  y al  examinar  con  más 
detenimiento  el  dictámen  de  la  Comisión,  me  lie  en- 
contrado con  que  entre  otras  novedades,  y no  son  po- 
cas las  que  el  dictámen  ha  introducido  en  el  proyecto 
de  ley  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda* 


NÚMERO  78 


2085 


existe  este  art.  3.°,  debido,  sin  duda,  á la  iniciativa 
pericial  de  los  dignos  individuos  de  la  Comisión. 

Yo  he  examinado  el  proyecto  de  ley  presentado 
por  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  y en  él  no  he  encon- 
trado nada,  absoletamente  nada,  que  se  refiera  á lo 
que  los  dignos  individuos  de  la  Comisión  han  consig- 
nado en  este  art.  3.ü  Me  parece  que  en  este  punto  es- 
tamos conformes  la  Comisión  y el  que  tiene  el  honor 
de  dirigir  la  palabra  al  Congreso.  Por  consiguiente, 
el  art.  3.°  es  de  la  exclusiva  iniciativa  de  la  Comisión, 
aunque  supongo  que  con  esa  iniciativa  se  habrá  con- 
formado el  Sr.  Ministro  de  Hacienda;  y esta  iniciativa 
la  ha  empleado  la  Comisión  en  crear  con  motivo  de 
este  proyecto  de  ley,  un  Cuerpo  que  llama  especial  de 
la  Administración  económica,  en  el  cual  comprende 
algunos  do  los  dignos  funcionarios  que  forman  la 
Administración  central,  además  de  los  que  pertene- 
cen á las  Delegaciones  y á estas  Administraciones 
subalternas  que  se  crean;  pero  con  una  parciali- 
dad, y,  á mi  juicio,  con  una  falta  de  fundamento  y de 
equidad,  que  resultan  comprendidos  algunos  de  los 
funcionarios  de  determinados  centros  de  la  Adminis- 
tración económica,  y excluidos  otros,  sin  que  poda- 
mos darnos  cuenta  del  fundamento  de  esta  dife- 
rencia. 

Yo,  en  primer  lugar,  y conmigo  están  conformes 
muchos  de  mis  dignos  compañeros,  no  soy  partidario 
de  la  creación  de  Cuerpos  especiales  dentro  de  la  Ad- 
ministración pública;  porque  entiendo  que  no  da  por 
resultado  la  mejora  de  la  administración.  Yo  ni  si- 
quiera he  sido  partidario  completo  de  la  conveniencia 
de  ciertos  Cuerpos  que  se  llaman  periciales.  Deseo, 
como  el  que  más,  la  permanencia  de  los  buenos  em- 
pleados en  la  Administración,  y deseada,  que  esa 
inamovilidad  que  se  va  buscando  con  los  Cuerpos  es- 
peciales, estuviera  establecida,  más  que  en  las  leyes, 
en  las  costumbres  y en  la  práctica,  como  venia  suce- 
diendo anteriormente. 

Pero  prescindiendo  de  esta  opinión  y llevándola 
hasta  el  punto  que  he  indicado,  puesto  que  he  dicho 
que  uo  estoy  convencido  respecto  de  ciertos  Cuerpos 
especiales,  ni  les  hubiera  creado,  por  más  que  respete 
su  existencia  legal,  no  puedo  estar  conforme  en  prin- 
cipio con  la  creación  de  este  Cuerpo  especial  que  in- 
troduce la  Comisión,  y mucho  ménos  puedo  estar 
conforme  con  la  parcialidad  con  que  veo  que  lo  esta- 
blece la  Comisión,  porque  dice  el  artículo  que  esta- 
mos discutiendo: 

«El  personal  de  las  Administraciones  de  partido 
formará  con  el  de  las  Delegaciones  de  provincia  y con 
el  de  las  Direcciones  generales  de  contribuciones,  de 
rentas  y de  impuestos  del  Ministerio  de  Hacienda,  un 
Cuerpo  especial,  que  se  denominará  de  la  Adminis- 
tración económica.» 

Eu  primer  lugar,  ¿por  qué  han  de  formar  parte  de 
este  Cuerpo  especial  los  funcionarios  de  contribucio- 
nes, de  rentas  y de  impuestos,  y no  los  funcionarios 
que  pertenecen  á las  Direcciones  de  la  deuda,  de  pro- 
piedades, del  Tesoro  y de  la  Caja  de  depósitos?  Y no 
hablo  de  los  empleados  de  la  Intervención  general, 
porque  respecto  de  estos,  aunque  no  en  virtud  de  dis- 
posiciones legales  que  hayan  tenido  cumplimiento, 
íormau,  eu  virtud  de  hechos  prácticos,  una  especie  de 
Cuerpo  especial  de  Intervención  del  Estado.  Yo  desea- 
ré que  la  digna  Comisión  me  manifieste  las  causas  de 
la  inclusión  de  esos  funcionarios  de  determinados 
centros  directivos  de  la  Administración,  y las  causas 


de  la  exclusión  de  esos  otros  que  he  citado,  porque 
yo,  señores,  por  más  que  he  tratado  de  penetrar  en  el 
pensamiento  que  haya  podido  tener  la  Comisión  para 
incluir  en  este  Cuerpo  á los  funcionarios  de  las  Di- 
recciones de  contribuciones,  de  rentas  y de  impues- 
tos, haciéndoles  esta  especie  de  beneficio,  no  he  podido 
comprender  por  qué  se  señalan  taxativamente  estos 
funcionarios  y se  hace  omisión  de  los  otros,  cuando 
la  digna  Comisión  debe  saber,  y sobre  todo,  lo  sabe 
perfectamente  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  que  de  se- 
guro habrá  tenido  conocimiento  prévio  de  esto,  como 
de  las  demás  novedades  que  introduce  la  Comisión  en 
su  dictamen;  la  digna  Comisión  debe  saber,  decia, 
que  realmente  no  hay  una  división  respecto  de  sus 
aptitudes  entre  los  funcionarios  de  las  Direcciones  que 
menciona,  y los  de  las  que  omite;  y la  prueba  es  que 
indistintamente  se  suelen  destinar  los  funcionarios  de 
unas  Direcciones  a otras,  cuando  el  servicio,  y aun 
las  circunstancias  de  las  mismas  personas  lo  exigen 
y pasan  de  unas  Direcciones  á otras  para  ejercer  des- 
tinos superiores  sin  que  nadie  encuentre  esa  diferen- 
cia, según  sea  la  procedencia  de  los  funcionarios. 

Pero  después  de  esto,  yo  pregunto:  ¿qué  condicio- 
nes se  han  de  exigir  á los  funcionarios  de  la  Admi- 
nistración económica  para  que  formen  parte  de  ese 
Cuerpo  especial  de  la  Administración?  Porque  para 
el  ingreso  en  las  Administraciones  subalternas  que  se 
van  á crear,  se  indican  algunas  de  las  condiciones 
que  previamente  se  han  de  tener;  pero  para  ingresar 
los  ilemás  funcionarios  en  ese  Cuerpo  especial  que 
crea  la  iniciativa  de  la  Comisión  que  ha  redactado  el 
dictámen  sobre  este  proyecto,  no  se  menciona  nada. 
¿Es  que  han  de  formar  parte  los  actuales  empleados 
que  componen  el  personal  de  las  Direcciones  que  la 
Comisión  menciona  en  esto  artículo?  ¿Es  que  han  de 
formar  parte  los  que  lo  han  sidt>  y están  cesantes,  ó 
han  desempeñado  funciones  y hoy  no  las  desempe- 
ñan en  esas  Direcciones  de  contribuciones,  de  rentas 
y de  impuestos?  ¿Qué  condiciones  se  han  de  exigir 
sino  es  esto? 

Por  consiguiente,  resulta  de  estas  breves  palabras 
que  he  tenido  la  honra  de  pronunciar,  estas  tres  co- 
sas: primera,  que  la  Comisión,  por  su  propia  inicia- 
tiva y sin  que  haya  venido  formulado  ese  pensamiento 
eu  el  proyecto  de  ley  presentado  por  el  Sr.  Ministro 
de  Hacienda,  va  á crear  un  Cuerpo  que  llama  especial, 
de  Administración  económica,  Cuerpo  que  yo  creo  que 
no  es  necesario,  y creo  además  que  uo  es  conveniente. 
Segundo  punto.  Que  al  crear  ese  Cuerpo  especial  de 
Administración  económica  lo  hace  de  una  manera 
que,  verdaderamente,  como  las  explicaciones  que  la 
Comisión,  supongo  ha  de  tener  la  bondad  de  dar,  no 
lo  aclareo,  lo  que  es  del  texto  del  artículo  no  se  ex- 
plica; porque  lo  hace  con  una  parcialidad  verdadera- 
mente inexplicable,  puesto  que  comprende,  además 
de  los  funcionarios  de  las  Administraciones  de  par- 
tido, á los  funcionarios  de  las  Delegaciones,  como  con 
aplitud  para  formar  parte  de  ese  Cuerpo  especial  y á 
los  de  las  Direcciones  generales  de  contribuciones,  de 
rentas  y de  impuestos,  excluyendo  otros  funcionarios 
de  otras  Direcciones  del  Cuerpo  de  la  Administración 
central,  que  tienen  los  mismos  títulos,  los  mismos  de- 
rechos, los  mismos  servicios,  y seguramente,  por  lo 
ménos,  las  mismas  aptitudes  que  estos  funcionarios 
de  las  Direcciones  que  se  mencionan.  Y tercera  cosa 
que  censuro:  que  creando  este  Cuerpo  especial  y dando 
ingreso  eu  éi  á ios  funciouaj.’ioá  que  antes  he  expre*^ 
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sado,  no  indica  absolutamente,  ni  podemos  colegirlo, 
bajo  qué  bases  se  ha  de  crear  ese  Cuerpo. 

Realmente,  no  me  be  levantado  con  el  propósito 
de  hacer  oposición,  como  he  dicho  al  principio,  al 
proyecto,  ni  aun  casi  en  esLa  parte,  sino  más  bien  á 
pedir  aclaraciones  que  no  encuentro  en  el  artículo,  ni 
veo  explicadas  en  el  dicLámen  de  la  Comisión  sobre 
esta  innovación.  Cumplido  este  modesto  propósito,  y 
deseando  no  molestar  la  atención  del  Congreso,  me 
siento,  esperando  las  explicaciones  que  la  Comisión 
se  sirva  dar. 

El  Sr.  GARUO  (D.  Cipriano):  Pido  la  palabra. 

EL  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S.,  como  de  la 
Comisión. 

El  Sr.  GARUO  (D.  Cipriano):  Señores  Diputados, 
me  levanto  únicamente  para  dar  las  explicaciones  que 
ha  pedido  el  Sr.  Garrido  Estrada  sobre  el  .art.  3.°  del 
proyecto  que  se  debate. 

Efectivamente,  este  art.  3.°  del  proyecto  C3  de  la 
iniciativa  de  la  Comisión,  llamada  á dar  dictamen 
sobre  el  proyecto  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de 
Hacienda;  pero  aunque  esto  es  exacto,  la  Comisión, 
anles  de  formularlo  y de  presentarlo  en  el  dictamen, 
lo  ha  consultado  con  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  y 
prévio  su  asentimiento  y plena  conformidad,  se  ha 
consignado  en  el  dictámen;  de  modo  que,  efectiva- 
mente, aunque  es  de  la  iniciativa  de  la  Comisión,  está 
admitido,  consentido  y aceptado  plenamente  por  el 
Sr.  Ministro  de  Hacienda. 

Apartado  este  primer  punto,  voy  á fijarme  en  la 
primera  indicación  que  ha  hecho  el  Sr.  Garrido  Estra- 
da, cual  es  que  no  cree  conveniente  la  creación  de 
los  Cuerpos  especiales. 

La  Comisión  se  encontró  con  que  para  ir  organi- 
zando los  Cuerpos  de  la  Administración  económica, 
pueden  seguirse  vaTios  procedimientos:  ir  estable- 
ciendo carreras  especiales  por  Direcciones  ó servi- 
cios, ó hacer  una  división  más  amplia  ó tina  división 
general  que  comprenda  todos  los  ramos  de  Hacienda; 
y de  estos  tres  procedimientos,  que  pudieran  ser  más 
amplios,  pero  que  no  son  más  que  líneas  generales, 
la  Comisión  ha  preferido  el  segundo,  que  consiste  en 
iniciar  la  organización  administrativa,  sentar  las  ba- 
ses partiendo  de  la  aglomeración  de  aquellos  servicios 
que  tienen  analogía,  y en  este  concepto,  ha  creido 
que  deberían  tener  derecho  á ingresar  y formar  parte 
del  Cuerpo  de  Administraciones  económicas  aquellos 
empleados  que  realmente  administran  los  ingresos  del 
Estado,  como  son  los  del  ramo  de  contribuciones,  los 
de  impuestos,  los  de  rentas,  los  de  derechos  y propie- 
dades del  Estado,  y ha  excluido  los  pertenecientes  á 
la  deuda,  á la  Dirección  del  Tesoro  y á la  Caja  de  de- 
pósitos, porque  como  la  Cámara  comprenderá,  esas 
tres  Direcciones  tienen  por  sí  mismas  una  analogía, 
una  relación  mayor  ehtre  sí  que  con  los  demás  cen- 
tros de  carácter  administrativo,  en  el  sentido  de  exa- 
minar los  impuestos. 

Partiendo  de  esa  base,  no  ha  comprendido  á esas 
Direcciones,  que  pueden  por  sí  solas  hasta  organizar 
un  Ministerio,  mientras  que  lo  referente  á la  conta- 
bilidad ó á la  intervención,  es  por  sí  mismo  un  ramo 
tan  importante  que  así  podrá  formar  parte  del  centro 
que  antes  he  indicado  del  Tesoro,  Caja  de  depósitos 
y Deuda,  ó pertenecer  al  ramo  de  Hacienda,  aunque 
siempre  ha  de  constituir  uua  carrera  especial:  y este 
es  el  motivo  por  el  que  solo  vienen  comprendidos  en 
el  proyecto  los  empleados  de  propiedades  y derechos  ! 


del  Estado,  los  de  rentas,  los  de  contribuciones  y los 
de  impuestos. 

De  modo  que  con  lo  que  acabo  de  indicar,  com- 
prenderá el  Sr.  Garrido  Estrada  que  el  pensamiento 
de  la  Comisión  ha  sido:  primero,  fijar  algunas  reglas 
para  que  se  forme  ese  Cuerpo  de  la  Administración 
económica;  y segundo,  circunscribirse  á un  término 
medio  de  la  explicación  que  le  he  dado.  Por  consi- 
guiente, el  de  la  Comisión  no  ha  sido  un  criterio  par- 
cial, como  lo  calificaba  S.  S.,  sino  un  criterio  de  or- 
ganización que,  despucs  de  la  explicación  que  acabo 
de  dar,  supongo  que  encontrará  acertado  el  Sr.  Ga- 
rrido Estrada. 

Dice  también  S.  S.  que  encuentra  estas  bases  va- 
gas, indeterminadas  y sin  que  se  resuelva  en  ellas  si 
se  establece  ó no  la  inamovilidad.  A esto  contestaré 
al  Sr.  Garrido  Estrada  que  nosotros  no  hemos  que- 
rido más  que  trazar  las  líneas  generales,  para  que  la 
Administración,  cou  datos  más  adecuados,  más  pre- 
cisos, y más  exactos  que  los  que  nosotros  pudiéramos 
tener,  partiendo  de  esas  líneas  generales,  pueda  re- 
solver esa  cuestión.  El  proyecto  busca  la  estabilidad, 
sin  decir  si  deben  preferirse  las  condiciones  de  mayor 
aptitud,  ó las  de  úna  superior  experiencia,  dejando 
sin  resolver  el  problema  de  la  inamovilidad  para  que 
la  Administración,  en  vista  de  estas  líneas,  la  vaya 
estableciendo  por  la  costumbre,  puesto  que,  como 
Cuerpo,  implícitamente  lleva  la  declaración  de  ina- 
movilidad, aunque  no  conste  expresamente.  Pero  ya 
comprende  el  Sr.  Garrido  Estrada  la  diferencia  que 
hay  entre  hacerse  ó no  la  declaración,  porque  esto  da 
gran  amplitud  d la  acción  del  Gobierno. 

Por  consiguiente,  no  ha  quedado  indeterminado 
por  falta  ele  estudio,  sino  porque  la  Comisión  no  se 
proponía  más  que  fijar  líneas  generales,  á fin  de  que  la 
Administración  tenga  la  amplitud  necesaria  paca  ad- 
quirir, mediante  la  estabilidad,  un  personal  apto  por 
la  experiencia,  con  la  libertad  indispensable,  sin  em- 
bargo, para  no  tener  que  aceptar  forzosamente  el  per- 
sonal tal  como  hoy  se  halla  constituido;  pero  siempre 
eu  el  sentido  de  dar  estabilidad  ai  personal  y de  cer- 
cenar un  poco  la  facultad  discrecional  que  hoy  tiene 
la  Administración  en  lo  relativo  al  nombramiento  de 
empleados. 

Después  de  esta  indicación,  hacía  el  Sr.  Garrido 
Estrada  la  de  que  no  se  fijan  las  condiciones  de  in- 
greso en  este  Cuerpo.  Eu  cuanLo  á esto  he  de  contes- 
tar al  Sr.  Garrido  Estrada  que  las  condiciones  de  in- 
greso en  ese  Cuerpo  de  la  Administración  económica 
eu  su  primer  grado,  las  tiene  S.  S.  marcadas  en  el 
art.  4.°,  que  indica  las  que  han  de  reunir  los  admi- 
nistradores de  partido,  y en  el  5.°  las  qué  lian  de  re- 
unir los  nombrados  para  los  demás  destinos  de  la  Ad- 
ministración local.  Por  consiguiente,  las  condiciones 
de  ingreso  eu  ese  Cuerpo  están  lijadas  en  el  dictámen, 
aunque  solo  en  concepto  de  preferencia,  como  garan- 
tía de  mayor  aptitud,  porque  no  estábamos  llamados 
á variar  las  condiciones  de  ingreso  en  todas  las  ca- 
rreras de  la  Administración  civil,  establecidas  en  la 
ley  do  presupuestos  de  1876.  Nos  hemos  limitado, 
pues,  á fijar  ciertas  condiciones  como  garantía  de  ap- 
titud para  determinados  destinos,  y en  cuanto  á los  de- 
más, dejamos  las  condiciones  hoy  subsistentes  en  toda 
la  Administración  civil;  condiciones  que  no  son  más 
que  líneas  generales  fijadas  para  la  creación  de  un 
Cuerpo  de  la  Administración  económica  en  el  que  se  han 
unido  ios  servicios  administrativos  de  mayor  analogía. 
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Por  consiguiente,  se  ha  obedecido  á un  criterio 
más  ó inénos  científico,  pero  de  ningún  modo  al  fijar 
esas  condiciones  ha  presidido  un  sentimiento  de  afecto 
ó desafecto  á determinado  ramo  de  la  Administración; 
no  ha  habido  otra  idea  que  la  de  la  estricta  justicia, 
sin  parcialidad  ninguna  en  favor  ó en  contra  de  nin- 
guna clase  de  empleados. 

También  se  ha  lijado  el  Sr.  Garrido  Estrada  en  la 
falta  de  detalles  respecto  á la  organización  de  los  ser- 
vicios. En  este  punto  la  Comisión  ha  dejado  subsis- 
tente lo  que  boy  existe  respecto  d la  organización  de 
los  servicios.  La  Comisión  propone  que  se  forme  un 
solo  Cuerpo  con  los  empleados  dependientes  de  las 
Direcciones  de  propiedades  y derechos  del  Estado,  de 
rentas,  de  contribuciones  y de  impuestos,  pero  lia  de- 
jado al  reglamento  para  el  cumplimiento  de  esta  ley 
el  determinar  cómo  ha  de  hacerse  ia  unión  de  esos 
empleados,  para  lo  cual,  naturalmente,  no  ha  de  pre- 
sentarse dificultad  ninguna,  porque  sujetos  todos  los 
empleados  de  esas  Direcciones  á una  misma  organi- 
zación administrativa,  y teniendo,  por  tanto,  idénti- 
cas categorías,  ninguna  dificultad  puede  presentarse. 
I^a  Comisión,  pues,  no  ha  querido  establecer  en  la  ley 
más  que  la  idea  general  de  que  se  forme  un  solo 
Cuerpo  con  los  empleados  dependientes  de  las  citadas 
Direcciones,  fijando  el  principio  de  la  creación  de  esa 
carrera,  que  es  de  lo  que  se  trata,  y las  condiciones 
de  preferencia  para  el  ingreso;  pero  enlodo  lo  demás 
no  hemos  establecido  bases,  porque  boy  tienen  esos 
empleados  una  organización  completamente  igual, 
pues  las  condiciones  de  ingreso,  las  categorías,  todo 
es  completamente  igual  con  arreglo  al  decreto  de 
Hravo  Murillo  de  1852. 

Por  tanto,  no  presentará  ninguna  dificultad  la 
unión  en  un  solo  Cuerpo  de  todos  esos  empleados,  y 
por  eso  el  proyecto  de  ley  no  hace  más  que  fijar  las 
líneas  generales,  dejando  para  el  reglamento  el  des- 
arrollo de  la  idea  y la  organización  general. 

Con  esto  creo  haber  contestado  al  Sr.  Garrido  Es- 
trada; pero  si  hubiera  omitido  algún  concepto,  desea- 
ría que  S.  S.  me  lo  indicase  para  contestarle  antes  de 
sentarme.  (El  Sr.  Garrido  Estrada : No.)  Pues  entonces, 
doy  por  concluido  mi  cometido. 

Ei  Sr.  GARRIDO  ESTRADA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  V.  S. 
para  rectificar. 

El  Sr.  GARRIDO  ESTRADA:  Verdaderamente, 
Sres.  Diputados,  á pesar  de  la  elocuencia  que  distin- 
gue al  digno  individuo  de  la  Comisión  que  me  ha 
dispensado  la  honra  de  contestarme,  no  he  podido 
aclarar  ninguna  de  las  dudas,  ninguno  de  los  incon- 
venientes que  á mi  juicio,  como  he  indicado,  contiene 
el  artículo  que  ha  sido  objeto  de  mi  breve  impugna- 
ción. Y no  es  que  mi  digno  amigo  particular  el  señor 
Garijo  no  baya  contestado  (y  así  se  lo  he  manifestado 
al  final  de  su  discurso),  á cada  uno  de  los  puntos  que 
yo  he  tratado,  sino  que  S.  S.  no  ha  concretado  nin- 
guna de  las  contestaciones,  no  ha  aclarado  ninguna 
de  las  dudas  que  yo  he  tenido  el  honor  de  expoíiár,  y 
que  son  las  que  me  lian  movido  á molestar  la  aten- 
ción de  la  Cámara. 

Bu  señoría  dice  que  es  conveniente  comenzar  á 
crear  ese  Cuerpo  especial  de  la  Administración  eco- 
nómica, y que  para  ello,  debe  comprenderse  en  esa 
Organización  á los  que  prestan  servicios  verdadera- 
mente administrativos,  y claro  está  que,  á juicio  de 
S.  S.,  prestan  servicios  administrativos  los  funciona- 


rios dependientes  de  las  Direcciones  generales  de  con- 
tribuciones, de  rentas  y de  impuestos.  (El  Sr.  González , 
l).  Venancio : Y de  propiedades):  Pues  si  son  también 
los  de  propiedades,  ¿por  qué  no  se  menciona  en  el  ar- 
tículo? (El  Sr.  González , D.  Venancio : Está  menciona- 
do. Su  señoría,  sin  duda,  tiene  á la  vista  el  dictámcn 
primitivo.  Se  retiró  ese  dictámen,  se  rehizo  y en  él  es- 
tán comprendidos  esos  empicados.)  Perfectamente;  el 
dictámen  que  yo  tenia  á la  vista  es  el  de  9 de  Febrero. 
De  todos  modos,  esta  modificación  que  ha  introducido 
la  Comisiou,  prueba  que  algo  pasaba  por  su  mente  de 
lo  que  yo,  sin  saber  nada,  había  indicado  respecto  de 
la  exclusión  injustificada  de  muchos  empleados  de  la 
Administración  central. 

Pero  aun  así,  no  abarca  todavía  bastante,  porque 
no  comprendo,  por  ejemplo,  por  qué  se  ha  de  excluir 
á ios  funcionarios  de  la  Dirección  del  Tesoro.  ¿Es  que 
creen  los  señores  de  la  Comisión  que  los  funcionarios 
de  la  Dirección  del  Tesoro  no  forman  parte  importan- 
tísima de  la  administración  económica  del  país?  Pues 
entonces,  ¿por  qué  se  les  excluye? 

Pero  hay  más:  de  las  palabras  pronunciadas  por 
el  digno  individuo  de  la  Comisión,  resulta  que  son 
más  graves  estas  exclusiones,  á mi  juicio  incompren- 
sibles, y mucho  más  que  incomprensibles  injustifi- 
cadas; porque  yo  pregunto:  si  en  realidad  los  funcio- 
narios sirven  indistintamente,  sobre  todo  en  la  Admi- 
nistración central,  en  los  diversos  ramos  de  la  misma, 
y así  pasan  de  la  Dirección  del  Tesoro  á la  de  propie- 
dades, como  de  la  Dirección  de  propiedades  á la  de  la 
deuda,  ¿bajo  qué  bases  se  va  á formar  esa  especie  de 
escalafón  de  los  funcionarios  que  tienen  derecho  á 
entrar  en  el  Cuerpo  de  que  se  trata,  y de  los  que  no 
tienen  ese  derecho?  Yo  no  encuentro  la  manera  de 
poder  salir  de  esta  duda;  yo  creo  que  no  va  á haber 
más  que  confusión  al  cumplir  esta  ley  en  el  punto 
que  debatimos. 

Respecto  de  las  condiciones  que  se  necesitan  para 
formar  parte  de  lo  que  se  va  á llamar  Cuerpo  especial 
de  la  Administración  económica,  me  dice  el  digno 
individuo  de  la  Comisión  que  están  consignadas  en 
el  art.  4.°  del  dictámen  que  se  discute. 

Ya  sé,  y lo  he  manifestado  antes,  que  en  el  pro- 
yecto que  se  discute  se  consignan  las  condiciones  que 
son  necesarias  para  ingresar  en  esas  Administracio- 
nes subalternas;  pero  ¿es  que  el  ingreso  en  ese  Cuer- 
po especial  de  la  Administración  económica  va  á ser 
solo  por  las  plazas  que  va  á haber  en  las  Administra- 
ciones subalternas?  Creo  que  no,  y creo  también  que 
el  Sr.  Garijo  indicó  antes  que  esto  no  excluye  lo  que 
prescriben  las  disposiciones  vigentes  respecto  á in- 
greso en  la  carrera  administrativa. 

Mas  entonces,  yo  pregunto;  si  no  han  de  ingresar 
solo  en  esa  carrera  especial  los  funcionarios  que  for- 
men parte  de  esas  Administraciones  subalternas,  sino 
otros  funcionarios,  como  los  que  nombren  los  seño- 
res Ministros  en  virtud  de  las  facultades  que  les  da 
la  ley  que  determina  el  ingreso  en  la  carrera  admi- 
nistrativa; sea  con  6.000  rs.  los  que  reúnan  ciertas 
condiciones,  sea  con  3.000  pesetas  á los  que  reúnan 
otras  condiciones,  ¿qué  funcionarios  van  á entrar  á 
formar  parte  de  ese  Cuerpo?  ¿Van  á entrar  los  que  el 
Sr.  Ministro  de  Hacienda  nombre,  por  ejemplo,  para 
la  Dirección  del  Tesoro,  y pasen,  aun  antes  de  tomar 
posesión,  á la  de  propiedades,  ó no  van  á ingresar  los 
que  se  nombren'para  la  Dirección  del  Tesoro,  y sí  para 
la  Dirección  de  impuestos?  Sería  tan  notoriamente  in- 
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justo  el  dar  derechos,  ó no  darlos,  según  lo  que  po- 
díamos llamar  el  capricho  de  un  Ministro,  que  no  se 
puede  dejar  en  una  ley  esta  vaguedad  que  ha  de  pro- 
ducir semejantes  dificultades. 

Yo  declaro  que  no  he  encontrado  la  explicación 
que  buscaba  en  las  palabras  pronunciadas  por  el  digno 
individuo  de  la  Comisión,  y quizá  haya  sido  efecto  de 
mi  falta  de  penetración;  pero  digo,  y repito,  que  este 
artículo,  tai  como  viene  redactado  en  el  dictamen, 
por  más  que  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  se  haya  con- 
formado con  él,  va  á dar  lugar  á muchas  dudas,  y 
desde  luego  da  lugar,  ai  ménos  aparentemente,  á 
grandísimas  dificultades. 

El  Sr.  GARUO  (D.  Cipriano):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  V.  S. 

Ei  Sr.  GARUO  (L).  Cipriano):  Yo  creí  que  al  contes- 
tar al  Sr.  Garrido  Estrada  había  aclarado  bien  ei  con- 
cepto, y habia  indicado  las  razones  existentes  para  que 
formasen  parte  del  Cuerpo  de  la  Administración  eco- 
nómica las  Direcciones  de  contribuciones,  de  impues- 
tos, de  rentas  y propiedades  del  Estado.  En  efecto,  estas 
secciones  son  las  que  guardan  entre  sí  mayor  analogía, 
y por  eso  se  han  agrupado;  no  habiendo  incluido  las 
de  Deuda,  Tesoro  y Caja  de  depósitos,  porque  estas 
vienen  á realizar  un  servicio  especial  de  tesorería  y 
caja,  y es  muy  probable  que  el  dia  de  mañana  ven- 
gan á formar  ellas  solas  un  Cuerpo  especial  adminis- 
trativo, si  ya  no  es  que  por  sí  solas  llegan  á formar 
un  Ministerio  nuevo.  De  modo  que  el  pensamiento 
de  la  Comisión,  no  ha  sido  crear  un  Cuerpo  especial 
para  cada  ramo,  por  ejemplo,  contribuciones  ó ren- 
tas; pero  tampoco  ha  sido  abrazar  dentro  de  este 
Cuerpo  administrativo  todos  los  ramos  dependientes 
del  Ministerio  de  Hacienda,  sino  buscar  un  término 
medio,  y formar  un  Cuerpo  compuesto  con  las  sec- 
ciones y servicios  que  guardan  entre  sí  más  analogía. 

Esta  organización  está  llamada  á producir  indu- 
dables ventajas,  porque  los  mismos  empleados  que 
vengan  á la  Administración  central,  habrán  adqui- 
rido un  caudal  de  experiencia  en  las  Administracio- 
nes de  partido  y en  las  Delegaciones  de  provincias; 
experiencia  que  es  muy  necesaria,  lanto  para  que 
llegue  á formarse  un  Cuerpo  apto,  cuanto  para  el 
mejor  despacho  de  los  asuntos  en  los  centros  supe- 
riores. 

Ya  ve  el  Sr.  Garrido  Estrada  cómo  no  hay  ningún 
espíritu  de  injusticia  en  ei  hecho  de  no  dar  entrada 
en  este  Cuerpo  administrativo  á los  empleados  depen- 
dientes del  Tesoro,  de  la  Caja  de  depósitos  ó de  la  Deu- 
da; lo  que  hay  es  que  hemos  creído  que  estos  emplea- 
dos han  de  venir  más  tarde  ó más  temprano  á formar 
un  Cuerpo  especial,  como  lo  formará,  por  ejemplo,  la 
Intervención  general  del  Estado. 

Dice  S.  S.  que  en  la  práctica  resultará  que  el  Mi- 
nistro de  Hacienda  no  podrá  pasar  un  empleado  de  la 
Deuda  á Contribuciones.  El  inconveniente  que  indica 
S.  S.  con  esa  observación,  no  es  mi  inconveniente 
grande,  porque  queda  bastante  Amplia  la  acción  del 
Ministro  para  verificar  dichos  cambios  entre  los  em- 
pleados de  la  Deuda,  del  Tesoro  ó de  la  Caja  de  depó- 
sitos. Se  trata  de  evitar  que  un  empleado  sirva  indis- 
tintamente en  los  diversos  ramos  del  Ministerio  de 
Hacienda;  io  que  se  busca  es  que  los  empleados 
de  Hacienda  presten  servicios  en  uu  ramo  que.  tenga 
alguna  extensión,  y por  eso  se  han  agrupado  ser- 
vicios nálogos,  con  lo  cual  puede  Conseguirse  que 
ío?  empleados  adquieran  cierta  especialidad,  si  bien  ¡ 


se  procura  que  esta  no  sea  demasiado  ceñida. 

En  el  proyecto  no  se  hace  más  que  establecer  lí- 
neas generales,  y luego,  cuando  la  Administración 
haga  los  reglamentos  y cree  el  Cuerpo  especial,  de- 
terminará las  relaciones  entre  los  empleados  de  los 
diferentes  ramos  que  formen  ese  Cuerpo,  puesto  que 
eso3  empleados  formarán  un  escalafón  de  la  manera 
que  determinen  los  reglamentos. 

En  cuanto  al  ingreso,  no  se  hace  más  que  lijar 
condiciones  preferentes  para  el  ingreso  en  las  Admi- 
nistraciones de  partido,  pero  sin  que  se  mermen  en  lo 
más  mínimo  las  facultades  que  al  Sr.  Ministro  de 
Hacienda  corresponden  con  arreglo  á la  ley  de  pre- 
supuestos de  1 876;  facultades  de  que  sin  duda  alguna 
hará  uso  cuando  no  haya  personas  en  quienes  concu- 
rran las  condiciones  que,  como  preferentes,  se  fijan 
en  el  proyecto  que  discutimos. 

Creo  que  estas  sencillas  consideraciones  bastarán 
al  Sr.  Garrido  Estrada  para  que  S.  S.  quede  convenci- 
do de  cuál  es  el  verdadero  espíritu  de  este  proyecto.» 

Sin  más  discusión  fué  aprobado  el  art.  3.°,  en  la 
forma  siguiente: 

«Art.  3."  El  personal  de  las  Administraciones  de 
partido  formará  con  el  de  las  Delegaciones  de  provin- 
cia y con  el  de  las  Direcciones  generales  de  contribu- 
ciones, de  rentas  y de  impuestos  del  Ministerio  de  Ha- 
cienda, y de  propiedades  y derechos  del  Estado,  un 
Cuerpo  especial,  que  se  denominará  de  la  Administra- 
ción económica.» 

Sin  discusión  fueron  aprobados  los  arts.  4.“,  5.°, 
f>.°,  7.ü,  R.rt  y 9.°,  en  la  forma  siguiente: 

«Art.  4.°  Para  ser  nombrado  administrador  de 
partido  será  indispensable  tener  la  condición  de  le- 
trado, prefiriéndose  cnlrc  los  que  la  tengan  á los  que 
hayan  desempeñado  por  más  de  ocho  años  secretaría 
de  Ayuntamiento  en  población  mayor  de  20.000  al- 
mas, ó por  más  de  seis,  destinos  de  la  Administra- 
ción económica  en  oficinas  de  provincia,  eon  catego- 
ría superior  A la  de  oficial  cuarto  de  Administración; 
y entre  los  que  carezcan  de  estas  condiciones,  los  que 
tengan  mayor  número  de  años  de  ejercicio  de  la  pro- 
fesión. Los  administradores  de  partido  no  podrán 
ejercer  la  abogacía. 

ArL.  n.°  Los  demás  destinos  del  Cuerpo  de  Admi- 
nistración local  que  no  exijan  condiciones  periciales, 
desde  la  categoría  de  oficial  quinto  de  Administra- 
ción en  adelante,  se  proveerán  en  el  orden  de  prefe- 
rencia siguiente: 

1 . °  Entre  los  funcionarios  activos  del  mismo  Cuer- 
po y de  igual  categoría  que  lo  soliciten  por  trasla- 
ción. 

2. °  Entre  los  cesantes  de  la  misma  categoría  que 
hayan  servido  más  de  dos  años  en  ella  y disfruten 
haber  pasivo. 

3. °  Entre  los  funcionarios  activos  del  mismo 
Cuerpo  que  presten  sus  servicios  en  la  categoría  in- 
mediata inferior  á la  de  la  vacante,  figurando  en  ella 
con  dos  años  de  anterioridad. 

4. °  Entre  los  cesantes  de  igual  ó mayor  catego- 
ría. que  no  disfruten  haber  pasivo. 

Para  los  efectos  del  párrafo  tercero,  se  conside- 
rará como  categoría  inferior  á la  de  oficial  quinto  de 
Administración  la  de  aspirante  primero. 

Art.  f>.°  Para  los  efectos  del  artículo  anterior,  se 
considerarán  como  funcionarios  cesantes  de  la  Ad- 
ministración económica  en  la  categoría  correspon- 
diente al  sueldo  que  hayan  disfrutado  los  que  hayan 
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¿esempénado  Administraciones  subalternas  de  rentas 
estancadas  con  fianza,  Administraciones-depositarías 
de  partido,  Depositarías  de  Hacienda  y Administra- 
ciones especiales  por  más  de  dos  años. 

Art.  7.”  Los  secretarios  de  Ayuntamiento  que  lo 
hayan  sido  más  de  cinco  anos  cu  población  de  más 
de  4.000  habitantes,  podrán  aspirar  á los  destinos  de 
oficiales  cuartos  y quintos  y á los  de  aspirantes  del 
Cuerpo  de  la  Administración  económica,  siempre  que 
hayan  disfrutado  dos  años,  por  lo  menos,  sueldo  igual 
al  destino  que  soliciten. 

Art.  8.°  Los  destinos  do  la  Administración  econó- 
mica desde  la  categoría  de  oficial  quinto  en  adelante, 
exceptuando  los  cajeros,  estarán  sujetos  á incompa- 
tibilidad dentro  de  la  provincia. 

Art.  9.°  Para  los  efectos  del  ingreso  y ascenso  en 
el  Cuerpo  de  la  Administración  económica,  se  consi- 
derarán como  servicios  efectivos  los  que  se  hayan 
prestado  en  los  destinos  de  comisionados  de  rentas  de 
provincia,  atribuyéndose  á los  misinos  la  categoría 
de  oficiales  primeros,  segundos  ó terceros  de  admi- 
nistración civil,  según  que  la  provincia  sea  de  pri- 
mera, segunda  ó tercera  ciase.» 

Leído  el  art.  10,  dijo 

El  Si\  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Abrese  dis- 
cusión sobre  este  artículo. 

El  Sr.  BOTIJA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  BOTIJA:  Señores  Diputados,  no  pensaba 
molestar  la  atención  del  Congreso  en  este  monieulo; 
pero  como  se  trata  de  uno  de  los  asuntos  más  capita- 
les para  la  Hacienda  de  nuestro  país;  como  estas  Ad- 
ministraciones han  de  significar  inuy  poco  ó signifi- 
can la  reforma  más  trascendental  para  la  gestión 
conveniente  de  nuestra  Hacienda,  y pava  que  la  llenen 
es  preciso  que  respondan  al  íin  que  indudablemente, 
con  tanto  acierto,  el  Sr.  Ministro  se  propone,  paréce- 
mc  á mí  que  ante  todo  lia  de  buscarse  que  de  la  ma- 
nera más  rápida  y más  pronta  posible  den  satisfacción 
á lo  que  desde  hace  tanto  tiempo  venimos  buscando, 
(pie  es  á la  distribución  equitativa  del  impuesto,  y 
sobre  lodo,  del  impuesto  territorial,  puesto  que  la 
falta  de  esa  equitativa  distribución  es  la  calamidad 
mayor  que  sobro  nuestro  país  pesa.  Por  consiguiente, 
yo  entiendo  que  para  ello  es  preciso  que  en  este  mis- 
mo artículo  quede  consignada  una  observación,  y es, 
la  de  que  á la  voz  que  en  él  se  indiquen  todas  las  di- 
ferentes atribuciones  y todos  los  diferentes  trabajos 
que  deben  tener  y hacer  dichas  Administraciones  su- 
balternas, se  indique  también  que  precisamente  en  el 
término  de  tres  meses  hayan  do  resolver  todas  las  re- 
clamaciones de  agravios  que  se  plauteen  sobre  el  im- 
puesto territorial,  y que  esas  reclamaciones  de  agra- 
vios resueltas,  si  hay  reclamación  sobre  la  decisión 
de  las  Administraciones  subalternas,  en  las  de  pro- 
vincias ó en  la  Dirección  general,  se  resuelvan  en  el 
improrrogable  término  de  seis  meses.  De  no  hacer 
esto,  estaremos  y continuaremos  siempre  en  ese  es- 
tado de  lamentable  confusión, do  lamentable  desorden, 
no  solo  en  la  distribución,  sino  en  la  manera  de  con- 
tribuir por  territorial. 

Por  esto,  aunque  á la  ligera,  me  he  permitido  ha- 
cer esta  observación  que  yo  espero  ver  que  la  Comi- 
sión y el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  la  encuentren  aten- 
dible; y si  no  es  así,  yo  presentaré  una  enmienda 
como  artículo  adicional  á los  que  constituyen  el  pro- 
yecto de  ley  que  se  discute. 


Me  fundo  para  decir  esto,  en  que  las  reclamaciones 
de  agravios  no  se  resuelven  nunca,  en  que  es  una  tra- 
mitación enojosa,  larguísima,  imposible  (le  segii  ir  aún 
para  aquellos  que  conocen  un  poco  el  mecanismo  de 
nuestra  Administración,  y precisamente  á esta  bre- 
vedad en  las  resoluciones  han  de  responder  las  nue- 
vas Administraciones.  Y hay  además  de  ésta  otra  ra- 
zón obvia,  y por  lo  cual  creo  que  se  ha  de  admitir 
mi  indicación. 

Aquí  habrá  divergencias  en  otras  cosas,  pero  es- 
tamos conformes  en  que  hay  ocultaciones,  y esta  es 
la  teoría  sostenida  constantemente  por  el  Sr.  Minis- 
tro de  Haciendo,  y con  la  cual  todos  estamos  de 
acuerdo,  que  si  lo  oculto  tributara  podría  bajar  á una 
mitad  cí  impuesto  territorial,  y entonces  podría  vivir 
desahogadamente  la  agricultura. 

Claro  está  que  si  hay  ocultaciones,  como  el  que 
haya  de  reclamar  lia  de  ser  el  agraviado,  esas  recla- 
maciones serán  en  gran  número;  y por  consiguiente, 
es  preciso  arbitrar  algún  medio  para  que  fácilmente 
se  resuelvan  esos  expedientes;  de  este  modo  vendrían 
á llenar  esas  administraciones  subalternas  uno  de 
sus  fines  principales,  cual  es  la  rapidez  de  la  resolu- 
ción de  esas  reclamaciones  contra  la  desigualdad, 
que  es  lo  más  irritante  de  nuestra  elevadísima  tri- 
bulación, que  si  peca  mucho  por  elevada,  peca  más 
todavía  por  desigual. 

Ruego,  por  consiguiente,  á la  Comisión,  que  si 
encuentra  dignas  de  tomar  en  consideración  estas  ii- 
gerísimas  observaciones  que  yo  hago,  y que  son  hijas 
del  conocimiento,  permítaseme  que  lo  diga,  que  he 
podido  adquirir  en  este  punto  por  tenerme  que  enten- 
der muchas  veces  con  las  Administraciones  provincia- 
les, haga  de  modo  que  su  objeto  quede  consignado  en 
este  proyecto  de  ley  en  la  forma  que  sea  conveniente. 

Estaba  pensando  en  una  idea  que  se  rnc  había  ol- 
vidado exponer  antes,  y es,  que  este  pensamiento  no 
nace  en  mí  ahora  al  tratar  esta  cuestión,  sino  que  po- 
seído de  esta  manera  de  pensar,  á los  quince  dias  de 
tomar  asiento  en  estos  escaños  presenté  una  proposi- 
ción análoga  á esta  mocion,  pero  que  la  liabia  enla- 
zado con  otro  asunto  de  más  trascendencia,  por  lo  cual 
yo  entonces  no  creí  conveniente  sostenerla,  hasta  el 
punto  de  pedir  su  votación. 

No  doy  más  explicaciones,  y solo  digo  que  si  la 
Comisión  accede  á lo  que  yo  pido,  habrá  prestado  un 
verdadero  servicio  al  país;  y no  quiero  molestar  más 
al  Congreso. 

El  Sr.  IiOPEZ  RODRIGUEZ:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  V. 8. 

El  Sr.  LOPEZ  RODRIGUEZ:  Muy  pocas  palabras 
he  de  decir  en  nombre  de  la  Comisión  para  contestar 
á las  ligeras  observaciones  que  ha  hecho  el  Sr.  Boti- 
ja, hijas  sin  duda  del  gran  conocimiento  que  tiene  de 
estas  cuestiones  y del  gran  interés  que  por  ellas  siente, 
pero  indudablemente  ajenas  á la  índole  del  proyecto 
de  ley  que  estamos  discutiendo,  en  el  cual  no  se  trata 
de  otra  cosa  en  primer  Lérminoquc  de  la  Organización 
de  las  Administraciones  subalternas;  y como  uno  (le 
los  objetos  que  se  persiguen  con  esta  organización  es 
el  de  facilitar  y distribuir  el  trabajo  que  hoy  pesa  so- 
bre las  Administraciones  provinciales,  la  necesidad  so* 
hre  que  el  Sr.  Botija  ha  llamado  la  atención  de  que  la 
distribución  equitativa  del  impuesto  pueda  llegar  á ser 
una  verdad,  la  Comisión  entiende  que  con  esta  nueva 
organización  será  más  fácilmente  satisfecha. 

Su  señoría  puede  comprender  también  que  el  re- 
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medio  que  indicaba,  cual  era  añadir  á las  facultades 
y servicios  que  han  de  tener  y llenar  las  Administra- 
ciones subalternas,  un  párrafo  en  que  se  diga  que  ha- 
brán de  resolver  las  reclamaciones  de  agravios  en  un 
plazo  de  tres  meses,  no  es  propio  del  proyecto  de  or- 
ganización que  se  trata  de  establecer. 

Lo  que  se  pretende  corresponde  en  todo  caso  al 
reglamento  que  después  ha  de  venir  para  el  des- 
arrollo de  esta  ley,  está  acordado  y mandado  en  los 
reglamentos  de  amillaramientos,  y si  no  se  ha  cum- 
plido, es  porque  no  había  organismo  á propósito  ni 
personal  suficiente  para  cumplirlo,  mientras  que  aho- 
ra, la  Administración  ha  de  poder  cumplir  con  más 
facilidad  estas  y otras  obligaciones  dentro  de  los 
plazos  marcados. 

Por  tanto,  el  Sr.  Botija  podrá  comprender  que  la 
Comisión  no  desatiende  sus  observaciones.  Además 
la  Comisión  abriga  la  idea  de  que  el  Sr.  Ministro  de 
Hacienda,  al  ocuparse  de  dictar  el  reglamento  para 
la  aplicación  (le  esta  ley,  tendrá  presente  las  obser- 
vaciones que  se  hayan  hecho  en  esta  discusión  con 
objeto  de  que  la  reforma  corresponda  al  propósito 
que  todos  tenemos. 

Y como  esta  cuestión  está  reducida  á términos  tan 
sencillos,  creo  que  el  Sr.  Botija  se  dará  por  satisfecho 
con  estas  ligeras  indicaciones. 

El  Sr.  BOTIJA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  BOTIJA:  La  cuestión  no  puede  ser  más 
sencilla,  como  ha  dicho  el  Sr.  López,  pero  precisa- 
mente las  grandes  dificultades  suelen  ir  á parar  á lo 
más  sencillo. 

Recordaba  el  Sr.  López  que,  efectivamente,  no  ha- 
bía ya  para  qué  fijar  plazos  para  las  resoluciones  que 
hayan  de  dictarse  en  las  reclamaciones  de  agravios 
porque  fijadas  están  en  los  reglamentos  de  amillara- 
mientos, y pudiera  haber  dicho  que  no  en  uno  solo, 
sino  en  todo  ese  mosaico  precioso  de  reglamentos  de 
ainillaramieíUos  que  tcucmos;  pero  precisamente  por- 
que están  fijos  en  tantos  reglamentos  y no  se  cum- 
plen, era  por  lo  que  creía  yo  que  era  la  ocasión  de 
fijarlo  cu  una  ley  que  tiene  más  fuerza  que  los  regla- 
mentos, porque  créame  S.  S.,  no  he  visto  jamás  una 
reclamación  de  agravios  terminada,  no  sé  lo  que  es 
eso,  y sin  embargo  he  intervenido  en  muchas.  Crea 
más  8.  8.,  y es  que  aquí,  donde  tanto  se  habla  de  ca- 
tastro que  no  será  más  que  un  helio  ideal,  de  planos 
parcelarios,  de  trabajos  de  medición  y valoración  de 
terrenos  para  aplicarlos  á la  tributación,  á lo  cual  no 
llegaremos  nunca,  el  único  medio  de  que  lleguemos 
á esto  es  el  indirecto,  porque  es  una  de  las  cosas  más 
terribles  que  hay  que  en  una  localidad  pague  un  la- 
brador la  contribución  de  su  vecino,  que  reclame,  y 
que  jamás  vea  resuelta  su  reclamación. 

Esto  es  lo  que  yo  pienso,  y si  la  Comisión  no  acep- 
ta mi  manera  de  ver,  presentaré  una  enmienda  como 
artículo  adicional.  Y no  molesto  más  á la  Cámara, 
esperando  que  la  Comisión  tome  en  cuenta  mis  obser- 
vaciones. 

El  Sr.  LOPEZ  RODRIGUEZ:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  LOPEZ  RODRIGUEZ:  Yo  siento  no  haber 
convencido  al  Sr.  Botija  de  la  razón  fundamental  que 
la  Comisión  tiene  para  no  admitir  la  observación  que 
S.  S.  propone.  Y no  es  que  la  Comisión  crea  que  uo 
le  asiste  razón  á S.  S.  para  pedir  que  los  expedientes 
sobre  reclamación  de  agravios  se  resuelvan  pronto; 


es  que  en  esto,  como  en  todo,  es  menester  aprovechar 
la  ocasión  oportuna,  y el  Sr.  Botija  me  ha  de  conce- 
der que  uo  es  esta  ley  la  llamada  á resolver  ese  punto; 
esos  expedientes  se  han  de  resolver  eu  las  Adminis- 
traciones provinciales,  y como  las  subaltenas  no  han 
de  tener  esas  facultades,  porque  eu  el  proyecto  no  se 
les  da  desarrollo  suficiente  para  encomendarles  la 
resolución  de  esos  expedientes,  y lo  único  que  se  hace 
es  quitar  trabajo  á las  Administraciones  provinciales, 
y dejarlas  más  desembazadas  para  que  puedan  dedi- 
carse á la  resolución  de  estas  cuestiones ; de  aquí  que 
la  Comisión  no  considere  pertinente  la  observación 
del  Sr.  Botija.  De  todas  suertes , he  prometido  antes 
al  Sr.  BoLija,  y ahora  le  reitero  la  promesa,  de  que 
ei  Sr.  Ministro  de  Hacienda  tendrá  seguramente  en 
cuenta,  al  dictar  los  reglamentos,  los  deseos  de  su 
señoría,  y procurará  darles  satisfacción,  porque  esos 
deseos  no  son  solo  del  Sr.  Botija,  sino  dé  todos  los  se- 
ñores Diputados;  se  trata  de  corregir  un  defecto  que, 
indudablemente,  tiene  nuestra  Administración,  pero 
no  es  el  que  S.  S.  propone  el  medio  de  corregirle. 

Por  tanto,  puede  el  Sr.  Botija  presentar  el  artículo 
adicional  que  nos  anuncia;  pero  la  Comisión  le  anti- 
cipa, desde  luego,  que  no  lo  podrá  admitir  por  las 
razones  que  acabo  de  exponer. 

El  Sr.  BOTIJA:  Pido  la  palabra. 

Ei  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  Y S. 

El  Sr.  BOTIJA:  No  creía  haber  hablado  ni  la  cuar- 
ta parte  de  lo  que  voy  hablar;  pero  veo  que  el  señor 
López,  cada  vez  que  se  levanta,  da  un  giro  diferente 
á la  cuestión. 

Ahora  nos  dice  que  las  reclamaciones  de  agravios 
las  resolverán  las  Administraciones  provinciales.  ¿Y 
por  qué?  Así  va  á desaparecer  la  principal  ventaja 
que  se  espera  de  las  Administraciones  subalternas, 
cual  es  la  del  conocimiento  inmediato  de  las  locali- 
dades, que  tantos  medios  da  para  el  mejor  acierto  en 
la  resolución  de  las  reclamaciones.  Yo  no  voy  á en- 
trar ahora,  ni  me  sería  posible  entrar,  en  una  discu- 
sión técnica  con  la  Comisión  acerca  de  si  las  Admi- 
nistraciones subalternas  deben  resolver,  ó si  se  deben 
limitar  á informar;  á mí  me  parecía  que  podían  ser  á 
modo  de  tribunales  de  primera  instancia,  sin  perjui- 
cio de  que  sus  resoluciones  fueran  después  á las  Ad- 
ministraciones provinciales;  mas,  sea  como  quiera,  lo 
que  importa  al  caso  es  hacer  constar  los  gravísimos 
males  que  pesan  sobre  la  agricultura,  especialmente 
por  causa  del  estancamiento  en  que  yace  toda  recla- 
mación de  agravios,  por  justa  que  sea;  y como  esta 
es  una  de  las  cosas  más  graves  que  pueden  ocurrir 
en  la  tributación  territorial,  yo  sostengo  la  conve- 
niencia de  que  las  resoluciones  sean  prontas  y rápi- 
das; y puesto  que  la  Comisión  no  estima  mis  obser- 
vaciones, yo  me  reservó  el  derecho  de  presentarlas  en 
forma  de  enmienda  ó artículo  adicional. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Pido  la  pa- 
labra en  contra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Pensaba  ha- 
berme ocupado  de  esta  cuestión,  porque  entiendo  que 
el  proyecto  que  se  discute  reviste  más  gravedad  de  la 
que  la  Cámara  parece  concederle;  pero  ausente  en  los 
últimos  dias,  no  he  tenido  ocasión  de  venir  al  Con- 
greso, y únicamente  lo  he  hecho  cuando  estaba  ya 
empezada  la  discusión  en  la  tarde  de  hoy. 

Es  el  art.  10  de  este  proyecto  el  alma  del  mismo, 
puesto  que  se  refiere  á todas  y cada  una  de  las  atri- 
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buciones  que  por  este  proyecto  se  confieren  al  Cuerpo 
administrativo  que  se  crea.  Diré,  pues,  al  principio 
io  que  parece  que  este  proyecto  significa,  y luego  diré 
lo  que  real  y verdaderamente  es  el  mismo  proyecto. 
A la  simple  vista  parece  hasta  simpático,  porque 
¿quién  ha  de  negarle  al  Estado  que  en  uso  de  sus  pro- 
pias facultades  lleve  la  investigación  y lleve  la  ad- 
ministración, y ejercite  todas  y cada  una  de  sus  fa- 
cultades, sin  necesidad  de  agentes  intermedios  que 
le  sirven  de  auxiliares,  no  siempre  tan  eficaces,  tan 
activos,  tan  rectos,  tan  independientes  y tan  impar- 
ciales  como  el  Estado  desearia?  Esto  es  indudable;  no 
se  le  puede  negar  al  Estado  esta  facultad,  y claro  es 
que  si  el  Estado  quiere  privar  de  determinadas  fun- 
ciones á los  Ayuntamientos,  está  en  su  perfecto  de- 
recho; yo  lo  reconozco  desde  luego.  Entiendo  que  la 
administración  y la  cobranza  de  los  impuestos  es  una 
función  que  incumbe  al  Poder,  y el  Poder,  que  hasta 
hoy  ha  venido  delegando  esas  facultades  en  los  Ayun- 
tamientos, puede  retirárselas  y establecer  Administra- 
ciones que  dependiendo  de  los  delegados,  sean  las  en- 
cargadas de  regularizar  estas  funciones  administrati- 
vas. Mientras  estas  Administraciones  no  tuvieran  otro 
fin  que  regularizar  ciertos  y determinados  servicios 
que  en  el  proyecto  se  detallan,  en  realidad  no  habria 
por  qué  asustarse,  porque  la  cosa  sería  perfectamente 
correcta;  pero  es  menester  no  olvidarse  aquí  nunca, 
cuando  un  proyecto  de  ley  se  presenta  por  un  Minis- 
tro de  la  Corona,  y sobre  todo,  cuando  lo  presenta  el 
Ministro  de  Hacienda,  qué  es  lo  que  detrás  de  ese  pro- 
yecto puede  haber,  qué  es  lo  que  se  lee  entre  líneas  y 
qué  es  lo  que  podemos  prometernos  como  ventaja,  ó 
como  perjuicio  para  los  intereses  públicos. 

Yo,  que  aprecio  mucho  la  iniciativa,  la  inteligen- 
cia, el  carácter,  las  grandes  condiciones  del  Sr.  Mi- 
nistro de  Hacienda,  que  veo  detrás  de  S.  S.  una  Co- 
misión ilustre  y distinguida,  compuesta  de  propieta- 
rios raanchegos,  andaluces,  extremeños  y de  todas 
las  provincias  de  España;  que  comprendo  que  aunque 
el  Sr.  Ministro  se  equivocara,  la  Comisión  habria  de 
procurar  corregir  y rectificar  ciertos  y determinados 
errores;  y si  este  proyecto  fuera,  lo  que  yo  no  deseo 
que  sea,  la  ruina  y el  cachete  que  se  diera  indirecta- 
mente á la  agricultura  y á la  industria  españolas;  si  á 
título  de  recaudar  mucho  y pronto,  se  quisiera  que 
la  desigualdad  de  los  impuestos  subsistiera  siempre 
en  perjuicio  de  la  industria  y de  la  agricultura;  si 
esto  quisiera  ampararse  y defenderse  de  una  manera 
subrepticia,  empezando  por  verter  en  los  proyectos 
una  cuantas  frases,  reduciendo  en  un  80  ó un  70  por 
100  la  contribución  que  se  paga  hoy  por  el  21  ó por 
el  17;  si  esto  se  quisiera  armonizar  con  el  proyecto 
que  se  discute;  yo  diría  que  desde  luego  encontraba 
en  este  proyecto  algo  que  no  es  bueno  ni  para  los 
pueblos,  ni  para  los  contribuyentes,  ni  para  el  país 
en  general,  pues  este  proyecto  significará  la  lucha 
entre  el  país  que  contribuye  y el  fisco  hambriento, 
queriendo  apoderarse  de  la  agricultura  y de  la  in- 
dustria. 

Ya  se  ha  dicho  por  alguno  de  los  Sres.  Diputa- 
dos que  en  esta  tarde  han  intervenido  en  la  discu- 
sión que  está  sumamente  mal  repartida  la  contribu- 
ción territorial,  y que  por  efecto  de  ese  mismo  reparto 
y de  las  grandes  ocultaciones,  resulta  que  se  paga 
un  10,  un  12  ó un  14  más  de  lo  que  debía  pagarse, 
si  las  ocultaciones  desaparecieran.  Yo  sé  que  hay  al- 
guna ocultación,  pero  no  es  de  la  importancia  que  se 


supone,  y tan  no  es  de  la  importancia  que  se  cree, 
que  á pesar  de  esa  ocultación  por  todos  decantada, 
la  agricultura  está  arruinada,  está  pobre  y misera- 
ble, y esto  les  consta  á los  individuos  de  la  Comisión, 
al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  y al  Gobierno. 

Si  de  lo  que  traíais  por  este  proyecto  de  ley  es 
de  que  haya  una  pequeña  variación,  no  en  las  ocul- 
taciones insignificantes  que  existan,  sino  una  pe- 
queña alteración  en  las  clasificaciones;  si  queréis  por 
este  medio  aumentar  las  cifras  con  que  se  va  á con- 
tribuir para  levantar  las  cargas  públicas,  lo  primero 
que  hacéis  es  poneros  en  contradicción  con  el  señor 
Ministro  de  Hacienda,  que  reconoce  que  es  necesario 
inmediatamente  empezar  por  rebajar  el  tipo  por  que 
se  contribuye  por  la  contribución  territorial,  que  ha 
empezado  por  anunciarlo  así  en  sus  proyectos  de  ley, 
reconociendo  que  ni  el  21  ni  el  17  son  los  tipos  con 
que  se  debe  contribuir,  y que  es  necesario  poner  en 
armonía  esta  contribución  con  aquellas  que  pagan 
todas  y cada  una  de  las  clases  que  cobran  renta,  que 
perciben  haberes  y que  viven  á la  sombra  del  Estado. 

Pues  este  proyecto  de  ley,  dígase  franca  y clara- 
mente, procura  mejorar  los  servicios;  pero  ante  todo 
y sobre  todo,  lo  que  va  buscando  es  la  mejora  de  la 
tributación,  el  aumento  de  los  tributos,  el  aumento 
de  los  rendimientos.  Y tan  es  así,  que  el  Sr.  Ministro 
de  Hacienda  lo  dice  franca  y resueltamente  en  el 
preámbulo  de  su  proyecto;  es  más  franco  y explícito 
que  la  Comisión.  La  Comisión  oculta,  calla,  olvida 
lodo  eso,  y el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  lo  dice  con 
toda  franqueza;  y es  que  el  Sr.  Ministro  tiene  una  do- 
ble naturaleza.  Como  agricultor,  como  propietario, 
reconoce  que  la  agricultura  y la  propiedad  vienen 
hundiéndose  y necesitan  alivio,  y como  Ministro,  en- 
contrándose en  la  necesidad  de  nivelar  el  presupues- 
to, de  regalar  hoy  2 millones  de  pesetas  á la  Diputa- 
ción de  Barcelona  y mañana  2‘/»  millones  al  Ayunta- 
miento de  Madrid,  tiene  que  ir  contra  las  gentes  del 
campo,  contra  las  gentes  de  las  aldeas,  contra* la  pro- 
piedad territorial,  matando,  agobiando,  triturando  á 
las  gentes  del  campo,  á las  gentes  de  las  aldeas,  arran- 
cando, recogiendo  todo  lo  que  encuentra  por  todas 
partes,  á fin  de  nivelar  el  presupuesto,  que  va  des- 
nivelándose más  cada  dia.  Este  es  el  secreto  de  la 
cosa. 

Por  lo  demás,  ¿cómo  un  Ministro  aficionado  á eco- 
nomías, había  de  traer  de  repente  al  presupuesto  un 
aumento  tan  considerable  como  el  que  supone  la  crea- 
ción de  las  Administraciones  subalternas?  Ya  lo  dice 
el  Sr.  Ministro.  \ro  produzco  este  aumento  de  gasto 
en  el  presupuesto;  pero  no  importa,  el  Tesoro  público 
se  reintegrará  con  exceso  de  ese  gasto.  [Ya  lo  creo! 
¿Cómo  no  se  ha  de  reintegrar?  Con  cada  una  de  estas 
Administraciones  subalternas  sucederá  una  de  dos 
cosas:  ó serán  hechura  de  los  caciques,  ó serán  inde- 
pendientes. ¿Son  hechura  de  los  caciques?  Pues  no 
irán  á los  pueblos  más  que  á negociar  el  más  ó el 
ménos  con  que  se  ha  de  aumentar  ó disminuir  la 
cuota  base  de  la  tributación.  ¿No  sucede  así?  Pues  en- 
tonces caemos  en  otro  escollo  mayor,  y el  escollo  con- 
siste en  que  tal  como  está  calculada  la  riqueza  por 
virtud  de  las  cartillas  evaluatorias,  tal  como  se  apre- 
cia el  gasto  de  cultivo  para  producir  una  fanega  de 
trigo  ó una  arroba  de  aceite,  es  difícil  saber  la  ver- 
dadera riqueza,  y estando  ésta  mal  calculada,  resulta 
que  se  toma  como  renta  lo  que  no  es  renta,  lo  que  no 
es  sino  merma,  no  solo  de  la  renta,  sino  hasta  del  ca- 
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pi tal,  viniendo  á salir  de  este  lo  que  se  paga  para  sos- 
tener las  cargas  públicas. 

De  donde  resulta  que  si  utilizando  únicamente 
este  medio  de  apreciar  y de  representar  como  riqueza 
lo  que  es  miseria,  y de  suponer  que  es  clasificación 
de  los  terrenos  ó del  arbolado  lo  que  no  es  más  que 
la  necesidad  en  que  esas  Administraciones  se  encuen- 
tran de  cumplir  con  el  Ministro,  presentándole  au- 
mentos de  riqueza  que  no  existe;  si  todo  esto  se  hace 
en  la  medida,  en  la  forma  y con  el  propósito  de  enri- 
quecer al  fisco  acabando  de  arruinar  á la  propiedad 
territorial,  resultará  que  el  íisco  tendrá  que  aparen- 
tar y que  suponer  que  tiene  una  riqueza  contributiva 
que  no  existe,  y sobre  esa  riqueza  recaudará  y co- 
brará lo  que  no  debiera  cobrar  ni  recaudar,  porque 
no  va  á imponer  sobre  la  renta,  sino  sobre  el  capital; 
es  decir,  sobre  la  miseria  de  los  pueblos,  y lo  que  su- 
cederá con  estas  Administraciones  económicas,  si  no 
se  desacreditan  pronto,  es  que  una  gran  parté  de  la 
propiedad,  contra  la  que  se  está  haciendo  esta  cam- 
paña tan  feroz  por  parte  del  fisco,  no  será  ni  de  pri- 
mera, ni  de  segunda,  ni  de  tercera  clase,  porque 
empezarán  los  pueblos  á dejarla  lleca,  y el  íisco, 
en  medio  de  esta  miseria  y de  esta  lucha,  obtendrá 
durante  uno  ó dos  anos  el  resultado  que  apetece,  gra- 
cias á lo  q.ue  vayan  descubriendo  esas  Administracio- 
nes; pero  la  lucha  terminará,  porque  la  miseria  no 
podrá  soportar  estos  gravámenes  tan  extraordinarios, 
y entonces  todos  perderemos. 

En  cuanto  á ese  argumento  tan  decantado  de  que 
Ja  agricultura  está  boyante  pagando  el  21  y el  17  por 
100,  lo  cual  no  es  exacto,  porque  paga  mucho  más, 
porque  paga  lo  que  se  la  quiere  exigir,  yo  deseará 
que  lo  contestara  el  Sr.  D.  Venancio  González,  que  es 
labrador,  que  es  manchego,  que  tiene  propiedades,  y 
que  por  lo  mismo  puede  hacer  la  cuenta,  como  la  ha- 
cemos todos  los  agricultores,  y estoy  seguro  de  que 
S.  8.  me  dirá  que  no  le  produce  la  tierra  ni  el  3 
por  100. 

El  agricultor  paga  hoy  el  24  y el  25  por  100,  y 
por  lo  mismo  yo  creo  que  antes  que  presentar  pro- 
yectos de  esta  índole,  que  solo  tratan  de  recabar  re- 
cursos de  cualquier  manera  que  sea  para  nivelar  el 
presupuesto,  debe  ocuparse  el  Sr.  Ministro  de  Ha- 
cienda y la  Comisión  en  retirar  el  dictámcn,  y em- 
pezar á establecer  la  contribución  de  una  manera 
igual,  de  tal  suerte,  que  los  que  hoy  no  contribuyen 
con  nada  como  los  tenedores  de  fondos  públicos  con- 
tribuyan con  el  6,  con  el  8 ó con  el  10,  y que  por  el 
contrario  los  propietarios  territoriales  que  pagan  el 
24  y el  25  empiecen  á pagar  el  22,  y el  20,  y el  18, 
hasta  enconLrar  un  tipo  de  contribución  que  sea  igual 
para  todos.  Otra  cosa  es  buscar  el  medio  de  estrujar 
al  agricultor  y al  propietario  territorial  que  no  puede 
ocultar  lo  que  tiene,  porque  no  es  un  sueldo,  ni 
es  una  obligación  de  ferro-carriles,  y me  parece  se- 
ñor Ministro  de  Hacienda  que  no  es  digno  de  la  al- 
tura de  S.  S.,  ni  de  su  talento,  ni  de  su  ilustración, 
ni  de  sus  condiciones,  el  camino  emprendido. 

Yo,  antes  que  ir  á dar  la  estocada  de  muerte  á la 
propiedad  territorial,  como  se  la  quiere  dar  este  pro- 
yecto de  ley,  y especialmente  su  art.  10,  tomará  otro 
camino.  ¿No  tiene  medios  el  Gobierno  para  hacer  que 
otra  riqueza  contribuya  á levantar  las  cargas  públi- 
cas? Sin  duda  no  trata  de  buscarlos,  porque  mientras 
al  tenedor  de  papel  se  le  grava  su  renta  de  una  ma~ 
pera  tímida  con  el  1 por  100,  á pesar  do  lo  cuatí  al 


| solo  anuncio  de  este  impuesto  los  rentistas  se  escan- 
dalizan y se  rebelan  contra  el  Gobierno,  al  propieta- 
rio territorial  se  le  impone  el  25,  y ahora  se  le  dice: 
espera,  que  estas  Administraciones  subalternas  veráa 
si  ocultas  algún  cele  ruin  de  tierra  ó si  has  declarado 
medio  cuartillo  en  vez  de  uno  que  tienes,  y quizás  á 
imponer  multas,  á ver  si  resultan  8,  10  ó 15  millones 
de  reales,  empezando  por  gastar;  en  personal  4 millo- 
nes para  obtener  aquella  recaudación,  á la  cual  habrá 
que  disminuir  la  cantidad  que  importen  los  gastos  de 
empleados.  Y mientras  esto  se  hace  con  la  propiedad 
territorial  que  está  deshecha,  se  tienen,  en  cambio, 
vacilaciones,  miedos,  temores  para  imponer  el  1 por 
100  anunciado  á los  tenedores  de  papel  de  la  deuda, 
que,  como  no  es  renta  que  se  come  la  langosta,  es 
menester  ver  si  el  crédito  podrá  ó no  lastimarse  con 
ese  1 por  100  que  se  imponga  al  papel.  Esto  es  legis- 
lar para  las  castas;  esto  es  decir:  á la  propiedad,  mal- 
tratarla; y á los  tenedores  de  papel,  y á los  servidores 
del  Estado,  para  esos  es  menester  guardar  ciertas  de- 
ferencias y consideraciones. 

Comprenda  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  que  este 
es  un  sistema  muy  desigual,  y que  cuando  hay  estas 
desigualdades,  en  realidad  la  justicia  empieza  ya  á 
desaparecer,  porque  se  ve  aquí  una  clase  perseguida, 
enfrente  de  todas  las  demás,  que  es  la  que  verdade- 
ramente viene  á levantar  las  cargas  públicas,  y á la 
que  se  olvida  por  completo  en  su  desdicha,  y apenas 
se  ocupa  nadie  de  ella. 

Y no  se  diga  que  el  pensamiento  y el  liu  del  pro- 
yecto es  este  ó aquel,  porque  una  cosa  es  la  letra  y 
otra  el  espíritu. 

Afirmo,  en  conclusión,  que  el  fin  del  proyecto  es 
injusto,  pues  antes  que  aquilatar  en  deíinitiva  lo  que 
debe  pagar  la  riqueza  agrícola,  se  debía  empezar  por 
hacer  pagar  á todas  las  rentas  que  'se  recaudan  por 
todos  conceptos;  lo  mismo  la  deuda  que  las  asig- 
naciones. 

Creo  que  darán  estas  Administraciones  un  resul- 
tado desastroso,  pues  ni  personal  para  montarlas  se 
ha  de  tener  que  sea  útil  y perito. 

Y creo,  en  suma  que,  si  deben  reforzarse  los  in- 
gresos del  Tesoro,  es  cuando  se  contengan  los  gastos 
á los  límites  en  que  se  deben  fijar,  y se  abandone  el 
sistema  de  aumentarlos  de  ano  en  año. 

El  Sr.  GONZALEZ  (D.  Venancio):  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  GONZALEZ  (D.  Venancio):  Yo  no  sé,  se- 
ñores Diputados,  si  dentro  del  programa  que  está 
señalado  para  la  sesión  de.  hoy  y dentro  del  tiempo 
que  tenga  asignada  la  discusión  de  este  humilde  pro- 
yecto,  para  dejar  lugar  á la  discusión  más  impor- 
tante que  ha  de  venir  después,  podré  yo  contestar  ai 
Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega.  Creo  que  sí,  y lo  procuraré, 
entre  otras  cosas,  porque  nadie  tiene  más  deber  que 
yo  de  no  abusar  de  la  atención  del  Congreso. 

El  discurso  del  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega,  en  rea- 
lidad, podrá  yo  contestarlo  en  muy  pocos  momentos, 
porque  me  bastaría  con  decirle  que  tendrá  su  contes- 
tación, y la  tendrá  cumplida,  indudablemente,  cuan- 
do discutamos  los  presupuestos,  y dentro  de  los  pre- 
supuestos, la  contribución  territorial.  Porque  el  señor 
Gutiérrez  de  la  Vega,  justamente  impaciente  por  de- 
cir aquí  muchas  cosas  que  conviene  decir  en  bien  de 
la  agricultura,  lo  que  ha  hecho,  ha  sido  aprovechar 
esta  ocasión,  que  por  cierto  no  es  la  más  oportuna, 
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para  demostrar  cuáles  son  sus  deseos  y sus  opiniones 
en  esta  materia;  y á este  íin,  ha  necesitado  olvidarse 
de  una  cosa  que  es  sustancial  en  esta  discusión,  y es, 
que  S.  S.  discutía  el  arl.  10  del  proyecto,  y que,  den- 
tro del  art.  10  del  proyecto  están  determinadas  to- 
das las  atribuciones,  todas  las  funciones,  la  misión 
completa  ele  las  Administraciones  de  partido  que  va- 
mos á crear;  y allí  habrá  visto  S.  S.,  que  no  se  crean 
las  Administraciones  de  partido  exclusivamente  para 
mejorar  el  repartimiento  y recaudación  de  la  contri- 
bución territorial,  sino  para  mejorar  la  distribución 
y la  recaudación  de  todos  los  demás  impuestos.  Por 
consiguiente,  S.  S.  partía  de  un  supuesto  equivoca- 
do: del  supuesto  de  que  esas  Administraciones  van  á 
tener  como  principal,  como  casi  única  misión,  fisca- 
lizar la  riqueza  territorial,  buscar  o:uitaciones,  y en 
una  palabra,  traer  á contribuir  todo  lo  que  hoy  no 
contribuye  sin  eliminar  nada  de  lo  que  contribuye 
indebidamente,  porque  ésta  es,  en  realidad,  la  síntesis 
del  discurso  del  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega. 

Con  decirle  yo  que  esas  Administraciones,  como 
se  deduce  de  la  simple  lectura  del  art.  10,  tienen  una 
misión  más  vasta  y un  objeto  más  trascendental,  que 
van  á ayudar  á la  Administración  general  del  Esta- 
do á la  mejora  de  los  demás  ingresos,  digo  al  señor 
Gutiérrez  de  la  Vega  que  yo  que  tengo  tanto  interés 
como  S.  S.  porque  la  contribución  territorial  reciba 
todas  aquellas  reformas  que  la  hagan  equitativa  y 
soportable,  entiendo,  y tengo  alguna  fe  en  ello,  que 
con  la  creación  de  las  Administraciones  de  partido 
no  va  á salir  perjudicada,  en  atención  á que  si  con- 
seguimos que  los  demás  ingresos  se  regularicen,  que 
se  fomenten,  que  sean  lo  que  deben  ser,  habremos 
conseguido  que  no  sea  la  propiedad  territorial  la  lla- 
mada, siempre  que  el  Tesoro  y la  Hacienda  pública 
se  ven  en  un  apuro,  á sufrir  mayores  recargos.  Por 
este  medio  indirecto,  paréceme  que  la  propiedad  te- 
rritorial no  tiene  por  qué  temer  la  creación  de  las  Ad- 
ministraciones de  partido;  y no  tiene  que  temerla 
tampoco,  porque  la  misión  especial  que  á estas  Ad  - 
mioistraciones  se  ha  de  encomendar,  ámi  juicio,  es 
la  de  buscar  realmente  la  riqueza  oculta,  que  tiene 
razón  el  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega;  yo  también  creo 
que  se  exagera  un  poco  la  cifra  de  la  qiie  se  conside- 
ra en  este  caso;  pero  para  que  esa  riqueza  oculta 
contribuya,  y lo  que  conLribuya  venga  á refluir  en 
beneficio  del  resto  de  la  propiedad,  á fin  de  que,  no 
la  cifra,  que  en  mucho  tiempo  la  considero  inaltera- 
ble ni  en  más  ni  en  ménos  por  razones  de  diferente 
orden,  pero  sí  el  tipo  de  imposición  se  reduzca  á lo 
que  el  Gobierno  desea  reducirlo,  á lo  que  desea  re- 
ducirlo la  Comisión,  y á lo  que  yo  entiendo  que  to- 
dos los  partidos  desean  que  se  reduzca. 

El  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega  encuentra  que  estos 
propósitos  no  existen,  porque  S.  S.  ha  atribuido  al 
Ministro  y á la  Comisión  no  sé  qué  misterioso  inten- 
to, hablando  de  que  entre  líneas  de  este  proyecto  se 
leen  cosas  terroríficas  para  la  agricultura:  S.  S.  ha 
pensado  que  venimos  á hacer  aquí  una  ley  insidiosa, 
y que  los  individuos  de  la  Comisión,  cómplices  con 
el  Gobierno,  llevamos  una  perversa  idea  de  hacer  en- 
tender al  país  que  venimos  á hacer  una  ley  de  mejora 
de  la  administración,  cuando  realmente  lo  que  que- 
remos es  poner  un  gran  cepo  en  el  camino  del  des- 
arrollo de  esa  riqueza  inmueble,  para  que  no  la  quede 
salvación  de  ninguna  especie.  No  quiero  quejarme  do 
esto,  8c,  Gutiérrez  de  la  Vega.  Su  souovía  tiene  el 


derecho  de  pensar  de  todos  los  hombres  públicos  lo 
que  tenga  por  conveniente.  Los  individuos  de  la  Co- 
misión estamos  tranquilos  en  nuestra  conciencia  res- 
pecto de  esa  complicidad  que  S.  S.  nos  atribuye;  no 
pretendemos  tampoco  rivalizar  con  S.  S.  en  estos 
alardes  de  defensor  de  la  agricultura;  cada  cual  tiene 
en  esto  su  historia,  como  en  todo,  y ni  necesitamos 
protestar,  ni  yo  necesito  otra  cosa  que  decir  que  no 
me  parece  propio  de  una  discusión  séria,  ni  de  una 
persona  tan  ilustrada  como  8.  S.  el  atribuir,  ni  á un 
Gobierno  ni  á una  Comisión,  el  propósito  de  envolver 
detrás  del  articulado  de  una  ley  el  puñal  con  que  lia 
de  matar  el  ramo  más  importante  de  la  riqueza  pu- 
blica. 

Esta  falta  do  patriotismo  no  creo  que  se  pueda 
atribuir  á nadie,  y no  puedo  reconocer  en  S.  S.  el  de- 
recho, perdóneme  por  ello,  de  abrigar  ni  por  un  ins- 
tante siquiera  semejante  pensamiento. 

El  peligro  de  que  las  nuevas  Administraciones  va- 
yan á las  manos  del  caciquismo,  no  se  le  ha  ocultado 
á la  Comisión;  y la  prueba  de  ello  la  tiene  bien  paten- 
te S.  S.  en  uno  de  los  artículos  del  proyecto,  ya  apro- 
bado por  cierto,  que  establece  la  incompatibilidad  no 
solo  dentro  del  territorio  en  que  han  de  funcionar  esos 
empleados,  sino  dentro  de  toda  la  provincia,  único 
medio  que,  á prioi'i,  puede  utilizarse  contra  los  me- 
dios que  el  caciquismo  indudablemente  ha  de  poner 
para  apoderarse  de  esas  dependencias  del  Estado, 
como  los  pone  para  apoderarse  de  todo.  Pero  yo  pre- 
gunto al  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega:  dado  que  la  buena 
voluntad  de  los  Gobiernos,  ayudada  por  la  buena  vo- 
luntad de  los  Parlamentos;  dado  que  la  fuerza  de  la 
opinión  que  se  va  formando,  y que  es  ya  imponente 
contra  las  invasiones  y los  daños  del  caciquismo,  no 
fueran  bastantes  para  evitar  el  peligro  que  S.  S.  teme, 
¿entiende  S.  S.  que  el  remedio  contra  ese  peligro  con- 
siste en  el  statu  qm?  ¿Considera  el  Sr.  Gutiérrez  de  la 
Vega  que  lo  actual  está  ménos  en  manos  del  caci- 
quismo que  lo  estarán  las  Administraciones  futuras? 
Pues  si  S.  S.  cree,  como  creo  yo,  que  esto  es  una 
verdad  palpable;  si  considera  S.  S.  que  por  grandes 
que  sean  los  daños  que  el  caciquismo  pueda  producir 
en  esa  nueva  rueda  que  vamos  á introducir  en  la  má- 
quina de  la  Administración  económica  local,  no  pue- 
den ser  mayores  de  los  que  existen  hoy  por  el  actual 
estado  de  cosas,  no  creo  que  es  una  razón  la  del  te- 
mor al  caciquismo  para  que  S.  S.  combata  con  el 
calor  con  que  S.  8.  lo  ha  hecho,  y sin  alegar  razones 
de  mayor  peso,  el  proyecto  de  ley  que  estamos  discu- 
tiendo. 

Yo  siento  tener  que  hacerme  cargo  de  algunas  de 
las  acusaciones  que  el  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega  ba 
dirigido  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda;  y con  él  á la 
Comisión,  por  los  propósitos  que  S.  S.  entiende  que  se 
envuelven  en  este  proyecto  de  ley.  La  más  capital  de 
todas,  la  más  importante  consiste  en  acusar  al  señor 
Ministro  de  Hacienda  de  que  intenta  por  todos  los 
medios  acrecentar  los  ingresos;  y como  según  S.  S. 
los  impuestos,  revistan  el  carácter  que  quieran,  vie- 
nen todos  á recaer  sobre  la  propiedad  territorial,  S.  S. 
entiende  que  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  es  un  verda- 
dero Nerón  de  esa  propiedad,  y que  aquí  no  se  aspira 
ni  por  el  Gobierno,  ni  por  la  Comisión,  más  que  á 
aniquilar  la  riqueza  nacional  principalmente  repre- 
sentada por  la  propiedad  territorial. 

Repito  que  lamento  haber  oido  este  cargo  en  la- 
bios de  una  persona  tan  ilustrada  como  el  Sr.  Gutie-* 
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rrez  de  la  Vega.  Si  no  tiene  S.  S.  otro  cargo  que  hacer 
al  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  que  el  de  procurar  por 
este  medio  y por  todos  los  que  estén  á su  alcance  el 
aumento  de  los  ingresos,  ¿qué  quiere  S.  S.  que  yo  le 
diga?  Yo,  tan  identificado  con  S.  S.  en  esto  del  celo 
por  Ja  propiedad  territorial,  yo  no  puedo  ménos  de 
dar  por  eso  un  voto  de  gracias  al  Sr.  Ministro  de  Ha- 
cienda. El  aumento  de  los  ingresos,  no  el  aumento  de 
la  recaudación,  que  eso  lo  ha  dicho  S.  S.  para  hacer 
más  acerbo  el  cargo;  el  aumento  de  los  ingresos  ha 
de  ser  durante  mucho  tiempo  el  fin  principal  A que 
se  encaminen  todos  los  esfuerzos  de  los  Ministros  de 
Hacienda.  Los  Ministros  de  Hacienda  tienen  misiones 
muy  altas  que  llenar  aparte  de  esa;  pero  crea  S.  S.  que 
por  desgracia  nuestro  estado  financiero  exige  que  el 
aumento  de  los  ingresos  sea  el  sueño  constante,  la 
pesadilla  permanente  de  los  Ministros  de  Hacienda. 

De  manera  que  si  S.  S.  no  tiene  otro  cargo  que 
hacer...  (El  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega:  Ni  he  hecho  ese.) 
Me  alegro  haber  entendido  mal  A S.  pero  me  pa- 
recía que  S.  S.  habia  descrito,  hasta  con  grandes  de- 
talles, los  procedimientos  por  donde  la  Hacienda  busca 
aumentar  los  ingresos,  señalando  todos  esos  procedi- 
mientos como  medios  odiosos  en  cuanto  se  encaminan 
á aniquilar  al  productor,  y que  S.  S.  utilizaba  esto 
que,  A primera  vista,  parece  una  causa  simpática,  para 
convertirla  en  contra  de  los  propósitos  del  Sr.  Minis- 
tro de  Hacienda.  Pero  si  S.  S.  no  ha  incurrido  en  ese 
fundamental  y profundo  error,  yo  me  felicito  de  ello. 

Es  un  hecho,  ¿quién  ha  de  negarlo?  que  la  riqueza 
territorial  es  la  más  difícil  de  ocultar  en  masa  y en 
la  generatidad  del  país  como  tal  riqueza,  aunque  sea, 
á mi  juicio,  de  las  más  fáciles  de  ocultar  al  individuo 
para  venir  á contribuir;  pero  de  esto  A que  el  señor 
Gutiérrez  de  La  Vega  dé  esa  como  razón  principal  y 
fundamental  para  que  los  gravámenes  del  resto  de  las 
manifestaciones  de  la  riqueza  del  país  hayan  de  ele- 
varse á la  altura  del  gravamen  que  hoy  i*ecae  sobre 
la  propiedad  territorial,  permítame  S.  S.  que  lo  con- 
sidere como  otro  error  suyo.  (El  Sr.  Gutierres  de  la 
Vega:  Tampoco  he  dicho  eso.)  Si  no  ha  dicho  eso,  ¿por 
qué  con  ayos  tan  lastimeros  se  quejaba  de  la  alarma 
que  ha  producido  el  propósito  de  gravar  con  un  l por 
100  los  intereses  de  la  deuda  interior?  (El  Sr.  Gutie- 
rres de  la  Vega : Pedia  proporcionalidad  en  la  manera 
de  contribuir  al  sostenimiento  de  las  cargas  públicas.) 
Pues  eso  estoy  diciendo,  y la  proporcionalidad  exigía 
que  Los  intereses  de  la  deuda,  como  manifestación  que 
son  de  riqueza,  pagaran  un  tipo  igual  ai  que  paga  la 
propiedad  territorial,  que  es  otra  manifestación  de 
riqueza. 

Eso  se  deducía  del  argumento  de  S.  S.,  y aquí  es 
donde  encontraba  yo  el  error,  aparte  de  una  multitud 
de  consideraciones  de  otro  orden,  que  no  he  de  expo- 
ner á la  Cámara,  porque  no  es  este  momento  oportuno 
para  discutirlas:  consideraciones  que  se  relacionan  ín- 
timamente con  el  crédito  público,  y que  son  las  que 
el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  ha  de  haber  tenido  pre- 
sentes para  limitar  el  gravámen  que  propone  sobre 
los  intereses  de  la  deuda  interior  al  1 por  100.  Pero, 
créame  S.  S.,  eso  de  la  proporcionalidad,  entendida  de 
la  manera  que  S.  S.  decía,  llevando  su  exageración 
hasta  suponer  que  los  empleados  de  las  Compañías  de 
caminos  de  hierro  dejan  de  tributar  y ocultan  sus 
sueldos,  como  ha  dicho  S.  S.,  siendo  así  que  S.  S.  sabe 
que  están  comprendidos  en  una  de  las  leyes  del  señor 
Camacho,  y que  en  la  actualidad  se  trata  de  agravar 


más  el  impuesto  con  que  contribuyen;  eso  de  llevar 
la  pasión  hasta  tal  extremo,  lo  que  produce  es  el  re- 
sultadqde  desautorizar  opiniones  tan  respetables  como 
las  del  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega.  Pero  como  no  dis- 
cutimos, ni  podemos  discutir  en  este  momento  el  im- 
puesto sobre  la  deuda,  ni  la  contribución  territorial, 
ni  ninguna  de  esas  cosas  que  tan  brillantemente  ha 
expueslo  el  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega,  tomando  pre- 
texto de  las  atribuciones  que  han  de  tener  las  Admi- 
nistraciones económicas  de  partido  y haciendo  tar- 
díamente un  discurso  de  totalidad,  yo,  que  creo  haber 
satisfecho  las  principales  observaciones  de  S.  S.,  le 
ruego  que  me  dispense  si  no  soy  más  extenso  en  la 
contestación,  y cumpliendo  con  el  propósito  que  anun- 
cié al  principio,  la  doy  por  terminada. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  esta  discusión. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  discusión  del 
dictamen  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  estable- 
cimiento del  juicio  por  jurados  para  determinados 
delitos.  (Véase  el  Apéndice  primero  al  Diario  núm.  42, 
sesión  de  10  de  Marzo  último;  Diario  núm.  73,  sesión 
del  21  de  Abril ; Diario  núm.  74,  sesión  del  22  de  idem\ 
Diario  núm.  75,  sesión  del  23  de  idem : Diario  nú- 
mero 70,  sesión  del  25  de  idem , y Diario  núm.  77,  se- 
sión del  26  de  idem.) 

El  Sr.  Pacheco  tiene  la  palabra. 

EL  Sr.  PACHECO:  Señores  Diputados,  empiezo 
declarando  que  no  pretendí,  porque  habría  sido  inmo- 
destia en  mí  pretenderlo,  ser  el  encargado  de  contes- 
tar al  Sr.  Pidal;  como  individuo  de  la  Comisión  par- 
lamentaria en  cuyo  nombre  hablo,  mis  compañeros 
me  designaron  para  consumir  este  turno,  y yo  acepté 
su  designación  como  un  deber,  y ese  deber  vengo  á 
cumplirlo  ahora  contando  con  vuestra  benevolencia. 

Su  cumplimiento  es  dificilísimo  para  el  que  se 
encuentra  en  la  situación  y en  las  condiciones  en  que 
está  el  Diputado  que  tiene  el  honor  de  dirigiros  la  pa- 
labra, y es  dificilísimo  por  las  condiciones  verdadera- 
mente excepcionales,  admirables  y dignas  de  todo 
encomio,  dignas  dei  encomio  á que  no  podré  llegar 
tanto  como  se  merece,  de  la  oratoria  del  Sr.  Pidal. 
Por  consiguiente,  habéis  de  tenerlo  en  cuenta  para 
juzgar  con  algo  más  que  vuestra  ordinaria  benevo- 
lencia las  palabras  y los  conceptos  que  haya  de  expo- 
ner aquí  esta  tarde. 

Y dicho  esto,  sin  mas  salvedad,  voy  á entrar  desde 
luego  en  materia,  advirtiendo  que,  á mi  juicio,  el  tono, 
las  afirmaciones  y las  declaraciones  hechas  por  el  se- 
ñor Pidal  en  la  tarde  de  ayer  desdicen  de  una  manera 
absoluta  de  lo  que  es  y de  lo  que  debe  ser  este  de- 
bate. Yo  creo,  Sres.  Diputados,  que  debe  venirse  á 
estas  discusiones  con  el  propósito  de  esclarecer  los 
temas  puestos  á vuestra  deliberación;  yo  creo  que 
debe  venirse  á estas  discusiones  con  el  propósito  de 
arrojar  la  mayor  luz  que  sea  posible  sobre  esos  temas 
que  entrañan  problemas  complicados  y dificilísimos, 
problemas  de  inmensa  trascendencia. 

¿Es  esto  lo  que  hizo  el  Sr.  Pidal?  ¿Cumplió  el  se- 
ñor Pidal  en  la  tarde  de  ayer  con  esto  que,  á mi  jui- 
cio, es  regla  eseucial  y necesaria  de  estas  discusio- 
nes? No;  el  Sr.  Pidal  hizo  todo  lo  contrario;  el  señor 
Pidal,  en  vez  de  traernos  esclarecimientos  y observa- 
ciones sobreestá  materia,  que  pudieran  contribuir  á 
que  la  luz  se  hiciese,  vino  aquí  tocando  alarma,  lo- 
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cando  á rebato,  entregándose  a exageraciones  verda- 
deramente lamentables,  que  me  cuidaré  luego  de 
examinar  una  por  una,  y haciendo  en  suma,  no  lo  que 
se  hace  y se  debe  hacer  cuando  se  discute,  sino  lo 
que  se  hace  y lo  que  se  debe  hacer  cuando  se  pelea. 

¿Quiere  esto  decir  que  la  minoría  conservadora  ha 
escogido  este  momento  para  cambiar  su  actitud?  ¿Quie- 
re esto  decir  que  es  verdad  lo  que  se  ha  creido  por 
algunos,  lo  que  muchos  entienden,  confirmado  por  los 
actos  mismos  de  esa  minoría  conservadora,  que  al  co- 
menzar la  discusión  del  proyecto  de  Jurado  se  pro- 
pone ese  partido  combatirlo,  más  que  con  una  discu- 
sión encaminada  á dilucidar  y á esclarecer,  como 
antes  he  dicho,  sus  inconvenientes  y ventajas,  con 
una  oposición  intransigente,  á cuyo  término  acaso 
esté  un  pian  verdaderamente  obstruccionista?  ¿Es  que 
esta  actitud  de  la  minoría  conservadora  en  la  cues- 
tión del  Jurado  significa  que  esa  minoría  no  quiere 
seguir  la  línea  de  conducta  que  ha  venido  siguiendo 
basta  ahora  respecto  del  partido  liberal  y de  la  mayo- 
ría liberal? 

Las  últimas  palabras,  elocuentísimas  como  suyas, 
del  discurso  del  Sr.  Pidal  en  la  tarde  de  ayer,  parecían 
indicar  algo  de  esto;  pero  en  el  fondo  de  aquellas  pa- 
labras había  una  condición,  había  una  cosa  que  todos 
los  individuos  de  esta  mayoría  liberal  encontramos 
verdaderamente  injustificada;  condición  ú ofrecimien- 
to que  ya  rechazó  con  la  energía  con  que  era  necesa- 
rio rechazarla,  y con  una  autoridad  que  no  pueden 
tener  las  palabras  que  salgan  de  mis  labios,  el  señor 
Ministro  de  Gracia  y Justicia.  ¿Es  que  la  minoría  con- 
servadora ha  elegido  esta  cuestión  para  declarar  la 
guerra  de  una  manera  sañuda  y cruenta  al  partido  y 
á la  mayoría  liberal,  y es  que  la  minoría  conserva- 
dora ofrece  no  seguir  esta  belicosa  línea  de  conducta 
si  el  partido  liberal  (según  se  deduce  de  las  últimas 
palabras  del  Sr.  Pidal),  renuncia  á llevar  a cabo  las 
reformas  políticas  que  lian  sido  siempre  el  lema  de 
su  bandera?  Esto,  por  lo  ménos,  es  lo  que  se  vislum- 
braba en  algunos  conceptos  del  Sr.  Pidal.  Pues  bien, 
Sres.  Diputados;  aun  cuando  el  Sr.  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia  contestó  con  gran  elocuencia  á esta 
especie  de  pregunta  que  palpitaba  en  el  fondo  de  las 
palabras  del  Sr.  Pidal,  no  será  excusado  que  esta  Co- 
misión que  en  este  banco  representa  la  mayoría  del 
Congreso  y la  mayoría  del  partido  liberal,  una  sus 
afirmaciones,  una  sus  protestas  á las  afirmaciones  y 
protestas  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  y de- 
clare de  una  manera  solemne  y terminante  que  está 
completamente  resuelta  y decidida,  como  lo  indica  la 
presentación  de  este  dictamen , como  lo  indican  y se- 
guirán indicándolo  las  razones  con  que  lo  estamos 
defendiendo,  y como  lo  indicarán  después  nuestros 
votos,  á sostener  esta  reforma,  á mantener  este  com- 
promiso del  partido  liberal  en  toda  su  integridad, 
como  todo  lo  demás  que  el  partido  liberal  ha  prome- 
tido cuando  estaba  en  la  oposición. 

Después  de  esto,  Sres.  Diputados,  ¿qué  he  de  de- 
cir del  discurso  del  Sr.  Pidal?  Su  señoría  ha  comba- 
tido verdaderamente  un  fantasma,  porque  lo  que  S.  S. 
ha  combatido  no  es  el  dictámen  que  ha  emitido  esta 
Comisiou,  no  es  el  proyecto  que  presentó  el  Sr.  Mi- 
nistro de  Gracia  y Justicia,  dictámen  y proyecto  que, 
después  de  todo,  en  sus  líneas  generales  son  una 
misma  cosa;  lo  que  ha  combatido  el  Sr.  Pidal  es  un 
fantasma  que  S.  S.  mismo  creaba,  una  institución 
qu^  él  mismo  vistió  ron  las  flores  y adornos  que  le 


sugirió  su  brillante  y fecunda  imaginación,  pero  no 
otra  cosa. 

Pues  qué,  ¿es  admisible,  es  tolerable,  es  acepta- 
ble que  el  Sr.  Pidal  viniera  aquí,  so  pretexto  de  com- 
batir este  dictámen  y de  combatir  esta  institución 
que  traemos  para  implantarla,  y que  dijera  de  ella  lo 
que  S.  S.  se  permitió  decir  acerca  del  Jurado  de  los 
tiempos  patriarcales,  acerca  del  Jurado  histórico, 
acerca  del  durado  revolucionario,  acerca  del  Jurado 
jurídico?  ¡Pues  qué!  aquellas  expresiones  del  Sr.  Pi- 
dal, aquellas  manifestaciones  del  Sr.  Pidal,  ¿no  reve- 
lan un  propósito,  porque  otra  cosa  no  puede  supo- 
nerse tratándose  de  una  persona  tan  ilustrada  como 
S.  S..  de  confundir  las  cosas  de  una  manera  lamenta- 
ble y prescindiendo  de  la  realidad  que  el  dictámen 
entraña? 

No  hay  tal  Jurado  patriarcal;  eso  del  Jurado  pa- 
triarcal no  ha  existido  jamás,  ni  tengo  yo  noticia  do 
que  nadie  haya  hablado  de  él,  aun  considerando  las 
cosas  de  una  manera  tan  particular  como  S.  S.  las 
considera.  Lo  del  Jurado  histórico  es  verdad,  pero 
verdad  solo  á medias.  Es  verdad  que  existe  Jurado 
histórico;  es  verdad  que  en  Inglaterra  existe  un  Ju- 
rado que  tiene  raíces  en  la  historia  del  procedimiento 
criminal  de  aquel  país,  y que  es  una  institución  como 
todas  las  inglesas,  que  ha  venido  formándose  lenta- 
mente, poco  á poco,  y á través  de  los  siglos. 

Por  lo  demás,  ese  Jurado  histórico  de  que  nos  ha- 
blaba S.  S.,  no  lo  conozco.  Veo  en  muchas  épocas  no- 
tas, signos  semejantes  á las  notas  y á los  signos  ca- 
racterísticos del  Jurado;  pero  la  institución  del  Ju- 
rado, tal  como  nosotros  la  concebimos,  tal  cual  es  en 
sus  principios  fundamentales,  no  se  ha  presentado  en 
pueblo  alguno  antes  de  nuestro  tiempo,  y yo  espero 
que  en  el  curso  de  las  observaciones  que  me  propon- 
go hacer,  contando  con  la  benevolencia  del  Congreso, 
demostraré  cumplidamente  al  Sr.  Pidal  la  exactitud 
de  esle  aserto. 

Nosotros  no  traemos  lo  que  S,  S.  llamaba  Jurado 
patriarcal,  ni  pensamos  en  semejante  cosa,  ni  cree- 
mos que  bajo  ningún  aspecto  pueda  tener  el  Jurado 
que  nosotros  queremos  relación  alguna  con  la  ven- 
ganza y con  la  composición,  bajo  el  punto  de  vista 
del  derecho  penal,  ni  con  el  juicio  de  Dios,  ni  con  las 
ordalías,  bajo  el  punto  de  vista  procesal,  ni  con  nin- 
guna de  esas  aberraciones  y con  ninguno  de  esos  ab- 
surdos que  S.  S.  trajo  aquí;  absurdos  y aberraciones, 
no  de  S.  S.,  sino  aberraciones  y absurdos  que  se  re- 
gistran en  la  historia  del  derecho  penal  y del  derecho 
procesal.  Nosotros  entendemos  traer  aquí  una  cosa 
nueva,  el  Jurado  jurídico,  que  es  institución  completa 
y absolutamente  moderna,  institución  derivada  y na- 
cida de  las  ideas,  de  las  doctrinas,  tío  las  reformas 
realizadas  en  la  ciencia  del  derecho  penal  y en  la  le- 
gislación procesal  criminal  en  los  últimos  tiempos,  y 
entendemos  que  este  Jurado  que  nosotros  traemos  es 
una  reforma  exigida  en  primer  término  por  las  nece- 
sidades de  nuestra  administración  de  justicia. 

Antes  de  demostraros  este  aserto,  yo  creo  que  es 
de  todo  punto  necesario  llamar  vuestra  atención  so- 
bre un  argumento  que  á mi  juicio  sirve  como  de  pró- 
logo á todo  lo  que  puede  decirse  acerca  del  Jurado,  y 
este  argumento  el  Sr.  Pidal  lo  tomaba  en  cuenta  ayer, 
pero  lo  tomaba  en  cuenta  para  criticarlo  ligeramente. 
Decía  el  Sr.  Pidal  que  era  cuestión  de  moda  el  traer 
el  Jurado,  y que  él  no  podía  admitir  (creo  que  este  era 
poco  más  ó ménos  el  fundamento  de  su  razonamiento), 
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que  una  cosa  tan  grave  como  esta  estuviera  sujeta 
á las  veleidades  de  esa  diosa  caprichosísima.  Y la  ver- 
dad es,  Sres.  Diputados,  qué  esto  no  es  exacto,  visto 
do  la  manera  como  lo  dice  el  Sr.  Pidal.  Hay  algo  de 
cierto;  pero  lo  que  hay  de  cierto,  ¿qué  es  después  de 
todo,  sído  lo  que  hay  de  cierto  en  una  porción  de  ma- 
terias análogas  á esta?  Pues  qué,  ¿no  es  una  razón 
que  tienen  los  partidarios  del  gobierno  parlamentario 
y del  régimen  representativo,  para  sostener  que  en 
determinadas  Naciones  donde  ese  régimen  no  está 
implantado,  se  implante  y se  establezca?  Pues  qué  ¿no 
es  una  razón  para  sostener  que  determinadas  refor- 
mas se  realicen  en  ciertos  pueblos  el  hecho  de  que  en 
otros  esas  reformas  han  producido  buen  resultado? 
Pues  qué,  ¿no  es  una  razón  1 1 solidaridad  que  existe 
entre  los  pueblos'?  ¿No  constituyen  una  razón  las  re- 
laciones que  los  unen?  ¿No  lo  son,  asimismo,  el  co- 
mercio de  sus  diversas  ideas  y el  de  todo  género  de 
productos,  de  todas  las  diversas  manifestaciones  de  la 
actividad  humana  entre  los  pueblos?  Pues  qué,  ¿la 
comunidad  de  raz  is,  de  origen  étnico,  de  cultura,  no 
significa  ni  representa  nada? 

Y apoyándonos  en  todas  estas  consideraciones  y 
otras  análogas,  sostenemos  y decimos  los  partidarios 
del  Jurado  que  esa  institución  debe  venir  á España 
por  la  misma  consideración  de  que  se  encuentra  es- 
tablecida en  la  inmensa  mayoría  de  los  pueblos  cul- 
tos, en  casi  todos,  en  todos;  porque  la  excepción  de 
alguna  provincia  austríaca  que  se  haya  citado,  y al- 
guna otra  excepción  por  el  estilo,  verdaderamente 
son  excepciones  que  no  vale  la  pena  de  ocupar  con 
su  discusión  al  Congreso. 

Es  el  hecho,  es  la  verdad  del  caso,  que  respecto 
del  Jurado,  bajo  este  punto  de  vista,  el  problema  está 
planteado  ahora  en  los  siguientes  términos;  ¿es  ó no 
el  juicio  por  jurados  el  procedimiento  más  adecuado 
para  la  administración  de  la  justicia  criminal?  Y á 
esta  pregunta,  formulada  así  ante  todas  las  Naciones, 
Portugal,  Italia,  Francia,  Austria,  Bélgica,  Alema- 
nia, Inglaterra,  Busia  misma,  contestan  que  sí;  Es- 
paña y Turquía  contestan  que  no.  Yo  no  sé  estos 
señores  conservadores  cine  son  partidarios  de  la  prueba 
tasada,  según  tuvo  la  bondad  de  manifestarnos  el  se- 
ñor ísasa,  cómo  no  aplican  la  teoría  de  la  prueba  ta- 
sada á esta  especie  de  interrogatorio.  (El  Sr.  Isasa 
pide  la  palabra.) 

Pero  dicen  los  enemigos  del  Jurado,  porque  ver- 
daderamente hay  una  razón  que  oponer  á este  argu- 
mento de  autoridad:  es  que  nosotros  no  debemos  su- 
bordinar en  absoluto  nuestro  criterio  á lo  que  pasa 
en  otras  partes;  y en  efecto,  esto  lo  reconocemos  to- 
dos, porque  puede  muy  bien  el  Jurado  ser  oportuno 
en  toda*  esas  Naciones,  y no  serlo  en  España.  Pero  yo 
he  buscado  con  verdadera  curiosidad  en  los  discursos 
de  los  oradores  de  ahora  y de  antes  de  ahora,  en  otras 
épocas  que  se  ha  tratado  de  la  aplicación  dol  Jurado 
en  España,  alguna  razón  encaminada  á demostrarque 
en  España  no  es  conveniente  la  institución  del  Ju- 
rado por  las  condiciones  especiales  de  nuestro  pue- 
blo, y no  he  encontrado  ninguna  razón  á este  propó- 
sito; no  lie  encontrado  ninguna  razón  que  demuestre 
que  el  génio  y el  carácter  de  nuestro  pueblo  aconse- 
jan que  se  excluya  á España  del  establecimiento  de 
la  institución  del  Jurado,  sobre  todo,  cuando  otros 
pueblos  tienen  un  génio  y un  carácter,  si  no  igual, 
análogo,  y muy  parecido  al  nuestro,  como  sucede  con 
Portugal  v con  Italia,  donde  el  Jurado  sirve  de  una 


manera  completa  y satisfactoria  á las  necesidades  de 
la  administración  de  justicia. 

Pero  es  más  todavía  (se  dice);  es  que  eu  España 
se  ha  hecho  la  experiencia  del  Jurado,  y no  ha  dado 
buenos  resultados.  Acerca  de  este  punto,  en  el  curso 
ele  esta  discusión,  se  han  formulado  solamente  aigu 
ñas  acusaciones  superficiales  por  los  enemigos  de  esta 
institución;  porque  se  han  limitado  á decir  que  el  en- 
sayo del  Jurado  en  España  fué  un  ensayo  desfavora- 
ble; y este  es  un  punto  que  es  necesario  que  lo  vol- 
vamos á discutir,  porque  no  es  exacto  que  el  ensayo 
del  Jurado  entre  nosotros  no  haya  dado  buenos  re- 
sultados; ai  contrario,  el  ensayo  del  Jurado  en  Es- 
paña, supuestas  las  condiciones  en  que  se  hizo,  ha 
dado  excelentes  resultados;  lo  cual  prueba  que  no  hay 
absolutamente  ninguna  razón  séria  para  oponerse  al 
restablecimiento  de  ese  Jurado  entre  nosotros;  porque 
aquella  experiencia  no  se  hizo  en  las  condiciones  que 
debia  haberse  hecho,  en  primer  lugar,  por  lo  turbado 
de  los  tiempos,  que  hacía  imposible  que  tuviera  aquí 
asiento,  seguridad  y base  institución  de  ninguna  es- 
pecie; y en  segundo  lugar,  por  las  condiciones  eu  que 
se  encontraba  entonces  la  legislación  orgánica  de  los 
tribunales,  que  no  era  nada  á propósito  para  el  esta- 
blecimiento del  Jurado. 

Por  consiguiente,  teniendo  en  cuenta  estas  consi- 
deraciones, y los  buenos  resultados  que  ha  dado  (y 
alguno  de  ellos  tendré  ocasión  de  exponeros  en  esta 
tarde),  teniendo  en  cuenta  todo  esto,  ¿por  dónde,  y 
cómo  se  ha  de  poder  decir  que  el  ensayo  del  Jurado 
en  España  fué  un  ensayo  funesto,  y que  ese  ensayo 
puede  ser  presentado  como  obstáculo  de  ninguna  es- 
pecie para  el  restablecimiento  de  esta  institución  que 
nosotros  traemos  ahora  á la  Cámara? 

Otra  de  las  razones  que  dan  los  enemigos  del  Ju- 
rado, para  desvirtuar  la  influencia  y el  peso  de  la  ra- 
zón de  autoridad  sobre  que  vengo  ahora  discutiendo, 
es  la  de  sostener  que  el  Jurado  es  una  institución  des- 
prestigiada, donde  quiera  que  se  encuentra.  También 
he  seguido  con  verdadero  interés,  y con  atención, 
cuanto  se  ha  dicho  acerca  de  este  particular,  porque 
no  basta  que  se  venga  aquí  á decir  sentenciosamente 
que  el  Jurado  es  una  institución  desacreditada,  sino 
que  es  necesario  probar  la  realidad  de  ese  descrédito, 
y no  he  visto  que  se  haya  presentado  ninguna  prueba 
convincente  de  ello.  El  Sr.  Pidal,  ayer,  pretendió  pre- 
sentarla; pero  le  sucedió  como  en  la  mayor  parte  de 
sus  argumentos,  que  se  quedó  á la  mitad  del  camino; 
y que  por  querer  probar  mucho,  no  probó  nada.  Su 
señoría  nos  decía  ayer,  para  demostrar  la  realidad  del 
descrédito:  ¿Qué  sucede  en  Portugal?  ¿Qué  sucede  eu 
Inglaterra?  Pues  respecto  de  lo  que  sucede  en  Ingla- 
terra, S.  S.  no  dijo  más  que  lo  propio  que  se  mani- 
festó en  esta  discusión  el  año  1883;  de  manera,  que 
en  Inglaterra,  desde  el  año  1883,  hasta  ahora,  no  ha 
sucedido  nada  contra  el  Jurado.  Y lo  que  se  dijo  en 
Inglaterra  antes  de  1883,  en  contra  del  Jurado,  es 
una  opinión  de  una  revista,  que  también  citó  el  señor 
Isasa,  en  la  que  un  escritor  inglés  exponía  sus  juicios 
respecto  del  Jurado;  y aun  cuando  exponía  un  juicio 
verdaderamente  severo,  nosotros  no  tenemes  para  qué 
ocultarlo,  porque  no  tenemos  la  pretensión  de  que  en 
Inglarerra  no  haya  enemigos  del  Jurado. 

En  Inglaterra,  habrá  enemigos  del  Jurado , muy 
pocos  y de  muy  poca  calidad,  esto,  desde  luego,  lo 
adelanto  á S.  S.;  pero  el  que  haya  uno,  dos  ó veinte,  no 
autoriza  á decir  que  en  Inglaterra  el  Jurado  ha  caído 
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en  descrédito,  antes  bien,*  nosotros  podemos  citar  la 
opinión  de  ios  grandes  hombres  de  Inglaterra  que, 
allí  como  en  todas  partes,  resumen  el  espíritu  de  la 
opinión  de  su  pueblo,  y esos  grandes  hombres  son 
partidarios  del  Jurado,  y partidarios  hasta  el  punto 
que  dudan  que  fuera  posible  el  sostenimiento  del  Im- 
perio británico  si  no  se  mantuviera  la  institución  del 
Jurado. 

Pero,  ¿á  qué  hemos  de  discutir  sobre  opiniones 
individuales?  Pues  qué,  el  hecho  de  que  el  Jurado 
existe  en  Inglaterra,  ¿no  dice  más  en  apoyo  del  Ju- 
rado que  esas  opiniones  individuales? 

Y voy  á lo  de  Portugal , aunque  realmente  lo  de 
Portugal  no  merece  ni  siquiera  cuatro  palabras.  La 
degradación  de  una  figura  de  delito,  después  de  todo, 
es  una  medida  que  obedece  á razones  de  un  órden 
secundario,  pero  que  no  significa  el  descrédito  ni  ei 
desprestigio  del  Jurado,  por  más  que  se  pretenda  ele- 
var á la  quinta  potencia  estas  cosas  de  la  política 
menuda  de  un  país.  Ninguna  de  las  razones  que  se 
citan  para  desvirtuar  la  de  autoridad  que  lie  invo- 
cado, quita  un  ápice  á su  importancia,  y crean  los 
seíiores  conservadores  que,  en  mi  juicio,  no  proceden 
bien  oponiéndose  de  una  manera  tan  tenaz,  resuelta  y 
obstinada  á que  aquí  traigamos  esa  institución.  Yo 
oí  poco  há  decir  á un  amigo  mió,  y creo  que  la  ob- 
servación merece  consignarse,  que  si  asistieran  á 
nuestras  deliberaciones  los  hombres  importantes  de 
otros  países,  se  extrañarían  y asombrarían  de  ver  que 
la  cuestión  del  Jurado  se  discutía  en  la  forma  que 
lo  han  puesto  á discusión  los  Sres.  Diputados  del  par- 
tido conservador,  porque  apenas  hay  país  alguno  en 
que  se  conciba  que  esta  cuestión  suscite  tales  y tama- 
ños apasionamientos,  tales  y tamañas  oposiciones,  tan 
de  todo  punto  injustificadas.  A pesar  de  esta  oposi- 
ción, el  Jurado  vendrá,  y sucederá  respecto  de  él  lo 
que  lia  sucedido  con  otras  cosas  que  ha  contribuido 
á impedir  el  partido  conservador. 

Presente  está  su  ilustre  jefe,  y podrá  recordar 
cuando  S.  S,  hablaba,  hace  mucho  tiempo,  ante  una 
Cámara,  por  cierto  de  bien  dislintas  opiniones  que 
ésta,  llamando  la  atención  sobre  las  tres  excepciones 
que  hacían  de  la  Monarquía  española,  un  estado  polí- 
tico singular  en  toda  Europa;  ya  sabéis,  señores,  cómo 
aquellas  excepciones  han  desaparecido;  ya  sabéis 
cómo  aquellas  excepciones,  que  eran  la  unidad  catór- 
lica,  la  esclavitud  y aquella  Monarquía  cerrada  por 
completo  á todo  progreso,  han  desaparecido  de  entre 
nosotros.  Pues  tened  por  seguro  que  así  como  después 
de  desaparecer  la  unidad  católica  ha  venido  la  tole- 
rancia religiosa,  así  como  hemos  conseguido  glorio- 
samente borrar  la  esclavitud  de  nuestra  organización 
social,  así  como  gloriosamente  también  hemos  con- 
seguido que  nuestra  Monarquía  en  vez  de  ser  opuesta 
á todo  progreso,  sea  una  Monarquía  abierta  á todas 
las  ideas  liberales  y rodeada  por  hombres  de  ideas  li- 
berales, de  la  misma  manera  haremos  desaparecer 
todas  las  excepciones  que  nos  separan  del  mundo 
culto,  y una  de  las  más  importantes  es,  sin  duda,  la 
de  no  tener  establecido  el  Jurado. 

El  Sr.  Pidal  suscitaba  en  la  tarde  de  ayer  una 
cuestión  que  es  también,  como  esta  que  estamos  exa- 
minando, una  cuestión  de  artículo  prévio.  Yo,  hace 
tiempo  que  esperaba  en  este  debate  que  esta  cuestión 
se  suscitara,  porque  al  principio  de  él  se  anunció  que 
se  presentaría  con  grandísima  pompa.  Tal  es  la  cues- 
tión constitucional.  En  opinión  del  Sr.  Pida!,  la  Cons- 


titución de  1876  no  autoriza  el  establecimiento  del 
juicio  por  jurados.  Yo  he  leído  los  artículos  de  la 
Constituciou  de  1876,  los  leeria  ahora  si  no  creyera 
innecesario  recordarlos,  y los  Sres.  Diputados  verían 
cómo  no  hay  precepto  ninguno,  absolutamente  uin- 
güuo,  que  aun  cuando  se  le  sujetara  á una  interpre- 
tación violenta  y caprichosa,  dé  por  resultado  la  so- 
lución á que  aspira  el  Sr.  Pidal,  dé  por  resultado  la 
prohibición  del  establecimiento  del  Jurado.  Por  con- 
siguiente, en  realidad,  este  ba  sido  un  alarde  del  se- 
ñor Pidal,  que  no  tiene  comprobación,  absolutamente 
ninguna,  en  los  artículos  constitucionales  en  que  de- 
biera haberse  fundado. 

Una  de  las  consideraciones  con  más  calor  expues- 
ta por  el  Sr.  Pidal  íué  aquella  en  que  trataba  de  com- 
parar nuestro  J arado  con  esa  institución  forjada  en 
la  mente  de  S.  S.,  y que  S.  S.  llama  el  Jurado  revo- 
lucionario. Jurado  revolucionario  es  una  cosa,  y lo 
que  S.  S.  supone  es  otra:  S.  S.  llama  Jurado  revolu- 
cionario al  Jurado  establecido  en  Francia  y en  otros 
países,  que  de  pronto,  sin  la  preparación  histórica  de 
Inglaterra,  vino  á implantarse  en  esas  otras  regiones. 
Eso,  Sr.  Pidal,  no  es  Jurado  revolucionario,  sino  Ju- 
rado histórico;  S.  S.  indudablemente  io  comprendió 
así,  y conociendo  el  vacío  que  ex  istia  en  este  argu- 
mento, apelaba  á un  gran  recurso  de  su  elocuencia, 
y decia:  ese  es  el  Jurado  revolucionario;  y llamaba 
Jurado  revolucionario,  por  lo  que  yo  pude  deducir  de 
algunas  palabras  de  S.  S.,  al  Comité  de  Salud  pú- 
blica. 

Conviene  irse  descartando  de  esas  exageraciones 
y de  esas  amenidades  conservadoras,  que  ya  no  hay 
para  qué  discutir:  el  Comité  de  Salud  pública,  ni  era 
un  tribunal,  en  la  verdadera  acepción  de  la  palabra, 
ni  menos  un  Jurado.  Un  Comité  nombrado  por  una 
Asamblea  amovible  á su  voluntad,  que  juzgaba  sin 
tener  en  cuenta  ninguna  regla  de  procedimiento; 
¿dónde  ha  visto  el  Sr.  Pidal  un  Jurado  que  se  parezca 
á esto? 

Porque  no  basta  poblar  los  debates  con  palabras 
sonoras;  es  necesario  presentar  razones  y datos  que 
convenzan  de  una  ó de  otra  manera  de  la  exactitud 
de  las  tésis  que  se  sustentan.  Es  necesario  que  S.  S. 
nos  diga  por  qué  á ese  Comité  de  Salud  pública  le  ba 
llamado  S.  S.  Jurado,  porque  yo  no  encuentro  razón 
alguna  que  justifique  esa  afirmación  de  S.  S. 

Por  lo  demás,  yo  voy  á hablar  también,  señores 
Diputados,  de  instituciones  que  son  una  página  de 
oprobio  para  la  historia  de  los  pueblos,  de  la  misma 
manera  que  es  una  página  de  oprobio  para  la  histo- 
ria de  la  revolución,  y de  Francia,  ese  Comité  de  Salud 
pública,  porque  no  solamente  son  páginas  de  oprobio 
esas  instituciones  que  aparecen  en  momentos  deter- 
minados, y que  son  como  ráfagas  en  medio  de  las 
tempestades  políticas  que  han  suscitado  las  grandes 
revoluciones,  sino  que  son  también  páginas  de  opro- 
bio esas  instituciones  que  han  venido  de  una  manera 
constante  y sucesiva,  durante  muchas  generaciones 
y durante  muchos  siglos,  cometiendo  verdaderas 
iniquidades,  y siendo  en  su  propia  esencia,  en  su 
propio  sentido  y en  toda  su  vida,  una  verdadera 
iniquidad.  Pues  bien;  de  estas  instituciones  hay  ne- 
cesidad. de  hablar  cuando  se  trata  del  Jurado,  y de 
estas  instituciones  voy  á hablar  yo  ahora,  y creo  que 
con  más  autoridad  todavía,  si  cabe,  que  el  mismo 
Sr.  Pidal,  porque  á mí  no  me  guía  ninguna  especie 
de  apasionamiento,  y S.  S.  es  un  partidario  demasiado 
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fervoroso  de  ciertos  ideales  y se  abandona  a ciertas 
exageraciones  con  excesiva  facilidad,  para  que  no 
tengan  sus  palabras  un  dejo  de  fanatismo  y de  espí- 
ritu de  secta  de  que  debe  estar  completamente  exento 
el  ánimo  cuando  se  trata  de  condenar  otras  exagera- 
ciones, otros  apasionamientos  y otros  delirios. 

Vamos  a estas  páginas  de  oprobio,  porque  la  ins- 
titución del  .Turado  no  puede  comprenderse,  porque 
la  institución  del  Jurado  no  puede  llegar  á valorarse 
en  lodo  lo  que  representa  y significa,  sin  tener  en 
cuenta  cómo  se  juzgaba  antes  y cómo  se  juzga  ahora. 
Antes,  Sres.  Diputados,  el  procedimiento  criminal 
consistia  en  que  un  juez  que  instruía  el  procedimien- 
to y que  fallaba  como  instructor  del  procedimiento, 
era  el  perseguidor  del  delincuente,  era  el  que  le  bus- 
caba, era  el  que  acumulaba  contra  él  todos  los  ele- 
mentos que  habían  de  fundar  la  acusación;  era,  en 
suma,  el  que  ejercía  respecto  de  aquel  delincuente 
todos  los  derechos  que  la  sociedad  tiene  para  averi- 
guar, para  esclarecer  los  delitos;  y es  natural,  en  esta 
tarea,  en  esta  obra,  el  juez  había  de  interesar  todas 
las  potencias  de  su  alma  y todas  las  facultades  de  su 
espíritu,  y el  juez,  que  había  de  ser  el  perseguidor 
del  delincuente  durante  todo  el  período  de  la  instruc- 
ción, cuando  llegaba  el  momento  del  fallo,  cuando 
llegaba  el  momento  de  la  apreciación  de  las  pruebas, 
¿cómo  era  posible  que  se  desprendiera  de  aquel  ca- 
rácter? Ese  juez  empleaba  unas  veces  el  tormento; 
empleaba  otras  más  tarde,  no  ya  el  tormento,  pero  si 
las  preguntas  capciosas;  empleaba  todo  género  de  ar- 
dides y todo  género  de  violencias  en  otras  ocasiones 
para  obtener  la  declaración  del  procesado.  ¿Cómo  era 
posible  que  un  juez  colocado  eu  estas  condiciones, 
pudiera  luego  seguir  la  sustanciacion  del  proceso  y 
pudiera  llegar  hasta  su  fallo? 

De  aquí  han  nacido  hasta  fecha  muy  reciente, 
porque  esto  lo  heñios  tenido  hasta  hace  muy  poco 
tiempo;  ele  aquí  han  nacido  errores  y absurdos  tan 
calificados  como  aquellos  que  se  conocen  con  el  nom- 
bre de  sumarios  ad  probandam.  Pues  que,  ¿no  recor- 
dáis causas  verdaderamente  célebres,  y yo  os  citaré 
una,  no  recordáis  la  famosa  causa  de  la  calle  de  la 
Justa,  la  famosa  causa  formada  por  el  asesinato  de  la 
señora  de  Gcner  hace  muchos  años,  causa  en  la  cual 
ven  todos  los  qne  estudian  ahora  los  documentos  que 
se  lian  publicado  en  las  colecciones  de  procesos  céle- 
bres todos  los  estragos  producidos  por  el  sumario  ad 
probandnml  Un  juez  obcecado,  un  juez  que  desde  el 
principio  persigue  un  fin,  que  desatiende  todos  los 
indicios,  todas  las  consideraciones  que  habían  de  en- 
caminar su  ánimo  á un  íin  distinto,  un  juez  en  suma 
que  persigue,  un  juez  que  no  trata  de  averiguar  la 
verdad,  que  no  puede  averiguar  la  verdad,  que  está 
en  condiciones  en  que  su  espíritu  no  es  apto  para 
averiguar  la  verdad:  esto  sucedía  con  el  procedi- 
miento en  las  condiciones  en  que  os  he  dicho  que  exis- 
tía, y yo  os  podría  citar  algunas  causas  en  las  cua- 
les una,  y otra,  y otra,  y otra  vez,  hasta  cuatro  ve- 
ces llegó  á ponerse  á los  jueces  en  la  verdadera  pista 
de  los  criminales,  pero  ellos,  obcecados,  poseídos 
de  la  preocupación  que  desde  el  principio  les  ani- 
maba, no  llegaron  jamás  á descubrir  la  verdad.  Su- 
pongamos, y vamos  á continuar  el  procedimiento; 
supongamos,  sin  embargo,  que  el  juez  colocado  en 
osas  condiciones,  puede  ponerse  alguna  vez  en  ca- 
mino de  llegar  á averiguar  la  verdad.  Pues  conside- 
rad, Sres.  Diputados,  las  condiciones  en  que  el  juez 
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recibe  las  pruebas,  los  elementos  de  prueba  que  ha- 
bían de  llevarse  á su  conocimiento , la  deficiencia 
de  esas  mismas  pruebas  limitadas  por  una  regla  ab- 
surda y luego  los  obstáculos  que  habían  de  existir 
para  que  esas  pruebas  llevasen  un  convencimiento 
de  verdad  al  ánimo  del  juez,  poseído  y preocupado 
con  semejante  espíritu. 

Y aquí  hay  que  recordar,  Sres.  Diputados,  los  in- 
convenientes gravísimos  de  la  prueba  legal  ó de  las 
pruebas  tasadas,  que  yo  creo,  y me  alegraría  equivo- 
carme, lian  tenido  en  este  debate  un  defensor  decidido 
en  uno  de  los  más  elocuentes  oradores  de  esa  minoría. 
Yo  no  he  de  decir  nada  por  mi  parte  respecto  de  esas 
pruebas  tasadas;  ahora,  por  lo  ménos,  me  limitaré  á 
recordar  lo  que  acerca  de  ellas  dice  el  más  ilustre  de 
los  jurisconsultos  españoles  contemporáneos,  con  pa- 
labras que  esa  minoría  no  debia  haber  olvidado,  por 
lo  mismo  que  salieron  de  los  labios  de  un  hombre  que 
figuró  en  primera  línea  entre  los  jefes  del  partido  con- 
servador. 

«La  ley,  dice  este  escritor  ilustre,  creó  un  sistema 
enteramente  falso  y absurdo  en  la  práctica.  Su  resul- 
tado fué  separar  completamente  la  verdad  legal  de  la 
verdad  real,  y hacerlas  en  la  mayor  parte  de  los  casos 
contradictorias.» 

Comprendan  bien  y expliqúense  bien  los  Sres.  Di- 
putados estas  palabras.  La  prueba  legal,  la  doctrina 
de  las  pruebas  tasadas,  hizo  en  la  mayor  parte  de  los 
casos  (¡qué  confesión  puesta  en  los  labios  de  un  hom- 
bre de  foro!)  que  se  pusiera  en  contradicción  la  verdad 
real  con  la  verdad  legal.  ¡Ah,  señores!  Ya  sabéis  lo 
que  en  la  historia  contemporánea  ha  significado  la 
contradicción  entre  la  opinión  legal  y la  opinión  real; 
ya  sabéis  lo  que  ha  significado  esa  contradicción  que 
lia  sido  deshecha  en  revoluciones:  la  contradicción 
entre  la  verdad  legal  y la  verdad  real,  producto  ne- 
cesario en  la  mayor  parte  de  los  casos,  como  decía 
ese  ilustre  juriconsuDo,  de  la  doctrina  de  las  pruebas 
tasadas,  esa  contradicción  ha  producido  seguramente 
grandes  crímenes. 

Después  de  esto,  después  de  todo  ese  sistema  de 
enjuiciamiento,  ¿era  posible,  Sres.  Diputados,  que  el 
fallo  que  se  dictaba  en  una  causa  tuviera  las  condi- 
ciones de  acierto  que  apetece  todo  el  que  desea  la 
buena,  recta  y pronta  administración  de  la  justicia? 
No;  y tampoco  os  lo  he  de  demostrar  con  palabras 
iriias,  que  os  pudieran  parecer  sospechosas  por  apa- 
sionadas en  defensa  de  este  proyecto  y de  este  dicta- 
men; os  lo  he  de  demostrar  recordando  las  que  pro- 
nunció en  1875  en  la  apertura  de  los  tribunales  de  la 
Nación  el  presidente  del  Tribunal  Supremo,  D.  Cirilo 
Alvarez.  (El  Sr . Vizconde  de  Campo-Grande:  Era  ene- 
migo del  Jurado.)  Ya  discutiremos  si  era  enemigo  del 
Jurado,  pero  seguramente  no  lo  era  en  tanto  grado 
como  S.  S.  y como  los  amigos  de  8.  S.,  y sobre  todo, 
bueno  es  que  conste  que  era  enemigo  del  .Jurado  para 
que  se  comprenda  el  valor  que  tienen  las  palabras 
que  prouunció  criticando  el  sistema  que  yo  critico  en 
este  momento. 

Decia  el  Sr.  D.  Cirilo  Alvarez,  y esto  puede  reco- 
mendarse al  Sr.  Isasa  y al  Sr.  Pida!,  que  aunque  uo 
pronunció  afirmaciones  parecidas  á las  del  Sr.  Isasa 
las  cobijó;  decía  el  Sr.  D.  Cirilo  Alvarez: 

«Nuestro  actual  sistema  de  enjuiciar,  en  vez  de 
conducir  al  esclarecimiento  de  la  verdad,  la  oscurece 
y la  falsea;  no  es  una  garantía  para  la  justicia,  ni  en- 
carna formas  protectoras  para  la  inocencia;  se  presta 
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á todo  linaje  de  falsificaciones;  no  hay  en  él,  en  fin, 
dique  ni  freno  para  el  juez  prevaricador  y corrompido, 
ni  siquiera  para  el  escribano  venal  y falsario.» 

Pero  ¡ahí  todos  estos  males,  dicen  los  partidarios 
del  antiguo  sistema  y los  enemigos  del  Jurado,  esta- 
ban corregidos,  estaban  enmendados;  ¿con  qué?  Con 
la  apelación.  ¡Ah,  señores,  con  la  apelación!  ¡Y  todavía 
se  censura  el  que  no  hayamos  mantenido  las  apela- 
ciones los  partidarios  del  Jurado  y del  juicio  oral!  Lo 
que  eran  las  apelaciones  con  el  antiguo  sistema,  yo 
voy  á decírselo  esta  tarde  á los  señores  enemigos  del 
Jurado. 

Comenzaban  las  apelaciones  por  la  redacción  del 
apuntamiento.  No  quiero  deciros  si  un  apuntamiento, 
aun  bien  hecho,  aun  hecho  con  todas  las  condiciones 
con  que  debe  hacerse  un  documento  de  esta  especie, 
es  bastante  para  el  estudio  de  un  asunto.  Iba  el  pro- 
ceso ai  examen  y resolución  de  la  Sala;  y ¿sabéis  lo 
que  sucedia  por  regla  general?  Pues  yo  no  trato  aquí  de 
dirigir  cargos  en  particular  á nadie,  sino  de  censurar 
lo  que  realmente  era  un  grave  defecto,  que  todos  ab- 
solutamente pueden  apreciar.  Sucediaque  iba  el  asun- 
to al  exámen  y estudio  del  ponente,  y que,  en  la  ge- 
neralidad de  los  casos,  en  la  inmensa  mayoría  de  los 
casos,  los  compañeros  de  Sala  pasaban  por  lo  que  el 
ponente  opinaba,  por  la  natural  confianza  en  sus  afir- 
maciones. 

Pero  esto,  no  vayais  á creer  que  era  una  corrup- 
tela introducida  en  la  práctica  de  la  ley;  esto  es  una 
costumbre  sancionada  por  los  tribunales  y sancionada 
por  el  Tribunal  Supremo. 

Voy  á recordaros  un  caso  bastante  notable,  en  el 
cual  se  puso  de  relieve  la  exactitud  de  este  mal  pro- 
cedimiento; me  refiero  á la  causa  que  se  instruyó 
contra  los  magistrados  de  la  Sala  de  lo  criminal  de 
la  Audiencia  de  Albacete;  sentencia  que  he  registrado, 
y de  la  cual  voy  á haceros  algunas  indicaciones,  para 
que  comprendáis  lo  que  era  la  apelación  en  el  anti- 
guo sistema,  para  que  comprendáis  el  valor  que  es- 
tas apelaciones  tienen,  y si  es  posible  que  fiáramos  á 
la  apelación  la  enmienda  de  los  defectos  que  pudie- 
ran tener  en  su  sustanciacion  los  sumarios  de  los 
tribunales.  Pues  sucedió  en  Albacete,  que  una  Sala 
de  justicia,  la  Sala  de  lo  criminal,  dictó  una  senten- 
cia, y el  fiscal  de  S.  M.  en  el  Tribunal  Supremo,  que 
por  cierto  era  un  ilustre  individuo  de  ese  partido 
conservador,  que  tenía  ideas  que  no  creo  que  se  pa- 
recieran en  mucho  á las  que  vienen  sustentándose  en 
esta  discusión  por  los  individuos  del  partido  conser- 
vador; el  fiscal  de  S.  M.  ante  el  Tribunal  Supremo, 
como  digo,  que  era  el  Sr.  Bugallal,  entabló  la  acción 
correspondiente  contra  los  magistrados  de  aquella 
Sala,  por  entender  que  esa  sentencia  era  injusta;  se 
practicaron  las  diligencias  de  instrucción  determi- 
nadas por  la  ley,  y resultó,  síd  que  nos  paremos  en 
pormenores,  que  un  magistrado  que  se  había  encar- 
gado de  la  ponencia  de  aquella  causa  de  una  manera 
irregular,  propuso  á sus  compañeros  de  Sala  la  adop- 
ción de  una  sentencia;  y éstos,  como  era  costumbre, 
no  estudiaron  la  causa  por  sí  mismos  y se  limitaron 
á oir  la  relación  que  les  hizo  el  ponente,  y en  virtud 
de  esa  relación  asintieron  al  fallo  que  se  les  proponía, 
y el  fallo  era  fruto  de  una  verdadera  y calificada  pre- 
varicación. 

El  fiscal  del  Supremo  entendió  que  debía  también 
procederse,  y después  de  haberse  procedido,  que  de- 
bía condenarse  á los  magistrados  de  aquella  Sala,  que 


babian  asentido  de  esa  manera  comente  y natural  á 
la  opinión  del  ponente,  porque  no  habían  estudiado 
por  sí  el  proceso.  Indudablemente,  el  fiscal  de  S.  M. 
sostenía  lo  que,  en  mi  juicio,  era  la  buena  doctrina: 
él  sostenía  que  los  magistrados  estaban  obligados  á 
enterarse  personalmente,  todos  y cada  uno,  do  todas 
y cada  una  de  las  causas,  á fin  de  resolver  sobre  ellas. 
Y si  esto  no  sucede,  Sres.  Diputados,  ¿á  qué  los  tri- 
bunales colegiados,  y á qué  la  Sala,  compuesta  de 
cinco  individuos,  que  deben  entender  en  las  causas? 
Bastaba  que  un  tribunal  unipersonal,  como  el  de  pri- 
mera instancia,  fallara  sobre  la  apelación  interpuesta 
de  la  sentencia  del  inferior.  Pues  bien;  el  Tribunal 
Supremo  no  fué  de  esta  opinión:  el  Tribunal  Supre- 
mo, en  pleno,  no  fué  de  esta  opinión,  y dictó  una  sen- 
tencia, en  la  cual  existen  los  dos  considerandos  que 
voy  á tener  el  gusto  de  leer  á la  Cámara: 

«Considerando  que  doctrinalmente,  y en  buenos 
principios,  no  puede  dudarse  que  son  responsables  de 
las  sentencias  todos  los  magistrados  que  las  autori- 
zan, porque  todos  tienen  también  iguales  deberes  de 
juzgar  acertadamente,  y en  todos  ellos  deposita  la  so- 
ciedad la  difícil  misión  y delicada  confianza  de  prote- 
ger las  personas  é intereses  de  los  ciudadanos;» 

De  este  considerando  se  deduce  la  doctrina  soste- 
nida por  el  fiscal  y sostenida  por  nosotros.  Pero  no  es 
esa  la  que  prevaleció.  En  el  considerando  siguiente 
decía  la  Sala  que  teniendo  en  cuenta  «lo  diminuto  del 
extracto  con  que  se  les  enteró  de  la  causa,  su  poca 
importancia  y la  natural  confianza  en  la  narración 
que  les  hizo  el  ponente  de  los  hechos  que  faltaban  en 
el  apuntamiento,  no  podía  llegar  á calificarse  de  in- 
excusable el  que  no  hicieran  estudio  más  detenido  del 
proceso.» 

Es  decir,  que  por  un  lado,  los  magistrados  tenían 
el  deber  de  haber  hecho  un  estudio  detenido  del  pro- 
ceso, y por  otro  las  condiciones  de  la  causa  liacian 
que  fuera  excusable  el  que  no  se  hubiera  verificado 
el  estudio  del  proceso.  ¿A  qué  queda  reducida  la  ape- 
lación con  la  doctrina  sostenida  en  esta  sentencia?  ¿A 
qué  queda  reducida  la  importancia  del  tribunal  co- 
legiado? Desde  el  momento  que  se  dictó  esta  senten- 
cia, lo  que  antes  era  sostenible  vino  á ser  sancionado 
por  la  autoridad  del  Tribunal  Supremo,  y si  antes  las 
apelaciones  babian  tenido  un  valor  muy  escaso,  desdo 
entonces  las  apelaciones  tuvieron  un  valor  más  es- 
caso todavía. 

Esta  era  la  manera,  Sres.  Diputados,  cómo  sojuz- 
gaba antes,  este  era  el  sistema  que  ha  venido  á re- 
formarse, no  solo  con  la  reforma  que  ahora  tratamos 
de  introducir  por  medio  de  este  dictámcn  y do  este 
proyecto  de  ley,  sino  con  otras  reformas  anteriores  á 
ésta,  que  ya  tendré  el  gusto  de  recordaros.  Y para 
constituir  el  fondo  del  cuadro  en  que  se  dibujan  to- 
dos estos  errores  verdaderamente  lamentables,  ani- 
mándolo todo,  existia  una  doctrina  que  á mi  juicio 
imposibilita  por  completo  de  examinar  los  problemas 
que  suscita  el  derecho  y el  procedimiento  criminal; 
la  doctrina  que  lleva  á la  generalización  en  todos 
estos  órdenes  de  estudios.  Todo  lo  que  sea  generali- 
zar, todo  lo  que  sea  sistematizar,  todo  lo  que  no  sea 
particularizar  la  administración  de  justicia,  es  ver- 
daderamente deplorable  y desastroso;  y la  nueva  era 
para  la  administración  de  justicia  nace,  Sres.  Diputa- 
dos, desde  el  momento  en  que  la  teoría  de  la  indivi- 
dualización del  delito  ha  venido  á informar,  no  solo 
los  Códigos  penales,  sino  también  las  leyes  de  proce- 
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dimicnto.  Desde  ese  instante,  es  desde  aquel  en  que 
podemos  tener  confianza  en  que  habrá  verdadera- 
mente justicia;  pero  antes,  con  la  generalización,  con 
la  sistematización,  la  justicia  es  completamente  im- 
posible. 

Esta  teoría,  Sres.  Diputados,  de  la  individualiza- 
ción, no  solo,  como  acabo  de  indicaros,  tiene  impor- 
tancia y consecuencias  trascendentales  respecto  á la 
ley  penal,  sino  que  las  tiene  también  respecto  al  pro- 
cedimiento y respecto  al  cumplimiento  de  las  penas. 

Aquí  no  tenemos  que  ocuparnos  más  que  en  las 
consecuencias  que  tiene  respecto  al  procedimiento;  y 
en  este  camino,  basta  á nuestro  propósito  con  señalar 
una  muy  importante,  la  que,  á mi  juicio,  es  uno  de 
ios  fundamentos  más  sólidos  sobre  los  que  se  levan- 
ta la  doctrina  que  viene  á convertir  en  ley  este  dic- 
támen. 

Se  nos  dice,  Sres.  Diputados,  y es  este  uno  de  los 
argumentos  capitales  que  se  esgrimen  contra  el  Ju- 
rado; so  nos  dice,  y ayer  mismo  lo  repetía  el  Sr.  Pidal, 
que  nosotros  tratamos  de  demostrar  la  supremacía 
del  lego  sobre  el  perito,  y esto  no  es  exacto:  lo  que 
nosotros  tratamos  de  sostener,  y lo  que  en  este  punto 
precisamente  liay  necesidad  de  recordar,  es  una  cosa 
muy  distinta  de  esa.  Nosotros  no  decimos  que  la  cien- 
cia no  sirva  para  nada;  nosotros  no  decimos  que  la 
práctica  y la  experiencia  de  juzgar  no  sirvan  para 
nada:  lo  que  nosotros  decimos  es  una  cosa  entera- 
mente distinta;  lo  que  nosotros  decimos  es  que  el  es- 
tudio y la  práctica  de  juzgar  dan  ai  espíritu  hábitos 
de  generalización  que  pueden  en  determinados  casos 
ser  inconvenientes;  hábitos  de  sistematización  que 
pueden  en  determinados  casos  ser  funestos;  y en  este 
sentido  creemos  que  la  teoría  de  la  individualización 
del  delito  y de  la  individualización  de  la  pena  tienen 
por  complemento  en  el  procedimiento  el  juicio  por 
jurados,  porque  esa  teoría  hace  que  se  prescinda,  en 
la  medida  en  que  es  necesario  prescindir  dentro  de 
los  tribunales  de  justicia,  de  aquellas  personas  dota- 
das de  condiciones  más  aptas  para  la  generalización, 
por  el  estudio  y por  la  práctica,  pero  que  por  esto 
mismo  no  las  tienen  para  distinguir  bien  los  elemen- 
tos individuales  que  se  encuentran  en  todo  delito  y 
en  todo  delincuente. 

Y no  creo  que  nosotros  al  proceder  así  tratamos 
de  inferir  ningún  agravio  á la  magistratura  ni  á los 
jueces  de  derecho;  todo  lo  contrario,  seguimos  en 
muchos  puntos  su  dictámen  y su  opinión.  Yo  os  puedo 
decir  que  he  oido  á un  ilustre  magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo  que  tiene  asiento  en  esta  Cámara,  al 
Sr.  Garnica,  no  tengo  inconveniente  en  citar  su  nom- 
bre, yo  he  oido  al  Sr.  Garnica  asegurar  que  induda- 
blemente la  práctica  de  juzgar  da  al  espíritu  hábitos 
que  pueden  producir  en  determinados  casos  preocu- 
paciones invencibles,  y estas  preocupaciones  invenci- 
bles pueden  ser  dañosas  para  la  averiguación  de  la 
verdad  y para  la  declaración  de  la  justicia.  (El  señor 
Garnica : Pido  la  palabra.)  De  manera,  Sres.  Diputa- 
dos, que  uno  de  los  principios  en  que  el  Jurado  se 
funda  es  este  de  la  individualización  de  los  delitos. 

Fúndase  también  el  Jurado  en  otro  principio  que 
constituye  una  de  las  más  grandes  conquistas  del 
procedimiento  penal  en  nuestra  época;  fúndase  en  el 
principio  acusatorio;  y se  funda  en  el  principio  acu- 
satorio, no  solamente  porque  el  principio  acusatorio 
establece  la  absoluta  y completa  separación  de  los 
elementos  acusadores  con  aquellos  que  han  de  juzgar, 


sino  porque  el  principio  acusatorio  reclama,  como 
una  de  sus  necesarias  consecuencias,  que  aqullos  que 
por  la  práctica  de  las  funciones  de  fiscales,  aquellos 
que  por  la  práctica  de  las  funcines  de  jueces  instruc- 
tores tengan  adquiridos  estos  hábitos  peligrosísimos 
que  señalaba  antes,  se  separen  por  completo  del  jui- 
cio de  los  criminales.  Pero  ninguno  de  estos  princi- 
pios tiene,  en  mi  opinión,  importancia  tan  capital 
como  el  de  la  oralidad  de  los  juicios  para  preparar  el 
necesario  advenimiento  del  Jurado,  porque  el  princi- 
pio de  la  oralidad  del  juicio  no  se  realiza  completa- 
mente si  no  es  con  el  establecimiento  del  Jurado;  y 
acerca  de  la  oralidad  de  los  juicios  vais  á permitirme 
que  exponga  algunas  consideraciones  con  cierta  ex- 
tensión, porque  es  uno  de  los  aspectos  más  impor- 
tantes del  problema  que  estamos  discutiendo. 

Yo  creia,  Sres.  Diputados,  que  no  habría  diver- 
gencias entre  nosotros,  cualquiera  que  fuese  el  lado 
de  la  Cámara  cu  que  nos  sentásemos,  para  afirmar 
que  lo  más  importante  que.  hay  en  un  proceso  crimi- 
nal es  el  juicio,  entendiendo  por  tal,  en  uno  y otro 
sistema,  el  momento  ó la  serie  de  momentos,  en  los 
cuales  se  presentan  las  pruebas,  se  alegan  las  res- 
pectivas razones  que  abonan  la  posición  de  la  acusa- 
ción ó de  la  defensa,  y en  suma,  se  concretan  y se 
presentan  á la  vista  del  tribunal  los  elementos  que 
han  de  servirle  para  dictar  el  fallo;  yo  creia,  digo, 
que  no  habria  divergencias  entre  nosotros  para  afir- 
mar que  esto  es  lo  más  importante  de  un  proceso; 
pero  después  de  haber  oido  las  doctrinas  que  aquí  se 
han  expuesto  por  los  individuos  de  la  minoría  con- 
servadora que  han  tomado  parte  en  esto  debate,  ya 
lo  voy  dudando;  porque  aquí  se  ha  sostenido  que  el 
sumario  es  tan  importante  como  el  juicio,  y es  necc- 
; sario  que  examinemos  lo  que  es  verdaderamente,  y 
lo  que  debe  ser  el  sumario. 

Señores  Diputados,  el  sumario,  á mi  juicio,  no 
ni  puede  ser,  dentro  del  actual  sistema,  más  que  el 
fundamento  de  la  acusación;  el  sumario  es  el  conjun- 
to de  las  actuaciones  practicadas  para  fundar  la  acu- 
sación, conjunto  de  pruebas,  conjunto  de  datos,  con- 
junto de  elementos  traídos  con  ese  solo  y exclusivo 
objeto,  y ya  veremos  lo  que,  a juicio  de  los  señores 
conservadores,  es  el  sumario. 

Ahora,  ya  que  hemos  determinado  lo  que  es  ol 
sumario,  vamos  á ver  lo  que  es  en  la  realidad  de  las 
cosas;  y al  tratar  este  punto  necesariamente  hay  que 
volver  á hacerse  cargo  de  esta  cuestión,  aunque  ya 
lo  han  hecho  de  la  manera  discreta  y elocuente  que 
ha  visto  el  Congreso  los  Sres.  Rosell  y Diaz  Moren, 
dignos  individuos  de  esta  Comisión;  pero  se  ha  insis- 
tido tanto  sobre  estos  aspectos,  que  es  preciso  volver 
á examinarlos  para  añadir  acerca  de  ellos  algunas 
palabras,  siquiera  éstas  sean  breves. 

En  este  punto  debe  afirmarse  de  una  manera  ro- 
tunda y terminante  que  todas  aquellas  deficiencias 
que  el  Sr.  Isasa  encontraba  al  hacer  el  exámen  de  las 
estadísticas  de  la  administración  de  justicia  y que 
hacían  clamar  á S.  S.  en  tan  sentidas  quejas  contra 
la  forma  y el  procedimiento  de  esa  misma  adminis- 
tración, todos  estos  defectos  nacen  de  la  viciosa  for- 
mación de  los  sumarios.  Es  decir,  Sres.  Diputados, 
que  de  esos  defectos  no  es  responsable  el  juicio  oral 
y público,  ni  puede  ser  responsable,  cuando  se  esta- 
blezca, el  juicio  por  jurados;  únicamente  dependen  de 
la  mala  formación  de  los  sumarios. 

¿Cómo  se  forman  esos  sumarios?  Yo  no  trato  de 
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¿lirio-ir,  y ménos  desde  este  sitio,  cargos  de  ninguna 
especie  para  nadie;  pero  me  parece  que  llegadas  las 
cosas  á la  altura  en  que  están,  viniendo  á nuestro 
examen  y á nuestra  consideración  problemas  de  esta 
trascendencia,  sería  faltar  á nuestro  deber  no  decir 
acerca  de  ellos  todo  lo  que  debe  decirse,  y si  realmente 
hay  llagas  que  descubrir  y que  Curar,  no  descubrirlas 
y curarlas,  y el  sumario  encierra  una  de  las  llagas 
más  terribles  de  la  administración  de  justicia.  • 

Como  yo  lie  tenido  el  honor  de  hacer  en  otras  le- 
gislaturas y ante  otras  Cortes  indicaciones  acerca  de 
este  particular,  creo  que  es  muy  necesario  completar 
estas  observaciones  y aun  hacerlas  de  nuevo,  á fin 
de  que  se  tengan  en  cuenta,  porque  una  de  las  cosas 
que  nos  debemos  proponer  y que  liemos  de  conseguir 
con  el  establecimiento  del  Jurado,  es  que  se  remedien 
los  males  de  que  adolece  nuestra  administración  de 
justicia  criminal  por  esa  defectuosa  formación  de  ios 
sumarios,  vicio  sin  duda  difícilmente  corregible. 

Los  sumarios,  por  regla  general,  no  los  forman 
en  España  los  jueces.  Esta  es  la  verdad,  y esta  verdad 
debe  decirse  tal  como  es.  En  la  mayor  parte  de  los 
Juzgados  no  pueden  formarlos  y en  otros,  en  escaso 
número,  quizá  los  formen.  Por  mi  parte  puedo  ase- 
gurar ai  Congreso,  porque  esto  es  producto  de  una 
experiencia  personal,  que  he  tratado  de  averiguar  esto 
lo  mismo  en  el  Palacio  de  Justicia,  que  en  otros  lo- 
cales donde  han  estado  establecidos  los  Juzgados,  que 
en  la  cárcel  de  Madrid,  y una  observación  constante 
y no  interrumpida  durante  mucho  tiempo  me  ha  en- 
senado que  solo  una  mínima  parte  de  las  causas  se 
instruyen  ante  el  juez.  Esta  es  la  verdad.  No  instru- 
yen las  causas  los  escribanos;  las  instruyen  los  que 
se  llaman  oficiales  de  lo  criminal  ó los  escribientes 
de  esos  oficiales,  y resulta  que  la  mayor  parte  de  los 
sumarios,  sobre  todo  los  que  se  forman  por  delitos  de 
poca  importancia,  son  sumarios  que  apenas  conocen 
los  jueces.  Esto  sucede  por  dificultades  económicas, 
por  falta  de  tiempo,  por  una  porción  de  consideracio- 
nes que  explicarán  á los  ojos  de  lodo  el  mundo  el  que 
esto  acontezca,  pero  es  un  mal  que  existe,  y al  que  es 
necesario  poner  remedio. 

Yo  tengo  entendido  que  el  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia,  que  conoce  este  mal,  trata  de  corregirlo: 
sobre  todo  en  aquellos  puntos  donde  la  falta  es  más 
sensible  y donde  el  defecto  es  más  susceptible  de  co- 
rregirse, y creo  que  en  los  próximos  presupuestos 
algo  hay  que  atiende  á esta  necesidad;  no  es  todo  lo 
que  S.  S.  desea  y lo  que  nosotros  deseamos,  pero  sí  es 
aquello  que  permiten  las  condiciones  de  nuestro  pre- 
supuesto y las  condiciones  de  nuestra  Hacienda. 

Pues  bien,  yo  pregunto  á los  Sres.  Diputados:  si 
oslo  es  verdad,  si  ni  en  el  Palacio  de  Justicia,  ni  en  la 
cárcel  modelo,  ni  en  ninguna  parte  en  la  generalidad 
de  los  casos,  si  en  Madrid  y en  otras  poblaciones  don- 
de están  los  Juzgados  agobiados  de  trabajo,  los  su- 
marios no  se  forman  en  las  condiciones  en  que  debieran 
formarse,  y esta  facultad  de  instruir  los  procedi- 
mientos está  por  costumbre  delegada  en  personas  que 
no  tienen  ningún  género  de  responsabilidad,  ni  ofre- 
cen ninguna  clase  de  garantías  para  los  que  desean 
la  buena  administración  de  justicia,  ¿cómo  es  posible 
que  nosotros  demos  al  sumario  la  importancia  y la 
trascendencia  que  estaba  empeñado  en  darle  el  señor 
Isasa,  cuando  se  lamentaba  de  la  poca  significación, 
del  poco  valorYflie  nosotros  damos  á los  sumarios?  Si 
nosotros  sostenemos  el  poco  valor  del  sumario,  es  por 


las  razones  que  antes  he  indicado:  en  primer  lugar,  por- 
que consideramos  que  el  sumario  no  es  más  que  el 
fundamento  de  la  acusación , y esta  condición  basta 
para  comprender  que  tiene  que  ser  un  elemento  par- 
cialísimo,  del  cual  hay  que  desconfiar  dentro  de  los 
buenos  principios  de  la  justicia;  y en  segundo  lugar, 
porque  aunque  el  sumario  fuera  otra  cosa,  aunque 
respondiera  á otros  principios  y tuviera  garantías  de 
imparcialidad,  es  tal  la  forma  con  que  esos  sumarios 
se  instruyen  en  nuestro  país,  que  es  imposible  con- 
cederles mayor  importancia  de  la  limitada  que  nos- 
otros les  damos. 

Recuerdo  á este  propósito  que  en  las  Córtes  pa- 
sadas hice  algunas  indicaciones  respecto  de  esto,  y 
recuerdo  que  entonces  fueron  recogidas  por  el  señor 
Silvela  ofreciendo  que  se  cuidaría  de  atender  á esta 
necesidad;  yo  no  sé  si  el  Sr.  Silvela  ó el  Sr.  Isasa  ha- 
rían algo  en  aquel  tiempo;  pero  la  verdad  es  que  este 
es  uno  de  los  males  gravísimos  de  que  venimos  que- 
jándonos hace  muchos  años,  males  que  hasta  ahora 
no  se  ha  tratado- de  remediar,  males  que  no  se  justi- 
fican ni  se  explican  con  las  razones  expuestas  por  el 
Sr.  Isasa  y por  los  demás  individuos  de  la  minoría 
conservadora  al  tratar  de  este  punto  importantísimo. 

De  manera,  señores,  que  establecido  ya  lo  que  es 
el  sumario,  y voy  á concluir  mis  observaciones  res- 
pecto de  este  punto,  ¿qué  extraño  es  que  nosotros  di- 
gamos que  no  se  debe  dar  al  sumario  la  fuerza  que 
hoy  se  le  da,  qué  extraño  tiene  que  en  el  proyecto 
que  estamos  discutiendo  se  trate  de  conseguir  ese 
resultado?  Nada  de  particular  tiene  eso,  porque  nos- 
otros estamos  convencidos  de  que  en  la  actualidad, 
tal  como  está  planteado  el  juicio  oral,  todavía  se  con- 
cede al  sumario  demasiada  importancia. 

Hay  quien  nota  y ya  lo  han  advertido  algunos  pe- 
riódicos en  son  de  censura  á los  presidentes  de  los 
tribunales  que  funcionan  en  algunos  juicios  orales, 
que  estos  magistrados  no  dirigen  preguntas  á los  pro- 
cesados, porque  se  limitan  á las  generales  de  la  ley,  y 
dejan  á los  abogados  y á los  fiscales  que  pregunten 
á los  reos  y á los  testigos.  Ese  es  un  defecto  que  nace 
de  que  los  tribunales  conceden  demasiada  fe  al  su- 
mario, y nosotros  queremos  acabar  con  eso,  porque 
ni  en  teoría  ni  en  la  práctica  iebe  concederse  esa  au- 
toridad al  sumario,  porque  tenemos  la  seguridad  de 
que  el  Jurado  se  atendrá,  como  debe  atenerse  exclu- 
sivamente, á lo  que  aparece  en  el  juicio,  que  es  lo 
importante,  aunque  á los  señores  de  la  minoría  con- 
servadora parezca  lo  contrario. 

En  la  última  etapa  déla  Administración  conserva- 
dora, hay  precedentes  contrarios  (y  por  cierto  tristí- 
simos), á esta  manera  de  ver,  porque  se  ha  llega- 
do, en  esto  de  desatender  lo  que  importa  al  juicio, 
hasta  el  punto  de  que  habiéndose  dado  en  cierto  caso 
instrucciones  á un  fiscal  para  que  sostuviera  deter- 
minadas conclusiones,  el  fiscal  asistió  al  juicio,  vio 
las  pruebas  de  la  inocencia  del  acusado,  se  convenció 
de  que  no  debía  imponérsele  pena  alguna,  pidió  su 
absolución,  y el  tribunal  absolvió  al  procesado.  Por 
haber  sostenido  la  absolución  dei  procesedo,  fué  des- 
tituido aquel  fiscal;  se  apeló  de  aquella  sentencia,  y 
la  sentencia  fué  confirmada.  Era  entonces  Ministro 
de  Gracia  y Justicia  el  Sr.  Silvela,  y fiscal  del  Tribu- 
nal Supremo  el  Sr.  Isasa;  y habiendo  acudido  al  se- 
ñor Isasa  el  fiscal  destituido  diciéndole:  «He  asistido 
al  juicio,  me  he  convencido  de  la  inocencia  del  acu- 
sado, y por  eso  he  pedido  su  absolución,»  el  Sr.  Isasa 
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no  resolvió  el  recurso,  y fué  necesario  que  viniera  la 
actual  situación  para  que  el  recurso  se  resolviera  y 
fuera  repuesto  el  fiscal  destituido.  (El  Sr.  Isasa:  Lo 
habria  resuelto  en  su  contra.)  Ese  es  el  valor  que  me- 
rece á S.  S.  el  juicio.  (El  Sr.  Isasa:  Esc  es  el  castigo 
que  merece  un  subordinado  indisciplinado.)  ¿Cree 
S.  S.  que  el  deber  de  un  fiscal  es  sostener  la  acusa- 
ción, aunque  baya  pruebas  que  demuestren  la  ino- 
cencia del  acusado?  Si  S.  S.  cree  eso,  si  cree  eso  el  par- 
tido conservador,  el  partido  conservador  no  tiene  idea 
de  la  justicia.  Citaré  el  caso  si  se  me  obliga  á ello, 
diré  cuál  fué  el  juicio;  no  lo  he  dicho  ya,  porque  no 
deseo  personalizar  las  cuestiones  que  aquí  se  venti- 
lan, y porque  lo  que  en  esto  importa,  es  la  doctrina 
y la  conducta.  (El  Sr.  Isasa:  Interpelaré  al  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Jussticia,  para  saber  si  profesa  hoy  esa 
doctrina.)  Seguramente,  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  contestará  lo  que  crea  oportuno;  á mi  jui- 
cio, nadie  puede  sostener  acerca  de  este  particular 
las  ideas  que  sostiene  la  minoría  conservadora. 

I-Tabeis  visto  ya,  Sres.  Diputados,  cómo  el  Jurado 
es  una  consecuencia  indeclinable  y forzosa  de  las  re- 
formas introducidas  en  el  procedimiento  criminal. 

Falta,  sin  embargo,  la  más  importante;  esta  de  la 
oralidad  del  juicio  lo  es  en  alto  grado;  pero  falta,  sin 
embargo,  la  más  importante  de  todas  y la  que  más 
necesariamente  reclama  el  establecimiento  del  Jura- 
do, y vamos  á examinarla  estudiando  el  árduo  proble- 
ma de  la  estimación  de  las  pruebas. 

Parece  mentira,  Sres.  Diputados,  que  haya  que 
discutir  estas  cosas.  Yo  recuerdo  aquel  asombro  con 
que  un  hombre  ilustre  francés,  Thiers,  en  1848  ex- 
presaba su  admiración  por  tener  que  sostener  la  teo- 
ría de  la  propiedad;  y yo  creo  que  puede  expresarse 
una  admiración  y una  estrañeza  parecidas  por  tener 
que  sostener  como  tenemos  que  sostener  los  que  nos 
sentamos  en  este  banco  y los  defensores  de  este  pro- 
yecto, la  doctrina  de  que  la  estimación  de  las  prue- 
bas debe  dejarse  á la  conciencia  del  juez;  porque  todo 
podía  estar  presente  á nuestra  previsión  y á nuestros 
cálculos,  ménos  que  la  minoría  conservadora  viniera 
en  este  debate  á combatir  y á negar  esa  doctrina  ver- 
daderamente innegable,  á pesar  de  los  sofismas  de  los 
Sres.  Diputados  que  lo  han  combatido. 

Porque,  Sres.  Diputados,  yo  recuerdo  que  hace 
cincuenta  años,  nada  ménos  que  cincuenta  años,  un 
conservador,  á quien  antes  he  aludido,  y cuyo  nom- 
bre diré  ahora,  el  Sr.  D.  Joaquín  Francisco  Pacheco, 
un  conservador... 

El  Sr.  DOMINGUEZ  (D.  Lorenzo):  Contrario  al 
Jurado. 

El  Sr.  PACHECO:  Ya  veremos  en  qué  medida  era 
enemigo  del  Jurado;  desde  luego  no  tanto  como  S.  S. 

El  Sr.  DOMINGUEZ  (D.  Lorenzo):  Ahí  están  sus 
lecciones  de  derecho  penal. 

El  Sr.  PACHECO:  Precisamente  me  apoyaré  para 
demostrarlo  en  lo  que  dicen  esas  lecciones. 

El  Sr.  DOMINGUEZ  (D.  Lorenzo):  Se  las  leeré 
á S.  S. 

El  Sr.  PACHECO:  No  necesito  leerlas,  porque  las 
conozco. 

El  Sr.  DOMINGUEZ  (D.  Lorenzo):  Las  ha  olvida- 
do S.  S. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden,  Sres.  Diputados. 

El  Sr.  PACHECO:  Ya  que  los  Sres.  Diputados  de 
la  minoría  conservadora  parecen  excitarse  tanto  por 
esta  indicación,  yo  les  diré  que  no  D.  Joaquín  Fran- 


cisco Pacheco,  sino  otra  porción  de  conservadores,  y 
conservadores  muy  ilustres,  han  sostenido  todas  las 
doctrinas  que  SS.  SS.  están  combatiendo  en  esta  cam- 
paña, y que  no  hay  ninguno  de  esos  conservadores 
cuya  ilustración  está  demostrada  ámpliamente  por 
sus  grandes  obras,  que  no  hay  ninguno  que  haya  lle- 
vado la  oposición  del  Jurado  á los  términos  en  que 
la  han  llevado  SS.  SS.  y la  están  llevando. 

El  Sr.  D.  Joaquín  Francisco  Pacheco,  de  quien 
me  hablaba  ahora  el  Sr.  Domínguez,  creia  que  era 
motivo  bastante  para  tomar  en  consideración  la  as- 
piración del  Jurado,  la  doctrina  de  la  apreciación  de 
las  pruebas  por  conciencia.  (El  Sr.  Domínguez,  Don 
Lorenzo:  No.)  Si.  El  Sr.  Arrazola  no  hallaba  más  in- 
conveniente para  el  planteamiento  del  Jurado  que  la 
falta  de  condiciones  en  que  él  suponía  á nuestra  ma- 
gistratura; hace  también  de  esto  veinte  ó treinta  años. 

El  Sr.  D.  Cirilo  Alvarez,  inclinado  constantemen- 
te á las  ideas  conservadoras  también,  no  hallaba  más 
inconvenientes  para  el  planteamiento  del  Jurado  que 
la  magistratura  ambulante.  Y en  cuanto  al  Sr.  Al- 
calá Galiano,  y van  viendo  los  Sres.  Diputados  que 
no  cito  más  que  conservadores,  y conservadores  muy 
ilustres;  en  cuanto  al  Sr.  Alcalá  Galiano,  me  va  á per- 
mitir la  Cámara  que  leaalguuas  palabras  pronuncia- 
das por  dicho  señor,  también  hace  cerca  de  medio  si- 
glo en  la  cátedra  del  Ateneo  al  explicar  su  curso  de 
derecho  público  constitucional;  voy  á leerlas  con  el 
permiso  del  Sr.  Presidente  y con  la  vénia  de  la  Cá- 
mara, y verán  los  Sres.  Diputados  lo  que  dijo  enton- 
ces este  ilustre  escritor  sobre  el  Jurado.  (El  Sr.  Do- 
mínguez, D.  Lorenzo : Entonces  no  amenazaba.)  En- 
tonces ya  había  habido  una  experiencia  del  Jurado. 

«Pero  no  por  eso  me  pondré  yo,  señores,  entre  los 
que  para  todas  circunstancias  de  época  ó pueblo  lo 
declaran  pernicioso,  pues  si  le  tengo  por  institución 
imperfecta  y con  prodigiosa  actitud  á contraer  vicios 
graves,  creo  que  como  otras  instituciones  defectuosas 
(y  perfecta  ninguna  hay),  con  la  práctica  dilatada  en 
Naciones  donde  hay  mediana  moral,  la  dósis  de  ilus- 
tración suficiente,  á saber,  lo  que  cumple  al  común 
provecho,  y sobre  todo  quietud  y un  predominio  de 
la  ley  y del  órden,  asegurador  del  respeto  á los  pro- 
cedimientos y fallos  judiciales  y amparador  de  los 
jueces  de  hecho  en  el  acto  de  hacer  el  oficio  de  tales, 
puede  no  solo  perder  muchos  de  sus  defectos,  sino 
hasta  llegar  á hacerse  ventajoso.» 

Ya  veis  que  el  Sr.  Alcalá  Galiano,  después  de  todo, 
no  era  adversario  intransigente  del  establecimiento 
del  Jurado,  como  el  Sr.  D.  Lorenzo  Domínguez  dijo 
aquí  que  lo  era  en  el  primer  dia  que  hizo  su  discurso; 
(El  Sr.  Domínguez,  D.  Lorenzo,  pide  la  palabra),  y que 
el  Sr.  Alcalá  Galiano  supone  la  posibilidad  de  condi- 
ciones en  nuestro  país,  dentro  de  las  cuales  fuera  ha- 
cedero el  planteamiento  del  Jurado. 

Pues  bien,  lo  que  habia  que  discutir  ahora  es  si 
esas  condiciones  que  reclamaba  el  Sr.  Alcalá  Galiano, 
existen  ó no;  y esto  lo  dejo  al  arbitrio  de  la  minoría 
conservadora,  que  explicará  si  esas  condiciones  exis- 
ten ó no;  es  decir,  si  no  tenemos  en  España  mediana 
moral,  si  no  hay  en  España  la  dósis  de  ilustración 
suficiente  para  saber  lo  que  cumple  al  común  prove- 
cho, y,  sobre  todo,  si  no  hay  en  España  quietud  y pre- 
dominio de  la  ley  y del  órden  asegurador  del  respeto 
á los  procedimientos  y fallos  judiciales  y amparador 
de  los  jueces  de  hecho  en  el  acto  de  ejercer  su  oficio. 

Si  los  señores  conservadores  declaran  que  ninguna 
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de  estas  condiciones  se  cumplen  en  la  España  de  lioy, 
ni  siquiera  en  la  España  gobernada  por  ellos  hace  dos 
años,  entonces  yo  deferiré  gustoso  á que  no  se  plantee 
el  Jurado.  Y hago  gracia  de  otro  párrafo  del  Sr.  Al- 
calá Galiano  que  viene  á continuación,  y donde  ma- 
nifiesta Lodavía  en  termines  más  calurosos  y más  fa- 
vorables al  Jurado  la  esperanza  de  que  esta  institu- 
ción pueda  plantearse  algún  dia  en  España. 

Volvamos,  porque  nos  ha  apartado  este  incidente, 
á la  teoría  de  la  estimación  de  las  pruebas;  A saber: 
si  la  estimación  de  las  pruebas  debe  hacerse  con  arre- 
glo á los  principios  que  ahora  sustenta  la  minoría 
conservadora,  ó con  arreglo  á los  principios  que  la 
ciencia  del  derecho  penal  establece  como  más  opor- 
tunos y convenientes. 

Pero  antes  sería  oportuno,  antes  sería  preciso, 
que  explicara  nuevamente  la  minoría  conservadora, 
qué  es  lo  que  sostiene;  porque  aquí  hemos  oido  decir 
que  no  debe  dejarse  la  estimación  de  las  pruebas  á la 
conciencia,  sino  á la  razón;  como  ayer  oímos  otras 
disi  iliciones  escolásticas  y metafísicas,  inaplicables  al 
problema  que  se  discute,  de  lábios  del  Sr.  Pidal;  y 
las  cosas  hay  que  decirlas  claramente,  de  manera  que 
se  entiendan  bien,  y sobre  todo  que  puedan  traducirse 
on  preceptos  legales;  y yo  me  alegrada  mucho,  para 
mayor  facilidad  de  la  discusión,  que  eso  se  conden- 
sara en  forma  gráfica  y que  dijeran  los  señores  con- 
servadores cómo  quieren  que  estimen  las  pruebas  los 
jueces  de  manera  practicable,  porque  la  verdad  es  que 
la  ciencia  lia  dicho  ya  sobre  esto  la  última  palabra 
desde  el  momento  en  que  ha  encomendado  á la  con- 
ciencia del  juez  la  estimación  de  las  pruebas:  primero, 
porque  es  imposible  fijar  criterio  de  certidumbre  en 
esla  materia;  y segundo,  porque  dada  la  infinita  va- 
riabilidad de  los  hechos,  no  hay  manera  de  establecer 
en  las  leyes  las  reglas  para  la  comprobación  de  esos 
mismos  hechos;  reglas  que  podrán  establecerse  para 
un  caso  particular,  pero  que  no  podrán  extenderse  por 
vía  de  generalización  para  otro  ni  para  otros.  Además 
entendemos  que  la  ciencia  y la  historia  han  dicho  en 
esto  la  última  palabra,  después  de  las  iniquidades 
verdaderamente  terribles  y ¿olorosas  que  ha  produ- 
cido la  teoría  de  la  prueba  legal;  iniquidades  que  ya 
veis  como  trataba  el  conservador  Sr.  Pacheco  dicien- 
do que  esa  doctrina  produjo  en  la  mayor  parte  de  los 
casos  contradicciones  entre  lo  real  y lo  legal. 

No  quiero  citaros  casos  de  esos,  porque  las  histo- 
rias están  llenas  de  ellos,  y además  no  necesito  re- 
cordároslos, porque  todos  los  conocéis  mejor  que  yo; 
pero  cumple  á mi  objeto  el  reseñaros,  siquiera  sea  li- 
geramente, el  camino  por  el  cual  hemos  venido,  den- 
tro de  la  legislación,  á este  punto,  porque  no  se  ha 
venido  de  golpe  sino  por  progresos,  á los  cuales  han 
contribuido  la  mayor  parte  de  los  señores  conserva- 
dores de  estos  como  de  los  otros  tiempos,  pues  ellos 
los  han  aceptado  y han  gobernado  existiendo  esos  pro- 
gresos, y no  conozco  ningún  propósito  de  reforma  que 
en  época  presente  ni  remota  los  contraríe  ni  por  parte 
de  los  conservadores  actuales  ni  por  parte  de  los  de- 
fensores de  la  misma  doctrina  política. 

Así  es  que  lo  primero  que  resulta  en  el  exámen 
de  este  punto  es  una  contradicción  tan  grande  entre 
lo  que  los  conservadores  han  sostenido  toda  su  vida 
y lo  que  han  dicho  en  esta  discusión,  que  se  queda 
uno  atónito  al  oírlo.  Porque,  ¿de  qué  son  partidarios 
los  señores  conservadores?  Ésta  ha  sido  una  grada- 
ción completa  que  empezó  por  la  ley  12  del  tít.  14 
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de  la  Partida  3.a  Sigue  por  el  arbitrio  judicial,  que 
tuvo  que  sustituir  á las  reglas  de  las  Partidas  cuando 
aquellas  leyes  cayeron  en  desuso,  y vino,  por  último, 
la  regla  45  de  la  ley  provisional  dictada  para  el  cum- 
plimiento del  Código  de  1848.  ¿Empiezan  ahí  á com- 
batir los  conservadores  ese  progreso?  Pues  ya  sabéis 
que  esa  regla  45  autorizaba  á los  jueces  para  apreciar 
la  prueba  y graduar  su  valor  según  las  reglas  de  la 
crítica  racional,  es  verdad  que  con  ciertas  limitacio- 
nes; naturalmente,  como  que  la  reforma  empezaba  á 
dar  sus  primeros  pasos,  pero  ya  empezaba  ese  ele- 
mento de  la  crítica  racional.  ¿Y  qué  elemento  es  ese  , 
si  no  la  conciencia  del  juez? 

Pues  vino  el  art.  12  de  la  ley  provisional  sobre 
reforma  del  procedimiento  criminal  de  18  de  Junio 
de  1870,  ley  debida  á la  iniciativa  del  Sr.  Montero 
Ríos.  Yo  sé  que  los  conservadores  combatieron  todas 
las  reformas  revolucionarias;  pero  no  tengo  idea  de 
que  combatieran  ésta  especialmente,  y es  más,  en- 
tiendo que  estuvieron  conformes  con  ella  los  hombres 
más  importantes  de  opiniones  conservadoras  que  re- 
presentaban á ese  partido  en  el  Parlamento.  No  me 
he  detenido  á registrar  las  discusiones  de  aquel 
tiempo;  pero  estoy  seguro  de  que  si  las  registrara  en- 
contraria  argumentos  favorables  á mi  tésis. 

Pues  ese  art.  12  de  la  ley  de  1870  autorizaba  á los 
jueces  para  apreciar  las  pruebas  por  las  reglas  del 
criterio  racional  y para  estimar  los  indicios,  aunque 
esto  último  dentro  de  ciertas  reglas  que  ya  también 
han  desaparecido. 

Después  de  esa  reforma,  realizada  con  el  asenti- 
miento de  todo  el  mundo,  ha  venido  la  última,  ha 
venido  el  coronamiento  de  toda  esta  série  de  reformas 
con  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  que  en  su  ar- 
tículo 741  dice  que  «el  tribunal  apreciará,  según  su 
conciencia,  las  pruebas  practicadas  en  el  juicio,  las 
razones  expuestas  por  la  acusación  y la  defensa,  y las 
aducidas  por  el  mismo  procesado,  y dictará  senten- 
cia.» Es  decir,  que  con  esc  artículo  viene  el  triunfo  de- 
finitivo de  aquella  doctrina;  y yo  no  sé  que  los  con- 
servadores hayan  combatido  los  principios  conte- 
nidos en  dicho  artículo;  y desearla  que  si  alguno  hay 
que  lo  combatiera,  salvara  su  opinión  y la  consignara 
diciendo  que  cuando  se  discutió  este  artículo  filé  par- 
tidario de  la  prueba  tasada  ó de  volver  á la  regla  45 
de  la  ley  provisional  ó á la  ley  de  Partida. 

Por  consiguiente,  señores,  antes  de  que  se  presen- 
tara este  proyecto,  la  conciencia  del  juez  era  soberana 
para  la  estimación  de  los  hechos,  estaba  pasado  en 
autoridad  de  cosa  juzgada  el  principio  de  que  en  esto 
el  juez  debe  ser  soberano;  creíamos  nosotros  que  no 
sería  necesario  volver  á discutir  sobre  esto,  y sin  em- 
bargo, ya  veis  cómo  la  necesidad  se  impone;  y se  im- 
pone, porque  vienen  á decirse  ciertas  cosas  sin  tener 
en  cuenta  los  antecedentes.  Comprendo  que  en  deter- 
minadas cuestiones  en  que  se  trata  de  soluciones  polí- 
ticas baya  variación  en  la  manera  de  pensar  de  los  par- 
tidos, que  esa  es  la  política,  y eso  sucede  á casi  Lodos 
los  hombres  públicos,  á todos  sin  excepción;  pero  en 
estas  cosas  doctrinales  no  se  puede  variar,  porque  esto 
no  está  sujeto  al  contraste  de  la  experimentación,  ni 
está  subordinado  á las  circunstancias.  Y sin  embargo, 
ahora  se  nos  viene  á decir  con  grandes  exclamacio- 
nes: «Demócratas,  liberales  ¿qué  hacéis?  Vais  á erigir 
la  más  absurda  de  las  tiranías,  vais  á levantar  un 
Poder  irresponsable.»  Y decía  el  Sr.  Isasa:  «¡ía  irres- 
ponsabilidad de  los  tribunales!  Eso  es  lo  que  nos  ate- 
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rra  y nos  asusta.»  |La  irresponsabilidad  de  los  tribu- 
nales! digo  yo,  ¿y  eso  le  asusta  al  Sr.  Isasa?  Al  señor 
Cánovas  del  Castillo  no  le  asusta  eso;  y extraño  mu- 
cho cómo  el  Sr.  Isasa  no  se  ha  puesto  de  acuerdo  con 
las  opiniones  de  su  jefe.  El  Sr.  Cánovas  del  Castillo, 
en  un  discurso  citado  en  esta  Cámara  con  ocasión  de 
un  debate  reciente,  decía  una  porción  de  cosas  que 
luego  recordaremos,  porque  todas  convienen  perfec- 
tamente al  proyecto  que  se  discute,  pero  decía  sobre 
todo:  «Dadme  un  Poder  judicial  con  aquella  indepen- 
dencia y aquella  parte  de  irresponsabilidad  que  co- 
rresponde necesariamente  á todo  Poder  verdadero...» 

Señores  conservadores:  ¿qué  parte  de  irresponsa- 
bilidad corresponde  al  Poder  judicial?  La  que  nace  de 
su  soberanía  sobre  la  estimación  de  las  pruebas,  es  la 
única  que  puede  tener,  y yo  siento  que  no  esté  aquí 
el  Sr.  Cánovas  del  Castillo,  porque  yo  excitaría  á S.  S.. 
á que  explicara  al  Sr.  Isasa  cuál  es  la  parte  de  irres- 
ponsabilidad á que  se  referia.  Y creo  inútil  salvar  el 
caso  de  prevaricación;  se  trata  únicamente  de  que  el 
Poder  judicial  es  soberano  en  cuanto  á la  estimación 
de  la  prueba;  el  caso  de  desnaturalizarla  á sabiendas, 
está  fuera  de  discusión;  aquí  discutimos  de  buena  fe 
la  irresponsabilidad  tal  como  se  deriva  de  la  misma 
naturaleza  del  poder  que  ejercen  los  magistrados. 

Aquí  lo  que  discutimos  es  que  resulta  completa- 
mente imposible,  aunque  se  quiera  poner  trabas  á 
esa  soberanía,  porque  es  imposible  tasar  las  pruebas, 
como  lo  demuestra  la  experiencia  de  muchos  siglos; 
porque  es  necesario,  si  se  quiere  conseguir  la  verda- 
dera justicia,  dejar  esto  á la  conciencia  del  juez.  Pre- 
cisamente porque  nosotros  creemos  que  los  tribunales 
deben  ser  soberanos  en  la  estimación  de  las  pruebas, 
precisamente  por  eso  queremos  el  Jurado;  porque  ¡ah, 
Sres.  Diputados!  creemos  que  un  poder  tan  grande, 
creemos  que  un  poder  tan  inmenso  no  puede  conce- 
dérsele jamás  á una  magistratura  organizada  en  las 
condiciones  en  que  la  piden  los  señores  de  la  minoría 
conservadora,  porque  creemos  que  con  una  magistra- 
tura inamovible,  que  forma  dentro  del  Estado  un  ver- 
dadero Poder  con  arreglo  á estas  ideas , se  corre  el 
peligro  de  erigir  una  verdadera  tiranía,  si  esa  magis- 
tratura no  se  organiza  en  la  forma  en  que  ha  de  que- 
dar organizada  después  que  planteemos  el  Jurado;  es 
decir,  el  Jurado  dentro  de  ese  principio,  admitida  y 
sentada  esa  soberanía  en  la  estimación  de  las  prue- 
bas que  se  confiere  á los  jueces,  el  Jurado  viene  á 
dar  garantía  completa  para  que  podamos  libre  y des- 
cuidadamente abandonar  la  administración  de  justicia 
á esa  institución. 

Yo  siento,  Sres.  Diputados,  molestaros  durante  tan 
gran  espacio  de  tiempo;  pero  las  exigencias  del  deba- 
te me  llevan  á dar  grandes  proporciones  á mi  discur- 
so y me  llevan  á tratar  todavía  otros  puntos  que  he 
de  someter  á vuestra  deliberación,  sin  salir  aún  de 
esta  materia  de  la  estimación  de  las  pruebas.  Nos- 
otros sostenemos  y defendemos  el  Jurado,  porque  á 
nuestro  juicio,  no  solamente  esta  condición  de  la  es- 
timación de  las  pruebas  por  la  conciencia  del  juez 
exige,  por  las  consideraciones  que  he  tenido  el  honor 
de  exponeros,  el  establecimiento  del  Jurado,  sino  por- 
que creemos  que  hay  más  aptitud,  más  especial  ap- 
titud en  el  Jurado  que  en  el  juez  de  derecho  para  esta 
estimación  de  las  pruebas;  y esta  es  la  doctrina  que 
nosotros  oponemos  á la  doctrina  de  la  ignorancia  ge- 
neral del  Jurado,  y sobre  todo  de  su  ignorancia  par- 
ticular de  los  principios  de  derecho,  que  es  la  soste- 


nida con  mayor  calor  por  los  adversarios  de  esta  ins- 
titución. 

En  lo  que  se  refiere  á esta  doctrina,  aquí  se  lian 
cometido  exageraciones  verdaderamente  deplorables 
y que  no  tienen  justificación  ni  demostración  de  nin- 
guna especie,  porque  aquí  se  ha  venido  á sostener, 
apartándose  de  la  opinión  de  la  generalidad  de  los 
tratadistas  que  impugnan  la  institución  del  Jurado, 
los  unos  porque  suponen  que  el  Jurado  se  inclina  á la 
misericordia  más  de  lo  que  la  justicia  aconseja,  los 
otros  porque  suponen  que  el  Jurarlo  es  siempre  seve- 
rísimo  tratándose  de  ciertos  y determinados  delitos; 
aquí  se  ha  venido  á sostener  que  el  Jurado  tiene  in- 
clinación invencible  al  error,  y que  el  Jurado  de  una 
manera  ó de  otra,  pero  casi  siempre,  propende  á la  in- 
justicia, y dicta  fallos  que  no  tienen  justificación  de 
ninguna  especie;  y como  esta  afirmación  se  ha  hecho 
de  una  manera  tan  terminaute,  hay  que  oponerla  de 
igual  suerte  una  terminante  denegación.  Si  fuera 
cierto  que  el  Jurado  se  inclina  constantemente  á la 
injusticia,  lo  sería  asimismo  que  donde  quiera  que 
hubiera  Jurado,  los  fallos  de  ese  tribunal  serian  una 
série  no  interrumpida  de  injusticias,  y yo  pregunto 
de  buena  fe  á los  señores  de  la  minoría  conservadora: 
¿Es  que  eso  sucede  en  alguna  parte?  ¿Es  que  hay  una 
Nación  en  Europa  donde  todas  las  sentencias  del  Ju- 
rado sean  generalmente  injustas,  constantemente  in- 
justas? Yo  creo  que  no  es  posible  que  se  conteste  afir- 
mativamente á esta  pregunta;  pero  si  se  me  contestase 
afirmativamente  á esta  pregunta,  yo  baria  esta  otra; 
yo  preguntaría  á la  minoría  conservadora:  ¿Cómo  ha- 
bía de  mantenerse  el  Jurado  en  los  países  en  que  se 
encuentra  establecido,  si  real  y verdaderamente  fue- 
ran injustas  todas  ó la  mayor  parte  de  las  sentencias 
que  el  Jurado  dicta?  Pues  qué,  ¿tan  poca  inteligencia 
y tan  menguado  patriotismo  tienen  los  hombres  que 
gobiernan  esos  pueblos,  que  consienten  y toleran  se- 
mejante enormidad?  Por  consiguiente,  no  hay  demos- 
. tracion  ninguna,  no  hay  prueba  ninguna  que  pueda 
llevar  al  ánimo  el  convencimiento  que  se  necesita  para 
creer  en  esa  exageración. 

Pero  aquí  se  ha  tratado  de  probar  hablando  de  los 
errores  del  Jurado,  y yo  me  voy  á referir  á la  expe- 
riencia que  se  hizo  del  Jurado  en  nuestro  país  para 
examinar  ese  punto  de  los  errores  del  Jurado. 

Se  dice  que  el  Jurado  tiene  una  lenidad  extraor- 
dinaria, cercana  de  la  impunidad.  Pues  bien,  Sres.  Di- 
putados; yo  he  tenido  la  curiosidad  de  hacer  una  es- 
tadística de  las  sentencias  del  Jurado  contra  las  que 
se  interpuso  el  recurso  de  casación  en  nuestro  país, 
y de  esa  estadística  resultan  los  siguientes  datos  que 
voy  á exponer  á la  consideración  de  la  Cámara.  Se  in- 
terpusieron en  los  años  73  y 74  contra  las  sentencias 
del  Jurado  90  recursos  de  casación.  Ya  sabéis  lo  que 
en  el  fondo,  aparte  de  la  forma,  representa  siempre  el 
recurso  de  casación.  Es  la  protesta,  la  última  protesta 
de  la  parte  que  cree  lesionado  su  derecho  ó injusta- 
mente fallado  el  litigio  en  que  intervino,  que  acude 
en  último  término  al  tribunal  más  elevado  de  la  Na- 
ción para  ver  si  obtiene  reparación  de  la  injusticia 
con  que  han  sido  tratadas  sus  pretensiones.  Si  fuera 
cierta  esa  lenidad  que  se  atribuye  al  Jurado,  la  ma- 
yor parte  de  los  recursos  de  casación  hubieran  sido 
interpuestos  por  el  Ministerio  fiscal. 

¿Y  qué  dice  esta  estadística?  Ahora  lo  vereis:  90 
recursos  de  casación:  interpuestos  por  el  fiscal,  4;  in- 
terpuestos por  los  procesados,  86. 
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Pero  hay  más,  Sres.  Diputados,  vamos  á ver  las 
sentencias  de  muerte  que  se  dictaron  cuando  existia 
el  Jurado.  Yo  no  creo,  y me  diferencio  en  esto  como 
en  otras  cosas  de  los  señores  conservadores,  que  sean 
mejores  tribunales  los  que  más  sentencias  de  muerte 
dictan;  pero,  sin  embargo,  al  ver  con  qué  calor  se 
sostiene  aquí  como  sostenía  ayer  el  Sr.  Pidal,  que  la 
justicia,  y la  moralidad,  y todo,  había  de  desaparecer 
en  el  momento  en  que  se  creara  el  Jurado;  al  oir  de- 
cir que  quedaban  indefensas  la  propiedad,  y la  vida, 
y la  honra  de  los  ciudadanos,  se  me  ha  ocurrido 
buscar  este  argumento  para  ver  si  el  Jurado  dictó 
sentencias  de  muerte;  y hay  que  tener  en  cuenta, 
porque  esto  es  muy  importante,  que  el  Código  que 
regía  cuando  estas  sentencias  de  muerte  se  dictaron, 
era  el  de  1870  que  no  imponía  para  ningún  delito 
exclusivamente  la  pena  de  muerte,  sino  para  deter- 
minados delitos  cuando  concurrían  circunstancias 
agravantes,  y por  consiguiente,  que  ha  sido  preciso 
que  el  Jurado  no  solo  haga  las  caliñcaciones  adecua- 
das, porque  entonces  con  arreglo  á la  ley  el  Jurado 
calificaba,  sino  que  estime  y declare  las  agravantes  y 
las  califique. 

Pues  vamos  á ver  ahora  esa  estadística.  Año  1872 
en  que  no  hay  Jurado:  sentencias  de  muerte  14.  Año 
1873,  primero  del  Jurado:  sentencias  de  muerte  20. 
Año  de  1874,  segundo  del  Jurado:  sentencias  de 
muerte  36.  Año  de  1875,  posterior  á la  existencia  del 
Jurado:  sentencias  de  muerte  35.  Me  parece  que  la 
estadística  es  muy  convincente,  y que  no  se  puede 
alegar  nada  en  contra  de  ella. 

Pero  no  hemos  concluido  con  la  estadística.  Dicen 
los  enemigos  del  Jurado:  una  de  las  faltas  que  hay 
que  atribuir  á esa  institución,  es  que  es  muy  severa 
con  los  delitos  contra  la  propiedad,  y muy  débil  con 
los  delincuentes  contra  las  personas,  y aquí  se  ha 
formulado  tambieu  ese  cargo  diferentes  veces  y en 
distintas  ocasiones.  Pues  veamos  lo  que  la  misma  es- 
tadística nos  dice  sobre  este  particular.  De  los  90  re- 
cursos de  casación  que  so  interpusieron  en  España 
contra  sentencias  del  Jurado,  según  la  nota  que  yo 
traigo  aquí,  se  interpusieron:  por  parricidio  6,  por 
homicidio  35,  por  asesinato  1 9,  por  lesionas  y disparos 
de  armas  de  fuego  8,  por  homicidio  y robo  10.  Total 
por  delitos  contra  las  personas,  80;  porque  en  el  deli- 
to de  robo  con  homicidio,  creo  que  predomina  el  ca- 
rácter del  delito  contra  las  personas.  Por  falsedad,  6; 
por  robos  y otros  análogos,  4;  delitos  contra  la  pro- 
piedad, 10.  La  relación  es  de  10  á 80  entre  los  delitos 
contra  la  propiedad  y los  delitos  contra  las  personas. 
Esa  es  la  relación  en  que  están  las  sentencias  (El  señor 
Isasa:  Los  recursos.)  los  recursos  que,  por  la  conside- 
ración que  expuse  antes,  constituyen  un  dato,  á falta 
de  otro,  para  deducir  las  consecuencias  que  son  con- 
ducentes á la  demostración  de  mi  tésis.  Aquí  todos 
traemos  números;  el  Sr.  Isasa  trajo  números  y los 
explicó;  yo  me  he  permitido  traer  estos  números,  y 
los  explico  también;  y tengo  la  seguridad  de  que  las 
razones  que  exponga  el  Sr.  Isasa,  no  han  de  destruir 
la  explicación  que  doy  de  estos  números,  tan  buena, 
por  lo  menos,  como  la  que  S.  S.  dió,  y que  le  oimos 
con  muchísimo  gusto. 

Esto,  respecto  á los  errores  del  Jurado  en  España. 
Se  ha  hablado  aquí  de  errores  de  otros  puntos  y de 
otros  errores  también  de  España.  Y se  ha  contestado 
perfectamente  por  mi  compañero  el  Sr.  Díaz  Moreu, 
que  nadie  conoce,  ni  recuerda  por  lo  que  se  refiere  á 


la  experiencia  que  se  hizo  del  Jurado  en  España,  nin- 
gún caso  verdaderamente  escandaloso  y alarmante,  y 
que  no  debió  haberlos,  porque  resulta  que  en  la  ley  de 
1872  existia  el  recurso  de  revista,  y no  se  sabe  que 
se  empleara  ese  recurso  de  revista  en  ninguno  de  esos 
casos  escandalosos  que  han  citado  los  señores  de  la 
minoría  conservadora.  Pero,  señores,  sería  perdernos 
en  interminables  discusiones  ahondar  en  esto  de  los 
errores  de  los  tribunales.  ¿Qué  tribunal  no  comete 
errores?  ¿Qué  tribunal  no  ha  cometido  errores?  Yo 
puedo  citar,  por  lo  ménos,  frente  á esos  errores  que 
nos  han  citado  SS.  SS.,  y los  voy  á recordar,  una  série 
de  errores  judiciales  descubiertos  por  un  distinguido 
publicista,  á raíz  del  establecimiento  del  recurso  de 
casación  para  los  juicios  criminales. 

Aquella  campaña  de  tan  distinguido  periodista, 
que  todos  conocéis,  porque  es  el  Sr.  Fernandez  Mar- 
tin, aquella  campaña  de  tan  distinguido  periodista, 
puso  en  relieve  hechos  verdaderamente  asombrosos, 
contribuyendo  A los  resultados  prometidos  por  el  es- 
tablecimiento del  recurso  de  casación  en  materia  cri- 
minal, y resultó  el  caso  que  yo  puedo  citar,  de  que 
en  las  Gacetas  del  6 y el  7 de  Agosto  de  1872,  publi- 
caron 10  sentencias  de  casación,  y de  esas  10  sen- 
tencias de  casación,  8 eran  anulatorias  de  las  que  ha- 
bían dictado  las  respectivas  Salas  sentenciadoras,  y 
en  esas  8,  estaban  declarados  y ejecutoriados  erro- 
res de  derecho  más  graves  ó inexplicables  que  todos 
los  que  aquí  se  han  atribuido  al  Jurado.  Hay,  no  pre- 
cisamente en  esas  Gacetas , pero  sí  en  otra  posterior, 
algunos  errores  de  tanto  bulto,  como  el  que  voy  á 
tener  el  honor  de  someter  á la  consideración  de  la 
Cámara. 

Se  trataba  nada  ménos  que  de  un  recaudador  de 
contribuciones  que  estaba  obligado,  como  lo  están 
todos,  4 depositar  las  cantidades  que  recaudara  en  la 
tesorería  de  la  Hacienda  pública  de  la  provincia  de 
Huesca,  que  es  donde  creo  que  ejercía  su  cargo.  Este 
recaudador  recaudó  quince  mil  y pico  de  pesetas,  y 
las  gastó  ó se  las  guardó,  y el  gobernador  del  Banco 
de  España  acudió  á los  tribunales,  y dijo:  aparte  de  la 
acción  civil  que  tengo  y usaré,  denuncio  la  malversa- 
ción de  caudales  cometida  por  ese  recaudador. 

¿Y  sabe  S.  S.  lo  que  hizo  la  Sala  sentenciadora?  La 
Sala  dictó  sentencia  sobreseyendo  por  estimar  que  no 
consLituia  delito  lo  hecho  por  el  recaudador,  y además 
de  sobreseer,  condenó  al  gobernador  del  Banco  de 
España  á pagar  las  costas.  Esto  vino  al  Tribunal  Su- 
premo, y el  Tribunal  Supremo  declaró  que  los  he- 
chos constituían  el  delito,  creo  que  de  malversa- 
ción de  caudales,  y que  la  Sala  sentenciadora  habia 
cometido  error  de  derecho...  (El  Sr.  isasa : ¡Qué  ha- 
bía de  declarar  eso!)  ¿Que  no  declaró  eso?  Pues  yo 
he  leido  la  sentencia,  y la  traeré  aquí  para  que 
la  lea  S.  S.  Gomo  aquí  se  han  traído  errores  co- 
metidos por  el  Jurado,  y como  nos  habló  el  señor 
Isasa  del  caso  de  un  aragonés,  yo  he  traído  el  caso  de 
otro  aragonés;  y frente  al  casó  que  presentó  S.  S.  del 
Jurado,  yo  presento  el  caso  de  un  tribunal  de  dere- 
cho. ¿Quiere  esto  decir  que  yo  no  tenga  un  profundo 
respeto  á los  tribunales  de  derecho?  Sí  se  lo  tengo; 
pero  aquí  donde  deben  tratarse  y discutirse  estas  co- 
sas con  completa  libertad,  á los  errores  del  Jurado 
opongo  yo  los  errores  de  los  tribunales  de  derecho;  y 
yo  llevo  una  ventaja  al  Sr.  Isasa,  y es  que  S.  S.  pre- 
senta errores  declarando  que  lo  son  por  la  autoridad 
de  su  palabra,  mientras  que  los  que  yo  traigo  son 
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errores  declarados  y ejecutoriados  por  el  Tribunal 
Supremo. 

Señor  Presidente,  estoy  faligadisimo , y desearía, 
puesto  que  están  próximas  á terminar  las  horas  de 
Reglamento,  que  S.  S.  suspendiera  la  discusión,  reser- 
vándome la  palabra  para  terminar  mañana  mi  dis- 
curso. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  esta  discusión. 


El  Congreso  quedó  enterado  de  que  las  Comisio- 
nes que  á continuación  se  expresan  se  habían  consti- 
tuido, nombrando  presidentes  y secretarios  á los  seño- 
res siguientes: 

La  que  ha  de  dar  dictamen  sobre  la  proposición 
de  ley  autorizando  á la  Diputación  provincial  de  Cá- 
diz para  realizar  un  sorteo  de  lotería  con  destino  á la 
Exposición  nacional  marítima,  á los  Sres.  D.  Josó  Ca- 
nalejas y Marqués  de  Mochales. 

La  que  ha  de  dictaminar  sobre  el  proyecto  de  ley 
constitutiva  del  ejército,  á los  Sres.  D.  José  Canalejas 
y D.  Agustín  de  la  Serna. 


Se  leyó,  y mandó  pasar  á la  Comisión  de  presu- 
puestos, la  siguiente  comunicación: 

«Ministerio  de  Hacienda.  — Excmos.  Sres.:  Ha- 
biéndose participado  á este  Ministerio  por  el  de  la 
Gobernación  la  conveniencia  de  introducir  algunas 
alteraciones  en  el  proyecto  de  presupuestos  de  dicho 
departamento  ministerial  para  el  año  económico  de 
1887-88,  sometido  ya  á la  deliberación  y voto  de  las 
Córtes,  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nombre  la  Reina 
Regente,  á quien  he  dado  cuenta  de  este  asunto,  se 
ha  servido  disponer  se  manifieste  á Y.  EE.  que  este 
Ministerio  no  se  opone  á que  se  adicionen  los  créditos 
con  las  cifras  que  se  desprenden  de  las  alteraciones 
propuestas,  que  son  las  siguientes: 

En  el  cap.  7.°,  art.  1."  «Visita  facultativa  de  Be- 
neficencia, » aumento  de  500  pesetas  al  sueldo  del 
visitador,  redactándose  el  concepto  y la  partida  en 
esta  forma:  un  visitador  jefe  de  Administración  de 
cuarta  clase,  G.500  pesetas. 

En  los  mismos  capítulo  y artículo,  «Hospital  de  la 
Princesa,»  aumento  de  500  pesetas  al  sueldo  del  co- 
misario interventor,  que  figurará  con  2.500  pesetas 
en  vez  de  las  2.000  consignadas. 

En  el  cap;  9.°,  art.  3.",  «Servicio  de  sanidad  eu  los 
puertos  y lazaretos,  Direcciones  de  cuarta  cíese,»  la 
creación  de  una  de  éstas  en  los  puertos  de  Andraixt 
(Mallorca)  y Fuentcveulura  (Canarias),  ampliándose 
el  crédito  en  4.300  pesetas,  á razón  de  2.250  pesetas 
cada  Dirección. 

De  Real  órdeu  lo  digo  á V.  EE.  para  que  obre  los 
efectos  oportunos  en  la  Comisión  correspondiente. 
Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  27  de 


Abril  de  1 887.=Joaquiu  López Puigcerver.=Señores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso.» 


Se  leyeron  por  primera  vez,  y pasaron  á la  Comí- 
sion,  acordando  se  imprimieran  y repartieran,  dos 
enmiendas  del  Sr.  Alba  al  dictamen  de  la  Comisión 
referente  al  proyecto  de  ley  sobre  establecimiento  del 
juicio  por  jurados  para  determinados  delitos.  (Véase 
el  Apéndice  segundo  á este  Diario.) 


Se  leyeron  y quedaron  sobre  la  mesa,  acordándose 
imprimieran  y repartieran,  los  siguientes  dictámenes 
de  Comisión  mixta: 

Incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  la 
que  partiendo  de  la  de  Tarragona  á Pont  de  Armen- 
tera,  en  las  inmediaciones  de  Secuitas,  empalme  en 
la  de  Masó  con  la  de  Tarragona  á la  de  Alcover  á 
Santa  Cruz  de  Calafell.  ( Véase  el  Apéndice  tercero  á 
este  Diario.) 

Declarando  comprendida  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras una  que  partiendo  de  la  de  Artesa  á Mont- 
blancli,  en  el  kilómetro  51,  vaya  á enlazar  en  Sarreal 
con  la  de  Montblanch  á Santa  Coloma  de  Queralt. 
( Véase  el  Apéndice  cuarto  á este  Diario.) 

Incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  una 
de  tercer  orden  de  La  Roda  á Ecija.  ( Véase  el  Apén- 
dice quinto  á este  Diario.) 

Incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  la  de 
Cariñena  A Escatron  á Bujaraloz.  ( Véase  el  Apéndice 
sexto  á este  Diario.) 

Variando  el  trazado  de  la  carretera  de  Ayora  á 
Albacete.  (Véase  el  Apéndice  sétimo  A este  Diario.) 

Incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  una 
desde  la  estación  de  Minaya  á empalmar  con  la  de 
Madrid  á Albacete.  ( Véase  el  Apéndice  octavo  á este 
Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Me  parece  oportuno  adver- 
tir  á los  Sres.  Diputados,  y señaladamente  á los  que 
tienen  pedida  la  palabra  en  el  día  de  hoy  para  la  pró- 
xima sesión,  que  mañana  no  habrá  discusión  sobre 
el  proyecto  de  ley  de  creación  de  Administraciones 
subalternas,  y que  continuará  el  debate  sobre  el  Ju- 
rado á primera  hora,  después  de  las  preguntas,  si- 
guiendo en  el  uso  de  la  palabra  el  Sr.  Pacheco,  y des- 
pués los  señores  que  han  de  rectificar. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden  del  dia  para  mañana: 
Continuación  del  debate  pendiente;  dictámenes 
que  se  han  leído;  aprobación  definitiva  de  varios  pro- 
yectos de  ley,  y los  demás  asuntos  pendientes. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  seis  y treinta  y cinco  minutos. 


OCHO  APENDICES. 


APÉNDICE  PRIMERO  AL  NÚM.  78. 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Enmiendas  y adiciones  al  dic túrnen  d,e  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de  ley 
sobre  creación  de  Administraciones  subalternas  de  Hacienda  en  varias  poblaciones. 


Del  Sr.  SANCHEZ  ARJONA  (D.  Gonzalo),  al  ar- 
tículo  14: 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  ei  honor  de 
proponer  ni  Congreso  que  al  art.  14  del  dictámen  de 
la  Comisión  sobre  el  proyecto  de  ley  creando  Admi- 
nistraciones subalternas  de  Hacienda  se  adicione  con 
lo  siguiente: 

«Y  todas  las  Administraciones  de  loterías  que  exis- 
tan c.q  las  poblaciones  donde  se  crean  las  Administra- 
ciones subalternas.» 

Palacio  del  Congreso  27  de  Abril  de  1887.=Gon- 
zalo  Sánchez  Arjona.=Manuel  Ibarra.=Manuel  G rau- 
do de  Vargas.=Enrique  Bushell.— Mariano  Fernan- 
dez Dáza.===  Antonio  Ramos  Calderón. =Antonio  Váz- 
quez. 


Del  Sr.  FIOL,  proponiendo  un  nuevo  artículo  adi- 
cional: 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
someter  á la  aprobación  del  Congreso  el  siguiente  ar- 
tículo adicional  al  proyecLo  de  ley  sobre  creación  de 
Administraciones  subalternas  de  Hacienda. 

«Artículo  adicional.  Lo  dispuesto  en  el  art.  8.°  no 
se  refiere  á los  archipiélagos  de  Baleares  y Canarias, 


respecto  á los  cuales  continuarán  rigiendo  las  dispo- 
siciones vigentes.» 

Palacio  del  Congreso  27  de  Abril  de  1887.=Joa- 
quin  Fiol.=Rafaei  Prieto  y Cauiea;=Miguel  Villalba 
llervás.= Antonio  Maura.=Antonio  Domínguez  A1- 
tonso.=El  Conde  de  Sallen t.= Juan  García  del  Cas- 
tillo. 


Del  Sr.  BARBOSO  Y CASTILLO,  proponiendo 
una  nueva  disposición  transitoria: 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  la  siguiente  adición  al  proyecto  de  ley  sobre 
Administraciones  subalternas  de  Hacienda. 

«.Disposición  transitoria.  Se  concede  derecho  prefe- 
rente para  ser  nombrados  administradores  de  partido 
á los  que  habiendo  sido  aprobados  en  las  oposiciones 
verificadas  con  anterioridad  á la  publicación  de  esta 
ley  para  ei  ingreso  eu  el  Cuerpo  oficial  de  abogados 
del  Estado,  no  hayan,  sin  embargo,  obtenido  plaza  en 
ésta  por  falta  de  vacantes.» 

Palacio  del  Congreso  27  de  Abril  de  188  7.  = An- 
tonio Barroso  y Castillo.  — Joaquín  Muñoz  Chaves. 
Rafael  Fernandez  de  Soria.  = Augusto  Mosquera.== 
Manuel  Grande  de  Vargas. ==Fraueiseo  Ansaldo.=Pe- 
gerto  Pardo  Balmonte. 
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APÉNDICE  SEGUNDO  AL  NÚM.  78 


DE  LAS 


DE  LOS 


Enmiendas,  del  Sr.  Alba,  al  diclámen  de  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de  ley 
sobre  el  establecimiento  del  juicio  por  jurados  para  determinados  delitos. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  la  siguiente  adición  ai  art.  3.°  del  proyecto 
de  ley  sobre  el  establecimiento  del  Jurado: 

«En  el  referido  artículo,  A continuación  de  las  pa- 
labras «Los  magistrados  harón  en  derecho  las  califi- 
caciones correspondientes  de  los  hechos  que  los  ju- 
rados conceptúen  probados,))  se  dirá:  «y  constitutivas 
de  delito,»  quedando  en  lo  demás  el  artículo  como 
está  redactado.» 

Palacio  dei  Congreso  25  de  Abril  de  1887.=César 
Alba.— losé  Bosch  y Scrrahima.=  Lamberto  Martinez 
Asenjo.=  Rafael  Fernandez  de  Soria.=Luis  Aparicio. 
Mariano  Arredondo.=Viccnte  NuFiez  de  Velasco. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
someter  A la  deliberación  y resolución  del  Congreso 
la  siguiente  enmienda  al  proyecto  de  ley  sobre  el  es- 
tablecimiento del  juicio  por  jurados: 

El  núm.  i.°  del  art.  9.°  se  entenderá  redactado  en 
la  forma  siguiente: 

«Ser  mayor  de  25  años.» 

Palacio  del  Congreso  25  de  Abril  de  1 887.==César 
Alba.=Jos6  Bosch  y Serrahima.=Lamberto  Marti- 
nez Asenjo.— Rafael  Fernandez  de  Soria.=  Mariano 
Arrcdondo.=Luis  Aparicio.==Vicente  Nuüez  de  Ve- 
lasco. 
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APÉNDICE  TERCERO  AL  NÚM.  78. 


DIARIO 

DE  LAS 


IHcldmen  de  Comisión  mixta,  relativo  al  proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  la  que  partiendo  de  la  de  Tarragona  á Pont  de  Armenlera, 
m las  inmediaciones  de  Semitas,  empalme  en  la  de  Masó  con  la  de  Tarragona 

á la  de  Alcover  á Santa  Cruz  de  Calafell. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las  opi- 
niones de  ambos  Cuerpos  Colegisladores  acerca  del 
proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras una  de  Sccuitas  á empalmar  en  la  de  Masó, 
tiene  la  honra  de  someter  á la  aprobación  del  Senado 
y del  Congreso  de  los  Diputados  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  declara  incluida  en  el  plan  ge- 
neral de  carreteras  del  Estado  una  de  tercer  orden 
que  partiendo  de  la  carretera  de  Tarragona  á Pont  de 
Armenlera,  en  las  inmediaciones  de  Secuitas,  vaya  á 
empalmar  en  la  de  Masó  con  la  de  Tarragona  á la  de 


Alcover  á Santa  Cruz  de  Calafell,  atravesando  Ja  ca- 
rretera general  de  Tarragona  á Lérida  por  Valls,  en 
las  inmediaciones  de  VallmolL  debiendo  comenzarse 
inmediatamente  los  estudios,  y su  construcción  una 
vez  terminados  aquellos. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decrelo  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construcción 
de  obras  públicas. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  1887.=Manuel 
Recerra , presidente.  = José  Maluquer.  = Raimundo 
Fernandez  Villaverde.= Antonio  Ramos  Calderon.= 
Benito  Illloa  y Rey.  = Francisco  Ansaldo.  = Rafael 
Bosch.  = Manuel  de  la  Pezuela.=  Manuel  Reina.=El 
Conde  de  la  Puebla  del  Macstre.=Pcdro  Calderón  y 
lierze,  secretario. 
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APÉNDICE  CUARTO  AL  NÚM.  78. 


DE  LAS 


OONGKESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


I Unidme n de  Comisión  mixta,  relativo  al  proyecto  de  ley  declarando  compren- 
dida en  el  plan  general  de  carreteras  una*  que  partiendo  de  la  de  Artesa  á )[  >n(- 
b lunch,  en  el  kilómetro  51,  vaya  á enlazar  en  Sarreal  con  la  de  Montblanch 

á Santa  Coloma  de  Queralt. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las 
opiniones  de  ambos  Cuerpos  Colegisladorés  acerca 
del  proyecto  de  ley  incluyendo  en  él  plan  general  de 
carreteras  una  que  partiendo  de  la  de  Artesa  á Mont- 
bUinch  enlace  con  la  de  Montblanch  á Santa  Coloma 
de  Queralt,  tiene  la  honra  de  someter  á la  aprobación 
del  Senado  y del  Congreso  de  los  Diputados  el  si- 
guiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  declara  comprendida  en  el  plan 
general  de  carreteras  del  Estado  una  de  tercer  ónlen 
que  partiendo  de  la  de  Artesa  á Montblanch,  en  el 


kilómetro  51,  pasando  el  pueblo  de  Belltall,  vaya  di- 
rectamente á Sarreal,  á enlazar  con  la  de  Montblanch 
á Santa  Coloma  de  Queralt. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construcción 
de  obras  públicas. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  i887.=Maimel 
Becerra,  presidente. =J  osé  Maluquer.=Antonio  Ra- 
mos Caldcron.=Francisco  Ansaido.=A.  de  Quinla- 
na.=Diego  García. = Vicente  Alonso  Martinez.=Fer- 
nando  Puig.=  Federico  Nicolau.  = El  Conde  de  la 
Puebla  del  Maestre.=llaimundo  Fernandez  Villaver- 
de.=José  de  Letamendi,  secretario. 
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APÉNDICE  QUINTO  AL  NÚM.  78. 


DIARIO 

DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Dktámen  de  Comisión  mixta,  relativo  al  proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  una  de  tercer  orden  de  La  Roda  á Ecija. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las 
opiniones  de  ambos  Cuerpos  Colcgisladores  acerca  del 
proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras una  que  partiendo  de  La  Roda  termine  en 
Ecija  (Sevilla),  tiene  la  honra  de  someter  á la  apro- 
bación del  Senado  y del  Congreso  de  los  Diputados  el 
siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  pian  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  orden  que  partiendo 


de  La  Roda  y pasando  por  Estepa,  Herrera,  Marina- 
leda  y El  Rubio,  termine  en  Ecija  (Sevilla). 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  regias  para  la  construc- 
ción de  obras  publicas. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  1887.=Manuel 
Becerra,  presidente.=R.Villaverde.=Salustiano  Sauz. 
Antonio  Ramos  Cakleron.=A.  Barroso  y Castillo.— 
Francisco  Ansaldo.=El  Marqués  de  Francos.=Anto- 
nio  María  Fabié.=Cástor  García.=El  Marqués  de  la 
Laguna.— Tuan  de  Dios  de  la  Rada  y Delgado,  secre- 
tario. 


APÉNDICE  SEXTO  AL  NÚM  78. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


J)i Mámen  de  Comisión  mixta,  referente  al  proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  la  de  Cariñena  á Escatron  d Bajaraloz. 

ral  de  carreteras,  entre  las  de  tercer  orden,  una  que 
partiendo  de  la  de  Cariñena  á Escatron,  y pasando  por 
Sástago,  vaya  á empalmar  cou  la  de  Madrid  á Francia. 

Art.  2."  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  188G  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  I887.=Manuel 
Becerra,  presiden  te. = Domingo  Peña  Villarcjo.  = 
R.  Villaverde.=El  Barón  de  Covadonga.=Autonio  To- 
rrero.=Antonio  Ramos  Calderon.=José  A.  Pacheco. 
Francisco  Santa  Cruz.=Enrique  Fernandez.  =B.  An 
tequera.=Domiugo  Caramés,  secretario. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las  opi- 
niones de  ambos  Cuerpos  Colegisladores  acerca  del 
proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras la  de  tercer  orden  que  partiendo  de  la  de  Ca- 
riñena á Escatron  vaya  á empalmar  en  Bujaraloz  con 
la  de  Madrid  á Francia,  tiene  la  honra  de  someter  á la 
deliberación  del  Senado  y del  Congreso  de  los  Dipu- 
tados el  siguen  le 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
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APÉNDICE  SÉTIMO  AL  NÚM.  78. 


Dictamen  de  Comisión  mixta,  relativo  al  proyecto  de  ley  variando  el  trazado 

de  la  carretera  de  Ayora  á Albacete. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las  opi- 
uiones  de  ambos  Cuerpos  Colegisladores  acerca  del 
proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras la  de  Ayora  á Albacete,  tiene  la  honra  de 
someter  á la  aprobación  del  Senado  y del  Congreso  de 
los  Diputados  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  t.v  lia  carretera  de  tercer  órden  que  par- 
tiendo de  la  de  Almansa  á Gofrentes,  desde  Ayora, 
pase  por  Parcelen,  Alatoz  y Casas  de  Juan  Nunoz  para 
unirse  en  Albacete  con  la  de  Jaén  á Cuenca,  seguirá 


su  trazado  directo  desde  Casas  de  Juan  Nudez  por  el 
camino  más  corto  á Albacete,  entrando  en  dicha  ca- 
pital por  la  puerta  de  San  Antonio. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1880  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  publicas. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  1887.=E1  Mar- 
qués de  Molías,  prcsidente.=  Raimundo  Fernandez 
Viliavcrde.=Antonio  Ramos  Calderon.=El  Marqués 
de  Asimilas .= El  Barón  de  Covadonga.=Manuel  Be- 
cerra.=TomásSancho.=Marcial  González  déla  Fuen* 
te.=El  Conde  de  Cervera.=Francisco  Ansaldo,  se- 
cretario. 
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APÉNDICE  OCTAVO  AL  NÚM.  78. 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Diclámen  de  Comisión  mixto,  relativo  al  proyecto  de  ley  sobre  inclusión  en  el  plan 
general  de  carreteras  de  una  desde  la  estación  de  Minaya  d empalmar  con  la  de 

Madrid  á Albacete. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las 
opiniones  de  ambos  Cuerpos  Colegisladores  acerca 
del  proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de 
carreteras  la  que  partiendo  de  la  estación  de  Minaya  ¡ 
empalme  con  la  general  de  Madrid  á Albacete  y Car-  ( 
tagena,  tiene  la  honra  de  someter  á la  aprobación  del 
Senado  y del  Congreso  de  los  Diputados  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  l.®  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  órden  que  partiondo 


de  la  estación  de  Minaya,  en  la  vía  férrea  de  Madrid 
á Alicante,  empalme  con  la  carretera  general  de  Ma- 
drid, por  Ocaña,  á Albacete  y Cartagena. 

Art.  ‘¿.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
eu  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  constiuc- 
cion  de  obras  públicas. 

Palacio  del  Senado  0 de  Abril  de  1887.=E1  Mar- 
qués de  Molins,  presidente.=Raimundo  Fernandez 
Villaverde.=Manuel  María  Al varcz.= Venancio  Gon 
zalez.=Juan  Alvarado.=Manuel  Becerra.=José  de 
Fontagud  Gargollo.=El  Conde  de  Cervera.= Antonio 
Ramos  Caldcron.=sGustavo  Morales. =Francisco  An- 
saldo, secretario. 


JSTÜMEBO  79.  2107 


PRESIDENCIA  DEL  EXGMO.  SIL  D.  CRISTINO  MARTOS. 


SESION  DEL  JUEVES  28  DE  AlilUL  DE  1887. 

SUMARIO.  Abrese  á la  una  y cuarto.=Se  lee  y aprueba  el  Acta  de  la  anterior.=A  propuesta  do 
la  Presidencia,  acuerda  el  Congreso  que  mañana  no  so  celebro  sosion,  por  ser  la  primora  vez  que  la 
augusta  Reina  Rogonto  so  muestra  en  público  para  un  acto  oficial  solemne,  como  lo  es  la  revista  de  las 
tropas  de  este  distrito  militar.=Dáse  lectura  do  una  proposición  do  loy  incluyendo  on  ol  plan  gonoral 
de  carreteras  una  quo  partiendo  do  Alaró  termine  on  Lluch.=Apoyada  por  el  Sr.  Fiel,  se  toma  en  con- 
sideración y pasa  á las  Secciones.— El  Sr.  Montilla  roproduco  la  proposición  de  loy  relativa  á la  subven- 
ción con  que  ol  Estado  debo  contribuir  para  la  construcción  de  la  línea  férrea  de  Puente  Gañil  á 
Linares,  y después  ruega  á la  Presidencia  haga  cumplir  la  loy  de  incompatibilidades,  a fin  de  que  no 
funcionen  como  Diputados  mas  quo  los  40  que  determina  la  ley.=Conüe3fcacion  del  Sr.  Presidente. = 
Eoctifica  el  Sr.  Montilla,  y queda  reproducida  la  proposicion.=Se  acuerda  trasmitir  al  Sr.  Ministro  de 
la  Gobernación  ol  ruego  dol  Sr.  Prieto  y Cautos  par  i quo  aL  remitir  al  Congreso  ol  expediente  de  indem- 
nización al  Sr.  Rolland,  no  omita  el  envío  del  dictamen  da  la  Comisión  provincial  contra  el  acuerdo 
del  Ayuntamiento;  y después,  con  llamada  do  la  Presidencia,  so  hace  cargo  do  algunas  de  las  observa- 
ciones expuestas  en  otra  sesión  sobra  esta  asunto  por  el  Sr.  Fernandez  V'illavorde.  — EL  Sr.  Quintana 
ruega  al  Sr.  Ministro  do  Estado  quo  S9  ocupe  seria  y detenidamente  on  los  abusos  quo  comoto  la  Admi- 
nistración francesa  respecto  de  la  introducción  da  nuestros  vino3  en  el  vecino  Reino,  y llama  la  atención 
del  Sr.  Ministro  de  Hacienda  acerca  do  las  multas  quo  ol  iuspoctor  dol  timbre  propono  quo  so  impongan 
a algunos  establecimientos  do  Barcelona,  rogándole  que  reclame  los  expedientes  que  se  hayan  instruido 
al  ofecto.=Se  acuerda  comunicar  estos  ruegos  á I03  Sres.  Ministros  de  Estado  y de  Hacienda.=Tambien 
se  acuerda  poner  on  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  el  ruego  del  Sr.  Suarez  Inclán  para  que 
sesirva  remitir  al  Congreso  varios  documentos  referentes  á la  organización  del  cuerpo  de  Estado  Mayor, 
presentada  por  su  Junta  consultiva  on  ol  año  do  1881.=Pasa  á la  Comisión  rospoetiva  una  exposición, 
presontada  por  ol  Sr.  Monta! vo  (D.  J orge),  da  los  profesores  auxiliares  da  los  Institutos  de  esta  corte, 
solicitando  se  les  consigno  on  ios  prosupuestos  algún  suoldo  ó gratificación. =Ouden  del  día.:  continúa 
la  discusión  pendiente  sobre  al  proyecto  de  ley  dal  Jurado,  y en  el  U30  de  la  palabra  el  Sr.  Pacheco.= 
Rectificaciones  de  los  Sra3.  Domínguez  (D.  Lorenzo)  ó l3asa.=Alusiono3  porsoaales  dol  Sr.  Garnica.= 
Rectificaciones  de  los  Sres.  PidaL  y Pacheco.  =Discurs  o del  Sr.  Sil  vela  (D.  Francisco),  cuarto  en  contra.== 
Bel  Sr.  Maura,  de  la  Comision.=Pasadas  las  horas  de  Reglamento,  y previo  acuerdo  del  Congreso,  se 
prorroga  la  sosion.=Coutinúa  ol  Sr.  Maura.=8o  suspenden  ol  discurso  y la  discmion.=Ei  Sr.  Prosidonto 
invita  á los  Sres.  Diputados  que  quieran  acompañarle  á 3iluiar  á S.  M.  la  Reina  Regente  desde  el  Con- 
greso, á su  regreso  do  la  revista  militar.=Quoda  ontorado  el  Congreso  do  la  constitución  do  varias 
Comisiones  y del  nombramiento  de  sus  presidentes  y secretario3.=Dise  cuenta,  y el  Congreso  queda 
enterado,  de  una  comunicación  dol  Sonado  manifestando  no  celebrar  sosion  en  ol  dia  de  mañana,  con  ol 
fin  de  quo,  reunidos  sus  individuos  con  los  Sres.  Diputados,  puedan  saludar  desda  el  Congreso  á S.  M la 
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Reina  después  de  terminada  la  revista  mllifcar.=3e  concede  licencia  al  Sr.  Quintana  para  ausentarse  do 
03ta  corte.=Queda  enterado  el  Congreso  de  haber  sido  nombrado  vicepresidente  de  la  Comisión  de  actas 
el  Sr.  Nuñez  de  Velasco.=Quodan  sobre  la  mesa  un  estado  de  débitos  por  plazos  ya  vencidos  de  ñacas 
nacionales,  reclamado  por  el  Sr.  La  Guardia;  otro  estado  del  importe  de  las  emisiones  y amortizaciones 
verificadas  hasta  30  do  Junio  de  1886  por  la  deuda  porpótua  dol  4 por  100,  reclamado  par  ol  Sr.  Busheli, 
y el  dictamen  de  la  Comisión  de  actas  concediendo  un  plazo  de  doce  dias  al  Sr.  Meliana  y Garrigues 
para  presentar  su  credencial  por  el  distrito  de  Jdtiva.=Dáse  primera  lectura,  y pasa  á la  Comisión,  una 
enmienda  del  Sr.  Marqués  del  Vadillo  á la  primera  de  las  disposiciones  especiales  al  proyecto  do  ley 
del  Jurado.=El  Congreso  oye  con  sentimiento  la  noticia  de  haber  fallecido  el  Diputado  por  el  distrito 
de  Padrón  (Coruña)  Sr.  Orense.=Orden  del  dia  para  pasado  mañana:  los  dictámenes  que  quedan  sobre 
la  mesa;  continuación  del  debate  pendiente  sobre  el  Jurado,  y los  demás  asuntos  señalados  para  hoy,= 
So  levanta  la  sesión  á las  ocho  ménos  cuarto. 


Se  abrió  á la  una  y cuarto  de  la  tarde,  y leída  el 
Acta  de  la  anterior,  quedó  aprobada. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Señores  Diputados,  S.  M. 
la  Reina  Regente  revistará  mañana  las  tropas  de  este 
distrito  militar;  es  la  primera  vez  que  la  augusta 
Viuda  se  muestra  en  público  para  imacto  oficial,  so- 
lemne, de  tal  importancia;  y yo  no  dudo  que  el  Con- 
greso de  los  Diputados  se  asociará  como  testimonio 
de  simpatía  y como  homenaje  de  respeto,  en  la  forma 
en  que  puede  hacerlo,  al  primer  acto  solemne  á que 
asiste  S.  M.  la  Reina  Regente  después  de  sus  triste- 
zas, que  siempre  duran,  pero  que  es  fuerza  que  inte- 
rrumpa por  los  deberes  de  su  oficio  de  reinar;  se  aso- 
ciará, repito,  á este  acto  solemne. 

Propongo,  pues,  que  no  baya  mañana  sesión  por 
este  motivo,  y así  lo  pongo  ai  acuerdo  de  los  Srcs.  Di- 
putados. 

Sírvase  el  Sr.  Secretario  dirigir  la  pregunta  al 
Congreso. 

Hecha  la  pregunta  por  el  Sr.  Secretario  Ibarra , 
el  acuerdo  del  Congreso  fue  afirmativo. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  va  á dar  cuenta  de  una 
proposición  de  ley.» 

Leida  la  Sel  Sr.  Eiol,  incluyendo  en  el  plan  gene- 
ral de  carreteras  la  de  Alará  á Lluch  (Véase  el  Apén- 
dice sexto  al  Diario  núm*  76 , sesión  de  25  del  actual ), 
dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Fioi  tiene  la  palabra 
para  apoyar  su  proposición  de  ley. 

El  Sr.  FIOL:  Señores  Diputados,  pocas  palabras 
tengo  necesidad  de  dirigiros  para  demostraros  la  con- 
veniencia de  la  carretera  de  Alaró  á Lluch,  pasando 
por  Orient,  que  se  solicita  en  la  proposición  de  ley 
que  he  tenido  la  honra  de  presentar.  Riqueza  extra- 
ordinaria atesoran  los  feraces  valles  por  los  cuales  ha 
de  pasar  esa  carretera;  pero  si  no  se  llegara  á cons- 
truir, esas  fuentes  de  riqueza  no  podrían  ser  explota- 
das, á causa  de  las  grandes  dificultades  con  que  se 
tropieza  para  poder  extraer  las  producciones  de  esos 
mismos  valles. 

Por  consiguiente,  como  en  el  preámbulo  de  la 
proposición  se  enumeran  las  razones  en  que  se  apoya 
esta  proposición,  y como  no  creo  que  sea  necesario 
explanarlas  más,  espero  que  la  Cámara  se  servirá  to- 
marla en  consideración.» 

Leida  por  segunda  vez  la  proposición  de  ley,  y 
hecha  la  pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración, 
el  acuerdo  dei  Congreso  fue  afirmativo. 

El  Si\  SECRETARIO  (Ibarra):  La  proposición  de 


ley  pasará  á las  Secciones  para  nombramiento  de  Co- 
misión. 


EL  Sr  PRESIDENTE:  EL  Sr.  Montilla  tiene  lapa- 
labra. 

El  Sr.  MONTILLA:  Para  rogar  á la  Mesa  se  sirva 
reproducir  una  proposición  de  ley  que  tuve  el  honor 
de  apoyar  en  la  anterior  legislatura  y que  fué  tomada 
en  consideración,  relativa  á la  subvención  con  que  el 
Estado  debe  contribuir  para  que  se  construya  la  línea 
férrea  de  Puente-Genil  á Linares. 

Ya  que  estoy  de  pié,  me  voy  á permitir  dirigir 
una  excitación  á la  Mesa,  sin  ánimo  de  molestarla, 
pero  que  tiende  á que  se  cumpla  el  Reglamento. 

Mi  excitación,  Sr.  Presidente,  se  reduce  á que 
ponga  V.  S.  solícito  cuidado  para  que  se  cumpla  la 
ley  de  incompatibilidades,  á fin  de  que  no  puedan  es- 
tar funcionando  como  Diputados,  como  ya  lo  están, 
más  de  los  40  que  determina  la  ley.  Desde  luego,  y 
para  cumplimentar  mi  excitación,  V.  S.  puede  poner 
al  debate  un  dictamen  que  hay,  referente  á la  incom- 
patibilidad de  un  Sr.  Diputado,  y excitar  el  celo  de 
la  Comisión  que  preside  el  Sr.  Conde  de  Xiqueua,  á 
fin  de  que  dé  dictamen  sobre  los  demás  casos  pen- 
dientes de  resolución. 

Si  no  estoy  equivocado,  son  45  ó 46  los  Diputa- 
dos que  al  mismo  tiempo  tienen  el  carácter  de  fun- 
cionarios públicos,  muchos  de  ellos  declarados  ya 
compatibles  por  determinaciones  del  Congreso,  y 
otros  declarados  incompatibles.  Está  para  terminar 
la  segunda  legislatura,  y es  ya  tiempo  de  que  se  cum- 
pla con  el  precepto  que  establece  la  ley  para  los  pri- 
meros dias  de  la  próxima  legislatura. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  deseo  del  Sr.  Diputado 
está  de  antemano  atendido.  Gomo  el  Sr.  Diputado  aca- 
ba de  reconocer,  no  liay  más  que  un  dictamen  de  la 
Comisión  de  incompatibilidades  que  esté  pendiente 
del  fallo  del  Congreso. 

Además,  debo  advertir  á S,  S.  que  no  llegan  á 
40  los  Diputados  declarados  compatibles  con  los  car- 
gos oficiales  que  desempeñan. 

El  Presidente  cuidará  de  que  no  exceda  de  este 
número  y de  que  se  cumplan  las  disposiciones  regla- 
mentarias. 

En  cuanto  al  dictamen  relativo  al  Sr.  Diputado 
á que  S.  S.  se  refiere,  que  es  el  incluido  en  el  órden 
riel  dia,  se  pondrá  á disensión  tan  pronto  como  lo  per- 
mita el  debate  pendiente  sobre  el  establecimiento  del 
Jurado. 

El  Sr.  MONTILLA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  MONTILLA:  No  es  mi  ánimo  rectificar  la 
declaración  que  acaba  de  hacer  el  Sr,  Presidente,  En 
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efecto,  con  el  dictamen  que  está  incluido  en  el  orden 
del  dia,  no  se  cubre  el  número  de  40  Diputados  cuyo 
cargo  es  compatible  con  el  de  funcionarios,  pues,  si 
no  estoy  equivocado,  ese  haria  el  número  39;  pero 
como  la  Comisión  de  incompatibilades  que  se  lia 
nombrado  en  esta  legislatura  no  ha  de  dictaminar 
ínterin  ese  dictámen  de  la  anterior  Comisión  se 
«pruebe  ó se  deseche  por  la  Cámara,  y como  si  no  es- 
toy mal  informado,  hay  otros  cinco  ó seis  Diputados, 
acerca  de  cuya  incompatibilidad  no  puede  caber  duda 
ninguna,  pero  es  menester,  según  la  letra  y el  espíritu 
do  la  ley,  que  desde  el  momento  eu  que  pasen  de  40 
los  funcionarios  compatibles,  se  proceda,  no  á dicta- 
minar sobre  su  compatibilidad,  sino  á lo  que  haya 
lugar,  en  vista  de  la  declaración  que  en  determinado 
plazo  deben  dar  los  interesados,  expresando  si  renun- 
cian al  cargo  público  que  desempeñan,  optando  por  la 
diputación,  yo  rogaría  al  Sr.  Presidente  que  tenien- 
do en  cuenta  que  hay  varios  Diputados  en  esa  situa- 
ción anómala  y excepcional,  pusiera  cuanto  antes  á 
discusión  el  dictámen  que  figura  en  el  órden  del  dia, 
1 orque  estoy  seguro  de  que  la  Comisión  que  tan  dig- 
namente preside  el  Sr.  Conde  de  Xiquena,  declarará 
las  vacantes  de  esos  Diputados,  si  no  hiciesen  la  re- 
nuncia del  otro  cargo  eu  el  tiempo  que  marca  la  ley, 
entendiéndose  cuando  no  la  hacen,  que  renuncian  al 
cargo  de  Diputados. 

El  otro  ruego  que  he  hecho  á 8.  S.,  es  el  de  que 
se  reproduzca  una  proposición  de  ley. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Queda  reproducida  la  pro- 
posición de  S.  S.  en  el  estado  que  tuviese  en  la  ante  • 
rior  legislatura. 

{Véase  el  Apéndice  vigésimoprimero  al  Diario  nú- 
mero 57.  sesión  del  i'J  de  Jalio  de  i 880.) 

Por  lo  demás,  el  Presidente  celebra  que  S.  8. 
haya  consignado  que  no  ha  habido  por  parte  de  la 
Mesa  ningún  olvido  del  Reglamento.  El  dictámen  de 
lá  Comisión  de  incompatibilidades  se  examinará  y 
resolverá  por  el  Congreso  inmediatamente,  y yo  no 
dudo  que  la  Comisión  actual,  que  es  extremadamente 
celosa  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes,  dará  esta 
satisfacción  á los  deseos  de  S.  S. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  señor 
Prieto  y Caules. 

EL  Sr.  PRIETO  Y CAULES:  lie  pedido  la  palabra 
para  suplicar  á la  Mesa  se  sirva  trasmitir  ai  señor 
Ministro  de  la  Gobernación  mi  ruego  de  que,  cuando 
llegue  el  dia  de  remitir  al  Congreso  el  expediente  do 
la  indemnización  á D.  Guillermo  Rolland,  por  los  su- 
puestos terrenos  tomados  á la  vía  pública  en  la  ronda 
¿ó  Santa  Bárbara,  teuga  la  bondad  de  no  omitir  el 
envío  del  dictámen  de  la  Comisión  provincial  contra 
el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  16  de  Abril  del  84, 
que  precedió  á la  resolución  aprobatoria  del  gober- 
nador de  esta  provincia. 

Interesa  la  remisión  de  ese  documento,  porque 
bcgun  he  leído  en  el  Extracto  oficial , el  Sr.  Fernandez 
Villaverde  tuvo  á bien  manifestar  que  eran  de  todo 
punto  inexactos  la  mayor  parte  de  los  hechos  que  yo 
aduje,  hechos  de  los  cuales  tuve  yo  conocimiento  por 
el  notabilísimo  dictamen  de  dicha  Comisión  provin- 
cial, que  ceñido  al  expediente  y en  breves  y sustan- 
ciosos resultandos  y considerandos,  no  solo  se  refiere 
á las  deficiencias  é informalidades  que  yo  apunté, 


sino  á otras  muchas  más,  porque  yo  me  concreté  á 
indicar  cómo  empieza  y cómo  acaba  ese  famoso  ex- 
pediente cu  su  larga  y accidentada  peregrinación  de 
más  de  veinte  años. 

Fundado  en  ese  dictámen,  cuya  remisión  suplico, 
debí  creer,  y creo  no  haber  incurrido  en  ninguna  de 
las  inexactitudes  que  me  atribuyó  el  Sr.  Villaverde, 
por  más  que  como  gobernador  de  Madrid  juzgara  que 
el  expediente  estaba  revestido  de  todas  las  solemni- 
dades y requisitos  apetecibles. 

Tengo  como  garantía  de  no  haberme  equivocado, 
el  hecho  de  que  al  terminar  mis  breves  observaciones, 
tuvo  la  bondad  de  acercarse  á mí  un  dignísimo  com- 
pañero perteneciente  á esa  mayoría,  coautor  del  dic- 
tamen, para  indicarme  su  conformidad  con  ruis  ma- 
nifestaciones; y por  cierto  que  ignoraba  yo  que  fuera 
coautor  del  dictámen,  como  ignoraba  que  el  Sr.  Vi- 
llaverde fuese  el  gobernador  que  dictó  la  resolución 
aprobatoria,  como  ignoro  quiénes  son  los  demás  fun- 
cionarios que  lian  intervenido  en  el  expediente,  por- 
que para  nada  me  interesaba  el  nombre  de  las  perso- 
nas, para  mí  siempre  muy  respetables;  de  lo  que  me 
ocupaba  era  de  las  cuestiones  de  hecho  y de  derecho 
que  entraña  el  expediente. 

Constituye  otra  garantía  para  mí  para  creer  no 
haberme  equivocado  y no  ser  inexacta  mi  apreciación 
de  la  incompetencia  del  gobernador  de  Madrid  para 
resolver  este  expediente  lo  ocurrido  con  posterioridad, 
puesto  que,  según  nos  dijo  el  Sr.  Ministro  de  la  Go- 
bernación, el  sucesor  del  Sr.  Villaverde,  después  de 
oir  al  Consejo  de  Estado  en  sesión  y en  pleno,  tuvo  á 
bien  anular  por  completo  el  expediente  y dar  órden 
para  que  se  instruyera  de  nuevo,  lo  cual  prueba  que 
no  estaría  sobrado  de  garantías... 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Señor  Diputado,  con  mo- 
tivo del  ruego  que  S.  S.  acaba  de  dirigir  al  Sr.  Minis- 
tro de  la  Cobernacion,  entiende  el  Presidente  haber 
dado  á S.  S.  la  latitud  posible,  permitiéndole  que  haga 
las  apreciaciones  que  ha  hecho.  Su  señoría  empieza  á 
entrar  en  consideraciones  que,  á juicio  del  Presiden- 
te, no  son  propias  de  este  momento.  Ruego,  pues,  á 
S.  S.  que,  si  no  tiene  que  hacer  otras  rectificaciones 
de  hecho,  se  sirva  terminar  sus  observaciones. 

El  Sr.  PRIETO  Y CAULES:  Deferente  á la  indi- 
cación del  Si*.  Presidente,  omito  las  demás  conside- 
raciones relativas  á las  apreciaciones  erróneas  que 
me  atribuyó  el  Sr.  Villaverde.  y terminaré  manifes- 
tando que  yo,  á pesar  de  todo,  celebraré  mucho  que 
en  su  dia  el  Sr.  Villaverde  pueda  demostrar  ante  el 
país  la  legalidad  de  su  resolución,  por  más  que  bien 
pudo  ofuscarse  su  clara  inteligencia  en  un  expedien- 
te tan  nutrido  de  documentos  contradictorios;  y dan- 
do mis  plácemes  á la  Liga  de  contribuyentes  por  ha- 
ber (lado  lugar  á que  ese  expediente  no  se  tuviera 
por  concluso,  pues  á pesar  de  que  supone  el  señor 
Villaverde  que  la  instancia  del  Marqués  de  Riscal 
carecía  de  condiciones  legales  de  forma  y de  fondo, 
merced  á ellas  pudo  S.  S.,  con  una  delicadeza  que  le 
honra  y que  yo  aplaudo,  en  vez  de  desestimarla  de 
plano  y constituirse  en  juez  y parte,  aprobando  como 
Ministro  aquel  acuerdo  que  como  gobernador  había 
tomado  y contra  el  cual  se  reclamaba,  pudo  remitirlo 
al  Conséjo  de  Estado,  y merced  á ella  se  dio  lugar  á 
que  luego  se  le  oyera  en  pleno  á instancia  de  su  su- 
cesor, y que  se  anulara  el  expediente  que  está  en  ca- 
mino de  rectificación,  lo  cual  puede  servir  de  ejem- 
plo para  todos  los  ciudadanos,  cuando,  aunque  tardía 
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é incompletamente,  tengan  noticia  el  * alguna  anoma- 
lía de  la  Administración,  en  vez  de  entregarse  á la- 
mentaciones estériles,  procuren,  usando  de  los  recur- 
sos legales,  abrir  camino  á la  Administración  misma 
para  que  puedan  corregirse  los  vicios  observados, 
como  yo  espero  cu  este  caso,  que  en  deñnitivase  rec- 
tificarán, evitando  lesiones  muy  considerables  á los 
intereses  del  pueblo  de  Madrid. 

EL  Sr.  SECRETARIO  (lbarra):  Se  pondrá  en  co- 
nocimiento del  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  el 
ruego  de  S.  S. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Quintana  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  QUINTANA:  Había  tenido  el  honor  de 
anunciar  al  Sr.  Ministro  de  Estado  que  en  la  sesión 
de  hoy  le  dirigiría  una  pregunta  sobre  un  asunto 
verdaderamente  interesante.  El  Sr.  Ministro  me  lia 
contestado  que  por  obligaciones  de  su  cargo  no  podía 
asistir;  pero  rogándome  al  propio  tiempo  que  hiciera 
las  indicaciones  y dirigiera  la  pregunta,  proponién- 
dose asistir  á última  hora  para  contestar  á lo  que  yo 
voy  á tener  el  honor  de  exponer. 

La  Cámara  recordará  la  luminosa  discusión  habi- 
da aquí  con  motivo  del  enyesado  de  nuestros  vinos. 
En  ella  hubieron  de  hacerse  indicaciones  de  los  abu- 
sos que  se  cometían  por  parte  de  la  Administración 
francesa  al  paso  de  aquel  producto  por  sus  aduanas; 
abusos  que  perjudican  grandemente  á nuestro  co- 
mercio do  exportación.  Estos  abusos  van  creciendo 
todos  los  dias;  el  Gobierno  francés,  interpretando  á 
su  manera  el  texto  de  las  convenciones,  y prescin- 
diendo en  absoluto  del  espíritu  que  informa  el  tratado 
de  comercio  celebrado  entre  España  y aquella  Nación, 
opone  cada  dia  nuevas  y más  graudes  dificultades  á 
la  entrada  de  nuestros  vinos.  Gervere,  primera  pobla- 
ción, fraucesa  que  se  encuentra,  siguiendo  la  línea  del 
ferro-carril  de  Tarragona-Barcelona-Francia,  con 
aduana  de  primera  ciase,  tiene  constantemente  llenos 
sus  andenes  de  vinos  procedentes  de  España,  hacina- 
dos y en  malas  condiciones  para  su  conservaciou.  Para 
su  libre  entrada,  es  necesario  que  aquella  Adminis- 
tración remita  antes  muestra  de  los  mismos  á Port- 
Vendres  (ciudad  situada  á más  que  regular  disLaucia), 
á fin  de  practicar  allí  un  análisis  incompleto , y si  su 
resultado  ofrece  dudas,  á juicio  del  operador  ó de 
quien  sea,  se  remiten  nuevamente  muestras  á París, 
á fin  de  ampliar  la  operación  y resolver  definitiva- 
mente. 

Estas  dilaciones,  como  comprenderán  los  señores 
Diputados,  son  de  tal  naturaleza  que  vienen  á impo- 
sibilitar (por  el  número  de  dias.  que  pasan  y por  las 
malas  condiciones  en  que  ios  vinos  están  en  la  esta- 
ción de  Gervere,  que  es  ai  aire  libre),  á imposibilitar 
completamente  las  facilidades  comerciales  y atacan 
estos  intereses,  ya  que  producen  como  resultado  que 
aquellos  vinos,  que  fueron  contratados  en  condi- 
ciones de  precio  en  el  dia  de  hoy,  ai  cabo  de  veinte 
ó treinta  dias,  cuando  llegan  al  mercado  de  París  si  es 
.que  llcgau  después  de  haberles  dado  el  pase,  han  va- 
riado las  condiciones  del  precio,  y de  aquí  nace  uu 
semillero  de  cuestiones  entre  compradores  y vende- 
dores, cuyo  resultado  final  es  con  frecuencia  la  pér- 
dida del  caldo. 

No  para  aquí  el  abuso.  lia  Administración  frau- 


cesa anuncia  con  frecuencia,  de  que  es  ejemplo  uno 
que  Lengo  á la  vista,  ia  venta  de  vinos  españoles  en 
la  forma  siguiente.  Piuego  al  Sr.  Presidente  me  dis- 
pense  si  soy  un  poco  extenso,  y leo  el  texto,  porque 
la  gravedad  del  asunlo  lo  exige.  Dice  el  Messager  du 
Midi  correspondiente  ai  29  de  Marzo  último: 

«El  30  de  Marzo  1887,  á las  cuatro  de  la  tarde 
se  venderán  en  el  depósito  de  aduanas  de  Gette,  en 
pública  subasta,  i 5 bocoyes  conteniendo  juntos  87 
hectolitros,  1 5 litros  de  vino  artificial , compuesto  de. 
una  mezcla  de  agua , de  alcohol , de  vino  y de  glucosa 
pesando  14  grados  7 décimas. 

La  venta  se  liará  en  un  solo  lote  y al  contado,  se 
verificará  á voluntad  del  compnuior,  ya  sea  pagando 
30  pesetas  por  liectólitro  de  alcohol  puro  por  los  de- 
rechos de  aduana  en  el  caso  que  se  destinen  al  cons^no) 
ya  para  reexportarlos  á los  tres  meses,  ó bien  para 
quedar  en  el  depósito  de  aduanas.» 

Omito  leer  lo  restante,  y solo  me  ocurre  pregun- 
tar qué  químico  extravagante  será  el  que  haya  dado 
esta  definición  que,  según  todas  las  reglas  de  la  cien- 
cia, se  aplica  exactamente  al  vino  de  uva,  y que  ellos 
quieren  interpretar  en  el  sentido  de  que  no  es  proce- 
dente del  jugo  de  la  uva  fresca . 

Yo  ruego  al  Sr.  Ministro  de  Estado  que  se  ocupe 
seria  y detenidamente  de  este  asunto,  y que  procure 
que  la  Administración  fraucesa  no  continúe  en  estos 
abusos,  siu  tomar  por  nuestra  parte  alguna  determi- 
nación, aunque  esta  sea  grave. 

Soy  muy  amigo  de  la  Francia,,  creo  haber  contri- 
buido en  la  escasa  medida  de  mis  fuerzas  y bajo  la 
dirección  de  uno  de  los  más  ilustres  Ministros  de  Fo- 
mento, el  Sr.  Conde  de  Toreuo,  ai  establecimiento  de 
estas  grandes  corrientes  comerciales  entre  España  y 
Francia;  pero  creo  que  por  esta  misma  razón  estoy 
en  el  caso  de  ser  más  duro  y severo  excitando  al  Go- 
bierno á que  exija  el  cumplimiento  por  parte  de 
aquella  Nación  amiga  de  los  múluos  compromisos 
del  tratado,  y que  no  ponga  á nuestro  comercio  en 
tales  condiciones,  (jue  todas  aquellas  ventajas  sean 
completamente  ilusorias,  matando  la  primera  y más 
principal  fuente  de  nuestra  riqueza.  Y si  persiste, 
adoptemos  en  represalia  justísima  iguales  procedi- 
mientos, que  no  han  de  faltar  en  la  aplicación  del  tra- 
tado á los  productos  franceses. 

Ruego  á la  Mesa  tenga  la  bondad  de  poner  en  co- 
nocimiento del  Sr.  Ministro  de  Estado  esta  mooion, 
reservándome  el  uso  de  la  palabra  por  si  S.  S.  se  sirve 
dar  las  explicaciones  convenientes.  Y ya  que  esloy  de 
pié,  voy  á dirigir  otra  pregunta  al  Sr.  Ministro  de 
Hacienda.  SienLo  que  no  se  encueutre  en  su  banco, 
pero  ayer  tuve  el  honor  de  anunciársela,  y el  asunto, 
que  es  grave,  no  puede  sufrir  aplazamiento.  También 
suplico  á ia  Mesa  se  sirva  ponerla  en  su  conocimien- 
to, para  que  si  asiste  á última  hora  á la  Cámara, 
pueda  contestarme.  La  prensa  de  Barcelona  se  lia 
ocupado  de  los  hechos  siguientes:  Ün  inspector  del 
timbre  ba  pedido  á la  Administración  de  contribu- 
ciones y rentas  de  Barcelona,  que  obligue  á pagar  á 
la  Sociedad  Centre  Católa,  por  pago  de  sellos  y multas, 
la  cantidad  de  107.532  pesetas.  Un  periódico  de  ios 
de  mayor  circulación  en  España  publica  ayer  el  si- 
guiente telegrama: 

«Barcelona  26,  á las  diez  y treinta  minutos  de  la 
noche. 

EL  inspector  del  timbre  ha  impuesto  uua  multa 
de  1.380.000  pesetas  á la  Sociedad  del  gas  Lebón. 
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Esta  Sociedad  lleva  sus  libros  con  arreglo  á lo 
dispuesto  en  la  ley. 

Los  comerciantes  é industriales  de  esta  capital 
están  indignados  del  proceder  del  inspector. 

La  prensa  de  Barcelona  censura  con  mucha  dure- 
za este  hecho,  sobre  el  cual  llama  la  atención  del 
Gobierno. — Moles . » 

Yo  ya  sé  que  el  inspector  del  timbre  no  puede 
imponerla  multa;  probablemente  el  corresponsal  del 
digno  periódico  á que  me  refiero  confundió  los  tér- 
minos, é indicó  que  el  inspector  había  aplicado  la 
multa,  cuando  lo  que  habría  hecho  era  exactamente 
lo  mismo  que  lo  que  hizo  con  el  Centre  Caíala , es  de- 
cir, pedir  i la  Administración  que  le  impusiera  la 
multa  formando  el  oportuno  expediente.  Sé  también 
que  en  esos  expedientes  hay  que  oir  siempre  á la  parte 
interesada;  pero  me  hago  cargo  de  lo  que  ha  motiva- 
do la  justa  alarma  del  comercio  de  Barcelona.  Si  si- 
gue el  inspector  del  timbre  por  este  camino,  en  breve 
plazo  la  série  de  expedientes  va  á ser  lan  considera- 
ble que  todo  el  comercio  de  Barcelona  estará  incluido 
cu  ellos  y la  cifra  reclamada  será  superior  á su  activo. 

Ruego  ai  Sr.  Ministro  de  Hacienda  que  se  entere 
del  caso,  y que  no  espere  la  venida  al  Ministerio  de 
los  expedientes  de  referencia.  No  ignoro  que  la  ley 
del  timbre  es  harto  más  que  severa,  que  es  tiráni- 
ca ó abusiva  en  algunos  puntos,  y no  quiero  decir  si 
el  inspector  obró  bien  ó mal  al  proponer  estas  mul- 
tas, aunque  lo  exagerado  de  las  cifras  es  harto  elo- 
cuente. A la  consideración  de  los  Sres.  Diputados  no 
escapará  que  siendo  aquellas  de  tal  importancia, 
prueban  cuando  ménos,  si  fueren  bien  aplicadas,  que 
la  ley  es  abusiva;  y como  de  aplicarla  á todo  el  mun- 
do con  el  mismo  rigor  resultaría  un  sério  abuso  y 
una  gran  perturbación,  mi  súplica  al  Sr.  Ministro  es 
que  se  entere  detalladamente,  y ya  que  la  Comisión 
de  presupuestos  se  ocupa  en  la  actualidad  en  la  re- 
forma de  la  ley  del  timbre,  si  la  ley  resulLa  abusiva 
y el  inspector  propone  bien  las  multas,  suspenda  aquél 
la  resolución  de  estos  expedientes,  hasta  tanto  que  la 
ley  se  modifique,  á ñn  de  que  el  comercio  de  Barce- 
lona y el  de  otras  partes  no  resulte  perjudicado  y 
tenga  que  apelar  á estos  expedientes  siempre  enojo- 
sos, que  causan  molestias  á los  interesados  y que  en- 
torpecen la  buena  marcha  administrativa. 

Si  la  imputación  es  la  que  resulta  abusiva,  y es 
el  inspector  el  que,  faltando  ásus  deberes,  interpreta 
la  ley  en  este  sentido,  ya  sé  yo  que  el  Sr.  Ministro  de 
Hacienda  impondrá  pronto  y enérgico  correctivo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (lbarra):  Se  pondrán  en  co- 
nocimiento de  los  Sres.  Ministros  los  ruegos  de  S.  S. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  señor 
Suarez  Inclán. 

El  Sr.  SUAREZ  INCLAN:  La  lie  pedido  para  so- 
licitar del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  que  se  sirva  dis- 
poner que  con  la  presteza  posible  sean  remitidos  á 
esta  Cámara  varios  documentos  que  considero  de  in- 
terés para  el  instante  en  que  llegue  á discutirse  el 
proyeto  de  ley  referente  á la  constitutiva  del  ejérci- 
to. Esos  documentos  son  los  siguientes... 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Si  S.  S.  no  quiere  moles- 
tarse en  leerlos,  puede  dar  la  ñola  á los  señores  ta- 
quígrafos. 

El  Si*.  SUAREZ  INCLAN:  Está  bien,  y así  lo 
haré,  Sr.  Presidente.  í 


Se  refieren  todos  ellos  al  Cuerpo  de  Estado  Mayor, 
y el  más  imxioríante  á una  reforma  de  carácter  esen- 
cial relativa  á la  organización  de  este  Cuerpo,  pre- 
sentada por  su  Junta  facultativa  en  el  ano  de  1881, 
y que  á pesar  de  tener  grande  importancia,  duerme, 
á lo  que  parece,  buen  sueño  entre  polvorientos  lega- 
jos allá  en  los  archivos  del  Ministerio  de  la  Guerra; 
y como  el  Sr.  Ministro  no  se  halla  presente,  ruego  á 
la  Mesa  lo  ponga  en  su  conocimiento. 

El  Sr.  SECRETARIO  (lbarra):  Se  pondrá  en  co- 
nocimiento del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  el  ruego 
de  S.  S.» 

La  nota  facilitada  por  el  Sr.  Suarez  Inclán  dice  así: 

1. °  Proyecto  de  reforma  presentado  por  la  Junta 
facultativa  del  Cuerpo  de  Estado  Mayor  en  1881. 

2. °  Relación  de  los  trabajos  existentes  en  el  De- 
pósito de  la  Guerra  en  sus  tres  secciones:  histórica, 
geográfica  y estadística. 

3. °  Relación  de  las  Memorias  reglamentarías  pre- 
sentadas por  los  jefes  y oficiales  de  Estado  Mayor 
desde  1880  hasta  la  fecha. 

4. °  Plan  de  estudios  propuesto  recientemente  por 
la  Academia  del  mismo  Cuerpo  para  los  alumnos  ele 
la  Escuela  de  aplicación,  y que  debe  existir  en  la  Di* 
reccion  general  de  instrucción  militar. 


Se  mandó  pasar  á la  Comisión  de  presupuestos 
una  instancia,  presentada  por  el  Sr.  Montalvo  y Vega, 
(le  los  profesores  auxiliares  de  los  Institutos  de  esta 
corte  solicitando  se  les  consigne  en  los  mismos  algún 
sueldo  ó gratificación. 


ORDEN  DEL  DIA. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  discusión  sobre 
el  proyecto  de  ley  estableciendo  el  juicio  por  jurados 
para  determinados  delitos.  [Víase  el  Apéndice  primero 
al  Diario  nvm.  42,  sesión  de  10  de  Marzo  i\ltimo\ 
Diario  nvm . 73,  sesión  del  21  de  Abril ; Diario  nú- 
mero 74,  sesión  del  22  de  ídem:  Diario  nvm.  75,  sesión 
del  23  de  idem\  Diario  núm.  76,  sesión  del  25  de  ídem; 
Diario  núm.  77,  sesión  del  26  de  idem,  y Diario  número 
78,  sesión  del  27  de  idem.) 

El  Sr.  Pacheco  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  PACHECO:  Señores  Diputados,  cuando  In-  • 
terrumpí  mi  discurso  ayer,  estaba  examinando  el  pun- 
to importantísimo  de  la  estimación  de  las  pruebas,  y 
de  la  forma  en  que  esta  estimación  había  de  hacerse. 
Sostenía  yo  acerca  de  este  punto  la  doctrina,  confor- 
me con  los  últimos  adelantos  de  la  ciencia  y con  la 
opinión  de  los  publicistas  más  calificados  que  se  ocu- 
pan en  esas  materias,  que  la  estimación  de  las  prue- 
bas dehe  encomendarse  á la  libre  conciencia  de  los 
jueces,  y derivaba  yo  de  esta  teoría,  que  no  solamente 
ha  sido  sancionada  por  la  ciencia  y por  los  juristas, 
sino  que  tiene  hoy  en  su  favor  la  legislación  de  la  in- 
mensa mayoría  de  los  pueblos  cultos,  y muy  princi- 
palmente la  de  nuestro  país;  derivaba  yo,  como  digo,' 
de  esta  teoría,  la  necesidad  de  establecer  el  Tribunal 
del  Jurado  en  los  términos  en  que  lo  proponen  el  pro- 
yecto de  ley  que  lia  presentado  á la  deliberación  de 
| las  Cámaras  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  y el 
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dictámen  de  la  Comisión  parlamentaria  de  que  tengo 
el  honor  de  formar  parte,  y discutiendo  sobre  las  con- 
secuencias naturales  de  esta  deducción  que  yo  hacía, 
trataba  de  demostrar  que  los  jueces  de  hecho,  que  los 
jurados  no  solamente  son  aptos  para  la  estimación  de 
las  pruebas,  sino  que  son  más  aptos  que  los  mismos 
jueces  de  derecho,  que  la  magistratura  togada.  Y en 
este  orden  de  razonamientos,  en  el  curso  del  exámen 
mismo  de  este  principio,  yo  encontraba  á mi  paso  el 
cargo  dirigido  por  los  impugnadores  del  Jurado',  que 
consiste  en  los  supuestos  errores  que  según  afirman 
ha  cometido  esta  institución,  y examiné  y refuté  ese 
cargo  do  la  manera  que  tuvieron  la  bondad  de  oir  los 
S res.  Diputados. 

Libre  ya,  por  consiguiente,  de  ese  cargo,  puedo 
continuar  examinando  el  mismo  principio,  desenvol- 
viendo sus  consecuencias  y resultados,  y encuentro 
que  no  solo  por  virtud  de  ese  principio  queda  con- 
testada y desvanecida  la  supuesta  ignorancia  general 
del  Jurado  para  entender  en  las  cuestiones  que  se  le 
someten;  que  no  solo  queda  contestado  el  argumento 
de  la  supuesta  ignorancia  particular  del  Jurado  en  lo 
relativo  á las  cuestiones  de  derecho,  sino  que  queda 
también  contestado,  y yo  procuraré  decir  en  qué  forma 
se  aduce  esa  contestación,  todo  lo  que  se  refiere  á la 
distinción  entre  el  hecho  y el  derecho;  distinción  que 
es  uno  de  los  puntos  más  importantes  que  hay  que 
ventilar  cuando  se  trata  de  los  problemas  que  plan- 
tea el  restablecimiento  del  Jurado,  y acerca  del  cual 
tengo  para  mi  que  se  han  dejado  correr  verdaderos 
errores  por  extremar  las  afirmaciones  hechas  acerca 
de  este  punto. 

El  fuudamento  del  Jurado  no  está  para  mí  en  la 
distinción  entre  el  hecho  y el  derecho:  creo  que  esa 
distinción,  que  es  posible  en  los  términos  que  tendré 
el  honor  de  exponer  á la  consideración  de  la  Cámara, 
ha  podido  determinar  y ha  determinado  seguramente 
la  estrategia  de  los  partidarios  del  Jurado,  estrategia 
qué  ha  facilitado  la  introducción  de  este  modo  de  pro- 
ceder en  las  legislaciones  modernas;  pero  creo  que 
esta  distinción  no  encierra  la  base  del  Jurado  poraue 
ya  me  han  oido  los  Sres.  Diputados  repetir  que  el  Ju- 
rado no  es  más  que  una  consecuencia  de  toda  la  |®rio 
de  reformas  introducidas  en  la  ciencia  del  derecho 
penal  y como  el  coronamiento  de  todos  esos  notables 
progresos  realizados  especialmente  en  lo  que  va  de 
siglo.  Pero  es  que  aun  cuando  no  sea  esa  distinción 
el  fundamento  del  Jurado,  es  un  punto  de  vista  muy 
importante  ai  examinar  la  cuestión;  y en  ese  sentido 
podemos  entrar  á examinarla  sin  ningún  género  de 
inconvenientes. 

Desde  luego  no  hay  necesidad  de  decir,  porque  los 
Sres.  Diputados  lo  saben  muy  bien,  y no  creo  que  haya 
nadie  que  sostenga  lo  contrario,  que  la  distinción  ab- 
soluta, perfecta  y completa  enlre  el  hecho  y el  dere  - 
cho es  completamente  imposible;  loque  hay  es  que 
en  todo  delito,  en  todo  proceso  hay  elementos  de  he- 
cho, hay  elementos  de  derecho,  y hay  elementos  que 
pudiéramos  llamar  mixtos  (pie  participan  de  la  na- 
turaleza de  unos  y otros,  como  hay  elementos  de  he- 
cho, que  son  elementos  morales  al  mismo  tiempo. 

Los  elementos  de  hecho  son  aquellos  hechos  ma- 
teriales que  constituyen  necesaria  y forzosamente  la 
liase  de  todo  el  procedimiento,  porque  son  los  actos 
materiales  ejecutados  por  el  delincuente  que  se  lleva 
ante  los  tribunales.  Después  clel  exámen  de  estos  actos 
materiales,  viene  la  cuestión  de  la  imputabilidád;  es 


decir,  la  cuestión  de  averiguar  y de  saber  y de  deter- 
minar la  intención  de  los  autores  de  los  hechos,  el 
grado  de  intención  que  los  autores  de  los  hechos  pu- 
sieron en  la  ejecución  de  los  mismos;  cuestión  que  no 
es  exclusivamente  de  hecho,  que  tiene  al  lado  de  ele- 
mentos de  hecho  elementos  morales  que  hay  que  apre- 
ciar. Después  viene  la  calificación,  en  la  cual  existen 
elementos  de  hecho  y elementos  de  derecho,  porque 
la  calificación  no  es  más  que  la  relación  entre  el  he- 
cho y el  derecho.  Por  manera,  que  en  todo  procedi- 
miento criminal  hay  esta  diversa  clase  de  elementos. 
¿Es  posible  distinguir  estos  elementos?  Es  decir,  ¿es 
exacta  la  doctrina  que  sostienen  los  partidarios  del 
Jurado  al  afirmar  que  éste  tiene  mayor  aptitud  que 
los  jueces  de  derecho  para  conocer  de  los  hechos,  por- 
que los  hechos  pueden  presentarse  á su  vista  con  in- 
dependencia del  derecho?  Sí,  indudablemente;  esto  no 
puede  negarse  de  ninguna  manera,  y qne  no  puede 
negarse  de  ninguna  manera,  que  es  palpable,  lo  com- 
prenderán los  Sres.  Diputados  si  reparan  en  todo  lo 
que  constituye  el  tesoro  de  nuestra  jurisprudencia 
criminal.  Acudan  á él  los  Sres.  Diputados  que  lo  du- 
den, y verán  como  en  una  y en  otra  sentencia,  du- 
rante larga  séric  de  años,  aparecen  en  los  resultandos 
y considerandos  de  las  sentencias,  perfectamente  dis- 
tinguidos, en  lo  que  es  posible  distinguirlos,  estos 
elementos.  Por  consiguiente,  yo  oía  con  asombro  de- 
cir, como  se  decía  al  principio  de  esta  discusión,  que 
sería  imposible  que  nuestros  magistrados,  que  los 
presidentes  de  los  jurados  pudieran  proponer  á los 
jurados  mismos  las  cuestiones  de  hecho,  y que  pudie- 
ran distinguir  las  cuestiones  de  hecho  de  las  de  de- 
recho. ¡Pues  si  esos  magistrados  apenas  han  hecho 
otra  cosa  en  su  vida  que  distinguir  el  hecho  del  de- 
recho y poner  los  hechos  en  los  resultandos  y el  de- 
recho en  los  considerandos!  Para  mí  esto  es  elemen- 
tal. y basta  el  sentido  común  para  comprender  todo 
el  alcance  de  este  argumento. 

Y ya  establecida  la  distinción  posible  entre  los  he- 
chos y el  derecho,  ¿quién  duda  que  aquello  que  se  so- 
mete á la  apreciación  del  Jurado,  se  le  somete  porque 
se  cree,  y se  cree  con  fundamento  que  el  Jurado  tiene 
mayor  aptitud  para  resolverlo  que  los  tribunales  de 
derecho?  ¿Pues  qué  es  lo  que  se  somete  á la  decisión 
del  Jurado?  Cuando  sometamos  á discusión  el  artículo 
referente  á las  preguntas  que  han  de  hacerse  al  Jurado 
ahondaremos  más  en  la  cuestión;  pero  ahora,  desde 
el  punto  de  vista  en  que  es  necesario  examinar  la 
cuestión  en  este  debate  de  totalidad,  podemos  antici- 
par algunas  indicaciones,  y esas  indicaciones  serán, 
á mi  juicio,  bastantes  para  determinar  la  verdad  de 
este  punto.  ¿Quién  duda  que  el  Jurado,  que  conoce 
perfectamente  el  lugar  donde  se  cometió  el  delito,  que 
conoce  perfectamente,  y mejor  que  el  juez  de  derecho, 
á las  personas  que  intervinieron  en  el  delito,  que  cono- 
ce perfectamente  á los  testigos  que  vienen  á deponer 
acerca  de  la  verdad  de  los  hechos,  puede  apreciar  me- 
jor, puede  estimar  mejor  las  pruebas  que  el  juez  de 
derecho,  cuando  se  refieren  las  pruebas,  como  han  de 
referirse  exclusivamente,  á dos  cosas:  á los  hechos 
materiales  en  sí  mismos,  ó á la  impu labilidad?  ¿Quién 
puede  dudarlo?  Pues  qué,  ¿quién  duda  que  la  inmensa 
mayoría  de  nuestros  jueces,  á quienes  un  precepto  de 
la  ley  obliga  á que  no  tengan  raíces  en  la  localidad 
donde  administren  justicia,  que  han  de  ser  en  cierta 
manera  extraños  á ella,  porque  la  ley  prohibe  á los 
jueces  que  administren  justicia  en  el  pueblo  en  que 
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tengan  intereses  ó en  que  hayau  nacido;  quién  duda 
que  los  jueces  de  derecho,  extraños  por  completo  ai 
conocimiento  de  la  localidad,  de  las  persouas  y de  las 
cosas  no  pueden  apreciar  en  sus  últimas  manifesta- 
ciones, en  esas  manifestaciones  que  verdaderamente 
contribuyen  á llevar  la  convicción  al  ánimo,  la  ver- 
dad de  las  pruebas  que  se  presentan,  cuando  las  prue- 
bas consisten  en  declaraciones,  y cuando  para  apre- 
ciar esas  declaraciones  es  necesario  y conveniente,  no 
solo  ver  á ios  testigos,  y en  esto  está  fundada  preci- 
samente la  doctrina  de  la  oralidad  de  los  juicios,  no 
solo  oir  á los  testigos  y al  procesado,  sino  conocerlos, 
saber  de  antemano  la  forma  de  expresión  que  tienen 
aquellas  personalidades,  de  qué  manera  aciertan  siem- 
pre á indicar  sus  sentimientos,  sus  ideas,  sus  propó- 
sitos, sus  convicciones,  lo  que  han  pensado,  io  (pie 
han  visto,  lo  que  han  querido?  Resulta,  Sres.  Diputa- 
dos, que  el  juez  de  derecho,  que  es  extraño  completa- 
mente, que  tiene  que  ser  extraño  por  las  condiciones 
mismas  de  nuestra  legislación,  fundadas  en  un  pre- 
cepto cuya  bondad  no  creo  que  se  discuta  aquí,  deja 
mucho  que  desear  para  lo  que  puede  hacer  el  juez  de 
hecho  en  este  asunto. 

¿Y  la  imputabilidad,  es  decir,  y aquellos  elemen- 
tos en  parte  morales  y en  parte  de  hecho  que  se  so- 
meten á la  institución  del  Jurado?  Pues  la  imputabi- 
lidad es  una  cuestión  de  conciencia,  y no  una  cuestión 
de  ciencia.  El  Sr.  Pidal  decia  acerca  de  este  punto,  y 
decia  con  razón:  ¿Cuántos  problemas  filosóficos,  jurí- 
dicos, políticos,  éticos  y de  toda  especie  hay  en  una 
cuestión  de  imputabilidad?  Es  verdad,  sucede  en  esto 
algo  de  lo  que  ocurre  con  Las  matemáticas.  Cuando 
nos  elevamos  á las  regiones  del  cálculo  para  resolver 
problemas  verdaderamente  trascendentales,  es  nece- 
sario para  abrazarlos  y para  apreciarlos,  tener  una 
aérie  de  conocimientos  científicos  que  pocas  personas 
alcanzan;  pero  las  matemáticas  para  las  necesidades 
de  la  vida,  están  reducidas  á la  suma  y á la  resta,  y 
el  que  sabe  sumar  y restar  sabe  todas  las  matemáti- 
cas que  le  cumplen  para  sn  provecho  particular.  Pues 
lo  mismo  ocurre  con  las  cuestiones  de  imputabilidad. 
Para  discutir  las  cuestiones  de  imputabilidad,  las 
cuestiones  que  afectan  á la  imputabilidad  en  el  alto 
terreno  que  señalaba  el  Sr.  Pidal,  es  indudable  que  se 
necesita  tener  presentes  todos  esos  datos;  pero  para 
apreciar  si  es  voluntaria  ó no  lo  es  la  acción  de  una 
persona  á quien  se  conoce  y á cuyo  lado  se  vive;  para 
saber  si  procedió  con  intención  ó sin  ella;  para  saber 
por  la  forma  en  que  se  expresa,  si  dice  verdad,  ¿qué 
necesidad  hay  de  conocer  todos  esos  probLomas  y to- 
das esas  altas  cuestiones,  y de  tener  toda  esa  ciencia? 
Si  las  cuestiones  de  imputabilidad  no  pudieran  ser 
resueltas  más  que  por  los  que  dominaran  en  absoluto 
todos  esos  problemas,  resultaría  que  únicamente  unas 
cuantas  personas  en  cada  país  serían  las  únicas  á 
quienes  se  pudieran  someter  los  casos  particulares 
que  se  suscitasen  respecto  de  la  imputabilidad,  y no 
es  así.  Las  cuestiones  de  imputabilidad  en  los  tér- 
minos que  se  presentan  á los  tribunales  de  justicia, 
son  cuestiones  de  pura  conciencia.  Aun  cuando  se 
trate  de  los  pueblos  más  apartados  de  la  vida  civili- 
zada de  los  grandes  centros;  aun  cuando  se  trate  de 
los  pueblos  á donde  ménos  lia  llegado  la  ilustración 
de  los  grandes  centros  y las  luces  de  la  ciencia  y de 
la  cultura  de  nuestro  siglo,  ¿quién  duda  que  allí  sa- 
ben á qué  atenerse  los  unos  respecto  de  los  otros, .que 
todos  pueden  vivir  y tratarse  y entenderse  perfecta- 


mente, sabiendo  cuándo  se  dicen  la  verdad  y cuándo 
se  engañan,  y que  estas  menudencias  de  la  imputa- 
bilidad se  conocen  tan  perfectamente  como  puede  co- 
nocerlas, mejor  quizá  que  puede  conocerlas  el  sábio 
más  abismado  en  sus  estudios  á quien  la  sistemati- 
zación y la  generalización  de  sus  ideas  pone  muchas 
veces  una  venda  para  que  no  pueda  conocer  y apre- 
ciar con  exactitud  las  particularidades  y los  porme- 
nores que  en  la  vida  cuotidiana  se  presentan? 

La  estimación  de  las  pruebas,  y con  esto  conclu- 
yo lo  que  he  tenido  que  decir  acerca  de  este  punto 
importantísimo,  es  una  cuestión  paramente  de  con- 
ciencia. Para  estimar  las  pruebas  no  se  necesita  ab- 
solutamente nada  más  que  una  conciencia  sana.  Aun 
cuando  hay  indudablemente  tratadistas  que  han  sos- 
tenido que  el  Jurado  es  más  asequible  á la  corrup- 
ción que  lo  son  los  jueces  de  derecho,  yo  acerca  de 
este  punto  delicadísimo  solo  he  de  decir  muy  pocas 
palabras. 

Yo  considero  que  tanto  los  jurados  como  los  jue- 
ces de  derecho,  son  producto  y reflejo  de  la  sociedad 
en  que  viven  y donde  existen,  y creo  que  en  la  mis- 
ma proporción  pueden  encontrarse  en  el  cuerpo  ge*' 
neral  de  jurados,  que  en  el  cuerpo  general  de  jue- 
ces de  derecho  ios  hombres  que  falten  á los  deberes 
que  les  imponga  su  conciencia,  y por  consiguiente, 
que  tan  asequibles  han  de  ser  los  unos  como  los  otros 
á la  corrupción  y á ios  medios  de  torcer  esa  concien- 
cia misma,  y que  si  acaso  hay  ventajas  de  alguna 
parte,  sin  que  esto  sea  dicho,  ni  mucho  ménos,  en 
ofensa  de  la  magistratura,  porque  yo  no  he  de  pro- 
nunciar palabra  ninguna  que  pueda  ofenderla,  si 
acaso  hay  ventajas,  será  en  beneficio  de  loa  jurados, 
porque  el  procedimiento  á que  se  sujeta  su  acción  y 
la  forma  misma  de  su  nombramiento,  que  no  tiene 
una  condición  permaneute,  sino  accideutal,  les  aleja 
mucho  más  de  este  propósito  de  corrupción  que  se 
trata  de  impedir. 

Resulta,  pues,  que  buscando  únicamente  hombres 
de  conciencia  sana,  y teniendo  que  proponerles  cues- 
tiones para  las  cuales  basta  tener  conciencia  recta, 
es  preferible  el  jurado  al  juez  de  derecho,  porque 
como  os  he  demostrado  en  este  largo  discurso  el  es- 
píritu, el  ánimo  del  jurado  está  exento  de  preocupa- 
ciones, mucho  más  exento  que  el  ánimo  del  juez  de 
derecho;  y,  además,  por  las  condiciones  mismas  de  la 
organización  de  ese  cuerpo  de  jurados,  su  indepen- 
dencia está  más  garantizada  que  la  independencia  del 
juez  de  derecho,  acerca  de  la  cual  históricamente 
considerado  el  asunto,  ya  sabéis  á qué  ateneros,  y no 
tengo  necesidad  de  repetir  lo  que  tantas  veces  ha- 
bréis oído. 

Por  lo  tanto,  Sres.  Diputados,  ya  tenéis  aquí  ex- 
puestos tal  como  los  entiendo  la  Comisión  encargada 
de  dar  dictamen  sobre  este  proyecto  de  ley  los  fun- 
damentos de  la  institución  que  se  trae  al  debate. 

¿Queréis  vosotros,  Sres.  Diputados,  de  acuerdo 
con  ios  últimos  progresos  (le  la  ciencia,  que  en  el 
procedimiento  se  acepten  y se  desenvuelvan  todas  las 
consecuencias  de  la  teoría  de  la  individualización  del 
delito?  i Ah!  pues  entonces,  votad  el  proyecto  de  ley 
del  Jurado,  porque  el  Jurado  os  da  las  mayores  ga- 
rantías posibles  de  que  cada  delito,  cada  delincuente, 
han  de  ser  considerados  en  el  procedimiento  y ante  los 
tribunales  como  un  caso  individual,  precisamente 
cumpliendo  todas  las  consecuencias  y todos  los  des- 
arrollos de  esa  teoría  que  habéis  proclamado  y que  es 
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indudablemente  una  de  las  más  grandes  conquistas 
del  derecho  penal.  ¿Queréis  llevar  á sus  últimas  con- 
secuencias el  principio  acusatorio?  ¿Estáis  convenci- 
dos, como  indudablemente  lo  estáis,  como  lo  está 
todo  el  mundo,  de  que  á la  sociedad,  de  que  al  Esta- 
do, de  que  á la  colectividad  social  interesa  que  la 
justicia  se  administre  en  esa  forma,  de  suerte  que  los 
tribunales  sean  meramente  pasivos,  de  suerte  que  los 
tribunales  no  tengan  interés  ninguno  ni  en  la  conde- 
na ni  en  la  absolución  del  procesado?  ¡Ah!  pues  enton- 
ces, id  al  Jurado,  porque  allí  solo  encontrareis  los 
elementos  necesarios  para  este  desarrollo  del  princi- 
pio acusatorio  y para  obtener  completamente  las 
grandes  ventajas  que  en  ese  principio  se  buscan. 

¿Es  que  queréis  que  prevalezca  la  doctrina  de  la 
oralidad  de  los  juicios,  y que  creeis  que  lo  importante 
en  el  proceso  es  el  juicio?  ¿Estimáis  necesario  repro- 
ducir la  imágen  del  crimen  ante  el  tribunal,  y que  el 
tribunal,  á la  vista  de  esa  imágen  del  crimen,  ex- 
prese, conforme  á su  conciencia,  la  impresión  que  en 
las  conciencias  honradas  y sanas  produce  la  imágen 
del  delito?  Pues  votad  la  institución  del  Jurado,  por- 
que es  la  que  más  os  asegura  y garantiza  que  se  cum- 
plirá en  todas  sus  condiciones  este  principio  de  la 
oralidad  de  los  juicios.  ¿Es,  por  último,  Sres.  Diputa- 
dos, que  aceptáis  que  la  estimación  de  las  pruebas 
lia  de  encomendarse  absolutamente  á la  conciencia 
del  juez,  y desecháis  toda  regla  anterior  y artificial 
de  esa  prueba?  Pues  id  á buscar  esa  conciencia  que 
lia  de  estimar  la  prueba,  en  el  cuerpo  general  de  ios 
jurados,  y encontrareis  mayores  ventajas  que  si  so- 
metéis esa  estimación  de  las  pruebas  al  tribunal  de 
derecho.  De  manera,  que  ya  veis  de  qué  suerte  viene 
á ser  el  Jurado  el  coronamiento  de  estas  grandes  re- 
formas, y viene  á darnos  el  durado  el  planteamiento 
de  todos  los  grandes  progresos  que  se  han  realizado 
en  el  derecho  penal  y en  el  procedimiento  criminal, 
durante  el  siglo  presente  y el  último  siglo.  Por  eso 
yo,  cuando  ayer  os  hablaba  de  ilustres  conservadores 
que  han  sostenido  la  mayor  parte  de  estos  principios, 
os  decia:  Señores  Diputados,  esos  conservadores  no 
han  combatido  el  Jurado  como  ahora  lo  combatís 
vosotros. 

Y me  fundaba  para  esto,  más  que  en  el  texLo  mis- 
mo de  las  afirmaciones  contenidas  en  los  trabajos  de 
esos  ilustres  jurisconsultos  conservadores,  en  el  es- 
píritu que  late  en  el  londo  de  esas  observaciones,  por- 
que ai  ver  yo  que  hace  cincuenta  años  la  mayor  parte 
de  los  tratadistas  conservadores  que  aquí  nieucioiio 
sostenían  todos  estos  grandes  principios;  al  ver  que 
sometían  á la  conciencia  del  juez  la  estimación  de  las 
pruebas,  que  proclamaban  el  principio  acusatorio  y 
que  defendían  la  individualización  del  delito,  decia:  si 
esos  grandes  escritores  que  hace  cincuenta  anos  pro- 
clamaban lales  principios  pudieran  ver  hoy  cuáles 
eran  las  consecuencias  y hasta  qué  punto  habian  lle- 
gado en  su  desarrollo  estos  principios,  no  negarían, 
como  negáis  vosotros,  sus  consecuencias  y sus  resul- 
tados; no  negarían,  como  negáis  vosotros,  el  Jurado. 

En  estos  principios,  Sres.  Diputados,  y de  esta 
manera,  traemos  nosotros  á la  consideración  de  la  Cá- 
mara y pedimos  al  Parlamento  el  restablecimiento 
del  Jurado,  que  no  es,  como  decia  el  Sr.  Pidal  y Mon, 
el  Jurado  de  la  desconfianza,  no;  el  Sr.  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia,  en  las  consideraciones  que  expuso  aquí 
contestando  á los  apasionados  é insistentes  ataques 
del  Sr.  Pidal  y Mon,  ya  os  dijo  de  qué  manera  había 


llegado  él,  que  piulo  en  otras  ocasiones  no  prensar 
acerca  del  Jurado  de  la  misma  manera  que  piensa  el 
Diputado  que  tiene  la  honra  de  dirigiros  la  palabra 
por  ejemplo,  de  qué  manera  había  llegado  á convenir 
en  la  necesidad  de  traer  esa  institución  y de  estable- 
cerla. 

Pues  bien;  yo  os  digo  que  ese  mismo  origen,  pa. 
triólico,  grande,  levantado,  que  no  merece  sino  aplau- 
sos; que  esc  mismo  origen  tiene  el  dictámen  que  os 
presentamos  aquí,  y que  ha  podido  parecer,  á los  ojos 
del  Sr.  Pidal  y Mon,  suspicaces  en  este  punto;  que  ha 
podido  parecer  á S.  S.,  en  este  punto  animado  del  de* 
seo,  muy  natural  eu  todas  las  oposiciones,  de  produ- 
cir en  el  seno  de  la  mayoría  cierta  especie  de  disen- 
timientos, ha  podido  parecerle  un  Jurado  de  la  des- 
confianza. No  lo  es;  no  es  un  Jurado  de  la  desconfianza; 
es,  ante  todo,  uno  de  los  Jurados  más  liberales  que  se 
conocen:  y yo  desafío  á los  Sres.  Diputados  de  la  mi- 
noría conservadora  á que  en  lo  que  se  refiere  á las 
bases  fundamentales  del  dictámen  que  nosotros  pre- 
sentamos, nos  traigan  ejemplos  de  otros  países  donde 
se  llegue  á conclusiones  más  liberales  que  las  con- 
clusiones á que  nosotros  llegamos,  habida  cuenta  de 
todas  las  consideraciones  que  hay  que  tener  presentes 
cuando  se  discute  una  cuestión  de  éstas.  No;  no  es  el 
Jurado  de  la  desconfianza:  lo  que  es,  es  un  Jurado 
imaginado  con  paternal  amor  y con  cariñosa  solicitud, 
lo  mismo  por  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  que 
por  la  Comisión,  la  cual  ha  querido  evitar,  acordes  en 
esto,  como  en  todo,  los  individuos  que  la  forman, 
cuanto  pudiera  comprometer,  cuanto  pudiera  poner 
en  peligro  la  vida  del  Jurado  en  lo  sucesivo.  Y por 
eso,  algunos  de  los  individuos  de  la  Comisión  misma 
han  refrenado,  y los  han  refrenado  con  muchísimo 
gusto,  sus  impulsos,  que  quizá  les  llevaran  á afirmar 
y á sostener  soluciones  más  avanzadas  en  algunos 
puntos,  porque  no  han  querido,  por  rendir  un  tributo 
en  el  momento  á la  consecuencia  de  sus  ideas,  no  han 
querido  poner  en  peligro  y comprometer,  como  os  lie 
dicho,  la  vida  del  Jurado. 

Y por  esto  el  Jurado  no  juzgará  de  toda  especie 
de  delitos,  porque  sería  preciso  para  que  esto  suce- 
diera una  distinta  organización  judicial,  que  ahora 
no  puede  establecerse,  y que  quizá  más  adelante  so 
establezca:  por  esto  se  han  detenido  al  examinar  el 
problema  de  la  calificación  y lo  han  sometido  en  ab- 
soluto y por  completo  á los  tribunales  de  derecho,  sin 
dejar  para  el  Jurado  ni  siquiera,  como  tiene  el  Jurado 
de  otros  países,  la  calificación  arbitraria  de  las  cir- 
cunstancias atenuantes:  porque  no  se  ha  querido,  re- 
pito, poner  en  peligro  la  vida  del  Jurado,  porque  so 
ha  querido  hacer  un  ensayo  del  Jurado,  de  taL suerte 
que  respetándose  como  están  respetados  en  este  dic- 
tamen los  principios  fundamentales,  no  sea  posible 
siquiera  la  exageración  de  ninguno  de  estos  princi- 
pios, y por  lo  tanto  que  no  puedan  formularse  contra 
el  Jurado  cargos  como  los  que  anticipadamente  y sin 
razón  ninguna,  formulan  los  señores  de  la  minoría 
conservadora. 

Por  lo  demás,  las  bases  del  Jurado  jurídico,  del 
Jurado  moderno,  del  Jurado  que  nosotros  traemos, 
son  éstas  que  lie  tenido  el  honor  de  exponer,  no  las 
que  el  Sr.  Pidal  le  atribuía.  El  Sr.  Pidal  habrá  notado 
seguramente  que  entre  esas  bases  no  he  mencionado 
ninguna  de  aquellas  que  S.  S.  preferia.  ¿Gomo  habia 
de  mencionarlas?  Pues  qué.  ¿es  posible  sostener  en 
nuestro  tiempo  y teniendo  á la  vista  un  dictámen 
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como  el  que  se  está  discutiendo,  que  sea  base  para  el 
jurado  entre  nosotros  el  juicio  por  iguales?  ¿Dónde 
están  las  condiciones  sociales,  Sr.  Pidal,  que  exigirían 
que  nosotros  sostuviéramos  que  el  Jurado  era  un  jui- 
cio por  iguales9  El  juicio  por  iguales  responde  ;i  un 
estado  social  completamente  distinto  del  nuestro,  y 
no  tiene  absolutamente  nada  que  ver  con  la  teoría  del 
Jurado,  tal  como  nosotros  la  entendemos,  y tal  como 
la  presentamos  y la  explicamos. 

Otro  tanto  digo  de  aquella  otra  base  absurda,  por- 
que absurdas  le  parecían  al  Sr.  Pidal  todas  las  bases 
en  que,  según  S.  S.,  se  funda  el  Jurado  jurídico;  otro 
tanto  digo  de  todo  lo  que  el  Sr.  Pidal  se  sirvió  decir- 
nos á propósito  de  que  traemos  el  Jurado  como  una 
escuela. 

No:  no  hay  nada  de  eso.  Sr.  Pidal:  ni  nosotros  ha- 
bíamos de  convertir  en  escuela  el  templo  de  la  justi- 
cia, ni  nosotros  habíamos  de  incurrir  en  la  inconse- 
cuencia de  querer  adoctrinar  en  la  manera  de  juzgar 
á los  jurados,  cuando,  precisamente,  lo  que  nosotros 
queremos  es  que  no  tengan  la  costumbre  de  juzgar, 
y cuando  para  nosotros  es  un  mérito  tener  jurados 
que  no  hayan  juzgado  antes,  y es  una  razón  que  con- 
viene á nuestra  manera  de  ver  y de  pensar  acerca  del 
Jurado.  No;  se  dice  del  Jurado,  Sr.  Pidal,  se  dice  del 
Jurado,  Sres.  Diputados,  que  es  un  elemento  educa- 
dor como  son  elementos  educadores  una  porción  de 
instituciones  que  no  tienen  nada  que  ver  con  la  ins- 
trucción pública;  por  ejemplo,  el  servicio  militar  obli- 
gatorio. Pues  el  servicio  militar  obli  gal  orio  y el  ser- 
vicio militar  en  general  (que  no  quiero  hacer  alusión 
¿i  asuntos  cuya  discusión  está  vedada  por  ahora),  el 
Fervicio  militar  en  general  es  un  elemento  de  educa- 
ción en  todo  pueblo;  y yo  recuerdo  haber  leído  acerca 
do  este  punto  un  estudio  curiosísimo  de  Mr.  Labou- 
lave,  hace  algunos  años,  que  se  intitula  La  educación 
nacional  por  medio  del  ejército , donde  muestra  de  una 
manera  práctica  y completa  cómo  la  educación  se 
difunde,  cómo  las  luces  y la  cultura  se  difunden  y pro- 
pagan por  medio  del  servicio  militar,  trayendo  al  ser- 
vicio militar  elementos  de  las  más  apartadas  provin- 
cias, y devolviéndolos  luego  con  un  fondo  de  ilustra- 
ción muy  superior  á la  de  los  lugares  de  donde 
salieron. 

Pues  en  este  sentido  es  como  nosotros  considera- 
mos que  el  Jurado  es  un  elemento  educador  como  lo 
os  también  el  juicio  oral  y público.  Lo  que  no  era 
un  elemento  educador,  ni  podía  serlo,  era  la  justicia 
como  antes  se  administraba,  la  justicia  secreta  y es- 
crita, porque  no  había  participación  alguna  de  la  so- 
ciedad en  aquella  manera  de  administrarla;  porque 
ya  lo  sabéis,  como  si  se  tratase  del  culto  misterioso 
de  una  divinidad  terrible  y oscura  y de  una-  especie 
de  carta  sacerdotal  que  nada  tuviera  de  común  con 
el  país,  así  en  lo  antiguo  las  cosas  de  la  justicia  se 
trataban  lejos  de  la  mirada  de  las  gentes,  y corno  en 
una  esfera  extraña  á la  sociedad. 

Ahora  no;  elJurado  os  un  elemento  educador  por- 
que el  juicio  oral  y público  trac  á sus  sesiones  nu- 
merosísima concurrencia,  y porque  de  esta  manera, 
en  contacto  con  la  administración  de  justicia,  escu- 
chando los  informes,  oyendo  á los  testigos,  conocien- 
do por  medio  de  ios  resúmenes  lo  que  es  y constituye 
c¿te  mecanismo,  se  difunden  las  ideas  en  la  masa  ge- 
neral del  pueblo,  se  difunde  la  cultura  y la  ilustra- 
ción en  el  país  y se  esparcen,  propagan  y aíirman  en 
la  Nación  ideas  do  respeto  a la  ley,  do  conservación 


del  orden,  de  amor  y de  confianza  en  las  institucio- 
nes judiciales.  En  este  sentido  es  como  nosotros  sos- 
tenemos que  el  Jurado  es  un  elemento  educador. 

Y la  última  base  que  el  Sr.  Pidal  daba  al  Jurado 
era  la  del  azar.  Señores  Diputados,  el  azar  no  es  base 
del  Jurado;  son  los  sorteos  de  los  Jurados  una  regla 
de  su  procedimiento;  una  regla  relativa  á la  consti- 
tución del  Jurado,  pero  uo  una  base.  Y aunque  pa- 
rezca otra  cosa  este  arguineuto  de  S.  S.  no  tiene  no- 
vedad, porque  es  el  argumento  de  la  ignorancia 
repetido  en^otra  forma.  Porque,  ¿parecería  mal  a su 
señoría  que  junto  el  Cuerpo  general  de  magistrados, 
compuesto  de  personas  calificadas  por  S.  S.  do  aptas 
para  juzgar,  se  sortearan  entre  ellos  los  que  hablan 
de  juzgar  á un  procesado?  Seguramente  que  el  señor 
Pidal  no  censuraría  esto,  porque  encontrando  aptitud 
en  todos  y cada  uno  de  ellos,  hallaría  que  el  proce- 
dimiento más  natural  para  la  formación  del  tribunal 
era  el  de  la  suerte,  a fin  de  que  ninguna  fuerza  extra- 
ña influyera  en  la  constitución  del  tribunal  que  ha- 
bía de  juzgar  á determinado  reo.  Pues  bien,  lo  mismo 
sucede  con  el  Jurado. 

Ahora  la  diferencia  entre  SS.  SS.  y nosotros  está 
en  que  SS.  SS.  creen  que  el  Cuerpo  general  de  jura  - 
dos del  Reino  será  inepto,  y nosotros  creemos  que  ten- 
drá tanta  aptitud  como  SS.  SS.  conceden  á la  ma- 
gistratura para  los  efectos  de  la  estimación  de  los 
hechos. 

Y vamos  ahora  á tratar  de  la  cuestión  de  oportu- 
nidad. Acerca  de  la  cuestión  de  oportunidad,  la  mi- 
noría conservadora  ha  puesto  en  el  presente  debate 
tanto  empeño  como  escaso  número  de  argumentos  de 
fuerza.  Yo  recuerdo  que  esta  cuestión  de  la  oportu- 
nidad empezó  á suscitarse  por  el  Sr.  Domínguez,  tra- 
yendo á cuento  la  noticia  de  un  secuestro  cometido 
en  una  provincia  andaluza,  para  decir  que  ese  crimen 
determinaba  un  estado  social  con  el  cual  era  incom- 
patible el  Jurado.  RealmenLe  á este  punto  ya  contestó 
mi  digno  compañero  el  Sr.  Rosell  de  una  manera  elo- 
cuente; pero  dcsjmes  el  Sr.  Pidal  ha  venido  insistiendo 
sobre- esta  cuestión  de  oportunidad , y,  sin  duda  de 
ningún  género,  los  argumentos  de  S.  S.  tampoco  al- 
canzaron á probar  lo  que  S.  S.  queria  demostrarnos. 
Algunos  de  esos  argumentos  ya  los  examiné  al  prin- 
cipio de  mi  discurso,  y lo  que  entonces  no  dije,  puedo 
decirlo  ahora. 

El  Sr.  Pidal  alegó  como  argumentos  que  aconse- 
jan el  que  no  vayamos  ai  restablecimiento  del  Ju- 
rado, varios  proyectos  que,  dice  S.  S.,  se  han  presen- 
tado en  el  Parlamento  iDglés,  de  reforma  ó derogación 
del  Jurado;  la  suspensión  del  Jurado  en  Irlanda,  y 
algunas  consideraciones  sobre  las  pretcnsiones  de  la 
escuela  antropológica  y del  hipnotismo. 

Respecto  de  los  proyectos  presentados  en  el  Par- 
lamento inglés,  encaminados  á suprimir  el  Jurado,  no 
he  de  hacer  más  que  una  sola  consideración,  y es  que 
tengo  la  seguridad  que  esos  proyeclos  no  alcanzarán 
en  el  Parlamento  británico  ni  el  número  de  votos  si- 
quiera que  han  obtenido  los  proyectos  encaminados  á 
la  emancipación  de  la  mujer.  Cou  esto  me  parece  que 
basta  para  calificar  su  importancia. 

En  cuanto  á la  modificación  ó á la  restricción  del 
Jurado  en  Irlanda,  nada  de  nuevo  nos  lia  dicho  con 
esto  el  Sr.  Pidal,  pues  ya  sabemos  que  no  el  tribunal 
del  Jurado,  sino  los  tribunales  ordinarios  A que  el 
Jurado  pertenecerá  desde  el  momenlo  en  que  se  esta- 
blezca, han  de  suspender  su  acción  respecto  de  delec* 
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minados  delitos,  cuando  perturbaciones  de  orden  pú- 
blico así  lo  aconsejan.  En  esto  estamos  conformes  el 
partido  liberal  y el  partido  conservador,  y aun  los  par- 
tidos que  difieren  de  nosotros  en  puntos  muy  esen- 
ciales, y que  van  más  allá  que  nosotros  en  cuanto  á 
la  afirmación  de  la  libertad  y de  los  derechos  demo- 
cráticos. Ya  se  sabe  que  cuando  viene  un  estado  ex- 
cepcional provocado  por  cuestiones  de  tuerza,  la  ju- 
risdicción ordinaria  deja  de  entender  en  las  causas 
formadas  por  gran  número  de  delitos,  precisamente 
en  las  formadas  por  los  más  importantes  y que  más 
afectan  al  estado  en  que  el  país  se  encuentra  entonces, 
y que  esos  delitos  pasan  á conocimiento  de  los  tribu- 
nales de  guerra  ó á conocimiento  de  tribunales  espe- 
ciales. Pues  lo  mismo  sucede  con  el  Jurado;  y la  me 
dida  proyectada  en  Inglaterra  respecto  del  Jurado  en 
Irlanda,  es  una  medida  análoga  á esas  que  tienen  por 
objeto  atender,  en  la  forma  que  más  conveniente  ha 
creido  el  Gobierno  de  aquel  país,  á las  necesidades 
excepcionales  en  que  Irlanda  se  encuentra. 

Gomo  ya  discutiremos  al  terminar  este  debate  el 
punto  relativo  á la  suspensión  del  Jurado,  allí  podrán 
exponer  sus  opiniones  los  señores  conservadores,  y 
allí  podremos  ampliar  estas  indicaciones. 

De  las  pretensiones  de  la  escuela  antropológica  y 
de  las  sugestiones  de  que  nos  habló  aquí  el  Sr.  Pidal, 
creo  que  no  hay  necesidad  de  ocuparse.  Su  señoría, 
que  solo  con  hablar  de  una  cosa  la  da  importancia, 
porque  este  es  el  privilegio  de  inteligencias  como  la 
de  S.  S.,  dió  aquiá  las  pretensiones  de  la  escuela  an- 
tropológica y á eso  del  hipnotismo  unas  proporciones 
que  no  tienen.  Yo  creo  que  esos  problemas,  tal  y como 
están  planteados,  no  tienen  el  tamaño  necesario  para 
examinarlos  cuando  se  trata  de  estas  cuestiones  ge- 
nerales. Eso  vendrá,  ó quizá  no  vendrá,  y el  dia  que 
venga  lo  discutiremos  y veremos  cómo  han  de  afron- 
tarse las  dificultades  suscitadas  por  esos  problemas, 
dificultades  que  serian  tan  grandes  lioy  para  un  tri- 
bunal de  derecho,  como  lo  serian  para  el  tribunal  del 
Jurado  que  nosotros  proponemos. 

La  cuestión  de  la  oportunidad  de  este  proyecto 
creo  que  no  debe  examinarse  bajo  este  punto  de  vis- 
ta; mas  los  señores  de  la  minoría  conservadora  no  han 
tenido  otros  que  aplicar.  En  el  año  1883  el  descubri- 
miento de  los  crímenes  de  «La  Mano  Negra»  les  dió 
motivo  para  un  argumento  parecido,  y en  este  año  de 
gracia  de  1887,  como  no  han  tenido  otros  argumen- 
tos de  mayor  tamaño  de  que  echar  mano,  han  habla- 
do de  éste  con  que  os  estoy  entreteniendo  ahora. 

Pero  las  consideraciones  que,  á mi  juicio,  deter- 
minan la  oportunidad  de  la  presentación  del  proyecto 
del  Jurado  no  son  consideraciones  de  esta  especie, 
sino  que  son  consideraciones  de  carácter  político  que 
es  imposible  que  se  desconozcan,  á las  cuales  aludia 
el  Sr.  Pidal,  por  cierto  con  una  frase  que,  según 
creo  recordar,  no  era  muy  propia  para  determinar  la 
verdad  de  estas  cosas.  Su  señoría  suponía  que  esto 
del  Jurado  era  fruto  de  un  ingerto  político  que  había 
venido  introduciendo  elementos  de  la  democracia  en 
el  antiguo  partido  constitucional,  y ya  pudo  conocer 
por  las  explicaciones  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  que  antes  de  que  se  ingertara  la  democracia 
en  el  partido  constitucional,  el  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia  y el  Sr.  Sagasta  habian  convenido  en  plan- 
tear el  Jurado.  Por  consiguiente,  este  era  un  acuerdo 
que  formaba  parte  del  credo  del  partido  constitu- 
cional. 


Pero  si  fuera  cierto  lo  que  el  Sr.  Pidal  decia,  y si 
efectivamente  este  fruto  del  Jurado  resultara  del  in- 
gerto de  la  democracia  en  el  partido  constitucional, 
sería  un  fruto  agradable  y deberíamos  aplaudir  el 
que  hubiera  sucedido  esto,  porque  resultaría  enton- 
ces que  el  ingerto  de  la  democracia  en  el  partido 
constitucional  habia  producido  mejor  fruto  que  el  in- 
gerto del  ultramontanismo  en  el  partido  conservador, 
que  no  produjo  más  frutos  ultramontanos  que  las 
tempestades  que  levantó  S.  S.  con  motivo  de  la  cues- 
tión de  Italia  y de  la  cuestión  de  los  estudiantes.  Así, 
pues,  este  ingerto  de  la  democracia  ha  sido  más  fe- 
cundo que  el  ingerto  que  representa  S.  S. 

La  oportunidad  del  proyecto  de  restablecimiento 
del  .Turado  se  funda  en  la  necesidad  de  realizar  la  as- 
piración del  partido  liberal,  aspiración  que  se  con- 
creta en  la  necesidad  de  establecer  dentro  de  las  ins- 
tituciones, y con  arreglo  á las  bases  constitucionales, 
el  gobierno  del  país  por  sí  mismo;  y así  como  con 
arreglo  á la  Constitución  y á nuestras  instituciones, 
el  país  legisla,  el  país  gobierna,  y el  país  administra, 
así  debe  también  juzgar;  y en  este  sentido,  en  el  de 
completar  esa  aspiración,  en  el  de  realizar  ese  alto 
ideal  del  gobierno  del  país  por  el  país  mismo,  el  pro- 
yecto que  nosotros  liemos  sometido  á vuestra  delibe- 
ración es  un  verdadero  y plausible  progreso.  Esta 
aspiración  del  partido  liberal,  esta  tendencia,  vosotros 
la  combatís,  aunque  en  ello  cometéis  una  inconse- 
cuencia, después  de  haber  dicho,  como  dijisteis,  que 
el  reinado  nuevo  reclamaba  una  política  nueva.  Con 
esa  frase,  acertada  y patriótica,  habíais  justificado  á 
vuestros  ojos  y á los  ojos  del  país  la  benevolencia 
con  que  tratábais  y considerábaos  al  partido  liberal 
en  su  último  advenimiento  ai  Poder.  Pero  resulta  que 
en  este  momento,  sin  que  se  sepan  ni  se  adivinen  si- 
quiera las  causas  de  vuestro  cambio,  ya  os  parece 
mal  aquello  que  dijisteis,  y ya  creeis  que  á reinado 
nuevo  no  corresponde  política  nueva,  sino  que  en  el 
reinado  nuevo  debe  seguirse  desarrollando  la  política 
que  vosotros  desarrollábate  en  el  reinado  antiguo, 
siendo  lo  peor  que  ahora  pretendéis  que  esa  política 
se  desarrolle  y practique  sin  vuestra  responsabilidad, 
realizándola  y desenvolviéndola  vosotros  con  menos- 
cabo y desprestigio  de  nuestras  ideas. 

Yo  no  me  explico  esto.  No  comprendo  lo  que  los 
conservadores  solicitan  cuando  vienen  aquí  un  dia  y 
otro  diciéndonos  que  lo  necesario  no  es  que  se  lleven 
á cabo  las  reformas  que  constituyen  el  programa  del 
partido  liberal  y que  se  desenvuelva  su  política,  rea- 
lizándose los  grandes  ideales  que  la  constituyen,  sino 
que  lo  preciso,  lo  urgente,  lo  inaplazable,  es  que  so 
fortalezcan  los  resortes  del  Poder,  según  la  frase  que 
usó,  no -sé  si  el  Sr.  Villaverde,  al  discutirse  la  ley  de 
asociaciones,  ó algún  otro  orador  del  mismo  partido. 
A mí  me  parece  que  semejante  petición  es  de  las  más 
peregrinas,  porque  resulta  que  vosotros,  señores  con- 
servadores, os  oponéis  á que  se  hagan  nuestras  re- 
formas, á que  se  practiquen  nuestras  ideas,  y queréis 
que  nosotros,  liberales,  en  vez  de  realizar  esas  aspi- 
raciones de  nuestro  partido,  encaminadas  á conseguir 
las  conquistas  democráticas,  fortalezcamos  los  re- 
sortes del  Poder. 

Pues  entonces,  ¿cuál  es  vuestra  misión,  señores 
conservadores?  Si  nosotros  dejamos  á un  lado  las  re- 
formas y nos  dedicamos  á fortalecer  los  resortes  del 
Poder,  ¿qué  queda  para  vosotros?  ¿Cómo  el  partido 
liberal  lia  de  limitarse  á vivir  con  vuestras  leyes  den- 
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tro  (le  las  instituciones  que  vosotros  le  dejasteis,  y 
respetándolo  todo,  y conservándolo  todo  se  ha  de  limi- 
tar á ir  fortaleciendo  los  resortes  del  Poder,  se  ha  de 
limitar  á ir  haciendo  lo  que  si  fuera  necesario  incum- 
bida á vosotros  realizarlo? 

Creo,  pues,  que  os  contradecís  al  oponeros  de  la 
manera  que  os  estáis  oponiendo  á la  realización  de 
estas  reformas,  y que  conviene  más  á todos  que  vos- 
otros depongáis  esa  actitud  de  intransigencia  y nos- 
otros perseveremos  en  la  realización  de  nuestros  idea- 
les; y que  buscando  los  unos  y los  otros  inspiración 
cn  lo  alto,  en  los  grandes  intereses  que  nos  son  co- 
munes, nos  consagremos  á realizar  hoy  nosotros  y á 
conservar  y consolidar  vosotros  el  dia  de  mañana  to- 
das estas  grandes  reformas  que  han  de  hacer  de  Es- 
paña uno  de  los  países  más  adelantados  y libres. 

Tened  la  seguridad  de  que  si  el  dia  en  que  el  au- 
gusto Niño  que  representa  la  Monarquía  española 
llegue  á ceñir  la  Corona,  encuentra  que  ha  de  regir 
uno  de  los  países  más  adelantados  y libres,  porque 
nosotros  hayamos  aprovechado  el  tiempo  do  su  mi- 
noría y de  la  Regencia  de  su  ilustre  Madre  para  rea- 
lizar las  reformas  que  en  este  período  deben  llevarse 
á cabo,  habremos  asegurado  para  siempre  la  paz  y la 
tranquilidad  del  país,  y habremos  fundado,  dentro  de 
las  instituciones  que  hoy  nos  rigen,  y enlazando  en 
ellas  de  una  manera  pacífica  y estable  el  pasado  y el 
porvenir,  una  grande  y poderosa  democracia.  {Aplau- 
sos,— Los  Diputados  de  la  mayoría  felicitan  al  orador.) 

El  Sr.  DOMINGUEZ  (D.  Lorenzo):  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  DOMINGUEZ  (D.  Lorenzo):  Ante  todo,  se- 
ñores Diputados,  voy  á descartarme  del  punto  rela- 
tivo á las  opiniones  atribuidas  por  el  Sr.  Pacheco  á 
algunos  personajes  importantes  del  partido  conser- 
vador, suponiendo  que  yo  los  habia  citado  en  mi  dis- 
curso; afirmación  que  no  es  exacta.  Apelo  á la  buena 
fe  del  Sr.  Pacheco;  S.  S.  reconocerá,  sin  duda,  después 
de  oirme,  haberse  equivocado  en  esta  parte,  equivo- 
cación que  nada  de  particular  tiene  en  debates  de 
esta  ciase,  cuando  hace  tantos  dias  que  pronuncié  el 
discurso  á que  S.  S.  alude. 

Suponia  el  Sr.  Pacheco  qua,  yo  habia  citado  ai 
Sr.  Alcalá  Galiano  por  sus  opiniones  contrarias  al 
Jurado.  No  lo  hice;  pero  la  cita  que  del  Sr.  Alcalá  Ga- 
liano ha  hecho  el  mismo  Sr.  Pacheco,  prueba  que, 
aunque  yo  hubiera  hecho  esa  afirmación,  habria  sido 
justa  y exacta,  porque  de  ella  se  deduce  que  las  opi- 
niones de  1).  Antonio  Alcalá  Galiano  no  eran  favora- 
bles al  Jurado  para  su  planteamiento  en  España, 
sobre  todo,  que  es  lo  importante.  Y cuenta  que  no 
hubiera  sido  extraño  que,  en  la  larga  y accidentada 
vida  política  del  fogoso  orador  de  la  Fontana  de  Oro, 
hubiese  alguna  época,  algún  período  en  que  abrigase 
y sostuviese  opiniones  favorables  ai  Jurado.  Pero 
nunca  las  tuvo,  como  las  mismas  palabras  leídas  por 
el  Sr.  Pacheco  acreditan. 

Respecto  al  Sr.  Arrazola,  nada  ha  dicho  el  señor 
Pacheco  que  pudiera  probar,  en  aquel  eminente  juris- 
consulto, opiniones  favorables  á esa  institución.  Y va- 
mos ai  insigne  criminalista  y publicista,  honra  de  la 
tribuna  española,  D.  Joaquín  Francisco  Pacheco,  de 
quien  negó  su  sobrino,  el  orador  á quien  tengo  el  ho- 
nor de  rectificar  ahora,  que  tuviera  opiniones  radi- 
calmente contrarias  al  Jurado. 

Leyendo  algunos  párrafos,  con  la  vénia  del  señor 


Presidente  y con  el  asentimiento  de  la  Cámara,  de 
una  de  las  obras  más  conocidas  y más  elegantemente 
escritas  de  aquel  insigne  criminalista,  se  convence- 
rán los  Sres.  Diputados  de  la  verdad  de  mis  afirma- 
ciones. Dice  el  Sr.  Pacheco  en  sus  «Lecciones  de  de- 
recho penal,»  lo  siguiente:  ((no  admito  que  sea  útil  la 
» institución  del  Jurado , para  la  administración  de  la 
ajusticia  criminal ; no  admito  que  sea  una  mejora , en  el 
« verdadero  sentido  de  esta  palabra*,  no  admito  que  deba- 
timos aceptarla , y correr  tras  ella  las  Naciones  donde  no 
ti  se  ha  conservado , si  existió , ó donde  por  ventura  no  ha 
tiexistido  nunca.» 

Añade  algo  después: 

«Paréccme  imposible  que  pueda  merecer  la  apro- 
bación de  ninguna  persona  sensata,  luego  que  se  haya 
«detenido  á reflexionarlo,  el  que  se  prive  de  la  juris- 
»diccion  á la  clase  letrada,  y que  consagró  á ella  sus 
«estudios,  para  entregarla  á la  clase  iletrada,  á la  que 
«nunca  se  ha  ocupado  en  estos. 

«Ei  Jurado,  es  menester  que  no  nos  engañemos  en 
»su  calificación,  el  Jurado  es  una  lotería , es  una  ca- 
tisualidad.ti 

Continúa  en  seguida  ei  Sr.  Pacheco,  en  párrafos 
elocuentísimos,  como  suyos,  escriLos  con  esc  estilo 
claro  y elegante  que  le  distinguía,  probando  que  el 
Jurado  no  es  conveniente  ni  como  institución  jurídi- 
ca, ni  como  institución  política.  No  leo  estos  párrafos 
porque  son  demasiado  largos,  y voy  á limitarme  á 
leer  el  final. 

Después  de  refutar  la  opinión  de  los  juradistas, 
que  sostienen  qué  ei  Jurado  es  la  justicia  del  país, 
añade: 

«Por  último,  aunque  concediésemos  que  el  Jura- 
»do  constituía  la  justicia  del  país,  quedaríanos  siem- 
»pre  por  ver  si  la  justicia  del  país  era  buena,  si  el  país 
«es  autoridad  á propósito  para  administrar  rectamente 
«la  justicia.  Cuestión  en  la  cual  rotundamente  me 
«opongo  á los  defensores  del  Jurado,  y sostengo  que 
«nada  es  menos  á propósito  que  su  ídolo  para  el  objeto 
«a  que  lo  consagran.  El  país  y la  política  son  cosas 
«correlativas,  cosas  que  se  avienen,  cosas  que  no  pue- 
«den  ménos  de  marchar  juntas;  pero  el  país  y la  justi- 
cia son  cosas  que  no  tienen  ninguna  relación,  porque 
«no  pueden  tenerla  lo  apasionado  y lo  variable  con  lo 
«imparcial  y lo  permanente. 

«Pobrísima,  pues,  recomendación  es  la  que  da  al 
«Jurado  el  buscarse  en  él  ó una  institncion  liberal  ó 
«una  garantía  política  de  cierta  especie.  La  justicia  y 
«su  administración  no  son  instituciones  liberales  como 
«ni  tampoco  instituciones  realistas,  porque  no  pertene- 
«ccná  partido  alguno,  y deben  ser  más  altas  que  todas 
«nuestras  pequeneces  y nuestras  miserias;  yen  cuanto 
»al  hecho  de  la  garantía,  en  otra  parte  es  en  donde  la 
«política  las  debe  buscar,  y no  en  la  organización  de 
«los  tribunales.  Ahí  está  la  imprenta,  ahí  están  las 
«asociaciones,  ahí  están  las  Cámaras  con  todo  su  sis- 
«tema  electoral  completo,  ahí  está  la  Milicia  Nacional, 
«ahí  está  la  vida  toda  de  los  pueblos  en  su  parte  civil. 
«Que  dejen  siquiera  la  judiciaria  exenta  de  su  acción 
«y  consagrada  á lo  que  es  más  estable,  más  invariable 
«que  aquella. 

«Infiérese  de  todo  lo  dicho,  que,  no  por  preocupa- 
»cion  y por  ánimo  de  sostener  añejas  doctrinas,  sino 
«con  un  convencimiento  íntimo  rgchaza.mos  al  Jurado 
ticomo  parte  del  enjuiciamiento  criminal .« 

Después  de  esto,  el  Sr.  Pacheco  podrá  ver  el  modo 
de  combinar  sus  opiniones  con  las  de  su  ilustre  ti  o* 
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Y voy  ahora  á hacerme  cargo  de  una  verdadera 
rectificación,  en  la  cual  Leiulré  que  aclarar  algún  con- 
cepto equivocado  del  Sr.  Pacheco,  en  que  habia  incu- 
rrido antes  el  Sr.  Díaz  Moren.  Ambos  señores  suponen 
que  yo  habia  tachado  de  inoportuna  la  presentación 
de  este  proyecto,  fundándome  exclusivamente  en  que 
se  habia  puesto  á discusión  coincidiendo  con  el  se- 
cuestro de  Lora.  No  es  exacto. 

Partiendo  de  la  impunidad  absoluta  ó relativa, 
consecuencia  del  J arado  en  todas  partes,  traté  de  pre- 
sentar á la  Cámara  un  bosquejo,  mal  hecho  como  mió, 
del  estado  de  impunidad  en  que  quedaban  ios  delitos 
en  España,  aun  sin  tener  Jurado;  la  preocupación  pú- 
blica actual,  respecto  á esta  impunidad  misma  ex- 
presada en  la  prensa  y en  las  conversaciones  de  todos 
los  círculos,  y como  una  de  las  figuras  de  ese  cuadro 
coloqué  el  hecho  de  Lora;  pero  no  podía  yo  sobre  un 
hecho  solo  fundar  mi  argumento  sobre  la  inoportu- 
nidad del  proyecto.  Es  más;  no  busqué  yo  solamente 
esa  inoportunidad  ni  la  fundamenté  sobre  esta  razón 
que  podría  llamarse  jurfdicoffeocial.  Afirmó  también 
que  la  presentación  del  proyecto  envolvia  una  gran 
inoportunidad  política.  Asignándole  el  carácter  polí- 
tico con  que  exclusivamente  aquí  se  trae,  sostuve  que 
no  podia  en  manera  alguna  servir  para  apretar,  ni 
siquiera  para  mantener  los  lazos  que  unen  á las  dife- 
rentes fracciones  de  esa  mayoría,  que  es  su  verdade- 
ro, su  único,  su  exclusivo  objeto;  y también  porque 
no  existe  en  el  estado  actual  de  nuestro  país  ninguna 
razón  que  lo  aconseje,  ningún  motivo  que  lo  pida, 
ninguna  necesidad  que  lo  exija. 

Por  más  que  el  Sr.  Pacheco  haya  sostenido  esta 
tarde  que  la  institución  del  Jurado  no  es  una  insti- 
tución de  desconfianza,  no  significa  otra  cosa  en  el 
terreno  político:  es  una  institución  de  desconfianza 
del  Poder,  una  institución  de  desconfianza  de  los  fun- 
cionarios de  ia  administración  de  justicia,  nombrados 
por  el  Rey,  y en  su  nombre  por  el  Poder  ejecutivo: 
con  este  sentido  exclusivo  viene  el  proyecto,  y así  se 
deduce  del  discurso  del  Sr.  Pacheco.  ¿Y  de  quién  des- 
confiáis? ¿Desconfiáis,  acaso,  de  vosotros  mismos?  Se- 
mejante suposición  no  se  puede  admitir.  Seria  absur- 
da. ¿Desconfiáis  de  nosotros?  El  partido  conservador, 
tal  como  está  constituido,  y tal  como  está  dirigido 
sobre  lodo,  no  puede  inspirar  ninguna  clase  de  des- 
confianza. Ha  dado  recientes  y solemnes  pruebas  que 
demuestran  que  semejante  suposición,  si  por  acaso  se 
abrigase  por  alguno,  sería  desatinada. 

¿No  se  reconoce  y confiesa  lo  mismo  en  España 
que  en  el  extranjero,  no  reconocéis  y confesáis  ya 
vosotros  mismos,  no  regateando  ya  esta  gloria,  que 
la  restauración  española  forma  una  excepción  entre 
todos  los  movimientos  de  esta  índole  que  registran 
las  páginas  de  la  historia  de  todos  los  países?  ¿Des- 
confiáis y receláis  acaso  del  hombre  convencido  y 
consecuente,  del  carácter  enérgico  y entero  que  supo 
llevar  á cabo  aquella  empresa,  sin  que  la  libertad  su- 
friera el  más  ligero  eclipse,  enfrenando  con  mano 
poderosa,  siempre  dócil  á sus  patrióticos  designios, 
aspiraciones  que  se  levantaban  al  calor  de  las  cir- 
cunstancias con  fuerza  que  parecía  incontrastable, 
y que  hubieran  arrollado  á otro  cualquiera  de  con- 
vicciones liberales  ménos  arraigadas  y de  ménos  fir- 
meza para  llevarlas  á cabo? 

Y este  partido,  ¿no  siguió  esa  política  sin  vacila- 
ciones ni  desmayos,  aunque  tuviera  que  arrostrar 
para  conseguirlo  [el  dolor  y la  pena  de  ver  separarse 


amigos  queridísimos  que  habían  sufrido  toda  clase 
de  persecuciones  por  su  lealtad  y su  fidelidad  acriso- 
ladas á las  instituciones  que  se  restauraban? 

¿Y  en  ocasión  más  reciente  todavía,  triste  y h\- 
nesta,  como  fué  la  otra  de  alegres  esperanzas,  ese 
mismo  jefe  que  nos  guía,  no  ha  dado  la  mayor  prue- 
ba de  su  amor  á la  libertad  que  dió  jamás  hombre  de 
Estado  alguno,  abandonando  el  Poder  por  la  sola  sos- 
pecha de  que  si  ei  partido  conservador  continuaba 
en  el  mando  en  aquellos  momentos,  en  el  mando  que 
venía  ocupando  hacía  ya  tiempo,  pudiera  hacerse 
preciso,  siquier  fuera  transitoria  y brevemente,  dis- 
minuir en  algo  ei  más  ámplio  ejercicio  do  la  libertad? 

Y este  partido  ¿no  aprobó  y aplaudió  con  entu- 
siasmo ese  acto  de  su  jefe,  considerándolo  como  el 
timbre  más  brillante  de  los  muchos  que  cuenta  en 
su  larga  y hermosa  carrera  de  servicios  á la  Patria  v 
á las  instituciones?  ¿No  aceptamos  y sufrimos  los 
males  de  la  oposición,  insoportables  aquí  para  los 
partidos,  sin  impaciencias  de  ningún  género? 

No;  no  hay  que  desconfiar  del  partido  conserva- 
dor, ni  tiene  la  libertad  que  temer  de  nadie  más  que 
de  sus  propios  excesos. 

No  existe  en  la  Europa  actual  ninguna  Nación  que 
se  encuentre  en  circunstancias  tan  favorables  parala 
libertad  y la  confianza  como  España.  Guando  el  Tro- 
no se  levanta  sobre  lina  cuna,  y brillan  á su  lado, 
ofuscando  con  su  fulgor  hasta  á los  mismos  adversa- 
rios, con  las  más  excelsas  virtudes,  la  nobleza  y la 
lealtad  de  las  más  puras  intenciones , realzadas  por 
la  religión  del  dolor  y de  los  recuerdos  ¿qué  mayores 
garantías? 

No;  la  libertad  aquí,  en  la  situación  actual,  solo 
tiene  que  temer  de  sus  propios  excesos,  y de  vuestros 
errores  y extravíos.  Tened  cautela  para  impedir  los 
primeros,  y no  os  dejeis  arrastrar  de  ios  segundos, 
como  os  sucede  con  ese  proyecto  de  ley,  y nada  hay 
que  temer  para  la  libertad  en  España. 

EL  Sr.  ISASA:  Pido  la  palabra  para  rectificar. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Cárdenas):  La  tie- 
ne V.  S. 

El  Sr.  ISASA:  Será  brevísima  mi  rectificación,  y 
en  verdad  no  hubiera  molestado  de  nuevo  á la  Cáma- 
ra, si  ei  Sr.  Pacheco  no  hubiera  tenido  la  ocurrencia, 
que  no  puedo  calificar  de  feliz,  de  haber  traído  á este 
debate,  de  haber  querido  elevar  hasta  la  altura  de  esta 
discusión  parlamentaria  un  acto  en  que  S.  S.  preten- 
dió envolver  y envolvió  mi  nombre  y ei  desempeño 
de  los  deberes  de  mi  cargo,  censurándolos  de  una 
manera  y en  unos  términos  que  me  obligan  á mí,  no 
solo  á hacer  la  rectificación  oportuna  sobre  aquel  he- 
cho que  S.  S.  injusta  é indebidamente  lia  calificado  y 
me  ha  imputado,  sino  que  pido  también  al  Sr.  Minis- 
tro deGracia  y Justicia,  si  no  le  parece  mal,  que  vuel- 
va por  el  prestigio  y autoridad  del  Ministerio  fiscal, 
maltratado  por  el  Sr.  Pacheco,  al  propio  tiempo  que 
no  dejaba  tampoco  muy  bien  parado  el  nombre  de  la 
magistratura  española...  (Una  voz  en  la  tribuna  de  la 
prensa:  Y era  verdad.)  Si  era  verdad  ó no,  yo  lo  diré 
ahora;  lo  que  pido  á las  tribunas  es  que  no  me  inte- 
rrumpan. 

Era  verdad,  lo  sería,  lo  que  hay  de  verdad  es,  que 
tratando  de  un  punto,  que  si  era  muy  propio  de  la 
cuestión  que  debatimos,  de  la  discusión  del  proyecto 
de  ley  traído  por  esa  Comisión,  es  á saber  del  prin- 
cipio acusatorio  y de  las  atribuciones  del  Ministerio 
fiscal,  y de  la  manera  cómo  desempeña  sus  deberos, 
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yo  me  consideré  en  el  caso,  no  por  halago,  ni  lisonjas 
que  en  roí  no  caben,  sino  en  cumplimiento  de  un 
deber,  de  decir  aquí  que  el  Ministerio  fiscal  se  distin- 
guía en  España  por  su  celo,  por  su  ilustración,  y 
quizás  más  que  por  todo  esto,  por  su  disciplina. 

Guando  yo  no  habia  tenido  más  que  frases  de  elo- 
gio para  el  Ministerio  fiscal  y para  su  disciplina  es- 
pecialmente, lo  único  que  á esa  Comisión,  que  al  fin 
representa  al  Congreso,  y está  detrás  dei  Gobierno,  y 
defiende  ci  proyecto  y debe  medir  mucho  sus  pala- 
bras, lo  único  que  á esa  Comisión  se  le  ha  ocurrido, 
hablando  del  Ministerio  fiscal,  lia  sido  aplaudir,  enal- 
tecer, sublimar  un  acto  de  insobordinacion  de  uno 
de  sus  individuos,  y censurar  al  jefe  del  Ministerio 
fiscal  de  la  época  en  que  ese  hecho  ocurrió,  solo  por- 
que era  jefe;  porque  después  de  todo,  yo  no  intervine 
eu  el  asunto,  ni  tuve  que  tomar  ni  tomó  resolución 
alguna  con  ei  asunto  relacionada.  Así  es  como  vos- 
otros habéis  defendido  al  Ministerio  fiscal;  eso  es  todo 
lo  que  se  os  ha  ocurrido  decir  ante  ei  elogio  justísi- 
mo tributado  desde  aquí  á esa  institución,  no  solo  por 
sus  dotes  de  inteligencia  y celo,  sino,  sobre  todo,  por 
su  disciplina;  y es  que  no  lo  podéis  remediar;  no  po- 
déis contener  las  manos,  que  se  os  escapan  para 
aplaudir  en  cuanto  se  os  presenta  un  caso  de  insu- 
bordinación. ni  podéis  contener  los  lábios  para  cen- 
surar al  jefe  del  insubordinado,  aunque  ninguna  re- 
solución baya  tomado  en  el  asunto,  que,  vuelvo  á 
repetir,  que  ninguna  resolución  tomé;  pero  ahora 
agradezco  ai  Sr.  Pacheco  que  me  ofreciera  la  ocasión 
de  resolverlo,  porque  ayer  fué  cuando  resolví,  y boy 
es  Cuando  vengo  aquí  á defender  mi  resolución. 

Porque,  en  efecto,  si  yo  no  resolví  aquel  asunto, 
fué  porque,  por  más  que  crea  el  Sr.  Pacheco  otra 
cosa,  un  fiscal  del  Tribunal  Supremo,  que  al  inénos 
ha  dado  pruebas  de  amor  ai  trabajo,  y que  en  los  dos 
anos  escasos  que  desempeñó  el  cargo  no  aprovechó 
siquiera  en  ninguno  de  ellos  las  vacaciones  ordina- 
rias que  le  concedía  la  ley,  se  ocupaba  de  otras  co- 
sas, miraba  las  cuestiones  de  la  administración  de 
justicia  desde  una  altura  que  no  le  permitia  preocu- 
parse de  un  recurso  de  queja  infundado,  torpemente 
interpuesto  por  un  fiscal  municipal  insubordinado;  ni 
llegó  siquiera  la  ocasión  de  que  yo  leyese  el  papel; 
llegó  el  caso  de  dejar  yo  la  fiscalía  sin  resolverlo;  mas 
habiéndomelo  presentado  ayer  el  Si*.  Pacheco,  ayer 
mismo  tuve  el  gusto  de  resolverlo,  si  no  con  la  auto- 
ridad de  jefe  del  Ministerio  ñscal , que  ya  no  tengo, 
por  lo  inénos  con  una  firmeza  de  opinión  y de  con- 
vencimiento, que  no  pueden  faltarme  jamás. 

Ei  caso  fué,  señores,  que  el  ñscal  de  la  Audiencia 
de  Madrid  se  creyó  en  el  de  destituir  á un  fiscal  mu- 
nicipal que  no  habia  obedecido  las  instrucciones  que 
lé Labia  dado  en  determinado  asunto;  para  nada  habia 
intervenido  el  fiscal  del  Tribunal  Supremo,  ni  tenía 
para  qué  intervenir,  ni  yo  supe  nada  de  aquello  hasta 
que  los  periódicos  me  informaron,  porque  el  fiscal  de 
la  Audiencia  estaba  en  uso  de  sus  funciones,  y usando 
de  ellas  habia  dispuesto  lo  que  habia  tenido  por  conve- 
niente. Cuando  me  enteré  por  el  rumor  público  y por 
las  noticias  de  los  periódicos,  me  apresuré  á llamar 
al  fiscal  de  la  Audiencia,  el  cual  me  informó  del  caso 
y le  dije:  «Me  parece  perfectamente  hecho  todo  lo  que 
ha  hecho  Vd.»  Al  cabo  de  unos  dias  se  me  presentó 
el  fiscal  municipal  destituido,  con  una  cosa  que  dijo 
él  que  era  un  recurso  de  queja;  á mí  lo  que  se  me 
ocurrió  decirle  fué,  que  no  había  visto  en  la  ley  aquel 


procedimiento,  y sin  faltar  á las  reglas  de  la  cortesía 
quise  hacerle  entender  que  me  parecía  que  daba  un 
salto  un  poco  raro  desde  el  Juzgado  muuicipal  á la 
fiscalía  del  Supremo,  que  la  jerarquía  tenía  otros  gra- 
dos y que  me  parecia  que  él  debía  haberse  dirigido  á 
su  jefe  inmediato,  y que  solo  en  el  caso  de  que  su 
jefe  inmediato  no  le  hubiera  atendido  habría  estado 
en  su  derecho  elevando  la  queja  al  fiscal  del  Tribunal 
Supremo.  No  dije  más  ni  me  cuidé  más  del  asunto, 
porque  eu  el  asunto,  ¿qué  razón  podía  tener  ei  fiscal 
municipal?  Yo,  señores,  y digo  la  verdad,  salí  ayer  en- 
tristecido de  la  Cámara.  Guando  yo  me  apercibí  de 
aquella  gritería  que  se  alzaba  en  esos  bancos,  muy 
secundada  y aplaudida  por  algunos  señores  de  la  mi- 
noría republicana,  solo  porque  yo  dije  que  ei  fiscal 
municipal  habia  sido  destituido  por  un  acto  de  insu- 
bordinación, francamente,  me  afligí,  porque  no  hu- 
biera podido  creer  nunca  qüe  en  el  seno  de  la  Repre- 
sentación nacional,  ó se  olvidasen  de  tal  manera  los 
preceptos  de  la  ley,  ó que  entre  vosotros  estuviesen 
de  tal  modo  acreditados  los  actos  de  indisciplina  que 
solo  el  oir  hablar  de  insubordinación  y de  su  condena 
os  pareciera  á vosotros  basta  un  ultraje. 

¿Qué  dice  la  ley  sobre  este  punto?  La  ley  establece 
el  principio  de  la  unidad  y dependencia  del  Ministe- 
rio fiscal,  y dispone,  después  de  definir  la  unidad  y 
la  dependencia  del  Ministerio  fiscal  que:  «Por  conse- 
cuencia de  lo  establecido  á este  propósito  en  el  ar- 
tículo anterior,  cada  fiscal...»  «se  arreglará  á las 
instrucciones  que  sus  superiores  jerárquicos  le  co- 
muniquen en  lo  que  se  refiera  al  ejercicio  del  mi- 
nisterio fiscal...»  «hará  respetuosamente  á su  supe- 
rior jerárquico  las  observaciones  que  estime  con- 
ducentes, relativamente  á las  órdenes  é instrucciones 
que  considere  contrarias  á las  leyes,  ó que  por  apre- 
ciaciones equivocadas,  ó por  cualquier  otro  motivo 
sean  improcedentes;  pero  sin  que  pueda  separarse  de 
ellas  basta  que  así  lo  ordene  su  superior.»  Y en  cuanto 
á la  destitución,  después  de  decir  el  art.  822  que  po- 
drán los  que  correspondan  al  Ministerio  fiscal  ser 
destituidos,  dice  el  art.  823:  «Considéranse  como  jus- 
tas causas  para  el  efecto  del  artículo  que  precede:  pri- 
mero, tal;  segundo,  la  falta  de  subordinación  á sus 
superiores  jerárquicos.»  Esto  fué  lo  que  aquí  produjo 
el  escándalo;  esto  fué  lo  que  dió  lugar  á una  repulsa 
de  esa  mayoría,  repulsa  que  está  todavía  viva,  y que  lo 
estará  mientras  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  no 
tcDga  la  bondad  de  restablecer  aquí  el  respeto  debido 
á la  ley.  Yo  no  entro  en  el  detalle  de  la  cuestión,  lo 
que  digo  es,  que  por  falta  de  subordinación,  y esta 
fué  la  frase  que  produjo  el  escándalo,  que  por  falta 
de  subordinación  á sus  superiores  jerárquicos,  aquel 
fiscal  municipal  incurrió  en  una  de  las  causas  de  des- 
titución. El  fiscal  de  la  Audiencia  hizo  perfectamente 
destituyendo  al  fiscal  municipal,  que  hizo  lo  contrario 
de  lo  que  debía  haber  hecho  con  arreglo  á las  instruc- 
ciones que  habia  recibido,  mejor  dicho,  á las  instruc- 
ciones que  tomó,  porque  él  fué  el  que  se  presentó  á 
preguntar  al  fiscal  qué  era  lo  que  tenia  que  hacer, 
y á suplicarle  que  le  diera  instrucciones.  (El  señor 
Pacheco.  No  se  le  dieron  instrucciones.)  Se  le  dieron 
verbalmente.  (El  Sr.  Pacheco:  Ni  verbalmente  ni  de 
ninguna  otra  manera.)  ¿Pero  qué  más  instrucciones 
necesitaba  que  saber  que  habia  allí  una  denuncia  he- 
cha por  el  Ministerio  fiscal?  (El  Sr.  Pacheco:  Eso  no 
era  bastante.)  ¿Cómo  no  habia  de  ser  bastante  si  él 
era  individuo  del  Ministerio  fiscal?  (El  Sr.  Pacheco: 
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Ya  se  lo  explicaré  á S.  S.)  Espero  las  explicaciones; 
pero  entre  tanto  que  eso  se  averigua,  lo  primero  que 
hay  que  hacer  es  separar  al  funcionario  que  do  esa 
manera  falta  á sus  deberes;  porque  el  Ministerio  fiscal 
es  una  milicia  ó no  es  nada;  y cuando  al  fiscal  le  dice 
su  superior:  «defienda  Vd.  esa  posición,»  su  deber  es 
defenderla;  y cuando  la  batalla  se  ha  perdido  ó la  po- 
sición se  ha  abandonado,  lo  primero  que  hay  que  ha- 
cer es  someter  á un  consejo  de  guerra  al  que  en  tal 
debilidad  ha  incurrido:  después  se  verá  si  tenia  ó no 
razón  para  ello.  ¡Pues  no  faltaba  más  sino  que  estu- 
viera  dependiente  de  toda  la  respetabilidad  de  un  se- 
ñor fiscal  municipal  de  no  sé  dónde,  cuya  defensa  ha 
traído  aquí  el  Sr.  Pacheco,  la  verdadera  unidad  del 
Ministerio  fiscal,  la  representación  del  mismo  y la 
defensa  de  la  ley. 

Vosotros  cohonestáis  esto  diciendo  que  aquí  se 
trata  de  una  cuestión  que  por  cierto  yo  no  voy  á dis- 
cutir ahora,  que  aquí  se  trata  de  una  especie  de  con- 
flicto entre  dos  deberes,  de  una  lucha  entre  la  ley  y 
la  conciencia  cuando  por  el  resultado  de  las  pruebas 
el  fiscal  se  encuentra  de  improviso  con  que  habiendo 
ido  él  dispuesto  á mantener  una  acusación,  su  con- 
ciencia le  dice  que  no  puede  hacerlo,  porque  el  re- 
sultado de  las  pruebas  le  ha  convencido,  ó de  que  el 
hecho  que  se  persigue  no  constituye  delito,  ó de  que 
el  procesado  á quien  se  acusa  no  es  delincuente.  ¿Es 
esta  acaso  la  explicación  que  el  Sr.  Pacheco  se  pro- 
pone darme?  Pues,  aun  en  ese  caso  toca  averiguar  al 
superior  si  efectivamente  las  cosas  han  pasado  así,  ó 
si  aquello  ha  sido  un  acto  de  debilidad  y de  abandono 
intolerables,  y mucho  mas  en  un  proceso  en  que  la 
denuncia  llevaba  ya  todos  los  datos,  si  los  habia,  y 
todas  las  pruebas  si  se  necesitaban.  Tratábase  de  un 
juicio  de  faltas,  de  im  juicio  verbal,  y según  parece 
de  calificar  si  por  medio  de  un  grabado  se  habia  ó no 
cometido  una  falta  contra  las  prescripciones  del  Có- 
digo penal.  Pues  qué,  después  del  juicio  verbal  ¿el 
grabado  era  disLinto  que  antes?  ¿Habia  variado  en 
nada,  después  del  juicio  verbal,  el  elemento  constitu- 
tivo del  hecho  que  allí  se  habia  llevado  por  el  fiscal 
con  las  pruebas  en  que  se  habia  fundado  la  denuncia 
para  considerar  responsable  al  autor,  al  director  ó al 
editor,  con  arreglo  al  Código  penal,  de  la  publicación 
de  aquel  grabado? 

Eso  no  se  puede  defender,  y ha  sido  una  tristí- 
sima ocurrencia,  por  lo  ménos  así  lo  entiendo  yo,  la 
de  no  tener  la  Comisión  otra  frase  que  pronunciar 
ni  otro  elogio  que  hacer,  hablando  del  Ministerio 
fiscal,  que  el  aplauso  de  un  acto  de  indisciplina  y de 
insubordinación  y de  debilidad,  por  no  darle  otro  ca- 
lificativo más  fuerte. 

Yo  no  recuerdo  más  del  asunto,  y creo  estar  se- 
guro de  no  haberlo  resuelto.  Para  vosotros  era  enton- 
ces un  asunto  importantísimo,  era  materia  de  artícu- 
los insertos  en  los  periódicos  todos  los  dias.  En  cuanto 
á mí,  cuando  hubiera  creído,  porque  asuntos  de  otra 
importancia  me  lo  permitieran,  cuando  hubiera  creí- 
do llegado  el  caso  do  leer  la  instancia  presentada  por 
el  fiscal  municipal  destituido,  yo  habría  dado  mi  re- 
solución, que  a poco  más  ó ménos,  valiéndome  de  tér- 
minos y fórmulas  jurídicas,  como  conviene  á los  que 
desempeñan  funciones  de  cierta  clase,  á poco  mas  ó 
ménos  no  habría  sido  otra,  que  la  de  devolver  la  ins- 
tancia á su  autor  sin  resolverla,  ó con  esta  resolu- 
ción; diciéndole  de  la  manera  más  cortés  que  me  hu- 
biera ocurrido,  que  procurase  estudiar  un  poco  las 


leyes  antes  de  entablar  recursos  que  en  ellas  no  tie- 
nen apoyo  ni  fundamento. 

Esa  habría  sido  mi  resolución.  Ahora  yo  no  sé  lo 
que  ha  pasado;  solo  sé  que  habia  un  acto  de  indisci- 
plina, y que  vosotros  sois  muy  aficionados  á esos  ac- 
tos, porque  verdaderamente  teneis  un  sistema  político 
que  está  reducido  á lo  siguiente:  para  lo  preventivo 
no  servís,  eso  os  repugna,  no  es  de  vuestros  princi- 
pios. ¡No  faltaba  más!  Creéis  que  sería  un  atentado 
contra  la  libertad  del  ciudadano.  Va  un  individuo  con 
un  puñal  en  la  mano,  ¿quién  sabe  si  irá  á ejercer  un 
acto  de  caridad?  No  hagamos  nada  con  ese  individuo. 

De  manera  que  vosotros  para  lo  preventivo  no 
servís;  pero  para  lo  represivo,  ¡ah!  para  lo  represivo, 
como  se  está  demostrando  en  esta  discusión,  sois  ver- 
daderamente una  desgracia  nacional,  porque  no  sabéis 
más  qué  detener,  que  aflojar,  que  debilitar,  que  des- 
truir todos  los  medios  represivos,  como  en  efecto  lia 
sucedido  en  esto  del  principio  acusatorio,  respecto 
del  cual  me  habéis  imputado  muchas  cosas  que  yo 
no  he  dicho.  Yo  no  he  hecho  más  que  un  resumen;  el 
principio  será  muy  acusatorio;  pero  hay  un  60  por 
100  de  libertades,  de  sobreseimientos,  de  absolucio- 
nes, y el  principio  será  muy  acusatorio,  pero  en  rea- 
lidad resulta  demasiado  absolutorio.  No  ha  habido,  y 
concluyo  con  esto  mi  defensa  del  Ministerio  fiscal, 
no  ha  habido,  en.  veinte  meses  creo,  que  yo  desem- 
peñé inmerecidamente  el  cargo  de  fiscal  del  Tribunal 
Supremo  y jefe,  por  consiguiente,  del  Ministerio  fis- 
cal, yo  no  recuerdo  más  que  dos  actos  de  insubordi- 
nación: ese,  sobre  el  cual  me  parece  que  ya  hemos 
dicho  bastante,  y otro  también  referente  á un  perió- 
dico, sobre  el  cual  hice  formar  expediente  que  tam- 
poco concluyó,  porque  otras  desgracias  peores  so- 
brevinieron al  fiscal  á quien  formé  el  expediente,  que 
filé  separado  por  actos  de  oirá  índole,  y yo  dejé  de 
pertenecer  al  Ministerio  fiscal.  No  lia  habido  más  que 
esos  dos  casos:  vosoLros  podéis  aplaudir  lo  que  os  pa- 
rezca. 

Y la  magistratura,  ¡qué  diré  yo  para  llamar 
vuestra  atención  respecto  á la  magistratura!  Procu- 
remos, ya  que  hemos  de  tratar  aquí  de  ásunt.os 
tan  delicados,  procuremos  hacerlo  de  manera  que  no 
resulten  aquellos  agravios  en  que,  ai  parecer,  se  de- 
leitaba el  Sr.  Pacheco;  porque  qué  reparo  de  re- 
cursos, de  soluciones  tan  impropias;  qué  cosas  nos 
refirió  ayer,  concluyendo  en  lodo  por  decir:  pues  el 
Sr.  Isasa  trajo  datos,  también  los  puedo  traer  yo.  No; 
yo  he  traído  datos,  en  primer  lugar,  completos;  por- 
que lie  traído  la  estadística  criminal  completa,  ha- 
ciendo los  resúmenes  que  correspondían  y eran  opor 
tunos  para  la  discusión  en  que  estábamos  empeñados; 
pero  de  esto  á hablar  de  sentencias  y de  las  equivo- 
caciones de  las  sentencias  y de  la  manera  cómo  los 
magistrados  resolvían  y otras  cosas  por  el  estilo,  en 
verdad,  señores,  no  merecía  eso;  porque  si  es  cierto 
que  la  administración  de  justicia  no  solo  no  es  per- 
fecta, que  nada  humano  lo  es,  sino  que  deja  bastante 
que  desear,  la  demostración  que  yo  quise  hacer  y á la 
que  no  puedo  volver  ahora  ni  Lengo  semejante  inten- 
to, y contra  la  cual  podríais  haber  argüido,  y en  eso 
hubiérais  estado  en  vuestro  derecho  y en  vuestra 
razón,  sin  maltratar  á la  magistratura,  fué  que  no  era 
culpa  de  los  magistrados,  que  era  culpa  de  las  defi- 
ciencias de  la  ley,  que  es  lo  que  nosotros  debemos 
discutir  aquí.  Y vosotros  lo  habéis  Lomado  ála  inver- 
sa; no  habéis  hecho  más  que  proferir  censuras  con- 
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tra  la  magistratura,  y cuando  habéis  llegado  á la  ley, 
y esto  será  uu  ejemplo  que  yo  cito,  porque  no  lie  de 
empeñarme  en  esta  discusión  á que  no  tengo  ya  de- 
recho, habéis  dicho  cosas  como  las  que  sirvieron  al 
Sr.  Pacheco  de  base  para  su  discurso,  ayer,  por  es- 
pacio de  más  de  una  hora,  diciendo  que  los  sumarios 
no  servian  para  nada. 

Pues  corno  vosotros  proclaméis  y difundáis  mu- 
cho esa  doctrina,  no  hay  duda  que  aumentará  el  nú- 
mero de  los  delitos  no  comprobados  y de  los  delin- 
cuentes absueltos.  El  sumario  no  es  nada,  no  sirve 
para  nada,  pues  no  lo  hagais,  recogedle  de  cualquier 
manera;  porque  si  habéis  de  admitir  la  declaración 
jurada  del  testigo,  y ese  sumario  no  ha  de  servir  de 
nada,  más  vale  que  prescindáis  de  la  declaración  y 
del  juramento,  que  no  que  le  profanéis.  Si  no  sirve 
para  nada,  no  recibáis  la  declaración;  si  ese  juramento 
puede  acaso  llegar  á ser  un  perjurio,  si  así  lo  enten- 
déis, no  lo  exijáis;  es  cien  veces  preferible  á venir 
aquí  por  satisfacciones  de  escuela,  á declarar  y decir 
que  el  sumario  no  sirve  para  nada  y que  las  declara- 
ciones que  allí  se  presten  es  lo  mismo  que  si  se  pres- 
taran al  aire. 

Y nada  más,  porque  ya  digo  que  no  he  de  hacer 
una  contestación  al  discurso  del  Sr.  Pacheco,  lie  di- 
cho esto  solo  en  defensa  de  la  magistratura;  por  las 
deficiencias  do  esa  ley  y con  esas  doctrinas  que  pro- 
clamáis, en  efecto,  lo  absolutorio  llegará  á ser  la  re- 
gla general.  Ved  como  en  esto  de  los  delito?  no  sucede 
como  en  otras  cosas.  ¿Ah!  ¡Si  el  interés  solidario  fuese 
tan  positivo  como  lo  es  en  oirás  cosas!  ¡Si  no  predo- 
minara ese  egoísmo,  no  me  ha  tocado  á mí  todavía, 
y no  habiéndome  tocado  á mí,  qué  me  importa  que 
un  ciudadano  haya  sido  víctima  de  un  asesinato;  qué 
me  importa  que  le  hayan  robado;  qué  me  importa  que 
su  caga  haya  sido  incendiada;  ya  procuraré  yo  enten- 
derme con  los  que  matan,  con  los  que  roban  y con  los 
que  incendian,  y me  irá  mejor  que  procurando  vivir 
bajo  el  amparo  protector  de  las  leyes!  Pues  si  se  oye 
aquí,  en  el  seno  de  la  Representación  nacional,  en  nom- 
bre de  un  Gobierno,  sostener  esas  doctrinas  para  pro- 
teger á la  sociedad  y amparar  á los  ciudadanos,  ¿qué 
liemos  de  hacer  nosotros  más  que  protestar  contra 
semejante  aberración? 

Y concluiré  con  una  sola  de  las  muchas  rectifi- 
caciones que  hubiera  tenido  que  hacer  ai  discurso 
del  Sr.  Pacheco,  si  en  efecto  me  propusiera  restable- 
cer mis  opiniones  en  ci  punto  de  La  verdad,  rectifi- 
cando  los  errores  que  S.  S.  me  ha  atribuido:  voy  á 
limitarme  á una  sola  que  verdaderamente  es  clara  en 
esta  materia  de  procedimiento  por  jurados  ó por  ma- 
gistrados; la  de  las  pruebas  tasadas. 

Señores,  ó es  que  yo  me  lio  explicado  con  una 
confusión  tal  que  no  ha  sido  posible  entenderme,  ó 
es  que  los  señores  de  la  Comisión,  y ahora  solo  me 
refiero  al  Sr.  Pacheco,  no  han  acabado  de  definir,  y 
de  deslindar,  y de  comprobar  bien  sus  ideas  sobre 
esta  materia.  Aquí  no  hay  nada  peor  como  que  se 
ponga  en  moda  una  frase;  no  hay  nada  peor  que  el 
que  corra  una  falsa  idea  sin  que  se  la  contradiga:  la 
idea  y la  frase  se  os  impondrán,  y cuando  queráis 
discutirlas  solo  se  os  dirá  que  estáis  obcecados,  ú lo 
que  es  más  concluyente,  que  sois  unos  reaccionarios, 
y que  por  consiguiente,  no  se  os  debe  oir  para  nada. 

¿Qué  quiere  decir  esto  de  la  prueba  tasada  y la 
prueba  de  conciencia?  ¿Podríamos  fijar  sobre  esto  bien 
las  ideas?  ¿De  qué  habíais?  ¿Del  número  de  pruebas? 


¿De  la  clase  de  pruebas?  ¿De  las  pruebas  que  se  pue- 
den presentar  ante  los  jueces  y ante  los  jurados  para 
el  juicio  criminal?  Pues  esas  son  tasadas;  y no  hay 
más  ni  menos  que  las  que  habia  por  la  ley  de  Parti- 
das, porque  hoy  corno  entonces  los  motivos  de  adhe- 
sión de  nuestro  criterio  y de  nuestra  conciencia,  al 
criterio  y á la  conciencia  de  los  otros , son  casi  los 
mismos. 

¿Quitáis  el  tormento  del  que  no  quiero  hablar  y 
que  tendría  también  sus  comparaciones;  quitáis  el 
tormento?  Pues  todas  las  demás  son  las  mismas  prue- 
bas: confesión,  escritura,  documento  público,  docu- 
mento privado,  los  testigos,  los  peritos,  la  inspección 
ocular,  etc.  ¿Habéis  inventado  alguna?  ¿Habéis  inven- 
tado otros  modos  de  afirmar  vuestra  creencia  que  los 
que  habia  entonces?  De  suerte  que  esa  tasa  es  igual. 
Pero  no  se  trata  de  eso:  lo  que  se  trata  de  saber  03  si 
debe  existir  ó no  la  tasa  del  valor  de  esas  pruebas.  Y 
en  esto,  lo  único  que  yo  dije  fue  que  era  una  exage- 
ración notoria  la  de  los  innovadores  que  pretendían 
que,  en  efecto,  la  concieucia  del  juez  habia  estado 
sometida  á un  verdadero  tormento,  á un  martirio  por 
la  regulación  y tasación  del  valor  de  las  pruebas;  que 
eso  habia  venido  más  bien  que  de  las  leyes  de  los 
errores  de  los  tratadistas,  de  su  afan  de  clasificación 
de  las'  plenas  y menos  plenas,  de  las  directas  y de  las 
de  indicios  y de  la  ponderación  y medida  en  que  ha- 
bían de  estimarse  cada  una  de  ellas;  porque  bien  mi- 
rado, según  las  leyes  de  Partida  (y  yo  os  citaba  aque- 
lla en  que  lo  decía),  el  juez  lo  que  mas  habia  de  amar 
era  la  verdad,  y la  verdad  debía  presentársele  ante 
sus  ojos  tan  clara  como  la  luz  del  dia,  y no  era  posi- 
ble, lio  era  justo  que  hicierais  una  censura,  x^rque 
después  de  todo  no  hacíais  más  que  rebajar  el  crédito 
y el  mérito  indiscutible  de  leyes  y principios  como 
aquello,  solo  para  justificar  innovaciones  que  cierta- 
mente no  podían  tener  justificación  completa.  Más 
racional,  más  amplio,  más  de  conciencia  que  aquello 
no  lo  habéis  escrito,  no  lo  habéis  pensado,  ni  es  fácil 
que  lo  penséis  ni  que  lo  escribáis. 

I)e  manera  que  habia  una  exageración  en  decir: 
la  ley  me  obliga  á sentenciar  y á condonar  donde  hay 
dos  testigos,  una  exageración,  cuando  la  ley  decía 
que  la  verdad  era  lo  que  el  juez  debía  amar  sobre  to- 
das las  cosas  de  este  mundo;  cuando  obedeciendo  á 
su  criterio  general  respecto  á la  apreciación,  por 
ejemplo,  de  esa  jirueba  de  los  dos  testigos,  la  ley  dc- 
cia:  dos  testigos  intachables  y que  merezcan  crédito, 
y por  consiguiente,  se  dejaba  siempre  á la  conciencia 
del  juez  aquella  libertad  prudente,  aquella  libertad 
que  debía  tener  para  apreciar  y ponderar  el  valor  de 
las  pruebas  que  en  el  juicio  se  hubieran  practicado. 

Esto  fué  lo  que  yo  dije  respecto  á la  prueba  legal 
ó tasada,  y hoy,  apreciando  lo  que  en  la  ley  se  habia 
escrito  y lo  que  se  previene  en  el  proyecto,  mi  pen- 
samiento y mi  propósito  se  reducen  exclusivamente 
á decir  que  era  necesario  establecer  la  distinción  que 
se  imponía  entre  el  juicio  ante  magistrados  y el  jui- 
cio por  jurados,  que  el  juicio  por  la  conciencia,  Lal 
como  vosotros  lo  entendéis,  es  decir,  el  juicio  que  no 
da  la  razón  y los  motivos  de  su  convicción,  no  es  pro- 
pio del  juicio  de  magistrados,  que  ese  es  el  juicio  del 
veredicto,  que  ese  es  el  juicio  del  Jurado,  y que  era 
necesario  deshacer  esta  confusión,  deslindar  bien  los 
campos  y establecer  el  juicio  de  magistrados  con  su 
base  propia,  no  de  la  prueba  tasada,  sino  de  la  prueba 
en  el  número  y clase  que  la  ley  autoriza,  y después 
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de  practicada,  según  el  valor  que  tuviera  en  la  con- 
ciencia del  juez,  pero  no  en  la  conciencia  secreta,  sino 
en  la  conciencia  que  el  juez  está  obligado  á revelar, 
exponiendo  claramente  en  su  sentencia  y en  sus  fallos 
cuáles  han  sido  los  motivos  de  su  convicción. 

Pues  si  esto  es  ser  defensor  de  la  prueba  tasada  y 
de  esas  otras  cosas  así  calibeadas,  como  vosotros  ha- 
béis hecho,  fuera  de  tino,  fuera  de  su  realidad,  y pre- 
sentadas solo  como  antiguallas  despreciables,  será 
porque  vosotros  hay  ais  querido  entenderlo  así,  pero 
no  porque  yo  haya  dejado  de  explicarlas,  me  parece, 
con  alguna  claridad. 

Y dicho  esto,  y rogando  al  Congreso  me  dispense 
por  el  tiempo  que  le  he  molestado,  he  concluido  mi 
rectificación. 

Fd  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Cárdenas):  El  Sr.  Car 
nica  tiene  la  palabra  para  alusiones  personales. 

El  Sr.  GARNICA:  Señores  Diputados,  perdonad- 
me que  interrumpa  este  brillante  debate  que  se  está 
sosteniendo  por  los  defensores  del  dictámen  y los  ora- 
dores de  la  oposición,  para  recoger  las  alusiones  que 
se  me  han  dirigido  dias  pasados. 

La  primera,  que  fue  la  que  tuvo  la  bondad  de  di- 
rigirme el  Sr.  Díaz  Moreu,  indudablemente  no  la  ha- 
bría recogido,  pues  siendo  esta  alusión  meramente 
un  elogio,  no  me  obligaba  más  que  á una  manifesfca- 
cion  de  gratitud,  y rni  gratitud  puede  eslar  seguro 
el  Sr.  Díaz  Moreu  que  la  tiene  á todas  horas  sin  nece- 
cesidad  de  que  yo  hiciese  manifestación  pública  de 
ello.  Pero  la  alusión  que  ayer  me  dirigió  el  Sr.  Pa- 
checo, fué  de  tal  naturaleza,  que  lie  creído,  á pesar  de 
mi  modestia  y falta  de  hábito  de  dirigirme  á una  Cá- 
mara tan  respetable  como  ésta,  que  no  podia  méuos 
de  recogerla. 

La  alusión  del  Sr.  Pacheco,  indudablemente,  se 
refiere  á las  manifestaciones  que  yo  tuve  el  honor  de 
hacer  ante  esa  Comisión,  cuando  ella,  antes  de  redac- 
tar su  dictámen  sobre  el  proyecto  del  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  creyó  que  le  era  conveniente  oir  la 
opinión  de  nosotros  sus  compañeros. 

Acudí  entonces  á una  de  las  reuniones  de  la  Co- 
misión, como  fué  público,  en  primer  término  para 
cumplir  un  deber  de  consecuencia  y de  honor  á que 
me  creí  obligado  después  de  los  ataques  y del  ridículo 
que  con  demasiada  frecuencia  se  ha  esparcido  sobre 
el  Jurado  que  funcionó  en  España  en  los  años  de  1873 
y 1874;  creí,  digo,  que  era  para  mí  uu  deber  de  conse- 
cuencia y de  honor,  puesto  que  las  circunstancias 
me  pusieron  al  lado  del  Jurado,  y puedo  dar  en  todas 
ocasiones,  como  di  entonces  y como  doy  ahora,  tes- 
timonio de  que  aquellos  honrados  ciudadanos  que 
vinieron  á cooperar  á la  función  de  la  administración 
de  justicia,  lo  hicieron  digna  y lealmente,  lo  hicieron 
honradamente,  lo  hicieron  con  extraordinaria  inteli- 
gencia, lo  cual  no  solo  sorprendió  al  país,  que  uo  es- 
peraba tan  gallarda  muestra  de  sí  mismo,  por  la  des- 
confianza que  tenemos  siempre  de  nosotros  mismos, 
sino  que  sorprendió  á los  magistrados  que  estaban  á 
su  lado. 

Muchos  de  los  que  me  escuchan  lo  saben  bien,  y 
aun  creo  que  algunos  tuvieron  la  honra  de  contribuir 
á levantar  aquel  servicio  público,  y de  haberlo  hecho 
con  estas  cualidades  y merecimientos  que  acabo  de 
exponer. 

Al  lado  de  esto,  aunque  no  es  á mí  propiamente 
á quien  corresponde  decirlo,  creo  que  estarla  bien  que 
de  alguna  parte  de  esta  Cámara,  en  representación  del 


juicio  público  ó de  los  individuos  áque  antes  he  alu 
dido,  se  levantase  alguna  voz  que  expresara  cómo  la 
magistratura,  que  ahora  se  quiere  suponer  opuesta  á 
esta  institución,  cómo  la  magistratura,  que  se  quiere 
suponer  que  resiste  á las  reformas,  acogió  ésta  en  su 
seno,  prescindiendo  enteramente  del  entusiasmo  ó 
aversión  que  doctrinalmente  pudieran  tener  sus  indi- 
viduos, y la  acogió  cuaudo  la  sociedad  estaba  bien  des- 
amparada y bien  necesitada  de  protección  en  todos 
sus  organismos.  Quizá  hoy  no  tendríamos  estos  ele- 
mentos de  experiencia  y de  discusión  si  aquella  ma- 
gistratura no  hubiera  dado  vida  al  Jurado,  que  antes 
de  empezar  á funcionar  vió  caer  la  Monarquía  y la 
situación  política  que  lo  habían  establecido,  y produ- 
cirse en  el  país  tantas  perturbaciones  de  triste  re- 
cuerdo. 

Me  llevó  en  segundo  término  á ocupar  la  atención 
de  ia  Comisión,  el  hacer  algunas  observaciones  acerca 
de  las  condiciones  que  yo  creo  más  propias  para  el 
desarrollo  del  Jurado. 

A mi  parecer,  cuando  el  Poder  legislativo  entien- 
de que  lia  llegado  el  momento  en  que  puede  plan- 
tearse una  instituciou  porque  el  país  está  preparado 
para  recibirla,  debe  hacerse  esto  sin  timidez  de  nin- 
guna clase,  con  todas  las  condiciones  indispchsables 
para  que  la  institución  funcione  y tenga  su  cabal 
desarrollo.  Fui  á la  Comisión  con  este  objeto,  creyendo 
que  aquellas  indicaciones  mias  en  lo  que  pudieran 
tener  de  aceptables,  si  algo  tenían,  habían  de  ser 
desarrolladas  con  el  superior  criterio  de  todos  y cada 
uno  de  los  individuos  que  componen  la  Comisión,  y 
que  esto  me  excusaría  el  molestar  ai  Congreso,  cosa 
tan  ajena  á mis  hábitos  y á mis  intenciones.  Sin  em- 
bargo, las  circunstancias  han  hecho  que  me  vea  en 
la  necesidad  de  hablar  aquí. 

Yo  creo  que  lo  más  esencial  en  el  caso  presente 
es  que  el  Jurado  se  plantee  con  todas  las  condiciones 
que  para  su  desarrollo  necesita,  porque  no  de  otra 
manera  me  explico  que  siendo  una  toda  la  civiliza- 
ción que  puede  llamarse  europea  y cristiana,  pues  no 
hay  en  los  grados  de  esta  civilización  grandes  dife- 
rencias, se  observa  que  donde  quiera  que  Inglaterra 
ha  llevado  el  Jurado,  ya  á sus  posesioues  de  Africa, 
ya  á las  de  América,  ya  á las  de  la  Oceanía,  el  Ju- 
rado iuglés,  con  esa  diversidad  de  razas  y ele  condi- 
ciones, ha  funcionado  sin  ninguna  dificultad,  y que 
en  los  pueblos  del  continente,  donde  por  diferentes 
motivos  que  no  es  del  caso  examinar,  se  ha  planteado 
con  timidez  el  Jurado,  esta  institución  ha  sido  objeto 
de  continuos  retoques,  de  modo  que  es  imposible  abrir 
un  repertorio  de  legislación” comparada  sin  encontrar 
multitud  de  leyes  cou  las  cuales  se  está  reformando 
todos  los  días  la  institución  que  nos  ocupa  á fin  de 
darla  el  suspirado  asiento  para  que  funcione  bien. 

Entrando  ya  en  lo  que  ha  sido  propiamente  objeto 
de  la  alusión,  yo  me  pregunto:  esta  fe  que  tengo  en 
la  institución  del  Jurado  y que  tenía  cuando  concurrí 
al  seno  de  la  Comisión  para  hacer  las  observaciones 
que  hice,  ¿ha  habido  algún  motivo  para  que  se  des- 
vanezca después  de  asistir  á este  debate?  A bsolu La- 
mente ninguno.  He  oido  aquí  como  argumento  histó- 
rico Aquiles  contra  la  institución  del  Jurado,  por  re- 
ferirse á la  ocasión  en  que  se  planteó  por  primera  vez 
en  el  continente,  y de  donde  se  considera  que  las  le- 
yes modernas  de  Jurado  traen  su  raíz;  he  oido  citar 
el  ejemplo  del  Jurado  de  la  Revolución  francesa.  Pero 
estas  observaciones  no  se  han  referido,  como  la  Cá- 
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niara  habrá  notado,  al  Jurado  establecido  para  el  de- 
recho común  por  la  Asamblea  francesa,  sino  al  hecho 
particularísimo  de  aquel  Jurado  que  fué  adjunto  al 
tribunal  revolucionario  de  París,  cosa  enteramente 
distinta  del  Jurado  de  ios  tribunales  ordinarios.  El 
Jurado  del  tribunal  revolucionario  no  puede  califi- 
carse de  verdadero  Jurado;  fué  un  miembro  adjunto 
á aquel  tribunal;  pero  un  miembro  bajo  el  aspecto 
del  Jurado  tan  vicioso  y tan  apócrifo  como  lo  fueron 
bajo  el  punto  de  vista  de  las  funciones  judiciales  los 
jueces  que  lo  presidieron.  Ni  aquellos  jueces  fueron 
jueces,  ni  aquel  Jurado  fué  Jurado.  [El  Sr.  Piclnl:  Dí- 
gaselo S.  S.  al  Sr.  Pacheco.)  Tengo  á la  mano,  Sr.  Pi- 
dal,  las  tres  leyes  orgánicas  del  Jurado  francés.  (El 
Sr.  Pidal : Leásclas  S.  S.  al  Sr.  Pacheco.)  Tendré  el  ho- 
nor de  leérselo  al  Sr.  Pacheco  y á S.  S.  y á toda  la 
Cámara,  aunque  la  Cámara  no  lo  necesita,  porque  sa- 
bido es  que  las  colectividades  están  siempre  tan  bien 
informadas  ó mejor  que  cada  uno  de  sus  individuos. 

Tengo  á la  mano  las  tres  leyes  orgánicas  del  tri- 
bunal revolucionario  de  París,  que  fueron  como  sabe 
la  Cámara,  las  siguientes:  ley  de  1 1 de  Marzo  de 
1703,  con  los  decretos  de  5 y 14  de  Setiembre  del 
mismo  ano;  ley  de  22  Pradeal  del  año  TI,  y la  ley  de 
8 Nivoso  del  año  III  de  la  República.  En  todas  ellas 
se  establece  un  número  lijo  de  jurados,  que  fué  en  la 
primera  de  15,  y después  de  60,  cuando  el  tribunal 
se  dividió  en  cuatro  secciones;  y en  la  segunda  de  50, 
designados  siempre  nominalmente  por  la  Convención, 
y que  debían  funcionar  siempre  los  mismos  en  un- 
período  por  lo  ménos  de  tres  meses. 

Considero  la  Cámara  si  una  lista  de  15  jurados 
designados  directamente  por  la  Convención  nacional, 
y que  debían  funcionar  como  una  organización  per- 
manente durante  más  de  tres  meses,  reviste  ninguna 
délas  condiciones  de  renovación  constante  del  tribu- 
nal, de  origen  popular  y de  ámplia  facultad  de  recu- 
lación, que  son  esenciales  de  la  institución  del  Ju- 
rado. 

Por  consiguiente,  si  hemos  de  discutir  con  leal- 
tad, creo  que  este  argumento,  que  como  argumento 
histórico  se  producía,  puede  ser  desde  luego  descar- 
tado. 

El  Sr.  Domínguez  en  su  eruditísimo  discurso  de- 
dicó una  parte  principal  de  él  á establecer  argumen- 
tos, que  yo,  sin  ofensa  suya,  porque  yo  nunca  podria 
emplear  palabras  que  en  sentido  de  ironía  pudiesen 
ofender  á nadie,  me  atrevo  á calificar  de  peregrinos, 
porque  son  argumentos  que  andan  viajando  al  rede- 
dor del  tema  sin  que  en  ningún  momento  puedan  en- 
cajar en  él.  Decía  S.  S.  que  en  España  la  criminalidad 
es  extraordinaria,  que  los  medios  judiciales  actuales 
son  deficientes,  que  las  condenas  no  tienen  cabal 
cumplimiento,  que  se  abusa  extraordinariamente  del 
ejercicio  de  la  gracia  de  indulto. 

Pero  ¿qué  tienen  que  ver  estos  argumentos  con  Ja* 
institución  del  Jurado?  De  que  la  criminalidad  sea 
extraordinaria,  ¿deduce  la  Cámara  que  el  Jurado  no 
va  i ser  una  institución  adecuada  y eficaz  para  reprimir 
c¿la  misma  criminalidad?  De  que  se  abuse  del  ejerci- 
cio de  la  gracia  de  indulto,  ¿puede  deducirse  ningún 
argumento,  si  es  que  no  se  deduce  algún  argumento 
favorable,  puede  deducirse  algún  argumento  contra- 
rio á la  institución  del  Jurado?  Porque,  señores,  ¿qué 
sentido  tiene  esta  afirmación,  (pie  ya  se  repite  quizás 
con  exceso,  de  que  se  abusa  de  la  gracia  (le  iudulto? 
Pues  ¿no  vendría  esto  á significar,  si  algo  significa  y 


partiendo  del  supuesto  serio,  de  que  nosotros  no  po- 
demos ménos  de  partir,  de  la  ordinaria  justificación 
de  los  Gobiernos  y de  la  honradez  de  las  personas  que 
tienen  crédito  cerca  de  estos  Gobiernos  y les  excitan 
á ejercitar  esa  gracia,  no  vendría  á significar  que  hay 
algún  desequilibrio  entre  la  justicia  que  los  tribuna- 
les administran  y aquello  que  el  país,  que  los  Gobier- 
nos mismos  y que  esas  personas  que  á ellos  se  acer- 
can consideran  en  el  fondo  de  su  conciencia  que  debe 
ser  la  justicia?  ¿Es  que  esta  justicia  que  se  adminis- 
tra con  arreglo  á la  ley  y con  todas  las  condiciones 
que  debe  tener,  garantida  por  la  responsabilidad  que 
puede  y debe  exigirse  al  magistrado,  resulta,  en  la 
generalidad  de  los  casos,  algo  excesivamente  riguro- 
sa? Supuesta  la  buena  gestión  ordinaria  de  los  Go- 
biernos y la  honrada  y recta  intención  de  las  personas 
que  tienen  más  fácil  acceso  con  ellos,  esta  es  la  única 
consecuencia  racional.  De  que  los  medios  actuales  ju- 
diciales fueran  deficientes,  ¿se  deduce  algún  argu- 
mento para  decir  que  cuando  se  va  á traer  una  refor- 
ma, esa  reforma  es  realmente  inoportuna?  De  ninguna 
manera  puede  sacarse  lógicamente  esa  consecuencia. 

Todos  recordareis  cómo  el  Sr.  Domínguez,  dando 
cuerpo  en  su  imaginación  á esas  malas  circunstan- 
cias en  que,  bajo  el  punto  de  vista  de  S.  S.,  está  la 
administración  de  justicia,  nos  ofrecía  aquella  bri- 
llante imágen  en  que  presentaba  á la  administración 
de  justicia  en  España  como  un  hombre  descalzo  á 
quien  quisiéramos  socorrer  con  una  corbala  de  finí- 
simo encaje.  Pase  lo  del  finísimo  encaje  en  gracia  al 
Jurado,  pero  no  es  con  una  corbata  con  lo  que  nos- 
otros queremos  socorrer  á ese  hombre  descalzo,  sino 
con  las  más  indispensables  prendas  de  vestir.  ¿Cuál 
es  el  estado  de  la  administración  de  justicia  para  lo 
criminal  en  España?  ¿Cuál  es  el  estado  de  la  cues- 
tión? Nosotros  hemos  establecido  y queremos  unáni- 
me ó casi  unánimemente,  mantener  el  juicio  oral  y 
público.  Pues  bien;  yo  afirmo,  y creo  que  la  Cámara 
estará  conmigo,  y si  no  fuera  inmodestia,  diria  que 
espero  conquistar  hasta  la  aquiescencia  del  mismo 
Sr.  Isasa,  afirmo  que  no  puede  haber  juicio  público 
sin  Jurado,  que  no  puede  haber  juicio  oral  siu  esa 
institución. 

¿Qué  publicidad  de  juicio  tenemos  sin  Jurado?  Ex- 
cepto en  algunas  causas  de  especial  resonancia  por 
la  índole  del  delito  ó por  la  calidad  de  las  personas, 
¿qué  público  asiste  á los  juicios?  Algunos  desgracia- 
dos parientes  del  reo  ó algunas  personas  unidas  á él 
por  vínculos  no  tan  confesables.  ¿Es  este  el  público 
que  conviene  que  acuda  á las  estancias  donde  se  ad- 
ministra juslicia  para  ejercer  la  vigilancia  y la  fisca- 
lización que  son  saludables  para  la  institución  judi- 
cial? ¿Es  este  público  el  que  puede  recibir  y difundir 
por  el  país  la  enseñanza  y la  ejemplaridad  que  de  la 
administración  de  justicia  se  obtiene  en  todos  los 
países  verdaderamente  civilizados?  No  ciertamente; 
solo  con  el  Jurado  se  asegurará  la  publicidad  del  jui- 
cio por  la  parte  sana  de  la  sociedad,  se  apreciará  rec- 
tamente el  modo  de  proceder  de  los  tribunales  del 
órden  penal,  y la  administración  de  justicia  será  una 
fuente  abundante  de  ilustración  y de  cultura. 

En  cuanto  á la  posibilidad  del  juicio  oral  sin  Ju- 
rado, me  atengo  á la  conclusión  final  del  discurso  de 
mi  querido  y respetable  amigo  el  Sr.  Isasa.  Decía  el 
Sr.  Isasa:  si  lodo  esto  de  laoralidad  del  juicio  tuviera 
que  venir  á parar  en  que  descansara  el  resultado  de 
I los  procesos  y todo  lo  que  la  sociedad  confia  á los 
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tribunales,  en  lo  que  decidan  los  magistrados  sin  ga- 
rantía ni  responsabilidad  alguna,  entonces  yo  prefe- 
rirla cualquier  cosa,  tal  vez  preferiría  el  «Turado;  y 
yo  esto  lo  Lraduje  entonces  y lo  traduzco  ahora:  «en 
tai  caso,  aceptarla  el  Jurado.»  Pues  bien,  si  yo  demos- 
trara que  es  imposible  la  existencia  del  juicio  oral  de 
otra  manera  que  en  esas  condiciones  que  el  Sr.  Isasa 
cree  tan  deficientes  y tan  imperfectas,  espero  que  la 
Cámara,  por  la  autoridad  del  Sr.  Isasa,  y el  Sr.  isasa 
mismo,  tendrán  que  convenir  en  que  es  el  corolario 
inflexible  y necesario  del  juicio  oral. 

En  materia  de  pruebas,  hay  que  decidirse:  no 
existen  más  que  dos  sistemas:  el  de  la  prueba  tasada, 
ó de  la  prueba  apreciada  libremente. 

¿Qué  es  eso  de  la  prueba  razonada  no  tasada,  como 
cosa  distinta  de  la  prueba  por  conciencia?  ¿Puede  este 
pretendido  término  medio  satisfacer  á ningún  enten- 
dimiento sório,  y al  decirlo  así,  salvo  todos  los  res- 
petos que  debo  salvar?  La  prueba  por  conciencia  no 
es  más  que  la  prueba  de  la  lógica  natural.  La  prueba 
razonada  es  la  prueba  de  la  lógica  artificial.  Y entre 
la  lógica  natural  y la  lógica  artificial,  ¿qué  diferencia 
hay?  Una  simple  diferencia  de  retórica.  Siempre  que 
la  apreciación  de  la  prueba  no  tenga  que  obedecer  á 
principios  generales  fijos  y preestablecidos,  de  donde 
no  puedan  salirse  la  razón  ni  la  responsabilidad,  ten- 
dremos el  libre  criterio  del  juez,  razone  ó no  razone 
esta  parte  de  su  sentencia.  Si  queremos  sujetarle  á 
responsabilidad  en  este  punto,  tenemos  que  fijarle 
claramente  los  principios  cardinales  y fundamentales 
á que  ha  de  ceñirse;  tenemos  que  tasarle  la  prueba. 
Entre  estos  extremos  no  cabe  otro  medio  que  el  de 
un  poco  de  literatura  que  demuestre  el  origen  del 
convencimiento  del  juez,  pero  no  la  base  de  su  res- 
ponsabilidad. No  es  que  yo  rechace  que  la  prueba  sea 
razonada  cuando  pueda  serlo,  no;  todos  los  que  sean 
elementos  de  ilustración  ante  el  país,  no  me  duelen; 
pero  digo  que  esta  no  es  ninguna  cosa  fundamental 
que  diferencie,  y que  allí  donde  no  haya  principios 
de  que  tenga  que  partir  el  razonamiento,  este  razo- 
namiento descansa  puramente  en  la  opinión,  y la  res- 
ponsabilidad se  desvanece. 

Y esto  no  es  nuevo,  esto  es  una  cosa  que  lo  mar- 
ca la  gradación  de  la  legislación.  La  prueba  tasada, 
¿en  qué  consiste?  ¿Tengo  yo  que  decir  al  Congreso  en 
qué  consiste9  ¿Algunos  de  los  que  me  escuchan  quie- 
ren tpie  se  vuelva  á la  prueba  tasada? ¿Lo  quiere  el  se- 
ñor Isasa?  La  prueba  tasada  es  que  el  legislador  diga 
que  será  cierto  lo  que  digan  dos,  tres  ó cuatro  testigos 
de  ciertas  condiciones  que  no  han  sido  tachados,  ó que 
no  han  podido  serlo,  por  más  que  contra  ellos  se  rebe- 
len todos  los  antecedentes  del  proceso.  La  prueba  ta- 
sada consiste  en  que  diga  la  ley  que  lo  que  exprese 
un  documento  que  en  último  caso  no  descansa  más 
que  sobre  la  fe  de  la  persona  que  lo  ha  extendido,  eso 
será  cierto  aunque  haya  cien  testigos  que  sean  de  los 
más  sanos  del  país  que  estén  en  contra  de  aquel  do- 
cumento y que  nieguen  su  contenido.  Habrá  la  prueba 
tasada  cuando  se  establezca  que  donde  se  reúnan 
cuatro  ó cuarenta  testigos,  que  tengan  las  condiciones 
exteriores  que  marque  la  ley  no  valdrá  nada  el  docu- 
mento público  que  contradigan,  y que  la  fe  del  fun- 
cionario ó de  la  autoridad  más  alta  que  lo  haya  solem- 
nizado, sea  cosa  vana  y caiga  por  tierra  en  cuanto  se 
reúnan  aquel  número  y aquellas  circunstancias  pu- 
ramente exteriores.  ¿Y  es  esto  lo  que  nadie  puede 
querer?  Señores,  este  principio  de  la  prueba  tasada 


lleva  en  sus  entrañas  un  delito  social  mayor  que  el 
que  pueda  cometer  ninguna  persona  para  quien  ese 
instrumento  de  legislación  pueda  aplicarse;  porque 
este  principio  lleva  consigo  que  diga  un  juez  como 
quizás  hayau  dicho  muchos,  «acabo  de  condenar  á 
este.hombre,  y sin  embargo,  juro  sobre  mi  corazón 
que  este  hombre  es  inocente;»  ó «acabo  de  absolver 
á este  hombre,  y juro  sobre  mi  conciencia  que  este 
hombre  debia  ser  condenado.» 

¿Es  este  un  estado  legal  que  pueda  satisfacer  á 
nadie?  ¿No  queréis  esto?  Pues  si  no  lo  queréis,  no  te- 
neis  más  remedio  que  aceptar  la  libertad  de  la  prue- 
ba, razonada  ó no  razonada  (El  Sr.  Pidal : Eso  es  una 
exageración),  no  tenéis  más  remedio  que  abandonarla 
al  criterio  de  la  opinión,  expresado  por  la  mayoría  de 
un  tribunal  ó de  un  Jurado. 

¿Pues  qué,  señores,  antes  de  que  se  hubiera  rea- 
lizado ninguna  de  las  reformas  modernas,  compren- 
diéndose la  dificultad  de  la  prueba  tasada,  no  era  la 
confesión  del  reo  la  única  en  que  podía  descansar 
medianamente  el  ánimo  del  juez?  ¿Y  no  sabéis  los 
medios  que  ha  sido  necesario  emplear  para  obtener 
esa  prueba  en  épocas  de  escasa  cultura?  Y cuando  la 
cultura  ha  rechazado  esos  medios  que  se  empleaban 
para  alcanzar  esa  confesión,  cuando  no  ha  sido  posi- 
ble emplear  esos  medios,  ¿qué  ha  sido  preciso  hacer? 
Prescindir  de  la  prueba  tasada,  y acudir  al  conven- 
cimiento del  criterio  racional,  á la  apreciación  del 
juez;  y ese  es  el  sistema  de  nuestra  Novísima  Reco- 
pilación, y el  que  establece  la  regla  45  de  la  ley  pro- 
visional para  la  aplicación  del  Código  penal  de  1850, 
porque  contra  lo  imposible  nadie  puede  ir.  Así  es, 
que  inmediatamente  que  el  sistema  de  la  prueba  La- 
sada se  ha  abaudonado,  y que  los  pueblos,  en  un  es- 
tado de  mayor  civilización,  han  tenido  que  reemplazar 
por  otros  medios  la  prueba  tasada,  ¿qué  hau  hecho?  Lo 
mismo  que  hicieron  cuando  dejaron  de  tener  para  la 
decisión  de  los  juicios  la  sencilla  confianza  en  la  in- 
tervención de  la  Providencia,  y abandonando  los  Or- 
dalías y el  juicio  de  Dios,  se  acogieron  ai  juicio  por 
la  Patria,  al  juicio  por  la  ley  de  la  tierra,  que  es  como 
los  clásicos  ingleses  llaman  al  juicio  por  jurados. 

Y esto  en  cuanto  á la  apreciación  del  hecho  ó del 
delito  material;  pero  ¿qué  diremos  en  cuanto  á la 
apreciación  del  hecho  moral  ó jurídico?  Enesto  el  Ju- 
rado descansa  todavía  sobre  principios  más  altos  y 
más  fundamentales,  como  que  son  la  raíz  y ia  base 
de  la  aplicación  de  la  ley  penal.  Porque  ¿en  qué  con- 
cepto se  castiga  al  delincuente  y se  le  aplica  la  ley 
penal?  En  el  concepto  de  que  el  delincuente  conoce  la 
ley,  y ha  querido  voluntariamente  infringirla.  Y,  se- 
ñores, si  hubiese  un  Estado,  cine  podemos  establecer 
en  hipótesis,  en  que  el  Poder  legislativo  y el  judicial 
fuesen  desempeñados  por  una  casta  superior  é inteli- 
gente, más  pura  y más  moral  que  los  dem?is  ciuda- 
danos, que  no  contuviese  ninguno  de  los  defectos  de 
que  éstos  adolecen,  y en  donde  las  leyes  perfectas  que 
se  promulgasen  se  hubieran  de  aplicar  á una  socie- 
dad más  atrasada,  más  inculta,  más  bárbara,  ¿qué  re- 
sultaría de  esto?  ¿Sería  justa  la  aplicación  de  esas 
leyes?  No,  señores;  eso  seria  una  verdadera  tiranía, 
porque  es  necesario  que  haya  una  ecuación  perfecta 
entre  la  ley  y los  sentimientos  y costumbres  del  pue- 
blo á quien  se  da,  entre  la  aplicación  de  la  ley  á un 
caso  dado  y las  circunstancias  de  la  persona  ó del 
hecho  á que  se  aplica;  y esto  entiendo  yo  que  es  el 
principio  más  fundamental  y cardinal  del  Jurado.  Así 
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es,  señores,  que  la  intervención  del  Jurado,  la  inter- 
vención de  los  ciudadanos,  la  intervención  popular,  el 
juicio  público,  no  es  un  hecho  nuevo,  sino  un  hecho 
constante,  un  hecho  general  de  la  historia,  en  cuanto 
podemos  conocer  los  precedentes  de  la  historia  en 
nuestra  legislación  y los  precedentes  de  la  historia  en 
la  legislación  europea.  Solo  en  los  últimos  tiempos 
del  Imperio  romano,  solo  en  los  últimos  tiempos  de 
las  Monarquías  absolutas,  eu  que  ha  estado  supedi- 
tada la  coparticipación  de  los  ciudadanos  eu  el  go- 
bierno del  país,  es  cuando  los  pueblos  han  estado  pri- 
vados de  intervenir  en  la  administración  de  justicia. 

¿Y  es  cierto  que  los  pueblos  no  están  ya  enamo- 
rados de  eso?  ¿Es  cierto  que  están  ya  desilusionados? 
Yo,  señores,  no  puedo  dedicarme  mucho  á la  lectura, 
porque  no  tengo  tiempo  para  ello;  pero  por  lo  que  leo, 
puedo  decir,  y este  es  un  argumento  de  poca  autori- 
dad porvenir  de  mí,  que  no  creo  que  haya  ni  en  los 
tratadistas  de  derecho,  ni  en  la  opiuion  de  los  pueblos 
ese  movimiento  que  se  pretende. 

Y en  cuanto  al  hecho  concreto,  porque  siempre 
creo  que  vale  más  discutir  por  hechos  que  por  citas 
de  autores,  que  suelen  tener  mucho  de  fantástico,  en 
cuanto  al  hecho  concreto  de  que  aquí  se  ha  hablado, 
dándole,  como  es  justo,  importancia  grande,  el  refe- 
rente á la  modificación  legislativa  que  se  ^stá  ope- 
rando actualmente  en  el  Reino  de  la  Gran  Bretaña,  y 
que  allí  trae  dividida  la  opinión  y los  partidos  hasta 
un  punto  que  quizás  no  se  habia  coaocido  en  Ingla- 
terra desde  el  tiempo  de  los  Tudores  y de  Isabel  I; 
creo  que  al  tratar  de  este  hecho,  no  ha  habido  por 
parte  de  los  señores  que  lo  han  citado  un  conoci- 
miento exacto  del  hecho.  No  se  trata  en  Inglaterra  de 
suprimir  el  Jurado  en  Irlanda;  ¿cómo  habia  de  supri- 
mirse, y cómo  habian  de  juzgar  sin  el  Jurado?  Esto 
no  lo  comprenden  los  ingleses.  Los  ingleses  sou  un 
pueblo  en  que  está  sobrado  arraigado  el  sentido  jurí- 
dico para  que  se  cambien  de  un  día  á otro  institucio- 
nes tan  fundamentales  y con  las  cuales  está  identifi- 
cada su  vida. 

Tengo  aquí  un  extracto  que  he  tomado  anoche 
de  lo  que  es  la  reforma  de  la  ley  criminal  en  Irlanda, 
y en  ese  b¿ll  para  orillar  aquellas  grandes  dificulta- 
des, para  salvar  aquella  gran  crisis  que  casi  mayor 
no  la  ha  pasado  el  Reino  Unido  hace  cinco  siglos,  se 
trata  para  ponerla  remedio  de  que  se  pueda  juzgar 
por  dos  Magistrados  en  ciertos  delitos  que  enumera 
el  dül,  pero  que  no  leo  por  no  cansar  á la  Cámara, 
cou  tal  de  que  la  pena  que  corresponda  á esos  delitos 
no  exceda  de  seis  meses  de  prisión,  se  trata  de  que 
el  tribunal  á propuesta  del  atomey  en  los  distritos 
que  el  lugar-teniente  haya  señalado,  pueda  cambiar 
la  jurisdicción;  es  decir,  llevar  al  procesado  á que  sea 
juzgado  de  un  circuito  ai  inmediato,  y que  en  los  de- 
litos más  graves,  y esto  es  lo  que  ha  sublevado  la 
opinión  en  Inglaterra  y en  los  partidos  liberales,  en 
los  delitos  de  homicidio,  disparos  de  armas  de  fuego 
contra  las  personas  ó dentro  de  un  domicilio,  pueda 
hacerse  que  los  reos  pasen  el  canal  de  San  Jorge  y 
vayan  á ser  juzgados  x)or  los  tribunales  y por  ios  ju- 
rados de  Inglaterra;  y que  en  otros  delitos  de  ménos 
importancia  pueda  pedirse  por  la  defensa  ó por  la 
acusación  la  constitución  de  lo  que  allí  se  llama  el 
Jurado  especial.  Porque  todos  sabéis  que  eu  Inglate- 
rra se  forman  dos  listas,  una  para  los  delitos  ordina- 
rios y otra  para  los  delitos  de  falsedad,  y para  aque- 
llos en  que  las  dos  partes  lo  piden  de  común  acuerdo; 


pero  los  dos  son  dos  Jurados  iguales  en  cuanLo  á la 
autoridad,  que  forma  las  listas,  en  cuanto  á la  reno- 
vación del  tribunal  para  cada  caso,  en  cnanto  á la  fa- 
cilidad de  recusar  y á todo  lo  demás  que  forma  la 
esencia  del  Jurado.  No  se  diferencian  más  que  por  la 
mayor  importancia  social  de  las  personas,  que  com- 
ponen la"  lista  del  Jurado  especial. 

Estas  son  las  reformas  que  allí  se  proponen  y las 
que  han  sublevado  la  opinión  más  liberal  en  Ingla- 
terra, creyeudo  muchos  que  cou  eslo  se  trata  de  violar 
la  Constitución  y que  puede  haber  un  peligro  en  ac- 
ceder á ello.  Vean  ios  Sres.  Diputados  si  este  estado 
de  opinión  del  Parlamento  y del  país  ingleses  ante 
reformas  que  aquí  se  concederían  fácilmente  y pasa- 
rían sin  dificultad,  tanto,  que  según  tengo  entendido 
hay  quien  está  dispuesto  á hacer  que  una  eos  v aná- 
loga se  consigne  en  la  ley  como  disposición  transito- 
ria, dejando  al  Gobierno  autorización  para  aplicarla 
cuando  lo  crea  conveniente,  vean  los  Sres.  Diputados 
si  esta  excitaciou  de  la  opinión  prueba  y puede  ser 
argumento  de  que  la  opinión  del  pueblo  inglés  está 
divorciada  del  Jurado. 

Hablando  para  alusiones  no  voy  á decir  nada  de 
los  argumentos  que  se  han  hecho  sobre  la  indepen- 
dencia y la  moralidad  de  los  jurados,  porque  sou 
estas  coüdiciones  de  aquellas  que  adornan  al  Jurado 
en  todas  partes,  y que  todo  el  organismo  de  la  ley 
tiende  á que  el  Jurado  esté  igualmente  adornado  de 
estas  condiciones  entre  nosotros.  Entiendo  que  no  es 
este  verdaderamente  el  punto  de  la  dificultad  y de  la 
oposición;  el  punto  de  la  oposición  en  que  se  hacía 
más  hincapié  y el  que  en  cierto  modo  constituía  la 
alusión  que  me  dirigió  el  Sr.  Pacheco,  se  referia  á la 
superior  capacidad  que  los  partidarios  demasiado  en- 
tusiastas á mi  juicio  del  Jurado  conceden  al  juez  lego 
sobre  el  juez  perito.  Esta  afirmación  producía  escán- 
dalo y admiración  extraordinarios  entre  los  que  no 
pueden  concebir  que  el  juez  de  derecho  tenga  ménos 
ilustración  y capacidad  que  el  juez  lego. 

Yo  no  admito,  señores,  yo  no  puedo  admitir,  y 
con  esto  contesto  á la  alusión,  que  el  jurado  tenga, 
eu  general,  para  juzgar  mayor  competencia  que  el 
juez  perito.  Es  cierto,  y es  muy  de  tener  en  conside- 
ración, que  en  el  hombre  que  es  llamado  por  primera 
vez  á desempeñar  una  función  tan  augusta  como  la  de 
juzgar  y decidir  de  la  suerte  de  sus  semejantes,  se  han 
de  despertar  necesariamente  extraordinarias  condi- 
ciones de  celo,  de  actividad  y de  inteligencia;  pero  yo 
no  puedo  desconocer,  por  otra  parte,  que  las  tradi- 
ciones de  la  carrera  en  el  juez  que  la  ha  abrazado  por 
vocación,  que  está  identificado  con  sus  funciones,  que 
sabe  que  tiene  sobre  sí  constantemente  fijas  las  mira- 
das de  la  opinión,  que  ha  hecho  de  su  profesión  una 
verdadera  religión  de  su  espíritu,  yo  no  puedo  des- 
conocer que  todas  estas  son  condiciones  eu  el  juez 
técnico,  que  por  ningunas  otras  pueden  ser  aventa- 
jadas. Pero  es  preciso  ser  justos  en  esto  (le  la  incom- 
petencia de  los  jueces  legos  ó de  los  hombres  que 
accidentalmente  van  á administrar  justicia;  yo  creo 
que  los  hombres  que  nos  hemos  dedicado  al  estudio 
padecemos  en  esto  una  alucinación  grave. 

La  ciencia,  ciertamente,  abre  horizontes;  da  me- 
dios de  conocer;  pero  la  inteligencia  misma  sin  el 
estudio  no  entra  por  poco  en  el  conocimiento;  nos- 
otros tenemos  un  adagio  vulgar,  que  dice  que  lo  que 
la  naturaleza  no  da,  Salamanca  no  lo  presta;  que  es 
lo  que  el  gran  Leibnitz,  en  un  concepto  filosófico  más 
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elevado,  expresa  también,  cuando  dice  que  no  hay 
nada  en  la  inteligencia  que  primero  no  haya  estado 
en  los  sentidos,  en  la  experiencia,  excepto  la  inteli- 
gencia misma.  Yo  creo,  por  tanto,  que  siempre  que 
á los  hombres  de  buen  criterio  y de  sana  razón  so  les 
expongan  todos  los  antecedentes  necesarios  para  re- 
solver una  cuestión,  si  la  cuestión  se  les  plantea  lcal- 
mente,  tendrán  la  inteligencia  bastante  pará  resolver 
la  cuestión  perfectamente. 

Y esto,  que  se  puede  decir  del  Jurado,  lo  estamos 
viendo  continuamente  aquí  en  el  Parlamento,  en  la 
misma  administración  de  justicia,  y en  la  esfera  pri- 
vada en  que  los  ciudadanos  deciden  de  las  cuestiones 
ordinarias  de  la  vida;  todo  el  que  tiene  que  resolver 
una  cuestión  en  que  no  es  perito,  ¿no  reclama  siempre 
el  auxilio  de  peritos?  Y,  sin  embargo,  ¿es  que  la  auto- 
ridad del  Parlamento  y de  los  tribunales  de  justicia, 
ni  la  independencia  de  los  particulares  en  aquello 
que  les  es  propio,  se  abdican  y ceden  ante  lo  que  los 
peritos  deciden?  No;  se  oye  su  dictámen,  se  saca  de 
lo  que  los  peritos  dicen  lo  que  es  sustancial,  y luego, 
ol  hombre,  en  el  postulado  necesaria  de  su  propia 
soberanía,  resuelve,  con  arreglo  á esos  datos,  lo  que 
cree  que  debe  resolver,  y decide  lo  que  cree  que  debe 
decidir. 

Por  consiguiente,  no  vamos  á atribuir  al  Jurado 
otra  cosa  que  lo  que  estamos  haciendo  nosotros  en 
todos  los  órdenes  de  la  vida. 

No  voy  ya  a ocupar  al  Congreso  más  que  en  una 
sola  consideración,  y es  la  de  si  el  Jurado  ofrecerá 
garantía  bastante  para  amparar  los  intereses  indivi- 
duales y sociales  que  están  puestos  al  abrigo  de  la  ad- 
ministración de  justicia. 

Sobre  esto,  señores,  es  sobre  lo  que  tengo  menos 
duda  respecto  de  la  eficacia  del  Jurado.  Pues  qué, 
¿creeis,  señores,  que  el  hombre  que  vive  sobre  un  pe- 
queño patrimonio,  pues  se  parte  de  la  base  de  que  el 
Jurado  ha  de  estar  compuesto  ordinariamente  por  in- 
dividuos de  las  clases  medias  y de  las  clases  popula- 
res, aunque  no  de  las  más  ínfimas;  creéis  que  el  hom- 
bre á quien  cercenarle  una  parte  de  ese  patrionismo 
es  cercenarle  el  sustento  diario  y el  pan  de  sus  hijos; 
creeis  que  el  hombre  sencillo,  cuya  vida  no  tiene  más 
horizontes  que  las  paredes  de  su  casa,  ni  más  satis- 
facciones que  las  de  su  familia;  creeis  que  el  hombre 
que  no  tiene  más  filosofía  que  la  religión,  ni  otra  fe- 
licidad probable  que  la  que  espera  en  otra  vida,  que 
el  hombre  cuyo  porvenir  y cuyo  presente  se  cifran 
en  intereses  débiles  y perecederos  al  primer  trastorno, 
porque  lo  más  pequeño  y débil  es  lo  que  primero  se 
quebranta;  creeis  que  este  hombre  puede  ver  con  in- 
diferencia aquello  que  afecta  á la  propiedad,  aquello 
que  afecta  á la  familia,  aquello  que  afecta  á la  reli- 
gión y aquello  que  afecta  á la  paz  pública?  No  lo 
creáis  esto,  Sres.  Diputados;  temedlo  todo  del  Jurado: 
lo  digo,  porque  así  lo  comprendo  y porque  lo  he  visto; 
pero  no  temáis  que  el  Jurado  mire  con  indiferencia 
aquello  que  os  la  base  de  la  vida  del  individuo  y la 
base  de  la  conservación  de  la  sociednd. 

Réstame  decir  que,  en  mucha  parte  de  lo  que  el 
Sr.  Isasa  ha  dicho  contra  el  llamado  sistema  acusa- 
torio, no  puedo  menos  de  estar  conforme  con  S.  S. 
Creo,  pero  esto  no  obedece  precisamente  á la  ley  que 
está  pendiente  de  discusión,  sino  á la  ley  de  enjuicia- 
miento criminal  vigente  enlazada  con  ella;  creo  que 
esta  lev,  quizá  por  lo  mismo  que  cuando  se  publicó 
no  existía  el  Jurado,  estableció  el  principio  acusato- 


rio, dando  grandes  dósis,  y dosis  no  muy  bien  depu- 
radas de  él. 

Yo  creo,  como  el  Sr.  Isasa,  que  la  seguridad  in- 
dividual, y quizá  el  acierto  mismo  del  Jurado,  no  es- 
tarán ciertamente  garantidos,  si  es  posible  llevar  á 
la  deliberación  del  Jurado  una  acusación  cualquiera 
que  no  tenga  un  fundamento  serio  de  hecho  ó que  no 
tenga  un  fundamento  admitido  de  derecho;  yo  creo 
que  peligran  la  seguridad  individual  y el  acierto  del 
Jurado,  si  es  posible  llevarle  á la  resolución  final  de 
una  acusación  fundada  en  esos  términos.  Creo  que  es 
conveniente  una  institución  moderadora  como  el  gran 
Jurado  inglés,  como  las  Salas  de  acusación  de  Fran- 
cia y de  Ttalia,  que  detengan  aquellas  acusaciones  que 
no  tengan  un  fundamento  suficiente  de  hecho  para 
que  puedan  progresar  ó que  no  tengan  una  califica- 
ción del  delito  bastante  fundada.  Creo  que  esto  puede 
ser  en  nuestro  pafs  expuesto  á que  se  abuse  y á que 
se  haga  presión  sobre  las  personas  á quienes  se  quie- 
ra someter  á una  acusación,  bien  por  el  Poder  públi- 
co; bien  por  ios  particulares,  por  las  vejaciones  de  un 
juicio  público,  porque  no  sirve  ciertamente  obtener 
una  absolución,  porque  nada  puede  compensar  de  ha- 
ber sido  objeto  de  una  acusación  infundada,  de  la  que 
es  imposible  resarcirse  luego.  Creo  que  el  Jurado  po- 
dría estar  expuesto  al  error,  y que  padecería  algo  la 
seriedad  del  tribunal,  si  se  permitiera  discutir  sobre 
una  calificación  de  derecho  que  no  guarde  relación 
con  los  hechos  en  que  la  acusación  se  apoye,  es  decir, 
en  que  siendo  notorio  que  los  hechos  que  se  afirman 
constituyen  el  delito  Á,  se  formule  la  acusación  por 
el  delito  B.  Creo  que  no  estará  la  defensa  bastante 
garantida,  si  después  que  las  pruebas  de  un  juicioso 
hayan  terminado,  se  permite  á las  partes  modificar 
sus  conclusiones. 

Creo,  por  último,  y ya  no  voy  á hacer  más  que 
esta  consideración,  que  la  majestad  del  tribunal  del 
Jurado  podrá  padecer  y la  defensa  uo  quedar  bien 
garantida,  si  en  el  último  momento  del  juicio,  cuando 
el  procesado  está  esperando  salir  de  allí  con  la  cabeza 
muy  alta  anle  la  declaración  de  su  inocencia,  si  es 
que  ha  logrado  probarla,  es  lícito  á la  acusación  en 
este  momento  retirar  su  acción  y sobreseer  la  causa 
de  esta  manera,  teniendo  que  retirarse  el  tribunal  y 
el  procesado  salir,  no  con  una  declaración  solemne  de 
su  inocencia,  sino  por  medio  de  una  omisión  gratuita 
de  la  parte  que  le  haya  acusado.  Pero  esto,  Sres.  Di- 
putados. son  detalles.  La  Comisión  nos  lia  ofrecido 
estudiar  estos  detalles;  nos  ha  ofrecido  además  que 
admitirá  lodas  aquellas  enmiendas  y observaciones 
quesean  fundadas.  Quizá  no  lo  sean  algunas  de-mis 
observaciones;  quizá  yo  esté  equivocado;  pero  de  lo- 
das maneras  la  Comisión  nos  ha  ofrecido  tomar  eu 
consideración  lo  que  sea  digno  de  ella.  De  todos  mo- 
dos, esto  de  ninguna  manera  afectaría  á la  virtuali- 
dad y á la  esencia  del  Jurado,  y aunque  la  Comisión 
no  acepte  ninguna  de  las  observaciones  que  le  hace- 
mos, el  Jurado  tal  como  lo  trajo  en  su  bien  meditado 
proyecto  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  tiene 
condiciones  bastantes  para  ser  una  institución  bené- 
fica, una  institución  permanente  para  la  administra- 
ción de  justicia,  y bajo  el  punto  de  vista  en  que  yo  la 
be  examinado,  una  institución  que  yo  considero  de 
todo  punto  indispensable.  lie  dicho.  (Muy  bien.) 

El  Sr.  PIDAL  Y MON  ( D.  Alejandro):  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 


NÚMERO  79. 


21*27 


El  Sr.  PIE  AL  Y MON  (ü.  Alejandro):  Señores  Di- 
putados, si  respondiera  á la  voz  interior  de  mi  con- 
ciencia, que  en  esta  ocasión  anda  de  acuerdo  con  esa 
otra  conciencia  con  que  deben  juzgar  los  jueces  de 
hecho,  los  jueces  del  Jurado,  me  sentarla  en  este  mo- 
mento, dejando  el  uso  de  la  palabra  a mi  querido  ami- 
go el  Sr.  Silvela;  porque  la  verdad  es  que  todo  lo  que 
yo  pudiera  decir  sobre  el  Jurado  resultaría  pálido  al 
lado  de  lo  que  acaba  de  decir  contra  él  el  Sr.  Garnica. 
Ya  lo  habéis  oido:  para  juzgar  apenas  se  necesita  inte- 
ligencia; sobra  la  instrucción.  La  instrucción  no  hace 
más  que  perturbar  la  inteligencia.  Todo  cuanto  han 
escrito  los  filósofos...  (Rumores,)  Si  no  dejais  exponer 
los  argumentos,  ¿de  qué  sirve  hablar?  Precisamente 
el  Sr.  Garnica  hasta  ha  empleado  la  fórmula  vulgar 
de  que  lo  que  naturaleza  no  day  el  estadio  no  lo  presta. 

Si  la  instrucción  no  aumenta  el  poder  de  ia  inte- 
ligencia, si  es  exacta  la  fórmula  que  ha  dado  el  señor 
Garnica,  caen  por  su  base  todos,  absolutamente  todos 
los  trabajos  do  los  filósofos  que  nos  dicen  que  la  inte- 
ligencia es  un  todo  potencial  que  se  desarrolla  y ac- 
túa mediante  su  comunicación  con  el  mundo  exte- 
rior, y descendiendo  de  las  alturas  de  la  metafísica, 
cae  por  su  base  todo  lo  que  el  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia  dijo  y el  Congreso  ha  oido  sobre  las  artes, 
sobre  los  oficios  y sobre  todas  las  demás  cosas  que 
requieren  el  hábito  de  ejercitarlas  para  poder  ejercer- 
las debidamente. 

Pero,  Sres.  Diputados,  con  ese  concepto  de  la  ins- 
trucción, ¿por  qué  el  partido  liberal  defiende  la  ins- 
trucción obligatoria?  Nada  más  que  por  lo  que  tiene 
de  obligatorio  como  en  el  ejército  y en  el  Jurado;  pero 
sacando  esta  unidad  común  que  ordena  la  variada  y 
contraria  série  de  servicios  y de  derechos,  resultaría 
que  cometéis  un  verdadero  crimen  y un  verdadero  de- 
1 i Lo  contra  la  verdad  haciendo  la  ciencia  y la  ins- 
trucción obligatoria. 

Pero,  en  fin,  señores,  ¿qué  necesidad  tenemos  de 
combatir  al  Jurado  si  estáis  viendo  (pie  cuando  se 
levanta  un  individuo  de  la  Comisión  á defenderlo  no 
puede  decir  nada  sin  impugnar  lo  qnc  ha  dicho  el  que 
lia  hablado  antes  que  él,  y lo  que  ha  escrito  el  Sr.  Mi- 
nistro de  Gracia  y Justicia?  Pues  qué,  ¿deberia  yo  con- 
testar ai  discurso  del  Sr.  Pacheco?  De  ninguna  mane- 
ra. El  discurso  del  Sr.  Pacheco  no  ha  sido  más  que 
una  refutación  completa  de  los  trabajos  del  Sr.  Alonso 
Martínez.  ¿Y  qué  diré  del  Sr.  Garnica?  El  Sr.  Garnica 
se  ha  dirigido  á mí  para  tratar  la  cuesLion  del  Jurado 
del  Terror,  y S.  S.  olvidaba  que  quien  había  negado 
que  el  Jurado  del  Terror  fuese  Jurado  era  el  Sr.  Pa- 
checo. 

Porque  recordareis  que  el  Sr.  Pacheco  me  decía: 
no  basta,  señores,  poblar  los  debates  con  palabras  so- 
noras; es  necesario  presentar  las  razones  que  dicta  la 
conciencia,  ele  una  ó de  otra  manera;  es  necesario  que 
el  Sr.  Pidal  nos  diga  por  qué  á ese  Comité  de  Salud 
pública  le  ha  llamado  Jurado,  porque  no  encuentro 
razón  alguna  que  justifique  esa  afirmación. 

Gomo  yo  no  he  llamado  Jurado  al  Comité  de  Sa- 
lud pública,  sino  que  he  dicho  que  eL  ideal  del  Jurado 
revolucionario  era  el  Jurado  del  Terror,  á pesar  de  lo 
avanzado  de  la  hora  me  lia  de  permitir  la  Cámara 
que  examine  este  asunto  un  poco  detenidamente,  por- 
que hablando  bajo  para  no  usar  palabras  sonoras,  y 
hablando  despacio,  aunque  sea  ir  contra  los  preceptos 
(le  Cicerón,  yo  he  de  llamar  la  atención  del  Congreso 
sobre  la  importancia  de  la  cuestión  que  se  debate. 


No  se  trata  de  un  punto  de  erudición  histórica  ó 
académica;  se  trata  de  la  esencia  del  debate  mismo, 
porque  al  fin  todos  vosotros  que,  á pesar  de  las  teo- 
rías del  Sr.  Garnica,  procuráis  enriquecer  vuestra  in- 
teligencia con  los  recursos  de  la  instrucción,  todos 
vosotros  sabéis  que  boy  ya  la  escuela  experimental, 
que  está  compuesta  de  personas  que  no  pertenecen 
seguramente  á mi  escuela,  se  está  dedicando  al  estu- 
dio de  estos  problemas  históricos,  porque  encuentra 
en  ellos  las  verdaderas  fuentes  de  la  historia  contem- 
poránea. 

Y si  como  digo  yo  el  Jurado  planteado  en  Fran- 
cia durante  la  Revolución  descansa  en  los  principios 
verdaderamente  filosóficos  de  esta  institución,  bueno 
es,  señores,  que  antes  de  dar  un  voto  aquí’ sepamos  lo 
que  vamos  á plantear;  que  al  fin  y al  cabo  la  Revolu- 
ción francesa  en  todas  sus  fases  y en  todos  sus  aspec- 
tos está  definida  por  los  grandes  sociólogos  que  se 
lian  dedicado  á su  estudio,  como  la  sinfonía  de  esta 
gran  revolución  que  se  está  desarrollando  en  la  so- 
ciedad moderna.  Claro  es  que  el  Sr.  Pacheco  decia 
también  que  mi  Jurado  era  un  fantasma.  Un  fantas- 
ma el  Jurado  de  S.  8.,  verdadero  Proteo  que  en  cuanto 
se  le  va  á buscar  en  una  forma  toma  otra,  para  esca- 
par al  adversario;  Proteo,  el  Jurado  que  defiende  su 
señoría,  que  en  todo  su  discurso  no  ha  hecho  rnás  que 
contradecir  punto  por  punto  la  Memoria  escrita  por 
el  Sr.  Alonso  Martínez;  ese  Jurado  es  una  verdadera 
contradicción;  porque  apenas  se  levanta  S.  S.  á ha- 
cerme un  cargo  sobre  esto,  se  levanta  el  Sr.  Garnica 
á contestarme  á mí  lo  que  debia  contestar  á S.  8.  so- 
bre este  cargo. 

Pues  bien:  no  hay  un  solo  partidario  del  Jurado  y 
un  autor  de  importancia  en  defensa  de  esa  institu- 
ción, que  no  empiece  por  invocar,  como  abolengo  de 
su  alcurnia,  ese  Jurado  patriarcal  que  S.  S.  ha  querido 
desconocer,  y que  se  reconoce  en  la  infancia  y origen 
de  todos  los  pueblos  de  la  historia.  Pero  paso  de  este 
punto  para  ocuparme  del  Jurado  del  Terror,  pues  no 
hay  uno  solo  de  esos  juradistás,  que  no  confiese  al  lle- 
gar al  Jurado  del  Terror,  que  es  un  Jurado;  pero  aquí 
también  se  separan,  como  en  Lodas  las  cuestiones,  los 
partidarios  de  la  institución.  ¿Sabéis  lo  que  dicen  los 
partidarios  del  Jurado  francés?  Es  verdad:  eso  fué  un 
Jurado,  pero  un  Jurado  quo  se  corrompió;  inego  lo 
fué.  ¿Sabéis  lo  que  dicen  los  partidarios  del  Jurado 
inglés  con  relación  al  Jurado  de  Francia?  Ese  fué  el 
de  la  Francia  revolucionaria;  si  hubiera  sido  nuestro 
Jurado,  no  hubiera  hecho  semejantes  cosas.  Y para  no 
extenderme  en  consideraciones  y demostrar  al  señor 
Pacheco  que  el  Jurado  del  Terror  es  el  Jurado  revo- 
lucionario. voy  á leer  una  página  de  lo  que  dice  uno 
de  los  más  entusiastas  partidarios  del  Jurado  inglés: 

«Ei  procedimiento  por  jurados  fué  introducido  en 
aquel  país,  y es  bien  doloroso  el  decirlo,  que  todas 
las  carnicerías  de  la  revolución  se  verificaron  bajo  el 
profanado  nombre  de  juicio  por  jurados.  En  virtud 
de  un  decreto  de  la  Asamblea  del  pueblo,  se  estable- 
ció un  tribunal  de  justicia  compuesto  de  personas 
fanáticas  por  la  libertad.  Un  fiscal  ó un  sustituto  ó 
un  promotor  fiscal  debia  comenzar  por  ei  medio  re- 
gular de  la  información,  y un  jury  debia  pronunciar 
sobre  la  culpabilidad  ó inocencia  de  los  acusados.  ¡Un 
jury!  diréis:  sí,  un  jury  y todos  los  asesinatos  del  tri- 
bunal revolucionario  fueron  cometidos,  con  efecto, 
bajo  ia  sanción  de  un  jury , compuesto  de  12  hom- 
bres. En  una  ocasión  este  mismo  jury  declaró  á 68 
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personas  (hombres,  mujeres  ó niños)  por  culpables  de 
haber  formado  un  complot  de  asesinato  de  uu  indivi- 
duo del  Gobierno,  porque  aquellos  desgraciados,  pa- 
sando por  la  calle  en  donde  un  supuesto  asesino  le 
habia  de  atacar,  se  pararon  para  ver  lo  que  pasaba; 
y por  este  hecho  solo  fueron  enviados  al  patíbulo  en 
aquel  mismo  dia.  Para  dar  una  declaración  (verdiet) 
contra  cualquiera,  era  suficiente  el  que  el  ílscal  le 
hubiese  puesto  en  lista  y que  él  hubiese  respondido 
al  llamamiento  que  se  hiciese  de  su  nombre.  De  este 
modo,  padres  fueron  ajusticiados  por  sus  hijos,  éstos 
lo  fueron  también  por  sus  padres  y algunos  á causa 
de  la  semejanza  de  su  nombre  con  el  de  otros,  lo  fue- 
ron igualmente.  En  una  palabra,  en  el  espacio  de 
quince  meses  fueron  degollados  muchos  millares  de 
personas,  las  más  distinguidas  de  Francia,  hombres 
ó mujeres,  con  una  verdadera  combinación  de  horro- 
res y de  atrocidades  por  las  declaraciones  de  ese  jury 
inglés,  como  lo  llamaban  los  franceses.» 

Aquí  tiene  S.  S.  lo  que  dice,  y no  sigo  más,  un 
partidario  del  Jurado  inglés,  Sir  Bichar  Phillips.  ¿Y 
qué  dice  Taine,  el  partidario,  como  sabéis,  de  la  cien- 
cia, de  las  instituciones  y de  todo  lo  que  constituye 
la  esencia  de  la  civilización  moderna  en  su  más  exa- 
gerada y ámplia  manifestación?  Pues  yo  he  extracta- 
do rápidamente  las  páginas  más  curiosas  de  su  gran- 
de obra  sobre  los  orígenes  de  la  Francia  contempo- 
ránea, y voy  á leer  al  Congreso  solo  un  extracto  de 
las  principales  conclusiones: 

«Taine  distingue  tres  etapas  en  el  Jurado  del  Te- 
rror: Jurado  revolucionario,  debido  á la  inspiración 
de  Bobespierre  para  casLigar  los  crímenes.»  Y ya  re- 
cordareis el  texto  que  leí  el  otro  dia,  del  que  resulta 
que,  así  como  pidió  el  sufragio  universal  contra  la 
Monarquía,  la  Milicia  Nacional  contra  el  ejercito,  pe- 
dia además  el  Jurado  contra  la  magistratura. 

«El  Jurado  revolucionario  se  instala,  á petición 
de  Bobespierre,  para  castigar  los  crímenes  del  10  de 
Agosto  (es  decir,  á sus  víctimas),  y el  de  todos  sus 
autores  y cómplices  posibles,  incluso  Lafayete,  que 
no  estaba  tal  vez  en  París,  pero  que  hubiera  podido 
estar;  y los  agentes  de  la  autoridad,  culpables  de  ha- 
ber sostenido  el  órden  legal  cuando  existia,  y de  no 
haber  reconocido  el  Gobierno  de  los  jacobinos  cuando 
no  existia  todavía.  Es  necesario  que  los  juzguen,  no 
los  tribunales  ordinarios  que  forman  parte  del  régi- 
men abolido,  sino  un  tribunal  que  no  pierda  el  tiem- 
po con  formas  dilatorias  y protectoras.  Si  la  Asam- 
blea no  se  apresura  á establecerlo  (dice  un  comunista), 
esta  noche  la  campana  tocará  á rebato;  el  pueblo 
está  harto  de  no  ser  vengado,  temed  que  no  se  haga 
justicia  él  mismo.  Si  antes  de  dos  ó tres  horas  los 
jurados  no  están  en  estado  de  obrar,  grandes  desas- 
tres se  pascarán  por  París.» 

Instalado  inmediatamente  el  nuevo  tribunal,  en 
vano  guillotina  en  cinco  dias  tres  inocentes,  se  le  ta- 
cha de  lento,  y el  presidente  del  Jurado , para  salvar 
á M.  de  Mont-Morin  de  las  iras  de  los  jacobinos,  que  le 
confunden  con  su  primo,  antiguo  Ministro  de  Luis  X VI, 
tiene  que  inventar  que  uno  de  los  jurados  es  acaso 
pariente  del  acusado;  que  en  ese  caso  será  menester 
un  Jurado  nuevo  y que  hay  que  suspender  e\  juicio. 

Segunda  etapa  del  Jurado  revolucionario  que  con 
tanto  valor  y tan  terminantemente  me  ha  negado  el 
Sr.  Pacheco  que  fuera  Jurada , y no  solamente  lo  ha 
negado,  sino  que  ha  dicho  que  nadie  lo  había  llamado 
Jurado , y de  dónde  habia  sacado  yo  eso.  Pues  bien; 


la  Con  vención,  durante  la  renovación  de  los  tribunales, 
y el  procurador  general  de  Doubs  escriben:  « sobre  la 
lista  de  Jurados  de  vuestro  distrito  me  designareis  al 
márgen  con  una  cruz  los  más  jacobinos , para  la  selec- 
ción de  listas  de  los  200  para  el  próximo  trimestre; 
tenemos  necesidad  de  ios  patriotas.» 

«Sobre  todo,  añade  Taine,  en  es & j urado  no  se  con- 
cede la  palabra  á los  acusados;  la  lógica  de  Guadet,  la 
elocuencia  de  Vergniaud  podrían  desarreglarlo  todo; 
por  eso  un  decreto  improvisado  permite  ai  tribunal 
cerrar  los  debates  en  cuanto  los  jurados  se  encuentran 
su  fie  le  ntemente  Uu  m ¿nados. » 

Tercera  etapa.  «El  Tribunal  revolucionario  se 
compondrá  de  1G  jueces  y de  60  jurados,..’»  ¿Lo  vé 
ahora  el  Sr.  Pacheco?  ¿Comprende  ahora  la  organiza- 
ción del  Tribunal  revolucionario?  ¿Comprende  ahora 
por  qué  yo  le  llamaba  Jurado ? 

Pues  «se  componía  de  16  jueces  y de  G0  jurados 
escogidos  entre  los  más  servilmente  y fanáticamente 
brutales  ó más  furiosamente  fanáticos:  Fouquier  Tin- 
ville,  Damas,  Gofmhalt,  y debajo  curas  apóstalas, 
nobles  renegados,  artistas  silbados,  pillastres  ham- 
brientos, obreros  que  no  saben  leer  ni  escribir,  zapa- 
teros, carpinteros,  sastres,  peluqueros,  antiguos  laca- 
yos, un  idiota  como  Ganney,  un  sordo  como  Leroy.» 

«Como  Javogues  declara  que  la  República  solo 
podrá  establecerse  sobre  el  cadáver  del  último  de 
los  hombres  honrados,»  se  levanta  aquel  tribunal 
«que  sienta  los  criminales  en  el  estrado  de  los  jue- 
ces y los  jueces  en  el  banquillo  de  ios  criminales.» 
«El  l.°  y el  2.°  Floreal,  los  nombres  más  hermosos 
de  la  histórica  magistratura  francesa,  son  expedidos 
á la  guillotina  por  los  jueces  y los  jurados  que  cono- 
cemos, asesinos  y brutos,  que  ni  quieren  ni  saben 
fundamentar  las  sentencias.  Uno  de  los  jurados  era 
Brochet,  antiguo  lacayo  de  París.»  Maleshcrbes  dccia 
leyendo  su  acusación:  «si  siquiera  esto  tuviese  sen- 
tido común...»  Efectivamente;  los  que  daban  esLas 
sentencias  se  proclamaban  á sí  propios  jurados  só- 
lidos y buenos  sans  coulotes . Copia  aquí  una  carta 
de  un  jurado , sin  sentido  ni  ortografía;  hace  ver  la 
idiotez  de  los  veredictos  contra  Lavoisier,  el  que  pidien- 
do unas  horas  para  terminar  un  experimento  científico 
antes  de  morir,  oyó  del  presidente  de  aquel  Jurado, 
Coíinhalt:  «cállate,  la  Bepública  no  necesita  químicos,» 
y contra  Ghenier,  que  sentía  morir  porque  conocía  que 
la  luz  del  genio  irradiaba  en  su  frente,  y concluye: 
«leedlos  si  queréis  ver  el  génio  entregado  alas  bestias, 
bestias  coléricas  y groseras  y despóticas,  que  no  es- 
cuchan nada,  que  no  comprenden  nada,  ni  las  pala- 
bras usuales  de  que  se  valen.  El  desorden  es  completo, 
y bajo  el  poder  revolucionario,  Francia  semeja  á una 
criatura  humana  á quien  se  obligase  á andar  con  la 
cabeza  y á pensar  con  los  piés.  Soberbia  definición  del 
Jurado.  (Rumores.) 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden,  Sres.  Diputados. 

El  Sr.  PIDAL  Y MON  (D.  Alejandro):  Ya  com- 
prendo que  hay  mucho  interés  en  que  todos  estos  da- 
tos queden  sepultados  en  el  olvido.  Pero  precisamente 
para  esto  tengo  yo  voz,  que  no  por  otra  cosa  se  la 
agradezco  al  cielo,  para  que  la  historia  se  levante  del 
sepulcro  del  pasado  y venga  á atestiguar  ante  el  pre- 
sente para  librarnos  de  ios  males  que  se  nos  preparan 
para  el  porvenir.  (Grandes  rumores.)  No  en  vano  soy 
el  abogado  de  la  inocencia,  opuesto  completamente  á 
la  injusticia,  y esos  murmullos,  lejos  de  ahogar  mi 
voz,  me  animan  á levantarla,  para  hacer  ver  por  en- 
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cima  de  toda  consideración,  que  en  este  proyecto  de 
ley  nos  traéis  el  instrumento  do  los  mayores  críme- 
nes que  se  han  cometido  en  la  historia.  [Grandes  mur- 
mullos en  la  mayoría : aplausos  en  la  minoría  conser- 
vadora) <(...á  una  criatura  humana  á quien  se  la 
obliga  á andar  con  la  cabeza  y á pensar  con  los  pies.  » 
Que  es  una  soberbia  definición  del  Jurado. 

Y la  prueba  de  que  el  Jurado  del  Terror  es  el  que 
contiene  la  verdadera  esencia  del  Jurado,  el  que  res- 
ponde á sus  verdaderos  principios  filosóficos,  el  que 
está  íundado  en  ese  juicio  que  no  nace  de  la  inteli- 
gencia, que  no  nace  de  la  razón  ni  fie  la  ilustración, 
sino  fie  la  mera  pura  impresión  del  instinto  de  lo  que 
el  hombre  tiene  de  común  con  el  animal,  la  animali- 
dad antepuesta  y sobrepuesta  á la  racionalidad,  es 
que  se  dieron  dos  disposiciones  por  el  mismo  Robes- 
pierre;  la  primera,  que  se  desembarazara  al  tribunal 
revolucionario  de  las  formalidades  legales , que  im- 
piden la  convicción  y oprimen  la  conciencia ; segunda, 
que  cuando  los  jurados  se  creyeran  bastante  ilustra - 
dos,  pudieran  suspender  el  juicio. 

Y en  virtud  de  este  mismo  principio,  el  Jurado 
francés  Le  Roy , el  que  cambió  su  nombre  por  el  sig- 
nificativo de  i O de  Agosto , porque  en  su  ódio  á la  rea- 
leza, quiso  cambiar  su  nombre  de  Rey  por  el  de  esta 
memorable  fecha,  ese  Jurado,  que  era  sordo  cuando 
se  le  decía  que  cómo  podia  juzgar  siendo  sordo,  con- 
testaba que  esa  misma  sordera  era  su  titulo  mayor 
para  ser  jurado,  porque  siendo  sordo  no  podia  oir  las 
defensas  de  los  acusados,  y no  se  dejaba  influir  por 
ellas.  (Risas.) 

Por  consiguiente,  como  la  lógica  tiene  sus  fueros 
en  todas  partes,  ó admitís  los  principios  en  que  des- 
cansa el  Jurado  revolucionario  y tencis  que  admitir 
sus  consecuencias  y sus  aplicaciones  en  la  historia,  ó 
no  los  admitís;  y si  no  los  admitís,  fundadlo  en  otra 
cosa  que  sea  contraria,  que  sea  opuesta  á esos  principios 

Creo  que  queda  bien  probado  contra  el  Sr.  Pache- 
co, que  me  acusó  de  que  falseaba  la  historia  llamando 
Jurado  á lo  que  nadie  había  llamado  así  hasta  ahora. 
Y como  la  Cámara  está  impaciente  por  oir  la  palabra 
del  Sr.  Silvela,  me  voy  á sentar  haciendo  una  sencilla 
rectificación. 

Me  ha  acusado  el  Sr.  Pacheco  de  que  yo  había 
sostenido  que  se  fundaba  el  proyecto  en  el  derecho  de 
ser  juzgado  por  los  iguales,  y me  decía  que  de  dónde 
había  sacado  yo  semejante  cosa,  y que  quién  había 
hablado  fio  semejante  igualdad.  Pues  bien;  como  mi 
rectificación  ha  de  ser  muy  corta,  me  contento  con 
leer  á S.  S.  en  el  preámbulo  del  proyecto  presentado 
por  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  donde  dice: 
«que  para  conseguir  el  fin  de  este  proyecto  se  ha  pen- 
sado estudiar  todo  cuanto  tienda  á asegurar  las  cua- 
lidades que  deben  concurrir  esencialmente  en  los  in- 
dividuos llamados  á juzgar  á sus  iguales .» 

Ahí  tiene  S.  S.  como  la  invocación  de  Ut  igualdad , 
esto  se  hallaba  en  el  preámbulo  del  provecto,  que 
como  es  la  impugnación  del  dictamen  de  la  Comisión, 
uo  Babia  querido  leer  S.  S. 

Me  lia  acusado  S.  S.  de  poner  con  mi  sistema  en 
oposición  la  verdad  legal  con  la  verdad  real  en  el  jui- 
cio. Y yo  os  pregunto,  señores:  si  la  magistratura, 
según  el  Sr.  Pacheco,  pone  en  oposición  la  verdad 
real  con  la  verdad  legal,  ¿qué  hace  y dónde  se  ve  más 
esta  oposición  que  en  los  veredictos  del  Jurado?  Pues 
qué,  ¿uo  se  registran  por  docenas  veredictos,  en  los 
que  el  acusado  está  convicto  y confeso,  y el  Jurado 


lo  declara  inculpable?  ¿Cabe  más  oposición  de  la  ver- 
dad legal  con  la  verdad  real  que  el  que  el  acusado  se 
declare  convicto  y confeso,  y el  Jurado  le  absuelva 
por  un  veredicto,  arrancado  tal  vez  por  las  ganas  que 
tiene  do  irse  á comer? 

Respecto  á las  impugnaciones  que  me  hizo  por  la 
imposibilidad  de  distinguir  el  hecho  y el  derecho, 
por  la  supremacía  de  los  legos  sobre  los  peritos,  y 
por  el  valor  del  criterio  de  la  culpabilidad,  no  tengo 
que  contestar  á 8.  8.:  todo  eso  lo  tiene  8.  S.  comple- 
tamente refutado  en  el  informe  de  la  Academia  de 
Ciencias  morales  y políticas  en  la  parte,  única  y ex- 
clusivamente en  la  parte  que  reconoce  como  suya  el 
Sr.  Alonso  Martínez. 

Por  lo  demás,  es  verdad  que  la  escuela  antropoló- 
gica es  una  escuela  exagerada,  una  escuela  funesta, 
una  escuela  revolucionaria  y perjudicial,  y que  por  eso 
parece  que  ofrece  poco  cuidado;  pero  recuerde  S.  S.  que 
eso  mismo  se  decía  de  la  escuela  de  Rousseau,  de  aquella 
escuela  de  que  Voltaire  decía  á Rousseau  mismo  que 
cuando  le  leia  le  daba  ganas  de  andar  á gatas ; y sin 
embargo,  el  antiguo  régimen  se  durmió  leyendo  á 
Rousseau  y se  despertó  en  la  Convención.  Por  estas 
razones  conviene  tener  presente  á esa  escuela.  Y crea 
S.  S.,  por  lo  que  hace  á la  locura  y á la  sugestión , que 
no  se  trata  de  casos  remotos  que  se  ciernen  en  las 
alturas  de  la  metafísica;  se  trata  de  casos  prácticos. 
Podrá  el  Jurado  ignorar  que  en  la  Academia  se  dis- 
cute respecto  de  la  locura  y del  hipnotismo;  pero  el 
dia  ménos  pensado  se  presentará  ante  el  Jurado  un 
criminal,  y cuando  el  Jurado  vaya  á responder  á la 
pregunta  relativa  á si  es  ó no  culpable,  se  levantará  un 
médico  alienista  ó hipnotizador  y dirá:  no  es  responsa- 
ble, porque  padece  de  locura  afectiva  ó de  sugestión, 
y el  Jurado  tendrá  que  resolver  sobre  esta  cuestión; 
cuestión  que  puede  estar  presentándose  todos  los  dias. 

Y voy  á concluir  diciendo  al  Sr.  Pacheco  que  si 
el  ilustre  hombre  público  que  llevó  su  nombre  le  hu- 
biera oido  hablar,  hubiera  quedado  muy  satisfecho 
de  un  lado  por  el  talento  innegable,  la  erudición  co- 
piosa y la  elocuencia  de  S.  S.;  pero  de  otro  hubiera 
quedado  muy  triste  al  ver  á S.  S.  defendiendo,  no 
solo  la  democracia,  sino  el  Jurado. 

Y en  cuanto  al  ingerto,  que  tanto  ha  molestado  á 
S.  S.,  de  la  democracia  en  el  seno  de  la  situación,  que 
8.  8.  lia  querido  comparar  con  el  ingerto  ul tramon- 
tano en  el  seno  del  partido  conservador,  calificando 
á este  ingerto  de  calamidad  por  aquellos  coníliclos 
tan  terribles  como  fantásticos  con  motivo  de  la  cues- 
tión de  Italia  y de  la  cuestión  de  los  estudiantes,  me 
limitaré  á decir  una  cosa,  y es  que  nosotros  no  ha- 
cemos la  oposición  como  8S.  SS.  la  hacian,  que  si  la 
hiciéramos  ya  se  verían  surgir  conflictos.  ¿Qué  debate 
cree  S.  S.  que  no  hubiéramos  podido  sostener  aquí, 
por  ejemplo,  sobre  la  Piedad  de  una  Reinad  (Rumores.) 
Ya  sé  que  no  hay  motivo  para  entablar  un  debate 
sobre  eso;  pero  tampoco  lo  habia  para  los  qu§  vos- 
otros sosteníais:  hablo  del  pretexto,  no  del  motivo. 
La  diferencia  está  en  que  nosotros  estamos  siempre 
al  lado  del  representante  de  la  autoridad  cuando  la 
autoridad  cumple  con  su  deber,  y por  eso  no  hay 
conflictos,  y vosotros  ios  buscabais  aunque  fuera  con 
motivos  tan  injustificados  como  el  de  la  Piedad  de  una 
Rema ; y sin  tener  en  cuenta  que  al  (lia  siguiente 
ibais  á estar  en  el  Poder,  os  poníais  al  lado  de  la  re- 
volución, imposibilitando  así  la  marcha  y la  acción 
desembarazada  del  Gobierno. 
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El  Sr.  PACHECO:  Pido  la  palabra  para  rectificar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  PACHECO:  Voy  á rectificar  brevemente, 
Sres.  Diputados;  en  primer  termino,  porque  compren- 
do el  estado  de  la  Cámara  y la  ansiedad  que,  como 
yo,  sienLe  por  oir  al  Sr.  Silyela;  y en  segundo  lugar, 
porque  después  de  haber  abusado  de  la  paciencia  del 
Congreso  en  la  sesión  de  ayer  y en  la  de  hoy,  durante 
más  de  tres  horas,  poco  puedo  decir. 

Voy  á limitarme,  pues,  á contestar  ligeramente 
algunas  de  las  indicaciones  que  me  han  hecho  los  se- 
ñores que  me  han  dispensado  la  honra  de  rectificar 
algunos  puntos  de  mi  discurso. 

Ante  todo,  comenzaré  por  felicitarme  de  haber 
aludido  al  Sr.  Garnica,  porque  ya  habéis  visto  con 
cuánta  elocuencia,  con  cuánta  sinceridad,  con  qué 
tono  de  convicción  ha  expuesto  argumentos  capitales 
favorables  al  restablecimiento  del  Jurado;  elocuencia, 
sinceridad  y convicción  que  de  seguro  habrán  llevado 
el  convencimiento  al  ánimo  de  muchos  que  pudieran 
dudar  de  la  ventaja  de  esta  institución.  Me  felicito  y 
felicito  al  Sr.  Garnica,  por  haberse  producido  de  esta 
manera,  pues  ha  prestado  con  ello  un  brillante  servi- 
cio á la  causa  que  nosotros  defendemos. 

El  Sr.  Domínguez  ha  supuesto  que  yo  he  soste- 
nido que  el  ilustre  escritor  de  derecho,  Sr.  Pacheco,  no 
tenía  opiniones  contrarias  al  Jurado.  No;  lo  que  yo 
sostuve,  deduciéndolo  del  coutenido  de  Las  Lcccio>ics 
del  Derecho  penal , del  espíritu  que  anima  á todas  las 
lecciones  que  constituyen  aquel  curso,  no  fuó  que  el 
Sr.  Pacheco  debiera  considerarse  partidario  del  Ju- 
rado, sino  que  el  Sr.  Pacheco  era  partidario  de  los 
principios  fundamentales  de  que  es  el  Jurado  una 
consecuencia  necesaria  é indeclinable,  y que  cuando 
combatía  al  Jurado,  no  lo  combatía  con  la  saña  y de 
la  manera  irreconciliable  como  lo  combaten  los  con- 
servadores de  ahora,  á pesar  de  que  el  Sr.  Pacheco 
escribía  contra  el  Jurado  hace  cincuenta  años,  y si 
tenía  entonces  aquellas  ideas,  era  natural  que,  por  el 
progreso  de  los  tiempos,  no  hubiera  sostenido  hoy 
conlra  esta  institución  una  campaña  de  la  índole  de 
la  que  viene  sosteniendo  la  minoría  conservadora. 

Si  otras  consideraciones  no  lo  impidieran,  recti- 
ficaría con  más  extensión  á lo  que  ha  dicho  el  señor 
Tsasa;  pero  voy  á limitarme  á restablecer  el  punto  de 
vista  con  que  yo  traté  la  cuestión  en  que  principal- 
mente se  ba  fijado  S.  S. 

Se  trataba,  Sres.  Diputados,  como  dije  en  la  tarde 
de  ayer,  de  un  fiscal  que,  según  él  declara,  no  había 
recibido  instrucciones,  y según  declara  su  superior 
jerárquico,  sí  las  había  recibido,  para  sostener  deter- 
minada conducta  en  un  juicio;  que  llegó  el  juicio, 
que  se  produjeron  en  él  alegaciones  encaminadas  á 
esclarecer  el  hecho  que  se  perseguía,  y que  en  este 
momento  el  fiscal  se  convenció  de  la  necesidad  de 
pedir  la  absolución  del  procesado.  Pues  yo  pregunto 
al  Sr.  Isasa  y á los  demás  Sres.  Diputados  de  la  mi- 
noría conservadora:  ¿qué  es  lo  que  tiene  que  hacer  el 
fiscal  en  tal  momento?  ¿Atenerse  á las  instrucciones 
que  había  recibido?  Realmente  yo  creo  que  no  obliga 
á tanto  la  unidad  y la  subordinación  del  Ministerio 
fiscal,  porque  me  parece  que  sería  risible  el  espec- 
táculo de  un  fiscal  que  asistiendo  á un  juicio  oral,  y 
una  vez  practicada  la  prueba,  una  vez  oidos  los  tes- 
tigos y traídos  lodos  los  elementos  para  formar  jui- 
cio, dijera:  señor  presidente,  pido  la  suspensión  del 
juicio,  porque  voy  á conferenciar  con  mi  superior 


para  ver  si  mi  superior  me  autoriza  para  modificar 
las  conclusiones  de  la  acusación. 

Es  necesario  tener  en  cuenta  que  la  reforma  en 
el  procedimiento  criminal,  que  la  reforma  del  juicio 
oral  ha  producido  una  innovación  completa  en  todo 
este  orden  y realmente  es  imposible  compaginar  con 
esta  innovación  y con  estas  ideas  el  criterio  que  8.  s, 
tiene,  fundado  en  un  concepto  de  la  administración 
de  j us Licia  completamente  distinto  del  concepto  que 
actualmente  predomina  en  las  leves.  Lo  que  S.  S.  lla- 
ma, pues,  insubordinación,  no  es  más  que  cumpli- 
miento del  deber  y lo  que  se  hizo  con  aquel  digno, 
ilustrado  y celoso  Gscal,  una  verdadera  injusticia. 

No  quiero  añadir  ni  una  palabra  más  á estas  in- 
dicaciones, porque  creo  que  he  contestado  á las  prin- 
cipales; solamente  me  haré  cargo  de  lo  que  ha  dicho 
el  Sr.  Pidai  relativamente  al  Jurado  del  terror. 

Estoy  conforme  con  lo  que  el  Sr.  Garnica  lia  ex- 
puesto; el  Sr.  Garnica  ha  corroborado  lo  que  tuve  el 
honor  de  decir  en  la  tarde  de  ayer.  Ni  el  Sr.  Garnica 
ni  yo  creemos  que  eso  fuera  Jurado,  pero  el  Sr.  Pi- 
dal  padece  una  alucinación  extraordinaria;  está  em- 
peñado en  que  el  Jurado  que  nosotros  pedimos  es  el 
Jurado  del  terror,  en  que  el  Sr.  Garnica  es  un  jaco- 
bino, en  que  el  Diputado  que  os  habla  es  un  anar- 
quista y en  que  esta  es  una  Cámara  revolucionaria,  y 
¡qué  le  hemos  de  hacer I sería  empeñarse  en  lo  impo- 
sible pretender  que  el  Sr.  Pidal  desistiese  de  ver  las 
cosas  de  esa  manera.  Vale  más  dejar  que  siga  pen- 
sando lo  que  su  fantasía  le  pinta  como  verdadero,  y 
aguardar  á que  el  tiempo  le  muestre  lo  vano  de  sus 
exageraciones.  Y como  subsisten  los  motivos  que  in- 
diqué al  principio  de  mi  rectificación,  y como  en  este 
largo  debate  podremos  volver  á tratar  los  demás  pun- 
tos que  me  lian  rectificado  los  Sres.  Pidal  é isasa. 
por  hoy  no  creo  necesario  añadir  nada,  y me  siento. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Silvela  (D.  Francis- 
co) tiene  la  palabra  para  consumir  el  cuarto  turno  en 
contra. 

El  Sr.  SILVELA  (D.  Francisco):  Señores  Diputa- 
dos; llego  en  muy  mal  momento  á esLe  debate,  jor- 
que si  me  es  lícito  usar  ante  vosotros  de  una  compa- 
ración y de  unos  Lérminos,  que  tienen  más  habitual 
empleo  en  las  representaciones  teatrales,  tengo  que 
reconocer  que  voy  á defraudar  por  completo  lo  que 
se  llama  vulgarmente  las  esperanzas  del  público. 

No  sé  cuál  de  los  muchos  y buenos  amigos  con 
que  yo  cuento  en  la  prensa  periódica  ha  insinuado 
que  yo  iba  á hacer  de  este  discurso  ocasiou  de  decla- 
raciones políticas,  de  ataques  intencionados,  de  algo 
de  lo  que  suele  traer  mucho  público  á nuestras  tri- 
bunas; y como  quiera  que  mis  intenciones  y propósi- 
tos son  enteramente  ios  contrarios,  y como  quiera 
que  yo  desde  que  esta  discusión  se  inició  lie  puesto 
toda  mi  atención  y todo  mi  pensamiento  en  el  propó- 
sito de  discutir  esta  reforma  tan  importante  y tan 
trascendental  para  nuestro  porvenir,  dilucidando  los 
principios  que  en  sí  tiene  y examinando  su  aplicación 
al  estado  y á las  necesidades  del  país,  bajo  su  aspecto 
teórico,  desde  luego  no  puedo  ménos  de  estar  conven- 
cido, al  empezar  á hablar,  de  esto  que  os  dccia,  y que 
he  colocado,  á guisa  de  exordio,  para  disminuir  los  na- 
turales é inevitables  efectos  de  toda  decepción. 

Tengo,  sin  embargo,  en  mi  pró  una  gran  ventaja, 
y es  la  de  que  al  venir  ai  debate  lo  encuentro  admi- 
rablemente planteado  por  una  y por  otra  parte,  ex- 
puestas ahí  enmedio  de  ese  hemiciclo  las  razones  fun- 
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damentales  que  en  el  terreno  de  la  filosofía,  de  la  cien- 
cia política  y de  la  aplicación  podian  exponerse  en 
iavor  y en  contra  de  una  reforma  tan  importante  y 
tan  grave;  y que  me  cumple  tan  solo  la  modesta,  y 
más  proporcionada  misión  para  mis  facultades,  de  li- 
mitarme á aquello  que  decía  Montaigne  en  sus  Ensa- 
yos: á ser  la  menuda  y modesta  cinta  que  recoja  las 
llores  primorosas  que  todos  habéis  arrojado,  y que 
recogidas  de  esta  suerte  puedan  prestar  á mi  ofrenda 
un  valor  que  yo  por  mí  solo  nunca  pudiera  darle. 

No  me  duele,  señores,  el  haber  obtenido  de  la  be- 
nevolencia de  la  Mesa  un  cuarto  turno,  porque  entien- 
do, como  ya  he  indicado,  que  esta  reforma  es  digna 
de  muy  detenida  discusión,  no  solo  por  lo  que  ella 
en  sí  entraña  (que  algo  pudiera  dispensarse  de  tan 
prolija  discusión  por  estar  ya  muy  debatida  en  el  te- 
rreno de  los  principios  y ser  ínuy  conocidos  por  vos- 
otros sus  fundamentos),  sino  porque  el  problema  viene 
aquí  en  unas  condiciones  singularísimas,  que  indican 
do  un  modo  particular  su  índole  y su  naturaleza; 
porque  hay  en  esta  reforma  del  Jurado,  presentada  en 
las  condiciones  en  que  se  plantea  y aun  por  la  persona 
que  la  presenta,  un  gran  problema  político  que  en- 
traña casi  la  explicación  y el  sentido  de  toda  la  sig- 
nificación de  ese  partido  y de  esa  mayoría. 

Porque  vosotros  en  verdad,  y así  lo  habéis  decla- 
rado ya,  y lo  habrá  de  declarar  de  una  manera  más 
esplícila,  entiendo  yo,  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  porque  vosotros,  al  presentar  este  proyecto 
de  ley,  más  que  realizar  una  reforma  legislativa, 
creéis  cumplir  con  un  deber  político  que  se  os  ha  im- 
puesto; deber  político  representado  en  el  pacto  con  la 
democracia;  pacto  con  la  democracia,  cuyo  sentido  en 
España,  como  en  todas  partes,  es  y no  puede  ser  otro 
que  obtener  de  ella  la  renuncia  al  mayor  número  po- 
sible de  sus  desvarios,  dé  sus  insensateces,  de  sus  uto- 
pias, á cambio  de  una  participación  en  el  Poder  público. 

Conviene  mucho  que  el  país  sepa,  que  el  país  co-  j 
nozca  de  qué  modo  y á qué  precio  se  hacen  esos  pac- 
tos; hasta  qué  punto  y hasta  qué  extremo  podéis  y 
debbis  llevarlos;  qué  principios  morales  se  abandonan; ' 
qué  resortes  de  gobierno  se  gastan;  qué  riquezas  de 
todo  género  se  pierden,  porque  ese  lujo  costosísimo 
en  España,  como  en  todas  partes,  que  representa  mu- 
cho más  que  ios  esplendores  de  Mavly  y de  Versalles 
y que  las  grandezas  de  la  Granja  y de  El  Escorial,  el 
lujo  costosísimo  que  significa  el  dejarse  gobernar  por 
demócratas. 

Comprendereis,  por  los  términos  cu  que  presento 
el  problema,  que  la  manera  de  plantearlo  implica  una 
censura  absoluta  de  lo  que  de  tal  manera  se  hace. 

L)e  pactos  de  esta  ó parecida  naturaleza  han  vi- 
vido, quizás  tengan  que  vivir  por  mucho  tiempo,  es- 
pecialmente en  España,  los  partidos,  no  solo  por 
culpa  suya,  es  preciso  decirlo  con  entera  franqueza  y 
lcallad,  no  solo  por  voluntad  y propósito  propios,  sino 
por  deficiencia  de  los  elementos  cou  que  la  sociedad 
cuenta;  de  condiciones  en  que  no  tienen  responsabi- 
lidad directa  y personal,  de  impaciencias  de  otras 
épocas,  de  errores  de  otros  tiempos;  que  todo,  á ve- 
ces, viene  á resumirse  en  la  responsabilidad  de  los 
hombres  políticos  sin  ser  propiamente  suya,  y con- 
viene que  todo  esto  se  discuta  y se  sepa  para  que 
muchos  de  esos  elementos  conservadores,  que  tal  vez 
por  debilidad  ó inacción  obligan  á semejantes  pactos, 
sepan  lo  que  les  cuesta  y lo  que  pierden:  sobre  esto, 
toda  discusión  es  importante  y nada  debe  omitirse. 


No  he  participado  nunca  de  la  opinión  de  muchos 
y muy  notables  hombres  públicos,  desde  Julio  César 
y el  Conde-Duque  de  Olivares  hasta  Posada  Herrera, 
que  han  creído  que  era  muy  importante  saber  qué 
pedazo  de  pan  se  daba  á los  pueblos  cuando  se  les 
concedía  un  derecho,  porque  el  interés,  el  beneficio, 
la  conveniencia  personal,  son  un  dato  para  los  proble- 
mas políticos;  pero  un  dato  accesorio  y muy  poco 
importante,  porque  los  pueblos,  mucho  más  que  los 
individuos,  y sobre  todo  los  pueblos  en  que  predo- 
mina como  elemento  gobernante  la  democracia,  mu- 
cho más  que  por  sus  intereses,  se  rigen,  se  gobiernan 
y se  determinan  por  sus  pasiones. 

Y pocos  problemas  presentan,  á mi  juicio,  más 
clara  la  exactitud  de  esta  afirmación  que  el  problema 
del  Jurado,  institución  evidentemente  contraria  á to- 
das las  conveniencias,  á todos  los  intereses,  á todas 
las  ventajas  de  las  clases,  aun  de  aquellas  que  la  so- 
licitan y la  piden;  pero  institución  y principio  cuya 
verdadera  raíz,  y me  refiero  en  esto  al  Jurado  jurí- 
dico no  aL  Jurado  histórico,  al  Jurado  tai  y como  nos 
lo  describió  con  perfecta  exactitud  el  Sr.  Pacheco  en 
su  notable  discurso;  pocas  instituciones,  pocos  pro- 
blemas representan  más  que  ésta  del  Jurado,  á mi 
juicio,  esa  verdad,  más  por  lo  que  significa  que  por 
lo  que  representa,  no  por  la  satisfacción  de  intereses, 
no  por  la  satisfacción  de  necesidades,  no  por  la  satis- 
facción de  conveniencia  de  la  Administración  de  jus- 
ticia, sino  por  la  satisfacción  mucho  más  poderosa  y 
más  importante  de  las  pasiones,  porque  ninguna  ins- 
titución hay  en  que  esa  pasión  de  envidia,  de  odio  á 
la  superioridad,  el  deseo  de  la  igualdad  y de  la  su- 
presión de  todos  los  atributos  de  la  soberanía,  y el 
esplendor  de  la  fuerza;  ninguna  institución  hay  que 
satisfaga  más  que  la  institución  del  Jurado,  que  ese 
desgarramiento  de  la  más  respetada  de  todas  las  so- 
lemnidades y de  todos  los  símbolos,  pues  por  ella  se 
consigue  que  ese  armiño  de  la  Administración  de  jus- 
ticia se  ponga  al  alcance  de  todas  las  concupiscencias, 
de  todos  los  deseos,  de  todas  las  vulgaridades,  de  to- 
das las  clases  inferiores,  y que  en  nombre  de  la  jus- 
ticia y de  la  ley,  con  absoluta  irresponsabilidad  de  la 
soberanía,  con  una  víctima  enfrente  á quien  absolver 
ó condenar,  la  gente  más  oscura  suba  al  solio  del  tri- 
bunal y pueda  descender  después;  bien  es  verdad,  que 
con  su  salario  perú  ido,  quizás  con  su  conciencia  in- 
tranquila, quizás  con  su  hogar  abandonado,  pero  con 
su  pasión  más  íntima  satisfecha,  con  su  pasión  más 
íntima  alcanzada;  y esto,  Srcs.  Diputados,  tiene  una 
fuerza  inmensa  que  es  preciso  no  desconocer,  en  la 
sociedad  moderna. 

Y la  mejor  prueba  de  ello  es,  que  allí  donde  las 
pasiones  de  esta  naturaleza  están  más  vivas,  allí  el 
Jurado  está  más  vigoroso  y potente,  á desprecio  de 
todos  sus  absurdos,  sin  que  influyan  para  nada  en  la 
fuerza  de  la  institución  sus  contradicciones,  sus  abe- 
rraciones más  grandes,  como  estamos  viendo  que  su- 
cede eu  la  vecina  Francia.  (Aprobación  en  la  minoría 
conservadora .) 

Este  es  el  Jurado,  como  otras  instituciones  que 
proclaman  los  partidos  liberales  y que  á menudo  pre- 
sentan, sin  detenerse  jamás  á observar  sus  fundamen- 
tos, ni  hacerse  cargo  de  ese  extraordinario  fenómeno 
de  cómo  los  pueblos  se  enamoran  de  esas  ideas  cuan- 
do tan  notoriamente  merman  sus  verdaderos  intere- 
ses y disminuyen  su  comodidad  y les  ocasionan  mo- 
lestias y dificultades.  Y si  me  fuera  permitido  por 
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vosotros,  en  una  discusión  tan  solemne,  en  gracia  si- 
quiera de  lo  gráfico  de  la  definición,  yo  os  recordaría 
unos  versos  en  que  está  retratada  muy  modesta  y 
muy  vulgarmente,  pero  muy  dolorosamente  también, 
una  institución,  que  bajo  cierto  punto  de  vista  tiene 
gran  analogía  con  la  del  Jurado;  dichos  versos,  pu- 
blicados por  un  diario  satírico,  se  hicieron  eu  una 
época  muy  populares,  y clecian: 

¡Viva  el  Duque!  A la  parada. 

¡Viva  el  Duque!  A la  revista. 

¡Viva  el  Duque!  A pasar  lista. 

— Mire  Vd.,  parece  nada 

y...  cansa  ci  ser  progresista. 

Sí,  Sres.  Diputados;  cansa,  cansa  cada  dia  más; 
pero  con  ese  cansancio,  las  pasiones  se  halagan,  y los 
que  desconocen  ese  fenómeno,  desconocen  una  de  las 
bases  más  esenciales  de  la  sociedad  moderna,  y más 
necesarias  para  su  gobierno.  Así  se  explica,  que  ios 
grandes  demócratas,  los  grandes  liberales,  que  cier- 
tamente no  desconocen,  no  ignoran  nada  de  lo  que 
nosotros  sabemos,  de  lo  que  nosotros  decimos,  de  lo 
que  nosotros  muchas  veces  parece  que  tenemos  que 
enseñarles,  acerca  de  las  deficiencias  del  Jurado,  de 
su  inconveniencia  para  administrar  justicia  y descu- 
brir la  verdad,  y que  saben  todo  esto  tan  bien  ó me- 
jor que  nosotros,  defiendan,  sin  embargo,  el  Jurado, 
y proclamen  con  entusiasmo  sus  ventajas,  y procuren 
su  propagación.  ¿Por  qué?  Porque  conocedores  de 
que  con  esa  institución  se  halaga  una  gran  pasioD,  y 
por  consiguiente,  se  crea  á su  favor  una  gran  fuerza, 
la  utilizan  como  utilizan  todas  las  fuerzas  que  creen 
que  pueden  convenirles. 

Hecho  esto  por  los  verdaderos  directores  del  mo- 
vimiento del  espíritu  humano  en  esta  materia,  lo  de- 
más, una  vez  escrito  eu  francés,  lo  hace  la  moda,  la 
imitación  y el  deseo  de  seguir  á los  hombres  nota- 
bles, ranchas  veces,  sin  saber  á dónde  van,  ni  por  qué 
se  mueven;  y esto  constituye  la  segunda  parte  del 
público,  de  los  defensores  del  Jurado. 

Pero  una  vez  que  reconocemos  la  merecida  y de- 
bida importancia  de  esta  institución,  deber  es  que  la 
analicemos  en  el  Lerreno  en  que  se  nos  presenta,  y 
tal  como  aquí  se  produce.  Se  ha  dicho  por  los  que  la 
sostienen,  que  es  una  institución  jurídica,  cuyo  obje- 
to no  es  otro  que  procurar  el  esclarecimiento  de  la 
verdad  en  los  juicios  criminales,  y obtener  la  realiza- 
ción de  la  justicia.  En  ese  terreno,  fuerza  es  que  la 
examinemos,  entendiendo  ya  lo  que  yo  creo  que  cons- 
tituye su  verdadera  explicación,  su  verdadera  impor- 
tancia como  problema  social  contemporáneo. 

Yo,  sin  indicar  otras  conclusiones  como  conse- 
cuencia de  esa  apreciación  mia,  acerca  de  lo  que  es 
principalmente  el  Jurado,  diré  á cuantos  estén  con- 
vencidos de  la  exactitud  de  mis  afirmaciones,  y creo 
que  han  de  tener  numerosos  aunque  mudos  adeptos 
en  la  mayoría,  que  piensen  bien  en  la  responsabilidad 
inmensa  que  contraeu,  descuidando  la  única  regla 
verdaderamente  fundamental  que  existe  para  lo  que 
pudiéramos  llamar  la  patología  de  las  pasiones,  y que 
está  encerrada  toda  ella  en  aquella  máxima  tan  vul- 
gar como  profunda  de  la  eterna  sabiduría,  aplicable 
á los  individuos,  y más  todavía,  si  cabe,  á los  pueblos, 
que  dice,  que  el  que  busca  el  peligro  en  él  perece; 
que  el  que  excita  las  pasiones,  es  su  primera  víctima; 
porque,  cuando  son  pasiones  reales  y positivas  que 


arrancan  del  fondo  de  la  naturaleza  humana,  indivi- 
dual ó colectiva,  no  hay  que  hacerse  ilusiones,  una  vez 
despiertas,  no  se  vencen  ni  se  dominan  fácilmente.  Yo 
profeso  por  mí  el  principio  moral  de  que  las  únicas 
pasiones  que  se  dominan  son  las  que  lio  se  tienen. 
Cuidad,  pues,  que  esas  pasiones  humanas  que  repre- 
senta el  Jurado  y que  por  fortuna  de  todos  están  dor- 
midas en  España,  muy  adormecidas  al  ménos,  no  se 
despierten,  como  tratan  de  despertarlas  vuestros  ami- 
gos los  demócratas,  porque  si  llegan  á despertarse,  se 
producirá  eu  España  el  fenómeno  que  se  está  produ- 
ciendo en  Francia;  como  realmente  vivan  y se  arrai- 
guen, será  en  vano  que  la  institución  dé  de  sí  los  más 
amargos  y desabridos  frutos,  será  en  vano  que  lluevan 
los  veredictos  enormes  contradiciendo  el  principio  de 
la  igualdad  del  derecho  en  todo  el  país,  negando  las 
bases  más  esenciales  de  la  familia  de  la  sociedad,  y 
de  la  personalidad  humana. 

Gomo  la  pasión  viva,  no  se  desarraigará  la  institu- 
ción y se  observará  aquí  el  fenómeno  que  se  observa 
allí,  de  que  aun  cuando  esos  hechos  y veredictos  se 
reproducen  (fuerza  es  reconocerlo,  por  los  que  exami- 
namos los  hechos  sin  pasión),  el  Jurado  no  sufre  lo 
más  mínimo  cou  tales  absurdos  é injusticias,  y eu 
Francia  hoy  nadie  se  atrevería  á atentar  contra  aque- 
lla institución,  que  realmente  tiene  en  el  país  raíces 
hondas  y profundas,  aunque  sus  frutos  sean  de  desmo- 
ralización y de  perturbación  del  orden  social. 

Esa  es  la  responsabilidad  inmensa  que  contrae- 
réis si  despertáis  esas  pasiones.  Pero  vamos  á la  dis- 
cusión, tal  como  aquí,  con  perfecta  buena  fe  se  lia 
planteado.  Y eu  este  punto  es  donde  no  me  toca  sino 
recoger  esas  flores  á que  hacía  alusión  en  el  exordio 
de  mi  discurso  y donde  he  de  sacar  alguna  conse- 
cuencia del  admirable  discurso  del  8r.  D.  Lorenzo  Do- 
mínguez, de  la  incomparable  exposición  de  nuestro 
estado  actual  y de  nuestras  necesidades,  hecha  por  el 
Sr.  Tsasa,  y del  escultural  monumento  que  parecía 
labrado  en  mármoles  y pórfidos  antiguos  del  inimi- 
table discurso  de  mi  digno  y querido  amigo  el  señor 
Pidal. 

Por  esto  os  decia,  que  no  tenemos  para  que  ocu- 
parnos del  Jurado  histórico,  del  Jurado  histórico  que 
tan  admirablemente  definía  el  Sr.  Pidal;  si  esa  insti- 
tución tuviera  en  España  las  raíces  que  tiene  eu  In- 
glaterra y significara  un  estado  antiguo  de  derecho 
eu  el  que  los  jueces  elegidos  por  este  ó por  otro  ca- 
mino representaban  una  superioridad,  y por  consi- 
guiente una  magistratura  dei  ciudadano,  no  figura- 
ría yo  entre  los  adversarios  del  Jurado.  Porque  cuando 
las  instituciones  históricas,  verdaderamente  viven  en 
un  país  y tienen  en  él  raíces  venerandas  y se  derivan 
de  un  sagrado  origen  y representan  en  el  cuerpo  so- 
cial verdaderos  miembros  por  los  que  circula  la  san- 
gre que  sale  de  su  corazón  y que  recorre  toda  la  ex- 
tensión de  la  nacionalidad,  yo  cedo  mucho  ante  las 
ventajas  de  la  conservación,  porque  aun  cuando  soy 
amigo  de  la  regularidad,  dei  progreso  científico  y de 
la  simetría  en  cierta  medida,  soy  ante  todo  amigo  de 
la  vida,  y las  instituciones  históricas  representan  algo 
i!e  la  vida  de  la  Nación.  Esto  principio,  al  cual  yo  su- 
bordino tantos  y tan  importantes  problemas,  entiendo 
que  de  poco  tiempo  acá  ha  hecho  mucho  camino  eu- 
tre  nosotros,  y como  yo  le  tengo  tanto  amor,  aprove- 
cho esta  ocasión,  siquiera  pueda  parecer  extraviada, 
para  felicitarme  de  que  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  venga,  como  debe  venir,  muy  poseído  de  estas 
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verdades  y vénga  á representar,  ya  que  no  precisa- 
mente en  este  proyecto,  en  otro  orden  de  problemas 
jurídicos,  una  resistencia  áesa  tendencia  igualitaria 
y uniformadora  que  en  otros  tiempos  animaba  á los 
partidos  liberales;  al  Sr.  Ministro,  que  recientemente 
lia  aprovechado  en  Barcelona  la  ocasión  de  expresar 
sus  simpatías  en  pró  de  las  literaturas  regionales, 
espero  yo  verle  aquí  defender  los  derechos  regionales, 
que  valen  algo  más  que  las  literaturas,  y que  desde 
ahora  creo  que  han  de  contar  con  un  defensor  más, 
bien  poderoso  é ilustre  por  cierto;  me  doy,  pues,  la 
enhorabuena  en  nombre  de  esta  causa  que  entiendo 
que  es  verdaderamente  nacional. 

Pero  vengamos  á la  cuestión  de  que  nos  vamos 
apartando  algo,  del  Jurado  jurídico,  que  como  decía 
perfectamente  el  Sr.  Pacheco,  es  la  que  se  presenta 
cu  el  proyecto  del  Jurado  considerándole  como  la  ins- 
litucion  y como  la  fórmula  para  realizar  la  adminis- 
tración de  justicia  y para  aplicar  y desenvolver  la  ley 
penal  en  los  juicios. 

Ante  todo,  hemos  de  reconocer  que  este  Jurado 
significa  y representa  una  contradicción  flagrante  de 
la  ley  general,  del  progreso  y del  desenvolvimiento 
humanos.  Está  reconocido  por  todo  el  mundo  en  su 
extrema  seucillez,  y basta  para  establecer  la  base  de 
este  argumento,  que  la  vida  social  no  es  otra  que  la 
íle  todos  los  organismos;  porque  siendo  la  sociedad 
un  organismo  perfecto,  su  ley  natural  de  desenvolvi- 
miento y de  progreso  es  el  camino  de  lo  sencillo  á lo 
rom  puesto,  de  lo  homogéneo  á lo  diferencial;  cuando 
los  organismos  nacen  y están  en  su  primera  evolu- 
ción, todas  sus  partes  pueden  desempeñar  análogas 
[unciones  sin  que  la  vida  del  organismo  padezca;  el 
pólipo  elemental,  sabéis  todos  que  en  muchas  de  sus 
especies  más  primarias  puede  volverse  del  revés  y 
convertirse  en  estómago  lo  que  antes  bacía  oficio  de 
epidermis,  sin  que  la  vida  padezca;  pero  cuando  los 
organismos  animales,  como  los  organismos  sociales  se 
desenvuelven,  cada  una  de  sus  funciones,  cada  uno 
(lelos  órganos  encargados  de  realizaruna  función,  van 
icnieudo  mayor  complicación  y especialidad,  y el  ma- 
yor ejercicio,  la  mayor  aptitud  para  la  realización  de 
esa  función,  significan  siempre  un  mayor  perfeccio- 
namiento en  el  desempeño  de  esa  función  y una  me- 
nor aptitud  para  desempeñar  las  demás  funciones 
propias  de  los  demás  órganos.  Esta  es  la  ley  eterna 
del  progreso  en  las  sociedades  y en  todos  los  orga- 
nismos, y no  podéis  negar  que,  por  lo  ménos,  el  Ju- 
rado es  una  excepción  á esa  regla.  Vamos  á ver  si  esa 
excepción  á la  ley  general  del  progreso  tiene  alguna 
explicación  satisfactoria  que  la  justifique,  porque  yo 
me  adelanto  á reconocer  que  todas  las  leyes  la  tienen, 
y pudiera  ser  que  la  administración  de  justicia  en  las 
sociedades  modernas  estuviera  ó debiera  estar  exclui- 
da de  esa  ley  universal  de  todos  los  desenvolvimien- 
tos y de  todos  los  organismos  en  el  mundo  moral. 

¿Qué  razón  se  ha  dado  que  explique  esa  excepción 
do  la  ley  universal  del  progreso,  respecto  á la  admi- 
nistración de  justicia  en  lo  criminal?  Porque  yo  no 
encuentro  absolutamente  ninguna,  porque  lo  qtie  se 
viene  á sostener  para  el  establecimiento  del  Jurado, 
no  es  otra  cosa,  como  ya  se  ha  dicho  aquí,  que  la 
preferencia  de  lo  que  se  llama  juicio  por  impresión  y 
por  pasión,  sobre  el  juicio  por  razón  y por  crítica,  y 
cuando  nos  acercamos  al  conocimiento  de  las  causas 
criminales,  verdaderamente  nos  espantamos  de  que 
«o  quiera  dar  preferencia  al  juicio  por  impresión,  al 


juicio  por  pasión,  sobre  el  juicio  por  principios  ver- 
daderamente críticos  é intelectuales,  porque  en  nin- 
guna materia  la  naturaleza  del  hombre  se  impresio- 
na más  fácilmente  por  cosas  contrarias  á la  natural 
investigación  de  la  verdad;  y para  las  inteligencias  no 
cultivadas,  para  quien  no  tiene  en  el  archivo  de  sti 
memoria  el  recuerdo  del  interminable  martirologio 
de* los  inocentes,  que  ya  en  manos  del  Jurado,  ya  en 
manos  de  los  tribunales,  han  perecido;  para  quien  no 
tiene  presente  en  su  memoria  esto,  ¡con  qué  facilidad 
se  forman  los  juicios  mas  graves,  más  fundamenta- 
les, sobreda  honra  ajena,  sobre  la  culpabilidad  ajena 
ó sobre  la  inocencia  de  las  personas!  Una  mancha  de 
sangre,  unos  malos  antecedentes  de  una  persona,  una 
expresión  atrabiliaria  de  su  fisonomía,  todas  estas  co- 
sas bastan  en  el  vulgo  de  las  gentes,  improvisadas  de 
jueces  y de  magistrados,  para  formar  esos  que  se  lla- 
man juicios  de  la  opiuiou  y que  tan  á menudo  con- 
tradice la  investigación  detenida  en  los  sumarios  y en 
las  causas,  ó el  tiempo,  gran  descubridor  de  las  ver- 
dades. 

Nos  citaba  aquí  el  Sr.  Pacheco  una  causa  célebre, 
la  del  Sr.  Gener.  Muy  delicado  es  hablar  de  estas  co- 
sas, sobre  las  cuales  ha  pasado  el  veredicto  de  la  jus- 
ticia y el  tiempo  después;  pero  yo,  que  muy  jóven 
aún,  seguía  con  interés  aquel  gran  proceso,  en  el 
cual  combatieron  nuestros  más  eminentes  juriscon- 
sultos, yo  recuerdo  bien  de  qué  modo  la  opinión  pú- 
blica estaba  unánimemente  impresionada  en  contra 
de  uno  de  los  principales  acusados,  de  qué  modo  el 
Jurado  hubiera  fallado  entonces  unánimemente  la 
muerte  de  Gener,  su  culpabilidad  indudable.  Los  ma- 
gistrados le  absolvieron;  no  llegaron  á formar  su  jui- 
cio por  aquellas  impresiones  que  á todo  el  mundo 
convencían,  por  los  malos  antecedentes  de  un  matri- 
monio desunido,  por  los  intereses  que  parecian  ocul- 
tarse allí  en  favor  del  acusado  para  la  realización  de 
aquel  crimen;  creyeron  que  aquello  podia  tener  otros 
orígenes,  y después,  todo  parece  indicar  que  los  tri- 
bunales acertaron  y que  el  juicio  del  Jurado  hubiera 
cometido  entonces  una  verdadera  iniquidad,  porque 
el  instrumento  vil  de  aquel  crimen,  momentos  antes 
de  marchar  ai  patíbulo,  cuando  sintió  renacer  esos 
instintos  que  en  nuestra  raza,  por  perturbados  que  se 
hallen  los  individuos,  dejan  siempre  las  primeras  se- 
millas de  la  educación  cristiana;  cuando  próximo  á 
comparecer  ante  el  Eterno,  sentía  conmovida  su  alma 
por  esos  exlrcmecimientos  á que  ningún  español,  que 
ha  tenido  madre,  es  extraño,  entonces  escribió  una 
carta  en  la  que  declaraba  la  inocencia  de  aquel  hom- 
bre, acusado  por  la  opinión  pública,  y ella  no  ha  ve- 
nido después  en  el  trascurso  del  tiempo,  á demostrar 
su  culpabilidad,  sino  que,  por  el  contrario,  grandes 
indicios  hay  entre  todos  sus  amigos  y entre  los  indi- 
viduos de  su  propia  familia,  de  que  el  crimen  tuvo  un 
origen  muy  distinto,  muy  extraordinario,  casi  me 
atreverla  á decir  muy  inverosímil,  pero  muy  ajeno  á 
aquel  hombre,  que  al  fin  y al  cabo,  fué  absuelto  y que 
el  Jurado  hubiera  indudablemente  condenado.  No  cabe 
dudarlo.  Examinando  imparcial  y fríamente  esta  cues- 
tión, el  apreciar  un  indicio  de  una  manera  contraria 
á como  la  crítica  racional  aconseja  que  se  aprecie,  el 
dejarse  guiar  por  un  solo  indicio,  es  una  de  las  cosas 
que  todos  los  que  tratan  de  crítica  criminal  recomien- 
dan y demuestran  que  es  ocasionadísimo  á error.  Es 
la  impresión  y la  preocupación  fundada,  yes  necesario 
el  estudio,  la  experiencia,  el  juicio,  la  couviccion  de 
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loa  errores  cometidos  para  prevenirse  contra  eso,  para 
exigir  el  concurso  de  varios  indicios  para  convencerse 
de  que  si  la  prueba  judicial  ha  de  producir  la  demos- 
tración evidente  de  un  hecho,  es  indispensable  que 
concurran  indicios  de  tal  índole,  que  toda  otra  expli- 
cación que  no  sea  la  culpabilidad  del  reo,  resulte  ab- 
surda. Nada  de  esto  puede  apreciar  la  crítica  del  Ju- 
rado. 

Cuando  á esto  se  añade  que  en  los  tiempos  pre- 
sentes la  legislación  criminal  se  complica  en  los  tér- 
minos que  indicaba  con  su  elocuente  palabra  el  señor 
isasa;  cuando  nuevos  problemas  se  presentan  sobre  la 
libertad  humana;  cuando  hay  nuevos  desenvolvimien- 
tos de  los  problemas  antropológicos,  como  indicaba  el 
Sr.  Pida!;  cuando  al  lado  de  todo  esto,  grandes  inte- 
reses industriales  vienen  á complicar  muchas  veces 
el  ejercicio  de  la  acción  criminal  de  los  tribunales 
para  la  investigación  de  los  delitos,  haciendo  más  di- 
fícil su  análisis  y teniendo  que  presentarse  ante  ellos 
muchas  veces  personas  que  por  lo  elevado  de  su  po- 
sición, por  la  manera  de  adquirir  su  riqueza,  se  halla- 
rían siempre  ante  el  Jurado  en  el  terrible  dilema  de 
la  venalidad  ó de  la  injusticia;  cuando  sobre  todo  esto 
se  piensa,  señores,  imposible  parece  que  pueda  soste 
nerse  con  conciencia  tranquila  y serena,  que  es  pre- 
ferible el  juicio  inculto  al  juicio  del  análisis,  al  juicio 
del  examen,  al  juicio  que  aplica  la  iuteligeucia,  uo  ya 
solo  para  apreciar  los  problemas  en  sí  mismos,  sino 
para  juzgar  de  la  exactitud  de  los  informes  periciales 
que  delante  de  los  jueces  han  de  emitir  unas  veces  los 
médicos  y otras  veces  peritos  de  otra  índole. 

Pues  qué,  Sres.  Diputados,  el  conocimiento  gene- 
ral de  la  crítica,  de  la  lógica,  de  las  ciencias  auxilia- 
res, porque  ai  fin  y ai  cabo,  Lodo  esto  completa  la 
educación  del  abogado,  ¿es  inútil  para  juzgar  por  sí 
mismo  de  los  informes  periciales?  Pues  si  esto  fuera 
exacto,  ¿qué  valor  tendrían  los  títulos  profesionales? 

Yo,  Sres.  Diputados,  lo  confieso,  lo  digo  tal  como 
lo  slenio:  aparte  de  aquella  explicación  que  sobre  la 
importancia  social  del  problema  del  Jurado  hice  al 
principio  de  mi  discurso,  yo  no  encuentro  uua  sumi- 
sión más  incomprensible,  una  sumisión  más  absoluta 
y más  injustificada  de  la  razón  de  la  conciencia  ju- 
rídica, por  decirlo  así,  á la  política,  que  la  que  pre- 
senta la  defensa  del  Jurado  para  la  investigación  de 
la  verdad. 

Decía  mi  digno  y querido  amigo,  el  Sr.  Garnica 
en  la  tarde  de  hoy,  que  ei  cultivo  anadia  poco  á las 
facultades  intelectuales,  que  la  investigación  y ei  jui- 
cio de  la  verdad  y de  los  hechos  criminales,  podia 
realizarse  lo  mismo  por  la  inteligencia  natural  y es- 
pontánea, no  dedicada  nunca  á este  linaje  de  estudios 
y de  investigaciones,  que  por  la  inteligencia  culti- 
vada del  magistrado,  y que  se  puede  llegar  al  mismo 
resultado  con  ese  buen  sentido,  con  esa  inteligencia 
nalural,  porque  para  eso  no  se  necesita  ir  á Sala- 
manca. Es  esta,  señores,  una  cuestión  de  hecho  difícil 
de  discutir;  sería  materia  muy  larga  la  de  analizar 
si  la  inteligencia  humana  gana  en  efecto  con  esc  cul- 
tivo científico;  estas  son  cuestiones  que  yo  creo  que 
se  deben  entregar  al  juicio  de  cada  uno. 

Pero  yo  por  mí  tengo  entendido,  y practico,  y 
practicaré  al  menos  en  lo  que  de  la  acción  de  mi  vo- 
luntad dependa,  la  preferencia  indudable  de  la  inteli- 
gencia cultivada  sobre  la  inteligencia  natural  y es- 
pontánea: no  creeré  jamás  que  pueda  compararse  el 
sér  humano  con  algunos  séres  vegetales,  como  los  es- 


párragos, por  ejemplo,  y he  de  preferir  siempre  el 
magistrado  cultivado  al  magistrado  silvestre.  (Risas.) 

Cuando  yo  voy,  Sres.  Diputados,  a los  tribunales 
de  mi  país,  y después  de  haber  estudiado  un  asunto 
en  el  que  muchas  veces  me  ha  costado  largas  horas 
llegar  á formar  una  convicción  sobre  la  inocencia  ó 
inculpabilidad  de  una  persona,  entro  bajo  aquellas 
augustas  bóvedas  para  encontrar  á los  dignos  indivi- 
duos que  se  sientan  bajo  el  dosel  en  la  Audiencia  do 
Madrid,  ó en  el  Tribunal  Supremo,  no  se  me  ocurre 
nunca,  ai  pisar  aquellos  umbrales,  mirar  con  envidia 
á los  porteros  y alguaciles,  preguntándoles  si  tendrían 
más  acierto  para  fallar  sobre  la  honra  ó sobre  la  vida 
de  sus  semejantes.  (Muy  bien ; aplausos  en  la  minoría 
conservaclot'a.) 

Créame  el  Sr.  Garnica;  seguro  estoy  que  S.  S.  ha 
recogido  mucho  fruto  de  sus  estudios;  y porque  lo 
creo  así,  si  alguna  vez  estuvieran  mi  honra,  ó mi  vida, 
ó mi  libertad  en  disputa,  había  de  preferir  siempre 
depositarlas  en  manos  de  S.  S.  que  en  manos  de  su 
criado. 

Pero  si  del  examen,  que  podemos  llamar  históri- 
co, realizado  de  esta  manera,  con  estos  ejemplos  sen- 
cillos, vulgares  y hasta  prosaicos,  pero  que  expresan 
aquí  lo  que  tienen  dentro  de  sí,  creo  yo,  ei  símbolo 
de  un  pensamiento  y de  una  idea,  pasamos  á analizar 
lo  que  el  proyecto  nos  dice  sobre  este  punto,  jqué 
Confirmación  más  grande,  más  concluyente,  nos  en- 
contramos de  la  exactitud  de  esta  deficiencia  notoria, 
Sres.  Diputados! 

¿Qué  explicación  tiene,  Sres.  Diputados,  que,  si 
efectivamente,  el  Jurado  es  una  institución  á propó- 
sito para  la  investigación  y la  declaración  de  la  ver- 
dad en  lo  orimiual,  no  se  haga  aplicación  de  este 
órgano  absolutamente  á todos  los  delitos?  ¿Qué  expli- 
cación tiene  esa  divisiou  en  el  proyecto  de  la  Comi- 
sión, que  ya  examinó,  en  términos  muy  expresivos  el 
Sr.  Isasa,  pero  acerca  de  lo  cuaL,  por  su  importancia 
conviene  insistir  do  nuevo,  porque  para  que  estos  de- 
bates políticos  seau  fructuosos  para  el  país,  no  basta 
que  las  cosas  se  digan  una  vez,  sino  que  es  preciso 
que  de  diferente  manera  y en  diferentes  ocasiones 
se  llame  acerca  de  ellas  la  opinión  pública;  qué  ex- 
plicación tiene  esta  distinción  de  delitos,  hecha  por 
la  Comisión,  que  no  sea  la  que  ya  significaba  el  se- 
ñor Isasa,  que  no  sea  la  de  que  aquí  no  se  Lrata  de 
realizar  uada,  de  constituir  un  instrumento  preferi- 
ble al  actual  para  la  investigación  de  la  verdad,  sino 
de  arrojar  una  parte  de  los  elementos  de  justicia,  que 
lleva,  por  decirlo  así,  en  su  seno  el  Gobierno,  á los 
que  le  persiguen,  para  detener  esa  persecución,  y 
para  hacerles  concebir  esperanzas,  les  arroja  esos  ele- 
mentos, como  dicen  de  aquellos  rusos,  perseguidos 
por  unos  lobos  en  las  estepas  de  la  Siberia,  que  les 
iban  arrojando  parte  de  sus  víveres  y hasta  conclu- 
yerou  por  arrojarles  alguno  de  sus  pequeñuelos  hi- 
jos? No  tiene  otra  explicación  que  la  de  un  reparto 
enteramente  arbitrario;  porque  todavía  hubiera  com- 
prendido yo  que  se  hubiera  seguido  el  criterio  de  en- 
tregar ai  Jurado  aquellos  delitos  enormes  que,  por 
impresionar  grandemente  la  conciencia  pública,  pa- 
rece que  pueden  tener  más  garantías  de  ser  castiga- 
dos siendo  apreciados  por  todo  el  mundo;  dejando  una 
institución  bien  determinada  para  los  delitos  de  ca- 
rácter correccional,  como  sucede  en  Francia,  en  Ita- 
lia y en  otros  muchos  países.  También  hubiera  com- 
prendido que  se  hubieran  entregado  al  Jurado  ciertos 
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delitos  de  opinión,  como  los  de  imprenta  y otros  de- 
litos que  no  están  definidos  en  nuestro  Código,  pero 
que  pudieran  haberse  definido  ahora;  algo,  en  fin,  que 
justificara  un  criterio  tan  móvil  en  la  opinión. 

También  hubiera  comprendido  este  criterio,  y 
limitado  á los  delitos  de  imprenta,  no  hubiera  tenido 
en  mí  una  oposición  tan  fundamental  como  la  que 
hacemos  á este  proyecto.  Pero  no  se  ha  seguido  nin- 
guno de  esos  criterios;  aparecen,  por  ejemplo,  some- 
tidos al  Jurado  los  delitos  de  traición,  y no  los  que 
comprometen  la  paz  pública;  aparecen  comprendidos 
los  delitos  cometidos  contra  las  Cortes  y sus  indivi- 
duos y contra  el  Consejo  de  Ministros,  y no  los  aten- 
tados á la  autoridad  y sus  agentes,  ni  la  resistencia 
y la  desobediencia,  ni  el  desacato  y los  desórdenes 
públicos.  De  tal  suerte,  que  delitos  enteramente  aná- 
logos, unos  se  entregan  al  Jurado  y otros  á los  tribu- 
nales ordinarios;  y como  no  he  de  molestaros  mucho 
con  lecturas,  voy,  entre  otros  muchísimos,  á citar 
algunos:  «Será  de  la  competencia  del  Jurado,  como 
delito  de  traición,  el  delito  cometido  por  un  español 
que  indujere  á una  Potencia  extranjera  á declarar 
guerra  á España;  y será  de  la  competencia  de  los  tri- 
bunales el  castigo  del  que  con  actos  ilegales  que  no 
estén  autorizados  competentemente  provocare  ó diere 
motivo  á una  declaración  de  guerra  contra  España.» 

¿Percibís  vosotros  la  diferencia  que  .puede  justi- 
ficar lina  distinta  jurisdicción  para  delitos  tan  idén- 
ticos, tan  análogos?  Pues  de  la  misma  suerte,  perte- 
nece al  Jurado:  «el  delito  cometido  por  uu  español 
que  reclutare  en  España  gente  para  el  servicio  de 
una  Potencia  enemiga,»  y continuarán  conociendo  los 
tribunales  del  delito  en  que  incurre  «el  que  sin  auto- 
rización bastante  levantare  tropas  en  el  Reino  para 
el  servicio  de  una  Potencia  extranjera.»  ¿Qué  hay  aquí 
que  no  sea  una  mera  arbitrariedad?  Yo  espero  sobre 
este  punto,  con  impaciencia,  la  respuesta  del  señor 
presidente  de  la  Comisión,  porque  conozco  la  compe- 
tencia de  todos  los  individuos  que  la  componen,  y sin 
eluda  debe  haber  en  mi  análisis  alguna  deficiencia 
notable  para  no  percibir  esta  distinción. 

Y en  otros  delitos,  todavía  tiene  mayor  propor- 
ción si  cabe.  Si  teneis  esa  confianza  en  el  Jurado  como 
medio  de  investigación  y declaración  de  la  verdad  en 
lo  criminal,  ¿qué  razón  hay  para  que  excluyáis  de  él, 
el  delito  de  injuria,  la  honra  vuestra,  la  de  vuestras 
mujeres  y vuestros  hijos?  ¿Qué  razón  y qué  explica- 
ción hay  en  esto  que  no  sea  el  temor  á la  deficiencia 
del  Jurado  en  las  cosas  que  más  de  cerca  nos  pueden 
alcanzar,  en  los  delitos  de  que  más  habitnalrnente  es- 
tamos expuestos  todos  á ser  víctimas,  en  ciertas  pre- 
ferencias de  los  legisladores  para  poner  al  abrigo  más 
seguro  de  los  tribunales  de  justicia  lo  que  constituye 
más  habitualmente  una  hacienda  expuesta  á los  ata- 
ques, y no  protegida  como  lo  está  por  las  condicio- 
nes ordinarias  de  nuestra  vida,  el  resto  de  nuestro 
patrimonio  y de  nuestra  vida  misma?  ¿Qué  explica- 
ción tiene  sobre  todo  que  sustraigáis  del  Jurado  otra 
ciase  de  delitos,  que  yo  me  felicito  mucho  no  ver  com- 
prendidos en  el  Jurado  y que  me  hacen  celebrar  mu- 
cho vuestro  patriotismo  y vuestra  resolución  al  no 
comprenderlos,  como  son  los  de  lesa  Majestad,  pero 
que  indudablemente  constituye  una  falta  de  lógica 
de  todo  punto  inexplicable,  como  no  sea  con  esta  ex- 
plicación á que  es  forzoso  venir  constantemente,  como 
si  fuera  la  obligada  letrilla  de  lodos  los  argumentos 
de  un  discurso  Contra  el  Jurado,  el  argumento  y la 


demostración  evidente  de  que  los  que  más  descon- 
fianza tienen  en  el  Jurado,  son  los  que  proponen  y 
más  empeño  muestran  por  su  planteamiento? 

Si  de  esto,  que  pudiéramos  llamar  el  territorio  del 
Jurado  y su  sustancia,  si  de  esto  pasamos  ya  al  exá- 
men  de  su  forma  y organización  tal  como  en  el  pro- 
yecto de  ley*  aparece,  ¿qué  es  lo  que  yo  pueda  decir 
que  no  se  haya  ocurrido  ya  á Lodos  los  Sres.  Diputa- 
dos que  han  leido  el  proyecto,  y aí  mismo  tiempo  co- 
nocen de  verdad  la  organización  y las  costumbres  del 
Estado  español  en  todo  el  territorio,  no  solamente  en 
la  capital  de  la  Monarquía,  como  á muchos  desgra  - 
• ciadamente  acontece,  que  solo  aquí  lo  estudian  y lo 
conocen?  ¿Qué  he  de  deciros,  señores,  que  no  se  os 
haya  ocurrido  antes  acerca  de  esas  dos  elecciones  de 
los  jurados  hechas  por  el  juez  de  instrucción  primero, 
y después  por  la  Audiencia  de  lo  criminal,  con  unos 
sorteos  que  ya  sabemos  lo  que  han  de  ser,  porque  to- 
dos sabemos  lo  que  son  los  sorteos  en  este  país,  con 
la  sola  excepción  dé  la  lotería  nacional,  y esto  lo  digo 
en  justo  tributo  á la  justicia  y también  para  no  des- 
acreditar la  renta  (Risas),  porque  aquí  la  suerte  es 
una  deidad  á la  que  hemos  quitado  en  absoluto  la 
venda  que  antes  cubría  sus  ojos?  Y yo  me  asombraba 
al  oír  á mi  querido  y respetable  amigo  Sr.  Garnica 
hablarnos  del  Jurado  de  Madrid,  y me  decia:  «Seño- 
res, ¿á  tal  punto  la  pasión  por  una  causa  que  se  de- 
fiende puede  oscurecer  las  inteligencias  más  sutiles 
y aun  los  espíritus,  no  lo  tome  á mal  el  Sr.  Garnica, 
los  espíritus  más  desconfiados,  como  es  el  de  S.  S.? 
¿Es  que  verdaderamente  S.  S.  creyó  que  el  Jurado  que 
presidió  en  Madrid  era  un  Jurado? 

Esta  es  una  materia  muy  delicada  para  tratada 
aquí;  pero  los  deberes  que  la  discusión  de  un  proyec- 
to de  ley  de  esta  importancia  nos  impone,  son  muy 
estrechos  y nos  obligan  á descubrir  con  toda  claridad 
los  elementos  todos  que  se  presentan  para  formar 
nuestro  juicio.  Yo  me  limito,  pues,  dentro  de  las  más 
escrupulosas  conveniencias,  á recordar  que  la  suerte, 
ciega,  por  supuesto,  como  siempre,  designó  para  el 
Jurado  en  Madrid  constantemente  á individuos  repre- 
sentantes de  las  clases  populares,  sacados,  lo  repito, 
religiosamente  á la  suerte,  como  los  Sres.  Conde  de 
Toreno,  Marqués  de  Pidal,  Conde  de  Alpuente,  el  se- 
ñor Prida,  entonces  cesante  de  la  magistratura;  el 
Sr.  Colmeiro,  el  Sr.  Zumel,  notable  escritor;  el  señor 
Arangurcn,  distinguido  arquitecto;  D.  Julio  Kom he- 
la, periodista  no  ménos  conocido;  el  Sr.  Moravta  y el 
Sr.  Marqués  de  Múdela,  y otros  muchos  con  los  cua- 
les aparecían  mezclados  algunos  respetables  retirados 
del  ejército,  que  cuando  acudian  al  Jurado  y se  les 
interrogaba  ó se  les  exigía  que  votaran,  lo  hacían 
siempre  diciendo:  «yo  voto  por  lo  más  fuerte.» — Pero 
emita  Y.  su  opinión  sobre  este  hecho  concreto,  se  le 
añadía,  y volvía  á decir:  «Yo  voto  lo  que  voten  los 
más  fuertes;  la  sociedad  está  perdida.» 

Y tal  Jurado,  elegido  de  esta  manera,  á la  suerte, 
á todos  y cada  uno  de  sus  individuos,  reconozco  yo 
una  superioridad  indudable  sobre  la  mayor  parte  de 
los  jueces  de  instrucción  y sobre  muchos  magistra- 
dos de  Audiencias  de  lo  criminal  y una  competencia 
jurídica  creada  por  la  educación  en  unos,  por  títulos 
profesionales  en  otros,  y por  sus  conocimientos  en  los 
más;  tal  Jurado,  digo,  ¿le  quiere  S.  S.  presentar 
como  ejemplo  de  ló  que  puede  ser  esa  institución  cu 
España;  en  España,  Sr.  Garnica,  que  desgraciada- 
mente no  se  pienca  bien  cuando  aquí  se  legisla  que 
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es  un  país  que  se  extiende  mucho  más  lejos  que  ese 
territorio  que  media  entre  el  Congreso  y los  Consejos, 
entre  la  plaza  de  Oriente  y el  Prado  de  San  Jerónimo, 
que  son  los  que  constituyen  muchos  de  los  estudios 
do  examen  de  costumbres  de  h mayor  parte  de  los 
que  ilustran  la  Opinión,  ya  en  las  columnas  de  la  J 
prensa  periódica,  ya,  muchas  veces,  eif  el  Congreso 
de  los  Diputado  ? ¿lia  pensado  S.  S.  en  lo  que  ha  sido  ! 
y en  lo  que  será  ese  3 lirado,  perdido  allá  entre  los  picos 
de  la  serranía  de  Honda  ó entre  las  playas  de  Torrox  y 
Velez-Málaga,  bajo  aquellos  climas  donde  el  sol  ar- 
diente hace  florecer  tan  admirablemente  las  rosas,  las 
chumberas  y las  pasiones  todas  que  halagan  el  espí-  . 
ritu  y conmueven  el  corazón,  pero  que  agosta  tan 
despiadadamente  los  sentimientos  de  la  justicia,  de  la 
legalidad,  de  la  disciplina,  del  respeto  á las  leyes,  que 
todos  ellos  necesariamente  mueren  en  flor  si  no  están 
constantemente  protegidos  por  la  mano  educadora  de 
una  Administración  central?  ¿No  ha  pensado  S.  S.  lo 
que  será  el  Jurado  en  esos  espártales  y estepas  de 
comunicación  difícil  de  las  provincias  de  Almería,  Te- 
ruel y de  Extremadura? 

¡Ah  señores!  Mi  amigo  queridísimo  Sr.  Pidai  es 
como  esos  grandes  pintores  de  historia  que  ven  todas 
las  cosas  en  grande,  que  se  representan  las  figuras 
en  actitudes  magníficas  y que  no  dan  asiento  en  su 
alma  siuo  á las  grandes  y definitivas  soluciones  de 
las  crisis  sociales:  yo  soy  el  modesto  delineante  de 
trabajos  topográficos  que  no  sabe  sino  trazar  los  pla- 
nos ajustados  á la  escala,  y relacionados  con  las  más 
pequeñas  ondulaciones  del  terreno.  Por  eso  el  señor 
Pidal  presentaba  ante  la  consideración  del  Congreso 
en  el  (lia  de  hoy  las  grandes  catástrofes  que  vendrian 
del  Jurado  revolucionario;  pero  estas,  que  quizá  se 
desenvolverán  en  el  porvenir,  no  son  las  que  A mí  me 
preocupan;  á mí  Las  que  me  preocupan  y me  aterran 
son  las  cercanas,  las  inmediatas,  son  las  que  han  de 
seguir  al  día  siguiente  de  la  promulgación  de  es  La 
ley,  como  siguieron  á la  promulgación  de  la  otra;  no 
las  consecuencias  del  Jurado  en  Madrid,  ni  en  las 
grandes  capitales,  que  al  fiu  y al  cabo  podrá  ser  dis- 
cutible y podrá  presentar  algunos  de  los  ejemplos  be- 
neficiosos que  ha  presenciado  mi  querido  amigo  el  se- 
ñor Garrí  ica. 

Yo  lie  mirado  el  Jurado  en  los  demás  puntos  del 
territorio,  y lo  he  visto  inspirado  por  otra  musa  mu- 
cho más  modesta,  pero  mucho  más  inmediata,  por  la 
musa  fatal  de  las  recomendaciones,  de  la  influencia 
local  y del  caciquismo  que  domina  tan  poderosa- 
mente en  la  esfera  de  nuestra  Administración,  y que 
se  va  á posesionar  de  una  manera  despiadada  y cruel 
de  esc  instrumento  del  Jurado  para  centuplicar,  por 
lo  mónos,  sus  fuerzas,  que  ya  tan  poderosamente  nos 
agobian.  Yo  recuerdo  á este  propósito  un  hecho,  que 
voy  á referir,  que  es  rigorosamente  exacto  y que  tiene 
alguna  importancia  como  estudio  experimental,  que 
es  la  forma  que  estos  estudios  sociológicos  Licúen  que 
tomar  y van  tomando  cada  dia  más. 

Recuerdo  que  en  los  tiempos  en  que  el  Jurado  es- 
taba establecido  en  España,  encontré  un  dia  á mi  in- 
olvidable amigo,  Sr.  Martin  de  Herrera,  completa- 
mente desesperado  contra  la  institución  de  que  me 
ocupo.  Había  tenido  el  Sr.  Martin  de  Herrera  traba- 
jando en  su  despacho  á un  joven  de  grandes  faculta- 
des naturales,  que  lia  ocupado  una  importante  posi- 
ción entre  nosotros,  y que  entonces  disfrutaba  de  una 
considerable  influencia  en  una  provincia  próxima  á 


Madrid.  Esc  jóven  acudió  á defender  ante  el  Jurado  á 
un  asesino  vil  que  en  la  plaza  de  un  pueblo  de  esa 
provincia  habia  dado  muerte  con  ensañamiento  á uu 
hijastro  suyo  en  presencia  de  todo  el  vecindario  de 
ese  pueblo.  Le  defendió  elocuentemente,  fijándose  eu 
la  obcecación  y el  arrebato,  en  las  disensiones  domés- 
ticas, en  todo  lo  quo  pudo  hallar  á mano  para  cum- 
plir su  triste  deber.  ¡Cuál  no  sería  su  sorpresa  cuando 
tras  de  upa  brevísima  deliberación  resultó  absuelto  el 
procesado! 

Poco  antes  de  venir  á Madrid  dió  con  efusión  las 
gracias  á los  jurados,  encomiando  el  servicio  quo  ha- 
bían prestado  á su  cliente;  y ellos,  rebajando  modes- 
tamente lo  que  habían  hecho,  le  dijeron:  «Pero  Don 
Celestino  (que  así  se  llamaba  aquel  joven),  ¿cómo  que- 
ría Vd.  que  cuando  se  ha  tomado  la  molestia  de  venir 
de  Madrid  y abandonar  todos  sus  asuntos,  le  desairá- 
ramos en  la  primera  causa  en  que  intervenia?» 

Aquel  era  un  grito  escapado  de  la  conciencia  hon- 
rada de  aquellos  jurados  inconscientes,  y no  repre- 
sentaba uno  de  esos  crímenes  que  pueden  surgir  en 
todas  las  sociedades,  una  de  esas  semillas  que  brotan 
en  cualquier  parte,  á veces  en  el  seno  de  las  familias 
más  honradas,  traídas  no  se  sabe  por  donde,  si  por  el 
viento  ó por  las  aguas,  para  producir  un  monstruo  de 
ferocidad,  do  absoluta  falta  de  sentimiento  jurídico  y 
moral;  aquello  representaba  una  profunda  deficiencia 
de  nuestro  sentido,  del  derecho  y de  nuestra  concien- 
cia jurídica,  que  es,  por  desgracia,  un  hecho  tan  real 
y tan  verdadero  como  triste,  que  estamos  tocando  to- 
dos los  dias  aquí  en  cuantas  funciones  tenemos  en- 
tregadas al  pueblo;  funciones  que  mantenernos,  sin 
embargo,  por  altas  necesidades  políticas;  pero  reco- 
nociendo que  si  ese  pueblo  es  grande  en  las  manifes- 
taciones artísticas,  en  el  valor  natural,  en  la  virtud 
déla  sobriedad  y en  otras  muchas  que  le  elevan  en  alta 
escala  entre  los  pueblos  civilizados,  forzoso  es  tam- 
bién reconocer,  si  no  se  quiere  cerrar  los  ojos  á la 
evidencia,  que  quizá  por  culpa  de  todos,  porque  quizá 
todos  eu  esto  habremos  puesto  nuestras  manos,  culpa 
sea  de  quien  quiera,  ese  sentimiento  de  la  justicia  en 
todo  lo  que  se  refiere  al  ejercicio  de  funciones  políti- 
cas, administrativas,  y mucho  más  jurídicas,  está 
completamente  borrado  en  muchas  zonas  de  nuestro 
país,  muy  debilitado  en  otras,  y solo  fuerte  y vigo- 
roso en  algunas,  donde  quizás  el  Jurado  pueda  pro- 
ducir menores  males. 

A raí  rae  espanta  verdaderamente  la  responsabi- 
lidad que  contraéis  al  hacer  el  ensayo  de  una  insti- 
tución en  la  medida  extensa,  en  la  medida  considera- 
ble en  que  venís  á hacerlo,  no  encerrándola  siquiera 
en  los  términos  reducidos  de  un  ensayo,  sino  plan- 
teándola desde  luego  como  si  la  opinión  la  reclama- 
se, como  si  los  órganos  destinados  á desempeñarla  y 
cumplirla  tuvieran  la  más  mínima  aptitud  para  con- 
seguirlo. 

Yo  reconozco,  Sres.  Diputados,  que  el  ensayo  he- 
cho en  el  año  1873  no  reunió  todas  las  condiciones 
necesarias  para  juzgar  por  éL  de  la  institución;  yo  me 
complazco  en  reconocer,  porque  me  gusta  discutir 
siempre  con  moderación,  que  no  estaba  el  país  eu  cir- 
cunstancias favorables,  para  que  podamos  juzgar  por 
las  consecuencias  de  aquel  ensayo;  pero  lo  que  no 
puedo  ménos  de  combatir,  y combatir  con  cierta  in- 
sistencia, es  que  aquel  ensayo  arrojara  resultados  fa- 
vorables. Muy  molesto  sería  para  el  Congreso  entrar 
eu  el  análisis  de  estadísticas  y en  el  exámen  de  in- 
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formes  de  esta  ó de  la  otra  naturaleza;  pero  yo  podría 
resumirlas  todas  en  el  voto  de  las  personas  más  au- 
torizadas sobre  el  particular,  de  las  que  más  de  cerca 
y con  mayor  imparcialidad  contemplaron  las  conse- 
cuencias de  la  reforma,  podiendo  todas  ellas  concre- 
tarse en  la  opinión  del  actual  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia,  quien  declaró  en  el  Senado  que  las  conse- 
cuencias de  aquel  ensayo  eran  tales  que,  fueran  cuales 
fueran  las  opiniones  de  la  persona  que  ocupase  el  Mi- 
nisterio de  Gracia  y Justicia,  cuando  el  decreto  de 
suspensión  del  Jurado  se  dictó,  lo  hubiera  dictado. 

Pero  sobre  todo  hay  un  hecho  elocuentísimo,  que 
bastaría  por  sí  solo  á sobreponerse  (x  todos  los  datos 
particulares,  porque  expresa  de  un  modo  incontras- 
table un  fenómeno  moral  y psicológico;  y es  que  cuan- 
do llegó  el  momento  de  discutirse  la  Constitución 
vigente,  cuando  poblaban  estos  bancos  hombres  de 
opiniones  tan  conocidas  y arraigadas  como  el  señor 
Castelar,  el  Sr.  Linares  Rivas  el  Sr.  Romero  Ortiz,  el 
Sr.  Capdepon,  el  Sr.  Gamazo  (que  ahora  entiendo  que 
es  un  ardiente  partidario  del  Jurado),  y otros;  cuando 
se  discutió  la  República;  cuando  se  discutieron  todos 
los  grandes  problemas  que  liabian  sido  planteados  en 
la  revolución  de  Setiembre,  ni  una  sola  voz  se  atrevió 
¿discutir  y á proponer  el  restablecimiento  del  Jura- 
do, y solo  el  Sr.  Linares  Rivas  presenLó  una  enmien- 
da á la  Constitución  proponiendo  que  el  título  de  la 
«Administración  de  justicia,»  se  llamara  del  «Poder 
judicial;»  pero  nadie  en  esta  Cámara  se  atrevió  A le- 
vantar su  voz  para  pedir  el  restablecimiento  de  aquella 
institución  que  había  caído  en  el  mayor  descrédito, 
condeuada  por  el  voto  unánime  de  los  que  entonces 
tenían  ó liabian  tenido  las  grandes  responsabilidades 
del  Gobierno. 

Pero  si  el  ejemplo  de  España  no  os  parecía  con- 
vincente, yo  hubiera  deseado  que  la  Comisiou  y el 
Gobierno  hubieran  examinado  más  profundamente 
cuál  es  el  estado  de  la  cuestión  en  otros  países  de 
condiciones  análogas  á las  del  nuestro,  y que  se  hu- 
bieran üjado  principalmente  en  el  movimiento  indu- 
dable que  en  Italia  existe  sobre  ol  particular. 

Cuando  se  discutió  la  ley  del  Jurado,  quofué,  por 
las  circunstancias  en  que  allí  se  planteó,  mucho  tiem- 
po después  de  estar  rigiendo  esa  institución,  Manci- 
ni,  defensor  acérrimo  del  Jurado,  daba  muestras  de 
la  evolución  que  iba  sufriendo  el  sentido  general  del 
país  sobre  esa  institución,  y decia:  «¿Por  qué  disimu- 
larlo? Re  algunos  años  á esta  parte,  es  notorio  que  la 
institución  del  Jurado  es  objeto  de  una  guerra  siste- 
mática, y que  hay  una  tácita  conspiración  de  una 
parte  de  la  prensa  y de  una  parte  de  la  magistratura 
contra  él,  y esta  asidua  labor,  preciso  es  confesarlo, 
ha  llegado  á suscitar  en  una  parte  del  país  descon- 
fianza é incertidumbré  sobre  la  índole,  la  eficacia  y 
el  mérito  intrínseco  de  esta  institución.» 

Se  quejaba  en  su  discurso  de  que  el  fiscal  de  una 
Corte  de  casación  se  hubiera  atrevido  á decir  que  «para 
la  institución  del  Jurado  ha  pasado  ya  su  tiempo,  y 
que  debe  arrojársele  á la  calle  como  un  vestido  viejo.» 

Ya  era  esto  síntoma  grave  en  un  país  tan  dado  á 
los  estudios  jurídicos  corno  Italia;  pero  los  síntomas 
han  ido  creciendo,  y no  puedo  ménos  de  señalar  al 
Congreso  lo  ocurrido  con  el  discurso  pronunciado  en  la 
otra  Cámara  por  una  persona  unida  á mí  por  los  más 
estrechos  vínculos  de  la  sangre;  discurso  que  ha  sido 
considerado  como  uno  de  los  ataques  más  fundamen- 
tales y más  acerbos  al  Jurado.  Traducido  ese  estudio 


al  francés  y popularizado  en  ese  idioma,  ha  sido  co- 
nocido de  algunos  jurisconsultos  italianos,  y en  una 
revista  que  se  titula  Archimo  di  Prichiatria  ademe 
penali  e antropología  crimínale  se  ha  publicado  una 
relaciou  de  eso  estudio,  y en  ella  se  dice: 

«Confesamos  francamente  que  no  conocíamos  este 
discurso  que  ha  llegado  á nuestras  manos  hace  poco; 
de  otro  modo  no  hubiéramos  dejado  de  dar  noticia  de 
él  á nuestros  lectores,  pues  pocas  veces  se  ha  tratato 
esta  cuestión  legislativa  con  mayor  competencia,  con 
un  sentido  más  práctico  y con  un  humorismo  más 
delicado.  El  orador  demuestra  cuán  errónea  es  la  opi- 
nión de  que  tal  institución  sea  un  progreso,  y lo  que 
sentimos  es,  que  siendo  sus  observaciones  muy  apli- 
cables á Italia  no  tengamos  en  nuestro  Parlamento 
muchos  que  la  combatan  con  igual  euergía  y cons- 
tancia.» 

Continuando  después  dicha  revista  haciendo  elo- 
gios del  discurso,  dice  el  autor  que  representa  indu- 
dablemente las  ideas  más  levantadas  en  materia  de 
organización  judicial  científica,  y acaba  por  lamentar 
que  en  Italia  no  sigan  el  ejemplo  del  Sr.  Silvela  mu- 
chos Diputados  y Senadores,  con  lo  cual,  añade,  re- 
presentarían verdaderamente  la  Opinión  desinteresada 
del  país,  desligándose  del  prejuicio  y de  la  preocu- 
pación política  que  enlaza,  sin  saber  por  qué,  la  ins- 
tilación del  Jurado  con  la  existencia  de  las  institu- 
ciones liberales. 

Todavía  son  más  elocuentes  las  opiniones  de  otros 
varios  autores  contemporáneos,  entre  ellos  el  bien 
conocido  de  derecho  penal,  Garófalo,  en  su  tratado 
sobre  Criminología , que  dice  no  vacila  en  declarar 
que  puede  afirmarse,  y esto  lo  expresa,  no  como  opi- 
nión propia,  sino  como  resultado  de  sus  observacio- 
nes, porque  como  autoridad  yo  no  me  atrevería  á 
presentároslo,  y no  la  tiene  ciertamente  mayor  que 
cualquiera  otra  de  las  personas  que  se  dedican  á es- 
tos estudios;  pero  me  conviene  ciertamente  para  de- 
mostrar la  buena  fe  que  no  puede  negarse  en  este  au- 
tor, apartado  de  la  política,  y aunque  de  ideas  libe- 
rales, exclusivamente  dedicado  á la  ciencia;  pues 
bien,  hace  la  declaración  de  que  puede  afirmarse  que 
en  Italia  la  opinión  pública  es  decididamente  ad- 
versa á la  institución  del  Jurado,  y que  tal  aversión 
crece  cuanto  más  de  cerca  se  ve  funcionar  la  máqui- 
na. Turicllo,  en  el  conocido  libro  Gobierno  y gober- 
nados, dice  que  la  más  grave  sospecha  existia  siem- 
pre sobre  los  medios  puestos  en  juego  para  hacerse 
excluir  de  la  lista  de  jurados,  sobre  la  pureza  de  los 
encargados  de  formarlas;  que  en  Ñapóles  está  exten- 
dida la  opinión  de  que  las  causas  del  Jurado  no  se 
resuelven  sino  por  virtud  de  las  influencias  que  sobre 
los  jurados  pesan;  que  los  escribanos  de  aquella  parte 
del  país  llevan  un  libro  (y  estaba  recordando  verda- 
deramente que  se  presentaría  á vuestra  mente  los 
que  indudablemente  se  han  de  formar  muy  pronto  en 
Andalucía),  llevan  uu  libro  con  una  margen  blanca, 
en  la  que  al  lado  del  nombre  de  cada  jurado  está 
cuidadosa  y muy  exactamente  anotado,  quién  es  la 
persona  que  influye  en  él,  quién  es  el  Diputado  á 
quien  debe  recomendársele,  quién  es  el  individuo  que 
puede  pesar  sobre  su  veredicto,  y cuando  los  aboga- 
dos... (Grandes  rumores  en  tolos  los  lados  de  la  Cá- 
mara.) 

Siento  tener  que  recoger  este  movimiento  de  la 
Cámara;  pero  lo  he  de  hacer  con  mucha  sobriedad;  y 
para  ello  solo  quisiera  que  contestárais  con  la  mano 
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puesta  sobre  vuestro  pecho  á esta  pregunta:  ¿Es  ver- 
dad que  vuestro  movimiento  revela  un  mal  grave; 
pero  cu  conciencia,  creéis  que  lo  va  á remediar  el  re- 
bajar la  talla  de  los  magistrados  y colocarlos  á la  al- 
tura de  los  individuos  de  Ayuntamientos,  de  los  que 
forman  las  mesas  electorales  y de  los  que  elaboran 
las  maquinaciones  de  la  política?  (Aprobación.)  Y no 
digo  m;is. 

El  cuadro  de  estos  autores  que  examinan  la  si- 
tuación principalmente  de  Sicilia  y Nápoles,  es  apli- 
cable por  muchos  conceptos,  climatológicos,  históri- 
cos y morales,  A una  gran  parte  de  nuestro  país. 
Continúa  este  autor  describiendo  lo  que  es  el  Jurado 
en  Nápoles  y Sicilia;  pinta  de  qué  modo  los  abogados 
que  concurren  al  Jurado,  frecuentan  con  ellos  los 
cafés  y círculos  de  recreo;  de  qué  manera  influyen 
sobre  "su  ánimo  y espíritu  y preparan  por  variados 
medios  el  veredicto;  de  qué  modo,  cuando  esto  no 
sucede,  impresionan  su  imaginación  meridional  con 
hechos  verdaderamente  falsos,  para  todo  lo  que  sea 
la  aberración  de  la  verdad,  por  medio  de  la  oratoria 
y de  la  elocuencia,  y de  qué  suerte  obtienen,  cuando 
no  lo  han  conseguido  de  otra  manera  más  triste,  como 
aplauso  para  su  elocuencia,  un  veredicto  absoluto- 
rio para  su  defendido;  y así  se  llega  al  resultado  ver- 
daderamente triste  que  este  autor  consigna,  de  que 
en  aquellos  países,  ninguna  persona  medianamente 
acomodada,  sea  condenada  jamás;  de  tal  modo,  dice, 
que  lo  único  que  les  puede  retraer  á estas  personas  de- 
cometer  toda  clase  de  delitos  es  la  vergüenza  de  la 
acusación  y las  molestias  del  procedimiento;  pero  de 
ninguna  manera  el  hecho  de  los  veredictos  del  Ju- 
rado. 

Por  la  misma  razón  indica  y lamenta  que  las 
cárceles  todas  de  Italia,  que  los  establecimientos  me- 
ramente correccionales,  se  vean  poblados  de  crimina- 
les, reos  de  los  mayores  delitos,  pero  que  las  Cámaras 
de  acusación,  violando  la  ley,  los  sustraen  del  Jurado, 
para  que  al  fin  y al  cabo  puedan  sufrir  alguna  pena, 
y no  se  pronuncie  la  absolución  que  constantemente 
obtienen  cuando  se  hallan  en  esas  condiciones.  Citaré, 
entre  otros,  el  caso  notabilísimo  del  presbítero  Mathia, 
de  quien  ciertamente  habréis  oido  hablar,  que  llegó 
por  una  combinación  ingeniosa  á estafar  al  Estado  en 
el  juego  de  la  lotería  nada  ménos  que  4 millones,  y las 
Cámaras  de  acusación,  sin  embargo,  le  consideraron 
como  reo  de  un  delito  correccional,  violentando  evi- 
dentemente las  leyes  del  país,  porque  estaban  se- 
guras de  que,  como  decía  el  procurador  general  Pi- 
rón ti,  «el  Jurado  absuelve  á los  ladrones  del  Erario 
público,  como  protesta  constante  coutra  el  Gobier- 
no. {Risas.) 

Por  último,  y aun  á riesgo  de  molestaros  con  ci- 
tas, para  que  veáis  que  no  he  obedecido  á una  co- 
rriente exclusiva,  apasionada  y sistemática  sobre  la 
cuestión,  el  eminente  magistrado  Borgnini,  en  el  dis- 
curso inaugural  de  la  Gour  de  Nápoles  en  el  año  1880 
dice:  «Sería  inútil  no  admitir,  por  muchos  moti- 
vos, por  los  que  nos  ocupamos  constantemente  de  los 
debates  judiciales  y los  vemos  desenvolverse  ante 
nuestra  vista  en  sus  fases  diversas,  que  de  los  resul- 
tados accidentales  de  la  urna,  del  cuidado  más  ó mé- 
nos solícito  con  que  se  distribuyen  los  avisos  de  los 
jurados,  la  mayor  ó menor  posibilidad  material  y dis- 
posición personal  á comparecer,  y por  último,  de  la 
definitiva  composición  del  tribunal  subordinado  á 
lautas  eventualidades,  depende  el  éxito  de  los  debates.» 


Y el  jurisconsulto  Pavía,  en  su  Estudio  sobre  la 
criminalidad  italiana  de  i 881,  dice: 

«El  Jurado  es  una  de  aquellas  instituciones  (y 
esto  parece  escrito  para  que  lo  tuviéramos  presente 
nosotros),  que  para  poder  funcionar  bien  necesita  mu- 
chas condiciones  que  deben  ser  objeto  de  un  examen 
sério,  es  una  planta  que  no  llorecc  y no  prospera  cuan- 
do no  respira  un  ambiente  homogéneo  á su  vida  y 
que  arrastra  una  existencia  enferma  cuando  no  están 
sanos  los  órganos  vitales  que  la  nutren.» 

Y,  Sres.  Diputados,  ¿podéis  vosotros  afirmar  la 
sanidad  de  los  órganos  con  que  vais  á nutrir  el  Ju- 
rado? 

«Cierto,  añade,  que  la  cosa  andaría  mejor  si  lodos 
fueran  buenos  y solícitos;  pero  al  fin  y al  cabo,  des- 
pués de  éstas  y otras  consideraciones,  exclama  Pavía: 
¿y  qué  clase  de  jueces  son  estos  que  necesitan  tan 
complicados  mecanismos  de  forma,  tanto  tiempo  per- 
dido para  vigilarlos,  custodiarlos,  instruirlos,  armo- 
nizarlos, á fin  de  que  no  descarrilen  por  la  derecha  ó 
por  la  izquierda  y que  no  sedejen  corromper  ó burlar?» 

Verdaderamente,  señores,  que,  aun  admitiendo  la 
conveniencia  de  realizar  y desenvolver  el  Jurado  de 
alguna  manera,  yo  no  puedo  resumir  todos  estos  tes- 
timonios, unos  de  hombres  de  ciencia,  otros  de  hom- 
bres de  experiencia,  mejor  que  con  aquella  frase  que 
consignaba  en  uno  de  sus  discursos  en  el  Senado  el 
Sr.  Alonso  Martínez,  es,  á saber,  que  el  Jurado  en  Es- 
paña, mientras  no  se  realice  la  reforma  penitenciaria, 
mientras  no  se  organice  una  policía  judicial  perfecta, 
ó por  lo  ménos  bastante  completa;  mientras  no  se 
arraigue,  desenvuelva  y perfeccione,  y se  acostumbre 
el  país  al  juicio  oral,  constituirá  para  España  una  ver- 
dadera calamidad. 

Vosotros  diréis,  en  conciencia,  con  la  mano  puesta 
en  el  corazón,  si  esas  condiciones  están  cumplidas, 
y si  no  era  preferible  que  pusiérais  vuestra  actividad 
y la  nuestra,  que  en  esto  os  habíamos  de  ayudar  y 
concurriríamos  con  entusiasmo  á la  obra  común  de 
perfeccionar  y limpiar  de  defectos  el  juicio  oral,  que 
ninguno  de  nosotros  hemos  combatido  jamás.  ¿Ni 
cómo  habíamos  de  combatirle?  A no  ser  que  creáis 
que  se  combate  á todas  las  instituciones  á quienes  no 
se  adula,  y que  se  reniega  de  los  organismos  cuyos 
defectos  se  proclaman  para  que  se  corrijan  ó se  en- 
mienden y para  que  no  se  perpejúen  como  enferme- 
dad oculta  dentro  de  ellos,  que  pueden  producirles  la 
muerte.  No,  Sres.  Diputados;  el  partido  conservador 
tiene  la  gloria  de  que  baya  sido  uno  de  sus  hombres 
más  genuinainenle  conservadores,  el  Sr.  Cárdenas,  el 
que  haya  elaborado  el  primer  proyecto  de  juicio  oral, 
y cuando  yo  entré  en  el  Ministerio  de  Gracia  y Justi- 
cia, simplemente  porque  surgieron  algunas  dudas  de 
la  opinión  mal  enterada,  tuve  ocasión  de  consignar 
eu  un  documento  solemne  que  todos  nosotros  acep- 
tábamos el  juicio  oral  como  un  progreso  indudable,  y 
más  de  una  vez  he  felicitado  al  Sr.  Alonso  Martínez 
por  haberle  traído,  reconociendo,  como  S.  S.  recono- 
cerá, sin  duda,  los  grandísimos  defectos  que  le  ha  se- 
ñalado el  Sr.  Isasa,  y que  ha  descubierto  y patentizado 
tan  elocuentemente  y con  tan  admirable  precisión  y 
conocimiento  del  asunto  entre  nosotros,  sin  por  eso 
negar  su  fundamento  racional,  ni  mucho  ménos  de- 
fender la  prueba  tasada  para  los  tribunales  de  justi- 
cia, que,  después  de  todo,  no  sé  cómo  pudiera  decirse 
que  era  defendida  en  principio  por  nosotros,  como  no 
sea  simplemente  pqr  buscar  argumentos  que  com- 
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Latii’  y errores  que  contrariar  á falta  de  razones  para 
defender  el  Jurado. 

Ya  lo  ha  explicado  elocuentemente  el  Sr.  Isasa 
una  y otra  vez:  la  apreciación  de  la  prueba  no  tiene 
nada  que  ver  con  la  publicidad  de  los  elementos  del 
juicio,  que  es  la  publicidad  de  lo  que  el  juez  ha  esti- 
mado como  motivos  de  su  convicción.  Podrá  decirse, 
como  lia  dicho  el  Sr.  Cárnica,  que  es  esta  una  mera 
cuestión  literaria,  pero  cuestión  literaria  es  también 
el  progreso  de  fundamentar  las  sentencias  y de  expo- 
ner en  resultandos  y considerandos  las  razones  del 
fallo,  Lo  único  que  ei  Sr.  Isasa  ha  sostenido  como  to- 
dos nosotros,  es  que  ios  fallos  de  los  tribunales  de  de- 
recho deben  tener  toda  esa  publicidad.  Uno  de  los  es- 
critores que  pertenecen  á la  escuela  liberal  y publica 
notables  trabajos  en  un  periódico  importante,  lia  llega- 
do en  la  defensa  de  esa  publicidad  hasta  pedir  que  se 
vote  en  público  para  que  se  puedan  conocer  las  di- 
sensiones de  los  magistrados  y las  razones  por  las 
cuales  optan  por  una  ó por  otra  sentencia:  pues  esto 
mismo,  pero  en  la  forma  solemne  de  la  sentencia,  que 
03  más  práctico,  es  lo  que  pedia  el  Sr.  Isasa.  Y eso 
nada  tiene  que  ver  con  la  prueba  tasada,  la  prueba 
lasada  que,  según  ha  dicho  ya  el  Sr.  Isasa,  se  redujo 
en  nuestra  antigua  legislación  meramente  á la  confe- 
sión, porque  la  prueba  de  testigos  no  estuvo  nunca 
tasada  entre  nosotros,  porque  siempre  quedó  al  tri- 
bunal el  derecho  de  declarar  que  los  testigos  no  le 
merecían  crédito,  sin  que  se  hayan  fijado  taxativa- 
mente las  condiciones  que  un  testigo  debe  tener.  De 
suerte,  que  aun  la  prueba  tasada  ha  quedado  reducida 
á la  confesión;  pero  aun  reducida  á eso  no  la  defen- 
demos nosotros,  y el  partido  conservador  ha  presen- 
tado un  Código  penal  en  que  están  desenvueltos  con 
entera  franqueza  á la  luz  del  dia  siu  nebulosidades, 
lodos  nuestros  principios,  y en  el  cual  el  arbitrio  ju- 
dicial recibe,  como  sabe  perfectamente  el  Sr.  Cár- 
nica, una  amplitud  muchísimo  mayor  que  en  el  Có- 
digo del  Sr.  Montero  Ríos;  de  todo  lo  cual  resulta 
que  el  arbitrio  de  los  jueces  en  lo  que  tiene  de  cien- 
tilico,  de  racional  y de  necesario  para  la  complica- 
ción del  derecho  moderno,  lo  ha  aceptado  el  partido 
conservador,  y que  lo  que  el  Sr.  Isasa  ha  hecho  ha 
sido  úuicamente  reclamar  mayores  garantías  de  pu- 
blicidad y de  formalidad  en  el  juicio  oral.  Se  necesita, 
pues,  estar  desprovisto  de  argumento  y empeñarse  en 
presentar  al  partido  conservador  como  enemigo  de 
todo  progreso  para  tener  el  gusto  de  forjarse  un  ene- 
migo á quien  combatir,  como  han  hecho  los  señores 
Cárnica  y Pacheco,  al  sostener  las  ideas  que  han  sos- 
tenido. 

En  cuanto  á que  el  juicio  oral  traiga  como  con- 
secuencia inevitable  el  durado,  esto  es  una  cosa  que 
electivamente  se  ha  dicho  aquí  muchas  veces,  pero 
yo  no  he  oido  una  sola  razón  ni  pretexto  que  lo  jus- 
tifique que  no  sea  un  descrédito  y un  «ataque  verda- 
deramente incalificable  para  la  magistratura.  ¿Por 
donde  los  jueces  y magistrados  amparados  por  la  la- 
titud que  les  da  el  Código  y por  la  mayor  que  los 
daba  nuestro  proyecto;  latitud  en  que  les  mantendre- 
mos sin  más  modificación  que  la  de  exigir  que  las 
sentencias  estuvieran  redactadas  con  verdadera  y 
científica  publicidad,  no  lian  de  tener  tanta  ó mayor 
aptitud  que  el  Jurado,  para  apreciar  las  declaracio- 
nes de  los  testigos  y declarar  después  sobre  la  cul- 
pabilidad de  los  que  ante  ellos  se  presentan? 

Yo  comprenderla  que  se  estableciera  el  Jurado  si 


hubiera  desconfianza  en  la  independencia  de  la  ma- 
gistratura; pero  en  España  sabe  todo  el  mundo,  que 
mas  que  por  la  ley,  por  la  costumbre,  se  ha  llegado  á 
establecer  la  inamovilidad  de  una  manera  inquebran- 
table, que  lian  respetado  todos  ios  partidos,  que  ha 
respetado  el  partido  conservador  con  esa  autoridad 
que  verdaderamente  causa  estado,  porque  la  ha  res- 
petado muchas  veces  con  peligro  de  intereses  que  te- 
nía que  defender;  pero  rindiendo  el  culto  y el  tributo 
que  debía  á la  ley  y á los  progresos  de  las  costum- 
bres públicas.  ¿Por  dónde  una  magistratura,  á la  que 
no  se  la  puede  tachar  de  estar  influida  por  los  Gobier- 
nos, de  ser  instrumento  de  ningún  partido  político; 
por  dónde  una  magistratura  de  estas  condiciones, 
que  no  se  desea  quebrantar  ni  romper  por  los  defen- 
sores del  Jurado,  puede  tener  ménos  independencia 
al  juzgar  que  esos  individuos,  que  después  de  esas 
selecciones  realizadas  por  el  juez  de  primera  instan- 
cia que,  en  una  cosa  tan  ajena  á los  intereses  irime- 
diatos  de  la  justicia,  es  fácil  creer  que  ceda  en  la  de- 
signación de  los  jurados  á las  influencias  que  domi- 
nan en  su  distrito,  y realizadas  por  la  Audiencia  de 
lo  criminal  que,  en  una  cosa  que  tampoco  lastima  á 
los  intereses  de  nadie,  es  de  suponer  que  no  sea  tam- 
poco más  independiente  que  el  juez,  han  de  ofrecer 
más  garantías  de  acierto  y mas  independencia  que 
nuestros  magistrados? 

Para  fortalecer  con  una  autoridad  muy  alta  la  mia 
bien  pequeña,  tengo  aquí  precisamente  la  autoridad 
de  Pacheco,  que  dice  en  sus  estudios  de  derecho  pe- 
nal: «Muchas  personas  creen  que  está  de  la  misma 
suerte  enlazado  con  el  sistema  oral  el  de  los  jurados, 
y que  donde  quiera  que  aquellos  otros  se  admitan, 
éste  tiene  que  acompañarlos.  En  cuanto  á mí  hace, 
señores,  me  permito  creer  que  de  admitirse  el  juicio 
público,  no  se  sigue  forzosamente  la  admisión  de  los 
jueces  de  hecho,  y diré  más:  que  no  admito  que  sea 
útil  la  institución  del  Jurado  ni  que  debamos  acep- 
tarla las  Naciones,  donde  por  ventura  no  ha  existido 
nunca;»  y añade  más  adelante:  «El  Jurado,  señores,  es 
menester  que  no  nos  engañemos  en  su  calificación;  el 
Jurado  es  una  lotería;  es  una  casualidad.» 

¿De  dónde  deducia  su  ilustrado  sobrino  que  su  se- 
ñor tio  tenía  como  fundamental  nada  que  condujera 
al  Jurado?  ¿Era  posible  que  con  la  práctica  de  la  pro- 
fesión hubiera  llegado  á creer  que  directa,  ni  indi- 
rectamente, se  dirigia  una  alabanza  «á  la  administra- 
ción de  justicia,  convirtiéndola  en  una  lotería? 

Llega  ya,  señores,  necesariamente  la  hora  de  po- 
ner término  á este  largo  y desaliñado  discurso,  rami- 
llete, como  os  prometí,  de  llores  ajenas. 

Yo  entiendo  que  dei  eximen  desapasionado  y frió 
del  proyecto  de  ley  se  desprende  que,  sean  cuales- 
quiera los  motivos  que  os  obliguen  á votar  esto,  que 
ya  sabéis  no  es  una  ley,  sino  una  especie  de  convenio 
de  Vergara,  nuevo  medio  de  elaborar  la  organización 
jurídica  de  un  país;  que  sean  cualesquiera  los  moti- 
vos patrióticos  que  os  puedan  inclinar  á defenderlo, 
motivos  que  yo,  por  las  consideraciones  que  indiqué 
antes,  profundamente  respelo,  es  lo  cierto  que  este 
Jurado  va  á significar  en  su  origen  una  verdadera 
contradicción,  no  ya  solo  con  los  principios  fundamen- 
tales de  la  organización  de  la  justicia,  sino  con  el  ver- 
dadero estado  del  país,  y que  los  más  apasionados  de- 
fensores del  Jurado  en  los  pueblos  extranjeros,  que  los 
mismos  autores  franceses  examinando  (ahora  lo  re- 
cuerdo), ese  mismo  discurso  de  mi  querida  hermano. 
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D.  Manuel  Silveia,  en  el  Senado;  esos  mismos  autores  ¡ 
franceses  que  defendían  el  Jurado,  reconocían  ante  la  , 
elocuencia  de  los  hechos  que  España  no  estaba  pre- 
parada para  el  planteamiento  de  esa  institución. 

Y aparte  de  eso,  en  la  organización  de  ese  Jurado 
que  preparáis  en  una  situación  uo  muy  próspera  de 
la  administración  de  justicia,  lo  reconozco,  pero  al  Ün 
y al  cabo,  muy  superior  á todo  lo  que  puede  esperarse 
del  Jurado  en  España  ni  en  ninguna  otra  parte;  fuera 
de  todo  eso,  en  la  organización  del  Jurado  vais  á tener 
una  sórie  de  procedimientos  que  empezarán  en  el  pri- 
mer momento  por  la  falsedad,  por  el  cohecho,  por  la 
suposición  inexacta  de  sorteos  que  no  se  verificarán 
nunca,  y que  seguirán  por  la  fuga  de  los  jurados,  por 
el  retraimiento  de  todas  las  personas  que  pudieran 
tener  condiciones  y aptitud  para  el  desempeño  de  esta 
función;  por  la  entrega  de  todo  á los  que  vayan  á 
mendigar  las  dietas  que  les  preparáis  como  indemni- 
zación de  sus  perjuicios,  ó a los  que  vayan  á buscar 
otras  dietas  mayores  que  no  constan  en  el  presupuesto 
del  Estado,  pero  que  pueden  figurar  en  su  presupuesto 
de  moralidad  y justicia. 

Yo  veo  en  esta  ley,  no  solo  los  males  que  ella  trae, 
sino  un  triste  síntoma,  para  mí  al  ménos,  del  proce- 
dimiento y del  criterio  con  que  se  legisla  en  este  país, 
esencialmente  distinto  del  que  se  emplea  ya  en  todos 
los  demás  países,  esencialmente  distinto,  sobre  todo, 
del  que  deben  emplear  y emplean  los  partidos  libera- 
les, que  parece  que  tienen  mayor  obligación  de  estar 
informados  en  lo  que  es  y en  lo  que  constituye  la 
esencia  de  la  política  nueva  radicalmente  separada  de 
los  antiguos  doctrinaríamos,  estando  vosolros  poseí- 
dos del  doctrinarismo,  mucho  más  que  lo  estuvieron 
todos  los  antiguos  partidos  á quienes  se  «lió  ese  nombre. 

No  os  acercáis  á los  problemas  sociales  con  aquel 
respeto,  con  aquella  veneración  que  ya  en  los  tiem- 
pos presentes  tienen  todos  los  hombres  prudentes  para 
acercarse  á estos  problemas,  comprendiendo  la  in- 
mensa responsabilidad  que  llevan  consigo  los  ensayos 
aventurados  é incompletos;  la  inmensa  responsabili- 
dad, las  inmensas  consecuencias  que  tienen  los  erro- 
res en  esta  materia;  si  bien  en  España,  por  lo  endeble 
de  nuestra  opinión  pública,  estas  consecuencias  tiene 
que  sufrirlas  siempre  el  país  y nunca  los  que  fraca- 
san en  la  empresa.  Este  es,  sin  duda,  el  motivo  de 
que  nunca  falten  entre  nosotros  reformistas;  porque 
así  durante  la  revolución,  como  en  este  último  año 
vemos  Llena  nuestra  Coleccio  i legislativa , nuestras  Ga- 
cetas, nuestro  Archivo  del  Congreso,  de  reformas  ma- 
logradas, que  absolutamente  ningún  resultado  han 
producido  ó le  han  producido  funes  Lo  para  el  orden  de 
las  familias,  para  el  ejército,  para  la  Administración, 
para  la  Hacienda;  pero  reformista  malogrado,  no  se 
registra  ninguno. 

Tras  de  estos  fracasos,  tras  de  estas  diarias  ca- 
tástrofes que  ocurren  á nuestra  vista,  que  todos  pre- 
senciamos con  una  indiferencia,  con  una  debilidad  de 
carácter  de  la  que  todos  participamos  en  algo,  el  re- 
formista continúa  con  su  reputación  de  hombre  ade- 
lantado á su  tiempo,  de  hombre  perspicaz  y enérgico, 
destinado  á renovar  el  departamento  que  se  le  entre- 
gue, sea  el  que  quiera,  Fomento,  Gracia  y Justicia, 
Guerra  ó Marina:  lo  que  importa,  no  es  que  conozca  el 
ramo  de  que  se  va  á apoderar,  sino  que  sea  reformis- 
ta, que  tenga  verdadero  espíritu  de  alterar  lo  presen- 
te en  este  ú otro  sentido;  que  esto  importa  poco.  Los 
hombres,  los  partidos  ó las  fraccioues,  si  las  hay,  que 


crean  modestamente  como  creo  yo,  que  lo  que  nece- 
sita España  no  son  esas  medicinas  complicadas  de  la 
farmacopea  reformista,  sino  muchísima  higiene  y 
muchísima  salud  y muchísima  tranquilidad  para  co- 
rregir modestamente  tantas  cosas  que  necesitan  de 
enmiendas  modestas,  de  esas  que  se  ocultan  en  la 
gestión  diaria  de  los  expedientes,  en  la  vigilancia  so- 
bre las  autoridades  subalternas,  en  la  acción  constan- 
te que  va  á todos  los  extremos  del  país,  y no  en  las 
columnas  de  los  Boletines  y de  las  Gacetas,  esos  son 
hombres  atrasados,  inútiles  para  el  desempeño  de  la 
Administración,  no  llegan  nunca  á representar  fuerzas 
considerables,  ni  á merecer  el  respeto  de  los  suyos  y 
auu  de  sus  adversarios;  en  una  palabra,  no  son  grau- 
des  reformadores. 

Pero,  Sres.  Diputados,  ¿quiere  significar  esta  im- 
pugnación vigorosa  que  nosotros  todos  hacemos,  cada 
cual  según  la  índole  de  sus  estudios,  de  su  tempera- 
mento, de  su  naturaleza  ó de  sus  palabras,  quiere 
significar  esta  impugnación,  igualmente  vigorosa  por 
parte  de  todos,  que  nosotros,  y esto  lo  digo  porque 
terminantemente  se  nos  ha  preguntado,  que  por  lo 
demás,  por  lo  repetido  sobraría,  que  nosotros  escri- 
bamos como  programa  de  nuestra  bandera,  que  cuan- 
do hayamos  de  llegar  al  Poder  pensemos  en  abolir  la 
institución  deL  Jurado?  No,  ya  lo  hemos  dicho  cuando 
se  discutió  la  otra  vez  el  Jurado  en  la  alta  Cámara; 
ya  lo  hemos  repetido  tantas  veces  como  es  preciso 
repetir  aquí  las  cosas  sensatas  para  que  lleguen  á 
entenderse;  ya  lo  ha  dicho  muchísimas  veces  el  se- 
ñor Cánovas  del  Castillo  desde  esle  banco:  todos  pro- 
fesamos de  buena  fe  la  doctrina  parlamentaria  del 
gobierno,  de  los  partidos,  con  mayor  extensión  qui- 
zás unos  que  otros,  pensando  quizás  unos  de  distinta 
manera  que  otros,  en  cuanto  al  sentido  científico  y 
definitivo  de  esta  forma  de  gobierno,  pero  unánimes 
todos  en  que,  como  forma  política,  es  la  necesaria  de 
la  Nación  española. 

La  forma  de  gobierno  parlamentario  por  todos  los 
partidos,  exige  necesariamente  que  los  que  combati- 
mos las  reformas  no  llevemos  el  propósito  de  des- 
truirlas cuando  alcancemos  el  Poder,  sino  el  de  cum- 
plirlas y de  respetarlas,  y de  gobernar  con  ellas, 
cumpliéndolas  y respetándolas  de  buena  fe,  si  el  país 
las  soporta  y si  el  país  las  sufre,  si  la  idea  se  arraiga, 
y en  otro  caso,  haciendo  en  ellas  las  modificaciones 
que  la  práctica  y el  verdadero  voto  público  aconsejen. 
Nosotros  somos  respetuosos  de  lo  que  encontramos 
establecido,  cuando  absolutamente  no  es  incompatible 
con  el  ejercicio  del  gobierno,  si  se  ha  de  querer  que 
aquí  combatamos  sobre  los  proyectos  que  se  nos  pre- 
senten; de  otra  manera  y de  otra  suerte,  como  adver- 
sarios, lo  combatíamos  en  los  primeros  años  de  nues- 
tro sistema  constitucional,  en  los  cuales  las  luchas 
y las  diferencias  políticas  significaban  guerras  civiles, 
y las  discusiones  en  el  Parlamento  eran  la  represen- 
tación de  partidos  que  se  combatían  á muerte  como 
implacables  enemigos. 

Cuando  sea  necesaria  la  reforma  y cuando  se  ha- 
yan estudiado  sus  daños,  cuando  se  conozca  verdade- 
ramente el  remedio  que  á ellos  haya  que  poner,  nos- 
otros le  pondremos;  lo  que  no  escribiremos  jamás  en 
nuestra  bandera,  como  no  lo  hemos  escrito  nunca,  es 
la  derogación  de  las  reformas  que  libremente  voten 
las  Cortes  y sancione  la  Corona,  por  el  solo  placer  de 
que  nuestra  opinión  prevalezca;  gobernaremos  con 
ellas,  y lo  que  nos  permitiremos  ahora  y siempre,  es 
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quo  cuando  el  país  sienta  las  consecuencias  de  esos 
males,  aun  antes  de  ponerles  remedio,  porque  los  re- 
medios requieren  también  la  misma  mesura  para  su 
estudio  que  las  reformas,  y la  misma  paciencia  para 
ponerlos,  que  se  debe  tener  para  realizar  esas  propias 
reformas;  cuando  eso  ocurra,  procederemos  á ellas  cu 
la  medida  que  esa  opinión  nos  reclame. 

Y nosotros,  señalando  la  responsabilidad  de  esos 
daños,  habríamos  cumplido  con  lo  que  la  organización 
constitucional  de  nuestro  país  nos  exige.  No  tenemos 
esa  fe  que  en  vosotros,  ó al  ménos  en  los  más  radica- 
les de  vosotros,  basta  á sustituir  á la  obra  irreempla- 
zable del  tiempo,  y no  creemos  que  el  entusiasmo  por 
una  institución  que  no  está  preparada,  en  el  sentido 
de  la  opinión,  ó por  su  reforma  precipitada  y violenta, 
puede  reemplazar  de  ninguna  manera  la  propaganda 
pacífica  y la  indicación  de  la  necesidad,  que  es  lo  más 
que  debe  hacerse  por  los  mismos  partidos  liberales, 
que  es  lo  que  se  hace  en  otros  países,  donde  los  par- 
tidos liberales  comprenden  perfectamente  su  misión; 
que  es  lo  único  que  debe  hacerse  también  para  su 
reforma;  que  es,  en  el  momento  que  se  cree  útil,  pe- 
dir su  juicio  al  país;  y si  éste  demuestra  que  no  está 
preparado  para  la  reforma,  no  hacerla.  He  dicho. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MAURA:  Señores  Diputados;  aun  con  el 
auxilio  de  mis  dignos  compañeros  de  la  Comisión  que 
lian  consumido  los  tres  primeros  turnos  del  debate, 
ya  comprendereis  que  es  carga  superior  y sin  propor- 
ción con  mis  fuerzas  la  que  ahora  me  abruma,  porque 
no  podía  el  «Turado  estar  expuesto  á mayores  incle- 
mencias en  un  debate  que  las  padecidas  en  esta  Cá- 
mara. EISr.  Domínguez  hizo  una  disección  despiadada; 
elSr.  ísasa  minó  los  cimientos  que  creíamos  ya  in- 
discutibles de  la  oralidad  y el  sistema  acusatorio;  y, 
en  efecto,  resulta  que  lo  eran,  juzgando  por  las  pa- 
labras que  acaba  de  pronunciar  el  Sr.  Silvela  y las 
atenuaciones  ulteriores  del  mismo  Sr.  Tsasa;  después, 
los  huracanes  que  siempre  desencadena  la  elocuencia 
tropical  y paradógica  del  Sr.  Pidal;  hoy,  esos  cierzos 
sutiles  y mortíferos  que  ha  logrado  domesticar  el  se- 
ñor Silvela,  y que  se  muestran  dóciles  á su  inteligen- 
cia poderosa,  flexible,  florentina,  adversario  formida- 
ble en  todas  las  lides  intelectuales.  Yo  no  tengo  más 
que  la  razón  y el  convencimiento  de  que  sospecho  que 
no  está  muy  poseído  ei  Sr.  Silvela,  cuando  comparo 
todo  su  discurso  con  sus  últimas  palabras. 

Aquí  combate  la  institución  del  Jurado  únicamen- 
te el  partido  conservador;  los  cuatro  turnos  que  ha 
alcanzado  la  amplitud  del  debate,  ios  ha  consumido  el 
partido  conservador;  y combate  esta  reforma,  no  solo 
para  salvar  sus  principios  y hacer  constar  su  disenti- 
miento, sino  que  nos  acusa  porque  planteamos  el  Ju- 
rado; entiende  que  es  una  falta  política,  una  impru- 
dencia; que  comprometemos  grandes  intereses  públi- 
cos, aun  apartados  los  disentimientos  técnicos  en  el 
fondo  de  la  cuestión,  al  implantar  esa  reforma. 

Hé  aquí  un  punto  que  necesito  examinar,  porque 
en  la  apreciación  de  esta  fase  política,  disiento  de  to- 
dos los  impugnadores  que  ha  tenido  el  dictamen  hasta 
ahora. 

A su  interés,  no  á los  fueros  de  la  verdad;  á sus 
conveniencias  para  el  debate,  importaba  suponer  qua 
el  Jurado  es  reforma  pura  y exclusivamente  demo- 
crática. Ya  rectificó  esto,  con  la  autoridad  que  siempre 
tiene,  y en  esto  más,  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jus- 


ticia. Ei  Jurado  es  un  principio,  parte  integrante  del 
programa  del  partido  liberal,  desde  la  revolución  de 
Setiembre  por  lo  ménos,  sin  vacilación  ni  intermiten- 
cia alguna;  el  Jurado  quedó  en  el  programa  del  par- 
tido liberal  cuando  se  unió  el  partido  constitucional 
con  el  centro  parlamentario  y con  oirás  fuerzas  des- 
prendidas del  partido  conservador.  De  suerte,  que  esta 
mayoría  no  tiene  que  hacerse  violencia  ninguna,  ni 
en  este  momento  tiene  que  satisfacer  aspiraciones  pe- 
culiares de  la  fracción  democrática  que  forma  ya  en 
el  partido  liberal,  al  aceptar  esta  ley,  sobre  todo  en 
lo  que  ahora  discutimos,  que  es  la  totalidad,  la  esen- 
cia, la  generalidad  del  dictámen. 

Pero  yo  no  diría  todo  mi  pensamiento,  que  por  ser 
mió  vale  bien  poco,  si  uo  declarase,  pero  tengo  el  de- 
ber de  la  sinceridad  y declaro  que  si  se  Iratase  de  una 
reforma  cuya  adopción  costase  á gran  parte  de  la 
mayoría  alguna  violencia  para  avanzar  hasta  estable- 
cerla, todavía  no  me  explicaría  las  acusaciones  y los 
reproches  de  la  minoría  conservadora.  Importa  á la 
paz  pública  y ai  ordenado  desenvolvimiento  de  la  po- 
lítica, que  cada  partido  cumpla,  cuanto  quepa  en  la 
medida  de  lo  posible,  en  el  Gobierno,  su  programa;  y 
además  entiendo  que,  singularmente,  en  la  función 
legislativa,  los  partidos  constitucionales  han  de  aten- 
der á la  opinión  de  las  fuerzas  políticas  extrañas  á 
ellos;  porque  no  se  legisla  para  el  país,  no  se  legisla 
con  rectitud,  ni  se  quita  á las  leyes  la  hechura  de  ar- 
mas de  combate,  que  desgraciadamente  han  tenido  en 
otras  épocas,  sin  consultar  hasta  donde  es  posible,  y 
coordinar  hasta  donde  quepa,  el  conjunto  do  las  opi- 
niones, todas  las  aspiraciones  legítimas.  Aun  esas 
fuerzas  que  combaten  radicalmente  la  legalidad  fun- 
damental, aun  esas  fuerzas  sistemáticamente  aparta- 
das de  las  esferas  oficiales,  han  de  influir  en  las  leyes, 
como  en  el  órden  providencial  de  la  naturaleza  los 
cuerpos  siderales,  desde  sus  órbitas  remotas  actúan 
eficazmente  en  el  flujo  y reflujo  de  los  mares.  (Muy 
bien.) 

Y nadie  ménos  que  ei  partido  conservador  puede 
reprobarlo,  porque  ha  practicado  esa  política.  Ha  te- 
nido una  política  mas  resistente,  por  no  decir  reaccio- 
naria, que  podría  decirlo,  de  lo  que  correspondía  á la 
significación  de  su  ilustre  jefe  y á la  Opinión  predo- 
minante en  el  partido.  El  Sr.  Pidal,  uno  de  los  cau- 
dillos de  este  asalto,  ¿qué  representa  ahí,  si  esa  políti- 
ca que  yo  indico  no  es  provechosa?  Una  personalidad 
ilustre:  pocas  tan  esclarecidas  como  la  del  señor 
Pidal;  pero  S.  S.  es  ahí  mucho  más;  S.  S.  representa 
ahí  la  influencia  de  fuerzas  que  están  alejadas  siste- 
máticamente de  la  vida  oficial  del  Estado;  representa 
por  la  parte  del  ocaso,  el  crepúsculo  benéfico  y apa- 
cible que  la  legalidad  constituida  irradia  en  las  ti- 
nieblas exteriores.  (Muy  bien.) 

La  quinta  esencia  de  todo  el  discurso  del  Sr.  Sil- 
vela,  pudiera  decir  que  la  sintesis  de  cuanto  han  ale- 
gado los  impugnadores,  se  resume  en  una  constante 
é incurable  desconfianza  que  ei  partido  conservador 
sienle  hácia  las  energías  espontáneas  de  la  sociedad, 
hácia  ei  elemento  popular  ingerido  en  el  organismo 
del  Estado,  hácia  la  opinión  pública,  hacia  el  grado, 
no  solo  de  cultura,  sino  de  sentido  moral  y jurídico 
de  la  Nación  entera. 

Yo  creo  que  este  es  un  gran  error  y una  gran  in- 
justicia; error  que  no  me  explico,  porque  la  experien- 
cia podría  haberlo  ya  rectificado,  en  las  clarísimas 
inteligencias  que  dirigen  ese  partido. 
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En  una  materia  muy  conexa  con  ésta,  por  no  de- 
cir que  es  la  materia  misma,  he  leído  el  debate  del 
Senado  y del  Congreso,  cuando  se  trató  de  plantear 
el  juicio  oral  y público,  y luego  se  intentó  coronar  la 
obra  con  el  Jurado.  ¡Qué  cosa  tan  exótica,  de  tan  lento 
y penoso  arraigo,  tan  en  pugna  con  las  costumbres 
de  este  país,  se  les  antojaba  entonces  el  juicio  oral! 
¿Cómo  habían  de  atreverse  los  testigos  A ir  á declarar 
exponiéndose  a venganzas  africanas,  á ver  taladas  sus 
viñas,  incendiadas  sus  dehesas  y sus  mieses?  Algo  de 
eso  habéis  oído  ahora  también;  no  es  sino  segunda 
edición  de  aquello.  Y yo  os  pregunto,  no  para  que  me 
contestéis  en  público;  os  pregunto  á todos,  si  el  ensa- 
yo, durante  cinco  años,  del  juicio  oral  y público  ha 
demostrado  que  estuviera  menos,  preparado  el  ele- 
mento popular  para  la  reforma,  que  la  magistratura 
misma,  el  elemento  oficial  del  Estado.  (Muy  bien.) 

Y no  quiero  hablar  de  otros  ejemplos  y de  otras, 
desvanecidas  por  la  experiencia,  preocupaciones  del 
partido  conservador  en  ese  mismo  sentido;  me  basta, 
ya  que  la  hora  me  fuerza  á abreviar  todos  mis  razo- 
namientos, deciros,  que  no  entiendo  cómo  el  Sr.  Silve* 
la  cree  que  por  el  procedimiento  de  esta  ley  pueden 
los  jurados  resultar  inmorales  ó ineptos;  jurados 
accesibles  á las  recomendaciones  ó ai  soborno,  y te- 
niendo tau  desdichada  idea  de  la  sociedad  española, 
puede  liar  S.  S.  que  se  reclutará  en  esa  misma  sociedad 
una  magistratura  digna  de  su  ministerio.  (Bien,  bien.) 

¿De  dónde  toma  la  magistratura  la  sávia  ó qué 
medio  ambiente  respira,  sino  el  aire  y la  sávia  de  la 
sociedad  misma  de  donde  proceden  y en  donde  viven 
sus  miembros?  (Bien¡  bien.)  Yo  protesto,  por  eso  de- 
leudemos  el  Jurado,  yo  protesto  contra  las  conse- 
cuencias que  ineludiblemente  derivan  de  las  afirma- 
ciones del  Sr.  Sil  vela. 

El  Sr.  Silvela  lia  hablado  de  lotería.  No  es  del  todo 
imputable  á la  Comisión  que  se  haya  leído  tan  de 
prisa  su  dictamen.  El  Jurado  no  se  constituye  por  sor- 
teo; esa  es  otra  necesidad  para  la  polémica  que  ha- 
béis sentido  cuantos  de  ese  lado  habéis  impugnado  el 
proyecto;  pero  volviendo  la  espalda  al  dictamen  le 
atribuís  lo  contrario  de  lo  que  dice,  y habría  sido 
bueno  discutirlo  tal  cual  es. 

La  capacidad  para  figurar  en  las  listas,  la  aptitud 
jurídica  para  entrar  en  el  Jurado,  latísima  es  en  el 
proyecto;  pero  la  décima  parte  de  estas  listas  gene- 
rales es  la  que  elige,  no  un  juez  de  primera  instan- 
cia, de  los  cuales  tiene  el  Sr.  Silvela  tan  deplorable 
idea,  instrumento  de  las  influencias  del  país,  como  ha 
dicho  S.  S.,  no;  sino  una  Junta  de  ios  seis  mayores 
contribuyentes,  presidida  por  el  juez,  y hasta  ahora 
os  habíamos  oido  que  esos  mayores  contribuyentes 
eran,  por  lo  general,  fuerzas  conservadoras;  si  dimi- 
tís, quedarán  las  vacantes  y veremos  quién  las  llena. 
Por  esa  Junta  popular,  pero  compuesta  de  los  seis  ma- 
yores contribuyentes,  presidida  por  el  instructor,  sin 
asistencia  de  los  mandatarios  de  ios  procesados,  se 
hace  la  selección  y se  saca  la  décima  parte  de  la  lista 
general. 

De  la  décima  parte  así  elegida,  la  Audiencia  to- 
davía puede  hacer  exclusiones,  limitadas  ya  y rodea- 
das de  garantía.  Después,  los  sorteos  dan  36  indivi- 
duos, y luego  las  partes,  acusado  y acusador,  verifican 
la  última  depuración,  hasta  reducir  A 12  los  36.  ¿Es 
eso  la  lotería?  ¿Creeis  que  la  elección  de  los  jurados 
está  rodeada  de  ménos  garantías  que  la  provisión  de 
los  puestos  por  donde,  se  ingresa  en  1$  magistratura? 


Ahora  no  hablamos  de  la  aptitud,  que  es  otro  pro- 
blema y otro  asunto.  Para  sostener,  para  creer  que 
el  Jurado,  constituido  de  esta  manera,  puede  dar  de 
sí  uua  colectividad  prevaricadora  ó inepta,  sin  espí- 
ritu recto,  ni  sentido  común,  es  menester  confesar 
que  la  sociedad  española,  el  estado  de  cultura  y mo- 
ralidad de  este  país,  están  eu  tau  deplorable  deca- 
dencia, que,  si  fuese  verdadera,  no  habría  esperanza 
de  que  ni  la  magistratura,  ni  las  leyes,  ni  oirá  medi- 
cina lograse  levantarla  y redimirla,  porque  no  sería 
ya  una  Nación  civilizada,  ni  quedaría  de  ella  sino  lo 
que  queda  de  los  que  murieron;  una  triste  memoria. 

Pero  todavía  me  explico  ménos  esa  desconfianza 
vuestra  en  el  elemento  popular,  cuando  observo  que 
teneis  en  los  elementos  oílciales  ménos  confianza  que 
nosotros.  Todavía  pudiera  entenderse  que  eligieseis 
otro  punto  de  apoyo  si  nos  hablaseis  poseídos  de  gran 
entusiasmo  por  la  virtualidad  y eficacia  de  las  fuerzas 
oílciales,  organizadas  para  la  administración,  para  el 
gobierno  y para  la  justicia.  Pero  liemos  oido  un  dia 
al  Sr.  Isasa  hablar  de  la  Judicatura  y del  Ministerio 
fiscal  (el  Ministerio  fiscal  y la  judicatura  administran 
la  justicia,  y nos  daba  deplorable  idea  suponiendo 
que  más  resultaban  escudo  de  los  delincuentes  que 
de  la  sociedad),  y luego  pasear  su  mirada  por  las 
corporaciones  administrativas  y por  los  bancos  del 
Parlamento,  incluso  su  mismo  partido,  y pintaba  un 
naufragio  tan  general  de  las  inteligencias,  y sobre 
lodo  de  los  caractéres,  que  apenas  si  se  salvaba  S.  S.; 
y aunque  nosotros,  por  esa  salvación  nos  regocijáse- 
mos, como  buenos  amigos  suyos,  nos  quedaba  toda- 
vía el  desconsuelo  de  no  ver  asegurada  la  reproduc- 
ción ulterior  de  la  especie. 

Ese  fue  el  discurso  del  Sr.  Isasa,  aunque  en  suce- 
sivas rectificaciones  haya  querido  atenuarlo  y corre- 
girlo; hablando  de  los  ejemplos  que  se  daban  desde 
arriba  al  pueblo,  llegó  á decir:  ¿qué  ejemplos  vamos 
á esperar  del  Jurado  después  de  los  escandalosos  que 
todos  los  dias  está  dando  el  Congreso  en  sus  votacio- 
nes? Esa  idea  teneis  del  elemento  oficial. 

Yo  no  os  quiero  recordar  lo  que  decía  poco  lia  el 
Sr.  Silvela,  y cómo  lo  ba  recogido  una  interrupciou 
espontánea  y general  de  la  Cámara.  Y no  son  sus 
palabras  solas;  también  sus  obras.  Cuando  el  partido 
conservador  ba  estado  en  el  Poder,  divorciado  de  la 
opinión  popular,  sin  razón  ó con  ella,  por  unas  ú 
otras  causas,  no  importa  sino  el  hecho,  le  hemos  visto 
llegar  al  extremo  de  no  consentir  que  se  publicaran 
por  las  calles  los  títulos  de  los  periódicos  de  opo- 
sición, porque  temía  que  solo  el  grito  de  uuos  mo- 
zuelos andrajosos  derribara  por  el  suelo  los  altivos 
muros  de  su  Jericó.  (til  Sr.  Cánovas  del  Castillo : Las 
instituciones.) 

No  hablaba  yo  de  esos  elementos  oficiales;  y cuan- 
do decía  que  no  teníais  confianza  en  su  virtualidad  y 
en  su  fuerza,  no  podia  sospechar  que  el  partido  con- 
servador creyera  que  las  instituciones  estuvieran  en 
peligro  permitiendo  por  las  calles  pregonar  el  nombre 
de  los  periódicos  de  oposición  ai  Gobierno,  ni  eso  lo 
puede  creer  nadie  aunque  lo  (liga  persona  de  autori- 
dad tan  señalada  como  el  Sr.  Cánovas,  (til  Sr.  Pidal 
y Mon:  Está  prohibida  la  blasfemia,  y sin  embargo  a 
Dios  no  le  pasa  nada.) 

El  Sr.  Silvela,  en  el  principio  de  su  discurso,  nos 
decía  que  esto  del  Jurado  era  una  satisfacción  á los 
j apetitos  democráticos.  El  Sr.  Silvela  entiende  por  ape- 
¡ titos  democráticos  la  envidia,  de  los  de  ahajo  ¿los  de 
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arriba;  para  él  la  democracia  no  es  otra  cosa,  y ahora 
no  hemos  de  discutir  su  concepto.  Pero  si  el  Jurado 
se  trae  aquí  para  dar  satisfacción  á tales  apetitos  y 
S.  S.,  que  es  gran  polemista  y veia  venir  la  réplica 
en  la  enseñanza  de  Naciones  donde  taL  democracia 
no  da  otra  señal  de  vida,  como  no  sea  el  Jurado,  si 
S.  S.  mismo,  al  final  de  su  discurso  ha  dicho  que  esta 
es  reforma  exótica,  que  nadie  la  quiere,  que  hallará 
resistencia  en  los  Jurados  y en  la  opinión  pública,  y 
será  menester  imponerla  desde  arriba,  ¿cómo  enlaza 
una  cosa  con  otra?  ¿Qué  pasión  es  esa  que  nos  mueve 
y vamos  á satisfacer,  si  cuando  la  satisfagamos,  la 
ambición  se  ha  de  trocar  en  repudio  de  esa  soberanía, 
de  modo  que  los  ciudadanos  repugnarán  abandonar 
sus  hogares,  para  ir  á darse  el  gusto  de  manchar,  po- 
niéndolo sobre  sus  hombros,  el  armiño  de  la  magis- 
tratura? 

Yo  esperaba  de  S.  S.,  dígolo  sin  ánimo  de  moles- 
tar al  Sr.  Silvela,  otra  cosa  que  una  exibicion  más  del 
espíritu  admirable  que  S.  S.  tiene  para  herir  con  sá- 
tira mortal  las  cosas  que  intenta  contradecir  ó atacar. 
Su  señoría,  con  la  posición  que  tiene  en  su  partido, 
con  la  representación  que  ostentaba  esta  larde,  creo 
yo  que  estaba  en  el  caso  de  dar  solución  al  problema 
í(uc  con  este  proyecto  intentamos  nosotros  resolver. 

Hoy  tenemos  Audiencias  délo  criminal  y Salas  de 
lo  criminal  con  juicio  oral  y público.  Todos  resulta- 
rnos conformes  en  que  las  Audiencias  de  lo  criminal 
con  juicio  oral  y público,  aun  cuando  la  magistratura 
posea  cuantas  excelencias  puedan  decirse  en  su  elo- 
gio, sin  mengua  ninguna  de  su  ilustración  y su  rec- 
titud, á causa  del  sistema;  por  la  contradicción  entre 
la  oralidad  del  juicio  y la  constitución  del  tribunal, 
por  todo  eso  que  han  explicado,  lo  mismo  el  Sr.  Isasa 
que  el  Sr.  Garnica,  que  mis  compañeros  de  Comisión, 
han  venido  á crear  un  estado  de  cosas  insostenible. 
¿Cuál  es  la  solución  del  partido  conservador? 

El  partido  liberal  planteó  las  reformas  de  1882 
como  una  interinidad,  declarando  en  el  Senado  el  se- 
ñor Ministro  de  Gracia  y Justicia,  que  en  la  legisla- 
tura inmediata  presentaria  el  proyecto  de  Jurado. 
Igualmente  se  dijo  aquí,  que  era  una  interinidad,  que 
traía  aparejada  ia  reforma  actual,  pues  el  comple- 
mento de  la  oralidad  y del  sistema  acusatorio  era  y 
es  para  nosotros  el  Jurado.  ¿Cuál  es  la  solución  del 
partido  conservador?  Ya  se  ha  desvanecido  una  espe- 
cie de  solución  que  había  asomado  en  labios  del  señor 
isasa:  la  vuelta  al  procedimiento  antiguo.  Bueno  es 
arrepentirse  tarde  ó temprano;  nosotros  nos  congra- 
tulamos por  ello;  esa  no  es  la  solución. 

¿Quercis  reformar  los  detalles  de  la  ley?  ¿Evitareis 
con  eso  la  ir  responsabilidad  absoluta  y evidente  de  los 
magistrados;  de  tal  modo,  que  las  causas  de  muerte, 
como  las  de  pena  correccional  están  entregadas,  con 
absoluta  irresponsabilidad,  al  predominio  de  dos  votos 
contra  uno,  en  única  instancia,  sin  posibilidad  de  que 
el  Tribunal  Supremo  se  asome  siquiera  al  examen  de 
los  hechos?  ¿Es  esa  la  garantía  para  el  interés  de  la 
sociedad,  que  os  preocupa  de  un  modo  exclusivo?  ¿Lo 
es  para  nosotros,  que  de  ese  interés  nos  preocupamos 
en  la  medida  de  lo  justo,  y también  atendemos  al  in- 
terés del  procesado,  no  ménos  respetable? 

Oímos  al  Sr.  Isasa  (al  Sr.  Silvela  ni  aun  eso)  que 
para  salvar  á la  sociedad  era  menester  hacer  que  las 
actas  de  los  juicios  se  redactaran  un  poco  más  lata- 
mente, y esto,  como  base  de  la  responsabilidad  de  la 
magistratura  y de  la  inspección  gubernativa  y parla- 


mentaria; pero  yo  preguuto  al  Sr.  Isasa,  por  si  S.  S. 
quiere  contestarme:  ¿qué  milagros  lia  hecho  en  la 
historia  la  responsabilidad  de  los  jueces?  ¿Qué  res- 
ponsabilidades han  sido  efectivas,  ni  qué  inspecciones 
lian  sido  eficaces  sobre  los  procesos,  cuyo  secreto 
guardan  los  archivos  de  las  Audiencias,  y bueno  es 
que  lo  guarden,  del  antiguo  enjuiciamiento? 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Señor  Diputado,  van  á pa- 
sar las  horas  de  Reglamento,  pero  el  Congreso  está 
escuchando  con  tanto  gusto  á S.  S.,  que  yo  espero 
que  ha  de  acordar  que  se  prorrogue  la  sesión. 

Se  va  á hacer  la  pregunta.» 

Mecha  la  pregunta  por  el  Sr.  Secretario  (íbarra), 
se  acordó  prorrogar  la  sesión,  y continuó  en  el  uso  de 
la  palabra. 

El  Sr.  MAURA:  Yo  agradezco  vivamente  al  Con- 
greso su  bondad  y he  de  corresponder  A ella  renun- 
ciando muchas  cosas  que  iba  á decir.  (Varios  Sres . Di- 
putados: ¡No,  no!  ¡A  ninguna!)  * 

El  Sr.  Silvela,  sin  presentar  el  remedio  que  para 
ese  mal  notorio  y gravísimo  es  menester,  reprueba  el 
remedio  presentado  por  el  Gobierno  y por  la  Comi- 
sión: el  establecimiento  del  Jurado.  ¡Ah,  Sr.  Silvela! 
Yo  creo  que  S.  S.  no  negará  una  gran  verdad  que 
expuso  con  su  reconocida  autoridad  el  Sr.  Garnica; 
por  perfecta  que  sea  la  definición  del  delito  en  la  ley 
penal,  entre  dos  homicidios,  entre  dos  asesinatos,  entre 
dos  robos,  hay  diferencia  inmensa  por  lo  que  toca  á 
la  gravedad  de  la  culpa,  á la  perturbación  en  la  so- 
ciedad, en  el  orden  moral,  en  los  intereses  y en  todos 
los  órdenes.  No  busquéis,  pues,  en  la  leLradel  Código 
la  aplicación  á cada  hecho  de  la  pena  justa. 

Supongo  que  no  os  atreveréis  á proclamar  de  una 
manera  clara,  aunque  implícitamente  temo  que  lo 
hay  ais  insinuado,  que  con  tal  de  que  á cada  delito 
corresponda  inexorablemente  una  sentencia  condena- 
toria, lo  demás  importa  poco.  Supongo  que  no  lo  di- 
réis con  esta  crudeza  con  que  yo  acabo  de  decirlo, 
aunque  temo  que  entre  la  trama  de  vuestros  razona- 
mientos se  descubra  algo  muy  semejante.  Pues  si  la 
letra  de  la  ley  no  puede,  dada  la  variedad  inmensa  de 
los  delitos  inclusos  en  una  misma  definición  legal, 
señalar  la  pena  justa,  la  exacta  represión,  ¿qué  remedio 
hay?  Dejar  al  arbitrio  judicial  una  latitud  inmensa;  y 
yo  preguuto  al  Sr.  Silvela:  ¿Su  señoría,  que  es  sincera- 
mente cpnstituciotial,  que  profesa  con  verdadera  con- 
vicción los  principios  fundamentales  del  régimen  es- 
tablecido, entregará  á una  magistratura  permanente 
(organícela  S.  S.  como  quiera,  con  cierto  grado  de 
autonomía  ó en  orgánica  dependencia  del  Poder  eje- 
cutivo, como  S.  R.  guste),  entregará  á un  organismo 
solo  del  Estado  la  facultad  de  aplicar  discrecional- 
mente  la  pena,  y calificar  á su  prudente  arbitrio,  den- 
tro de  la  letra  de  la  ley,  la  gravedad  de  cada  hurto, 
robo,  asesinato  ó falsedad?  La  disyuntiva  es  esta:  ó la 
iniquidad  en  cada  caso  y la  imposibilidad  de  encon- 
trar para  cada  delincuente  su  pena,  para  cada  delito 
su  medida,  ó la  arbitrariedad  tiránica  é inadmisible 
de  quien  ejerza  la  función  judicial. 

Naturalmente,  resulta  por  el  establecimiento  del 
Jurado,  que  el  tribunal  de  que  el  Jurado  es  parte 
también  ejerce  ó ha  de  ejercer  esa  facultad  necesaria 
para  aplicar  en  cada  caso  la  letra  del  Código,  de  modo 
que  no  resulte  inicua  la  condena;  pero  al  Jurado  se  le 
puede  dar  esta  amplitud  sin  tanto  riesgo,  porque  los 
Jurados  no  tienen  funciones  permanentes  ni  por  lo 
mismo  está  expuesto  á la  propensión  de  los  Poderes 
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permanentes,  vigorosos  y no  limitados  ó intervenidos, 
á la  absorción  ó invasión  de  los  demás  Poderes;  por- 
que los  Jurados  tienen  un  Poder  que,  á la  vez  que  li- 
mita, está  limitado  por  las  facultades  reservadas  á la 
magistratura.  Se  le  puede  dar  por  otra  razón  supre- 
ma; porque  en  el  Jurado  caben  las  recusaciones  sin 
causa  que  no  son  posibles  contra  los  jueces  de  dere- 
cho. Las  recusaciones.  jAh!  ¿Sabéis  lo  que  significa 
ser  juzgado  por  un  hombre  y saber  que  su  espíritu 
está  influido  por  cualquier  estímulo,  preocupaciones, 
afectos  santos  quizás,  motivos  que  él  creerá  justos, 
que  lo  serán,  que  no  torcerán  tal  vez  su  rectitud,  pero 
que  al  interesado  le  inspiran  recelo?  ¿Sabéis  lo  que  es 
estar  sometido  á ese  hombre  para  que  con  la  exterio- 
ridad irrisoria  de  la  justicia  neutral  pueda  dar  vado  á 
sus  pasiones  en  un  fallo,  guardando  la  fórmula  so- 
lemne del  oráculo  de  la  ley?  Pues  yo  os  digo  que  no 
he  firmado  hasta  ahora  un  escrito  de  recusación,  y 
comprendereis  que  me  habré  encontrado  en  situacio- 
nes diversas;  es  probable  que  muera  sin  firmarlo 
jamás. 

La  recusación  del  juez  de  derecho  es  un  recurso 
inútil,  ilusorio;  es  insigne  torpeza  en  la  mayoría  de 
los  casos,  iniciar  la  recusación  con  peligro  de  que 
no  prospere  y quedar  sometido  el  que  la  promovió  á 
la  férula  de  aquel  juez  á quien  se  agravió  y enojó. 
Hay  causas  de  parcialidad  que  no  están,  ni  pueden 
estar  en  la  ley,  y muchas  otras  que  están  en  la  ley  y 
no  se  pueden  probar,  y no  impiden  que  aquel  hombre 
sea  juez  de  una  parte  que,  en  conciencia,  sabe  que  no 
es  neutral.  La  historia  del  procedimiento  ensena  que 
las  recusaciones  han  sido  como  la  columna  barométri- 
ca, que  ha  dado  idea  de  las  garantías  que  á las  partes 
han  ofrecido  los  jueces  en  cada  tiempo;  en  el  Jurado, 
la  recusación  tiene  lal  amplitud,  que  sin  causa  algu- 
na, sin  declarar  lo  que  no  puede  decirse,  lo  que  no 
puede  probarse,  las  dos  partes  por  igual,  la  acusación 
y la  defensa,  tienen  de  3 G la  facultad  de  excluir  á 24. 
Esa  es  una  garantía  que  me  basta  cuando  no  exis- 
tieran las  otras  dos,  para  no  temer  del  Jurado  el  abu- 
so de  las  facultades  que  necesita  si  no  ha  de  admi- 
nistrar la  iniquidad,  para  medir  la  culpa  de  cada 
delito  y aplicar  á cada  delito  la  pena  debida,  no  otra 
ni  más  leve,  ni  más  rigurosa;  porque  tan  irritante  es 
la  lenidad  como  el  rigor;  no  hay  para  la  sociedad  otro 
bálsamo  que  la  verdadera  justicia.  Digo  que  me  basta 
la  garantía  de  la  recusación  para  entregar  al  Jurado 
esa  facultad  amplísima  que  no  se  puede  entregar,  que 
no  ha  entregado  ninguna  otra  legislación  más  que  la 
de  Holanda,  verdadera  excepción  en  este  punto,  á los 
tribunales  permanentes. 

No  quiero  entrar  en  desenvolvimientos  impropios 
de  la  hora,  ni  deLenerme  á explicar  de  dónde  arranca 
todo  cuanto  se  ha  dicho  en  este  debate  respecto  de  la 
ineptitud  del  Jurado,  ni  desmenuzar  el  argumento 
que  empleaba  el  Sr.Silvela  cuando  nos  hablaba  de  que 
al  penetrar  en  un  tribunal  jamás  se  le  había  ocurrido 
que  los  porteros  y.  alguaciles  se  sentasen  bajo' el  do- 
sel, trocando  con  los  magistrados  el  oficio.  Como 
muestra  (le  ingenio,  pase;  pero  como  razones  en  uu 
débate  de  esta  naturaleza,  permítame  S.  S.  que  le 
diga  que  no  pueden  pasar.  No  es  exacto  que  baya 
sostenido  nadie,  ya  lo  hizo  notar  el  Sr.  Pacheco,  que 
el  lego  sea  más  competente  en  la  facultad  que  el  pe- 
rito en  la  facultad  misma.  No  se  trata  de  eso;  no  po- 
déis creer,  vosotros  que  lo  decís,  que  se  trata  de  eso; 
y da  poca  idea  de  vuestras  convicciones,  el  que  ten- 


gáis que  razonar  así.  Es  que  se  trata  de  aunar  y ar- 
monizar para  la  función  de  juzgar  dos  aptitudes  dis- 
tintas, y lo  primero  que  importa  distinguir,  es  lo  que 
compete  aL  jurado,  de  lo  que  compete  al  juez  togado. 

No  se  pueden  separar  los  hechos  y el  derecho; 
con  todo  el  respeto  que  los  sabios  merecen,  creo  que 
sobre  esto  se  escribe  supérfluamente,  porque  el  caso 
es  para  mí  clarísimo.  No  se  pueden  separar  induda- 
blemente. ¿Cómo  se  han  de  separar,  por  ejemplo,  las 
propiedades  físicas  de  un  cuerpo  de  sus  propiedades 
químicas  ó de  la  sustancia  misma?  No  se  separan, 
pero  se  distinguen  fácil  y claramente. 

Y para  no  detenernos  ahora  en  explicaciones  que 
la  ocasión  no  consiente,  lo  discutiremos  cuando  tra- 
temos del  articulado;  notaré  que  la  distinción  entre 
ci  hecho  y el  clercho  es  supuesto  inexcusable  de  la 
casación  en  materia  criminal;  teneis  uu  Tribunal  Su- 
premo que  no  puede  pasar  de  los  umbrales  de  los 
hechos,  y,  sin  embargo,  ejerce  Ampliamente  la  facul- 
tad de  revisar  la  parte  jurídica  de  las  sentencias. 

Se  distingue  en  todo  procedimiento  civil  ó crimi- 
nal el  hecho  del  derecho;  la  sentencia  tiene  resultan- 
dos y considerandos;  los  escritos,  hechos  y fundamen- 
tos legales;  y esas  no  son  impiedades  de  Rousseau,  ni 
artes  revolucionarias  uei  Terror,  ni  nada  de  eso  que 
al  Sr.  Pidal  preocupa  tanto,  no;  también  el  procedi- 
miento formulario,  de  la  edad  de  oro  de  la  jurispru- 
dencia romana,  distinguía  los  hechos  y el  derecho. 
¡Si  estará  conforme  con  la  naturaleza  de  las  cosas! 

El  hecho  es  supuesto  necesario  para  la  aplicación 
del  precepto  jurídico.  Diré  más  todavía:  se  necesita 
gran  pericia  para  entresacar  de  todos  los  datos  entre- 
tegidos  y dispersos  en  un  proceso,  aquellos  elementos 
de  hecho  que  puedeu  integrar  la  definición  del  delito, 
separándolos  de  lo  que  no  importa;  distinguir  lo  que 
es  el  hecho  principal  de  aquellos  otros  elementos  que 
pueden  modificarlo  y constituir  una  eximente,  una 
atenuante,  ó una  agravante;  esa  es  una  labor  delica- 
dísima y difícil,  que  requiere  gran  tacto  y doctrina; 
pero  con  arreglo  al  proyecto,  esa  labor  está  encomen- 
dada al  presidente  con  intervención  de  las  partes,  con 
recurso  de  casación.  Una  vez  que  las  preguntas  estén 
formuladas,  á esos  12  ciudadanos  que  constituyen  ol 
Jurado,  se  les  pregunta  sobre  dos  cosas  tan  solo:  pri- 
mera, certeza  material  é imputabilidad  material  del 
hecho;  segunda,  calificación  moral,  apreciación  moral 
de  ese  hecho,  culpabilidad  moral  de  ese  acusado. 

Después  de  lo  que  han  dicho  los  Sres.  Pacheco, 
Rosell  y Diaz  Moreu;  después  de  lo  que  ha  añadido 
el  Sr.  Garnica,  apremiado  yo  por  el  reloj,  no  necesilo 
detenerme  á explicar  si  ios  12  jurados  que  conocen  á 
los  testigos,  en  que  suele  consistir  casi  toda  la  prue- 
ba del  juicio  criminal,  que  conocen  su  vida,  sus  cos- 
tumbres, su  prestigio,  su  moralidad,  sus  relaciones, 
su  independencia,  móviles  que  ignora  completamente 
el  tribunal  de  derecho,  tienen  más  aptitud  para  esta 
función  que  el  más  sabio  y recto  de  los  magistrados. 
El  portero  ó el  ugier  que  el  Sr.  Silvela  halla  en  la  an- 
tesala del  tribunal,  para  ciertas  cosas,  es  más  idóneo 
que  el  presidente  del  Tribunal  Supremo;  y como  la 
función  del  jurado  es  distinta  de  la  del  magistrado, 
sus  ventajas  no  implican  la  superioridad  del  lego  so- 
bre el  perito. 

El  jurado  que  se  sienta  por  vez  primera  en  el  tri- 
bunal, siente  el  acicate  de  la  responsabilidad  moral 
con  viveza  mayor,  porque  tiene  muy  presente  que  ha 
de  volver  al  otro  día  al  seno  de  la  sociedad  y de  su 
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familia  con  el  noble  orgullo  ó el  oprobio  de  su  con- 
ducta. Este  sentimiento  de  la  responsabilidad  se  ener- 
va después  de  muchos  años  de  funciones  públicas,  en 
el  más  recto,  en  el  más  íntegro  y en  el  más  escrupu- 
loso de  los  jueces.  El  hábito  perfecciona  las  aptitudes 
para  los  actos  idénticos,  pero  también  cansa  la  volun- 
tad y enerva  la  atención. 

El  jurado,  se  nos  dice,  fluctúa  entre  las  razones  y 
pruebas  de  la  acusación  y de  la  defensa.  Precisamente 
por  esto,  porque  desconfía  de  su  juicio,  porque  no  re- 
duce, como  hace  insensiblemente  el  magistrado,  á la 
idea  que  tiene  ya  preconcebida,  los  datos  sueltos  y 
elementales  que  van  desfilando  ante  él;  precisamente 
por  eso,  porque  vacila,  y unos  instantes  se  inclina  á 
la  acusación  y otros  á la  defensa;  por  eso  examina 
todos  los  aspectos  del  asunto,  se  entera  de  todo  con 
la  curiosidad  invencible  del  espíritu  humano,  recibe 
las  impresiones  encontradas  con  mayor  intensidad 
que  el  más  íntegro  de  los  magistrados,  cuya  superio- 
ridad y pericia  le  inclinan  á llar  de  su  primer  concep- 
to v no  ver  sino  aquello  que  conforma  cou  la  idea 
honradamente  preconcebida  cuando  fué  al  juicio.  La 
vacilación  tlel  jurado  concluye  al  oir  el  resúmen  del 
presidente,  gran  condensador  de  la  variedad  de  ideas 
que  han  flotado  en  la  mente,  y luego  viene  la  delibe- 
ración de  los  jurados... 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Señor  Diputado;  le  parece 
al  Presidente  que  S.  S.,  por  un  temor  infundado  de 
molestar  á la  Cámara,  desea  cortar  su  discurso,  y le 
parece  también  que  eso  es  lo  único  que  no  quiere  la 
Cámara.  (Aprobación.) 

El  Sr.  MAURA:  Yo  con  tal  de  no  molestaros,  en 
menos  de  media  hora  acabaría.  (Yo,  no.) 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Todo  pudiera  concillarse 
suspendiendo  S.  S.  su  discurso  para  continuarle  en  la 
sesión  próxima. 

El  Sr.  MAURA:  Agradezco  la  atención  de  S.  S., 
pero  en  breves  momentos  podría  terminar,  renun- 
ciandoá  desenvolver  algunas  fases  del  asunto.  (2Vo,  no.) 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  esta  discusión. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Señores  Diputados;  el  Pre- 
sidente del  Congreso  tendrá  mañana  el  honor  de  sa- 
ludar á S.  M.  la  Reina  Regente,  desde  el  vestíbulo 
de  este  Palacio,  cuando  vuelva  de  la  revista  militar, 
é invita  á que  se  dignen  acompañarle  todos  aquellos 
Sres.  Diputados  que  deseen  tributar  á S.  M.  este 
homenaje  de  amor  y respeto. 


El  Congreso  quedó  enterado  de  que  las  Comisio- 
nes que  á continuación  se  expresan  se  habían  consti- 
tuido, nombrando  presidentes  y secretarios  respecti- 
vamente á los  señores  siguientes: 

La  que  lia  de  dar  dictamen  sobre  el  proyecto  de 
ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  la  de 
Rábade  á Moncelos,  al  Sr.  D.  Francisco  Sauz  Riobó 
y á D.  Benigno  Quiroga. 

La  que  lia  de  emitir  dictámen  sobre  la  proposi- 
ción de  ley  sustituyendo  la  subvención  de  obligacio- 
nes de  ferro  carriles  que  le  filé  concedida  por  ot  ra  en 
metálico  al  ferro-carril  del  Campamento  á Málaga, 
al  Sr.  1).  Manuel  Pedregal  y á D.  Luis  Díaz  Morcu. 

La  que  ha  de  dictaminar  sobre  la  proposición  de 
ley  trasladando  á Cillero  la  capitalidad  de  la  sección 
de  Magazos  en  el  distrito  electoral  de  Vivero,  al  señor 


D.  Francisco  Sauz  Riobó  y á D.  Pegerlo  Pardo  Bal- 
monte. 

La  que  ha  de  dar  dictámen  eximiendo  del  pago  de 
contribuciones  durante  cinco  años  á las  tierras  des- 
tinadas al  cultivo  del  ramio,  al  Sr.  D.  José  de  Cárde- 
nas y á L).  Vicente  Alonso  Martínez. 


Ei  Congreso,  quedó  enterado  de  las  siguientes  co- 
municaciones: 

«Presidencia  del  Congreso  de  los  Diputados. — 
Excmo.  Sr.:  Habiendo  acordado  este  Cuerpo  Colegis- 
lador  no  celebrar  sqsion  en  el  día  de  mañana,  con 
motivo  de  la  revista  militar  que  ha  de  pasar  S.  M.  la 
Boina  Regente,  y siguiendo  la  costumbre  estableci- 
da, tengo  la  honra  de  participarlo  á V.  E.  y de  ro- 
garle que  invite,  si  lo  estima  conveniente,  á los  se- 
ñores Senadores  para  que  en  unión  de  los  Sres.  Dipu- 
tados puedan  saludar  á S.  M.  desde  ei  pórtico  de  este 
Palacio  á su  regreso  de  dicha  solemnidad. 

Dios  guarde  á V.  E.  muchos  años.  Palacio  del 
Congreso  28  de  Abril  de  1887.=Cristino  Martos  — 
Excmo.  Sr.  Presidente  del  Senado. 


Senado. — Excmo.  Sr.:  Tengo  la  honra  de  manifes- 
tar á V.  E.,  contestando  á su  muy  atenta  comunica- 
ción de  hoy,  que  el  Senado,  de  conformidad  con  lo 
resuello  por  el  Congreso,  ha  acordado  que  mañana 
no  celebre  sesión  esta  Cámara,  con  el  fin  de  que 
reunidos  sus  individuos  con  los  Sres.  Diputados,  pue- 
dan saludar,  desde  ese  Cuerpo  Colegislador,  á S.  M.  la 
Reina,  después  de  terminada  la  revista  militar. 

Ei  Presidente,  en  nombre  del  Senado,  agradece 
profundamente  el  acto  de  cortesía  de  que  ha  sido  ob- 
jeto por  V.  E.  en  representación  de  la  Cámara  popular. 

Dios  guarde  á V.  E.  muchos  años.  Palacio  del 
Senado  28  de  AbriL  de  1887.=E1  Marqués  de  la  Ha- 
bana, Presidente —Señor  Presidente  del  Congreso  de 
los  Diputados.» 


El  Congreso  acordó  conceder  la  licencia  que  el 
Sr.  D.  Alberto  Quintana  había  solicitado  para  ausen- 
tarse de  esta^apital. 


El  Congreso  quedó  enterado  de  que  la  Comisión 
do  actas  había  elegido  vicepresidente  de  la  misma  ai 
Sr.  D.  Vicente  Nuñez  de  Velasco. 


Se  leyeron,  y quedaron  sobre  la  mesa  á disposi- 
ción de  los  Sres.  Diputados,  las  dos  siguientes  corau- 
niraciones: 

«Ministerio  de  Hacienda.—  Excmos.  Sres.:  Tengo 
el  honor  de  pasar  á manos  de  V.  EE.  el  adjunto  esta- 
do de  débitos  por  plazos  ya  vencidos  de  fincas  ena- 
jenadas por  el  Estado,  cuyo  dato  fué  reclamado  .por 
el  Sr.  Diputado  D.  Miguel  Laguardiaen  la  sesión  del 
dia  9 de  Diciembre  último. 

De  Real  orden  lo  remito  á V.  EE.  á los  efectos 
correspondientes. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  28  de 
Abril  de  1887.=Joaquin  López  Puigcerver.=Seño- 
res  Diputados  Secretarios  del  Congreso. 


2146 


28  DE  ABRIL  DE  1887. 


Ministerio  dk  Hacienda. — Excmos.  Sres.:  Tengo 
la  honra  de  pasar  á manos  de  V.  EE.  el  adjunto  es- 
tado demostrativo  del  importe  de  las  emisiones  y 
amortizaciones  verificadas  hasta  30  de  Junio  de  1885 
por  la  deuda  perpétua  del  4 por  100,  con  el  detalle 
de  número  de  títulos  por  séries  y objeto  á que  se  han 
destinado  las  emisiones,  cuyo  dato  reclamó  el  señor 
Diputado  Bushell  en  la  sesión  del  5 del  presente  mes. 

De  Real  orden  lo  digo  á V.  EE.  á los  efectos  co- 
rrespondientes. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  28  de 
Abril  de  1 887.=Joaquin  López  Puigcerver.=Seño- 
res  Diputados  Secretarios  del  Congreso.» 


Se  leyó,  y quedó  sobre  la  mesa,  el  siguiente  dic- 
lámert  de  la  Comisión  de  actas: 

«Resultando  que  l).  Francisco  de  Laiglesia,  candi- 
dato que  ha  sido  para  Diputado  á Cortes  por  el  dis- 
trito de  Játiva,  provincia  de  Valencia,  en  la  elección 
parcial  verificada  en  el  presente  mes,  ha  acudido  ai 
Congreso  reclamando  contra  aquella  elección  y soli- 
citando, en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  120  de  la 
ley  electoral,  que  se  señale  un  término  al  candidato 
que  aparece  proclamado,  D.  Luis  Meliana  y Garri- 
gues,  para  la  presentación  de  su  credencial; 

Considerando  que  el  citado  art.  120  faculta  al 
Congreso  para  fijar  un  término  dentro  del  cual  deban 
presentar  sus  credenciales  los  Diputados  electos,  si 
media  la  reclamación  que  en  este  caso  ha  hecho  Don 
Francisco  de  Laiglesia, 

La  Comisión  de  actas  tiene  la  honra  de  proponer 
al  Congreso  se  sirva  señalar  á D.  Luis  Meliana  y Ga- 
rrigues  el  plazo  de  doce  dias  para  la  presentación  de 
su  credencial  como  Diputado  electo  por  el  distrito  de 


Játiva,  provincia  de  Valencia,  empezando  á correr 
dicho  término  desde  el  dia  de  la  sesión  pública  del 
Congreso  en  que  así  se  haya  acordado. 

Palacio  del  Congreso  27  de  Abril  de  1 887.=AI- 
berto  de  Quintana,  presidente.=Miguel  de  la  Guar- 
dia.=Luis  de  Landecho.=Joaquin  Muñoz  Ghaves.= 
Luis  Diaz  Moreu.=Emilio  de  Alvear.=Vicente  Nu. 
ñez  de  Velasco.=Antonio  García  Alix.=Ramon  Ce- 
peda.=Demetrio  i>tegon.=Luis  Villanova.=Agus- 
tin  de  la  Serna.=José  del  Perojo,  secretario. 


Se  leyó  por  primera  vez,  y pasó  á la  Comisión, 
acordando  se  imprimiera  y repartiera,  una  enmienda 
del  Sr.  Marqués  del  Vadillo  al  dictámen  de  la  Comi- 
sión, referente  al  proyecto  de  ley  sobre  estableci- 
miento del  juicio  por  jurados  para  determinados  de- 
litos. ( Véase  el  Apéndice  al  Diario  núm.  79}  que  es  el 
de  esta  sesión .) 


El  Congreso  oyó  con  sentimiento  la  lectura  de  una 
comunicación  en  que  D.  Cárlos  Orense  Fígueroa  par- 
ticipaba al  Congreso  el  fallecimiento  de  su  hermano 
D.  Rafael  Antonio  de  Orense,  Diputado  por  el  distrito 
de  Padrón,  provincia  de  la  Coruña. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden  del  dia  para  pasado 
mañana: 

El  dictámen  que  se  ha  leído;  continuación  del  de- 
bate sobre  el  proyecto  de  ley* de  establecimiento  del 
juicio  por  jurados,  y los  demás  asuntos  que  estaban 
señalados  en  el  órden  del  dia  de  hoy. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  siete  y cuarenta  y cinco  minutos. 


APENDICE. 


APÉNDICE  AL  NÚM.  70. 


DE  LAS 


Enmienda,  del  Sr.  Marqués  del  Vadillo,  á la  primera  de  las  disposiciones  espe- 
ciales del  dieíámen  de  la  Comisión  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el  estableci- 
miento del  juicio  por  jurados  para  determinados  delitos. 


AL  CONGRESO. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
presentar  la  siguiente  enmienda  á la  primera  de  las 
disposiciones  especiales  del  proyecto  de  ley  del  Ju- 
rado: 

«La  suspensión  á que  se  refiere  este  artículo  po- 
drá ser  por  tiempo  indeterminado,  según  lo  exijan  las 


circunstancias  que  la  motivaren  á juicio  del  Gobier- 
no, acordada  en  Consejo  de  Ministros,  y dando  cuenta 
á las  Córtes  cuando  se  reúnan.» 

Palacio  del  Congreso  28  de  Abril  de  1887.=E1 
Marqués  del  Vadillo.= Marqués  de  Pidal.=  Mariano 
Catalina.=Francisco  Silvela.=>R.  El  Conde  de  Revilla 
Gigedo.=Julian  Casildo  Arribas.=Antonio  Camacho 
del  R i vero. 
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SESIONES  1E  CORTES. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


RESIDENCIA  DEL  EXCHO.  SE.  D.  CRISTINO  HARTOS. 


SESION  DEL  SÁBADO  30  DE  ABRIL  DE  1887. 

SUMARIO.  Abrose  a la  una  y cinoo  minutos.=  Se  lea  y aprueba  el  Acta  de  la  anterior.=Dáse 
cuenta  de  una  comunicación  del  Ayuntamiento  do  esta  corto  invitando  al  Congreso  para  que  concurra 
¿ la  función  cívico-religiosa  que  ha  de  celebrarse  en  conmemoración  do  las  víctimas  del  2 do  Mayo 
de  180S.=A  propuesta  do  la  Presidencia,  acuerda  el  Congreso  nombrar  una  Comisión  de  24  señores 
Diputados  que  asistan  á la  fiesta  religiosa.=El  Sr.  Ministro  do  Marina  ocupa  la  tribuna  y da  lectura  de 
un  proyecto  do  loy  (que  pasa  a las  Secciones  para  nombramiento  do  Comisión)  fijando  las  fuerzas  na- 
vales para  la  Península  y provincias  do  Ultramar  durante  el  año  económico  de  1887-88,  y después  lee 
un  tolograma  dol  capitán  general  de  Filipinas  anunciando  la  victoria  alcanzada  contra  moros  roboldos 
por  el  coronol  Arólas. =Manifostacion  dol  Sr.  Presidente  con  este  motivo.=El  Sres.  Gorostidi  pregunta 
al  Sr.  Ministro  de  Marina  si  está  dispuesto  á proponer  á S.  M.  quo,  do  conformidad  con  ol  doeroto  do 
las  Cortes  de  Cádiz  de  14  do  Abril  de  1814,  dos  de  los  buqu©3  que  se  están  construyendo  lleven  los 
nombres  de  Galiano  y Churruca.— Contestación  del  Sr.  Ministro  de  Marina.=El  Sr.  C-orostidi  da  las 
gracias. =So  acuerda  ponor  on  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  el  recuerdo  de  la  pregunta 
que  le  dirigió  en  otra  sesión  el  Sr.  Alvarez  Marino,  acerca  dol  reconocimiento  de  las  pensiones  acorda- 
das on  favor  do  las  madras  d©  los  soldados  muertos  en  campaña.=El  Sr.  Ministro  de  Hacionda  contesta 
á la  pregunta  que  le  dirigió  on  la  sosion  última  ol  Sr.  Quintana  respecto  de  las  multas  propuestas  por 
el  inspector  del  timbro  de  Barcelona  contra  determinadas  Sociedados.=So  acuerda  comunicar  ál  señor 
Ministro  de  la  Gobernación  los  ruegos  del  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega  acerca  de  abusos  cometidos  en  la 
formación  de  las  listas  electorales  en  Puerto-Lápiclio,  y por  el  gobernador  de  Málaga  suspendiendo  las 
elecciones  del  pueblo  dol  Borgo  verificadas  en  el  bienio  anterior.=Pasa  á la  Comisión  respectiva  una 
exposición,  presentada  por  el  Sr.  Testor,  do  los  profosoros  y ayudantes  de  la  Escuela  de  Bellas  Artes 
de  Valoncia,  solictando  se  les  iguale  con  sus  demás  compañeros  en  el  profesorado  públieo.=El  soñor 
Ministro  de  Estado  contesta  ú la  excitación  quo  ol  Sr.  Quintana  1©  dirigió  en  la  sesión  última  acerca  de 
los  abusos  quo  comete  la  Administración  francesa  respecto  de  la  introducción  do  nuostros  vinos  en 
aquel  Reino.=Rectificacionos  do  los  Sros.  Quintana  y Ministro  de  Estado.=A  la  Comisión  respectiva 
pasa  una  exposición,  presentada  por  el  Sr.  Alba,  dol  Ayuntamiento  de  Zamora,  pidiendo  la  reforma  del 
art.  117  de  la  ley  provincial.=A  la  de  presupuestos  pasa  una  exposición,  presentada  por  ol  Sr.  Fernan- 
dez Capotillo,  de  los  empleados  del  Banco  Hipotecario,  asociándose  á la  petición  hecha  por  los  del 
Banco  de  España.  =Ordrn  del  día:  discusión  do  varios  dictámenes  de  Comisión  mixta.=So  lee  el  rela- 
tivo á la  inclusión  en  ol  plan  gonoral  do  carreteras  de  una  que  partiendo  do  la  do  Tarragona  á Pont  de 
Armontera  empalme  en  la  de  Masó  con  la  do  Tarragona  á la  de  Alcocer  á Santa  Cruz  de  Calafoll.= 
Abierta  discusión,  ol  Sr.  Vinconti  pide  se  cuente  el  número  do  Sr©3.  Diputados  presentes,  y no  habiendo 
ol  suficiente  para  tomar  acuerdo,  so  suspendo  la  sosion  por  algunos  rainutos.=:Eran  las  dos.=Se  reanuda 
á las  tros  y cuarto.=Continúa  la  discusión  pendiente  sobro  ol  dictamen  relativo  al  establecimiento  dol 
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Jurado,  y su  discurso  el  Sr.  Maura.=Rectificacionos  do  los  Sres.  Pidal,  Isasa,  Sil  vela,  Ministro  de  Gracia 
y Justicia  y Maura.=So  declara  terminada  la  discusión  de  la  totalidad,  y se  acuerda  que  se  proceda  d 
la  de  los  artículos.=Se  suspende  esta  discusion.=Se  lee  la  lista  de  los  Sres.  Diputados  que  han  do  asistir 
á la  función  cívico-religiosa  del  Dos  de  Mayo.=Pasa  á la  Comisión  de  actas  la  credencial  prosentada 
por  D.  Luis  Meliana  y Garrigues,  electo  Diputado  por  el  distrito  de  Játiva  (Valoncia).=  El  Congreso 
queda  enterado  de  la  constitución  de  dos  Comisiones  y nombramientos  de  sus  presidentes  y secreta- 
rios.=Se  leen  y quedan  sobre  la  mesa  los  siguientes  dictámenes  de  Comisión:  incluyendo  en  el  pian 
genoral  do  carreteras  la  de  García  á Tortosa;  la  prolongación  hasta  Inca  de  la  de  Arta  hasta  Santa  Mar- 
garita; autorizando  á la  Diputación  provincial  de  Cádiz  para  realizar  un  sorteo  de  lotería  con  destino 
a los  gastos  de  la  Exposición  nacional  marítima,  y declarando  de  interés  general  de  segundo  orden 
varios  puertos  de  las  islas  Balearos.=So  loen  por  primera  vez,  y pasan  á la  Comisión,  dos  enmiendas 
al  dictamen  relativo  al  establecimiento  del  juicio  por  jurados. =Orden  del  dia  para  el  martes:  sorteo 
de  Secciones;  los  dictámenes  que  se  han  leído,  y los  demás  asuntos  pendiontos.=Se  levanta  la  sesión 
a las  siete  y dioz  minutos. 


Se  abrió  A la  una  y cinco  minutos  de  la  tarde,  y 
leida  el  Acta  del  jueves  27  del  actual,  fué  aprobada. 


Varios  Sres.  Diputados  piden  la  palabra. 


Se  dió  cuenta  de  la  siguiente  comunicación: 

«Ayuntamiento  de  Madrid.  — Excmo.  Sr.:  Este 
Excmo.  Ayuntamiento  ha  dispuesto  que  la  función 
cívico-religiosa  del  Dos  de  Mayo,  aniversario  de  los 
gloriosos  hechos  con  que  el  pueblo  de  Madrid  dejó 
imperecedera  memoria  de  igual  dia  de  1808,  se  veri- 
fique en  el  presente  con  la  solemnidad  decretada  por 
las  tíSrtes  generales  de  Cádiz  en  1811,  acordándose 
invite  A V.  E.,  como  tengo  la  honra  de  verificarlo, 
para  que  se  digne  concurrir  A las  nueve  y media  de 
la  mañana  del  expresado  dia  á estas  Casas  consisto- 
riales, y formar  parte  de  la  comitiva  que  ha  de  diri- 
girse A la  santa  iglesia  catedral  y después  al  campo 
de  la  Lealtad. 

Al  tener  el  honor  de  elevar  al  superior  conoci- 
miento de  V.  E.  dicho  acuerdo,  le  ruego  haga  exten- 
siva la  invitación  á los  señores  que  componen  ese  alto 
Cuerpo. 

Dios  guarde  á V.  E.  muchos  años.  Madrid  28  de 
Abril  de  1887.=Excmo.  Sr.=José  Abascal.=Exce- 
lcutísimo  Sr.  Presidente  del  Congreso  de  Diputados.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Según  la  costumbre  esta- 
blecida, se  va  A preguntar  al  Congreso  si  acuerda 
nombrar  una  Comisión  de  24  Sres.  Diputados  que  asis- 
tan A la  ceremonia. 

Sírvase  Y.  S.,  Sr.  Secretario,  hacer  la  pregunta. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  ¿Acuerda 
el  Congreso  que  se  nombre  una  Comisión  de  24  seño- 
res Diputados  que  asistan  A la  ceremonia?» 

El  Congreso  así  lo  acordó. 


Próvia  la  vónia  del  Sr.  Presidente,  ocupa  la  tri- 
buna el  Sr.  Ministro  de  Marina  y da  lectura  del  si- 
guiente Real  decreto  y del  proyecto  de  ley  á que  el 
mismo  se  refiere: 

«De  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  en  nom- 
bre de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Alfonso  XIII,  y 
como  Reina  Regente  del  Reino,  vengo  en  autorizar  al 
Ministro  de  Marina  para  presentar  A las  Córtes  el  pro- 
yecto de  ley  de  fuerzas  navales,  que  comprende  las 
necesarias  para  la  Península,  islas  de  Cuba  y Puerto- 
Rico  y Archipiélago  filipino  para  el  año  económico  de 
1887  A 1888. 


Dado  en  Palacio  A 27  de  Abril  de  1887.=María 
Cristina. =El  Ministro  de  Marina,  Rafael  Rodríguez 
de  Arias.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  El  pro- 
yecto de  ley  pasará  A las  Secciones  para  nombra- 
miento de  Comisión. 

(Véase  en  el  Apéndice  primero  al  Diario  núm.  so , 
que  es  el  de  esta  sesión .) 


Prévia  también  la  vénia  del  Sr.  Presidente,  el  se- 
ñor Ministro  de  Marina  leyó  el  siguiente  telegrama: 

«Manila,  sin  fecha.— Madrid  29  de  Abril  de  1887. 
EL  general  en  jefe  á los  Ministros  Guerra  y Ultramar. 
El  dia  16  el  coronel  Arólas,  gobernador  de  Joló,  coa 
900  hombres,  ha  obtenido  completa  victoria  sobre 
moros  rebeldes  Biaibung,  tomado  con  sensibles  pér- 
didas cottas  formidables,  cogiendo  artillería  y cau- 
sándoles numerosos  muertos  y heridos.  Biaibung 
quedó  reducido  A cenizas,  el  barrio  de  chinos  respe- 
tado y ellos  conducidos  A la  plaza  de  Joló  por  propia 
voluntad  como  neutrales;  buques  de  la  división  del 
Sur  han  contribuido  A tan  brillante  resultado;  el 
hecho  es  de  gran  trascendencia  mural  y material  por 
completar  nuestra  dominación  en  el  Archipiélago  jo- 
loano;  recomiendo  consideración  del  Gobierno;  biza- 
rro comportamiento  coronel  Arólas  y tropas  a sus 
órdenes;  Sultán  Harun  ha  concurrido  operaciones.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Señores  Diputados,  el  Pre- 
sidente del  Congreso  está  enteramente  persuadido  de 
expresar,  no  tan  solo  los  sentimientos  del  Congreso 
mismo,  sino  también  los  de  toda  la  Nación  española, 
al  decir,  en  nombre  del  Congreso,  que  éste  se  asocia 
vivamente  al  aplauso  que  toda  la  Nación  ha  de  tribu- 
tar á los  valerosos  soldados  y marinos  que  en  aque- 
llos apartados  países  forman  parte  de  la  nacionalidad 
española,  vierten  valerosos  su  sangre  en  honor  y de- 
fensa de  la  bandera  para  consolidar  la  posesión  que 
de  aquellas  apartadas  regiones  tiene  la  Nación  espa- 
ñola. El  Congreso  envía  desde  aquí  su  aplauso  y su 
sentimiento  de  estimación  al  bizarro  coronel  Arólas  y 
A todas  las  tropas  puestas  á sus  órdenes  que  han  com- 
batido con  tanta  decisión  y con  tan  buena  fortuna. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Gorostidi  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  GOROSTIDI:  líe  pedido  la  palabra  para 
dirigir  una  pregunta  al  Sr.  Ministro  de  Marina.  Las 
Córtes  de  Cádiz,  en  su  sesión  de  14  de  Abril  de  1814 
preceptuaron  «que  á los  dos  navios  que  se  están  coas- 
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truyendo  en  el  Ferrol  desean  las  Corles  se  les  den  los 
nombres  de  Galiana  y Churruca , y que  siempre  haya 
en  la  armada  naval  dos  navios  que  tengan  estos  nom- 
bres.» 

Ahora  que  se  está  creando  una  escuadra,  creo  que 
es  el  momento  oportuno  de  cumplir  este  precepto  de 
las  Córtes  de  Cádiz;  y deseo  saber  si  el  Sr.  Ministro  de 
Marina  está  dispuesto  á proponer  á S.  M.  que  á dos 
de  nuestros  nuevos  buques  se  les  dé  los  nombres  glo- 
riosos de  Galiano  y de  Churruca. 

El  Sr.  Ministro  de  MARINA  (Rodríguez  Arias): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  8. 

El  Sr.  Ministro  de  MARINA  (Rodríguez  Arias): 
Respecto  al  precepto  recordado  por  el  Diputado  señor 
Gorostidi,  no  puedo  decir,  porque  es  una  época  muy 
remota,  si  esos  buques  que  se  estaban  construyendo 
en  el  Ferrol,  se  designaron  con  los  nombres  de  Chu- 
rruca  y Galiano,  como  justa  memoria  de  los  que  pe- 
recieron defendiendo  la  bandera  española  en  Trafal- 
gar;  pero  si  puedo  asegurar  á S.  8.  que,  desde  pocos 
auos  después,  siempre  lian  figurado  en  nuestra  ar- 
mada en  distintos  buques,  no  Davíos,  porque  en  esa 
época  á que  me  refiero  no  se  consideraban  como  uni- 
dad de  combate,  y nosotros  hemos  tenido  pocos  re- 
cursos para  costear  navios. 

Hoy  no  existen  buques  que  lleven  esos  gloriosos 
nombres,  aunque  hasta  hace  poco  tiempo  han  figurado 
en  nuestra  armada;  y yo  tendré  la  honra  de  proponer 
i S.  M.  que,  en  dos  de  los  buques  que  han  de  formar 
en  lo  sucesivo  nuestro  poder  naval,  mediante  la  ley 
sancionada  por  la  Corona,  de  fecha  12  de  Enero,  figu- 
ren esos  nombres  que  la  Patria  recuerda  siempre  con 
orgullo  y la  marina  se  envanece  de  contar  entre  sus 
tradiciones  gloriosas. 

El  Sr.  GOROSTIDI:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  para  rec- 
tificar. 

El  Sr.  GOROSTIDI:  Para  expresar  mi  gratitud  al 
Sr.  Ministro  de  Marina  por  la  respuesta  satisfactoria 
que  se  ha  servido  dar  á la  pregunta  que  he  tenido  el 
honor  de  dirigirle. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Alvarez  Marino  tie- 
ne la  palabra. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARIÍÍO:  lie  pedido  la  pala- 
bra para  reproducir  la  pregunta  que  hace  unos  dias 
dirigí  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  referente  á atra- 
sos de  pensión  A las  madres  de  soldados,  á fin  de  que 
el  Sr.  Ministro  se  sirva  venir  A contestar,  para  que  el 
Congreso  sepa  si  la  disposición  ó decreto  que  se  pro- 
yecta va  A ser  no  en  armonía  con  la  jurisprudencia 
sentada  en  las  1 1 1 sentencias  del  Consejo  de  Estado. 

En  el  primer  caso,  me  daré  por  satisfecho,  y no 
insistiré  sobre  este  particular. 

Por  el  contrario,  si  el  proyecto  del  Sr.  Ministro 
fuese  opuesto  A la  ley  reconocida  cu  dichas  senten- 
cias, lo  que  no  es  de  esperar,  pido  que  se  traiga  al 
Congreso  ci  expediente  completo  A fin  de  estudiarlo, 
Y conocer  qué  razones  batí  aducido  los  cuatro  gene- 
rales del  Consejo  de  Estado  en  su  voto  particular  para 
inclinar  al  Ministro  A colocarse  enfrente  de  la  doctri- 
na del  Tribunal  de  lo  Contencioso,  discutida  y apro- 
bada en  Consejo  de  Ministros  y sancionada  por  S.  M. 
la  Reina;  del  Consejo  de  Estado  en  pleno,  según  apa- 


rece del  luminoso  informe  confirmatorio  y de  la  bri- 
llante refutación  del  voto  particular;  de  la  Dirección 
del  Cuerpo  jurídico,  que  también  ha  informado  en 
sentido  favorable  A las  madres  viudas,  y cuyo  informe 
tanto  desagradó  A los  generales  del  Consejo  de  Estado, 
que  propusieron  un  correctivo,  y,  finalmente,  contra 
los  informes  del  Consejo  Supremo  de  Guerra  y Mari- 
na y sus  fiscales,  favorables  hoy  A las  madres  viudas, 
según  puede  verse  en  todos  los  casos  que  diariamente 
se  están  resolviendo. 

De  donde  resulta  que  de  prevalecer  la  negativa  de 
atrasos  A las  madres,  ci  Ministro  habría  resuello  se- 
parándose de  todos  los  Centros  de  administración  y 
Cuerpos  consultivos. 

También  deseo  saber  si  la  crisis  de  Setiembre,  es 
decir,  si  la  salida  del  Ministerio  de  los  Sres.  Gamazo 
y Montero  Ríos,  que  fueron  los  que  trataron  esta  cues- 
tión de  atrasos  bajo  el  punto  de  vista  jurídico,  puede 
ser  causa  de  otro  criterio  dentro  del  Consejo;  y sobre 
ello  llamo  la  atención  del  Sr.  Ministro,  porque  no  se 
concibe  que  el  Ministerio,  después  de  detenido  estu- 
dio, anule  un  proyecto  de  decreto  y aconseje  A S.  M. 
el  reconocimiento  y ejecución  del  derecho  poniendo  á 
su  firma  1 1 1 sentencias,  y al  dia  siguiente  se  preten- 
da amparar  con  la  misma  respetable  firma  una  dispo- 
sición contraria,  verdadero  despojo  de  un  insignifi- 
cante derecho  que  reconocido  en  todos,  solo  va  A 
consumarse  en  la  desgraciada  madre  viuda  del  infeliz 
soldado. 

El  Sr.  secretario  (Sánchez  Arjona):  Se  pon- 
drá en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  la 
pregunta  de  S.  S. 


El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Señores  Diputados,  en  ocasión  que  yo  estaba 
ausente  del  Congreso,  el  Diputado  Sr.  Quintana  diri- 
gió una  pregunta  relativa  A cierta  multa  de  gran 
cuantía,  impuesta  A la  Sociedad  catalana  Lebon.  Este 
asunto  liabia  llamado,  antes  de  dirigir  su  pregunta  el 
Sr.  Quintana  al  Ministro  de  Hacienda,  la  atención  del 
centro  que  dirijo.  El  periódico  El  Tmparcial  había  pu- 
blicado un  telegrama  dirigido  por  su  corresponsal  de 
Barcelona,  indicando  que  había  llamado  la  atención 
de  las  provincias  de  Cataluña  lo  crecido  de  una  multa 
impuesta  A esa  Sociedad  Lebon. 

Dias  antes  había  dado  también  la  noticia  de  que 
se  había  impuesto  otra  multa  de  140.000  pesetas  al 
Centro  catalán;  y realmente,  no  era  exacto  lo  que  re- 
feria la  prensa,  porque  yo  he  examinado  casi  toda  la 
prensa,  ó al  ménos  los  principales  periódicos  de  Cata- 
luña, como  La  Dinastía,  La  Publicidad)  El  Diluvio)  El 
Diario  y El  Correo  Catalán,  de  los  dias  25  y 26,  y nada 
decían  del  asunto;  y solo  El  Barcelonés  y La  Vanguar- 
dia se  ocupaban  de  él,  no  para  criticarle  ni  para  alar- 
mar la  opinión,  sino  solamente  para  dar  noticia  del 
hecho.  Pero  como  éste  era  inexacto,  yo  dirigí  un  te- 
legrama ai  delegado  de  la  provincia  para  que  remi- 
tiera antecedentes,  y de  los  antecedentes  telegráficos 
que  tengo,  porque  no  ha  habido  tiempo  para  remitir- 
los de  otro  orden,  resulta  que,  en  efecto,  el  inspector 
dei  timbre  ha  propuesto,  porque  no  tiene  facultades 
para  imponer,  ha  propuesto  la  imposición  de  dos  muí- 
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tas:  una  de  140.000  y otra  de  1.. 380. 000,  por  fal- 
tas en  el  timbre.  Los  expedientes  se  están  tramitando, 
y el  delegado,  en  telegrama  de  hoy,  ine  dice  que  han 
sido  informados  ya  por  la  Administración  de  rentas,  y 
han  pasado  á informe  del  abogado  del  Estado.  Como 
estos  expedientes  están  sin  resolver  por  el  Centro  á 
quien  corresponde  resolverlos  en  primera  instancia,  el 
Ministro  de  Hacienda  no  puede  emitir  opinión  respecto 
á los  mismos;  puede,  sí,  decir  al  Congreso,  que  espera 
sean  resueltos  en  justicia  en  primera  instancia,  y si  la 
vesolucion no  satisficiese  á los  interesados,  podrán  alzar- 
se, que  recursos  tienen  para  ello,  y serán  examinados 
con  la  detención  debida  en  el  Ministerio  de  Hacienda. 

No  es  de  extrañar  la  cuantía  de  estas  multas, 
porque  de  mucho  tiempo  es  sabido  que  la  ley  del 
timbre  es  bastante  rigorosa  en  esta  cuestión,  habién- 
dose dado  casos  de  imposición  de  multas  de  25,  de  30 
y de  40.000  duros  por  faltas,  al  parecer,  pequeñas. 
El  criterio  de  la  ley  del  timbre  en  este  punto  obedece 
á un  rigor  que  ha  sido  calificado  por  algunos  de  ex- 
cesivo; y con  objeto  de  aminorar  este  rigor,  se  ha  pre- 
sentado al  Congreso  un  proyecto  de  ley  por  el  Minis- 
tro que  me  ha  precedido  en  este  sitio,  y que  ha  sido 
reproducido  por  el  que  en  este  momento  tiene  la 
honra  de  dirigirse  á la  Cámara,  en  el  que  se  suaviza 
algo  el  rigor  de  esa  ley  para  que  no  se  dé  el  caso  de 
multas  de  la  cuantía  de  las  que  hoy  se  imponen  al 
Centro  Catatan  y á la  Sociedad  Lebon. 

Ignoro  el  fundamento  de  estas  multas;  no  sé  si 
será  por  faltas  de  sellos  móviles  ó por  otra  razón.  No 
tengo  los  antecedentes  necesarios;  los  únicos  que 
tengo  son  telegráficos;  pero  contestando  á la  excita- 
ción del  Sr.  Quintana,  diré  en  concreto  que  los  expe- 
dientes no  se  han  resuelto;  que  es  cierta  la  propuesta 
de  la  imposición  de  la  multa,  porque  el  inspector  no 
tiene  atribuciones  para  imponerla;  y en  cuanto  & que 
se  modifique  la  legislación  en  este  punto,  que  supo- 
ne el  Sr.  Quintana  que  es  rigorosa,  existe  un  proyec- 
to pendiente  de  la  discusión  del  Congreso.  De  modo 
que  la  excitación  del  Sr.  Quintana  está  cumplida  an- 
tes de  que  S.  S.  la  dirigiera. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  Sr.  Gu- 
tiérrez de  la  Vega. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  La  he  pedi- 
do para  hacer  dos  denuncias  ai  Sr.  Ministro  de  la  Go- 
bernación. 

Refiérese  la  primera  á abusos  graves  cometidos 
en  las  listas  electorales  del  pueblo  de  Puerto  Lápi- 
che,  provincia  de  Ciudad- Real.  Parece  que  después 
de  terminadas  las  listas  y publicado  ei  censo,  se  han 
hecho  adiciones  completamente  ilegales.  Bien  com- 
prendo que  el  Sr.  Ministro  no  Liene  tiempo  de  evitar 
de  ninguna  manera  estos  abusos;  pero  so  los  denun- 
cio á fin  de  que  se  instruya  el  oportuno  expediente  y 
puedan  tener  ei  dia  de  mañana  el  oportuno  correcti- 
vo, sirviendo  ai  propio  tiempo  de  protesta  para  que 
las  elecciones  hechas  en  esta  forma  puedan  declarar- 
se mañana  nulas. 

En  la  provincia  de  Málaga,  en  el  pueblo  del  Bor- 
ge,  el  gobernador  ha  suspendido  al  Ayuntamiento 
que  venía  funcionando,  y ha  anulado  las  elecciones 
del  año  85.  También  hago  presente  ai  Sr.  Ministro 
este  abuso,  puesto  que  no  tiene  ni  puede  tener  facul- 
tades ningún  gobernador  para  anular  las  elecciones 
que  tuvieron  lugar  en  el  bienio  anterior,  y cuyos  con- 


cejales han  venido  funcionando  legalineute  hasta  la 
fecha. 

Pongo  estos  abusos  en  conocimiento  del  Sr.  Mi- 
nistro d(3  la  Gobernación,  á fin  de  que  tome  las  medi- 
das que  crea  oportunas  para  corregirlos;  y ya  que  no 
pueda  ser  antes  de  que  las  elecciones  tengan  lugar, 
para  que  pueda  servir  de  base  para  que  aquellas  se 
anulen,  si  á ello  hubiere  lugar. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Se  pondrá 
en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  la 
manifestación  de  S.  S. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Testor  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  TESTOR:  He  pedido  la  palabra  para  pre- 
sentar á la  Cámara  uqa  instancia  que  el  director,  pro- 
fesores numerarios  y ayudantes  de  la  Escuela  de  Be- 
llas Arles  de  Valencia  dirigen  al  Congreso  en  súplica 
respetuosa  de  que  se  digne  igualarlos  con  los  demás 
compañeros  en  el  profesorado,  incluyendo  al  afecto  en 
los  próximos  presupuestos  la  cantidad  necesaria  para 
el  sostenimiento  de  las  Escuelas  elementales  de  Bellas 
Artes. 

Ruego,  pues,  á la  Presidencia  que  se  digne  pasarla 
á la  Comisión  de  presupuestos  á los  efectos  consi- 
guientes. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Pasará  á 
la  Comisión  de  presupuestos. 


El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Pido  la  pa- 
labra. 

Ei  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Señores  Di- 
putados, el  Sr.  Quintana  se  sirvió  hacerme  en  una  de 
las  anteriores  sesiones  una  pregunta  relativa  á la 
conducta  de  las  aduanas  francesas  respecto  á la  in- 
troducción de  vinos  españoles.  Si  de  este  asunto  no 
me  hubiera  ocupado  ya  anteriormente,  con  motivo  de 
la  interpelación  que  sostuvo  el  Sr.  Duque  de  Al- 
modóvar  del  Rio,  me  veria  obligado  á dar  al  Congreso 
algunas  explicaciones  para  motivar  la  respuesta  que 
debo  al  Sr.  Quintana.  Pero  refiriéndome  á lo  que  an- 
tes dije,  cúmpleme  ahora  decir  que  este  es  un  asunto 
de  los  que  más  preocupan  á todas  las  autoridades 
que  dependen  del  Ministerio  de  Estado,  no  solo  por 
lo  que  se  refiere  á la  vecina  República  francesa,  sino 
por  las  análogas  circunstancias  que  ocurren  en  el 
Reino  de  Italia.  Los  representantes  de  S.  M.  en  el  ex- 
tranjero han  recibido  al  efecto  instrucciones  muy 
terminantes,  y todos  los  agentes  consulares  las  tie- 
nen también  para  vigilar  lo  que  sobre  este  puuto  ocu- 
rra. De  ello  tienen  también  conocimiento,  muy  por 
extenso,  las  Cámaras  de  comercio  españolas,  á las 
cuales  el  Ministerio  de  Estado  se  ha  dirigido  cons- 
tantemente haciéndoles  ver,  no  solo  las  dificultados 
y perjuicios  que  al  comercio  de  vinos  españoles  pu- 
dieran presentarse  á consecuencia  del  empleo  de  cier- 
tos alcoholes,  y de  la  manera  por  la  cual  se  falsifican 
ciertas  muestras,  sino  por  ios  males  ya  iniciados,  que 
en  período,  no  muy  largo,  podrán  venir  á nuestro  co- 
mercio de  exportación  de  vinos  si  estos  males  no  se 
remediaran. 

Llegando  ya  al  punto  concreto  de  la  pregunta, 
debo  decir  al  Sr.  Quintana  que  desgraciadamente, 
mientras  los  análisis  que  se  hagan  de  ciertos  vinos 
sean  semejantes  ó parecidos  á aquel  que  S.  S.  leyó, 
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todas  las  habilidades  y esfuerzos  de  la  diplomacia  se- 
rán impotentes.  Lo  dije  ya  en  otra  ocasión,  y debo  re- 
petirlo ahora:  el  Gobierno  no  puede  comprometerse  á 
hacer  que  se  reciba  como  vino  lo  que  no  lo  es,  y aun- 
que pudiera,  nunca  se  decidirla  á adquirir  ese  com- 
promiso, porque  de  tal  manera  perjudica  eso  á nues- 
tro comercio  de  buena  í’é  y á nuestra  producción 
aerícola,  que  todo  el  interés  que  puede  tener  el  Esta- 
do es  el  de  impedir  que  eso  se  repita.  (El  Sr.  Quinta- 
na:  Pido  la  palabra.)  Y tengo  que  añadir  todavía  más: 
que  esto  es  de  tanto  interés  general,  cuanto  que  los 
que  dan  lugar  á esas  desconíianzas,  que  luego  se  tra- 
ducen en  dificultades  y vejámenes  como  los  que  S.  S. 
citó  en  la  última  sesión,  no  son  generalmente,  casi 
me  atrevería  á decir  que  nunca  son  españoles , que 
son  intermediarios  y agentes  los  que  nos  traen  esos 
perjuicios,  que  seguramente  sienten  los  productores 
más  que  los  interesados  en  este  comercio  allende  los 
Pirineos. 

Tiene  mucha  razón  el  Sr.  Quintana,  muchísima; 
yo  se  la  doy  de  buen  grado,  en  el  deseo  de  que  el 
Gobierno  haga  cuanto  esté  en  su  mano  para  impedir 
las  dilaciones  y perjuicios  que  se  causan  al  comercio 
de  vinos,  y no  ha  de  faltar,  al  ménos  en  cuanto  yo 
sepa  y pueda,  osa  protección  del  Gobierno  al  comer- 
cio de  exportación  de  vinos.  Y puedo  decir  ai  señor 
Quintana,  para  que  lo  trasmita  con  la  autoridad  que 
le  dan  ios  servicios  prestados  en  este  punto  y los  in- 
tereses que  en  ello  tiene,  que  la  mejor  manera  segu- 
ramente de  remediar  todos  esos  males,  es  producir 
aquel  testimonio  de  buena  fe,  y aquella  prueba  de 
autenticidad  de  los  líquidos  que  falta  hoy  en  el  extran- 
jero, con  lo  cual  el  Gobierno  tendrá  un  punto  de 
apoyo.  Un  desgraciado  amigo  mío,  perdido  tan  pron- 
to para  el  servicio  de  España,  el  Sr.  Jaumar,  había 
ideado  ya  la  existencia  de  un  laboratorio  en  el  puerto 
de  Pasages,  que  sin  ser  una  prueba  oficial,  sería  una 
presunción  de  buena  fe  para  todos  los  vinos  que  lle- 
vasen el  certificado  de  aquel  laboratorio,  prueba  que, 
desarrollada,  multiplicada  y propagada,  como  las  Cá- 
maras de  comercio  aconsejan  también,  y como  hábil- 
mente ha  demostrado  con  gran  sentido  práctico  la 
Cámara  de  comercio  de  Hnelva,  daria  al  Gobierno  un 
medio  de  los  más  eficaces  y seguros  para  poder  irape- 
dir  eso. 

Pero  mientras  (yo  be  de  repetirlo;  en  estas  cues- 
tiones vale  más  la  franqueza  que  ios  atenuantes);  mien- 
tras pueda  darse  con  marca  española  algo  que  no  es 
vino,  que  no  es  más  que  un  líquido  infame  para  la 
salud,  y quizá  destinado  ai  contrabando;  mientras 
contra  esto  no  luchemos  en  el  interior,  entiendo  que 
todos  nuestros  esfuerzos  podrian  atenuar  el  mal  para 
el  comercio  de  buena  fe,  pero  no  serán  más  que  ate- 
nuaciones insuficientes  para  la  gran  riqueza  vinícola 
del  país. 

Yo  hubiera  deseado  decir  ai  Sr.  Quintana  algo 
más  terminante  y consolador;  pero  en  la  lucha  que 
la  producción  española  tiene  que  sostener  contra  el 
comercio  de  mala  fe,  yo  creo  que  S.  S.  me  agradecerá 
más  esta  franca  afirmación,  con  la  cual  denuncio  el 
hecho  é indico  los  remedios,  que  no  algunas  indica- 
ciones que,  aunque  pareciesen  suficientes,  no  podrian 
tener  de  mi  parte  aquel  asentimiento  que  es  necesa- 
rio para  desde  este  sitio  dar  ciertas  Seguridades  á 
los  productores  españoles. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Quintana  tiene  la 
palabra. 


El  Sr.  QUINTANA:  Agradezcoen  extremo  al  se- 
ñor Ministro  de  Estado  las  frases  que  acaba  de  pro- 
nunciar. 

Tiene  S.  S.  razón;  pero  mi  pregunta,  ó mejor  di 
dio  mis  indicaciones,  que  más  eran  indicaciones  que 
pregunta,  tenían  un  objetivo  que  no  podia  escapar  á 
la  singular  prespicacia  de  S.  S.  En  primer  lugar,  lla- 
mar la  atención  de  S.  S.  sobre  este  asunto  que,  á mi 
juicio,  es  uno  de  los  más  trascendentales  para  la  pro- 
ducción del  país;  y al  propio  tiempo  llamársela  tam- 
bién sobre  lo  que  puede  resultar  de  este  mismo  abuso 
que  se  está  cometiendo;  é insisto  en  llamarle  abuso, 
porque  tal  lo  creo. 

Tiene  razón  S.  S.  en  lo  relativo  á que  en  los  7 
millones  de  hectolitros  que  España  exporta  á Fran- 
cia, hay  una  cantidad  que,  sin  disputa,  es  la  verda- 
dera producción  del  país,  aquella  que  viene  á formar, 
por  decirlo  asi,  la  base  de  esa  trasformacion  indus- 
trial que  se  ha  operado  en  Francia,  y á la  cual  debe- 
mos nuestra  riqueza,  y otra  que  sirve  de  base  al 
fraude.  Yo  no  dudo  eso,  pero  como  es  preciso  decirlo 
todo,  debo  manifestar  también  con  S.  S.  que  los  que 
bacen  ese  fraude  no  son  los  españoles,  sino  los  fran- 
ceses; los  franceses,  que  aprovechándose  de  las  con- 
diciones del  tratado  de  comercio  hispano -aloman, 
reciben  por  sí  ó por  sus  agentes  40  millones  de  pese- 
tas de  alcohol  aletnan  en  estas  ó aquellas  condicio- 
nes, y adicionándole  el  agua  que  tienen  por  conve- 
niente y una  materia  colorante,  lo  entran  por  aque- 
llas aduanas  y van  á parar  al  comercio  francés,  para 
servir  á su  industria  de  cognachs  y bra7idysy  contra 
lo  cual  ha  querido  aquella  administración  defenderse. 

Yo  sabía  de  sobra  que  al  llamar  la  atención  del 
Sr.  Ministro  de  Estado,  llamaba  la  de  todo  el  Gobier- 
no, y no  para  que  adoptara  medidas  solamente  para 
facilitar  la  introducción  de  nuestros  vinos,  no;  al 
llamar  la  atención  del  Gobierno  (y  siento  tener  que 
hacerlo  con  grande  precipitación,  porque  un  deber  im- 
prescindible me  obliga  á ausentarme  de  Madrid  esta 
tarde,  y además  estoy  usando  de  la  palabra  por  gra- 
ciosa concesión  de  la  Presidencia,  dados  los  términos 
del  debate)  lo  bacía  con  objeto  de  manifestarle  que  era 
preciso  hacer  más  dentro  de  casa;  que  era  necesario 
dictar  alguna  medida  con  objeto  de  que  ese  alcohol 
no  pueda  entrar  x^or  las  fronteras  francesas  con  la 
facilidad  con  que  entra  boy.  Entiendo  que  debemos 
respetar  nuestras  convenciones  con  Alemania,  pero  al 
alcohol  que  ha  entrado  en  España  y ha  x^-gado  los 
derechos,  es  necesario  ponerle  en  condiciones  para 
que  no  pueda,  por  medio  de  miserables  mixtificacio- 
nes, perjudicar  el  crédito  que  nuestros  vinos  tienen 
en  el  extranjero. 

Este  era  un  punto  sobre  el  que  yo  deseaba  llamar 
xmrticularmente  la  atención  de  todos,  y sobre  el  cual 
es  forzoso  legislar;  pero  á la  par,  yo  me  permito  in- 
dicar á S.  S.,  que  recomiende  á nuestros  represen- 
tantes en  el  extranjero,  y en  Francia  le  tenemos  muy 
digno  6 inteligente,  se  evite,  porque  ninguna  Admi- 
nistración es  perfecta,  y la  francesa  no  tiene  razón 
para  ser  superior  á la  nuestra,  el  que  los  buenos  vi- 
nos, que  fácilmente  se  reconocen,  estén  detenidos  en 
las  estaciones  de  los  ferro-carriles  para  que  no  suceda 
lo  que  ayer  indicaba  sucede  en  la  de  Gervere  que,  por 
sus  malas  condiciones,  y por  estar  al  aire  libre,  lle- 
guen á imposibilitarse  para  la  venta,  llegando  ade- 
más en  malas  condiciones  al  mercado,  mientras  que 
algunos  vinos,  que  entran  en  las  condiciones  de  fraude 
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que  S.  S.  indicaba,  pasan  con  gran  facilidad  como 
vinos  buenos. 

Termino  repitiendo  que  tengo  completa  confianza 
en  la  grandísima  inteligencia  y en  la  actividad  del 
Sr.  Ministro  de  Estado,  y en  cuanto  yo  pueda  le  he 
de  auxiliar  para  que  esta  soüsticacion  quede  por 
completo  castigada.  A á mi  entender,  hay  que  hacer 
un  esfuerzo  supremo  para  que  la  verdadera  produc- 
ción no  sufra  entorpecimientos  en  el  mercado  de  la 
Nación  francesa  que,  al  fin  y al  cabo,  es  con  la  que 
más  relaciones  comerciales  tenemos;  y este  resultado 
interesa  por  igual  á entrambos  países,  pues  que  com- 
pletándose, como  se  completan,  ambas  producciones 
hacen  posible  esta  grande  y poderosa  industria,  eu  la 
cual  Francia  lleva  en  el  mundo  la  cabecera. 

Ya  que  estoy  de  pie,  voy  á dirigir  dos  palabras  al 
Sr.  Ministro  de  Hacienda  para  darle  las  gracias  por 
sus  explicaciones,  aun  cuando  no  me  he  enterado  de 
ellas  más  que  por  unas  cuantas  palabras  que  en  con- 
versación particular  ha  cruzado  S.  S.  conmigo.  Llevo 
á Barcelona  la  seguridad  de  que  S.  S.,  con  el  grandí- 
simo celo  que  le  distingue,  ha  de  evitar  el  que  de 
estas  instrucciones  surja  un  conflicto  para  nuestro 
comercio.  Yo  entiendo  que  S.  S.  liará  lo  conveniente 
para  que  se  respete  la  ley,  pero  que  á la  vez  procu- 
rará, porque  bien  vale  la  pena,  que  se  respeten  los 
intereses  de  aquel  comercio. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  No  puedo 
ménos  de  declarar  mi  conformidad  más  completa  con 
la  manera  como  el  Sr.  Quintana  ha  juzgado  la  cues- 
tión en  las  breves  palabras  que  ha  dirigido  al  Con- 
greso, y no  me  atrevería  á molestar  de  nuevo  la  aten- 
ción de  los  Sres.  Diputados,  si  no  creyese  que  era 
necesario  añadir  una  indicación  á las  muy  prácti- 
cas que  S.  S.  ha  hecho,  y es  ésta. 

Esta  cuestión  de  los  alcoholes  es  una  cuestión  ex- 
cesivamente compleja,  porque  por  una  parte,  el  al- 
cohol es  necesario  para  el  encabezamiento  de  los  vi- 
nos, y por  otra,  la  clase  de  los  alcoholes  que  se  em- 
plean, está  produciendo  resultados  que  dan  lugar  á 
críticas  dignas  de  la  más  séría  atención  por  parte 
del  Gobierno. 

De  esta  sugestión  que  yo  traigo  al  debate,  resulta 
que  sería  de  importancia  una  cosa,  que  á mí  me  ex- 
traña no  haya  sido  ya  objeto  de  la  preocupación  de 
todo  vinicultor,  que  es  la  fabricación  de  alcohol  en 
España.  Por  encima  de  todo  necesitamos  alcohol,  y 
prohibir  su  importación  es  matar  el  comercio  de  vi  - 
nos. Hay  términos  contradictorios,  y hay  también  una 
resultante:  crear  alcohol,  para  el  cual  existe  en  Es- 
paña un  inmenso  mercado,  y el  Gobierno  ha  hecho 
todo  lo  posible  para  conseguirlo,  puesto  que  el  señor 
Ministro  de  Hacienda  ha  propuesto  lo  que,  á juicio 
de  los  productores  hacía  falta,  la  introducción  tem- 
poral de  las  primeras  materias  que  se  necesitan  para 
la  fabricación  del  alcohol. 

Las  Cámaras  do  comercio  han  sido  enteradas  de 
esta  cuestión  por  los  Ministerios  de  Estado  y de  Fo- 
mento, y la  misma  Comisión  nombrada  para  enten- 
der en  todas  esas  cuestiones  complejas,  que  se  refie- 
ren á los  vinos,  da  la  importancia  que  se  debe  dar  á 
ese  asunto. 

El  8r.  Quintana,  que  ejerce  influencia  sobre  los 
productores  agrícolas,  creo  que  ayudaria  á la  reso- 


lución del  problema,  llevando  la  tendencia  de  los  es- 
píritus hácia  este  lado;  y como  yo  sé  que  en  Cataluña 
hay  elementos  industriales  bastantes  para  conseguir 
resultados  prácticos  en  esta  cuestión,  yo  me  atrevo 
á decir  que  en  esta  dirección  de  las  ideas  hallaríamos 
remedio  para  este  mal,  que,  aunque  someramente, 
con  exactitud  ha  indicado  el  Sr.  Quintana. 

EL  Sr.  QUINTANA:  Pido  la  palabra  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  QUINTANA:  De  completa  conformidad 
con  el  Sr.  Ministro  de  Estado,  que  sabe  que  precisa- 
mente sobre  esa  cuestión  de  la  fabricación  del  alco- 
hol en  España  ine  he  ocupado  con  S.  S.  y con  el  se- 
ñor Ministro  de  Hacienda;  pero  entiendo  que  hay 
algo  más  que  hacer,  y es  que  podemos  tomar  ejem- 
plo de  lo  que  los  franceses  hacen  con  nosotros;  y ya 
que  por  la  frontera  se  nos  entran  cantidades  muy  im- 
portantes de  alcohol,  que  en  su  mayor  parte  no  re- 
une  las  condiciones  de  salubridad  necesarias,  ¿por 
qué  no  ponemos  nosotros  en  nuestras  aduanas  labo- 
ratorios que  examinen  estos  productos,  que  vienen  ;í 
nuestro  país  para  servir  de  base  á tanto  contrabando 
y tanta  defraudación,  y les  imponemos  siquiera  las 
mismas  molestias  y trabas,  sin  faltar  al  tratado,  que 
los  franceses  nos  imponen  á nosotros;  y en  último 
resultado,  si  nuestra  industria  vinícola  los  necesita,  y 
mientras  prospera  la  destilación  española,  inutilizando 
aquellos  que  no  vengan  debidamente  rectificados  y 
sean  nocivos  á la  salud?  Pongamos,  por  medio  de  dis- 
posiciones legales,  á nuestra  industria  vinícola  en 
condiciones  de  obrar  bien,  y defendamos  á la  par,’  con- 
tra quien  los  vulnere,  todos  nuestros  derechos. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  señor 
Alba. 

El  Sr.  ALBA:  La  he  pedido  para  presentar  una 
instancia  que  eleva  á las  Górtes  el  Ayuntamiento  de 
Zamora,  cuya  provincia  tengo  la  honra  de  represen- 
tar, en  solicitud  de  que,  derogándose  el  art.  117  de 
la  ley  provincial  vigente,  que  establece  como  regula- 
dor del  contingente  provincial  lo  que  los  pueblos  pa- 
gan por  impuestos  directos  y por  "consumos,  se  sus- 
tituya con  lo  determinado  en  el  párrafo  3.°  del  ar- 
tículo 81  de  la  ley  de  2 de  Octubre  de  1877,  que  solo 
considera  como  tal  regulador  el  primero  de  los  dos 
factores  indicados. 

Los  Ayuntamientos  de  España  están  pasando  por 
una  situación  tristísima  y angustiosa,  que  pintó  con 
negros  colores,  pero  no  exagerados,  mi  querido  amigo 
el  Sr.  Gosalvez  en  una  de  las  sesiones  anteriores;  la 
crisis  que  les  trabaja  es  tan  honda,  que  desde  luego 
puede  asegurarse  que  sus  resultados  serán  fatales. 
Los  Ayuntamientos  son  los  encargados  de  recaudar 
ciertos  impuestos,  con  la  triste  consecuencia  de  que 
si  lo  recaudado  no  alcanza  á lo  presupuesto  tienen 
que  pagar  la  diferencia;  celebran  conciertos  para  el 
impuesto  de  consumos  y con  la  Hacienda,  y ésta, 
obrando  como  máquina  prensadora,  según  gráfica- 
mente la  llamaba  un  compañero  nuestro,  esprime  y 
saca  todo  el  jugo  posible,  y I9  poco  que  queda  hay 
que  dedicarlo  á sostener  un  personal  mumeroso  que 
evite  el  matute,  verdadera  sanguijuela  de  la  Admi- 
nistración municipal;  y para  colmo  de  males,  y acer- 
ca de  ello  llamo  la  atención  del  Congreso,  en  el  pro- 
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vecto  de  ley  sobre  contribuciones  se  suprime  y de- 
roga el  derecho  que  las  Municipalidades  teniau  de 
establecer  y cobrar  un  recargo  sobre  la  de  inmuebles 
é industrial.  Tal  es  la  triste  vida  de  los  Ayuntamien- 
tos de  España;  pero  los  de  las  grandes  ciudades  se 
encuentran  en  situación  aún  más  difícil,  y la  razón 
es  muy  sencilla. 

Por  virtud  del  precepto  que  motiva  la  instancia 
que  presento  cuando  se  legisla  sobre  el  impuesto  de 
consumos,  no  se  responde  al  principio  de  unidad,  sino 
que  se  sigue  el  principio  de  progresión,  y por  virtud 
de  las  categorías,  los  puertos  habilitados  y las  capi- 
tales de  importancia  vienen  á salir  tan  recargados 
que  hay  población  que  paga  18  pesetas  por  habitante, 
al  paso  que  en  las  demás  de  la  provincia  no  excede 
de  3 pesetas  el  cupo  personal;  de  lo  cual  surge,  como 
consecuencia  ineludible  que  al  hacerse  la  derrama  del 
contingente  provincial,  que  se  gira  sobre  impuesto 
indirecto,  Valladolid,  por  ejemplo,  paga  925.500  pe- 
setas de  un  repartimiento  total  de  1.880.293;  es  decir, 
más  de  la  mitad,  y Zamora  se  encuentra  poco  ménos 
que  en  igual  caso.  Para  evitarlo  eleva  sus  sentidas 
quejas  á las  Córtes,  como  lo  han  hecho  Madrid,  Zara- 
goza y Valladolid,  pues  además  de  la  evidente  falta  de 
equidad  que  así  resulta,  carecen  de  fondos  para  entrar 
en  las  modernas  corrientes  de  urbanización  que  la  hi- 
giene y la  policía  les  demandan. 

lluego,  pues,  á la  Mesa  que,  admitiendo  esta  res- 
petuosa exposición,  la  haga  pasar  á la  Comisión  co- 
rrespondiente; y suplico  también  á los  Sres.  Diputa- 
dos que  consagren  sus  energías  6 iniciativa  á este 
asunto,  verdaderamente  importante,  porque  afecta  á 
uno  de  los  puntos  más  salientes  y dignos  de  estudio 
de  los  que  encierra  el  problema  de  la  gestión  muni- 
cipal en  España. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Pasará  la 
solicitud  á la  Comisión  correspondiente. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Fernandez  Capetillo 
tiene  la  palabra. 

El  Sr.  FERNANDEZ  CAPETILLO:  Tengo  el  ho- 
nor de  presentar  á las  Córtes  una  exposición  de  va- 
rios empleados  del  Banco  Hipotecario  de  España,  en 
la  que  se  asocian  á la  petición  que  los  del  Banco  de 
España  han  elevado  á la  representación  nacional  con- 
tra el  aumento  del  50  por  100  sobre  la  cuota  que  hoy 
satisfacen  como  contribución  industrial,  y solicitan 
que  se  les  exima  de  dicho  aumento. 

El  Si*.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Pasará  á 
la  Comisión  correspondiente. 


ORDEN  DEL  DIA. 

EJ  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictamen  de 
Comisión  mixta,  relativo  al  proyecto  de  ley  incluyen- 
do en  el  plan  general  de  carreteras  la  que  partiendo 
de  la  de  Tarragona  á Pont  de  Armen tera,  en  las  in- 
mediaciones de  Secuitas,  empalme  en  la  de  Masó  con 
la  de  Tarragona  á la  de  Alcover  á Santa  Cruz  de  Ca- 
lafell.» 

Leido  dicho  dictámeñ  ( Véase  el  Apéndice  tercero 
al  Diario  núm.  78 , sesión  de  27  del  actual ),  dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  este 
dictamen. 


El  Sr.  VTNCENTI:  Señor  Presidente,  ruego  á su 
señoría  se  sirva  contar  el  número  de  Diputados  que 
hay  en  el  salón. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  No  hay 
número  suficiente. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  la  sesión.» 

Eran  las  dos. 


Continuando  la  sesión  á las  tres  y diez  minutos, 
dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  discusión  del 
dictámeu  de  la  Comisión  referente  al  proyecto  de  ley 
sobre  el  establecimiento  del  juicio  por  jurados  para 
determinados  delitos.  (Véase  el  Apéndice  primero  al 
Diario  núm.  42,  sesión  del  10  de  Marzo  último \ Diario 
núm.  73,  sesión  del  21  de  Abril,  Diario  núm.  74,  sesión 
del  22  de  idem;  Diario  núm.  75,  sesión  del  23  de  idem; 
Diario  núm.  76,  sesión  del  25  de  idem ; Diario  núm.  77, 
sesión  del  26  de  idem]  Diario  núm.  78,  sesión  del  27  de 
idem,  y Diario  núm.  79,  sesión  del  28  de  idem.) 

El  Sr.  Maura  tiene  la  palabra  para  continuar  su 
discurso. 

El  Sr.  MAURA:  En  el  instante  en  que  interrumpí 
mi  discurso  en  la  sesión  de  anteayer,  estaba  exami- 
nando aquel  cargo  en  que  se  sintetizan  casi  todas  las 
acusaciones  de  los  oradores  de  la  minoría  conserva- 
dora contra  el  dictámeñ  de  la  Comisión;  cargo  que 
consiste  en  achacar  al  Tribunal  del  Jurado  una  inep- 
titud radical  para  ejercer  las  funciones  á que  es  lla- 
mado. Examiné  el  problema  de  la  posibilidad  de  dis- 
tinguir el  hecho  y el  derecho;  procuré  señalar  las 
cuestiones  sometidas  realmente  á la  decisión  del  Jura- 
do, las  funciones  que  los  jurados  están  llamados  á des- 
empeñar al  incorporarse  al  tribunal  para  fallar  un  pro- 
ceso; dije  que,  en  suma,  tiene  que  resolver  el  Jurado 
estos  dos  solos  puntos,  realidad  del  hecho  imputado  al 
reo  y verdad  de  esta  imputación;  apreciación  genéri- 
ca, moral  de  la  culpabilidad  ó inocencia  del  acusado. 
Avancé  más,  y empecé  á examinar  si  para  cada  cual 
de  estas  dos  funciones,  comenzando  por  la  crítica  de 
la  prueba,  la  apreciación  de  los  datos  reunidos  en  el 
juicio,  hasta  resolver  si  el  hecho  es  cierto  y si  es  im  - 
putable al  acusado,  tiene  el  Jurado  ó no  aptitud  que 
permita  confiarle  esta  participación  en  las  delicadísi- 
mas funciones  judiciales. 

No  he  de  repetir  lo  que  ya  está  una  vez  escrito 
en  el  Diario  de  Sesiones]  pero  no  pude  terminar  mi 
razonamiento  y en  este  punto  en  que  lo  dejó  lo  re- 
anudo hoy. 

El  Sr.  Siivela,  resumiendo  con  su  autoridad  y su 
palabra  precisa  argumentos  diseminados  en  los  dis- 
cursos de  los  señores  oradores  que  le  habían  precedi- 
do, y dando  al  pensamiento  una  forma  gráfica,  decía: 
«la  inteligencia  progresa  con  la  cultura,  y entre  un 
entendimiento  cultivado  y un  entendimiento  silvestre, 
quédome  yo  siempre  con  la  inteligencia  ejercitada  y 
cultivada.»  La  apariencia  del  argumento  le  atribuye 
gran  fuerza;  pero  luego  de  examinado,  se  disipa,  si 
yo  no  me  equivoco.  Es  verdad  que  el  ejercicio  de  las 
facultades  intelectuales  las  desarrolla,  las  vigoriza, 
las  perfecciona;  ¿pero  es  que  la  apreciación  de  la 
prueba  de  un  proceso  estriba  solamente  en  una  gran 
agilidad  intelectual?  ¿Basta  esto  para  ejercer  sobre  el 
resultado  del  juicio  una  crítica  eficaz  y segura?  Este 
es  el  problema.  Puede  el  telar  estar  admirablemente 
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montado,  ser  muy  justa  y primorosa  la  máquina, 
pero  si  le  falta  la  primera  materia,  el  telar  nada  teje;  1 
y lo  que  yo  dije  fue  que,  para  apreciar  el  resultado 
de  un  juicio,  sobre  todo  en  materia  criminal,  en  que 
la  prueba  de  testigos  es  casi  siempre,  por  no  decir 
siempre,  decisiva,  lo  primero  que  necesita  el  tri- 
bunal son  datos  y factores  que  nunca  están  en  el 
juicio;  el  conocimiento  de  los  testigos,  de  su  respe- 
tabilidad, de  su  independencia,  de  sus  conexiones 
ostensibles  ó secretas  con  los  interesados  en  el  pro- 
ceso, las  costumbres  y circunstancias  locales;  cosas 
que  ignora  el  magistrado,  caido  como  un  aereolito  en 
una  Audiencia  criminal,  completamente  extraño  al 
pais,  pues  hasta  ahora  corre  entre  todos  sin  contra- 
dicción, aunque  tal  vez  no  suceda  lo  mismo  en  lo  su- 
cesivo, el  principio  de  la  incompatibilidad  de  los  hijos 
del  país  para  las  funciones  judiciales. 

I)e  manera  que  el  Sr.  Silvela,  cuando  tenga  una 
inteligencia  cultivada,  tendrá  la  máquina;  pero  le 
faltará  la  primera  materia  necesaria  para  obtener  el 
juicio  crítico  de  aquella  prueba  que  se  ha  presentado 
en  el  juicio  en  pró  ó en  contra  del  acusado. 

Arguyen  de  otra  dificultad  todavía  los  impugnado- 
res del  Jurado,  y dicen:  «Ahí  es  nada  la  série  de  cues- 
tiones psicológicas  y dialécticas,  la  complicación  de 
operaciones  intelectuales  que  se  necesitan,  para  venir 
á concluir  cuál  es  el  resultado  de  un  juicio.»  Yo  tam- 
bién digo  que  eso  es  verdad;  pero  añadiré  que  entien- 
do que  ni  es  convincente,  ni  en  realidad  el  argumento 
resulta.  ¿Hay  operación  más  sencilla  que  la  de  andar? 
Pues  muchas  gentes  que  andan  con  más  desenvoltura 
que  el  fisiólogo  más  idóneo  para  explicar  cómo  se 
anda,  conocedor  de  los  músculos  que  se  mueven  para 
andar  y de  las  fuerzas  que  intervienen  para  esta  fun- 
ción, no  entenderían,  aunque  se  lo  explicaran,  cómo 
andan,  y andan,  sin  embargo.  Acontece  otro  tanto  con 
el  pensar:  el  hombre  más  culto,  después  de  haber 
hecho  objeto  de  sus  investigaciones  esc  fenómeno  in- 
terno del  espíritu,  mientras  no  se  propone  estudiar  el 
procedimiento  dialéctico-intelectual,  piensa  incons- 
cientemente, sin  conciencia  del  proceso  lógico,  sin 
darse  cuenta  de  qué  piensa,  ni  de  Cómo  piensa,  de  có- 
mo en  su  razón  van  combinándose  los  elementos  in- 
tegrantes del  juicio.  ¿Qué  me  importa  que  el  Jurado 
no  sepa  dar  razón  explícita  de  cómo  ha  venido  á parar 
á una  couclusion,  si  llega  á ella  por  un  procedimiento 
igual  al  que  aplica  siempre  el  sabio  como  el  ignorante 
en  el  comercio  natural  de  la  vida? 

Por  todo  esto  y por  lo  que  dije  el  otro  dia,  que  me 
he  propuesto  no  repetir,  entiendo  yo  que  la  primera 
de  las  funciones  que  al  jurado  competen  (y  es  bueno 
no  confundir  las  cosas  diciendo  que  el  jurado  está 
llamado  á juzgar,  dando  á entender  así  que  todo  el 
peso  de  aquella  función  cae  sobre  sus  hombros),  la 
primera  función,  que  se  cifra  en  apreciar  el  resultado 
del  juicio  en  cuanto  á la  prueba  de  la  certeza  del  he- 
cho y de  su  imputabilidad  al  acusado,  el  jurado  es, 
no  solamente  igual,  sino  superior  al  magistrado,  que 
en  último  término  funciona  como  jurado  en  nuestros 
tribunales  actuales  y en  donde  quiera  que  no  baya 
leyes  positivas  sobre  tasa  de  pruebas,  leyes  que  ten- 
ga que  conocer  y respetar,  leyes  que  aquí  han  repu- 
diado todos  los  que  han  mantenido  el  debate. 

Vamos  á ver  ahora  si  el  jurado  tiene  aptitud  para 
la  segunda  función,  es  decir,  para  calificar  y apre- 
ciar la  culpabilidad  del  acusado.  Es  cierto  que  sola- 
mente son  delitos  las  acciones  penadas  en  la  ley;  pero 


no  es  menos  cierto  que  dentro  de  cada  delito  hay  un 
pecado,  y en  cada  artículo  del  Código,  como  entre 
nácares  la  perla,  un  precepto  del  Decálogo.  En  la  le- 
gislación positiva  existen  delitos  que  se  definen  y cas- 
tigan como  tales  por  razones  históricas,  por  conside- 
raciones sociales,  más  ó ménos  transitorias;  delitos 
en  que  el  pecado  y el  delito  no  guardan  equitativa 
proporción.  Acontece,  por  ejemplo,  tener  que  sancio- 
nar en  el  Código  una  regalía  de  la  Corona;  y por  ahí 
resulta  delito  grave  la  publicación  hecha  por  un  sa- 
cerdote de  la  Iglesia  católica  de  una  bula  pontificia 
que  no  ha  obtenido  el  Regium  exequátur.  Esos  delitos  no 
deben  ir  al  Jurado,  ni  los  que  radicalmente  señalan 
un  divorcio  entre  la  conciencia  y el  precepto  de  la  ley, 
ni  aquellos  otros  que,  por  ciertos  miramientos  resul- 
tan, por  la  cantidad  de  la  pena  ó la  gravedad  de  la  ca- 
lificación, en  alguna  divergencia  con  el  natural  sen- 
tido de  rectitud  y de  justicia.  Si  queréis  que  se  man- 
tenga en  los  fallos  la  desproporción  del  pecado  y el 
delito,  porque  alguna  consideración  aconseje  mante- 
nerla, no  llevéis  esos  delitos  al  Jurado.  Porque  una 
de  las  excelencias  del  Jurado  consiste  en  que,  cuando 
por  la  naturaleza  de  los  casos,  por  la  irreductible  va- 
riedad de  los  casos  individuales,  sometidos  al  precepto 
inflexible  de  la  ley  ó por  vicio  de  ésta,  resulta  un 
desequilibrio  entre  la  sanción  escrita  y lo  que  la  con- 
ciencia del  hombre  honrado  dice  que  hay  de  culpa 
en  aquel  hecho,  el  Jurado  resuelve  esa  discordia  en 
favor  de  la  equidad.  Y esto  acontece,  no  solamente 
cuando  la  ley  es  inicua  por  imperfección  de  su  texto, 
por  mudanzas  ocurridas  en  la  sociedad  desde  que  la 
ley  se  publicó,  ó por  la  imposibilidad  de  que  la  ley  sea 
perfecta,  sino  también  cuando  la  iniquidad  proviene 
de  otra  causa. 

Sobre  el  criterio  del  Jurado  influye  el  mismo  am- 
biente social  que  influyó  sobre  el  reo:  el  ejemplo,  las 
costumbres,  las  circunstancias  del  país,  cosas  todas 
que,  dada  la  esencial  sociabilidad  humana.,  han  de 
haber  influido,  bien  dificultando,  bien  facilitando  la 
trasgresion  á un  tiempo  mismo  de  la  ley  moral  y de 
la  ley  civil.  Es  esta  una  realidad  de  que  en  justicia 
no  se  puede  prescindir,  y solamente  el  Jurado  sirve 
para  que  los  que  juzgan  respiren  y vengan  penetra- 
dos de  la  misma  atmósfera  social  y moral  que  pesaba 
sobre  el  reo,  y ora  le  allanaba  el  camino  del  delito,  ora 
fortalecia  las  naturales  energías  morales  de  la  con- 
ciencia. Calando  sobre  culpabilidad  se  pregunta  al  Ju- 
rado no  se  trata  de  que  decida  cuál  es  el  artículo  del 
Código  aplicable,  ni  el  nombre  técnico  del  delito,  ni 
la  cantidad  y calidad  de  la  pena  aplicable;  pregúnta- 
sele tan  solo  acerca  de  aquello  en  que  coinciden  el 
concepto  moral  y el  jurídico,  para  que  decida  si  hay 
culpa  ó no  y los  grados  de  la  culpa.  Pues  yo  digo: 
¿qué  ventaja  tiene  para  esta  apreciación  la  magistra- 
tura sobre  el  Jurado?  ¿La  ciencia?  ¿Y  qué  ciencia  es 
esa?  ¿Qué  impiedad  es  esa  de  decir  que  la  rectitud  es 
patriinouio  del  hombre  ilustrado?  ¿En  qué  Universi- 
dad se  estudia  la  carrera  de  hombre  de  bien?  Yo  no 
conozco  más  que  una:  el  hogar  ignorado,  mejor  cuanto 
más  humilde,  donde  la  madre  forma  el  corazón  del 
niño,  á la  sombra  bienhechora  del  templo  cristiano. 

¿Será  acaso  que  el  magistrado  tiene  la  experiencia 
que  le  falta  al  advenedizo,  al  jurado?  Pero,  señores, 
¿la  experiencia  vigoriza  los  resortes  morales?  Yo  os 
invito  á que  os  recojáis  y miréis  dentro  de  vosotros 
mismos.  De  mí  sé  deciros,  que  cada  dia  comprendo 
mejor  por  qué  la  fragancia  más  exquisita  de  la  rosa 
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es  la  del  capullo.  Yo  recuerdo  la  viva  emoción  con 
que  comentaba  los  fallos  de  los  tribunales  de  examen 
cuando  comenzaba  mis  estudios.  ¡Qué  escíndalo!  Pos- 
puesto Fulano  á Zutano,  ¿qué  habría  dado  yo  en- 
tonces por  restablecer  el  estado  de  derecho,  violado 
por  aquel  tribunal,  en  mi  sentir?  Después  he  conoci- 
do á los  hombres;  he  visto  machas  cosas;  he  sentido 
aquí  dentro  carcajadas  desgarradoras,  y aunque  creo 
que,  con  el  auxilio  de  Dios,  he  conservado  la  integri- 
dad de  mi  conciencia,  mentiría  si  no  dijera  que  no 
tengo  hoy  la  misma  sensibilidad  moral  que  entonces, 
y notad  que  por  fortuna  mia  no  he  llegado  aún  á las 
nieves  perpétuas  de  la  indiferente  senectud.  Yo  niego 
que  la  experiencia  avive  el  sentido  moral.  EL  Jurado 
es  un  tribunal  siempre  jóven,  porque  se  renueva  cada 
cuatro  meses. 

Pero  yo  invito  A los  señores  de  la  minoría  conser- 
vadora A que  reflexionen  un  instante  sobre  la  obra  en 
que  se  emplean,  porque  á mí  me  parece  que,  sin  que- 
rerlo ni  sospecharlo,  están  minando  los  fundamentos 
de  la  responsabilidad  jurídica  de  los  acusados.  Delito 
es  la  acción  penada  por  la  ley;  la  ley  no  es  ley  sino 
en  cuanto  está  promulgada,  y por  estar  promulgada 
se  supone  entendida;  y C3  bien  que  se  suponga  enten- 
dida, y que  mediante  la  ficción  nadie  pueda  ignorarla, 
porque  cuando  se  promulga  una  ley  de  carácter  pe- 
nal, dentro  del  texto  escrito  hay  un  precepto  del  De- 
cálogo esculpido  en  la  conciencia  del  hombre. 

Yo  os  pregunto:  si  el  jurado  á quien  tenemos  es- 
cogido, á quien  hemos  procurado  sentar  allí  libre  de 
toda  preocupación  que  ofusque  su  espíritu,  y de  todo 
afecto  que  sugestione  su  conciencia,  á quien  hemos 
ilustrado  con  el  debate,  en  cuyo  espíritu  el  resúmen 
del  presidente  ha  procurado  que  la  luz  penetre  sin 
parcialidad  ni  confusión;  si  este  Jurado  es  inepto  para 
apreciar  si  la  acción  es  lícita  ó ilícita,  ¿con  qué  cruel- 
dad vais  á exigir  la  responsabilidad  al  que  está  en  el 
banco,  porque  en  el  ardor  do  la  reyerta  hirió  á su  ad- 
versario, ó hurtó  padeciendo  hambre,  ó conspiró  con- 
tra los  Poderes  públicos  bajo  la  obsesión  del  fanatis- 
mo político?  ¿Entenderá  el  ciudadano  la  ley  para  su- 
frir la  condena  y no  La  entenderá  para  formar  juicio 
del  caso  qué  se  le  presenta? 

Esto  todavía  se  puede  recusar,  porque  son  razones 
especulativas,  y se  os  ocurrirán  réplicas  ó evasivas; 
pero  como  todo  anda  en  estos  tiempos  revoluciona- 
rios tan  revuelto  y movido,  el  Sr.  Pidal  mismo  nos 
ha  invitado  á emplear  c*l  método  experimental,  y yo 
voy  A hacer  una  experiencia;  es  decir,  á explicar  el 
resultado  de  una  experiencia.  No  creáis  que  voy  á 
oponer  á las  acusaciones  que  sobre  casos  concretos, 
algunos  sucedidos  y algunos  presuntos  (como  el  de 
que  nos  hablaba  el  Sr.  Silvela  cuando  se  referia  aL 
proceso  antiguo  de  la  callo  de  la  Justa),  se  han  ex- 
puesto en  esta  ocasión  y siempre  que  se  trató  del  Ju- 
rado: yo  no  puedo  entrar  en  ese  terreno  de  los  erro- 
res judiciales;  entiendo  además,  que  no  prueban  nada, 
porque  los  jurados,  como  los  magistrados,  son  fali- 
bles, porque  son  hombres  y no  podemos  aspirar  a 
tener  una  judicatura  perfecta  en  caso  alguno.  Menos 
he  de  hablar  de  los  casos  acaecidos  en  Naciones  ex- 
trañas, respecto  do  los  cuales  lo  primero  que  habría 
que  ver  serían  los  defectos  orgánicos  del  Jurado  ó del 
procedimiento,  en  el  tiempo  en  que  tales  casos  suce- 
dieron, las  reformas  legales  que  se  han  hecho  des- 
pués, on  vísta  dé  esos  estragos  para  impedirlos,  com- 
parando después  el  estado  legal  del  dia  en  aquellos 


países  con  el  proyecto  que  se  discute.  No;  hablaré  de 
España,  apoyándome  en  un  libro  que  no  engaña:  la 
Colección  Legislativa  con  los  quince  años  de  jurispru- 
dencia criminal  que  tenemos  ya.  Ante  todo,  como  soy 
sincero,  confieso  que  no  puedo  traer  dato  ninguno 
sobre  la  manera  de  apreciar  la  prueba  y de  ejercer  los 
tribunales  de  derecho,  ésta  que  es  una  de  las  dos  fun- 
ciones que  competen  á los  jurados. 

Sobre  esto  fallan  en  única  instancia  las  Audien- 
cias, y el  Tribunal  Supremo  no  tiene  medio  de  interve- 
nir; pero  al  ménos  poseemos  jurisprudencia  inequívo- 
ca para  ver  si  es  realidad  ó pura  teoría  que  el  juez  de 
derecho,  el  magistrado  permanente,  se  considera  en 
su  sitial,  aunque  la  ley  le  diga  lo  contrario,  investido 
de  una  misión  que  no  es  neutralidad,  con  un  minis- 
terio público  que  le  hace  defensor  nato  de  la  socie- 
dad, y le  coloca,  si  no  enfrente  del  acusado,  algo  á 
un  lado  en  el  palenque  del  juicio.  Oídme  un  mo- 
mento. 

Sabéis  que  en  el  Código  hay  una  circunstancia 
eximente  de  responsabilidad,  que  consiste  en  haber 
ejecutado  el  hecho  en  defensa,  con  ciertas  condicio- 
nes. Imposible  que  la  ley  descendiera  A más  de  lo  que 
desciende  en  la  enumeración  de  los  requisitos  nece- 
sarios para  que  lo  defensa  exima  de  responsabilidad 
criminal;  y aun  habiendo  dicho  la  ley  cuanto  podía 
decir,  resulta  que  ese  problema  está  entregado  por 
completo  al  arbitrio  judicial;  decidir  si  el  acusado 
procedió  solo  por  los  impulsos  santos  y legítimos  de 
la  defensa,  ó mezcló  con  ellos  el  deseo  de  vengar  algún 
agravio  próximo  pasado,  ó algún  incentivo  de  ira 
contra  aquella  persona  A quien  hirió  ó A quien  dió 
muerte.  De  manera  que  aquí  tenemos  una  materia  en 
la  cual  el  tribunal  de  derecho  procede  como  el  Jura- 
do, por  recta  conciencia,  sin  norma  legal  efectiva. 

Veamos  cómo  usa  esta  facultad,  y ya  compren- 
dereis que  no  en  mí,  que  creo  haber  guardado  todos 
los  respetos  debidos  A la  magistratura  española,  sino 
en  el  más  desconsiderado,  sería  absurdo  suponer  que 
todos  los  jueces  de  derecho  han  querido  faltar  A la 
justicia,  y por  añadidura  en  un  solo  sentido.  íJeva- 
mos  quince  años  de  jurisprudencia  criminal;  pues  no 
se  ha  dado  una  sola  vez  el  caso  de  haber  una  Audiencia 
aplicado  la  eximente  de  responsabilidad  con  infracción 
de  la  ley;  es  decir,  que  los  acusados  que  han  obtenido 
délos  tribunales  de  derecho  la  exención  por  haber  obra- 
do en  defensa,  jamás  han  conseguido  quela  balanza  de 
la  justicia  se  torcicse  en  favor  suyo,  jamás.  Yo  he  re- 
gistrado la  jurisprudencia  criminal  hasta  el  84,  porque 
no  era  cómodo  seguir  adelante,  y lie  visto  82  casa- 
ciones por  no  haher  estimado  el  tribunal  sentenciador 
la  eximente  de  responsabilidad,  debiendo  estimarla;  y 
ahora  osrectierdoque  el  Tribunal  Supremo  falla  sobre 
los  hechos  que  estimó  probados  el  mismo  tribunal 
que  desechó  la  causa  eximente.  No  es  que  haya  ha- 
bido errores  de  un  lado  y de  otro,  pues  esto  no  pro- 
baria nada,  que  en  todas  las  materias  puede  ocurrir; 
es  un  sistema,  una  gravitación  constante  y declara- 
da, que,  sin  mengua  de  la  rectitud  de  la  magistratu- 
ra, por  el  peso  del  oficio,  por  lo  que  decimos  los  que 
defendemos  el  Jurado,  les  inclina  A mirar  con  des- 
confianza y oir  con  excepticismo  las  pruebas  y alega- 
ciones de  la  defensa  encaminadas  A una  absolución 
donde  hubo  un  acto  material  definido  como  delito 
en  el  Código.  Pues  esto  mismo  se  confirma  de  otra 
manera. 

Sabéis  que  las  circunstancias  eximentes,  cuando 
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no  todos  los  requisitos  aparecen  completos,  se  con- 
vierten en  atenuantes  muy  calificadas  de  especial 
trascendencia  en  la  pena.  Pues  también  he  estudiado 
la  jurisprudencia  bajo  este  aspecto,  y resulta  que 
aunque  ahí  es  verdad  que  llegaron  al  Supremo  dos 
casos  en  que  se  liabia  estimado,  con  error,  como  ate- 
nuante la  eximente  incompleta  de  haber  obrado  el 
acusado  en  defensa,  ha  habido  42  en  que  ha  sido  me- 
nester casar  la  sentencia,  porque  indebidamente  se 
desestimó  la  defensa  bajo  ese  concepto.  Las  casacio- 
nes por  apreciación  de  las  otras  atenuantes  y de  las 
agravantes,  enseñan  que  sistemáticamente  hay  más 
casaciones  por  haber  desestimado  atenuantes  y por 
haber  estimado  agravantes,  que  por  haber  desesti- 
mado agravantes  y estimado  atenuantes. 

De  manera  que  es  una  propensión  constante,  uni- 
forme, mantenida  en  una  série  de  años,  en  diversidad 
de  casos,  en  todo  el  Reino;  la  experiencia,  pues,  de- 
muestra, experiencia  que  ya  me  parece  que  puede  resis- 
tir la  crítica  del  Sr.  Pida!,  loque  nosotros,  teorizando 
y razonando,  venimos  diciendo  en  apoyo  del  dictamen. 

El  Sr.  Isasa  se  lamentaba  amargamente,  y creia 
tener  apoyo  bastante  en  la  estadística  criminal,  para 
decir  que  en  las  Audiencias  reina  una,  lenidad,  una 
flojedad  en  la  acción  punitiva  del  Estado,  que  espanta, 
que  debía  alarmar  á los  intereses  conservadores,  á 
todos  los  intereses  de  la  Nación,  que  al  fin  y al  cabo 
todos  por  igual  están  bajo  el  amparo  de  la  justicia. 
( El  Sr.  Isasa  hace  signos  negativos.)  Procuraré  inter- 
pretar las  indicaciones  del  Sr.  Isasa,  de  modo  que  no 
sean  un  arrepentimiento,  aunque  va  á ser  difícil;  por- 
que S.  S.  elijo  á la  Cámara,  con  todo  el  énfasis  posible, 
no  hablo  ahora  del  énfasis  en  el  sonido,  cou  toda  la 
insistencia,  cou  todos  los  acentos  que  al  dato  corres- 
dian,  que  hay  30.000  ó 30.000  ó 42.000  procesos  em- 
pezados y no  concluidos  por  condena.  Decia  S.  S.,  fun- 
dado en  esto,  que  no  hay  justicia;  que,  por  una  ú otra 
razón  resulta  que  los  delincuentes  quedan  impunes. 
Pues  yo  digo  alSr.  Isasa  que  resulla  de  mi  eximen, 
caso  por  caso  (que  es  como  deben  ser  examinados  los 
números  para  que  no  engañen  al  que  los  consulta), 
que  desde  que  funciona  la  organización  actual,  está 
acentuada  la  tendencia  que  yo  be  notado  antes;  ten- 
dencia á la  represión  indebida,  excesiva,  hija  de  un 
movimiento  de  celo  que  honra  á la  magistratura,  y 
por  el  cual  no  se  puede  hacer  cargo  ninguno  contra 
ella,  pues  proviene  el  daño  de  lo  poseída  que  está  de 
su  ministerio;  represión  excesiva  que,  como  digo,  se 
ha  hecho  notar  mis  desde  1882. 

Vigoricemos  cuanto  queráis  la  acusación;  en  eso, 
por  mi  parte,  no  hí3  de  iros  i la  mano.  Yo  creo  que 
es  deficiente,  que  falta  policía,  que  la  instrucción  del 
sumario  deja  mucho  que  (lesear,  que  se  <Aeben  mejo- 
rar las  garantías  que  la  sociedad  tiene  de  que  los  de- 
litos no  queden  impunes;  pero  cuando  lleguemos  al 
juicio,  entonces,  señores,  exijamos  la  neutralidad  del 
juez,  sin  la  cual  no  hay  justicia  posible. 

El  Sr.  Sil  vela  me  invitó  á que  explicase  las  inclu- 
siones y exclusiones  de  delitos  en  la  competencia  del 
durado,  y yo  agradezco  á S.  S.  que  haya  suspendido 
su  juicio  hasta  oirnos,  porque  álguieu  que  había  ha- 
blado antes  que  S.  S.  no  se  tomó  la  molestia  de  pre- 
guntarnos, sino  que  falló  de  plano  que  eso  se  había 
hecho  como  el  Jurado  administraría  la  justicia,  por 
uu  sorteo,  del  cual  habíamos  hecho  nosotros  el  pri- 
mer ensayo,  insaculando  las  denominaciones  de  todos 
los  delitos  y saliendo  de  este  sorteo  los  que  habían  do 


ir  á la  competencia  del  Jurado.  ¿Qué  he  de  decir  yo 
de  esto?  Una  sola  cosa.  Que  de  Jurado  tiene  la  Comi- 
sión una  cualidad,  la  desconfianza  de  su  propio  juicio; 
por  lo  cual  ella,  como  el  Jurado,  lia  empezado  por 
examinar  las  cosas  despacio  antes  de  dar  dictamen  y 
presentarlas  á la  resolución  del  Congreso.  Pero  ya  que 
el  Sr.  Silvela  ha  tenido  la  bondad  de  preguntarme 
acerca  de  esto,  sin  entrar  en  el  examen  menudo  (le  lo 
que  será  luego  objeto  de  singular  debate,  de  verda- 
dera importancia,  sin  entrar  en  los  grandes  desenvol- 
vimientos á que  esto  brinda,  ios  cuales  ocuparían  toda 
la  largueza  de  vuestra  benevolencia,  indicaré  los  con- 
ceptos generales  y aun  recogeré  algún  punto  en  que 
singularmente  se  fijó  S.  S. 

Es  natural;  si  el  Sr.  Silvela  ó quien  el  dictamen 
examine,  espera  que  con  un  solo  criterio  podrá  dis- 
tinguir los  delitos  sometidos  á la  competencia  del  Ju- 
rado, de  los  delitos  excluidos,  no  acertará  á darse  ex- 
plicación, porque  la  Comisión,  después  de  verlo  des- 
pacio, luego  veremos  si  está  ó no  equivocada,  reputó 
imposible  con  un  solo  criterio  y una  sola  norma  re- 
solver la  cuestión  compleja  de  los  delitos  que  habían 
de  ir  al  Jurado  y los  que  habían  de  excluirse.  Por  esto 
resultaba  alguna  contradicción  aparente  mirando  ca- 
sos distintos  que  han  sido  incluidos  ó excluidos  en 
virtud  de  consiileracioues  diversas. 

Nosotros  hemos  procurado,  y al  decir  nosotros, 
hablo  del  proyecto  del  Ministro  y del  dictámen  de  la 
Comisión,  que  en  esto  casi  coinciden,  salvas  dos  ó 
tres  ligeras  variaciones,  y por  esto  al  defender  el  clic- 
táinen  defiendo  la  obra  común;  nosotros  hemos  pro- 
curado atender  en  primer  término,  á la  gravedad  del 
delito,  propendiendo  á que  la  justicia  correccional 
quedase  excluida  del  conocimiento  del  Jurado;  pero 
hay  delitos  graves  que  no  se  encomiendan  ai  Jurado, 
y delitos  de  penas  correccionales  que  se  le  encomien- 
dan. ¿Por  qué?  Porque  la  cantidad  ó calidad  de  la 
pena  no  era  el  solo  criterio.  Había  que  atender  á la 
índole  de  los  delitos  por  lo  que  antes  os  decia,  porque 
interesa  medir  la  proporción  entre  la  sanción  escrita 
en  la  ley  y el  grado  de  reprobación  que  á la  concien- 
cia merece  el  hecho;  y entregar  ai  conocimiento  del 
Jurado  aquello  en  que  se  observa  discordancia  de  la 
ley  y la  conciencia  publica,  es  afrontar  el  peligro  de 
que  la  conciencia  pública  derogue  la  ley  efectiva- 
mente. 

Hemos  atendido  al  concepto,  que  el  Sr.  Silvela 
mismo  en  su  ilustración  no  desconocía,  de  que  el 
Jurado  principalmente  ha  de  conocer  de  los  delitos 
políticos;  es  decir,  que  por  punto  general  los  delitos 
políticos  y todos  los  de  opinión,  son  de  la  competen- 
cia del  Jurado,  según  la  propia  naturaleza  de  la  ins- 
titución. Hemos  atendido  á la  estadística  criminal,  y 
á la  necesidad,  según  la  frecuencia  con  que  se  come- 
ten unos  ú otros  delitos,  de  que  no  resultasen  los 
jurados  recargados,  de  manera  que  fuese  menester 
retenerlos  en  el  lugar  de  las  sesiones  más  tiempo  del 
razonable,  ya  que  hay  que  exigir  á los  ciudadanos 
este  sacrificio.  Hemos  atendido  á otra  consideración 
delicada,  porque  existen  categorías  de  delitos,  tipos 
legales  de  delitos  tan  semejantes  entre  sí  que  fácil- 
mente los  episodios  del  juicio  hacen  degenerar  la  ca- 
lificación, pasándolos  de  uno  á otro  artículo;  y nos- 
otros no  queríamos  que  fuese  frecuente  por  el  resul- 
tado del  juicio,  recaer  el  hecho  fuera  de  la  lista  de 
delitos  entregados  al  conocí  miento  del  Jurado;  por- 
que de  ahí  deriva  una  cuestión  casi  constitucional, 
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tocante  á las  garantías  individuales.  Todo  ciudadano  ! 
tiene  derecho  á que  le  juzgue  el  tribunal  establecido 
por  ley  anterior;  y ¿obre  una  calificación  errónea  del 
fiscal  sería  violento  someterlo  á un  tribunal  que  no 
fuera  aquel  que  por  la  ley  establecida  le  correspon- 
diera; conflicto  al  cual  hemos  acudido  en  la  definición 
de  la  competencia  y después  en  la  tramitación;  y aun 
es  posible  que  la  Comisión  tenga  algo  que  decir  que 
no  esté  en  el  dictamen  sobre  este  punto. 

Iiíneas  generales  son  estas,  de  que  creo  no  cabe 
pasar  en  un  debate  de  totalidad.  El  Sr.  Silvela  trató 
singularmente  del  delito  de  lesa  Majestad.  El  delito 
de  lesa  Majestad  no  se  somete  d la  competencia  del 
Jurado,  oídlo  bien,  por  desconfianza  del  Jurado.  ¿Pero 
desconfianza  nuestra?  No:  nuestra  no:  nosotros  le  ha- 
bríamos entregado  el  delito  de  lesa  Majestad  con  plena 
confianza;  porque  nosotros  creemos  que  el  Jurado  es 
el  órgano  más  genuino  y auténtico  de  la  opinión  pú- 
blica y con  igual  convicción  creemos  que  en  la  opi- 
nión pública  no  podia  entrar  estímulo  ninguno  que 
relajase  la  represión  en  este  linaje  de  delitos;  y mé- 
nos  que  nunca  ahora,  que  está  el  Cetro  en  manos  de 
una  Princesa  insigne,  de  tan  altas  cualidades  que  la 
majestad  misma  parece  que  se  dignifica  en  ella,  y 
residía  enaltecida  la  propia  realeza.  Los  delitos  de 
lesa  Majestad  no  se  someten  á la  competencia  del  Ju- 
rado, por  contemplación  á vuestra  desconfianza  del 
Jurado,  porque  como  dije  en  el  dia  de  anteayer,  quien 
legisla  no  debe  prescindir  de  la  realidad,  ni  aun  de 
las  preocupaciones  del  pueblo  y del  tiempo  para  que 
legisla.  Sabíamos  que  vosotros  y los  que  están  de- 
trás de  vosotros,  no  teneis  en  el  .Turado  confianza  bas- 
tante para  que  el  estímulo  de  ver  sometidos  d- 61  los 
delitos  de  lesa  Majestad  no  os  indujese  á herir  en  el 
corazón  y subvertir  por  la  base  la  institución  entera. 

La  justicia  correccional...  digámoslo  en  otros  tér- 
minos; al  tribunal  de  derecho,  con  el  juicio  oral  y pú- 
blico, queda  sometido  el  mayor  número  de  causas,  no 
las  más  graves,  el  mayor  número;  y me  importa  de- 
cir que,  en  efecto,  respecto  de  todos  estos  delitos,  el 
estado  de  cosas  que  subsistirá,  promulgada  esta  ley, 
en  mi  sentir  no  es  definitivo,  ni  satisfactorio. 

El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  ha  iniciado 
ya  parte  muy  importante  del  remedio,  porque  es  claro 
que,  trasformada  la  actual  institución  de  los  Juzga- 
dos municipales  en  una  judicatura  primaria,  refor- 
mado el  Código  penal  y encargada  aquella  de  la  jus- 
ticia en  los  casos  levísimos,  que  son  los  más  frecuentes 
y que  dan  número  mayor  á la  estadística,  cerca  del 
lugar  del  delito,  quedará  más  expedita  la  administra- 
ción de  la  justicia,  y se  evitarán  grandes  molestias  y 
perjuicios  efectivos  á los  ciudadanos.  Si  me  es  lícito 
dejar  de  hablar  en  este  instante  como  presidente  de 
1h  Comisión,  por  mi  sola  cuenta  diré  que  no  estoy 
sasisfeolio  con  esto,  y creo  que,  tarde  ó temprano,  que- 
ramos ó no,  puesto  que  no  podemos  retroceder  ai  jui- 
cio escrito  (que  era  uno  de  los  términos  de  la  disyun- 
tiva del  Sr.  Garnica cuando  fué  á informar  á la  Comisión 
y creo  que  al  hablar  aquí  la  otra  tarde);  aceptando 
que  no  podemos  volver  al  juicio  escrito  y á las  dos 
instancias,  creo  aue  tendremos  que  ir  á parar,  para 
lo  correccional,  al  escabinato  ó á los  testigos  ó ase- 
sores que  en  los  pueblos  escandinavos  intervienen  la 
función  judicial,  intervención  en  la  que  yo  veo  el  ger- 
men del  Jurado.  Será  necesario  extender  de  algún 
modo  á la  administración  de  justicia  correccional,  sin 
embarazarla  ni  entorpecerla  la  intervención  popular. 


Pero  no  es  ahora  ocasión  de  examinar  estas  cosas, 
ni  puede  ocuparse  de  esto  la  Comisión:  lie  querido 
únicamente  salir  al  paso  de  las  observaciones  que  pu- 
dieran surgir,  ya  que  todos  decimos  que  el  actual  es- 
tado de  cosas  no  es  aceptable,  y la  reforma  no  alcanza 
á todo.  Todo  no  se  puede  hacer  de  una  vez. 

No  quisiera  equivocarme  creyendo  que  todo  lo  di- 
cho en  la  tarde  anterior  y lo  que  he  expuesto  hoy  deja, 
en  cuanto  nosotros  podemos,  y cabe  en  un  debate  de 
totalidad,  defendida  la  institución  del  Jurado,  como 
instrumento  ventajoso  para  administrar  justicia. 

Poco  he  de  decir  del  aspecto  político  que  tiene  esa 
institución;  pero  lo  tiene;  dejaría  de  ser  una  institu- 
ción judicial  si  no  lo  tuviera,  porque  viene.de  la  esen- 
cia misma  de  las  cosas  que  la  organización  de  ios  tri- 
bunales, y aun  la  estructura  del  procedimiento,  sea 
como  una  derivación,  un  corolario  del  derecho  cons- 
titucional de  cada  tiempo  y de  cada  país.  ¿Sabéis  poi- 
qué? Porque  el  que  legisla,  que  es  la  más  excelsa  fun- 
ción, al  parecer,  de  la  soberanía  del  Estado;  el  que 
legisla,  define  el  derecho  en  términos  generales  para 
lo  futuro,  y el  que  juzga  lo  define  también,  para  el 
caso  concreto  ya  sobrevenido;  mas  lo  define,  sobre- 
poniendo su  fallo  á la  ley,  porque  la  cosa  juzgada,  se- 
gún axiomas  eternos,  la  cosa  juzgada  se  sobrepone  á 
la  ley,  aunque  la  haya  violado  y roto.  Y siendo  así 
las  cosas,  á cada  organización  política,  á cada  tiempo 
corresponde  su  judicatura.  La  judicatura  permanente, 
la  magistratura  togada,  la  judicatura  actual  es  una 
prolongación,  que  ha  subsistido  á pesar  de  los  des- 
manes revolucionarios  que  tanto  preocupan  al  señor 
Pidal,  una  derivación  de  la  Monarquía  pura;  así  como 
la  magistratura  electiva  y temporal  es  consecuencia, 
en  el  órden  judicial,  de  la  soberanía  popular,  que  pul- 
veriza el  Estado  y lo  disuelve  en  las  olas  tornadizas 
do  la  muchedumbre.  El  Jurado,  la  intervención  po- 
pular en  la  administración  de  justicia,  radicalmente 
confiada  á la  magistratura  togada  y permanente,  es 
planta  propia  de  la  zona  templada  del  derecho  políti- 
co; es  el  complemento,  el  corolario,  la  derivación  ló- 
gica de  los  principios  esenciales  de  la  Monarquía  cons- 
titucional y representativa. 

Ya  os  hice  notar  en  la  tarde  de  anteayer  que,  á la 
vez  que  limita,  es  limitada  la  acción  popular  en  la 
administración  de  justicia  por  medio  del  Jurado.  To- 
dos queréis  que  desaparezca  esa  muralla  de  hielo  que 
acordona  á los  tribunales  en  el  seno  de  la  sociedad,  y 
no  hay  sino  el  Jurado  para  lograr  ese  propósito,  que 
es,  en  efecto,  urgente  y necesario.  El  Jurado  digni- 
fica al  ciudadano  que  va  á ejercer  esa  función ; es  no 
una  escuela  de  la  inteligencia,  á propósito  de  la  cual 
podáis  decir  los  donaires  con  que  habéis  matizado 
vuestros  discursos;  es  un  gimnasio  de  las  virtudes 
cívicas  y de  los  resortes  morales;  es  la  intervención 
efectiva  del  ciudadano  en  la  cosa  pública;  allí  ve  las 
leyes  en  su  acción  propia,  vivas  y palpitantes.  Porque 
un  proceso  no  es  sino  un  episodio  de  la  vida  social,  y 
toda  la  vida  humana  está  entretejida  en  las  leyes  pe- 
nales, civiles,  administrativas  y económicas;  y el  que 
ha  de  dar  su  voto  para  elegir  al  representante  en  los 
Cuerpos  Golegisladores,  es  bueno  que  vea  y palpe  la 
ley  en  acción,  en  el  seno  de  la  sociedad,  no  escrita  en 
la  Gaceta , si  acaso  lee  la  Gaceta . 

Si  lia  de  haber  errores  con  cualquiera  judicatura, 
con  cualquiera  organización,  porque  hombres  al  fin 
lian  de  ser  los  que  administren  la  justicia,  yo  os  digo 
que  el  Jurado  tiene  al  ménos  la  ventaja  de  que  no  fo- 
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menta  en  la  Opinión  pública,  suspicaz  por  naturaleza, 
la  prevención  de  que  los  errores  son  tiranías,  dé  que 
son  otra  cosa  que  consecuencia  inevitable  de  estar  en 
manos  de  los  hombres  esa  como  las  demás  funciones 
del  Estado. 

En  suma:  ¿qué  decís?  ¿Decís  que  el  magistrado  es 
magistrado  para  juzgar,  corno  el  médico  lo  es  para 
asistir  al  enfermo,  y que  cada  cual  vaya  á su  oficio 
y no  incurramos  en  la  aberración  de  sacar  á la  gente 
de  su  casa  para  que  abandone  sus  haciendas  y vaya 
á ocuparse  en  lo  que  no  entiende?  ¿Decís  oso?  ¿Decís 
que  la  división  del  trabajo  es  ley  de  la  vida  y condi- 
ción de  progreso? 

Yo  creo,  conozco  vuestra  clarísima  inteligencia, 
que  no  habéis  reflexionado  ni  visto  á dónde  os  llevan 
las  consecuencias  de  este  argumento. 

Es  verdad  que  en  el  orden  económico,  la  división 
del  trabajo  significa  progreso  y es  verdadera  ley;  pero 
no  podéis  aplicarla  á la  política,  porque  en  lo  econó- 
mico, la  concurrencia  de  egoísmos  individuales  favo- 
rece la  riqueza  pública,  y en  lo  político,  egoísmo  es 
negación  de  las  virtudes  del  ciudadano,  todas  á un 
tiempo.  Una  persona  sola  estaría  facultada  para  ha- 
blar en  esta  Cámara  ese  lenguaje:  el  Sr.  Barón  de  San- 
garren.  Por  ese  camino  no  se  para  hasta  encomendar 
las  funciones  públicas  á los  más  aptos,  á los  más  há 
hiles  ó á ios  llamados  por  ley  de  herencia  á ejercerlas; 
se  excluye  de  la  vida  pública,  enviándolos  á sus  ca- 
sas, á los  sencillos  súbditos,  para  que  consagrados  á 
sus  menesteres  ó profesiones,  esperen  los  beneficios 
de  una  paternal  administración,  de  un  Gobierno  pa- 
ternal y de  la  majestad  paternal  también  del  Rey  y 
señor.  No  tiene, en  una  palabra,  el  ciudadano  que  ocu- 
parse en  votar,  leer  periódicos,  irá  las  reuniones  pú- 
blicas, ó en  otra  forma,  intervenir  en  la  marcha  de 
los  Poderes. 

Suponia  el  Sr.  Silvela  que  esta  reforma  tenía  por 
objeto  satisfacer  los  envidiosos  é inquietos  apetitos 
que  él  atribuye  á la  democracia;  suponia  que  era  un 
síntoma  más  de  la  dolencia  crónica  de  la  Nación. 
A mí  me  parece  que  he  dicho  bastante  para  justificar 
el  dictámen;  pero  indicaré  ahora  que  si,  contra  el 
ufan  de  reformas  sin  tiempo,  ocasión  ni  medida,  re- 
comienda el  Sr.  Silvela  la  higiene,  sin  ser  yo  de  la 
facultad  creo  que  no  hay  cosa  más  contraria  á la  hi- 
giene que  vivir  en  una  casa  á medias  construida,  que 
es  el  estado  presente  de  la  administración  de  justicia, 
según  hemos  reconocido  todos.  De  modo  que  la  re- 
forma no  obedece  áesa  causa,  sino  al  deseo,  verdadera 
necesidad,  de  completar  el  organismo  que  administra 
la  justicia,  supremo  interés  de  la  sociedad. 

A este  propósito  hizo  el  Sr.  Silvela  una  frase  que 
me  permitiréis  que  recoja,  porque  aunque  no  tenga 
para  ello  autoridad  alguna,  en  las  Córtcs  pasadas,  en 
otro  recinto  donde  se  ventilaban  temas  de  derecho, 
aquí  ahora,  he  oido  insistir  de  tal  manera  en  este  pen- 
samiento al  Sr.  Silvela,  que  yo  me  permito,  por  si  la 
estima  digna  de  Consideración,  oponerle  una  res- 
puesta. 

Hablaba  S.  S.  del  vandalismo  unitario,  del  peligro 
de  unificar  y lastimar  las  energías  espontáneas  que  la 
historia  y las  costumbres  han  engendrado  en  regio- 
nes diversas  de  la  Península,  por  el  afan  temerario  de 
someterlo  todo  á un  nivel  teórico  y á una  regla  in- 
flexible. És  verdad  que  ha  podido  haber  de  este  vicio 
que  censura  el  Sr.  Silvela  alguna  deplorable  mani- 
festación; pero  me  parece  tanto  ó más  peligrosa  la 


exageración  contraria  en  que  incurre  S.  S.  Porque,  si 
no  me  equivoco,  ese  respeto  supersticioso  á las  insti 
tuciones  locales,  ai  regionalismo,  á lo  que  queda  déla 
historia,  á las  diversidades  que  traducen  las  costum- 
bres, en  una  Nación  como  la  nuestra,  propende  á que 
la  ley  se  limite  á compilar  las  costumbres  y cristali- 
zarlas. Eso  es  dar  preferencia  al  derecho  silvestre  so- 
bre el  derecho  cultivado , para  aceptar  la  frase  del  se- 
ñor Silvela. 

Entiendo  que  la  ley,  como  una  de  las  manifesta- 
ciones supremas  de  la  soberanía  del  Estado,  es  de 
igual  manera  que  toda  otra  función  de  soberanía,  una 
grande  energía  directora,  que  dehe  actuar  sobre  la 
sociedad  de  arriba  abajo.  La  ley  sería  tiránica,  sería 
efímera  y perturbadora  si  no  tuviese  en  cuenta  la  his- 
toria del  pueblo,  sus  costumbres,  hasta  sus  preocu- 
paciones; pero  tampoco  puede  olvidar  los  ideales  que 
depura  y trae  la  ciencia,  ideales  que  debe  tenor  en 
cuenta  quien  gobierna,  si  es  digno  de  gobernar  y sin- 
gularmente de  legislar.  Designios  que  miran  al  por- 
venir, para  encauzar  la  vida  nacional  é impulsar  con 
sabiduría  los  adelantamientos  y las  mejoras,  en  vez 
de  seguir  sumiso  la  corrient(3  de  esos  fenómenos  va- 
rios que  llamamos  costumbres  en  lo  jurídico  como 
en  las  demás  manifestaciones  de  la  vida.  Yo  creo,  por 
tanto,  que  á las  costumbres  es  preciso  combinarlas 
con  los  ideales  para  que  la  ley  sea  benéfica,  de  la  pro- 
pia manera  que  se  agostarían  las  campiñas  si  el  cielo 
no  derramara  otra  lluvia  que  las  evaporaciones  del 
mismo  suelo  que  ha  de  recibirla.  Del  suelo  se  alzan 
las  nubes,  pero  también  enriquecen  su  caudal  cru- 
zando la  planicie  vaga  y ai  parecer  estéril,  de  los 
mares.  Entre  la  costumbre  y la  ciencia  debe  buscarse 
la  concordia;  pero  huyendo  de  convertir  en  quietud 
el  respeto  i lo  histórico,  y de  que  degeneren  en  tras- 
torno los  acompasados  movimientos  de  la  reforma. 

Me  he  permitido  recoger  esto,  porque  considero 
que  en  persona  de  tanta  autoridad  como  el  Sr.  Silve- 
la, dada  la  insistencia  con  que  esta  razón  brota  de 
sus  labios;  en  un  país  como  el  nuestro,  donde  el  re- 
gionalismo, tal  cual  vez,  asoma  con  caractércs  alar- 
mantes, ya  que  carezco  de  autoridad  que  oponerá  la 
suya,  una  modesta  protesta,  que  no  debe  lastimar  á 
S.  S.,  me  he  creído  en  el  caso  de  oponer. 

Réstame  ya  tan  solo,  para  dejar  de  molestaros, 
examinar  la  última  fase  de  este  debate;  la  última, 
porque  con  ella  voy  á poner  término  á mi  discurso; 
que  podría  muy  bien  haber  sido  la  primera. 

Ei  partido  conservador,  en  efecto,  en  este  último 
año  y medio,  ha  seguido  una  política  de  patriótica 
circunspección;  no  es  que  baya  abandonado  un  solo 
instante  la  defensa  de  sus  idéalos,  ni  la  procura  do 
sus  intereses,  no.  Es  que  se  abstiene  de  la  iracundia 
sistemática,  que  era  como  el  derecho  de  gentes  do 
nuestros  partidos  políticos. 

¡Gran  progreso,  cuyo  encarecimiento  nunca  sería 
excesivo,  y gran  regocijo  el  nuestro  cuando,  disipan- 
do temores  que  otros  discursos  nos  habían  sugerido, 
ai  terminar  el  Sr.  Silvela  hizo  una  declaración  en  que 
se  cifra  la  quinta  esencia  de  esa  política  y ese  estado 
de  ánimo  del  partido  conservador,  ó cuando  menos 
de  su  jefe. 

No  creáis  que  yo  estime  en  poco  esta  ventaja  y 
este  progreso.  Ya  no  hemos  de  temer  que  un  partido 
que  se  llame  conservador  aliente  la  resistencia  al  pago 
de  los  tributos,  ó dificulte  la  persecución  del  juego  en 
la  capital  de  la  Monarquía,  ó aliente  las  disidencias  y 
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ayude  á debilitar  los  organismos  políticos  que  nece- 
ta  el  régimen  constituido.  No;  eso  no  sucederá  ya  ja- 
más; todos  están  obligados  á no  incidir  en  tales  ex- 
travíos. ¡Gran  progreso!  Pero,  con  razón  decia  el  señor 
Bilvela  que  no  se  cura  todo  con  medicina,  y recomen- 
daba la  higiene.  La  higiene  es  eíicaz  con  el  tiempo,  y 
creo  que  el  partido  conservador  todavía  necesita  por 
espacio  no  corto  tratamiento  higiénico.  Entiendo  que 
la  campaña. que  hace  contra  el  Jurado  (no  sé  si  os 
habéis  dado  cuenta  de  ello,  ó si  me  equivoco  yo),  pro- 
viene de  un  resabio  de  nuestras  costumbres  políticas. 
Adoptando  el  símil  que  empleó  el  tír.  Silvela  digo  que 
la  campana  me  parece,  más  que  á otro  fin*  endcrc- 
rezada  á aplacar  y acallar  á las  alimañas  que  siem- 
pre siguen  el  trineo  (entendiendo  por  trineo  la  colec- 
ción de  Diputados  de  una  minoría  que  ha  logrado 
entrar  en  el  Parlamento,  y no  por  alimaña,  sino  por 
lo  que  S.  8.  tenga  á bien  decir,  la  gente  del  partido 
que  se  queda  fuera  de  esta  casa...  y de  los  Ministe- 
rios); atribúyola  á las  exigencias  que  tiene  en  España 
ese  modo  de  viajar  por  la  política  en  períodos  de  opo- 
sición que  suelen  obligar  á arrojar  á la  ñera  carne 
viva  ó muerta,  la  que  se  tiene. 

No  acierto  á explicarme  de  otro  modo  que  hayais 
acometido  al  dictámen  como  le  habéis  acometido; 
por  qué  debiendo  el  partido  conservador  amparar  los 
verdaderos  y permanentes  intereses  conservadores  de 
la  Nación,  les  ha  inferido,  en  realidad,  herida  profun 
da,  que  es  lo  que  procuraré  demostrar. 

Durante  la  primera  mitad  de  este  siglo  era  lema 
científico  de  discusión  y de  pelea  en  el  orden  político 
la  institución  del  Jurado  en  las  diversas  Naciones 
continentales,  porque  entonces  el  aspecto  político  del 
Jurado  tenía  una  importancia  que,  siendo  intrínseca- 
mente perdurable,  hoy  no  apasiona  en  la  misma  me- 
dida, conquistadas  ya  de  un  modo  definitivo  otras 
garantías,  y,  además,  porque  no  estaban  comproba- 
dos en  la  experiencia  ei  mérito  y la  virtualidad  de  la 
institución.  Triunfante  ia  institución  en  las  leyes  de 
casi  todas  las  Naciones,  hacia  ya  muchos  años  que, 
salvas  excepciones  individuales  y escritores  sueltos, 
que  los  hay  para  todo,  la  tendencia  general,  el  movi- 
miento general  científico  ya  no  recaían  contra  el  Ju- 
rado. Se  discutían  los  defectos  del  Jurado,  la  mejor 
manera  de  formar  las  listas,  la  manera  de  corregir  es- 
tos ó aquellos  extravíos,  ó de  lograr  más  ó ménos  efi- 
cacia de  Lal  ó cual  principio  generador  de  esta  insti- 
tución judicial. 

lia  surgido  después  la  escuela  antropológica  cri- 
minal, á que  se  ha  hecho  referencia  en  este  debate,  y 
la  cuestión  ha  renacido  en  toda  ia  integridad  de  los 
antiguos  dias  y con  mayor  crudeza. 

Y no  podía  suceder  otra  cosa.  Reducido  el  hom- 
bre á un  manojo  de  nervios,  cuyos  variados  extreme- 
cimientos  habíamos  tenido  hasta  ahora  por  manifes- 
taciones de  un  alma  inmortal;  degradado  el  hombre 
á ser,  si  acaso,  quien  encabeza  la  fauna  universal; 
arrancada  á la  conciencia  humana  la  evidencia  íuLi- 
ma  de  su  libertad  moral;  negada  por  lo  tanto  la  res- 
ponsabilidad; asentada  categóricamente  la  afirmación 
de  que  tan  involuntario  es  el  delito  como  la  locura,  y 
son  casos  de  ignorada  Locura  la  mayor  parte  de  los 
que  la  humanidad,  ciega  é ignorante,  ha  venido  tra- 
tando como  delitos,  natural  y lógico  es  que  la  escuela 
antropológica,  muy  pujante  fuera  de  España,  y no  muy 
flébil  en  España  en  proporción  con  el  movimiento 
científico  que  aquí  presenciamos,  haya  proclamado  la 


abolición  del  Código  penal.  No  es  posible  definir  el 
delito,  si  ha  de  resultar  todo  del  examen  de  la  cons- 
titución física,  asimetrías  ó irregularidades  orgáni- 
cas, propias  ó heredadas,  del  delincuente. 

Abajo  el  procedimiento  acusatorio  y todo  ese  apara- 
to de  discursos  y melodrama  (puro  ruido  según  ellos), 
porque  todo  se  reduce  á un  caso\  averiguada  la  realidad 
del  hecho,  solo  importa  reconocer  al  autor  y clasifi- 
carlo entre  las  especies  antropológicas,  sea  criminal 
nato,  loco,  delincuente  por  ocasión,  ó por  hábito,  ó por 
pasión,  según  las  categorías  que  ellos  han  establecido. 
A la  administración  de  justicia,  añaden,  hay  que  qui- 
tarla su  carácter  ético.  ¡Claro!  ya  no  se  trata  de  aforar 
culpas  y distribuir  castigos,  se  trata  de  constituir 
una  dinámica  defensiva  de  la  sociedad;  en  una  pala- 
bra, los  tribunales  no  han  de  ser  sino  un  seto  vivo 
para  separar  las  especies  pacíficas,  capaces  de  coexis- 
tir sin  devorarse,  de  las  dañinas,  bravias  y feroces. 
Solo  importa  medir  la  altura  y fuerza  de  la  valla  que 
hay  que  poner  entre  el  delincuente  y la  sociedad,  ver 
qué  es  lo  que  con  él  se  hace,  no  faltando  quien  opine 
que  lo  mejor  es  entregarle  al  personal  carcelario  que 
verá  y decidirá  lo  que  ha  de  hacer  con  el  relapso. 

Consecuencia  indeclinable  de  tales  doctrinas  es  el 
grito  ¡abajo  el  Juradol  reunión  de  ignorantes,  desco- 
nocedores de  la  estadística  criminal,  la  sociología  y 
la  antropología;  mas  los  apóstoles  de  la  nueva  secta 
gritan  igualmente:  Abajo  los  magistrados,  civilistas  y 
romanistas,  empacho  viviente  de  erudición  clásica  su- 
pérflua.  Muestran  tenor  de  la  magistratura  un  concep- 
to quizás  inferior  al  que  vosotros  tenéis  del  Jurado, 
por  lo  que  toca  á su  aptitud  para  administrar  justicia. 
No  hay  más,  añaden,  que  una  competencia,  una  aptitud 
para  administrar  rectamente  ia  justicia;  la  del  médi- 
co, y no  del  médico  tradicional  que  ha  curado  nues- 
tras dolencias  y las  de  nuestros  padres,  sino  la  del 
sociólogo  que  ba  desentrañado  los  sagrados  textos  de 
la  escuela,  ó sean  los  registros  y las  estadísticas  de 
todos  los  presidios  dei  orbe.  Ese  es  quien  conoce  la 
quinta  esencia  de  la  estadística  criminal;  ese  sabe 
medir  todas  las  irregularidades  orgánicas  de  donde 
provienen  las  acciones  que  pueden  llamarse  delitos. 
¡El  médico,  y el  médico  solo!  Al  médico  ha  de  entre- 
gar el  sacerdote  su  báculo,  el  senador  su  toga,  y el 
preLor  las  fasces  de  sus  lictores.  No  hay  más  que  un 
asunto  cognoscible,  y claro  está  que  no  puede  haber 
más  que  un  sabio;  el  médico. 

Figuraos,  Sres.  Diputados,  que  yo  antes  de  empe- 
zar este  debate,  por  las  obligaciones  de  mi  cargo, 
habia  leído  en  Ferri,  en  Lombrosso  y en  Garófalo, 
todas  cuantas  cosas,  argumentos,  razoues  fundamen- 
tales, anécdotas  y episodios  se  han  expuesto  aquí  por 
los  diguos  oradores  de  la  minoría  conservadora;  todo 
eso  de  la  separación  dei  hecho  y del  derecho,  de  la 
ineptitud  del  Jurado,  y la  evolución  de  lo  homogéneo 
á lo  heterogéneo,  y la  vitalidad  ó atrofia  de  órganos, 
todo  cuanlo  decís,  lo  habia  leído  allí.  ¡Qué  asombro 
el  mió!  ¡El  partido  conservador  es  el  que  viene  en 
columna  cerrada  armado  con  esas  armas,  y es  el  se- 
ñor Pidal  quien  viene  á la  cabeza!  Señores,  imaginaos 
el  asombro  del  testigo  de  alguna  de  las  batallas  de  la 
Reconquista,  cuando  hubiese  visto  aparecer  al  após- 
tol Santiago,  blandiendo  en  la  diestra  su  fulgurante 
espada;  pero  mostrándose,  no  sobre  los  arneses  bruñi- 
dos y las  airosas  cimeras  de  los  guerreros  cristianos, 
para  acudirles  en  lo  más  apretado  del  trance,  sino 
sobre  los  turbantes  blancos,  para  acaudillar  á la  exe- 
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crable  morisma!  jEl  Si*.  Pida!  capitaneando  á los  po- 
sitivistas modernos,  reproduciendo  aquí  sus  argu- 
mentos contra  el  Jurado,  peleando  con  ellos,  con  sus 
mismas  armas,  banderas  y uniformes,  queriendo  es- 
calar la  muralla  por  la  misma  brecha! 

Llamaos,  si  queréis,  conservadores;  pero  mañana 
no  os  extrañéis  de  que  esos  mismos  combatientes, 
engreídos  y fortalecidos  con  el  auxilio  que  les  habréis 
prestado,  tomen  el  segundo  reducto  y arrojen  por 
encima  de  las  almenas  á la  magistratura  de  la  toga, 
y sienten  en  el  sitial  del  magistrado  histórico,  el  úni- 
co juez  posible,  la  única  pericia  positiva;  la  del  médi- 
co antropólogo;  el  solo  arúspice  que  sabe  escrutar 
las  entrañas  de  la  bestia  humana,  intérprete  auténti- 
co del  juicio  animal  de  que  nos  habíais  vosotros.  Me 
dicho.  (Grandes  aplausos.) 

El  Sr.  PIDAL  Y MON  (D.  Alejandro):  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  PIDAL  Y MON  (D.  Alejandro):  Unicamente 
para  felicitar  al  Sr.  Maura  por  el  brillante  discurso  con 
que  acaba  de  resumir  el  debate  por  parte  de  la  Comi- 
sión, y para  decirle  que  ese  apostrofe  Anal  tan  elocuente 
que  ha  pretendido  arrojar  sobre  la  minoría  conservado- 
ra, debe  guardarlo  íntegro  para  sus  amigos  y para  el 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  que  han  adoptado  en 
principio  los  proyectos  del  Sr.  Letamendi  de  abrir  los 
Códigos,  de  abrir  los  tribunales  de  justicia,  de  abrir 
las  cárceles  á los  médicos,  lo  que  si  no  en  los  princi- 
pios coincide  en  las  soluciones  con  la  escuela  antro- 
pológica criminal;  porque  todo  eso  que  ha  dicho  tan 
elocuentemente  el  Sr.  Maura  no  cae,  no  puede  caer 
sobre  mí,  que  solo  he  hecho  constar  que  hay  en  la 
ciencia  otros  problemas  que  no  habia  cuando  se  pre- 
gonaban las  excelencias  del  Jurado  y que  esos  pro- 
blemas por  su  grandísima  oscuridad,  por  su  grande 
importancia,  por  su  gran  trascendencia,  exigen  y re- 
quieren en  el  llamado  á juzgar  superioridad  de  inte- 
ligencia, de  cultura  y de  hábitos.  Lo  que  ha  dicho  el 
Sr.  Maura  cae  sobre  el  que  dando  importancia  no  ad- 
jetiva, sino  sustantiva,  al  elemento  puramente  acce- 
sorio del  juicio,  quiere  que  entre  en  este  como  ele- 
mento esencial  y eso  no  lo  ha  sostenido  la  minoría 
conservadora,  eso  lo  han  sostenido  los  amigos  de  S.  S.; 
á su  lado  encontrará  el  Sr.  Maura  los  apóstoles  de  esa 
teoría  que  han  proclamado,  no  solo  en  discursos,  sino 
cu  proyectos  aceptados  por  el  Gobierno. 

Pero  tengo  que  decir  á S.  S.  que  cuando  he  estu- 
diado, si  no  con  tanto  fruto  como  S.  S.,  con  toda  la 
atención  que  me  ha  sido  posible,  la  escuela  antropo- 
lógica criminal,  si  la  he  visto  apostrofar  al  Jurado  y 
considerarle  como  un  absurdo  por  erigir  en  título 
para  juzgar  la  ignorancia,  cuando  aun  los  sabios  en 
derecho  les  parecen  poco  ilustrados  para  juzgar  los 
temerosos  problemas  de  las  ciencias  experimentales, 
lio  visto  que  con  una  falta  de  lógica  sin  igual  viene 
á coincidir  sin  darse  cuenta , con  varios  principios 
generadores  del  Jurado,  porque  el  Jurado  en  su  verda- 
dera sustancia  no  es  más  que  la  separación  en  el  jui- 
cio del  elemento  objetivo  de  la  ley  del  elemento  sub- 
jetivo del  acusado.  Por  eso  el  Jurado  requiere  por  su 
esencia  misma  el  desconocimiento  por  parte  de  los 
jurados  de  la  ley,  y cuando  S.  S.  nos  decía  que  miná- 
bamos la  responsabilidad,  porque  suponemos  que  el 
Jurado  no  puede  conocer  la  ley,  y por  tanto,  no  debe 
conocerla  el  criminal,  debía  tener  presente  el  señor 
Maura  que  ese  argumento  contra  nosotros  se  vuelve 


contra  SS.  SS.,  porque  es  de  esencia  en  el  juicio  por 
jurados  el  desconocimiento  de  la  ley  á la  que  solo  se 
falta  por  aquel  perpetuo  y piadoso  perjurio  de  que 
nos  habia  Blackstone,  como  una  de  las  condiciones 
morales  y moralizadoras  del  Jurado  inglés. 

Pues  bien;  la  escuela  antropólogica  criminal,  al 
quitar  todo  carácter  objetivo  al  delito  dejando  de  con- 
siderar su  gravedad  en  relación  á la  violación  de  la 
ley  eterna,  natural,  moral  ó escrita,  para  no  examinar 
en  él  más  que  el  elemento  subjetivo,  el  delincuente 
en  sus  caracteres  somáticos  indicadores  de  su  temibi - 
lidad,  que  es  el  fundamento  de  su  eliminación  por  la 
pena,  viene  á coincidir  con  el  Jurado  en  este  novísimo 
casuismo  de  la  ciencia  contemporánea,  porque  el  in- 
dividualismo del  delito  no  es,  Sres.  Diputados,  en  el 
derecho  otra  cosa  que  lo  que  era  en  la  ciencia  moral 
aquel  tan  ridiculizado  casuismo , ya  flagelado  por  la 
punzante  sátira  de  Pascal,  y convertido  hoy  por  lo 
visto,  en  ideal  de  las  escuelas  impías  y revolucio- 
narias. 

Y si  el  dato  biológico  del  delincuente  es  el  tunda- 
menlo  de  su  juicio  penal,  no  hay  que  olvidar  que  en 
ei  origen  histórico  del  Jurado  inglés  el  jurado,  más 
que  juez,  era  el  testigo  de  la  localidad  que  mejor  po- 
día conocer  al  delincuente,  y en  esto  se  funda  la  lo- 
calización del  juicio  por  jurados,  así  como  se  funda 
su  verdad  en  la  apreciación  individual,  no  en  la  deter- 
minación de  una  ley  que  existe  por  la  soberanía  en 
los  Códigos,  y que  no  es  más  que  el  reflejo  de  lo  que 
está  escrito  por  Dios  en  la  conciencia  déla  humanidad. 

Y si  para  los  juradistas  más  distinguidos,  la  me- 
dianía es  superior  al  génio  para  juzgar,  no  debo  to- 
marlo á mal  la  escuela  criminal  antropológica,  para 
quien  el  génio  es  una  locura  nada  más.  Recoja,  pues, 
S.  S.  para  sí  y los  partidarios  del  Jurado  esas  acusa- 
ciones con  relación  á la  escuela  antropológica  cri- 
minal. 

Otro  argumento  impropio  de  la  altísima  capacidad 
y do  la  grandísima  elocuencia  del  Sr.  Maura,  con- 
siste en  decir  que  la  administración  de  justicia  por 
magistratura  no  es  más  que  la  deducción  lógica  de  la 
Monarquía  pura,  y que  ei  Jurado  es  la  administración 
de  la  justicia  propia  de  la  Monarquía  constitucional, 
y que  los  que  combatimos  el  Jurado  no  estamos  en 
nuestro  puesto,  porque  solo  estaría  en  su  lugar  com- 
batiéndole el  Sr.  Barón  de  Sangarren. 

En  esa  teoría  palpita  aquel  error  que  lleva  consi- 
go el  planteamiento  del  Jurado  y que  tendrá  que  pal- 
pitar siempre  contra  vuestra  voluntad  en  todas  las 
defensas  que  hagais  del  Jurado,  porque  la  lógica  se 
impone  por  la  naturaleza  misma  de  las  cosas  y cuan- 
do faltan  en  los  principios,  brota  forzosamente  en  los 
hechos  á despecho  de  toda  voluntad. 

Si  tomáis  por  principio  dei  régimen  constitucio- 
nal el  principio  mismo  dei  Jurado,  del  que  es  su  ver- 
dadera expresión,  que  es  la  soberanía  nacional  inma- 
nente y la  división  de  los  Poderes,  establecida  por 
Montesquieu,  entonces  teneis  razón,  el  Jurado  corres- 
ponde á esa  Monarquía  constitucional.  Pero  esa  Mo- 
narquía constitucional  no  es  la  Monarquía  de  la  Cons- 
titución vigente;  esa  Monarquía  constitucional  es 
aquella  en  que  el  Rey  es  solo  un  funcionario  público; 
y entonces,  como  el  Rey  no  es  más  que  un  delegado 
de  la  Nación,  revocable,  un  simple  funcionario  públi- 
co pagado  para  ejecutar  lo  que  el  Poder  ejecutivo 
tiene  quo  hacer  por  su  naturaleza  administrativa, 
entonces  el  juez  no  es  tampoco  otra  cosa  más  que  un 
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delegado  de  la  Nación,  cine  es  el  verdadero  soberano, 
para  administrar  la  justicia  en  nombre  de  la  Nación. 
[tíl  Sr.  Matera : De  la  Nación  sí,  de  la  plebe  no.)  Meta* 
tísico  estáis.  (El  Sr . Maura : Clarísimo. — Risas.) 

Pero  realmente  admito  la  distinción,  si  habla  S.  S. 
en  nombre  de  la  grande  escuela  conservadora;  mas  si 
habla  S.  S.  en  nombre  del  partido  liberal,  vuelvo  á 
decir  que  metafísico  está  S.  S.,  porque  las  escuelas 
conservadoras  liau  distinguido  siempre  la  soberanía 
de  la  Nación  de  la  soberanía  de  la  plebe,  porque  para 
los  conservadores  la  Nación  es  una  entidad,  es  una 
personalidad  social,  jurídica,  histórica  y política  que 
encierra  en  su  seno,  no  solo  el  presente,  sino  el  pa- 
sado y el  porvenir  déla  misma  nacionalidad,  y en- 
tonces la  soberanía  está  en  la  Nación,  entendiendo 
por  Nación,  no  solo  el  sagrado  suelo  de  la  Patria, 
sino  todos  sus  recuerdos,  todas  sus  instituciones,  toda 
su  historia,  la  religión  que  la  informó,  la  Monarquía 
hereditaria  que  la  forjó,  la  Constitución  elaborada  por 
los  siglos,  todo  lo  que  constituya  su  ser  eu  el  pre- 
sante, en  el  pasado  y en  el  porvenir.  Pero  si  S.  S.  lo 
dice  como  partido  liberal,  entonces  ya  no  es  tan  fácil 
el  comprenderlo,  porque  entonces,  como  se  ve  por  el 
sufragio  universal  que  nos  vais  á traer  pronto,  no  es 
la  representación  de  la  Nación,  sino  la  representación 
de  la  plebe,  *lo  que  se  busca,  porque  ante  el  sufragio 
universal,  como  ante  toda  institución  democrática, 
desaparece  la  jerarquía,  la  herencia,  la  clase,  la  cor- 
poración, solo  queda  en  pié  el  individuo  ante  la  ley, 
y como  individuo  lo  mismo  es  el  potentado  que  el 
pordiosero,  el  plebeyo  que  el  noble,  todos  son  ciuda- 
danos, plebe  al  fin,  que  la  plebe,  como  mucho  mayor, 
los  abisma  y los  pierde  en  su  inmensidad  como  la 
gota  en  el  Océano. 

Recoja,  pues,  S.  8.  también  esa  distinción  que  le 
lia  brotado  del  corazón  en  un  momento  de  espontá- 
nea manifestación  del  sentimiento;  porque  si  S.  S. 
tiene  ese  modo  de  pensar,  tan  en  armonía  con  su  ad- 
mirable modo  de  decir,  debe  abandonar  esos  bancos, 
porque  esos  principios  no  se  pueden  sustentar  ahí, 
sino  aquí  que  es  donde  tienen  su  legítima  represen- 
tación. (Rumores  en  la  mayoría.) 

No;  conforme  al  eterno  y verdadero  sislema  de 
división  de  Poderes,  en  toda  Monarquía  que  arranque 
del  derecho  natural,  la  administración  de  justicia 
será  uno  de  los  atributos  del  Poder  ejecutivo.  El  Po- 
der ejecutivo,  encargado  de  hacer  la  aplicación  de  la 
ley,  de  llevar  á la  práctica  las  decisiones  del  Poder 
legislativo,  de  administrar  las  cosas  y de  gobernar 
las  personas,  tendrá  que  tener  siempre  en  sus  manos 
los  dos  grandes  resortes  para  vencer  las  dos  grandes 
clases  de  obstáculos  que  se  presenten  á lo  que  el  Po- 
der legislativo  haya  decretado  y á lo  que  el  Poder 
ejecutivo  tenga  que  ejecutar:  si  el  obstáculo  es  de 
fuerza  material  con  la  fuerza  material  misma,  que 
para  eso  tiene  el  ejército;  si  el  obstáculo  es  moral, 
con  la  fuerza  moral  de  la  magistratura,  que  cuando 
liaya  colisión  de  derechos  aplicará  el  Código  civil 
para  decidir  quién  es  el  que  lo  tiene  mejor,  y si  en 
lugar  de  colisión  es  violación  del  derecho,  con  el  de- 
recho penal.  Por  lo  tanto  en  toda  Constitución  que 
arranca  de  los  verdaderos  principios  de  derecho  na- 
tural, no  será,  no  podrá  ser  nunca  el  Poder  judicial 
masque  un  atributo  del  Poder  ejecutivo. 

Y si  es  un  atributo  del  Poder  ejecutivo,  y así  le 
encontrareis  en  la  historio,  porque  juzgar  es  reinar, 
como  se  ha  dicho  siempre  eu  el  mundo,  bien  se  ve 


cuál  03  el  nacimiento  de  la  magistratura.  Porque  no 
es  nada  menos  que  una  extensión  de  la  personalidad 
del  Rey,  que  en  los  primeros  tiempos,  en  los  tiempos 
históricos,  juzgaba  por  sí  mismo,  como  San  Luis  bajo 
la  sagrada  encina  de  Yicennes,  y como  San  Fernando 
recorriendo  aquí  los  pueblos  de  su  Reino;  pero  cuando 
las  Naciones  se  engrandecen,  cuando  los  organismos 
se  complican,  ya  no  puede  juzgar  por  si  el  Rey,  y en- 
tonces es  cuando  los  pueblos,  renunciando  como  una 
pesada  carga  á eso  que  ahora  queréis  presentar  como 
un  derecho,  piden  de  rodillas  al  Rey,  al  Señor  feudal, 
al  Soberano,  que  les  exima  de  aquella  pesada  carga, 
y la  Iglesia,  interviniendo  con  su  mano  paternal  en 
aquella  verdadera  opresión  y tiranía,  llega  hasta  á ex* 
comulgar,  disponiendo  por  medio  de  sus  Concilios  que 
no  obligase  al  pobre  á apartarse  de  las  faenas  en  que 
ganaba  el  pan  cuotidiano  de  la  vida,  para  ir  al  Jurado 
á ejercer  un  derecho  que  era  una  pesada  carga  de  su 
servidumbre  feudal.  Y entonces,  por  la  fuerza  misma 
de  las  cosas,  nacen  los  peritos  en  la  ciencia  de  juz- 
gar; y con  el  estudio  de  esos  peritos  brota  la  ciencia 
del  derecho;  y de  su  conocimiento  y costumbre  la 
magistratura,  que  no  era  otra  cosa  que  la  ciencia  eri- 
gida en  cuerpo,  con  autoridad  delegada  por  el  Rey 
para  aplicar  la  ley  y el  derecho  á todas  las  relaciones 
de  la  vida. 

Pocas  cosas  más  tengo  que  rectificar  de  lo  que 
respecto  á mí  ha  dicho  el  Sr.  Maura;  pero  no  me 
quiero  sentar  sin  dar  un  testimonio  sincero,  no  sola- 
mente de  la  elocuencia,  que  esa  es  ya  notoria  en  su 
señoría,  no  solamente  de  su  competencia  y de  su  sa- 
ber, sino  también  de  otra  cosa  más  grave  y que  con 
toda  sinceridad,  y no  por  introducir  cizaña  en  la  ma- 
yoría, voy  á exponer  al  Congreso. 

Hay  dos  Jurados  ante  vosotros,  Sres.  Diputados, 
el  Jurado  lógico  que  es  el  Jurado  radical,  y hay  un 
Jurado  que  es  el  Jurado  mixtificado,  ei  Jurado  del  se- 
ñor Maura.  El  Jurado  del  Sr.  Alonso  Martínez  x>arli- 
cipa  de  los  dos  (Restos),  y ó proclamáis  la  infalibilidad 
de  la  conciencia  pública  en  el  juicio  instintivo  del  Ju- 
rado, y en  seguida  lo  proclamáis,  no  solo  como  un  de- 
recho natural  (que  esto  os  lo  abandono  para  no  andar 
ahora  en  metafísicas  que  nos  aparten  del  asunto  prin- 
cipal), ó proclamáis  en  seguida  la  unanimidad  de  los 
veredictos  como  consecuencia  necesaria  é inmediata 
de  ese  juicio  instintivo  dei  Jurado,  expresión  de  la 
conciencia  publica,  y buscáis  el  tormento,  aquel  tor- 
mento que  en  la  sociedad  bárbara  sirvió  como  regla 
segura  de  prueba,  y en  el  Jurado  sirve  como  medio 
para  poner  de  acuerdo  las  diferentes  conciencias  indi- 
viduales fundándolas  en  la  conciencia  pública,  ó no 
hacéis  eso,  y renunciáis  al  resúmen  del  presidente  y á 
toda  esa  séric  de  mixtificaciones  que  introducís  en  el 
Jurado  para  hacer  una  cosa  que  no  satisfaga  á nadie, 
una  cosa  que  con  el  nombre  y los  inconvenientes  y 
sin  el  principio  del  Jurado,  y sin  que  pueda  traernos 
el  beneficio  que  el  escarmiento  del  Jurado  podría  pro- 
porcionarnos si  le  practicaseis  de  buena  fe;  ó volvéis 
la  vista  á Inglaterra,  y buscáis  en  aquel  pueblo  cons- 
titucional sin  constitución,  en  aquel  pueblo  donde  un 
presidente  de  un  tribunal  de  justicia  brindaba  hace 
poco  tiempo  por  la  gloriosa  incertidumbre  de  sus  le- 
yes, en  aquel  pueblo  donde  se  conserva  todavía  como 
se  conserva  en  los  demás  el  núm.  12  para  el  Jurado, 
¿ sabéis  por  qué?  Porque  ese  era  el  número  de  los 
Apóstoles  y el  número  de  las  tribus  de  Jerusalen;  ó 
i buscáis  en  aquél  pueblo,  donde  eí  Jurado  es  un  caos, 
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las  reglas  contradictorias  de  su  legislación,  sus  tradi- 
ciones históricas  y feudales,  sus  caprichos  que  son  la 
negación  de  todas  vuestras  teorías. 

El  pueblo  inglés,  jurídicamente  considerado,  es 
un  móustruo  que  goza  de  buena  salud,  y si  sería  ab- 
surdo exponerse  á quitarle  la  vida  para  orgauizarle 
debidamente,  tan  absurdo  me  parece  á mí  erigir  la 
monstruosidad  en  ideal  de  perfección  aplicable  á los 
sércs  bien  organizados.  La  legislación  inglesa  es  como 
la  torre  inclinada  de  Pisa,  y tan  absurdo  como  sería 
demolerla  porque  está  inclinada,  cuando  tan  gallar- 
damente se  mantiene  en  pié,  tan  absurdo  me  pa- 
rece á mí  que  sería  erigir  la  desviación  del  centro  de 
gravedad  de  la  perpendicular,  cu  regla  de  construc- 
ción para  las  torres.  Pero  si  queréis  imitarlo,  ya  lo 
sabéis,  renegad  de  todas  vuestras  teorías,  poned  en 
la  categoría  de  capacidad  el  inquilino  de  una  casa 
que  tenga  15  ventanas,  excluyendo  al  que  solo  tenga 
14,  mirad  ese  penoso  derecho  que  reclama  la  sobera- 
nía nacional  y el  liberalismo  democrático,  como  una 
carga  pesada,  de  la  que  ningún  inglés  se  deja  de  li- 
brar voluntariamente;  pues  ninguno  por  más  gentle - 
mera  que  sea,  tiene  á deshonra  el  ser  recusado  co- 
mo poco  digno  de  juzgar.  Con  que  decidios  por  uno 
ti  otro,  pero  esa  mixtificación  que  nos  traéis  ahí  y 
que  no  responde  ni  á la  tradición,  ni  á la  teoría,  ni 
al  principio,  ni  á la  costumbre,  ni  al  elemento  histó- 
rico, ni  ai  codificador,  eso  no  lo  podéis  traer  sin  te- 
mor de  que  os  digan:  queréis  salir  de  un  compro- 
miso engañando  á la  opinión;  para  ello  barajais  con- 
tradictorios principios  y nos  presentáis  el  abigarrado 
conjunto  como  ideal  de  perfección,  pero  así  disgus- 
táis á todos,  á los  que  lo  temen  como  á los  que  lo 
desean,  á los  amantes  de  lo  antiguo  y á los  adorado- 
res de  lo  nuevo,  á todos  los  que  no  encuentren  las  ra- 
zones ni  el  criterio  á que  verdaderamente  obedece  ese 
proyeclo.  Por  sus  frutos  se  conocerá  el  árbol  de  que 
proceden. 

Nosotros,  si  nos  equivocamos,  y vuestro  Jurado, 
sea  por  lo  que  fuere,  funciona  bien  y administra  la 
justicia  bien,  diremos  «bendito  sea;»  porque  nosotros 
no  queremos  el  instrumento,  queremos  el  fin,  que  es 
la  realización  de  la  justicia.  ¡Ojalá  que  nos  equivo- 
quemos, puesto  que  lo  vais  á establecer;  que  no  somos 
nosotros  de  los  que  perseguimos  las  consecuencias  de 
un  principio  como  verdaderos  jacobinos,  siquiera  para 
conseguirlo  tengamos  que  pedir  la  ruina  de  la  huma- 
nidad y la  muerte  de  la  Patria!  No;  ¡ojalá  nos  equi  - 
voquemos!  Pero,  en  cambio,  si  nuestros  temores  se 
realizan  y lejos  de  servir  el  Jurado  para  la  adminis- 
tración de  justicia,  solo  sirve  para  asegurar  la  impu- 
nidad del  criminal  y la  persecución  del  hombre  hon- 
rado, ¿qué  extraño  sería  que  el  partido  conservador 
al  llegar  al  Poder  lo  derogara?  Lo  derogaríais  vos- 
otros mismos,  porque  estoy  seguro  que  no  preferiríais 
las  exigencias  de  una  escuela  ni  la  bandera  de  una 
facción  á la  administración  de  justicia  en  España. 
(Muy  bien  en  La  minoría  conservadora.) 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Isasa  liene  la  pala- 
bra para  rectificar. 

El  Sr.  ISASA:  Señores,  después  de  la  brillantísi- 
ma rectificación  que  acaba  de  hacer  el  Sr.  Pidal,  y 
debiendo  yo  rectificar  las  opiniones  equivocadas  que 
me  ha  atribuido  el  Sr.  Maura  en  su  no  ménos  brillan- 
te discurso,  comprendereis  que,  por  el  estado  de  la 
discusión  y por  el  deseo  de  terminar  la  de  totalidad, 
yo  debo  ser  breve. 


Renunciaría  por  completo  á todo  lo  que  fuese  rec- 
tificar mis  opiniones  deshaciendo  las  equivocaciones 
ó errores  del  Sr.  Maura,  al  atribuirme  las  que  no  he 
profesado;  renunciaría  á todo  esto,  para  no  fijarme 
más  que  en  el  resultado  que  la  discusión  ha  ofrecido 
y que  aparece  ya  suficientemente  claro  del  brillantísi- 
mo discurso  del  Sr.  Maura,  y de  la  no  menos  brillan- 
te rectificación  del  Sr.  Pidal;  porque,  ¿qué  importa 
que  el  Sr.  Maura  me  haya  atribuido  opiniones  que  yo 
no  profeso,  qué  importancia  ni  qué  valor  puede  tener 
en  la  conciencia  del  Congreso,  que  yo  niegue  ó rec- 
tifique esas  equivocaciones  y restablezca  las  cosas  en 
su  verdadero  punto,  anle  la  confesión  que  el  Sr.  Mau- 
ra ha  hecho,  ante  los  argumentos  que  nos  ha  presen- 
tado para  defender  el  Jurado  y de  los  cuales  resulta 
la  mayor  condenación  que  de  nuestros  bancos  ha  po- 
dido salir,  y la  censura  más  terrible  que  ha  podido 
hacerse  de  semejante  institución?  ¿Pues  qué  necesita- 
mos nosotros  más  que  esas  dos  cosas  que  el  Sr.  Mau- 
ra ha  afirmado  y ha  sostenido  en  medio  de  vuestros 
aplausos,  aplausos  que  no  han  dpjado  por  cierto  de 
sorprenderme,  qué  necesitamos  nosotros  más  para  la 
condenación  del  Jurado,  que  presentarlo  tal  como  el 
Sr.  Maura  lo  ha  presentado,  cuando  todo  el  talento  de 
S.  S.  y todas  las  facultades  superiores  que  nosotros  le 
reconocemos,  no  lian  sido  bastantes  para  ocultar  los 
defectos  de  esta  institución  en  la  discusión  y presen- 
tarla como  una  institución  aceptable? 

Pues  qué,  cuaüdo  el  Sr.  Maura  queriendo  citar 
ejemplos  y viniendo  á la  cuestión  práctica  que.  yo 
planteé  de  cómo  habían  de  formularse  las  preguntas 
al  Jurado,  cuando  S.  S.  ha  querido  decir  de  qué  ma- 
nera se  poilia  plantear  ante  el  Jurado  la  cuestión  de 
si  un  homicidio  se  liabia  cometido  en  legítima  de- 
fensa, ¿puede  decirse  contra  el  Jurado  nada  más  gra- 
ve que  la  confesión  que  el  Sr.  Maura  ha  hecho  de  que 
en  efecto  lo  que  el  Jurado  significa  no  es  más  que  la 
abolición  de  toda  ley  penal  positiva  y el  restableci- 
miento del  puro  arbitrio,  del  mero  capricho,  de  la 
voluntad,  quizás  de  buena  fe  manifestada  de  los  hom- 
bres que  se  sientan  en  el  tribunal  para  decidir  de  la 
culpabilidad  ó inculpabilidad  de  un  procesado?  Pues 
si  el  Sr.'  Maura  ha  venido  á reconocer  y declarar  que 
toda  ley  positiva  está  de  más,  si  en  la  apreciación  de  si 
se  ha  cometido  un  homicido  en  defensa  legítima  ó no, 
el  Jurado,  aL  resolver  si  ha  habido  agresión  ilegítima, 
si  el  agredido  lia  empleado  los  medios  necesarios  de 
defeusa,  si  hubo  ó no  provocación  de  su  parte,  lo  que 
resuelve  en  definitiva  es  cuáles  son  las  condiciones  de 
la  legítima  defensa  seguu  su  opinión,  y no  cuáles  son 
ó deben  ser  según  la  ley,  ¿qué  otra  cosa  ha  recono- 
cido S.  S.  más  que  la  abolición  de  toda  ley  positiva,  la 
derogación  de  todo  derecho  positivo,  y en  cambio  el 
establecimiento  de  un  derecho,  de  puro  y libre  arbitrio 
en  la  apreciación  de  las  circunstancias  que  el  Jura- 
do aplicará  en  cada  caso,  según  lo  crea  convenien- 
te? ¿Ni  qué  otro  arg umen Lo  mayor  puede  darse  con- 
tra el  Jurado,  que  aquel  otro  aducido  por  el  Sr.  Mau- 
ra? Ya  lo  sabéis;  hay  una  escuela  que  se  presenta  de 
un  modo  avasallador,  que  efectivamente  representa 
una  amenaza,  de  que  el  juicio  por  jurados  será  real- 
mente un  atentado,  un  ataque  directo  contra  toda  de- 
fensa de  la  sociedad  y del  derecho  de  los  hombres 
honrados;  una  escuela  que  no  cree  en  la  existencia 
del  delito,  que  no  ve  jamás  al  delincuente;  una  es- 
cuela que  supone  que  el  ladrón  no  es  más  que  un 
i maníaco,  que  padece  la  manía  do  la  afición  á las  co- 
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sas  ajenas  contra  la  voluntad  de  su  dueño,  y que  el 
homicida  no  es  más  que  otro  maníaco,  que  padece  la 
manía  de  la  persecución,  y que  para  librarse  de  la 
persecución  que  él  supone,  necesita  matar  á un  se- 
mejante; y contra  esto,  cree  el  Sr.  Maura  que  el  re- 
medio para  la  defensa  de  la  sociedad,  está  en  esta- 
blecer el  Jurado;  es  decir,  el  tribunal  de  los  individuos 
que  han  de  tener  miedo  á juzgar,  porque  uo  tienen 
conciencia  bastante  de  su  criterio,  ni  el  valor  de  sus 
opiniones,  ni  el  convencimiento  de  doctrina  alguna 
sobre  la  responsabilidad  humana,  sobre  los  actos  que 
la  manifiestan,  y sobre  el  modo  do  exigir  esa  respon- 
sabilidad. Pues  el  Sr.  Maura*  ha  dicho  contra  el  Ju- 
rado mas  de  lo  que  podíamos  decir  nosotros.  El  señor 
Maura  lo  ha  condenado  resueltamente,  al  presentar 
un  argumento,  del  cual  resulta  que  el  Jurado  es  in- 
capaz para  mantener  la  ley,  y al  presentar  otro  argu- 
mento, del  cual  resulta  que  el  Jurado  es  incapaz  para 
mantener  los  derechos  atropellados. 

Después  de  esto,  yo  renunciaría  á hacer  más  rec- 
tificaciones, si  no  me  obligaran  á seguir  rectificando 
las  imputaciones  que  el  Sr.  Maura  me  ha  hecho,  al- 
gunos cargos  que  ha  tenido  á bien  dirigirme,  y el  ha- 
ber supuesto  que  yo  he  mantenido  opiniones  ó he  ex- 
puesto conceptos,  que  indudablemente  yo  no  he  man 
tenido  ni  he  expuesto.  Esto  hizo  S.  S.  en  la  tarde  de 
anteayer,  en  que  yo  no  tuve  el  gusto  de  oir  al  señor 
Maura,  porque  próxima  la  hora  de  terminar  las  seña- 
ladas para  la  celebración  de  estas  sesiones,  yo  supuse 
que  el  Sr.  Maura  hablaría  muy  poco;  pero  lo  supuse 
cayendo  en  un  error;  lo  supuse  no  comprendiendo  que 
nosotros,  hasta  en  esto  damos  un  ejemplo  de  que  el 
Jurado  no  puede  ofrecer  grandes  garantías  de  impar- 
cialidad en  los  juicios.  Un  país,  un  Parlamento,  como 
los  nuestros,  en  que  no  se  tolera  que  la  última  palabra 
que  se  pronuncie  sea  la  palabra  de  la  oposición,  en  que 
se  cree  que  es  necesario  desvanecer  la  impresión  que 
haya  podido  producir  un  discurso  de  un  Diputado  de 
oposición  y en  que  se  ve,  y así  lo  vimos  anteayer,  que 
continúan  los  debates  fuera  de  las  horas  de  Regla- 
mento, quizá  contra  otros  deseos  y contra  la  necesidad 
del  descanso,  y en  que  se  ve  á la  mayoría  animando, 
como  animaba  la  otra  noche  al  Sr.  Maura,  para  que 
deshiciera  esa  impresión,  porque  no  era  posible  que 
quedase  el  Parlamento  bajo  la  impresión  producida 
por  el  brillante  discurso  del  Sr.  Silvela;  un  país  en  que 
de  esta  manera  se  juzga,  en  que  este  valor  se  da  á la 
impresión...  (El  Sr.  Maura:  Sucedió  lo  contrario  de  lo- 
que  S.  S.  dice.)  ¿Cómo  que  sucedió  lo  contrario?  (El 
Sr.  Maura:  Los  Diputados  de  la  mayoría  querían  que 
no  hablase.)  Para  mí  en  esta  cuestión,  y no  puedo  decir 
que  en  otras,  la  opinión  del  Sr.  Maura  y su  manera 
de  expresarse  valen  tanto  como  pueda  valer  la  opinión 
de  la  mayoría.  ¿Era  el  Sr.  Maura  quien  se  creía  en  el 
caso  de  deshacer  esa  impresión?  (El  Sr.  Maura:  No.) 
Pues  me  basta.  Pues  si  aun  en  este  Jurado  se  cree 
que  puede  prescindirse  de  la  fidelidad  del  juicio  y de 
la  razón,  que  solo  por  las  impresiones  se  juzga  y que 
no  es  posible  dejar  subsistente  la  de  un  momento  ó la 
de  un  dia,  sino  que  es  necesario  oponerla  otra,  ¿qué 
idea  puede  tenerse  del  .turado,  y como  puede  fiarse 
en  que  el  Jurado  sea  un  tribunal  que  pueda  fallar  con 
serenidad  de  juicio  sobre  las  cuestiones  que  se  plan- 
tean en  los  juicios  criminales? 

Pero  si  no  tuve  el  gusto  de  oirle,  be  tenido  hoy 
la  grandísima  satisfacción  de  oir  su  discurso,  habien  • 
do  leído  también  lo  que  el  Sr.  Maura  tuvo  á bien  de- 


cir anteayer,  que  á mí  me  afecta  y que  iieccsito  rec- 
tificar. 

«El  Sr.  Isasa  nos  daba  deplorable  idea  (como  be 
tenido  tiempo  de  leer  lo  que  dijo  S.  S.,  puedo  ya  citar 
sus  propias  palabras)  el  Sr.  Isasa  nos  daba  deplorable 
idea  de  la  magistratura  y del  Ministerio  fiscal,  supo- 
niendo que  más  resultaban  escudo  de  los  delincuen- 
tes que  de  la  sociedad.»  ¿Cuándo  lie  dicho  yo  seme- 
jante cosa?  ¿Cuándo  he  supuesto  yo  que  los  tribuna- 
les, que  la  magistratura  y el  Ministerio  fiscal,  eran 
escudo  de  los  delincuentes  más  que  de  la  sociedad? 
Yo  á esto  no  tengo  más  que  oponer  una  rotunda  ne- 
gativa. El  Sr.  Maura  me  ha  atribuido  lo  que  yo  no  he 
dicho,  lo  que  no  be  pensado,  lo  que  no  he  podido 
imaginar  jamás,  y yo  entiendo  V espero  que  el  señor 
Maura  sorá  quien  rectifique  este  concepto,  quien  re- 
conozca que  yo  no  he  dicho  semejan to  cosa,  y si 
efectivamente  la  he  dicho,  el  Sr.  Maura  tendrá  la 
amabilidad  de  decir  ó citar  el  párrafo  de  mi  discurso 
del  que  resulte  semejante  imputación  hecha  por  mí 
contra  la  magistratura  y contra  el  Ministerio  fiscal. 

«Ese  fué  el  discurso  del  Sr.  Isasa  (decía  poco 
después  el  Sr.  Maura),  aunque  en  sucesivas  rectifica- 
ciones haya  querido  atenuarlo  v corregirlo.»  Parece 
que  el  Sr.  Maura  se  referia  en  esto  á las  rectificacio- 
nes que  yo  hice  respecto  de  los  discursos  de  los  se- 
ñores Díaz  Moren  y Pacheco,  y me  conviene  preci- 
sar mis  opiniones  en  cuanto  á los  varios  puntos  que 
han  sido  objeto  de  mi  discurso  y de  mis  rectificacio- 
nes á que  el  Sr.  Maura  se  puede  referir.  Yo  no  he 
atenuado  nada,  yo  no  he  corregido  nada,  yo  no  he  rec- 
tificado opinión  ninguna  de  las  que  haya  emitido  so- 
bre ninguno  (le  los  puntos  capitales,  así  del  juicio 
oral  y público  como  del  juicio  por  jurados  concreta- 
mente, en  las  diversas  veces  que  sobre  esta  cuestión 
he  tenido  el  honor  de  usar  de  la  palabra. 

No  solo  no  lie  rectificado  ni  atenuado  nada,  sino 
que  estoy  dispuesto  á sostener,  por  medio  de  enmiendas 
ó adiciones  que  formularé  y que  presentaré  en  oca- 
sión oportuna,  para  que  sean  discutidas  conforme  á 
Reglamento,  todas  las  deficiencias  que  yo  advertía  en 
el  actual  enjuiciamiento,  así  como  los  medios  por  los 
cuales  esas  deficiencias  podrían  tener  un  correctivo. 
Entre  esas  cuestiones  hay  alguna  que  por  lo  mismo 
que  he  tenido  que  intervenir  de  una  manera  directa 
en  la  aplicación  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal, 
respecto  de  uno  de  sus  artículos  más  importantes, 
me  considero  en  el  deber  de  traerla  al  Parlamento 
para  que  esa  cuestión,  sobre  la  que  no  está  conforme 
ya  hoy  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  y que 
afecta  á la  imposición  de  las  más  graves  penas,  sea 
aquí  esclarecido  y sea  corregido  de  una  manera  cum- 
plida y satisfactoria  en  el  texto  de  la  ley.  Pues  ni  aun 
de  eso,  á pesar  de  su  importancia,  he  querido  hacer 
mérito,  ni  alusión  de  ninguna  clase:  me  atuve  solo  á 
censurar  los  defectos  que  yo  creia  notar  en  la  ley  de 
enjuiciamiento  criminal,  defectos  de  carácter  gene- 
ral; y sobre  eso  no  solo  no  rectifico,  ni  me  enmiendo, 
ni  atenúo  nada  de  lo  que  he  dicho,  sino  que  tendré  el 
honor  de  presentar  adiciones  que  espero  que  la  Co- 
misión examine  detenidamente,  y sobre  las  cuales 
estoy  dispuesto  á discutir  en  el  seno  de  la  Comisión, 
con  la  calma,  la  mesura  y la  holgura  de  tiempo  que 
son  convenientes  para  tratar  de  estos  asuntos,  man- 
teniendo firmemente  las  opiniones  que  aquí  he  emi- 
tido, porque  á mí  en  eso  no  me  ha  inspirado,  ni  tam- 
poco en  lo  demás  que  he  tratado,  pero  en  eso  seña- 
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laciamente,  nomo  ha  inspirado  ningún  sentimiento  de 
partido,  sino  solo  el  amor  á la  justicia,  del  que  creo 
que  vosotros  participáis  en  la  misma  medida  que  yo. 

Yo  deseo  que  el  principio  que  vosotros  llamáis 
acusatorio,  y que  no  es  un  principio,  sino  un  método, 
no  se  convierta  en  principio  ó sistema  absolutorio,  y 
en  esto  tuve  la  satisfacción  de  ver  que  el  mismo  se- 
ñor Garnica  participaba  de  mis  opiniones;  deseo  tam- 
bién que  el  falso  testimonio  no  esté  amparado  por  la 
ley  como  lo  está  boy;  que  el  juicio  oral  no  se  con- 
vierta de  oral  en  informal;  que  el  juicio  público,  sea 
público  hasta  en  la  revelación  de  la  conciencia  del 
magistrado;  y sobre  estos  puntos  de  mi  discurso  yo 
no  rectifico  nada,  ni  atenúo  nada,  sino  que,  por  el 
contrario,  anuncio  que  presentaré  las  enmiendas  con- 
venientes, esperando  que  la  Comisión  las  admita,  y 
si  lio  las  admite,  discutiremos  aquí  cada  uno  de  esos 
puntos,  sobre  alguno  de  los  cuales  ya  el  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia,  ó al  menos  el  público  han  po- 
dido recibir  la  confirmación  de  lo  que  yo  tuve  el  ho- 
nor de  manifestar. 

Vosotros  habéis  empequeñecido  todo  esto,  basta 
el  punto  de  decir*,  ¿qué  importancia  tiene  que  en  las 
notas  que  se  toman  del  juicio  oral  se  proceda  con 
mayor  ó menor  amplitud  y extensión?  ¿Depende  de 
eso  la  salvación  de  la  Patria?  Esto  decia  el  Sr.  Mau- 
ra, y yo  be  de  contestarle  que  no  he  dicho  eso,  lo  que 
dije  fué:  que  esa  formalidad  ó informalidad  es  pura  y 
simplemente  la  formalidad  ó informalidad  del  juicio. 
No  he  ido  más  allá  de  esto. 

El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  decia,  que  ya 
eso  se  corrige,  ó ha  podido  corregirse,  y que  si  fuera 
fiscal  del  Tribunal  Supremo  ya  habría  hecho  que  los 
fiscales  pidieran  que  se  consignara  en  las  actas  todo 
lo  importante.  Y anadia  el  Sr.  Ministro:  por  mi  parte 
ya  he  recomendado  á los  presidentes  de  las  Audien- 
cias que  tengan  mucho  cuidado  en  esto,  que  las  actas 
se  redacten  de  una  manera  formal,  haciendo  constar 
en  ellas  todo  lo  que  de  importante  ocurra  en  el  juicio. 

Por  lo  que  al  Ministerio  fiscal  pueda  referirse, 
dije  yo  al  Sr.  Ministro  rectificando:  jamás  hubiera  yo 
aconsejado  al  Ministerio  fiscal  que  en  un  punto  me- 
ramente de  procedimiento  se  expusiera  á una  repulsa 
manteniendo  una  opinión  contra  cien  resoluciones  de 
los  tribunales:  el  Ministerio  fiscal,  sí,  debe  y puede 
mantener  su  opinión,  en  otras  cosas,  aunque  cien  ve- 
ces sea  desestimada  por  los  tribunales;  pero  sobre  un 
punto  de  procedimiento,  cuando  el  tribunal  ha  for- 
mulado una  opinión,  presentarse  el  Ministerio  fiscal 
á sostener  lo  contrario,  es  presentarse  á sufrir  una  re- 
pulsa. 

Y en  cuanto  ai  punto  de  la  recomendación,  yo 
dije  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia:  eso,  á mi  en- 
tender, no  puede  ser  materia  de  recomendación:  las 
cosas  de  ley  en  las  leyes  se  rectifican:  si  necesitan 
enmienda,  si  hay  que  hacer  esa  rectificación,  ó esa 
recomendación  en  un  documento  especial,  la  Gaceta 
es  la  que  debe  publicar  la  rectificación,  pero  no  en 
forma  de  recomendación,  sino  do  mandato,  para  que 
todos  lo  cumplan.  Pero  en  efecto,  según  me  han  con- 
tado, que  yo  no  suelo  leer  periódicos,  se  ha  visto  que 
en  uno  de  estos  dias  un  letrado  lia  pedido  en  un  jui- 
cio público  que  constara  una  declaración  que  no  es- 
taba en  el  sumario;  y ha  dicho  el  presidente;  «Pues 
no  puede  constar. — Pues  parece  que  así  lo  tiene  re- 
comendado el  Sr.  Ministro.»  Y ei  presidente  ha  dicho: 
«¿Do  qué  vale  y para  qué  sirve  esta  recomendación? 


Este  es  juicio  oral  y aquí  no  se  consigna  nada  por  es- 
crito.» Con  que  ha  quedado  acreditada  la  recomen- 
dación. 

Por  consiguiente,  sobre  ese  punto,  ni  yo  he  ate- 
nuado, ni  he  corregido,  ni  yo  rectifico;  presentaré  las 
adiciones  y enmiendas;  y si  ahora  no  se  acogen,  vo, 
cuantas  veces  tenga  la  honra  de  pertenecer  al  Parla- 
mento y se  presenten  asuntos  de  esta  especie  á dis- 
cusión, otras  tantas  presentaré  á la  deliberación  del 
Congreso,  para  que  las  tome  en  consideración,  esas 
rectificaciones,  á fin  de  que  la  justicia  reciba  una 
formalidad  que  en  gran  parte  ha  perdido. 

«EL  Sr.  Isasa  (y  es  otra  rectificación  que  tengo  que 
hacer  al  Sr.  Maura)  pintaba  un  naufragio  tan  general 
de  las  inteligencias,  que  apenas  si  se  salvaba  S.  S.;  y 
aunque  nosotros  por  esa  salvación  nos  regocijásemos 
como  buenos  amigos  suyos,  nos  quedaba  todavía  el 
desconsuelo  de  no  ver  asegurada  la  reproducción  ul- 
terior de  la  especie.  Ese  fué  el  discurso  del  Sr.  Isasa, 
aunque  en  sucesivas  rectificaciones  haya  querido  ate- 
nuarlo y corregirlo;  hablando  de  los  ejemplos  que  se 
daban  desde  arriba  al  pueblo,  llegó  á decir:  ¿qué  ejem- 
plos vamos  á esperar  del  Jurado,  después  de  los  es- 
candalosos que  todos  los  dias  está  dando  el  Congreso 
en  sus  votaciones?  Esa  idea  teneis  del  elemento  ofi- 
cial.» 

Ilay  varias  cosas  que  rectificar  aquí;  en  lo  que  á 
mí  personalmente  se  refiere,  no  sé  que  ha  querido  de- 
cir el  Sr.  Maura.  Yo  hablé  aquí  sencillamente,  deque 
el  Jurado  del  Parlamento,  no  estaba  muy  acreditado 
y quise  demostrar  mi  tésis,  con  ejemplos,  y cité  por 
ejemplo,  primero,  la  discusión  y aprobación  de  las 
actas,  guardando  los  respetos  que  son  siempre  debi- 
dos y que  en  mí  producen  verdaderamente  una  fuer- 
za que  no  puedo  resistir,  y salvé  inmediatamente  todo 
lo  que  pudiera  parecer  personal;  jqué  digo,  personal! 
todo  lo  que  pudiera  semejarse  algo  á irrespetuoso 
con  el  Parlamento;  y planteé  la  cuestión  que  plantean 
los  radicales,  de  si  efectivamente,  las  actas  deben  ser 
discutidas  y aprobadas  en  el  Parlamento,  ó deben  lle- 
varse al  Tribunal  Supremo.  Porque  hice  este  argu- 
mento: puesto  que  así  estamos  en  cosas  tan  sencillas, 
y sobre  esto,  la  opinión  del  radicalismo  es,  que  debe 
sustraerse  el  conocimiento  de  tales  asuntos  de  aque- 
llas Corporaciones  que  naturalmente  parecen  llama- 
das, prescindo  del  derecho  positivo  y de  lo  estableci- 
do eii  la  Constitución,  de  aquellos  mismos  cuerpos 
que, naturalmente,  por  la  naturaleza  misma  de  la  cosa 
que  se  discute,  están  llamados  á resolver  de  ellos,  y 
apelan  al  tribunal  de  derecho  en  busca  de  justicia, 
¿qué  idea  podemos  dar  nosotros  del  convencimiento 
que  tengamos  de  que  han  de  ser  mejores  otros  jura- 
dos que,  como  dije,  no  pueden  valer  más  que  nos- 
otros, ni  estar,  Sres.  Diputados,  más  exentos  de  pasión 
de  lo  que  nosotros  podemos  estar? 

Respecto  á las  votaciones,  hablé  también  casi  en 
el  mismo  sentido.  ¿Es  que  el  Sr.  Maura  cree  que  pue- 
de hacer  ó ha  querido  hacer  aquí  un  argumento  qué 
no  se  ha  atrevido  á expresar,  del  que  resultase  que 
yo  también  había  naufragado  en  ese  que  llamaba  su 
señoría  el  naufragio  de  caractéres?  [El  Sr.  Maura:  No, 
no,  no.)  El  que  respeta  las  opiniones  de  los  demás, 
como  las  respeto  yo,  no  baria  bien  en  hacer  ahora 
aquí  un  alarde  de  su  conducta:  sería  impropio  de  mi 
carácter,  sería  impropio  de  mi  conciencia  y sería 
impropio  del  grandísimo  respeto  que  os  profeso. 
Guando  vosotros  habéis  juzgado  así,  habéis  juzgado 
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por  vuestra  conciencia,  habéis  juzgado  bien;  si  yo  lo 
he  entendido  de  otro  modo,  ese  mismo  respeto  que  á 
vosotros  tengo,  estoy  seguro  que  me  dispensáis  á mi. 

Continuaba  el  Sr.  Maura:  «¿Qué  milagros  ha  he- 
cho en  la  historia  la  responsabilidad  de  ios  jueces? 
¿Querrá  el  Sr.  Isasa  contestarme  á esto?  ¿Qué  respon- 
sabilidades han  sido  efectivas,  ni  qué  inspecciones 
han  sido  eficaces  sobre  los  procesos?»  ¡Ah  Sr.  Maura! 
De  suerte  que  todo  lo  que  hemos  escrito,  todo  lo  que 
hemos  defendido,  todo  lo  que  la  Constitución  vigente 
misma  establece  sobre  este  punto,  ¿no  sirve  á S.  S. 
más  que  para  hacer  una  exclamación  parecida  á la 
del  Sr.  Posada  Herrera,  de  qué  pedazo  de  pan  dais  al 
pueblo  con  ese  derecho?  ¿l)e  qué  vale,  qué  significa, 
qué  importa  esa  garantía  por  la  que  los  partidos 
constitucionales  han  luchado  siempre,  esas  palabras 
que  el  Sr.  Maura  creía  palabras  vanas,  de  la  respon- 
sabilidad judicial? 

Y en  punto  á la  organización  judicial  y á la  ad- 
ministración de  justicia,  ¿qué  idea  tiene  el  Sr.  Maura 
de  lo  que  puede  ó de  lo  que  debe  ser,  cuando  dice 
S.  S.  que  de  qué  puede  servir  y para  qué  puede  valer 
la  inspección  judicial?  Pues  ahí  está  uno  de  los  moti- 
vos más  graves  de  esta  energía  con  que  yo  me  opongo 
á este  proyecto,  porque,  verdaderamente,  os  habéis 
extraviado,  y no  volveremos  á buen  camino  sabe  Dios 
hasta  cuándo.  Porque  si  algo  había  que  hacer  aquí 
urgente,  importantísimo  y de  trascendencia  en  mate- 
ria de  administración  de  justicia,  era,  en  efecto,  que 
las  palabras  responsabilidad  é inspección  no  fueran 
palabras  vanas;  era,  en  efecto,  organizar  una  inspec- 
ción judicial  que  fuese  verdadera:  y si  en  vez  de  esto, 
lo  que  se  oye  es  una  voz,  la  voz  do  la  Comisión  y la 
vos  del  Gobierno,  diciendo  que  para  qué  sirve  seme- 
jante garantía,  que  esas  son  palabras  vanas,  y que  ya 
no  hay  otra  solución  ni  otro  medio  de  salir  de  las  im- 
perfecciones que  la  realidad  pueda  ofrecernos,  que 
entregarnos  ai  azar  y ai  acaso,  hay  verdaderamente 
para  entristecerse  y para  deplorar  la  inmensa  distan- 
cia á que  nos  arrojáis  de  los  verdaderos  ideales  de  la 
justicia  y de  los  verdaderos  empeños  que  debemos 
poner  para  mejorarla. 

El  Sr.  Maura  ha  hablado  esta  tarde  también  de  los 
dalos  estadísticos  en  que  yo  me  apoyé  para  hacer  al- 
guna reflexión,  pero  ni  la  reflexión  ha  sido  contes- 
tada, ni  sobre  la  exactitud  de  ios  datos  habéis  tenido 
nada  que  oponer.  Mi  argumento  era  este:  en  el  estado 
de  nuestra  administración  de  justicia  hay  alguna 
imperfección,  se  siente  alguna  debilidad,  hay  en  eso 
como  en  todo  lo  que  constituye  el  sistema  represivo 
que  decís  vosotros  ser  vuestro  único  sistema,  una  flo- 
jedad en  los  resortes,  en  los  medios,  en  los  fines  que 
se  obtienen,  que  verdaderamente  hace  pensar  «i  los 
hombres  que  algo  meditan  sobre  las  cosas  públicas, 
si  es  este  estado  satisfactorio  ó si  exige  pronta  re- 
forma. 

El  resúmen  de  ese  estado  es,  os  dije,  que  en  Es- 
paña la  administración  de  justicia  da  un  contingente 
de  deficiencias  ó de  fracasos,  no  por  culpa  de  la  ma- 
gistratura, ni  por  culpa  del  Ministerio  fiscal,  sino  por 
efecto  de  la  ley;  da  un  contingente  de  deficiencias  ó 
de  fracasos,  superior  al  contingente  que  dan  todas 
las  Naciones  civilizadas.  ¿Qué  habéis  contestado  á 
esto?  ¿No  os  ha  parecido  digno  de  llamaros  la  aten- 
ción ese  dato,  que  es  resumen  de  los  datos  estadís- 
ticos? 

Y luego  hacía  mi  reflexión,  o mi  argumento,  res- 


pecto al  Jurado:  en  todas  partes  donde  hay  juicios 
por  magistrados  y juicios  por  jurados,  las  deficien- 
cias, las  absoluciones,  los  amparos,  la  protección  de 
los  acusados,  resultan  siempre  en  mayor  número  en 
los  tribunales  de  jurados  que  en  los  tribunales  de 
magistrados.  Pues  si  entre  nosotros  ese  número  ha 
llegado  á una  cifra  que  verdaderamente  nos  coloca 
en  una  situación  desfavorable  á los  ojos  de  Europa,  ;í 
una  cifra  á donde  no  llega  ninguno  de  los  otros  pue- 
blos civilizados,  ¿qué  esperanza  podemos  tener,  si  ve- 
mos que  el  Jurado  va  á traer,  en  el  estado  social,  po- 
lítico y jurídico,  el  aumento  de  esas  deficiencias,  de 
esas  absoluciones,  de  esas  libertades,  de  ese  amparo 
á los  acusados? 

Sin  embargo,  no  se  lia  dicho  nada  de  mi  argu- 
mento. En  cambio  ei  Sr.  Maura  ha  querido,  como  se 
dice  vulgarmente,  retorcer  el  argumento,  suponiendo 
que  yo  había  hecho  con  la  estadística  un  estudio  de 
comparación  entre  lo  que  era  hoy  y lo  que  era  años 
atrás  y habia  atribuido  á la  ley  de  1882  un  aumento 
que  no  se  podía  atribuir  á esa  reforma.  Yo  no  he  di- 
cho semejante  cosa;  yo  he  considerado  la  estadís- 
tica y lie  deducido  de  sus  resultados  el  argumento 
por  el  conocimiento  que  nos  dan  las  estadísticas  pu- 
blicadas en  los  dos  últimos  anos  no  más.  No  las  he  com- 
parado con  las  de  años  anteriores,  porque  no  las  hay, 
á no  remontarse  al  año  1862,  y no  he  imputado  á la 
reforma  indicada  ese  aumento  de  absoluciones.  Lo 
que  lie  dicho,  sin  hacer  comparaciones,  es  que,  en 
efeeLo,  la  ley  es  deficiente  y los  medios,  los  recursos, 
los  resortes  para  perseguir  los  delitos  y castigar  los 
delincuentes,  flojos,  falsos  en  muchas  ocasiones,  y por 
consiguiente,  que  no  es  de  extrañar  que  obtengamos 
un  resultado  tan  deficiente  en  la  administración  de 
justicia. 

Creo  haber  rectificado  las  objeciones  que  me  ha 
hecho  el  Sr.  Maura  y las  opiniones  que  me  atribuyó, 
y que  yo  necesitaba  decir  que  yo  no  sostenía  ó hasta 
que  punto  las  sostenía;  y con  esto  doy  por  terminada 
mi  rectificación. 

Ei  Sr.  SIL  VELA  (D.  Francisco):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  para  recti- 
ficar. 

Ei  Sr.  S1LVELA  (D.  Francisco):  lie  de  concretar 
mi  rectificación  a dos  sencillos  conceptos,  tanto  por- 
que entiendo  que  cu  esta  clase  de  debates  la  contes- 
tación á los  argumentos  contrarios,  que  en  otra  índole 
de  discusiones  puedo  justificarse  con  alguna  exten- 
sión bajo  el  nombre  de  rectificación,  no  tiene  verda- 
dero sentido,  cuanto  porque,  al  fin  y al  cabo,  expues- 
ta por  unos  y por  otros  la  tésis  que  cada  uno  defiende, 
ha  de  tener  término  la  discusión  y no  puede  prolon- 
garse indefinidamente.  Además,  habiendo  hecho  ya 
las  rectificaciones  más  importantes  en  todos  los  con- 
ceptos más  graves  que  habia  en  el  discurso  del  señor 
Maura,  y muy  singularmente  sobre  nuestra  manera 
de  entender  y de  aplicar  los  argumentos  que  haya 
podido  formular  la  escuela  antropológica  en  lo  rela- 
tivo al  juicio  oral  y algunas  otras  observaciones  lie- 
chas  por  el  Sr.  Isasa,  y satisfechas  las  primeras  tan 
elocuentemente  por  ei  Sr.  Pidal,  poco  me  queda  á mí 
que  pueda  encerrarse  en  los  límites  de  una  rectifica- 
ción. Por  eso  he  de  concretarla  d dos  sencillos  con- 
ceptos. 

Es  el  primero  y más  importante,  el  que  ha  expre- 
sado ei  Sr.  Maura,  con  su  habitual  elocuencia,  sobre 
lo  que  llamaba  S.  S.  la  imposibilidad  de  continuar 
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como  estamos  en  materia  (le  administración  de  justi- 
cia. Yo  no  participo  en  esto  del  concepto  de  S.  S.;  y 
hasta  me  inclino  un  tanto  á defender  al  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia  y al  partido  liberal  entero,  del 
cargo  gravísimo  que  envuelve  la  acusación  de  S.  S., 
porque,  al  fin  y al  cabo,  la  administración  de  justicia 
en  lo  criminal,  tal  como  hoy  se  encuentra,  es  obra 
toda  ella,  así  en  sus  leyes,  como  en  su  personal,  del 
partido  liberal. 

Nosotros  la  respetamos  escrupulosamente  en  uno 
y en  otro  terreno,  no  ciertamente  porque  no  creyera 
yo  que  era  posible  y que  eran  necesarias  grandes  rec- 
tificaciones, sino  porque  entendía  y llevaba  mis  opi- 
niones, como  procuro  hacerlo  siempre,  á la  realidad 
y á la  práctica,  que  era  necesario  soportar  con  pa- 
ciencia por  más  largo  espacio  los  que  aparecían  como 
males,  defectos  ó equivocaciones’ de  esa  organización, 
antes  ele  pensar  en  su  remedio,  para  que  este  fuera 
todo  lo  extenso,  todo  lo  completo  y todo  lo  eficaz  que 
una  materia  tan  grave  como  esa  exige  cuando  en  ella 
se  pone  mano.  No  creo  que  el  estado  de  la  adminis- 
tración de  la  justicia  criminal  en  España  sea  de  tal 
manera  grave  y alarmante,  que  exija  una  modifica- 
ción inmediata;  y entiendo,  sobre  todo,  que  si  en  algo 
se  ve  de  una  manera  más  clara  y elocuente,  si  es  po- 
sible, que  en  el  fondo  mismo  del  proyecto  de  Jurado, 
la  precipitación  cou  que  se  procede  á esta  reforma,  la 
obediencia  que  en  ella  se  presta  á un  compromiso 
político  sobre  tudas  las  conveniencias  de  la  reforma 
misma,  el  sacrificio  deplorable  del  bien  y del  efecto 
que  pudiera  producir  la  misma  realización  de  vues- 
tras ideas,  aun  admitiendo  todos  el  criterio  científico 
((ue  Leneis;  si  en  algo  se  ve  esto,  repito,  con  perfecta 
claridad,  es  en  el  órden  que  dais  á las  reformas. 

En  efecto,  la  más  vulgar  conveniencia  aconsejaba 
que  este  órden  fuera  distinto  del  que  seguís,  porque 
el  órden  natural  de  las  reformas  jurídicas  en  España 
era,  después  de  planteados  el  juicio  oral  y las  Audien- 
cias de  lo  criminal  como  los  dejó  planteados  el  señor 
Alonso  Martínez,  plantear  la  reforma  del  Código  penal, 
que  necesariamente  había  de  ser  reformado  por  con- 
sentimiento unánime  de  todas  las  escuelas,  en  el  sen- 
tido de  modificar  profundamente  las  penas  y las  fór- 
mulas de  su  aplicación;  modificación  que  ha  de  dis- 
minuir la  acción  de  las  Audiencias  de  lo  criminal, 
hasta  el  punto  de  hacer  inevitable  la  supresión  de 
muchas  de  ellas;  y cuando  el  Código  penal  estuviera 
planteado  y nos  encontráramos  enfrente  de  una  legis- 
lación penal  que  por  las  condiciones  en  que  se  en- 
cuentra nuestro  país  ofrecería  un  porvenir  y un  ho- 
rizonte extensos;  y cuando  se  hubiera  empezado  á 
plantearse  este  Código,  y se  conocieran  sus  efectos  y 
se  hubieran  podido  estudiar  las  estadísticas  y los  re- 
sultados que  daban  cada  uno  de  esos  organismos,  en- 
tonces sería  la  ocasión  de  realizar  la  reforma  del  jui- 
cio oral  y público,  al  mismo  tiempo  que  la  del  juicio 
por  jurados,  ai  propio  tiempo  que  la  supresión  de  al- 
gunas Audiencias. 

Ese  era  el  órden  natural  de  las  reformas.  Digo 
más;  aun  antes  de  llegar  á esas  reformas,  á la  nueva 
división  territorial  de  las  Audiencias,  y ai  enlace  del 
juicio  oral  y público  con  el  juicio  por  jurados,  era 
indispensable,  á mi  entender,  dar  la  debida  preferen- 
cia á la  ley  orgánica  de  tribunales,  que  serviría  de 
base  para  reorganizar  la  administración  de  justicia  ó 
el  Poder  judicial,  como  queráis  llamarlo,  cosa  mucho 
más  urgente  que  el  Jurado,  y base  para  el  Jurado 


mismo.  Nadie  ha  pensado  en  ninguna  parte  en  esta- 
blecer el  Jurado,  sin  tener  sólidamente  establecida, 
para  que  pueda  servirle  de  apoyo  y fundamento,  la 
administración  de  justicia;  y esta  es  una  necesidad 
de  verdadera  urgencia,  porque  las  virtudes  admira- 
bles que  los  encargados  de  la  administración  de  jus- 
ticia tienen  en  España,  sorprenden  mucho  más  cuando 
se  reflexiona  sobre  la  ley  á que  están  sometidos,  so- 
bre la  verdadera  arbitrariedad  que  ha  quedado  dentro 
de  esa  ley  para  los  ascensos  y para  los  demás  estímu- 
los, que  más  pueden  influir  en  la  independencia  de 
los  hombres.  Todo  esto  era  preciso  que  se  reformara 
aquí  con  la  cooperación,  que  no  se  hubiera  negado, 
de  todos  ios  partidos,  pues  que  la  administración  de 
justicia  ha  salido  de  las  condiciones  revolucionarias 
y ha  entrado  en  las  condiciones  normales,  y á su  or- 
ganización pueden  contribuir  por  igual,  no  solo  los 
partidos  monárquicos,  sino  también  los  republicanos. 

Este  es  el  órden  de  reformas  que  sin  duda  alguna 
trazaría  en  su  espíritu  jurídico  el  Sr.  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia  si  no  se  hiciera  esta  reforma  bajo  la 
presión  de  un  interés  político,  cosa  que  mirarán  con 
asombro  los  hombres  que  han  estudiado  estos  proble- 
mas en  todos  los  demás  pueblos  cultos.  Asunto  es 
este  sobre  el  cual  no  debo  insistir,  pero  que  al  fin  y al 
cabo,  exigía  que  yo  hablase  de  él  para  contestar  á lo 
que  el  Sr.  Maura  ha  dicho. 

No;  la  organización  actual  no  es  tan  grave  qnc 
necesite  una  reforma  precipitada;  por  el  contrario,  lo 
que  exige  es  la  realización  de  otras  reformas  que  se 
proponen  al  Jurado  por  un  mero  interés  político  per- 
fectamente contradictorio  con  los  intereses  y las  con- 
veniencias de  la  administración  de  justicia  en  nuestro 
país.  En  el  procedimiento,  como  en  el  fondo,  en  lo 
que  pudiéramos  llamar  parle  adjetiva;  como  en  la 
parte  sustantiva  de  estas  reformas,  no  se  ve  otra  cosa 
sino  lo  que,  después  de  todo,  es  lo  único  que  puede 
excusarlas  aunque  lo  hayais  rechazado  en  el  debate, 
aunque  sea  lo  que  más  cuidadosamente  hayais  apar- 
tado de  vuestros  labios,  aunque  estará  en  el  fondo  de 
vuestras  conciencias,  es  á saber:  la  razón  política, 
una  necesidad  política  impuesta  por  consideraciones 
extrañas  á vuestro  criterio  y contradictorias  con  las 
conveniencias  del  país,  y sobre  todo,  con  las  de  la  ad- 
ministración de  justicia. 

El  otro  extremo  á que  he  de  concrelar  mi  rectifi- 
cación es  el  que  el  Sr.  Maura  indicaba  y lo  llamaba 
mi  manía,  en  cuanto  á respetar  la  organización  his- 
tórica que  en  el  derecho  civil  y en  cualquiera  forma 
de  derecho  existe  en  nuestra  Patria.  Lo  confieso  sin- 
ceramente: he  insistido,  insisto  é insistiré  constante- 
mente en  esta  que  S.  S.  llama  manía.  Creo  que  de 
esta  insistencia  se  ha  recogido  ya  algún  fruto,  y me 
atrevo  á inventariar  ya  entre  estos  frutos  la  misma 
opinión  de  S.  S.,  no  como  resultado  de  mis  indicacio- 
nes, que  no  aspiro  á tanto,  sino  por  efecto  del  movi- 
miento general  de  la  opinión  y del  movimiento  gene, 
ral  científico,  dentro  y fuera  de  España,  del  cual  soy 
mero  órgano  en  este  particular,  aun  cuando  sea  ór- 
gano muy  aficionado  á reproducir  esos  ecos  que  tanto 
agradan  á mi  oido. 

Sí;  se  ha  devastado  tanto  en  España,  que  lo  que 
importa  es  que  alcemos  todos  la  voz  para  que  no  se 
acabe  de  destruir  lo  milagrosamente  salvado,  y me 
anima  á seguir  esta  empresa  la  impresión  que  siento 
cada  vez  que  visito  alguna  de  esas  ciudades  maravi- 
llosas de  nuestra  Castilla  donde  las  ruinas  de  raonu- 
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mentos  antiguos  son  tan  numerosas  como  los  que 
han  sú¡o  salvados  ile  aquel  vandalismo  y de  aquella 
devastación. 

Esa  misma  impresión  es  la  que  siento  también 
cuando  recojo  los  restos  de  nuestros  antiguos  dere- 
chos, de  nuestras  antiguas  libertades,  de  nuestros  an- 
tiguos fueros  y de  nuestras  antiguas  actividades,  que 
tan  inconsideradamente  se  han  destruido,  según  lo 
reconocen,  no  los  conservadores  envejecidos  en  el  cuito 
de  las  antiguas  doctrinas,  sino  los  demócratas  de  las 
escuelas  más  avanzadas,  los  hombres  como  Comas, 
como  Pérez  Pujol,  y como  otros  que  son  verdaderas 
lumbreras  de  nuestro  derecho  y glorias  de  nuestra 
ciencia  social,  los  cuales  llegan  A lamentarse  de  que 
no  se  restablezcan  muchas,  muchísimas  (son  las  pa- 
labras del  Sr.  Gomas),  de  las  instituciones  de  la  Edad 
Media. 

Yo  profeso,  pues,  ese  culto,  y el  Sr.  Maura  no  di- 
siente mucho  de  esta  idea,  porque  reconoce  que  deben 
respetarse  las  instituciones  antiguas  cuando  real- 
mente tienen  vida.  Esto  es  lo  mismo  que  yo  digo;  y 
lo  que  yo  deseo  es  que  el  espíritu,  que  la  idea  jque  predo- 
mine, al  tratarse  de  reformar  lo  existente,  sea  este,  en 
lugar  de  la  preocupación  contra  lo  antiguo.  Esa  mis- 
ma idea  y esc  mismo  espíritu  son  los  que  caracteri- 
zan á las  razas  del  Norte,  tan  superiores  para  la  rea- 
lización de  estas  trasiórmaciones  del  progreso,  A las 
razas  del  Mediodía,  inspiradas  en  sentimientos  de  uni- 
formidad y de  simetría,  á los  cuales  yo  profeso  ese 
odio  que  en  alguna  ocasión  podrá  parecer  á S.  S.  exa- 
gerado, pero  que  á mi  entender  no  es  excesivo  por  la 
mucha  necesidad  que  de  el  tenemos.  Esa  serenidad, 
esa  superioridad  de  criterio  la  he  encontrado  yo  re- 
presentada admirablemente,  y no  puedo  ménos  de  de 
oírselo  al  8r.  Maura,  un  dia  en  que  recorriendo  uno 
ile  esos  deliciosos  caminos  de  las  Provincias  Vascon- 
gadas, ví  que  formaba  en  ciertos  sitios,  sin  que  las 
condiciones  dei  terreno  lo  exigieran,  una  gran  curva 
que  estaba  marcada  en  su  centro  por  una  vigorosa 
encina,  á cuya  sombra  pude  reposar  unos  momentos; 
y cuando  á un  individuo  del  pueblo  le  ocurrió  pasar 
por  allí  y hube  de  manifestarle  mi  ex t raheza  por  aque- 
lla curva  del  camino  me  dijo: — Sí,  es  verdad;  el  ca- 
mino estaba  trazado  derecho  por  los  ingenieros  que 
mandaron  el  plano  de  Madrid;  pero  aquí  nos  opusi- 
mos tenazmente  á que  para  hacer  el  camino  se  derri- 
bara esta  encina  A cuya  sombra  descansamos,  y el 
camino  dio  lina  curva  y la  encina  se  salvó.  (El  señor 
Maura:  Pero  se  hizo  el  camino.) 

Eso  quisiera  yo  que  se  hiciera  en  todas  las  re- 
formas, pretiriendo  las  curvas  del  camino,  aunque 
tracen  líneas  más  largas;  para  no  destruir  todos  los 
organismos  vivos  á cuya  sombra  podamos  descausar 
irnos  momentos  en  la  vida  agitada  que  á todos  uos 
imponen  las  necesidades  de  la  edad  moderna. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Señores  Diputados;  no  me  proponía  hacer 
uso  de  la  palabra  en  este  dia,  ya  por  el  deseo  de  que 
no  se  prolongue  demasiadamente  el  debate,  ya  tam- 
bién, porque  sufro  una  molestia  que  A ratos  me  im- 
pide hablar  y me  produce  dolor  acerbo;  pero  mi  ami- 
go el  Sr.  Isasa  viene  alirmaudo  con  tal  insistencia 
desde  que  se  iniciaron  estos  debates,  que  la  estadís- 
tica ha  pronunciado  cu  defínita  la  condenación  de 


la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  que  no  he  podido 
resistir;  aunque,  como  he  dicho,  no  estoy  en  condi- 
ciones de  pronunciar  un  discurso,  al  deseo  ele  con- 
tender un  momento  con  S.  S.,  y restablecer  la  verdad 
sobre  este  punto.  Al  cabo,  lo  que  S.  S.  dice  sobre  el 
Jurado  recae  sobre  un  proyecto  que  se  está  discu- 
tiendo y que  puede  mejorarse;  pero  lo  que  ha  dicho 
sobre  la  ley  ele  enjuiciamiento  criminal  se  refiere  A 
una  ley  que  está  eu  vigor,  y que  yo,  como  Ministro 
de  Gracia  y justicia,  tengo  el  deber  de  reformar  si  es 
defectuosa  ó de  defender  contra  las  impugnaciones 
de  S.  S. , manteniendo  incólume  su  prestigio,  en 
otro  caso. 

Volvía  boy  el  Sr.  Isasa  A insistir  sobre  su  argu- 
mento favorito,  sobre  el  argumento  que  funda  en  la 
estadística,  y decía  con  aire  de  triunfo;  ni  la  Comisión 
ni  el  Gobierno  han  contestado  ese  argumento;  ahí  es- 
tán uno  y otra  condenados  al  mutismo,  no  obstante 
haber  demostrado  yo  por  medio  de  los  números  que 
el  juicio  oral,  ó por  mejor  decir  el  sistema  acusato- 
rio, es  el  sistema  absolutorio,  es  decir,  la  ley  de  la  im- 
punidad. 

Funda  esta  afirmación  mi  querido  amigo  en  que, 
examinando  la  estadística  desde  que  se  estableció  el 
juicio  oral  y público,  encuentra  que  hay  un  60  por 
100  de  absoluciones,  y descontando  los  sobreseimien- 
tos, un  29  por  100.  Y dice  el  Sr.  Isasa:  ¿teneis  noti- 
cia de  algún  pueblo  cuya  estadística  arroje  una  pro- 
porción semejante? 

Yo  bien  sé  que  el  Sr.  Isasa  ha  hecho  sus  observa- 
ciones de  buena  fe,  y no  solo  exento  de  todo  sen- 
timiento hostil,  pero  hasta  inspirado  de  un  cariño 
sincero  hácia  el  autor  de  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal;  pero  se  me  figura  A mí,  porque  conozco 
mucho  el  carácter  del  Sr.  Isasa,  que  S.  S.  es  víctima 
de  una  preocupación  nacida  de  que  consagrado  como 
yo  y otros  muchos,  mientras  tenemos  abierto  el  bu- 
fete, A los  pleitos  civiles,  apenas  practicamos  en  asun- 
tos criminales,  de  manera  que  el  Sr.  Isasa  ha  estu- 
diado la  ley  de  enjuiciamiento  criminal  desde  la 
fiscalía  del  Tribunal  Supremo.  Y como  el  sistema 
acusatorio  es  un  sistema  de  garantía  para  los  ciuda- 
danos, y todo  lo  que  es  garantía  para  los  ciudadanos 
constituye  una  traba  de  la  libertad  de  acción  en  el 
fiscal  ha  sentido  esas  trabas  que  la  ley  le  ponía  para 
llegar  A sus  fines;  esto  es,  A lo  que  es  objeto  de  la 
acusación  pública. 

De  ahí  que  haya  nacido  en  el  ánimo  del  Sr.  Isasa 
cierta  preocupación  contra  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal.  Estoy  seguro  de  que  mi  amigo  particular 
el  Sr.  Isasa  se  curaría  de  esa  enfermedad  si  por  cua- 
tro ó seis  meses  se  le  condenase  á despachar  única  y 
exclusivamente,  como  letrado,  causas  criminales:  en- 
tonces, mirando  la  ley  desde  el  punto  de  vista  de  la 
defensa,  como  antes  la  ha  examinado  desde  el  punto 
de  vista  de  la  acusación  pública,  ó mucho  me  equi- 
voco, ó en  su  impresionabilidad  cordobesa  habría  de 
ver  el  Sr.  Isasa  que  el  sistema  acusatorio  estaba  ini- 
ciado no  más  que  tímidamente  todavía  y de  una  ma- 
nera contraria  A las  garantías  que  se  deben  A la  de- 
fensa de  los  procesados. 

¿Cree  mi  amigo  el  Sr.  Isasa  que  su  argumento 
Aquiles,  el  de  la  estadística,  es  decisivo  para  juzgar 
el  nuevo  sistema  de  procedimiento?  ¿Cree  S.  8.  que 
el  resultado  de  los  números  es  tan  decisivo,  que  no 
hay  nada  que  pueda  contrarrestar  su  elocuencia?  Así 
parece  deducirse  de  los  tres  discursos  que  el  Sr.  Isa- 
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sa  ha  pronunciado  desde  que  se  inició  este  importante 
debate. 

Pues  ahora  va  á ver  el  Sr.  Isasa  cuáles  son  los 
resultados  de  la  estadística  estudiados,  no  en  un 
punto  aislado,  sino  en  todos  sus  aspectos;  porque 
p¿ira  que  el  argumento  del  Sr.  Isasa  tenga  algún  va- 
lor, son  necesarias  dos  cosas:  primera,  que  compa- 
rado el  resultado  del  nuevo  procedimiento,  ó sea  del 
juicio  oral  y público,  con  el  resultado  del  procedi- 
miento antiguo,  ó sea  del  juicio  inquisitivo  escrito  y 
secreto,  el  número  de  absoluciones  sea  mayor  con  él 
nuevo  procedimiento;  segunda  cosa  que  se  necesita, 
porque  no  se  puede  establecer  la  comparación  si  no 
se  conocen  los  dos  términos:  que  en  efecto,  examina- 
da la  estadística  de  los  demás  pueblos  de  Europa,  re- 
sulte que  el  número  de  absoluciones  en  las  Naciones 
cuitas  es  muy  inferior  ai  número  de  absoluciones 
pronunciadas  por  las  Audiencias  y Salas  de  lo  crimi- 
minal  en  España  desde  que  se  ha  establecido  el  nue- 
vo procedimiento.  ¿No  es  esto?  Pues  vamos  á ver  qué 
es  lo  que  dice  la  estadística,  estudiando  comparáti- 
mente  sus  resultados. 

Los  datos,  porque  yo  también  tengo  mi  cuadro  ó 
mis  cuadros,  que  voy  á entregar  á los  señores  taquí- 
grafos, solicitando  que  se  inserten  en  el  Extracto , á fin 
de  que  el  desagravio  ó la  rehabilitación  del  nuevo 
sistema  de  enjuiciar  sea  tan  público  como  ha  sido  el 
descrédito  que  sobre  él  ha  pretendido  arrojarse,  los 
datos  son  los  siguientes: 

Antiguo  procedimiento.  Tenemos,  respecto  del  an- 
tiguo procedimiento,  las  estadísticas  de  los  anos  1 859, 
60,  61  y 62;  y resulta  de  ellas,  que  la  proporción  de 
las  sentencias  absolutorias  con  las  condenatorias  es 
de  24*60  por  100. 

Procedimiento  vigente.  Estadística  de  los  años 
1883,  84  y 85.  Proporción  de  las  absolutorias,  1 6 c 2 8 
por  100.  Por  esta  parte,  Sr.  Isasa,  y cuenta  que  los 
datos  que  aduzco  son  oficiales  y que  ni  S.  S.  ni  nadie 
podrá  contrarrestarlos,  por  esta  parte  sale  muy  ga- 
nancioso el  juicio  oral  y público.  (El  Sr.  Isasa:  No  son 
exactos.)  Son  completamente  exactos;  están  tomados 
de  las  estadísticas  oficiales.  (El  Sr.  isasa:  Mal  toma- 
dos.) Sin  señoría  es  quien  los  ha  tomado  mal,  y se  va 
á convencer  de  ello. 

Resulta,  pues,  una  difcrcucia  á favor  del  juicio 
oral  y público:  el  16*28  por  100  en  el  procedimien- 
to vigente,  y el  24*60  por  100  en  el  procedimiento 
antiguo.  Ni  ¡cómo  habia  de  ser  otra  cosa!  iPues  si  en 
el  procedimiento  antiguo,  y ahí  está  la  estadística 
para  demostrarlo,  duraban  los  sumarios  diez,  doce, 
quince  y hasta  diez  y ocho  años!  Y al  cabo  de  diez  y 
ocho  años,  ¿qué  habia  de  resultar?  Las  causas  termi- 
naban por  sobreseimiento. 

En  la  estadística  de  1885  aparecen  ya  clasifica- 
das las  sentencias  en  condenatorias  y absolutorias, 
así  las  tramitadas  porel  procedimiento  antiguo, como 
las  tramitadas  por  el  procedimiento  nuevo,  y su  re- 
sultado es  el  siguiente: 

Procedimiento  vigente . 

Sentencias  condenatorias,  15.089. 

Absolutorias,  3.555. 

Proporción  de  las  absolutorias,  19*07  por  100. 
Procedimiento  antiguo . 

Sentencias  condenatorias,  437. 

Absolutorias,  377. 

Proporción  de  las  absolutorias.  46*31  por  100. 


Vea  el  Sr.  Isasa  la  ventaja  á favor  del  nuevo  pro- 
cedimiento. El  nuevo  procedimiento  da  el  1 9C07  por 
100  de  absolutorias,  y el  antiguo,  el  46*31  por  100; 
más  del  doble.  Yo  haré  la  comparación  como  S.  S. 
quiera,  porque  es  bueno  advertir  que  S.  S.  ha  pre- 
sentado aquí  el  problema  de  una  manera  muy  capri- 
chosa, permítame  S.  S.  que  se  lo  diga  con  toda  la  be- 
nevolencia y el  cariño  que  hay  entre  nosotros.  Su  se- 
ñoría hace  la  estadística  de  la  siguiente  manera:  em- 
pieza descartando  del  número  de  las  causas  en  que 
lian  recaído  sentencias  condenatorias,  todos  aquellos 
juicios  en  que  la  pena  se  ha  impuesto  por  conformi- 
dad de  las  partes;  y yo  pregunto:  ¿es  por  ventura  pro- 
cedente hacer  tul  disgregación?  En  el  caso  en  que  los 
reos  acepten  la  calificación  del  fiscal,  y se  reconoz- 
can culpables,  ¿cómo  no  contar  las  sentencias  que  re- 
caigan como  otras  tantas  sentencias  condenatorias? 

Esta  disgregación  es  completamente  gratuita;  es 
decir,  no  tiene  fundamento  alguno.  Y en  seguida,  in- 
cluye S.  S.  los  sobreseimientos  en  el  cómputo  de  las 
sentencias  absolutorias.  Verdad  es  que  esto  de  los  so- 
breseimientos ha  sido  desde  el  primer  dia  para  mi 
querido  amigo  el  Sr.  Isasa  una  verdadera  pesadilla.  Y 
recuerdo  también  ahora,  que  hubo  periódicos  que  lle- 
garon á alarmar  á la  opinión,  y que  esos  periódicos  se 
mostraron  verdaderamente  preocupados  por  el  gran 
número  de  sobreseimientos,  y de  todo  esto  se  echaba 
la  culpa  á la  ley.  ¿Qué  culpa  tenía  ni  tiene  la  ley  de 
los  sobreseimientos?  La  ley  novísima  establece  las 
mismas  reglas  para  el  sobreseimiento  que  la  anterior 
Compilación  A este  propósito,  permítaseme  que  re- 
cuerde un  hecho  que  puede  explicar  este  fenómeno 
sencillísimo,  mejor  que  yo  pudiera  hacerlo. 

Estaba  un  dia  almorzando,  y se  sentaba  en  mi 
mesa  un  médico  forense.  Tomando  uno  de  mis  hijos 
un  periódico,  leyó  un  artículo,  que  verdaderamente 
alarmaba  á la  conciencia  pública,  llamando  la  aten- 
ción acerca  del  número  excesivo  de  sobreseimientos, 
y el  médico  forense  se  echó  á reir,  diciendo:  «pues  la 
explicación  es  bien  sencilla;  aquí  en  el  bolsillo  tengo 
13  oficios  del  juez,  relativos  á otros  tantos  sumarios 
iniciados.»  ¿Saben  SS.  SS.  de  ios  13  sumarios  cuántos 
eran  los  que  resultaban  útiles?  Dos  Lan  solo,  porque 
los  otros  se  referian  á accidentes  casuales.  Aparece 
un  cadáver  en  la  calle,  y se  instruyen  diligencias;  pero 
resulta  que  el  sujeto  no  ha  muerto  de  mano  airada, 
sino  de  muerte  natural,  ó que  se  ha  suicidado;  pues 
no  hay  más  remedio  que  sobesecr,  porque  no  hay  de- 
lito. ¿Qué  significa  eso  en  contra  de  la  ley  y de  la  mo- 
ralidad pública?  Al  dia  siguiente  aparece  un  herido,  y 
resulta  que  es  un  obrero  que  ha  caido  de  un  andamio 
sin  culpa  de  nadie,  y que  falta,  por  consiguiente,  el 
hecho  justiciable,  pues  no  hay  más  remedio  que  so- 
breseer. ¿Y  cómo  se  lia  de  computar  esto,  cuando  to- 
davía no  se  ha  entrado  en  el  juicio  y cuando  se  so- 
bresee, porque  no  hay  delito,  y porque  falta  la  base 
para  entrar  en  el  procedimiento?  ¿Cómo  se  va  á incluir 
esto  en  el  cómputo  de  las  absolutorias  para  hacer  la 
com  pa  rae  ion? 

Pero,  en  fin,  si  quiere  el  Sr.  Isasa,  pasaré  por  ello; 
pero  lo  que  no  pretenderá  S.  S.  de  seguro  en  su  buen 
juicio  es,  que  cuando  se  trata  de  juzgar  los  resulta- 
dos del  juicio  oral,  se  sumen  los  sobreseimientos  y 
se  disgregen  las  penas  impuestas  por  conformidad  de 
las  partes,  y que  se  haga  lo  contrario  cuando  se  trata 
de  juzgar  el  antiguo  procedimiento. 

Es  necesario  aplicar  las  mismas  reglas  y medie 
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por  el  mismo  rasero  los  resultados  de  uuo  y oLro  sis- 
tema de  enjuiciar. 

Pues  bien;  vea  S.  S.  el  resultado  de  la  estadística, 
por  loque  toca  al  antiguo  procedimiento,  en  los  cuatro 
años  en  que  se  publicó  la  estadística  por  el  método 
que  S.  S.  quiere,  es  decir,  haciendo  el  cómputo  de  la 
manera  que  lo  quiere  hacer  S.  8.  Discurriendo  en  este 
supuesto,  resulta  que,  desde  el  establecimiento  del 
juicio  oral  y público,  las  sentencias  absolutorias  guar- 
daban con  las  condenatorias  la  proporción  de  un  60 
por  100.  La  comparación,  en  el  periodo  de  los  anos 
1859,  1860,  1861  y 1 862,  da  el  siguiente  resultado:  en 
1859,  sobreseimientos  18.139,  absoluciones  6.129,  to- 
tal 24.268;  condenas  17.397,  etc.  No  quiero  molestar 
4 la  Cámara  con  estadísticas,  puesto  que  los  cuadros 
los  lie  de  entregar  á los  señores  taquígrafos.  Me  basta 
decir  el  resultado.  ¿Cuál  cree  S.  S.  que  es  el  resultado 
por  el  antiguo  procedimiento?  ¿El  60  por  100  que  su 
señoría  ha  echado  en  cara  á la  vigente  ley  de  enjui- 
miento?  No;  ¡el  80  por  100!!!  Por  consiguiente,  si  el 
argumento  Aquiles  de  8.  8.  es  decisivo,  ya  está  juz- 
gado el  nuevo  procedimiento:  el  juicio  oral  y público 
sale  indemne  de  las  censuras  de  S.  S.  y de  cualquier 
otro  que  quiera  hacerle  objeto  de  semejantes  críticas, 
y resulta  probado,  cu  la  piedra  de  toque  de  la  expe- 
riencia, que  es  inmensamente  superior  ai  procedi- 
miento antiguo. 

¿Y  lia  consultado  mi  amigo  el  Sr.  Isasa  las  esta- 
dísticas de  algunas  Naciones  extranjeras,  siquiera  de 
aquellas  en  que  se  fija  más  la  atención  de  todo  el  mun- 
do? Pues  yo  voy  á decir  á S.  S.  que  he  hecho  esa  com- 
paración, y cuál  es  el  resultado  que  he  obtenido.  Ya 
sabe  Sf  S.  que  bien  hecha  la  comparación,  resulta  en 
un  caso  el  16‘28  por  100  para  el  juicio  oral  y público 
en  nuestro  país,  y en  otro  caso  ei  19‘07  por  100.  Pues 
vea  S.  8.  Italia.  lie  hecho  la  comparación  solo  res- 
pecto de  las  causas  de  que  conocen  los  assises:  quin- 
quenio de  1876  á 1880;  juzgados,  46.289;  absueltos, 
11.572;  proporción  entre  absoluciones  y condenacio- 
nes, el  25  por  100.  No  leñemos  por  qué  avergonzar- 
nos; el  estado  de  la  criminalidad  no  infunde  esos  sen- 
timientos de  rubor  nacional  á que  8.  S.  aliulia,  supo- 
niendo que  lo  que  aquí  pasaba,  no  pasaba  en  ninguna 
Nación  culta. 

Bélgica:  quinquenio  de  1876  á 1880;  tampoco 
hago  la  comparación  más  que  eu  las  causas  cu  que 
entiende  ei  tribunal  de  assises)  y dejo  las  de  policía 
correccional;  condenados,  769;  absueltos,  222;  propor- 
ción entre  absoluciones  y condenas,  28  por  100;  muy 
superior  á la  que  arrojan  nuestras  estadísticas. 

Francia:  Jurado,  1884.  (Véase  el  cuadro  corres- 
pondiente al  final  del  discurso.) 

Y vamos  á Inglaterra,  país  donde  se  supone  que 
la  administración  de  la  justicia  en  lo  criminal  es  la 
más  perfecta,  así  como  que  es  muy  imperfecta  la  ad- 
ministración de  la  justicia  en  lo  civil.  Inglaterra,  ya 
que  tanto  se  asustaba  el  Sr.  Isasa  de  las  consecuen- 
cias del  sistema  acusatorio,  Inglaterra  nos  ofrece  el 
resultado  que  os  voy  á decir:  la  sociedad  inglesa  no 
tiembla  en  sus  cimientos  ni  se  alarma  porque  suceda 
allí  una  cosa  gravísima  que  voy  á leer.  En  Inglate- 
rra es  sabido  y se  ha  dicho  por  todos  los  escritores, 
que  de  cada  100  delitos  que  se  cometen,  el  30  por 
100  queda  eu  la  más  completa  impunidad,  y no  poí- 
no ser  notoria  su  ejecución,  sino  porque  no  hay  acu- 
sadores; porque  el  amor  al  sistema  acusatorio,  tan  ín- 
timamente ligado  con  las  libertades  inglesas,  llega 


allí  hasta  el  punto  de  que  no  habiendo,  como  no  hay 
Ministerio  público,  excepto  para  los  delitos  de  alta 
traición,  y siendo  necesario  para  que  se  iucoe  un  pro- 
cedimiento que  haya  un  ciudadano  que  quiera  ser 
acusador,  y resulta,  y eso  lo  sabe  todo  el  mundo,  que 
el  30  por  1 00  de  los  delitos  cometidos,  á pesar  de  ser 
notoria  su  comisión,  no  se  persiguen  por  falLa  de  acu- 
sadores; y respecto  de  los  que  se  persiguen  y pueden 
sujetarse  á la  estadística,  vea  el  Sr.  Isasa  cuál  es  el 
resultado:  en  1881,  1 1.353  condenados,  3.401  absuel- 
tos, y no  quiero  continuar  leyeudo;  la  proporción  que 
resulta,  es  de  22‘50  por  100  de  los  absueltos  con  los 
condenados.  El  resultado  de  todas  estas  estadísticas  es 
inferior,  poniéndonos  en  el  punto  de  vista  del  Sr.  Isa- 
sa, al  resultado  que  da  nuestra  estadística. 

Por  consiguiente,  no  hay  que  hablar  de  deficien- 
cias que  la  ley  no  tiene,  atribuyéndole  resultados  que 
son  completamente  inexactos.  Y aunque  el  resultado 
que  dieran  los  números  fuera  otro,  no  me  habría  con 
vencido  ei  Sr.  Isasa  de  que  liabia  hecho  mal  en  esta 
blecer,  en  la  medida  en  que  lo  hice,  el  sistema  acu- 
satorio, porque  este  sistema,  lo  mismo  que  el  juicio 
oral  y público,  creo  yo,  respetando  la  superior  com- 
petencia del  Sr.  Isasa,  que  no  descansa  en  los  funda- 
mentos que  8.  S.  le  ha  atribuido,  sino  en  otros  muy 
diferentes.  ¿Qué  tiene  que  ver  con  el  juicio  oral  y pú- 
blico ni  con  el  sistema  acusatorio  la  máxima  de  la 
ley  de  Partida,  que  dice  que  nadie  puede  ser  juzgado 
sin  ser  oído,  ni  aquella  otra  de  que  vale  más  que  se 
salven  cien  culpables  que  no  que  se  castigue  á un 
inocente?  No;  el  sistema  acusatorio  está  en  otra  cosa; 
y sobre  este  punto,  puesto  que  me  dirijo  á un  insigne 
civilista,  me  atrevo  á hacer  ai  Sr.  Isasa  la  siguiente 
pregunta:  ¿No  cree  S.  S.  que  es  una  gran  garantía 
para  el  acierLo,  y una  prenda  de  seguridad  para  los 
derechos  del  ciudadano,  que  en  los  juicios  civiles 
haya  demanda  y respuesta;  que  en  los  escritos  de 
demanda  y de  respuesta,  ó en  los  de  réplica  y dúpli- 
ca,  se  fijen  concretamente  por  cada  una  de  las  partes 
los  hechos  y los  puntos  de  derecho;  que  después  en  el 
trámite  de  las  probanzas  tengan  que  versar  las  prue- 
bas para  que  sean  pertinentes  y admisibles  sobre  los 
hechos  articulados  en  los  escritos,  y que,  finalmente, 
haya  de  tener  siempre  en  cuenta  el  juzgador,  ei  prin- 
cipio de  quando  judex  pronuntiat  extra  petita,  sententia 
ipso  jure  nidia  est , es  decir,  que  sea  un  motivo  graví- 
simo de  casación  la  incongruencia  del  fallo  con  las 
pretensiones  de  las  partes.  ¿Cree  S.  S.  que  esto  es  una 
garantía  de  acierto  para  la  justicia?  ¿Sí  ó no?  Pues  si 
esas  son  las  formas  protectoras  de  los  derechos  de  los 
ciudadanos,  si  esos  son  verdaderos  dogmas  en  la 
ciencia  procesal,  pregunto  yo  ahora:  ¿por  qué  lo  que 
es  garantía  para  ios  derechos  eu  lo  civil,  lo  que  es 
dogma  en  la  ciencia  procesal,  por  lo  tocante  á las 
cuestiones  civiles,  á las  cuestiones  de  lo  tuyo  y de  lo 
mío,  no  hade  ser  igualmente  aplicado  en  los  juicios 
criminales?  ¿Es,  por  ventura,  que  una  cuestión  sobre 
una  servidumbre,  pongo  por  caso,  importa  más,  mu- 
cho más,  y necesita  rodearse  de  mayores  y más  pro- 
tectoras garantías  de  justicia,  que  una  cuestión  en  lo 
criminal,  cuando  lo  que  se  ventila  es  la  fortuna  en- 
tera del  ciudadano,  y de  todas  maneras,  aunque  se 
trate  de  un  ciudadano  modesto,  ó aunque  no  le  vaya 
en  ello  su  fortuna,  se  ventila  su  honor,  su  libertad  y 
hasta  su  misma  vida? 

Se  comprende,  por  consiguiente,  que  si  ia  ciencia 
procesal  es  una.  es  menester  que  se  mire  á los  dere- 


5170 


30  DE  ABRIL  DE  1887. 


chos  quo  más  estima  el  hombre  con  la  misma  consi- 
deración que  se  dispensa  por  esas  mismas  leyes  á los 
derechos  de  un  órden  subalterno.  En  buena  hora  que 
se  conserve  el  sumario;  es  decir,  que  haya  una  des- 
viación de  los  principios  aplicables  al  enjuiciamiento 
civil  en  todo  aquello  que  la  sociedad  considere  indis- 
pensable para  apoderarse  de  los  primeros  elementos 
del  delito  ó de  los  vestigios  que  acaba  de  dejar  el  cri- 
men; pero  las  ventajas  del  fiscal,  como  representante 
de  la  sociedad,  no  pueden  ir  más  allá  del  límite  de  la 
necesidad.  Yo  espero  que  el  Sr.  Isasa  justificará  esa 
diferencia.  ¿Por  qué  se  han  de  negar  en  el  juicio  cri- 
minal aquellas  condiciones  que  se  consideran  como 
garantías  indispensables  del  enjuiciamiento  civil? 

Desde  el  momento  en  que  la  sociedad,  represen- 
tada por  sus  agentes,  ha  recogido  los  datos  necesa- 
rios para  poder  fundar  la  acusación,  debe  desaparecer 
el  secreto,  debe  empezar  la  publicidad  y debe  comen- 
zar el  juicio,  y desde  el  momento  en  que  el  juicio  co- 
mienza en  lo  criminal,  la  libertad,  el  honor,  la  honra, 
la  vida  del  ciudadano  deben  tener  iguales  garantías 
que  tiene  una  cuestión  insignificante  en  que  se  ven- 
tila el  pago  de  unos  cuantos  maravedises.  Esta  es  la 
base,  la  raíz  y el  fundamento  del  sistema  acusatorio 
y del  juicio  oral  y público. 

Por  consiguiente,  no  hay  que  asustarse  porque  el 
acusador,  aun  siendo  un  representante  de  la  ley  y un 
funcionario  dependiente  del  Gobierno,  que  por  lo  ge- 
neral suele  ser  demasiado  severo  y suele  estar  ani- 
mado de  un  espíritu  perseguidor,  pueda  desistir  de 
una  acusación:  hipótesis  extrema,  que  en  seis  años 
que  lleva  de  existencia  el  juicio  oral  y público,  no  se 
ha  realizado  una  sola  vez.  Si  no  hay  quien  recoja 
aquella  acusación,  ó hay  que  negar  al  ciudadano, 
cuando  se  vea  acusado  criminalmente,  las  garantías 
que  se  le  dan  cuando  se  trata  de  cuatro  cuartos,  ó se 
lia  de  tratar  con  igual  miramiento  la  honra,  la  liber- 
tad y la  vida  que  uu  pedazo  de  tierra  ó una  casa.  Si 
no  hay  acusación,  no  hay  juicio,  no  debe  haberlo.  Y 
cabalmente  el  artículo  que  aquí  se  ha  citado,  fué  una 
desviación  del  sistema  acusatorio  hecha  intencionada 
y deliberadamente,  no  más  que  por  transigir  con  cier- 
tas preocupaciones  nacidas  del  habito  creado  por  el 
procedimiento  antiguo. 

Por  esto  me  parecía  que  se  debía  autorizar  al  tri- 
bunal á enmendar  hasta  cierto  punto  la  calificación 
del  fiscal,  ó los  errores  en  que  el  fiscal  pudiera  incu- 
rrir en  la  calificación,  proponiendo  á las  partes  la 
cuestión  para  que  no  se  dijera  de  modo  alguno  que 
el  fallo  era  incongruente  con  lo  discutido;  porque  des- 
de el  momento  en  que  el  problema  se  plantea  por  el 
tribunal  y la  defensa  y el  fiscal  lo  discuten,  ya  des- 
aparece el  peligro  de  la  incongruencia;  pero  lo  que 
en  el  enjuiciamiento  civil  es  motivo  grave,  gravísimo 
de  casación,  y hasta  para  anular  una  sentencia,  no 
puede  menos  de  aplicarse  del  mismo  modo  en  el  pro- 
cedimiento criminal  en  cualquiera  ISacion  culta  en 
donde  se  tenga  el  respeto  debido  á la  vida  y á la  honra 
de  los  ciudadanos. 

Y por  este  estilo  podría  ir  contestando  á las  dermis 
observaciones  que  ha  hecho  el  Sr.  Isasa  respecto  del 
juicio  oral;  pero  puesto  que  S.  S.  se  propone  entrar 
en  pormenores  sobre  estas  cuestiones  en  el  momento 
oportuno,  entonces  las  estudiaremos  y discutiremos. 
Yo  entre  tanto,  debo  decir  á S.  S.  que  de  esto  no  hago 
nunca  cuestión  de  amor  propio.  Tan  lejos  estoy  de 
hacerlo  asi,  que  mi  primer  cuidado,  apenas  tuvo  S,  M. 


la  dignación  de  confiarme  el  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia,  fue  llamar  al  señor  teniente  fiscal  del  Tri- 
bunal Supremo,  que  es  el  depositario  de  las  tradicio- 
nes, y conoce  bien  las  opiniones  de  S.  S.,  encargán- 
dole que  formulara  un  cuestionario  comprensivo  de 
todas  cuantas  observaciones  le  hubiera  sugerido  la 
experiencia  y debieran  ser  la  base  de  las  enmiendas 
que  fuera  procedente  introducir  en  la  ley  de  enjui- 
ciamiento criminal. 

El  teniente  fiscal  reunió  á los  ahogados  fiscales  y 
formuló  un  cuestionario;  asistieron  también  junta- 
mente el  nuevo  fiscal  y dos  dignísimos  magistrados 
de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo,  alguno  de 
los  cuales  me  está  oyendo,  á varias  conferencias  por 
mí  presididas,  y resultó  que  realmente  todas  aquellas 
observaciones,  ó nacían  de  la  alarma  injustificada  que 
se  promovió  por  el  excesivo  número  de  sobreseimien- 
tos ó se  originaban  de  un  error  muy  sencillo,  que  es 
el  de  empeñarse  en  juzgar  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal,  ó sea  el  juicio  oral  y público  y el  sistema 
acusatorio,  por  el  prisma  y con  el  criterio  del  anti- 
guo procedimiento,  ó sea  del  inquisitivo  y secreto. 
Claro  está  que,  juzgando  con  este  criterio  la  ley  de 
enjuiciamiento  criminal,  se  habían  de  encontrar  to- 
dos esos  lunares  que  se  dicen;  pero  la  opinión  de 
todos  aquellos  señores  estuvo  conforme  con  la  mia  en 
que  en  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal  no  habia 
que  liaccr  reforma  de  ninguna  especie.  Claro  es  que 
se  podía  mejorar  éste  ó el  otro  detallo,  pero  real- 
mente no  había  motivo  para  la  reforma  que  yo  que- 
ría acometer  antes  de  pensar  en  otras  de  carácter 
legislativo.  Si  en  esto  tuviera  yo  algún  amor  propio, 
mi  egoísmo  habría  estado  en  hacer  yo  la  reforma  de 
mi  propia  ley;  así  hubiera  evitado  que  cualquiera 
otra  persona  hubiera  puesto  la  mano  en  ella.  Yo  no 
traje  la  reforma  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal, 
porque  cu  aquellas  conferencias  me  convencí  de  que 
no  había  motivo  para  traer  un  nuevo  proyecto  á las 
Cortes,  y que  era  más  urgente  hacer  lo  que  ha  indi- 
cado el  Sr.  Silvela,  acometer  la  reforma  del  Código 
penal,  que  en  efecto  se  ha  discutido  y votado  en  la 
otra  Cámara,  cuando  aqut  no  hacemos  más  que  em- 
pezar ahora  la  discusión  del  Jurado;  es  decir,  que 
comprendiendo  como  el  Sr.  Silvela,  que  lo  más  ur- 
gente era  la  reforma  del  Código  penal  por  el  engra- 
naje que  tiene  con  la  ley  actual  de  enjuiciamiento 
criminal  y con  el  establecimiento  del  Jurado;  antici- 
pándome yo  á su  deseo  y participando  de  esa  opinión, 
presenté  la  reforma  del  Código  penal  antes  que  la  ley 
del  Jurado;  y en  efecto,  el  Código  penal  ha  sido  ya 
examinado,  discutido  y aprobado  en  la  otra  Cámara, 
y de  un  momento  á otro  espero  que  la  Comisión  en- 
cargada de  revisar  el  proyecto  en  el  Congreso,  leerá 
desde  esa  tribuna  su  dictamen,  que  tiene  ya  comple- 
tamente convenido. 

Como  no  me  he  levantado  á hacer  un  discurso, 
sino  solo  á restablecer  la  verdad  de  los  hechos  y á 
oponer  números  A números  y un  cuadro  estadístico  á 
otro  cuadro  estadístico,  demostrando  así  á mi  particu- 
lar y cariñoso  amigo  el  Sr.  Isasa,  que  ha  padecido  una 
equivocación  al  examinar  la  estadística,  y que  des- 
pués de  todo,  si  esc  es  un  argumento  decisivo,  está 
en  favor  dei  juicio  oral  y público,  en  favor  del  proce- 
dimiento moderno  y no  del  antiguo,  me  siento,  la- 
mentándome de  haber  privado,  siquiera  por  breves 
momentos,  á la  Cámara,  del  placer  de  oir  la  elocuente 
I palabra  de  mi  amigo  el  Sr.  Maura, 
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Resultados  estadísticos  con  relación  á España. 


Resultados  estadísticos  en  países  extranjeros. 


Antiguo  procedimiento . 


ITALIA. 


AÑOS. 

Sentencias 

condenatorias. 

Sentencias 

absolutorias. 

Í859 

17.397 

6.129 

1860 

17.316 

5.595 

1861 

17.090 

5.525 

1862 

17.408 

5.333 

69.211 

22.582 

Proporción  de  las  absolutorias,  24‘GO  por  100. 


Procedimiento  r>igente. 


AÑOS. 

Sentencias 

condenatorias. 

Sentencias 

absolutorias. 

1883 

12.302 

1.844 

1884 

16.055 

3.055 

1885 

15.089 

3.555 

i 

43.446 

8.454 

Proporción  de  las  absolutorias,  16‘28  por  100. 


Si  aun  se  desea  la  comparación  en  términos  más 
precisos,  puede  acudirse  á la  estadística  de  1885.  En 
ella  aparecen  clasificadas  en  condenatorias  y absolu- 
torias las  sentencias  dictadas  en  causas  tramitadas 
por  el  antiguo  procedimiento  (pág.  29),  dando  la  com- 
paración el  siguiente  resultado: 


Procedimiento  vigente. 

Sentencias  condenatorias,  15.089. 

Sentencias  absolutorias,  3.555. 

Proporción  de  las  absolutorias,  1 9407  por  100. 


Procedimiento  antiguo . 

Sentencias  condenatorias,  437. 

Sentencias  absolutorias,  377. 

Proporción  de  las  absolutorias,  4G‘31  por  1 00. 

Resultado  estadístico  que  se  obtiene  deduciendo 
las  sentencias  condenatorias  por  conformidad  de  las 
partes,  y añadiendo  á las  absolutorias  los  sobresei- 
mientos libres: 


Absoluciones. 


Condenas. 


jnrq  ¡Sobreseimientos.  18.1391 
0 ’ i Absoluciones. . . G.129) 
lSfin  ¡Sobreseimientos.  12.830) 
1 Absoluciones...  1 1.5891 
jggl  (Sobreseimientos.  19.394 
Absoluciones...  5.525 
Sobreseimientos.  19.091; 

* ‘(Absoluciones. . . 5.333  | 


24.2G8 

24.419 

24.919 

24.424 


17.397 

27.257 

17.090 

17.408 


Proporción,  80  por  100. 


98.030 


79.152 


Tribunales  de  Assises. — Quinquenio  de  i 870  á 1880 . 

Juzgados,  46.289. 

Absueltos,  11.572. 

Proporción  de  absueltos,  25  por  100. 

BELGICA. 

Tribunales  de  Assises. — Quinquenio  de  1876  á 1880. 

Juzgados,  799. 

Absueltos,  222. 

Proporción  de  absueltos,  28  por  100. 

FRANCIA. 

Jurado. — Año  de  1884. 

I)e  las  3.2 7 G acusaciones  que  le  han  sido  some- 
tidas durante  el  año,  ha  desechado  enteramente  814 
(25  por  100.) 

De  las  2.4G2  admitidas,  ha  confirmado  1.955  (59 
por  100),  tal  como  hablan  sido  formuladas,  y 507 
(16  por  100)  con  modificaciones  que  dejaban  al  hecho 
el  carácter  de  crimen,  ó que  le  hacian  degenerar  en 
simple  delito. 


INGLATERRA. 


AÑOS. 

Condenados. 

Absueltos. 

1882 

1 1.353 

3.401 

1883 

11.347 

3.273 

1884 

1 1.134 

3.220 

1885 

10.500 

3.029 

44.334 

12.923 

Proporción  de  absueltos,  22‘50  por  100. 


El  Sr.  ISASA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  señor 
Maura. 

El  Sr.  MAURA:  Porque  en  ley  de  cortesía  no  pue- 
do callar  después  de  las  rectificaciones  de  los  señores 
Pidal,  Silvela  é Isasa;  aunque  me  duele  fatigaros  de 
nuevo,  voy  á decir  las  palabras  estrictamente  nece- 
sarias para  recoger  lo  que  yo  entiendo  que  en  esle 
debate  por  su  índole,  como  decia  el  Sr.  Silvela,  por- 
que no  está  sino  empezado  y hemos  de  seguir  discu- 
tiendo largos  dias,  entiendo  yo  que  es  indispensable 
para  dar  por  terminada  hoy  mi  misión. 

No  dudaba  yo,  por  el  semblante  de  los  compañe- 
ros y aliados  que  traen  SS.  SS.  en  este  terrible  asalto 
contra  el  Jurado,  de  que  el  Sr.  Pidal  habia  de  sentir 
repulsión  teórica  hácia  ellos;  pero,  ¿qué  culpa  tengo 
yo  de  que  la  realidad  sea  lo  que  dije  y no  lo  que 
supuso  S.  S.?  Yo  le  invito  á que  repase  el  Diario  de 
las  Sesiones , y lea  su  propio  discurso,  el  del  señor 
Domínguez,  el  del  Sr.  Isasa  (que  creía  que  nos  iba  á 
imrecer  anticuado,  cuando  en  realidad  vestía  según 
la  última  moda),  y el  discurso  del  Sr.  Silvela;  hallará 
en  todos,  punto  por  punto,  en  lo  principal  y en  lo  ac- 
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cosorio,  todo,  absolutamente  todo  cuanto  escribían 
los  propagadores  ó fundadores  de  la  escuela  antropo- 
lógica penal;  pero  donde  esta  fase  del  asunto  quedó 
en  evidencia  tan  plena  que  no  sé  si  8.  S.  me  contes- 
taba á mí  ó se  quejaba  del  Sr.  Silvela,  dirigiéndose 
hacia  este  lado,  fue  en  el  discurso  del  Sr.  Silvela;  por- 
que hasta  entonces  habíamos  visto  la  recopilación  de 
cuanto  han  dicho  esos  señores,  desde  la  frase  de  qui 
el  Jurado  es  la  Milicia  Nacional  del  derecho,  hasta  las 
razones  más  fundamentales  que  habéis  expuesto  con- 
tra el  Jurado  (me  comprometo  si  queréis  á mostraros 
el  texto  de  cualquier  aspecto  que  vosotros  hayais 
dado  al  debate,  y creáis  que  no  es  aspecto  con  que 
tratan  al  Jurado  también  los  propagadores  de  la  es- 
cuela antropológica  penal).  Pero  llega  el  Sr.  Silvela  y 
no  se  contenta  con  eso,  sino  que  invoca  hasta  la  auto- 
ridad personal  de  esos  escritores  y sus  revistas.  (El 
Sr.  Silvela,  D.  Francisco:  Coincidimos  en  eso.)  Por- 
que coincidís  en  razones  y en  obras,  por  esto  ayudáis 
y facilitáis  su  tarea,  que  es  la  que  os  he  dicho;  como 
os  he  dicho  también  que  eso  no  lo  podia  hacer  el  par- 
tido conservador  sin  desamparar,  por  no  decir  que 
socavar,  los  verdaderos  intereses  conservadores  de  la 
sociedad. 

El  Sr.  Pidal  tiene  una  propensión  ingénita  á bus- 
car contradicciones  y poner  en  pugna  los  pareceres 
de  unos  con  otros,  singularmente,  cuando  estos  mi- 
litan en  el  campo  adversario  al  suyo;  porque  para  no- 
tar las  discrepancias  de  su  propio  campo,  tiene  una 
amplitud  de  criterio  y una  docilidad  de  carácter  que 
yo  aplaudo,  porque  en  la  política,  de  otra  manera  no 
se  puede  vivir.  Decía  el  Sr.  Silvela;  «Esto  que  el  se- 
ñor Maura  dice,  ha  sido  en  contra  del  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  que  ha  dado  oidos  á una  proposi- 
ción en  el  Senado,  del  Sr.  Letamendi.»  Accedió  el  se- 
ñor Ministro  á oir  esa  opinión.  Y ahora  digo  yo  más: 
que  entiendo  que  no  tiene  absolutamente  nada  que 
ver  el  cargo  que  me  lie  permitido  dirigir,  ó someter 
á la  consideración  de  los  dignos  individuos  de  la  mi- 
noría conservadora,  con  otra  cosa  que  el  Sr.  Pidal 
presentaba,  olvidando  la  diferencia  que  média  entre 
ambas  maneras  de  traer  el  asunto  al  debate.  Claro  es 
que  si  la  ciencia  médica  progresa  y hoy  se  conocen 
extravíos  mentales,  ayer  ignorados, naturalmente,  que 
eso  es  un  factor  pericial  para  el  juicio;  ¿pero  qué  tiene 
que  ver  eso  con  el  Jurado?  Todo  juzgador,  cuando  se 
atraviesa  en  el  juicio  una  materia  sometida  á la  fa- 
cultad de  los  técnicos,  en  cualquier  arle  ú oficio, 
tiene  que  considerarla  y auxiliarse  del  esperto;  pero 
dada  la  propia  pericia  del  juzgador,  aunque  tenga 
siete  togas  una  sobre  otra,  su  ciencia  es  tan  in- 
útil como  la  que  dice  S.  S.  que  tiene  el  Jurado  para 
las  funciones  á que  le  llamamos. 

De  manera,  que  es  cosa  completamente  distinta 
que  la  ciencia  médica  haya  progresado,  y su  pericia, 
como  todas  las  pericias  de  todas  las  ciencias  ó artes, 
pueda  prestar  á la  administración  de  justicia  quien 
quiera  que  ejerza  la  jurisdicción,  un  auxilio  que  en 
otros  tiempos  no  podia  prestarle,  y otra  cosa  es  que 
se  arguya  con  este  progreso,  como  hacía  el  Sr.  Pidal, 
mal  que  le  pese,  contra  el  Jurado,  negando  su  aptitud 
para  las  funciones  que  les  atribuye,  no  las  que  el  pro- 
yecto les  encomienda. 

Respecto  al  engranaje  y concordancia  fundamen- 
tal de  la  institución  del  Jurado  con  el  sistema  monár- 
quico constitucional;  á la  diferencia  entre  el  Jurado, 
la  magistratura  permanente  y togada  y la  magis- 


tratura electiva  en  sus  relaciones  con  la  Monarquía 
absoluta  ó con  la  soberanía  popular  de  la  muchedum- 
bre, entiendo  que,  en  las  pobres  palabras  que  antes 
dirigí  al  Congreso,  están  bastante  contestadas  las  ob- 
servaciones del  Sr.  Pidal;  y no  sería  rectificar,  sino 
empeñarnos  en  un  debate  sin  orillas,  entrar  ahora  en 
esa  rectificación;  me  remito  á lo  que  dije,  á lo  cual 
entiendo  que  no  ha  contestado  8.  S. 

El  Sr.  Pidal.  después  de  haber  puesto  á prueba  la 
serenidad  de  nuestro  ánimo  y aun  el  valor  de  nues- 
tra conciencia,  pintándonos  este  Jurado  que  traemos 
como  reproducción  abominable  del  Tribunal  del  Te- 
rror, después  de  habernos  horrorizado  á nosotros  con 
sus  anatemas , sale  ahora  con  que  esto  es  una  mixti- 
ficación conservadora,  una  mezcla  de  mezclas.  ¿En 
qué  quedamos?  El  Sr.  Pidal  dice  que  esc  no  es  el  Ju- 
rado auténtico.  El  Sr.  Pidal  tiene  en  todo  competen- 
cia extremada,  pero  permítame  S.  S.  que  le  diga  que 
para  conocer  por  el  aire  de  familia  la  legitimidad  de 
las  instituciones  liberales  y aun  democráticas,  8.  S., 
que  no  es  de  la  sangre,  no  es  el  más  competente. 

Al  Sr.  Tsasa  le  ha  contestado,  en  lo  que  había  de 
sustancial  en  su  rectificación,  el  Sr.  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia,  y claro  es,  que  habiéndole  contestado 
el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  ha  obtenido  8.  S. 
una  respuesta  que  nunca  hubiera  podido  darle  yo,  aun 
con  mi  mayor  voluntad.  Pero  média  un  episodio  per- 
sonal que  me  atañe,  y acerca  del  que  yo  deseo  desva- 
necer todo  el  recelo  del  Sr.  Isasa. 

Se  duele  de  una  alusión  que  hice  yo  al  arca  de 
Noé  sin  nombrarla;  y es  menester  explicarla  un  poco, 
ya  que  S.  S.  ha  leido  algo  de  prisa  mi  discurso  de  la 
tarde  de  anteayer.  Su  señoría  no  puede  negar,  porque 
boy  se  ha  propuesto  negarlo  y nuevamente  ha  confir- 
mado lo  que  quería  desmentir,  no  puede  negar  que 
toda  la  dirección  y toda  la  extruetura  de  su  discurso, 
así  lo  apreciamos  Lodos  y en  su  rectificación  lo  he- 
mos visto  confirmado  hoy  mismo,  toda  la  dirección 
y la  extruetura  de  su  discurso  eran  contra  el  sistema 
acusatorio,  contra  el  procedimiento  oral  y contra  la 
congruencia  fundamental  entre  la  oralidad  del  juicio, 
la  apreciación  por  conciencia  de  las  pruebas,  y la 
permanencia  y carácter  técnico  de  los  jueces  que  ad- 
ministran la  justicia.  Su  señoría  hizo  una  acusación 
fiscal  de  la  administración  de  justicia  tal  cual  es  boy; 
razonaba  yo  desde  mi  punto  de  vista,  y para  mi  pro- 
pósito decía  en  síntesis:  el  partido  conservador  des- 
coufia  del  elemento  popular,  entiendo  yo  que  sin  ra- 
zón. Y cuando  había  dicho  yo  esto , pasaba  á otra 
parte  de  mi  razonamiento,  y añadía:  lo  más  raro  es, 
que  también  desconfía  del  organismo  oficial  del  Es- 
tado, en  todas  sus  manifestaciones.  Y ahí  fué  donde, 
acogiéndome  á la  autoridad  consoladora  para  mí  del 
Sr.  Isasa,  por  lo  mismo  que  es  grande  la  de  S.  S.,  en- 
tonces fué  cuando  yo  dije:  habéis  oido  al  Sr.  Isasa 
decir  de  la  Administración  de  justicia  lo  que  todas 
esas  estadísticas  quieren  decir,  que  no  atañe  á la  in- 
tención y á la  rectitud,  sino  á la  ineficacia  práctica 
que  en  ella  nota  S.  8.,  que  para  mi  argumento  no  ne- 
cesitaba más:  y no  solo  la  administración  de  justicia, 
sino  las  Corporaciones  populares,  la  Administración 
y el  Parlamento;  y no  solo  la  mayoría,  sino  la  minoría 
á queS.  S.  pertenece,  puesto  que  censuró  actos  y votos 
en  que  fueron  protagonistas  los  que  forman  en  esa  mi- 
noría. Y de  todo  eso  deducía  yo  que,  en  esa  ruina  gene- 
ral de  la  estimación  de  los  elementos  oficiales,  ya  que 
de  los  populares  no  había  que  hablar,  puesto  que  ha- 
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bian  quedado  ya  maltrechos  de  vuestros  ataques,  no 
se  salvaba  más  que  S.  S.  Y me  dolia  yo  de  que  fuera 
tan  unipersonal  el  salvamento;  pero  eso  no  era  absolu- 
tamente otra  cosa  que  una  consecuencia  favorable  á mi 
tésis,  del  razonamiento  de  S.  S.  Creo  que  en  esto  no 
puede  haber  nada  que  le  lastime,  pues  si  lo  hubiera, 
basta  renunciaria  al  argumento  con  tal  de  no  moles- 
tar poco  ni  mucho  al  Sr.  Isasa. 

Eso  otro  de  las  rectificaciones  de  S.  S.  á sí  pro- 
pio, eso  ya  no  me  incumbe:  puede  ser  caso  de  con- 
ciencia; puede  ser  asunto  de  relaciones  entre  S.  S.  y 
el  Sr.  Silvela;  de  todas  maneras,  toca  á la  jurisdic- 
ción disciplinaria  interior  de  la  minoría  conservadora, 
fortaleza  cuyo  alcaide  tiene  tal  autoridad  y es  tan  ce- 
loso de  sus  fueros,  que  sería  temeridad  en  mí  entrar 
á ejercer  jurisdicción  de  ningún  género  dentro  de  sus 
murallas.  (Risas.) 

Estoy,  como  veis,  cumpliendo  mi  propósito  de  ser 
breve,  y seré  brevísimo,  al  recoger  las  rectificaciones 
de  mi  otro  amigo  particular  el  Sr.  Silvela. 

El  contagio  le  ha  inducido  á S.  S.  d argumentar 
por  los  caminos  que  frecuenta  y Lrilla  el  Sr.  Pidal. 
Ha  supuesto  S.  S.  que  cuanto  yo  he  dicho  sobre  la 
imposibilidad  de  continuar  en  el  estado  actual  de 
nuestra  administración  de  justicia,  era  una  agresión 
contra  la  obra  del  partido  liberal,  y singularmente, 
porque  la  simboliza,  contra  el  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia. 

¿Es  que  el  Sr.  Silvela  no  recuerda,  aunque  yo  lo 
halda  dicho,  si  bien  el  haberlo  dicho  yo  razón  era  para 
que  no  se  fijase  y no  lo  recordase  S.  S.;  aunque  es 
notorio  en  el  Diario  de  las  Sesiones , y está  en  la  mente 
de  todos  los  que  aquí  venimos  desde  hace  tres  ó cua- 
tro legislaturas;  no  recuerda  que  la  reforma  de  1882 
en  la  organización  judicial  y en  el  procedimiento  cri- 
minal, se  hizo  á calidad  expresa  de  interina,  como  la 
primera  piedra  de  un  edificio  que  se  había  de  coronar 
con  el  Jurado,  tanto  que,  cumpliendo  el  sucesor  del 
Sr.  Alonso  Martínez  la  promesa  categórica  que  éste 
hizo  en  el  Senado,  presen Ló  en  la  inmediata  legisla- 
tura el  Jurado,  y se  votó  en  el  Senado,  y vino  al  Con- 
greso, y surgieron  disidencias  en  el  partido  liberal, 
y vino  la  caida  del  partido  liberal,  y al  Poder  el  par- 
tido conservador,  paréntesis  de  la  reforma,  que  ahora 
se  trae  de  nuevo?  Pues  siendo  una  interinidad  de- 
clarada tal,  ¿por  dónde  puede  ser  molesto  para  el  se- 
ñor Ministro  de  Gracia  y Justicia,  ni  para  el  par- 
tido liberal,  hacer  notar  que,  sin  terminar  el  edificio, 
la  higiene  que  nos  recomienda  el  Sr.  Silvela,  no 
permite  vivir  en  él,  al  ménos  por  tiempo  indefinido? 
Indefinido  es  el  que  nos  receta  S.  S.,  porque  si 
hemos  de  aplazar  el  planteamiento  del  Jurado,  y vi- 
vir con  la  magistratura  permanente,  bajo  la  sola  ga- 
rantía de  dos  votos  contra  uno  en  las  Audiencias  de 
lo  criminal,  y con  esa  contradicción  sustancial  que 
de  este  debate  resulta  ciara,  entre  la  ondulad  y las 
pruebas  de  conciencia  y la  judicatura  permanente, 
hasta  que  se  hayan  hecho  todas  esas  reformas  que 
propone  S.  S.,  con  intervalos  de  gobierno  del  partido 
conservador  que  ya  sabemos  que  estudia  todas  estas 
cuestiones,  pero  que  no  hemos  visto  que  proponga 
reforma  alguna,  probablemente  llegaremos  algunos 
á la  tumba  y otros  á la  vejez  sin  haber  visto  implan- 
tado el  Jurado. 

Y concluyo  recogiendo  una  gráfica  síntesis  de  su 
pensamiento  sobre  la  unidad  vandálica  y sobre  el  cri- 
terio con  que  el  legislador  ha  de  armonizar  los  idea- 


les científicos  á propósito  del  Gobierno,  sobre  todo  en 
la  formación  de  las  leyes,  con  el  respeto  á las  tradi- 
ciones, á las  preocupaciones  y los  organismos  histó- 
ricos. Contestando  á aquella  anécdota  de  la  encina 
que  S.  S.  vió  en  un  camino  de  las  Provincias  Vascon- 
gadas, respetada  mediante  un  rodeo  del  camino,  debo 
decirle  que  estoy  conforme;  pero  que  el  Sr.  Silvela 
estaría  muy  fatigado  cuando  se  sentó  al  pié  de  la 
encina,  y por  eso  no  advirtió  que  el  camino  no  se  de- 
tuvo en  la  encina  para  respetarla;  sino  que  desvián- 
dose poco,  siguió  á su  fin  último.  Eso  es  lo  que  yo 
quiero  como  regla  de  sana  política. 

El  Sr.  ISASA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  ISASA:  Agradezco  al  Sr.  Ministro  de  Gra- 
dia  y Justicia,  con  todo  el  carino  que  S.  S.  sabe  le 
profeso,  las  benevolencias  que  ha  tenido  á bien  pro- 
digarme, y le  agradezco  igualmente  la  opinión  que 
S.  S.  ha  emitido  aquí  de  que  yo  al  juzgar  estos  asun- 
tos de  enjuiciamiento  criminal  y de  método  para  la 
administración  de  justicia,  estaba  bajo  una  preocu- 
pación adquirida  en  el  desempeño  de  la  fiscalía  del 
Tribunal  Supremo.  Es  ciertísimo  cuanto  el  Sr.  Alonso 
Martinez  ha  dicho  respecto  á ese  punto,  y S.  S.  re- 
conocerá conmigo,  que  mi  preocupación  no  ha  sido 
por  este  ó el  otro  sistema,  sino  real  y verdaderamente 
por  ver  en  gran  deficiencia,  en  gran  debilidad,  por  no 
decir  en  gran  derrota,  á la  justicia,  por  efecto  de  re- 
formas bien  poco  meditadas. 

El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  ha  querido 
solo  contradecir  uno  de  mis  argumentos  contra  el  Ju- 
rado trayendo  una  estadística,  con  la  cual  ha  creído 
refutar  el  cuadro  general  que  con  los  resultados  de 
las  estadísticas  presenté  yo  del  estado  de  la  adminis- 
tración de  justicia  en  lo  criminal  en  España. 

Mi  argumento,  que  he  repetido  esta  tarde,  era:  la 
estadística  da  un  29  por  100  de  absoluciones  en  los 
juicios  orales;  ¿sabéis  de  algún  país  en  que  dé  igual 
cifra?  Por  otra  parte,  en  todas  las  Naciones  donde  hay 
juicio  por  jurados  da  siempre  un  número  mayor  de 
absoluciones  que  el  juicio  por  magistrados.  Pues  si 
en  ei  nuestro  da  un  resultado  superior  al  de  todas  las 
Naciones  el  juicio  ante  los  tribunales  de  derecho,  ¿qué 
no  hemos  de  temer  del  establecimiento  del  juicio  por 
jurados,  que  es  ordinariamente  más  favorable  á los 
acusados?  Este  era  mi  argumento;  yo  no  traje  á otro 
propósito  la  estadística. 

El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  ha  venido  á 
decirnos  esta  tarde  que  la  base  de  eso  argumento  es 
inexacta,  porque  el  juicio  oral  no  da  un  29  por  100 
de  absoluciones,  y ha  querido  hacer  una  comparación 
con  la  estadística  de  1859  á 18G2.  No  es  desfavorable 
en  aquellos  años;  pero  aunque  lo  fuera,  digo  que  esa 
comparación  es  impropia,  porque  los  procedimientos 
eran  distintos,  y basta  distinto  el  Gódigo  penal  que  se 
aplicaba:  en  los  años  de  1859  á 1862  el  del  año  50, 
y en  la  estadística  de  hoy  el  del  año  1870. 

Por  consiguiente,  esas  opiniones  exigen  un  traba- 
jo de  análisis  que  no  es  posible  hacer  aquí  en  una  dis- 
cusión de  esta  naturaleza. 

Pero  ateniéndose  á las  estadísticas  publicadas  de 
1884  y 1885,  únicas  que  yo  conozco  (el  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia  tendrá  ya  noticia  del  resultado 
que  arroja  la  que  lia  de  publicarse  este  año  referente 
al  ejercicio  ó año  judicial  de  1886),  el  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  ha  dicho  que  no  dan  más  que  un 
IG  por  100.  Yo  no  pude  ménos  de  decir  que  ese  re- 
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súmen  está  nial  hecho,  que  esa  proporción  no  es 
exacta;  pero  ahora  veo  que  estamos  perfectamente  de 
acuerdo. 

El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  me  acusa  de 
que  yo  saco  el  29  por  100,  uo  contando  con  las  sen- 
tencias que  se  llaman,  y son  realmente  dictadas,  de 
conformidad  entre  la  acusación  y la  defensa  en  los 
delitos  de  pena  correccional;  y dice  S.  S.:  ¿por  qué  no 
los  cuenta  el  Sr.  Isasa?  Ya  esta  es  una  cuestión  téc- 
nica, y me  extraña  que  S.  S.  la  plantee,  porque,  ¿de 
qué  tratamos?  ¿de  hacer  una  estadística  del  juicio 
oral  y público?  Pues  bien;  esas  causas  de  que  el  señor 
Ministro  habla,  no  vienen,  en  realidad,  al  juicio  oral, 
porque  desde  el  momento  en  que  el  fiscal  presenta 
por  escrito  sus  conclusiones  provisionales  y el  proce- 
sado dice  que  está  conforme,  la  sentencia  se  pro- 
nuncia. 

Por  consiguiente,  no  hay  lugar  al  verdadero  de- 
bate, á la  verdadera  batalla  entre  la  acusación  y la 
defensa,  entre  el  fiscal  y el  procesado,  en  que  la  acu- 
sación cree  tener  elementos  para  que  la  sentencia 
condene,  puesto  que  pide  se  abra  el  juicio  y se  enta- 
ble el  debate;  luego  la  acusación  cree  que  lleva  ele- 
mentos para  triunfar,  y creyéndolo  así,  se  abre  el  jui- 
cio, se  celebra  el  juicio,  se  reciben  las  declaraciones, 
se  practican  todas  las  pruebas,  y en  eso  es  en  lo  que 
lleva  ventaja  la  defensa  al  Ministerio  fiscal  en  un  29 
por  100  de  casos. 

No  se  deben  contar  todas  esas  sentencias  de  con- 
formidad, porque,  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
que  ha  oido  al  señor  teniente  fiscal  y á los  abogados 
fiscales  después  de  haber  dejado  yo  la  fiscalía  del  Tri- 
bunal Supremo  y no  ha  querido  favorecerme  con  sus 
preguntas,  siendo  tan  su  amigo  y estando  yo  tan  á su 
devoción  y á su  mandar  en  cosas  que  á la  adminis- 
tración de  justicia  se  refieren;  Sr.  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia,  ¿hemos  de  decir  también  á lo  que  da 
lugar  ese  juicio  en  que  el  procesado  se  conforma  con 
la  pena  del  acusador  ó del  Ministerio  fiscal?  Pues  yo 
verdaderamente  no  tenía  que  informar  nada  de  pala- 
bra á S.  S.,  porque  lo  que  he  visto  y observado  en  el 
desempeño  de  mi  cargo,  después  de  todo  no  prestado 
á este  Gobierno  ni  ai  otro,  sino  á la  justicia  y al  ser- 
vicio del  país,  al  público,  lo  he  dicho  y escrito  está. 

Pues  qué,  ¿no  se  ha  dado  el  caso,  y esto  he  de  ci- 
tarlo, para  que  se  vea  por  qué  no  se  ha  de  traer  á la 
estadística  eso  que  no  entra  en  el  juicio  oral;  no  se 
ha  dado  el  caso  de  que  habiendo  estafado  uno  una 
cantidad  superior  á la  de  2.500  pesetas,  por  cuyo  de- 
lito merecía,  según  el  Código,  por  exceder  la  estafa 
de  esa  cantidad,  una  pena  de  prisión  correccional,  al 
hacer  el  escrito  de  conclusiones,  el  fiscal,  el  abogado 
fiscal,  el  sustituto  fiscal  ó el  escribiente  del  fiscal  se 
equivocó,  y en  vez  de  poner  2.500  pesetas,  puso  solo 
250,  y dado  traslado  al  acusado  para  saber  si  se  con- 
formaba ó no,  se  conformó?  ¡Yo  lo  creo;  no  habia  de 
conformarse! 

Ese  es  el  sistema  acusatorio,  y celebro  que  S.  S. 
me  baya  estimulado  esta  tarde  para  volver  á poner 
ejemplos.  Como  es  natural,  el  acusado  diría:  yo  he 
estafado  más  de  2.500  pesetas  y ahora  viene  diciendo 
el  fiscal  que  he  estafado  solo  250,  pues  me  conformo. 
Y una  vez  pronunciada  esta  palabra,  ¿qué  es  lo  que 
le  queda  que  hacer  al  tribunal  según  eso  que  vos- 
otros llamáis  el  principio  de  un  sistema?  Lo  que  el 
tribunal  tuvo  que  hacer,  atendiendo  á la  cuantía  de 
la  estafa  que  se  habia  señalado,  imponer  solo  la  pena 


de  arresto.  Pues  ese  es  el  mal,  que  faltando  á la 
Constitución,  se  ha  trasladado  de  los  magistrados  á 
la  acusación  la  potestad  de  aplicar  las  leyes,  cuando 
la  acusación  no  debe  ser  más  que  acusación,  pero  no 

Pues  eso  escrito  está,  firmado  y publicado  lo  ten- 
go, y en  el  Tribunal  Supremo  y en  la  Audiencia  de 
Zaragoza  están  los  antecedentes  del  asunto.  Y cuida- 
do, señores,  que  el  reo  fué  un  dependiente  de  una 
casa  de  comercio,  y la  casa  de  comercio,  interesada 
en  su  crédito,  no  le  perdonó  aquella  estafa  cometida 
al  cobrar  unas  letras.  El  dependiente  fué  á Italia,  y la 
casa  de  comercio  le  persiguió,  llegó  á entablar  el  ex- 
pediente de  extradición,  y el  dependiente  fué  extraído 
de  Italia  y se  formó  la  causa.  La  casa  de  comercio  hizo 
todo  cuanto  habia  que  hacer,  mostró  su  afan  porque 
el  delito  no  quedara  impune,  y por  una  errata  de  plu- 
ma, se  impuso  al  procesado  tan  solo  un  arresto;  pero 
quedó  triunfante  el  sistema  acusatorio.  Pasa  con  ese 
sistema  lo  mismo  que  con  todos  los  sistemas  exage- 
rados, lo  mismo  que  cuando  estando  en  auge  el  sis- 
tema de  las  sangrías,  decía  uu  médico  ante  un  cadá- 
ver exagüe:  «¡Ah!  si  hubiera  podido  sacarle  dos  libras 
más  de  sangre,  lo  salvo.»  Ese  es  el  sistema,  eso  es 
proceder  por  sistema,  no  ateniéndose  á lo  que  real- 
mente demandan  en  cada  caso  los  principios  de  jus- 
ticia. 

Por  lo  tanto,  estamos  conformes  en  la  estadística. 
¿Es  que  S.  S.  quiere,  para  saber  la  proporción  entre 
las  condenas  y las  absoluciones,  que  se  comprendan 
las  sentencias  de  conformidad?  Pues  como  esas  sen- 
tencias no  se  dictan  enjuicio  oral  porque  no  vienen 
á celebración  del  juicio  oral,  yo  las  excluyo,  porque 
lo  que  yo  hago,  es  la  estadística  del  juicio  oral;  y loa 
resultados  de  esta  estadística,  son  lo  que  yo  digo: 
puedo  repetir  los  números  de  memoria:  12.073  jui- 
cios: 3.555  sentencias  absolutorias;  haga  quien  quie- 
ra la  cuenta,  á ver  si  no  resulta  un  29  por  100  de  ab- 
soluciones, 

Y como  todo  lo  que  S.  S.  ha  dicho  de  Inglaterra, 
Francia  é Italia  arroja  una  proporción  inferior,  queda 
perfectamente  sentado  mi  argumento;  nosotros  en 
juicio  por  magistrados  tenemos  la  desgracia  deque 
la  justicia  se  haga  efectiva  en  ménos  casos  con  rela- 
ción á cualquier  otra  Nación;  es  así  que  en  todas  esas 
Naciones  el  juicio  por  jurados  da  lugar  á más  abso- 
luciones; luego  decidme  lo  que  será  de  la  justicia 
entre  nosotros  uua  vez  establecido  el  Jurado,  y si  esto 
no  nos  obliga  á pensar  muy  despacio  en  las  conse- 
cuencias de  lo  que  vamos  á hacer. 

En  cuanto  á los  principios,  yo  creo  que  no  se  pue- 
de discutir  aquí,  que  no  es  este  sitio  á propósito  para 
cierto  género  de  asuntos  que  requieren  mayor  tran- 
quilidad para  su  exámen  y discusión.  Pero  cuando  yo 
oigo  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  retarme  á 
que  diga  qué  diferencia  hay  entre  lo  civil  y lo  crimi- 
nal, y hasta  prorrumpir  en  ciertas  frases  del  gusto  de 
eso  que  se  ha  solido  llamar  patriotería,  respecto  á los 
motivos  que  puede  haber  para  creer  que  se  ha  de  dar 
ménos  garantía  á un  juicio  civil  en  que  se  ventile  una 
cuestión  de  servidumbre  ó un  juicio  criminal  que 
puede  terminar  con  una  condena  de  pena  capital,  yo 
verdaderamente  he  creído  que  el  Sr.  Alonso  Martínez 
no  quería  esta  tarde  hablar  del  Jurado,  sino  del  sis- 
tema acusatorio  y de  estas  otras  cosas,  y me  retaba  á 
mí  para  tener  el  gusto  de  contradecirme,  pero  no 
porque  eso  lo  profesara  S.  S.  con  firmeza  en  su  juicio, 
tan  reflexivo  como  lo  es,  y todos  lo  reconocemos. 
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¿Qué  diferencia  hay  entre  lo  civil  y lo  criminal? 
Pues  qué,  señores,  ¿es  lo  mismo  la  violación  del  de- 
recho  en  lo  civil  que  la  violación  del  derecho  en  lo 
criminal?  Pues  qué,  ¿el  derecho  que  afecta  á un  hom- 
bre solo  es  lo  mismo  que  el  que  afecta  á la  generali- 
dad? ¿Es  lo  mismo  el  desconocimiento  de  una  servi- 
dumbre ó la  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato 
que  la  violación  del  derecho  social,  que  el  atentado 
contra  la  propiedad,  la  honra  ó la  vida,  que  es  un  de- 
recho colectivo?  Precisamente  porque  no  es  lo  mismo 
es  por  lo  que  luego  en  el  procedimiento,  cuando  de 
un  hecho  criminal  se  trata,  viene  la  necesidad  de  in- 
quirir, de  averiguar  lo  que  ha  pasado,  de  consignar 
los  hechos,  de  no  perder  de  vista  los  rasgos  que  traen 
las  primeras  declaraciones.  Y á esto  le  llamaba  S.  S. 
un  desvarío.  |Ah,  señores!  Yo  salgo  verdaderamente 
afligido  de  esta  discusión,  ¡jorque  después  de  lo  que 
habéis  dicho  del  sumario,  se  añade  que  es  una  des- 
viación de  los  principios  la  averiguación  de  los  deli- 
tos. Es  decir;  que  al  salir  el  juez  de  guardia  de  su 
aposento  porque  le  hayan  dado  aviso  de  que  se  ha 
perpetrado  un  asesinato  y hay  un  cadáver  en  la  calle, 
ai  verle  salir  precipitadamente  á practicar  las  dili- 
gencias oportunas  para  averiguar  quién  es  el  delin- 
cuente, todo  lo  que  hay  que  decir  es  que  va  desviado, 
que  eso  no  es  lo  que  mandan  los  principios,  que  se 
esté  allí  quieto  esperando  á que  se  le  presente  una 
demanda,  como  si  se  tratara  de  una  servidumbre, 
para  abrir  el  juicio  y pronunciar,  en  su  día,  una  sen- 
tencia. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

Ei  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Por  más  que  me  duela  contender  con  mi 
amigo  el  Sr.  Tsasa,  iucurre  en  tales  exageraciones  y 
altera  de  tal  modo  los  argumentos  que  yo  le  be  ex- 
puesto, que  con  mucho  pesar  tengo  que  levantarme 
á hacer  una  rectificación,  y empiezo  por  donde  S.  S. 
ha  terminado. 

Su  señoría  cree  que  no  puedo  yo  decir  sóidamente 
que  la  ciencia  procesal  es  una,  y que  el  Estado  debe 
al  ciudadano  igual  protección,  cuando  ménos,  en  todo 
aquello  que  interesa  á su  honra,  á su  libertad  y á su 
vida,  que  en  aqtfello  que  es  objeto  del  juicio  cuando 
se  trata  de  un  pedazo  de  fierra.  Esto  parecerá  á S.  S. 
poco  sério,  tai  vez  le  parezca  absurdo;  pero  yo  lo  so- 
meto al  tribunal  del  sentido  común,  y estoy  seguro 
de  que  no  hay  nadie  que  deje  de  estar  conforme 

¿Qué  lie  añadido  yo?  Pues  he  añadido  que  por  lo 
mismo  que  importa  mucho  á la  sociedad  perseguir 
los  delitos,  ¡jorque  envuelven  una  violación  del  dere- 
cho social,  se  ha  establecido  el  sumario,  pero  el  su- 
mario no  es  el  juicio.  Por  eso  en  el  juicio  oral  y pú- 
blico se  distinguen  perfectamente  los  dos  períodos, 
instrucción  y juicio;  desde  que  la  instrucción  está 
terminada,  cuando  la  sociedad  ha  buscado  en  el  se- 
creto y en  el  misterio  lodos  los  datos,  todos  los  indi- 
cios que  pueda  necesitar  para  averiguar  quién  es  el 
culpable;  cuando  el  acusador  público,  el  representante 
de  la  ley,  el  fiscal  de  S.  M.  tiene  todos  los  datos  ne- 
cesarios para  fundar  la  acusación,  empieza  el  juicio,  y 
en  él  hay  demanda,  respuesta  y pruebas,  igualando  las 
condiciones  de  la  acusación  y de  la  defensa,  y después 
recae  el  fallo  que  tiene  que  ser  congruente  con  las 
pruebas  y con  las  alegaciones  hechas  en  el  juicio;  y 
si  eso  es  en  el  juicio  civil  garantía  y prenda  de  acierto, 


¿por  qué  no  ha  de  serlo  en  el  juicio  criminal,  cuando 
se  trata  de  derechos  de  los  ciudadanos  igualmente 
respetables  que  los  que  pueden  ser  objeto  de  un  jui- 
cio civil?  Esto  he  dicho  yo  sin  que  crea  necesario  apo  • 
yar  mi  opinión  en  la  de  tal  ó cual  escritor,  ni  recu- 
rrir á la  ayuda  de  ningún  libro. 

De  todas  suertes,  pido  á S.  S.  que  combata  el  ar- 
gumento tal  como  es,  y que  no  se  asuste  tanto  do 
ciertas  afirmaciones,  porque  por  de  pronto,  S.  S.  sabe 
mejor  que  yo  que  en  Grecia  y Roma  no  había  suma- 
rio: el  juicio  criminal  empezaba  por  llevar  el  ciuda- 
dano que  se  trasformaba  en  acusador,  al  acusado, 
ante  el  pueblo,  y había  demanda  y respuesta;  así  em- 
pezaba el  juicio;  no  se  hacía  la  investigación  que  nos- 
otros llamamos  sumario,  y que  los  franceses  llaman 
enquete.  Pues  ese  mismo  estado  de  cosas  en  Grecia  y 
Roma,  subsiste  en  Europa  durante  los  doce  primeros 
siglos.  El  sumario  empieza  en  el  siglo  XII  por  la  in- 
fluencia de  la  legislación  eclesiástica  en  la  legislación 
laica.  Entonces  existia  el  procedimiento  secreto,  in- 
quisitivo, y se  estableció  el  Ministerio  público  y los 
jueces  de  derecho  permanente.  Después  de  esto,  y 
exagerando  el  procedimiento  escrito,  han  quedado  los 
derechos  del  ciudadano  bajo  la  férula  de  jueces  y ma- 
gistrados que  tenían  todas  las  preocupaciones  que  se 
adquieren  en  el  sumario,  y,  por  consiguiente,  han 
quedado  completamente  desamparados  los  derechos 
del  ciudadano;  y cuando  sobrevino  la  revolución  po- 
lítica, se  hizo  una  trasformacion  y una  revolución 
profunda  en  él  derecho,  y no  se  ha  vuelto  á lo  pri- 
mitivo, no  se  ha  vuelto  á establecer  el  juicio  crimi- 
nal á la  manera  y en  la  forma  en  que  se  estableció 
el  juicio  civil. 

Se  ha  verificado  una  transacción,  se  ha  restable- 
cid®  el  juicio  criminal  como  debía  ser,  en  su  integri- 
dad, con  sus  elementos  esenciales,  pero  agregándole 
el  sumario.  Esa  es  la  historia,  y por  consiguiente,  no 
hay  para  qué  admirarse  tanto  de  lo  que  hoy  se  halla 
establecido. 

Resulta  que  en  España,  como  en  Francia  y en  to- 
das partes  donde  existe  el  juicio  oral  y público,  se  ha 
hecho  así.  Y respecto  del  juicio  oral,  conservo  un  re- 
cuerdo que  casi  me  avergüenza;  porque  S.  S.  decla- 
mará cuanto  quiera  contra  el  nuevo  procedimiento, 
pero  á mí  me  sonrojaba  el  procedimiento  antiguo.  Yo 
recuerdo  en  este  momento  que  el  jefe  del  partido  con- 
servador de  Bélgica  vino  en  una  ocasión  á Madrid,  y 
tuvo  la  dignación  de  visitarme. 

Quiso  enterarse  del  estado  de  la  legislación  espa- 
ñola, y á pesar  de  su  exquisita  prudencia  y de  su 
gran  consideración,  cuando  se  enteró  por  mí  de  que 
no  estaba  establecido  el  juicio  oral  y público  en  Es- 
paña, que  no  habia  Jurado,  y que  seguía  el  procedi- 
miento inquisitivo  y secreto,  no  pudo  dominar  una 
exclamación,  que  á mí  me  hizo  subir  los  colores  de 
la  vergüenza  al  rostro.  Pues  eso  no  podía  continuar 
así,  so  pena  de  que  España  fuera  mirada  con  desden 
por  todos  los  pueblos  cultos. 

De  todos  modos,  conste  que  yo  no  desconozco  el 
carácter  de  los  delitos,  y porque  no  lo  desconozco,  he 
mantenido  el  período  de  instrucción.  En  el  sumario 
están  todas  las  ventajas  de  parte  del  fiscal  y del  juez 
instructor,  y después  de  establecer  el  secreto,  hay  la 
prisión  preventiva  y el  embargo  preventivo,  y todo  lo 
que  puede  apetecer  la  sociedad,  de  suerle  que  no  haya 
que  negar  luego  á los  ciudadanos  una  de  las  garan- 
tías y de  las  formas  legales  del  juicio. 
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Vengamos  á otra  cosa.  Su  señoría  ha  vuelto  á ex- 
poner el  argumento  que  fundaba  en  la  estadística.  Yo 
he  dicho,  que  para  que  eso  fuera  como  S.  S.  lo  pre- 
sentaba aquí,  una  especie  de  palanca  de  Arquíraedes, 
necesitaba  dos  puntos  (le  apoyo,  uno  el  exámen  de  las 
estadísticas  de  las  Naciones  extranjeras,  y que  de  esc 
exámen  y de  su  comparación  con  la  estadística  de 
nuestro  juicio  oral,  resultara  que,  en  efecto,  el  juicio 
oral  establecido  en  España  daba  de  sí  la  impunidad 
de  los  delitos;  es  decir,  daba  un  número  excesivo  de 
sentencias  absolutorias.  Segundo,  que  hecha  esa  mis- 
ma comparación  con  la  estadística  del  procedimiento 
antiguo,  resultara  que  por  este  procedimiento  habia 
mayor  número  de  condenas  que  por  el  procedimiento 
moderno. 

Sin  estas  dos  cosas,  ¿de  qué  sirve  el  argumento  de 
S.  S.,  ni  para  qué  le  ha  traído  al  debate?  Lo  que  hay 
es,  que  S.  S.  ha  dado  por  supuesto  que  las  estadísti- 
cas extranjeras  daban  una  proporción  mucho  menor 
para  las  absoluciones,  y que  lo  mismo  sucedía  con  la 
estadística  del  procedimiento  antiguo;  y yo  le  he  de- 
mostrado á S.  S.,  con  datos  oficiales  que  no  podrá 
recusar,  que  estaba  engañado  en  ambas  cosas:  prime- 
ra, que  las  estadísticas  extranjeras  den  un  número  de 
absoluciones  menor  que  el  que  da  la  estadística  del 
juicio  oral  en  España;  y segunda,  que  hecha  la  com- 
paración entre  el  procedimiento  nuevo  español  y el 
procedimiento  antiguo,  resulte  que  en  el  antiguo  ha- 
bia mayor  número  de  condenas  que  en  el  moderno,  y 
por  lo  tanto,  que  S.  S.  está  en  una  completa  equivo- 
cación. Dice  S.  8.  ahora  que  ha  hecho  la  comparación 
disgregando  las  causas  en  que  hay  condena  por  con- 
formidad de  las  partes,  porque  eso  no  constituye  parte 
del  juicio  oral. 

A esto  tengo  que  contestar  dos  cosas:  primera, 
que  eso  es  un  error,  porque  yo  he  hecho  la  compara- 
ción en  los  mismos  términos  que  S.  S.  Yo  le  he  dicho: 
¿quiere  S.  S.  que  haga  la  comparación  de  la  manera 
que  S.  S.  la  hace?  Pues  resulta  que  por  el  procedi- 
miento moderno  hay  el  60  por  100,  y por  el  procedi- 
miento antiguo  el  80.  Ventaja  á favor  del  nuevo  20 
por  100.  Además  añadí:  ¿quiere  S.  S.  hacer  la  com- 
paración de  otra  manera?  Y entonces  le  he  demostra- 
do que  la  comparación  es  de  16  á 24  y pico. 

La  otra  Observación  que  tenia  que  hacer  á S.  S. 
es  también  muy  sencilla.  ¿A  qué  propósito  ha  hecho 
S.  8.  esc  argumento?  ¿Cuál  era  el  fin  de  su  argumenta- 
ción? ¿No  era  el  de  demostrar  que  el  procedimiento 
oral  y público  moderno,  que  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal  vigente  favorecía  la  impunidad?  ¿No  era  ese 
el  propósito  de  S.  S.?  O era  ese  el  propósito,  ó no  tenía 
ninguno.  Pues  contestación  mia.  ¿Cómo  siendo  ese  el 
fin  de  la  argumentación,  disgrega  S.  S.  del  cómputo 
las  causas  aquellas  que  terminan  por  conformidad  de 
la  parte,  ó sea  del  reo,  con  la  pena  que  contra  61  pide 
el  fiscal?  Pues  si  realmente  esas  causas  acaban  por 
una  condena,  lo  que  hay  es,  la  sumisión  del  reo  á la 
pena  que  el  fiscal  pide  al  tribunal  que  se  le  imponga; 
de  consiguiente,  para  el  objeto  de  S.  S.  no  se  pueden 
disgregar  y no  pueden  ménos  de  figurar  en  el  cóm- 
puto esas  causas. 

Pero  ahora  tengo  que  sacar  á S.  S.  de  otro  error. 
Su  señoría  hace  responsable  al  sistema  acusatorio  de 
esa  disposición,  en  virtud  de  la  cual  una  causa  puede 
terminar  por  conformidad  del  reo  con  la  pena  pedida 
por  el  fiscal.  Pues,  Sr.  Tsasa,  eso  ha  estado  vigente  en 
España  antes  de  que  se  conociese  el  sistema  acusato- 


rio: este  sistema  no  se  ha  introducido  hasta  la  ley  de 
enjuiciamiento  criminal  que  lleva  mi  firma;  pero 
antes  del  sistema  acusatorio,  el  partido  conserva- 
dor, que  no  el  liberal,  habia  establecido  ese  modo 
de  terminar  los  procesos  por  la  conformidad  del  reo 
ó de  su  defensor  con  la  pena  pedida  por  el  fiscal.  ¿Es 
cierto  ó no  lo  es?  ¿No  ve  S.  8.  claro  como  la  luz  del 
sol,  que  está  ofuscado,  y que  habla  cou  un  verdadero 
prejuicio  contra  el  sistema  del  juicio  oral? 

Pero  vuelvo  á la  estadística.  Su  señoría  dice  que 
yo  he  tomado  para  hacer  la  comparaciou  entre  los 
resultados  del  procedimiento  moderno  y los  resulta- 
dos del  procedimiento  antiguo  las  estadísticas  de 
1859,  1860,  1861  y 1862,  y que  esas  estadísticas  no 
le  merecen  gran  crédito  á S.  S.  Pues  en  esto  se  lia 
equivocado;  no  ya  porque  aquellas  estadísticas  no  me- 
rezcan crédito,  que  si  le  merecen,  tanto  como  las 
nuevas,  sino  por  otra  cosa:  8.  S.  ha  olvidado  que  las 
estadísticas  de  los  años  1883,  1884  y 188o  compren- 
den dos  cosas:  el  procedimiento  antiguo  y el  procedi- 
miento nuevo.  (Denegación  en  los  bancos  del  Sr.  Isasa.) 
Sí,  señores;  comprenden  el  procedimiento  nuevo  y el 
procedimiento  antiguo.  Pues  qué,  á la  promulgación 
de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  ¿no  habia  causas 
incoadas  en  España?  Pues  todas  las  causas  incoadas, 
cuando  las  partes  de  común  acuerdo  no  optaban  por 
el  nuevo  procedimiento,  han  tenido  que  seguirse  por 
el  procedimiento  antiguo;  y todavía  en  la  Audiencia 
de  Madrid  hay  un  número  inmenso  de  causas  que  se 
siguen  por  el  procedimiento  antiguo,  y lo  mismo  su- 
cede en  la  Audiencia  de  Barcelona  y en  todas  las  te- 
rritoriales del  Reino.  Pues  ios  libros  estadísticos  de 
1883,  1884  y 1885  tienen  en  una  columna  el  proce- 
dimiento moderno  y en  otra  el  procedimiento  anti- 
guo, y la  proporción  entre  el  antiguo  y el  nuevo  en 
esas  estadísticas  es  la  que,  aceptando  la  cifra  de  8.  S. 
de  29  por  100,  nos  da  la  otra  de  46  por  100.  De  ma- 
nera, que  mírelo  8.  S.  corno  quiera;  si  realmente  está 
convencido  de  que  la  elocuencia  de  los  números  es 
irresistible,  los  números  dan  la  razón  al  procedimiento 
moderno  contra  el  antiguo  y contra  S.  S. 

Nada  digo  de  lo  que  S.  S.  ha  fantaseado  con  mo- 
tivo de  esa  causa  en  que  el  fiscal  ó su  escribiente  pa- 
deció el  error  de  poner  250  pesetas  en  vez  de  2.500, 
porque  esto  se  refería  á esa  facilidad  de  terminarse 
los  sumarios  por  la  conformidad  de  los  procesados 
con  la  pena  pedida  por  el  fiscal.  Eso  está  demostrado 
que  no  tiene  nada  que  ver  con  el  sistema  acusatorio, 
y que  está  en  una  ley  hecha  por  el  partido  conserva- 
dor, de  la  cual  lo  he  copiado  yo.  (El  Sr.  isasa:  Enton- 
ces tenía  el  tribunal  más  facultades.)  Acaba  del  mis- 
mo modo,  por  la  conformidad;  vea  S.  8.  la  Compi- 
lación. 

Por  último,  he  de  decir  que  me  duele  un  poco 
que  lleve  S.  S.  la  exageración  hasta  el  punto  de  decir 
que  soy  reo  de  violación  de  la  Constitución  de  la  Mo- 
narquía española;  que  desde  el  punto  y hora  en  que 
depende  del  disentimiento  dei  fiscal  el  que  sé  siga  ó 
no  en  el  juicio,  ya  no  son  los  tribunales  los  que  ad- 
ministran justicia,  y que  se  ha  violado  la  Conslitu  - 
cion.  A mí  me  parece  que  no  es  este  argumento  dig- 
no de  discutirse.  Una  disposición  análoga  á la  de 
nuestra  Constitución  contienen  las  de  todos  los  de- 
más pueblos  que  se  rigen  por  una  forma  de  gobierno 
análoga  á la  nuestra;  y á nadie  se  le  ha  ocurrido  que 
ese  texto  constitucional  impida  que  la  justicia  se  or- 
ganice de  la  manera  más  conveniente. 
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Faso  por  alto  esc  cargo  para  concluir  diciendo 
por  qué  no  llamé  á S.  S.  ;i  esas  conferencias  á que 
concurrieron  el  nuevo  fiscal,  el  teniente  fiscal  y dos 
de  los  magistrados  de  la  Sala  del  Tribunal  Supremo 
destinada  á los  recursos  de  casación  en  lo  criminal. 
Su  señoría  sabe  que  no  le  economizo,  que  abuso  de 
su  amistad  siempre  que  le  necesito  en  la  Comisión 
de  Códigos  ó en  cualesquiera  otros  trabajos  en  que 
puedo  utilizar  sus  servicios;  de  consiguiente  le  hu- 
biera llamado  con  gusto,  pero  S.  S.  olvida  una  cosa,  y 
es  que  cuando  insistió  una  y otra  vez  en  que  le  admi- 
tiera la  dimisión  del  cargo,  se  fué  una  larga  tempo- 
rada, si  no  recuerdo  mal,  á su  pais.es  decir  á Montoro, 
y no  estaba  en  Madrid;  y ya  sabe  R.  S.  la  premura 
de  las  tareas  ministeriales;  no  puede  un  Ministro 
hacer  todo  lo  que  quiere,  que,  si  no,  hubiera  he- 
cho esa  vez  lo  que  he  hecho  otras.  Siempre  que  he 
considerado  que  era  conveniente  que  S.  S.  se  encar- 
dara de  una  ponencia  en  la  Comisión  de  Códigos,  no 
le  he  economizado,  porque  sabía  que  S.  S.  no  se  liabia 
de  excusar  conmigo,  y que  había  de  dar  muestras  de 
su  laboriosidad  y de  su  celo. 

No  encuentro  en  el  discurso  de  S.  S.  otro  punto 
que  contestar,  por  lo  cual  doy  por  terminada  mi  tarea. 

El  Sr.  SILVELA  (D.  Francisco):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  SILVELA  (D.  Francisco):  Unicamente  para 
dirigir  un  ruego  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
en  relación  con  las  palabras  que  ha  tenido  la  bondad 
de  pronunciar  en  contestación  á las  mias.  Su  señoría, 
como  no  puede  ménos,  comprende  bien  todo  el  absur- 
do, el  verdadero  atentado,  que  en  cuanto  ai  órden  de 
procedimiento  significa  para  reformas  jurídicas  de 
esta  importancia  el  tocar  siquiera  á nuestro  actual 
sistema  de  procedimiento,  pendiente  una  reforma  del 
Código  penal,  cuya  necesidad  es  sentida  por  todos,  y 
que  coloca  nuestro  derecho  penal  en  una  situación 
interina,  que  ha  de  tener  una  inüuencia  grandísima 
en  la  forma  y modo  de  enjuiciar. 

Comprendiendo  esto  el  Sr.  Ministro,  ha  manifes- 
tado que  entendia  que  debía  hacerse  la  reforma  del 
Código  penal  como  base  de  cualquiera  otra  reforma 
del  enjuiciamiento;  y como  yo  no  puedo  desconocer 
la  inllucncia  que  en  cuanto  á la  cuestión  de  método 
debe  tener  el  Gobierno  de  S.  M.,  y singularmente  el 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  sobre  todas  estas 
reformas,  yo  creo  que  sería  muy  importante  que  S.  S. 
hiciera  la  declaración  expresa  y terminante  de  que  el 
Jurado  no  se  plantearía  de  ninguna  manera  en  Es- 
paña sino  después  de  estar  votado  y publicado  el  Có- 
digo penal.  Esto  sería  de  mucha  importancia  para  el 
curso  de  la  discusión;  y como  está  tan  en  armonía 
con  las  propias  declaraciones  del  Sr.  Ministro,  yo  solo 
deseo  que  S.  S-  lo  signifique  así,  de  una  manera  ex- 
presa, para  que  podamos  saber  á qué  atenernos  en 
asunto  de  tanta  importancia. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Rr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  La  declaración  que  me  pide  el  Sr.  Silvela 
es  en  cierto  modo  inútil,  porque  los  hechos  están  de- 
mostrando su  inutilidad,  y porque,  además,  yo  he 
hecho  declaraciones  muy  explícitas  en  la  otra  Cámara 
respecto  del  Código  penal.  De  modo  que  entiendo  que 
el  que  se  realicen  los  deseos  del  Sr.  Silvela,  que  son 
los  mios,  depende  de  la  actitud  de  los  señores  de  la 


minoría  conservadora:  eldictámen  sóbrelas  bases  para 
el  Código  penal  se  presentará  de  un  momento  á otro; 
tendrá  naturalmente  preferencia  para  la  discusión, 
porque  estoy  resuelto  á pedírselo  al  Sr.  Presidente,  y 
así  lo  he  dicho  varías  veces  en  Consejo  de  Ministros. 
Por  consiguiente,  como  las  oposiciones  no  dilaten  la 
discusión,  esté  seguro  el  Sr.  Silvela  de  que  será  en 
breve  un  hecho  la  reforma  del  Código  penal.  Esta  re- 
forma es  verdaderamente  importante  para  el  enjui- 
ciamiento, entre  otras  cosas,  porque  se  altera  el  nivel 
de  las  faltas;  hay  una  porción  de  hechos  que  hoy  son 
delitos  y que  deben  figurar  como  faltas,  á fin  de  des- 
cargar á las  Audiencias  de  lo  criminal  de  una  mul- 
titud de  causas  sobre  cosas  insignificantes  que  no 
merecen  esa  calificación. 

Y creo  que  con  esto  se  dará  por  satisfecho  el  se- 
ñor Silvela:  esté  seguro  S.  S.  de  que  en  cuanto  de  mi 
dependa,  recabaré  la  aprobación  del  Código  penal, 
porque,  como  he  declarado  repetidamente  en  la  otra 
Cámara,  y vuelvo  á declarar  ahora,  hay  dos  cuestio- 
nes que  son  para  mí  de  Gabinete,  á saber:  el  Código 
penal  y las  bases  para  el  matrimonio;  sobre  estos  pun- 
tos no  puedo  admitir  dilaciou. 

El  Sr.  SILVELA  (D.  Francisco):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  SILVELA  (D.  Francisco):  La  declaración 
del  Sr.  Ministro  en  cuan  Lo  á los  principios  me  satis- 
face cumplidamente;  pero  en  cuanto  á lo  que  puede 
llamarse  procedimiento  político  no  me  parece  bas- 
tante explícita;  y como  quiera  que  este  no  es  un  pro- 
pósito vano,  ni  una  curiosidad  sin  objeto,  sino  que 
puede  tener  mucha  importancia  para  la  discusión  del 
Jurado  en  uua  y otra  Cámara,  yo  me  atrevo  á solici- 
tar del  Sr.  Ministro  mayores  explicaciones  sobre  este 
punto. 

La  actitud  del  partido  conservador  en  punto  á la 
reforma  del  Código  penal  será  la  misma  que  observa 
en  todos  los  demás  proyectos,  la  de  discutirla  en  pro- 
porción á su  importancia  y gravedad;  pero  el  partido 
conservador  no  lia  de  oponer  obstáculos  al  curso  na- 
tural de  los  debates,  ni  ha  de  producir  más  obstruc- 
ción que  la  que  es  nalural  en  toda  discusión  detenida. 
Pero  se  halla  avanzada  la  legislatura,  depende  ade- 
más del  Gobierno  el  darla  más  pronto  ó más  tarde 
por  terminada,  y como  quiera  que  el  proyecto  del  Ju- 
rado no  es  uno  de  aquellos  que  están  sometidos  á ne- 
cesidades económicas  de  plazo  fijo,  y pudiera  suceder 
que  no  llegara  á aprobarse  el  proyecto  sobre  el  Jura- 
do en  esta  legislatura,  lo  que  yo  deseo  es  que  el  señor 
Ministro  de  Gracia  y Justicia  declare  que,  sean  cua- 
les fueren  las  eventualidades  de  la  discusión  y la  vida 
de  esta  legislatura,  no  se  planteará  el  Jurado  sino 
después  de  que  esté  aprobado  y publicado  el  Código 
penal;  y como  la  ejecución  y la  aplicación  de  las  le- 
yes es  una  cuestión  de  responsabilidad  de  los  Gobier- 
nos, creo  que  puede  el  Sr.  Ministro  contestarme  cate- 
góricamente sobre  este  particular. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Yo  entendía  que  el  Sr.  Silvela  debía  ha- 
berse dado  por  satisfecho  con  la  declaración  anterior. 
Evidentemente,  si  las  oposiciones  no  siguen  un  siste- 
ma obstruccionista,  y no  espero  que  lo  sigan,  porque 
les  hago  la  justicia  de  creer  que  tienen  mucho  patrio- 
tismo, y todos  estamos  interesados  en  el  prestigio  del 
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sistema  parlamentario,  que  sería  el  que  más  padece- 
ría si  se  siguiera  este  procedimiento  anómalo  é irre- 
gular que  ni  siquiera  se  han  atrevido  á seguir  los 
jjaruelistas  en  Inglaterra;  seguro  como  estoy  del  pa- 
triotismo de  las  oposiciones,  es  evidente  que  las  cosas 
han  de  pasar  á gusto  del  Sr.  Silvela,  y que  al  estable- 
cimiento del  Jurado,  que  no  es  una  cosa  que  se  im- 
provisa, por  muy  ligero  que  vaya  este  debate,  ha  de 
preceder  la  aprobación  del  Código  penal  que  ya  está 
discutido  y votado  por  la  alta  Cámara,  según  los  pro- 
pósitos, el  interés  y el  deseo  del  Gobierno,  que  es  tan 
grande  como  puede  serlo  el  del  Sr.  Silvela. 

Por  consiguiente,  creo  yo  que  estas  explicaciones 
serán  bastantes  para  que  el  Sr.  Silvela  pueda  darse 
por  satisfecho;  que  tampoco  puede  exigirse  por  las 
oposiciones  á los  Gobiernos  que  hagan  declaraciones 
tan  estrechas  que  les  dejen  por  completo  sin  movi- 
miento, y que  parezca  que  son  una  imposición  más 
que  otra  cosa. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  No  habiendo  más  Sres.  Di- 
putados que  tengan  pedida  la  palabra,  queda  termi- 
nado el  debate  sobre  la  totalidad  de  este  dictámen,  y 
se  procederá  á la  discusión  por  artículos. 

Se  suspende  esta  discusión. 


Dióse  cuenta,  y el  Congreso  quedó  enterado,  de  la 
siguiente 

Comisión  para  asistir  á la  función  cívico-religiosa  clel 
Dos  de  Mayo. 

Sres.  D.  José  Alvarez  Marino. 

D.  Antonio  Barroso  del  Castillo. 

D.  Miguel  Muruve  y Galan. 

D.  Román  Laá  y Rute. 

D.  Fernando  Jaquete. 

I).  Isidoro  Recio  Sánchez  de  Ipola. 

D.  Juan  José  Jaramillo. 

D.  Antonio  Onofre  Alcocer. 

D.  Sinihaldo  Gutiérrez  Mas. 

D.  Antonio  Ramos  Calderón. 

D.  Antonio  Botija  y Fajardo. 

D.  Gabriel  de  la  Puerta  y Rodenas. 

D.  Francisco  Fluiz  Villegas. 

D.  Juan  de  Dios  San  Juan  y Labrador. 

D.  Diego  González  Conde. 

D.  Rafael  Serrano  Alcázar. 

D.  Francisco  Cañamaquc. 

D.  Santiago  Angulo. 

D.  José  de  Granda  González. 

Marqués  de  Castcl-Moncayo. 

D.  Crescente  García  San  Miguel. 

D.  Julián  Suarez  Inclán. 
ü.  José  Canelejas  y Mendez. 

D.  Marcial  González  de  la  Fuente. 


Suplentes. 

Sres.  I).  Gárlos  Groizar  y Coronado. 
D.  Ricardo  Fernandez"  Blanco. 
D.  Gonzalo  Sánchez  Arjona. 

D.  Jacinto  Burgos  Meneses. 

D.  Gabriel  Ballcster  Boada. 

D.  Francisco  Calvo  Muñoz. 


Se  mandó  pasar  á la  Comisión  de  actas  la  creden- 
cial presentada  por  D.  Luis  Meliana  y Garriguez, 
electo  Diputado  por  el  distrito  de  Játiva,  provincia  de 
Valencia. 


El  Congreso  quedó  enterado  de  que  las  Comisio- 
nes que  á continuación  se  expresan  se  habían  consti- 
tuido, nombrando  presidentes  y secretarios  respecti- 
vamente A los -señores  siguienzes: 

La  que  ha  de  dar  dictámen  sobre  la  proposición 
de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  la 
prolongación  de  la  de  Artá  á Santa  Margarita  hasta 
Inca,  al  Sr.  D.  Antonio  Maura  y Conde  de  Sallent. 

La  que  ha  de  emitir  dictámen  acerca  de  la  pro- 
posición de  ley  declarando  de  interés  general  varios 
puertos  de  las  islas  Baleares,  al  Sr.  D.  Antonio  Maura 
y Sr.  Conde  de  Sallent. 


Se  leyeron,  y quedaron  sobre  la  mesa,  acordando 
se  imprimieran  y repartieran,  los  siguientes  dictá- 
menes de  Comisión: 

Incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  la  de 
García  á Tortosa.  (Véase  el  Apéndice  segundo  áeste 
Diario.) 

Incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  la 
prolongación  hasta  Inca  de  la  de  Artá  á Santa  Mar- 
garita. ( Véase  el  Apéndice  tercero  á este  Diario.) 

Autorizando  á la  Diputación  provincial  de  Cádiz 
á realizar  un  sorteo  de  lotería,  con  cuyos  productos 
se  atenderá  á los  gastos  de  la  Exposición  nacional 
marítima.  [Véase  el  Apéndice  cuarto  á este  Diario.) 

Declarando  de  interés  general  de  segundo  órden 
varios  puertos  de  las  islas  Balearos.  ( Véase  el  Apén- 
dice quinto  á este  Diario.) 


Se  leen  por  primera  vez,  y pasan  á la  Comisión, 
acordando  se  imprimieran  y repartieran,  dos  enmien- 
das de  los  Sres.  Diez  Macuso  y Martincz  Ascnjo  al  ar- 
tículo 4.°  del  dictámen  referente  al  proyecto  de  ley 
sobre  establecimiento  del  juicio  por  jurados  para  de- 
terminados delitos.  ( Véase  el  Apéndice  sexto  á este 
Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE;  Orden  del  dia  para  el  mar- 
tes. Sorteo  de  Secciones;  los  dictámenes  que  se  han 
leido,  y demás  asuntos  pendientes. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  siete  y diez  minutos. 


SEIS  APENDICES. 


APÉNDICE  PRIMERO  AL  NÚM.  80. 


Proyecto  de  ley,  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de  Marina,  fijando  las  fuerzas 
navales  para  la  Península,  islas  de  Cuba  y Puerto-Rico  y Archipiélago  Filipino 

durante  el  año  económico  de  1887-88. 


Proyecto  do  fuerzas  navales  para  el  año  económico 
do  1887  al  88. 

Artículo  l.°  Las  fuerzas  navales  que  para  aten- 
ciones generales  del  servicio,  policía  y vigilancia  de 
las  aguas  jurisdiccionales  de  la  Península  é Islas  ad- 
yacentes, estaciones  navales  de  la  América  del  Sur 
y Golfo  de  Guinea  deben  figurar  durante  el  ano  eco- 
nómico de  1887  á 1888,  serán  las  siguientes: 

Tres  buques  de  primera  clase,  armados  para  todo 
el  año. 

Tres  buques  de  primera  clase,  armados  para  cua- 
tro meses. 

Cuatro  buques  de  segunda  clase,  armados  para 
todo  el  año. 

Un  buque  de  tercera  clase,  armado  para  todo 
el  año. 

Buques  afectos  á Comisiones  especiales  y resguardo 
marítimo . 

Pos  buques  de  tercera  clase,  armados  para  todo 
el  año. 

Un  buque  de  tercera  clase,  de  vela,  armado  por 
cuatro  meses. . 

Veinte  cañoneros,  armados  para  todo  el  año. 

Dos  pontones,  armados  para  todo  el  año,  uno  en 
Fernando  Póo  y otro  en  Algecíras. 

Fuerzas  sutiles . 

Una  lancha  de  vapor,  armada  para  todo  el  año. 

Cuarenta  y ocho  escampavías,'  armadas  para  todo 
el  año. 


Torpederos. 

Un  caza- torpederos,  armado  por  cuatro  meses. 

Trece  torpederos,  armados  por  dos  meses. 

Comisión  hidrográfica . 

Un  vapor  de  ruedas,  armado  por  todo  el  año. 

Escuelas  permanentes. 

Una  fragata,  escuela  de  artilleros  de  mar,  armada 
por  todo  el  año. 

Una  fragata,  escuela  de  aspirantes  de  marina,  ar- 
mada para  todo  el  año. 

Una  fragata,  escuela  de  guardias  marinas,  armada 
por  todo  el  año. 

Una  corbeta,  escuela  de  aprendices  marineros,  ar- 
mada por  todo  el  año. 

Fuerzas  de  reserva. 

Un  buque  de  primera  clase,  en  cuarta  situación 
económica  por  todo  el  año. 

Tres  depósitos  flotantes,  escuelas  de  marinería, 
armados  por  todo  el  año. 

Arl.  2.°  Para  las  tripulaciones  de  los  buques  com- 
prendidos en  el  artículo  anterior  y cubrir  el  servicio 
de  los  arsenales  y departamentos  marítimos  de  la  Pe- 
nínsula, se  fijan  6.990  marineros  y 4.G93  soldados  de 
infantería  de  marina. 

Estación  >xaval  del  Sur  de  América. 

Un  buque  de  segunda  clase,  armado  para  todo  el 
año. 
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Isla  de  Cuba . 

Art.  3.°  Las  fuerzas  navales  para  el  año  económico 
citado,  serán  las  siguientes: 

Dos  buques  de  segunda  clase,  armados  para  todo 
el  ano. 

Doce  cañoneros,  armadas  para  todo  el  año. 

Un  torpedero,  armado  para  cuatro  meses. 

Fuerzas  sutiles . 

Cuatro  lanchas  de  vapor,  armadas  para  lodo  el  año. 

Art.  4.°  Para  las  tripulaciones  de  los  buques  com- 
prendidos cu  el  artículo  anterior  y estaciones  navales, 
se  ñjan  1.367  marineros  y 317  soldados  de  infantería 
de  marina. 

Puerto-Rico . 

Art.  5.°  Las  fuerzas  navales  de  la  isla  de  Puerto - 
Rico,  durante  el  año  económico  citado,  serán  las  si- 
guientes: 

Un  buque  de  tercera  clase,  armado  para  todo  el 
año. 

Art.  6.°  Para  la  tripulación  del  buque  compren- 
dido en  el  artículo  anterior  y atenciones  de  la  pro- 
vincia, se  fijan  103  marineros. 

Islas  Filipinas . 

Art.  7.°  Las  fuerzas  navales  para  el  servicio,  poli- 
cía y vigilancia  de  las  aguas  jurisdiccionales  de  las 
islas  Filipinas  durante  el  citado  año  económico,  serán 
las  siguientes: 

Un  buque  de  primera  clase,  armado  para  todo  el 

año. 

Dos  buques  de  segunda  clase,  armados  para  todo 
el  año.  \ 


Cuatro  buques  de  tercera  clase,  armados  para  todo 
el  año. 

Doce  cañoneros,  armados  para  todo  el  año. 

Trasportes. 

Un  trasporte  de  segunda  clase,  armado  para  todo 
el  año. 

Dos  trasportes  de  tercera  clase,  armados  para  todo 
el  año. 

Fuerzas  sutiles . 

Cuatro  lanchas  de  vapor,  armadas  para  todo  el  año. 

Pontones. 

Tres  pontones,  situados  en  Joló,  Yap  (Carolinas)  y 
Subig,  armados  por  todo  el  año. 

Comisión  hidrográfica. 

Un  buque  de  tercera  clase,  armado  para  todo  el 
año. 

Art.  8.°  Para  las  tripulaciones  de  los  buques  com- 
prendidos en  el  artículo  anterior  y cubrir  el  servicio 
del  arsenal  de  Cavite,  divisiones  y estaciones  navales, 
se  lijan  2.362  marineros  y 559  soldados  de  infantería 
de  marina. 

Ferna>iclo  Póo. 

Art.  9.°  Las  fuerzas  navales  para  el  Golfo  de  Gui- 
nea durante  el  año  económico  citado,  serán  las  si- 
guientes: 

Un  cañonero,  un  ponton  y una  lancha  de  vapor, 
armados  para  todo  el  año. 

Art.  10.  Para  las  tripulaciones  de  los  buques 
comprendidos  en  el  artículo  anterior,  se  ñjan  93  ma- 
rineros. 

Madrid  28  de  Abril  de  1887.=E1  Ministro  de  Ma- 
rina, Rafael  Rodriguez  de  Arias. 


APÉNDICE  SEGUNDO  AL  NÜM.  80. 


LOS  DIPUTADOS. 


Diclámen  de  la  Comisión,  referente  á la  proposición  de  ley  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  la  de  García  á Torlósa. 


AL  CONGRESO. 

lia  Comisión  encargada  de  dar  dictámen  acerca 
de  la  proposición  de  ley  del  Sr.  Canellas,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  de  García  á Tor- 
tosa,  ha  examinado  este  asunto,  y conforme  con  lo 
que  en  ól  se  propone,  tiene  ia  honra  de  someter  á la 
deliberación  y aprobación  del  Congreso  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  declara  incluida  en  el  plan  ge- 
neral de  carreteras  del  Estado  una  de  tercer  orden,  en 
la  provincia  de  Tarragona,  que  partiendo  del  pueblo 
de  García,  en  el  punto  más  próximo  á la  estación  de 


los  ferro -carriles  directos  de  Madrid  á Zaragoza  y 
Barcelona,  pase  por  el  pueblo  de  Mora  la  Nueva  y 
termine  en  la  ciudad  de  Tortosa,  procurando  que  el 
trayecto  recorra  la  orilla  izquierda  del  rio  Ebro  y sea 
utilizablc  para  la  sirga;  carretera  que  deberá  llamar- 
sede  García  á Tortosa'por  Mora  la  Nueva. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  cons- 
trucción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Congreso  30  de  Abril  de  18S7.=Isi- 
(lro  Boixader,  presidente.= Joaquín  Fiol.=  Eduardo 
Martínez  del  Gampo.=Juan  Rosell.= Jerónimo  Ma- 
rm.==  Federico  Pons.=Juan  Canellas,  secretario. 
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APÉNDICE  TERCERO  AL  NÚM.  80. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Dktámen  de  la  Comisión,  referente  á la  proposición  de  ley  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  la  prolongación  hasta  Inca  de  la  de  Artá  á Santa  Margarita. 


AL  CONGRESO. 

La  Comisión  nombrada  para  emitir  dictamen  so- 
bre la  proposición  de  ley  del  Sr.  Maura  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  prolongación  hasta 
Inca  de  la  de  Artá  á Santa  Margarita,  ha  examinado 
este  asunto;  y teniendo  en  cuenta  los  grandes  benefi- 
cios que  reportarla  ;i  la  isla  de  Mallorca  la  inclusión 
en  el  plan  general  de  dicha  carretera,  está  en  un  todo 
conforme  con  el  pensamiento  de  su  autor,  y tiene  la 
honra  de  someter  á la  deliberación  y aprobación  del 
Congreso  el  siguiente 


PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1 .°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras, en  la  isla  de  Mallorca,  la  prolongación  hasta 
Inca  de  la  de  Artá  á Santa  Margarita,  pasando  por 
Llubí. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  ejecución 
de  obras  públicas. 

Palacio  del  Congreso  30  de  Abril  de  1887.= An- 
tonio Maura,  presidente.=ltafael  Prieto  y Caules.= 
Triíino  Gamazo.=Eduardo  Ortiz  y Casado.=Antonio 
Matos.=El  Conde  de  Sallent,  secretario. 
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APÉNDICE  CUAHTO  AL  NÚM.  80. 


Die, tómen  de  la  Comisión,  referente  á la  proposición  de  ley  autorizando  á la 
Diputación  provincial  de  Cádiz  á realizar  un  sorteo  de  lotería  con  cuyos  productos 
se  atenderá  á los  gastos  de  la  Exposición  nacional  marítima. 


La  Comisión  nombrada  para  dar  dictámen  sobre 
la  proposición  de  ley  autorizando  á la  Diputación  pro- 
vincial de  Cádiz  para  realizar  un  sorteo  de  lotería  cou 
destino  á los  gastos  que  ocasione  la  Exposición  na- 
cional marítima,  ha  examinado  este  asunto,  y Leniendo 
en  cuenta  las  circunstancias  por  que  atraviesa  actual- 
mente la  marina  de  guerra,  la  protección  que  por  los 
Centros  del  Estado  se  presta  á cuanto  tiende  á su  des- 
arrollo, y los  beneficios  que  con  esta  Exposición  ha 
de  reportar,  por  celebrarse  en  uno  de  los  departamen- 
tos marítimos,  acepta  en  un  todo  dicha  proposición. 

Ofrecido  por  Corporaciones  populares  de  la  Penín- 
sula y Ultramar  su  valioso  concurso;  suscrita  la  Dipu- 
tación y los  Ayuntamientos  de  la  provincia  de  Cádiz 
por  respetables  cantidades;  hechas  grandes  rebajas 
en  las  tarifas  de  trasportes  por  las  Compañías  de  ierro- 
carites  y principales  Casas  navieras;  y dispuestos  los 
Gremios  y particulares  A contribuir  en  la  medida  de 
sus  fuerzas  á que  este  certamen  tenga  la  mayor  im- 
portancia por  la  prosperidad  que  puede  alcanzar  nues- 
tra industria  nacional,  baso  de  la  marina  de  guerra, 
los  que  suscriben,  en  vista  de  la  imposibilidad  en  que 
se  halla  el  Ministerio  de  Fomento  de  ayudar  con  re- 
cursos pecuniarios,  por  carecer  de  créditos  en  su  pre- 
supuesto, creen  llegada  la  ocasión  de  unir  al  patrió- 
tico esfuerzo  de  respetables  Corporaciones  el  muy  im- 
portante auxilio  del  Estado,  aunque  sea  de  una  ma- 
nera indirecta,  como  en  el  caso  presente,  pero  de  todo 
punto  necesario  para  hacer  frente  á los  cuantiosos 
gastos  que  ha  de  producir. 

Fundados  en  las  anteriores  consideraciones,  los 
que  suscriben  tienen  el  honor  de  presentar  A la  deli- 
beración y aprobación  del  Congreso  el  siguiente 


PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.v  Se  autoriza  A la  Diputación  provin- 
cial de  Cádiz  para  que  pueda  realizar  un  sorteo  de 
lotería  especial,  libre  de  derechos  A la  Hacienda,  y de 
toda  clase  de  impuestos,  á fin  de  que  con  los  produc- 
tos líquidos  que  arroje  enjugue  los  gastos  que  ori- 
gine la  Exposición  nacional  marítima. 

Art.  2.°  El  sorteo  constará  de  13.000  billetes,  A 
2f>0  pesetas  cada  uno,  divididos  en  vigésimos,  y se 
distribuirán  787  premios,  por  valor  de  2.184.000  pe- 
setas. 

Art.  3.*  La  Dirección  general  de  rentas,  de  acuer- 
do con  el  presidente  de  la  Diputación  provincial  de 
Cádiz,  adoptará  las  medidas  oportunas  á fin  de  que 
el  sorteo  se  verifique  en  una  fecha  intermedia  entre 
las  de  la  lotería  nacional  que  mensualmente  se  ce- 
lebra. 

Art.  4.°  El  Ministerio  de  Hacienda  fijará  las  ba- 
ses de  este  sorteo,  forma  y sitio  en  que  deba  verifi- 
carse, y adoptará  cuantas  disposiciones  estime  con- 
venientes para  garantir  ;i  los  Lenedores  de  los  billetes 
el  importe  de  ios  premios,  y para  que  el  producto 
líquido  de  los  que  se  expendan,  deducidos  dichos  pre- 
mios, ingrese  en  las  Cajas  de  la  Diputación  provincial 
de  Cádiz  con  destino  A los  gastos  de  la  Exposición 
marítima. 

Palacio  del  Congreso  28  de  Abril  de  1887.=José 
Canalejas  y Méndez,  presidente.  = Eduardo  Garrido 
Estrada.=Oárlos  Rodríguez  Batista.=Antonio  Gama- 
cho  del  Rivero.=Antonio  Ramos  Calderon.=Antonio 
Barroso  y Castillo —El  Marqués  de  Mochales,  secre- 
tario. 
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APÉNDICE  QUINTO  AL  NÚM.  80. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Diclámen  de  la  Comisión,  referente  á la  proposición  de  ley  declarando  de  interés 
general  de  segundo  orden  varios  puertos  de  las  islas  Baleares. 


AL  CONGRESO. 

La  Comisión  nombrada  para  emitir  dictámen 
acerca  de  la  proposición  de  ley  del  Sr.  Prieto  y Cau- 
les  declarando  de  interés-  general  de  segundo  órden 
varios  puertos  de  las  islas  Baleares,  ha  examinado 
este  asunto  con  el  detenimiento  que  su  importancia 
requiere;  y tenieudo  en  cuenta  que  los  puertos  de 
que  se  trata  son,  por  el  carácter  de  refugio  de  los  de 
Cabrera  y Fornells,  interesantes  á la  industria  de  la 
pesca  y á la  marinería  por  la  abundancia  de  la  pri- 
mera; considerando  que  el  de  Porto-Potro  es  de  gran 
utilidad  para  la  exportación  de  cereales,  legum- 
bres, etc.,  y para  la  importación  de  yeso,  cemento  y 
otros  materiales,  y que  la  hermosa  bahía  del  de  Po- 
llenza  tiene  excelentes  condiciones  para  la  exporta-  ¡ 


cion  de  los  productos  de  su  fértil  zona  y del  ganado 
de  cerda  con  que  surte  el  mercado  de  Barcelona,  so- 
mete á la  deliberación  y aprobación  del  Congreso  el 
siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  declaran  de  interés  general  de 
segundo  órden  los  puertos  de  Cabrera,  Fornells,  Porto- 
Petro  y Pollenza,  en  las  islas  Baleares,  considerán- 
dose adicionados  al  art.  1(1  de  la  ley  de  7 de  Mavo 
de  1880, 

Palacio  del  Congreso  30  de  Abril  de  1887  —An- 
tonio Maura,  presidente.=Manucl  Pedregal.=Rafael 
Prieto  y Caules.=Luis  de  Landecho.=El  Conde  de 
Pallent,  secretario. 


Enmiendas  al  diclámen  de  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  e 
establecimiento  del  juicio  por  jurados  para  determinados  delitos. 


Del  Sr.  MARTINEZ  ASENJO,  al  art.  4.” 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
presentar  la  siguiente  enmienda  al  art.  4.°  del  pro- 
yecto de  ley  sobre  el  establecimiento  del  juicio  de 
; lirados  para  determinados  delitos: 

«3.°  De  las  causas  por  delitos  definidos  y penados 
en  la  ley  electoral.» 

Palacio  del  Congreso  27  de  Abril  de  1887. Lam- 
berto Martínez  Asenjo.=Rafael  Fernandez  de  Soria.= 
José  Bosch  y Scrrahima.=Francisco  Ansaldo. =Rene- 
dicto  Antequera.=Amalio  Jimeno.=Fcrmin  Vior. 


Del  Sr.  DIEZ  MACUSO,  al  párrafo  2."  del  art.  4.° 
Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
presentar  la  siguiente  enmienda  al  párrafo  2.°  del  ar- 
titulo 4.°  del  dictámen  sobre  el  proyecto  de  ley  esta- 
bleciendo el  juicio  por  jurados  para  determinados  de- 
litos. 


El  párrafo  2.”  del  art.  4.°  quedará  redactado  eu 
esta  forma: 

«2.n  De  las  causas  por  delitos  cometidos  por  me- 
dio de  la  imprenta,  grabado  ú otro  medio  mecánico 
de  publicación,»  y se  añadirá  en  párrafo  aparte: 

«Se  exceptúau  de  lo  dispuesto  en  este  artículo: 

1. °  Los  delitos  cuyo  conocimiento  corresponde  al 
Tribunal  Supremo  según  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial. 

2. °  Los  delitos  comprendidos  en  el  art.  162  del 
Código  penal  y los  de  injuria  y calumnia,  cualesquie- 
ra que  sean  las  personas,  corporaciones  ó funciona- 
rios públicos  contra  quienes  se  dirijan  y la  forma  cu 
que  se  cometan.» 

Palacio  del  Congreso  30  de  Abril  de  1887.=Jo$é 
Diez  Macuso.= Antonio  Cánovas  del  Castilio.==C.  El 
Conde  de  Toreno.=Francisco  Silvcla.=El  Vizconde 
de  Campo-Grande.=El  Conde  de  Sallent.=Ilaimundo 
Fernandez  Villaverde. 
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DE  LAS 


SESIONES  DE  CORTES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


FRESIUENCIA  DEL  EXCilO.  SK.  I).  (¡B1STIN0  1IA11T0S. 


SESION  DEL  MARTES  5 DE  MAYO  DE  1887. 

SUMARIO.  Abrose  á la  una  y media.=Se  loe  ol  Acta  do  la  anterior,  y so  aprueba  despuos  do  algunas 
observaciones  do  los  Sres.  Alvaros  Marino  y Ciando  do  Torono,  contostadas  por  la  Presidencia,  acerca 
do  que  la  apertura  de  la  sosion  tonga  lugar  á la  hora  señalada,  lo  cual  no  sucede  siempre,  por  falta  de 
número  de  Sres.  Diputados. =Pasa  á la  Comisión  do  peticiones  una  exposición,  presentada  por  el  señor 
Montoro,  del  Círculo  do  hacendados  y del  comercio  de  Puerto-Príncipe,  en  solicitud  de  que  se  exima 
del  impuesto  el  sebo  de  las  reses  destinadas  al  consumo  do  la  poblacion.=So  acuerda  comunicar  al 
Sr.  Ministro  de  la  Guorra  la  pregunta  del  Sr.  Sánchez  Canip omanes  acerca  de  lo  que  ocurre  en  Valla- 
dolid,  donde  la  población  está  alarmada  y el  ejército  atorrado  por  el  excesivo  número  de  oficíalos  des- 
terrados a distintos  puntos,  lo  cual  puede  tener  relación  con  la  asociación  clandestina  que  existe,  acerca 
de  la  cual  presentará  una  proposición  incidental  en  la  sesión  inmediata.=Pasan  á la  Comisión  de  peti- 
ciones 13  instancias  de  la  ciudad  do  Zamora  y pueblos  de  aquella  provincia,  solicitando  se  prohíba  la 
fabricación  do  los  vídob  llamados  artiflciales.=Dáse  lectura  de  una  proposición  de  ley  incluyendo  en  el 
plan  general  de  carreteras  la  do  Calanda  á las  inmediaciones  de  Cerollera.=Apoyada  por  el  Sr.  Castoll, 
se  toma  en  consideración  y pasa  á las  Secciones.=ORDEN  del  día:  sorteo  de  Secciones.= Verificado  éste, 
so  procede  á la  discusión  de  varios  dictámenes  do  Comisión  mixta.=  So  loon  y aprueban  sin  debato  los 
siguientes:  incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  la  que  partiendo  de  la  de  Tarragona  á Pont  de 
Armentera,  en  las  inmediaciones  de  Socuitas,  empalmo  en  la  do  Masó  con  la  de  Tarragona  á la  de  Al- 
cover  á Santa  Cruz  do  Calafell;  declarando  comprendida  en  el  plan  general  de  carreteras  una  que  par- 
tiendo de  la  de  Artesa  4 Montblanch,  en  el  kilómetro  61,  vaya  á enlazar  en  Sarreal  con  la  de  Montblanch 
a Santa  Coloma  do  Quoralt;  incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  una  de  tercer  orden  de  La  Boda 
á Eoija;  incluyendo  en  dicho  plan  la  do  Cariñona  á Escatron  á Bujaraloz;  variando  el  trazado  de  la 
carretera  de  Ayora  á Albacete;  incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  una  quo  desde  la  estación 
de  Minaya  empalme  con  la  de  Madrid  á Albacete.=Tambien  se  aprueban  sin  discusión,  y pasan  á la 
Comisión  de  corrección  de  estilo,  los  siguientes  dictámenes  de  Comisión:  incluyendo  on  ol  plan  general 
de  carreteras  la  de  García  á Tortosa;  incluyendo  en  el  mismo  plan  la  prolongación  hasta  Inca  de  la  de 
Arta  á Santa  Margarita;  autorizando  á la  Diputación  provincial  do  Cádiz  para  realizar  un  sorteo  de 
lotería  con  cuyos  productos  se  atenderá  á los  gastos  de  la  Exposición  nacional  marítima,  y declarando 
de  interés  general  de  segundo  orden  varios  puertos  de  las  islas  Baleares.=Se  aprueba  definitivamente, 
y pasa  al  Senado,  el  proyecto  do  ley  relevaudo  al  coronel  de  ejército  D.  Augusto  Plasoncia  y Fariñas 
del  impuesto  de  grandezas  por  la  merced  de  título  del  Reino  de  Conde  de  Santa  Bárbara,  que  le  ha 
Bido  concedido  por  Real  decroto  de  7 do  Marzo  último.=Continúa  la  discusión  pendiente  sobre  crea- 
ción de  Administraciones  subalternas  de  Haoienda.=Reotiflcaciones  de  los  Sres.  Gutiérrez  de  la  Vega 
y Garijo.=Discurso  del  Sr.  Laá,  toreero  en  eontra.=Del  Sr.  Gauiazo  (D.  Trifiuo),  como  de  la  Comision.= 
Rectificación  del  Sr.  Laá.=Se  aprueba  el  art.  10.=Se  lee  el  11  y una  enmienda  del  Sr.  Vincanti,  que 

562 


2180 


3 DE  MAYO  DE  1837; 


la  Comisión  no  admite.=Disourso  dol  autor  on  apoyo.=Bel  Sr.  Garijo,  como  do  la  Comision.==Reotifl- 
caciones  de  ambos  sonores.=Queda  retirada  la  enmionda.=So  lee  otra  del  Sr.  Grande  do  Vargas,  que 
la  Comisión  tampoco  admite.=Despues  de  breves  palabras,  el  autoría  rotira.=Queda  aprobado  el  ar- 
tículo ll.=Se  lee  el  12  y la  enmienda  del  Sr.  Grande  de  Vargas  á este  artículo.=Ija  Comisión  tampoco 
la  admite.=Diseurso  del  autor  en  apoyo.=Del  Sr.  Garijo,  como  de  la  Comisiou.=Se  suspende  este 
dobate.=Se  leen  por  primera  vez,  y pasan  á la  Comisión,  dos  enmiendas  a los  arts.  l.°  y 69  del  dicta- 
men sobre  el  Jurado.=Continúa  la  discusión  del  proyecto  de  ley  sobre  establecimiento  del  Jurado. = 
Se  leo  el  art.  l.°  y dos  enmiendas,  una  del  Sr.  Montilla  y otra  del  Sr.  Dauvila.=Se  pone  á discusión  la 
primera,  que  la  Comisión  no  admite.=Discurao  del  autor  en  apoyo.=Del  Sr.  García  Alix.=ReetiflCa- 
ciones  de  los  Sres.  Montilla  y García  Alix.=No  se  toma  en  consideracion.=  Lóese  la  segunda,  y no 
aceptándola  la  Comisión,  es  apoyada  por  su  autor.=El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  so  liace  cargo 
do  algunas  observaciones  del  Sr.  Danvila,  sin  perjuicio  de  reservarse  contestar  á otras  con  más  exten- 
sion.=S©  suspende  esta  discusión. =El  Sr.  Nuñez  do  Volasco  retira,  á nombre  de  la  Comisión  de  actas, 
el  dictamen  fijando  un  plazo  á D.  Luis  Moliana  y Garrigues  para  la  presentación  do  su  credencial  como 
Diputado  electo  por  el  distrito  dejativa  (Valencia).=^  Queda  retirado.=El  Congreso  queda  enterado  de 
la  constitución  de  dos  Comisiones  y nombramiento  de  sus  presidentes  y secretarios. =Pasan  á las  Co- 
misiones respectivas  una  solicitud  de  la  Liga  de  contribuyentes  do  Salamanca  para  que  se  discuta  y 
apruebe  on  la  presente  legislatura  el  proyecto  de  ley  sobre  crédito  agrícola,  y otra  del  Ayuntamiento 
de  Itois  (Coruña)  adhiriéndose  ¿ la  de  aquella  Diputación  provincial  para  que  no  se  apruebo  el  proyecto 
do  ley  dividiendo  on  tre3  clases  la  contribución  territorial.=Pasan  á las  Secciones,  para  nombramiento 
do  Comisión,  un  proyecto  de  loy,  aprobado  y remitido  por  ol  Sonado,  concediendo  derechos  pasivos  a 
los  maestros  de  todas  las  escuelas  piiblicas  do  primera  enseñanza,  y para  el  do  Comisión  mixta  otro 
procedente  do  dicha  Cámara  para  quo  se  incluya  en  el  plan  gonoral  de  carreteras  la  prolongación  hasta 
ol  pueblo  de  Cortes  de  la  do  La  Almunia  á Mogallon.=So  leen  y quedan  sobre  la  mesa  siete  dictámenes 
de  Comisión  mixta  incluyendo  en  el  plan  general  de  carrotoras  las  do  varias  provincias. =Orden  del 
dia  para  mañana:  los  dictámenes  que  se  han  leido;  los  demás  asuntos  pendientes,  y aprobación  defini- 
tiva de  varios  proyectos  de  ley.=So  levanta  la  sesión  á las  siete  y treinta  y cinco  minutos. 


Se  abrió  ¿1  la  una  y media,  y leida  el  Acta  del 
sábado  30  de  Abril  próximo  pasado,  dijo 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  Pido  la  palabra  so- 
bre el  Acta. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  iRuiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  No  la  be  pedido 
para  oponerme  al  contenido  del  Acta,  sino  para  hacer 
presente  á S.  S.  que  varios  Diputados  representantes 
de  todas  las  minorías  estamos  aquí  constantemente 
Á la  hora  de  la  apertura  de  la  sesión,  y nos  solemos 
encontrar  con  que,  como  ha  sucedido  boy,  se  abre 
ésta  muy  tarde,  y esto  nos  ocasiona  perjuicios,  no 
solamente  por  lo  que  tenemos  que  esperar  hasta  que 
se  abre,  sino  porque  después  se  prolonga  la  sesión,  y 
sien  lo,  como  es,  de  seis  horas,  acaba  demasiado  tar- 
de. Por  consiguiente,  ruego  á 8.  S.  haga  lo  posible 
por  que  la  sesión  se  abra  á la  una  en  punto,  porque 
aquí  estamos  para  cumplir  los  acuerdos  del  Con- 
greso. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Se- 
ñor Alvares  Marino,  por  parte  de  ia  Mesa  hay  la  de- 
bida puntualidad;  pero  ocurre,  como  sabe  muy  bien 
S.  S.,  que  en  más  de  una  ocasión  no  puede  abrirse  la 
sesión,  ó se  tiene  que  suspender  por  falta  de  suficiente 
número  (le  Sres.  Diputados.  (El  Sr.  Conde  de  Toreno*. 
Pido  la  palabra),  v este  es  el  motivo  porque  algún 
dia  no  se  ha  abierto  á la  una  en  punto,  sino  poco  tiem- 
po después. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Conde  de  Toreno 
tiene  la  palabra. 

El  Sr.  Conde  de  TORENO:  Las  oposiciones,  re- 
presentadas en  el  dia  de  hoy,  como  casi  lodos  los  dias, 
en  mayor  número  que  la  mayoría,  vienen  un  día  y 
otro  prescindiendo  de  que  se  cuente  el  número  de 
Sres.  Diputados,  como  fuera  su  derecho,  con  objeto 
de  facilitar  la  marcha  de  los  asuntos  en  que  ha  de 
ocuparse  el  Congreso.  Se  nos  ha  dicho  que  se  abrirá 
a sesión  con  toda  puntualidad  á la  iiua,  y se  ha 


abierto  algunos  dias  con  cuatro  Sres.  Diputados,  sin 
que  nadie  dijera  una  sola  palabra;  pero  boy  pasa,  ó 
al  ménos,  llega  á media  hora  de  retraso,  lo  cual,  so- 
bre hacernos  esperar  aquí  media  hora,  nos  origina  la 
molestia  de  marchar  sumamente  tarde  del  Congreso 
á los  que,  con  gran  puntualidad,  asistimos  á la  sesión. 

Rogamos,  pues,  A la  Presidencia,  que  procure  se 
abra  la  sesión  con  toda  puntualidad;  porque  no  con- 
siste en  los  Sres.  Diputados,  como  8.  S.  ha  pretendi- 
do; es  decir,  hoy  realmente,  no  hay  70  Sres.  Diputa- 
dos, pero  tampoco  los  suele  haber  á la  una  y media 
ni  á las  dos;  y si  no  fuera  porque  las  oposiciones  tie- 
nen un  gran  deseo  de  coadyuvar  con  la  Mesa  á la 
fácil  marcha  de  los  asuntos,  ni  á la  una,  ni  á la  una 
y media,  ni  á las  dos,  podría,  generalmente,  la  Pre- 
sidencia abrir  la  sesión.  Por  lo  mismo,  los  que  asis- 
timos con  toda  puntualidad  y damos  estos  medios 
para  facilitar  la  acción  de  la  Mesa,  rogamos  á la 
misma  que  no  baga  tan  penosa  á los  puntuales  la 
asistencia  & la  Cámara,  procurando  abrir  la  sesiou  á 
la  una  en  punto,  con  objeto  también  de  que  á las  siete 
en  punto  termine. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
Mesa  tendrá  en  cuenta  los  deseos  de  S.  S.,  cuya  pun- 
tualidad, y la  de  algunos  Sres.  Diputados,  encuentra 
muy  digna  de  elogio.  Pero  á la  Mesa  le  ocurre,  y aun 
en  este  momento,  que,  á pesar  de  osa  misma  exacti- 
tud de  8.  8.,  se  encuentra  con  escaso  número  de  se* 
ñores  Diputados. 

La  Mesa  procurará,  á la  vez  que  complacer  á S.  S., 
excitar  á los  Sres.  Diputados  para  que  asistan  pun- 
tualmente á la  una  para  empezar  la  sesión. 

El  Sr.  Conde  de  TORENO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Conde  de  TORENO:  Sencillamente  para 
hacer  constar  que  si  se  retrasará  con  cierta  constan- 
cia la  hora  de  abrir  la  sesiou.  los  que  concurrimos  á 
primera  hora,  si  tuviéramos  que  esperar  como  boy, 
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nos  dedicaremos  ¿i  pedir  que  se  cuente  el  número,  y 
veremos  si  por  ese  procedimiento  logramos  que  los 
señores  de  la  mayoría,  que  están  hoy  en  tan  escaso 
número  cu  proporción  y en  comparación  con  Las  opo- 
siciones, cumplan  con  su  deber,  concurriendo  á pri- 
mera hora. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Gapdepon):  Sin 
necesidad  «le  que  S.  S.  lo  anuncie,  sabe  que  tiene  ese 
medio  reglamentario  para  utilizarlo  (El  Sr.  Conde  de 
Toreno:  Queremos  evitar  la  sorpresa),  y entonces  po- 
dra verse  que,  si  bien  hay  escaso  número  de  señores 
Diputados  de  la  mayoría,  también  sucede  otro  tanto 
respecto  de  las  oposiciones. 

Queda  terminado  este  incidente.» 

Si n mis  discusión,  fuó  aprobada  el  Acta. 


El  Sr.  MONTORO:  Pido  la  palabra. 

Él  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Gapdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  MONTORO:  Para  presentar  aí  Congreso 
una  exposición  que  le  dirige  el  Círculo  de  hacenda- 
dos y del  comercio  de  Puerto  Príncipe,  en  solicitud 
th  que  se  exima  de  la  exacción  del  derecho  de  con- 
sumo de  ganado  al  sebo  de  las  reses  destinadas  al 
abasto  de  aquella  población,  así  como  á las  reses  mis- 
iras  queso  matan  en  las  fincas  para  alimentar  á sus 
dueños  y operarios;  y en  súplica,  además,  de  que  en 
los  próximos  presupuestos  se  reduzca  á i 5 centavos 
el  tipo  del  impuesto  por  cada  ocho  kilogramos  del 
peso  de  las  reses. 

Sobre  estas  reclamaciones,  en  las  que  se  trata  de 
uu  asunto  importantísimo  para  las  provincias  del  cen- 
tro de  la  isla,  es  necesario  que  recaiga  una  pronta 
resolución  si,  realmente,  se  quiere  evitar  que  se  pro- 
longuen mucho  tiempo,  y se  hagan  irreparables  los 
males  que  están  experimentando  esas  comarcas,  dig- 
nas, en  todos  conceptos,  de  mejor  fortuna,  por  sus 
grandes  sufrimientos  y por  su  ejemplar  dedicación 
al  trabajo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallen t):  La  ex- 
posición presentada  por  S.  S.  pasará  á la  Comisión 
de  peticiones. 


El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Gapdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  T*i  lie  pedido 
pura  dirigir  una  pregunta  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra. 

Yo  desearia  que  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  tuvie- 
ra la  bondad  de  decirnos  qué  ocurre  en  Valladolid, 
donde.  la  población  está  alarmada  y el  ejército  ate- 
rrado por  el  excesivo  número  de  oficiales  que  en  estos 
últimos  dias  lian  sido  desterrados  á distintos  puntos 
de  Africa  y de  la  Península. 

Como  supongo  que  esto  pueda  tener  alguna  rela- 
ción con  la  asociación  clandestina  que  existe  en  el 
ejército,  es  necesario  que  se  esclarezca  cuanto  antes 
este  asunto,  para  lo  c.ual  mañana  presentaré  una 
proposición  incidental;  y ruego  á la  Mesa  se  sirva 
ponerlo  en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  la  Gue- 
rra, por  si  quiere  venir  á contestarla. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  Se  pon- 
drá en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  el 
deseo  de  S.  8. 


El  Sr.  MURO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Gapdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  MURO:  Para  presentar  al  Congreso  trece 
exposiciones  que  dirigen  á las  Corles  la  ciudad  de 
Zamora  y los  pueblos  de  aquella  provincia,  Cubillos, 
Villaralbo,  Peleas  de  Abajo,  Arceniilas,  Pontejos,  Ca- 
rascea  (le  las  Charras,  Corrales,  Moraleja  del  Vino, 
Perdigón,  Madridanos,  Morales  del  Vino  y Villalazan. 

Estas  exposiciones  tienen  por  objeto  solicitar  de 
las  Corles:  primero,  que  se  prohíba  la  fabricación  de 
los  vinos  llamados  artificiales  y que  no  sean  exclusi- 
vamente de  uva;  segundo,  que  al  terminar  el  tiempo 
por  el  que  rige  el  actual  tratado  con  Alemania,  tan 
desastroso  para  nuestra  producción,  sea  éste  estudiado 
y modificado  en  sentido  más  favorable  á la  produc- 
ción expanda;  tercero,  que  se  inutilicen  los  alcoholes 
alemanes  haciendo  imposible  que  se  apliquen  á la 
producción  de  vinos  y aguardientes,  aun  cuando  sir- 
van para  otras  industrias;  cuarto,  que  si  por  toleran- 
cia y concesión  á la  libertad  de  industria  se  permi- 
tiera acaso  la  mezcla  y preparación  de  vinos  para  el 
comercio,  ó la  imitación  de  vinos  y preparación  de 
otras  bebidas  alcohólicas,  deberán  fijarse  en  los  rótu- 
los exteriores  y en  los  envases,  precisamente  el  nom- 
bre de  la  fábrica  y pueblo  donde  esté  situada,  sin 
que  nunca  puedan  expenderse  dichos  productos  con 
el  nombre  de  vinos;  quinto,  que  los  productos  (le  la 
llamada  fabricación  de  vinos  artificiales  se  graven  con 
igual  impuesto  de  consumos  que  los  naturales,  im- 
poniendo además  á dicha  fabricación  una  tarifa  es- 
pecial por  contribución  de  industria,  que  compense 
la  muy  crecida  que  los  viticultores  pagan  por  terri- 
torial; sexto,  que  se  modifiquen  las  tarifas  de  consu- 
mos gravando  al  vino  con  una  tributación  módica, 
haciendo  imposible  que  pueda  imponérsele  el  100  por 
100  de  su  valor,  y sétimo,  que  se  rebajen  las  actua- 
les tarifas  de  los  ferro- carriles. 

Como  las  pretensiones  contenidas  en  estas  solici- 
tudes, y los  fundamentos  de  las  mismas  entiendo  que 
son  justísimos,  .me  permito,  no  solo  hacer  la  presen- 
tación de  las  solicitudes  y rogar  á la  Mesa  que  la» 
pase  á la  Comisión  competente,  sino  llamar  muy  es- 
pecialmente la  atención  de  esa  misma  Comisión 
acerca  del  contenido  de  estos  documentos. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  Pasarán 
á la  Comisión  de  peticiones  las  exposiciones  presen- 
tadas por  el  Sr.  Muro. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Gapdepon):  Se 
va  á dar  cuenta  de  una  proposición  de  ley.» 

Leída  la  del  Sr.  Gasea,  incluyendo  en  el  plan  ge- 
neral de  carreteras  la  de  üalanda  á las  inmediaciones 
de  Gerollera  ( Véase  el  Apéndice  quinto  al  Diario  nú- 
mero 76,  sesión  del  25  de  Abril  último ),  dijo 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Gapdepon):  El 
Sr.  Castell  tiene  la  palabra  para  apoyar  esta  proposi- 
ción. 

El  Sr.  CASTELL:  Poco  bastará,  Sres.  Diputados, 
para  llevar  á vuestro  ánimo  el  convencimiento  de  la 
importancia  que  entraña  la  carretera  cuya  inclusión 
en  el  plan  general  de  las  del  Estado  se  recomienda  por 
la  proposición  que  acaba  de  leerse. 

Con  un  gasto,  relativamente  exiguo,  puesto  que 
ba  de  tener  una  longitud  de  muy  pocos  kilómetros» 
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pues  su  único  objeto  es  enlazar  dos  ya  construidas, 
la  de  Alcolea  á Tarragona,  y de  Zaragoza  á Escatron, 
cada  una  de  las  cuales  va  por  una  zona  opuesta,  re- 
corriendo la  inuy  extensa  y íértil  vega  del  Guadaio- 
pe,  la  carretera  cuya  inclusión  en  el  plan  general  se 
propone  servirá  para  enlazar  estas  dos,  haciendo  más 
fácil  la  comunicación  entre  ambas. 

Por  estas  razones,  y otras  muchas  que  creo  inne- 
cesario indicar,  os  ruego  toméis  en  consideración  la 
proposición  que  he  tenido  el  honor  de  apoyar.» 

Leida  por  segunda  vez  la  proposición  de  ley . y 
hecha  la  pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración, 
el  acuerdo  del  Congreso  fué  afirmativo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallen t):  La  pro- 
posición de  ley  pasará  á las  Secciones  para  nombra- 
miento de  Comisión. 


ORDEN  DEL  DÍA. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  En 
cumplimiento  de  lo  que  previene  el  Reglamento,  se 
procede  al  sorLeo  de  las  Secciones.» 

Veriíicado  dicho  acto,  dio  el  resultado  que  apa- 
rece en  el  Apéndice  primero  al  Diario  núm.  81 , que 
es  el  de  esta  sesión.) 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Dis- 
cusión de  los  dictámenes  de  Comisión  mixta: 

Leídos  los  que  á continuación  se  expresan,  y no 
habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  la  palabra 
en  contra,  se  pusieron  á votación  y fueron  aprobados 
en  la  forma  siguiente: 

«Artículo  l.°  Se  declara  incluida  en  el  plan  ge- 
neral de  carreteras  del  Estado  una  de  Lercer  órden 
que  partiendo  de  la  carretera  de  Tarragona  á Pont  de 
Armen  lera*  en  las  inmediaciones  de  Secuitas,  vaya  á 
empalmar  en  la  de  Masó  con  la  de  Tarragona  á la  de 
Alcover  á Santa  Cruz  de  Calafell,  atravesando  la  ca- 
rretera general  de  Tarragona  á Lérida  por  Valls,  en 
las  inmediaciones  de  Valímoll.  debiendo  comenzarse 
inmediatamente  los  estudios,  y su  construcción  una 
vez  terminados  aquellos. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esLa  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construcción 
de  obras  públicas. 


Artículo  l.°  Se  declara  comprendida  en  el  plan 
general  de  carreteras  del  Estado  una  de  tercer  orden 
que  partiendo  de  la  de  Artesa  á Monlblanch,  en  el 
kilómetro  51,  pasando  el  pueblo  de  Belltall,  vaya  di- 
rectamente á Barreal,  á enlazar  con  la  de  Montblanch 
á Santa  Coloma  de  Queralt. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construcción 
de  obras  públicas. 


«Articulo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  orden  que  partiendo 


de  La  Roda  y pasando  por  Estepa,  Herrera,  Marma- 
leda  y El  Rubio,  termine  en  Ecija  (Sevilla). 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas.» 


Artículo  l.°  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
ral de  carreteras,  entre  las  de  tercer  órden,  una  que 
partiendo  de  la  de  Cari  nena  á Escatron,  y pasando  por 
Bástago,  vaya  á empalmar  con  la  de  Madrid  á Francia. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  ia  construc- 
ción de  obras  públicas. 


Artículo  l.°  La  carretera  de  tercer  órden  que  par- 
tiendo de  ia  de  Almansa  á Cofrentes,  desde  Ayora 
pase  por  Carcelen,  Alatoz  y Casas  de  Juan  Nuñez  paro 
unirse  en  Albacete  con  la  de  Jaén  á Cuenca,  seguirá 
su  trazado  directo  desde  Casas  de  Juan  Nunez  por  el 
camino  más  corto  á Albacete,  entrando  en  dicha  ca- 
pital por  la  puerta  de  San  Antonio. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 d3 
Diciembre  de  188G  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 


Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  órden  que  partiendo 
de  ia  estación  de  Minaya,  en  la  vía  férrea  de  Madrid 
á Alicante,  empalme  con  la  carretera  general  de  Ma- 
drid, por  Ocaña,  á Albacete  y Cartagena. 

Art.  2/  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  constiuc- 
cion  de  obras  públicas.» 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Dis- 
cusión del  dictámeu  de  la  Comisión,  referente  á la  pro- 
posición de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras la  de  García  á Tortosa.» 

Leído  dicho  dictamen  (Véase  el  Apéndice  segundo 
al  Diario  núm.  80y  sesión  del  30  de  Abril  pasado ),  dijo 
ElSr.  VICEPRESIDENTE(RuizCapdepon):  Abre- 
se discusión  sobre  la  totalidad  de  este  dictáracn.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  pasó  á la  discusión  por  artículos,  y sin  ella  fueron 
aprobados  los  dos  de  que  constaba  el  dictámen,  en 
esta  forma: 

«Artículo  l.°  Se  declara  incluida  en  el  plan  ge- 
neral de  carreteras  del  Estado  una  de  tercer  órden,  en 
ia  provincia  de  Tarragona,  que  partiendo  del  pueblo 
de  García,  en  el  punió  más  próximo  á la  estación  de 
ios  .ferro-carriles  directos  de  Madrid  á Zaragoza  y 
Barcelona,  pase  por  el  pueblo  de  Mora  la  Nueva  y 
termine  en  la  ciudad  de  Tortosa,  procurando  que  el 
trayecto  recorra  la  orilla  izquierda  del  rio  Ebro  y sea 
utilizable  para  la  sirga;  carretera  que  deberá  llamar 
sede  García  á Tortosa  por  Mora  la  Nueva. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
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en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  cons- 
trucción de  obras  publicas.)) 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  El  pro- 
yecto de  ley  pasará  á la  Comisión  de  corrección  de 
estilo,  y se  señalará  dia  para  su  aprobación  definitiva. 


Ei  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Rui*  Gapdepon:  Dis- 
cusión del  dictámen  de  la  Comisión,  referente  á la 
proposición  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de 
carreteras  la  prolongación  hasta  Inca  de  la  de  Artá  á 
Santa  Margarita.» 

Leído  dicho  dictámen  [Véase  el  Apéndice  tercero 
al  Diario  núm.  80 , sesión  de  30  de  Abril  último ),  dijo 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Rui*  Gapdepon):  Abre- 
se discusión  sobre  la  totalidad  de  este  dictámen.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  pasó  | la  discusión  por  artículos,  y sin  debate  fue- 
ron aprobados  los  dos  de  que  constaba  el  dictámen, 
en  esta  forma: 

«Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras, en  la  isla  de  Mallorca,  la  prolongación  hasta 
Inca  de  la  de  Artá  á Santa  Margarita,  pasando  por 
tlubí. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
on  cuenta  lo  establecido  eu  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  ejecución 
de  obras  públicas.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  El  pro- 
yecto de  ley  pasará  á la  Comisión  de  corrección  de 
estilo. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Rniz  Capdepon:  Dis- 
cusión del  dictámen  de  la  Comisión,  referente  á la  pro- 
posición de  ley  autorizando  á la  Diputación  provin- 
cial de  Cádiz  á realizar  un  sorteo  de  lotería,  con  cu- 
yos productos  se  atenderá  á los  gastos  déla  Exposición 
nacional  marítima.» 

Leido  dicho  dictámen  (Véase  el  Apéndice  cuarto 
al  Diario  núm.  80,  sesión  de  30  de  Abril  último ),  dijo 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Rniz  Capdepon):  Abre- 
se discusión  sobre  la  totalidad  de  este  dictámen.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  procedió  á la  discusión  por  artículos,  y sin  debate 
fueron  aprobados  los  cuatro  de  que  constaba  el  dic- 
támen, en  la  forma  siguiente: 

«Artículo  l.°  Se  autoriza  a la  Diputación  provin- 
cial de  Cádiz  para  que  pueda  realizar  un  sorteo  de 
lotería  especial  libre  de  derechos  á la  Hacienda,  y de 
toda  clase  de  impuestos,  á fin  de  que  con  los  produc- 
tos líquidos  que  arroje  enjugue  los  gastos  que  ori- 
gine la  Exposición  nacional  marítima. 

Art.  2.°  El  sorteo  constará  de  13.000  billetes,  a 
2 r>0  pesetas  cada  uno,  divididos  en  vigésimos,  y se 
distribuirán  787  premios,  por  valor  de  2. 184.000  pe- 
setas. 

Art.  3.°  La  Dirección  general  de  rentas,  de  acuer- 
do con  el  presidente  de  la  Diputación  provincial  de 
Cádiz,  adoptará  las  medidas  oportunas  á fin  de  que 
el  sorteo  se  verifique  en  una  fecha  intermedia  entre 
las  de  la  lotería  nacional  que  mensuaimente  se  ce- 
lebra. 

Art.  4.°  El  Ministerio  de  Hacienda  fijará  las  ba- 
ses de  este  sorteo,  forma  y sitio  en  que  deba  verifi- 
carse, y adoptará  cuantas  disposiciones  estime  con- 


venientes para  garantir  á los  tenedores  de  los  billetes 
el  importe  de  los  premios,  y para  que  el  producto 
líquido  de  los  que  se  expendan,  deducidos  dichos  pre- 
mios, ingrese  en  las  Cajas  de  la  Diputación  provincial 
de  Cádiz  con  destino  á los  gastos  de  la  Exposición 
marítima.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  El  pro- 
yecto de  ley  pasará  á la  Comisión  de  corrección  de 
estilo. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Dis 
cusion  del  dictámen  de  la  Comisión,  referente  á ía 
proposición  de  ley  declarando  de  interés  general  de 
segundo  órden  varios  puertos  de  las  islas  Baleares.» 

Leido  dicho  dictamen  (Véase  el  Apéndice  quinto 
al  Diario  núm.  80 , sesión  del  80  de  Abril  último),  dijo 

Ei  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Abre- 
se discusión  sobre  este  dictámen.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación  el  artículo  único  de  que  consta  el 
dictámen,  y filé  aprobado  en  esta  forma: 

«Artículo  único.  Se  declaran  de  interés  general  de 
segundo  órden  los  puertos  de  Cabrera,  Porneíls,  Porto- 
Petro  y Pollenza,  en  las  islas  Baleares,  considerán- 
dose adicionados  al  art.  16  de  la  ley  de  7 de  Mayo 
de  1880.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  Ei  pro- 
yecto de  ley  pasará  á la  Comisión  de  corrección  de 
estilo. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Se 
va  á proceder  á la  aprobación  definitiva  de  un  pro 
yecto  de  ley.» 

Se  leyó,  revisado  por  la  Comisión  de  corrección 
de  estilo,  y hallándose  conforme  con  lo  acordado,  se 
votó  y aprobó  definitivamente,  el  proyecto  de  ley  de- 
clarando exento  del  pago  del  impuesto  sobre  grande- 
zas y títulos  á D.  Augusto  Plasencia  y Fariñas,  Conde 
de  Santa  Bárbara.  (Véase  el  Apéndice  segundo  á este 
Diario.) 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  El  pro- 
yecto de  ley  pasará  al  Senado. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Con- 
tinúa la  discusión  pendiente  del  dictámen  nuevamente 
redactado  por  la  Comisión,  relativo  al  proyecLo  de  ley 
sobre  creación  de  Administraciones  subasternas  de 
Hacienda.  (Véase  el  Apéndice  tercero  al  Diario  número 
60,  sesión  del  l.°  de  Abril\  Diario  núm.  77,  sesión  del 
2G  de  ídem;  Diario  núm.  78,  sesión  del  27  de  ídem, 
y Diario  núm.  80,  sesión  del  30  de  ídem.) 

Ei  Sr.  Gutiérrez  de  Ía  Vega  tiene  la  palabra  para 
rectificar. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Seré  muy 
breve,  Sres.  Diputados,  porque  el  interés  que  despier- 
ta la  discusión  de  las  Administraciones  subalternas 
está  en  relación  con  el  nombre  que  al  proyecto  se  ha 
dado  por  el  Gobierno  y por  la  Comisión. 

El  señor  presidente  de  la  Comisión  se  extrañaba 
l de  que  en  la  impugnación  que  yo  hice  á este  proyec- 
to, me  hubiera  extendido  en  consideraciones  genera - 
! les  que  afectaban  á todo  él:  pero  como  el  art.  10  en- 
¡ traua  todas  las  facultades  que  se  conceden  á estas 
| Administraciones,  bien  pude  yo  ocuparme  de  todos  los 
; puntos  que  traté  en  el  Congreso. 
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3 DE  MAYO  DE  1887. 


No  es  un  asunto  de  escasa  importancia,  aunque  así 
loparezcaal  Congreso*  elde  la  creación  de  estas  Admi- 
nistraciones, porque  todas  las  cuestiones  importantes 
de  la  Hacienda  vienen  á refluir  en  lo  que  se  llama  Ad- 
ministraciones subalternas  que  han  de  estará  cargo  de 
un  personal  verdaderamente  incompetente,  si  de  algo 
han  de  servir  las  jerarquías,  los  sueldos  y ciertas  con- 
sideraciones externas  que  tienen  los  cargos  públicos; 
y digo  esto,  porque  lo  mismo  el  Ministro  de  Hacienda 
actual  que  todos  los  que  he  conocido  desde  hace  mu- 
cho tiempo,  se  quejan  amargamente  de  que  no  tie- 
nen personal  bastante  con  condiciones  legales  y que 
pueda  dar  los  resultados  apetecidos,  y eso  que  solo 
se  trataba,  cuando  se  oian  estas  quejas,  de  45  Delega- 
ciones, otras  45  Administraciones  de  rentas  y otras  45 
de  impuestos;  y si  para  estos  cargos  carecian  de  per- 
sonal, con  mucho  más  motivo  habrán  de  carecer  tra- 
tándose de  475  ó 480  administradores  de  partido,  que 
no  solo  necesitan  la  competencia  de  los  administra- 
dores de  contribuciones,  sino  también  la  de  los  admi- 
nistradores de  impuestos,  y realmente  deben  tener 
casi  tanta  como  los  delegados,  porque  todas  y cada 
una  de  las  lacultades  que  éstos  tienen,  se  reasumen 
en  los  administradores  subalternos. 

Esto  creo  que  ha  de  ser  un  motivo  que  haga  dc- 
íiciente  el  proyecto  y do  obtenga  todo  el  resultado 
que  se  propone  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  porque 
las  cosas  no  basta  querer  que  sean:  es  menester  que 
que  poi  sí  puedan  serlo.  Si  hice  algunas  indicaciones 
señalando  en  primer  lugar  los  perjuicios  que  podria 
ocasionar  este  proyecto  de  ley  á la  contribución  te- 
rritorial, entiéndanse  dichas  lo  mismo  parala  contri- 
bución territorial  que  para  la  industrial  y para  todas 
las  demás  formas  y maneras  de  tributar,  porque  si 
bien  es  cierto  que  la  territorial  es  hoy  la  más  recar- 
gada, la  tomaba  yo  solo  como  modelo,  y no  excluia  ni 
pretendía  excluir  á las  demás;  en  todo  caso  la  terri- 
torial es  la  que  podria  hoy  considerarse  más  benefi- 
ciada y podria  defenderse  momentáneamente  mejor, 
porque  al  íin  se  le  rebaja  un  tanto  de  cuota  en  per- 
juicio de  las  demás,  aunque  esa  aparente  ventaja 
pueda  venir  de  sobra  compensada  en  otra  forma.  Si 
estas  Administraciones  las  hubiera  creado  el  Sr.  Mi- 
nistro de  Hacienda  después  de  haber  vigorizado  en 
todo  lo  posible  los  ingresos  por  esos  medios  y en  esa 
forma  que  están  al  alcance  del  Sr.  Ministro  y que  ha 
significado  en  esos  mismos  presupuestos  de  ingresos, 
no  tendría  nada  que  decir:  sería  un  mal,  pero  un  mal 
necesario  para  ir  conllevando  ese  refuerzo  que  exigen 
los  presupuestos  de  ingresos,  pero  teniendo  mucho 
cuidado  al  reforzar  el  presupuesto  de  ingresos  de  po- 
ner una  valla  insuperable  ai  aumento  constante ‘del 
presupuesto  de  gastos,  que  no  solo  no  viene  aquí  nin- 
gún presupuesto  sin  que  se  aumenten  esos  gastos, 
sino  que  entra  el  presupuesto  con  un  20,  viene  luego 
en  el  dictámen  con  un  21,  y después  sale  del  Con- 
greso con  un  24  6 un  25:  y por  tanto,  entiendo  que 
este  proyecto  no  ha  de  dar  el  resultado  que  el  señor 
Ministro  de  Hacienda  se  propone,  porque  aumenta  los 
gastos,  y además  grava  aquellos  tributos  que  están  ya 
sumamente  gravados. 

Indudablemente,  el  proyecto  persigue  un  fin.  en 
mi  sentir  laudable:  porque  no  solo  pone  á la  Admi- 
nistración de  los  impuestos  más  eu  contacto  con  el 
Gobierno,  sino  que,  al  quitar  á los  Ayuntamientos 
determinadas  funciones,  es  indudable  que  ha  de  aca- 
llar la  lucha  de  los  partidos,  matando  lo  que  hoy 


constituye  en  las  localidades  esas  luchas;  pero  al  se- 
ñor Ministro  le  sucede  en  este  punto  como  en  otros* 
que  conoce  bien,  puntualiza,  y determina  y señala  el 
sitio  donde  se  encuentra;  pero  llega  la  necesidad  de 
empezar  á plantearlo,  y ahí  se  para. 

El  Sr.  Ministro  de  Hacienda  y la  Comisión  que  fir- 
ma este  dictámen,  tienen  razón,  van  á hacer  un  gran 
bien;  yo  reconozco  que  pueden  hacer  un  gran  bien 
enmedio  de  otros  males,  al  separar  determinadas  fun- 
ciones; pero  como,  según  ei  proyecto,  no  van  á par- 
ticipar de  ese  bien  más  que  las  cabezas  de  partido, 
resulta  que  el  resto  de  los  pueblos  se  queda  en  la  mis- 
ma situación  que  antes.  Es  decir,  que  no  resulta  bien 
ninguno  para  ellos,  y en  cambio  se  va  á aumentar  un 
trámite  más;  porque  antes  estos  repartos  de  la  con- 
tribución territorial  pasaban  de  los  Ayuntamientos  á 
las  Administraciones  de  contribuciones,  y hoy  ten  - 
drán  que  pasar  en  segunda  instancia,  ó como  segun- 
do trámite,  á que  sean  examinados  también  por  estas 
Administraciones. 

No  hablaré  del  número  considerable  de  empleos 
que  vais  á arrojar  á ia  plaza.  Pasarán  de  3.000. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Huiz  Capdepon):  Lla- 
mo la  atención  de  S.  S.  hácia  que  solo  tiene  la  pala- 
bra para  rectificar. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Estoy  á las 
órdenes  del  Sr.  Presidente  y concretaré  la  rectifica- 
ron cuanto  quiera,  por  más  que  está  sin  consumir 
el  tercer  turno,  y podria  consumirlo  yo. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Está 
apuntado  un  Sr.  Diputado  para  consumirle. 

Ei  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Perfecta- 
mente; concretaré  mi  rectificación. 

No  hablaré  del  número  excesivo  de  empleos  que 
se  van  á crear:  pasarán  de  3.000,  con  lo  cual  vais  á 
poner  un  cebo  á la  empleomanía,  bastante  arraigada 
yá  en  este  país,  y á crear  un  centro  más  de  caciquis- 
mo electoral;  y solo  para  que  la  Comisión  y el  señor 
Ministro  se  fijen  en  lo  que  representa  ó significa  esta 
instancia  ó este  trámite  que  habéis  creado  con  las 
Administraciones  subalternas,  voy  á decir  que  cuan- 
do ya  las  instancias  y los  trámites  son  tan  numero- 
sos que  casi  suponen  la  negación  del  derecho,  puesto 
que  apenas  hay  quien  se  atreva  á reclamar,  porque 
la  reclamación  cuesta  más  que  lo  que  se  reclama, 
una  instancia  más  significa  mucho.  Primero,  instan- 
cia ante  el  Ayuntamiento;  luego,  ante  estas  Adminis- 
traciones; luego,  ante  la  Administración  de  contribu- 
ciones; después  al  delegado;  después  á la  Dirección 
respectiva;  después,  si  el  Ministro  lo  tiene  por  opor- 
tuno, como  casi  siempre  sucede,  oye  á la  Interven- 
ción y á la  Dirección  de  lo  contencioso,  y cuando  no 
están  conformes  las  Direcciones,  oye  al  Consejo  de 
Estado.  ¿Queréis  decirme  si  al  que  se  le  infiere  un 
agravio  por  una  cuota  de  40  ó de  50  pesetas,  es  po- 
sible que  pueda  seguir  esta  tramitación,  este  verda- 
dero calvario,  para  defender  las  40  ó las  50  pesetas 
que  significa  lo  que  se  le  ha  impuesto  de  más?  Pues 
con  este  nuevo  trámite  que  agregáis  aquí,  lo  que  ha- 
céis es  dejar  indefensos  los  intereses  de  los  particu- 
lares, que  ya  tienen  bastantes  dificultades  para  lu- 
char con  la  Administración. 

Y no  tengo  más  que  decir. 

El  Sr.  GARUO  (D.  Cipriano):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  S.  S. 

El  Sr.  GARUO  (D.  Cipriano):  Voy  á rectificar 
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brevemente  á las  indicaciones  que  acaba  de  hacer  el 
Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega,  diciendo  en  primer  término 
que  la  reforma  que  ahora  proponemos  es  muy  impor- 
tante, pues  es  un  paso  sin  el  que  será  imposible  re- 
forma alguna  en  nuestro  sistema  tributario  con  un 
criterio  informado  en  los  principios  de  la  ciencia. 

Pero  esta  reforma  que  se  propone,  ya  en  la  ins- 
trucción administrativa  para  el  ramo  de  Hacienda 
que  se  publicó  en  1 845  se  estabiecia  una  organización 
económica  administrativa  que  la  acción  del  tiempo 
ha  demostrado  ser  la  más  conveniente,  porque  lo  he- 
cho en  1881  por  el  Sr.  Camacho  en  lo  referente  á las 
Delegaciones  de  Hacienda  está  consignado  en  la  ins- 
trucción referida,  que  lleva  la  fecha  de  15  de  Junio 
de  1845,  y en  ella  se  estabiecia  la  creación  de  las  Ad- 
ministraciones de  partido  que  han  tropezado  con  difi- 
cultades insuperables  para  su  planteamiento,  no  obs- 
tante ser  consideradas  como  la  rueda  más  importante 
y de  más  valor  de  la  Administración  económica.  Hasta 
aquí  ha  habido  grandes  obstáculos  para  establecerlas, 
y si  hoy  se  llega  á hacerlo,  indudablemente  serán  unos 
de  los  centros  administrativos  que  más  contribuyan 
á normalizar  nuestra  Hacienda  y á hacer  que  pueda 
haber  verdaderamente  una  fiscalización  del  Estado, 
sobre  todo  en  la  parte  de  los  ingresos  encomendada 
hoy  á agentes  que  no  dependen  directamente  de  la 
Administración,  porque  si  no  le  son  completamente 
extraños  no  dependen  del  órden  administrativo  ren- 
tístico sino  de  otros  organismos. 

En  este  sentido  la  reforma  propuesta  por  el  señor 
Ministro  de  Hacienda  será  uno  de  sus  mayores  títulos 
de  gloria,  sobre  lodo  si  tiene  fortuna  al  realizar  el 
pensamiento  que  Ja  inspira. 

Ha  dicho  el  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega  que  los  Mi- 
nistros de  Hacienda  se  han  quejado  siempre  de  la 
falta  de  personal  apto. 

Es  exacto,  y quizá  no  se  ha  logrado  tener  ya  ese 
personal  por  las  circunstancias  por  que  ha  atravesado 
el  país,  que  no  han  permitido  dar  estabilidad  á los  em- 
pleados, sin  embargo  de  que  en  el  ramo  de  Hacienda 
siempre  ha  habido  más  que  en  otras  dependencias  de 
la  Administración  pública.  Los  efectos  de  esa  estabi- 
lidad se  notan  más  aún  en  los  grandes  centros  admi- 
nistrativos, como  sabe  bien  el  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega, 
y el  que  tiene  el  honor  de  dirigir  la  palabra  al  Con- 
greso, que  en  los  principios  de  su  carrera  han  perte- 
necido al  Consejo  de  Estado,  sabe  que  allí  se  conocían 
ios  expedientes  de  los  Ministerios  de  Hacienda  y de  Fo- 
mento con  solo  ver  su  estructura  ó conformación, 
pues  siempre  su  sola  inspección  indicaba  cuáles  eran 
los  de  estos  Ministerios  por  ser  siempre  los  mejor  for- 
mados; lo  cual  obedecia  indudablemente  á la  mayor 
estabilidad  de  sus  empleados. 

No  se  ha  extendido  la  acción  de  las  Administra- 
ciones subalternas  á todos  ios  pueblos  importantes,  ó 
por  lo  ménos  á los  que  tuvieran  una  población  igual 
ó superior  á la  cabeza  del  partido,  como  era  el  deseo 
de  la  Comisión,  porque  se  le  manifestó  por  el  Sr.  Mi- 
nistro de  Hacienda  la  dificultad  con  que  habia  de  tro 
pezarse.por  la  falta  del  personal  con  conocimiento 
práctico  en  número  tan  excesivo  como  seria  necesa- 
rio para  plantear  las  Administraciones  según  proyec- 
taba la  Comisión, 

Por  consiguiente,  hemos  creido  que  lo  primero  á 
que  debíamos  atender  era  á que  esta  reforma  se  hi- 
ciese con  fruto,  planteándola  con  el  mayor  cuidado, 
á fin  de  conseguir  desde  el  principio  un  personal 


comxdetamenle  entendido,  para  lo  cual,  como  habrá 
visto  S.  S.,  la  Comisión  ha  procurado,  ante  todo,  al 
fijar  las  cualidades  de  ingreso  de  los  empleados,  bus- 
car las  mejores  condiciones  de  aptitud  y las  mayo- 
res garantías  de  acierto,  d fin  de  que  su  planteamiento 
se  haga  en  debida  forma,  y á fin  de  que  inmediata- 
mente que  éste  tenga  lugar  la  acción  de  la  Adminis- 
tración en  las  cabezas  de  partido  respecto  á los  re- 
partos, matrículas  y demás  que  determina  el  art.  10, 
se  vaya  extendiendo  conforme  vaya  habiendo  el  per- 
sonal necesario  para  que  estas  Administraciones  desde 
su  principio  den  resultados  verdaderamente  beneficio- 
sos y no  se  vaya  á organizar  una  Administración  con 
personal  insuficiente  por  la  falta  de  conocimientos, 
malográndose  la  reforma  en  su  principio  por  esta 
circunstancia.  Porque  es  necesario  que  tenga  nn  cuenta 
S.  S.  que  si  las  Administraciones  de  partido  no  se 
plantean  bien,  será  i mposible  reformar  nuestra  tribu- 
tación, y no  será  posible  intentar  ni  hacer  nada  en  la 
tributación  de  consumos,  que  está  reclamando  una 
reforma  trascendental,  si  desde  el  principio  no  se 
plantean  como  es  debido  estas  Administraciones  de 
partido;  para  que  ia  tributación  sea  verdad,  para  que 
en  las  Juntas  periciales  ó Juntas  de  evaluación  pre- 
sida ia  justicia,  no  habia  más  remedio  que  procurar 
tener  un  personal  apto. 

Por  consiguiente,  ya  ve  S.  S.  cómo  la  Comisión 
ha  tenido  presente  ese  motivo;  pero  no  ha  creido  que 
era  bastante  para  no  plantear  una  reforma  que  cree 
beneficiosa  para  el  Estado. 

Dice  S.  S.  que  en  este  proyecto  no  se  consigna 
que  se  vaya  á llevar  la  acción  de  la  Hacienda  á todos 
los  distritos;  y realmente  no  se  lleva,  porque  x>or  aho- 
ra se  limita  á las  cabezas  de  partido;  pero  aun  así, 
S.  S.  debe  comprender  que  es  ya  una  cosa  muy  im- 
portante; que  el  llevar  esa  acción  á unos  450  cabe- 
zas de  partido,  es  ya  una  cosa  bastante  beneficiosa. 

Actualmente,  entre  Administraciones  y Deposita- 
rías, creo  que  hay  1 7 estabecidas  con  funciones  de- 
terminadas, las  cuales,  fuera  de  la  matrícula  indus- 
trial y de  algo  de  cédulas,  no  intervienen  ni  en  los 
am illar amien tos  ni  en  el  reparto  de  las  contribucio- 
nes. Por  tanto,  S.  S.  comprenderá  cuánto  mejora  la 
Hacienda  con  crearse  unas  450  Administraciones  de 
partido,  cuya  acción  se  irá  extendiendo  más,  á medi- 
da que  el  personal  vaya  adquiriendo  los  conocimien- 
tos prácticos  necesarios. 

Dice  S.  S.  que  con  estas  Administraciones  se  crea 
una  instancia,  un  trámite  más.  Ni  se  crea  una  ins- 
tancia, ni  se  crea  un  trámite  más.  Sin  duda  S.  S.  no 
se  ha  fijado  en  que  estas  Administraciones  de  partido 
van  á tener  las  mismas  funciones  que  hoy  tienen  en 
las  capitales  de  provincia  las  Administraciones  de 
contribuciones  y rentas;  es  decir,  que  el  administra- 
dor de  partido  va  á tener  idénticas  funciones  que  el 
administrador  de  contribuciones  y rentas  en  las  capi- 
tales de  provincia.  El  administrador  de  contribucio- 
nes y rentas  es  el  que  verifica  el  reparto  de  la  con- 
tribución territorial,  el  que  hace  la  matrícula  y el 
padrón  para  las  cédulas  personales  en  las  capitales 
de  provincia. 

Pues  bien;  todo  eso  lo  va  á hacer  en  la  capitali- 
dad del  distrito  el  administrador  de  partido.  Luego 
lo  que  el  administrador  de  la  capital  hace  es  presen- 
tar al  delegado  al  mismo  tiempo  que  los  suyos,  los 
trabajos  á él  remitidos  por  los  administradores  de 
partido,  lo  cual  no  es  una  segunda  instancia. 
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Y en  cuanto  al  informe  de  los  demás  repartos  ó 
matrículas  hechas  en  los  demás  pueblos  del  distrito 
por  los  Ayuntamientos  donde  no  llega  la  acción  del 
administrador  del  partido,  ese  informe  se  envía  á la 
Administración  de  la  provincia,  y con  ello  se  facilita 
grandemente  el  trabajo  en  la  Administración  econó- 
mica, porque  ya  allí  se  indican  los  defectos  ó incon- 
venientes de  que  adolecen  los  repartos  hechos  en  al- 
gunos pueblos. 

Ya  ve  S.  8.  que  no  hay  tal  instancia,  sino  que  los 
administradores  de  partido  van  ¿i  desempeñar  las  mis- 
mas funciones  que  desempeña  hoy  en  una  capital  de 
provincia  el  administrador  de  contribuciones  y ren- 
tas, y ha  de  facilitarse,  de  este  modo,  el  trabajo  que 
para  el  reparto  de  contribuciones  y formación  de  ma- 
trículas hagan  los  secretarios  de  Ayuntamiento  de 
ios  pueblos  á donde  no  puede  llegar  todavía  la  acción 
de  la  Hacienda. 

Creo  que  ha  dicho  también  S.  S.  que  por  medio  de 
este  proyecto  de  creación  de  Administraciones  de  par- 
tido, lo  que  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  se  propone  es 
fiscalizar  unos  tributos  que  son  los  que  se  pagan  boy 
mejor,  los  que  están  más  fiscalizados.  Me  parece  que 
ésta  ha  sido  la  indicación  de  S.  ,S.;  pero  S.  8.  no  tiene 
en  cuenta  que  estas  Administraciones  no  entenderán 
en  todo  lo  que  se  refiera  á las  contribuciones  indirec- 
tas, pero  sí  en  algo  que  á ellas  afecta,  y que  todas  las 
contribuciones  directas  caen  dentro  de  la  esfera  de 
acción  de  estas  Administraciones.  Ya  ve  8.  S.  que  liay 
uu  artículo  en  el  proyecto  por  el  que  se  establece  que 
los  administradores  de  partido  investigarán  la  manera 
y forma  como  se  cumplen  los  encabezamientos  de 
consumos.  Así.  pues,  la  Comisión  ha  ido  en  este  punto 
hasta  donde  podía  ir. 

También  tendrán  las  mismas  funciones  que  he  in- 
dicado, por  lo  que  se  refiere  á la  investigación  de  la 
renta  de  aduanas,  las  Administraciones  que  tengan 
aduanas  dentro  del  territorio  donde  se  extienda  su 
acción. 

Creo,  pues,  haber  contestado  á las  indicaciones  de 
8.  S.;  y si  se  me  hubiera  olvidado  alguna,  desearía 
que  S.  S.  me  la  recordase  para  ocuparme  de  ella. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Pido  la  pa- 
labra para  rectificar. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Decia  el  se- 
ñor Carijo  que,  lejos  de  haberse  aumentado  con  este 
proyecto  la  tramitación  que  venian  sufriendo  los  ex- 
pedientes de  Hacienda  en  cualquiera  de  los  ramos  á 
que  se  refiriesen,  lo  que  se  hace  es  acorlar  estos  mis- 
mos trámites,  y no  es  exacto.  Yo  había  dicho  que  se 
aumentaba  un  trámite,  y en  realidad  son  dos.  Hoy, 
con  el  fallo  ó informe,  como  S.  S.  lo  quiera  llamar, 
del  Ayuntamiento  y de  la  Junta  pericial,  pasa  el  re- 
parto á la  aprobación  del  administrador  de  contribu- 
ciones. Por  este  proyecto  habrá  los  siguientes  trámi- 
tes: primero,  informe  del  Ayuntamiento;  segundo,  del 
administrador  del  partido;  tercero,  del  administrador 
de  contribuciones;  cuarto,  fallo  del  delegado.  (El  se- 
ñor Garijo  hace  signos  negativos .) 

Lo  dice  el  proyecto:  «Formación  de  la  estadísti- 
ca, etc.,  cuya  aprobación  corresponderá  al  delegado 
do  la  provincia.»  [El  Sr.  Garijo:  Era  lo  mismo  antes.) 

¿Quiere  decir  que  la  Delegación  se  refiere  al  admi- 
nistrador de  contribuciones  y no  se  refiere  al  delega- 
do? Entonces  será  uno  el  trámite  que  se  aumente,  y 


si  es  el  delegado,  dos.  Esto  no  tiene  duda;  esto  está 
bien  claro. 

No  tengo  más  que  decir. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  E] 
Sr.  Laá  tiene  la  palabra  para  consumir  el  tercer  turno 
en  contra. 

El  Sr.  LAA  Y RUTE:  Señores  Diputados,  para 
cumplir  con  el  Reglamento  y poder  dirigir  al  Sr.  Mi- 
nistro de  Hacienda  un  ruego  que  se  relaciona  con  el 
proyecto  puesto  á discusión,  me  he  visto  en  la  nece- 
sidad de  pedir  la  palabra  para  consumir  el  tercer 
turno  en  contra  del  art.  10;  pero  no  es  mi  objeto  ha- 
cer la  oposición  á este  proyecto,  que  me  parece  alta- 
mente beneficioso,  y creo  que  ha  de  contribuir  á 
aumentar  los  intereses  del  Tesoro,  puesto  que  con  la 
creación  de  Administraciones  subalternas  se  facilitará 
el  descubrimiento  de  la  riqueza  oculta  y se  hará  con- 
tribuir á las  pequeñas  industrias  que  se  desarrollan 
en  muchos  pueblos,  que  no  están  al  alcance  cons- 
tante y diario  de  la  vigilancia  de  las  Delegaciones 
de  Hacienda  de  las  provincias. 

De  modo  que  este  proyecto,  en  vez  de  venir  á gra- 
var la  siluacion  del  contribuyente  de  buena  fe,  por  el 
contrario,  facilitará  el  que  todos  contribuyan  á sos- 
tener las  cargas  del  Estado  con  la  proporcionalidad 
debida,  y á que  no  dejen  de  pagar  aquellos  que  tie- 
nen la  obligación  ineludible  de  hacerlo.  Estas  son  las 
razones  principales  para  calificar  este  proyecto  de 
beneficioso  para  los  intereses  del  Tesoro,  y por  lo  que 
felicito  á la  Comisión  que  ha  traído  el  dietámen  que 
estamos  discutiendo,  y al  Sr.  Ministro  de  Hacienda, 
autor  del  proyecto,  porque  ha  dado  una  prueba  más 
de  sus  conocimieutos  en  la  cuestión  económica  y de 
su  deseo  de  ir  perfeccionando  la  actual  tributación, 
lo  que  puede  proporcionar  resultados  beneficiosos, 
porque  si  en  este  país  todos  pagaran  proporcional- 
mente á las  utilidades  que  obtienen,  se  podrian  bajar 
las  cuotas  que  boy  agobian  á los  contribuyentes.  V 
dicho  esto,  paso  á exponer  el  asunto  que  me  ha  obli- 
gado á molestar  vuestra  ilustrada  atención. 

En  el  proyecto  de  presupuestos  presentados  por 
el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  á las  Cortes  para  el  año 
económico  de  1887-88,  se  pide  autorización  pata 
emitir  títulos  del  4 por  100  perpétuo,  ó mejor  dicho, 
para  canjear  los  de  las  sérica  más  elevadas  por  otros 
más  pequeños  en  que  el  capital  de  cada  uno  solo  re 
presente  100  ó 200  pesetas.  Indudablemente  este  no- 
bilísimo propósito  tiende  á facilitar  el  que  los  peque- 
ños capitales  encuentren  una  colocación  segura,  in- 
teresándose en  el  crédito  del  Estado,  y viniendo  á 
participar  de  los  beneficios  que  á la  riqueza  pública 
proporciona  la  elevación  del  crédito,  y hasta  puede 
contribuir,  á mi  juicio,  á asegurar  el  sosiego  pú- 
blico. 

Para  conseguir  este  beneficioso  resultado  y para 
que  la  creación  de  estos  títulos  tenga  fácil  colocación, 
se  difundan  por  el  país  y se  creen  pequeños  rentis- 
tas, lo  principal,  á mi  entender,  es  facilitar,  como  se 
ha  hecho  en  otras  Naciones,  el  pago  de  los  interese? 
por  todos  los  medios  que  estén  al  alcance  de  la  Ad- 
ministración, y que  allí  donde  haya  un  delegado  ó 
representante  de  la  Hacienda,  puedan  ser  pagados  los 
intereses  de  la  deuda.  Esta  es  una  de  las  cosas  que 
han  contribuido  más  en  otros  países  á hacer  desapa- 
recer el  exceso  de  grandes  masas  de  papel  en  la  capi- 
tal de  la  Nación,  ó á que  se  encuentren  repartidos  lo 
mismo  en  los  pequeños  pueblos  que  en  las  capitales, 


wúarsRO  si. 
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lo  que  contribuye  á enaltecer  el  crédito,  que  esta  bajo 
el  amparo  de  la  honra  nacional,  y es  una  de  las  obli- 
gaciones más  preferentes  de  la  Nación. 

Pues  bien;  ocurría  hace  años  que  los  intereses  de 
la  deuda  no  se  satisfacían  más  que  por  la  Depositaría 
de  la  Dirección  que  existia  en  la  corte,  y no  había 
medio  de  que  los  capitales  de  provincia,  á pesar  de 
ser  muchos  y muy  considerables,  pudieran  intere- 
sarse en  valores  del  Estado.  Entonces,  con  muy  buen 
acuerdo,  se  autorizó  á las  Tesorerías  de  Hacienda  para 
que  en  ellas  se  pagaran  los  intereses;  pero  fueron  tales 
las  restricciones  y las  trabas  que  se  exigieron,  que, 
aunque  algunos  capitales  acudieron  á interesarse  en 
valores  públicos,  fueron  en  cantidades  insignifi- 
cantes. 

En  vista  de  esto,  en  29  de  Marzo  de  1882,  se  ex- 
pidió un  Real  decreto  por  el  cual  se  autorizaba  que 
pudieran  domiciliarse  los  intereses  de  la  deuda  en  to- 
das las  Tesorerías  de  España,  dando  para  ello  gran- 
dísimas facilidades  á los  tenedores  de  deuda;  y efec- 
tivamente, desde  esa  fecha  hay  una  parte,  si  no  tan 
importante  como  era  de  desear,  bastante  en  relación 
con  lo  que  ocurría  hace  años;  que  no  solo  está  do- 
miciliada en  las  provincias  de  Barcelona,  Santander 
y Bilbao,  donde  realmente  lian  dedicado  una  parte 
considerable  de  capital  á estos  valores,  sino  que  se  va 
extendiendo  el  ejemplo  á todas  las  demás  capitales  de 
provincia.  Esto  movimiento  es  altamente  conveniente, 
no  solo  por  lo  que  contribuye  en  gran  manera  á enal- 
tecer nuestro  crédito,  sino  porque,  merced  á él,  se  evi- 
tarán esas  grandes  fluctuaciones  fáciles  de  ocurrir 
cuando  casi  toda  la  deuda  está  domiciliada  en  una 
sola  capital  por  importante  que  ésta  sea. 

Para  fomentar  esta  colocación  de  capitales,  para 
interesar  al  mayor  número  posible  en  los  valores  pú- 
blicos, yo  ruego  a mi  ilustrado  amigo  el  Sr.  Minis- 
tro de  Hacienda,  que  tomando  todas  las  precauciones 
necesarias,  pero  dando  al  mismo  tiempo  las  mayores 
facilidades,  se  ponga  de  acuerdo  con  la  Administra- 
ción del  Banco  de  España,  á cuyo  cargo  está  boy  el 
pago  de  los  intereses  de  la  deuda,  para  que  en  todos 
los  puntos  en  que  por  esc  proyecto  se  crean  Adminis- 
traciones subalternas  puedan  satisfacerse  los  intere- 
ses de  cualquier  deuda  que  radique  en  aquellas  loca- 
lidades. 

No  he  de  insistir  en  esto.  El  Sr.  Ministro  de  Ha- 
cienda, mucho  más  competente  que  yo  en  estas  ma- 
terias, sabe  la  importancia  que  tienen  todas  las 
medidas  que  se  relacionan  con  el  crédito,  y de  la  ilus- 
tración de  S.  S.  espero  tendrá  buen  resultado  la  peti- 
ción que  le  hago. 

Tal  vez  no  deberia  extenderme  más;  pero  por  cir- 
cunstancias es¡)eciales,  conocidas  por  la  mayoria  de 
los  Sres.  Diputados,  y por  haber  tenido  la  honra  de 
representar  en  varias  ocasiones  á los  tenedores  de  las 
deudas,  no  puedo  ménos  de  manifestar  la  extrañeza 
que  me  ha  causado  el  que  el  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega, 
al  tratar  de  impugnar  el  proyecto  que  se  discute,  con 
la  ilustración  que  distingue  á S.  S.,  se  haya  ocupado 
del  derecho  de  timbre  que  se  trata  de  establecer  so- 
bre ios  intereses  de  la  deuda;  proyecto  que  está  pen- 
diente del  dictamen  de  una  ilustrada  Comisión,  que 
acertadamente  ha  abierto  una  ámplia  información  so- 
bre el  particular,  y que  no  puede  discutirse  hasta  que 
presente  su  dictámen.  Pero  si  esto  me  llamó  la  aten- 
ción, lo  que  verdaderamente  no  me  explico,  y me 
asombra,  es  que  cuando  se  viene  aquí  á pedir  con 


justicia  que  se  remedieu  los  males  que  pesan  sobre 
la  agricultura,  cuya  triste  situación  fui  de  los  pri- 
meros en  exponer  á esta  Cámara,  ai  discutirse  la 
cuestión  del  libre  cultivo  del  tabaco,  en  vez  de  recla- 
mar medidas  de  protección,  ó de  pedir  auxilios  para 
variar  los  cultivos,  ó solicitar  otros  medios  que  pue- 
dan sacar  á la  agricultura  de  la  triste  situación  en 
que  se  encuentra,  se  venga  á pedir  con  toda  tranqui- 
lidad de  ánimo,  como  si  se  tratara  de  ia  cosa  más 
justa  y natural,  que  se  arruine  á los  tenedores  de  la 
deuda  para  beneficiar  en  algo  á la  agricultura,  ata- 
cando de  esta  manera  el  crédito  del  país,  lo  cual  es 
de  suma  gravedad,  pues  el  dia  en  que  no  tuviéramos 
crédito,  tendrían  que  pagar  más  que  nunca  todos  los 
contribuyentes.  Por  eso  no  me  explico  lo  que  el  se- 
ñor Gutiérrez  de  la  Vega  decía  acerca  de  la  propor- 
cionalidad que  debe  haber  entre  lo  que  satisface  la 
agricultura  y la  industria,  y lo  que  debe  impouerse 
& la  deuda  del  Estado. 

Bien  sé  que  no  hay  nada  más  simpático  y popular 
que  venir  á reclamar  que  se  rebaje  el  impuesto  de 
consumos  y todas  las  contribuciones;  pero  si  eso  es 
popular,  en  último  término  es  sumamente  perjudi- 
cial á los  pueblos,  porque  detrás  de  esas  peticiones, 
si  se  atendieran,  no  hay  más  que  la  bancarrota,  el 
descrédito  y la  ruina.  El  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega  de- 
cía que  ni  la  filoxera,  ni  la  langosta  eran  plagas  que 
alcanzaban  á los  que  cobran  tranquilamente  los  inte- 
reses de  la  deuda,  creando  una  atmósfera  maléfica 
alrededor  del  crédito.  Yo  entiendo  que  por  lo  mismo 
que  las  palabras  que  aquí  se  pronuncian  se  oyen  en 
todas  partes,  hay  que  decir  la  verdad  completa,  y si 
esas  plagas  de  que  nos  habla  S.  S.  no  alcanzan  á los 
tenedores  de  la  deuda,  Dios  quiera  que  las  muchas 
que  han  sufrido  no  se  repitan,  pues  por  efecto  de  los 
trastornos,  de  las  guerras  y de  las  desdichas  por  que 
ba  pasado  nuestro  país,  los  acreedores  del  Estado  han 
sufrido  toda  clase  de  perjuicios,  y no  debe  olvidarse 
que  han  estado  seis  años  sin  cobrar  dos  tercios  de  sus 
intereses;  que  al  llegar  la  conversión  de  la  deuda  per- 
dieron el  56  y un  4 por  100  del  capital,  y renuncia- 
ron para  siempre  á un  uno  y cuartillo  de  los  intereses 
á que  tenían  derecho,  es  decir,  que  perdieron  2.200 
millones  de  pesetas  de  capital,  y que  la  Nación,  que 
debía  por  deuda  interior  5.000millones  de  pesetas,  hoy 
no  debe  más  que  2.1 00  millones.  Ahora  pregunto:  ¿hay 
ninguna  tributación  que  baya  hecho  los  sacrificios 
que  ios  tenedores  de  la  deuda?  Yo  comprendo,  seño- 
res, que  todos  están  altamente  interesados  en  que  se 
mejore  la  agricultura;  pero  nunca  á costa  del  crédito, 
porque  siendo  este  un  tesoro  inapreciable  que  influye 
en  el  presente  y en  el  porvenir  de  la  Nación , en  el 
momento  que  se  le  ataca  se  crean  desconfianzas  que 
lo  hacen  desaparecer,  con  gran  perjuicio  para  el  Te- 
soro y para  los  contribuyentes. 

Yo  siento  molestar  al  Congreso,  abusando  de  la 
atención  que  me  dispensa,  y no  continuaré  exponiendo 
lo  mucho  que  se  ine  ocurre  para  defender  el  crédito, 
del  país  por  no  molestaros;  pero  me  habéis  de  per- 
mitir que  recuerde  que  la  mayoría  de  las  carreteras 
que  facilitan  el  tránsito  de  un  punto  á otro  y con- 
tribuyen á que  los  frutos  puedan  ser  trasladados  de 
uno  á otro  pueblo,  casi  todas  se  hicieron  por  medio 
de  emisiones  de  obligaciones  de  carreteras  que  se 
convirtieron  después  en  el  actual  4 por  100;  que  los 
ferro-carriles,  en  su  mayoría,  si  los  tenemos,  se  debe 
á los  adelantos  que  se  hicieron  por  los  acreedores 
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Estado  cuando  se  emitieron  las  obligaciones  de  ferro- 
carites,  que  también  fueron  convertidas  posterior- 
mente en  deuda  del  4 por  10Ü.  De  modo,  que  el  des- 
arrollo de  la  industria,  de  la  agricultura  y del  co- 
mercio, se  debe,  en  primer  término,  á haberse  hecho 
uso  del  crédito,  y por  lo  misino  no  se  le  puede 
atacar. 

Este  tiene  como  úuica  garantía  la  honradez  y el 
exacto  cumplimiento  de  las  obligaciones  del  Estado, 
puesto  que  para  reclamar  el  pago  de  los  intereses 
nunca  puede  llegarse  á la  coacción,  circunstancia  que 
debe  tenerse  presente  siempre  que  se  trate  de  esta 
cuestión. 

Qué  diferente,  Sres.  Diputados,  sería  nuestra  si- 
tuación económica  si  el  signo  de  crédito  del  país  al- 
canzara el  tipo  que  el  de  otras  Naciones,  y á que  yo 
espero  que  hemos  de  llegar  luego  que  los  partidos  go- 
bernantes se  convenzan  que  la  primera  necesidad  de 
la  Nación  es  inspirar  confianza  y disfrutar  crédito 
dentro  y fuera  de  ella;  y siendo  la  confianza  la  base 
de  todo,  creo  muy  conveniente  que  los  partidos  que 
están  tan  dignamente  representados  en  la  Cámara 
manifestaran  las  ideas  económicas  que  tienen  res- 
pecto al  crédito,  y esto  me  facilita  el  preguntar  á 
mi  amigo  el  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega  si  las  ideas  que 
emitió  el  otro  dia  en  cuanto  á que  se  exigiera  como 
impuesto  á los  intereses  de  la  deuda  del  Estado  el  8, 
el  9 ó el  10  por  100  era  una  opinión  particular  de  su 
señoría,  siempre  muy  respetable  para  mí,  ó sou  los 
principios  económicos  del  partido  á que  S.  8.  perte- 
nece, pues  esto  sería  conveniente  que  lo  conociéra- 
mos. (El  Sr.  Presidente  agita  la  campanilla .) 

Muchas  gracias,  Sr.  PresidenLe,  por  la  benevolen- 
cia que  ha  tenido  conmigo,  pues  bien  comprendo  que 
me  he  separado  de  la  cuestión  que  se  discute. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Ce- 
lebro mucho  que  S.  S.  lo  conozca. 

El  Sr.  LA  A Y RUTE:  También  doy  gracias  á la 
Cámara  por  la  atenciou  que  me  ha  dispensado. 

Y para  termiuar  solo  me  resta  decir  que  siempre 
que  se  trate  del  crédito  y de  la  deuda  pública,  debe- 
mos tener  muy  presente  aquel  proverbio  que  dice: 
«para  ser  rico,  pagar  bien.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Gamazo  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  GAMAZO  (D.  Trifino):  Dos  palabras  nada 
más  para  contestar  al  Sr.  Laá.  El  Sr.  Laá  ha  empe- 
zado por  decir  que  encuentra  bueno  el  proyecto  y le 
aplaude,  y eu  consecuencia,  cuanto  dijera  os  ocasio- 
naría molestia  indisculpable. 

Respecto  aL  último  pimLo  de  su  discurso,  la  Co- 
misión no  tiene  poderes  del  Sr.  García  de  la  Vega  para 
poder  contestar  á S.  S.,  tanto  menos,  cuanto  que  este 
asunto  está  encomendado  A una  Comisión  que  ha  de 
informar  sobre  el  proyecto  á que  hace  referencia, 
y anticiparnos  á su  discusión  podria  pareceros  in- 
oportuno. 

Por  lo  que  hace  á la  misión  que  el  Sr.  Laá  cree 
que  pudieran  cumplir  las  Administraciones  subalter- 
nas, yo  opino  como  S.  S.,  y es  más:  creo  que  con  la 
creación  de  las  Administraciones  solamente  podríamos 
llegar  á aquel  resultado.  El  dia  que  se  instituya  y 
íuucione  aquella  autoridad;  el  dia  que  el  Sr.  Ministro 
de  Hacienda  tenga  una  dependencia  suya,  propia,  en 
las  cabezas  de  partido  y demás  localidades  donde  las 
subalternas  se  han  de  establecer,  es  muy  posible,  y 
no  me  parece  á mí  que  habria  grandes  dificultades 


en  que  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  en  sus  relaciones 
con  ei  Banco,  que  es  el  que  ha  de  salisfacer  ios  inte- 
reses de  la  deuda , pudiera  llegar  á un  convenio  por 
virtud  del  cual  se  consiguiese  la  localización  del  pago 
de  esos  intereses  en  las  Administraciones  subalternas. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Laá  tiene  la  palabra. 

Ei  Sr.  LAA  Y RUTE:  Agradezco  ai  digno  indivi- 
duo de  la  Comisión  que  me  ha  conlestado,  por  su  con- 
formidad cou  lo  que  he  manifestado  resjiecto  á la  lo- 
calización del  pago  de  los  intereses  de  las  deudas  en 
las  Administraciones  subalternas  que  se  trata  de.  es- 
tablecer; y en  cuanto  á lo  que  ha  indicado  del  señor 
Gutiérrez  de  la  Vega,  he  sabido  con  sentimiento  se  ha 
visto  obligado  á retirarse  ligeramente  indispuesto,  de- 
seando su  pronto  y total  restablecimiento.» 

Leído  nuevamente  el  artículo,  se  puso  á votación 
y íué  aprobado  en  la  forma  siguiente: 

«ArL.  10.  Las  atribuciones  y deberes  de  las  Admi- 
nistraciones subalternas,  serán  las  siguientes: 

1. “  Formación  de  la  estadística  y repartimiento 
de  la  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y ganade- 
ría de  la  localidad  en  que  tengan  su  residencia,  y de 
las  demás  del  partido  en  que  reúnan  igual  ó mayor 
vecindario  que  la  capital,  A medida  que  el  Gobierno 
estime  conveniente  encomendársela,  y el  examen  é in- 
forme de  los  repartimientos  de  todos  los  demás  pue- 
blos del  distrito  administrativo,  cuya  aprobación,  co* 
mo  la  de  los  demás,  corresponderá  á la  Delegación 
de  la  provincia. 

2. a  La  formación  del  padrón  industrial  de  los 
distritos  municipales  del  partido  y de  la  matrícula 
de  la  localidad  en  que  se  hallen  establecidas,  y de  los 
pueblos  que  tengan  igual  ó mayor  vecindario,  A me- 
dida que  ei  Gobierno  estime  conveniente  encomendár- 
sela, y ei  exámen  é informe  de  las  correspondientes 
á los  demás  pueblos,  que  formarán  los  alcaides  y se- 
cretarios de  los  Ayuntamientos,  y serán  sometidos  á 
la  aprobación  de  la  Delegación  provincial. 

3. a  La  liquidación  y recaudación  del  impuesto 
de  derechos  reales  y trasmisión  ile  bienes  en  los  par- 
tidos en  que  actualmente  desempeñan  este  servicio 
los  registradores  de  la  propiedad. 

4. a  La  formación  del  padrón  de  cédulas  persona- 
les de  la  localidad  en  que  se  hallen  establecidas  y de 
los  demás  pueblos  de  igual  ó mayor  vecindario  á me- 
dida que  el  Gobierno  estime  conveniente  encomen- 
dársela, y su  recaudación  en  la  capital  del  distrito. 

5. a  La  administración  de  las  propiedades  del  Es- 
tado y recaudación  de  sus  rentas  en  todo  el  partido. 

6. a  La  investigación  de  la  riqueza  territorial  para 
el  efecto  de  la  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y 
ganadería;  la  de  la  contribución  de  subsidio  industrial 
y de  comercio;  la  del  impuesto  de  derechos  reales  y 
trasmisión  de  bienes;  la  de  cédulas  personales;  la  del 
timbre  del  Estado;  la  del  impuesto  sobre  billetes  de 
viajeros  y trasporte  de  mercancías  y la  de  las  propie- 
dades y derechos  del  Estado,  en  cuyos  ramos  adopta- 
rán, dentro  de  las  disposiciones  legales,  cuantas  rne 
didas  conduzcan  á ia  defensa  y aumento  de  ingresos 
del  Tesoro. 

7. a  Inspecionar  el  cumplimiento  de  la  ley  y de  la 
instrucción  en  cuanto  se  refiere  á los  medios  de  cubrir 
los  encabezamientos  de  consumos  en  las  poblaciones 
en  que  no  estén  arrendados  por  la  Hacienda. 

8. a  La  custodia  y expendicion  de  los  efectos  tim- 
brados que  se  destinen  al  consumo  del  distrito. 


NÚMERO  81 


2189 


9."  Desempeñar  el  servicio  del  Giro  mútuo  del 
Tesoro  y los  demás  qué  por  el  Gobierno  se  les  enco- 
miende. 

Las  Administraciones  de  Cartagena,  Ferrol,  Las 
Palmas,  Ibiza,  Mahon  y Céuta,  tendrán  además  las 
atribuciones  y deberes  que  en  la  actualidad  corres- 
ponden á las  Depositarías  de  Hacienda  y Administra- 
ciones-depositarías establecidas  en  dichos  puntos.» 

Leído  el  art.  1 1 , dijo 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Oapdepon):  A 
este  artículo  hay  una  enmienda  del  Sr.  Vincenti. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallcnt):  La  en- 
mienda dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  acordar  que  el  art.  1 l 
ilel  dictamen  de  la  Comisión  sobre  el  proyecto  de  ley 
creando  Administraciones  subalternas  de  Hacienda 
qüede  redactado  en  la  forma  siguiente: 

«Art.  11.  Para  la  inspección  é investigación  que 
queda  detallada  en  el  párrafo  7.°  del  artículo  ante- 
rior, en  lo  que  se  refiere  á la  contribución  de  inmue- 
bles, cultivo  y ganadería,  se  dividirá  la  Península  en 
el  número  de  regiones  que  se  consideren  necesarias, 
á cargo  cada  una  de  los  ingenieros  agrónomos  y per- 
sonal auxiliar  del  Cuerpo  de  peritos  agrícolas  que  se 
estimen  precisos  para  el  mejor  servicio,  los  cuales  se 
entenderán  directamente  en  el  ejercicio  ele  sus  fun- 
ciones con  la  Delegación  ó con  la  Administración  del 
partido  en  que  radique  la  riqueza  objeto  de  su  ins- 
pección ó investigación.» 

Palacio  dei  Congreso  4 de  Abril  de  l887.=Eduar- 
do  Vincenti.==Vicente  Alonso  Martínez. = Juan  Na- 
varro Reverter.  = Alberto  de  Quintana.  = Benigno 
Quiroga.=Manuel  Allende  Salazar.=  José  de  Cár- 
denas.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
Comisión  tiene  la  palabra  para  decir  si  admite  ó no 
la  enmienda. 

El  Sr.  GARUO:  La  Comisión  tiene  el  sentimiento 
de  no  poder  admitir  la  enmienda. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Vincenti  tiene  la  palabra  para  apoyar  su  enmienda. 

El  Sr.  VINCENTI:  Señores  Diputados,  impulsado 
únicamente  por  mi  deseo  de  que  el  proyecto  de  ley 
sobre  creación  de  las  Administraciones  subalternas 
realice  de  la  manera  más  perfecta  posible  los  fines 
que  está  llamado  á cumplir,  y sobre  todo  que  sirva 
de  base  para  nuestra  reorganización  económica,  voy 
á apoyar  en  breves  palabras  mi  enmienda;  porque  yo 
no  voy  con  motivo  de  este  proyecto  á hablar  como  lo 
hizo  el  Sr.  Fernandez  Soria  en  anteriores  sesiones  de 
la  teoría  del  Estado,  ni  como  lo  ha  hecho  el  Sr.  Laá 
en  el  dia  de  hoy  del  impuesto  sobre  la  renta  de  la 
deuda  pública;  yo  voy,  puesto  que  de  Administracio- 
nes subalternas  y de  investigaciones  tratamos,  á no 
introducir  ninguna  clase  de  contrabando  en  mi  dis- 
curso, sino  que  hó  de  limitarme  á tratar  la  cuestión 
de  la  manera  más  sencilla  posible;  voy  en  una  pala- 
bra, á ver  si  descendiendo  y colocándome  casi  al  nivel 
del  proyecto,  logro  que  la  Comisión  acepte  algo  de 
mi  enmienda,  consiguiendo  así  algo  más  que  los  se- 
ñores Fernandez  Soria  y Laá.  Yo  no  aspiro  á que  la 
Comisión  acepte  toda  mi  enmienda,  porque  ya  sé  que 
esto  le  parecerá  mucho;  pero  me  doy  por  satisfecho 
con  que  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  declare,  que  si  no 
en  la  forma,  al  ménos  en  su  espíritu,  la  acepta.  ¿Le 
parece  todavía  esto  mucho  á la  Comisión?  Pues  yo 


rae  contento  con  que  alguno  de  sus  individuos  maní 
Ueste  lo  que  yo  espero  que  ha  de  decir  el  Sr.  Minis- 
tro de  Hacienda:  y no  desciendo  más,  porque,  si  lo  hi- 
ciese me  colocaría  entonces  al  nivel  de  la  Comisión. 
¿De  qué  se  trata  en  mi  enmienda?  De  que  al  lado  del 
organismo  administrativo  esté  el  organismo  científi- 
co; de  que  al  lado  del  Cuerpo  especial  que  crea  este 
proyecto  de  ley  estén  los  funcionarios  que  hay  crea- 
dos ya  por  virtud  de  leyes  anteriores;  se  trata  de  que 
aquello  que  está  creado  en  nuestro  país,  de  que  aque- 
llo que  ha  producido  grandes  resultados  y tiene  de- 
rechos adquiridos,  se  utilice  en  provecho  de  la  agri- 
cultura; se  trata,  en  suma,  que  al  lado  del  funcionario 
libremente  elegido,  y que  puede  llevar  á sus  delica- 
dos deberes  las  pasiones  de  aquel  que  usó  de  la  liber- 
tad para  nombrarle,  esté  el  funcionario  que  no  inspira 
sus  pasiones  más  que  en  la  ciencia. 

¿Por  qué  vais  á crear  un  nuevo  Cuerpo?  ¿Por  que 
si  ya  están  creados  en  nuestro  país  esos  Cuerpos,  vais 
á crear  ahora  otro?  ¿Es,  según  nos  decía  el  Sr.  Ga- 
rijo,  porque  hay  precisión  de  instruir  á los  empleados 
que  se  dedican  á la  investigación  de  la  riqueza?  ¿Acaso 
la  Comisión  trata  de  poner  en  práctica  las  obras  de 
misericordia,  y entre  ellas  la  de  enseñar  al  que  no 
sabe?  Si  tenemos  en  nuestro  país  elementos  de  saber, 
¿para  qué  enseñar  á las  personas  que  no  saben?  Si  te- 
nemos ingenieros  industriales,  ingenieros  agrónomos, 
peritos  agrícolas,  oficiales  topógrafos,  en  una  pala- 
bra, todos  los  elementos  docentes  que  puede  necesitar 
el  país,  ¿á  qué  vais  á crear  otro  Cuerpo  especial  con 
motivo  de  este  proyecto  de  ley,  dando  asi  ocasión  á 
que  se  crea  que  aquellos  elementos  ya  creados  no  sir- 
ven para  nada?  Si  así  se  sigue,  nadie  irá  á adquirir  el 
derecho  á ser  funcionario  del  Estado  ni  la  especiali- 
dad para  poder  serlo  á las  aulas  universitarias  y ceu- 
tros  docentes,  sino  á las  antesalas  de  los  centros  polí- 
ticos. 

Por  lo  que  respecta  á los  peritos  agrícolas,  aunque 
en  derecho  nadie  lo  pone  en  duda,  bueno  será  refres- 
car la  memoria  y exponer  las  i*azones  en  que  fundan 
su  competencia  los  peritos  agrícolas  para  ocupar  las 
plazas  de  inspectores  de  partido  que  se  crean  en  el 
proyecto  de  ley  sobre  administraciones  subalternas 
de.  Hacienda,  como  inmediatos  auxiliares  de  los  in- 
genieros agrónomos: 

1. *  Por  Real  decreto  de  l.°  de  Setiembre  de  1885 
se  fundó  la  Escuela  central  de  agricultura  en  la  Fla- 
menca, creando  las  carreras  de  ingeniero  agrónomo 
y de  perito  agrícola,  por  cuyos  títulos  se  da  preferen- 
cia para  desempeñar  aquellos  cargos  que  requieran 
conocimientos  agronómicos. 

2. a  EL  Real  decreto  de  5 de  Octubre  de  1882,  en 
su  art.  3.°,  dice:  «Para  desempeñar  el  cargo  de  ayu- 
dante del  servicio  agronómico  es  requisito  indispen- 
sable poseer  el  título  de  perito  agrícola,  expedido  por 
la  Escuela  central  de  agricultura,  antigua  de  la  Fla- 
menca, y en  el  dia  Instituto  agrícola  de  Alfonso  XII. 

3. a  Por  Real  decreto  de  4 de  Diciembre  de  187  l 
se  determinan  los  ,derechos  que  concede  el  título  de 
ingeniero  agrónomo,  perito  agrícola,  etc.,  y en  lo  que 
respecta  á las  atribuciones  del  primero,  dice:  La  for- 
mación y renovación  de  la  estadística  agrícola,  ó la 
ocupación  de  las  plazas  necesarias  en  las  brigadas  de 
catastro  para  clasificar  y valorar  los  terrenos  que 
aquellas  midan  V parcelen,  art.  l.°,  caso  5.° 

A continuación  fija  el  art.  2.°  las  atribuciones  que 
concede  el  título  de  perito  agrícola,  y dice  en 
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caso  4.°:  Auxiliar  en  sus  trabajos  á los  ingenieros 
agrónomos,  como,  por  ejemplo,  en  la  Estadística  agrí- 
cola, medición  y tasación  de  fincas,  ele.,  y concluye 
diciendo:  «v  demás  casos  en  que  aquellos  necesiten  un 
personal  subalterno.» 

El  art;.  4.°  fija  los  derechos  que  concede  el  Líiulo 
de  agrimensor,  dados  hasta  la  fecha  en  la  Escuela  de 
Arquitectura  y Bellas  Artes,  y dice  su  caso  I.”:  Le- 
vantar planos,  parcelar  y apear  fincas  rurales,  etc.,  y 
hacer  la  clasificación  y valoración  de  las  que  no  pa- 
sen de  30  hectáreas,  siempre  que  en  este  último  caso 
se  justifique  la  falta  en  el  partido  judicial  del  perso- 
nal citado  en  los  arts.  I.°,  2.°  y 3.°,  ó sean  los  ingenie- 
ros agrónomos,  peritos  agrícolas,  perito  agrónomo  y 
perito  tasador  de  tierras. 

Luego  podemos  deducir,  con  una  gran  fuerza  de 
lógica,  que  tácitamente  concede  la  ley  la  aptitud  para 
clasificar  y valorar  los  terrenos,  después  de  á los  in- 
genieros agrónomos,  al  demás  personal  subalterno  en 
el  rigoroso  orden  que  lo  inserta,  poniendo  primero  al 
agrícola,  después  al  agrónomo,  y por  último,  al  perito 
tasador;  y esto  es  así,  porque  el  agrícola,  que  es  el 
primero,  es  quien  está  llamado  á desenvolver  en  la 
práctica  lo  que  aprendió  en  la  Escuela  de  Agricul- 
tura, aprendizaje  de  mayor  ilustración  agrícola  que 
el  que  tienen  los  demás  subalternos. 

Añadimos  á nuestras  razones  el  art.  1 5 del  Real 
decreto  de  2 i de  Enero  del  78,  que  dice  así: 

«Los  peritos  agrícolas  que  obtengan  este  título  en 
concepto  de  alumnos  oficiales,  serán  preferidos  por  el 
Gobierno  para  ocupar  las  plazas  de  ayudantes  de  pro- 
fesores en  las  escuelas  regionales,  las  de  auxilia- 
res, etc.,  etc.,  y cuantos  cargos  ó comisiones  deban 
ser  desempeñados  por  facultativos  de  esta  categoría.» 

También  hay  una  Real  orden  de  31  de  Diciembre 
de  1879,  aclaratoria,  por  las  dudas  que  se  originaban 
en  la  aplicación  de  las  anteriores  disposiciones,  y dice 
en  su  esencia  que  la  estadística  territorial  de  fincas 
rústicas  es  de  exclusiva  competencia  de  los  ingenie- 
ros agrónomos,  y que  en  la  práctica  de  apeos  y tasa- 
ciones de  la  misma  clase  de  fincas,  cuando  hayan  de 
hacerse  en  juicio,  sean  preferidos  los  ingenieros  ó 
peritos  citados  (refiriéndose  ai  agrícola),  según  el 
caso,  ó cualquier  otro  perito,  pero  á falta  de  los  dos 
citados. 

Inspirándose  en  estas  disposiciones,  se  dió  en  20 
de  Agosto  de  1878  una  circular  de  la  Dirección  ge- 
neral de  contribuciones,  fijando  la  manera  de  solici- 
tar las  plazas  de  peritos  facultativos  de  las  Comisio- 
nes de  estadística,  y la  quinta  condición  dice: 

«El  nombramiento  de  peritos  de  la  riqueza  rús- 
tica recaerá  por  ahora  y provisionalmente  en  indivi- 
duos que  pertenezcan  á las  clases  siguientes: 

Ingeniero  agrónomo,  peritos  agrícolas  y agri- 
mensores que  reúnan  las  condiciones  de  agrónomo, 
como  no  puede  menos  de  suceder.» 

Estoy  conforme  con  lo  que  dijo  el  Sr.  Botija  dias 
pasados,  es  decir,  que  nuestra  riqueza  agrícola  está 
en  decadencia,  no  tanto  por  la  gravedad  y cuantía 
del  impuesto  que  la  grava,  sino  por  la  ocultación  que 
existe  y por  lo  poco  equitativa  distribución  del  im- 
puesto, y como  aquí  se  va  á investigar  esa  riqueza,  y 
como  es  preciso  reformar  los  amillaramicntos,  hoy 
injustos,  y las  cartillas  evaluatorias,  porque  si  bien 
éstas  no  pueden  variar  según  las  fluctuaciones  del 
mercado,  no  pueden  continuar  cuando  se  formaron 
para  épocas  piuy  distiutas  de  las  actuales,  es  preciso 


que  los  empleados  que  estén  bajo  la  dependencia  de 
la  Administración  de  contribuciones  se  hallen  reves- 
tidos de  la  autoridad  que  presta  un  título  adquirido 
en  las  luchas  científicas,  pues  precisamente  si  algu- 
nos empleados  necesitan  autoridad  y ciencia  son  es- 
tos, porque  los  pueblos  sienten  poca  tranquilidad 
ante  la  mayoría  de  los  investigadores  que  se  les  arro- 
jan  hoy  dia,  puesto  que  más  parecen  individuos  de 
la  ronda  secreta,  que  funcionarios  del  Estado;  y es 
preciso  que  cuando  esos  empleados  vayan  á los  pue- 
blos y los  pregunten  quienes  son,  puedan  contestar 
que  son  arquitectos,  ó topógrafos,  ó ingenieros,  con 
lo  cual  los  pueblos  podrán  tranquilizarse  y creerse 
garantidos;  hoy,  por  lo  general,  al  que  investiga,  no 
hay  nada  que  investigarle,  porque  nada  tiene,  y esto 
hay  que  evitarlo. 

Y no  es  extraño,  Sres.  Diputados,  que  yo  venga 
aquí  á combatir  la  ocultación  de  la  riqueza,  porque 
pertenezco  á un  país  donde  es  notorio  que  no  se  ocul- 
ta, á Galicia,  que  es  un  país  cuya  superficie  contri- 
butiva es  mayor,  según  los  dalos  del  Instituto  Geo- 
gráfico, que  la  superficie  geográfica.  Aquellos  Dipu- 
tados que  pertenezcan  á provincias  donde  la  riqueza 
se  oculta,  podrán  callar  si  les  parece;  pero  yo  no  me 
encuentro  en  ese  caso,  y por  eso  vengo  á combatir 
la  ocultación  de  la  riqueza,  que  es  el  principal  fun- 
damento de  este  proyecto  de  ley,  y lo  que  se  propone 
combatir. 

No  creo  que  debo  extenderme  á más.  ¿La  enmien- 
da que  he  presentado  la  rechaza  la  Comisión?  ¿Por 
qué?  Tengo  entendido  que  la  Comisión  pensaba  reti- 
rar el  art.  12 , en  el  cual  se  habla  de  los  ingenieros 
industriales  que  se  dedicarían  á la  investigación  de  la 
riqueza  industrial  fabril.  ¿Lo  ha  retirado  la  Comisión 
ó no?  Si  no  lo  ha  retirado,  quiere  decir  que  admite 
las  especialidades,  y si  lo  ha  retirado  es  que  no  las 
admite.  No  creo  que  por  razones  económicas  no  se 
admita  mi  enmienda  y las  otras  que  se  han  presen- 
tado en  el  mismo  sentido,  porque  no  hay  razón  eco- 
nómica en  contra  de  esta  enmienda.  Yo  creo  que  di- 
vidiendo la  Península  en  diez  regiones,  y colocando  en 
cada  una,  para  la  investigación  de  la  riqueza  urbana, 
un  arquitecto,  para  la  rural  un  topógrafo,  y peritos 
agrónomos  é ingenieros  agrónomos  para  investigar 
la  riqueza  de  cultivo  y ganadería,  no  se  gravaría  con 
esto  el  presupuesto;  la  Administración  se  limitaría 
á utilizar  los  servicios  de  estos  Cuerpos,  según  la  in- 
vestigación que  desease  realizar. 

No  trato  de  hacer  oposición  ni  obstrucción  al  pro- 
yecto de  ley;  por  el  contrario,  lo  que  quiero  es  que  el 
proyecto  de  ley  contribuya  á realizar  el  progreso  eco- 
nómico. y á descubrir  la  riqueza  oculta  del  país, 
creyendo  que  el  proyecto  es  digno  de  aplauso,  y que 
solo  le  faltan  algunos  perfiles  para  que  el  Sr.  Ministro 
de  Hacienda  obtenga  los  resultados  que  espera. 

El  Sr.  GARUO  (D.  Cipriano):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  GARUO  (D.  Cipriano):  lia  Comisión  acepta 
el  pensamiento  que  informa  la  enmienda  del  Sr.  Vin- 
centi,  pero  no  puede  aceptar  la  enmienda,  aunque  lo 
sienta  mucho,  porque  no  encaja  en  el  proyecto  que 
se  discute.  lia  inspección  que  se  crea  por  este  pro- 
yecto es  una  inspección  de  carácter  administrativo; 
inspección  que  no  solo  alcanzará  á la  contribución  ter- 
ritorial, sino  que  comprenderá  además,  según  se  es- 
pecifica en  el  párrafo  ü.°  del  artículo,  la  de  la  con- 
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tribucion  de  subsidio  industrial  y de  comercio;  la 
del  impuesto  de  derechos  reales  y trasmisión  de  bie- 
nes: la  de  cédulas  personales;  la  del  timbre  del  Esta- 
do;'la  del  impueslo  sobre  billetes  de  viajeros  y tras- 
porte de  mercancías,  y la  de  las  propiedades  y dere- 
chos del  Estado. 

¿Quiere  el  Sr.  Vincenti  que  para  cada  una  de  esas 
inspecciones  que  tiene  solo  un  carácter  administra- 
tivo y de  ninguna  manera  técnico,  se  nombre  un  em 
pleado  facultativo?  Su  señoría  comprende  que  eso  no 
cabe  en  el  proyecto  que  se  discute:  la  inspección  áque 
se  refiere  S.  S.  es  una  inspección  de  carácter  téc- 
nico que  donde  tiene  su  natural  pertinencia  es  en  el 
proyecto  de  ley  del  Sr.  Ministro  de  Hacienda  sobre 
división  de  la  contribución  territorial  en  tres  contri- 
buciones distintas:  allí  es  donde  enlaza  la  enmienda 
del  Sr.  Vincenti;  allí  es  donde,  si  se  creyera  conve- 
niente, se  podría  establecer  que  fuera  un  arquitecto 
el  empleado  encargado  de  investigar  la  riqueza  ur- 
bana, un  topógrafo  el  encargado  de  hacer  las  com- 
probaciones de  superficie  sobre  el  terreno,  un  perito 
agrícola,  en  fin,  el  encargado  de  investigar  el  cultivo 
y la  ganadería. 

En  este  proyecto,  fuera  de  la  industria  fabril 
cuya  inspección  desde  el  primer  momento,  desde  su 
primera  manifestación  presenta  un  carácter  técnico 
que  solo  á peritos  puede  ser  confiado,  todas  las  de- 
más inspecciones  de  que  este  proyecto  trata,  son 
esencialmente  administrativas,  y solo  á funcionarios 
administrativos  deben  confiarse.  Cuando  se  discuta 
el  proyecto  á que  antes  me  be  referido,  será  ocasión 
de  estudiar  la  enmienda  del  Sr.  Vincenti,  y para  en 
toncos  creo  que  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  no  tendrá 
inconveniente  en  aceptarla. 

Por  consiguiente,  la  Comisión  encuentra  justo  el 
pensamiento  de  S.  S.;  lo  que  hay  es  que  cree  que  no 
puede  consignarse  en  esta  ley,  la  cual  se  refiere  solo 
ala  inspección  administrativa,  sin  ocuparse  para  nada 
de  las  inspecciones  técnicas,  que  tendrán  su  lugar 
oportuno  en  el  proyecto  sobre  división  de  la  contri- 
bución territorial. 

El  Sr.  VINCENTI:  Pido  la  palabra. 

El  Si’.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  VINCENTI:  La  Comisión  ha  encontrado 
justo  lo  que  yo  lie  dicho:  ya  he  conseguido  algo;  y 
como  aquí  estamos  habituados  á conseguir  muy  poco, 
no  puedo  ménos  de  sentirme  agradecido  á las  pala- 
bras del  Sr.  Garijo. 

Quiere  decir,  señores,  que  mi  enmienda  es  una 
leLra  que  vencerá  cuando  se  discuta  el  proyecto  de 
que  ha  hablado  el  Sr.  Garijo:  ó sea  el  de  la  contribu- 
ción urbana,  rústica  y pecuaria,  por  lo  cual  podemos 
decir  que  esta  Comisión  protesta  la  letra,  y la  endosa 
á la  del  proyecto  de  ley  citado.  Yo  no  sé  si  la  Comi- 
sión que  entiende  en  ese  proyecto  me  enviará  á esta, 
en  cuyo  caso  no  voy  á tener  á quien  reclamar;  por  lo 
cual  suplico  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  que  inter- 
viene tanto  en  este  proyecto  de  ley  como  en  el  otro, 
y que  supongo  que  será  Ministro  cuando  se  discuta, 
que  tuviera  esto  en  cuenta,  para  que  de  esta  suerte 
pueda  yo  tener  álguien  á quien  exigir  el  cumpli- 
miento de  la  promesa  del  Sr.  Garijo. 

Acepto,  pues,  las  palabras  del  Sr.  Garijo,  y me 
daré  por  satisfecho  si  esta  enmienda,  ya  que  no  aho- 
ra, sale  á fióte  y es  admitida  por  la  Comisión  que  en- 
tiende en  el  proyecto  de  ley  citado;  proyecto  que  está 


bajo  la  inspección  del  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  cuya 
influencia  creo  que  es  suficiente  para  que  se  admita 
mi  enmienda  cuando  llegue  el  caso.  (El  Sr . Ministro 
de  Hacienda  hace  signos  afirmativos.) 

Retiro  la  enmienda. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  Queda 
retirada  la  enmienda.» 

Se  leyó  otra  enmienda  del  Sr.  Grande  de  Vargas 
que  decía  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  acordar  que  el  art.  1 1 
del  dictámen  de  la  Comisión  sobre  el  proyecto  de  ley 
creando  Administraciones  subalternas  de  Hacienda, 
quede  redactado  en  la  forma  siguiente: 

«Art.  1 1.  Para  la  inspección  é investigación  que 
queda  detallada  en  el  párrafo  sétimo  del  artículo  an- 
terior en  lo  que  se  refiere  á la  contribución  de  inmue- 
bles, cultivo  y ganadería,  se  dividirá  la  Península  en 
el  número  de  regiones  que  se  consideren  necesarias, 
á cargo  cada  una  de  ios  ingenieros  agrónomos  que  se 
estimen  precisos  para  el  mejor  servicio,  los  cuales  se 
entenderán  directamente  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones con  la  Delegación  ó con  la  Administración  del 
partido  en  que  radique  la  riqueza  objeto  de  su  ins- 
pección ó investigación.» 

Palacio  del  Congreso  19  de  Febrero  de  1887.= 
Manuel  Grande  de  Vargas.=Manuel  Ballesteros^ 
Antonio  Botija  y Fajardo.=Lorenzo  García.=Manuel 
Allende  Salazar.=Lamberto  Martínez  Asenjo.= Vi- 
cente Alonso  Martínez.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Raíz  Capdepon):  La 
Comisión  tiene  la  palabra  para  decir  si  admite  ó no 
la  enmienda. 

El  Sr.  GARIJO  (D.  Cipriano):  La  Comisión  no  pue- 
de admitir  la  enmienda. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Grande  tiene  la  palabra  para  apoyarla. 

El  Sr.  GRANDE  DE  VARGAS:  Señor  Presiden- 
te, habiendo  redactado  otra  enmienda  al  art.  12,  que 
en  los  conceptos  generales  comprende  á la  que  acaba 
ile  darse  lectura,  yo  pido  á S.  S.  que  dé  por  retirada 
esta  enmienda,  y que  me  reserve  el  uso  de  la  palabra 
para  cuando  se  discuta  la  indicada  enmienda  al  ar- 
tículo 12. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  Queda 
retirada.» 

Sin  más  discusión  se  aprueba  el  art.  1 1 , en  esta 
forma: 

«Art.  1 1.  lia  investigación  que  queda  detallada  en 
el  párrafo  6.*  del  artículo  anterior,  estará  á cargo  de 
inspectores  de  partido,  que  dependerán  directamente 
del  delegado  de  Hacienda  en  las  capitales  de  provin- 
cia, y de  los  administradores  de  partido  en  las  Admi- 
nistraciones que  se  crean  por  esta  ley.» 

Leído  el  art.  12,  dijo 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  ( Ruiz  Capdepon):  A 
este  articulo  hay  una  enmienda  del  Sr.  Grande. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  La  en- 
mienda dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  ai  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  pro- 
yecto de  ley  sobre  creación  de  Administraciones  su- 
balternas de  Hacienda. 

Se  redactará  de  esta  manera  el 

«Art.  12.  Para  la  inspección  é investigación  de  la 
riqueza  territorial  y de  la  industria  fabril  para  los 
efectos  de  la  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y 
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ganadería  é industrial,  se  dividirá  la  Península  en  re- 
giones, á cargo  cada  una  de  los  arquitectos,  ingenie- 
ros agrónomos  é ingenieros  industriales  que  se  esti- 
men precisos,  los  cuales  se  entenderán  directamente 
en  el  ejercicio  de  su  inspección  con  la  Delegación  ó 
la  Administración  del  partido  en  que  radiquen  los  in- 
muebles é industrias  inspeccionables  é inspeccio- 
nadas.» 

Palacio  del  Congreso  26  de  Abril  de  188?.=Ma- 
nuel  Grande  de  Vargas.==Javier  Los  Arcos.=Manuel 
Allende  Salazar.= Lorenzo  Alvarez  y Capra.=Luis 
de  Landecho.=El  Conde  de  Sallent.  =José  Alvarez 
Marino. » 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
Comisión  tiene  la  palabra  para  decir  si  admite  ó no  la 
enmienda. 

El  Sr.  GAMAZO  (D.  Triñno):  La  Comisión  no  pue- 
de admitir  la  enmienda. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Grande  tiene  la  palabra  para  apoyarla. 

El  Sr.  GRANDE  DE  VARGAS:  Señores  Diputa- 
dos, muy  pocas  palabras  he  de  pronunciar  en  apoyo 
de  esta  enmienda.  Cuento  al  apoyarla,  no  solo  con  la 
opinión  favorable  de  uno  de  los  dignos  individuos  de 
la  Comisión,  sino  también  con  ciertas  declaraciones 
que  acaba  de  hacer  en  nombre  de  la  Comisión  otro  de 
los  dignos  individuos  que  la  componen,  y,  por  consi- 
guiente, esto  ha  de  servir  mucho  para  los  propósitos 
que  persigo  con  osla  enmienda. 

No  esperaba  yo  ciertamente  tener  que  molestar 
vuestra  atención  al  defenderla,  porque  abrigaba  la  es- 
peranza de  que  sería  admitida  por  la  Comisión,  reco- 
nociendo los  móviles  de  justicia  y de  conveniencia 
que  la  informan,  tanto  más  cuanto  que  está  inspirada 
en  el  misino  criterio  que  preside  al  dictáinen  de  la 
Comisión  en  lo  que  se  refiere  á la  industria  fabril, 
cuyo  dictamen  establece  una  inexplicable  desigualdad 
entre  esta  riqueza  y la  riqueza  urbana,  que  comprende 
también  á la  riqueza  territorial  y á la  pecuaria. 

Al  olvido  y abandono  en  que  queda  esta  última 
riqueza  por  el  proyecto  y el  dictamen  de  la  Comisión, 
es  á lo  que  se  han  de  referir  principalmente  las  ob- 
servaciones que  tenga  el  honor  de  exponer  ante  la 
Cámara,  dejando  la  defensa  de  los  intereses  represen- 
tados por  la  riqueza  urbana  á otros  dignos  individuos 
de  esta  Cámara,  que  han  firmado  conmigo  esta  en- 
mienda, y cuya  reconocida  competencia  é ilustración 
pondrá  de  manifiesto  los  defectos  que  sobre  este  par- 
ticular se  observan  en  el  proyecto  y en  el  dictamen 
que  estamos  discutiendo.  La  simple  lectura  de  los  ar- 
tículos que  se  refieren  á esta  cuestión  os  confirmará 
lo  que  antes  os  indicaba. 

El  art.  4.°  del  proyecto  dice  en  su  párrafo  2.°: 
«Para  la  inspección  de  la  industria  fabril  se  dividirá 
la  Península  en  diez  regiones,  á cargo  cada  una  de 
ellas  de  los  ingenieros  industriales  que  se  estimen 
precisos,»  y el  art.  1 1 del  dictámen  consigna  que  «la 
investigación  que  queda  detallada  en  el  párrafo  6.° 
del  artículo  anterior,  estará  á cargo  de  inspectores  de 
partido  que  dependerán  directamente  del  delegado  de 
Hacienda  en  las  capitales  de  provincia,  y de  los  ad- 
ministradores de  partido  en  las  Administraciones  que 
se  crean  por  esta  ley,»  y el  art.  12  dice  lo  siguiente: 
«Para  la  inspección  é investigación  de  la  industria 
fabril  se  dividirá  la  Península  en  diez  regiones  á cargo 
rada  una  de  ios  ingenieros  industriales  que  se  esti- 
men precisos,  los  cuales  se  entenderán  directamente 


en  el  ejercicio  de  su  inspección  con  la  Delegación  ó 
con  la  Administración  del  partido  en  que  radique  la 
industria  ó fábrica  inspeccionable  ó inspeccionada.» 

Gomo  veis,  Brea.  Diputados,  la  desigualdad  que  se 
establece  entre  la  riqueza  industrial  y la  riqueza  te- 
rritorial es  á todas  luces  evidente;  y esta  diferencia 
es  tanto  más  de  extrañar  cuanto  que  si  se  examina  y 
compara  la  importancia  de  una  y otra,  resultará  que 
de  4.700  millones  de  riqueza  conocida  hoy,  3.300 
corresponden  á la  riqueza  agrícola,  quedando  solo 
1.400  para  la  riqueza  industrial;  y resultará  también 
que  para  investigar  é inspeccionar  esta  riqueza  in- 
dustrial que  representa  para  el  Estado  un  ingreso  de 
40  millones  de  pesetas  se  crea  por  la  Comisión,  con 
muy  buen  acuerdo,  un  personal  de  ingenieros  indus- 
triales; al  paso  que  para  la  inspección  é investigación 
de  toda  la  riqueza  territorial  y pecuaria  que  propor- 
ciona al  Estado  nada  ménos  que  un  ingreso  de  180 
millones  de  pesetas,  se  designan  unos  inspectores  á 
quienes  no  se  exige  conocimiento  técnico  de  ninguna 
especie,  ni  título  profesional  alguno,  cuando  tan  ne- 
cesarios han  de  ser  para  las  graves  y difíciles  cues- 
tiones que  les  han  de  ser  sometidas.  Es  decir,  señores 
Diputados,  que  la  inspección  facultativa  se  limita  en 
el  proyecto  y en  el  dictámen  á la  riqueza  industrial, 
dejando  en  completo  olvido  la  riqueza  territorial  y la 
riqueza  urbana,  como  si  fueran  de  escasa  importan- 
cia, y como  si  no  merecieran  la  atención  y el  cuidado 
que  en  primer  término  les  corresponde. 

Pero  hay  más  todavía,  y eslo  lo  lia  expuesto  con 
grau  claridad  mi  amigo  el  Sr.  Vincenti.  Se  relegan 
también  al  olvido  sagrados  y legítimos  derechos  de 
clases  respetables,  adquiridos  ai  amparo  de  las  leyes, 
y que  en  todas  ocasiones  les  han  sido  con  justicia  re- 
conocidos. No  he  de  insistir,  sin  embargo,  sobre  este 
último  punto,  aunque  es  digno  de  la  mayor  conside- 
ración, porque  no  se  crea  que  traigo  al  debate  cierta 
clase  de  intereses,  lo  cual  por  otra  parte  estaría  per- 
fectamente justificado.  Precisamente  yo  quisiera  en 
este  momento  no  pertenecer  al  Cuerpo  de  ingenieros 
agrónomos,  para  alejar  hasta  la  más  ligera  sospecha 
de  que  me  ba  movido  á presentar  esta  enmienda  un 
interés  de  clase,  ó un  móvil  egoísta.  Pero  sin  negar 
que  aquel  interés  exista,  lo  que  en  primer  término  ha 
inspirado  la  enmienda  es  la  creencia  que  yo  tengo  de 
que  la  reforma  que  por  este  proyecto  se  establece  ha 
de  originar  cuestiones  de  tai  importancia,  y puede 
ser  de  tai  provecho  para  los  fines  que  se  persiguen, 
que  hay  que  buscar  en  la  idoneidad,  en  la  competen- 
cia y en  la  responsabilidad  de  los  funcionarios  que 
intervengan  en  estos  asuntos,  las  mayores  probabili- 
dades de  acierto,  y sobre  todo,  y esto  es  muy  esen- 
cial, la  garantía  para  el  Estado  y para  los  contribu- 
yentes de  que  sus  reclamaciones  y sus  derechos  se 
han  de  resolver  con  perfecto  conocimiento  del  asunto 
y con  la  justicia  que  debe  presidir  á estas  resolu- 
ciones. 

Y llega  en  este  punto  mi  pensamiento  ó mi  ilu- 
sión á pretender  que  los  trabajos  que  llevan  consigo 
estas  reformas  al  hacerse  por  la  Administración  los 
repartimientos  de  los  pueblos  más  importantes,  al 
examinar  é informar  los  de  todos  los  demás,  al  resol- 
verse todas  las  reclamaciones  que  se  originen,  y al 
investigarse  parcelariamente  la  riqueza  oculta,  son 
de  tal  importancia  y utilidad,  que  yo  estoy  seguro  de 
que  ai  cabo  de  pocos  años,  á la  vuelta  de  poco  tiem- 
po, nos  encontraríamos  con  una  porción  de  datos  y 
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antecedentes  que  servirían  para  formar  un  avance  de 
catastro  territorial  y de  riqueza  pecuaria  que  nos  sería 
de  muchísima  utilidad  para  el  sucesivo  y equitativo 
reparto  de  estos  tributos. 

May  que  fijarse  en  que  al  plantearse  esta  reforma 
se  viene  A abrir  como  una  especie  de  juicio  contra- 
dictorio entre  la  Administración  que  defiende  los  in- 
tereses del  Estado,  y los  pueblos  y los  contribuyentes 
que  defienden  los  suyos;  que  de  esta  contienda  han 
de  resultar  necesariamente  multitud  de  reclamacio- 
nes, que  A su  vez  han  de  dar  lugar  a gran  número 
de  comprobaciones  sobre  el  terreno,  lo  cual  exige 
conocimientos  especiales  en  los  encargados  de  estos 
trabajos,  y sobre  todo,  en  lo  que  se  refiere  A la  clasi- 
ficación de  terrenos,  levantamiento  de  planos,  produc- 
ción, etc. 

Y hay,  autesque  todo,  la  necesidad  prévia  del  tra- 
bajo indispensable  y delicado  de  reformar  las  cartillas 
evaíuatorias,  de  las  cuales  depende  que  las  bases  que 
se  establezcan  para  la  tributación  sean  justas,  y que 
por  esta  necesaria  circunstancia  los  pueblos  y los  con- 
tribuyentes puedan  aceptarlas  por  el  convencimiento 
de  que  son  equitativas,  y claro  es  que  no  podrán  serlo 
si  no  se  tiene  en  cuenta  lo  que  se  ha  reconocido  en 
todos  los  reglamentos  y disposiciones  que  se  han  ocu- 
pado de  osla  materia,  estableciendo  la  manera  de 
hacer  estos  trabajos  de  un  modo  conveniente  por  cada 
término  municipal,  ó ai  menos  de  ¿iquellos  cuyo  te- 
rreno, cultivo  y producciones  sean  completamente 
análogos  ó iguales;  porque  es  muy  expuesto  A grandes 
y perjudiciales  errores  el  establecer  tipos  generales  y 
para  extensas  comarcas  y grandes  zonas  si  han  de 
depurarse  cotí  exactitud  los  gastos  y productos  del 
cultivo  y producción  do  la  ganadería,  que  tan  diver- 
sos son  por  mil  circunstancias,  que  no  me  entretengo 
en  exponer  por  no  molestar  más  vuestra  atención, 
pero  que  han  de  ser  en  definitiva  las  que  sirvan  pava 
la  determinación  exacta  de  la  riqueza  imponible. 

Pues  bien,  señores,  si  todas  estas  fundamentales 
operaciones  se  encomiendan  á un  personal  que  carece 
en  absoluto  de  los  conocimientos  que  las  mismas  re- 
claman, vendrá  á suceder  que  la  reforma  nacerá  sin 
prestigio  y sin  autoridad,  y que  A la  satisfacción  y 
convencimiento  por  parte  de  los  contribuyentes  de 
que  se  les  administra  justicia,  sustituirá  la  hostilidad 
y perturbación  más  completa  con  todas  sus  conse- 
cuencias. 

Yo  que  he  visto  en  este  proyecto  del  Sr.  Ministro 
de  Hacienda  no  solo  un  laudable  deseo  de  mejorar  la 
administración,  sino  un  pensamiento  afortunado  para 
conseguirlo,  quisiera  que  al  discutirse  se  perfecionara 
de  tal  modo  que  no  resultaran  ineficaces  ó estériles 
los  buenos  deseos  que  yo  reconozco  con  verdadera 
complacencia  en  c3l  Sr.  Ministro  de  Hacienda  y en  la 
Comisión. 

Y si  las  modestas  observaciones  que  he  tenido  el 
honor  de  exponer  pueden  ser  de  algún  provecho  para 
los  fines  que  Lodos  perseguimos,  no  debemos  detener- 
nos por  ninguna  consideración  ó sacrificio,  que  todos 
serian  pequeños  ante  las  ventajas  que  han  de  resul- 
tar de  la  reforma  si  se  plantea  con  acierto.  Para  que 
consigamos  esto,  solo  os  pido  que  la  inspección  que 
el  proyecto  y el  dictámen  confian  en  lo  relativo  A la 
riqueza  territorial  y urbana  A unos  empleados  sin  co- 
nocimientos ni  condiciones  técnicas,  se  someta  ai  cri- 
terio de  un  personal  competente,  no  solo  por  la  base  ¡ 
de  sus  conocimientos  científicos,  sino  también  por  los  ! 


conocimientos  prácticos  que  lian  adquirido  durante  el 
ejercicio  de  su  profesión;  de  igual  manera  que  vos- 
otros proponéis  en  vuestro  dictámen,  en  lo  que  se 
refiere  A la  riqueza  industrial.  De  este  modo,  única- 
mente conseguiremos  que  marchen  unidos  los  inte- 
reses del  Estado  y la  garanlía  que  también  debe  otor- 
garse.A los  contribuyentes,  los  cuales  quedarán,  si  no 
desamparados  y desatendidos,  ocasionándoles  graves 
perjuicios,  como  con  verdadera  elocuencia  expuso  en 
una  de  las  últimas  sesiones  el  Sr.  Gutiérrez  de  la 
Vega. 

Voy  A concluir,  porque  no  quiero  molestaros  por 
más  tiempo,  ni  abusar  de  la  atención  del  Congreso. 

Es  preciso  que  en  este,  como  en  todos  los  asuntos 
que  se  relacionan  tan  directamente  con  las  clases  con- 
tribuyentes, procuremos  en  toilo  lo  posible  mejorar 
su  situación,  la  situación  de  esa  clase  agriciiítora,  que 
forma  el  nervio  del  país,  que  representa  su  principal 
riqueza,  y es  la  que  más  contribuye  á levantar  las  car- 
gas del  Estado;  y si  hoy,  que  atraviesa  una  crisis  tan 
grave,  no  se  procura  siquiera  proporcionarle  los  me- 
dios necesarios  para  que  sus  reclamaciones  sean  jus- 
tamente atendidas,  como  no  lo  serán  seguramente 
con  el  artículo  del  dictámen  que  estamos  discutiendo, 
nada  habremos  adelantado  en  ese  camino  que  tanto  in- 
teresa recorrer,  para  llegar  A la  meta  de  nuestros  de- 
seos, y conseguir  los  buenos  propósitos  que  informan 
este  proyecto  de  ley.  Sobre  esta  cuestión,  que  es  del 
mayor  interés,  yo  me  permito  llamar  la  atención  del 
Sr.  Ministro  de  Hacienda  y de  los  dignos  individuos 
de  la  Comisión,  que  tan  conocedores  son  de  estas  ne- 
cesidades; y si,  después  de  todo,  al  defender  tan  sa- 
grados intereses  con  mi  humilde  palabra,  nada  con- 
sigo en  mi  empresa,  y mi  voz  se  pierde  en  el  vacío, 
yo  tendré  al  ménos  la  satisfacción  de  haber  cumplido 
con  mi  deber. 

El  Sr.  GARUO  (l).  Cipriano):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Rtiiz  Capdepou):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  GARUO  (D.  Cipriano):  Al  tener  la  honra 
de  contestar  al  Sr.  Grande,  debo  decir  lo  mismo  que 
he  dicho  contestando  ai  Sr.  Vincenti;  son  justas  y 
atinadas  todas  las  observaciones  que  ha  hecho  S.  S.; 
pero  da  la  circunstancia  de  que  no  corresponden  á este 
proyecto  de  ley.  Indudablemente,  para  la  comproba- 
ción, para  la  medición,  para  todos  los  actos  periciales, 
se  necesitan  personas  facultativas;  y cuando  llegue 
ese  caso,  se  pondrán  arquitectos,  ingenieros  agróno- 
mos ó peritos  agrícolas.  Lo  que  hay  es  que  el  señor 
Grande  y el  Sr.  Vincenti  no  se  han  hecho  cargo  de 
una  cosa:  que  lo  relativo  á la  inspección  técnica,  no 
viene  en  este  proyecto,  esa  será  motivo  de  desenvol- 
verla por  ciertos  preceptos  en  el  proyecto  que  ha  pre- 
sentado el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  respecto  A la  con- 
tribución territorial,  sobre  la  urbana  y sobre  la  ga- 
nadería. Por  consiguiente,  todas  las  indicaciones  que 
ha  hecho  S.  S.,  de  que  para  las  cartillas  evaíuatorias 
se  necesita  personal  facultativo,  son  exactísimas;  pero 
los  inspectores  que  se  crean  por  el  proyecto,  no  están 
llamados  A ejercer  ninguna  de  estas  funciones:  y sí  so- 
lamente la  inspección  administrativa  para  decir  A la 
económica:  aquí  está  la  propiedad  de  D.  Fulano  de 
Tal  que  la  tiene  declarada  portal  medida,  y creemos, 
segun  los  datos  adquiridos,  que  no  es  exacta.  Y ven- 
drán los  particulares  que  se  conformarán  ó no  con  la 
declaración,  y si  no  se  conforman,  entonces  viene  la 
intervención  del  arquitecto  ó del  agrimensor,  segun 
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se  trate  de  una  propiedad  urbana  ó agronómica.  Eso 
vendrá  cuando  se  trate  de  la  contribución  territorial; 
porque  allí  verá  S.  S.  un  artículo  que  dice  que  el  Mi- 
nistro de  Hacienda  dictará  las  medidas  convenientes 
para  Los  amillaramientos,  que  es  donde  tiene  su  lu- 
gar esa  cuestión,  no  aquí. 

La  inspección,  como  he  dicho  antes,  es  adminis- 
trativa, con  la  excepción,  sin  embargo,  de  que  en  ia 
contribución  industrial  desde  el  primer  momento  tie- 
ne que  ser  técnica;  pero  en  la  de  inmuebles,  cultivo  y 
gauadería,  en  el  momento  que  haya  controversia,  en 
el  momento  que  el  particular  no  esté  contórme  con 
la  Administración,  vendrá  el  juicio  pericial,  y enton- 
ces intervendrán  ios  ingenieros,  ¿En  qué  forma  han 
de  intervenir?  El  Sr.  Ministro  de  Hacienda  no  lo  ha 
determinado  todavía.  Sabe  S.  S.  que  hasta  hace  poco 
habia  en  las  Administraciones  económicas  peritos 
agrícolas  y arquitectos  adjuntos  á la  Comisión  eva- 
luadora para  las  actos  de  comprobación.  Pues  bien, 
el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  ha  quitado  de  las  Delega- 
ciones de  Hacienda  esos  peritos,  y ha  centralizado  el 
servicio  en  la  Direcccion  de  contribuciones.  Pues  ese 
pensamiento,  que  responde  á un  decreto  del  Sr.  Ca- 
macho  de  13  de  Abril,  separándose  del  pensamiento 
que  informaba  el  reglamento  páralos  amillaramientos 
del  Sr.  Cos-Gayon,  será  confirmado  ó será  reformado 
por  el  actual  Sr.  Ministro  de  Hacienda.  El  procedi- 
miento para  verificar  la  investigación  técnica  pericial 
en  la  contribución  territorial,  no  está  hoy  determi- 
nado: es  decir,  lo  está  en  ese  decreto  de  13  de  Abril, 
del  Sr.  Camacho,  que  ha  centralizado  el  servicio  en  la 
Dirección  de  contribuciones.  Pero  el  Sr.  Ministro  de 
Hacienda,  en  el  proyecto  que  ha  presentado  sobre  pro- 
piedad rústica  y urbana  y sobre  ganadería',  indica 
que  piensa  adoptar  un  procedimiento.  No  dice  cuál 
será,  pero  naturalmente  es  de  suponer  que  sea  eu 
consonancia  con  el  proyecto. 

Por  consiguiente,  las  indicaciones  de  S.  S.,  aunque 
muy  atinadas  y muy  exactas,  á pesar  de  esto,  no  pue- 
den ser  aceptadas  por  la  Comisión,  por  los  motivos 
que  acabo  de  indicar. 

Y con  esto  creo  haber  contestado  á todas  las  ob- 
servaciones del  Sr.  Grande. 

El  Sr.  GRANDE  DE  VARGAS:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Caddepom:  Se 
suspende  esta  discusión. 


Se  leyeron  por  primera  vez,  y ¡jasaron  á la  Comi- 
sión, acordando  se  imprimieran  y repartieran,  dos  en 
miendas  del  Sr.  Espinosa  al  art.  l.°,  y del  Sr.  Muñoz 
Chaves  al  art.  G9  del  dictamen  referente  al  proyecto 
de  ley  sobre  el  establecimiento  del  juicio  por  jurados 
para  determinados  delitos.  (Véase  el  Apéndice  tercero 
á este  Diario.) 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdcpon):  Con- 
tinúa Ja  discusión  del  dictámen  referente  al  proyecto 
de  ley  sobre  establecimiento  del  juicio  por  jurados 
para  determinados  delitos.  (Véase  el  Apéndice  primero 
ai  Diario  núm.  42,  sesión  de  10  de  Marzo  ultimo;  Dia- 
rio núm.  73 , sesión  del  21  de  Abril ; Diario  núm.  74, 
sesión  del  22  de  idem\  Diario  núm.  75,  sesión  del  23 
de  ídem : Diario  núm.  70,  sesión  del  25  de  idem\  Diario 
núm.  77,  sesión  del  26  de  idem\  Diario  núm.  78,  sesión 


del  27  de  ídem;  Diario  núm.  70,  sesión  del  28  de  ídem. 
| y Diario  núm.  80,  sesión  del  30  de  ídem.) 

Leído  el  art.  I .Q,  dijo 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdeponj:  A 
este  artículo  hay  dos  enmiendas  de  los  Srcs.  Montiila 
y Danvila. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallen  t):  Dicen  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  pro- 
yecto de  ley  sobre  el  establecimiento  del  juicio  por 
jurados. 

«Artículo  l.°  El  tribunal  del  Jurado  se  compondrá 
de  doce  jurados  y de  un  magistrado  ó juez  de  dere- 
cho, y se  reunirá  periódicamente  para  conocer  de  ios 
delitos  que  determina  la  preseute  ley. 

Asistirán  además  á sus  audiencias  dos  jurados  en 
calidad  de  suplentes  para  los  casos  de  enfermedad  ú 
otra  imposibilidad  análoga  de  alguno  de  los  jurados.» 

Palacio  del  Congreso  23  de  Abril  de  1887.=Juan 
Montilla.=José  López  Dominguez.=José  Castilla.— 
Fernando  G‘Lawlor.=Federico  Pons.— EzequieJ  Or- 
donez.— Antonio  Sánchez  Campomanes.» 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  la  siguiente  enmienda  al  art.  l.°del  proyecto 
do  ley  sobre  el  establecimiento  del  juicio  por  jurados 
para  determinados  delitos. 

«l.“  No  se  planteará  en  España  el  Jurado  hasta 
que  se  conozcan  ios  resultados  definitivos  del  juicio 
oral  y público  y se  hayan  realizado  las  reformas  in- 
dispensables en  la  administración  de  justicia.» 

Palacio  del  Congreso  23  de  Abril  de  1887.=Ma- 
nuel  Danvila.=Javier  Los  Arcos .=G*  El  Conde  de 
Toreno.=José  de  Cárdenas.=Santos  de  I$asa.=José 
de  Oñate.=Eduardo  Garrido  Estrada.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  ha 
Comisión  tiene  la  palabra  para  decir  si  admite  la  pri- 
mera de  las  enmiendas. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  La  Comisión  tiene  el  sen- 
timiento de  no  poder  admitir  la  enmienda  del  señor 
Montiila. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Montiila  liene  la  palabra  para  apoyarla. 

El  Sr.  MONTILLA:  Señores  Diputados,  en  nin- 
guna ocasión  de  las  que  he  tenido  el  honor  de  dirigir 
la  palabra  ai  Congreso,  be  reclamado  con  tanta  razón 
vuestra  benevolencia.  La  índole  del  asunto  que  se  dis- 
cute, la  gravedad  y la  trascendencia  del  dictámen  so- 
bre que  se  delibera,  al  mismo  tiempo  que  el  recuerdo 
de  los  últimos  discursos  pronunciados  sobre  la  tota- 
lidad, que  tan  elocuente  y enérgicamente  han  com- 
batido los  oradores  de  la  minoría  conservadora,  y que 
tan  brillantemente  han  sido  contestados  por  los  dig- 
nísimos individuos  de  esa  Comisión,  pesan  sobre  mí 
como  losa  de  plomo,  porque  me  es  muy  difícil,  por 
mis  escasos  medios;  me  es  seguramente  imposible 
levantar  este  debate,  no  digo  á más  altura,  ni  siquie- 
ra á la  que  quedó  en  la  última  sesión. 

Pero  vengo  aquí  en  cumplimiento  de  un  deber; 
vengo  aquí  á realizar  un  acto  político,  y por  eso  os  de- 
cía al  empezar  estas  desaliñadas  frases,  que  necesitaba 
en  esta  ocasión  de  toda  vuestra  benevolencia.  Cuento 
con  ella,  y seguro  de  que  me  la  otorgáis,  no  os  po- 
dré pagar  más  que  de  un  modo,  que  es  siendo  breve, 
condensando  mis  pensamientos  y mis  ideas  en  el  me- 
nor número  posible  de  palabras,  á fln  de  no  contri- 
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lniir  á que  se  prolongue  este  debate  y de  mortificar 
vuestra  benévola  atención  el  ménos  Liempo  posible. 

Hubiera  podido,  Sres.  Diputados,  consumir  un 
turno  contra  la  totalidad:  más  ancho  campo  habría  té- 
melo para  la  discusión,  pero  no  hubiera  respondido 
de  ese  modo  á los  sentimientos  de  mi  conciencia  ni  á 
las  ideas  de  esta  minoría;  que  nosotros  no  venimos  á 
combatir  ese  proyecto  en  lo  que  tiene  de  esencial,  por- 
que estamos  conformes  con  el  juicio  por  jurados  para 
determinados  delitos. 

La  condescendencia  de  la  Mesa,  de  la  cual  estoy 
seguro,  me  permitirá  hacer  algunas  consideraciones 
políticas  que  no  caben  dentro  de  la  enmienda  que  es- 
toy apoyando,  pero  que  están  justificadas  en  el  silen- 
cio que  hemos  de  guardar  probablemente  en  el  curso 
de  esta  discusión,  y por  la  necesidad  en  que  nos  en- 
contramos de  fijar  nuestra  actitud  con  relación  á esta 
reforma. 

Entraña  el  proyecto  que  se  discute  una  idea  de 
trascendencia  suma,  ya  por  la  importancia  que  en  si 
mismo  tiene,  ya  porque  es  el  primer  proyecto,  di- 
gámoslo así,  en  que  ese  Gobierno  ha  cumplido  aque- 
llas promesas  que  hizo  en  la  oposición. 

Subió  al  Poder  el  partido  liberal,  mejor  dicho,  el 
partido  fusionista  hace  más  de  diez  y ocho  meses,  con 
un  programa  de  reformas  claro  y terminante,  con  una 
bandera  de  principios  políticos  de  todos  conocida,  y 
cuyo  cumplimiento  exigia  y reclamaba  desde  estos 
bancos  como  necesidad  suprema  para  evitar  graves 
y complicadas  catástrofes.  Uno  y otro  dia  se  levanta- 
ban los  oradores  de  aquella  minoría  á reclamar  el 
Poder,  á exigir  el  Poder  en  nombre  de  esos  principios 
políticos  que  ellos  consideraban  que  era  preciso  llevar 
á la  gobernación  del  país  para  dar  fuerza  y vigor  á 
las  instituciones  y para  sacar  á la  Nación  del  estado 
en  que  se  encontraba;  opinión  en  que  coincidían  todos 
los  hombres  del  partido  liberal. 

Fué  llamado  á los  Consejos  do  la  Corona  el  par- 
tido fusionista  y aplazó  cuanto  pudo  la  reunión  de  las 
Cortes.  Sin  embargo  de  esto,  las  Córtes  llevan  ya  doce 
meses  de  existencia,  y en  esos  doce  meses  de  los 
cuales  han  estado  abiertas  por  lo  ménos  seis,  el  Go- 
bierno se  ha  limitado  á traer  aquí  proyectos  de  ca- 
rácter económico,  que  no  he  de  discutir  ahora,  y cuyo 
recuerdo  no  he  do  traer  aquí  para  atormentaros,  por- 
que ya  veis  qué  diferencia  de  medio  ambiente  cuando 
se  discuten  reformas  políticas  y cuando  se  discuten 
proyectos  como  el  de  tabacos  y el  de  la  Trasatlántica. 
En  estas  discusiones  se  os  unen  aquellos  que  amena- 
zaban con  desenvainar  sus  aceros  contra  vosotros 
dentro  de  vuestro  propio  campo,  declaran  ya  por 
medio  de  su  órgano  oficial  que  se  encuentran  al  lado 
do  la  mayoría;  y los  que  enérgicamente  habían  re- 
clamado el  cumplimiento  de  vuestras  reformas,  dentro 
do  la  misma  mayoría,  esos  declaran  por  medio  de 
la  Correspondencia  de  España  que  no  son  siquiera 
discrepantes  y que  ayudarán  al  Gobierno  siempre  que 
so  trate  de  cumplir  sus  compromisos. 

Habéis  huido  durante  un  año  de  las  reformas  po- 
líticas; habéis  huido  durante  un  año  el  cumplimiento 
de  vuestro  programa;  y no  porque  el  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  haya  presentado  este  proyecto  de 
ley,  habéis  cumplido  los  sagrados  compromisos  que 
ante  la  opinión  pública  teneis  contraidos.  En  esta 
misma  discusión  tocáis  los  resultados  de  vuestra  falta 
desde  el  momento  en  que  la  minoría  conservadora, 
combatiendo  esta  institución  jurídica,  lm  declarado 


que  el  Jurado  no  cabe  dentro  de  la  ley  fundamental 
de  1876.  Bien  sé  yo  que  podríais  contestarles  que 
cuando  se  encuentran  en  el  Poder  dicen  que  con  esta 
Constitución  se  pueden  desarrollar  todos  los  princi- 
pios liberales  y democráticos,  y cuando  están  en  la 
oposición  se  complacen  en  afirmar  que.  no  es  compa- 
tible con  ella  ni  siquiera  el  Jurado,  que  no  es  dogma 
de  los  partidos  democráticos,  que  hace  tiempo  ha  figu- 
rado en  el  programa  del  partido  liberal , porque  el 
partido  constitucional  consideraba  y consideró  siem^ 
pre  como  necesario  el  restablecimiento  del  juicio  por 
jurados;  y de  tal  modo  es  esto  cierto,  que  muchos  de 
ios  que  nos  sentamos  aquí,  cuando  el  actual  Sr.  Mi- 
nistro de  Gracia  y Justicia  pidió  autorización  para 
plantear  el  juicio  oral  y público,  disentimos  de  la  ma- 
yoría del  partido  constitucional,  al  que  entonces  per- 
tenecíamos, por  medio  del  voto  particular  de  mi  que- 
rido amigo  el  Sr.  Linares  Rivas,  en  que  se  reclamaba 
el  inmediato  planteamiento  del  Jurado. 

No  os  podrían  decir  eso  los  conservadores,  si  vos- 
otros hubiérais  traído  como  primera  reforma  la  ley 
de  garantías,  base  de  la  transacción  entre  les  elemen- 
tos democráticos  acaudillados  por  el  Sr.  Montero  liios 
y los  elementos  fusionistas  dirigidos  por  el  Sr.  Sa- 
gasta.  Si  no  pensábais  cumplirla,  ¿á  qué  aquellas 
conferencias  y aquellas  reuniones  y aquella  promul- 
gación solemne?  ¿Para  qué  hizo  entonces  el  Sr.  Mon- 
tero Ríos  el  sacrificio  de  dejar  á sus  antiguos  amigos 
para  ser  uno  más  en  el  partido  constitucional?  Vos- 
otros os  comprometisteis  entonces  á traer  la  ley  de 
garantías;  y si  esa  ley  hubiera  sido  aprobada,  no  po- 
dría decir  la  minoría  conservadora  qim  el  proyecto  de 
Jurado  es  anticonstitucional,  porque  ya  el  Sr.  Mon- 
lero  Ríos  se  adelantó  á esto  cuando  os  hacía  consig- 
nar en  el  art.  4.°  de  la  ley  de  garantías;  para  cumplir 
lo  que  se  prescribe  en  los  artículos  14,  27,  77  y otros 
de  la  Constitución  del  Estado,  lo  siguiente: 

a El  Poder  judicial  estará  formado  por  tribunales 
de  derecho  y por  el  Jurado. 

Este  conocerá  de  los  delitos  políticos  y de  los  co- 
munes que  determinen  las  leyes.  En  estas  se  estable- 
cerá la  respectiva  organización  y competencia  de  los 
tribunales  de  derecho  y del  Jurado  y sus  mútuas  re- 
laciones » 

¿Por  qué  exigia  el  Sr.  Montero  Ríos  para  la  tran- 
sacción este  art.  4.u  de  la  ley  de  garantías? 

Porque  quería  evitar  que  se  os  dijese,  come  os 
dicen  ahora  los  conservadores,  que  este  proyecto  va 
directamente  contra  un  artículo  de  la  Constitución, 
porque  ésta  habla  de  la  administración  de  justicia  con 
el  carácter  de  orden  judicial,  y de  ninguna  manera 
con  el  nombre  de  Poder  judicial,  porque  no  admite, 
según  ha  declarado  aquí  el  Sr.  Pidal,  esa  división  de 
poderes.  Si  vosotros  hubiérais  cumplido  con  el  más 
rudimentario  deber  de  Gobierno,  que  era  traer  á la 
discusión  de  las  Cámaras  la  ley  de  garantías  consti- 
tucionales, ahora  os  sería  fácil  y sencilla  la  tarca  de 
ir  desarrollando  uno  á uno  vuestros  principios  allí 
consignados,  que  son  los  principios  del  partido  liberal 
en  sus  diversas  manifestaciones,  con  cuya  ley  de  ga- 
rantías estamos  todos  conformes  siempre  que  se  exi- 
jan para  su  reforma  las  mismas  seguridades  que  se 
exigen  para  la  reforma  de  la  Constitución. 

Yo  no  quisiera  ocuparme  del  Sr.  Montero  Ríos, 
estando  S.  S.  ausente  de  esLos  escaños;  pero  no  es 
culpa  mía  que  el  Sr.  Montero  Ríos  no  concurra  nunca 
á las  sesiones;  no  es  culpa  mia  que  cuando  el  señor 
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Montero  Tlios  ocupó  el  banco  azul,  ó mejor  dicho, 
cuando  fué  Ministro  y no  ocupó  el  banco  azul,  se  sus- 
trajera, como  se  ha  sustraído  después,  á toda  clase  de 
explicaciones,  explicaciones  que  los  hombres  públicos 
tienen  el  deber  de  dar  cuando  ocupan  una  posición 
como  la  que  el  Sr.  Montero  Ríos  ocupa  en  la  política 
espadóla,  y cuando  han  realizado  actos  de  tal  tras- 
cendencia que  han  determinado  movimientos  impor- 
tantísimos en  el  modo  de  ser  de  los  partidos  políticos. 

El  Sr.  Montero  Ríos  no  viene  aquí  á defender  la 
ley  del  Jurado  de  1872;  no  viene  á defender  su  pro- 
pia obra  y este  principio  del  Jurado  al  que  va  unido 
su  nombre,  porque  por  más  que  ahora  huya  de  este 
sitio  y de  este  debate,  el  Sr.  Montero  Ríos  represen- 
tará siempre  en  España  las  reformas  jurídicas  reali- 
zadas en  la  época  de  la  revolución  de  Setiembre. 

Yo  quisiera  que  el  Sr.  Montero  Ríos  viniera  aquí 
á defender  el  Jurado  de  1872,  tan  combatido  en  estas 
últimas  sesiones.  Verdad  es  que  los  ataques,  aun 
cuando  han  sido  elocuentes,  no  han  hecho  mella  al- 
guna en  la  institución,  y que  los  impugnadores  del 
Jurado  no  han  podido  demostrar  que  aquella  ley  fra- 
casara por  deficiencias  del  principio;  en  mi  opinión, 
no  dió  ios  resultados  que  eran  de  esperar  por  el  es- 
tado en  que  se  encontraba  el  país  cuando  esa  ley  prac- 
ticó aquella  reforma;  así  es,  que  hubiera  podido  de- 
fender aquí  esta  institución,  no  con  más  elocuencia, 
pero  sí  con  más  autoridad  que  los  dignos  individuos 
de  la  Comisión  (y  esto  no  puede  molestar  á mis  que- 
ridos compañeros  á quienes  aludo),  y le  habría  sido 
fácil  probar  que  los  resultados  del  Jurado  no  fueron 
los  que  aquí  han  querido  hacer  ver  aquellos  que  nos 
han  anunciado  toda  clase  de  trastornos  y de  peligros 
que  habrán  de  sobrevenir,  según  ellos,  el  dia  en  que 
el  juicio  por  jurados  se  establezca. 

Por  otra  parte,  Sres.  Diputados,  hay  que  llamar 
la  atención  del  Congreso  y del  país  sobre  la  actitud 
de  la  minoría  conservadora  ante  estas  reformas,  pues 
aunque  el  Sr.  Pidal  os  lo  dijo  de  una  manera  velada, 
conviene  que  esto  se  esclarezca;  porque  al  oir  la  acu- 
sación del  elocuente  tribuno  de  la  minoría  conserva  • 
dora,  parecía  que  vosotros  teníais  convenido  un  ar- 
misticio, ya  que  no  fuera  un  pacto,  para  no  traer 
aquí  reforma  política  de  ninguna  clase.  Si  no  ocurrió 
eso,  ¿por  qué  se  sorprendía  el  Sr.  Pidal  de  que  el  par- 
tido liberal  trajera  aquí  el  Jurado,  cuando  el  partido 
liberal,  en  la  época  en  que  no  estaba  informado  por 
las  ideas  democráticas,  antes  del  proyecto  de  ley  de 
garantías  del  Sr.  Montero  Ríos  había  llevado  el  Ju- 
rado á la  otra  Cámara  donde  se  discutió  en  su  totali- 
dad, y donde  el  partido  conservador  lo  combatió,  sin 
sorprenderse  de  que  se  tratara  de  realizar  esa  refor- 
ma? ¿Es  que  teneis  algún  armisticio  ó pacto,  para  no 
llevar  á cabo  las  reformas  políticas?  No  quiero  ofen- 
der ni  dirigir  censuras  á nadie;  pero  parece  que  el 
Poder,  cuando  se  oye  á los  conservadores,  os  fué  do- 
nado ú otorgado  por  el  Sr.  Cánovas  á condición  de 
no  hacer  reformas,  y para  que  se  lo  entregárais  cuan- 
do lo  considere  conveniente. 

Todos  sabemos  por  qué  se  discute  aquí  el  Jurado. 
El  digno  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  hubiera 
preferido  discutir  las  bases  del  Código  penal,  pero  no 
se  puede  negar  que  dentro  de  la  mayoría  hay  una 
influencia  decisiva  en  punto  á las  ideas  democráticas 
que  os  obliga  á marchar  hácia  adelante,  y esa  in- 
fluencia decisiva  es  el  Sr.  Martos,  dignísimo  Presi- 
dente de  la  Cámara.  Varios  de  los  actuales  Ministros 


no  querían  marchar  por  eso  camino,  pero  el  Sr.  Mar- 
tos,  atento  á lo  que  él  considera,  y considera  bien,  el 
cumplimiento  de  un  deber,  os  ha  obligado  á que  se 
discuta  este  dictamen;  y conocida  es  de  todo  el  inun- 
do la  resistencia  del  Gobierno,  en  el  cual  si  digo  que 
lio  hay  más  que  uno  ó dos  individuos  partidarios  del 
Jurado,  nadie  me  desmentirá,  porque  cuando  de  re- 
formas liberales  se  trata,  los  Ministros  procuran  no 
tomar  parte  en  las  discusiones  como  ha  sucedido  re- 
cientemente con  la  ley  de  asociaciones,  durante  la 
cual  el  Ministro  del  ramo  no  se  sentó  ni  una  sola  vez 
en  el  banco  azul  para  defender  el  proyecto  de  ley.  El 
Sr.  Alonso  Martínez,  contestando  á las  inculpaciones 
del  Sr.  Pidal,  declaraba  que  había  aceptado  el  Jurado 
como  una  transacción,  pero  no  he  observado  yo  en 
ios  discursos  del  Sr.  Alonso  Martínez  aquel  entusias- 
mo, aquel  fuego  que  necesita  la  institución  jurídica 
que  se  discute,  que  ha  de  ser  combatida  por  los  par- 
tidos conservadores,  como  lo  ha  sido  ya  en  la  tota- 
lidad, y que  necesita  del  fuego,  de  la  pasión  y del 
entusiasmo  casi  del  sectario,  para  que  dé  buenos  re- 
sultados en  este  país,  y mucho  más  lo  necesita  siendo 
los  encargados  de  plantearlo,  el  Sr.  Alonso  Martínez, 
Ministro  de  Gracia  y Justicia,  y el  Sr.  Golmeiro,  fiscal 
del  Tribunal  Supremo,  que  juntos  emitieron  el  infor- 
me de  la  Academia  de  Ciencias  morales  y políticas, 
que  todos  recordamos. 

Venga  en  buen  hora  el  Sr.  Alonso  Martínez  á ser 
partidario  del  Jurado;  no  le  dirijo  censuras  por  esto; 
pero  sí  os  digo  que  en  ese  Ministerio,  empezando  por 
su  Presidente,  no  hay  Ministros  que  tengan  fe  cu  la 
existencia  del  Jurado,  como  tampoco  hay  en  esa  ma- 
yoría muchos  individuos  que  lo  defiendan  con  el  entu- 
siasmo que  sería  necesario.  Con  más  satisfacción  hu- 
bieran discutido  las  bases  del  Código  penal,  inspira- 
das en  un  sentido  reaccionario,  como  resultado  délas 
enmiendas  aceptadas  en  el  Senado,  porque  á vosotros 
os  ocurre  que  cuando  estáis  en  la  oposición  exigís 
mucha  libertad,  y cuando  estáis  en  el  Poder  pedís 
muchos  resortes  de  gobierno. 

No  sé  por  qué  esa  prisa  en  que  los  conservadores 
abandonen  el  Poder,  si  después  habéis  de  venir  á re- 
clamar lo  mismo  que  ellos  piden;  vosotros,  que  hicis- 
teis uso  de  todos  los  medios  legítimos  y do  algunos 
que  no  lo  eran  para  combatir  á los  Gobiernos  que 
teníais  enfrente,  para  después  de  sustituirlos  seguir 
los  mismos  é idénticos  procedimientos.  Ya  dicen  los 
periódicos  conservadores  que  discutimos  aquí  un 
cadáver  al  discutirse  el  Jurado,  y no  porque  hayan 
dejado  de  defenderlo  valientemente  los  individuos  de 
la  Comisión,  sino  porque  comprenden  que  dentro  del 
Gobierno  y de  la  mayoría  faltan  aquel  valor  y aquella 
convicción  que  son  necesarios  para  que  dé  buenos 
resultados  en  este  país  el  Jurado,  que  aunque  practi- 
cado por  algún  tiempo  es  una  planta  nueva  que  exige, 
por  parte  de  los  que  hayan  de  establecerlo,  gran  fe 
para  vencer  las  dificultades  que  sin  duda  alguna  han 
de  presentarse,  y para  evitar  qué  suceda  lo  que  succ* 
dió  en  1872,  época  en  que  apenas  planteado  el  Jura- 
do, empezó  á comprenderse  que  se  quería  hacer  des- 
aparecer aun  por  los  mismos  que  lo  habían  defen- 
dido. 

Yo  soy  el  primero  en  reconocer  que  para  plantear 
convenientemente  la  institución  del  Jurado,  hace  falta 
la  reforma  del  Código  penal  y de  la  ley  orgánica  del 
Poder  judicial;  necesitamos  reformar  el  Código  penal, 
pero  no  con  arreglo  á aquellas  bases  que  el  Sr.  Mi- 
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nistro  de  Gracia  y Justicia  tiene  ya  aprobadas  por  el 
Senado. 

Necesitamos  la  discusión  de  los  delitos  y la  am- 
pliación de  las  fallas,  porque  hay  muchos  delitos  que 
se  castigan  con  tan  excesiva  severidad,  que,  como 
decía  el  Sr.  Silvela,  hay  que  aplicar  frecuentemente 
la  gracia  de  indulto  más  como  medida  de  equidad 
qUe  en  otro  concepto.  Necesitamos  que  la  ley  orgá- 
nica del  Poder  judicial  responda  á otras  necesidades 
que  las  que  hoy  satisface,  y en  esto  sí  que  tiene  el 
Sr.  Alonso  Martines  tremenda  responsabilidad. 

KL  estado  de  los  tribunales  deja  mucho  que  de- 
sear, y yo  no  he  de  discutir  esto,  por  más  que  los 
dignos  individuos  que  desde  los  bancos  de  la  minoría 
conservadora  han  combatido  el  proyecto,  hayan  dado 
lugar  á que  se  entablara  discusión  sobre  si  los  jueces 
de  derecho  eran  mejores  que  los  jurados;  yo  no  quiero 
entrar  en  ese  debate,  por  lo  que  pudiera  rebajar  el 
principio  de  autoridad;  pero  hemos  de  convenir  todos 
en  que  deja  mucho  que  desear  la  administración  de 
justicia  en  nuestro  país. 

Nada  ha  hecho  más  daño  A la  administración  de 
justicia,  Sr.  Alonso  Martínez,  que  las  leyes  adiciona- 
les á la  orgánica  del  Poder  judicial  establecidas  por 
S.  S.,  porque  en  virtud  de  una  autorización,  en  mi 
concepto  no  concedida  por  las  Córtes,  y de  cuyo  uso 
creo  que  S.  S.  todavía  no  ha  dado  cuenta,  se  ha  crea- 
do esc  célebre  cuarto  turno  para  la  provisión  de  car- 
gos; cuarto  turno  que  en  realidad  es  el  premio  al  fa- 
vor, al  mismo  tiempo  que  es  la  desmoralización  más 
completa  en  las  lilas  de  la  magistratura. 

Por  efecto  de  ese  cuarto  turno  se  ha  dado  ya  el 
caso  de  que  un  individuo  suspenso  como  aspirante  á 
la  judicatura  fuese  nombrado  juez  de  entrada;  de 
modo,  que  cuando  aquellos  que  habían  probado  su 
suficiencia  ante  un  tribunal  de  oposiciones  no  tenían 
puesto  en  la  judicatura,  porque  todavía  no  les  halda 
llegado  el  turno,  otro  aspirante  que  liabia  obtenido  la 
calificación  de  suspenso  entraba  por  delante  de  los 
aprobados  á ejercer  las  funciones  judiciales;  gracias 
á esa  facultad  casi  discrecional  que  se  ha  reservado 
la  arbitrariedad  ministerial. 

Se  necesita,  pues,  poner  mano  inmediatamente  en 
la  reforma  de  la  ley  orgánica.  Ya  sé  que  S.  S.  ha 
presentado  en  el  Senado  un  proyecto  de  ley  para  re- 
formarla, pero  mucho  me  temo  que  termine  esta  le- 
gislatura sin  que  la  misma  se  discuta.  No  será  culpa 
de  S.  S.;  no  será  culpa  de  nadie;  pero  el  caso  es  que 
subsistirán  las  disposiciones  vigentes,  que  continuará 
en  vigor  la  ley  orgánica  tal  y como  está  establecida 
é interpretada,  y cuando  el  Jurado  se  apruebe,  se 
implantará  sin  esas  garantías  necesarias  para  el  nom- 
bramiento de  los  jueces  de  derecho.  Y ¿qué  sucederá? 
Que  ínterin  no  se  hace  la  reforma  del  Código,  ínterin 
no  se  reforma  la  ley  orgánica,  quedará  abierta  esa 
puerta  para  la  entrada  en  la  carrera,  y se  ejercerá  la 
arbitrariedad  ministerial  sin  sujetar  á las  condiciones 
que  deben  reunir  todos  los  que  ejerzan  las  funciones 
de  jueces  do  derecho,  y sin  que  respondan  á la  eleva- 
da misión  que  les  está  confiada. 

Se  necesita  de  un  modo  apremiante  la  reforma  de 
la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  se  requiere  la  re- 
forma del  Código.  Es  necesario  modificar  la  organi- 
zación de  nuestros  tribunales,  porque,  como  decía  el 
Sr.  Maura,  desconfío  mucho,  una  vez  establecido  el 
Jurado,  del  procedimiento  y de  la  situación  en  que 
se  quedan  los  tribunales  de  derecho. 


Una  amplia  base  en  lo  que  se  refiere  á las  faltas; 
jueces  municipales  cou  más  atribuciones  que  las  que 
tienen  los  actuales;  convertir  en  faltas  muchos  hechos 
que  hoy  constituyen  delitos;  castigar  esos  hechos 
por  un  procedimiento  sumarísimo;  disminuir  lo  co- 
rreccional; conseguir  que  los  jueces  de  derecho  en- 
tiendan en  pocas  causas;  aumentar  la  competencia  del 
Jurado  respecto  de  muchos  delitos  que  no  están  in- 
cluidos en  el  proyecto,  lié  ahí  lo  que  yo  creo  nece- 
sario para  llegar  á una  organización  perfecta  y para 
conseguir  las  garantías  que  en  asuntos  de  esta  índole 
exige  todo  país  bien  organizado. 

Ocurre,  Srcs.  Diputados,  con  los  proyectos  del  se- 
ñor Alonso  Martínez  que  apenas  llegan  á las  Comisio- 
nes se  trasforman  de  tal  manera  que  nadie  los  cono- 
ce. Las  bases  del  Código  penal,  presentadas  en  el  Se- 
nado, han  llegado  aquí  de  tai  modo  que  si  el  señor 
Alonso  Martínez  no  hubiera  intervenido  en  esta  dis- 
cusión, creería  él  mismo  que  eran  hijas  de  otro  Mi- 
nistro de  Gracia  y Justicia.  Se  lee  aquí  el  proyecto 
del  Jurado,  y sufre  tales  modificaciones  en  la  Comi- 
sión, que  demuestran  que  el  Sr.  Alonso  Martínez  no 
tiene  un  criterio  fijo  sobre  esta  materia;  y con  esta  in- 
certidumbre jurídica,  Srcs.  Diputados,  quiere  el  señor 
Alonso  Martínez  que  se  le  conceda  autorización  por 
bases  para  realizar  en  nuestra  legislación  la  reforma, 
en  mi  concepto  más  importante,  la  que  se  refiere  al 
Código  penal. 

Preciso  será,  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
que  S.  S.  traiga  aquí  el  Código  redactado  para  que 
podamos  discutirlo  y apreciarlo,  porque  mucho  nos 
tememos  que  esa  falta  de  criterio  que  ha  determinado 
en  el  Senado  la  variación  en  el  proyecto  y que  aquí 
determinará  otra  modificación,  pueda  ser  de  tai  tras- 
cendencia, que  no  resulte  el  Código  ni  con  las  bases 
del  Senado  ni  con  las  del  Congreso,  sino  con  arreglo 
á algunas  bases  que  S.  S.  tenga  ya  prefijadas  de  an- 
temano. Así  es,  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  que 
aunque  S.  S.  merece  toda  clase  de  consideraciones 
como  jurisconsulto  y como  hombre  político,  no  es 
posible  concederle  autorización  para  legislar,  porque 
no  se  me  olvida  aquella  autorización  para  establecer 
los  tribunales  de  derecho  en  el  juicio  oral  y público, 
que  usó  de  ella  en  el  sentido  de  reformar  la  ley  or- 
gánica del  Poder  judicial,  para  que  vengamos  aquí  á 
lamentar  los  hechos  que  he  expuesto  á la  considera- 
ción del  Congreso. 

Voy,  Sres.  Diputados,  á ocuparme  ahora  del  pro- 
yecto de  Jurado  que  se  discute.  La  primera  observa- 
ción que  me  he  de  permitir  dirigir  á la  Comisión  se 
refiere  al  art.  2.°  Dice  así: 

«Los  jurados  declararán  la  culpabilidad  ó incul- 
pabilidad de  los  procesados  respecto  de  los  hechos 
que  en  concepto  de  delito  les  atribuya  la  acusación, 
y la  concurrencia  ó no  de  los  demás  hechos  circuns- 
tanciales que  sean  modificativos,  absoluta  ó parcial- 
mente, de  la  penalidad.» 

Con  el  texto  de  este  artículo  no  vengo  yo,  sin 
duda  porque  mi  inteligencia  no  es  clara,  en  conoci- 
miento de  hasta  dónde  alcanzan  las  facultades  del  Ju- 
rado en  lo  que  se  refieren  á apreciar  las  circunstan- 
cias eximentes,  atenuantes  ó agravantes;  porque  si 
bien  es  verdad  que  le  concedéis  la  facultad  de  apreciar 
la  concurrencia  ó no  de  los  hechos  circunstanciales 
que  sean  modificativos  absoluta  ó parcialmente  de  la 
penalidad,  yo  quisiera  saber  qué  límite  tiene  esa  facul- 
tad; si  está  limitada  á los  casos  que  determina  elar- 
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tículo  8.°,  9.°  y 10  del  Código  penal,  ó si  el  Jurado 
tiene  facultades  para  apreciar  circunstancias  atenuan- 
tes no  consignadas  en  el  art.  9.°  ya  citado.  Esta  es 
una  cuestión  que  considero  de  verdadera  importancia, 
y que  conviene  esclarecer;  y no  me  parece  que  la 
redacción  del  proyecto  hubiera  padecido  nada  por 
haber  determinado  si  el  Jurado  podria  apreciar  la 
concurrencia  de  las  circunstancias  modificativas  del 
delito.  ¿Es  que  concedéis  al  Jurado  facultad  para  apre- 
ciar las  circunstancias  eximentes,  atenuantes  ó agra- 
vantes consignadas  en  el  Código?  Yo  estaré  conforme 
con  vosotros;  pero  no  me  parece  que  debe  dejarse  esto 
sin  una  explicación  para  que  se  pueda  saber  en  qué 
forma  y manera  ha  de  apreciar  el  Jurado  las  circuns- 
tancias que  eximen,  agravan  ó atenúan  la  responsa- 
bilidad criminal. 

Hecha  esta  observación  al  art.  2.°,  tengo  que  pe- 
dir algunas  aclaraciones  referentes  al  art.  4.°,  ó sea, 
sobre  la  competencia  del  Tribunal  del  Jurado.  Ya  lo 
decia  el  Sr.  Maura  en  su  elocuentísimo  discurso  la 
otra  tarde  contestando  al  Sr.  Silvela;  la  Comisión  no 
ha  tenido  criterio  lijo  de  ninguna  clase,  al  determinar 
los  delitos  que  compelen  al  conocimiento  del  Jurado. 
No  habéis  tenido  el  criterio  de  la  pena;  no  habéis  te- 
nido el  criterio  de  la  gravedad,  ni  el  criterio  de  las 
circunstancias  que  concurren  en  el  delito  por  su  ín- 
dole y naturaleza,  porque  vosotros  al  mismo  tiempo 
que  dais  ai  Jurado  competencia  en  los  delitos  de  trai- 
ción, de  atentado  contra  las  Cortes  y contra  la  forma 
de  gobierno,  no  se  la  dais  para  que  conozca  en  los  de 
lesa  majestad.  Decia  el  Sr.  Maura,  y yo  me  complaz- 
co en  haberlo  oido,  que  no  se  la  dais,  no  por  temor, 
sino  por  consideración  á los  conservadores,  conside- 
ración que  ya  puede  apreciar  el  Sr.  Maura  por  los 
discursos  pronunciados  por  los  gres.  Pidal  é Isasa, 
cómo  se  la  han  agradecido. 

Pero  es  que  ai  exceptuar  del  Jurado  los  delitos  de 
lesa  majestad,  no  solamente  sois  inconsecuentes,  sino 
que,  además,  vais  contra  el  principio  del  Jurado,  por- 
que os  dicen  y os  dicen  muy  bien:  ¿Es  que  creeis  que 
el  Jurado  no  ha  de  responder  á esta  clase  de  delitos? 
Pues  entonces  creéis  que  es  malo.  ¿Es  que  creeis  que 
ha  de  responder  á esta  clase  de  delitos?  Pues  enton- 
ces concededle  competencia  para  ello. 

Ya  el  Sr.  Romero  Girón  en  el  proyecto  de  ley  que 
llevó  al  Senado  concedia  al  Jurado  competencia  para 
conocer  de  los  delitos  de  lesa  majestad;  verdad  es  que 
aceptó  una  enmienda  excluyéndolos;  pero  entonces 
hubo  transacción,  y fue  una  transacción  honrosa.  Yo 
comprendería  que  esa  Comisión  hubiera  traído  esos 
delitos  en  el  dictamen  para  transigir  aquí;  pero  no 
que  lo  hayais  hecho  sin  que  nadie  os  lo  haya  pedido. 
Más  consecuente  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
no  daba  competencia  al  Jurado  para  los  delitos  de  alta 
traición,  considerando  que  eran  de  la  misma  natura- 
leza que  los  de  lesa  majestad,  y,  sin  embargo,  vos- 
otros habéis  extendido  esa  competencia  á los  delitos 
de  traición  sin  comprender  que  siendo  de  la  misma 
naturaleza,  debían  ser  eliminados.  Si  queríais  realizar 
la  transacción  debíais  haberla  realizado  aquí  y des- 
pués que  hubiéramos  oido  la  violenta  oposición  (que 
suponíais),  por  parte  de  la  minoría  conservadora  di- 
ciendo que  no  podía  transigir  con  ese  proyecto;  y 
cuando  vosotros  hubiérais  defendido  este  principio 
que  el  Sr.  Maura  aceptaba  la  otra  tarde,  entonces  ha- 
bríais podido  aceptar  una  enmienda  de  la  minoría  con 
servadora,que  os  lo  hubiera  agradecido,  porque  ahora 


ni  os  lo  agradece,  ni  se  enmienda,  y os  hará  la  opo- 
sición más  ruda,  porque  ya  la  veis  que  se  prepara  á 
discutir  todos  los  artículos  de  esLe  proyecto  de  ley. 

Habéis  establecido  la  competencia  sin  regla  lija 
ninguna,  ai  acaso,  así  lo  declaraba  el  digno  señor  pro. 
sideuLe  de  la  Comisión;  no  de  otro  modo  se  compren- 
de que  el  Jurado  sea  competente  para  los  delitos  de 
rebelión  y sedición,  y no  lo  sea  para  ios  delitos  elec- 
torales. ¿Es  que  creeis  que  el  Jurado  es  competente 
para  los  delitos  políticos?  Pues  habéis  debido  decla- 
rarle competente  para  los  electorales,  que  son  delitos 
políticos,  cuando,  señores,  y ciñéndome  á estos  delitos 
electorales,  está  ahí  la  estadística  para  demostrar  que 
los  jueces  de  derecho  tienen  una  lenidad  tal  para  per- 
seguir los  delitos  electorales,  que  aquí  donde  se  co- 
meten tantos  son  muy  pocos  los  que  sufren  condena 
por  esta  clase  de  trasgresioues  de  la  ley.  Yo  no  nece- 
sito recordar  en  prueba  de  esto,  que  ya  hace  un  año, 
en  el  acta  del  que  tiene  el  honor  de  dirigir  la  palabra 
ai  Congreso  se  mandó  sacar  tanto  de  culpa  contra  una 
Mesa  electoral  que  había  ejecuLado  ciertos  abusos  de 
esa  clase,  y la  causa  está  todavía  en  sumario,  lo  cual 
prueba  que  los  jueces  de  derecho  para  esta  clase  de 
delitos  no  han  demostrado  el  mismo  celo  que  en  los 
demás  asuntos  de  su  jurisdicción.  Bueno  fuera,  por 
tanto,  llevar  estos  delitos,  que  por  su  número  y su 
clase  nos  tienen  verdaderamente  degradados,  á la  com- 
petencia del  Jurado,  aunque  no  fuera  más  que  como 
prueba  á ver  si  el  Jurado  castigaba  más  severamente 
esas  infracciones  de  la  ley  que  tanto  perjudica  al  sis- 
tema parlamentario. 

I-Iaheis  incluido  también  los  delitos  de  falsifica- 
ción, que  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  no  Lraia 
en  su  proyecto,  y creo  yo  que  si  hay  algunos  delitos 
que  deban  ser  excluidos  de  la  competencia  del  Jurado 
son  los  de  falsificación,  porque  raro  será  el  delito  do 
esta  clase  que  no  deba  sujetarse  á la  prueba. pericial. 
En  los  que  se  refieren  á la  acuñación  de  moneda,  solo 
los  peritos  podrán  determinar  las  aleaciones  y la  fal- 
sificación; y lo  mismo  sucede  en  la  falsificación  de 
documentos  públicos  con  el  cotejo  de  letras.  En  todo 
eso,  verdad  es  que  puede  llegar  á formarse  la  con- 
ciencia del  tribunal;  pero  en  el  caso  de  aceptar  la  in- 
competencia del  Jurado  para  algunos  delitos,  estos  á 
que  me  refiero  venían,  á mi  juicio,  con  bastante  ra- 
zón eliminados  en  el  proyecto  del  Sr.  Ministro. 

Por  regla  general,  en  lo  que  se  refiere  á la  com- 
petencia del  Jurado,  creo  yo  que  ha  debido  la  Comi- 
sión atenerse  á un  criterio  fijo  y determinado,  cual- 
quiera que  él  fuera,  y así  no  se  habría  dado  el  caso 
que  se  ha  dado  de  entregar  al  Jurado  multitud  de 
verdaderos  delitos  correccionales  á la  vez  que  se  sus- 
trae de  su  conocimiento  delitos  de  grande  importan- 
cia. Yo  espero  sobre  esto  las  explicaciones  do  la  Co- 
misión, porque  no  vengo  con  un  ánimo  deliberado  á 
oponerme  al  proyecto,  sino  á hacer  alguna  que  otra 
Observación  que  me  ha  sugerido  su  lectura. 

Son  á mi  juicio  importantísimas  las  variaciones 
que  la  Comisión  introduce  en  el  art.  8.u  del  dictamen 
declarando  obligatoria  la  función  de  jurado  que  el 
proyecto  del  Ministro  declaraba  honorífica,  y en  el 
art.  9.°  referente  á las  condiciones  que  se  exigen 
para  ser  jurado.  En  esta  última  parte,  sobre  todo, 
necesito  llamar  la  atención  déla  Comisión. 

Establecéis  para  ser  jurado  la  condición  de  ser 
mayor  de  30  años,  estar  en  el  pleno  goce  de  los  de- 
rechos civiles  y políticos,  saber  leer  y escribir  y ser 


NÚMEÍIO  81. 


2190 


cabeza  de  familia  y vecino  en  el  término  municipal 
respectivo  con  cuatro  ó más  años  de  residencia  en  el 
mismo.  Claro  es  que  yo  estoy  conforme  con  todo  esto: 
j;i  las  listas  se  formaran  por  un  procedimiento  que  no 
pudiera  caer  de  ninguna  manera  bajo  la  influencia 
del  caciquismo,  este  principio,  que  es  el  verdadera- 
mente democrático,  del  que  se  han  de  derivar  las  cua- 
lidades que  se  requieran  para  ser  jurado,  lo  acepto  yo 
desde  luego;  pero  vosotros  lo  aceptáis  con  toda  su 
amplitud,  y después  sometéis  las  listas  á un  tribunal 
compuesto  del  juez  municipal,  de  los  dos  mayores 
contribuyentes  por  territorial,  del  mayor  contribu- 
yente por  industrial  y del  alcalde,  que  forman  las  pri- 
meras listas,  y en  esto  yo  no  tengo  observación  nin- 
guna qué  hacer;  pero  llega  la  segunda  junta  ó sea  la 
qne  han  de  formar  el  juez  de  instrucción,  cuatro  ma- 
yores contribuyentes  por  territorial  y dos  por  indus- 
trial, ¿y  qué  resulta  de  aquí?  Que  vosotros  realmente 
habéis  lomado  toda  clase  de  precauciones  pava  que 
se  verifique  el  sorteo  definitivo  con  toda  legalidad  é 
independencia;  pero  lo  mismo  han  hecho  todas  las 
leyes  españolas  referentes  á elecciones  y á formación 
de  listas,  y sin  embargo,  todas  ellas  han  sido  falsea- 
das por  la  influencia  del  caciquismo. 

Lo  que  sucederá  será  que  en  la  mayor  parte  do 
los  partidos  judiciales  el  sorteo  no  tendrá  lugar;  se 
designarán  cuatro  amigos  del  que  tenga  influencia 
en  el  partido;  ellos  nombrarán  esa  décima  parte  de 
las  listas,  que  se  compondrá  solo  de  sus  amigos,  y 
por  este  medio,  cuando  las  listas  vayan  á la  tercera 
selección  en  la  Audiencia  de  lo  criminal,  ya  no  ha- 
brá medio  de  salir  del  círculo  de  hierro  trazado  por 
la  primitiva  Comisión  de  caciques.  Os  habéis  visto  en 
la  necesidad  de  aceptar  esto,  ante  la  latitud  que  dais 
á las  condiciones  para  ser  jurado,  y como  compensa- 
ción de  esa  misma  latitud.  (Kl  8r.  Maura  hace  signos 
ligativos.)  Dice  el  Sr.  Maura  que  no;  pues  yo  creo  que 
si  bubiéraís  limitado  el  número  de  los  jurados,  res- 
tringiendo más  las  condiciones,  no  habría  necesidad 
de  llevar  la  primera  lista  á esa  segunda  Junta  local,  y 
so  hubiera  podido  llevarla  desde  luego  al  sorteo  ante 
la  Audiencia,  que  es  lo  que  yo  voy  á proponer. 

No  soy  yo  de  los  que  están  animados  de  un  exa- 
gerado' radicalismo  al  tratarse  de  establecer  el  Jurado; 
conozco  las  circunstancias  de  nuestro  país,  y las  di- 
ficultades con  que  aquí  se  tropieza  para  implantar 
reformas  de  esta  clase,  y sé  que  dejándose  llevar  de 
un  radicalismo  exagerado,  se  corre  desde  luego  el 
peligro  de  que  el  Jurado  desapareciera  en  breve  de 
cutre  nosotros,  y para  mucho  tiempo.  Buscando  una 
fórmula  que  nos  libre  del  peligro  de  que  esa  Junta  á 
que  me  refiero  se  convierta  en  instrumento  de  los  ca- 
ciques y de  las  pasiones  políticas  de  la  localidad,  par- 
tiendo de  la  condición  más  esencial  del  Jurado,  que 
es  su  independencia,  la  no  intervención  del  Poder  pú- 
blico en  el  nombramiento  de  los  jurados,  yo  me  atre- 
vería á proponeros  que  aceptarais  los  principios  es- 
tablecidos en  casi  todos  los  Jurados  que  funcionan  en 
Europa,  ó sean  el  del  censo  y el  de  la  capacidad. 

Estos  principios  informaban  el  proyecto  de  ley  del 
Br.  Romero  Girón,  y,  como  antes  os  lie  dicho,  todas 
las  legislaciones  de  Europa,  excepción  hecha  de  las 
de  Francia  y Alemania,  los  establecen.  Es  verdad  que 
Suecia  y Grecia  no  establecen  el  censo,  pero  es  por- 
que allí  se  concede  el  derecho  de  ser  jurado  á todo  el 
que  tiene  el  derecho  electoral.  Ya  sé  que  de  esta  ma- 
nera se  tendrá  un  número  menor  de  jurados,  pero 


esto  se  podría  evitar  por  el  siguiente  procedimiento. 
Podríais  llevar  esas  listas  de  los  mayores  contribu- 
yentes, formadas  por  las  Delegaciones  de  Hacienda,  y 
las  de  las  capacidades  formadas  por  una  Junta  espe- 
cial, sin  derecho  de  excluir;  podríais  llevarlas  ante  la 
Sala  de  lo  criminal,  y ésta  sortearía  las  listas,  hasta 
que  quedasen  200  ó 250  individuos,  y después  se  ba- 
ria otro  sorteo  hasta  que  quedasen  los  36  que  ha- 
brían de  funcionar  en  cada  partido  judicial.  Claro  es 
que  parece  más  democrático  lo  que  vosotros  propo- 
néis, puesto  que  vosotros  decís  que  todo  el  que  sea 
mayor  de  30  años  y lleve  cuatro  de  residencia  en  la 
localidad,  será  jurado;  pero  hay  que  añadir:  después 
de  que  mía  Junta  compuesta  del  juez  y cuatro  con- 
tribuyentes por  territorial  y dos  por  industrial,  de- 
signados por  la  suerte,  los  elijan  en  votación  la  dé- 
cima parte  del  total  de  las  listas;  y en  esto  observo 
una  deficiencia,  y es  la  siguiente:  que  vosotros  de- 
ciarais que  se  formarán  las  listas,  procurando  que 
estén  representadas  todas  las  localidades;  y yo,  ó no 
entiendo  esto,  ó creo  que  quiere  decir  que  se  pueden 
formar  las  listas  sin  jurados  de  un  pueblo  determi- 
nado; de  donde  resulta  que  esa  Junta  compuesta  de 
seis  contribuyentes  y del  juez  de  instrucción,  puede 
elegir  jurados  de  uno  ó de  dos  pueblos,  con  lo  cual 
quedarán  sin  representación  muchos  de  ellos. 

Por  el  procedimiento  que  os  propongo,  ó sea  ci 
de  exigir  la  contribución  para  ser  jurado,  y no  os  he 
de  decir  en  qué  grado,  y realizándose  un  sorteo  ante 
las  Audiencias,  es  materialmente  imposible,  comple- 
tamente y absolutamente  imposible,  que  pueda  ejer- 
cerse sobre  los  jurados  influencia  de  ninguna  especie. 
De  este  modo  ciaríais  al  Jurado  la  primera  condición 
que  necesita,  que  es  la  independencia,  condición  que 
no  le  dais  por  el  proyecto  que  se  discute.  Ya  sé  que 
se  me  dirá  que  no  es  fácil  que  se  xiongan  de  acuerdo 
seis  mayores  contribuyentes  para  que  no  resulten 
como  jurados  más  que  amigos  suyos.  Esto  se  decía 
cuando  se  discutió  la  ley  electoral  vigente,  que  la  hi- 
cieron hombres  de  todos  los  partidos,  los  cuales  ex- 
ponían que  no  era  fácil  que  se  falsificaran  las  firmas 
de  los  pliegos  de  interventores,  porque  el  que  las  fal- 
sificara se  expondría  á ir  á presidio,  y ya  sabemos 
que  hoy  no  hay  pliego  de  interventores  que  no  vaya 
plagado  de  falsificaciones.  También  se  decía,  cuando 
se  discutió  la  ley  electoral,  que  verificándose  la  elec- 
ción en  un  solo  dia,  no  había  medio  de  que  el  Gobier- 
no pudiera  influir  en  ci  resultado  de  la  votación  en 
algunas  secciones,  y hoy  ya  vemos  que  se  falsean  de 
tal  manera  algunas  elecciones  que  resultan  Diputa- 
dos á los  ocho  ó diez  dias  de  verificada  la  elección, 
los  que  no  resultaban  serlo  antes.  Yo  no  dirijo  por 
esto  censuras  á este  Gobierno,  porque  esto  se  ha  he- 
cho por  todos,  pues  está  en  la  naturaleza  del  país.  Por 
esto  hay  necesidad  de  sustraer  el  nombramiento  de 
jurados  de  esas  Juntas  y Comisiones,  porque  para  mí 
no  ofrecen  ninguna  garantía.  Y como  bay  necesidad 
de  buscar  un  medio  para  que  el  número  de  jurados 
no  sea  tan  excesivo  que  imposibilite  la  marcha  de  los 
tribunales,  yo  os  propongo  el  indicado. 

No  lo  aceptareis;  pero  ya  vereis  cómo  discutimos 
muchas  veces  esto  asunto  en  el  Congreso,  cómo  se 
explanarán  muchas  interpelaciones  al  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  sobre  que  en  el  distrito  A ó B el 
juez  de  instrucción  y los  seis  contribuyentes  no  lian 
nombrado  más  jurados  que  á ios  amigos  del  Sr.  N.  Y 
esto  es  gravísimo,  porque  si  ocurriera  nos  di  l ian  los 
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enemigos  del  Jurado  que  había  sucedido  con  él  lo  que 
ellos  anunciaban,  y nosotros  no  podríamos  levantar- 
nos aquí  a defenderle,  porque  el  Jurado  se  habia  con- 
vertido en  arma  de  partido,  y si  la  influencia  de  par- 
tido en  todo  puede  ser  perjudicial,  donde  no  puede 
soportarse  de  ninguna  manera  es  en  la  administra- 
ción de  justicia. 

La  Comisión  en  esto  se  ha  guiado  por  el  deseo  del 
acierto,  y por  eso  no  le  dirijo  con  estas  observaciones 
censura  de  ninguna  ciase;  al  contrario,  aplaudo  su 
procedimiento,  que  es  mejor  que  el  que  proponía  el 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  con  el  cual  indis- 
pensablemente se  haría  sentir  la  influencia  del  caci- 
quismo; pero  no  nos  hagamos  ilusiones.  ¿Qué  signi- 
fican seis  contribuyentes  en  un  partido  judicial, 
debiendo  ser  presididos  por  el  juez  de  instrucción? 
¿Quiénes  serán  esos  seis  contribuyentes? Los  que  quie- 
ra el  juez  de  instrucción.  Sucederá  en  esto  lo  que  su- 
cede en  la  ley  electoral  con  la  Junta  del  censo.  Siem- 
pre las  forman,  no  los  que  quieren  los  electores,  sino 
los  que  quiere  el  alcalde,  y por  consecuencia  en  mu- 
chos casos  los  que  desea  el  Gobierno  cuando  los  ne- 
cesite. Y esto,  Sres.  Diputados,  se  hace  ó se  dispone 
en  este  país  donde  hemos  llegado  en  esto  de  las  reco- 
mendaciones y las  influencias  á un  grado  á que  no  ha 
llegado  ningún  país  del  mundo.  Yo  no  quiero  ofen- 
der á los  tribunales  de  derecho;  pero  todos  cuando 
nos  Ajamos  en  esto  tenemos  presentes,  no  un  caso, 
sino  dos  ó tres  ó cuatro  de  criminales  absueltos  y de 
inocentes  castigados.  Yo  no  quiero  citar  ninguno, 
pero  creo  que  sin  la  deficiencia  de  nuestros  tribuna- 
les de  derecho  no  habría  tantos  parciales  del  Jurado; 
esta  es  al  ménos  mi  opinión,  y la  razón  más  esencial 
y más  fuerte  para  exigir  el  planteamiento  de  esta  ins- 
titución es  la  situación  verdaderamente  anómala  en 
que  se  encuentra  en  España  la  administración  de  jus- 

Por  eso  hay  que  reflexionar  mucho  sobre  esto;  por 
eso  llamo  sobre  ello  la  atención  de  la  Cámara,  á fin 
<le  que  no  suceda  con  el  Jurado  algo  de  lo  que  suce- 
de con  los  tribunales  de  derecho,  pues  lo  primero  que 
suele  preguntarse  cuando  hay  algún  asunto  pendiente 
en  alguna  Audiencia,  es,  de  quién  es  aquella  Audien- 
cia. Y esto  no  es  dirigir  censura  do  ninguna  clase  á 
los  Ministros  de  Gracia  y Justicia,  es  que  habiendo 
de  dar  algo  á la  política,  se  le  da  todo  y se  le  quita 
á la  justicia. 

Otra  cuestión  verdaderamente  importante  es  la 
que  se  refiere  al  punto  en  que  ha  de  funcionar  el  tri 
bunal,  y esto  ya  lo  hemos  practicado,  cuando  se  plan- 
teó la  ley  de  1872.  Una  de  las  críticas  más  fuertes 
que  se  hacen  del  Jurado,  es  la  de  que  es  un  tribunal 
ambulante.  Yo  no  comprendo  que  esto  se  diga,  en 
primer  lugar,  porque  una  institución  no  se  desacre- 
dita porque  viajen  los  individuos  que  la  constituyen, 
y en  segundo  término,  porque  es  conveniente  que  ei 
tribunal  se  acerque  al  sitio  en  que  se  ha  cometido  el 
delito,  para  castigarle.  Se  ha  llamado  también  á los 
jurados  jueces  trashumantes,  y se  ha  dicho  que  por 
la  falta  de  medios  de  comunicación  y por  las  condi- 
ciones de  algunos  de  nuestros  pueblos,  los  jurados  y 
los  magistrados  no  podían  viajar  ni  alojarse  con  el 
decoro  y la  dignidad  que  á su  cargo  correspondía. 

Sobre  esto  yo  apelaría  á los  dignísimos  magistra- 
dos que  salieron  á los  pueblos  á presidir  el  Jurado, 
y alguno  de  ellos  se  sienta  en  esta  Cámara,  para  que 
me  dijeran  si  no  les  guardaron  siempre  las  mayores 
consideraciones  en  todas  partes. 


Una  de  las  necesidades  más  apremiantes  es  que 
el  tribunal  se  constituya  en  un  sitio  próximo  á aquel 
en  que  el  delito  se  ha  cometido.  Ya  sé  que  la  Comi- 
sión con  el  deseo  de  que  esto  se  realice,  ha  hecho  una 
reforma  al  proyecto  del  Ministro  estableciendo  que  el 
tribunal  se  constituyera  donde  las  circunstancias  lo 
permitan,  debiendo  buscarse  la  proximidad  al  sitio 
del  delito;  pero  la  Comisión  no  ha  aceptado  este  prin- 
cipio con  aquella  valentía  que  yo  hubiera  deseado,  y 
lo  siento.  Me  parece  que  me  da  á entender  el  señor 
Maura  que  también  S.  S.  lo  siente,  y si  es  así,  yo  ie 
pregunto:  ¿qué  inconveniente  hay  en  establecer  esto 
de  una  manera  más  resuelta?  Yo  considero,  señor 
Maura,  que  esto  es  muy  esencial,  porque  si  el  tribu- 
nal se  establece  como  se  ha  establecido  ei  juicio  oral 
(y  por  cierto  que  también  se  nos  dijo  que  no  irían  á 
declarar  los  Lestigos,  y todos  vemos  que  van);  si  se  es- 
tablece, digo,  como  el  juicio  oral,  á bastante  distancia 
del  punto  donde  el  delito  se  cometió,  será  segura- 
mente un  gran  inconveniente.  Para  ello  será  necesa- 
rio sacrificar  alguna  partida  del  presupuesto  de  Gra- 
cia y Justicia:  primero,  para  no  incurrir  en  las  criti- 
cas que  se  hicieron  al  J urado  anterior  sobre  los  ma- 
gistrados ambulantes,  y segundo,  para  pagar  las 
dietas. 

A este  efecto  podría  establecerse  que  cuando  el 
delito  se  hubiera  cometido  en  un  pueblo  en  que  pu- 
diera suponerse,  tomando  por  base  ei  número  de  ve- 
cinos, que  sería  fácil  instalar  allí  el  Jurado,  se  insta- 
lara con  efecto  en  ese  pueblo,  y que  únicamente  fal- 
tando osa  condición  se  llevara  á otro  punto  distinto; 
pero  esto  como  excepción. 

Tengo  también  que  hacer  alguna  observación  so- 
bre el  párrafo  2.°  del  art.  69,  que  dice  así:  «Si  álguieu 
manifestase  que  hace  suya  la  acusación  y tuviese 
para  ello  capacidad,  según  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal,  será  en  el  acLo  tenido  por  parte  como  tai 
acusador,  y podrá  ser  representado  y deténdido  en 
los  trámites  ulteriores  del  juicio,  continuando  este,  en 
todo  caso,  sin  interrupción  ni  retroceso.»  Yo  prefe- 
riría, señores,  que  esLe  párrafo  desapareciese,  porque 
eso  de  que  ei  presidente  pregunte  si  hay  álguien  que 
quiera  sostener  la  acusación,  no  me  parece  conforme 
con  los  buenos  principios.  Cuando  la  parLe  acusadora 
no  se  presen  La,  debe  sobreseerse  sin  necesidad  de  que 
el  presidente  haga  esa  pregunLa  lo  mismo  que  si  se 
tratara  de  una  subasta.  No  sé  qué  razón  habrá  tenido 
la  Comisión  para  introducir  esLe  párrafo,  que  si  no 
estoy  equivocado  no  ha  venido  en  el  proyecto  del  Mi- 
nistro. Si  á ello  han  contribuido  las  ideas  del  Sr.  Isasa 
en  su  oposición  ai  principio  acusatorio,  considero  que 
podrían  haberse  encontrado  otros  medios  mas  efi- 
caces. 

Bien  es  verdad  que  hoy  so  encuentra  en  el  Minis- 
terio público  la  defensa  de  la  sociedad,  y por  eso  de- 
berían exigirse  ciertas  condiciones  al  Ministerio  pú- 
blico; y en  mi  opinión  en  la  reforma  de  la  ley  orgánica 
que  va,  á presentar  ei  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia deben  exigirse  para  es  Los  cargos  relevantes  cuali- 
dades y pagarlos  bien;  porque  si  no,  los  que  tengan 
esas  condiciones,  no  querrán  ser  fiscales  y se  dedica- 
rán á otra  cosa;  y además  entiendo  que  deben  resta- 
blecerse los  antiguos  fiscales  para  que  intervengan 
en  el  sumario.  Yo  estoy  en  esto  de  acuerdo  con  las 
opiniones  expuestas  por  el  Sr.  Tsasa:  estoy  porque  se 
restablezcan  ios  antiguos  fiscales  de  los  Juzgados  de 
instrucción  para  que  sea  más  efectiva  la  representa- 
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cion  del  Poder  público  en  el  sumario  y que  llegaran 
estos  sumarios  al  Jurado  con  más  medios  de  prueba. 

¡lechas  estas  observaciones,  tengo  también  que 
ocuparme  de  las  deposiciones  por  virtud  de  las  cua- 
les se  conceden  al  Gobierno  facultades  para  suspender 
el  Jurado  en  una  ó varias  provincias  y en  todas  ellas 
siempre  que  sea  conforme  á lo  que  establece  el  ar- 
ticulo 17  de  la  Constitución  sobre  la  suspensión  de 
garantías.  Si. el  partido  conservador,  único  enemigo 
que  tiene  el  Jurado,  fuera  un  partido  conservador 
como  son  los  demás  partidos  conservadores  de  Euro- 
pa, no  vería  inconveniente  alguno  en  sostener  estos 
artículos;  pero,  señores,  temo  mucho  que  cuando  el 
partido  conservador  ocupe  el  poder,  haga  uso  de  esta 
autorización,  suspendiendo  el  Jurado,  trayendo  un 
proyecto  de  ley  suspendiendo  las  garantías  constitu- 
cionales, cosa  á que  son  muy  aficionados  los  conser- 
vadores de  España.  Esta  es,  pues,  una  facultad  en  mi 
opinión  demasiado  lata,  que  concedéis  á los  Gobier- 
nos que  puedan  reemplazaros.  Convendría  limitarla 
más,  si  no  anularla  por  completo;  porque  la  ley  del 
Jurado  es  muy  posible  que  no  seáis  vosotros  los  en- 
cargados de  plantearla,  y pudiera  ocurrir  que  fuera 
el  partido  conservador,  y entonces  diría:  «¿Lo  estáis 
viendo?  Es  una  ley  imposible;  vamos  á hacer  uso  de 
la  facultad  que  uos  concedéis  y á suspenderla.)) 

Es  preciso,  por  tanto,  prevenirnos  contra  esto, 
porque  los  liberales  no  se  previenen  casi  nunca  con- 
tra los  conservadores.  Así  ocurre  que,  como  el  parti- 
do liberal  no  hace  leyes  que  sean  la  encarnación  de 
su  programa  político,  el  partido  conservador  no  ne- 
cesita hacer  nada  cuando  ocupa  el  poder,  porque 
ninguna  ley  se  encuentra  que  le  impida  practicar 
sus  procedimientos  de  gobierno.  Y considero  que  lo 
que  el  partido  liberal  debe  hacer,  es  cumplir  con  su 
programa,  plantear  cada  una  de  las  reformas  que 
considere  necesarias,  y si  luego  viene  el  partido  con- 
servador, no  le  será  tan  fácil  suspenderlas  todas,  no 
le  será  tan  fácil  suprimir  por  completo  todos  los  de- 
rechos que  se  hayan  concedido,  y si  lo  hace,  ya  ve- 
réis cómo  no  lo  pasa  bien.  Así  es,  que  llamo  la  aten- 
ción sobre  esta  facultad  casi  discrecional,  porque  la 
exigencia  que  teneis  de  que  para  suspender  el  Jurado 
en  toda  España  haya  que  suspender  las  garantías 
constitucionales,  eso  para  ios  partidos  liberales  podrá 
ser  una  verdadera  dificultad,  pero  para  el  partido 
conservador  no  lo  es,  porque  suspendería  las  garan- 
das con  tal  do  suspender  el  Jurado. 

Ya  veis,  Sres.  Diputados,  que  no  venia  con  áni- 
mo de  combatir;  antes  ai  contrario,  he  defendido  el 
Jurado,  y si  no  be  podido  hacerlo  con  la  elocuencia 
y con  los  medios  con  que  lo  han  hecho  los  individuos 
de  la  Comisión,  he  hecho  por  mi  parte  cuantas  ob- 
servaciones lie  creído  precisas  para  la  defensa  de 
esta  institución. 

Os  he  llamado  la  atención  sobre  puntos  que  con- 
sidero esenciales  unos,  y accidentales  otros:  no  sé  si 
vosotros  apreciareis  en  la  medida  de  mi  deseo  las  ob- 
servaciones que  he  Lecho  al  proyecto,  y si  las  toma- 
reis en  cuenta.  No  ha  sido  mi  ánimo  retardar  la  dis- 
cusión de  esta  ley,  y por  eso  en  vez  de  presentar  en- 
miendas á los  artículos  sobre  los  cuales  he  llamado 
la  atención,  he  procurado  por  medio  de  una  enmien- 
da, y contando  con  la  benevolencia  de  la  Mesa,  dirigir 
estas  observaciones.  Si  las  aceptáis,  yo  creo  que  ha- 
brá ganado  mucho  el  proyecto,  aunque  os  parezca 
inmodesto;  y si  no  las  aceptáis,  no  por  eso  dejaré  de 


apoyar  este  proyecto,  y de  desear  que  esta  institu- 
ción se  practique  pronto  y sea  próspera  y feliz,  á fui 
de  que  sea  un  hecho  en  España  la  administración  de 
justicia.  He  dicho. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  8. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  Señores  Diputados,  el  dis- 
curso del  Sr.  Montüla  puede  dividirse  eu  dos  partes: 
una  dedicada  á consideraciones  políticas,  y otra,  en 
la  cual  8.  S.,  más  que  á combatir  el  Jurado,  se  ha 
limitado  á hacer  algunas  observaciones  respecto  de 
determinados  artículos  del  proyecto. 

En  cuanto  á la  primera  parte,  poco  tiene  que  de- 
cir el  individuo  de  la  Comisión;  hada  tiene  que  ver 
con  el  proyecto  que  se  discute,  y solo  se  reitere  á la 
política  general  del  Gobierno,  envolviendo  en  ella 
otras  cuestiones  y otras  reformas  que  tío  son  la  que 
hoy  ocupa  la  atención  de  la  Cámara.  No  obstante  esto, 
conviene  recoger  algunas  de  sus  observaciones,  por- 
que no  se  refieren  solo  á la  responsabilidad  que  haya 
podido  contraer  el  Gobierno  retrasando  la  presenta- 
ción de  proyectos,  sino  que  tienen  también  así  como 
un  dejo  de  censura  respecto  de  tendencias  distintas 
(le  esta  mayoría,  de  divisiones  que  solo  ve  el  Sr.  Mon- 
tilla,  entre  los  individuos  que  forman  la  mayoría  de 
la  Cámara.  Cumple  á la  Comisión  tomar  nota  de  la 
primera  manifestación  del  Sr.  Montilla,  y la  primer 
manifestación  que  lia  hecho  S.  S.  viene  á demostrar 
una  cosa  que  es  una  satisfacción,  no  para  el  amor 
propio  de  los  individuos  que  forman  la  mayoría  y que 
forman  la  Comisión,  sino  una  verdadera  satisfacción 
de  órden  político. 

El  Sr.  Montilla,  al  hablar  en  nombre  de  sus  ami- 
gos, no  ha  podido  ménos  de  rendirse  ante  la  eviden- 
cia de  los  hechos,  y ha  tenido  que  venir  á declarar 
que  esa  minoría,  que  eso  partido  de  que  forma  parte, 
cuya  representación  lleva  esta  tarde  en  la  discusión, 
y que  la  ha  llevado,  no  ya  con  basLante,  sino  con  ver- 
dadero acierto,  que  ese  partido  declara  desde  luego 
que  admite  el  principio  del  Jurado. 

Es  decir,  que  admite  el  proyecto,  que  admite  la 
reforma,  que  es  un  compromiso  contraído  por  el  Go- 
bierno y que  se  cumple,  y en  ese  concepto  viene  á 
declarar  de  una  manera  explícita  la  sinceridad  del 
partido  liberal.  Pero  ya  que  no  hay  diferencias  esen- 
ciales de  doctrina,  ya  que  en  los  principios  funda- 
mentales, vosotros  y nosotros  estamos  de  acuerdo, 
hay  que  mantener,  siquiera  como  pretexto,  algún  pun- 
to de  división,  y para  eso,  no  pndiendo  entrar  en  el 
punto  concreto  que  se  debate,  vais  á buscar  los  mo- 
lí vos  de  vuestra  oposición  en  el  compromiso  de  la  ley 
de  garantías,  en  la  pereza  con  que  sigue  la  discusión 
de  las  reformas  presentadas  en  la  otra  Cámara,  en  la 
necesidad  de  entrar  resueltamente  en  ose  camino  de 
reformas. 

La  ley  de  garantías.  ¿Qué  más  cumplimiento  que 
desenvolverla  en  proyectos  de  ley?  Ilabia  dos  cami- 
nos: ó traer  esos  principios  vagos  contenidos  en  las 
fórmulas  que  abraza  la  ley  de  garantías,  ó traer  desde 
luego  los  proyectos  que  esa  misma  ley  comprende;  y 
tal  es  la  sinceridad  del  Gobierno  y del  partido  liberal, 
que  ha  preferido  el  último,  porque  es  más  práctico  y 
mejor  traer  la  ley  que  traer  la  promesa. 

Ausencias  y actitudes  han  servido  ai  Sr.  Montilla 
para  querer  así  como  dar  á entender  que  existían  di- 
ferencias dentro  de  esta  misma  mayoría  y divergen- 
cias de  criterio  respecto  del  proyecto  que  se  discute* 
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Para  ello  no  ha  encontrado  otro  argumento  que  em- 
plear, sino  la  ausencia  de  estos  debates  del  Sr.  Mon- 
tero Ríos.  En  primer  término,  la  conformidad  del  se- 
ñor Montero  Ríos  es  de  tal  naturaleza,  que  la  declaró 
explícitamente  en  el  seno  de  la  Comisión  la  misma 
noche  en  que  la  honró  con  sus  observaciones.  Allí  ma- 
nifestó de  una  manera  franca  y leal  que  aceptaba  el 
proyecto,  que  estaba  conforme  con  él,  y que  podia 
contar  con  el  amparó  grande  de  su  influencia  política, 
y además  con  toda  su  adhesión  personal  que  es  bas- 
tante y de  grandísima  importancia  cuando  de  refor- 
mas de  esta  clase  se  trata. 

¡La  ausencia  del  Sr.  Montero  Ríos!  ¡Ahí  Si  en  esas 
ausencias  se  pudieran  fundar  motivos  de  divergencias, 
si  esta  Comisión  viniera  aquí  á recoger  observaciones 
para  traerlas  al  debate,  ¿qué  diría  si  se  viera  que 
desde  que  ha  empezado  la  discusión  del  proyecto  de 
ley  del  Jurado,  vuestros  nuevos  amigos  los  conser- 
vadores de  ayer  os  abandonan,  y el  jefe  de  esos  vues- 
tros nuevos  amigos  se  retira  al  Aventino  como  no 
queriendo  con  su  presencia  autorizar  vuestra  confor- 
midad con  el  proyecto?  Vosotros  los  que  verdadera- 
mente formasteis  desde  un  principio  en  los  partidos 
liberales,  los  que  estáis  de  todo  corazón  con  el  pro- 
yecto, sois  los  que  venís  aquí,  no  para  censurarlo,  sino 
para  ayudar  á esta  misma  Comisión,  para  que  el  pro- 
yecto lleve  la  autoridad  de  todas  las  fuerzas  políticas 
de  la  Cámara;  pero  á los  otros  los  miramos  lejos,  y 
vemos  fuera  de  la  discusión  á los  pocos  que  han  que- 
dado, y que  pudieran  estar  presenciando  vuestros  de- 
bates. 

Otra  suposición  del  Sr.  Montilla,  que  es  comple- 
tamente gratuita,  la  de  que  la  Comisión  se  ha  mani- 
festado contraria  á la  ley  del  Sr.  Montero  ltios  de 
1872.  Nada  de  eso:  los  principios  que  informaban 
aquella  ley  son  los  principios  que  informan  esté  pro- 
yecto; las  tendencias  á que  obedecía  aquella  ley,  son 
las  tendencias  á que  ésta  obedece;  los  propósitos  que 
aquella  ley  perseguía,  son  los  mismos  propósitos  que 
ésta  persigue.  ¿Qué  tienen  que  ver  algunas  diferen- 
cias de  detalle,  limaduras  que  obliga  á hacer  la  prác- 
tica para  la  perfección,  cuando  se  está  conforme  en 
los  principios  fundamentales  que  inspiran  una  re- 
forma? 

Dentro  de  este  proyecto  y dentro  de  esta  discu- 
sión, ha  considerado  el  Sr.  Montilla  como  un  peligro 
la  actitud  de  la  minoría  conservadora;  y sus  temores 
respecto  del  proyecto,  no  nacen  del  proyecto  en  sí,  ni 
de  la  actitud  de  la  Cámara,  ni  siquiera  del  buen  deseo 
con  que  la  minoría  á que  pertenece  el  Sr.  Montilla 
nos  ayuda;  nace  de  la  actitud  del  partido  conservador. 
¿ V qué  tiene  que  ver  para  nosotros,  ni  tampoco  para  vos- 
otros, en  cuestiones  de  doctrina,  la  actitud  del  partido 
conservador? Pues  si  fuera  esa  actitud  la  que  decidiera 
en  todas  las  cuestiones  que  se  ventilan  en  la  Cámara  y 
de  lodas  las  reformas  que  obedecen  á principios  libera- 
les, entonces,  ¿qué  misión  sería  la  nuestra  en  el  órden 
político?  Nosotros,  con  el  partido  conservador  y con 
totlos  los  partidos  monárquicos,  no  tenemos  más  que 
un  punto  común,  un  punto  dé  acuerdo,  que  son  los 
principios  fundamentales  del  régimen  constitucional; 
pero  en  cuestión  de  los  demás  principios,  cada  uno 
tiene  los  suyos;  el  partido  conservador  oponiendo  su 
política  á nuestra  política;  el  partido  conservador 
oponiendo  resistencia,  y nosotros  estableciendo  la  to- 
lerancia, oponiendo  á las  suspicacias  del  partido  con- 
servador la  confianza  que  nosotros  tenemos  en  el  país 


y en  los  procedimientos  de  gobierno  del  partido  li- 
beral. 

Pero  ¿qué  temores  son  esos,  Sr.  Montilla,  si  hasla 
las  disidencias  ó discrepancias  que  veia  S.  S.  coa  el 
deseo  que  siempre  tieue  de  ver  estas  cosas,  han  venido 
á desaparecer  por  confesión  propia  de  S.  S.  en  cuanto 
se  ha  presentado  á discusión  este  proyecto;  si  todas 
las  fuerzas  de  la  mayoría  se  han  concentrado,  si  hasta 
S.  S.  y sus  amigos  le  prestan  su  aquiescencia?  ¿Qué 
temor  puede  inspirar  las  actitudes  del  partido  con- 
servador, si  este  es  un  proyecto  que,  según  declara- 
ción de  S.  S.,  vivifica  nuestra  política  y la  sostiene? 

Después  el  Sr.  Montilla  (y  esta  es  ya  cuestión  de 
moda  en  estos  debates),  dirigió  algunas  censuras  al 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  por  su  significación 
y representación,  por  si  prefería  traer  otros  proyectos 
antes  que  éste,  y porque  no  ha  impreso  toda  la  acti- 
vidad que  fuera  necesaria  á las  tareas  parlamentarias 
del  Senado  con  objeto  de  que  se  discutiese  la  ley  or- 
gánica del  Poder  judicial.  Esto  no  es  nuevo,  es  cues- 
tión de  moda;  pero  podemos  decirle  al  Sr.  Montilla, 
que  cuando  el  Senado  se  estaba  ocupando  en  discutir 
las  bases  para  el  Código  penal,  reforma  necesaria  y 
que  hay  que  acometer,  la  Comisión  en  el  Congreso  se 
estaba  ocupando  en  el  dictamen  sobre  el  Jurado,  y 
antes  que  vinieran  discutidas  esas  bases,  sóbrela  mesa 
estaba  el  dictámen  de  la  Comisión  del  Jurado.  Ade- 
más, el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  en  diferen- 
tes ocasiones  estimuló,  si  hubiera  habido  necesidad  de 
estimular,  á la  Comisión,  para  que  cuanto  antes  diera 
dictámen,  y hasta  hubo  momentos  en  que,  tanto  por 
parte  del  Gobierno  como  por  parte  de  la  Comisión,  se 
creyó  que  debía  haberse  empezado  á discutir  mucho 
antes  de  lo  que  ha  empezado  á discutirse. 

Por  último,  ha  terminado  sus  consideraciones  po- 
líticas el  Sr.  Montilla,  diciendo  que  la  Comisión  no 
está  de  acuerdo  con  el  Ministro,  porque  el  proyecto 
del  Ministro  no  es  ni  con  mucho  el  dictámen  de  la 
Comisión.  Parece,  decía  S.  S.,  que  el  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  está  condenado  á que  los  proyectos 
que  trae  alas  Cámaras  se  reformen,  de  tal  modo,  que 
ni  él  mismo  los  conoce  cuando  se  ponen  á discusión. 
Pues  á la  Comisión  le  cumple  hacer  una  declaración 
leal  y explícita.  Con  verdadero  deseo  de  acierto,  en 
una  reforma  que  es  tan  sustancial  en  la  vida  y en  ios 
organismos  judiciales  del  país;  teniendo  en  cuéntalo 
que  vale  y representa,  la  Comisión  ha  oido  A todos 
los  que  con  sus  consejos  han  venido  á ilustrarla,  ha 
dedicado  una  atención  constante  al  estudio  de  esta 
reforma;  pero  hay  que  tener  presente  que  ninguna 
advertencia  de  las  qüe  se  han  hecho  ha  merecido  la 
más  ligera  oposición  por  parte  del  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia:  el  Sr.  Ministro  y la  Comisión  han 
ido  en  completo  acuerdo  en  la  redacción  del  dictámen. 

Y dicho  esto,  por  lo  que  se  refiere  á la  parte  po- 
lítica, voy  á hacerme  cargo  de  las  observaciones  que 
A determinados  artículos  del  proyecto  ha  hecho  mi 
amigo  el  Sr.  Montilla. 

Dice  S.  S.  que  tenía  que  hacer  una  respecto  del 
art.  2.°,  que  es  aquel  en  que  se  marca  que  el  durado 
conocerá  del  hecho,  dejándose  la  aplicación  del  de- 
recho al  conocimiento  de  los  magistrados,  y sobre 
este  particular  le  lian  asaltado  al  Sr.  Montilla  gran- 
des dudas. 

En  nuestro  concepto,  ó al  menos  en  el  mió,  esas 
dudas  no  tienen  fundamento  alguno,  pues  está  bien 
clara  la  división  entre  el  hecho  y el  derecho,  y ade- 
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más  esa  división  se  amolda  á cuanto  en  materia  de 
Jurado  existe  hoy  establecido  en  las  Naciones  donde 
esa  institución  tiene  ya  el  carácter  de  arraigada;  y 
respecto  de  la  cuestión  de  los  hechos,  claro  está  que 
no  se  comprenden  solo  las  circunstancias  8.a  y 9.a 
á que  se  referia  S.  S.  del  art.  8.°,  sino  que  se  com- 
prenden también  todos  los  casos  análogos;  es  decir, 
que  respecto  de  los  hechos  análogos  á los  compren- 
didos en  ese  mismo  artículo,  y sujetos  á la  aprecia- 
ción de  eso  que  cae  bajo  la  conciencia  pública  del 
Jurado,  no  solo  se  refiere  el  artículo  á los  números 
taxativos  de  la  ley,  sino  á cuanto  tiene  analogía  con 
lo  que  ese  mismo  precepto  legal  establece. 

Otra  de  las  grandes  ext rahezas  del  Sr.  Mon  tilla, 
donde  ha  visto  8.  S.  cierto  temor  de  la  Comisión  ó 
algo  así  como  rendir  demasiado  respeto  á la  minoría 
conservadora,  que  no  lo  ha  tenido  en  cuenta,  ha  sido 
en  excluir  del  conocimiento  del  Jurado  los  delitos  de 
lesa  majestad  mientras  coloca  bajo  la  competencia 
del  Jurado  el  delito  de  traición. 

Respecto  de  esto  habió  con  claridad  y con  la  elo- 
cuencia que  le  es  propia  el  digno  presidente  de  la 
Comisión  al  contestar  al  Sr.  Silvcla;  pero,  Sr.  Monti- 
11a,  ¿qué  desconfianza  habia  de  tener  la  Comisión  para 
entregar  los  delitos  de  lesa  majestad  al  conocimiento 
del  Jurado?  ¿Podia  ser  una  desconfianza  de  carácter 
político  cuando  ha  entregado  al  Jurado  otros  delitos 
que  tienen  una  verdadera  importancia  en  la  vida  del 
Estado?  ¿Podria  ser  una  desconfianza  de  otro  órden? 
No  es  posible,  cuando  la  Comisión  ha  entregado  al 
Jurado,  no  solo  la  vida  de  los  ciudadanos,  sino  la  vida 
y la  honra  de  los  hijos  y de  las  mujeres  de  esos  ciu- 
dadanos. 

No;  la  Comisión  ha  tenido  que  obrar  con  un  gran 
sentido  político.  No  venimos  aquí  á legislar  solo  para 
el  partido  liberal  y para  S.  S.,  que  acepta  la  ley  que 
discutimos;  es  que  hay  necesidad  de  tener  en  cuenta 
muchas  compensaciones;  es  que  hay  que  amoldar  la 
ley  á todos  los  organismos  políticos  que  forman  la 
organización  constitucional  del  país,  y la  Comisión 
no  ha  querido  provocar  cou  este  debate  de  efecto  que 
aquí  ha  habido,  otro  debate  más  importante  con  la 
minoría  conservadora. 

Esta  es  la  única  razón  que  ha  habido,  no  la  des- 
confianza; que  la  Comisión  tiene  confianza  completa 
en  la  nueva  organización  judicial. 

Delitos  electorales.  Este  es  otro  de  los  puntos  que 
han  sido  motivo  de  estrañeza  para  el  Sr.  Montilla,  y 
precisamente  la  Comisión  cree  que  al  excluir  del  co- 
nocimiento del  Jurado  los  delitos  electorales  respeta 
la  opinión  nacida  de  un  criterio  liberal  en  que  se 
inspiran  los  verdaderos  hombres  políticos.  No  es  po- 
sible ocultarlo,  porque  no  se  pueden  ocultar  los  ma- 
les que  se  muestran  en  la  superficie;  pero  el  mismo 
Sr.  Montilla  y otros  muchos  individuos  de  los  distin- 
tos lados  de  la  Cámara  han  tenido  que  confesar  la  si- 
tuación verdaderamente  lamentable  en  que  so  en- 
cuentra el  cuerpo  electoral,  las  pasiones  que  dentro 
de  las  pequeñas  localidades  vienen  á sobreponerse  á 
las  más  grandes  afecciones  y á colocar  como  un  es- 
tigma sobre  los  Gobiernos;  y la  Comisión  ha  tenido 
en  cuenta  que  allí  donde  en  cuestiones  de  esta  clase 
se  obra,  más  por  estímulos  personales  que  por  la  re- 
presentación política,  no  conviene  entregar  al  Jurado 
los  delitos  electorales,  porque  podria  darse  el  caso  de 
absolver  siempre  que  fueran  amigos  políticos  del  reo 
los  que  formaran  el  Jurado,  y do  aumentar  la  pena 


siempre  que  el  reo  cayera  bajo  la  acción  de  un  Jura- 
do contrario. 

Así,  pues,  con  objeto  de  apartar  más  á esta  insti- 
tución de  las  pasiones  de  localidad,  la  Comisión  ha 
creído  que  debe  entregarse  á los  jueces  el  conoci- 
miento de  los  delitos  electorales,  no  porque  los  jue- 
ces sean  perfectos,  porque  no  hay  nada  perfecto  en  lo 
humano,  sino  porque  se  supone  que  están  más  sepa- 
rados de  esos  odios,  de  esos  rencores  y de  esas  pa- 
siones. 

Decía  el  Sr.  Montilla:  ¿Cómo  se  entregan  al  Jurado 
los  delitos  de  rebelión,  de  sedición  y de  traición,  y no 
se  entregan  otros  cuando  son  tan  graves?  Se  explica 
esto,  Sr.  Montilla.  Respecto  de  los  delitos  de  traición, 
no  habrá  Jurado  que  no  llegue  hasta  el  último  límite 
para  castigar  al  que  haya  cometido  uno  de  esos  deli- 
tos. Pero  existe  otra  razón  más;  es  que  no  debemos 
estar  gastando  lastimosamente  el  tiempo,  porque  los 
delitos  de  traición,  de  rebelión  y de  sedición,  cuando 
tienen  carácter  grave,  se  rigen  por  leyes  especiales, 
caen  bajo  el  dominio  de  otro  fuero  distinto  del  ordi- 
nario. ¿A  qué  habíamos  de  gastar  el  tiempo  en  excluir 
delitos  y más  delitos  cuando  en  realidad  están  exclui- 
dos por  las  mismas  leyes  especiales  que  atraen  á otros 
tribunales  el  conocimiento  de  esos  delitos? 

Después  de  tratar  esta  cuestión  de  competencia, 
el  Sr.  Montilla  trató  de  las  condiciones  que  se  esta- 
blecen para  ser  jurado,  y de  la  manera  de  formarse 
las  listas  y realizarse  la  selección.  En  esta  parte  es 
donde  más  se  ha  detenido  S.  S.,  creyendo  que  aquí 
verdaderamente  es  donde  estaba  el  falseamiento  posi- 
ble de  la  institución. 

La  Comisión  ha  rodeado  esta  parte  del  proyecto  de 
garantías  superiores  á las  que  existen  en  cualquiera 
legislación  de  otros  países  donde  funciona  el  Jurado; 
y entre  las  condiciones  exigibles  para  poder  desem- 
peñar esa  función,  no  ha  tenido  en  cuenta  el  censo 
por  una  razón  muy  sencilla,  porque  el  censo,  dado  el 
criterio  y dados  los  compromisos  del  partido  liberal, 
tiene  que  ser  reformado  y ampliado  profundamente. 
En  ésta  inteligencia,  la  Comisión  no  creyó  convenien- 
te ajustar  las  condiciones  para  ser  jurado  á los  lími- 
tes de  una  ley  que  está  llamada  á desaparecer,  y ha 
preferido  al  criterio  del  censo  el  de  la  residencia,  por- 
tille una  residencia  de  cuatro  años,  por  lo  menos,  en 
la  localidad  donde  el  que  fuere  nombrado  jurado  ha- 
brá de  ejercer  sus  funciones,  es  una  garantía  de  que 
conoce  las  costumbres  y el  modo  de  sor  de  la  locali- 
dad misma,  y de  que  está  en  aptitud  para  tomar  parte 
en  lo  que,  después  de  todo,  no  es  más  que  un  juicio 
de  conciencia. 

Respecto  de  la  influencia  del  caciquismo  en  la 
formación  de  las  listas,  caciquismo  que  S.  S.  supone 
que  es  tanto  como  influencia  oficial  en  determinado 
sentido,  yo  tengo  que  decir  á S.  S.  que  no  ba  podido 
la  Comisión  hacer  más  de  lo  que  ha  hecho,  buscando 
garantías  para  que  ese  género  de  influencias  no  pue- 
da tener  lugar.  Si  el  Sr.  Montilla  examina  la  designa- 
ción de  jurados  en  la  Nación  donde  verdaderamente 
existe  la  institución  con  caractéres  históricos  y más 
perfectos,  encontrará  que  allí  el  Sherif  es  el  único  que 
forma  las  lisias  y elige  los  jurados.  Realmente  no 
puede  ejercerse  una  influencia  oficial  más  decisiva 
que  cuando  el  mismo  funcionario  representante  del 
Estado  es  el  que  forma  las  listas  y elige  los  jurados. 
En  la  vecina  República,  la  formación  de  las  listas  y 
la  selección  se  hace  por  organismos  verdaderamente 
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oficiales,  como  sabe  muy  bien  el  Sr.  Mon tilla;  prime- 
ro los  alcaides  del  cantón,  bajo  la  presidencia  del  juez  | 
de  paz,  forman  las  listas,  y después  esas  listas  se  re- 
miten á una  Junta  compuesta  de  los  jueces  de  paz  y 
presidida  por  el  subprefecto,  que  es  la  junta  que  elige 
los  jurados;  es  decir,  que  intervienen  primero  los  al- 
caldes y después  un  representante  oficial  tan  caracte- 
rizado como  lo  es  el  subprefecto.  Y ¿qué  hemos  hecho 
nosotros?  Poner  condiciones  tales,  que  no  es  posible 
que  en  las  listas  ni  eD  la  elección  influya  el  caciquis- 
mo, porque  no  todos  los  que  han  de  intervenir  en  la 
formación  de  las  listas  pueden  caer  dentro  de  una 
misma  política  y de  una  misma  tendencia.  Nosotros 
hemos  buscado  la  representación,  no  de  los  alcaldes 
y de  los  Ayuntamientos,  que  muchas  veces  tienen 
que  ceder  á las  pasiones  políticas  y á las  de  localidad, 
sino  que  hemos  dado  la  presidencia  de  la  Junta  al  juez 
municipal;  y por  si  el  juez  municipal  pudiera  lam- 
inen responder  á las  pasiones  políticas,  le  hemos  aso- 
ciado á los  mayores  contribuyentes,  y respecto  de 
estos  mayores  contribuyentes,  es  preciso  que  por  las 
Administraciones  económicas  se  mande  el  certificado 
de  la  contribución  que  satisfacen,  tanto  por  territo- 
rial como  por  industrial.  Estos  contribuyentes  son 
los  que,  en  unión  del  juez  municipal,  forman  las 
listaSi 

Las  listas  van  después  á la  Audiencia,  donde  se 
puede  reclamar  contra  ellas,  y la  Audiencia  es  en  úl- 
timo término  la  que  hace  la  selección.  Pero  dice  el 
Sr.  Montilla,  que  allí  se  puede  elegir  á los  amigos  y d 
los  parciales.  No  es  ese  el  principio  que  informa  el 
Jurado.  La  capacidad  para  todos  es  el  principio  que 
informa  la  ley;  pero  como  el  Jurado  no  es  derecho, 
sino  obligación  y carga,  vienen  los  organismos  que 
responden  del  orden  social,  los  organismos  d que  está 
confiada  la  administración  de  la  juslicia,  á elegir  á 
los  mejores:  ese  es  el  principio.  Las  capacidades,  pues, 
pueden  y deben  ser  elegidas:  lo  que  no  se  puede  hacer 
es  negar  el  derecho  d los  demás. 

Sin  fijarse  el  Sr.  Montilla  en  el  proyecto,  ha  dicho 
que  por  medio  de  ese  sistema  de  formación  de  listas 
y de  selección,  puede  darse  lugar  á que  formen  parte 
del  Jurado  solamente  los  vecinos  de  una  localidad  y 
queden  excluidos  los  de  otros  pueblos  donde  se  hayan 
cometido  delitos.  El  Sr.  Montilla  no  ha  tenido  pre- 
sente al  decir  eso  lo  que  dispone  el  art.  31  del  pro- 
yecto, (jue  dice  así: 

«Art.  31.  Durante  el  mes  de  Mayo,  el  juez  de  ins- 
trucción designará  los  seis  vocales  que,  bajo  su  pre- 
sidencia, han  de  formar  la  Junta  del  partido  ó distri- 
to. Hará  esta  designación  por  suerte,  sacando  cuatro 
nombres  entre  los  de  los  12  mayores  contribuyentes 
por  territorial,  y dos  nombres  entre  los  de  los  seis 
mayores  contribuyentes  por  industrial  que  residan  en 
la  población.  No  entrarán  en  suerte  los  que  aquel  ano 
hayan  sido  vocales  de  una  Junta  municipal,  según 
el  art.  14.  El  acto  del  sorteo  será  público  y se  anun- 
ciará con  tres  dias  de  anticipación -en  el  Boletín  ofi- 
cial. El  secretario  del  Juzgado  lo  será  de  la  Junta, 
sin  voz  ni  voto. 

A las  reclamaciones  que  surjau  sobre  la  consti- 
tución de  la  Junta  de  partido  y sus  incidencias,  será 
enteramente  aplicable  el  párrafo  5.°  del  art.  14. 

Luego  que  el  juez  de  instrucción  haya  recibido 
las  copias  certificadas  de  las  listas  municipales,  con- 
vocará á la  Junta,  y ésta,  por  mayoría  de  votos,  de- 
cidiendo el  presidente  los  empates,  elegirá  la  décima 


parte  de  los  cabezas  de  familia  comprendidos  en  to- 
das las  listas  municipales*  que  considere  más  aptos 
para  el  cargo  de  jurados,  procurando  que  la  elección 
recaiga  en  vecinos  de  todas  las  localidades,  sin  des- 
atender las  distancias  y los  medios  de  comunicación 
que  puedan  facilitar  la  asistencia  de  los  electos  á las 
sesiones  del  Tribunal. 

Si  la  décima  parte  no  llegase  á 300  cabezas  de  fa- 
milia, se  completará  este  número  mínimo. 

Si  todas  las  listas  municipales  de  capacidades  con- 
tuviesen más  de  150  nombres,  la  Junta  designará  los 
que  conceptúe  más  idóneos,  hasta  completar  dicho 
número,  en  la  forma  que  indica  el  párrafo  2.° 

Cuando  quiera  que  los  acuerdos  de  la  Junta  de 
partido  ó distrito  no  se  adopten  por  unanimidad,  de- 
berán constar  en  el  acta,  no  solo  las  votaciones  nomi- 
nales, sino  también  los  motivos,  sucintamente  expues- 
tos, de  los  encontrados  pareceres.» 

Ve,  pues,  S.  S.  cómo  el  proyecto  dice  de  una  ma- 
nera muy  clara  que  se  lia  de  procurar  que  tengan 
representación  los  vecinos  de  las  distintas  localidades 
que  forman  el  partido  judicial. 

La  Comisión  siente  haber  oido  las  opiniones  que 
el  Sr.  Montilla  tiene  respecto  de  la  magistratura.  Nos- 
otros defendemos  el  Jurado  y hemos  aceptado  como 
afirmación  explícita  que  el  Jurado  limita  la  magis- 
tratura, así  como  la  magistratura  limita  al  Jurado  y 
que  de  las  dos  instituciones  puede  llegar  á formarse 
un  tribunal  lo  más  perfecto  posible. 

Pero  el  Sr.  Montilla  ha  vertido  una  frase  cu  el 
arrebato  propio  de  la  improvisación,  frase  cuyo  al- 
cance de  seguro  comprenderá  S.  S.  lia  dicho  el  señor 
Montilla,  que  cuando  se  tiene  algún  asunto  en  una 
Audiencia  cualquiera,  lo  primero  que  se  pregunta  es 
de  quién  es  esa  Audiencia.  A mí  me  parece  que  esa 
es  una  exageración  que  no  so  acomoda  bien  á la  ma- 
nera de  funcionar  los  tribunales  de  justicia,  y creo 
que  hay  una  gran  responsabilidad  en  pronunciar  esas 
frases,  que  no  se  prueban,  y que  luego  se  recogen  pol- 
la opinión  pública  para  convertirlas,  no  solo  en  armas 
contra  la  magistratura,  sino  en  argumento  demoledor 
de  todos  los  organismos  que  funcionan  en  el  Estado. 

Se  ha  extrañado  el  Sr.  Montilla  de  las  disposicio- 
nes transitorias,  y lia  creido  S.  S.  que  con  ellas  dába- 
mos armas  al  partido  conservador  para  impugnar  el 
dictamen  y para  pedir  la  suspensión  del  Jurado.  Nada 
más  lejos  que  eso  del  propósito  de  la  Comisión,  pues 
que  en  esta  parte,  después  de  meditarlo  mucho,  he- 
mos venido  á conciliar  los  intereses  del  principio  po- 
lítico y jurídico  que  representa  la  institución  con  los 
grandes  intereses  del  orden  y del  país,  que  pueden 
verse  comprometidos  en  algunos  momentos.  La  Co- 
misión ha  limitado  la  suspensión  á una  ó dos  provin 
cias  en  la  parte  primera  de  las  disposiciones  transi- 
torias, y no  hay  necesidad  de  justificar  ese  precepto. 
Sabido  es,  que  por  desgracia,  no  tanto  en  nuestro  país 
como  en  otros,  pero  también  en  el  nuestro,  hay  cier- 
tas asociaciones  que  no  son  de  orden  político,  que  ven 
en  todo  lo  que  representa  la  política  su  más  encarni- 
zado enemigo,  y que  vienen  á perturbar  el  país  en 
algunos  momentos,  necesitándose  una  represión  eficaz 
por  parte  de  los  que  tienen  obligación  de  reprimir, 
porque  muchas  veces  los  jurados  se  verian  llevados 
por  sus  sentimientos  al  cumplimiento  de  su  deber, 
pero  contenidos  por  las  amenazas  que  se  les  hicieran, 
y solo  en  ese  caso  la  Comisión  consigna  que  pueda 
suspenderse  en  una  ó dos  provincias  el  Jurado. 
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El  otro  caso,  que  se  refiere  á la  suspensión  en 
toda  España,  supone  que  la  Nación  está  declarada  en 
estado  excepcional  por  una  ley.  ¿Cree  el  Sr.  Moa  tilla 
que  liay  partido  alguno  que  con  calma,  con  sereni- 
dad de  juicio,  comprendiendo  los  intereses  que  repre- 
senta todo  partido  cuando  ocupa  este  puesto,  venga 
por  el  placer  de  suspender  ó matar  la  institución,  á 
traer  aquí  una  ley  excepcional,  y declarar  al  país  en 
estado  de  sitio,  cuando  el  país  no  reclame  tales  me- 
didas? Eso,  tengo  la  seguridad  de  que  no  puede  ai 
pensarlo  el  partido  conservador,  ni  eso  lo  piensa  ni 
lo  siente  el  Sr.  Montilla. 

El  Sr.  MONTILLA:  Pido  la  palabra  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Cárdenas)  : La  tie- 
ne S.  S. 

El  Sr.  MONTILLA:  He  de  ser  muy  breve  en  Ja 
rectificación. 

Respecto  de  las  observaciones  políticas  de  que  se 
ha  ocupado  mi  querido  amigo  el  Sr.  García  Alix, 
están  contestadas  con  muy  pocas  palabras.  Todos  los 
que  formamos  este  partido  hemos  aceptado  la  ley  de 
garantías,  y en  esta  ley  está  incluido  el  estableci- 
miento del  juicio  por  jurados.  Nada  más  tengo  que 
decir  á S.  S.  sobre  esto. 

Siento  mucho  que  el  Sr.  García  Alix  no  me  haya 
convencido  por  lo  que  se  refiere  á la  exclusión  de  los 
delitos  electorales.  Sn  señoría  ha  manifestado  los  mo- 
tivos que  han  inducido  á la  Comisión  para  sustraerlo 
del  conocimiento  del  Jurado,  y decía  que  la  natura- 
leza de  nuestro  país  influía  en  esta  resolución. 

En  cuanto  á las  listas,  el  Sr.  García  Alix  no  se  ha 
hecho  cargo  de  lo  que  yo  manifesté;  porque  no  cen- 
suré á la  Comisión,  antes  al  contrario,  hice  presente 
que  la  Comisión  había  procurado  mejorar  el  proyecto 
del  Sr.  Ministro,  dándole  toda  clase  de  garantías;  pero 
que  en  mi  concepto  eran  pocas,  y S.  S.  me  citaba  lo 
que  sucede  en  Inglaterra,  en  Francia  y en  otros 
países.  ¿Pero  los  funcionarios  y las  costumbres  de  esos 
países  pueden  compararse  con  el  nuestro?  Porque  es 
muy  fácil  decir  que  en  Inglaterra  forma  un  funcionario 
público  las  listas.  ¿Quién  es  aquí  ese  funcionario  que 
R.  S.  quiere  comparar  con  el  juez  municipal  inglés, 
que  en  realidad  no  lo  es?  ¿Quiere  establecer  la  com- 
paración con  el  juez  municipal?  Pues  el  juez  munici- 
pal en  España,  aunque  S.  S.  luego  se  escandalice,  se 
nombra  por  las  notas  y recomendaciones  que  pasan 
los  gobernadores  á los  presidentes  de  las  Audiencias. 
¿Me  io  niega  eso  S.  S.?  ¿A  qué  vamos  á engañar  al 
país  constantemente?  Aquí  hay  tres  ó cuatro  cosas  de 
que  ya  no  se  puede  hablar,  porque  en  el  momento  que 
se  habla  de  ellas  se  dice  que  la  conciencia  pública  se 
subleva  desolada  contra  los  que  lo  dicen,  y luego, 
cuando  se  levanta  la  sesión,  todos  hablan  de  esas  co- 
sas, y yo  creo  que  se  hace  un  favor  ai  país  diciéndo- 
lo  aquí  para  que  se  corrijan,  y no  levantando  estátuas 
ai  que  no  las  merece. 

¿Cree  R.  S.  en  conciencia  que  las  listas  formadas 
por  un  juez  municipal  tendrán  las  mismas  garantías 
que  las  que  se  forman  en  Inglaterra?  ¿Qué  lo  ha  de 
creer  R.  R.,  ¿i  las  listas  formadas  por  el  juez  munici- 
pal estarían  hechas  por  el  cacique  del  pueblo? 

¿Se  atreve  S.  S.  á decir  ai  Congreso  que  los  jue- 
ces municipales  se  eligen  teniendo  cu  cuenta  las  ter- 
nas los  presidentes  de  las  Audiencias  y ios  méritos  y 
servicios  de  cada  uno  de  los  propuestos?  ¿Se  atreve  su 
señoría  á decir  eso?  ¿Qué  se  ha  de  atrever  S.  S.,  si  es- 


tán reclamando  hoy  dia  una  cosa  que  de  derecho  les 
corresponde  los  aspirantes  de  la  judicatura,  que  es  el 
ser  nombrados  jueces  municipales,  y no  han  de  llegar 
á ser  nombrados?  Y esto,  ¿por  qué  sucede?  Porque  ni 
las  costumbres  públicas,  ni  los  funcionarios  públicos 
son  iguales  en  todos  los  países;  y si  no,  8.  S.  mismo 
lo  ha  reconocido,  reformando  el  proyecto  del  Jurado. 
El  Rr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  daba  interven- 
ción únicamente  en  estas  Juntas  á los  funcionarios 
públicos;  ¿por  qué  habéis  reformado  esa  disposición? 
Porque  habéis  creido  que  los  funcionarios  públicos 
solamente  no  eran  suficiente  garantía;  y yo  he  de- 
clarado que  es  mucho  mejor  lo  que  vosotros  pro- 
ponéis, que  no  lo  que  proponía  el  Sr.  Ministro;  y aun 
así,  todavía,  Dios  quiera  que  me  equivoque,  hemos  de 
ver  levantarse  aquí  los  Sres.  Diputados  á denunciar 
que  la  décima  parte  elegida  de  los  vecinos  incluidos 
en  las  listas  son  amigos  dei  Diputado  A ó del  Diputa- 
do B\  lo  hemos  de  ver;  y entonces,  cuando  eso  ocurra, 
los  enemigos  del  Jurado  tendrán  ocasión  para  decir, 
que  éste  no  es  más  que  un  tribunal  político,  como 
decia  la  otra  tarde  el  Sr.  Pidal;  un  tribunal  político 
que  se  presta  á toda  clase  de  amaños. 

Por  eso  yo,  de  buena  fe,  sin  ánimo  de  censura,  y 
solo  llevado  del  deseo  de  mejorar  el  proyecto,  decia  á 
la  Comisión:  pensad  sobre  esto,  y echad  mano  del 
sorteo,  porque  para  mí  es  una  garantía  el  sorteo,  no 
siendo  las  listas  limitadas;  estableced,  pues,  dos  sor- 
teos, ó tres  si  queréis;  que  siempre  ios  elegidos  ofre- 
cerán más  garantías,  que  no  esa  Junta  que  se  nombra 
por  virtud  dei  proyecto,  mientras  no  se  reformen  aquí 
nuestras  costumbres  públicas. 

Decia  S.  S.  al  ocuparse  de  la  observación  que  tuve 
el  honor  de  hacer,  referente  á que  pudiera  darse  el 
caso  do  que  los  vecinos  de  algunas  localidades  estu- 
vieran por  completo  excluidos  de  las  listas  del  Jura- 
do; yo  dije  eso,  porque  he  creido  que  podría  suceder; 
porque  el  art.  31  dice  que  se  formarán  esas  listas 
procurando  que  tengan  participación  todas  las  loca- 
lidades. ¿Y  qué  significa  esta  palabra  procurar^  ¿Sig- 
nifica que  la  Junta,  presidida  por  el  juez  de  instruc- 
ción, al  designar  la  décima  parte  de  los  individuos 
consignados  en  las  listas,  ha  de  tener  facultades  para 
eliminar  los  individuos  de  un  pueblo  del  distrito  judi- 
cial? Por  este  artículo,  no;  pero  si  en  vez  de  decir  pro- 
curando, dijera  el  artículo,  que  se  elegirá  la  décima 
parte  precisamente  de  entre  los  vecinos  de  todos  ios 
pueblos  del  distrito,  me  parece  á mí,  que  entonces, 
se  expresaría  mejor  el  concepto,  si  en  efecto  es  ese  el 
concepto  de  la  Comisión.  De  otra  manera,  diciendo 
que  se  procure  que  estén  representados  todos  ios  pue- 
blos, podría  darse  el  caso  de  que  la  Junta  dijera;  yo 
lo  he  procurado,  pero  resulta  que  en  el  pueblo  A ó B, 
no  he  encontrado  ningún  individuo  que  llevase  cua- 
tro años,  de  vecindad,  que  me  inspirase  confianza. 
¿Cómo  se  remedia  esto?  Haciendo  que  sea  preceptivo 
el  artículo,  y estableciendo  de  una  manera  terminante 
que  estén  representadas  todas  las  localidades  del  dis- 
trito. Y si  este,  como  he  dicho  antes,  fuese  el  princi- 
pio de  la  Comisión,  ¿por  qué  se  da  á la  Junta  faculta- 
dos para  elegir  sin  limitación  alguna?  Ya  sé  yo  que 
hay  pueblos  pequeños,  aldeas  insignificantes  en  don- 
de no  habrá  á quien  poder  nombrar;  pero  las  listas 
esas,  serán  de  las  cabezas  de  partido  judicial,  de  los 
pueblos  grandes;  y el  pensamiento  de  la  Comisión, 
impulsado  por  el  misino  deseo  que  yo  tongo,  habrá 
sido  el  de  no  eliminar  á ninguno  de  esos  pueblos. 
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Pero  eso  no  es  lo  que  dccia  el  Sr.  García  Alix,  por- 
que no  es  preceptivo  que  sean  jurados  en  la  décima 
parte  de  las  listas  individuos  de  todos  los  pueblos 
del  distrito. 

El  Sr.  García  Alix  hubo  de  censurar  algo  que  yo 
he  dicho  sobre  administración  de  justicia.  Yo  no  voy 
á discutirlo,  por  no  caer  en  la  censura  de  S.  S.;  pero 
no  retiro  ni  las  ¡palabras  ni  el  concepto,  y tenga  S.  S. 
una  seguridad,  y es  que  con  las  censuras  de  S.  S.  (y 
conste  que  yo  no  he  venido  aquí  A relajar  el  princi- 
pio de  autoridad)  y con  mis  apreciaciones,  tenga  la 
seguridad  de  que  todo  el  mundo  fuera  de  aquí  dirá 
que  tengo  razón. 

Las  alusiones  que  dirigí  al  Sr.  Montero  Ríos,  no 
eran  por  la  ausencia  del  Sr.  Montero  Ríos;  es  porque 
el  Sr.  Montero  Ríos  tenía  en  este  debate  deberes  que 
no  tiene  ningún  otro  hombre  político.  El  Sr.  Montero 
Ríos  es  el  autor  de  la  ley  de  1872,  y esa  ley  se  ha 
censurado  aquí;  es  casi  el  fundamento  con  que  se  im- 
pugna el  proyecto  de  Jurado,  y S.  S.  se  limita  á ir  á 
la  Comisión  y hacer  en  ella  observaciones  en  vez  de 
venir  aquí  á hacer  esas  mismas  observaciones,  por- 
que yo  voy  á votar  la  ley  por  estar  conforme  con  el 
principio  que  la  informa,  y sin  embargo,  hago  obser- 
vaciones, y el  Sr.  Montero  Ríos,  que  tiene  una  gran 
autoridad  en  estas  materias,  ha  debido  venir  aquí  á 
poner  su  palabra,  su  talento  y sus  conocimientos  al 
servicio  del  Jurado.  Su  señoría  cree  que  ha  hecho 
bien;  pues  yo  le  censuro  como  hombre  político.  Pol- 
lo demás,  á mí  particularmente  no  me  importa  que 
esté  aquí  ó donde  le  convenga.  (El  Sr.  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros : El  proyecto  está  defendido  pol- 
la Comisión.)  EL  proyecto  está  brillantemente  defen- 
dido por  la  Comisión,  es  cierto,  Sr.  Presidente  del 
Consejodc  Ministros; pero  si  S. S. fueraautor  de  unaley 
que  llevara  su  nombre  y por  ella  se  le  hicieran  cargos 
y se  le  aludiera  veinte  veces,  ¿diria  8.  S.,  la  Comisión 
va  á defender  el  proyecto,  pues  yo  me  estoy  en  casa? 
Yo  creo  que  sin  embargo  de  la  defensa  brillante  de  la 
Comisión,  y no  ofendo  á ninguno  de  sus  individuos 
diciendo  esto,  la  defensa  del  Sr.  Montero  Ríos  tenía 
más  autoridad.  Ya  sé  yo  que  el  Sr.  Garnica  lia  puesto 
en  este  expediente  una  nota  de  importancia,  porque  el 
Sr.  Garnica  conocía  la  ley  de  1872  y quizás  cooperó  á 
ella,  pero  no  es  conocido  por  autor  de  la  ley,  porque 
el  que  tiene  la  gloria  ó la  responsabilidad  de  esa  ley 
es  el  Sr.  Montero  Ríos.  Y yo  dccia:  cuando  se  discute 
esa  ley,  cuando  el  Sr.  Montero  Ríos  ha  ido  á la  Co- 
misión á hacer  observaciones,  ¿no  es  verdaderamente 
extraño  en  el  orden  político  que  el  Sr.  Montero  Ríos 
no  haya  venido  aquí  á dar  su  concurso  y á defender 
esla  ley  con  el  prestigio  y la  autoridad  de  su  pa- 
labra? 

Es  cuanto  tengo  que  manifestar  al  Sr.  García 
Alix  después  de  darle  la  enhorabuena  por  el  elocuente 
discurso  que  ha  pronunciado. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  Pido  la  palabra  para  rec- 
tificar. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Cárdenas):  La  tie- 
ne V.  S. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  Pocas  palabras  voy  á pro- 
nunciar para  rectificar  algo  de  lo  dicho  por  mi  que- 
rido amigo  Sr.  Montilla. 

Empozaré  por  la  última  parte,  por  su  extrañeza 
de  que  no  esté  aquí  el  Sr.  Montero  Rios.  Si  el  señor 
Montero  Ríos  hubiera  venido  y hubiera  hecho  esas 
observaciones  que  S.  S.  dice  que  debía  hacer  al  pro- 


yecto para  manifestar  interés,  entonces  S.  S.  en  cada 
observación  hubiera  visto  un  argumento  de  combate 
del  Sr.  Montero  Ríos  contra  el  proyecto. 

El  Sr.  Montero  Ríos  tiene  ya  manifestada  una 
opinión  concreta;  tiene  declarado  ante  la  Comisión 
que  acepta  el  dictámen:  ¿para  que  había  de  venir  aquí 
á hacer  declaraciones  favorables  á un  proyecto  pre- 
sentado por  el  partido  liberal?  Esas  manifestaciones 
deberían  en  todo  caso  hacerlas  los  que  no  habiendo 
profesado  en  su  vida  ciertas  doctrinas,  han  venido  por 
consecuencia  de  una  evolución  política  á aceptarlas: 
la  ausencia  que  es  de  notar  en  el  Congreso,  es  la  do 
esos  señores  á quienes  me  refiero,  que  ni  siquiera  lian 
tenido  la  curiosidad  de  venir  á presencial-  la  discu- 
sión; de  ningún  modo  la  ausencia  del  Sr.  Montero 
Ríos. 

En  cuanto  á las  acusaciones  que  el  Sr.  Montilla 
ha  dirigido  á los  jueces  municipales,  yo  tengo  que 
decir  que  no  son  ciertamente  tan  independíenles  en 
el  ejercicio  de  su  autoridad,  sobre  todo  en  las  peque- 
ñas localidades,  que  se  pueda  decir  que  ofrecen  una 
completa  garantía  de  imparcialidad;  pero  precisa- 
mente por  eso  se  ha  puesto  A su  lado  esa  Junta  de 
seis  mayores  contribuyentes  que  han  de  ser  designa- 
dos no  por  el  capricho  de  nadie  sino  por  el  censo  de 
las  contribuciones. 

Respecto  al  argumento  de  los  delitos  electora- 
les, yo  creo  que  en  realidad,  sin  que  pueda  decirse 
que  esta  ley  no  es  otra  cosa  más  que  un  punto  de 
partida  y que  el  dia  en  que  se  hayan  reformado  las 
costumbres  políticas  podrá  con  completa  independen- 
cia el  Jurado  conocer  de  los  delitos  electorales  tam- 
bién, en  realidad  digo,  hoy  por  hoy,  si  tan  viciado 
está  ese  cuerpo  electoral  y si  como  todos  sabemos  las 
pasiones  políticas  llegan  á influir  en  otras  esferas  más 
altas,  ¿cómo  vamos  á entregar  al  Jurado  esos  delitos 
para  que  resulto  un  escarnio  de  la  ley  por  las  abso- 
luciones ó para  que  el  Jurado  se  convierta  en  un 
arma  terrible  por  las  sentencias  condenatorias? 

En  cuanto  á los  delitos  de  lesa  majestad,  no  es 
exacto  que  haya  habido  concesión  alguna  por  parle 
de  la  Comisión;  la  exclusión  de  estos  delitos  del  co- 
nocimiento del  Jurado  fué  admitida  ya  en  una  enmien- 
da de  la  minoría  conservadora  al  proyecto  del  señor 
Romero  Girón,  que  fué  aceptada  en  el  Senado.  Si  nos- 
otros hubiéramos  vuelto  á entregar  estos  delitos  al 
Jurado,  ¿no  habríamos  dado  un  verdadero  pretexto  á 
la  minoría  conservadora  para  que  hubiera  venido  di- 
rigiendo los  más  severos  cargos  al  proyecto?  ¿No  es 
esta  una  verdadera  razón  de  prudencia  parlamentaria 
cuando  se  trata  de  una  oposición  tan  respetable  como 
la  conservadora  y de  un  provecto  esencialmente  po- 
lítico como  es  este? 

El  Sr.  MONTILLA:  Pido  la  palabra  para  rec- 
tificar. 

EL  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Cárdenas):  La  tie- 
ne S.  S. 

El  Sr.  MONTILLA:  En  cuanto  á los  delitos  de 
lesa  majestad,  la  Comisión  no  ha  hecho  transacción 
alguna;  lo  que  ha  hecho  ha  sido  una  concesión,  y com- 
pletamente gratuita,  al  partido  conservador;  el  señor 
Maura  lo  decía  la  otra  tarde:  «no  hemos  llevado  esos 
delitos  al  Jurado  porque  nosotros  tengamos  miedo, 
sino  porque  lo  tiene  el  partido  conservador.))  Si  la  Co- 
misión hubiera  incluido  esos  delitos  en  su  dictámen, 
hubiera  podido  este  punto  ser  objeto  de  una  transác- 
; cion,  aceptando  una  enmienda  del  partido  conserva- 
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dor,  para  que  éste  á su  vez  retirara  otras;  pero  tal 
como  se  ha  realizado,  es  una  verdadera  concesión. 

- Y es  inútil  que  el  Sr.  García  Alix  se  empeñe  en 
traer  aquí  ausencias  para  justificar  actitudes.  No  hay 
ausencia  de  ninguna  ciase:  ya  he  dicho  á 8.  S.  que  la 
ley  de  garantías,  en  que  se  establece  el  Jurado,  está 
aceptada  pór  todos  nosotros,  y el  que  tiene  el  honor 
de  dirigir  la  palabra  al  Congreso  recuerda  que,  dis- 
cutiendo con  el  Gobierno  del  Sr.  Sagasta,  porque 
creíamos  que  era  oportuno  establecer  el  Jurado,  el 
Sr.  Sagasta  nos  decía  que  él  consideraba  que  no  era 
aquel  el  momento  oportuno  para  establecerlo,  y en 
aquel  tiempo  se  afirmaba  que  el  Sr.  Sagasta  deoia 
que  preferia  irse  á Africa  A establecer  el  Jurado  en 
España.» 

No  habiendo  más  Sres.  Diputados  que  pidieran  la 
palabra,  y hecha  la  pregunta  de  si  se  tomaba  en  con- 
sideración la  enmienda,  el  acuerdo  del  Congreso  fué 
negativo. 

Leída  nuevamente  la  enmienda  del  Sr.  Danviia, 
dijo 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Cárdenas):  La  Comi- 
sión tiene  la  palabra  para  manifestar  si  admite  ó no 
la  enmienda. 

El  Sr.  GARCIA  GOMEZ  DE  LA  SERNA:  La 

Comisión  tiene  el  sentimiento  de  no  poder  admitir  la 
enmienda  del  Sr.  Danviia. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Cárdenas):  El  señor 
Danviia  tiene  la  palabra  para  apoyar  su  enmienda. 

El  Sr.  DANVILA:  Señores  Diputados,  en  espiga- 
do campo  penetro  á deshora  y con  gran  desconfianza. 
Después  del  brillante  torneo  que  han  sostenido  aquí 
durante  algunos  dias  las  primeras  ilustraciones  de  la 
Cámara,  ¿resta  algo  por  decir?  Lo  único  que  me  per- 
mito señalar  A vuestra  consideración,  es  que  la  mi- 
noría conservadora  ha  defendido  vigorosamente  los 
principios  tutelares  de  la  sociedad.  Allá  la  Comisión 
ha  sostenido  su  proyecto,  más  por  compromiso  que 
que  por  convencimiento.  Detras  de  esa  Comisión  veo 
á la  democracia  jurídica  española  sonriente  y placen- 
lera;  en  último  término,  en  lontananza,  á la  justicia 
llorosa  y desconsolada;  y en  el  teatro  del  combate, 
encuentro  algunos  despojos,  y uno  de  ellos,  de  segu- 
ro, ha  de  resonar  agradablemente  en  la  memoria  del 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia 

«Que  los  que  tienen  la  honra  de  dirigir  los  desti- 
nos de  un  pueblo,  están  obligados  á ser  prudentes  y 
A no  dar  carta  de  naturaleza  en  los  Códigos  á ideas 
que  están  todavía  en  el  período  de  propaganda,  que 
no  han  madurado  en  la  opinión,  ni  ménos  encarnado 
en  las  costumbres,  ni  se  han  probado  en  la  piedra  de 
toque  de  la  experiencia. » 

Siguiendo  este  consejo,  voy  á ver  si  en  lo  que 
resta  de  sesión  puedo  demostraros  estas  dos  proposi- 
ciones: primera,  que  en  ci  estado  actual  de  la  admi- 
nistración de  justicia  en  España,  el  proyecto  del  Ju- 
rado representa  una  gran  inoportunidad  jurídica;  se- 
gunda, que  el  estado  político  y social  de  España 
rechaza  la  institución  del  Jurado. 

El  bello  ideal  de  la  administración  de  justicia  ha 
sido  siempre,  y será  constantemente,  el  que  se  admi- 
nistre pronto,  con  acierto,  lo  más  cercana  á los  he- 
chos, guardando  la  posible  igualdad  entre  el  Estado 
que  defiende  los  intereses  sociales  y el  individuo  que 
sostiene  ios  derechos  de  su  personalidad.  No  temáis, 
Sres.  Dipu Lados,  que  en  la  tarde  de  hoy  penetre  yo  en 
el  inagotable  libro  de  la  historia,  ni  eleve  mi  juicio  á 


las  altísimas  concepciones  de  la  filosofía  y de  la  me- 
tafísica. Esta  tarea  ha  sido  ya  brillantemente  sosteni- 
da, mantenida  y agotada,  y yo  voy  á limitarme  á 
hacer  brevísimas  consideraciones  acerca  de  lo  que  en 
los  momentos  actuales  está  pasando  en  Europa  y en 
el  resto  del  mundo,  para  venir  muy  pronto  á exami- 
nar lo  que  sucede  en  España  respecto  del  juicio  oral 
y público,  y cuál  es  la  situación  de  actualidad  de  los 
tribunales  de  justicia,  para  poder  determinar  si  es 
inoportuno,  como  yo  sostengo,  el  planteamiento  del 
Jurado,  ó si  el  establecimiento  de  los  tribunales  co- 
legiados y del  juicio  oral  y público  permiten  ya  que 
el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  pueda  avanzar  un 
paso  más  en  el  camino  del  progreso  para  unir  al  jui- 
cio oral  y público  el  establecimiento  del  juicio  por 
jurados. 

Cualquiera  que  examine  con  imparcial  criterio  el 
movimiento  legislativo  que  se  está  operando  en  este 
momento  en  Europa  y en  todos  los  países  libres  de 
América,  notará  un  fenómeno  digno  de  estudio,  y es, 
y consiste  en  que  la  institución  del  Jurado,  que  tuvo 
sus  épocas  de  apogeo,  ha  entrado  en  el  período  de  su 
decadencia,  y no  hay  Nación  que  no  se  preocupe 
grandemente  de  reformar  sus  leyes,  de  introducir 
modificaciones  esenciales  en  la  organización  del  Ju- 
rado, y de  ver  de  qué  manera  pueden  concillarse  los 
deberes  y la  acción  del  Estado  por  una  parte,  y la 
defensa  de  los  intereses  y de  los  derechos  particulares 
por  otra,  porque  en  ello  consiste  la  armonía  que,  bus- 
cando por  base  la  justicia,  puede  representarse  per- 
fectamente en  cualquiera  de  estas  instituciones  tu- 
telares. 

Inglaterra,  que  ya  en  el  año  G9  abrió  una  amplí- 
sima información,  reconocía  que  el  Jurado,  allí 
donde  tiene  hondísimas  raíces  y tan  profundas  y tan 
antiguas,  necesitaba  una  gran  reforma,  en  ios  mo- 
mentos actuales  discute  y trata  de  reformar  el  Ju- 
rado, porque  todas  las  soluciones  dadas  allí  por  es- 
pacio de  más  de  un  siglo  no  han  bastado  para  satis- 
facer el  ideal  de  esa  institución,  ó sea  el  combinar  ei 
derecho  (que  examinaremos  más  Lardé),  ei  derecho  del 
pueblo  para  intervenir  en  la  administración  de  la  jus- 
ticia y el  derecho  que  el  Estado  tiene  también  para 
defender  los  intereses  más  altos  de  la  sociedad. 

En  Francia,  por  ejemplo,  y es  otra  Nación  tam- 
bién á que  aludo,  son  tantas  y tan  profundas  las  va- 
riaciones que  en  el  espacio  de  pocos  años  se  han  reali- 
zado en  el  Jurado,  que  sería  muy  difícil  que  pudiera 
concretarse  el  número  de  las  reformas  que  ha  reali- 
zado en  muy  poco  tiempo.  Y á este  tenor,  en  Italia, 
Austria,  Portugal,  Rusia  misma,  que  acaba  de  hacer  de 
las  lisias  de  jurados  unas  listas  de  militares;  en  todas 
estas  Naciones  so  han  realizado  en  el  espacio  de  diez 
años  53  reformas  de  las  leyes  del  Jurado. 

Al  perspicuo  entendimiento,  y al  juicio  elevadí- 
simo  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  ¿no  le  dice 
este  movimiento  legislativo  del  mundo  que  en  mate- 
ria do  Jurado  no  se  ha  pronunciado  todavía  la  úl- 
tima palabra,  y que  los  países  y las  Naciones  que  lo 
tienen  se  afanan  diariamente  en  buscar  fórmulas  nue- 
vas que  satisfagan  más  ci  objeto  de  su  creación?  Para 
mí  representa  también  algo  más  ese  movimiento  le- 
gislativo, y es,  que  el  Jurado  ha  entrado  en  un  pe- 
ríodo de  decadencia;  y cuando  en  esta  situación  nos 
encontramos,  mostramos  empeño,  nosotros,  que  te- 
nemos muy  poco  como  preparación  para  el  estableci- 
miento del  Jurado,  en  administrar  á esta  sociedad 

569 


‘2208 


3 DE  MAYO  DE  1887. 


enfermiza  y presa  de  grandes  dolores  y enfermedades 
políticas,  un  mecanismo  que  no  está  en  armonía  ni 
con  su  cultura,  ni  con  su  ilustración,  ni  con  su  estado 
actual. 

Pero  dejemos  ya  que  los  demás  países  se  arre- 
glen como  tengan  por  conveniente,  y vengamos  á 
España,  donde  tenemos  muclio  que  estudiar  y bas- 
tante que  aprender. 

Atravesó  España  una  época  que  todavía  el  senti- 
miento nacional  consagra  con  fervoroso  culto  en  el 
dia  de  ayer.  El  ejérciLo  francés  invadió  la  España  el 
año  1808,  derrocó  una  dinastía,  trató  de  sustituirla 
por  la  de  José  Napoleón  Bonaparie,  modeló  una  Gons- 
litucion  en  Bayona,  y á pesar  de  que  la  Francia  tenía 
su  Jurado,  y era  natural  que  se  trajeran  ai  seno  de 
esa  Constitución  todos  los  organismos  que  en  Francia 
funcionaban,  no  se  hizo  así,  y se  dijo  en  uno  de  los 
artículos  de  esa  Constitución,  que  las  siguientes  Cór- 
tcs  se  ocuparían  del  Jurado.  A esta  Constitución  si- 
guió la  de  1812,  y esta  Constitución  de  1812,  en  que 
se  hablaba  por  vez  primera  en  España  de  jueces  de 
hecho  y de  derecho,  no  de  Jurado,  comienza  por  de- 
clarar que  la  soberanía  reside  esencialmente  en  la 
Nación. 

Las  vicisitudes  políticas  no  dejaron  que  aquella 
Constitución  se  observase  por  mucho  tiempo,  y A.  los 
nueve  años  nace  en  España  la  primera  idea  del  juicio 
oral  y público.  La  célebre  ley  de  1 7 de  Abril  de  1821 
lo  vino  á establecer  de  una  manera  tei  minante  para 
los  delitos  contra  la  seguridad  interior  y exterior  del 
país,  contra  los  delitos  de  lesa  majestad  y contra  los 
robos  en  cuadrilla. 

Y siguiendo  en  el  rumbo  de  las  Constituciones, 
que  en  esto  hemos  sido  muy  pródigos  los  españoles, 
llegamos  á 1837,  en  que  se  habla  por  vez  primera  del 
Jurado.  Falto  de  autoridad  para  emitir  opinión  y ha- 
cer cierta  clase  de  observaciones,  tengo  que  acudir 
forzosamente  á los  que  en  1 86 1 formaban  la  Comisión 
de  Códigos,  que  eran  1).  Manuel  Cortina,  presidente, 
y ios  Sres.  D.  Pedro  Gómez  de  la  Serna,  Luzuriaga  y 
otros;  y estas  inteligencias  superiores  de  nuestro  país, 
que  no  han  de  resultar  sospechosas  á los  que  profe- 
san ideas  liberales,  dijeron,  á propósito  do  esta  Cons- 
titución, en  la  cual  se  ha  querido  ver  el  origen  y fun- 
damento del  Jurado,  lo  siguiente: 

«El  establecimiento  del  Jurado  para  los  delitos 
comunes  no  pareció  oportuno  A las  Cortes  Constitu- 
yentes en  1837,  y por  eso  indefinidamente  lo  aplaza- 
ron para  tiempos  mAs  bonancibles  y propicios.  Sin 
duda  creyeron  que  entonces  podían  hallarse  en  la 
clase  media  personas  bastante  instruidas,  imparcia- 
les y exentas  del  temor  délas  persecuciones  políticas 
A que  tan  expuesto  se  encuentra  en  tiempo  de  disen- 
siones civiles  el  que  falla  en  los  procesos  criminales, 
aunque  sea  únicamente  sobre  el  hecho.  La  situación 
lía  empeorado  desde  1837;  los  odios  son  ahora  más 
encendidos,  mayor  el  riesgo  de  los  que  hubiesen  de 
ser  jurados  por  falta  de  protección  contra  las  vengan- 
zas de  los  reos  condenados  por  sus  delitos.  ¿Será  pru- 
dente someter  á la  decisión  inapelable  de  doce  hombres 
sacados  á la  suerte,  la  vida,  la  libertad  y honra  de  los 
españoles?  ¿Quién  no  temblaría  al  considerar  que  su 
vida  podía  estar  pendiente  del  fallo  de  personas,  tai 
vez  enemigas,  y cuando  no  intimadas  por  el  grito  de 
las  ficciones  y bandos  contrarios,  y A quienes  no  pu- 
dieran retraer  do  faltar  A su  obligación  otro  género 
de  responsabilidad  que  el  juicio  de  Üíq?  en  tiempos 


como  los  que  corren  y en  que  se  encuentra  tan  amor- 
tiguado el  sentimiento  religioso?» 

Esto  decia  oficialmente  la  Comisión  de  Códigos  en 
1861.  No  obstante  la  idea  del  Jurado  en  España  para 
los  delitos  de  imprenta,  nace  en  1837  y sujeta  des- 
pués á diversas  vicisitudes,  todavía  renace  en  los  años 
de  1852,  1854  y 1856,  y mas  tarde  aún,  en  el  de  1865, 
brota  para  los  delitos  de  imprenta,  la  idea  del  Jurado. 

Pero  tras  la  Constitución  de  1837,  viene  la  de 
1845  que  establecía  las  condiciones  esenciales  déla 
Monarquía  constitucional  en  España;  y en  esta  Cons- 
titución no  existe  ya  la  declaración  de  que  la  soliera- 
nía  reside  esencialmente  en  la  Nación,  sino  que  la 
soberanía  reside  en  las  Cortes  con  el  Rey,  y por  con- 
siguiente, que  la  administración  de  justicia  no  era  un 
Poder,  y que  al  Monarca  y al  Poder  Ejecutivo  corres- 
pondía atender  A todas  las  necesidades  de  la  misma. 
Después  de  la  Constitución  de  1845,  vino,  es  cierto, 
la  non  nata  de  1856,  de  la  que  no  hay  necesidad  de 
ocuparse,  puesto  que,  fundándose  también  en  las  ideas 
democráticas,  establecía  la  institución  del  Jurado  que, 
afortunadamente,  por  entonces,  no  llegó  á plantearse. 
Y con  estos  precedentes,  nos  acercamos  ya  virtual- 
mente  A los  años  61,  62,  63  y 65  en  que,  de  acuerdo 
todos  los  hombres  de  ciencia  y experiencia  del  país, 
se  reconoce  que  en  España  el  antiguo  sistema  proce- 
sal, por  el  estado  de  su  civilización,  solo  puedo  ser 
sustituido  por  el  juicio  oral  y público.  Habíanse  pre- 
sentado diferentes  proyectos  A las  Cámaras  españolas, 
y me  parece  que  es  en  11  de  Abril  de  1868,  cuando 
el  Marques  de  Roncali  trajo  un  proyecto,  que  fué  ley, 
aboliendo  los  tribunales  de  comercio,  ordenando  la  re- 
visión de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  estable- 
ciendo una  nueva  división  territorial  y que  se  esta- 
bleciese el  juicio  oral  y público,  la  única  instancia,  y 
la  casación  eu  los  juicios  por  deliLos. 

Esto  aconteció  el  ano  1868,  cuando  sobrevino  el 
gran  movimiento  político  (le  Setiembre  del  mismo 
año.  Y aquí,  ya  necesito  detenerme  un  poco  más,  por- 
que uo  hace  mucho  ralo  ha  oido  la  Cámara  que  el 
Sr.  Montilla  reclamaba  con  gran  insistencia  la  pre- 
sencia del  Sr.  Montero  Ríos  para  que  defendiera  sus 
proyectos,  nacidos  al  calor  de  la  revolución  de  Se- 
tiembre; A lo  cual,  contestando  alSr.  Montilla,  decia 
el  Sr.  Alix,  de  una  manera  muy  elocuente,  que  no 
había  necesidad  de  que  el  Sr.  Montero  Ríos  estuviese 
aquí  entre  nosotros,  porque  la  tendencia  del  actual 
proyecto  de  ley  es  la  misma  tendencia  de  los  proyec- 
tos presentados  en  1872  por  el  Sr.  Montero  llios.  Y 
tiene  razón  el  Sr.  Alix.  La  democracia  jurídico-espa- 
ñola,  como  yo  la  llamo,  se  encontró  con  aquel  acon- 
tecimiento, con  pocos  deseos  de  ser  monárquica,  y 
comenzó  desde  el  principio  á establecer  en  la  Consti- 
tución de  1869  el  principio  de  que  la  soberanía  na- 
cional ó popular  reside  esencialmente  en  la  Nación. 
Como  consecuencia  de  este  principio,  porque  siempre 
en  todas  las  Constituciones  va  unido  lo  uno  á lo  otro, 
porque  lo  uno  es  consecuencia  (le  lo  otro,  inmediata- 
mente dedujo  la  consecuencia  de  que  si  la  soberanía 
nacional  reside  cu  la  Nación,  la  Nación  tiene  derecho 
á intervenir  en  el  ejercicio  de  todos  los  Poderes,  que 
es  precisamente  la  opinión  que  sostiene  mi  digno 
amigo  y compañero  el  Sr.  Azcárate  con  otros  ilustres 
publicistas.  Pero  la  democracia  jurídico-cspañola  co- 
menzó desde  1868  con  una  série  de  medidas  que  hace 
inútil  la  presencia  aquí  del  Sr.  Montero  llios. 

El  Sr.  Montero  Ríos  comenzó  de  U siguiente  ma- 
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nera:  menoscabando  la  gracia  de  indulto,  que  desde 
tiempos  muy  remotos  se  había  concedido  libremente 
\ los  Monarcas  españoles;  limitando,  por  otra  parte, 
el  derecho  de  conceder  mercedes,  gracias  y títulos  de 
nobleza:  dejando  en  el  Código  penal,  que  fue  el  com- 
plemento (le  aquella  reforma,  desamparada  la  Monar- 
(piía,  basta  el  punto  de  que  no  castigaba  con  pena  de 
muerte  la  tentativa  de  regicidio;  y por  si  algo  faltaba 
viene  el  año  1872,  y,  lógico  con  sus  principios  y con 
sus  tendencias,  dice:  el  Jurado. 

Pero  noten  bien  los  Sres.  Diputados  que  el  Jurado 
que  trajo  el  Sr.  Montero  Ríos  no  es  el  Jurado  que 
t rae  hoy  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  sino  un 
jurado  muy  distinto.  Y con  ello,  por  anticipado,  con- 
testo á una  observación  que  salió  dias  pasados  de  los 
elocuentes  labios  del  señor  presidente  de  la  Comisión. 
El  señor  presidente  de  la  Comisión  dccia:  no  se  con- 
cibo el  juicio  oral  y público  sin  que  tenga  por  com- 
plemento el  Jurado.  Y contra  esta  opinión  está  la 
opinión  del  Sr.  Montero  Ríos,  que  en  su  ley  de  enjui- 
ciamiento criminal  trajo  el  juicio  oral  y público  sin 
Jurado,  y el  juicio  oral  y público  con  Jurado.  Y no 
traigo  otros  textos  de  la  misma  Comisión  de  Códigos, 
á la  cual  tengo  el  honor  de  pertenecer,  que  demues- 
tran de  una  manera  clarísima  que  el  juicio  oral  y pú- 
blico puede  subsistir  y subsiste  sin  Jurado,  pero  el 
Jurado  no  puede  subsistir  sin  juicio  oral  y público. 

Pues  así  se  realizaron  todas  las  reformas  de  aque- 
lla escuela  domocrático-jurídico-española;  y me  basta 
ron  esos  antecedentes,  para  conocer  esa  tendencia  que 
el  Sr.  Alix  decía  que  encontraba  dentro  del  proyecto 
del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia.  Es  decir,  que 
por  confesión  de  un  individuo  de  la  Comisión,  sabe- 
mos desde  esta  tarde,  que  la  tendencia  que  informa  el 
proyecto  de  ley  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
es  una  tendencia  democrática,  y es  la  misma  tenden- 
cia que  inspiró  los  proyectos  del  Sr.  Montero  Ríos. 
No  necesito  más;  no  necesito  que  venga  el  Sr.  Mon- 
tero Ríos  á añadir  una  sola  palabra,  porque  con  esto, 
no  solo  me  basta,  sino  que  me  sobra. 

El  Jurado  se  planteó;  la  tristísima  experiencia  que 
dió  el  Jurado,  se  reflejó  en  el  ánimo  del  Sr.  Miuistro 
de  Gracia  y Justicia,  ai  acordar  en  1874  aquella  cé- 
lebre información,  y buscar  la  Opinión  científica  é 
imparcial  de  todas  las  altas  Corporaciones  del  Estado. 
Cierto  es  que  el  Sr.  Ministro  no  consignó  en  el  preám- 
bulo de  aquel  decreto  una  opinión  determinada;  ni 
¿cómo  halda  de  aventurarla?  por  más  que  en  el  fondo 
de  su  corazón,  entiendo  yo,  que  tenía  por  entonces 
muy  poca  afición  á la  institución  del  Jurado,  puesto 
que  á querer  reformar  el  Jurado,  lo  hubiera  refor- 
mado, y no  hubiera  abierto  una  información  que  sa- 
bía perfectamente  que  era  la  muerte  del  Jurado.  Pero 
la  información  se  hizo;  algún  compañero  mió  se  ocu- 
pará detenidamente  de  ella,  y yo  no  tengo  por  qué 
examinar  esos  detalles. 

El  año  1872,  ó ai  comenzar  el  año  1873,  se  plan- 
teó el  Jurado,  y á los  dos  años,  el  Jurado  estaba  mo- 
ralmente muerto.  Cinco  mil  individuos  habían  sido 
procesados  por  no  haber  querido  aceptar  el  cargo  de 
jurado,  y de  esa  información  se  desprenden  enseñan- 
zas elocuentísimas  para  el  que  mire  desapasionada- 
mente esta  cuestión. 

Vinieron  los  acontecimientos  de  1875;  con  ellos 
se  realizó  un  cambio  profundo  y esencial  de  sistema 
político  en  España,  y con  ese  cambio  de  sistema  polí- 
tico, se  designó  aquella  célebre  Comisión  de  notables 


de  que  formó  parte  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, y que  redactó  una  Constitución  de  que  el  señor 
Ministro  se  ha  declarado  defensor  acérrimo  en  aquel 
célebre  discurso  de  la  trilogía;  y en  esa  Constitución 
se  estableció  otra  vez,  como  se  había  establecido  en 
la  de  1845,  que  la  soberanía  residía  y reside  en  las 
Córtcs  con  el  Rey,  opinión  que  ha  sostenido  aquí,  en 
este  mismo  recinto  él  Sr.  Maura  con  grandísima  elo- 
cuencia; y desde  el  momento  que  se  negaba  que  la 
soberanía  residía  en  la  Nación,  la  Constitución  de 
1876  no  estableció  el  juicio  por  jurados,  sino  que  or- 
denó la  publicidad  en  los  juicios  y delegó  en  el  Poder 
Ejecutivo  y en  el  Rey,  como  atribución,  cuidar  de  la 
recta  administración  de  justicia,  nombrar  los  ma- 
gistrados y los  jueces  y ordenó  lo  que  tuvo  por  con- 
veniente, en  punto  á su  inamovilidad  y responsabili- 
dad, que  era  y es  la  negación  del  Jurado. 

Dentro,  pues,  de  la  Constitución  de  1876,  no  hay 
jueces  de  hecho,  ni  nada  que  se  le  parezca.  Y á este 
propósito  tengo  también  que  rectificar  una  afirma- 
ción que  ha  hecho  el  Sr.  Montilla  esta  tarde,  diciendo 
que  el  partido  conservador  desde  1876  tiene  tenden- 
cias democráticas,  y que  en  dicha  Constitución  cabe 
todo.  Yo,  individuo  del  partido  conservador,  por  mi 
propia  cuenta,  porque  no  estoy  autorizado,  me  parece 
que  puedo  afirmar  en  contra  de  S.  S.,  que  ni  la  Cons- 
titución de  1876  se  ha  inspirado  en  la  democracia,  ni 
tiene  nada  que  ver  con  la  democracia,  ni  la  hubiera, 
indudablemente,  aceptado  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  si  la  democracia  hubiera  inspirado  aquella 
Constitución. 

Votada  la  Constitución  de  1876,  renace  otra  vez 
en  el  ambiente  científico  de  este  país,  nunca  refrac- 
tario á las  verdaderas  reformas,  renace  otra  vez  la 
idea  del  juicio  oral  y público;  y tras  largas  delibera- 
ciones, que  habian  tropezado  siempre  con  el  angus- 
tioso estado  del  Tesoro,  y presentando  un  proyecto 
tras  otro  proyecto,  y facilitando  la  tarea  de  los  seño- 
res Ministros  de  Gracia  y Justicia,  que  continuamente 
consultaban  á la  Comisión  de  Códigos,  llega  el  año 
1880,  en  que  el  Sr.  Bugalla!,  Ministro  del  partido  li- 
beral conservador,  presenta  un  proyecto,  que  fué  ley, 
la  cual  establece,  no  solo  la  división  territorial,  sino 
también  la  reforma  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal, el  juicio  oral  y público,  la  única  instancia, 
los  tribunales  colegiados,  un  procedimiento  especial 
para  los  delitos  infraganti , y todas  aquellas  reformas 
que  la  ciencia  y la  experiencia  aconsejasen. 

Este  proyecto  tenía  un  arfc.  2.°,  y por  cierto  que 
conviene  recordar  de  qué  manera  el  art.  2.°  se  tras- 
formó en  el  Senado.  Este  artículo  tenía,  me  parece, 
un  párrafo  2.°  en  el  que,  entre  las  diversas  autoriza- 
ciones que  se  concedían  al  Ministro,  una  de  ellas  era 
para  modificar  la  ley  provisional  del  Poder  judicial, 
publicada  por  ei  Sr.  Montero  Ríos,  en  Junio  de  1870; 
y al  llegar  este  proyecto  al  Senado,  la  Comisión  su- 
primió el  párrafo  por  el  cual  so  autorizaba  al  Minis- 
tro para  reformar  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial, 
y de  esa  manera  vino  ai  Congreso,  y de  esa  manera 
fué  ley. 

Un  cambio  político,  de  los  que  con  tanta  frecuen- 
cia tienen  lugar  en  este  desdichado  país,  dió  ocasión 
al  Sr.  Alonso  Martínez  para  entrar  á desempeñar  el 
Ministerio  de  Gracia  y Justicia;  y creyendo  y consi- 
derando que  aquella  combinación,  ideada  por  el  señor 
Bugallal,  era  una  solución  que  venía  á transigir  con 
el  oslado  angustioso  del  Tesoro,  pero  que  no  podía 
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satisfacer  las  exigencias  de  la  ciencia  y las  aspira- 
ciones de  la  Nación,  trajo  un  proyecto  de  reforma  deL 
art.  2.°  de  la  ley  del  Sr.  Bugalla!  (para  entendernos  la 
llamaremos  asi,  ya  se  sabe  que  no  hay  ley  más  que 
de  S.  M.  y de  las  Cortes),  oreando  las  Audiencias  de 
lo  criminal. 

Este  proyecto  se  aprobó;  y el  Sr.  Alonso  Martinez, 
que  se  encontró  con  el  precedente  de  que  el  Congreso 
español  y la  Comisión  del  Senado  habían  quitado  de 
aquel  proyecto  la  autorización  para  reformar  nada 
mónos  que  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  se  con- 
sideró autorizado  por  la  reforma  del  art.  2.°  sin  aquel 
aditamento,  para  hacer  una  completa  variación  en  la 
ley  orgánica;  y al  proceder  á reformar  la  legislación 
en  esta  parte  y establecer  las  Audiencias  de  lo  crimi- 
nal, S.  8.  entró  a reformar  la  ley  orgánica  judicial, 
á mi  juicio,  de  una  manera  inconstitucional.  Y para 
demostrarlo,  bastará  una  sencilla  pregunta.  ¿Dónde 
está,  en  la  ley  de  1882,  la  facultad  para  que  S.  S.  al- 
terara las  categorías  y condiciones  de  los  magistra- 
dos del  Tribunal  Supremo,  de  los  magistrados  de  la 
Audiencia  de  Madrid  y abonar  anos  do  servicio  álos 
auxiliares,  oficiales  y jefes  de  Sección  del  Ministerio’ 
Cuando  S.  S.  me  señale  alguna  palabra  de  la  cual 
pueda  deducirse  la  justificación  de  esta  que,  en  mi 
opinión,  es  una  infracción  constitucional,  confesaré 
paladinamente  que  me  he  equivocado;  mientras  tanto, 
sirva  esto  de  elocuente  enseñanza  para  que  cuando  se 
pidan  autorizaciones  de  cierto  género,  mire  el  Con- 
greso cómo  las  concede.  Y aquí  enLro  en  la  parte  más 
desagradable,  para  mí,  de  mi  discurso. 

El  Sr.  Alonso  Martinez,  con  completa  libertad  de 
acción,  con  la  palabra  empeñada  por  el  Sr.  Ministro 
de  Hacienda,  de  facilitar  todos  ios  fondos  necesarios 
para  plantear  el  juicio  oral  y público  y las  Audiencias 
de  lo  criminal,  para  lo  cual  se  concedieron  mas  de 
I 5 millones  de  reales,  lia  planteado  el  uno  y las  otras 
de  una  manera  poco  afortunada. 

iva  organización  de  las  Audiencias  de  lo  criminal 
es,  defectuosa;  sobran  la  mitad,  hay  que  reducir  el 
número  de  Juzgados  y hay  un  personal  que  no  tiene 
los  hábitos  queexige  el  juicio  oral  y público,  y mucho 
ménos  para  el  Jurado.  Después  de  esto,  viene  8.  S. 
con  una  especie  de  panacea  universal,  diciendo:  todo 
esto  se  va  á arreglar  añadiendo  el  Jurado  á esa  or- 
ganización defectuosa,  mala  y deplorable.  En  esto 
fundo  yo  la  razón  de  la  gran  inoportunidad  jurídica 
de  ese  proyecto. 

En  una  mejora,  para  la  que  dló  el  país  más  de 
l o millones  de  reales  y que  ahora  con  las  dietas  de 
los  jurados,  de  ios  testigos  y de  ios  peritos,  amenaza 
costar  una  cantidad,  que  de  seguro  ha  de  llegar  á 
20  millones  de  reales,  hay  derecho  a exigir  que  las 
cosas  se  hagan  como  se  deben  hacer. 

Aquí  tengo  que  consignar  una  protesta.  Hace 
diez  años  que  pertenezco  á la  Comisión  de  Códigos,  á 
esa  Comisión  que  se  ha  esforzado  siempre  generosa  y 
patrióticamente,  en  auxiliar  á todos  los  Ministros  de 
Gracia  y Justicia.  El  dia25  de  Julio  (le  1 885,  se  reunió 
por  última  vez  la  Comisión  de  Códigos  en  el  Senado. 
El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  actual,  en  vez 
de  buscar  la  autoridad  moral  que  la  Comisión  de  Có- 
digos da  a los  trabajos  jurídicos,  ha  prescindido  de 
ella  en  ia  reforma  del  Código  penal,  en  la  ley  orgáni- 
ca de  tribunales  y en  el  Jurado,  en  todo  lo  que  se  re- 
fiere á la  Comisión  de  Códigos  en  su  Sección  de  lo 
criminal. 


La  explicación  de  esto  es  sencilla.  Su  señoría  vino 
aquí  con  un  compromiso  político  contraido  en  el  cé- 
lebre pacto  de  ia  fusión;  S.  S.  había  ofrecido  para  un 
plazo  fijo  la  ley  del  Jurado  y ha  hecho  muy  bien  en 
no  consultar  á la  Comisión  de  Códigos,  porque  no  era 
posible  que  hubiera  aprobado  el  proyecto  de  8.  S.  (El 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia:  ¿Cuál?) 

El  de  Jurado.  La  Comisión  que  tiene  detrás  8.  8 
ha  enmendado  en  gran  parte  ese  proyecto,  y á mí  me 
interesa  hacer  constar  que  los  individuos  de  la  Comi- 
sión de  Códigos  no  hemos  sido  consultados  por  8.  8. 
ni  para  la  ley  de  reforma  del  Código  peual,  ni  para 
la  ley  del  Jurado,  ni  para  la  orgánica  de  tribunales. 
(El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia : Para  el  Cólico 
penal  la  Comisión  fuó  oida  respecto  del  proyecto  del 
Sr.  Bugalla!.) 

Eué  oida  por  el  Sr.  Bugallal  y luego  por  el  señor 
Sil  vela,  pero  S.  S.  no  tuvo  la  atención  de  oirnos  cuan- 
do introducía  en  el  Código  penal  una  reforma  esen- 
cialísima  y profunda;  pero  si  á S.  S.  le  bastaba  con 
consultar  ai  Sr.  Montero  Ríos  respecto  de  la  reforma 
del  Código  penal,  ¿para  qué  necesitaba  S.  S.  á la  Co- 
misión de  Códigos?  ¿Para  qué  necesita  S.  S.  á nadie? 
Consultando  al  Sr.  Montero  Ríos  y al  Sr.  Romero  Gi- 
rón está  consultada  toda  la  ciencia  española. 

Pero  vamos  a consignar,  no  todos,  sino  algunos 
de  los  defectos  que  tiene  la  actual  organización  del 
juicio  oral  y público  en  España.  ¿Qué  datos  debían 
consultarse  para  plantear  las  Audiencias  de  lo  cri- 
minal, y para  establecer  el  juicio  oral  y público?  jAh! 
Su  señoría  los  consultó,  pero  le  dieron  los  datos  equi- 
vocados, y S.  S.  siguió  la  equivocación,  y así  anda 
ello.  Su  señoría  debia  consultar  la  superficie  territo- 
rial, ia  densidad  de  población  y el  resultado  que 
ofrecía  la  estadística  del  órden  judicial  en  lo  crimi- 
nal. Pues  vaya  el  Congreso  oyendo  estos  guarismos: 

El  territorio  de  cada  tribunal  debe  ser  de  1.000  A 
2.000  kilómetros  cuadrados;  esLo  pasa  en  todos  los 
países  más  inmediatos  al  nuestro.  Francia  tiene  1.472 
kilómetros;  Bélgica,  1.113;  Italia,  1.827,  pero  nos- 
otros tenemos  5.310.  Por  efecto  de  la  distribución 
hecha  por  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  suce- 
de lo  siguiente: 

Guipúzcoa  tiene  una  superficie  de  1.884  kilóme- 
tros cuadrados,  y Badajoz  la  de  21.893.  Alava  cuenta 
93.538  habitantes,  mientras  Barcelona  tiene  836.887. 
Ciudad-Real  y Cuenca  dan  13  habitantes  por  cada 
kilómetro  cuadrado;  Pontevedra  102,  y Barcelona 
más  do  108. 

Alava  y Guipúzcoa  dan  300  y 350  causas,  mien- 
tras Madrid  so  acerca  á 6.000;  Barcelona  á 4.000; 
Cádiz  á 3.000;  Sevilla  pasa  de  3.500,  y Málaga  y 
Granada  á 3.100.  Pues  bien,  mientras  Tarragona 
con  6.348  kilómetros  cuadrados,  una  población  de 
336. 4G8  habitantes  y 1.000  causas,  tiene  tres  Au- 
diencias, Orense,  con  igual  número  de  causas,  pero 
mayor  extensión  superficial  y población,  solo  tiene 
una;  y Málaga,  con  menor  población  y una  extensión 
de  7.348  kilómetros,  obtuvo  cuatro  Audiencias.  Lé- 
rida, con  una  extensión  de  3.476  kilómetros  cuadra- 
dos y una  población  de  127.524,  alcanzó  tres  Audien- 
cias, mientras  á Barcelona,  Valencia  y Goruña  solo 
les  correspondió  una. 

Y ahora,  para  abreviar,  porque  sé  lo  molesto  que 
es  al  Congreso  abrumarle  con  estos  datos  numéricos, 
solamente  diré  que  hay  13  Audiencias  en  que  las 
distancias  que  tienen  que  recorrer  los  testigos  para  ir 
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á declarar  son  menores  de  50  kilómetros;  pero  hay 
17  en  que  pasan  de  70  kilómetros,  36  en  que  llegan 
á 90,  17  en  que  llegan  á 100,  y 12  en  que  pasan  de 
120,  140  y 150  kilómetros. 

No  quiero  que  el  Sr.  Ministro  achaque  á parciali- 
dad mia  estos  datos,  que  son  muy  elocuentes;  pero 
S.  S.  habrá  visto  impresas  estas  palabras:  «Con  los 
95  tribunales  fijos  creados,  ¿se  ha  resuelto  el  punto 
relativo  á las  distancias?  ¿Tiene  la  reforma  condicio- 
nes de  estabilidad?»  Y el  que  hacía  estas  preguntas 
las  contestó  de  esta  manera:  «Se  notan  tales  desigual- 
dades y aun  descuidos  en  el  manejo  de  aquellos  datos 
que  han  de  imponer  en  breve  tiempo  una  revisión  de 
lo  hecho  como  necesaria  y hasta  inexcusable.»  Y más 
adelante  volvía  á decir  este  funcionario  á quien  no 
nombro:  «No  hay  país  alguno  en  que  resulten  más 
separados  que  en  el  nuestro  de  los  testigos  y del  lugar 
de  los  sucesos  la  mayor  parte  de  las  Audiencias  de 
lo  criminal,  creadas  precisamente  para  todo  lo  con- 
trario.» 

Las  consecuencias  de  este  defecto,  son  que  hay 
dilación  en  el  proceder,  ineficacia  en  la  intervención 
del  Ministerio  fiscal,  como  mi  elocuente  amigo  el  se- 
ñor Isasa  demostraba  hace  pocos  dias;  que  los  testi- 
gos sufren  grandes  molestias,  porque  necesitan  tomar 
á préstamo  las  cantidades  indispensables  para  ir  á la 
localidad  donde  han  de  prestar  su  declaración  y per- 
manecer allí,  y solo  cuando  formulan  la  cuenta,  y á 
veces  después  de  formulada,  es  cuando  logran  el  rein- 
tegro de  los  gastos  de  viaje. 

Como  complemento  de  estas  opiniones,  me  voy  á 
permitir  leer  la  circular  de  28  de  Enero  de  1884  dic- 
tada siendo  Ministro  de  Gracia  y Justicia  el  Sr.  Sil- 
vela.  Dice  así: 

«Nos  encontramos,  pues,  ante  una  reforma  defini- 
tiva, pero  incompleta,  y desde  luego  puede  adelan- 
tarse la  opinión  de  que  su  principal  deficiencia  nace 
de  no  estar  satisfactoriamente  resuelta  la  difícil  cues- 
tión de  la  justicia  correccional,  de  ofrecerse  obstácu- 
los  graves  para  allegar  medios  de  instrucción  en  el 
lugar  del  juicio  y de  aparecer  desigualdades  noto- 
rias en  la  división  de  las  Audiencias  y distribución 
de  su  trabajo. 

La  opinión  se  enterará,  con  alguna  alarma  quizá, 
de  los  dalos  que  he  podido  estudiar  en  el  corto  tiem- 
po que  ocupo  este  departamento.  De  las  53.874  cau- 
sas despachadas  en  1883,  aparecen  terminadas  por 
sobreseimiento  31.844;  8.009  por  inhibición,  y 5.970 
por  conformidad.  En  juicio  oral  solo  han  terminado 
8.051;  y distribuidos  estos  procesos  entre  las  Audien- 
cias y Secciones  de  lo  criminal  instaladas,  resultan 
próximamente,  porque  aun  falta  algún  dato  que  po- 
drá hacer  variar  poco  estos  resúmenes,  62  juicios  por 
tribunal,  esto  es,  poco  más  de  un  proceso  por  sema- 
na, á pesar  de  comprenderse  en  ellos  toda  clase  de 
delitos;  resultando  gran  desigualdad  en  la  distribu- 
ción, pues  mientras  alguna  Audiencia  liega  á cele- 
brar más  de  500  juicios  orales  en  el  ano,  otras  no 
han  excedido  de  las  cifras  de  12,  17,  23  y 30.  Vein- 
tisiete tribunales  no  han  celebrado  50  juicios  en  el 
año,  y solo  16  han  excedido  de  la  cifra  de  100.  . 

Estos  datos  acreditan  la  necesidad  de  una  re- 
forma.» 

Estamos,  pues,  ante  una  reforma  deficiente,  y si 
yo  no  he  oido  mal,  paréceme  que  una  de  las  razones 
que  se  han  alegado  para  justificar  el  Jurado,  era  que 
el  juicio  oral  y público  no  ha  dado  buen  resultado. 


(El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia:  Nadie  lo  ha  di- 
ch  o.)  Pues  ahora  lo  digo  yo,  y voy  á rectificar  con 
guarismos  las  cifras  que  S.  S.  presentaba  en  contra 
del  Sr.  Isasa. 

El  Sr.  Isasa  decia,  y lo  decía  de  una  manera  ve- 
lada, delicadísima,  sin  querer  manifestarlo,  que  el 
origen  de  las  deficiencias  de  la  reforma  es  la  manera 
como  ha  tenido  S.  S.  de  llevar  á las  Audiencias  de  lo 
criminal  funcionarios  completamente  improvisados. 
De  esas  improvisaciones  nacen  las  deficiencias  del 
juicio  oral  y público  que  están  representadas  de  la 
manera  siguiente: 

Sobreseimientos. 


1859. — De46.165cau  sas  sen  ten 


ciadas  se  sobreseyeron . , 

. 18.528 

40  por  100 

18G0.- 

-De 

46.920 

. 18.095 

38 

1861,- 

—De 

48.284 

. 19.394 

40 

1 862.- 

—De 

48.288 

. 19.091 

39  '/> 

1883.- 

—De 

63.138 

. 38.591 

61 

1884. 

-De 

59.189 

. 34.750 

59 

1885.- 

-De 

68.074 

. 32.412 

48 

De  manera  que,  en  los  sobreseimientos,  la  pro- 
porción reviste  caracteres  alarmantes. 

Comparada,  pues,  la  estadística  de  los  años  1883, 
1884  y 1885  con  la  de  1859  á 1862,  que  fué  la  pri- 
mera estadística  publicada,  resulta  que  estamos  en 
una  situación  muy  alarmante,  no  solo  por  el  progreso 
de  la  criminalidad  que  representa  esos  guarismos, 
puesto  que  de  46  y 48.000  causas  hemos  subido  á 
68.000,  sino  que  además,  dentro  de  esos  mismos  gua- 
rismos, hay  una  desproporción  tan  grande  como  la 
que  acaba  de  oir  el  Congreso:  un  61  por  100. 

¿Y  en  las  absoluciones  de  que  aportó  nota  S.  S.? 
Pues  en  las  absoluciones  resulta  lo  siguiente: 

Absoluciones. 

1883.  — De  6.405  condenas  sin 

conformidad 1.844  29  por  100. 

1884. — De  9.021  3.055  34 

1885. — De  8.518 3.555  42 

Y como  complemento  de  estos  datos,  que  no  de- 
ben examinarse  aisladamente,  pueden  recordarse  tam- 
bién los  recursos  de  casación  estimados  por  la  ¿ala 
de  lo  criminal  del  Tribunal  Supremo,  y también  la 
proporción  resulta  bastante  desconsoladora;  porque 
en  el  año  1883  se  han  estimado  130  recursos  por  in- 
fracción de  ley,  en  los  cuales  hay  muy  pocos  de  que- 
brantamiento de  forma;  en  el  año  1884,  152;  es  decir, 
que  en  152  sentencias,  ha  declarado  el  Tribunal  que 
se  ha  cometido  error  de  derecho;  y en  1885  se  han 
estimado  unos  pocos  ménos,  porque  han  llegado  solo 
á 121. 

De  todas  maneras,  las  casaciones  en  el  Tribunal 
Supremo,  por  la  proporción  de  las  absoluciones  y pol- 
los datos  de  la  estadística  respecto  de  los  sobresei- 
mientos, créame  S.  S.,  acusa  una  deficiencia  notabi- 
lísima, profunda  y esencial  en  la  reforma  que  ha  rea- 
lizado S.  S. 

Reconozco  también  otra  cosa,  que  después  de  ha- 
ber improvisado,  digámoslo  así,  S.  S.  623  funciona- 
rios, porque  cuando  dejó  el  Ministerio  solo  quedaron 

57Q 


2212 


3 DE  MAYO  DE  1887. 


para  el  Sr.  Romero  Girón  80  ó 90,  después  de  abierto 
un  cuarto  turno  donde  entra  todo  aquel  que  no  se 
atreve  á dar  públicas  muestras  de  suficiencia  en  nin- 
guna de  las  carreras  del  Estado,  porque  no  se  lia  pre- 
sentado á oposición  y no  ha  sufrido  la  prueba  de  su 
aptitud,  sin  embargo,  por  ese  cuarto  turno  S.  S.  ha 
improvisado  de  la  clase  de  letrados  hasta  presidentes 
de  Audiencia  de  lo  criminal  que  tienen  la  categoría 
de  magistrados  territoriales,  donde  muchísimos  no 
llegan...  (El  Sr,  Ministro  de  Gracia  y Justicia : ¿Y  eso 
no  sucedía  antes?)  Eso  no  sería  nunca  una  razón  aten- 
dible. Con  todas  estas  improvisaciones,  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia,  durante  muchísimos  anos  las 
consecuencias  del  acto  de  S.  S.  se  han  de  notar  y 
sentir  en  la  administración  de  justicia  (El  Sr,  Minis- 
tro de  Gracia  y Justicia:  Ya  lo  creo;  muy  favorables) 
y ha  de  ser  muy  difícil  á ningún  Ministro  reparar  los 
inconvenientes,  las  deficiencias  y los  males  que  se 
notan  en  la  administración  de  justicia. 

Me  parece  que  fué  el  Sr.  Maura  el  que  pregunta- 
ba el  otro  dia  á esta  minoría:  pues  si  no  os  gusta  el 
Jurado,  ¿qué  solución  trae  la  minoría  conservadora? 
Es  muy  fácil,  á mi  juicio,  contestar  á esa  pregun- 
ta. Nosotros  Lraemos  lo  que  hemos  traido  cuando 
hemos  sido  partido  dominante:  el  juicio  oral  y pú- 
blico, que  en  España  se  debe  á nuestra  iniciativa 
principalmente,  el  juicio  oral  sin  Jurado,  reformando 
la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  en  aquello  que  la 
experiencia  ha  acreditado  que  necesita  reforma. 

Y ahora  entro  de  lleno  á concluir  este  primer 
punto  del  aspecto  jurídico  de  la  cuestión,  indicando 
las  reformas  que  debieran  preceder  al  planteamiento 
del  Jurado.  Y en  este  punto,  me  encuentro  el  camino 
muy  desembarazado,  porque  el  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia,  contestando  noblemente  la  otra  tarde  á 
una  pregunta  del  Sr.  Silvcla,  ha  dicho,  que  mientras 
no  se  apruebe  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  y 
se  reforme  el  Código  penal,  entiende  que  no  podrá 
plantearse  el  Jurado.  (El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia: Yo  no  lo  he  dicho.)  ¿No?  Entonces  me  veo  obli- 
gado á demostrar,  que  sin  hacer  esas  cosas  que  yo 
creí  haber  oido  ai  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
no  es  posible  plantear  el  Jurado.  ¿Cómo  es  posible, 
señores,  que  tratemos  del  Jurado  y de  la  clasificación 
de  delitos  que  se  someten  al  juicio  del  Jurado,  donde 
no  hay  más  que  dos  sistemas;  ó el  de  someter  todos 
los  juicios  al  Jurado,  ó el  de  someterle  solo  los  deli- 
tos graves?  En  otras  partes,  se  someten  al  Jurado 
todos  los  delitos,  los  políticos  y los  de  la  prensa;  y en 
otras  partes,  como  decía  el  Sr.  Montero  Ríos  el 
ano  1872,  se  le  someten  aquellos  delitos  que  merecen 
pena  superior  á la  de  presidio  mayor;  es  decir,  los 
que  en  otras  partes  se  llaman  crímenes,  y nosotros 
llamamos  delitos  graves;  los  que  merecen  cierta  pe- 
nalidad grave. 

Pues  si  S.  S.  ha  autorizado  que  la  Comisión  tra- 
jera una  enumeración  de  delitos  que  la  mayor  parte 
merecen  pena  correccional,  al  propio  tiempo  que  en 
el  Senado  presentaba  un  proyecto  de  ley  organizando 
la  justicia  correccional  y creando  un  Jurado  chico 
(pues  ahora  tenemos  un  Jurado  grande  y un  Jurado 
chico  como  en  Inglaterra),  sin  que  estén  definidos  y 
sepamos  qué  juicios  quedan  dentro  de  la  categoría  de 
la  justicia  correccional,  y que  se  saquen  del  cono- 
cimiento del  Jurado,  ¿cómo  va  á plantearse  el  Jurado? 
¿No  ve  S.  S.  que  la  clasificación  de  delitos  que  ha 
traido  la  Comisión,  es  una  clasificación  anti  científica 


y anti -lógica,  porque  en  ella  hay  una  porción  de  de- 
litos que  se  castigan  con  la  pena  correccional?  ¿Es 
que  S.  S.  quiere  someter  al  Jurado  toda  clase  de  de- 
litos? j Ah!  si  eso  fuese,  yo  tengo  en  contra  un  texto 
del  Sr.  Alonso  Martínez,  que  dijo  que  antes  abando- 
naría el  Ministerio  que  someter  al  Jurado  el  conoci- 
miento de  todos  los  delitos.  No;  S.  S.  no  es  partidario 
de  que  el  Jurado  conozca  de  toda  clase  de  delitos;  y 
si  S.  S.  no  es  partidario  de  eso,  tiene  que  limitar  la 
jurisdicción  del  Jurado  á una  clasificación  que  de- 
penda de  algún  concepto  científico.  Verdad  es,  que  no 
hace  muchos  dias  que  se  ha  dicho  en  el  Parlamento 
español  que  el  estudio  de  la  ciencia,  que  el  conoci- 
miento de  estas  cosas  no  sirven  para  nada,  porque  es 
necesario  nacer  jurisconsulto,  nacer  Ministro  y nacer 
Comisión. 

Pues  bien;  yo  entiendo  que  no  hay  más  remedio 
que  estudiar  y plantear  próviamente  la  ley  orgánica 
(le  tribunales,  de  donde  nace  la  reforma  de  todos  los 
organismos  jurídicos,  y tiene  que  preceder  á todas  las 
reformas,  y sin  ella  no  puede  haber  Juzgados,  ni  jue- 
ces municipales,  ni  nada.  Sin  reformar  el  Código  pe- 
nal, ¿cómo  es  posible  que  sepamos  los  datos  que  van 
á entrar  en  ese  procedimiento,  que  yo  le  niego  el 
nombre  de  institución  que  le  dan  los  demócratas,  pues 
para  mí  no  es  más  que  un  método  y un  procedimien- 
to? Cuando  esté  dentro  de  la  Constitución,  le  llamaré 
institución.  Aquí  no  hay  más  que  las  Cortes  con  el 
Rey,  y esa  para  mí  es  la  representación  de  la  sobe- 
ranía nacional. 

Después  necesita  S.  S.  practicar  la  división  terri- 
torial para  que  no  resulten  esas  deficiencias  que  he 
notado  esta  tarde.  Consecuencia  de  esta  reforma  será 
la  supresión  de  Juzgados  y Audiencias,  y ya  desde 
dentro  del  Ministerio  le  han  dicho  á S.  S.  que  necesita 
rebajar  las  Audiencias  á 45. 

¡Los  Juzgados  municipales!  ¿Qué  pintura  tan  grá- 
fica nos  hacía  esta  larde  el  Sr.  Mon tilla?  No  era  ne- 
cesario que  los  pintara,  porque  esta  en  la  mente  de 
todos  que  la  justicia  municipal  es  un  mecanismo  po- 
lítico en  nuestro  país,  porque  aquí  todo  es  político, 
incluso  el  actual  proyecto.  Hay,  pues,  que  arreglar 
los  Juzgados  municipales,  exigiendo  no  que  se  aso- 
cien á los  dos  adjuntos  para  conocer  de  las  cuestio- 
nes que  caben  dentro  de  la  jurisdicción  que  tienen  los 
jueces  municipales. 

Pero  S.  S.  no  habrá  hecho  nada  si  no  hace  la  re- 
forma de  los  secretarios  judiciales,  la  gran  reforma 
que  se  necesita  en  España  para  organizar  la  adminis- 
tración de  justicia.  Mientras  S.  S.  tenga  esos  escriba- 
nos que  envían  al  mayor  ó al  escribiente  del  mayor 
á tomar  en  un  sobre  ó en  un  pliego  de  papel  la  de- 
claración de  un  testigo,  y que  vuelven  después  ex- 
puestos á toda  clase  de  coacciones  y depositan  estos 
datos  en  el  sumario  y con  estos  antecedentes  y datos 
se  forman  los  procesos,  aun  aquí  mismo  en  Madrid, 
¿qué  va  á hacer  8.  8.?  Mientras  8.  S.  no  dote  á los  se- 
cretarios judiciales,  no  ha  hecho  nada  en  justicia  cri- 
minal. Es  necesario  estar  en  contacto  con  esa  gente 
para  conocer  su  vida  y manera  de  proceder...  (El  se- 
ñor Ministro  de  Gracia  Justicia:  Si  S.  S.  me  da  dinero...) 
De  la  misma  manera  que  S.  S.  sacó  15  millones  para 
montar  esas  Audiencias  de  lo  criminal  que  tienen  que 
reformarse...  (El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia:  Su 
señoría,  en  la  Comisión  de  Códigos,  encontraba  que 
el  sistema  mió  era  el  más  barato.)  Y con  todo  lo  que 
S.  8.  ahorre  con  las  Audiencias  y los  Juzgados  que 
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suprima,  tendrá  bastante  para  atender  á esa  necesidad, 
cjiie  es  empresa  capital  para  la  administración  de  jus- 
ticia  en  España,  porque  créame  S.  S.  que  se  lo  digo 
de  buena  íe.  (EL  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia : Crea 
S.  S.  qno  está  en  una  ilusión.)  Eso  me  prueba  que 
s!  8.  no  ba  andado  nunca  por  escribanías  y que  no 
ha  visLo  lo  que  pasa.  (El  Sr.  Ministro  de  Gracia : y Jus- 
ticia: He  hablado  de  los  tribunales;  por  las  escribanías 
iio  he  andado  nunca.) 

Excuso  añadir,  que  tras  de  estas  reformas  han  de 
venir  la  de  la  estadística,  la  de  la  policía  judicial,  la 
del  sistema  médico-forense,  la  del,  sistema  peniten- 
ciario, aquella  reforma  del  sistema  penitenciario,  sin 
la  que  el  Sr.  Ministro  decia  en  el  Senado  que  era  im- 
posible organizar  el  Jurado.  Y quédame  solo  en  el 
aspecto  jurídico  una  pequeñísima  cuestión,  en  la  que 
tengo  la  fortuna  de  que  el  individuo  de  la  Comisión, 
que  según  parece  ha  de  contestarme,  está  de  acuerdo 
conmigo:  el  Sr.  García  Gómez  de  la  Serna,  sostuvo 
el  ano  82  lo  que  yo  sostengo,  es  á saber:  que  el  juicio 
oral  y público  puede  subsistir  sin  el  Jurado,  pero  que  el 
Jurado  no  puede  subsistir  sin  el  juicio  oral  y público. 

Y paso  ya,  cumpliendo  mi  palabra,  á tratar  el  as- 
pecto político  de  la  cuestión.  Sostengo  que  el  Jurado 
es  un  mecanismo  anticonstitucional.  Quiénes  han 
sostenido  que  el  Jurado  es  una  función  social,  quié- 
nes que  el  Jurado  es  una  consecuencia  natural  de  la 
división  de  Poderes;  y que  así  como  el  pueblo  inter- 
viene en  el  legislativo  y directa  ó indirectamente  en 
el  ejecutivo,  debe  intervenir  en  el  judicial:  Mancini 
sostiene  lo  primero,  y lo  segundo  el  Sr.  Azcárate  con 
ei  Sr.  Labra,  á quien  el  año  8 1 tuve  ocasión  de  con- 
testar desde  aquellos  bancos  (Señalando  el  de  la  Co- 
misión), cuando  se  discutió  el  proyecto  de  ley  del 
Sr.  Bugalla!,  declarándose  8.  S.  partidario  del  Jurado. 
Pero  hay  quien  sostiene  que  el  Jurado  es  necesario 
para  hacer  que  el  pueblo  reiue:  de  esta  opinión  fué 
Tocqucville;  y hay  otra  autoridad  que  no  será  sospe- 
chosa para  vosotros,  cual  es  la  del  Sr.  Presidente  de 
la  Cámara  que  sostiene  que  el  Jurado  es  la  realidad 
de  la  soberanía.  De  manera  que  todos  los  demócratas 
convienen  en  un  misino  punto  de  vista:  es  necesario 
que  el  pueblo  reine;  la  realidad  de  la  soberanía  es  el 
Jurado,  y bien  se  atienda  á la  división  de  Poderes, 
bien  á la  función  social  que  es  necesario  darle  al  pue- 
blo, el  pueblo  tiene  derecho  á intervenir  en  todos  los 
Poderes. 

Toda  esta  argumentación  descansa  en  un  sofisma. 
Si  la  Constitución  dijera  que  la  soberanía  nacional 
roside  en  la  Nación  tendrian  razón  esos  señores;  sería 
necesario  dar  realidad  á la  soberanía  y constituir  el 
Jurado;  pero  como  la  Constitución  no  dice  eso;  como 
la  Constitución  dice  que  la  soberanía  reside  en  las 
Córtcs  con  el  Rey,  y que  el  Rey  nombra  los  funciona- 
rios de  la  administración  de  justicia,  no  puede  apli- 
carse este  principio  dentro  de  la  Constitución  de 
1876,  que  no  es  democrática  como  aquí  se  lia  dicho, 
sino  monárquica  y bien  monárquica,  si  bien  deja  que 
todos  los  partidos  desenvuelvan  los  organismos  que 
no  afecten  á la  esencia  de  esa  misma  Constitución. 
¡Pues  no  faltaba  más,  sino  que  aquí  de  esta  manera  y 
por  un  proyecto  de  esta  suerte  presentado  cediendo  á 
compromisos  políticos,  vinieran  á desnaturalizarse 
todos  los  mecanismos  de  la  vigente  Constitución!  Si 
esto  fuera  exacto,  ¿no  resultaría  una  deficiencia  por  no 
haberse  presentado  la  reforma  cuando  se  discutió  la 
Constitución?  Pues  nadie  dijo  entonces  una  palabra 


de  eso;  el  Sr.  Linares  Rivas  presentó  una  enmienda 
pidiendo  que  la  administración  de  justicia.se  denomi- 
nara Poder  judicial,  y fué  la  enmienda  desechada:  de 
manera  qué  no  tiene  en  España  la  administración  de 
justicia  ni  siquiera  el  nombre  de  Poder,  y como  la 
soberanía  no  reside  esencialmente  en  la  Nación,  ni  la 
realidad  de  la  soberanía,  ni  el  reinado  del  pueblo,  ni 
las  distinciones  científicas  de  los  juradistas  tienen  ca- 
bida en  la  actual  Constitución  del  Estado. 

Y ahora  debo  confesar  ingénuamente,  que  com- 
prendo con  claridad,  á dónde  va  y lo  que  quiere  la 
escuela  democrática.  La  escuela  democrática  viene 
dentro  de  esta  Constitución  á hacer  la  obra  que  plan- 
teó el  Si*.  Montero  Ríos,  ir  recabando  y debilitándola 
acción  del  Estado  para  dársela  al  individuo,  y esta- 
blecer derechos  en  favor  del  pueblo,  que  no  tiene  por 
virtud  de  la  Constitución.  Debilitando  de  esta  suerte 
el  organismo  del  Estado,  vienen  SS.  SS.  y pretenden 
establecer  la  organización  de  un  Poder  nuevo.  Esta  es 
la  pretensión  y este  es  el  ideal  de  la  democracia  jurídi- 
co-española,  y los  que  creemos  que  defendemos  el  ideal 
íntimo,  científico  y verdadero  de  la  Constitución  de 
1876,  hemos  de  salir  siempre  á combatir  esa  teoría. 
Por  esto  he  dicho  que  ni  el  Estado  político  ni  el  so- 
cial de  España  consienten  hoy  por  hoy  la  institución 
del  Jurado. 

Pero  además,  la  prueba  de  que  el  proyecto  de  ley 
sometido  á vuestra  deliberación  es  un  proyecto  polí- 
tico, nos  la  ba  dado  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia por  medio  de  sus  autorizadas  palabras.  El  señor 
Ministro  de  Gracia  y Justicia,  contestando  aquí  en 
aquella  célebre  sesión  del  año  82  á la  disidencia  del 
partido  liberal,  que  representábanlos  Sres.  Linares 
Rivas  y Balagucr,  se  levantó  airado,  como  se  levantó 
también  el  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  y 
combatiendo  la  pretensión  del  Sr.  Linares  Rivas,  que 
pedia  el  inmediato  planteamiento  del  Jurado,  dijo: 
No  podemos  traer  de  esa  manera  tan  precipitada, 
como  S.  S.  quiere,  ese  procedimiento;  ya  vendrá;  ire- 
mos por  etapas,  poco  á poco,  y S.  S.  todavía  añadió 
un  poco  más,  algo  más  grave,  que  no  se  ba  atrevido 
á decir  la  minoría  conservadora,  que  se  inspira  en 
grandísimos  sentimientos  de  patriotismo.  Su  señoría 
tiene  dicho  en  una  sesión  célebre,  que  las  soluciones 
que  trae  el  espíritu  de  partido  y que  se  apoyan  y se 
inspiran  en  ese  espíritu  y que  nacen  con  esa  tuerza, 
vienen  á durar  lo  que  dura  el  partido  que  las  esta- 
blece. lia  minoría  conservadora  se  ha  cuidado  de  no 
repetir  estas  palabras,  y ha  dicho,  que  si  encuentra 
establecida  esta  ley,  la  respetará,  y si  la  opinión  pú- 
blica reclama  reformas,  las  hará,  acudiendo  como  es 
natural,  á los  Cuerpos  Colegisladores. 

Pero  la  cultura  del  país  y su  estado  político,  ¿ad- 
miten el  procedimiento  del  Jurado?  Presentaré  á la 
consideración  de  los  Sres.  Diputados  un  dato  elocuen- 
te. Diez  y seis  millones  y medio  de  habitantes  tiene 
España;  de  estos  16  millones  y medio,  12  millones  no 
saben  leer  ni  escribir.  ¿Cree  S.  S. , Sr.  Ministro,  de 
buena  fe,  que  este  pueblo  está  educado  ya  para  reci- 
bir el  Jurado?  ¿Qué  enseñanza  ba  recibido  este  pueblo 
para  que  pueda  adquirir  lo  más  difícil  de  compren- 
der, no  ya  por  los  indoctos,  sino  por  los  hombres  de 
ciencia,  la  conciencia  de  su  derecho ? ¿Cree  S.  S.  que  el 
pueblo  español  tiene  conciencia  de  su  derecho?  ¿Cree 
S.  S.  que  en  un  país  en  que  hay  12  millones  de  habi- 
tantes que  no  saben  leer  ni  escribir,  se  va  á aprender 
lo  bastante  con  que  S.  S.  establezca  el  Jurado?  jAh! 
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En  vez  de  Jurado  lo  que  deberíais  establecer  son  es- 
cuelas, y poner  una  en  cada  calle.  Esto  es  lo  que  debe 
hacer  un  Gobierno  que  atienda  y que  sienta  los  lati- 
dos del  pueblo. 

(Y  la  sociedad  política!  ¿Necesitaré  yo,  Srcs.  Di- 
putados, haceros  una  pintura  gráfica  del  estado  polí- 
tico del  país?  Ya  habéis  dicho  que  esta  es  una  socie- 
dad enfermiza,  y por  medicina,  y este  es  el  gravísimo 
defecto  do  la  escuela  liberal,  os  empeñáis  en  admi- 
nistrarla los  últimos  mecanismos  políticos,  y sucede 
que,  como  no  puede  digerirlos,  enferma. 

Este  ha  sido  siempre  el  defecto  de  la  escuela  libe- 
ral, que  todos  ios  procedimientos,  que  todas  las  re- 
formas que  ha  ideado,  no  están  en  relación  con  el  es- 
tado de  cultura  del  país,  que  no  tiene  conciencia  de 
su  derecho,  que  no  tiene  instrucción  en  12  millones 
de  habitantes  y que  no  puede  resignarse  en  determi- 
nadas comarcas  de  España  á pasar  por  las  amargu- 
ras por  que  han  de  pasar  estos  jurados.  Créame  S.  S.; 
la  mayor  victoria  que  pudiéramos  obtener  era  dejar 
que  pasara  este  proyecto,  seguros  de  que  dentro  de 
dos  anos  no  habia  de  quedar  ni  sombra  de  este  pro- 
cedimiento. 

No;  el  pueblo  español  lo  que  tiene  es  veneración 
á la  administración  de  justicial  Yo  he  visto  en  un  pue- 
blo presentarse  el  Tribunal  del  Jurado  á administrar 
justicia,  y arrodillarse  las  gen  tes  para  besarle  la  mano. 
¿Por  qué?  Por  lo  que  la  justicia  representa,  por  la  fe 
que  tienen,  porque  los  pueblos  rurales  son  muy  dis- 
tintos de  lo  que  es  Madrid.  Aquí  todo  lo  queremos 
hacer  para  el  pueblo  de  Madrid.  Si  fuérais  á las  cam- 
piñas desiertas  dej.  centro  de  España  y vierais  á aque- 
llas gentes  que  viven  en  el  campo  ajenas  á todas  nues- 
tras luchas  políticas,  a todas  nuestras  pasiones  polí- 
ticas y les  hablarais  del  Jurado  y de  la  necesidad  que 
tienen  de  ir  al  pueblo  y de  perder  algunos  dias  de 
trabajo,  oiríais  la  opinión  de  esas  pobres  gentes  res- 
pecto de  una  institución  que  no  comprenden  para  qué 
sirve  y que  les  quita  lo  que  más  interesa  ai  corazón 
y al  alma  humana,  que  es  la  fe  en  las  instituciones, 
fe  que  queréis  hacerle  perder  al  pueblo. 

Cuando  tan  gran  resorte  de  gobierno  y de  poder 
es  la  fe  en  el  que  obedece,  vosotros  queréis  quitársela, 
y esto  en  un  país  en  donde  la  política  lo  ha  invadido 
todo;  en  donde  en  vez  de  haber  traido  las  reformas  de 
la  ley  provincial  y municipal  os  habéis  empeñado  en 
traer  el  Jurado  que  no  hacía  ninguna  falta;  en  donde 
se  confiesa  que  los  jueces  municipales  son  un  arma 
política;  en  donde  se  confiesa,  como  se  ha  confesado 
por  boca  de  la  Comisión,  que  la  sociedad  está  enfer- 
miza, á cuya  sociedad  enfermiza  la  administráis  como 
medicina  el  Jurado. 

Y no  quiero  concluir  sin  leer  dos  opiniones  para 
ver  si  les  prestáis  más  benévola  atención  que  á mí 
me  habéis  estado  prestando  toda  la  tarde.  El  Sr.  Gar- 
cía Gómez,  que  presumo  es  el  encargado  de  contes- 
tarme, dijo  en  la  sesión  de  23  de  Mayo  de  1882  lo  si- 
guiente: 

«No  hay  que  engañarnos;  es  menester  decir  las  co- 
sas claras:  cuando  yo,  un  dia  y otro  día,  oigo  decir 
aquí  que  la  Opinión  pública  en  España  es  favorable  al 
Jurado  y que  reclama  el  Jurado,  he  creído  y he  en- 
tendido, y solamente  de  esta  manera  puedo  pasar  por 
esta  aseveración,  que  se  trata  de  la  opinión  de  las 
personas  ilustradas  y de  las  personas  cultas.  ¡Pero  la 
generalidad  del  país,  la  generalidad  de  España  desear 
y ambicionar  y querer  el  Jurado!  No  nos  hagamos 


ilusiones,  no  es  esto  exacto;  la  generalidad  del  pueblo 
español  no  solo  no  desea,  sino  que  teme  la  institución 
del  Jurado.  No  hay  que  hacernos  ilusiones;  tenemos 
de  ello  una  prueba  evidente  y palmaria  de  ayer.  Pues 
qué,  ¿han  pasado  tantos  años  desde  que  esa  institu- 
ción estuvo  funcionando  por  espacio  de  algunos  me- 
ses? ¿Y  qué  es  lo  que  sucedió?  Pues  qué,  ¿se  han  ol- 
vidado, por  ventura,  los  Sres.  Diputados  de  más  de 
2.000  causas  que  en  aquellos  meses  se  tuvieron  que 
formar  á jurados  por  no  querer  asistir  á ejercer  la 
función  que  les  encomendaba  la  ley?  Pues  qué,  ¿se 
han  olvidado  de  más  de  3.000  causas  que  fué  menes- 
ter formar  á los  testigos  por  haberse  negado  termi- 
nantemente, desobedeciendo  la  ley,  á acudir  á prestar 
su  declaración?  Esto  es  una  cosa  evidente.  Además 
señores,  yo  puedo  hablar  en  el  asunto  como  testigo 
de  mayor  excepción;  yo  puedo  hablar  de  ciencia  pro- 
pia; yo  he  sido  jurado.  Me  cupo  en  suerte,  en  una  de 
las  ocasiones  que  tuvo  que  establecerse  en  Madrid,  el 
tener  que  ir  á cumplir,  como  ciudadano,  con  el  deber 
que  me  imponia  la  ley,  y como  yo  no  falto  nunca  á 
mis  deberes,  aunque  con  repugnancia,  lo  declaro,  fui; 
y ¿saben  los  Sres.  Diputados  lo  que  saqué  de  allí?  Pues 
saque  dos  enseñanzas:  una,  la  de  que  la  intitucion  del 
Jurado  era  refractaria  á todos  los  que  tuvieron  inter- 
vención en  ella,  lo  mismo  á los  jurados  que  á los  tes- 
tigos; y saqué  otra  enseñanza  que  me  ha  servido  para 
modificar  la  idea  que  yo  tenía  del  Jurado,  aprendida 
en  mis  libros  y en  las  aulas,  y que  me  ha  hecho  for- 
mar, sobre  estos  tribunales  y sobre  su  organización, 
una  muy  especialísima  teoría  que  quizá,  si  puedo 
vencer  mi  repugnancia,  cuando  llegue  el  caso  de 
traer  aquí  ese  debate,  pueda  exponerla  al  Congreso; 
pero  como  el  mismo  comprenderá  en  su  sabiduría, 
no  es  ocasión  oportuna  la  presente  para  venir  hoy 
aquí  á ocupar  su  alta  atención  con  un  asunto  com- 
pletamente ajeno  al  proyecto  y la  enmienda  que  se 
discuten.» 

Pero  esto  es  nada,  por  más  que  sea  mucho  para 
mí  por  la  autoridad  que  tiene  S.  S.  y por  los  muchos 
títulos  que  le  recomiendan  á nuestra  cariñosa  consi- 
deración. Esto  no  es  nada  comparado  con  lo  que  el 
Sr.  Sagasta  dijo  siendo  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros en  la  sesión  de  20  de  Mayo  de  1882: 

«Señores  Diputados,  querer  qiie  en  España,  donde 
no  ha  habido  nunca  Jurado,  y que  cuando  le  ha  ha- 
bido ha  dado  resultados  funestísimos,  no  por  la  insti- 
tución, sino  por  falta  de  preparación  para  establecer- 
lo; querer  que  en  España,  donde  hay  tanta  dificultad 
para  encontrar  testigos  que  ayuden  las  investigacio- 
nes de  la  justicia,  y donde  no  hay  gentes  que  tengan 
á honor  el  cargo  de  jurado  y se  presten  á cumplir  ese 
deber,  porque  deber  es;  querer  que  en  España  se  plan- 
tee el  Jurado  en  un  dia,  yendo  mucho  más  allá  de  lo 
que  se  puede  ir,  no  lo  concibo,  no  lo  comprendo  más 
que  por  esa  impresionabilidad,  hija  de  nuestro  carác- 
ter, que  nos  lleva  á no  hacer  las  cosas  sino  marchan- 
do de  exageración  en  exageración;  y por  el  camino  de 
la  exageración  resulta  que  no  se  puede  ir  más  que  ai 
abismo.»  (El  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros : 
Un  dia  no  son  cinco  años.)  De  manera  que  todo  lo  que 
he  tenido  el  gusto  de  exponeros  esta  tarde  tiene  en 
su  apoyo  las  opiniones  anteriores  del  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  la  opinión  del  Sr.  Diputado  Gómez 
de  la  Serna  y la  del  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros. 

Y ahora,  para  concluir,  permitidme  decir  cuatro 
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palabras.  Recordando  aquel  texlo  del  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  entiendo  que  todas  las  grandes  re- 
formas necesitan  estar  encarnadas  en. las  costumbres. 
Aquí  nadie  ha  pedido,  aquí  nadie  desea,  aquí  nadie  se 
lia  acordado  del  Jurado  hasta  que  la  escuela  demo- 
crática ha  tratado  de  imponerlo  como  una  solución 
política. 

Por  consiguiente,  en  vez  de  darle  al  pueblo  es- 
pañol Jurado  y mecanismos  que  yo  entiendo  que  no 
le  han  de  servir  para  nada,  dadle  instrucción,  refor- 
mad sus  costumbres,  no  entreguéis  ai  caciquismo 
político  la  administración  de  justicia,  y procurad 
sobre  todo  que  ias  generaciones  venideras  no  maldi- 
gan de  innovaciones  itnfiremeditadas. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y justicia  (Alonso 
Martínez):  Pillo  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

EL  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Yov  á decir  muy  pocas,  porque  me  reser- 
vo exponer  los  verdaderos  resultados  de  la  estadística 
en  otra  sesión.  Naturalmente,  necesito  para  eso  hacer 
un  exámen  y un  trabajo  de  comparación,  que  será 
breve;  pero  no  quiero  que  termine  esta  sesión  bajo  la 
impresión  de  ciertas  palabras  del  Sr.  Danvila.  Por  de 
pronto,  yo  debo  suponer  que  el  Sr.  Danvila  no  inter- 
preta las  ideas  y las  opiniones  del  partido  conserva- 
dor respecto  del  juicio  oral  y público.  Aunque  yo  es- 
timo cu  mucho  al  Sr.  Danvila  y le  tengo  por  persona 
de  gran  valer,  no  se  ofenderá  S.  S.,  si  atribuyo  ma- 
yor importancia  y una  más  alta  representación  del 
partido  conservador  al  Sr.  Silvela.  Pues  bien;  el  señor 
Silvela,  lejos  de  creer  lo  que  cree  el  Sr.  Danvila,  decía 
en  esa  misma  circular  á que  S.  S.  lia  aludido,  lo  si- 
guiente: 

«Es,  pues,  á no  dudarlo,  progreso  grande  en  nues- 
tras costumbres,  señal  cierta  ile  adelanto  en  las  con- 
diciones de  partidos  y escuelas,  que  al  volver  las  ideas 
conservadoras  a las  esferas  del  gobierno  no  bailan  en 
el  departamento  de  Gracia  y Justicia  otra  reforma  plan- 
teada que  la  del  juicio  oral,  con  todos  los  caractéres 
de  preparación  en  los  espíritus,  madurez  en  el  estu- 
dio, convicción  en  las  opiniones  del  mayor  número, 
sin  los  cuales  ningún  pueblo,  dueño  (le  su  voluntad  y 
verdaderamente  libre,  acepta  la  modificación  funda- 
mental de  sus  organismos  judiciales;»  y continúa  en 
este  mismo  tono,  á veces  con  elogios  inmerecidos, 
que  yo  agradezco  en  el  fondo  de  mi  alma,  la  circular 
del  Sr.  Silvela.  Y viene  después  este  último  párrafo, 
que  contesta  á las  últimas  frases  del  discurso  del  se- 
ñor Danvila: 

«Se  pueden  apreciar  ya  los  resultados  que  ofrece 
la  práctica  de  un  año  de  la  reforma  en  el  enjuicia- 
miento criminal,  y los  que  con  mayor  hostilidad  la 
miraban,  habrán  de  reconocer  no  ha  confirmado  la 
experiencia  todas  sus  prevenciones.  Hay  más  energía 
inoral  en  los  testimonios,  más  puntualidad  en  las  asis- 
tencias, mas  vivo  interés  en  la  opinión , mayor  ga- 
rantía, por  tanto,  para  el  procesado  y para  el  orden 
social,  de  lo  que  recelaba  el  pesimismo  de  muchos,  y 
es  de  notar,  que  ni  los  rozamientos  peculiares  á toda 
innovación  en  las  organizaciones  que  aLcanzan  tantos 
intereses  ó tan  numerosas  y diversas  clases,  ni  las  no- 
torias imperfecciones  con  que  luchan  los  nuevos  tri- 
bunales, inevitables  en  un  primer  ensayo,  hayan  basta- 
do a suscitar  un  solo  defensor  al  antiguo  procedimiento 
escrito.» 

He  creído  que  debía  dar  lectura  de  estos  párrafos, 


al  ménos,  de  la  circular  del  Sr.  Silvela,  en  que,  desde 
las  esferas  del  Gobierno,  con  un  juicio  sereno  é im- 
parcial,  juzgaba  de  otro  modo  la  nueva  organización 
judicial. 

A este  propósito  debo  decir  también  al  Sr.  Dan- 
vila, que  S.  S.  recordará,  que  en  el  proyecto  de  ley 
que  yo  presenté  y que  fué  antes  discutido  en  la  Co- 
misión de  Códigos,  del  cual  por  cierto  fué  S.  S.  apa- 
sionado defensor,  en  aquel  proyecto  se  proponía  el  es- 
tablecimiento, por  de  pronto,  de  una  Audiencia  en 
cada  capital  de  provincia:  no  se  proponía  el  establea- 
cimiento  del  número  de  Audiencias  que  luego  se 
establecieron;  y fué  precisamente  el  Congreso  de  se- 
ñores Diputados  el  que,  enmendando  la  obra  del  Mi- 
nistro, creyó  oportuno  y conveniente  establecer  mayor 
número  de  tribunales  colegiados.  Por  consiguiente, 
esas  declamaciones  del  Sr.  Danvila  iban  más  altas, 
iban  por  encima  de  mi,  porque  vienen  á herir  á los 
mismos  Cuerpos  Golegisladores. 

No  quiero  terminar  estas  breves  frases,  que  be 
querido  dirigir  al  Congreso,  sin  dar  desde  aquí  satis- 
facción á la  Comisión  de  Códigos.  Encontrarme  yo 
acusado  de  falta  de  consideración  á la  Comisión  do 
Códigos,  yo,  que  siempre  que  he  sido  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  be  tenido  la  honra  de  presidir  esa 
Comisión;  que  cuando  be  dejado  el  Ministerio,  be 
tomado  siempre  una  parte  tan  activa  en  sus  trabajos, 
es  lo  que  me  quedaba  que  ver.  ¿Pero  de  dónde  vienen 
las  quejas  del  Sr.  Danvila?  ¿Se  queja  S.  S.  de  que  no 
he  llamado  á la  Comisión  de  Códigos,  ó mejor  dicho, 
de  que  no  be  dado  á la  Comisión  de  Códigos  el  en- 
cargo de  formar  el  proyecto  de  ley  del  Jurado?  ¿Pero 
se  ha  olvidado  S.  S.  del  personal  que  compone  la 
Sección  segunda  de  la  Comisión  de  Códigos,  ó sea  de 
la  Sección  de  lo  criminal? 

Pues  fuera  ilel  Sr.  Fernandez  de  la  Hoz,  á quien 
hemos  tenido  la  desgracia  de  perder,  todos  los  demás, 
¿no  pertenecen  al  partido  conservador?  (El  Sr.  Danvi- 
la: ¿El  Sr.  Romero  Girón  también?)  Es  verdad:  el  se- 
ñor Romero  Girón,  no  pertenece  á él;  pero  es  un  in- 
dividuo; la  mayoría  es  del  partido  conservador.  ¿Y 
babia  yo  de  pedir  á 8.  S.  y á sus  correligionarios, 
que  desde  el  primer  momento  han  anunciado  una 
actitud  hostil  á la  institución  del  Jurado,  que  me 
formaran  el  proyecto  ile  ley  que  debía  traer  á las  Cór- 
tes?  Eso  no  es  razonable.  Por  lo  demás,  yo  be  oido  a 
la  Comisión  de  Códigos  para  otros  .trabajos  legislati- 
vos, como  para  el  Código  penal.  Pues  qué,  el  proyec- 
to de  ley  que  yo  be  presentado  y que  se  ha  discutido 
y aprobado  por  el  Senado,  ¿no  es  un  proyecto  de  ley 
que  contiene  las  bases  para  la  reforma  del  Código  pe- 
nal? Pues  qué,  ¿no  se  dice  en  el  primer  artículo  de 
ese  proyecto,  que  se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M. 
para  redactar  el  Código  penal,  oyendo  préviamentc  á 
la  Comisión  de  Códigos?  ¿O  quería  S.  S.  que  antes  de 
que  las  Górtes  me  dieran  las  bases,  reuniera  á la  Co- 
misión de  CódigOSÍY  si  se  refiere  S.  S.  al  año  82,  año 
en  el  cual  presenté  yo,  en  efecto,  un  proyecto  de  Có- 
digo penal,  sin  oir  á la  Comisión,  S.  S.  sabe  que  la  Co- 
misión fué  oída. 

La  Comisión  babia  dado  á mi  antecesor,  el  Sr.  Bu- 
gallal,  un  proyecto  de  Código  penal  que  el  Sr.  Buga- 
llal  babia  presentado  en  el  Senado;  se  verifica  el  cam- 
bio político,  ocupo  yo  el  departamento  de  Gracia  y 
Justicia,  y lo  que  hice  fué  retirar  del  Senado  el  pro- 
yecto de  la  Comisión  de  Códigos  aceptado  por  el  señor 
Bugallal,  para  introducir  en  él,  en  virtud  de  mi  per- 
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fecto  derecho,  todas  las  reformas,  á mi  juicio  conve 
mentes,  para  modificar  la  escala  de  la  penalidad,  para 
dar  más  amplitud  al  criterio  de  los  tribunales,  par- 
tiendo de  la  idea  de  la  individualización  del  delito,  y 
para  suplir  ciertas  deficiencias  que  yo  creí  que  no  se 
babian  suplido  en  el  trabajo  de  la  Comisión  de  Códi- 
gos. ¿Negará  el  Sr.  Danvila  al  Gobierno  el  derecho 
que  tiene  después  que  la  Comisión  de  Códigos  le  eleva 
los  proyectos  de  ley  que  elabora;  negará  S.  S.  al  Go- 
bierno la  facultad  de  enmendarlos,  de  corregirlos,  de 
conformarse  con  ellos  en  la  parte  que  crea  que  les 
debe  prestar  su  conformidad  y de  separarse  de  la  opi- 
nión de  este  Cuerpo  consultivo  en  todos  aquellos  pun- 
tos en  que  su  conciencia  y su  razón  le  aconsejen  que 
se  separe?  Pues  no  faltaba  más  sino  que  S.  S.  negara 
este  derecho.  (El  S?\  Danvila : Yo  no  he  negado  nun- 
ca eso.) 

Pues  conste  que  en  el  ano  1882  la  Comisión  de 
Códigos  estaba  oida,  y que  en  el  año  de  gracia  de  1 887, 
en  que  ahora  estamos,  lo  que  se  ha  hecho  ha  sido 
presentar  un  proyecto  de  ley  de  bases,  en  cuyo  ar- 
tículo l.°  se  propone  que  se  autorice  al  Gobierno  á 
hacer  un  Código  penal,  oyendo  próviamcnte  á la  Co- 
misión de  codificación.  Por  consiguiente,  esas  quejas 
hechas  á nombre  de  la  Comisión  de  Códigos  no  son 
fundadas,  y yo  estaba  en  la  obligación  y en  el  deber  de 
refutarlas. 

Y por  hoy  no  digo  más;  que  en  otra  ocasión  con- 
tenderemos, y ya  verá  el  Sr.  Danvila  como  en  todo  lo 
que  ha  dicho  acerca  de  lo  que  cuestan  los  nuevos  tri- 
bunales y acerca  de  lo  que  hay  que  suprimir  en  todo 
eso,  crea  8.  S.  que  se  hace  muchas  ilusiones;  y yo 
deseo  que  S.  S.  venga  á ocupar  este  departamento, 
pues  estoy  seguro  que,  si  lo  ocupara,  no  suprimiria 
ese  número  de  Audiencias  que  indica;  y una  buena 
prueba  de  ello  es,  que  el  partido  conservador  ha  es- 
tallo cerca  de  dos  anos  en  el  Poder  después  de  plan- 
teada la  nueva  organización  de  tribunales,  y no  ha 
propuesto  la  supresión  de  ninguna  Audiencia;  por  lo 
ménos  estaba  estudiando  el  asunto  y no  se  ha  creido 
en  el  caso  de  hacer  á las  Córtes  proposición  ninguna 
en  ese  sentido. 

Eu  cuanto  al  dinero  gastado,  no  es  exacto  que  la 
nueva  organización  haya  costado  al  Estado  1 5 millo- 
nes, porque  el  Estado  se  ha  encontrado  con  palacios 
de  justicia  y con  cárceles,  sin  que  le  cuesten  un  cén- 
timo. 

Y en  cuanto  ai  personal  necesario  por  la  nueva 
organización,  solo  ha  producido  8 ó 9 millones  de 
aumento,  porque  S.  S.  no  ha  de  computar  en  ese  nue- 
vo gasto  las  indemnizaciones  á los  testigos,  porque 
ese  gasto  no  podía  ménos  de  decretarse,  cualquiera 
que  fuera  la  organización  judicial  que  se  montara  en 
España,  pues  es  imposible,  en  buenos  principios,  dejar 
de  dar  la  indemnización  conveniente  á un  testigo,  á 
quien  se  le  arranca  de  sus  quehaceres  y de  su  hogar, 
para  que  cumpla  esos  deberes. 

Con  esto  tengo  por  hoy  bastante;  otro  dia  contes- 
taré más  despacio. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  esta  discusión. 


El  Sr.  NÜÑEZ  DE  VELASCO:  Pido  la  palabra. 
El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  NUÑEZ  DE  VELASCO:  En  nombre  de  la 
Comisión  de  actas,  tengo  el  honor  de  retirar  el  dictá- 


meu  de  la  misma,  proponiendo  se  fijara  un  plazo  al 
Sr.  Meliana  y Garrigues  para  presentar  su  credencial 
de  Diputado  por  Játiva,  toda  vez  que  se  ha  presentado 
ya  dicha  credencial  y el  fin  del  dictámen  está  cum- 
plido. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Queda 
retirado. 


Dióse  cuenta,  y el  Congreso  quedó  enterado,  de 
haberse  constituido  las  dos  Comisiones  que  a conti- 
nuación se  expresan,  y de  haber  nombrado  presiden- 
tes y secretarios  respectivamente  á los  siguientes  se- 
ñores: 

La  que  ha  de  dar  dictámen  sobre  la  proposición 
de  ley  prorrogando  el  plazo  concedido  en  el  art.  2.° 
de  la  ley  de  17  de  Abril  de  1883  para  la  explotación 
de  minerales,  al  Sr.  D.  Miguel  Villanueva  y al  señor 
D.  Luis  Manuel  de  Pando. 

La  que  ha  de  emitir  dictámen  sobre  la  proposi- 
ción de  ley  suprimiendo  temporalmente  los  derechos 
de  exportación  de  azúcares  y aguardientes  de  cana  de 
la  isla  de  Cuba,  al  Sr.  D.  Faustino  Rodríguez  San  Pe- 
dro y al  Sr.  D.  Luis  Manuel  de  Pando. 


Se  mandó  pasar  á la  Comisión  que  entiende  en  el 
proyecto  de  ley  de  crédito  agrícola  una  exposición  de 
la  Liga  de  contribuyentes  de  Salamanca  pidiendo  se 
discuta  dicho  proyecto. 

A la  que  entiende  en  el  proyecto  de  ley  dividiendo 
en  tres  clases  la  contribución  de  inmuebles,  cultivo 
y ganadería  se  mandó  pasar  una  exposición  del  Ayun- 
tamiento de  Rois,  provincia  de  la  Coruña,  adhirién- 
dose á la  de  la  Diputación  provincial  de  la  Coruña, 
solicitando  no  se  apruebe  dicho  proyecto. 


Se  leyó,  acordando  pasara  á las  Secciones  para 
nombramiento  de  Comisión,  el  proyecto  de  ley  remi- 
tido por  el  Senado,  sobre  concesión  de  derecho  á ju- 
bilación álos  maestros,  maestras  y auxiliares  en  pro- 
piedad de  todas  las  escuelas  públicas.  (Véase,  el  Apén- 
dice cuarto  á este  Diario.) 


Igualmente  se  leyó,  acordando  pasara  á las  Sec- 
ciones para  nombramiento  de  Comisión  mixta,  el  pro- 
yecto de  ley,  remitido  y modificado  por  el  Senado, 
incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  la  pro- 
longación de  la  de  La  Almunia  á Ma gallo n hasta  em- 
palmar con  la  de  Fréscano  a Córtes.  (Véase  el  Apén- 
dice quinto  á este  Diario.) 


Se  leyeron,  y quedaron  sobre  la  mesa,  acordando 
se  imprimieran  y repartieran,  ios  siguientes  dictá- 
menes de  Comisión  mixta: 

Incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  una 
que  partiendo  de  la  de  Alcalá  de  Guadaira  termine 
en  Moron.  (Véase  el  Apéndice  sexto  á este  Diario.) 

incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  la  de 
Albalate  del  Arzobispo  á Cortes.  (Véase  él  Apéndice 
sétimo  á este  Diario.) 


NÚMERO  81. 


Incluyendo  en  el  plau  general  de  carreteras  la  pro- 
longación hasta  Aranda  de  Duero  de  la  de  Falencia 
á Tortoles.  (Véase  el  Apéndice  octavo  á este  Diario.) 

Declarando  comprendida  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras una  de  Alinazán  (Soria)  á Agreda.  (Véase  el 
Apéndice  noveno  á este  Diario.) 

Sobre  inclusión  en  el  plan  general  de  carreteras 
de  una  de  tercer  órden  de  Tinco  á Paredes.  ( Véase  el 
Apéndice  décimo  á este  Diario.) 

Incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  la  de 
Ciflones  al  Valle  de  Regumiel,  y la  Montenegro  de 
Cameros  á Villoslada.  (Véase  el  Apéndice  undécimo  á 
este  Diario.) 
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Incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  ia  del 
puente  de  San  Salvador  ai  (le  Solía  (Santander).  (Véase 
el  Apéndice  duodécimo  á este  Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden  del  diapara  mañana: 
Continuación  de  los  debates  pendientes;  los  dictá- 
menes  que  se  han  leido;  los  demás  asuntos  puestos 
ai  órden  del  día  de  hoy,  y aprobación  definitiva  de 
varios  proyectos  de  ley. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  siete  y treinta  y cinco  minutos. 


DOCE  APENDICES. 


APENDICE  PRIMERO  AL  NÚM.  81. 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Lista  de  los  Sres.  Diputados  designados  por  la  suerte  para  componer  las  Secciones 

en  el  mes  de  Mayo  de  1887. 


SECCION  PRIMERA. 

Sonoros: 

Alvear. 

Aparicio  (D.  Vicente). 

Borrego. 

C amacho. 

Caüamaque. 

Castelar. 

Castilla. 

Cepeda. 

Cobian. 

Cort. 

Domínguez  (D.  Lorenzo). 
Fabra  (D.  Gil  María). 
Fernandez  de  Castro. 
Figueroa. 

Gallego  Díaz. 

García  Benito. 

García  Iñiguez. 

Gomar  (Conde  de). 

González  Longoria. 

González  (D.  Venancio). 
Grande. 

Gutiérrez  Mas. 

Jaquctc. 

Laá. 

Larios. 

López  Pelcgrin. 

Lopo. 

Los  Arcos. 

Llera. 

Maissonnave. 

Manteca. 

Matos. 


Maura. 

Mina  (Marqués  de  la). 

Moncasi. 

Montoro. 

Palmcrola  (Marqués  de). 
Pedregal. 

Pedrcüo. 

Peñalba. 

Perez  (D.  Vicente). 

Pimentel. 

Portuondo. 

Prieto  y Cáulcs. 

Rocaíort. 

Rodrigañcz  (D.  Tirso). 

Romero  Gilsanz. 

Ruiz  Capdepon. 

San  Juan. 

Sánchez  Pastor. 

Sancho  y Cañas. 

Santa  Cruz. 

Silva. 

Silvela  (D.  Francisco  Agustín). 
Surga. 

Torre  Ortiz. 

Ussia. 

Villanova. 

Vizcarrondo. 

SECCION  SEGUNDA. 

Señores: 

Agüera  (Conde  de). 

Alcalá  del  Olmo. 

Alvarez  Bugallal. 

Balaguer. 
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Ballesteros. 

Becerro  de  Bengoa. 

Betegon. 

Búrgos. 

Campo-Grande  (Vizconde  de). 
Canalejas. 

Casado. 

Gastell. 

Celleruelo. 

Coll  y Moncasi. 

Córdoba. 

Crespo  Quintana. 

Dabán. 

Diez  Macuso. 

Fernandez  Daza. 

García  Alix. 

Garnica. 

Gavin. 

González  de  la  Fuente. 

Guilon  (D.  Eduardo). 

Tranzo. 

Labra. 

Marcel. 

Martínez  Brau. 

Montilla. 

Onofre. 

Ortiz  (D.  Alberto). 

Ortiz  y Casado. 

Palle já. 

Peña-Ramiro  (Conde  de). 
Pineda. 

Pons. 

Prast. 

Prieto  y de  la  Torre. 

Ramírez  Lobato. 

Recio. 

Rodríguez  (D.  José). 

Roger. 

Sagasta  (D.  José). 

Sagasta  (D.  Primitivo  Mateo). 
Salvador  y Rodrigañez. 
Sánchez  Guerra. 

Sahgarren  (Barón  de). 
Santamaría. 

Santana. 

Sanz  Riobó. 

Socías. 

Soler. 

Suarez  Tncláu. 

Testor. 

Toreno  (Conde  de). 

Torrepando  (Conde  de): 
Vilascca. 

Zabálburu. 

Zozaya. 

SECCION  TERCERA. 

Señores: 

Alba. 

Albacete. 

Alvarado. 

Alonso  Martínez  (D.  Manuel). 
Alonso  Martínez  (D.  Vicente). 
Antón  Ramirez. 

Arredondo  (D.  Federico). 


Arredondo  (D.  Mariano). 

Avila  Ruano. 

Ballester. 

Bergamin. 

Botija. 

Bushell. 

Calvo  y Muñoz. 

Cárdenas. 

Cassola. 

Codes. 

Collaso. 

Delgado  (D.  Justo  Tomás). 
Delgado  (D.  Laureano) 

I)iaz  Moreu. 

Fabra  (D.  Juan). 

Ferreras. 

Flores  Dávila  (Marqués  de). 

Gil  Berges. 

Gómez  Cabezón. 

González  (D.  Alfonso). 

González  Dueñas. 

Gutiérrez  Agüera. 
Heredia-Spínola  (Conde  de). 
Ibarra. 

Jaramillo. 

Landecho. 

López  Puigcerver. 

Martin  y Bernal. 

Martínez  Luna. 

Martínez  Villasante. 

Martos. 

Mellado. 

Molleda. 

Monedero. 

MonLalvo. 

Moret. 

Muñoz  Chaves. 

Muruve. 

Navarro  y Rodrigo. 

Niebla  (Conde  de). 

Nuñez  de  Vclasco. 

Oriol. 

Parra. 

Peralta. 

Puerta. 

Ribot. 

Salcedo. 

Serrano  Alcázar. 

Teverga  (Marqués  de). 

Usera. 

Xiquena  (Conde  de). 

SECCION  CUARTA. 

Señores: 

Aguilar  (Marqués  de). 

Aguilera. 

Agulrre. 

Almodóvar  del  Rio  (Duque  de). 
Aravaca. 

Badarán. 

Barroso. 

Becerra. 

Boixader. 

Cabezas. 

Calvo  de  León. 
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Calzado. 

Castroserna  (Marqués  de). 
Cuarlero. 

Drake  de  la  Cerda. 

Eguilior. 

Espinosa. 

Fernandez  Blanco. 

Fernandez  Villaverde. 

Frau. 

Gallardo. 

García  Gómez  de  la  Serna. 
Garrido  Estrada. 

González  Conde. 

Gosaivez. 

Guardia  (D.  Miguel  de  la). 
Guerrero. 

Laviña: 

León  y Castillo. 

León  y Cataumbert. 

Martínez  Aquerreta. 

Martínez  Asenjo. 

Martínez  del  Campo. 

Monares. 

Montero  Ríos. 

Muñoz  Vargas. 

Nicolau. 

Oñate. 

Ordoñez. 

Parias. 

Perez  Galdós. 

Pidal  (I).  Alejandro). 
Riquelme. 

Rodríguez  Correa. 

Rodríguez  (D.  Felipe). 
Rodríguez  (D.  Manuel). 
Rodríguez  San  Pedro. 
Rodríguez  Yagüe. 

Ruiz  Martínez  (I).  Francisco). 
Ruiz  Villegas. 

Sagasta  (l).  Práxedes  Mateo). 
Sánchez  Arjona  (D.  Luis). 
Sauz  y Peray. 

Soto. 

Tamames  (Duque  de). 

Valde terrado  (Marqués  de). 
Vázquez  Queipo. 

Vior. 

SECCION  QUINTA. 

Señores: 

Arribas. 

Azcárraga. 

Batanero. 

Benayas. 

Bosch  y Serrahima. 

Bugallal  (D.  Gabino.) 
Camilleri. 

Cánovas  del  Castillo. 
Castellano. 

Catalina. 

Cruz. 

Chavarri. 

Danvila. 

Donato  Villarnovo. 

Fernandez  Peral. 


Ferratges. 

Folla. 

Gamazo  (D.  Germán). 

Gamazo  (D.  Triüno). 

Garijo  (D.  Antonio). 

Gasea.  ‘ 

González  Fiori. 

González  y González  Blanco. 
Gorostidi. 

Guitian. 

Gutiérrez  de  la  Vega. 

Ilermida. 

Isasa. 

López  Dóriga. 

Maciá. 

Machi  m barrena. 

Marín  Luis. 

Merelles. 

Mompeon. 

Montejo. 

0‘ljawlor. 

Orozco. 

Osorio. 

Pando. 

Pí  y Margall. 

Pidal  (Marqués  de). 

Puga. 

Quiroga  López  Ballesteros. 
Ramoneda. 

Rey. 

Romero  Robledo. 

Ruiz  Martínez  (D.  Rafael). 
Sallent  (Conde  de). 

Sánchez  Mira. 

Silvela  (I).  Francisco). 

Soler. 

Suarez  Sánchez. 

Torre  Minguez. 

Vázquez  y López  Amor. 

Vega  de  Armijo  (Marqués de  la). 
Vergez. 

Vilana  (Conde  de). 

Villalba  Hervás. 

SECCION  SEXTA. 

Sonoros: 

Agrela. 

Aicart. 

Alvarez  Capra. 

Andrés  Moreno. 

Angulo. 

Antequera. 

A randa. 

Arias  de  Miranda. 

Arroyo. 

Azcárate. 

Galbeton. 

Cañellas. 

Gastel  Moncayo  (Marqués  de). 
Castro  y López. 

Cos-Gayon. 

Chapa. 

Enriquez  González. 

Fernandez  Gapetillo. 

Fernandez  de  Soria. 
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Fiol. 

García  Lomas. 

García  de  la  Riega. 

García  San  Miguel  (I).  Crescente). 
Garijo  (O.  Cipriano). 

Godó. 

Granda. 

Gullon  (I).  Pío). 

Hernández  Prieta. 

Jimeno. 

Lamas. 

La  Serna, 
lias  tres. 

López  y Rodríguez  (L).  Juan  José). 
Mansi  (I).  Angel). 

Mansi  (D.  Ruíino). 

Martínez  (D.  Cándido). 

Merclian. 

Mosquera. 

Muro. 

Navarro  y Ochoteco. 

Navarro  Reverter. 

Ochando  (D.  Federico). 

Pardo  Bal  monte. 

Quintana  (D.  Alberto). 

Quiroga  Vázquez. 

Reina. 

Revilla  Gigedo  (Conde  de). 

Reza. 

Rio-Florido  (Marqués  de). 
Rodriguez  Batista. 

Rosell. 

Ruiz  de  Galarreta. 

Ruiz  García  de  Hita. 

Sánchez  Arjona  (D.  Gonzalo). 
Talero. 

Torres  Jordi. 

Vadillo  (Marqués  del), 

Vincenti. 

SECCION  SÉTIMA 

Señores: 

Agelet. 

Alonso  Castrillo. 

Alvarez  Marino. 

Allende  Salazar. 

A ngla  da. 

Ansaldo. 

Aparicio  (D.  Luis).  . 


Armiñan. 

Arrando. 

Astray. 

Bas. 

Baselga. 

Bendaña  (Marqués  de). 
Bernabé  y Soler. 

Bosch  y Carbonell. 

Burel. 

Calzada. 

Camps. 

Cánido. 

Dávila. 

Domínguez  Alfonso. 
Escavias. 

Fabra  (D.  Camilo). 
Fernandez  Aisina. 

García  del  Castillo. 

Gómez  Marín. 

Groizard. 

Herrando. 

Tbargoitia. 

Infantas' (Conde  de  las). 
Lacadena. 

López  (D.  Cayo). 

López  Chavarri. 

López  Domínguez. 
Maluquer. 

Marín  y Carbonell. 

Martin  Toro. 

Mochales  (Marqués  de). 
Morales. 

Nieto  Alvarez. 

Nieto  y Perez. 

Ochando  (D.  Andrés). 
Pacheco. 

Perez  García. 

Perez  López. 

Perojo. 

Polanco. 

Ramos  Calderón. 

Riestra. 

Rius  (Conde  de). 

Rózpide. 

San  Bernardo  (Conde  de). 
Sánchez  Bedoya. 

Sánchez  Campomanes. 
Urzaiz. 

Valle. 

Villanueva. 

Zugasti. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proyecto  de  ley,  aprobado  definitivamente  por  este  Cuerpo  Colegislador,  declarando 
exento  del  payo  del  impuesto  sobre  grandezas  y títulos  á Ü.  Augusto  Piase  acia  y 

Fariñas,  Conde  de  Santa  Bárbara. 


AL  SENADO. 

El  Congreso  de  los  Diputados,  conformándose  con 
lo  propuesto  por  el  Gobierno  de  S.  M.,  ha  aprobado  el 
siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  único.  Se  releva  al  coronel  de  ejército, 
teniente  coronel  retirado  del  cuerpo  de  artillería,  Don 
Augusto  Plasencia  y Fariñas,  del  pago  del  impuesto 
especial  establecido  por  Real  decreto  de  28  de  Diciem- 
bre de  1846  y recargo  del  33  por  100  autorizado  so- 
bre aquel  por  la  base  1 .a,  apéndice  letra  E de  la  ley  del 


presupuesto  de  ingresos  de  26  de  Diciembre  de  1872, 
por  la  merced  de  título  del  Reino  de  Conde  de  Santa 
Bárbara,  creado  á favor  del  mismo  por  Real  decreto 
de  7 de  Marzo  de  1887;  entendiendo  que  la  releva- 
ción es  personal,  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo 2.°  del  art.  1 0 del  citado  decreto. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  pasa  al  Senado, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9.°  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Congreso  3 de  Mayo  de  1887.=Cris- 
tino  Mar  tos,  Presiden  te.=Luis  Sánchez  Arjona,  Di- 
putado Sccretario.=El  Conde  de  Sallen t,  Diputado 
Secretario. 
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APÉNDICE  TERCERO  AL  NÚM.  81. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Enmiendas  al  diclámen  de  la  Comisión  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el 
establecimiento  del  juicio  por  jurados  para  determinados  delitos. 


Del  Sr.  ESPINOSA  al  art.  1 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
presentar  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  ar- 
ticulo l.°  del  dictámen  sobre  el  proyecto  de  ley  esta- 
bleciendo el  juicio  por  jurados. 

El  art.  l.°  se  redactará  en  la  siguiente  forma: 

« Art.  1 .°  El  tribunal  del  Jurado  se  compondrá  de 
seis  jurados  y de  seis  magistrados  ó jueces  de  dere- 
cho; se  reunirá  periódicamente  para  conocer  de  los 
delitos  cuya  competencia  le  es  atribuida  por  esta  ley, 
y declarar  la  culpabilidad  ó inculpabilidad  de  ios  pro- 
cesados respecto  de  los  hechos  que  en  concepto  de 
delito  les  atribuya  la  acusación  y la  concurrencia  ó 
no  de  los  demás  hechos  circunstanciales  que  sean 
modificativos,  absoluta  ó parcialmente  de  la  pena- 
lidad.» 

Palacio  del  Congreso  3 de  Mayo  de  1887.=José 
Espinosa  Bvi8tos.=Luis  de  Laudecho.=José  de  Cárde- 
nas.=Manuel  Allende  8alazar.=Cárlos  Castell.=Ma- 
nuel  Fernandez  Capetilio.=El  Marqués  del  Vadillo.» 


Del  Sr.  MUWOZ  CHAVES  al  art.  69. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  ai  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  ar- 
tículo 69  del  proyecto  de  ley  sobre  el  establecimiento 
del  juicio  por  jurados. 

El  art.  69  se  redactará  en  la  forma  siguiente: 

«Cuando  las  partes  acusadoras  con  vista  del  re- 
sultado de  las  pruebas  soliciten  la  absolución  com- 
pleta de  los  procesados  continuará  el  juicio  conside- 
rándose como  calificaciones  definitivas  las  provisio- 
nales á que  se  refiere  el  art.  35,  si  bien  en  este  caso 
no  podrá  el  tribunal  de  derecho  hacer  uso  de  la  fa- 
cultad establecida  en  el  art.  733  de  la  ley  de  enjui- 
ciamiento criminal.» 

Palacio  del  Congreso  3 de  Mayo  de  1887. «^Joa- 
quín Muñoz  Chaves.==Rafael  Fernandez  de  Soria.=» 
Juan  Montilla.=Manuel  Pedregal.= Antonio  Barroso 
y Castillo.=Miguel  de  la  Guardia.  = Antonio  Váz- 
quez. 


APÉNDICE  CUARTO  AL  NÚM.  81. 


DIARIO 

DE  LAS 

SESIOHES  DE  CORTES. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proyecto  de  ley,  remitido  por  el  Senado,  sobre  derecho  de  jubilación  de  los  maestros 

y maestras  de  las  escuelas  públicas. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

El  Senado,  tomando  en  consideración  lo  propuesto 
por  el  Gobierno  de  S.  M.,  ha  aprobado  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Los  maestros,  maestras  y auxiliares 
en  propiedad  de  todas  las  escuelas  públicas  de  pri- 
mera enseñanza,  tendrán  derecho  á jubilación  desde 

l.°de  Enero  de  1888  con  arreglo  á la  presente  ley. 
De  igual  manera  las  viadas  obtendrán  derecho  á pen- 
sión, y á orfandad  los  hijos  legítimos  de  aquellos  que 
hubiesen  sido  jubilados  ó fallecido  en  el  ejercicio  de 
su  profesión,  entendiéndose  huérfanos  para  los  efectos 
de  esta  ley  los  hijos  de  maestra  que  hubiere  fallecido 
aunque  viva  el  padre.  Este  derecho  se  reconoce  á los 
hijos  varones  menores  de  1 G años  y á las  hijas  solteras. 

Los  actuales  maestros  y maestras  que  careciendo 
de  título  ó certificado  de  aptitud  contasen  quince  años 
de  servicios  en  la  enseñanza  pública  á la  fecha  de  esta 
ley,  obtendrán  los  mismos  derechos.  En  lo  sucesivo 
solo  podrán  concederse  á los  que  posean  título  pro- 
fesional de  maestro  desde  el  dia  que  lo  acrediten. 

Art.  2.°  El  reglamento  para  la  ejecución  de  esta 
ley  determinará  las  condiciones  de  la  declaración  de 
derechos  pasivos,  con  sujeción  estricta  á las  siguien- 
tes bases: 

1. ft  La  escala  de  jubilaciones  se  establecerá  con 
arreglo  álos  períodos  de  veinte,  veinticinco,  treinta  y 
treinta  y cinco  años  de  servicio. 

2. *  No  habrá  jubilación  superior  á 2.000  pesetas, 
y en  ningún  caso  excederá  de  las  cuatro  quintas  par- 
tea del  sueldo  regulador. 

3. ft  Las  x^ensiones  de  viudedad  y orfandad  consis- 
tirán en  dos  tercios  de  la  jubilación  que  hubiera  co- 
rrespondido al  flnado, 


4.“  La  declaración  de  derechos  á que  se  refiere  el 
artículo  anterior  se  entenderá  sin  perjuicio  de  los  que 
puedan  corresponder  á los  maestros  y demás  funcio- 
narios de  la  primera  enseñanza  pública  en  los  Monte- 
píos municipales  ó provinciales  á cuyo  sostenimiento 
contribuyen. 

Art.  3.rt  Los  fondos  para  atender  al  pago  de  esta» 
jubilaciones  y pensiones  serán: 

1. °  Una  subvención  que  el  Gobierno  consigne  cada 
año  en  los  presupuestos  generales  del  Estado,  la  cual 
no  bajará  de  125.000  pesetas. 

2. °  El  1 0 por  1 00  de  la  suma  total  á que  ascienda 
el  presupuesto  deL  material  de  enseñanza  de  las  es- 
cuelas de  instrucción  primaria. 

3. °  El  producto  de  los  haberes  personales  corres- 
pondientes á las  escuelas  vacantes  hasta  el  nombra- 
miento de  los  interinos. 

4. °  El  importe  de  la  milad  de  los  sueldos  asigna- 
dos á los  maestros  que  sirvan  interinamente  escuelas 
públicas,  siempre  que  su  dotación  exceda  de  500  pe- 
setas anuales. 

5. °  El  importe  del  descuento  de  3 por  100  sobre 
el  sueldo  de  los  maestros,  maestras  y auxiliares  com- 
prendidos en  el  art.  1 que  gozan  de  los  beneficios  de 
esta  ley. 

El  Gobierno,  oyendo  á la  Junta  que  se  crea  por 
el  art.  5.°,  y en  vista  de  los  resultados  obtenidos  cada 
cinco  años,  reducirá  el  anterior  doscuento  á la  suma 
que  considero  necesaria;  poro  solo  será  responsable 
del  pago  de  estas  atenciones  hasta  donde  alcancen  le» 
fondos  consignados  en  la  presente  ley. 

Art.  4.°  Las  Juntas  provinciales  de  instrucción 
pública  recaudarán  desde  el  próximo  año  económico 
de  188  7-88  las  cantidades  que  se  determinan  en  lo» 
párrafos  2.°,  3.°,  4.°  y 5.°  del  art.  3.°,  y la»  depositarán 
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en  cuenta  corriente  de  trasferencia  en  el  Banco  de 
España  ó en  las  sucursales  del  mismo. 

Art.  5."  Se  crea  una  Junta  central  de  derechos  pa- 
sivos del  magisterio  de  instrucción  primaria,  á la  cual 
corresponderá:  el  cobro  de  la  subvención  del  Estado, 
la  declaración  de  los  referidos  derechos,  la  adminis- 
tración de  los  fondos,  su  distribución  y la  ordenación 
y pago  de  jubilaciones  y pensiones  en  los  puntos  que 
considere  necesarios. 

Nombrará  la  Junta  él  Ministro  de  Fomento,  y se 
compondrá  de  un  presidente  que  sea  ex-Ministro,  un 
vicepresidente,  que  lo  será  el  director  general  de  Ins- 
trucción pública,  y de  nueve  vocales:  uno,  consejero 
de  Instrucción  pública;  otro  de  la  Junta  de  pensiones 
civiles;  Otro  del  Consejo  del  Banco  de  España;  otro  que 
sea  jefe  administrativo  del  Monte  de  Piedad  y Caja  de 
Ahorros  de  Madrid;  otro  que  sea,  ó haya  sido,  rector 
de  Universidad;  otro  que  sea  6 haya  sido  director  de 
Escuela  normal;  do3  maestros  de  Escuelas  públicas 
residentes  en  Madrid,  y un  vocal  secretario,  que  lo 
será  el  jefe  del  Negociado  de  primera  enseñanza  de  la 
Dirección  general. 

Serán  honoríficos  los  anteriores  cargos,  y se  abo- 
nará el  tiempo  de  su  desempeño  como  hecho  en  el 
servicio  del  Estado.  Los  individuos  de  esta  Junta  per- 
cibirán 25  pesetas  en  concepto  de  dietas  de  asisten- 
cia, cuyo  importe  sC  pagará  con  cargo  al  presupuesto 
del  Ministerio  de  Fomento,  sin  que  el  total  pueda  ex- 
ceder del  valor  de  12.000  pesetas  anuales. 

El  reglamento  fijará  la  plantilla  del  personal  auxi- 
liar, y el  local  para  oficinas  lo  facilitará  gratuitamente 
el  Ministerio  de  Fomento. 


Art.  6.°  Las  jubilaciones  y pensiones  serán  satis- 
fechas  trimestralmente  por  nóminas  que  formarán 
las  Juntas  provinciales  de  instrucción  pública,  las 
cuales  rendirán  cuenta  documentada  por  trimestres 
de  los  ingresos  realizados  y de  los  pagos  hechos  con 
aplicación  á este  servicio. 

Art.  7.°  La  Junta  central  examinará  estas  cuen- 
tas, y publicará  en  los  meses  de  Euero  y Julio  de  cada 
año  el  resúmen  general  del  semestre  anterior  y una 
Memoria  del  resultado  de  sus  gestiones. 

Art.  8.°  La  Junta  depositará  en  el  Banco  de  Espa- 
ña en  cuenta  corriente  de  trasferencia  las  cantidades 
excedentes. 

Art.  9.°  La  Junta  queda  autorizada  para  admitir 
los  donativos  ó legados  en  dinero  ó efectos  públicos 
con  destino  al  fondo  que  se  crea  por  el  art.  3.° 

Art.  1 0.  Si  cualquiera  de  los  causahabientes  falle- 
ciere antes  de  cumplir  los  veinte  anos  de  servicio,  se 
devolverán  á su  viuda  ó hijos  las  cantidades  que  hu- 
biere abonado  por  razón  del  descuento  de  su  sueldo, 
y en  caso  de  no  exislir  aquellos  quedarán  á beneficio 
del  fondo  general. 

Art.  11.  El  Ministro  de  Fomento  queda  encarga- 
do de  la  ejecución  de  esta  ley  y de  publicar  el  regla- 
mento correspondiente. 

Y el  Senado  lo  pasa  ai  Congreso  de  los  Diputados 
acompañando  el  expediente  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9.°  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Senado  3 de  Mayo  de  1887.=E1  Mar- 
qués de  la  Habana,  Presidente.=El  Marqués  de  Mon- 
déjar,  Senador  Secretario=José  de  la  Torre  y Villa- 
nueva,  Senador  Secretario. 


Proyecto  de  ley,  remitido  y modificado  por  el  Senado,  incluyendo  en  el  plan  general 
de  carreteras  la  prolongación  de  la  de  La  Al  inania  á Magallon  hasta  empalmar 

con  la  de  Frcsca.no  á Corles . 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

El  Senario,  tomando  en  consideración  lo  propuesto 
por  ese  Cuerpo  Cologislador,  ha  aprobado  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  J.°  Se  incluirá  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  la  prolongación  de  la  ya  aproba- 
da y eu  construcción,  denominada  de  La  Almunia  á 
Magallon,  para  que  se  verifique  el  empalme  de  ésta 
de  tercer  orden  con  la  provincial  que  pasa  por  el  pue- 
blo de  Fréscano  á la  estación  del  ferro-carril  de  Na- 
varra en  el  pueblo  de  Córtes. 

Art.  2.#  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
«uenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 


ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construcción 
de  obras  públicas. 

Y habiéndose  introducido  en  el  proyecto  de  ley 
remitido  por  ese  Cuerpo  Colegislador  las  modifica- 
ciones que  del  aprobado  por  éste  resultan,  formarán 
parte  de  la  Comisión  mixta  que  ha  de  conciliar  las 
opiniones  de  ambos  Cuerpos  Colegisladores,  Los  seño- 
res Senadores  D.  José  Moreno  Leante,  1).  Juan  Turan  y 
Herreras,  D.  Joaquín  Miravete,  1).  Juan  Magaz,  Don 
Cayo  Escudero  y Marichalar,  Marqués  de  Casa- Jimé- 
nez y Conde  de  Ganga-Argüelles. 

Palacio  del  Senado  3 de  Maytí  de  1887.=E1  Mar- 
qués de  la  Habana,  Presidente. =El  Marqués  de  Mon- 
déjar,  Senador  Secretario.=José  de  la  Torre  y Villa- 
nueva,  Senador  Secretario. 


APÉNDICE  SEXTO  AL  NÚM.  81. 


CONGRESO  T)E  LOS  DIPUTADOS. 


Dictámen  de  Comisión  mixta,  relativo  al  proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  una  que  partiendo  de  la  de  Alcalá  de  Guada, ira  termine 

en  Moron. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las  opi- 
niones de  ambas  Cámaras  acerca  del  proyecto  de  ley, 
incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  una  que 
partiendo  de  la  de  Alcalá  de  Guadaira  al  ferro  carril 
de  Córdoba  á Málaga  enlace  en  Moron  con  la  de  este 
punto  á Pruna,  tiene  la  honra  de  someter  á la  apro- 
bación del  Senado  y del  Congreso  de  los  Diputados  el 
siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.#  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  órden  que  partiendo 
de  la  casilla  de  peones  camineros  situada  en  el  trozo 


| segundo  de  la  sección  segunda  de  la  carretera  de  se- 
! gundo  órden  de  Alcalá  de  Guadaira  al  ferro-carril  de 
Córdoba  á Málaga,  enlace  en  la  villa  de  Morón  con  la 
que  de  este  último  punto  se  dirige  á Pruna  (Sevilla). 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  1887.=Manuel 
Becerra,  presiden le.=Raimundo  Fernandez  Yülaver- 
dc.=Francisco  Ansaldo.=Antonio  Ramos  Calderón. 
Cayetano  Sánchez  Bustillo.=El  Marqués  de  Moclia- 
les.=Antonio  María  Fabié.=Antonio  de  Mena  y Zo- 
; rrilla.=El  Marqués  de  la  Laguna.=Tomás  Montcjo. 

| Pablo  de  Fueumayor,  secretario. 
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APÉNDICE  SÉTIMO  AL  NÚM.  81. 


DIABIO 


DE  LAS 

SESIONES  DE 


CONGBESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Üirídmen  de  Comisión  mixta,  referente  al  proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  la  de  Albalale  del  Arzobispo  á Cortes. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las  opi- 
niones de  ambos  Cuerpos  Colegisladores  acerca  del 
proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras la  de  Albalate  del  Arzobispo  á Córtes,  tiene 
la  honra  de  someter  á la  aprobación  del  Senado  y del 
Congreso  de  los  Diputados  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  l.“  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene 
ral  de  carreteras  del  Estado  la  de  tercer  órden  que 
partiendo  de  la  de  Albalate  del  Arzobispo,  y pasando 


por  los  pueblos  de  Oliete  y Ariño,  enlace  con  la  del 
Estado  en  Córtes. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  1887.=Manuel 
Becerra,  presidente.=CástorC,arcia.— Raimundo  Fer- 
nandez Villaverde.=Jovino  García  Tuñon.=Luis  Sil- 
vela.  =E1  Conde  de  Montarco.=Gil  Rogcr.=Domingo 
Peña  Villarejo.= Antonio  Ramos  Calderon.=El  Mar- 
qués de  Castel  Moncayo.=El  Marqués  de  Mochales.= 
José  A.  Pacheco —Inocente  del  Pozo  Egozque,  secre- 
tario. 
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APÉNDICES  OCTAVO  AL  NÚM.  81. 


Diclárrien  de  Comisión  mixta,  referente  al  proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  la  prolongación  hasta  Arando,  de  Duero  de  la  de  Paleada 

á Tortoles. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las 
opiniones  de  ambos  Cuerpos  Colegisladores  acerca  del 
proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras la  de  Palencia  á Tórtoles,  tiene  la  honra  de 
someter  á la  aprobación  del  Senado  y del  Congreso 
de  los  Diputados  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  1.®  La  carretera  de  tercer  órden  que 
partiendo  de.  Palcncia,  y pasando  por  Baltanás,  termi- 
na hoy  en  Tórtoles,  se  continuará  en  la  misma  forma 
por  Villovela,  Olmedillo,  La  Horra,  Veutosilla  y Vi- 


llalba,  hasta  enlazar  en  A randa  de  Duero  con  la  gene- 
ral de  Madrid  á Francia,  incluyendo  esta  prolonga- 
ción en  el  plan  general  de  las  del  Estado. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1880  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  1887.=Manuel 
Becerra,  presidente.=ltaimuudo  Fernandez  Villavcr- 
de.=Manuel  |barra.= Vicente  Hernández  de  la  Rúa. 
Román  Martin  y Berna!. =J.  M.  de  Semprun  — E.  Mar- 
tínez del  Gampo.=Manuel  María  de  Santa  Ana.=Cé- 
sar  Alba.=José  M.  Gallardo.=Marqués  de  Arlanza, 
secretario. 
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APÉNDICE  NOVENO  AL  NÚM.  81. 


DE  LAS 


Diciámen  de  Comisión  mixta,  relativo  al  proyecto  de  ley  declarando  comprendida 
en  el  plan  general  de  carreteras  una  de  Almazan  (Soria)  d Agreda. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las 
opiniones  de  ambos  Cuerpos  Colegisladores  sobre  el 
proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras una  de  Almazán  á Agreda,  tiene  la  honra  de 
someter  á la  aprobación  del  Senado  y del  Congreso  de 
los  Diputados  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  declara  comprendida  en  el  plan 
general  de  carreteras  del  Estado  una  que  partiendo 
de  Almazán,  provincia  de  Soria,  termine  en  Agreda, 
pasando  por  los  términos  de  los  pueblos  de  Viana, 


Nepas,  Borjabad,  Bonises,  Tejado,  Goimara,  Garay, 
Noviercos  y Obega. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  1887.=Manuel 
Becerra,  presidente.=Cosmc  Barrio  Avuso.=Toniás 
Montejo.  = Rafael  Fernandez  de  Soria.  = Raimundo 
Fernandez  Villaverde.=Antonio  Ramos  Calderon.= 
Francisco  Ansaldo.=El  Marqués  de  Francos.=P.  de 
Fuemnayor.=J.  de  Dios  de  la  Rada  y Dclgado.= Jo- 
vino  García  Tuñon.=F.  S.  All'onzo.=José  de  la  Torre, 
secretario. 
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APÉNDICE  DÉCIMO  AL  NÜM.  81. 


Dictámen  de  Comisión  mixta.,  relativo  al  proyecto  de  ley  sobre  inclusión  en  el  plan 
general  de  carreteras  de  una  de  tercer  urden  de  Tineo  á Paredes. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las  opi- 
niones de  ambos  Cuerpos  Colegisladores  acerca  del 
proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras la  de  Tineo  á Paredes,  tiene  la  honra  de  so- 
meter á la  aprobación  del  Senado  y del  Congreso  de 
los  Diputados  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras una  de  tercer  órden  que  partiendo  de  Tineo, 
pase  por  San  Roque,  Casa  del  PuerLo,  Las  Tabiernas, 


Folguerúa,  Villatresmil  y Llaneces,  y termine  en  Pa- 
redes. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  188G  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  188 7.=  Manuel 
Becerra,  presiden te.=Raimundo  Fernandez  Villaver- 
de.=El  Conde  de  Pallares.  = El  Barón  de  Covadonga. 
Antonio  Sánchez  Campoinanes.=El  Conde  de  Canga- 
Argüelles.=Domingo  Caramés.=Joaquin  Saavedra. 
El  Marqués  de  IIoyos.^=  Antonio  Ramos  Calderon.= 
Julián  García  San  Miguel.=Julian  Suarez  Xncláu.= 
Celso  G.  de  la  Riega.=Pedro  Calderón  y Hcrze,  secre- 
tario. 


irar 


Diclámen  de  Comisión  mixta,  referente  al  proyecto  de  ley  incluyendo  en  et  plan 
general  de  carreteras  la  de  Culones  al  Valle  de  Regumieí  y la  de  Montenegro  de 

Cameros  á Villoslada. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las 
opiniones  do  ambos  Cuerpos  Colegisladores  acerca  del 
proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  Culones  al  valle  de  Rcgu- 
miel  y otra  de  Montenegro  de  Cameros  á Villoslada, 
tiene  la  honra  de  someter  á la  aprobación  del  Senado 
y del  Congreso  de  los  Diputados  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  1 .°  Se  incluirán  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  entre  las  de  tercer  orden,  en  la  pro- 
vincia de  Soria,  una  que  partiendo  de  Cidones  pase 
por  Molinos  de  Duero,  Salducro  y Durmelo,  y termine 


en  el  valle  de  Regumieí,  empalmando  con  la  carretera 
de  Bürgos,  y otra  que  partiendo  del  pueblo  de  Mon- 
tenegro de  Cameros  termine  en  Villoslada,  empalman- 
do con  la  carretera  de  Logroño. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  1887.=El  Barón 
de  Covadonga,  presidente.=Antonio  Botija  y Fajardo. 
P.  de  Fucnmayor.=Cayo  Escudero  y Marichalar.= 
Eugenio  de  Gorcuera.  = Domingo  Peña  Villarejo.= 
Antonio  Barroso  y Castülo.=Lorenzo  García.=Enri- 
que  Santana.=J.  Navarro  Reverter.=José  Sagasta, 
secretario. 
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CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Diclámen  de  Comisión  mixta,  referente  al  proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  la  del  puente  de  San  Salvador  al  de  Solía  (Santander) . 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  que  ha  de  conciliar  las  opi- 
Diones  de  ambos  Cuerpos  Colegisladores  acerca  del 
proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras una  del  puente  de  San  Salvador  al  de  Solía, 
tiene  la  honra  de  someter  á la  aprobación  del  Senado 
y del  Congreso  de  los  Diputados  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  1.”  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  órden,  en  la  provin- 
cia de  Santander,  que  partiendo  del  puente  de  San 


Salvador,  en  la  de  Muriedas  á Bilbao,  y pasando  por 
el  pueblo  de  Liauo,  termine  en  el  puente  de  Solía,  en 
la  de  Guarnizo  á Villacarriedo. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Senado  15  de  Abril  de  1887.=Vcnan- 
cio  González,  presidente.=Antonio  Botija  y Fajardo.= 
Antonio  Barroso  y Castillo.= Fidel  García  Lomas.= 
Vicente  Morales  Diaz.=José  Montero  Rios.=El  Conde 
de  Mansilla.=Marl,in  de  Zavala.— Garlos  Rodríguez 
Batista. = Enrique  Santana.=El  Marqués  de  liazas, 
secretario. 
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DIARIO 

DE  LAS 


SESIONES  DE  G01TES. 


PRESIDENCIA  DEL  EXCMO.  SR.  D.  TRINITARIO  RUIZ  CAPDEPON  (VICEPRESIDENTE). 


SESION  DEL  MIÉRCOLES  4 DE  MAYO  DE  1887. 

SUMARIO.  Abrese  á la  una.=Se  lee  y aprueba  el  Acta  de  la  anterior.=Pasa  á la  Comisión  de 
actas  la  credencial  presentada  por  el  Sr.  Baró  (D.  Teodoro),  electo  por  el  distrito  de  Ginzo  de  Liinia.= 
A la  do  presupuestos  pasa  una  comunicación  dol  Ministerio  de  Hacienda  ampliando  el  crédito  consig- 
nado en  la  sección  tercera,  art.  9.°,  «Personal  de  la  Dirección  de  rentas  estancadas. »=Se  leen  y quedan 
archivadas  las  siguientes  leyes,  sancionadas  por  S.  M.:  autorizando  al  Gobierno  para  vender  en  pública 
subasta  el  monte  Concejo,  en  la  ciudad  de  Zamora;  aprobando  un  suplemento  de  crédito  á los  Ministe- 
rios de  Estado  y de  la  Gobernación  durante  la  suspensión  de  las  sosiones,  y disponiendo  una  trasfo- 
rcncia  do  crédito  on  ol  presupuesto  do  Fomento  para  los  gastos  que  ocasione  la  Exposición  de  Bellas 
Artes;  autorizando  la  concesión  de  los  forro-carriles  de  Haro  á La  Guardia;  de  Egea  do  los  Caballeros 
á Zuera;  de  Bobadilla  á Algociras,  y sobro  concesión  dol  de  Santander  ¿ Solares;  sobre  prolongación 
déla  carretera  de  Nadóla  á Quiroga  hasta  Campos  de  Vila;  sobre  devolución  de  la  fianza  prestada  por 
la  Compañía  dol  ferro-carril  de  Madrid  d Arganda;  ampliando  la  prórroga  para  la  construcción  de  los 
ferro-carriles  de  Aguilas  al  puerto  de  Grima  y de  Olot  á Gerona;  aumentando  la  subvención  del  de 
Linares  á Almería,  y sustituyendo  el  de  Jerez  a Algeciras  por  otro  de  Cádiz  d Algociras.=El  Sr.  Sán- 
chez Arjona  ruega  d la  Presidencia  se  sirva  poner  á discusión  lo  antes  posible  el  proyecto  de  ley  de 
crédito  agrícola.=  Contestación  de  la  Presidencia.— Dase  lectura  de  una  proposición  incidental  del 
Sr.  Sanohez  Campomanos  y otros  Sros.  Diputados,  pidiendo  al  Congreso  se  sirva  declarar  que  toda  aso- 
ciación constituida  en  cualquiera  de  los  organismos  del  ejército  entre  las  clases  que  los  compongan,  sin 
estar  decretada  por  el  Ministro  de  la  Guorra,  os  contraria  d la  ordenanza  y d las  ley es.= Discurso  del 
Sr.  Sanchoz  Campomanes.=Del  Sr.  Ministro  de  la  Guorra.=Rectificacion  del  Sr.  Sánchez  Campomanos, 
con  llamadas  de  la  Presidenoia.=Alusion  personal  del  Sr.  López  Dominguoz.=Discurso  dol  Sr.  Minis- 
tro de  la  Guerra.=  Rectificaciones  de  los  Sres.  López  Domínguez,  Ministro  de  la  Guerra  y Sánchez 
Campomanes.=Queda  retirada  la  proposicion.=Pasa  á la  Comisión  correspondiente  una  exposición, 
presentada  por  el  Sr.  Marín  Luis,  de  los  maestros  do  las  escuolas  públicas  de  Selva  del  Campo,  y uno 
do  ellos  on  representación  de  la  Asociación  de  profesores  dol  distrito  de  Reus,  sobre  las  reformas  em- 
prendidas por  el  Sr.  Ministro  do  Fomento  on  la  primera  enseñanza,  reorganizando  la  inspección  y con- 
cediendo doroclios  pasivos  á los  maestros.=A  la  misma  Comisión  pasa  otra  exposición,  presentada  por 
el  Sr.  Alvoar,  de  los  maestros  de  primera  enseñanza  de  la  provincia  de  Santander  en  el  mismo  sentido.= 
Se  acuerda  poner  en  conocimiento  dol  Sr.  Ministro  de  Hacionda  el  ruego  dol  Sr.  Cañamaque  para  que 
se  despacho  en  su  departamento  el  expediente  de  un  Sr.  Cortés,  para  que  se  le  devuelva  prontamente 
la  cantidad  que  indebidamente  le  fue  exigida.=  El  Sr.  Rodríguez  Batista  apoya  una  exposición  del 
Ayuntamiento  de  Cádiz,  dirigida  á S.  S.  y al  Sr.  Garrido  Estrada,  exposición  que  está  firmada  no  solo 
por  el  Ayuntamiento  de  Cádiz,  sino  por  todo  el  vecindario,  en  que  piden  la  traslación  de  las  defensas 
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militares  terrestres  de  Cádiz  al  castillo  de  la  Cortadura.=La  apoyan  en  brovos  palabras  los  Sres.  So- 
driguez  Batista,  Garrido  Estrada  y Ministro  de  la  Guerra,  adhiriéndose  éste  á la  citada  exposición,  y 
ofreciendo  hacer  cuanto  esté  de  su  parte  con  la  proinosa  de  aquellos  do  facilitar  los  recursos  necesa- 
rios.=El  Sr.  Alvarez  Marino  reproduce  el  ruego  hecho  en  sesiones  anteriores  sobre  pago  de  atrasos, 
con  arreglo  ¿ la  ley  de  contabilidad,  á los  hijos  do  viudas  y padres  do  los  fallecidos  en  campaña.= 
Contestación  del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra.=Rectiflcacion  del  Sr.  Alvarez  Mariño.=ORDEN  del  día:  se 
aprueban  definitivamente,  y pasan  al  Sonado,  los  proyectos  do  ley  autorizando  a la  Diputación  provin- 
cial de  Cádiz  para  realizar  un  sorteo  de  lotería  con  cuyos  productos  se  atenderá  á los  gastos  de  la 
Exposición  nacional  marítima;  incluyondo  en  el  plan  general  de  carreteras  la  prolongación  hasta  Inca 
de  la  de  Artá  á Santa  Margarita;  la  de  García  á Tortosa;  declarando  de  interés  genoral  de  segundo  orden 
varios  puertos  do  las  islas  Baloares.=Se  aprueban  los  dictámenes  do  Comisión  mixta  sobre  inclusión 
en  el  plan  general  de  carreteras  de  las  de  Alcalá  de  Guadaira  á Moron,  Albalate  del  Arzobispo  á Cortes, 
Aranda  do  Duero  á Tórtolos,  Almazan  á Agreda,  Tineo  d Paredes,  Cidones  al  Valle  de  Regumiel,  Mon- 
tenegro de  Cameros  á Villoslada,  y la  del  puente  do  San  Salvador  al  do  Solía.=Continúa  ol  debate 
pondionte  sobro  croacion  de  Administraciones  subalternas  de  Hacienda. = El  Sr.  Grande  de  Vargas 
retira  la  enmienda  que  tenia  presentada  al  art.  12,  y después  de  una  indicación  de  los  Sros.  Landecho 
y Ministro  do  Hacionda  quoda  ésto  aprobado.=So  aprueba  asimismo  el  13.=Se  lee  el  14  y una  enmienda 
del  Sr.  Sánchez  Arjona  (D.  Gonzalo).=La  Comisión  no  la  admite  tal  como  ostá  redactada;  poro  abun- 
dando en  su  espíritu,  la  admito  redactada  do  nuovo.=El  Sr.  Sánchez  Arjona  no  tiene  inconveniente  en 
retirarla,  y se  aprueba  el  artículo  nuevamente  redactado  por  la  Comision.=So  aprueban  asimismo  las 
cuatro  disposiciones  transitorias.  = Se  loo  un  artículo  adicional  del  Sr.  Botija,  que  la  Comisión  no 
acepta.— Discurso  del  Sr.  Botija  en  apoyo  de  su  artículo.— Del  Sr.  González  (D.  Vonancio).=Bectifica- 
cionos  do  los  Sros.  Botija  y González,  el  cual  retira  su  artículo.=Se  lee  otro  adicional  del  Sr.  Eiol,  que 
admitido  por  la  Comisión  es  aprobado.=Se  lee  una  disposición  transitoria  del  Sr.  Barroso.=El  señor 
González  (D.  Vonancio),  on  nombro  do  la  Comisión,  anuncia  que  acepta  el  espíritu  del  artículo  en  el 
sentido  de  que  sean  equiparados  á los  comprendidos  en  el  art.  4.°  los  que  hubieren  sido  aprobados  on 
el  examen  do  ingreso  en  ol  cuerpo  auxiliar  do  abogados  del  Estado  y no  hubieren  obtenido  plaza  por 
falta  de  vacantes.=Con  esta  modificación  se  aprueba  como  disposición  quinta  la  del  Sr.  Barroso.=So 
lee  una  disposición  sexta  suscrita  por  ol  Sr.  Pando,  y no  hallándase  presente  su  autor,  es  puesta  á vota- 
ción y desechada.=Terminada  la  discusión  del  proyecto  de  ley,  se  anuncia  que  pasa  á la  Comisión  do 
corrección  de  estilo  y se  señalará  dia  para  su  aprobación  deflnitiva.=Continúa  la  discusión  sobre  la 
enmienda  del  Sr.  Danvila  al  art.  l.°  del  proyecto  de  ley  relativo  al  establecimiento  dol  Jurado.=Dis- 
curso  del  Sr.  García  Gomoz  de  la  Serna,  do  la  Comision.=Rectificacion  del  Sr.  Danvila.=El  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia  se  reserva  contestar  en  otra  ocasión  á algunas  apreciaciones  do  dicho  Sr.  Dipu- 
tado.=Rectifieacion  del  Sr.  García  Gómez  de  la  Serna.==Ho  se  toma  en  consideración  la  enmienda.= 
Se  lee  otra  del  Sr.  Espinosa  al  art.  l.°=La  Comisión  no  la  admite.=Su  autor  ruega  al  Sr.  Presidente 
que  on  atención  á lo  avanzado  de  la  hora,  y teniendo  que  ser  algo  extenso,  le  reservo  para  mañana  el 
uso  do  la  palabra.=Se  suspende  esta  diseusion.=  El  Congreso  queda  enterado  de  la  constitución  de 
varias  Comisionos,  y del  nombramiento  do  sus  presidentes  y secretarios.=Igualmente  lo  queda  do  que 
el  Sr.  D.  Jerónimo  Antón  Ramírez  no  puede  asistir  á las  sesiones  por  una  dosgracia  de  familia.— Se 
loen  por  primera  voz,  y pasan  a la  Comisión,  una  enmienda  y varios  artículos  adicionales  al  dictamen 
relativo  al  establecimiento  del  juicio  por  jurados.=Quedau  sobro  la  mesa  los  siguientes  dictámenes: 
uno  de  la  Comisión  do  actas  proponiendo  la  aprobación  de  la  de  Ginzo  da  Limia  (Orense)  y la  admisión 
de  D.  Teodoro  Baró  y Sureda  como  Diputado  por  dicho  distrito;  otro  prorrogando  por  cinco  años  el 
plazo  concedido  on  ol  art.  2.°  do  la  ley  de  17  de  Abril  de  1883  referente  4 I03  minerales  de  hiorro  en  la 
isla  de  Cuba,  y otro  adicionando  a las  carreteras  de  la  provincia  de  Lugo  la  do  Rábade  á Moncelos.= 
Orden  dol  dia  para  mañana:  los  dictámenes  que  se  han  leído,  y los  demás  asuntos  pendiontes.— So 
levanta  la  sesión  a las  seis  y cuarenta  y cinco  minutos. 


Se  abrió  á la  una,  y leída  el  Acta  de  la  anterior, 
quedó  aprobada. 


Varios  Sres.  Diputados  piden  la  palabra. 


Diósc  cuenta,  y el  Congreso  quedó  enterado  de  las 
s i gu  i en  t es  coni  un  icac  iones: 

«Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Se- 
ñores: De  Real  órden  tengo  el  honor  de  remitir  á 
V.  EE.,  á los  efectos  oportunos,  el  adjunto  ejemplar 
original  de  la  ley  que  con  esta  fecha  se  ha  servido 
sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.),  auto- 
zandó  al  Gobierno  para  vender  en  pública  subasta  el 
Monte  Concejo,  en  la  ciudad  de  Zamora. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  anos.  Madrid  21  de 
Abril  de  1887.=Manuel  Alonso  Martínez.  = Señores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia.  — Excmos.  Se- 
ñores: De  Real  órden  tengo  el  honor  de  remitir  á 
V.  EE.,  para  los  efectos  oportunos,  los  adjuntos  ejem- 
plares originales  de  las  leyes  que  con  esta  fecha  se 
ha  servido  sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.), 
aprobando  los  suplementos  de  créditos  concedidos  á 
los  Ministerios  de  Estado  y Gobernación  durante  la 
suspensión  de  las  sesiones,  y disponiendo  una  traste- 
rencia  de  crédito  en  el  presupuesto  del  Ministerio  de 
Fomento  para  los  gastos  que  lia  de  ocasionar  la  Expo- 
sición de  Bellas  Artes. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  21  de 
Abril  de  1887.=Mauuel  Alonso  Martiuez.=Señores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso. 

Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Se- 
ñores: De  Real  órden  tengo  el  honor  de  remitir  á 
V.  EE.,  para  los  efectos  oportunos,  los  adjuntos  cjem- 
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piares  originales  de  las  leyes  que  con  esta  fecha  se 
lia  servido  sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.), 
autorizando  la  concesión  de  los  ferro-carriles  de  Haro 
a La  guardia,  de  Egea  de  los  Caballeros  á Zuera  y de 
Bobadilla  á Algeciras;  sobre  concesión  del  de  Santan- 
der á Solares;  sobre  prolongación  de  la  carretera  de 
Nádela  á Quiroga  basta  Campos  de  Vila;  sobre  la  de- 
volución de  la  fianza  prestada  por  la  Compañía  del 
ferro-carril  de  Madrid  á Arganda;  ampliando  la  pró- 
rroga concedida  para  la  construcción  de  los  ferro- 
carriles de  Aguilas  al  puerto  de  Grima  y de  Olot  á 
Gerona;  sobre  aumento  de  la  subvención  del  de  Lina- 
res á Almería,  y sustituyendo  el  de  Jerez  á Algeciras 
por  otro  de  Cádiz  á Algeciras. 

Dios  guarde  A V.  EE.  muchos  anos.  Madrid  2 1 de 
Abril  de  l887.=Manuel  Alonso  Martinez.=Sefiores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso.» 


Se  leyeron,  y quedaron  publicadas  como  leyes, 
acordando  se  archivasen,  las  sancionadas  por  S.  M., 
y son  las  siguientes: 

Aprobación  de  los  suplementos  de  crédito  conce- 
didos por  medida  gubernativa  á los  presupuestos  de 
los  Ministerios  de  Estado  y Gobernación  del  corriente 
aüo,  durante  la  última  suspensión  de  las  sesiones. 
[Véase  el  Apéndice  primero  al  Diario  núm . 82¡  que  es 
el  de  esta  sesión .) 

Sobre  una  Lrasferencia  de  crédito  al  presupuesto 
del  Ministerio  de  Eomento  con  destino  á los  gastos  de 
la  Exposición  de  Bellas  Artes.  (Véase  el  Apéndice  se- 
gundo d este  Diario.) 

Autorizando  al  Gobierno  para  vender  en  pública 
subasta  el  monte  denominado  Monte  Concejo,  de  la 
ciudad  de  Zamora.  (Véase  el  Apéndice  tercero  á este 
Diario.) 

Ampliando  á tres  anos  el  plazo  concedido  para  la 
construcción  de  un  ferro-carril  de  vía  estrecha  que 
partiendo  de  Olot  termine  en  Gerona,  en  la  línea  ge- 
neral de  Tarragona  á Barcelona  y Francia.  (Véase  el 
Apéndice  cuarto  á este  Diario.) 

Aumentando  la  subvención  concedida  para  la  cons- 
trucción del  ferro  carril  de  Linares  á Almería.  (Véase 
el  Apéndice  quinto  á este  Diario.) 

Sobre  devolución  á la  Compañía  del  ferro-carril 
de  Madrid  á Arganda  de  la  fianza  prestada  como  ga- 
rantía de  la  concesión  para  prolongar  esta  línea  desde 
Vacia-Madrid  á Argamla.  (Véase  el  Apéndice  sexto  á 
este  Diario.) 

Ampliando  en  dos  años  la  prórroga  concedida  para 
la  construcción  del  ferro-carril  que  partiendo  de 
Aguilas  bifurque  en  Grima,  con  dos  ramales  á Sierra 
Almagrera  y Lorca.  (Véase  el  Apéndice  sétimo  á este 
Diario.) 

Autorizando  la  concesión  de  un  ferro-carril  do 
Bobadilla  á Algeciras  en  sustitución  del  de  Bobadilla 
por  Ronda  á empalmar  con  el  de  Jerez  á Algeciras. 
(Véase  el  Apéndice  octavo  á este  Diario.) 

Sustituyendo  el  ferro-carril  de  Jerez  á Algeciras 
por  el  de  Cádiz  á Algeciras.  ( Véase  el  Apéndice  noveno 
á este  Diario.) 

Autorizando  la  construcción  de  un  ferro-carril 
económico  que  partiendo  de  Santander  termine  en 
Solares.  ( Véase  el  Apéndice  décimo  á este  Diario.) 

Autorizando  la  concesión  de  un  ferro-carril  eco- 
nómico de  Egea  de  los  Caballeros  á empalmar  en  el 


termino  de  Zuera  con  la  línea  de  Zaragoza  á Barce- 
lona. (Véase  el  Apéndice  undécimo  á este  Diario.) 

Autorizando  la  construcción  de  un  ferro- carril  de 
vía  estrecha  que  parliendo  de  la  estación  de  Haro  ter- 
mine en  Laguardia.  ( véase  el  Apéndice  duodécimo  á 
este  Diario.) 

Prolongando  hasta  Campos  de  Vila  la  carretera  en 
construcción  de  Nadela  á Quiroga.  (Véase  el  Apéndice 
décirnotercero  á este  Diario.) 


Se  acordó  pasar  á la  Comisión  de  presupuestos  la 
siguiente  comunicación: 

((Ministerio  de  Hacienda. — Excmos.  Si*es.:  En  el 
proyecto  de  presupuestos  generales  del  Estado  para 
el  año  económico  de  1887-88  sometido  á la  aproba- 
ción de  las  Córtcs  en  12  de  Marzo  último,  se  han  eli- 
minado de  las  secciones  octava,  ((Ministerio  de  Ha- 
cienda,» y novena,  «Gastos  de  las  contribuciones  y 
rentas  públicas,»  los  créditos  destinados  á personal, 
material,  adquisición  de  primeras  materias,  portes, 
premios  de  elaboración  y expendicion,  y ampliación 
y mejora  de  las  fábricas  de  tabacos,  en  una  palabra, 
todos  los  afectos  á esta  renta,  porque  supuesto  el 
arriendo  habrán  de  ser  satisfechos  por  el  contratista  á 
quien  únicamente  se  exige  el  producto  líquido.  Entre 
los  créditos  suprimidos  figura  el  de  un  millón  de  pe- 
setas en  el  cap.  5.°,  art.  6.°  de  la  sección  novena  para 
ampliación  de  fábricas  y compra  de  máquinas,  útiles 
y artefactos,  de  donde  se  satisfacen  hoy  las  atencio- 
nes de  personal  de  la  sección  facultativa  para  la  di- 
rección de  las  obras  que  vienen  ejecutándose  en  todos 
los  edificios  destinados  á establecimientos  fabriles;  y 
aunque  es  cierto  que  terminadas  todas  las  incidencias 
á que  dé  lugar  la  entrega  resulLará  innecesario  el 
gasto  de  9.250  pesetas  que  se  destina  al  enunciado 
servicio,  no  lo  es  ménos  que  durante  el  primer  año 
la  Administración  necesita  de  personal  pericial  para 
resolver  las  incidencias  que  puedan  suscitarse.  En 
esta  atención,  y siendo  de  imperiosa  necesidad  am- 
pliar en  la  referida  suma  el  crédito  consignado  en  la 
sección  octava,  «Ministerio  de  Hacienda,»  cap.  5.°, 
art.  9.°,  «Personal  de  la  Dirección  general  de  rentas 
estancadas,»  debiendo  figurar  en  lugar  de  las  272.000 
que  hoy  tiene  281.250  pesetas,  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en 
su  nombre  la  Reina  Regente  del  Reino,  ha  tenido  á 
bien  disponer  pase  á manos  de  V.  EE.,  como  tengo  la 
honra  de  verificarlo,  la  adjunta  planta  que  habrá  de 
sustituir  á la  remitida  al  Congreso,  para  que  la  Comi- 
sión correspondiente  se  sirva  llevar  á cabo  la  susti- 
tución, aumentando  en  su  consecuencia  las  referidas 
9.250  pesetas,  que  serian  baja  de  no  llevarse  á cabo 
el  arrendamiento  en  el  crédito  de  la  sección  novena 
para  ampliación  de  fábricas  y compra  de  máquinas, 
útiles  y artefactos. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  29  de 
Abril  de  1887.— Joaquiu  López  Puigcerver.=Scñores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso.» 


Se  mandó  pasar  á la  Comisión  de  actas  la  creden- 
cial núm.  457,  presentada  en  Secretaría  por  D.  Teo- 
doro Baró  y Sureda,  Diputado  electo  por  el  distrito 
de  Ginzo  de  Limia,  provincia  de  Orense. 
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4 DE  MAYO  DE  1887. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepcm):  El 
Sr.  Sánchez  Arjona  Liene  la  palabra. 

El  Sr.  SANCHEZ  ARJONA  (D.  Luis):  En  la  se- 
sión de  ayer  tuve  la  honra  de  presentar  á la  Cámara 
una  exposición  de  la  Liga  de  contribuyentes  de  Sala* 
manca,  en  solicitud  de  que  á la  brevedad  posible  se 
pusiera  á discusión  el  proyecto  de  ley  de  crédito  agrí- 
cola, y boy  me  permito,  á nombre  de  tan  importante 
y patriótica  asociación,  rogar  al  Sr.  Presidente  se 
digne  acceder  á tan  justa  pretensión,  y cuando  la  im- 
portancia de  los  proyectos  sometidos  á la  delibera- 
ción del  Congreso  lo  permitan  se  digne  poner  á dis- 
cusión el  referido  proyecto,  del  que  tanto  esperan 
todos  aquellos  que  se  dedican  á la  explotación  de  las 
industrias  agrícolas. 

Yo  bien  sé  que  S.  S.,  que  cumple  á satisfacción  de 
todos,  los  deberes  de  su  alto  cargo,  se  ha  visto  en  la 
imperiosa  necesidad  de  anteponer  otras  discusiones 
que  indudablemente  requerían  tal  prelacion,  pero  los 
representantes  en  esta  Cámara  de  aquella  provincia 
abrigamos  la  convicción  más  perfecta  de  que  S.  S.  en 
cuanto  le  sea  posible  ha  de  atender  nuestra  justa  pre- 
tensión, y ha  de  satisfacer  las  aspiraciones  y deseos  de 
nuestros  representados. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
Mesa  tendrá  muy  en  cuenta  los  deseos  manifestados 
por  S.  S.  Su  señoría  puede  tener  la  seguridad  de  que 
en  el  momento  en  que  lo  consientan  otras  atenciones 
relativas  á los  demás  asuntos  puestos  á la  orden  del 
dia,  la  Mesa  dará  la  preferencia,  como  S.  S.  desea,  al 
dictámen  sobre  el  proyecto  de  ley  de  crédito  agrícola. 


Se  leyó  la  siguiente  proposición  incidental: 

«Los  Diputados  que  suscriben  piden  al  Congreso 
se  sirva  declarar  que  toda  asociación  constituida  en 
cualquiera  de  los  organismos  del  ejército  entre  las 
clases  que  los  compongan,  sin  estar  decretada  por  el 
Ministro  de  la  Guerra,  es  contraria  á la  Ordenanza  y 
á las  leyes. 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  do  1887.=Anto- 
nio Sánchez  Campomanes.==José  Guticrrezdcla  Vega. 
José  López  Domingúez.=Juan  Montilla.==I?ederico 
Pons.==Fernando  OlLawlor.— Ezequiel  Ordoñcz. » 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Sánchez  Campomanes  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Señores  Di- 
putados, nunca  nadie  ha  solicitado  vuestra  benevo- 
lencia con  mayor  necesidad  que  el  que  tiene  la  honra 
de  dirigiros  la  palabra,  no  solo  porque  carezco  de 
todo  recurso  oratorio,  sino  porque  voy  á tratar  una 
cuestión  grave,  delicada  y espinosa.  Procuraré  ser 
muy  breve,  para  hacerme  acreedor  á la  indulgencia 
que  de  vosotros  espero. 

Siento  mucho  no  ver  en  su  puesto  al  Sr.  Ministro 
de  la  Guerra,  porque  aun  cuando  yo  no  quería  dis- 
traerle de  las  importantes  ocupaciones  que  en  este 
momento  le  retienen  en  el  Ministerio,  creía  que  era 
más  urgente  y más  grave  el  asunto  que  voy  á tratar. 

Solo  á una  razón  extraviada  ó á un  pensamiento 
maquiavélico  se  puede  ocurrir  crear  una  asociación 
ilegal  y clandestina  para  poner  sus  estatutos  por  en- 
cima de  las  Ordenanzas  del  ejército  y de  las  leyes  del 
país. 

Dice  la  Constitución  en  el  último  párrafo  del  ar- 
tículo 17: 


«Tampoco  los  jefes  militares  ó civiles  podrán  es- 
tablecer otra  penalidad  que  la  prescrita  préviamente 
por  la  ley.» 

La  ley  constitutiva  del  ejército  dice  en  su  art.  33: 

«Los  jefes  y oficiales  del  ejército  perderán  el  em- 
pleo por  causa  de  delito  ó en  virtud  de  sentencia  de 
consejo  de  guerra  ó de  tribunal  competente.  La  pri- 
vación de  empleo  ó despedida  del  ejército  llevarán 
consigo  la  pérdida  de  los  derechos  pasivos  y de  todo 
carácter  militar.» 

¿Qué  fin  se  puede  proponer  esa  asociación  ilegal 
y clandestina?  ¿velar  por  los  intereses  de  la  infantería? 
Pues  yo  creo  que  para  eso  tenemos  la  Ordenanza,  la 
ley  constitutiva  del  ejército,  los  tribunales  de  honor 
y los  expedientes  gubernativos.  ¿Se  propone  crear  una 
asociación  á imitación  de  las  antiguas  Ordenes  de  ca- 
ballería y por  el  estilo  de  la  de  los  Templarios,  ó está 
poseida  de  un  pensamiento  maquiavélico  para  crear  ó 
preparar  una  dictadura? 

No  creo  que  los  asociados  traten  de  crear  una 
asociación  por  el  estilo  de  la  de  los  Templarios,  por- 
que, en  primer  lugar,  sus  estatutos  no  obtendrían  la 
aprobación  del  Pontífice,  cosa  muy  necesaria  para 
lanzar  excomuniones,  y me  parece  que  los  asociados 
no  se  expondrán  á incurrir  en  la  desconfianza  en  que 
incurrieron  los  Templarios,  por  lo  cual  fué  disuclta 
aquella  Orden.  Creo  que  no  tienen  necesidad  de  hacer 
y que  no  habrán  hecho  el  voto  de  castidad  los  corone- 
les congregados;  el  voto  de  pobreza  tampoco  tienen 
necesidad  de  hacerlo,  porque  lo  hacen  por  todos  los 
militares  españoles  los  Gobiernos;  y respecto  de  los 
demás  votos  que  están  en  armonía  con  los  de  los  Tem- 
plarios, tampoco  necesitan,  á mi  juicio,  hacerlos,  por- 
que no  han  de  dar  ningún  resultado,  puesto  que  si  en 
tiempos  antiguos,  y teniendo  todas  las  sanciones  lega- 
les no  pudo  subsistir  aquella  asociación,  ménos  po- 
dría subsistir  hoy  sin  esos  requisitos.  Además,  saben 
el  triste  y desgraciado  fin  que  tuvieron  los  caballeros 
Templarios,  por  lo  cual  no  creo  que  se  expongan  los 
coroneles  á tener  el  mismo  que  tuvieron  en  Italia,  en 
Portugal,  en  Inglaterra  y en  España.  Yo  no  quisiera 
ver  á esos  señores  ni  al  Gobierno  en  el  caso  de  sufrir 
los  tormentos  que  pasaron  en  Francia  de  ser  quema- 
dos á fuego  lento  ó colgados  por  cierta  parte  que  no 
quiero  nombrar. 

Desechada,  es  La  primera  hipótesis,  que  creo  se  pue- 
de desechar,  á no  ser  que  los  congregados  prefieran 
esperar  el  teslamenlo  de  Alfonso  el  Batallador  á los 
peligros  á que  pueda  dar  lugar,  voy  á pasar  á la  se- 
gunda suposición,  ó sea  la  de  la  dictadura. 

¿Trata  César  de  pasar  el  Rubicon?  ¿Está  ya  echada 
la  suerte?  Pues  tened  entendido  que  ni  el  ejército  le 
ha  de  seguir,  ni  el  país  lo  ha  de  tolerar,  ni  Pompe  yo 
ha  de  abandonar  á Roma.  Dejad  esos  procedimientos 
inquisitoriales,  no  resucitéis  la  Liga  Santa,  porque  re- 
sucitareis los  Hugonotes  y con  olios  traeréis  dias  luc- 
tuosísimos á esta  desgraciada  Patria.  No  tratéis  al 
país  como  país  conquistado,  atropellando  lodo,  porque 
resucitareis  las  Vísperas  sicilianas;  y después  de  todo, 
no  merece  el  país  que  lo  tratéis -de  esta  manera  cuan- 
do todavía  os  sufre  y os  consiente  á pesar  de  nues- 
tros desaciertos  y desgracias;  pero  todo  tiene  su  límite, 
y si  persistís  en  vuestra  conducta  de  Cónsules  y de 
Pretores,  destruiréis  á Sagunto. 

Todos  sabéis  que  se  constituyó  una  asociación, 
según  dicen,  para  velar  por  el  Rey  y por  los  intereses 
y la  vida  de  la  Monarquía.  Yo  no  creo  que  fuese  ne- 
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cesaría  tal  asociación,  porque  para  eso  tenemos  la 
Ordenanza,  y tenemos  además  todas  las  demás  armas, 
que  no  lian  de  ceder  el  puesto  en  caso  de  peligro  á la 
infantería,  cuando  sea  necesario  defender  ia3  institu- 
ciones y la  libertad.  Sin  embargo,  os  voy  á recordar 
la  manera  de  constituirse  esta  sociedad  para  que  com- 
prendáis que  su  objeto  es  meramente  político. 

Reunidos  en  Aranjuez  y en  Madrid  los  primeros 
jefes  de  los  cuerpos,  organizaron  una  asociación  que 
dijeron  era  para  velar  por  el  prestigio  de  la  infan- 
tería. 

Celebro  mucho  que  haya  entrado  en  el  salón  el 
Sr.  Ministro  de  la  Guerra  para  que  se  haga  cargo  de 
las  pobres  razones  que  estoy  exponiendo  para  corregir 
los  vicios  de  que  yo  creo  que  adolece  la  institución 
que  se  ha  creado  para  velar  por  el  prestigio  del  arma 
de  infantería. 

Os  voy  á decir  la  manera  de  formarse  esta  asocia- 
ción. Reunidos  los  coroneles,  creereis  que  lo  natural 
y lógico  era  que  después  de  constituida  la  Junta  cen- 
tral se  instituyeran  las  de  distrito  nombrando  á los 
coroneles  por  antigüedad.  Pues  nada  de  esto  ha  suce- 
dido. Se  ha  nombrado  á los  coroneles  teniendo  en 
cuenta  sus  antecedentes  políticos,  y prefiriéndose  á 
los  que  los  tuvieran  más  retrógrados,  y sobre  todo,  A 
los  de  procedencia  carlista,  aun  cuando  fueran  más 
modernos;  de  modo,  que  aquí  la  antigüedad,  base  de 
la  disciplina,  no  se  ha  tenido  para  nada  en  cuenta. 
Esto  puede  dar  lugar  á conflictos  gravísimos,  porque 
si  en  una  capital  recae  el  mando  por  Ordenanza  en  el 
más  antiguo,  y por  esta  asociación  clandestina  en  el 
más  moderno,  naturalmente,  los  juramentados  se  que- 
rrán imponer,  y aquel  que  tiene  el  mando  por  Orde- 
nanza sostendrá  sus  derechos;  y de  aquí  puede  surgir 
un  gravísimo  conflicto,  de  cuyas  consecuencias  no 
quiero  ahora  ocuparme. 

Otro  de  los  acuerdos  que  tomó  esta  asociación 
fué  la  de  costear  los  gastos  que  ocasionara  el  estable- 
cimiento benéfico  de  Aranjuez,  donde  se  van  á educar 
los  huérfanos  de  militares  del  arma  de  infantería.  Yo 
aplaudo  muchísimo  este  acuerdo,  y si  estuviera  en  el 
caso  de  los  coroneles,  hubiera  votado  con  ellos  el  sos- 
tenimiento de  este  asilo.  Pero  también  tomaron  los 
coroneles  un  acuerdo  importantísimo,  con  lo  cual  fue- 
ron muy  previsores,  y fué,  que  si  alguno  de  los  ofi- 
ciales, cuyas  facultades,  ó atribuciones,  ó represen- 
taciones todos  se  habian  abrogado,  no  queria  pagar  la 
cuota  que  lo  correspondiera  para  sostener  este  asilo, 
se  repartiera  á prorrata  entre  los  demás;  pero  si  esto 
está  muy  bien  en  teoría,  vamos  á ver  lo  que  ha  su- 
cedido en  la  práctica. 

Llega  la  ocasión  de  tomar  sus  pagas  los  oficiales, 
y algunos  de  ellos,  al  descontarles  la  cuota  que  le  co- 
rrespondía para  el  sostenimiento  del  asilo,  dijeron  que 
no  estaban  en  disposición  de  distraer  ni  un  solo  cén- 
timo de  su  paga,  por  tener  sacratísimas  obligaciones 
de  familia  á que  atender.  Al  hacerlo  así  presente  ai 
jefe  del  Cuerpo,  éste  tuvo  en  cuenta  estas  considera- 
ciones, y dispuso  que  no  se  les  hiciera  el  descuento; 
pero  al  dar  parte  al  jefe  de  la  asociación  clandestina, 
éste  dispuso  que,  no  solo  se  les  hiciera  el  descuento, 
sino  que  el  dia  2 en  que  tomaron  sus  pagas,  fueron 
constituidos  en  arresto  un  capitán  y un  teniente  de 
los  batallones  de  reserva  de  Andalucía,  no  de  esos 
favorecidos  de  la  fortuua,  que  cobran  toda  su  paga, 
sino  de  esos  desgraciados,  de  esos  infelices  que  no 
tienen  influencia  para  estar  colocados,  y por  consi- 


guiente no  pueden  cobrar  más  que  los  euatrojquintos 
de  su  paga,  y sufren  el  descuento  del  10  por  100. 

El  capitán  manifestó  que  no  podía  ceder  nada  de 
su  paga,  porque  tenía  que  atender  á una  numerosa 
familia,  y el  teniente  dijo  que  acababa  de  morir  su 
esposa,  y que  le  había  traído  ésto  y su  enfermedad 
grandes  gastos,  y que  tenía  que  atender  al  sosteni- 
miento de  tres  infelices  huérfanos. 

Tomadas  en  consideración  por  el  jefe  del  batallón, 
como  llevo  dicho,  fueron  atendidas  estas  razones;  pero 
la  asociación  sigue  inflexible.  Yo  no  sé  si  á estas  ho- 
ras, porque  el  dia  1 4 me  escribieron  que  seguían  en 
reclusión;  yo  no  sé  si  se  habrá  incoado  expediente,  ó 
si  habrán  sido  puestos  en  libertad.  Las  consecuencias 
y los  inconvenientes  de  esto  los  conocerá  el  Sr.  Mi- 
nistro de  la  Guerra  cuando  sepa  que  la  familia  del 
capitán  salió  huyendo,  yo  no  sé  si  á Egipto,  temiendo 
la  venida  de  algún  Herodes,  y el  teniente,  que  no  te- 
nía esposa,  sus  hijos  huérfanos  que  quedaban  aban- 
donados, siendo  de  nueve  años  el  mayor,  tuvieron  que 
ser  recogidos  por  la  caridad  del  pueblo,  y andan  de 
casa  en  casa  mantenidos.  ¿Es  esta  la  manera  de  le- 
vantar el  prestigio  del  arma  de  infantería  y de  velar 
por  su  honor?  Yo  creo  que  no;  yo  creo  que  es  todo  lo 
contrario. 

Yoy  á deciros  también  la  manera  de  preparar  la 
expulsión  del  ejército  del  oficial  que  tiene  anteceden- 
tes liberales.  Se  miran  las  hojas  (le  servicio  y las  de 
hechos;  los  que  tenían  antecedentes  liberales,  no  son 
colocados  en  activo;  se  les  manda  á las  reservas  ó á 
los  batallones  de  depósito.  Naturalmente,  con  tan  exi- 
gua paga,  no  pueden  vivir,  sobre  todo  los  que  tienen 
que  mantener  alguna  familia,  sin  verse  en  la  necesi- 
dad de  empeñarse;  si  por  acaso  resisten,  se  les  deja 
de  reemplazo,  y así  les  es  imposible  la  vida.  A más 
de  esto,  se  les  obliga  á uno,  dos  ó tres  traslados,  y 
cuando  están  ya  en  esas  condiciones,  se  dispone  una 
revista  de  inspección,  y sin  necesidad  de  disponerla, 
los  mismos  jefes  de  los  Cuerpos  ponen  las  notas  á que 
da  lugar  el  encontrarse  faltos  de  recursos  esos  oficia- 
les; por  consiguiente,  están  en  disposición  de  que  se 
les  forme  expediente  por  deudas.  Pero  en  esto  no  veo 
yo  equidad,  porque  no  se  tiene  en  cuenta  ni  la  anti- 
güedad ni  condición  ninguna,  debiéndose  tener  pre- 
sente que  los  perseguidos  en  estos  casos  suelen  ser 
los  que  derramaron  su  sangre  por  la  libertad  y por 
la  Patria  en  la  última  guerra  civil. 

La  gravedad  de  la  formación  de  esa  asociación 
clandestina  no  está  en  sus  procedimientos  mismos; 
está  en  que  al  ver  que  se  forma  una  asociación  de  ios 
primeros  jefes  (le  los  Cuerpos  por  el  estilo  de  la  aso- 
ciación de  los  Templarios,  han  formado  los  subalter- 
nos, que  están  en  mayor  número,  otra  asociación  para 
defenderse  de  aquella,  parodiando  la  de  la  Razón  ó la 
de  la  Escama,  no  sé  cuál  de  ellas,  pero  sé  que  es  muy 
numerosa.  Esto  ya  sabe  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra 
que  puede  dar  lugar  á conflictos  gravísimos  y á que 
se  concluya  la  disciplina;  y siendo  en  mayor  número 
los  subalternos  que  los  jefes,  son  temibles  las  conse- 
cuencias. 

Hay  un  periódico  militar  que  defiende  la  forma- 
ción de  esta  asociación  clandestina,  porque  dice  que 
ya  que  existia  una  asociación  conocida  por  la  A.  M.  R., 
era  muy  justo  y muy  lógico  que  para  contrarrestar 
sus  trabajos,  se  creara  otra,  por  aquello  de  similia 
similibus ; pero  por  esa  misma  razón,  por  el  similia  si - 
müibus  curantury  para  curarse  se  ha  formado  la  aso- 
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elación  de  subalternos.  Esto  puede  dar  lugar,  por  la 
pérdida  de  la  disciplina,  á que  lleguemos  en  este  país 
al  caos,  atravesando  antes  un  lago  de  sangre.  Se  lo 
prevengo  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  para  que  pro- 
cure evitarlo.  Yo  creo  que  con  las  Ordenanzas  y con 
las  leyes  que  tenemos  referentes  al  honor,  hay  lo  su- 
ficiente. No  os  citaré  muchos  artículos,  bastará  con 
que  os  cite  uno,  que  es  el  art.  12  de  las  Ordenanzas 
generales  para  oficiales,  que  dice: 

«El  oficial  cuyo  propio  honor  y espíritu  no  le  esti- 
mulen á obrar  siempre  bien,  vale  muy  poco  para  mi 
servicio:  el  llegar  tarde  á su  obligación  (aunque  sea 
de  minutos),  el  excusarse  con  males  imaginarios  ó 
supuestos  á las  fatigas  que  le  corresponden,  el  con- 
tentarse regularmente  con  hacer  lo  preciso  de  su  de- 
ber, sin  que  su  propia  voluntad  adelante  cosa  alguna, 
y el  hablar  pocas  veces  de  la  profesión  militar,  son 
pruebas  de  grande  desidia  ó ineptitud*  para  la  carrera 
de  las  armas.» 

Me  parece  que  no  puede  encontrarse  nada  más 
lato  para  despedir  del  servicio  á todo  oficial  que  no 
cumpla  con  su  deber,  y hasta  al  que  cumpla.  No  solo 
se  despide  aquí  del  servicio  al  que  falta,  sino  al  que 
cumple  con  su  deber,  porque  se  dice  que  el  cum- 
plir con  su  deber  puede  producir  falta  bastante  para 
despedir  á un  oficial  del  servicio  por  ineptitud. 

No  os  citaré  otra  porción  de  artículos  referentes 
á este  asunto,  porque  son  conocidos  de  todo  el  mundo, 
porque  en  estos  dias  se  ha  ocupado  de  ellos  la  prensa, 
y sobre  todo,  porque  los  conoce  perfectamente  el  se- 
ñor Ministro  de  la  Guerra;  pero  sí  he  de  ocuparme  de 
otros  artículos  que  tratan  de  la  responsabilidad  en 
que  incurren  los  que  no  hacen  cumplir  las  leyes. 

Dice  el  art.  5.°  del  tratado  2.°,  título  17: 

«El  más  grave  cargo  que  se  puede  hacer  á cual- 
quiera oficial,  y muy  particularmente  á los  jefes,  es 
el  no  haber  dado  cumplimiento  á mis  Ordenanzas 
y á las  órdenes  de  sus  respectivos  superiores:  la  más 
exacta  y puntual  observancia  de  ellas  es  la  base 
fundamental  de  mi  servicio,  y por  el  bien  de  él  se  vi- 
gilará y castigará  severamente  al  que  contraviniere.» 

¿Se  ha  observado  el  cumplimiento  de.  este  ar- 
tículo? No  quiero  ocuparme  más  de  este  asunto.  Para 
llevar  á cabo  lo  que  se  dispone  en  este  artículo,  dice 
la  Real  órden  de  29  de  Marzo  de  1839: 

«Que  se  lleve  á efecto  y cumplimente  cuanto  se 
manda  en  las  Ordenanzas,  y que  por  ninguna  consi- 
deración se  permita  ni  tolere  la  inobservancia.» 

Y aquí  se  está  permitiendo  que  no  se  observe  la 
Ordenanza,  que  se  creen  asociaciones  clandestinas  por 
encima  de  ella,  y esto  es  gravísimo. 

Dice  el  art.  6/: 

«Cualquiera  especie  que  pueda  infundir  disgusto 
en  mi  servicio  ó tibieza  en  el  cumplimiento  de  las 
órdenes  de  los  jefes  se  castigará  con  rigor;  y esta 
culpa  será  tanto  más  grave,  cuanto  fuese  mayor  la 
graduación  del  oficial  que  la  cometiere.» 

Pues  bien;  la  asociación  ha  producido  gran  dis- 
gusto. ¿Se  ha  castigado  al  que  ha  contravenido?  Creo 
que  no. 

Respecto  á los  tribunales  de  honor,  ya  existentes, 
por  lo  que  era  innecesario  que  se  constituyera  esa 
asociación,  os  he  de  citar  únicamente  los  extractos 
marginales  (le  las  Reales  órdenes,  decretos  y circu- 
lares que  se  han  dictado  respecto  de  esta  materia; 
documentos  que  encontrareis  compilados  en  las  Or- 
denanzas del  general  Socías,  ilustre  y distinguido  mi- 


litar que  se  ha  dedicado  á estos  trabajos  con  gran 
gloria  suya. 

«Real  decreto  de  3 de  Enero  de  18G7,  dando  re~ 
glas  para  la  formación  de  los  tribunales  de  honor  y 
expedientes  gubernativos. — Narvaez.» 

«Real  orden  de  20  de  Setiembre  de  1870. — Prim. 
De  órden  de  S.  A.  el  Regente  del  Reino.» 

«Real  orden  de  15  de  Febrero  de  1879,  resolvien- 
do que  cuando  en  una  causa  de  que  conozca  el  Con- 
sejo Supremo  de  la  Guerra  resulte  algún  oficial  cul- 
pable por  faltas  graves  contra  el  honor  militar,  que 
no  constituyan  delito,  mala  conducta  habitual  ó in- 
corregible, podrá  proponer  la  separación  del  servicio 
de  dicho  oficial  al  Ministro  de  la  Guerra,  ó la  forma- 
ción de  expediente  gubernativo  si  fuese  necesario 
m ay or  jus ti ficacion . — Ceballos. » 

«Otra  circular  de  la  Dirección  general  de  infante- 
ría, de  21  de  Febrero  de  1881,  haciendo  presente  lo 
dispuesto  en  Real  órden  del  1 4,  sobre  que  los  tribuna- 
les de  honor  no  pueden  constituirse  en  jurados,  de- 
biendo limitarse  tan  solo  á la  calificación  del  hecho 
de  que  tengan  conocimiento. — 0‘Ryan.» 

«Real  órden  de  29  de  Febrero  de  1884,  reiterando 
el  cumplimiento  de  las  disposiciones  referentes  á tri- 
bunales de  honor. — Quesada.» 

Esta  Real  órden  fué  dictada  á consecuencia  de  los 
acontecimientos  de  Agosto. 

Pero  quiero  yo  suponer  que  no  fuesen  bastantes 
todas  estas  órdenes,  que  yo  creo  que  lo  son,  para  ex- 
citar el  celo  de  los  jefes  de  los  Cuerpos  á fin  de  que 
se  cumplan;  aun  en  este  caso,  si  con  efecto  no  son 
bastantes,  tened  el  valor  de  traer  aquí  otras  leyes  más 
restrictivas  y más  enérgicas;  pero  no  queráis  mandar 
siempre,  como  manda  el  Sr.  Sagasta,  en  apariencia, 
con  leyes  liberales,  mas  en  realidad  unas  veces  con 
la  Partida  de  la  Porra  y otras  veces  con  la  Inquisi- 
ción, como  en  este  momento. 

Tengo  yo  muy  poca  autoridad  para  dirigiros  ad- 
vertencias, sobre  todo  tratándose  de  asuntos  tan  gra- 
ves, y por  lo  tanto,  ya  que  se  trata  de  los  males  del 
ejército,  he  de  citaros  los  remedios  que  proponía  uno 
de  vuestros  más  ilustres  amigos  que  ha  llegado  al 
puesto  que  hoy  ocupa,  porque  conociendo  los  males  y 
las  enfermedades  de  que  adolece  el  ejército  lia  dado 
un  diagnóstico  que  ha  merecido  de  todos  vosotros 
que  le  nombréis  médico  de  cabecera.  Me  refiero  al  se- 
ñor Canalejas,  distinguido  individuo  de  esa  mayoría. 
Es  muy  natural  que  este  individuo,  después  de  sos- 
tener lo  que  ha  expuesto  en  esta  Cámara,  sea  nom- 
brado presidente  posponiendo  á todos  los  militares,  y 
yo  también  creo  que  los  militares  han  hecho  muy 
bien  en  reconocer  esta  jefatura,  como  yo  en  su  caso 
también  la  hubiera  reconocido,  dados  los  anteceden- 
tes del  Sr.  Canalejas,  que  le  han  puesto  en  condicio- 
nes de  desempeñar  el  cargo  de  almirante  en  la  marina. 

Decia  el  Sr.  Canalejas  en  la  discusión  que  sostuvo 
en  esta  Cámara,  con  gran  elocuencia,  como  siempre 
que  habla,  refiriéndose  al  Ministro  de  la  Guerra  señor 
Martinez  Campos,  y al  Ministerio  del  Sr.  Sagasta: 

«Vosotros  que  hacéis  autónomo  ai  ejército,  sepa- 
rándolo de  las  leyes  comunes  y pisoteando  la  Consti- 
tución, ¿qué  formáis  más  que  una  guardia  preto- 
riana? 

Vosotros  que  castigáis  el  honor  y premiáis  la  trai- 
ción y la  falsía.  (No  me  he  atrevido  á hacer  estas  de- 
claraciones por  propia  cuenta;  he  tenido  necesidad  ó 
he  creido  conveniente  traer  este  salvo  conducto.) 
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Vosotros  que  habéis  llenado  el  ejército  de  elemen- 
tos malsanos,  sin  haberos  inspirado  en  ningún  sen- 
timiento de  justicia  ni  de  rectitud.  (Esto  aun  cuando 
lo  decía  el  Sr.  Canalejas  era  refiriéndose  á un  discurso 
del  general  Salamanca.) 

Vosotros  que  justificáis  los  pronunciamientos 
cuando  triunfan.  (Esto  lo  decía  el  Sr.  Canalejas  en 
una  discusión  sostenida  con  el  general  Martínez  Cam- 
pos, que  decía  que  cuando  la  opinión  estaba  preparada 
para  un  pronunciamiento  militar,  era  muy  justo  que 
se  hiciera.) 

Vosotros  que  habéis  traído  á las  filas  del  ejército 
á un  coronel  de  la  clase  de  paisanos,  y después  jefe 
carlista,  que  fusiló  á su  general  porque  éste  manifes- 
taba simpatías  á la  causa  de  Don  Alfonso,  llenándole 
de  preeminencias,  mientras  la  infortunada  familia  del 
general  fusilado  lloraba  con  lágrimas  de  dolor  su  des- 
ventura. 

Podría  hablar  de  otro  jefe  del  ejército  que,  si  he- 
mos de  creer  las  gacetillas  de  los  periódicos,  marchó 
recientemente  á prestar  cierto  servicio  que  le  enco- 
mendaron, en  compañía  de  una  señora  que  abandonó 
el  hogar  conyugal  por  acompañarle  y correr  con  él 
aventuras. 

No  quiero  entrar  en  pormenores,  no  quiero  hablar 
de  los  ascensos  que  se  concedieron  al  famoso  carlis- 
ta Polo. 

No  quiero  leer  el  art.  2.°  del  convenio  del  Zanjón, 
en  virtud  del  cual  se  concedió  una  amnistía  plena  á 
los  sargentos  que  habían  entregado  las  Tunas  al 
enemigo. 

Vosotros,  los  que  habéis  traído  á las  filas  del  ejér- 
cito paisanos  de  moralidad  dudosa  y carlistas. 

Vosotros,  que  habéis  establecido  un  régimen  in- 
quisitorial en  el  ejército,  régimen  inquisitorial  auxi- 
liado por  una  policía  secreta,  yo  no  sé  si  civil  ó mili- 
tar. Y á tal  punto  se  tomó  en  cuenta  la  intención,  que, 
no  bastando  perseguir  la  intención  manifestada,  se 
utilizó  pérfidamente  un  arma  con  que  herir  al  mili- 
tar, castigando  la  intención  que  le  atribuían  los  re- 
dactores de  la  llamada  hoja  de  hechos. 

Es  indispensable  que  esas  hojas  de  hechos  conclu- 
yan. Puede  ser  que  álguien  tenga  el  pensamiento  de 
modificarlas;  pero  no  basta:  es  necesario  extinguirlas. 

Vosotros,  que  por  el  reemplazo  y las  reservas  (crea- 
das para  este  fin  por  el  general  Martínez  Campos),  os 
desembarazáis  de  los  generales,  jefes  y oficiales  que 
no  os  convienen  para  vuestros  fines  políticos. 

Vosotros,  los  que  odiáis  á los  liberales  y prote- 
géis á los  carlistas,  ¿queréis  inspirar  confianza  al  país? 

Yo  afirmo  y sostengo  que  desde  la  Restauración 
acá,  y no  solo  en  la  milicia,  sino  en  la  enseñanza  y en 
otras  muchas  esferas  que  no  examinaré  ahora,  todo 
ha  sido  para  los  carlistas  favores,  todo  ha  sido  para 
los  liberales  persecución  y odio.» 

Voy  á leer  ahora  otro  párrafo  interesante  también 
del  Sr.  Canalejas,  referente  al  turno  en  los  mandos: 

«Ese  ilustre  general,  López  Domínguez , que  está 
siendo,  no  puedo  decir  mi  demonio  familiar,  porque 
sería  frase  irrespetuosa;  pero,  en  fin , que  está  siendo 
mi  espíritu  iuspirador;  esc  general  López  Domínguez, 
cuyos  discursos  he  leído  yo  con  tanta  avidez  como 
los  del  general  Salamanca,  si  bien  con  más  temor  aún 
de  que  permaneciese  sordo  ó no  asistiera  á este  deba- 
te, decía  no  hace  mucho,  respondiendo  á las  excita- 
ciones de  mi  ilustre  amigo  y correligionario  el  señor 
Mirtos,  que  era  necesario  establecer  en  el  ejército  el 


turno  de  mandos,  para  que  así  se  corrigiese  el  fenó- 
meno que  yo  antes  señalaba,  de  la  sucesión  de  los 
partidos  en  el  régimen  político  del  ejército,  confun- 
diendo los  principios  de  su  organización  privaliva  con 
todas  las  evoluciones  y trastornos  de  nuestra  acci- 
dentada vida  política.  Pero  el  general  López  Domín- 
guez está  muy  en  alza  en  las  filas  del  ejército,  y está 
muy  en  baja  en  las  esferas  del  Gobierno,  y sus  doc- 
trinas, sus  buenos  deseos,  lian  de  quedar  frustrados 
por  mucho  tiempo,  hasta  que  venga  la  segunda  etapa 
de  esta  série  de  etapas  que  teneis  que  recorrer.» 

Yo  quisiera  que  el  Sr.  Canalejas  recordara  estas 
palabras  y las  sostuviera  en  estos  momentos,  porque 
precisamente  acaba  de  echarse  abajo  todo  cuanto 
deseaba;  yo  quisiera  que  lo  restableciera,  porque  lo 
encuentro  muy  justo,  muy  natural  y muy  lógico. 
Quisiera  que  el  pronóstico  llevara,  auxiliado  por  las 
recetas  enérgicas  del  Sr.  Canalejas,  el  consuelo  á la 
familia  militar. 

Dicho  esto,  yo  pudiera  establecer  un  paralelo  ate- 
rrador entre  lo  que  está  sucediendo  en  estos  momen- 
tos en  España  y lo  que  sucedió  en  el  reinado  de 
Luis  XV  de  Francia;  pero  como  el  Sr.  Presidente  no 
me  ha  de  permitir  entrar  en  este  terreno  más  que  en 
lo  que  se  refiere  á los  asuntos  militares,  dejo  por  hoy 
el  ocuparme  de  los  demás,  siendo  el  más  grave  el  de 
la  Administración  de  la  Hacienda,  de  que  quizás  ten- 
ga que  ocuparme  en  breve,  y voy  á tratar  exclusiva- 
mente de  lo  que  á la  milicia  se  refiere.  Y para  esto, 
y para  no  dar  lugar  á interpretaciones  malévolas,  he 
de  hacer  constar  que  la  úuica  diferencia  que  existe 
entre  aquellos  tiempos  precursores  de  la  revolución 
francesa,  del  tiempo  de  Luis  XVI  en  1793,  está  en 
que  si  entonces  Luis  XV  tomaba  parte  en  todos  los 
negocios  y daba  el  mal  ejemplo  desde  su  elevado 
puesto,  aquí  tenemos  un  lley  impecable  é inocente,  y 
una  Reina  Regente  cuyas  virtudes  nadie  puede  poner 
en  duda;  por  consiguiente,  estamos  á cubierto  de  toda 
comparación  que  pudiera  hacerme  sospechoso.  Aquí 
no  podemos  tener  ni  la  influencia  de  aquellas  mujeres 
que  entonces  intervenían  en  todo;  no  podemos  temer 
á la  Pompadour,  ni  á la  Dubarri...  (Entre  el  orador  y 
el  Sr.  Garrido  Estrada , colocado  á poca  distancia  detrás 
de  él,  se  entabla  un  diálogo  que  no  se  percibe.) 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdcpon):  Or- 
den, Sr.  Sánchez  Campomanes,  dilíjase  S.  S.  al  Con- 
greso. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Que  pida  la 
palabra  ese  Sr.  Diputado  y no  me  interrumpa,  que 
para  eso  estoy  en  el  uso  de  mi  derecho. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Tie- 
ne también  razón  S.  S. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Pues  basta 
que  lo  reconozca  S.  S. 

El  Sr.  GARRIDO  ESTRADA:  Yo  no  me  dirigía 
á S.  S.;  estaba  hablando  con  otro  Sr.  Diputado. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Lo  he  oidoyo. 

El  Sr.  GARRIDO  ESTRADA:  No  tenga  S.  S.  tan 
buenos  oidos. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Pues  los  ten- 
go, y basta. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Or- 
den, órden. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Refiriéndome 
á lo  que  ocurría  en  el  reinado  de  Luis  XVI  en  Fran- 
cia, y á la  época  actual,  que  ya  he  dicho  donde  es- 
taba la  gravedad  más  trascendental,  no  he  de  entrar 
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hoy  en  esos  detalles,  y me  concretaré  tan  solo  á la 
parte  militar,  y para  ello  he  de  tomar  textos  autori- 
zados de  la  representación  genuina,  de  la  representa- 
ción importantísima  de  la  opinión,  representada  por 
periódicos  independientes  que  son  el  eco  de  las  aspi- 
raciones del  ejército.  Para  ello  os  leeré  algunos  pá- 
rrafos de  La  Correspondencia  Militar. 

«La  Francia,  por  el  contrario.»  (Está  hablando 
aquí  de  la  conducta  que  seguía  Federico  II  de  Prusia 
eligiendo  á los  militares  más  distinguidos  para  des- 
empeñar todos  los  cargos.)  «La  Francia,  por  el  con- 
trario, se  precipitaba  en  la  decadencia:  rodeado 
Luis  XV  de  aduladores  y favoritos,  éstos  nombraban 
los  generales  y daban  los  mandos  de  los  Cuerpos,  ale- 
jando sistemáticamente  los  hombres  de  mérito,  es- 
carneciendo á los  de  más  capacidad,  postergando  á 
los  de  mayores  méritos,  dándose  los  mandos  y los 
cargos  á los  intrigantes;  lejos  de  administrar  justicia 
por  las  vías  del  deber,  el  dolo,  la  recomendación  ve- 
nal de  la  cortesana  impura  y otras  influencias,  des- 
bordaban la  conveniencia  particular,  extinguiendo  la 
satisfacción  interior  de  todos  los  hombres  de  buena 
voluntad.  • 

Y así  como  el  administrar  justicia  con  rectitud 
pone  á contribución  de  la  Patria  todos  los  génios  y 
todas  las  capacidades,  desarrollando  la  interior  satis- 
facción para  más  distinguirse  honrosamente,  el  fa- 
voritismo mata  los  estímulos  y despierta  los  recelos.» 

Yo  celebro  mucho  que  me  interrumpan  los  con- 
servadores, y que  se  hagan  solidarios  y defensores  de 
lo  que  está  haciendo  el  Gobierno,  porque  esto  fortifica 
más  mi  tésis  y mis  presunciones  de  que  el  Gobierno 
no  va  por  el  camino  liberal,  por  el  camino  recto  y 
justo  que  pide  el  ejército  por  órgano  de  sus  miem- 
bros más  autorizados  y de  sus  periódicos  de  más  sig- 
nificación. ( El  Sr.  Conde  de  Toreno : De  lo  que  no  nos 
hacemos  solidarios  es  del  discurso  de  S.  S.)  También 
lo  celebro,  y lo  anhelo  y lo  deseo,  y sentiría  mucho 
que  S.  S.  se  hiciera  solidario  del  discurso  patriótico 
que  yo  pronuncio  en  este  momento,  del  discurso  que 
representa  las  ideas  liberales  del  ejército.  Si  S.  S.  es- 
tuviera conforme  conmigo,  desde  luego  me  sentaría 
y no  pronunciaría  una  palabra  más.  (El  Sr.  Conde  de 
Toreno : Pues  siento  no  estarlo,  para  que  S.  S.  se  sien- 
te.) Pues  yo  me  alegro  para  no  sentarme,  porque  aquí 
nadie  ha  de  ahogar  mi  voz,  que  para  eso,  como  decia 
el  Sr.  Pidal,  Dios  me  ha  dado  una  voz  fuerte.  (Ru- 
mores.) 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Rue- 
go á S.  S.  que  se  dirija  á la  Cámara.  (El  orador  conti - 
ni’ta  hablando  en  medio  de  rumores  é interrupciones , 
entre  las  cuales  se  oye  la  voz  de  ¡fuera!)  Llamo  á V.  S. 
al  órden  por  primera  vez,  Sv.  Sánchez  Campomanes. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  ¿Quién  ha  di- 
cho fuera?  Que  lo  repita,  que  lo  diga  otra  vez.  Yo  es- 
toy en  mi  derecho  al  decir  lo  que  estoy  diciendo. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
Presidencia  no  ha  oido  esa  palabra. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Como  repre- 
sentante de  un  partido,  llevo  aquí  su  voz  y llevo  ade- 
más la  mia,  porque  tampoco  quiero  abrogarme  la  re- 
presentación de  ningún  partido;  me  basta  con  la  de 
mi  distrito. 

¿Quién  se  atreve  á decir  aquí  fuera? 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Se- 
ñor Sánchez  Campomanes,  la  Presidencia  no  ha  oido 
que  nadie  haya  dicho  fuera. 


El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES;  Me  basta  la 
explicación  de  S.  S.  y el  silencio  de  quien  haya  pro- 
nunciado esa  atrevida  é inconveniente  palabra.  (El 
Sr.  Conde  de  Toreno : De  aquí  no  ha  salido  esa  palabra ) 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Con- 
tinúe S.  S. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Voy  á conti- 
nuar, y debo  decir  que  estoy  dispuesto  á contestar  á 
Lodo  el  que  me  interrumpa,  porque  estoy  en  ini  de- 
recho. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Se- 
ñor Sánchez  Campomanes,  tenga  S.  S.  la  seguridad 
de  que  la  Mesa  ha  de  respetar  y hacer  respetar  á S.  S. 
en  el  uso  de  su  derecho.  Continúe  S.  S.  su  discurso 
sin  hacerse  cargo  de  voces  que  la  Mesa  no  ha  oido,  y 
que  si  hubiera  oido,  les  hubiera  impuesto  el  debido 
correctivo. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Agradezco 
esas  palabras  á la  Mesa,  y voy  á continuar  leyendo 
algunos  párrafos  de  un  periódico  militar  muy  auto- 
rizado refiriéndose  al  reinado  de  Luis  XV  y á lo  ocu- 
rrido en  aquella  época: 

«Cuando  recordamos  que  un  Ministro  de  la  Gue- 
rra (refiriéndose  al  general  Castillo)  dijo  en  el  Con- 
greso que  nada  se  hacía  sin  recomendación  oficiosa, 
y ningún  engranaje  de  la  máquina  de  administrar 
justicia  se  movía  sin  las  influencias  particulares  agi- 
tadas de  ordinario  contra  el  mejor  servicio  de  la  Na- 
ción, compadecimos  en  el  fondo  de  nuestro  sér  á tan- 
tos millares  de  hijos  perdidos  que  anhelosamente  de- 
rrochan su  actividad  y su  inteligencia  en  busca  de 
un  padrina,  cuando  por  el  camino  recto  donde  bifur- 
can los  comunes  intereses  podrían  hallarlo  para  la  sa- 
tisfacción interior  general  y la  particular  por  com- 
plemento necesario.» 

Siguen  después  otros  párrafos,  y leeré  el  último: 

«En  el  caos  de  tantas  pretensiones  ilícitas  y de  tan- 
tos ilícitos  apetitos  despertados  por  la  puja  de  arriba 
y en  medio,  la  moral,  alma  de  la  Ordenanza,  se  ha  ido, 
como  la  bella  Elena,  de  paseo;  y la  letra,  que  mata, 
ha  partido  en  dos  al  ejército:  los  vencidos,  sin  lucha, 
del  privilegio,  y los  vencedores,  por  la  suerte  que  dis- 
frutan de  las  primicias,  parapetados  entre  las  preocu- 
paciones y recelos  de  la  política  menuda,  entre  servi- 
lismo en  acusativo  y lisonjas  en  dativo,  salvo  alguna 
que  otra  notita  por  ablativo. 

Queda,  para  hacer  más  lenta  la  agonía  de  ambas 
partes  y prolongar  la  lucha  de  vilipendio  por  la  vida, 
una  masa  blanda  que  cual  mucosa  cubre  las  heridas 
del  organismo,  y han  de  perdonarme  un  recuerdo  para 
su  estudio,  meditación  y provecho,  ya  que  suele  esa 
masa  blanda  ostentar  en  la  prensa  los  latidos  (ó  que- 
jidos) en  estériles  pretensiones  exhalados. 

Según  cuenta  la  historia,  cuando  Boabdii  contem- 
pló á la  hermosa  Granada  desde  Albaicin,  al  despe- 
dirse, la  impresión  hizo  asomar  á sus  ojos  dos  lágri- 
mas que  temblorosas  rodaron  por  sus  mejillas  é hi- 
cieron que  su  madre,  de  corazón  más  varonil,  al  verlo, 
le  lanzase  como  un  rayo  este  apostrofe: 

«¡Llora  como  mujer  lo  que  no  has  sabido  defender 
como  hombre!» 

¡Pordiosear  vuestros  derechos  como  niños  ya  que 
no  desdáis  defenderlos  como  hombres!» 

Ya  veis  como  concluye  el  artículo  de  este  perió- 
dico militar. 

Yo  llamo  la  atención  sobre  punto  importantísimo 
al  Gobierno. 
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Pero  si  no  se  enmienda  y continúa  como  hasta 
ahora,  podré  decir,  recordando  las  palabras  del  emi- 
nente é inmortal  Olózaga:  ¡Dios  salve  ai  país!  ¡Dios 
salve  á la  Reina! 

El  Sr.  Ministro  de  la  GUERRA  (Cassola):  Pido  la  | 
palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdeponi:  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GUERRA  (Cassola):  Señores 
Diputados,  ya  lo  habéis  visto;  á pesar  de  las  pregun- 
tas primero,  de  las  excitaciones  después,  del  anuncio 
de  proposiciones  incidentales  y hasta  que  ha  lfegado 
este  último  caso,  el  Ministro  de  la  Guerra  ha.rehuido 
cuanto  le  ha  sido  absolutamente  posible  este  debate. 

Y como  el  rehuirlo  ha  sido  porque  tiene  el  íirme 
convencimiento  de  su  inconveniencia,  lia  de  conti- 
nuar en  igual  propósito,  ínterin  le  sea  dable. 

La  iniciativa  del  Sr.  Sánchez  Campomanes  tiene 
por  objeto  denunciar  lo  que  S.  S.  llama  una  asocia- 
ción y yo  llamo  exclusivamente  un  acuerdo.  [EL  señor 
Sánchez  Campomanes : Con  estatutos  y todo.)  Con  es- 
tatutos y todo.  [El  Sr.  Sánchez  Campomanes:  Bueno. — 
Risas.)  . ...  ^ 

Pues  yo  afivmo  al  Sr.  Sánchez  Campomanes,  y 
comienzo  por  donde  debería  terminar,  que  no  hay  tal 
asociación;  no  hay  más  que  un  acuerdo,  á cuyo  es- 
píritu yo  me  asocio,  como  militar  y como  Ministro. 

De  suerte  que  me  parece  que  he  sido  bastante  termi- 
nante y bastante  claro  para  que  S.  S.  saque  de  mi 
afirmación  todo  el  partido  que  quiera. 

J le  dicho,  y repito,  que  no  hay  asociación;  si  la 
hubiera,  la  perseguiría,  como  tuve  el  honor  de  decir 
el  primer  dia  que  de  esto  se  trató.  Pero  ahora  resulta 
que  la  discusión,  ó el  asunto  mejor  dicho,  ha  tomado 
otro  aspecto:  el  de  una  proposición  que  veo  suscrita 
por  siele  Srcs.  Diputados;  y yo  siento  que  sean  siete, 
porque  si  fueran  solo  seis,  yo  añadiría  mi  firma  para 
completar  los  siete.  (El  Sr.  Sánchez  Campomanes : Mu- 
chas gracias. — Risas,) 

Por  consiguiente,  estamos  todos  de  acuerdo.  Por- 
que, ¿qué  dice  la  proposición?  «Los  Diputados  que 
suscriben  piden  al  Congreso  se  sirva  declarar  que  toda 
asociación  constituida  en  cualquiera  de  los  organis- 
mos del  ejército  entre  las  clases  que  los  compongan, 
sin  estar  decretada  por  el  Ministro  de  la  Guerra,  es 
contraria  á la  Ordenanza  y á las  leyes.»  Y esto  mismo 
digo  yo,  y esto  mismo  ruego  A los  Sres.  Diputados, 
principalmente  de  la  mayoría,  que  voten,  en  el  caso 
de  que  llegue  á votarse  esta  proposición. 

Realmente  con  esto,  yo  debería  sentarme,  porque 
es  lo  único  de  que  se  trata.  Pero  he  dicho  que  no  había 
asociación,  y,  en  efecto,  no  la  hay.  Lo  que  resulta, 
Sres.  Diputados,  y con  la  brevedad  con  que  yo  acos- 
tumbro he  de  exponerlo  A la  CAmara;  lo  que  resulta, 
si  es  que  ya  no  lo  ha  dicho  el  Sr.  Sánchez  Campoma- 
nes antes  de  que  yo  tuviera  el  gusto  de  entrar  en  este 
recinto,  es  que  se  vieron  reunidos,  con  moLivo  de  la 
inauguración  de  la  institución  benéfica  de  Aranjuez, 
todos  los  jefes  de  los  Cuerpos  de  infantería,  y se  les 
ocurrió,  lo  que  es  natural  que  se  ocurra  siempre 
cuando  se  avista»  compañeros  de  armas  que  lmce  lar- 
gos años  que  no  se  han  visto,  y A los  cuales  une,  ade- 
más del  compañerismo,  una  identidad  de  deberes  para 
con  el  ejército:  cambiaron  sus  impresiones,  lo  cual 
era  natural  también,  y se  lamentaron  de  un  hábito  ó 
costumbre  que  venía  establecido,  no  sé  si  decir  por 
indolencia  ó por  benevolencia,  aunque  más  estoy  in-  I 


clinado  A lo  primero,  del  cual  resultaba  el  mal  de  que 
los  oficiales  que  no  cumplían  bien  sus  deberes,  ó que 
se  olvidaban  de  ellos  y de  lo  que  les  imponía  el  honor 
militar,  fueran  baja  en  unos  Cuerpos  para  ser  alta  en 
otros,  porque  los  Cuerpos  tienen  interés  en  que  esta 
clase  de  oficiales,  por  fortuna  bien  escasa  en  el  ejér- 
cito, no  estén  en  los  regimientos. 

Entendieron  que  continuando  con  el  actual  pro- 
cedimiento no  llegarían  A extinguirse  nunca  aquellos 
oficiales  que  se  olvidan  de  su  propia  estimación,  y 
para  evitar  este  mal  acordaron  los  jefes  que  ese  pro- 
cedimiento cesara,  y que  cuando  un  oficial  incurriera 
en  las  faltas  A que  se  refieren  las  Reales  órdenes,  Rea- 
les decretos  y demás  disposiciones  que  ha  indicado  el 
Sr.  Sánchez  Campomanes,  no  se  echara  mano  del  ex- 
pediente de  hacerle  pasar  de  un  regimiento  A otro, 
sino  que  se  le  hiciera  purgar  su  falta  allí  donde  la 
hubiera  cometido. 

Claro  es  que  la  Ordenanza  tiene  medios  para  co- 
rregir algunas  de  estas  faltas,  y cuando  la  Ordenanza 
en  sí,  en  su  texto  no  es  bastante,  existen  las  disposi- 
ciones que  he  indicado  antes,  y las  que  hallan  su  con- 
sagración en  los  Consejos  llamados  de  honor  dentro 
de  cada  Cuerpo. 

De  suerte  que  el  acuerdo  quedó  reducido  A que  se 
cumpliera  en  absoluto  todo  esto,  porque  esta  segunda 
parte,  si  bien  es  preceptiva  y por  tanto  obliga  A to- 
dos, no  es,  sin  embargo,  tan  obligatoria  que  no  entre 
una  parte  en  la  conciencia  y otra  parteen  la  aprecia- 
ción de  los  hechos  que  pueden  ser  juzgados  de  dis- 
tinto modo. 

De  las  disposiciones  vigentes  resulta  que  cuando 
un  regimiento  ó una  corporación  cualquiera  ha  que- 
rido aplicar  ó ha  aplicado  las  disposiciones  relativas 
á los  Consejos  de  honor,  ha  habido,  como  no  podía 
ménos  de  suceder,  distintos  criterios,  y de  aquí  re- 
sultaba que  una  misma  falta  en  algunos  regimientos 
era  juzgada  con  verdadera  benevolencia,  puesto  que 
para  su  castigo  se  estimaba  bastante  una  ligera  re- 
prensión dei  jefe;  y en  otros  era  juzgada  con  toda  se- 
veridad, según  el  carácter  personal  y el  juicio  que 
formaban  de  la  falta  los  oficiales  compañeros  del  que 
la  había  cometido. 

Con  objeto  de  unificar  este  criterio,  es  decir,  con 
objeto  de  evitar  que  por  una  misma  ó idéntica  falta 
so  impusiera  en  el  regimiento  núm.  39  un  castigo 
distinto  que  el  impuesto,  por  ejemplo,  en  el  núm.  2, 
establecieron  una  Junta  en  Madrid,  que  podríamos 
llamar  Junta  consultiva,  porque  esas  son  sus  funcio- 
nes, y no  son  otras  las  que  le  atribuye  ese  impreso 
que  corre  de  mano  en  mano.  De  este  modo,  cuando 
los  regimientos  creen  que  algún  oficial  ha  caído  en 
cualquiera  de  las  faltas  contra  el  honor,  las  buenas 
costumbres  y los  hábitos  militares,  entonces  acuden 
en  consulta  A la  Junta  establecida  en  Madrid,  lláme- 
sela Junta,  reunión  ó como  se  quiera,  y ésta,  con  un 
criterio  uniforme  para  todos  los  casos,  da  su  informe 
sobre  el  hecho.  Esta  es  toda  la  llamada  asociación 
por  el  Sr.  Sánchez  Campomanes. 

Pues  esto,  aparte  de  la  forma  de  expresión  quizá 
poco  correcta,  y en  lo  que  estoy  conforme  con  S.  S.,lo 
mismo  hubiera  podido  hacerse  siu  necesidad  de  es- 
cribirlo y de  que  apareciera  en  esos  artículos.  (El  se- 
ñor Sa?iehez  Campomanes:  Pues  A eso  vamos;  porque 
, cu  cuanto  al  pensamiento,  lo  he  aplaudido.)  Bueno, 
Sr.  Sánchez  Gampomaues;  pero  le  ruego  que  no  me 
interrumpa,  porque  yo  no  he  interrumpido  á S.  S. 
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Digo  y repito  que  no  había  necesidad  de  este  pro- 
cedimiento, pues  hubiera  podido  emplearse  cualquier 
otro,  es  decir,  el  mismo,  sin  escribirlo,  porque  para 
que  todos  los  que  toman  un  acuerdo  se  comprome- 
tan á cumplirlo  no  se  necesita  escribirlo. 

Pero,  en  fin,  así  se  ha  hecho,  y yo  ante  ios  hechos 
no  he  podido  seguir  más  que  un  procedimiento,  el 
único  eficaz  que  pqdia  emplear,  porque  si  bieu  pu- 
diera haber  empleado  otro,  que  quizá  habria  satisfe- 
cho mucho  al  Sr.  Sánchez  Campo  manes,  el  cual  era 
coger  esos  estatutos,  enviarlos  al  capitán  general  y 
decirle  que  se  formase  expediente  ó sumaria  respecto 
de  ellos,  no  hubiera  resultado  nada,  por  una  razón, 
porque  ni  siquiera  tiene  ese  impreso  pié  de  imprenta. 
De  manera  que  faltaba  lo  primero  que  habia  que  jus- 
tificar en  tales  casos,  y por  tanto  no  me  ha  parecido 
que  ese  era  el  mejor  procedimiento;  y lo  digo  leal- 
mente, me  ha  parecido  más  acertado  celebrar  las  con- 
ferencias que  en  estos  casos  están  indicadas  y proce- 
der como  debe  procederse,  y cuyos  detalles  no  creo 
que  es  esta  ocasión  de  manifestar.  De  ellos,  y debe 
bastar  á R.  S.  mi  afirmación  y si  no  lo  sentiré,  he  sa- 
cado el  convencimiento  de  que  no  hay  tal  asociación, 
y que  todo  lo  demás  que  tío  sea  esto,  subsiste,  y sub- 
siste porque  no  es  contrario  absolutamente  ni  á la 
Ordenanza  ni  á las  disposiciones  vigentes,  ni  al  espí- 
ritu militar;  por  el  contrario,  á este  último  le  viene  á 
fortificar. 

Y dicho  esto,  como  no  he  de  seguir  á R.  S.  en  esas 
novelas  que  nos  ha  referido,  pues  de  novelas  tienen 
mucho;  como  tampoco  he  de  afirmar  ante  el  Parla- 
mento lo  que  el  Parlamento  y la  opinión  pública 
saben,  y es  que  no  hay  tales  temores,  y por  consi- 
guiente, que  puede  estar  S.  S.  tranquilo  y seguro  de 
que  no  nos  amenaza  ningún  peligro,  concluyo  mani- 
festando que  lo  único  que  en  estos  moraenlos  tengo 
que  aplaudir  en  S.  S.  es  que  esté  tan  al  Gómente  de 
lo  que  dispone  la  Ordenanza  del  ejército,  porque  es 
claro  que  teniéndola  S.  S.  tan  en  la  memoria,  será 
un  elemento  eficaz  para  el  Gobierno. 

Y no  tengo  más  que  decir. 

El  Sr.  LOPEZ  DOMINGUEZ:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Sánchez  Campomanes  tiene  la  palabra  Sara  rec- 
tificar. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Dice  el  señor 
Ministro  de  la  Guerra  que  no  existe  tal  asociación,  y 
dicen  los  estaLutos  de  la  asociación  misma  que  «cons- 
tituye una  asociación  encargada  de  velar  por  el  pres- 
tigio de  la  infantería;  asociación  que  no  tiene  carác- 
ter oficial  ni  político  de  ninguna  clase.  La  norma 
constante  de  aquella  será  la  obediencia;  su  objetivo 
esencial  estrechar  los  lazos  del  compañerismo,  velan- 
do por  la  honra  de  todos,  y siguiendo,  para  realizarlo, 
los  procedimientos  que  otros  Cuerpos  de  la  familia 
militar  emplean  con  buen  éxito  desde  fecha  inme- 
morial.» 

Vamos  á dar  por  supuesto  que  no  existen  ni  aso- 
ciación, ni  estatutos,  ni  nada,  porque  yo  no  quiero 
contradecir  á S.  S.;  pero  yo  quisiera  que  el  Sr.  Minis- 
tro de  la  Guerra  me  dijese  cómo  es  que  no  existiendo 
esa  asociación,  se  han  tomado  acuerdos,  y no  solo  se 
han  tomado  acuerdos  por  esa  asociación  poderosa, 
sino  que  se  han  impuesto  á S.  S.  mismo.  Esto  no  que- 
ría yo  decirlo  hasta  ahora;  yo  no  quería  decir  que  esa  i 


asociación  se  imponía  al  Sr.  Ministro  de  ia  Guerra; 
esperaba  que  S.  S.  me  contradijera. 

Aquí  tengo  un  periódico  militar  que  dice: 

«Parece  que  por  jefes  y oficiales  con  destino  eu  la 
Dirección  general  de  infantería  se  ha  formado  tribu- 
nal de  honor  para  separar  del  servicio  á un  teniente 
empleado  en  dicha  dependencia. 

Ignoramos  los  motivos  que  habrán  hecho  necesa* 
ría  la  adopción  de  tal  acuerdo.» 

Pero  hay  más,  Sr.  Ministro  de  la  Guerra.  Su  se- 
ñoría tiene  en  suspenso  el  pase  A la  escala  de  reserva 
de  los  oficiales  que  en  activo  lo  solicitan.  Hay  mu- 
chos oficiales  en  activo,  que  al  verse  perseguidos  por 
la  policía  que  en  todas  partes  tiene  el  Gobierno;  poli- 
cía que  se  dedica  á examinar  los  antecedentes  de  los 
jefes  y oficiales  liberales,  para  que  naturalmente  al 
dar  su  denuncia  ó delación  no  les  parezca  extraño  qoe 
intervengan  en  ciertos  movimientos.,. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Se- 
ñor Sánchez  Campomanes,  llamo  la  atención  de  S.  S. 
sobre  que  no  tiene  la  palabra  más  que  para  rectificar, 
y,  sin  embargo,  S.  S.  está  pronunciando  un  nuevo 
discurso. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Pues  no  voy 
á seguir  por  este  camino,  voy  á dar  fin  y á hacer 
punto,  ya  que  S.  S.  rae  llama  la  atención  para  que  me 
concrete  exacta,  justa  y precisamente  á la  rectifica- 
ción. Me  dice  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  que  denuncio 
aquí  una  asociación  que  no  existe.  ¿No  tengo  derecho 
á rectificar  y á exponer  que  existe  esa  asociación? 

Ei  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Eso 
no  es  rectificar;  eso  es  contestar,  y S.  S.  lo  comprende 
perfectamente.  Una  cosa  es  rectificar... 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  ¿No  quiere 
su  señoría... 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Per- 
done S.  S..  mientras  yo  hable. 

Una  cosa  es  que  S.  S.  rectifique  los  errores  que  le 
hayan  atribuido,  y otra  cosa  es  que  con  el  nombre  de 
rectificación  replique  á los  argumentos  del  Sr.  Minis- 
tro de  ia  Guerra.  Para  lo  primero  tiene  S.  S.  la  pala- 
bra; para  lo  segundo  no  puedo  concedérsela. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Muchas  gra- 
cias; voy  á rectificar  en  muy  pocas  palabras. 

Dice  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  que  no  existe  esa 
asociación.  ¿No  es  verdad  que  un  alférez  de  la  guar- 
nición de  Madrid,  que  hace  pocos  dias  fué  despedido 
del  servicio  activo  por  el  tribunal  de  honor  que  se 
formó  para  el  caso,  acudió  á S.  S.  demandando  gra- 
cia? ¿No  es  verdad  que  ese  alférez,  que  no  quiero  nom- 
brar, pero  que  nombraré  si  es  preciso,  después  de 
exponer  ante  S.  S.  que  sus  compañeros  le  obligaban 
á dejar  el  servicio,  no  por  acuerdo  unánime  ni  por  un 
primer  acuerdo,  sino  por  reiteradas  exigencias  de  su 
jefe  para  que  se  reuniera  nuevamente  el  tribunal,  dijo 
á S.  R.  que  aquello  era  un  atropello  y que  estaba  dis- 
puesto á acudir  á R.  M.  la  Reina,  cumpliendo  en  eslo 
con  la  Ordenanza,  que  dice  «podrá  llegar  basta  Nos 
con  la  representación  de  su  agravio?»  ¿No  es  verdad 
que  S.  8.  no  atendió  á este  oficial?  ¿No  es  cierto  que 
este  alférez  se  fué  después  al  capitán  general  ríe  Ma- 
drid á decirle  qué  deseaba  exponer  ^á  S.  M.  la  Reina 
sus  quejas  y los  motivos  de  su  expulsión,  y el  capitán 
general  de  Madrid  le  despidió  no  de  muy  buena  ma- 
nera, según  me  manifestó  el  interesado? 

Pues  si  esto  es  verdad,  si  estaba  en  suspenso  el 
i pase  á la  escala  de  reserva  cuando  por  delaciones  in- 
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justificadas,  cuando  por  pretextos  fútiles  y nada  más 
que  por  ganarse  la  policía  el  sueldo  que  se  le  asigna, 
delató  á varios  oficiales  (le  la  guarnición  de  Alcalá  de 
Repares... 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Se- 
ñor Sánchez  Gampomanes,  eso  no  es  lo  que  S.  S.  ha 
ofrecido  á la  Mesa,  y 3.  S.  ha  reconocido  que  no  tiene 
derecho  para  seguir  por  ese  camino;  pero  insiste  en 
pronunciar  un  nuevo  discurso  y en  dirigir  nuevas  ob- 
servaciones al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Voy  á satis- 
facer el  deseo  de  la  Mesa,  que  es  el  mío. 

El  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  que  tiene  en  sus- 
penso el  pase  á la  escala  do  reserva,  que  no  se  lo  con- 
cedió i jefes  y oficiales  que  lo  tenian  solicitado  y que 
destinó  alguno  de  ellos  á la  reserva  de  Cáceres,  ¿cómo 
es  que  pidiéndole  con  mucha  posterioridad  este  alfé- 
rez, impuesto  por  un  tribunal  clandestino,  S.  S.  se  lo 
lia  concedido?  Me  parece  que  S.  S.  tiene  ya  bastante 
demostrado  lo  que  me  proponía  demostrar;  no  creo 
que  yo  tenga  que  hacer  más  esfuerzos  para  probarlo. 

Celebro  mucho  que  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra 
no  apruebe,  como  yo  no  he  aprobado,  la  asociación 
ilegal  y clandestina  de  los  militares. 

Como  estos  militares,  ai  constituir  esta  asociación 
ilegal  han  incurrido  en  penas,  y en  penas  que  están 
consignadas  en  el  Código  novísimo,  voy  á leerle  á su 
señoría  los  artículos  que  tratan  de  este  asunto... 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Se- 
ñor Diputado,  para  nada  de  eso  tiene  3.  S.  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  No  los  leeré, 
porque  demasiado  los  sabe  el  Sr.  Ministro  de  la  Gue- 
rra; quería  leerlos  para  que  la  Cámara  se  enterase; 
pero  puesto  que.  S.  S.  no  quiere... 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  /Ruiz  Capdepon):  No 
es  que  yo  no  quiera,  es  que  el  RegLamento  no  lo  con- 
siente. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Bueno;  el  país 
y el  ejército  que  lo  saben  juzgarán. 

Está  conforme  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  en  que 
esta  asociación  debe  existir,  pero  dice  que  no  deben 
existir  los  estatutos;  pues  en  esto  viene  S.  S.  á po- 
nerse de  acuerdo  conmigo. 

Pues,  ¿qué  es  lo  que  yo  he  pedido  desde  el  pri- 
mer momento?  Podía  citar  en  mi  apoyo  todos  los 
textos  de  la  Ordenanza  y todas  las  Reales  órdenes 
compiladas  en  ellas  por  el  señor  general  Socías;  pero 
en  definitiva,  yo  no  digo  más  que  lo  que  esas  dispo- 
siciones consignan;  y en  este  punto  estamos  comple- 
tamente do  acuerdo  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  y yo. 
Estamos  conformes  en  todo,  menos  en  que  no  apa- 
rezca el  culpable;  pero  yo  no  tengo  interés  de  que 
aparezca. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  íiopez  Domínguez  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  LOPEZ  DOMINGUEZ:  Señores  Diputa- 
dos, esta  cuestión  tiene  verdadera  importancia;  y sin 
embargo,  me  propongo  pronunciar  muy  pocas  pa- 
labras. 

Como  uno  de  los  firmantes  de  la  proposición  que 
se  discute,  he  sentido  una  especial  complacencia  al 
oir  que  el  digno  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  está  con- 
forme con  la  doctrina  que  en  la  misma  se  sustenta, 
y además,  he  sido  aludido  diferentes  veces  por  el  elo- 
cuente discurso  que  en  su  apoyo  ha  pronunciado  mi 
amigo  y correligionario  Sr.  Sánchez  Gampomanes. 


Voy,  pues,  á decirle  á S.  S.  que  habiendo  oido  con 
sumo  gusto  la  aprobación  que  prestaba  á la  proposi- 
ción que  se  discute,  no  he  quedado,  ni  mucho  ménos 
satisfecho  con  lo  que  S.  S.  ha  mauifestado  respecto  á 
la  asociación  de  que  se  trata. 

Señores  D ipil  Lados:  si  esta  cuestión  no  hubiera 
salido  á luz;  si  los  jefes  de  ios  Cuerpos  de  infantería, 
guiados  por  un  sentimiento  de  amor  y de  defensa  á 
los  altos  intereses  que  les  están  encomendados,  y obe- 
deciendo á móviles  nobilísimos,  entre  ellos  mismos 
hubieran  acordado  fomentar  en  sus  subordinados  ese 
espíritu  de  honor  y de  rectitud,  y se  hubiesen  puesto 
de  acuerdo  á fin  de  que  las  reglas  para  el  cumpli- 
miento de  sus  altísimos  deberes  fueran  uniformes, 
uada  hubiera  tenido  que  decir,  y aun  hubieran  mere- 
cido mi  modesto  aplauso;  pero  desde  el  momento  en 
que  una  colectividad  del  ejército  se  reúne,  se  con- 
cierta, se  constituye  en  asociación,  redacta  regla- 
mentos y estatutos,  y comunica  á los  jefes  de  los 
Cuerpos  estos  estatuios  en  los  que  hay  artículos  gra- 
vísimos; desde  ese  momento,  Sr.  Ministro  de  la  Gue- 
rra, esa  asociación,  cualquiera  que  sea  el  espíritu  y 
el  móvil  que  la  anime,  cae  dentro  de  las  Ordenanzas 
y de  las  leyes  militares,  porque  es  verdaderamente 
punible. 

Así,  pues,  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  S.  S.,  á quien 
conozco,  porque  he  tenido  el  honor  de  tenerlo  á mis 
órdenes,  y por  tanto,  aprecio  bien  sus  relevantes  cua- 
lidades, S.  S.  que  ha  comprendido  perfectamente  cuál 
era  su  deber,  sin  embargo,  no  lo  ha  cumplido,  sin 
que  pueda  explicarnos  los  motivos  que  le  detienen. 

Su  señoría  lo  ha  dicho:  «yo  pude  mandar  esos  es- 
tatutos al  capitán  general  de  Madrid,  para  que  pro- 
cediera con  arreglo  á la  ley;  no  lo  he  hecho,  porque 
no  tenian  pié  de  imprenta.»  Sin  embargo,  esos  estatu- 
tos tienen  en  la  portarla:  al  Jefe  de  tal  zona;  al  regi- 
miento número  tantos,  y era  conveniente  y necesario, 
era  deber  del  Gobierno,  velar  porque  no  hubiese  den- 
tro (le  la  Ordenanza  y bajo  el  mando  de  S.  3.  y de  los 
capitanes  generales  de  distrito  ningún  género  de  tri- 
bunales militares  que  no  estuvieran  autorizados  por 
el  Ministro  de  la  Guerra,  con  conocimiento  de  los  ca- 
pitanes generales,  y obedecido  por  tanto  por  todos  los 
subordinados. 

Es  menester,  pues,  Sr.  Ministro  de  la  Guerra;  es 
necesario,  Sres.  Diputados,  que  todos,  y más  los  que 
tenemos  la  honra  de  pertenecer  al  ejército,  velemos 
por  el  prestigio  de  la  disciplina;  pero  es  indispensable 
que  la  disciplina  empiece  por  arriba. para  que  llegue 
después  á abajo  haciendo  un  ejército  grande,  que  se 
inspire  en  el  ejemplo  que  se  da  arriba;  que  esto  no  es 
ni  más  ni  ménos  que  cumplir  é interpretar  la  Orde- 
nanza. 

Por  eso,  Sres.  Diputados,  para  terminar  este  de- 
bate, me  atrevo  á rogar  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra 
en  interés  de  S.  S.,  en  interés  del  ejército,  en  interés 
de  las  altas  autoridades  de  la  milicia,  que  por  la  Di- 
rección general  respectiva  se  disponga  que  se  di- 
suelva esa  asociación,  y que  el  espíritu  de  esos  es- 
tatutos se  infiltre  en  todos  y cada  uno  desde  los 
coroneles,  ¡qué  (ligo  desde  los  coroneles!  desde  los  ca- 
pitanes generales  hasta  el  último  subalterno.  Después 
de  todo,  en  el  preámbulo  de  esa  asociación  se  dice 
que  la  infantería  debia,  á ejemplo  de  lo  que  en  otras 
armas  sucede,  procurar  velar  por  la  honra  y el  pres- 
tigio de  cada  uno  (le  los  oficiales,  y bueno  es  que  se 
sepa  que  en  otras  armas  y en  otros  institutos,  en 
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lino  de  los  cuales  he  tenido  la  honra  de  servir  por  i 
inás  de  veinte  anos,  instituto  al  que  se  ha  querido 
aludir  y que  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  conoce 
bien,  porque  con  mucha  honra  suya  y del  Cuerpo  lo 
ha  dirigido,  no  hay  nada  que  se  parezca  á la  asocia- 
ción de  que  tratamos.  En  ese  Cuerpo,  como  en  todos 
los  demás  del  ejército,  sucede  lo  que  lia  sucedido 
siempre,  y es  que  cuando  llega  el  caso  de  que  un  in- 
dividuo se  hace  indigno  de  vestir  el  uniforme  que  por 
su  honra  ostenta,  se  acude  por  medio  del  compañe- 
rismo á convencerle  ó á persuadirle  á que  ames  de 
exponerse  á un  proceso  que  perjudique  al  interesado 
y al  uniforme  que  viste,  tome  otro  camino  que  el 
mismo  honor  le  aconsejará  adoptar;  pero  de  eso,  se- 
ñores Diputados,  á que  haya  constantemente  una  Jun- 
ta constituida,  dependiente  de  otra  en  Madrid  con  su 
presidente  y con  sus  estatutos,  hay  una  gran  dife- 
rencia. 

Hay  el  temor  grande  en  estos  tiempos  de  que  las 
pasiones  induzcan,  no  creo  que  ocurra,  pero  puede 
suceder,  A buscar  en  algún  modesto  individuo  faltas  ó 
procedencias,  ó momentos  de  desgracia  en  que  por 
las  circunstancias  ó por  imposición  de  Alguien  se  le 
obligue  á dejar  su  carrera  cuando  todavía  puede  en- 
mendarse y corregirse,  y ser  un  buen  oficial  del  ejér- 
cito. Salvando  la  pureza  de  las  intenciones,  la  verdad 
es  que  no  se  puede  consentir,  que  la  Ordenanza  no 
permite,  que  la  disciplina  del  ejército  no  tolera,  que 
se  organicen  asociaciones  de  ese  género  en  ninguna 
clase  del  ejército  por  alta  que  sea. 

Ese  es  el  espíritu  déla  proposición;  si  está  con- 
forme con  él  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  tendrá  el 
aplauso  del  ejército,  y el  mió  que,  desde  luego,  le  tri- 
buto. Y cuenta,  Sres.  Diputados,  que  insisto  é insis- 
tiré cerca  del  Gobierno,  porque  en  esto  no  me  guia 
ningún  interés  de  partido,  me  inspira  solo  el  interés 
del  ejército  y de  la  Patria,  y temo  mucho  (ya  lo  lia 
indicado  mi  digno  amigo  el  Sr.  Sánchez  Gam ponía- 
nos), Lemo  mucho  que  si  consentís  este  género  de  aso- 
ciaciones, surjan  naturalmente  otras  de  índole  acaso 
más  reprensible,  y que,  con  el  pretexto  de  velar  por 
los  sentimientos  de  honor  de  una  clase,  si  es  inferior, 
se  ataque  directamente  la  disciplina.  Así,  pues,  aso- 
ciaciones ilegales  dentro  del  ejército,  faltas  de  ios  je- 
fes y oficiales,  delitos  que  se  cometan , faltas  uontra 
el  honor,  todo  aquello  que  es  penado  por  las  leyes  ó 
por  la  moral  del  ejército,  todo  se  puede  corregir  sin 
apelar  á ningún  sistema  extraordinario,  sino  con  la 
Ordenanza,  con  las  leyes,  con  los  tribunales,  con  la 
Junta  consultiva;  porque,  Sres.  Diputados,  el  ejército 
español  tiene  más  medios  que  ningún  otro  para  de- 
purar todas  sus  faltas;  y si  no  se  hace,  es  porque 
alguien  falta  á su  deber. 

Para  terminar,  yo  debo  decir  á mi  amigo  el  señor 
Ministro  de  la  Guerra,  que  sin  tener  conocimiento  de 
esa  asociación,  nada  tenía  que  hacer  S.  8.;  pero  desde 
el  instante  que  ha  llegado  d su  conocimiento  por  lo- 
dos los  medios  de  publicidad,  su  deber  era  terminan- 
temente, si  no  castigarla,  porque  se  ha  podido  hacer 
y llevar  á cabo  inspirada  en  móviles  patrióticos,  sin 
pensar  en  la  extensión  que  se  le  daba,  por  lo  ménos 
prohibirla  terminantemente,  y advertir  á la  Dirección 
de  infantería  que  no  acuda  A medios  ilegales  para  de- 
fender lo  que  tiene  su  garantía  en  el  cumplimiento 
de  la  Ordenanza  y de  las  leyes. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GUERRA  (Cassola);  Pido  la 
palabra. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  S.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GUERRA  (Cassola):  He  oido 
con  mucho  gusto  al  señor  general  López  Dominguez 
puesto  que  como  ya  había  indicado  antes,  y yo  no  podía 
ménos  de  esperar,  estábamos  completamente  confor- 
mes en  el  fondo  del  asunto  que  se  debate.  Pero,  ¿qué 
ha  de  hacer  el  Ministro  de  la  Guerra  que  sea  eficaz  en 
estos  momentos,  después  de  aplaudir  como  aplaudo, 
lo  que  significa  eso  que  SS.  SS.  llaman  asociación? 
Pues  no  tiene  nada  que  hacer,  después  de  haber  ad- 
quirido el  convencimiento  de  que,  ni  hay  tales  propó- 
sitos de  asociación,  y que  lo  que  hubo  únicamente 
fué  una  falla  de  previsión  en  la  forma  de  expresar  el 
pensamiento;  ni  más,  ni  ménos. 

Por  lo  demás,  esos  casos  que  ha  citado  el  señor 
Sánchez  Campomanes  no  tienen  ninguna  relación  con 
lo  que  S.  S.  llama  asociación,  puesto  que  ésta  no  ha 
tenido  que  tomar  acuerdo  ni  resolución  alguna.  Yo 
no  tengo  otra  noticia  de  esos  casos  que  la  noticia 
oficial,  reducida  al  hecho  de  haber  pedido  dos  oficia- 
les, uno  de  un  centro,  como  ha  indicado  S.  S.,  y otro 
de  un  Cuerpo,  el  pasar  á la  reserva;  con  lo  cual  se 
convencerá  S.  S.  de  que  yo  no  he  dejado  en  suspenso 
el  pase  á la  reserva. 

Esa  policía  que  8.  8.  nos  atribuye  tener  en  los 
Cuerpos,  lo  cual  no  es  verdad,  sin  duda  la  tiene  8.  S. 
en  las  oficinas;  porque  no  sé  por  donde  le  ha  podido 
llegar  semejante  noticia. 

No  es,  pues,  cierto  que  yo  haya  suspendido  el  pase 
á las  escalas  de  reserva;  lo  que  hay  es,  que  tengo  que 
obrar  en  este  asunto  con  mucha  cautela,  puesto  que 
la  ley  me  obliga  á consentir  el  pase  á la  reserva  úni- 
camente mientras  haya  excedente  en  las  armas  gene- 
rales; y como  ese  excedente  aun  no  es  fácil  poderlo 
apreciar  en  su  cuantía,  porque  existen  proyectos  pen- 
dientes de  aprobación  en  el  Congreso,  y he  de  formar 
por  consiguiente  las  plantillas  según  ellos,  tengo  que 
andar  con  mucho  cuidado  en  las  concesiones;  pero 
entre  tanto  los  que  tienen  solicitado  el  pase,  en  el 
Ministerio  tienen  sus  instancias,  y se  les  concederá  ó 
no,  conforme  queden  arregladas  las  mencionadas 
plantillas. 

El  Sr.  LOPEZ  DOMINGUEZ:  Pido  la  palabra. 

Ei  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  8. 

El  Sr.  LOPEZ  DOMINGUEZ:  Dos  palabras  nada 
más,  para  decir  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  que, 
aplaudiendo  S.  S.  la  proposición  que  se  discute  y 
condenando  la  falta  de  previsión  de  esos  señores  que 
se  asociaron  en  una  forma  que  8.  S.  condena,  lo  único 
que  deseo  que  conste  es,  que  de  las  explicaciones  del 
Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  que  merecen  toda  mi  apro- 
bación, se  deduce  que  deben  tener  entendido  los  ca- 
pitanes generales  de  distrito,  la  Dirección  general  de 
infantería  y los  jefes  de  Cuerpos  en  sus  respectivos 
ejércitos,  que  no  existen  ni  pueden  existir  legalmen- 
te asociados  en  junta  permanente,  jefes  de  Cuerpo 
para  ningún  objeto,  sea  el  más  noble  ó el  más  alio 
el  móvil  que  le  inspire.  Con  estas  explicaciones,  yo 
por  mi  parte  y el  ejército  conmigo,  quedamos  com- 
pletamente satisfechos;  porque  esas  son  las  verdade- 
ras reglas  que  determinan  las  leyes,  la  Ordenanza 
y la  disciplina.  He  exigido  estas  explicaciones,  porque 
como  existen  las  Juntas  organizadas  con  sus  presi- 
dentes y siguen  funcionando,  es  bueno  que  sepán  que 
| no  obran  bien:  sin  que  esto  sea  obstáculo  para  que  en 
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ningún  caso  dejen  de  velar  (porque  es  un  deber  á que 
vienen  obligados  y á que  les  debe  obligar  el  Sr.  Mi- 
nistro de  la  Guerra),  para  que  dentro  de  su  mando 
hagan  esos  jefes  que  los  oficiales  en  todos  los  casos 
cumplan  con  sus  deberes,  y si  alguno  falta  á alguua 
ley  moral  ó precepto  de  la  Ordenanza,  se  le  aplique 
en  el  acto  según  las  circunstancias  el  castigo  que 
merezca  según  la  ley,  ó aquella  corrección  que  exista 
y se  pueda  llamar  propia  del  tribunal  de  honor,  de 
cuyos  tribunales  nos  hemos  de  ocupar,  cuando  pre- 
senten dictámen  las  Comisiones  que  han  de  informar 
en  los  proyectos  que  el  Sr.  Ministro  tiene  presentados 
á nuestra  deliberación.  Entendidas  así  las  manifesta- 
ciones del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  quedo  satisfe- 
cho, y aconsejaré  á mis  amigos  que  retiren  la  pro- 
posición. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GUERRA  (Cassola):  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Gapdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GUERRA  (Cassola):  No  qui- 
siera que  las  últimas  palabras  del  Sr.  López  Domín- 
guez le  dieran  á la  terminación  de  este  debate  un  al- 
cance á que  yo  no  puedo  suscribir. 

Entiendo  que  no  pueden  juntarse  ó asociarse  le- 
galmente para  dar  ningún  alcance  oficial  á sus 
acuerdos  las  Juntas  esas  que  funcionan,  corno  dice 
S.  8.,  en  los  distritos  y en  Madrid;  pero  entiendo,  sí, 
que  pueden  continuar  asociados  bajo  el  espíritu  de 
compañerismo  y para  el  fin  que  se  han  propuesto,  que 
no  tienen  ningún  carácter  oficial,  y por  consiguiente 
legal.  Dentro  de  esas  condiciones  sí  creo  que  pueden 
hacerlo,  porque  entiendo  que  es  un  acto  libre  el  que 
ejecutan,  y que  esta  cuestión  podrá  ser  de  conciencia 
y de  apreciación,  y nada  más. 

De  manera  que  si  realmente  el  discurso  de  8.  S. 
ha  tenido  por  objeto  denunciar  estas  reuniones  y com- 
batirlas, y si  la  proposición  que  presenta  8.  8.  tiene 
también  este  objeto,  yo  digo  á mis  amigos  que  no  de- 
ben tomarla  en  consideración.  Ahora  bien;  si  el  ob- 
jeto es  otro,  si  se  reduce  simplemente  á declarar  que 
esas  asociaciones  no  tienen  carácter  legal  ni  oficial,  á 
eso  sí  me  asocio  á 8.  8.;  pero  á que  esta  declaración 
mia  pueda  servir  como  freno  para  cohibir  ó coartar  la 
expansión  del  sentimiento  de  estos  oficiales,  á eso  no. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Gapdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  8r.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Dice  el  señor 
Ministro  de  la  Guerra  que  ha  concedido  el  pase  á la 
reserva  á los  que  lo  han  solicitado  por  prioridad  de 
fechas.  ( El  Sr.  Ministro  de  la  Guerra : No  he  dicho  eso.) 
Pues  si  8.  S.  no  lo  lia  dicho,  hay  privilegio.  ¿Tiene 
S.  8.  la  bondad  de  decirme  qué  privilegio  es  esc?  (El 
Sr.  Ministro  de  la  Guerra:  No  hay  privilegio  donde 
hay  derecho,  y el  Gobierno  es  el  único  que  tiene  de- 
recho á conceder  el  pase  á la  reserva.) 

Habia  una  órden,  y con  arreglo  á esa  órden  soli- 
citaron ei  pase  á la  reserva  un  capitán,  perseguido 
por  la  policía  en  Alcalá  de  Henares,  y el  retiro  un 
comandante  que  no  se  mezclaba  para  nada  en  asun- 
tos políticos.  Ese  capitán  pidió  el  pase  á la  escala  de 
reserva  en  Marzo,  y no  le  ha  sido  concedido,  sino  que 
se  ie  destinó  á la  reserva  de  Gáceres.  Estando  en  ella, 
continuaba  reclamando  del  Gobierno  que  le  conce- 
diera el  pase  á la  escala  de  reserva,  y el  Gobierno,  en 


vez  de  concedérselo,  lo  declaró  en  situación  de  reem- 
plazo. Es  decir,  que  se  persigue  d este  individuo  por 
todos  los  medios  para  arruinarlo  y exterminarlo;  en 
vez  de  tener  68  duros,  como  tenía  en  Alcalá,  se  queda 
con  22  en  Cáceres,  con  los  cuales  no  puede  atender  á 
las  necesidades  de  la  familia.  Pues  bien;  con  posterio- 
ridad á éste,  el  alférez  García  Padilla,  y me  veo  preci- 
sado á nombrarle,  pidió  el  pase  á la  escala  de  reserva, 
y no  habiéndosele  concedido  ai  anterior,  so  le  ha  con- 
cedido á este  individuo,  y por  eso  dccia  yo  que  la  aso- 
ciación clandestina  se  impone  al  Gobierno;  porque 
esta  petición  fué  hecha  por  la  citada  asociación. 

Dice  S.  S.  que  no  sabe  una  palabra  de  que  exista 
policía.  ¿Me  quiere  decir  S.  S.  por  qué  razón  se  han 
separado  de  la  guarnición  de  Valladolid  multitud  de 
oficiales  y sargentos,  habiéndoseles  desterrado  á dis- 
tintos puntos  de  Africa,  Canarias  y la  Península,  con 
la  árnplia  fórmula  de  por  conveniencia  del  servicio? 
Pero  es  necesario  que  8.  S.  manifieste  y declare  cuán- 
do deben  estar  colocados  los  oficiales  y cuándo  deben 
ser  separados  por  conveniencia  del  servicio. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Se- 
ñor Sánchez  Campomanes,  me  está  V.  S.  obligando  á 
que  le  llame  la  atención  constantemente;  eso  no  se 
parece  á rectificación  ni  á nada:  es  un  nuevo  discurso. 

Ei  8r.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Señor  Presi- 
dente, eso  de  que  no  se  parezca  á nada,  lo  encuentro 
impropio  de  la  Presidencia. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  He 
dicho  que  lo  que  S.  S.  bacía  no  Se  parecía  á rectifica- 
ción ni  á nada,  pero  añadiendo  que  era  un  nuevo  dis- 
curso. ¿Ofende  eso  á 8.  S.? 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Ahora  no; 
antes  sí. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Lo 
mismo  he  dicho  antes. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Pues  yo  lo 
digo  ahora;  ahora  no  me  ofende.  (Rumores.)  ¿Aquicn  le 
extraña  que  me  ofendiera?  ¿No  os  ofenderíais  vosotros 
también?  Conste  que  antes  pude  y debí  ofenderme, 
pero  ahora  estoy  satisfecho. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Y 
antes  pudo  estarlo  S.  S.  porque  dije  lo  mismo  que 
ahora  digo.  Se  pueden  leer  las  cuartillas.  (EISr.  Sán- 
chez Campomanes:  Que  se  lean.)  Al  órden  Sr.  Diputa- 
do; la  Presidencia  no  puede  discutir  con  S.  S. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Voy  á con- 
cluir, Sr.  Presidente. 

Al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  que  aplaude  ahora  á 
8.  S.  porque  me  llama  al  orden  por  combatir  las  aso- 
ciaciones clandestinas,  le  diré  que  yo  no  puedo  estar 
conforme  conS.  S.,  porque  al  defender  8.  8.  las  asocia- 
ciones clandestinas,  al  defender  lo  que  parece  que 
debe  ser  de  interés  de  S.  8.  como  lo  es  mió  (y  en  esto 
no  me  ha  de  aventajar  8.  8.  cuando  llegue  el  caso), 
defiende  también  la  asociación  insurrecta,  la  A.  R.  M. 
y la  asociación  de  la  razón...  (El  ruido  de  la  campa- 
nilla presidencial  impide  oir  las  últimas  palabras.) 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Para 
eso  no  tiene  S.  S.  la  palabra;  eso  no  es  rectificación; 
eso  es  un  nuevo  discurso. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Erau  los 
apuntes  que  tenía  aquí  tomados,  las  palabras  del  se- 
ñor Ministro. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Su 
señoría  puede  apuntar  lo  que  guste,  pero  no  puede 
hacer  más  que  lo  que  el  Reglamento  le  consiente. 
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El  Sr,  SANCHEZ  OAMPOMANES:  Necesitaba 
poner  esto  en  claro;  puesto  que  está,  he  terminado. 

EL  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  López  Domínguez  tiene  la  palabra. 

EL  Sr.  LOPEZ  DOMINGUEZ:  Yo  quisiera,  seño- 
res, que  esta  cuestión  quedara  perfectamente  clara, 
porque  es  de  interés  del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  en 
primer  lugar,  porque  S.  S.  es  ahora  Ministro  y ma- 
ñana podría  ser  capitán  general  de  un  distrito  y en- 
contrarse en  un  verdadero  conflicto. 

Su  señoría  concede  lo  principal  y no  llega  á to- 
das las  consecuencias  no  sé  por  qué  clase  de  temor; 
se  lo  diré  á S.  S.  con  toda  franqueza,  porque  en  rea- 
lidad en  esto  á mi  no  me  mueve  más  interés  que  el 
do  S.  S.  misino:  acaso  tenga  el  temor,  que  no  com- 
prendo, de  desautorizar  á un  digno  compañero  de 
S.  S.  Pero  no  quiero  que  S.  S.  ponga  un  correctivo  ai 
acuerdo;  no  quiero  que  S.  S.  vuelva  sobre  esto;  no 
quiero  que  imponga  ningui*  género  de  corrección,  ni 
la  más  ligera;  pero  si  S.  S.  concede  que  los  estatutos 
escritos  merecían  ser  sometidos  ai  capitán  general, 
condesa  que  en  esos  estatutos  hay  algo  que  no  es 
correcto  por  lo  monos.  Y ya  lo  creo  que  lo  hay,  como 
que  uno  de  sus  artículos  preceptúa  que  si  un  jefe  de 
zona  falta  á algo  de  io  que  los  estatutos  prescriben, 
so  lo  obligue  á variar  de  destino.  Vea  el  Sr.  Ministro 
si  tiene  trascendencia  el  artículo;  como  que  se  des- 
conoce en  él  la  autoridad  del  Ministro  para  variar  de 
zona  ó para  destinar  á donde  tenga  por  conveniente 
á los  jefes  de  las  zonas. 

Pues  esos  estatutos  tienen  algo  que,  si  no  es  pe- 
nable, no  es  correcto,  y pido  A S.  S.  que  declare  que 
no  pueden  existir  asociaciones  dentro  de  cualquier 
organismo  del  ejército,  funcionando  con  estatutos  es- 
critos para  cualquier  fin,  porque  esas  asociacioues  y 
esa  autoridad  de  jefes  que  no  tienen  relaciou  con  las 
autoridades  de  los  distritos,  están  penadas  por  las  le- 
yes y llevan  una  perturbación  á la  disciplina;  porque 
si  hoy  se  forma  esa  asociación  inspirada  en  móviles 
dignos  y patrióticos,  nadie  podrá  responder  á S.  S.  de 
que  mañana  pudiera  tener  una  aspiración  distinta 
que  fuera  un  peligro  para  la  disciplina  y para  la  paz 
publica. 

EsLa  explicación  me  bastará,  y crea  S.  S.  que  ha- 
ciéndola prestará  un  verdadero  servicio  ai  ejército. 

VA  Sr.  Ministro  de  la  GUERRA  (Cassola):  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
lidie  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ia  GUERRA  (Cassola):  Unica- 
mente para  decir  á S.  S.  que  lie  hecho  ya,  á mi  en- 
tender, de  una  manera  tan  clara  y tan  explícita  las 
declaraciones  á que  me  obliga  este  puesto,  que  no 
tongo  necesidad  de  rectificarlas,  y que  insisto  en  que 
)¡o  puede  haber  asociaciones  constituidas  dentro  del 
ejército  para  fines  oficiales,  como  no  estén  autoriza- 
das por  el  Gobierno. 

Después  de  esto,  ¿qué  queda?  Queda  el  hecho  de 
haber  unos  cuantos  individuos,  muchos,  y ojalá  fue- 
ran todos,  que  habiéndose  impuesto  el  deber  moral 
que  les  exigía  el  deber  oficial,  trataron  de  conseguir 
un  íin  plausible,  y que  únicamente  han  sido  pecables 
rn  la  forma  de  conseguir  ese  propósito,  quizá  por  ig- 
norancia; ni  más  ni  menos.  (Él  Sr.  Sánchez  Campoma- 

pide  l'i  palabra.)  Por  consiguiente,  dentro  de  sus 
propósitos  y dentro  de  sus  fines,  sin  embarazar  para 
tnda  la  esfera  oficial,  pueden  continuar  deutro  de  ese 


espíritu  de  compañerismo,  convirtiendo,  como  antes 
he  dicho,  en  del)  ír  moral  lo  que  es  un  deber  legal,  y 
funcionando  en  la  misma  forma  que  hasta  aquí. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Orozco  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  OROZCO:  Señor  Presidente,  como  el  señor 
Sánchez  Campomaues  ha  pedido  la  palabra,  si  S.  S. 
no  tiene  inconveniente  en  que  la  use  antes  que  yo,  yo 
tendré  mucho -gusto  en  cederle  el  uso  de  la  palabra 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  E¡ 
Sr.  Sánchez  Campomanes  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Había  pedido 
la  palabra  para  retirar  la  proposición  en  vista  de  las 
declaraciones  del  Sr.  Ministro,  que  aun  cuando  no  son 
del  todo  satisiac torias,  por  lo  menos  reconocen  io  que 
yo  pedia. 

El  Sr.  SECRET ARRIO  ([barra):  Queda  retirada. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Marín  Luis  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  MARIN  LUIS:  Para  presentar  á la  Mesa 
una  solicitud  de  los  maestros  de  Selva,  á fin  de  que 
se  tengan  presentes  las  razones  que  aducen,  cuando 
se  discutan  las  reformas  presentadas  por  el  Sr.  Mi- 
nistro de  Fomento. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Pasará  á 
la  Comisión  correspondiente. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Alvear  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  ALVEAR:  Para  lener  la  honra  de  presen- 
tar al  Congreso  una  exposición  de  los  maestros  de 
primera  enseñanza  de  la  provincia  de  Santander,  en 
cuya  solicitud  suplican  á las  Cortes  que  sean  exclui- 
dos del  derecho  de  hacer  oposición  á las  plazas  de 
inspectores  de  primera  enseñanza  todos  los  que  no 
sean  maestros;  que  sean  respetados  en  sus  puestos  los 
actuales  inspectores  que  hubieren  sido  nombrados 
legalmente;  que  se  conceda  derecho  de  jubilación  á 
los  maestros  y maestras  auxiliares  de  las  escuelas 
públicas  legalmente  nombrados,  y á viudedad  y or- 
fandad á sus  viudas  y huérfanos;  que  se  elimine  el 
descuento  del  3 por  100  de  los  haberes  personales; 
que  el  pago  de  las  pensiones  se  haga  por  mensuali- 
dades y no  por  trimestres,  y que  el  personal  de  la 
oficina  administrativa  de  los  fondos  destinados  á las 
pensiones  sea  elegido  de  entre  los  maestros  é ins- 
pectores cesantes,  con  buena  hoja  de  servicios. 

Como  no  se  trata  en  este  momento  de  entrar  en 
el  fondo  de  las  consideraciones  que  los  solicitantes 
aducen,  termino  pidiendo  á ia  Mesa  que  disponga  paso 
á la  Comisión  correspondiente. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Pasará  á 
ia  Comisión  correspondiente. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Gañamaque  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  CANAMAQUE:  lie  pedido  ia  palabra  para 
dirigir  un  ruego  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda. 

En  el  departamento  de  su  digno  cargo  existe  un 
expediento  instruido  A instancia  de  un  Sr.  Cortés  para 
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que  se  le  devuelva  una  cantidad  que  indebidamente 
lo  fuó  exigida.  Su  señoría  conoce  perfectamente  ei 
estado  del  expediente  y la  justicia  con  que  el  intere- 
sado pide  la  indicada  devolución,  por  cuyo  motivo 
me  atrevo  á esperar  que  resolverá  este  asunto  lo  más 
pronto  posible  y conforme  á justicia. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Pido  la  palabra. 

Ei  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  En  efecto,  existe  un  expediente  sobre  devolución 
i ese  Sr.  Cortés  de  una  determinada  cantidad  de  pe- 
setas que  no  recuerdo  en  este  momento,  que  se  le 
exige  por  intereses  de  una  cantidad  que  debia  reinte- 
grar. En  el  fondo  la  cuestión  es  justísima,  porque 
habiéndosele  exigido  el  reintegro  por  un  concepto 
que  no  era  más  que  formulario,  por  decirlo  así,  y ha- 
biéndose prestado  ai  reintegro  inmediato,  no  pudo  te- 
nor efecto  por  dificultades  de  contabilidad,  y luego 
cuando  al  cabo  de  algunos  años  se  le  exigió,  le  pi- 
dieron también  los  intereses  de  demora.  El  Ministro 
de  Hacienda  no  está  facultado  para  condonar  esos  in- 
tereses, y por  consiguiente  se  necesita  un  proyecto 
de  ley.  Todos  los  Centros  administrativos  y el  Con- 
sejo de  Estado  en  pleno  informan  en  sentido  favorable 
á la  concesión  de  esc  perdón,  y yo  traeré  el  oportuno 
proyecto  de  ley,  acompañando  e.l  expediente  para  que 
los  Sres.  Diputados  comprendan  la  justicia  del  caso 
de  que  se  trata. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Ei 
Sr.  Rodríguez  Batista  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  RODRIGUEZ  BATISTA:  He  pedido  la  pa- 
labra para  hacer  un  ruego  al  digno  Sr.  Ministro  de 
la  Guerra,  aprovechando  la  circunstancia  de  hallarse 
presente,  puesto  que  mi  ánimo  es  molestar  muy  poco 
é S.  8.,  conociendo  las  importantes  y delicadas  aten- 
ciones que  tiene  en  el  departamento  de  su  cargo. 

EL  Ayuntamiento  de  Cádiz  ha  comisionado  á mi 
compañero  y estimado  amigo  particular,  el  Sr.  Ga- 
rrido Estrada.  y ai  Diputado  que  tiene  el  honor  de 
dirigirse  á la  Cámara,  para  que  presentáramos  una 
exposición  que  la  casi  totalidad  de  aquel  vecindario 
eleva  á las  Córles  y que  entrego  á la  Mesa,  pidiendo 
la  traslación  al  castillo  de  la  Cortadura  de  las  defen- 
sas militares  terrestres  de  la  plaza.  En  el  Ministerio  de 
la  Guerra»  que  con  tanto  acierto  dirige  S.  S.,  debe 
encontrarse  un  informe  que  remitió  al  capitán  gene- 
ral de  Sevilla,  el  ilustrado  general,  que  hasta  hace 
poco  desempeñó  el  mando  militar  de  la  plaza,  por 
cierto  dejando  grata  memoria  de  su  ilustración  y re- 
levantes prendas  personales,  en  cuyo  informe  se  in- 
dica la  conveniencia  para  la  localidad  y para  el  arte 
militar,  de  la  traslación  de  esas  defensas  n la  Corta- 
dura; y también  teugo  entendido  que  por  el  coman- 
dante de  ingenieros  de  Cádiz,  cumpliendo  órdenes  dé 
la  Dirección  general  del  ramo,  se  acaba  de  estudiar 
un  anteproyecto  en  ei  cual  viene  consignado  también 
el  pensamiento  de  esta  traslación. 

Creo  que  puede  armonizarse  perfectamente  la 
conveniencia  de  los  intereses  económicos  é higiénicos 
de  la  localidad  con  las  necesidades  del  Ministerio  de 
la  Guerra  en  la  traslación  de  esas  defensas,  uo  solo 
porque  la  hermosa  ciudad  de  Cádiz,  por  efecto  de  las 


circunstancias  críticas  en  que  se  halla,  requiere  y 
exige  medidas  supremas  y protectoras  que  levanten 
su  comercio  y hagan  nacer  industrias,  que  necesitan 
terreno  donde  desarrollarse,  sino  porque,  como  el 
ilustrado  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  conocerá,  la  po- 
tencia balística  y grandes  penetraciones  de  la  moder- 
na artillería,  hacen  que  resulten  algo  deficientes  las 
débiles  murallas  que  hoy  ahogan  y limitan  el  ensan- 
che de  la  población. 

A o suplico,  pues,  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  que 
tenga  la  bondad  de  hacer  que  la  Dirección  de  inge- 
nieros active  el  despacho  del  proyecto  que  le  ha  sido 
remitido  por  la  Capitanía  general  de  Sevilla,  y que, 
puesto  de  acuerdo  con  el  Ayuntamiento  de  Cádiz,  se 
proceda  en  la  forma  más  conveniente  á la  traslación 
de  estas  defensas,  á fin  de  que  la  localidad  pueda  ver 
cumplidos  los  deseos  que  desdo  hace  mucho  tiempo 
viene  abrigando,  y que  todos  los  partidos,  porque  en 
este  asunto  no  hay  división  entre  ellos,  han  reclama- 
do de  los  diferentes  Gobiernos.  Ya  cuando  desempe- 
ñaba la  cartera  de  Guerra  el  señor  general  López 
Domínguez  se  hizo  igual  solicitud,  y yo  espero  que 
el  señor  general  Cassola  se  servirá  acceder  á esta  sú- 
plica que  me  he  permitido  la  honra  de  hacerle,  y por 
cuya  molestia  le  pido  mil  perdones. 

El  Sr.  GARRIDO  ESTRADA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GUERRA  (Cassola):  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Ministro  de  la  Guerra  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GUERRA  (Cassola):  Si  el  se- 
ñor Garrido  Estrada  va  á hacer  uso  de  la  palabra  so- 
bre este  mismo  asunto,  no  tengo  inconveniente  en 
que  me  preceda  en  el  uso  de  ella. 

Ei  Sr.  GARRIDO  ESTRADA:  Como  yo  no  he  de 
hacer  otra  cosa  que  continuar  el  apoyo  elocuente  del 
Sr.  Rodríguez  Balista,  tendré  mucho  gusto  en  oir  an- 
tes al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra.  Sin  embargo,  estoy 
á disposiciop  de  S.  S. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Ministro  de  la  Guerra  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GUERRA  (Cassola):  Decla- 
rando que  me  parece  un  interés  de  la  localidad  de 
Cádiz  la  traslación  de  sus  defensas  terrestres  á la  Cor- 
tadura, declaro  también  que  no  es  contrario  este  in- 
terés al  interés  militar,  que  consiste  en  asegurar  la 
defensa  de  la  plaza  por  su  frente  terrestre.  Cabe  indu- 
dablemente la  traslación  de  esas  defensas,  si  no  á la 
misma  Cortadura  á punto  inmediato  á ella,  pues  con 
sus  atrincheramientos  puede  combinarse  perfecta- 
mente una  nueva  línea  de  defensa,  dejando  á Cádiz 
todo  aquel  espacio  que  necesita  para  el  desenvolvi- 
miento de  su  riqueza  y de  su  industria. 

De  consiguiente,  por  parte  del  Ministro  de  la  Gue- 
rra no  habrá  inconveniente  ninguno  en  satisfacer  los 
deseos  de  la  ciudad  de  Cádiz,  y el  único  que  podría 
haber,  afectaría  á la  parle  económica;  pero  como  no 
es.  repito,  un  interés  inmediato  del  Estado  ni  del  Mi- 
nisterio de  la  Guerra  esa  traslación,  yo  espero  que  la 
ciudad  de  Cádiz  ayude  al  Ministerio  en  los  gastos  que 
esta  traslación  y estas  defensas  exijan,  y en  tal  caso 
me  parece  posible  venir  á un  acuerdo  que  yo  cele- 
braré pueda  realizarse. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Garrido  Estrada  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  GARRIDO  ESTRADA:  Aun  cuando  la 
beuóv’ola  alusión  de  ral  particular  amigo  y compa- 
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ñero  el  Sr.  Rodríguez  Batista  me  permitiría  interve- 
nir reglamentariamente  en  este  debate,  yo  me  reco- 
miendo á la  bondad  del  Sr.  Presidente  y délos  señores 
Diputados,  aunque  no  he  de  abusar  sino  por  bre- 
ves instantes  de  su  benevolencia  con  objeto  de  expo- 
ner mi  opinión  en  el  asunto,  con  el  de  felicitarme  de 
las  elocuentes  y satisfactorias  palabras  del  Sr.  Minis- 
tro de  la  Guerra,  que  tanto  bien  han  de  llevar  á la 
ciudad  de  Cádiz,  y de  tratar  y buscar  la  solución  á 
un  punto  capital  que  es  realmente  el  que  constituye 
la  única  dificultad  que  hay  en  la  cuestión. 

Por  de  pronto,  la  exposición,  tan  elocuentemente 
apoyada  por  el  Sr.  Rodríguez  Batista,  es  una  verda- 
dera manifestación  del  pueblo  de  Cádiz.  Tiene  mu- 
chos miles  de  firmas;  la  encabeza  la  del  venerable  y 
respetabilísimo  Prelado  que  se  asocia  siempre  á todos 
los  asuntos  de  interés  de  aquella  diócesis  que  tan  sá- 
bia  y tan  cristianamente  gobierna,  y lleva  además  las 
íirmas  de  los  jefes  de  los  partidos  sin  distinción  de 
opiniones,  de  títulos  de  Castilla,  de  comerciantes  é 
industriales;  en  una  palabra,  os  una  manifestación 
completa  del  pueblo  de  Cádiz. 

Yo  no  lie  de  repetir,  porque  ya  lo  ha  indicado  el 
Sr.  Rodríguez  Batista,  que  este  es  un  asunto  que  ve- 
nimos hace  mucho  tiempo  gestionando  en  nombre  de 
Cádiz,  los  que  liemos  tenido  la  honra  de  representar 
á aquella  culta  ciudad  en  estas  y en  otras  Oórtes*  Bajo 
el  punto  de  vista  que  podríamos  llamar  técnico,  la  tras- 
lación de  la  fortificación  de  tierra,  único  punto  por 
donde  la  naturaleza  permite  á Cádiz  su  ensanche  y su 
expansión;  bajo  ese  punto  de  vista  técnico,  no  hay  ab- 
solutamente cuestión,  no  hay  problema  que  resolver, 
es  cuestión  resuelta  y he  tenido  el  gusto  de  oir  de  los 
autorizados  labios  del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  que 
esta  es  también  su  opinión.  No  hay,  por  lo  tan  Lo,  in- 
conveniente, al  contrario,  es  conveniente  la  traslación 
de  la  fortificación  de  Puerta  de  Tierra  al  punto  de  la 
Cortadura  que  se  juzgue  más  conveniente.  Esta  es 
también  la  opinión  de  un  digno  general  que  á su  com- 
petencia técnica  reune  la  que  ha  podido  darle,  y le 
ba  dado  sin  eluda,  el  haber  desempeñado  durante  mu- 
cho tiempo  el  puesto  de  jefe  de  la  plaza  de  Cádiz,  y 
que  hoy  está  al  lado  de  S.  S. 

Por  consiguiente,  á la  opinión  técnica  respetable 
del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  se  une  también  la  opi- 
nión práctica  del  competente  general  indicado,  que  no 
solo  ha  hecho  de  este  asunto  un  estudio  muy  deteni- 
do, sino  que  le  lia  formulado  en  un  proyecto  que  ha 
leído,  respecto  á esta  cuestión.  Pero  queda  un  punto 
que  resolver,  que  es  la  cuestión  económica. 

Yo  no  exigiría,  atendiendo  al  estado  de  nuestros 
presupuestos,  que  se  hiciera  por  el  Sr.  Ministro  de  la 
Guerra  un  gasto  si  fuera  tan  cuantioso,  que  no  pudie- 
ra aceptarse,  para  llevar  á cabo  esta  reforma,  tan  ne- 
cesaria á Cádiz;  y debe  tenerse,  y yo  ruego  que  se 
tenga  en  cuenta,  que  no  es  solo  esta  reforma  de  in- 
terés local,  es  también  de  interés  nacional;  porque  si 
es  importante  para  Cádiz  la  traslación  de  esa  parte  de 
la  fortificación  para  la  mejora  de  aquella  ciudad,  lo 
es  también  bajo  el  punto  de  vista  de  la  defensa  de 
aquella  importante  plaza,  y es  por  tanto  cuestión  na- 
cional. Porque,  en  efecto,  la  fortificación  de  Puerta  de 
Tierra  es  insuficiente,  por  las  razones  que  ha  apuntado 
mi  amigo  y compañero  el  Sr.  Rodríguez  Batista,  dado 
el  alcance  de  la  artillería  y el  progreso  de  la  balística; 
y al  decir  que  es  insuficiente  esa  fortificación,  no  creo 
que  en  esto  revelo  nada  que  deba  estar  ocul  to,  ni  digo  I 


nada  que  no  deba  decirse;  solo  indico  que  en  ese  punto 
es  insuficiente  é ineficaz  la  actual  fortificación. 

Pasaré,  pues,  sin  añadir  más  sobre  esto,  al  punto 
único  que  hay  que  resolver;  que  es  el  económico 
sobre  el  cual,  digo  y repito,  que  no  exigiría  que  se 
gravara  el  presupuesto  de  la  Guerra  con  una  cantidad, 
si  de  cantidad  considerable  se  tratara. 

Pero  no  se  trata  de  una  cantidad  considerable  que 
no  pueda  soportar  el  importante  presupuesto  del  Mi- 
nisterio de  la  Guerra,  tanto  más,  cuanto  que  no  hade 
afectar  á un  solo  presupuesto;  pero,  además,  yo  pue- 
do ofrecer,  y en  esto  estará  conforme  también  mi  amf 
go  particular  el  Sr.  Rodríguez  Batista,  puedo  ofrecer 
ai  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  como  a los  que  le  suce- 
dan en  ese  cargo,  la  cooperación  de  la  ciudad  de  Cá- 
diz, para  llevar  á cabo  ese  gasto;  porque,  á pesar  de 
la  decadencia  en  que  Cádiz,  por  desgracia,  se  encuen- 
tra, no  deja  de  hacer  constantes  sacrificios  en  favor 
de  los  intereses  públicos.  Hace  poco  acaba  de  termi- 
nar una  fábrica  de  tabacos,  calificada  de  modelo,  para 
servicio  del  Estado.  Pues  bien:  repito,  que  en  esta 
cuestión  tan  capital  para  su  desarrollo  y expansión, 
y hasta  para  su  higiene  y su  vida,  Cádiz,  y el  Ayun- 
tamiento en  su  nombre,  estará  dispuesto  á coadyuvar 
con  una  cantidad  y un  auxilio,  con  lo  que  sé  estipule 
dé  acuerdo  éntre  el  Ayuntamiento  de  Cádiz,  en  re- 
presentación de  la  ciudad  y las  autoridades  milkarés, 
en  representación  del  Gobierno  de  S.  M.,  para  llevar 
á cabo  esas  obras.  Como  no  se  trata,  por  fortuna,  de 
muchos  millones,  y hay  además  esta  cooperación,  que 
ofrezco  en  nombre  de  Cádiz,  creo  que  el  Sr.  Ministro 
de  la  Guerra  podrá  dar  fácil  solución  á este  asunto, 
puesto  que  la  única  dificultad  que  puede  haber  creo 
se  puede  satisfactoriamente  orillar,  como  S.  S.  com- 
prenderá perfectamente  por  estas  explicaciones. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GUERRA  (Cassola):  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  ( Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

TU  Sr.  Ministro  de  la  GUERRA  (Cassola):  Para 
pronunciar  dos  nada  más:  para  ratificar  cuanto  be 
tenido  el  gusto  de  decir  al  digno  compañero  nuestro 
Sr.  Rodríguez  Batista:  que, puesto  que  el  asuntoqueda 
en  efecto  exclusivamente  reducido  al  más  ó al  mé- 
nos,  á la  mayor  ó menor  cantidad  que  como  coope- 
ración pueda  prestar  la  ciudad  de  Cádiz  para  la  rea- 
lización de  sus  aspiraciones,  este  no  es  asunto  para 
tratado  ya  en  el  Parlamento  ni  menos  en  este  ins- 
tante; después  podremos  ocuparnos  de  él. 

El  Sr.  RODRIGUEZ  BATISTA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

Ei  Sr.  RODRIGUEZ  BATISTA:  He  pedido  la  pa- 
labra para  dar  las  gracias  al  Sr.  Ministro  de  la  Gue- 
rra por  la  contestación  que  ha  tenido  la  bondad  de 
dar  al  ruego  que  tuve  el  honor  de  hacerle. 

Yo  abrigo  la  seguridad  de  que  las  palabras  de  su 
señoría,  dichas  con  el  laconismo  de  siempre,  pero  con 
la  franqueza  y la  sinceridad  que  acostumbra,  lleva- 
rán seguramente  el  consuelo  y la  satisfacción  á la 
casi  totalidad  del  vecindario  de  Cádiz;  porque  yo  puedo 
asegurar  á S.  S.  que  esa  solicitud  que  he  entregado 
á la  presidencia  de  la  Cámara,  suscrita  por  miles  de 
firmas,  representa  el  interés  y la  voluntad  de  la  to- 
talidad de  los  habitantes  de  aquella  culta  población. 

Respecto  á la  cuestión  de  recursos,  tengo  tam- 
bién la  seguridad  de  que  si  por  el  Ministerio  de  la 
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Guerra  se  pide  la  cooperación  del  Ayuntamiento,  el 
Municipio  de  Cádiz,  que  lo  preside  y lo  forman  hom- 
bres entusiastas  de  la  prosperidad  de  su  pueblo  natal, 
considera  esta  mejora  de  grandísima  importancia,  y 
prestará,  por  lo  tanto,  toda  la  ayuda  compatible  con 
los  recursos  de  que  pueda  disponer. 

No  tengo  mas  que  decir. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepou);  Tie- 
ne la  palabra  el  Sr.  Alvarez  Marino. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  He  pedido  la  pala- 
bra para  recordar  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  por- 
que supongo  que  vendrá  dispuesto  á contestarlas,  las 
dos  preguntas  que  sobre  un  mismo  asunto  he  tenido 
el  honor  de  dirigirle  en  sesiones  anteriores. 

No  voy  á hacer  una  larga  exposición  del  asunto, 
porque  ya  la  hice  cuando  tuve  el  honor  de  anunciár- 
selas á S.  S.,  y supongo  que  se  le  habrán  comunicado 
por  la  Mesa;  y voy  solo  á decirle  los  principales  fun- 
damentos de  mi  pregunta  y de  mi  ruego. 

La  ley  de  contabilidad,  en  su  art.  15,  establece  en 
absoluto  que  todos  los  que  tienen  que  reclamar  pen- 
siones y las  reclaman  con  atrasos,  solo  tienen  dere- 
cho á un  máximum  de  cinco  anos  de  atrasos.  Por  el 
Ministerio  de  la  Guerra  se  negó  en  un  tiempo  este 
derecho  á las  madres  viudas  y á los  padres  pobres  de 
los  soldados  que  han  fallecido  en  campaña;  siguió  sus 
trámites  este  negocio,  informó  el  Consejo  de  Estado, 
informó  el  Consejo  Supremo  de  la  Guerra,  informó  el 
Cuerpo  jurídico- militar,  informaron  todos  los  Centros 
que  se  oyen  en  estas  ocasiones,  y se  resolvió  en  Con- 
sejo de  Ministros  que  los  padres  pobres  de  los  solda- 
dos muertos  en  campaña  solo  tenían  derecho  á la 
pensión  desde  el  dia  que  la  solicitaban,  puesto  que  se 
les  exige  ser  pobres,  y se  supone  que  la  pobreza  no 
empieza  sino  el  dia  que  se  reclama  la  pensión  en  vir- 
tud de  la  necesidad. 

Pero  como  en  la  misma  disposición  del  Consejo 
de  Estado,  que  aprobó  el  Consejo  de  Ministros,  se  de- 
cía que  no  exigiéndose  á las  viudas,  madres  de  sol- 
dados muertos  en  campana,  sino  la  circunstancia  de 
ser  viudas,  en  probando  esto,  tenían  derecho  á la  pen- 
sión desde  el  momento  mismo  del  fallecimiento  del 
hijo,  con  la  sola  limitación  de  no  poder  percibir  más 
que  cinco  años  de  atrasos.  En  virtud  de  esta  disposi- 
ción del  Consejo  de  Ministros,  se  han  concedido  por 
Reales  órdenes  que  ha  publicado,  la  Gaceta , y que  to- 
davía viene  publicando,  1 i 1 pensiones  con  el  derecho 
á los  atrasos;  y ya  creían  los  interesados  en  ellas  que 
estaban  seguros  en  su  derecho,  y que  no  habría  nadie 
que  lo  pusiera  en  duda,  cuando  parece  que  otra  vez 
se  insiste  por  el  Ministerio  de  la  Guerra  en  negárse- 
las, y que  sin  tener  en  cuenta,  como  he  dicho  antes, 
la  opinión  unánime  del  Consejo  Supremo  de  la  Gue- 
rra, del  Cuerpo  jurídieo-militar  y de  los  Negociados 
del  Ministerio,  y que  el  Consejo  de  Ministros  y alguno 
de  los  Ministros  el  año  pasado  hicieron  que  se  revo- 
case la  orden  que  se  proponía  dictar  el  Ministerio  de 
la  Guerra  contra  estos  derechos,  y sobre  todo,  contra 
lo  que  dispone  la  misma  ley  de  contabilidad  en  su  ar-  * 
tícuio  19,  todavía  se  pretende  poner  en  duda  este  de- 
recho, y se  quiere  hacer  de  peor  condición,  yo  ignoro 
la  causa,  á las  viudas,  madres  de  los  soldados  muer- 
ios  en  campaña,  que  á todos  los  demás  pensionistas 
del  Estado  que  reclaman  su  derecho. 


Yo  suplico,  pues,  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  que 
me  conLeste  y que  me  dé  la  tranquilidad  de  que  se 
respetará  el  derecho  establecido  por  esta  jurispruden- 
cia, en  vista  del  acuerdo  del  Consejo  de  Ministros 
y de  estas  Reales  órdenes,  porque  supongo  que  no 
querrá  ei  Ministerio  de  la  Guerra  imponerse  á todos 
los  Centros  y á todos  los  Cuerpos  consultivos  del  Es- 
tado; y en  todo  caso,  que  remita  el  expediente  al  Con- 
greso. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GUERRA  (Cassola):  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepou):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GUERRA  (Cassola):  Veo  que 
el  Sr.  Alvarez  Marino  no  dirige  una  pregunta  al  Mi- 
nistro de  ia  Guerra,  sino  que  le  exige  una  promesa, 
cosa  ya  completamente  distinta,  puesto  que  me  pa- 
rece, si  no  he  oido  mal,  que  el  Sr.  Alvarez  Marino 
me  exige  la  promesa  de  que  no  se  ha  de  alterar  esa 
legislación,  y que  lleve  la  tranquilidad  ai  ánimo  de 
todos  los  que  solicitan  pensiones. 

Pues  bien;  esa  promesa  no  se  la  puedo  dar  á 8.  S., 
porque  hasta  el  momento  actual  existe  una  legisla- 
ción, y esa  legislación  se  está  cumpliendo.  El  dia  que 
se  trate  de  alterarla,  entiendo  yo  que  será  el  momen- 
to más  á propósito  para  que  S.  S.  defienda  su  punto 
de  vista  en  este  asunto;  pero,  entre  tanto,  no  me  pa- 
rece que  está  justificada  la  discusión  por  lo  que  se 
haya  dicho  ó dejado  de  decir  en  ios  Negociados  ó en 
cualquiera  de  los  Centros. 

Pero  pueslo  que  S.  S.  ha  avanzado  ya  algo  en 
ella,  y como  yo  no  tengo  inconveniente  en  hacer  de- 
claraciones, pues  nunca  habría  de  obrar  en  este  asun- 
to por  sorpresa,  diré  á S.  S.  que  de  acuerdo  con  los 
mismos  principios  scnlados  por  el  Consejo  de  Estado, 
tendrán  que  ser  negados  esos  atrasos,  y en  este  pro- 
pósito estoy.  Y si  para  convencerse  de  ello,  quiere 
S.  S.  conocer  el  documento  á que  me  refiero,  tengo 
el  gusto  de  decirle  que,  sospechando  que  S.  S.  Labia 
de  insistir  en  la  Larde  de  hoy  en  su  pregunta,  he  traí- 
do el  informe  completo  del  Consejo  de  Estado,  bien 
reciente,  por  cierto,  para  el  caso,  puesto  que  es  de 
13  de  Euero  de  1880,  siendo  de  advertir  que  todos 
esos  i 1 1 casos  que  con  tanta  frecuencia  salen  á discu- 
sión, han  sido  resueltos  con  anterioridad  á este  infor- 
me, y que  prescindiendo  de  la  exposición  de  motivos, 
expresa  las  conclusiones  siguientes: 

«Por  tanto,  el  Consejo  es  de  dietámeu: 

1. °  Que  las  pensiones  concedidas  por  el  art.  5.°  de 
la  ley  de  8 de  Julio  de  1860,  y 52  del  proyecto  de  20 
de  Mayo  de  1 862,  á los  padres  y madres  viudas  de  los 
individuos  del  ejército,  que  fuesen  pobres,  solo  son 
abonables  desde  la  fecha  de  su  solicitud  en  adelante, 
mediando  la  debida  justificación  de  aquella  cualidad, 
y no  siendo  en  su  consecuencia  aplicable  á dichas 
pensiones  lo  dispuesto  en  el  art.  19  de  la  ley  de  con- 
tabilidad de  25  de  Junio  de  1870  respecto  á los  cinco 
años  de  atrasos. 

2. °  Que  á fin  de  evitar  toda  clase  de  dudas,  recla- 
maciones é interpretaciones  en  lo  sucesivo,  debe  ha- 
cerse la  precedente  declaración  por  medio  de  un  Real 
decreto  expedido  con  acuerdo  del  Consejo  de  señores 
Ministros,  el  cual  se  comunique  al  Presidente  del  Con- 
sejo de  Estado  á los  efectos  que  procedan,  quedando 
mientras  tanto  en  vigor  las  Reales  órdenes  de  28  de 
Febrero,  y 6 de  Noviembre  de  1884,  y 31  de  Marzo 
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Y 3.°  Que  en  igual  sentido  deben  resolverse  los 
expedientes  de  Manuel  Barros  Hermida  y Josefa  Ares, 
y cualesquiera  otros  análogos  que  se  hallen  pendien- 
tes en  la  vía  gubernativa.» 

¿Quiere  S.  S.  un  texto  más  claro  y explícito?  Pues 
yo  no  le  tengo. 

Después  de  esto,  en  el  caso  de  que  el  Ministerio 
de  la  Guerra  llegue  á oponerse,  pues  que  hasta  ahora 
no  puede  decirse  que  se  haya  opuesto,  porque  no  se 
ha  dictado  ninguna  resolución  de  esta  clase,  al  abono 
de  esos  cinco  años  de  atrasos,  no  hará  nada  ni  en  con- 
tra de  la  opinión  del  Consejo  de  Estado,  ni  de  la  del 
Consejo  Supremo  de  la  Guerra,  que  constantemente 
ha  sostenido  este  criterio,  ni  en  contra  de  nadie  más 
que  de  los  interesados,  y esto  con  gran  sentimien- 
to mió. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S.  para  rectificar. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARI® O:  Voy  á hacer  una 
verdadera  rectificación,  porque  sin  duda  el  Sr.  Minis- 
tro de  la  Guerra  no  ha  entendido  lo  que  yo  quería 
decir,  ó at  ménos  yo  no  rae  he  explicado  bien. 

Ya  no  es  una  sospecha,  ya  no  es  lo  que  unos  ú 
ot  ros  hayan  dicho,  lo  que  me  hace  insistir  en  la  pre- 
gunta y en  el  ruego  que  he  dirigido  al  Sr.  Ministro 
de  la  Guerra;  ya  es  que  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra 
nos  dice  que  á pesar  de  lo  informado  por  el  Consejo 
de  Estado  en  el  año  último,  á pesar  de  haberse  con- 
formado el  Consejo  de  Ministros  y el  mismo  Ministro 
de  la  Guerra  en  sus  resoluciones  con  lo  informado  por 
el  Consejo  de  Estado,  á pesar  de  todo  eso  el  Sr.  Minis- 
tro va  á negar  ei  abono  de  los  atrasos  que  el  Consejo 
de  Ministros  ha  concedido  hasta  ahora. 

Aquí  tengo  el  informe  del  Consejo  ele  Estado  en 
pleno,  que  dice: 

«L°  Que  á los  padres  solo  se  les  debe  conceder 
la  pensión  á partir  desde  el  dia  en  que  solicitaron  que 
se  les  declarase  en  condiciones  de  disfrutarla,  etc. 

2.°  Que  á las  madres,  á quienes  la  ley  únicamente 
exige  la  cualidad  de  viudas,  hay  que  reconocerlas  el 
derecho  á los  cinco  anos  de  atrasos  que  determina 
el  art.  19  de  la  ley  de  contabilidad  de  25  de  Junio  de 
1870  para  todas  las  clases  civiles  y militares  sin  ex- 
cepción.» 

La  primera  parte  está  S.  S.  dispuesto  á obser- 
varla. Pero  la  segunda  parte,  aprobada  ya  por  el  Mi- 
nisterio de  la  Guerra,  ai  resolver,  de  acuerdo  con  lo 
informado  por  el  Consejo  de  Estado,  las  111  senten- 
cias que  van  publicadas,  es  la  que  proyecta  negar,  y 
esto  me  alarma. 

Es  decir,  que  á pesar  de  esto,  y de  haberse  dado 
cumplimiento  á esas  sentencias,  dé  las  cuales  hay 
muchas  anteriores  á Enero  de  188G,  pero  otras  pos- 
teriores. como  ha  reconocido  S.  8.;  pues  á pesar  de 
este  acuerdo  del  Consejo  de  Estado,  y de  haberse  con- 
formado el  Ministro,  ahora  S.  8.,  por  sn  propia  vo- 
luntad, contra  las  opiniones  del  Consejo  de  la  Guerra, 
del  Cuerpo  jurídico  y de  los  Negociados  correspon- 
dientes; contra  la  opinión  de  todos,  excepto  de  los 
cuatro  generales  de  la  Sección  de  Guerra  y Marina 
d°l  Consejo  de  Estado,  S.  8.  dice  que  va  á negar  á 
esas  pobres  viudas  lo  que  se  les  concede  á todos  los 
pensionistas  del  Estado. 

Si  ^n  eso  sentido  va  á resolver  S.  S.  estas  cues- 
tiones, pido  el  expediente,  y me  verá  en  el  caso  de  ! 
presentar  una  proposición  para  ver  si  consigo , por  i 


medio  de  ella,  que  se  cumplan  los  mismos  acuerdos 
de  ese  Gobierno. 

El  8r.  Ministro  de  la  GUERRA  (Cassola):  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GUERRA  (Cassola):  8in  duda 
el  Sr.  Alvarez  Marino  me  cree  desposeído  de  todo 
apoyo,  y que  yo  vengo  aquí  en  materias  administra- 
tivas á ser  una  especie  de  dictador.  No  hay  nada  de 
eso,  Sr.  Alvarez  Marino.  Cualquiera  que  sea  la  reso- 
lución que  se  tome,  y he  anticipado  que  estoy  incli- 
nado á ésta,  no  es  solo  el  Ministro  quien  la  tomará,  la 
tomará  en  todo  caso,  por  virtud  de  acordada  de  los 
Cuerpos  consultivos  más  respetables;  de  acuerdo  con 
todos  sus  compañeros  de  Gabinete,  y después,  de  acuer- 
do con  la  razón. 

No  creo  que  haya  llegado  el  momento  de  discutir 
esto;  si  hubiera  llegado,  baria  la  exposición  de  moti- 
vos que  tengo  para  apreciar  de  esta  suerte  la  cues- 
tión; pero  entre  tanto,  lo  único  que  cabria  es,  apelar 
de  la  disposición  por  la  vía  contenciosa,  que  es  el  pro- 
cedimiento legal,  y entonces  veríamos  lo  que  se  re- 
solvía. Entre  tanto,  ni  por  preguntas,  ni  por  discur- 
sos, ni  por  nada  ha  de  variar  el  Ministro  de  la  Guerra 
la  opinión  que  tiene  respecto  de  este  particular. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  8.  para  rectificar. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  Yo  no  me  quiero 
imponer  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  ni  he  tratado, 
ni  trato,  de  dirigirle  cargos;  únicamente  me  he  levan- 
tado para  exponer  los  antecedentes  de  la  cuestión;  y 
para  no  agriar  ésta,  ruego  á S.  S.  que  consulte  lo  qué 
sucedió  en  un  Consejo  de  Ministros  del  ano  pasado 
donde  estaba  pendiente  de  aprobación  un  decreto  en 
el  sentido  del  que  S.  8.  quiere  dictar,  y que  á petición 
de  los  Sres.  Gamazo,  Montero  Ríos,  no  sé  si  algún 
otro  Ministro,  y del  mismo  Sr.  Sagasta,  se  detuvo  la 
publicación  de  ese  decreto,  y ese  acuerdo  se  tomó  en 
conformidad  con  el  Consejo  de  Estado,  y eso  es  lo  que 
ha  producido  esas  1 1 1 sentencias  favorables. 

Yo  ruego  á S.  S.  que  si  no  trac  ei  expediente  hasta 
qué  se  resuelva,  mire  ésto  con  muchísimo  deteni- 
miento, porque  la  disposición  que  proyecta  8.  S.  hará 
que  sean  de  peor  condición  que  otras  las  pobres  viu- 
das y madres  de  los  soldados  muertos  en  campana,  y 
esto  es  verdaderamente  triste,  y grave,  gravísima  la 
resolución  en  proyecto. 

Me  siento  confiado  en  la  rectitud  de  8.  S. 


ORDEN  DEL  DIA. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Se 
procede  á la  votación  definitiva  de  varios  proyectos 
de  ley.» 

Se  leyeron,  revisados  por  la  Comisión  de  correc- 
ción de  estilo,  y hallándose  conformes  con  lo  acordado 
se  votaron  y aprobaron  definitivamente  ios  siguientes 
proyectos  de  ley: 

Autorizando  á la  Diputación  provincial  de  Cádiz 
á realizar  un  sorteo  de  lotería,  con  cuyos  producios 
se  atenderá  á ios  gastos  de  la  Exposición  nacional  ma- 
rítima. ( Véase  el  Apéndice  décimocuartp  d Diario.) 

Sobre  inclusión  en  ei  plan  general  de  carreteras  de 
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la  prolongación  hasta  Inca  de  la  de  Arta  á Santa  Mar- 
garita. (Véase  el  Apéndice  décimoquinto  á este  Diario.) 

Y la  del  pueblo  de  García  á Tortosa  por  Mora  la 
Nueva.  (Véase  el  Apéndice  décimosexto  á este  Diario.) 

Declarando  de  interés  general  de  segundo  orden 
varios  puertos  de  las  islas  Baleares.  (Véase  el  Apén- 
dice décimosétimo  á este  Diario.) 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Oapdepon):  Dis- 
cusión de  dictámenes  de  Comisión  mixta.» 

Leídos  los  que  á continuación  se  expresan,  y no 
habiendo  ninguu  Sr.  Diputado  que  pidiera  la  palabra 
on  contra,  se  pusieron  á votación  y fueron  aprobados 
en  esta  forma: 

Articulo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  órden  que  partiendo 
de  la  casilla  de  peones  camineros  situada  en  el  trozo 
segundo  de  la  sección  segunda  de  la  carretera  de  se- 
gundo órden  do  Alcalá  de  Guadaira  al  ferro-carril  de 
Córdoba  á Málaga,  enlace  en  la  villa  de  Morón  con  la 
que  de  este  último  punto  se  dirige  á Pruna  (Sevilla). 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  ele  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  on  ol  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1880  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 


Artículo  l.°  So  declara  incluida  en  ol  plan  gene- 
ral de  carreteras  del  Estarlo  la  de  torcer  órden  que 
partiendo  de  la  do  Albaiate  del  Arzobispo,  y pasando 
por  los  pueblos  do  Olióte  y Arino,  enlace  con  la  del 
Estado  en  Córtes. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  do  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 


Artículo  l.°  La  carretera  de  torcer  órden  que 
partiendo  de  Palencia,  y pasando  por  Baltanás,  termi- 
na hoy  en  Tortoles,  se  continuará  en  la  misma  forma 
por  Villovela,  Olmedillo,  La  Horra,  Ventosilla  y Vi- 
llalba,  hasta  enlazar  en  A randa  de  Duero  con  la  gene- 
ral de  Madrid  á Francia,  incluyendo  esta  prolonga- 
ción en  el  plan  general  de  las  del  Estado. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  i 886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 


Artículo  l.°  Se  declara  comprendida  on  el  plan 
general  de  carreteras  del  Estado  una  que  partiendo 
de  Alinazán,  provincia  de  Soria,  termine  on  Agreda, 
pasando  por  los  términos  de  los  pueblos  de  Viana, 
Nepas,  Bbrjabad,  Bonises,  Tejado,  Goimara,  Garav, 
Noviercos  y Obega. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 


Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras una  de  tercer  órden  que  partiendo  de  Tineo, 
pase  por  San  Roque,  Casa  del  Puerto,  Las  Tabiernas, 
Folgucrúa,  Villatresmil  y Llaneces,  y termine  en  Pa- 
redes. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 


Articulo  l.°  Se  incluirán  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  entre  las  de  tercer  órden,  en  la  pro- 
vincia de  Soria,  una  que  partiendo  de  Ciclones  pase 
por  Molinos  de  Duero,  Salduero  y Dármelo,  y termine 
en  el  valle  de  Regumiel,  empalmando  con  la  carretera 
de  Burgos,  y otra  que  partiendo  del  pueblo  de  Mon- 
tenegro de  Cameros  termine  en  Villoslada,  empalman- 
do con  la  carretera  de  Logroño. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  Lendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 


Artículo  L°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  órden,  en  la  provin- 
cia de  Santander,  que  partiendo  del  puente  de  San 
Salvador,  en  la  de  Muriedas  á Bilbao,  y pasando  por 
el  pueblo  de  Liaíio,  termine  en  el  puente  de  Solía,  en 
la  de  Guarnizo  á Villacarricdo. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas.» 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Con- 
tinúa el  debate  del  dictámen  sobre  creación  de  Admi- 
nistraciones subalternas  de  Hacienda.  (Véase  el  Apén- 
dice tercero  al  Diario  núm.  00,  sesión  del  1 .°  de  Abril; 
Diario  núm.  77,  sesión  del  2G  de  ídem ; Diario  número 
78,  sesión  del  27  de  idem\  Diario  núm.  80,  sesión  del 
30  de  ídem,  y tJiario  núm.  81,  sesión  del  3 de  Mayo.) 

Sigue  la  discusión  de  la  enmienda  del  Sr.  Grande 
de  Vargas  al  art.  12. 

Tiene  la  palabra  S.  S.  para  rectificar. 

El  Sr.  GRANDE  DE  VARGAS:  lie  de  rectificar 
muy  brevemente,  Srcs.  Diputados,  puesto  que  mi  dis- 
tinguido amigo  el  Sr.  Garijo,  lejos  de  exponer  solucio- 
nes contrarias  á las  que  yo  tuve  la  honra  de  exponer 
en  la  sesión  de  ayer  tarde,  vino  á confirmarlas  de  una 
manera  elocuente.  Solo  nos  separa  al  Sr.  Garijo  y á mí 
la  creencia  que  S.  S.  tiene  de  que  no  se  debe  compren- 
der en  este  proyecto  de  ley  la  intervención  facultati- 
va que  yo  considero  necesaria  para  ciertos  trabajos, 
opinando  S.  S.  que  esto  debe  ser  objeto  de  desarrollo 
en  el  proyecto  sobre  contribuciones  que  tiene  presen- 
tado el  Sr.  Ministro  de  Hacienda. 

No  puedo  yo  negar  en  manera  alguna  que  en  di- 
cho proyecto  se  haga  constar  la  necesaria  interven- 
ción de.  un  personal  competente;  pero  creo  también 
que  esto  no  es  obstáculo  para  que  se  consigne  en  el 
proyecto  de  ley  que  discutimos,  porque  sobre  no  con- 
siderarse innecesario,  vendría  á ser  una  coníirmacion 
de  lo  que  ya  en  diversas  ocasiones  se  ha  dispuesto, 
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No  insisto,  sin  embargo,  sobre  este  particular,  y 
(‘ n vista  de  Jas  declaraciones  que  á nombre  de  la  Co-  ; 
misión  y con  asentimiento  del  Sr.  Ministro  de  Hacien- 
da hizo  mi  amigo  el  Sr.  Garijo,  yo  retiro  la  enmienda 
y la  referente  al  art.  13,  rogando  al  Sr.  Ministro  que 
no  dé  al  olvido  sus  ofrecimientos  cuando  llegue  el  mo- 
mento que  S.  S.  considera  como  más  oportuno. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Quedan 
retiradas  las  enmiendas.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz Capdepon):  Abre- 
se discusión  sobre  el  art.  12. 

El  Sr.  LANDECHO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  LANDECHO:  Solamente  me  propongo  ha- 
cer una  observación.  La  Comisión,  por  boca  del  señor 
Garijo,  ha  dicho  ya  por  dos  veces  que  las  enmiendas 
de  los  Sres.  Vincenti  y Grande  de  Vargas  le  parecían 
admisibles  en  su  espíritu;  pero  el  Sr.  Ministro  de  Ha- 
cienda no  ha  dicho  nada,  y únicamente  consta  en  el 
Diario  de  las  Sesiones  que  S.  S.  hizo  signos  afirmati- 
vos. Yo  celebraría  mucho  que  el  Sr.  Ministro  se  sir- 
viera confirmar  ó rectificar  de  palabra  estos  signos 
afirmativos  que  constan  en  el  Diario  de  las  Sesiones. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA:  Cuando  se  pre- 
sentó la  primera  enmienda  al  art.  12,  la  Comisión, 
con  muy  buen  acuerdo,  indicó  que  no  era  este  el 
momento  oportuno  de  hablar  de  la  investigación  é 
inspección  de  la  contribución  llamada  basta  ahora  de 
inmuebles,  cultivo  y ganadería,  ó rústica,  de  solares 
y de  edificaciones,  y de  ganadería,  como  se  llamará 
en  lo  sucesivo  si  las  Cortes  aprueban  el  proyecto  de 
ley  presentado.  Cuando  esto  decía  la  Comisión  fué 
cuando  yo  hice  signos  afirmativos,  demostrando  mi 
conformidad  respecto  á que  no  debe  en  una  ley  en 
que  se  trata  exclusivamente  de  crear  los  organismos 
que  han  de  realizar  la  investigación,  determinarse  la 
forma  y manera  de  hacer  la  investigación  en  lo  re- 
lativo á la  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y ga- 
nadería. Esto  es  lo  que  quise  decir  con  aquellos  sig- 
nos afirmativos;  y ahora  repito  que,  mi  juicio,  no 
es  este  el  momento  oportuno  para  esa  discusión,  y 
que  no  hace  falta  consignar  en  esta  ley  el  modo  de 
realizarse  la  inspección  y la  investigación. 

Aquí  se  trata  única  y exclusivamente  de  una  in- 
vestigación administrativa  de  cierta  amplitud,  de 
cierto  carácter  general;  pero  la  que  se  refiere  á la 
inspección  técnica,  digámoslo  así,  de  la  contribución 
de  iamueble,  cultivo  y ganadería  se  determinará  es- 
pecialmente en  el  proyecto  de  ley  sometido  á la  deli- 
beración de  la  Cámara;  así,  pues,  sin  que  anticipemos 
ahora  esta  discusión,  entonces  podremos  discutir  to- 
dos los  puntos  especiales  á que  se  refería  la  indicada 
enmienda. 

Es  cuanto  puedo  decir  para  satisfacer  la  natural 
curiosidad  del  Sr.  Landecho. 

El  Sr.  LANDECHO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon ):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  LANDECHO:  Ya  temia  yo,  Sres.  Diputa- 
dos, que  la  confirmación  de  los  signos  afirmativos  á 
que  antes  me  he  referido  habia  de  hacerse  con  dis- 
tingos, y por  eso  supliqué  al  Sr.  Ministro  de  Hacien- 


da, á quien  doy  las  gracias  por  la  amabilidad  con  que 
me  ha  contestado,  que  confirmara  ó rectificara  el 
sentido  de  aquellos  signos  afirmativos.  Yo  entendí  que 
esos  signos  querían  expresar  que  al  discutirse  el  pro- 
yecto que  pende  de  la  deliberación  del  Congreso  sobre 
la  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y ganadería 
creía  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  que  era  necesaria 
la  intervención  de  los  investigadores  que  tuvieran 
carácter  técnico,  y creí  también  que  en  el  proyecto 
que  ahora  discutimos  habia  algo  de  esto,  algo  de  in- 
tervención técnica  en  la  investigación  de  la  riqueza, 
puesto  que  en  el  artículo  que  en  este  momento  se 
discute  se  habla  de  los  ingenieros  industriales  para 
la  investigación  de  la  riqueza  y de  la  industria  fabril. 

Espero  que  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  así  como 
considera  necesaria  la  intervención  de  los  inspectores 
de  carácter  técnico  para  esta  riqueza,  la  considere 
también  necesaria  para  toda  clase  de  riqueza,  y que 
el  dia  que  venga  ese  proyecto  admitirá  las  enmiendas 
que  presentaremos  en  este  sentido,  y por  consiguien- 
te, que  la  riqueza  territorial  tendrá  todas  las  garan- 
tías que  tiene  la  riqueza  fabril  para  que  la  contribu- 
ción sobre  la  riqueza  venga  á gravar  de  modo  pro- 
porcional á todas  las  que  existen  en  España.» 

No  habiendo  ningún  otro  Sr.  Diputado  que  pidiera 
la  palabra  en  contra,  se  puso  á votación  el  artículo, 
y fué  aprobado. 

Sin  debate  lo  fué  el  13,  en  la  forma  siguiente: 
«Art.  13.  Las  multas  y recargos  que  con  arreglo 
á las  instrucciones  y reglamentos  deban  imponerse  A 
los  defraudadores  de  contribuciones,  rentas,  impues- 
tos y derechos  del  Estado,  ingresarán  en  totalidad  en 
el  Tesoro  público. 

Los  ingenieros  industriales  é inspectores  de  par- 
tido disfrutarán,  además  de  su  sueldo,  un  premio  de 
20  por  100  de  las  cantidades  que  ingresen  en  el  Te- 
soro por  consecuencia  de  las  ocultaciones  que  descu- 
bran, el  cual  les  será  satisfecho  tan  pronto  como  sean 
firmes  los  acuerdos  en  cuya  virtud  se  verifique  el  in- 
greso. 

Otro  10  por  100  de  dichas  cantidades  se  repartirá 
proporcionalmente  álos  sueldos  entre  los  demás  em- 
pleados de  la  Administración  en  cuyo  partido  se  hayan 
descubierto  las  ocultaciones.» 

Se  leyó  el  1 4,  que  decía: 

«Art.  14.  Quedan  suprimidos  los  inspectores  de 
la  renta  del  timbre  del  Estado,  el  Cuerpo  de  inspec- 
tores de  la  renta  industrial  y de  comercio,  y todas  las 
dependencias  de  Hacienda  que  existen  con  los  nom- 
bres de  Administraciones  subalternas  de  rentas  es- 
tancadas y de  propiedades  del  Estado,  Administracio- 
nes-depositarías de  partido,  Depositarías  de  Hacienda, 
y la  Administración  especial  existente  en  Jerez  de  la 
Frontera.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  A este 
artículo  hay  una  enmienda  del  Sr.  Sánchez  Arjona 
(D.  Gonzalo),  que  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  ei  honor  de 
proponer  al  Congreso  que  el  art.  1 4 del  dictámen  de 
la  Comisión  sobre  el  proyecto  de  ley  creando  Admi- 
nistraciones subalternas  de  Hacienda,  se  adicione  con 
lo  siguiente: 

«Y  todas  las  Administraciones  de  loterías  que  exis- 
tan en  las  poblaciones  donde  se  crean  las  Administra- 
ciones subalternas.» 

Palacio  del  Congreso  27  do  Abril  de  l887.=Gon- 
zalo  Sánchez  Arjona.— Manuel  II  arra.=Manuel  Gran- 
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de  de  Vargas.=Enrique  Bushell.=Mariano  Fernan- 
dez Daza.=Antonio  Ramos  Galderon.= Antonio  Váz- 
quez. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
Comisión  tiene  la  palabra  para  manifestar  si  admite 
6 no  la  enmienda. 

El  Sr.  G-AMAZO  (R.  TriO.no):  La  Comisión  en 
cuyo  nombre  tengo  el  honor  de  dirigirme  á la  Cáma- 
ra, abundando  en  los  propósitos  y en  las  ideas  que 
señala  la  enmienda  que  está  puesta  á discusión,  no 
tiene  inconveniente  en  admitirla;  pero  con  alguna 
modificación  que  podría  ser  la  siguiente: 

«Y  las  Administraciones  de  lolerías  que  existen 
en  las  poblaciones  donde  se  crean  las  Administracio- 
nes subalternas,  siempre  que  el  Gobierno  no  estime 
necesaria  la  continuación  de  aquellas.  En  todo  caso, 
será  atribución  de  los  subalternos  la  expemlicioii  de 
billetes  de  la  lotería  nacional.» 

De  esta  manera,  se  cumple  perfectamente,  en  mi 
sentir,  el  propósito  de  los  dignos  Sres.  Diputados  que 
han  suscriLo  la  enmienda,  y se  trae  al  proyecto  una 
disposición  que  puedo  mejorarle. 

El  Sr.  SANCHEZ  ARJONA  (D.  Gonzalo):  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdcpon):  La 
tiene  V.  S. 

EL  Sr.  SANCHEZ  arjona  (l).  Gonzalo):  No  ten 
go  inconveniente  en  retirar  la  enmienda  y en  aceptar 
la  redacción  indicada  por  el  Sr.  Gamazo,  puesto  que 
está  informada  en  el  mismo  espíritu  que  inspiraba  la 
enmienda,  como  tampoco  lo  tengo  en  que  el  Sr.  Mi- 
nistro de  Hacienda  quede  en  libertad  de  adoptar  aque- 
llas medidas  que  estime  más  convenientes  para  que 
la  disposición  del  artículo  de  que  se  trata  produzca 
los  mejores  resultados. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  El  ar- 
tículo tal  como  queda  redactado  dice  así: 
c(Art.  14.  Quedan  suprimidos  los  inspectores  déla 
renta  del  timbre  del  Estado,  el  Cuerpo  de  inspectores 
de  la  renta  industrial  y de  comercio,  y todas  las  de- 
pendencias de  Hacienda  que  existen  con  los  nombres 
de  Administraciones  subalternas  de  rentas  estancadas 
y de  propiedades  del  Estado,  Administraciones-depo- 
sitarías de  partido,  Depositarías  de  Hacienda,  la  Ad- 
ministración especial  existente  en  Jerez  de  la  Frontera 
y las  Administraciones  de  loterías  que  existan  en  las 
poblaciones  donde  se  crean  las  Administraciones  su- 
balternas, siempre  que  el  Gobierno  no  estime  necesa- 
ria la  continuación  de  aquellas. 

En  Lodo  caso,  será  atribución  de  las  subalternas 
la  expendicion  de  billetes  de  la  lotería  nacional.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdcpon):  Abre- 
se discusión  sobre  el  artículo  nuevamente  redactado.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación  y fuó  aprobado. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdcpon):  Se 
va  á dar  cuenta  de  un  artículo  adicional  que  se  lia 
presentado  á la  Mesa. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  ruegan  al  Congre- 
so se  sirva  admitir  el  siguiente  artículo  adicional  al 
dictamen  relativo  ai  proyecto  de  ley  creando  admi- 
nistraciones subalternas  de  Hacienda. 

Artículo  adicional.  Las  reclamaciones  de  agravio 
absoluto  que  en  todo  tiempo  podrán  hacer  ios  contri- 
buyentes por  territorial  ante  las  Administraciones  su- 
balternas serán  resueltas  por  las  mismas  ó por  las 


Delegaciones  en  el  preciso  término  de  tres  meses,  no 
pasando  tampoco  de  otros  tres  sin  que  se  resuelvan 
en  las  alzadas  sucesivas,  si  las  hubiera. 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  18S7.=Anto- 
nio  Botija  y Fajardo.=Manuel  Grande  de  Vargas.= 
Joaquín  Muñoz  Cbaves.=Gonzalo  Sánchez  Arjona.= 
Juan  García  del  Castillo.=Migucl  de  la  Guardia.= 
Román  Laá.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdcpon):  La 
Comisión  tiene  la  palabra  para  manifestar  si  admite 
ó no  el  artículo  adicional 

El  Sr.  GONZALEZ  (D.  Venancio):  La  Comisión, 
por  las  razones  que  expuso  en  otra  ocasión  al  primer 
íirmante  de  este,  artículo  adicional,  y no  pudiendo  im- 
troducir  en  la  ley  el  precepto  que  este  artículo  adi- 
cional entraña,  tiene  el  sentimiento  de  no  poder  acep- 
tarle. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Botija  tiene  la  palabra  para  apoyar  el  artículo 
adicional. 

El  Sr.  BOTIJA:  Señores  Diputados,  como  siem- 
pre que  me  levanto,  tengo  la  desconfianza  que  es 
natural  de  no  saber  dar  con  mi  palabra  toda  la  im- 
portancia que  desearía  á la  mayor  ó menor  que  tenga 
el  asunto  que  voy  á tratar;  con  esa  misma  descon- 
fianza me  levanto  en  este  momento. 

Dias  pasados  me  permitía  dirigir  algunos  ruegos 
á la  Comisión,  y era  ciertamente  como  hoy,  lo  con- 
fieso, más  en  la  seguridad  de  que  ni  aquellas  indica- 
ciones ni  boy  esta  adición  habrian  de  admitirse,  que 
con  la  esperanza  de  conseguirlo.  Pero  aun  en  esta 
Creencia,  entiendo  yo  que  el  asunto  que  se  discute 
es  de  tan  grandísimo  y capital  interés  y la  reforma 
administrativa  es  tan  radical,  que  en  medio  siglo  qui- 
zás no  se  ha  intentado  otra  semejante. 

Yo  presentaba  dias  pasados  un  poco  precipitada- 
mente aquellas  observaciones,  porque  me  ha  sucedido 
con  este  proyecto  de  ley  lo  qucá  aquel  que  llega  á 
uua  estación  intermedia  creyendo  tomar  asiento  en 
un  tren  mixto,  y resulta  que  pasa  uno  rápido,  y 
desconsolado,  le  mira  marchar  velozmente.  Esto  me 
pasaba  á mí  precisamente  cuando  dias  pasados  hacía 
algunas  observaciones,  que  encajaban  seguramente 
mejor  en  aquella  ocasión,  en  que  yo  ni  tiempo  tuve 
de  formularlas;  pero  desgraciadamente,  y en  esto  yo 
no  coincido  con  la  opinión  general,  siquiera  se  ponga 
en  situación  más  difícil  la  mia,  que  vale  poco,  no  coin- 
cido con  la  opinión  general,  que  ha  dado  tan  escasa 
importancia  á la  discusión  de  un  asunto  del  cual  pu- 
diera depender  la  regeneración  de  este  país,  porque 
el  Ministro  que  tenga  la  fortuna  de  prestar  el  gran 
servicio  á su  Patria  de  encauzar  un  poco  la  tributa- 
ción territorial,  que  es  la  base  de  toda  prosperidad  y 
de  todo  adeLinto  en  la  industria,  siendo  además  á mi 
juicio  el  mal  régimen  ele  esta  tributación  la  causa 
que  mata  de  raíz  nuestra  riqueza;  el  Ministro  que 
contribuya  á evitar  ese  mal,  tendrá  una  gloria  más 
grande  de  lo  que  quizás  pudiera  pensarse.  En  esto  me 
fundo  yo  para  dar  tanta  importancia  al  asunto  que 
so  discute,  y por  eso  me  atrevo  á levantar  mi  voz 
para  llamar  vuestra  atención,  y para  que  acaso  en 
otras  discusiones  que  vendrán,  sea  este  un  jalón  pues- 
to en  el  camino  que  tengamos  que  recorrer,  y que 
convenga  recordar. 

iQué  triste  es  para  mí,  señores,  qué  triste  es,  ver 
que  cuando  de  un  proyecto  tan  importante  se  trata, 
vengamos  á ocuparnos  de  él,  así  como  á manera  de 
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vnatineés  económicas,  así  como  á la  negligée , así  como 
cuando  se  trata  de  cosas  de  poco  más  ó menos!  Si  hu- 
biera quien  opinara  así,  yo,  por  mi  parte,  opino  de 
modo  bien  distinto,  á pesar  de  una  indicación  que 
por  uno  de  esos  giros  casi  involuntarios  de  la  pala- 
bra, y acaso  más  por  la  frialdad  con  que  discurria 
este  debate  y el  mismo  estado  de  indiferencia  hacia 
él  de  la  Cámara  hacía  el  mismo  señor  presidente  de  la 
Comisión  dias  pasados.  Yo  me  atrevo  á decir  esto, 
porque  los  mismos  señores  de  la  Comisión  han  dicho 
que  se  trataba  de  este  proyecto,  así  como  en  familia; 
y se  lamentaban  otros,  como  yo,  del  estado  de  soledad 
en  que  la  discusión  marchaba,  y el  mismo  señor  presi- 
dente de  la  Comisión  dijo,  hace  pocos  dias,  que  pro- 
curaba terminar  la  discusión,  porque  esperaba  el 
Congreso  oir  otros  discursos  de  mayor  importancia. 
Obcdecia  en  esto  el  señor  presidente,  á la  expresión  de 
su  natural  modestia;  porque  á mí  me  basta  pregun- 
tar: ¿por  qué  está  S.  S.  á la  cabeza  de  esa  Comisión? 
¿Porque  tiene  poca  ó porque  tiene  mucha  importan- 
cia? Comisión  que  S.  S.  preside,  gran  importancia  tie- 
ne; porque  si  no,  no  la  presidiría  8.  S. 

No  quiere  decir  esto,  ni  remotamente,  que  yo 
quiera  censurar  por  ello  al  señor  presidente  de  la 
Comisión;  antes  al  contrario,  entiendo  que  S.  S.  lo 
dijo  porque  en  realidad  no  le  inspiraba  entusiasmo 
el  estado  del  Congreso  en  aquel  momento  al  discu- 
tirse este  asunto. 

Además,  entiendo  yo  que  uuo  de  los  títulos  de 
gloria  mayores  que  el  Ministro  de  Hacienda  pudiera 
alcanzar,  habria  de  ser  realmente  el  que  le  diera  este 
proyecto,  porque  si  llegara  á establecerlo  tal  como 
8.  S.  lo  ha  concebido,  que  seguramente  ha  sido  para 
regularizar  toda  clase  de  tributaciones,  de  seguro,  de 
seguro,  que  no  habria  de  olvidarse  en  mucho  tiempo 
el  nombre  do  S.  S. 

En  las  breves  observaciones  que  he  de  hacer,  no 
he  de  tener  para  este  proyecto  (le  ley  en  conjunto 
más  que  alabanzas;  pero  desgraciadamente  me  temo 
que  no  responda  á los  fines  que  el  Sr.  Ministro  se  ha 
propuesto,  desgraciadamente  sospecho,  que  en  esto, 
como  en  tantas  cosas,  esos  reglamentos  que  los  seño- 
res de  la  Comisión  y el  mismo  Sr.  Ministro  indicaban 
dias  pasados,  acaso,  acaso,  neutralicen  y malogren  los 
buenos  resultados  que  pudiera  producir  la  ley;  porque 
en  esto  de  los  reglamentos  en  España,  me  parece  a 
mí,  que  habrá  muchos  Ministros  que  cuando  se  estén 
discutiendo  las  leyes  dirán  para  sí:  ¿ leyecitas  á mi , 
teniendo  yo  la  facultad  de  hacer  los  reglamentos?  Pues 
esLo  pasa  con  sensible  frecuencia,  y no  lo  digo  por  el 
actual  Ministro  de  Hacienda,  que  ha  de  tener  buenos 
deseos;  pero  yo,  que  no  estoy  muy  fuerte  en  derecho 
político,  ni  me  he  de  entrometer  en  sus  escabrosida- 
des, tengo  entendido  que  eu  Inglaterra,  cuando  se 
presenta  una  ley,  se  presenta  y se  aprueba  á la  vez 
su  reglamento;  porque  las  mejores  leyes  pueden  nau- 
fragar j cuántas  veces  lo  vemos ! por  malos  y desdi- 
chados reglamentos. 

Las  Administraciones  subalternas  á mí  me  pare- 
cen excelentes,  porque  entiendo  que  lo  que  hacen  es 
aproximar  y poner  más  en  contacto  la  Administra- 
ción con  el  contribuyente;  poner  al  administrador  más 
cerca  de  lo  que  administra.  Ei  principio  no  puede  ser 
mejor,  y bajo  este  punto  de  vista  á mí  me  ha  encan- 
tado el  proyecto;  pero  esto  no  basta,  os  preciso  que  su 
organización  responda  á lo  que  deben  ser,  y para  ello, 
ya  que  no  podamos  hacerlo  mejor,  es  preciso  conten- 


tarnos con  lo  bueno;  y por  esto  voy  á ocuparme  de  lo 
que  creo  bueno  y fácil  y de  lo  que  principalmente  me 
propongo  discutir  con  motivo  de  esta  enmienda. 

Es  indudable  que  entre  los  males  que  lleva  con- 
sigo nuestro  sistema  tributario,  está  el  recargo  enor- 
me que  se  impone  á la  contribución  territorial.  Este 
recargo  está  admitido  por  todos;  nadie  habrá  que  lo 
niegue;  está  la  contribución  territorial  extraordina- 
riamente recargada  en  comparación  de  otras  contri- 
buciones. ¿Para  qué  hemos  de  recordar  cifras  de  la 
fabulosa  subida  que  en  pocos  años  ha  tenido  esta  con- 
tribución? Basta  que  sea  una  verdad  palmaria  que 
nosotros  conozcamos,  como  la  conocemos.  Pues  esto 
no  es  lo  más  malo  que  tiene  el  impuesto  territorial,  y 
cuidado  que  es  bien  malo  este  impuesto;  lo  más  malo 
que  tiene  es  que  nos  obligue  á confesar  explícita  y 
terminantemente  que  sobre  ser  enorme,  está  muy  mal 
distribuido  y muy  mal  repartido, 

Es  decir,  que  hay  contribuyentes  que  pagan  por 
otros,  y lo  más  malo  es  que  tengamos  que  confesar  que 
el  Estado  sabe  que  hay  quien  paga  lo  que  no  dehe 
pagar,  que  el  Estado  toma  aquello  que  no  debe  tomar, 
que  toma  lo  que  es  del  que  ha  dicho  la  verdad  en 
contra  del  que  es  un  defraudador,  con  lo  cual  resulta 
que  el  Estado  castiga  al  contribuyente  de  buena  fe  y 
premia  al  culpable.  Esta  es  una  verdad  terrible,  se- 
ñores Diputados,  y en  ella  no  habrá  pensado  única-  ' 
mente  el  que  no  haya  sentido  sus  efectos.  ¿Qué  re- 
medio hay  contra  esto?  Aquí  viene  en  seguida  como 
contestación  y panacea  para  estos  males,  la  palabra 
catastro.  ¡El  catastro!  Gran  palabra,  hueca  y sonora, 
que  lleva  en  sí  toda  una  legión  de  esperanzas,  nunca 
realizadas,  ni  en  camino  de  realizarse  en  nuestra  Pa- 
tria, por  razones  que  no  son  de  este  momento.  Suele 
siempre  que  de  ello  se  trata,  hacerse  un  discurso  his- 
tórico de  su  origen  desde  los  tiempos  más  remotos,  y 
de  su  esLado  en  las  modernas  Naciones,  etc.,  etc.  Pues 
solo  para  hacer  la  historia  de  las  tenlaLivas  que  he- 
mos tenido  para  el  nuestro,  podríamos  emplear  mu- 
chas sesiones.  Con  lo  que  las  inútiles  tentativas  de 
catastro  le  van  costando  á España,  casi  habria  para 
equilibrar  el  impuesto  entre  los  que  pagan  de  más  y 
los  que  pagan  de  ménos;  pero  no  entro  en  esas  consi- 
deraciones; lo  que  sé  decir  es  que  el  catastro  ha  sido 
un  bello  ideal  siempre,  y que  aun  los  mismos  que  en 
España  se  han  hecho,  claro  está  que  hoy  no  sirven 
para  nada,  en  el  sentido  que  aquí  ios  consideramos. 

Y si  no  no  habria  más  que  recordar  ei  famoso  catastro 
del  Marqués  de  la  Ensenada,  soberbio  trabajo,  aunque 
solo  hecho  para  una  parte  de  España.  ¿Pues  qué  lia- 
ríamos si  acudiéramos  hoy  á ese  catastro?  No  haría- 
mos más  que  incurrir  en  errores  groseros.  ¿En  qué 
se  parecen  las  fincas  de  entonces  á las  de  hoy,  en  qué 
se  parecen  las  condiciones  de  los  diferentes  países  en 
una  y otra  época?  Y esto  diríamos  de  todas  las  demás 
tentativas  de  catastro  que  se  han  hecho  en  España 
estimuladas  por  Floridablanca,  Jo  villanos  y tantos 
otros,  iniciados  desde  el  cambio  radical  hecho  en  la 
tributación  en  1845;  pero  como  seguu  antes  decía,  lo 
mejor  es  enemigo  de  lo  bueno,  y precisamente  por 
eso  por  aspirar  á lo  que  otras  Naciones,  á las  que  les 
ha  sucedido  poco  más  ó menos  lo  mismo  que  á nos- 
otros, que  tampoco  tienen  verdadero  catastro  por  más 
que  algunos  dicen  que  lo  tienen,  precisamente  por 
eso  no  aspiramos  á otras  reformas,  que  siendo  más 
modestas  y ménos  costosas,  pueden  fácilmente  lle- 
varse á la  práctica, 
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Francia,  se  dice,  tiene  su  catastro,  y se  habla  mu- 
cho del  catastro  de  Francia,  del  de  Sajorna,  Austria, 
Italia  y algunos  otros;  pero  ¿para  qué  le  sirve  á Fran- 
cia esc  catastro?  Pues  absolutamente  para  nada,  bajo 
el  punto  de  vista  que  aquí  lo  consideramos,  porque 
allí,  como  en  todas  partes,  se  incurre  por  muchos  en 
el  gravísimo  error  de  dar  importancia  á lo  que  real- 
mente no  la  tiene,  ó la  tiene  más  secundaria.  En  el 
catastro  se  empieza  por  hablar  de  trabajos  geodésicos, 
de  triangulaciones  de  primero,  de  segundo  y de  tercer 
órdcn,  de  planos  parcelarios  y de  todas  esas  cosas. 
Pues  yo  digo:  dadme  los  planos  de  un  país  de  tal 
manera  detallados,  que  no  ya  las  provincias,  los  par- 
tidos, los  pueblos  y las  fincas,  sino  hasta  las  mismas 
plantas  que  en  ellas  viven  vengan  perfectamente  in- 
dicadas, y con  todo  eso  no  tenéis  más  que  un  dato 
relativamente  insignificante  para  el  verdadero  catas- 
tro; porque  lo  importante,  todo  el  mundo  lo  sabe,  es 
el  trabajo  de  clasificación  y de  evaluación;  la  impor- 
tancia está  en  las  cartillas  evaluatorias;  por  eso  no 
ha  habido  Ministro  que  no  haya  intentado  tocar  y 
retocar  esas  cartillas,  y ninguno  ha  hecho  nada  en 
resúmen. 

Por  consiguiente,  dejémonos  ya  de  ponderar  esos 
pomposos  trabajos  que  se  anuncian  con  mucho  ruido, 
pero  que  después  de  todo  son  completamente  irreali- 
zables, en  el  tiempo  y modo  que  los  necesitamos. 

Señores  Diputados,  yo  con  esto  no  quiero  decla- 
rarme enemigo  de  todos  esos  trabajos  que,  poco  á 
poco,  que  paulatinamente,  como  todas  las  grandes 
cosas,  se  hacen...  Me  dice  por  lo  bajo  el  Sr.  Gamazo 
que  en  eso  estamos,  que  poco  á poco  se  han  de  aca- 
bar; es  verdad;  pero  si  se  tarda  cincuenta  ó sesenta 
aíios,  nuestros  nietos  se  aprovecharán  de  los  resulta- 
dos, y entre  tanto  nosotros  lo  seguiremos  pasando 
muy  medianamente. 

No  hay  que  hacerse  ilusiones  respecto  á esle  pun- 
to; entre  otras  cosas,  porque  no  hay  Nación  en  Euro- 
pa donde  más  dificultades  ofrezca  un  catastro  fiscal 
que  en  España,  y sería  cándido  confiar  en  lo  que  solo 
nos  pueden  dar  muchísimos  años  de  trabajo  acu- 
mulado. 

¿Qué  es,  pues,  lo  que  la  Administración  debe  pro- 
curar en  primer  término?  Pues  corregir  el  mal  más 
grave.  ¿Y  cuál  es  el  mal  más  grave?  Está  reconocido 
por  todos  que  es  la  desigualdad  en  la  tributación;  que 
hay  desdichados  que  pagan  el  50  y el  60  por  100, 
mientras  otros  pagan  el  8 y el  10.  Esto  es  de  una 
importancia  tai,  que  parece  mentira  que  se  tome  así 
como  cosa  corriente;  porque  esto  después  de  todo... 
la  verdadera  palabra  es  demasiado  dura,  pero  casi, 
casi,  es  necesario  usarla,  es  un  robo  que  el  Estado 
hace  al  infeliz  contribuyente  de  buena  fe,  y esto  el 
Estado,  procediendo  honradamente,  no  puede  ni  debe 
tolerarlo.  Este  es,  pues,  el  principal  vicio  á que  debe 
atenderse.  ¿Y  cómo  puede  y debe  atenderse?  Hacien- 
do que  las  reclamaciones  de  agravios  tengan  toda  la 
importancia  que  deben  tener,  y dándose  para  esto  á 
los  contribuyentes  todas  las  facilidades  que  deben 
dársele.  Para  esto  no  se  necesita  hacer  muchos  ni  di- 
fíciles trabajos. 

Entre  el  Estado  y el  contribuyente  debe  haber  re- 
ciprocidad respecto  á sus  deberes;  es  necesario  que 
desaparezca  ese  estado  do  guerra  en  que  se  hallan  el 
Estado  y el  contribuyente  que  es  nuestra  mayor  ca- 
lamidad: el  Estado  maltrata  al  contribuyente,  y el 
contribuyente  considera  como  su  mayor  enemigo  al 


Estado;  mientras  esto  subsista  es  im  posible  que  pue- 
da regularizarse  la  tributación,  y por  eso  esta  ley 
que  no  condeno  en  principio,  sino  que  aplaudo,  tiene 
á mi  ver  un  defecto,  y es  el  de  aparecer,  como  tantas 
otras,  con  un  carácter  inquisitorial  para  los  contri- 
buyentes, en  que  quizá  no  habéis  reparado  y que  de- 
bíais haber  evitado  cuidadosamente.  El  Estado  le  dice 
ai  contribuyente  que  tendrá  que  pagar  tan  pronto 
como  se  descubra  cualquiera  ocultación,  y que  los 
derechos  se  repartirán  entre  el  que  descubra  la  ocul- 
tación y la  Hacienda;  es  decir,  que  esto  no  viene  más 
que  á excitar  la  codicia  de  los  investigadores,  y esto 
que  lo  dicen  casi  todas  las  leyes,  viene  á exagerarse 
en  ésta  cuando  debía  hacerse  todo  lo  contrario.  Pero 
ya  que  el  Estado  trata  así  al  contribuyente,  justo  es 
que  el  contribuyente  exija  una  justa  y debida  reci- 
procidad. 

Dice  el  art.  45  del  reglamento  vigente  que  los 
propietarios  de  fincas  están  perpetuamente  obligados 
á declarar  toda  su  riqueza  y señalan  otros  las  multas 
en  que  incurre  en  todo  tiempo  el  que  así  no  lo  hace. 

Pues  me  parece  que  no  es  pedir  ninguna  gollería 
el  pedir  que  se  redacte  otro  artículo  que  diga,  que  el 
Estado  está  obligado  perpetuamente  y en  todo  tiempo 
á reconocer  aquellas  cantidades  que  haya  pagado  de 
más  el  contribuyente,  para  devolvérselas.  Y aún  debía 
añadirse  más,  y es,  que  se  concediera  derecho  á exi- 
gir daños  y perjuicios  á aquellos  que  por  mala  apre- 
ciación ó por  no  administrar  como  deben,  son  la  causa 
de-  esos  indebidos  recargos.  Me  parece  que  esto  no 
haría  pedir  nada  que  no  fuera  muy  justo.  Pero  ¿qué 
lia  pasado  aquí?  Que  la  contribución  territorial  y la 
contribución  por  cupo,  son  una  cosa  muy  cómoda 
para  todos  los  Ministros  de  Hacienda.  Da  contribución 
por  cuota,  las  contribuciones  indirectas,  tienen  gran- 
des vaivenes,  muchas  subidas  y bajadas  que  no  se 
prestan  ai  cálculo  exacto.  Pero  la  contribución  terri- 
torial es  magnífica,  porque  se  fija  un  cupo,  y si  un 
pueblo  no  puede  pagarle,  lo  paga  otro,  porque  lo  im- 
portante es  que  la  Hacienda  obtenga  la  cantidad  de- 
terminada. Este  sistema  de  administrar  es  rutinario, 
es  antiliberal,  es  antidemocrático,  y debe  reformarse 
con  las  nuevas  Administraciones  subalternas;  y si  es- 
tas no  satisfacen  esta  necesidad,  no  llenarán  su  fin 
principalísimo. 

Todos  los  Ministros  de  Hacienda  tienen  mucho 
apego  á la  contribución  territorial  y á la  contribución 
por  cupo,  por  la  razón  que  antes  be  dado. 

Recuerdo  en  este  momento  que  decía  Voltaire,  al 
tratar  de  lo  mucho  que  tenía  que  pagar  la  propiedad 
territorial.  Decía  así:  «¡Ah!  esos  son  los  inconvenien- 
tes que  tiene  el  tener  la  propiedad  al  sol,»  con  lo  que 
daba  á entender  que  esa  era  una  consecuencia  de  te- 
ner una  propiedad  que  veia  todo  el  mundo. 

Pues  bien,  ¿es  justo  que  esa  propiedad  que  el  fisco 
puede  conocer  mejor,  que  puede  investigar  mejor, 
que  tiene  siempre  á la  vista,  sea  precisamente  aquella 
que  esté  sometida  á una  contribución  mayor  y más 
desigual?  ¿Y  de  qué  proviene  esto?  De  lo  que  he  dicho 
antes,  de  la  facilidad  que  tienen  ios  Ministros  de  Ha- 
cienda para  hacer  sus  cálculos,  y proviene  también 
de  que  la  contribución  territorial  empezó  por  un  cupo, 
por  un  tanto  por  ciento,  por  una  cantidad  relativa- 
mente baja,  y después,  poco  á poco,  ha  ido  tomando 
las  proporciones  terribles  á que  hoy  ha  llegado;  pro- 
porciones que  tan  son  abrumadoras,  que  se  necesita  no 
querer  verlas  para  no  conocer  que  es  absolutamente 
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imposible  continuar  así.  Se  dice  por  algunos,  y se  cree 
por  otros  de  buena  fe,  que  paga  el  23  por  100,  canti- 
dad á que  no  llega  ni  con  mucho  en  ningún  otro  país; 
¡pero  qué  ha  de  pagar  el  23  por  100!  ¡quién  se  atreve- 
ría á decirlo!  Unicamente  el  que  no  se  lije  un  poco  en 
estas  cosas. 

La  contribución  territorial  no  paga  ese  tipo,  por- 
que hay  que  tener  en  cuenta  que  un  70  por  100  de 
esos  infelices  contribuyentes  pagan  sus  contribucio- 
nes con  el  recargo  del  primero,  segundo  y tercer 
grado,  y de  ese  70  por  100,  todavía  hay  un  30  que 
tiene  que  pagar  los  gastos  del  embargo  de  sus  tierras 
y de  sus  fincas,  y todo  lo  que  cuesta  la  tramitación 
de  los  expedientes.  De  manera  que  si  se  cuenta  todo 
eso,  ya  sera  de  un  5 á un  10  por  100  más  lo  que  como 
término  medio  tiene  que  pagarse. 

El  Sr.  Ministro  de  Hacienda  ha  llegado,  bien  jus- 
tamente por  cierto,  á ocupar  el  sitio  eu  que  hoy  se 
encuentra;  pero  precisamente  por  esto  esta  más  obli- 
gado á pensar  en  todo  esto  y en  la  importancia  que 
tiene.  Nada  tengo  que  agradecerle  personalmente,  y 
por  eso  no  me  duelen  prendas  ai  reconocer  las  condi- 
ciones de  inteligencia  y de  laboriosidad  que  siempre 
le  han  distinguido;  pero  yo  le  rogaría  que  pusiera  en 
esto  toda  su  atención.  El  país  lo  espera  con  ansia,  y 
espera  sobre  todo  que  haga  que  la  contribución  terri- 
torial entre  siquiera  eu  el  camino  de  las  demás  con- 
tribuciones, que  haya  en  ella  movilidad,  que  las  altas 
y bajas  sean  más  fáciles,  y si  gara  ello  se  presentan 
ciertos  obstáculos,  precisamente  el  mérito  está  en  ha- 
cer que  se  corrijan,  que  no  son  por  otra  parte  insu- 
perables ni  mucho  ménos. 

Por  no  haberlo  hecho  así,  por  uo  haber  prestado  á 
este  asunto  la  debida  atención,  los  planes  de  Hacienda 
más  pomposos,  aquellos  que  nos  hicieron  creer  que 
todas  las  dificultades  de  la  contribución  territorial 
habían  en  gran  parte  desaparecido,  quedaron  al  poco 
tiempo  reducidos  á la  nada.  Todos  recordamos  que  se 
nos  promeLió  solemnemente  que  el  impuesto  territo- 
rial no  pasaría  del  1G,  y después  de  Ludas  aquellas 
declaraciones  de  riqueza,  después  de  todas  aquellas 
cédulas  que  se  pidieron  á los  pueblos,  después  de  to- 
das esas  comprobaciones  inútiles,  que  tanto  dinero 
costaron;  después  de  aquellas  famosas  conferencias  do 
los  pueblos  con  los  delegados,  ha  resultado  efectiva- 
mente que  hemos  pagado  el  22  y el  23  por  100:  esto 
es  lo  que  ha  resultado  de  todos  aquellos  planes.  ¿Y 
por  qué?  Pues  por  no  haberse  fijado  en  todos  esos 
detalles  relativos  á la  riqueza  Lerritorial  y á su  tri- 
butación; que  de  haberse  fijado  en  esto  de  las  recla- 
maciones con  la  atención  debida,  no  solo  hubiera  lo- 
grado distribuirse  más  equitativamente  el  impuesto, 
sino  que  por  ese  camino,  unido  á otros  medios  fáciles 
de  emplear,  hubiéramos  podido  rebajarlo  mucho. 

Se  ha  dicho  aquí,  y yo  no  he  de  negarlo  en  abso- 
luto. que  no  era  esta  ocasión  de  ocuparnos  del  asunto, 
ni  de  introducir  en  esta  ley  la  enmienda  ó las  modifi- 
caciones que  se  han  indicado.  Cuando  se  reconoce  por 
todos  que  una  cosa  es  conveniente,  yo  creo  que  la 
ocasión  de  aplicarla  no  debía  ser  gran  obstáculo  para 
ello.  Si  la  Comisión  y el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  di- 
cen que  lo  que  se  propone  es  bueno,  bueno  será  en 
esta  ley  lo  mismo  que  en  otra,  porque  lo  que  es  de  los 
reglamentos,  yo  desconfío  tanto,  que  si  el  Sr.  Ministro 
de  Hacienda  y los  señores  de  la  Comisión  me  dicen 
que  no  admiten  el  articuló  adicional,  en  cuantas  oca- 
siones se  me  presenten,  y si  alguna  es  más  oportuna 


que  ésta,  mejor,  insistiré  en  ello,  porque  digo  ahora 
lo  que  he  manifestado  antes,  á saber:  que  desde  el  año 
1883  vengo  pensando  en  esto,  y ya  entonces  presenté 
una  enmienda  análoga  á la  actual,  sin  que  basta  hoy 
haya  encontrado  el  hueco  en  que  encaje. 

En  resúmen,  Sres.  Diputados,  yo  no  espero  tener 
aquí  una  estadística  territorial  tal,  que  nos  diga,  da- 
das las  condiciones  económicas  y las  condiciones  na- 
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tárales,  qué  es  lo  que  puede  producir  la  tierra;  y es 
más,  no  solo  no  lo  espero,  sino  que,  casi,  casi,  me 
atrevo  á decir  que  es  imposible.  Será  fácil  apreciar 
alguna  de  las  condiciones,  pero  la  combinación  de 
ellas,  que  es  lo  que  da  la  producción,  es  bastante  di- 
fícil; si  álguien  puede  conocer  esto,  es  precisamente 
aquel  que  dia  por  dia.  y en  todos  tiempos,  está  al  cui- 
dado de  las  plantas  para  obtener  el  producto,  y eso 
relativamente  á algunas.  Pues  bien,  si  no  es  fácil  ha- 
cer un  trabajo  de  este  alcance,  ¿qué  medios  hemos  de 
seguir?  Pues  un  medio  indirecto  que  es  lo  más  sen- 
cillo. ¿Y  cuál  es  este  medio  indirecto?  Todos  confesa- 
mos, señores,  que  es  una  iniquidad  el  consentir  esa 
desigualdad  que  la  Administración  por  negligencia 
establece;  todos  confesamos  que  esa  desigualdad  exis- 
te, y yo,  que  no  trato  de  hacer  aquí  un  discurso,  po- 
dría presentar  datos  de  cualquier  provincia  para  pro- 
bar que  hay  pueblos  que  tienen  una  ocultación  en  un 
sentido,  otros  que  la  tienen  en  otro,  y muchos  que, 
lejos  de  tener  ocultación,  han  declarado  más  de  lo  que 
tienen. 

Esto  es  lo  primero  que  hay  que  remediar,  y esto 
se  remedia  por  el  medio  indirecto  de  una  reclama- 
ción de  agravios  fácil,  expedita  y justa.  Se  dice  que 
hay  plazos  para  entablar  esas  reclamaciones  de  agra- 
vios. Ya  lo  creo  que  los  hay,  pero  esos  plazos  están 
siempre  en  contra  del  contribuyente.  El  contribuyente 
tiene  en  determinados  casos  ocho  dias  para  reclamar, 
quince  dias  para  alzarse  de  las  resoluciones,  etc.,  etc., 
pero  siempre  fijo  el  plazo.  Estos  son  los  plazos  fijos 
improrrogables,  pero  estoy  seguro  de  que  SS.  SS.,  los 
individuos  de  esa  Comisión,  no  me  podrán  citar  un 
solo  caso  en  que  baya  dicho  la  Administración  en  qué 
plazo  ha  de  resolver  un  expediente.  Es  decir,  que  sem- 
piternamente se  reproduce  el  mismo  irritante  perjui- 
cio; el  contribuyente  está  perpétuamente  obligado  i 
dar  cuenta  de  lo  que  tiene,  y la  Administración  no  lo 
está  á dar  cuenta  de  los  errores  que  comete;  el  con- 
tribuyente tiene  plazo  determinado  para  pagar  y la 
Administración  no  tiene  plazo  ninguno  para  resolver 
sus  reclamaciones. 

Aquel  que  tenga  la  desdicha  de  tener  que  reclamar 
de  agravios;  aquel  que  haya  tenido  que  entenderse 
con  la  Administración,  sabrá  todas  las  penas  que  hay 
que  pasar  para  quedarse  casi  siempre  sin  atender  sus 
quejas  y seguir  al  fin  viviendo  con  la  carga  que  in- 
justamente se  le  impone. 

Señores  Diputados,  no  he  tenido  la  pretensión  de 
hacer  un  discurso;  son  estas  unas  cuantas  verdades 
descarnadas,  que  es  como  hay  que  decirlas  para  que 
se  entiendan  bien. 

Y voy  á reasumir,  diciendo  que  la  reclamación 
de  agravio  absoluto,  es  decir,  de  aquel  que  paga  más 
de  lo  que  debe  pagar,  es  tan  justa,  que  no  solo  no  es 
legal,  sino  que  bien  podría  llamarse  inicuo  el  desesti- 
marla. Porque  aún  paso  porque  se  traten  de  distinto 
modo  esas  otras  de  agravio  comparativo:  no  be  que- 
rido ocuparme  de  ellas,  porque  al  fin,  ci  que  no  paga 
más  que  lo  que  la  ley  mambí,  aunque  otro  pagué  tné 
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nos,  puede  conformarse;  pero  aquel  que  paga  más  de 
lo  que  la  ley  le  impone,  al  lado  de  otro  que  paga  mé- 
nos,  es  víctima  de  una  iniquidad  que  hay  que  atajar 
y corregir  decididamente  en  nombre  de  la  justicia  y 
de  la  moralidad  administrativa;  y el  Ministro  que  no 
procure  á toda  costa  atajar  y corregir  esto,  no  será 
un  Ministro  amante  de  su  país.  Yo  sé  bien  que  puede 
tener  sus  dificultades  el  planteamiento  de  esa  re- 
forma, pero  para  las  dificultades  son  los  Ministros, 
que  por  algo  van  á sentarse  en  ese  banco;  para  las 
dificultades  son  las  altas  inteligencias,  que  deben  bus- 
car caminos  para  resolverlas;  y esta  es  una  de  esas 
que  pueden  resolverse  con  buen  deseo.  Porque  ade- 
más, y conste  esta  observación,  hay  una  circunstan- 
cia muy  favorable  para  la  Administración:  la  Admi- 
nistración no  habla  más  que  de  ocultaciones;  dice 
que  todo  el  mundo  oculta,  que  la  mitad  de  la  ri- 
queza está  oculta,  que  ocultan  todos  los  contribuyen- 
tes; pues  claro  está  que  entonces,  las  reclamaciones 
han  de  ser  muy  pocas  y por  consiguiente,  han  de  ser 
poco  difíciles  de  resolver  y bien  ha  de  poder  atender 
d todas.  En  este  sentido,  pues,  es  como  he  presentado 
el  artículo  adicional  que  he  tenido  el  honor  de  apo- 
yar con  estas  ligeras  consideraciones,  y en  este  sen- 
tido volveré  á insistir  tantas  veces  cuantas  tenga 
ocasión,  hasta  lograr  que  se  procure,  hasta  donde  hu- 
manamente sea  posible,  que  ningún  contribuyente, 
por  leal  y por  hombre  do  bien,  venga  d contribuir  á 
las  cargas  del  Estado,  con  más  de  lo  que  la  ley  impone. 

El  Sr.  GONZALEZ  (ü.  Venancio):  Pido  la  palabra. 

EL  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  GONZALEZ  (D.  Venancio):  Ilabia  yo,  se- 
ñores Diputados,  concebido  la  esperanza  al  oir  al  se- 
ñor Botija  discutir  por  segunda  vez,  con  la  misma 
brillantez  que  la  primera,  la  contribución  territorial, 
que  sería  esto  un  trabajo  adelantado  para  cuando  lle- 
guemos en  la  discusión  de  los  presupuestos  á tratar 
de  esta  contribución;  pero  las  últimas  palabras  de  su 
señoría  me  han  quitado  todas  las  ilusiones,  yaque 
S.  S.  casi  confiesa  que  esta  es  una  especie  de  pesadi- 
lla que  le  persigue  á todas  partes,  y que  no  pierde 
ocasión,  siquiera  sea  tan  poco  oportuna  como  la  pre- 
sente, de  volver  sobre  su  tema  y de  tratar  de  los  in- 
convenientes que  tiene  la  contribución  territorial  tal 
como  se  administra.  Sobre  lo  cual,  para  tranquilizar 
á S.  S.,  yo  no  tengo  otra  cosa  que  decirle  sino  que  no 
hay  un  solo  español  que  no  esté  convencido  como  su 
señoría,  de  que  esos  inconvenientes  existen,  y el  pri- 
mer español  que  lo  está  soy  yo,  que  voy  á tener  la 
honra  dé  contestar  á 8.  8.  ¿Cómo  no  hemos  de  dar  im- 
portancia el  Gobierno  y la  Comisión  á todo  lo  que  so 
refiere  al  ingreso  más  principal  de  los  presupuestos, 
ai  que  forma,  digámoslo  así,  el  nervio  de  nuestros  in- 
gresos? ¿Cómo  no  se  la  ha  de  dar  el  Gobierno  y la  Co- 
misión? 

El  Sr.  Botija  se  esforzaba,  no  sé  si  para  excitar 
nuestro  celo  ó para  demostrar  á sus  electores  que  él 
solo  es  quien  piensa  aquí  en  esas  cosas.  Pero  somos 
muchos  los  que  pensamos:  lo  que  hay  es  que  proba- 
blemente vamos  más  derechos  al  fin  los  que  hacemos 
las  cosas  en  su  sazón  y por  los  caminos  rectos,  que 
los  que  poseidos  de  una  pesadilla  como  he  dicho  un- 
ios, y no  lo  lleve  á mal  el  Sr.  Botija,  se  empeñan  en 
hablar  en  todo  momento  de  este  asunto,  y en  que  per- 
damos el  tiempo  en  discutir  una  cosa  que  no  pode- 
mos acordar,  como  nos  acontece  con  el  artículo  adi- 
cional de  8.  S. 


La  contribución  territorial.  ¡Si  la  damos  impor- 
tancia! ¿Pues  no  liemos  de  dársela?  Se  la  damos  in- 
mensa, y tal  vez  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  lia  traído 
este  proyecto,  porque  sin  poner  en  coniacto  á la  Ad- 
ministración con  el  contribuyente,  es  imposible  co- 
menzar á poner  remedio  á los  males  que  lamentaba 
el  Sr.  Botija.  A eso  vamos,  y á eso  va  el  proyecto,  por 
una  razón  sencillísima;  porque  aunque  las  Adminis- 
traciones se  crean  para  todas  las  manifestaciones  de 
la  riqueza,  como  la  riqueza  más  generalizada  en  el 
país  es  la  de  inmuebles,  cultivo  y ganadería,  natu- 
ralmente ha  de  ocupar  mucho  más  á las  administra- 
ciones que  vamos  á crear  que  todas  las  demás. 

Le  damos  toda  la  importancia  que  en  sí  tiene;  no 
desdeñamos  las  advertencias  del  Sr.  Botija,  por  cono- 
cidos que  sean  los  motivos  en  que  están  fundadas:  lo 
que  hay  es  que  estamos  persuadidos  de  que  en  esa 
obra  hay  que  caminar  por  sus  pasos  contados,  por- 
que el  rnal  que  se  ha  hecho,  no  por  la  Administración 
como  S.  S.  cree,  sino  por  el  contribuyente  mismo, 
por  el  caciquismo,  por  la  indolencia  de  los  que  no 
ven  el  araillaramiento  hasta  que  va  el  recaudador  á 
su  casa  á apremiarles  para  que  paguen,  que  de  todos 
es  la  culpa,  no  es  un  mal  que  se  remedia  con  esta  fa- 
cilidad, haciendo  lo  que  el  Sr.  Botija  pretende,  que  en 
resúmen,  estando  como  está  determinado  en  las  leyes 
el  procedimiento  que  ha  de  seguirse  en  las  reclama- 
ciones, no  es  más  ni  menos  que  el  remedio  del  gene- 
ral que  acordaba  tirar  un  segundo  cañonazo  cuando 
no  alcanzaba  el  primero.  Porque  ¿qué  haremos  con 
consignar  en  esta  ley  de  nuevo  lo  que  está  ya  con- 
signado en  otras  disposiciones  legales?  ¿Demostrar 
que  Lodos  tenemos  el  deseo  de  que  la  Administración 
lleve  esos  expedientes  con  la  rapidez  debida?  Pues  yo 
le  digo  á S.  8.  que  es  más  eficaz  para  ese  fin,  que  su 
señoría,  que  es  tan  celoso,  que  es  tan  activo,  persiga 
todos  los  expedientes  do  esa  índole  que  conozca  re- 
trasados, que  usando  de  su  iniciativa  de  Diputado, 
denuncie  cuantos  abusos  de  la  Administración  en- 
cuentre, y que  procuremos  todos  encauzar  esa  buena 
administración,  mejor  que  poner  una  vez  más  en  las 
leyes  lo  que  está  ya  puesto,  el  procedimiento  admi- 
nistrativo que  se  ha  de  seguir  en  esas  reclamaciones. 

El  Sr.  Botija  hablaba  del  catastro,  y suponía  que 
aquí  los  hombres  que  se  ocupan  en  esta  cuestión  es- 
tán pensando  en  no  tocar  á la  contribución  territorial 
hasta  que  se  adquiera  este  dato,  y se  fian  al  catastro 
para  buscar  la  verdad  y la  equidad  en  la  contribución 
territorial»  (El  Sr.  Botija : No,  no:  lo  contrario.)  Su  se- 
ñoría debe  saber,  porque  aquí  se  ha  repetido  muchas 
veces,  que  al  catastro  como  dato  estadístico  no  se  le 
da  más  importancia  que  la  que  debe  dársele,  que  es 
bien  poca  dada  la  rapidez  con  que  se  trasforma  la  ri- 
queza en  nuestro  país.  ¿Qué  importancia  liemos  de  dar 
al  catastro  en  una  época  en  que  la  subida  de  los  vinos 
por  ejemplo,  de  ocho  ó diez  años  á está  parle,  ha  hecho 
que  se  trasforme  el  cultivo  de  infinidad  de  terrenos, 
por  la  iniciativa  particular?  ¿Qué  importancia  se  le  ha 
de  dar  cuando  aquí  se  están  votando  carreteras  dia- 
riamente, y se  hacen  muchas,  aunque  parezca  que  no 
se  hace  más  que  votarlas,  las  cuales  atraviesan  zonas 
determinadas,  que  una  vez  construidas  hacen  cambiar 
el  valor  de  la  propiedad,  cambiando  los  cultivos  por- 
que el  interés  individual  los  cambia  por  la  mayor 
facilidad  de  los  trasportes?  ¿Habríamos  de  estar  espe- 
rando á la  terminación  del  catastro  para  poder  apre- 
ciar la  verdadera  importancia  do  esta  riqueza?  Ni  la 
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espera  el  Gobierno,  ni  la  espera  el  Ministro,  ni  la  es- 
pera la  Comisión.  Y S.  S.  se  convencerá  apenas  esta 
ley  se  plantee,  y el  Ministro  lleve  á efecto  las  reformas 
que  tiene  anunciadas  en  los  presupuestos  respecto  á 
la  revisión  de  las  cartillas  evaluatorias,  de  que  no  se 
va  á esperar  al  catastro  para  remediar  los  males  que 
todos  lamentamos  por  lo  que  hace  á la  contribución 
territorial,  y á la  falta  de  equidad  en  su  distribución. 

Tengo,  por  consiguiente,  que  decir  al  Sr.  Botija 
una  vez  más,  el  sentimiento  con  que  la  Comisión  deja 
de  incluir  ese  artículo  adicional  en  la  ley;  sencilla- 
mente porque  le  considera  hoy  completamente  supér- 
lluo  é ineficaz;  porque  si  alguna  eficacia  podía  tener, 
que  sería  la  de  demostrar  que  el  Parlamento  se  inte- 
resa en  que  la  Administración  despliegue  un  gran 
celo  en  la  resolución  de  los  expedientes  de  reclama- 
ción, ese  objeto  está  conseguido  en  esta  discusión,  en 
la  que  S.  S.  y nosotros  estamos  perfectamente  de 
acuerdo  en  censurar  todo  lo  que  sea  censurable  en  la 
Administración,  no  estando  yo,  sin  embargo,  de  acuer- 
do con  S.  S.  en  que  solo  la  Administración  sea  la  cen- 
surable, porque,  repito,  que  hay  muchos  contribu- 
yentes cuya  conducta  lo  es  también. 

Y dicho  esto,  y como  quiera  que  no  he  de  ahorrar 
al  Cougreso  una  nueva  discusión  cuando  lleguemos 
á tratar  de  la  contribución  territorial,  yo  con  mucho 
sentimiento,  por  no  rivalizar  con  el  Sr.  Botija  en  el 
celo  que  demuestra  por  los  contribuyentes  por  terri- 
torial, voy  á concluir  suplicando  á S.  S.  que  retire  el 
artículo,  que  nos  ahorre  una  votación  y que  esté  se- 
guro completamente  de  que  el  actual  Gobierno,  como 
los  anteriores  y como  todos,  persigue  en  esa  contri- 
bución, como  en  todas  las  demás  el  ideal  de  llegar  á 
realizarla  con  la  mayor  equidad  posible  y con  los  ma- 
yores rendimientos  posibles,  con  la  diferencia  en  la 
territorial  de  que,  como  ya  dije  el  otro  dia,  ha  de  pa- 
sar mucho  tiempo  sin  que  ningún  Ministro  piense  en 
la  alteración  del  cupo,  y sin  que  pretenda  otra  cosa 
más  que  la  alteración  de  ios  tipos  de  imposición  á fin 
de  mejorarlos. 

Y á propósito  de  esto,  no  quiero  entrar,  porque 
me  dejaria  arrastrar  por  las  seductoras  observaciones 
del  Sr.  Botija,  en  una  discusión  sobre  la  contribución 
de  cupo  ó sobre  la  contribución  de  cuota.  Es  esta  una 
materia  demasiado  compleja  para  Lratada  incidental- 
mentc  y con  ocasión  de  una  ley  en  que  no  se  ventilan 
esas  cuestiones;  pero  yo  tendré  mucho  gusto  en  de- 
batirla con  S.  S.,  aunque  no  pertenezco  á la  Comisión 
de  presupuestos,  en  cualquiera  ocasión  que  S.  S.  es- 
time conveniente.  Hoy  no  sería  práctico,  ni  es  posible, 
ni  es  lógico,  y á todo  el  mundo  pareceria  un  contra- 
sentido que  declaráramos  que  la  contribución  terri- 
torial iba  á cambiar  de  naturaleza  en  virtud  de  un 
artículo  de  esta  ley. 

Suplico,  pues,  á S.  S.  que  retire  el  artículo. 

El  Sr.  BOTIJA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S.  para  rectificar. 

El  Sr.  BOTIJA:  Siempre  he  creido  que,  si  desde 
las  profundidades  de  la  pequenez;  sería  de  mal  gusto 
hablar  con  pedantería,  desde  las  alturas  de  la  gran- 
deza tampoco  me  parece  á mi  que  es  lo  mejor  dar  á 
las  palabras  cierto  carácter  así  como  de  imposición 
y de  auloridad  en  quien  tanta  tiene,  como  S.  S.,  y 
para  mí  principalmente,  no  necesita  hacer  manifes- 
cion  de  ella. 

Su  señoría  ha  dicho  una  cosa  que  yo  siento;  ha 


dicho  que  yo  hablaría  para  mis  electores.  Yo  no  sé 
para  quien  hablo;  pero  principalmente  hablo  para  mis 
electores,  para  esos  desdichados  electores  entre  los 
cuales  hay  algunos  que  cuando  yo  voy  á pedirles  la 
renta,  me  dicen  que  no  me  la  pueden  dar  porque  se 
la  ha  embargado  hasta  en  el  campo  mismo  el  recau- 
dador de  la  contribución.  En  este  sentido  hablo  para 
mis  electores;  pero  parecía  que  S.  S.,  al  decir  que  ha- 
blarla para  inis  electores,  daba  á entender  que  lo  ha- 
cía, y perdóneme  S,  S.  que  se  lo  diga,  para  que  se 
fijaran  en  estas  ó en  otras  cosas;  y yo  debo  decir  á 
S.  S.  que  me  han  dado  ya  tantas  pruebas  de  afecto, 
antes  de  levantar  aquí  mi  voz  en  su  defensa,  que  casi, 
casi,  no  necesito  hacer  más  méritos  para  ellos.  En 
este  sentido  no  hablo  para  mis  electores;  en  el  otro 
sentido,  sí,  porque  desgraciadamente  he  visto  más  de 
una  vez  al  recaudador  de  contribucioues  embargarles 
hasta  la  ropa  de  la  cama. 

Por  lo  demás,  yo  lo  que  puedo  asegurar  al  señor 
presidente  de  la  Comisión  que  me  ha  hecho  el  honor 
de  contestarme  tan  benévolamente,  salvo  esta  indica- 
ción que  confieso,  que  por  el  sentido  que  pudiera 
darse,  me  ha  molestado  algo;  yo  lo  que  puedo  ase- 
gurar á S.  S.  es  que  todo  aquel  que  no  se  queja  como 
yo,  es  que  siente  poco  el  recargo  de  este  impuesto,  y 
que  no  sufre  las  consecuencias  del  completo  aban- 
dono en  que  al  contribuyente  se  tiene;  celebrando, 
sin  embargo,  que,  después  de  todo,  estemos  confor- 
mes S.  S.  y yo,  puesto  que  S.  S.  ha  dicho  que  no  hay 
español  que  no  piense  de  la  misma  manera.  Yo  me 
alegro,  porque  eso  excitará  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda 
á emplear  todas  sus  fuerzas,  que  no  son  pequeñas, 
eu  mejorar  esta  situación. 

Por  otra  parte,  yo  me  atrevería  á decir  al  señor 
I).  Venancio  González  que  si  la  deferencia  que  me 
gusta  guardar  á todo  el  mundo  ine  hacía  decir  que 
admitía  que  pudiera  ser  más  ó ménos  oportuno  el 
momento  de  ocuparnos  de  esto,  al  decirme  que  es 
completamente  inoportuno  tengo  que  manifestar  que 
no  sería  cosa  muy  difícil  demostrar  la  oportunidad 
del  momento  actual,  al  tratar  de  las  Administraciones 
subalternas,  para  ocuparse  detenida  y ámpliameutc 
de  todo  lo  que  se  refiere  á la  administración  y al  im- 
puesto. 

En  lo  relativo  al  catastro,  no  me  entendió  S.  S.,  ó 
yo  me  expresé  mal,  cosa  que  siempre  sucede  cuando 
se  desea  abreviar,  porque  hablar  claro  y concreto  solo 
es  dado  á inteligencias  superiores.  Yo  sostenía  la  té- 
sis,  que  la  Comisión  y el  Sr.  Ministro  sostienen,  de 
que  si  aquí  esperáramos  á la  realización  de  una  cosa 
que  se  llamara  catastro  para  la  repartición  equitativa 
de  los  impuesLos,  medrados  estaríamos. 

He  dicho  lo  contrario;  que  porque  esos  trabajos  no 
pueden  practicarse,  es  preciso  adoptar  un  medio  in- 
directo y poco  costoso,  como  sería  el  que  yo  propon- 
go, completado  por  otras  medidas  que  plantearía  la 
Administración. 

Termino  diciendo  al  señor  presidente  de  la  Comi- 
sión que,  en  efecto,  este  asunto  es  mi  pesadilla,  por- 
que creo  que  sobre  mi  provincia  pesa  constantemen- 
te (y  á mí  me  toca  mi  parte),  y pesa  con  pesada  pe- 
sadumbre. 

El  Sr.  GONZALEZ  (l).  Venancio):  Pido  la  palabra 
para  rectificar. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  GONZALEZ  (D.  Venancio):  Si  no  tuviera 
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el  deber  ele  decir  al  8r.  Botija  que  ha  dado  lina  inter- 
pretación equivocada  á una  de  mis  frases,  no  haría 
uso  de  la  palabra. 

Yo  no  he  pretendido  mortificar  al  Sr.  Botija  al 
decir  que  si  S.  S.  se  proponía  tan  solo  hacer  ante  sus 
electores  un  alarde  de  gran  celo  en  esta  materia,  celo 
que  todo  español  siente  dentro  de  sí,  no  comprendía 
la  razón  de  que  insistiera  en  lo  que  habia  manifesta- 
do, y en  esto  no  hay  nada  ofensivo  para  S.  S.,  sino 
todo  lo  contrario;  porque  no  encuentro  tarea  más  plau- 
sible en  los  Sres.  Diputados  que  la  que  consiste  en 
velar  por  los  intereses  de  sus  electores  cuando  los  Di- 
putados creen  que  deben  velar  por  ellos.  Ahora  bien; 
cada  uno  tiene  su  modo  de  ver  las  cosas  respecto  de 
cuál  es  la  mejor  manera  de  atender  á esos  intereses; 
y en  esto  es  en  lo  que  diferíamos  el  Sr.  Botija  y yo. 

Por  lo  demás,  crea  el  Sr.  Botija  que  á los  que 
aprovechan  todos  los  momentos  para  hablar  de  esta 
cuestión  como  á los  que  no  aprovechan  sino  las  opor- 
tunidades, les  atormenta  del  mismo  modo  el  peso  de 
los  impuestos  cuando  los  impuestos  son  excesivos,  y 
que  el  silencio  de  algunos  contribuyentes,  entre  los 
cuales  yo  me  cuento,  no  significa  que  están  satisfe- 
chos; significa  que  están  resignados  y deseosos  de  lle- 
gar al  remedio  por  los  caminos  más  cortos  y más 
oportunos. 

El  Sr.  BOTIJA:  Pido  la  palabra  para  rectificar. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  BOTUA:  Doy  muchísimas  gracias  al  se- 
ñor 1).  Venancio  González  por  las  indicaciones  que  ha 
tenido  la  bondad  de  hacer,  y comprendiendo  también, 
pues  no  dejo  de  comprenderlo,  que  reformas  como  la 
de  esa  enmienda  no  se  improvisan,  sino  que  necesi- 
tan tiempo  para  que  puedan  plantearse,  retiro  el  ar- 
tículo adicional. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Queda 
retirado. 

Hay  otro  artículo  adicional  del  Sr.  Fiol,  que  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
someter  á la  aprobación  del  Congreso  el  siguiente  ar- 
tículo adicional  al  proyecto  de  ley  sobre  creación  de 
Administraciones  subalternas  de  Hacienda. 

«Artículo  adicional.  Ix)  dispuesto  en  el  art.  8.°  no 
se  refiere  á los  archipiélagos  de  Baleares  y Canarias, 
respecto  á los  cuales  continuarán  rigiendo  las  dispo- 
siciones vigentes.» 

Palacio  del  Congreso  27  de  Abril  de  l887.=Joa- 
quin  Fiol.=Rafael  Prieto  y Caules.=Miguel  Villalba 
Hervás.=Antouio  Maura.— Antonio  Domínguez  Al- 
fonso.=El  Conde  de  Sallcnt.=Juan  García  del  Cas- 
tillo.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
Comisión  tiene  la  palabra  para  decir  si  acepta  ó no  la 
enmienda. 

El  Sr.  LOPEZ  Y RODRIGUEZ:  La  Comisión  no 
tiene  inconveniente  en  aceptar  el  artículo  que  se  ha 
leído. 

El  Sr.  FIOL:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  FIOL:  Como  uno  de  los  firmantes  de  la 
enmienda  que  acaba  de  leerse  y eu  nombre  de  los 
que  la  suscriben,  doy  gracias  á la  Comisión  por  ha- 
berse dignado  admitirla. 

EISr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz Capdepon):  Abre- 
se discusión  sobre  este  artículo.» 


No  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  la 
palabra  en  contra,  se  puso  á votación  y fué  aprobado. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Dis- 
cusión sobre  las  disposiciones  transitorias.» 

Sin  debate  se  aprueban  la  1.a.  2.a,  3.a  y 4.a,  en  esta 
forma: 

«1.a  Los  preceptos  coutenidos  en  esta  ley  comen- 
zarán á regir  desde  l.°  de  Julio  de  1887. 

2. a  Los  repartimientos  de  la  contribución  de  in- 
muebles, cultivo  y ganadería,  matrículas  de  la  indus- 
trial y de  comercio,  y padrones  de  cédulas  persona- 
les para  el  ano  1887-88,  serán  formados,  para  dicho 
ejercicio,  por  los  Ayuntamientos,  que,  por  virtud  de 
esta  ley,  quedan  relevados  para  lo  sucesivo  de  dichos 
servicios. 

3. a  Los  Ayuntamientos  de  cabeza  de  distrito  ad- 
ministrativo, y los  de  los  pueblos  de  igual  ó mayor 
vecindario,  dentro  del  mismo,  en  que  (3l  Gobierno  lo 
disponga,  harán  entrega  A las  Administraciones  de 
partido,  mediante  inventario,  antes  del  31  de  Julio  de 
1887,  de  los  amillaramientos  y sus  apéndices,  regis- 
tros, libros,  padrones  y matrículas  y demás  docu- 
mentos relativos  á las  expresadas  contribuciones  é 
impuestos. 

4. a  Los  registradores  de  la  propiedad  harán  en- 
trega el  30  de  Junio  próximo  á las  Administraciones 
de  partido  de  todos  los  libros  y documentos  relativos 
á la  liquidación  y recaudación  del  impuesto  de  dere- 
chos reales  y trasmisión  de  bienes,  con  las  formali- 
dades prevenidas  en  la  Re¿U  órden  de  16  de  Marzo 
de  1886.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Hay  una 
disposición  transitoria  que  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  la  siguiente  adición  al  proyecto  de  ley  sobre 
Administraciones  subalternas  de  Hacienda. 

«Disposición  transitoria.  Se  concede  derecho  prefe- 
rente para  ser  nombrados  administradores  de  partido 
á los  que  habiendo  sido  aprobados  en  las  oposiciones 
verificadas  con  anterioridad  á la  publicación  de  esta 
ley  para  el  ingreso  en  el  Cuerpo  oficial  de  abogados 
del  Estado,  no  hayan,  sin  embargo,  obtenido  plaza  en 
ésta  por  falta  de  vacante.» 

Palacio  del  Congreso  27  de  Abril  de  188  7.  = An- 
tonio Barroso ’y  Castillo.  = Joaquín  Muñoz  Chaves. 
Rafael  Fernandez  de  Soria.  = Augusto  Mosquera.= 
Manuel  Grande  de  Vargas.=Francisco  Ansaldo.=Pe- 
gerto  Pardo  Balmonte.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  lia 
Comisión  tiene  la  palabra  para  manifestar  si  admite 
ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  GONZALEZ  (D.  Venancio):  La  Comisión 
encuentra  aceptable  el  espíritu  de  la  enmienda,  pero 
no  su  redacción.  Si  el  Sr.  Barroso  no  tiene  inconve- 
niente en  que  la  enmienda,  ó mejor  dicho,  la  disposi- 
ción transitoria,  se  entienda  en  el  sentido  de  que  los 
comprendidos  en  ella  sean  equiparados,  en  derecho 
de  preferencia,  á los  comprendidos  en  el  art.  4.°  de  la 
ley,  ya  votado,  la  Comisión  admite  en  esta  forma  la 
enmienda  y redactará  el  artícnlo  con  esa  adición;  en 
otro  caso,  tendrá  el  sentimiento  de  no  poder  admitirla. 

El  Sr.  BARROSO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  BARROSO:  Empiezo  por  dar  las  gracias  á 
mi  respetable  amigo  el  Sr.  González  y á los  demás 
dignos  individuos  de  la  Comisión  por  el  ofrecimiento 
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que  me  hacen  de  admitir  esta  disposición  transitoria 
si  se  modifica  la  forma  como  está  redactada.  No  creo 
que  con  esta  modificación  se  altera  el  principio  esen- 
cial en  que  me  lie  inspirado  para  presentar  la  en- 
mienda, que  no  ha  sido  otro  que  obtener  un  lugar 
distinguido  entre  los  que  tienen  derecho  preferente 
según  esta  ley  para  el  desempeño  del  cargo  de  admi- 
nistrador de  partido  para  los  que  aprobaron  sus  ejer- 
cicios en  las  oposiciones  verificadas  hasta  la  fecha 
para  el  ingreso  en  el  Cuerpo  oficial  de  abogados  del 
Estado. 

Hecha  esta  salvedad,  puesto  que  se  reconoce  el 
principio  que  quería  hacer  constar  (El  Sr.  Ministro  de 
Hacienda : Siempre  tuve  el  propósito  de  utilizar  los 
servicios  de  esos  opositores),  y toda  vez  que  el  señor 
Ministro  añade  esta  importante  declaración,  acepto 
con  mucho  gusto  que  se  rectifique  la  forma  en  que 
se  háhia  redactado  la  disposición  transitoria  de  que 
se  trata,  y repito  las  gracias  á la  Comisión  por  la 
bondad  que  ha  tenido  en  admitirla. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  La  dis- 
posición que  pasa  á ser  5.'\  redactada  nuevamente, 
dice  así: 

«Se  concede  derecho  preferente  para  ser  nombra- 
dos administradores  de  partido,  en  concurrencia  con 
aquellos  A quienes  se  concede  igual  derecho  en  el 
art.  4.°  de  esta  ley,  á los  que  habiendo  sido  aproba- 
dos en  las  oposiciones  verificadas  con  anterioridad  á 
la  publicación  de  la  misma  para  el  ingreso  en  el 
cuerpo  oficial  de  abogados  del  Estado,  no  hayan,  sin 
embargo,  obtenido  plaza  en  ésta  por  falta  de  vacante.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Rniz  Gapdepon):  Abre- 
se debate  sobre  esta  disposición.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación,  y fué  aprobada. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Hay  una 
adición  del  Sr.  Pando,  que  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
someter  á la  deliberación  y aprobación  deL  Congreso 
la  siguiente  adición  A las  disposiciones  transitorias 
del  dicfcámen  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  crea- 
ción de  Administraciones  subalternas  de  Hacienda: 
«6.a  Se  respetan  los  derechos  y ventajas  que  con- 
cede á las  clases  de  tropa  del  ejército  la  ley  de  10  de 
Julio  de  1885,  entendiéndose  subsistente  cuanto  pre- 
viene el  art.  12  de  la  misma,  mientras  no  se  modifi- 
que legalmente.» 

Palacio  del  Congreso  25  de  Febrero  de  1887.== 
Luis  Manuel  de  Pando.— José  de  Reyna.=José  Sanz. 
Gaspar  Salcedo.=Federico  Ochando.=Crescente  Car- 
cía  San  M i guel . =Man uel  Armiñan.» 

No  hallándose  presente  el  autor  ni  los  señores  que 
la  suscribían,  dióse  segunda  lectura  de  la  misma,  y 
hecha  la  pregunta  de  si  se  lomaba  en  consideración, 
el  acuerdo  del  Congreso  fué  negativo. 

Leída  la  disposición  5.a  del  dictamen,  ahora  6.a,  y 
no  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra,  se 
puso  á votación,  y fué  aprobada  en  esta  forma: 

6. 11  El  Ministi'O  de  Hacienda  modificará  el  regla- 
mento orgánico  déla  administración  provincial  de  14 
de  Enero  de  1886  y las  demás  disposiciones  de  ca- 
rácter reglamentario,  para  ponerlos  en  armonía  con 
las  disposiciones  de  la  presente  ley.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  El  pro- 
yecto de  ley  pasará  á la  Comisión  de  corrección  de 
estilo. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdopon):  Con- 
tinúa la  discusión  sobre  el  proyecto  de  ley  estable- 
ciendo el  juicio  por  jurados  para  determinados  delitos. 
(Véase  el  Apéndice  primero  al  Diario  núm.  42 , sesión 
de  10  de  Marzo  último;  Diario  núm.  73 , sesión  del  2i 
de  Abril;  Diario  núm.  74 , sesión  del  22  de  ídem;  Diario 
núm.  75,  sesión  del  23  de  ídem;  Diario  núm.  76,  sesión 
del  25  ele  ídem;  Diario  núm.  77,  sesión  del  26  de  iderm 
Diario  núm.  78,  sesión  del  27  de  idem;  Diario  num.  70 
sesión  del  28  de  idem;  Diario  núm.  80,  sesión  de  30  de 
idem,  y Diario  núm.  SI,  sesión  del  3 de  Mayo.) 

Sigue  la  discusión  de  la  enmienda  del  Sr.  Danviia 
al  art.  l.° 

El  Sr.  García  Gómez  de  la  Serna  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  GARCIA  GOMEZ  DE  LASERNA:  Señores,' 
con  el  mismo  respetuoso  temor  que  me  he  levantado 
siempre  en  mi  ya  no  corta  vida  parlamentaria,  nie 
levanto  ahora,  Sres.  Diputados,  y como  siempre  en 
cumplimiento  de  una  Obligación;  que  solo  de  esta  ma- 
nera y por  este  motivo  me  atrevo  yo  á molestar  la 
atención  del  Congreso. 

Deberes  políticos  me  han  traído  á este  banco,  lia 
llegado  mi  cuarto  de  vigilante,  y aquí  me  tenéis  dis- 
puesto á cumplir  mi  deber,  pero  procurando  moles- 
taros el  menor  tiempo  posible. 

Difícilmente  podrá  levantarse  un  Diputado  en  esta 
Cámara  en  una  situación  más  desairada  que  aquella 
en  que  yo  me  encuentro,  teniendo  que  contestar  al 
magnífico  y elocuente  discurso  que  pronunció  en  la 
tarde  de  ayer  mi  digno  y querido  amigo  el  Sr.  Dan- 
vila,  y que  ayer  mismo  fué  contestado  en  su  parle 
. más  esencial  por  la  elocuente  palabra  del  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia.  Todavía  si  mi  particular  amigo 
el  Sr.  Danviia  se  hubiera  limitado  á defender  su  en- 
mienda, mi  posición  sería  ménos  difícil,  porque  con 
brevísimas  palabras  y de  una  manera  sencilla,  podría 
contestarle;  pero  S.  S.  pronunció  un  discurso  de  fun- 
damental oposición  al  proyecto  que  se  discute;  pro- 
nunció un  discurso  de  esos  que  en  lenguaje  parla- 
mentario llamamos  discursos  de  totalidad;  y dicho  se 
está  que  salido  de  labios  de  S.  S.  habia  de  ser,  como 
lo  fué,  erudito,  profundo  y elocuente;  no  otra  cosa  po- 
díamos esperar  los  que  hace  ya  tiempo  que  reconoce- 
mos á S.  S.  como  uno  de  los  primeros  oradores  par- 
lamentarios. Es  el  sexto  discurso  de  esta  naturaleza 
que  se  pronuncia  en  este  debate,  y si  las  condiciones 
de  ciencia  y de  galanura  de  palabra  que  adornaron  el 
discurso  del  Sr.  Danviia  pudieron  apenas  conquistar 
ayer  la  atención  de  los  Sres.  Diputados,  ¿qué  ha  de 
suceder  hoy  A mí  que  carezco  de  todas  esas  cuali- 
dades que  tan  en  alto  grado  posee  mi  amigo  el  señor 
Danviia? 

Comenzó  el  Sr.  Danviia  su  elocuentísimo  discurso 
de  la  misma  manera  que  empezaba  el  suyo  el  señor 
Silvcla,  é hizo  S.  S.  una  aseveración  que  al  principio, 
al  medio  ó al  fin  de  sus  discursos  han  venido  ha- 
ciendo todos  los  señores  de  la  minoría  conservadora 
que  se  han  levantado  á discutir  el  proyecto.  Decía 
el  Sr.  Danviia:  «Veo  á esa  Comisión  que  se  levanta  á 
defender  el  proyecto  por  mero  compromiso;  y allá, 
más  adentro,  veo  la  democracia  jurídica  española 
sonriente,  veo  la  justicia  llorosa  y amedrentada,  veo 
los  principios  del  órden  social  que  se  balancean.» 

Yo  no  veia  nada  de  eso:  esas  son  ilusiones  que  se 
forja  en  su  imaginación  mi  buen  amigo  el  Sr.  Danviia, 
porque  en  esta  Comisión  nadie  se  levanta  á defender 
por  compromiso  este  proyecto  de  ley,  con  el  cual  está 
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de  lodo  punto  conforme  y resueltamente  decidida  á 
defender,  ni  veo  esa  sonrisa  de  la  que  S.  S.  llama  de- 
mocracia jurídica  española,  ni  veo  ese  llanto  de  la 
justicia,  y mucho  ménos  veo  que  haya  ningún  prin- 
cipio del  orden  social  que  pueda  abrigar  temor  algu- 
no; pero  tal  es  el  empeño  de  los  señores  que  compo- 
nen la  minoría  conservadora,  que  acabarán  por  hacer 
dudar  a alguien,  y es  preciso  dejar  bien  sentado  ese 
error  gravísimo  de  SS.  SS. 

Otros  oradores  han  dicho:  tan  cierto  es  que  traéis 
la  institución  del  Jurado  por  compromiso,  que  el  mis- 
mo Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  lo  ha  confesado; 
y ayer  añadía  el  Sr.  Danvila  que  no  solo  lo  había  con- 
fesado el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  sino  tam- 
bién mi  querido  amigo  el  Sr.  García  Alix.  Señores, 
¿qué  lia  dicho  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia? 
Todo  lo  contrario.  ¿Qué  ha  dicho  el  Sr.  García  Alix 
sobre  ese  punto?  Absolutamente  nada.  ¿De  dónde, 
pues,  puede  deducirse  que  venimos  ¿ defender  el  pro- 
yecto por  puro  compromiso?  Pues  qué,  ¿el  Sr.  Minis- 
tro de  Gracia  y Justicia  no  dijo  terminantemente  que 
al  reunirse  en  una  sola  agrupación  el  partido  consti- 
tucional, los  centralistas  y hombres  importantes  civi- 
les y militares  desprendidos  del  partido  conservador, 
habían  estos  últimos  aceptado  la  institución  del  Ju- 
rado á condición  de  que  el  partido  constitucional 
aceptara  como  ley  común  la  Constitución  existente? 

Pues  si  desde  entonces  la  agrupación  íusionista 
aceptaba  por  todas  sus  fracciones  como  principio  de 
su  bandera  el  Jurado,  ¿qué  necesidad  tenía  de  venir 
á presentarlo  aquí  como  obligación  impuesta  por  los 
individuos  de  la  fracción  democrática,  que  con  honra 
suya  y nuestra,  con  contentamiento  de  todos  y con 
gran  ventaja  para  el  poís  y para  las  instituciones, 
ocupan  un  dignísimo  y merecido  lugar  en  la  situa- 
ción presente?  Así  es  que  cuando  habló  el  Sr.  Minis- 
tro de  sus  conferencias  con  el  Sr.  Montero  ltios,  dijo 
claramente  que  no  habia  sido  necesario  hacer  men- 
ción del  Jurado,  porque  estando  todos  conformes  con 
él,  no  habia  para  que  discutir.  ¿El  Sr.  García  Alix  qué 
dijo  que  pudiera  motivar  la  imputación  que  le  hacía 
el  Sr.  Danvila,  de  que  también  habia  convenido  que 
traemos  la  institución  del  Jurado  por  compromiso? 
Yo  no  le  oí  en  su  discurso  nada  que  pudiera  referirse 
á esta  cuestión,  y si  pudo  S.  S.  sacar  esa  consecuen- 
cia cuando  disculpando  la  ausencia  del  Sr.  Montero 
Ríos  en  esta  discusión,  y decía  que  aquí  estábamos 
nosotros  para  defender  el  proyecto , esa  no  es  razón, 
con  tanto  mayor  motivo  si  se  tiene  en  cuenta  que  el 
Sr.  García  Alix  dijo  que  cuando  el  Sr.  Montero  Ríos 
fué  á la  Comisión  á hacer  sus  observaciones,  empezó 
diciendo  que  las  hacía  para  ver  si  nos  parecía  que  se 
debían  tomar  en  cuenta,  pero  que  esLaba  resuelto  á 
votar  el  proyecto  del  Gobierno  y el  dictámen  tal  como 
lo  presentara  la  Comisión  de  acuerdo  con  el  Gobierno. 

Pero,  señores,  hay  ciertas  cosas  que  son  imposi- 
bles,  y esta  es  una  de  ellas.  Para  decir  que  nosotros, 
que  esta  mayoría  trae  por  compromiso  á la  delibera- 
ción del  Congreso  la  institución  del  Jurado,  es  me- 
nester desconocer  por  completo  la  historia  contempo- 
ránea, que  cabalmente  ayer  mismo  el  Sr.  Danvila  nos 
referia  con  una  grandísima  exactitud,  aunque  quizás 
haciendo  alguna  omisión  que  será  conveniente  agre- 
gar. ¿No  decia  el  Sr.  Danvila  que  en  el  año  1808  los 
liberales  españoles  empezaron  á hablar  de  la  necesidad 
de  separar  los  jueces  de  hecho  de  los  jueces  de  dere- 
cho? ¿No  decía  que  en  el  año  1820  tomó  ya  forma  este 


| pensamiento,  y que  en  la  ley  de  1821  se  estableció  el 
I juicio  oral  y público?  Pues  yo  agregaré  á S.  S.  que 
en  ese  mismo  año  de  1820,  hablándose  del  Jurado,  y 
esto  lo  sabe  S.  S.  mejor  que  yo,  y pensando  estable- 
cerlo como  adicional  á la  ley  de  imprenta,  se  presentó 
una  proposición  que  pasó  á la  Comisión  de  codifica- 
ción, á cuya  Comisión  pertenecía  el  Sr.  I).  Francisco 
Martínez  de  la  Rosa,  el  patriarca  del  partido  mode- 
rado, origen  del  partido  conservador  español. 

El  Sr.  D.  Francisco  Martínez  de  la  Rosa,  á quien 
en  sus  últimos  dias  tuve  el  gusto  y el  honor  de  cono- 
cer y tratar,  y á quien  he  debido  altas  consideracio- 
nes, sentado  en  aquel  sitial  y yo  en  el  sillón  de  su 
derecha,  y cuya  autoridad  no  recusarán  los  conser- 
vadores, en  el  dictámen  que  firmaba  con  otros  señores 
Diputados  en  aquel  entonces,  decia:  «que  era  teorema 
fundamental  en  las  Naciones  cultas,  que  el  Jurado  es 
la  égida  de  las  libertades  individuales.»  Si  el  Sr.  Mar- 
tínez de  la  Rosa  hubiera  estado  ahora  en  aquel  sitial, 
¡ójala!  y hubiera  podido  presenciar  de  cualquiera  ma- 
nera esta  discusión,  y hubiera  oido  los  discursos  de 
los  señores  conservadores,  estoy  bien  seguro  de  que 
le  hubieran  extrañado  grandemente. 

Después  habló  S.  S.  de  la  Constitución  de  1837, 
más  especialmente  de  la  de  1845,  luego  de  la  de  1869, 
que  lo  ofrecían,  y por  último,  el  año  1871  se  estable- 
ció el  Jurado.  Pues  si  esta  institución  venía  en  los 
pliegues  de  la  bandera  del  partido  liberal  español 
hace  ya  más  de  setenta  años,  ¿qué  tiene  de  particular 
que  la  presentemos  nosotros  ahora?  Este  es  un  argu- 
mento de  tal  naturaleza,  que  debe  llevar  el  completo 
convencimiento  de  que  nosotros  no  venimos  aquí  por 
compromiso  á traer  el  Jurado;  venimos  por  nuestra 
espontánea  y libre  voluntad  á traer  el  proyecto  de  ley 
puesto  á vuestra  deliberación.  El  Sr.  Danvila,  como 
está  tan  acostumbrado  á estas  lides,  con  ese  espíritu 
ordenado  y sintético  que  le  distingue,  después  de  esto 
que  le  sirvió  de  introducción,  nos  manifestó  las  dos 
proposiciones  que  iban  á ser  la  liase  de  su  discurso, 
y dijo:  yo  voy  á probar  que,  dada  la  situación  de  la 
administración  de  justicia  en  España,  la  institución 
del  Jurado  no  es  conveniente;  y en  segundo  lugar, 
que  el  estado  político  y social  de  España  rechaza  la 
institución  del  Jurado.  Estas  fueron  las  dos  proposi- 
ciones que  S.  S.  indicó  como  base  de  su  discurso,  y 
que  se  propuso  probar  en  la  tarde  de  ayer. 

Dijo  después  de  exponerlas  que  no  molestaría  á la 
Cámara  con  citas  leyendo  opiniones  ni  de  estadistas, 
ni  de  revistas,  ni  de  ningún  escritor,  é hizo  muy  bien 
S.  S.,  porque  la  Cámara  está  cansada  de  oir  esa  clase 
de  lecturas  que  no  conducen  á nada,  porque  para  todo 
hay  textos,  y en  esta  cuestión  doblemente  más;  y tam- 
bién por  la  consideración  de  que  basta  .leer  un  libro 
recientemente  publicado  en  que  se  ponen  retazos  de 
opiniones  en  pró  y en  contra;  y solo  con  leer  ese  libro 
se  pueden  traer  toda  clase  de  citas  sobre  esta  cues- 
tión, si  no  tuviéramos  ya  las  que  se  han  hecho  en  la 
discusión  anterior  del  Senado. 

Por  manera  que  hizo  perfectamente  S.  S.;  pero  en 
medio  de  esto  y en  el  desenvolvimiento  de  su  discur- 
so, tuvo  por  conveniente  hacer  tres  citas,  una  de  gran 
autoridad,  otra  de  ninguna,  que  se  referia  al  humilde 
Diputado  que  os  dirige  la  palabra,  y otra  que  yo  qui- 
siera que  no  se  hubiera  podido  traer,  no  digo  solo  á 
la  consideración  de  la  Cámara,  pero  ni  á la  conside- 
ración de  ningún  español.  Voy  á empezar  por  la  mía, 
porque  es  la  más  insignificante,  y porque,  quizá  crevó 
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B.  S.  molestarme  en  ella,  haciéndome  parecer  algún 
tanto  inconsecuente  con  mis  anteriores  opiniones. 
Cuando  uno  es  viejo  y ha  hablado  bastante,  es  muy 
difícil  aquilatar  lo  que  ha  dicho;  pero  á mí,  que  digo 
siempre  lo  que  siento,  y á mí  que  siento  siempre  df3 
la  misma  manera,  difícil  es  que  me  cojan  en  contra- 
dicción. 

Dos  veces  tuvo  el  Sr.  Danvila  la  bondad  de  alu- 
dir á mis  palabras  anteriores:  una  fué  para  confirmar 
la  aseveración  que  sentaba  de  que  el  juicio  oral  no 
necesitaba  para  su  establecimiento  y sostenimiento 
del  Jurado,  mientras  que  el  Jurado  necesitaba  del 
juicio  oral  para  su  desenvolvimiento  y sustanciacion. 
Sí,  es  verdad  que  lo  dijo  y lo  sostengo,  y no  es  meues- 
ter  probarlo,  porque  es  una  cosa  obvia  que  el  juicio 
oral  puede  existir  sin  el  Jurado,  mientras  que  el  Ju- 
rado no  puede  existir  sin  el  juicio  oral,  porque  no  hay 
otra  forma  de  que  el  juez  de  bocho  pueda  dar  su  opi- 
nión sobre  el  hecho  que  se  le  denuncia. 

Otra  es  un  poco  más  grave:  desde  este  mismo 
banco,  sosteniendo  la  enmienda  que  el  que  hoy  es 
dignamente  Ministro  de  Gracia  y Justicia  había  pre- 
sentado sobre  las  bases  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial;  desde  este?  banco  contendiendo  con  un  ilus- 
tre amigo  mió  particular  que  pertenece  á Infracción 
republicana  que  se  conoce  con  el  nombre  do  posibi- 
lita, contendiendo  cou  este  Sr.  Diputado,  que  como 
es  natural  y propio  de  sus  ideas,  nos  pedia  y exigía 
el  planteamiento  del  Jurado  inmediatamente,  sin  es- 
perar á nada,  le  decia  yo:  no,  es  imposible  eso,  es  me- 
nester preparación,  y esa  es  la  preparación  que  os 
traemos;  y como  insistiera  y dijese  que  las  corrientes 
de  la  opinión  eran  irresistibles,  se  imponían  y no  ha 
bia  más  remedio  que  hacerlo,  decia  yo:  «Pero  cuá- 
les son  esas  corrientes  de  la  opinión?  ¿Son  las  co- 
rrientes de  la  Opinión  ilustrada?  Pues  esa  dehe  espe- 
rar y sabe  esperar  á que  las  cosas  se  planteen  como 
deben  plantearse.  ¿Pero  es  la  corriente  de  opinión  de 
las  clases  poco  ilustradas?  Pues  esa  no  ha  llegado  aún 
á ese  estado  que  se  pretende;  no  se  ha  infiltrado  el 
espíritu  favorable  al  Jurado  todavía  en  las  capas  ín- 
fimas de  la  sociedad.»  Pues  hoy  digo  más:  en  el  tras- 
curso de  cinco  años,  que  en  la  época  del  vapor  y de 
la  electricidad  supone  el  adelanto  de  medio  siglo  en 
otra  época,  esa  opinión  ilustrada  se  ha  engrandecido, 
y está  ya  en  mi  pobre  juicio  en  situación  de  venir  á 
probarla  conveniencia  del  Jurado.  Pero,  señores,  ¿des- 
de cuándo,  en  qué  país  se  ha  esperado  á que  las  ideas 
desciendan  hasta  los  últimos  extremos,  y no  ha  sido 
bastante  para  implantarlas  que  estén  eu  ellas  satu- 
radas las  clases  ilustradas  de  la  sociedad?  Entonces 
¿dónde  íbamos  á parar?  No  se  hubieran  implantado 
nunca. 

Si  gobernar,  como  yo  entiendo,  es  dirigir  impo- 
niendo, y en  esto  estará  conforme  conmigo  mi  amigo 
el  Sr.  Danvila,  ¿no  estarnos  hoy,  el  Gobierno  como 
Gobierno,  la  mayoría  como  mayoría,  y la  Comisión 
como  Comisión,  ayudando  al  Gobierno,  pues  que  cree- 
mos que  ha  llegado  el  momento  de  hacer  y de  im- 
plantar esa  reforma,  que  entendemos  provechosa  y 
justa,  no  estamos  en  el  caso  de  hacer  la  reforma? 
¿Qué  contradicción  hay  entre  lo  que  dije  entonces  y 
lo  que  digo  ahora?  Entonces  dije  que  la  opinión  ilus- 
trada podía  estar  saturada,  y hoy  digo  que  está  en- 
sanchada en  términos  de  consentir  el  establecimiento 
del  Jurado.  No  hay,  pues,  contradicción.  Y en  último 
término,  ¿qué  consiguen  los  señores  de  la  minoría 


conservadora,  ni  qué  prueba  suministrarían  en  favor 
; de  su  Lésis,  con  que  yo,  humildísimo  individuo  del 
Congreso  y de  la  mayoría  me  hubiese  contradicho? 
Pero  por  fortuna,  no  es  así;  he  dicho  antes  que  digo 
siempre  lo  que  siento,  y como  suelo  sentir  siempre 
de  la  misma  manera,  es  muy  difícil  que  se  me  coja 
en  contradicción. 

La  segunda  cita,  señores,  es  una  cita  de  grandí- 
simo poder;  es  una  cita  que  tiene  una  gran  autoridad, 
y que  para  mí  la  tiene  casi  sagrada,  porque  una  de 
las  personas  á quien  se  refería,  será  siempre  para  mí 
objeto  del  más  respetuoso  cariño:  fué  honra  de  mi  fa- 
milia , y todos  los  que  hoy  sobreviven  y que  tuvimos 
el  gusto  de  tratarla,  conservaremos  siempre  en  nues- 
tro corazón  el  imperecedero  amor  que  merece  su  gran 
memoria.  Es  la  cita  que  se  refiere  á la  primera  Comi- 
sión de  Códigos;  es  cita  de  gran  autoridad. 

Pero  ¿qué  decia  la  Comisión  de  Códigos  el  ano 
1861?  Decia  que  en  aquellas  circuntancias  no  podía 
de  ninguna  manera  establecerse  el  Jurado.  Pues  bien; 
yo  en  aquellas  circunstancias  hubiera  dicho  lo  mis- 
mo; entonces  los  hombres  que  hoy  forman  el  Gobierno 
y la  mayoría  es  seguro  que  hubieran  pensado  como 
vo,  que  no  se  estaba  en  el  caso  de  establecer  el  Jura- 
do: habíamos  salido  de  una  perturbación  social  y ha- 
bíamos entrado  en  otra;  los  odios  y los  rencores  de  la 
primera  guerra  civil  subsistían  todavía,  y aumenta- 
dos por  las  luchas  políticas.  ¿Cómo  aquellos  hombres 
notables,  cómo  ninguno  de  los  hombres  que  podían 
tener  altura  bastante  para  intervenir  en  los  negocios 
públicos  hubiera  podido  decir  otra  cosa?  Pero  desde 
el  año  61  acá,  ¿no  ha  pasado  tiempo,  no  ha  trascurri- 
do un  cuarto  de  siglo,  no  ha  sucedido  aquí  nada,  es- 
tamos dónde  estábamos  entonces?  Pues  que  ¿no  lleva- 
mos una  docena  de  años  de  paz  y de  tranquilidad,  no 
se  ha  verificado  aquí  un  suceso  lamentabilísimo  y 
nunca  bastante  llorado;  pero  que  ha  venido  á demos- 
trar que  el  país  ha  ganado  mucho  en  costumbres  po- 
líticas, y que  no  es  ya  el  pueblo  español  aquel  pueblo 
perturbador  y revoltoso  que  aprovechaba  todas  las 
ocasiones  de  promover  disturbios,  sino  un  pueblo  sen- 
sato que  quiere  hacerse  grande  y al  que  es  menester 
dar  elementos  y medios  para  que  lo  consiga? 

La  tercera  autoridad,  y respecto  de  la  cual,  seño- 
res, no  quisiera  ni  aun  ocuparme  de  ella,  y que  si  á cos- 
ía de  cualquier  sacrificio  pudiera  borrarla  de  la  histo- 
ria, la  borraría  para  que  no  pudiera  traerse  aquí  ni  en 
ninguna  parLe;  la  tercera  autoridad  es  la  cita  que  nos 
hacía  el  Sr.  Danvila  de  la  Constitución  célebre  de  la 
Junta  de  Notables  de  Bayona:  en  esa  Constitución  no 
se  establecía  el  Jurado  y eso  que  la  hicieron  los  fran- 
ceses, que  tenían  el  Jurado.  Me  parece  que  los  france- 
ses de  aquellos  tiempos  son  malos  testigos  para  sa- 
ber cuál  era  la  opinión  pública  de  España  en  aquella 
época.  ¡Ay  de  ellos  si  hubieran  establecido  el  Jurado! 
Porque  entonces,  más  que  probable,  es  seguro  que 
todo  lo  que  se  hubiera  hecho  contra  los  franceses  hu- 
biera sido  declarado  lícito  y santo  por  aquel  pueblo 
indignado  y lleno  de  amargura,  al  ver  la  manera  con 
que  fué  tratado.  Y no  digo  más,  porque  hay  cosas  que 
la  prudencia  exige  que  no  se  lleven  hasta  sus  últimos 
límites. 

Cuando  se  discutió  el  establecimiento  del  juicio 
oral  y público  por  el  entonces  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  y por  la  Comisión,  de  la  cual  yo  formaba  parte, 
se  dijo  que  el  juicio  oral  y público  era  una  prepara- 
ción para  ir  al  Jurado.  Yo  no  recuerdo,  quizá  el  señor 
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Danvila  tenga  mejor  memoria  que  yo,  yo  no  recuerdo 
que  allí  se  dijera  nunca,  ni  por  el  Sr.  Ministro,  ni  por 
los  individuos  de  la  Comisión,  que  fuera  imposible  el 
establecimiento  del  Jurado.  Se  discutió  sobre  la  opor- 
tunidad y sobre  la  necesidad  de  preparar  el  terreno, 
y como  ese  terreno  se  ha  ido  preparando,  y como  lle- 
vamos bastante  tiempo  en  que  ha  estado  funcionando 
el  juicio  oral  y público  para  saber  los  buenos  resul- 
tados que  entonces  se  prometían  y que  ahora  se  están 
tocando,  creemos  que  estamos  cu  el  caso  de  cumplir 
la  promesa  que  entonces  hicimos. 

Una  imputación  gravísima,  y en  mi.  juicio  infun- 
dada y hasta  poco  meditada,  permítame  S.  S.  que  me 
tome  esta  libertad  usando  de  nuestra  antigua  amis- 
tad, hizo  S.  S.  al  tratar  del  Código  que  lleva  el  nom- 
bre del  Sr.  Montero  Ti  ios. 

Yo  no  sé  si  su  ilustre  autor,  que  no  necesita  de  la 
defensa  de  nadie,  creerá  conveniente  algún  dia  salir 
al  encuentro  de  la  imputación  que  hizo  el  Sr.  Danvi- 
la; pero  es  completamente  infundado  que  el  Código 
de  1870  haya  dejado  en  completo  desamparo  á la 
Monarquía.  No:  muy  al  contrario.  El  Código  del  señor 
Montero  Uios,  y alguna  obligación  tengo  yo  de  de- 
fenderle, lejos  de  desamparar  la  Monarquía,  lo  que 
hizo  l’ué  procurar  estrechar,  apretar  los  lazos  de  la 
autoridad  social,  que  habían  sido  un  tanto  aílojados 
en  la  Constitución  que  se  habia  dictado.  El  Sr.  Dan- 
vila sabe  mejor  que  yo,  que  dadas  las  instituciones 
modernas,  á las  variaciones  de  la  Constitución  tienen 
que  seguir  las  variaciones  del  Código  penal,  y que  en 
el  Código  penal  se  pueden  hacer  tres  cosas:  ó dar 
más  expansión  de  la  que  da  la  Constilucion  á los  d«— 
reclios,  ó conformarse  con  la  latitud  que  la  Constitu- 
ción da  á esos  mismos  derechos,  ó últimamente,  ve- 
nir á restringirlos.  Eso  es  lo  que  hizo  el  Código  del 
Sr.  Montero  Ríos,  y por  eso  merece  nuestros  pláce- 
mes, y debería  merecerlos  mayores  de  los  conserva- 
dores. Comprendería  que  los  radicales  hablaran  mal 
de  él;  pero  lo  que  no  puedo  comprender  es  que  hablen 
mal  de  él  los  conservadores;  porque,  después  de  todo, 
si  es  tan  malo,  si  abandona  á la  Monarquía,  ¿por  qué 
habéis  gobernado  vosotros  más  tiempo  que  nosotros 
con  él?  Por  esto  decía  yo  al  Sr.  Danvila,  que  á ser 
cierto  lo  que  decía,  la  responsabilidad  recaería  más  so- 
bre S.  S.  y su  partido,  que  sobre  nosotros,  que  hemos 
gobernado  ménos  tiempo  que  SS.  SS.  con  ese  Código. 

Pero  este  proyecto  de  ley  que  presentamos  tiene 
una  tendencia  democrática.  ¿En  qué  lo  ha  conocido 
elSr.  Danvila?  Ayer  mismo  decía  el  Sr.  Montilia  otra 
cosa.  Probablemente  se  levantarán  desde  esos  bancos 
de  enfrente  quienes  pretendan  probar  lo  contrario,  y 
nosotros  que  nos  encontramos  aquí  tan  tranquilos  é 
imparciales,  creemos  que  estamos  en  el  justo  medio, 
que  es  después  de  todo  lo  que  se  debe  buscar  en  Le- 
das las  cosas,  porque  de  esta  manera  pueden  prospe- 
rar mejor  cualquiera  clase  de  instituciones  que  se  es- 
tablezcan al  calor,  en  consonancia  y al  alcance  de  la 
generalidad  del  país.  No,  no  tiene  sabor  ni  tendencia 
democrática  el  proyecto  de  ley,  que  influido  por  la 
opinión  de  la  mayoría  ha  traído  el  Gobierno,  y que  de 
acuerdo  con  él  ha  presentado  la  Comisión  á la  delibe- 
ración del  Parlamento;  es  ni  más  ni  ménos  un  pro- 
yecto de  ley  estableciendo  el  Jurado  en  la  forma 
que  nosotros  le  entendemos,  en  la  forma  que  se  prac- 
tica en  la  casi  unanimidad  de  las  Naciones  cultas, 
y que  se  reduce  á que  por  virtud  de  este  dictá- 
men,  si  llega  á ser  ley,  como  creo  que  llegará,  se  es- 


tablezca en  España  una  institución  jurídica  en  la  que 
se  dé  intervención  al  pueblo  en  la  adminisi ración  (le 
la  justicia  criminal.  Esto  es  lisa  y llanamente  lo  que 
creemos,  y no  hay  ni  tendencia  democrática,  ni  ten- 
dencia conservadora,  ni  tendencia  de  ninguna  clase; 
estamos  en  el  justo  medio,  habiendo  tratado  de  con- 
signar en  este  proyecto  el  establecimiento  dei  Jurado 
en  la  forma  en  que  está  establecido  en  la  mayor  parte 
de  las  Naciones  de  Europa. 

Después  de  esto,  el  Sr.  Danvila,  con  su  gran  com- 
petencia, con  los  grandes  medios  que  tiene,  se  pro- 
puso probar  que  se  habia  establecido  mal  el  juicio 
oral  y público.  Yo  no  sostendré  aquí  que  se  hiciera 
una  obra  perfecta;  después  de  todo,  no  hay  nada  que 
salga  perfecto  de  las  manos  del  hombre;  pero  supongo 
yo  que  no  habrá  sido  tan  malamente  planteado,  cuan- 
do se  ha  reconocido  por  todos  los  Ministros  de  Gracia 
y Justicia,  incluso  el  Sr.  Silveia,  cuyas  circulares 
leyó  ayer  el  Sr.  Alonso  Martínez,  que  el  juicio  oral  y 
público  ha  dado  buenos  resultados.  Si  tan  mal  estable- 
cido hubiera  estado,  no  hubiera  podido  dar  los  buenos 
resultados  que  lia  dado.  Tendrá  defectos,  pero  no  se- 
rán defectos  capitales  que  perjudiquen  á su  desarrollo 
y desenvolvimiento.  ¿Queréis  que  le  reformemos?  Pues 
traed  aquí  medidas  concretas,  reformas  concretas;  las 
discutiremos,  y si  las  encontramos  convenientes  las 
aceptaremos. 

Siguiendo  en  este  camino,  el  Sr.  Danvila  nos  trajo 
una  porción  de  datos  y de  antecedentes  que  prueban 
además  de  su  competencia  su  gran  laboriosidad;  y 
yo  que  habia  oido  siempre  que  no  habia  nada  tan 
seguro  como  los  números,  voy  creyendo  que  nada 
hay  tan  falaz  como  esos  mismos  números,  porque  to- 
dos los  dias  estoy  viendo  presentar  estadísticas  con- 
tra estadísticas,  estados  y resúmenes  contra  estados 
y resúmenes  contradictorios,  y no  sé  cuál  de  los  dos 
será  verdad;  pero  una  tiene  que  ser  mentira.  Por  con- 
siguiente, eso  df3  probar  la  bondad  ó no  bondad  de 
una  cosa  con  los  números,  lo  encuentro  yo  bastante 
deficiente. 

No  voy  á entrar  en  consideraciones,  ni  tampoco 
á oponer  datos  á datos,  sino  sencillamente  á sentar 
un  hecho.  Datos  semejantes  á la  mayor  parte  de  los 
presentados  aquí,  con  mucho  gusto  nuestro  por  el 
Sr.  Danvila,  habían  sido  presentados  antes  por  un 
compañero  suyo,  el  Sr.  Isasa,  que  realmente  tiene 
medios  por  el  cargo  que  ha  desempeñado,  y compe- 
tencia para  presentar  los  datos  en  toda  su  extensión , 
y sin  embargo,  cuando  yo  estaba,  lo  he  de  confesar, 
bajo  el  peso  de  aquella  série  de  números  que  venían 
á probar  lo  que  se  habia  propuesto  probar  el  distin- 
guido Diputado  á que  me  he  referido,  se  levantó  aquí 
una  tarde  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  y nos 
leyó  otras  estadísticas  oficiales,  de  las  cuales  resul- 
taba todo  lo  contrario  de  lo  que  habia  querido  pro- 
bar el  Sr.  Isasa,  y de  lo  que  quiso  probar  ayer  el  se- 
ñor Danvila. 

Y no  solamente  presentó  el  Sr.  Ministro  las  esta- 
dísticas relativas  á España,  sino  que,  como  recordará 
el  Congreso,  hizo  una  comparación  con  ías  de  las  Na- 
ciones más  importantes  de  Europa,  como  Inglaterra, 
Francia,  Italia,  etc. 

Pues  bien;  yo,  que  creo  en  los  datos  presentados 
por  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  me  atengo  á 
ellos,  y digo  que  el  juicio  oral  y público  no  se  esta- 
blecería de  una  manera  perfecta,  pero  que  tampoco 
debió  haber  en  su  establecimiento  esos  motivos  capi- 
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tales  que  pudieran  determinar  un  resultado  funesto, 
cuando  todos  hemos  convenido  en  que  los  ha  dado 
mejores  de  lo  que  se  esperaba,  y nadie  niega  que  lia 
sido  un  gran  progreso  y un  gran  adelanto  en  la  sus- 
tanciacion  dé  los  negocios. 

Y llego  ya  á un  punto  en  el  cual  estoy  conforme 
con  el  Sr.  Danvila,  y siempre  es  agradable  encon- 
trarse alguna  vez  en  unión  y compañía  de  buenos 
amigos.  Decía  el  Sr.  Danvila:  no  hay  que  tocar  al  jui- 
cio oral  y público;  lo  que  hay  que  haceros  reformar- 
lo, y en  eso  estoy  conforme  con  S.  S.  Quizá  convenga 
dar  algunos  toques,  formar  algunos  recortes,  hacer 
algunas  trasformaciones  en  lo  existente. 

Y decia  luego:  «Ante  todo,  antes  de  establecer 
el  Jurado  y después  de  la  reforma  del  juicio  oral  y 
público,  es  menester  que  promulguéis  la  ley  de  en- 
juiciamiento, la  ley  orgánica  de  los  tribunales;  es 
menester  que  promulguéis  el  Código  penal. » Y se 
congratulaba  de  que  el  Sr.  Ministro  hubiera  accedido 
en  dias  anteriores  á este  propósito.  El  Sr.  Ministro  no 
habia  prometido  nada.  Yo,  que  no  tengo  inconveniente 
en  decir  mi  opinión  particular,  creo,  como  el  señor 
Danvila,  que  la  ley  orgánica  de  tribunales,  que  el  Có- 
digo penal,  deben  promulgarse  antes  que  el  Jurado. 
Vea  S.  S.  cómo,  en  lo  que  creo  que  tiene  razón,  no 
tengo  inconveniente  en  estar  con  S.  S. 

Pero  no  confundamos  cuestiones;  porque  en  esa 
ley  de  organización  de  tribunales  se  establece  una 
especie  de  Jurado  para  cierta  clase  de  delitos  no  he- 
mos de  dejar  de  hacer  la  clasificación  que  nos  con- 
venga, ó que  creamos  que  es  conveniente  en  el  esta- 
blecimiento del  Jurado;  porque  los  delitos  á que  se 
refiere  esa  ley  que  citaba  S.  S.  son  los  delitos  de  po- 
licía y algunos  correccionales  que  de  seguro  no  han 
de  entrar  en  la  jurisdicción  del  Jurado.  Por  manera 
que  podemos  ampliamente,  y sin  inconveniente  de 
ningún  género,  discutir  aquí  el  Jurado  mientras  se 
discute  en  otra  parte  esa  otra  ley.  y sin  perjuicio  de 
discutir  mañana  aquí  las  bases  del  Código  penal.  Vea 
S.  S.  cómo  no  es  menester  esperar  para  discutir  el 
Jurado  á que  estén  discutidas  esas  leyes,  ni  ménos  á 
que  estén  promulgadas,  lo  cual  no  quita  que  yo  crea 
como  S.  S.,  que  es  muy  conveniente  y hasta  necesa- 
rio que  se  promulguen  esas  leyes  antes  que  se  esta- 
blezca el  Jurado.  Por  lo  demás,  esas  otras  reformas 
de  secretarios  de  tribunales,  policía  judicial,  sistema 
penitenciario,  son  muy  convenientes,  sobre  todo  la 
primera,  ¿quién  lo  ha  de  dudar?  Pero  el  Sr.  Ministro 
dice:  dadme  dinero  y estableceré  lo  que  queráis.  Es 
menester  hacer  las  cosas  en  la  forma  y medida  que 
se  puedan  hacer.  La  Nación  no  puede  de  una  sola  vez 
soportar  los  sacrificios  que  eso  requeriría  y que  exige 
todo  el  perfeccionamiento  de  los  servicios  públicos. 

Por  manera  que  estando  confórme  en  que  tanto 
los  secretarios  de  tribunales,  como  la  policía  judicial, 
como  el  sistema  penitenciario,  todo  esto  es  convenien- 
te, no  es  necesario  que  exista  todo  esto  para  estable- 
cer el  Jurado;  porque  después  de  todo,  si  el  Jurado  no 
es  más  que  una  institución  jurídica  que  ha  de  juzgar 
y fallar,  y se  está  juzgando  y fallando  con  los  medios 
imperfectos  que  tenernos  del  sistema  penitenciario,  del 
de  policía  judicial,  y no  hablo  de  secretarios  de  tribuna- 
les, porque  eso  hace  ménos  falta  en  el  sistema  del  jui- 
cio oral  que  la  que  hacía  en  el  sistema  inquisitivo  y 
escrito,  si  está  funcionando  la  justicia  sin  gran  dificul- 
tad ni  grandes  inconvenientes;  esté  seguro  S.  8.  que 
también  funcionaría  el  Jurado,  á pesar  de  estos  me- 


dios imperfectos  con  que  desgraciadamente  contamos. 
No  sé,  señores,  cuando  oigo  tanto,  tan  bien  y tan  elo- 
cuentemente como  dicen  los  impugnadores  de  este 
dictámen,  no  sé  y me  pregunto  si  estamos  en  un  error 
ó en  una  ofuscación  y alucinación  completa,  porqur? 
quien  quiera  que  lo  oyese  creería  que  el  Jurado  es 
una  cosa  que  venimos  aquí  á traer,  desconocida,  que 
no  tiene  analogía  ni  antecedentes  con  nada  en  la  so- 
ciedad española,  y no  es  así;  yo  siento  que  el  estado 
de  este  debate  no  me  permitiera  fijar  con  una  poca 
extensión  ésta  y alguna  otra  idea  que  se  me  ocurre. 

Pero  permitidme,  Sres.  Diputados,  ya  que  no  os 
he  molestado  largo  rato,  que  os  moleste  un  poco  más 
diciéndoos  algo  de  lo  que  yo  entiendo  acerca  de  este 
particular. 

Decia  mi  querido  amigo  y compañero,  el  Sr.  Díaz 
Moreu,  el  dia  que  pronunció  aquel  brillantísimo  dis- 
curso, primero  que  pronunciaba  en  esta  Cámara,  y 
que  fué  bastante  para  acreditarle  de  gran  orador  par- 
lamentario, como  ya  tenía  fama  de  elocuente  orador 
forense;  decia:  «Pero,  señores,  ¿no  hay  vestigios  en 
nuestra  legislación  antigua?  ¿Pues  no  está  ahí  la  for- 
ma en  que  se  hizo  la  concesión  del  fuero  de  Córdoba? 
¿Pues  no  está  ahí  el  fuero  de  Tortosa?  ¿Pues  no  lmy 
otros  fueros  en  que  también  se  habla  del  Jurado?  Ya 
lo  creo;  y si  buscamos  las  antiguas  compilaciones,  y 
sobre  todo  los  fueros  municipales,  encontraremos  por 
todas  partes  en  nuestra  antigua  legislación  vestigios 
del  Jurado.  Pero  el  Jurado  histórico,  el  Jurado  pa- 
triarcal, ese  Jurado  de  los  primilivos  tiempos  que 
presentimos  como  originario  del  derecho  natural,  pero 
del  cual  no  tenemos  noticias  de  ninguna  ciase,  porque 
no  lia  habido  tampoco  medios  de  que  lleguen  hasta 
nosotros;  puesto  que  las  primeras  que  tenemos  son 
aquellas  indicaciones  que  nos  hace  Tácito  de  las  cos- 
tumbres de  los  bárbaros  que  invadieron  el  pueblo 
romano.  ¿No  queréis  que  enlacemos  aquellos  anteceden- 
tes con  los  de  época  actual?  Pues  os  lo  concedo,  no  los 
enlazo,  estoy  conforme;  era  aquel  el  Jurado  patriar- 
cal, era  el  Jurado  histórico,  y luego  ha  habido  un 
corte,  y no  hemos  vuelto  á tener  más.  ¿No?  Pues  qué, 
señores,  en  nuestros  tiempos,  ahora  mismo,  ¿no  hay 
analogía  y mucha  semejanza,  no  hay  organismos  á los 
que  sin  gran  trabajo  podemos  dar  el  nombre  de  Jura- 
dos? Yo  no  hablaré  de  los  tribunales  de  comercio  su- 
primidos hace  poco,  y por  cierto  reclamados  por 
algún  estadista;  pero,  señores,  ¿qué  son  nuestros  tri- 
bunales (le  aguas?  ¿qué  son  nuestros  sindicatos?  Es 
que  este  es  un  Jurado  especial  The  contestarán  y han 
contestado  de  esc  lado  de  la  Cámara. 

El  Sr.  Danvila  conoce  perfectamente  el  de  Va- 
lencia; ¿no  lo  lia  de  conocer?  Como  todos  los  demás. 
¿Es  un  Jurado  especial?  Pues  ojalá  pudiéramos  esta- 
blecer Jurados  especiales  para  todo.  Pero,  ¿deja  de 
ser  un  Jurado?  ¿Es  un  Jurado  que  funciona?  ¿Es  un 
Jurado  que  tiene  respetabilidad?  Es  evidente:  y el 
presidente  del  tribunal  de  las  aguas  de  Valencia,  con 
sus  zaragüelles,  es  tan  respetado  como  lo  es  boy  el 
magistrado  y como  lo  era  antes  el  más  estirado  go- 
lilla. 

Pero,  además  de  esto,  ¿qué  son  los  Consejos  de 
guerra?  Otro  Jurado  especial.  Pero  vamos  más  ade- 
lante: nuestra  legislación  civil,  ¿no  reconoce  y esta- 
blece y recomienda  los  amigables  componedores  y 
los  árbitros?  ¿Pues  qué  es  un  árbitro  y un  amigable 
componedor,  ó dos  árbitros  y dos  amigables  compo- 
nedores más  que  un  Jurado  nombrado  por  la  volun- 


NÚMEBO  82. 


2251 


tad  de  las  partes?  Pues  eso  no  solamente  lo  reconoce 
sino  que  también  lo  recomienda  nuestra  legislación. 

Y siguiendo  más  adelante,  ¿nuestros  Ayuntamien- 
tos y nuestras  Diputaciones  provinciales  no  son  tri- 
bunales que  fallan  sobre  la  justicia  administrativa, 
del  pueblo  y de  la  provincia?  ¿Y  qué  son  los  Ayunta- 
mientos y las  Diputaciones  provinciales  más  que  unas 
corporaciones  de  elección  popular?  i Ah!  si  os  trajéra- 
mos aquí  uu  Jurado  de  elección  popular,  entonces  sí 
que  saldrían  ecos  lastimeros  de  ese  lado  de  la  Cáma- 
ra. Los  Ayuntamientos  fallan  sobre  la  justicia  admi- 
nistrativa de  los  pueblos  y las  Diputaciones  provin- 
ciales sobre  la  justicia  administrativa  de  las  provin- 
cias, y unos  y otras  fallan  sobre  una  de  las  cosas  más 
importantes  y más  graves  y que  más  perjuicios  pue- 
de causar,  fallan  en  la  contribución  que  se  llama  de 
sangre,  sobre  quién  ha  de  servir  á su  Patria  cou  las 
armas  en  la  mano,  quién  ha  de  ir  en  tiempo  de  guerra 
á recibir  en  su  pecho  el  plomo  enemigo. 

De  modo  que  si  tenemos  que  los  Ayuntamientos 
y las  Diputaciones  provinciales  fallan  cuestiones  ad- 
ministrativas del  pueblo  y de  la  provincia,  y en  esa 
importantísima  contribución  que  se  llama  de  sangre, 
sin  protesta  y sin  reclamación  y sin  que  se  asuste  la 
sociedad  ni  se  haya  conmovido  en  sus  cimientos  el 
órden  social,  ¿por  qué  os  extrañáis  de  que  queramos 
establecer  el  Jurado? 

Pero  vamos  más  adelante  todavía.  Las  cuestiones 
contenciosas,  ¿no  se  resuelven  por  tribunales  que  tie- 
nen algo  también  de  jurados?  ¿No  entran  en  su  com- 
posición gentes  que  no  son  peritas?  Entonces,  ¿de  qué 
os  asombráis? 

Pero  qué  más,  ¿qué  son  las  Córtes,  qué  somos  nos- 
otros, que  tenemos  La  más  alta  investidura  del  país, 
que  venimos  á hacer  aquí  las  leyes,  que  somos  más 
que  un  Jurado? 

Los  sistemas  actuales  de  gobierno  están  basados 
en  la  intervención  del  pueblo  en  todos  los  organis- 
mos sociales,  y si  admitimos  la  participación  de  la  opi- 
nión pública  en  todos  los  demás  organismos,  ¿por  qué 
os  habéis  de  resistir  á que  la  llevemos  á la  adminis- 
tración de  justicia,  que  es  alta  y grande,  pero  que  no 
creo  que  se  pueda  poner  por  encima  de  la  grandeza  y 
majestad  de  las  Córtes? 

Yo,  señores,  y voy  á concluir  con  esta  observación 
porque  os  estoy  molestando,  yo  señores,  he  de  confe- 
sar con  toda  sinceridad  las  angustias  que  algunas 
tardes  ha  sufrido  mi  ánimo  y lo  cabizbajo  que  salía 
del  Congreso  ai  irme  á mi  casa,  después  de  oir  aque- 
llos augurios  que  nos  hacían  los  oradores  conserva- 
dores, á quienes  yo  tengo  en  gran  estima  y á quienes 
profeso  un  grandísimo  aprecio,  y me  decia:  Pero 
¿será  posible  que  sin  pensarlo  y sin  saberlo,  contra 
nuestra  voluntad — porque  siquiera  nos  haréis  la  gra- 
cia de  creer  que  si  hiciéramos  el  mal  no  lo  haríamos 
por  solo  la  voluntad  de  hacerlo — será  posible  que  sin 
pensarlo  y sin  saberlo,  contra  nuestra  voluntad  va- 
yamos á producir  una  gran  perturbación  en  este  po- 
bre país  y que  vayamos  á remover  los  cimientos  de 
nuestras  instituciones  sociales?  Y así  llegaba  á mi 
hogar  y me  recogía  en  el  rincón  de  mi  despacho, 
donde  me  ponía  á pensar  y me  decia:  ¿pero  es  posible 
todo  eso  que  dicen  los  oradores  conservadores? 

Vamos  á pasar  revista;  vamos  á ver  lo  que  dice 
la  ciencia,  vamos  á ver  lo  que  dice  la  voluntad  de  los 
pueblos,  y vamos  á ver  qué  es  lo  que  de  una  manera 
incuestionable  dicen  los  hechos. 


Yo  he  leído  algo,  bastante,  sobre  el  Jurado:  hay 
autores  que  Jo  combaten,  hay  autores  que  lo  defien- 
den, hay  muchos  más  autores  que  proponen  ciertas 
y determinadas  reformas  en  ciertos  y determinados 
países;  pero  reuniendo  yo  en  mi  imaginación,  á mis 
solas,  todos  los  cabos  que  podia  atar  en  mi  pobre  ca- 
beza de  lo  que  habia  leído,  encontraba  que  en  realidad 
de  verdad,  eran  más  los  autores  y estadistas  que  lian 
defendido  el  Jurado  que  los  que  le  han  impugnado, 
y mucho  más  si,  como  no  puede  méuos  de  ser,  á los 
defensores  del  J urado  unimos  los  que  piden  su  reforma. 

Y en  esto  estoy  en  completo  desacuerdo  con  la 
primera  aseveración  que  el  Sr.  Dan  vi  la  sentó  en  su 
discurso,  relativa  á que  el  movimiento  científico  de 
América  y de  Europa  le  hacían  creer  que,  así  como 
hubo  un  tiempo  de  apogeo  para  el  Jurado,  habia  lle- 
gado la  época  de  su  decadencia.  Siento  no  estar  con- 
forme con  S.  S.,  porque  para  mí  su  opinión  es  de 
gran  peso,  pero  S.  S.  me  ha  de  permitir  que  entre  su 
Opinión  y mi  razón,  dé  crédito  á mi  razón;  y ésta  me 
dice  que,  ni  esa  información  de  Inglaterra,  ni  lo  que 
ahora,  por  motivos  especiales,  pueda  tener  lugar  en 
aquella  Nación,  ni  esa  trasformacion  verificada  en 
Francia,  ni  ese  gran  movimiento  de  la  ciencia  penal 
que  está  llevándose  á cabo  de  algún  tiempo  á esta 
parte  en  Italia,  que  en  ninguna  parte  encuentro  esos 
desvanecimientos  de  la  opinión,  y mucho  ménos  esa 
creencia  de  ir  en  baja  el  Jurado.  Para  mí,  hoy  como 
ayer,  la  ciencia  está  todavía  en  favor  del  Jurado,  y 
yo  siento  no  estar  en  esto  conforme  con  S.  S. 

Pues  vamos  á ver  qué  es  lo  que  dice  la  voluntad 
de  los  pueblos.  No  quiero  hablar  de  Inglaterra;  es  un 
pueblo  especial,  tiene  costumbres  especiales,  es  el 
pueblo  más  constitucional  sin  tener  Constitución /es 
el  pueblo  más  legal  y ordenado  sin  tener  ordenacio- 
nes ni  Códigos.  No  hablemos,  pues,  de  Inglaterra, 
puesto  que  es  un  pueblo  especial;  ¿pero  creeis  que 
habría  en  Inglaterra  un  Poder  bastante  poderoso  para 
arrebatarle  el  Jurado?  Yo  no  contesto. 

Pero  vamos  á Francia.  En  Francia  no  es  el  Jurado 
aquella  institución  secular  de  Inglaterra;  en  Francia 
se  estableció  el  Jurado  en  las  peores  condiciones  que 
podia  establecerse;  se  estableció  en  medio  de  una 
revolución,  y en  el  fragor  de  las  pasiones;  y,  sin  em- 
bargo, esa  institución,  establecida  por  la  República, 
ha  prevalecido. 

Y aquí  be  de  manifestar  que  yo  no  quiero  hacer 
á esa  institución  hija  del  Comité  de  salud  pública, 
como  se  ha  pretendido  por  algunos,  no.  El  Comité  de 
salud  pública  no  era  Jurado,  ui  era  tribunal,  ni  era 
nada;  y querer  suponer  que  era  Jurado  porque  algu- 
nos escritores  lo  digan,  es  lo  mismo  que  si  yo  qui- 
siera decir  que  era  un  tribunal  porque  la  mayor  parte 
de  los  autores  le  llaman  tribunal.  No;  el  Comité  de 
salud  pública  no  era  Jurado  ni  era  tribunal,  era  una 
cosa  especial  nacida  en  circunstancias  especiales,  y, 
todavía,  si  tuviésemos  necesidad  de  clasificarlo  de  una 
ú otra  manera,  lo  clasificaríamos  como  tribunal,  pues- 
to que  los  jueces  eran  nombrados  por  el  Poder  pú- 
blico y tenían  una  permanencia  determinada. 

Pero  aun  cuando  fuera  Jurado,  aun  cuando  fuera 
orígea  del  Jurado  el  Comité  de  salud  pública,  tanto 
mejor  para  sustentar  mi  tésis,  mientras  más  abomi- 
nable fuera  el  origen  del  Jurado  más  natural  seria 
que  desapareciera  esa  institución.  Sin  embargo,  ¿qué 
sucedió?  Tras  la  República  vino  el  Imperio  y el  Im- 
perio respetó  el  Jurado. 
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¿Pero  es  que,  como  decía  un  orador  notable  de 
esa  minoría,  Napoleón  corrompió  el  Jurado,  lo  hizo 
instrumento  de  su  tiranía,  y por  eso  lo  respetó?  Esta 
es  uua  bonita  frase  en  boca  de  un  orador  tan  famoso 
corno  el  que  la  dijo;  esta  es  una  cosa  muy  bien  dicha 
cuando  la  dice  un  tribuno,  aunque  sea  tribuno  blan- 
co; pero  vamos  á la  realidad  de  los  hechos. 

Esto  no  pudo  suceder,  porque  Poderes  como  el  de 
Napoleón  el  Grande  no  necesitan  corromper  las  ins- 
tituciones para  que  los  hombres  se  dobleguen,  subyu- 
gados ante  ellos.  Por  otra  parte,  si  se  trataba  de  co- 
rromper, yo  creo  que  á cualquier  Poder  le  hubiera 
sido  más  fácil  corromper  de  una  vez  cien  jueces  nom- 
brados por  él,  que  corromper  un  dia  mil  jurados,  ai 
cabo  de  algún  tiempo  otros  mil.  luego  otros  tantos  y 
estar  siempre  corrompiendo.  Si  Napoleón  hubiera  te- 
nido que  entretenerse  en  corromper  jurados,  no  hu- 
biera podido  emprender  las  grandes  empresas  que  ie 
dieron  fama  en  todo  el  mundo. 

El  Imperio  resp<3ló  el  Jurado  y la  Restauración  lo 
respetó  igualmente.  En  Francia  ha  habido  cambio  de 
dinastías  y de  formas  de  gobierno,  y el  Jurado  ha  se- 
guido, y yo  pregunto:  ¿hay  en  Francia  algún  Poder 
bastante  fuerte  para  suprimir  el  Jurado?  De  seguro 
que  no.  Pero  es  que  los  franceses  tienen  República, 
están  en  un  momento  de  perturbación*  y de  excita- 
ción. Bueno;  quizá  estén  locos  los  franceses. 

Pero  veamos  lo  sucedido  en  Italia.  En  Italia  se  es- 
tableció el  Jurado  en  mejores  condiciones  que  en 
Francia.  En  Italia  hemos  visto  con  extrañeza,  ¿por  qué 
no  he  de  decirlo?  con  completa  extrañeza,  que  á pesar 
de  que  allí  existe  una  institución  que  es  tan  grande  para 
lodos  los  católicos  y á la  que  tenemos  tanto  respeto, 
se  ha  ido  creando  á fuerza  de  prudencia  la  unidad 
italiana;  con  pequeños  Estados  se  ha  venido  á formar 
una  Potencia  de  primer  orden,  y el  Jurado  subsiste. 
¿Puede  haber  poder  bastante  para  arrancar  el  Jurado 
en  Italia?  Yo  creo  que  no.  ¡Si  estarán  también  locos 
los  italianos! 

Pero  dejemos  esta  Monarquía  constitucional  y 
pasemos  al  Imperio  aleman.  Me  parece  que  los  seño- 
res Diputados  conservadores  no  podrán  decir  que  la 
gobernación  de  aquel  Estado  tiene  flojos  los  tornillos. 
AL  frente  de  aquel  Estado  hay  un  hombre,  el  gran 
Bismark,  que  me  parece  que  no  es  tímido,  que  se  ha 
permitido  toda  clase  de  audacias;  ¿se  permiLiria  tocar 
al  .Jurado?  No.  ¿Tendremos  que  convenir  también  en 
que  los  alemanes  están  locos?  Pues  si  de  Alemania 
pasamos  á Austria,  á Bélgica,  á la  misma  Rusia,  d 
todos  los  países  donde  (3stá  establecido  el  Jurado, 
¿creen  los  señores  conservadores  que  hay  poder  bas- 
tante para  arrancar  en  un  dia  en  esos  pueblos  la  ins- 
titución del  Jurado?  Ciertamente  que  no. 

Pues  entonces,  decía  yo  cuando  pensaba  en  esto, 
¿será  posible  que  la  voluntad  de  la  Europa  culta  esté 
tan  terminantemente  resuelta  á sostener  el  Jurado? 
¿Será  posible  que  todos  los  pueblos  cultos  estén  locos 
y no  haya  en  el  mundo  nadie  cuerdo  más  que  la  mi- 
noría conservadora,  que  con  tanto  gusto  nuestro  se 
sienta  en  esos  escaños?  Yo  respeto  mucho  á los  seño- 
res conservadores,  los  considero  en  alto  grado,  y creo 
que  valen  mucho;  pero  se  me  figura  que  no  tendrán 
la  vana  pretensión  de  creer  que  están  por  encima  de 
todos  los  pueblos  cultos  del  mundo. 

Pero  vamos  al  hecho,  y voy  á concluir,  porque 
comprendo  que  os  estoy  molestando  demasiado,  y que 
teJas  consideraciones  son  inútiles  por  demasiado  sa- 


bidas. (El  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande'.  Bueno  es  que 
se  digan  porque  hay  que  combatirlas.)  Tendré  mucho 
gusto  en  que  las  combata  mi  antiguo  condiscípulo  el 
Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande,  con  quien  desde  los 
primeros  albores  de  la  juventud  estoy  acostumbrado 
á contender,  y por  lo  mismo,  á apreciar  lo  mucho  que 
vale.  Ya  sabe  S.  S.  que  siempre  estoy  á sus  órdenes 
para  esas  discusiones.  (El  Sr . Vizconde  de  Campo- 
Grande:  Muchas  gracias.  «En  el  Carpió  me  hallarás.») 
Pues  iré  al  Carpió.  Pero  vamos  á ver  el  hecho,  decia 
yo,  y aquí  vuelvo  á descartar  á Inglaterra,  porque 
Inglaterra  es  un  pueblo  especial,  y en  él  está  encar- 
nada en  su  constitución  interna  la  institución  del  Ju- 
rado. Pero  pasando  la  vista  por  todos  los  demás  países, 
vemos  que  en  Francia  vive  y se  desarrolla;  la  Nación 
atraviesa  todas  las  vicisitudes  de  su  historia,  alcanza 
graneles  triunfos  ó sufre  grandes  derrotas,  y el  Jura- 
do, sin  creer  yo  que  influya  en  todos  esos  accidentes, 
lo  cierto  es  que  subsiste.  Lo  mismo  que  en  Francia 
sucede  eu  todas  las  otras  Naciones;  y digo  yo:  pues  si 
todas  las  Naciones  que  tienen  establecido  el  Jurado, 
y que  son,  como  lie  dicho  antes,  la  casi  totalidad  de 
los  Estados  cultos,  viven  y prosperan,  decaen  y se 
levantan,  y siguen  todas  las  evoluciones  y trasfor- 
maciones de  su  historia,  y el  Jurado  persiste  siempre, 
¿por  qué  en  España  no  ha  de  suceder  lo  mismo?  Y sin 
duda  ninguna  lo  mismo  sucederá,  ya  lo  verán  SS.  SS.; 
porque  como  nosotros  tenemos  voluntad  y medios, 
yo  espero  que  estableceremos  esa  institución;  y dentro 
de  algunos  años  vendremos  aquí  y la  reformaremos, 
si  hay  alguna  cosa  que  reformar,  y discutiremos  sobre 
ello,  y la  sociedad  española  seguirá  tranquila  en  sus 
fundamentos,  sin  que  haya  habido  ninguna  dificultad 
ni  se  haya  producido  ninguna  perturbación  por  la  ins- 
titución del  Jurado. 

Pues  bien,  y con  esto  concluyo;  si  como  os  he 
probado  en  esta  ligerísima  excursión  que  he  hecho, 
están  con  nosotros  la  ciencia,  la  voluntad  de  los  pue- 
blos cultos  y el  hecho,  votad  Sres.  Diputados  sin  miedo 
y sin  temor  el  proyecto  de  ley  que  os  traemos,  á 
pesar  de  que  algún  sábio  conservador,  agorero  de  des- 
dichas, os  profetice  horripilantes  catástrofes. 

El  Sr.  DANVILA:  Pido  la  palabra. 

Ei  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  DANVILA:  Señores  Diputados;  si  lo  avan- 
zado de  la  hora  en  que  nos  encontramos  y el  estado 
de  mi  salud  lo  permitiera,  tendría  muchísimo  gusto 
en  dar  una  detenida  contestación  al  elocuentísimo 
discurso  de  mi  particular  y cariñoso  amigo  Sr.  Gar- 
cía Gómez  de  la  Serna;  pero  su  cortesía,  la  forma  ca- 
riñosísima que  ha  empleado  y las  atenciones  y grati- 
tud que  por  este  concepto  le  debo,  me  obligan  á 
levantarme  en  este  momento  para  tributarle  desde 
este  sitio  las  más  expresivas  gracias. 

Soy,  por  punto  general,  muy  enemigo  de  las  rec- 
tificaciones; creo  que  cuando  no  se  refieren  á puntos 
muy  capitales,  sirven  tan  solo  para  lucir  las  galas  del 
ingenio,  pero  no  para  adelantar  en  el  terreno  del  con- 
vencimiento ajeno.  Por  eslo  ofrezco  molestaros  muy 
poco  y ceñirme  á lo  que  debe  ser  una  rectificación. 

Lo  primero  que  quiero  apartar  del  terreno  de  la 
rectificación,  y más  que  una  rectificación  es  una  ex- 
plicación á mi  querido  amigo  el  Sr.  García  Gómez  de 
la  Serna,  es  lo  que  á propósito  de  aquellas  palabras, 
de  compromiso  político . lia  dado  motivo  á la  primera 
parte  d*l  discurso  de  S.  S, 
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Reconocerá  el  Sr.  García  Gómez  de  la  Serna  que 
ei  tono  general  de  mi  discurso  de  ayer  se  inspiraba 
ea  la  aíirmacion  de  que  el  Gobierno  habia  traído  este 
proyecto  del  Jurado  cumpliendo  un  compromiso  po- 
lítico; y claro  es  que,  al  establecer  yo  en  el  exordio 
las  líneas  generales  que  sintetizaban  el  íondo  de  mi 
argumentación,  había  de  dirigirme  en  lorma  retórica 
á la  Comisión,  diciendo:  viene  aquí  la  Comisión  á de- 
fender este  proyecto,  más  por  uu  compromiso  que  por 
convencimiento.  Me  faltó  añadir  compromiso  político; 
v para  justificar  que  esta  palabra  tiene  lugar  propio 
v adecuado  en  esta  discusión,  no  necesito  más  que 
recordar  los  antecedentes.  El  primer  antecedente, 
para  que  no  quede  duda  alguna  acerca  de  este  par- 
ticular; son  los  acontecimientos  que  se  realizaron  el 
año  1882,  las  palabras  elocuentísimas  que  en  la  se- 
sión del  i 9 de  Mayo  de  este  mismo  año  pronunció  el 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  y lo  que  después  se 
lia  llamado  pacto  de  garantías,  que  algunos  han  que- 
rido convertir  en  ley  especial  para  compeler  y constre- 
ñir más  al  Gobierno  a realizar  de  una  sola  vez  todos 
¿us  compromisos  políticos. 

El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  dijo  en  esa 
célebre  sesión:  «Yo,  al  entrar  en  la  fusión,  he  acep- 
tado, porque  he  creído  que  podia  hacerlo  sin  abdica- 
ción y sin  indignidad,  la  institución  del  Jurado.»  De 
suerte,  que  el  Sr.  Alonso  Martínez  confesaba  noble- 
mente que  desde  que  la  fusión  de  los  partidos  libera- 
les se  realizó,  se  habia  operado  en  su  ánimo  cierta 
modificación  respecto  á ciertos  procedimientos,  uno 
ilc  ellos  el  Jurado,  que  habian  venido  luego  & consti- 
tuir el  pacto  de  garantías,  donde  está,  no  solo  el  Ju- 
rado, sino  el  sufragio  universal;  pacto  de  garantías 
que  vino  á ser  lazo  de  unión  del  antiguo  partido  cen- 
tralista y constitucional  con  los  elementos  democrá- 
ticos que  forman  hoy  parte  de  la  mayoría. 

Me  parece  que  con  esta  explicación  mi  particular 
y cariñosísimo  amigo  el  Sr.  García  Gómez  de  la  Serna 
se  dará  por  satisfecho,  sin  que  pueda  molestarle  en 
nada  la  expresión  que  yo  dije,  y si  en  algo  le  moles- 
tara, yo  no  tendría  inconveniente  alguno  en  retirarla. 
Y paso  á otra  aíirmacion  que  mi  distinguido  compa- 
ñero lia  hecho  en  el  curso  del  debate,  refiriéndose  a 
la  opinión  de  la  Comisión  de  Códigos  respecto  del 
Jurado;  Comisión  de  la  cual  formaba  parte  uno  de 
sus  más  cariñosos  deudos,  y cuyo  nombre  todos  los 
que  hemos  cultivado  la  ciencia  del  derecho  escucha- 
mos todavía  con  grandísimo  respeto,  con  grandísimo 
amor  y con  una  profunda  veneración  (El  Sr.  García 
Gómez  de  la  Serna:  Muchas  gracias.)  Sil  señoría  no  lo 
lia  nombrado,  pero  es  el  eminentísimo  jurisconsulto 
T).  Pedro  Gómez  de  la  Serna,  que  habrá  sido  tal  vez 
maestro  de  la  mayor  parte  de  los  que  me  escuchan 
y que  lia  dejado  en  los  libros,  en  la  Comisión  de  Có 
Jigos,  en  los  tribunales,  un  recuerdo  que  jamás  se 
borrará  de  nuestra  memoria. 

Pues  D.  Pedro  Gómez  de  la  Serna,  como  D.  Ma- 
nuel Cortina,  y los  demás  individuos  do  la  Comisión 
de  Códigos,  en  uno  de  los  informes  que  oficialmente 
dio  al  Gobierno,  no  en  el  año  de  186J,  sino  algo  des- 
pués, y que  está  impreso,  declaran  terminantemente 
que  cuando  la  cuestión  del  Jurado  se  trató  en  aque- 
lla Comisión  no  hubo  un  solo  individuo  que  opinara 
favorablemente,  sino  que  era  refractaria  la  Comisión 
de  Códigos,  y contraria  por  completo,  á la  institución 
do!  Jurado. 

Foro  el  Se,  García  Gómez  de  ia  Serna  venía  después 
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á hacer  una  aíirmacion  en  defensa  y apoyo  de  su  tesis, 
asegurando  que  la  sensatez  del  pueblo  español  era 
tai,  que  hoy  no  habría  inconvenientes  para  el  esta- 
blecimiento del  Jurado.  Yo  solo  me  permito,  respecto 
de  este  punto,  caminar  de  acuerdo  con  mi  estimadí- 
simo compañero  y amigo  para  indicar  la  verdadera 
causa  y estado  de  la  opinión  de  España  desde  el  año 
1875.  No  creo  que  el  Sr.  García  Gómez  de  la  Serna 
pretenda  presentarnos  lo  que  en  España  pasó  desde 
1868  á 1875,  como  un  modelo  de  cordura;  pero  des- 
de el  ano  de  1875  en  adelante,  España  ha  entrado  en 
el  movimiento  normal  de  la  política;  España  ha  dis- 
frutado un  período  de  paz  de  que  no  hay  ejemplo  en 
nuestra  historia;  y esto  se  debe  exclusivamente  á la 
iiiíluencia  de  la  política  representada  por  la  Monar- 
quía constitucional  de  D.  Alfonso  XII,  de  cuya  in- 
fluencia se  vive  todavía,  porque  aunque  al  morir  nos 
arrebató  muchas  de  nuestras  esperanzas,  la  influen- 
cia de  aquel  reinado  de  paz,  que  ha  encarnado  en  las 
costumbres  y en  las  ideas  de  los  españoles,  subsiste 
aún,  y hoy  todavía  vivimos  de  aquel  recuerdo,  que  he- 
mos de  procurar  tener  siempre  muy  presente,  porque 
aquella  política  de  conciliación  y de  paz  es  la  que  ha 
producido  doce  años  de  quietud  y reposo  en  España, 
y á esa  indudable  sensatez,  representada  en  este  tiem- 
po, aludió  el  Sr.  García  Gómez  de  la  Serna,  y es  una 
elocuente  lección  que  no  debemos  olvidar  para  no 
apartarnos  nunca  de  aquella'  política  de  conciliación, 
dentro  de  la  libertad  y del  orden,  que  representa  la 
Monarquía  constitucional  de  D.  Alfonso  XII. 

A otra  rectificación  me  obliga  también  la  que  ha 
querido  hacer  mi  querido  amigo,  relativa  á si  el  Có- 
digo de  1870  dejaba  abandonada  ó no  la  persona  del 
Rey. 

Este  es  un  punto,  respecto  del  cual,  hemos  tenido 
grandísimos  debates  en  el  seno  de  la  Comisión  de  Có- 
digos; y el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  podrá 
decir  á S.  S.,  porque  lo  sabe,  que  en  el  proyecto  que 
la  Comisión  de  Códigos  redactó  por  vez  primera,  que 
después  lia  sufrido  varias  modificaciones,  pero  en  el 
primero  que  redactó  la  Comisión,  se  ha  modificado 
cabalmente  todo  lo  relativo  á la  tentativa  del  delito 
de  lesa  majestad,  porque  creyó  la  Comisión  de  Códi- 
gos que  la  penalidad  que  el  de  1870  imponía,  sobre 
todo  en  la  tentativa  del  delito  de  lesa  majestad,  no  era 
suficiente;  y creo  que  en  este  punto,  la  reforma  in- 
troducida por  varios  amigos  que  representan  la  po- 
lítica del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  y que 
forman  parte  de  esa  Comisión,  no  ha  sufrido  la  me- 
nor alteración,  ni  en  tiempo  del  Sr.  Bugallal,  ni  en 
tiempo  del  Sr.  Silvela,  ni  creo  que  la  sufra  ahora  al 
modificarse  por  las  nuevas  bases  el  Código  penal  vi- 
gente para  armonizarle  con  los  preceptos  de  la  Cons- 
titución ó introducir  en  él  las  reformas  que  reclaman 
los  adelantos  «le  la  ciencia. 

\r  si  no  temiera  molestaros  con  estas  alusiones,  á 
que  por  razón  de  la  materia  lia  de  encontrarse  mez- 
clado el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  que  para 
gloria  suya,  ha  intervenido  en  todas  las  reformas  ju- 
rídicas de  este  país,  diria  que  este  argumento  ha  sido 
señalado  también  por  el  Sr.  Ministro  cuando  ha  de- 
fendido las  bases  de  reforma  del  Código  penal  en  el 
Senado;  porque  entonces,  el  lema  constante  de  sus 
discursos  ha  sido,  que  era  necesario  poner  en  armo- 
nía la  ley  penal  con  la  Constitución,  y garantizar  más 
de  lo  que  estaban  las  instituciones.  Me  parece  que 
esta  ha  sido  una  afirmación  genérica  que  honra  mu- 
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cho  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  en  la  cual 
apoyó  la  tésis  de  que  el  Monarca  no  estaba  por  el  Có- 
digo penal  de  1 870,  todo  lo  defendido  que  va  á estarlo 
dentro  del  Código,  cuya  reforma  se  realizará  en  breve 
plazo. 

El  Sr.  García  Gómez  de  la  Serna  preguntaba,  siu 
embargo:  ¿por  qué  el  partido  conservador  lia  gober- 
nado entonces  con  este  Código?  Al  hacer  esta  pre- 
gunta S.  S.,  no  diré  yo  que  sea  injusto,  porque  S.  S. 
no  lo  puede  ser,  pero  sí  diré  que  no  tomaba  en  cuenta 
que  al  partido  conservador  le  pasó  lo  que  á los  de- 
más partidos  en  España;  como  aquí  los  partidos  po- 
líticos se  suceden  con  tanta  frecuencia  que  no  dejau 
desarrollar  nunca  ni  su  política,  ni  sus  reformas  eco- 
nómicas, financieras  ó administrativas,  ni  muchas  de 
las  cosas  que  interesan  al  país,  el  partido  conserva- 
dor siempre  que  ha  entrado  en  el  Poder  ha  presen- 
tado la  reforma  del  Código  penal:  que  es  lo  mismo 
que  ahora  ha  hecho  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia; y si  por  razón  de  los  vaivenes  de  la  política  es- 
tas reformas  no  las  ha  realizado,  ¿podrá  hacerse  un 
cargo  al  partido  conservador  por  haber  gobernado 
con  el  Código  de  1870,  y podrá  deducirse  de  aquí  la 
consecuencia  equivocada  de  que  el  partido  conserva- 
dor ha  considerado  que  las  instituciones  estaban  bien 
defendidas  con  el  Código  penal  de  1870?  No:  el  par- 
tido conservador  ha  tratado  de  reformar  el  Código 
penal,  y no  lo  ha  podido  realizar:  de  la  misma  ma- 
nera que  el  actual  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia 
no  puede  proceder  ahora  con  la  prontitud  que  recla- 
ma la  necesidad  do  la  reforma  del  Código  penal. 

También  ha  negado  el  Sr.  García  Gómez  de  la 
Serna  que  el  actual  proyecto  del  Jurado,  tiene  una 
tendencia  democrática;  y yo,  respecto  de  este  punto 
solo  me  permito  recordar  lo  que  ayer  decía  el  señor 
Alix  desde  ese  banco,  de  lo  cual  se  desprende  la  par- 
te sustantiva  y esencial  de  esa  misma  ley.  El  señor 
García  Alix,  ex  abundantia  coráis,  contestando  al  se- 
ñor Monlilla,  decía  ayer,  que  la  tendencia  del  actual 
proyecto  de  ley  del  Jurado,  es  la  misma  que  la  ten- 
dencia de  la  ley  de  1872. 

Pues  claro  es,  que  si  la  ley  de  1872  es  una  ley 
democrática,  la  misma  tendencia  democrática  tiene 
el  actual  proyecto;' pero  no  se  necesitaba  que  lo  dijera 
el  Sr.  García  Alix,  porque  desde  el  momento  que  por 
medio  de  una  modificación  de  los  caractéres  esencia- 
les de  la  soberauía,  se  da  al  elemento  popular  partici- 
pación en  la  administración  de  justicia,  ¿qué  más 
tendencia  democrática  puede  haber  en  este  asunto? 
La  democracia,  ¿puede  aspirar,  de  ninguna  otra  suer- 
te, á participar  dentro  de  los  Poderes  públicos,  que 
interviniendo  en  la  administración  de  justicia?  ¿Hay 
nada  más  importante  que  entregar  al  caciquismo  de 
los  pueblos  la  administración  de  justicia?  Claro  está 
que  el  proyecto  es  un  proyecto  esencialmente  demo 
orático,  y mucho  más  después  que  la  Comisión  ha  he- 
cho en  ese  sentido  algunas  modificaciones  al  proyecto 
presentado  por  el  Gobierno. 

Una  importante  declaración  ha  hecho  el  Sr.  Gar- 
cía Gómez  de  la  Serna,  de  la  cual  me  permito  tomar 
acta,  porque,  no  solo  por  anticipado  le  felicito,  sino 
que  me  va  á autorizar  para  que  en  este  sentido  presen- 
te una  enmienda,  que  es  como  yo  entiendo  que  deben 
tratarse  las  modificaciones  que  han  de  hacerse  á un 
proyecto  de  ley.  Su  señoría  cree  que  al  planteamiento 
de  una  ley  subjetiva,  como  es  esta  del  Jurado,  debe 
preceder  la  publicación  del  Código  penal,  y la  de  la 


ley  orgánica  de  tribunales.  Esta  declaración  de  S.  ¡j. 
se  la  agradezco.  (El  Sr.  García  Gomes’.  Es  mia  exclu- 
sivamente.) Y á ella  agrego,  que  además  entiendo  que 
debe  quedar  establecida  en  España  la  justicia  correc- 
cional. Dajo  este  punto  de  vista,  yo  redactaré  una  en- 
mienda para  que  la  discutamos  cuando  llegue  su 
oportunidad. 

Ocupándose  S.  S.  y tratando  de  justificar  el  esta- 
blecimiento del  Jurado,  ha  citado  varios  ejemplos,  y 
entre  ellos  los  tribunales  de  comercio;  los  jurados  de 
riegos  de  Valencia  y los  jurados  especiales,  y hasta  las 
Diputaciones  y la  jurisdicción  contenciosa,  y ha  puesto 
hasta  las  Córte»  como  ejemplo  de  un  gran  Jurado. 

No  hace  muchos  dias  que  se  ha  celebrado  en  Ma- 
drid un  Congreso  Jurídico  español,  que  ba  reunido  á 
todas  las  eminencias  jurídicas  de  España;  y respecto 
de  la  jurisdicción  especial  de  comercio,  que  ha  sido 
uno  de  los  temas  propuestos  á la  votación,  si  debían 
restablecerse  los  tribunales  especiales  de  comercio, 
la  mayoría  votó  en  contra.  De  suerte  que  la  opinión 
jurídica  del  país  es  contraria  al  restablecimiento  de 
los  tribunales  de  comercio,  ese  Jurado  especial  que 
tanto  calor  encontraba  en  el  ánimo  de  S.  S.  Además 
que  ese  Jurado  especial  tenía  que  ser  muy  especial 
en  comercio,  como  sucede  en  los  Jurados  de  riegos 
de  Valencia,  respecto  de  los  cuales  tengo  que  disipar 
una  ilusión  de  S.  S.  Los  Jurados  especiales  de  Va- 
lencia, que  resuelven,  no  solo  acerca  del  hecho,  sino 
respecto  del  derecho,  por  la  experiencia  y la  práctica 
de  toda  una  vida  consagrada  á esta  clase  de  resolu- 
ciones, lian  entrado  también,  como  el  jurado  en  ge- 
neral, en  una  época  de  decadencia;  y los  jurados  de 
riego  no  encuentran  hoy  en  Valencia  muchos  imita- 
dores ni  muchos  entusiastas,  porque  nadie  quiere 
incurrir  en  la  responsabilidad  de  estar  un  dia  y otro 
castigando  al  amigo,  al  vecino  ó al  pariente,  para 
ir  luego  al  pueblo  á soportar  las  fatigas  de  su  con- 
ducta; y han  comenzado  por  retraerse  todos,  en  tér- 
minos, que  los  Jurados  de  riegos  que  debían  estar 
establecidos  con  arreglo  á la  ley  de  aguas,  no  solo 
están  en  un  período  de  decadencia,  sino  que  no  pue- 
den ya  constituirse,  por  resistencia  pasiva  de  sus  in- 
dividuos. 

Sin  embargo,  el  Sr.  García  Gómez  de  la  Serna  bus- 
caba en  las  Diputaciones  provinciales,  en  la  jurisdic- 
ción contenciosa  y hasta  en  las  Cortes,  el  principio 
esencial  del  Jurado.  Yo  no  he  de  entrar,  porque  la 
hora  es  avanzada  y realmente  el  asunto  no  lo  consien- 
te, en  cierta  clase  de  disquisiciones  sobre  si  la  juris- 
dicción contenciosa  es  un  Jurado,  sobre  si  las  Dipu- 
taciones ejercen  esta  clase  de  jurisdicción,  y sobre  si 
nosotros  misinos  aquí  somos  un  gran  Jurado.  Al  buen 
juicio  de  S.  S.,  que  ha  sido  y es  consejero  de  Estado, 
que  es  una  de  las  personas  más  notables  de  nuestro 
foro  y de  nuestra  magistratura,  y una  persona  tan 
digna  y conocedora  de  todos  estos  organismos  admi- 
nistrativos; al  buen  juicio  de  S.  S.  abandono  esta  cues- 
tión para  que  diga  sinceramente  si  estos  organismos 
pueden  compararse  absolutamente  en  hada  con  el  or- 
ganismo que  trae  la  Comisión  en  el  proyecto  que  se 
discute. 

Y paréceme  que  con  el  Sr.  (Jarcia  Gómez  de  la 
Serna  he  concluido,  por  más  que  yo  quisiera  tener 
muchísimas  ocasiones  de  poder  compartir  con  S.  S. 
estas  pacíficas  tareas,  y demostrarle  por  una  parte  la 
consideración  que  debo  á sus  opiniones  y el  respeto 
que  me  merece  su  persona. 
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Para  terminar,  solo  me  resta  hacer  tres  rectifica- 
ciones A las  últimas  palabras  que  el  Sl\  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  me  consagró  en  la  tarde  de  ayer. 
El  Sr.  Ministro,  respecto  de  una  cuestión  que  ha  in- 
dicado también  el  Sr.  García  Gómez,  y que  he  reser- 
vado para  ahora,  ha  sostenido  que  el  planteamiento 
del  juicio  oral  y público  estaba  perfectamente  reali- 
zado. Esla  fue  la  afirmación  que  hizo  el  Sr.  Ministro 
ayer  tarde,  y aprovechando  algunas  frases  de  la  circu- 
lar de  Agosto  de  1884  del  Sr.  Silvela,  para  oponer  la 
Opinión  del  Sr.  Silvela  A la  mia,  la  argumentación  de 
S.  S.  era  la  siguiente:  el  Sr.  Silvela,  en  el  preámbulo 
de  esa  circular,  manifiesta  que  aquí  todo  anda  per- 
fectamente bien,  y el  Sr.  Danviia  no  tiene  derecho 
para  decir  que  la  institución  del  juicio  oral  y público 
necesita  una  reforma. 

Yo  creo  que  en  las  palabras  de  esa  circular  y so- 
bre todo  en  las  del  preámbulo,  que  más  que  á otro 
móvil  obedecerían  naturalmente  A las  atenciones  de 
cortesía  que  un  Ministro  debe  siempre  A su  antecesor, 
y que  yo  mismo,  si  la  casualidad  ó la  rareza  me  hu- 
bieran puesto  en  el  caso  del  Sr.  Silvela,  hubiera  dirigido 
desde  luego  al  Sr.  Alonso  Martínez,  yo  creo,  digo,  que 
en  aquellas  palabras,  lejos  de  poder  ver  el  eualtecimien- 
lo  del  planteamiento  del  juicio  oral  y público,  no  se 
puede  ver  más  que  la  necesidad  proclamada  en  esa  cir- 
cular de  una  reforma:  en  términos  que  el  Ministro  liabia 
mandado  instruir  un  expediente,  había  remitido  este 
expediente  A la  fiscalía  del  Tribunal  Supremo  y acon- 
sejaba al  fiscal  de  aquel  alto  Tribunal  que  procediera 
á practicar  una  información;  que  dijera  sobre  los  re- 
sultados prácticos  de  la  ley  aquellos  extremos  en  que 
la  experiencia  aconsejara  y la  ciencia  recomendara 
una  modificación;  pero  terminantemente,  el  Sr.  Sil- 
vela  declaraba  que  el  planteamiento  del  juicio  oral  y 
público  necesitaba  una  reforma.  Y al  poco  tiempo  de 
publicarse  esta  circular,  vino  una  opinión  más  au- 
torizada todavía.  Su  señoría  publicó  un  libro  estima- 
ble, como  Lodos  los  suyos,  que  yo  leo  con  muchísimo 
gusto,  porque  siempre  hay  algo  que  aprender  en  ellos, 
y S.  S.  al  escribir  un  libro,  que  ha  servido  de  gran 
instrucción  para  todos  los  que  han  tomado  parte  en 
los  débales  del  Código  civil,  que  efectivamente  es 
obra  que  se  debe  principalmente  A su  iniciativa,  S.  S. 
consignó  una  introducción  en  ese  libro,  en  la  que 
venía  A determinar  todo  el  movimiento  legislativo,  y 
el  estado  de  todos  los  proyectos  en  que  S.  S.  babia 
intervenido,  y S.  S.,  que  conocía  ya  la  circular  de 
Agosto  de  1884,  se  ocupó  de  ella;  ¿y  qué  dijo  S.  S.? 
¿No  recuerda  S.  S.  que  en  aquella  introducción  reco- 
nocía la  exactitud  de  algunos  de  los  cálculos  que  yo 
hice  en  el  dia  de  ayer,  y que  S.  S.  solo  pedia  que  se 
procediera  con  gran  prudencia  y que  se  aplazara  la 
reforma?  Pues  si  S.  S.  después  de  aquella  circular, 
bajo  su  firma  en  un  libro  que  se  dió  A la  estampa  y 
que  vio  la  luz  pública,  reconocía  la  exactitud  de  los 
datos  y reconocía  implícitamente  que  iba  á hacerse 
la  reforma;  pero  que  se  necesitaba  proceder  con  mu- 
cho pulso,  y que  se  necesitaba  recurrir  A un  período 
mayor  de  experiencia,  ¿no  es  indudable  que  8.  S.  venía 
á reconocer  que  algo  hay  que  hacer  respecto  del  plan- 
teamiento del  juicio  oral  y público,  algo  muy  difícil, 
porque  es  indudable  que  el  planteamiento  de  las  Au- 
diencias de  lo  criminal,  ha  creado  intereses,  y otra 
clase  de  consideraciones,  que  hay  que  tener  muy  en 
cuenta? 

Pero  al  mismo  tiempo  que  esta  necesidad  se  en- 


carna respecto  de  los  tribunales  criminales,  ¿es  ó no 
cierto  que  S.  S.,  como  la  mayor  parte  de  la  prensa  y 
como  las  personas  doctas,  reconoce  que  aun  dentro 
de  la  misma  ley  de  enjuiciamiento  criminal  hay  tam- 
bién que  realizar  algunas  reformas  para  armonizar  la 
defensa  de  la  sociedad  con  la  protecciou  que  merecen 
los  derechos  particulares?  Paréceme,  pues,  que  es  de 
personas  sensatas  el  reconocer,  cuando  una  institu- 
ción se  plantea  de  una  manera  tan  nueva  como  se  ha 
planteado  el  juicio  oral  y público  en  España,  de  una 
manera  A que  las  gentes  no  estaban  acostumbradas 
separándose  por  completo  del  antiguo  principio  in- 
quisitivo, emancipándose  de  todas  las  fórmulas,  de 
todos  los  procedimientos,  de  todos  los  mecanismos 
que  eran  consecuencia  de  un  procedimiento  que  para 
gloria  de  España  ha  desaparecido  para  siempre,  que 
ai  contrastar  con  la  piedra  de  toque  de  la  experiencia 
todas  estas  organizaciones  nuevas  y todas  estas  leyes 
novísimas  habían  de  resultar,  como  resultaron,  algu- 
nas deficiencias  que  debían  reformarse.  Pues  esto  no 
es  ofensivo  para  nadie,  y me  parece  que  dentro  del 
ánimo  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  está  tam- 
bién e íeconocer  que  no  es  una  obra  intachable  y 
perfecta  la  que  S.  S.  llevó  A cabo  el  año  82.  Pues  no 
tenían  o ro  alcance  mis  palabras. 

La  segunda  rectificación  es  la  que  se  refiere  A la 
Comisan  de  Códigos.  Su  señoría  dijo  en  el  dia  de 
ayer  que  la  Comisión  de  Códigos  se  componía  solo  de 
conservadores,  y á una  interrupción  que  yo  le  hice 
desde  este  banco  preguntándole  si  el  Sr.  Romero  Gi- 
rón era  conservador,  contestó  S.  S.:  ménos  el  Sr.  Ro- 
mero Girón.  Pues  bien;  yo  me  permito  decir  a S.  S., 
S.  S.  bien  lo  sabe,  pero  no  lo  recordó  en  el  dia  de  ayer, 
que  la  Sección  de  lo  criminal  la  forman  conservado- 
res como  D.  Joaquín  López  Puigcervcr,  actual  Minis- 
tro de  Hacienda,  como  D.  Vicente  Romero  Girón,  como 
D.  Alejandro  Groizanl.  (El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia:  Está  en  Roma.)  Pero  ha  estado  aquí  mucho 
tiempo  y ha  podido  ayudar  A S.  S.  dentro  de  la  Comi- 
sión de  Códigos  en  la  realización  de  cualquier  pro- 
yecto de  ley,  y babia  también  en  la  Comisión  de  Có- 
digos cabalmente  un  conservador  que  se  cita  siempre 
en  todas  las  discusiones  del  Jurado,  como  partidario 
de  esta  institución,  que  es  ü.  Emilio  Bravo. 

De  manera  que  de  los  siele  individuos  de  la  Co- 
misión de  Códigos,  S.  S.  para  el  Jurado  tenía  mayoría 
dentro  de  ia  misma,  y solo  quedaban  el  presidente 
Marqués  de  Reinosa,  el  Sr.  ü.  Luis  Silvela  y mi  in- 
significante persona.  Pero  al  decir  S.  S.  que  sabía  que 
el  partido  conservador  era  contrario  á esta  institución 
y que  no  podía  llevar  A la  Comisión  de  Códigos  un 
proyecto  que  de  antemano  sabía  que  era  combatido 
por  el  partido  conservador,  no  solo  procedió  con  la 
inexactitud  que  acabo  de  señalar,  sino  que  infirió 
realmente,  acaso  sin  intención,  una  ofensa  á esta  Cor- 
poración facultativa.  La  política  está  completamente 
desterrada  de  la  Comisión  de  Códigos;  allí  batallamos 
diferentes  escuelas  en  el  terreno  de  la  ciencia;  allí 
ayudamos  lealmente  y de  buena  fe  á todos  los  Go- 
biernos, y créame  S.  S.,  si  S.  S.  hubiera  llevado  4 la 
Comisión  de  Códigos  el  proyecto  de  ley  del  Jurado, 
hubiera  resultado  una  de  dos  cosas:  ó que  la  Comisión 
de  Códigos  ó ia  mayoría,  que  era  refractaria  A esa  ins- 
titución, hubiera  seguido  ei  delicado  procedimiento 
que  siguió  D.  Manuel  Cortina  con  la  Comisión  que 
presidia,  que  era  haber  dimitido,  ó la  Comisión,  ajena 
completamente  A la  política,  hubiera  redactado  para 
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S.  S.  una  ley  do  procedimiento  de  Jurado,  habiendo 
agotado  su  saber  y sus  conocimientos,  y habiendo 
prestado  á S.  S.  este  servicio,  como  está  dispuesta  á 
prestar  todos  los  que  S.  S.  y los  Gobiernos,  sean  cua- 
les fueren,  la  encomienden. 

Me  queda  otra  tercera  rectificación  al  Sr.  Minis- 
tro de  Gracia  y Justicia,  que  es  la  relativa  al  coste 
del  planteamiento  del  juicio  oral  y público.  Su  seño- 
ría, en  el  último  párrafo  de  su  discurso  de  anoche  me 
decía  que  yo  no  estaba  enterado  de  lo  que  había  cos- 
tado esta  reforma.  No  es  extraño,  porque  créame  su 
señoría,  no  me  inspiro  en  los  secretos  de  aquella  casa 
para  venir  aquí  á pronunciar  discursos;  pero  lo  que 
sí  puedo  decir  á S.  S.  es  que  los  presupuestos  de 
1881-82  y 1882-83  tenían  tan  solo  una  cifra  de  pese- 
tas 9. 407. 406;  que  para  el  juicio  oral  y público  se 
presupuestaron  en  el  primer  año  1 5 millones  más,  y 
que  en  el  presupuesto  que  tiene  S.  S.  sometido  á la 
Comisión  de  presupuestos  trae  S.  S.  una  cifra  de  pe- 
setas 4.118.520  de  aumento  sobre  los  presupuestos 
que  regían  antes  de  establecerse  el  juicio  oral  y pú- 
blico. Y para  no  presentar  otro  aumento  mayor  ha 
habido  que  rebajar  una  cifra,  respecto  de  cuya  insig- 
nificancia va  á tocar  S.  S.  grandes  inconvenientes  en 
el  próximo  ejercicio  si  se  plantea  el  Jurado.  Para  in- 
demnización á los  testigos,  en  todos  los  presupuestos 
anteriores  ponía  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia 
un  millón  de  pesetas;  pero  como  ahora,  según  el  dic- 
támen  de  la  Comisión,  se  encontrará  S.  S.,  no  solo  en 
el  deber  de  indemnizar  á los  testigos,  sino  de  indem- 
nizar también  á los  jurados  y de  pagar  á los  peritos 
de  toda  clase  en  todas  las  Audiencias  de  lo  criminal, 
de  seguro  que  con  las  600.000  pesetas  que  S.  S.  deja 
en  el  presupuesto  no  ha  de  tener  bastante. 

Por  de  pronto  lo  que  resulta  es,  según  los  cálcu- 
los del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  que  el  pre- 
supuesto de  este  Ministerio , descontando,  como  es 
natural  que  se  descuenten,  los  cuatro  millones  y pico 
que  se  asignan  para  los  asuntos  que  hoy  corren  á 
cargo  de  la  Dirección  general  de  establecimientos  pe- 
nales, trae  para  la  organización  de  la  administración 
de  justicia  en  España  un  gasto  de  4.118.520  pesetas 
de  más  sobre  lo  que  importaba  el  presupuesto  antes 
del  establecimiento  del  juicio  oral  y público.  Estaba 
yo,  pues,  en  lo  cierto  al  haber  dicho  ayer  que  por  ra- 
zón del  establecimiento  del  juicio  oral  y público,  el 
presupuesto  de  Gracia  y Justicia  había  sufrido  un 
aumento  que  no  combato,  porque  creo  que  la  insti- 
tución de  la  justicia  en  España  está  peor  recompen- 
sada que  en  ningún  otro  país  de  Europa. 

He  concluido,  pues,  las  rectificaciones  que  tenia 
que  hacer  á los  discursos  de  los  Sres.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  y Gómez  de  la  Serna. 

El  Sr.  Ministro  de  GEACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Cárdenas):  ha  tie- 
ne S.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  No  más  que  para  decir,  que  no  contesto 
hoy  al  Sr.  Danvila,  porque  si  yo  le  doy  una  respues- 
ta, S.  S.  querrá  replicar,  y de  esta  manera  se  prolon- 
gan los  debates  indefinidamente,  y yo  deseo  que  el 
debate  se  abrevie.  Conste  solo,  que  mi  silencio  no  sig 
nifica  asentimiento. 

Y respecto  á la  Comisiou  de  Códigos,  debo  decir, 
que  S.  S.  no  me  daba  grandes  y eficaces  auxiliares, 
mencionando  al  Sr.  Puigcerver,  que  es  Ministro  de 


Hacienda,  y que  no  se  había  ocupado  de  los  asuntos 
de  esa  Comisión;  al  Sr.  Groizard,  que  está  de  emba- 
jador en  Roma,  y que  solo  accidentalmente  ha  estado 
en  Madrid  algunos  dias,  después  que  el  proyecto  se 
había  presentado  á las  Córtes;  y del  Sr.  D.  Emilio 
Bravo,  que  por  desgracia  ha  padecido  una  grave  en- 
fermedad, y ha  estado  varios  meses  ausente. 

El  Sr.  GARCIA  GOMEZ  DE  LA  SERNA:  Pido 
la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Cárdenas):  La  tie- 
ne S.  S. 

El  Sr.  GARCIA  GOMEZ  DE  LA  SERNA:  Cuan- 
do creía,  Sres.  Diputados,  que  ni  aun  siquiera  había 
hecho  justicia  á las  altas  cualidades  que  adornan  á 
mi  querido  amigo  el  Sr.  Danvila,  me  encuentro  con 
que  S.  S.  no  cree  que  merece  mis  elogios,  y me  en- 
cuentro sobre  todo  tratado  de  una  manera  cariñosa- 
mente benévola,  que  uniendo  esto  al  elogio  primoroso 
y merecido,  permitidme  esta  jactancia,  que  ha  hecho 
de  mi  ilustre  tio,  me  encuentro  en  disposición  de  no 
atreverme  á contender  con  él,  y me  rindo.  Voy  úni- 
camente á hacer  ligeras  rectificaciones,  pero  antes 
tengo  que  dar  una  satisfacción  al  Sr.  Danvila. 

Tenía  tal  deseo  de  terminar  y he  llevado  tan  atro- 
pelladamente la  ilación  de  mis  desaliñadas  observa- 
ciones, que  me  he  olvidado  de  contestar  á los  razona- 
mientos que  hizo  S.  S.  relativos  á la  segunda  propo- 
sición, y no  he  tratado  de  la  cuestión  constitucional 
ni  de  la  cuestión  social  en  lo  que  se  refiere  al  adelan- 
tamiento del  país.  Dispénseme  S.  S.,  porque  no  ha  sido 
culpa  mia,  sino  de  mi  deseo  de  terminar. 

Y dicho  esto,  he  de  decirle  también  que  no  nece- 
sitaba molestarse,  explicando  la  clase  de  compromi- 
sos á que  se  referia.  Yo  sé  que  mi  amigo  el  Sr.  Dan- 
vila, nunca  que  se  refiere  á mí  puede  ofenderme,  y 
no  me  había  ofendido  en  lo  más  mínimo.  No  me  ex- 
traña la  opinión  de  la  Comisión  de  Códigos,  y dije:  ¡si 
yo  en  su  caso  hubiera  hecho  lo  mismo!  dije  más:  dije 
que  creía  que  los  hombres  de  gobierno  y la  mayoría, 
en  iguales  circunstancias,  hubieran  obrado  de  la  mis- 
ma manera.  Por  consiguiente,  no  hay  nada  que  rec- 
tificar en  esto,  sino  dejar  sentado  cuál  ha  sido  mi 
aseveración.  Yo  no  niego  nada  de  loque  relativamente 
al  Código  penal  ha  dicho  S.  S.  ¡Cómo  he  de  negarlo! 
Todo  es  cierto.  Yo  sostengo  también  todo  lo  que  he 
dicho  respeclo  á la  índole  y tendencia  restrictiva  de 
aquel  Código,  y no  quiero  hacer  inculpaciones  ui  al 
Sr.  Danvila,  ni  al  partido  conservador,  ni  á nadie;  en 
más  de  treinta  años  que  llevo  en  el  Parlamento,  ja  - 
más  he  molestado  á Dingun  compañero  con  mis  ma- 
nifestaciones ni  mis  proposiciones;  pero  sí  es  una  cosa 
que  no  podría  negarme  el  Sr.  Dauvila,  que  en  seis 
años  que  ha  estado  el  partido  conservador  llevando  la 
dirección  del  Estado,  me  parecía  que  tuvo  tiempo  su- 
ficiente para  haber  intentado  una  reforma  si  la  creía 
necesaria. 

La  tendencia  democrática  con  la  introducción  de 
la  soberanía  en  la  institución  de  los  tribunales,  la  hu- 
biera procurado  yo  explicar  con  cierta  extensión  al 
contestar  á S.  S.  en  lo  relativo  á la  discusión  consti- 
tucional que  habia  provocado.  Como  por  el  olvido  que 
he  explicado  antes  no  lie  dicho  nada  sobre  el  particu- 
lar, y no  he  de  entrar  en  este  momento  en  una  dis- 
cusión que  requeriría  cierto  detenimiento  y quiero 
concluir  cuanto  antes,  no  digo  nada  sobre  ello. 

Yo  no  he  dicho  ¡cómo  he  de  decirl  que  sean  Jura- 
dos los  organismos  á que  me  he  referido  cuando  he 
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hablado  de  analogías.  Su  señoría  me  habrá  de  hacer  la 
justicia  de  creer  que  hay  algo  que  significa  algo  que 
no  es  aquel  tribunal  letrado  que  estamos  acostumbra- 
dos á ver  fallar  en  todos  los  organismos  de  que  me 
he  ocupado.  Por  lo  demás,  yo  bien  sé  que  en  el  Con- 
greso Jurídico  la  opinión  general  ha  sido  contraria  ai 
establecimiento  de  los  tribunales  de  comercio;  yo  be 
he  tenido  también  la  honra  de  votar  eso,  pero  al  mis- 
mo tiempo,  sabe  el  Sr.  Danvila,  lo  mismo  que  yo,  que 
ha  habido  mayoría  para  el  establecimiento  de  un  Ju- 
rado especial  de  comercio,  sin  darle  las  atribuciones 
que  antes  tenía  este  tribunal. 

Y como  en  todo  lo  demás  en  que  hemos  disentido 
y hemos  discutido,  el  Sr.  Danvila  ha  apreciado  com- 
pleta y plenamente  las  indicaciones  que  he  tenido  la 
honra  de  hacer,  me  siento  dándole  de  nuevo  las  gra- 
cias por  la  cariñosa  benevolencia  con  que  me  ha 
tratado.» 

Leida  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  el  acuerdo 
del  Congreso  fuó  negativo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Llay  otra 
enmienda  del  Sr.  Espinosa,  que  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
presentar  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  ar- 
tículo l.°  del  dictámen  sobre  el  proyecto  de  ley  esta- 
bleciendo el  juicio  por  jurados. 

El  art.  l.°  se  redactará  en  la  siguiente  forma: 
«Art.  l.°  El  tribunal  del  Jurado  se  compondrá  de 
seis  jurados  y de  seis  magistrados  ó jueces  de  dere- 
cho; se  reunirá  periódicamente  para  conocer  de  los 
delitos  cuya  competencia  le  es  atribuida  por  esta  ley, 
y declarar  la  culpabilidad  ó inculpabilidad  de  los  pro- 
cesados respecto  de  los  hechos  que  en  concepto  de 
delito  les  atribuya  la  acusación,  y la  concurrencia  ó 
no  de  los  demás  hechos  circunstanciales  que  sean 
modificativos,  absoluta  ó parcialmente  de  la  pena- 
lidad.» 

Palacio  del  Congreso  3 de  Mayo  de  1R87.=José 
Espinosa  Dustos.=Luis  de  Landecho.=José  de  Cárde- 
Das.=Manucl  Allende  Salazar.=Cárlos  CastelL=Ma- 
nuel  Fernandez  Capetillo.=El  Marqués  del  Vadillo.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
Comisión  tiene  la  palabra  para  manifestar  si  admite 
ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  PACHECO:  La  Comisión  tiene  el  senti- 
miento de  manifestar  que  no  puede  admitir  la  en- 
mienda. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Cárdenas):  El  Sr.  Es- 
pinosa tiene  la  palabra  para  apoyar  la  enmienda. 

EiSr.  ESPINOSA:  Señor  Presidente,  en  vista  de 
lo  avanzado  de  la  hora,  y teniendo  que  extenderme 
bastante  para  apoyar  la  enmienda,  ruego  á S.  S.  se 
sirve  suspender  la  discusión. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Cárdenas):  Se  sus- 
pende esta  discusión. 


El  Congreso  quedó  enterado  de  una  comunicación 
del  Sr.  Diputado  D.  Jerónimo  Antón  Ramírez,  mani- 
festando que  una  desgracia  de  familia  le  impedia  asis- 
tir á las  sesiones. 


Dióse  cuenta,  y el  Congreso  quedó  enterado,  de 
que  las  Comisiones  que  á continuación  se  expresan 


habían  nombrado  presidente  y secretario  á los  seño- 
res siguientes: 

La  que  ha  de  dar  dictámen  sobre  el  proyecto  de 
ley  de  la  venta  ó permuta  de  todos  los  edificios  y 
fincas  destinadas  á atención  de  guerra  que  convenga 
enajenar  ó cambiar  con  ventajas  para  los  servicios 
militares,  al  Sr.  Alcalá  del  Olmo  y al  Sr.  Suarez 
Inclán. 

La  que  entiende  en  el  proyecto  de  ley  suprimiendo 
las  retenciones  sobre  los  sueldos  de  ios  jefes  y oficia- 
les y clases  asimiladas  del  ejército  y creando  un  Banco 
militar  de  préstamos,  ai  Sr.  Montero  Ríos  y al  señor 
Barroso  y Castillo. 

La  que  ha  de  emitir  su  opinión  acerca  de  la  pro- 
posición de  ley  adicionando  el  art.  593  de  la  de  en- 
juiciamiento criminal,  al  Sr.  Ruiz  Capdepon  y al  se- 
ñor Villalba  Hervás. 


Igualmente  quedó  enterado  el  Congreso  de  que  el 
Sr.  Antón  Ramírez  no  podía  asistir  á las  sesiones  por 
una  desgracia  de  familia. 


Se  leyeron  por  primera  vez,  y pasaron  á la  Comi- 
sión, acordando  se  imprimieran  y repartieran,  cinco 
artículos  adicionales  propuestos  por  el  Sr.  Isasa  al 
dictámen  sobre  el  proyecto  dé  ley  del  Jurado,  y una 
enmienda  del  Sr.  Domínguez  Alfonso  al  art.  5.°  (Véase 
el  Apéndice  déci  mono  veno  á este  Diario.) 


Se  leyó,  y quedó  sobre  la  mesa  el  siguiente  dic- 
támen: 

«La  Comisión  de  actas  ha  examinado  la  de  elec- 
ción parcial  del  distrito  de  Ginzo  de  Limia,  provin- 
cia de  Orense;  y no  conteniendo  protestas  ni  recla- 
maciones, tiene  la  honra  de  proponer  al  Congreso  se 
sirva  aprobar  dicha  acta  y admitir  como  Diputado 
por  el  referido  distrito  á D.  Teodoro  Baró  y Sureda, 
que  ha  presentado  sn  credencial,  y cuya  aptitud  le- 
gal no  ofrece  duda. 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  1887.=Vi- 
cente  Nuñez  de  Velasco,  vicepresidentes  Luis  de 
Landccho.=Emilio  de  Alvcar.= Agustín  de  la  Serna. 
Antonio  García  Alix.=Joaquin  Muñoz  Ghaves.=Luis 
Diaz  Moreu.=Demetrio  Betegon.=Miguel  de  la  Guar- 
dia.=José  del  Perojo,  secretario.» 


También  se  leyeron,  y quedaron  sobre  la  mesa, 
acordando  se  imprimieran  y repartieran,  los  dos  si- 
guientes dictámenes  de  Comisión: 

Prorrogando  el  plazo  concedido  en  el  art.  2.°  de  la 
ley  de  17  de  Abril  de  1883  referente  á los  minerales 
de  hierro  en  la  isla  de  Cuba.  (Véase  el  Apéndice  vigé- 
simo d este  Diario.) 

Sobre  inclusión  en  el  plan  general  de  carreteras  de 
una  que  se  denominará  de  Rábade  á Moncelos.  ( Véase 
el  Apéndice  vigésimoprimero  á este  Diario.) 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Cárdenas):  Orden  del 
dia  para  mañana:  los  dictámenes  que  acaban  de  leerse 
y los  asuntos  pendientes. 

Se  levanta  la  sesión. » 

Eran  las  seis  y cuarenta  y cinco  minutos. 

VEINTIUN  APENDICES* 


APÉNDICE  PRIMERO  AL  NÚM.  82. 


Ley  sancionada  por  S.  M , y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador , sobre  apro- 
bación de  los  suplementos  de  crédito  concedí-tos  por  medida  gubernativa  á los 
presupuestos  de  los  Ministerios  de  Estado  y Gobernación  del  corriente  año, 
durante  la  última  suspensión  de  las  sesiones. 


Señora:  Las  Górtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Be  aprueba  el  suplemento  de  crédito 
de  157.139  pesetas  67  céntimos,  concedido  por  Real 
decreto  de  15  de  Enero  de  1887  al  cap.  15,  artículo 
único,  «Gastos  extraordinarios  del  patronato  de  la  Obra 
Pía»  del  presupuesto  del  Ministerio  de  Estado,  corres- 
pondiente al  año  económico  1886-87. 

Art.  2.°  Se  aprueba  igualmente  el  suplemento  de 
100.000  pesetas,  concedido  por  Real  decreto  de  la 
misma  fecha  al  presupuesto  corriente  del  Ministerio 
de  la  Gobernación,  con  aplicación  al  cap.  8.°,  art.  2.°, 
«Gastos  de  los  establecimientos  generales  y particu- 
lares de  beneficencia. » 

Art.  3.°  El  importe  de  los  suplementos  de  crédito 


á que  se  refieren  los  artículos  anteriores,  se  cubrirá 
con  los  recursos  extraordinarios  de  que  se  ha  incau- 
tado el  Tesoro  por  virtud  de  la  ley  de  2 de  Agosto  de 
1886,  y con  las  existencias  metálicas,  valores  y de- 
más bienes  que  posee  la  beneficencia  general  y la  par- 
ticular de  fundaciones  caducadas,  conforme  á lo  dis- 
puesto en  los  decretos  de  concesión. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  Y.  M. 

Palacio  del  Senado  4 de  Marzo  de  1887.=Se- 
nora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Sccrctario.=José  de 
la  Torre  y Viilanneva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publiques©  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
21  de  Abril  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  SEGUNDO  AL  NÚM.  82. 


Ley  sancionada  por  S.  M y publicada  en  este  Cuerpo  Colcgislador , sobre  una 
trasferencia  de  crédito  al  presupuesto  del  Ministerio  de  Fomento  cotí  destino  á los 

gastos  de  la  Exposición  de  Bellas  Arles. 


Señora:  Las  Corles  lian  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  lin ico.  Eu  el  presupuesto  de  ((Obligacio- 
nes de  los  departamentos  ministeriales,»  correspon- 
diente al  ano  económico  1 880-87,  sección  sétima,  «Mi- 
nisterio de  Fomento,»  se  trasfleren  140.000  pesetas  del 
crédito  del  cap.  15,  art.  l.°,  «Material  de  estudios  y 
obras  nuevas  de  carreteras,»  á un  capítulo  adicional 


que  se  denominará  «Gastos  de  la  Exposición  de  Bellas 
Artes  que  ha  de  celebrarse  en  el  año  1887.» 

Y"  el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  14  de  Abril  de  1 887.  =Se- 
ñora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 

; Presiden te.= José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
j Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.  ==Palacio 
*21  de  Abril  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martinez. 


Le  y sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  aumentando 
la  subvención  concedida  para  la  construcción  del  ferro-carril  de  Linares  á 

Almería. 


SkSora.:  Las  Górtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1 .°  El  Estado  auxiliará  la  ejecución  del 
ferro-carril  de  Linares  á Almería  entregando  á la  Em- 
presa concesionaria  30.800.000  pesetas  en  metálico, 
sin  reducción  alguna,  distribuidas  en  seis  anualidades 
consecutivas  é iguales  de  5.133.333  pesetas  33  cénti- 
mos cada  una. 

El  abODO  de  cada  una  de  estas  anualidades  se  hará 
efectivo  entregando  á la  Empresa  concesionaria  el 
importe  de  la  tercera  parte  de  las  obras  ejecutadas. 

Art.  2.°  Se  declaran  subsistentes  las  leyes  de  0 de 
Febrero  de  1880,  9 de  Junio  de  1882  y 30  de  Mayo 


de  1885,  en  cuanto  no  se  opongan  al  articulo  anterior. 

Art.  3.°  El  Ministro  de  Fomento  anunciará  desde 
luego  la  subasta  del  citado  ferro-carril  de  Linares  á 
Almería,  por  un  término  que  no  bajará  de  cuarenta 
dias  ni  excederá  de  noventa. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  saucion  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  4 do  Abril  de  1887.=Se- 
üora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=El  Marqués  de  la  Habana, 
i Presidente.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=Jo$é  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario. 

Publiquese  como  lcy.=Maria  Cristina.=Palacio 
21  de  Abril  de  1887.=El  Ministro  de  Gracia  y Justi 
i cia,  Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  SEXTO  AL  NÚM.  82. 


DE  LAS 

SESIONES  DE  COBTES. 

CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  sobre  devo- 
lución á la  Compañía  del  ferro-carril  de  Madrid  á Arganda  de  la  fianza  prestada 
como  garantía  de  la  concesión  para  prolongar  esta  línea  desde  Vacia-Madrid  á 

Arganda. 


Señora:  Las  Cortes  lian  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Para  la  devolución  de  la  fianza 
prestada  por  la  Compañía  del  ferro-carril  de  Madrid 
á Arganda,  como  garantía  de  la  concesión  para  pro- 
longar esta  línea  desde  Vacia-Madrid  á Arganda,  se 
observará  estrictamente  lo  dispuesto  en  el  art.  17  de 
la  vigente  ley  de  ferro-carriles. 


Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  4 de  Abril  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  deV.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presideute.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario. 

Publíqucse  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
71  de  Abril  de  Í887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  SÉTIMO  AL  NÚM.  82, 


DIARIO 

DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  ampliando 
en  dos  años  la  prórroga  concedida  para  la  construcción  del  ferro-carril  que 
partiendo  de  Aguilas  bifurque  en  Grima  con  dos  ramales  á Sierra  Almagrera  y 

Lorca. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  amplía  en  dos  años  la  prórroga 
concedida  por  la  ley  de  19  de  Marzo  de  1885  parala 
construcción  del  ferro-carril  que  partiendo  de  Agui- 
las ha  de  bifurcar  en  Puerto  de  Grima  con  dos  rama- 
les, uno  á Sierra  Almagrera  y otro  á Lorca.  Si  du- 
rante el  plazo  que  se  ñja  en  esta  ley  se  abriera  á,  la 
explotación  cualquiera  otra  de  las  líneas  concedidas 
entre  Lorca  y Aguilas,  se  autoriza  al  Gobierno  para 


anular  la  concesión  á que  se  refiere  esta  ley,  si  la 
Compañía  que  la  posee  llegase  á obtener  la  fusión  con 
la  de  la  línea  ejecutada. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  4 de  Abril  de  1887.=Se- 
ñora.=A  L.  R.  P.  deV.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Prcsidentc.=José  Abascal,  Senador  SecreLario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secrctario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
2 i de  Abril  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 


APÉNDICE  OCTAVO  AL  NÚM.  83. 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  autorizando 
la  concesión  de  un  ferro-carril  de  Bobadilla  á Algeciras  en  sustitución  del  de 
Bobadilla,  por  Ronda  á empalmar  con  el  de  Jerez  á Algeciras. 


Señora:  Las  Górtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  l .°  El  ferro-carril  de  Bobadilla  por  Ron- 
da á empalmar  en  el  punto  que  se  juzgue  más  á pro- 
pósito con  el  de  Jerez  á Algeciras,  se  sustituirá  por 
el  de  Bobadilla  á Algeciras,  pasando  necesariamente 
por  Ronda,  Jimena  y Bocaleones. 

Art.  2.°  Se  autoriza  al  Gobierno  para  otorgar  en 
pública  subasta,  y con  sujeción  á las  disposiciones  vi- 
gentes, la  concesión  de  este  l'erro-carril  con  arreglo 
al  proyecto  presentado,  si  mereciese  la  aprobación. 

Art.  3."  Disfrutará  este  ferro-carril  la  subvención 
de  60.000  pesetas  en  efectivo  por  kilómetro,  y ade- 
más la  exención  de  los  derechos  de  aduanas  para  el 
material  de  su  construcción  y diez  primerbB  años  de* 
explotación. 

Art.  4."  El  ferro-carril  de  Bobadilla  á Algeciras 
habrá  de  construirse  en  el  plazo  de  cuatro  años,  que 
empezará  á contarse  desde  la  fecha  en  que  se  adjudi- 
que la  concesión. 

Art.  5.°  El  concesionario  de  este  ferro-carril  abo- 
nará á la  actual  Compañía  concesionaria  del  de  Jerez 
» Algeciras  el  valor  de  las  obras  ejecutadas  entre  Ji- 


mena y Algeciras,  prévia  tasación  contradictoria  he- 
cha por  peritos  del  Estado  y de  la  expresada  Compañía. 

Art.  6.°  El  abono  de  que  trata  el  artículo  ante- 
rior se  hará  en  la  forma  y manera  que  en  el  mismo 
se  expresa,  si  al  verificarlo  hubiera  la  Compañía  con- 
cesionaria de  la  línea  de  Cádiz  á Algeciras  hecho  el 
depósito  á que  se  refiere  su  ley;  pero  caso  de  que  así 
no  fuese,  y como  consecuencia  se  hubiese  decretado 
la  caducidad  de  aquella  concesión,  entonces  la  Com- 
pañía concesionaria  de  la  línea  de  Bobadilla  á Alge- 
ciras abonará  á la  actual  de  Jerez  á Algeciras  el  va- 
lor de  las  obras  hechas  entre  Jimena  y Algeciras, 
deducción  hecha  de  37.238  pesetas  que*  quedarán  á 
favor  del  Estado,  por  estar  al  presente  dichas  obras 
sujetas  á esta  responsabilidad. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presiden te.= José  Abascal,  Senador  Secrctario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  da 
la  Torro  y Villanueva,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.==Palacio 
21  de  Abril  de  1 887, =E1  Ministro  da  Gracia  y Jus« 
ticia,  Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  NOVENO  AL  NÚM.  82. 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  sustituyendo 
el  ferro-carril  de  Jerez  d Algeciras  por  el  de  Cádiz  á Algeciras. 


SeStora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  El  ferro- carril  de  Jerez  á Algeciras 
queda  sustituido  por  el  de  Cádiz  á Algeciras. 

Art.  2.°  Este  ferro-carril  se  someterá  ¿i  las  con- 
diciones, tarifas  y proyectos  que  sirvieron  de  base 
para  la  concesión  del  de  Cádiz  ai  Campamento,  en 
cuanto  dichas  condiciones  no  se  opongan  á las  que  se 
determinan  en  los  artículos  subsiguientes  de  la  pre- 
sente ley. 

Art.  3.°  El  plazo  para  la  construcción  de  este 
ferro-carril  será  de  cuatro  anos,  á contar  desde  la  fecha 
de  la  promulgación  de  la  presente  ley. 

Art.  4.°  Dentro  de  los  quince  dias,  contados  desde 
la  misma  fecha,  depositará  el  concesionario  la  lianza 
determinada  por  la  ley  de  ferro- carriles  vigenLe  para 
las  líneas  subvencionadas.  Dicha  garantía  se  devolve- 
rá al  concesionario  cuando  acredite  haber  ejecutado 
en  el  camino  obras  cuyo  valor  exceda  de  aquella  can- 
tidad. 

Art.  5.°  Quedará  ipso  fado  caducada  la  concesión 
del  ferro-carril  de  Cádiz  á Algeciras  y sin  derecho  á 
reclamación  alguna  de  parte  del  concesionario,  si  no 
depositase  la  fianza  en  el  plazo  y condiciones  que  se 


determinan  en  el  artículo  anterior,  llevando  además 
consigo  esla  falta  la  pérdida,  por  parte  de  la  actual 
Compañía  concesionaria  del  de  Jerez  á Algeciras,  la 
cantidad  de  37.238  pesetas,  que  hará  efectivas  ai  Es- 
tado del  importe  de  las  obras  construidas  entre  Jime- 
na  y Algeciras,  que  hoy  se  hallan  afectas  á responder 
de  dicha  cantidad. 

Art.  6.°  En  el  caso  de  que  caducara  la  concesión 
por  las  causas  que  se  expresan  en  los  artículos  ante- 
riores, el  Gobierno  sacará  á subasta  la  construcción 
de  este  ferro-carril,  en  virtud  de  io  que  se  dispone  en 
el  art.  4.°  de  la  ley  de  2 de  Julio  de  1870,  y con  la 
subvención  determinada  en  el  art.  2.°  de  dicha  ley, 
además  de  la  exención  de  derechos  de  aduanas  para 
el  material  de  construcción  y el  de  los  diez  primeros 
años  de  explotación  de  la  linca. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  6 de  Abril  de  1887.  = Se- 
ñora.—A L.  R.  P.  de  Y.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Prcsidcnte.=José  Abascal,  Senador  Sccretario.=El 
Marques  de  Mondéjar,  Senador  Secretario. =José  de 
la  Torre  y Vilianueva,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.= Palacio 
21  de  Abril  de  1887. =E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  DÉCIMO  AL  NÚM.  82. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Ley  mudo  nada  por  S.  M.,  y publicada  en  esle  Cuerpo  Colegisladar,  autorizando 
la  construcción  de  un  ferro-carril  económico  que  partiendo  de  Santander  termine 

en  Solares. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  autoriza  á D.  Antonio  Cabrero  y 
Campo  para  construir,  sin  subvención  directa  del  Es- 
tado, un  ferro-carril  económico,  con  explanación  para 
vía  ancha,  que  partiendo  de  Santander  termine  en  So- 
lares. 

Art.  2.*  Este  ferro-carril  se  declara  de  utilidad  pú- 
blica y con  derecho  á la  expropiación  forzosa,  así  como 
al  aprovechamiento  y ocupación  de  los  terrenos  de 
dominio  público. 

Art.  3.°  Se  construirá  con  arreglo  al  proyecto  que 
se  apruebe  por  el  Ministerio  de  Fomento,  según  los 


estudios  que  el  interesado  ha  presentado  en  dicho 
Centro  y que  han  sido  acompañados  de  la  fianza  del 
l por  100  del  importe  del  presupuesto. 

Arl.  4.°  Esta  concesión  se  entiende  por  noventa  y 
nueve  años  y con  arreglo  á la  legislación  vigente. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  26  de  Marzo  de  1887.=Se~ 
5ora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.=Jose  Abascal,  Senador  Secretario.=  El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secrctario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubiancs,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
21  de  Abril  de  1887. =E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  UNDÉCIMO  AL  NÚM.  82. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Ley  sancionada  por  S.  M , y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  autorizando 
la  concesión  de  un  ferro- carril  económico  de  Egea  de  los  Caballeros  ú empalmar 
en  el  término  de  Zuera  con  la  linca  de  Zaragoza  á Barcelona. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  autoriza  al  Gobierno  de  Su  Ma- 
jestad para  otorgar  á l).  Joaquín  tleEiia  y Domenecb, 
vecino  de  Zaragoza,  la  concesión  de  un  ferro-carril 
económico  que  partiendo  de  Egea  de  los  Caballeros 
empalme  con  la  línea  férrea  de  Zaragoza  á Barce- 
lona, en  el  término  municipal  de  Zuera. 

Art.  2.°  Este  ferro-carril  se  construirá  sin  sub- 
vención del  Estado  con  arreglo  á los  estudios  presen- 
tados en  el  Ministerio  de  Fomento,  y se  considerará 
de  utilidad  pública  para  los  efectos  de  la  expropiación 
forzosa. 

Art.  3.°  Otorgada  que  sea  la  concesión  mediante 
el  pliego  de  condiciones  particulares  que  se  apruebe, 
quedará  obligado  el  concesionario  á emprender  las 


i obras  en  un  plazo  que  no  debe  ser  mayor  de  tres  me- 
; ses,  á contar  de  la  fecha  de  la  concesión,  quedando 
j terminada  la  línea  y en  disposición  de  abrirse  á la  ex* 
plotacion  dentro  de  los  tres  años  contados  también 
desde  dicha  fecha. 

Art.  4.°  Esta  concesión  se  hace  por  noventa  y nueve 
años,  quedando  en  lo  demás  sujeto  el  concesionario  á 
las  prescripciones  de  la  ley  general  de  ferro-carriles. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  4 de  Abril  de  !887.=Se- 
ñora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente. =José  Abascal,  Senador  Se'c retar io.= El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.= José  de 
la  Torre  y Villamieva,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Crist¡na.=Palacio 
21  de  Abril  de  I887.=^E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 


. CONGRESO  I)E  LOS  DIPUTADOS. 


Ley  mu  donada  por  S . M„  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  autorizando 
la  construcción  de  un  ferro-carril  de  vía  estrecha  que  partiendo  de  la  estación 

de  Maro  termine  en  Laguardia. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  l.°  Se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M.  para 
que  otorgue  directamente  á D.  Eusebio  García  y Le- 
jarraga,  vecino  de  Bilbao,  la  concesión  de  un  ierro- 
carril  de  vía  estrecha  que  empalmando  en  la  estación 
de  Haro  con  el  de  Tudela  á Bilbao,  pasando  por  los 
términos  municipales  de  Labastida,  San  Vicente,  Sa- 
maniego  y Leza,  termine  en  Laguardia,  conforme  al 
proyecto  facultativo  presentado  en  el  Ministerio  de 
Fomento. 

.Art.  2.°  Se  declara  este  ferro-carril  de  utilidad 
pública,  y por  lo  tanto  con  derecho  á la  expropiación 
forzosa,  al  aprovechamiento  de  los  terrenos  de  domi- 
nio público  por  parte  del  concesionario  y á cuanto 
concede  el  art.  31  de  la  vigente  ley  de  ferro-carriles. 


Art.  3.°  La  concesión  se  hará  por  noventa  y nueve 
anos. 

Art.  4.°  El  Ministro  de  Fomento  lijará  los  pla- 
zos en  que  deberán  comenzarse  y terminar  las  obras, 
así  como  las  condiciones  particulares  que  han  de  re- 
gir en  la  concesión,  las  cuales  se  formarán  en  conso- 
nancia con  lo  que  prescribe  la  ley  general  de  23  de 
Noviembre  de  1877  y el  reglamento  aprobado  para 
su  ejecución  en  24  de  Mayo  de  1878. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  Y.  M. 

Palacio  del  Senado  29  de  Marzo  do  1887.=Se- 
üora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=EL  Marqués  de  la  Habana, 
Presiden te.= José  Abascal,  Senador  8ecrelario.=EÍ 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.™ José  de 
la  Torre  y Vilianueva,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
21  de  Abril  de  1S87.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martinez. 
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APÉNDICE  DECIMOTERCERO  AL  NÚM.  82. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Ley  sancionada  por  S.  M.t  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegís  lador,  prolongando 
hasta  Campos  de  Vilo  la  carretera  en  construcción  de  Nadela  á Quiroga . 


Señora.:  La»  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  único.  La  carretera  en  construcción  de 
Nadela  á Quiroga,  en  la  provincia  de  Lugo,  se  prolon- 
gará á Campos  de  Vila,  en  la  misma  provincia,  deno- 
minándose de  Nadela  á Campos  de  Vila  de  Quiroga. 
Y el  Senado  lo  presenta  «á  la  sanción  de  V.  M. 


Palacio  del  Senado  15  de  Marzo  de  1887.=8e- 
nora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=EL 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.— José  de 
la  Torre  y Villanucva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíqucse  como  ley.=María  Cristina.=  Palacio 
21  de  Abril  de  1887.=EI  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 


APÉNDICE  DÉCIMOCUABTO  AL  NÚM.  82. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proijecto  de  ley,  aprobado  defi  nitivamente  por  este  Cuerpo  Colegislador,  autorizando 
á la  Diputación  provincial  de  Cádiz  á realizar  un  sorteo  de  lotería,  con  cuyos 
productos  se  atenderá  á los  gastos  de  la  Exposición  nacional  marítima. 


AL  SENADO. 

El  Congreso  de  los  Diputados,  conformándose  con 
lo  propuesto  por  varios  individuos  de  su  seno,  ha  apro- 
bado el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  t.u  Se  autoriza  á la  Diputación  provin- 
cial de  Cádiz  para  que  pueda  realizar  un  sorteo  de 
lotería  especial,  libre  de  derechos  á la  Hacienda,  y de 
toda  clase  de  impuestos,  á íin  de  que  con  los  produc- 
tos líquidos  que  arrojo  enjugue  los  gastos  que  ori- 
gine la  Exposición  nacional  marítima. 

Art.  2."  El  sorteo  constará  de  13.000  billetes,  á 
250  pesetas  cada  uuo,  divididos  en  vigésimos,  y se 
distribuirán  787  premios,  por  valor  de  2.184.000  pe- 
setas. 

Art.  3.*  La  Dirección  geueral  de  rentas,  de  acuer- 
do con  el  presidente  de  la  Diputación  provincial  de 
Cádiz,  adoptará  las  medidas  oportunas  á fin  de  que 


el  sorteo  se  verifique  en  una  fecha  intermedia  entre 
las  de  la  lotería  nacional  que  mensualmente  se  ce- 
lebra. 

Art.  4.“  El  Ministerio  de  Hacienda  fijará  las  ba- 
ses de  este  sorteo,  forma  y sitio  en  que  deba  verifi- 
carse, y adoptará  cuantas  disposiciones  estime  con- 
venientes para  garantir  á los  tenedores  de  los  billetes 
el  importe  de  los  premios,  y para  que  el  producto 
líquido  de  los  que  se  expendan,  deducidos  dichos  pre- 
mios, ingrese  en  las  Cajas  de  la  Diputación  provincial 
de  Cádiz  con  destino  á los  gastos  de  la  Exposición 
marítima. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  pasa  al  Senado, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9."  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  t887.=Cris- 
tino  Martos,  Presiden te.=Luis  Sánchez  Arjona,  Di- 
putado Secretario.=El  Conde  de  Sallent,  Diputado 
Secretario. 
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APÉNDICE  DECIMOQUINTO  AL  NÚM.  82. 


MARIO 


DE  LAS 


CONGRESO  1)E  LOS  DIPUTADOS. 


Proyecto  de  ley,  aprobado  definitivamente  por  este  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  d,e  carreteras  la  prolongación  hasta  Inca  de  la  de  A rla  d Santa 

Margarita. 


AL  SENADO. 

El  Congreso  de  los  Diputados,  conformándose  con 
lo  propuesto  por  varios  individuos  de  su  seno,  ha  apro- 
bado el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras, en  la  isla  de  Mallorca,  la  prolongación  hasta 
Inca  de  la  de  Arta  á Santa  Margarita,  pasando  por 
Llubí. 


Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  188G  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  pasa  al  Senado, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9.°  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  l887.=Gris- 
lino  Martos,  Presidente.=Luis  Sánchez  Arjona,  Di- 
putado Secretario.=El  Conde  de  Sallent.  Diputado 
Secretario. 
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APÉNDICE  DECIMOSEXTO  AL  NÜM  82. 


D 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proyecto  de  ley,  aprobado  definitivamente  por  ente  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  de  García  á Tortosa. 


AL  SENADO. 

El  Congreso  de  los  Diputados,  tomando  en  consi- 
deración lo  propuesto  por  un  individuo  de  su  seno, 
ha  aprobado  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  declara  incluida  en  el  plan  ge- 
neral de  carreteras  del  Estado  una  de  tercer  orden,  en 
la  provincia  de  Tarragona,  que  partiendo  del  pueblo 
de  García,  en  el  punto  más  próximo  á la  estación  de 
los  ferro-carriles  directos  do  Madrid  á Zaragoza  y 
Barcelona,  pase  por  el  pueblo  de  Mora  la  Nueva  y 
termiue  en  la  ciudad  de  Tortosa,  procurando  que  el 


trayecto  recorra  la  orilla  izquierda  del  rio  Ebro  y sea 
utilizable  para  la  sirga;  carretera  que  deberá  llamar- 
se de  García  á Tortosa  por  Mora  la  Nueva. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
' en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
! Diciembre  de  1 88(5  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  pasa  al  Senado, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9."  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  1 887.=Cris~ 
tino  Martos,  Presidente. =Luis  Sánchez  Arjona,  Di- 
putado Secretario.=El  Conde  do  Sallant,  Diputado 
Secretario. 


Proyecto  de  ley,  aprobado  definitivamente  por  este  Cuerpo  Colegislador,  declarando 
de  interés  general  de  segundo  orden  varios  puertos  de  las  islas  Baleares. 


AL  SENADO. 

El  Congreso  de  los  Diputados,  conformándose  con 
lo  propuesto  por  varios  individuos  de  su  seno,  ha 
aprobado  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  declaran  de  interés  general  de 
segundo  orden  los  puertos  de  Cabrera,  Fornells,  Porto- 
Petro  y Pollenza,  en  las  islas  Baleares,  considerán- 


dose adicionados  al  art.  1 6 de  la  ley  de  7 de  Mayo 
de  1880. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  pasa  al  Senado, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9.“  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  1887.=Cris- 
tino  Martos,  Presidente. =Luis  Sánchez  Arjona,  Di- 
putado Secretario.=El  Conde  de  Sallent,  Diputado 
Secretario. 
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APÉNDICE  DÉCIMOOCTAVO  AI.  NÚM.  82. 


MARIO 


DE  LAS 


SESIONES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Artículo  adicional,  del  Sr.  Botija,  al  dictdmen  de  la  Comisión  referente  al  pro- 
yecto de  le\j  sobre  creación  de  Administraciones  subalternas  de  Hacienda  en  varias 

poblaciones. 


AL  CONGRESO. 

Los  Diputados  que  suscriben  ruegan  al  Congreso 
se  sirva  admitir  el  siguiente  artículo  adicional  al  dic- 
támen  relativo  al  proyecto  de  ley  creando  Adminis- 
traciones subalternas  de  Hacienda: 

Artículo  adicional.  Las  reclamaciones  de  agravio 
absoluto  que  en  todo  tiempo  podrán  hacer  los  contri- 
buyentes por  territorial  ante  las  Administraciones  su- 


balternas, serán  resueltas  por  las  mismas  ó por  las 
Delegaciones  en  el  preciso  término  de  tres  meses,  no 
pasando  tampoco  de  otros  tres  sin  que  se  resuelvan 
en  las  alzadas  sucesivas  si  las  hubiera. 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  1887.= Anto- 
nio Botija  y Fajardo.  = Manuel  Grande  de  Vargas. 
Joaquin  Muñoz  Chaves.  =GonzaLo  Sánchez  Arjona. 
Juan  Garcíadel  Gastillo.=Migucldo  laGuardia.=Ro- 
man  Laá. 
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APÉNDICE  DECIMONOVENO  AL  NÚM.  82. 


DE  LAS 


SESIONES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Enmiendas  y artículos  adicionales  al  diclámen  de  la  Comisión  referente  al 
proyecto  de  ley  sobre  el  establecimiento  del  juicio  por  jurados  para  determinados 

delitos. 


Del  Sr.  DOMINGUEZ  ALFONSO  al  arl.  5.° 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  aceptar  la  siguiente 
enmienda  al  art.  5.°  del  dictámen  de  la  Comisión,  y 
que  acuerde  quede  redactado  en  los  términos  si- 
guientes: 

«5.°  Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior  los  delitos  cuyo  conocimiento  está  sometido 
por  la  Constitución  al  Tribunal  Supremo,  y los  pro- 
cesos contra  las  autoridades  y sus  agentes  por  actos 
cometidos  al  ejercer  funciones  de  sus  cargos.» 

Palacio  del  Congreso  3 de  Mayo  de  1887.=Anto- 
nio  Domínguez  Alfonso.=Antonio  Botija  y Fajardo.— 
Antonio  Vázquez  Queipo.=Ramon  Lacadena.=Fran- 
cisco  Ansaldo.=Rafael  Mónares.=Santos  López  Pe- 
legrin. 


Del  Sr.  ISASA,  artículo  adicional. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  aprobar  el  siguiente 
artículo  adicional: 

«Los  artículos  145,  153  y 104  ele  laJey  de  14  de 
Setiembre  de  1882  sobre  enjuiciamiento  criminal  se 
redactaran  de  la  manera  siguiente: 

Art.  145.  Para  dictar  autos  ó sentencias  en  los 
asuntos  de  que  conozca  el  Tribunal  Supremo,  serán 
necesarios  siete  magistrados,  á no  ser  que  en  algún 
caso  de  los  previstos  en  esta  ley  baste  menor  número. 

Para  dictar  autos  y sentencias  en  las  causas  cuyo 
conocimiento  corresponde  á las  Audiencias  de  lo 
criminal  ó á las  Salas  respectivas  de  las  Audiencias 
territoriales,  serán  necesarios  tres  magistrados,  y 
cinco  para  dictar  sentencia  en  las  causas  en  que  se 


hubiere  pedido  pena  de  muerte  ó alguna  perpétua. 
Al  efecto,  si  en  la  Sala  ó Sección  del  Tribunal  no  hu- 
biese número  suficiente  de  magistrados,  se  comple- 
tará: en  las  Audiencias  territoriales,  con  los  necesa- 
rios de  las  demás  Secciones  de  la  Sala  de  lo  criminal, 
y donde  no  las  hubiere,  con  los  de  Salas  de  lo  civil, 
designados  respectivamente  por  el  presidente  de  la 
Sala  de  lo  criminal  ó por  el  de  la  Audiencia;  en  las 
Audiencias  de  lo  criminal,  con  los  de  las  demás  Sec- 
ciones, á designación  de  su  presidente;  y donde  la 
planta  fuese  menor  de  cinco  magistrados,  con  los  ma- 
gistrados suplentes;  y á falta  de  estos,  con  los  ma- 
gistrados de  la  Audiencia  de  lo  criminal  más  próxi- 
ma, que  por  turno  designe  el  presidente  de  la  del 
territorio  á que  ambas  pertenezcan,  de  quien  habrá 
de  solicitarlo  con  la  anticipación  debida  el  de  la  de 
lo  criminal  donde  ocurriese  el  caso. 

Para  dictar  providencias,  en  unos  y otros  tribu- 
nales, bastarán  dos  magistrados,  si  estuviesen  con- 
formes. 

Art.  153.  Las  providencias,  los  autos  y las  sen- 
tencias se  dictarán  por  mayoría  absoluta  de  votos, 
excepto  en  los  casos  en  que  la  ley  exigiere  expresa- 
mente mayor  número. 

La  pena  de  muerte  y las  perpétuas  solo  podrán 
imponerse  habiendo  tres  votos  conformes. 

Contra  las  sentencias  en  que  se  impusiesen,  por 
resultar  la  conformidad,  ó en  que  dejaren  de  impo- 
nerse por  no  haberla,  procede  el  recurso  de  casación, 
como  contra  las  demás  definitivas,  conforme  á las 
prescripciones  de  esta  ley. 

Art.  164.  Si  en  la  siguiente  votación  insistieren 
los  discordantes  en  sus  respectivos  pareceres,  se  so- 
meterán á nueva  deliberación  tan  solo  los  dos  votos 
más  favorables  al  procesado,  y entre  estos  optarán 
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precisamente  todos  los  votantes,  de  modo  que  resulte 
aprobado  cualquiera  de  ambos. 

En  este  caso  pondrán  en  lugar  oportuno  de  la 
sentencia  las  siguientes  palabras:  «Visto  lo  dispuesto 
en  el  art.  1G4  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal...» 

La  determinación  de  cuales  sean  los  dos  pareceres 
más  favorables  al  procesado  se  hará  á pluralidad  de 
votos. 

Contra  estas  sentencias  habrá  lugar  al  recurso  de 
casación  como  contra  las  demás  definitivas  con  arre- 
glo á las  prescripciones  de  esta  ley.» 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  1887.=San- 
tos  de  Isasa.=El  Conde  de  Rallen l. “Lorenzo  Domín- 
guez—Fernando  Cos-Gayon.=Antonio  Camacho  del 
Riveró.=Gaspar  Salcedo.— Francisco  Lastros. 


Del  Sr.  ISASA,  artículo  adicional. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso,  se  sirva  aprobar  el  siguiente 
artículo  adicional. 

«Los  artículos  G55  y 733  de  la  ley  de  14  de  Se- 
tiembre de  1882  se  redactarán  de  la  siguiente  ma- 
nera: 

Art.  655.  Si  la  pena  pedida  por  las  partes  acu- 
sadoras fuese  de  carácter  correccional,  al  evacuar  la 
representación  del  procesado  el  traslado  de  califica- 
ción, podrá  manifestar  su  conformidad  absoluta  con 
aquella  que  más  gravemente  hubiese  calificado,  si 
hubiese  más  de  una,  y con  la  pena  que  se  le  pida,  ex- 
presándose además  por  el  Letrado  defensor,  si  esto 
no  obstante  conceptúa  necesaria  la  continuación  del 
juicio. 

Si  no  la  conceptúa  necesaria,  el  Tribunal,  prévia 
ratificación  del  procesado,  dictará  sin  más  trámites 
la  sentencia  que  proceda,  según  la  calificación  mú- 
tuamente  aceptada,  sin  que  pueda  imponer  pena  ma- 
yor que  la  solicitada. 

Pero  si  creyese  errónea  dicha  calificación  mútua- 
mente  aceptada,  ó improcedente  la  pena  pedida  con 
arreglo  á la  misma,  por  corresponder  otra  mayor , el 
tribunal  acordará  la  continuación  del  juicio. 

También  continuará  el  juicio  si  fuesen  varios  los 
procesados,  y no  todos  manifestasen  igual  confor- 
midad. 

Guando  el  procesado  ó procesados  disintieren  úni- 
camente respecto  de  la  responsabilidad  civil,  se  limi- 
tará el  juicio  á la  prueba  y discusión  de  los  puntos 
relativos  á dicha  responsabilidad. 

Art.  733.  Si  juzgando  por  el  resultado  de  las  prue- 
bas, entendiere  el  tribunal  que  el  hecho  justiciable 
ha  sido  calificado  con  manifiesto  error,  podrá  el  pre- 
sidente emplear  la  siguiente  fórmula: 

«Sin  que  sea  visto  prejuzgar  el  fallo  definitivo  so- 
bre las  conclusiones  de  la  acusación  y la  defensa,  el 
tribunal  desea  que  el  fiscal  y los  defensores  del  pro- 
cesado (ó  los  defensores  de  las  partes  cuando  fueren 
varias),  le  ilustren  acerca  de  si  el  hecho  justiciable 

constituye  el  delito  de ó si  cxisle  la  circunstancia 

eximente  de  responsabilidad  á que  se  refiere  el  nú- 
mero  del  art del  Código  penal.» 

Esta  facultad  cxcepcional.de  que  el  tribunal  usará 
con  moderación,  no  se  extiende  á las  causas  por  de- 
litos que  solo  pueden  perseguirse  á instancia  de  parte. 

Si  el  fiscal  ó cualquiera  de  los  defensores  de  las 
partes  indicasen  que  no  están  suficientemente  prepa- 


rados para  discutir  la  cuestión  propuesta  por  el  pre- 
sidente, se  suspenderá  la  discusión  hasta  el  siguien- 
te din.» 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  1887.=San- 
los  de  Isasa.=El  Conde  de  Sallen t.= Lorenzo  Domín- 
guez. = Fernando  Cos-Gayon.  = Gaspar  Salcedo,^ 
Manuel  de  Zabálburu.=Antonio  Camacho  del  Rivero 


Del  Sr.  ISASA,  artículo  adicional. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  aprobar  el  siguiente  ar- 
tículo adicional. 

«El  art.  715  de  la  ley  do  14  de  Setiembre  de  1882 
sobre  enjuiciamiento  criminal  se  redactará  de  la  ma- 
nera siguiente: 

Art.  715.  Siempre  que  los  testigos  que  hayan 
declarado  en  el  sumario  comparezcan  á declarar 
también  sobre  los  mismos  hechos  en  el  juicio  oral, 
habrá  lugar  á mandar  proceder  contra  ellos  como 
presuntos  autores  de  falso  testimonio,  cuando  hubie- 
se motivo  fundado  para  entender  que  se  ha  cometido 
dicho  delito,  atendiendo  al  resultado  de  las  declara- 
ciones del  testigo  y demás  datos  del  proceso.» 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  1887.=San- 
tos  de  Isasa.=El  Conde  de  Sallent.=Lorenzo  Domin- 
gnez.=Fernando  Cos-Gayon.=Gaspar  Salcedo.=An- 
tonio  Camacho  del  Rivero.=Mariano  de  Zabáíburu, 


Del  Sr.  ISASA,  artículo  adicional. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  aprobar  el  siguiente 
artículo  adicional. 

«El  art.  741  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1882 
sobre  enjuiciamiento  criminal  se  redactará  de  la  ma- 
nera siguiente: 

Art.  741.  El  Tribunal,  apreciando  según  su  con- 
ciencia las  pruebas  practicadas  en  el  juicio,  las  razo- 
nes expuestas  por  la  acusación  y la  defensa  y lo  ma- 
nifestado por  los  mismos  procesados,  dictará  senten- 
cia dentro  del  término  fijado  en  esta  ley,  expresando 
claramente  los  motivos  de  su  convicción  al  declarar 
probados  ó no  los  hechos  del  proceso.» 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  1 887.=Santos 
de  Tsasa.  = El  Conde  de  Sallent.  = Lorenzo  Domín- 
guez. = Gaspar  Salcedo.  = Fernando  Cos-Gayon.= 
Francisco  Lastres. = Antonio  Camacho  del  Rivero. 


Del  Sr.  ISASA,  artículo  adicional. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  aprobar  el  siguiente  ar- 
tículo adicional: 

«El  art.  743  de  la  ley  de  1 4 de  Setiembre  de  1 882 
sobre  enjuiciamiento  criminal  se  redactará  de  la  ma- 
nera siguiente: 

Art.  743.  El  secretario  del  Tribunal  extenderá 
acta  de  cada  sesión  que  se  celebre. 

En  ella  se  hará  constar  cuanto  importante  hu- 
biere ocurrido,  con  expresión  suficiente  de  las  decla- 
raciones de  los  testigos  y peritos  que  hubieren  com- 
parecido por  primera  vez  en  el  proceso,  así  como  de 
las  de  aquellos  que  hubieren  declarado  eu  el  sumario, 
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siempre  que  varíen,  adicionen  ó expliquen,  en  puntos 
sustanciales,  sus  anteriores  declaraciones  y cualquier 
otro  dato  importante  cuya  consignación  en  el  acta  so- 
liciten el  Ministerio  público  ó las  otras  partes  para 
fundar  en  el  acciones  ó recursos  ulteriores. 

La  negativa  del  Tribunal  á esta  petición  será  mo- 
tivo bastante  para  poder  interponer  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma,  si  en  el  acto  se 
hiciere  la  correspondiente  protesta. 

Al  terminar  la  sesión  se  leerá  el  acta,  haciéndose 


en  ella  las  rectificaciones  que  las  partes  reclamen,  si 
el  tribunal  en  el  acto  las  estima  procedentes,  salvo  el 
derecho  consignado  en  el  párrafo  anterior. 

Las  actas  se  firmarán  por  el  presidente  ó indivi- 
duos del  tribunal,  por  el  fiscal  y por  los  defensores  de 
las  partes. 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  1887. =San- 
tos  de  Isasa.=El  Conde  de  Sallent.=Lorenzo  Domín- 
guez. = Gaspar  Salcedo.  = Fernando  Cos-Gayon.= 
Francisco  Lastres.=Anlonio  Oamacho  del  Rivcro. 
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¡JicUiin.cn  de  la  Comisión,  referente  á la  proposición  de  ley  prorrogando  el  plazo 
, concedido  en  elart.  2.“  de  la  ley  de  17  de  Abril  de  1885. 


AL  CONGRESO. 

L¿t  Comisión  nombrada  para  dar  dictámen  sobre 
la  proposición  de  ley  dando  otro  plazo  igual  al  que  se 
consigna  en  el  arL  2.°  de  la  ley  de  1 7 de  Abril  de 
1883  referente  á los  minerales  de  bierro  en  la  isla  de 
Cuba,  ha  tenido  en  cuenta  después  de  examinado  este 
asunto  con  el  detenimiento  que  su  importancia  re- 
quiere, que  las  ven  Lajas  consignadas  en  dicho  art.  2.° 
serian  casi  inútiles  en  el  corto  plazo  allí  marcado, 
dada  la  dificultad  de  la  explotación  minera  en  la  isla 
de  Cuba,  carencia  de  brazos  y situación  económica 
por  que  hoy  atraviesa  aquel  país. 

Por  otro  lado,  como  cualquier  Empresa  que  in- 
tente la  explotación  de  una  parte  de  aquellos  grandes 


cotos  mineros  ha  de  emplear  bastante  tiempo  para  la 
concesión  de  las  obras  necesarias,  sería  más  ilusoria 
la  referida  ventaja,  por  cuyas  razones  y en  un  todo 
conforme  con  su  autor,  la  Comisión  tiene  la  honra 
de  someter  á la  aprobación  del  Congreso  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  El  art.  2.°  de  la  ley  de  17  de 
Abril  de  1883  sobre  minerales  de  la  isla  de  Cuba  se 
entenderá  prorrogado  por  otros  cinco  anos. 

Palacio  del  Congreso  3 de  Mayo  de  1 887.==Migiiel 
Villanueva,  presiden  te.=Fermin  Galbelon.=Faustino 
Rodríguez  San  Pcdro.=Eduardo  de  Aguirre.=Luis 
María  de  Pando,  secretario. 
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JHctdtnen  de  ki  Comisión,  referente  al  proyecto  de  ley,  remitido  por  el  Senado, 
sobre  adición  en  el  plan  general  de  carreteras  de  una  de  tercer  orden  en  la 
provincia  de  Lugo,  que  se  denominará  de  Rábade  á Moncelos. 


AL  CONGRESO. 

La  Comisión  nombrada  para  emitir  dictámen  sobre 
el  proyecto  de  ley  remitido  por  el  Senado  adicionando 
al  plan  general  de  carreteras  una  de  tercer  orden  en 
la  provincia  de  Lugo,  que  se  denominará  de  Rábade 
á Moncelos,  ba  examinado  con  detenimiento  este 
asunto;  y conforme  en  un  todo  con  lo  propuesto  por 
el  otro  Cuerpo  Colegislador,  tiene  la  honra  de  someter 
á la  deliberación  y aprobación  del  Congreso  el  si- 
guiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1 .°  Se  adiciona  á las  carreteras  de  la  pro- 


vincia de  Lugo,  que  íiguran  en  el  plan  general  de  las 
del  Estado,  una  de  tercer  órden,  que  se  denominará 
de  Rábade  á Moncelos,  pasando  por  las  Ferias  del 
Monte  y San  Estéban. 

Art.  2v  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  1887  —Fran- 
cisco Sanz  Riobó,  presidenté.=Antonio  Ramos  Cal- 
deron.=Pegerto  Pardo  Balmonte.=EnriqueSantana. 
Teolindo  Soto.=i3enigno  Quiroga,  secretario. 
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TOA  RIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


PRESIDENCIA  DEL  EXCMO.  SR.  D.  CRISTINA  HARTOS. 


SESION  DEL  JUEVES  5 DE  MAYO  DE  1887. 

SUMARIO.  Abroso  á la  una.=Se  lee  y aprueba  el  Acta  de  la  anterior.=Pasan  á la  Oomision  de 
presupuestos  cinco  comunicaciones  dei  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  acompañando  relaciones  respecto  á 
la  inclusión  de  varios  créditos  on  los  presupuestos  presentados  al  Congreso.=Se  acuerda  comunicar  al 
Sr.  Ministro  de  Estado  la  pregunta  del  Sr.  Fernandez  de  Castro  sobre  interpretación  do  las  convenciones 
celebradas  por  España  con  Italia  y Francia  acerca  de  la  propiedad  literaria,  y el  ruego  al  Sr.  Ministro 
de  Ultramar  para  que  averigüe  las  causas  á que  obedoce  la  demora  en  venir  al  Congreso  el  suplicatorio 
para  procesarle  por  un  discurso  político  que  pronuncio  en  el  Circulo  autonomista  de  la  Habana. = 
Orden  del  día:  dictamen  de  la  Comisión  de  actas.=So  loe  y aprueba  el  relativo  á la  oloccion  del  dis- 
trito de  Ginzo  de  Limia  (Oronse),  y es  admitido  y proclamado  Diputado  ol  Sr.  Baró  y Sureda.=Se  loen, 
aprueban  y pasan  á la  Comisión  de  corrección  do  estilo,  los  dictámenes  siguientes:  incluyendo  en  el 
plan  general  de  carreteras  la  do  Rábade  á Moncelos;  prorrogando  el  plazo  concedido  en  el  art.  2.°  do 
la  ley  de  17  de  Abril  de  1883  referente  ¿ los  minerales  do  hierro  en  la  isla  de  Cuba,  y estableciendo  la 
forma  de  pagos  de  los  débitos  al  Tesoro  público  de  los  Ayuntamientos  y Diputaciones  provincialos.= 
Jura  y toma  asiento  el  Sr.  Baró  y Sureda  — Se  aprueba  definitivamente,  y pasa  al  Sonado,  el  proyecto 
de  ley  sobre  creación  do  Administraciones  subalternas  de  Hacienda.=Continua  la  discusión  pendionto 
sobre  establecimiento  del  Jurado.=Se  lee  una  onmionda  del  Sr.  Espinosa  al  art.  l.°=Discurso  del  señor 
Espinosa,  con  llamada  de  la  Frosidoncia.=Del  Sr.  Rosell,  como  do  la  Comisión •==Rectificacionos  do  los 
Sres.  Espinosa  y Rosell.=No  se  toma  en  consideración  la  enmienda.=Se  pone  ¿ discusión  el  art.  1.  = 
Discurso  del  Sr.  Lastros,  primero  on  contra.  =Del  Sr.  Santana,  como  do  la  Comision.=Rectificacioncs 
de  ambos  señores.=,Se  suspende  esta  discusion.=So  loen  por  primera  vez,  y pasan  á la  Comisión,  una 
enmienda  y una  disposición  ospecial  al  dictamen  sobre  el  establecimiento  del  Jurado. =El  Congroso 
queda  enterado  de  una  comunicación  de  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros  participando  la  tras- 
lación al  Real  Sitio  de  Aranjuez  de  S.  M.  la  Reina  Regente  con  S.  M.  ol  Rey  y SS.  AA.  la  Princesa  do 
Asturias  é Infantas  Doña  María  Teresa  y Doña  Isabel  Francisca,  el  dia  5 del  corrionto  a las  cuatro  y 
media  do  la  tardo.=So  loen  y quedan  sobre  la  mesa  los  siguientos  dictámenes:  fijando  la  subvención 
on  metálico  que  ha  de  percibir  el  forro-carril  del  Campamento  á Malaga;  trasladando  a Cillero  la  capi- 
talidad do  la  sección  do  Magazos,  é incluyendo  en  el  plan  gonoral  de  carreteras  la  de  Grullos  al  puente 
de  Peñafior.=Qrden  dei  dia  para  mañana:  los  dictámenes  que  se  han  leidq»  aprobación  definitiva  do 
varios  proyectos  de  ley,  y los  demás  asuntos  pendientes.=Se  levanta  la  sesión  á las  sois  y cuarenta  y 
cinco  minutos. 
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Se  abrió  á la  una,  y leida  el  Acta  de  la  anterior, 
quedó  aprobada. 


Varios  Sres.  Diputados  piden  la  palabra. 


Se  acordó  pasar  d la  Comisión  de  presupuestos, 
las  cinco  siguientes  comunicaciones: 

«Ministerio  de  Hacienda.  — Excmos.  Sres.:  Con 
posterioridad  á la  fecha  en  que  fué  presentado  á las 
Córtes  el  proyecto  de  presupuestos  de  1887-88,  se  ha 
recibido  en  este  Ministerio  una  Real  orden  del  depar- 
tamento de  la  Guerra  en  la  cual  se  dispone  la  inclu- 
sión en  el  capítulo  13,  artículo  único,  «Obligaciones 
de  ejercicios  cerrados  que  carecen  de  crédito  legis- 
lativo,') de  la  sección  4.a,  de  los  créditos  de  31.157 
pesetas  25  céntimos  y 5.707  pesetas  50  céntimos,  que 
respectivamente  debieron  disfrutar  durante  su  emi- 
gración los  generales  D.  Juan  Prira  y D.  Manuel  Pavía 
en  su  vista,  $.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nombre 
la  Reina  Regente  del  Reino,  se  lia  servido  disponer 
que  para  conocimiento  de  la  Comisión  correspondiente 
lo  participe  á V.  EE.  incluyendo  copia  de  la  órden 
que  se  cita.» 

De  Real  órden  lo  digo  á V.  EE.  para  los  efectos 
que  quedan  indicados. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  3 de 
Mayo  de  1887.=Joaquin  López  Puigcerver.=Señores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso. 


«MinisTí'.iuo  de  Hacienda. — Excmos.  Sres.:  Con 
posterioridad  á la  presentación  del  proyecto  de  pre- 
supuestos generales  del  Estado  para  el  aíio  econó- 
mico 1887-88,  se  ha  recibido  en  esta  Secretaría, 
procedente  del  Ministerio  de  Gracia  y Justicia,  la  ad- 
junta instancia  de  los  magistrados  de  la  Audiencia 
deMadrid,  en  solicitud  de  que  se  lesaumcnteen  1.000 
pesetas  el  haber  que  en  la  actualidad  disfrutan,  fun- 
dándose en  que  las  exigencias  de  la  vida  en  la  corte 
han  crecido  por  modo  extraordinario,  mientras  que 
el  sueldo  es  el  mismo  que  tenían  señalado  en  época 
ya  remota,  entendiendo  el  referido  departamento  que 
aun  haciendo  extensivo  el  aumento  al  presidente,  fiscal 
y presidentes  de  Sala,  puede  accéderse  á lo  solicitado 
sin  elevar  la  cifra  total  del  presupuesto,  utilizando 
27.000  pesetas  que  representa  el  mayor  gasto,  y sería 
preciso  consignar  en  el  art.  l.°  del  capítulo  5.w  del 
crédito  de  412.000  pesetas  que  se  figura  al  final  del 
art.  2.°  del  mismo  capítulo  para  el  aumento  de 
persooal  del  Ministerio  fiscal;  en  su  vista,  y hallán- 
dose pendiente  de  aprobación  en  ese  Cuerpo  Colegis- 
lador  el  reíerido  proyecto;  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su 
nombre  la  Reina  Regente  del  Reino,  ha  tenido  á bien 
disponer  pase  á manos  de  V.  EE.  la  referida  instancia, 
como  tengo  la  honra  de  verificarlo,  para  conocimiento 
de  la  Comisión  correspondiente,  y por  si  esta  estimara 
oportuno  acceder  á lo  propuesto  por  el  referido  Minis- 
terio de  Gracia  y Justicia.» 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  4 de 
Mayo  de  1887.=Joaquin  López  Puigcervei\==Señores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso. 


Ministerio  de  Hacienda. — Excmos.  Sres.:  El  señor 
Ministro  de  Fomento  interesa  la  inclusión  en  el  pro- 
yecto de  presupuestos  para  el  próximo  año  econó- 
mico 1887-88  de  varios  créditos  importantes  20.085 
pesetas  por  obligaciones  de  ejercicios  cerrados  de  su 
departamento,  y estando  dicho  proyecto  presentado  á 
las  Cortes  para^su  aprobación,  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  g.j, 
y en  su  nombre  la  Reina  Regente  del  Reino,  se  ha 
servido  disponer  se  remita  á V.  EE.  la  adjunta  rela- 
ción adicional  á la  que  comprende  el  artículo  úuico 
capítulo  32  de';la  sección  7.a  de  Obligaciones  de  los 
departamentos  ministeriales,  para  conocimiento  y re- 
solución que  proceda  en  la  Comisión  correspondiente. 

De  Real  órden  lo  digo  á V.  EE.  para  los  fines  io 
dicados. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  4 de 
Mayo  de  1887.=Joaquin  López  Puigcerver.=Seño- 
res  Diputados  Secretarios  del  Congreso. 


Ministerio  de  Hacienda. — Excmos.  Sres.:  Con 
posterioridad  á la  formación  del  proyecto  de  presu- 
puestos generales  del  Estado  para  el  año  económico 
1887-88  se  ha  visto  que  dejó  de  incluirse  en  la 
sección  9.a,  «Gastos  de  las  contribuciones  y rentas 
públicas,»  capítulo  36,  «Obligaciones  de  ejercicios 
cerrados  que  carecen  de  crédito  legislativo,»  la  suma 
de  8.795  pesetas  69  céntimos  para  reintegrar  ai  Ayun- 
tamiento de  la  capital  de  Lugo  el  importe  de  los  gas* 
tos  de  personal  y material!  que  satisfizo  á la  Comisión 
de  evaluación  de  la  misma  provincia  desde  l.°  de 
Marzo  de  1870  á 27  de  Octubre  de  1886;  en  su  vista, 
y hallándose  dicho  proyecto  pendiente  de  aprobación 
de  ese  Cuerpo  Colegislador,  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su 
nombre  la  Reina  Regente  del  Reino,  ha  tenido  ábieu 
resolver  se  remita  á V.  EE.,  como  lengo  la  honra  de 
ejecutarlo,  la  adjunta  relación  adicional  para  conoci- 
miento de  la  Comisión  correspondiente  y por  si  ésta 
estima  oportuno  incluir  la  obligación  de  que  se  trata. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  3 de 
Mayo  de  1887.— Joaquín  López  Puigcerver.=Senores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso. 


Ministerio  de  Hacienda.  — Excmos.  Sres.:  Con 
posterioridad  á la  redacción  del  proyecto  de  presu- 
puestos generales  del  Estado  para  el  año  económico 
1887-88  se  han  recibido  en  este  Ministerio,  proceden- 
tes del  de  la  Gobernación,  tres  Reales  órdenes  intere- 
sando la  inclusión  en  la  sección  6.a,  cap.  16,  «Obliga- 
ciones de  ejercicios  cerrados  que  carecen  de  crédito 
legislativo,»  délas  partidas  siguientes:  una  de  341  pe- 
setas 38  céntimos,  á favor  de  D.  Juan  Carmena,  con- 
tratista de  obras  ejecutadas  en  ei  Hospital  de  Nuestra 
Señora  del  Gármen,  de  esta  corte;  otra  de  18.928  pe- 
setas 98  cénLimosáíávorde  D. Lorenzo  Alvarez  Capra, 
arquitecto  que  fué  de  la  Dirección  de  beneficencia  y 
sanidad  en  concepto  de  honorarios  devengados  por  la 
formación  de  presupuesto  y levantamiento  de  planos 
para  aumentar  dos  pisos  á los  hospitales  de  incura- 
bles del  Cármen  y Jesús  Nazareno;  y,  finalmente, 
otra  de  8.505  pesetas  69  céntimos,  sin  determinar  ei 
acreedor  ó acreedores,  como  parece  natural  tratán- 
dose de  atenciones  que  deben  figurar  nominalmente 
detalladas,  para  satisfacer  gastos  del  Hospital  del 
Rey,  en  Toledo;  en  su  vista,  y teniendo  en  cuenta  que  el 
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referido  proyecto  de  presupuesto  se  halla  someti- 
do ála  aprobación  de  ese  Cuerpo  Colegistódor , el 
p^v  (Q.  D.  G.),  y en  su  nombre  la  Reina  Regente  del 
Reino,  conformándose  con  lo  propuesto  por  la  Inter- 
vención general  de  la  Administración  dei  Estado,  ha 
lenido  á bien  resolver  se  remitan  á V.EE.,como  tengo 
la  honra  de  verificarlo,  copia  de  las  citadas  Reales  ór- 
denes para  conocimiento  de  la  Comisión  correspon- 
diente, y por  si  estima  oportuno  incluir  las  tres  par- 
tidas adicionales  de  que  se  deja  hecho  mérito.» 

De  Real  órden  lo  digo  á V.  EE.  para  los  fines  con- 
siguientes. 

Dios  guarde  á V.  EE,  muchos  años.  Madrid  3 de 
Mayo  de  1887.= Joaquín  López  Puigcerver.=Señores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Fernandez  de  Castro 
tiene  la  palabra. 

El  Sr.  FERNANDEZ  DE  CASTRO:  Para  dirigir 
una  pregunta  al  Sr.  Ministro  de  Estado  y un  ruego 
al  Sr.  Ministro  de  Ultramar;  y como  no  están  presen- 
tes, suplico  á la  Mesa  se  sirva  poner  en  conocimiento 
de  los  citados  Sres.  Ministros  la  pregunta  y el  ruego 
que  voy  á hacerles. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  No  están  los  Sres.  Minis- 
tros, Sr.  Diputado,  porque  hoy  hay  Consejo  de  Mi- 
nistros con  8.  M. 

El  Sr.  FERNANDEZ  DE  CASTRO:  La  pregunta 
al  Sr.  Ministro  de  Estado  se  refiere  á la  interpreta- 
ción de  las  convenciones  celebradas  por  España  con 
Italia  y Francia  sobre  propiedad  intelectual.  Algunas 
personas  respetables  relacionadas  con  la  Sociedad  de 
autores,  compositores  y editores  de  música  de  Paris, 
y á quienes,  dicho  sea  entre  paréntesis,  yo  complazco 
formulando  esta  pregunta,  me  lian  manifestado  que 
en  el  cumplimiento  de  esas  convenciones  ocurre  un 
hecho  singular,  cual  es,  que  mientras  las  autoridades 
francesas  é italianas  se  ajustan  estrictamente  á la 
reciprocidad  que  sirve  de  base  á esos  tratados,  las 
autoridades  españolas  se  olvidan  con  alguna  frecuen- 
cia de  dicha  reciprocidad. 

Así  se  ve  que  aquí,  en  cumplimiento  de  la  ley  de 
propiedad  intelectual,  no  se  tolera  la  representación 
de  obras  dramáticas  ó líricas  españolas,  si  no  se  jus- 
tifican préviamente  el  permiso  del  propietario  y el 
pago  de  los  derechos  correspondientes;  y en  cambio, 
esa  ley  de  propiedad  intelectual  no  se  cumple  cuando 
se  trata  de  obras  extranjeras. 

Yo  deseo  que  el  Sr.  Ministro  de  Estado  diga,  si 
reconociendo,  como  desde  luego  reconocerá,  que  los 
propietarios  de  obras  españolas  son  considerados  en 
Francia  y en  Italia  como  los  autores  de  esos  países, 
está  dispuesto  á reconocer,  como  interpretación  au- 
téntica de  ia  ley  y de  los  tratados  susodichos,  que  los 
autores  de  obras  italianas  y francesas  deben  ser  con- 
siderados aquí  lo  mismo  que  los  autores  españoles; 
es  decir,  que  los  autores  y propietarios  de  obras  líri- 
cas ó dramáticas,  francesas  ó italiauas,  deben  gozar 
en  España  de  los  derechos  consignados  en  la  ley  de 
propiedad  intelectual  y en  los  tratados,  sin  que  para 
ello  necesiten  otra  justificación  que  la  de  acreditar 
haber  cumplido  los  requisitos  prefijados  por  la  ley  de 
su  respectivo  país,  tanto  cuando  se  refiera  el  derecho 
á obras  anteriores  á dichas  convenciones  y ampara- 
das de  la  ley  como  á obras  posteriores  á ellas. 


El  ruego  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar  es  muy  sen- 
cillo. Hace  más  de  dos  meses  que  á excitación  del  se- 
ñor gobernador  general  de  la  isla  de  Cuba  se  instru- 
yó contra  mí  en  el  Juzgado  de  Belén  de  la  Habana 
un  procedimiento  criminal  a consecuencia  de  un  dis- 
curso político  que  pronuncié  en  el  Círculo  autono- 
mista, denunciando  abusos  que  todo  el  mundo  cono- 
ce, y censurando  enérgicamente  el  desconcierto  ad- 
ministrativo que  reina  en  toda  la  isla  de  Cuba. 

Presentada  la  querella  por  el  promotor  fiscal,  com- 
parecimos ante  el  Juzgado,  el  director  del  periódico 
El  ruis,  que  publicó  el  discurso,  y yo  que  fui  á re- 
conocer ese  discurso  como  exclusivamente  mió.  Tra- 
mitada esta  denuncia,  ha  debido  dirigirse  al  Congre- 
so el  correspondiente  suplicatorio  para  procesarme,  y 
á pesar  del  tiempo  trascurrido,  el  suplicatorio  no  ha 
llegado  á esta  Cámara. 

No  sé  si  el  Sr.  Ministro  de  Ultramar  tendrá  cono- 
cimiento de  estos  hechos.  Así,  me  limito  á rogar  á 
S.  S.  que  averigüe  las  causas  á que  obedece  esta  de- 
mora, y que  excite  el  celo  de  quien  corresponda,  para 
que  cuanto  antes  se  eleve  al  Congreso  el  suplicatorio 
mencionado,  á no  ser  que  se  haya  abandonado  el  pro- 
pósito de  continuar  la  causa,  porque  es  de  grande  in- 
terés para  mí  que  se  discutan  Ampliamente  los  hechos 
por  mí  denunciados,  de  igual  manera  que  es  muy  in- 
teresante saber  si  para  los  Diputados  de  Ultramar  está 
vedado  el  ejercicio  de  ciertos  derechos  constituciona- 
les, cuya  práctica  celosa  y constante  ha  constituido 
siempre  en  los  países  regidos  por  el  sistema  represen- 
tativo la  más  natural  y legítima  ampliación  del  man- 
dato de  nuestros  electores. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  Se  pondrán  en  co- 
nocimiento del  Sr.  Ministro  de  Estado  la  pregunta  de 
S.  S.,  y del  Sr.  Ministro  de  Ultramar  las  observacio- 
nes que  acaba  de  exponer. 


ORDEN  DEL  DIA. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictámen  de 
la  Comisión  de  actas.» 

Leído  el  relativo  á la  del  distrito  de  Ginzo  de  Li- 
inia,  provincia  de  Orense,  en  el  que  se  proponía  se 
admitiese  Diputado  á D.  Teodoro  Baró  y Sureda  (Véase 
el  Diario  núm.  82,  sesión  del  4 del  actual),  dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobro  este 
dictámen.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación,  y fué  aprobado,  quedando  admi- 
tido Diputado  el  Sr.  Baró. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Queda  proclamado  Dipu- 
tado el  Sr.  Baró  y Sureda. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictámen 
de  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de  ley,  remitido 
por  el  Senado,  sobre  adición  en  el  plan  general  de 
carreteras  de  una  de  tercer  orden  en  la  provincia  de 
Lugo,  que  se  denominará  de  Rábade  á Moncelos.» 

Leído  dicho  dictámen  [Véase  el  Apéndice  vigésimo- 
primero  al  Diario  núm.  82,  sesión  de  4 del  actual),  dijo 
El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  la 
i totalidad  del  dictámen.» 
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No  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  la 
palabra  en  contra,  se  pasó  A la  discusión  por  artícu- 
los, y sin  debate  fueron  aprobados  los  dos  de  que 
constaba  el  dictamen,  en  la  forma  siguiente: 
te  Artículo  1 ,°  Se  adiciona  á las  carreteras  de  la  ¡pro- 
vincia de  Lugo,  que  figuran  en  el  plan  general  de  las 
del  Estado,  una  de  tercer  órden,  que  se  denominará 
de  R Abade  á Moncclos,  pasando  por  las  Ferias  del 
Monte  y San  Estéban. 

Art.  2.ü  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1880  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas.» 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictámen  de 
la  Comisión,  referente  á la  proposición  de  ley  prorro- 
gando el  plazo  concedido  en  el  art.  2.°  de  la  ley  de  17 
de  Abril  de  1883.» 

Leído  dicho  dictámen  (véase  el  Apéndice  vigésimo 
al  Diario  núm.  82 , sesión  de  4 del  actual),  y no  habiendo 
quien  pidiera  la  palabra  en  contra,  se  puso  á votación 
y fué  aprobado  en  esta  forma: 

«Artículo  úuico.  El  art.  2.°  de  la  ley  de  17  de 
Abril  de  1883  sobre  minerales  de  la  isla  de  Cuba  se 
entenderá  prorrogado  por  otros  cinco  años.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  El  proyecto  de  ley 
pasará  A la  Comisión  de  corrección  de  estilo. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictámen  de 
la  Comisión,  referente  al  proyecto  de  ley  estableciendo 
la  forma  de  pago  de  los  débitos  á la  Hacienda  pública 
de  los  Ayuntamientos  y Diputaciones  provinciales.» 

Leido  dicho  dictámen  (Véase  el  Apéndice  octavo 
al  Diario  núm.  73,  sesión  de  21  de  Abril),  dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  la 
totalidad  de  este  dictámen.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  pasó  á la  discusión  por  artículos,  y sin  debate  fue- 
ron aprobados  los  ocho  de  que -constaba  el  dictámen, 
en  la  forma  siguiente: 

«Artículo  1.°  Las  Diputaciones  provinciales  y los 
Ayuntamientos  que  se  hallen  en  descubierto  con  el 
Tesoro  público,  quedan  obligados  desde  la  publicación 
de  la  presente  ley  á incluir  en  sus  respectivos  presu- 
puestos de  gastos,  á contar  desde  el  adicional  que 
formen  para  1887-88,  el  crédito  necesario  para  satis- 
facerlos, por  trimestres  vencidos,  en  seis  anualidades, 
sin  que  en  pingun  caso  pueda  exceder  dicho  crédito 
del  15  por  100  de  sus  presupuestos  anuales  de  ingre- 
sos, entendiéndose  en  este  caso  prorrogado  el  plazo 
hasta  la  extinción  de  los  débitos. 

Las  Diputaciones  provinciales  y los  Ayuntamien- 
tos que,  en  cumplimiento  délas  disposiciones  legales 
vigentes,  hayan  incluido  cu  sus  presupuestos  ordina- 
rios de  gastos  para  el  año  económico  de  1887-88  la 
totalidad  de  sus  débitos  al  Tesoro  público,  podrán 
optar  A las  ventajas  de  esta  ley,  bien  pagándolos  al 
contado  dentro  del  plazo  que  más  adelante  se  deter- 
mina para  utilizar  el  beneficio  de  las  condonaciones, 
ó bien  entendiéndose  limitada  la  consignación  del 


: importe  total  de  sus  descubiertos  á la  sexta  parte  de 
los  mismos  ó al  15  por  100  de  los  ingresos  presu- 
puestos, según  los  casos. 

Art.  2."  Los  gobernadores  civiles  cuidarán  de  que 
i se  comprenda  en  los  presupuestos  provinciales  la  par- 
tida equivalente  á la  sexta  parte  del  débito  que  re- 
sulte á las  Corporaciones,  ó el  15  por  100  del  presu- 
puesto que  deba  percibir  la  Hacienda,  y no  aprobarán 
los  municipales  sin  oir  antes  á los  delegados  de  Ha- 
cienda acerca  de  si  se  contiene  en  ellos  el  importe  de 
lo  que  corresponda  al  Tesoro  público  por  el  período  á 
que  se  refieran. 

Art.  3.°  Los  débitos  por  cualquier  concepto  y pe- 
ríodo que  estén  sin  puntualizar  por  faltas  de  contabi- 
lidad, serán  inmediatamente  liquidados,  compután- 
dose en  esta  operación  á las  Corporaciones  deudoras 
los  créditos  reconocidos  y liquidados  á su  favor  con- 
tra el  Estado. 

Los  débitos  que  por  virtud  de  estas  liquidaciones 
resulten  en  definitiva  á favor  del  Tesoro  público,  se 
satisfarán  en  la  misma  forma  que  establecen  los  ar- 
tículos anteriores,  contándose  para  ellos,  desde  la  fe- 
cha de  esta  ley,  el  plazo  de  prescripción  establecido 
en  el  art.  7.°  de  la  de  31  de  Diciembre  de  i 881. 

Art.  4.”  Las  Corporaciones  que  satisfagan  antes  de 
30  de  Junio  del  año  próximo  1888  la  totalidad  de  sus 
atrasos  por  contribuciones,  rentas  é impuestos,  obten- 
drán las  siguientes  bonificaciones:  50  por  100  por  los 
correspondientes  hasta  fin  del  presupuesto  de  1874-75, 
y 25  por  100  por  los  contraidos  durante  los  presu- 
puestos de  1875-76  al  de  1884-85  inclusive. 

Art.  5.°  A los  fines  del  articulo  anterior,  las  Di- 
putaciones provinciales  y los  Ayuntamientos  podrán 
disponer  de  las  inscripciones  intransferibles  de  deuda 
perpétua  al  4 por  100,  procedentes  de  sus  bienes  ena- 
jenados y de  los  capitale-s  de  esta  procedencia  que 
tengan  consignados  en  la  Caja  general  de  depósitos. 
Dichas  inscripciones  se  convertirán  para  su  enajena- 
ción por  el  Tesoro  en  títulos  al  portador,  y se  admiti- 
rán al  precio  medio  de  la  cotización  oficial  del  mes 
anterior  al  en  que  se  solicite  la  compensación.  En  el 
expediente  especial  que  se  instruirá  al  efecto,  será  ne- 
cesariamente oido  el  delegado  de  Hacienda  antes  de 
que  recaiga  la  resolución  del  Gobierno. 

Las  Corporaciones  provinciales  ó municipales  no 
podrán  hacer  uso  del  derecho  que  les  concede  el  ar- 
tículo 19  de  la  ley  de  1.®  de  Mayo  de  1855  mientras 
9e  hallen  en  descubierto  con  el  Tesoro. 

Art.  6.®  El  cobro  en  cada  trimestre  de  las  canti- 
dades que  correspondan  á la  Hacienda  se  verificará 
dentro  de  los  plazos  reglamentarios;  ipero  ai  á pesar 
de  esta  prescripción  resultaren  descubiertos  al  termi- 
nar el  presupuesto,  se  procederá  desde  luego  á la  ins- 
trucción de  expediente  contra  las  Corporaciones  deu- 
doras, para  averiguar  si  por  su  parte  ha  habido  omi- 
sión, descuido,  negligencia  ó indebida  aplicación  de 
los  ingresos,  en  cuyo  caso  serán  declarados  responsa- 
bles los  individuos  que  las  compongan,  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  art.  22  de  la  ley  de  administración 
y contabilidad  de  25  de  Junio  de  1870. 

Art.  7.®  Los  gobernadores  civiles  y los  delegados 
de  Hacienda  serán  responsables  de  las  infracciones 
que  cometan  ó consientan  contra  lo  dispuesto  en  los 
artículos  anteriores. 

Art.  8."  Los  Ministros  de  la  Gobernación  y de  Ha- 
cienda dictarán  las  disposiciones  convenientes  para  el 
cumplimiento  de  esta  ley.» 
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Ei  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  El  proyecto  de  ley 
pasará  á la  Comisión  de  corrección  de  estilo. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Va  á entrar  á jurar  un  se- 
ñor Diputado.» 

Juró  y tomó  asiento  el  Sr.  Baró  y Sureda,  anun- 
ciándose que  ingresaba  en  la  tercera  Sección. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  procede  á la  votación 
definitiva  de  un  proyecto  de  ley.» 

Se  leyó,  revisado  por  la  Comisión  de  corrección 
de  estilo,  y hallándose  conforme  con  lo  acordado,  se 
votó  y aprobó  definitivamente  el  proyecto  de  ley  so- 
bre creación  de  Administraciones  subalternas  de  Ha- 
cienda. ( Véase  el  Apéndice  primero  al  Diario  núm.  83, 
que  es  el  de  esta  sesión.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  discusión  sobre 
el  proyecto  de  ley  estableciendo  el  juicio  por  jurados 
para  determinados  delitos.  (Véase  el  Apéndice  primero 
ul  Diario  núm.  42 , sesión  de  i O de  Marzo  último;  Dia- 
rio núm.  73,  sesión  del  21  de  Abril \ Diario  núm.  74, 
sesión  del  22  de  ídem;  Diario  núm.  7o,  sesión  del  23  de 
ídem;  Diario  núm.  76,  sesión  del  25  de  idem;  Diario 
núm.  77,  sesión  del  26  de  idem;  Diario  núm.  78,  sesión 
del  27  de  idem;  Diario  núm . 70,  sesión  del  28  de  idem; 
Diario  núm.  80,  sesión  de  30  de  idem;  Diario  núm.  81, 
s sion  del  3 de  Mayo,  y Diario  núm.  82,  sesión  del  4 de 
idem.) 

El  Sr.  Espinosa  tiene  la  palabra  para  apoyar  su 
enmienda  al  arl.  1 

Ei  Sr.  ESPINOSA  BUSTOS:  Señores  Diputados, 
vengo  á este  debate  cuando  la  cuestión  está  com- 
pletamente agotada  por  los  impugnadores  del  proyecto 
y por  sus  defensores;  pero  yo  tengo  convicciones  pro- 
pias, profundamente  arraigadas,  como  que  son  las 
opiniones  de  toda  mi  vida;  siempre  he  sido  adversario 
del  Jurado,  y tengo  por  un  deber  de  conciencia  el  le- 
vantar hoy  mi  voz  contra  esa  institución  que  tantos 
males  ha  de  traer  á la  Patria,  que  ya  tiene  la  expe- 
riencia de  los  que  produjo  en  aquella  época  en  que  se 
planteó,  á impulsos  de  las  reformas  radicales  llevadas 
á cabo  por  el  Sr.  Montero  Ríos. 

Cuando  la  conciencia  clama,  cuaDdo  se  inicia  la 
idea  del  deber,  este  deber  no  debe  discutirse,  sino 
cumplirse;  y aquí  vengo,  en  cumplimiento  de  este 
deber  moral,  no  á hacer  un  acto  político,  que  no  tengo 
autoridad  para  f3llo;  si  la  tuviera  lo  diría  con  franqueza 
y con  la  lealtad  que  acostumbro;  si  en  esta  ocasión  apa- 
rezco como  una  nota  discordante  de  la  mayoría  y del 
partido  liberal  ai  cual  pertenezco,  yo  mismo  puedo 
tranquilizarme  sabiendo  quemo  levanto  sola  y exclusi- 
vamente para  tratar  una  cuestión  científica,  una  cues- 
tión que  ni  ahora,  ni  en  tiempo  alguno,  ha  sido  dogma 
del  partido  liberal  y que  por  lo  tanto  puede  ser  y osuna 
cuestión  libre,  mayormente  si  se  atiende  á las  expli- 
caciones que  hace  poco  tiempo  ha  dado  el  Sr.  Minis- 
tro de  Gracia  y Justicia,  cuando  nos  dccia  que  hacía 
cuestión  de  Gabinete  ei  proyecto  de  bases  para  el  ma- 
trimonio civil  y ei  proyecto  de  basesdel  Código  penal. 
Xo  nos  han  dicho  por  consiguiente  ni  el  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia,  ni  el  Sr.  Presidente  del  Consejo 


ni  ninguno  de  los  demás  Ministros  que  ésta  fuese  una 
cuestión  de  confianza.  Nos  han  dicho,  es  verdad,  que 
se  habia  presentado  el  proyecto  de  ley  del  Jurado  en 
cumplimiento  de  un  deber  político,  de  un  compromi- 
so, de  un  pacLo  que  se  hizo  con  ciertas  personas  emi- 
nentes cuando  éstas  se  unieron  al  que  entonces  se  lla- 
maba partido  constitucional. 

¿Cómo  he  de  creer  yo  que  el  Jurado  ha  sido  nun- 
ca dogma  del  partido  liberal?  Si  abrimos  la  historia 
contemporánea,  si  recordamos  los  libros  y los  discur- 
sos de  los  hombres  más  ilustres  del  partido  progre- 
sista, de  aquellos  que  por  sus  grandes  merecimientos 
ocuparon  las  primeras  posiciones  del  Estado,  veremos 
que  todos  ellos  fueron  contrarios  al  Jurado.  Contrario 
fue  el  ilustre  jurisconsulto  D.  Manuel  Cortina;  contra- 
rio fué  D.  Cirilo  Alyarez;  contrario  ba  sido  Fernandez 
de  la  IIoz,  á quien  hace  pocos  dias  tuvimos  el  senti- 
miento de  perder;  contrario  el  Sr.  Hernández  de  la 
Rúa,  y en  el  mismo  sentido  pensaban  Aguirre,  Gómez 
de  la  Serna,  Pacheco  y tantos  otros  ilustres  escritores. 

Ei  partido  progresista  nunca  consignó  en  su  credo 
político  el  Jurado;  si  en  alguna  Constitución  se  habló 
de  él,  fué  únicamente  para  los  delitos  de  imprenta;  así 
fué  como  se  estableció  en  1855,  y ya  sé  vió  el  mal  re- 
sultado que  produjo.  Después,  en  la  Constitución  de 
1869  se  consignó  ese  principio,  pero  esta  Constitu- 
ción no  era  bandera  exclusiva  del  partido  progresis^ 
ta,  sino  obra  de  transacción  entre  los  diversos  par- 
tidos liberales,  obra  patriótica  en  la  cual,  como  era 
preciso  ante  todo  consolidar  las  instituciones  funda- 
mentales y afirmar  el  principio  monárquico,  como 
base  de  todos  los  partidos  que  contribuyeron  á la  re- 
volución de  Setiembre,  se  consignó  el  Jurado  como 
transacción  con  los  partidos  democráticos.  Entonces 
fué  cuando  el  Sr.  Montero  Ríos,  reformista  en  todo  y 
radical  en  todo,  se  decidió  á implantar  el  Jurado  en 
España,  Jurado  de  que  no  quisiera  acordarme,  porque 
trajo,  y todos  lo  sabéis,  graves  perturbaciones  en  la 
administración  de  justicia.  Podría  citar  algún  espec- 
táculo de  que  fui  testigo;  y francamente,  no  deseo  que 
aquellas  perturbaciones  se  repitan  en  mi  país. 

Entiendo,  pues,  que  tengo  completa  libertad  para 
discutir  este  asunto,  porque  no  se  puede  pedir  á un 
hombre  político  que  lia  tenido  una  opinión  toda  su 
vida,  que  venga  á hacer  el  sacrificio  de  sus  ideales 
por  complacencias  que  no  son  muy  duraderas  en  po- 
lítica; y como,  por  otra  parle,  yo  no  hago  contra  el 
Gobierno  un  acto  de  oposición,  sino  que  sostengo  opi- 
niones científicas,  puedo  venir  y vengo  con  la  visera 
levantada  al  palenque  de  la  discusión;  que  yo  no  en- 
cuentro cosa  más  execrable  ni  que  abomine  más  que 
la  conducta  de  aquellos  que  lanzan  dardos  al  Gobier- 
no del  parLido  á que  pertenecen,  ocultándose  para  ha- 
cerlo en  la  oscuridad. 

Si  examináis,  Sres.  Diputados,  el  aspecto  general 
de  la  cuestión;  si  reílexionais  cómo  se  ha  presentado 
este  proyecto,  comprendereis  fácilmente  que  este  pro- 
yecto nace  muerto;  que  ha  venido  sin  la  fe  de  los  que 
lo  Lraen;  que  es  uña  obra  deleznable;  que  es,  en  fin, 
la  obra  de  un  eclecticismo  condenado  por  la  ciencia  y 
dor  la  razón.  No  se  ve  que  los  defensores  del  3 lirado 
tengan  gran  convencimiento  de  la  bondad  de  la  ins- 
titución; más  bien  se  les  comtempla  así  como  arrastra- 
dos por  las  consecuencias  de  esa  transacción  de  que 
nos  habla  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia;  tran- 
sacción que  podrá  ser  muy  patriótica  y que  yo  enca- 
rezco en  el  Sr.  Ministro,  ya  que  ha  teuido  la  debilidad 
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de  dejarse  seducir  por  la  democracia  hasta  ese  punto 
un  hombre  de  sus  antecedentes,  de  su  consecuencia, 
de  sus  conocimientos,  de  su  talla  política;  un  hombre 
que,  como  jurisconsulto,  raya  á tanta  altura  y que, 
después  de  haber  consumido  anos  y años  escribiendo 
contra  esa  institución,  después  de  haber  impugnado 
en  todos  los  tonos  y de  todas  las  maneras  el  Jurado, 
se  presenta  ante  la  Cámara  diciendo  que  hace  el  sa- 
crificio de  sus  creencias  y opiniones  científicas  ante  el 
deberá  que  le  obliga  un  compromiso  político. 

Yo  aplaudo  este  patriotismo,  y creo  muy  levan- 
tada la  conducta  del  Sr.  Alonso  Martínez;  pero  no  es 
culpa  mia  que  yo  no  pueda  transigir  con  el  error,  por- 
que, en  mi  concepto,  al  error  no  debe  dársele  carta  de 
naturaleza... 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Señor  Diputado,  esas  ob- 
servaciones, esos  cargos  que  está  haciendo  V.  S.  los 
hizo  ya  el  Sr.  Pidal;  pero  los  hizo  oportunamente  den- 
tro de  su  derecho  reglamentario  porque  consumia  un 
turno  en  la  totalidad.  Usía  no  puede  hablar  más  que 
en  la  materia  pertinente  á la  enmienda  que  apoya. 
Ruego  á Y.  8.  que  así  lo  haga. 

El  Sr.  ESPINOSA  BUSTOS:  Repetía  esas  ob- 
servaciones precisamente  para  defender  al  Ministro  de 
esos  cargos. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Usía  podrá  defenderle  en 
otra  circunstancia  más  oportuna  con  ese  ó con  otro 
género  de  argumentos. 

El  Sr.  ESPINOSA  BUSTOS:  Accediendo  á los 
deseos  del  Sr.  Presidente,  que  para  mí  son  órdenes, 
prescindiré  de  esta  clase  de  consideraciones,  y con- 
tinúo. 

Decia  que  el  proyecto  de  Jurado  nace  muerto, 
porque  sus  defensores  manifiestan  no  tener  fe  en  él;  y 
para  probar  esto  me  bastará  recordar  unas  palabras 
del  Sr.  García  Gómez  de  la  Serna,  pronunciadas  en  el 
dia  de  ayer.  Al  hablar  del  criterio  de  la  Comisión  y 
del  que  suponía  que  tenía  el  Gobierno,  nos  decia  S.  S. 
que  no  habían  obedecido  á regla  de  crítica  alguna, 
que  no  habían  tratado  más  que  de  buscar  el  justo 
medio.  Guando  se  busca  el  justo  medio  en  una  cues- 
tión científica,  cuando  se  aplica  el  criterio  ecléctico 
para  definir  doctrinalmente  lo  que  doctrinalmente 
está  definido  de  siempre,  no  se  puede  hallar  la  verdad; 
la  verdad  es  objeto  de  otras  investigaciones;  la  verdad 
se  busca  en  la  discusión  de  las  ideas,  en  la  lucha  de 
las  escuelas,  pero  no  tomando  uua  cosa  de  aquí  y otra 
de  allá,  amalgamando  principios  opuestos,  para  for- 
mar una  ley  que  debe  ser  el  resultado  final  de  un 
criterio  científico. 

Tengo  que  analizar  el  Jurado  en  el  terreno  filosó- 
fico y en  el  terreno  jurídico,  para  demostrar  que, 
como  institución  política,  no  llena  sus  fines,  y como 
institución  jurídica  no  realiza  tampoco  su  primordial 
objeto;  al  exponer  estas  dos  proposiciones  me  haré 
cargo  también  de  las  consecuencias  que  puede  produ- 
cir en  uno  y otro  órden  la  institución  del  Jurado. 

Empiezo,  pues,  ocupándome  del  Jurado  como  ins- 
titución política,  y espero  que  la  Cámara  me  dispen- 
sará que  para  desarrollar  mi  tésis  recuerde  ciertos 
precedentes  históricos  y ciertos  precedentes  filosófi- 
cos. Cuando  Platón,  el  mejor  de  los  filósofos  de  Ate- 
uas,  escribió  aquella  máxima  de  que  nadie  tuviese  como 
verdad , sino  aquello  que  la  razón  le  demostrase  ser  ver - 
fiad,  estudiando  la  naturaleza , no  se  dió  cuenta  de 
la  trascendencia  de  su  doctrina,  porque  si  hubiera 
reflexionado  sobre  ella,  no  habría  escrito  aquel  prin- 


cipio que  él  elevaba  á la  categoría  de  axioma,  y que 
tantas  y tan  lamentables  consecuencias  ha  produ- 
cido á la  humanidad  en  el  órden  de  las  ideas,  en  el 
órden  de  la  conciencia  y en  el  órden  político.  El  pri- 
mero que  resucitó  esta  máxima  fue  Lutero,  que,  apli- 
cándola al  sentimieuto  religioso,  hizo  con  ella  la  re- 
volución de  la  conciencia,  destruyendo  el  principio 
de  autoridad  en  materia  de  religión.  «Nadie  puede 
creer  en  materias  religiosas,  decia  Lutero,  más  que 
aquello  que  su  razón  le  dicte  estudiando  la  Biblia;» 
de  aquí  vino  la  libertad  del  pensamiento  que,  rom- 
piendo las  trabas  de  la  tradición,  destruyendo  el  prin- 
cipio de  autoridad  en  materia  de  religión,  envene- 
nando las  conciencias,  ocasionó  las  catástrofes  que 
todos  sabéis  produjo  la  Reforma  en  Alemania.  Pero  la 
máxima  de  Platón  no  fué  solamente  resucitada  por 
Lutero;  lo  fué  también  por  Descartes  en  Francia.  Des- 
cartes, que  decia  que  nada  se  había  escrito  en  filoso- 
fía que  valiera  la  pena,  al  escribir  su  Duda  metódica 
vino  á traer  la  perturbación  en  el  órden  de  las  ideas; 
vino  á abrir  en  Francia  las  puertas  del  excepticismo; 
vino  á destruir  también  el  principio  de  autoridad  en 
la  filosofía,  de  la  que  él  se  proclamaba  el  único  maes- 
tro; y todos  sabéis,  señores,  las  perturbaciones  que 
esta  reforma  produjo  en  la  esfera  filosófica. 

A semejanza  de  Descartes,  Leibuitz,  en  Alemania, 
abre  las  puertas  al  racionalismo  escribiendo  su  sis- 
tema de  demostración,  y Bacon  en  Inglaterra  escribe 
su  Filosofía  experimental  y echa  las  raíces  del  ma- 
terialismo, resucitando  la  escuela  de  Epicuro. 

Hija  de  la  reforma,  se  crea  en  Francia  la  escuela 
enciclopedista:  Voltaire  y Rousseau  la  inspiran.  Rou- 
sseau aplica  en  el  órden  político  la  misma  máxima  de 
Platón,  que  ya  había  sido  tenida  en  cuenta  por  Lutero, 
por  Descartes,  por  Leibuitz  y por  Bacon.  ¿Y  qué  su- 
cede entonces?  Que  Rousseau  escribe  el  Pacto  porque 
era  preciso  romper  de  frente  con  la  autoridad  política, 
y presentar  á la  fantasía  de  las  sociedades  moder- 
nas un  nuevo  medio  de  reformar  el  gobierno  de  los 
pueblos.  Truncando  las  tradiciones  de  ios  pueblos, 
Rousseau  presentaba  su  doctrina  como  si  hasta  en- 
tonces no  hubiera  habido  pensadores;  como  si  hasta 
entonces  no  hubiera  habido  filósofos;  como  si  no  hu- 
biera habido  en  los  siglos  de  la  Edad  Media  una 
filosofía  que  mantenía  rectamente  la  conciencia  del 
hombre,  que  venía  sosteniendo  el  principio  de  au- 
toridad social  y que  libraba  batallas  contra  todas 
las  herejías,  lo  mismo  en  el  órden  filosófico  que  en 
el  órden  religioso,  y en  el  político;  una  filosofía,  que 
había  informado  todo  el  período  de  aquella  edad  de 
granito  en  que  se  fundió  la  época  presente,  y que 
iluminaba  cou  vivísima  luz  la  Iglesia  católica  por 
medio  de  la  inspiración  de  Santo  Tomás  de  Aquino  y 
de  Alberto  el  Grande. 

Pero  esta  filosofía  fué  abandonada;  triunfó  la  doc- 
trina del  Pacto  social , y con  ella  triunfó,  al  fin,  la  revo- 
lución francesa;  revolución  que  era  hija  legítima  de 
Rousseau  y de  Voltaire,  y que  tenía  por  todo  abolengo 
la  reforma  de  Lutero,  y la  máxima  de  Platón.  La  revo- 
lución francesa  se  asentó  sobre  aquella,  máxima  y al 
ver  la  idea  de  la  igualdad  que  se  daba  en  aquella  so- 
ciedad que  venía  á crearse;  al  ver  que  se  tornaba 
como  entidad  ai  individuo;  al  ver  que  se  rompía  el 
principio  de  autoridad,  no  tuvo  inconveniente  en  pro- 
clamar la  institución  del  Jurado,  que  entonces  era 
uua  consecuencia  lógica.  Por  eso  decia  el  Sr.  Pidal, 
y en  esto  estoy  conforme  con  su  doctrina,  que  el  Ja.- 
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vado  histórico  aparece  en  los  primitivos  tiempos,  en 
aquellos  tiempos  de  los  germanos  en  que  los  sedi- 
mentos de  diferentes  civilizaciones  venian  á confun- 
dirse, en  que  los  pueblos  primitivos  no  tenian  so- 
ciedad constituida,  en  que  la  mezcla  de  castas  y de 
razas  y la  distinción  de  derechos  y la  mudanza  de 
costumbres  hacían  preciso  que  se  estableciera  la  ins- 
titución de  los  iguales,  porque  la  sociedad  no  estaba 
formada,  porque  no  habia  unidad  social,  porque  no 
existían  verdaderas  nacionalidades.  Entonces  el  Ju- 
rado era  una  consecuencia  precisa  de  ese  estado  pri- 
mitivo de  la  sociedad.  Entonces  sí;  porque  no  existia 
ni  soberanía,  ni  potestad  determinada,  porque  era 
preciso  atender  á las  distintas  sociedades  y á las  dis- 
tintas familias  que  constituian  la  sociedad;  entonces 
v;j:  porque  en  la  división  de  las  razas  teutónicas  cada 
cual,  con  los  restos  de  su  civilización,  venía  haciendo 
pequeñas  agrupaciones  para  formar  pueblos;  entonces 
sí;  porque  las  costumbres  eran  rudimentarias. 

Pero  ese  Jurado,  que  surje  como  una  necesidad 
de  aquellos  pueblos  que  empezaban  á formarse,  no 
es  el  Jurado  que  aparece  en  Francia  con  la  revolución, 
ni  el  Jurado  inglés  importado  á aquellas  islas,  por  las 
mismas  razas  de  la  Germanía;  el  Jurado  revoluciona- 
rio representaba  otra  cosa;  se  fundaba  en  otros  prin- 
cipios y venía  á ser  la  condenación  de  los  principios 
políticos  que  defendian  hasta  entonces  todas  las  so- 
ciedades. 

Rousseau  establecía  en  el  Pacto  social  que  todos 
los  ciudadanos  eran  iguales;  que  esta  perfecta  igual- 
dad era  la  base  de  todo  el  derecho  público  y que  á ella 
debia  atender  el  legislador;  partiendo  de  esta  doc- 
trinaba revolución  francesa  proclamaba  el  Jurado, 
diciendo:  «es  preciso  que  se  administre  justicia  por 
los  iguales;  es  preciso  que  el  principio  de  la  sobera- 
nía quede  bien  sentado;  es  preciso  que  quede  afirmada 
aquella  soberanía  inmanente  que  siempre  reside  en  el 
pueblo,  y que  se  hace  incompatible  con  todo  princi- 
pio de  autoridad  social;  es  preciso  que  la  conciencia 
pública  venga  á asociarse  para  la  administración  déla 
justicia;  es  preciso,  en  fin,  que  se  cumplan  los  desig- 
nios de  la  naturaleza.»  Pero,  señores,  á poco  que  se 
medite  se  ve  que  la  base  sobe  que  descansan  estos 
principios  revolucionarios  es  completamente  falsa. 
Rousseau  aceptaba  esta  doctrina  haciendo  nacer  la 
sociedad  de  un  pacto  inverosímil,  que  no  tiene  expli- 
cación suficiente  ni  puede  tomarse  como  verdad  en  el 
órden  de  las  ideas  tratándose  del  derecho  público.  So- 
lamente así  puede  defenderse  aquel  sistema,  contrario 
á la  razón,  contrario  á la  conciencia,  contrario  á la 
buena  filosofía;  porque  la  razón  y la  conciencia  y la 
filosofía  dictan  otras  reglas  acerca  dé  la  esencia  de  las 
sociedades,  de  su  constitución,  de  sus  leyes;  nos- 
otros no  hacemos  hoy  radicar  la  soberanía  en  lo  que 
Rousseau  la  hacía  radicar;  dudo  que  haya  hoy  es- 
cuela alguna  que  pueda  sostener  el  Pacto  como  lo 
sostenía  aquel  filósofo. 

Pero,  aun  prescindiendo  de  estas  ideas  en  el  órden 
puramente  político,  y haciendo  aplicación  de  ellas  en 
cuanto  se  relacionan  con  la  institución  del  Jurado,  que 
es  el  punto  concreto  que  venimos  á discutir,  yo  diré 
que  esa  igualdad  que  se  proclamaba  por,  la  revolución 
francesa,  y que  hoy  se  proclama  por  la  escuela  demo- 
crática, es  contraria  á la  razón  y á la  naturaleza,  y 
para  ello  no  teneis  más  que  fijar  vuestra  atención  en 
un  principio  filosófico  que  yo  tengo  por  máxima  in- 
discutible: «La  unidad  de  la  especie  es  la  base  de  las 


desigualdades  individuales.»  Este  es  un  axioma  con- 
tra el  cual  pugna  el  error  de  los  que  defienden  el  Ju- 
rado, en  nombre  del  principio  de  soberanía,  como  era 
un  error  de  la  escuela  antigua  el  considerar  al  hom- 
bre en  cuanto  hombre  y no  como  individuo  de  la  so- 
ciedad política. 

Por  razón  de  la  naturaleza  se  crean  los  individuos, 
como  por  razón  de  la  especie  se  crean  los  hombres. 
Los  derechos  que  quieren  repartirse  en  virtud  de  esa 
justicia  distributiva,  en  concepto  de  humanidad,  son 
contrarios  á los  que  pueden  repartirse  en  concepto 
de  naturaleza  de  las  individualidades.  |Quó  diferencia 
tan  esencial  no  existe  entre  un  individuo  y otro  indi- 
viduo! Por  razón  de  sus  fuerzas  físicas,  por  razón  de 
su  inteligencia,  por  razón  de  sus  aptitudes,  por  mil 
y mil  razones  que  á vuestra  consideración  no  tengo 
que  exponer,  porque  bien  las  comprendéis,  la  des- 
igualdad entre  individuo  é individuo  está  bien  reco- 
nocida, nadie  puede  negarla,  así  como  tampoco  pue- 
de nadie  negar  la  igualdad  entre  hombre  y hombre. 
Los  hombres  son  hijos  de  la  especie,  y los  indivi- 
duos lo  son  de  la  naturaleza,  y de  aquí,  como  decía 
antes,  esa  máxima  indiscutible  de  que  la  unidad  de 
la  especie  humana  es  la  base  de  las  desigualdades 
individuales.  ¿Entre  quién  se  reparten  y se  distribu- 
yen esos  derechos  cuando  hablamos  de  soberanía  como 
cuando  hablamos  de  igualdad?  Si  los  derechos  fueran 
para  los  hombres,  entonces  comprendería  yo  la  igual- 
dad; pero  los  derechos  son  para  los  ciudadanos,  para 
los  individuos  de  la  sociedad  política  y,  dada  la  des- 
igualdad en  estos,  no  puede  haber  igualdad  en  la  dis- 
tribución de  los  derechos 

Pugna,  pues,  el  concepto  de  igualdad  con  la  sana 
razón  y con  la  filosofía,  y por  consiguiente  el  Jurado, 
al  fundarse  en  ese  principio  filosófico,  en  la  teoría  de 
Rousseau,  no  puede  defenderse;  carece  de  fundamento 
racional;  es  contrario  á la  razón  y ai  buen  sentido. 

Si  hacemos  aplicación  de  las  mismas  doctrinas  á 
la  sociedad  política  para  el  efecto  de  la  administración 
de  justicia,  tocaremos  las  mismas  dificultades  y en- 
contraremos las  mismas  consecuencias. 

Para  la  teoría  democrática  de  aquellos  tiempos  y 
para  algunos  que  la  sostienen  hoy,  el  derecho  de  so- 
beranía puede  ejercerse,  por  ser  inmanente  en  el  pue- 
blo, por  cada  uno  de  sus  ciudadanos,  y en  virtud  de 
esa  soberanía,  cuando  vienen  á formar  el  Jurado,  ser 
una  garantía  de  los  derechos  de  los  asociados;  pero 
nosotros,  los  que  tenemos  y profesamos  otras  ideas 
acerca  de  la  sociedad  y de  sus  leyes  esenciales,  no 
podemos  admitir  estos  principios.  Nosotros  creemos 
que  la  soberanía  no  reside  de  una  manera  inmanente 
en  el  pueblo;  porque  cuando  un  pueblo  se  ha  dado  for- 
ma de  gobierno  de  un  modo  permanente,  la  soberanía 
ya  se  comparte  entre  él  y la  institución  creada  para 
ejercer  el  Poder  supremo.  Nosotros  creemos  que  no 
puede  administrarse  justicia  en  virtud  del  derecho  de 
soberanía,  porque  la  potestad  de  juzgar,  no  arranca  de 
él  sino  del  principio  de  autoridad. 

Y la  razón  es  obvia.  Rousseau  sostenía  lo  mismo 
que  la  escuela  democrática  sostiene  hoy,  que  la  jus- 
ticia se  diera  por  los  iguales;  y esto  es  también  impo- 
sible, porque  es  contrario  al  órden  de  la  naturaleza. 
¿Cómo  ha  de  ejercerse  la  justicia  por  los  iguales?  ¿Qué 
es  lo  que  se  necesita  para  la  administración  de  justi- 
cia? lina  potestad.  ¿Qué  es  juzgar?  Juzgar,  después  de 
todo,  no  es  más  que  restablecer  el  derecho  lesionado; 
y para  restablecer  el  derecho  lesionado,  es  preciso  que 
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la  autoridad  tenga  una  potestad  y una  fuerza;  no  basta 
la  declaración  de  la  autoridad,  en  cierto  sentido,  para 
el  restablecimiento  de  un  derecho,  es  necesario  que 
además  tenga  fuerza  para  que  esa  declaración  pueda 
llevarse  á efeoLo.  Eu  vano  sería  que  los  tribunales  de- 
clarasen un  derecho,  porque  aquel  que  lo  habia  vio- 
lado atentaría  contra  la  sentencia.  Si  se  habia  rebela- 
do contra  el  derecho  de  otro,  ¿cómo  no  habia  de  rebe- 
larse contra  la  autoridad  que  declaraba  que  no  tenía 
razón?  Por  eso  es  preciso  que  la  autoridad  tenga  fuer- 
za coercitiva,  para  que  el  restablecimiento  del  dere- 
cho pueda  realizarse,  moral  y materialmente. 

¡Los  iguales!  ¿Cómo  han  de  administrar  justicia 
los  iguales,  si  es  menester  que  nos  subordinemos  to- 
dos al  principio  de  la  autoridad,  y es  menester  una 
entidad  más  alta  que,  en  nombre  de  la  sociedad,  im- 
ponga la  justicia?  La  soberanía  es  el  principal  motivo 
para  constituir  el  Poder  supremo;  pero  ese  Poder  so- 
berano tiene  el  atributo  de  la  autoridad,  sin  el  cual 
no  puede  ejercer  sus  funciones.  No  puede,  por  consi- 
guiente, encontrarse  potestad  en  los  iguales,  como 
cree  la  escuela  democrática;  no  puede  administrarse 
la  justicia  social  en  nombre  de  este  absurdo;  es  pre- 
ciso subordinarse  á un  orden  superior;  es  preciso  que 
el  ciudadano,  cuando  encuentra  lesionado  un  dere- 
cho, acuda  á la  autoridad  pidiendo  que  se  restablezca; 
y en  virtud  de  la  potestad  que  la  autoridad  tiene,  es 
como  puede  venirse  á administrar  la  justicia. 

Por  eso,  en  todos  los  pueblos  que  han  entendido 
este  principio,  se  ha  administrado  la  justicia  en  nom- 
bre del  Rey,  no  en  nombre  del  pueblo,  cuando  la  Mo- 
narquía ha  sido  la  forma  de  gobierno  de  la  sociedad. 
Pero,  ya  se  ve,  ciertas  utopias  de  la  escuela  democrá- 
tica cautivan  la  imaginación  del  pueblo  y le  condu- 
cen y le  arrastran  por  malos  caminos. 

Se  habla  de  la  justicia  popular.  ¡Ah,  señores,  qué 
malos  recuerdos  tiene  en  la  historia  de  todos  los  tiem- 
pos y de  todos  los  países!  Todavía  suenan  en  mis 
oidos  las  palabras  del  Sr.  Pidal,  trayendo  á nuestra 
memoria  ciertas  reminiscencias  históricas.  Todavía 
recuerdo  cómo  pintaba,  comentando  algunas  páginas 
del  historiador  Taine,  aquellos  dias  del  Jurado  del 
Terror  en  Francia.  Sí;  aquella  justicia  popular  que 
los  demócratas  ensalzan  tanto  habia  manchado  el  tro- 
no de  San  Luis  con  la  sangre  de  Luis  XVI,  siendo 
preciso,  según  la  frase  de  Lamennais,  elevar  al  ver- 
dugo para  decapitar  al  Rey.  Todavía,  cuando  recuer- 
do ciertos  pasajes  de  la  historia  de  Inglaterra,  me  ins- 
piran horror  aquellas  feroces  carnicerías  que  el  Ju- 
rado consumaba,  después  de  la  apostasía  de  Enri- 
que VIII  y en  tiempo  de  los  Sluardos,  en  que  por  un 
lado  la  idea  de  la  conspiración  de  la  pólvora  y por 
otro  el  temor  de  que  los  protestantes  se  volvieran  al 
catolicismo,  les  llevaban  á inmolar  víctimas  diaria- 
mente. Allí,  con  dos  delatores  falaces,  que  servían  á 
la  vez  de  testigos,  se  daba  el  repugnante  espectáculo 
de  que  el  Ministro  de  la  Justicia  dijera  al  Jurado  que 
acababa  de  dictar  los  veredictos  condenatorios:  «ha- 
béis cumplido  como  buenos  patriotas  y como  buenos 
cristianos.» 

Recordad,  Sres.  Diputados,  los  primeros  tiempos 
de  la  época  moderna;  traed  á vuestra  memoria  el  odio 
y la  saña  con  que  la  Europa  entera  miraba  á los  ju- 
díos, y decidme:  ¿Qué  hubiera  sido  de  la  raza  hebrea, 
en  aquel  momento  histórico,  dadas  las  circunstancias 
difíciles  por  que  atravesaba,  si  hubiera  exis  litio  el  Ju- 
rado? ¿Qué  suerte  hubiera  cabido  á aquella  desdicha- 


da raza,  que  parece  llevar  sobre  sí  la  maldición  del 
cielo,  cuando  llegada  la  hora  de  su  expulsión  no  pudo 
encontrar  otro  asilo  que  el  que  le  ofreciera  la  caridad 
evangélica  del  gran  Pontífice  Inocencio  III? 

El  Jurado,  en  los  pueblos  que  gozan  de  libertad 
política,  representa  una  injusticia,  porque  siempre  se 
inclina  á la  exculpación;  y en  los  pueblos  donde  hay 
más  represión,  más  fuerza  y más  autoridad,  ha  sido 
una  tiranía.  El  Jurado  nunca  funciona  normalmente; 
es  imposible  que  funcione  normalmente,  sujeto  á las 
condiciones  de  que  siempre  está  i'odeado. 

No  quiero  pensar,  Sres.  Diputados,  en  lo  que  seria 
de  algunas  comarcas  de  España,  si  ese  proyeclo  de 
ley  llega  á votarse.  En  esas  comarcas  del  Mediterrá- 
neo, donde  se  sienten  odios  africanos,  donde  los  ren- 
cores se  avivan , donde  los  pueblos  están  divididos 
en  banderías,  donde  no  hay,  corno  estáis  acostumbra- 
dos á ver  en  Madrid,  esa  cortesía,  esa  facilidad  para 
allegarse  unos  partidos  á otros;  allí  será  terrible  la 
institución  del  Jurado;  allí  producirá  males  sin  cuen- 
to; y quizás,  aunque  en  menor  número,  podrán  tam- 
bién repetirse  las  mismas  calamidades  ocurridas  en 
Francia  y en  Inglaterra. 

El  Jurado  no  se  implautó  ciertamente  como  una 
mejora  que  pudiera  creerse  no  tenía  condiciones  al- 
gunas para  la  vida  social:  sus  defensores  querían  lle- 
nar un  vacío  y,  más  que  llenar  un  vacío,  querían 
arrancar  algo  al  principio  de  autoridad;  eran  refor- 
madores y querían  ser  también  demoledores,  y para 
ello  inventaron  otra  teoría,  y dijeron:  Es  preciso  que 
el  Jurado  funcione,  porque  es  preciso  tener  una  ga- 
rantía para  la  administración  de  justicia  por  ios  tri- 
bunales, porque  los  tribunales  dependen  del  Poder 
público,  el  Poder  público  puede  ejercer  presión  en 
ellos  y por  consiguiente  es  necesario  sustraerlos  á su 
acción.  ¿Cómo  se  les  ha  de  sustraer?  Por  medio  de  la 
institución  del  Jurado.  Cuando  el  pueblo  tome  parteen 
la  administración  de  justicia;  cuando  el  Jurado  se  es- 
tablezca en  estas  condiciones,  en  virtud  del  principio 
de  la  soberanía  nacional;  cuando  el  ciudadano  inves- 
tido con  la  categoría  de  juez  se  acostumbre  á ejercer 
semejante  función,  habremos  logrado  emancipar  á los 
tribunales  de  justicia  de  la  acción  del  Poder.  Pero  esta 
idea  también  era  falsa,  y la  falsedad  se  demostró  bien 
pronto. 

Era  preciso,  pues,  para  conseguir  el  ñn  que  sus 
autores  se  proponían,  que  el  Jurado  conociera  en  to- 
dos los  órdenes  de  la  administración  de  justicia;  y sin 
embargo,  en  ningún  país  ha  sido  tribunal  único  com- 
petente para  conocer  de  los  pleitos  civiles  y de  los  jui- 
cios criminales. 

Inglaterra  y los  Estados-Unidos  mantienen  el  Ju- 
rado para  lo  civil  y para  lo  criminal;  pero  tienen  tri- 
bunales especiales  para  muchos  casos  y sustraen  á 
la  acción  del  Jurado  lo  que  el  Jurado  queria  sustraer 
de  la  acción  de  los  tribunales;  es  decir,  que  los  mis- 
mos juradistas  han  venido  á echar  por  tierra  la  base 
de  semejante  sistema  de  administrar  justicia.  Y aquí 
encontramos  una  razón  fundamental  contra  esa  insti- 
tución, como  la  llaman  los  demócratas,  pero  que  para 
mí  no  es  tal  institución  ni  política  ni  jurídica.  ¿Cómo, 
si  tanta  confianza  os  inspira  el  Jurado;  cómo,  si  te- 
néis tanta  fe  en  que  la  constitución  de  ese  nuevo  t ri- 
bunal ha  de  venir  á redimir  á la  sociedad  en  lo  to- 
cante á la  administración  de  justicia,  cómo  no  le 
confiáis  el  conocimiento  de  todos  los  negocios?  ¿Por 
qué  no  sometéis  á su  deliberación,  tanto  los  pleitos 
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civiles  como  los  criminales?  ¿Por  qué  esas  excepcio- 
nes? ¿Por  Ttté  cuando  traíais  de  establecer  el  Jurado 
venís  formulando  reglas  de  crítica  para  ver  cuál  es 
su  competencia  y cuáles  los  negocios  que  se  han  de 
atribuir  á su  conocimiento?  Pues  esta  deficiencia  que 
se  manifiesta  en  la  manera  de  razonar  de  aquellos 
que  defienden  el  Jurado  indica  que  no  tienen  fe  en  él, 
y que  el  Jurado  no  ha  de  responder,  aun  dentro  de  su 
propia  conciencia,  á esa  virtualidad  que  le  atribuyen 
cuando  le  defienden.  ¿Y  cómo  ha  de  responder,  si,  por 
la  misma  estructura  de  ese  tribunal  y por  las  condi- 
ciones con  que  se  forma,  es  imposible  que  responda  á 
loque  de  suyo  exige  el  sentimiento  de  la  justicia? 

Cuando  se  trata  de  la  competencia  del  Jurado, 
cuando  se  trata  de  aquella  doctrina  democrática  que 
viene  á sustraer  de  la  acción  de  dos  tribunales  el  co- 
nocimiento de  los  asuntos  atribuidos  á la  competencia 
del  Jurado  para  libertar  de  la  acción  del  Poder  público 
á los  tribunales  y dejar  libre  y desembarazada  la  ad- 
ministración de  justicia,  entonces  debe  tenerse  en  cuen- 
ta que  la  acción  del  Poder  público  puede  influir  más 
en  ios  negocios  civiles  que  en  los  criminales  No  sé  que 
ningún  agente  del  Poder  público  baya  tenido  conniven- 
cias con  los  criminales,  ni  comprendo  que  ningún 
Jurado  ni  ningún  tribunal  pueda  establecer  relacio- 
nes con  esa  clase  de  gente;  pero,  en  cambio,  sé  que 
cuando  se  trata  de  materia  civil,  todo  el  mundo  acude 
á la  autoridad  pública;  que  se  prodigan  las  recomen- 
daciones y que  entonces  es  cuando  la  acción  del  Poder 
público  puede  ejercer  presión  sobre  los  tribunales,  pero 
no  cuando  se  trata  del  hecho  crimiual,  porque  el  hecho 
criminal  es  abominable  para  toda  conciencia  honrada, 
porque  sobre  el  hecho  criminal  basta  solo  la  reacción 
que  en  la  conciencia  se  produce  por  el  hecho  mismo, 
para  pedir  su  represión  y su  castigo;  porque  nadie 
puede  patrocinar  el  hecho  criminal;  porque  daríamos 
una  desdichada  idea  de  la  sociedad  en  que  este  error 
pudiera  subsistir. 

Pero  uo  sucede  lo  mismo  cuando  se  trata  de  los 
negocios  civiles:  en  los  uegocios  civiles  pueden  tener 
interés  basta  los  mismos  agentes  del  Poder  público, 
porque  estos  pueden  ser  litigantes  acudir  á la  fuerza 
que  les  da  su  posición  y su  prestigio  político  para 
influir  directamente  en  ios  tribunales;  entonces,  sí, 
los  Poderes  públicos  pueden  ejercer  presión;  y sin 
embargo,  á excepción  del  Jurado  inglés  y del  Jurado 
de  los  Estados- Unidos,  en  ningún  país  de  Europa  ni 
de  América  se  ha  sometido  al  juicio  del  Jurado  el  co- 
nocimiento de  los  negocios  civiles,  por  la  poca  fe,  por 
la  poca  confianza  que  inspira  ese  tribunal. 

fie  ve,  pues,  que  el  Jurado  no  sirve  siquiera  para 
asentar  la  realidad  de  los  principios  democráticos, 
que  quisieron  establecerlo  como  institución  política. 

Pero  si  no  sirve  como  institución  política,  ¿podrá 
servir  como  institución  jurídica?  Tampoco.  El  pen- 
samiento de  establecer  el  Jurado  tiene  por  objeto  el 
poder  sustraer  de  los  jueces  de  derecho  la  apreciación 
de  la  criminalidad  de  los  acusados,  porque  se  cree 
que  los  jueces  de  derecho,  por  el  hábito  de  juzgar, 
han  podido  quizá  encallecer  su  conciencia,  y que  hom- 
bres que  vienen,  digámoslo  así,  vírgenes  en  el  senti- 
miento de  la  justicia  A formar  nn  tribunal  ofrecen 
más  garantía  á la  sociedad  que  esos  jueces  enveje- 
cidos en  su  carrera;  ¡qué  error  tan  deplorable!  Y para 
desarrollar  esta  doctrina  se  hace  una  separación  que 
á todas  luces  es  imposible;  una  separación  en  la  cual, 
como  elocuentemente  nos  decia  el  Sr.  Maura,  nadie 


piensa  ya:  la  separación  del  hecho  y del  derecho;  por- 
que el  Sr.  Maura  decia:  la  separación  no  es  posible; 
la  distinción,  sí. 

Pues  bien;  el  fundamento  del  Jurado,  como  ins- 
titución jurídica,  no  arranca  de  la  distinción,  sino  de 
la  separación  del  hecho  y del  derecho,  separación  que 
por  labios  tan  autorizados  como  los  del  Sr.  Maura,  en 
consonancia  con  los  más  grandes  ingenios  que  han 
escrito  sobre  esta  materia,  es  completamente  imposi- 
ble; pero  como  sobre  este  punto  se  ha  argüido  bas- 
tante por  los  elocuentes  oradores  que  me  han  prece- 
dido en  la  impugnación  de  este  proyecto,  y ellos  lian 
demostrado  ya  que  la  separación  del  hecho  y del  de- 
recho es  imposible;  yo  solamente  voy  á detenerme  á 
analizar  este  punto  sobre  el  concepto  que  establecía  el 
Sr.  Maura,  es  decir,  sobre  si  es  posible  la  distinción 
del  hecho  y del  derecho,  bajo  qué  base  y qué  resul- 
tados ha  de  producir. 

Demos  por  imposible  la  separación;  sobre  ella  no 
discuto,  por  no  repetir  las  razones  fundamentales  que 
han  expuesto  los  oradores  que  combatiendo  este  pro- 
yecto, me  han  precedido  en  el  uso  de  la  palabra;  pero 
voy  á tratar  la  cuestión  en  los  términos  que  la  planteó 
el  Sr.  Maura.  ¿Es  posible  la  distinción  entre  ei  hecho 
y el  derecho?  El  Sr.  Maura,  coa  su  autorizada  y elo- 
cuente palabra,  nos  decia  que  todos  los  dias  se  está 
distinguiendo  perfectamente  ei  hecho  del  derecho  por 
los  mismos  tribunales.  Yo  estoy  perfectamente  de 
acuerdo  con  el  Sr.  Maura  en  esta  apreciación.  En  lo 
que  no  estoy  de  acuerdo  es  en  la  aplicación  de  esta 
doctrina  al  Jurado,  que  es  la  segunda  parte,  y acer- 
ca de  la  cual  no  decia  nada,  porque  así  convenia  á su 
plan  de  defensa. 

¿Puede  hacerse  la  distinciou  entre  el  hecho  y el 
derecho?  ¡Cómo  no,  si  una  de  las  virtudes  y uua  de  las 
potencialidades  de  la  inteligencia  humana  es  la  de 
poder  realizar  la  abstracción  metafísica!  En  el  órden 
de  las  ideas,  la  distiucion  de  cualquier  hecho,  de  cual- 
quier conocimiento  es  posible;  pero  ¿qué  entendemos 
por  distinción?  Distinguir  es  un  acto  del  conocimiento 
humano;  el  conocimiento  humano  supone  un  juicio; 
no  se  puede  distinguir  entre  una  y otra  cosa  sin  que 
la  distinción  sea  el  resultado  de  un  juicio;  es  menes- 
ter un  conocimiento  objetivo  superior  y,  cuando  la 
inteligencia  se  ha  apoderado  del  objeto,  cuando  ha 
venido  la  reflexión,  cuando  lia  podido  calcular  los  ele- 
mentos constituyentes  de  aquel,  entonces  es  cuando, 
por  medio  de  la  abstracción  metafísica,  pueden  sepa- 
rarse las  condiciones  del  objeto  de  la  sustancia  mis- 
ma de  esc  objeto. 

Eso  es  lo  que  ocurre  en  los  juicios  criminales: 
puede  separarse  el  hecho  del  derecho,  pero  puede  se- 
pararlos el  Sr.  Maura,  puede  separarlos  un  juriscon- 
sulto que  conozca  la  esencia  del  hecho  punible;  ¡jor- 
que los  hechos  punibles  son  realidades  metafísicas 
que  encarnan  en  un  objeto,  porque  un  cadáver  no  es 
un  delito  de  asesinato.  Es  preciso  distinguir  entre  el 
objeto  del  delito  y los  caractéres,  los  accidentes  y los 
elementos  constitutivos  de  este  mismo  delito.  Por  eso 
dicen  todos  los  autores  de  derecho  penal,  al  hablar 
del  crimen,  que  el  crimen  no  aparece  como  Minerva 
saliendo  de  repente  de  la  cabeza  de  Júpiter;  no  apare- 
ce ei  crimen  en  su  generación  filosófica,  porque  en  la 
unidad  sintética  del  hombre  hay  la  parte  intelectual 
y la  parte  física,  y como  el  pensamiento  nunca  es  pu- 
nible, como  no  constituye  el  delito,  sino  la  resolución 
de  delinquir  manifestada  en  actos  externos,  de  aquí 
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que  la  generación  del  delito  arranque  desde  luego  de 
las  sombrías  nebulosidades  del  pensamiento.  Ahí  es 
donde  se  fragua  el  proyecto,  y después  viene  como 
determinación  de  la  voluntad  á realizarse  el  delito. 
Antes  (le  la  manifestación  del  delito,  de  lo  que  las  le- 
yes castigan  como  tal,  lia  existido  el  delito  moral, 
que  es  la  base  de  todo  delito;  y cuando  se  manifiesta 
por  actos  externos  es  cuando  tenemos  su  realidad, 
que  es  la  consecuencia,  que  es  como  el  espejo  del  mal 
que  se  ha  producido.  Por  eso  decía  yo  que  es  posible 
la  distinción  entre  el  hecho  y el  derecho;  pero  esto  lo 
hace  una  inteligencia  superior  con  esa  potencialidad 
que  tiene  para  actuar  de  una  manera  abstracta  en  el 
órden  metafísico. 

Creo  que  esto  no  tiene  refutación  posible,  por  estar 
basado  en  razones  filosóficas,  en  la  manera  de  operar 
de  nuestra  inteligencia,  en  el  uso  de  nuestras  propias 
facultades. 

Voy  á permitirme  presentar  á la  Cámara  un  ejem- 
plo. En  una  sustancia  cualquiera  comprendemos  la 
esencia  y los  accidentes.  ¿Cómo  distinguimos  entre  la 
esencia  y los  accidentes  cuando  son  condiciones  in- 
separables del  cuerpo?  Por  medio  de  una  abstracción; 
por  medio  de  ella  separamos  de  la  sustancia  el  color, 
la  forma,  el  olor,  hasta  el  sabor;  pero  en  la  realidad 
la  sustancia  siempre  permanece  integra  con  todos  sus 
caractéres  esenciales;  no  hay  separación  posible  si  no 
hay  una  abstracción  de  nuestro  entendimiento.  ¿Y 
cómo  se  realiza  ésta?  Por  medio  de  una  facultad  aní- 
mica, y por  medio  del  conocimiento  que  tenemos  de 
aquello  que  es  objeto  de  nuestra  especulación;  de  otra 
manera  sería  imposible. 

Pues  bien,  Sres.  Diputados;  aplicad  esta  doctrina 
filosófica  á la  separación  entre  el  hecho  y el  derecho, 
y dádsela  después  al  Jurado  para  que  falle  respecto 
de  la  composición  de  esos  elementos  que  constituyen 
el  crimen;  y como  el  Jurado  no  los  conoce,  como  no 
sabe  que  el  crimen  tiene  generación,  como  no  sabe 
que  la  intención  de  delinquir  nace  primero  de  la  in- 
teligencia y después  se  va  desarrollando  hasta  pro- 
ducir la  realidad  material  del  delito,  ese  Jurado  no 
distinguirá  entre  los  accidentes,  entre  los  elementos 
del  crimen  mismo.  ¿Cómo  queréis  que  haga  un  juicio 
metafísico  acerca  de  una  realidad  que  se  le  presente 
y una  realidad  tan  confusa,  que  confusa  es  toda  rea- 
lidad que  se  presenta  en  un  juicio  criminal  en  que  se 
tiene  que  adquirir  el  convencimiento  por  medio  de 
las  pruebas  que  suministre  el  proceso? 

Si  estas  mismas  teorías  filosóficas  las  aplicáis  con 
distinto  objeto,  no  ya  á la  ciencia  penal,  sino  á otras 
cosas  que  son  de  más  fácil  acceso  á la  inteligencia 
humana,  comprendereis  mejor  todavía  cuán  imposi- 
ble es  que  esos  jurados  puedan  establecer  la  distin- 
ción entre  el  hecho  y el  derecho.  Quiero  aplicarlas 
ahora  á un  ejemplo  más  asequible  para  todos,  y ade- 
más más  íntimamente  enlazado  con  el  ejercicio  de 
nuestros  sentidos:  al  arte  pictórico.  El  arte  pictórico 
ya  sabéis  lo  que  significa:  los  colores  de  que  el  pintor 
se  vale,  su  pincel,  el  lienzo  y el  ingénio.  Un  gran  pin- 
tor hace  un  cuadro  de  historia;  para  el  vulgo,  para 
el  que  no  es  perito  en  el  arte,  ¿cómo  habrá  posibilidad 
de  que  distinga  las  bellezas  de  aquel  cuadro?  No  las 
bellezas  de  las  facultades  visivas,  porque  sabida  es 
la  teoría  filosófica  de  que  bello  es  lo  que  agrada  á la 
vista:  hablo  de  las  bellezas  que  corresponden  al  orden 
intelectual,  á las  que  son  objeto  de  un  juicio.  Claro 
es  que  hay  bellezas  que  cualquiera  puede  apreciarlas, 


como  la  casación  de  las  líneas  y de  los  colores  y la 
armonía  que  de  ellas  resulta;  pero  para  apreciar  si  hay 
los  dibujos  corrección,  para  apreciar  la  animación  do 
aquellas  figuras,  para  apreciar  la  expresión  que  en  sus 
rostros  se  observa,  para  apreciar  la  luz,  el  tono,  el 
ambiente,  todo  eso  que  los  grandes  pintores  esculpen 
en  sus  obras  por  medio  de  su  ingénio  ayudado  con 
los  medios  del  arte,  ¿bastará  una  inteligencia  vulgar? 
¿Bastará  que  se  presente  cualquiera,  sin  conocer  lo 
que  es  arte,  para  distinguir  todo  eso?. No,  señores;  es 
de  todo  punto  imposible;  habrá  quienes  no  teniendo 
más  que  escasos  grados  de  inteligencia  no  sabrán  ha- 
cer distinción  alguna,  habrá  quienes  lleguen  á com- 
prender la  situación  en  que  se  suponen  las  figuras, 
por  efecto,  no  de  su  ilustrado  juicio,  sino  porque  ellas 
mismas  revelan  su  actitud  bien  claramente  á las  fa- 
cultades visivas;  pero  explicar  perfectamente  aquel 
objeto  artístico,  distinguir  las  formas  que  en  aquel 
cuadro  reviste  el  pensamiento  del  autor  con  todos  los 
elementos  que  constituyen  la  escena  histórica  que 
forma  el  asunto  del  cuadro,  eso  no  podrá  hacerlo  más 
que  un  perito  en  el  arte,  uno  que  tenga  facultades 
para  producir  una  obra  de  la  misma  especie. 

Pues  esto  ocurre  precisamente  al  jurado;  en  vano 
es  que  se  le  diga  que  hay  distinción  entre  el  hecho  y 
el  derecho;  esta  distinción,  como  he  dicho  antes,  no 
es  más  que  objeto  de  un  juicio,  es  un  producto  del 
entendimiento,  tiene  que  entrar  en  la  esfera  de  lo  me- 
tafísico, y el  que  la  haga  necesita  tener  un  conoci- 
miento jurídico  bastante  para  calificar  los  elementos 
del  delito,  para  completarlos,  para  presentarlos  en 
toda  su  forma  y extensión,  según  la  realidad  del  mal 
ocasionado. 

Esto  no  puede  hacerlo  el  Jurado,  porque  es  im- 
posible; semejante  distinción  no  corresponde  sino  al 
que  tiene  conocimientos  jurídicos,  y vosotros,  señores 
de  la  Comisión,  y Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
estáis  conformes  con  este  principio,  porque  si  el  Jura- 
do no  tiene  necesidad  de  conocer  más  que  el  hecho, 
si  solo  á la  esfera  de  los  hechos  ha  de  concretarse  y 
atenerse  para  formar  juicio,  ¿por  qué  habéis  estable- 
cido en  el  proyecto  la  disposición  del  art.  68  que  voy 
á leer?  {Su  seño?' ¿a  lo  leyó,) 

Como  acabais  de  oir,  la  Comisión,  y el  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia  estiman  de  suma  necesidad  que 
el  presidente  del  tribunal,  cuando  haga  el  resúmen  de 
las  pruebas,  explique  al  Jurado  la  naturaleza  jurídica 
de  los  hechos  y el  carácter  jurídico  de  lo  que  consti- 
tuye las  circunstancias  atenuantes,  agravantes  ó exi- 
mentes de  responsabilidad;  es  decir,  Sres.  Diputados, 
y es  triste  tener  que  confesarlo,  que  se  quiere  obligar 
al  presidente  del  tribunal  á explicar  un  curso  de  dere- 
cho penal  á los  jurados,  y que  cuando  éstos  hayan 
aprovechado  ó no  esa  lección,  que  nunca  aprovecha- 
rán porque  no  la  entenderán,  entonces  que  se  retiren 
á deliberar  con  completa  conciencia  de  que  han  do 
hacerlo  mal:  éste  es  mi  juicio. 

Digo  que  siempre  tendrán  la  conciencia  de  que 
han  de  hacerlo  mal,  porque  tengo  la  práctica  de  mu- 
chos años,  he  ejercido  más  de  veinte  la  profesión  en 
Granada,  he  asistido  al  Jurado  como  defensor  de  las 
partes  y como  acusador,  y voy  á referiros  lo  que  me 
sucedió  en  cierta  ocasión.  Se  trataba  de  una  causa 
grave,  y yo  defendía  ai  procesado.  El  Jurado  era  de 
la  misma  capital  de  Granada;  estaba  presidido  por 
un  ilustre  magistrado,  que  creo  ha  muerto,  D.  Ber- 
nardo María  Hervás,  que  después  fué  ministro  del 
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Tribunal  Supremo.  Llegamos  al  dia,  tuvo  lugar  el 
juicio;  era  un  Jurado  de  esos  de  valer,  de  esos  que 
pocas  veces  se  forman  más  que  por  una  casualidad; 
había  en  él  tres  ó cuatro  personas  que,  aunque  no 
eran  abogados,  tenian  títulos  académicos,  entre  ellos 
un  boticario  ilustradísimo  de  Granada,  que  gozaba  de 
gran  concepto  en  la  opinión  pública  como  hombre 
de  ciencia.  Era  íntimo  amigo  mió,  y concluido  el  jui- 
cio me  explicaba  lo  que  le  había  ocurrido,  y ine  de- 
cía con  gran  ingenuidad:  «Cuando  el  fiscal  acusaba 
formé  la  convicción  íntima  de  que  el  procesado  era 
culpable;  luego  concedieron  á Vd.  la  palabra,  hizo  us- 
ted la  defensa  y cambié  de  opinión;  creí  que  el  reo 
era  inocente;  después  hizo  el  presidente  el  resúmen, 
y entonces  me  quedé  sin  saber  si  era  culpable  ó ino- 
cente; y,  claro,  en  la  duda,  como  no  tenía  conciencia 
de  mi  libertad  de  acción,  como  no  podía  determinar 
la  culpabilidad  ó la  inocencia,  como  no  se  me  había 
de  convencer  de  lo  uno  y de  lo  otro,  porque  yo  no  en- 
tiendo esas  argucias  curialescas,  concluí  por  incli- 
narme á la  benevolencia;  voté  la  absolución,  y mi 
voio  ha  influido  en  otros  jurados,  y por  eso  se  ha 
absuello  al  reo.» 

Pues  bien,  Sres.  Diputados;  si  eso  sucede  en  el 
Jurado  tratándose  de  personas  ilustradas,  dejo  á vues- 
tra apreciación  lo  que  sucederá  cuando  se  trate  de 
personas  imperitas  y ajenas  por  completo  á la  cien- 
cia; de  personas  de  esas  que  no  tienen  hábito  de  for- 
mar juicio  sobre  nada,  de  esas  que  están  consagradas 
¡i  oficios  mecánicos  ó dedicadas  á la  vida  agrícola. 
¿Por  qué,  pues,  se  pretende  traer  el  Jurado  á este 
país?  ¿Por  qué  se  quiere  saturar  al  cuerpo  social  con 
tantos  derechos  cuando  no  los  reclama,  y más  que 
derechos,  lo  que  quiere  es  que  se  le  liberte  de  mu- 
chas obligaciones  que  se  le  imponen,  y lo  que  desea 
es  una  gran  administración  de  justicia  sin  interven- 
ción de  él  en  nada?  ¿No  comprende  la  Comisión,  no 
sabe  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  que  para 
esta  clase  de  instituciones  es  preciso  que  haya  apti- 
tud en  el  pueblo,  á fin  de  que  pueda  plantearse  con 
fruto,  si  es  que  alguna  vez  tan  mala  planta  puede  pro- 
ducir frutos  regulares?  ¿No  comprendeu  que  á la  so- 
ciedad hay  que  mirarla  lo  mismo  que  al  individuo,  y 
me  parece,  Sres.  Diputados,  que  la  comparación  no 
puede  ser  más  idéntica,  porque,  después  de  todo,  la  so 
ciedad  no  se  compone  más  que  de  la  suma  de  los  in- 
dividuos? 

Pues  el  individuo  tiene  su  economía  propia,  hablo 
de  su  economía  animal,  y tiene  necesidad  de  ciertas 
reglas  de  higiene,  y no  debe  abusar  de  su  alimentación 
para  no  exponerse  á grandes  indigestiones.  Pues  la 
sociedad  posee  también  su  economía,  pero  es  una  eco- 
nomía moral,  y en  esa  economía  moral  tiene  sus  ali- 
mentos, que  son  las  nociones  de  la  justicia,  del  derecho, 
del  deber,  de  la  moralidad,  y no  es  posible  darle  más 
derechos  que  aquellos  que  puede  digerir,  porque  si  no 
ocurre  á la  sociedad  lo  que  al  individuo,  á diferencia 
de  que  las  indigestiones  en  eí  individuo  se  curan  fá- 
cilmente, en  tanto  que  las  do  la  sociedad  traen  las 
fraudes  perturbaciones  y las  más  horrorosas  catás- 
trofes. 

Y establecida  desde  luego  esta  semejanza  y te- 
niendo en  cuenta,  como  dehe  tenerse  en  primer  tér- 
mino por  todos  los  Gobiernos,  las  condiciones  de  ap- 
titud de  un  país  para  regular  sus  organismos,  ¿cómo 
se  quiere  dar  á la  Nación  ese  Jurado  en  las  condicio- 
nes en  que  hoy  nos  encontramos?  Estas  condiciones 


¡ de  atraso  son  generalmente  reconocidas,  y en  el  dia 
i de  anteayer  las  oísteis.  Según  los  datos  estadísticos 
que  aquí  leia  el  Sr.  Danvila,  hay  1 2 t/a  millones  de  es- 
pañoles que  no  tienen  instrucción,  es  decir,  que  4 mi- 
llones son  los  que  saben  leer  y escribir.  Esta  estadís- 
tica no  sé  si  estará  contrastada;  pero  aun  partiendo  de 
estos  datos,  en  un  país  donde  carecen  de  instrucción 
l24/i  millones  de  habitantes  que  ni  siquiera  saben 
leer  y escribir,  ¿creeis  que  es  prudente  venir  a darle 
ese  nuevo  derecho,  esa  intervención  en  la  administra- 
ción de  justicia,  para  que  podamos  recoger  buenos  fru- 
tos del  Jurado?  ¿No  decía  el  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia,  y io  ha  repetido  en  muchos  documentos, 
notables  como  todos  ios  de  S.  S. , que  la  sociedad 
estaba  enferma,  que  no  se  hallaba  en  condiciones 
adaptables  para  el  establecimiento  del  Jurado,  que  de 
ninguna  manera  pocha  traerse  éste  sin  hacer  antes 
otras  alteraciones,  otras  mocliiicaciones  en  las  leyes 
especiales,  porque  entonces  el  Jurado,  si  se  implan- 
taba de  otro  modo,  serla  una  gran  calamidad?  Pues 
yo  defiero  á la  ilustrada  opinión  del  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  como  á la  de  todos  los  hombres  no- 
tables de  este  país  que  han  escrito  en  el  mismo  sen- 
tido que  S.  S.,  y creo  firmemente,  porque  la  experien- 
cia así  lo  acredita,  que  este  país  no  alcanza  ilustra- 
ción bastante  para  que  podamos  prometernos  del  Ju- 
rado una  recta  administración  de  justicia.  En  estas 
condiciones,  Sres.  Diputados,  el  Jurado  vendrá  á ser 
una  perturbación,  no  solo  en  el  orden  jurídico,  sino 
en  el  órden  social,  y vendrá  á producir  aquella  des- 
confianza que  siempre  produce  la  ignorancia,  cuando 
se  trata  de  los  fallos  de  los  tribunales. 

Dado  el  estado  de  cultura  de  nuestra  sociedad,  no 
debe  pensarse  en  el  establecimiento  del  Jurado;  cuan- 
do un  pueblo  no  es  apto  para  recibir  una  nueva  refor- 
ma, es  impolítico  ofrecerla  y más  impolítico  plantear- 
la; no  es  un  progreso  en  la  vida  de  las  Naciones  el 
establecimiento  de  una  reforma  extemporánea  é in- 
oportuna. En  el  órden  político  hay  que  proceder  de 
conformidad  con  lo  que  para  el  órden  económico  dicen 
Adam  Smiht  y J.  Ü.  Say  al  ocuparse  de  la  violencia 
que  se  opone  al  establecimiento  de  las  máquinas.  Y 
esto,  que  se  refiere  á la  esfera  económica,  es  mucho 
más  grave  cuando  se  trata  de  la  esfera  jurídica,  que, 
después  de  todo,  es  el  summum  de  los  derechos  socia- 
les, la  defensa  de  la  sociedad,  la  defensa  de  la  fami- 
lia, la  defensa  del  individuo;  en  una  palabra,  la  ga- 
rantía universal  del  derecho. 

Toda  reforma  que  se  plantea  extemporáneamente 
es  ocasionada  á una  perturbación  social ; por  esto  no 
temo  afirmar  que  lodos  los  partidos  deben  ser  en  este 
punto  siempre  conservadores;  porque  yo  tengo  la  idea 
de  que  conservar  es  en  muchas  ocasiones  progresar. 
Recordad  aquel  principio  filosófico  consignado  en 
la  Suma  de  Santo  Tomás:  primum  est  e$se}  deinde 
operari.  Lo  primero  es  el  ser,  lo  segundo  la  operación; 
lo  primero  (pie  hay  que  mirar  es  al  sér,  al  individuo, 
á la  conservación  de  la  sustancia;  después  del  sér,  vic 
ne  la  operación,  realizando  los  actos  por  medio  de  la 
voluntad  que  los  determina,  y de  ahí  que  toda  mejo- 
ra que  quiera  introducirse  en  el  individuo  y que  sea 
contraria  al  sér,  como  he  dicho  antes,  cuando  se  le 
da  una  sustancia  nociva  á su  salud,  no  conduce  al 
progreso;  eso  es  retroceder. 

Después  de  todo,  señores,  esta  doctrina  no  es  una 
novedad.  ¿Pues  qué  es  la  que  hemos  oido  hace  poco 
por  la  elocuente  voz  del  Sr.  Gastelar  en  aquellos 
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bancos?  ¿Qué  decia  S.  S.?  Yo  quiero  conservar  la  se- 
guridad de  la  libertad,  y no  quiero  con  más  progre- 
sos exponerme  á perderla.  ¿Y  qué  es  esto  más  que  ser 
conservador  dentro  de  su  escuela?  Pues  qué,  ¿lodos 
los  partidos  de  gobierno,  no  son  conservadores  en  este 
concepto?  Hoy,  por  ventura,  ¿se  presenta  la  democra- 
cia como  hace  poco  se  presentaba  en  España  y en  los 
demás  países?  ¿No  ha  entrado  en  transacciones  hon- 
rosas con  los  demás  partidos  gubernamentales  y se 
encuentra  en  guerra  con  el  radicalismo?  Hoy,  ningún 
partido  que  pueda  llamarse  así,  es  radical.  ¿Se  hubiera 
contentado  el  año  1872  el  Sr.  Montero  Ríos  con  este 
proyecto?  ¿No  pedia  entonces  la  escuela  radical  la  se- 
paración de  la  Iglesia  y del  Estado,  el  matrimonio 
civil  obligatorio,  la  secularización  de  los  cementerios 
y otras  muchas  cosas  de  las  cuales  hoy  la  demo- 
cracia ha  desistido?  ¿Por  qué  se  separó  del  radica- 
lismo? Porque  ha  comprendido  que  hoy  los  partidos 
que  quieren  ser  gobernantes  deben  ser  conservadores. 
Solamente  conservando  progresamos;  solo  conser- 
vando nuestra  administración  de  justicia,  rindiendo 
tributo  á la  historia,  rindiendo  tributo  á la  santidad 
de  la  toga  de  nuestros  magistrados,  es  como  podemos 
progresar;  plantear  el  Jurado,  es  retroceder. 

¿Qué  clase  de  Jurado  es  el  que  existe  en  esas  Na- 
ciones de  Europa  y de  América  que  queréis  tomar, 
en  cierto  modo,  como  modelo?  Aquí  surge  el  argu- 
mento que  como  de  gran  autoridad  se  viene  citando 
y que  se  esforzaba  en  presentar  ayer  el  Sr.  García 
Gómez  de  la  Serna,  como  argumento  Aquiles.  Pues 
qué,  decia,  ¿no  vemos  que  en  todas  partes,  en  todos 
los  países  de  Europa  y América  está  establecido  el 
Jurado?  ¿Vamos  á ser  la  excepción  de  este  orden  na- 
tural? ¿Vamos  á salimos  ele  la  senda  trazada  y que 
siguen  todos  los  pueblos  cultos? 

Cuando  yo  oigo  este  argumento  de  labios  de  un 
jurisconsulto  tan  ilustrado  y competente  como  es  el 
Sr.  García  Gómez  de  la  Serna,  y cuando  veo  esta  Opi- 
nión sostenida  por  personas  ilustradas,  digo:  «¡qué 
poca  fuerza  debe  tener  la  institución  del  Jurado,  cuan- 
do sus  defensores  apelan  á este  argumento!  Del  hecho, 
de  la  hipótesis,  que  admito  para  la  discusión,  por- 
que no  es  exacto  que*  el  Jurado  exista  en  todas  par- 
tes, ¿se  sigue  que  la  institución  sea  buena?  ¿Se  juzga 
así  en  materia  de  suyo  tan  delicada? 

La  universalización  del  Jurado  en  nada  abona  la 
bondad  de  la  institución.  Y para  que  veáis  que  esta 
es  una  verdad,  voy  á poner  un  ejemplo.  Todos  recor- 
dareis, Sres.  Diputados,  con  horror,  porque  esta  es 
una  página  infamatoria  en  los  anales  de  la  humani- 
dad, todos  recordareis  el  hecho  de  la  esclavitud  que 
nació  en  ios  primeros  tiempos  de  la  vida.  Pues  bien, 
señores;  ese  hecho  vino  perpetuándose  en  todos  los 
países,  y no  solo  se  perpetuó,  sino  que  lo  filé  como 
estado  de  derecho,  mantenido  y sostenido  por  los  Po- 
deres públicos;  y esa  esclavitud  odiosa,  que  es  una 
mancha  y un  padrón  de  ignominia  para  la  humanidad, 
vivió  durante  siglos  y siglos  en  toda  Europa,  y nadie 
puede  decir,  ni  basado  en  ninguna  razón  ni  en  ningún 
principio  filosófico  ni  jurídico,  que  el  estado  de  escla- 
vitud fuese  bueno,  porque  si  álguien  se  hubiese  atre- 
vido á defenderlo,  se  le  tendría  por  demente.  Pues 
este  estado  de  esclavitud  se  ha  mautenido  en  todas  las 
partes  del  mundo,  y ha  durado  más  tiempo  que  el 
Jurado;  pero  del  hecho  de  esa  universalización  no 
puede  deducirse  que  la  institución  fuera  buena;  la 
institución  era  horrorosa,  era  indigna,  era  una  mengua 


para  la  humanidad.  Me  asombro,  cuando  registrando 
en  los  libros  de  los  antiguos  escritores  veo  ciertas 
apreciaciones  que  se  relacionan  con  ei  estado  de  der- 
rocho de  la  esclavitud  en  el  gérraen  de  las  sociedades 
en  aquellos  tiempos  en  que  nacían  y pensaban  horn- 
bres  como  Aristóteles,  me  asombro,  digo,  al  leer 
cómo  sostenía  este  filósofo  que  la  esclavitud  repre- 
sentaba un  progreso  en  aquella  época.  Y me  asom- 
bro mucho  más  por  lo  mismo  que  Aristóteles  decia 
una  gran  verdad;  porque  nacida  la  esclavitud  del  de- 
recho de  conquista,  en  virtud  del  cual  ei  vencedor  era 
dueño  de  la  vida  del  vencido,  el  libertar  á éste  de  la 
muerte  haciéndole  esclavo,  indudablemente  repre- 
sentaba un  progreso.  Pero  aparece  en  la  historia  otro 
hecho  más  elocuente:  Aristóteles  reconocía  que  la 
esclavitud  era  una  ventaja;  pero  una  revolución  pro- 
fundísima que  conmovió  los  cimientos  de  la  antigua 
sociedad,  que  vino  á echar  por  tierra  la  filosofía  paga- 
na,  y á destruir,  así  ei  materialismo  de  Grecia  como 
todos  los  racionalismos  de  las  viejas  escuelas,  una 
revolución  promovida  por  el  Cristianismo,  que  no 
transigía,  corno  Aristóteles,  con  el  estado  social  de 
la  esclavitud,  lo  condenó,  diciendo  que  todos  los  hom- 
bres eran  hijos  de  Dios,  y que  ninguno  debia  ser  en- 
clavo de  otro;  y,  sin  embargo  de  reconocerse  este 
principio,  y de  estar  profundamente  grabado  en  la 
conciencia  de  todos  los  cristianos,  todavía  cinco  siglos 
más  tarde,  el  Emperador  Justiniano,  hablando  de  la 
esclavitud,  nos  daba  de  ella  esta  definición:  Seroiins 
autem  comtituzio  juris  gentium , qua  quis  dominio 
allieno  contra  naturam  subjicitur . 

Y á pesar  de  que  el  Emperador  Justiniano  decia 
que  el  derecho  de  gentes  engendraba  esa  institución 
contraria  á la  naturaleza;  porque  contrario  á la  natu- 
raleza es  que  un  hombre  quede  sometido  á otro  como 
esclavo,  la  esclavitud  siguió  y siguió,  y ahí  están  los 
Diputados  de  Cuba,  que  todavía  la  han  conocido  en 
nuestros  dominios.  Y por  esto,  porque  haya  existido, 
¿habrá  quién  se  atreva  á sostener  que  en  el  hecho  de 
haber  sido  extendida  por  todo  ei  mundo;  en  ei  hecho 
de  haber  existido  en  todos  los  países,  aunque  contradi- 
cha por  todos  los  grandes  poetas  y escritores  y anate- 
matizada en  la  conciencia  humana  por  el  Cristianis- 
mo, solo  por  ei  hecho  de  haber  sido  umversalmente 
admitida,  la  esclavitud  puede  ser  buena?  Pues  de  esta 
manera  contesto  yo  al  argumento  de  la  generalización 
del  Jurado  eu  todos  los  países  de  Europa.  Pero  hay 
más:  el  estado  actual  de  Europa  se  presta  á otros  gran- 
des análisis;  porque,  señores,  cuando  una  instituciou 
es  buena;  cuando  con  ese  amor  que  se  quiere  pintar 
por  los  dignos  individuos  de  la  Comisión  se  acoge  en 
todas  partes,  de  otra  manera  so  defiende;  se  defiende 
siquiera  por  el  carácter  de  unidad  que  represente 
donde  quiera  que  se  implanta,  porque  la  verdad  no 
puede  ser  más  que  una;  desde  el  momento  en  que  los 
elementos  en  que  descansa  una  institución  son  varia- 
bles, y en  cada  parte  la  institución  se  implanta,  obe- 
deciendo á criterios  diametralmente  opuestros;  desde 
aquel  momento  la  razón  humana  puede  decir  que  la 
verdad  no  está  allí,  porque  la  verdad  no  cambia,  no 
muda,  es  imperecedera. 

Pues  bien,  el  estado  de  Europa  es  una  acusación 
contra  ei  Jurado.  Yo  he  visto  cómo  se  administra  la 
justicia  en  Francia,  en  Inglaterra,  en  Bélgica;  yo  he 
visto  funcionar  los  jurados  eu  el  extranjero;  yo  he  ha- 
blado con  los  letrados  que  asistían  á las  vistas  de  esos 
juicios,  y todos,  sin  excepción,  me  han  dado  una  idea 
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deplorable  del  Jurado.  Lo  que  hay  es  que  las  conve- 
niencias políticas  unas  veces,  y otras  las  tradiciones, 
impiden  que  en  un  momento  dado  se  arranquen  las 
instituciones  del  seno  de  una  Nación;  pero  en  la  con- 
ciencia pública  está  condenado  el  Jurado  en  todos  los 
pueblos,  y en  España  lo  está  por  muchos  individuos 
del  partido  liberal. 

¿Aparece  siquiera  el  Jurado  bajo  una  misma  for- 
ma en  todos  los  puntos  en  que  está  establecido?  El 
Jurado  inglés  es  un  Jugado  que  conoce  de  los  nego- 
cios civiles  y criminales,  y no  se  parece  á ningún 
otro,  porque  allí  el  juez  influye  en  las  decisiones  de 
los  jurados.  Además  en  Inglaterra  hay  otros  tribu- 
nales, y todos  los  negocios  que  pueden  sustraer  á la 
deliberación  del  Jurado,  los  sustraen,  y hasta  la  Cá- 
mara de  los  Lores  funciona  como  tribunal.  El  Jurado 
francés,  por  el  contrario,  es  un  Jurado  que  á más  de 
tener  sus  reglas  de  crítica  en  la  competencia  que  el 
legislador  le  ha  atribuido,  vive  de  una  manera  in- 
cierta; ya  hoy  se  legisLa  y se  dice  que  el  Jurado  ven- 
ga á dictar  las  sentencias  por  mayoría;  ya  después 
se  dicta  otra  ley  diciendo  que  las  dos  terceras  partes 
de  votos  formarán  sentencia,  como  sucede  eu  Ale- 
mania; ya,  por  último,  se  da  más  ó ménos  latitud 
para  el  conocimiento  de  los  negocios;  y esto  que  pasa 
cu  Francia,  pasa  también  en  Italia  y en  Bélgica.  El 
Jurado  de  un  país  no  se  parece  ai  de  ningún  otro,  y 
esto  prueba  que  el  Jurado  es  hijo  del  eclecticismo, 
que  se  lia  tomado  por  criterio  en  varios  países  para 
su  establecimiento,  y que  no  es  una  regla  filosófica 
cierta,  sino  un  estado  de  duda,  y por  eso  busca  lo  me- 
nos malo  de  todos  los  sistemas. 

Así,  pues,  cuando  se  hablaba  dias  pasados  de  la 
competencia  que  se  liabia  atribuido  al  Jurado  en  cier- 
tos negocios,  según  el  proyecto  determina,  la  Comisión 
dijo,  así  lo  tengo  entendido,  que  no  habia  tenido  cri- 
terio, que  no  habia  tenido  regla...  (El  Sr.  Rosell:  Que 
no  habia  tenido  una  sola,  sino  varias.)  Pues  bien;  pues- 
to que  la  Comisión  dice  que  no  ha  tenido  una  sola  re- 
gla, sino  varias,  he  de  decir  que  yo  conozco  hasta  cinco 
regias,  que  son  las  que  pueden  aplicarse  para  formar 
la  competencia  del  Jurado,  y creo  que  esas  cinco  re- 
glas no  están  aplicadas  en  el  proyecto  de  ley,  según  los 
delitos  que  se  encomiendan  al  Jurado.  Entiendo  que  en 
algún  país  se  ha  tenido  como  regia  de  competencia  la 
enormidad  del  delito  y la  cuantía  de  la  pena,  y aquí, 
en  este  proyecto,  no  están  comprendidos  en  las  atri- 
buciones del  Jurado  muchos  delitos  enormes.  Otra  de 
las  reglas  es  que  al  Jurado  deben  llevarse  los  nego- 
cios por  razón  de  su  universalización,  es  decir,  aque- 
llos delitos  que  más  frecuentemente  pueden  come- 
terse, aquellos  delitos  que  aparezcan  perturbando 
diariamente  el  orden  social;  y á pesar  de  esto,  echo 
de  ménos  muchos  delitos  que  son  eu  algunas  partes 
casi  los  únicos  que  se  persiguen  y castigan  por  el 
Jurado,  y que  sin  embargo  no  están  en  el  proyecto. 
Hablo,  por  ejemplo,  de  los  delitos  de  hurto.  De  ellos 
no  conoce  el  Jurado,  y es  innegable  que  en  algunas 
comarcas  apenas  se  conocen  otros  delitos  más  que 
éste. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Mientras  ha  estado  V.  S., 
Sr.  Diputado,  exponiendo  al  Congeeso  consideracio- 
nes de  carácter  general,  el  Presidente  ha  podido  tener 
con  relación  á su  discurso,  aquella  amplitud  de  mi- 
ras, aquella  tolerancia  de  que  puede  juzgar  S.  S.  mis- 
mo; pero  ya  S.  S.  empieza  i examinar  concretamente 
otras  disposiciones  del  proyecto  de  ley  del  Jurado 


que  no  tienen  nada  que  ver  con  la  composición  del 
Jurado  mismo,  y eso  ya  no  es  posible  que  el  Presi- 
dente se  lo  permita  á S.  S.  Está  V.  S.  examinando  la 
cuestión  déla  competencia  del  Jurado;  la  enmienda 
de  S.  S.  se  refiere  á la  composición  del  mismo;  con 
este  motivo,  ft.  S.  puede  haber  quedado  satisfecho  de 
haber  expuesto  en  cuanto  á las  líneas  generales  todo 
aquello  que  ha  considerado  conveniente;  pero  esto  de 
examinar  la  competencia,  excede  de  algún  modo  la 
esfera  de  competencia  de  S.  S.  al  examinar  la  en- 
mienda que  ha  presendado,  por  lo  cual,  con  mucho 
sentimiento,  el  Presidente  no  puede  menos  de  rogar 
á S.  S.  que  venga  á la  cuestión. 

El  Sr.  ESPINOSA  Y BUSTOS:  Señor  Presidente, 
siempre  oigo  con  gusto  las  manifestaciones  de  sn  se- 
ñoría que  tengo  para  mí  en  mucho,  como  reglas  de 
conducta,  y procuraré  ceñirme  á ellas. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Procúrelo  con  toda  efica- 
cia S.  S. 

El  Sr.  ESPINOSA  Y BUSTOS:  Señores  Diputados, 
ciñéndome  única  y exclusivamente  á esas  líneas  ge- 
nerales que  pueden  tener  relación  con  la  enmienda  que 
he  presentado,  paréceme  que  como  consecuencia  de  la 
doctrina  que  vengo  sustentando,  debo  tratar  un  punto 
que  tiene  alguna  importancia,  y es,  que  considerando 
que  el  Jurado  no  puede  responder  á sus  fines  como  ins- 
titución política,  ni  tampoco  ser  un  buen  medio  de 
administrar  justicia,  liay  alguna  razón,  hay  algo  que 
deba  demostrar  esta  consecuencia,  y ese  algo  y esa 
razón  los  encuentro  yo  en  que  las  sentencias  de  los 
jurados  siempre  adolecen,  por  las  razones  que  antes 
he  expuesto,  de  un  defecto  capital.  Las  sentencias  tie- 
nen siempre  que  ser  desiguales,  las  sentencias  tienen 
siempre  que  adolecer  de  incertidumbre,  las  sentencias 
del  Jurado  tienen  que  inclinarse  siempre  á la  irrespon- 
sabilidad, ó por  lo  ménos  á la  atenuación  de  la  pena. 

Que  lia  de  haber  desigualdad  en  las  sentencias  de 
los  jurados  es  una  cosa  tan  completamente  probada, 
tan  fácil  de  demostrar,  que  ya  todos  habréis  com- 
prendido las  razones  en  que  me  fundo.  Luando.se  vie- 
ne á formar  juicio  en  virtud  de  reglas  científicas, 
cuando  en  el  órden  especulativo  se  obedece  á un  cri- 
terio fijo  y determinado,  claro  es  que  estos  juicios 
tienen  cierta  uniformidad,  y es  evidente  que  cuando 
se  trata  de  una  verdad  conocáda  anteriormente,  los 
juicios  siempre  son  iguales;  pero  esto  no  puede  ocu- 
rrir con  el  Jurado,  porque  el  Jurado,  en  primer  lu- 
gar, se  forma  como  por  aluvión,  se  renueva  constan- 
temente; y el  Jurado  que  quizá  hoy  conoce  de  un 
delito,  mañana  no  conoce  de  otro  de  la  misma  índole,  y 
por  lo  tanto,  ha  dictado  un  fallo  en  aquel  proceso  con 
ios  elementos  que  se  le  suministraban,  con  las  prue- 
bas expuestas,  y con  todos  esos  informes  ámplios  que 
podrá  dar  el  presidente  ai  hacer  el  resúmen,  y que  ya 
supongo  que  no  han  de  llevar  ilustración  bastante  ai 
Jurado  para  que  falle  eu  conciencia;  pero,  en  fin,  el 
Jurado  ha  fallado  de  cierta  manera.  Pero  cuando  se 
ie  presente  otra  ocasión,  ya  porque  cambie  la  natura- 
leza del  delito,  ó de  las  pruebas,  ya  porque  cambien 
los  letrados  que  han  defendido,  ó los  mismos  fiscales 
que  han  hecho  la  acusación,  ya  porque  el  resúmen  del 
presidente  no  esté  tan  claro  como  antes,  podrá  alterar 
su  juicio,  y podrá  verse  en  la  práctica  que  un  delito 
de  homicidio  que  se  ha  castigado  hoy  con  diez  y ocho 
años  de  reclusión,  mañana  se  castigará  con  doce,  ó con 
veinte,  ó se  encontrarán  atenuantes,  ó se  declarará  la 
exención  de  responsabilidad,  y nunca  habrá  igualdad 
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en  los  fallos,  y nunca  habrá  más  que  la  desigualdad 
por  norma;  cuando,  señores,  la  igualdad  en  los  fallos 
es  una  de  las  grandes  garantías  que  ofrece  la  admi- 
nistración de  justicia  por  los  tribunales  actuales,  por- 
que sabido  es  que  en  el  sistema  de  administrar  jus- 
ticia tenemos  un  cuerpo  jurídico  que  se  llama  la 
jurisprudencia  establecida  por  el  Tribunal  Supremo  ó 
por  los  demás  tribunales,  y esa  jurisprudencia  forma 
doctrina,  y esa  doctrina  sirve  á los  defensores  y a los 
acusadores  para  ilustrar  su  juicio. 

Con  el  Jurado  desaparece  toda  esa  jurisprudencia, 
como  todo  conocimiento  necesario  para  el  juicio.  El 
Jurado  va  únicamente  á fallar  por  la  impresión,  no 
va  á formar  convencimiento  mediante  el  juicio,  no 
va  a formar  esa  conciencia  que  tiene  por  norte  la  ra- 
zón, y siendo  como  es  ajeno  á las  materias  jurídicas, 
no  puede  conocer  con  la  perfección  debida  esa  juris- 
prudencia para  compaginarla  con  los  elementos  del 
delito.  Es  imposible  que  esto  se  veriíique,  y por  lo 
tanto  la  desigualdad  de  los  fallos  esta  eu  razón  di- 
recta de  la  desigualdad  de  las  razones  individuales  y 
de  la  desigualdad  de  la  conciencia  individual,  y por 
lo  mismo  tendremos  que  todas  las  sentencias  serán 
desiguales. 

Y si  todas  las  sentencias  son  desiguales,  ¡qué  idea 
tan  triste  ofrece  esto  á la  contemplación  de  cualquiera 
que  lo  observe  en  la  administración  de  justicia!  Hasta 
aquí  los  letrados,  los  que  tenemos  la  misión  de  de- 
fender y amparar  los  derechos  sociales  ante  los  tri- 
bunales de  justicia,  los  que  nos  dedicamos  á tan  di- 
lícil  carrera,  abrigamos  al  menos  el  convencimiento 
ile  algunas  cosas,  y hasta  casi  la  certidumbre  del 
éxito  de  un  negocio;  pero  ahora,  ¿quién  se  atreverá  á 
decir  que  un  individuo  acusado  de  cierto  delito  aun 
(mando  existan  las  circunstancias  que  se  quiera,  ha 
de  quedar  exento  de  responsabilidad  si  no  tiene  la 
suerte  de  que  un  Jurado  venga  a juzgarle  por  esa  im- 
presión ó por  ese  instinto? 

Este  es  uno  de  los  gravísimos  males  que  he  indi- 
cado. El  segundo,  que  también  va  comprendido  en  la 
série  de  mis  razonamientos,  es  la  incertidumbre.  De 
modo,  que  además  de  la  desigualdad  eD  el  veredicto 
de  los  jurados,  tenemos  la  incertidumbre,  y tenemos 
tiunbien  que  los  veredictos  de  los  jurados,  si  no  tien- 
den precisamente  á la  exculpación,  ai  ménos  tienden 
á la  atenuación  de  la  pena,  como  consecuencia  lógica 
de  la  falta  de  conciencia  con  que  ha  de  proceder  un 
Jurado.  Nada  más  difícil  en  la  vida  que  el  acto  de 
juzgar,  por  lo  mismo  que  es  menester  un  criterio  tan 
recto,  y una  costumbre  tal  de  formar  juicio,  que  sin 
esas  condiciones,  y sin  la  ilustración  que  suponen,  es- 
tamos expuestos  á equivocarnos,  como  acontece  cada 
dia;  y de  aquí  el  aforismo  de  la  falibilidad  humana, 
uno  hay  en  el  mundo  quien  no  se  equivoque;»  y si 
esto  se  dice  por  regla  general,  y ocurre  esto  con  los 
hombres  ilustrados,  con  los  grandes  pensadores,  y con 
aquellos  que  poseen  conocimientos  especiales  por  vir- 
tud de  una  carrera,  claro  es  que  en  aquellos  que  no 
tienen  estos  conocimientos,  ha  demostrarse  más  esta 
falibilidad.  Que  cuando  no  se  tiene  criterio  formado 
acerca  de  un  hecho,  lo  inmediato  es  el  estado  de  in- 
ccrtidumbre  de  la  conciencia,  y el  estado  de  incerti- 
dumbre de  la  razón  y de  la  conciencia  hace  que  se 
pronuncie  un  fallo  absolutorio,  y cuando  no  un  fallo 
absolutorio,  por  lo  ménos  se  tiende  á la  atenuación  de 
la  pena;  esto  es  una  verdad  innegable.  Yo  he  tenido 
curiosidad  d[e  leer  algunos  periódicos  franceses»  algu- 


nas revistas,  en  donde  se  facilitan  datos  del  Jurado 
y puedo  citar  infinidad  de  causas  de  asesinato  por  en- 
venenamiento, en  que  están  demostradas  las  circuns- 
tancias más  graves  con  que  puede  cometerse;  y sin 
embargo,  no  encuentro  una  siquiera  en  que  el  Jurado 
haya  dictado  lina  sentencia  justa. 

«Eu  Francia  Mad.Glovis  llugues  disparó  seis  tiros 
de  revóLver  sobre  Moréu.  Dos  de  los  proyectiles  le 
hirieron  en  la  cabeza,  causándole  la  muerte  en  medio 
de  grandes  sufrimientos.  Condenada  a 2.000  francos 
de  indemnización  al  padre  dei  muerto,  Mad.  Glovis  Hu- 
gues  fué  absuelta  por  el  Jurado. 

Los  hermanos  Larochc  falsificaron  los  billetes  del 
Banco  de  Haití,  y el  Jurado  del  Sena  los  absolvió 
también. 

Francisco  Maubert  tuvo  una  cuestión  con  un  an- 
tiguo jefe  de  infantería  de  marina,  el  comandante 
Ghaupin,  porque  aquél  pedia  á éste  44  francos  que 
decia  deberle;  suscitóse  grave  cuestión,  y Maubert  le 
disparó  dos  tiros,  de  cuyas  resultas  murió  Chaupio. 
El  tribunal  le  condenó  á G francos  de  indemnización 
para  la  viuda  del  muerto  y á fi.000  más  por  cada  uno 
de  sus  tres  hijos;  pero  el  Jurado  de  los  Alpes  maríti- 
mos absolvió  á Maubert.» 

Y á este  tenor,  Sres.  Diputodos,  podría  citar  otros 
hechos  no  ménos  escandalosos;  pero  me  limitaré  á re- 
comendaros que  leáis  el  periódico  Le  Temps , de  París, 
de  hace  unos  dias,  porque  precisamente  un  amigo  me 
llamaba  la  atención  sobre  el  crimen  que  relata. 

Se  trata  de  una  madre,  viuda  de  segundo  matri- 
monio, con  un  niño  pequeño.  Vivía  con  una  hija  del 
primer  matrimonio,  que  estaba  casada.  Un  dia,  la 
pobre  madre  apareció  en  la  cama  cubierta  de  sangre, 
con  varios  golpes  de  hacha,  casi  exánime,  y el  niño 
extrangulado.  Hechas  las  averiguaciones  necesarias, 
resultó  que  en  la  casa  no  había  entrado  nadie;  que 
os  autores  del  delito  estaban  dentro.  Se  reconoce  la 
habitación  donde  vivia  la  hija  casada,  y se  encontra- 
ron manchas  de  sangre  en  las  ropas  de  la  hija  y en  la 
cama:  el  marido  declara  que  su  mujer  había  matado 
á su  madre;  se  ampliaron  las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos,  y se  comprobó  el  hecho  de  que  dos  vecinos  de 
la  casa  decían  que  en  varias  ocasiones  habian  oido  á 
la  hija,  pues  no  se  recataba  de  nadie  para  decirlo,  que 
asesinaría  á su  madre,  porque  le  apremiaba  para  el 
pago  de  una  pensión  vitalicia  de  65  francos  que  tenía 
que  satisfacerle.  Y con  todas  estas  pruebas  fué  la  de- 
lincuente al  Jurado;  y el  Jurado,  ¿sabéis  lo  que  ha 
resuelto?  Se  ha  desentendido  del  parricidio  frustrado, 
porque  la  madre  vive;  ha  desatendido  el  infanticidio 
en  el  hermano,  y ha  condenado  á la  reo  á dos  años  de 
prisión,  por  haber  encontrado,  según  decia,  circuns- 
tancias atenuantes.  ¡Circunstancias  atenuantes  ha- 
biendo asesinado  á su  madre  en  la  cama,  á golpes  de 
hacha,  y habiendo  extrangulado  al  niño,  en  la  cama 
también! 

Y esto  es  todos  los  dias  y en  todas  ocasiones;  y 
esto  es  lo  que  publican  todos  los  periódicos,  y por  lo 
cual  el  desprestigio  del  Jurado  es  un  hecho  en  todas 
partes.  ¿Cuánta  mayor  ventaja  no  nos  da  la  institu- 
ción que  tenemos?  Los  tribunales  de  derecho  habrán 
podido  equivocarse  en  sus  fallos;  habrán  podido  algu- 
na vez  ser  excesivos  administrando  la  justicia;  pero 
no  he  visto  nunca  fallos  de  un  tribunal  en  que  se  ab- 
suelvan y exculpen  delitos  de  esta  clase.  Puedo  confe- 
sarlo con  ingenuidad  en  honor  de  los  tribunales  de 
justicia:  en  veinte  años  que  llevo  de  ejercicio  de  la  pro* 
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fesion,  rara  vez  he  podido  alcanzar  la  exención  de  res- 
ponsabilidad de  un  procesado;  porque  los  tribunales, 
siempre  atentos  á la  naturaleza  del  delito,  atentos  al 
orden  social  que  están  llamados  á guardar  y á resta- 
blecer, y atentos  á los  derechos  del  individuo,  siempre 
administran  justicia  con  rectitud,  con  cultura,  no  por 
impresiones,  no  por  instinto,  como  lo  hace  el  Jurado. 

Hoy,  señores,  que  tenemos  un  órden  de  procedi- 
miento establecido,  que  es  el  summum  de  todos  los 
progresos  en  los  países  cultos;  hoy,  que  tenemos  el 
juicio  oral  y público  ante  los  tribunales  de  derecho, 
•qué  razón  hay  para  traer  el  Jurado?  Si  como  decía 
al  principio,  no  vais  á someter  á la  decisión  y cono- 
cimiento del  Jurado  todos  los  negocios  civiles  y cri- 
minales; si  no  vais  á sustraer  A esos  tribunales  de  la 
acción  del  Poder  público,  que  es  una  de  las  razones 
políticas  que  alegan  los  juradistas;  si  van  á seguir 
los  tribunales  de  justicia  conociendo  de  los  asuntos 
civiles  y de  la  mayor  parte  de  los  criminales,  ¿qué 
ventajas  proporciona  la  institución  del  Jurado?  ¿Es 
que  reclamaba  el  progreso  científico  que  se  modifi- 
cara el  procedimiento?  Modificado  está.  ¿Es  que  re- 
clamaba el  movimiento  progresivo  de  la  sociedad  que 
apeláramos,  descartando  las  antiguas  pruebas,  á un 
nuevo  sistema  de  apreciarlas,  abriendo  las  puertas  á 
la  conciencia?  Escrito  está  en  la  ley  que  el  tribunal 
puede  fallar  atendiendo  á su  conciencia.  Entonces, 
¿qué  representa  el  Jurado?  ¿qué  viene  á sustituir  en 
el  país?  Viene  á sustituir  á lo  que  es  bueno;  á lo  que 
es  fundamental;  á lo  que  es  tradicional;  á lo  que  es 
respetable;  á los  tribunales  de  derecho.  Es  un  ariete 
contra  los  tribunales  de  derecho,  y una  perturbación 
para  la  conciencia  pública. 

En  los  tribunales  de  justicia  se  pueden  tener  ga- 
rantías; se  puede  tener  la  seguridad  del  acierto;  podrá 
algún  tribunal  engañarse;  pero,  procediendo  siempre 
con  rectitud  de  miras,  haciendo  de  su  profesión  un 
sacerdocio,  no  es  fácil  que  el  que  se  dedica  constante- 
mente á administrar  justicia,  pierda  los  hábitos  de 
rectitud,  ni  que  su  inteligencia  se  empañe  por  nubes 
que  puedan  torcer  su  juicio,  sino  que,  por  el  contra- 
rio, ha  de  tener  siempre  más  rectitud  de  intención  y 
desde  luego  más  conocimientos  que  los  que  pueda 
tener  un  juez  lego  á quien  la  suerte  designa;  un  juez 
lego  que  no  tiene  conciencia  ni  noticia  siquiera  de  la 
función  que  va  A ejercer,  ni  de  lo  que  es  la  adminis- 
tración de  justicia,  ni  de  los  males  que  puede  causar 
con  su  veredicto. 

Comprendo  que  si  estuviéramos  en  distintas  cir- 
cunstancias, si  no  tuviéramos  el  adelantamiento  y el 
progreso  que  la  ciencia  exige;  si  no  se  hubiera  plan- 
teado el  juicio  oral  y público,  hubiérais  declama- 
do contra  nuestro  antiguo  sistema,  y que  hubiérais 
dicho:  preferimos  ei  Jurado.  Pero  hoy  tenemos  el 
procedimiento  oral;  tenemos  la  manera  de  apreciar  la 
prueba  tal  como  se  propone  para  el  Jurado,  con  la 
ventaja  de  estar  encomendada  á magistrados  dig- 
nos, á magistrados  doctos,  á magistrados  aptos  y no 
¿jueces  imperitos,  á hombres  que  no  tienen  concien- 
cia cabal  de  sus  deberes,  no  porque  les  falte  honra- 
dez, sino  porque  les  falta  el  conocimiento  de  esos  de- 
beres; á hombres  que  no  conocen  la  sociedad,  porque 
en  un  país  donde  hay  127*  millones  de  habitantes 
que  no  saben  leer  ni  escribir...  (El  Sr.  Roselli  Esos  no 
serán  jurados.)  Ya  sé  yo  que  esa  gente  que  no  tiene 
ninguna  ilustración  no  puede  veuir  al  Jurado;  por- 
que eu  el  proyecto  que  discutimos  están  exceptuados 


los  que  no  saben  leer  y escribir;  pero  yo  he  citado 
este  dato  estadístico  porque  él  es  el  termómetro  que 
me  da  el  grado  de  ilustración  de  la  parte  restante 
del  país;  porque  en  un  país  donde  127*  millones  de 
habitantes  no  saben  leer  y escribir,  y en  donde  hay 
otros  21/,  millones  que  saben  leer  y escribir  mal,  los 
restantes  son  los  que  se  dedican  á la  industria,  al  co- 
mercio y á las  carreras  profesionales.  Y que  esto  es 
una  verdad,  lo  prueba  un  caso  muy  curioso  que  ocu- 
rrió en  la  Audiencia  de  Granada. 

Después  de  celebrarse  un  juicio  ante  el  Jurado,  á 
que  yo  asistí  como  defensor  del  acusado,  previniendo 
la  ley  de  1872,  como  recordareis,  que  el  presidente 
tenía  la  obligación  para  dar  cuenta  del  veredicto,  de 
leerlo,  cuando  el  Jurado  vino  de  contestar  á las  pre- 
guntas y traía  su  veredicto  escrito,  su  presidente  dijo 
que  no  podía  leerlo  porque  no  sabia  leer  letra  manus- 
crita; que  sabia  leer,  pero  letra  de  imprenta  y que 
sabia  escribir,  pero  en  segunda , y por  tanto  que  no 
podia  leer  el  veredicto.  Con  este  motivo  promovió  una 
cuestión  sobre  si  aquel  veredicto  sería  ó no  válido;  el 
fiscal  sostenía  que  no,  por  la  razón  de  que  aquel  Ju- 
rado no  sabia  leer,  y yo  sostenía  que  sí,  porque  la  ley 
no  distinguía  si  había  de  saber  leer  letra  manus- 
crita ó de  imprenta  y aquel  Jurado  sabia  leer  letra 
de  imprenta,  y por  tanto  cumplía  con  las  condiciones 
de  la  ley. 

¿Y  estos  son  los  jueces  aptos,  los  que  vienen  á dar- 
nos una  garantía  de  la  buena  administración  de  jus- 
ticia, los  que  van  á mejorar  el  procedimiento,  los  que 
van  á representar  un  progreso  en  el  órden  social,  para 
que  releguemos  al  olvido  la  administración  de.  justi- 
cia por  magistradas  de  derecho? 

Es  más,  Sres.  Diputados,  si  no  tuviéramos  tan  do- 
lorosa  experiencia  del  Jurado,  si  no  recordásemos  con 
amargura  lo  que  el  Jurado  dió  por  resultado,  como 
quien  dice  ayer  de  mañana,  en  nuestro  propio  país, 
aun  podríamos  tener  fe,  aun  podríamos  ir  á buscar 
para  ensayarlos,  esos  fantasmas,  esas  utopias  que  nos 
pintan  los  juradistas  en  sus  tratados.  Pero  cuando 
nosotros  hemos  visto  funcionar  el  Jurado;  cuando 
nosotros  hemos  visto  los  funestos  resultados  que  ha 
producido,  ¿cómo  hemos  de  prestar  nuestro  asenti- 
miento á esa  institución  que  falsea  los  principios  de 
la  justicia? 

En  primer  lugar,  yo  recuerdo,  y con  algunos  da- 
tos posteriores  que  he  tenido  ocasión  de  examinar,  he 
avivado  mi  memoria,  la  resistencia  invencible  que 
hubo  en  España  a ser  jurado,  basta  el  punto  de  que 
no  intervine  una  vez  como  abogado  en  esta  clase  de 
juicios  que  no  se  me  presentaran  cuarenta  ó cincuenta 
recomendaciones  para  que  recusara  á otros  tantos 
jurados.  Ninguno  quería  serlo,  y esto  lo  prueba  el 
hecho  de  que  en  la  Audiencia  de  Granada  se  forma- 
ron más  de  doscientas  causas  por  no  asistencia  de  los 
jurados,  y el  de  que  en  las  Audiencias  de  Valencia 
y Zaragoza  se  formaran  más  de  setecientas.  En  la  de 
Oviedo,  de  los  datos  que  tengo  consultados,  resulta 
que  el  Jurado  estuvo  sin  funcionar  algunos  trimes- 
tres porque  no  se  reunían  los  designados.  Ilabia  re- 
pugnancia invencible  á desempeñar  este  cargo,  y era 
natural  que  la  hubiese,  como  la  habrá  siempre,  como 
la  tendría  yo  y la  tendríais  vosotros  si,  ajenos  á una 
carrera  ó profesión,  nos  dijeran,  por  ejemplo,  que  hi- 
ciéramos de  médicos  y nos  encargáramos,  á la  cabe- 
cera de  un  enfermo,  de  estudiar  el  curso  de  un  pade-* 
cimiento;  yo,  desde  luego,  me  angaria,  porque  teme- 
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ria  por  la  suerte  de  aquel  enfermo.  Pues  ellos,  los 
jurados,  tifinen  ese  mismo  instintivo  temor  y se  de- 
fienden, porque  la  iuncion  de  jurado  no  la  consideran 
como  un  derecho  de  soberanía,  sino  como  una  carga 
sobre  las  muchas  que  ya  sufren  y que  viene  á hacer 
más  grave  el  malestar  que  sienten. 

Señores  Diputados,  voy  á concluir,  porque  no 
siento  tauto  el  fatigarme  como  el  fatigar  á la  Cámara, 
y sobre  todo,  porque  entiendo  que  ya  he  expuesto 
los  argumentos  más  capitales  contra  esa  institución, 
como  la  llaman  mis  amigos  los  dignos  individuos  de 
la  Comisión.  Ahora,  renunciando  al  epílogo,  solo  quie- 
ro hacer  una  consideración  y un  ruego  al  Gobierno  y 
á la  mayoría.  Tomadlos  en  cuenta,  que  ya  he  adver- 
tido al  principio  de  mi  discurso  que  no  venía  á hacer 
un  acto  políLico  en  contra  del  Gobierno;  que  no  venía 
á defender  más  que  mis  ideas,  en  cumplimiento  de  un 
deber  moral.  Yo  no  puedo  ser  sospechoso  á los  ojos 
de  la  mayoría;  no  estoy  separado  de  ese  Gobierno  ni 
de  ese  partido  más  que  en  una  cuestión  que  yo  apre- 
cio con  un  criterio  científico  distinto,  y en  eso  en- 
tiendo que  no  hay,  ni  disidencia,  ni  desviación,  pues 
no  creo  que  un  Gobierno  pueda  imponer  á un  hombre 
político  ideas  contrarias,  abiertamente  contrarias,  á 
las  que  ha  sostenido  durante  toda  su  vida.  Yo  he  te- 
nido un  verdadero  pesar  al  levantarme,  cediendo  á 
los  impulsos  de  mi  conciencia,  á combatir  el  proyecto 
de  ley  del  Jurado;  pero  ya  he  dicho,  y me  conviene 
repetirlo,  que  no  venía  á hacer  un  acto  de  oposición 
contra  el  Gobierno. 

Mi  ruego,  pues,  se  reduce  á que  penséis,  y pen- 
séis con  reflexión  y con  exámen,  en  la  série  de  di- 
ficultades con  que  va  á tropezar  el  planteamiento 
del  Jurado;  a que  penséis  en  las  graves  consecuen- 
cias que  este  órden  de  administración  de  justicia  y 
estos  magistrados  nuevos  van  á dar  por  fruto;  á que 
penséis  en  que  el  estado  del  país  no  responde  á ese 
sentimiento  generoso  y patriótico  de  conceder  esos 
deiechos  á los  ciudadanos,  que  no  los  agradecen,  por- 
que no  les  sirven  más  que  de  estorbo  y de  carga;  á que 
penséis  en  que  no  vais  á resolver  ningún  problema 
político,  jurídico,  ni  social  con  establecer  ese  medio 
de  administrar  justicia,  á todas  luces  perturbador;  á 
que  penséis,  en  fin,  en  que  nosotros,  que  ya  tenemos 
la  experiencia,  que  adquirimos  en  la  otra  época  en 
que  el  Jurado  funcionó,  no  somos  los  llamados  á es- 
lablecerlo  de  nuevo. 

A mí  rne  causa  pena,  ¿porqué  no  he  de  decirlo? 
que  sea  el  partido  en  que  milito  el  que  venga,  en  cir- 
cunstancias como  las  actuales,  á arrancar  á la  más 
alta  representación  de  nuestra  Monarquía  uno  de  sus 
más  preciados  atributos,  el  atributo  de  la  justicia; 
porque,  andaudo  el  tiempo,  cuando  nuestro  Monar- 
ca Alfonso  XTII  tenga  edad  de  razón,  su  augusta  y 
virtuosa  Madre  no  tendrá  el  consuelo  de  poderle  di- 
rigir la  voz  del.  afecto  en  esas  noches  tranquilas  del 
hogar,  para  inspirar  su  conciencia  diciéndole:  «acuér- 
date de  que  tú  eres  y has  de  ser  el  dispensador  de  la 
ley;  de  que  un  Rey  no  solo  debe  ser  el  primer  caba- 
llero de  la  Nación,  sino  que  además  debe  ser  justo, 
porque  en  su  nombre  se  administra  la  justicia;  y de 
que  en  tu  postrera  hora  podrás  presentarte  con  tu 
conciencia  tranquila  á dar  cuenta  de  tu  justicia  ante 
iaJusticia  del  Eterno.  F-Te  dicho.  (Elorador  es  felicitado 
por  Diputados  de  todos  los  lados  de  la  Cámara,) 

, El  Sr.  ROSELL:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 


El  Sr.  ROSELL:  Señores  Diputados,  no  temáis  que 
moleste  vuestra  atención  durante  mucho  tiempo;  á [a 
altura  á que  ha  llegado  el  debate  no  creo  que  con- 
venga  prolongarlo  indebidamente  haciendo  un  lar^o 
discurso.  La  cortesía  y el  deber  que  me  impone  el 
puesto  que  inmerecidamente  ocupo  en  la  Comisión 
me  obligan  sin  embargo  á contestar  á los  principales 
argumentos  que  contra  el  establecimiento  del  juicio 
por  jurados  ha  aducido  mi  distinguido  amigo  el  señor 
Espinosa  en  el  elocuentísimo  discurso  que  todos  aca- 
báis de  oir. 

En  tres  partes  principales  pueden  agruparse  las 
observaciones  que  el  Sr.  Espinosa  nos  ha  presentado. 
En  la  primera  parte  incluyo  las  que  pudiéramos  lla- 
mar de  carácter  político  ó de  circunstancias;  en  la 
segunda  las  que  se  refieren  al  Jurado  considerado 
como  institución  política,  y en  la  tercera  las  que  Sc 
refieren  al  Jurado  estudiado  como  institución  ju- 
rídica. 

Respecto  de  la  primera  parte  de  su  discurso,  eu 
la  que  ha  tratado  de  sincerarse  de  la  actitud  que  ha 
tomado  en  el  día  de  hoy  combatiendo  ese  proyecto, 
comprenderá  la  Cámara  que  yo  no  tengo  autoridad 
ni  para  censurar  ni  para  alabar  los  actos  del  Sr.  Es- 
pinosa; respeto  el  derecho  y respeto  las  opiniones  de 
S.  8.,  pero  me  veo  en  la  necesidad  de  manifestarle  que, 
cualesquiera  que  sean  sus  opiniones  relativamente  ai 
Jurado,  el  partido  liberal  en  España  lia  sido  siempre 
partidario  de  esa  institución. 

Para  demostrar  esto,  no  liaré  una  reseña  detallada 
de  todas  las  Constituciones  y de  toáoslos  anteceden- 
tes legislativos  que  existen  en  nuestra  Patria;  pero  sí 
me  será  permitido  recordar  que  ya  en  la  Constitu- 
ción del  año  1812  se  indicó  la  necesidad  de  estable- 
cer, cuando  los  tiempos  lo  permitieran,  el  juicio  por 
jurados  en  materia  criminal;  que  las  Constituciones 
de  los  años  1837,  1 8 5 G y 1860  consignaron  asimismo 
el  principio  de  la  intervención  del  pueblo  en  la  ad- 
ministración de  la  justicia  criminal,  y que  la  Consti- 
tución actual,  si  bien  no  lo  establece  de  una  manera 
preceptiva,  no  puede  ménos  de  afirmarse  que  permite 
esa  reforma,  dada  la  vaguedad  y la  amplitud  con  que 
están  consignados  los  principios  y redactados  sus  ar- 
tículos con  el  propósito,  reconocido  por  sus  mismos 
autores,  de  que  con  ella  puedan  gobernar  todos  los 
partidos  monárquicos,  desde  el  conservador  hasta  el 
liberal  más  avanzado. 

De  manera  que  el  Sr.  Espinosa  estará  en  su  per- 
fecto derecho  oponiéndose  con  tanto  calor  y elocuen- 
cia al  planteamiento  en  España  de  la  institución  del 
Jurado;  pero  ha  de  convenir  conmigo  en  que  el  par- 
tido progresista,  en  que  el  partido  liberal  español  lia 
sido  siempre  defensor  del  Jurado,  y que  forma  esta 
reforma  parte  de  su  programa,  desdo  que  en  el  ano 
1881  el  8r.  Alonso  Martínez,  dignísimo  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  manifestó  en  el  discurso  de  aper- 
tura de  los  tribunales  de  aquel  año  que  plantearía,  á 
la  mayor  brevedad,  el  juicio  oral  y público,  y que, 
como  consecuencia  del  juicio  oral  y público,  estable- 
cería también  el  Jurado.  Por  lo  tanto,  el  partido  libe- 
ral (y  repito  lo  que  antes  han  dicho  todos  los  indivi- 
duos de  la  Comisión  durante  el  curso  de  este  debate), 
ha  traído  este  proyecto  a la  aprobación  de  la  Cámara 
porque  forma  parte  de  su  programa  político.  Dicho  se 
está  que  si  forma  parte  de  nuestro  programa  político, 
es  porque  lo  creemos  bueno,  porque  me  parece  que 
los  partidos  políticos  inscriben  en  sus  banderas  aque- 
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líos  principios  y aquellos  lemas  que  consideran  más 
convenientes  para  la  buena  administración  del  país 
en  todas  sus  esferas;  y por  lo  tanto,  lo  traemos  con 
todo  el  entusiasmo  con  que  se  puede  traer  una  refor- 
ma cuando  un  partido  político  llega  ai  poder  y va  á 
realizar  su  programa;  y así  como  yo  respeto  la  opi- 
nión parlicular  de  S.  S.,  creyendo  que  de  muy  buena 
fe  combate  el  Jurado,  me  parece  que  los  que  soste- 
nemos la  bondad  de  esa  institución  tenemos  derecho 
á que  S.  S.  crea  que  la  defendemos  con  la  misma 
buena  fe  y entusiasmo  que  S.  S.  sostiene  sus  particu- 
lares opiniones. 

Yo  no  he  de  seguir  al  Sr.  Espinosa  en  las  investi- 
gaciones filosóficas  que  con  tanto  agrado  de  la  Cáma- 
ra y con  tanto  gusto  mió  ha  hecho  esta  tarde,  tratan- 
do de  deducir  la  idea  de  la  soberanía  nacional  de  la 
fdosofía  de  Platón,  de  la  escuela  de  Descartes,  de  los 
principios  religiosos  de  la  reforma  de  Lutero  y de  los 
principios  políticos  que  informaba  la  revolución  fran- 
l’esa  de  1789;  creo  que  aunque  algunas  analogías 
tienen  todos  estos  estudios  y todas  estas  cuestiones 
con  la  que  concretamente  hoy  discutimos,  es  una  re- 
lación tan  remota  que  no  me  parece  pertinente  en 
estos  momentos  ocuparme  de  todas  esas  cosas.  El 
Sr.  Espinosa  lia  dado  una  muestra  gallarda  de  su 
vasta  erudición  y de  su  claro  talento;  pero  me  parece 
que  las  ideas  fundadas  en  dichos  principios  que  ha 
emitido  S.  S.,  no  dicen  nada  en  contra  del  proyecto 
que  se  discute,  ni  los  que  yo  pudiera  oponer  en  al- 
gunos puntos  en  que  no  estoy  conforme  con  S.  S. 
aííadirian  tampoco  nuevos  argumentos  en  favor  del 
mismo  proyecto.  Así,  pues,  en  gracia  de  la  brevedad, 
me  excuso  de  seguir  á S.  S.,  y espero  que  por  ello  me 
perdone,  en  ese  órden  de  ideas  y en  esa  série  de  con- 
sideraciones. 

Lo  que  sí  necesito  afirmar,  porque  esta  es  la  base 
política  de  la  institución  que  discutimos,  es  que  el 
juicio  por  jurados  en  materia  criminal  es  una  con- 
secuencia lógica  y necesaria  del  principio  de  la  so- 
beranía nacional,  y que  en  todos  los  pueblos  en  que 
se  lia  reconocido  y proclamado,  como  consecuencia  de 
ese  principio  lia  venido  indefectiblemente  el  juicio  por 
jurados  en  materia  criminal,  en  una  ó en  otra  forma 
establecido. 

Ya  he  tenido  ocasión  de  manifestar  aquí  mi  creen- 
cia de  que  no  Labia  en  esta  Cámara  ninguna  fracción, 
ningún  partido  que  negara  el  principio  de  la  sobera- 
nía nacional,  y hoy  continúo  creyendo  lo  mismo;  por 
más  que  después  del  discurso  que  ha  pronunciado  el 
Sr.  Espinosa  pudiera,  por  lo  ménos,  dudarse  de  que 

S.  S.  sea  partidario  de  la  soberanía  nacional (til 

Sr.  Espinosa  hace  signos  negativos.) 

Me  alegro  que  S.  S.  rectifique,  y desvanecida  mi 
duda,  le  ruego  que  tenga  por  no  dichas  mis  anterio- 
res palabras. 

Pues  bien,  el  principio  de  la  soberanía  nacional 
implica  la  intervención  directa  ó indirecta  de  la  Na- 
ción en  el  ejercicio  de  todos  los  Poderes;  por  eso  in- 
terviene directamente  en  el  ejercicio  del  Poder  legis- 
lativo, interviene  indirectamente  en  el  ejercicio  del 
Poder  ejecutivo,  y como  consecuencia  necesaria  debe 
intervenir,  á nuestro  juicio  y ajuicio  de  todos  los  que 
sinceramente  aceptan  el  principio  de  la  soberanía  na- 
cional, en  la  administración  de  justicia  en  materia 
Criminal,  que  es,  no  lo  dude  el  Sr.  Espinosa , la  san- 
ción de  todos  los  derechos,  así  sociales  como  políti- 
cos, que  están  consignados  en  la  Constitución. 


Pero  el  Sr.  Espinosa , en  este  órden  de  ideas , ha 
sostenido  la  tésis  de  que  el  Jurado,  lejos  de  ser  el  jw- 
lladium  de  las  libertades,  ha  sido,  políticamente  con- 
siderado, una  institución  que  se  ha  prestado  á toda 
clase  de  despotismos  y á todo  género  de  iniquidades; 
y nos  citaba  como  ejemplo  lo  que  ocurrió  en  Francia 
en  la  época  del  Terror,  y lo  que  sucedió  ea  Inglaterra 
en  el  reinado  de  Enrique  VIII.  Varias  veces  se  ha  re- 
petido aquí,  y siento  tener  que  insistir  en  este  punto, 
que  no  deben  juzgarse  las  instituciones  por  su  ma- 
nera de  funcionar  y por  las  formas  que  hayan  reves- 
tido en  épocas  completamente  anormales. 

Lo  natural  parece,  cuando  de  buena  fe  se  trata  de 
averiguar  los  beneficios  ó los  inconvenientes  que  una 
institución  cualquiera  haya  podido  producir,  estu- 
diarla allí  donde  se  ha  establecido  y ha  funcionado 
normalmente,  y ha  de  convenir  conmigo  el  Sr.  Espi- 
nosa que  el  Jurado  no  funcionó  normalmente  en  la 
vecina  República  el  ano  93,  y que  el  Jurado  del  93 
no  era  la  creación  gloriosa  de  la  Asamblea  del  89,  sino 
que  se  Labia  modificado  de  tai  suerte,  que  estaba  des- 
naturalizado por  completo;  y si  bien  aquellos  revolu- 
cionarios creyeron  conveniente  á sus  fines  conservar 
á la  institución  el  nombre  de  Jurado,  como  las  cosas 
no  son  lo  que  se  las  llama,  sino  lo  que  son  en  sí  y en 
realidad,  aquella  institución,  á pesar  del  nombre  con 
que  se  la  conoció,  era  todo  ménos  un  Jurado.  No  car- 
gue, pues,  el  Sr.  Espinosa  en  la  cuenta  contra  el  .Tu- 
rado todo  lo  que  ocurrió  en  aquella  época.  Aquello 
fué  una  mixtificación  del  Jurado,  puesto  que  aquel 
Jurado  estaba  nombrado  por  la  misma  Asamblea;  los 
ciudadanos  que  iban  á formar  parle  del  tribunal  no 
tenían  garantía  alguna  de  independencia;  en  el  juicio 
no  se  guardaban  las  formas  protectoras  de  la  inocen- 
cia, y por  tanto,  cualquier  nombre  se  puede  dar  á 
aquello,  ménos  los  de  juicio  y de  tribunal. 

Algo  parecido,  aunque  por  consideraciones  de  otro 
órden,  puede  decirse  de  lo  que  sucedió  en  Inglaterra 
en  tiempo  de  Enrique  VIII.  Fué  aquella  una  época  de 
perturbación  para  Inglaterra,  y en  ese  período  de  ex- 
citación en  las  pasiones  políticas  y de  exaltación  en 
el  sentimiento  religioso,  en  ese  momento  verdadera- 
mente anornal  en  la  historia  de  Inglaterra  no  hay  que 
buscar  tribunales  que  funcionen  de  una  manera  re- 
gular, como  no  hay  que  buscar  tampoco  institucio- 
nes políticas  ni  administrativas  que  funcionen  de  una 
manera  ordenada  y tranquila. 

Mucho  me  extraña  que  S.  S.  haya  acudido  á la 
época  de  Enrique  VIII  para  estudiar  la  institución  del 
Jurado,  cuando  S.  S.  ha  podido  buscar  ejemplos  en 
otras  épocas  en  que  ese  tribunal  ha  funcionado  como 
funciona  hoy  de  un  modo  normal,  si  S.  S.  quería  de 
buena  fe  convencerse  de  las  ventajas  del  Jurado. 

Dice  el  Sr.  Espinosa  que  nosotros  no  tendremos 
una  gran  confianza  en  el  Jurado  para  administrar 
justicia,  cuando  no  le  concedemos  competencia  para 
conocer  de  los  negocios  civiles  y no  le  encomenda- 
mos el  fallo  de  todos  los  asuntos  criminales.  En  pri- 
mer lugar,  nada  tiene  que  ver  el  juicio  civil  con  el 
juicio  criminal:  en  el  juicio  civil,  el  interés  público 
no  está  interesado,  al  ménos  no  lo  está  directamente; 
en  el  juicio  criminal,  se  trata  de  una  cuestión  que 
ante  todo  reviste  un  carácter  público;  en  el  juicio 
criminal  se  ponen  siempre  á discusión  y son  objeto  de 
las  decisiones  del  tribunal  los  derechos  políticos,  so- 
ciales é individuales  de  los  ciudadanos,  y por  lo  tanto, 
considerada  la  institución  bajo  el  punto  de  vista  de 
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su  carácter  político,  no  puede  referirse  nunca  más 
que  al  juicio  criminal,  jamás  al  juicio  civil.  No  en- 
tro á discutir  si  en  el  terreno  puramente  jurídico  de- 
biera establecerse  el  Jurado  para  los  asuntos  civiles, 
porque  como  ahora  tratamos  únicamente  del  estable- 
cimiento del  Jurado  para  los  juicios  criminales,  no 
creo  que  fuera#  pertinentes  las  observaciones  que  pu- 
diera hacer  respecto  á este  particular. 

Me  ha  sorprendido,  dadas  la  ilustración  y la  com- 
petencia del  Sr.  Espinosa,  que  S.  S.  haya  incurrido 
en  el  error  de  suponer  que  nosotros  consideramos 
como  un  derecho  del  ciudadano  el  ser  jurado.  Mu- 
chas veces  ha  expuesto  la  Comisión  su  parecer  sobre 
ese  punto,  y ahora  necesito  hacer  una  indicación 
acerca  del  mismo. 

En  algún  tiempo  pudo  haberse  defendido  por  los 
publicistas  que  era  un  derecho  de  los  ciudadanos 
formar  parte  del  Jurado;  hoy  no  lo  sostiene  nadie. 
El  ciudadano  tiene  derecho  á ser  juzgado  por  con- 
ciudadanos suyos,  cuando  es  acusado;  pero  para  los 
que  entran  á formar  parte  del  tribunal,  lejos  de  ser 
un  derecho,  es  una  carga,  es  una  función  social,  y 
por  eso  el  cargo  de  jurado  es  obligatorio,  y no  puede 
nadie  excusarse  de  ejercerle,  si  la  misma  ley  no  le 
exime  de  este  servicio  público. 

Entrando  ya  el  Sr.  Espinosa  á considerar  la  ins- 
titución bajo  el  punto  de  vista  jurídico,  y ya  ven  ios 
Sres.  Diputados  que  voy  avanzando  en  la  brevísima 
contestación  que  estoy  dando  al  discurso  del  Sr.  Es- 
pinosa, se  fijaba  S.  S.  principalmente  en  la  eterna 
cuestión  de  la  separación  del  hecho  del  derecho.  Su 
señoría  reconoce,  como  hemos  reconocido  todos,  que 
es  imposible  establecer  una  separación  absoluta  entre 
el  hecho  material  escueto  y el  derecho,  pero  acepta 
al  mismo  tiempo  que  es  posible  hacer  esta  distinción, 
y recordaba  á este  objeto  las  observaciones  que  sobre 
el  particular  había  hecho  mi  distinguido  compañero 
el  presidente  de  la  Comisión,  Sr.  Maura.  Decía  el  se- 
ñor Maura,  en  tanto  es  esto  posible,  que  funcionan 
los  tribunales  españoles  y los  tribunales  de  la  mayor 
parte  de  los  países  dictando  sus  fallos  en  una  forma 
que  implica  la  distinción  entré  el  hecho  y el  derecho, 
puesto  que  en  los  resultandos  consignan  los  hechos  y 
en  los  considerandos  aplican  el  derecho. 

Pero  es  más;  es  que  existe  un  órden  jerárquico 
de  tribunales  en  España  por  virtud  del  cual  hay  un 
tribunal  que  solo  conoce  del  derecho,  y que  ni  directa 
ni  indirectamente  puede  entrar  á examinar  ni  á apre- 
ciar las  cuestiones  de  hecho.  No  ignora  el  Sr.  Espi- 
nosa que  el  Tribunal  Supremo  decide  de  las  cuestio- 
nes de  derecho  tomando  como  base  y como  principio 
del  que  ha  de  partir,  necesariamente  los  hechos  de- 
clarados probados  por  otro  tribunal;  luego  vea  S.  S. 
cómo  para  el  magistrado  es  posible  establecer  esta 
distiucion  entre  el  hecho  y el  derecho.  (El  Sr.  Espino 
sa:  No  lo  he  negado.) 

Pero  dice  S.  8.:  un  magistrado  lo  puede  hacer 
porque  tiene  conocimiento  del  derecho  y tiene  cono- 
cimiento del  hecho;  pero  el  jurado  que  vosotros  su- 
ponéis que  no  tiene  conocimiento  ninguno  del  dere- 
cho y que  solo  puede  apreciar  los  hechos,  no  puede 
establecer  esta  distiucion  ni  está  en  posibilidad  de 
1 laceria. 

Pero,  Sr.  Espinosa,  ¿no  se  ha  fijado  S.  S.  en  que 
con  arreglo  á este  proyecto  y á casi  todas  las  leyes 
vigentes  en  Europa  no  es  el  jurado,  propiamente  di- 
cho, el  que  hace  la  distinción  entre  el  hecho  y el  de- 


recho, sino  que  la  establece  y la  fija  el  presidente  del 
Tribunal  que  es  un  magistrado  perito,  que  ai  formu- 
lar las  preguntas  es  cuando  desentraña  de  todos  los 
elementos  que  han  existido  en  el  juicio  los  hechos  so- 
bre los  cuales  ha  de  pronunciar  su  veredicto  el  ju- 
rado? 

Por  manera,  que  dentro  de  los  argumentos  de  su 
señoría  y dentro  del  órden  de  observaciones  que  nos 
hacia,  en  que  dccia  que  el  magistrado  sí  tenía  com- 
petencia para  poder  distinguir  el  hecho  del  derecho 
si  se  fija  en  que  con  arreglo  á ese  proyecto  las  pre- 
guntas han  de  ser  formuladas  por  el  presidente  del 
tribunal,  persona  que  tiene  posibilidad  para  estable- 
cer esa  distinción,  todas  las  conclusiones  que  S.  S. 
sacaba  de  este  dato  incompleto  caen  completamente 
por  su  base;  además,  que  nosotros  no  hemos  defen- 
dido nunca,  ni  creo  que  lo  defienda  nadie,  que  el  Ju- 
rado  solo  haya  de  conocer  del  hecho  material,  puesto 
que  nosotros  proponemos  que  al  Jurado  se  le  pregun- 
te sobre  la  culpabilidad  ó inculpabilidad  del  procé- 
salo respecto  del  hecho  que  es  objeto  de  la  acusación. 

Por  manera  que  el  Jurado  conocerá  de  ja  cues- 
tión de  hecho,  y al  mismo  tiempo  de  ese  elemento 
moral  y jurídico  hasta  cierto  punto  de  la  culpabili- 
dad ó inculpabilidad  del  acusado;  y por  esa  naturaleza 
compleja  de  la  pregunta  que  al  Jurado  se  le  dirige, 
exige  el  proyecto  que  en  el  resúmen  que  haga  el  pre- 
sidente se  dé  al  Jurado  una  nocion  jurídica  suficiente 
sobre  la  naturaleza  de  ios  hechos  que  se  estén  discu- 
tiendo para  que  pueda  con  conocimiento  de  causa 
dictar  ese  veredicto  acerca  de  la  culpabilidad  ó in- 
culpabilidad, con  completo  conocimiento  de  todos  los 
elementos  componentes  de  la  cuestión  compleja  de  la 
culpabilidad. 

La  inconsecuencia  existiria  si  no  dejáramos  al  Ju- 
rado más  que  el  conocimiento  del  hecho,  y entonces 
estaña  en  su  lugar  la  pregunta  hecha  por  el  Sr.  Es- 
pinosa, que  decía:  si  solo  se  le  pregunta  el  hecho,  ¿á 
qué  viene  el  presidente  á darle  nociones  de  derecho? 
Se  le  dan  nociones  de  derecho,  porque  el  Jurado  ha 
de  conocer  del  hecho  y de  la  parte  moral  del  hecho,  ó 
sea  de  la  culpabilidad  ó de  la  inculpabilidad;  y por  lo 
tanto,  para  entender  de  eso  es  conveniente  que  tenga 
el  Jurado  una  nocion  aproximada  cuando  ménos  de  la 
nocion  jurídica  de  los  hechos  sobre  los  cuales  va  á 
conocer. 

Además,  debo  recordar  al  Sr.  Espinosa  que  la  se- 
paración del  hecho  y del  derecho  no  ha  sido  nunca  el 
principio  jurídico  del  Jurado.  Ya  tuve  la  honra  de  de- 
cir la  otra  tarde  que,  á mi  modo  de  ver,  la  separación 
del  hecho  y del  derecho  no  es  más  que  un  arma  de 
combate  que  ha  servido  para  introducir  el  Jurado  en 
el  continente;  porque  el  verdadero  principio  del  Ju- 
rado es  que  nadie  pueda  ser  penado  por  un  acto  del 
cual  no  le  consideré  culpable  un  tribunal  formado  por 
sus  conciudadanos;  eso  es  lo  que,  á mi  entender,  cons- 
tituye el  principio  jurídico  del  Jurado,  por  más  que 
como  este  principio  tiene  algo  de  abstracto  y de  filo- 
sófico se  haya  utilizado  más  la  idea  de  la  separación 
entre  el  hecho  y el  derecho,  diciendo  que  del  hecho 
conocería  el  jurado  y del  derecho  el  magistrado;  por 
más,  repito,  que  se  utilizase  esta  separación  como 
arma  y como  recurso  para  intraducir  el  Jurado  en  el 
continente. 

Tampoco  hemos  dado  nosotros  como  un  argu- 
mento decisivo  en  favor  del  Jurado,  según  afirmaba 
el  Sr.  Espinosa,  la  razón  de  que  existe  en  otros  países. 
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Ko  me  negará  el  Sr.  Espinosa  que  esto  es  un  argu- 
mento de  autoridad  de  bastante  fuerza;  pero  yo  con- 
vengo con  S.  S.  en  que  por  esta  sola  razón  no  habría 
méritos  suficientes  para  implantar  el  juicio  del  Jurado 
en  España.  Pero  es  que  la  Comisión  no  se  ha  detenido 
aquí,  sino  que  después  de  este  argumento,  ha  ex- 
puesto todas  las  demás  consideraciones  que  existen, 
ya  en  el  órden  político,  ya  en  el  jurídico,  á favor  del 
Jurado.  Por  lo  tanto,  esto  solo  lo  ha  presentado  como 
un  argumento  de  autoridad  para  robustecer  las  demás 
razones,  pero  no  como  S.  8.  afirmaba  como  conside- 
ración decisiva. 

Tres  defectos  principales  ha  señalado  el  Sr.  Espi- 
nosa á los  veredictos  que  pronuncia  el  Jurado;  defee 
los  que,  á juicio  de  S.  S.,  bastan  para  condenar  en 
absoluto  la  institución,  á saber,  que  los  veredictos 
son  desiguales,  que  son  inciertos,  y que  se  dictan  siem- 
pre con  cierta  tendencia  á aminorar  la  pena.  Yo,  con 
permiso  del  Sr.  Espinosa,  he  de  manifestar  que,  á ini 
modo  de  ver,  la  desigualdad,  es  decir,  la  falta  de  uni- 
formidad de  los  veredictos  que  pronuncia  el  Jurado 
es  el  mayor  argumento  que  en  favor  de  esa  institu- 
ción se  puede  presentar. 

Precisamente,  la  ciencia  penal  moderna  tiende  á 
individualizar  el  delito,  y precisamente  las  costum- 
bres de  todo  tribunal  constituido  de  una  manera  per- 
manente tienden,  por  el  contrario,  á generalizar,  á 
encajar  en  fórmulas  abstractas  y científicas  en  que 
por  razón  de  sus  conocimientos  están  empapados,  los 
héóhos  de  que  conoce  en  cada  caso  particular,  y la 
principal  ventaja  que  tiene  el  Jurado  en  este  órden  de 
ideas,  es  que  para  este  tribunal  no  existen  dos  críme- 
nes iguales,  porque  no  es  posible  que  en  la  práctica 
y en  el  cúmulo  de  circunstancias  de  la  vida  y en  la 
atmósfera  que  rodea  al  acusado  antes  de  cometer  el 
delito,  se  den  dos  delitos  iguales,  ni  que  se  puedan 
presentar  dos  casos  completamente  idénticos.  La  ley, 
por  mucha  latitud  que  dé  á los  tribunales,  siempre 
tenderá  á uniformar  la  aplicación  de  la  pena  en  todos 
los  casos  que  revistan  ciertos  caractéres  de  semejan- 
za, caracteres  que  les  bagan  tener  cierta  analogía. 

Por  tanto,  todas  las  observaciones  atinadas  que 
bacía  8.  S.  para  demostrar  la  falta  de  uniformidad 
que  existe  entre  la  apreciación  de  las  pruebas  y la 
consideración  de  los  hechos  penables  en  cada  caso 
particular,  todas  esas  observaciones  me  estaban  á mí 
sirviendo  para  reforzar  la  convicción  que  tengo  de  las 
ventajas  del  Jurado,  porque  creo  yo  que  en  la  prác- 
tica es  el  principal  beneficio  que  en  la  administración 
de  justicia  ha  de  tener  el  juicio  por  jurados. 

Respecto  á la  incertidumbre,  de  que  según  S.  S. 
han  de  adolecer  también  ios  veredictos,  dicho  se  está 
que  se  halla  comprendida  en  la  falta  de  uniformidad 
de  que  antes  me  be  ocupado,  y que  son  aplicables  A 
este  pretendido  defecto  las  mismas  consideraciones 
que  acabo  de  hacer. 

En  cuanto  á la  tendencia  á aminorar  el  castigo, 
que  era  el  tercer  defecto  que  encontraba  8.  S.  en  los 
veredictos  de  los  jurados,  puedo  decirle  que  la  cer- 
teza y exactitud  de  ese  cargo  no  está  demostrada,  ni 
muchísimo  menos.  De  las  estadísticas  que  existen  en 
Italia,  que  es  la  Nación  que  las  presenta  más  comple- 
tas respecto  del  tanto  por  ciento  de  sentencias  abso- 
lutorias y condenatorias  de  los  tribunales  de  derecho 
y de  los  Jurados,  no  resulLa  lo  que  S.  S.  afirma,  ni 
creo  que  suceda  esto  en  ningún  país,  ó cuando  ménos 
que  aparezca  plenamente  acreditado  de  una  manera 


constante  y uniforme;  pero  para  facilitar  la  discusión 
voy  á admitir  lo  que  8.  S.  quiere  y voy  á admitir  que 
el  tribunal  del  Jurado  dicte  un  número  proporcional 
de  sentencias  absolutorias  mayor  que  los  tribunales 
de  derecho.  Pero,  ¿qué  ha  demostrado  con  esto  8.  S.? 
¿Axaso  los  tribunales  son  mejores  en  cuanto  dictan 
mayor  número  de  sentencias  condenatorias?  ¿O  es  que 
son  mejores  cuando  dictan  mayor  número  de  senten- 
cias absolutorias?  Me  parece  que  ese  es  un  criterio 
muy  expuesto  al  error,  y creo  que  en  realidad  no  hay 
criterio  para  juzgar  uiía  institución  jurídica,  como 
no  sea  la  del  mayor  número  de  sentencias  justas 
que  dicten,  ya  sean  absolutorias,  ya  sean  condenato- 
rias. Porque  yo  supongo  que  el  Sr.  Espinosa  no  creerá 
que  está  mejor  defendida  la  sociedad  cuando  se  dictan 
más  sentencias  condenatorias,  porque  la  sociedad,  al 
fm,  de  individuos  se  compone,  y en  todo  juicio  cri- 
minal, si  bien  se  debe  buscar  que  queden  amparados 
los  imprescriptibles  derechos  de  la  sociedad,  no  ha 
de  ser  esto,  en  manera  alguna,  con  mengua  de  los 
sagrados  derechos  del  individuo.  Por  manera  que  no 
entro  en  el  exámen  comparativo  de  las  estadísticas  de 
las  diversas  Naciones  bajo  este  punto  de  vista,  por- 
que creo  que  es  completamente  ineficaz  para  demos- 
trar ninguna  tésis. 

Yo  siento  que  el  Sr.  Espinosa,  al  final  de  su  dis- 
curso, baya  entrado  á examinar  algunos  fallos  ó ve- 
redictos pronunciados  por  el  Jurado  en  la  vecina 
República.  Me  parece  peligrosísima  esta  manera  de 
disentir:  creo  que  la  santidad  de  la  cosa  juzgada  no 
lo  consiente,  y sobre  todo,  que  no  conduce  á nada  que 
en  el  Parlamento,  con  ocasión  de  discusiones  de  leyes 
como  ésta,  se  venga  á juzgar,  á criticar,  á desmenu- 
zar fallos  de  tribunales  de  derecho  ó de  Jurados,  que 
tribunales  legales  son  al  fui,  ni  creo  que  sea  conve- 
niente á los  intereses  conservadores  á que  tan  aficio- 
nado se  muestra  el  Sr.  Espinosa,  el  desautorizarlos. 
Yo  me  be  de  permitir,  por  lo  que  hace  á la  relación 
que  nos  ba  hecho  el  Sr.  Espiuosa  de  algún  juicio  en 
particular,  poner  en  duda  la  exactitud  de  todos  los 
antecedentes  que  S.  8.  nos  ha  referido;  porque  S.  8., 
que  no  ha  presenciado  esos  hechos,  que  los  ha  toma- 
do de  un  periódico  y que  los  viene  á referir  aquí  en 
extracto,  no  nos  puede  exigir  que  formemos  juicio 
sobre  esos  hechos,  cuaudo  8.  S.  niega  al  Jurado  que 
los  presenció  la  competencia  necesaria  para  fallar; 
por  poco  competente^iue  fuera  el  tribunal  que  enten- 
dió del  asunto,  bahía  de  tener  más  competencia  que 
nadie,  porque  desdé  luego  tenía  un  conocimiento  más 
completo  que  el  que  nosotros  hayamos  podido  conse- 
guir por  la  relación  sucinta  que  el  Sr.  Espinosa  nos 
ha  hecho,  relación  además  que  8.  8.  ha  tomado  de  las 
noticias  de  un  periódico.  Permítame,  pues,  S.  S.  que 
ponga  en  duda,  si  no  la  exactitud  de  los  datos,  cuan- 
do ménos  que  estos  sean  bastante  completos  para  for- 
mar exacto  juicio. 

Un  solo  punto  me  queda  que  tratar,  y lo  be  de 
hacer  muy  brevemente,  y es  la  afirmación,  que  afir- 
mación es  nada  más  la  que  ba  hecho  el  Sr.  Espinosa 
respecto  á los  resultados  deplorables  que  produjo  en 
España  el  ensayo  del  Jurado  en  1872. 

Yo  no  recuerdo  los  clamores  ni  el  escándalo  de  la 
opinión  pública  ante  los  perjuicios  que  á la  adminis- 
tración de  justicia  ocasionara  el  Jurado;  y podía  re- 
cordarlo, porque,  aunque  no  soy  viejo,  no  soy  tan  jó- 
ven  que  no  tuviera  en  aquella  época  el  conocimiento 
suficiente  para  enterarme  de  lo  que  sucedía.  Pero  im- 
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porta  muy  poco  la  apreciación  que  el  Sr.  Espinosa  ó 
yo  podamos  hacer  de  aquel  ensayo,  puesto  que  tene- 
mos un  dato,  un  testimonio  más  autorizado  que  los 
testimonios  individuales,  cual  es  la  información  prac- 
ticada el  año  74  respecto  del  resultado  del  juicio  por 
jurados. 

Yo  no  he  de  entrar  á examinar  aquella  informa- 
ción, que  conocerá  perfectamente  el  Sr.  Espinosa;  pero 
de  su  conjunto  se  deduce  que  los  presidentes  de  las 
Audiencias,  las  Salas  de  lo  criminal  y los  fiscales  de 
las  mismas  Audiencias,  en  general,  salvo  rarísimas  y 
muy  contadas  excepciones,  informaron  al  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  que  el  Jurado  había  producido  ex- 
celentes resultados. 

Por  lo  tanto,  si  el  Jurado  se  ensayó  en  España  en 
las  condiciones  más  desfavorables  en  • que  podia  ha- 
cerse, no  ya  una  reforma  de  tanta  importancia  como 
ésta,  sino  cualquiera  reforma  que  afectara  al  modo  de 
ser  del  país;  si  á pesar  de  haberse  ensayado  en  aque- 
llas malísimas  circunstancias,  que  yo  espero  que  no 
volverán  á repetirse  en  nuestra  Patria,  produjo  bue- 
nos resultados,  no  sé  por  qué  ha  de  ser  tan  pesi- 
mista el  Sr.  Espinosa  para  suponer  que  ahora  que  las 
circunstancias  han  cambiado  por  completo,  que  ahora 
que  disfrutamos  de  una  paz  de  que  no  hemos  disfru- 
tado nunca  en  lo  que  va  de  siglo,  que  ahora  que  las 
costumbres  del  pueblo  español  han  mejorado  notable- 
mente, vaya  á suceder  lo  que  no  sucedió  en  aquella 
época.  Deseche,  pues,  S.  S.  esos  temores,  y crea  que 
el  juicio  por  jurados  en  España  se  establecerá  sin  que 
ocurra  ninguno  de  los  contratiempos  que  S.  S.  su- 
pone. 

El  Sr.  ESPINOSA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRE3IDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  ESPINOSA:  No  tengo  derecho,  Sres.  Di- 
putados, á abusar  de  vuestra  benevolencia,  que  ya 
os  he  molestado  demasiado  tiempo;  pero  me  importa 
rectificar  algún  concepto  que  se  me  ha  atribuido,  y 
al  mismo  tiempo,  no  ya  cumplir  con  un  deber  de 
cortesía,  de  que  siempre  hubiera  usado  para  con  el 
Sr.  Roseíl,  sino  manifestar  sencillamente  cuál  es  la 
impresión  que  me  ha  producido  el  elocuente,  aunque 
breve  discurso  del  digno  individuo  de  la  Comisión. 

El  Sr.  Rosoli  bacía  atinadas  observaciones  sobre 
la  cuestión  del  Jurado,  que  no  están  en  pugna  con 
las  que  yo  he  heclio  en  mi  discurso.  Yo  creo  que  mi 
discurso  no  ha  sido  combatido,  y por  tanto,  no  tengo 
que  ocuparme  de  las  observaciones  que  S.  S.  ha  ex- 
puesto; pero  me  importa  aclarar  aquella  afirmación 
que  S.  S.  hacía  de  que  el  Jurado  era  dogma  político 
de  nuestro  partido.  No  lo  ha  sido  nunca.  Es  cierto 
que  el  partido  liberal  tenía  tendencia  al  estableci- 
miento del  Jurado;  es  cierto  que  en  la  Constitución 
de  1812  se  hablaba  del  Jurado,  como  se  hablaba  de 
él  en  la  Constitución  de  1837  y en  la  de  1855;  pero 
no  es  exacto  que  el  partido  progresista  limera  como 
dogma  político  el  Jurado;  y tauto  es  así,  que  el  ilus- 
tre Cortina,  cuya  significación  en  el  partido  progre- 
sista era  bien  acentuada,  era  contrario  al  Jurado.  Y 
como  D.  Manuel  Cortina,  podría  citar  á otros  ilustres 
progresistas  que  fueron  francamente  contrarios  á esa 
institución. 

La  fórmula  del  Jurado  apareció  por  primera  vez 
en  el  programa  del  periódico  La  Discusión,  que  diri- 
gía D.  Nicolás  María  Rivero,  y fué,  por  consiguiente, 
uno  de  los  artículos  del  dogma  político  de  la  escuela 
democrática.  ¿Cómo  era  posible  que  el  Sr.  SagasLa, 


nuestro  ilustre  jefe,  ni  que  el  partido  constitucional 
abandonaran,  cuando  se  votaba  la  Constitución  do 
1 876,  parte  de  su  credo  político,  parte  del  dogma  que 
liabia  informado  en  otro  tiempo  toda  su  política?  Por 
esta  razón,  al  venir  aquí  de  común  acuerdo  á comba- 
tir los  principios  políticos  del  partido  conservador, 
quedó  establecido  que  el  Jurado  no  entraba  en  nues- 
tro credo  político,  si  bien  podia  entrar,  como  aprecia- 
ción científica,  en  el  concepto  de  algunas  individua- 
lidades muy  importantes  de  nuestro  partido. 

Me  importa  aclarar  este  extremo,  porque  si  fuera 
parte  del  credo  político  de  nuestro  partido  yo  estaría 
en  disensión  con  él,  y yo  he  dicho  que  no  estoy  en 
disensión  con  el  partido,  sino  que  opino  de  distinta 
manera  que  opinan  103  señores  que  forman  la  Comi- 
sión y que  opina  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
que  no  siempre  ha  tenido  la  misma  opinión. 

El  Sr.  Rosell,  y dispénseme  S.  S.  que  en  esta  parte 
le  juzgue  así,  ha  hecho  una  insinuación  con  cierta 
cariñosa  malicia,  diciendo  que  me  muestro  aficionado 
á sostener  los  principios  conservadores.  Si  el  Sr.  Uo- 
sell  ha  hecho  esta  insinuación  para  que  respondiera 
de  una  manera  franca  y categórica,  yo  le  digo  ter- 
minantemente que  en  vez  de  inclinarme  del  lado  de 
la  democracia,  me  inclino  á sostener  los  principios 
conservadores,  porque  creo  que  sobre  ellos  se  cimeu- 
tan,  como  en  su  más  sólida  base,  la  libertad,  el  orden 
social  y nuestras  instituciones.  Por  consiguiente, 
como  hay  un  punto  fundamental  que  es  un  vínculo 
de  relación  entre  los  conservadores  y los  liberales,  y 
como  todos  tenemos  algo  que  conservar,  porque  lo- 
dos tenemos  nuestra  conciencia,  nuestra  familia,  al- 
guna propiedad,  aunque  pequeña  por  mi  parte,  lazos 
y principios  sociales,  tradiciones,  costumbres  y aque- 
llo á que  tenemos  apego,  porque  constituye  nuestra 
vida  nacional,  yo,  en  esta  parte,  soy  tan  conservador 
como  los  conservadores. 

Por  lo  demás,  respecto  á ese  otro  género  de  obser- 
vaciones que  el  Sr.  Rosell  exponía  relativamente  á las 
que  yo  había  hecho  sobre  los  Jurados  extranjeros, 
debo  decir  que  no  traía  esas  apreciaciones  como  gran 
argumento;  que  no  eran  más  que  un  corolario  de  las 
pruebas  que  liabia  presentado  en  mi  discurso.  Ese  re- 
cuerdo lo  traía  yo  como  resultado,  como  consecuen- 
cia, como  miserable  reata  del  Jurado,  siempre  que  se 
establece  como  institución  jurídica  en  cualquier  país. 

Y no  quiero  molestar  por  más  tiempo  vuestra 
atención.  Doy  las  gracias  al  Sr.  Rosoli  por  la  bondad 
con  que  me  ha  tratado  y por  los  elogios  que  le  he 
merecido,  y estoy  muy  satisfecho  de  haber  oido  á S.  S. 
expresar  tan  elocuentemente  sus  ideas.  Yro  no  puedo 
menos  de  reconocer,  que  tanto  S.  S.  como  los  demás 
individuos  de  la  Comisión  y como  el  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  proceden  con  patriotismo,  y traen 
este  proyecto  de  ley  porque  creen  que  es  beneficioso 
para  el  país.  Esto  no  lo  he  puesto  nunca  en  duda; 
pero  lo  que  sí  afirmo,  después  de  haber  oido  al  señor 
Rosell,  como  después  de  haber  oido  los  discursos  que 
en  defensa  del  Jurado  han  pronunciado  los  dignos  in- 
dividuos de  la  Comisión,  es  que  esta  institución  nace 
muerta;  y nace  muerta,  porque  no  habéis  tenido  calor 
para  defenderla,  porque  la  habéis  defendido  sin  fe, 
porque  el  eclecticismo  es  el  que  ha  engendrado  vues- 
tra obra. 

El  Sr.  ROSELL:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  La  tie- 
ne V.  S. 
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El  Sr.  ROSELL:  He  pedido  la  palabra  para  decir 
Juicamente  que  si  no  be  defendido  por  mi  parte  el 
Jurado  con  toda  la  fe  y el  enlusiasmo  que  esta  institu- 
ción me  inspira,  y que  si  no  lo  he  hecho  con  más 
calor  y con  más  éxito  y brillantez,  es  porque  los  es- 
casísimos medios  de  que  puedo  disponer,  no  me  per- 
miten hacer  más  de  lo  que  he  hecho.» 

heida  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tornaba  en  consideración,  ei  acuerdo 
del  Congreso  fue  negativo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  art.  l.°  El 
Sr.  Lastres  tiene  la  palabra,  primero  en  contra. 

El  Sr.  lastres:  Señores  Diputados,  los  elocuen- 
tes oradores  que  han  intervenido  en  esta  discusión, 
han  dicho  ya  tanto  y tan  bueno,  en  pró  y en  contra 
del  Jurado,  que  cada  vez  va  siendo  más  difícil  some- 
ter á vuestra  ilustrada  consideración  ideas  y argu- 
mentos que  no  havais  oido.  Si  á esto  se  agrega  que 
mi  salud  no  es  perfecta,  comprendereis  las  gravísi- 
mas dificultades  que  se  oponen  para  que  yo  pueda 
llenar  la  misión  que  se  me  ha  confiado,  de  combatir 
el  art.  l.°  del  proyecto,  hablando  de  la  verdadera 
justicia,  palabra  santa  que  pronuncio  siempre  con 
respeto,  función  augusta  de  que  siempre  me  ocupo 
con  religioso  recogimiento,  porque  con  razón  dice 
Blüntschli,  que  si  la  administración  general  demues- 
tra la  cultura  de  un  país,  la  administración  de  justi- 
cia acredita  cómo  está  la  conciencia  nacional. 

Países  hay  que  tienen  la  suerte  de  consagrar  á 
este  importantísimo  ramo  de  la  Administración  gran 
parte  de  su  presupuesto.  Recuerdo  que,  visitando  el 
soberbio  palacio  de  justicia  (le  Bruselas,  considerado 
con  razón  como  el  mejor  monumento  de  su  clase,  ma- 
nifestaba este  sentimiento  mió  á un  eminente  juris- 
consulto de  aquel  país,  el  cual  me  decía:  en  efecto, 
liemos  gastado  muchos  millones  de  francos  en  cons- 
truir este  soberbio  monumento;  pero  no  importa;  lo 
que  se  gasta  en  la  administración  de  justicia,  lo  re- 
cobra el  país  en  la  proporción  de  100  por  1 de  ven- 
tajas morales  y materiales.  Se  ha  dicho  alguna  vez, 
anadia  el  eminente  jurisconsulto  belga,  que  el  palacio 
es  excesivamente  grande  para  una  Nación  tan  peque 
ña,  que  es  demasiada  su  altura,  dadas  las  proporcio- 
nes de  la  ciudad.  Tampoco  importa,  repetía,  así  se 
acostumbrarán  los  belgas  á ver  por  sus  propios  ojos 
que  no  hay  nada  que  esté  tan  alto,  que  sea  tan  gran- 
de como  la  justicia. 

De  esa  ojiinion  participo  también.  Creo  que  la 
justicia  es  la  función  esencial  del  Estado,  y porque 
así  lo  creo  y lo  estimo  en  toda  su  magnitud,  me  da 
pena  grandísima  cuando  veo  que  el  interés  ó la  pa- 
sión de  partido  entran  por  algo  en  los  problemas  que 
con  la  justicia  se  relacionan.  No  teneis  razón  para 
censurar  á la  minoría  conservadora,  de  la  que  tengo 
la  honra  de  formar  parte;  si  este  debate  tiene  cierto 
carácter  político,  es  solo  vuestra  la  responsabilidad. 
Cuando  vosotros,  sin  base,  sin  fundamento,  ni  razón 
alguna,  decís  que  hacemos  oposición  á este  proyecto, 
por  pasión,  por  espíritu  de  partido,  cometéis  con  nos- 
otros una  insigne  injusticia;  y aun  me  atrevería  á 
decir,  que  por  adelantado  nos  hacéis  ya  justicia  de 
Jurado. 

Si  el  partido  conservador  obrase  con  el  espíritu 
que  le  atribuís,  hubiera  empezado  por  plantearos  de 
frente,  en  toda  su  integridad,  y con  derecho  perfecto, 
el  problema  constitucional.  Mis  ilustres  amigos  los 
Srcs.  Domínguez,  Silvela,  Pidal,  Danvila,  Isasa  y 


cuantos  han  tomado  parte  en  esta  discusión  y se  han 
referido  á ese  aspecto  del  problema,  han  dicho  más 
de  lo  que  yo  podría  decir,  llago  mios  sus  pensamien- 
tos y sus  frases,  que  yo  nunca  podría  igualar;  pero 
me  conviene  consignar  un  detalle  de  importancia  que 
justifica  la  conducta  de  esta  minoría,  cuyo  patriotis- 
mo no  apreciáis  en  todo  lo  que  vale. 

Sabido  es  que  después  de  la  revisión  constitucio- 
nal de  Holanda  de  1848,  quedó  redactado  el  art.  149 
del  Código  fundamental,  como  sigue: 

«El  Poder  judicial  será  ejercido  solamente  por  los 
jaeces  designados  por  la  ley.» 

Nadie  pensaba  en  Holanda  en  el  establecimiento 
del  Jurado;  nadie  lo  piensa  hoy  por  fortuna,  como 
luego  tendré  el  honor  de  demostrar,  pero  sin  embar- 
go, el  eminente  Ileemsberk,  autor  del  libro  titulado 
Aplicación  de  la  ley  constitucional,  indicó  que,  dada  la 
redacción  del  artículo,  no  era  posible  ni  intentar  la 
introducción  del  Jurado  en  Holanda,  y por  si  acaso 
en  el  porvenir  podía  creerse  por  álguien  que  el  Ju- 
rado convenia  á los  Países-Bajos,  entendía  él  que  de- 
bía introducirse  una  modificación  que  no  viniera  á 
ser  un  texto  prohibitivo  (leí  Jurado.  La  idea  corrió,  y 
en  ei  Congreso  de  jurisconsultos  neerlandeses  cele- 
brado en  1883,  se  propuso  como  tema,  el  siguiente: 
«Qué  modificación  convendría  introducir  en  la  ley 
constitucional  referente  á la  administración  de  justi- 
cia,» habiendo  sido  nombrados  para  redactar  el  dic- 
tamen el  mismo  Mr.  Hccmsberk  y Mr.  Fclleger,  céle- 
bre profesor  de  derecho  público.  En  dicho  Congreso, 
cuyos  trabajos  conocen  todos  los  hombres  que  al  de- 
recho se  dedican,  no  hubo  una  sola  voz  que  se  levan- 
tara á defender  el  Jurado,  condenado  unánimemente 
por  la  opinión  sensata  de  Holanda;  pero  como  Heems- 
berk  tenia  contraido  un  deber  moral,  cuando  fué  lla- 
mado á los  Consejos  de  la  Corona,  puesto  que  ocupa 
dignamente  en  la  actualidad,  llevó  al  Parlamento  ho- 
landés la  cuestión  de  si  convendría  reformar  el  ar- 
tículo constitucional,  porque  dado  su  texto,  entendía 
que  era  prohibitivo  é im pedia  establecer  en  Holanda 
el  Jurado  ú otro  cualquier  tribunal  que  no  fuera  de 
jueces  nombrados  por  el  Rey. 

El  problema,  como  digo,  se  llevó  al  Parlamento 
holandés,  por  iniciativa  del  Gobierno,  y el  acuerdo  de 
la  Cámara  fué,  que,  «dado  el  estado  de  la  opinión  en 
Holanda,  con  relación  al  Jurado,  no  era  necesario  pro- 
vocar una  reforma  constitucional.»  Tal  es  el  estado 
del  asunto,  según  carta  reciente  que  be  recibido  del 
eminente  profesor  de  Utrech,  Sr.  Pool,  hombre  nada 
sospechoso  para  los  demócratas  de  todos  los  lados  de 
la  Cámara,  jurisconsulto  que  ha  contribuido  de  una 
manera  directa  y eficaz  á la  confección  del  notable 
Código  penal  vigente  en  Holanda,  publicista  insigne, 
á quien  tuvimos  la  honra  de  aclamar  para  la  presi- 
dencia de  la  primera  sección  en  el  Congreso  interna- 
cional penitenciario  de  Roma.  Ese  escritor  tan  distin- 
guido me  dice,  autorizándome  á que  lo  manifieste 
donde  fuese  necesario,  que  Bnys,  el  notable  profesor 
de  derecho  público  de  Leiden,  expresa  de  una  manera 
gráfica  lo  que  sobre  el  particular  se  piensa  en  Holan- 
da al  afirmar  «que  en  pocas  cosas  están  tan  unánimes 
los  jurisconsultos  holandeses,  como  en  considerar  pre- 
ferible su  tribunal  de  derecho,  sin  ninguna  interven- 
ción extraña  á toda  especie  de  Jurados,  ya  sea  bajo  la 
forma  inglesa,  francesa  ó alemana.»  Esa  es  la  última 
palabra  de  Holanda,  consignada  de  una  manera  ex- 
plícita, por  quien  no  es  sospechoso,  y advierto  á la 
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Comisión,  que  de  todas  las  afirmaciones  que  me  pro- 
pongo hacer  relativas  ai  extranjero,  tengo  aquí  la  com- 
probación. 

Me  he  detenido  en  este  aspecto  del  problema,  para 
desvanecer  la  mala  almósfera  que  contra  nosotros  ha- 
béis creado  y probaros  la  injusticia  que  nos  hacéis, 
suponiendo  que  somos  adversarios  sistemáticos  del 
Jurado  y que  nuestra  oposición  no  tiene  otro  funda- 
mento que  el  espíritu  de  partido.  Ya  veis  que  si  hu- 
biéramos planteado  de  frente  la  cuestión  constitucio- 
nal, habríamos  ido  por  lo  ménos  en  la  buena  compañía 
de  Holanda,  que  en  punto  á libertades  no  debe  ofrecer 
reparos  á los  demócratas  que  han  inspirado  é impuesto 
el  proyecto  de  Jurado. 

Además  de  las  razones  políticas,  que  tantas  veces 
se  han  indicado  desde  el  banco  de  la  Comisión,  de 
vuestros  compromisos  y antecedentes,  de  la  signifi- 
cación de  la  mayoría,  de  todo  eso  de  que  yo  no  quiero 
ocuparme,  justificáis  la  presentación  del  proyecto, 
con  lo  que  me  permito  llamar  razones  de  bien  pare- 
cer, y se  refieren  á la  idea  de  que  España  y Turquía 
son  los  únicos  países  que  no  tienen  Jurado.  A veces, 
señores,  y no  creo  en  esto  cometer  ninguna  heregía 
parlamentaria,  decimos  aquí  cosas  que  no  son  rigoro- 
samente necesarias  para  la  discusión;  pero  como  uno 
de  los  elementos  característicos  del  sistema  es  la  pu- 
blicidad, para  eso  acude  á las  tribunas  el  público, 
para  ver  cómo  discutimos  aquí,  y la  ley  sale  con  la 
autoridad  que  el  debate  la  presta;  para  eso  la  prensa 
también  se  ocupa  de  trasmitir  fuera  lo  que  decimos, 
y muchas  veces  afirmamos  cosas  y desenvolvemos 
teorías,  no  siempre  necesarias  para  el  debate,  sino 
para  que  tengan  resonancia  fuera,  porque  esa  es  una 
consecuencia  del  régimen  que  todos  defendemos. 

Pues  bien;  no  porque  lo  crea  indispensable  aquí, 
sino  para  esas  gentes  que  se  dejan  llevar  de  la  vul- 
garidad de  que  solo  España  y Turquía  no  tienen  Ju- 
rado (El  Sr.  Santana:  La  Comisión  ha  rectificado  ya 
esa  idea,  y ha  dicho  que  no  lo  tienen  ni  Holanda  ni 
Suecia  y Noruega,  ni  Dinamarca),  voy  á demostrar 
que  no  lo  tienen  los  países  que  ha  dicho  el  Sr.  Santa- 
na, y que  Naciones  que  lo  tienen  van  restringiendo 
las  facultades  del  Jurado  en  tal  medida,  que  parece 
procuran  su  próxima  desaparición. 

En  cuanto  á Holanda,  inútil  es  que'  insista;  ya 
habéis  visto  la  opinión  de  allí  consignada  de  un  modo 
clarísimo.  Suecia  y Noruega  no  tienen  Jurado,  lo  re- 
conoce el  Sr.  Santana,  por  más  que  del  banco  de  la 
Comisión  salió  alguna  voz  que  dijo  que  solo  España 
y Turquía  carecian  de  ese  tribunal  {El  Sr.  Santana : 
Y haciéndole  ese  argumento,  rectificó  el  individuo  de 
la  Comisión  á quien  S.  S.  se  refiere.)  Dinamarca  ha 
quitado  al  Jurado  el  conocimiento  de  las  circunstan- 
cias atenuantes,  agravantes  y eximentes;  y en  el  Con- 
greso de  jurisconsultos  scandinavos  reunido  en  Cris- 
tianía  en  1878,  la  votación  que  recayó  fué  completa- 
mente adversa  á la  institución.  En  Suiza  se  reunió  el 
Congreso  de  jurisconsultos  de  Helvecia  en  1881,  y 
allí  fué  terriblemente  impugnado  vuestro  tribunal  por 
Freuler,  Ottensoser,  Meilli  y sobre  todo  por  Hornung, 
cuyo  magnífico  trabajo  tuvo  tal  éxito,  que  ha  produci 
do  como  consecuencia  inmediata  que  en  la  reforma 
de  las  leyes  militares  se  abandone  todo  sentido  de  ju- 
rado y se  acepten  muchas  de  las  ideas  de  Mr.  Hornung. 

En  Austria,  desde  1867  á 1869,  nadie  se  ocupó 
del  asunto,  ningún  estadista  se  atrevía  á llevarlo  al 
Parlamento,  y solo  la  poderosa  influencia  del  Ministro 


Glasser  logró  que  aquella  Cámara  votara  la  ley.  ¿Pero 
en  qué  condiciones?  De  tal  modo  era  hostil  laopinion 
pública  en  Austria,  que  positivamente  no  hubiera 
salido  el  proyecto  del  Gobierno,  si  en  el  mismo  dia  no 
hubiese  presentado  la  ley  de  23  de  Mayo  de  1873, 
para  suspender  el  Jurado. 

En  Alemania,  se  ha  dicho  cou  repetición,  quQ 
existe  el  Jurado,  que  allí  funciona  admirablemente, 
que  nadie  se  levanta  á hostilizarlo,  y de  Lodo  ello  se 
sacan  argumentos  contra  nosotros.  Sin  embargo, 
cuaudo  estas  cosas  se  dicen,  ocurre  consultar  la  fuen- 
te y ver  las  discusiones  del  Parlamento  imperial  sobre 
el  vigente  Código  de  organización  judicial,  que  tengo 
aquí  á disposición  de  S.  S. 

Podria  citaros  la  autoridad  nada  sospechosa  de 
escritores  alemanes  tan  distinguidos  como  Zaecharie, 
Hye-Gluuck,  Decker,  y sobre  todo  Schwárze,  y que 
no  invoco,  porque  al  fin  y al  cabo,  podríais  decirme 
que  esas  opiniones,  muy  respetables,  no  tienen  el  valor 
que  da  una  declaración  parlamentaria.  Me  bastará, 
como  digo,  hacer  notar,  que  cuando  esta  discusión 
tenía  lugar  en  el  Parlamento  alemau,  el  21  de  No- 
viembre de  1876,  el  Ministro  de  JusLicia  de  Prusia, 
Mr.  Leonhardt,  decía  «que  la  institución  del  Jurado 
arrastraba  una  existencia  transitoria,  y que  estaba  cer- 
ca dei  ocaso  de  su  vida,  mientras  en  la  aurora  se  le- 
vantaba el  escabinato.»  La  opinión  clel  Ministro,  ex- 
presada en  el  Parlamento  con  aplauso  de  lodos,  me  pa- 
rece que  justifica  la  opinión  de  una  gran  parte  de 
Alemania  sobre  el  problema  que  discutimos. 

La  idea  hizo  su  camino  y está  fuera  de  duda,  pues 
la  ley  vigente  desde  1877  se  inspiró  en  un  espíritu  de 
desconfianza  hacia  el  Jurado;  y si  éste  se  mantuvo  cu 
el  Código  fué,  como  dice  un  escritor,  porque  no  valia 
la  pena  de  chocar  por  tan  poca  cosa  con  el  pacto  fe- 
deral, al  que  habian  concurrido  Naciones  y provin- 
cias que  defienden  el  Jurado,  por  móviles  que  yo  no  he 
de  entrar  á examinar. 

Conste,  pues,  que  como  se  trataba  de  una  ley  para 
todo  el  Imperio,  no  valia  la  pena  de  dar  una  batalla 
con  ocasión  del  Jurado  cuando  la  opinión  del  país  era 
que  estaba  en  decadencia,  según  afirmaba ‘el  Minis- 
tro de  Justicia  prusiano,  que  supongo  tendría  moti- 
vos para  saberlo. 

Conviene  recordar  que  ese  Código  judicial  ale- 
mán, que  tanto  se  cita,  contiene  tres  instituciones:  el 
escabinato,  los  tribunales  regionales  y el  Jurado;  y es 
tal  la  fe  que  Alemania  tiene  en  el  último,  que  lia  am- 
pliado la  jurisdicción  de  los  tribunales  regionales, 
dándoles  el  conocimiento  de  todos  los  delitos  y de  al- 
gunos crímenes,  reservando  solo  para  el  Jurado  los 
crímenes  atroces,  es  decir,  aquellos  en  que  la  culpa- 
bilidad es  de  tal  evidencia,  que  sería  absolutamente 
imposible  pensar  en  que  el  reo  pueda  escapar  al  cas- 
tigo. Comprueba  lo  que  digo  la  estadística  alemana, 
que  arroja  el  siguiente  resultado:  En  1881,  de  cada 
1.000  procesos  correspondieron  al  escabinato  892;  á 
los  tribunales  regionales  1 00  y al  Jurado  ocho.  Me  pa- 
rece que  en  cuanto  al  Imperio  aleman,  no  está  justifi- 
cada la  defensa  que  del  Jurado  hacen  sus  mantenedo- 
res, invocando  el  lexto  de  la  ley,  las  costumbres  y 
tradiciones  de  aquel  país. 

En  cuanto  á Bélgica,  tengo  aquí  precisamente  el 
Diario  de  las  Sesiones  de  aquella  Cámara  de  represen- 
tantes, y en  la  entrega  correspondiente  ai  29  de  Mayo 
de  1883,  aparece  el  dictámen  del  eminente  profesor 
Mr.  Thonisen,  sobre  la  reforma  de  varios  artículos  del 
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Código  de  procedimiento.  En  ese  trabajo,  que  no  lia 
producido  tempestad  ninguna,  sino  que  ha  sido  gran- 
demente aplaudido,  dicen  Mr.  Thonisen  y los  demás 
firmantes  lo  siguiente:  «La  organización  del  Jurado 
tai  como  existe  entre  nosotros  y en  muchos  países  de 
Europa,  es  hoy  vivamente  criticada.  Se  pretende  que 
la  separación  del  tribunal  en  dos  jurisdicciones  dis- 
tintas, una  encargada  de  establecer  el  hecho  y otra  el 
derecho,  no  responde  ni  á las  exigencias  de  la  justicia 
ni  á los  preceptos  de  la  ciencia.  Se  censura  y deplora 
que  magistrados  encanecidos  en  el  ejercicio  de  fun- 
ciones judiciales,  se  vean  obligados  á inclinarse  ma- 
quinalmente, ante  un  veredicto  del  Jurado,  compuesto 
casi  siempre  de  hombres  ignorantes  y más  á menudo 
de  hombres  sin  experiencia.»  Por  este  estilo  sigue 
razonando  eldictámen,  y no  indica  nada  sobre  el  fondo 
del  asunto  porque  dicen  los  firmantes,  que  la  propo- 
sición sobre  la  cual  informaban,  no  se  lo  permitía; 
pero  me  parece  que  un  dictámen  en  que  se  hacen  tales 
aílrrnaciones  y lo  suscriben,  entre  otros,  el  profesor 
eminente,  que  boy  ocupa,  con  aplauso  del  país,  el  Mi- 
nisterio del  Interior,  tiene  una  importancia  que  la  Co- 
misión no  pretenderá  desconocer. 

Respecto  de  Italia,  ya  os  dijo  el  Sr.  Silvcla  cuando 
pronunció  su  brillante  discurso,  cosas  que  sería  inútil 
que  yo  repitiese;  pero  si  los  señores  de  la  Comisión 
quisieran  deleitarse  sabiendo  la  opinión  sensata  de 
Italia  sobre  el  Jurado,  me  permitirla  indicarles  la 
obra  de  Pessina,  que,  según  el  Sr.  Romero  Girón, 
está  considerado  como  el  primer  criminalista  italia- 
no. En  esa  obra  verian  lo  que  dice  el  eminente  pro- 
fesor napolitano,  que  llegó  á ser  nada  ménos  que  Mi- 
nistro de  Comercio  en  un  Gabinete  liberal,  y por  con- 
siguiente, no  puede  ser  sospechoso  para  los  demócratas 
(le  esta  Cámara;  aparte  de  que  por  la  ley  de  8 de  Ju- 
nio de  1874  Italia  restringió  la  formación  de  las  listas 
y disminuyó  la  competencia  del  Jurado. 

En  Francia  se  mantiene  la  institución,  como  vos- 
otros la  llamáis,  por  las  razones  que  el  Sr.  Silvela  ex- 
puso con  tanta  elocuencia  como  exactitud;  pero  así  y 
todo,  en  1879  el  Ministro  de  Justicia,  Mr.  Royer,  pre- 
sentó un  proyecto  do  reforma  de  la  ley  de  instrucción 
criminal,  cuyo  preámbulo  y fundamentos  son  muy 
dignos  de  tenerse  en  cuenta.  De  una  manera  más  ca- 
tegórica y precisa  están  redactadas  las  proposiciones 
de  Mrs.  Bozerian  y Grandperret,  relativas  á que  se 
modifiquen  losarts.  321  y 463  del  Código  penal  y el 
artículo  34 i dei  Código  de  procedimiento  criminal 
francés,  que  se  refieren  á ia  apreciación  de  circuns- 
tancias atenuantes,  simples  y muy  calificadas;  porti- 
llo por  el  cual,  según  se  dice,  se  escapa  la  justicia 
del  Jurado,  y quieren  restringirla,  fijando  un  criterio 
respecto  del  particular;  proposición  que  está  trami- 
tándose en  el  Senado  francés,  y sobre  la  cual,  á juz- 
gar por  los  aplausos  con  que  ei  discurso  de  Mr.  Bo- 
zerian fué  recibido,  recaerá  un  acuerdo  favorable. 

Respecto  de  Portugal,  podria  repetir  lo  que  he  di- 
cho de  otras  Naciones,  y además,  que  la  opinión  es 
la  prensa  demuestra  que  allí  el  cargo  de  jurado  de 
ha  convertido  en  verdadero  oficio  que  va  minando  el 
prestigio  de  la  institución. 

Me  falta  solamente  Rusia,  que  no  pretendo  citar 
como  ejemplo,  dada  ia  levadura  democrática  que  fer- 
menta en  la  mayoría;  pero  también  podria  decir 
sobre  el  Jurado  moscovita  algo  que  no  sería  agrada- 
ble para  los  defensores  de  ia  institución. 

Queda  únicamente  Inglaterra,  que  merece  un  es- 


tudio especial,  país  del  que  desgraciadamente  no  se 
habla  con  exactitud  cuando  de  sus  instituciones  ju- 
diciales se  trata. 

Es  cierto  que,  como  decia  un  insigne  escritor,  si 
Francia  es  el  país  de  la  autoridad,  Inglaterra  es  el 
país  de  la  libertad;  pero  esa  libertad  resulta  sostenida 
por  la  tradición,  por  las  costumbres,  no  por  las  le- 
yes. Otro  insigne  escritor  español,  que  figuraba  en  el 
partido  dominante,  decia  con  perfecta  exactitud:  más 
fácil  sería  convertir  un  negro  en  blanco  que  hacer  de 
un  español  un  liberal  á la  inglesa;  porque,  en  efecto, 
aquel  país  respeta  religiosamente  sus  tradiciones,  á 
tal  punto,  que  esos  jueces  de  paz  que  constituyen  el 
primer  grado  de  la  organización  judicial  inglesa,  y 
que  Mr.  Glasson  cree  contemporáneos  de  los  Planta- 
genest  continúan  organizados  á través  de  los  siglos, 
sin  que  les  haya  alcanzado  la  división  de  Poderes  que 
tanto  nos  enamora  en  el  continente,  sino  por  el  con- 
trario, con  una  concentración  de  fuerzas  en  sus  ma- 
nos que  realmente  los  podia  constituir  en  verdaderos 
tiranos.  Sin  embargo,  esos  jueces  de  paz  no  abusan, 
y nadie  se  ha  ocupado  en  mermarles  su  autoridad; 
pero  es  porque  en  Inglaterra  ei  espíritu  público  lo 
hace  todo;  porque  allí  se  tiene  una  alta  idea  de  la 
justicia;  porque  los  ingleses  reconocen  todo  lo  que 
vale  el  derecho,  y por  eso  lo  colocan  al  lado  de  Dios 
en  su  escudo.  Cosa  que  Lauto  vale,  la  defienden  como 
los  ingleses  saben  defender,  y de  ahí  la  cooperación 
espontánea,  eficaz  que  el  pueblo  inglés  presta  á la 
justicia,  auxilio  de  que  hay  rarísimos  ejemplos  en 
otros  países. 

Y advierto  á los  Sres.  Diputados  que  preciso  mu- 
cho la  palabra  Inglaterra^  porque  ya  en  Escocia  no 
ocurren  las  cosas  de  igual  manera,  y mucho  ménos 
en  Irlanda.  Los  ingleses,  que  no  se  pagan  de  ese  for- 
malismo que  tanto  agrada  á los  pueblos  latinos,  y de 
ese  afan  de  estar  á la  moda  que  nos  impulsa  á hacer 
reformas  legislativas,  dan  á cada  una  de  las  partes 
que  componen  la  Gran  Bretaña  lo  que  reclaman  sus 
necesidades,  sin  preocuparse  de  lo  que  pasa  en  la 
otra,  a pesar  de  ser  el  mismo  país.  Así  ocurre  que  en 
Inglaterra  no  ha  habido  necesidad  de  tener  Ministerio 
público,  porque  el  mejor  guardiau  para  que  la  ley  se 
cumpliese  era  el  mismo  pueblo,  y el  principio  acusa- 
torio estaba  tan  desarrollado  en  Inglaterra,  que  lian 
podido  llevar  á las  leyes  preceptos  verdaderamente 
admirables,  que  garantizan  el  derecho  de  defensa  en 
una  medida  que  no  tiene  parecido  en  ninguna  otra  ley 
del  mundo.  Allí  ocurre  que  un  juez  inglés  advierte  al 
procesado  que  tiene  el  derecho  de  callarse  y que  nada 
le  sucede  si  no  responde  á lo  que  le  pregunten,  y esto 
se  lo  advierte  con  perfecta  lealtad;  pero  luego  le  dice 
que  si  contesta,  lo  que  diga  podrá  convertirse  en  car- 
go contra  él,  puesto  que  lia  podido  guardar  el  silencio 
que  oportunamente  le  advirtió  tenía  derecho  á sos- 
tener frente  á la  justicia  que  le  preguntaba.  Eso 
tiene  una  explicación  perfectamente  racional,  es  el 
principio  acusatorio  en  toda  su  integridad.  La  prime- 
ra, la  más  elemental  de  las  condiciones  de  la  defensa, 
consiste  en  que  el  procesado  no  ayude  por  su  parte  á 
que  se  le  justifique  el  cargo,  sino  que  la  administra- 
ción pública,  con  los  elementos  que  tiene  á su  dispo- 
sición, descubre  el  delito  y lo  castiga,  sin  preocuparse 
de  la  cooperación  del  reo  para  nada. 

Eso  puede  hacerse  en  Inglaterra,  porque  allí  todo 
el  mundo  se  cree  profundamente  obligado  á contri- 
buir  á que  la  justicia  se  baga,  el  delito  se  descubra  y 
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la  penalidad  se  imponga,  y por  esto  allí  no  lia  existido 
Ministerio  público,  y el  principio  acusatorio  se  ha  lle- 
vado hasta  el  extremo  que  yo  he  tenido  el  honor  de 
exponer,  siendo  de  tai  modo  respetado,  que  casos  han 
ocurrido  de  constituirse  el  tribunal  para  juzgar  un 
proceso,  no  presentarse  el  acusador  y preguntar  el 
presidente  si  habia  alguien  que  mantuviese  la  acusa- 
ción, y no  compareciendo  nadie,  el  procesado  ha  sido 
absuelto  y puesto  en  libertad.  Esta  exageración,  que 
así  nos  permitiríamos  llamarla  los  del  continente,  se 
realiza  allí  sin  riesgo  para  ios  grandes  y elevados  in- 
tereses sociales. 

Sin  embargo,  como  todo  va  cambiando,  y ciertas 
consecuencias  llegan  también  á aquel  país  privilegia- 
do, alguna  flojedad  debe  haberse  notado  en  el  espíritu 
público  tan  vigoroso  en  otro  tiempo;  porque  ya  en 
1872  se  intentó  algo  que  parecía  así  como  Ministerio 
fiscal;  y por  la  ley  de  3 de  Julio  de  1879  se  ha  crea- 
do lo  que  llaman  los  ingleses  Dirección  ele  los  asuntos 
criminales , que  no  es  propiamente  un  Ministerio  fis- 
cal, porque  no  es  permanente,  y no  funciona  al  lado 
de  todos  los  tribunales.  Sus  delegados  ó auxiliares, 
bajo  la  inmediata  inspección  del  Atlorney  general,  cui- 
dan, no  sólo  de  que  se  investigue  y descubra  el  delito, 
sino  de  que  se  sostenga  la  acusación  en  los  casos  en 
que  haya  abandono  por  parte  de  los  acusadores,  ó se 
olviden  intereses  que  no  deben  nunca  quedar  aban- 
donados. 

Podria,  para  que  se  vea  que  en  la  misma  Inglate- 
rra no  son  hoy  las  corrientes  tan  unánimes  en  favor 
del  Jurado  como  antes,  invocar  la  autoridad  de  un 
jurisconsulto  tan  eminente  como  Mr.  Stephens  en  su 
célebre  obra  History  of  the  criminal  law¡  donde  dice 
tales  cosas  del  Jurado,  que  podrían  servir  mucho  para 
demostrar  lo  que  me  propongo;  i)ero  no  quiero  moles- 
tar con  lecturas  la  atención  de  los  Sres.  Diputados. 
La  cita  queda  hecha,  y si  alguien  quiere  evacuarla, 
me  ofrezco  á designarle  la  página  del  libro. 

Aquí  se  trae  el  Jurado  suponiendo  un  país  imagi- 
nario; os  apartais  de  la  realidad  y creeis  en  la  posibi- 
lidad de  una  institución  que  necesita  esos  elementos 
indispensables  para  funcionar.  Y lo  curioso  es,  seño- 
res* Diputados,  que  aquí  se  traiga  esto  por  la  Comisión 
y que  se  sostenga  eso  por  el  Gobierno,  cuando  no 
hace  mucho,  á propósito  de  un  hecho  verdaderamen- 
te triste,  deplorabilísimo,  el  asesinato  de  un  desgra- 
ciado escritor;  hecho  acerca  del  cual  no  sabemos  aún 
el  resultado  que  ha  producido  la  investigación  em- 
prendida por  todas  las  autoridades  con  un  celo  que 
rae  complazco  en  reconocer,  un  periódico  ministerial 
de  gran  circulación  y que,  si  no  miente  el  rumor  pú- 
blico, es  órgano  de  uno  de  los  más  importantes  indi- 
viduos del  Gabinete,  para  disculpar  la  ineficacia  de 
esas  gestiones,  aseguraba  lo  que  voy  á permitirme 
leer. 

Decía  La  Opinión  del  dia  3 1 de  Diciembre  de  1 886: 

«El  ejercicio  y la  acción  de  la  policía  es  tanto  más 
difícil  entre  nuestros  conciudadanos  cnanto  que  la 
mayor  parte  de  las  gentes  se  prestan,  siempre  que 
pueden,  á amparar  al  criminal  á título  de  desgracia- 
do, y por  todos  los  medios  se  favorece  su  ocultación 
ó su  fuga,  inspirándose  en  un  erróneo  concepto  de 
caridad  ó nobleza,  mientras  que  en  otras  partes,  por 
el  contrario,  todos  los  ciudadanos,  atentos  á un  ver- 
dadero interés  público,  ayudan  á la  policía  en  el  des- 
empeño de  los  cuidados  que  están  á su  cargo.» 

Esta  es  grandísima  verdad,  es  una  pintura  exacta  : 


de  lo  que  sucede;  pero  lo  extraño  es  que  un  perió- 
dico que  tan  bien  describía  este  estado  de  cosas,  un 
periódico  que  tan  exacta  pintura  hacía  de  lo  que 
en  realidad  acontece,  y que  según  se  dice  está  inspi, 
rado  por  un  individuo  de  ios  más  importantes  del  Mi- 
nisterio, prescinda  de  ese  conocimiento  de  las  cosas 
y deje  á un  lado  esas  afirmaciones,  para  defender  el 
Jurado  suponiendo  que  la  opinión  está  preparada  para 
recibirle  y que  la  acción  de  la  justicia  va  á ser  tan 
eficaz  como  en  otros  países  á que  alude  el  suelto  que 
he  leido,  suelto  escrito  hace  poco  tiempo,  puesto  que 
se  refiere  al  hecho  que  he  tenido  el  honor  de  recordar. 

Otra  de  las  causas  que  hacen  tan  efectiva  la  per- 
secución de  los  delitos  en  los  países  donde  hay  Jura- 
do, es  la  verdadera  cooperación  de  la  policía,  y ante 
todo,  la  existencia  de  una  verdadera  policía.  No  hace 
mucho  tiempo  se  cometió  en  París  un  crimen  espan- 
toso. Una  mujer  partida  en  pedazos  fué  arrojada  al 
Sena;  el  criminal  adoptó  todas  las  posibles  precau- 
ciones para  que  el  delito  no  fuera  descubierto,  y al 
cabo  de  muy  pocos  dias  de  investigación,  fué  recons- 
tituido el  cadáver  entero,  y se  descubrió  el  autor  del 
crimen.  Iíuho  en  todo  el  mundo  una  explosión  de  en- 
tusiasmo en  favor  de  aquellas  instituciones  que  ha- 
bían conseguido  descubrir  el  oculto  criminal;  y al- 
gunos, equivocando  los  conceptos,  cuando  el  Jurado 
condenó  al  autor  de  aquel  espantoso  delito,  dijeron: 
¡Qué  justicia  tan  efectiva  la  del  Jurado!  En  otro  país 
en  que  no  lo  hubiera,  ese  hombre  hubiese  sido  ab- 
suelto. No;  lo  que  hay  que  decir  es  que  si  no  hubiera 
habido  en  Francia  la  policía  que  tienen,  el  autor  de 
ese  crimen  no  hubiese  sido  descubierto;  pero  la  de- 
terminación del  delito  y la  aplicación  de  la  pena,  lo 
mismo  se  hubiera  hecho  por  un  Jurado  que  por  un 
tribunal  de  jueces. 

No  he  de  entrar  en  detalles  en  cuanto  á la  policía 
inglesa,  á la  policía  de  los  Estados-Unidos  y á la  po- 
licía alemana;  pero  como  vosotros,  responsables  del 
proyecto,  nos  traéis  aquí  una  organización  de  tribu- 
nales que  necesita  todos  estos  auxilios  que  con  tanta 
razón  han  pedido  los  oradores  que  me  han  precedido 
en  el  uso  de  la  palabra,  yo  como  muestra  de  la  co- 
operación que  la  justicia  puede  esperar  de  nuestra 
policía,  me  voy  á permitir  leer  un  oficio  del  Gobierno 
civil  de  Madrid,  que  me  parece  que  en  punto  á or- 
ganización, debe  ser  el  mejor  de  España.  Aquí  sabe 
todo  el  mundo  que  cuando  se  busca  á un  procesado, 
el  juez  de  instrucción  dirige  al  Gobierno  civil  un 
oficio  interesando  la  busca  y captura  de  aquel  sobre 
quien  recaen  sospechas,  ó á quien  la  justicia  llama, 
para  que  preste  una  declaración  ó para  exigirle  una 
responsabilidad  si  en  ella  ha  incurrido.  Pues  bien; 
el  Gobierno  civil  de  Madrid,  tiene  unos  oficios,  que 
verdaderamente  no  puedo  resistir  á la  tentación  de 
leer,  porque  tienen  escepcional  importancia  para  vos- 
otros, los  que  os  hacéis  ilusiones  respecto  del  Jurado. 

Estos  oficios  están  impresos,  y dicen  lo  siguiente: 

«Sin  embargo  de  las  activas  diligencias  practica- 
das por  los  dependientes  del  Cuerpo  de  vigilancia  do 
esta  capital,  no  ha  sido  habido  el...  (Aquí  el  nombre 
del  que  se  busca.) 

Si  las  gestiones  que  continúan  verificándose  die- 
ren algún  resultado  favorable,  tendré  el  gusto  de  par- 
ticiparlo á V.  S.,  quedando  entre  tanto  contestado  su 
oficio  de  tal  fecha.» 

De  modo  que  el  Gobierno  civil  sabe  que  lo  corrien- 
te es  no  encontrar  á quien  se  busca,  porque  si  no  no 
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tendría  impreso  todo  io  que  he  leído  y solo  en  blanco 
el  nombre  de  Ja  persona.  Si  esto  sucede  con  la  policía 
de  Madrid,  ¿qué  cooperación  va  á encontrarse  en  la 
policía  de  provincias?  Como  vais  á entregar  la  justi- 
cia á ese  tribunal  de  que  vosotros  esperáis  tanto,  jdsto 
es  que  los  que  no  tenemos  confianza  en  el  digamos 
toda  la  verdad,  aunque  sea  dura,  porque  solo  dicién- 
dola,  podremos  impedir  los  males  que  vendrán  cuan- 
do vuestra  llamada  institución  se  plantee. 

No  quiero  llamar  la  atención  de  la  Cámara  sobre 
el  hecho  conocido  perfectamente  del  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  de  faltar  locales  en  España  para 
administrar  justicia  y haber  jueces  de  instrucción  en 
provincias,  que  carecen  hasta  de  un  despacho  decoro- 
so para  desempeñar  sus  funciones.  De  que  no  hay  re- 
cursos para  que  esos  jueces  se  trasladen  de  un  punto 
á otro  á practicar  cualquier  diligencia  judicial;  que 
hay  solo  una  miserable  consignación  de  100  pesetas 
anuales  para  material  de  cada  Juzgado;  de  que  el  ser- 
vicio médico  forense  en  cuanto  se  traLa  de  la  mate- 
rialidad de  ciertas  operaciones  no  tiene  recursos,  y 
que  este  Cuerpo  carece  de  cajas  de  auptosias  y de 
disección,  y caso  ha  habido  que  cuando  un  juez  ha 
mandado  practicar  una  autopsia  á un  médico,  ha 
dicho  que  le  diera  instrumentos,  y ei  juez  ha  procesa- 
do al  médico  por  desobediencia.  Señores,  cuando  todas 
estas  cosas  suceden,  cuando  todo  esto  se  sabe,  ¿cómo 
se  trae  un  procedimiento  que  es,  según  vosotros,  la 
última  perfección,  y cómo  venís  á darnos  lo  que  lla- 
máis justicia  de  lujo  para  estar  á la  moda,  cuando 
no  tenemos  todavía  la  justicia  necesaria? 

Podia  también  tratar  un  punto  que  ya  se  lia  in- 
dicado de  una  manera  elocuente  por  otros  oradores 
de  esta  minoría,  y es  la  relación  íntima  que  existe 
entre  el  Código  penal  y el  proyecto  de  ley  que  discu- 
timos. 

Gon  solo  dos  afirmaciones  voy  á demostrar  lo  im- 
posible que  es  que  el  proyecto  prospere  y tenga  vida 
real,  y todavía  más,  la  imprudencia  de  haberlo  pre- 
sentado. No  me  es  permitido  discutir  sobre  un  su- 
puesto, ni  el  Reglamento  de  la  Cámara  ine  autoriza 
para  hablar  de  un  proyecto  que  no  está  sobre  la  mesa; 
pero  no  refiriéndome  á ese  proyecto,  sino  de  otra 
cualquiera  parte,  podré  decir  que  ei  Jurado  descansa 
en  la  clasificación  que  se  baga  de  los  delitos,  que  es 
el  punto  de  partida  indispensable  que  trastorna  com- 
pletamente el  órden  jurisdiccional.  ¿Y  qué  principio 
va  á informar  esa  clasificación?  Porque  las  corrientes 
modernas  en  punto  á Códigos  penales,  realmente  no 
van  por  ahí;  los  tipos  de  Códigos  son  boy  perfecta- 
mente conocidos  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, y sabe  que  no  es  por  ese  camino  por  donde  van. 
Hoy  no  se  admite  la  distinción  de  delitos  y de  críme- 
nes como  llaman  los  franceses;  sino  que  hoy  se  agru- 
pan perfectamente  los  delitos,  y solo  quedan  fuera  las 
contravenciones,  faltas  é infracciones  de  policía. 

Pero,  hay  todavía  más;  en  el  proyecto  se  atribuye 
al  Jurado  el  conocimiento  de  las  circunstancias  mo- 
dificativas de  la  criminalidad,  y este  es  un  punto  im- 
portante del  Código. 

¿Vais  á dejar  en  el  Código  circunstancias  atenuan- 
tes determinadas,  ó vais  á seguir  el  molde  del  Código 
holandés,  del  Código  aloman,  y de  otros  donde  hay  ge- 
neralidad sobre  esto  y no  especialidad? 

Tanto  y tanto  podría  decir  á propósito  de  este 
pnnto,  que  me  apartaría  del  objeto  principal  de  mi 
discurso;  pero  lo  dejo  consignado  para  volverlo  á 


tratar  en  el  artículo  correspondiente,  bajo  la  forma 
de  una  enmienda. 

Antes  de  entrar  de  lleno  en  lo  que  podemos  lla- 
mar aspecto  jurídico  del  problema,  dejando  aparte 
toda  consideración  política  sobre  el  Jurado,  y mirán- 
dole como  un  tribunal,  no  ya  en  su  categoría  de  ins- 
titución, sino  en  su  manera  de  proceder  y de  admi- 
nistrar justicia,  vamos  á ver  si  responde  á esas  cir- 
cunstancias que  vosotros  proclamáis,  y vamos  á ver 
si  son  exactas;  porque  yo  tengo  para  mí  que  ei  fun- 
damento del  Jurado  es  un  absurdo,  y como  tal,  no 
podrá  jamás  (á  ménos  que  no  se  inviertan  las  leyes 
de  la  lógica,  que  son  tan  inflexibles  como  las  de  la 
mecánica),  no  podrá  jamás  dar  buenos  resultados, 
como  le  sucederá  á todo  tribunal  constituido  sobre 
una  base  falsa,  como  es  la  base  que  informad  Jura- 
do. Desde  luego,  una  de  las  ventajas  que  atribuís  á 
ese  tribunal,  y que  podrá  ser  en  determinados  casos 
verdadera,  es  la  de  poder  constituirse  en  el  lugar 
donde  el  hecho  ocurrió  y cerca  de  las  personas  que 
pueden  dar  detalles  y conocen  la  localidad,  y pueden 
ilustrar  á la  justicia,  á fin  de  que  el  Jurado  pronuncie 
un  veredicto  justo.  Esa  ventaja,  ya  digo  que  en  ciertos 
casos  puede  ser  exacta,  aunque  en  algunos  otros  pue- 
de ser  peligrosa,  ni  aun  en  vuestro proyeclo  se  encuen- 
tra; porque  no  vais  á reunir  el  Jurado- más  que  en  las 
capitales  de  partido,  y luego  en  la  formación  de  las 
listas  teneis  un  criterio  tal,  que  alejáis  la  posibilidad 
de  que  ese  hecho  se  produzca,  porque  van  á entrar 
para  formar  el  Jurado  aquellos  individuos  que  figu- 
ran en  las  listas  que  habrá  de  enviar  el  juez  munici- 
pal al  juez  del  partido,  y de  la  suma  de  todos  estos 
individuos  vais  á sacar  los  que  en  definitiva  compon- 
gan el  Jurado;  de  manera  que  puede  suceder  que  la 
suerte  decida,  para  entender  en  un  hecho  ocurrido  en 
un  pueblo,  que  sea  Jurado  uno  que  viva  en  otro  pue- 
blo del  distrito,  pero  á 25  kilómetros  de  distancia  del 
sitio  del  suceso,  y entonces,  ¿qué  sabrán  aquellos 
desgraciados  jurados  de  aquel  hecho?  Sabrán  lo  que 
presencien  en  la  vista,  lo  que  digan  los  testigos  en  el 
tribunal;  sabrán  lo  mismo  que  saben  los  jueces  de 
derecho;  pero  elementos  propios,  convicción  propia, 
como  decís  que  han  de  traer  los  jurados  para  deter- 
minados delitos,  eso  será  una  completa  quimera  con 
la  Organización  que  vais  á dar  al  Jurado. 

Llegamos  á lo  que  realmente  se  repite  siempre; 
pero  es  preciso  decirlo  una  y mil  veces,  y ast  y todo 
no  se  habrá  llenado  el  deber  que  tenemos  los  impug- 
nadores del  Jurado  de  decir  toda  la  verdad  sobre  lo 
peligroso  y absurdo  del  fundamento  del  Jurado,  y es 
la  célebre  distinción  entre  el  hecho  y el  derecho.  Se- 
ñores, la  primera  vez  que  ítobespierre  dijo  eso  en  la 
Asamblea,  se  acogieron  sus  palabras  con  murmullos, 
y cuenta  un  historiador  que  álguien  se  rió,  y desde 
entonces  siempre  que  se  dice,  si  no  se  ríe  la  gente,  á 
lo  ménos  se  recibe  con  desconfianza. 

Es  completamente  imposible  sostener  ese  funda- 
mento del  Jurado,  y todo  el  elocuente  discurso  del 
Sr.  Maura,  á quien  he  tributado  aquí  y fuera  de  aquí 
cuando  con  él  he  contendido,  ios  elogios  que  merecía; 
ni  toda  la  habilidad  del  Sr.  Pacheco  cuando  decia  que 
en  la  sentencia  aparece  la  división  entre  el  lieclio  y el 
derecho  en  los  resultandos  y considerandos;  ni  todo  el 
talento  de  los  demás  individuos  de  la  Comisión,  que 
lo  tienen  muy  grande  y acreditado,  podrán  jamás  lle- 
gar á demostrar  lo  que  es  imposible  de  demostrar. 
Porque  cuando  se  pregunta  al  Jurado  lo  que  la  ley 
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dispone,  en  ninguna  parte  se  le  pregunta  el  hecho 
aislado,  sino  que  se  le  pide  un  concepto  de  cul- 
pabilidad que  es  siempre  una  idea  compleja,  que  no 
es  un  hecho  aislado,  siuo  que  está  en  relación  con  un 
hecho  determinado  y un  castigo  preestablecido.  Se  - 
ñores,  si  hacen  esa  pregunta,  que  en  una  frase  es  todo 
el  derecho  penal;  si  averiguar  quién  es  el  culpable, 
es  todo  el  derecho  penal,  como  apreciar  las  pruebas 
es  todo  el  procedimiento,  y sin  embargo  parece  (pie 
esa  es  cosa  tan  sencilla  y tan  elemental  que  sin  cul- 
tura ninguna,  con  solo  las  luces  naturales,  con  solo 
el  buen  sentido  se  puede  responder. 

Yo  voy  á demostrar  por  aquel  procedimiento  á 
que  me  referia  en  el  principio  de  mi  discurso,  esto  es, 
valiéndome  de  ejemplos,  que  esto  es  completamente 
imposible. 

Un  hombre  dispara  sobre  otro,  este  es  el  hecho. 
Este  hecho  resulta  comprobado;  pero  no  se  pregunta 
si  tal  persona  disparó  sobre  tal  otra,  sino  si  el  que 
disparó  es  culpable  del  hecho  probado.  Tres  manifes- 
taciones puede  tener  el  mismo  hecho:  primera,  se  tra- 
ta de  un  hombre  que,  dejándose  llevar  de  un  arrebato 
de  ira,  ó de  un  propósito  de  venganza,  ha  disparado 
con  propósito  de  matar;  segunda,  un  hombre  que  de- 
partiendo con  un  amigo,  contra  el  que  no  tiene  resen- 
timiento de  ninguna  especie,  al  que,  Lejos  de  eso,  pro- 
fesa un  cariño  fraternal,  le  pide  su  opinión  sobre  el 
arma,  y el  arma  se  le  dispara;  habia  olvidado  que  es- 
tuviese cargada,  ó mejor  dicho,  no  lo  sabia,  y le  pro- 
duce la  muerte;  tercera,  se  trata  de  un  guardián  car- 
celario, que  se  ve  asaltado  por  los  presos  que  custodia, 
que  quieren  deshacerse  de  él  para  fugarse;  este 
hombre  disp era  sobre  uno  de  los  reos,  y lo  deja  muerto. 
Aquí  tencis  tres  manifestaciones  de  un  mismo  hecho, 
que  parecen  iguales,  y sin  embargo,  ¡qué  diferencia 
en  la  responsabilidad!  En  el  primer  caso,  unhomicidio, 
quizá  un  asesinato;  eu  el  segundo,  una  imprudencia 
temeraria;  en  el  tercero,  un  hecho  laudable  y digno 
de  premio.  La  exterioridad,  igual;  el  concepto,  el  fon- 
do, la  relación  de  responsabilidad,  completamente  dis- 
tintos. 

Si  tomáis  este  hecho  y le  preguntáis  al  jurado, 
¿qué  os  dice?  ¿No  tiene  que  hacer  la  síutesis  completa 
para;depurar  esa  responsabilidad,  refiriéndose  no  a un 
concex)to  moral,  ni  genérico  siquiera,  sino  á un  cri- 
terio determinado  por  la  ley,  que  es  la  que  prévia- 
mente  dice  qué  hechos  llevan  aparejada  responsabili- 
dad criminal  y son  susceptibles  de  penalidad?  Por- 
que ocurre  una  cosa  muy  peregrina  sobre  esto,  y es 
que  cuando  se  habla  de  la  culpabilidad,  los  defenso- 
res del  Jurado  no  ven  más  que  el  delito  mismo,  tal 
como  le  ha  ocurrido  ai  legislador  consignarlo  en  el 
Código,  pero  no  el  delito  modificado  por  el  elemento 
de  la  malicia,  por  el  elemento  intencional  que  es  tan 
integrante  del  delito  que,  según  la  jurisprudencia  del 
Tribunal  Supremo,  el  artículo  del  Código,  referente  á 
la  imprudencia  se  debe  considerar  como  complemen- 
tario del  art.  l.°  del  Código  que  define  el  delito;  por- 
que no  se  concibe  el  verdadero  concepto  de  la  delin- 
cuencia, si  no  va  unido  al  elemento  de  la  intención. 
Si  se  toma  el  delito  en  su  manifestación  externa  so- 
lamente, se  corre  el  riesgo  de  no  apreciar  sino  el  ele- 
mento quizás  más  insignificante  del  delito,  dadas  las 
corrientes  modernas  de  la  ciencia  penal.  Por  consi- 
guiente, cuanto  más  avance  el  derecho  penal,  más 
difícil,  sino  imposible,  será  el  Jurado.  La  prueba  es 
que  el  Código  de  Holanda,  que  es  un  verdadero  mo- 


delo, establece  en  materia  de  penalidad  un  principio 
valiente,  puesto  que  no  fija  más  que  el  máximum  de 
la  pena  y no  determina  el  mínimum;  y así  dice:  tal 
delito  podrá  ser  castigado  á lo  sumo  con  diez  anos  de 
prisión;  pero  no  le  dice  al  juez  el  mínimum,  de  modo 
que  le  autoriza  para  imponer  desde  cero  penalidad,  y 
eso  puede  suceder  en  Holanda  porque  no  existe  el 
Jurado,  porque  si  existiera  habría  que  restringir  esa 
facultad. 

Señores,  sobre  esto  de  separar  el  hecho  del  dere- 
cho, que  se  sostiene  como  cosa  tan  fácil,  yo  no  me 
atrevo  á decir  una  frase  que  me  parece  un  poco 
dura;  pero,  eu  fin,  la  diré,  uo  por  mi  cuenta,  sino  cu- 
bierto con  una  autoridad  que  no  ha  de  ser  sospechosa 
para  vosotros,  que  es  la  autoridad  del  Sr.  Romero 
Girón,  el  cual  afirma  que  cela  separación  del  hecho  y 
del  derecho  es  un  principio  que  está  mandado  reco- 
ger.» En  efecto,  á nadie  se  le  ocurre  sostenerlo;  y 
como  el  fundamento  del  Jurado,  como  la  razón  que 
se  ha  dado  por  diferentes  oradores  para  atribuir  apti- 
tud al  hombre  no  cultivado  para  intervenir  en  la  ad- 
ministración de  justicia,  es  la  de  que  tiene  que  deci- 
dir sobre  un  elemento  que  puede  comprender  y aqui- 
latar, resulta  que  se  afirma  una  cosa  insostenible. 

Esto  no  es  posible,  esa  división  es  intolerable, 
porque  la  culpabilidad  es  una  resultante  que  no  ad- 
mite división,  pues  el  convencimiento  ha  de  aparecer 
de  todos  los  antecedentes,  de  todos  los  elementos 
que  constituyen  la  culpabilidad,  y no  puede  resultar 
de  una  separación  material,  porque  de  esta  manera 
no  hay  sino  un  verdadero  criterio  de  corazonada,  pa- 
recido al  que  aplica,  por  ejemplo,  una  mujer  cuan- 
do, sin  dato  ni  antecedente  alguno,  dice  á su  marido: 
«Este  hombre  que  ha  entrado  en  tu  despacho  te  vaá 
engañar. — ¿Pues  qué  datos  tienes? — Ninguno;  pero 
me  da  el  corazón  que  éste  hombre  te  va  á engañar.» 
Con  ese  criterio  es  con  el  que  procede  el  Jurado.  Y 
entregar  cosa  tan  alLa  como  la  justicia  á un  criterio 
tan  falaz  como  ese,  me  parece  que  es  imprudencia 
sobrada. 

El  hecho  y el  derecho.  Tanto  temían  los  franceses 
que  esta  división  no  fuera  posible  y que  hubiera  in- 
vasiones por  parte  del  Jurado  en  terreno  que  no  era 
suyo,  que  tuvieron  la  verdadera  candidez  de  consig- 
nar en  el  art.  342  dei  Código  de  instrucción  criminal 
que  el  Jurado  no  se  debia  preocupar  do  las  conse- 
cuencias de  su  veredicto  respecto  á la  penalidad  que 
hubiera  de  imponer.  Los  ingleses  van  más  adelante 
y exigen  que  el  Jurado  preste  juramento  sobre  eso; 
es  decir,  que  no  se  preocupará  de  la  suerte  que 
quepa  al  reo  por  razón  del  veredicto  que  dicte;  pero 
esto  es  tan  perfectamente  irracional,  si  me  permitís 
la  frase,  que  la  práctica  de  la  vida,  la  realidad  lia 
atropellado  la  ley,  y cuando  de  esto  se  ha  hablado 
por  los  hombres  que  estudian  á fondo  el  procedi- 
miento, se  les  ha  dicho  que,  á pesar  de  todo,  el  Jurado 
se  preocupa  de  las  consecuencias  de  su  veredicto  res- 
pecto de  la  penalidad,  y por  esto  resulta  que  entra  en 
un  terreno  en  que  no  quiere  la  ley  que  entre.  Para 
disculpar  el  resultado,  tílackstone  acude  á aquella 
frase  del  perjurio  piadoso.  Por  consiguiente,  vemos 
que  en  el  terreno  de  la  práctica,  que  en  el  terreno  de 
la  realidad,  el  Jurado  no  decide  solo  sobre  el  hecho, 
sino  que  invade  también  el  Lerreuo  del  derecho  y liga 
al  magistrado  de  suerte  tal  que  le  impone  la  pena- 
lidad, no  dejándole  libertad  para  que,  con  arreglo  á 
la  ley  proceda,  sino  que  le  da,  ya  pensando  en  eso, 
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una  línea  fija,  una  afirmación  categórica,  de  la  cual 
no  puede  resultar  otra  cosa  que  un  castigo  determi- 
nado. 

Por  consiguiente,  el  Jurado,  & quien  llamáis  úni- 
camente para  que  resuelva  el  hecho,  os  da  determi- 
nado también  el  derecho,  resultando  una  superioridad 
evidente  del  Jurado  sobre  el  juez,  y por  lo  mismo 
una  inferioridad  visible  del  magistrado  respecto  del 
Jurado.  ¿A  qué  quedan,  pues,  reducidos  aquellos  tres 
hombres  de  ley  que  lleváis  allí?  ¿Pan*,  qué  les  sirven 
sus  conocimientos,  si  su  situación  es  verdaderamente 
ridicula?  No  habrá  más  que  hacer  sino  aplicar  un  pro- 
cedimiento completamente  mecánico  para  encontrar 
la  penalidad,  cogiendo,  por  ejemplo,  una  de  esas  tablas 
que  fiscales  muy  laboriosos  nos  han  formado  para  la 
aplicación  de  una  parte  del  Código  penal,  tablas  que 
algunos  se  deleitan  en  conservar,  y que  afortunada- 
mente me  parece  que  no  pueden  contar  ya  con  larga 
vida;  pues  no  es  necesario  ser  magistrado,  ni  juris- 
consulto, ni  mucho  ménos,  para  saber  la  pena  que  se 
ha  de  imponer  al  culpable  cuando  el  Código  nos  da  el 
punto  determinado,  ese  punto  que  pudiéramos  llamar 
diagnóstico  diferencial,  para  usar  una  frase  de  medi- 
cina. ¿Qué  divisiones  son  esas?  ¿Por  qué  no  acabais  de 
reconocer  que  la  invasión  es  un  hecho? 

Todavía  voy  á insistir  en  esto,  porque  es  capitalí- 
simo, y porque  si  en  la  Cámara  no  tiene  resultado  para 
impedir  que  la  ley  se  apruebe,  pues  ya  sabemos  que 
se  aprobará,  quedará  al  ménos  esta  demostración 
para  que  se  desvanezcan  ciertas  ilusiones  y no  se  sos- 
tengan leyes  que  tienen  por  fundamento  el  error. 

Señores,  entre  los  delitos  que  atribuís  ai  Jurado 
fiigura  el  robo.  A primera  vista,  es  un  delito  muy 
sencillo.  Resulta  de  la  prueba  practicada  ante  el  tri- 
bunal, que  un  hombre  se  ha  apoderado  violentamente 
de  una  cosa,  y,  por  consiguiente,  lo  que  se  ve  es  que 
se  ha  cometido  el  delito  de  robo,  que  el  veredicto  es 
muy  sencillo , y que  la  culpabilidad  es  evidente.  No 
hay  duda,  desde  que  la  prueba  soba  hecho,  y,  por  con- 
siguiente, el  culpable  debe  sufrir  la  pena  merecida. 
Yo,  recordando  las  palabras  de  Bastiat,  cuando  habla 
de  lo  que  se  ve  y de  lo  que  no  se  ve,  puedo  decir 
que  esto  es  lo  que  se  ve,  que  esto  es  lo  que  di- 
cen que  ven  los  defensores  del  Jurado;  pero  lo  que 
tienen  buen  cuidado  de  callar  esos  mismos  defen- 
sores del  Jurado,  es  que  en  un  asunto,  al  parecer 
tan  sencillo,  puede  ir  envuelto  uno  de  los  temas 
jurídicos  mas  graves,  que  es  el  problema  de  la  pro- 
piedad. Supongamos  que  esc  individuo  á quien  se 
acusa  de  robo,  toma  el  temperamento  de  defensa  de 
decir  que  la  cosa  de  cuyo  robo  se  le  acusa  es  suya. 
Premisa  indispensable:  establecer  si  la  cosa  robada 
era  de  aquel  á quien  se  atribuye  el  robo  de  la  misma. 
Y esto,  ¿es  hecho  ó os  derecho?  No  hay  culpabilidad 
posible,  no  hay  medio  de  perseguir  por  robo  al  acu- 
sado, si  no  acepotais  como  premisa  indispensable  que 
la  cosa  no  pertenecía  á aquel  á quien  se  imputa  el 
hecho,  y eso  es  lo  que  tiene  que  decidir  el  Jurado  al 
declarar  si  el  acusado  es  culpable  del  delito  que  se  le 
atribuye. 

Ahora  voy  á citar  otro  ejemplo:  la  aplicación  de 
la  circunstancia  eximente  de  obediencia  debida.  ¡Pues 
apenas  es  difícil  estimarla!  ¡Apenas  produce  difi- 
cultades en  los  tribunales  de  derecho!  Magistra- 
dos hay  que  me  oyen  y podrán  afirmar  lo  que  digo. 
Un  individuo  á quien  se  imputa  un  delito,  toma  la 
actitud  de  defenderse,  diciendo:  he  cumplido  una  ór- 


den,  he  obrado  en  virtud  de  obediencia  debida,  me  al- 
canza la  circunstancia  eximente  del  Código.  Problema 
que  surge  en  seguida,  si  hay  ó no  esa  dependencia  en 
el  que  obedece  respecto  del  que  manda,  si  el  que 
manda,  lo  hizo  dentro  de  sus  atribuciones,  y el  que 
obedece  estaba  en  el  caso  de  obedecerle.  Todo  este 
problema,  que  no  es  de  hecho,  se  produce  para  la 
apreciación  de  la  circunstancia  eximente  de  haber 
obrado  en  virtud  de  obediencia  debida  y se  somete  al 
veredicto  del  Jurado. 

Podría  ir  analizando  uno  tras  otro  infinitos  casos 
para  demostraros  que  es  completamente  insostenible 
vuestra  tésis,  y que  además  se  produce  lo  que  lla- 
maba el  célebre  profesor  llornung  la  ruptura  del  si- 
logismo, porque  en  lodo  hecho  criminal  hay  un  ver- 
dadero silogismo. 

Existe  un  delito  y una  penalidad  que  fija  el  Código: 
esta  es  la  mayor.  Hay  una  persona  á quien  se  atribuye 
el  hecho  que  el  legislador  considera  penable:  esta  es 
la  menor.  Y hay  la  apreciación  de  si  el  que  ha  ejecu- 
tado ese  hecho  ha  incurrido  en  la  penalidad  estableci- 
da: esta  es  la  consecuencia.  ¿Qué  pasa  en  el  Jurado? 
Que  este  razonamiento  lo  dividís,  dejando  que  uno  re- 
suelva parte  y otro  resuelva  lo  que  queda,  como  si  esto 
fuera  lógicamente  posible;  y como  lo  que  irracional- 
mente se  pretende  no  puede  prevalecer,  viene  la  inva- 
sión inevitable  de  que  os  hablaba  antes,  y que  vosotros 
mismos  reconocéis  cuando  discutís  y os  dejais  llevar 
de  vuestro  entusiasmo  juradista;  porque  yo  recuerdo 
haber  oírlo  en  los  bancos  de  la  Comisión,  que  una  de 
las  ventajas  del  Jurado  era  que  en  cada  caso  iba  re- 
formándose la  legislación. 

Señores,  ¡y  que  esto  se  diga  por  jurisconsultos 
eminentes;  y que  esto  se  afirme  además  por  los  que  son 
legisladores,  por  los  que  venimos  aquí  á compartir  la 
responsabilidad  que  la  formación  de  las  leyes  trae! 
¿Para  qué  tomarse  el  8r.  Alonso  Martínez  la  pena  de 
presentarnos  aquí  un  Código  penal?  ¿Para  qué  moles- 
tarnos en  buscar,  por  ejemplo,  determinaciones  de 
deliio,  ni  en  depurar  responsabilidades,  ni  en  estable- 
cer reglas  de  aplicación,  ni  en  hacer  nada  de  eso  que 
ha  de  ser  objeto  de  tantas  meditaciones  por  parte  de 
la  Cámara,  como  ya  lo  ha  sido  por  parte  del  Sr.  Mi- 
nistro de  Gracia  y Justicia?  Con  dejar  que  esa  intui- 
ción que  se  reconoce  en  los  jurados  prevalezca,  ven- 
dremos á la  justicia  arbitral,  y siempre  sería  más 
sério  no  tener  Código  peual,  que  tenerlo  para  que  a 
cada  paso  se  derogue  por  quien  no  tiene  facultades 
legislativas. 

Y vosotros,  señores,  incurrís,  sin  quererlo,  en  esa 
misma  contradicción  á que  me  he  referido,  porque 
autorizáis  la  invasión  á expensas  dei  Poder  judicial, 
que  tan  alto  queréis  poner,  á expensas  de  la  posición 
digna  y elevada  de  los  magistrados  que  vayan  al  Ju- 
rado, porque  los  ponéis  en  ridículo.  A expensas  de 
todo  eso,  obligáis  al  presidente  á que  dé  el  concepto 
jurídico  de  ios  hechos;  y luego  habéis  dicho  antes, 
porque  mantenéis  los  artículos  de  la  ley  de  enjuicia- 
miento criminal,  que  las  conclusiones,  tanto  de  la 
acusación  como  de  la  defensa,  determinan  el  concepto 
jurídico  de  los  hechos  que  sirven  de  fundamento  ála 
discusión,  ¿Para  que  todo  esto?  ¿Para  qué  ese  con- 
cepto jurídico,  si  con  decir  que  se  suprime  el  Ñamen 
Juris , resulta  todo  anulado?  ¿A  qué  obligáis  al  pre- 
sidente, á que  calle  el  Nomen  Juris,  pero  dé  el  con- 
cepto jurídico? 

De  esto  resulta,  que  el  Jurado  cae  por  su  base, 
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que  es  institución,  por  consiguiente,  insostenible,  que 
el  fundamento  se  marcha,  que  no  hay  solidez  para 
levantar  ese  edificio;  por  eso,  la  institución  que  sos- 
tienen los  que  sóidamente  piensan  sobre  esto,  los  que 
opinan  que  es  posible,  que  es  conveniente,  que  es  ne- 
cesaria la  intervención  popular  en  la  administración 
de  justicia,  es  el  escabinato . 

Es  una  lástima  que  no  hayais  empleado  vuestros 
esfuerzos  en  traer  aquí  el  escabinato , si  es  que  profe- 
sáis esa  doctrina;  eso  tiene  una  defensa  séria,  un  fun- 
damento racional.  No  se  fija  en  esas  pequeneces,  de 
separar  el  hecho  del  derecho,  que  decia  el  Sr.  Romero 
Girón  que  eso  estaba  olvidado;  los  que  aceptan  esa 
institución,  aceptan  el  problema  de  su  integridad;  no 
procuran  engañarse  ni  engañarnos,  y dicen:  ven- 
ga aquí  la  cooperación  popular  para  decidir  sobre 
todo;  se  les  somete  íntegro  el  problema,  y sobre  todo 
resuelven  sin  esa  división  fantástica.  Por  eso  gana 
terreno  en  Alemania;  por  eso  se  ve  la  tendencia  mis- 
ma en  Bélgica;  por  eso  la  hay  en  Italia  en  igual  sen- 
tido; por  eso  en  los  demás  países  va  también  germi- 
nando esa  idea.  Y no  es,  señores,  que  yo  quiera  el 
escabinato ; sino  que  el  Jurado  tiene  como  fundamento 
lo  que  decia  el  Sr.  Rosell  esta  tarde;  la  intervención 
popular  en  la  justicia;  y aun  cuando  yo  no  admito  este 
principio,  sostengo  y considero  más  oportuno  y 
mucho  más  propio  de  vuestra  cultura  y de  vuestro 
talento,  habernos  traido  aquí  un  proyecto  de  ley 
del  escabinato . Ya  sé  que  dejais  para  el  tribunal  de 
derecho  la  justicia  pequeña,  la  justicia  que  llamáis 
correccional;  pero  así  como  en  el  Parlamento  aleman, 
y aquí  tengo  la  votación,  se  aprobaba  por  solo  18  vo- 
tos contra  14,  el  escabinato , yo  preferirla  que  el  se- 
ñor Ministro  de  Gracia  y Justicia,  y los  individuos 
que  se  sientan  detrás  del  banco  azul,  trajeran  un  pro- 
yecto del  escabinato , si  es  que  el  país  se  hallaba  pre- 
parado para  eso.  Al  fin,  en  el  escabinato , hay  condi- 
ciones de  seriedad  que  el  Jurado  no  tiene;  hay  la 
cooperación  del  elemento  popular,  sin  hostilidad  con- 
tra la  magistratura,  que  es  lo  que  resulta  del  Jurado, 
ni  el  espíritu  de  desconfianza  que  inspira  el  Jurado. 

En  el  escabinato  no  se  hace  la  distinción  entre  el 
hecho  y el  derecho;  lleva  á la  administración  de  jus- 
ticia la  cooperación  que  puede,  dadas  las  minuciosi- 
dades del  conocimiento  de  la  localidad,  de  la  materia 
del  delito,  que  á su  vez  instruyen  ai  letrado  cuando 
llega  el  momento  de  formar  juicio;  pero  no  hay  esa 
hostilidad  que  informa  el  Jurado,  que  va  allí  para  de- 
jar atados  á los  magistrados,  pues  según  decís,  á eso 
va,  á vigilar  á la  magistratura,  a impedir  que  se  do- 
blegue y ceda  á influencias  de  uno  ó de  otro  orden. 
En  el  escabinato  no  hay  espíritu  de  desconfianza;  hay 
una  cooperación  noble,  leal,  en  favor  de  la  justicia, 
pero  quedando  el  juez  á la  altura  que  le  corresponde, 
que  es  como  director,  y por  consiguiente  con  la  in- 
fluencia que  debe  tener  en  la  administración  de  jus- 
ticia, y no  abatido  por  el  Jurado,  como  desgraciada- 
mente quedan  los  magistrados  que  lleváis  aquí  a for- 
mar parte  del  tribunal. 

Vosotros  decís,  en  defensa  de  vuestro  proyecto, 
que  la  opinión  reclama  el  Jurado;  que  la  opinión  se 
preocupa  de  la  administración  de  justicia  en  tai  me- 
dida é intensidad,  que  dice  solo  puede  salvarse  esta 
sociedad  desgraciada  trayendo  el  Jurado.  Señores, 
¿por  dónde  andará  esa  Opinión  que  la  encuentran  los 
individuos  de  la  mayoría  y nosotros  no  la  vemos?  ¿Por 
dónde  se  ha  manifestado  la  opinión  de  España  en  ese 


sentido?  ¿Que  dato  sério  teneis  para  suponer  que  el 
pueblo  español  desea  administrar  justicia  en  esos 
términos?  ¡Si  no  ejercita  los  derechos  políticos  más 
elementales!  ¿Pues  no  acabais  de  ver  ahora  mismo  en 
las  elecciones  que  han  terminado  ayer,  el  número  de 
electores  que  en  Madrid  ha  acudido  á las  urnas?  Y eso 
que  se  trata  de  un  derecho  que  no  tiene  responsabi- 
lidad, ni  causa  más  enojo  que  la  molestia  material 
de  ir  á depositar  el  voto  eu  el  local  destinado  al  efee* 
to.  Pues,  sin  embargo,  ese  derecho  está  abandonado 
porque  hay  una  atonía,  una  indiferencia,  que  en  efecto 
hace  daño;  pero,  en  fin,  tomemos  el  país  como  es  real- 
mente. y no  como  vosotros  queréis  que  sea,  para  darle 
el  Jurado.  ¿Por  dónde  suponéis  que  la  opinión  pública 
está  interesada  en  ir  á la  administración  de  justicia? 
¿Por  dónde  suponéis  que  en  la  administración  de  jus- 
ticia por  medio  del  Jurado  vais  á encontrar  una  viri- 
lidad y unas  energías  que  vosotros  creeis  que  existen, 
y que  nosotros,  un  poco  más  cerca  de  la  realidad  ne- 
gamos; y lo  negamos  porque  se  toca,  como  vosotros 
mismos  os  convencereis  de  esta  verdad,  cuando,  sin 
fanatismo  político,  penséis  en  ello? ¿Por  qué  esperáis 
esas  energías?  Pero,  señores,  ¿es  quo  no  se  conoce  ya 
le  corazón  humano?  ¿Es  que  ya  se  lia  perdido  la  nocion 
de  lo  desagradables  que  son  todas  las  funciones  de  la 
justicia?  Pues  que,  cuando  hay  una  controversia,  ya 
sea  por  el  interés  privado  que  lucha,  y hay,  por  con- 
siguiente, que  resolver  que  una  cosa  es  de  uno,  y qui- 
társela á otro  que  como  suya  la  tiene,  ya  en  la  esfera 
criminal,  cuando  el  que  ha  incurrido  en  una  respon- 
sabilidad que  el  Código  determina,  y es  preciso  exi- 
gírsela,  se  defiende,  negándola  naturalmente,  ¿es  que 
todo  esto  es  agradable?  Es  una  función  augusta,  e9 
una  función  altísima,  pero  es  una  función  muy  penosa: 
y esta  función  se  la  vais  á dar  á ciudadanos  honradí- 
simos, todo  lo  honrados  que  queráis,  pero  que  van 
allí,  si  bien  con  el  propósito  del  acierto,  dispuestos á 
aplicar  la  ley  en  el  sentido  de  la  mayor  benevolencia, 
lo  cual  es  perfectamente  claro.  Porque  el  Jurado  se 
encuentra  con  el  problema  de  lener  que  condenar  ó 
tener  que  absolver.  Si  condena,  tiene  la  enemistad  del 
procesado  primero,  después  la  de  su  familia,  la  de  sus 
amigos,  y además,  quizá  el  propio  sentimiento,  quizá 
la  duda  en  el  porvenir  de  haberse  equivocado.  Si  ab- 
suelve, tiene  el  aura  popular,  la  gratitud  del  delin- 
cuente, la  de  la  familia  y la  de  los  amigos.  ¿Y  qué 
responsabilidad?  Ninguna.  La  ley  le  dice:  eres  abso- 
lutamente irresponsable,  puedes  hacer  justicia  como 
quieras  y nadie  te  puede  exigir  responsabilidad.  Pues 
si  es  absolutamente  lo  mismo  absolver  que  condenar, 
y por  condenar  suceden  todos  estos  agravios  y pueden 
tenerse  todos  estos  sufrimientos  y por  absolver  toda 
esa  aura  popular  y toda  esa  gratitud,  ¿de  qué  lado  se 
inclinarán  ios  jurados?  Evidentemente  de  aquel  que  es 
tan  agradable  para  todos,  pero  del  que  no  es  posible 
que  se  inclinen  los  jueces  de  derecho,  porque  tienen 
verdadera  conciencia  de  su  deber  y además  la  respon- 
sabilidad de  sus  actos,  como  la  tiene  el  escabino,  que 
la  comparte  con  los  jueces. 

Y á esto  me  diréis:  pero  está  la  opinión  pública, 
que  juzgará  á aquellos  hombres  que  habrá  visto  que 
cometieron  una  iniquidad  dando  por  inocente  al  que 
era  un  criminal.  Señores,  si  tuviéramos  opinión  pú- 
blica en  España,  si  afortunadamente  la  hubiese  jcuán- 
to  bien  para  el  país! 

Muchas  y muy  sabrosas  pláticas  se  podrían  hacer 
á propósito  de  este  asunto;  pero  no  es  esta  la  opor- 
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tunidad  ni  el  momento  á propósito.  Sin  embargo,  bien 
saben  los  señores  de  la  mayoría,  como  desgraciada- 
mente sabemos  nosotros,  cuán  floja  es  la  opinión  de 
nuestro  país,  que  si  existiese,  cuántas  cosas  conten- 
dría á donde  no  llega  la  ley,  y que  es  preciso  que  esa 
opinión  se  forme,  robustezca  y llegue  un  dia  á ser 
una  potencia  como  lo  es  en  otras  partes.  ¡Ojalá  entre 
nosotros  lo  sea  pronto! 

Pero  mientras  esto  sucede,  hay  que  tomar  el  país 
como  es,  como  nos  pintaba  ese  periódico  ministerial, 
cuyo  artículo  os  he  leído,  refiriéndose  á aconteci- 
mientos de  luce  muy  poco  tiempo,  tan  poco,  que  no 
creo  que  el  país  haya  variado  mucho  desde  entonces, 
puesto  que  cuando  esto  se  decía  ya  había  presentado 
el  Gobierno  el  proyecto  de  ley  sobre  el  Jurado. 

Decía  el  Sr.  Maura,  con  ese  talento  y esa  mara- 
villosa elocuencia  que  todos  hemos  tenido  ocasión  de 
admirar,  contestando  á mi  querido  amigo  el  Sr.  Sil  - 
vela:  «¿Dónde  se  aprende  á ser  hombre  de  bien?» 
única  condición  que  el  Sr.  Maura  exige  para  ser  Ju- 
rado; invocando  las  excelencias  del  Jurado,  de  que 
parece  bastante  convencido  ahora  el  Sr.  Maura...  (El 
Sr.  Maura : Y siempre.  Invito  á S.  S.  á que  recuerde 
alguna  época  en  que  no  fuera  defensor  del  Jurado.) 

° Tanto  al  Sr.  Maura  como  á todos  los  demás  indi- 
viduos de  la  Comisión,  voy  á tener  el  honor  de  pre- 
sentarles un  ejemplo  para  ver  si  puedo  arrancarles 
sus  ilusiones  respecto  á esa  condición  de  hombres  de 
bien  en  los  jurados.  Y voy  á traerlo  de  un  país  nada 
sospechoso  para  los  demócratas,  y entre  ellos  pongo 
ya  á SS.  SS.,  porque  al  ménos  respecto  del  Jurado, 
están  envueltos  en  esa  atmósfera.  Voy  á referirme  á 
un  país  nada  sospechoso  para  los  demócratas  de  la 
mayoría. 

Me  había  propuesto  tratar  el  problema  del  .Turado 
solo  con  relación  á Europa;  pero  ayer  ha  llegado  á 
mis  manos  un  periódico  de  los  Estados-Unidos,  tan 
á propósito  para  la  cuestión  que  discutimos,  que  yo 
no  puedo  sustraerme  al  deseo  de  leeros  lo  ocurrido  en 
aquella  República  modelo,  país  clásico  del  Jurado, 
donde  la  opinión  pública  tiene  esa  fuerza,  que  yo  em- 
piezo por  reconocer,  y donde,  según  dicen  los  señores 
de  la  Comisión,  el  Jurado  debia  responder  mejor  que 
en  ninguna  otra  parle  á esa  incorruptibilidad  que 
creéis  que,  por  desgracia,  mina  la  juslicia  histórica; 
pues  bien,  en  ese  país  ha  sucedido  lo  que  vais  á oir 
dentro  de  un  momento.  Vosotros  sostenéis  que  el  Ju- 
rado impide  toda  clase  de  soborno;  que  el  procesado, 
no  conociendo  quién  lo  va  á juzgar,  no  puede  poner 
en  juego  ninguna  clase  de  influencia...  Aquí  se  han 
dicho  esas  cosas  de  una  manera  tan  trasparente,  que 
es  más  noble  decirlo  claro  y no  venir  cubriendo  con 
veladuras,  hechos  graves  que,  si  existen,  es  preciso 
tener  el  valor  de  manifestarlos  para  ponerles  remedio 
sin  reservas  de  ninguna  especie.  Da  justicia  del  Jura- 
do; esa  sí  que  es  infalible,  y vamos  á ver  un  caso. 

Todos  los  Sres.  Diputados  conocen  el  célebre  pro- 
ceso seguido  contra  el  Ayuntamiento  de  Nueva-York 
por  la  concesión  del  tranvía  de  Broadway,  proceso 
verdaderamente  escandaloso,  en  que  parece  que  aque- 
llos ediles  de  la  ciudad  americana  se  dejaron  conven- 
cer de  las  ventajas  que  reportaría  que  el  ferro-carril 
urbano  atravesara  la  vía  más  ancha  de  la  ciudad; 
pero  vinieron  ciertos  antecedentes  á demostrar  la  ra- 
zón del  convencimiento,  y hubo  de  llevárseles  al  Ju- 
rado, y resultó  el  hecho  comprobado  de  tal  suerte, 
que  se  encuentran  cumpliendo  condena  los  indivi- 


duos á quienes  el  Jurado  condenó.  Pues  ahora  va  á 
ver  el  Congreso,  y el  Sr.  Maura  sobre  todo,  á quien 
suplico  preste  atención  á lo  que  voy  á leer,  lo  que 
ocurrió.  Dice  así  este  periódico  americano: 

«Acaba  de  terminar  la  vista  pública  del  proceso 
de  Thomas  Clearly,  miembro  que  fué  del  Consejo 
municipal  de  esta  ciudad  en  1884,  y acusado  con 
otros  por  soborno  en  la  concesión  del  ferro-carril  ur- 
bano de  Broadway.  El  resultado  obtenido,  si  no  ha 
sido  una  burla  para  la  ley,  lo  ha  sido  para  la  justi- 
cia. El  Jurado  de  Clearly  se  declaró  en  desacuerdo. 
Seis  votaron  la  absolución  y otros  seis  la  culpabili- 
dad. Las  mismas  pruebas  que  se  necesitaron  para 
condenar  á M'Quade  y Oneil,  compañeros  de  aquel, 
se  presentaron  en  este  caso  más  ampliadas,  y sin  em- 
bargo, la  opinión  de  12  hombres  buenos  difiere,  en 
igualdad  de  circunstancias,  de  la  de  otros  24  hom- 
bres buenos  consultados  anteriormente.» 

¿Cuántas  categorías  de  hombres  de  bien  reconoce 
el  Sr.  Maura?  Porque  indudablemente  no  son  los  mis- 
mos aquellos  que  sobre  un  proceso  exactamente  igual, 
que  arranca  del  mismo  hecho,  dieron  un  veredicto 
condenatorio,  y los  que  después  dieron  otro  absolu- 
torio. Esta  es  justicia  del  Jurado  en  la  ciudad  de 
Nueva-York. 

Es  preciso,  pues,  que  no  os  dejéis  llevar  por  el 
amor  á la  doctrina,  sino  que  reconociendo  la  ver- 
dadera situación  del  país,  y nuestras  virtudes,  que 
muchas  tenemos , pero  también  reconociendo  como 
legisladores  nuestros  defectos,  no  penséis  en  una  si- 
tuación imaginaria  y sí  en  la  realidad,  porque  hace- 
mos una  ley  para  que  se  cumpla  en  condiciones  dadas 
que  no  podemos  variar. 

Yo  reconozco  toda  la  buena  fe  que  inspira  vues— ^ 
tros  propósitos,  pero  sé  cuál  es  la  situación  del  país,* 
y creo  que  no  va  á venir  esa  cooperación  que  espe- 
ráis: que  el  Jurado  va  á ser  solo  la  impunidad,  y como 
los  pueblos  no  pueden  vivir  sin  justicia,  cuando  no 
la  encuentran  en  los  tribunales,  se  la  toman  por  su 
mano.  En  esa  misma  República  modelo  á que  acabo 
de  referirme,  ya  sabéis  que,  manchando  la  palabra 
ley,  se  emplea  el  procedimiento  brutal  de  Linch,  que 
uDa  fatal  costumbre  ha  querido  elevar  á la  categoría 
de  precepto,  cuando  realmente  no  existe  tal  ley  en 
ningún  país  civilizado. 

Cuando  el  pueblo  no  encuentra  la  justicia  en  los 
tribunales,  se  la  toma  de  esa  suerte,  y de  tal  modo 
puede  llegar  á administrarse  aquí,  una  vez  estable- 
cido el  Jurado,  que  quiera  Dios  me  equivoque,  pero 
es  muy  posible  que  vuelva  aquel  período  tristísimo 
en  que  con  reiterada  frecuencia  se  escapaban  los  cri- 
minales, y era  necesario  que  la  fuerza  pública  los  fu- 
silase para  evitar  la  fuga,  y es  posible,  que  en  lugar 
de  esa  justicia  sublime,  depurada,  que  nos  ofrecéis 
con  la  institución  del  Jurado,  restablezcáis  condicio- 
nes sin  quererlo  y contra  vuestra  voluntad,  mediante 
las  cuales  vuelva  á imperar  una  justicia  salvaje. 

El  Sr:  SANTANA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  SANTANA:  Si  es  siempre  difícil,  Sres.  Di- 
putados, dirigir  lapalabra  á una  Asamblea,  lo  es  mu- 
cho más  cuando  se  trata,  como  en  la  ocasión  presen- 
te, de  un  debate  hace  ya  tiempo  comenzado,  en  el  cual 
han  tomado  parte  distinguidos  oradores  que  han  ago- 
tado ya  el  tema. 

El  debate  sobre  el  Jurado,  cuya  totalidad  se  ha 
discutido  aquí  aduciéndose  los  criterios  de  las  escue— 
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lasque  lo  combaten,  por  más  que  no  haya  sido  siem- 
pre el  que  profesan  los  que  han  empleado  esta  clase 
de  argumentos,  Locaba  ya  á su  fin,  y,  sin  embargo, 
hoy  se  ha  resucitado  bajo  el  pretexto  de  impugnar  el 
art.  l.°  del  proyecto,  y eu  este  momento  tócame  con- 
testar al  elocuentísimo  discurso  del  Sr.  Lastres,  dis- 
curso nutrido  de  doctrina  y lleno  de  citas  de  autores; 
pero  no  pudiendo  yo  seguir  á S.  S.  en  el  inmenso 
desarrollo  que  ha  dado  á su  discurso,  me  limitaré  á 
contestar  á la  parte  de  ese  discurso  que  se  refiere  á 
lo  fundamental,  y digámoslo  así,  técnico  de  la  insti- 
tución del  Jurado,  dejando  de  hacerme  cargo,  no 
por  falta  de  cortesía,  sino  porque  no  creo  que  encaja 
dentro  de  los  límites  de  la  discusión,  de  lo  que  S.  S. 
ha  manifestado  acerca  de  una  especie  de  derecho  pe- 
nal internacional. 

El  discurso  del  Sr.  Lastres  ha  tenido  dos  partes: 
una  que  se  ha  referido  al  exámen  de  cómo  funciona 
el  Jurado  en  todos  los  Estados  de  Europa  en  donde  se 
halla  establecido,  las  opiniones  reinantes  allí  donde 
todavía  no  lo  tienen,  y la  tendencia  que  según  S.  S. 
existe  en  todos  esos  Estados  para  restringir  las  facul- 
tades del  Jurado,  para  disminuir  más  ó ménos  sus 
atribuciones  y hasta  para  suprimirle. 

Respecto  de  esto  S.  S.,  que  ha  viajado,  por  lo  que 
veo,  bastante,  que  posee  datos  preciosos  de  actuali- 
dad y tiene  una  ilustración  verdaderamente  notable 
en  estas  materias,  empezó  manifestando  que  el  parti- 
do á que  S.  S.  pertenece  tenía  demasiado  patriotismo 
para  venir  aquí  á combatir  sistemáticamente  el  Ju- 
rado y para  rechazarle  por  todos  los  medios,  sino  que 
únicamente  le  combatia  obedeciendo  á móviles  de 
justicia;  y una  prueba  de  ello  era  que  no  habia  enta- 
blado un  debate  previo  sobre  infracción  constitucional. 

Poco  he  de  decir  sobre  eso,  porque  los  dignos  in- 
dividuos de  la  Comisión  que  me  han  precedido  en  el 
uso  de  la  palabra  han  explicado  suficientemente  las 
distintas  teorías  políticas  en  que  el  Jurado  se  apoya,  y 
han  expuesto  todo  lo  que  nosotros  creemos  que  en 
este  debate  puede  considerarse  como  verdaderamente 
político  y digno  de  ser  tomado  en  consideración.  Pero 
en  esto  de  la  cuestión  constitucional,  ante  todo,  yo  in- 
vitarla á mi  particular  amigo  el  Sr.  Lastres  á que  se 
pusiera  de  acuerdo  con  sus  compañeros  de  la  minoría 
conservadora;  porque  si  es  verdad  que  esto  cargo  de 
inconstitucionalidad  se  ha  apuntado  por  alguno  de  los 
correligionarios  del  Sr.  Lastres  ha  sido  tan  de  pasa- 
da, que  realmente  no  le  concedieron  los  honores  de 
la  discusión. 

Todo  el  mundo  sabe  cómo  está  redactado  el  ar- 
tículo constitucional,  y nunca  se  ha  levantado  nadie 
á decir  que  ese  artículo  se  infringía  en  las  distintas 
ocasiones  en  que  el  partido  liberal  ha  anunciado  que 
tenía  el  propósito  de  implantar  la  institución  del  Ju- 
rado, en  plazo  más  ó ménos  breve  y con  ésta  ó con  la 
otra  preparación,  como  tampoco  á nadie  se  le  ha  ocu- 
rrido formular  ese  cargo  cuando  se  hizo  la  reforma 
del  juicio  oral  y público.  Pero  después  de  todo,  como 
ese  argumento  de  la  infracción  constitucional  el  se- 
ñor Lastres  no  ha  hecho  más  que  mencionarla,  sin 
detenerse  á justificarla,  yo  tampoco  me  creo  en  el 
deber  de  insistir.  Me  limito,  pues,  á manifestar  que 
esta  Comisión  no  ha  creído  nunca  que  la  minoría 
conservadora  viniese  aquí  con  prejuicio  formado  y 
con  firme  propósito  de  rechazar  el  Jurado;  no,  lo  que 
nosotros  creemos  es  que  la  minoría  conservadora  se 
informa  en  un  criterio  de  desconfianza,  fundada  en 


que  el  Jurado  para  esa  minoría  significa  una  insti- 
tución que  arranca  de  los  principios  más  liberales,  y 
por  eso  la  rechaza  y de  ella  desconfía.  Esto  es  lo  que 
yo  creo;  y por  más  que  la  desconfianza  no  sea  rigu- 
rosamente fundada,  porque  todo  el  mundo  sabe  que 
el  Jurado  que  nosotros  queremos  establecer  no  es  uu 
Jurado  de  escuela  política,  ni  tampoco  un  Jurado 
apoyado  exclusivamente  en  las  tradiciones  históricas, 
sino  un  Jurado  científico,  un  Jurado  que  real  y ver- 
daderamente merece  el  nombre  de  Jurado  jurídico, 
claro  está  que  á esta  institución  no  se  le  puede  negar 
su  abolengo  liberal;  y en  este  punto  podemos  decir, 
aprovechando  la  frase  de  un  ilustre  conservador,  que 
si  el  Jurado  no  es  institución  que  arraiga  exclusiva- 
mente en  la  idea  liberal,  es  planta  que  á la  sombra 
de  la  libertad  ha  crecido  y se  ha  desarrollado  siem- 
pre. En  efecto;  la  misma  historia  enseña  que  esta 
planta  solo  prospera  y florece  allí  donde  la  libertad 
existe,  y sigue  á la  libertad  en  todas  sus  vicisitudes; 
así  que,  cuando  en  el  tiempo  de  los  Stuardos  la  li- 
bertad se  eclipsó  en  Escocia,  eclipsado  quedó  tam- 
bién el  Jurado;  y en  todas  partes,  cuando  han  llegado 
épocas  en  que  la  libertad  ha  sucumbido,  el  Jurado 
ha  sucumbido  con  ella. 

Si  dudáis  de  esto,  ved  cómo  eu  Inglaterra,  cuna 
del  Jurado  histórico,  á nadie  se  le  ha  ocurrido  discu- 
tir la  existencia  del  Jurado.  Solo  en  los  momentos 
actuales,  por  las  circunstancias  especiales  de  Irlanda 
y por  primera  vez  ha  dicho  algún  periódico  que  ha 
llegado  la  posibilidad  de  suspender  el  Jurado. 

¿Qué  extraño  es  que  una  institución  que  tiene  este 
abolengo,  que  tiene  esas  raíces,  que  sigue  esa  mar- 
cha constante  sea  defeudida  por  los  liberales?  Esto  no 
debe  extrañar  á la  minoría  conservadora,  como  no 
tiene  nada  de  extraño  que  los  conservadores,  que  han 
desconfiado  siempre  de  ios  principios  liberales,  que 
siempre  los  han  aplicado  en  la  medida  menor  que  les 
ha  sido  posible,  rechacen  esta  institución  y descon- 
fíen de  ella  porque  proviene  de  los  principios  liberales. 
Eso  es  tan  natural,  que  nadie  puede  extrañarse  de  ello. 

Expuestas  estasideas  relativamente  al  criterio  que 
informa  al  partido  conservador  para  rechazar  esta 
institución  ó esta  reforma  en  el  sistema  de  procedi- 
miento, entró  el  Sr.  Lastres  á hacer  una  excursión, 
una  especie  de  viaje  alrededor  de  Europa,  y nos  habió 
en  primer  lugar  de  lo  que  sucede  en  Holanda,  punto 
donde  el  Jurado  no  se  halla  establecido,  donde,  según 
el  Sr.  Lastres,  no  hay  jurisconsulto  grande  ni  pe- 
queño, ni  siquiera  uu  estudiante  de  derecho,  que  más 
ó ménos  directamente  sea  partidario  del  Jurado;  ha- 
blar en  Holanda  del  Jurado  se  conoce  que  debo  ser 
una  cosa  tan  rara  y tau  extraña  como  hablar  en  otros 
países  de  instituciones  que  fueran  allí  como  plantas 
completamente  exóticas. 

En  Suecia  y Noruega  tampoco  existe  el  Jurado,  y 
según  el  Sr.  Lastres,  no  hay  nadie  que  opine  allí  en 
favor  de  esa  institución. 

Llegó  después  el  Sr.  Lastres  á Suiza.  Eu  Suiza 
existe  el  Jurado,  y funciona  de  antiguo  sin  contradic- 
ción alguna;  pero,  en  opinión  dei  Sr.  Lastres,  también 
hay  jurisconsultos  en  Suiza  que  no  son  partidarios 
del  Jurado,  y también  ha  habido  una  especie  de  va- 
riación, de  reforma,  que  limita  las  facultades  al  Ju- 
rado. En  una  palabra:  según  el  Sr.  Lastres,  es  una 
ilusión  creer  que  en  Suiza  haya  existido  el  Jurado; 
porque  si  bien  ha  existido  ha  sido  con  una  existencia 
efímera  que  se  desvanece  al  primer  soplo;  es  una  cosa 
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tan  fútil  y de  tan  poca  consistencia,  que  apenas  me- 
rece se  hable  de  ella. 

Llegamos  á Austria.  Allí  también  existe  el  «Tura- 
do’ ¿pero  cómo?  Allí  ha  habido  una  ley  dictada  en 
1874;  ha  habido  una  reforma  posterior,  y en  esa  ley 
se  suspendió  el  Jurado.  El  Jurado  allí  tenía  una  exis- 
tencia que  solo  puede  defenderse  por  el  dicho  de  un 
conservador,  de  que  todo  lo  que  existe  lleva  envuelta 
en  sí  la  razón  de  su  existencia;  pero  sería  imposible 
llegar  á la  filosofía  de  esa  institución  en  Austria. 

° Alemania.  En  Alemania  funciona  el  Jurado  con 
regularidad;  pero,  según  el  Sr.  Lastres,  solo  entiende 
de°los  crímenes  más  graves,  porque  se  desconfía  de 
esa  institución.  Yo  quiero  preguntar  al  Sr.  Lastres, 
acudiendo  á su  buen  sentido  y á su  talento:  si  se  des- 
confía en  Alemania  del  Jurado,  ¿cómo  se  le  encomien 
da  el  conocimiento  de  los  crímenes  más  graves,  el 
conocimiento  de  esos  delitos  que  perturban  la  paz 
pública,  que  ponen  en  alarma  y en  conmoción,  no  ya 
el  honor,  la  tranquilidad  y la  vida  de  los  ciudadanos, 
sino  hasta  la  seguridad  de  los  Estados?  Si  eso  es  des- 
confiar del  Jurado,  ¿qué  se  hace  con  los  cuerpos  en 
quienes  se  tiene  confianza? 

Continuó  S.  S.  sus  investigaciones  y llegó  á Bél- 
gica, y aquí  no  nos  opuso  más  que  la  opinión  de  un 
célebre  profesor.  Claro  es  que  tratándose  de  cuestio- 
nes de  escuela  ha  de  haber  siempre  hombres  de  reco- 
nocida ilustración  que  defiendan  una  institución  de- 
terminada y otros  que  la  combatan.  N¿ida  puedo,  pues, 
oponer  á lo  que  ha  dicho  el  Sr.  Lastres;  reconozco  que 
en  Bélgica  habrá  impugnadores  del  Jurado,  pero  creo 
que  el  Sr.  Lastres  no  negará  que  en  esos  países  exis- 
ten profesores  no  ménos  ilustrados  que  lo  defienden. 

Llegó  después  á Italia,  y aquí  se  detuvo  algo  más 
hablándonos  de  las  obras  de  Pessina. 

Yo  creo  que  en  esta  parte  el  Sr.  Lastres  intencio- 
nadamente expuso  esto,  porque  sabido  es  que  la  ma- 
yoría de  los  argumentos  que  se  han  dirigido  contra 
el  Jurado  están  tomados  de  una  escuela  nueva  en 
Italia,  que  cuenta  apóstoles  ilustrados  y conocidos 
jurisconsultos  de  fama  que  bau  formulado  unos  ar- 
gumentos contra  esta  institución,  y que  debido  al 
principio  en  que  descansa  esa  escuela  se  sostienen  en 
Europa,  y puede  decirse  que  es  el  verdadero  catecis- 
mo de  los  antijuradisfas.  El  Sr.  Lastres  ha  seguido 
este  camino  y no  ha  apelado  á los  argumentos  á que 
ya  han  acudido  otros  individuos  de  su  partido  citán- 
donos el  principio  de  la  escuela  antropología,  y se 
ha  contentado  con  indicarnos  las  obras  de  Lombroso, 
Ferti  y Garófalo. 

Llegó  después  S.  S.  á Francia  y á Portugal;  y por 
lo  que  respecta  á la  primera  de  estas  Naciones,  su 
señoría  no  podrá  desconocer  que  esta  institución,  que 
se  extendió  en  Europa  más  que  por  la  fuerza  que  la 
daba  el  hallarse  establecida  de  antiguo  en  Inglaterra, 
porque  obedecía  á los  principios  de  la  revolución 
francesa,  se  ha  sostenido  constantemente  en  Francia, 
está  hoy  funcionando  con  regularidad  y tiene,  aunque 
escasos,  algunos  que  la  contradicen;  pero  la  mayoría 
de  los  juriconsultos  y la  Nación  entera,  como  decia 
muy  atinadamente  el  Sr.  Silvela,  la  consideran  como 
una  institución  nacional  suya  propia.  En  este  punto 
el  Sr.  Lastres  no  podía  insistir,  y llegó,  por  último,  á 
Portugal,  término  de  esta  expedición  en  el  continente, 
explicándonos  que  en  esta  Nación  está  más  desacredi- 
tado el  Jurado,  porque  es  donde  dicen  sus  contradic- 
tores que  eucuentran  más  vicios  y defectos. 


Llegó,  por  último,  á Inglaterra,  y después  de  ha- 
cer un  caluroso  panegírico  de  esta  Nación  y de  su 
amor  á la  libertad  y de  lo  fundamental  de  esta  insti- 
tución, aun  allí  encontraba  S.  S.  un  periódico,  un 
jurisconsulto  que  eran  contrarios  á ella. 

Terminada  de  este  modo  por  el  Sr.  Lastres  su  ex- 
cursión por  Europa,  entró  S.  S.,  como  conclusión  de 
este  viaje,  á exponernos  algunas  consideraciones  rela- 
tivas al  punto  que  se  discute,  y aquí  S.  S.  empezó 
por  explicarnos  la  opinión  de  un  periodista  ministerial 
que  después  de  presentado  este  proyecto  á la  Cámara, 
en  un  artículo  que  S.  S.  leyó  en  parte,  hablaba  de  la 
imposibilidad  de  establecer  aquí  ese  procedimiento 
toda  vez  que  este  es  un  país  desgraciado  donde  no  se 
ayuda  á la  justicia,  donde  por  una  mala  inteligencia 
de  la  benevolencia  del  sentimiento  humano  se  ayuda 
y protege  á los  criminales  y se  coloca  á los  tribunales 
y á los  encargados  de  la  administración  de  justicia 
en  una  situación  dificilísima  que  imposibilita  en  la 
mayor  parte  de  los  casos  la  averiguación  de  los  de- 
litos. 

Con  este  motivo,  hablaba  S.  S.  de  la  necesidad  de 
establecer  la  policía  judicial,  no  porque  trazara  S.  S. 
las  líneas  generales  sobre  que  esta  institución  debe 
descansar,  ni  porque  nos  manifestara  lo  que  la  mino- 
ría había  hecho  en  otros  tiempos  para  organizar  este 
servicio,  ni  porque  nos  dijera  tampoco  el  criterio  que 
en  su  concepto  debe  seguir  el  Gobierno  para  fundar 
una  verdadera  policía  destinada  únicamente  á la  per- 
secución de  los  delincuentes.  Verdad  es  que  S.  S.  en 
este  punto,  después  de  hacer  constar  la  deficiencia  de 
la  institución  que  hoy  nos  presta  este  servicio,  nos 
leyó  una  especie  de  oficio  ó comunicación  dirigida 
por  el  Gobierno  civil  en  contestación  al  de  un  juez  re- 
clamándole la  captura  de  un  criminal;  el  Sr.  Lastres 
decia:  este  oficio  está  impreso,  y solo  se  deja  en  claro 
el  hueco  para  el  nombre  del  criminal  de  que  se  tra- 
ta, y concluye  diciendo,  que  no  han  dado  resultado 
las  gestiones  practicadas;  no  ha  parecido  el  Fulano 
de  Tal,  pero  que  continúan  las  pesquisas,  y se  avisará 
cuando  se  le  encuentre.  Esto  le  maravillaba  al  seuor 
Lastres,  y S.  S.  debe  tener  presente,  que  si  bien  en 
muchos  casos  hay  que  dar  una  contestación  detenida 
y hay  que  decir  que  se  ha  conseguido  la  captura;  en 
muchos  otros,  hasta  úuicamenLe  una  comunicación 
en  que  se  indique  el  nombre  del  criminal  y que  se  con- 
tinúa en  las  gestiones  para  encontrar  su  paradero;  y á 
fin  de  ahorrar  tiempo,  se  tienen  esos  oficios  impresos, 
en  los  que  solo  hay  que  llenar  los  huecos  relativos  á 
los  nombres;  por  consiguiente,  no  sé  por  qué  ie  mara- 
villa esto  á S.  S.  ¿Es  que  cree  que  en  todos  los  demás 
países  no  hay  crímenes  que  quedan  impunes  y crimi- 
nales que  no  se  capturan  jamás?  Pues  recorra  S.  S.  los 
demás  países,  y verá  que  en  todos  ellos  hay  las  mis- 
mas quejas;  Francia,  que  pasa  por  la  más  adelantada 
en  punto  á organización  de  la  policía  judicial,  y que 
ha  tenido  jefes  de  policía  que  han  hecho  escuela  en  el 
género,  se  queja  constantemente  de  que  hay  delitos 
que  quedan  impunes,  y ahora  mismo  está  llamando 
la  atención  en  su  capital  un  gravísimo  hecho  crimi- 
nal que  se  ha  cometido  allí,  y cuyo  reo  ha  sido  cap- 
turado; pero  se  están  buscando  los  cómplices  y demás 
co-reos  que  se  supone  que  hay,  y la  policía,  á pesar 
de  las  pesquisas  que  lia  hecho  y de  los  viajes  que  ha 
practicado,  todavía  no  ha  podido  dar  cou  ellos.  ¿Es 
que  esto  es  una  cosa  nuéva?  ¿Es  que  esto  no  sucede 
ni  sucederá  todavía  en  mucho  tiempo?  Creo,  pues,  qu$ 
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la  falta  de  organización  de  la  policía  judicial,  nada 
dice  en  contra  del  Jurado;  la  policía  judicial  es  un 
medio  de  investigación  que  está  á disposición  del  Ju- 
rado y de  los  tribunales  de  derecho;  es  una  cosa  in- 
dispensable para  unos  y para  otros,  esté  como  esté 
organizado  este  servicio.  Si  el  procedimiento  inquisi- 
tivo ha  de  ayudar  ai  acusatorio,  claro  está  que  la  po- 
licía judicial  hade  ser  necesaria.  Por  consiguiente, 
que  la  policía  se  encuentre  hoy  en  mejor  ó peor  esta- 
do, que  sea  ó no  deficiente,  la  verdad  es  que  tal  corno 
se  encuentre  formada  quedará  á disposición  del  tri- 
bunal, y por  tanto,  esto  no  puede  ser  un  argumento 
ni  en  contra  del  Jurado  ni  en  pró  de  él. 

Hablaba  después  el  Sr.  Lastres  de  que  aquí  no 
habia  local  á propósito  para  la  administración  de  jus- 
ticia, y que  este  era,  por  consiguiente,  otro  de  los 
grandes  inconvenientes  que  se  oponían  al  estableci- 
miento del  Jurado;  pero  al  propio  tiempo  se  lamen- 
taba de  que  no  se  llevara  el  Jurado  á todos  ios  pue- 
blos, y nos  hacía  un  argumento  principalmente  á la 
Comisión,  diciendo:  Ni  siquiera  satisface  ese  proyec- 
to, como  decís,  á la  necesidad  de  que  el  tribunal  se 
constituya  en  el  punto  donde  se  ha  cometido  el  de- 
lito; y anadia:  es  un  engaño,  tened  el  valor  de  decirlo. 
Pero  si  algún  engañado  había  en  esta  cuestión,  no  era 
la  Comisión  sino  el  Sr.  Lastres,  que  ha  leido  muy 
ligeramente  el  art.  42  del  proyecto,  porque  si  lo  hu- 
biera leido  con  detención,  hubiera  visto  las  prescrip- 
ciones de  este  artículo,  y hubiera  observado  que  des- 
pués de  manifestar  que  el  Jurado  se  reunirá  en  las 
tres  épocas  que  determina,  añade: 

« Las  reuniones  se  verificarán  en  las  poblaciones 
donde  existan  Salas  ó Audiencias  de  lo  criminal,  ó 
en  las  cabezas  de  partido  cuando  por  el  número  de 
procesados  y testigos,  la  índole  de  los  procesos,  la 
mayor  facilidad  de  las  comunicaciones  ú otras  cir- 
cunstancias, pareciere  preferible  para  la  administra- 
ción de  justicia. 

El  presidente  de  la  Audiencia  de  lo  criminal,  bajo 
la  inspección  del  de  la  territorial  respectiva  y éste, 
por  lo  tocante  al  distrito  de  la  Sala  de  lo  criminal, 
señalarán,  con  la  conveniente  anticipación  los  luga- 
res y los  dias  en  que  hayan  de  comenzar  las  sesiones 
de  cada  período. » 

Decia  el  Sr.  Lastres:  6cómo  pueden  en  momentos 
dados  trasladarse  el  tribunal,  el  Jurado  hasta  el  sitio 
donde  el  delito  se  haya  cometido?  Pues  ya  ve  S.  S. 
cómo  la  Comisión  no  decia  una  cosa  que  no  fuera 
exacta. 

Seguía,  pues,  S.  S.  en  este  órden  de  consideracio- 
nes, á veces  contradictorias,  y cuando  por  un  lado 
echaba  de  ménos  la  falta  de  locales,  por  otro  acha- 
caba á la  Comisión  la  responsabilidad  de  no  llevar  los 
tribunales  al  sitio  donde  el  delito  se  habla  cometido, 
y por  último,  se  fijaba  en  la  falta  de  aprobación  del 
Código  penal. 

Respecto  de  este  punto,  que  S.  S.  tocó  con  la  dis- 
creción que  le  es  propia  tratándose  de  un  proyecto 
pendiente  de  discusión  en  esta  Cámara,  S.  S.  no  se 
refirió  al  proyecto  presentado  sino  á un  Código  tipo, 
que  en  concepto  de  S.  S.  debe  estar  arreglado  á todas 
las  exigencias  de  la  ciencia  moderna,  el  cual  creía  el 
Sr.  Lastres  que  sin  estar  aprobado  era  completamente 
imposible  el  establecimiento  del  Jurado.  Este  argu- 
mento se  ha  esgrimido  ya  en  esta  discusión  diferen- 
tes veces  y le  han  contestado  la  Comisión  y el  Minis- 
tro, y hasta  formó  parte  de  una  declaración  prévia 


que  exigió  al  Sr.  Ministro  el  Sr.  Silvela,  y á la  que 
contestó  el  Sr.  Ministro  lo  que  entendió  pertinente 
dada  la  altura  á que  se  hallaba  la  discusión. 

Continuando  8.  S.  el  análisis  del  aspecto  jurídico 
de  esta  cuestión,  se  detuvo  largamente  en  examinar 
lo  que  se  llama  la  separación  del  hecho  y el  derecho 
distinción  en  la  que  en  concepto  de  S.  S.  se  funda  el 
Jurado.  Y decia  8.  8.:  esa  distinción  no  existe  ni  en 
sentir  de  los  que  contradicen  el  Jurado,  ni  en  opinión 
de  los  que  1c  apoyan:  y para  demostrarlo  nos  citaba 
8.  8.  un  texto  del  Sr.  Romero  Girón.  Respecto  (Je  este 
punto  se  ha  hablado  ya  tanto  en  esta  larga  y fatigosa 
disensión,  se  ha  tratado  la  materia  con  tai  amplitud 
que  poco  es  verdaderamente  lo  que  sobre  esto  puede 
ya  decirse,  lina  y otra  vez  se  lia  dicho  por  la  Comi- 
sión que  la  completa,  la  absoluta  separación  del  he- 
cho y del  derecho  es  moral  filosófica  y sobre  todo  ju- 
rídicamente imposible;  pero  se  ha  dicho  también  que 
no  creemos  nosotros  que  el  Jurado  se  funde  exclusi- 
vamente en  la  separación  del  hecho  y del  derecho:  se 
ha  examinado  la  cuestión  bajo  todos  los  puntos  de 
vista;  precisamente  el  orador  que  ha  precedido  al  se- 
ñor Lastres  la  examinaba  detenidamente  bajo  el  punto 
de  vista  filosófico  y jurídico,  ¿y  qué  le  ha  contestado 
la  Comisión?  Que  r.o  es  indispensable  esa  separación 
como  base  para  el  Jurado,  que  basta  simplemente 
con  la  distinción,  que  no  es  preciso  tampoco  que  el 
que  juzga  se  dé  una  completa  y exacta  razón  de  to- 
dos los  distintos  elementos  del  juicio;  hasta  tener  un 
sentido  recto,  una  conciencia  honrada,  sentir  las  pal- 
pitaciones de  aquella,  estar,  en  una  palabra,  dotado  de 
ese  sentido  común  que  según  se  ha  dicho  por  alguno 
es  el  ménos  común  de  los  sentidos,  pero  que  no  se 
puede  negar  que  es  la  cualidad  dominante  del  pueblo 
español,  y que  nos  ha  prestado  grandes  servicios  en 
nuestra  historia:  un  escritor  mejicano  al  narrar  la 
conquista  de  Méjico  y las  hazañas  de  los  españoles  y 
el  sistema  de  gobierno  y administración  de  nuestros 
Vireyes,  dice  que  la  ñola  dominante  de  aquella  epo- 
peya es  la  cualidad  propia  y privativa  de  la  raza  es- 
pañola, la  del  buen  sentido. 

Pues  bien;  decia  que  no  es  indispensable  para  el 
buen  funcionamiento  del  Jurado,  ni  la  separación  del 
hecho  y del  derecho,  ni  condiciones  especiales  en  los 
jurados  para  apreciar  la  culpabilidad;  basta  con  el 
recto  y vulgar  sentido  moral  de  que  está  dotada  la 
mayoría  de  las  gentes,  y no  ya  solo  los  hombres 
de  edáfl  madura,  sino  hasta  los  niños;  ¿hay  alguii 
niño  á quien  se  reproche  una  mala  acción,  á quien 
no  se  le  ocurra  en  el  momento  decir  que  ha  sido  sin 
querer?  ¿Qué  es  esto  sino  la  intuición  de  la  imputa- 
bilidad  de  los  actos  humanos?  Digo  todo  esto,  á pro- 
pósito de  las  consideraciones  que  exponia  el  Sr.  Las- 
tres, tratando  de  demostrar  que  el  Jurado  no  es  capaz 
de  apreciar  la  culpabilidad  de  un  acto.  ¿Cree  S.  S.  que 
el  jurado  es  una  especie  de  máquina  que  dice  sí  ó no 
de  una  manera  inconsciente?  Porque  si  no  es  así,  si 
el  jurado  tiene  juicio,  razón  y conciencia,  puede  juzgar 
de  los  asuntos  que  se  le  comeLan,  que  no  son  cierta- 
mente ningunos  abstrusos  problemas  jurídicos.  Y si  es 
verdad  que  pueden  incurrir  en  error,  también  lo  es,  y 
no  lo  negará  el  Sr.  Lastres,  que  incurren  los  jueces  de 
derecho;  ¿se  ha  olvidado  acaso  el  Sr.  Lastres  que  el  Tri- 
bunal Supremo  ha  casado  una  infinidad  de  sentencias 
por  error  en  el  derecho,  no  ya  dictadas  por  el  Jurado, 
sino  por  magistrados  ilustradísimos  que  reúnen  todas 
las  condiciones  que  la  ley  exige?  Si  solo  se  determina 
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el  juicio  por  la  decisión  de  los  hechos,  si  esta  decisión 
¿e  los  hechos  se  hace  por  un  tribunal  compuesto  de 
hombres  cuya  cultura  y cuya  ilustración  no  es  fácil 
aquilatar,  porque,  después  de  todo,  por  el  mismo  pro- 
cedimiento con  que  se  constituye  el  Jurado,  no  creo 
yo  que  vaya  á ser  otra  cosa  más  que  la  representa- 
ción de  la  cultura  media  de  la  sociedad:  ¿por  qué  se 
supone  que  esos  jurados  no  han  de  tener  capacidad 
bastante  para  decidir  sobre  los  hechos  sometidos  á su 
conocimiento?  Y sobre  todo,  ¿cómo  se  habla  de  esta 
cuestión,  cuando  tenemos  en  la  actualidad  un  proce- 
dimiento, en  virtud  del  cual  los  jueces  y los  magis- 
trados en  la  mayoría  de  los  casos  proceden  tan  solo 
por  las  impresiones  de  la  conciencia?  Pues  qué,  ¿existe 
ahora  aquel  procedimiento  escrito,  que  permitía  que 
el  juez  antes  de  dictar  su  fallo,  hojeara  una,  dos  y 
veinte  veces  la  declaración  de  un  testigo  para  com- 
pararla con  la  dada  anteriormente  por  el  mismo  tes- 
tigo, y viera  una,  dos  y veinte  veces  si  la  circunstan- 
cia a ó b estaba  consignada  en  un  interrogatorio  ó en 
cualquiera  otro  documento?  Pues  qué,  ¿hoy,  después 
que  se  ha  instruido  el  sumario,  y después  que  se 
abren  los  debates,  y después  que  cada  parte  expone 
sus  afirmaciones,  y después  que  los  testigos  son  exa- 
minados á presencia  de  todo  el  mundo,  no  tiene  el 
magistrado  que  juzgar  tan  solo  por  lo  que  le  ha  que- 
dado en  su  inteligencia  y en  su  conciencia?  Pues 
exactamente  lo  mismo  sucederá  con  el  jurado.  Y no 
creo  yo  que  el  Sr.  Lastres  entenderá  que  un  jurado 
que,  después  de  todo,  ha  de  reunir  ciertas  condicio- 
nes de  capacidad,  esté  tan  despojado  de  instrucción, 
que  no  pueda  dar  un  veredicto  con  arreglo  á lo  que 
le  dicten  su  conciencia  y su  buen  sentido.  Y no  in- 
sisto más  sobre  este  punto,  porque  se  ha  de  discutir 
más  ámpliamente  cuando  se  trate  de  la  manera  cómo 
han  de  dictar  los  jurados  sus  veredictos. 

Decia  después  S.  S.  que  los  jurados  no  apreciaban 
bien  las  circunstancias  atenuantes  y agravantes.  Como 
de  esto  me  lie  ocupado  ya,  entro  desde  luego  á exa- 
minar lo  que  S.  S.  decia  respecto  á si  la  opiniou  re- 
clamaba ó no  el  establecimiento  del  Jurado.  Su  seño- 
ría raauifestaba  que  no  encontraba  opinión  alguna 
que  reclamase  el  Jurado.  Yo  debo  decirle  á S.  S.  que 
este  proyecto  tiene  su  historia,  y que  de  este  proyecto 
empezó  á hablarse  cuando  se  trajo  á las  Córtes  la 
reforma  para  el  planteamiento  del  juicio  oral  y pú- 
blico. Entonces,  por  distintas  fracciones  del  partido 
liberal  se  manifestaron,  no  solo  vivísimos  deseos  y 
aspiraciones  de  que  el  Jurado  se  planteara,  sino  que 
hubo  más;  hubo  una  fracción  que  se  separó  de  la  ma- 
yoría, precisamente  porque  no  se  planteaba.  Hubo, 
bajo  este  punto  de  vista,  declaraciones  del  Gobierno 
y de  casi  todos  los  oradores  que  intervinieron  en  aquel 
debate,  y todos  manifestaron  que  si  por  de  pronto  no 
se  establecía  el  Jurado,  no  había  de  Lardar  en  esta- 
blecerse. ¿Esto  no  dice  nada  á S.  S.?  ¿Cree  S.  S.  que 
no  se  ha  manifestado  en  pró  del  Jurado  una  opinión 
que  tiene  su  importancia,  no  ya  relativa,  sino  verda- 
deramente absoluta,  puesto  que  se  trataba  de  la  opi- 
nión de  una  porción  de  representantes  del  país?  Creo 
que  con  esto  comprenderá  8.  S.  que  este  proyecto  no 
es  una  cosa  improvisada,  ni  traída  de  repente,  sino 
que  tiene  su  historia,  que  tiene  su  generación,  que 
tiene,  en  una  palabra,  su  razón  de  ser  y su  origen  en 
la  opinión  del  país. 

Decia  S.  8.  que  en  nuestro  país  la  opinión  es  muy 
deleznable,  muy  poco  fija,  muy  indiferente,  como  lo 


prueba  lo  que  ha  sucedido  en  las  últimas  elecciones 
municipales.  Yo  no  quiero  sacar  la  consecuencia  de 
este  argumento  del  Sr.  Lastres,  que,  en  mi  concepto, 
no  demuestra  lo  que  S.  8.  se  proponía,  porque  si  hay 
razón  para  suprimir  uu  derecho,  porque  no  se  ejerci- 
te, la  consecuencia  lógica  sería  que  debía  suprimirse 
el  derecho  electoral.  Y como  supongo  que  S.  8.  no 
querrá  llevar  las  cosas  hasta  este  extremo,  no  me  de- 
tengo á contestar  á este  argumento. 

Decia  S.  S.  que  el  ejercicio  de  la  función  de  jura- 
dos ha  de  ser  considerado  como  una  pesadísima  car- 
ga por  todos  aquellos  que  estén  llamados  á desempe- 
ñar esta  función,  y sobre  este  punto  discurría  el  señor 
Lastres  sobre  lo  que  podría  ocurrir.  Yo  no  quisiera 
hacer  historia  respecto  de  cierta  clase  de  asuntos, 
pero  sí  puedo  llamar  la  atención  de  S.  S.  sobre  el  cú- 
mulo de  argumentos  que  se  hacían  cuando  se  trató 
del  establecimiento  del  juicio  oral  y público.  ¿Quién 
va  á atreverse  á ser  testigo,  se  decia  entonces?  ¿Quién 
va  á atreverse  á dar  su  opinión  en  público  sin  expo- 
nerse, cuando  vuelva  á su  pueblo,  á ser  objeto  de  mu- 
chos y grandes  atentados?  Felizmente  todas  esas  de- 
clamaciones han  resultado  infundadas,  y se  ha  visto 
qué  tenían  razón  los  que  afirmaban  que  no  sucedería 
nada  de  lo  que  se  temia.  Con  efecto,  los  testigos  han 
declarado  públicamente,  han  vuelto  á sus  pueblos,  y 
nadie  les  ha  dicho  nada  ni  han  sido  objeto  de  ninguna 
clase  de  atentados,  de  aquellos  atentados  que  tanto 
se  temian.  Inútil  es,  pues,  insistir  más  en  esto,  porque 
con  efecto,  sucederá  lo  mismo  con  los  jurados  que 
con  los  testigos.  Y después  de  todo,  todavía  será  más 
favorable  la  situación  de  los  jurados  que  la  de  los 
testigos,  porque  al  fin  y al  cabo  los  jurados  van  á 
ejercer  sus  funciones  en  cumplimiento  de  su  deber, 
dictando  en  conciencia  su  veredicto,  mientras  que  los 
testigos,  muchas  veces  se  presentan  espontáneamente 
á declarar  lo  que  saben. 

Decia  después  el  Sr.  Lastres  para  demostrar  otra 
de  las  razones  en  que  en  su  concepto  se  apoya  la  opi- 
nión pública  para  no  querer  ol  Jurado,  que  esta  ins- 
titución inspira  desconfianza  por  la  tendencia  á la 
benignidad  que  tiene  el  Jurado,  puesto  que  si  se  pre- 
senta una  cuestión  más  ó ménos  complicada,  no  te- 
niendo criterio  jurídico  para  resolverla,  no  pudiendo 
siquiera  entenderla,  se  atiene  á lo  que  le  resulta  más 
cómodo  que  es  ser  benigno  y absolver  al  delincuente. 
Así,  dice  S.  S.,  queda  indefensa  la  sociedad,  todo  el 
mundo  siente  este  justo  temor,  y rechaza  por  lo  tanto 
el  Jurado.  Yo  en  este  punto  podría  decir  al  Sr.  Las- 
tres que  se  pusiera  de  acuerdo  con  su  correligionario 
el  Sr.  Silvela,  el  cual  refiriendo  el  caso  de  un  Jurado 
compuesto  de  personas  ilustradísimas  y de  varios 
militares  retirados,  nos  dijo  que  estos  últimos  cuando 
se  trataba  de  la  pena  decían:  nosotros  estamos  por  lo 
más  fuerte.  Es  decir,  que  el  Sr.  Silvela  con  este  caso 
demostraba  que  el  Jurado  tenía  algunas  veces  ten- 
dencias contrarias  á las  que  S.  S.  le  atribuye. 

Yo  no  he  oido  este  argumento  contra  el  Jurado  á 
los  señores  conservadores;  pero  he  leído  en  varios 
autores  que  el  Jurado  para  ciertos  delitos  tiene  una 
severidad  espantosa.  Convóquese  un  Jurado  de  peque- 
ños  propietarios,  sométaseles  el  conocimiento  de  un 
delito  contra  la  propiedad,  y ya  se  verá,  llegado  el 
caso,  que  todo  les  parece  poco  para  aquel  delito.  Es 
decir,  que  ese  argumento  generalmente  se  hace  en  el 
, sentido  contrario,  si  bien  yo  creo  que  no  es  justo  que 
se  haga  ni  en  el  uno  ni  en  el  otro  sentido.  Pero  los 
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jurados,  que  son  hombres  honrados  y de  .sana  con- 
ciencia, irán  tranquilamente  á cumplir  con  su  deber 
y á resolver  lo  que  crean  que  deben  resolver  en  jus- 
ticia. 

Para  reforzar  este  argumento  el  Sr.  Lastres  se 
ocupó  en  la  última  parte  de  su  discurso  de  una  céle- 
bre causa,  y leyó  un  trozo  de  un  periódico  norte- 
americano quejándose  de  la  decisión  de  un  Jurado  re- 
lativamente á la  sentencia  dictada  con  motivo  de  un 
proceso  seguido  al  Ayuntamiento  de  Nueva- York, 
cuya  sentencia  dió  lugar  á una  causa  de  soborno.  Yo 
declaro  que  no  comprendí  si  el  soborno  era  imputa- 
ble á los  ediles  ó á los  jurados;  pero  sea  lo  que  quie- 
ra, debo  decirle  á S.  S.  que  no  era  preciso  que  hiciera 
un  viaje  tan  largo,  porque  en  España,  en  el  poco 
tiempo  que  estuvo  el  Jurado  establecido,  hubo,  no 
una,  sino  varias  causas  de  soborno  contra  los  jura- 
dos, y Las  hay  en  todos  los  países,  y continuará  ha- 
biéndolas, porque  no  me  negará  S.  S.  que  en  la  ma- 
gistratura más  severa  en  todas  épocas  ha  habido 
causas  de  soborno  contra  los  magistrados,  lo  cual  no 
ha  servido  nunca  de  argumento  para  defender  ó para 
combatir  la  institución. 

Después  de  todo,  lo  que  S.  S.  ha  leido,  es  una  que- 
ja, un  lamento  de  un  periódico  que  no  sabemos  si  es- 
taría interesado  en  uno  ú otro  sentido;  pero  suponien- 
do que,  como  S.  S.  decía,  ese  Jurado  haya  sido  de- 
ficiente, haya  cometido  error,  ó se  haya  manchado 
con  un  delito  tan  grave  como  el  de  cohecho  ó sobor- 
no, ¿qué  tiene  esto  que  ver  con  el  Jurado,  y con  que 
la  Opinión  lo  acoja  ó lo  rechace?  Pues  qué,  ¿no  ha  ha- 
bido siempre  errores  judiciales?  ¿No  ha  encontrado 
S.  S.  deficiencia  en  los  jueces,  en  los  magistrados  y 
en  los  letrados  en  todas  las  épocas  y en  todos  los 
países?  ¿Se  puede,  fundado  en  esto,  decir  que  la  opi- 
nión acoge  con  bondad  ó rechaza  con  desconfianza 
esa  institución? 

Después  de  todo,  y á pesar  de  lo  que  eL  Sr.  Lastres 
ha  dicho,  el  Jurado  vive  y funciona  y se  desarrolla 
perfecta  y tranquilamente  en  la  mayoría  de  los  Esta- 
dos del  continente;  tiene  una  gran  razón  histórica; 
representa  hoy  una  evolución  en  la  ciencia,  y es,  por 
decirlo  así,  el  complemento  del  juicio  oral,  porque 
una  vez  suprimidas  las  pruebas  tasadas , y debiendo 
los  jueces  aplicar  en  los  juicios,  tanto  como  su  inte- 
ligencia, los  sentimientos  íntimos  de  su  conciencia, 
en  virtud  de  lo  que  pasa  en  un  momento  dado  á la 
vista  de  todo  el  inundo,  en  un  juicio  en  que  son  acto- 
res los  acusados  y los  testigos,  os  indispensable  que 
la  justicia  no  esté  ya  encerrada  en  aquellas  fórmulas 
antiguas , y no  se  desarrolle  pura  y exclusivamente 
dentro  de  un  criterio  científico,  sino  que  lleve  en  su 
seno  una  parte  de  esa  gran  opinión  popular,  de  esa 
corriente  que  todo  lo  ha  invadido,  tanto  en  la  política, 
como  en  la  administración  y en  todos  los  organismos 
del  Estado;  y,  por  consiguiente,  era  lógico,  natural  y 
conveniente,  que  esa  corriente  viniera  á formar  parte 
de  una  iustitucion  tan  importante,  y de  una  obra  tan 
augusta  como  la  del  Poder  judicial. 

EL  Sr.  LASTRES:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S.  ps,ra  recti- 
ficar. 

El  Sr.  LASTRES:  Más  que  nada,  para  cumplir  el 
deber  de  cortesía,  que  para  recoger  las  frases  del  se- 
ñor -San tana,  porque  muchos  de  los  argumentos  ale- 
gados por  S.  S.  serán  discutidos  por  mí  en  otra  oca- 
sión, dentro  de  este  mismo  debate.  Me  limitaré,  por 


lo  tanto,  á una  verdadera  rectificación,  reservándome 
paraotra  ocasión  volver  á tratar  á fondo  algunos  de 
los  asuntos  que  S.  S.  indica  y que  han  sido  objeto  de 
mi  discurso  de  esta  tarde. 

En  primer  lugar,  me  haré  cargo,  no  ciertamente 
por  mí,  sino  por  los  compañeros  que  después  de  mí 
usarán  de  la  palabra,  de  las  frases  de  S.  S.  relativas 
á íjiie,  con  ocasión  de  impugnar  el  arfc.  i.°,  he  discu- 
tido todo  el  proyecto  del  Jurado.  Me  parece  que  uso 
de  un  derecho  perfecto  y reglamentario  examinando 
todo  el  Jurado,  porque  todo  él  va  envuelto  en  el  ar- 
tículo i.°  Repito  que  digo  esto,  no  por  lo  que  á mí  se 
refiere,  que  tengo  ya  consumido  el  turno,  sino  por- 
que  esa  declaración  de  S.  S.  no  resultara  contra  mis 
compañeros,  encargados  ele  consumir  otros  turnos. 

En  cuanto  á lo  que  he  dicho  respecto  del  oficio 
del  Gobierno  civil,  tengo  la  pena  de  que  S.  S.  no  haya 
entendido,  permítame  que  se  lo  diga,  mi  argumento. 
Yo  me  quejaba  de  que  ese  oficio  estuviera  impreso, 
porque  acusa  que  casi  siempre  ocurre  lo  que  indica, 
porque  si  no,  no  estaría  impreso;  como  prueba  de  que 
no  se  encuentra  por  regla  general  á quien  busca  la 
justicia. 

Que  yo  habia  inferido  un  cargo  á la  Comisión  y 
que  habia  leido  con  ligereza  el  art.  47.  Realmente, 
no  tiene  razón  el  Sr.  Sanlana  para  decirme  eso.  Yo 
he  leido  el  artículo  con  la  meditación  que  exige  tener 
que  venir  á impugnar  un  proyecto,  y no  hubiera  he- 
cho un  cargo  infundado  á la  Comisión,  porque  el  ar- 
tículo lo  que  dice  es  que  el  tribunal  podrá  acordar 
que  se  constituya  el  Jurado  en  el  lugar  más  próxi- 
mo; no  se  manda  como  precepto,  como  dicen  las  leyes 
de  otros  países,  sino  que  es  facultad  de  que  puede  ó 
no  usar;  y la  frase  «más  próximo,»  no  es  el  mismo 
lugar  del  delito. 

Respecto  á las  casacioues  por  errores  de  derecho, 
tendremos  ocasión  de  discutirlas  con  datos  á la  vista, 
y examinar  si  esas  nulidades  se  acordaron  por  inde- 
bida.aplicación  de  la  pena  ó por  error  en  la  califi- 
cación del  delito  y de  las  circunstancias  modificativas. 

Su  señoría  se  ha  referido  á las  opiniones  y exi- 
gencias de  los  partidos.  No  era  esa  la  opinión  de  que 
me  he  ocupado,  y ya  tendré  ocasión  de  hablar  sobre 
esto  en  la  oportunidad  á que  antes  me  he  referido. 

La  contradicción  que  supone  S.  S.  que  existe  en- 
tre el  Sr.  Sil  vela  y yo,  carece  de  base.  Lea  S.  S.  el 
discurso  del  Sr.  Silvela  y el  mió,  y verá  que  tal 
contradicción  no  existe;  y también  tendré  ocasión  de 
recoger  ese  cargo  en  otra  oportunidad,  porque  veo 
que  es  muy  tarde  y no  quiero  cansar  á la  Cámara. 

También  trataré  lo  que  ocurre  con  los  testigos 
que  al  juicio  oral  asisten,  y de  lo  dicho  por  S.  S.  res- 
pecto á que  los  jurados  cumplirán  con  su  deber,  aun 
cuando  se  vieran  en  el  duro  trance  de  castigar.  Cuan- 
do el  momento  llegue,  veremos  qué  testigos  son  ios 
que  al  juicio  oral  comparecen  y qué  dificultades 
oponen  los  testigos  de  cargo,  trabajo;  en  el  que  confio 
rae  ayudarán  algunos  compañeros  que,  como  fiscales, 
tienen  el  encargo  de  acusar. 

Es  lo  que  tenía  que  decir,  y por  ahora  pongo  tér- 
mino á mi  rectificación. 

El  Sr.  SANTANA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  SANTANA:  Dos  palabras  nada  más. 

En  primer  lugar,  he  de  hacer  constar  que  no  ha 
sido  mi  ánimo,  en  manera  alguna,  el  negaral  Sr.  Las- 
tres niá  los  distinguidos  individuos  de  la  minoría  el 
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derecho  de  combatir  este  proyecto,  siquiera  sea  exa- 
minando el  art.  1."  que,  después  de  todo,  no  se  refiere 
más  que  á la  constitución  del  Jurado.  Yo  me  lamen- 
taba y decía  que  en  la  necesidad  de  seguir  este  de- 
bate, agolado  ya,  no  hay  más  remedio  que  acudir  á 
los  argumentos  repetidamente  expuestos  por  una  y 
otra  parte,  y que  esto  da  por  resultado  muchas  veces 
el  extraviar  las  cuestiones.  Esto,  no  obstante,  yo  re- 
conozco ese  derecho  y mucho  más  cuando  se  usa  en 
la  medida  y con  la  brillantez  de  que  ha  dado  muestra 
el  Sr.  Lastres. 

Respecto  de  los  demás  puntos,  como  S.  S.  se  re- 
serva tratarlos  en  otra  ocasión,  si  me  tocara  á mí  con- 
testarle en  nombre  de  la  Comisión,  yo  tendría  mucho 
gusto  en  contender  con  S.  S.  y en  que  ahondáramos 
en  el  desarrollo  de  esos  argumentos. 

En  cuanto  á las  comunicaciones  del  Gobierno  de 
Madrid,  creo  que  entendí  el  argumento  de  S.  S.  cuan- 
do se  quejaba  de  que  hubiera  comunicaciones  impre- 
sas, puesto  que  en  mi  concepto,  S.  S.  suponía  que 
siempre  se  resolvía  la  cuestión  en  el  sentido  de  no 
haber  sido  encontrados  los  delincuentes.  Y yo  decia 
que  esto  que  extrañaba  á S.  S.  ocurre  en  todos  I03 
países,  porque  todo  eso  suele  acontecer,  por  desgra- 
cia, en  todas  partes,  por  muy  bien  organizada  que 
esté  la  policía  judicial,  y claro  está  que  para  ganar 
tiempo,  como  es  una  contestación  que  se  ha  de  dar 
repelidas  veces,  se  tienen  ejemplares  impresos.  Pero 
esto  no  representa  ni  quiere  decir  nada.  En  cuanto  á 
lo  demás,  nada  tengo  que  decir. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  esta  discusión. 


Se  leyeron  por  primera  vez,  y pasaron  á la  Comi- 
sión, acordando  se  imprimieran  y repartieran,  una 
enmienda  y una  disposición  especial  al  dictamen  re- 
lativo al  proyecto  de  ley  del  Jurado: 

Del  Sr.  Mosquera,  enmienda  al  art.  68. 

Del  Sr.  Sil  vela  (D.  Francisco),  proponiendo  una 
disposición  especial. 

[Véanse  en  el  Apéndice  segundo  á este  Diario.) 


Diósc  cuenta,  y el  Congreso  quedó  enterado,  d« 
la  siguiente  comunicación: 

«Presidencia  del  Consejo  de  Ministros. — Exce- 
lentísimos Srcs.:  El  Jefe  superior  de  Palacio  me  dice 
con  locha  de  ayer  lo  siguiente: 

«Su  Majestad  la  Reina  Regente  (Q.  D.  C.)  ha  de- 
terminado trasladarse  al  Real  Sitio  de  Aranjuez  con 
S.  M.  el  Rey  y SS.  AA.  la  Princesa  de  Astúrias  é lu- 
i'antas  Doña  María  Teresa  y Doña  Isabel  Francisca, 
saliendo  de  esta  corte  el  día  5 del  corriente,  á las 
cuatro  y media  de  la  tarde.» 

Lo  que  de  órden  de  S.  M.  tengo  el  honor  de  tras- 
ladar á V.  EE.  para  su  conocimiento  y el  de  ese  Cuer- 
po Colegislador. 

Dios  guarde  á Y.  EE.  muchos  años.  Madrid  4 de 
Mayo  de  1887.=Práxedes  Mateo  Sagas ta.==  Señores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso.» 


Se  leyeron,  y quedaron  sobre  la  mesa,  acordaudo 
se  imprimieran  y repartieran,  los  siguientes  dictá- 
menes de  Comisión: 

Fijando  la  subvención  en  metálico  que  ha  de  per- 
cibir el  ferro-carril  de  El  Campamento  á Málaga. 
[Véase  el  Apéndice  tercero  á este  Diario.) 

Trasladando  á Cillero  la  capitalidad  de  la  sección 
de  Magazos  del  distrito  de  Vivero.  [Véase  el  Apéndice 
cuarto  á este  Diario.) 

Incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  la  de 
Grullos.al  puente  de  Peñaüor.  ( Véase  el  Apéndice  quinto 
á este  Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden  del  diapara  mañana: 
Los  dictámenes  que  se  han  leído;  continuación  de 
la  discusión  pendiente  sobre  el  Jurado;  votación  defi- 
nitiva de  varios  proyectos  de  ley,  y los  demás  asuntos 
puestos  al  órden  del  dia  de  hoy. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  seis  y cuarenta  y cinco  minutos. 
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DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proyecto  de  ley,  aprobado  definitivamente  por  este  Cuerpo  Colegislador,  sobre 
creación  de  Administraciones  subalternas  de  Hacienda  en  varias  poblaciones. 


AL  SENADO. 

El  Congreso  de  los  Diputados,  tomando  en  consi- 
deración lo  propuesto  por  el  Gobierno  de  S.  M.,  ha 
aprobado  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  crean  Administraciones  subalter- 
nas de  Hacienda  en  todas  las  poblaciones  en  que  exis- 
tan Juzgados  de  primera  instancia  ó Registros  de  la 
propiedad,  y en  aquellas  que  careciendo  de  ellos  con- 
tengan en  su  distrito  municipal  20.000  ó más  habi- 
tantes. 

Estas  Administraciones  se  dividirán  en  tres  cla- 
ses, y serán  desempeñadas  por  un  administrador,  un 
interventor  y el  número  de  inspectores,  oficiales, 
auxiliares  y ordenanzas  que  anualmente  se  fijen  al 
formar  el  presupuesto. 

En  las  Administraciones  de  Ceuta,  Cartagena,  Fe- 
rrol, Las  Palmas  de  Gran  Canaria,  Ibiza  y Mahon  y 
en  las  demás  en  que  el  Gobierno,  teniendo  en  cuenta 
la  importancia  de  los  ingresos  y los  pagos,  la  esLime 
conveniente,  habrá  además  un  cajero,  que  desempe- 
ñará los  servicios  de  tesorería. 

Art.  2.°  Las  Administraciones  de  primera  clase 
reemplazarán  á la  especial  de  Jerez,  á las  Depositarías 
de  Cartagena  y Ferrol  y á la  Administración-deposi- 
taría de  Las  Palmas.  Las  de  segunda  clase  se  estable- 
cerán en  Mahon,  Ibiza  y Ceuta  y en  las  demás  pobla- 
ciones que  sin  ser  capitales  de  provincia  reúnan  en  su 
término  municipal  20.000  habitantes.  Las  de  tercera 
corresponderán  á los  demás  pueblos  en  que  exista 
Registro  de  la  propiedad  ó Juzgado  de  primera  ins- 
tancia. 

Art.  3.’  El  personal  de  las  Administraciones  de 


partido  formará  con  el  de  las  Delegaciones  de  provin- 
cia y con  el  de  las  Direcciones  generales  de  contribu- 
ciones, de  rentas  y de  impuestos  del  Ministerio  de  Ha- 
cienda, y de  propiedades  y derechos  del  Estado,  un 
Cuerpo  especial,  que  se  denominará  de  la  Administra- 
ción económica. 

Arl.  4.°  Para  ser  nombrado  administrador  de 
partido  será  indispensable  tener  la  condición  de  le- 
trado, prefiriéndose  entre  los  que  la  tengan  á los  que 
hayan  desempeñado  por  más  de  ocho  años  secretaría 
de  Ayuntamiento  en  población  mayor  de  20.000  al- 
mas, ó por  más  de  seis,  destinos  de  la  Administra- 
ción económica  en  oficinas  de  provincia,  con  catego- 
ría superior  á la  de  oficial  cuarto  de  Administración; 
y entre  los  que  carezcan  de  estas  condiciones,  los  que 
tengan  mayor  número  de  años  de  ejercicio  de  la  pro- 
fesión. Los  administradores  de  partido  no  podrán 
ejercer  la  abogacía. 

Art.  5.°  Los  demás  destinos  del  Cuerpo  de  Admi- 
nistración local  que  no  exijan  condiciones  periciales, 
desde  la  categoría  de  oficial  quinto  de  Administra- 
ción en  adelante,  se  proveerán  en  el  orden  de  prefe- 
rencia siguiente: 

1 . °  Entrelos  funcionarios  activos  del  mismo  Cuer- 
po y de  igual  categoría  que  lo  soliciten  por  trasla- 
ción. 

2. °  Entre  los  cesantes  de  la  misma  categoría  que 
hayan  servido  más  de  dos  años  en  ella  y disfruten 
haber  pasivo. 

3. °  Entre  los  funcionarios  activos  del  mismo 
Cuerpo  que  presten  sus  servicios  en  la  categoría  in- 
mediata inferior  á la  de  la  vacante,  figurando  en  ella 
con  dos  años  de  anterioridad. 

4. °  Entre  los  cesantes  de  igual  ó mayor  catego- 
ría que  no  disfruten  haber  pasivo. 

Para  los  efectos  del  párrafo  tercero,  se  consido- 
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rará  como  categoría  inferior  á la  de  oficial  quinto  de 
Administración  la  de  aspirante  primero. 

Art.  d.°  Para  ios  efectos  del  artículo  anterior,  se 
considerarán  como  funcionarios  cesantes  de  la  Ad- 
ministración económica  en  la  categoría  correspon- 
diente al  sueldo  que  hayan  disfrutado  los  que  hayan 
desempeñado  Administraciones  subalternas  de  rentas 
estancadas  con  lianza,  Administraciones-depositarías 
de  partido,  Depositarías  de  Hacienda  y Administra- 
ciones especiales  por  más  de  dos  años. 

Art.  7.°  Los  secretarios  de  Ayuntamiento  que  lo 
hayan  sido  más  de  cinco  anos  en  población  de  más 
de  4.000  habitantes,  podrán  aspirar  á los  destinos  de 
oficiales  cuartos  y quintos  y á los  de  aspirantes  del 
Cuerpo  do  la  Administración  económica,  siempre  que 
hayan  disfrutado  dos  años,  por  lo  ménos,  sueldo  igual 
al  destino  que  soliciten. 

Art.  8.°  Los  destinos  de  la  Administración  econó- 
mica desdo  la  categoría  de  oficial  quinto  en  adelante, 
exceptuando  los  cajeros,  estarán  sujetos  á incompa- 
tibilidad dentro  de  la  provincia. 

Art.  9:°  Para  los  efectos  del  ingreso  y ascenso  en 
el  Cuerpo  de  la  Administración  económica,  se  consi- 
derarán como  servicios  efectivos  los  que  se  hayan 
prestado  en  los  destinos  de  comisionados  de  ventas  de 
provincia,  atribuyéndose  á los  mismos  la  categoría 
de  oficiales  primeros,  segundos  ó terceros  de  Admi- 
nistración civil,  según  que  la  provincia  sea  de  pri- 
mera, segunda  ó tercera  clase. 

Art.  10.  Las. atribuciones  y deberes  de  las  Admi- 
nistraciones subalternas,  serán  las  siguientes: 

1. a  Formación  de  la  estadística  y repartimiento 
de  la  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y ganade- 
ría de  la  localidad  en  que  tengan  su  residencia,  y de 
las  demás  del  partido  en  que  reúnan  igual  ó mayor 
vecindario  que  la  capital,  á medida  que  el  Gobierno 
estime  conveniente  encomendársela,  y el  examen  é in- 
forme de  los  repartimientos  de  todos  los  demás  pue- 
blos del  distrito  administrativo,  cuya  aprobación,  co- 
mo la  de  los  demás,  corresponderá  á la  Delegación 
de  la  provincia. 

2. a  La  formación  del  padrón  industrial  de  los 
distritos  municipales  del  partido  y de  la  matrícula 
de  la  localidad  en  que  se  hallen  establecidas,  y de  los 
pueblos  que  tengan  igual  ó mayor  vecindario,  á me- 
dida que  el  Gobierno  estime  conveniente  encomendár- 
sela, y el  examen  é informe  de  las  correspondientes 
á los  demás  pueblos,  que  formarán  los  alcaldes  y se- 
cretarios de  los  Ayuntamientos,  y serán  sometidos  á 
la  aprobación  de  la  Delegación  provincial. 

3. a  La  liquidación  y recaudación  del  impuesto 
de  derechos  reales  y trasmisión  de  bienes  en  ios  par- 
tidos en  que  actualmente  desempeñan  este  servicio 
los  registradores  de  la  propiedad. 

4. a  La  formación  del  padrón  de  cédulas  persona- 
les de  la  localidad  en  que  se  hallen  establecidas  y de 
los  demás  pueblos  de  igual  ó mayor  vecindario  á me- 
dida que  el  Gobierno  estime  conveniente  encomen- 
dársela, y su  recaudación  en  la  capital  del  distrito. 

5. a  La  administración  de  las  propiedades  del  Es- 
tado y recaudación  de  sus  rentas  en  todo  el  partido. 

0.a  La  investigación  de  la  riqueza  territorial  para 
el  efecto  de  la  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y 
ganadería;  la  de  la  contribución  de  subsidio  industrial 
y de  comercio;  la  del  impuesto  de  derechos  reales  y 
trasmisión  de  bienes;  la  de  cédulas  personales;  la  del 
timbre  del  Estado;  la  del  impuesto  sobre  billetes  de 


viajeros  y trasporte  de  mercancías  y la  de  las  propie- 
dades y derechos  del  Estado,  en  cuyos  ramos  adopta- 
rán, dentro  de  las  disposiciones  legales,  cuantas  me  • 
didas  conduzcan  á la  defensa  y aumento  de  ingresos 
del  Tesoro. 

7. a  Inspccionar  el  cumplimiento  de  la  ley  y de  la 
instrucción  en  cuanto  se  refiere  á los  medios  de  cubrir 
los  encabezamientos  de  consumos  en  las  poblaciones 
en  que  no  estén  arrendados  por  la  Hacienda. 

8. a  La  custodia  y expendicion  de  los  efectos  tim- 
brados que  se  destinen  al  consumo  del  distrito. 

9. a  Desempeñar  el  servicio  del  Giro  mutuo  del 
Tesoro  y los  demás  que  por  el  Gobierno  se  les  enco- 
miende. 

Las  Administraciones  de  Cartagena,  Ferrol,  Las 
Palmas,  Ibiza,  Mahon  y Ceuta,  tendrán  además  las 
atribuciones  y deberes  que  en  la  actualidad  corres- 
ponden á las  Depositarías  de  Hacienda  y Administra- 
ciones-depositarías establecidas  en  dichos  puntos. 

Art.  11.  La  investigación  que  queda  detallada  en 
el  párrafo  6.°  del  artículo  anterior,  estará  á cargo  de 
inspectores  de  partido,  que  dependerán  directamente 
del  delegado  de  Hacienda  en  las  capitales  de  provin- 
cia, y de  los  administradores  de  partido  en  las  Admi- 
nistraciones que  se  crean  por  esta  ley. 

Art.  12.  Para  la  inspección  é investigación  de  la 
industria  fabril  se  dividirá  la  Península  en  diez  regio- 
nes, á cargo  cada  una  de  los  ingenieros  industriales 
que  se  estimen  precisos,  los  cuales  se  entenderán  di- 
rectamente en  el  ejercicio  de  su  inspección  con  la 
Delegación  ó con  la  Administración  del  partido  en  que 
radique  la  industria  ó fábrica  inspeccionable  ó ins- 
peccionada. 

Art.  13.  Las  multas  y recargos  que  con  arreglo 
á las  instrucciones  y reglamentos  deban  imponerse  á 
los  defraudadores  de  contribuciones,  rentas,  impues- 
tos y derechos  del  Estado,  ingresarán  en  totalidad  en 
el  Tesoro  público. 

Los  ingenieros  industriales  é inspectores  de  par- 
tido disfrutarán,  además  de  su  sueldo,  un  premio  de 
20  por  100  de  las  cantidades  que  ingresen  en  el  Te- 
soro por  consecuencia  de  las  ocultaciones  que  descu- 
bran, el  cual  les  será  satisfecho  tan  pronto  como  sean 
firmes  los  acuerdos  en  cuya  virtud  se  verifique  ei  in- 
greso. 

Otro  10  por  100  de  dichas  cantidades  se  repartirá 
proporcionalmente  álos  sueldos  entre  los  demás  em- 
pleados de  la  Administración  en  cuyo  partido  se  hayan 
descubierto  las  ocultaciones. 

Art.  14.  Quedan  suprimidos  los  inspectores  déla 
renta  del  timbre  del  Estado,  el  Cuerpo  de  inspectores 
de  la  renta  industrial  y de  comercio,  y todas  las  de- 
pendencias de  Hacienda  que  existen  con  los  nombres 
de  Administraciones  subalternas  de  rentas  estancadas 
y de  propiedades  del  Estado,  Administraciones-depo- 
sitarías de  partido,  Depositarías  de  Hacienda,  la  Ad- 
ministración especial  existente  en  Jerez  de  la  Frontera 
y las  Administraciones  de  loterías  que  existan  en  las 
poblaciones  donde  se  crean  las  Administraciones  su- 
balternas, siempre  que  el  Gobierno  no  estime  necesa- 
ria la  continuación  de  aquellas. 

En  todo  caso,  será  atribución  de  las  subalternas 
la  expendicion  de  billetes  de  la  lotería  nacional. 

Artículo  adicional.  Lo  dispuesto  en  el  art.  8.°  no 
se  refiere  á los  archipiélagos  de  Baleares  y Canarias, 
respecto  á los  cuales  continuarán  rigiendo  las  dispo- 
siciones vigentes. 


APÉNDICE  PRIMERO  AL  NÚM.  83. 


3 


Disposiciones  transitorias . 

1. a  Los  preceptos  contenidos  en  esta  ley  comen- 
zarán á regir  desde  l.°  de  Julio  de  1887. 

2. a  Los  repartimientos  de  la  contribución  de  in- 
muebles, cultivo  y ganadería,  matrículas  de  la  indus- 
trial y de  comercio,  y padrones  de  cédulas  persona- 
les para  el  año  1887-88,  serán  formados,  para  dicho 
ejercicio,  por  los  Ayuntamientos,  que,  por  virtud  de 
esta  ley,  quedan  relevados  para  lo  sucesivo  de  dichos 

servicios. 

3. a  Los  Ayuntamientos  de  cabeza  de  distrito  ad- 
ministrativo, y los  de  los  pueblos  de  igual  ó mayor 
vecindario,  dentro  del  mismo,  en  que  el  Gobierno  lo 
disponga,  harán  entrega  a las  Administraciones  de 
partido,  mediante  inventario,  antes  del  31  de  Julio  de 
1887,  de  los  amillaramjentos  y sus  apéndices,  regis- 
tros, libros,  padrones  y matrículas  y demás  docu- 
mentos relativos  á las  expresadas  contribuciones  é 
impuestos. 

4. a  Los  registradores  de  la  propiedad  harán  en- 
trega el  30  de  Junio  próximo  á las  Administraciones 
de  partido  de  todos  ios  libros  y documentos  relativos 


á la  liquidación  y recaudación  del  impuesto  de  dere- 
chos reales  y trasmisión  de  bienes,  con  las  formali- 
dades prevenidas  en  la  Real  órden  de  16  de  Marzo 
de  1886. 

5. a  Se  concede  derecho  preferente  para  ser  nom- 
brados administradores  de  partido,  en  concurrencia 
con  aquellos  á quienes  se  concede  igual  derecho  en 
el  art.  4.°  de  esta  ley,  á los  que,  habiendo  sido  apro- 
bados en  las  oposiciones  verificadas  con  anterioridad 
á la  publicación  de  la  misma  para  el  ingreso  en  el 
Cuerpo  oficial  de  abogados  del  Estado,  no  hayan,  sin 
embargo,  obtenido  plaza  en  éste  por  falta  de  vacante. 

6. a  El  Ministro  de  Hacienda  modificará  el  regla- 
mento órganico  de  la  administración  provincial  de  1 4 
de  Enero  de  1886  y las  demás  disposiciones  de  ca- 
rácter reglamentario,  para  ponerlos  en  armonía  con 
las  disposiciones  de  la  presente  ley. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  pasa  al  Senado, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9.°  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Congreso  5 de  Mayo  de  1887.=Cris- 
tino  Marios,  Presiden te.=Luis  Sánchez  Arjona,  Di- 
putado Secrfitario.=Manuel  Ibarra,  Diputado  Secre- 
tario. 


APÉNDICE  SEGUNDO  AL  NÚM.  83. 


Enmiendas  al  dictámen  de  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el 
establecimiento  del  juicio  por  jurados  para  determinados  delitos. 


Del  Sr.  MOSQUERA,  al  ai't.  68. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
presentar  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  dictá- 
men de  la  Comisión  sobre  el  proyecto  de  ley  del  jui- 
cio por  jurados: 

«Supresión  del  art.  68  que  establece  el  resumen 
del  presidente,  y de  todas  las  referencias  que  á este 
artículo  se- hacen  en  sus  concordantes.» 

Palacio  del  Congreso  5 de  Mayo  de  1887.=Au- 
gusto  Mosquera.=Manucl  Ballesteros.=Viccnte  Qui- 
roga  Vazquez.=Santiago  de  Andrés  Moreno.=Ma- 
riano  González  T)ueñas.=  Federico  Pons.=  Tomás 
Montejo. 


Del  Sr.  SILVELA  (D.  Francisco),  proponiendo 
una  nueva  disposición  especial: 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  aprobar  la  siguiente 
disposición  especial  al  proyecto  de  ley  del  Jurado. 

«4.a  La  presente  ley  no  podrá  plantearse  hasta 
que  se  haya  promulgado  la  orgánica  de  los  tribuna- 
les y reformado  el  Código  penal  en  armonía  con  la 
Constitución  del  Estado.» 

Palacio  del  Congreso  5 de  Mayo  de  1887.=Fran- 
cisco  Silvcla.=  Manuel  Danvila.  = El'  Vizconde  de 
Campo -Grande.— Emilio  de  Alvear.=  Alejandro  Pi- 
dal  y Mon.=Santos  de  Isasa.=G.  El  Conde  de  Toreno. 
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APÉNDICE  TERCERO  AL  NÚM.  83. 


DE  LAS 


Dcclámen  de  la  Comisión,  referente  á la,  proposición  de  ley  sustituyendo  la  sub- 
vención en  obligaciones  de  ferro-carriles,  concedida  al  ferro-carril  del  Campamento 

á Málaga,  por  otra  en  metálico. 


AL  CONGRESO. 

La  Comisión  nombrada  para  emitir  dictámen  so- 
bre la  proposición  de  ley  determinando  la  cantidad 
que  lia  de  cobrar  como  subvención  el  ferro-carril  de 
El  Campamento  á Málaga,  así  como  el  tiempo  y for- 
ma en  que  deba  percibirla,  ha  estudiado  con  deteni- 
miento los  antecedentes  relativos  á esta  proposición 
deley;  y atendiendo  á que  la  concesión  otorgada  á Don 
José  Casado  está  comprendida  en  la  ley  de  2 de  Julio 
de  1870,  y á que  fueron  convertidos  por  la  ley  de  21 
de  Julio  de  1876,  art.  6.°,  los  auxilios  reintegrables  en 
subvención  ordinaria  al  tipio  de  50  por  100;  auxilios 
que  por  la  ley  de  presupuestos  de  21  de  Julio  de  1878 
quedaban  reducidos  al  48  por  100  en  metálico,  de- 
biendo fijarse  en  leyes  especiales  las  épocas  y la  ma- 
nera de  satisfacer  esta  clase  de  subvenciones,  la  Co- 


misión tiene  la  honra  de  proponer  al  Congreso  el  si- 
guiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  El  ferro-carril  de  El  Campamento 
á Málaga,  en  equivalencia  del  auxilio  que  según  sus 
leyes  de  concesión  debia  cobrar  en  obligaciones  por 
ferro-carriles,  recibirá  28.800  pesetas  kilométricas 
de  subvención,  que  se  pagarán  en  metálico  á medida 
que  se  terminen  trozos  de  5 kilómetros  por  lo  ménos, 
quedando  subsistente  en  todo  lo  demás  la  ley  y pliego 
de  condiciones  en  cuya  virtud  se  hizo  la  concesión. 

Palacio  del  Congreso,  5 de  Mayo  de  1887.=Ma- 
nuel  Pedregal  y Cañedo,  presiden te.=Fernando  Es- 
cavias  de  Car  vajál.= Juan  Montilla.=Manuel  Alcalá 
del  Olmo.=  Román  Laá.= Andrés  Mellado.=  Luis 
Diaz  Moreu,  secretario. 


APÉNDICE  CUARTO  AL  NÚM.  83. 


DIARIO 

DE  LAS 


CONGRESO  DE  EOS  DIPUTADOS. 


IHctámen  de  la  Comisión,  referente  á la  proposición  de  ley  trasladando  á Cillero 
la  capitalidad  de  la  sección  de  ¡dagazos,  del  distrito  de  Vivero. 


AL  CONGRESO. 

La  Comisión  nombrada  para  emitir  dictámcn  so- 
bre ia  proposición  de  ley  trasladando  & Cillero  la  ca- 
pitalidad de  la  sección  de  Magazos,  ba  examinado 
detenidamente  este  asunto;  y 

Resultando  que  la  mayoría  de  los  electores  de  la 
sección  de  Magazos  distan  menos  de  Cillero  que  de 
aquella  parroquia; 

Resallando  que  hasta  algunos  electores  de  los 
arrabales  de  Magazos  están  más  próximos  á Cillero 
que  á la  cabeza  actual  de  sección; 

Considerando  que  el  establecimiento  de  secciones 
responde  al  principio  de  facilitar  en  cuanto  sea  posi- 
ble la  emisión  del  sufragio; 

Considerando  que  la  capitalidad  de  las  secciones 
corresponde  al  centro  del  cuerpo  electoral,  que  las 
constituye; 


Considerando  que  en  el  caso  de  estar  diseminados 
todos  ó parte  de  los  electores,  la  base  más  justa  para 
señalar  la  cabeza  de  sección  es  la  proximidad  á la 
misma  del  mayor  número  de  aquellos, 

La  Comisión  tiene  la  honra  de  someter  á la  deli- 
beración y aprobación  del  Congreso  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  traslada  á la  parroquia  de  Ci- 
llero la  capitalidad  de  la  sección  de  Magazos,  estable- 
cida actualmente  para  las  elecciones  de  Diputados  á 
Cortes  por  el  distrito  de  Vivero. 

Palacio  del  Congreso  3 de  Mayo  de  1887.=Fran- 
cisco  Sauz  Riobó,  presidente.=Luis  Lainas.=Fermin 
yior.=R.  El  Conde  de  Revilla  Gigedo.=Pegerto  Par- 
do Balmonte. 


APÉNDICE  QUINTO  AL  NÚM.  83. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Oiclámen  de  la  Comisión,  referente  d la  proposición  de  ley  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  la  de  Grullos  al  puente  de  Peña  flor. 


La  Comisión  nombrada  para  dar  dictámen  sobre 
la  proposición  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general 
de  carreteras  del  Estado  la  de  Grullos  al  puente  de 
Pañaflor,  ha  examinado  este  asunto,  y tiene  la  honra 
de  someter  á la  deliberación  y aprobación  del  Con- 
greso el  siguiente 

PROYECTO  I)E  LEY. 

Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  orden  que  parliendo  i 
de  Grullos,  en  la  de  Právia  á este  punto,  ha  de  ir  di-  ' 


rectamente  al  puente  antiguo  de  Peñaflor,  enlazando 
con  la  carretera  de  Oviedo  á Grado. 

Art.  2.”  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  188(5  dictando  reglas  para  la  ejecución 
de  obras  públicas.  . 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  1887.  = Ma- 
nuel Pedregal,  Presidente.=El  Vizconde  de  Campo- 
Grande.  =Raimundo  Fernandez  Villaverde.=Enrique 
Santana.=Senen  Cánido.  = Julián  Suarez  Inclán,  se- 
cretario. 
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MARI 


DJS  LAS 

SESIONES  DE  CORTES. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


PRESIDENCIA  DEL  EXCilO.  SR.  D.  CRIST1N#  HARTOS. 


SESION  DEL  VIERNES  G DE  MAYO  DE  1887. 

SUMARIO.  Abroso  d la  una  y cinco  mmutos.=  So  loo  y aprueba  ol  Acta  do  la  antorior.=Pasa 
á la  Oomision  que  entienda  en  el  proyect?  de  ley  del  timbre  una  exposición,  presentada  por  el  señor 
Laá,  de  la  Liga  de  contribuyentes  de  Málaga,  relativa  á este  asunto.=ORDF,N  orar.  día:  sin  debate  se 
aprueban,  pasando  á la  Comisión  do  corroccion  do  O3tilo,  los  dictdmones  incluyendo  on  ol  plan  general 
de  carreteras  la  de  Grullos  al  puente  de  Peñañor,  y el  de  traslación  á Cillero  de  la  capitalidad  de  la 
sección  de  Magazos,  en  el  distrito  de  Vivero. =Continúa  ol  debate  pendiente  sobre  establecimiento  del 
Jurado. =Discurso  dol  Sr.  Rodriguez  San  Pedro,  segundo  en  contra. =Del  Sr.  Montejo  on  pró.=Rocti- 
ücaciones  de  dichos  señores.— Discurso  del  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande,  tercero  en  contra.=  Se 
suspenden  ol  discurso  y osta  discusión. =E1  Sr.  Maura,  como  prosidonto  do  la  Comisión  del  Jurado,  y 
á nombre  de  la  misma,  retira  el  art.  4.°  del  dictamen  y le  presenta  nuevamente  redactado.=  El  señor 
Conde  de  Toreno  pide  la  palabra  para  una  cuestión  de  órden.=Anuncia  el  Sr.  Presidente  que  se  va  d 
dar  loctura  dol  nuovo  articulo  redactado  por  la  Comision.=Maniilesta  ol  Sr.  Condo  do  Toron:>  quo  siendo 
esto  el  objeto  para  que  habia  pedido  la  palabra,  por  no  haber  percibido  bien  las  del  Sr.  Maura,  y en 
vista  de  las  explicaciones  quo  da  ol  Sr.  Prosidonto,  no  insisto  en  hacer  uso  do  la  palabra.=Se  lee  el 
art.  4.°  nuevamente  redactado,  y queda  sobre  la  mesa.=El  Congreso  queda  enterado  do  la  constitución 
de  una  Comisión. =Se  lee  y queda  sobre  la  mesa  un  dictamen  declarando  permanentes  las  Comisiones 
de  presupuostos  para  las  provincias  do  Ultramar.=Orden  dol  dia  para  mañana:  ol  dictamen  que  so  ha 
leído,  y los  demás  asuntos  pendientes.=Se  levant 

Se  abrió  á la  una  y cinco  minutos,  y lcida  el  Acta 
(le  la  anterior,  quedó  aprobada. 


El  Sr.  LAÁ  Y RUTE:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  LAA  Y RUTE:  líe  pedido  la  palabra  para 
presentar  una  exposición  que  dirige  á las  Córtes  la 
Liga  de  contribuyentes  de  Málaga,  solicitando  que  el 
tranqueo  de  las  cartas  que  circulen  por  la  Península 
se  reduzca  á 10  céntimos,  y que  el  derecho  lijado  para 
el  certificado  de  las  cartas  que  circulen  por  la  Me- 
trópoli se  reduzca  á 25  céntimos,  igualándolo  á lo 
que  se  cobra  por  los  que  van  dirigidos  al  extranjero. 

Yo  uno  mi  ruego  al  de  esta  exposición,  y suplico 
á la  Mesa  se  sirva  hacerla  pasar  á la  Comisión  nom  - 


la  sesión  á las  siete  y diez  minutos. 

brada  para  dar  dictámcn  acerca  del  proyecto  presen- 
tado por  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  para  el  timbre 
del  Estado,  en  cuyo  proyecto  van  comprendidas  las 
tarifas  de  correos. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Pasará  á 
la  Comisión  del  timbre. 


ORDEN  DEL  DIA. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictamen  de 
la  Comisión,  referente  á la  proposición  de  ley  inclu- 
yendo en  el  plan  general  de  carreteras  la  de  Gruyos 
al  puente  de  Peñaílor.» 
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6 DE  MAYO  DE  1887. 


Leído  dicho  dictamen  (Véase  el  Apéndice  quinto 
al  Diario  núm.  83,  sesión  del  5 del  actual % dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  la 
totalidad  del  dictámen.» 

No  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  la 
palabra  en  contra,  se  pasó  á la  discusión  por  artícu- 
los, y sin  debate,  fueron  aprobados  los  dos  de  que 
constaba  el  dictamen,  en  esta  forma: 

«Artículo  1.®  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  órden  que  partiendo 
de  Grullos,  en  la  de  Právia  á este  punto,  ha  de  ir  di- 
rectamente al  puente  antiguo  de  Peñañor,  enlazando 
con  la  carretera  de  Oviedo  á Grado. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  ementa  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjoua):  El  pro- 
yecto de  ley  pasará  á la  Comisión  de  corrección  de 
estilo. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictamen  de 
la  Comisión,  referente  á la  proposición  de  ley  trasla- 
dando á Cillero  la  capitalidad  de  la  sección  do  Maga- 
zos,  del  distrito  de  Vivero.» 

Leído  dicho  dictámen  (Véase  el  Apéndice  cuarto  al 
Diario  núm.  83 , sesión  del  5 del  actual ),  y no  habiendo 
quien  pidiera  la  palabra  en  contra,  se  puso  á vota- 
ción, y fué  aprobado  en  esta  forma: 

«Artículo  único.  Se  traslada  á la  parroquia  de 
Cillero  la  capitalidad  de  la  sección  de  Magazos,  esta- 
blecida actualmente  para  las  elecciones  de  Diputados 
á Córtes  por  el  distrito  de  Vivero.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  El  pro- 
yecto de  ley  pasará  á la  Comisión  de  corrección  de 
estilo. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  discusión  del 
dictámen  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el  esta- 
blecimiento del  juicio  por  jurados  para  determinados 
delitos.  (Véase  el  Apéndice  primero  al  Diario  núm.  42 , 
sesión  del  10  de  Marzo  ultimo ; Diario  núm.  73 , sesión 
del  21  de  Abril ; Diario  núm.  74,  sesión  del  22  de  idem; 
Diario  núm.  75,  sesión  del  23  de  idem\  Diario  núm.  76, 
sesión  del  25  de  ídem]  Diario  núm.  77,  sesión  del  26  de 
ídem ; Diario  núm.  78,  sesión  del  27  de  idem\  Diario 
núm.  79,  sesión  del  28  de  ídem ; Diario  núm.  80,  sesio?i 
del  30  de  ídem ; Diario  núm.  81,  sesión  del  3 de  Mayo\ 
Diario  núm.  82,  sesión  del  4 de  ídem,  y Diario  núme- 
ro 83,  sesión  del  5 de  Ídem.) 

Sigue  la  discusión  del  art.  l.° 

Ei  Sr.  Rodríguez  San  Pedro  tiene  la  palabra,  se- 
gundo en  contra. 

El  Sr.  RODRIGUEZ  SAN  PEDRO:  Tengo  mucho 
gusto  en  verle  en  él,  con  tanto  más  motivo,  cuanto 
que  podra  recoger  los  argumentos  que  voy  á dirigir 
á la  Comisión,  que  no  dejarán  de  referirse  al  Gobierno 
de  S.  M.,  y podrá  así  saber  cuanto  vo  manifieste,  que 
aun  cuando  de  ninguna  importancia,  por  sor  yo  quien 
lo  diga,  es  posible  que  suceda  según  la  máxima  del 
Evangelio,  que  la  verdad  esté  en  los  labios  más  hu- 
mildes. Por  consiguiente,  si  de  las  observaciones  que 
yo  lie  de  tener  el  honor  de  exponer  pudiera  haber 
algunas,  muy  pocas  seguramente  por  ser  rnias,  que 
merecieran  la  atención,  tanto  de  la  Comisión  como 


dei  Gobierno  de  S.  M.,  contribuiré  á que,  en  lo  posi- 
ble, haya  el  menor  mal  de  que  la  institución  del  Ju- 
rado es  susceptible  en  su  desarrollo  y en  su  modo  de 
funcionar.  Con  esta  esperanza,  pues,  la  de  que  el  dig- 
no Sr.  Diputado  que  me  ha  de  hacer  el  honor  de  con- 
testar á mis  observaciones  puede  exponer  á la  consi- 
deración del  Gobierno  de  S.  M.  y de  la  Comisión,  con 
mayor  elocuencia  que  yo  lo  haría,  aquello  que  yo 
diga,  voy  á entrar  en  las  observaciones  que,  en  cum- 
plimiento de  un  deber,  tengo  necesidad  de  someter  á 
la  consideración  del  Congreso. 

Estamos  discutiendo  el  art.  l.°  de  este  proyecto, 
que  establece,  como  cabeza  de  la  novedad  que  ahora 
se  pretende  introducir  en  la  organización  de  los  tri- 
bunales y en  la  manera  de  administrar  la  justicia  en 
España,  el  precepto  de  que  esos  tribunales  no  se  com- 
pondrán, como  al  presente,  por  2 personas  salidoras 
del  derecho,  sino  que  estarán  compuesLos  de  12  ju- 
rados y tres  magistrados  ó jueces  de  derecho,  y se 
reunirán  periódicamente,  para  conocer  de  los  delitos 
que  determina  la  presente  ley,  aparte  de  dos  suplen- 
tes que,  como  para  eventualidades  del  servicio,  ha- 
brán de  formar  parte  de  este  tribunal,  llamado  del  Ju- 
rado. Por  manera  que,  requiriéndose  la  aprobación  clel 
Congreso  para  este  artículo,  y pudiendo  determinarse 
su  aprobación  ó su  desaprobación,  según  sean  las 
condiciones  y calidades  de  estos  jueces  que  se  llaman 
de  hecho^  y de  estos  jueces  que  se  llaman  de  derecho; 
según  sean  más  ó ménos  permanentes  y periódicos  cu 
sus  funciones,  puesto  que  aquí  se  dice  que  adminis- 
trarán periódicamente  la  justicia;  según  la  capacidad 
que  se  les  otorgue;  según  la  competencia  que  se  les 
reuonozca;  claro  está  que  yo  tengo  necesidad  de  exa- 
minar para  tratar  lógicamente  la  cuestión,  si  estas 
entidades  que  aquí  se  presentan  tienen  todos  estos 
caracteres  ó alguno  de  ellos,  y si  por  ia  reunión  de 
estos  caractéres  merecen  ó no  el  voto  que  se  solicita 
de  la  Cámara  para  que  ellos  sean  establecidos,  ó si, 
por  el  contrario,  como  yo  pienso,  ni  por  sus  calida- 
des, ni  por  sus  condiciones,  ni  por  la  forma  y manera 
con  que  se  quiere  que  depuren  el  hecho  y el  derecho 
y administren  la  justicia,  y por  ninguna,  en  fin,  de 
las  condiciones  de  que  se  les  rodea,  debe  concedérse- 
les la  confianza  que  les  otorga  el  proyecto  do  ley, 
y deben  ponerse  en  sus  manos  atribuciones  tan  im- 
portantes como  esta  de  concurrir  á la  buena  ad- 
ministración de  la  justicia.  Hasta  en  esto  de  no  es- 
tablecer para  ellos  la  permanencia  de  la  función,  con 
ser  circunstancia  la  más  pequeña  de  las  que  pue- 
den llamar  la  atención  de  quienes  examinen  con  ojo 
conspicuo  esta  institución  llamada  del  Jurado,  tiene 
que  parecer  mal  á los  que,  como  yo,  piensan  que  ia 
justicia  es  de  suyo  la  necesidad  más  constante  y más 
permanente  que  tiene  toda  sociedad,  que  sin  ella  no 
hay  sociedad  posible,  que  es  la  garantía  del  órden  jurí- 
dico, y en  definitiva  del  órden  social,  y que  por  conse- 
cuencia todas  esas  especies  de  eclipses  que  tiene  que 
sufrir  el  modo  de  funcionar  la  institución,  110  obedecen 
á razones  y á ideales  que  conviene  seguir  en  materias 
de  justicia,  sino  más  bien  á alejarnos  de  esos  ideales, 
no  obstante  que  en  esta  peregrinación  que  todos  ha- 
cemos en  el  mundo  aquello  que  debemos  tener  siempre 
por  norma  de  conducta  es,  aceptado  un  ideal  cual- 
quiera, acercarnos  constantemente  á él  sin  forma  ni 
género  de  retrocesos;  por  lo  que  todos  hemos  conside- 
rado siempre  y consideramos  como  nuestro  ideal  en 
materia  de  justicia  su  permanencia,  su  economía,  su 
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prontitud  y el  que  se  aleje  lo  ménos  posible  la  justicia 
de  lo  justiciable,  como  del  tiempo  ó del  hecho  sobre 
ol  cual  sus  dictados  deban  recaer.  Pero  este  que, 
repito,  en  medio  de  los  grandes  problemas  que  des- 
pierta este  proyecto  es  aquel  que  quizás  debe  llamar 
ménos  la  atención,  y por  esto,  para  dejarlo  de  una  vez 
completamente  descartado,  hago  estas  ligeras  consi- 
deraciones, aquí  en  esto  proyecto  tiene  una  gran  im- 
portancia, porque  por  una  parte,  separándose  la  Co- 
misión del  proyecto  presentado  por  el  Gobierno  de 
S.  M.,  y esta  es  la  primera  discrepancia  en  que  se  han 
encontrado  la  Comisión  y el  Gobierno,  y por  otra  parte 
separándose  también  de  lo  que  es  práctica  constante, 
<!o  lo  que  existe  en  tocios  los  países  donde  el  Jurado 
funciona  con  unas  u otras  formas,  la  Comisión  divide 
el  tiempo  anual,  dentro  del  cual  el  Jurado  se  debe  re- 
unir, en  tres  períodos  de  cuatro  meses,  en  lugar  de 
cuatro  períodos  de  tres  meses;  es  decir,  que  lejos  de 
acercar  la  decisión  de*  la  justicia  al  hecho  justiciable, 
la  aleja  por  este  modo.  Y de  otro  lado,  como  que  aquí 
no  se  lia  establecido  tampoco  aquel  sistema  de  división 
de  la  competencia  del  Jurado  que  rige  en  casi  todos 
los  países,  singularmente  en  los  países  continentales, 
confiando  al  Jurado  aquellos  delitos  de  mayor  atroci- 
dad, aquellos  que  necesitan  por  punto  general  averi- 
guaciones más  detenidas,  aquellos  en  que  la  pena  en 
relación  con  las  molestias  que  producen  la  persecución 
do  la  justicia  y los  vejámenes  sobre  los  bienes  y sobre 
ja  persona  objeto  de  la  detención  y de  la  privación,  si- 
quiera sea  provisional,  de  la  libertad,  tiene  menor 
proporción  relativamente  á esta  misma  vejación,  im- 
puesta como  pena  por  virtud  de  la  sentencia:  como 
que  aquí,  repito,  en  este  proyecto  de  ley  no  se  ha  se- 
guido este  criterio,  sino  que,  cualquiera  que  sea  la 
penalidad,  solo  por  la  distinción  de  eso  que  se  ha 
dado  en  llamar  ílguras  de  delito,  las  unas  van  ai  Ju- 
rado y las  otras  van  á los  tribunales  de  derecho,  pue- 
de ocurrir  respecto  de  un  delito  castigado  con  una 
pena  completamente  ligera,  pero  que  por  su  natura- 
raleza,  por  su  esencia,  por  su  denominación  jurídica 
tiene  que  ser  conocido  por  el  Jurado,  dado  que  este 
Jurado  lo  mismo  se  puede  reunir  en  el  principio  de 
un  cuatrimestre  que  en  el  fin  de  otro,  puede  ocurrir, 
digo,  que  esté  el  criminal  y se  encuentre  la  sociedad 
esperando,  durante  ocho  meses,  á que  esa  reunión  se 
verifique;  y estos  eclipses,  que  por  razón  misma  de 
la  naturaleza  de  este  imperfecto  tribunal  es  preciso 
que  experimente  la  justicia,  se  hagan  de  tal  modo 
perceptibles  y lastimosos,  que  verdaderamente  pro- 
duzcan una  total  y completa  oscuridad,  al  ménos 
pava  ese  individuo  & quien  se  hace  aguardar  durante 
tanto  tiempo  el  fallo  de  la  justicia  misma.* 

Este  es  un  mal,  pero  un  mal  ligero  en  compa- 
ración con  otros  males  gravísimos  que  por  su  pro- 
pia esencia  y naturaleza  tiene  que  producir  la  crea- 
ción de  ese  organismo  jurídico,  de  eso  que  vosotros 
llamáis  institución  en  el  proyecto  que  ahora  estamos 
discutiendo.  Por  esta  misma  razón,  porque  es  un  nue- 
vo organismo,  porque  es,  si  puedo  llamarse,  una  ins- 
titución, porque  no  se  trata  pura  y sencillamente  de 
una  cuestión  de  procedimiento  ó de  una  manera  sim- 
ple y pura  de  enjuiciar,  sino  que  el  proyecto  este  de 
«Turado  tiene  en  sí  condiciones  de  constituyente,  en 
cuanto  constituye  un  organismo  nuevo  en  el  país,  de 
ley  orgánica,  porque  da  a ese  organismo  modos  de 
desenvolverse  para  su  propia  existencia,  y de  ley  pro- 
cesal* porque  le  da  modos  de  desenvolverse  en  busca 


del  objetivo,  que  debe  ser  la  averiguación  de  la  ver- 
dad y la  buena  administración  de  ia  justicia,  por  eso 
mismo  requiere  atención  tan  especial  este  proyecto,  y 
por  eso  despierta  una  oposición,  no  sistemática,  por- 
que nosotros  no  acostumbramos  á hacer  oposiciones 
sistemáticas,  pero  sí  una  Oposición  persistente,  apo- 
yada en  la  razón  de  que  nos  creemos  asistidos,  supe- 
rior á aquella  oposición  que  puede  despertar  otros 
proyectos,  preceptos  sencillos  que  se  horran  lo  mismo 
que  se  escriben,  que  demostrándose  por  la  experien- 
cia que  tienen  algunos  inconvenientes  para  ei  buen 
funcionar  del  órden  social,  pueden  ser  á todas  horas 
y en  todos  los  momentos  modificados  y reformados; 
que  por  punto  general  crean  pocos  intereses,  porque 
esos  intereses  no  reposan  en  la  defensa  de  un  organis- 
mo, como  ocurre  con  estos  otros  que  tienen  un  ca- 
rácter verdaderamente  orgánico,  en  el  cual  creada  una 
institución  que  es  perjudicial  por  su  propia  esencia 
al  órden  social,  ella  tiende á desenvolverse  y arraigarse 
á expensas  del  bien,  y una  vez  impresa  en  ella  el  hálito 
de  la  vida,  si  esa  vida  no  es  conveniente  y adecuada  al 
buen  órden  social,  á la  numera  de  estar  organizado 
un  país,  como  que  todo  sér  orgánico  que  vive  es  pre- 
ciso que  ejerza  su  actividad,  lo  liará  de  una  mane- 
ra perturbadora,  y no  lo  que  votemos  hoy,  sino  las 
consecuencias  de  lo  que  votemos  hoy  en  ese  orga- 
nismo, la  manera  de  extender  su  raíz  ó sus  miembros, 
penetrando  todo  el  cuerpo  social  en  materia  tan  in- 
teresante como  la  justicia,  perturbándola,  haciendo 
que  la  justicia  no  impere  como  base  y fundamento 
do  toda  sociedad,  sino  que  lo  que  impere  sea  la  in- 
justicia, el  error,  la  incapacidad,  ei  favoritismo;  on 
fin,  todo  aquello  á que  están  expuestos  los  malos  or- 
ganismos cuando  se  les  llama  á funcionar  en  condi- 
ción imposible  para  ellos  mismos,  y en  una  atmósfera 
de  suyo  viciada  y perjudicial,  traiga  en  pos  todos  esos 
inconvenientes  que  nosotros  desgraciadamente  para 
nuestro  país  estamos  previendo,  y que  queremos  que 
cuando  ménos  el  país  esté  instruido  sobre  ellos  y que 
sepa  cuando  los  males  se  produzcan,  que  tienen  una 
raíz  de  qne  ya  está  advertido,  que  tienen  un  remedio 
que  puede  ser  más  fácil  cuando  sea  más  conocido. 

Hé  aquí  la  razón  por  qué,  no  como  un  pretexto 
que  verdaderamente  no  tendría  significación  alguna 
si  así  fuese,  según  nos  decía  ayer  un  digno  indivi- 
duo de  la  Comisión,  el  Sr.  Santana,  sino  cumplien- 
do los  deberes  más  elementales  de  todos  los  hombres 
que  se  dedican  á estudiar  las  necesidades  del  país,  y 
que  desde  el  momento  que  han  merecido  la  confian- 
za de  sus  conciudadanos  para  sentarse  en  el  templo 
de  las  leyes  deben  meditar  sériamente  sobre  los  pro- 
blemas que  este  mismo  ejercicio  del  Poder  legisla- 
tivo trae  consigo,  nosotros  nos  consideramos,  no  en 
el  derecho,  sino  en  la  obligación  de  estudiar  uno  por 
uno  los  músculos  de  este  organismo  para  saber  si 
están  de  tal  manera  constituidos  que  pueden,  en  efec- 
to, despertar  legítimas  esperanzas  de  que  han  de  ser- 
vir al  bien  publicó,  ó si,  por  el  contrario,  como  yo 
creo  profundamente,  ha  de  suceder  que  el  bien  públi- 
co, en  la  medida  en  que  ese  bien  debe  procurarse,  es 
de  tocio  punto  imposible  en  lo  que  se  refiere  á la  ad- 
ministración de  justicia,  con  un  organismo  que  tenga 
por  base  este  principio  del  Jurado,  que  sou  los  jueces 
llamados  de  hecho  jueces  verdaderamente  imperitos, 
obligados  a dictar  juicios  llamados  veredictos  de  co- 
nocimiento y decisiones  llamadas  de  justicia.  Y esto 
es  tanto  más  preciso  que  sea  examinado,  cuanto  que, 
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como  han  dicho  aquí  todos  ios  que  me  han  precedido 
en  el  uso  de  la  palabra,  porque  esta  es  una  verdad 
que  se  impone  á todas  las  inteligencias,  la  reforma 
que  nos  presentó  el  Gobierno  de  S.  M.,  y que  ha  aco- 
gido como  suya  la  Comisión,  aun  cuando  reserván- 
dose modificarla  de  tal  modo,  que  en  rigor,  bajo  el 
punto  de  vista  de  la  crítica,  son  dos  cosas  completa- 
mente diferentes,  radicalmente  diferentes,  lio  es  la 
expresión  de  ninguna  necesidad  pública  vivamente 
sentida.  Al  cabo,  cuando  brotando  de  las  entrañas  de 
la  sociedad,  se  despierta  una  aspiración,  y esa  aspira- 
ción recibe  el  impulso  de  la  opinión,  los  legisladores, 
no  tienen  que  hacer  otra  cosa  más  que  recoger  la  as- 
piración y darle  la  fórmula,  y hay  para  ellos  una  gran- 
dísima garantía  de  acierto,  si  no  bajo  el  punto  de  vista 
filosófico,  bajo  el  punto  de  vista  del  arte  político,  que 
consiste  por  punto  general  en  servir  las  necesidades 
maniílestas  de  una  sociedad;  necesidades  que  son  la 
expresión  de  la  constitución  íntima  de  ios  individuos 
y séres  organizados  que  la  componen.  Guando  un  sér 
organizado,  llámese  colectividad,  llámese  individuo, 
clama  por  una  cosa,  es  casi  seguro  sin  más  exárnen, 
sin  profundizar  en  las  entrañas  y en  los  móviles  de  esa 
necesidad,  que  responde  á un  principio  lógico;  y como 
la  lógica  es  el  procedimiento  por  donde  se  liega  á la 
verdad,  hay  probabilidad  de  que  esa  institución,  de 
que  esa  medida,  de  que  esa  disposición  por  la  cual  la 
sociedad  entera  clama  diciendo  ser  una  necesidad  im- 
periosa para  ella,  responda  á esa  misma  necesidad  y 
produzca  desde  luego  algún  beneficio;  pero  cuando 
como  aquí,  sucede  todo  lo  contrario,  cuando  por  nece- 
sidades de  la  política,  y de  esta  política  que  consiste 
más  bien  en  la  conjunción  de  las  personas  que  en  el 
servicio  de  las  doctrinas,  cuando  para  agrupar  fuerzas 
que  conduzcan  á la  obtención  ó á la  permanencia  en  el 
Poder,  algunos  hombres,  algunas  individualidades  en 
el  seno  de  su  gabinete  hacen  una  creación  puramen- 
te artificial,  y luego  por  consecuencia  de  esa  misma 
agrupación  que  se  llama  política  se  piensa  imponerla 
al  país  atándole  como  al  lecho  de  Procusto,  á pesar 
de  que  protesta  contra  semejante  institución,  enton- 
ces sucede  lo  contrario  de  lo  que  antes  os  decía;  su- 
puesto que  no  hay  la  garantía  del  acierto,  la  garan- 
tía que  resulta  de  reconocerse  una  necesidad  como 
existente,  y de  venir  la  ley  á satisfacer  esa  misma  ne- 
cesidad, siuo  que,  por  el  contrario,  se  trata  de  impo- 
ner al  país  lo  que  el  país  no  quiere,  y es  preciso  que 
la  reforma  esté  de  tal  modo  aquilatada  á los  ojos  de 
la  ciencia  y á los  ojos  de  las  fuerzas  directivas  de  la 
sociedad  (porque  yo  admito  que  el  progreso  puede  ve- 
rificarse de  dos  maneras:  de  abajo  arriba,  lo  mismo 
que  de  arriba  abajo),  es  preciso  que  de  tal  modo  esté 
eso  aquilatado  por  los  dictados  de  la  ciencia,  que  se 
tenga  de  antemano  la  seguridad  de  que  esa  reforma 
va  á ser  precursora  del  progreso,  realizadora  del  bien; 
porque  si  no,  se  va  á producir  cuando  ménos  una 
grande  incertidumbre  como  la  que  nosotros,  estamos 
previendo. 

Pues  ahora  bien;  esta  incertidumbre,  esta  duda  de 
tal  manera  está  demostrada  por  el  sentido  del  país  y 
por  el  sentido  mismo  de  la  Comisión  que  redactó  el 
proyecto,  que  el  país  en  el  anterior  ensayo  del  Jurado, 
por  aquellos  medios  por  los  cuales  los  países  manifies- 
tan su  resistencia  á una  reforma  cualquiera,  demostró 
plena  y cumplidamente  que  no  quería  el  Jurado,  por- 
que el  país  de  una  parte  presenciaba  con  terror  aquel 
ensayo  eu  la  parte  eu  que  debia  de  recibirle  como  una 


institución  que  funcionaba  sobre  él,  y de  otra  parte, 
de  aquellos  iudivíduos  que  estaban  en  las  listas  del 
Jurado  y que  estaban  llamados  á intervenir  en  esta 
función  del  Jurado,  la  resistencia  se  manifestaba  de 
manera  más  sensible  todavía,  negándose  á ser  jura- 
dos basta  á riesgo  de  ser  multados  y procesados,  como 
lo  fueron  en  muchas  partes  por  no  consentir  que  les 
vistieran  esa  toga  algún  tanto  recortada  de  los  jueces 
que  se  quería  echar  sobre  los  hombros  de  esos  jura- 
dos, que  preferían  convertirse  en  delincuentes  faltando 
á la  ley  con  tal  de  no  desempeñar  tal  función.  ¿Dónde 
esté,  pues,  la  aspiración  pública  precursora  de  está 
ley?  Eu  ninguna  parte.  ¿Está  acaso  en  la  resistencia 
constantemente  manifestada  por  este  doble  modo  del 
país  al  funcionamiento  del  Jurado  tal  como  estaba 
tablccido  en  esa  época,  muy  reciente  todavía,  de  nues- 
tra historia,  á que  me  estoy  refiriendo? 

Pero  bajo  el  punto  de  vista  científico,  bajo  el  pun- 
to de  vista  de  los  principios,  bajo  el  punto  de  vista  de 
aquellas  convicciones  que  á los  hombres  pensadores 
Ies  obligan  á realizar  como  mejoras  de  la  sociedad 
por  que  se  iuLeresan  aquellas  medidas  que  su  eslu- 
dio  les  sugiere,  el  ejemplo  yo  lo  tendría  en  el  Sr.  Mi- 
nistro de  Gracia  y Justicia  y en  esa  Comisión.  El  se- 
ñor Ministro  de  Gracia  y Justicia,  que  trae  un  proyecto 
de  ley  que  la  Comisión  cambia  radicalmente,  y que 
acepta  lo  mismo  uno  que  otro,  no  tienen  convicción 
de  ninguna  naturaleza.  Yo  no  me  voy  á referir  á sus 
publicaciones  como  jurisconsulto,  que  siempre  he  ad- 
mirado y he  considerado,  ni  tampoco  me  voy  á referir 
á aquello  que  lia  dado  á conocer  al  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  como  hombre  de  ciencia;  me  refiero 
á sus  actos  como  hombre  de  gobierno,  como  Ministro 
que  trae  á las  Córtes  un  proyecto  de  ley  de  Jurado  que 
reposa  sobre  el  censo,  sobre  el  pago  de  la  contribu- 
ción, y que  continúa  en  ese  banco  (y  aun  espero  que 
continuará),  á pesar  de  que  la  Comisión  lo  ha  modi- 
ficado trayendo  un  Jurado  sin  censo  de  ninguna  cla- 
se, en  este  punto,  que  no  es  un  accidente,  como  de- 
mostraré muy  prouto,  que  toca  á las  raíces  de  la 
institución,  que  toca  á lo  que  puede  devidir,  y divide, 
con  efecto,  á las  escuelas.  Sin  embargo,  S.  S.,  eu  el 
calor  y en  el  ardor  de  su  fe,  está  todo  indiferente,  le 
importa  lo  mismo  un  dogma  que  otro  dogma,  y re- 
vela que  no  tiene  confianza  en  dogma  alguno. 

Pues  si  voy  á la  convicción  y á la  fe  científica 
(porque  también  Leñemos  que  hablar  de  esto);  si  va- 
mos á la  convicción  y á la  fe  científica  de  los  digní- 
simos individuos  de  la  Comisión,  ¿cuántas  cosas  no 
les  hemos  estado  escuchando  con  verdadero  asombro 
en  estos  dias  en  que  en  este  debate  se  viene  ya  por 
muchos  de  esos  dias  prolongando? 

Un  señor  individuo  de  la  Comisión  nos  habló  del 
derecho  del  pueblo  á intervenir  en  la  administración 
de  justicia;  arrancaudo  del  principio  de  la  soberanía 
nacional  no  inmanente,  sino  en  ejercicio,  así  como  se 
encuentra  esa  soberanía  mezclándose  con  la  sobera- 
nía del  Trono  por  medio  de  la  elección  aquí  eu  el  Po- 
der legislativo  y en  el  Poder  ejecutivo  también  por 
medio  de  la  elección,  se  quiere  del  mismo  modo  que 
por  medio  de  la  elección  venga  á intervenir  en  el  Po- 
der judicial;  y supuesto  que  se  ha  entrado  en  la  moda, 
que  ya  por  cierto  va  pasando,  de  la  división  del  Po- 
der en  sus  tres  miembros  de  legislativo,  de  ejecutivo 
y de  judicial,  dado  que  es  necesaria  siempre,  según 
esa  doctrina,  la  intervención  del  pueblo  en  el  ejerci- 
cio del  Poder,  por  el  mismo  título  de  la  elección  y 
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por  el  derecho  de  los  jurados,  se  reclama  que  el  pue- 
blo intervenga  en  la  administración  de  justicia,  lo 
mismo  que  por  medio  de  la  elección  de  Diputados  á 
Córtes,  diputados  provinciales  y concejales,  interviene 
eu  el  funcionar  del  Poder  legislativo  y del  ejecutivo. 
Pero  otro  señor  individuo  de  la  Comisión  nos  dice  que 
no:  que  no  hay  tal  derecho,  que  esa  es  una  mera  fun- 
ción y que  se  distribuye  como  tal  función  y como  una 
carga.  Y por  fin  ayer  mismo  el  Sr.  Rosell,  individuo 
ilc  la  Comisión,  nos  decia  que  no  era  el  derecho  de 
juzgar,  que  no  era  tampoco  una  función,  que  no  era 
nada  de  eso,  sino  que  era  el  derecho  del  ciudadano  á 
ser  juzgado  por  sus  conciudadanos;  derecho  á ser  juz- 
gado que  viene  A ser  la  creación  de  una  escuela 
próxima  pariente  de  aquella  otra  que  proclama  el  de- 
recho que  con  esta  materia  directamente  se  relaciona, 
puesto  que  tratándose  de  un  Jurado  solamente  para  la 
justicia  criminal,  directamente  se  relaciona  todo  lo  que 
á este  Jurado  afecta  con  todo  lo  que  se  refiere  al  delito 
y á la  pena,  que  proclama,  digo,  el  principio  de  que  la 
pena  se  funda,  no  en  el  derecho  de  la  sociedad  á cas- 
tigar, sino  en  el  derecho  del  delincuente  á ser  casti- 
gado; nociones  raras  en  que  la  pena  y el  sufrimiento 
se  convierten  en  un  derecho  que  es  casi  una  fruición; 
y la  precisión  y la  necesidad  de  someterse  al  juicio 
de  los  demás  se  convierten  en  un  derecho,  paira  aspi- 
rar al  cual  es,  al  parecer,  preciso  hacerse  delincuente. 
Por  manera  que  en  lo  sucesivo  (y  yo  recomiendo  á 
mi  digno  amigo  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia 
este  nuevo  título  de  adquirir  para  que  pueda  incluirle 
en  nuestros  Códigos  al  hacer  la  reforma  (le  los  mis- 
mos), por  manera  que  siendo  esto  un  derecho,  el  de- 
recho á la  pena  como  el  derecho  á ser  enjuiciado,  y 
siendo  todo  derecho  renunciable,  el  dia  ménos  pensado 
nos  encontraremos  con  que  el  criminal  renunciará  á 
la  pena  y á ser  procesado,  y resultará  que  establecida 
la  sociedad  sobre  esta  baso  altamente  filosófica,  sobre 
la  cual  se  quiere  establecer  esta  sociedad  desgraciada, 
nos  encontraremos  en  la  imposibilidad  de  dar  un  solo 
paso  sin  dar  tropiezos  como  éste,  resultado  irreme- 
diable de  establecer  bases  verdaderamente  capricho- 
sas que  no  responden  al  arte  de  gobierno,  que  consiste, 
ante  Lodo,  en  estudiar  las  necesidades  de  ios  pueblos 
para  darles  la  satisfacción  que  á esas  necesidades 
puede  ser  adecuada. 

Pero  yo  os  demostraré  la  falta  de  convicción  del 
Ministro  y de  los  señores  de  la  Comisión,  y sus  com- 
pletas vacilaciones,  en  las  raíces  mismas  de  la  medida 
que  aconsejan  y que  proponen  a la  deliberación  y al 
voto  de  la  Cámara.  Pero  A alguna  necesidad  lógica,  á 
algún  principio  científico,  á algún  dato  de  alguna  cien- 
cia, á alguna  premisa  del  modo  político  de  ser  de  está 
sociedad,  debe  responder  este  problema,  como  todos  los 
problemas  de  gobierno,  como  todos  los  problemas  de 
legislación,  como  todos  los  problemas  políticos  que  se 
pueden  presentar,  por  el  órden  en  que  las  ideas  rela- 
tivas al  Jurado  se  han  presentado  aquí  en  el  continen- 
te; porque  verdaderamente,  hablando  del  Jurado  hay 
que  establecer  una  distinción  profunda  entre  aquel 
Jurado  que  viene  de  las  costumbres,  que  brota  de 
ellas,  que  coexisto  con  la  organización  de  la  sociedad, 
y que,  por  tanto,  acompaña  á esa  sociedad  en  su  ori- 
gen y en  sus  desenvolvimientos,  que  es  el  Jurado  que 
está  de  la  parte  allá  de  los  mares,  en  Inglaterra,  en  el 
viejo  mundo,  y en  los  Estados-Unidos  de  América, 
en  el  mundo  nuevo,  y este  otro  Jurado  que  se  esta- 
blece, no  por  reclamaciones  de  la  opinión,  sino  por 


imposición  de  los  legisladores;  y en  éste,  que  pode- 
mos decir  que  no  es  el  Jurado  que  se  desenvuelve 
históricamente,  sino  el  Jurado  puramente  filosófico, 
es  indudable  que  el  principio  tiene  que  buscarse  en  la 
calificación  de  eso  que  se  encomienda  á los  Jurados, 
á los  jueces  de  hecho,  dentro  del  lenguaje  y de  la  or- 
ganización política;  es  A saber,  si  se  trata  de  un  de- 
recho ó si  se  trata  de  una  función,  porque  según  se 
trate  de  una  ü otra  cosa,  así  es  ó no  necesario  que 
la  organización  de  esc  Jurado  y su  relación  con  los 
jueces,  y por  consiguiente,  ese  modo  de  sentarse  para 
formar  un  tribunal,  como  dice  el  art.  l.°  del  proyecto 
que  estoy  combatiendo,  de  una  parte  jueces  de  hecho 
y de  otra  jueces  (le  derecho,  tenga  que  ser  examinado 
y desenvuelto  en  los  artículos  posteriores.  Si  se  trata 
de  un  derecho,  esc  derecho,  si  se  quiere  buscar  en  la 
naturaleza  de  todos  aquellos  derechos  políticos,  que 
ienen  por  origen  la  naturaleza  misma  individual,  es 
preciso  que  se  conceda  á todo  aquel  que  Lcnga  la  más 
rudimentaria  capacidad,  que  sea  ciudadano;  y en- 
tonces la  formación  de  las  listas,  entonces  la  desig- 
nación del  Jurado,  para  poder  aspirar  á pronunciar 
el  fallo  ó el  veredicto  sobre  sus  conciudada  nos,  acom- 
paña á la  condición  del  ciudadano  en  ejercicio;  esLo 
es,  A la  condición  del  elector;  y si  es  lina  función,  en- 
tonces los  jueces  de  hecho  tienen  que  reclutarse  de 
un  modo  completamente  diferente;  porque  entonces, 
antes  que  A la  naturaleza  individual,  es  preciso  aten- 
der A la  capacidad,  y entramos  de  lleno  en  la  cues- 
tión de  capacidad,  y la  cuestión  de  Jurado  es  una 
cuestión  de  capacidad,  y no  tiene  ya  absolutamente 
nada  que  ver  con  el  principio  de  la  soberanía  nacio- 
nal, sino  en  cuanto  esa  soberanía  nacional,  organi- 
zándose, busca  el  instrumento  más  capaz  y más  idó- 
neo, en  su  entender,  de  realizar  la  función  social,  que 
se  llama  la  administración  de  justicia. 

Si  la  cuestión  se  plantea  de  distinta  manera,  vis- 
to es  que  se  discute  también  de  muy  diverso  modo,  y 
que  las  resoluciones  tienen  que  ser  completamente 
diferentes. 

Yo  entrego  este  punto  fundamental,  que  como 
todos  los  fundamentales,  tiene  que  producir  tan  di- 
versos desarrollos,  á la  capacidad  especial  del  digno 
Diputado  que  por  singular  honor  que  la  Comisión  ha 
querido  tributarme,  habrá  de  contestar  á mis  pobres 
observaciones;  y en  su  gran  conocimiento  de  todo 
este  género  de  problemas,  podrá  decirme  si  estamos 
aquí  en  presencia  de  un  Jurado  por  derecho,  ó si  es- 
tamos en  presencia  de  uu  Jurado  por  función;  si  de 
lo  que  se  trata  aquí  es  de  una  organización  de  esta 
sociedad,  eminentemente  individualista,  que  es  lo  pri-  ' 
mero,  ó de  la  concepción  orgánica  de  la  sociedad, 
que  se  toma  según  la  naturaleza  y según  la  historia 
la  ha  desenvuelto  en  todas  sus  manifestaciones,  igual- 
mente respetables  en  todas  las  esferas,  imponiéndose 
á las  generaciones  presentes,  que  reciben  la  ley  de  las 
generaciones  pasadas  por  las  mismas  razones  y de 
igual  manera  que  han  recibido  de  ellas  la  vida  y 
las  demás  condiciones  sociales. 

Porque,  Sres.  Diputados,  ¿á  qué  tengo  yo  necesi- 
dad de  señalar  la  diferencia  que  existe,  profunda  en- 
tre nosotros  los  que  blasonamos  de  principios  con- 
servadores, y los  individuos,  la  mayor  parte  de  los 
individuos  de  la  mayoría,  que  son  afines  con  nos- 
otros en  la  manera  de  considerar  el  problema,  y la 
izquierda  de  esa  misma  mayoría  y los  que  se  sientan 
en  otros  bancos,  y consideran  á la  sociedad  como 
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una  série  de  moléculas  agregadas,  iguales  entre  sí, 
sin  diferenciación  alguna,  eu  que  la  voluntad  del  nú- 
mero impera,  y según  cuyos  principios,  en  todo  mo- 
mento y en  toda  ocasión  la  soberanía  eu  ejercicio 
puede  destruir  cuanto  existía  hasta  aquel  momenLo, 
reorganizando  la  sociedad  sobre  las  bases  del  capri- 
cho, que  esas  son  las  verdaderas  bases  del  número  y 
no  las  bases  de  la  experiencia,  de  la  doctrina,  de  la 
observación  y de  la  historia? 

Pues  bien;  aplicando  estos  principios  en  lo  que  al 
Jurado  se  refiere,  es  evidente  de  suyo  que  al  primer 
principio,  á la  doctrina  individualista,  á la  Organiza- 
ción individualista  domocractica  que  buscando  la  ra- 
zón en  la  etimología  de  la  palabra,  coloca  la  dispo- 
sición y el  Poder  en  el  número,  corresponde  un  Jurado 
sin  censo,  que  es  el  Jurado  de  la  Comisión;  y que  al 
otro  principio,  al  principio  de  la  función,  ai  princi- 
pio de  la  organización  social  que  trae  de  suyo  la  di- 
íereuciaciou  y el  que  á cada  cual,  en  la  organiza- 
ción social,  se  la  dé  aquella  función  propia  de  su 
especial  capacidad,  corresponde  en  primer  término  el 
.Turado  con  censo,  que  es  el  Jurado  contenido  en  el 
proyecto  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia.  Esto 
explica  por  qué  en  la  breve  historia  del  Jurado  en  Es- 
paña, cuando  impera  el  Sr.  Montero  Ríos  en  las  re- 
formas legislativas,  rige  la  falta  de  censo  para  los  jue- 
ces de  hecho;  y cuando  quien  rige  la  dirección  de  esas 
funciones  legislativas  es  el  Sr.  Romero  Girón,  que  aun 
cuando  demócrata,  es  un  demócrata  socialista  y or- 
gánico, entonces  se  atiende  á la  función  y no  al  dere- 
cho, y las  primeras  listas  se  forman  sobre  contribu- 
yentes que  pagan  contribuciones  cuantiosas,  y el  de- 
recho, ese  derecho  individual,  ese  derecho  que  brota 
del  fondo  mismo  del  pueblo,  el  derecho  que  se  presen- 
ta en  nombre  de  la  soberanía,  no  es  el  derecho  del  in- 
dividuo, del  número,  del  elector,  del  ciudadano,  sino 
que  es  eL  derecho  de  aquel  que  por  la  Organización 
social  que  rige  en  el  momento,  se  le  suponed©  supe- 
rior capacidad,  no  entrando  en  las  listas  más  que  el 
que,  como  acabo  de  decir,  paga  una  contribución  con- 
siderable. 

Y por  esto,  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia 
trajo  el  Jurado  con  esa  condición;  pero  como  detrás 
del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  estáu  otras  fuer- 
zas y tendencias  en  la  mayoría,  que  por  su  calidad, 
por  sus  atributos,  por  unos  ó por  otros  motivos,  tie- 
nen una  fuerza  de  impulsión  superior  á la  del  Sr.  Mi- 
nistro de  Gracia  y Justicia  en  el  seno  de  la  Comisión, 
el  principio  traído  por  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia desaparece,  y se  vuelve  al  Jurado  de  1872  sin 
censo  de  ninguna  especie,  y dulcemente  se  empuja  al 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  por  una  senda  que 
no  es  la  suya,  y se  le  empuja  en  el  sentido  de  que 
tenga  que  abandonar  el  banco  ministerial. 

Porque  si  no,  señores,  ¿qué  es  esa  fuerza  que  se 
presenta  en  el  seno  de  la  Comisión,  pero  que  no  se 
presenta  en  esos  bancos  «i  responder  del  sistema  que 
se  ejercita  en  fórmulas,  pero  no  en  públicas  discu- 
siones, que  inspira  los  proyectos  que  tenemos  que 
votar,  ó que  tenemos  que  discutir,  contradiciéndolos, 
y que  no  nos  viene  á dar  la  razón  por  que  se  abau- 
dona  la  dirección  que  después  de  la  supresión  del 
Jurado  venía,  aún  entre  los  partidarios  de  aquella  mis- 
ma institución,  produciéndose  y dando  de  sí  el  pro- 
yecto del  Sr.  Romero  Girón  con  censo,  y el  pro- 
yecto del  Sr.  Alonso  Martínez  con  censo,  sin  protes- 
ta.^ de  nadie,  votándolo  en  el  Senado  una  mayoría  del 


partido  que  actualmente  gobierna;  y por  qué,  no  obs- 
tante estos  precedentes  autorizados,  que  son  la  inspi- 
ración de  dos  Gobiernos  de  esta  misma  siLuacioD  fu- 
¡ sionista,  que  son  la  inspiración  de  un  Senado  de  esta 
situación,  sin  manifestarse  públicamente,  sin  dar  ra- 
zón á esa  misma  mayoría  para  que  decorosamente  se 
contradiga  y vote  hoy  una  cosa  contraria  de  la  que 
discutía  entonces,  se  hace  desaparecer  del  dictamen  el 
censo,  y parezca  como  que  se  abandona  el  principio  de 
la  función,  que  es  el  principio  de  la  organización,  para 
venir  al  principio  del  número,  de  la  falta  de  censo, 
que  es  el  principio  del  individuo,  enteramente  distinto 
y diverso  de  aquel  otro  que  acabo  de  señalar? 

Esto  podrá  pasar  aquí,  sin  otras  observaciones  que 
las  que  presentamos  á la  consideración  del  Congreso 
los  individuos  que  nos  sentamos  en  estos  bancos;  pero 
el  país  lo  escucha,  el  país  lo  observa,  el  país  lo  juzga, 
y verá  si,  en  efecto,  puede  estar  tranquilo  bajo  la  di- 
rección de  las  personas  que  do  tal  modo  se  contradi- 
cen en  su  conducta,  y que,  lo  mismo  presentan  como 
bueno  un  principio  que  reposa  en  el  sistema  comple- 
tamente individualista  ó del  número,  que  otro  que 
reposa  eu  un  sistema  diverso  y distinto,  hasta  el  pun- 
to que  acabo  de  señalar.  Y no  esté  tranquila  la  Co- 
misión y los  dignos  individuos  que  la  forman,  de 
los  cuales  tengo  el  gusto  de  ver  aquí  su  encarnación 
más  autorizada,  al  señor  presidente  de  la  Comisión, 
con  haber  puesto  cierta  barrera  y ciertas  condiciones 
para  la  determinación  de  aquellos  jurados  que,  en 
definitiva  han  de  venir  á sentarse  bajo  el  solio  de  la 
justicia,  para  pronunciar  su  veredicto;  no:  yo  bien 
sé  que,  por  de  pronto,  bajo  el  procedimiento  de  la 
selección,  vosotros  podréis  conseguir  que  muchos 
de  los  jurados,  sean  de  los  mejores,  eutre  la  masa  de 
ios  jurados  que  teneis  que  señalar  para  el  ejercicio 
de  esas  fuuciones;  pero  si  vosotros  aceptáis  el  princi- 
pio, como  lo  habéis  aceptado,  de  que  tiene  derecho  á 
figurar  en  las  listas  todo  ciudadano,  los  que  vengan 
detrás  de  vosotros,  sobre  esc  principio  que  habéis  es- 
tablecido, ya  cuidarán  de  hacer  Jas  variaciones  de  los 
jurados,  que  respondan  lógicamente  ai  principio  filo- 
sófico y político  á que  ese  Jurado  corresponde;  en  esa 
selección  que  vosotros  encomendáis  hoy  á cierta  y 
determinada  organización,  vendrán  situaciones  que  no 
busquen  la  crema,  sino  el  fondo  de  las  listas,  y entonces 
vereis  lo  que  es  ese  Jurado  que  vosotros  habéis  venido 
á implantar  en  el  país;  porque  en  esto  ocurre  como  en 
otras  muchas  cosas:  las  funciones  políticas  suelen  co- 
menzar por  arriba;  pero  si  no  descansan  sobre  princi- 
pios que  defiendan  fuerzas  suficientes  para  que  esos 
principios  sean  respetados,  si  descansan  sobre  los  prin- 
cipios contrarios,  como  que  la  humanidad  gravita 
constantemente  alrededor  de  la  lógica,  la  lógica  la 
empuja  á sacar  la  consecuencia  natural  de  los  prin- 
cipios; y si  establecéis  un  Jurado  democrático,  demo- 
cráticamente se  hará  en  su  tiempo  la  justicia.  Por 
consiguiente,  todos  los  procedimientos  ingeniosos  que 
puedan  haberse  buscado  después  de  asentar  este  prin- 
cipio, para  no  hacer  hoy  un  Jurado  que  pueda  ser  tan 
perturbador  como  tendrá  que  serio  en  lo  sucesivo,  to- 
das esas  cosas  significan  poco,  no  valen  nada  cuando 
con  ellas  se  quiere  sustituir  la  fuerza  inquebran- 
table de  los  principios,  que  son  la  única  garantía  de 
que  las  instituciones  que  se  crean  uo  degeneren  y no 
abandonan,  degenerando,  los  fines  que  se  deben  pro- 
poner. Pero  en  estas  cosas  ocurre  siempre  que,  cuan- 
do ellas  no  pueden  sostenerse  fundamentalmente,  se 
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acude  al  lenguaje  de  las  pasiones  más  que  á la  razón, 
se  forman  sobre  éste  propósito,  aun  con  la  mejor 
intención,  sin  darse  cuenta  aquellos  mismos  que 
usan  de  estos  argumentos',  sofismas  verdaderos;  y 
yaque  no  se  pueda  sostener  lógica  y científicamente 
aquello  que  se  aconseja,  se  habla,  como  ayer  nos 
decia  el  Sr.  Santana,  á quien  siento  no  ver  en  ese 
banco,  puesto  que  aquí  hemos  dado  en  que  los  par- 
tidos se  distingan  por  el  nombre  de  liberales  y de  mé- 
nos  liberales,  porque  liberales  lo  somos  todos,  se  apela 
á aquel  sentimiento  que  puede  tener  más  hondo  eco 
en  el  corazón  de  las  personas  á quienes  se  dirige;  y 
se  nos  dice,  como  se  nos  ha  dicho  en  esta  discusión 
va  varias  veces,  y ayer  se  significó  más  gráficamente 
cu  la  frase  del  Sr.  Santana,  que  el  Jurado,  de  donde 
quiera  que  arranque,  de  donde  quiera  que  venga,  no 
por  relación  de  causa  y de  efecto,  de  causa  y de  pro- 
ducto, sino  como  relación  de  coexistencia  misteriosa 
que  debe  ser  producida  por  otras  más  hondas  y más 
profundas,  es  coetáneo,  hermano  gemelo,  que  acom- 
paña siempre  á la  libertad.  Y con  esto  seguramente, 
muchas  personas  que  no  se  darán  por  convencidas,  se 
darán  al  menos  por  halagadas,  y dirán:  puesto  que  es 
hermano  gemelo  de  la  libertad,  puesto  que  acompaña 
siempre  á la  libertad,  voto  con  el  Jurado,  que  es  la 
libertad.  A mí  me  ocurría  cuando  escuchaba  al  señor 
Santana,  el  ir  á aquellos  climas  helados  de  Rusia  y 
encontrando  el  hermano  gemelo,  y no  su  hermana  la 
libertad,  preguntarme:  ¿dónele  está  la  continuidad  de, 
esta  relación?  Y viniendo  más  acá,  encontraba  el  Ju- 
rado lo  mismo  en  el  desenfreno  de  la  revolución  de 
1789  que  en  la  sujeción  férrea  del  Imperio  napoleó- 
nico, y yo  me  preguntaba:  ¿pues  dónde  está  aquí  el 
paralelismo  del  Jurado  y la  libertad?  Y me  sucedía  lo 
mismo  yendo  al  país  clásico  del  Jurado,  al  que  todo  el 
mundo  reconoce  como  su  cuna,  si  no  bajo  el  punto  de 
vista  histórico,  porque  algunos  entienden  que  el  Ju- 
rado empezó  en  más  antiguos  tiempos  y hasta  en  el 
pueblo  de  Dios,  que  como  muestra  del  Jurado  tieoe 
el  deicidio,  porque  la  condenación  de  Jesucristo  no 
fué  más  que  la  expresión  de  un  Jurado,  cuyo  vere- 
dicto se  reíleja  en  la  fonna  aquella,  cuando  le  presen- 
taba P¡ latos  queriendo  despertar  la  lástima  por  la 
forma  en  que  presentaba  ai  Nazareno,  y diciendo:  yo 
no  le  puedo  juzgar  porque  no  es  romano,  vuestra  es 
la  jurisdicción;  se  pronunciaba  por  los  judíos  la  pena 
de  la  cruz  diciendo:  Tollo. , tolle , crucifUve  eum . Ese  es 
el  veredicto  del  Jurado. 

Pues  en  países  más  modernos,  en  la  cuna  del  Ju- 
rado, en  Inglaterra,  para  que  se  vea  si  en  efecto 
acompaña  siempre  el  Jurado  á la  libertad,  si  el  Jura- 
do se  eclipsa  y desaparece  cuando  desaparece  la  li- 
bertad, lo  mismo  que  acabo  de  recordar  el  Imperio 
3c  Rusia  y el  imperio  napoleónico,  puedo  recordar 
¿os  tristes  dias  de  Enrique  VIH,  de  Isabel,  de  Gár- 
los  II  y de  Jorge  III,  en  que  el  Jurado  existia  segu- 
ramente, pero  no  existia  la  libertad;  en  que  el  Jurado, 
no  coexistiendo  con  la  libertad,  tampoco  era  defensa 
para  la  libertad;  porque  el  Jurado  es  como  la  cera,  es 
más  que  la  cera;  el  calor  que  la  sociedad  experimen- 
ta, como  el  Jurado  brota  del  seno  de  esa  misma  so- 
ciedad, lo  experimenta  el  Jurado;  el  Jurado  más  que 
expresión  de  la  justicia  social,  es  expresión  de  la 
preocupación  y de  la  corrupción  social,  y va  directa- 
mente con  los  resabios,  con  las  malas  pasiones  de  la 
sociedad,  y siu  el  carácter  y elevación  de  miras  que 
da  la  magistratura,  que  da  la  función,  que  da  la  ilus- 


tración, que  da  el  pertenecer  á las  clases  superiores, 
i va  con  toda  la  virtualidad  do  las  pasiones,  de  las 
preocupaciones  y de  los  apetitos  de  la  plebe,  á ejer- 
cer esa  función  serena,  inmarcesible  de  la  justicia. 

Y así  lo  piensan  los  hombres  más  importantes  en- 
tre los  mismos  jurisconsultos. ingleses.  Yo  que  no  he 
tenido  tiempo  para  estudiar  suficientemente  el  asun- 
to, y sobre  todo  para  lomar  aquellas  notas  y busca»* 
j aquellas  compulsas  que  podrían  ser  necesarias  para 
el  apoyo  de  mis  propios  argumentos,  traigo  sin  tra- 
ducir un  paseje,  á propósito  de  esto  de  la  libertad, 
del  mayor  jurisconsulto  inglés  de  los  tiempos  moder- 
nos, juez  superior  de  Inglaterra,  autor  de  las  compi- 
laciones, que  él  llama  Diyevto$¡  de  sus  leyes  penales, 
al  que  Inglaterra,  por  su  propio  Gobierno,  ha  confia- 
do recientemente  la  formación  del  Código  penal  y del 
Código  de  instrucción  penal,  cuya  falta  allí  se  sien- 
te como  una  verdadera  necesidad;  y que  con  todos 
estos  títulos,  publicó  recientemente  en  1883  la  histo- 
ria de  la  ley  criminal  ó del  derecho  criminal  de  In- 
glaterra, Mr.  Stephen,  que  tratando  del  Jurado  bajo 
muchos  puntos  de  vista,  pero  que  á mí  me  importa 
ahora  tocarlo  bajo  el  solo  de  esa  coexistencia  del 
Jurado  con  la  libertad,  y de  eso  de  ser  el  Jurado 
un  instrumento  mayor  de  garantía  y de  resistencia 
contra  la  tiranía,  y por  consiguiente,  garantía  de  la 
misma  libertad,  dice  cu  muy  pocos  renglones  lo  si- 
guiente: «Los  Jurados  son  accesibles  al  miedo  como 
lo  prueba  suficientemente  lo  que  está  pasando  en  Ir- 
landa;» donde  sabido  es  que  por  no  ser  garantía  de 
nada  el  Jurado,  hay  necesidad  absoluta  de  suprimir- 
lo, ó cuando  ménos  de  suspenderlo.  Y sigue  diciendo: 
«Bajo  los  Plantagenels  el  Jurado  era  tan  débil  que  la 
administración  de  justicia  estaba  casi  enteramente 
paralizada;  bajo  jpárlos  II  era  una  institución  ciega  y 
cruel»  (refiriéndose  para  decir  eso  el  ilustre  autor  al 
no  ménos  ilustre  historiador  de  Inglaterra,  Macaulay, 
que  hizo  una  especie  de  monografía  sobre  el  tema 
del  Jurado  puesto  al  servicio  de  los  partidos),  y con- 
tinúa: «Bajo  Jorge  III  era  también  tan  severo  que  no 
hubiera  podido  ser  más  riguroso  un  juez  decidiendo 
ó juzgando  solo.»  Y habla  de  un  juez,  porque  sabe- 
mos todos  perfectamente  que  el  juez  unipersonal  es 
el  juez  de  derecho  en  Inglaterra;  si  no,  hubiera  dicho 
los  tribunales  si  se  trataso  de  jueces  colegiados  como 
los  que  privan  en  el  continente  de  Europa.  «Los  tri- 
bunales revolucionarios  bajo  el  Torrar  juzgaban  tam- 
bién, dice  este  ilustre  escritor,  con  la  asistencia  del 
Jurado,»  anticipándose  así  á las  elocuentísimas  pa- 
labras del  Sr.  Pidal  cuando,  no  obstante  las  denega- 
ciones del  Sr.  Pacheco  y las  del  Sr.  Garnica,  tenía 
que  presentar  á vuestra  consideración  los  vicios  y la 
posibilidad  de  las  mayores  crueldades  y de  las  mayo- 
res enormidades  con  ese  tribunal,  garantía  de  la  li- 
bertad. que  vosotros  presentáis  á nuestra  considera- 
ción bajo  este  aspecto  seguramente  encantador. 

Porque  si  el  Jurado,  Sres.  Diputados,  fuese  lo  que 
nos  dice  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  en  el 
preámbulo,  bien  escrito,  como  todos  los  suyos,  del 
proyecto;  si  el  Jurado  fuera  eso,  no  sería  Jurado,  se- 
ría una  cosa  que  todos  podríamos  admitir,  porque  se- 
ría lo  contrario  al  Jurado.  El  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia,  cuyo  fondo  de  rectitud  y de  pureza  de  in- 
tención le  hace  llegar  en  multitud  de  casos  á la  sen- 
cillez más  encantadora,  emula  aquí  á aquellos  inmor- 
tales legisladores  de  Cádiz  que  al  principio  de  su 
Constitución  nos  decían  que  todos  los  españoles  de- 
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bíamos  ser  justos  y benéficos,  y nos  habla  también 
de  un  Jurado  que  por  principio  dcbia  ser  justo  y be- 
néfico, porque  nos  dice  que  «todo  tiende,  según  el  pro- 
yecto de  S.  S.,  á asegurar  las  cualidades  que  deben 
concurrir  esencialmente  en  los  individuos  llamados  á 
juzgará  sus  iguales,  á saber:  la  independencia,  la 
moralidad  y la  mayor  ilustración  posible  facilitada 
á su  conciencia  y entendimiento  por  medio  de  los  de- 
bates del  juicio.»  Es  decir,  que  ha  de  ser  un  Jurado 
independiente,  moral,  capaz  é ilustrado;  y esto  no  es 
ya  aquel  Jurado  sin  cultivo,  aquel  Jurado  compuesto 
de  aquellos  hombres  de  bien  de  que  nos  hablaba  el 
señor  presidente  de  la  Comisión,  preguntándonos  que 
en  qué  escuela  se  aprendía  á ser  hombre  de  bien,  para 
poner  así  en  contraposición,  y dando  la  ventaja  para 
ser  jueces  de  hecho  á estos  mismos  individuos,  á estos 
hombres  de  bien,  con  los  magistrados  que  forzosa- 
mente, por  poco  que  sepan,  han  de  haber  ido  á la  es- 
cuela, y no  solamente  á la  escuela  primaria,  donde  ver- 
daderamente se  aprende  á ser  hombre  de  bien,  sino  á 
las  escuelas  superiores  y profesionales,  en  las  que,  así 
como  en  las  de  primera  enseñanza  se  desenvuelve  el 
corazón,  la  moralidad  y la  rectitud  del  sentir,  en  esas 
otras  se  aprende  la  elevación  del  sentimiento,  el  ro- 
bustecer de  la  memoria  y de  la  inteligencia,  al  revés, 
y por  encima  también  de  lo  que  nos  decia  un  indivi- 
duo de  esta  Cámara,  el  Sr.  Garnica,  que  no  entendia 
que  con  la  enseñanza  se  pudiera  llegar  á adquirir  nin- 
guna mayor  aptitud  que  la  que  hubiera  dado  la  na- 
turaleza. 

Pero,  Sres.  Diputados,  esos  hombres  de  bien,  ¿son 
por  ventura,  los  que  nos  proponéis  como  jueces  de 
hecho,  vosotros  los  individuos  de  la  Comisión  en  vues- 
tro dictámen?.  ¿Veláis  siquiera  por  la  moralidad  del 
Jurado  por  decir  que  únicamente  será  jurado  el  hom- 
bre de  bien?  En  la  alta  y grande  extensión  de  la  pala- 
bra, bien  pudiera  ser  jurado,  bien  se  pudiera  entregar 
al  hombre  de  bien  el  juicio  de  sus  semejantes;  pero, 
según  vuestro  provecto,  la  escuela  de  donde  puede 
salir  algún  jurado  es  el  presidio,  puesto  que  decís  que 
pueden  ser  jueces  de  hecho  en  ese  tribunal  los  con- 
denados á penas  aflictivas  ó correccionales  después 
que  hayan  extinguido  sus  condenas,  y después  que 
hayan  pasado  cinco  años  sin  delinquir;  y aun  sin  esta 
condición,  porque  el  párrafo  4.°  del  art.  10  dice  que 
están  habilitados  para  ser  jurados,  puesto  que  no  es- 
tán incapacitados,  los  que  hayan  sido  condenados  me- 
nos de  dos  veces. 

Es  decir,  el  delincuente  condenado  una  vez  sola. 
En  el  momento  de  salir  de  la  prisión  ese  que,  según 
el  caló  que  se  usa  en  esto  de  los  establecimientos  pe- 
nales, se  llama  el  rematado  de  presidio,  se  puede  sentar 
en  el  Jurado  á juzgar  de  la  vida  y de  la  honra,  de  los 
bienes  y de  la  tranquilidad  de  sus  conciudadanos.  ¿Ese 
es  el  hombre  de  bien,  esc  es  el  hombre  moral  que  nos 
presentáis  como  tipo  para  ser  jurado? 

¡Ah!  yo  sé  bien  que  me  diréis:  el  que  ha  extingui- 
do una  condena  no  puede  estar  privado  de  ningún  de- 
recho; ha  cumplido  con  la  sociedad,  y una  vez  que  ha 
cumplido,  no  se  puede  decir  que  hay  una  función  so- 
cial que  no  le  esté  permitida;  pero  el  argumento  bas- 
ta dejarlo  al  buen  sentido. 

No;  aquel  que  demostró  que  no  era  hombre  de 
bien;  aquel  que  demostró  que  no  tenía  condiciones  de 
moralidad  bastantes  para  resistir  á la  sugestión  de 
sus  pasiones;  aquel  que  demostró  no  ser  intachable  y 
justo,  no  puede  juzgar  á los  demás.  Así,  pues,  esa 


función  tan  augusta  y tan  santa,  porque  función  san- 
ta es  el  administrar  justicia,  no  puede  estar  confiada 
á aquel  que  tiene  tacha,  siquiera  diga  el  Código  es- 
pañol vigente,  porque  hay*  Códigos  do  Naciones  tan  ci- 
vilizadas ó más  que  la  nuestra  que  dicen  lo  contra- 
rio, que  no  hay  pena  ninguna  infamante;  pero  la  ver- 
dad es  que  la  fama  se  menoscaba  por  la  comisión  del 
delito,  y el  que  fué  condenado  una  vez  no  puede  estar 
rehabilitado  para  revestirse  de  ese  carácter  de  alta 
moralidad  ó de  común  moralidad  que  necesita  tener 
para  juzgar  á sus  iguales. 

¿Cómo  no  se  han  de  encontrar  estas  verdaderas 
perturbaciones  de  la  lógica  y del  buen  sentido  en  un 
proyecto  que  reposa  constantemente  en  el  olvido  de 
los  principios  que  hasta  ahora  pasaban  como  más 
elementales  para  juzgar  de  cosas  semejantes?  Al  lado 
de  la  moralidad  está  la  capacidad;  están  las  condicio- 
nes necesarias  para  formar  el  juicio,  puesto  que  hay 
un  juicio  que  pronunciar;  y no  concibo  cómo  puede 
pronunciarse,  antes  de  haberse  formado  en  el  seno  de 
la  conciencia;  y sin  embargo,  vosotros,  que  como 
luego  demostraré,  confiáis  á personas  incapaces  do 
formar  juicios  el  pronunciar  juicios,  en  la  concepción 
general  de  la  cuestión  procedéis  de  igual  manera, 
porque  estamos  aquí  hablando  de  la  organización  que 
se  debe  dar  á la  justicia  para  que  ésta  mejore,  y 
cuando  se  habla  de  la  organización  del  juicio  ó del 
proceder  para  el  juicio,  comenzamos  por  no  tener 
realmente  ley  sustantiva  para  ese  juicio,  puesto  que, 
conforme  os  indicó  mi  elocuente  amigo  el  Sr.  Silvela 
en  una  pregunta  que  dirigió  al  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia,  y que  este  Sr.  Ministro,  á pesar  de  su  pers- 
picua inteligencia  no  pudo  contestar  de  un  modo 
completamente  satisfactorio,  ocurre  que  no  hay  aquí 
ninguna  garantía  de  que  cuando  llegue  á funcionar 
este  Jurado,  cuya  competencia  se  determina  por  la 
división  de  los  delitos,  sepamos  cuáles  son  esos  deli- 
tos, porque  no  estará  votado  todavía  el  Código  penal. 
Y bien,  señores  de  la  Comisión;  y bien,  Sres.  Diputa- 
dos; si  no  tenemos  aún  el  Código  penal,  ¿qué  es  lo 
que  se  va  á entregar  á esos  jueces?  Porque  vosotros 
hacéis  una  división  de  delitos,  y no  sabéis  todavía 
cómo  han  de  ser  definidos,  apreciados,  medidos  y cas- 
tigados esos  delitos  según  esa  ley  penal. 

Por  otra  izarte,  .no  sabemos  respecto  de  ese  Código 
penal  cuál  va  á ser  la  doctrina  que  predomine  cu  él; 
y según  sea  la  doctrina,  según  sea  la  manera  de  apre- 
ciar la  criminalidad  ó la  culpabilidad,  así  podremos 
encontrarnos  en  presencia  de  un  Jurado  más  ó menos 
capaz  ó incapaz  completamente  para  resolver  los  pro- 
blemas que  lleva  en  sí  la  aplicación  del  Código  penal, 
porque  estos  Códigos  se  inspiran  en  grandes  sistemas 
filosóficos,  y vosotros,  que  habíais  todos  los  dias  de  la 
individualización  de  los  delitos,  no  sabéis  si  verdade- 
ramente vais  á traer  al  Código  ese  j)riucipiOj  en  cuyo 
caso  habréis  hecho  el  argumento  más  poderoso  con- 
tra el  Jurado;  porque  si  la  aplicación  de  un  cierto  Có- 
digo que  descanse  en  el  principio  de  la  generaliza- 
ción de  los  móviles  del  delito,  dé  la  responsabilidad  y 
de  la  criminalidad,  puede,  aun  cuando  de  una  mane- 
ra defectuosa,  entregarse  al  Jurado,  yo  os  digo  que 
un  Código  que  descanse  sobre  principios  contrarios  á 
ese,  y esta  es  la  tendencia  que  hoy  tiene  una  gran 
escuela  dentro  del  derecho  penal,  de  ninguna  manera 
puede  entregarse,  para  su  aplicación,  á los  jurados. 
Porque  es  indudable,  Sres.  Diputados:  todas  esas  es- 
cuelas que  revisten  una  ú otrá  forma,  en  rigor  des- 
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cansan  sobre  estos  dos  principios:  el  principio  que  se 
llama  clásico,  que  es  el.de  la  humanidad  entera 
hasta  en  sus  presentes  desenvolvimientos,  y otro  in- 
dividualista, experimentalista,  positivista  ó como  que- 
ráis llamarle,  que  reposa  en  la  destrucción  de  los  da- 
tos de  sentido  general,  que  hasta  ahora  han  servido 
para  este  género  de  codificaciones. 

Hasta  ahora  habian  dicho  siempre,  lo  decimos  to- 
davía los  que  pertenecemos  á la  escuela  clásica,  que 
hay  un  fondo  común  de  moralidad,  segun  el  cual  es 
delincuente  todo  aquel  que  falta á las  reglas  que  cons- 
tituyen ese  fondo  común,  y que  después  puede  haber 
circunstancias  modificativas  de  esa  criminalidad,  pero 
subsistiendo  siempre  la  criminalidad  y la  culpabili- 
dad; que  esas  circunstancias  pueden  influir  en  la  im- 
portancia de  la  pena,  si  bien  dejando  siempre  la  base 
fundamental  del  derecho  penal  que  da  á la  autoridad 
social  el  de  infligir  una  pena  á esa  acción  que  que- 
branta el  fondo  común  de  esto  que  se  llama  regla  de 
incriminación  ó culpabilidad;  pero  las  escuelas  nue- 
vas dicen  otra  cosa  distinta,  dicen  que  cada  indivi- 
duo, segun  su  constitución  física  ó intelectual,  tiene 
unas  ü otras  impulsiones,  y que  el  delito  está  en  la 
relación  de  esas  impulsiones  con  las  reglas  necesarias 
para  el  orden  social,  que  equivale  para  ellas  á la  uti- 
lidad, á la. necesidad  ó á la  defensa  social;  y por  lo  re- 
ferente al  criminal,  hacen  un  estudio  antropológico, 
psicológico  en  ocasiones,  patológico  casi  siempre,  que 
conduce  á aminorar  sus  responsabilidades. 

Hacen  con  esto  dos  cosas  importantísimas;  arran- 
can la  moralidad  del  delito  de  la  profunda  conciencia 
donde  hemos  encontrado  siempre  el  derecho  natural, 
alteran  la  del  individuo  que  se  presenta  como  delin- 
cuente, considerándole  como  obedeciendo  al  fatalismo 
de  la  sociedad  tal  como  está  organizada,  obedeciendo 
otras  veces  al  fatalismo  de  su  propia  organización,  y 
dicen  que  el  culpable  es  de  una  organización  defec- 
tuosa, verdadero  caso  de  atavismo,  salto  atrás,  retro- 
ceso al  estado  salvaje,  á ese  estado,  concepción  exclu- 
siva de  Juan  Jacobo  Rousseau  y de  los  partidarios  de 
su  escuela,  que  comienza  por  decir  que  el  hombre  es 
originariamente  salvaje,  que  el  hombre  no  es  crea- 
ción de  la  sociedad,  sino  que  la  sociedad  lo  es  del  hom- 
bre. Pues  cuando  no  viene  del  sentido  de  la  concien- 
cia humana  el  señalar  la  existencia  (le  la  ley  y de  la 
infracción  de  la  ley,  sino  del  sentido  científico  de  los 
elementos  todos  que  componen  la  realidad  del  delito, 
hacéis  totalmente  incapaz  al  Jurado  para  juzgar  de  los 
casos  de  delincuencia  que  se  le  ofrezcan. 

Para  individualizar  el  delito  examinándolo  en  la 
persona  del  delincuente  y no  en  la  relación  del  acto 
con  la  ley  general,  se  requiere  un  estudio  también 
individual  lécnico,  del  cual  ha  de  resultar  el  veredic- 
to, la  decisión,  en  una  ó en  otra  forma. 

Yo  tengo  confianza  de  que  el  Código  del  Sr.  Alon- 
so Marlinez  ha  de  pertenecer  por  completo  á la  es- 
cuela clásica,  porque  no  obstante  que  por  razón  de 
su  complexión,  grandemente  amable,  que  se  traduce 
desde  su  temperamento  individual  á su  manera  de 
ser  en  la  política,  haya  admitido  el  estudio  de  esos 
problemas  antropológicos , no  en  las  clínicas,  no  en 
ninguna  otra  parte,  sino  dentro  de  la  Comisión  de  Códi- 
gos, pienso  que  no  se  ha  de  dejar  inficionar  por  prin- 
cipios semejantes;  aunque,  repito,  yo  pienso  que  el 
Código  penal  de  S.  S.  ha  de  inspirarse  principalmente 
en  la  escuela  clásica,  y que  eso  de  individualizar  el 
delito,  lo  ha  de  dejar  puramente  como  una  frase  que 


no  produzca  efectos  en  el  ejercicio  de  la  ley  penal, 
más  de  los  que  se  derivan  naturalmente  de  las  cir- 
cunstancias modificativas  á que  ya  me  lie  referido;  no 
obstante  eso,  yo  creo  que  ya  que  no  se  produzca  por 
virtud  de  la  ley,  la  necesidad  de  apreciar  estas  cosas, 
se  producirá  por  el  sistema  de  defensa  que  se  emplea 
constantemente  en  los  tribunales,  y los  problemas 
que  se  presenten  a los  jueces  de  hecho,  serán  de  tal 
naturaleza  que  les  induzcan  á completa  confusión,  y 
que  no  porque  la  ley  esté  escrita  en  ese  sentido,  sino 
porque  esté  escrito  en  la  defensa,  desde  el  instante 
en  que  estas  cuestiones  se  lian  planteado,  el  Jurado 
es  inhábil  para  resolverlas  en  sentido  afirmativo  ó ne 
gativo,  admitiéndolas  ó rechazándolas  en  cuanto  deban 
ser  rechazadas;  y hé  aquí  por  qué  los  que  pensamos  de 
este  modo  optamos  porque  no  se  establezca  el  Jurado, 
no  porque  segun  nos  manifestaba  el  presidente  de  la 
Comisión,  nosotros,  en  cuanto  á la  conducta  del  Ju- 
rado, coincidamos  con  esas  escuelas,  sino  porque 
entendemos  que  el  Jurado  no  es  defensa  bastante  con- 
tra los  dictados  de  esas  escuelas  y la  traducción  en 
los  debates  judiciales  de  los  principios  de  esas  es- 
cuelas, sino  porque  enemigos  resueltos  de  esas  es- 
cuelas, creemos  que  aunque  erróneas  en  sus  princi- 
pios, algo  de  verdad  han  de  tener  en  sus  especula- 
ciones; y ese  principio,  por  ténue  que  él  sea,  mere- 
cerá en  algún  caso  ser  atendido,  pero  no  puede  serlo 
en  la  medida  de  la  justicia  cuando  no  haya  capacidad 
para  apreciar  la  cantidad  de  justicia  que  se  encierra 
en  el  problema  despertado  sobre  esos  principios  que 
hoy  van  generalizándose  por  el  mundo. 

Por  manera  que  es  indudable  la  necesidad  de  la 
correlación  entre  los  principios  que  rijan  en  materia 
de  derecho  penal,  y aquellos  otros  principios  que 
han  de  inspirar  la  organización  y los  procedimientos, 
por  lo  cual,  siendo  hoy  ei  estudio  de  la  ciencia  penal 
el  estudio  de  la  controversia  penal  en  su  aplicación, 
no  podemos  entregar  al  Jurado  eminentemente  inca- 
paz lo  que  requiere  capacidad  tan  especial,  como  que 
será  preciso  hasta  cambiar  la  dirección  de  los  estu- 
dios en  nuestras  Universidades  dentro  de  la  carrera 
del  derecho,  para  que  nuestros  magistrados  estén  á 
la  altura  de  todos  esos  conocimientos  y puedan,  co- 
nociéndolos, puesto  que  la  función  de  juzgar  es  ante 
lodo  función  de  conocer,  pronunciar  juicios  acertados 
sobre  todos  y cada  uno  de  los  problemas  que  se  les 
presenten  en  relación  con  esos  desenvolvimientos  de 
la  ciencia  penal. 

Pero  así  como  para  desconocer  el  alcance  de  nues- 
tras observaciones  se  quería  presentar  esta  coinciden- 
cia de  las  nuevas  escuelas  y nuestra  decisión  en  la 
condenación  del  Jurado,  así  ocurre  en  lo  que  se  re- 
fiere ala  relación  del  Jurado  con  el  tribunal  de  de- 
recho, pues  confundiéndose  los  problemas  que  á la 
organización  de  los  tribunales  de  derecho  pueden  re- 
ferirse con  los  problemas  que  se  refieren  á la  orga- 
nización del  Jurado,  suele  ser  común  argüir  sobro 
los  males  que  se  experimentan  en  la  administración 
de  justicia,  para  deducir  de  ello  como  lógica  conse- 
cuencia la  necesidad  absoluta  de  la  implantación  del 
Jurado.  Por  manera,  que  dos  problemas  tan  comple- 
tamente distintos  como  estos,  resulta  que  aun  en  las 
inteligencias  más  perspicuas  se  confunden,  y oírnos 
largas  tiradas  de  elocuencia  como  las  que  escucha- 
mos del  digno  presidente  de  la  Comisión  hablándonos 
de  los  vicios  y de  los  remedios  que  podía  haber  para 
la  actual  administración  de  justicia*  como  argumento 
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en  pró  del  Jurado,  dando  con  ello  por  supuesto  que 
esos  hechos  deben  traer  la  necesidad  del  Jurado,  cuan- 
do real  y electivamente  sucede  todo  lo  conlrario.  Así 
nos  decia,  que  en  presencia  de  los  errores  que  induda - 
lilemente  comete  (porque  siempre  los  cometerá  toda 
institución  humana)  la  actual  administración  de  jus- 
ticia, es  preciso  traer  el  Jurado.  ¿Pues,  qué  no  hay 
siempre  de  parte  del  tribunal  ordinario,  nos  decia  el 
Sr.  Maura,  teniendo  como  único  remedio  el  poner  á 
su  lado  el  juez  de  hecho  de  que  habla  este  art.  i.°  que 
discutimos,  una  especie  de  obsesión  según  la  cual 
los  jueces  de  derecho  tienen  la  preocupación  contraria 
al  acusado,  que  no  tendrán  los  jurados,  defendiendo 
á los  mismos  jueces  de  derecho  de  esto  vicio  en  que 
sin  saberlo,  sin  quererlo  seguramente,  incurren  mu- 
chas veces? 

Pero  yo  digo  á eso  que  esta  no  es  cuestión  del 
Jurado,  ni  de  los  jueces  de  derecho,  sino  que  esta  es 
una  cuestión  que  se  refiere  á la  organización  misma 
de  los  tribunales,  que  trae  como  corolario  inmediato 
la  separación  entre  la  facultad  de  acusar  y de  ins- 
truir los  procesos  y la  facultad  de  juzgar;  esto  es 
cuando  se  trata  de  organizaciones  públicas,  y aparte 
ya  del  acusador  particular,  hay  que  crear  el  Minis- 
terio fiscal  encargado  por  la  ley  de  acusar,  función 
distinta  de  la  de  juzgar  que  tienen  los  tribunales:  y 
dentro  de  esta  función  de  juzgar  es  preciso  separar 
también  la  facultad  de  instruir  un  sumario  y de  abrir 
el  juicio  estando  libre  de  las  preocupaciones  del  su- 
mario, de  tal  modo  que  no  puedan  influir  en  el  fallo 
que  se  haya  de  pronunciar  por  el  juez.  Pero  esto,  ni 
lo  he  censurado,  ni  se  refiere  al  problema  del  Jurado; 
esto  se  refiere  á otro  problema  distinto,  esto  se  refiere 
á un  problema  que  nosotros  tenemos  resuelto  en  Es- 
paña dentro  del  procedimiento,  puesto  que  una  es  la 
función  de  sumariar  y otra  es  la  función  de  juzgar, 
y que  aquellos  que  reciben  los  elementos  de  la  ins- 
trucción, no  puedan  influir  con  sus  preocupaciones  en 
ia  apreciación,  porque  para  nadase  mezclan  en  el 
asunto.  Ocurre  en  esto  lo  que  ocurre  relativamente  á 
aquellos  males  que  se  deploran  constantemente  sobre 
los  resultados  de  otros  vicios  que  la  organización  ac- 
tual produce,  y se  Lraduceir  naturalmente  por  unos 
datos  estadísticos,  los  cuales  el  Sr.  Ministro  do  Gracia 
y Justicia  es  más  aficionado  á discutir,  que  no  la 
cuestión  misma  deL  Jurado,  porque  se  ba  levantado 
dos  ó tres  voces,  y no  se  ha  levantado  ninguna  de  ellas 
para  discutir  el  principio  deL  J urado.  Y,  sin  embargo, 
hay  en  esos  datos  estadísticos  algo  de  que  no  se  ha 
ocupado  el  Sr.  Ministro  y que  merece  llamar  por  com- 
pleto su  atención,  algo  que  no  está  en  la  relación  entre 
los  juicios  absolutorios  y los  juicios  condenatorios, 
como  señal  de  la  deficiencia  ó de  ia  perfección  del  tri- 
bunal mismo,  sino  en  otra  cosa  que  mina  profunda- 
mente nuestro  estado  social,  es  A saber:  la  escasez  de 
defensa  que  en  presencia  de  un  juez,  no  para  juzgar, 
sino  de  un  juez  de  iustrucciou,  encuentran  los  ciuda- 
danos españoles  entregados  á una  casi  completa  dis- 
creción, y aun  yo  pudiera  decir  arbitrariedad,  para 
sufrir  todo  género  de  vejaciones  en  la  libertad  y en 
los  bienes,  y después  traducirse  Lodo  esto  en  el  reco- 
nocimiento mediante  el  juicio,  de  que  no  había  mo- 
tivo de  ninguna  clase  para  esas  molestias  y esas  ar- 
bitrariedades; pero  este  no  es  el  problema  del  Jurado, 
porque  no  es  el  problema  del  juicio;  este  es  el  proble- 
ma de  la  instrucción;  de  la  instrucción  que  es  común 
ai  juicio  por  jurados,  y al  juicio  por  jueces  de  dere- 


cho. Verdaderamente  espanta,  para  los  que  por  razón 
de  nuestra  profesión  tenemos  que  ver  de  cerca  estos 
males,  y nos  han  asombrado  más  de  una  vez,  el  que 
todos  los  dias,  no  haciendo  injusticias  sino  con  per- 
fecta justicia,  se  cierren  por  virtud  de  juicios,  por 
virtud  de  sobreseimientos,  por  virtud  de  seutcncias 
en  fin,  que  pueden  pronunciar  unos  ú otros  tribuna- 
les superiores,  que  baya  en  España  12,  13  ó 14.000 
ciudadanos  sujetos  á un  procedimiento,  sujetos  á to- 
das las  consecuencias  exageradas  de  ese  procedimien- 
to, comprometidos  en  su  honra,  con  sus  bienes  embar- 
gados, puestos  muchos  en  prisión,  aunque  ésta  sea 
preventiva,  para  que  después  se  declare  que  en  rigor 
no  habia  motivo  para  proceder.  No,  esto  lo  que  sig- 
nifica es  una  necesidad  imperiosa  apremiante,  supe- 
rior á la  del  Jurado,  bien  que  para  ser  superior  á la 
del  Jurado  no  necesita  ser  muy  grande,  de  que  se 
exija,  modificando  en  esto  la  ley  de  procedimientos, 
aquello  que  en  países  más  adelantados  que  el  nues- 
tro se  ha  podido  ya,  si  no  conseguir  por  completo,  al 
ménos  hacer  prevalecer  en  grande  escala:  que  para 
someter  á un  ciudadano  á las  condiciones  de  un  pro- 
cedimiento, á lo  que  en  la  antigua  manera  do  enjui- 
ciar, en  el  sistema  de  información  puramente  escrito 
se  llamaba  empapelar  y para  someterle,  digo,  á un 
procedimiento  con  todas  las  secuelas  de  ese  procedi- 
miento, se  exijan  mayores  condiciones  de  garantía, 
mayor  detenimiento  en  el  proceder,  dei  que  actual- 
mente, por  la  ley,  no  por  deficiencia  de  ios  tribunales, 
por  la  manera  de  estar  concebida  la  ley,  por  no  dejar 
en  situación  bastante  de  defensa  ios  intereses  de  per- 
sonas, dentro  de  los  sumarios,  que  hasta  no  tienen 
voz,  porque  se  les  dice  que  no  pueden  hablar  hasta 
que  no  se  les  declare  procesados,  está  ocurriendo  to- 
dos los  dias. 

Pero  esto  que  nos  señalaba  de  una  ó de  otra  ma- 
nera en  su  conocimiento  de  las  cosas  el  señor  presi- 
dente de  la  Comisión  con  su  elocuente  voz,  ¿qué  tiene 
que  ver  con  el  procedimiento  dei  Jurado?  Como  tampo- 
co tiene  nada  que  ver  ese  olro  argumento  que  se  em- 
plea de  ordinario  sobre  la  especie  de  atrofia  ó embo- 
tamiento que  se  dice  tiene  en  sus  funciones  el  juez 
por  el  hábito  mismo  de  juzgar,  de  tal  suerte  que  con- 
tra todas  Las  reglas  de  la  vida,  que  determinan  que  un 
órgano  cuanto  más  se  ejercita  más  se  robustece,  que 
el  habito  facilita  la  función  en  lugar  de  debilitarla, 
ocurriría  que  aquel  hombre  que  tiene  aptitudes  ma- 
yores despertadas  por  estudio  y por  hábito,  puede  lle- 
nar peor  la  función,  que  aquel  que  no  tiene  absoluta- 
mente ninguna,  incurriendo  así  en  un  vicio  de  razonar 
que  reposa  en  el  olvido,  cu  el  completo  olvido  en  que 
el  señor  presidente  de  la  Comisión  dejó  el  elemento 
principal  de  ese  razonamiento  dei  juicio;  es  á saber: 
que  el  juez  de  derecho,  por  ser  siempre  responsable, 
tiene  constantemente  el  estímulo  de  ia  responsabili- 
dad, que  no  tiene,  ni  puede  tener,  el  jurado,  cuyo  prin- 
cipio es  el  de  la  irresponsabilidad.  Pues  qué,  respecto 
de  los  hombres  que  están  constituidos  en  la  misión 
de  juzgar,  el  principio  sobre  que  descansa  la  morali- 
dad de  todas  las  acciones  humanas,  que  es  el  de  la 
responsabilidad,  quiere  decir  el  premio  para  el  bien 
y el  casligo  pan  i el  mal,  ¿no  rige,  por  ventura?  Lo 
que  hay  es  que,  indudablemente,  el  priucipiode  la  res- 
ponsabilidad que  está  en  todas  partes  reconocido,  que 
está  escrito  en  todas  las  leyes,  podrá  en  ia  práctica 
estar  poco  ejercitado,  podrá  necesitar  leyes  comple- 
mentarias que  le  despierten;  pero  de  todas  suertes  no 
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me  podrá  negar  nadie  absolutamente,  que  ese  princi- 
pio de  la  responsabilidad  es  ingénito  en  los  tribunales 
tie  derecho  y que  desaparece  en  el  Jurado.  Por  mag- 
uera que  en  lo  que  se  refiere  al  argumento  del  señor 
presidente  de  la  Comisión  de  que  la  función  del  juez, 
por  su  propio  ejercicio,  se  amortigua  por  falta  de  es- 
tímulo, cuando  precisamente  tiene  los  dos  estímulos 
del  adelantamiento  en  su  carrera  (aparte  de  la  esti- 
mación de  las  gentes  que  tanto  valor  tiene  para  todas 
las  personas  que  tienen  un  punto  de  vista  elevado, 
que  tienen  altas  aspiraciones  en  su  conciencia),  y el 
principio  correlativo  de  la  pena  y el  castigo  si  no 
cumple  con  sus  deberes;  por  manera,  digo,  que  el 
principio  de  la  responsabilidad  ha  sido  completamen- 
te olvidado  dentro  de  esa  argumentación,  para  dejar 
en  pié  un  estado  de  cosas  completamente  opuesto  á la 
razón,  cual  es  el  supuesto  de  que  los  jueces  de  dere- 
cho, qnc  tienen  por  función  administrar  justicia,  no 
tienen  celo  jamás  por  la  administración  de  la  misma 
justicia,  que  no  buscan  con  empeño  el  acierto  cuando 
desempeñan  función  tan  augusta  como  la  que  les  está 
encomendada. 

Pero  esto  que  se  refiere,  por  decirlo  así,  al  estado 
moral  de  los  jueces  de  derecho  y de  hecho,  esto  se 
refiere  todavía  más  (sin  perjuicio  de  volver  más  ade- 
lante sobre  esto),  á la  aptitud  de  estos  jueces  de  hecho 
para  todo  lo  que  se  refiere  á la  función  que  se  ios  quiere 
encomendar. 

No  vuelvo  sobre  lo  que  está  dicho  ya,  y se  ha  re- 
petido aquí  necesariamente,  porque  es  lo  primero  que 
salta  á la  imaginación  cuando  estos  problemas  tienen 
que  afrontarse,  sobre  la  imposibilidad  de  que  tengan 
una  facultad  perceptiva  tan  grande  aquellos  que  lian 
dedicado  toda  su  vida  al  estudio  de  esos  problemas, 
como  aquellos  otros  que  los  han  descuidado  por  com- 
pleto, porque  son  ajenos  por  historia,  por  tempera- 
mento, por  hábito  y por  lodas  las  condiciones  de  la 
vida  á esos  problemas  mismos  que  de  repente  se  les 
llama  á desentrañar;  vengo  á lo  que  está  dentro  de  la 
materia  misma  sobre  que  se  quiere  Llamar  el  conoci- 
miento del  Jurado;  vengo  á lo  que  vosotros  decís  y re- 
conocéis que  no  se  puede  entregar  al  Jurado,  puesto 
que  decís  que  no  se  le  puede  entregar  nada  que  se  re- 
dera al  problema  jurídico,  nada  que  se  refiera  á la 
cuestión  de  derecho,  nada  que  se  refiera,  por  decirlo 
así,  al  nervio  mismo  del  juicio;  por  que  si  un  juicio  no 
es  algo  jurídico,  no  sé  verdaderamente  lo  que  pueda  ser. 

Pues  bien,  señores,  aquí  no  hay  más  que  hacer 
saltar  la  contradicción.  Decís  vosotros  en  el  art.  l.° 
que  discutimos,  que  de  una  parte  hay  jueces  de  hecho 
y de  otra  parte  hay  jueces  de  derecho;  y sin  embar- 
go, desde  el  momento  en  que  se  pasa  de  esta  cabeza 
del  proyecto  y se  va  á ver  el  conjunto  de  miembros 
que  esa  cabeza  debe  coronar,  se  encuentra  constan- 
temente que  el  Jurado  es  juez  de  derecho,  y que  aque- 
llo para  que  lo  deciarais  radicalmente  incapacitado, 
eso  mismo  encomendáis  a la  capacidad  por  vosotros 
mismos  negada  de  los  individuos  que  figuran  en  las 
listas  del  Jurado. 

Por  eso,  corno  decía  muy  bien  ayer  mi  distin- 
guido amigo  el  Sr.  Lastres,  no  pregunLaisá los  jurados 
si  una  persona  es  autora  material  de  tal  ó cual  hecho, 
sino  que  les  planteáis  todo  el  principio  de  la  responsa- 
bilidad humana,  diciéndoles  si  esa  persona  es  culpable 
de  tal  delito.  Porque  ¿qué  es  la  culpabilidad,  señores? 
¿Es  la  relación  material  entre  la  causa  y el  efecto?  No. 
Es  la  relación  consciente,  con  voluntad,  con  intención. 


En  la  culpabilidad  va  envuelto  el  problema  de  la  im- 
putabilidad,  que  es  el  problema  del  libre  albedrío,  de 
la  voluntad  conscientemente  dirigida  al  mal  ó ai  bien; 
y por  consiguiente,  el  problema  que  se  plantea  es  un 
problema  eminentemente  jurídico,  como  que  en  el  ar- 
tículo 2.°  ya  preguntáis,  no  solo  si  una  persona  es  cul- 
pable, sino  si  es  culpable  con  circunstancias  atenuan- 
tes ó agravantes,  circunstancias  que  en  su  misma 
raíz  no  vienen  doi  hecho  material,  sino  que  vienen  de 
la  intención  del  agente,  como  sucede  respecto  de  las 
circunstancias  eximentes.  Así  es  que  ocurren  cosas 
verdaderamente  peregrinas. 

Todos  los  proyectos  del  Jurado  dicen  que  no  se 
planteen  ante  el  Jurado  más  que  cuestiones  de  hecho, 
al  punió  que  entre  otras  cosas  realmente  singulares, 
que  constituyen  hasta  minuciosidades,  que  por  lo 
irrealizables  son  impropias,  no  digo  de  una  ley,  sino 
siquiera  de  todo  pensamiento  algún  tanto  medita- 
do, se  dice,  por  ejemplo,  para  este  fin  de  separar  el 
hecho  del  derecho,  en  el  arl.  73  de  este  proyecto,  que 
se  dé  cuenta  del  hecho  ó hechos  sobre  que  verse  el 
juicio,  omitiendo  al  leer  los  escritos  de  calificación, 
la  lectura  de  las  conclusiones  referentes  á la  deter- 
minación de  las  penas,  lo  cual  viene  como  reminis- 
cencia de  aquel  famoso  artículo  del  Código  de  ins- 
trucción criminal  francés,  que  está  escrito  en  las  pa- 
redes de  las  Salas  de  deliberación  de  ios  jurados,  que 
les  dice  que  el  Jurado  no  se  preocupé  de  la  pena  que 
debe  imponer  con  su  veredicto,  y sin  embargo,  el 
Jurado  constantemente  se  preocupa  de  ella.  Y des- 
pués de  eso  se  encarga  al  presidente  que  haga  un  re- 
sumen circunnstanciado  de  la  causa;  pero  que  omita 
el  dar  su' propia  opinión;  que  lo  haga  con  entera  im- 
parcialidad, y que  explique  á los  jurados  el  con- 
cepto jurídico  de  aquellos  mismos  hechos  que  se  les 
están  refiriendo.  «Expondrá  asimismo  la  doctrina  ju- 
rídica relativa  á las  circunstancias  eximentes,  ate- 
nuantes y agravantes  que  hayan  sido  objeto  de  prueba 
en  la  discusión,  y en  suma  todo  lo  que  pueda  con- 
tribuir á que  los  jurados  aprecien  con  exactitud  la 
índole  de  los  hechos  (no  ia  existencia  de  los  hechos), 
la  índole  de  los  hechos  y la  participación  que  en  ellos 
hubiese  tenido  cada  uno  de  los  procesados.»  Por  ma- 
nera que  se  encarga  aquí  de  una  misión  docente  ai 
presidente  del  tribunal;  se  declara  uo  obstante  que  no 
deben  pensar  en  la  pena  los  jurados,  y se  quiere  que 
estos  sean  discípulos  tan  aprovechados  que  en  una 
sola  lección  vengan  al  fondo  mismo  de  la  relación  ju- 
rídica que  so  despierta  entre  el  hecho  y la  culpabili- 
dad y las  circuastaucias  modificativas  de  esa  culpa- 
bilidad, para  pronunciar  después  un  veredicto  sobe- 
rano ó casi  soberano,  porque  tampoco  vosotros  os 
atrevéis  á decir  que  sea  soberano,  aunque  mostráis 
tener  tanta  confianza  en  ei  Jurado,  pero  que  verdade- 
ramente en  lo  que  toca  al  veredicto  es  inapelable  para 
el  desgraciado  que  cae  bajo  las  ruedas  de  ese  ídolo, 
que  vosotros  queréis  levantar  á despecho  de  todas  es- 
tas razones  que  sucesivamente  os  venimos  presen- 
tando. 

No  crea  el  Congreso  que  esto  significa  tan  poco, 
porque  la  historia  de  los  Jurados  en  el  extranjero  allí 
donde  funciona,  nos  dice  lo  que  esto  significa.  Pues 
qué,  ¿uo  estamos  todos  los  dias  viendo  los  problemas 
que  se  plantean?  En  la  vecina  Francia,  por  ejemplo, 
donde  se  comienza  por  esa  prohibición  absoluta  de 
pensar  en  la  pena,  para  que  se  piense  solo  en  ia  apre- 
ciación de  los  hechos,  habiéndose  observado  que  el 
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Jurado  no  era  defensor  de  los  intereses  sociales,  sino 
que  preocupándose  siempre  de  la  pena,  y no  queriendo 
tomar  sobre  su  conciencia  veredictos  que  dieran  de 
sí  la  aplicación  de  penas  rigurosas,  absolvía  casi 
constantemente,  produciendo  el  escáudalo  de  la  con- 
ciencia universal;  deseando  que  el  Jurado,  ya  que  no 
luese  justo,  fuese  al  menos  instrumento  déla  realiza- 
ción de  la  ley  en  alguna  medida,  se  le  concedió  la  fa- 
cultad de  apreciar  las  circunstancias  atenuantes.  Pero 
viendo  que  esto  no  era  bastante,  viendo  que  á pesar  de 
habérsele  concedido  esta  facultad,  todavía  el  Jurado 
pronunciaba  veredictos  de  inculpabilidad  sobre  hechos 
notoriamente  cometidos,  sobre  hechos  verdaderamen- 
te criminales  perturbadores  del  órden  social,  ¿no  se 
ha  presentado  recientemente  en  el  Senado  francés  un 
proyecto  de  ley  para  que  se  concediera  á los  jurados, 
ante  esa  impulsión  á la  inculpabilidad  á qué  se  ven 
arrastrados,  la  facultad  de  apreciar  las  circunstancias 
atenuantes,  y las  circunstancias  muy  atenuantes, 
para  que  de  esa  manera  se  disminuyese  la  gravedad 
del  hecho  y pudiesen  pronunciar  veredictos  condena- 
torios, y que  ya  que  no  resultase  la  defensa  social 
bastante  según  los  términos  y sentido  de  la  ley,  cuan- 
do ménos no  se  produjese  el  escándalo  sobre  la  con- 
ciencia pública  de  que  esosqueson  verdaderos  delitos, 
no  por  ocasión,  sino  por  sustancia  y por  fundamento, 
resultasen  declarados  por  los  jurados  como  no  mere- 
cedores de  la  más  pequeña  pena,  ni  siquiera  de  la  cen- 
sura más  insignificante? 

Por  manera  que  el  Jurado,  una  vez  establecido, 
se  impone  por  sí  mismo:  hay  que  estar  constante- 
mente transigiendo  con  él,  siendo  el  premio  de  la  tran- 
sacción el  ludibrio  de  la  justicia.  No  ya  solo  en  Frau- 
cia,  sino  en  la  libre  Suiza,  en  el  cantón  de  Ginebra,  ha 
habido  que  conceder  también  al  Jurado  eso  de  las  cir- 
cunstancias más  atenuantes  para  que  se  decida  á con- 
denar; y en  Francia  no  solo  se  abre  esa  válvula  de 
seguridad  para  el  interés  social,  que  es  brecha  y por- 
tillo enorme  contra  la  justicia  y tributo  á ese  ídolo 
que  se  llama  Jurado,  sino  que  para  arrancar  del  im- 
perio del  Jurado  lo  que  la  ley  le  encomienda,  á veces 
se  declaran  correccionales  crímenes  castigados  con 
penas  aflictivas,  porque  ante  el  tribunal  correccional 
se  espera  que  prevalezca  la  justicia,  cosa  que  no  se 
confía  que  pueda  suceder  con  el  Jurado. 

Aquí  ocurre  lo  que  al  principio  os  decia.  Creáis 
un  organismo,  creáis  una  institución  para  darle  los 
moldes  que  os  parecen,  pero  esos  moldes  se  rompe- 
rán y vendrán  las  consecuencias  del  principio  que 
establecéis;  y así  como  el  sistema  parlamentario  se 
desenvolvía  en  Inglaterra  á consecuencia  del  derecho 
de  votar  los  impuestos  la  Cámara  de  los  Comunes, 
haciéndose  lentamente  una  Cámara  que  impera  hoy 
por  cima  de  la  alta  Cámara  y de  la  Corona,  así  tam- 
bién el  Jurado  con  los  moldes  que  le  dais  y que  el 
sustituirá  con  moldes  más  anchos,  vendrá  á sobrepo- 
nerse á todo  principio  de  justicia,  y tendréis  que  des- 
truirlo ó consentir  que  se  apodero  soberanamente  de 
esta  función  social  tan  importante. 

Es  decir,  señores,  que  vosotros  mismos  entregáis 
esta  sociedad  á un  organismo  en  que  no  tenéis  con- 
lianza, y la  prueba  está  en  la  división  que  hacéis  de 
los  delitos.  Si  el  Jurado  es  el  mejor  organismo  de  la 
administración  de  justicia,  ¿por  qué  no  entregárselo 
todo?  Y si  no  lo  es,  ¿por  qué  entregarle  cosa  alguna? 
Pero  además  si  el  veredicto  del  Jurado,  si  lo  que  di- 
cen i 2 hombres  en  su  conciencia  es  lo  que  debe  en- 


tenderse por  verdad,  ¿qué  significa  la  función  que  cu- 
comendais  á los  jueces  de  derecho,  á los  magistrados 
que  se  sientan  con  esos  jueces  de  hecho  en  el  Jurado 
para  que  una  vez  pronunciado  el  veredicto  puedan 
devolverlo  á.  ese  Jurado  diciéndole:  aquí  hay  error 
fundamental,  no  habéis  acertado;  y en  caso  necesario 
remitiéndolo  á otra  sesión  ó á otro  Jurado,  porque  eí 
error  es  llagrante?  Porque  á ese  instrumento  de  pro- 
ducir la  verdad,  que  entendéis  absoluto  hasta  el  punto 
de  no  someterlo  á ninguna  revisión  ordinaria,  traéis 
en  la  ley  como  condición  precisa,  la  de  que  queda  so- 
metido á la  inspección  directa  é inmediata  de  los  jue- 
ces .de  derecho,  para  que,  no  encontrando  que  esté 
conforme  á los  dictados  de  justicia,  puedan  hacerlo 
revisar  y destruir  esc  juicio,  que  por  otra  parte  llamáis 
soberano,  y debe  pronunciarse  según  la  ley;  y porqué 
vosotros  mismos  estáis  convencidos;  porque  realmen- 
te traéis  como  criterio  lo  que  no  lo  es;  porque  vos- 
otros decís  que  ese  es  un  juicio  de  conciencia,  que  se 
entrega  á la  conciencia  del  país;  y la  verdad  es  que 
eso  en  sí,  ni  puede  ser,  ni  ha  sido  nunca,  en  aquellos 
países  en  que  está  verdaderamente  establecido  y en- 
carnado en  las  costumbres,  el  veredicto,  juicio  de  con- 
ciencia. De  conciencia  es  el  juicio  de  los  magistrados, 
con  una  conciencia  que  se  forma  dándose  cuenta  dé 
sí  misma;  y como  se  forma,  puede  traducirse  en  uua 
expresión  razonada;  pero  si  la  expresión  de  esa  con- 
ciencia vuestra  del  Jurado  tiene  que  traducirse  por 
una  frase  casi  inarticulada,  porque  no  podéis  conce- 
der al  Jurado  una  menor  expresión  de  su  conciencia 
que  el  monosílabo  si  ó no  sobre  cada  una  de  las  pre- 
guntas que  se  le  someten,  ¿dónde  está  esa  conciencia? 

No;  la  conciencia  es  la  que  se  ilustra  por  la  razón 
y por  la  inteligencia;  y por  eso,  donde  no  hay  inteli- 
gencia, la  conciencia  no  existe;  y desde  que  se  ilustra 
de  esa  manera,  se  razona  y se  explica,  y da  razón  de 
los  motivos;  y entonces,  puede  hablarse  de  conciencia; 
pero  una  conciencia  que  no  razona,  que  no  funda- 
menta, que  no  resiste  á la  crítica,  ¿qué  conciencia 
es  esa?  Yo  entenderia  que  me  hablárais  del  criterio  de 
evidencia,  y entonces,  al  fin  y al  cabo,  tendríamos, 
que  la  evidencia  es  tan  gran  cosa,  como  que  es  para 
el  alma  lo  que  los  ojos  para  los  sentidos  corpóreos; 
que  se  presenta  ante  ella  el  objeto  y se  le  impone, 
y de  su  existencia  es  imposible  dudar;  y por  esto, 
los  fundamentales  principios  de  la  filosofía  sobre  la 
evidencia;  habiendo  grandes  escuelas  filosóficas  de 
evidencia;  y por  eso,  bien  puede  haber  expresión  de 
estado  social,  que  descanse  sobre  esa  base  sobre 
que  descansan  las  más  grandes  especulaciones  del 
alma.  Pero  desde  que  me  sujetáis  al  juicio  por  ma- 
yoría en  el  Jurado,  ¿qué  estado  de  conciencia  es  ese 
que  dicen  cinco  que  no  y siete  que  si?  Si  ese  jui- 
cio se  forma  por  el  imperio  de  la  conciencia  mis- 
ma, que  espontáneamente  brota  por  el  objeto,  por  el 
hecho  que  se  impone  sobre  todas  y cada  una  de  las 
conciencias,  la  unanimidad  es  la  consecuencia  ne- 
cesaria de  eso,  y eso  no  es  el  criterio  de  conciencia, 
eso  es  el  criterio  de  evidencia ; por  eso  en  Inglate- 
rra, como  en  los  Estados-Unidos,  se  requiere  la  evi- 
dencia y la  unanimidad.  ¿Qué  evidencia  es  esa,  qué  se- 
guridad de  criterio  es  ese,  que  para  cinco  es  blanco  y 
para  siete  negro,  cuando  no  es  para  seis  blanco  y para 
los  otros  seis  negro,  sin  que  resulte  lo  que  del  axioma 
de  que  dos  fuerzas  iguales  y contrarias  se  destruyen? 
No;  decidlo  asi:  la  conciencia  ilustrada  de  los  jueces 
cede  ante  la  evidencia;  que  sean  dos,  doce,  veinte  ó 
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ciento,  si  es  evidencia,  todos  se  pronunciarán  en  el 
sentido  de  que  ei  hecho,  por  ser  evidente,  se  impone 
-i  todo  el  mundo.  Pero  si  no  decís  eso,  entonces  lo  que 
decís  es  que  el  razonamiento  de  los  indoctos,  porque 
el  veredicto  es  la  expresión  entonces  de  esc  razona- 
miento, de  esa  discusión,  de  eso  de  examinar  lo  du- 
doso, no  lo  evidente,  se  sobrepone  al  juicio  verdadero, 
al  acto  de  conciencia,  al  razonar,  al  examinar  de  los 
doctos.  Y esto  podrá  ser  todo  lo  político  que  se  quie- 
ra, podrá  responder  á todas  las  combinaciones  que 
parezca,  pero  que  no  responde  á principio  alguno  de 
razón,  es  claro  y manifiesto,  con  la  misma  eviden- 
denciaquedeheria  s<»r  necesaria  para  que  el  Jurado  pu- 
diera siquiera  ser  discutible.  Por  esto  se  me  ocurre  lo 
que  ocurre  constan  temen  Le  con  otros  Jurados,  sobre 
todo  con  el  Jurado  francés  que  tomáis  siempre  por 
modelo,  que  en  sus  comienzos,  cuando  los  jueces  de  de- 
recho no  estaban  conformes  con  la  minoría  del  Jura- 
do, unían  sus  votos  á esa  minoría  y formaban  veredic- 
to, que  después  cuando  la  Sata  de  magistrados,  los 
jueces  de  derecho,  entienden  que  se  ha  equivocado  ei 
Jurado,  que  aquel  Jurado  es  incapaz  de  producir  la 
verdad,  lo  remiten  á otro  Jurado  ó á otra  sesión  dis- 
tinta; que  en  todas  partes,  en  fin,  el  sello  que  al  Ju- 
rado se  imprime  es  un  sello  de  desconfianza;  y sobre  la 
base  de  la  desconfianza  en  el  juzgar  es  imposible  que 
haya  tranquilidad  y seguridad  en  ei  derecho,  en  la  ii 
bertad,  lo  más  preciado  del  hombre,  que  es  lo  que 
debe  procurarse  siempre  en  todas  las  organizaciones 
de  justicia. 

Así  es  que  ai  revés  de  lo  que  aquí  se  ha  dicho  de 
parto  de  la  Comisión  tocante  á la  fuerza  incontrasta- 
ble del  Jurado  y al  arraigo  que  tiene  en  aquellos  paí- 
ses que  se  presentan  como  modelo  de  esta  institución, 
sucede  todo  lo  contrario:  las  gentes  en  general  temen 
el  Jurado,  los  legisladores  aun  en  esa  misma  Ingla- 
terra con  cuya  historia  está  entretejida  la  historia  del 
Jurado,  al  punto  de  que  brota  de  su  propia  organiza- 
ción social,  y el  arrancárselo  sería  una  verdadera  mu- 
tilación, contra  lo  que  ocurre  en  los  demás  países 
en  que  arrancarles  eso  no  es  más  que  quitarles  un 
estorbo,  allí  mismo,  el  pueblo,  los  legisladores,  el 
Poder  legislativo  y los  sabios  dejan  de  tener  esa  con 
fianza  incontrastable  que  vosotros  decís  que  tienen  en 
ei  Jurado.  En  el  pueblo  se  ve  esto,  porque  en  Ingla- 
terra al  revés  de  lo  que  antes  sucedía,  que  el  Jurado 
funcionaba  absolutamente  en  todas  las  cuestiones,  ci- 
viles y criminales,  de  poca  y de  mucha  importancia, 
el  pueblo  ahora,  habiéndole  dejado  ocasión  de  salirse 
del  Jurado,  allí  donde  puede  no  reclamar  el  Jurado, 
no  lo  reclama  y se  deja  juzgar  por  los  jueces  de  de- 
recho: los  legisladores,  en  materia  civil,  no  hay  que 
hablar,  realmente  han  hecho  del  Jurado  algo  potes- 
tativo en  el  que  ha  de  ser  juzgado,  porque  únicamen- 
te cuando  reclama  la  intervención  del  Jurado  le- 
gal, viene  el  Jurado;  porque  mientras  no  lo  reclama 
no  viene,  y lo  reclama  las  ménos  veces  posibles.  Ade- 
más, hay  otro  Jurado,  llamado  especial,  que  no  es 
realmente  el  Jurado  ordinario  y común,  que  no  es 
tampoco  muy  popular,  porque  únicamente  entran  en 
él  las  clases  contribuyentes  de  grande  importancia, 
y con  ser  así  y todo  ese  Jurado  es  empleado  pocas 
veces. 

En  lo  criminal,  se  han  establecido  en  Lóndres  los 
tribunales  de  policía,  tribunales  especiales  que  en- 
tienden en  las  causas  mientras  no  se  llegue  á una 
cierta  pena,  siendo  siempre  pequeña  la  aplicada  á la 


generalidad  de  los  delitos  que  se  cometen  en  todos  los 
países  del  mundo,  sobre  todo  en  aquellos  que  tienen 
una  pena  leve  en  la  aplicación,  aunque  sea  grave  en 
lo  escrito,  porque,  en  Inglaterra  ocurre  mucho  de  lo 
que  ocurria  antes  de  entrar  en  ese  movimiento  codifi- 
cador á que  nos  hemos  entregado  en  el  continente,  con 
gran  beneficio  de  la  ciencia  jurídica,  y así  es  que  es- 
tando escritas  las  penas  en  las  leyes,  los  tribunales 
realmente  aplican  un  prudente  arbitrio.  Pues  bien;  en 
Inglaterra  hay,  por  punto  general,  lenidad  en  ei  cas- 
tigo, lenidad  en  la  pena,  lenidad  en  la  práctica,  y mien- 
tras allí  la  ley  no  llega  á una  prisión  de  una  determi- 
nada importancia,  ei  que  cae  bajo  la  acción  de  esos  tri- 
bunales de  policía  es  juzgado  por  jueces  de  derecho, 
y solo  cuando  llega  á cierta  importancia  puede  recla- 
mar la  intervención  del  Jurado,  y se  da  el  caso  de  que 
no  la  reclamen  muchas  veces  esos  criminales. 

Y sigue  esta  tendencia  dentro  de  las  Cámaras  in- 
glesas, dentro  del  Poder  legislativo  inglés,  que  está 
reorganizando  sus  tribunales  en  el  sentido  de  los  del 
continente,  en  el  sentido  de  sustituir  á las  garantías 
deí  Jurado  las  garantías  de  las  apelaciones,  sentido 
en  cuya  virtud  se  lia  creado  un  alto  tribunal  de  ape- 
lación. Y de  tal  suerte,  mientras  el  sentido  de  los 
legisladores  ingleses  en  punto  á la  manera  de  funcio- 
nar los  Poderes  de  justicia,  es  precisamente  contrario 
á aquel  que  queréis  buscar  aquí  como  el  más  perfec- 
to, os  empeñáis  en  seguir  la  moda  inglesa  para  aban- 
donar la  verdadera  dirección  que  ahora  está  tomando 
el  Poder  legislativo  de  aquel  país. 

En  cuanto  á lo  que  piensan  esos  mismos  jue- 
ces, á lo  que  piensan  los  hombres  más  autorizados 
entre  los  que  se  ocupan  en  la  resolución  de  este  pro- 
blema en  Inglaterra,  yo  voy  á leeros  lo  que  dice  el 
mismo  importante  autor  que  antes  os  be  citado  á pro- 
pósito de  la  coincidencia  de  la  libertad  y del  funcio- 
nar del  Jurado,  sin  que  os  bable  de  otros  muchos  es- 
critores ya  de  época  un  tanto  más  anLigua,  como  á 
principios  de  este  siglo  Bentham,  que  realmente  no 
era  partidario  del  Jurado,  ni  hablaba  muy  bien  del 
Jurado  inglés,  y más  tarde  Blackstone,  que  tampoco 
se  muestra  partidario  del  Jurado  inglés.  El  autor  á 
que  ahora  me  refiero,  en  cuanto  al  acierto,  que  es  la 
garantía,  no  ya  solo  de  la  libertad,  sino  de  la  justicia 
del  Tribunal  del  Jurado,  dice  así:  «Los  veredictos  de 
los  jurados,  ¿son  justos?  ¿Los  jurados  tienen  bastante 
inteligencia  para  llenar  los  deberes  que  les  están  im- 
puestos? Comparemos  desde  luego  el  procedimiento 
con  ó sin  Jurado  relativamente  á la  justicia  de  la  sen- 
tencia. El  procedimiento  delante  de  un  juez  sin  jura- 
dos, conducirá  siempre  en  la  práctica  á un  juicio 
recto.  En  todo  caso,  las  garantías  para  la  buena  ad- 
ministración de  la  justicia  son  mucho  más  fuertes 
cuando  el  asunto  está  sometido  á un  juez  sin  jurados 
que  cuando  es  llevado  delante  de  un  Jurado.»  Esto  está 
dando  testimonio  de  lo  que  pasa  en  Inglaterra.  «El 
juez  es  un  hombre  conocido,  ocupa  ante  el  público 
una  posición  eminente,  puede  ser  objeto  de  la  crítica, 
y puede  ser  castigado  con  penas  si  juzga  injusta- 
mente.» 

«El  Jurado  se  compone  de  12  ciudadanos  desco- 
nocidos. Durante  el  juicio  constituyen  justamente  un 
grupo  bastante  numeroso  para  quitar  basta  la  som- 
bra de  una  responsabilidad  individual.  Dada  la  sen- 
tencia, se  desvanecen  y se  pierden  en  la  multitud  de 
donde  lian  salido,  y de  la  que  no  se  les  puede  ya  se- 
parar. La  sentencia  más  injusta  no  hace  caer  sobre 
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ellos  ningún  deshonor,  porque  inmediatamente  que 
está  dictada,  los  jurados  vuelven  á su  anterior  oscu- 
ridad. Los  jurados  no  motivan  sus  veredictos;  los  jue- 
ces lo  hacen  en  una  parte  de  los  procesos,  y se  podia 
imponerles  la  obligación  general  de  dar  sus  mo- 
tivos.» 

Aquí  en  España  sabe  todo  el  mundo  que  los  jue- 
ces motivan  absolutamente  todas  sus  decisiones,  y 
sobre  todo  las  sentencias.  Por  manera  que  aquí  te- 
nemos ya  satisfecho  lo  que  es  una  aspiración  en  In- 
glaterra; porque  también  es  bueno  hacer  notar  estas 
cosas  cuando  casi  siempre  estamos  oyendo  que  aquí 
estamos  muy  atrasados,  que  necesitamos  reformas,  y 
que  es  una  vergüenza  el  estado  de  nuestra  jurisdic- 
ción criminal.  Así  se  lo  dijo  al  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia  un  importante  jurisconsulto  belga,  y el 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  no  protestó  contra 
eso,  sino  que  sintió  subir  el  rubor  al  rostro  ante  una 
imputación  tan  justa.  (El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia'. El  hombre  de  Estado  belga,  á quien  S.  S.  alude, 
no  me  dijo  lo  que  S.  S.  supone.)  Yo  desearia  que  S.  S. 
rectificará,  pues  yo,  por  mi  parte,  estoy  dispuesto  á 
hacerlo;  y así,  teniendo  exactamente  las  palabras  de 
ese  hombre  importante  de  Estado  belga,  podríamos... 
(El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia : Me  referí  pura- 
mente á una  exclamación  y á un  gesto  que  no  acertó 
á adivinar.)  Pero  que  pareció  á S.  S.  vergonzoso.  (El 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia:  Que  no  cumprendia 
que  en  un  pueblo  de  Europa  continuara  vigente  el 
procedimiento  inquisitivo  y escrito.)  Pues  resulta  que 
en  ese  pueblo  de  Europa  tan  atrasado,  hemos  hecho 
adelantos  de  bastante  consideración  para  que  puedan 
ser  objeto,  si  no  de  envidia,  de  aspiración  para  un 
importante  jurisconsulto  inglés.  Sin  embargo,  no  nos 
vemos  satisfechos,  y traemos  innovaciones  atrevidas. 
(El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia:  Eso  es  ya  otra 
cosa,  yo  restablecía  el  hecho.)  Yo  me  remito  á la  exac- 
titud de  cuanto  dice  S.  S.  para  fundar  mis  razona- 
mientos; ya  ve  S.  S.  que  es  absolutamente  lo  mismo. 

Pues  bien;  continúa  Mr.  Stephen: 

«El  fundamentar  las  sentencias  es  una  garantía 
de  la  mayor  importancia  para  la  buena  administra- 
ción dé  la  justicia.  Una  persona  inexperimentada 
puede,  sin  duda,  exponer  mal  los  motivos  para  una 
buena  decisión;  pero  es  casi  imposible,  aun  al  más 
hábil,  motivar  bien  una  mala  sentencia ; la  tentativa 
que  haría  para  ello  denotaría  la  resolución  de  hacer 
una  injusticia,  lo  que  es  en  el  más  alto  grado  iuacos- 
tumbrado.» 

Ya  se  sabe  que  los  ingleses  no  son  pródigos  en 
epítetos  de  cierta  naturaleza;  llaman  inacostumbrado 
á lo  que  nosotros  llamaríamos  vergonzoso. 

«Está  en  la  naturaleza  de  las  cosas  que  el  proce- 
dimiento ante  el  Jurado  excluya  toda  apelación;  se 
puede  apelar,  por  el  contrario,  de  la  decisión  de  un 
juez;  la  experiencia  prueba  que  las  decisiones  de  los 
jueces  son  justas  en  lo  general.» 

Por  manera,  que  el  alto  juez  inglés,  á que  me  estoy 
refiriendo,  estima  que  con  todos  aquellos  procedimien- 
tos que  vosotros  llamáis  de  libertad,  de  garantía  y de 
acierto,  el  Jurado  se  puede  cambiar  por  la  garantía 
de  la  apelación,  ó lo  que  es  igual  entre  nosotros,  por 
la  garantía  de  la  casación,  y cuando  el  veredicto  del 
Jurado  no  puede  tener  la  garantía  de  la  apelación  ó 
casación,  resulta  que  entre  dos  garantías,  la  del  Ju- 
rado y la  de  la  casación,  nosotros  abandonamos  la 
Última,  qpe  los  jurisconsultos  ingleses  estiman  de 


mucha  más  importancia  que  la  garantía  del  Jurado. 

Y sigue  hablando  (y  yo  no  he  de  molestar  á la 
Cámara  con  la  lectura  de  todos  estos  párrafos,  pop 
más  que  sean  grandemente  sustanciosos),  de  loque 
él  entiende  y es  realmente  el  Jurado,  y concluye  de 
esta  manera,  y' esto  es  también  importantísimo,  por- 
que se  refiere  á la  capacidad  de  los  jurados,  á los  que 
vais  á entregar  nuestra  vida,  nuestra  honra  y nues- 
tros intereses: 

«El  último  punto  que  hay  que  considerar  es  el  de 
saber  quién  tendrá  más  inteligencia  para  juzgar;  si 
el  juez  ó el  jurado.  Admito  que  el  juez  deberá  ser,  y 
es  en  general,  un  hombre  de  una  inteligencia  mucho 
más  desarrollada,  de  una  instrucción  mucho  más  ex- 
tendida, de  una  energía  mucho  mayor  que  la  de  cual- 
quiera  de  los  miembros  del  Jurado.  Algunos  de  éstos 
están  en  la  Audiencia  medio  dormidos,  escuchan  ma- 
quinalmente...» 

Aquí  de  la  atención  embotada  del  juez  de  derecho 
de  que  nos  hablaba  el  señor  presidente  de  la  Comisión. 
Según  el  señor  presidente  de  la  Comisión,  el  juez  de 
derecho  tiene  la  atención  embotada  y como  atrofiada 
por  el  hábito.  Según  un  testigo  irrecusable  de  lo  que 
hacen  los  jurados  en  la  libre  é inteligente  Inglaterra, 
allí,  donde,  según  se  dice,  el  Jurado  es  clpalladium 
de  la  libertad,  es c palladium  está  dormido  (lo  declara 
así  un  hombre  que  lo  ve  todos  ios  dias),  y cuando  no, 
está  pensando  en  otra  cosa. 

Y es  natural,  Sres.  Diputados;  el  jurado,  á quien 
no  le  importa  en  definitiva  absolutamente  la  jus- 
ticia, á quien  se  le  hace  dejar  sus  ocupaciones  y 
sus  negocios,  de  los  que  depende  acaso  la  existencia 
y el  bienestar  de  sil  familia,  está  deseando  volver  á su 
casa.  Al  jurado  no  le  importa  que  el  acusado  sea 
puesto  en  libertad  ó vaya  á presidio,  y cuando  se  trata 
de  votar,  continúa  diciendo  este  escritor,  «sigue  á 
remolque  al  primero  que  da  su  opinión.»  Cosa  que 
verdaderamente  no  podemos  negar,  porque  ocurro 
todos  los  dias  y en  casi  todas  las  colectividades,  que 
el  primero  que  se  atreve  á dar  su  opinión,  tiene  casi 
siempre  el  asentimiento  de  los  demás. 

«Sin  duda,  continúa,  un  Jurado  de  gente  ins- 
truida (un  Jurado  especial),  bajo  la  presidencia  de  un 
juez,  podria  hacer  un  buen  tribunal;  pero  no  puerto* 
decir  gran  cosa  de  bueno  relativamente  á la  inteli- 
gencia de  un  tendero  ó de  un  pequeño  labrador,  y yo 
creo,  dígase  lo  que  se  quiera,  que  la  mayor  parte  ele 
los  que  viven  del  trabajo  de  sus  manos , son  entera- 
mente inhábiles  para  resolver  una  cuestión  judicial; 
y salvo  raras  excepciones,  ellos  no  tienen  ni  la  me- 
moria ni  la  energía  de  inteligencia  necesaria  para 
poder  acordarse,  analizar,  coordinar  las  pruebas  su- 
ministradas, por  ejemplo,  las  declaraciones  de  veinte 
testigos  relativas  á una  porción  de  cuestiones  de  de- 
talle, y que  quizá  se  han  dado  en  dias  diferentes. 

Los  jurados  no  tienen  el  hábito  de  tomar  notas, 
y la  mayor  parte  de  ellos  se  embrolla  ó se  embrolla- 
rla ensayando  hacerlo;  así  es  muy  de  creer  que  si  al 
fin  del  proceso  se  sometiesen  los  jurados  á un  exi- 
men, y se  les  preguntase  lo  que  habían  oido,  se  ve- 
ría la  confusión  y el  error  que  reina  entre  ellos.» 

Por  manera  que  éste  es  el  instrumento  á que  se 
quiere  confiar  cosa  tan  importante  como  la  buena  ad- 
ministración de  justicia;  este  es  el  instrumento  que 
se  quiere  traer  con  preferencia  ai  instrumento  que 
hoy  tenemos,  á los  tribunales  de  derecho.  Verdad  que 
según  se  nos  decia  de  parte  de  la  Comisión*  á los  tri- 
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bunales  de  derecho,  cuando  se  les  ha  pedido  opinión 
sobre  el  Jurado  que  funcionó  en  España  desde  el  ano 
1873  á fines  del  74,  les  lia  parecido  excelente  en  sus 
resultados;  con  locual  realmente  el  juicio  de  los  tribu- 
nales de  derecho,  que  esto  hubieran  expuesto,  estaria 
en  contraposición  con  la  realidad  y con  el  juicio  que 
todo  el  mundo  en  España  ha  formado  de  aquella  ma- 
'ñera  de  funcionar  del  Jurado.  No,  lo  que  yo  creo  es  que 
aquellos  tribunales  informantes,  cuando  seles  pregun- 
taba sóbrela  aptitud  de  los  jurados  para  la  apreciación 
e los  casos  de  derecho  decian  en  absoluto  que  les  pa- 
recía muy  mal:  y en  lo  demás  decian  que  era  tolerable. 
Pero  de  todas  suertes,  verdaderamente  la  opinión  de 
toda  la  judicatura  y de  toda  la  magistratura  españo- 
las forzosamente  tiene  que  ser  poco  favorable  al  Ju- 
rado; deben  entender,  cuando  ménos,  que  es  innece- 
sario, porque  yo  no  creo  que  nadie  que  vista  la  toga 
para  administrar  justicia  en  España,  deje  de  estar  sa- 
tisfecho del  modo  con  que  él  administra  justicia.  Si 
así  no  fuera,  comenzaría  por  declarar  que  estaba  en 
medio  de  una  organización  que  le  impedía  ser  hom- 
bre honrado;  y por  consiguiente,  que  debia  dejar  un 
puesto  que  no  podía  desempeñar  á satisfacción  de  su 
conciencia.  No;  lo  que  hay  aquí  es  que  el  Jurado  es 
un  medio  que  seguramente  no  quieren  los  tribunales 
de  justicia,  al  ménos  en  su  inmensa  mayoría,  los  cua- 
les al  propio  tiempo,  ciertos  de  su  rectitud,  no  re- 
huirían las  consecuencias  de  esa  responsabilidad  que 
declaraba  el  señor  presidente  de  la  Comisión  que  no 
se  ejercita  suficientemente,  y que  el  Gobierno  no  cui- 
da de  que  se  ejercite,  para  que  no  quede  completa- 
mente embotada,  hasta  el  punto  de  ser  ilusoria;  y 
como  yo  pienso  y entiendo  que  la  primera  condición 
de  todo  juicio  es  que  el  que  lo  pronuncie  tenga  la 
responsabilidad  del  mismo  juicio,  de  abí  que,  sir- 
viendo el  Jurado,  no  para  aumentar  las  condiciones 
de  responsabilidad,  que  son  garantías  de  acierto,  sino 
para  borrar  toda  responsabilidad,  piense  que  no  solo 
está  en  contradicción  de  los  dictados  de  la  ciencia, 
sino  que  ésta  en  contradicción  del  modo  de  ser  de 
nuestra  sociedad,  en  contradicción  de  la  Constitución 
escrita,  el  establecerlo,  respecto  de  lo  cual  no  digo  yo, 
por  más  que  se  pueda  sostener  y se  haya  sostenido  ya 
brillantemente  que  el  Jurado  en  sí  mismo  pugne  con 
ciertos  artículos  de  esa  Constitución,  pero  si  que  debi- 
lita, cuando  ménos,  la  responsabilidad  de  una  función 
que  la  Constitución  atribuye  ai  Rey,  y que  tiene  el 
Gobierno  de  S.  M.,  bajo  su  propia  responsabilidad,  la 
de  cuidar  que  en  todo  el  Reino  reine  y rija  completa- 
mente la  justicia;  porque,  es  claro,  la  situación  es  có- 
moda. Nosotros,  en  la  obligación  que  tenemos  de  ins- 
peccionar, de  velar  por  los  intereses  del  país,  por  el 
cumplimiento  de  los  deberes  de  los  encargados  de 
toda  función  pública,  comenzando  por  dirigir  nucs- 
Lros  requerimientos  y solicitudes  al  Gobierno  de  Su 
Majestad,  en  quien  se  resumen  Lodas  estas  respon- 
sabilidades, nos  encontraremos  á todas  horas  y en 
todos  momentos  en  presencia  de  escándalos  jurídicos, 
producidos  por  veredictos  insostenibles  do  los  jura- 
dos; preguntaremos  al  8r.  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia qué  ha  hecho  para  que  en  el  Reino  rija  comple- 
tamente la  justicia,  y el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  nos  dirá  que  esas  son  atribuciones  del  Jura- 
do; que  esos  son  puutos  de  conciencia;  que  el  Jurado 
los  ha  apreciado  así,  y por  lo  tanto,  no  puede  ni  tiene 
que  rendir  cuentas;  no  puede  cumplir  esa  misión, 
que,  sin  embargo,  es  de  Constitución  intrínseca,  ade- 


más de  ser  de  Constitución  escrita  dentro  del  modo 
de  ser  de  todo  país  medianamente  organizado. 

No;  lo  que  hay  que  hacer  aquí  es  precisamente  lo 
contrario:  buscar,  no  la  manera  de  debilitar  los  re- 
sortes de  las  funciones  públicas,  singularmente  la 
administración  de  justicia,  que  es  la  función  más 
preciada  de  Lodas  ellas,  sino  vigorizar  esos  resortes  y 
esas  leyes  de  la  responsabilidad,  de  la  cual  el  Sr.  Mi- 
nistro de  Gracia  y Justicia  no  se  muestra,  en  tésis 
general,  muy  cuidadoso.  No  me  refiero  á acto  alguno 
individual  suyo,  sino  á la  dirección  general  que  da  á 
las  reformas  legislativas  que  brotan  de  su  fecunda 
iniciativa,  porque  el  órgano  principal  de  esa  función 
interesante,  el  ejercicio  de  la  fiscalización  continua 
cerca  de  los  organismos  de  justicia  para  cuidar  de 
que  ésta  esté  bien  administrada,  es  el  Ministerio  fis- 
cal, y sin  embargo,  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia ai  crear  por  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal  los 
jueces  de  instrucción,  y al  establecer  después  el  jui- 
cio oral  y público,  dejó  completamente  indotado  todo 
el  organismo,  á quien  confiaba  la  instrucción,  de  ios 
promotores  fiscales,  que  son  su  propio  órgano  para 
atender  al  encargo  de  vigilancia  á que  me  estoy  re- 
firiendo, respecto  de  la  función  interesante  dé  instruir 
los  procesos  criminales;  y esto  importa  mucho,  porque 
ya  habéis  visto  la  consecuencia  que  yo  sacaba  de  esa 
estadística  de  que  tanto  habla  el  Sr.  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia;  la  consecuencia  que  yo  sacaba,  como 
antes  he  manifestado,  es  que  habiendo  más  de  cincuen- 
ta mil  causas  formadas,  y resultando  treinta  y ocho 
rhil  causas  no  debidas  formar,  ha  habido  en  todas 
las  causas  en  donde  esto  ha  sucedido,  la  instrucción 
con  lodas  sus  molestias,  con  todos  sus  vejámenes,  con 
la  arbitrariedad  judicial,  que  reina  casi  eu  absoluto 
dentro  de  la  instrucción,  faltando  todos  los  dias  á las 
garantías  que  se  deben  á los  ciudadanos,  una  série  de 
molestias,  de  desgracias  para  las  familias...  (El  señor 
Ministro  ele  Gracia  y Justicia:  Su  señoría  no  ha  visto  la 
estadística.)  La  estadística  la  examinas.  S.  solo  bajo 
el  punto  de  vista  del  mayor  ó menor  número  de  abso- 
luciones con  relación  á las  condenas,  pero  no  bajo  el 
punto  de  vista  deque,  eu  efecto,  tienen  que  resultar 
muchas  personas  respecto  de  las  cuales  hay  que  ab- 
solver ó sobreseer;  en  e3te  punto,  cualquiera  que  sea 
la  cifra  que  dé  S.  S.,  siempre  resulta  una  cifra  enor- 
me; siempre  resulta  que  S.  S.  no  ha  cuidado  suficien- 
temente de  tener  cerca  de  los  jueces  de  instrucción, 
por  más  que  puedan  producir  todos  esos  daños,  aque- 
llos elementos  de  fiscalización  que  son  verdaderamen- 
te indispensables  para  que  la  aplicación  de  las  leyes 
no  se  pierda,  dentro  de  los  límites  de  un  sumario,  y 
no  llegue,  por  consiguiente,  á producirse  ese  estado 
de  cosas  que  hace  á todo  el  mundo  temer  que  se  acer- 
que á él  la  acción  de  la  justicia  en  lugar  de  suceder 
lo  contrario,  que  todos  queramos  vivir  bajo  el  am- 
paro de  esa  misma  justicia. 

Pues  qué,  á S.  S.  que  es  tan  conocedor  .de  esta 
materia,  ¿no  le  llama  la  atención  este  sentimiento  de 
repulsión  que  existe  en  todo  español,  respecto  de  la 
proximidad  de  la  acción  (le  los  tribunales  de  justicia? 
(El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia:  ¿Y  voy  y O á bo- 
rrar eso  que  es  tradicional?)  Tradicional  ó no,  el  Go- 
bierno de  S.  M.,  como  todos  nosotros,  estamos  preci- 
samente en  el  deber  de  hacer  esa  reforma,  porque  no 
vamos  á dormir  el  dolce  f amiente  para  no  cuidar  de 
remediar  esos  males.  (El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jas* 
ticia ; El  único  que  ha  puesto  algún  remedio  he  sido 
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yo.)  Por  manera  que  siempre  sucede  esto;  que  en 
lugar  de  fortalecer  los  resortes  de  la  responsabi- 
lidad en  todas  las  maneras  de  ejercitarse  la  acción 
de  la  juoticia,  con  el  Jurado  hasta  se  hace  desapare- 
cer en  absoluto  el  principio  de  la  misma  responsabi- 
lidad. Pues  bien;  como  desde  el  punto  de  vista  en  que 
yo  estoy  examinando  el  proyecto,  aparte  de  las  indi- 
caciones de  órden  político  que  he  tenido  el  honor  de 
exponer  al  principio  de  mis  palabras,  en  esLe  sentido 
jurídico,  que  es  verdaderamente  el  sériamente  políti- 
co, porque  al  fin  y al  cabo,  la  política  consiste  en  bus- 
car ei  medio  mejor  de  organizarse  y de  vivir  una  socie- 
dad; en  este  sentido  ocurre, que  mientras nosotrosque- 
remos  mantener  el  principio  de  la  responsabilidad  co- 
mo garantía  de  los  derechos  de  la  misma,  que  es  la  ga- 
rantía de  la  rectitud  de  todas  las  acciones  humanas, 
el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  el  Gobierno  de 
S.  M.  y con  él  La  Comisión,  al  proponer  el  Jurado, 
van  por  un  camino  completamente  contrario,  y lejos 
de  estimular  la  responsabilidad,  de  mantener  la  res- 
ponsabilidad, de  vigorizar  la  responsabilidad  de  todos 
y de  cada  uno,  destruyen  esa  responsabilidad,  y fal- 
tando esta  base  de  la  conducta  humana,  seguramente 
los  resultados  no  han  de  ser  benetlciosos.  He  dicho. 

El  Sr.  MONTEJO:  Pido  la  palabra. 

El  vSr.  VICEPRESIDENTE  (Cárdenas):  La  tie- 
ne V.  S. 

El  Sr.  MONTEJO:  Señores  Diputados,  la  multi- 
plicidad de  turnos  en  los  que  se  ha  discutido  y ha  de 
discutirse  sobre  el  principio  fundamental  del  Jurado; 
el  deseo  de  la  Comisión,  formado  en  virtud  de  la  im*- 
pugnacion  vigorosa  que  al  proyecto  de  ley  presen- 
tado por  ei  Gobierno  de  S.  M.  y ai  dictamen  de  la 
Comisión  misma  hace  la  minoría  conservadora,  de 
que  tercie  en  este  debate  ayudándola  en  sus  tareas 
algún  individuo  de  la  mayoría,  y una  extremada  ga- 
lantería que  la  Comisión  ha  tenido  conmigo,  son  las 
causas  de  que  en  esLe  momento  venga  á tomar  parte 
en  la  discusión  para  contestar  al  distinguido  juris- 
consulto, al  Diputado  Sr.  Rodríguez  San  Pedro. 

Por  esta  mi  ingerencia  en  el  debate,  por  ser  la 
primera  vez  que  tengo  ei  honor  de  dirigir  la  palabra 
á la  Cámara,  por  haberme  cabido  en  suerte  el  con- 
testar á una  persona  de  tantos  conocimientos  y de 
tanto  valer  como  el  Sr.  Rodríguez  San  Pedro,  que 
como  todos  habéis  oido,  ha  pronunciado  esta  tarde  un 
discurso  tan  extenso  como  erudito  y lleno  de  profun- 
dos conceptos*,  y últimamente,  por  la  escasez  de  con- 
diciones, que  desde  luego  reconozco  en  mí,  tengo 
que  solicitar  del  Congreso,  noya  solamente  su  benevo- 
lencia, aquella  que  acostumbra  ¿otorgar  á todos  los 
oradores,  sino  también  su  indulgencia;  prometiéndole 
en  cambio,  que  en  cuanto  de  mí  dependa,  molestaré 
lo  ménos  posible  su  ilustrada  atención. 

Y ante  todo,  Sres.  Diputados,  impórtame  recoger 
dos  indicaciones  que,  allá,  al  principio  de  su  perora- 
ción, hizo  el  Sr.  Rodríguez  San  Pedro,  que  tienen  un 
pronunciado  sabor  político,  más  quizás  que  otras  del 
propio  carácter  que  S.  S.  ha  vertido  en  el  resto  de  su 
discurso,  y que  conviene  descartar  para  poder  entrar 
de  lleno,  sin  tropiezo  ni  obstáculo  de  ningún  género, 
en  el  fondo  de  la  cuestión.  Es  una  de  esas  indicacio- 
nes, la  primera,  la  de  que  aquí  se  ha  traído  y se  trae 
el  proyecto  restableciendo  el  juicio  por  jurados  en 
materia  criminal  contra  la  voluntad  expresa  y ma- 
nifiesta del  país;  que  aquí  se  trae  este  proyecto,  sin 
que  aspiración  ninguna,  sin  que  indicación,  ni  movi- 


miento alguno  de  la  opinión,  haya  recomendado  el 
restablecimiento  de  semejante  instituto.  Esto,  seño- 
res, no  solamente  está  ya  contestado  repetidas  veces 
sino  que,  real  y verdaderamente,  constituye  una  in- 
exactitud tan  notoria  en  el  órden  de  ios  hechos,  que 
á nadie  se  le  puede  ocultar. 

En  medio  de  las  luchas  civiles,  de  las  contiendas 
políticas  que  ha  habido  en  nuestra  Patria,  hace  mu- 
cho tiempo  que  viene  siendo  aspiración  de  algunos 
partidos  políticos  y de  grandes  centros  de  la  opinión 
el  establecimiento  del  Jurado  en  materia  criminal,  v 
á eso  quizá  responda,  dejando  aparte  la  íntima  con- 
vicción que  el  partido  liberal  abriga  de  que  el  Jura- 
do es  una  institución  cuyas  excelencias  no  pueden 
negarse,  á eso  quizá  responda  también  que  ei  partido 
liberal  haya  tenido  siempre  en  su  programa  ei  prin- 
cipio del  Jurado. 

Y como  además  del  partido  liberal,  según  tuvo 
ocasión  de  decir  aquí,  con  la  elocuencia  que  le  dis- 
tingue, el  señor  presidente  de  la  Comisión,  hay  en 
España  otros  partidos  políticos  que  quieren  el  Jura- 
do, y como  acabo  de  decir,  ha  habido  ya  ocasiones 
varias  en  que  la  opinión  se  ha  manifestado  en  su  fa- 
vor, y hasta  lian  llegado  á producirse  disidencias  en 
el  seno  mismo  de  este  partido,  antes  de  ahora,  por  no 
haber  planteado  aquella  institución  tan  pronto  como 
algunos  deseaban,  claro  y evidente  es  que  la  opinión, 
que  el  país  entero,  reclaman  el  establecimiento  del  Ju- 
rado, y que  no  hay  motivo  para  considerar  que  ai  traer 
esto  proyecto  de  ley  á la  deliberación  de  las  Cámaras, 
se  comete  un  verdadero  error  político,  y ménos  se 
puede  considerar  todavía,  como  hacía  el  Sr.  Rodrí- 
guez San  Pedro,  que  única  y exclusivamente  obedezca 
este  proyecto  á no  sé  qué  género  de  imposiciones,  de 
. no  sé  qué  personas  particulares,  pues  si  bien  es  cierto 
que  ilustres  personalidades  hay  que  representan  en 
este  punto  la  opinión,  como  en  todas  las  cuestiones 
de  la  ciencia  y de  la  política  hay  quien  la  dirija  y 
represente;  es  incuestionable  que  ninguna  clase  de  im- 
posiciones ha  podido  haber  ni  ha  habido,  ni  cabe  ad- 
mitir que  las  baya,  cuando  aquí,  á la  libre  discusión 
del  Parlamento  español,  se  trae  un  proyecto  de  ley. 

La  segunda  de  las  indicaciones  que  me  importaba 
recoger,  es  la  de  que  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia (entiéndase  bien,  que  hablo  en  este  punto  por  mi 
cuenta,  sin  perjuicio  de  lo  que  el  Sr.  Ministro  pueda 
creer  conveniente  decir),  ha  incurrido  en  inconsecuen- 
cias de  criterio,  aceptando  las  modificaciones  que  en 
el  primitivo  proyecto  de  ley  presentado  á las  Górtes 
ha  introducido  la  Comisión.  Ya  se  ha  dicho  aquí  re- 
petidamente que  ni  una  sola  de  las  modificaciones 
que  contiene  el  dictamen  de  la  Comisión,  se  ha  intro- 
ducido sin  acuerdo  expreso  del  Sr.  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia;  cosa  que  demuestra  que  las  alteracio- 
nes no  eran  sustanciales,  y además  ya  tendré  ocasión 
de  patentizar  durante  mi  discurso  que  no  ha  habido, 
que  no  hay  inconsecuencia  alguna  de  criterio,  en  lo 
que  al  fondo  del  asunto  puede  afectar,  por  haber  acep- 
tado las  modificaciones  introducidas,  pues  en  reali- 
dad no  implican  sino  ligeras  variantes  en  el  desarro- 
llo de  unos  mismos  principios  cardinales. 

A mi  juicio,  Sres.  Diputados  (y  con  esto  entro  ya 
en  el  fondo  de  la  cuestión),  para  discutir  con  verda- 
dero fruto  respecto  de  la  bondad  del  principio  ó de  la 
institución  del  Jurado,  lo  que  importa,  lo  que  en  pri- 
mer término  debe  procurarse,  es  fijar  cou  claridad  y 
precisión  cuáles  son  ios  fundamentos  en  que,  según 
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la  ciencia,  descansa  el  Jurado  mismo;  porque,  cier- 
tamente, una  vez  precisados  estos  fundamentos,  nada 
puede  ser  difícil  de  discernir  ó de  resolver.  Oreo  yo 
que  se  pueden  establecer  estos  fundamentos  con  cla- 
ridad, puesto  que  real  y verdaderamente  laten  en  los 
discursos  pronunciados  en  esta  Cámara,  sin  más  que 
recogerlos  de  la  misma  discusión,  y así  en  lo  que 
afecta  al  Jurado,  eu  cuanto  puede  considerarse  como 
iustitucion  política,  como  cu  cuanto  se  estima  que 
constituye  y es  una  iustitucion  jurídica. 

Si  nos  fijamos  en  ei  proceso  del  Jurado  como  ins- 
titución política,  ó en  tanto  en  cuanto  tiene  aspecto 
político,  purécerne  á mí  indudable  que  lia  tardado  bas- 
tante en  definirse  de  una  manera  clara  y perfecta  cuál 
es  la  idea  política,  el  principio,  por  decirlo  así,  poli- 
tico-trascendental,  mejor  aún,  cuál  de  los  grandes 
principios  que  informan  y rigen  la  coustitucion  y el 
modo  de  ser  de  los  actuales  pueblos  cultos,  especial- 
mente de  aquellos  que  viven  bajo  el  régimen  de  la  li- 
bertad, es  el  que  sirve  de  fundamento  al  Jurado;  y que 
se  lia  tardado  bastante  tiempo  en  llegar  á esta  defini- 
ción clara  y concreta,  lo  prueba  la  misma  historia  del 
Jurado  en  Inglaterra,  cuna  del  Jurado  moderno  (lo 
cual,  por  cierto,  rne  excusa  de  hacer  investigaciones 
respecto  á otros  tribunales  populares  que  existieron  eu 
los  pueblos  de  la  Edad  antigua  y de  la  Edad  media, 
y que  en  más  ó en  menos  cabria  relacionar  con  la  ins- 
titución que  aquí  examinamos),  pues  la  historia  del 
Jurado  en  Inglaterra  acredita,  á lo  ménos  con  arreglo 
á los  datos  recogidos  por  Forsyth,  notable  historiador, 
y á lo  que  dice  y enseña  en  su  precioso  libro  sobre  el 
Jurado  el  ilustre  jurisconsulto  italiano  Pisanelli,  que 
lo  más  probable,  lo  más  verosímil  es  que  el  Jurado 
inglés  Licué  su  origen  en  ei  antiguo  testimonio  de  los 
vecinos,  testimonium  vicineti , y que  no  solo  no  debió  su 
existencia  áninguna  teoría  preconcebida, sino  que  gra- 
dualmente fué  saliendo  de  formas  préviamente  estable- 
cidas, y se  compuso  de  elementos  por  mucho  tiempo 
familiares  á las  gentes  del  país;  no  llegando,  por  últi- 
mo, á constituir  una  garantía  de  la  libertad,  es zpalla- 
cUum  de  las  libertades  inglesas,  de  que  después  han 
hablado  (distinguidos  jurisconsultos  y estadistas  de  la 
Gran  Bretaña,  sino  bastante  más  tarde,  como  lo  de- 
muestra el  hecho  de  que  hubo  tiempos,  aquellos  es- 
pecialmente que  median  entre  los  reinados  de  Enri- 
que VIII  y Jacobo  II,  en  los  cuales  con  Jurado  y á 
pesar  del  Jurado  se  instruyeron  y sustanciaron  mul- 
titud de  procesos,  en  los  que  se  dió  satisfacción  á per- 
secuciones y venganzas  por  parte  del  Poder  público. 

Pero  si  nos  fijamos  en  la  opinión  que  actualmente 
rodea  al  J urado  inglés;  si  tomamos  en  cuenta  las  cos- 
tumbres políticas  del  pueblo  inglés;  si  notamos  de  que 
manera  tan  completa  se  practica  allí  el  self  gowni- 
ment , y si  además  de  esto  nos  hacemos  cargo  de  la 
forma  en  que  aquella  institución  fué  aplicada,  desde 
luego,  bajo  ei  punto  de  vista  político,  en  el  continente, 
europeo,  y si  so  quiere  todavía  cómo  después  se  ha 
precisado  y concretado  dicha  explicación  merced  al 
continuo  avance  y al  periecciouamento  de  las  teorías 
cardinales  del  derecho  político,  veremos  que  el  fun- 
damento que  en  esta  esfera  atribuye  todo  el  mundo 
al  Jurado,  es,  de  una  parte,  el  derecho  de  la  sociedad 
á intervenir  directamente  en  los  juiciuS,  derecho  que 
emana,  derecho  que  arranca  de  la  naturaleza  misma 
del  régimen  político  eu  general,  y también  de  la  na- 
turaleza y de  las  condiciones  especiales  del  Poder  ju- 
dicial, que  en  modo  alguno  puede  escapar  á esa  inter- 


vención; y de  otra  parte,  y como  consecuencia  de  la 
misma  índole  de  las  funciones  judiciales  y de  loque  és- 
tas representan  y significan  para  la  vida  social,  de  la 
necesidad  de  que,  particularmente  en  los  juicios  pena- 
les, coopere  á la  administración  de  justicia,  haciendo 
cierLas  declaraciones,  ó en  cierta  y determinada  me- 
dida, la  conciencia  social,  de  la  cuál  indudablemente 
es  el  Jurado  un  fidelísimo  medio  de  expresión. 

Y en  cuanto  al  Jurado,  desde  el  punto  de  vista 
jurídico,  técnico  ó científico,  estudiándole  como  ins- 
titución judicial  (á  lo  que,  como  era  natural,  se  ha 
venido  desde  el  momento  que  el  Jurado  fué  aceptado 
por  casi  todos  ios  pueblos  contemporáneos  y desapa- 
recieron ciertas  prevenciones),  nos  encontramos  con 
que  más,  síd  duda,  que  cualquiera  otra  idea  de  las 
que  en  sentir  de  muchos  abonan  la  institución,  se  ve, 
como  fundamento  de  la  misma,  la  idea  ó la  especie  de 
que  solo  la  sociedad,  y en  su  caso,  consiguientemente, 
una  representación  <le  ella  la  más  pura  y genuina  po- 
sible, tan  propia,  que  realmente  funcione  como  si  fue- 
se la  sociedad  misma,  es  la  llamada  á señalar  el  valor 
real,  y el  que,  por  tanto,  deben  tener  ante  la  ley  de 
aquellos  hechos  y de  aquellos  actos  que  no  pueden 
apreciarse  bien  sino  mediante  una  debida  estimación 
de  los  elementos  subjetivos,  de  los  elementos  morales 
ó de  los  elementos  sociales,  variables  y complejos  que 
eu  ellos,  ó concurriendo  en  ellos,  sean  verdaderamente 
de  apreciar.  Esto  se  reconoce,  como  fundamento  del 
Jurado,  en  su  concepto  de  institución  jurídica,  en  su 
concepto  de  institución  científica,  de  una  manera  prin- 
cipalísima en  el  órden  penal,  y digo  de  una  manera 
principalísima  en  el  órden  penal,  porque  siendo  pre- 
ciso en  él  aplicar  los  principios  abstractos  de  la  ley 
de  cierto  modo,  en  particular  relación  cou  las  circuns- 
tancias de  cada  caso,  conviniendo  la  individualización 
del  delito,  ó si  se  quiere  la  individualización  de  la  im- 
putabilidad,  claro  y evidente  es  que  solo  la  sociedad 
puede  y debe  venir  á bacer  en  el  órden  penal  las  sin- 
gulares declaraciones  que  procedan  para  ajustar  el 
precepto  legal  genérico  á las  exigencias  del  caso 
práctico,  ó esa  especificación  c individualización  de 
los  delitos  y es  especificación  é individualización  de 
las  imputabilidades. 

Y se  reconoce,  digo,  todo  esto,  se  afirma  como 
fundamento  del  Jurado  en  su  aspecto  de  institución 
jurídica  ó de  institución  científica  lo  que  acabo  de 
indicar,  por  dos  razones  primordiales,  que  á su  vez 
ponen  de  manifiesto,  que  á no  su*  el  Jurado,  nadie, 
ninguna  otra  institución,  ningún  otro  juez  puede  ve- 
nir á realizar  tan  altos  y tan  trascendentales  fines  de 
justicia,  á saber:  primera,  porque  el  poder,  porque  la 
facultad  para  hacer  esta  individualización  ó esta  es- 
pecificación, con  el  fin  de  que  resulte  perfectamente 
apreciado  en  los  hechos,  todo  cuauto  puede  haber  de 
subjetivo,  de  moral;  este  poder,  que  naturalmente  ha 
de  ser  un  poder  ilimitado,  no  se  concibe  concedido  ú 
otorgado  á una  clase  de  jueces  ó de  magistrados,  sino 
en  manos  de  la  sociedad  misma,  que  al  cabo  implica 
ei  ejercicio  de  una  función  de  soberanía,  y ésta  sola 
y exclusivamente  reside  en  la  sociedad  entera;  y se- 
gunda, porque  eu  definitiva  tampoco  podría  lograrse 
esa  individualización,  esa  especificación,  esa  aplica- 
ción concreta,  particular,  especialísima,  eu  cada  caso, 
de  los  preceptos  abstractos  de  la  ley,  si  no  ínter  vi- 
niera en  los  juicios  la  conciencia  social,  único  juez 
que  puede  reunir  y reúne  todos  los  elementos  y todas 
las  condiciones  de  juicio  uecesarias  al  efecto. 
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De  modo,  Sres.  Diputados,  que  si  desapasionada- 
mente se  mira  la  cuestión,  si  se  examinan  deteni- 
damente los  fundamentos  en  que,  según  lo  que  acabo 
do  exponer,  descansa  la  institución  del  Jurado,  pronto 
se  llega  á la  convicción  de  que,  en  último  término, 
recíprocamente  obedecen  el  uno  al  otro  fundamento, 
constituyendo  entre  ambos  una  gran  síntesis,  pues  si 
la  sociedad  tiene  el  derecho  y aun  el  deber  de  inter- 
venir directamente  en  los  juicios,  derívanse,  uno  y 
otro,  esencialísimamentc,  de  la  misión  que  en  los  jui- 
cios mismos  está  llamada  á realizar,  y,  en  cambio,  no 
se  cumplirían  los  altos  y trascendentales  fines  de  la 
justicia  penal,  si  la  sociedad  no  pudiera  intervenir, 
como  por  medio  del  Jurado  interviene,  en  los  referidos 
juicios^  si  el  Jurado,  expresión,  órgano  genuino  de  la 
sociedad,  forma  para  que  aquella  directa  interven- 
ción de  la  sociedad  pueda  ser  una  verdad,  no  exis- 
tiera. 

Ahora  bien;  yo  llamo  la  atención  del  Congreso,  yo 
ruego  á la  Cámara  no  pierda  de  vista  ni  un  momento 
la  anterior  doctrina,  pues  teniéndola  presente  no  po- 
drá por  ménos  de  comprender  que,  constituyendo  la 
base  del  Jurado,  tiene  que  ser  el  punto  de  partida  ó 
la  doctrina  á que  en  todo  caso  habrá  que  volver  los 
ojos  para  resolver  las  cuestiones  y dilicultades  que  el 
estudió  del  Jurado  suscite. 

Una  de  esas  cuestiones  es  la  que  el  Sr.  Rodríguez 
San  Pedro  planteaba  al  final  de  su  discurso,  defendien- 
do que  el  juicio  de  los  jurados  debe  ser  un  juicio  de 
evidencia  y no  un  juicio  de  conciencia;  y como  re- 
sulta de  los  propios  fundamentos  de  la  institución  que 
el  juicio  del  Jurado  es  un  juicio  de  conciencia,  desde 
luego  se  hace  preciso  rechazar  la  opinión  del  digno 
Sr.  Diputado  que  me  ha  precedido  en  el  uso  de  la  pa- 
labra. Eso  del  juicio  de  evidencia,  lo  que  hace  es  con- 
vertir á los  jurados  de  jueces  en  testigos,  en  medio  de 
prueba,  y así  lo  revelan  los  antecedentes  históricos  de 
Inglaterra  á que  en  el  comienzo  de  mi  discurso  me 
referí,  j>ues  precisamente  en  Inglaterra  aquellos  tes- 
tigos vecinos  de  que  también  he  hablado,  jueces  de 
evidencia  hubieron  de  llamarse.  Y como  esto  me  pa- 
rece inconcuso,  solo  porque  ai  paso  me  sale  recojo  la 
afirmación  que  me  parece  ha  vertido  el  Sr.  Rodríguez 
San  Pedro  de  que  son  imposibles  los  juicios  de  con- 
ciencia no  reuuiendo  determinados  conocimientos  ó 
cierta  ilustración,  y la  recojo  para  manifestar  que,  en 
mi  sentir,  tanto  vale  lo  que  el  Sr.  llodriguez  San  Pe- 
dro ha  dicho  como  negar  que  en  el  fondo  de  nuestro 
espíritu  y de  nuestra  alma  reside,  por  ley  divina,  la 
conciencia,  ó como  negar  ese  yo  que  todo  el  mundo  ha 
reconocido  y reconoce  como  verdadera  expresión,  co- 
mo símbolo  de  la  personalidad  humana. 

Es  la  segunda  cuestión  de  que  voy  á ocuparme 
otra  que  el  Sr.  Rodríguez  San  Pedro  ha  expuesto  y de 
que  tratan  también  iodos  los  que  impugnan  la  insti- 
tución del  Jurado,  la  cual  se  refiere  á si  el  conoci- 
miento del  Jurado  debe  comprender  únicamente  los 
hechos,  ó ha  de  comprender  otra  cosa  que  no  sean 
los  hechos  mismos;  la  cual  para  mejor  decir,  no  es 
otra  que  la  famosa  cuestión  de  la  división  entre  el 
hecho  y el  derecho.  Esta  cuestión  sobre  la  que  ha  dis- 
cutido el  Sr.  Rodríguez  San  Pedro,  inclinándose,  á mi 
entender,  á la  idea  de  que  hay  absoluta  imposibilidad 
de  separar  el  hecho  del  derecho,  por  lo  mismo  que  se 
relaciona  íntimamente  con  los  fundamentos  así  polí- 
ticos como  jurídicos  del  Jurado,  y por  revestir  la  im- 
portancia que  en  la  ciencia  y en  la  práctica  de  las  le~ 


gislaciones  tiene,  exige  de  mi  parte  algunas  pa- 
labras. 

A mi  juicio,  Sres.  Diputados,  en  esto  de  la  divi- 
sión del  hecho  y del  derecho,  no  solo,  como  decia  el 
señor  presidente  de  la  Comisión,  se  ha  escrito  dema- 
siado por  los  autores,  sino  que  además,  si  se  ha  es- 
crito tanto,  se  debe  á que  nadie  se  ha  fijado  en  que 
en  realidad,  es  una  cuestión  secundaria  y no  prin- 
cipal, porque  lo  principal  ó lo  que  fundamentalmente 
debe  tomarse  en  consideración  para  determinar  los 
límites  de  la  competencia  del  Jurado,  es  que  éste 
interviene  en  la  administración  de  justicia  como  órga- 
no de  la  conciencia  social,  y como  antes  indique  para 
hacer  ciertas  declaraciones  respecto  de  aquellos  he- 
chos y de  aquellos  actos  que  no  pueden  apreciarse 
bien,  sino  mediante  una  estimación  justa  y debida  de 
los  elementos  subjetivos,  morales  y sociales  que  en- 
tren en  su  composición;  pero  de  ninguna  suerte,  aun 
reconociendo  que  la  tal  cuestión  del  hecho  y del  dere- 
cho, implica  en  cierLa  manera  la  fijación  de  los  extre- 
mos en  que  la  propia  conciencia  social  debe  interve- 
nir y juzgar,  y que  bajo  este  punto  de  vista,  tiene  po- 
sitiva importancia,  puede  servir  de  arma  de  ataque, 
de  arma  de  impugnación  para  los  adversarios  de  la 
institución  del  Jurado,  puesto  que  al  fin  y al  cabo 
si  se  examina  desapasionadamente  todo  cuanto  se  ha 
escrito  acerca  de  este  punto,  podrá  observarse  que  la 
cuestión  es  más  bien  que  otra  cosa  una  cuestión  de 
cantidad,  de  más  ó de  ménos;  habiendo  un  fondo  de 
doctrina  coman,  para  todos  los  partidarios  del  Jurado, 
y es,  que  á este  le  corresponde  el  conocimiento  de  los 
hechos.  Por  consiguiente,  aquellos  señores  que  im- 
pugnan aquí  el  Jurado,  fuerza  es  que  empiecen  por 
tener  en  cuenta  que  la  competencia  de  aquel  instituto 
se  encuentra  perfectamente  señalada  en  algo  que  to- 
dos cuantos,  defendiéndole,  piensan  y reflexionan  so- 
bre lo  que  puede  y dehe  hacer  dentro  de  la  admi- 
nistración de  justicia,  reconocen  como  de  su  propio 
y exclusivo  conocimiento.  Por  otra  parte,  yo  no  sé 
si,  con  el  movimiento  natural  de  la  ciencia,  se  re- 
solverá esta  cuestión  del  hecho  y del  derecho,  en  el 
sentido  de  que  el  Jurado  ha  de  conocer  de  todos 
aquellos  extremos  á que  los  partidarios  de  la  no  di- 
visión quieren  llevar  su  competencia;  no,  de  ninguna 
manera,  porque  eso  no  lo  ha  pretendido  nadie,  en  el 
sentido  de  que  el  Jurado  venga  á ser  un  tribunal  pura- 
mente de  derecho;  ó si,  por  el  contrario,  quedará  esta 
cuestión  en  que  el  Jurado  no  debe  traspasar  los  lí- 
mites de  los  hechos;  mas  lo  que  sí  sé,  en  lo  que  no 
abrigo  la  menor  duda,  es  en  que  ni  ahora,  ni  antes, 
se  ha  defendido,  ni  mañana  se  defenderá  que  el  he- 
dió de  que  el  Jurado  debe  venir  á conocer,  es  tan 
solo  el  hecho  material;  y en  prueba  de  ello  no  hay 
más  que  recordar  la  extrañeza  y aun  la  hilaridad  con 
que  se  acogió  en  la  Asamblea  francesa  la  iniciación 
de  semejante  tésis  por  parte  de  Robespierre. 

No;  no  se  ha  considerado  jamás  que  el  hecho  único 
del  conocimiento  del  Jurado  sea  el  hecho  material; 
es  algo  más  que  eso;  es  el  hecho  material  y todo 
aquello  que  se  refiere  á la  intencionalidad  en  el  hecho; 
es  decir,  es  el  hecho  material,  y lo  que  se  contrae  al 
agente,  en  tanto  en  cuanto  el  agente  se  relaciona  con 
el  hecho,  en  tanto  en  cuanto  el  agente  es  la  causa 
del  hecho,  y es,  además,  aquello  que  sirve  para  pre- 
cisar y valorar  el  hecho  mismo.  Y esto,  señores,  que 
después  de  todo  es  lo  que  el  proyecto  de  ley  que  aquí 
discutimos  somete  al  conocimiento  del  JuVado*  esto, 
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¿tío  se  puede  separar  de  la  cuestión  de  derecho?  So- 
lu*e  este  punto  es  necesario,  prescindiendo  como  dije 
antes  de  que  la  ciencia  avance  más  ó ménos,  es  preciso 
insistir  afirmando  con  toda  resolución  que  cabe  la  se- 
paración entre  uno  y otro  concepto,  que  cabe  la  sepa- 
ración entre  el  hecho  considerado  en  la  forma  que 
queda  expuesta,  y el  derecho. 

Si  os  fijáis  un  poco  en  este  particular  os  encom- 
iareis: primero,  con  que  el  hecho  se  produce  siempre 
de  una  manera  independiente  de  la  ley;  la  ley  está 
escrita,  existe  ápriori,  el  hecho  se  produce  sin  rela- 
ción alguna  con  la  ley,  á posterior os  hallareis  ade- 
más con  que  no  hay  hecho  alguno  que  pueda  ser 
comprendido  si  no  es  explicado,  es  decir,  que  no  hay 
hecho  alguno  que  real  y verdaderamente  se  pueda 
comprender,  si  no  se  explican  sus  causas,  sus  acci- 
dentes y circunstancias;  y pensando  en  una  y otra 
cosa,  concluiréis  por  adquirir  el  convencimiento  de 
que  se  puede  hablar  y conocer  de  los  hechos,  sin  te- 
ner para  nada  en  cuenta  el  derecho;  pero  que  no  sien- 
do posible  estudiar  un  hecho  si  no  se  analiza  bajo  su 
aspecto  material,  en  tanto  en  cuanto  es  una  cosa  su- 
cedida, positiva  y real,  y bajo  su  aspecto  moral,  y 
cu  sus  causas  y accidentes,  nada  de  cuanto  sobre  es- 
tos puntos  se  haga,  el  estudio  del  hecho  en  la  forma 
indicada,  no  significa  un  trabajo  esencialmente  jurídi- 
co, ni  puede,  por  tanto,  confundirse  con  la  aplicación 
estricta  del  derecho. 

Pero  es  más,  la  separación,  en  las  condiciones  y 
del  modo  indicados,  la  han  resuelto  prácticamente  to- 
das ó casi  todas  las  legislaciones  europeas,  hasta  el 
punto  de  que,  como  es  sabido,  salva  la  legislación  aus- 
tríaca debida  ai  célebre  Ministro  de  Justicia,  Glasser, 
cuya  legislación  se  inclina  al  criterio  que  amplía  la 
competencia  del  Jurado,  y que  por  lo  que  antes  dije  no 
es  preciso  examinar  ahora,  las  demás  han  obedecido  y 
obedecen  al  principio  de  la  separación;  siendo  de  no- 
tar también  que,  acaso  mejor  estudiada  y compren- 
dida la  idea  de  la  separación,  ella  es  la  que  inspiró  la 
reforma  de  la  ley  italiana  en  1874,  y ella,  asimismo, 
la  que  ha  venido  á informar  en  España  ei  proyecto  del 
Sr.  Romero  Girón  y el  proyecto  de  ley  que  discuti- 
mos en  este  momento. 

Por  último,  ayer  oimos  aquí  decir  al  Sr.  Lastres, 
recogiendo  una  frase  vertida  por  el  Sr.  Romero  Girón 
en  otra  ocasión,  que  eso  de  la  distinción  entre  el  he- 
cho y el  derecho  estaba  mandado  recoger;  pero  á mí 
me  parece  que  no  se  puede  hacer  esta  afirmación  tan 
rotunda  y categóricamente  como  el  Sr.  Lastres  la  ha- 
cía, porque  precisamente  ese  texto  vivo,  el  distingui- 
do jurisconsulto  é ilustrado  penalista  D.  Vicente  Ro- 
mero Girón,  aquel  que  decia  esa  frase,  presentó  en  el 
Senado  su  proyecto  de  ley  estableciendo  la  distinción 
entre  ei  hecho  y ei  derecho,  en  iguales  términos  que 
la  establece  el  dictámen  de  la  Comisión,  y porque  la 
ciencia,  el  movimiento  jurídico  actual  no  solo  no  de- 
muestran que  se  haya  dejado  de  creer  en  la  posibili- 
dad de  la  distinción,  sino  que  más  bien  ensenan  lo 
contrario. 

Actualmente,  y con  especialidad  eñ  Italia,  hay  un 
verdadero  movimiento  de  reacción  en  favor  de  la  doc- 
trina de  la  separación  entre  el  hecho  y el  derecho;  mo- 
vimiento de  reacción  que  representa  por  una  parte, 
como  todos  vosotros  sabéis,  el  ilustrado  escritor  Pietro 
Ellero;  movimiento  que  sigue  Sala,  y en  el  cual  se 
inspira,  por  último,  un  novísimo  y excelente  trabajo 
de  Piefcro-Lanza.  ¿Cómo,  pues,  venís  aquí  á combatir 


este  dictámen  desde  ese  punto  de  vista,  sin  tener  en 
cuenta  todos  y cada  uno  de  estos  antecedentes,  di- 
ciendo resuelta  y categóricamente  que  la  última  pa- 
labra es,  por  respetable  que  ella  sea,  aquella  frase  del 
Sr.  Romero  Girón? 

Pero  todavía  y antes  de  pasar  adelante,  puesto 
que  con  el  exámen  de  todos  estos  puntos,  de  lo  que 
trato  es  de  lijar  con  claridad,  llamando  sobre  ello  la 
atención  de  la  Cámara,  hasta  dónde  es  legítima  la  in- 
tervención de  la  conciencia  social  en  los  juicios,  to- 
davía me  importa  ocuparme  en  analizar  otra  impor- 
tantísima cuestión,  suscitada  por  el  Sr.  Rodríguez 
San  Pedro,  cuya  importancia  sería  verdaderamente 
imperdonable  que  desconociéramos.  Esa  cuestión  es 
la  de  si  es  ó no  aceptable  la  doctrina  relativa  á la 
individualización  de  los  delitos;  y ya  que  ei  Sr.  Ro- 
dríguez San  Pedro,  en  brillantes  párrafos,  con  la  elo- 
cuencia que  es  proverbial  en  S.  S.,  ha  venido  á im- 
pugnar la  doctrina  en  cuestión,  afirmando,  nada  me- 
nos, que  lleva  á la  negación  del  fondo  común  de  de- 
recho y de  conciencia,  que  es  como  la  base  de  todas 
las  leyes  penales,  yo,  Sres.  Diputados,  además  de  de- 
clarar que  no  comprendo  cómo  se  puede  sostener  esta 
tesis,  digo  que  el  principio  de  la  individualización  no 
pugna  con  la  idea  de  que  en  los  Códigos  penales  se 
definan  los  delitos  y sus  caractéres,  no  pugna  con  el 
reconocimiento  del  derecho  natural  en  ninguno  de  los 
puntos  en  que  á él  hay  que  acudir  para  determinar 
y castigar  las  infracciones  de  la  propia  ley  jurídica. 

Lo  que  significa  ei  principio  de  la  individualiza- 
ción, es  que  hay  necesidad  de  examinar,  para  poder 
apreciar  claramente  la  naturaleza,  el  carácter  y el  al- 
cance de  las  propias  infracciones  de  esa  ley,  cómo, 
cuándo,  por  quién  y en  qué  condiciones  han  sido  co- 
metidas. La  individualización,  en  suma,  es  un  princi- 
pio de  justicia  y de  derecho,  y un  complemento  in- 
dispensable de  las  mismas  disposiciones  de  los  Códigos. 

Por  manera,* Sres.  Diputados,  que,  á mi  entender, 
de  todo  esto  que  voy  diciendo  desordenada  y confu- 
samente, por  lo  que  me  habréis  de  perdonar,  pues 
harto  comprendereis  el  temor  con  que  ante  esta  Cá- 
mara estoy  haciendo  uso  de  Ja  palabra;  de  todo  esto 
que  voy  diciendo  resulta,  á mi  juicio,  una  doctrina 
indestructible,  una  base  de  tal  importancia  y de  tal 
calidad  en  favor  do  la  institución  del  Jurado,  ó sobre 
la  cual  el  Jurado  descansa  y no  puede  menos  de  des- 
cansar, que  es  imposible  de  todo  punto  que  ante  ella 
puedan  prevalecer  los  ataques  que  contra  esa  insti- 
tución se  dirigen,  y en  prueba  de  ello,  siguiendo  los 
múltiples  razonamientos  que  el  Sr.  Rodríguez  San  Pe- 
dro en  contra  de  eáta  institución  ha  expuesto,  voy 
á ver  hasta  dónde  resisten  los  argumentos  que  S.  S. 
ha  hecho  para  defender  su  tésis. 

Primer  punto.  Los  jurados,  dice  S.  S.,  no  pueden 
permanecer  ai  lado  de  los  jueces  de  derecho,  porque 
estos  son  responsables;  porque  por  ser  jueces  de  de- 
recho no  pueden  ménos  de  estar  sujetos  á la  respon- 
sabilidad, y los  jurados  (por  lo  ménos  para  todos  los 
que  defendéis  el  Jurado,  anadia  S.  S.)  son  irrespon- 
sables; después  que  pronuncian  su  juicio,  vuelven  al 
seno  de  la  sociedad  de  donde  salieron,  y nadie  puede 
exigirles  responsabilidad. 

Aparte  de  que  esto  y no  otra  cosa  sucede  con  los 
magistrados  en  cuanto  se  refiere  á la  apreciación  y 
declaración  de  los  hechos,  como  se  ha  dicho  aquí  re- 
petidamente, una  vez  admitida,  como  admite  la  ac- 
tual ley  de  enjuiciamiento  criminal,  la  prueba  de 
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conciencia;  nada  de  particular  tiene  que  esto  ocurra 
ó pueda  ocurrir  con  el  durado,  porque  su  irresponsa- 
bilidad nace  y se  deriva  de  los  fundamentos  de  la  ins- 
titución, que  antes  expuse;  nace  y se  deriva  de  que 
lo  que  el  Jurado  realiza  es  una  función  de  soberanía; 
nace  y se  deriva  de  ser  el  Jurado  la  viva  representa- 
ción de  la  sociedad  en  la  administración  de  justicia. 

Es  lo  segundo  que  me  importa  rectificar  de  lo 
que  lia  dicho  el  Sr.  Rodríguez  San  Pedro,  que  el  Ju- 
rado no  va  á los  juicios,  como  cree  S.  S.,  con  tenden- 
cia á vulnerar  la  ley  y á proclam  tr,  por  decirlo  asi, 
la  impunidad  de  los  delincuentes,  absolviendo  sin 
causa  y razón  bastante,  y que  si  algunas  legislacio- 
nes ofrecen  el  fenómeno  de  que  poco  á poco  hayan 
venido  a extender  las  facultades  del  Jurado  para  la 
declaración  de  circunstancias  atenuantes,  débese  ese 
fenómeno,  no  á lo  que  S.  S.  ha  expuesto,  sino  á que  es 
de  esencia  de  la  institución  que  el  Jurado  tenga  posi- 
bilidad de  condenar  y de  absolver  con  toda  aquella  la- 
titud que  la  libre  determinación  de  la  conciencia  exige. 

Precisamente  esto  que  el  Sr.  Rodriguez  San  Pedro 
maniiestaba  y que  se  relaciona  con  aquello  que  cons- 
tituye el  nérvio  de  la  institución,  demuestra  más  y 
más  el  carácter  y la  excelencia  del  Jurado.  Pues  qué, 
¿puede  pretenderse  que  el  Jurado  aplique  estricta- 
mente la  ley,  que  el  Jurado  haga  sus  declaraciones 
sobre  los  hechos  y sobre  la  imputabilidad  sin  verificar 
esa  individualización á que  yo  desde  el  principióme  he 
referido,  sin  expresar  todo  aquello  que  la  conciencia 
social  crea  y sienta  en  cada  caso  particular?  Si  así 
hubiera  de  ser,  claro  y evidente  es  que  el  Jurado  so- 
braría, y que  bastaría  con  que  el  magistrado  inter- 
pretase la  ley,  sujetándose  por  completo  al  precepto 
abstracto  de  la  misma,  aplicándolo  de  una  manera 
uniforme,  sin  distinguir  de  situaciones  ni  de  circuns- 
tancias. 

Mas  no  se  intente,  repito,  comprendieudo , como 
no  se  puede  ménos  de  comprender,  que  con  tanta 
restricción  Injusticia  padece,  conferir  á los  magis- 
trados el  poder  de  la  especializaron,  porque  sería  con- 
ferirles un  poder  que  no  son  ellos  los  llamados  A ejer- 
cer, dado  que  no  representan  sino  uua  categoría  social 
determinada;  ese  poder  pertenece,  y no  debe  salir  de 
las  manos  de  la  sociedad;  ese  poder  corresponde  ai 
Jurado. 

Poco  tengo  que  decir  sobre  lo  que  el  Sr.  Rodri- 
guez San  Pedro  ha  indicado  respecto  á la  separación 
de  funciones  en  lo  judicial,  cuestión  que  yo  creo  ex- 
cusada en  este  debate,  y por  esto  me  habrá  de  per- 
donar S.  S.  que  no  entre  á discutirla  de  lleno;  porque 
todo  eso  que  se  refiere  á la  instrucción  del  proceso, 
y á las  condiciones  en  que  puede  administrarse  la 
justicia  dentro  de  ios  tribunales  de  derecho  que  hoy 
hay  en  España,  paréceme  á mí  extraño  al  debate  del 
Jurado. 

Pero  si  el  Sr.  Rodriguez  San  Pedro,  al  hablar  de 
la  separación  de  funciones,  se  referia  á la  separa- 
ción de  las  funciones  que  por  consecuencia  de  la  ma- 
yor ó menor  extensión  enLre  las  declaraciones  que  el 
Jurado  haya  de  hacer  en  los  juicios  y las  declaracio- 
nes que  corresponde  hacer  á los  magistrados  en  los 
juicios  mismos  existe,  en  este  caso,  claro  está  que  yo 
no  tengo  más  remedio  que  confesar  esa  su  existencia, 
pero  afirmando  á la  vez  que  semejante  separación  de 
funciones,  sobre  ser  ventajosa  por  todo  lo  que  ya  llevo 
expuesto,  lo  es  mucho  más  por  cuanto  da  lugar  á que 
entre  el  elemento  popular  y el  elemento  jurídico  que 


intervienen  en  el  juicio  haya  á un  tiempo  mismo  uua 
compenetración,  una  correlación  y uua  mutua  y recí- 
proca limitación,  quemo  pueden  ménos  de  ser  de  po- 
sitivos y ventajosos  resultados. 

Y con  esto  vamos  ya  ai  argumento  más  usado,  v 
que  también  el  Sr.  Rodriguez  San  Pedro  ha  expuesto 
en  contra  del  Jurado,  al  argumento  de  la  incompeten- 
cia y falta  de  aptitud  de  los  jurados  para  juzgar.  Ya 
el  otro  dia  dijo  el  señor  presidente  de  la  Comisión, 
contestando  al  elocuente  discurso  del  Sr.  Sil  vela,  que 
aquí  se  confunden  dos  cosas:  la  aptitud  para  juzgar, 
considerada  en  términos  generales  y en  relación  coii 
el  derecho,  y la  aptitud  especial  que  tienen  ios  jura- 
dos para  juzgar  sobre  aquello  que,  exclusiva  y deter- 
minadamente, se  somete  á su  conocimiento. 

¿Es  cierta  la  falta  de  aptitud  en  el  Jurado?  ¿No  es 
cosa  demostrada  (y  sobre  esto  se  han  escrito  volúme- 
nes enteros)  que  no  solo  no  son  incompetentes  los  ju- 
rados, sino  que  solo  ellos  son  competentes  en  rigor, 
para  formar  juicio  sobre  los  hechos  en  el  orden  judi- 
cial penal?  ¿Es  que  para  determinar  la  existencia  del 
hecho,  la  relación  misma  del  agente  con  el  hecho,  esa 
relación  de  causalidad  á que  antes  me  referia  ó los 
accidentes  de  que  también  he  hablado,  es  preciso  co- 
nocer el  derecho,  es  preciso  tener  esos  conocimien- 
tos técnicos,  especiales  que  los  señores  de  la  minoría 
conservadora  deseau  que  tengan  todos  los  jueces?  ¿Es 
que  para  hacer  la  declaración  que  en  nombre  de  la  so- 
ciedad viene  á hacer  el  jurado  en  el  juicio,  es  que  para 
expresar  el  jurado,  como  expresa,  la  conciencia  social, 
necesita  esos  conocimientos  técnicos,  necesita  esos  co- 
nocimientos jurídicos?  Nada  do  eso;  podrá  necesitarse 
y exigirse  en  relación  con  el  jurado,  una  aptitud  que 
exprese  el  nivel  medio  de  cultura  de  un  país,  una  apti- 
tud, por  consiguiente,  que  exprese  la  verdadera  con- 
ciencia social  que  reside  en  ese  nivel  medio  de  cultura; 
pero  fuera  de  esto,  ¿qué  es  lo  que  necesita  el  jurado 
para  expresar  con  claridad  y fácilmente  la  conciencia 
social?  ¿Qué  otra  cosa  necesita  el  jurado?  ¿No  se; com- 
prende que  en  el  instante  en  que  el  jurado  compare- 
ciera en  el  tribunal  á título  de  jurisperito  carecería 
precisamente  de  aquellas  condiciones  que  á los  ojos  de 
todo  el  que  se  haga  cargo  con  exactitud  de  la  esen- 
cia de  la  institución  le  hacen  recomendable? 

Bejo  aparte  aquello  del  hábito  en  el  juzgar,  que. 
dígase  lo  que  se  quiera,  viene  á atrofiar,  como  decía 
el  Sr.  Rodriguez  San  Pedro,  por  más  que  no  me  pa- 
rezca la  palabra  la  más  á propósito;  viene  á atrofiar, 
no  la  inteligencia,  sino  la  voluntad,  y no  solo  la  vo- 
luntad, sino  la  sensibilidad  del  juez  de  derecho,  con- 
naturalizado con  el  precepto  absLracLo  y genérico  de 
la  ley,  colocándole  en  la  imposibilidad  de  apreciar, 
como  deben  apreciarse  en  conciencia,  los  hechos. 

Pero  á propósito  de  la  ineptitud  ó incompetencia 
que  suponen  en  los  jurados,  el  Sr.  Rodriguez  San  Pe- 
dro, como  los  demás  señores  de  la  minoría  conserva- 
dora, ha  vuelto  á hablar  esta  tarde  de  la  escuela  an- 
tropológica, y en  tai  concepto  ha  de  serme  permitido 
decir  sobre  este  punto  unas  cuantas  palabras,  para  ver 
si  así  venimos  á un  acuerdo. 

Señores,  ¿puede  servir  lo  que  dice  la  escuela  an- 
tropológica de  base  para  atacar  fundamentalmente  la 
institución  del  Jurado?  ¿Puede  dar  los  resultados  que 
los  mismos  partidarios  fervientes  de  esa  escuela  se 
proponen  cuando  impugnan  aquella  institución?  A mi 
juicio,  en  manera  alguna.  En  primer  término,  porque 
la  escuela  antropológica,  al  mismo  tiempcRque  ataca 
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á la  institución  del  Jurado,  ataca  á la  institución  de 
la  Magistratura,  al  inénos  en  las  condiciones  en  que 
nosotros  siempre  la  hemos  conocido,  y exige  la  for- 
mación de  una  Magistratura  especial  que  venga  á 
tener  conocimientos  antropológicos;  en  segundo,  por- 
que suponiendo  que  aceptáramos  esta  idea  de  la  es- 
cuela antropológica;  suponiendo  que  se  llegara  á la 
formación  de  una  Magistratura  que  tuviera  conoci- 
mientos especiales  de  antropología,  ¿no  comprende  el 
Congreso  á qué  extremo  podría  llevar,  hoy  por  hoy, 
este  modo  de  ser  de  la  Magistratura  misma?  Pues 
como  esos  magistrados,  iniciados  en  los  conocimien- 
tos de  la  antropología,  serian  los  únicos  que  conoce- 
rían sus  secretos,  quizás  se  vendría  á constituir  una 
clase  ó casta  superior  y privilegiada,  trasunto  de  las 
que  con  tales  circunstancias  existieron  en  algunos 
pueblos  antiguos.  Tales  magistrados,  juzgando  á tí- 
tulo de  antropologistas  por  datos  no  conocidos  de  la 
generalidad,  serian  los  únicos  poseedores  de  la  fór- 
mula, y no  habría  medio  de  penetrar  en  los  arcanos 
ile  esa  justicia.  ¿Qué  fe  y qué  confianza  podría  me- 
recer entonces  la  justicia?  ¿Qué  poder  es  el  que  se 
iba  á atribuir  á esa  Magistratura  formada  dentro  de 
las  condiciones  y de  los  conocimientos  que,  según 
la  antropología,  debían  reunir?  ¿Qué  defensa  habría 
para  el  acusado?  ¿Qué  garantías  habría  para  la  socie- 
dad? ¿Podría  esta  administración  de  justicia  satisfacer 
do  ningún  modo  los  fines  de  la  justicia  misma? 

Pero  hay  más  todavía.  La  escuela  antropológica 
de  una  parte  tiende  realmente  á la  individualización, 
como  decía  el  Sr.  Rodríguez  San  Pedro,  puesto  que 
quiere  el  exámen  de  cada  caso  particular,  y la  resolu- 
ción que  las  circunstancias  del  caso  mismo,  determi- 
nadas aquellas  por  los  conocimientos  de  la  antropolo- 
gía, reclamen;  pero  á su  vez  los  estudios  de  antropolo- 
gía, por  lo  ménos  en  el  punto  á que  han  llegado  en  la 
actualidad,  tienden  con  facilidad  á generalizaciones 
no  bien  fundadas,  no  bien  comprobadas,  que  emanan 
de  la  reunión  de  escasos  datos.  ¿Y  cuáles  no  podrían 
ser  los  errores  y los  trastornos  que  para  los  fines  de 
la  justicia  se  producirían  si  aceptáramos  estas  mis- 
mas generalizaciones,  indebidamente  comprobadas, 
que  la  escuela  antropologista  nos  presenta? 

Esto,  sin  tener  en  cuenta  lo  más  fundamental  y 
capital,  que  es  el  que  la  escuela  antropológica  lleva 
á una  especie  de  determinismo,  que  niega,  por  consi- 
guiente, la  libertad  humana,  que  está  en  contradic- 
ción con  ese  hecho  de  conciencia  umversalmente  sen- 
tido y reconocido. 

Paréceme  á mí,  en  fin,  que  en  beneficio  de  las  as- 
piraciones de  los  antropologistas,  se  entiende  de  sus 
aspiraciones  legítimas,  que  no  quiero  negar  los  pun- 
tos de  verdad  que  la  doctrina  pueda  tener,  no  cabe 
hacer  más  que  modificar,  corregir  en  el  juicio  y en 
la  prueba  lo  relativo  á la  práctica  de  la  prueba  peri- 
cial (si  es  que  á enmendar  y corregir  algo  en  este 
particular  há  lugar),  pues  en  esto  hay  que  dar  á los 
conocimientos  antropológicos  el  mismo  valor  por  lo 
inénos  que  á los  demás  conocimientos  especiales;  y 
esto  es  lo  que  se  propone  por  autores  muy  respeta- 
bles de  la  misma  Italia,  que  no  llegan  al  exceso  de 
creer  que  la  actual  Magistratura,  el  Jurado,  y las 
demás  están  imposibilitadas  por  completo  para  insti- 
tuciones judiciales  aceptadas  hasta  el  presente,  satis- 
facer las  exigencias  de  la  antropología  misma;  y se 
limitan  A proponer  una  reforma  en  el  modo  de  prac- 
ticar las  pruebas. 


Para  terminar,  porque  no  quiero  molestar  la  aten- 
ción de  la  Cámara,  tengo  que  referirme  ahora  á uno 
de  los  primeros  argumentos  del  Sr.  Rodríguez  San 
Pedro,  mejor  dicho,  á una  pregunta  que  me  dirigía 
á mí,  porque  contestándola,  habré  de  coronar  todas 
estas  consideraciones,  que  á mi  juicio  demuestran, 
no  solo  la  esencia  y el  principio  del  Jurado,  sino  que 
este  mismo  principio  es  fundamental,  y tiene  sus  raí- 
ces en  la  naturaleza  de  las  cosas.  La  pregunta  se  re- 
duce á si  alguna  escuela  ó á si  en  algún  tiempo  ha 
llegado  á considerarse  que  el  Jurado  constituye  un 
derecho  individual,  y si  en  otros  tiempos  ó legislacio- 
nes se  ha  podido  considerar  también  que  el  derecho 
á ser  jurado  era  un  derecho  igual  á otros  derechos 
políticos,  y,  por  lo  tanto,  que  la  aptitud  para  ser  ju- 
rado debia  declararse  en  favor  de  todos  aquellos  que 
pudieran  ser  electores.  Mejor  apreciada  hoy  la  natu- 
raleza y la  esencia  del  Jurado  mismo,  considerándole 
cual  le  lie  considerado  yo  esta  tarde,  como  una  insti- 
tución que  viene  á representar  en  los  juicios  la  con- 
ciencia social,  el  Jurado  implica  una  función  también 
social;  como  ha  dicho  perfectamente  Mancini,  el  con- 
currir al  Jurado  es  ejercitar  una  función  social,  y por 
ello  exígeDse  para  su  desempeño  aquellas  garantías 
que  se  estiman  necesarias. 

Tales  garantías,  Sr.  Rodríguez  San  Pedro,  no  des- 
aparecen seguramente,  á pesar  de  lo  que  S.  S.  ha  di- 
cho, en  el  proyecto  de  ley  que  ahora  discutimos,  por- 
que en  este  proyecto  no  se  reconozca  ya  el  principio 
del  censo. 

Este  principio  del  censo,  que  podrá  haber  satisfe- 
cho en  otras  ocasiones,  y acaso  satisfará  á otros  le- 
gisladores, en  realidad  no  significa,  ni  es  más  que  la 
exigencia  del  elemento  de  riqueza  como  representativo 
de  aptitud  ó capacidad;  pero  en  realidad  la  riqueza  no 
demuestra  la  capacidad  ó la  aptitud,  y aun  ménos  cuan- 
do el  censo  se  funda  en  el  pago  de  una  contribución 
exigua.  Cabe,  pues,  sustituirla,  sin  perjuicio  para  la 
justicia,  con  otro  criterio  como  el  que  ha  seguido  la  Co- 
misión, exigiendo,  de  una  izarte,  que  no  puedan  venir 
á ser  jurados,  no  solo  aquellos  que  se  encuentran  en 
la  menor  edad,  sino  los  que  no  hayan  cumplido  30 
años,  estableciendo  además  la  selección  en  la  forma 
que  aparece  en  el  proyecto,  amplificando  la  facultad 
de  la  recusación,  y en  suma,  buscando  todas  las  ga- 
rantías á que  me  he  referido  al  principio. 

Y con  esto,  Sres.  Diputados,  cumplo  mi  palabra 
de  concluir,  porque  me  parece  que  en  lo  más  sustan- 
cial, on  aquello  que  puede  considerarse  como  el  ver- 
dadero nervio  del  discurso  del  Sr.  Rodríguez  San  Pe- 
dro, he  procurado  contestar  á su  argumentación,  y 
además  porque,  como  dije  al  comenzar,  deseo  que  ya 
que  es  la  primera  vez  que  he  tenido  el  honor  de  di- 
rigiros la  palabra,  os  sintáis  movidos,  en  vista  de  mi 
propósito  de  no  molestaros,  á perdonarme,  y seáis  in- 
dulgentes conmigo. 

El  Sr.  RODRIGUEZ  SAN  PEDRO:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  RODRIGUEZ  SAN  PEDRO:  Comienzo,  se- 
ñores Diputados,  por  ser  la  expresión  de  lo  que  segu- 
ramente está  en  vuestra  conciencia,  única  vez  quizás, 
en  que  el  Jurado  pronuncia  un  veredicto  completa- 
mente justo;  el  que  se  refiere  al  elogio  que  merece,  y 
los  plácemes  que  de  mi  parte  le  envío,  el  Sr.  Montejo 
por  el  elocuente  discurso  que  acaba  de  pronunciar. 
Pero  fuera  de  esto,  que  se  refiere  á sus  notorios  cono- 

596 


2316 


6 DE  MAYO  DE  1887. 


cimientos  y á las  cualidades  que  le  distinguen,  yo 
tengo  que  manifestar  mi  entera  disconformidad  cou 
la  doctriua  desenvuelta  por  8.  S. 

No  podiendo,  sin  embargo,  por  respetos  al  llegla- 
rnento  y al  deseo  de  molestar  á la  Cámara  lo  mónos 
posible,  dar  contestación  á todas  las  manifestaciones 
hechas  por  el  8i\  Montejofhe  de  limitarme  por  vía  de 
rectificación  á Locar  aquellos  puntos  principales  de 
la  peroración  de  S.  S.,  que  me  parece  que  envuelven, 
de  una  parle,  mala  apreciación  de  los  conceptos  que 
yo  he  tenido  el  honor  de  exponer,  y de  otra,  verdade- 
ras contradicciones  en  el  propio  juicio  de  S.  S*,  que 
nos  ha  expresado  de  un  lado  doctrinas  que  mutua- 
mente se  contradicen,  y de  otro  impugnaciones  que, 
si  pueden  ser  á escuelas  á que  S.  S.  no  rinde  culto, 
no  eran  de  modo  alguno  impugnaciones  á lo  que  yo 
hubiera  podido  decir,  porque  yo  bien  claramente  ex- 
presé que  tampoco  participaba  de  las  ideas,  ni  siquie- 
ra de  las  tendencias  que  animan  á esas  mismas  es- 
cuelas. 

Tocante  á lo  primero,  visto  es  que  las  últimas  pa- 
labras del  Sr.  Montejo  enalteciendo  el  carácter  sin- 
gular de  función  social  en  el  Jurado,  contradicen  to- 
dos aquellos  principios  de  soberanía  con  ios  que  S.  S. 
qtieria  esmaltar  esa  misma  función;  porque  no  se  com- 
pagina bien  la  reivindicación  de  un  derecho  á título 
de  soberanía,  y la  expresión  de  ese  mismo  derecho 
como  función,  que  brota  de  delegación,  que  viene  de 
otra  parte. 

Por  lo  tocante  á lo  segundo,  esto  es,  á la  impug- 
nación hecha  por  el  Sr.  Montejo  á todo  lo  que  á la  es- 
cuela antropológica  se  refiere,  S.  S.  no  ha  venido  más 
que  A confirmar  en  todos  los  casos,  con  todas  sus 
variantes  en  todos  sus  matices,  y hasta  eyi  sus  con- 
secuencias lo  que  yo  mismo  lie  manifestado  cou  rela- 
ción á esa  escuela,  puesto  que  yo  liube  de  manifestar 
([lie  nos  separaba  completamente  de  esa  escuela  el 
concepto  clásico  que  nosotros  teníamos  de  la  respon- 
sabilidad humana,  y que  estimaba  yo,  que  clebia  con- 
tinuar inspirando  nuestros  Códigos  y singularmente 
el  Código  penal  presentado  por  eL  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  en  el  que  tendríamos  que  rechazar 
las  consecuencias  de  la  radical  individualización  del 
delito,  que  era  una  de  las  cuestiones  más  salientes,  que 
se  presentaban  á la  consideración  universal  por  los  par- 
tidarios de  esa  escuela.  Por  manera,  que  todo  cuanto 
el  Sr.  Montejo  se  ha  servido  manifestar  á ese  propó- 
sito no  conduce  á controversia  con  aquellos  que  sos- 
tenemos las  ideas,  que  yo  sostengo,  y ha  servido  solo 
para  aquella  parte  do  mi  argumentación  que  se  re- 
feria á la  necesidad  de  que  los  jueces,  tanto  de  hecho 
corno  de  derecho,  ios  jueces  por  ei  solo  hecho  de  serlo, 
estuvieran  preparados  para  resolver  de  una  manera 
conveniente  los  problemas  que  se  planteasen  por  la 
defensa,  apoyándose  en  los  datos  de  esa  escuela;  que 
era  difícil  que  los  juzgasen  bien,  ¿i  no  los  conocían  de 
antemano,  y por  lo  tanto  imposible  también  que  el 
Jurado,  extraño  á esos  conocimientos,  estuviese  pre- 
parado para  la  defensa  de  la  sociedad  y de  la  ley  en 
presencia  de  los  datos  equivocados,  de  las  paradojas 
y hasta  de  los  sofismas,  que  pudiera  llevar  consigo  la 
apelación  á los  principios  de  esa  escuela. 

Esto  á un  lado,  por  lo  tanto  voy  á los  puntos  prin- 
cipales, que  necesito  tocar  en  mi  rectificación. 

El  Sr.  Montejo  fundaba  toda  su  argumentación, 
toda  la  defensa  del  Jurado  en  el  principio,  que  S.  S. 
croe  inconmovible,  y que  verdaderamente  se  encierra 


en  la  sociedad,  del  derecho  á intervenir  en  los  juicios 
y singularmente  en  los  criminales.  Estas  eran  poco 
más  ó ménos  las  palabras  del  Sr.  Montejo.  Yo  quitaré 
el  adverbio  singularmente  con  ei  que  el  Sr.  Montejo 
queria  establecer  una  distinción;  yo  diré  que  la  socie- 
dad tiene  por  medio  de  sus  órganos  legítimos  el  de- 
recho y el  deber  de  intervenir  en  las  funcioues  de  jus- 
ticia, de  intervenir  en  los  juicios.  Y puesto  que  S.  S. 
estableció  después,  que  esto  era  una  función,  que  debía 
estar  en  relación  con  la  manera  de  ser  de  la  sociedad, 
y con  el  tiempo  en  que  esa  sociedad  se  presentase  or- 
ganizada, yo  pregunto:  ¿Es  que  la  Magistratura  no 
puede  ser  una  institución  para  que  esa  función  social 
pueda  ejercitarse?  ¿Es  que  la  Magistratura  es  algo 
que  está  separado  de  la  sociedad?  ¿Es  que  la  Magis- 
tratura no  es  una  expresión  del  Poder  social?  Por  ma- 
nera que  el  principio  fundamental,  que  8.  8.  quiso 
establecer,  no  nos  dice  nada  en  relación  con  el  Ju- 
rado. Cuando  la  Magistratura  fuera  como  una  casta, 
cuando  tuviéramos  aquí,  no  la  organización  y la  ma- 
nera de  ser  de  los  pueblos  modernos,  sino  la  de  las 
castas  de  la  India  y del  Egipto,  en  que  el  sacerdote  y 
el  noble  y el  juez  lo  son  por  derecho  propio,  no  por 
nombramiento  de  nadie,  sino  por  razón  de  nacimiento, 
ei  principio  establecido  por  S.  S.  podría  tener  alguna 
significación;  pero  desde  el  momento  en  que  aquí  la 
Magistratura  es  elegida  y determinada  según  y con- 
forme A las  leyes;  desde  el  momento  en  que  los  magis- 
trados no  ejercen  sus  funciones  por  derecho  propio 
sino  por  una  delegación  social,  es  evidente  que  el 
principio  sustentado  por  8.  S.  no  responde  A la  dife- 
renciación del  Jurado  y de  los  tribunales  de  derecho. 
Este  no  es  más  que  el  origen  común  de  donde  arran- 
can todas  las  instituciones  de  esta  clase,  y,  por  con- 
siguiente, no  conduce  á nada  para  la  defensa  del  Ju- 
rado. 

Pero  dice  el  Sr.  Montejo,  dice  la  escuela  de  que  es 
tan  brillante  intérprete  8.  8.:  «Es  que  ei  Jurado  es  la 
expresión  de  la  conciencia  social,  es  que  la  concien- 
cia social  se  manifiesta  de  esa  manera  directamente 
en  los  juicios,  y lió  ahí  la  razón  por  qué  es  preciso 
mantener  el  Jurado.»  Esto,  á mi  juicio,  no  es  un  prin- 
cipio, no  es  más  que  una  mera  frase.  Dentro  de  un  Ju- 
rado, en  que  hay  cinco  jurados  que  dicen  una  cosa  y 
siete  que  dicen  otra,  ¿dónde  está  la  couciencia  social? 
Porque  la  couciencia  social  debe  ser  algo  como  un  con- 
junto, algo  que  se  manifieste,  si  no  déla  manera  espon- 
tánea, que  trac  consigo  la  intuición,  de  una  manera 
bastante  reflexiva,  para  que  sea  completamente  impo- 
sible esa  diferencia  de  la  expresión  de  una  sola  con- 
ciencia social,  que  forman  la  mayoría  y la  minoría. 
Todo  lo  que  se  dice  que  representa  la  couciencia 
social,  no  es  ni  más  ni  ménos  que  la  expresión  de  jui- 
cios individuales  que,  formándose  por  medio  de  votos, 
determina  una  mayoría  ó una  minoría,  del  mismo 
modo  que  en  todos  los  tribunales  colegiados  se  hace 
por  los  jueces  de  derecho;  pero  la  conciencia  social 
en  ejercicio  para  el  acto  de  juzgar,  ia  conciencia  social 
como  fundamento  del  Jurado,  la  conciencia  social 
traída  aquí  á propósito,  según  lo  ha  hecho  el  Sr.  Mon- 
tejo,  de  la  individualización  de  ios  delitos,  para  que 
sea  expresión  de  esa  individualización,  no  puede  sig- 
nificar nada  que  sea  aceptable,  porque  resulta  que 
el  voto  del  Jurado  se  da  en  cada  caso  particular,  y 
puede  sobreponerse,  según  indicaciones  de  esa  escue- 
la, en  algunas  ocasiones,  á la  ley,  no  aplicándola 
con  todo  rigor,  es  decir,  no  aplicándola  justamente. 
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Resulta,  pues,  que  la  conciencia  social  del  Jurado 
puede  estar  en  oposición  con  la  misma  conciencia  so- 
cial, que  se  encuentra  también  en  ejercicio,  cuando 
dicta  las  leyes  por  que  quiere  regirse.  ¿Qué  conciencia 
social  es  esa  de  siete  individuos  contra  cinco,  indi- 
vidualizando el  delito,  esto  es,  no  sometiéndose  á la 
regla  común  y general,  y creando  moldes  tan  au- 
clios  como  los  que  S.  S.  queria  atribuir  al  Jurado? 
Porque  no  consiste  en  la  apreciación  de  las  circuns- 
tancias agravantes,  atenuantes  ó eximentes,  que  eso 
ya  io  tienen  también  los  tribunales  de  derecho,  su- 
jetándose á su  criterio,  porque  esta  es  una  cuestión 
de  apreciación  individual,  dentro  de  las  condiciones 
generales  de  la  ley,  no  saltando  por  encima  de  la  ley, 
no  violentando  la  ley.  De  manera  que  si  es  para  cum- 
plir y ejecutar  la  ley  para  lo  que  se  estableció  el  Ju- 
rado, para  eso  tenemos  ya  funciones  de  conciencia 
social  ejercidas  por  los  tribunales  de  derecho,  que 
son  también  un  organismo  social.  Porque  no  parece 
sino  que  los  tribunales  de  derecho  están  fuera  del 
organismo  social,  y uo  son  parte  del  organismo  so- 
cial, y por  consiguiente  una  expresión  de  la  concien- 
cia social.  No,  ó es  esto,  ó se  quiere  que  el  Jurado 
realmente  ejerza,  como  decía  el  Sr.  Montejo,  fuu- 
ciones  de  total  soberanía,  y entonces  es  la  conciencia 
judicial  en  oposición  con  la  conciencia  legislativa  en 
general,  en  oposición  con  la  ley,  y la  destrucción  por 
consiguiente  de  una  de  las  mayores  garantías,  que 
los  tiempos  modernos  han  traído  á la  libertad  humana. 

Por  consiguiente,  fijémonos  en  el  sentido  de  las 
palabras;  sepamos  io  que  discutimos;  sepamos,  si  esa 
expresión  de  la  conciencia  social  significa  una  fun- 
ción que  ha  de  ejercerse  con  arreglo  á la  ley,  ó si 
lia  de  ser  una  función  de  cierta  espontaneidad  para 
obrar  por  encima  de  la  ley;  si  es  una  función  de  so- 
beranía, como  decia  el  Sr.  Montejo,  ó es  una  función 
de  dependencia,  como  lo  es  la  función  de  juzgar. 

Yo,  cuando  me  presento  ante  un  juez,  no  me  pre- 
sento ante  un  soberano,  porque  por  encima  del  juez 
está  mi  derecho  y está  Ja  ley,  y me  figuro,  por  lo 
tanto,  que  es  un  error  lo  que  ha  sostenido  el  Sr.  Mou- 
tejo.  Y esto  es  tanto  más  de  extrañar,  en  una  persona 
que,  como  el  Sr.  Montejo,  pertenece  á una  escuela, 
según  la  cual  no  es  el  derecho  la  expresión  de  la  ma- 
yoría. Hay  derechos  que  no  se  someten  jamás  á la 
mayoría,  ni  siquiera  á la  ley;  hay  derechos  que  están 
por  encima  de  la  ley  y del  juicio,  de  tal  suerte,  que 
si  se  presenta  una  ley  contraria  al  derecho  individual, 
tal  como  lo  comprende  esa  escuela,  esa  ley  es  ver- 
daderamente tiránica,  es  la  expresión  de  la  tiranía, 
y no  la  expresión  de  un  Poder  que  legítimamente  se 
ejerza.  Yo  tengo,  por  consiguiente,  que  rectificar  este 
punto,  y espero  que  lo  rectifique  también  el  señor 
Montejo,  para  que  nos  diga  qué  ciase  de  soberanía 
es  esa  que  dice  que  ejerce  el  Jurado,  y qué  condicio- 
nes señala  al  Jurado  para  hacerle  diverso  de  los  tri 
banales  do  derecho;  porque  si  esa  soberanía  de  que 
nos  habla  S.  S.,  se  parece  á aquellos  rescriptos  que 
se  llamaban  del  Príncipe,  que  estaban  por  encima  de 
la  ley,  ó á aquellos  otros  fallos  de  la  Edad  media,  de 
que  nos  hablaba  el  Rey  Sabio,  ó sea  de  los  rescriptos 
y fazaft as  desaguisadas  por  juicios  pronunciados  sin 
límite  de  ley,  entonces  fijemos  bien  la  cuestión,  y se- 
pamos si  es  que  se  quiere  un  Jurado  que  no  juzgue, 
ó se  quiere  un  Jurado  que  en  ocasiones  tiranice.  Por 
esto,  porque  el  Sr.  Montejo  verdaderamente  parte  de 
premisas  y de  datos,  á mi  entender,  completamente 


equivocados,  es,  por  lo  que  pudimos  escucharle  eu 
esta  tarde,  la  explicación  del  movimiento  legislativo 
á que  yo  había  tenido  necesidad  de  referirme,  según 
la  cual,  apartándose  las  legislaciones  modernas,  y 
especialmente  la  francesa,  de  los  datos  fundamentales 
que  informan  el  Jurado,  taL  como  la  Asamblea  Cons- 
tituyente lo  estableció,  según  cuyos  datos,  el  Jurado  no 
podia  conocer  sino  del  hecho  principal  y la  apreciación 
de  las  circunstancias  atenuantes,  agravantes  y exi- 
mentes, desaparecía  de  su  competencia,  entiende  S.  S., 
y nos  ha  dicho  repetidamente  esta  tarde,  que  esas  mo- 
dificaciones legislativas  son  otras  tantas  concesiones  á 
la  esencia  del  Jurado,  que  los  legisladores  le  otorgan, 
porque  van  reconociendo  esa  misma  esencia,  perfec- 
cionando esa  institución,  dotándola  de  sus  verdaderos 
atributos,  y por  consiguiente,  no  reconociendo  imper- 
fecciones en  el  Jurado,  sino,  por  el  contrario,  dotán- 
dole, cada  dia  voluntariamente  de  mayores  perfec- 
ciones. 

¡Ah,  Sr.  Montejo,  qué  diferente  es  lo  que  dice  S.  S. 
de  lo  que  nos  enseña  la  historia  de  estas  modificacio- 
nes legislativas!  Lo  que  ha  pasado  respecto  de  ellas, 
es  precisamente  todo  lo  contrario  de  lo  que  lia  indica 
do  S.  S.  Los  legisladores,  que  se  han  ocupado  de  estas 
modificaciones,  las  lian  hecho  á despecho  del  princi- 
pio fundamental,  que  reconocían  en  el  Jurado;  pero 
como  el  Jurado,  fuñeiouaudo , según  ese  principio 
fundamental  de  conocer  solo  de  lo  principal  del  hecho, 
de  la  existencia  del  hecho  principal,  violaba  constan» 
teniente  la  expresión  de  su  conciencia,  y de  la  con- 
ciencia pública,  en  el  sentido  de  negar  la  evidencia 
misma  de  los  hechos,  cuando  llevaban  consigo  la  im  ■ 
posición  de  una  penalidad,  los  legisladores,  rindién- 
dose á la  realidad  del  peligro,  violentando  el  princi- 
pio eu  que  descansa  el  Jurado,  y aquello  que  se  decia 
también  en  las  Asambleas  francesas  de  sálvense  los 
principios  y perezcan  las  colonias;  pero  haciéndolo  á 
la  inversa,  decían:  Condenemos  el  principio,  abando- 
némoslo, y puesto  que  el  Jurado  es  un  mal  órgano 
de  justicia,  démosle  las  circunstancias  atenuantes 
para  poder  conseguir  siquiera  que  en  lo  principal 
haga  justicia. 

Por  consiguiente,  esto  de  las  circunstancias  ate- 
nuantes no  es  una  perfección  del  Jurado,  es  una  con- 
cesión arrancada  por  la  imperfección  misma  del  Ju- 
rado; y para  sostener  lo  que  lia  tenido  la  bondad  de 
decir  esta  tarde  el  Sr.  Montejo,  es  preciso  romper  la 
historia  de  las  modificaciones  legislativas  y atribuir- 
las un  sentido  contrario  al  que  verdaderamente  tie  - 
lien.  No;  esto  no  representa  ni  significa  otra  cosa  que 
la  confusión  del  principio  del  Jurado,  la  comproba- 
ción de  su  imperfección,  el  tributo  rendido  á la  im- 
perfección del  Jurado. 

Por  manera  que  verdaderamente  aquí  nos  encon- 
tramos otra  vez  con  las  dos  conciencias  sociales  en 
lucha:  la  conciencia  social  expresada  por  el  Jurado, 
y la  conciencia  social  expresada  por  la  ley;  el  Jurado 
faltando  ai  principio  de  la  ley,  y la  ley  teniendo  que 
rendir  su  majestad  ante  las  imperfecciones  del  Jura- 
do: los  legisladores  declarando  una  y otra  vez  que  el 
Jurado  no  cumple  con  su  misión,  no  respondo  á las 
exigencias  de  la  sociedad,  penetrando  en  juicios,  en 
apreciaciones,  en  datos  y problemas,  que  la  ley  no 
quería  confiarle,  ni  le  había  jamás  confiado,  y el  Ju- 
rado, riéndose  constantemente  de  esa  presión  de  la 
conciencia  social  por  medio  do  la  ley,  obligando  á la 
ley  á plegarse  á sus  exigencias,  para  ensanchar  una 
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jurisdicción  que  no  le  corresponde.  Porque  verdade- 
ramente, si  fuese  verdad  aquello  que  me  parece  á mí, 
que  no  con  entera  convicción,  ha  querido  el  Sr.  Mon- 
tejo  sostener  esta  tarde,  de  que  se  puede  separar  com- 
pletamente el  hecho  y el  derecho,  si  esto  fuese  verdad, 
¿de  dónde,  ni  por  dónde,  desde  el  instante  que  vuestro 
sistema  es  tener  jueces  de  derecho  y jueces  de  hecho, 
porque  al  fin  y al  cabo,  este  es  vuestro  sistema,  y su- 
pongo que  estamos  discutiendo  lo  que  proponéis  á la 
deliberación  de  la  Cámara,  y no  otras  ideas  y otros  pro- 
totipos diferentes;  supuesto  esto,  de  dónde,  habiendo 
jueces  de  hecho  y jueces  de  derécho,  ha  de  correspon- 
der á los  jueces  de  hecho  la  apreciación  de  las  circuns- 
tancias modificativas  de  la  responsabilidad  criminal, 
ni  siquiera  eso,  que  S.  S.  ha  querido  establecer  como 
una  divisoria  entre  el  hecho  y el  derecho,  que  es  la  re- 
lación intencional  entre  el  agente  y el  hecho  ejecutado 
por  ese  mismo  agente?  La  intención,  el  elemento  in- 
tencional, las  circunstancias  atenuantes,  agravantes 
y eximentes,  ni  son  ni  pueden  ser  hechos:  son  una 
apreciación  jurídica  del  hecho,  y por  consiguiente, 
dado  el  principio  de  haber  jueces  de  hecho  y de  de- 
recho, que  ese  es  el  Jurado,  y si  no  liareis  un  cscabi - 
unía  ú otra  cosa,  y no  un  Jurado,  supuesto  que  en  la 
defensa  del  Jurado,  se  defiende  una  cosa  distinta  del 
Jurado,  porque  el  Jurado  es  insostenible,  resultaría 
que  no  podríamos  establecer  ninguna  de  esas  cosas. 

Y sin  embargo,  el  Sr.  Mdntejo,  rindiéndose  á la 
necesidad  de  su  defensa  en  el  momento  actual,  nos 
decía  que  fuera  la  que  fuera  en  el  porvenir  la  suerte 
de  esta  división  del  hecho  y del  derecho,  en  el  pre- 
sente, por  este  proyecto,  la  división  se  verifica;  y que 
la  prueba  mejor  de  la  posibilidad  de  la  separación  del 
hecho  y del  derecho,  estaba  en  su  misma  existencia 
dentro  del  proyecto;  que  él  probaba  el  movimiento 
andando,  como  el  filósofo  griego.  Pues  bien;  yo  voy 
á hacer  muy  ligeras  observaciones  sobre  esto,  para 
rectificar  y poner  en  su  punto  las  ideas  tocante  á este 
extremo  verdaderamente  interesante.  No  me  fijo  en 
la  pregunta  que  se  dirige  al  Jurado,  sobre  si  el  acu- 
sado es  culpable  ó no  culpable;  concepto  jurídico. 
Después  de  eso,  se  pregunta  al  Jurado,  por  ejemplo, 
en  materia  de  circunstancias  eximentes:  ¿existe  esa 
circunstancia  ó no  existe?  y el  Jurado  tiene  que  con- 
testar; y el  Jurado  ejercita  necesariamente  al  contes- 
tar una  función  jurídica,  de  apreciación  de  derecho, 
es  á saber:  tratándose  de  un  crimen  ejecutado  por  un 
mayor  de  9 años  y menor  de  15,  no  se  le  pregunta 
al  Jurado  si  tiene  ó no  esa  edad,  que  es  el  hecho,  sino 
si  ha  obrado  con  dicernimiento.  Y esta  es  una  mera 
apreciación  y una  apreciación  que  produce  conse- 
cuencias jurídicas  completamente  distintas  de  aque- 
llas que  se  refieren  á la  primera  pregunta;  porque 
verdaderamente,  si  se  atribuyese  el  discernimiento 
como  constitutivo  de  la  criminalidad,  no  habría  nece- 
sidad de  preguntarle  por  esa  circunstancia,  sino  que 
diría  sencillamente:  no  es  culpable;  porque  aunque  es 
autor  del  hecho,  no  le  es  imputable.  No  es  la  pregun- 
ta esa;  el  hecho  existe,  es  lo  que  llama  S.  S.  la  relación 
entre  el  agente  y el  hecho.  Pero  hay  otro  problema 
todavía;  y á ese  problema  ¿oómo  se  le  llama,  Sr.  Mon- 
tejo?  El  problema  dei  discernimiento,  que  no  basta 
equí  salvar  con  el  puente  de  la  elocuencia  los  abismos 
de  la  imposibilidad  y de  la  duda. 

Pues  lo  mismo  ocurre  cuando  al  Jurado  se  le  pre- 
gunta si  existe  el  elemento  eximente  de  la  locura,  al 
mismo  tiempo  que  se  le  pregunta  si  es  ó no  culpa- 


ble el  autor  del  hecho,  porque  aquí  se  repite  de  nuevo 
el  problema  anterior.  ¿Aprecia  el  Jurado  la  existencia 
de  la  locura  como  elemento  de  la  culpabilidad?  Pues 
declara  que  no  es  culpable.  Pero  no  es  la  pregunta  esa* 
tiene  la  relación  del  hecho  y del  agente  establecido 
como  cierto,  y después  se  le  hace  esa  pregunta  como 
circunstancia  eximente,  y las  consecuencias  son  dis- 
tintas, porque  en  el  primer  caso  ese  individuo  no 
hubiera  estado  procesado,  y en  el  segundo  tiene  que 
sometérsele  á un  tratamiento;  puesto  que  las  condi- 
ciones de  la  exención  de  la  locura  no  son  las  mismas 
de  la  declaración  de  inculpabilidad,  que  revela  y de- 
clara que  es  como  si  no  se  hubiera  seguido  el  proce- 
dimiento. 

Yea,  pues,  el  Sr.  Montejo  cómo  eso  necesitaba  ex- 
plicaciones de  otra  naturaleza  que  las  que  S.  S.  lia 
podido  darnos  esta  tarde  con  mucha  elocuencia,  con 
mucha  erudición,  pero  sin  entrar  en  la  entraña  mis- 
ma del  problema  que  se  discute. 

Y por  fin,  porque  me  propongo  no  ser  muy  ex- 
tenso en  estas  rectificaciones,  el  Sr.  Montejo  nos  ma- 
nifestó también  en  este  punto  de  la  apreciación  de  los 
hechos,  á pesar  de  todos  los  argumentos  contra  la 
capacidad  de  los  jurados,  argumento  verdaderamente 
fundamental,  porque  si  son  incapaces  para  llenar  esa 
función,  como  S.  S.  concluyó  por  decir  que  este  era  el 
carácter  de  la  que  ejercitaban  los  jurados,  si  son  inca* 
paces  para  ejercitar  esa  función,  no  pueden  ejercitar- 
la; el  Sr.  Montejo  nos  decía  que  para  esa  función  de 
apreciar  el  hecho  no  solo  el  Jurado  era  competente, 
no  ya  siquiera  más  que  los  de  derecho,  sino  el  único 
competente.  Yo  á esto  habré  de  preguntar  algo  que 
se  resuelve  simplemente  por  el  sentido  común.  ¿Acaso 
los  jueces  de  derecho  por  el  solo  acto  de  su  nombra- 
miento son  de  tal  manera  abstraídos  y separados  del 
mundo  social  que  pierdan  aquellas  condiciones  mis* 
mas  de  percepción,  de  sensibilidad  y de  voluntad, 
como  decía  S.  S.,  que  puedan  ser  precisas  para  reco- 
ger en  sí  los  elementos  de  un  juicio?  Verdaderamente 
que  esta  es  una  exageración  bien  extraña  en  labios 
del  Sr.  Montejo,  cuya  profundidad  y serenidad  de  jui- 
cio todos  liemos  podido  apreciar. 

No;  el  Jurado,  los  individuos  que  entran  en  la 
composición  del  Jurado,  como  jueces  de  hecho,  po- 
drán tener  á lo  sumo  condiciones  iguales  á los  jueces 
de  derecho,  para  la  apreciación  de  los  hechos;  pero 
superiores,  jamás.  Y esas  condiciones,  que  por  hipó- 
tesis yo  les  otorgo,  que  puedan  ser  iguales  á las  de 
los  jueces  de  derecho,  están  completamente  debilita- 
das por  otra  porción  de  circunstancias  y de  causas, 
que  voy,  para  concluir,  á resumir  en  poquísimas  pa- 
labras: una,  la  falta  de  preparación;  otra,  e.1  que  no 
son  los  jurados,  como  parece  revelarse  de  las  pala- 
bras del  Sr.  Montejo,  personas  que  vengan  á deponer 
de  lo  que  ellos  alcanzan  por  sus  propios  sentidos,  que 
es  como  se  podría  justificar  algo  de  lo  que  á este  pro- 
pósito nos  ha  dicho  hoy  S.  S.  Si  vinieran  los  jurados, 
como  los  antiguos  testigos,  de  donde  arranca  la  ins- 
titución, á deponer  de  su  propio  concepto,  de  aquello 
que  por  sí  mismos  habían  visto,  y de  aquello  que 
conocían  directamente  sobre  las  circunstancias  del 
acusado,  enhorabuena  que  tuvieran  condiciones  de  ca- 
pacidad especiales  en  relación  con  los  jueces  de  dere- 
cho, que  no  tienen  esos  antecedentes,  que  no  han  ad- 
quirido el  conocimiento  directo,  personal,  de  los  que 
intervienen  en  el  drama  judicial;  dadas  estas  circuns- 
tancias, podría  esto  ser  verdad.  Pero,  cuando  son  los 
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jurados  los  que  escuchan  las  referencias  de  los  tcsti 
gos,  los  que  oyen  la  lectura  de  los  documentos,  los 
que  presencian  los  debates,  los  que  tienen  el  deber  de 
ejercitar  una  de  las  funciones  más  difíciles,  como  es 
la  crítica  y la  apreciación  de  los  hechos  revelado  > por 
la  prueba  ¿por  dónde,  ni  por  qué  esos  jurados  han  de 
tener  aptitudes  especiales  y superiores  y únicas,  co- 
mo llegó  á decir  el  Sr.  Montejo,  para  la  aprecia- 
ción del  hecho  á que  se  refiere,  sin  recordar  en  sn 
memoria,  sin  clasificar  cada  uno  de  los  elementos 
de  esa  prueba  y sin  formar,  en  fin,  la  crítica  y el 
juicio  dei  resultado  de  esa  prueba?  \r  esto  sin  que  se 
les  imponga  de  ningún  modo  la  necesidad  ele  conser- 
var cu  su  memoria  ios  elementos  todos  de  comproba- 
ción para  justificar  el  fundamento  de  su  juicio,  pues- 
to que  los  veredictos  se  traducen  en  un  si  ó en  un  «o, 
que  io  mismo  puede  ser  dicho  con  recuerdo  y memo- 
ria de  io  que  han  escuchado,  que  sin  recuerdo  ni  me- 
moria de  lo  mismo,  al  revés  de  lo  que  ocurre  en  los 
tribunales  de  derecho  respecto  á la  apreciación  de  la 
prueba,  que  tienen  necesidad  de  conservarlo  en  su  me- 
moria, en  su  entendimiento  y en  su  voluntad  para 
fundar  su  fallo.  Y después  tienen  todavía  el  temor 
de  la  responsabilidad,  que  es  lo  último  en  que  yo  ten 
go  necesidad  de  llamar  la  atención  del  Sr.  Montejo, 
porque  me  parece  á mí  que  S.  8.  ha  incurrido  en  una 
equivocación  ai  decir  que  los  tribunales  de  derecho  no 
eran  responsables  de  la  apreciación  de  la  prueba.  Yo 
no  be  visto  en  ninguna  parte  la  limitación  de  esa  res- 
ponsabilidad; el  juez  de  derecho  que  juzga  mal  por 
mala  apreciación  del  hecho,  ó por  mala  apreciación 
del  derecho,  puede  incurrir  de  igual  manera  en  res- 
ponsabilidad, y como  base  de  responsabilidad  está  la 
fimdamentacion  de  sn  sentencia.  Por  consiguiente, 
ocurre  que  esta  es  una  diversidad,  y una  diversidad 
profunda  é importante  de  las  funciones  del  Jurado  y 
de  las  funciones  de  los  tribunales  de  derecho  que,  aun 
tratándose  solo  de  los  hechos,  no  son  las  manifestadas 
por  el  Sr.  Montejo. 

Y siendo  esto  así,  y constituyendo  precisamente 
esta  identificación,  que  no  existe,  el  nervio  de  su  ar- 
gumentación, claro  está  que  esa  argumentación  cae 
por  su  base,  y se  mantiene  siempre  en  lo  que  yo  de- 
fiendo el  priucipio  de  la  responsabilidad,  que  es  una 
garantía,  tanto  social  como  individual,  que  nosotros 
no  consideramos  conveniente  arrojar,  como  cosa  ba- 
ludí y como  carga  pesada  en  la  navegación  de  la  jus- 
cia,  sino  que,  por  el  contrario,  queremos  conservar 
como  cargamento  precioso,  que  es  preciso  cuidar  en 
interés  de  la  sociedad  y en  interés  de  aquellos  que 
puedan  tener  que  presentarse  ante  los  tribunales  de 
justicia. 

El  Sr.  MONTEJO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  La  tiene 
V.  S.  para  rectificar. 

El  Sr.  MONTEJO:  Muy  pocas  palabras  para  recti- 
ficar algunos  de  los  principales  conceptos  nuevamen- 
te emitidos  por  el  Sr.  Rodríguez  San  Redro,  con  igual 
brillantez,  con  la  misma  elocuencia  que  en  su  primer 
discurso,  pero  incurriendo  en  los  propios  errores. 

Me  pregunta  S.  S.  que  cómo  se  puede  hermanar 
lo  de  que  el  Jurado  implica  el  ejercicio  de  una  fun- 
ción social  y el  ejercicio  de  la  soberanía.  Pues  bien 
fácil meu te,  á mi  juicio.  El  Sr.  Rodríguez  San  Pedro, 
sin  duda  alguna  por  defecto  de  expresión  de  mi  par- 
te, no  ha  comprendido  con  claridad  el  concepto  que  yo 
expuse.  Yo  be  dicho  que  la  función  de  soberanía  que 


viene  á realizar  el  Jurado  es  en  virtud  de  una  represen- 
tación genuina,  propia,  única  y adecuada  de  la  socie- 
dad, como  si  juzgara  la  sociedad  entera;  y claro  es  que 
esto  se  hermana  perfectamente  con  que  en  relación 
con  los  ciudadanos  en  particular,  exista  hasta  el  deber 
impuesto  por  la  ley,  hasta  la  carga  impuesta  por  la 
ley,  de  que  tengan  que  acudir  al  Jurado.  El  deber  se 
refiere  al  ciudadano;  al  individuo;  la  función  se  cum- 
ple en  nomhre  y representación  de  la  sociedad  total. 

Insiste  el  Sr.  Rodriguez  San  Pedro  en  que  no  se 
puede  considerar  que  el  Jurado  expresa  la  conciencia 
social,  toda  vez  que  puede  ocurrir  que  entre  los  ju- 
rados exista  disconformidad,  y que  cinco  voten  nó  y 
siete  sí,  ó viceversa.  Creo  yo  que  esto  no  merece  real- 
mente los  honores  de  la  discusión,  porque  podrá 
aceptarse  el  criterio  de  la  unanimidad,  exigida  en  la 
legislación  inglesa;  podrá  adoptarse  el  criterio  de  la 
mayoría;  podrá  adoptarse  el  criterio  de  las  dos  terce- 
ras partes;  pero  al  cabo  lo  que  se  busca  es  la  resul- 
tante de  las  opiniones  emitidas  por  los  distintos  ju- 
rado-’, y esa  resultante  es  la  que  expresa  el  juicio  de 
la  conciencia  social.  ¿Qué  tiene  que  ver  que  allá,  entre 
ellos,  individualmente,  existan  diferencias,  con  esta 
resultante,  que  expresa,  como  digo,  el  juicio? 

Añade  que  la  conciencia  social,  ejerciendo  las 
funciones  que  yo  la  he  atribuido  en  los  juicios  pena- 
les, no  solo  no  aplica  las  leyes,  sino  que  las  infringe. 
Me  ha  de  perdonar  S.  S.  que  le  diga  que  considero 
completamente  contestada  esta  aseveración  con  lo 
que  he  tenido  el  honor  de  manifestar  á la  Cámara  an- 
teriormente. No;  no  es  que  el  Jurado  infringe  la  ley; 
no  es  que  deja  de  aplicar  ia  ley;  al  contrario,  ia  tiene 
en  cuenta;  pero  lo  que  sí  hace  es  aplicarla  dentro  de 
aquellas  condiciones  y circunstancias  que  la  indivi- 
dualidad de  cada  caso  reclama  para  que  la  aplicación 
misma  de  ia  iey  sea  justa.  ¿Dónde  existe  esa  violación 
de  la  justicia,  si  lo  que  se  busca  es  precisamente  la 
mayor  justicia  en  la  aplicación  concreta  y particular, 
en  cada  caso,  de  la  misma  ley?  Por  lo  tanto,  se  forma 
ese  juicio,  repito,  teniendo  en  cuenta  la  ley. 

En  cuanto  á la  separación  del  hecho  y del  dere- 
cho, á pesar  de  todos  los  ejemplos  y de  todas  las  con- 
sideraciones que  S.  S.  hábilmente  ha  presentado  para 
demostrarme  que  era  un  error  el  creer  en  la  posibili- 
dad de  la  separación,  lampooo  me  parece  que  la  argu- 
mentación que  S.  S.  ha  hecho  á este  propósito  pueda 
resistir  á la  crítica,  y sobre  todo,  á la  exposición  de 
principios  que  hice  relativamente  á esta  materia.  Es 
que  no  se  trata  del  hecho  puramente  en  el  concepto 
material  del  he  cho  mismo;  es  que  se  trata  de  la  rela- 
ción del  agente  con  el  hecho;  es  que  se  trata  de  la  de- 
terminación de  las  causas  que  le  han  producido  y de 
los  accidentes  y circunstancias  que  en  él  han  concu- 
rrido. Todo  eso  que  S.  S.  ha  dicho  de  las  circunstan- 
cias atenuantes,  agravantes  y eximentes,  ¿no  es  propio 
para  determinar  la  imputabilidadd  del  acto?  Claro  es 
que  sí,  y por  eso  entran  dichas  circunstancias  en  el 
hecho,  porque  son  elementos  morales  ó,  si  S.  S.  quie- 
re, elemeutos  jurídico-morales  del  hecho,  pero  que  no 
pueden  ménos  de  referirse  al  hecho  y á la  competencia 
del  Jurado. 

Por  último,  yo  me  permito  decir  al  Sr.  Rodriguez 
San  Pedro,  que  precisamente  por  haber  incurrido  en 
el  error  en  que  S.  8.,  como  todos  los  que  S.  S.  pien- 
san, incurren  á mi  modo  de  ver,  de  considerar  incom- 
petentes á los  jueces  de  hecho,  ó sea  á los  jurados, 
para  apreciar  los  hechos  mismos  se  ha  venido  soste- 
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niendo  mucho  tiempo  en  la  historia  el  proced imiento 
inquisitivo  y las  consecuencias  de  ese  procedimiento, 
porque  se  ha  partido  siempre  del  error  y en  él  han 
incurrido  los  jueces  de  derecho,  de  dar  excesiva  pre- 
ponderancia á la  escolástica  á los  silogismos,  á las 
fórmulas,  sin  considerar  que  el  juicio  puede  formarse 
y se  forma,  también,  espontáneamente  en  la  inteligen- 
cia humana. 

Por  consiguiente,  crea  S.  S.  que  sin  más  que  su 
recta  conciencia,  los  jurados  son  competentes  para 
conocer  de  los  hechos  y de  las  circunstancias  que 
dentro  de  los  juicios  se  someten  á su  conocimiento, 
y para  resolver  prácticamente  con  arreglo  á las  exi- 
gencias de  la  justicia,  ejerciendo  esa  función  de  sobe- 
ranía d que  ya  me  he  referido. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  El  señor 
Vizconde  de  Campo-Grande  tiene  la  palabra  para  con- 
sumir el  tercer  turno  en  contra. 

El  Sr.  Vizconde  de  CAMPO-GRANDE:  Reco- 
nozco, Sres.  Diputados,  toda  la  responsabilidad  que 
me  impongo  al  venir  á terciar  en  este  debate  en  el 
estado  en  que  se  encuentra  y después  de  oradores  de 
uno  y otro  lado  de  la  Cámara  que  con  sus  discursos 
han  hecho  que  sea  una  de  las  glorias  de  la  tribuna 
española.  Reconociendo  esta  responsabilidad,  trataré 
de  cumplir  mi  cometido  de  una  manera  y en  una 
medida  modesta;  con  tanta  más  razón,  cuanto  que  la 
• hora  en  que  empiezo  á hablar  y la  tensión  en  que  se 
encuentra  el  espíritu  después  de  cinco  horas  de  aten- 
ción me  harán  prescindir  de  muchas  consideraciones 
que  pensaba  presentar  ante  vosotros.  De  todos  modos, 
es  lo  cierto  que  la  cuestión  está  agotada  bajo  el  as- 
pecto filosófico,  bajo  el  aspecto  histórico,  bajo  el  as- 
pecto jurídico  y bajo  el  aspecto  político;  mejor  dicho, 
y perdonen  los  señores  de  la  Comisión,  que  los  ora- 
dores que  han  combatido  el  Jurado  han  demostrado 
que  no  resiste  la  crítica,  ni  bajo  el  aspecto  filosófico, 
ni  bajo  el  aspecto  histórico,  ni  bajo  el  aspecto  polí- 
tico, ni  bajo  el  aspecto  jurídico. 

Los  Sres.  Diputados  que  tienen  la  bondad  de  es- 
cuchar mis  pobres  discursos,  saben  que  siempre  trato 
de  buscar  un  tema  que  les  dé  unidad  y al  rededor  del 
cual  circulen  y se  tejan  mis  argumentos;  que  tal  creo 
yo  que  deben  ser  los  discursos  parlamentarios. 

Ocupábame,  Sres.  Diputados,  en  pensar  cuál  de- 
bía ser  el  tema  de  este  discurso  y lo  encontré  en  la 
tarde  de  ayer,  cuando  el  Sr.  Santana  nos  habló  del 
buen  sentido  de  nuestra  raza.  Va,  pues,  á ser  el  buen 
sentido,  el  punto  de  vista  bajo  el  cual  voy  á conside- 
rar el  Jurado;  porque  comprendo  perfectamente  que 
el  buen  sentido  es  el  lado  más  flaco  de  esa  manera  de 
procesar. 

Para  sintetizar  este  tema,  se  me  había  ocurrido 
un  refrán  muy  conocido,  aquel  que  dice:  zapatero , á 
tus  zapatos;  pero  pensando  que  os  parecería  demasiado 
vulgar  y demasiado  concreto,  he  buscado  otra  ma- 
nera de  expresar  este  pensamiento,  y la  he  encontrado 
hecha  en  la  forma  siguiente:  «Yo  no  mando  en  mi  ra- 
zón y sigo  creyendo,  como  he  creido  siempre,  que  tie- 
nen mayor  aptitud  para  juzgar  los  que  se  han  consa- 
grado á este  estudio  y ejercido  actos  que  perfeccionan 
las  facultades,  porque  de  lo  contrario  el  más  humilde 
menestral  necesilaria  aprendizaje  y el  juez  no.» 

Por  lo  dogmático  y absoluto  de  estas  frases  co- 
noceréis que  no  son  mias;  son  del  orador  más  dog-^ 
mático  quizas  y más  absoluto  que  tenemos  en  Espa- 
ña, acostumbrado  á ios  temas  del  foro,  donde  se  puede 


ser  todo  lo  dogmático  y absoluto  que  se  quiera,  por- 
que allí  la  causa  que  defendemos  boy  no  tiene  nada 
que  ver  con  lo  que  hemos  defendido  ayer  y con  la 
que  defenderemos  mañana;  son  estas  frases  de  la 
ilustre  persona  que  ocupa  el  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia,  y las  he  tomado  tan  solo  para  autorizar  con 
ellas  mi  palabra,  de  ninguna  manera  para  hacer  á 
S.  S.  argumentos  de  inconsecuencia.  ¿Cómo  me  atre- 
verla yo  á hacer  argumentos  de  inconsecuencia,  des- 
pués de  haberle  oido  la  apología  de  todas  las  grandes 
inconsecuencias?  Una  sola,  sin  embargo,  no  le  he 
oido,  y es  bastante  vulgar,  bastante  expresiva;  es 
aquella  que  se  les  ocurre  á las  coquetas  cuando  di- 
cen que  la  consecuencia  es  la  virtud  de  las  feas,  por- 
que consideran  que  si  sueltan  un  amigo  no  será  tan 
fácil  que  vuelvan  á coger  otro.  Pero,  en  fin,  he  lo- 
mado esas  frases  para  autorizar  mis  ideas,  y además 
por  otro  motivo,  porque  en  la  discusión  del  Jurado, 
que  tan  agotada  está,  hay,  sin  embargo,  dos  cosas 
que  son  inagotables,  la  historia  de  sus  errores  y los 
argumentos  en  contra  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia. 

Antes  de  entrar  en  la  consideración  del  Jurado  á 
la  luz  del  buen  sentido,  que,  como  he  dicho,  ha  sido 
el  tema  que  he  tomado  de  unas  palabras  de  mi  ami- 
go el  Sr.  Santana,  debo  descartarme  de  dos  cues- 
tiones. 

En  este  art.  1.°  se  dice  que  habrá  jueces  de  dere- 
cho y jueces  de  hecho;  y como  para  mí  sobran  los 
jueces  de  hecho,  naturalmente  tengo  que  exponer  las 
razones  que  á ello  me  mueven.  Pero  en  este  art.  I.° 
encuentro  también  una  gran  deficiencia,  porque  no 
dice  á qué  país  va  á aplicarse  este  Jurado.  General- 
mente se  dice:  «esta  ley  se  aplicará  á la  Península, 
Islas  adyaceutes  y Canarias,»  siempre  que  se  quiere 
hacer  una  ley  que  solo  sea  aplicable  á eslos  países; 
pero  aquí  no  se  dice  dónde  se  va  á plantear  el  Jura- 
do; sin  duda  será  en  todo  el  territorio  de  la  Monarquía 
española,  con  lo  cual  no  tendrán  necesidad  de  pre- 
sentar enmiendas  algunos  de  los  que  quisieran  lle- 
varle á nuestras  posesiones  de  Ultramar. 

Yo  quisiera  saber  si  el  señor  presidente  de  la  Co- 
misión, tan  amante  de  las  islas  Baleares,  pretende,  en 
unión  de  un  Sr.  Secretario  de  esta  Cámara,  recabar 
para  esas  islas,  como  recaban  tantas  otras  cosas,  la 
ventaja  de  no  tener  Jurado.  Yo  desearía  saber  si  el 
Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  tan  amante  de  su  Pa- 
tria nativa,  no  quiere  aplicar  el  Jurado  á las  islas 
Canarias;  porque,  efectivamente,  en  el  tiempo  que  es- 
tuvo vigente  en  España,  allí  no  se  pudo  aplicar,  por  la 
dificultad  de  las  comunicaciones.  Nada  de  esto  sabe- 
mos; será  necesario  que  la  Comisión  enmiende  este 
artículo,  y diga:  «esta  ley  se  aplicará  á la  Península, 
islas  Baleares  y Canarias,»  si  la  Comisión  no  quiere 
llevarla  más  lejos. 

Otra  de  las  cuestiones  que  necesito  dilucidar,  no 
porque  no  esté  dilucidada,  sino  por  unas  palabras  pro- 
nunciadas ayer  por  el  Sr.  Santana,  es  la  cuestión  de 
la  constitueionalidad  del  Jurado. 

Decia  el  Sr.  Santana  que  basta  estos  dias  á nadie 
se  le  había  ocurrido  decir  que  el  Jurado  pudiera  ser 
contrario  á la  Constitución;  y como  he  pronunciado 
hace  cinco  años  en  otro  sitio  algunas  palabras  contra 
la  constitueionalidad  del  Jurado,  necesito  rectificar 
este  punto  del  discurso  de  S.  S. 

Yo  dije  allí  que  si  en  vez  de  haber  presentado  este 
proyecto  el  Gobierno  hubiera  sido  debido  á una  pro- 
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posición  ile  ley,  me  habria  negado  en  las  Secciones  d 
darle  mi  voto  para  que  se  diera  lectura  de  ella,  por- 
que creiaque  entrañaba  una  reforma  constitucional, 
y apoyé  estas  razones  en  que,  si  bien  hay  un  art.  78 
en  la  Constitución  que  dice  que  la  ley  determinará 
las  condiciones  que  deben  tener  los  jueces , hay  un 
art.  80  y un  art.  8 1 que  marcan  terminantemente  dos 
de  esas  condiciones,  diciendo  que  deben  ser  respon- 
sables é inamovibles;  por  consiguiente,  si  nos  traéis 
jueces  que  no  son  inamovibles  y responsables,  la  cues- 
tión de  constitucionalidad  del  Jurado  me  parece  que 
queda  decidida  en  favor  de  los  que  sostenemos  que 
no  cabe  dentro  de  la  Constitución. 

El  buen  sentido.  El  gran  juradista  continental, 
Mittermaier,  nos  dice  que  la  base  fundamental  del 
Jurado  es  que  se  juzga  en  él,  sin  atención  á reglas 
ni  pruebas  jurídicas;  es  decir,  Sres.  Diputados,  que 
sin  reglas  ni  pruebas  jurídicas  se  van  á resolver  todos 
los  graves  problemas  que  entraña  la  resolución  de  las 
circunstancias  eximentes , atenuantes  y agravantes, 
la  resolución  de  cuándo  el  delito  es  consumado,  cuán- 
do es  una  tentativa,  ó cuándo  es  delito  frustrado;  la 
resolución  de  quién  es  el  autor,  quién  el  cómplice  y 
quién  el  encubridor.  Todas  estas  cuestiones,  cada  una 
de  las  cuales  entraña  grandes  problemas,  van  á ser 
dilucidadas,  van  á ser  falladas  por  personas  que  no 
tienen  ninguna  nocion  jurídica.  Llamáis  á esto  el  Ju- 
rado jurídico:  yo  os  digo  que  es  el  Jurado  antijurídi- 
co, el  Jurado  contrario  á todo  buen  sentido.  No  pare- 
ce sino  que  así  como  se  lian  atacado  todas  las  sobe- 
ranías, se  quiere  atacar  y derrocar  la  soberanía  de  la 
razón,  y que  los  señores  sofistas  quieren,  por  amor 
propio,  dar  prueba  de  la  fuerza,  ó mejor  dicho,  del 
ingéoio  de  su  argumentación  yendo  contra  aquello 
que  está  fuera  de  todo  buen  sentido. 

Bien  sé  yo  que  hay  quien  da  formas  científicas  á 
todo  esto.  Tenemos,  en  primer  lugar,  la  escuela  de- 
mocrática individualista,  esa  escuela  que  se  compla- 
ce en  arrebatar  funciones  á todos  los  Poderes  para 
llevarlas  á la  función  jurídica;  y que  luego  por  una 
gran  contradicción  despide  los  jueces.  Pues  bien; 
estos  señores  profesores,  enemigos  de  toda  profesión 
que  no  sea  la  suya,  argumentan  de  este  modo:  pri- 
mero, hacen  el  análisis  de  la  nocion  del  derecho,  lue- 
go el  análisis  de  la  nocion  del  Estado;  establecen  las 
relaciones  del  derecho  en  todas  las  esferas,  y por  me- 
dio de  lo  que  llaman  individualización  del  delito  y por 
lina  série  complicada  de  cosas  semejantes,  expresa- 
das en  una  especie  de  caló  científico,  mal  traducido 
del  aloman,  acaban  por  determinar  que  los  mejores 
jurados,  son  esos  barrenderos,  que  tanto  se  utilizan 
en  los  tiempos  presentes;  y que  serán  los  mejores 
electores  para  los  cargos  políticos,  esos  Hurdos  que 
tenemos  aun  en  estado  salvaje  en  la  provincia  de  Sa- 
lamanca. Decidme  si  esto  resiste  ai  buen  sentido. 

Y vamos  á otra  especie  de  argumentación.  Per- 
done mi  amigo  el  Sr.  García  Gómez  de  la  Serna  si 
insisto  en  un  argumento  que  disgusta  á S.  S.;  pero 
no  puedo  ménos  de  hacerlo,  porque  es  lo  cierto,  que 
aquí  se  nos  ha  presentado  como  motivo,  ó mejor 
como  disculpa,  para  traer  esta  ley,  y precisamente 
se  nos  lia  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  que  aprovecha  todas  las  ocasiones  de  hablar 
en  esta  discusión,  siempre  que  no  tenga  que  hablar 
del  Jurado;  y sin  embargo,  habió  de  él  una  sola  vez 
para  presentar  esto  argumento,  y ha  dicho  que  el  Ju- 
rado responde  á un  compromiso. 


Yo,  Sres.  Diputados,  compadezco  á todos  los  hé- 
roes por  fuerza,  compadezco  a todo  aquel  que  por 
compromiso  tiene  que  hacer  cosas  que  sin  el  compro- 
miso tal  vez  no  haría.  Pero  después  de  todo,  ¿qué  me 
importan  á mí  vuestros  compromisos,  ni  qué  le  im- 
portan al  país  si  son  contrarios  á sus  intereses?  |Si  ai 
ménos  vuestros  compromisos  tuvieran  por  otra  parte 
alguna  compensación  en  compromisos  de  otro  géne- 
ro! Pero  yo  no  veo  nada  de  eso.  Yo  veo  que  esta  ma- 
yoría está  inspirada  por  dos  espíritus:  el  espíritu  de 
Margarita  y ei  espíritu  de  Mefistófeles,  y veo  que 
Margarita  sucumbe  en  todas  las  ocasiones,  y que  Me- 
fístófeles  es  el  que  triunfa  aquí  en  todos  sentidos.  Una 
prueba.  Ha  habido  en  1874  un  Ministro,  gran  demó- 
crata, que  tuvo  el  valor  cívico  de  suspender  por  me- 
dio de  un  decreto  una  ley  que  creía  contraria  al  de- 
recho de  propiedad;  éste  era  el  espíritu  de  Margarita; 
pero  en  los  dias  presentes  viene  el  espíritu  de  Mefis- 
tófeles,  y nos  trae  aquí  esa  misma  ley,  pero  muy 
agravada  en  cuanto  á perjudicar  el  derecho  de  pro- 
piedad. Y aquella  ley  que  aquel  gran  demócrata  ha- 
bía suspendido  por  medio  de  un  decreto,  la  vemos 
traer  aquí  con  consentimiento  del  Sr.  Alonso  Martí- 
nez, cuando  debiera  ser  S.  S.  quien  la  hubiera  traído, 
porque  pertenece  A su  departamento;  y seguramente 
S.  S.  no  la  hubiera  traido  en  estas  condiciones. 

Otra  clase  de  argumentos  (porque  podréis  obser- 
var que  rnás  bien  que  discurso,  estoy  haciendo  el 
epítome  de  un  discurso,  y paso  rápidamente  sobre 
todo),  es  el  que  consiste  en  decir  que  el  Jurado  res- 
ponde á un  derecho  individual.  Yo  no  encuentro  tal 
cosa  en  la  Constitución  de  1869  cuando  de  los  dere- 
chos individuales  se  ha  ocupado,  ni  en  un  libro  que 
sobre  los  derechos  naturales  han  escrito  los  señores 
Chao  y Salmerón;  únicamente  he  visto  considerar 
como  derecho  individual  el  Jurado  en  la  Constitu- 
ción que  ios  federales  proyectaron  en  1873.  Pero,  des- 
pués de  todo  esto,  si  de  derecho  individual  se  tratara, 
no  podíais  limitarle,  ni  en  las  personas,  ni  en  el  nú- 
mero; si  de  derecho  individual  se  tratara,  tío  debíais 
privar  de  él  á la  mujer,  á ese  ser  de  tan  delicada  con- 
ciencia, que  por  mochos  se  ha  dicho  qne  la  mujer  es 
la  conciencia  del  hombre;  si  de  derecho  individual  se 
tratara,  deberíais  aplicarle  á todos  los  delitos.  ¿Y  qué 
es  lo  que  encont  ramos  aquí?  Pues  una  persona,  sin 
duda  de  gran  veneración  para  el  Sr.  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia,  como  lo  es  para  todos  los  que  la  han 
conocido;  ei  Sr.  I).  Cirilo  Alvarez,  en  un  magnifico 
discurso  que  pronunció  al  abrirse  las  sesiones  de  los 
tribunales,  refiriéndose  al  año  de  1874  decía  que  du- 
rante aquel  año  habia  habido  en  España  unas  40.000 
causas,  y que  de  esas  40.000  causas,  solo  900  ha- 
bían ido  ai  Jurado;  es  decir,  el  2V2  por  100,  es  pues 
un  derecho  individual  que  no  vale  más  que  2 */*  por 
100;  ya  veis  qué  derecho  individual  lan  sagrado. 

Pero  se  dice:  es  que  el  Jurado  es  para  lo  más 
grave.  Pues  precisamente  en  esto  lucha  también  con 
ei  buen  sentido;  porque  esto  sería  lo  mismo,  señores, 
que  si  la  ley  de  partidos  médicos,  que  obliga  A que 
haya  un  individuo  de  la  clase  de  profesores  en  todos 
los  pueblos,  contuviese  un  artículo  que  dijera:  pero 
cuando  haya  verdadera  enfermedad  ó el  enfermo  se 
encuentre  de  peligro,  entonces  debe  llamarse  al  albei- 
tar.  (itóas.)  Y todavía  es  mucho  conceder  que  los  ju- 
rados sean  los  albéitares  de  la  ley.  No,  señores;  y á 
los  que  me  digan  que  es  un  derecho  individual,  solo 
les  contestaré  que  es  necesario  sacar  de  eso  las  últi- 


2322 


6 DE  MAYO  DE  1887. 


mas  consecuencias,  y estas  últimas  consecuencias  las 
tengo  en  la  mano;  son  de  tres  ciudadanos  de  Almu- 
ñécar  que  acudieron  al  Ministerio  de  Gracia  y Justi- 
cia en  1873.  ¿Y  qué  decían  estos  ciudadanos  de  Al- 
muñécar?  Se  quejaron  aquellos  tres  vecinos  de  Almu- 
ñécar  al  MinisLro  de  Gracia  y Justicia  de  que  el 
establecimiento  del  Jurado  lastimaba  Ja  soberanía  del 
pueblo  y los  fundamentos  del  credo  republicano  en 
la  forma  con  que  se  ha  hecho,  por  los  graves  perjui- 
cios que  ocasiona,  á causa  de  la  inclusión  de  un  nú- 
mero tan  reducido  en  las  listas  de  los  jurados,  por  la 
exclusión  de  los  negocios  civiles,  y,  oidlo  bien,  por  lo 
complicado  de  los  procedimientos.  A estos  tres  ciu- 
dadanos de  Almnñécar,  que  sacaban  todas  las  conse- 
cuencias del  Jurado,  ya  les  estorban  los  procedimien- 
tos; quieren  sacar  las  últimas  consecuencias  que  se 
sacan  en  algunos  pueblos  de  los  Estados-Unidos,  cuan- 
do dicen:  si  podemos  juzgar  y condenar  ¿por  qué  nos 
hemos  de  sujetar  á procedimientos?  No;  lynchcmos  y 
lipidiarán.  Yo  por  mí  no  lo  siento  porque  pronto  me 
lynchará  la  naturaleza;  pero  lo  siento  por  todos  vos- 
otros. 

Pero  también  habíais  de  la  conciencia  pública. 
Yo  supongo  que  todos  los  Sres.  Diputados  saben  que 
los  moralistas  dicen  que  bay  una  falsa  conscientia , y 
precisamente  llaman  falsa  conscientia  á la  que  no  está 
ilustrada.  Luego  esta  conciencia  que  vosotros  conce- 
déis al  Jurado  es  precisamente  la  falsa  conciencia  de 
los  moralistas.  Porque,  señores,  sobre  un  hecho  de- 
terminado no  puede  haber  más  que  una  conciencia, 
y se  ve  que  en  los  Jurados  se  dividen  los  votos,  por- 
que aquí  no  hemos  llegado  al  sistema  á que  se  llega 
en  Inglaterra  de  exigir  que  el  veredicto  del  Jurado 
sea  unánime,  si  bien  es  verdad  que  para  que  sea  uná- 
nime ha  sido  preciso  hacer  pasar  á ios  jurados  por  el 
tormento  del  hambre,  de  la  sed  y de  la  falta  de  luz 
porque  están  encerrados  á oscuras  hasta  que  se  ponen 
de  acuerdo. 

Es  también  verdad  que  en  los  Estados-Unidos  se 
exige  un  veredicto  unánime,  y que  cuando  no  lo  es 
en  el  primer  Jurado  se  nombra  otro;  y que  si,  por 
ejemplo,  en  el  primero  ha  sido  la  discrepancia  de  uno 
de  los  individuos,  y el  segundo  Jurado  vota  de  acuerdo 
con  aquella  discrepancia,  el  resultado  de  la  concien- 
cia es  13  contra  1 1.  En  Inglaterra  se  ha  buscado  la 
unanimidad  por  medio  de  la  violencia,  por  lo  que 
Bentham  ha  d°jado  dicho  que  la  unanimidad  ¿e  ob- 
tiene por  el  uso  continuo  del  perjurio  arrancado  por 
la  violencia.  Tampoco,  por  tanto,  resiste  la  conside- 
ración de  eso  que  llamáis  conciencia  pública  al  buen 
sentido. 

Pero  se  ha  ido  más  lejos;  se  nos  ha  hecho  aquí  la 
apoteosis  de  la  ignorancia,  combatiendo  contra  la 
ciencia  y contra  la  experiencia,  esos  dos  grandes  fac- 
tores de  todo  criterio  humano.  Aquí  se  nos  ha  dicho 
que  la  experiencia  de  los  jueces  era  un  esLorbo  para 
poder  juzgar  bie^r,  y creyendo  traer  á la  discusión  un 
testigo  de  mayor  excepción,  se  hizo  hablar  al  más 
jó  ven  ele  nuestros  altos  magistrados.  Señores,  yo  le 
he  oido  con  pena,  con  la  misma  pena  con  que  le  han 
leído  muchos  de  los  individuos  de  su  clase,  con  la 
misma  pena  con  que  le  han  leído  algunos  de  sus 
compañeros  de  tribunal;  porque  se. puede  ser  todo  lo  : 
modesto  que  se  quiera  cuando  de  uno  mismo  se  tra- 
ta, no  cuando  se  habla  de  una  clase;  se  puede,  decir 
que  ai  mal  juzgador  las  leyes  le  estorban;  pero  no  es 
lícito  decir  que  al  buen  juzgador  le  estorban  las  le- 


yes. La  persona  de  que  se  trata  es  un  buen  juzgador 
y por  buenos  juzgadores  se  tienen  todos  nuestros 
jueces. 

Se  ha  combatido  la  ciencia  siguiendo  el  sistema 
de  la  escuela  slava,  á cuyo  frente  está  Wladimirow 
esa  escuela  que  dice  que  el  hombre  de  talento  no*sir- 
ve  para  juzgar,  que  el  hombre  de  talento  procede 
siempre  por  grandes  síntesis  y no  puede  descender  á 
pequeneces.  Es  decir,  señores,  que  para  apreciar  los 
hechos,  lo  mejor  es  no  conocer  las  reglas  de  la  apre- 
ciación; es  decir,  que  para  saber  si  se  trata  de  un 
robo  ó de  un  hurto,  lo  mejor  es  no  conocer  la  dife- 
rencia que  hay  entre  una  y otra  cosa,  y que,  para 
apreciar  las  circunstancias  de  alevosía,  lo  mejor  eá 
no  saber  en  qué  la  alevosía  consiste;  en  una  palabra 
señores,  ¿por  qué  no  decirlo?  Que  para  ser  un  buen 
jurado,  es  necesario  ser  un  solemnísimo  majadero. 
No  es  esta  la  primera  vez  que  esto  se  dice:  allá,  cuan- 
do en  la  Edad  Media  éramos  dueños  de  la  isla  de 
Malta,  antes  de  que  el  gran  Rey  Gárlos  I La  enfeuda- 
se á la  Orden  de  San  Juan  para  que  sirviese  de  valla- 
dar contra  las  invasiones  de  los  turcos,  establecimos 
allí  una  administración  de  justicia,  y creamos  para 
los  pueblos  del  campo  y para  los  hechos  menudos 
unos  jueces  legos:  pues  las  gentes  del  campo  califi- 
caron al  momento  á aquellos  jueces,  y durante  tres 
siglos  se  llamaron  jueces  idiotas.  Jueces  idiotas  son 
los  que  queréis  establecer  luchando  coutra  el  buen 
sentido. 

i Y qué  cambio,  señores,  en  nuestros  tribunales  y 
en  nuestras  costumbres!  Aquel  juez  venerado  de  to- 
dos los  vecinos  del  pueblo,  aquel  á quien  todos  salu- 
dan y dejan  la  acera,  aquel  que  es  el  único,  con  el 
Obispo,  á quien  nuestro  pueblo  bajo  califica  de  Señor, 
va  á ser  sustituido  por  personas  que  pueden  ser  de 
esos  poco  considerados  que  hay  en  los  pueblos,  que 
no  han  sido  precisamente  criminales,  pero  que  tienen 
unas  costumbres  ligeras  que  les  han  valido  el  ser  re- 
conocidos por  motes;  y tendremos  de  jurados  al  tio 
Cuco,  al  tio  Galgo,  al  tio  Mico  y á una  colección  de 
individuos  de  esa  especie;  y cuando  pregunten  las 
gentes,  con  el  lenguaje  sencillo  del  campo,  quién  es 
justicia,  se  les  dirá  que  esos  que  he  referido,  y dirán: 
pues  buena  irá  la  justicia.  Aquellos  jueces  á quienes 
se  les  exige  que  motiven  las  sentencias  para  que  el 
pobre  sentenciado  sepa  al  ménos  las  causas  de  su 
pena,  serán  sustituidos  por  jueces  de  libre  albedrío, 
porque  el  Jurado,  después  de  todo,  no  es  más  que  el 
protestantismo  de  la  justicia,  que  entrega  á los  indoc- 
tos la  interpretación  de  la  ley.  En  lugar  de  aquel  juez 
que,  para  que  fallara  con  completa  imparcialidad,  no 
debía  ser  vecino  del  pueblo  en  que  administrara  jus- 
ticia, jai  tener  siquiera  en  él  propiedades,  ni  estar  allí 
casado,  ni  tener  parientes  suyos  ni  de  su  mujer,  vais 
á entregar  los  juicios  á todos  los  odios  y á todos  los 
cariños  de  los  que  viven  juntos  dentro  de  un  pueblo. 
Será  necesario  que  fallemos  acerca  de  aquellos  á quie- 
nes profesamos  ese  cariño  tan  grande,  y que  yo  quisie- 
ra que  prosperase  porque  tengo  por  él  un  gran  entu- 
siasmo, que  es  el  cariño  de  los  paisanos  contemporá- 
neos; será  necesario  que  fallemos  contra  aquellos  que 
han  sido  nuestros  compañeros  en  los  juegos  de  nues- 
tra infancia,  contra  aquellas  que  tal  vez  lucieron  por 
primera  vez  latir  nuestros  corazones  de  una  manera 
imperecedera.  ¿Y  cómo  será  posible  que  se  falle  con 
justicia? 

Yo  me  dirijo  ¿los  señores  representantes  de  An- 
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daiucía  y les  pregunto  si  creen  posible  que  un  gitano 
condene  á ninguno  de  los  que  compongan  la  familia 
del  que  llama  su  padrino.  Yo  me  [dirijo  á los  repre- 
sentantes de  las  provincias  del  Noroeste,  y les  pre- 
gunto si  creen  posible  que  ninguno  de  aquellos  ha- 
bitantes condene  á ninguno  de  la  familia  de  aquel 
que  llaman  amo;  sobre  todo  cuando  los  amos  saben 
serlo,  no  precisamente  por  el  dominio  y por  la  depen- 
dencia, sino  por  la  representación  del  amor  y por  los 
beneficios  hechos  por  muchas  generaciones.  No;  yo 
no  os  diré  que  sean  injustos  á propósito;  pero  sí  os 
diré  que  los  gitanos  de  Andalucía,  como  los  labrado- 
res do  Asturias,  creerán  imposible  que  ningún  indi- 
viduo de  la  familia  de  su  padrino,  ó de  la  familia  de 
su  amo,  pueda  ser  criminal. 

Después  de  todo,  ¿estamos  preparados  para  este 
r.ambio  tan  radical?  No  hace  mucho  tiempo,  que  con 
ocasión  de  sucesos  tristísimos  decía  el  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia  como  disculpa  de  que  ciertos 
hechos  no  se  castigasen,  que  el  Código  era  deficiente 
para  defender  las  instituciones  y para  defender  la  dis- 
ciplina del  ejército,  y que  lo  primero  que  debia  ha- 
cerse era  evitar  estas  deficiencias,  discutiendo  este 
Código;  y efectivamente,  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  presentó  las  bases  del  Código  antes  que  el 
Jurado,  y las  bases  del  Código  tienen  una  prioridad 
que  yo  reclamo,  mejor  dicho,  que  yo  suplico  al  señor 
Ministro  de  Gracia  y Justicia. 

No  estamos  preparados.  Guando  hace  algunos  años 
se  pedia  el  Jurado  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia decía:  mientras  yo  no  tenga  80  grandes  presiden- 
tes de  Audiencia  y 80  grandes  fiscales,  si  estableciera 
ni  Jurado  traería  una  calamidad.  ¿Tiene  ya  8.  S.  esos 
80  grandes  presidentes  y esos  80  grandes  fiscales? 
No  los  tiene;  luego  lo  que  S.  S.  nos  trae,  por  confe- 
sión de  8.  S.  mismo,  es  una  calamidad. 

Y ahora,  apremiado  por  el  tiempo,  voy  á aquel 
Carpió  á que  me  llamaba  el  Sr.  García  Gómez  de  la 
Serna.  En  este  Carpió  debo  desde  luego  confesar  que 
otros  ya  contendieron,  y por  lo  tanto  no  puedo  hacer 
uso  de  todas  las  armas;  pero,  en  fin,  aunque  solo  sea 
con  espada  y daga,  lucharemos.  Mas  no  teman  los  se- 
ñores Diputados;  que  entre  el  Sr.  García  Gómez  y yo 
no  puede  llegar  la  sangre  al  rio. 

Decía  el  Sr.  García  Gómez  de  la  Serna:  una  insti- 
tución recibida  y establecida  en  todas  partes  y que  en 
todas  partes  está  muy  querida,  ¿por  qué  no  hemos  de 
establecerla  en  España?  Su  señoría,  que  ha  estado  con- 
migo en  las  escuelas,  sabe  que  desde  las  escuelas  se 
dice  que  los  ejemplos  no  son  razones;  pero  S.  S.,  que 
como  buen  andaluz,  debe  saber  muchos  refranes,  sa- 
brá también  aquel  tan  conocido  que  dice:  ¿A  dónde 
vais , locos ? Tras  de  los  otros.  Y esto  de  la  influencia  de 
los  ejemplos  me  trae  á la  memoria  un  suceso  de  nues- 
tra historia  contemporánea.  Allá  por  los  años  del  20 
al  23  llegó  á noticia  de  un  oscuro  pueblo  de  Castilla 
que  en  Madrid  había  continuados  tumultos,  y aunque 
ignoraban  lo  que  esto  fuese,  quisieron  aquellos  vecinos 
tener  un  tumulto.  Se  fueron  al  alcalde  y le  dijeron: 
Señor  alcalde,  queremos  temulto. — ¿Y  qué  es  eso? — 
Pues  lo  que  hay  en  Madrid. — Pues  si  lo  hay  eii  Ma- 
drid, concedido. — ¡Pues  viva  el  temulto  y viva  el  se- 
ñor alcalde! 

Pero  después  de  todo,  ¿es  una  verdad  que  esté  es- 
tablecido el  Jurado  en  todos  los  países?  Ayer  os  ha 
dicho  muy  elocuentemente  el  Sr.  Lastres  lo  que  había 
respecto  de  este  punto.  Me  parece  que  la  compañía 


I de  los  Países-Bajos;  de  la  Patria  del  Gran  Grotio,  el 
padre  del  derecho  de  gentes  ele  los  pueblos  modernos, 
es  buena  compañía;  que  la  compañía  de  Dinamarca, 
de  Noruega,  de  esos  pueblos  sensatos  que  por  lo  mis- 
mo que  son  Naciones  pequeñas  no  sucumben  tanto  á 
los  entusiasmos  políticos,  que  esos  pueblos  sensatos 
cu  que  la  revolución  ha  hecho  pocos  estragos,  son 
buena  compañía;  prescindiendo  de  que  la  misma  Sue- 
cia y la  misma  Hungría  le  tienen  tan  solo  para  la 
prensa,  y de  que  Grecia,  Nación  nueva,  que  quiso  ve 
nir  á la  vida  vestida  de  moda,  y por  cierto  que  el 
vestido  no  le  va  muy  bien  y le  produce  bastantes  di- 
ficultades, no  ha  establecido  el  Jurado  más  que  para 
los  delitos  políticos.  Por  consiguiente,  no  se  diga  que 
estamos  aislados,  y por  cierto  que  aquello  de  Tur- 
quía va  ya  desapareciendo  de  tocios  los  argumentos, 
porque, ‘señores,  ¡cuántas  cosas  hay  más  modestas  y 
más  útiles  que  tienen  todos  los  países,  incluso  Tur- 
quía, y que  no  tenemos  nosotros!  Entre  estas  cosas 
modestas  y útiles  os  voy  á citar  una  que  es  de  gran 
necesidad  en  nuestro  país.  Todos  los  países,  incluso 
Turquía,  tienen  en  sus  capitales  y en  sus  ciudades 
importantes,  aduanas  donde  se  pueden  despachar  los 
productos  que  llegan  del  extranjero,  y nosotros  no 
tenemos  ninguna  aduana  en  Madrid  y otras  ciudades 
del  interior,  y estamos  enriqueciendo  á una  porción 
de  comisionistas  que  en  la  frontera  sobrecargan  con 
más  del  doble  los  derechos  de  entrada  por  las  gestio- 
nes que  allí  practican;  gestiones  que  el  particular 
podia  hacer  por  sí  mismo  en  Madrid,  y en  Vallaclolid, 
y en  todas  las  demás  capitales.  Pues  bien;  una  cosa 
tan  natural,  tan  sencilla,  y que  aunque  sienta  hablar 
de  mí,  diré  que  he  dejado  preparada  en  el  departa- 
mento correspondiente,  ha  sido  rechazada  por  vosotros 
y por  vuestros  amigos,  porque  decís:  «Las  circuns- 
tancias especiales  de  España  hacen  que  aquí  sea  más 
fácil  el  contrabando.»  ¿Y  por  qué  no  ha  de  haber  cir- 
cunstancias especiales  de  España  para  el  Jurado, 
como  las  hay  para  una  cosa  tan  pequeña  como  el  es- 
tablecimiento de  una  aduana  en  Madrid? 

Pero  se  dice:  no  es  cierto  que  el  Jurado  pierda 
terreno  en  ninguna  parte.  Esto,  señores,  hay  que  exa- 
minarlo. Se  nos  ha  dicho:  cuando  habíais  de  Ingla- 
terra no  sabéis  decir  más,  sino  lo  que  dice  una  revis- 
ta, eslo  es,  que  el  Jurado  no  resistiría  á la  publici- 
dad, y que  si  una  semana  sola  se  deliberara  en  pú- 
blico, el  Jurado  desaparecerla;  y esto  es  todo  lo  que 
hay  según  vosotros,  contra  el  Jurado.  Y yo  contesto: 
pues  qué,  el  haberse  aumentado  en  la  ley  de  1870,  la 
cuota  que  para  ser  jurado  en  Inglaterra,  se  había 
fijado  en  la  de  1825,  ¿os  parece  poco  como  descon- 
fianza del  Jurado?  Pues  qué,  el  Congreso  de  Ciencias 
sociales  celebrado  en  Northwich  en  1873  y perfecta- 
mente descrito  por  Mr.  Brown,  ¿no  condenó  el  Jurado? 

Y esto,  ¿no  hace  patente  que  está  en  decadencia  en 
Inglaterra  el  Jurado?  Pues  qué,  el  hecho  de  sus- 
traer del  Jurado  todos  los  dias  muchos  delitos  para 
llevarlos  á lo  correccional,  ¿no  prueba  lo  que  estoy 
sosteniendo? 

Pues  qué,  lo  que  nos  ha  leído  esta  tarde  mi  elo- 
cuente amigo  el  Sr.  Rodríguez  Sau  Pedro  de  un  juez 
inglés  de  gran  reputación,  ¿no  demuestra  esto  mismo? 

Y sobre  todo,  las  variaciones  que  se  están  proyectan- 
do en  Inglaterra,  que  le  parecían  pequeñas  al  señor 
Garnica  y que  á mí  me  parecen  muy  grandes,  ¿no 
vienen  en  apoyo  de  mi  tésis?  Y le  parecían  pequeñas 
al  Sr.  Garnica  esas  variaciones,  porque  decía:  después 
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de  Lodo,  ¿á  qué  se  reducen?  A nada;  á que  ios  irlan- 
deses sean  juzgados  por  los  ingleses.  Me  parece  que 
en  el  estado  de  exaltación  en  que  se  encuentran  aque- 
llos países,  esto  ya  es  algo;  sería  lo  mismo  que  si 
nosotros,  en  los  tiempos  de  nuestras  guerras  civiles, 
hubiéramos  dispuesto  que  los  habitantes  de  algunos 
pueblos  de  las  Provincias  Vascongadas  fueran  juzga- 
dos por  los  habitantes  de  Castilla.  Y se  dice:  en  Fran- 
cia, cada  vez  hay  más  entusiasmo  por  el  Jurado.  Pueo 
yo  os  diré  que,  si  no  precisamente  contra  el  Jurade 
mismo,  el  que  el  Jurado  resuelva  la  calificación  dr 
las  circunstancias,  la  concurrencia,  como  llamáis  pon 
cierto,  en  unas  frases  bastante  confusas,  la  concurres- 
cia  de  los  hechos  circunstanciales,  modificativos  ab- 
soluta ó parcialmente  de  la  penalidad,  es  combatida 
en  Francia; 

No  hace  mucho  tiempo  que  tuve  en  mis  manos 
una  célebre  obra  de  Mr.  Bonneville,  que  se  titula 
Amelioration  de  la  loi  penale , en  la  cual  expone  in- 
mensidad de  hechos  inicuos  que  allí  han  tenido  lugar, 
precisamente  por  la  determinación  de  estas  circuns- 
tancias. Y antes  de  expresar  estos  hechos,  debo  res- 
ponder á algo  que  ha  salido  de  esos  bancos,  cuando 
se  nos  decia  que  presentando  hechos  inicuos  del  Ju- 
rado faltábamos  á aquel  respeto  que  se  debe  á lo  que 
acaso  pueda  ser  institución  en  nuestro  país,  y nos 
amenazábais  con  presentar  ejemplos  de  los  actuales 
tribunales  de  justicia.  ¡Qué  diferencia,  señores!  Nos- 
otros hacemos  la  autopsia  sobre  un  cuerpo  muer- 
to, que  muerto  está,  por  fortuna,  el  Jurado  en  Espa- 
ña, y muerto  estará  hasta  que  las  Córtes  lo  voten  y 
lo  sancione  la  Corona:  y vosotros  hacéis  la  autopsia 
sobre  un  cuerpo  vivo,  que  vivos  están  los  tribunales 
do  derecho,  y vivos  estarán  en  un  97l/a  por  100  como 
os  he  demostrado  ya,  después  que  hayáis  estableci- 
do el  Jurado.  Pues  bien;  Mr.  Bonneville  que  encon- 
traba en  el  año  1350  nada  ménos  que  el  70  por  100 
de  las  causas  que  habían  sido  falladas  con  circuns- 
tancias atenuantes,  encontraba  al  mismo  tiempo  que 
parecía  que  en  cada  año  ha^ia  una  circunstancia  ate- 
nuante de  moda,  que  era  precisamente  aquella  que 
ponían  de  moda  los  novelistas,  que  influyen  grande- 
mente en  ciertos  pueblos  como  el  francés  sobre  las 
muchedumbres,  y encontraba,  por  ejemplo,  que  bas- 
taba que  un  abogado  presentase  como  circunstancia 
atenuante  (y  voy  á poneros  ejemplos  de  delitos  come- 
tidos dentro  de  la  familia,  porque  son  los  que  más 
afectan  á ese  gran  sentimiento  de  familia  que  tene- 
mos en  España),  se  concedía  como  causa  de  que  un 
hijo  hubiese  matado  á su  padre,  el  que  el  abogado 
dijese  que  el  padre  había  tenido  nada  méuos  que  la 
audacia  de  reprenderle.  Y más  adelante,  estuvo  de 
moda  la  excusa  de  la  ambición,  y se  decia  que  había 
asesinatos  dentro  de  la  familia,  porqne  aquel  que  los 
cometía  estaba  dominado  por  la  ambición,  y la  ambi- 
ción se  referia  como  circunstancia  atenuante.  Y un 
gran  magistrado  español,  D.  Sebastian  Nandin,  que 
más  tarde  hizo  recopilación  de  los  hechos  graves  y 
escandalosos  que  habían  tenido  lugar  en  ¿Francia  en 
los  años  1802  y 1863,  nos  cita  otro  caso  también  te- 
rrible y que  hace  extremecer,  y es  que  entonces  era 
un  gran  motivo  de  excusa,  y así  se  alegó  y como  ex- 
cusa se  admitió,  el  que  un  hijo  pudiese  matar  á su 
padre  y á su  hermano  para  libertarse  del  servicio  de 
las  armas  como  hijo  único  de  viuda. 

Pero  ¿por  qué  hemos  de  ir  tan  lejos,  si  más  cerca 
tenemos  otros  ejemplos?  Hace  muy  poco  tiempo  en 


Francia,  ¿no  se  admitió  como  excusa,  y como  excusa 
fué  fallado,  en  la  causa  Duval  el  que  dijese  el  abo- 
gado, que  so  trataba  de  un  patrón,  siendo  así  que  el 
asesino  era  un  jornalero  á las  órdenes  de  este  mismo 
patrón?  Pues  qué,  ¿no  se  ve  en  Francia  todos  los  dias 
que  basta  que  una  jó  ven  se  diga  inocen  Le  y seducida 
aunque  lo  sea  por  tercera  ó cuarta  vez  (flwas),  para 
que  pueda  impunemente  arrojar  vitriolo  álos  ojos  de 
•su  amante,  ó darle  una  puñalada,  ó pegarle  un  tiro? 
Esto  es  muy  grave,  Sres.  Diputados,  sobre  todo  para 
los  jóvenes.  (Risas.) 

Y todavía  os  voy  á decir  algo  que  nos  toca  más  de 
cerca.  Hace  muy  pocas  semanas  ha  habido  en  Fran- 
cia la  causa  llamada  de  Bafíier,  en  que  ya  no  resulta 
circunstancia  atenuante,  sino  circunstancia  eximente* 
no  era  precisamente  un  asesinato  consumado,  sino  un 
asesinato  frustrado.  ¿Y  cuál  era  la  circunstancia  exi- 
mente? La  de  que  aquel  contra  quien  se  habia  aten- 
tado era  un  Diputado.  Por  eso  os  decia  que  esto  nos 
toca  á todos  más  de  cerca.  (Risas.) 

Vamos  á esa  Italia  tau  entusiasmada  según  vos- 
otros, que  no  parece  sino  que  encomienda  á sus  poe- 
tas el  cantar  Las  glorias  del  Jurado.  Pues  en  Italia, 
en  1874.  una  banda  de  malhechores  asaltó  el  Monte 
de  Piedad  de  Paiermo.  El  castigo  de  este  delito  debía 
ser  simpático  á todo  el  mundo,  porque  yo  estoy  se- 
guro de  que  si  en  Madrid  hubiese  un  atentado  contra 
el  Monte  de  Piedad  se  consideraría  por  todos  como 
un  deber  el  procurar  el  castigo  de  ese  atentado.  Pues 
bien;  se  convocó  el  Jurado  por  tres  veces,  y no  asistió 
ni  un  solo  jurado  por  los  anónimos  amenazadores  que 
recibían,  y en  vista  de  esto  se  decidió  que  la  causa 
fuese  juzgada  en  Nápoles,  lo  más  lejos  posible  del  lu- 
gar donde  se  habia  cometido  el  delito,  para  que  se 
creyeran  seguros  los  señores  jurados. 

Por  aquel  tiempo,  coincidió  también  otra  cosa 
que  llamó  mucho  tiempo  la  atención  en  Italia.  Hubo 
un  bigamo  que  se  confesó  casado  dos  veces,  y el  tri- 
bunal le  absolvió;  y nos  dice  el  aulor  Righi  al  referir 
esta  causa  que  el  presidente  se  dirigió  á aquel  reo  y 
le  dijo:  Scusate,  mió  caro,  siete  ¿ibero : I Signori  Guirati 
non  vi  hanno  voluto  prestar  fede.  (Risas.) 

¿Qué  extraño  es  que  con  estos  hechos,  hasta  el 
mismo  Pessina  en  su  obra  Dell}  istitutione  de*  Guirati, 
diga  que  el  Jurado  es  en  Italia  parodia  de  la  justicia 
y representación  de  la  opinión  de  la  parte  ménos  ilus- 
trada del  vulgo?  ¿Qué  extraño  es  que  el  mismo  Erio 
Sala  diga  que  no  corresponde  á su  objeto;  que  el  gran 
Gioannis  exclame:  Fu  pur  troppo  un  i Ilusione , (Risas.) 
y que  refiriéndose  á Faranda  nos  diga  que  ha  aperto 
una  vera  croccialo  contra  él. 

No;  allí  todos,  absolutamente  Lodos  los  hombres 
de  cierta  celebridad,  si  no  son  en  principio  contrarios 
al  Jurado,  manifiestan  de  una  manera  directa  los  gra- 
vísimos defectos  de  que  adolece;  y el  mismo  Bonacci, 
presidente  del  tribunal  de  casación,  y los  periódicos 
de  jurisprudencia  más  ilustrados,  II  Monitore  dei  Tri- 
bunali,  La  Legge  y La  Perseveranza  di  Milano , todos 
periódicos  profesionales. 

No  os  he  de  decir  nada  de  las  precauciones  que  en 
Alemania  y en  Austria  se  toman  contra  esta  institu- 
ción, porque  ya  las  manifestó  ayer  el  Sr.  Lastres,  y 
no  me  gusta  insistir  sobre  cosas  que  ya  están  ex- 
puestas. 

Pero  vengamos  á España,  y examinemos  qué  es  la 
escuela  española,  la  grande  escuela  de  jurisconsultos 
españoles  respecto  al  Jurado. 
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Aquí  se  nos  ha  dicho  que  los  Jurados  dimanaron 
nHda  ménos  que  de  las  Cartas  pueblas,  de  los  Fueros 
que  se  han  concedido  en  la  Edad  Media,  j Buenos  de- 
mócratas sois  los  que  vais  á buscar  en  las  institucio- 
nes de  la  Edad  Media  razones  para  defender  el  Jura- 
do; en  aquellos  tiempos  precisamente  en  que  los 
Barones  querían  prescindir  de  la  justicia  del  Rey  co- 
mo privilegio,  y en  que  los  plebeyos  querían  también 
como  privilegio  prescindir  de  la  justicia  de  los  Baro- 
nes! Parece  imposible  que  se  quiera  buscar  eso  en 
esos  tiempos,  dado  el  sentimiento  de  igualdad  que  lo 
domina  todo.  Pues  qué,  ¿no  somos  hoy  todos  iguales 
ante  la  ley?  ¿Qué  significa  la  justicia  de  los  iguales 
en  los  tiempos  presentes?  ¿Los  jueces  no  son  iguales 
á los  juzgados?  ¿Qué  privilegio  existe  que  pueda  ser 
contrario  á esta  igualdad? 

Pues  bien;  lejos  de  encontrar  en  los  antiguos  fue- 
ros españoles  nada  que  se  asemeje  al  Jurado,  lo  que 
se  encuentra  es  el  privilegio  de  que  gozan  ciertas  vi- 
llas de  ser  juzgadas  por  hombres  entendidos  y sabido- 
res  en  derecho ; lo  contrario  de  vuestros  jurados,  cuya 
primera  condición  ha  de  ser  que  no  conozcan  las  re- 
glas, y no  obren  con  arreglo  á pruebas  jurídicas. 

Que  ha  habido  tribunales  de  comercio.  Pues  los 
tribunales  de  comercio  son  precisamente  lo  más  con- 
trario al  Jurado;  porque  para  ser  miembro  de  esos 
tribunales,  lo  primero  que  se  exige  es  ser  comercian- 
te; ser  persona  entendida  en  aquellos  asuntos  sobre 
los  cuales  tiene  que  fallar. 

lia  estado  establecido  en  España  en  1842  y 1863 
el  Jurado  para  los  delitos  de  imprenta;  y entonces 
puede  ser  que  algunos  hombres  políticos,  no  juris- 
consultos, porque  jurisconsulto  no  ha  habido  ningu- 
no, puede  ser  que  algunos  hombres  políticos  hayan 
defendido  aquel  Jurado;  pero  la  generalidad  como  los 
llamó  fué  máquinas  de  absolver . Y lo  cierto  es,  que  no 
solo  eran  máquinas  de  absolver,  sino  que  eran  un  ar- 
gumento para  los  enemigos  de  ios  Gobiernos.  Cuando 
se  denunciaba  un  artículo,  y este  artículo  era  ab- 
suelto,  se  decía:  «el  espíritu  público  no  está  con  el 
Gobierno,  á quien  esc  artículo  censura.»  Y este  es  un 
gran  peligro  que  tiene  también  el  Jurado;  porque 
como  le  concedéis  los  delitos  de  rebelión  y de  sedi- 
ción, si  en  caso  patente  de  rebelión  y de  sedición  el 
Jurado  no  condena,  ¿qué  se  os  dirá?  Que  el  pueblo 
está  de  parte  de  la  rebelión  y de  la  sedición;  y .esto 
es  lo  que  yo  quisiera  evitar. 

Vamos  á un  nuevo  Carpió,  en  el  que  puedo  con- 
tender con  mayor  seguridad,  porque  no  se  trata  de 
mí;  no  son  mis  opiniones  las  que  vengo  á exponer, 
sino  las  opiniones  de  las  Audiencias,  tantas  veces  ci- 
tadas aquí  como  favorables  al  Jurado,  y desde  luego 
os  digo  que  son  todo  lo  contrario.  Y puedo  tener  en 
esto  alguna  arrogancia,  porque  be  estado  meses  y 
meses  extractando  estos  informes  cuando  en  otra 
pártese  discutió  el  Jurado,  y me  be  ocupado  mucho 
de  ello,  y lo  be  hecho  con  la  mayor  imparcialidad,  y 
puedo  decir  á los  señores  de  la  Comisión  que  alega- 
ban que  eran  favorables  al  Jurado  estos  informes,  que 
vengan  al  palenque;  y,  como  decían  nuestros  antiguos 
paladines,  «y  si  quieren  salgan  dos,  y si  quieren 
salgan  tres,  y si  quieren  salgan  cuatro,  y salga  si 
quiere  el  diablo.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Van  á pasar  las  horas  de 
Reglamento,  Sr.  Diputado.  Si  S.  S.  no  puede  termi- 
nar pronto  su  discurso,  habrá  de  suspenderlo  para 
mañana. 


El  Sr.  Vizconde  de  CAMPO-GRANDE:  Estoy  á 
la  disposición  del  Sr.  Presidente.  (Muchos  Sres.  Dipu- 
tados de  diversos  lados  de  la  Cámara  se  acercan  y feli- 
citan al  orador.) 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Entonces  continuará  S.  S. 
mañana.  Se  suspende  esta  discusión. 


El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  que  entiende  en  el 
proyecto  sobre  el  Jurado  retira  y presenta  de  nuevo 
con  algunas  modificaciones  el  art.  4.°  del  dictámen 
que  se  está  discutiendo.  A pesar  de  la  detención  con 
que  fué  examinado  este  punto,  la  Comisión  había  de- 
jado de  incluir  en  la  lista  de  los  delitos  sometidos  á 
la  competencia  del  Jurado  los  de  imprudencia  teme- 
raria. ó de  imprudencia  simple  con  infracción  de  re- 
glamentos, cuando  la  sustancia  del  hecho  procesal  es 
la  misma  que  constituyen  los  delitos  encomendados  á 
la  competencia  del  Jurado,  consistiendo  toda  la  dife- 
rencia en  si  ha  habido  ó no  malicia;  y reflexionando 
mejor,  la  Comisión  ha  entendido  que  importaba  á la 
consecuencia,  con  todos  los  principios  que  la  han  in- 
ducido á señalar  la  competencia  del  Tribunal  del  Ju- 
rado, el  hacer  esta  adición  al  núm.  l.°  del  art.  4 ° 

La  Comisión  tenia  por  indudable,  y así  lo  mani- 
festó por  mi  humilde  órgano  cuando  buho  el  debate 
sobre  la  totalidad,  que  quedaban  fuera  de  la  compe- 
tencia del  Jurado  los  delitos  de  lesa  majestad;  pero 
puesto  que  ha  habido  sobre  esto  algunas  dudas,  tam- 
bién la  Comisión  altera  en  el  segundo  párrafo  este 
concepto,  explicando  así  lo  que  fué  siempre  su  pen- 
samiento. 

A esto  se  reducen  las  modificaciones  que  en  la 
redacción  del  artículo  presenta  la  Comisión. 

El  Sr.  Conde  de  TORENO:  Pido  la  palabra  para 
una  cuestión  de  orden.  Aunque  no  las  hay  en  el  Re- 
glamento, si  el  Sr.  Presidente  quisiera  concederme  la 
palabra  yo  se  lo  agradecería. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  va  á leer  el  artículo 
nuevamente  rcdacLado. 

El  Sr.  Conde  de  TORENO:  Era  sencillamente 
para  eso,  porque  creí  que  no  se  babia  redactado  de 
nuevo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  señor  presidente  de  la 
Comisión  ha  pedido  la  palabra,  como  habrá  advertido 
el  Sr.  Conde  de  Toreno,  para  declarar  que  retira  el 
artículo  y á la  vez  lo  presenta  nuevamente  redactado. 

Con  este  motivo  ha  hecho  las  manifestaciones  que 
el  Congreso  ha  oido,  y el  Presidente  de  la  Cámara  ha 
dispuesto  que  se  dé  lectura  al  artículo  nuevamente 
redactado. 

Sin  embargo,  el  Sr.  Conde  de  Toreno  puede  usar 
de  la  palabra. 

El  Sr.  Conde  de  TORENO:  No  nos  habíamos  en- 
terado bien  los  que  ocupamos  estos  bancos,  ni  había- 
mos oido  que  el  señor  presidente  de  la  Comisión  dijera 
que  retiraba  el  artículo  para  presentarlo  nuevamente 
redactado.  De  ahí  el  que  nos  propusiéramos  pedir  á la 
Comisión  que  hiciera  lo  que  ya  ha  hecho,  anticipán- 
dose á cumplir  el  Reglamento.  No  tengo  más  que 
decir. 


Se  leyó,  y quedó  sobre  la  mesa,  acordando  se  im- 
primiera y repartiera,  el  art.  4.°,  nuevamente  redac- 
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tado  por  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de  ley 
sobre  establecimiento  del  juicio  por  jurados  para  de- 
terminados delitos.  ( Véase  el  Apéndice  primero  al  Dia- 
rio núm.  84.  que  es  el  de  esta  sesión.) 


Diósc  cuenta,  y el  Congreso  quedó  enterado,  de 
que  la  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las 
opiniones  de  ambos  Cuerpos  Colegisladores  sobre  el 
proyecto  de  ley  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras una  de  Baltanás  al  punto  mas  conveniente 
de  la  de  Carrion  á Cerina,  y otra  de  Torquemada  á 
Cordobilla  la  Real,  se  había  constituido,  nombrando 
presidente  al  Sr.  Diputado  D.  Manuel  Pedregal  y se- 
cretario al  Sr.  Senador  D.  Gregorio  Alcalá  Zamora. 


Se  levó,  y quedó  sobre  la  mesa,  acordando  se  im- 
primiera y repartiera,  el  dictamen  de  la  Comisión 
referente  á la  proposición  de  ley  para  que  entre  las 
Comisiones  que  declara  permanentes  cí  Reglamento 
del  Congreso,  se  incluyan  las  de  presupuestos  de  Cuba  v 
Puerto-Rico.  [Véase  el  Apéndice  segundo  á este  Diario,  i 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden  del  dia  para  mañana: 
El  dictámen  que  se  ha  leído;  continuación  del  de- 
bate pendiente  sobre  el  Jurado,  y los  demás  asuutos 
puestos  en  la  orden  del  dia  de  hoy. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  siete  y diez  minutos. 


LOS  APÉNDICES. 


APÉNDICE  PRIMERO  AL  NÚM.  84. 


ARIO 


DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES. 

CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Artículo  4.4,  nuevamente  redactado  por  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de  ley 
de  establecimiento  del  juicio  por  jurados  para  determinados  delitos. 


Art.  4.°  El  Tribunal  del  .Turado  conocerá: 

I.*  De  las  causas  por  los  delitos  siguientes: 

Delitos  de  traición. 

Delitos  contra  las  Cortes  y sus  individuos  y con- 
tra el  Consejo  de  Ministros. 

Delitos  contra  la  forma  de  gobierno. 

Delitos  de  los  particulares  con  ocasión  del  ejerci- 
cio ile  los  derechos  individuales  garantizados  por  la 
Constitución. 

Delitos  de  los  funcionarios  públicos  contra  el  ejer- 
cicio de  los  derechos  individuales  garantizados  por  la 
Constitución. 

Delitos  relativos  al  ejercicio  de  los  cultos. 

Delitos  de  rebelión. 

Delitos  de  sedición. 

Falsificación  de  la  firma  ó estampilla  Real,  firmas 
de  los  Ministros,  sellos  y marcas. 

Falsificación  de  la  moneda. 

Falsificación  de  billetes  de  Raneo,  documentos  de 
crédito,  papel  sellado,  sellos  de  telégrafos  y ¡correos 
y demás  efectos  timbrados,  cuya  expendieron  esté  re- 
servada al  Estado. 

Falsificación  de  documentos  públicos,  oficiales  y 
de  comercio  y de  los  despachos  telegráficos. 

Falsificación  de  documentos  privados. 

Abusos  contra  la  honestidad  cometidos  por  fun- 
cionarios públicos. 

Cohecho. 

Malversación  de  caudales  públicos. 

Parricidio. 


Asesinato. 

Homicidio. 

Infanticidio. 

Abortos. 

Lesiones  castigadas  con  penas  aflictivas. 

Duelo. 

Violación. 

Abusos  deshonestos. 

Corrupción  de  menores. 

Rapto. 

Detenciones  ilegales. 

Sustracción  de  menores. 

Robos. 

Incendios. 

Imprudencia  punible,  cuando  si  hubiera  mediado 
malicia  el  hecho  constituiría  alguno  de  los  delitos 
aquí  enumerados. 

2.°  De  las  causas  por  delito  cometido  por  medio 
de  la  imprenta,  grabado  ú otro  medio  mecánico  de 
publicación,  exceptuando  los  delitos  de  lesa  majestad 
y los  de  injuria  y calumnia  contra  particulares.  Se 
considerarán  para  este  efecto  como  particulares  los 
funcionarios  públicos  que  hubiesen  sido  injuriados  6 
calumniados  por  sus  actos  privados. 

Palacio  del  Congreso  6 de  Mayo  de  1887.=Anto- 
nio  Maura,  presidente.=Francisco  de  Asís  Pacheco. 
Juan  Rosell.— Félix  García  Gomez.=Enriquc  Santa- 
na.=Antonio  García  Alix.=Luis  Diaz  Moreu,  secre- 
tario. 
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APÉNDICE  SEGUNDO 


AL  NÚM.  84. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Dictamen  de  la  Comisión,  referente  á la  proposición  de  ley  para  que  entre  las 
Comisiones  que  declara  permanentes  el  Regla, mentó  del  Congreso  se  incluyan  las 

de  presupuestos  de  Cuba  y Puerto- Rico. 


AL  CONGRESO. 

La  Comisión  nombrada  para  proponer  á la  Cámara 
si  deben  ó no  considerarse  como  permanentes  las  Co- 
misiones que  entiendan  en  los  presupuestos  de  Cuba 
y Puerto-Rico,  después  de  estudiar  detenidamente 
este  asunto,  y teniendo  en  cuenta  el  acuerdo  tomado 
por  el  Congreso  en  27  de  Febrero  de  1883  para  que 
á la  Comisión  general  de  presupuestos  de  la  Penín- 
sula se  le  confiriese  una  intervención  constante  en  los 
cambios  y alteraciones  que  hubieran  de  introducirse 
en  los  créditos  votados  por  la  Cámara; 

Observando  también  que  las  Comisiones  de  presu- 
puestos no  deben  ser  ni  son  en  ninguna  Nación  par- 
lamentaria, Comisiones  que  tengan  una  acción  tan 
limitada  y circunscrita  como  todas  las  demás  que  el 
Congreso  designa  para  emitir  dictamen  sobre  un  con- 
creto y determinado  proyecto  de  ley;  y que,  por  la 
índole  de  las  materias  sobre  que  informan,  y la  mul- 
tiplicidad de  los  asuntos  en  que  están  llamadas  á en- 
tender, se  estima  en  todas  partes  que  tales  Comisiones 
son  verdaderas  ponencias  interventoras  de  los  cauda- 
les públicos,  nombradas  por  la  Cámara  para  procurar 
el  equilibrio  constante  del  presupuesto  y la  buena 
aplicación  de  los  gastos  del  país; 

Considerando,  además,  que  una  Comisión  de  pre- 
supu  tos  no  puede  responder  á semejantes  fines  mien- 
tras queden  fuera  de  los  límites  de  su  competencia 
procedimientos  por  los  cuales  quepa  alterar  profun- 
damente las  cifras  totales  de  los  mismos,  aun  estando 
abiertas  las  Cortes  y en  disposición  estas  de  juzgar 


sobre  la  necesidad  de  aumentar  ó crear  determinados 
créditos; 

Juzgando  que  realmente  resulta  una  notoria  é in- 
justificada desigualdad  al  presente  entre  las  provin- 
cias de  la  Península  y las  de  las  Antillas,  puesto  que 
para  las  primeras  existen  en  su  Comisión  de  presu- 
puestos las  facultades  de  que  se  viene  haciendo  men- 
ción, y carecen  de  ellas  las  que  dan  diclámen  sobre 
los  presupuestos  de  Cuba  y de  Puerto -Rico, 

Y creyendo,  por  último,  indispensable,  dada  la  ex- 
cepcional y tristísima  situación  económica  de  las  pro- 
vincias de  Ultramar,  cuyos  presupuestos  han  menes- 
ter especiales  conocimientos  y particulares  estudios, 
que  sigan  informando  sobre  ellos  Comisiones  distintas 
de  la  general  de  la  Península, 

La  Comisión  propone  al  Congreso  determine  que  se 
una  al  Reglamento  de  esta  Camara,  con  el  carácter  de 
acuerdo  adicional  al  mismo,  la  siguiente  disposición: 
«Be  considerará  á las  Comisiones  de  presupuestos 
de  Cuba  y Puerto-Rico  como  permanentes,  y reves- 
tidas, por  lo  que  hace  á créditos  extraordinarios  ó 
supletorios  y á proposiciones  de  ley  relacionadas  con 
aumentos  de  gastos,  de  las  mismas  facultades  que 
disfruta  desde  el  acuerdo  tomado  por  la  Cámara  en 
27  de  Febrero  de  1883  la  Comisión  general  de  presu- 
puestos de  la  Península.» 

Palacio  del  Congreso  5 de  Mayo  de  18S7.=Rafael 
María  de  Labra,  presidente —Miguel  Viilanueva.= 
Manuel  Alcalá  del  Olmo —Diego  Suarez  Sanchez.= 
José  Sauz —El  Conde  de  Torrepando.=Eduardo  Gu- 
llon,  secretario. 


NÍTMERO  86. 
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DE  LAS 


SESIONES 


CORTES. 


CONO 


PRESIDENCIA  DEL  KXCMO.  SIL  D.  CIUSTINÜ  MARTOS. 


SESION  DEL  SÁBADO  7 DE  MAYO  CE  1887. 

SUMARIO.  Abrese  á la  una.=  Se  loe  y aprueba  el  Acta  de  la  anterior.=  Se  acuerda  comunicar  al 
Sr.  Ministro  de  Marina  el  ruego  del  Sr.  Marín  Luis  de  que  saque  d concurso  entre  las  casas  españolas 
la  construcción  de  los  nuevos  barcos,  anunciando  una  interpelación  para  en  el  caso  de  que  las  explica- 
ciones del  Sr.  Ministro  s^bre  el  particular  no  fueran  satisfactorias.— Okden  del  día:  se  lee,  apruoba  y 
pa3a  á la  Comisión  de  corrección  de  estilo,  un  dictamen  fijando  la  subvención  en  metálico  que  ha  de 
percibir  el  ferro-carril  del  Campamento  á Málaga.=Continúa  la  discusión  pendiente  sobre  el  dicta- 
men estableciendo  el  juicio  por  jurados,  y en  el  uso  de  la  palabra  el  Sr.  Vizcondo  de  Campo-Grando.= 
Discurso  del  Sr.  Gómez  de  la  Serna,  de  la  Comision.=Rectiflcaciones  de  los  dos  señores.=Alusion  per- 
sonal del  Sr.  Garnica.=Discurso  dol  Sr.  Ministro  do  Gracia  y Justicia.=So  pono  el  art.  l.°  á votación 
nominal,  y queda  aprobado  por  210  votos  contra  50.=Se  lee  el  art.  2.°  y una  enmienda  del  Sr.  Camacho 
del  Rivero.=La  Comisión  no  la  admito.=Discurso  dol  Sr.  Camacho  on  apoyo  do  su  onmienda.=Del 
Sr.  Rosell,  de  la  Comision.=Itectiflcaciones  de  dichos  sefiores.=No  Be  toma  en  consideración  en  vota- 
ción nominal  por  97  Sros.  Diputados  contra  43.=So  loo  el  art.  2.°,  y se  aprueba  sin  discusion.=Loido 
el  3.°  y dos  enmiendas  presentadas  al  mismo,  una  del  Sr.  Camacho  del  Rivero  y otra  del  Sr.  Alba, 
retírase  la  primora  por  su  autor,  y se  anuncia  que  queda  retirada.=Leida  la  segunda,  la  Comisión  no 
la  acepta.=Discurso  de  su  autor  en  apoyo. =Del  Sr.  García  Alix,  do  la  Comisión. =Rectificacion  del 
Sr.  Alba,  quien  retira  la  enmienda.=Quoda  rotirada.=Sin  discusión  se  aprueba  el  art.  3.°=Se  suspendo 
oste  debate.=Se  leen  y aprueban  definitivamente  los  siguientes  proyectos  do  ley:  dictando  reglas  para 
que  las  Diputaciones  provinciales  y los  Ayuntamientos  satisfagan  al  Tesoro  los  descubiertos  que  tengan 
con  el  mismo;  adicionando  á las  carreteras  de  la  provincia  do  Lugo  la  de  Rábado  a Moncelos;  inclu- 
yendo en  el  plan  general  de  carreteras  la  de  Grullos  al  puente  de  Peñaflor;  trasladando  á la  parroquia 
de  Cillero  la  capitalidad  de  la  sección  de  Magazos  para  las  elecciones  de  Diputados  á Cortos,  y prorro- 
gando por  cinco  años  el  plazo  concedido  por  la  ley  de  17  de  Abril  de  1883  sobre  minerales  do  la  isla 
de  Cuba.=So  publican  como  leyes,  y pasan  al  Archivo,  15  sancionadas  por  S.  M.  el  dia  21  del  moa 
próximo  pasado.=Se  leen  por  primera  vez,  y pasan  á las  Comisiones  respectivas,  varias  enmiendas  y 
adiciones  á los  dictámenes  sobre  reforma  do  varios  artículos  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil  y acerca 
del  establecimiento  del  juicio  por  jurados.=Pasa  á la  Comisión  de  presupuestos  una  comunicación  dol 
Ministerio  de  Fomento  para  que  se  incluya  en  el  capítulo  de  ejercicios  cerrados  la  cantidad  de  1.750 
pesetas. =So  leo  la  cuenta  de  los  gastos  dol  Congroso,  correspondiente  al  mes  de  Marzo  último,  aprobada 
on  la  sesión  secreta  celebrada  el  dia  20  del  mes  de  Abril.=Ordon  del  dia  para  el  lunes:  dictamen  sobre 
redención  do  censos,  y los  demás  asuntos  pondiontos.=Se  levanta  la  sesión  á las  siete. 
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Abierta  á la  una  de  la  tarde,  y leida  el  Acta  de  la 
anterior,  fue  aprobada. 


El  Sr.  MARIN  LUIS:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MARIN  LUIS:  He  pedido  la  palabra  para 
dirigir  un  ruego  al  Sr.  Ministro  de  Marina,  y no  ba- 
ilándose presente  S.  S.,  espero  que  la  Mesa  se  servirá 
ponerlo  en  su  conocimiento. 

Cuando  no  hace  mucho  votaron  las  Cámaras  ios 
190  millones  para  construcción  de  la  escuadra,  ade- 
más del  patriótico  pensamiento  de  restablecer  nuestra 
marina  de  guerra,  tuvieron  los  Sres.  Diputados  y Se- 
nadores el  propósito  de  que  esos  inmensos  gastos  que 
se  imponian  al  país  fueran  reppductivps.  Con  ese  ob- 
jeto se  fijó  que  los  barcos  que  habian  de  componer  la 
nueva  escuadra  fueran  cruceros,  torpederos  y caño- 
neros torpederos,  excluyendo  los  grandes  acorazados, 
entre  otras  razones,  por  la  de  que  la  idustria  española 
no  estaría  quizá  en  condiciones  de  construirlos  con 
los  medios  que  hoy  tiene  á su  alcance. 

Hace  pocos  dias  he  sabido  que  una  Comisión  del 
Ministerio  de  Marina  recorre  las  principales  Naciones 
extranjeras  en  busca  de  casas  con  quienes  pueda  con- 
tratarse la  construcción  de  ciertos  barcos  que  se  han 
creido  necesarios  y útiles  para  la  marina  de  guerra. 

Recientemente,  al  ser  botados  los  cascos  de  los 
cruceros  Isla  de  Cuba  é Isla  de  Luzon,  construidos  por 
la  casa  Armstrong,  se  ha  visto  que  emproaban,  es 
decir,  que  tienen  mayor  calado  de  proa  que  el  que 
debían  tenor  según  los  cálculos.  Se  ve,  pues,  que  las 
construccines  hechas  en  el  extranjero  adolecen  tam- 
bién de  defectos,  y que  no  hay  razón  para  prescindir 
de  la  industria  nacional,  que  ha  podido  realizar  aque- 
llas construcciones  y las  que  en  lo  sucesivo  se  em- 
prendan. 

Mi  ruego  al  Sr.  Ministro  de  Marina  consiste  en 
pedir  á S.  S.  que  saque  á concurso  entre  las  casas  es- 
pañolas, que  pueden  realizarla  tan  bien  como  las  ex- 
tranjeras, la  construcción  de  los  nuevos  barcos,  cum- 
pliendo de  esa  suerte  las  promesas  que  tanto  S.  S. 
como  su  digno  antecesor  hicieron  de  tener  en  cuenta 
los  intereses  de  la  industria  española,  que  tan  nece- 
sitada se  halla  de  protección. 

Suplico  de  nuevo  á la  Mesa  se  sirva  poner  mi 
ruego  en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  Marina,  A 
quien  anuncio  desde  luego  una  interpelación  si  no 
fueran  satisfactorias  las  explicaciones  que  dé  relati- 
vas al  resultado  de  la  Comisión  á que  he  hecho  refe- 
rencia y á los  propósitos  que  abrigue  respecto  á las 
nuevas  construcciones. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  Se  pondrá  en  co- 
nocimiento del  Sr.  Ministro  de  Marina  el  ruego  de  su 
señoría. 


ORDEN  DEL  DIA. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictámen  de 
la  Comisión,  referente  á la  proposición  de  ley  sustitu- 
yendo la  subvención  en  obligaciones  de  ferro-carriles, 
concedida  al  ferro -carril  del  Campamento  á Málaga, 
por  otra  en  metálico.» 

Leido  dicho  dictamen  ( Véase  el  Apéndice  tercero 
al  Diario  núm.  83 , sesión  del  5 del  actual ),  dijo 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  este 
dictámen.» 

No  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  la 
palabra,  se  puso  á votación,  y fue  aprobado  el  artículo 
único  de  que  constaba  el  dictámen,  en  esta  forma: 
«Artículo  único.  El  ferro-carril  de  ElCampamento 
á Málaga,  en  equivalencia  del  auxilio  que  según  sus 
leyes  de  concesión  debia  cobrar  en  obligaciones  por 
ferro-carril :s,  recibirá  28.000  pesetas  kilométricas 
de  subvención,  que  se  pagarán  en  metálico  á medida 
que  se  terminen  trozos  de  5 kilómetros  por  lo  ménos, 
quedando  subsistente  en  todo  lo  demás  la  ley  y pliego 
de  condiciones  en  cuya  virtud  se  hizo  la  concesión.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  El  proyecto  de  ley 
pasará  á la  Comisión  de  corrección  de  estilo. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  discusión  del 
dictámen  referente  ai  proyecto  de  ley  sobre  estable- 
cimiento del  juicio  por  jurados  para  determinados  de- 
litos. [Véase  el  Apéndice  primero  al  Diario  num . 42y 
sesión  de  i O de  Marzo  ultimo;  Diario  núm . 73 , sesión 
del  21  de  Abril;  Diario  núm.  74,  sesión  del  22  de  ídem; 
Diario  núm.  75,  sesión  del  23  de  ídem ; Diario  núm.  75, 
sesión  del  25  de  idem\  Diario  núm.  77,  sesión  del  26  de 
ídem ; Diario  num.  7 8,  sesión  del  27  de  ídem ; Diario 
núm.  70 , sesión  del  28  de  ídem ; Diario  núm.  80,  se- 
sión del  30  de  ídem ; Diario  núm.  81 , sesión  del  3 de 
Mayo ; Diario  núm.  82 , sesión  del  4 de  ídem ; Diario  nú- 
mero 83,  sesión  del  5 de  ídem , y Diario  núm.  84 , sesión 
del  6 de  ídem. 

Sigue  la  discusión  del  arl.  l.° 

El  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  continúa  en  el 
uao  de  la  palabra,  tercero  en  contra. 

El  Sr.  Vizconde  de  CAMPO- GRANDE:  Señores 
Diputados,  derrotado  y maltrecho  el  Jurado,  á pesar 
de  la  ilustración  de  sus  mantenedores,  bajo  el  aspecto 
filosófico,  bajo  el  aspecto  histórico,  bajo  el  aspecto 
político  y bajo  el  aspecto  jurídico,  por  los  magníficos 
discursos  de  los  que  me  han  precedido  impugnándole, 
entre  los  cuales  se  cuenta  un  ilustrado  orador  de  la 
mayoría  que  desde  luego  anuncio  como  una  gloria  de 
nuestro  Parlamento,  no  he  de  insistir  yo  en  esta  ciase 
de  argumentaciones,  porque  sé  que  si  bien  un  poco 
de  Universidad  viene  bien  á los  Parlamentos  para 
ilustrar  las  cuestiones,  el  exceso  de  Universidad  los 
convierte  en  unos  cuerpos  utópicos  muy  poco  á pro- 
pósito para  dar  resultados  prácticos.  Con  este  motivo, 
be  buscado  en  el  dia  de  ayer  un  tema  más  modesto 
para  que  diese  un  poco  de  uuidad  á mi  discurso,  y 
este  tema  consistió  en  examinar  el  Jurado  bajo  el  as- 
pecto del  buen  sentido. 

Creó  haber  demostrado  que  no  resisten  á este  as- 
pecto, ni  el  que  se  condidcra  como  base  de  esta  ma- 
nera de  proceder,  ni  los  motivos  que  se  han  dado 
para  su  implantación  en  España,  ni  las  excusas  que 
por  algunos  se  han  presentado  para  establecer  entre 
nosotros  esta  novedad.  Y buena  prueba  de  ello  es,  que 
parece  que  no  se  puede  defender  el  Jurado  sin  con- 
tradecir la  ciencia  y la  experiescia,  estos  dos  gran- 
des factores,  como  ayer  decía,  de  todo  criterio  hu- 
mano. 

Lamentábame  también  de  la  manera  con  que  al- 
gunos oradores  babian  tratado  á los  magistrgdos,  lle- 
gando en  su  exageración  hasta  compararlos  con  los 
sacristanes,  como  si  continuando  este  símil  no  pu- 
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diera  decirse  que  los  jurados  son  como  los  monagui- 
llos, que  contestan  en  un  latín  que  no  entienden. 

Pasaba  después  revista  á los  diferentes  Estados 
que  soportan  el  Jurado,  para  demostrar  que  no  era 
estc  el  momento  de  introducirle  en  España,  cuando  en 
todas  partes  se  halla  en  una  visible  decadencia.  Tra- 
taba de  demostrar  igualmente,  que  existen  grandes 
escuelas  jurídicas  que  combaten  el  Jurado:  la  escuela 
holandesa,  la  escuela  scandinaba,  y sobre  todo,  la  es- 
cuela española;  porque  yo  me  eucueutro  perfecta- 
mente bien  en  compañía  de  personas  tan  ilustres  como 
Aguirre,  Cortina,  ALvarez  (D.  Cirilo),  Laserna,  Pache- 
co, y de  alguuos  de  sus  contemporáneos  que  por  raro 
y feliz  privilegio  de  la  naturaleza  viven  aún  entre  nos- 
otros, y continúan  combatiéndole,  como  los  Sres.  Mon- 
talban  y Hernández  de  la  Rúa,  el  último  de  los  cuales 
no  hace  mucho  tiempo  que  combatiendo  al  Jurado  le 
llamaba  hijo  de  mala  madre,  que  es  lo  más  que  puede 
decir  un  español  cuando  trata  de  combatir  cualquiera 
oosa  exisLente.  Es  más,  todos  los  ilustres  escritores 
españoles  de  jurisprudencia  le  han  combatido  siem- 
pre; y el  Sr.  García  Gómez  ha  hojeado  conmigo  un  li- 
bro muy  conocido  de  todos  los  estudiantes,  que  es  el 
Diccionario  de  Escrichc.  Allí,  después  de  combatirle 
de  una  manera  contundente,  llega  este  escritor  hasta 
el  sarcasmo,  diciendo  que  ha  tenido  su  origen  eu  el 
Olimpo,  y se  expresa  de  esta  manera: 

«Encontrábase  el  gran  Júpiter  muy  agobiado  por 
las  exigencias  de  Juno  (porque  parece  que  en  esto 
como  en  otras  cosas  tenían  aquellos  dioses  los  mis- 
mos apuros  que  la  generalidad  de  los  mortales),  por 
las  exigencias  ele  Juno  que  le  pedia  que  salvase  á un 
criminal;  y decia:  ¿cómo  me  las  arreglo  yo  para  con- 
seguir esto?  Si  lo  llevo  á Themis,  de  seguro  le  con- 
dena; pues  voy  á escoger  una  docena  de  dioses  calave- 
ras y de  menor  cuantía,  que  esos  absolverán  al  cri- 
minal; y efectivamente  le  absolvieron.»  (#4so$.)  Cuando 
escritores  de  esta  talla  llegan  hasta  el  sarcasmo,  me 
parece  que  mal  puede  resistir  esto  que  llamáis  insti- 
tución á una  discusión  formal.  Manifestaba  después 
el  gran  cambio  que  vais  á introducir  en  nuestras  cos- 
tumbres, cuando  de  ninguna  manera  estamos  prepa- 
rados para  ello;  y anunciaba,  por  último,  que  iba  a 
entrar  en  el  examen  de  esos  informes  de  las  Audien- 
cias, tantas  veces  citados  en  esta  discusión,  para  com- 
parar después  eu  alguuos  puntos  el  Jurado  que  nos 
habéis  traído  con  otros  Jurados;  pero  me  parece  hoy 
más  pertinente  invertir  el  órden  y empezar  por  esta 
comparación,  y voy  á hacerla. 

Tengo  extractadas  en  estas  dos  cuartillas  las  con- 
diciones principales  que  constituyen  todos  los  Jura- 
dos existentes,  y encuentro  en  ellos  tal  diversidad, 
que  esta  misma  diversidad  bastaría  para  condenarlos, 
según  la  expresión  del  gran  Bossuet,  que  para  con- 
denar el  protestantismo  no  hacía  más  que  enumerar 
sus  variaciones;  pero  las  variaciones  que  hay  sobre 
el  Jurado  son  en  mucho  mayor  número  que  las  va- 
riaciones de  la  Iglesia  protestante,  y aun  mucho  más 
que  aquellas  otras  variaciones  que  Iradier  escribió 
sobre  la  jota  aragonesa.  En  primer  lugar,  hay  Jura- 
dos que  solo  declaran  sobre  lo  que  vosotros  llamáis 
el  hecho,  y que  en  realidad  encierra  más  que  el  he- 
cho; es  decir,  sobre  si  el  sujeto  que  se  presenta  á su 
apreciación  es  ó no  reo.  Esto  es  lo  que  se  presenta  á 
la  discusión  de  los  Jurados  de  Inglaterra,  á la  discu- 
sión de  los  Jurados  de  Bélgica,  á la  discusión  de  los 
Jurados  de  Rusia;  porque  el  Jurado  ya  sabéis  que  se 


presta  á toda  clase  de  dominaciones;  los  demás  Jura- 
dos tienen,  como  este  que  se  nos  presenta,  el  grande 
y doble  defecto  de  querer  que  se  aprecien  por  los 
jueces  de  hecho  las  circunstancias  atenuantes,  agra- 
vantes y eximeuLes.  Si  nos  traéis  este  Jurado  corno 
un  ensayo,  ¿por  qué  no  habéis  empezado  por  el  me- 
nor? ¿Por  qué  nos  traéis  á la  decisión  del  Jurado  es- 
tas circunstancias  tan  difíciles  de  apreciar?  Y ya  que 
por  imitación  hemos  de  proceder;  si  hemos  (le  ser  en 
esto  como  una  especie  de  monos  sabios,  ¿por  qué  no 
empezamos  por  lo  más  fácil? 

Examinaré  ahora  los  diferentes  Jurados  estable- 
cidos en  Europa;  y veo,  en  primer  lugar,  que  en  lo- 
dos, absolutamente  en  todos  tienen  censo  y selección 
como  armas  de  defensa  contra  el  Jurado.  Al  decir 
que  todos,  debo  reconocer  que  hay  una  excepción. 
Tiene  censo  y no  tiene  selección  el  Jurado  portugués, 
pero  es  porque  el  Jurado  portugués  de  tal  manera  ha 
elevado  el  censo,  que  lo  tiene  mucho  más  alto  que  el 
que  se  necesita  para  ser  elector  político.  Tiene  se- 
lección y no  tiene  censo  Francia,  lo  cual  no  tiene  nada 
de  particular,  dado  el  carácter  democrático  de  aquel 
país;  y si  bien  se  ha  dicho  que  tiene  selección  y no 
tiene  censo  Alemania,  esto  necesita  una  explicación. 
En  Alemania,  que  conozco  bastante  por  haber  vivido 
seis  años  eu  ella,  no  todos  los  súbditos  sou  ciudada- 
nos; y no  basta  ser  jefe  de  familia  para  considerarse 
ciudadano.  Para  ser  lo  que  se  llama  en  Alemania  ciu- 
dadano bürger  es  necesario  tener  establecimiento  ó 
propiedad;  y si  se  es  artesano  ser  de  la  clase  de  maes- 
tros; por  consiguiente,  esto  representa  bien  un  censo; 
porque  son  personas  contribuyentes,  verdaderos  bür- 
gers ; y por  eso  allí  nació  esa  lucha  entre  los  bürgérs 
y los  no  bürgers  que  algunos  quieren  aplicar,  sin  cri- 
terio alguno,  á otros  países.  Por  consiguiente,  queda 
establecido  que  con  excepción  de  Francia,  todos  los 
países  tienen  censo  para  los  Jurados,  y con  excepción 
de  Portugal,  todos  los  países  tienen  selección. 

En  España,  donde  verdaderamente  no  hay  más 
que  tres  personas  aficionadas  al  Jurado,  se  ha  lleva- 
do esto  de  diferentes  modos.  El  Sr.  Montero  Ríos  nos 
ha  traído  un  Jurado  sin  censo  y con  selección:  el  se- 
ñor Romero  Girón  nos  ha  traído  un  J urado  con  censo 
y sin  selección;  y el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia 
actual  parece  que  os  tan  entusiasta  del  Jurado,  que 
lo  admite  de  todos  modos;  porque  es  lo  cierto  que  lo 
ha  traído  con  censo  y con  selección;  pero  después  vino 
el  espíritu  de  Mcfistófcles  á seducir  el  espíritu  de 
Margarita,  y desapareció  el  censo,  no  sabemos  por 
qué,  pues  el  censo,  que  era  una  grau  garantía  está 
establecido  en  todas  nuestras  iustilucioues,  mientras 
Mcfistófeles  no  venga  á sacarle  de  ellas.  Sin  embargo, 
el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  se  ha  contentado 
con  su  desaparición;  y esta  es  la  primera  y acaso  la 
más  fundamental  de  las  abdicaciones  que  S.  S.  ha 
tenido  con  respecto  á su  proyecto;  porque  las  dife- 
rencias entre  el  proyecto  y el  dictámcn  de  la  Comi- 
sión son  marcadísimas,  son  esenciales.  Eu  primer 
lugar,  está  esta  diferencia  del  censo;  viene  después  la 
de  la  competencia  de  ciertos  delitos. 

El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  creía  que  eva 
.muy  natural  que  los  delitos  electorales  se  llevasen  al 
Jurado,  puesto  que  eran  delitos  de  opinión,  delitos  ver- 
daderamente políticos;  á la  Comisión  le  pareció  que 
debían  desaparecer  estos  delitos  del  dictámcn,  y des- 
aparecieron con  aprobación,  sin  duda,  del  Sr.  Minis- 
tro. Segunda  abdicación. 
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El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  creyó  que 
para  hacer  la  selección  eran  los  jueces  más  compe- 
tentes, porque  eran  desapasionados  y no  participaban 
de  los  afectos  de  la  localidad;  pero  creyó  la  Comisión 
lo  contrario,  creyó  que  en  esto  debía  dar  participa- 
ción á los  ciudadanos,  y vino  la  tercera  abdicación  del 
Sr.  Ministro,  porque  ahora  la  selección  se  va  á hacer 
bajo  la  presidencia  del  juez  de  instrucción,  ¡)or  cierto 
número  de  contribuyentes  sacados  á la  suerte,  saca- 
dos por  insaculación  de  entre  los  mayores  contribu- 
yentes; como  si  no  supiéramos  todos  que  no  hay  cosa 
más  fácil  de  seducir  que  un  saco  como  no  sea  una 
urna.  Hallábame  yo  en  Portugal  cuando  en  España 
una  ilustre  persona  que  manifestaba  grande  interés 
por  la  sinceridad  electoral,  ideó  io  que  se  llamó  la 
insaculación;  me  preguntó  un  diputado  portugués 
en  qué  consistía  esto,  y le  dije  que  en  sacar  por  la 
suerte  de  un  saco  los  nombres  de  los  Diputados;  á lo 
cual  me  dijo:  «.Poís  em  Hespanha  estaopouco  adianta- 
( los ; acá  seducíamos  o sáceos  Y esto  mismo  va  á suce 
der  aquí  con  estos  individuos  encargados  de  la  insa- 
culación, que  serán  probablemente  los  caciques  de  los 
pueblos. 

Pretendia  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  que 
el  Jurado  se  estableciese  precisamente  allí  donde  están 
las  Audiencias  de  lo  criminal,  para  que  el  público  no 
llamase  á esos  tribunales  ambulantes  ó andantes;  y 
con  esto  parece  que  S.  S.  arrojaba  el  sarcasmo  sobre 
esa  especie  de  tribunal;  pues  á la  Comisión  le  ocurrió 
que  podía  haber  muchos  casos  en  que  fueran  conve- 
nientes los  tribunales  andantes;  los  estableció,  y el 
Sr.  Ministro  no  tuvo  tampoco  inconveniente  en  abdi- 
car en  esto. 

Por  último,  como  en  el  proyecto  se  decía  que 
aquellos  que  viven  de  su  trabajo  pudieran  excusarse 
de  ser  jurados,  no  había  de  ninguna  manera  necesi- 
dad de  establecer  dietas,  y el  Sr.  Ministro  no  las  es- 
tableció en  el  proyecto;  pero  guiados  sin  duda  de 
grande  espíritu  democrático  los  individuos  de  la  Co- 
misión, han  creído  que  nadie  debia  excusarse  de  asis- 
tir al  Jurado,  y que  para  que  no  se  excusase  nadie,  á 
pesar  de  que  se  conservan  las  excusas,  se  debiera  es- 
tablecer las  dietas.  Pues  bien,  ¿sabéis  los  gastos  que 
con  esto  se  van  á ocasionar?  Aquí  tengo  un  estado  de 
los  sobresueldos  devengados  por  los  magistrados  que 
constituyeron  las  Secciones  de  las  distintas  Audien- 
cias para  componer  los  tribunales  del  Jurado  fuera 
de  la  capital  de  dichas  Audiencias,  durante  el  año 
1873-74.  Como  ahora  se  van  á conservar  esas  Au- 
diencias ambulantes,  es  lo  natural  que  se  produzca 
un  gasto  igual.  Pues  el  gasto  de  aquel  año  fué  de 
311.705  pesetas  solo  para  los  magistrados.  Vamos 
ahora  á lo  que  costarán  los  jurados. 

Según  R.  Cirilo  Alvarez  hubo  en  el  ano  74  900  y 
tantas  causas  vistas  ante  el  Jurado;  pero  calculemos 
sobre  900  causas.  Pues  estas  900  causas,  calculando 
que  la  mitad  de  los  jurados  piden  las  dietas,  y supo- 
niendo que  cuando  menos  habíais  de  dar  á cada  ju- 
rado 100  pesetas,  ocasionan  un  gasto  de  540.000  pe- 
setas. Añadid  á esto  todos  los  demás  gastos  que  el 
Jurado  va  a traer  consigo,  y comprendereis  que  los 
resultados  del  Jurado  no  han  de  espantar  solamente, 
al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  sino  que  tienen 
que  espantar  también  á esas  víctimas  propiciatorias 
que  los  partidos  dedican  á ser  Ministros  de  Hacienda. 

Y hechas  estas  ligeras  consideraciones,  vamos 
ahora  á examinar  los  resultados  de  las  diversas  infor- 


maciones que  se  han  hecho  por  las  Audiencias  con 
respecto  al  Jurado.  No  era  fácil  tener  conocimiento 
de  esas  informaciones,  porque  cuando  yo  las  be  exa- 
minado en  la  otra  Cámara,  con  motivo  de  una  discu- 
sión análoga  á esta,  lo  mismo  que  ahora  he  visto  que 
no  han  venido  más  que  los  originales  de  esas  iuforl 
maciones,  aquello  que  en  el  órden  burocrático  se  lla- 
ma tripas  del  expediente.  Era  necesario  tener  gran 
paciencia  para  hacer  los  extractos;  pero  yo,  á falta  de 
otras  muchas  condiciones,  tengo  la  condición  de  la 
paciencia,  y la  empleé.  Me  maravillaba,  por  tanto,  que 
se  pudiera  decir  que  estas  informaciones  eran  favora- 
bles al  Jurado.  Dccia  yo:  cuando  el  periódico,  que  es 
entre  nosotros  el  verdadero  paiadin  del  Jurado,  El  ira- 
parcial , decía  á fines  del  año  próximo  pasado  que  el 
ensayo  del  Jurado  había  tenido  un  éxito  poco  feliz; 
cuando  el  mismo  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  que 
pedia  una  de  aquellas  informaciones,  el  Sr.  Alonso 
Martínez,  había  dicho  en  el  preámbulo  de  la  comuni- 
caciou  que  dirigió  á sus  subordinados  que  la  concien- 
cia pública  no  siempre  habia  quedado  satisfecha, 
¿cómo  los  magistrados  que  habían  tocado  más  de 
cerca  todos  estos  inconvenientes  habían  de  tener  una 
opinión  contraria?  De  ninguna  manera. 

Las  informaciones  á que  aludo,  son  de  tres  espe- 
cies. La  última,  hecha  por  el  Sr.  Alonso  Colmenares 
en  Setiembre  de  1874,  fué  solo  una  información  de 
estadística,  y lo  único  que  patentiza  es  la  repugnan- 
cia de  los  jurados  á asistir  á las  vistas,  y las  grandes 
dificultades  que  encontraban  los  jueces  para  fallar 
las  causas  que  no  se  habían  sometido  ai  Jurado,  por 
estar  ocupados  en  los  Jurados,  y otra  porción  de  noti- 
cias por  el  estilo,  que  no  os  he  de  traer  á la  discusión. 
La  primera  fué  la  del  Sr.  Del  Rio,  que  en  el  año  1873, 
á los  seis  meses  de  establecido  el  Jurado,  pidió  im 
informe  acerca  de  las  dificultades  que  hubiera  encon- 
trado su  ejecución  y los  medios  de  resolverlas. 

Hallábase  entonces  el  Jurado  en  la  Constitución 
vigente;  todavía  tenían  alguna  vida  los  sentimientos 
liberales  exaltados  que  se  despertaron  cuando  la  re- 
volución de  Setiembre,  y por  tanto,  no  hubiera  tenido 
nada  de  extraño  que  el  Jurado  hubiera  sido  simpáti- 
co á los  magistrados.  Pero  nada  de  esto;  fueron  muy 
pocos  los  que  contestaron.  Algunos  de  ellos  lo  hicie- 
ron, diciendo  que  el  tiempo  trascurrido  no  dejaba  lu- 
gar á formar  juicio;  pero  otros  lo  condenaron  de  una 
manera  tal,  que  ya  no  eran  remedios  para  evitar  las 
dificultades  lo  que  proponian,  sino  verdaderas  exco- 
muniones. Albacete  y Valencia  decían  de  un  modo 
decisivo  que  no  convenia  dejar  á los  Jurados  los  fallos 
sobre  las  circunstancias  del  delito;  es  decir,  lo  con- 
trario de  lo  que  vosotros  decís  en  el  dictámen.  Decía 
Burgos  que,  «veredictos  totalmente  opuestos  al  resul- 
tado de  los  autos,  demuestran  falta  de  ilustración  ó 
completo  olvido  de  sus  deberes,  dictando  absoluciones 
que  sorprenden  á los  mismos  procesados.» 

Y esto  de  sorprender  á los  mismos  procesados  es 
bastante  usual  con  el  Jurado  en  España  y fuera  de 
España.  Hallábame  yo  hace  unos  treinta  años  cu  la 
isla  de  Malta,  y por  razones  de  oficio  tuve  que  defen- 
der á un  español  acusado  de  homicidio:  el  español  fué 
absuelto,  y el  hombre,  admirado,  cuando  bajaba  las 
escaleras  del  tribunal,  me  dijo:  «Señor,  en  esta  tierra 
no  hay  justicia.»  Yo  no  quiero  que  se  pueda  decir 
esto  de  la  tierra  de  España. 

Señalaba  la  Audiencia  de  Cáceres:  «falta  en  gran 
parte  de  los  jurados  de  las  condiciones  de  ilustración 
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é independencia  que  fueran  de  desear  en  los  oráculos  1 
del  derecho»  (ya  veis  qué  ironía  tan  lina),  y añadía 
que,  «dehen  declararse  incapacitados  los  que  hayan  su- 
frido penas  aílictivas  y los  simples  braceros;»  lo  con- 
trario precisamente  de  lo  que  vosotros  hacéis  según 
indicaba  extensamente  en  la  tarde  de  ayer  mi  elo- 
cuente amigo  el  Sr.  Rodríguez  San  Pedro,  cuando  os 
echaba  en  cara  que  los  procesados  y condenados  con 
penas  aflictivas,  con  un  pequeño  trascurso  de  tiempo 
pueden  ser  jurados;  pudiendo,  añado  yo,  suceder  que 
este  tiempo  no  fuera  todo  aquel  en  que  debieran  que- 
dar sujetos  á la  vigilancia  de  la  justicia;  y que  perso- 
nas que  estén  sujetas  A esta  inspección  puedan,  sin 
embargo,  ser  jueces. 

Esto  es  lo  que  resulta  de  ia  primera  información, 
y vamos  á la  que  se  hizo  por  el  Sr.  Alonso  Martínez 
en  1874,  que  preparó,  si  no  la  abolición,  la  suspensión 
que  tenía  hasta  redactada  el  Sr.  Alonso  Colmenares. 
La  información  del  Sr.  Alonso  Martínez,  comprendía 
12  agrupaciones  de  preguntas.  No  voy  á molestaros 
con  todas  ellas:  voy  A leer  tan  solo  las  que  me  pare- 
cen más  interesantes,  y desde  luego  paso  al  tercer 
punto.  «Circunstancias  para  ser  jurado  y para  eximir- 
se de  este  cargo.»  Piden  la  exclusión  de  los  conde- 
nados á penas  aflictivas  Barcelona,  Burgos,  Cáceres  y 
Sevilla;  la  exclusión  completa,  sin  ningún  género  de 
rehabilitación,  como  en  el  dictámcn  que  estamos  dis- 
cutiendo. Piden  que  lo  de  saber  leer  y escribir,  sea 
correctamente  y con  claridad,  Burgos  y Zaragoza;  y 
esto  es  verdaderamente  necesario,  porque  aquí  se 
nos  ha  expuesto  el  caso  de  un  presidente  de  Jurado 
que  tenía  que  dar  lectura  de  la  sentencia,  y manifes- 
tó que  no  sabía  leer  más  que  en  impreso;  y sobre 
esto  de  las  equivocaciones  de  nombres,  en  aquellos 
que  suponen  saber  poner  su  firma,  todos  hemos  oido 
cosas  muy  graciosas  por  cierto.  Hay  algunas  perso- 
nas, y yo  he  conocido  una,  que  aprenden  A poner  su 
nombre,  con  antefirma  de  dos  palabras,  para  poder 
ser  testigo,  y que  firman:  «como  testigo  Fulano  de 
Tal.»  Pues  sucedió,  que  le  llevaron  A uno  de  éstos  A 
firmar  su  propio  Leslamento,  y creyendo  que  su  firma 
la  constituían  la  antefirma  y la  Arma,  firmó  su  testa- 
mento como  testigo.  Por  tanto,  el  saber  leer  y escribir 
correctamente  y con  propiedad,  me  parece  que  era 
una  adición  que  podíais  pouer  A vuestros  jurados.  El 
presidente  de  Cáceres  (porque  atormentan  los  jurados 
á los  magistrados  pidiendo  limosna),  quiere  que  «sean 
incapacitados  los  que  viven  del  trabajo  diario;»  así  como 
el  fiscal  de  la  Sala  de  Sevilla.  Vosotros,  solo  lo  dejais 
como  excusa.  Piden  que  se  aumenten  las  garantías 
fie  aptitud  Cáceres,  Coruña,  Oviedo  y Palma;  piden 
cuota,  que  no  tiene  vuestro  Jurado,  Burgos,  estable- 
ciendo 200  rs.  de  contribución;  Granada,  que  solo 
sean  jurados  los  que  paguen  la  primera  y la  segunda 
cuota  en  cada  pueblo;  Sevilla,  pide  garantías  de  cen- 
so; Valladolid,  que  se  les  exija  contribución;  Coruña, 
que  sea  al  ménos  de  500  rs.,  y el  presidente,  que  sir- 
va de  excusa  A ser  jurado  el  no  pagar  ninguna  con- 
tribución. 

Y vamos  saltando  á otro  grupo,  que  es  el  sétimo, 
relativo  A la  asiduidad  de  los  jurados  y á las  recusa- 
ciones nacidas  de  confabulación. 

Por  regla  general,  lo  natural  es  y hasta  es  un  ele* 
mentó  de  la  civilización,  la  divisibilidad  de  las  fun- 
ciones para  que  cada  uno  se  ejercite  en  la  suya  y puc- 
ha practicarla  con  mayor  conocimiento;  natural  es 
que  al  hombre  entregado  á sus  ocupaciones  le  moleste 


que  le  vengan  A decir:  Venga  Vd.  A ser  jurado;  ¿y 
para  qué?  ¿No  pago  la  contribución  para  que  haya 
jueces  para  librarme  de  esta  tarea  que  no  compren- 
do, y para  que  otros  se  encarguen  de  ella,  que  pue- 
den desempeñarla  con  mejor  conocimiento?  De  aquí 
nace  la  falta  de  asiduidad,  la  repugnancia  que  se  tie- 
ne de  acceder  á ser  jurados,  y que  motivó  que  du- 
rante los  veintiún  meses  que  el  Jurado  estuvo  csta- 
hlecidoentre  nosotros,  hubiese  como  reconocidas,  pues 
algunas  Audiencias  no  las  citan,  754  causas  que  com- 
prendían A muchos  individuos  que  no  asistían  A los 
Jurados.  Y esto  es  natural,  porque  el  Jurado  no  era 
simpático  en  España;  lo  sabemos  por  todos  los  conduc- 
tos, y yo  os  lo  voy  A decir  por  un  conducto  muy 
autorizado;  por  el  conducto  del  Sr.  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros. 

«Es  necesario  convencerse  (decía  el  Sr.  Sagasta 
en  la  sesión  de  20  de  Mayo  de  1882),  de  que  aquí  go- 
bernamos para  el  país,  y no  solo  para  aquellos  que 
más  entusiasmo  puedan  tener  en  ciertas  reformas; 
aquí  gobernamos  para  el  país,  y hay  muchas  regio- 
nes de  España,  muchas , que  no  han  de  recibir  con 
júbilo  el  Jurado.  Guando  venga  el  proyecto,  que 
vendrá  pronto — anadia — vereis  A muchos  Diputados 
liberales  constitucionales,  y que  han  sido  siempre 
constitucionales  y liberales,  A quienes  no  parece  bien, 
y votarán  en  contra...» 

Yo  supongo  que  esto  mismo  veremos  cuando  se 
vote  el  Jurado,  porque  si  no,  sería  acusar  de  mal  pro- 
feta al  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros. 

Y vamos  A ver  con  qué  expresión  manifestaban 
las  Audiencias  esta  opinión. 

El  fiscal  de  la  de  Burgos  dice:  «que  con  frecuen- 
cia se  confabulan  para  ser  recusados  por  los  repre- 
sentantes de  los  acusados.  El  presidente,  de  acuerdo 
con  la  Sala,  hace  constar  que  en  aquel  trimestre,  de 
los  48  solo  se  han  presentado  15.  Dos  magistrados 
añaden  que  la  mayoría  no  asistiría  sin  medidas  coer- 
citivas.» 

¿Son  estas  razones  para  que  podáis  decir  que  los 
informes  de  las  Audiencias  aplauden  al  Jurado? 

«Cáceres. — La  Sala  habla  de  repetidas  faltas  de 
asiduidad;  recusación  con  tendencias  de  buscar  mayo- 
ría afecta  al  procesado.  El  presidente  añade  que  hay 
evidencia  de  que  muchos  se  hacen  recusar  por  huir 
del  compromiso. 

Coruña. — La  Sala  observa  recusaciones  con  pre- 
textos fútiles  que  dan  lugar  á formación  de  causas  y 
nuevos  sorteos.  Señala  sospechas  de  confabulación, 
cuando  en  los  delitos  más  graves  son  recusados  los 
jurados  de  mayor  ilustración  é independencia.  Lo 
mismo  opinan  el  fiscal  y el  presidente,  añadiendo  el 
primero  que,  sin  las  prescripciones  de  la  ley,  ningún 
jurado  asistiría;  y que  no  se  puede  exigir  celo  á quie- 
nes hasta  desconocen  lo  que  esta  palabra  significa.» 

Me  parece  que  más  expresivo  no  puedo  estar. 

«Granada. — El  presidente  marca  falta  de  asidui- 
dad, que  motivó  200  causas  y abuso  de  recusación. 

Madrid. — El  presidente  señala  falta  de  asiduidad 
y poco  amor  A este  derecho,  así  en  las  clases  altas 
como  en  las  bajas,  y recusaciones  de  acuerdo  con  las 
partes. 

Oviedo.— El  presidente,  falta  de  asiduidad;  que  la 
tercera  parte  de  las  sesiones  no  han  podido  abrirse  por 
falta  de  número,  y siempre  fue  preciso  formar  causa; 
que  se  ha  notado  confabulación  para  ser  recusado,  y 
que  en  una  causa  que  se  rozaba  con  la  política,  se 
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utilizó  la  recusación  para  obtener  jurados  del  parLido 
del  acusado.» 

Uno  de  los  grandes  peligros  que  tiene  el  Jurado. 

«Palma. — Presidente,  Sala  y fiscal,  que  asisten 
los  jurados,  pero  disgustados  é intranquilos;  que  ha 
habido  nueve  procesos  por  falta  de  asistencia;  que  al- 
guna vez  se  ha  suspendido  la  sesión  por  falLa  de  nú- 
mero, y que  en  otras  se  ha  suplicado  á los  que  tenian 
excusas  que  no  las  presentasen. 

Pamplona.  — Cinco  procesos  por  faltas  de  asis- 
tencia. 

Sevilla. — Fiscal  señala  poca  asistencia,  de  confor- 
midad con  el  presidente  y la  Sala,  y añade  que  se  ha 
observado  la  recusación  de  las  personas  más  com- 
petentes; habiendo  algunos  defensores  de  los  reos  ma- 
nifestado que  rechazarían  á todo  el  que  tuviese  camisa 
limpia. 

Valladolid. — Sala  de  lo  criminal  y fiscales  seña- 
lan poca  asistencia,  que  en  la  mayoría  de  los  casos 
hace  preciso  el  sorteo  supletorio;  y dice  que  muchos 
se  excusan,  y otros  procuran  ser  recusados. 

Valencia. — No  se  advierte  confabulación,  pero  ha 
habido  que  formar  2G9  procesos  á 600  jurados  que  no 
asistieron. 

Zaragoza. — Que  se  han  formado  106  procesos  á 
159  jurados  por  falta  de  asistencia.» 

Y paso  ya  al  noveno  grupo.  Competencia  del  Ju- 
rado. 

«Que  decidan  los  jueces  de  hecho  ó no  de  las  cir- 
cunstancias atenuantes,  agravantes  y eximentes.» 

Siempre  este  mismo  tema,  que  evidentemente  es 
un  gran  peligro. 

Piden  que  no  los  decidan,  los  presidentes  y Salas 
de  Cáeeres,  Granada,  Goruña  y Oviedo;  el  fiscal  y las 
Salas  de  Valladolid  y Zaragoza. 

¿Y  cómo  lo  piden?  El  presidente  de  Oviedo  habla 
de  la  grande  impresionabilidad  «que  no  admiten  los 
jurados  circunstancias  agravantes,  las  indiferentes  las 
convierten  en  atenuantes  y las  atenuantes  en  exi- 
mentes; citando  el  caso  de  que,  por  haberse  resistido 
á los  carlistas  se  absolvió  á un  jóven  del  delito  de 
homicidio,  y terminando  porque  conviene  que  solo 
conozcan  de  los  hechos,  si  es  que  éstos  pueden  sepa- 
rarse del  derecho. 

Sevilla. — El  fiscal  ha  oido  muchas  veces  por  lo 
bajo  á los  jurados,  después  de  la  acusación  decir  con- 
deno, después  de  la  defensa  decir  absuelvo,  y des- 
pués del  resúmen  decir  ahora  no  sé  qué  hacer . 

Que  es  el  mismo  caso  que  de  Granada  nos  decia, 
con  su  levantada  elocuencia,  el  individuo  de  la  mayo- 
ría que  con  nosotros  combatió  el  Jurado. 

La  Rala  de  Sevilla,  conforme  con  lo  opinado  por 
el  fiscal,  observa  falta  de  criterio  moral  en  los  jura- 
dos, y añade  que  nunca  encucntrau  natural  la  em- 
briaguez, pareciéndoles  siempre  racional  y legítima.» 
La  de  Valladolid  dice  que  «casi  siempre  encuentran 
circunstancias  atenuantes,  y se  desentienden  de  las 
agravantes.»  Y la  de  Zaragoza  manifiesta  que  «en- 
cuentra la  misma  tendencia  á admitir  circunstancias 
atenuantes.» 

Décimo  grupo. — Casos  extraordinarios. 

Se  nos  decia  aquí,  como  una  gran  defensa  del  Ju- 
rado, que  durante  su  establecimiento  en  España  no 
había  habido  ninguno  de  esos  casos  extraordinarios 
que  se  podrian  presentar  como  una  acusación  contra 
el  Jurado. 

Pues  bien,  vamos  á ver  los  de  estas  mismas  infor- 


maciones. No  los  he  recogido  todos,  pero  he  recogido 
algunos  de  los  muchos  que  en  ellas  se  citan.  Os  citaré, 
en  primer  lugar,  aquel  conocido  por  el  de  Padrón,  en 
que  confesado  por  el  reo  un  homicidio,  se  le  condenó 
por  simples  lesiones.  Y aun  dentro  de  la  Audiencia  de 
Madrid,  de  ese  Madrid  que  se  presenta  aquí  como 
modelo  de  Jurados,  lo  cual,  sin  duda,  es  debido  á que. 
según  elocuentemente  manifestó  el  Sr.  Silvela,  más 
que  Jurados  parecían  Consejos  de  guerra,  aun  dentro 
de  esta  Audiencia  de  Madrid  tenemos  casos  escanda- 
losos, conocido  uno  con  el  nombre  del  de  Segovia,  en 
el  cual  un  primer  Jurado  absolvió  en  una  causa  de 
homicidio  probado;  lo  cual  no  pudieron  tolerar  los 
jueces  de  derecho,  y se  llevó  á un  segundo  Jurado, 
que  igualmente  lo  absolvió,  con  escándalo  del  vecin- 
dario, y con  vergüenza,  se  puede  decir,  de  los  mismos 
procesados,  que  tuvieron  que  emigrar.  Y el  caso  de 
Ghinchon,  en  un  hecho  de  parricidio,  en  que  los  jura- 
dos procedieron  primero  como  si  no  hubiera  habido 
locura,  y luego  la  admitieron  como  circunstancia 
atenuante.  Y otros  muchos  casos  que  cita  el  ilustre 
magistrado  Sr.  Boada  en  su  informe,  uno  de  los  mejo- 
res que  figuran  en  el  expediente. 

En  la  Audiencia  de  Oviedo  ya  os  he  dicho  que  te- 
nemos absuelto  un  homicida  solo  porque  probó  que 
instado  por  los  carlistas  á unirse  á ellos,  no  los  habia 
seguido.  Tenemos,  además,  que  un  asesinato  come- 
tido por  la  noche,  en  casa  de  campo,  con  fractura  de 
puerta  y arma  de  fuego,  se  consideró  como  homicidio 
simple.  Y,  por  último,  que  fué  absuelto  uno  en  causa 
de  falsedad  confesada.  Sobre  todo,  hay  aquel  caso  que 
tanto  llamó  la  atención,  conocido  por  el  caso  de  Se- 
villa, en  que  el  asesino  se  disculpó  y fué  absuclto 
diciendo  que  habia  sido  en  legítima  defensa;  siendo 
así  que  se  probó  perfectamente  que  el  asesinado  huia; 
como  si  una  persona  que  huye  puede  hacer  necesaria, 
de  ninguna  manera,  la  legítima  defensa  del  que  la 
persigue. 

Este  es  un  pequeño  ramillete  de  los  casos  extra- 
ordinarios que  acontecieron  en  España  durante  aquel 
tiempo. 

Y vamos  á la  razón  final;  á la  contestación  á la 
pregunta  sobre  si  conviene  la  reforma  del  Jurado  ó 
su  derogación. 

Vuelvo  á decir,  que  como  el  Jurado  estaba  en  la 
Constitución,  que  como  las  ideas  liberales  estaban  to- 
davía en  boga,  y que  como  los  magistrados  podían 
presumir  que  informando  contra  el  Jurado  informa- 
ban algo  que  pudiera  ser  en  causa  propia,  fueron  muy 
cautos  en  sus  informaciones;  sin  embargo,  no  tan 
blandos  que  no  resulte  de  ellas  lo  siguiente: 

«Decididamente  pidieron  la  suspensión  el  presi- 
dente, fiscal  y Sala  de  Palma  y la  Sala  de  Búrgos.  El 
fiscal  de  Valladolid  la  suspensión  al  ménos;  y la  de- 
jaron á juicio  del  Gobierno  el  fiscal  y Sala  de  Va- 
lencia.» 

Pidieron  la  derogación  de  un  modo  terminante: 
«el  presidente  y dos  magistrados  de  Burgos;  los  pre- 
sidentes de  Oviedo  y Pamplona  y el  fiscal  de  Sevilla. 
Las  Salas  de  Corona  y Sevilla , que  solo  se  conser- 
vase para  los  delitos  políticos;  y la  de  Cácercs  para 
los  no  políticos;»  porque  para  excluir,  hay  para  todos 
los  gustos.  La  Sala  de  Cáeeres  creía  que  en  los  deli- 
tos políticos  la  pasión  podia  intervenir  de  una  manera 
perjudicial  á la  justicia;  y creían  la  Sala  de  Sevilia  y 
la  Sala  de  la  Coruña,  que  precisamente  para  los  deli- 
tos políticos,  era  lo  más  natural  el  Jurado.  ¿Qué  re- 
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sulla  de  esto?  Que  á pesar  de  estar  en  la  Constitución, 
que  á pesar  de  ser  la  moda  de  aquel  tiempo,  por  una 
gran  parte  de  las  Audiencias  se  pide  de  una  manera 
terminante  la  derogación  del  Jurado;  y no  solo  se  pide 
la  derogación,  por  lo  que  resulta  de  la  contestación  á 
esta  pregunta,  sino  que,  por  lo  que  os  he  dicho  de  las 
contestaciones  á las  preguntas  anteriores,  queda  im- 
plícitamente pedida  la  derogación;  y vamos  á ver  cómo 
la  pedían. 

«El  presidente  y dos  magistrados  de  la  Audiencia 
de  Búrgos  opinan  en  contra  con  grande  energía  di- 
ciendo que  sería  inútil  en  España,  aun  cuando  no 
tuviera  los  grandes  inconvenientes  que  encierra;  y 
que  conservarle  sería  conservar  la  impunidad  de  los 
delitos.»  No  se  puede  decir  más. 

Lo  pedia  la  Sala  de  la  Corufia,  porque  «vistos  sus 
funestos  resultados  y la  dolorosa  experiencia  de  que 
es  un  peligro  para  el  orden  social,  y que  en  el  mayor 
número  de  los  casos  erige  en  sistema  la  impunidad, 
debiera  suprimirse;  pero  que  debe  al  menos  reformarse 
exigiendo  mayores  garantías  de  aptitud  é indepen- 
dencia, disminuyendo  el  número  de  delitos  en  que  in- 
tervenga, limitándolo  á los  políticos  y á las  cuestión 
nes  de  hecho.  El  fiscal  conforme  en  un  todo,  quiere 
que  además  tengan  los  magistrados  la  facultad  de 
fallar  por  los  méritos  del  proceso.» 

El  presidente  de  la  Audiencia  de  Oviedo  decía: 
«que  las  escuelas  de  derecho  le  combaten  de  acuerdo 
con  la  experiencia,  prefiriendo  los  jueces  de  derecho, 
y que  solo  se  tolera  en  aquellos  pueblos  en  que  se 
considera  precepto  constitucional;  que  aun  siéndolo 
entre  nosotros,  no  se  podría  aplicar  sin  variarlo  esen- 
cialmente, y al  efecto  propone  un  tribunal  de  tres  ó 
cuatro  magistrados  y seis  jurados  cou  grandes  ga- 
rantías para  que  juntos  diesen  un  veredicto-sentencia 
evitando  impresiones  sin  reflexión,  ni  estudio.»  Es 
decir,  un  verdadero  escabinato. 

El  presidente  de  la  Audiencia  de  Pamplona  mani- 
festaba que  el  país  es  refractario  al  Jurado;  el  de  Se- 
villa pedia  la  supresión  del  Jurado  para  los  delitos 
comunes,  porque  dice:  «Tai  como  está  no  puede  con- 
tinuar sin  que  produzca  impunidad  absoluta,  por  el 
terror  que  inspira  el  acusar,  así  á los  Lestigos  como  al 
Ministerio  público;  citando  eL  caso  de  un  testigo  ase- 
sinado en  Córdoba,  y añadiendo  que  el  40  por  100  de 
los  jurados  carece  del  más  elemental  criterio.» 

El  fiscal  de  la  Audiencia  de  Valencia  dice  que 
debe  al  ménos  suspenderse,  y añade:  «que  dió  sobra- 
das muestras  de  incapacidad,  y que  contra  personas 
influyentes,  ó tratándose  de  derechos  individuales,  dió 
siempre  veredicto  de  inculpabilidad.» 

Me  parece  que  queda  bien  demostrado  lo  contrarios 
que  son  los  informes  de  las  Audiencias  al  estableci- 
miento del  Jurado  en  nuestro  país. 

Después  de  esto,  creo  que  ya  no  pondréis  á los 
jueces  en  el  terrible  trance  en  que  muchas  veces  se 
encontraron  de  declarar  inocente  al  que  es  culpable 
y culpable  al  que  es  inocente;  trance  que  sería  igual 
d aquel  en  que  se  viera*  un  médico  que  tuviese  que 
ser  asistido  de  jurados,  y que  convencido  de  que  es- 
taba delante  de  una  persona  atacada  de  catalepsia  y 
que  los  jurados  la  declararan  cadáver,  tuviese  que  de- 
cir: que  entierren  á este  cataléptico  á quien  los  seño- 
res jurados  declaran  cadáver;  y que  al  mismo  tiempo, 
tratándose  de  un  moribundo  al  que  los  señores  jura- 
dos declarasen  sano,  tuviese  que  decir:  que  den  el 
alta  á este  moribundo  que  los  señores  jurados  decla- 


ran que  goza  de  buena  salud.  ¡Terrible  trance!  yo  no  sé 
cómo  hay  ni  un  solo  juez  que  pudiendo  verse  en  si- 
tuación tan  terrible  puede  tener  ni  siquiera  por  asomo 
la  menor  propensión  al  establecimiento  del  Jurado. 

Oreo,  Sres.  Diputados,  que  por  las  consideraciones 
expuestas,  no  insistiréis  en  que  se  establezca  entre 
nosotros  el  Jurado;  porque  me  parece  que  no  seréis 
de  aquellos  que  dicen:  ¡sálvese  el  Jurado  y perezca  el 
derecho!  En  otra  ocasión  os  decía:  ¡basta  de  adoles- 
cencias financieras!  hoy,  á pesar  de  que  esta  discu- 
sión tiene  para  mí  recuerdos  de  adolescencia,  porque 
desde  la  adolescencia  lie  combatido  el  Jurado,  porque 
desde  la  adolescencia  he  tenido  por  compañeros,  con 
mucha  honra  mia,  al  Sr.  Diputado  que  me  va  á con- 
testar y al  ilustre  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
debo  exclamar:  ¡basta  ya  de  adolescencias  políticas! 
Se  ha  querido  jugar  á la  milicia  y hemos  perjudicado 
grandemente  al  ejército  y al  órden  público;  se  ha 
querido  jugar  á las  asociaciones  y se  han  desarrollado 
terribles  asociaciones  como  la  de  la  Mano  Negra,  la 
de  la  Internacional  y la  de  los  anarquistas;  queréis 
jugar  ahora  á los  jueces,  y sin  duda  alguna  haréis 
perecer  á la  justicia. 

No  tengo  más  que  decir.  (Bien,  muy  bien.) 

El  Sr.  GARCIA  GOMEZ  DE  LA  SERNA:  Pido 
la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  GARCIA  GOMEZ  DE  LA  SERNA:  Guan- 
do mi  condiscípulo  y muy  querido  amigo  de  siempre, 
el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande,  comenzaba  su 
magnífico  discurso  de  ayer  diciendo  que  la  materia 
estaba  completamente  agotada,  decía  una  gran  ver- 
dad. Diez  discursos  de  totalidad  y más  de  60  recti- 
ficaciones, que  hacen  en  junto  más  de  80  discursos, 
todos  elocuentes  ménos  las  pocas  palabras  que  han 
sido  pronunciadas  por  mí  en  esta  discusión,  me  pare- 
ce que  no  dan  lugar  á duda  de  que  la  materia  está 
ya  agotada;  lo  está  completamente.  Se  han  dicho  en 
pró  y en  contra  todas  las  razones  que  se  pueden  adu- 
cir; y como  yo  no  tengo  ni  valor  para  repetirlas  ante 
el  cansancio  de  la  Cámara,  ni  ingenio  suficiente  para 
adornarlas  y para  darles  una  forma  nueva  y agrada- 
ble, declaro,  Sres.  Diputados,  que  no  sé  qué  decir. 

Por  la  primera  vez  en  mi  vida,  señores,  me  levanto 
en  el  Congreso  con  una  impresión  agradable,  porque 
voy  á contender  con  mi  amigo  el  Sr.  Vizconde  de 
Campo-Grande,  con  quien  vengo  contendiendo  desde 
hace  runcho  tiempo.  Han  pasado  años,  bastantes  años, 
no  hay  para  qué  contarlos,  desde  que  el  Sr.  Vizconde 
de  Campo-Grande  y yo,  aprovechando  las  conferen- 
cias que  aquel  plan  de  estudios  preceptuaba  para  el 
último  año  de  la  carrera,  contendíamos  en  las  aulas 
de  la  Universidad  sobre  cuestiones  de  derecho.  De 
entonces  acá,  siempre  que  nos  hemos  encontrado  su 
señoría  y yo  hemos  seguido  la  contienda,  y sin  em- 
bargo, siempre  hemos  sido  muy  queridos  amigos;  y 
no  es  que  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  ni  yo  ha- 
yamos tenido  ideas  exageradas,  sino  antes  por  el  con- 
trario, S.  S.  ha  sido  siempre  un  conservador  de  ideas 
liberales  templadas,  y yo  un  liberal  de  ideas  templa- 
das y gubernamentales,  si  no  queréis  llamarlas  con- 
servadoras. Esto  prueba  mucho  en  favor  de  la  in- 
maculada consecuencia  de  mi  condiscípulo  y amigo 
el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande.  (El  Sr.  vizconde  de 
Campo-Grande:  Y de  la  de  S.  S.) 

Si  yo  tuviera  el  vivo  ingenio,  la  chispeante  frase 
que  siempre  ha  tenido  y que  conserva,  como  ha  te- 
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nido  ocasión  de  apreciar  la  Cámara  en  su  primoroso 
discurso,  mi  amigo  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande, 
yo  condensaría  su  argumentación,  diría  sobre  ella 
unas  cuantas  gracias,  la  salpicaría  con  una  de  esas 
anécdotas  que  con  tanto  gracejo  y oportunidad  nos  ha 
contado  S.  S.;  y do  este  modo  concluiría  pronto  y 
agradablemente  mi  difícil  cometido;  pero  aunque  soy 
andaluz,  ni  mi  espíritu  ni  mi  ingenio  ine  alientan 
para  eso:  tengo,  pues,  que  tomar  otro  camino,  y voy 
á ver  si  pasando  una  ligera  revista  por  eso  que  S.  S. 
ha  llamado  epítome  de  los  razonamientos  que  se  han 
hecho  sobre  el  Jurado,  voy  á parar  A ese  Carpió  á que 
me  citaba  S.  S.,  por  más  que  ese  almenado  y román- 
tico castillo  se  haya  convertido  A poco  en  una  pro- 
sAica  aduana  y después  llevado  por  todas  las  Nacio- 
nes de  Eupopa  para  dejarlo  ayer  tarde  plantado  en 
medio  de  las  informaciones  de  las  Audiencias. 

Después  del  correspondiente,  bien  meditado  y 
preparado  exordio,  decía  mi  amigo  el  Sr.  Vizconde 
de  Campo-Grande,  y no  era  menester  que  lo  advir- 
tiera, porque  ya  lo  conocíamos  todos  los  que  hemos 
tenido  el  gusto  de  oirle  otras  veces,  que  él  siempre 
procuraba  fijarse  en  el  tema  al  rededor  del  cual  de- 
bieran venir  A condensarse  todas  las  consideraciones 
de  su  discurso;  y añadió  que  ese  tema  se  lo  había 
proporcionado  en  la  ocasión  presente  mi  amigo  y 
compañero  de  Comisión  el  Sr.  Santana  cuando  ha- 
blaba de  sentido  común.  El  sentido  común  iba  A ser 
por  consiguiente  el  tema  sobre  que  versara  el  elo- 
cuente discurso  del  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande 
que  ayer  comenzó  y hoy  ha  concluido,  proporcionán- 
donos á todos  una  ocasión  más  de  admirar  su  saber 
y galanura  en  el  buen  decir. 

Después  de  esto,  decía  que  en  esta  extensa  discu- 
sión, solo  una  cosa  no  se  habia  agotado  y eran  los 
errores  del  Jurado,  añadiendo  S.  S.  que  tampoco  se 
había  agotado  otra  cosa  de  la  cual  no  tengo  necesi- 
dad de  hacerme  cargo.  Decía  el  Sr.  Vizconde  de  Cam- 
po-Grande: en  ese  art.  l.° hay  una  deficiencia;  ¿A  don- 
de vais  A llevar  esta  ley? 

Señores  Diputados,  esa  pregunta  es  enteramente 
inocente.  ¿Para  dónde  legislamos  aquí?  Para  España  é 
islas  adyacentes.  ¿Era  menester  decirlo?  ¿Legislamos 
para  alguna  otra  parte?  ¿No  vendrá  luego  la  promul- 
gación, cuando  este  proyecto  llegue  A ser  ley,  como 
espero  que  será,  á decir  dónde  ha  de  ser  promulgado? 
¿Es  que  creía  S.  S.  que  es  Le  proyecto  va  A regir  en 
Ultramar?  Eso  no  es  creible  en  el  claro  talento  del 
Sr.  Vizconde  de  Campo  Grande,  porque  S.  S.  sabe  bien 
que  las  leyes  que  se  hacen  para  Ultramar  tienen  otra 
tramitación,  y que  para  llevar  las  leyes  de  la  Penín- 
sula A Ultramar  es  preciso  seguir  el  procedimiento 
especial  que  se  halla  establecido.  La  pregunta,  pues, 
era  inocente,  y no  respondía  más  que  ai  deseo  de  poder 
decir  algo  del  art.  l.°,  y á la  Comisión  que  en  él  se 
hábia  omitido  algo. 

Trató  después  S.  S.  la  cuestión  constitucional,  y 
doy  gracias  A S.  S.  porque  me  ba  dado  motivo  de  sub- 
sanar una  omisión  en  quo  incurrí  el  diaque  tuve  el 
sentimiento  de  molestar  la  atención  de  la  Cámara  al 
contestar  A mi  amigo  el  Sr.  Danvila. 

El  Sr.  Danvila,  para  probar  una  de  sus  tésis,  que 
era  que  la  situación  política,  que  el  estado  político  de 
España  rechazaba  el  Jurado,  presentaba/  esa  cuestión 
y la  desenvolvía  en  el  terreno  de  los  altos  principios 
constitucionales.  No  ha  ido  tan  allá  mi  amigo  el  se- 
ñor Vizconde  de  Campo-Grande.  Su  señoría,  incidien- 


do en  el  mismo  error,  á mi  entender,  en  que  habia 
incurrido  en  otra  parte  y con  ocasión  del  debate  de 
un  proyecto  parecido  A éste,  ha  sostenido  que  los  ar- 
tículos 80  y 81  de  la  Constitución  vigente,  que  pre- 
ceptúan la  inamovilidad  y la  responsabilidad  de  los 
jueces  y tribunales,  se  oponen  al  establecimiento  del 
Jurado,  porque  desde  el  instante  en  que  los  jurados 
no  son  jueces  permanentes  ni  responsables,  no  caben 
dentro  de  la  Constitución. 

En  la  discusión  A que  me  he  referido  contestaron 
ya  á S.  S.  lo  que  yo  tengo  que  contestarle  ahora.  An- 
tes del  art.  80  y del  art.  81,  está  el  art.  78  que  dice 
que  leyes  especiales  determinarán  las  condiciones 
que  han  de  tener  los  jueces.  Pues  si  leyes  especiales 
han  de  determinar  las  condiciones  que  han  de  tener 
los  jueces,  si  nosotros  vamos  A hacer  una  ley  espe- 
cial para  procedimientos  especiales  y para  jueces  es- 
peciales, claro  es  que  esta  ley  está  dentro  del  art.  78 
y dentro  de  la  Constitución. 

Elevándose  más  el  Sr.  Danvila,  decía:  «En  la  Cons- 
titución actual  no  cabe  la  institución  del  Jurado;  por- 
que en  la  Constitución  actual  se  atribuye  el  ejercicio 
de  la  soberanía  A las  Córtes  con  el  Rey;  y así  como 
en  las  Constituciones  donde  el  ejercicio  de  la  sobera- 
nía reside  en  la  Nación  cabe  perfectamente  la  insti- 
tución del  Jurado,  el  cual  tiene  parte  de  soberanía, 
así  es  imposible  que  quepa  en  Constituciones  como 
la  nuestra  donde  el  ejercicio  de  la  soberanía  está  en- 
comendado A las  Córtes  con  el  Rey.» 

Este  argumento,  como  ven  los  Sres.  Diputados, 
es  de  completa  y alta  doctrina  constitucional.  Pues 
este  argumento  tiene  una  contestación  tan  sencilla 
como  sencilla  lo  tuvo  el  argumento  del  Sr.  Vizconde 
de  Campo-Grande. 

Si  el  ejercicio  de  la  soberanía  está  encomendado 
por  la  Constitución  vigente  á las  Córtes  con  el  Rey, 
y las  Cortes  con  el  Rey  hacen  una  ley,  en  virtud  de  la 
cual  ceden  parte  de  esc  ejercicio  de  la  soberanía  á 
una  institución  cualquiera,  esa  ley  es  constitucional, 
esa  ley  está  dentro  de  la  Constitución  y no  hay  para 
qué  venir  aquí  diciendo  que  infringimos  la  Constitu- 
ción, puesto  que  impide  el  establecimiento  del  Jura- 
do. (El  Sr . Vizconde  de  Campo-Grande  pide  la  palabra.] 
Sobre  esto,  señores,  podía  extenderme  todo  el  tiem- 
po que  quisiera  y pudiera,  porque  el  asunto  es  de  tal 
naturaleza  y de  tal  importancia,  que  da  lugar  para 
escribir  libros;  pero  el  Congreso  comprenderá  que, 
dada  una  contestación  terminante  y categórica,  lo 
mismo  á la  objeción  del  Sr.  Vizconde  que  Ala  del  se- 
ñor Danvila,  no  debo  insistir  más  en  este  asunto,  y 
paso  A otro. 

Mi  amigo  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  decía 
que  la  escuela  democrática  individualista  arranca  con 
afan  A todos  los  Poderes  sus  funciones  para  llevarlos 
al  Poder  judicial,  y luego  tiene  no  sé  si  la  debilidad, 
ó la  fortaleza,  ó el  error  de  echar  los  jueces;  por  ma- 
nera que  entonces  yo  no  sé  A dónde  llevaba  las  fun- 
ciones que  arranca  A esos  Poderes.  Pero  reuniendo 
esta  idea  con  la  idea  que  el  Sr.  Danvila  nos  dab3  de 
la  democracia  jurídica  española,  cuando  la  veia  aquí 
detrás  del  banco,  sonriente,  mientras  lloraba  la  justi- 
cia y estábamos  nosotros  cariacontecidos;  uniendo 
esto  con  la  indicación  que  vuelve  á repetir  mi  amigo 
el  Sr.  Vizconde,  de  que  venimos  aquí  A traer  este  pro- 
yecto de  ley  por  compromiso,  cuestión  debatida  va 
por  indicaciones  hechas  por  todos  los  señores  de  esa 
minoría,  y protestadas  y combatidas  por  todos  los 
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que  dos  hemos  levantado  aquí;  reuniendo  todas  estas 
consideraciones  con  esos  dos  espíritus  que,  según  S.  S., 
reinan  en  esta  mayoría,  el  de  Mefistófeles  y el  de  Mar- 
garita; predominando  siempre,  como  es  natural,  ei 
primero,  y quedando  siempre  vencido  el  segundo, 
todo  esto  es  en  mi  juicio  una  alucinación,  ó quizás, 
no  una  alucinación,  sino  una  inclinación,  un  deseo, 
quizás  un  acto  premeditado,  porque  aquí  no  liay  ni 
espíritu  de  Mefistófeles  ni  espíritu  de  Margarita.  En 
esta  mayoría  no  hay  más  que  uu  altísimo  espíritu  de 
concordia,  por  virtud  del  cual,  unidas  las  ideas  de  to- 
dos los  hombres  que  se  han  agrupado  aquí,  y unidos 
todos  los  espíritus,  resulta  una  fuerza  de  tal  natura- 
leza, de  tal  importancia,  un  edificio  tan  sólidamente 
cimentado,  que  yo  os  lo  aseguro,  no  caerá  mientras 
no  se  desuna  y se  desmorone  esta  fuerza. 

Vosotros  lo  conocéis;  por  eso  venís  a meter  ciza- 
ña; el  espíritu  de  Mefistófeles  no  está  aquí,  el  espíritu 
mefistofélico  está  en  esa  minoría;  nosotros  lo  conoce- 
mos, nosotros  estamos  seguros  de  nuestra  fuerza,  es- 
tamos seguros  de  esta  fuerza,  que  consiste  en  nuestra 
unión,  y hagais  lo  que  hagais,  estad  seguros  de  que 
no  nos  desuniremos. 

Decia  mi  amigo  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande 
que  ei  Jurado  no  es  un  derecho  individual  como  se 
habia  aseverado  desde  este  banco.  No  es  eso  cierto; 
desde  este  banco  no  se  ha  dicho  que  sea  el  Jurado  un 
derecho  individual.  Un  dignísimo  compañero  nues- 
tro dijo  que  hay  algunos  que  llegan  hasta  la  exage- 
ración de  creer  que  era  un  derecho  individual;  pero 
esto  no  significa  que  ól  lo  afirmara;  y desde  luego,  lo 
que  aquí  hemos  dicho,  lo  que  hemos  de  defender,  lo 
que  queremos  implantar  en  España  es  una  institución 
jurídica,  puramente  jurídica,  en  virtud  de  la  cual  va- 
mos á dar  participación  al  pueblo  en  la  administra- 
ción de  la  justicia  criminal.  Esto,  y solo  esto,  es  lo 
que  hemos  dicho;  esto,  y solo  esto,  es  lo  que  teneis 
que  combatir;  cualquier  otra  cosa  que  hagais,  no  será 
mas  que  crearos  un  fantasma,  para  tener  luego  el 
gusto  de  poderle  vencer. 

Que  hay  algunos  que  exageran  lo  que  es  el  Ju- 
rado. ¿Pues  vosotros  no  habéis  dicho,  y nosotros  no 
hemos  oido  con  gran  tranquilidad,  que  el  Jiirado  es 
la  mixtificación  de  la  justicia,  que  el  Jurado  es  la 
falsificación  de  la  justicia,  que  el  Jurado  es  la  per- 
turbación de  todos  los  principios  del  derecho  y de  la 
justicia,  que  el  Jurado  es  el  quebrantamiento  de  todos 
los  fundamentos  del  órden  social,  y por  consiguiente 
la  ruina  de  la  Patria?  Todo  esto  lo  habéis  dicho,  y nos- 
otros lo  hemos  oido  y hemos  continuado  en  tranqui- 
lidad. Pues  si  vosotros  con  vuestro  perfecto  derecho, 
que  yo  reconozco,  habéis  dicho  todo  eso,  y nosotros 
lo  hemos  oido  con  calma  y con  tranquilidad,  ¿por  qué 
vosotros  no  habéis  de  oir  también  con  calma  y con 
tranquilidad,  lo  que  en  realidad  no  hemos  dicho,  pero 
sí  lo  dicen  algunos  escritores,  á saber,  que  el  Jurado 
como  institución  política,  es  la  salvaguardia  de  la  li- 
bertad, la  égida  de  las  libertades  individuales,  decia 
vuestro  patriarca,  el  muy  respetable  y querido  amigo 
inio  Sr.  Martincz  de  la  Rosa,  que  el  Jurado,  como 
institución  social  es  la  coparticipación  de  la  sobera- 
nía, y que  el  Jurado  como  proveniente  del  derecho 
natural,  es  un  derecho  individual?  Ni  la  Comisión,  ni 
la  mayoría,  ni  el  Gobierno,  ni  yo,  hemos  dicho  esto,  y 
quede  bien  sentado,  porque  no  será  extraño  que  ma- 
ñana salgan  de  esos  bancos  diciendo  que  (le  estos  ha 
salido  la  defensa  de  todos  esos  principios  que  vosotros 


llamáis  absurdos,  y que  á mí  tampoco  me  parecen 
ciertos.  Conste  que  lo  que  esta  Comisión  ha  defen- 
dido, conforme  con  el  proyecto  que  ha  traído  el  Go- 
bierno, informándose  en  las  ideas  de  la  mayoría,  es 
que  el  Jurado  que  queremos  implantar  en  España  es 
una  institución  jurídica,  por  virtud  de  la  cual  vamos 
á dar  cierta  participación  al  pueblo  en  la  justicia  cri- 
minal. 

Recordando  mi  amigo  el  Sr.  Vizconde  de  Campo- 
Grande  aquel  tema  alrededor  del  cual  hubo  de  girar 
su  discurso;  aquel  tema  del  sentido  común,  decia: 
Pero  si  los  juradistas  no  hacen  más  que  desbarrar  eu 
todo:  ¿pues  no  es  uno  de  los  principios  que  traéis  en 
el  proyecto  que  el  Jurado  tenga  solo  lugar  para  los 
delitos  graves?  ¿Pues  no  es  la  mayor  falta  de  sentido 
común  querer  aplicar  un  organismo  tan  defectuoso, 
tan  malo  y tan  incapaz  á lo  más  grande  de  la  justi- 
cia criminal? 

Ese  es  un  argumento  que  ya  ha  sido  contradicho, 
no  solo  por  los  escritores  y revistas  que  han  tratado 
la  materia,  sino  por  todos  los  que  han  hablado  en  pró 
del  Jurado;  pero  ¿sabe  S.  S.  cuál  es  la  razón  por  que 
se  llevan  al  Jurado  los  delitos  graves?  Porque  son  los 
que  hiriendo  más  fuerte  y directamente  la  opinión 
pública,  están  más  al  alcance  de  esta  clase  de  tribu- 
nales, y no  hay  el  menor  riesgo  de  que  puedan  dejar 
de  hacer  justicia. 

Voy  recordando  ligeramente  aquellos  epítomes  de 
que  nos  hablaba  mi  querido  amigo  el  Sr.  Vizconde  de 
Campo-Grande,  y paso  al  de  la  conciencia  falsa  y la 
couciencia  cierta  de  los  teólogos  y moralistas.  Hay, 
según  los  moralistas,  una  falsa  conciencia  y una  con- 
ciencia cierta;  y como  mi  amigo  el  Sr.  Vizconde  de 
Campo-Grande  todo  lo  ve  malo  en  el  Jurado,  aplica 
al  Jurado  la  mala  conciencia;  pero  yo,  al  revés  de 
S.  S.,  como  no  lo  veo  todo  por  ese  prisma  desconsola- 
dor, no  digo  que  el  Jurado  acierte  siempre  en  todo, 
pero  sí  que  el  Jurado  acierta  muchas  veces  y acertará 
siempre,  como  sucede  á los  hombres  cuando  no  hay 
un  interés  de  por  medio  que  pueda  perturbar  su  juicio. 
Porque  ¿en  qué  se  funda  S.  S.  para  decir  que  la  con- 
ciencia mala  sea  la  del  Jurado?  En  nada  absolutamen- 
te. lia  opinión  del  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  es 
para  mí  respetabilísima;  y si  se  tratara  de  algún  asun- 
to particular,  desde  luego  yo  la  aceptaría;  pero  tra- 
tándose del  Jurado,  encuentro  á S.  S.  tan  preocupado 
contra  él,  que  es  sospechoso  todo  cuanto  sale  de  sus 
elocuentes  labios. 

Pero  vosotros,  decia  S.  S.,  hacéis  la  apoteósis  de 
la  ignorancia  y de  la  inexperiencia. 

Aquí  necesito  detenerme  algún  tanto.  Hay  una 
tendencia  de  parte  de  los  señores  de  aquel  lado  de  la 
Cámara  así  como  á echarnos  en  cara  que  no  respeta- 
mos lo  bastante  á la  magistratura  y á los  magistra- 
dos. No;  nosotros  respetamos  á la  magistratura,  no 
diré  más,  sino  por  lo  ménos  tanto  como  vosotros;  de 
estos  bancos  no  han  salido  esas  increpaciones  de  que 
hablaba  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande;  nadie  se 
ha  atrevido  á llamar  á los  magistrados  sacristanes; 
lo  que  ha  habido  únicamente  es  que  uno  de  mis  com- 
pañeros puso  un  símil,  pero  si  por  ios  símiles  hubié- 
ramos de  juzgar  de  las  intenciones,  paréceme  que  al- 
guno de  los  símiles  del  Sr.  Vizconde  necesitarían 
grandísima  explicación.  De  aquí  no  ha  salido  nin- 
guna especie  de  denuesto  ni  de  comparación  que  re- 
dunde en  desdoro  de  la  magistratura;  y si  se  juzgara 
por  el  conjunto  de  esta  discusión,  quizás  en  alguna 
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parte  resultarla  que  nosotros  éramos  más  respetuosos 
que  vosotros  con  la  magistratura.  ¿No  decía  ayer  el 
Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande,  increpando  á un  dig- 
nísimo magistrado  que  se  sienta  entre  nosotros  para 
honra  nuestra,  porque  es  de  los  que  honran  el  sitio  en 
que  se  sientan,  que  las  indicaciones  que  este  señor 
magistrado  había  hecho  habian  sido  comentadas  y re- 
probadas por  algunos  de  sus  ¿ompañerps  de  tribunal? 
Pues  yo  digo  al  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande,  y 
estoy  autorizado  para  decirlo,  que  los  compañeros  de 
ese  señor  magistrado  que  se  sientan  en  esta  Cámara 
están  enteramente  conformes  con  lo  que  él  dijo;  y 
oyéndome  están  magistrados  dignísimos  de  fuera  de 
Madrid  que  pueden  decir  lo  que  en  sus  Audiencias  ha 
sido  el  Jurado;' aquí  está,  entre  otros,  nuestro  digno 
compañero  el  Sr.  Alcocer,  que  tuvo  ocasión  de  presi- 
dir el  Jurado  en  provincias,  precisamente  en  esas 
provincias  de.  Extremadura  que  algunos  han  presen- 
tado como  las  ménos  á propósito  para  el  funciona- 
miento del  Jurado;  yo  invito  al  Sr.  Alcocer,  yo  le 
ruego  que  nos  diga  qué  es  lo  que  ha  visto  en  aquel 
Jurado. 

Pero,  señores  conservadores,  la  comparación  que 
queréis  establecer  entre  el  magistrado  y el  Jurado, 
entre  el  juez  letrado  y el  juez  lego,  no  es  en  manera 
alguna  admisible;  para  comparar,  es  necesario  que 
, haya  términos  hábiles,  y no  hay  ciertamente  térmi- 
nos hábiles  de  comparación  entre  el  magistrado  y el 
jurado,  entre  el  juez  sabio  y el  juez  lego;  cada  cual 
sirve  para  su  función  de  diferente  manera,  y la  com- 
paración si  se  quiere  hacer,  se  ha  de  hacer  en  otra 
forma.  Es  menester  optar  entre  el  sistema  inquisitivo 
con  su  juicio  escrito  y secreto,  con  su  juez  letrado, 
responsable  y apelable,  y el  sistema  acusatorio,  con 
su  juicio  oral  y público,  y su  indispensable  corona- 
miento, que  es  el  Jurado.  ¿Queréis  que  discutamos  esta 
tésis  comparativa?,  Prontos  estamos  á ello.  Mi  amigo 
el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  no  puede  discutir-, 
la,  porque  S.  S.  ha  dicho  en  otra  parte,  de  una  ma- 
nera solemne,  que  no  solo  es  partidario  del  juicio  oral 
y público,  sino  que  este  juicio  es  su  bello  ideal. 

Pues  si  el  bello  ideal  del  Sr.  Vizconde  de  Campo- 
Grande  es  el  juicio  oral  y público,  no  tiene  más  re- 
medio que  admitir  el  Jurado,  que  es  su  necesario  é 
indispensable  coronamiento.  Si  yo  pudiera  usar  de 
dichos  con  el  gracejo  que  usa  S.  S.,  yo  le  diría  á este 
propósito  el  que  se  cuenta  de  aquel  fraile  predica- 
dor, tan  popular  en  Madrid:  «Tomada  la  Holanda, 
se  perdieron  ios  Países-Bajos.»  Aceptado  por  S.  S.  el 
juicio  oral  y público,  indeclinable,  irresistiblemente 
tiene  que  aceptarse  el  Jurado,  porque  el  Jurado,  co- 
mo he  dicho,  es  su  indispensable  y absoluto  corona- 
miento. Ya  lo  dijo  mi  digno  amigo  el  señor  presidente 
de  esta  Comisión,  y lo  dijo  con  esa  tersa  elocuencia 
que  yo  no  puedo  igualar;  también  ayer  lo  decía  otro 
individuo  desde  estos  bancos:  desde  el  instante  que 
creeis  una  magistratura  permanente  é inamovible, 
sin  poder  exigiría  la  responsabilidad,  y sin  tener  esa 
magistratura  para  fallar  más  que  los  impulsos  de  su 
conciencia,  contra  la  voluntad  de  esta  magistratura, 
por  la  corriente  natural  de  las  cosas  humanas,  esa 
magistratura  tiene  que  venir  á ser  un  Poder,  y un 
Poder  absoluto.  Aunque  esa  magistratura  sea  tan  jus- 
tificada como  es  la  magistratura  española,  tan  ilus- 
trada como  es  la  magistratura  española,  tan  patrió- 
tica como  es  la  magistratura  española,  tan  sóbria  y 
tan  recta  como  es  la  magistratura  española,  por  el 


órdeu  natural  de  las  cosas,  por  el  espíritu  invasor  de 
todos  los  Poderes,  tendría  que  venir,  dadas  esas  con- 
diciones, basta  contra  su  voluntad,  á ser  un  Poder 
despótico. 

Es  menester  hermanar  la  permanencia,  la  inamo- 
vilidad  de  la  magistratura  con  la  movilidad  y varia- 
bilidad del  Jurado;  es  menester  poner  al  lado  délo 
permanente  lo  variable;  es  menester,  en  fin,  templar 
la  irresponsabilidad  del  Jurado  con  el  doctrinaiismo 
del  juez  de  derecho,  pues  sería  muy  peligroso  entre- 
gar a solo  un  elemento  la  parteóle  soberanía  y hasta 
la  parte  legislativa  que  es  menester  entregar  al  Tri- 
bunal del  Jurado,  y que  no  podría,  en  esas  condicio- 
nes, ménos  de  producir  las  peores  y más  funestas 
consecuencias  para  el  país.  ¿Aceptáis,  pues,  el  juicio 
oral  y público?  No  hay  más  remedio  que  aceptar  el 
Jurado,  que  es  el  único  regulador,  que  es  la  única 
válvula  salvadora  que  puede  tener  la  sociedad  para 
evitar  el  despotismo  de  un  Poder  permanente,  que 
por  su  naturaleza  misma  había  de  ser  invasor,  y uo 
digo  arbitrario,  porque  tengo  siempre  confianza  en  la 
rectitud  de  la  magistratura  española. 

Pero  después  do  esto,  nos  decía  el  Sr.  Vizconde 
de  Campo-Grande  que  no  estábamos  preparados.  El 
Sr.  Ministro  ha  dicho  que  necesita  tener  un  Código 
que  no  sea  deficiente,  como  el  que  tenemos;  que  se 
necesitan  80  buenos  presidentes  de  tribunal  y 80 
buenos  fiscales.  Pues  bien,  señores,  yo  agrego  mis; 
yo  agrego  que  se  necesita  que  haya  predisposición 
en  el  pueblo  que  lo  ha  de  recibir,  y esta  predisposi- 
ción la  vamos  ganando  con  gran  ventaja  y acelera- 
damente, porque  cada  año  de  paz  y de  tranquilidad  y 
de  relativa  bienandanza  que  pasa  es  un  adelanto  gran- 
de en  el  progreso  de  esta  Nación,  antes  tan  trabajada 
por  las  pasiones. 

Pues  qué,  señores,  ¿no  se  han  discutido  en  el  Se- 
nado las  bases  del  Código  penal?  ¿No  se  van  á discu- 
tir pronto  en  el  Congreso?  ¿No  ha  de  ser  ley  ese  Có- 
digo cuando  haya  de  plantearse  el  Jurado?  ¿No  liay 
en  la  magistratura  española  80  dignísimos  presiden- 
tes de  tribunal  y otros  80  dignísimos  fiscales?  El  se- 
ñor Vizconde  de  Campo-Grande  dice  que  no,  y yo 
digo  que  sí;  y hé  aquí  por  qué  dccia  que  la  magistra- 
tura española,  por  más  que  digáis,  es  tan  respetada  y 
tan  considerada  por  nosotros  como  por  vosotros,  y en 
este  momento  está  siendo  más  considerada  por  mí 
que  lo  ha  sido  por  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande. 
¡Cómo  no  ha  de  haber  en  España  80  dignos  presiden- 
tes de  tribunal  y 80  dignos  fiscales!  i Ah,  que  desgra- 
cia la  de  nuestro  país!  Todo  lo  que  tenemos  es  malo 
y para  nada  sirve,  y yo  digo  que  nuestra  magistra- 
tura  no  tiene  que  ceder  el  paso  á ninguna  magistra- 
tura del  mundo,  ni  en  rectitud,  ni  en  ilustración,  ni 
en  nada.  El  resultado  que  está  produciendo  el  juicio 
oral  y público,  en  el  cual  los  fiscales  tienen  que  acu- 
sar y el  presidente  tiene  que  hablar  para  dirigir  la 
discusión  y pira  hacer  preguntas  á los  testigos,  esc 
resultado  está  de  mi  parte,  y da  testimonio  auténtico 
y fehaciente  de  que  cuanto  yo  digo  es  verdad.  ¿Quien 
está  más  en  lo  cierto  y quien  respeta  más  á la  magis- 
tratura española? 

Pues  si  tenemos  esos  80  dignos  magistrados  y esos 
80  dignos  fiscales,  y vamos  pronto  á tener  un  Código; 
si  liemos  adelantado  mucho  en  el  camino  del  progreso 
material  y efectivo,  no  tenga  duda  S.  S.,  dentro  de 
poco  tendremos  Jurado,  y el  Sr.  Vizcoude  de  Campo- 
Grande,  al  cabo  de  algunos  años,  va  á venir  á confesar 
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aquí  dignamente,  corno  deben  hacerlo  los  hombres 
que  se  estiman,  que  se  equivocaba  cuando  nos  hacía 
estas  profecías.  Después  de  esto,  el  Sr.  Vizconde  de 
Campo-Grande  ha  hecho  algunas  indicaciones  que 
merecen  la  pena,  y de  que  me  parece  á mí  que  es 
conveniente  que  procuremos  descartarnos,  antes  de 
entrar  en  este  debate  á que  S.  8.  me  ha  provocado. 

Nada  diré  del  Jurado  en  España,  decia  S.  S.;  la 
escuela  jurídica  española,  no  lo  quiere;  ahí  están  los 
nombres  que  nos  ha  citado;  yo  no  sé,  si  tuviéramos  la 
fortuna  de  que  estuvieran  esos  hombres  entre  nos- 
otros, cómo  pensarían;  pero  contra  esa  afirmación 
absoluta  y rotunda  del  Sr.  Vizconde  de  Campo- Grande, 
voy  á hacer  nada  más  que  una  observación.  Si  en  Es- 
paña nadie  quiere  el  Jurado,  ni  grandes,  ni  medianos, 
ni  pequeños,  ni  doctos,  ni  indoctos,  ni  jurisconsultos, 
ni  políticos,  ¿cómo  se  explica  que  se  haya  planteado 
en  España  un  Jurado  para  los  delitos  de  imprenta  en 
una  ocasión  y otro  Jurado  para  castigo  de  delitos  en 
otra?  ¿lia  habido  algún  milagro  para  el  estableci- 
miento del  Jurado  en  las  dos  ocasiones  que  ha  estado 
implantado  en  España?  Pues  si  nadie  lo  quiere,  ¿quién 
lo  ha  traído,  quién  lo  lia  votado,  quién  lo  ha  estableci- 
do, quién  lo  ha  ejercitado?  ¿A  que  van  á hacerme  creer 
los  señores  conservadores  que  en  España  no  ha  habido 
Jiuado?Esta  es  una  observación  de  tal  naturaleza,  que 
no  se  necesita  entrar  á discutir  sobre  la  escuela  jurí- 
dica española,  sobre  los  sabios  españoles,  sobre  los  po- 
líticos españoles;  dlguien  quiere  Jurado  en  España, 
puesto  que  lo  lia  habido;  yo  tengo  movimiento,  porque 
ando,  y no  necesito  más  prueba;  pues  alguien  quiere 
el  Jurado,  cuando  el  Jurado  se  ha  establecido. 

Decia  después  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande, 
mi  amigo,  que  el  Jurado  español,  eu  el  tiempo  que 
había  estado  establecido,  había  tenido  gravísimos  de* 
fectos:  que  no  era  menester  ir  al  extranjero  á buscar 
hechos  graves,  porque  aquí  los  hubo,  y que  estaban 
escritos  y enumerados.  Citó  uno  de  Segovia,  otro  de 
Sevilla  y otro  do  Chinchón.  (El  Sr.  Vizconde  de  Campo 
Grande : Y bastantes  más.)  Y bastantes  más,  todos  los 
que  S.  S.  quiera.  ¿Cree  S.  S.  que  creo  yo  que  el  Jurado 
se  estableció  de  manera  tan  perfecta  que  no  tuviera 
faltas,  y cree  8.  S.  que  pienso  yo  que  lo  hemos  de  es- 
tablecer de  manera  tal,  que  no  ha  de  tener  faltas, 
cuando  en  todo  lo  ejecutado  por  los  hombres  ha  de 
haber  deficiencias  y faltas  y delitos?  Pues  yo  le  anti- 
cipo á 8.  S.  que  los  habrá. 

Pero  voy  al  caso  de  Chinchón:  porque  si  es  el  de 
un  barbero  que  degolló  a su  mujer,  providencia  ó 
casualidad,  providencia,  porque  Dios  anda  en  Lodo, 
yo  fui  jurado  en  esa  causa:  yo  no  sé  si  es  á ese  al  que 
se  refiere  mi  amigo  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande; 
yo  fui  jurado  en  un  delito  cometido  por  un  barbero 
de  Chinchón  que  degolló  á su  mujer;  y esc  Jurado 
declaró  que,  en  efecto,  la  había  asesinado;  pero  que  la 
bahía  asesinado  en  un  momento  de  verdadera  locura. 

Y yo,  que  entonces  fallé  así,  puesta  la  mano  sobre  mi 
corazón  y mi  conciencia,  digo  que  fallé  bien,  y yo  soy 
un  hombre  honrado;  y cuando  digo  una  cosa,  puesta 
la  mano  sobre  mi  corazón  y mi  conciencia,  debe  creér- 
seme; y si  alguien  no  lo  cree,  que  no  lo  diga;  se  lo  rue- 
go encarecidamente. 

Yo  no  sé,  digo,  si  el  caso  de  Chinchón  á que  se 
refiere  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  es  este  caso, 
pero  si  es,  ya  lie  dicho  lo  que  sobre  él  puedo  yo  decir. 

Y si  es,  en  efecto,  y sucedió  lo  que  yo  presencié  y lo 
que  yo  juzqué,  ¿qué  se  lia  de  esperar  de  esos  casos 


que  se  cuentan  de  más  lejos,  y que  no  hemos  visto  y 
no  hemos  presenciado?  Ya  lo  he  dicho:  no  hablemos 
de  errores,  no  hablemos  de  injusticias;  la  humanidad 
es  endeble,  la  humanidad  es  débil,  y sin  querer  co- 
mete. errores,  comete  injusticias,  y hasta  queriendo, 
que  es  más  grave,  comete  injusticias  y errores. 

De  aquí  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  vino  á 
querer  probar  que  el  Ministro  y la  Comisión  no  ha- 
bían estado  conformes;  mejor  dicho,  que  el  Ministro 
había  sido  tan  dúctil,  tan  blando,  que  se  había  pres- 
tado á las  modificaciones  que  la  Comisión  había  que- 
rido introducir  en  el  proyecto.  Ya  se  ha  dicho  otra 
vez  aquí  por  un  compañero  mió  muy  querido:  la  Co- 
misión no  ha  hecho  nada,  no  ha  introducido  ninguna 
variación  sin  pouevse  primero  de  acuerdo  con  el  se- 
ñor Ministro  de  Gracia  y Justicia;  con  todo  lo  que 
viene  aquí  en  su  dictámen  está  de  completo  acuerdo 
el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia.  ¿Pero  qué  varia- 
ciones esenciales  son  esas  que  encontraba  en  el  pro- 
yecto mi  siempre  querido  amigo  el  Sr.  Vizconde  de 
Campo-Grande?  Pues  encontraba  la  modificación  en 
la  selección  del  Jurado,  la  modificación  en  el  censo, 
en  lugar  del  cual  se  había  puesto  la  vecindad,  que  era 
más  importante,  porque  el  censo  era  de  una  inefica- 
cia tal,  que  no  prestaba  ninguna  ó prestaba  muy  poca 
garantía;  el  establecimiento  en  las  capitales  de  pro- 
vincia de  los  tribunales,  facultando  á ios  mismos  para 
ir  en  casos  dados  ai  lugar  del  delito;  y nada  más.  Y 
yo  pregunto,  Sres.  Diputados:  ¿son  esas  bases  esen- 
ciales, son  siquiera  accidentales,  son  siquiera  bases 
del  proyecto?  Son  insignificantes  variaciones  que  no 
influyen  para  nada;  de  modo  que  el  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  debe  estar  tranquilo,  y lo  está,  y la 
Comisión  esta  también  tranquila;  de  común  acuerdo 
han  hecho  las  variaciones  que  lian  estimado  conve- 
nientes, y no  tienen  el  uno  ni  la  otra  que  mortificar 
su  amor  propio  ni  para  quejarse  de  que  haya  podido 
influir  el  uno  sobre  la  otra;  no  ha  influido  nadie  sobre 
nadie;  no  ha  habido  más  que  concordia  de  ideas  y de 
sentimientos,  y por  consiguiente,  no  hay  para  qué  ve- 
nir á querer  mortificarnos  á ios  unos  ó á ios  otros. 

Y descartado  esto,  vamos  al  Carpió.  \r  tengo  que 
empezar  diciendo  que  no  he  sido  yo  quien  ha  provo- 
cado la  ocasión.  El  que  está  en  el  Carpió  es  mi  amigo 
el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande,  y él  ine  retó  á ir 
allí:  en  el  Carpió  estoy,  me  dijo,  y yo  le  repuse:  al 
Carpió  iré.  \r  voy,  á pesar  de  que  8.  8.  nos  dijo  ayer 
que  me  recibía  con  espada  y daga;  aunque  para  tran- 
quilizar á los  Sres.  Diputados,  dijo  que  no  había  de 
correr  la  sangre  entre  nosotros.  Pues  á pesar  de  estar 
ahí  S.  8.  con  espada  y daga,  yo  voy  sin  ningún  acero; 
no  llevo  más  que  la  coraza  de  la  razón  que  me  rodea, 
y con  ella  estoy  seguro  de  que  soy  invulnerable  y de 
que  voy  A vencerle. 

Decia  yo  contestando  á mi  querido  amigo  el  señor 
Danvila,  á quien  nunca  agradecerá  bastante  la  amis- 
tosa consideración  con  que  tuvo  la  bondad  de  tratar- 
me; decia  yo  contestando  á la  observación  de  dicho 
señor,  mi  amigo,  de  que  ei  Jurado  iba  perdiendo  te- 
rreno en  las  Naciones  de  Europa,  que  no;  que  el  Ju- 
rado se  mantenía  firme  y estable  en  todas  partes  donde 
se  liabia  establecido.  Y agregaba  más;  agregaba  que 
esto  ocurría  en  la  casi  totalidad  de  las  Naciones.  Mi 
amigo  ei  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  se  obligó  á 
demostrar  que  yo  no  llevaba  razón;  y,  en  efecto,  lo  lia 
pretendido  demostrar  ayer  y hoy,  pero,  en  mi  juicio, 
no  lo  ha  demostrado.  ¿Es  verdad,  ó no  e3  verdad  que 
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el  Jurado  está  establecido  en  la  casi  totalidad  de  las 
Naciones  de  Europa?  EL  Sr.  Vizconde  de  Campo- 
Grande  ha  dado  la  contestación  hace  muy  pocos 
momentos.  El  Jurado  está  establecido  en  todas  las 
Naciones  de  Europa,  ménos  en  los  Países-Bajos,  en 
Dinamarca  y en  Noruega,  porque  en  Suecia  y Hun- 
gría lo  está,  aunque  solo  para  los  delitos  políticos, 
como  en  Grecia  solo  para  los  de  imprenta.  Son  respe- 
tables esas  Naciones;  pero  después  de  todo,  ¿á  qué 
quedan  reducidas  las  Naciones  donde  no  está  estable- 
cido el  Jurado?  A tres,  y á tres  pequeñas.  Yo  acepto 
su  buen  sentido,  sus  conocimientos,  su  cordura,  su 
prudencia,  todo  lo  que  queráis;  pero  ¿qué  significan 
en  el  concierto  europeo  esas  tres  Naciones  enfrente 
de  los  demás  pueblos  civilizados?  ¿Ha  probado  S.  S. 
que  la  mayoría  de  los  pueblos  no  tienen  el  Jurado? 
No;  pues  entonces  mi  tésis  queda  firme;  entonces  la 
proposición  que  yo  sentaba  de  que  la  casi  totalidad 
de  los  pueblos  de  Europa  conocen  y tienen  establecido 
el  Jurado,  es  una  verdad  inconcusa,  porque  tres  Na- 
ciones en  toda  Europa  no  me  parece  que  puedan  qui- 
tarle esta  condición  de  universalidad. 

Y no  hablo  de  Turquía,  donde  á creer  lo  que  de 
algún  tiempo  á esta  parte  se  viene  leyendo  en  algu- 
nas revistas  hay  ya  algún  movimiento  en  este  sen- 
tido; pero  que,  como  no  es  realmente  pueblo  europeo, 
lo  aparto  de  esta  cuestión. 

Queda  sentada,  pues,  mi  primera  proposición:  que 
la  mayor  parte,  que  la  casi  totalidad  de  los  pueblos  de 
Europa  tienen  establecido  el  Jurado. 

Y vamos  á la  segunda.  El  Jurado  no  está  en  el 
período  de  decadeneia;  el  Jurado  se  mantiene  firme  y 
estable  allí  donde  está  establecido. 

Su  señoría  á este  propósito  nos  hizo  una  excur- 
sión, en  la  cual  yo  me  veo  en  la  necesidad  de  se- 
guirle. 

Y vamos  á Inglaterra,  que  aunque  no  es  pueblo 
europeo,  en  él  existe  la  civilización  europea  en  grado 
bastante  adelantado.  ¿Y  qué  ha  aducido  S.  S.  para 
probar  la  decadencia  del  Jurado?  Pues  ha  aducido  la 
ley  del  año  70,  rebajando  el  censo  que  fijaba  la  ley 
de  1825  y la  información  del  Congreso  de  ciencias  so- 
ciales de  1873,  que  ha  opinado  también  contra  él. 

Con  muy  buen  acuerdo  se  ha  descartado  8.  S.  de 
aquel  dicho  de  que,  si  se  quitara  el  velo  que  oculta  las 
discusiones  del  Jurado,  el  Jurado  no  dura  ni  ocho 
dias  en  Inglaterra,  porque  eso  del  velo  es  un  mito,  y 
un  mito  ridículo  en  estos  tiempos.  ¿Dónde  están  los 
velos  en  los  dias  que  corrernos  cuando  se  conocen  y 
se  trasmiten  con  la  velocidad  del  rayo  las  ideas  que 
en  cualquier  parte  se  emiten? 

Después  nos  ha  citado  el  Sr.  Vizconde  de  Campo- 
Grande  dos  ó tres  autoridades.  Si  yo  no  me  hubiera 
propuesto  no  citar  ninguna  clase  de  autoridades,  ni 
leer  textos  en  esta  discusión,  yo  me  atrevería  á ase- 
gurar á S.  8.  que  para  cada  texto  contrario  de  auto- 
res ingleses  que  citara,  yo  le  citaria  doble  número 
favorables  al  Jurado. 

Es  que  con  motivo  de  la  cuestión  de  Irlanda  se 
piensa  y se  discurre  acerca  de  la  forma  y manera  de 
hacer  que  la  autoridad  central  llegue  allí;  es  que  se 
tienen  temores  y desconfianzas.  Y eso,  ¿qué  dice? 
Pues  qué,  ¿no  era  lo  más  natural  que  si,  en  efecto, 
la  opinión  pública  inglesa  estuviera  convencida  de 
que  el  Jurado  era  malo,  se  arrancara  de  una  vez  esa 
mala  semilla,  puesto  que  en  Inglaterra,  más  que  en 
ningún  otro  país,  prevalece  la  opinión  pública?  ¿Se  le 


lia  ocurrido  á ningún  Sr.  Diputado  de  ninguna  de  las 
fracciones  políticas  de  Inglaterra,  y no  digo  ya  á nin- 
gún Ministro,  presentar  una  proposición /ni  nada  qu¿ 
signifique  la  derogación  del  Jurado? 

Pues  vamos  á Francia.  Es  que  en  Francia  se  su- 
ceden con  rapidez  las  leyes  modificando  el  Jurado;  es 
que  en  Francia  hay  una  porción  de  hombres  ilustres 
que  escriben  contra  el  Jurado;  es  que  en  Francia  el 
Jurado,  influido  por  la  moda,  por  la  preocupación, 
por  el  grito  de  los  periódicos,  está  cometiendo  en  es- 
tos últimos  tiempos  multitud  de  injusticias.  Pues 
digo  lo  mismo  que  de  Inglaterra.  ¿Qué  significa  el 
variar,  el  modificar  una  institución?  Significa  ei  de- 
seo de  perfeccionarla,  ¿Qué  significa  que  haya  dos 
tres,  treinta  hombres  notables  que  escriban  contra 
esa  institución,  si  hay  ciento  que  escriban  en  pró? 
¿Qué  significa  que  por  cualquier  motivo,  que  por  cual- 
quier consideración  de  esas  que  influyen  en  la  ima- 
ginacipn  viva  de  los  pueblos  de  raza  latina  baya,  en 
momentos  dados,  una  porción  de  veredictos  absoluto- 
rios? Eso  no  significa  nada.  ¿Ha  habido  en  Francia, 
no  ya  ningún  Gobierno,  poro  ni  siquiera  ningún  Di- 
putado que  se  haya  atrevido  á presentar  ninguna  pro- 
posición, ni  cosa  que  se  le  parezca  encaminada  4 
arrancar  el  Jurado  que  allí  está  establecido? 

Pues  vamos  á Italia.  Ese  movimiento  científico 
criminalista  que  en  estos  últimos  anos  se  ha  desper- 
tado en  Italia,  ¿qué  da  de  sí?  Esos  veredictos  injustos 
de  que  nos  hablaba  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande, 
¿qué  significan?  El  mismo  nacimiento  de  la  escuela 
antropológica,  ¿qué  es?  Pues  digo  respecto  de  lo  pri- 
mero lo  mismo  que  decia  al  ocuparme  de  las  otras 
Naciones;  y en  cuanto  á la  escuela  antropológica,  en 
la  cual  se  han  fijado  esos  señores  para  impugnar  el 
dictámen,  digo  que  lo  mismo  va  contra  el  Jurado  que 
contra  los  tribunales  de  derecho,  porque  si  en  lugar 
de  hallarse  administrando  la  justicia  en  lo  criminal 
el  Jurado,  se  hubieran  encontrado  administrándola  los 
tribunales  de  letrados,  ¿no  hubiera  dicho  lo  mismo? 
Esa  escuela  que  empieza  hoy,  podrá  ser  lo  que  se 
quiera  en  el  porvenir,  podrá  llegar  á modificar  la  cien- 
cia criminal;  pero  hasta  tanto  que  no  nos  pruebe  la 
exactitud  de  sus  afirmaciones,  la  prudencia  de  los 
hombres  públicos  está  en  esperar,  y cuando  las  hayan 
probado  hacer  las  aplicaciones  que  sean  convenientes. 
Esto  harán  los  juradistas,  y esto  harán  los  afectos  á 
los  tribunales  letrados,  si  de  ellos  se  trata. 

Que  en  Alemania  y en  Austria  se  toman  precau- 
ciones. Pero,  ¿se  levanta  allí  alguna  voz  autorizada 
para  arrancar  el  Jurado?  No.  Pues  entonces,  ¿qué  sig- 
nifica esto?  Si  en  ninguna  parte  se  levanta  una  voz 
autorizada  para  suprimir  el  Jurado,  si  en  cualquiera 
de  los  países  en  que  se  tratara  de  suprimirlo,  esto  se- 
ría moth'O  para  una  revolución,  ¿puede  decirse  que  el 
Jurado  está  en  decadencia?  No;  el  Jurado  está  con  la 
firmeza  con  que  ha  estado  siempre,  y hay  una  prueba 
concluyente  que  no  tiene  respuesta.  ¿Qué  pueblo  don- 
de se  ha  establecido  el  Jurado  lo  ha  suprimido?  Solo 
España.  Que  se  me  cite  otro  pueblo  donde  una  voz  es* 
tablecido  el  Jurado  se  haya  consentido  que  desapa- 
rezca. Solo  ha  sucedido  eso  en  España  por  las  circuns- 
tancias y la  forma  Cu  que  se  hizo  por  un  Gobierno  que 
era  un  Poder  completamente  dictatorial. 

Pues  bien,  señores,  si  en  todas  partes  existe  el 
Jurado,  y lo  que  so  hace  es  modificarlo  para  perfec- 
cionarlo; si  no  se  levanta  ninguna  voz  autorizada  que 
pida  su  desaparición;  si  donde  quiera  que  se  ha  esta- 
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Mecido  subsiste;  si  quedan  pocas  Naciones  donde  no 
se  haya  establecido,  dicho  se  está  que  el  Jurado  es 
tan  consistente,  que  yo  ine  atrevo  á asegurar  al  señor 
Vizconde  de  Campo  Grande,  que  se  implantará  en  Es- 
paña, que  se  implantará  en  todas  las  Naciones  civili- 
zadas que  no  lo  tienen  lioy. 

No  digo  más  contestando  al  discurso  del  Sr.  Viz- 
conde de  Campo-Grande;  pero  me  vais  á permitir  que 
liaga  por  mi  cuenta  una  consideración,  que  será  bre- 
ve, porque  no  quiero  molestaros  por  más  tiempo. 

Decía  desdo  este  sitio  ayer  mi  querido  amigo  el 
Sr.  Montéjo  (que  se  levantó  novicio  y se  sentaba  defi- 
nidor general  y padre  custodio  de  la  órden,  habiendo 
ganado  en  una  hora  más  terreno  que  el  que  podemos 
ganar  las  medianías  en  muchos  años);  decía  el  señor 
Montejo,  y decía  la  verdad:  la  cuna  del  Jurado  mo- 
derno es  Inglaterra  y su  origen  el  testimonio  de  los 
convecinos.  Pues  yo  me  atrevo  á exponer,  Sres.  Di- 
putados, una  proposición,  que  quizá  os  va  á parecer 
exagerada.  Si  yo  pudiera  inventar,  si  álguien  inven- 
tara un  organismo  capaz  de  aquilatar  y contrastar  la 
opinión  de  los  vecinos,  que  no  es  otra  cosa  que  la  opi- 
nión pública,  yo  suprimiría  desde  luego  el  sistema 
inquisitorio  y el  sistema  acusatorio,  y toda  clase  de 
sumarios,  y todo  sistema  de  enjuiciar;  con  contrastar 
y aquilatar  el  veredicto  de  la  opinión  pública  y lle- 
varla á un  juez  letrado^  eso  sería  bastante  para  com- 
pletar y perfeccionar  el  enjuiciamiento  criminal.  No 
quiero  desenvolver  está  tésis,  que  no  hago  más  que 
indicar;  si  alguna  vez  en  el  debate  se  presentara  qui- 
zás la  ocasión,  procuraré  aprovecharla.  Entre  tanto, 
repito  lo  que  decía  al  sentarme  la  vez  anterior  que 
tuve  el  gusto  de  dirigir  la  palabra  al  Congreso:  vamos 
A votar  sin  miedo  y sin  temor.  Y á mi  amigo  el  señor 
Vizconde  de  Campo-Grande  solo  le  digo  una  cosa:  que 
deseo  que  Dios  le  dé  á S.  S.  y á mí  salud  bastante 
para  que  podamos  seguir  contendiendo  otros  tantos 
años,  por  lo  menos,  como  hemos  contendido. 

El  Sr.  Vizconde  de  CAMPO-GRANDE:  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Vizconde  de  CAMPO-GRANDE:  Tiene 
tanta  prisa  por  votar  mi  querido  amigo  el  Sr.  García 
Gómez  de  la  Serna  que  casi,  por  complacerle,  estaba 
decidido  á ño  rectificar,  y por  complacerle,  voy  á ser 
sumamente  breve.  Electivamente,  S.  S.  comprende 
muy  bien  la  misión  de  las  mayorías,  que  es  votar; 
pero  permítame  por  eso  mismo  que  yo  cumpla  en 
parte  la  misión  de  las  minorías,  que  es  discutir. 

La  primera  rectificación  que  tengo  que  hacer, 
después  de  felicitar  á S.  S.  por  su  discurso,  verdade- 
ramente concienzudo  y verdaderamente  parlamenta- 
rio, es  que  S.  S.  supone  que  lie  dicho  que  la  discu- 
sión estaba  agotada.  ¿Qué  ha  de  estar  agotada,  señor 
García  Gómez,  si  se  pueden  pronunciar  aún  cincuen- 
ta discursos  con  verdadera  novedad  en  esta  inagota- 
ble materia?  Espere  S.  S.;  espere  los  discursos  que  de 
esta  ó de  otras  partes  de  la  Cámara  se  pronunciarán, 
porque  en  ellos  encontrará  mucho  nuevo  y mucho 
bueno. 

La  segunda  rectificación  que  tengo  que  hacer  es 
que  S.  S.  lia  supuesto  que  el  tema  de  mi  discurso  ha- 
bía sido  el  sentido  común.  No  me  gusta  la  frase;  yo 
no  he  apelado  al  sentido  común,  sino  al  buen  sentido; 
que  es  una  cosa  bien  distinta.  El  sentido  común  es  un 
sentido  por  sufragio  universal,  y yo  soy  adversario 
del  sufragio  universal;  además,  no  quiero  que  de  mí 


se  diga  lo  que  se  ba  dicho  de  un  orador  que  decía, 
mi  sentido  común ; como  si  el  sentido  común  fuese  un 
sentido  individual.  Así,  jmes,  yo  be  apelado  al  buen 
sentido;  bajo  este  aspecto  he  considerado  al  Jurado, 
y be  demostrado  que  el  Jurado  no  resistia  al  exámeu 
del  buen  sentido. 

Que  no  he  comprendido  la  cuestión  constitucio- 
nal, y que  me  he  olvidado  del  avt.  78  que  dice  que 
leyes  especiales  marcarán  las  condiciones  de  los  jue- 
ces. Nada  de  eso;  le  he  citado,  pero  lie  citado  tam- 
bién los  arts.  80  y 81,  que  dicen  que  los  jueces  han 
de  ser  inamovibles  y responsables;  por  consiguiente, 
son  dos  condiciones  necesarias,  y cuando  hay  dos 
condiciones  necesarias  impuestas  en  la  Constitución, 
y esas  dos  condiciones  no  las  tienen  vuestros  jura- 
dos, tengo  razón  para  decir  que  vuestro  Jurado  es 
una  reforma  constitucional. 

Que  me  he  equivocado  al  suponer  dos  espíritus 
en  la  mayoría;  que  no  hay  más  que  un  solo  espíritu, 
que  es  el  espíritu  de  concordia.  Ya  lo  vemos  por  to- 
das partes;  ¡bien  anda  la  concordia  en  el  salón  de  con- 
ferencias, en  los  pasillos  y aun  dentro  de  la  misma 
Cámara! 

Que  el  espíritu  de  Mefistófelcs  está  aquí.  Yo  no  le 
veo.  No  conozco  en  la  historia  parlamentaria  de  nin- 
gun  país  un  partido  que  haya  tenido  tal  unanimidad 
de  ideas,  tal  unanimidad  de  procedimientos  como  se 
tiene  en  estos  bancos.  Aquí  no  hay  inspiraciones  exte- 
riores; todos  estamos  aquí  con  la  visera  levantada; 
aquí  no  hay  personas  que  van  á discutir  en  las  Co- 
misiones y no  vienen  luego  á defender  sus  ideas. 

Que  no  hemos  tenido  consideración  á los  magis- 
trados. ¿Por  qué  decir  eso  cuando  precisamente  sali- 
mos á su  defensa?  ¿Quién  ha  hablado  de  la  dignidad 
de  los  magistrados  y de  la  dignidad  de  los  jurados? 
Nosotros  hemos  hablado  solo  de  su  capacidad. 

Que  no  ha  habido  en  esos  bancos  quien  haya  ca- 
lificado á los  magistrados  de  sacristanes;  que  cuando 
esto  hizo  el  Sr.  Posell  fue  como  empleando  un  símil. 
Precisamente  considero  yo  que  traer  las  cuestiones 
indirectamente  y como  símil,  es  mucho  más  depresi- 
vo que  traerlas  de  una  manera  clara  y evidente. 

Que  yo  me  equivoqué  cuando,  según  S.  S.,  cen- 
suré las  palabras  pronunciadas  aquí  por  un  magis- 
trado. No  las  he  censurado;  he  dicho  que  las  había 
oido  con  pena,  lo  cual  es  muy  diferente,  y que  con 
pena  se  habían  oido  fuera  de  aquí  por  alguno  de  sus 
compañeros  (El  Sr.  Garnica  pide  la  palabra) , y hasta 
nos  decía  S.  S.  que  hay  aquí  compañeros  del  que  las 
pronunció  que  están  dispuestos  á hacerlas  suyas.  Ya 
lo  creo;  ya  se  decía  anoche  que  esto  se  haría  hoy;  y 
ya  decían  anoche  algunos  magistrados  que  sin  duda 
se  liaría  por  los  magistrados  políticos.  Por  estos  se 
hará  seguramente. 

Que  yo  no  puedo  combatir  el  Jurado  porque  he 
elogiado  el  juicio  oral.  Precisamente  considero  el 
juicio  oral,  y lo  he  dicho  ya  varias  veces,  el  rival  más 
afortunado  del  Jurado;  y esta  no  es  una  opinión  par- 
ticular mia. 

Guando  se  presentó  el  dictámen  de  la  Comisión 
sobre  el  juicio  oral  en  otra  parte,  aquella  Comisión, 
compuesta  de  amigos  vuestros,  decía  lo  siguiente: 
«Este  proyecto  prepara  como  ninguno,  si  es  que  no 
puede  realizarlos  en  todas  ¿as  esferas , los  altos  fines 
que  del  Jurado  se  prometen.»  Luego  aquella  Comi- 
sión decía  que  el  juicio  oral  puede  realizar  en  todas 
las  esferas  los  fines  del  Jurado;  luego  manifestaba  que 
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el  Jurado  no  solo  no  era  consecuencia  del  juicio  oral,  ¡ 
sino  que  puede  perfectamente  existir  el  juicio  oral  de 
una  manera  independiente,  y reemplazando  al  Jurado 
con  todas  las  que  se  suponen  sus  ventajas. 

Yo  no  diré  nada,  porque  sé  que  rectificando  no 
puedo  discutir  sobre  las  afirmaciones  de  S.  S.,  y to- 
das las  afirmaciones  y todas  las  citas  que  S.  S.  ha 
presentado  las  dejo  para  que  se  comparen  con  mis 
afirmaciones  y mis  citas,  y se  vea  de  parte  de  quién 
está  la  razón;  pero  que  entre  el  proyecto  del  Sr.  Mi- 
nistro y el  dictámen,  no  hay  diferencia;  ipor  Dios,  se- 
ñores Diputados!  recordad  todas  las  diferencias  esen- 
ciales que  en  esta  misma  tarde  he  presentado,  que  son 
cinco  verdaderas  abdicaciones  del  Sr.  Ministro  en  fa- 
vor de  las  opiniones  de  la  Comisión,  ó de  quien  á la 
Comisión  inspiraba. 

Que  yo  me  he  equivocado,  suponiendo  que  en  esos 
bancos  se  habia  defendido  el  Jurado  como  derecho 
individual.  Yo  no  sé  qué  otra  cosa  significa  la  sínte- 
sis del  discurso  pronunciado  ayer  por  el  Sr.  Montejo; 
yo  no  sé  qué  significa  el  que  S.  S.  nos  diga  ahora  que 
el  J urado  es  la  egida  de  los  derechos  individuales. 

Que  yo  no  he  expresado  bien  la  nocion  de  la  con- 
ciencia, según  los  moralistas;  pues  he  expresado  de 
una  manera  bien  clara  que  los  moralistas  establecen 
una  falsa  conciencia,  y que  llamaron  falsa  conciencia 
á la  que  no  era  ilustrada,  y que  vosotros  para  defen- 
der el  Jurado,  lo  defendéis  precisamente  porque  no  son 
ilustrados  aquellos  individuos  que  llamáis  á juzgar. 

Por  último,  S.  S.  ha  recurrido,  como  se  recurre 
así  como  diciendo,  que  viene  el  coco,  á la  escuela  an- 
tropológica, que  yo  no  habia  citado  de  ninguna  ma- 
nera, porque  á mí  no  me  gusta  citar  lo  que  no  mere- 
ce ser  citado,  porque  se  le  da  importancia  y porque 
desde  muy  jóven  he  aprendido  en  Dante  que  hay  mu- 
chas cosas  de  las  cuales  se  debe  decir  non  raggionar 
di  lor. 

El  Sr.  GARCIA  GOMEZ  DE  LA  SERNA:  Pido 
la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S.  para  rec- 
tificar. 

El  Sr.  GARCIA  GOMEZ  DE  LA  SERNA:  Al  le- 
vantarme á rectificar,  Sres.  Diputados,  lo  primero 
que  tengo  que  hacer  es  dar  una  satisfacción  á mi 
amigo  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande,  porque  en 
mi  deseo  de  abreviar,  me  he  olvidado  de  una  parte 
muy  importante  de  su  discurso,  de  la  parte  que  se 
refiere  á la  opinión  de  las  Audiencias  en  las  tres  in- 
formaciones que  han  tenido  lugar.  Este  es  un  trabajo 
que  de  muy  antiguo  viene  elaborando  el  Sr.  Vizconde, 
y en  el  cual,  real  y verdaderamente  ha  mostrado  una 
constancia  y una  perseverancia  que  yo  le  envidio. 

Para  contestar  á S.  S.,  no  tendría  necesidad  más 
que  de  abrir  el  tomo  del  Diario  de  las  Sesiones  del  Se- 
nado, y dar  la  contestación  que  le  dieron  en  aquel 
alto  Cuerpo.  Pero,  ¿para  qué  he  de  molestarme  ni  mo- 
lestar al  Congreso,  si  además  ya  no  tengo  derecho 
para  hacerlo?  La  última  esencia,  la  verdadera  resul- 
tancia de  la  información,  la  que  merece  el  nombre  de 
tal,  porque,  como  ha  dicho  muy  bien  el  Sr.  Vizconde 
de  Campo-Grande,  no  se  referia  á otra  cosa;  la  últi- 
ma resultancia  fué  la  contestación  á la  pregunta  que 
sobre  poco  más  ó ménos  estaba  en  estos  términos: 

«En  la  situación  actual  de  la  administración  de  justi- 
cia por  el  Jurado,  ¿qué  procede?  ¿Su  reforma  ó su  de- 
rogación?» 

A esta  pregunta  en  síntesis,  contestaron  las  trece 


Audiencias,  ocho  por  la  reforma  y no  por  la  supre- 
sión, cuatro  por  la  supresión  y no  por  la  reforma,  y 
una  se  dividió,  el  fiscal  y el  presidente  opinaron  por 
la  supresión  y la  Sala  por  la  reforma.  ¿Y  qué  Audien- 
cias? La  de  Madrid,  la  de  Barcelona,  la  de  Valladolid, 
antigua  Chaucillería,  la  de  Valencia,  la  de  la  Coruña' 
la  de  Zaragoza,  la  de  Cáceres  y la  de  Las  Palmas! 
¿Cuáles  eran  las  contrarias?  Granada,  antigua  Clian- 
cillería,  pero  muy  decaída,  Albacete,  Navarra  y La  Pal- 
ma. Me  parece  que  hay  diferencia  en  cuanto  á la  im- 
portancia de  las  Audiencias;  pero  prescindamos  de 
esa  importancia,  aunque  sobre  todo,  la  Audiencia  de 
Madrid,  que  es  de  alzada,  me  parece  que  debe  tener 
alguna  consideración;  prescindamos  de  la  diferencia 
de  calidad,  y atengámonos  á la  cantidad;  ocho  contra 
cuatro,  y una  dividida.  Pues  el  número,  que  es  lo  que 
vale  para  la  estadística,  el  número  está  á favor  de  los 
que  opinan  por  la  conservación  del  Jurado. 

Y dicho  esto,  y sintiendo  no  haber  hablado  so- 
bre el  particular  en  el  curso  de  las  pocas  observacio- 
nes que  he  expuesto  antes,  voy  á la  rectificación 
brevísima  que  he  de  hacer  al  Sr.  Vizconde  de  Campo- 
Grande. 

Su  señoría  dice  que  el  tema  no  está  agotado.  Yo 
creí  entender  así,  y así  me  lo  afirmaran  los  señores 
de  al  lado,  que  S.  S.  empezó  ayer  diciendo  que  esta- 
ba agotado,  lo  cual  no  lo  extrañé  después  de  tanto 
discurso.  ¿Pero  no  lo  está?  Pues  sigan  SS.  SS.  dis- 
cutiendo. ¿Van  á venir  todavía  muchos  discursos? 
Pues  aquí  estaremos;  tendremos  paciencia,  y segui- 
remos discutiendo;  y el  resultado  será  que  el  país 
dará  la  razón  á quien  la  lleve;  aparte  de  que  la  cues- 
tión del  número  de  discursos  no  es  para  mí  razón. 

Rectifico  de  buena  fe  lo  del  buen  sentido,  en  lu- 
gar de  sentido  común;  me  he  equivocado,  pero  llá- 
mese lo  uno  ó lo  otro,  poco  importaba  eso.  Sin  embar- 
go, ¿le  convenia  á S.  S.  dejar  eso  bien  sentado?  Pues  yo 
lo  rectifico,  y declaro  que  ine  equivoqué  cuando  tomé 
los  apuntes. 

No  he  dicho  que  no  haya  comprendido  mi  querido 
amigo  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  la  cuestión 
constitucional.  ¿Cómo  habia  de  decir  semejante  cosa? 
Comprendo  su  inteligencia  elevadísima,  y sé  cómo 
estudia  las  cuestiones.  Lo  que  yo  he  dicho  es  que, 
á pesar  de  las  disposiciones  de  los  arts.  80  y 81  de  la 
Constitución,  hay  un  art.  78  que  S.  S.  citó  también 
en  su  discurso,  que  me  parece  que  interpretó  de  una 
manera,  y que  yo  interpreté  de  otra;  esto  fué  lo  que 
yo  dije,  porque  ni  á mí  ni  á nadie  pudo  ocurrírsele 
que  S.  S.  no  habia  comprendido  la  cuestión  constitu- 
cional. 

Que  la  mayoría  no  está  unida,  que  hay  murmu- 
raciones en  los  pasillos  y en  el  salón  de  conferencias. 
¿No  está  unida?  ¿Habéis  visto  que  en  ninguna  vota- 
ción política  haya  discrepado  alguno  de  los  individuos 
de  la  mayoría?  Pero  es  que  hay  murmuraciones  en 
el  salón  de  conferencias.  Señor  Vizconde  de  Campo- 
Grande;  S.  S.,  que  es  tan  antiguo  en  esta  casa,  ¿no  ba 
visto  que  eso  sucede  siempre?  Pues,  ¿no  sabe  lo  que 
contestó  aquel  distinguido  extremeño  al  general  Nar- 
vaez  que  luego  fué  Duque  de  Valencia,  á propósito  de 
esas  murmuraciones?  Se  contestó  lo  siguiente;  ¿si  nos 
quita  la  facultad  de  murmurar  ahí  fuera,  que  nos 
va  Vd.  á dejarar?  Mientras  S.  S.  no  vea  que  en  una 
cuestión  política  discrepan  de  la  mayoría  algunos  indi- 
viduos de  ella,  no  tiene  razón  para  decir  que  estamos 
desunidos.  Esté  seguro  S.  S.  que  la  mayoría  está  uni- 
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da  y compacta,  y ojalá  dure  mucho  esta  unión;  que, 
como  dure  mucho,  creo  que  el  Gobierno  y la  mayoría 
están  completamente  asegurados  por  mucho  tiempo. 

Yo  no  he  dicho  que  S.  S.  haya  injuriado  á los  ma- 
gistrados; lo 'que  he  dicho  es  que  nosotros  no  les  he- 
mos injuriado  y que  les  hemos  respetado,  por  lo  me- 
nos tanto  como  SS.  SS.,  y me  parece  que  es  un  natural 
deseo  de  mi  parte  el  dejar  sentado  esto,  porque  lo  que 
es  esta  tarde  yo  he  sido  más  partidario  de  la  magis- 
tratura que  S.  8.,  toda  vez  que  he  dicho  que  hay  más 
de  80  dignísimos  presidentes  de  Sala  y magistrados, 
y S.  S.  lo  niega.  ¿Quién  levanta  más  alto  el  prestigio 
de  la  magistratura?  ^Quién  le  defiende  mejor? 

Su  señoría  cree  que  puede  existir  el  juicio  oral  y 
público  sin  el  Jurado:  yo  creo  que  el  Jurado  es  el  co 
ronamiento  natural  y necesario  del  juicio  oral,  y que 
es  imposible  prolongar  por  mucho  tiempo  el  juicio 
oral  sin  que  venga  á degenerar  en  una  institución 
tiránica,  si  no  se  plantea  el  Jurado.  Esta  es  mi  opi- 
nión; S.  S.  tiene  la  suya;  aquí  las  liemos  expuesto,  y 
mañana  cada  cual  podrá  leer  lo  que  uno  y otro  opina- 
mos, y juzgar  quién  tiene  razón. 

Ha  hablado  S.  S.  de  la  conciencia:  he  dicho  que 
S.  8.,  al  hablar  de  la  conciencia,  atribuía  al  Jurado, 
corno  le  tiene  mala  voluntad,  la  mala  conciencia,  y 
que  yo,  como  no  tengo  al  Jurado  esa  mala  voluntad, 
no  le  adjucaba  esa  mala  conciencia  que  S.  S.  cree  que 
tiene. 

Y voy  á la  antropología.  Yo  creía  que  S.  S.  había 
hablado  algo  de  ella;  me  he  equivocado,  y me  alegro, 
pero  no  me  negará  S.  S.  que  sus  amigos  han  tomado 
motivo  y fundamento  de  las  doctrinas  de  esa  escuela 
para  dirigir  al  Jurado  un  injustificado  ataque.  Su  se- 
ñoría está  un  tanto  conforme  conmigo,  pero  no  lo  está 
con  sus  amigo?;  vea  la  manera  de  ponerse  ele  acuerdo 
con  sus  amigos,  porque  aquí  sí  que  se  ve  una  disi- 
dencia clara  y manifiesta  que  no  me  podrá  negar 
8.  S.  que  alguno  de  sus  amigos  han  fundado  sus  ar- 
gumentos en  contra  del  Jurado  en  las  doctrinas  de 
esa  escuela. 

El  Sr.  G ARNICA:  Pido  la  palabra  para  alusiones 

personales. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  GARNICA:  Señores  Diputados,  no  pensaba 
intervenir  nuevamente  en  este  debate,  porque  realmen- 
te nada  tengo  que  añadir  á las  razones  fundadísimas  y 
muy  elocuentes  que  lian  expuesto  los  señores  encarga- 
dos de  la  defensa  del  proyecto.  Teñía  además  una  ra- 
zou  personal  para  no  hacerlo,  porque  si  las  pocas  pala- 
bras que  dije  el  otro  dia  no  lograron  ser  entendidas 
por  inteligencias  tan  ámplias  y tan  perspicuas  como 
las  de  los  Sres.  Pidal  y Sil  vela,  ¿á  quién  he  de  querer 
llevar  el  convencimiento? 

Pero  mi  amigo  particular  el  Sr.  Vizconde  de  Cam- 
po-Grande me  ha  estrechado  de  tal  manera , me  ha 
hecho  alusiones  tan  urgentes  y apremiantes,  que  creo 
que  faltaría  á un  deber  de  cortesía  con  S.  S.,  y que 
faltaría  á la  consideración  y al  respeto  que  debo  al 
Congreso,  si  no  me  hiciese  cargo  de  ellas. 

Debo  desde  luego  hacer  constar,  que  ni  el  dia  an- 
terior, cuando  dije  lo  que  el  Congreso  tuvo  la  digna- 
ción de  oir,  ni  ahora  tampoco,  fué  ni  es  en  modo  al- 
guno mi  propósito  el  hablar  en  nombre  de  ninguna 
clase  determinada,  ni  atribuirme  ninguna  clase  de 
representación...  (El  Sr.  Cos-Gayon:  ¡Pues  no  faltaba 
más!)  Precisamente  porque  creo  como  el  Sr.  Cos- 
Gayon  que  no  faltaba  más,  me  he  decidido,  contra 


todo  mi  propósito,  á recoger  la  alusión  del  Sr.  Viz- 
conde de  Campo-Grande,  que  parecía  que  trataba  de 
echar  en  la  balanza  de  la  discusión  el  peso  de  la  au- 
toridad de  una  clase  y la  representación  de  entidades 
y corporaciones  que  se  mueven  fuera  de  la  órbita  del 
Parlamento;  precisamente  por  eso,  porque  abuudo  eu 
la  opinión  del  Sr.  Gos-Gayon,  porque  creo  que  sería 
grandemente  irrespetuoso  para  el  Parlamento  y para 
esas  entidades  ó corporaciones  que  viven  fuera  del 
Parlamento,  el  hacer  lo  que  parecía  que  trataba  de 
hacer  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande,  es  por  lo  que 
me  he  levantado  á recoger  la  alusión.  ¿Creía  acaso  el 
Sr.  Cos-Gayon  que  era  otro  el  motivo  que  me  impul- 
saba? 

Iba,  pues,  á decir  que  de  ninguna  manera  me 
proponía  hablar  en  nombre  de  ninguna  clase  de  fue- 
ra del  Parlamento,  y que  creo  que  por  ningún  ór- 
gano, esa  clase  á que  se  alude  tenía  para  qué  hacer 
oir  su  voz  en  la  cuestión  que  se  discute;  pero  que  si 
de  alguna  manera  creyera  que  debía  hacerse  oir,  te- 
nía aquí  un  órgano  muy  autorizado,  muy  respetable 
y muy  elocuente,  cual  es  el  del  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia.  (El  Sr.  Cos-Gayon:  Y ni  aun  ese. — El  Sr.  Mi- 
nistro de  Gracia  y Justicia : Le  pediré  los  poderes  ai 
Sr.  Cos-Gayon,  ai  que  por  lo  visto  se  los  han  otorga- 
do.) Ciertamente  que  es  sorprendente,  y me  repugna 
entrar  en  esta  polémica  menuda  por  haber  de  inter- 
venir yo  en  ella,  no  por  las  personas  que  lo  motivan; 
ciertamente  que  sorprende  que  hasta  al  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  que  tiene  aquí  la  representación  de 
la  Corona  y laautoridad  que  le  da  la  confianza  del  Par- 
lamento, solé  merme  y escatime  Ja  autoridad  para  ha- 
blar en  nombre  de  un  organismo  del  Estado  cuando 
á tocias  horas  personas  que  figuran  en  partidos,  que 
por  muy  respetables  que  sean,  mientras  no  están  en 
el  Poder  no  son  más  que  fracciones  más  ó ménos  di- 
minutas de  la  opiniou,  se  arrogan  ese  derecho  y creen 
que  pueden  hablar  en  nombre  de  esos  mismos  orga- 
nismos. 

Voy,  pues,  señores,  á la  alusión  del  Sr.  Vizconde 
de  Campo-Grande,  y lo  haré  en  brevísimas  paladras, 
porque  la  Cámara  está  ansiosa  de  oir  la  autorizada 
voz  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  y de  que 
llegue  el  momento  de  la  votación. 

¿Es  cierto  que  yo  me  he  podido  presentar  ante 
vosotros  como  un  hombre  indiferente  á la  instrucción 
pública,  refrac  torio  A la  ciencia  y menospreciado!*  de 
la  experiencia  y del  saber  de  los  jueces?  ¿He  podido 
hacer  eso  yo,  que  si  alguna  dirección  doy  á mi  espí- 
ritu es  la  dirección  del  estudio,  yo  que  llevo  toda 
una  vida  desde  la  juventud,  dedicada  únicamente  ala 
administración  de  justicia,  y A la  aplicación  de  las 
leyes?  Si  se  ha  podido  creer  que  he  incurrido  en  se- 
mejante extravío,  habrá  sido  por  falta,  sin  duda,  do 
expresión  mia.  En  cuanto  los  términos  del  debate  lo 
consentían,  he  tratado  de  ensalzar  y de  dar  impor- 
tancia al  elemento  profesional  y al  científico,  pero 
reduciéndolo  á lo  que  yo  comprendía  que  eran  sus 
verdaderos  términos,  tal  cual  la  cuestión  se  plantea- 
ba. Lo  que  yo  dije,  y quizá  estas  fueran  mis  pala- 
bras, era  que  la  ciencia  daba  medios  de  conocer  que 
la  ciencia  abría  nuevos  horizontes  ai  espíritu;  pero 
que,  en  mi  concepto,  el  espíritu,  las  facultades  men- 
tales, las  facultades  morales,  á pesar  de  la  ciencia,  y 
sin  embargo  de  ella,  quedaban  en  su  misma  integri- 
dad; que  la  ciencia  era  para  el  conocimiento  lo  que 
podría  ser  el  telescopio  para  los  ojos,  lo  que  podría 
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ser  la  máquina  aplicada  al  brazo;  pues  separado  ese 
telescopio  y separada  esa  máquina,  quedaba  el  sen- 
tido de  la  vista  y quedaba  el  brazo  solo  con  su  poten- 
cia propia.  Y decía,  y esto  lo  comprueba  todos  los 
dias  la  experiencia:  todos  reconocemos  que  para 
aquello  para  lo  que  no  son  indispensables  los  conoci- 
mientos científicos,  los  hombres  que  no  tienen  estos 
conocimientos  profesionales,  tienen  el  mismo  buen 
sentido,  la  misma  rectitud  moral  que  los  hombres 
que  han  seguido  una  larga  carrera.  ¿Es  que  esto  no 
lo  demuestra  también  la  historia  de  las  ciencias?  ¿Es 
que  hoy,  después  de  los  inmensos  progresos  que  se 
han  conseguido,  creemos  que  la  especie  humana  en 
el  órden  intelectual  y moral  se  ha  perfeccionado  y ha 
adelantado  á aquellos  grandes  tipos  de  perfección  que 
se  llaman  Job,  San  Pablo,  Sócrates  ó Platón?  Los  co- 
nocimientos científicos  se  han  acrecentado  induda- 
blemente; pero  la  inteligencia,  la  facultad  de  cono- 
cer no  ha  variado  esencialmente  nada. 

Flay  escuelas,  y alguien  ha  creído  notar  cierta 
analogía  entre  ellas  y los  señores  de  la  oposición  con- 
servadora; hay  escuelas  materialistas  que,  confun- 
diendo la  potencia  anímica  y moral  con  los  órganos 
á que  está  como  adherida,  creen  y entienden  que  por 
el  ejercicio  de  esos  órganos  y hasta  por  los  alimentos, 
pueden  crecer  y desarrollarse,  no  solo  esos  órganos, 
sino  también  aquellas  facultades,  como  se  desarrollan 
las  partes  de  una  planta  ó los  músculos  de  un  animal; 
pero  creo  que  todos  los  señores  que  me  escuchan  ten- 
drán que  convenir  conmigo  en  que  si  esto,  que  yo 
considero  solo  una  hipótesis,  fuera  en  el  trascurso  de 
miles  de  años  una  realidad,  no  sería  uua  hipótesis 
para  una  discusión  práctica,  porque  esa  perfectibili- 
dad en  las  facultades  humanas  es  de  todo  punto  im- 
posible de  apreciar  eu  cuanto  alcanza  nuestro  propio 
conocimiento  y el  conocimiento  de  la  historia.  La 
conclusión  práctica  que  yo  establecía  y que  no  he 
visto  rechazada,  es  que  la  administración  de  justicia 
en  el  órden  penal  no  es  una  ciencia  abstracta,  no  es 
álgebra.  Es,  por  el  contrario,  una  función  social  viva 
y palpitante,  que  tiene  que  obrar  sobre  los  elementos 
reales  y positivos  de  la  sociedad,  y que  si  bien  tiene 
que  partir  de  principios  fijos,  que  son  los  principios 
científicos  y los  textos  legales,  en  cuanto  á las  razo- 
nes, á los  móviles  que  hayan  impulsado  al  presunto 
delincuente,  es  necesario  en  una  buena  organización 
de  Injusticia  que  elementos  cercanos  y próximos  al 
delincuente,  pero  sanos  y honrados,  traigan  á la  ins- 
titución judicial  los  datos  referentes  á tales  móviles, 
á los  fundamentos  sobre  que  en  aquel  caso  concreto 
la  acción  se  ha  desarrollado  en  el  individuo;  y como 
dicha  acción  ha  sido  sentida  por  la  sociedad,  en  una 
palabra,  la  expresión  de  su  inocencia  ó de  su  culpa- 
bilidad. Porque,  en  último  caso,  señores,  la  adminis- 
tración de  justicia  en  el  órden  penal,  es  para  el  indi- 
viduo y para  la  sociedad,  pues  por  el  individuo  y por 
la  sociedad  se  administra  la  justicia,  y no  por  princi- 
pios abstractos  ni  por  ciencia  pura. 

En  cuanto  á si  la  ley  que  se  discute  puede  ser 
considerada  como  una  ofensa,  como  un  menosprecio, 
como  un  desprestigio,  como  un  rebajamiento  para  la 
magistratura,  porque  todo  esto  se  ha  dicho  y parece 
que  es  la  sustancia  y el  alma  de  la  oposición  que  se 
viene  haciendo,  ¿quó  he  de  decir?  ¿Es  que  acaso  cuan- 
do un  país  delibera  por  medio  de  sus  Parlamentos  y 
de  sus  organismos  legislativos  sobre  lo  que  es  con- 
veniente para  sus  fines  y para  su  seguridad,  puede 


ofender  ni  lastimar  á nadie?  ¿Es  que  no  ejerce  una 
función  y un  deber,  el  más  primordial  é importante? 
¿Es  que  no  se  ha  dicho  hace  dos  mil  años  en  el  libro 
de  perdurable  sabiduría  y de  eterna  caridad,  que  el 
hombre  no  se  ha  hecho  para  el  sábado,  y sí  el  sábado 
para  el  hombre?  ¿Es  que  las  instituciones  no  lian  de 
ser  para  el  país,  sino  que  el  país  ha  de  ser  para  ias 
instituciones?  Con  estos  argumentos  perentorios  creo 
que  contestaría  cualquiera  de  un  modo  terminante  á 
tales  consideraciones;  pero  en  cuanto  á mí,  todavía 
me  considero  obligado  á decir  algo  más. 

Yo,  señores,  sin  invocar  aquí  representación  niu 
guna,  no  puedo  desconocer  en  lo  que  me  es  personal 
que  estoy  completamente  adherido  á esa  institución 
de  que  se  habla.  Mi  vida  ha  pasado  en  ella;  en  ella 
espero  que  concluya;  me  encuentro  estrechamente 
unido  por  vínculos  de  afecto  con  los  individuos  que 
la  componen.  Pues  bien,  entiendo  que  no  puede  dé 
ninguna  manera  padecer  esa  institución  con  él  Ju- 
rado, sino  que  ha  de  suceder  todo  lo  contrario.  Por- 
que el  Jurado,  trayendo  una  oposición  moderada,  le 
da  elementos  de  vida,  toda  vez  que  es  una  ley  de  vida 
de  todos  los  sóres  y de  todas  las  instituciones  que 
faltándoles  oposición,  ó concluyen  por  el  desvario  y 
por  el  propio  exceso,  ó perecen  de  debilidad  y anemia. 
Porque  el  Jurado,  separando  á los  magistrados  del 
conocimiento  del  hecho,  sin  embargo  de  reservarles 
por  temperamentos  que  sábiamente  están  en  la  ley, 
una  suprema  inspección  sobre  los  abusos  que  pudieran 
cometerse  en  casos  excepcionales  en  la  apreciación  de 
los  hechos  mismos,  por  lo  cual  continuará  siendo 
siempre  sobre  el  Jurado  una  Magistratura , el  Jurado, 
digo,  ha  de  enaltecer  á los  jueces,  á los  cuales  man- 
tiene en  la  esfera  más  pura  del  derecho  y en  las  re- 
giones más  elevadas  de  la  autoridad.  Porque  el  Jurado 
ha  de  llevar  á los  tribunales  de  justicia  lá  confianza 
popular,  sin  mermarles  el  respeto  y la  veneración  que 
hoy  obtienen,  y yo  desearía  que  estas  palabras  salie- 
ran de  labios  que  no  fueran  los  mios,  el  respeto  y ve- 
neración que  hoy  obtienen  y que  los  señores  conserva- 
dores le  reconocen;  y robustecida  la  magistratura  por 
la  confianza  popular,  entiendo  que  será  el  eje  más 
fuerte  de  nuestra  libertad  y el  instrumento  más  se- 
guro para  la  paz  pública;  porque  los  Gobiernos  libres, 
cuando  no  tienen  profundo  arraigo  en  una  aristocra- 
cia poderosa  ó en  instituciones  populares  encarnadas 
en  las  costumbres  públicas,  tienen  que  descansar  so- 
bre una  organización  judicial  robusta,  independiente, 
poderosa,  que  sea  el  amparo  de  todos  los  derechos  y 
el  medio  de  resolver  todos  los  conflictos. 

En  este  sentido,  es  como  creo  que  la  institución 
del  Jurado,  lejos  de  venir  á empequeñecer  á la  ma- 
gistratura, la  ha  de  elevar  á una  consideración  y á un 
prestigio  altísimo,  dentro  de  nuestras  instituciones  y 
dentro  de  nuestro  régimen  político.  He  dicho.  (Muy 
bien  en  la  mayoría .) 

El  Sr.  Vizconde  de  CAMPO-GRANDE:  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  Vizconde  de  CAMPO-GRANDE:  He  logra- 
do mi  objeto,  Sres.  Diputados.  Al  dirigir  la  benévola 
alusión  que  he  dirigido  en  la  tarde  de  ayer  á mi  par- 
ticular amigo  el  Sr.  Garnica,  llevaba  por  objeto  que 
pasase  el  difumino  de  su  elocuencia  sobre  ciertas  pa- 
labras aquí  pronunciadas  y que,  por  la  brevedad  con 
que  tenemos  que  hablar  algunas  veces,  tenían  cierta 
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to  señalado  en  un  autor  francés  muy  importante, 
M.  Faustin  Hélie,  el  cual  dice  que  los  jurados,  si  no 
tuvieran  que  conocer  más  que  exclusivamente  del 
hecho,  no  mirarían  por' cima  la  pena  que  iban  á im- 
poner, no  entraría  en  su  cálculo  cuál  podría  ser  el 
resultado  de  su  veredicto,  cosa  que  es  muy  nociva  en 
el  Jurado  mismo,  porque  sobre  do  ser  de  su  incum- 
bencia, casi  siempre  se  equivoca  en  la  apreciación  ó 
cálculo,  y mira  y cree  ver  lo  que  real  y efectivamente 
ni  ha  visto  ni  puede  ver. 

El  conocimiento  de  los  hechos,  Sres.  Diputados, 
sometido  á la  consideración  y al  aprecio  del  Jurado, 
es  por  sí  bastante  trabajo  para  el  Jurado  mismo,  tiene 
con  esto  bastante  que  hacer;  porque  supongamos,  y 
es  bastante  suponer,  que  en  la  generalidad  de  los  ca- 
sos el  Jurado  se  forme  de  personas  que  tengan  buena 
fe,  que  tengan  buen  deseo  y el  conocimiento  necesa- 
rio para  conocer  y juzgar  de  ordinario  las  cosas:  cuan- 
do se  somete  el  hecho  al  Jurado,  si  la  acusación  y el 
acusado  convienen  en  un  mismo  hecho,  el  Jurado  so- 
bra, no  tiene  nada  que  hacer;  si  el  hecho,  aun  cuando 
tenga  dos  versiones,  una  por  la  acusación  y otra  por 
la  defensa,  la  prueba  que  se  realiza  para  justificar  ese 
hecho  es,  digámoslo  así,  uniforme,  y no  justifica  más 
que  una  versión,  como  no  resulta  prueba  en  contra, 
esos  jurados  son  el  sentido  común,  y cualquier  otra 
persona,  serían  bastantes  para  juzgar  y conocer  la 
verdad  sin  grave  riesgo  al  error,  por  más  que  alguna 
voz  pudiera  haberle.  Pero  se  trata  del  caso  en  que  el 
hecho  es  controvertido,  en  que  la  acusación,  por  un 
lado,  y la  defensa  por  otro,  aducen  pruebas  de  todo 
género  en  apoyo  de  sus  afirmaciones;  cuando  la  prue- 
ba documental  es  contraria  á la  pericial  ó á la  ocular; 
entonces,  el  Jurado  tiene  que  apreciar  la  fuerza  y 
valor  probatorio  de  las  practicadas,  siquiera  esto  lo 
haga  solo  con  las  reglas  de  la  sana  razón;  y en  esa 
complejidad,  es  preciso  convenir  que  la  sola  razón 
natural  no  es  bastante  para  decidir  y formar  un  ca- 
bal juicio  sin  exponerse,  la  mayor  de  las  veces,  á in- 
currir en  error. 

Ya  sé  que  vosotros  contestareis  lo  que  habéis  di- 
cho en  otras  ocasiones;  que  para  vosotros  12  hom- 
bres indoctos,  ignorantes,  sacados  al  azar  entre  mu- 
chos, tienen  más  garantía  para  el  conocimiento  de  la 
verdad  que  aquellos  otros  individuos  que,  como  los 
magistrados,  por  su  estudio  y su  práctica  pueden  juz- 
gar con  más  acierto  y más  pronto  de  esos  mismos 
hechos;  pero  esto  que  contestareis  no  lo  cree  ya  na- 
die, porque  sobre  haber  sido  rebatido  victoriosamente 
muchas  veces,  está,  por  la  misma  razón  natural,  en 
la  conciencia  de  lodo  el  mundo  que  la  complejidad  de 
las  pruebas,  la  falsedad  de  un  testigo,  el  amaño  de 
otros,  la  fuerza  de  la  prueba  documental,  el  aprecio 
de  la  pericial,  hasta  la  elocuencia,  arrebatadora  qui- 
zás de  los  defensores  de  las  partes,  han  de  colocar  la 
verdad  del  hecho  debatido  en  situación  tan  difícil  de 
ser  apercibida  por  el  sentido  común  y decidir  con 
acierto  en  el  cálculo  de  probabilidades,  que  acaso  una 
imaginación  instruida,  reflexiva  y práctica,  no  lo- 
grará después  de  grandes  esfuerzos  arrancar  el  hecho 
verdad  de  las  ligaduras  y de  las  sombras  con  que  lo 
oprimen  y velan  esas  mismas  circunstancias  antes 
expuestas.  Y suponer  que  en  semejante  caso,  único 
para  el  cual  el  Jurado  ¿¡abría  de  servir,  puede  éste 
sustituir  con  ventaja  á los  jueces  de  derecho,  á aque- 
llos que  consumieron  doce  años  de  su  vida  en  las  au- 
las y muchos  mas  después,  estudiando  en  sus  maes- 


tros y en  los  autores  las  reglas  y doctrinas  del  buen 
criterio,  vale  tanto  como  afirmar  que  en  el  mundo  de 
la  realidad  la  ciencia  es  peor  que  la  ignorancia;  que 
el  trabajo  científico  y el  estudio,  lejos  de  ilustrarla 
inteligencia,  la  enervan  y la  pervierten,  reduciendo  al 
hombre  profesional  á peores  condiciones  intelectua- 
les de  las  que  tenía  antes  de  haberse  dedicado  al  es- 
tudio. 

Y si  esto  ocurre  cuando  se  trata  de  conceder  al 
Jurado  tan  solo  el  conocimiento  de  los  hechos  ¿qué 
enormidad  no  resultará  á nuestra  vista  cuando  á ese 
mismo  Jurado  se  le  traten  de  conferir  las  facultades 
para  conocer  y decidir  en  las  cuestiones  de  derecho, 
como  son  la  apreciación  de  las  circunstancias  cuali- 
ficativas  de  delito  y modificativas  de  la  penalidad  y 
de  sus  efectos? 

En  este  punto,  yo  me  admiro  por  la  falta  de  con- 
secuencia que  manifiestan  los  sostenedores  del  pro- 
yecto, y me  admira  más  oir  de  labios  tan  ilustrados 
y competentes  como  los  del  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia,  y los  de  algún  individuo  de  la  Comisión 
cuando  hablan  de  la  magistratura  esx)añola,  decir  que 
ellos  son  mejores  defensores  de  esa  magistratura  que 
lo  somos  nosotros.  Yo  comprendería  que  cuando  tra- 
íais de  adjudicar  al  Jurado  el  conocimiento  del  hecho 
y del  derecho  viniérais  á decir  aquí:  la  magistratura 
no  es  idónea,  es  abandonada,  obedece  á resortes  socia- 
les á que  no  debe  obedecer;  en  una  palabra,  es  venal,  y 
porque  lo  es,  y porque  lo  creemos  así...  (El  Sr.  Maura : 
¿Quién  ha  de  decir  eso?  No  se  puede  decir  ni  pensar.) 

No  se  puede  decir;  pero  si  dijérais  eso  (El  Sr.  San- 
tana:  Diríamos  una  falsedad),  seríais  consecuentes  con 
el  principio  que  habéis  sentado,  aunque  ese  principio 
fuera  falso;  mas  venís  á decir  que  la  magistratura  es 
idónea,  es  sábia,  hace  todo  cuanto  puede,  y auu  uu 
poco  más  en  beneficio  de  la  ley  y del  prestigio  de  la 
institución,  y en  pago  de  todos  estos  servicios,  decís 
á los  magistrados:  hemos  encontrado  otros  jueces 
mejores  que  vosotros:  sí,  hijos  del  estudio  y de  la 
ciencia,  replegaos  y dejad  paso  franco  á estos  otros 
jueces  hijos  del  azar  y de  la  ignorancia. 

iOh!  la  magistratura  española  la  que  causó  admi- 
ración á los  hombres  de  su  época,  la  que  tantos  respe- 
tos ha  alcanzado  en  nuestro  siglo  y á quien  aduláis 
con  vuestras  frases,  y flageláis  con  vuestros  actos, 
verla  declarada  impotente,  para  juzgar  de  los  hechos 
y del  derecho  en  materia  criminal,  peor  aún  que  eso 
verla  declarada  por  vosotros,  para  aquel  efecto,  mé- 
nos  capaz  que  cualquiera  hijo  del  trabajo  ó que  cual- 
quier vago  de  oficio,  que  unos  y otros  tienen  abierta 
la  puerta  del  Jurado  por  medio  de  la  ley  que  vosotros 
presentáis,  es  verdaderamente  llegar  á aquel  período 
del  delirio  de  las  reformas  de  que  tan  elocuentemente 
os  hablaba  en  su  último  discurso  mi  íntimo  y queri- 
do amigo  el  Sr.  D.  Francisco  Silvela. 

Yo  tengo  muy  pocos  títulos  para  venir  aquí  á 
contender  de  derecho  con  la  Comisión,  y es  mucho 
más  apto  que  yo  cualquiera  de  mis  compañeros  que 
aquí  se  sientan;  pero  he  de  decir  francamente  lo  que 
entiendo  en  órden  á ciertos  puntos  de  la  misma  ley 
penal. 

¿No  concedéis  al  tribunal  más  que  el  conocimien- 
to del  hecho?  Pues  cuando  le  dais  atribuciones  para 
decidir  si  la  persona  que  ha  sido  sometida  al  procedi- 
miento es  autor  ó cómplice  en  el  hecho,  claro  está 
que  le  concedéis  la  facultad  de  decidir  un  punto  de 
derecho;  y esto  es  tan  verdad,  que  yo  podría  citar 
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penetrado  en  los  Cuerpos  Golegisladorcs.  Aquí  no  hay 
pues,  magistratura  política  ni  no  política. 

Y,  á propósito  de  esto,  debo  añadir  una  cosa  á 
S.  S.  Cuatro  magistrados  del  Tribunal  Supremo  hay, 
que  yo  recuerde,  eu  el  Senado:  del  uuo  tengo  la  evi- 
dencia de  qué  defenderá  enérgicamente  el  Jurado;  de 
otro,  que  es  conservador,  que  pertenece  al  partido 
dignamente  presidido  por  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo, 
sé  que  ha  sido  toda  su  vida,  como  demuestran  docu- 
mentos auténticos  y el  Diario  ele  las  Sesiones,  parti- 
dario ardiente  del  Jurado,  este  es  el  Sr.  D.  Emilio 
Bravo;  del  tercero  casi  puedo  asegurar  que  es  tam- 
bién partidario  del  Jurado;  y en  cuanto  al  Sr.  Ulloa, 
no  lo  sé,  aunque  presumo  que  también  es  favorable 
á esta  institución. 

Teugo,  pues,  completa  seguridad  de  que  son  par- 
tidarios del  Jurado  los  Sres.  D.  Emilio  Bravo,  el  se- 
ñor Aldecoa  y algún  otro. 

Por  consiguiente,  hay  bastantes  magistrados  del 
primer  Tribunal  de  la  Nación  en  uno  y otro  Cuerpo 
Colegislador,  y,  ¡coincidencia  digna  de  botarse!  todos 
eilos  partidarios  de  esa  institución  que  suponéis  vos- 
otros que  es  una  ofensa  á la  magistratura.  De  ma- 
nera que  es  la  magistratura  la  que,  según  vosotros, 
se  agravia  á sí  misma,  y yo  el  que  aparece  como  cau- 
sante del  agravio. 

Y sobre  estos  datos  hay  otro  que  es  oficial,  autén- 
tico y de  mucha  importancia:  el  dato  de  los  informes 
de  las  Audiencias  pedidos  por  mí  en  1874.  Ya  puede 
aguzar  su  peregrino  ingenio  elSr.  Vizconde  de  Campo- 
Grande  cuanto  quiera;  aunque  sus  facultades  son  mu- 
chas (yo  lo  reconozco  con  gusto,  porque  sabe  que  nos 
conocemos  de  muy  antiguo  y que  juntos  hemos  fre 
cucntado  las  aulas),  no  podrá  S.  B.  hacer  de  lo  blanco 
negro,  no  podrá  S.  S.  alterar  las  leyes  de  la  aritmé- 
tica y hacer  que  ocho  no  sea  mayoría  contra  cuatro. 
Ocho  Audiencias  contra  cuatro  han  sostenido  la  con- 
veniencia de  mantener  el  Jurado.  Cuando  se  va  contra 
la  elocuencia  irresistible  de  estos  hechos,  la  verdad 
es  que  deja  de  haber  términos  hábiles  para  la  dis- 
cusión. 

Señores,  yo  insisto  mucho  en  condenar  las  exage- 
raciones tratando  dé  una  institución  universalmente 
admitida  en  el  mundo  culto.  Ya  el  Sr.  Pidal,  que  no 
me  trató  con  gran  benevolencia,  lo  reconoció  diciendo 
que  debia  declarar  en  honor  do  la  verdad  y haciéndo- 
me justicia,  que  en  todo  tiempo,  durante  toda  mi  vida, 
antes,  mucho  antes  de  verificarse  la  transacción  pa- 
triótica que  dió  lugar  á la  formación  del  gran  parti- 
do liberal,  habia  pesado  mucho  en  mi  ánimo  el  hecho 
de  la  universalidad  del  establecimiento  del  Jurado. 
IjO  que  hay  es,  que  en  presencia  de  este  fenómeno  se 
exclama:  ¿Cómo  un  jurisconsulto  (me  hacen  además 
el  favor  de  añadir  tan  distinguido  y tan  experto), 
corno  el  Sr.  Alonso  Martínez  se  deja  arrastrar  así  por 
el  ejemplo  y se  subyuga  ó se  somete  al  imperio  de  la 
moda?  ¡El  imperio  de  la  moda,  Sres.  Diputados!  Si  no 
fuera  por  el  profundo  respeto  que  me  inspiran  los  ta- 
lentos superiores  de  los  oradores  que  han  impugnado 
el  dictámen  puesto  á discusión,  diria  que  solo  los  es- 
píritus superficiales  pueden  aceptar  la  idea  de  que 
cuando  una  institución  surge  en  un  pafs  determinado, 
y de  allí  se  extiende  y se  propaga  basta  ser  una  ins- 
titución universal,  no  se  encuentra  en  el  análisis  de 
este  fenómeno  social  nada  de  importante  y trascen- 
dente más  que  el  instinto  de  la  imitación  y de  la  moda. 
No,  señores;  yo  tengo  otro  criterio  y profeso  otras  ideas 


respecto  de  la  filosofía  de  la  historia.  Cuando  ocurre 
uno  de  esos  fenómenos,  y un  hecho  ó una  institución 
llega  á unlversalizarse,  esto  es  ya  de  por  sí  prueba 
evidente  de  que  ese  hecho  ó esa  institución  encarna 
en  la  historia,  y surge  de  las  entrañas  mismas  de  la 
sociedad  en  el  período  histórico  en  que  aparece.  Re. 
cordad,  si  no  un  poco  la  historia,  sobre  todo  la  mar- 
cha uniforme  que  ha  llevado  la  civilización  europea. 

Europa  ha  vivido  durante  siglos  sin  ferro-carriles, 
sin  carreteras,  sin  facilidad  ninguna  en  los  medios  dé 
comunicación;  cada  Nación  ha  vivido,  considerado  el 
asunto  desde  ese  punto  de  vista,  eu  un  completo  ais- 
lamiento respecto  de  las  demás  que  formaban  el  con- 
tinente europeo;  y sin  embargo,  cosa  rara  sobre  la 
cual  deben  fijar  la  atención  los  espíritus  observado- 
res como  el  de  mi  amigo  el  Sr.  Vizconde  de  Campo- 
Grande,  todos  los  pueblos  de  Europa  han  pasado  por 
ía  Monarquía  bárbara,  por  la  Monarquía  feudal,  por 
la  Monarquía  absoluta  y por  la  Monarquía  constitu- 
cional y representativa;  todos  los  pueblos  de  Europa 
han  pasado  por  el  feudalismo,  fenómeno  raro,  porque 
por  sus  mismas  condiciones  parece  que  el  feudalismo 
debió  localizarse  en  el  punto  en  que  nació,  y sin  em- 
bargo, se  extendió  por  todas  partes  y se  sometierou  á 
él  y vivieron  dentro  de  él  las  instituciones  que  pare- 
cían más  refractarias  al  mismo,  como  la  Iglesia,  la 
Monarquía  y hasta  las  Comunidades.  Los  Comunes 
han  seguido  una  historia  análoga  en  todas  las  Nacio- 
nes de  Europa,  y eso  mismo  podría  decirse  de  todas 
las  demás  instituciones;  más  para  no  hablaros  de  he- 
chos y de  fenómenos  de  una  importancia  parecida; 
para  no  recordaros  las  Cruzadas,  que  fueron  un  hecho 
universal  á pesar  de  tener  lugar  en  una  época  de  ais- 
lamiento en  las  Naciones  y de  perfecta  incomunica- 
ron entre  todas  ellas;  para  no  recordaros  que  otro 
hecho  general  fué  el  Renacimiento,  así  como  todos  los 
demás  importantes  acontecimientos  que  tanto  han 
influido  en  el  desenvolvimiento  de  la  civilización  eu- 
ropea; queriendo,  como  quiero,  ceñirme  al  asunto  de 
que  se  trata,  al  dictámen  que  es  objeto  de  discusión, 
yo  os  pregunto:  por  ventura,  en  esos  mismos  siglos 
de  incomunicación  y de  aislamiento,  ¿no  ha  sido  uni- 
forme, idéntico  el  curso  que  han  seguido  la  legisla- 
ción penal  y el  sistema  de  procedimientos  y de  prue- 
ba? ¿No  habéis  visto  durante  los  doce  primeros  siglos 
prevalecer  en  Europa  el  juicio  oral  y público?  ¿No 
habéis  visto  desaparecer  de  la  escena  en  todos  los 
pueblos  cultos  del  continente  europeo,  en  el  siglo  xu, 
por  la  influencia  de  la  legislación  eclesiástica,  el  jui- 
cio oral  y reemplazarlo  ¿con  qué?  con  el  sumario,  con 
Venquet , con  el  procedimiento  secreto,  escrito  é inqui- 
sitivo, con  el  establecimiento  del  Ministerio  público  y 
con  un  nuevo  sistema  de  pruebas  que  consistía  arran- 
cando de  la  idea  de  que  el  tribunal  de  derecho,  puesto 
que  la  prueba  era  tasada,  debia  tener  para  condenar, 
la  evidencia,  en  apelar  al  hierro  candente,  al  agua 
hirviendo,  al  combate  singular,  á la  cruz,  á las  orda- 
lías y á los  juicios  de  Dios?  Pues  eso  lo  habéis  visto 
extendido  por  todos  los  pueblos  de  Europa  en  esos 
tiempos  de  incomunicación  y de  aislamiento. 

Sobrevienen  después  ciertos  acontecimientos,  como 
la  reforma  religiosa  y la  revolución  política.  Como 
consecuencia  natural  de  la  nueva  dirección  que  to- 
man los  espíritus,  hay  una  especie  de  rebelión  y de  pro- 
testa contra  el  procedimiento  inquisitivo;  se  intenta 
volver  al  antiguo  sistema  del  juicio  oral,  y se  llega 
en  lodos  los  pueblos  del  continente  á una  admirable 
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transacción,  A una  transacción  do  concordia  y armo-  ¡ 
nía.  Se  mantiene  el  sumario  y se  mantiene  el  Minia-  1 
terio  público»  creación  de  los  siglos  medios,  creación,  ¡ 
sobre  todo,  de  las  leyes  eclesiásticas;  pero  al  lado  del  ' 
Ministerio  público,  para  que  persiga  los  eolitos  en 
nombre  de  la  ley  y de  la  sociedad,  y al  lado  del  su- 
mario que  se  conserva  para  recoger  los  vestigios  del 
crimen  y preparar  los  fundamentos  de  la  acusación, 
se  vuelve  ai  juicio  oral  con  todas  las  garantías  de  ese 
juicio.  Esta  es  la  transacción,  esto  es  lo  que  ha  suce- 
dido en  toda  Europa,  considerando  al  Jurado  como 
complemento  del  juicio  oral  y público. 

No  hay,  pues,  que  hablar  de.  la  moda  ni  del  ins- 
tinto de  imitación,  que  en  realidad  acerca  al  hombre 
á cierta  especie,  en  la  cual  supone  alguna  escuela  que 
el  hombre  ha  tenido  origen. 

No;  cuando  aparece  en  la  escena  de  la  vida  una 
institución  política,  económica,  jurídica  ó social,  y 
esa  institución  se  extiende  , se  propaga  y llega  a ser 
un  hecho  universal,  tened  por  seguro  que  esa  insti- 
tución es  como  una  planta  que  tiene  su  raíz  y origen 
en  las  entrañas  mismas  del  organismo  social.  Eso  es 
lo  que  ha  sucedido  en  Lodos  los  siglos  de  la  historia 
moderna  y de  la  Europa  cristiana,  y yo  os  pregunto: 
si  lia  sucedido  eso;  si  exisLe  esa  ley  de  uniformidad  y 
de  solidaridad  en  la  civilización  de  todos  los  pueblos 
de  Europa  en  siglos  en  que  esos  pueblos,  por  la  falta 
absoluta  de  comunicaciones,  no  estabau  en  contacto 
entre  sí,  ¿qué  queréis  que  suceda  hoy  que  merced  al 
vapor  y al  telégrafo,  todos  los  pueblos  están  en  con- 
tacto entre  sí  hasta  el  punto  de  que  van  desapare- 
ciendo la  literatura  nacional,  la  música  nacional  y 
aun  el  traje  nacional?  ¡Y  en  estos  momentos  es  cuando 
queréis  resistir  la  corriente  é impedir  que  se  implante 
en  un  pueblo  de  Europa  una  institución,  no  solo  euro  • 
pea,  sino  de  todos  los  pueblos  cultos!  Pues  yo  os  digo 
que  sois  en  absoluto  impotentes  para  romper  ésta 
desemejanza  en  las  instituciones  de  todos  los  países 
que  forman  la  comunidad  de  los  pueblos  culLos. 

En  esle  caso,  lo  que  tienen  que  hacer  los  hombres 
de  Estado  es  preparar  las  cosas  de  manera  que  la  im- 
plantación se  haga  en  condiciones  de  viabilidad;  y 
prepararlas  á tiempo,  porque  el  resistir  indefinida- 
mente sería  causa,  según  todas  las  probabilidades  y 
las  tendencias  de  la  historia,  de  que  se  plantase  el 
Jurado  en  España  con  las  exageraciones  del  más  des- 
bordado radicalismo. 

Es,  por  tanto,  notoriamente  preferible  establecer 
el  Jurado  en  otras  condiciones;  que,  después  de  todo, 
nosotros  no  inventamos  nada:  el  molde  es  europeo,  y 
nosotros  no  hacemos  más  que  aprender  en  las  ense- 
üanzas  de  todos  los  demás  pueblos  que  nos  llevan  la 
delantera,  porque  en  esta  institución  nos  hemos  que- 
dado á la  zaga. 

Hé  aquí  por  qué  he  dado  yo  siempre  mucha  im- 
portancia á la  universalidad  del  Jurado;  y no  me  he 
fundado  solo  en  esas  conjeturas,  por  más  que  crea 
legítima  la  inducción  acerca  de  que  llega  á constituir 
una  necesidad  toda  institución  que  se  unlversaliza? 
sino  que  me  ha  parecido  siempre  fácil  comprender 
por  qué  punto  enlaza  el  Jurado  con  el  organismo  vivo 
de  la  sociedad  europea. 

Señores  Diputados,  ó la  reforma  religiosa  en  Ale- 
mania y la  revolución  política  en  Francia  no  tienen 
sentido  alguno  en  la  historia,  ó esos  acontecimientos 
significan  la  emancipación  del  pensamiento  humano, 
el  imperio  del  libre  examen.  La  figura  del  ciudadano, 


por  virtud  de  esos  grandes  sucesos  históricos,  quedó 
agigantada;  el  ciudadano  empezó  ;i  inquirir  entonces 
cuáles  eran  sus  derechos  y cuáles  ios  atributos  esen- 
ciales del  Estado,  lanzándose  A conquistar  los  dere- 
chos inherentes  A su  personalidad;  y después  que  los 
hubo  conquistado  A precio  de  su  sangre,  quiere,  na- 
turalmente, conservarlos;  y como  la  mejor  garantía 
para  la  conservación  y mantenimiento  de  los  derechos 
del  ciudadano  esta  en  el  ciudadano  mismo,  de  ahí  que 
haya  pretendido,  cosa  perfectamente  natural  y lógica, 
la  intervención  directa,  así  en  las  funciones  dei  Poder 
legislativo  como  en  las  funciones  de  la  justicia.  De 
aquí  que  el  régimen  representativo  y el  Jurado  sean 
dos  instituciones  gemelas  que  reconocen  el  mismo 
origen  y tienen  la  misma  razón  de  ser. 

La  aspiración  (no  me  negar  ds  esto,  por  apasiona- 
dos que  esteis);  la  aspiración  general  de  los  pueblos 
en  esta  época  y desde  el  siglo  pasado,  es  el  self  r/overn- 
ment , el  Gobierno  do  la  Nación  por  la  Nación  misma; 
y yo  os  pregunto,  seguro  de  que  contestando  leal- 
mente no  se  puede  desconocer  la  verdad  de  la  res- 
puesta; yo  os  pregunto  si  el  Jurado,  ó lo  que  es  lo 
mismo,  la  intervención  dei  pueblo  en  la  administra- 
ción de  justicia,  no  es,  por  punto  general,  una  garau 
tía  de  los  desmanes  dei  Poder  ejecutivo;  una  garantía 
eficaz,  por  consiguiente,  de  la  libertad  individual,  de 
los  derechos  del  ciudadano,  conquistados  después  de 
grandes  trastornos  y grandes  perturbaciones. 

Considerado  desde  este  punto  de  vista,  lo  he  dicho 
siempre,  y en  esto  no  hay  ni  puede  haber  inconse- 
cuencia de  ninguna  especie,  el  Jurado  es  superior,  in- 
finitamente superior  A todos  los-  demás  organismos 
judiciales  inventados  hasta  ahora,  y sobre  todo,  infi- 
nitamente superior  á ios  tribunales  de  derecho,  aun- 
que se  les  dé  la  inamo vilidad  y el  jucio  oral  y público. 

Yo  ya  sé  que  para  asegurar  la  libertad  individual 
contra  las  invasiones  del  Poder  público,  no  basta  es- 
cribir el  Jurado  en  las  leyes,  ya  sé  yo  que  las  insti- 
tuciones no  producen  todos  sus  frutos,  sino  cuando  se 
introducen  y arraigan  en  las  costumbres;  pero,  seño- 
res, si  no  empezamos  estableciendo  el  Jurado,  ¿A 
cuándo  esperamos  para  crear  esas  costumbres  que 
han  de  venir  á hacer  eficaces  las  leyes? 

Yo  entiendo  que  el  movimiento  de  la  opinión  en 
favor  del  Jurado,  ó de  otra  institución  que  llene  sus 
mismos  fines  y tenga  sus  mismas  esenciales  condi- 
ciones, es  irresistible. 

Se  habla,  por  ejemplo,  del  escabinato.  Hasta  aho- 
ra, en  la  lucha  entre  el  Jurado  y el  escabinato,  el  Ju- 
rado es  el  vencedor,  y el  escabinato  el  vencido;  pero 
yo  no  lo  discuto:  lo  que  digo  es  que,  dada  la  trasfor- 
macion  que  ha  experimentado  la  sociedad  humana, 
es  imposible  impedir  que  se  establezca  una  organi- 
zación judicial  que  dé  una  intervención  positiva  al 
pueblo,  al  ciudadano,  en  la  administración  de  justi- 
cia; como  cualesquiera  que  sean  los  vicios  del  régi- 
men parlamentario,  y son  muchos  y muy  grandes,  y 
han  sido  denunciados  por  grandes  estadistas,  como 
se  denuncian  los  vicios  dei  Jurado  (y  con  esto  con- 
testo A un  argumento  que  se  viene  haciendo  desde  el 
principio  de  este  debate,  en  el  que  se  han  pronunciado 
ya  sobre  GO  discursos),  cualesquiera  que  sean,  digo, 
los  vicios  del  régimen  parlamentario,  el  régimen  par- 
lamentario ó cualquiera  otro  que  asegure  la  inter- 
vención del  pueblo  en  la  confección  do  las  leyes  y en 
la  dirección  de  los  negocios  del  Estado,  será  absolu- 
tamente necesario  é indispensable. 
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Fortuna  es,  ores.  Diputados,  y de  esto  me  felicito 
grandemente,  que  al  verificarse  esa  gran  trasforma- 
cion  en  la  sociedad  antigua;  tras  formación  derivada 
inmediatamente  de  ia  reforma  religiosa  y de  la  revo- 
lución política,  los  pueblos  de  Europa  se  hayan  en- 
contrado, corno  elementos  esenciales  de  su  civilización, 
con  dos  grandes  instituciones  que  han  hecho  perfecta- 
mente suave  y natural  la  trasfórmacion;  esas  dos 
grandes  instituciones  son  la  Iglesia  y la  Monarquía, 
que  tienen  por  su  índole  y naturaleza  tal  flexibilidad, 
que  han  podido  acomodarse,  y se  han  acomodado  per- 
fectamente á esa  trasformacion  social,  constituyendo 
la  base  mejor  para  su  ejercicio  y desarrollo. 

Por  eso  vemos,  Sres.  Diputados,  que  la  Monarquía 
en  su  última  etapa  se  ha  hecho  Monarquía  constitu- 
cional y parlamentaria;  y que  precisamente  la  aspi- 
ración de  los  pueblos  modernos,  la  que  constituye  su 
ideal  y su  sueño  dorado,  que  es  el  self-government, 
en  ninguna  parte  se  ha  realizado  con  tanta  perfección 
como  en  Inglaterra,  en  un  país  monárquico  y al  am- 
paro de  un  Trono  secular.  Por  consiguiente,  felici- 
tándonos de  eso,  entremos  de  lleno,  de  buena  fe  y con 
ánimo  viril  en  ese  camino:  que  los  pueblos  vean  que 
son  compatibles  con  la  garantía  de  sus  derechos  y de 
sus  libertades  esas  instituciones  tradicionales,  base 
del  orden  social,  representación  y encarnación  de  la 
nacionalidad,  y entonces  creo  yo  que  habremos  pres- 
tado el  mejor  servicio  al  órden  social  y á esas  insti- 
tuciones. (Muy  bien , muy  bien.) 

Y dejémonos  de  exageraciones:  no  vayamos  á de- 
cir á las  gentes,  tratando  de  alarmar  la  opinión  pú- 
blica, que  el  día  que  se  establezca  el  Jurado  en  Es- 
pana  se  va  á entronizar  la  impunidad  de  los  delitos, 
y habrá  que  emigrar  de  este  país.  Una  dama  conozco 
yo,  muy  amiga  mia  y de  mi  familia,  que  me  ha  dicho: 
«En  la  cuestión  del  Jurado,  voto  en  contra  de  Vd., 
porque  ¿quién  podrá  vivir  aquí  el  dia  en  que  el  Ju- 
rado se  establezca?»  Pues  bien;  la  (lama  á que  aludo, 
que  es  muy  aficionada  á los  viajes,  cuando  se  halla 
en  Portugal,  atraviesa  por  Francia  y Bélgica,  y si  va 
á Alemania,  no  repara  ó no  se  acuerda  de  que  allí 
vive  bajo  el  imperio  del  Jurado;  de  modo  que  sería 
inútil  que  emigrara.  Guando  todos  los  pueblos  pue- 
den vivir  con  el  Jurado  sin  que  sus  habitantes  tengan 
que  emigrar,  hay  que  esperar  que  á nosotros  nos  su- 
ceda lo  propio.  ¿O  es,  señores,  que  los  españoles  somos 
completamente  inhábiles  para  esa  institución,  ó te- 
nemos tan  poca  habilidad,  que  vamos  á dar  veredictos 
de  absolución  en  todos  los  procesos,  no  más  que  por 
miedo  á los  malvados,  es  decir,  que  somos  los  espa- 
ñoles menos  hábiles,  ménos  aptos,  ménos  viriles  que 
los  franceses,  que  los  italianos,  que  los  alemanes  y 
que  los  portugueses?  ¿Es  que  los  españoles  somos  im- 
béciles ó cobardes,  para  que  no  pueda  establecerse 
aquí  dicha  institución  en  las  mismas  condiciones  é 
inspirando  la  misma  seguridad  que  eu  todas  partes? 

No  quiero  continuar  abusando  de  la  atención  de 
los  Sres.  Diputados,  porque  realmente  he  expuesto  las 
razones  principales,  los  móviles  más  importantes  á 
que  he  obedecido  al  presentar  este  proyecto,  indepen- 
dientemente délos  otros  que  ya  expuse,  contestando 
al  Sr.  Pidai,  inspirados  en  motivos  altamente  patrió- 
ticos y de  una  gran  previsión  política.  Y después  de 
exponer  esto,  al  lado  de  esto,  á mí  me  parece  que  im- 
portan poco  los  detalles,  porque  es  claro  que  hacien- 
do, como  lo  ha  hecho  aquí  algún  orador,  la  crítica  al 
menudeo,  ¿qué  institución  queda  en  pié?  Ninguna 


por  alta  y respetable  que  sea.  La  Iglesia,  la  Monar- 
quía, las  Curtes,  todo,  se  pone  en  caricatura.  ¡ Que 
hoy  tales  ó cuales  escritores,  en  este  ó en  el  otro  país 
ponen  en  relieve  los  defectos  del  Jurado!  Pues  no  pa- 
rece sino  que  no  hay  insignes  estadistas  que  han 
puesto  muy  en  relieve  también  los  vicios  del  siste- 
ma parlamentario.  ¿Y  vais  por  eso  á decretar  vuestro 
suicidio? 

Por  Consiguiente,  vo  no  quiero  hacerme  cargo  do 
esos  argumentos,  y concluyo  excitando  á ios  seño- 
res Diputados,  á que  voten  el  proyecto,  porque  de  esa 
manera,  pondrán  digno  fin  y remato  á la  obra  inicia- 
da por  los  insignes  legisladores  de  Cádiz,  tan  amantes 
de  ia  Monarquía  como  apasionados  de  la  libertad.» 
(¿Aprobación.) 

Declarado  discutido  el  art.  l.°,  y hecha  la  pregunta 
de  si  se  aprobaba,  se  pidió  por  competente  número  de 
Sres.  Diputados  que  la  votación  fuera  nominal;  veri- 
ficada ésta,  lo  quedó  aquel  por  210  votos  contra  50. 
en  la  forma  siguiente: 

Señores  que  dijeron  sí: 

Sánchez  Arjpna  (D.  Luis). 

Ibarra. 

León  y Castillo. 

López  Puigcerver. 

Alonso  Martínez  (D.  Manuel). 

Martínez  Luna. 

Nuñez  de  Velasco. 

Ansaldo. 

Calzado. 

Gómez. 

Jaquete. 

Alonso  Martínez  (T).  Vicente). 

Avila  Ruano. 

La  Serna. 

Laá. 

Alba. 

Garijo  y Lara. 

Quiroga  López  Ballesteros. 

Escavias  de  Carvajal. 

Ruiz  de  Calar  reta. 

Ortiz  y Casado. 

Montalvo. 

Rodríguez  Yagtie. 

Martínez  Brau. 

Jararriillo. 

Arroyo  (D.  Enrique). 

Urzaiz. 

Montoro. 

Rodríguez  Correa. 

Suarez  Inelán. 

León  y Cataumbcrt. 

Torre  Ortiz. 

Crespo  Quintana. 

Mansi  (D.  Rufino). 

Castel-Moncayo  (Marqués  de). 

Cort. 

Castroserna  (Marqués  de). 

Ruiz  Capdepon. 

Antón  Ramírez. 

Alvarez  Mariño. 

Teverga  (Marqués  de). 

Muñoz  Vargas. 

Cañamaque. 

Nieto  (D.  Emilio). 
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Ferreras. 

Montero  Ríos. 

González  Blanco. 

Becerra. 

Aguilera. 

Ferratges. 

Peralta. 

Perez  (D.  Sebastian). 
Arrando. 

Antcquera. 

García  del  Castillo. 
Arredondo  (P.  Mariano). 
Fernandez  Peral. 

La  viña. 

Canalejas. 

Gamazo  (O.  Germán). 
Maura. 

Pacheco. 

García  Alix. 

Díaz  Moreu. 

García  Gómez. 

Rosell. 

Santana. 

Drake  de  la  Cerda. 
Quirogá  Vázquez. 
Mereiles. 

Muruve. 

Onofre  Alcocer. 

Guartero. 

Azcárraga. 

Calvo  Muñoz. 

Mosquera. 

Mina  (Marqués  de  la). 
Muñoz  Chaves. 

Fernandez  Alsina. 

Delgado  (D.  Laureano)^ 
Gutiérrez  Agüera. 

García  Benito. 

Ramos  Calderón. 
Hernández  Prieta. 

La  Guardia. 

Eguilior. 

Basclga. 

Rodríguez  Batista. 

Vior. 

Mario  (D.  Joaquín). 
Navarro  y Ochoteco. 

La  Cadena. 

Delgado  (D.  Justo  Tomás). 
Martínez  Aquerreta. 

López  (D.  Juan  José). 
Martínez  Asenjo. 

Gómez  Mario. 

López  Pelegrin. 

Gallardo. 

Guerrero. 

Parra. 

Andrés  Moreno. 

Baró. 

Vergez. 

Villanueva. 

Garnica. 

García  lx>mas. 

Rózpide. 

Arredondo  (D.  Federico). 
Valle. 

Montejo. 


Morales. 

Puerta. 

Sánchez  Pastor. 

Recio  de  Ipola. 

Soria. 

Sanz  y Peray. 

Guitian. 

Soto. 

Gutiérrez  de  la  Vega. 
0‘Lawlor. 

Ordoñez. 

Pons. 

Muro. 

Castilla. 

González  Fiori. 

Pardo  Balmonte. 

Calbeton. 

González  de  la  Fuente. 
Chavarri. 

Alcalá  del  Olmo. 

Cruz. 

Lamas  y Vareta. 

Perez  Galdós. 

Rodrigañez. 

Gamazo  (D.  Trifinoi. 

Betegon. 

Nieto  Alvarez. 

Aparicio  (D.  Luis). 

Xiquena  (Conde  de). 

González  (D.  Venancio). 
Mellado. 

Martínez  Villasante. 

Martínez  (D.  Cándido). 
Sagasta  (D.  Primitivo). 
Santamaría. 

Aguirre. 

Martínez  del  Campo. 

Grande. 

Fabra  (D.  Gil). 

Reina. 

Sánchez  Arjona  (D.  Gonzalo). 
Rniz  García  de  Hita. 

Zugasti. 

Sánchez  Campomaucs. 

Mon  tilla. 

López  Domínguez. 

Azcárate. 

Pedregal. 

Prieto  y Caules. 

Garijo  (D.  Cipriano). 

Villalba  Hervás. 

Bosch  y Serrahima. 

Rey. 

Prieto. 

López  (D.  Cayo). 

Barroso. 

Soler  (D.  Luis). 

Cobian. 

Oriol. 

Badarén. 

Ballesteros. 

Orozco. 

Domínguez  Alfonso. 

García  de  la  Riega. 

Manares. 

Gnllon  (D.  Eduardo;. 

Fabra  y Floreta. 
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Boixader. 

Gullon  (D.  Pío). 

Benayas. 

Bendaña  (Marqués  de). 

Vázquez  López. 

Vega  de  Armijo  ( Marqués  de  la). 
Vázquez  Queipo. 

Botija. 

Fiorez-Dávila  (Marqués  de). 
Celleruelo. 

Cepeda. 

Fiol. 

Córdoba. 

Becerro  de  Rengoa. 

Vincenti. 

Silvela  (O.  Francisco  Agustín). 
Martin  Bernal. 

Gómez  (0.  Protasio). 

Alvarez  Capra. 

Almodóvar  del  Rio  (Duque  de). 
Matos. 

Perojo. 

Talero. 

BurelL 
Al  varad  o. 

Anglada. 

Fernandez  de  Castro. 

Figueroa. 

González  (D.  Alionso). 

Groizard. 

Valdeterrazo  (Marqués  de). 

Sr.  Presidente. 

rotal,  210. 

Señores  que  dijeron  no: 

Sallent  (Conde  de). 

Mollcda. 

Fernandez  Villaverde. 

Cabezas. 

López  Dóriga. 

Castel. 

Fernandez  Gapelillo. 

Isasa. 

Goroátidi. 

Lastres. 

Espinosa. 

Campo-Grande  (Vizconde  de). 
Heredia-Spínola  (Conde  de). 
Ibargoitia. 

Cánovas  del  Castillo. 

Landecho. 

Marín. 

Allende  Salazar. 

Aguilar  (Marqués  de). 

Salcedo. 

Garrido  Estrada. 

Alvarez  Bugailal. 

Cánido. 

Bugailal. 

Cárdenas. 

Sauta  Cruz. 

Alvear. 

Diez  Macuso. 

Toreno  (Conde  de). 

Larios. 

González  Longoria. 


Peña-Ramiro  (Conde  de). 

Rodríguez  San  Pedro. 

Los  Arcos. 

Camacho  del  Rivero. 

Mochales  (Marqués  de). 

Vilana  (Conde  de). 

Pidal  y Mon  (D.  Alejandro). 

Gos-Gayoñ. 

Danvila. 

Zabál  buru. 

Revilla  Gigedo  (Conde  de). 

Vadillo  (Marqués  del). 

Silvela  (D.  Francisco). 

Pidal  (Marqués  de). 

Domínguez  (D.  Lorenzo). 

Prast. 

Oñate. 

Suarez  Sánchez. 

Arribas. 

Total,  50. 

Se  leyó  el  art.  2.n,  que  decía: 

« Art.  2.°  Los  jurados  declararán  la  culpadilidad  ó 
inculpabilidad  de  los  procesados  respecto  de  los  he- 
chos que  en  concepto  de  delito  les  atribuya  la  acu- 
sación , y la  concurrencia  ó no  de  los  demás  hechos 
circunstanciales  que  seau  modiücativos,  absoluta  ó 
parcialmente,  de  la  penalidad.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Ilay  una 
cumienda  del  Sr.  Camacho  del  Rivero,  que  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
presentar  la  siguiente  enmienda  al  dictámen  sobre  el 
proyecto  de  ley  del  Jurado. 

El  art.  2.1’  se  redactará  como  sigue: 

«Art.  2.°  Los  jurados  declararán  la  culpabilidad  ó 
inculpabilidad  de  los  procesados  respecto  de  los  he- 
chos que  en  concepto  de  delitos  les  atribuya  la  acu- 
sación. 

Guando  los  hechos  fundamentales  de  la  califica- 
ción jurídica  consten  exclusivamente  en  documentos 
auténticos  ó fehacientes,  corresponderá  su  apreciación 
solo  á los  jueces  de  derecho.» 

Palacio  del  Congreso  23  de  Abril  de  1887.=An- 
tonio  Camacho  del  Rivcro.=Alcjandro  Pidal  y Mon. 
Francisco  Silvela.  = Mariano  Catalina.  ==  Raimundo 
Fernandez  Villaverde. = El  Marqués  de  Mochales.  = 
José  J.  Pedreño.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
Comisión  tiene  la  palabra  para  manifesiar  si  admite 
ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  ROSELL:  La  Comisión  no  la  admite. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Camacho  del  Rivero  tiene  la  palabra  para  apoyar 
su  enmienda. 

El  Sr.  CAMACHO  DEL  RIVERO:  Señores  Dipu- 
tados; en  situación  verdaderamente  difícil  vengo  á 
exponer  ante  la  Cámara  mis  ojñniones,  apoyando  la 
enmienda  que  he  tenido  el  honor  de  presentar,  la  cual 
envuelve  un  verdadero  problema  del  Jurado,  ó sea  la 
separación  del  hecho  y del  derecho,  hasta  donde  haya 
la  posibilidad  de  dividirlos  y de  la  conveniencia  de 
hacer  todo  lo  posible  en  este  camino  para  llegar  cuan- 
to antes  á este  fin.  Aun  resuenan  bajo  esta  bóveda  los 
ecos  elocuentísimos  de  los  discursos  pronunciados  por 
las  personas  que  han  tomado  parte  en  el  debate,  tanto 
sobre  la  totalidad  como  sobre  el  primer  artículo  del 
dictamen  que  está  puesto  á discusión.  Yo  no  podré 
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hacer  una  página  más  en  esa  brillante  información, 
eu  esa  tan  ilustrada  historia;  yo  en  la  modestia  de 
mis  facultades  habré  de  circunscribirme  á cumplir 
con  este  deber  de  conciencia  y de  partido  que  volun- 
tariamente me  he  impuesto. 

Tan  pronto  como  la  idea  de  la  existencia  del  Ju- 
rado se  aboca  á la  imaginación,  surge  como  compa- 
ñera suya  inseparable  la  de  la  separación  del  he- 
cho y del  derecho;  que  no  de  otro  modo  se  engendró 
y creció  en  las  diferentes  Naciones  de  Europa  y de 
América  la  institución  del  Jurado,  sino  al  calor  de 
esa  misma  separación.  Pueden  citarse  como  buenos 
ejemplos  á Francia,  á Italia,  Suiza,  Rusia  y otras  Na- 
ciones, encuyos  Códigos  se  ha  consignado  desde  luego, 
y eu  primer  lugar,  que  los  jueces  que  forman  el  tri- 
bunal del  Jurado,  no  son  jueces  más  que  para  cono- 
cer y decidir  respecto  de  los  hechos,  y que  no  pueden 
juzgar  en  órden  al  derecho;  pero  á seguida  de  hacerse 
esta  declaración  concluyente,  vienen  esos  Códigos  á 
incurrir  en  la  gran  contradicción  de  establecer  para 
el  conocimiento  de  estos  jueces,  que  se  dice  son  de 
puro  hecho,  las  circunstancias  modificativas  del  de- 
lito, las  circunstancias  atenuantes  y agravantes,  que, 
como  no  pueden  considerarse  jamás  como  punto  de 
hecho,  claro  es  que  vienen  á conceder  al  Jurado  fa- 
cultades para  definir  el  derecho,  estableciéndose  asi 
la  ya  indicada  contradicción  con  lo  determinado  an- 
tes de  esos  mismos  Códigos. 

Hay  otras  legislaciones  que,  ai  ocuparse  de  este 
punto  tan  virtual,  han  tenido  más  valor  para  exponer 
sus  ideas  y huir  de  las  contradicciones  y mixtifica- 
ciones de  Códigos  como  los  ya  citados. 

Me  refiero  á la  legislación  de  Alemania;  y hago 
también  alusión  á la  más  moderna  que  yo  conozco,  y 
es  la  del  Japón,  puesto  que  solo  data  del  año  80;  en 
esas  legislaceones  han  tenido  sus  autores,  al  consig- 
nar las  facultades  del  Jurado,  el  valor  de  decir  que 
los  jurados  van  á conocer  del  hecho  y del  derecho,  y 
esto  indudab lemán  te  es  un  paso  que  se  viene  dando 
por  esas  Naciones  en  el  camino,  no  diré  del  adelanto, 
pero  sí  en  el  camino  de  la  verdad,  á la  cual  se  rinde 
cuito.  En  el  Código  del  Japón  que  he  citado,  como 
más  moderno  que  ninguno,  esta  doctrina  que  acabo 
de  indicar  está  claramente  expuesta,  y se  manda  que 
haga  saber  y entender  á los  jurados  antes  de  prestar 
el  juramento  que  «alguna  vez  las  cuestiones  de  dere- 
cho se  encontrarán  indivisiblemente  ligadas  á las  de 
hecho,  y entonces  á ellos  corresponde  resolver  las 
unas  y las  otras.» 

En  el  Código  de  procedimiento  criminal  de  Ale- 
mania se  conaigna  esta  misma  doctrina,  si  no  rccuer- 
do  mal,  en  el  art.  300. 

Tai  es  la  historia  de  las  legislaciones  extranjeras 
en  órden  á la  división  del  hecho  y del  derecho,  pinta- 
da, como  veis,  á grandes  brochazos,  por  meras  indi- 
caciones, pero  lo  bastante  para  hacer  comprender  que 
las  primeras  de  un  modo  receloso  é liipócriLa,  y las 
otras  en  una  forma  más  brusca,  pero  más  espontánea, 
han  concedido  al  Tribunal  del  Jurado  facultades  para 
conocer  del  derecho  al  propio  tiempo  que  del  hecho,  y 
confundiendo  así  lastimosamente  ambas  cosas,  al  par 
que  perturbando  la  verdadera  base  y esencia  del  Ju- 
rado, que  es  la  separación  del  hecho  y del  derecho. 

Andando  el  tiempo,  y como  resultado  de  una  ex- 
periencia desastrosa  en  este  particular,  se  lia  operado 
en  todas  las  legislaciones  extranjeras  un  gran  movi- 
miento y se  ba  desarrollado  una  gran  tendencia  á se- 


parar al  Jurado  en  todo  lo  posible  de  las  cuestiones 
de  derecho.  Comienza  Inglaterra  por  sustraer  gran- 
des cuadros  de  delitos  al  conocimiento  de  ios  jueces 
de  hecho.  Sigue  Dinamarca,  borrando  de  su  Código 
de  procedimiento  criminal  la  facultad  de  que  los  ju- 
rados decidan  de  las  circunstancias  modificativas  de 
la  penalidad  en  materia  de  imprenta,  única  reservada 
á los  jueces  de  hecho. 

Alemania  envía  al  escabinato  muchos  de  aquellos 
delitos  que  reservó  al  Jurado;  y por  último,  como 
describió  en  dias  ¿interiores  con  palabras  elocuentísi- 
mas que  yo  no  podré  imitar,  mi  querido  amigo  el  se- 
ñor Lastres,  Francia,  la  patria  del  J unido  revolucio- 
nario había  roto  sus  moldes  fatigada  por  tanta  y tan 
contraria  experiencia,  y si  no  había  modificado  su  le- 
gislación aún,  había  sí  presentado  á las  Cortes  un 
aplaudido  proyecto  de  ley,  por  el  cual  se  privaba  al 
Jurado  de  conocer  en  las  circunstancias  modificativas 
de  las  penas,  por  estar  más  que  demostrado  cuán  per- 
judicial era  esto,  por  más  que  otra  cosa  se  haya  dicho 
hoy  desde  el  banco  de  la  Comisión  y desde  el  banco 
ministerial  con  notoria  inexactitud. 

La  historia  del  Jurado  en  España  tamfjlen  convie- 
ne á mis  propósitos  recordarla,  por  más  que  haya 
querido  afirmarse  que  la  opinión  de  los  tribunales  es- 
pañoles y de  las  Audiencias  territoriales,  cuando  fue- 
ron consultados,  era  favorable  al  Jurado,  y particu- 
larmente á la  existencia  del  Jurado  en  la  forma  que 
el  año  1873  tuvo  lugar.  Sobre  este  punto  es  lo  cierto 
que  mi  distinguido  amigo  el  Sr.  Vizconde  de  Campo- 
Grande,  con  datos  irrecusables,  ha  probado,  y yo  hago 
tnios  estos  datos  porque  conviene  á mi  discurso,  que, 
respecto  á las  circunstancias  atenuantes  y agravantes 
de  que  pudiera  conocer  ó dejar  de  conocer  el  Jurado, 
ha  luibido  un  número  de  Audiencias,  cuando  fueron 
consultadas,  que  emitieron  su  opinión  de  un  modo 
muy  desfavorable  al  Jurado  ó al  conocimiento  por  el 
Jurado  de  estas  circunstancias.  Me  refiero  al  hablar 
de  esta  materia  á las  Audiencias  de  Albacete,  de  Valla- 
dolid,  de  Oviedo,  de  Sevilla  y dé  Zarazoza.  La  Audien- 
cia de  Sevilla  declaró  urbi  et  orbe  que  no  era  posible 
conceder  al  conocimiento  del  Jurado  las  circunstan- 
cias atenuantes,  porque  siempre  se  estimaban  existen- 
tes, y porque  había  una  que  significó,  la  de  la  em- 
briaguez, que  en  Andalucía  se  ha  considerado  siempre 
como  no  habitual:  Albacete,  Valladolid  y Oviedo  ma- 
nifestaron resueltamente  la  inconveniencia  de  que  los 
Jurados  conocieran  de  estas  circunstancias. 

Con  tales  antecedentes  de  la  historia  de  otros  pue- 
blos y con  este  de  la  nuestra  particular  respecto  á las 
circunstancias  atenuantes  y agravantes,  ha  venido  la 
Comisión  á establecer  en  repetidas  ocasiones  la  defi- 
nición de  lo  que  ella  entiende  que  es  el  hecho  y el 
derecho,  y hasta  dónde  debe  concederse  á los  indivi- 
duos que  forman  el  Jurado  el  derecho  de  juzgar. 

No  se  ha  perdido  por  la  Comisión  lo  que  pudiéra- 
mos llamar  el  pudor  hácia  la  opinión  pública:  la  Co- 
misión ha  querido  salvar  siempre  el  principio,  y ha 
venido  sosteniendo  una  y otra  vez  que  los  jurados  en 
España  no  conocerán  más  que  respecto  del  hecho; 
pero  como  la  Comisión  viene  á incurrir  al  redactar 
este  artículo  eu  una  contradicción  gravísima,  porque 
1 les  concede  el  conocimiento  de  las  circunstancias  ate- 
nuantes y agravantes,  ha  querido  la  Comisión  expli- 
¡ car  estas  dos  cosas,  ha  querido  compaginarlas,  y por 
boca  del  Sr.  Roséll,  que  yo  me  complazco  mucho  en 
que  sea  la  persona,  ó al  ménos  lo  parece,  que  va  á 
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tomarse  la  molestia  de  contestar  á mi  discurso;  por 
boca  del  Sr.  Rosell  hemos  oido  que  el  hecho  ya  no  es 
el  hecho  material;  que  el  hecho,  tal  como  lo  compren- 
den los  individuos  de  la  Comisión,  tal  como  los  indi- 
viduos de  la  Comisión  lo  quieren  someter  al  conoci- 
miento del  Jurado,  es  el  hoco  en  sí,  en  sus  relaciones 
morales  con  el  agente,  y en  sus  relaciones  jurídicas 
con  la  misma  ley,  y eso  no  es  el  hecho;  eso  es  el  hecho 
y el  derecho. 

Veo  que  el  Si\  Rosell  toma  una  nota  al  hacer  yo 
esta  indicación,  lo  cual  viene  á demostrar  que  S.  S. 
no  está  muy  conforme  con  lo  que  yo  acabo  de  decir; 
que  S.  S.  cree  que  no  soy  exacto  en  la  versión  que 
doy  de  las  palabras  que  emitió  como  individuo  de  la 
Comisión;  Pero  para  qiie  mi  juicio  no  sea  mal  expre- 
sado aquí  por  mi  torpe  palabra,  y para  que  estas  no 
sean  mal  interpretadas  quizá  por  el  Sr.  Rosell,  voy  á 
dejar  sentada  la  doctrina  de  un  modo  irrecusable/le- 
vendo  el  Diario  de  las  Sesiones  donde  está  lo  que  dijo 
S.  S.,  y con  esto  no  tendrá  necesidad  de  hacer  nin- 
guna nota. 

«Efectivamente,  dice  el  Sr.  Rosell,  si  se  entiende 
por  hecho  el  acto  material,  no  hay  posibilidad  de  se- 
pararle del  derecho.  Pero  es  que  el  acto  material  por 
sí  solo  no  constituye  el  hecho:  el  acto  material  es  una 
parte  del  hecho;  el  verdadero  hecho,  en  el  sentido  en 
que  de  él  lia  de  conocer  el  Jurado,  es  el  hecho  con  to- 
dos los  elementos  morales  y jurídicos  que  lo  completan. » 

Y sigue  S.  S.: 

«Me  explicaré  más  claro,  porque  la  materia  es  un 
poco  abstracta,  mi  palabra  responde  muy  poco  á mis 
ideas,  y sentida  en  este  punto  tan  esencial  no  expli- 
carme con  toda  claridad. 

En  Lodo  acto  punible  y en  lodo  juicio,  cuando  se 
llega  ya  al  punto  de  dictar  la  sentencia,  hay  que  con- 
siderar cuatro  puntos:  primero,  el  acto  material,  que 
repito  que  por  sí  solo  no  tiene  realidad;  segundo , la 
relación  entre  este  acto  material  y el  agente  que  lo 
ha  ejecutado;  tercero,  la  relación  entre  ese  mismo  acto 
material  y la  ley  penal,  y cuarto , la  aplicación  de  la 
pena,  etc.  (El  Sr.  Rosell:  Siga  S.  S.  leyendo  cuatro 
líneas  más.)  Todo  lo  que  S.  S.  quiera. 

«...y  cuarto , la  aplicación  de  la  pena  en  el  caso  de 
que  el  acto  completo  caiga  dentro  de  alguna  de  las 
hipótesis  establecidas  en  el  Código  penal.)) 

¿Sigo?  (El  Sr.  Rosell:  Sí.)  Su  señoría  me  avisará 
cuándo  he  de  terminar. 

«Pues  bien;  á mí  me  parece  que  es  perfectamente 
posible,  y creo  que  en  el  proyecto  lo  hemos  conse- 
guido, establecer  una  absoluta  y completa  diferencia- 
ción entre  los  dos  primeros  puntos  que  antes  he  ex- 
presado y ios  dos  segundos.»  (El  Sr.  Rosell:  Ya  basta.) 
¿Ya  basta?  Perfectamente. 

Es  decir,  que  el  Sr.  Rosell  quería  que  yo  antici- 
para la  idea  que  me  hará  la  justicia  de  creer  que  iba 
á exponer,  porque  no  liabia  de  presentar  incompleto 
su  pensamiento;  porque  si  yo  vengo  aquí  de  buena 
le  á discutirlo,  no  había  de  ser  el  que  escatimase  las 
frases  que  el  pensamiento  de  S.  S.  completaran.  Y tan 
es  así,  que  voy  á leer  algo  más  de  lo  que  dice  S.  S., 
porque  parece  que  esa  indicación  viene  á demostrar 
que  según  el  ánimo  de  S.  S.  y de  los  individuos  de  la 
Comisión,  la  división  entre  el  hecho  y el  derecho  es 
posible,  y está  declarado  por  el  Sr.  Rosell  que  no  es 
posible  en  este  mismo  discurso.  Si  el  Sr.  Rosell  está 
conforme,  no  lo  leo;  pero  si  lo  dudara  te  leeré  las  pa- 
labras que  están  veinte  renglones  más  abajo. 


íbamos  hablando,  porque  con  la  lectura  nos  he- 
mos distanciado  del  objeto  que  me  proponía,  del  he^ 
cho,  tal  como  lo  consideraba  el  Sr.  Rosell;  y y0  :euT 
tiendo  que  dentro  de  esa  misma  división  que  S,  s. 
hacia  en  su  discurso  respecLo  al  hecho,  dentro  de  esa 
misma  consideración  de  la  división  y subdivisión  en 
los  cuatro  tiempos  ó en  los  cuatro  momentos  en  que 
el  hecho  realiza  su  evolución  con  relación  al  derecho 
puede  distinguirse  perfectamente  el  hecho  material1 
el  hecho  absoluto  que  por  lo  mismo  que  es  hecho1 
aunque  S.  S.  diga  que  no  tiene  realidad,  yo  entiendo 
que  desde  ei  momento  que  es  hecho  es  real,  porque 
aquí  no  tratamos  de  hechos  hipotéticos  sino  que  tra- 
tamos de  actos  que  se  realizan  y se  someten  por  la 
acción  de  los  tribunales  á la  represión  por  medio  de 
la  ley,  y una  vez  hecho,  una  vez  ejecutado,  el  hecho 
Liene  realidad,  el  hecho  tiene  culpa,  el  hecho  puede 
juzgarse. 

Es  más,  se  concibe  inmediatamente  la. idea  de  la 
relación  del  hecho  con  el  agente,  y hasta  aquí  voy  yo 
con  8.  S.,  hasta  aquí,  hasta  donde  sea  marcar  la  rela- 
ción del  hecho  y el  agente,  pero  la  relación  material. 
Todavía  podría  esto- analizarse  dentro  del  círculo  de 
hierro  de  la  misma  palabra  hecho.  Pero  cuando  S.  s. 
agrega  que  no  bastará  al  Jurado  conocer  de  estos  ex- 
tremos, sino  que  es  necesario  que  aquel  que  entre  á 
formar  el  Jurado  entre  á apreciar  la  parte  que  ha  te- 
nido el  agente  con  relación  á ia  ley,  la  parte  moral 
constitutiva  de  ese  hecho  entre  el  hecho  mismo  y el 
agente,  entonces  8.  8.  saca  de  la  esfera  de  los  hechos 
la  cuestión  y la  traslada  á la  esfera  del  derecho;  en- 
toncesel  Jurado,  lejos  de  conocer  del  hecho  material, 
penetra  en  el  terreno  de  la  intención,  trata  de  averi- 
guar si  aquel  que  ejecutó  el  hecho  llevó  solo  la  in- 
tención más  allá  ó más  acá;  trata  de  pesar  el  elemento 
moral  que  interviene  en  el  hecho  mismo,  y esto  es 
gravísimo,  por  cuanto  allí  es  donde  se  Califica  el  de- 
lito, que  es  la  premeditación  conocida,  por  ejemplo, 
que,  como  sabe  8.  S.  (y  ya  me  ocuparé  de  esto  des- 
pués, aunque  ligeramente)  eleva  el  homicidio  á la 
categoría  de  asesinato;  ¿y  esto  qué  es  más  que  la  par- 
te del  elemento  moral  en  relación  con  ei  agente  y el 
hecho  mismo? 

Y si  S.  S.  conviene,  como  desde  luego  conviene, 
en  que  el  Jurado  tiene  que  conocer  de  lo  que  se  llama 
el  hecho  moral,  tiene  que  convenir  también  en  que  el 
Jurado  va  á conocer  al  mismo  tiempo  del  derecho 
que  enlaza  ese  hecho  moral  con  el  hecho  material. 
Luego  la  Comisión  dice  una  cosa  y realiza  otra:  la 
Cóínisiori  viene  proclamando  aquí,  ante  la  Cámara, 
que  ha  querido  dividir,  que  ha  querido  distanciar 
todo  cuanto  ha  sido  posible  el  hecho  del  derecho;  y 
cuando  trac  en  su  art.  2.”  el  conocimiento  de  estas 
circunstancias  para  el  Jurado,  no  cumple  lo  que  dice 
anLés  de  que  quiere  dividirlos,  sino  que  por  el  con- 
trario, viene  á confundir  con  el  hecho  otros  elemen- 
tos que  pertenecen  al  derecho,  y que  los  trae  por  su 
sola  y exclusiva  voluntad. 

No;  yo  entiendo  que  el  Jurado  nunca  sería  bueno; 
pero  si  siquiera  se  limitaran  susfaeultades  á eso  que 
sirvió  de  base,  como  dije  antes,  en  todos  lo  países 
para  su  creación,  ó sea  el  brillo  y apariencia  que  se  le 
dió de  que  solo  habían  de  conocer  los  individuos  que  lo 
formaran  deaqucllo  que  toda  conciencia  puede  juzgar, 
que  es  el  conocimiento  de  un  hecho  en  que  se  juzga 
por  impresión,  ménos  mal:  con  oslo,  entre  otros 
bieñes;  se  reportaría  aquel  que  yo  he  leido  y he  vis- 


NÚMERO  85. 


2355 


mente  en  documentos  públicos  ó fehacientes,  corres- 
pondería su  conocimiento  á los  tribunales  de  dere- 
cho. La  Comisión,  de  acuerdo  con  el  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  como  era  natural,  ha  creido  que 
este  caso  hábia  de  ocurrir  rarísimamente  porque  nunca 
ó muy  difícilmente  por  un  documento  público,  ó por 
un  documento  redactado  con  más  ó ménos  solemni- 
dades, ha  de  poder  apreciarse  de  una  manera  absoluta 
y completa  la  culpabilidad  de  un  procesado,  porque 
la  culpabilidad  supone:  primero,  que  se  ha  ejecutado 
un  delito;  y segundo,  que  se  ha  ejecutado  con  mali- 
cia, y la  malicia  no  podrá  resultar  casi  nunca  de  un  ' 
documento.  Pero  además  ha  tenido  en  cuenta  la  Go-  ¡ 
misión  otra  consideración  más  importante  que  esta, 
y es,  el  temor  de  que  á la  sombra  de  este  artículo  se 
suscitaran  por  las  partes  cuestiones  de  competencia, 
discutiendo  si  en  un  caso  determinado  correspondía 
entender  de  aquella  causa  al  Jurado  ó ai  tribunal  de 
derecho,  por  creer  que  el  asunto  estaba  comprendido 
en  ese  precepto  que  era  el  art.  4.°  del  proyecto,  y la 
Comisión,  repito,  creyendo  que  aquel  caso  se  habia 
de  presentar  raras  veces,  y que  por  otro  lado  tenía  el 
gravísimo  inconveniente  de  poder  entorpecer  la  mar- 
cha normal  de  los  asuntos  por  medio  ele  cuestiones 
de  competencia  que  siempre  es  conveniente  evitar, 
optó  por  suprimir  este  artículo,  y el  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  á la  primera  indicación  que  se  le 
hizo,  accedió  á este  deseo  manifestado  por  la  Comisión 
unánimemente.  Estas  son  las  razones  que  la  Comi- 
sión ha  tenido  para  hacer  esta  supresión  que  tanto  le 
maravilla  á S.  S.  No  sé  si,  expuestas  tan  pobremente 
como  yo  las  he  expuesto,  habrán  convencido  á S.  S. 
y á la  Cámara;  pero  creo  que  he  cumplido  con  mi 
deber  al  exponerlas  lealmente  ante  el  Congreso. 

Y como  creo  que,  aunque  brevemente,  he  contes- 
tado á todas  las  observaciones  del  Sr.  Camacho  del 
Rivero,  termino  suplicando  a la  Cámara  que  deseche 
la  enmienda  puesta  á discusión. 

EL  Sr.  CAMACHO  DEL  RIVERO:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  CAMACHO  DEL  RIVERO:  Seré  muy  bre- 
ve, Sres.  Diputados,  en  la  rectificación,  porque  el  in- 
dividuo de  la  Comisión  que  se  ha  tomado  la  molestia 
de  contestar  á mi  discurso  lo  ha  hecho  dentro  de  una 
síntesis  á todos  los  puntos  expuestos  por  mí. 

El  Sr.  Rosell,  contestando  á mis  impugnaciones  so- 
bre si  el  Jurado  debe  ó no  conocer  de  las  circunstan- 
cias atenuantes,  agravantes  ó eximentes  calificativas 
del  delito  ó modificativas  de  penalidad,  se  ha  ence- 
rrado siempre  dentro  de  una  fórmula,  que  ha  consisti- 
do en  decir  que  los  jurados  no  van  á conocer  de  esas 
circunstancias  como  punto  de  derecho,  sino  que  van 
á decidir  solamente  del  hecho,  del  que  nacen  y brotan 
las  circunstancias  atenuantes  ó agravantes  del  delito. 

Creo  que  he  entendido  bien  la  argumentación  de 
S.  S.  Yo  no  he  querido  citar  antes  de  ahora,  y pido 
perdón  á la  Cámara  y al  Sr.  Presidente  si  lo  hago  en 
este  momento,  el  art.  76  del  proyecto  de  ley,  porque 
parecia  que  era  meter  la  hoz  en  mies  ajena,  y no  que- 
ría yo  entrar  á discutir,  ni  entraré  tampoco  ahora, 
ese  artículo;  pero  sí  he  de  consignar  de  un  modo  cla- 
ro y terminante  lo  que  se  dice  después  de  la  declara- 
ción del  hecho  principal  y en  el  segundo  párrafo  de 
dicho  artículo. 

«Si  se  trata  de  delito  frustrado,  tentativa,  compli- 
cidad, encubrimiento,  conspiración  ó proposición,  se 


formularán  las  correspondientes  preguntas  en  ios  mis- 
mos términos  y con  las  mismas  circunstancias  espe- 
cificadas en  el  párrafo  anterior.» 

De  manera  que  se  definirán  con  todos  los  términos 
vulgares  que  S.  S.  quiera,  pero  se  definirán,  para  que 
á su  vez  pueda  dar  su  veredicto  el  Jurado,  las  cir- 
cunstancias calificativas  ó modificativas  del  delito,  y 
sin  que  se  definan  no  las  puede  conocer  el  Jurado. 
Las  cosas  tienen  un  nombre,  y ese  nombre  hay  que 
decirlo,  y claro  es  que  al  tratarse  de  si  ha  existido  una 
de  las  circunstancias  más  difíciles  de  apreciar,  cual 
es  la  premeditación  conocida,  tendrá  que  proponerse 
al  Jurado  el  problema  de  si  Fulano  de  Tal  llevó  á 
cabo  el  hecho  premeditadamente. 

Estas  son  las  circunstancias  á que  me  he  referido 
tai  como  las  comprende  la  ley.  Podrá  S.  S.  introducir 
las  variaciones  que  quiera  en  las  palabras,  pero  siem- 
pre quedará  el  hecho  de  que  el  Jurado  tendrá  que 
conocer  de  esas  circunstancias. 

¿Y  cree  el  Sr.  Rosell  que  los  defensores  de  las 
partes,  ya  sea  el  acusador  privado,  ya  sea  el  defensor 
del  acusado,  no  tendrán  medios  sobrados  en  la  discu- 
sión ó en  el  momento  de  establecer  las  conclusiones, 
para  dejar  entrever  muy  á las  claras,  no  solamente  la 
clase  de  circunstancias  de  que  se  trate,  siuo  hasta  la 
penalidad  que  detrás  de  ellas  pudiera  venir?  Esto  no 
lo  duda  nadie. 

Decía  el  Sr.  Rosell,  y me  aparto  ya  en  este  punto 
de  la  discusión  que  comencé,  que  la  diferencia  que 
habia  entre  la  Comisión  y el  Diputado  que  tiene  la 
honra  de  dirigirse  al  Congreso  en  punto  á la  aprecia- 
ción de  las  funciones  del  Jurado,  y á si  invade  ó no 
el  terreno  del  derecho,  consistía  en  que  S.  S.  entendía 
que  el  Jurado  va  á decidir,  al  tomar  en  cuenta  esas 
circunstancias,  única  y exclusivamente  de  elementos 
morales,  y que  yo  entiendo  que  el  Jurado  va  á cono- 
cer de  elementos  jurídicos.  Pues  S.  S.  opinará  hoy 
como  quiera,  pero  el  dia  que  defendió  la  doctrina  que 
yo  he  expuesto,  dijo  un  párrafo  más  abajo  del  que  he 
citado  de  su  discurso: 

«Me  dirán  á esto  los  impugnadores  del  Jurado, 
que  al  apreciar  esa  intención  moral  del  agente,  se 
entra  en  el  terreno  jurídico,  cosa  que  yo  en  absoluto 
no  negaré.»  (El  Sr.  Rosell:  Ni  he  negado  tampoco 
ahora.) 

Pues  si  conviene  S.  S.  en  que  entra  en  el  terreno 
jurídico  el  Jurado  al  someterle  esas  circunstancias, 
tendrá  que  convenir  por  fuerza  en  que  estará  fuera 
de  su  misión.  Su  señoría,  cuando  hablaba  de  la  últi- 
ma parte  de  la  enmienda,  daba  dos  razones  que  ver- 
daderamente son  fundamentales.  Decía  S.  S.  que  el 
caso  que  se  propone  en  el  art.  4.°  del  proyecto  del  se- 
ñor Ministro  de  Gracia  y Justicia,  y que  yo  he  tenido 
la  honra  de  copiar  en  la  enmienda,  era  un  caso  impo- 
sible, y que,  en  el  supuesto  de  que  no  fuera  imposi- 
ble, y rara  vez  pudiera  ocurrir,  la  Comisión  lo  habia 
suprimido  con  conocimiento  y con  asentimiento  del 
Sr.  Ministro,  porque  esto  evitaría  la  complicación 
entre  los  tribunales,  que  podria  surgir  respecto  á las 
competencias  de  jurisdicción  entre  el  Tribunal  del 
Jurado  y el  tribunal  de  derecho. 

Esto  de  que  sea  imposible  que  la  prueba  de  un 
hecho  que  se  trata  de  juzgar,  resulte  solo  del  elemen- 
to fehaciente  ó auténtico,  esto  no  es  más  que  una 
afirmación  que  estimo  mucho,  porque  viene  de  labios 
del  Sr.  Rosell,  pero  que  no  es  tan  extrema  como  S.  S. 
quiere  hacer  ver;  la  prueba  auténtica  y fehaciente, 
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aquí  infinidad  de  casos,  en  los  cuales,  no  personas 
cualesquiera,  sino  individuos  que  se  honran  vistiendo 
la  toga  y ocupando  altos  puestos  en  tribunales  de 
justicia,  se  han  equivocado  ai  hacer  esas  apreciacio- 
nes; equivocación  que  demuestra  la  gran  dificultad 
que  hay  algunas  veces  para  trazar  una  línea  diviso- 
ria entre  el  autor  y el  cómplice.  Sin  embargo,  esto 
que  ha  dado  lugar  á que  muchas  veces  el  Tribunal 
Supremo  tuviera  que  rectificar  las  apreciaciones  de 
una  Sala  ó de  un  Juzgado,  lo  entregáis  al  discerni- 
miento de  los  hombres  indoctos  que  vau  á formar 
el  Jurado,  y que  jamás  han  oido  definir  las  circuns- 
tancias que  debe  reunir  el  autor  y las  que  son  pro- 
pias del  cómplice,  tratándose  de  cualquier  delito. 

Lo  mismo  podría  decir  respecto  al  conocimiento 
del  Jurado  en  la  apreciación  de  si  el  hecho  constituye 
un  delito  consumado,  ó es  un  delito  frustrado,  ó una 
tentativa  de  delito.  ¿Cuántas  sentencias  del  Tribunal 
Supremo  no  han  venido  á rectificar  en  este  punto  la 
calificación  del  tribunal  inferior?  Porque  en  la  califi- 
cación que  hace  nuestro  Código  para  distinguir  los 
hechos  consumados  de  las  tentativas  y de  los  delitos 
frustrados  llegan  las  condiciones  de  estos  hechos  á 
estirarse  de  tal  modo  que  el  último  de  los  delitos  con- 
sumados se  confunde  con  el  primero  de  los  frustra- 
dos; y es  que  en  las  escalas  de  los  delitos  sucede  una 
cosa  parecida  á lo  que  se  observa  en  las  escalas  que 
establece  la  historia  natural,  que  el  último  de  los 
séres  que  corresponden  á la  zoológica  se  confunde  con 
el  primero  de  la  escala  botáuica;  y una  persona  in- 
docta, yo  por  lo  ménos,  y conmigo  más  de  la  mitad 
de  la  humanidad,  sería  incapaz  de  ir  á poner  el  dedo 
y señalar  dónde  concluye  una  escala  y donde  empieza 
la  otra.  De  igual  modo  una  persona  que  no  sea  ver- 
sada en  el  derecho,  y que  ni  siquiera  sepa  lo  que  es 
derecho,  es  imposible  que  venga  á definir  en  circuns- 
tancias determinadas  dónde  ha  empezado  y concluido 
el  hecho  consumado,  dónde  nace  y se  desarrolla  el 
delito  frustrado,  y hasta  dónde  alcanza  la  tentativa. 
|Y  esto  lo  entregáis  á los  jurados  como  si  fuera  cosa 
baladí;  como  si  no  tuviera  importancia,  cuando  esto 
envuelve,  señores,  una  responsabilidad  tal  en  la  ad- 
ministración de  la  justicia,  que  caben  dentro  de  ella 
los  mayores  errores,  y como  consecuencia  los  mayo- 
res crímenes  cometidos  por  el  mismo  Jurado! 

Si  hubiéramos  de  hablar  cuanto  hablar  se  puede 
de  las  circunstancias  eximentes,  agravantes  y ate- 
nuantes, sería  cosa  de  prolongar  el  debate  tanto,  que 
no  se  acabaría  nunca. 

Nuestro  Código  penal,  que  en  punto  á las  circuns- 
tancias eximentes  ha  establecido  todas  aquellas  que 
se  compaginan  con  los  buenos  principios  del  derecho, 
ha  establecido  entre  esas  circunstancias  la  imbecili- 
dad, la  locura,  la  menor  edad  de  9 años,  la  menor 
edad  de  1 5 años,  á no  ser  que  se  haya  obrado  con  dis- 
cernimiento. Y pregunto  yo:  ¿quién  va  á hacer  la  apre- 
ciación de  la  prueba  pericial,  única  que  puede  traerse 
cuando  esa  cueslion  venga  al  debate?  ¿Va  á juzgar 
con  mejores  facultades  el  Jurado  ó va  á juzgar  con 
mejores  facultades  el  Lribunal  de  derecho,  que  tiene 
la  costumbre,  el  hábito  de  presenciar  esa  clase  de  du- 
das y de  resolverlas,  y que  además  tiene  los  princi- 
pios de  la  enseñanza,  de  la  práctica  y de  la  medicina 
legal,  que  haya  estudiado,  que  son  los  resortes  que 
han  de  mover  su  ánimo  para  juzgar  con  más  acierto 
sobre  la  opinión  del  perito  acerca  del  caso  de  que  se 
trate? 


Y si  de  esos  motivos,  que  podríamos  llamar  físU 
eos,  pasamos  á las  circunstancias  de  defensa  personal 
defensa  de  un  pariente  ó defensa  de  un  extraño,  yo 
pregunto:  ¿Cómo  un  Jurado  que  no  conoce  esos  casos 
y esas  condiciones  y esas  circunstancias,  va  á estu- 
diarlas y aprenderlas  en  el  momento,  mismo  de  pro- 
nunciar su  fallo? 

Y si  esto  no  se  hace  porque  el  Jurado  va  á juzgar 
por  sus  impresiones,  ¿por  qué  hemos  estudiado  tanto 
tiempo  la  ley;  por  qué  hemos  estudiado  tanto  las  con- 
diciones que  ésta  debe  tener  para  adaptarla  á las  ne- 
cesidades de  la  sociedad  y de  la  justicia?  ¿Es  que  lo 
que  los  hombres  han  tardado  en  hacer  años  y años,  lo 
que  lian  tardado  en  conocer  tanto  y tanto  tiempo,  va 
á conocerlo  el  Jurado  de  improviso,  cuando  se  le  pre- 
senten los  casos  sometidos  á su  deliberación?  No;  ese 
es  un  gran  error. 

Pero  hay  otras  circunstancias  de  exención  aún 
más  graves,  y son  las  11  y 12:  las  del  que  obra  en 
cumplimiento  de  un  deber,  y las  del  que  obra  en  cum- 
plimiento de  obediencia  debida.  El  cumplimiento  de 
un  deber  es  el  que  impone  la  ley,  y para  que  una  per- 
sona pueda  en  conciencia  decir  que  otra  ha  obrado  en 
cumplimiento  de  un  deber,  es  preciso  que  conozca  la 
ley  que  impone  ese  deber,  y si  no,  no  puede  apreciar 
esas  circunstancias;  y aunque  nuestro  Código  en  la 
circunstancia  12,  ósea  cuando  trata  de  la  obediencia 
debida,  no  dice  más  que  el  que  obra  en  obediencia 
debida,  todos  los  Códigos  de  las  Naciones  civilizadas, 
podria  citar  el  de  Portugal,  el  de  Bélgica  y el  de  No- 
ruega, agregan  á esa  frase  «la  obediencia  debida  pres- 
crita por  la  ley;»  es  decir,  que  la  obediencia  debida 
no  llega  más  allá  de  lo  que  la  ley  manda  que  se  obe- 
dezca, y por  tanto,  para  que  la  obediencia  pueda  ser 
apreciada  como  debida,  es  preciso  que  se  trate  de  la 
obediencia  debida  establecida  en  la  ley;  y si  esto  vaá 
decidirlo  el  Jurado,  si  no  conoce  la  ley  que  establece 
el  deber,  no  puede  apreciar  si  la  obediencia  es  debida, 
y esto  bien  merecía  la  pena  de  retirarlo  del  conoci- 
miento del  Jurado,  y retirar  así  esa  posibilidad  más 
de  error. 

En  cuanto  á las  circunstancias  atenuantes,  esas 
que  no  todos  los  países  lian  sometido  á la  deliberación 
del  Jurado  del  modo  tan  amplio  como  se  quiere  so- 
meterlas aquí  en  España,  son  las  verdaderamente  pe- 
ligrosas, porque  son  las  que  traen  consigo  la  impuni 
dad  de  los  delitos. 

No  lie  de  molestar  la  atención  de  la  Comisión  y de 
la  Cámara  discutiendo  largamente  algunas  de  esas 
circunstancias,  cuales  son  la  cuarta,  la  quinta  y la 
sétima,  que  la  una  es  la  de  provocación,  la  otra  la 
de  obrar  en  vindicación  do  una  ofensa  grave,  y la  otra 
consiste  en  obrar  por  estímulos  poderosos  que  pro- 
duzcan arrebato,  porque  la  Cámara  y la  Comisión 
saben  mejor  que  yo  cuán  peligroso  es  el  poner  en 
manos  de  un  Lribunal  indocto  la  aplicación  de  estas 
circunstancias.  Si  todos  los  dias  estamos  viendo  que 
se  confunde  por  los  Lribunales  de  justicia  y es  objeto 
de  casación  la  apreciación  de  estas  mismas  circuns- 
tancias, ¿qué  no  será  ante  el  Tribunal  del  Jurado?  Pero 
no  importada  mucho  que  esos  tribunales  confundie- 
ran la  circunstancia  cuarta  con  la  quinta;  ó al  con- 
trario, lo  verdaderamente  importante  es  que  de  un 
mismo  hecho  se  deducirán  por  un  Tribunal  de  Jurado 
la  existencia  dedos  circunstancias  atenuantes,  de  esas 
que  se  enlazan  tan  íntimamente  entre  sí,  y por  lo 
tanto  vendrá  la  mixtificación  de  las  circunstancias, 
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cosa  que  no  ocurre  ante  los  tribunales  de  derecho;  y 
que  una  vez  establecido  el  Jurado,  será  el  portillo  por 
donde  se  escapen  muchos  criminales,  ó al  menos  donde 
busquen  una  gran  aminoración  de  la  pena,  cosa  que 
podia  evitarse  retirando  del  conocimiento  del  Jurado 
estas  mismas  circunstancias. 

Y lo  más  grave  aún  que  en  este  terreno  puede 
naber}  en  lo  que  existe  con  relación  á las  circunstan- 
cias atenuantes,  es  la  8.a  circunstancia,  que  no  existe 
en  ningún  otro  Código  de  ningún  país  más  que  en 
el  nuestro  y en  el  de  Portugal,  que  es  la  que  viene, 
digámoslo  así,  á redondear  el  pensamiento  del  le- 
gislador que  prescribe  sea  una  circunstancia  ate- 
nuante cualquier  otra  de  las  que  pueden  tener  el 
mismo  valor  que  las  ya  expresadas  en  los  siete  nú- 
meros anteriores.  Esta  circunstancia,  de  la  cual  no 
se  ha  abusado  jamás  por  los  tribunales  de  justicia,  y 
que  vino  á establecerse  en  el  Código,  porque  dejaron 
de  incluirse  en  él  otras  atenuautes  que  contuvo  la  le- 
gislación penal  de  1822,  con  lo  cual  se  llenó  ese  va- 
cío, será  un  arma  poderosísima  el  dia  en  que  un  abo- 
gado trate  una  cuestión  ante  el  Jurado,  y demuestre 
á las  conciencias  no  ilustradas  que  un  hecho  cual- 
quiera, tenga  ó no  caractéres  de  circunstancia  ate- 
nuante, debe  ser  uua  circunstancia  de  ese  género,  y 
lo  someta  así  á La  deliberación  del  tribunal,  el  Jurado 
dirá  siempre  que  existe,  porque  esos  jueces  son  muy 
impresionables,  y con  esto  le  dais  al  Jurado  incons- 
cientemente la  facultad  de  legislar.  No  quiero  decir 
más,  por  no  molestar  á la  Cámara,  acerca  de  las  cir- 
cunstancias agravantes  que  ha  establecido  nuestro 
Código,  y yo  no  sé  las  que  podrá  establecer  el  Código 
nuevo  después  de  esta  ley;  pero  con  el  Código  que 
hoy  existe  pueden  ser  tomadas  como  circunstancias 
agravantes  ó como  atenuantes  alternativamente  dos 
de  las  allí  enumeradas;  hay  otras  dos  que  pueden  ser 
en  determinados  casos  agravantes,  y en  otros  no. 
¿Cómo  se  va  á hacer  esta  distinción  por  una  persona 
que  no  ha  estudiado  D(3recho?  ¿Cómo  se  va  á hacer 
por  una  persona  completamente  imperita? 

Yo  no  he  de  molestar  más  la  atención  de  la  Cá- 
mara sobre  este  párrafo  de  la  enmienda,  y voy  á li- 
mitarme al  otro  extremo  de  la  misma. 

El  Sr.  Ministo  de  Gracia  y Justicia,  en  el  proyecto 
dé  ley  (¡ue  sometió  al  Congreso,  había  puesto  como 
art.  4.°  de  la  misma  ley,  que  «cuando  los  hechos 
fundamentales  de  la  calificación  jurídica  consLen  ex- 
clusivamente en  documentos  auténticos  y fehacientes, 
corresponderá  su  apreciación  á los  jueces  de  derecho.» 

Esto  decía  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  en 
el  art.  4.°  de  su  proyecto;  y esto  parecía  más  razona- 
ble, porque  por  más  que  se  quiera  ensalzar  al  Jurado 
y se  le  quiera  conceder  lo  que  en  mi  pobre  opinión  no 
se  le  debe  conceder  nunca,  parecía  que  allí  donde  es- 
taba la  evidencia,  que  allí  donde  habia  un  documento 
fehaciente,  que  allí  donde  estaba  el  documento  autén- 
tico no  podia  llegar  nada,  porque  ese  es  el  sancta  sanc- 
ionan de  la  verdad,  y el  Sr.  Ministró  de  Gracia  y Jus- 
ticia decía,  y con  razón,  que  cuando  la  prueba  con- 
sistiese únicamente  en  esto,  ¿para  qué  el  Jurado,  si 
entonces  no  hay  más  que  aplicar  la  ley?  Pero  la  Co- 
misión no  lia  tenido  bastante  con  crear  un  tribunal 
indocto  para  entregarle  el  derecho,  como  ya  he  dicho 
antes;  la  Comisión  no  lia  tenido  bastante  con  crear  un 
tribunal  de  esa  naturaleza,  para  entregarle  hasta  la 
facultad  de  legislar  al  decidir  con  arreglo  al  caso  8.° 
de  las  circunstancias  atenuantes  del  Código,  sino  que 


era  necesario  entregarle  todavía  más;  era  necesario 
entregar  á ese  tribunal  aquello  que  siempre  y por  todo 
el  mundo  se  habla  respetado,  que  era  lo  probado,  lo 
evidente,  y viene  ahora  la  Comisión  á decir  que  eu 
contra  de  la  evidencia  y de  toda  clase  de  pruebas  está 
la  opinión  de  un  tribunal  de  esta  categoría. 

No  tengo  más  que  decir  en  defensa  de  la  enmienda, 
y solo  voy  á hacer  un  manifestación  que  me  agrade- 
cerá la  Cámara.  Yo  he  propuesto  otra  enmienda  ai 
art.  3.°,  en  el  supuesto  de  que  pudiera  aceptarse  la 
que  acabo  de  discutir  ai  anterior;  y la  he  propuesto 
relacionada  con  él,  porque  era  su  complemento:  pues 
bien;  como  esta  enmienda  no  ha  de  ser  aceptada  por 
la  Comisión,  yo  retiro  la  otra,  y desde  luego,  suplico 
á la  Mesa  que  se  tenga  por  retirada,  si  la  presente  no 
es  admitida. 

El  Sr.  ROSELE:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  ROSELE:  Señores  Diputados,  me  propongo 
contestar  lo  más  brevemente  posible  á las  observacio- 
nes que  tan  elocuentemente  acaba  de  exponernos  el 
Sr.  Camacho  del  Rivero  en  apoyo  de  la  enmienda  que 
ha  presentado  al  art.  2/ 

Dos  partes  abraza  ó comprende  esta  enmienda: 
primera,  que  no  sea  de  la  competencia  del  Jurado  la 
apreciación  de  los  hechos  que  puedan  ser  constituti- 
vos de  circunstancias  modificativas  total  ó parcial- 
mente de  la  responsabilidad  criminal;  y segunda,  que 
no  conozca  tampoco  el  Jurado  de  aquellos  delitos  cu- 
yos hechos  fundamentales  consten  exclusivamente  en 
documentos  públicos  ó fehacientes.  Ha  principiado  el 
Sr.  Camacho  del  Rivero  su  discurso  tratando  de  la 
eterna  y tan  debatida  cuestión  de  la  separación  ó dis- 
tinción del  hecho  y del  derecho,  y para  demostrar  lo 
que,  á su  juicio,  constituye  una  contradicción  entre 
el  texto  del  proyecto  y las  palabras  que  yo  tuve  el 
honor  de  pronunciar  una  de  las  pasadas  tardes,  ha 
leido  un  párrafo  de  mi  pobre  discurso,  buscando  en 
el  sentido  del  mismo  la  contradicción  que  pretendía 
demostrar.  Yo  he  sostenido  que  el  hecho  de  que  cono- 
cía el  Jurado  era  el  hecho  material  en  relación  con  el 
agente  que  le  habia  ejecutado,  y en  este  sentido  decía 
yo  que  podia  perfectamente  alcanzarse  entre  el  hecho 
y el  derecho  la  separación  apetecida;  es  decir,  que  el 
Jurado  conoce  del  hecho  y de  la  imputabilidad  mo- 
ral del  agente  que  lo  ha  ejecutado,  y que  el  tribunal 
de  derecho  conoce  déla  relación  que  existe  entre  este 
hecho  complejo  y la  ley,  para  calificar  primero  el  de- 
lito y después  aplicar  la  pena  correspondiente.  No 
creo  que  exista  la  pretendida  contradicción  que  crcia 
S.  S.  notar  entre  mis  palabras  y el  texto  del  proyecto. 

Y que  nosotros  no  hemos  querido  nunca  que  solo 
conociera  el  Jurado  de  los  hechos  separando  estos  he- 
chos de  los  elerneoLos  morales  que  lo  completan,  es 
evidente  puesto  que  el  art.  2.°  que  se  discute  empieza 
por  decir  que  el  Jurado  declarará  la  culpabilidad  ó 
inculpabilidad  del  procesado;  y es  más,  en  la  enmien- 
da de  S.  S.  se  propone  que  el  Jurado  resuelva  sobre 
la  misma  culpabilidad  ó inculpabilidad  del  procesado 
respecto  de  los  hechos  objeto  de  la  acusación. 

Entrando  ya  en  lo  que  pudiéramos  llamar  el  fondo 
de  la  enmienda  misma  que  discutimos,  creo  que  el 
Sr.  Camacho  al  apoyarla  no  se  ha  fijado  en  los  tér- 
minos y alcance  del  artículo  á que  se  refiere.  Su  seño- 
ría supone  que  los  jurados  en  su  veredicto  declararán 
la  existencia;  es  decir,  la  concurrencia  ó no  de  cir- 
cunstancias modificativas  de  la  responsabilidad  cri 
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mina!,  y no  es  esto,  Sr.  Camacho,  lo  que  en  el  proyecto 
se  propone.  Los  jurados  declaran  y aprecian  los  he- 
chos de  los  cuales  puedan  derivarse  las  circunstan- 
cias modificativas  absoluta  ó parcialmente  de  la  res- 
ponsabilidad criminal  sin  que  su  competencia  alcance 
á calificar  jurídicamente  estas  mismas  circunstancias. 
De  manera  que  en  los  ejemplos  que  R.  S.  citaba  de  los 
casos  de  atenuación  de  responsabilidad  comprendidos 
en  el  núm.  8.°  del  art.  9.u  del  Código  penal,  en  el  que 
después  de  hacerse  la  enumeración  de  las  circunstan- 
cias atenuantes  termina  diciendo:  y otras  análogas  y 
de  igual  entidad  que  las  anteriores,  dice  S.  S.,  sacando 
las  consecuencias  del  principio  erróneo  de  que  cons- 
tantemente ha  partido  en  sus  razonamientos,  que  el 
Jurado  declarará  cuáles  sean  los  hechos  y los  ele- 
mentos modificativos  de  la  responsabilidad  compren- 
didos dentro  de  la  calificación  genérica  de  circuns- 
tancias análogas,  y me  parece  que  es  inútil  que  yo 
declare  que  el  Jurado  en  su  veredicto  no  podrá  en 
ningún  caso  admitir  la  existencia  de  una  circunstan- 
cia modificativa  de  responsabilidad  crimiual  concre- 
tamente, ni  tampoco  podrá  decir  que  en  un  caso  so- 
metido á su  juicio  concurran  circunstancias  análo- 
gas á aquellas  á que  se  refiere  el  art.  9."  del  Código, 
que  define  las  circunstancias  atenuantes. 

El  Jurado  lo  que  hará  cuando  se  ventile  acerca 
de  la  concurrencia  ó no  de  circunstancias  atenuantes 
análogas  á las  señaladas  y definidas  concretamente 
en  el  Código,  es  declarar  que,  determinados  hechos 
están  ó no  probados  y vendrá  después  el  tribunal  de 
derecho  y decidirá  si  los  hechos  declarados  probados 
por  el  Jurado  están  ó no  comprendidos  en  las  cir- 
cunstancias análogas  de  que  habla  el  art.  9.°  Por  ma- 
nera que  la  apreciación  de  esas  circunstancias  análo- 
gas no  corresponderá  al  Jurado,  porque  esto  real- 
mente constituye  una  cuestión  meramente  jurídica, 
que  pertenece  al  tribunal  de  derecho;  y todo  esto  creo 
yo  que  está  bien  claramente  explicado  en  el  art.  2." 
del  dictámen;  pero  como  este  artículo  tiene  su  natu- 
ral desarrollo  en  el  7G,  donde  de  una  manera  concreta 
se  define  la  forma  en  que  el  presidente  ha  de  hacer 
las  preguntas  al  Jurado,  si  alguna  duda  cupiera,  esta 
duda  estaría  desvanecida  por  la  manera  detallada, 
concreta  y minuciosa  con  que  está  redactado  el  últi- 
mo de  los  citados  artículos.  Mirando  las  cosas  por  ese 
mismo  prisma  de  que  se  ha  servido  el  Sr.  Oamacho 
para  considerar  y examinar  el  art.  2.n,  ha  incurrido 
8.  S.  en  el  error  de  suponer  que  el  Tribunal  del  Ju- 
rado declarará  si  un  procesado  es  autor  ó cómplice 
de  un  delito.  No;  el  Tribunaldel  Jurado  declarará  pro- 
bados los  hechos  objeto  de  la  prueba  y del  debate,  y 
después  el  tribunal  de  derecho  decidirá  partiendo  del 
veredicto  si  el  procesado  debe  ser  considerado  como 
autor  ó como  cómplice  del  delito  que  se  le  imputa. 
Tampoco  podrá  el  Jurado  declarar  si  un  acusado  es 
autor  de  un  delito  frustrado  ó consumado;  el  Jurado 
se  refiere  siempre  á los  hechos,  y el  tribunal  de  dere- 
cho decidirá  si  los  hechos  probados  constituyen  de- 
lito consumado  ó frustrado. 

Por  manera,  que  todos  los  argumentos  que  el  se- 
ñor Camacho  hacía  para  hacer  resaltar  la  imposibili- 
dad de  hacer  estas  declaraciones  sin  conocimientos 
jurídicos,  caen  por  su  base  desde  el  momento  en  que. 
leyendo  atentamente  el  art.  2.°  del  dictámen,  en  su 
relación  con  el  76,  se  ve  claramente  que  no  es  eso  de 
la  incumbencia  del  Jurado. 

Unicamente  parece  á primera  vista,  que  existe 


alguna  contradicción  de  este  principio  que  acabo  de 
afirmar  (y  es  de  advertir  que  no  es  este  un  descubri- 
miento mió,  porque  basta  leer  la  ley  para  convencerse 
de  que  este  es  su  genuino  y recto  sentido);  únicamen- 
te, digo,  pudiera  parecer  que  existe  alguna  contra- 
dicción de  este  principio  al  tratar  de  las  circuns- 
tancias eximentes,  porque  aquí  realmente  se  le  va  á 
preguntar  al  Jurado  si  el  procesado  está  exento  ó no 
de  responsabilidad  criminal,  por  tal  ó cual  motivo.  Y 
dice  el  Sr.  Camacho,  que  al  apreciar  la  concurrencia 
de  circunstancias  eximentes,  se  entrega  al  Jurado  la 
resolución  de  un  problema  eminentemente  jurídico. 

Yo  creo  que  en  este  punto,  realmente  la  cuestión 
queda  reducida,  si  bien  se  analiza,  á una  cuestión  de 
palabras.  Desde  el  momento  en  que  hemos  aceptado 
. nosotros,  y aceptan  cuantos  admiten  el  Jurado,  que 
el  veredicto  ha  de  comprender  el  extremo  de  la  cul- 
pabilidad ó inculpabilidad  del  procesado,  al  llegar  á 
la  apreciación  de  las  circunstancias  eximentes,  dicho 
se  está  que  vienen  á ser  una  forma  de  declarar  la 
culpabilidad  ó inculpabilidad,  y por  tanto,  que  si  al 
Jurado  se  le  pregunta  sobre  lo  primero,  reconocién- 
dole para  ello  competencia,  no  puede  tampoco  negár- 
sele para  decidir  acerca  de  la  concurrencia  de  una 
circunstancia  eximente  de  responsabilidad;  manera 
indirecta,  repito,  de  declarar  la  inculpabilidad. 

Pero  lo  que  nos  separa  á nosotros  del  Sr.  Cama- 
cho en  este  punto,  es  que  nosotros  creemos  que  la 
cuestión  de  culpabilidad  ó inculpabilidad  es,  ante  todo, 
una  cuestión  moral,  cuestión  moral  que  alguna  rela- 
ción, aunque  remota,  tiene  con  la  cuestión  jurídica, 
como  todas  las  cuestiones  morales  la  tienen,  pero  al 
fin  nosotros  creemos  que  en  la  cuestión  de  imputabi- 
lidad  que  está  en  aptitud  completa  de  apreciar  el  Ju- 
rado predomina  el  elemento  moral,  y el  Sr.  Camacho 
y sus  amigos  creen  que  esta  es  una  cuestión  princi- 
palmente jurídica. 

Los  propios  argumentos  puedo  utilizar  para  des- 
vanecer las  dudas  que  presentaba  á nuestra  conside- 
ración el  Sr.  Camacho  del  Rivero  referentes  á las  cir- 
cunstancias- agravantes.  Decía  R.  S. : entre  las  cir- 
cunstancias agravantes  que  enumera  nuestro  Código 
penal,  hay  unas  que  en  unos  casos  son  agravantes  y 
en  otros  atenuantes,  según  la  índole  del  delito;  por 
ejemplo,  la  de  parentesco,  y anadia  S.  S.:  sin  tener 
conocimiento  cabal  del  derecho,  ¿ha  de  poder  apreciar 
un  jurado  esta  cuestión,  que  es  puramente  jurídica? 
Estoy  conforme  con  S.  8.;  no  podrí  apreciarla,  y por 
esto  no  la  apreciará;  porque  como  no^e  le  pregun- 
tará si  existe  tal  circunstancia  agravante,  sino  que  se 
le  preguntará  si  conceptúa  probados  tales  ó cuáles 
hechos,  y después  vendrá  el  tribunal  de  derecho  á de- 
clarar si  los  hechos  son  ó no  constitutivos  de  una  cir- 
cunstancia agravante,  y si  en  aquel  caso  particular 
esa  circunstancia  agravante,  genéricamente  hablando 
por  estar  comprendida  en  el  Código  entro  las  de  esta 
clase,  debe  ser  reputada  como  agravante  ó como  ate- 
nuante, vea  8.  S.  como  toda  la  argumentación  de  que 
parle  cae  por  su  base,  puesto  que  supone  un  hecho 
que  no  ha  de  ocurrir  con  arreglo  á este  proyecto. 

Quédame  un  solo  punto,  de  poquísima  importan- 
cia, que  es  el  segundo  que  comprende  la  enmienda 
que  está  puesta  á discusión.  En  él  reproduce  el  señor 
Camacho  del  Rivero  el  art.  4.”  del  proyecto  que  pre- 
sentó el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  en  que  se 
decia  que  cuando  los  fundamentos  de  la  culpabilidad 
ó inculpabilidad  del  procesado  constaran  exclusiva- 
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crudeza.  Hoy  S.  S.  nos  dice  que,  al  hablar  aquí,  habla 
como  Diputado;  lo  cual  be  creído  siempre,  á pesar  de 
que  S.  S.  tíos  ha  hablado  de  que  bahía  presidido  al- 
eaos Jurados,  con  lo  cual,  daba  más  autoridad  á su 
palabra  siempre  autorizadísima.  Pero  es  lo  cierto; que 
S.  S.,  al  hablar  de  la  facultad  de  juzgar  en  los  jueces 
de  hecho  y en  los  jueces  de  derecho  decía  que  no  de- 
bía establecerse  sobre  eso  diferencia  alguna,  porque 
bastaba  para  juzgar  de  los  hechos  la  conciencia  fres- 
ca, según  la  clásica  expresión  del  Sr.  Roseli,  que 
llamaba  conciencia  fresca  á la  conciencia  ignorante. 
Hoy,  ya  S.  S.  ha  pasado  el  difumino,  como  antes  de- 
cía, sobre  todas  aquellas  palabras,  y quedan  perfecta- 
mente explicadas,  por  supuesto,  en  el  concepto  de  la 
escuela  de  S.  S.,  que  no  es  la  mía. 

Tengo  que  rectificar  dos  cosas  acerca  de  mi  amigo 
el  Sr.  García  Gómez  de  la  Serna. 

Me  gusta  mucho  contender  con  S.  S.,  ya  por 
nuestras  antiguas  relaciones,  ya  por  la  franqueza 
con  que  lo  hace.  Su  señoría  tiene  un  naturalismo  po- 
lítico que  me  encanta,  porque  dice:  después  de  todo, 
iremos  á los  votos:  ¿qué  importa  lo  demás?  Allí  ten- 
dremos la  razón,  y siempre  que  á los  votos  se  ha 
venido,  hemos  triunfado.  Yo  no  sé,  si  algunas  veces 
se  hubieran  contado  las  abstenciones,  si  hubiera  re- 
soltado que  eran  mayores  que  los  votos  aprobatorios; 
pero  en  fin,  S.  S.  se  lia  expresado  con  esta  franqueza, 
que  yo  le  agradezco. 

Con  respecto  á los  informes  de  las  Audiencias,  ha 
hecho  S.  S.  una  cosa  muy  ingeniosa,  ha  sintetizado; 
pero  como  una  síntesis  no  se  puede  hacer  con  arre- 
glo á espíritu  aritmético,  la  síntesis  de  S.  S.  no  tien  * 
exactitud  ni  puede  tenerla,  porque  han  informado  en 
las  Audiencias  los  presidentes,  loS  fiscales  y las  Sa- 
las; y hay  Audiencias  en  que  el  presidente  y el  fiscal 
no  están  conformes  con  la  Sala,  y por  consiguiente, 
no  se  puede  tener  la  opinon  de  una  Audiencia  sinte- 
tizada de  esa  manera;  y es  preciso  hacerlo  informe 
por  informe  y pregunta  por  pregunta,  por  que  no  está 
todo  expresado  en  esa  ultima  pregunta  de  si  se  debe 
ó no  suprimir  el  Jurado,  porque  en  las  preguntas  an- 
teriores se  contesta  con  tanta  dureza  con  respecto  al 
Jurado,  que  las  deducciones  son  que  necesariamente 
debe  suprimirse,  porque  si  se  dice  que  no  tiene  con- 
ciencia de  lo  que  juzga,  ¿cuál  es  la  consecuencia  de 
esto?  Pues  la  supresión  inmediata. 

Otra  rectificación.  Su  señoría  manifiesta  que  no 
le  he  contestado  á aquello  que  parecía  deducirse  de 
mis  palabras,  de  que  no  había  SO  presidentes  y 80  fis- 
cales dignos . Jamás  he  hablado  de  dignidad:  yo  me 
refería  á unas  palabras  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  que  decia  80  grandes  presidentes  y 80  gran- 
des fiscales;  para  ser  un  gran  presidente  y un  gran 
fiscal,  se  necesitan  tantas  condiciones,  que  me  parece 
que  nadie  se  considerará  agraviado  de  que  yo  luibie  - 
ra  dicho,  que  no  Babia  esos  80  grandes  presidentes  y 
esos  80  grandes  fiscales.  Pero  yo  no  be  dicho  tal  cosa: 
yo  se  lo  preguntaba  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia: le  preguntaba  si  S.  S.  creía  que  los  había,  pues- 
to  que,  según  la  opinión  de  S.  S.  no  habiéndolos,  el 
Jurado  era  una  calamidad. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Señores  Diputados,  aunque  tenía  el  deseo 
de  no  molestaros,  el  giro  que  lia  tomado  el  debate 


contraría  mi  anterior  propósito,  y me  obliga  á ocupar 
vuesta  atención,  no  por  mucho  tiempo,  ciertamente. 

Necesito  empezar  por  hacer  una  protesta,  puesto 
que  se  ha  querido  suponer,  en  primer  termino,  que  la 
sola  presentación  del  proyecto  de  ley  de  estableci- 
miento del  Jurado  envuelve  una  ofensa  á la  magis- 
tratura española.  Eso  se  lia  dicho  aquí  por  más  de  un 
orador:  y,  cosa  rara,  no  se  repara  ai  decir  eso,  que 
entonces  está  humillada  la  magistratura  de  todos  los 
países,  porque  existiendo  el  Jurado  en  casi  todas  las 
Naciones  europeas,  allí  por  lo  visLo  no  han  creído  los 
magistrados  que  padecía  su  dignidad  por  tal  concep- 
to, ni  que  se  hallaban  obligados  á abandonar  su  puesto 
y á rebelarse  contra  los  Gobiernos  que  les  inferian 
semejante  ofensa.  De  manera  que  cuando  se  incide  en 
esas  exageraciones,  cuando  se  condena,  se  proscribe 
y se  trata  de  arrojar  el  ridículo  sobre  una  institución 
que  es  universal,  se  proscribe,  se  condena  y se  ridi- 
culiza al  mundo  entero;  lo  cual  parece  que  indica  la 
pretensión  de  sobreponer  el  criterio  individual  al  cri- 
terio dominante  en  Europa  y en  América.  Es  menes- 
ter que  se  convenzan  de  una  cosa  los  impugnadores 
del  proyecto  que  se  está  discutiendo:  es  tolerable  y 
lícito  que  se  impugne  ó que  se  defienda  el  Jurado, 
porque  el  Jurado  no  es  un  artículo  de  fe,  no  es  un 
dogma,  es  una  de  esas  cosas  que  Dios  ha  entregado  á 
las  disputas  de  los  hombres;  poro  aguzar  los  dardos 
de  la  sátira  para  arrojar  el  ridículo  sobre  una  insti- 
tución que  tiene  hoy  carácter  europeo,  tocar  en  otras 
ocasiones  á rebato  los  aficionados  á la  trompa  épica, 
y suponer,  como  si  los  bárbaros  estuvieran  á las  puer- 
tas de  Roma,  que  hay  necesidad  de  oponerse  por  todos 
los  medios  imaginables  al  establecimiento  dé  un  modo 
de  enjuiciar  admitido  en  las  Naciones  cultas  de  am- 
bos hemisferios,  esas  son  exageraciones  que  no  hacen 
favor  á los  partidos,  ni  siquiera  á los  hombres  públi- 
cos que  en  ellas  incurran.  • 

Discutamos  con  calma  y sin  apasionamiento. 

Es  cosa  singular  lo  que  aquí  pasa.  Se  acusa  de 
poco  respeto  y hasta  de  ofender  á la  magistratura  es- 
pañola al  Ministro  por  la  presentación  de  este  pro- 
yecto: se  contesta  á esta  acusación  levantándose  un 
dignísimo  magisLrado  del  Tribunal  Supremo  ¿defen- 
der el  Jurado;  se  replica  que  ei  discurso  de  ese  señor 
magistrado  y Diputado  á Cortes  ha  sido  leído  con  pe- 
na, con  honda  pena,  en  el  Tribunal  Supremo;  á este 
argumento  se  vuelve  á replicar,  y resulta,  por  últi- 
mo, que  hay  cuando  ménos,  que  yo  sepa,  cinco  se- 
ñores Diputados  que  visten  la  toga,  y que  se  sientan 
bajo  el  dosel  y desde  él  admiuistrau  justicia,  tres  de 
ellos  pertenecientes  al  Tribunal  Supremo,  uno  presi- 
dente de  Sala  de  la  Audiencia  de  Madrid,  y otro  que 
es  juez  ó que  ha  sido  magisLrado  de  fuera  de  Madrid, 
y todos  defienden  el  Jurado.  Yr  enfrente  de  este  he- 
cho, que  es  verdaderamente  abrumador,  se  vuelve  á 
replicar:  |Ah,  sí,  esos  serán  los  magistrados  políticos! 
jLos  magistrados  políticos!  ¿Desde  cuándo  y en  dón- 
de mi  amigo  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  ha 
visto  esa  división  de  magistrados  políticos  y magis- 
trados no  políticos?  Los  magistrados,  como  todos  los 
demás  ciudadanos  españoles,  tienen  el  derecho  de  ve- 
nir ai  Congreso  ó al  Senado,  si  los  colegios  electora- 
les, ó la  Corona  en  su  caso,  los  nombran  Diputados  ó 
Senadores;  pero  no  por  esto  al  entrar  por  esa  puerta 
dejan  de  tener  las  mismas  condiciones,  los  mismos 
caractéres,  la  misma  dignidad,  la  misma  rectitud,  la 
misma  valía  que  ios  demás  magistrados  que  no  han 
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como  única  puede  existir  en  multitud  de  casos,  y 
hasta  constituir  el  cuerpo  del  delito. 

En  orden  á la  cuestión  de  competencia,  siempre 
que  la  Comisión  la  hubiera  querido  resolver  la  habría 
resuelto  con  facilidad.  Yo,  por  mi  parte,  si  hubiera 
tenido  que  dar  mi  opinión  para  inclinar  la  balanza,  la 
hubiera  inclinado  siempre  á favor  de  los  tribunales 
de  justicia,  ai  cual  le  hubiera  dejado  la  facultad  de 
resolver  sin  ulterior  recurso;  S.  S.  y la  Comisión  hu- 
bieran optado  por  resolverla  d favor  de  los  tribunales 
de  hecho;  pero  de  cualquier  modo,  la  resolución  era 
fácil  siempre  que  quisiera  llegarse  á ella.  Lo  mismo 
en  la  enmienda,  respecto  á las  circunstancias  cuali- 
tativas ó modificativas  del  delito,  que  respecto  á la 
otra  parte,  de  someter  á los  tribunales  de  justicia  el 
conocimiento  de  hechos  que  están  probados  por  cier- 
ta clase  de  documentos,  yo  estoy  muy  tranquilo;  por- 
que si  no  viene  conmigo  la  opinión  tan  autorizada  de 
la  Comisión,  está  conmigo  en  absoluto  la  opinión  au- 
torizada del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  que 
tiene  dicho  en  la  célebre  Memoria  que  aquí  tanto  se 
ha  debatido,  que  para  entregar  al  Jurado  el  conoci- 
miento de  las  circunstancias  atenuantes  ó agravan- 
tes, era  necesario  que  supiera  antes  muy  bien  sabido 
el  derecho  penal;  y en  este  otro  punto,  de  la  prueba 
auténtica  ó fehaciente  como  quiera  que  lo  ha  consig- 
nado ya  en  el  proyecto  de  ley  y no  he  hecho  otra  cosa 
que  prohijar  su  obra,  claro  está  que  me  irá  muy  bien, 
por  más  que  tenga  en  contra  la  opinión  de  S.  S. 

El  Sr.  ROSELE:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  ROSELL:  Dos  palabras  únicamente.  Insisto 
en  afirmar  que,  con  arreglo  al  texto  del  proyecto  so- 
metido á vuestra  deliberación,  el  Jurado  jamás  podrá 
entender  en  la  apreciación  y calificación  de  las  cir- 
cuntancias  jurídicas  de  un  delito  ni  directa  ni  indi- 
rectamente; y en  el  caso  concreto  de  que  S.  S.  nos  ha 
hablado,  el  Jurado  jamás  declarará  si  ha  habido  ó no 
ha  habido  premeditación;  lo  que  declarará  es  si  han 
concurrido  una  série  de  actos  de  los  cuales  podra  el 
tribunal  deducir  la  premeditación,  que  es  cosa  muy 
distinta;  porque  podrá  el  Tribunal  del  Jurado  creer 
que  han  ocurrido  ciertos  actos  que  pudieran  signifi- 
car premeditación;  y venir  después  el  tribunal  á decir 
si  esa  premeditación  es  la  reflexión  que  exige  el  Có- 
digo penal  para  considerarla  como  tal.  Vea,  pues,  el 
el  Sr.  Camacho  como  no  es  lo  mismo,  ni  mucho  mé- 
nos,  que  el  Jurado  defina  lo  que  no  puede  definir, 
porque  no  tiene  competencia  para  ello,  ó que  el  Ju- 
rado declare  la  existencia  del  hecho,  para  lo  cual  tie- 
ne completa  y absoluta  aptitud. 

He  dicho  que  el  Tribunal  del  Jurado  al  apreciar  la 
culpabilidad  apreciaba  una  cuestión  moral,  y que, 
como  toda  cuestión  moral,  no  podía  en  absoluto  se- 
pararse de  lo  jurídico;  pero  que  la  miraba  principal- 
mente bajo  el  punto  de  vista  subjetivo  y psicológico, 
con  alguna  relación,  aunque  remotísima,  con  el  prin- 
cipio jurídico,  pero  muy  remota. 

Y última  rectificación.  No  he  afirmado  yo  que 
fuera  completamente  imposible  que  la  culpabilidad 
de  un  procesado  resultara  de  un  documento  público 
fehaciente:  lo  que  he  dicho  es  que  á mi  juicio  es  muy 
difícil,  y que  lo  considero  casi  imposible. 

No  tengo  más  que  decir.» 

Leida  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  se  pidió 


por  competente  número  de  Sres.  Diputados  que  la 
votación  fuera  nominal;  verificada  ésta,  quedó  aquella 
desechada  por  97  votos  contra  43,  en  esta  forma: 

Señores  que  dijeron  no: 

Sánchez  Arjoua. 

Alonso  Martínez. 

Pardo  Ualmonte. 

Perez  (D.  Sebastian). 

Drake  de  la  Cerda. 

Sanz. 

Alcalá  del  Olmo. 

Gomar  (Conde  de). 

Aguirre. 

Hernández  Prieta. 

Laá. 

Alonso  Martínez  (D.  Vicente). 

Ferratges. 

Quiroga  López  Ballesteros. 

Martínez  (D.  Wenceslao). 

Ruiz  de  Galavreta. 

Ba  darán. 

López  Rodríguez. 

Crespo  Quintana. 

Burell. 

Boixader. 

Martínez  del  Campo. 

Cárnica. 

González  Fiori. 

Carijo  y Lara. 

Airando, 

Martínez  (D.  Cándido). 

Navarro  y Ochoteco. 

Martínez  Brau. 

Ruiz  García  de  Ilita. 

Flores-Dávila  (Marqués  de). 

Muñoz  Chaves. 

Zugasti. 

Perojo. 

Becerra. 

García  Alix. 

García  Gómez. 

Maura. 

Pacheco. 

Rossell. 

San  tana. 

Díaz  Moreu. 

Mina  (Marqués  de  la). 

Galbeton. 

Vergez. 

Castel-Moncayo  (Marqués  de). 

Nuñez  de  Veiasco. 

Valdeterrazo  (Marqués  de). 

Merelles. 

Barroso. 

Marin  (D.  Joaquín). 

Sagasta  ÍD.  Primitivo). 

Valle. 

Alcocer. 

Ramos  Calderón. 

Puerta. 

Manteca. 

Vázquez. 

0‘Lawlor. 

Pons. 

Arredondo  (D.  Mariano). 
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Montilla. 

Martínez  Villasante. 

Lamas. 

Enriquez. 

Gobian. 

Parra. 

Gómez  Marín. 

Guerrero. 

Chavarri. 

González  de  la  Fuente. 

Betegon. 

Soler. 

Sánchez  Pastor. 

Azcárraga. 

Villanova. 

Benayas. 

Ansaldo. 

Calvo  y Muñoz. 

Talero. 

Botija. 

Garijo  (D.  Cipriano). 

Gamazo  (D.  Germán). 

G amazo  (D.  Triíino). 

Alba. 

Perreras. 

Recio. 

Azcárate. 

Rodrigañez. 

Prieto  y Gaules. 

Oriol. 

Alvarez  Gapra. 

Prieto  de  la  Torre. 

López  (D.  Cayo). 

Mellado. 

Rey. 

8r.  Vicepresidente  (Ruiz  Gapdepon). 
Total,  97. 

Señores  que  dijeron  si: 

Sallcnt  (Conde  de). 

Mochales  (Marqués  de). 
Campo-Grande  (Vizconde  de). 

Pidal  y Mon. 

López  Uóriga. 

Salcedo. 

lleredia-Spínola. 

Domínguez. 

Fernandez  Villaverde. 

Cánovas  del  Castillo. 

Bugallal. 

Alvarez  Bugallal. 

Castel. 

Isasa. 

Cárdenas. 

Landecho. 

Allende  Salazar. 

Marín  Luis. 

Alvcar. 

Garrido  Estrada. 

Toreno  (Conde  de). 

Camacho  del  Rivero. 

Silvela  (D.  Francisco). 

Cos-Gayon. 

Peña— Ramiro  (Conde  de). 

Los  Arcos. 


Vadillo  (Marqués  del). 

Diez  Macuso. 

Rodríguez  San  Pedro. 

Arribas. 

Cánido. 

Pidal  (Marqués  de). 

Zabálburu. 

Fernandez  Capotillo. 

Oñate. 

Larios. 

Aguilar  (Marqués  de). 

Cabezas. 

Suarez  Sánchez. 

Santa  Cruz. 

Prast. 

Ibargoitia. 

Molleda. 

Total,  43. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Gapdepon):  Abre- 
se discusión  sobre  el  art.  2.°» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación  y fué  aprobado. 

Se  leyó  el  3.°,  que  decía  así: 

«Art.  3.°  Los  magistrados  harán  en  derecho  las  ca- 
lificaciones correspondientes  de  los  hechos  que  los  ju- 
rados conceptúen  probados,  é impondrán  en  su  caso 
á los  culpables  las  penas  que  con  arreglo  al  Código 
procedan,  declarando  asimismo  las  responsabilida- 
des civiles  en  que  los  penados  ó terceras  personas  hu- 
biesen incurrido,  jo 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  A este 
artículo  hay  una  enmienda  y una  adición. 

La  enmienda  es  del  Sr.  Camacho  del  Rivero,  y 
dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
presentar  la  siguiente  enmienda  al  dictámen  sobre  el 
proyecto  de  ley  del  Jurado. 

El  art.  3.°  quedará  en  la  siguiente  forma: 

«Art.  3.°  Los  magistrados  harán  en  derecho  las 
calificaciones  correspondientes  de  los  hechos  que  los 
jurados  conceptúen  probados;  declararán  la  existen- 
cia ó inexistencia  de  las  circunstancias  agravantes, 
atenuantes  ó eximentes  de  responsabilidad  que  hayan 
concurrido  en  los  mencionados  hechos,  é impondrán 
á los  culpables  las  penas  que  con  arreglo  al  Código 
procedan,  determinando  las  responsabilidades  civiles 
en  que  los  penados  ó terceras  personas  hubiesen  in- 
currido.» 

Palacio  del  Congreso  23  de  Abril  de  18S7.=An- 
tonio  Camacho  del  Rivero.=El  Marqués  de  Mochales. 
Mariano  Catalina.=Francisco  Silvcla.=José  J.  Pe- 
dreño.= Alejandro  Pidal  y Mon.=Itaimundo  Fernau- 
dez  Villaverde.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Gapdepon):  ¿La 
enmienda  del  Sr.  Gamacho  ha  sido  retirada? 

El  Sr.  CAMACHO  DEL  RIVERO:  Sí,  Sr.  Presi- 
dente. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Queda 
retirada.  La  adición  es  del  Sr.  Alba,  y dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  la  siguiente  adición  al  art.  3.°  del  proyecto 
de  ley  sobre  el  establecimiento  del  Jurado: 

En  el  referido  artículo,  á continuación  de  las  pa- 
labras «los  magistrados  harán  en  derecho  las  califi- 
caciones correspondientes  de  los  hechos  que  los  ju- 
rados conceptúen  probados,»  se  dirá:  «y  constitutivas 
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de  delito, » quedando  en  lo  demás  el  artículo  como 
está  redactado. 

Palacio  del  Congreso  25  de  Abril  de  1887.=César 
Alba.=José  Bosch  y Serrahima.= Lamberto  Marti uez 
Asen jo.= Rafael  Fernandez  de  íSoria.==Luis  Aparicio. 
Mariano  A rredondo.= Vicente  Nuñez  de  Velasco.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
Comisión  tiene  la  palabra  para  decir  si  admite  ó no  la 
enmienda. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  La  Comisión  no  la  admite. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Alba  tiene  la  palabra  para  apoyar  su  enmienda. 

El  Sr.  ALBA:  Señores  Diputados,  nada  más  lejos 
de  mi  ánimo  que  el  tener  que  molestar  vuestra  aten- 
ción en  la  sesión  de  hoy.  Vengo  á ella  sin  preparación 
alguna;  la  culpa  es  mia,  pero  el  hecho  es  cierto,  pues 
no  creia  que  avanzaría  tanto  la  discusión  de  este  pro- 
yecto, y,  por  consiguiente,  que  me  tocara  hoy  tomar 
parte  en  ella. 

Señores  Diputados,  no  soy  de  los  que  improvisan, 
aunque  sea  con  notas  y antecedentes  prévios,  como 
el  Sr.  Pidal;  y si  los  que  no  precisan  vuestra  indul- 
gencia os  la  demandan,  yo,  que  realmente  la  necesito, 
os  pido  que  hagais  de  ella  en  mi  favor  un  verdadero 
derroche,  porque  si,  aun  con  alguna  preparación,  mi 
palabra  es  incorrecta,  dura  y no  obedece  á mi  volun- 
tad, claro  es  que  hoy  ha  de  encontrar  mayores  difi- 
cultades. 

La  Comisión  ilustradísima  que  entiende  en  este 
proyecto  de  ley  concedió  audiencias,  por  una  parte, 
por  exceso  de  bondad,  porque  no  necesita  el  auxilio  ni 
la  cooperación  de  nadie,  y por  otra  parte,  también  por 
una  alta  razón  política;  porque  en  la  trasformacion 
profunda  y radical  que  supone  el  paso  de  la  justicia 
histórica,  encarnada  en  los  magistrados,  á la  justicia 
popular,  encarnada  en  el  Jurado,  comprendió  la  Co- 
misión que  para  que  ese  cambio  se  realizase  con  la 
mayor  autoridad  posible  era  preciso  que  viniera,  como 
ha  dicho  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  después 
de  haberse  depurado  la  bondad  absoluta  ó relativa  de 
la  institución  en  el  crisol  de  la  discusión,  pues  cuanto 
más  se  discute  una  cosa,  con  tanta  más  autoridad  se 
establece.  A esas  audiencias  asistí;  en  esas  audiencias 
expuse  algunas  consideraciones,  que  siendo  mias,  no 
necesito  decir  á los  Rres.  Diputados  que  tuvieron  un 
carácter  puramente  práctico,  porque  sin  alarde  de  fal- 
sa modestia,  reconozco  mi  insuficiencia,  y no  me  elevo 
á las  alturas  del  dogmatismo  para  caer  desplomado 
como  Icaro,  y tuve  la  satisfacción,  para  mí  verdadero 
honor,  de  que  algunas  de  mis  humildes  indicaciones 
fueran  admitidas  por  la  Comisión. 

No  ha  sucedido  lo  mismo  con  otras,  y de  esas  otras, 
de  las  que  son  de  puro  detalle,  me  basta  que  la  Comi- 
sión no  las  haya  aceptado  para  que  yo  prescinda  de 
ellas;  pero  hay  algunas  que,  á mi  entender,  en  mi 
conciencia,  y puesto  que  de  Jurados  se  trata,  á la 
conciencia  mia  apelo,  afectan  á la  esencia  de  la  ins- 
titución, y de  ellas  no  he  podido  prescindir  y las  he 
traído  aquí,  una  en  forma  de  adición  y otra  en  con- 
cepto de  enmienda. 

Al  defenderlas,  debo  hacer  dos  declaraciones.  Es 
la  primera,  que  no  tengo  la  preLension  vana  y ridicula 
de  convencer  á la  Comisión;  al  contrario,  abrigo  la 
esperanza  de  que  ella  me  convenza.  Lo  que  hay,  seño- 
res Diputados,  es  que  en  aquellas  audiencias  (y  por- 
que lo  son  se  las  da  este  nombre),  los  Diputados  ha- 
cemos el  oficio  de  los  letrados  en  las  que  verdadera- 


mente son  Audiencias;  exponemos  y discutimos,  pero 
discutimos  haciendo  hipótesis  de  ios  argumentos  que 
en  contra  se  pudieran  aducir,  y la  Comisión  hace 
también  el  oficio  de  tribunal , oye  y calla,  no  opone 
razones  á las  que  nosotros  presentamos.  Yo  esperaba 
leer  las  que  se  adujesen  contra  las  mias  en  el  preám- 
bulo del  dictámen  de  la  Comisión,  pero  no  han  venido- 
la  Comisión  ha  dado  á conocer  su  fallo  en  la  parte 
dispositiva,  pero  sin  fundarle  en  la  expositiva,  y como 
en  ésta  se  dice  que  en  la  controversia  so  alegarán  los 
motivos  que  ha  habido  para  que  no  se  admitan  algu- 
nas de  las  observaciones  hechas,  yo  he  presentado  la 
adición  de  que  me  ocupo , para  que  enfrente  de  las 
breves  razones  que  en  su  apoyo  voy  á exponer  ante 
la  Cámara,  oponga  la  Comisión  otras  que  por  ser  su- 
yas serán  indudablemente  Lan  decisivas  y abrumado- 
ras, que,  sin  violencia  alguna,  me  obliguen  á retirar 
la  enmienda. 

No  hay  tampoco  que  protestar  que  siendo  mia  la 
adición  no  va  contra  el  proyecto,  sino  por  el  proyec- 
to; y no  es  que  yo  tenga  que  hacer  aquí  alardes  de 
perfecto  ministerial,  es  que  vengo  á decir  la  verdad. 
Si  de  algo  peco  no  es  de  antijuradista,  sino  de  stipra- 
juradista,  puesto  que  quiero  que  queden  definidas  de 
una  manera  que  no  dejen  lugar  á duda  las  atribucio- 
nes de  esta  nueva  institución. 

Y es  más,  señores;  sin  que  esto  se  ¡)ueda  tachar 
de  hipocresía  ni  de  optimismos  de  partido,  yo  no  com- 
prendo que  con  verdadera  conciencia  de  lo  que  se 
sostiene  se  venga  aquí  librando  esta  ruda  batalla  con- 
tra el  Jurado,  ni  en  la  caldeada  arena  del  debate  po- 
lítico, ni  en  la  serena  región  del  puramente  jurídico. 
No  en  el  político,  porque,  como  ya  lie  dicho  en  otra 
ocasión,  y no  sé  si  también  lo  han  dicho  otra  ó muchas 
otras  personas  (ojalá  fueran  muchas  que  no  he  de  re- 
gatear la  paternidad  del  argumento,  y valdría  tanto 
más  cuanto  menos  rebuscado  sea  y más  universal); 
yo  no  comprendo  que  se  llame  institución  política  en 
el  sentido,  no  de  significar  un  derecho  político,  sino 
de  que  forme  parte  del  credo  ó del  programa  de  un 
partido  político,  á una  institución  que  vive  y prospe- 
ra lo  mismo  con  las  expansiones  de  las  Repúblicas  de 
Francia  y de  América,  que  bajo  el  látigo  de  la  dicta- 
dura del  Czar  de  Rusia,  y que  en  esos  Gobiernos  ecléc- 
ticos que  se  llaman  Monarquías  constitucionales  y 
cuyos  modelos  nos  dan  Inglaterra  y Bélgica.  De  suer- 
te que  no  entiendo,  será  si  queréis  miopía  ó atrofia 
intelectual,  pero  no  me  cabe  en  la  cabeza  que  sea  ins- 
titución política  aquella  que  puede  implantarse  y vi- 
vir lo  mismo  bajo  los  principios  que  informan  la  Re- 
pública, que  bajo  los  principios  de  la  Monarquía 
absoluta  ó del  régimen  representativo. 

Sostengo,  pues,  con  mi  querido  amigo  el  Sr.  Az- 
cárate  que  la  institución  del  Jurado  no  es  política, 
sino  una  función  social  en  el  sentido  en  que  la  ha  de 
finido  elocuentísimamente  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  hace  bien  pocos  instantes. 

Tampoco  me  explico  que  se  pueda  discutir  hoy 
en  sério  (y  digo  en  sério  en  el  sentido  de  llevar  á la 
discusión  el  fin  práctico  de  alcáfizar  la  victoria  en  el 
debate),  sobre  la  institución  del  Jurado  bajo  el  punto 
de  vista  jurídico.  Aquí,  señores,  ha  habido  dos  tiem- 
pos: el  pasado,  en  que  el  Jurado  no  era  páralos  espa- 
ñoles más  que  un  efecto  de  espejismo:  le  veíamos 
allá,  pasando  el  Pirineo,  pero  no  le  teníamos  dentro 
de  casa,  y le  discutíamos  con  calor  eu  los  periódicos 
profesionales,  eu  las  Academias  y eu  los  Ateneos.  En 
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aquella  discusión  se  apuraban  los  argumentos  en  pro 
v en  contra,  y panegiristas  y detractores  del  Jurado 
dijeron  su  última  palabra.  Así  es  que,  permítanme 
los  señores  que  han  hablado  contra  la  institución  que 
lo  diga,  yo  que  he  venido  aquí  con  afan  de  aprender, 
he  oido  elocuentísimos  discursos,  me  han  fascinado 
sus  formas  correctísimas,  verdaderos  modelos  de  ora- 
toria, pero  en  el  fondo,  no  he  oido  absolutamente  nada 
nuevo. 

Pasó  aquella  primera  época  de  controversia,  la  de 
gestación  del  Jurado,  y el  tiempo  presente  le  trae  ya 
al  terreno  de^la  realidad;  yo  no  lo  diré  con  la  autori- 
dad del  Sr.  Alonso  Martínez,  pero  sí  con  el  convenci 
miento  del  que  ve  y aprecia  un  hecho  innegable;  no 
es  posible  ir  contra  la  corriente,  las  cosas  caen  del 
lado  á que  se¿inclinan;  y si  al  Jurado  en  su  primera 
época,  rpor  circunstancias  que  todos  conocemos,  y 
porque  no  era  la  más  á propósito  para  su  desarrollo 
y desenvolvimiento,  le  sucedió  lo  que  al  Código  al- 
fonsiuo,  que  por  haberse  anticipado  encontró  al  prin- 
cipio rozamientos  y dificuitades,  y después,  cuando 
llegaron  tiempos  más  en  concordancia  con  la  finali- 
dad de  ese  Código,  vino  á su*,  y es  todavía,  eL  asom- 
bro de  propios  y extraños;  han  pasado  quince  años, 
se  han  depurado  ciertos  defectos  que  la  experiencia 
hizo  conocer,  y creo  yo  que,  aunque  los  conservado- 
res califiquen  el  ¡Jurado  de  institución  política  solo 
porque  la  trae  eljpartido  liberal,  habría  sido  implan- 
tado más  ó ménos  pronto  por  el  mismo  partido  con- 
servador al  convencerse  de  que  era  una  institución 
que  demandaban  las  condiciones  y las  necesidades  de 
la  época. 

Pero  hay  más;  se  ha  discutido  mucho  si  la  orali- 
dad  del  juicio  es  un  elemento  indispensable  para  el 
Jurado,  ó no;  y yo  no  he  de  venir  aquí  con  repeticio- 
nes que  siempre  son  enojosas,  y siendo  mias  liabian 
de  serlo  doblemente;  pero  sí  he  de  recordar  una  cosa. 
El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  lia  hecho  un  ar- 
gumento ad  hominem , invocando  el  testimonio  de  los 
magistrados  del  Tribunal  Supremo;  y yo,  que  vivo 
la  vida  del  abogado,  yo  que  estoy  consagrado  al  ejer- 
cicio de  esa  profesión,  tengo  que  hacer  otra  declara- 
ción de  clase.  Nosotros  los  letrados  no  estamos  con- 
formes Lodos  con  la  bondad  del  Jurado;  lo  declaro  así 
noble  y lealmente.  Nos  dividimos  en  dos  escuelas:  hay 
quien  sostiene  que  es  mejor  el  procedimiento  antiguo 
con  las  reformas  indispensables  de  la  separación  de 
los  tribunales  de  lo  civil  y de  lo  criminal,  la  dotación 
fija  de  los  funcionarios  auxiliares  de  la  administra- 
ción de  justicia  y la  participación  del  procesado  en 
las  diligencias  que  no  puedan  retrotraerse  del  plena- 
rio  al  sumario.  Hay  otros  partidarios  del  juicio  oral 
y público;  pero  hay  un  punto  en  que  estamos  confor- 
mes todos,  y es  en  que  no  cabe  la  oralidad  sin  el  Ju- 
rado, en  que  hay  que  renegar  de  ese  progreso  ó com- 
pletar el  juicio  oral  con  el  Jurado,  cuya  esencia  está 
en  el  art.  741  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  en 
que  se  concede  á los  magistrados  el  derecho  de  fallar 
con  arreglo  á su  conciencia. 

En  este  punto,  no  puedo  decir  nada  mejor  que  lo 
que  elocuentemente  dijo  elSr.  Pidal.  ¿Qué  concien- 
cia pedís?  ¿La  psicológica?  Esa  conoce  de  lo  subjetivo. 
¿La  moral?  Esa  define  las  buenas  y malas  acciones,  y 
para  apreciar  la  bondad  ó la  maldad  de  las  acciones 
que  entran  en  la  materia  penal,  está  el  Código.  ¿Es  la 
conciencia  intelectual?  Pues  entonces  acudimos  á la 
hermenéutica  jurídica;  entonces  volvemos  á la  prueba 


tasada.  Si  no  es  esto,  ¿qué  es?  La  apreciación  del  he- 
cho por  el  hecho,  dentro  de  su  categoría  y en  el  órden 
moral.  Pues  esta  es  la  insliluciou  del  Jurado,  conse- 
cuencia de  la  oralidad  del  juicio,  y el  juicio  en  estas 
condiciones  ha  sido  admitido  por  el  partido  conser- 
vador. 

No  es  esto  solo.  Mi  querido  amigo  el  Sr.  Moreu 
anunciaba  en  son  profético,  que  quizás  corriendo  los 
años,  el  Jurado  conociera  también  de  ios  juicios  ci- 
viles; y yo  be  de  añadir  que  esta  profecía  se  ha  rea- 
lizado en  parte,  y me  refiero  al  hecho  siguienle:  To- 
dos los  Sres.  Diputados  recuerdan  que  en  Diciembre 
último  se  celebró  en  Madrid  un  Congreso  Jurídico,  y 
uno  de  los  temas,  el  12,  que  en  aquel  Congreso  se 
discutieron,  fué  si  debia  ó no  establecerse  el  Jurado 
en  las  cuestiones  mercantiles.  Sostenía  la  negativa 
una  especialidad  en  la  materia,  el  catedrático  de  la 
asignatura,  hermano  de  un  Sr.  Diputado  de  esta  Cá- 
mara. Para  él,  todas  las  condiciones  eran  favorables: 
conocía  las  eminencias  allí  congregadas;  en  la  forma 
poseía  ese  estilo  propio  de  la  familia,  en  que  se  adu- 
nan en  admirable  consorcio  la  elocuencia  de  Cicerón 
y la  sátira  de  Marcial,  y en  el  fondo  un  entendimiento 
excepcional. 

Vino  á discutir  con  él  este  modesto  Diputado,  con 
todos  los  pudores  y con  todos  los  miedos  que  le  ins- 
piraba  aquella  reunión,  que  le  era  completamente  des- 
conocida; en  una  palabra,  la  razón  de  autoridad  es- 
taba toda  en  el  Sr.  Silvela;  yo  no  tenia  más  que  la 
autoridad  de  la  razón,  y á pesar  de  este  contraste  llegó 
la  votación  y se  puso  resueltamente  á mi  lado.  ¿Y 
esto,  qué  significa?  Que  sin  que  nos  demos  cuenta  de 
ello  vamos  marchando  á la  institución  del  Jurado, 
como  lo  demuestran  los  hechos  de  la  vida  real,  que  á 
los  dignísimos  individuos  de  la  minoría  conservadora 
no  se  les  oculta,  pues  entre  otros,  observarán  que  no 
se  conslituye  uua  Sociedad  de  alguna  importancia  que 
no  busque  el  Jurado,  al  consignar  como  uno  de  los 
artículos  obligados  de  la  escritura  social,  que  las 
cuestiones  que  se  ofrezcan  las  resolverán  los  amiga- 
bles componedores  y no  los  tribunales.  Por  esto,  pues, 
esta  enmienda  mía,  repito,  que  en  manera  alguna 
contra  el  Jurado,  sino  en  favor  del  Jurado,  y que  si 
de  algo  se  me  puede  acusar  al  presentarla,  es  de  ser 
más  papista  que  el  Papa,  es  decir,  de  ir  más  allá  que 
han  ido  el  Sr.  Ministro  que  presentó  el  proyecto  y la 
Comisión  que  le  ha  sometido  á la  deliberación  de  la 
Cámara,  con  las  correcciones  y enmiendas  que  ha  te- 
nido por  conveniente. 

Y voy  ya  á la  razón  de  la  enmienda.  El  art.  2.° 
del  jn’oyecto  dice: 

«Art.  2.°  Los  jurados  declararán  la  culimbilidad 
ó inculpabilidad  de  los  procesados  respecto  de  los  he- 
chos que  en  concepto  de  delito  les  atribuya  la  acusa- 
ción, y la  concurrencia  ó no  de  los  demás  hechos  cir- 
cunstanciales que  sean  modificativos,  absoluta  ó par- 
cialmente, de  la  penalidad.» 

¿Qué  veis  aquí,  Srcs.  Diputados?  Yo  veo  clara- 
mente comprendidos  los  dos  elementos  que  vienen  á 
constituir  el  hecho  penable,  el  elemento  puramente 
psicológico  ó subjetivo  de  la  voluntad  y el  material 
de  la  extcriorizacion,  de  aquella  voluntad  por  medio 
de  la  ejecución,  de  aquel  hecho  que  tiene  carao téres 
ó condiciones  de  delito,  y que  ahora  con  una  frase 
1 moderna  se  llama  figura  del  delito.  La  voluntad, 
Sres.  Diputados  (y  esto  yo  no  tenía  necesidad  de  de- 
cirlo, porque  sois  demasiado  ilustrados  para  ignorar 
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lo  elemental);  la  voluntad  existe  bajo  dos  formas,  la 
que  concurre  siempre  de  ejecutar  el  acto  y la  volun- 
tad consciente,  definida,  acentuada,  de  que  ai  reali- 
zar ese  hecho  se  ejecuta  con  la  conciencia  y con  la 
preconcepcion  de  que  se  comete  un  delito.  Estos  son 
los  dos  elementos  que  vienen  á constituir  el  acto  pe- 
nable, y estos  dos  elementos,  como  cuerpo  com- 
puesto, comprende  el  preceplo  que  se  consigna  en  el 
art.  2.°  La  culpabilidad  ó inculpabilidad,  que  díga- 
se que  es  materia  de  derecho  ó de  moral,  pues  yo  no 
quiero  detenerme  en  estas  disquisiciones,  afecta  á la 
voluntad,  á la  inteligencia,  á la  libertad,  y por  con- 
secuencia á la  responsabilidad  del  agente,  y el  hecho 
externo  que  se  ha  de  apreciar  por  el  imperio  de  los 
sentidos,  por  el  conjunto  de  las  pruebas. 

Encuentro,  pues,  perfectamente  definidos  estos  dos 
elementos  en  el  art.  2.°  que  acabo  de  le'er;  pero  no 
sucede  lo  propio  en  el  3.°,  al  cual  se  contrae  y so  li- 
mita mi  adición.  Notad,  Sres.  Diputados,  la  diferencia 
que  existe  entre  uno  y otro  artículo.  El  2.°  abraza 
la  culpabilidad  ó inculpabilidad  y la  prueba  de  los 
hechos  que  hayan  sido  objeto  de  la  acusación;  pero 
viene  el  3.°,  y después  de  haberse  determinado  en  el 
anterior,  bajo  aquel  doble  aspecto  la  función,  la  com- 
petencia, la  órbita  de  acción  de  los  tribunales  de  he- 
cho, del  Jurado,  el  art.  3.°  que  se  refiere  á los  tribu- 
nales de  derecho,  dice: 

«Art.  3.°  Los  magistrados  harán  en  derecho  las 
calificaciones  correspondientes  de  los  hechos  que  los 
jurados  conceptúen  probados,  é impondrán  en  su  caso 
á los  culpables  las  penas  que  con  arreglo  ai  Código 
procedan,  declarando  asimismo  las  responsabilidades 
civiles  en  que  los  penados  ó terceras  porsonas  hubie- 
sen incurrido.» 

¿No  veis  claro  que  de  relieve  surge  entre  esos  dos 
artículos  una  evidente  diferencia?  Pues  para  salvarla 
viene  mi  enmienda,  que  se  reduce  sencillamente  á que 
después  de  lo  que  he  tenido  el  honor  de  leer,  se  aña- 
dan en  el  art.  3.°  estas  palabras:  y constitutivas  de  de- 
lito, y así  este  artículo  estará  en  consonancia  con  el  2.°, 
y no  se  dará  el  contrasentido  de  que  al  definir  la  fun- 
ción del  tribunal,  se  sumen  en  el  art.  2.°  los  dos  ele- 
mentos constitutivos  del  delito,  y falte  en  el  art.  3.° 
el  elemento  psicológico. 

Se  me  contestará  acaso  por  la  Comisión,  que  no 
hay  que  decir  lo  que  se  sobreentiende;  y yo  á esto 
replicaré  de  antemano  con  la  autoridad  de  Larra:  Que 
lo  que  se  quiere  decir,  ¿por  qué  no  se  dice?  Que  vale 
más  no  dar  lugar  á interpretaciones,  con  motivo  de  la 
ambigüedad  de  las  leyes. 

Y á esto  se  reduce  mi  adición;  si  la  Comisión,  por 
una  interpretación  que  yo  considero  auténtica,  me 
asegura  que  eso  que  no  se  expresa  en  la  ley  se  sobre- 
entiende en  ella,  yo  me  daré  por  satisfecho,  por  más 
que  soy  de  los  que  creen  que  las  leyes  no  deben  ser 
monumentos  literarios  y modelos  retóricos,  sino  que 
debe  procurarse  que  sean  claras,  precisas  y termi- 
nantes, aunque  caigan  en  redundantes,  para  que  no 
den  lugar  á dudas  con  sus  ambigüedades;  y que  por 
consiguiente,  la  Comisión  podia  convertir  su  negativa 
á esta  enmienda  en  una  afirmativa.  Pero  si  así  no  lo 
estimase,  repito  que  me  daré  por  satisfecho  con  obte- 
ner por  medio  de  sus  categóricas  declaraciones  que 
el  espíritu  del  artículo  es  lo  que  yo  querría  que  fuese 
su  letra. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 


El  Sr.  GARCIA  ALIX:  La  Comisión  se  va  á limi- 
tar puramente  á la  enmienda  presentada  por  el  señor 
Alba. 

Respecto  á la  primera  parte  de  su  discurso  nada 
tiene  que  decirle,  sino  que  se  siente  complacida  por  el 
concurso  que  viene  á prestarle  defendiendo  nuestro 
dictámen.  » 

Tampoco  la  Comisión  ha  de  decir  que  no  Liene  un 
espíritu  sistemático  de  oposición  á todas  las  enmien- 
das; porque  S.  S.,  que  concurrió  á la  Comisión,  hizo 
allí  algunas  advertencias,  y entre  ellas  una  referente 
á los  delitos  electorales,  y sabe  S.  S.  que  fué  aceptada 
después  de  las  luminosas  razones  que  nos  expuso.  Pero 
respecto  de  esta  enmienda,  debo  manifestar  á S.  S. 
que  no  hay  necesidad  de  ella,  porque  el  art.  3.°  no  es 
más  que  una  consecuencia  del  2.°  Los  jurados  califi- 
can los  hechos,  bien  sea  declarando  la  culpabilidad  ó 
bien  declarando  la  inculpabilidad  del  procesado:  y el 
magistrado  lo  que  hace  es,  después  que  se  ha  decla- 
rado la  culpabilidad  por  el  Jurado,  imponerle  la  pena. 
¿Qué  podría  ocurrir  con  las  dudas,  que  al  Sr.  Alba  le 
asaltan?  Que  los  magistrados,  en  vez  de  sobreseer 
cuando  el  Jurado  declarase  la  inculpabilidad  del  pro- 
cesado, pasaran  á dictar  sentencia.  Pues  en  este  caso 
tendrían  que  dar  una  sentencia  absolutoria,  porque 
no  encontrarían  materia  de  delito.  Así  es  que,  en  rea- 
dad,  á este  art.  3.°,  como  no  es  más  que  el  comple- 
mento del  2.°,  no  hay  por  qué  añadirle  esa  redundan- 
cia que  quiere  S.  S.  En  vista  de  la  declaración  de 
culpabilidad  ó inculpabilidad  que  hayan  hecho  los  ju- 
rados, los  magistrados  harán  en  derecho  las  califica- 
ciones correspondientes,  que  es  la  misión  que  les 
encomienda  la  ley  por  este  art.  3.° 

Yo  creo  que  con  estas  explicaciones  quedará  sa- 
tisfecho el  Sr.  Alba,  á quien  la  Comisión,  por  mi  con- 
ducto, ruega  que  retire  su  enmienda. 

El  Sr.  ALBA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Tie- 
ne S.  S.  la  palabra  para  rectificar. 

El  Sr.  ALBA:  No  es  para  rectificar,  Sr.  Presiden- 
te, sino  para  manifestar  que  como  las  explicaciones 
dadas  por  la  Comisión  están  en  espíritu  dentro  de  la 
adición  que  he  presentado,  y como  ha  venido  esa  in- 
terpretación que  yo  buscaba,  retiro  la  enmienda. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Queda 
retirada. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz Capdepon):  Abre- 
se discusión  sobre  el  art.  3.°» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación  y fué  aprobado. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Se 
suspende  este  debate. 


Dióse  cuenta,  y el  Congreso  quedó  enterado  de  las 
dos  siguientes  comunicaciones: 

«Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Se- 
ñores: De  Reai  órden  tengo  el  honor  de  remitir  á 
V.  EE.,  para  los  efectos  oportunos,  los  adjuntos  ejem- 
plares originales  de  las  leyes  que  con  esta  fecha  se  ha 
servido  sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  1Q.  D.  G.), 
variando  la  actual  división  eu  secciones  del  distrito 
electoral  de  Ecija  (Sevilla),  y del  de  Puente  del  Arzo- 
bispo. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  21  de 
Abril  de  1887.— Manuel  Alonso  Martínez.  = Señores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso. 
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Ministerio  de  Gracia  y Justicia.  — Excmos.  Se- 
ñores: De  Real  órden  tengo  el  honor  de  remitir  A 
V.  EE.,  rara  los  efectos  oportunos,  los  adjuntos  ejem- 
plares originales  de  las  leyes  que  con  esta  fecha  se 
ha  servido  sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.), 
sobre  construcción  de  los  ferro-carriles  de  Gastejon  á 
los  baños  de  Fitero  y de  esto  último  punto  A Tudela, 
é incluyendo  cu  el  plan  general  de  carreteras  una  de 
Baena  A Porcuna,  las  de  Puente  de  Bora  y Puente 
Cabidas  al  límite  de  la  provincia  de  Orense,  la  del 
barrio  de  Gerecedo  en  San  Miguel  de  Aras  al  Valle 
de  Riesga,  la  de  Navalucillos  a Navalmorales,  la  de 
Escalante  á Castillo,  la  de  CapdciiA  A Palma,  la  de 
Pozuelo  del  Rey  á Tielmés,  la  de  Cayés  á Posada,  la 
que  partiendo  de  Gijon  enlace  en  la  villa  de  Nava  con 
la  general  de  Santander,  la  de  Piedras  Blancas  A Car- 
cedo,  y variando  el  trazado  de  la  de  Pontevedra  al 
Grove  por  el  puente  de  la  Barca. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  21  de 
Abril  de  1887.=Manuei  Alonso  Martinez.= Señores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso.» 


Se  leyeron,  y quedaron  publicadas  como  leyes, 
acordando  se  archivasen,  las  sancionadas  por  S.  M., 
y son  las  siguientes: 

Incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  una 
que  se  denominará  de  Pontevedra  al  Grove  por  el 
puente  de  la  Barca  (véase  el  Apéndice  primero  al 
Diario  núm.  85 , que  es  el  de  esta  sesión.) 

Sobre  división  en  secciones  del  distrito  de  Puente 
del  Arzobispo,  provincia  de  Toledo.  (Véase  el  Apéndice 
segundo  á este  Diario.) 

Incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  la  de 
Pozuelo  del  Rey  á Tielmes.  (Véase  el  Apéndice  ter- 
cero á este  Diario.) 

Modificando  la  división  en  secciones  del  distrito 
electoral  de  Ecija.  ( Véase  el  Apéndice  cuarto  á este 
Diario.) 

Incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  las 
siguientes: 

De  Piedras  Blancas  á Carccdo.  (Véase  el  Apéndice 
quinto  á este  Diario.) 

De  Baena  á empalmar  en  Porcuna  con  la  de  To- 
rredonjimeno  al  Carpió.  (Véase  el  Apéndice  sexto  á este 
Diario.) 

De  Gijon  á enlazar  en  la  villa  de  Nava  con  la  ge- 
neral de  Santander.  (Véase  el  Apéndice  séLimo  á este 
Diario.) 

De  Cayés  a Posada  en  la  general  de  Avilés  á Ovie- 
do. (Véase  el  Apéndice  octavo  á este  Diario.) 

De  Puente  de  Bora  y de  Puente-Caldclas , en  la 
provincia  de  Pontevedra,  á terminar  en  el  límite  de  la 
de  Orense.  (Véase  el  Apéndice  noveno  á este  Diario.) 

De  GapdellA  á Palma  (Baleares).  ( Véase  el  Apéndice 
décimo  á este  Diario.) 

De  Escalante  en  la  de  Santoña  á Gama,á  terminar 
en  Castillo.  ( Véase  el  Apéndice  undécimo  á este  Diario.) 

Dos  en  la  provincia  de  Toledo.  (Véase  el  Apéndice 
duodécimo  á este  Diario.) 

Del  barrio  de  Cereceda  en  San  Miguel  de  Aras 
(Santander),  A empalmar  en  el  Valle  de  Ruesga,  en  la 
de  Muriedas  á Ramales.  ( Véase  el  Apéndice  décimo- 
tercero  á este  Diario.) 

Autorizando  la  construcción  de  un  ferro-carril  que 
partiendo  de  la  estación  de  Gastejon  termine  en  las 


inmediaciones  de  los  baños  de  Filero.  (Véase  el  Apén- 
dice déeimocuarto  á este  Diario.) 

Autorizando  la  cousLrnccion  de  un  ferro-carril 
que  partiendo  de  las  inmediaciones  de  Filero  termine 
en  Tudela.  (Véase  el  Apéndice  décimoquinto  A este 
Diario.) 


Se  leyeron,  revisados  por  la  Comisión  de  correc- 
ción de  estilo,  y hallándose  conforme  con  lo  acordado, 
se  volaron  y aprobaron  definitivamente  los  siguieules 
proyectos  de  ley: 

Estableciendo  la  forma  de  pago  de  los  débitos  al 
Tesoro  público  de  los  Ayuntamientos  y Diputaciones 
provinciales.  (Véase  el  Apéndice  décimosexto  á este 
Diario.) 

Incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras: 

Una  que  se  denominará  de  Rábade  A Moncelos 
(Lugo).  (Véase  el  Apéndice  décimosétimo  á este  Diario.) 

Y otra  de  Grullos  al  puente  de  Peñaflor.  (Véase  el 
Ajiéndice  décimooctavo  á este  Diario.) 

Trasladando  A Cillero  la  capitalidad  de  la  sección 
de  Magazos,  del  distrito  de  Vivero.  (Véase  el  Apéndice 
décimonoveno  A este  Diario.) 

Prorrogando  el  plazo  concedido  en  el  art.  2.°  de  la 
ley  de  1 7 de  Abril  de  1883  sobre  minerales  de  hierro 
en  la  isla  de  Cuba.  (Véase  el  Apéndice  vigésimo  á este 
Diario.) 


Se  leyeron  por  primera  vez,  y pasaron  á la  Comi- 
sión, acordando  se  imprimieran  y repartieran,  las  en- 
miendas y adiciones  del  Sr.  Gamazo  (D.  Triílno)  ai 
dictámen  relativo  A las  proposiciones  de  ley  sobre  re- 
forma de  varios  artículos  de  la  de  enjuiciamiento  civil. 
(Véase  el  Apéndice  vigésimoprimero  á este  Diario.) 


Igualmente  se  leyeron  por  primera  vez,  y pasaron 
A la  Comisión  acordando  se  imprimieran  y repartie- 
ran, dos  enmiendas  al  dictámen  relativo  al  proyecto 
de  ley  sobre  el  Jurado. 

Del  Sr.  Molleda,  al  art.  4.° 

Del  Sr.  Manteca  al  caso  3.°  del  art.  10,  y A los 
artículos  13  y 14.  (Véase  el  Apéndice  vigésiinose- 
gundo  á este  Diario.) 


Se  leyó,  acordando  se  insertara  en  el  Diario  de  las 
Sesiones , la  cuenta  á que  se  refiere  la  siguiente  comu- 
nicación: 

«La  Comisión  de  gobierno  interior,  cumpliendo 
con  lo  que  previene  el  art.  216  del  Reglamento,  tiene 
la  honra  de  someter  al  exámen  y aprobación  del  Con- 
greso la  cuenta  de  sus  gastos,  correspondiente  al  mes 
de  marzo  último,  importante  12L887  pesetas  44  cén- 
timos. 

Palacio  del  Congreso  19  de  Abril  de  1887.=Cris- 
tino  Marios,  presidente.=Manuel  Pedregai.=El  Mar- 
qués de  Flores  Dávila.=Marqués  de  Pidal.=EL  Mar- 
qués de  Castro-Serna.=Luis  Sánchez  Arjona.» 

La  Comisión  de  gobierno  interior,  cumpliendo  con 
lo  que  previene  el  art.  216  del  Reglamento,  tiene  la 
honra  de  someter  A la  aprobación  del  Congreso  la 
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cuenta  de  sus  gastos  é ingresos,  correspondiente  al 
mes  de  Marzo  último. 

Existencia  en  28  de  Fe- 
brero de  1887 

Ingresos  y gastos  en 
el  mes  de  Marzo. . . 
Existencia  en  31  de 
Marzo,  saldo 

! 

INGRESOS 

GASTOS 

1 43.885‘72 
89.425‘75 

B 

1 • 

» 

220.1  1 5‘  1 9 
1 3. 196*28 

Total  igual  en  pesetas. 

233.31  1‘47  i 

233.3 1 1 ‘47 

Palacio  del  Congreso  19  de  Abril  de  1887.=Cris- 
tino  Mar tos.=Ma nuel  Pedregal. =Cúndido  Martínez. 
Marqués  de  Pidal.=El  Marqués  de  Flores  Dávila  — 
El  Marqués  de  Gastro-Serna.=Luis  Sánchez  Arjona. 
Secretario. 


Se  mandó  pasar  á la  Comisión  de  presupuestos  la 
siguiente  comunicación: 

«Ministerio  de  Fomento. — Excmo.  Sr.:  S.  M.  la 
Reina  Regente  del  Reino,  en  nombre  de  su  augusto 


PTijo  el  Rey  D.  Alfonso  Xíll  (Q.  D.  G.),  se  ha  dignado 
disponer  que  en  el  capítulo  de  ejercicios  cerrados  que 
carecen  de  crédito  legislativo  del  presupuesto  corres- 
pondiente al  ano  económico  de  1887-88,  pendiente  de 
aprobación  en  las  Cortes,  se  incluya  la  canLidad  de 
mil  setecientas  cincuenta  pesetas,  para  satisfacer  á Don 
José  Villaamil  y Castro  los  haberes  que  como  otlcial 
de  segundo  grado  del  Cuerpo  facultativo  de  Archive- 
ros Bibliotecarios  y Anticuarios  dejó  de  percibir  desde 
l.°  de  Julio  á 31  de  Diciembre  de  1885. 

De  Real  órden  tengo  el  honor  de  participerlo  á 
V.  E.,  á íin  de  que  se  sirva  ponerlo  en  conocimiento 
de  la  Comisión  de  presupuestos  del  Congreso,  para  los 
fines  oportunos. 

Dios  guarde  á V.  E.  muchos  anos.  Madrid  3 de 
Mayo  de  1887.=Cárlos  Navarro  y Rodrigo.=Señor 
Presidente  del  Congreso  de  los  Diputados. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Or- 
den del  dia  para  el  lunes: 

Dictamen  sobre  redención  de  censos  y foros,  y los 
demás  asuntos  señalados  para  la  de  hoy. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  siete. 


VEINTIDOS  APENDICE8. 


APÉNDICE  PRIMERO  AL  NÚM.  86. 


DIARIO 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  para  que  la 
carretera  de  Pontevedra  al  Grave,  incluida  en  el  plan  general,  se  denomine  en  lo 
sucesivo  de  Pontevedra  al  Grave  por  el  puente  de  la  Barca. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  tínico.  La  carretera  incluida  en  el  plan 
general  vigente  con  el  nombre  de  «carretera  de  Pon- 
tevedra al  Grove»  se  denominará  en  lo  sucesivo  ca- 
rretera de  Pontevedra  al  Grove  por  el  Puente  de  la 
Barca  á enlazar  en  dicha  capital  con  la  carretera  de 
la  Corulla  á Pontevedra  en  el  punto  que  como  más 
conveniente  se  designe  por  los  estudios. 


Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  Y.  M. 

Palacio  del  Senado  16  de  Marzo  de  1887. =Se- 
üora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=El  Marqués  de  la  Habana, 
Presidentc.==José  Abascal,  Senador  Secretario.— El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=EL  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  lev.=María  Cristina. =Palacio 
21  de  Abril  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez, 
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APÉNDICE  SEGUNDO  AL  NÚM.  86. 


DIARIO 

DE  LAS 


SESIONE 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


¡Mj  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  sobre  división 
en  secciones  del  distrito  de  Cuente  del  Arzobispo,  provincia  de  Toledo. 


Señora:  Las  Córtes  lian  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Las  secciones  del  distrito  de 
Puente  del  Arzobispo,  provincia  de  Toledo , quedarán 
establecidas  de  la  manera  siguiente: 

1. *  Sección:  Cabeza,  Puente  del  Arzobispo,  Arutan, 

Alcolea  de  Tajo,  Alcañizo,  Navamoralejo  y 
Torrico. 

2. a  Sección:  Cabeza,  Oropesa,  Torralva. 

3. a  Sección:  Cabeza,  Valdeberdeja. 

4. a  Sección:  Cabeza,  Lagartera,  llerreruela. 

5. a  Sección:  Cabeza,  Calzada  de  Oropesa,  Ventas  de 

San  Julián  y Caleruela. 

(i.a  Sección:  Cabeza,  Calera. 

7.a  Sección:  Cabeza,  Alcaudete,  Espinoso,  Robledo, 
Santa  Ana  y Torrecilla. 


8. a  Sección:  Cabeza,  Relvís  de  la  Jara,  Aldeanueva  de 

Barbarroya,  Scvilleja. 

9. a  Sección:  Cabeza,  Estrella,  Nava  y Aldeanueva  de 

San  Bartolomé. 

10. a  Sección:  Cabeza,  Campillo  y Puerto  de  San  Bar- 

tolomé. 

11. a  Sección:  Cabeza,  Mocdas. 

12. a  Sección:  Cabeza,  Los  Navalmorales. 

13. a  Sección:  Cabeza,  Los  Navalucillos. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 
Palacio  del  Senado  4 de  Abril  de  1887.  = Se- 
ñora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=El  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.— José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario. = José  de 
la  Torre  y Villanucva,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=Maria  Crislina.=Palacio 
21  de  Abril  de  1887. =E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 


* 
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APÉNDICE  TERCERO  AL  NtTM.  86. 


Ley  sancionada  por  S.  M y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  de  Pozuelo  del  Rey  A Tielmes. 


Señora:  Las  Córtes  lian  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  órden  en  la  provincia 
de  Madrid,  que  partiendo  de  Pozuelo  del  Rey,  y pa- 
sando por  el  pueblo  de  Valdilecha,  vaya  á terminar 
en  Tielmes,  enlazando  con  la  carretera  provincial. 

Art.  2.a  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  188G  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  4 la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  19  de  Abril  de  1887.=  Se- 
nora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presiden te.=J osé  Abascal,  Senador  Secrctario.=EL 
Marques  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.— Palacio 
21  de  Abril  de  i887.=El  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martincz. 
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APÉNDICE  CUARTO  Ai  MÚM,  85. 


DE  LAS 

SESIONES  DE  GÚBTES. 

CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador , modificando 
la  división  en  secciones  del  distrito  electoral  de  Ecija. 


Señora:  Las  Górtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  úuico.  Ei  distrito  electoral  de  Ecija,  para 
las  elecciones  de  Diputados  á Górtes,  quedará  dividido 
en  las  secciones  siguientes: 

Primera  sección,  Ecija. 

Segunda  idem,  Fuenles  y Luisiana. 

Tercera  idem,  Campana. 


Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  4 de  Abril  de  1887.  = Se- 
ñora.==A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  déla  Habana, 
Presidente.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.*-— María  Gris  tina. = Palacio 
21  de  Abril  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  QUINTO  AL  NTJM.  85. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador , incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  una  de  Piedras  Blancas  á Car  cedo. 


SbSora:  Las  Corles  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  incluye  en  el  plan  general  de 
carreteras  una  de  tercer  orden  que  empalmando  en 
Piedras  Blancas  con  la  de  Rivadesella  á Cañedo,  do  la 
provincia  de  Oviedo,  paso  por  la  playa  de  Santa  Ma- 
ría del  Mar,  el  centro  del  pueblo  de  Navués,  y San- 
tiago del  Monte,  enlazando  en  Garcedo  con  la  de  Avi- 
lé* á Právia. 


Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  8 de  Marzo  de  1887.  = Se- 
nora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=EL  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.—  losé  Abascál,  Senador  Secretario.=  El 
Marqués  de  Mondéjat*.  Senador  Secretario.=Jqsé  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  8ecretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=  Palacio 
21  de  Abril  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martinez. 
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APÉNDICE  SEXTO  AL  NÚM.  86. 


DE  LAS 


Le, y salmonada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  una  que  partiendo  de  Baena  vaya  á empalmar 
en  Porcuna  con  la  de  Torredonjimeno  al  Carpió. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  t.°  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
ral (le  carreteras  del  Estado  una  de  tercer  orden,  á 
cuyo  estudio  y construcción  se  procederá  inmediata- 
mente, que  partiendo  de  Baena,  y pasando  por  Valen- 
zuela,  vaya  á empalmar  en  Porcuna  con  la  de  Torre  - 
donjimeno  al  Carpió. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  I88d  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  29  de  Marzo  de  1887.=Se- 
ñora.= A L.  R.  P.  de  V.  M.=EI  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.  =? José  Abasoal,  Senador  Secretario.  =E1 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palaeio 
21  de  Abril  de  1887  —Él  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia. Manuel  Alonso  Martinez. 
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APÉNDICE  SÉTIMO  AL  NÚM.  85. 


CONGRESO 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colcgislador , incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  una  de  Gijon  á enlazar  en  la  villa  de  Nava  con 

la  general  de  Santander. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rraleras una  de  Lercer  órden  que  partiendo  de  la  villa 
de  Gijon,  y siguiendo  por  los  valles  de  Ceares,  Gran- 
ila,  Vega  y Caldones,  vaya  á enlazar,  pasando  porln- 
fiesto  y Sariego,  con  la  general  de  Santander,  en  la 
villa  de  Nava. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 


ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construcción 
de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  15  de  Marzo  de  1887.=Se- 
ñora%=A  L.  R.  P.  de  Y.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secrctario.=José  de 
la  Torre  y Yillanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
2.1  de  Abril  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi 
cia,  Manuel  Alonso  Martines. 
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APÉNDICE  OCTAVO  AL  NÚM.  85. 


DIARIO 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Lc\¡  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  én  cslc  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  una  de  Cayés  á Posada,  en  la  general  de  Avilés 

á Oviedo. 


Señora:  Las  Córtcs  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  órden  que  partiendo 
del  pueblo  de  Cayés  y atravesando  el  concejo  de  la 
Reguera  (Asturias)  aproveche  el  trozo  construido  que 
va  desde  San  Cucado,  del  concejo  de  Llavera,  á enla- 
zar en  su  capital,  Posada,  con  la  carretera  general  de 
Aviíés  á Oviedo. 

Art.  2.”  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
cu  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  26  de  Marzo  de  1887.=Se- 
ñora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presiden le.=, Tose  Abascal,  Senador  8ecretario.=  El 
Marqués  de  Mondé  jar,  Senador  Secretario.=Josc  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secrctario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publiquesc  como  ley.=María  Cristina —Palacio 
21  de  Abril  de  1887. =E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 


APÉNDICE  NOVENO  AL  NÚM.  86. 


DE  LAS 


SESIONES 


CURTES 


CONGKESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador , incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  dos  de  tercer  orden  que  partiendo  una  de  Puente 
de  llora  y otra  de  Puenle-Caldelas,  en  la  provincia  de  Pontevedra , vayan  á 

terminar  en  el  límite  de  la  de  Orense. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  declaran  comprendidas,  como  de 
tercer  órden,  en  el  plan  general  de  carreteras  del 
Estado  la  que  de  Puente  de  Bora,  en  la  de  primer  ór- 
den de  Barban  tiño  á Pontevedra,  ha  de  dirigirse  al  lí- 
mite de  la  provincia  de  Orense  por  Carballedo  y Sei- 
jido,  y la  de  Puente-Caldelas,  también  al  límite  de  la 
provincia  de  Orense,  en  dirección  del  Valle  de  Abion, 
ambas  pertenecientes  á la  provincia  de  Pontevedra. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 


cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construcción 
de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  29  de  Marzo  de  1887.=Se- 
üora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presiden  te.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.= José  de 
la  Torre  y Yillanueva,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
21  de  Abril  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  DÉCIMO  AL  NÚM.  86. 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador , incluyendo  en 
el  plan  general  de  carreteras  una  de  Capdellá  á Palma  (Baleares), 


SbSora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  i."  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado,  y entre  las  de  tercer  órden,  la  que 
partiendo  del  pueblo  de  Capdellá,  cruzando  la  villa  de 
Calviá  y el  Coll  de  la  Greu,  termine  en  Palma,  capital 
de  la  provincia  (Baleares). 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  188G  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  29  de  Marzo  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presiden  te.= José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondójar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristma.=Palacio 
21  de  Abril  de  1887.=El  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  UNDÉCIMO  AL  NÚM.  85. 

DIARIO 

CORTES. 

CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


DE  LAS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  una  que  partiendo  de  Escalante  en  la  de  Santoña 
áGama  termine  en  Castillo  en  la  de  Argoños  á Pedreña  ('Santander). 


Skñora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de 
carreteras  del  Estado,  en  la  provincia  de  Santander, 
una  de  tercer  órderi  que  partiendo  de  Escalante,  en  la 
carretera  de  Santoüa  á Gama,  termine  en  Castillo,  en 
la  de  Argoños  á Pedreña. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  20  de  Marzo  de  1887.  = Se- 
ñora.=A  L.  R.  P.  de  Y.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presiden te.= José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanucva,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Gristina.=Palacio 
21  de  Abril  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martinez. 
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APÉNDICE  DUODÉCIMO  AL  NÚM.  85. 


Ley  sancionada  por  S.  M , y publicada 
en  el  plan  general  de  carreteras  dos  de 

Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  l.°  Se  incluyen  en  el  plan  general  do  ca- 
rreteras del  Estado  dos  de  tercer  orden  en  la  provin- 
cia de  Toledo:  una  (pie  partiendo  de  Navalucillos 
empalme  en  Los  Navalmoralcs  con  la  que  de  dicho 
punto  va  á Talavcra  de  la  Reina,  y otra  que  partiendo 
de  Relbis  de  la  Jara,  y pasando  por  Aldeanueva  de 
Barbarroja,  empalme  con  la  que  va  de  Jarandina  al 
Puerto  de  San  Vicente. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  eu 


en  este  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
tercer  orden  en  la  provincia  de  Toledo. 

cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1880  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  29  de  Marzo  de  1887.  — So- 
ñora.=A  L.  R.  P.deV.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.— José  Abascal,  Senador  Sccretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=Josc  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Gristina.=Palacio 
21  do  Abril  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martinez. 
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APÉNDICE  DECIMOTERCERO  AL  NÚM.  85. 

DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES. 

CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  osle  Cuerpo  Colcgisladar,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  una  que  partiendo  del  barrio  de  Cerecedo  en 
San  Miguel  de  Aras  ( Santander ) empalme  en  el  ¡junto  más  conveniente  del  Valle 
de  Ruesga  en  la  carretera  de  Muricdas  á Ramales. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1 Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  orden  que  partiendo 
del  barrio  de  Cerecedo,  en  San  Miguel  de  Aras,  pro- 
vincia de  Santander,  empalme  con  la  carretera  de 
Muriedas  á Ramales,  en  el  punto  más  conveniente  de 
Valle  de  Ruesga,  en  la  misma  provincia. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  29  de  Marzo  de  1887.=Se- 
ñora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente —José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Moudéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
21  de  Abril  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martinez. 
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APÉNDICE  DECIMOCUARTO  AL  NÚM.  85. 


DE  LAS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colcgislador,  autorizando 
la  construcción  de  un  ferro-carril  que  partiendo  de  la  estación  de  Castejon 
termine  en  las  inmediaciones  de  los  barios  de  Filero. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  autoriza  al  Gobierno  para  conce- 
der, sin  subvención  directa  del  Estado,  á D.  Donato 
Gómez  y Trevijano,  vecino  de  Madrid,  la  construcción 
y explotación  de  un  ferro-carril  económico  que  par- 
tiendo de  la  estación  de  Castejon,  con  empalme  en 
la  línea  de  Zaragoza  á Alsásua,  termine  en  el  límite 
de  la  provincia  de  Navarra,  junio  al  establecimiento 
balneario  de  Filero  el  Nuevo. 

Art.  2.°  Este  camino  se  considerará  de  utilidad 
pública  para  los  efectos  de  la  expropiación  forzosa,  y 
disfrutará  de  las  demás  exenciones  y privilegios  que 
las  leyes  conceden  y puedan  conceder  á los  de  su  clase. 

Art.  3.°  Se  sujetará  la  concesión  al  proyecto  fa- 
cultativo que  el  Sr.  Gómez  Trevijano  tiene  presenta- 
do y al  que  se  forme  para  el  trayecto  adicional  que 
se  fija  en  el  art.  1.",  y las  obras  se  ejecutarán  con 
arreglo  al  mismo  si  fuese  aprobado  por  el  Ministerio 


de  Fomento,  ó con  las  modificaciones  que  en  el  mis- 
mo se  acuerde  introducir,  ateniéndose  en  todo  caso 
para  la  construcción  y explotación  á las  prescripcio- 
nes de  la  ley  vigente. 

Art.  4.°  Los  trabajos  para  la  ejecución  de  esta  lí- 
nea darán  principio  á los  tres  meses  de  obtenida  la 
concesión  y aprobados  los  estudios,  y deberán  quedar 
terminados  á los  tres  aüos,  á partir  de  dicha  fecha. 

Art.  5.°  La  concesión  se  liará  por  noventa  y nue- 
ve anos,  á contar  desde  el  dia  en  que  se  comience  la 
explotación. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  19  de  Abril  de  l887.=  Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  Y.  M.=El  Marqués  de  la  Habana, 
Presiden  te.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.— Tosé  de 
la  Torre  y Villauueva.  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
21  de  Abril  de  1887. =E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martinez. 
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APÉNDICE  DÉCIMOQUINTO  AL  NÍfM.  86. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  autorizando 
la  construcción  de  un  ferro-carril  que  partiendo  de  las  inmediaciones  de  Filero 

termine  en  Tudcla. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  autoriza  ai  Gobierno  para  conce- 
der, sin  subvención  directa  del  Estado,  á los  señores 
D.  Dionisio  Conde  y D.  Luis  Zapata  y Perez  de  la  Bor- 
da, vecinos  de  Tudela  de  Navarra,  la  construcción  y 
exploLacion  de  un  ferro-carril  económico  que  partien- 
do de  esta  ciudad,  en  la  que  empalmará  con  la  línea 
general  de  Zaragoza  á Pamplona,  ó del  punto  que  se 
considere  más  conveniente,  en  la  de  Tudela  á Tarazo- 
na,  pase  por  Murchante,  Corella,  Cintruénigo  y Filero, 
terminando  en  el  límite  de  la  provincia  de  Navarra, 
junio  al  establecimiento  balneario  de  Fitero  el  Nuevo. 

Art.  2.°  Este  camino  se  considera  de  utilidad 
pública  para  los  efectos  de  la  expropiación  forzosa,  y 
disfrutará  de  las  demás  exenciones  y privilegios  que 
las  leyes  conceden  ó puedan  conceder  á los  de  su 
clase. 

Art.  3.°  Se  sujetará  la  concesión  al  proyecto  fa- 
cultativo ejecutado  por  el  Sr.  Zapata  y al  que  se  for- 
me para  la  adición  de  Fitero  al  límite  de  la  provincia 
designado  en  el  art.  i.°,  llevándose  á efecto  las  obras 
con  arreglo  á dicho  proyecto  y al  adicional  si  fuere 
aprobado  por  el  Ministerio  de  Fomento,  ó con  las  mo- 
dificaciones que  en  el  mismo  se  acuerde  introducir, 
ateniéndose  en  todo  caso  para  la  construcción  y ex- 
plotación, á las  prescripciones  de  la  ley  vigente. 


Art.  4.°  Los  trabajos  para  la  construcción  de  esta 
línea  darán  principio  á los  tres  meses  de  obtenida  la 
concesión  y aprobados  los  estudios,  y deberán  quedar 
terminados  á los  tres  años,  á partir  de  dicha  fecha. 

Art.  5.°  La  concesión  será  por  noventa  y nueve 
años,  á contar  desde  el  dia  en  que  comience  la  explo- 
tación. 

Art.  6.°  Si  la  construcción  del  ferro-carril  de  Cas- 
tejón  al  límite  de  la  provincia  de  Navarra  se  hallase 
más  adelantada  que  la  de  la  línea  de  Tudela,  al  llegará 
uno  de  los  pueblos  de  confluencia,  el  término  de  dicha 
línea  podrá  hacerse  empalmando  con  aquel  en  juris- 
dicción de  Corella  ó de  Cintruénigo. 

Art.  7.°  Si  el  ferro-carril  de  Castejon  al  límite  de 
la  provincia  de  Navarra  no  se  construyera,  los  conce- 
sionarios de  la  línea  de  Tudcla  á dicho  límite  quedan 
obligados  á ejecutar  un  ramal  de  empalme  de  Corella 
á Castejon. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  19  de  Abril  de  1887.=Se- 
nora.=A  L.  R.  P.  deV.M.=El  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=  El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.— José  de 
la  Torro  y Villanueva,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
21  de  Abril  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martinez. 
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APÉNDICE  DECIMOSEXTO  AI.  NÚM  85. 


Proyecto  de  ley,  aprobado  definitivamente  por  este  Cuerpo  Colegislador , estable- 
ciendo la  forma  de  payo  de  los  débitos  al  Tesoro  público , de  los  Ayuntamientos  y 

Diputaciones  provinciales. 


AL  SENADO. 

El  Congreso  de  los  Diputados,  tomando  en  consi- 
deración lo  propuesto  por  el  Gobierno  de  S.  M.t  ha 
aprobado  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  l.°  Las  Diputaciones  provinciales  y los 
Ayuntamientos  que  se  hallen  en  descubierto  con  el 
Tesoro  público,  quedan  obligados  desde  la  publicación 
de  la  presente  ley  á incluir  en  sus  respectivos  presu- 
puestos de  gastos,  á contar  desde  el  adicional  que 
tormén  para  1887-88,  el  crédito  necesario  para  satis- 
facerlos, por  trimestres  vencidos,  en  seis  anualidades, 
sin  que  en  ningún  caso  pueda  exceder  dicho  crédito 
del  15  por  100  de  sus  presupuestos  anuales  de  ingre- 
sos, entendiéndose  en  este  caso  prorrogado  el  plazo 
hasta  la  extinción  de  los  débitos. 

Las  Diputaciones  provinciales  y los  Ayuntamien- 
tos que,  en  cumplimiento  de  las  disposiciones  legales 
vigentes,  hayan  incluido  en  sus  presupuestos  ordina- 
rios de  gastos  para  el  año  económico  de  1887-88  la 
totalidad  de  sus  débitos  al  Tesoro  público,  podrán 
optar  á las  ventajas  de  esta  ley,  bien  pagándolos  al 
contado  dentro  del  plazo  que  más  adelante  se  deter- 
mina para  utilizar  el  beneficio  de  las  condonaciones, 
ó bien  entendiéndose  limitada  la  consignación  del 
importe  total  de  sus  descubiertos  á la  sexta  parte  de 
los  mismos  ó al  15  por  100  de  los  ingresos  presu- 
puestos, según  los  casos. 

Art.  2.°  Los  gobernadores  civiles  cuidarán  de  que 
se  comprenda  en  los  presupuestos  provinciales  la  par- 
tida equivalente  á la  sexta  parte  del  débito  que  re- 
sulte ti  las  Corporaciones,  ó el  15  por  100  del  presu- 


puesto que  deba  percibir  la  Hacienda,  y no  aprobarán 
los  municipales  sin  oir  antes  á los  delegados  de  Ha- 
cienda acerca  de  si  se  contiene  en  ellos  el  importe  de 
lo  que  corresponda  al  Tesoro  público  por  el  período  á 
que  se  refieran. 

Art.  3.°  Los  débitos  por  cualquier  concepto  y pe- 
ríodo que  estén  sin  puntualizar  por  faltas  de  contabi- 
lidad, serán  inmediatamente  liquidados,  compután- 
dose en  esta  operación  á las  Corporaciones  deudoras 
los  créditos  reconocidos  y liquidados  á su  favor  con- 
tra el  Estado. 

Los  débitos  que  por  virtud  de  estas  liquidaciones 
resulten  en  definitiva  á favor  del  Tesoro  público,  se 
satisfarán  en  la  misma  forma  que  establecen  ios  ar- 
tículos anteriores,  contándose  para  ellos,  desde  la  fe- 
cha de  esta  ley,  el  plazo  de  prescripción  establecido 
en  el  art.  7.v  de  la  de  3 l de  Diciembre  de  1881. 

Art.  4.°  Las  Corporaciones  que  satisfagan  antes  del 
30  de  Junio  del  año  próximo  1888  la  totalidad  de  sus 
atrasos  por  contribuciones,  rentas  é impuestos,  obten- 
drán las  siguientes  bonificaciones:  50  por  100  por  los 
correspondientes  hasta  fin  del  presupuesto  de  1874-75, 
y 25  por  100  por  los  contraídos  durante  los  presu- 
puestos de  1875-70  al  de  1884-85  inclusive. 

Art.  5.°  A los  fines  del  artículo  anterior,  las  Di- 
putaciones provinciales  y los  Ayuntamientos  podrán 
disponer  de  las  inscripciones  intransferibles  de  deuda 
perpétua  al  4 por  100,  procedentes  de  sus  bienes  ena- 
jenados y de  los  capitales  de  esta  procedencia  que 
tengan  consignados  en  la  Caja  general  de  depósitos. 
Dichas  inscripciones  se  convertirán  para  su  enajena- 
ción por  el  Tesoro  en  títulos  al  portador,  y se  admiti- 
rán al  precio  medio  de  la  cotización  oficial  del  mes 
anterior  al  en  que  se  solicite  la  compensación.  En  el 
expediente  especial  que  se  instruirá  al  efecto,  será  ne- 
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cesariamente  oido  el  delegado  de  Hacienda  antes  de 
que  recaiga  la  resolución  del  Gobierno. 

Las  Corporaciones  provinciales  ó municipales  no 
podrán  hacer  uso  del  derecho  que  les  concede  el  ar- 
tículo 19  de  la  ley  de  l.°  de  Mayo  de  1855  mientras 
se  hallen  en  descubierto  con  el  Tesoro. 

Art.  6."  El  cobro  en  cada  trimestre  de  las  canti- 
dades que  correspondan  á la  Hacienda  se  verificará 
dentro  de  los  plazos  reglamentarios;  pero  si  á pesar 
de  esta  prescripción  resultaren  descubiertos  al  termi- 
nar el  presupuesto,  se  procederá  desde  luego  á la  ins- 
trucción de  expediente  contra  las  Corporaciones  deu- 
doras, para  averiguar  si  por  su  parte  ha  habido  omi- 
sión, descuido,  negligencia  ó indebida  aplicación  de 
los  ingresos,  en  cuyo  caso  serán  declarados  responsa- 
bles los  individuos  que  las  compongan,  con  arreglo  á 


lo  dispuesto  en  el  art.  22  de  la  ley  de  administración 
y contabilidad  de  25  de  Junio  de  1870. 

Art.  7.c  Los  gobernadores  civiles  y los  delegados 
de  Hacienda  serán  responsables  de  las  infracciones 
que  cometan  ó consientan  contra  lo  dispuesto  en  los 
artículos  anteriores. 

Art.  8."  Los  Ministros  de  la  Gobernación  y de  Ha- 
cienda dictarán  las  disposiciones  convenientes  para  el 
cumplimiento  de  esta  ley. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  pasa  al  Senado 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito  en 
el  art.  9.°  de  la  ley  de  1 9 de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Congreso  7 de  Mayo  de  1887.=Cris- 
tino  Martos,  Presidcnte.=ManueÍ  Ibarra,  Diputado 
Secretario.=Diego  Arias  de  Miranda,  Diputado  Secre- 
tario. 


APÉNDICE  DÉCIMOSÉTIMO  AL  NÚM.  86. 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proyecto  de  ley,  aprobado  definitivamente , sobre  adición  en  el  ¡dan  general  de 
carreteras  de  una  de  tercer  orden  en  la  provincia  de  Lugo,  que  se  denominará 

de  Rábade  á Moncelos. 


Señora:  Las  Cortes  hau  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l .°  Se  adiciona  á las  carreteras  de  la  pro- 
vincia do  Lugo,  que  figuran  en  el  plan  general  de  las 
del  Estado,  una  de  tercer  orden,  que  se  denominará 
de  Rábade  á Moncelos,  pasando  por  las  Ferias  del 
Monte  y San  Estéban. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 


en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 do 
Diciembre  de  1886  dictando  regias  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  presenta  á la 
sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Congreso  7 de  Mayo  de  1887.  = Se- 
iiora.— A los  R.  P.  de  V.  M.=Cri$tino  Martos,  Presi- 
dente. =Luis  Sánchez  Arjona,  Diputado  Secretario.= 
Manuel  Ibarra,  Diputado  Secretario.=El  Conde  de  8a- 
llent,  Diputado  Secretario. 


APÉNDICE  DÉCIMOOCTAVO  AL  NÚM.  86 


DIARIO 

DE  LAS 


Proyecto  de  ley,  aprobado  definitivamente  por  este  Cuerpo  Colcgislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  de  Grullos  al  puente  de  Peña  flor. 


AL  SENADO. 

El  Congreso  de  los  Diputados,  conformándose  con 
lo  propuesto  por  un  individuo  de  su  seno,  ha  apro- 
bado el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  I .A  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  orden  que  partiendo 
de  Grullos,  en  la  de  Právia  á este  punto,  ha  de  ir  di- 
rectamente al  puente  antiguo  de  Peñaflor,  enlazando 
con  la  carretera  de  Oviedo  á Grado. 


Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  ejecución 
de  obras  públicas. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  pasa  ai  Senado, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9.°  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Congreso  7 de  Mayo  de  1887.=Cris- 
tiuo  Marios,  Presidente.  = Manuel  Ibarra,  Diputado 
Secretario.=Diego  Arias  de  Miranda,  Diputado  Secre- 
tario. 


DE  LAS 


Proyecto  de  ley,  aprobado  ile/imtivatnente  por  este  Cuerpo  Colegislador,  trasla- 
dando á Cillero  la  capitalidad  de  la  sección  de  Magazos  del  distrito  de  Vivero. 


AL  SENADO. 

El  Congreso  de  los  Diputados,  coni'o tunándose  con 
lo  propuesto  por  un  individuo  de  su  seno,  lia  aprobado 
el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  traslada  á la  parroquia  de  Ci- 
llero la  capitalidad  de  la  sección  de  Magazos,  estable- 


cida actualmente  para  las  elecciones  de  Diputados  á 
Córtes  por  el  distrito  de  Vivero. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  pasa  al  Senado, 
acompañando  el  expediente,  conforme  d lo  prescrito 
en  el  art.  9.°  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Congreso  7 de  Mayo  de  i887.=Cris- 
tino  Martos,  Presidente.=Manuel  Ibarra,  Diputado 
Secretario. =Diego  Arias  de  Miranda,  Diputado  Se- 
cretario. 


; 


APÉNDICE  VIGÉSIMO  AL  NÚM.  85. 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proyecto  (Je  ley,  aprobado  definitivamente  por  cate  Cuerpo  Colegislador,  prorro- 
gando el  plazo  concedido  en  el  arl.  2.”  de  la  ley  de  17  de  Abril  de  1885  sobre 

minerales  de  hierro  en  la  isla  de  Cuba. 


AL  SENADO. 

El  Congreso  de  los  Diputados,  conformándose  con 
lo  propuesto  por  un  individuo  de  su  seno,  ha  apro- 
bado el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  El  art.  2.*  de  la  ley  de  17  de 


Abril  de  1883  sobre  minerales  en  la  isla  de  Cuba  se 
entenderá  prorrogado  por  otros  cinco  años. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  pasa  al  Senado, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9.”  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Congreso  7 de  Mayo  de  1887.=Cris- 
tino  Martos,  Presidente.— Manuel  Ibarra,  Diputado 
Secretario.=Diego  Arias  de  Miranda,  Diputado  SeerO' 
tario. 


' 
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APÉNDICE  VIGÉSIMOPRIMERO  AL  NDM.  85. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPDTADOS. 


Enmiendas  y adiciones  del  Sr.  Gamuza  fD.  TrifinoJ  al  dictdmen  de  la  Comisión 
referente  á las  proposiciones  de  ley,  de  los  Sres.  Azcárate  y Alba  sobre  reforma 
de  varios  artículos  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil. 


AL  CONGRESO. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  las  siguientes  enmiendas  y adi- 
ciones al  dictámen  de  la  Comisión  por  el  mismo  nom- 
brada para  emitirle  sobro  las  proposiciones  de  ley  de 
los  Sres.  Azcárate  y Alba,  en  que  se  reforman  los  ar- 
tículos de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil  que  estable- 
ce la  cuantía  que  corresponde  á cada  clase  de  juicio 
declarativo  y el  710  de  la  misma  ley. 

1. a  Se  decidirán  en  juicio  declarativo  de  mayor 
cuantía  las  demandas  cuyo  interés  exceda  de  7.500 
pesetas,  entendiéndose  reformado  en  este  punto  el  ar- 
tículo 483  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil  vigente. 

2. a  Se  decidirán  en  juicio  declarativo  de  menor 
cuantía  las  demandas  ordinarias,  cuyo  interés  pase  de 
250  pesetas  y no  exceda  de  7.500,  quedando  refor- 
mado en  este  sentido  el  art.  484  de  la  citada  ley. 

3. a  Toda  cuestión  entre  partes  cuyo  interés  no  ex- 
ceda de  250  pesetas,  se  decidirá  en  juicio  verbal. 

4. a  El  párrafo  2.°  del  art.  G01  de  la  citada  ley  de 
enjuiciamiento  civil,  se  redactará  en  la  forma  si- 
guiente: 

«En  ella  oirá  á los  letrados  defensores  de  las  par- 
tes que  concurran  al  acto  sobre  los  hechos  y el  derecho 
pertinentes  á la  cuestión  que  se  ventile  y á los  litigantes 
que  también  concurran  en  los  casos  y en  la  forma  que 
dispone  el  art.  331  de  la  propia  ley,  dictando  y publi- 
cando sentencia  dentro  de  los  tres  dias  siguientes.» 

5/  El  párrafo  l.°  del  art.  710  de  la  repetida  ley 
de* enjuiciamiento  civil,  se  entenderá  redactado  en  los 
términos  siguientes: 

«Celebrada  la  vista,  á la  que  sólo  podrán  asistir  los 


aboyados  de  las  partes . sin  perjuicio  del  derecho  que  á 
estos  concede  el  art. .?.?/,  y en  cuyo  acto  podrán  aque- 
llos informar  así  sobre  los  hechos  como  sobre  el  de- 
recho aplicables  á la  cuestión  que  se  ventile,  en  los 
cinco  dias  siguientes  se  dictara  y publicará  sentencia 
confirmando  ó revocando  la  apelada  ó resolviendo  en 
su  caso  lo  que  proceda  sobre  la  nulidad  y demás  cues 
tiones  sometidas  al  fallo  de  la  Sala. 

La  sentencia  que  confirme  ó agrave  la  de  primera 
instancia,  deberá  contener  condena  de  costas  al  ape- 
lante.» 

6. a  El  caso  l.°  del  art.  1694  de  dicha  ley  de  en- 
juiciamiento civil,  se  modificará  en  esta  forma: 

«Primero.  En  los  juicios  de  menor  cuantía,  siem- 
pre que  el  valor  del  principal  reclamado  no  exceda 
de  3.000  pesetas.  Sin  embargo,  cuando  la  cantidad 
sobre  que  se  litigue  excediese  de  1.500  pesetas,  y no 
pasase  de  3.000,  se  dará  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  ó de  doctrina  legal,  si  las  sentencias 
de  primera  y segunda  instancia,  no  son  conformes  de 
toda  conformidad. 

7. a  Los  auxiliares,  subalternos  y demás  funciona- 
rios que  interpongan  en  la  tramitación  de  los  juicios 
de  menor  cuantía,  y hayan  de  cobrar  con  arreglo  á 
arancel,  percibirán  el  20  por  100  de  los  tipos  que  este 
señala  cuando  la  cosa  litigiosa  no  exceda  de  500  pe- 
setas: el  25  por  100  si  pase  de  esta  cantidad  y no  ex- 
cede de  750;  el  50  por  100  cuando  exceda  de  esta 
suma  y no  pasa  de  1.500  y el  75  por  100  siempre  que 
lo  1 i Ligado  llegue  á 1.501  y no  exceda  de  3.000;  per- 
cibiendo desde  esta  suma  en  adelante  los  derechos  ín- 
tegros que  el  arancel  señale. 
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En  los  casos  en  que  hubiese  condena  de  costas,  la 
parte  condenada  al  pago,  no  estará  obligada  á satis- 
facer en  concepto  de  honorarios  de  letrado  de  su  con- 
traria, cualquiera  que  sea  la  clase  de  trabajos  profe- 
sionales que  este  hubiese  hecho,  y salvo  siempre  lo 
que  dispone  el  art.  427  de  la  propia  ley,  más  que  el 
20  por  100  dei  capital  litigioso  por  los  devengados  en  | 
primera  instancia;  el  15  por  100  por  los  de  la  según-  j 
da,  y el  8 por  100  por  los  del  Tribunal  Supremo. 


8.ft  El  Ministro  de  Gracia  y Justicia  cuidará  de 
poner  en  armonía  cou  los  preceptos  de  esta  ley,  los 
demás  de  la  de  enjuiciamiento  civil,  publicando  al 
efecto  dentro  de  dos  meses  una  nueva  edición  oficial 
de  ésta. 

Palacio  del  Congreso  7 de  Mayo  de  l887.=Triíi- 
no  Gamazo.=Francisco  Ansaldo.= Demetrio  Bete- 
gon.=Sebastian  Perez.=Anselmo  de  Córdova.=Joa- 
quin  Oriol. =José  Nieto  Alvarez. 


APÉNDICE  VIGÉSIMOSEGUNDO  AL  NÚM.  86. 


DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES. 


CONGKESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Enmiendas  al  dictámen  de  la  Comisión  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el  esta- 
blecimiento del  juicio  por  jurados  para  determinados  delitos. 


Del  8r.  MOLLEDA,  al  art.  4.*: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
presentar  la  siguiente  enmienda  al  proyecto  de  ley 
estableciendo  el  juicio  por  jurados  para  determinados 
delitos. 

El  art.  4.° se  redactará  de  la  manera  siguiente: 

«El  tribunal  del  Jurado  conocerá  de  las  causas 
por  delitos  de  parricidio,  asesinato,  homicidio,  infan- 
ticidio, aborto,  lesiones  graves,  de  los  arts.  429,  4 30, 
mim.  l.°  del  431  y 452,  duelo,  violación  y abusos 
deshonestos,  corrupción  de  menores,  rapto,  detencio- 
nes ilegales,  sustracción  de  menores,  robos  é in- 
cendios. 

Los  jurados  se  limitarán  á declarar  la  participa- 
ción de  ios  acusados  en  los  hechos  que  en  concepto 
de  delito  se  les  atribuyan  sin  ningún  otro  género  de 
declaraciones.» 

Palacio  del  Congreso  7 de  Mayo  de  1887.= Anto- 
nio Molleda.=C.  El  Conde  de  Torcno.  = Francisco 
Silvela.=Antonio  Camacho  del  Rivero.=José  Diez 
Macuso.=Faustino  Rodríguez  San  Pedro.=El  Mar- 
qués del  Vad^llo. » 


Del  Sr.  MANTECA,  al  caso  3.°  del  art.  10  y á los 
artfeulos  13  y 14. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  admitir  las  siguientes 
enmiendas  al  dictámen  de  la  Comisión  referente  al 
proyecto  de  ley  sobre  el  establecimiento  del  Jurado: 


El  núm.  3.a  del  art.  10,  se  redactará  de  la  siguien- 
te manera: 

«3.°  Los  condenados  á penas  aflictivas  ó correccio- 
nales, mientras  no  hubieren  extinguido  la  condena  y 
trascurrido  después  sin  delinquir  treinta  años.» 

El  art.  13,  se  modificará  del  siguiente  modo: 

«Art.  13.  Pueden  excusarse  de  ser  jurados: 

1. a  Los  mayores  do  65  años. 

2. °  Los  que  necesiten  del  trabajo  manual  diario 
para  ganar  su  sustento,  no  se  excusarán  nunca;  poro 
tienen  derecho  á reclamar  una  indemnización  de  5 
pesetas  por  cada  dia  que  desempeñen  las  funcione* 
de  Jurado. 

3. °  Los  que  hubiesen  ejercido  el  cargo  de  jurado 
ó suplente,  mientras  no  trascurra  el  período  de  dos 
años.» 

El  art.  14  se  enmendará  de  la  manera  siguiente: 

«Art.  1 4.  Las  primeras  listas  de  jurados  se  forma- 
rán por  una  Junta  que  se  constituirá  con  el  juez  y 
fiscal  municipales,  el  alcalde  ó un  teniente,  en  defecto 
de  los  dos,  un  regidor  que  sepa  leer  y escribir,  los 
dos  mayores  contribuyentes  por  territorial,  el  mayor 
contribuyente  por  industrial,  de  tres  vecinos  honra- 
dos que  no  paguen  contribución  directa  de  ninguna 
especie  y del  Cura  párroco.  La  presidencia  de  esta 
Junta  la  ocupará  el  más  anciano,  siempre  que  tenga 
un  título  académico.» 

Palacio  del  Congreso  6 de  Mayo  de  1887.=José 
Manteca.=José  Arrando.=Eduardo  de  Peralta.=El 
Marqués  del  Vadillo.=  Benedicto  Antequera.=Gus- 
tavo  Morales.=Marcial  González  de  la  Fuente. 


NÚKERO  86. 


2363 


DI  AMO 

SESIONES 

CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

PRESIDENCIA  DEL  EXCHO.  SR.  D.  CRISTISO  HARTOS. 

SESION  DEL  LUNES  9 DE  MAYO  DE  1887. 

SUMARIO.  Abroso  á la  una.==Se  loo  y aprueba  el  Acta  de  la  anterior.=  Pasa  á la  Comisión  do 
actas  la  credencial  presentada  por  el  Sr.  Terry  y Dorticós,  electo  Diputado  por  la  circunscripción  de  la 
Habana.=Se  acuerda  que  consten  en  el  Acta  y en  el  Diai'io  ios  votos  de  los  Sres.  Arias  de  Miranda  y 
Bushell,  conformes  con  el  de  la  mayoría  en  las  dos  votaciones  que  tuvieron  lugar  el  sábado  ÚLtimo.*-= 
Se  acuerda  igualmente  comunicar  ai  Sr.  Ministro  de  la  Querrá  el  ruego  del  Sr.  Alvarez  Mariño  para 
que  so  sirva  traer  al  Congreso  ol  expediente  sobre  pensiones  á las  madres  viudas  do  los  soldados  muer- 
tos en  campaña,  y á la  Comisión  que  entiende  en  el  proyecto  de  anticipo  al  Ayuntamiento  de  Barcelona 
para  atender  d los  gastos  do  la  Exposición  universal,  que  activo  la  presentación  del  dictamen. =El 
Sr.  Conde  de  Toreno,  despue3  de  agradecer  al  Sr.  Ministro  da  la  Gobernación  la  pronta  remisión  de  los 
datos  que  reclamó,  referentes  ai  proyecto  de  ley  sobre  concesión  de  terrenos  d los  pueblos  para  apro- 
vechamiento común,  ruega  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  que  ya  que  no  le  haya  sido  posible  remitir  aún 
los  datos  que  pidió  sobre  este  mismo  asunto,  se  sirva  mandar  al  Congreso  el  expediente  que  ha  debido 
servirlo  de  base  para  redactar  el  menciouado  proyecto  de  loy.=So  acuorda  comunicar  esto  ruego  al 
Sr.  Ministro  de  nacienda.=El  Sr.  Rodriguez  Correa  da  gracias  al  Sr.  Conde  de  Toreno  por  las  alaban- 
zas que  ha  dirigido  d los  empleados  do  Gobernación  por  la  forma  en  que  han  redactado  los  datos 
reclamados  d dicho  Ministerio.=Dáse  lectura  de  una  proposición  de  ley  concediendo  una  prórroga  de 
dos  años  para  la  construcción  dol  ferrocarril  de  Igualada  d Martorell.=Disourso  del  Sr.  Ferratgas  en 
apoyo  de  la  proposición,  y pide  despue3  se  dé  por  reproducida  otra  quo  presentó  en  la  legislatura  ante- 
rior incluyendo  en  el  plan  de  carreteras  la  prolongación  de  la  de  Sabadell  d la  Moguda  hasta  Bada- 
lona.=Quoda  reproducida  esta  úitima  proposición  de  loy,  y la  primera  so  toma  en  consideración  y 
pasa  á las  Secciones.— El  Sr.  Ferratges  manifiesta  el  motivo  de  no  hab9r  llegado  aún  al  Congreso  los 
documentos  roclamados  por  ol  Sr.  Conde  de  Toreno  roforontos  al  proyecto  da  ley  de  dehesas  boyalas.= 
Rectifican  I03  Sres.  Conde  de  Toreno  y Farratge3.— El  Sr.  Marqués  de  Valdetorrazo  presenta  varios 
documentos  relativos  d la  elección  vorifieada  en  el  distrito  de  Don  Benito,  y ruega  d la  Comisión  se 
sirva  emitir  dictamen  lo  antes  posible.=Los  documentos  pasan  d la  Comisión  do  actas. = A la  de  presu- 
puestos pasa  igualmonte  una  exposición,  presentada  por  el  Sr.  Fabra  (D.  Gil  María),  de  los  tenedores 
de  fondos  públicos  do  Barcelona,  contra  el  impuesto  de  I por  100  por  razón  de  timbre. =CMden  dkl  día: 
dictamen  relativo  d la  proposición  de  ley  considerando  permanentes  las  Comisiones  de  prosupuestos 
de  Cuba  y Puerto-Rico.==So  loo  y abre  discusión  sobre  dicho  dictdmen.=Ob3ar /ación  del  Sr.  Alvarez 
Mariño. =Contestacion  del  Sr.  Villanueva,  de  la  Comisión. =Sin  más  dobate  so  aprueba  el  dictamen,  y 
pasa  a formar  parte  del  Reglamento  del  Congraso.=Continúa  la  discusión  sobre  la  interpelación  dol 
Sr.  Portuondo  acerca  del  estado  en  que  so  encuentran  las  negociaciones  para  el  tratado  proyectado  con 
los  Estados-Unidos. =Obtiene  la  palabra  para  rectificar  el  Sr.  Portuondo,  y so  reserva  usarla  después 
que  so  hayan  consumido  los  demás  turnos  sobre  la  interpelacion.=Disourso  del  Sr.  Perojo.==Indica— 
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cíoel  del  Sr.  Ministro  de  Estado,  manifestando  no  contestar  en  el  acto  al  Sr.  Por  ojo,  pues  se  reserva  á 
hacerlo  cuando  hayan  hablado  sobre  el  mismo  asunto  otros  Sres.  Diputados.=Discurso  del  Sr.  Calbe- 
ton.=Se  suspendo  el  discurso  y la  discusion.=Oontinúa  la  relativa  al  proyecto  do  ley  sobre  estableci- 
miento del  Jurado.=Se  lee  el  art.  4.°,  al  cual  hay  varias  enmioadas.=Se  lee  la  del  Sr.  Molleda,  que  la 
Comisión  no  admito.=Discurso  de  su  autor  en  apoyo.=Contestacion  del  Sr.  Pacheco,  do  la  Comision.= 
Kectiñcacion  del  Sr.  Molleda.=No  se  toma  en  consideración. =Leida  la  del  Sr.  Cánido,  la  Comisión  no 
la  acepta.=Discurso  do  su  autor  en  apoyo.— Del  Sr.  García  Alix,  de  la  Comision.=Rcctificaciones  de 
dichos  señores.=No  se  toma  en  consideración  en  votación  nominal  por  79  Sres.  Diputados  contra  39.= 
Leídas  dos  del  Sr.  Diaz  Macuso,  queda  retirada  la  que  presentó  en  23  de  Abril  último,  y subsistente  la 
del  30  del  mismo  mes.=La  Comisión  no  la  admite.=Se  suspendo  esta  discusion.=Se  aprueba  definiti- 
vamente, y pasa  al  Senado,  un  proyecto  do  loy  fijando  la  subvención  á metálico  que  se  concede  para 
la  construcción  del  ferro-carril  del  Campamento  á Málaga.=Previa  la  venia  del  Sr.  Presidente,  ocupa 
la  tribuna  el  Sr.  Montejo  y leo  el  dictamen  de  la  Comisión  sobre  el  proyecto  de  ley  determinando  las 
bases  á que  ha  do  ajustarse  la  reforma  del  Código  penal.=Se  anuncia  que  so  imprimirá,  repartirá  y 
señalará  dia  para  la  discusión. =So  loen  por  primera  vez,  y pasan  á la  Comisión,  varias  enmiendas  al 
dictamen  sobre  el  establecimiento  dol  juicio  por  jurados.=So  lee  asimismo,  y queda  sobre  la  mesa,  un 
dictámen  de  la  Comisian  de  actas  proponiendo  la  aprobación  de  la  de  la  Habana  y admisión  como  Di- 
putado por  dicho  distrito  de  D.  Emilio  Terry  y Dorticós.=Queda  sobre  la  mesa,  á disposición  de  los 
Sres.  Diputados,  un  expediente  sobro  trasTerencia  de  un  crédito  en  el  presupuesto  del  Ministerio  de 
Gracia  y Justicia,  que  á petición  del  Sr.  D.  Senen  Cánido  remite  ol  Sr.  Ministro  de  Hacienda.=Ordon 
del  dia  para  mañana:  continuación  do  la  interpelación  del  Sr.  Portuondo;  el  dictámen  de  la  Comisión 
de  actas  quo  so  ha  leído,  y los  demás  asuntos  pendientes.=Se  levanta  la  sesión  a las  siote. 


Se  abrió  á la  una  de  la  tarde,  y leida  el  Acta  del 
7,  quedó  aprobada. 


Se  mandó  pasar  á la  Comisión  de  actas  la  creden- 
cial núm.  458  presentada  en  Secretaría  por  D.  Emilio 
Terry  y Dorticós,  Diputado  electo  por  la  Habana. 


Varios  Sres.  Diputados  piden  la  palabra. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Arias  de  Miranda 
tiene  la  palabra. 

El  Sr.  ARIAS  DE  MIRANDA:  Unicamente  para 
rogar  á la  Mesa  se  sirva  hacer  constar  mi  voto  con- 
forme con  el  de  la  mayoría  en  las  dos  votaciones  que 
tuvieron  lugar  en  la  última  sesión,  tanto  en  la  pri- 
mera, á que  dio  lugar  la  aprobación  del  art.  l.°  del 
proyecto  relativo  al  Jurado,  como  en  la  segunda,  por 
virtud  de  la  cual  fué  rechazada  la  enmienda  del  señor 
Camac.ho  del  Rivcro. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  señor 
Bushcll. 

El  Sr.  BUSHELL:  Para  hacer  igual  manifesta- 
ción que  el  Sr.  Arias  de  Miranda. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Los  vo- 
tos de  SS.  SS.  constarán  en  el  Acta  y en  el  Diario  de 
las  Sesiones. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Alvarez  Marido  tie- 
ne la  palabra. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  He  pedido  la  pala- 
bra con  el  objeto  de  suplicar  á la  Mesa  que  ponga  en 
conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  mi  ruego 
de  que  venga  á esta  Cámara  el  expediente  sobre  pen- 
siones á las  madres  viudas  de  los  soldados  muertos 
en  campaña. 

El  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  contestando  A varías 
preguntas  que  le  dirigí  el  dia  4 sobre  este  mismo 
asunto,  me  dijo  que  el  dia  que  se  tratara  de  variar  la 
legislación,  lo  baria  de  acuerdo  con  loa  Cuerpos  con- 


sultivos y Centros  administrativos,  y á las  pocas  ho- 
ras de  hacer  esta  afirmación,  presentaba  á la  firma 
de  S.  M.  un  decreto  que  publicó  la  Gacela  del  dia  6, 
eu  el  cual  negaba  á esas  viudas  todos  sus  derechos 
en  contra  de  lo  que  habían  opinado  todos  los  Cuerpos 
consultivos.  Se  apoyaba  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra, 
cuando  me  contestó,  en  el  informe  del  Consejo  de  Es- 
tado del  año  1886, y no  recordaba  que  posteriormente 
ha  habido  otro  cu  sentido  contrario  en  Julio  del  año 
último,  desestimando  aquél. 

El  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  no  solamente  no  ha 
hecho  lo  que  me  dijo,  sino  que  eu  ei  decreto  que  ha 
publicado  S.  S.  el  dia  6 ha  dispuesto  lo  contrario  de 
lo  que  resulta  en  106  sentencias  del  tribunal  de  lo 
contencioso;  de  suerte  que  no  ha  obrado  de  acuerdo 
con  este  tribunal  de  justicia.  Ha  resuelto  en  contra 
del  informe  del  Consejo  de  Estado  del  año  87,  confir- 
matorio de  las  sentencias;  en  contra  del  Consejo  Su- 
premo de  la  Guerra  y sus  fiscales  que  desde  que  se 
publicó  la  ley  de  8 de  Julio  de  1860,  siempre  han  ve- 
nido concediendo  atrasos,  hasta  que  por  Real  órden 
del  Ministerio  de  la  Guerra  de  6 de  Noviembre  de 
1884  se  le  ordenó  informase  en  sentido  negativo;  pero 
en  el  momento  en  que  fueron  publicadas  las  prime- 
ras sentencias  volvió  el  Supremo  á informar  en  sen- 
tido favorable;  de  suerte  que  muchas  madres  viudas 
acudieron  con  nuevas  instancias  obteniendo  los  atra- 
sos que  antes  se  les  habían  negado,  por  Reales  órde- 
nes que  el  Ministro  ha  venido  constantemente  fir- 
mando hasta  hace  pocos  dias.  Por  lo  tanto,  el  decreto 
no  ha  sido  de  acuerdo  con  el  Consejo  Supremo,  no 
se  puede  comprobar  en  aquellas  oficinas.  La  direc- 
ción del  Cuerpo  jurídico  militar  ha  consignado  cu  el 
expediente  su  informe  favorable  á los  atrasos  á las 
madres  viudas,  cuyo  informe  ha  molestado  á los  ge- 
nerales consejeros  de  Estado,  que  han  propuesto  un 
correctivo.  ¿Quién  apoyará  la  resolución  tomada? 

Es,  pues,  evidente  que  ese  decreto  se  ha  dictado 
en  contra  de  todos  los  informes,  y en  contra  de  io  que 
me  había  hecho  esperar  el  mismo  Sr.  Ministro  de  la 
Guerra,  al  decirme  que  resolvería  de  acuerdo  con  los 
Cuerpos  consultivos  y de  administración.  Por  todo  lo 
cual  yo  insisto  en  que  S.  S.  traiga  el  expediente,  con 
objeto  de  que  podamos  saber  las  cazones  que  lia  po- 
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dido  haber  para  adoptar  una  resolución  tan  grave, 
que  hasta  podia  calificarse  de  dictatorial,  como  la  que 
S.  S.  ha  hecho  insertar  eu  la  Gaceta  del  6 del  co- 
rriente mes,  y se  comprobarán  mis  afirmaciones. 

Y ya  que  estoy  de  pié,  suplico  á la  Mesa  que  haga 
presente  también  un  ruego  mío  á la  Comisión  encar- 
dada de  informar  sobre  el  proyecto  de  ley  de  antici- 
po al  Ayuntamiento  de  Barcelona  para  atender  á los 
trastos  de  la  Exposición  Universal. 

Según  se  dice,  han  surgido  algunas  dificultades; 
va  por  ausencia  de  algunos  de  los  individuos  que 
componen  esa  Comisión,  ya  sobre  quién  ha  de  presi- 
dirla; y la  verdad  es  que  se  están  siguiendo  gravísi- 
mos perjuicios  al  pueblo  de  Barcelona,  porque  se  em- 
pieza á dudar,  con  grave  perjuicio  del  crédito  del 
Ayuntamiento  de  Barcelona,  que  es  el  encargado  de 
la  Exposición,  de  que  esta  pueda  verificarse  en  la 
época  señalada. 

Mi  ruego,  pue3,  se  reduce  á que  esta  Comisión 
active  sus  trabajos,  tanto  más  cuanto  que  es  una 
cuestión  sencilla,  toda  vez  que  se  trata  solo  de  un 
anticipo  verdaderamente  reintegrable. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  ele  Miranda):  Se  pon- 
drán en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  y 
de  la  Comisión  respectiva  los  ruegos  de  S.  S. 


EL  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Conde  de  Torcno 
tiene  la  palabra. 

El  Sr.  Conde  de  TORENO:  A fines  del  mes  de 
Enero  último  presentó  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  en 
esta  Cámara  un  proyecto  de  ley  sobre  concesión  de 
terrenos  á los  pueblos,  para  aprovechamiento  común 
y para  dehesas  boyales.  EL  dia  5 de  Febrero  rogué, 
con  este  motivo,  á la  Mesa,  que  participara  á los  se- 
ñores Ministros  de  Hacienda  y de  Gobernación  mi 
súplica  de  que  remitieran  ciertos  datos  que  indiqué 
en  aquel  entonces,  y me  consta  que  la  Mesa  tuvo  la 
bondad  de  trasmitir  dicho  ruego  á los  indicados  se- 
ñores Ministros.  Ei  de  la  Gobernación  ha  remitido 
todos  aquellos  datos  que  yo  solicitó  de  su  departa- 
mento, debiendo  felicitar  al  Sr.  Ministro,  y muy  es- 
pecialmente al  señor  director  de  administración  y á 
los  funcionarios  que  están  á sus  órdenes,  no  solo  por 
haberlos  enviado  completísimos,  sino  por  estar  he- 
chos con  gran  minuciosidad  y con  todas  las  circuns- 
tancias que  yo  hubiera  podido  apetecer. 

Del  Ministerio  de  Hacienda  no  se  han  remitido 
todavía  los  datos  que  yo  solicité,  si  bien  he  sabido 
por  conducto  casi  oficial  que  se  estaban  ocupando  de 
reunirlos  las  Direcciones  respectivas.  Es  verdad  que 
esos  datos  son  tantos  y de  tanta  importancia  que  de 
no  estar  reunidos  cuando  se  redactó  el  proyecto  de 
ley,  era  difícil  que  en  el  tiempo  trascurrido,  aunque 
ha  sido  bastante,  se  hubiesen  podido  enviar.  Estaría 
en  silencio  esperando  á que  llegasen,  si  no  fuera  por- 
que he  visto  en  los  periódicos,  y después  he  sabido 
por  un  conducto  más  seguro,  que  la  Comisión  que  se 
ocupa  en  este  proyecto  de  ley  va  á dar  dictámen  de 
un  momento  á otro;  y como  no  teniendo  los  datos 
mencionados,  ó al  ménos  los  que  haya  tenido  presen- 
tes el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  para  redactar  su  pro- 
yecto, es  difícil  sostener  una  discusión  con  los  seño- 
res de  la  Comisión,  y con  el  propio  Sr.  Ministro  de 
Hacienda,  yo  rogaria  á éste,  que  ya  que  no  reunió 
esos  datos  al  redactar  su  proyecto  de  ley,  lo  cual  me 


parece  bastante  sorprendente,  tenga  al  menos  la  bon- 
dad de  enviar  el  expediente  que  sirvió  de  base  para 
su  redacción,  con  el  fin  de  que  podamos  apreciar  los 
Diputados  que  hemos  de  ocuparnos  en  esta  discusión, 
la  importancia  de  las  razones  que  á S.  S.  le  han  mo- 
vido á presentarlo  en  la  forma  y manera  que  lo  ha 
hecho. 

Solicito,  pues,  del  Sr.  Presidente,  ó de  la  Mesa  me- 
jor dicho,  que  tenga  la  bondad  de  hacer  saber  al  se- 
ñor Ministro  de  Hacienda,  que  ya  que  no  hayan  veni- 
do los  datos  solicitados  por  mí  de  su  departamento, 
porque  no  estaban  con  anticipación  reunidos  y por 
ser  difícil  no  estándolo  enviarlos  en  un  plazo  breve, 
que  remita,  si  es  que  existe,  el  expediente  que  le  ha 
servido  de  punto  de  partida  para  la  redacción  del  pro- 
yecto de  ley. 

Y ya  que  he  visto  entrar  en  el  salón  al  señor  di- 
rector de  administración,  mi  amigo  particular  el  se- 
ñor Rodríguez  Correa,  me  permitiré,  con  la  véuia  del 
Sr.  Presidente,  repetir  lo  que  he  dicho  al  principio,  y es 
que  agradezco  grandemente  al  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación y particularmente  al  señor  director  de  Admi- 
nistración, el  envío  de  los  documentos  que  ha  remi- 
tido á petición  mía  para  la  discusión  del  proyecto  de 
ley  á que  me  he  referido,  celebrando  infinito,  no  solo 
lo  completos  que  son  estos  datos,  sino  lo  bien  servido 
que  en  esta  ocasión,  y espero  que  en  todas  las  demás, 
está  el  señor  director,  cuando  tan  completos  son  y 
tan  de  acuerdo  están  con  mis  deseos  los  datos  que  su 
señoría  por  conducto  del  Sr.  Ministro  de  la  Goberna- 
ción, ha  tenido  la  bondad  de  remitir  al  Congreso. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  La  Mesa 
pondrá  en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  Hacienda 
el  ruego  del  Sr.  Conde  de  Toreno. 

El  Sr.  RODRIGUEZ  CORREA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  para  alu- 
siones. 

EL  Sr.  RODRIGUEZ  CORREA:  No  encuentro  pa- 
labras con  que  dar  las  gracias  al  Sr.  Conde  de  To- 
reno, por  las  alabanzas  que  lia  dirigido  á los  emplea- 
dos que  estamos  á las  órdenes  del  Sr.  Ministro  de  la 
Gobernación;  pues  siendo  yo  uno  de  ellos  no  he  hecho 
más  que  cumplir  órdenes  recibidas;  que  en  este,  como 
en  todos  los  asuntos  que  se  refieren  al  servicio  del 
país,  el  Sr.  Ministro  es  verdaderamente  incansable 
en  el  fiel  cumplimiento  de  sus  deberes. 

Doy  gracias,  pues,  al  Sr.  Conde  de  Toreno  en  nom- 
bre del  Sr.  Ministro  y en  nombre,  sobre  todo,  de  los 
funcionarios  que  han  obedecido  las  órdenes  que  yo  les 
he  trasmitido,  y me  alegro  que  los  datos  hayan  podido 
satisfacer  al  Sr.  Conde  de  Toreno,  persona  de  tan  in- 
dudable competencia  en  estos  asuntos. 

La  Dirección  de  administración  local  es  una  Di- 
rección que,  por  estar  hoy  á mi  cargo,  es  de  poca 
importancia;  pero  creo  que  cuando  esté  en  manos  do 
personas  de  más  competencia  que  yo,  recobrará  su 
verdadera  valía,  porque  es  una  Dirección  encargada 
del  régimen,  por  decirlo  así,  interior  del  país;  y yo 
creo  que  aún  merecerá  más  atención  por  parte  del 
Parlamento  y dol  país  de  aquella  que  hasta  ahora  ha 
merecido. 

Reitero  las  gracias  ai  Sr.  Conde  de  Toreno  por 
haber  llevado  su  benevolencia  A hacer  valer  los  servi- 
cios de  los  empleados,  modestos  funcionarios  que  obe- 
decen las  órdenes  del  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación. 
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El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  va  á ciar  cuenta  de  una 
proposición  de  ley.» 

Leida  la  del  Sr.  Ferratges,  concediendo  prórroga 
para  terminar  las  obras  A la  Compañía  del  ferro  carril 
do  Igualada  á Martorell  ( Véase  el  Apéndice  sétimo  al 
Diario  núm.  59,  sesión  de  31  de  Marzo) , dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Ferratges  tiene  la 
palabra  para  apoyar  su  proposición  de  ley. 

El  Sr.  FERRATGES:  Tratándose  solamente  de  la 
concesión  de  una  prórroga  A la  Empresa  del  ferro- 
carril de  Martorell  á Igualada,  y estimando  inútil  de 
mostrar  la  necesidad  de  la  construcción  del  ferro- 
carril, porque  se  demostró  cuando  se  discutieron  las 
concesiones  en  el  Senado  y en  el  Congreso,  A la  par 
que  abrigo  la  esperanza  de  que  se  obviarán  las  difi- 
cultades que  han  impedido  realizar  esa  construcción 
hasta  la  fecha,  me  limito  A rogar  A la  Cámara  se  sirva 
tomar  en  consideración  la  proposición  de  ley  que  aca- 
ba de  leerse. 

Al  propio  tiempo,  tengo  el  honor  de  reproducir 
una  proposición  de  ley  presentada  por  mí  en  la  legis- 
latura anterior,  sobre  inclusión  e*u  el  plan  general  de 
carreteras  de  la  prolongación  hasta  Badalona  de  la  de 
Sabadell  á la  Moguda. 

También  deseo  usar  de  la  palabra  para  contestar 
á algunas  indicaciones  del  Sr.  Conde  de  Toreno. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Después. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Queda 
reproducida  la  proposición  de  ley  A que  se  ha  referi- 
do el  Sr.  Ferratges.» 

{Véase  el  Apéndice  décimosexto  al  Diario  núm.  53, 
sesión  de  14  de  Julio  de  1S86.) 

Leida  por  segunda  vez  la  proposición  de  ley,  y 
hecha  la  pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración, 
el  acuerdo  del  Congreso  fué  afirmativo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  La  pro- 
posición de  ley  pasará  á las  Secciones  para  nombra- 
miento de  Comisión. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Ferratges  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  FERRATGES:  Señores  Diputados,  la  he 
pedido  únicamente  para  manifestar  al  Sr.  Conde  de 
Toreno,  que  cuando  tuvo  la  bondad  de  solicitar  unos 
documentos  necesarios  para  discutir  en  su  dia  el 
proyecto  de  ley  de  dehesas  boyales,  el  Sr.  Ministro 
de  Hacienda  reclamó  de  la  Dirección  de  mi  cargo  un 
gran  número  de  documentos,  y desde  entonces  han 
sido  objeto  de  preferente  atención,  y han  ocupado  A 
muchos  empleados  durante  más  de  dos  meses.  Cuan- 
do S.  S.  vea  los  documentos  se  convencerá  de  que 
no  ha  sido  descuido  ni  falta  de  celo  en  complacerle 
el  que  no  hayan  venido  hasta  ahora;  han  sido  docu- 
mentos difíciles  de  formar  por  su  índole  especialí- 
sima;  y ruego  á S.  S.  que  lo  tenga  en  cuenta. 

El  Sr.  CONDE  DE  TORENO:  Pi  lo  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  Conde  de  toreno:  Me  parecía  haber  di- 
cho antes,  pero  sin  duda  no  lo  hice  con  suficiente 
claridad,  que  no  me  sorprendía  que  los  datos  que  ha- 
bía solicitado  de  los  departamentos  del  Ministerio  de 
Hacienda  no  hubieran  venido  inmediatamente,  desde 
el  momento  que  supe  por  conducto  casi  oficial,  como 
sabe  muy  bien  el  Sr.  Ferratges.  que  estos  datos  no 
se  hallaban  reunidos  como  yo  creía  que  debían  ha- 
berlo estado  antes  de  la  redacción  del  proyecto;  pero 


que  una  vez  que  no  lo  estaban,  no  me  sorprendía  que 
se  tardara  en  su  remisión.  Así  es,  que  no  creyendo 
posible  que  vinieran  todavía  en  un  plazo  breve,  y sin 
culpar  por  esto  á los  Centros  respectivos,  solicitaba 
yo  en  reemplazo  de  aquellos  datos  interesantísimos 
para  la  discusión,  que  al  menos  viuiera  el  expediente 
que  ha  servido  de  base  al  Sr.  Ministro  para  la  redac- 
ción de  su  proyecto,  que  es  lo  que  por  conducto  déla 
Mesa  me  he  permitido  solicitar  del  Sr.  Ministro  de 
Hacienda. 

No  iban,  pues,  mis  palabras  dirigidas  á censurar 
en  lo  más  mínimo  A ninguno  de  los  Centros  del  Mi- 
nisterio de  Hacienda  que  todavía  no  han  remitido  los 
datos;  porque,  de  no  estar  reunidos  cuando  los  pedí, 
no  me  sorprende  que  no  hayau  venido  en  tres  meses 
ni  que  aun  larden  algunos  más  en  poderse  reunir  y 
enviar;  lo  que  me  sorprende  es  que  sin  ellos  se  haya 
formulado  un  proyecto  de  ley  de  esa  gravedad,  y para 
saber  cómo,  cuándo  y de  qué  manera  se  ha  podido 
hacer  esc  que  yo  conceptúo  casi  un  milagro,  es  por 
lo  que  reclamo  en  este  momento  el  expediento  que 
haya  servido  al  Sr.  Ministro,  para  tenerlo  á la  vista 
en  el  momento  oportuno. 

El  Sr.  FERRATGES:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  FERRATGES:  He  oido  perfectamente  las 
observaciones  del  Sr.  Conde  de  Toreno,  y he  compren- 
dido perfectamente  también  que  no  había  dirigido 
ningún  cargo  A la  Dirección  que  yo  tengo  á mi  car- 
go. [F.l  Sr.  Conde  de  Toreno:  Ni  A la  de  propiedades 
tampoco.)  Ni  á la  de  propiedades  tampoco.  Pero  como 
desde  luego  parece  raro  que  en  el  tiempo  trascurrido 
no  hayan  podido  reunirse  esos  datos,  yo  tenía  interés 
en  demostrar  á la  Cámara  y al  Sr.  Conde  de  Toreno, 
que  ni  por  falta  de  voluntad  ni  de  galantería,  había 
dejado  de  complacerle. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  señor 
Marqués  de  Valdelerrazo. 

El  Sr.  Marqués  de  VALDETERRAZO:  He  tenido 
el  houor  de  pedir  la  palabra  para  presentar  unos  do- 
cumentos relativos  á la  elección  verificada  en  el  dis- 
trito de  Don  Benito,  provincia  (le  Badajoz,  y para  di- 
rigir un  ruego  á la  Comisión. 

Con  estos  documentos,  que  ruego  á la  Mesa  pasen 
á la  Comisión  de  actas,  la  cual,  por  lo  visto,  tenía 
dudas  sobre  algunos  extremos,  con  estos  documentos 
creo  que  quedau  perfectamente  claros  esos  extremos; 
y como  consecuencia  de  ellos,  yo  limito  mi  ruego  á 
la  Comisión,  haciéndola  observar  que  hace  casi  dos 
meses  que  las  elecciones  se  han  celebrado . no  faltan 
más  que  unos  dias,  puesto  que  tuvieron  lugar  el  dia 
20  de  Marzo,  y creo  que  ha  llegado  el  caso  de  que 
active  la  Comisión  su  diclámen  y lo  presente  á la  de- 
liberación de  la  Cámara. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Los  do- 
cumentos presentados  por  el  Sr.  Marqués  de  Valde- 
terrazo  pasarán  á la  Comisión  de  actas. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Fabra,  D.  Gil  Ma- 
ría, tiene  la  palabra. 

El  Sr.  FABRA  (1).  Gil  María):  He  pedido  la  pala- 
bra para  tener  el  honor  de  presentar  una  exposición 
que  numerosos  tenedores  de  fondos  públicos  de  Bar- 
celona dirigen  A las  Córtes,  protestando  respetuosa- 
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mente  del  impuesto  de  1 por  100  que,  por  razón  de 
timbre  se  establece  en  los  proyectos  de  ley  presen- 
tados por  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  y adhiriéndose 
á la  exposición  presentada  por  la  Comisión  que  se 
nombró  en  el  meeting,  celebrado  en  la  Bolsa  de  esta 
corte. 

Con  este  motivo,  ruego  nuevamente  á la  Comi- 
sión y á la  Cámara  que  en  su  dia  estudien  con  dete- 
nimiento este  asunto  que  puede  afectar,  y afectar 
hondamente,  al  crédito  público. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  La  ex- 
posición presentada  por  el  Sr.  Fabra  pasará  á la 
Comisión  respectiva. 


ORDEN  DEL  DTA. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictamen  de 
la  Comisión,  referente  á la  proposición  de  ley  para 
que  entre  las  Comisiones  que  declara  permanentes  el 
Reglamento  del  Congreso  se  incluyan  las  de  presu- 
puestos de  Cuba  y Puerto-Rico.» 

Leido  dicho  dictámen  (Véase  el  Apéndice  segundo 
al  Diario  núm.  84 , sesión  do  6 del  actual ),  dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre 
este  dictámen. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  No  he  pedido  la  pa- 
labra con  objeto  de  oponerme  á este  proyecto  de  ley, 
que  merece  mi  aprobación,  por  más  que  debiera  co- 
rresponder á la  Comisión  general,  sino  únicamente 
para  pedir  á la  Comisión  algunas  aclaraciones  res- 
pecto al  articulo  único,  según  creo,  de  este  dic- 
támen. 

Dice  éste  que  se  considerarán  permanentes  estas 
Comisiones,  como  si  ya  existieran,  y yo  creo  que  el 
artículo  deberia  decir:  que  al  mismo  tiempo  que  se 
nombre,  al  principio  de  cada  legislatura,  la  Comisión 
general  de  presupuestos  de  la  Península,  se  nombra- 
rán las  de  presupuestos  de  Cuba  y Puerto-Rico,  acor- 
dando que  éstas  tengan  las  mismas  atribuciones  que 
aquella;  porque  diciéndose  únicamente  que  se  consi- 
derarán como  permanentes  esas  Comisiones,  parecen 
ser  unas  Comisiones  que  ahora  existen  y que  se  las 
declara  permanentes. 

Además,  echo  de  menos  en  el  dictámen  un  ar- 
tículo transitorio,  que  dijese  que  en  esta  legislatura 
se  nombrarán  inmediatamente  esas  dos  Comisiones, 
con  objeto  de  que  la  Cámara  procediese  á su  nom- 
bramiento antes  de  que  se  presenten  los  correspon- 
dientes presupuestos. 

Estas  son  las  observaciones  que  me  ocurren,  y 
desisto  de  pedir  por  ahora  que  la  Comisión  general 
entienda  de  todos  los  presupuestos  y que  se  incluya 
el  del  Ministerio  de  Ultramar. 

Si  estoy  equivocado,  la  Comisión  podrá  aclarar 
mis  dudas. 

El  Sr.  VILL ANUEVA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  VILLANUEVA:  Voy  á ver  si  logro  con- 
testar de  tal  manera  que  se  aclaren  las  dudas  del  se- 
ñor Alvarez  Marino. 

Desde  el  momento  en  que  se  dice  en  el  dictámen 
que  está  sometido  á la  aprobación  de  la  Cámara,  que 


se  considerarán  permanentes  las  Comisiones  do  pre- 
supuestos de  Cuba  y Puerto-Rico,  parece  que  se  so- 
breentiende necesariamente  la  reforma  del  Regla- 
mento en  el  sentido  de  que,  al  elegirse  la  ('omisión 
general  permanente  de  presupuestos  de  la  Península, 
que  así  la  llama  el  Reglamento,  se  ha  de  proceder 
también  á la  elección  de  las  Comisiones  de  presupues- 
tos de  Cuba  y Puerto-Rico.  Creo  que  esto  es  suficiente, 
y que,  por  tanto,  no  hay  necesidad  de  decir  nada  más, 
puesto  que  por  una  ley,  si  esta  llega  á serlo,  quedará 
determinado  que  sean  permanentes  dichas  Comisio- 
nes, y,  por  consiguiente,  han  de  ser  elegidas  en  la 
misma  forma  y han  de  tener  iguales  atribuciones 
que  la  Comisión  general  de  presupuestos  de  la  Penín- 
sula. 

Además,  si  no  se  consigna  el  artículo  adicional 
que  echa  de  ménos  el  Sr.  Alvarez  Marino,  es  por  una 
razón  que  ha  debido  tener  en  cuenta  la  Comisión,  cual 
es  la  de  que  en  este  mismo  mes  habrá  que  proceder 
ya  al  nombramiento  de  las  Comisiones  de  presupues- 
tos de  Cuba  y Pu£rto-Rico,  puesto  que  el  Sr.  Minis- 
tro de  Ultramar,  dentro  de  breves  dias,  los  traerá  á 
la  aprobación  de  la  Cámara.  Por  lo  mismo,  pareció  á 
la  Comisión  innecesario  el  establecer  esa  disposición 
adicional,  ni  ninguna  otra  que  obedeciese  á que  de 
momento  se  hiciera  el  nombramiento  de  la  Comisión. 

A esto  se  ha  reducido  el  trabajo  de  la  Comisión,  y 
yo  creo  que  no  debe  ofrecer  ninguna  dificultad  al  se- 
ñor Alvarez  Mariño,  y en  caso  de  ofrecérsela,  sería  re- 
suelta con  proceder  de  momento  á la  elección  de  esa 
Comisión.» 

Sin  más  discusión  quedó  aprobado  el  dictámen, 
la  palabra  en  contra,  se  puso  á votación,  y íué  apro- 
bado en  esta  forma: 

No  habiendo  ningún  otro  Sr.  Diputado  que  pidiera 
de  Cuba  y Puerto-Rico  como  permanentes,  y reves- 
tidas, por  lo  que  hace  á créditos  extraordinarios  ó 
supletorios  y á proposiciones  de  ley  relacionadas  con 
aumentos  de  gastos,  de  las  mismas  facultades  que 
disfruta  desde  el  acuerdo  tornado  por  la  Cámara  en 
27  de  Febrero  de  1883  la  Comisión  general  de  presu- 
puestos de  la  Península.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Pasará 
á formar  parte  del  Reglamento  del  Congreso. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Continua  la  discusión  so- 
bre la  interpelación  del  Sr.  Portuondo  acerca  del  es- 
tado en  que  se  encuentran  las  negociones  para  el  tra- 
tado proyectado  con  los  Estados-Unidos,  y sobre  la 
forma  de  llevar  á cabo  las  reformas  económicas  y 
administrativas  en  las  Antillas.  (Véase  el  Diario  ?i?í- 
mero  57,  sesión  de  29  de  Marzo  último .) 

El  Sr.  Portuondo  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  PORTUONDO:  Como  mi  objeto,  Sr.  Pre- 
sidente, al  hacer  uso  de  la  palabra  es  el  de  rectificar 
y recoger  las  alusiones  que,  indudablamente  en  este 
debate  se  me  han  de  dirigir,  me  parece  que  para  la 
regularidad  del  debate  y para  ocupar  ménos  tiempo 
la  atención  de  los  Sres.  Diputados,  sería  lo  mejor,  si 
V.  S.  en  ello  no  encuentra  inconveniente,  que  se  con- 
gumieran  los  turnos  pedidos  en  la  interpelación,  y yo 
después,  en  una  sola  rectificación  y recogiendo  las 
alusiones  que  del  debate  resulten,  podré  cumplir  la 
misión  que  comencé  en  una  de  las  sesiones  ante- 
riores. 
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9 DE  MAYO  DE  1887. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Perfectamente.  El  Sr.  Pe- 
rojo  tiene  la  palabra  para  consumir  el  segundo  turno. 

El  Sr.  PERO  JO:  Señores  Diputados,  Si  por  mis 
escasas  condiciones  siempre  que  he  usado  de  la  pa- 
labra he  necesitado  encomendarme  á vuestra  benevo- 
lencia, hoy  más  que  nunca  necesito  hacerlo,  porque 
la  verdad,  yo  mismo  reconozco  que  ni  tengo  altura, 
ni  condiciones,  ni  medios  para  tratar  de  un  asunto  de 
la  importancia  y de  la  gravedad  tan  extraordinarias 
como  en  el  que  nos  vamos  á ocupar. 

Todos  reconocemos,  Sres.  Diputados,  que  los  mo- 
mentos actuales  son  quizá  los  más  graves  y difíciles 
por  que  ha  pasado  la  isla  de  Cuba;  los  más  graves  y 
difíciles  que  han  trascurrido  acaso  desde  1865  y 1866 
á esta  fecha,  Son,  en  mi  sentir,  aun  más  graves  que 
aquellos  mismos  en  que  ardía  la  guerra  en  Cuba,  por- 
que entonces  solo  se  trataba  de  oponer  fuerza  a la 
fuerza,  y á la  rebelión,  que  entonces  estallaba,  res- 
ponder con  la  opresión.  Pero  hoy,  las  circunstancias 
han  variado  notablemente;  las  dificultades  con  que 
tropezamos  en  estos  momentos  por*  las  complicacio- 
nes que  han  surgido,  son  de  tal  naturaleza,  que  no 
pueden  atribuirse  á causas  desconocidas  y ajenas  á 
nosotros  mismos:  el  origen,  el  fundamento  de  esas 
dificultades  y de  esas  complicaciones,  son  obra,  son 
fruto,  son  hechura  de  nuestras  manos  propias. 

Así  es  que  el  mismo  Sr.  Moret  lo  reconocía  cuando 
manifestaba  que  estos  eran  ios  momentos  decisivos 
para  determinar  si  habíamos  de  seguir  por  el  camino 
hasta  ahora  emprendido,  en  el  cual  solo  hemos  ha- 
llado espejismos  y desilusiones,  ó si  debíamos  cam- 
biar de  rumbo  para  buscar  en  otro  nuevo  camino  los 
elementos  y medios  necesarios  para  resolver  este  grave 
problema. 

Yo  creo  que  las  dificultades  con  quo  ahora  trope- 
zamos respecto  de  la  isla  de  Cuba,  son  poco  más  (3 
ménos  iguales  á las  que  en  ciertos  momentos  han 
surgido  en  todas  las  Naciones  colonizadoras.  Inglate- 
rra el  año  38,  después  del  movimiento  insurreccional 
del  37  en  el  Canadá,  pasó  pul*  trances  difíciles,  y pudo 
salvar  todas  aquellas  dificultades  por  haber  atendido 
los  consejos  del  Conde  de  Durham,  comisario  espe- 
cial en  el  Canadá,  desoyendo  las  reclamaciones  de  los 
que  entendían  que  no  debía  variarse  el  sistema  por 
el  cual  se  regía  aquella  colonia.  En  circunstancias 
parecidas  se  encontró  Holanda  con  su  colonia  de  Java; 
y el  Rey  Guillermo,  atendiendo  á las  reformas  que  le 
indicaba  Van  der  Bosch.  pudo  salvar  á Java;  y en  las 
propias  condiciones,  ó en  iguales  circunstancias,  se 
encontró  Francia  en  1867  y 71  respecto  de  Argel. 
Por  tanto,  todas  las  Naciones  colonizadoras  que  se 
han  encontrado  con  dificultades  parecidas  á las  nues- 
tras, las  han  salvado,  tenieudo  solo,  lo  que  también 
ahora  necesitamos:  energía  y voluntad. 

Pero  si  nosotros  en  estos  momentos  no  encontrá- 
ramos medios  para  triunfar  de  las  dificultados  críticas 
por  que  nuestras  Antillas  atraviesan,  entonces  creo  yo 
que  no  solo  la  falta  de  energía  demostraría  que  faltá- 
bamos á lo  más  esencial  en  nuestras  tradiciones  co- 
loniales y á la  tendencia  de  nuestra  historia,  sino  lo 
que  es  peor,  muchísimo  peor,  que  somos  un  pueblo 
quo  en  su  composición  presenta  síntomas  alarmantes, 
que  todos  debemos  contribuir  á conjurar,  porque  el 
pueblo  que  consigue,  arrancando  de  la  meseta  central 
de  la  Península,  á través  y con  la  labor  de  pocos  si- 
glos extenderse  de  tal  manera  en  América  que  ocupa 
una  superficie  de  28  millones  de  kilómetros  cuadra- 


dos, esta  raza  peninsular  que  ha  tenido  fuerza  v vigor 
para  dar  vida  A más  de  1 1 Imperios  que  en  junto  su- 
man 80  millones  de  habitantes,  que  ha  sabido  comu- 
nicarles su  idioma,  su  fe,  su  religión,  su  ley,  este  pue- 
blo, si  hoy  no  posee  la  necesaria  energía  para  vencer 
y dominar  esta  situación  y esta  crisis  que  de  mo- 
mento se  le  presenta,  hemos  de  reconocer  que  es  en- 
tonces un  pueblo  enfermo,  que  necesariamente  va  á 
descomponerse,  que  se  deshace,  pero  concluyendo  con 
la  más  triste  de  las  suertes,  así  como  la  del  catalép- 
tic.o  que  ve,  oye  y siente  los  peligros  que  le  rodean, 
sabe  los  medios  de  salvarlos,  pero  no  tiene  fuerza  bas- 
tante para  ponerlos  en  ejecución. 

No  desconfío  ni  podía  desconfiar  de  que  no  faltará 
la  necesaria  energía  para  salvar  la  crisis  que  tenemos 
que  vencer.  Inspírame  gran  fe  el  Gobierno  que  actual- 
mente rige  los  destinos  del  país,  y tengo  motivos  para 
esperar  que  no  serán  las  advertencias  que  ahora  ha 
hecho  el  Sr.  Moret  tan  desatendidas  como  lo  fueron 
en  el  siglo  pasado  las  que  hicieron  Aramia  y Jovella- 
nos;  creo,  al  contrario,  que  después  de  las  discretísi- 
mas observaciones  del  Sr.  Moret,  de  los  peligros  por  él 
señalados,  que  espera  á nuestras  colonias  mejor  éxito 
y al  país,  destino  más  seguro  en  su  existencia  colo- 
nial que  el  que  tuvo  á fines  del  siglo  pasado  y lo  que 
alcanzaron  nuestras  antiguas  colonias  del  continente 
americano. 

Desligándome  ya  de  estas  oonsideraciones  de  ca- 
rácter general,  voy  á referirme  al  punto  primordial, 
al  objeto  principal  de  esta  interpelación. 

La  cuestión,  en  la  forma  én  que  nos  la  lia  presen- 
tado el  Sr.  Ministro  de  Estado,  parece  encerrarse  en 
estos  dos  puntos.  Teniendo,  como  tenemos,  un  con- 
venio con  los  Estados-Unidos,  ¿con  las  estipulaciones 
allí  concertadas,  las  ventajas  ó desventajas  ya  conse- 
guidas, debe  ó no  considerarse  ese  convenio  como  de- 
finitivo ó solo  como  mero  punto  de  partida,  para  que, 
sacrificándonos,  9i  menester  fuera,  se  consiguiera  ter- 
minar con  un  tratado  de  comercio  definitivo?  De  suer- 
te, que  la  cuestión  estriba  en  lo  siguiente:  ¿Es  ó no  el 
convenio  provisional,  ó es  ya  definitivo?  ¿Es  solución 
para  las  cuestiones  de  actualidad  ó no  lo  es,  y solo 
por  un  tratado  pueden  resolverse  las  dificultades  que 
hoy  existen  en  la  situación  de  Cuba  y Puerto-Rico? 

Los  que  han  creído  que  solo  en  un  tratado  de  co- 
mercio podía  hallarse  el  remedio  á los  niales,  la  solu- 
ción ai  problema  económico  en  Cuba  han  pensado  en 
crear  por  ello  una  especie  de  vida  de  privilegio,  fun- 
dada en  ciertas  concesiones  otorgadas  por  los  Estados- 
Unidos;  de  suerte  que  los  productos  cubanos,  pero  más 
especialmente  el  azúcar,  tengan  fácil  entrada  en  los 
mercados  norte -americanos,  donde  se  consumen  en 
cantidad  tan  importante  como  la  de  1.096.000  tone- 
ladas, y donde  existe  un  Arancel  altísimo  que  se  eleva 
al  70  por  100  dei  valor  del  producto.  Esperaban,  pues, 
que  la  rebaja  arancelaria  que  se  les  concediese,  colo- 
caría al  azúcar  antillano  en  condiciones  de  competir 
ventajosamente  con  la  producción  de  cualquier  otro 
país  que  tratase  de  importarlo  en  los  Estados-Uni- 
dos. Es  decir,  que  reconociéndose,  como  se  reconoce, 
que  el  azúcar  cubano  es  caro,  que  es  más  caro  que  el 
que  se  produce  en  todos  los  demás  países  producto 
res  de  azúcar,  en  vez  de  examinar  las  condiciones  en 
que  se  produce  en  otras  partes,  para  introducir  las  re- 
formas convenientes  en  los  procedimientos  agrícolas  é 
industriales,  si  en  ellos  consistiese  su  posición  más  fa- 
vorable, en  lugar  de  hacer  los  sacrificios  que  en  cual- 
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quicr  otro  país  se  hayan  hecho  para  poner  esa  produc- 
ción en  condiciones  de  vida  y de  prosperidad;  cuando 
el  resultado  dependiese  de  verdaderos  sacrificios,  en 
vez  de  todo  esto,  se  ha  buscado  un  modo  de  ser  es- 
pecial, privilegiado,  para  de  esa  manera  evitar  oi  con- 
flicto y salvar  la  dificultad,  es  decir,  la  concurrencia. 

Si  el  azúcar  de  Cuba  no  tiene  comprador,  y no  puede 
tenerlo,  por  lo  caro  que  es,  se  ha  querido  inventarle 
uno,  uno  especial,  por  medio  del  tratado  do  comercio. 
Es  lo  mismo  que  si  un  industrial  que  para  fabricar 
su  producto  necesita  invertir  cuatro  dias  y venderlo  á 
uu  precio  como  cuatro,  quisiera  obligar  al  convecino 
que  de  ese  producto  tiene  que  surtirse  á que  se  lo  com- 
prase á él  en  vez  de  comprarlo  á otro  industrial  que 
no  gasta  más  que  dos  dias  en  la  misma  fabricación,  y 
puede  vender  el  producto  á un  precio  como  dos. 

Las  condiciones  de  la  producción  en  Cuba,  las 
condiciones  que  elevan  extraordinariamente  el  precio 
del  producto,  se  deben  principalmente  á la  situación 
económica  en  que  se  encuentra  la  Isla:  por  un  lado, 
un  presupuesto  abrumador  é insostenible;  por  otro, 
un  régimen  tributario  oneroso;  además,  un  sistema 
financiero  que  no  puede  continuar;  y todo  esto  com- 
binado por  un  desconcierto  casi  caótico  administra- 
tivo, han  producido  en  las  relaciones  económicas  de 
la  isla  de  Cuba  una  tensión,  una  tirantez  tal  en  todo 
lo  que  sea  producción  y trabajo,  que  necesariamente 
las  manifestaciones  de  éste,  y por  lo  tanto  los  produc- 
tos, todo  lo  que  en  una  palabra  sea  obra  de  la  activi- 
dad humana,  tiene  que  resultar  mucho  más  caro  que 
en  cualquier  otro  lado,  que  en  cualquier  otra  comarca. 

Naturalmente,  la  producción  azucarera,  que  es  la 
más  importante  de  todas  las  do  la  isla  de  Cuba,  ha  su- 
frido por  modo  más  directo  las  consecuencias  de  estas 
leyes  económicas.  Ahora  bien;  siguiendo  nosotros  bajo 
el  peso  de  un  trabajo  costosísimo,  la  solución  que  que- 
na buscarse  por  medio  del  tratado  es  la  siguiente:  vi- 
víamos y vivimos  bajo  el  sistema  del  error;  pero  por 
medio  del  tratado  de  comercio  quería  alcanzarse  un 
privilegio  para  que  éste  viniera  en  ayuda  del  error.  Es 
decir,  el  privilegio  del  favor,  salvando  el  del  error.  Esto 
es  lo  que  en  último  término  significa  la  aspiración  de 
encontrar  por  medio  del  tratado  solución  satisfactoria 
á las  complicadas  cuestiones  económicas  que  hoy  exis- 
ten en  la  isla  de  Cuba. 

Yo  no  sé  si  el  tratado  de  comercio  ha  fracasado  ó 
no,  pero  por  mi  parte,  me  conviene  hacer  la  siguiente 
declaración.  Si  ha  fracasado,  no  me  pesa;  ai  contra- 
rio, creo  que  conviene  grandemente  para  la  prosperi- 
dad de  la  isla  de  Cuba  y para  ios  que  entienden  que 
para  esta  prosperidad  hay  que  buscar  soluciones  con 
las  que  se  dé  á su  riqueza  estabilidad  y formas  per- 
manentes de  existencia.  Si  por  el  contrario,  no  ha  fra- 
casado y está  en  vías  de  negociaciones,  consigno  tam- 
bién mis  deseos  de  que  no  llegue  á realizarse. 

Es  verdad,  y yo  soy  desde  luego  el  primero  en  re- 
conocerlo, que  han  de  encontrarse  para  semejante 
tratado  obstáculos  muy  importantes,  que  debemos  te- 1 
ner  en  cuenta,  y que  consisten  en  la  significación  im- 
portantísima que  tienen  las  industrias  azucarera  y 
tabacalera  en  los  Estados-Unidos,  y hay  que  conside- 
rar todo  esto  para  creer  que  desde  luego  el  tratado  no 
ha  de  alcanzarse,  porque  si  es  verdad  que  por  medio 
del  tratado  podrían  salvarse  errores  económicos  nues- 
tros, faltas  en  que  hemos  incurrido,  que  son  ios  que 
han  traído  ai  deplorable  estado  en  que  se  halla  la  pro- 
ducción agrícola  é industrial  do  la  isla  de  Cuba,  me 


parece  que  antes  que  atender  á esto,  es  natural  que  los 
Estados-Unidos  defiendan  intereses  propios  importan- 
tísimos, corno  son  los  de  sus  industrias  azucarera  y 
tabacalera,  que  con  tanto  empeño  como  celo  fomen- 
tan y protegen. 

Ademas,  ya  el  Sr.  Portuondo  lo  indicó  el  otro  día, 
y después  recogió  el  Sr.  Moret  la  indicación;  desde  el 
momento  que  los  Estados-Unidos  hicieran  alguna 
concesión  A ios  productos  especiales  de  la  isla  de 
Cuba,  como  son  el  azúcar  y el  tabaco , por  virtud  de 
la  cláusula  que  tienen  los  demás  tratados  internacio- 
nales que  hemos  celebrado,  de  aplicarse  á ellos  la  cláu- 
sula de  Nación  más  favorecida,  ningún  provecho  po- 
díamos conseguir  con  esa  concesión  especial  que  nos 
hicieran,  porque  inmediatamente  las  demás  Naciones 
presentarían  sus  azúcares  en  los  Estados-Unidos  en 
las  mismas  condiciones  que  los  3c  Cuba,  y,  por  ló  tan- 
to, las  ventajas  serían  nulas,  la  situación  especial  que 
se  busca,  imposible,  y no  podría  alcanzarse  provecho 
ni  excepción  de  ninguna  clase.  Vendríamos  á quedar, 
con  el  tratado,  lo  mismo  que  ahora  sin  él.  Esta  es  la 
verdad  de  la  cuestión. 

Creo,  por  lo  tanto,  que  el  tratado  de  comercio, 
aunque  fuese  posible,  no  nos  traería  ventajas  de  nin- 
guna clase  para  conjurar  el  conflicto  en  que  actual- 
mente se  encuentra  la  isla  de  Cuba.  Es,  pues,  evi- 
dente que  ni  ahora,  ni  después,  ni  nunca  no  hay 
esperanza  de  encontrar  remedio  á estas  dificultades 
que  atravesamos,  tropezando  con  un  auxilio  exterior 
é inesperado;  la  solución  la  debemos  encontrar  den- 
tro de  nosotros  mismos,  dentro  de  la  isla  misma  de 
Cuba,  por  lo  que  en  lugar  de  hacer  una  política  exte- 
rior; que  esto  es,  en  suma,  el  buscar  la  solución  de  las 
dificultades  en  concesiones  accidentales  y fortuitasque 
se  consiguieren  por  medio  de  un  tratado  de  comercio, 
tenemos  que  recogernos  en  nosotros  mismos,  y estu- 
diar el  modo  de  salvarles. 

Por  medio  de  un  tratado,  además,  no  se  conse- 
guiría sino  que  Cuba  tuviera  su  vida  pendiente  de 
una  concesión  de  aquellos  Estados,  y esa  no  es  solu- 
ción que  pueda  aceptarse.  Por  lo  tanto,  todas  estas 
energías  que  se  quieren  desenvolver  para  salvar  la 
isla  de  Cuba,  deben  aplicarse  dentro  de  la  misma  isla, 
es  decir,  estudiando  cuáles  son  nuestros  errores,  y 
rectificarlos  allí  donde  fuera  menester.  Si  nosotros 
buscamos  la  solución  práctica  que  sea  posible  para 
mejorar  las  condiciones  de  la  producción  de  la  isla  de 
Cuba,  y,  sobre  todo,  damos  con  la  manera  de  poder 
conseguir,  en  cierto  modo,  la  independencia  de  los 
productos  agrícolas  de  Cuba,  independencia  que  solo 
consiste  en  alcanzar  para  ella  condiciones  de  igual- 
dad de  producción,  do  suertej  que  en  cualquier  mer- 
cado donde  se  presenten  productos  similares,  los  nues- 
tros puedan  competir  convenientemente  con  ellos  sin 
auxilio  de  privilegios  ni  condiciones  excepcionales  de 
ningún  lado,  entonces  creo  que  los  Estados-Unidos  se- 
rian los  primeros  y los  más  interesados  en  hacer  que 
nuestras  producciones  de  Cuba  tuvieran  la  aceptación 
que  deben  tener  hoy  en  aquellos  mercados;  aceptación 
que  en  este  momento  es  especialísima,  pi  es  está  muy 
Lejos  de  las  naturales  que  debe  tener,  porque  no  se 
Le  da,  por  decirlo  así,  más  que  en  el  último  grado,  es 
decir,  aquella  que  no  tiene  más  remedio  que  dar  por 
necesidad. 

Tampoco  puede  apelarse  á otro  camino  que  ál- 
guien  ha  indicado,  culi  es  el  de  las  represalias,  pues 
i por  este  camino  no  hay  esperanza  ni  solución  posible 
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hoy  día,  tal  como  ya  se  lian  dejado  correr  las  cosas; 
porque  se  encuentra  Cuba  respecto  de  los  Estados- 
Unidos  en  tal  condición  de  dependencia  económica, 
que  sus  productos  uo  tienen  más  salida  que  en  aque- 
llos mercados;  no  pueden  tener  otra  ni  por  el  ino- 
mento aspirar  á otra;  y hoy,  sin  embargo,  los  Es- 
tados-Unidos en  veinticuatro  horas,  con  una  simple 
modificación  en  el  Arancel,  con  la  más  leve  reforma, 
ó con  el  impuesto  más  insignificante,  pueden  produci.t 
inmediatamente,  instantáneamente  la  ruina  de  la  isla 
de  Cuba.  Es  tal  la  situación  mercantil  de  Cuba,  la 
subyugación  material  á que  está  sometida,  que  en 
realidad  existe  en  esta  Isla  una  verdadera  tirania  co- 
mercial ejercida  por  los  Estados-Unidos,  pero  no  por 
culpa  de  ellos,  siuo  por  culpa  nuestra,  que  le  hemos 
señalado  antes  el  camino,  en  el  cual,  después  no  han 
hecho  más  que  seguir  y secundarnos  cuanto  les  ha 
sido  posible  para  convertir  nuestras  faltas  en  ventaja 
propia.  La  política,  pues,  de  las  represalias,  entiendo 
que  no  es  la  que  conviene,  ni  la  que  nos  importa  poner 
en  la  práctica  para  salvar  las  dificultades  que  existen 
en  la  isla,  pues  ni  había  de  salvarlas  y no  traerían  otro 
resultado  que  graves,  muy  graves  conflictos,  cuyas 
consecuencias  tendrían  que  ser  desastrosas,  terribles. 
Los  Estados-Unidos,  en  cambio,  tienen  un  comercio 
importantísimo  con  España  y las  posesiones  de  Ultra- 
mar; comercio  muy  cerca  de  97  millones  de  pesos.  Y 
que  este  comercio  no  es  de  poca  importancia,  lo  dice 
el  hecho  de  figurar  España  como  la  tercera  Nación, 
mejor  dicho,  la  cuarta  entre  las  relaciones  comercia- 
les é internacionales.  He  dicho  la  tercera  porque  des- 
pués de  Inglaterra,  que  en  este  comercio  como  en 
todos  los  del  mundo,  lleva  la  parte  más  importante, 
porque  en  esta  época  ya  que  Inglaterra  no  pueda  de- 
cir como  el  antiguo  romano:  soy  el  único  en  todo, 
bien  puede  decir:  soy  el  primero.  Pero  después  de  In- 
glaterra, digo,  viene  Alemania  con  un  comercio  de 
131  millones  de  duros;  Francia  con  108,  y España 
con  96.700.000;  es  decir,  que  España  está  por  cima 
de  Italia  que  hace  un  comercio  de  30  millones,  de 
Bélgica  y do  Holanda,  cuyo  comercio  con  los  Estados- 
Unidos  asciende  respectivamente  á las  cifras  de  32  y 
30  millones,  y naturalmente  por  cima  de  todas  las  de- 
más Naciones  continentales  europeas. 

¿Qué  clase  de  relaciones  nacen  por  virtud  de  es- 
tos hechos  entre  los  Estados-Unidos  y España,  qué 
clase  de  soluciones  compatibles  con  el  interés  de  la 
Patria  necesitaremos  buscar  para  salvar  esta  situa- 
ción verdaderamente  excepcional  en  que  se  encuen- 
tra Cuba  con  los  Estados-Unidos?  Porque  verdadera- 
mente la  situación  actual  no  puede  durar,  si  no  se 
quiere  que  en  un  momento  determinado,  en  veinticua- 
tro horas,  puedan,  como  pueden  los  Estados- Unidos 
arruinar  por  completo  á Cuba  con  solo  una  modifica- 
ción de  los  artículos  de  su  Arancel. 

Es  verdad  que  el  comercio  de  Cuba  con  los  Es- 
lados- Unidos  es  importantísimo,  la  exportación  de 
Coba  á los  Estados-Unidos  ha  ascendido  en  el  año  86 
á 51  millones  de  pesos,  y la  importación  á 1 0 millones. 
Considerando  la  magnitud  de  estas  cifras,  á la  vez  que 
su  deplorable  desequilibrio,  comparada  con  el  resto 
que  ha  quedado  libre  para  las  demás  plazas  mercan- 
tiles del  mundo,  se  dice,  y no  solo  por  nosotros,  sino 
en  nombre  de  iutereses  políticos  especialísimos,  que 
tiene  su  interés  muy  claro  en  propagar  esta  idea;  se 
dece,  repito,  que  las  condiciones  respectivas  de  Cuba 
y de  los  Estados-Unidos,  principalmente  las  condicio- 


nes geográficas,  establecen  entre  aquella  República  y 
nuestra  provincia  de  Cuba  relaciones  necesarias  de* tal 
índole,  que  hacen  que  los  Estados-Unidos  sean  el  mer- 
cado natural  de  Cuba,  y que  por  virtud  de  esas  mis- 
mas condiciones,  por  virtud  de  esa  misma  aproxima- 
ción, por  razón  de  la  diferente  distancia  que  á Cuba 
de  los  Estados-Unidos  y de  Europa  separa,  el  mercad») 
de  Cuba  tiene  que  ser  mucho  más  ventajoso  para  los 
Estados- Unidos  que  para  España,  ó para  cualquier 
otra  Nación  de  Europa.  Es  esta  una  afirmación,  no  ya 
solamente  de  escuela,  sino  pudiéramos  decir  también 
diplomática,  hábilmente  lanzada  á la  circulación  y con- 
vertida para  muchos  en  artículo  de  fe,  y que  de  nuevo 
repite  en  una  de  las  comunicaciones  dirigidas,  por 
el  Ministro  de  los  Estados-Unidos  al  Sr.  Moret,  donde 
repetía  estas  mismas  palabras,  si  no  textualmente 
por  lo  ménos  en  el  fondo,  diciéndole  que  «la  situación’ 
de  Cuba,  respecto  de  los  Estados-Unidos  y de  España 
establecía,  por  las  respectivas  condiciones  geográficas 
una  situación  desigual  para  ambos  países,  y hacía  que 
el  mercado  de  Cuba  fuera  de  muy  distinta  condición 
para  España  que  para  los  Estados-Unidos.» 

Pues  bien;  yo  encuentro  que  este  es  un  error  gra- 
vísimo que  conviene  deshacer  desde  luego. 

Es  verdad  que  lo  más  importante  de  Cuba  va  á 
los  Estados- Unidos;  pero,  ¿por  qué  va?  Las  causas, 
no  voy  á apuntarlas  ahora,  pronto  las  explicaré;  esa 
ley  geográfica,  casi  hegeliana  y tan  absoluta  como 
aquella  del  gran  pensador  que  dccia  que  la  idea  hace 
la  geografía,  si  esa  ley  es  tan  absoluta  y evidente  como 
se  pretende,  no  comprendo  que  pueda  referirse  á la 
isla  de  Cuba  solamente,  y que  no  alcance  también  á 
tantas  otras  islas  y comarcas  que  están  en  condicio- 
nes semejantes.  Pero  si  esta  es  ley  fatal  y necesaria 
que  exige  y requiere  como  la  de  la  gravitación  uni- 
versal, que  los  arroyos  vayan  á los  rios  y los  rios  va- 
yan á alcanzar  el  nivel  del  mar,  habrá  de  repetirse 
también,  con  la  misma  fatalidad  en  aquellas  comar- 
cas que  se  encuentren  en  las  mismas  condiciones  de 
Cuba  en  geografía  y distancia. 

Lejos  de  eso,  los  datos  estadísticos  prueban  todo 
lo  contrario,  y vienen  á demostrar  que  no  sucede  asi. 
Voy  á citar  primero  el  ejemplo  de  las  Antillas  ingle- 
sas, comprendiendo  la  Guyana  y Honduras;  y escojo 
este  ejemplo,  porque  en  extensión  y habitantes  (mi- 
llón y medio),  condiciones  etnográficas  y distancias, 
son  casi  las  mismas  en  que  se  encuent  ra  Cuba  respecto 
de  los  Estados-Unidos.  ¿Y  qué  sucede  aquí?  Pues  lia- 
llamos  lo  siguiente:  la  exportación  general  de  estas 
colonias  asciende  á 39  millones  de  pesos;  y de  estos 
39  millones  de  pesos,  lo  que  se  envió  en  1886  á los 
Estados  Unidos  asciende  á 1 1.988.000  pesos;  en  cam- 
bio lo  expedido  á la  Metrópoli  asciende  á la  suma  de 
20.955.000  pesos;  es  decir,  cerca  de  21  millones.  Nos 
hallamos,  por  consecuencia,  con  que  esa  ley  geográ- 
fica que  se  quiere  invocar  para  Cuba,  no  vale  para  las 
Antillas  inglesas,  porque  el  55  por  1 00  de  su  expor- 
tación va  á Inglaterra,  y solo  el  28  por  100  va  á los 
Estados- Unidos. 

Pero  no  es  solo  un  caso,  afortunadamente,  el  que 
se  puede  presentar  y que  demuestran  lo  infundado  de 
semejante  error;  concurren  otros,  y tantos  como  fuera 
posible  citar  para  demostrar  lo  erróneo  de  la  afirma- 
ción que  he  indicado.  Como  objeto  de  confirmación, 
podemos  buscar  otro  ejemplo  de  las  colonias  france- 
sas, similares  en  condiciones  á Cuba,  tales  la  Guyana, 
la  Guadalupe,  la  Martinica,  San  Pedro  y Miquclon.  En 
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éstas,  la  exportación  ha  alcanzado  á 74. 119. 000  fran- 
cos, de  los  cuales  se  han  exportado  á los  Estados- 
Unidos  5.840.000,  y en  cambio  enviaron  á Francia 
52.023.000;  es  decir,  que  de  la  totalidad  de  estos  pro- 
ductos, han  enviado  las  Antillas  francesas  ala  Metró- 
poli un  70  por  100,  y al  mercado  natural  geoyr áfico , 
según  esa  afirmación,  de  los  Estados- Unidos,  solo  han 
enviado  un  7 por  100. 

Pero  hay  más;  ya  no  quiero  referirme  á estas  islas 
y colonias  que  están  más  lejos,  y peor  encerradas  den- 
tro de  la  ley  de  la  distancia;  el  ejemplo  lo  vamos  á 
encontrar  en  el  Canadá,  ejemplo  que  ha  de  ser  más 
decisivo  para  demostrar  que  no  es  cierta  la  consabida 
afirmación.  El  Canadá  exportó  en  1885,  80.200.000 
pesos,  y de  estos  vendió  á los  Estados- Unidos  3(3  mi- 
llones de  pesos  y 44  millones  y pico,  cerca  de  45,  en- 
vió á Inglaterra.  Es  verdad  que  esta  afirmación  es  un 
tanto  peregrina,  porque  no  concordaba  con  aquella 
que  hice  antes,  refiriéndome  á Hegel,  con  lo  cual  tra- 
taba de  responder  en  todos  sus  caractéres  á la  verdad 
do  lo  que  decía  el  filósofo  hegeliano. 

Del  comercio  no  puede  decirse  lo  mismo  que  de 
la  situación  geográfica,  porque  el  comercio  busca  sus 
ventajas  donde  las  encuentra;  no  solo  espera  á hallar- 
las dentro  de  las  fronteras,  sino  que  cuando  es  nece- 
sario va  más  allá;  va  donde  le  llama,  en  una  palabra, 
el  comprador.  Si  queremos  demostración  evidente  de 
esto,  no  tenemos  más  que  ver  lo  que  sucede  en  la 
India.  La  India,  con  8 4 millones  de  libras  esterlinas 
de  exportación,  teniendo  el  privilegio  ó la  exclusiva 
del  cultivo  de  un  producto  especialísirno,  cuyo  prin- 
cipal consumo  se  encuentra  en  la  China,  como  es  el 
opio;  teniendo  una  exportación  de  84  millones  de  li- 
bras esterlinas,  manda  casi  la  totalidad  de  este  produc- 
to, ó por  lo  ménos  el  40  por  100  de  todo  su  comercio 
al  mercado  inglés,  y volviendo  parte  de  ese  producto 
del  mercado  inglés,  va  á proveer  á China.  De  suerte, 
que  mientras  el  mercado  de  la  India  con  Inglaterra 
importa  cerca  de  un  40  por  100  de  su  exportación 
total,  el  mercado  de  la  India  con  China  solo  importa  el 
15  por  100. 

Pero  aun  hay  más.  Si  lo  que  hoy  sucede  con  el 
comercio  de  Cuba,  que  está  casi  reducido  ai  mercado 
americano,  ha  de  explicarse,  no  es  en  verdad  por  la 
ley  de  la  distancia,  sino  porque  las  circunstancias  y 
las  condiciones  que  obligan  á la  isla  de  Cuba  para 
reducir  y para  limitar  la  salida  de  sus  productos  eu 
el  mercado  americano,  la  encontramos  también  en  las 
islas  Filipinas.  Manila,  por  ejemplo,  está  á 5.490  mi- 
llas del  punto  más  inmediato  que  tiene  tráfico  con  los 
Estados-Unidos,  que  es  San  Francisco  de  California; 
es  decir,  que  hay  mayor  distancia  entre  MaDila  y San 
Francisco  de  California  que  la  que  existe  de  Cuba  al 
puerto  más  cercano  de  la  Península,  y lo  que  sucede 
en  Cuba,  no  solamente  sucede  y se  repite  en  Filipinas, 
sino  que  lo  es  allí  en  mayor  grado,  porque  la  mis- 
ma desproporción  que  hay  entre  la  exportación  y la 
importación  en  Cuba,  existe  en  Filipinas,  y existe  de 
una  manera  más  acentuada.  Así,  por  ejemplo,  de. 
200.000  toneladas  que  en  el  año  1885  fueron  expor- 
tadas por  las  islas  Filipinas,  135.000  toneladas  se  ex- 
portaron á los  Estados-Unidos;  de  suerte,  que  á la 
Península  solo  vinieron  4.000  y pico  de  toneladas,  y 
á los  mercados  necesarios , que  debian  ser  para  Fili- 
pinas, China  y Japón,  solo  fueron  622  toneladas.  La 
exportación  de  azúcar  de  Filipinas  fue  el  año  de  1885 
en  la  misma  proporción  que  Cuba  á los  Estados-Uni- 


dos, es  decir,  en  un  66  por  100.  El  año  de  1886  , la 
proporción  ha  aumentado  considerablemente  y ya 
manda  relativamente  en  su  mayor  proporción  que 
Cuba.  Esto  debe  pensarse  porque  en  1885  solo  expor- 
tó á los  Estados-Unidos  por  7.917.122  pesos,  y este 
último  año  lo  ha  hecho  por  9.675.601. 

¿Qué  quiere  decir  esto?  Que  no  depende  de  las  con- 
diciones geográficas  la  obligación  en  que  puede  en- 
contrarse un  país  para  acudir  á otro  y convertirle  en 
su  único  mercado.  Yo  creo,  puedo  afirmarlo,  y me 
atrevería  á demostrarlo,  no  obstante  la  escasez  de  me- 
dios que  para  ello  tengo,  que  la  ley  que  obliga  á Cuba 
como  á Filipinas  á no  encontrar  salida  para  sus  pro- 
ductos más  que  en  los  Estados-Unidos,  resulta  de  la 
exigencia  que  se  ha  impuesto  á aquellos  productos 
por  medio  de  dos  Aranceles;  un  Arancel  hecho  natu- 
ralmente por  los  Estados-Unidos,  y eu  vista  del  gran 
consumo  de  una  materia  prima  que  es  esencialísima 
para  su  industria,  por  lo  tanto  un  Arancel  hecho  por 
los  Estados-Unidos  en  ventaja  propia  y en  beneficio 
suyo,  y otro  Arancel  hecho  por  nosotros,  pero  que 
cualquiera  creería  hecho  para  los  americanos  tam- 
bién, porque  no  se  hizo  más  que  en  ventaja  y en  be- 
neficio de  los  Estados-Unidos.  De  suerte  que  tienen 
los  Estados-Unidos  para  atraer,  para  acaparar  los 
productos  de  Cuba  y Filipinas  dos  Aranceles:  el  he- 
cho en  la  Casa  Blanca  de  Washington  y el  hecho  en  la 
plaza  de  Santa  Cruz  de  Madrid.  Y lo  voy  á demostrar. 

El  Arancel  de  ios  Estados-Unidos  divide  las  clases 
de  azúcar  en  cuatro  grandes  clases  principales:  Pri- 
mero, los  comprendidos  en  el  art.  2 32,  que  sou  los 
inferiores  al  num.  13  de  la  escala  holandesa.  Se- 
gundo, los  comprendidos  en  el  art.  234,  que  corres- 
ponden á los  núms.  del  13  al  16.  Tercero,  los  com- 
prendidos en  el  art.  234,  que  alcanzan  desde  el  nú- 
mero i 6 al  20,  viniendo  después  el  235,  236  y 237 
para  los  que  exceden  de  este  número,  los  refinados  ó 
candi. 

Nosotros  en  armonía  con  esto,  ó mejor  dicho,  an- 
tes que  este  AranceL  hábilmente  combinado  existiera, 
habíamos  establecido  una  división  arbitraria,  una  di- 
visión que  no  obedece  á principio  económico  ó cientí- 
fico de  ningún  género,  en  que  apartábamos  en  dos 
grandes  ciases  nuestros  azúcares.  Y al  apartar  nues- 
tros azúcares  en  dos  grandes  clases  cuyo  número 
distintivo  era  el  14,  decíamos:  azúcares  inferiores 
al  14,  un  derecho  especial;  azúcares  superiores  al  14, 
otro  derecho  especial  pero  muy  superior  al  primero. 
Consiguientemente  á esta  división,  establecíamos  nues- 
tros derechos  de  exportación.  Nuestros  Aranceles  de 
exportación  no  decian  más  que  lo  siguiente:  azúcares 
de  bocoy,  5l25  pesos  los  620  kilos;  azúcar  de  caja 
2‘30  pesos.  Hay  que  advertir,  Sres.  Diputados,  que  la 
diferencia  que  existe  entre  el  azúcar  de  bocoy  y el 
azúcar  de  caja,  no  consiste  en.  otra  cosa  que  en  ser  el 
uno  azúcar  húmedo,  y el  otro  azúcar  seco;  es  decir, 
que  entre  uno  y otro  azúcar  hay  cierta  diferencia  aun- 
que sea  insignificante;  pero  es  lo  cierto  que  para  que 
los  azúcares  puedan  ir  en  caja  tienen  que  ser  bastante 
más  secos  y de  mejores  condiciones  que  los  de  bocoy, 
y sucede  que  sin  ser  superiores  al  núm.  14  los  azú- 
cares de  caja,  por  el  hecho  de  tener  calidad  para  en- 
vasijarse  en  caja,  tienen  que  pagar  un  centavo  y 25 
céntimos  de  centavo  por  kilo,  mientras  que  si  se  ex- 
portan en  bocoy  no  tienen  obligación  de  abouar  más 
que  87  céntimos  de  ceutavo.  Consecuencia  de  esto  es 
que  el  productor  habría  de  buscar  el  modo  de  fahri- 
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car  el  azúcar  de  manera,  no  que  le  cueste  ménos,  sino 
un  azúcar  inferior;  es  decir,  que  trataria  de  producir 
no  un  azúcar  por  el  que  tenga  que  pagar  un  centavo 
25  por  kilo,  sino  el  que  lo  costare  87  céntimos  de  cen- 
tavo; y como  venía  en  armonía  con  esto  el  Arancel  I 
de  los  Estados  Unidos  que  señalaba  la  tarifa  desde  el 
núm.  1 3 y no  desde  el  l 4 como  nosotros , porque  le 
azúcar  de  caja  puede  estar  comprendido  entre  los  núme- 
ros 1 3 y 1 4,  de  aquí  que  el  propietario,  obligado  por  los 
Aranceles  de  los  EsLados-Unidos  y por  los  nuestros, 
propendiese  á no  fabricar  mas  que  los  azúcares  inferió 
res  ai  núm.  13,  toda  vez  que  aunque  el  producirlos 
un  poco  superiores  no  le  representaba  gastos  de  im- 
portancia, tenía,  sin  embargo,  que  exponerlos  á dere- 
chos de  exportaron  más  gravosos  que  fabricando  de 
calidad  interior  y pagar  después  mayores  derechos 
en  los  Estados-Unidos,  en  vez  de  un  centavo  con  cén- 
timos la  libra,  2l75,  que  es  lo  que  le  toca  pagar  por 
el  art.  233. 

De  manera,  que  en  combinación  nuestro  Arancel 
y el  americano,  sucedía  lo  siguiente:  el  kilogramo  de 
azúcar  de  caja  tenía  necesariamente  un  recargo  en  el 
precio  de  4 centavos;  el  de  bocoy,  é inferior,  por  con- 
siguiente, al  núm.  14,  solo  tenía  que  abonar  por  de- 
rechos arancelarios  2 centavos  y 70  céntimos.  ¿Cuál 
liabia  de  ser  la  consecuencia  lógica  y natural  para  el 
productor  cubano?  Pues  fabricar  azúcar  inferior,  el 
cual,  ménos  recargado , tenía  mejor  salida,  y salida 
obligada  á la  vez,  en  un  único  mercado:  en  los  Esta- 
dos-Unidos. 

Este  hecho,  que  se  nota  respecto  del  Arancel  de  los 
Estados-Unidos,  en  perfecta  armonía  con  nuestros 
derechos  de  exportación  y con  nuestro  Arancel  de  la 
Península,  se  repite  también  respecto  del  tabaco,  de 
tai  manera,  que  basta  para  comprenderlo,  señalar  las 
siguientes  cifras.  Nosotros  imponemos  por  ei  tabaco 
en  rama  107s  centavos  por  kilo,  y al  torcido  2‘25  el 
millar,  en  concepto  de  derecho  de  exportación. 

Como  entre  ei  kilo  de  tabaco  en  rama  y ei  kilo  de 
tabaco  torcido,  no  hay  más  que  una  proporción  de  1 
á 5 aproximadamente,  con  lo  que  la  justa  propor- 
ción sería  que  el  torcido  solo  pagara  de  derechos  de 
exportación  55  centavos  en  vez  de  2 pesos  y 25  cen- 
tavos, la  diferencia,  sin  embargo,  en  favor  del  que 
exporta,  exportando  en  rama  y no  torcido,  es  nada 
ménos  que  de  350  por  100,  claro  es  que  debia  resul 
Lar,  lo  que  ha  resultado  y lo  que  es  su  consecuencia 
obligada;  á saber,  que  los  fabricantes  buscaran  el 
modo  y manera  de  exportar  solo  tabaco  en  rama  para 
fabricar  fuera,  y de  esta  suerte,  por  medio  de  la  ela- 
boración en  suelo  extraño  no  encontrar  el  recargo  que 
marcan  los  derechos  de  exportación,  porque  resulta 
que  el  coste  de  elaboración  para  trasformar  el  tabaco 
en  rama  en  torcido  es  mucho  menor  casi  que  lo  que 
esos  derechos  de  exportación  significan. 

Da  consecuencia  de  todo  ello  lia  sido  que  los  de- 
rechos de  exportación  no  solo  contienen  el  desarrollo 
y el  mejoramiento  do  la  industria,  que  impiden  la 
tendencia  natural  y legítima  en  toda  industria  de  per- 
feccionar sus  productos,  cosa  que  en  todo  el  mundo 
se  estimula  y premia,  sino  que  son  un  gran  aliciente 
para  la  emigración  que,  en  número  importantísimo, 
huye  á los  Estados-Unidos,  hasta  el  punto  de  que  hoy 
pasan  de  40.000  los  obreros  en  la  industria  del  tor- 
cido del  tabaco  que  antes  trabajaban  en  Cuba,  y que 
se  han  ido  á aquella  República  á continuar  su  trabajo 
por  encontrar  allí  más  ventajas.  Impedimos  que  la  in- 


dustria se  desarrolle  en  Cuba  y además  echamos,  lo 
que  más  necesita:  población. 

El  objeto  principal  al  confeccionar  el  Arancel  en 
los  Estados-Unidos,  fué  el  de  dar  vjda  á dos  indus- 
trias importantísimas,  lo  cual  debe  haber  demostrado 
á los  ilusos  que  tanto  esperaban  del  tratado  de  co- 
mercio, que  los  Estados- Unidos  no  pueden  transigir 
en  este  punto,  porque  cualquiera  transacción  que°se 
hiciera  vendría  á contribuir  á la  ruina  de  dos  de  sus 
industrias  más  importantes.  Se  dice,  es  verdad,  y este 
ha  sido  un  argumento  que  se  ha  empleado  mucho 
para  obligar  á los  Estados-Unidos  á hacer  el  tratado, 
que  importan  40  ó 45  millones  de  azúcar  de  Cuba- 
pero  señores,  ¿qué  significa  esto?  Los  Estados- Unidos 
importan  996.000  toneladas  de  azúcar,  cuyo  valor, 
según  los  datos  de  la  importación  de  1880,  ha  sido 
de  7 1 millones  de  duros  ó más,  mejor  dicho,  porque 
ese  valor  es  solo  de  los  2.500  millones  de  libras  de 
azúcar,  sujetos  á derechos,  y en  lo  que  uo  están  com- 
prendidas los  191  millones  de  libras,  recibidas  libres 
de  derechos,  de  las  islas  Hawai,  que  valieron  9 mi- 
llones de  pesos.  El  derecho  de  aduanas  ¡lercihido  por 
ios  Estados-Unidos  ascendió  á 50  millones  de  duros, 
ó sea  el  26  por  100  de  todos  sus  ingresos  por  este 
concepto,  puesto  que,  en  junto,  todos  sabéis  que  as- 
cienden á unos  188  millones  de  (Juros. 

Y esta  industria,  no  es  una  industria  insignifican- 
te en  los  Estados -Unidos.  Entre  las  49  industrias 
importantes  de  primer  orden  que  tienen,  la  industria 
azucarera  ocupa  el  noveno  lugar.  En  el  año  de  1880, 
puesto  que  de  los  años  posteriores  no  existen  datos, 
toda  vez  que  ios  Estados- Unidos  hacen  el  censo  in- 
dustrial de  diez  en  diez  años,  importó  la  industria 
azucarera  con  sus  productos,  155.400.000  duros;  y 
como  esta  industria  se  halla  en  un  progreso  cons- 
tante, como  lo  demuestra  el  que  de  los  años  de  1870 
á 1880  aumentó  en  más  del  80  por  100,  debemos  su- 
poner que  en  los  siete  años  trascurridos  desde  1880 
habrá  aumentado  también  en  más  de  40  por  100. 
En  1870,  apenas  valia  su  producción  1 19  millones  de 
duros;  hoy  vale  155  millones,  sostiene  un  número  im- 
portante de  obreros*  Además,  le  da  sobrante  suficiente 
para  exportar  á Europa,  por  valor  de  17  millones  de 
duros.  ¿Cómo  se  quiere,  pues,  que  los  Estados-Unidos, 
teniendo  esta  industria  de  azúcar  tan  importantísima, 
pudieran,  solo  para  salvar  errores  económicos  nues- 
tros, anularla  ó destruirla? 

Lo  mismo  que  he  dicho  de  la  industria  azuca- 
rera, podría  decir  de  la  tabacalera  en  ios  Estados- 
Unidos.  Dado  nuestro  derecho  de  exportación,  que 
establece  diferencias  tan  notables  entre  la  exporta- 
ción del  tabaco  en  rama  y la  del  tabaco  torcido,  á 
consecuencia  del  error  de  estos  derechos  tan  mal  me- 
ditados, vais  á ver  lo  que  es  la  exportación  de  este 
producto  á los  Estados- Unidos.  ImporLan  ios  Estados- 
Unidos  13.950.000  libras  de  tabaco  en  rama;  de  ta- 
baco tercido,  solo  983.893;  esta  industria  ha  tomado 
gran  importancia  en  los  Estados- Unidos,  principal- 
mente por  nuestros  derechos  de  exportación,  y hemos 
expulsado  de  la  isla  de  Cuba  gran  número  de  opera- 
rios, que  hoy  se  encuentran  allí  trabajando  y viviendo 
de  un  producto  cubano,  y habiendo  no  solo  disminuido 
la  población  en  Cuba,  sino  contribuido  aquellos  opera- 
rios á la  riqueza  y prosperidad  de  una  industria  en  los 
Estados-Unidos,  que  debiera  desenvolverse  en  nues- 
tra provincia  ultramarina.  Esa  industria  valia  en  1880 
118.600.000  pesos,  habiendo  aumentado  considera- 
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blemcnte  desde  1870,  que  solo  valían  sus  productos 
71  millones  de  pesos.  El  número  de  operarios  em- 
pleado eu  1880  era  87.504.  Hoy  se  calcula  en  92.000. 

Como  recordareis,  nuestros  derechos  de  exporta- 
ción, después  de  haber  estado  suspendidos  duraute  al- 
quil tiempo,  volvieron  otra  vez  á ponerse  en  vigor 
en  1870.  Se  ha  dicho  siempre,  y es  creencia  general, 
que  tudas  las  cargas,  que  todos  los  impuestos,  que 
todos  los  derechos  que  se  impongan  á los  productos 
de  exportación  son  derechos  que  abona  el  comprador. 
En  Cuba  no  sucede  así;  allí  todos  estos  derechos  han 
pesado  únicamente  sobre  su  industria,  sobre  su  pro- 
piedad y sobre  su  agricultura;  y si  queréis  buscar  la 
confirmación  de  esto,  bastará  que  observéis  el  resulta- 
do que  han  obtenido  esos  productos  de  Cuba  eu  los 
mercados  donde  se  consumen,  principalmente  en  los 
Estados  Unidos,  y el  efecto  que  causaron  en  los  mer- 
cados donde  antes  eran  comprados  tan  fácilmente. 
Hasta  el  momento  de  restablecerse  el  derecho  de  ex- 
portación, era  por  ejemplo,  el  precio  del  azúcar  en 
los  Estados-Unidos  de  9 centavos  la  libra,  é inmedia- 
tamente de  restablecido  el  derecho  de  exportación,  im- 
posibilitada aquella  provincia  de  exportar  azúcar  de 
calidad  superior,  que  no  podia  vender  en  otros  mer- 
cados, se  vió  obligada  á bajar  el  precio  hasta  7 cen- 
tavos. 

Véase  el  resultado  de  los  derechos  de  exportación 
en  nuestras  transacciones  con  Lóndres. 

Cuba  exportaba  á Lóndres: 


En  1872 5.231.543  libs.  est. 

1873 5.109.259 

1374 3.764.587 

1875  3.668,776 

1876  2.943.385 

1880 1.079.494 

1884 926.371 


Y es  que,  en  verdad,  y en  esto  tengo  que  referirme 
á toda  nuestra  legislación  de  Ultramar,  esa  legisla- 
ción se  ha  hecho  siempre  de  un  modo  que  no  me  ex- 
plico, de  un  modo  que  no  se  han  tenido  en  cuenta  los 
intereses  de  Cuba,  y solo  parece  que  se  ha  mirado  á 
los  intereses  extraños;  no  está  de  más  que  lo  diga,  pa- 
rece que  al  pensar  en  nuestros  intereses  siempre  se  ha 
hecho  de  modo  que  los  que  resaltan  favorecidos  son 
los  intereses  extranjeros.  Para  demostrar  esto,  basta 
recordar  lo  que  se  hizo  el  año  84,  cuando  se  inició  la 
crisis,  y cómo  por  la  ley  de  Octubre  de  aquel  año  lejos 
de  favorecer  y alentar  á la  producción  cubana,  como 
se  habia  hecho,  por  ejemplo  en  Francia,  la  pusimos 
en  tai  situcion,  que  la  obligamos  más  y más  á caer 
bajo  las  mallas  que,  por  virtud  de  nuestros  propios 
Arauceies,  habian  tendido  á los  productos  de  la  isla  de 
Cuba  los  Estados-Unidos;  nuestra  ley  del  año  1884, 
ley  que  pretendía  salvar  ó remediar  la  situación  crí- 
tica y excepcional  en  que  se  encontraba  la  isla  de 
Cuba,  consistió  en  lo  siguiente:  en  favorecer,  conce- 
diendo un  50  por  100  de  rebaja  eu  los  derechos  con- 
venidos con  los  productores  de  azúcares  de  la  Penín- 
sula, y en  conceder  solo  el  28  por  100  álos  producto- 
res de  azúcares  de  Cuba.  En  Francia,  en  cambio,  se 
habia  modificado  también  en  la  misma  época  la  legis- 
lación existente  relativa  al  azúcar  de  las  Antillas,  con- 
cediendo una  rebaja  importante  á los  azúcares,  po- 
niendo con  ello  á sus  colonias  en  condiciones  muy 
distintas  á las  en  que  se  encuentran  las  nuestras,  con- 


diciones que  las  han  permitido  ir  aumentado  su  im- 
portaciou  de  un  modo  considerable,  mientras  que  la 
nuestra  sigue  cada  dia  decreciendo  y bajando. 

Como  consecuencia  de  nuestro  sistema  de  legislar 
para  Cuba  y de  la  de  Francia  en  1884,  voy  á citar  dos 
datos: 

La  importación  de  Cuba  en  la  Península  ha  bajado 
de  53  millones  de  pesetas  que  importó  en  1862,  á 30 
en  1870,  29  en  1880,  y 20,  por  último,  en  1885. 

En  Francia,  los  efectos  déla  ley  de  Julio  de  1884 
han  sido  los  siguientes  eu  el  azúcar: 

Importación  en  1883,  108.615  toneladas. 

En  1884,  132.767. 

En  1885,  2 10.785. 

Es  verdad  que  esta  situación,  es  verdad  que  estas 
condiciones  anormales  en  que  nos  encontramos  res- 
pecto á la  isla  de  Cuba,  se  quieren  explicar  por  la 
crisis  general  que  atraviesa  hoy  la  producción  azu- 
carera; es  verdad  que  cuanto  se  dice  y cuanto  se  afir- 
ma respecto  á la  situación  de  Cuba,  se  trata  siempre 
de  unirse,  se  trata  siempre  de  ligarse  á lis  condicio- 
nes extraordinarias  en  que  se  encuentran  boy  todas 
las  comarcas,  y se  quiere  siempre  relacionar  con  la 
producción  de  la  remolacha  en  Europa.  Yo  no  voy  á 
detenerme  á estudiar  punto  por  punto  y con  toda  ex- 
tensión las  vicisitudes  por  que  ha  pasado  la  produc- 
ción azucarera  en  general,  y las  condiciones  en  que 
se  ha  desarrollado  esta  crisis.  Estalla  ésta  el  año  1884, 
y desde  1876  hasta  esta  fecha  el  precio,  puede  decir- 
se uniforme,  con  ligeras  variantes,  es  sobre  20  che- 
lines, que  suele  ser  el  precio  del  quintal  por  término 
medio  durante  esos  ocho  años.  Pero  en  los  seis  prime- 
ros meses  del  año  84  se  produce  una  baja  tan  consi- 
derable, que  solo  en  ese  breve  tiempo  desciende  de  20 
á 12  chelines.  Se  explica  generalmente,  y se  atribuye 
esta  baja,  al  exceso  de  produeqionde  azúcar  de  remola- 
cha. Yo  creo  que,  en  efecto,  es  indudable  que  la  pro- 
ducción de  azúcar  de  remolacha  ha  sido  considerable, 
y que  sus  efectos  han  tenido  que  dejarse  sentir  sobre  el 
consumo  de  azúcar  en  general;  pero  ni  la  producción 
del  azúcar  de  remolacha  ha  sido  en  esa  proporción 
que  se  dice,  ni  tampoco  ha  disminuido  su  producción 
el  azúcar  de  caña,  sino  que  han  coincidido  ambas 
producciones  en  aumentar  considerablemente  su  con- 
tingente anual,  ocasionando  con  ello  una  notable  per- 
turbación en  el  consumo,  y al  mismo  tiempo  una 
depreciación  importantísima  de  su  precio  en  el  mer- 
cado. 

La  relación  que  ha  habido  en  el  aumento  de  pro- 
ducción de  estas  dos  clases  de  azúcar,  es  como  sigue: 

r 

Asnear  de  caña. 


En  1851 978.000  toneladas. 

1861 1.120.000 

1871  1.700.000 

1885 2.100.000 

Azúcar  de  remolacha. 

En  1851  162.000 

1861  490.000 

1871 1.400.000 

1885 2.500.000 


El  año  último,  mejor  dicho  la  campaña  última, 
parece  ser  la  producción  máxima  .4  que  puede  llegar- 
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se,  y la  tendencia  es  ya  á disminuir  por  las  numero- 
sas quiebras  producidas  en  la  industria  del  azúcar  de 
remolacha.  Además,  por  primera  vez  se  ve  una  osci- 
lación en  baja  en  estos  tres  últimos  años,  como  lo  de- 
muestra el  siguiente  cuadro  de  la  producción: 

COSECHA  REMOLACHA. 


TONKLADAS. 


1886-87. 

1885-80. 

1884-8G. 

Alemania 

1.000.000 

825.081 

1.154.817 

Francia 

500.000 

298  407 

308  4 1 n 

Austria 

525.000 

377.031 

i)  u 0 . 1 \J 

557.766 

Rusia | 

475.000 

537.860 

387.433 

Bélgica 

95.000 

48.000 

88.463 

Otros  países. . ; 

50.000 

37.500 

50.000 

2.645.000 

2.124.300 

2.546.889 

Por  otra  parte,  en  la  producción  de  azúcar  de 
caña,  lejos  de  haber  merma,  ha  aumentado  en  gran- 
des proporciones  en  todas  partes  ménos  en  Cuba. 

Lo  cierto  es,  que  el  exceso  de  producción  no  ha 
ido  en  armonía,  ni  con  el  consumo,  ni  por  consiguien- 
te con  los  precios  de  venta,  cosa,  por  otra  parte,  que 
se  lia  extendido  también  á otros  productos,  aunque  á 
ninguno  tan  intensamente  como  al  azúcar. 

Fácil  sería  seguir  punto  por  punto  las  oscilacio- 
nes que  han  tenido  lugar  por  todos  conceptos  en  el 
desarrollo  de  todos  los  productos  coloniales  más  im- 
portantes. El  té,  el  tabaco,  el  café  y el  azúcar,  que  son 
precisamente  los  cuatro  que  más  interesan  al  consumo 
y que  más  afectan  al  movimiento  general  colonial,  de 
lodos  ellos,  así  como  el  té  se  ha  mantenido  en  el  mis- 
mo precio  de  hace  veinte  años,  el  azúcar  ha  visto  bajar 
su  precio  de  un  modo  tan  considerable,  que  puede  de- 
cirse que  ha  tenido  una  baja  de  un  43  por  100;  y las 
mismas  cosechas  que  hoy  se  recogen,  que  son  ruino- 
sas y que  no  producen  ventaja  alguna  á los  producto- 
res ni  á los  agricultores,  estas  mismas  cosechas  al 
precio  de  antes,  de  hace  cuatro  años,  hubieran  produ- 
cido hoy  mismo  grandes  beneficios  á los  actuales  pro- 
ductores y agricultores. 

Una  autoridad  incontestable,  Mr.  Mulhall,  hace  el 
siguiente  cuadro  de  las  proporciones  entre  aumen  lo 
de  producción,  desarrollo  de  consumo  y oscilación  de 
los  precios  en  los  productos  colouiales: 


Aumento  de  producción  de  1851  á 1884: 

Tabaco,  de  100  á 140 

Gafé 184 

Té 375 

Azúcar 403 

Aumento  en  el  consumo: 

Tabaco,  de  100  á 128 

Gafé 107 

Té. 197 

Azúcar 226 

En  los  precios,  hajsucedido  lo  siguiente: 

El  té,  de  100  á 10C 

Café 190 

Tabaco 128 

Azúcar 67 


Es,  pues,  cierto  que  existia  en  1884  una  crisis  "-c- 
neral:  esto  es  evidente;  esto  es  indudable;  pero  esta  erb 
sis  general,  esta  crisis  exterior,  por  decirlo  así,  que 
circulaba  y se  producía  en  casi  todas  las  comarcas 
productoras,  esta  crisis  no  ha  hecho  más  que  venir  á 
aumentar  esa  otra  crisis;  la  crisis  endémica,  la  crisis 
natural  que  ya  existía  cu  la  isla  de  Cuba.  No  debe 
por  tanto,  atribuirse  la  situación  anormal  en  que  hoy 
se  encuentra  aquella  isla,  solo  á la  situación  que  en 
todas  partes  producía  la  crisis  azucarera  igualmente 
sentida  en  Europa  y América.  Ha  sucedido  á la  isla 
de  Cuba  en  esta  complicación  general,  lo  que  suce- 
dería á un  enfermo  valetudinario  que  se  encontrara 
en  grave  y crítica  situación,  y además  se  viera  inva- 
dido por  una  enfermedad  epidémica.  Esto  es  lo  que 
realmente  ha  sucedido  en  la  isla  de  Cuba.  No  es,  por 
tanto,  efecto  de  esa  crisis  exterior  la  situación  en  que 
hoy  se  halla  aquella  isla,  pues  su  estado  precario  y 
difícil,  más  que  efecto  y consecuencia  de  esa  crisis, 
es  efecto  y consecuencia  de  su  situación  interior  v 
peculiar,  hija  de  errores  inveterados  que  han  empe- 
zado ya  á producir  sus  naturales  resultados. 

Dos  sintomas  elocuentes,  dos  pruebas  irrecusables 
evidencian  cuán  triste  y ruinosa  era  la  situación  de 
Cuba  antes  de  que  estallara  la  tremenda  crisis  azuca- 
rera de  1884. 

Estos  dos  datos  son:  el  estado  de  la  producción  eu 
Cuba,  en  notable  decadencia  desde  1873,  y el  estacio- 
namiento de  la  población  en  los  últimos  veinte  años: 
signos  ambos  que  solo  presagian  término  funesto  in- 
evitable, más  el  último  si  se  quiere,  porque  en  el  mun- 
do social  acontece  algo  semejante  al  mundo  de  las 
plantas,  que  cuando  los  organismos  cesan  de  crecer 
es  porque  empiezan  á acabarse,  porque  les  llega  la 
hora  de  morir. 

La  producción  de  Cuba  desde  1873  decae  en  la 
proporción  siguiente.  Aquí  debo  advertir  que  mis  ci- 
fras no  son  obra  de  cuentas  galanas,  de  esas  que  sue- 
len darse  en  los  Centros  oficiales,  sino  efecto  de  las 
que  se  hallan  en  los  documentos  públicos  de  los  paí- 
ses que  en  esas  fechas  importaron  azúcar  de  Cuba. 

Exportó  Cuba: 


En  1873 738.000  toneladas. 

1875 699.000 

1879 680.000 

1881 483.000 

1883 437.000 


¿Y  la  población?  La  población  hace  más  de  veinte, 
años,  oscila  en  el  invariable  1 */-  millón  de  habitantes, 
cifra  por  cierto  que  ya  alguien  atribuía  á la  isla  en 
1852,  cuando  la  ocultación  de  esclavos  no  permitía 
saberse  á ciencia  cierta  á cuánto  ascendía  su  número. 

¡Qué  diferencia  eu  cambio  con  todas  las  demás 
colonias  del  mundo!  ¡Nuestra  producción  en  decaden- 
cia, y estacionada  la  población,  en  tanto  que  en  todas 
las  demás,  la  riqueza  y el  número  de  habitantes  en 
firme  y asombrosa  progresión! 

En  1850,  el  comercio  total  de  las  colonias  ingle- 
sas ascendía  á 45  millones  de  libras  esterlinas.  Éste 
comercio  se  aumenta  en  1870  hasta  154  millones,  y 
en  1883,  ¿sabéis  de  cuánto  es?  Pues  do  301.800.000 
libras  esterlinas,  es  decir,  siete  mil  quinientos  cua- 
renta Y CINCO  MILLONES  DE  PESETAS. 

Y no  se  diga  que  esas  colonias  progresan  porque 
sus  condiciones  son  de  otro  órdeu  que  en  Cuba;  no 
i son  tropicales  ni  productores  de  azúcar.  No  se  diga 
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esto,  porque  ornándome  entonces  á las  que  son  más 
que  semejantes,  idénticas  á Cuba,  pondré  delante  de 
todos,  el  siguiente  cuadro  del  desarrollo  de  su  co- 
merpio: 

ludias  Occidentales  inglesas: 

Comercio  de.  1850..  . . 8.400.000  libs.  est. 

1870 1 4.500.000 

1883 19.700.000 

Mauricio: 

Comercio  de  1870. . . . 4.200.000  liba.  est. 

1883 6.600.000 

En  el  número  de  habitantes,  la  progresión  au- 
mento, no  son  ménos  evidentes: 

En  1850 6.540.000  habitantes. 

1870 1 1 .290. 00Q 

1884 ........  ¡5.293.000 

Pero  no  es  solo  en  las  colonias  inglesas;  en  las 
francesas  podía  presentar  también  las  pruebas  de  su 
progreso  y adelanto  y hasta  en  las  mismas  holan^ 
desas. 

Java  solo  exportaba  en  1860,  unas  80.000  tone- 
ladas. Su  exportación  ha  ido  aumentando  después  en 
la  siguiente  escala: 

En  1870 1 14.083  toneladas. 

1877 232.355 

1880 267.820 

1882 322.921 

1886 411.000 


condiciones  especiales  respecto  del  azúcar,  cuya  pro- 
ducción estaba  gravada  con  derechos  casi  prohibiti- 
vos. Esto,  no  obstante,  puede  ahora  Java  durante  cin- 
co años  luchar  y competir,  porque  en  ese  plazo  no  se 
cobraráu contribución  territorial,  ni  contribución  mu- 
nicipal, ni  derechos  do  exportación  de  ninguna  cla- 
se, nada  absolutamente  más  que  la  cantidad  de  30 
céntimos  de  peseta  por  1 00  kilógramos  de  producción 
de  azúcar. 

Señores  Diputados:  hay  un  punto  importantísimo, 
en  el  que  es  preciso  nos  fijemos  todos,  pues,  á mi  en- 
tender, partiendo  de  ■él,  podremos  llegar  á salvar  las 
dificultades  que  hoy  existen,  tanto  más  cuanto  que  lo 
que  he  dicho  que  hace  Holanda,  lo  verifican  en  ma- 
yor ó menor  grado  todas  tas  Naciones  colonizadoras. 

Este  punto  es  que  todas  las  Metrópolis,  todas  sin 
excepción,  ménos  España,  unas  por  un  concepto,  otras 
por  otro,  corren  con  ciertos  gastos  de  las  colonias, 
gastos  que  solo  interesan  y corresponden  á la  Metró- 
poli. 

Inglaterra,  por.  ejemplo,  sufraga  con  su  presu- 
puesto ciertas  partidas,  que  no  corren  por  cuenta  de 
las  colonias. 

No  quiero  hacer  una  relación  de  lo  que  ha  gasta- 
do Inglaterra  en  sus  colonias,  porque  esto  me  lleva- 
ría demasiado  lejos,  creyendo  que  bastará  con  que 
deje  consignado  que  Inglaterra,  para  atender  á ciertos 
servicios  de  sus  colonias,  tiene  consignada  en  su  prer 
supuesto  una  partida  de  54.519.000  pesetas,  por  los 
conceptos  que  siguen: 


Al  examinar  la  situación  producida  en  todas  par- 
les por  esta  crisis  general  de  las  comarcas  producto- 
ras de  azúcar,  y comparar  la  situación  de  Cuba  con 
la  en  que  se  encontraban  las  demás  colonias  de  otras 
Naciones,  y ver  que  así  como  en  Cuba  va  descendien- 
do cada  dia  más  su  exportación,  las  colonias  de  Ho- 
landa, por  el  contrario,  van  de  año  en  año  aumen- 
tando la  suya,  yo  ine  preguntaba:  ¿cómo  es  que  no 
obstante  las  condiciones  generales  de  esta  crisis  que 
de  tal  modo  crean  una  situación  especial  en  la  isla 
de  Cuba,  no  se  arruinan  las  colonias  inglesas,  no  se 
arruinan  las  colonias  francesas,  no  se  arruinan  ni 
sucumben  las  colonias  holandesas,  sino  que,  por  el 
contrario,  viven,  luchan  y triunfan,  y lejos  de  decaer 
su  producción,  va  en  aumento,  desarrollándose  y to- 
mando nuevas  fuerzas  y mayor  incremento  cada  dia? 

Pero  c$  que  me  encuentro  pon  que.  en  Holanda  ha 
pasadp  lo  siguiente.  El  Gobierno  holandés,  en  vista  de 
los  sucesivos  déficits  con  que  se  saldaban  los  presu- 
puestos de  sus  colonias  desde  que  empezó  á iniciarse 
la  crisis  azucarara,  déficits  importantísimos,  puesto 
que  desde  1876  se  han  repelido  durante  cinco  años 
ascendiendo  i 7,  12  y 11  millones  de  florines,  acordó 
pedir  un  suplemento  de  crédito  para  saldarlos,  y al 
presentar  el  correspondiente  proyecto  de  ley,  el  Mi- 
nistro Mr.  llemskerk  hizo  á los  representantes  holan- 
deses la  siguiente  observación,  que  es  muy  de  tener 
en  cuenta.  «Señores,  Holanda  hace  el  presupuesto 
de  Java,  estableciendo  la$  condiciones  de  su  pre- 
supuesto de  gastos,  y si  hay  déficit,  es  prueba  de 
que  nosotros  nos  hemos  equivocado,  y si  nos  hemos 
equivocado,  nosotros  y solo  nosotros  debernos  serlos 
responsables,  no  la  colonia.»  Dé  modo  que  cuaqdo  ha 
habido  déficits  en  los  presupuestos  de  las  colonias 
holandesas,  el  Gobierno  de  aquélla  Nación  ha  acudido 
á suplirlos,  no  obstante  existir  allí  como  existían, 


Servicios  militares 1.816.762  libs.  est. 


Idem  marítimos . . 308.385 

Idem  civiles 55.6 13 


Total  libs.  est 2.180.760 


Bien  se  advierte  que  ahí  no  están  incluidas  las 
sumas  que  exigen  é invierlen  las  estaciones  maríti- 
mas, arsenales,  ni  divisiones  navales,  que  si  io  que 
importan  y valen,  se  fuera,  como  hacernos  nosotros, 
á cargar  sobre  ei  presupuesto  de  las  colonias,  enton- 
ces con  toda  su  riqueza,  acaso  no  tuvieran  fuerzas  bas- 
cantes las  colonias  inglesas  para  sufragar  el  número 
de  millones  de  libras  esterlinas  que  importan,  que, 
seguo  cálculo  aproximado,  no  bajarían  de  43  millo- 
nes de  pesos. 

No  quiero  hablar  tampoco  del  crédito  que  las  pres- 
ta, de  las  facilidades  que  las  da,  muy  distintas  por 
cierto  de  las  que  se  han  dado  á Cuba  no  hace  muchos 
meses  para  sus  billetes  últimos;  no  quiero  hablar  tam- 
poco de  las  cantidades  de  que  se  ha  hecho  responsable 
Inglaterra,  que  suman  nada  ménos  que  262  millones 
fie  libras  esterlinas.  Holanda,  por  su  parte,  sufraga 
todos  los  gastos  administrativos,  que  importan  millón 
y medio  de  florines,  donde  están  comprendidos  los  gas- 
tos de  personal  del  Ministerio  de  las  Colonias;  suma 
á la  que  hay  que  añadir  el  importe  de  los  déficits  en 
los  presupuestos  coloniales;  déficit  que  alguii  año  ha 
pasado  de  5 millones  de  pesos,  como  sucedió  en  1879 
y en  el  actual  de  1886. 

En  Francia  voy  á fijarme  especialmente,  porque 
como  es  la  Nación  que  en  todo  siempre  imitamos, 
bueno  es  que  ponga  á vuestra  vista  el  ejemplo  de  lo 
que  hace  por  sus  colonias,  para  así  induciros  á que 
hagamos  también,  sino  tanto,  algo  al  ménos,  y no 
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continuemos  siendo  una  excepción;  excepción  doioro- 
sisina. 

El  presupuesto  ordinario  colonial  que  figura  en  el 
del  Ministerio  de  Marine  et  Colonies , es  de  41.620.692 
francos. 

Esta  cantidad  está  dividida  en  los  siguientes  ca- 
pítulos: 

Francos. 


1 Administración  central 391.700 

2 Material  idcm 20.000 

3 Personal  civil 1.619,248 

4 Idem  de  justicia 1.516.882 

5 Idem  de  cultos 624.629 

6 Atenciones  militares 7.390.809 

7 Agentes  de  víveres 795.375 

8 Gastos  de  viaje 1.430.259 

9 Misiones 120.000 

10  Vituallas 6.465.042 

11  Hospitales 2.462.649 

12  Material  de  servicios  civiles 266.310 

13  Idem  id.  militares 2.540.840 

14  Gastos  generales 1.046.815 

15  Auxilios  del  servicio  local  de  las 

colonias 1.092.355 

16  Ferro-carriles  de  las  colonias 1.598.890 

17  Servicio  penitenciario 5.913.705 

18  Idem  id.  material 1.514.606 

19  Adelanto  Compañía  Dakar 220.000 

20  Ferro-carriles  de  las  colonias.  (Ex- 

plotación)  2.595.474 

21  Cable  telegráfico  Tonkin 615.000 

22  Servicio  de  delegación 665.210 

23  Idem  id.  (Material) 715.000 


Estas  sumas  se  vienen  repartiendo  á todas  las  co- 
lonias en  la  siguiente  forma: 

Fraíleos. 


Martinica 2.043.774 

Guadalupe 2.122.982 

Reunión 3.187.248 

Madagascar 35.000 

Guyana 3.302.604 

Nueva  Caledonia 7.917.347 

Senegal 7.450.182 

Idem  (alto) 3.495.077 

Cochinchina 3.238.379 

San  Pedro  y Míquelin 343.667 

Taiti 812.901 

Nossi-Bé 252.643 

Mayo  t te 187.630 

Rot.  Canores 95.000 

India 529.020 

Congo 1.601.798 

Gabin 574.264 

Cable  Tonkin 015.000 

Obock 441.831 

Servicio  común 3.374.342 


Pero  no  son  solos  estos  41  millones  los  que  gasta 
Francia  en  sus  colonias.  Estos  41  millones  son  solo 
por  el  presupuesto  ordinario.  En  el  mismo  presu- 
puesto del  Ministerio  de  Marina  hay,  en  el  concepto 
de  extraordinario,  esto  otro  presupuesto,  que  por  con- 
siguiente hay  que  añadir  al  ordinario*  anterior: 


Francos. 


Infantería  de  marina 3.533.000 

Malerial 24.000 

Artillería 8G5.000 

Vestuario 51  5.000 

Compañías  disciplinarias 54.000 

Alojamiento 390.000 

Servicio  médico 50.000 

Inspección 280.000 

Trasportes 5.064.000 

Gastos  varios 51.000 

Estaciones  navales 9.325.000 

Paso  del  itsmo 400.000 

Arsenal  de  Saigon 3.000.000 

División  del  Pacífico 3.900.000 


Ahora  bien;  añadiendo  á estas  cantidades  el  ca- 
pítulo que  se  encuentra  en  el  Ministerio  de  Correos  y 
Telégrafos  por  servicios  marítimos  abonados  en  sub- 
vención á las  Compañías  de  Mensajerías  y Trasatlán- 
tica (Francia),  encontramos  que  invierte  en  sus  colo- 
nias, con  cargo  á su  presupuesto,  la  suma  de  fran- 
cos 91.803.692. 

Cuenta  que  no  he  comprendido  á Argel,  en  cuyos 
gastos  hay  un  déficit  de  76.500.000  francos.  Cuenta 
que  no  sumo  tampoco  las  cantidades  que  figuran  en 
el  Ministerio  de  Estado  y Guerra  para  las  atenciones 
en  el  Tonkin,  donde  solo  de  1883  á 1885  se  han  em- 
pleado 326.033.242  francos,  y cuenta,  por  último, 
que  hago  caso  omiso  de  las  cantidades  empleadas  cu 
China  y Anaam,  que  entonces  estos  gastos  de  guerra, 
según  cálculos  y datos  de  Guyot  y Lalande,  pasan  de 

MIL  MILLONES  DE  FRANCOS. 

Después  de  todos  estos  ejemplos,  ¿qué  hacemos 
nosotros  por  las  colonias? 

No  basta  decir,  como  con  frecuencia  se  dice,  que 
somos  la  Nación  colonizadora  más  pobre,  cosa  que 
relativamente  no  es  cierta,  ni  basta  tampoco  decir 
que  no  tiene  importancia  nuestro  comercio  colonial, 
puesto  que,  después  del  de  Inglaterra,  como  vais  á ver, 
es  el  que  tiene  más  importancia. 

Inglaterra  tiene  un  comercio  total  de  pesetas 
1 5.446.3 18.575.  El  comercio  que  sostiene  con  sus  co- 
lonias es  de  2.529.001.425.  l)e  esto  resulta  que  el 
comercio  colonial  inglés  está  en  proporción  con  el  to- 
tal en  un  16  por  100,  y si  se  comprende  también  el 
de  la  India  en  un  22‘50  por  100. 

Francia.— Comercio  total:  9.457.000.000  francos. 
El  colonial,  208.500.000  francos.  Con  el  de  Argel,  que 
es  de  248.000.000.  Su  tráfico  con  las  colonias  es 
de  456.000.000,  ó sea  el  4*82  por  100  del  comercio  total. 

Holanda.— Comercio  total:  4.102.083.328  pesetas; 
idem  colonial,  250.042.400,  ó sea  el  G por  100. 

Portugal.— Comercio  total:  391.950.000  pesetas; 
idem  colonial,  7.925.000,  ó sea  el  2‘02  por  100. 

Dinamarca.— Comercio  total:  598.950.ÜÜ0pesetas; 
idem  colonial,  22.000.000,  ó sea  el  2*46  por  100. 

España. — Veamos  ahora  en  qué  proporción  esta- 
mos nosotros. 

Nuestro  comercio  total  es  de  1.462.560.706  pesetas. 
Nuestro  comercio  colonial: 


ConCuba 104.636.734  pesetas. 

Puerto-Rico 22.867.044 

Filipinas 21.253.850 


Total 148.757.268 
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Es  decir,  Sres.  Diputados,  ei  1 0‘  1 5 por  100. 

Y si  queremos  además  otro  dato  importante,  po- 
demos considerar  el  siguiente:  Francia  exporta  á sus 
colonias  69  millones  y nosotros  80  millones  de  pese- 
tas; ¿no  evidencia  esto  que  nuestro  comercio  y nuestras 
relaciones  mercantiles  con  las  colonias  son  más  im- 
portantes que  lo  que  generalmente  se  cree?  ¿No  hace 
ver  todo  esto  lo  que  valen  y significan  los  sacrificios 
de  Francia,  que  dedica  á sus  colonias,  sin  contar  Argel, 
91  millones  de  francos  para  no  tener  un  comercio  de 
exportación  que  equivalga  siquiera  á sus  desembol- 
sos? ¿No  queda  bien  demostrado,  en  cambio,  que  sa- 
camos de  nuestras  colonias  beneficios  harto  mayores 
de  lo  que  se  cree,  pues  sin  dedicarlas  un  centavo  las 
vendemos  por  80  millones  de  pesetas? 

Creo  oportuno  que  nos  fijemos  en  todas  estas  con- 
sideraciones y datos,  porque  aunque  son  prolijos  y 
enojosos,  ellos  demuestran  que  nuestra  situación  ac- 
tual política  es  insostenible,  y que  por  justicia  y con- 
veniencia tenemos  que  salir  de  ella. 

Y si  además  del  comercio,  queremos  considerar 
cuál  es  la  proporción  por  extensión  de  territorio  y por 
habitante  de  las  colonias,  hallaremos  que,  bajo  este 
último  concepto,  estarnos  aún  por  encima  de  Ingla- 
terra y por  encima  también  de  todas  las  demás  Na- 
ciones, como  lo  vereis  por  los  siguientes  datos: 


COLONIAS. 


Ex  tensión 
en  kilómetros 
cuadrados. 


Nó  mero 
de  habitantes. 


Inglesas 20.650.512  274.1 14.958 

Francesas 2.061.734  26. 149.851 

Holandesas 1.768.431  26.841.000 

Portuguesas 1.827.9G5  3.723.967 

Español* 429.551  8.722.857 

Danesas 225.751  127.000 


Proporción  por  comercio  y habitante: 

Inglesas. — Comercio,  4.058.283.975  pesetas,  en- 
tre 274.1  14.958  habitantes,  á pesetas  por  individuo, 
14*70. 

Francesas. — Comercio,  450  millones  y 27  millo- 
nes de  habitantes,  á pesetas  16‘60. 

Españolas.— Comercio,  148  millones  entre  8 mi- 
llones, á pesetas  18l50. 

Holandesas. — Comercio,  250  millones  entre  26 
millones  de  habitantes,  á pesetas  9‘65. 

Portuguesas.— Comercio,  7.425.000  pesetas  entre 
3.723.000  habitantes,  á pesetas  2‘25. 

Sacada  la  proporción,  no  ya  por  lo  que  A cada  ha- 
bitante corresponde,  sino  en  lo  que  toca  á la  superfi- 
cie de  las  colonias,  entonces  también  se  demuestra 
que  España  es  la  que  relativamente  tiene  mayor  co- 
mercio. Hasta  para  ello,  considerar  que  aunque  In- 
glaterra tiene  un  comercio  colonial  de  unos  4.000  mi- 
llones de  pesetas,  como  la  extensión  de  sus  colonias 
es  de  20  millones  de  kilómetros  cuadrados,  el  kilóme- 
tro de  territorio  colonial,  viene  representado  por  unas 
200  pesetas  en  el  tráfico.  Siguiendo  en  el  misino  or- 
den los  cálculos  el  kilómetro  cuadrado  de  las  colo- 
nias francesas  resulta  con  225  y el  de  las  españolas 
con  340  pesetas,  más,  mucho  más,  por  tanto,  que  el 
de  todas  las  colonias  conocidas. 

Ahora  bien,  Sres.  Diputados:  dadas  las  condicio- 
nes todas  que  acabo  de  exponer,  las  que  en  general 
demuestran  las  ventajas  y beneficios  que  de  las  co- 
lonias sacamos;  dadas  las  condiciones  en  que  se  en- 


cuentran nuestras  Antillas;  dadas  esas  condiciones 
difíciles  y excepcionales  de  las  que  no  pueden  salir 
sin  que  nosotros  pongamos  algo  de  nuestra  parte; 
dadas  estas  condiciones,  dadas  las  razones  que  he 
expuesto  y que  nos  obligan  más  que  á ninguna  otra 
Nación  colonizadora,  razones  que  por  un  lado  tie- 
nen gran  valor  político,  porque  nosotros  constitui- 
mos la  única  Nación  colonizadora  que  para  su  obra 
de  colonización  se  ha  inspirado  en  los  altos  ideales 
de  la  civilización,  de  la  religión,  de  la  justicia  y del 
derecho,  mientras  que  otras  Naciones  solo  se  inspi- 
raban en  su  interés  egoísta  y en  realizar  una  explo- 
tación que  no  tenian  inconveniente  en  entregar  á com- 
pañías que  gozaban  de  toda  clase  de  privilegios  y 
ventajas:  considerando,  además,  que  nosotros  hemos 
sido  la  Nación  que  más  producto  material  ha  obte- 
nido de  sus  colonias,  puesto  que  en  los  cuatro  siglos 
escasos  que  han  trascurrido  desde  el  descubrimiento 
de  la  América,  el  Tesoro  español  ha  percibido  980  y 
tantos  millones  de  pesos  en  el  concepto  de  diezmos  y 
quintos,  y solamente  la  isla  de  Cuba  ha  contribuido  á 
esa  suma  en  137  millones  de  pesos,  creo  que  estamos  en 
el  deber  especialísimo  de  considerar  la  enorme  carga 
que  hoy  grava  sobre  Cuba  por  efecto  de  las  guerras  de 
Méjico  y de  Santo  Domingo,  y sobre  todo  por  la  úl- 
tima guerra  civil,  cuyos  efectos  desastrosos  y cuyos 
gastos  han  recaído  exclusivamente  sobre  Cuba,  por- 
que esa  guerra  la  liemos  mirado  como  una  guerra 
local,  no  como  guerra  nacional.  Aun  considerando 
como  guerra  puramente  local  no  hay  razón  para  que 
su  peso  caiga  exclusivamente  sobre  Cuba;  esto  es  tan 
injusto  como  si  ahora  hiciéramos  pesar  exclusivamente 
sobre  las  Provincias  Vascongadas  todas  las  consecuen- 
cias de  la  guerra  carlista,  en  vez  de  repartirlas  sobre 
todos  los  elementos  de  la  Nación  y sobre  todas  las 
provincias  españolas.  ¿Qué  razón  hay,  Sres.  Diputa- 
dos, para  que  Cuba,  y solo  Cuba,  soporte  los  gastos  y 
sufra  las  consecuencias  de  una  guerra  en  que  estaba 
tan  interesada  la  integridad,  la  gloria  y la  honra  de 
toda  la  Patria  española? 

Creo,  pues,  que  si  no  nos  decidimos  á inspirar 
nuestra  conducta  en  móviles  de  protección,  de  frater- 
nidad, de  generosidad,  ó como  quiera  llamarse,  para 
echar  sobre  nuestros  hombros  la  parte  de  carga  que 
bajo  el  punto  de  vista  colectivo  y nacional  nos  co- 
rresponde, debemos  renunciar  á toda  esperanza  y des- 
echar toda  ilusión  de  salvar  á aquella  preciosa  An- 
tilla. 

Por  eso  voy  á concluir,  suplicando  que  me  per- 
donéis el  largo  tiempo  que  os  be  molestado,  haciendo 
algunas  y muy  concretas  observaciones. 

La  justicia  demanda  que  siguiendo  nuestros  pro- 
pios precedentes  y á ejemplo  de  lo  que  se  ha  hecho 
en  otras  partes,  libremos  al  presupuesto  de  Cuba  de 
todos  aquellos  gastos  que  pueden  y deben  conside- 
rarse gastos  generales,  como  los  correspondientes  á 
la  defensa  del  territorio,  al  sostenimiento  del  ejército, 
de  la  marina,  de  la  justicia  y del  clero;  todos  estos 
gastos  deben  pesar  sobre  el  Tesoro  nacional. 

Si  no  hacemos  esto,  si  no  adoptamos  alguna  medi- 
da para  reducir  el  servicio  de  la  deuda,  y para  que  ei 
presupuesto  de  Cuba  quede  reducido  á lo  verdadera- 
mente soportable  para  aquel  país,  si  no  ponemos  á la 
producción,  y especialmente  á la  de  azúcar  en  condi- 
ciones de  soportar  la  concurrencia  de  otros  países  pro- 
; ductores  para  que  siquiera  el  exceso  de  la  cantidad 
| supla  la  deficiencia  de  ios  precios,  entonces  tendre- 
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mos  que  irnos  acostumbrando  al  triste  convencimien- 
to de  que  Cuba  se  perderá,  pero  sabiendo  nosotros  que 
va  á jjéMerse, 

Creo  que  se  necesita,  como  tan  elocuentemente 
decía  el  Sr.  Morel,  una  reforma  radical  y absoluta;  y 
creo  que  la  reforma  principal  consiste  en  traer  al 
presupuesto  general  del  Estado  todos  los  gastos  de 
carácter  general  que  antes  be  indicado,  dejando  solo 
al  presupuesto  colonial  lo  que  real  y verdaderamente 
á las  colonias  pertenece,  los  gastos  locales  que  se  de- 
terminarán y administrarán  por  una  Junta  provincial 
ó colonial,  que  tenga  además  las  facultades  nece- 
sarias para  el  nombramiento  de  empleados;  porque 
como  decía  muy  bien  un  ilustre  individuo  de  esta 
mayoría  hace  ya  siete  años,  el  funcionarismo  es  en 
nuestras  colonias  el  peor  de  todos  los  males,  la  mayor 
de  todas  las  dificultades. 

Hay  intereses  contrarios  que  conciliar;  hay  egoís- 
mos que  vencer;  pero  sobré  todo  eso,  hay  una  difi- 
cultad mayor,  que  es  la  del  funcionarismo,  la  cual 
quedaría  salvada  enviando  á Cuba  aquellos  empleados 
cuyas  funciones  fuesen  de  carácter  general,  y que  se 
pagaran  y sostuvieran  con  créditos  y partidas  del  pre- 
supuesto general,  y dejando  que  Cuba  designara  para 
su  administración  local  y su  régimen  administrativo 
aquellos  funcionarios  que  creyera  que  mejor  podían 
llenar  su  cometido. 

Siento  haber  molestado  por  tanto  tiempo  y con 
tanta  incompetencia  vuestra  atención,  y voy  á con- 
cluir recogiendo  una  indicación  que  ha  hecho  el  señor 
Ministro  de  Estado,  sintiendo  no  poder  expresarla  con 
la  elocuencia  de  S.  S.,  para  sacar  de  ella  todo  el  par- 
tido posible. 

Deda  el  Sr.  Ministro  de  Estado  que  hoy  era  más 
necesario  que  nunca  adoptar  una  resolución  defini- 
tiva é inmediatamente,  para  aprovechar  esas  corrien- 
tes que  se  observan,  esps  movimientos  de  simpatía 
que  en  toda  América  se  notan  en  favor  de  la  Penín- 
sula. Yo  os  pregunto:  ¿creeis  que  puede  realizarse  ese 
movimiento  de  aproximación  si  lo  mismo  en  Cuba 
que  en  Puerto- Rico  no  se  oye  más  que  el  rumor  de 
quejas  y disgustos  por  las  injusticias  de  la  madre 
Patria;  si  allí,  esos  pueblos  americanos  que  tienden 
la  mirada  hácia  nosotros  no  ven  más  que  las  mismas 
heridas  que  ellos  sintieron  antes  de  rebelarse  y sepa- 
rarse de  nosotros?  ¿Creeis  que  puede  verificarse  la 
aproximación,  que  tanto  puede  importarnos  y tanto 
puede  contribuir  á nuestra  grandeza,  si  no  se  resuel- 
ven inmediatamente  las  cuestiones  políticas  y econó- 
micas allí  planteadas?  Por  eso,  yo  quiero  que  des- 
aparezca la  desigualdad  irritante  que  hoy  existe. 

Por  ejemplo,  yo  desearía  que  en  vez  de  interpre- 
tarse el  art.  89  de  la  Constitución  en  sentido  de  que 
pueda  legislarse  para  Ultramar  solo  dando  cuenta  á 
las  Córtes  de  las  disposiciones  que  en  ese  sentido  se 
adopten,  pero  sin  que  las  Córtes  examinen  lo  que  ha 
de  ser  objeto  de  esas  medidas;  que  en  vez  de  legislarse 
solo  por  el  Sr.  Ministro  de  Ultramar  refugiado  en  los 
salones  de  su  Ministerio,  que  cese  el  régimen  perso- 
nal y autoritario,  tínica  fuente  de  ley,  en  estos  (lias, 
para  las  Antillas,  y se  sometan  aquellas  provincias 
al  régimen  comun  parlamentario,  legislándose  para 
ellas  corno  para  la  Península.  Yo  deseo  que  el  espa- 
ñol, cualquiera  que  sea  el  cielo  en  que  se  encuentre, 
pueda  siempre  hallarse  dentro  del  mismo  hogar  pa- 
trio, y de  esa  snerte  puedan  todos,  podamos  todos  tra- 
bajar y cooperar  en  la  grandeza  y prosperidad  de  esta 


augusta  personalidad  moral  que  se  llama  la  Patria 
española. 

El  Sl*.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Ausente  el 
Sr,  Ministro  de  Ultramar  de  esta  Cámara  por  sus  ocu- 
paciones en  la  otra,  tengo  su  encargo  y representa- 
ción para  intervenir  en  la  interpelación  del  Sr.  Por- 
Luondo,  continuada  hoy  por  el  Sr.  Perojo. 

El  Gobierno  tiene  especial  iuterés  en  que  todos 
los  Sres.  Diputados  que  han  tomado  y hayan  de  to- 
mar parte  en  la  interpelación,  manifiesten  sus  respec- 
tivos puntos  de  vista,  y se  reserva  exponer  al  fin  del 
debate  aquello  que  crea  conveniente  someter  á la  con- 
sideración del  Congreso,  Como  de  no  seguir  este  mé- 
todo, habría  repeticiones  enojosas,  que  extenderían 
lQ5  debates  naturalmente,  ruego  al  Sr.  Perojo  que, 
hecha  esta  manifestación,  me  dispense  si  en  el  acto 
no  recojo  las  indicaciones  de  su  discurso;  y hago  el 
mismo  ruego  á ios  señores  que  hayan  de  tomar  parte 
en  él,  asegurándoles  que  el  Gobierno,  que  tiene  el  más 
vivo  deseo  de  que  la  interpelación  llegue  á los  últi- 
mos extremos,  porque  la  cuestión  es  importante,  no 
escatimará  seguramente  las  declaraciones  que  desea 
hacer,  ni  las  resoluciones  que  piensa  tomar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Calbcton  tiene  la 
palabra  para  consumir  el  tercer  turno. 

El  Sr.  CALBETON:  Señores  Diputados,  no  ha 
perdido  su  oportunidad  la  interpelación  explanada  por 
el  Sr.  Portuondo,  á pesar  de  los  cuarenta  dias  tras- 
curridos desde  aquel  en  que  inició  este  delate,  y no 
la  ha  perdido  desgraciadamente,  porque  las  circuns- 
tancias que  la  hicieron  necesaria,  aquellas  circuns- 
tancias en  virtud  de  las  cuales  el  Gobierno  la  declaró 
grave  y urgentísima,  siguen  en  la  isla  de  Cuba;  y no 
solamente  siguen,  sino  que  son  cada  vez  más  apre- 
miantes, más  difíciles,  y hacen  más  necesaria  la  ac- 
ción inmediata  del  Poder  legislativo  y del  ejecutivo, 
únicos  que  pueden  llevar  allí  los  remedios  radicales 
que  aquella  sociedad  necesita  para  volver,  no  sola- 
mente á su  antigua  riqueza,  sino  también  á su  anti- 
gua tranquilidad. 

Su  tranquilidad,  porque  arruinado,  Sres.  Diputa- 
dos, por  completo  el  comercio,  arruinada  en  absoluto 
la  industria,  cegadas  las  fuentes  de  trabajo,  no  es  ex- 
traño que  se  bayan  excitado  allí  todo  género  de  ma- 
las pasiones,  y que  á esta  excitación  baya  seguido  lo 
que  más  grave  es  en  la  constitución  de  todos  los  Es- 
tados, la  inseguridad  de  la  propiedad  y la  de  los  in- 
dividuos, tanto  en  los  campos  como  en  las  ciudades, 
y que  la  encarnación  de  ese  estado  de  inseguridad, 
que  es  el  bandolerismo,  sea  ei  que  rija  y gobierne  hoy 
los  ámbitos  todos  de  aquella  grande  Antilia.  Así, 
aquella  autoridad  tibia,  inexperta,  que  no  sabe  perse- 
guir el  bandolerismo,  ni  lomar  aquellas  enérgicas 
disposiciones,  que  son  necesarias  para  llevar  al  sopo 
de  aquella  sociedad  la  tranquilidad  que  necesita,  que 
igpora  las  necesidades  económicas  del  país  que  go- 
bierna, y no  pide,  por  consiguiente,  las  reformas  ra- 
dicales que  exige  aquella  administración  é impone  la 
tremenda  crisis  económica  que  abruma  a aquel  her- 
moso suelo;  aquella  autoridad,  que  no  hace  uso  de  los 
poderosos  resortes  que  el  Gobierno  pone  en  sus  ma- 
nos, y no  puede  evitar  las  dificultades  que  se  le  pre- 
sentan, en  su  mayor  parle  por  su  propia  debilidad 
creadas,  ha  perdido  por  completo  su  prestigio  para 
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todos  los  que  componen  la  representación  antillana, 
sea  cualquiera  el  lugar  que  en  esta  Cámara  ocupa. 
(A  sentimiento.) 

Por  todo  esto  es  necesario  que  el  Gobierno  tome 
inmediatas  y enérgicas  resoluciones,  tanto  en  el  ór- 
den  económico,  como  en  el  político  y administrativo, 
y que  lleve  allí  la  tranquilidad  de  que  hoy  no  disfru- 
tan aquellos  ciudadanos,  que  solo  conservan  ya  en  su 
corazón  una  esperanza;  la  de  que  nosotros  los  repre- 
sentantes de  esta  Nación,  siempre  magnánima  y ge- 
nerosa, que  ha  sabido  verter  su  sangre  á torrentes 
por  conservar  aquí  su  independencia,  y allí  la  inte- 
gridad del  territorio,  sepamos  hacer  justicia  á la  isla 
de  Cuba  y ponerla  en  condiciones  iguales  á las  demás 
provincias  peninsulares,  afrontando  todas  las  conse- 
cuencias que  para  el  presupuesto  y régimen  eco- 
nómico de  la  Península  pueda  traer  consigo  esta  de- 
claración. 

El  Sr.  Portuondo  en  un  brillantísimo  discurso, 
digno  de  aplauso  por  su  fuerza  de  lógica  en  primer 
término,  más  digno  de  aplauso,  en  mi  pobrísimo  en- 
tender, por  el  espíritu  patriótico  que  anima  todas  sus 
partes;  el  Sr.  Portuondo,  repito,  hizo  un  análisis  ad- 
mirable de  las  condiciones  en  que  se  encuentra  la  isla 
de  Cuba,  y marcó  también  cuáles  son  bajo  su  punto 
de  vista  especial  las  soluciones  que  á aquel  país  deben 
llevarse  para  volverlo  á su  pristina  felicidad  y bien- 
andanza. Y para  mí  lo  más  brillante  del  discurso 
fué  la  declaración  que  hizo,  diciendo  que  él,  autono- 
mista siempre,  autonomista  de  fe,  autonomista  cuya 
historia  no  podia  ser  desconocida  por  ninguno  de 
nosotros,  guardaba  esta  fórmula  en  el  arca  santa  de 
su  conciencia,  porque  sabía  que  no  podia  venir  á pe- 
dir su  realización  á este  Gobierno,  y que  solo  venía  á 
pedirle  condiciones  de  existencia  para  aquel  país  que 
dignamente  representa. 

El  Sr.  Perojo,  que  hoy  también  se  ha  declarado 
autonomista,  no  ha  imitado  en  este  punLo  la  pruden- 
cia irreprochable  dcL  Sr.  Portuondo,  y algo  ha  indi- 
cado en  su  discurso,  lleno  por  otra  parte  de  curiosos 
datos,  de  Cámaras  de  provincia  y de  Cámaras  insulares. 
Yo  no  he  de  acompañar  al  Sr.  Perojo  en  este  camino; 
por  el  contrario,  voy  á imitar  la  prudencia  patriótica 
que  observó  el  Sr.  Portuondo,  y sin  forzar  nota  algu- 
na ni  hacer  recriminaciones,  voy  á seguirle  en  su  dis- 
curso por  el  mismo  órden  lógico  que  estableció  en  el 
desenvolvimiento  de  Los  problemas  que  expuso  á vues- 
tra consideración. 

Las  cuestiones  económicas  bao  sido  aquí  exami- 
nadas tantas  veces  por  todos  nosotros,  que  sería  en 
mí  un  deseo  de  molestar  vuestra  atención  y de  dis- 
gustaros por  completo,  el  volver  hoy  á tratar  de  cosas 
que  tantas  y tantas  veces  se  han  traído  al  Parlamento, 
exponiéndose  siempre  acerca  de  ellas  la  misma  Opi- 
nión, y yo  no  he  de  incurrir  en  este  defecto.  Cábeme 
la  satisfacción,  Sres.  Diputados,  de  ser  hoy  lo  que 
era  cuando  ocupaba  aquellos  bancos  enfrente  de  un 
Gobierno  conservador  que  presidia  el  Sr.  Cánovas  del 
Castillo;  cábeme  la  satisfacción  de  estar  conforme 
siempre  con  lo  que  mi  amigo  ci  Sr.  Villanueva  expu- 
so en  sus  memorables  discursos  de  21  y 22  de  Abril 
de  1885,  en  los  que  hizo  á grandes  rasgos,  muy  pa- 
recidos en  su  fondo  en  la  parle  económica,  las  mis- 
mas manifestaciones  que  ha  hecho  en  su  discurso  el 
Sr.  Portuondo,  y he  de  repetir  las  palabras  que  pro- 
nuncié en  aquellas  sesiones  memorables  en  que  hici- 
pios  juntos  una  campana  activa  el  actual  Sr.  Ministro 


de  Estado  y mi  compañero  el  Sr.  Timón,  contra  el  pre- 
supuesto burocrático  é imposible  que  nos  presentó 
aquí  el  Sr.  Conde  de  Tejada  de  Valdosera,  Ministro  de 
Ultramar  del  Gobierno  conservador.  Decia  el  Sr.  Por- 
tuondo  que  de  dos  maneras  distintas  podia  conside- 
rarse la  cuestión  económica  de  Cuba;  que  de  una  ma- 
nera puede  resolverse  esta  cuestión  si  el  tratado  de 
comercio  se  hace,  y de  otra  manera  debe  resolverse 
si  el  tratado  no  se  hace;  pero  anadia  que  de  todas 
suertes  las  reformas  son  necesarias  y urgentes;  que 
quizás  estas  pudieran  no  ser  tan  radicales  como  sería 
preciso,  si  el  tratado  de  comercio  no  fuese  un  lincho. 
Este  mismo  punto  es  el  que  mantengo  hoy;  pero  como 
creo  que  el  tratado  de  comercio  con  los  Estados-Uni- 
dos no  se  hace,  como  creo  todavía  más,  y es  que  no 
se  debe  hacer,  habré  de  partir  de  la  no  existencia,  del 
abandono  total  de  esa  funesta  é ilusoria  negociación 
que  nos  obliga  á buscar  dentro  de  nuestras  propias 
fuerzas,  de  nuestros  recursos  propios  los  radicales  re- 
medios que  necesitan  los  agudos  males  que  Cuba  ex- 
perimenta. Y estimo  que  no  puede  existir  el  tratado 
de  comercio  con  los  Estados-Unidos,  porque  nunca 
he  podido  comprender,  íSres.  Diputados,  que  aquella 
poderosa  República  fuera  á negociar  con  nosotros  y 
las  Antillas,  no  solo  por  la  enorme  difereucia  que 
acusan  las  corrientes  del  comercio  respectivo  de  im- 
portación y exportación  en  favor  de  nuestras  provincias 
de  Ultramar,  sino  por  otra  porción  da  consideraciones 
expuestas  mil  veces  en  esta  Cámara  por  el  Sr.  \ illa- 
nueva,  mi  querido  amigo,  en  primer  término,  y luego 
por  todos  los  que  sucesivamente  se  lian  Levantado 
aquí  á ocuparse  de  esta  materia,  y que  no  repito,  por- 
que seria  esta  repetición  tan  innecesaria  como  eno- 
josa. 

Por  consiguiente  voy  A ocuparme  de  las  reformas 
necesarias  y urgentes  que  reclamamos  de  vosotros  y 
del  Gobierno  los  representantes  de  la  gran  Antilla. 
Estas  reformas  son  de  dos  clases,  unas  que  tienen  re- 
lación inmediata  con  los  presupuestos  generales  del 
Estado  en  la  isla  de  Cuba,  otras  que  solo  tienen  con 
ellos  una  relación  mediata;  pero  que  son  tan  necesa- 
rias como  las  otras  para  que  juntas  puedan  llevar  á 
la  isla  de  Cuba  á la  situación  qno  tenía  en  los  prime- 
ros tiempos  de  su  prosperidad  y grandeza.  Las  que 
se  refieren  A los  presupuestos  generales  del  Esta- 
do son  la  reforma  arancelaria  y la  supresión  de  los 
derechos  de  exportación.  Cegadas  como  están  hoy  las 
tres  grandes  fuentes  de  riqueza  de  Cuba,  más  que 
por  la  concurrencia  universal,  por  las  trabas  que 
nosotros  mismos  ponemos  á sus  productos,  es  nece- 
sario, para  que  vuelvan  á brotar,  desembarazarlas  de 
todo  obstáculo,  poniendo  á nuestros  frutos  en  dispo- 
sición de  competir  con  los  productos  similares  del 
resto  del  mundo;  y una  de  las  pesadumbres  que  cou 
más  fuerza  gravitan  sobre  Cuba,  es  la  que  se  llama 
derechos  de  exportación  que  impone  la  propia  Patria 
á los  productos  de  su  suelo  y que  no  tienen  defensa 
en  el  terreno  económico,  ni  en  el  de  la  conveniencia; 
derechos  que  hasta  nos  imposibilitan  para  tratar  con 
cualquiera  otra  Nación,  toda  vez  que  ninguna  puedo 
hacernos  concesiones,  cuando  nosotros  mismos  no  te- 
nemos consideración  con  los  productos  de  nuestro 
propio  suelo;  estos  derechos  que  se  impusieron  con 
carácter  de  transitorios,  parece  como  que  quieren  lle- 
gar á ser  y convertirse  en  derechos  perpétuos,  y es 
necesario  que  no  lo  sean. 

Suprimidos  esos  derechos  de  exportación,  que 
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como  ya  he  dicho  son  anticientíficos  é inconvenien- 
tes, es  necesario  hacer  de  una  manera  franca,  de  una 
manera  liberal  y resuelta,  la  reforma  arancelaria;  por- 
que, como  decía  muy  bien  el  Sr.  Portuondo,  aun  aque- 
llos partidarios  del  libre-cambio  cuando  predican  sus 
ideas  y quieren  aplicarlas  en  aquellas  Naciones  que 
tienen  tradición  é historia,  en  aquellas  Naciones  en 
que  existen  intereses  antiguos  creados,  intereses  re- 
gionales que  entre  sí  chocan,  llegan  á transacciones 
que  toman  forma  de  tratado  de  comercio;  pero 
cuando  quieren  aplicarlas  á países  nuevos  como  Cuba, 
á aquellos  países  en  que  no  existe  conflicto  ninguno, 
entonces  llevan  hasta  sus  últimos  límites  las  doctri- 
nas y piden  su  inmediato  planteamiento;  y digo  yo 
que,  aun  aquellos  mismos  que  como  el  Sr.  Ministro 
de  Ultramar  ú otros  que  pudiera  haber  en  esta  Cá- 
mara que  pueden  ser  francamente  proteccionistas,  tie- 
nen que  ser  libre-cambistas  en  Cuba  porque  el  libre- 
cambio allí  es  la  protección,  el  libre-cambio  protege 
los  intereses  de  Cuba,  y por  consiguiente,  los  libre- 
cambistas en  Cuba  son  en  esencia  proteccionistas. 

Hay  que  suprimir  en  absoluto  los  derechos  aran- 
celarios qnc  satisfacen  los  productos  españoles  ai  en- 
trar en  aquellos  puertos,  reducir  el  Arancel  á dos  co- 
lumnas, una  en  que  estén  las  Naciones  convenidas,  y 
otra  en  que  figuren  las  no  convenidas;  suprimir  dentro 
de  esas  columnas  lodo  derecho  arancelario  á los  ar- 
tículos que  sean  de  absoluta  necesidad  no  solo  para  la 
vida  material  sino  para  la  vida  agrícola  é industrial; 
rebajar  los  derechos  de  algunos  artículos  qiie  no  es- 
tán en  esa  categoría,  pero  solo  pueden  estar  gravados 
con  un  derecho  puramente  fiscal  de  un  tanto  por 
ciento  acl  valorem , y llegar  si  se  quiere  hasta  exceder 
estos  límites  en  aquellos  artículos  que  pueden  lla- 
marse suntuarios,  encomendando  (téngase  esto  muy 
en  cuenta),  la  valoración  de  estos  artículos  á las  Cá- 
maras de  comercio  ó á personas  ó juntas  competen- 
tes en  la  materia,  y que  pueden  decir  con  criterio 
recto  cuál  es  el  verdadero,  exacto,  positivo  y cierto 
valor  de  las  mercancías  introducidas. 

En  correlación  con  estas  medidas  que  en  el  Aran- 
cel de  Cuba  deben  tomarse,  deben  adoptarse  otras  en 
el  Arancel  de  la  Península;  suprimiendo  de  una  vez 
y para  siempre  esa  injusticia  que  se  comete  con  el 
productor  antillano  gravando  algunos  artículos  con 
ciertos  impuestos  que  se  llaman  transitorios  y otros 
con  algún  derecho  arancelario.  Es  necesario  que  se 
ponga  al  productor  de  Cuba  en  las  mismas  condicio- 
nes del  productor  peninsular  puesto  que  ambos  pro- 
ductores hijos  son  de  una  madre,  y no  es  posible  que 
una  Nación  que  ha  abolido  los  mayorazgos  en  la  vida 
civil,  en  la  vida  económica  y mercantil  establezca  un 
mayorazgo  en  favor  del  productor  peninsular  dejando 
al  segundón  de  Cuba  en  un  estado  muy  vecino  á la 
miseria. 

Si  vosotros  tuviérais  en  cuenta  estas  sencillas  ma- 
nifestaciones, é hiciérais  con  este  espíritu  las  reformas 
que  se  os  piden  en  los  Aranceles  de  Cuba  y de  la  Pe- 
nínsula, ¿concederíais  algún  privilegio?  No;  y esta  es 
precisamente  la  razón  en  virtud  (le  la  cual,  cuando  se 
levanta  aquí  un  representante  de  Cuba  haciendo  este 
género  de  reclamaciones,  parece  que  tiene  tanta  fuer- 
za, porque  nosotros  no  pedimos  en  materia  económica 
y mercantil  sino  la  igualdad  necesaria  entre  los  hijos 
do  una  misma  madre,  sin  ninguna  diferencia,  y por 
eso  no  es  posible  que  á nuestra  argumentación  pueda 
oponerse  otra  que  tenga  visos  siquiera  de  lógica. 


Puede  oponerse  á esta  demanda  lo  que  se  ha  opuesto 
por  algunos  Ministros  de  Hacienda,  diciendo:  ¿y  cómo 
queda  mi  presupuesto?  ¿Qué  va  á ser  de  mí,  que  no 
puedo  cubrir  el  déficit  si  me  quitáis  de  un  solo  golpe 
los  10  ó 12  millones  de  pesetas  que  representan  los 
derechos  transitorios  sobre  los  azúcares  de  Cuba, 
Puerto-Rico  y Filipinas?  Pues,  ó se  buscan  por  otro 
lado,  ó se  cubren  con  deuda  flotante  y se  tiene  espe- 
ranza en  el  porvenir;  lo  que  se  debe  hacer,  desde  lúe-, 
go,  es  suprimir  esc  derecho  injusto,  arbitrario,  anti- 
patriótico, irracional,  irritante  y tan  oneroso  para 
aquella  hermosa  porción  de  la  nacionalidad  española, 
á cuyas  legítimas  aspiraciones  no  debe  dejarse  de  dar 
satisfacción  por  el  frívolo  pretexto  de  no  sufrir  un  pe- 
queño desnivel  en  el  presupuesto  de  la  Península,  ó 
mejor  por  no  quererse  estudiar  el  modo  de  sustituir 
esas  gabelas.  Yo  no  soy  Ministro  de  Hacienda,  ni  es- 
pero serlo  nunca,  y no  tengo  que  decir  al  que  hoy 
ocupa  ese  departamento  cuál  es  la  manera  fácil  de 
cubrir  este  déficit  en  el  presupuesto  peninsular;  á ese 
Sr.  Ministro,  tan  inteligente  y querido  de  todos  nos- 
otros, toca  estudiarla,  como  toca  al  Gobierno  estirpar 
de  raíz  esa  injusticia  que  existe  respecto  de  los  pro- 
ductos de  la  isla  de  Cuba,  haciéndolos  de  igual  condi- 
ción que  los  productos  similares  de  la  Península. 

Quedará  también  indotado  con  esto  el  presupuesto 
de  Cuba.  Rebaj árase  al  ménos  la  recaudación  de  adua- 
nas en  cantidad  considerable;  pero  aparte  de  que  pue- 
den establecerse  otros  impuestos  que  no  graven  tan 
directamente  la  propiedad,  que  sean  más  difusibles 
sobre  todo,  porque  la  difusión  es  una  de  las  prime- 
ras cosas  que  deben  buscarse  en  el  impuesto  para 
que  se  reparta  en  toda  la  sociedad  de  la  manera  me- 
jor posible;  aparte,  repito,  de  que  pueden  buscarse 
otras  materias  imponibles,  como  indicaba  el  señor 
Portuondo,  digo  que  pueden  perfectamente  casti- 
garse los  gastos  en  la  medida  y en  la  forma  que  lo 
permitan  las  doctrinas  del  partido  que  hoy  gobierna 
los  destinos  del  país,  y con  la  extensión  que  quizá  en 
uno  de  los  extremos  de  este  mi  desaliñado  discurso 
diré. 

Otras  medidas  que  tienen  relación  íntima  con  el 
presupuesto,  pero  mediata,  son  aquellas  que  se  re- 
fieren al  concierto  económico  de  aquel  país,  que  está 
hoy  completamente  desconcertado;  a la  desaparición 
de  ese  cáos  inmenso  en  que  se  agita  la  circulación 
monetaria  por  el  papel  fiduciario  que  se  lanzó  sobre 
tres  provincias  de  las  seis  que  constituyen  la  isla  de 
Cuba,  y aquellas  otras  medidas  que  tienden  á aliviar 
en  algún  tanto  otras  manifestaciones  de  la  riqueza  de 
la  grande  Antilla,  que  no  son  precisamente  el  azúcar. 

Señores  Diputados,  el  cáos  en  que  yace  la  isla 
respecto  de  la  moneda,  es  espantoso.  Puede,  sin  duda 
alguna,  compararse  ese  estado  al  que  tenía  en  sus 
peores  años  la  República  francesa  con  sus  dichosos 
asignados,  y esos  asignados  ó ese  papel  fiduciario  ó 
esa  moneda  de  papel  que  circula  en  tres  provincias 
de  las  seis  que  constituyen  la  región  cubana,  esos 
billetes  que  fueron  emitidos  en  momentos  solemnes, 
aceptándolos  con  gran  patriotismo  todos  los  habitan- 
tes leales  (le  aquella  Antilla,  que  fueron,  juntamente 
con  las  grandes  fuerzas  que  allí  mandó  la  Nación  y 
con  el  esfuerzo  valeroso  de  aquellos  habitantes,  la 
causa  principal  de  que  se  conserve  todavía  aquel  flo- 
rón de  la  corona  de  Castilla  para  España;  esos  bille- 
tes que  son,  por  tanto,  una  deuda  nacional,  son  com- 
pletamente repudiados  por  los  Gobiernos,  y tienen 
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valor,  yo  no  sé  por  qué,  Sres.  Diputados,  porque  la 
verdad  es  que  no  pueden  cambiarse  en  ninguna  par- 
te, que  el  Gobierno  no  los  admite,  y hace  perfecta- 
mente, ni  amortiza  en  absoluto,  que  allí  no  se  han 
cuidado  las  autoridades  siquiera  de  cumplir  en  esta 
parte  los  presupuestos  como  debían  ser  cumplidos, 
que  para  eso  son  leyes,  aunque  sean  malas,  y que  ese 
cáos  continúa,  que  ese  cáos  sigue,  arruinando  por 
completo  á las  clases  más  menesterosas  y más  des- 
validas de  aquella  región.  ¿Es  posible  que  no  haya 
medio  para  salir  de  este  cáos?  ¿Es  posible  que  el  Go- 
bierno siga  siendo  sordo  á todos  los  clamores  y á to- 
dos los  lamentos  que  se  alzan  de  todas  partes  en 
aquellas  tres  provincias  de  Cuba,  pidiendo  que  acabe 
una  situación  imposible  é insostenible,  que  viene  á 
arruinar  á aquellos  que  más  necesitan  de  los  peque- 
ños salarios  ó de  las  pequeñas  obvenciones  de  un  co- 
mercio al  por  menor?  Pues  sí  lo  hay,  y es  muy  sen- 
cillo y muy  fácil.  Bases  tiene  el  Gobierno,  que  le  he- 
mos entregado  nosotros. 

Con  el  Banco  Español  de  la  Habana  ó con  otra 
Sociedad,  si  esta  no  quiere,  puede  contratar  perfecta- 
mente este  servicio;  y si  ese  Banco  con  todos  sus  pri- 
vilegios, con  todas  sus  prerrogativas,  no  hace  caso  á 
la  voz  del  país,  y pone  obstáculo  á la  fácil  y cómoda 
recogida  de  esos  billetes,  que  el  Gobierno  le  propon- 
ga, él  debe  saber  perfectamente  que  si  en  las  esferas 
oficiales  hay  energía,  pueden  quitársele  todos  sus  pri- 
vilegios, que  puede  acabar  de  una  vez  y para  siem- 
pre sus  prerrogativas,  y concederse  á otra  sociedad 
que  teniendo  iguales  ó análogas  garantías,  preste  ese 
servicio  al  país  de  una  manera  que  le  honre  y al  mis- 
mo tiempo  le  dé  el  correspondiente  fruto,  ó ser  pro- 
clamada la  libertad  de  Bancos  de  emisión. 

Otra  de  las  cuestiones  económicas  que  hay  que 
tocar  allí,  pero  de  una  manera  urgente,  es  la  cuestión 
del  crédito.  Aquí  muchos,  por  desgracia,  creyeron  que 
la  tierra  en  Cuba  puede  ser  susceptible  de  préstamos, 
y eso  es  imponible.  Nos  hemos  empeñado  en  llevar  á 
Cuba  la  ley  hipotecaria,  y está  dando  pésimos  resul- 
tados; porque  en  un  país  corno  aquel,  en  que  la  tierra 
no  vale  nada,  en  que  es  completamente  nueva,  casi  ó 
totalmente  virgen,  es  imposible  que  sirva  de  base  del 
crédito;  y buscando  las  condiciones  de  esc  crédito  en 
la  esencia  de  aquella  riqueza,  buscando  las  condicio- 
nes especiales  en  que  vive  y se  desarrolla  en  aquel 
país,  hallaremos  que  su  único  fundamento  posible  es 
el  fruto;  que  sobre  los  frutos  es  necesario  que  se  le- 
vante el  edificio  de  una  nueva  contratación,  hacién- 
dose algo  urgente  y rápidamente  para  que  los  présta- 
mos puedan  ser  más  baratos  de  lo  que  son  en  la 
actualidad,  sea  así  más  barata  la  producción,  y ha- 
cerlo rompiendo  con  todas  las  preocupaciones  de  es- 
cuela; hacerlo  rompiendo  con  todos  los  principios  que 
forman  en  los  abogados  una  segunda  naturaleza;  ha- 
cerlo teniendo  el  valor  (le  decir  que  la  hipoteca  úni- 
camente puede  gravar  la  tierra  ó la  propiedad,  pero 
jamás  sus  frutos.  Yo  ya  sé  que  esto  es  muy  duro,  so- 
bre todo  para  aquellos  que  nos  hemos  sentado  en  las 
universidades  y estamos  acostumbrados  á reconocer 
como  una  cosa  corriente  desde  los  primeros  tiempos 
del  derecho  que  los  frutos  siguen  constantemente  á 
la  hipoteca;  pero  cuando  la  necesidad  apremia,  cuan- 
do el  estado  de  la  isla  de  Cuba  nos  demuestra  de  una 
manera  tangible  que  es  imposible  que  los  préstamos 
recaigan  sobre  la  tierra,  es  necesario  tener  valor  para 
abdicar  esos  principios  de  escuela  y seguir  los  más 


provechosos  y más  adecuados  que  nacen  del  estudio 
de  las  condiciones  propias  del  terreno  en  que  las  le- 
yes deben  ser  aplicadas. 

¿Qué  vamos  á conseguir  con  todo  esto?  Algunos 
Sres.  Diputados  creen  que  estas  medidas  producirán 
poco,  escaso,  quizá  ningún  resultado  para  la  isla  de 
Cuba;  que  su  mercado  natural  es  aquel  vecino  pode- 
roso que  tiene  arriba,  la  República  de  los  Estados- 
Unidos,  y que  jamás  el  mercado  peninsular  puede  su- 
plir á aquel  otro,  que  jamás  las  necesidades  que  siente 
el  consumidor  peninsular  serán  tan  grandes  como  las 
que  siente  el  consumidor  norte-americano.  ¡Error  pro- 
fundo! Ei  Sr.  Perojo  acaba  de  explicar  muy  bien  bajo 
este  punto  de  vista,  cuán  funesta  es  y cuán  inexacta 
ia  afirmación  de  que  los  Estados-Unidos  sean  un  mer- 
cado natural  para  la  isla  de  Cuba,  y yo  tengo  que 
añadir,  que  por  más  que  he  oido  muchas  veces,  tanto 
en  esta  como  en  la  otra  Cámara,  á personas  tan  dis- 
tinguidas como  el  actual  Ministro  de  Hacienda,  señor 
López  Puigcerver,  decir  que  no  es  posible  que  el  mer- 
cado peninsular  sea  un  mercado  natural  para  nues- 
tras provincias  de  Ultramar,  yo  opino  lo  contrario,  y 
debo  manifestar  que  tengo  fe  y esperanza  en  que  el 
mercado  peninsular,  si  no  consume  toda  ia  cantidad  de 
azúcar  que  producimos,  puede  consumirse  la  tercera 
parte,  y teniendo  la  tercera  parte  del  lado  de  acá,  bien 
podemos  poner  la  ley  al  vecino  colosaL  de  allí.  Las  ra- 
zones en  que  me  fundo  para  tener  esta  fe  y esta  espe- 
ranza, consisten  en  que  vendiéndose  hoy  como  se  ven- 
de a 2 y 3 pesos  la  arroba  de  azúcar  en  la  Península, 
se  consumen,  sin  embargo,  58  millones  de  kilógramos, 
según  los  datos  oficiales.  Pues  bien;  nosotros,  que  boy 
lo  estamos  vendiendo  para  los  Estados-Uniclos  á 47a  rea- 
les la  arroba,  podremos  venderlo  en  la  Península,  y to- 
davía con  lucro  á peso  fuerte,  y entonces  esos  58  mi- 
llones de  kilógramos  que  hoy  consume  el  mercado 
peninsular,  tendrán  necesariamente  que  duplicarse  ó 
triplicarse.  ¿Cómo  ha  de  ser  posible  que  no  ya  las  cla- 
ses menesterosas,  pero  ni  siquiera  las  clases  acomoda- 
das ó poco  acomodadas  al  raénos, consuman  hoy  azúcar 
en  la  Península,  si  les  cuesta  el  kilogramo  á una  pe- 
seta ó una  peseta  20  céntimos?  Pero  ¿puede  sóidamen- 
te sostenerse  que  no  aumentará  el  consumo,  si  mer- 
ced á estas  reducciones  que  acabo  de  apuntar,  baja 
ese  precio  en  dos  terceras  partes?  No,  boy  eL  azúcar 
es  en  todas  partes  artículo  de  primera  necesidad;  solo 
entre  nosotros  es  de  lujo,  entre  nosotros,  Sres.  Dipu- 
tados, que  se  lo  hemos  enseñado  á hacer  al  mundo. 

Además,  ¿no  debemos  creer  que  se  ha  de  desarro- 
llar en  la  Península  la  industria  de  la  refinación,  aba- 
ratando la  materia  prima?  Y sobre  esa  industria  que 
esLá  por  crear,  ¿no  tenemos  ya  otra  creada,  que  es  la 
principal  base,  el  principal  fundamento  de  la  riqueza 
española,  la  industria  del  vino? 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Señor. Calbeton,  me  parece 
que  todavía  necesitará  V.  S.  prolongar  bastante  su 
discurso,  y si  es  así,  ruego  á S.  S.  que  me  lo  mani- 
fieste, porque  la  necesidad  de  distribuir  el  tiempo  en- 
tre los  demás  trabajos  que  tiene  el  Congreso  pendien- 
tes, me  obligaría  á suspender  esta  discusión. 

El  Sr.  CALBETON:  Algo  tengo  que  decir,  que  no 
podrá  caber  dentro  del  tiempo  que  quizás  S.  S.  pueda 
permitirme;  así  es  que  estoy  á sus  órdenes,  y puede 
S.  S.,  si  gusta,  suspender  la  discusión. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  esta  discusión, 
que  continuará  mañana  á primera  hora. 
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El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  discusiou  sobre 
el  proyecto  de  ley  estableciendo  el  juicio  por  jurados 
para  determinados  delitos.  (Véase  el  Apéndice  primero 
al  Diario  núm.  42 , sesión  de  10  de  Marzo  última,  Dia- 
rio ?iúm.  73,  sesión  del  21  de  Abril’,  Diario  núm.  74, 
sesión  del  22  de  idem\  Diario  núm.  75,  sesión  del  23  de 
idem ; Diario  núm.  76,  sesión  del  25  de  idem;  Diario 
núm.  77,  sesión  del  26  de  ideyn;  Diario  núm.  78,  sesión 
del  27  de  idem ; Diario  núm.  79,  sesión  del  28  de  idem; 
Diario  núm.  80,  sesión  del  30  de  idem;  Diario  núm.  81, 
sesión  del  3 de  Mayo;  Diario  num . S2,  sesión  del  4 de 
idem;  Diario  núm.  83,  sesión  del  5 de  idem ; Diario  nú- 
mero 84,  sesión  del  6 de  idem,  y Diario  núm.  85,  se- 
sión del  7 de  idem.) 

Se  leyó  el  art.  4.°  nuevamente  redactado,  que  de- 
cía así: 

Art.  4.°  «El  Tribunal  del  Jurado  conocerá: 

t.°  De  las  causas  por  los  delitos  siguientes: 

Delitos  de  traición. 

Delitos  contra  las  Cortes  y sus  individuos  y con- 
tra el  Consejo  de  Ministros. 

Delitos  contra  la  forma  de  gobierno. 

Delitos  de  los  particulares  con  ocasión  del  ejerci- 
cio de  los  derechos  individuales  garantizados  por  la 
Constitución. 

Delitos  de  los  funcionarios  públicos  contra  el  ejer- 
cicio de  los  derechos  individuales  garantizados  por  la 
Constitución. 

Delitos  relativos  al  ejercicio  de  los  cultos. 

Delitos  de  rebelión. 

Delitos  de  sedición. 

Falsificación  de  la  firma  ó estampilla  Real,  firmas 
de  los  Ministros,  sellos  y marcas. 

Falsificación  de  la  moneda. 

Falsificación  de  billetes  de  Banco,  documentos  de 
crédito,  papel  sellado,  sellos  de  telégrafos  y correos 
y demás  efectos  timbrados,  cuya  expendicion  esté  re- 
servada al  Estado. 

Falsificación  de  documentos  públicos,  oficiales  y 
de  comercio  y de  los  despachos  telegráficos. 

Falsificación  de  documentos  privados. 

Abusos  contra  la  honestidad  cometidos  por  fun- 
cionarios públicos. 

Cohecho. 

Malversación  de  caudales  públicos. 

Parricidio. 

Asesinato. 

Homicidio. 

Infanticidio. 

Abortos. 

Lesiones  castigadas  con  penas  aflictivas. 

Duelo. 

Violación. 

Abusos  deshonestos. 

Corrupción  de  menores. 

Rapto. 

Detenciones  ilegales. 

Sustracción  de  menores. 

Robos. 

Incendios. 

Imprudencia  punible,  cuando  si  hubiera  mediado 
malicia  el  hecho  constituiría  alguno  de  los  delitos 
aquí  enumerados. 

2.°  De  las  causas  por  delito  cometido  por  medio 
de  la  imprenta,  grabado  ú otro  medio  mecánico  de 
publicación,  exceptuando  los  delitos  de  lesa  majestad 
y los  de  injuria  y calumnia  contra  particulares.  Se 


considerarán  para  este  efecto  como  particulares  los 
funcionarios  públicos  que  hubiesen  sido  injuriados  ó 
calumniados  por  sus  actos  privados. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  A este 
artículo  hay  varias  enmiendas. 

La  del  Sr.  Mulleda  decía  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
presentar  la  siguiente  enmienda  ai  proyecto  de  ley 
estableciendo  el  juicio  por  jurados  para  determinados 
delitos.  El  art.  4.° se  redactará  de  la  manera  siguiente: 

«El  tribunal  del  Jurado  conocerá  de  las  causas 
por  delitos  de  parricidio,  asesinato,  homicidio,  infan- 
ticidio, aborto,  lesiones  graves,  de  los  arts.  429,  430, 
núm.  l.°  del  431  y 452,  duelo,  violación  y abusos 
deshonestos,  corrupción  de  menores,  rapto,  detencio* 
nes  ilegales,  sustracción  de  menores,  robos  é in- 
cendios. 

Los  jurados  se  limitarán  á declarar  la  participa- 
ción de  los  acusados  en  los  hechos  que  en  concepto 
de  delito  se  les  atribuyan  sin  ningún  otro  género  de 
declaraciones.» 

Palacio  del  Congreso  7 de  Mayo  de  l887.=Anto- 
nio  Molleda.=G.  El  Conde  de  Toreno.  = Francisco 
Silvela.=Anlonio  Camacho  del  Rivero.=José  Diez 
Macuso.=Faustino  Rodríguez  San  Pedro.=El  Mar- 
qués del  Vaditlo. » 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  tiene  la  pa- 
labra para  manifestar  si  acepta  ó no  la  enmienda. 

Ei  Sr.  PACHECO:  La  Comisión  tiene  el  senti- 
miento de  no  poder  admitir  la  enmienda. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Molleda  tiene  la  pa- 
labra para  apoyar  su  enmienda. 

El  Sr.  MOLLEDA:  Señores  Diputados,  se  necesita 
mucha  fuerza  de  voluntad  para  entrar  en  este  debate, 
en  el  que  han  intervenido  los  más  eminentes  oradores 
de  esta  Cámara,  haciendo  verdadera  gala  de  sus  in- 
mensos talentos,  de  su  saber  y de  su  elocuencia.  Lle- 
vamos además,  los  que  entramos  en  él,  después  de 
haber  hablado  los  grandes  maestros,  una  notoria  des- 
ventaja, que  consiste  en  estar  casi  agotados  los  temas, 
y en  hallarse  expuestos  casi  todos  los  puntos  de  vista 
más  fundamentales,  con  tal  copia  de  doctrina  y Lan 
profundos  conocimientos,  que  todo  cuanto  se  viene 
diciendo  después,  resulta  pálido  y de  escaso  interés, 
como  lo  demuestra  la  misma  soledad  en  que  nos  en- 
contramos. Los  puntos  fundamentales,  los  rasgos 
generales  del  asunto,  se  hallan  ya  trazados,  quedán- 
donos solamente  los  puntos  secundarios,  que  son 
como  el  desarrollo  de  las  grandes  tésis  j y por  más 
que  el  examen  de  estos  puntos  secundarios  revista  un 
carácter  mucho  más  modesto,  sencillo  y práctico,  no 
por  eso  deja  de  tener  gran  interés;  porque  al  fin  y al 
cabo,  si  nosotros  no  hemos  de  alcanzar  á impedir  que 
sea  ley  el  dictámen  de  la  Comisión,  si  no  hemos  do 
poder  evitar  que  se  lleve  á la  práctica  la  realización 
de  su  pensamiento,  por  más  funesto  que  nos  parezca, 
ha  de  sernos  permitido,  al  ménos,  defender  á todo 
trance  nuestras  doctrinas,  batirnos  en  retirada  y por 
escalones,  defendiendo  palmo  á palmo  el  terreno  en 
que  descansan  nuestros  principios,  llevando  al  pro- 
yecto hasta  donde  lo  consientan  los  señores  de  la  Co- 
misión y el  Congreso  los  que  sean  admitidos,  y que- 
dándonos con  todos  losdemás  restantes,  como  reliquia 
sagrada  que  conservaremoss  cuidadosamente  para 
vivo  testimonio  de  que,  ni  por  un  instante,  queremos 
abandonar  la  defensa  de  nuestros  ideales.  Tal  ha  sido 
el  objeto  de  las  enmiendas  que  han  sido  presentadas 
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aquí  por  esta  minoría,  y no  es  otro  el  de  la  que  yo  he 
tenido  la  honra  de  presentar  para  hablar  brevemente 
sobre  la  competencia  y la  materia  del  Jurado. 

Reconozco,  señores,  que  el  asunto  es  vastísimo; 
que  tanto  se  ha  escrito,  tanto  se  ha  hablado  y tanto 
ge  ha  discutido  también  aquí  acerca  de  él,  que  es  em- 
presa verdaderamente  superior  d mis  fuerzas  recoger 
siquiera  los  más  culminantes  puntos  de  vista  de  las 
doctrinas  de  los  tratadistas,  acerca  de  esta  materia, 
para  llenar  las  necesidades  de  este  solemne  debate; 
pero  al  propio  tiempo,  abrigo  la  esperanza  de  que, 
esta  insuficiencia  mia,  y las  dificultades  con  que  lu- 
cho por  el  temor  y el  respeto  de  que  me  siento  po- 
seído siempre  que  tengo  que  hablar  en  este  sitio,  han 
de  tener  alguna  compensación,  de  una  parte  en  la 
sinceridad  de  mis  propias  convicciones,  y de  otra  en 
la  confianza  que  me  inspiran  siempre  la  boüdad  y la 
condescendencia  de  los  Sres.  Diputados. 

Señores,  al  tratar  de  restablecerse  en  nuestro  país 
la  institución  del  Jurado,  segunda  tentativa  después 
do  un  ensayo  que  todos  hemos  convenido  en  que  no 
ha  sido  muy  feliz,  de  hace  pocos  años,  era  natural  que 
nos  preocupase  la  idea  de  investigar  si  los  motivos, 
no  del  órden  político,  que  no  quiero  entrar  ahora  en 
esta  materia;  ni  tampoco  del  órden  administrativo, 
porque  no  son  de  este  momento,  sino  del  órden  jurí- 
dico puramente,  que  aconsejaron  entonces  la  suspen- 
sión de  esta  manera  de  enjuiciar,  para  entregar  á ios 
tribunales  ordinarios  los  delitos  de  que  estaba  cono- 
ciendo el  Jurado,  han  cesado  ya;  ó si,  por  el  contrario, 
esos  motivos  existen  todavía,  ó si  por  ventura  han  so- 
brevenido otros  nuevos  que  aconsejen  como  una  ver- 
dadera necesidad  pública  el  planteamiento  de  esa  ins- 
titución. 

Y después  de  meditado  detenidamente  el  problema 
y de  examinado  bajo  el  punto  de  vista  jurídico  que  he 
indicado;  después  de  hacernos  cargo  de  los  anteceden- 
tes acerca  del  asunto  suministrados  por  los  lumino- 
sos informes  de  las  Audiencias  de  1874  en  cnanto  se 
refieren  á la  competencia  del  Jurado,  es  decir,  á los 
delitos  de  que  debería  entender  y á las  atribuciones 
que  podían  otorgarse  á los  jueces  de  hecho,  nos  hemos 
convencido  plenamente,  al  ménos  yo  he  adquirido  el 
perfecto  convencimiento  de  que  aquellos  motivos  que 
aconsejaron  la  suspensión  existen  hoy  todavía,  y de 
que  si  entonces  se  consideraba  un  peligro  que  conti- 
nuase funcionando  el  Jurado,  ese  peligro  no  ha  dejado 
de  existir;  de  suerte  que  esa  reforma,  ya  que  más  se- 
veramente no  deba  ser  calificada,  no  puede  ménos  de 
considerarse  como  de  todo  punto  innecesaria,  y por 
todo  extremo  peligrosa:  lo  primero,  porque  no  la  de- 
mandan los  graves  motivos  que  la  han  dado  origen  y 
que  la  han  hecho  nacer  en  otros  países  como  conse- 
cuencia natural  y espontánea  del  desarrollo  de  sus 
instituciones  históricas  y de  sus  costumbres  políticas 
y sociales;  no  la  reclaman  tampoco  las  necesidades 
jurídicas,  porque  no  existe  temor  ni  recelo  alguno  de 
que  los  tribunales  de  derecho,  á quienes  está  encar- 
gado hoy  el  conocimiento  y represión  de  los  delitos 
en  juicio  oral  y público  no  llenen  en  la  medida  de  lo 
posible  los  fines  de  su  institución,  ni  la  desconfianza 
del  país  en  sus  fallos  que  no  se  ha  manifestado  en 
manera  alguna;  y no  la  demandan,  por  fin , esos  mo- 
vimientos imperiosos,  enérgicos  y avasalladores  de  la 
opinión  pública,  que  se  revelan  á las  veces  de  una 
manera  decisiva  por  las  manifestaciones  de  la  prensa, 
de  los  Cuerpos  jurídicos,  de  las  Academias  y de  las 


personas  doctas  que  ejercen  influjo  en  la  opinión , y 
con  tan  grande  eficacia  que  no  pueden  ser  resistidos 
por  los  Gobiernos,  y tienen  al  fin  que  secundarlos  tra- 
duciéndolos en  leyes  que  satisfagan  las  necesidades 
del  país. 

Y del  propio  modo  consideramos  peligrosa  esa  re- 
forma, porque  examinando  desapasionadamente  nues- 
tro actual  estado  de  cultura  en  materias  jurídicas; 
teniendo  en  cuenta  nuestro  temperamento  impresio- 
nable y apasionado;  con  esta  tendencia  que  tenemos 
tan  exagerada,  unas  veces  hácia  el  olvido  y el  perdón 
de  los  más  atroces  delitos,  otras  veces  hácia  el  cas- 
tigo, la  venganza  personal  y hasta  la  crueldad,  y cou 
los  antecedentes  que  nos  suministra  la  experiencia 
dolorosa  del  primer  ensayo,  todo  hace  temer  con  bas- 
tante fundamento  que  ni  los  altos  intereses  de  la  so- 
ciedad, ni  los  sagrados  derechos  de.  la  personalidad 
humana  han  de  quedar  debidamente  garantidos  desde 
el  restablecimiento  de  esa  institución;  porque  al  fin  y 
á la  postre,  si  á lo  que  todos  aspiramos  es  á que  la  jus- 
ticia se  realice  de  la  manera  mejor  y más  perfecta  que 
sea  posible,  nosotros  tenemos  el  convencimiento  de 
que  esto  no  se  consigne  por  medio  del  juicio  por  ju- 
rados; es  decir,  que  el  motivo  esencial,  la  razón  ca- 
pital, el  fundamento  de  esta  oposición,  consiste  en  que 
creemos  que,  dado  el  organismo  de  la  ley,  exami- 
nando sus  puntos  esenciales,  y atendiendo  á las  es- 
casas garantías  que  se  conceden  en  ella  para  la  buena 
administración  de  justicia,  los  intereses  de  la  socie- 
dad y de  los  individuos  han  de  quedar  en  muchísi- 
mas ocasiones  indefensos,  abandonados  y expuestos  á 
la  más  incierta  suerte. 

Con  la  extensión  que  se  ha  dado  á la  competencia 
del  Jurado,  con  el  número  de  delitos  que  se  someten 
á su  conocimiento  y con  las  pocas  prendas  de  acierto 
que  se  exigen  á los  que  han  de  desempeñar  estas  fun- 
ciones, tenemos  gran  desconfianza  de  que  el  Jurado 
llegue  á llenar  satisfactoriamente  su  alta  misión. 

Y permitidme,  señores  de  la  Comisión,  que  os  diga 
que  este  santo  temor  de  que  nosotros  nos  hallamos 
poseídos  os  alcanza  á vosotros  también,  por  más  que 
no  queráis  confesarlo  paladinamente;  pero  aunque  no 
lo  confeséis  porque  razones  políticas  ó consideraciones 
de  otra  índole,  que  yo  debo  respetar,  os  lo  vedan;  aun- 
que no  lo  confeséis,  digo,  se  está  revelando  á pesar 
vuestro  en  el  conjunto,  en  la  estructura,  en  la  totali- 
dad y en  los  principios  cardinales  de  vuestra  obra. 
Porque  es  cierto  que  en  lo  que  toca  á la  competencia, 
á la  materia  para  los  fallos  ó veredictos  del  Jurado, 
que  es  de  lo  que  ahora  nos  estamos  ocupando,  vos- 
otros habéis  reformado  en  gran  parte  el  proyecto  de 
ley  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  ensanchando 
considerablemente  los  principios  en  dirección  á las 
escuelas  radicales;  pero  también  lo  es  que,  á pesar  de 
esc  ensanche,  dejais  todavía  en  vuestro  dictamen  li- 
mitaciones y cortapisas  de  gran  consideración,  que 
están  demostrando  por  sí  mismas  y dan  evidente  tes- 
timonio de  ese  temor  de  que  antes  os  hablaba,  de  esa 
falta  de  confianza,  y de  que  no  Leneis  verdadera  fe  en 
los  éxitos  del  Jurado;  de  suerte  que  si  al  fin  ha  venido 
á presentarse  ese  proyecto  de  ley  lo  ha  sido  por  la 
razón  que  indica  en  sus  primeras  líneas  el  preámbulo 
del  proyecto  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
que  no  es  otra  que  la  de  cumplir  compromisos  ad- 
quiridos; y si  no  es  por  esta  razón  será  por  virtud  de 
vuestros  pactos  obligados  con  la  democracia,  ó por 
servir  complacencias  cu  va  devoción  queréis  conser- 
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var  á todo  tranco  aun  a costa  de  los  más  penosos  sa- 
crificios. (El  Sr.  Sz'itanq£¿  No  hay  nada  de  eso,  la  Co- 
misión  ha  explicado  ya  el  criterio  a que  obedece  ese 
articulo.) 

Insisto  en  que  no  teneis  confianza  en  el  Jurado; 
porque  para  que  esa  confianza  fuera  verdad,  sería  in- 
dispensable que  los  principios  radicales  que  asentáis 
en  el  proyecto,  las  bases  primeras  que  tomáis  de  las 
escuelas  más  avanzadas,  las  dejó  seis  desenvolver  li- 
bremente sin  limitaciones  de  ninguna  especio,  abrien- 
do campo  para  que  aquellos  sentimientos  de  lo  recto 
y de  lo  justo,  de  que  con  tanta  gallardía  habla  el  se- 
ñor Ministro  en  el  preámbulo  de  su  proyecto,  y que 
considera  tan  arraigados  en  el  corazón  de  los  españo- 
les, se  manifestasen  sin  trabas  de  ninguna  especie;  es 
decir,  que  no  pusiérais  limitaciones  al  derecho  de 
todos  los  ciudadanos  para  formar  parte  del  Jurado  y 
á la  materia  de  su  competencia,  para  que  pudiera 
conocer  sin  excepción  de  toda  ciase  de  delitos.  Pero  esto 
no  lo  hacéis,  porque  resultarían  ‘entonces  tales  enor- 
midades, que  no  queréis  cargar  con  la  responsabilidad 
de  lo  que  con  semejante  sistema  pudiera  suceder.  Y 
están  jusl ideados  verdaderamente  esa  desconfianza  y 
ese  temor;  porque  si  se  considera  que  en  la  primera 
época  en  que  rigió  el  Jurado  el  número  de  delitos 
sometidos  á su  conocimiento  era  bastante  menor,  y á 
pesar  de  todo,  los  resultados  en  los  veredictos  fueron 
con  frecuencia  funestos;  ensanchándose  ahora  la  es- 
fera de  la  competencia  á mucho  mayor  número  de 
delitos,  es  de  temer  que  lo  sean  mucho;  y por  esta 
consideración,  si  volvemos  la  vista  á lo  pasado,  no 
pu'íde  minos  de  servirnos  do  escarmiento  y de  lección 
el  recuerdo  de  sus  amargos  frutos. 

Por  eso  tenéis  desconfianza,  porque  temeis  que  se 
repitan  los  excesos  que  en  aquella  época  se  registra- 
ron, y porque  no  es  posible  que  en  el  breve  espacio 
trascurrido  desde  entonces  acá  se  haya  verificado  una 
trasformacion  completa  en  el  modo  de  ser  de  nuestra 
sociedad  relativamente  al  órden  jurídico,  ni  que  en 
doce  años,  que  son  en  la  vida  de  un  pueblo  lo  que 
doce  dias  á la  vida  de  un  individuo»  se  haya  podido 
completar  la  educación  jurídica,  política  y moral  del 
país,  en  tal  manera,  que  todos  los  ciudadanos  hayan 
adquirido  capacidad  suficiente  para  desempeñar  la 
importante  función  de  administrar  justicia.  Por  eso 
es  vuestro  temor,  y en  ello  sois  lógicos,  porque  las 
mismas  causas  producen  siempre  los  mismos  efectos. 
Pero  al  mismo  tiempo  y por  un  contrasentido  inex- 
plicable, que  yo  no  acierto  á comprender,  á la  vez 
que  buscáis  temperamentos  de  prudencia  y de  razón, 
Obedeciendo  sin  duda  á un  espíritu  de  conservación  y 
de  defensa,  dejais  escritas  en  vuestro  dictámen  pres- 
cripciones que  no  solo  me  atrevo  á calificar  de  atre- 
vidas, sino  de  verdaderamente  temerarias. 

Por  eso,  examinado  ese  dictámen  en  su  conjunto  y 
en  sus  detalles,  pero  principalmente  el  punto  intere- 
sante de  que  nos  estamos  ocupando,  relativo  á la  com- 
petencia, encuentro  yo,  como  síntesis  de  toda  vuestra 
obra,  la  inconsecuencia  con  los  principios  y la  con- 
trad  ccion  en  sus  disposiciones,  y como  término  final 
de  ella,  la  falta  de  fe,  la  incertidumbre,  la  vacilación  y 
la  duda.  Y este  carácter  distintivo  que  se  manifiesta 
en  todos  los  puntos  esenciales  del  proyecto,  como  por 
ejemplo,  en  la  formación  y ultimación  de  las  listas, 
cosa  de  que  no  lie  de  hablar,  porque  no  es  materia  de 
mi  enmienda,  y en  lo  que  toca  al  contenido  y exten- 
sión de  los  veredictos,  se  revela  también  de  una  ma-  i 


ñera  palmaria  en  el  sistema  que  habéis  adoptado  para 
determinar  la  competencia,  sobre  lo  cual  tengo  nece- 
sidad de  indicar  algunos  antecedentes. 

El  Código  de  1872,  del  Sr.  Montero  Ríos,  señalaba 
como  regla  única  de  competencia  et  grado  de  pena- 
lidad, la  cantidad  de  pena  que  en  el  Código  tenían  se- 
ñalados los  delitos.  Así  es,  que  según  aquella  legis- 
¡ laciou,  además  de  los  delitos  electorales,  además  de 
los  cometidos  por  medio  de  la  imprenta,  y además  de 
los  comprendidos  por  su  naturaleza  especial  en  el  tí- 
tulo 2.°  y en  los  tres  primeros  capítulos  del  tít.  3.” 
del  libro  2.°  del  Código  penal,  el  Jurado  debía  conocer 
de  todos  aquellos  otros  que  tuvieran  señaladas  en  el 
Código  penas  superiores  á la  de  presidio  mayor.  Es- 
tablecía, pues,  una  regla  fija,  invariable,  que  podría 
tener  sus  inconvenientes;  y claro  es  que  los  tenía, 
pero  al  fin  era  una  norma  segura  para  los  tribu- 
nales. 

Cuando  se  intentó  la  reforma  de  1883,  el  Sr.  Ro- 
mero Girón  no  encontró  aceptable  aquel  principio,  no 
quiso  seguir  aquella  regla,  porque  la  consideraba 
anómala,  contradictoria,  incongruente  é inconciliable 
con  un  buen  sistema  de  procedimiento  en  materia 
penal;  porque,  en  efecto,  resultaba  cierta  irregulari- 
dad de  que  delitos  de  la  misma  índole  y de  la  misma 
naturaleza  que  acaso  estaban  comprendidos  lodos  en 
el  mismo  proceso  y sujetos  á éste  los  mismos  acusa- 
dos, por  una  série  de  circunstancias  extrañas  vinieran 
á ser  objeto,  los  unos  del  conocimiento  de  los  tribu- 
nales de  derecho,  y los  otros  del  conocimiento  del 
Jurado.  Se  pensó,  pues,  en  buscar  otra  base  distinta, 
y se  fué  á encontrar  en  las  legislaciones  de  Alema- 
nia, adoptándose  entonces  como  criterio  el  de  señalar 
de  antemano  y consignar  en  la  ley  . todos  los  delitos  ó 
figuras  de  delito  de  que  debiera  conocer  el  Jurado, 
pero  clasificándolos  préviamente,  conforme  á ciertos 
principios  que  pueden  reducirse  á los  siguientes:  pri- 
mero, por  la  índole  especial  de  cada  delito;  segundo, 
por  su  universalidad,  con  relación  al  tiempo  y á la 
historia;  tercero,  por  el  grado  de  alarma  que  produ- 
cen en  la  sociedad;  cuarto,  por  la  mayor  ó menor  fa- 
cilidad en  los  medios  de  comprobación,  y quinto,  por 
la  intensidad  con  que  hieren  ó lastiman  los  senti- 
mientos generales  del  país. 

Este  sistema,  derivado  de  las  leyes  alemanas,  fué 
el  que  informó  el  proyecto  del  Sr.  Romero  Girón  y el 
que  ha  informado  también  el  del  Sr.  Alonso  Martí- 
nez, que  ha  tomado  de  aquel  lo  que  bien  le  ha  pare- 
cido, del  propio  modo  que  ha  tomado  de  la  ley  del 
Sr.  Montero  Ríos  de  1872  lo  que  ha  tenido  por  con- 
veniente, con  el  eclecticismo  que  acostumbra,  pero 
que  se  compadece  muy  mal  con  la  unidad  de  los  prin- 
cipios y con  los  rigores  de  la  lógica. 

Sin  aceptar  ni  rechazar  estas  reglas,  pero  dándo- 
las por  supuestas,  porque  me  parece  que  son  las  que 
informan  vuestro  proyecto  como  informaron  también 
el  del  Sr.  Romero  Girón  (y  si  acaso  hubiera  algunas 
otras,  yo  estimaría  mucho  que  la  Comisión  tuviera 
la  amabilidad  de  indicarlas,  porque  yo  no  he  encon- 
trado otras  que  no  estén  comprendidas  en  ellas),  ha- 
ciendo su  aplicación  y desenvolviendo  su  sentido,  de- 
berían ir  al  conocimiento  del  Jurado:  en  primer  lugar, 
aquellos  delitos  que  por  su  índole  especial  y por  su 
mayor  gravedad,  hieren  más  profundamente  la  con- 
ciencia humana;  en  segundo  lugar,  aquellos  otros 
que  por  su  constante  repetición,  por  su  frecuencia, 
por  ser  de  todos  los  tiempos,  de  todas  las  edades  y 
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de  todos  los  países,  como,  por  ejemplo,  el  homicidio, 
vienen  A representar  como  las  notas  universales  de 
los  extravíos  de  la  conciencia  humana;  y por  esa 
misma  repetición,  porque  ocurren  constantemente, 
vienen  A caer  bajo  la  jurisdicción  y bajo  el  dominio 
del  senlido  común;  en  tercer  lugar,  aquellos  que  pro- 
ducen graD  alarma  y que  conmueven  fuertemente  el 
orden  social;  en  cuarto  lugar,  los  que,  por  la  facili- 
dad en  los  medios  de  comprobación,  están  al  alcance 
de  la  limitada  é inexperta  inteligencia  de  los  jurados 
sin  instrucción;  y por  último,  todos  aquellos  que, 
hiñendo  de  una  manera  intensa  los  sentimientos  ge- 
nerales del  país,  deberían  someterse  á los  tribunales 
del  país  mismo,  representado  por  el  Jurado.  Los  que 
no  están  subordinados  á estas  reglas,  los  que  no  pue- 
den ser  comprendidos  en  ellas,  deberían  ir  todos  al  co- 
nocimiento de  los  tribunales  de  derecho,  según  vues- 
tras doctrinas.  He  procurado  ser  fiel  en  la  exposi- 
ción de  los  principios  para  poder  ser  lie!  también  en 
la  deducción  de  las  consecuencias;  y vamos  ahora 
á saber  si  vosotros,  al  hacer  aplicación  de  esas  reglas, 
habéis  sido  lógicos  y consecuentes,  lo  cual  puede 
considerarse  con  relación  al  número  de  delitos  que 
en  vuestro  dictámen  se  atribuyen  al  Jurado,  ó con  re- 
lación, no  al  número,  sino  á la  índole,  á la  naturaleza 
de  los  mismos  delitos.  Yo  me  propongo  demostrar 
que  no  habéis  observado  estas  reglas  bajo  ninguno 
de  los  dos  aspectos. 

Con  respecto  al  número,  en  el  proyecto  del  señor 
Romero  Girón,  que  se  discutió  Ampliamente  en  el*Se* 
nado,  y llegó  A aprobarse  en  el  año  1883,  figuraban 
como  de  la  competencia  del  Jurado,  además  de  los 
delitos  que  están  comprendidos  en  el  proyecto  del  se- 
ñor Alonso  Martínez  y en  vuestro  dictámen,  por  lo 
ménos  ocho  figuras  más,  de  las  cuates  seis  han  des- 
aparecido, y dos,  aun  cuando  desaparecieron  en  el  pro- 
yecto del  Sr.  Alonso  Martínez,  han  quedado  restable- 
cidas por  la  Comisión.  Figuraban  en  el  proyecto  del 
Sr.  Romero  Girón  los  delitos  de  falso  testimonio , jue- 
gos prohibidos , estupro , abandono  de  niños,  hurto  y es - 
tafay  y estaban  comprendidos  además  los  abusos  con- 
tra la  honestidad  cometidos  por  funcionarios  públicos  y 
el  cohecho.  El  Sr.  Alonso  Martínez  eliminó  estas  ocho 
figuras  (le  delitos;  pero  la  Comisión  ha  restablecido 
dos,  que  son  los  abusos  contra  la  honestidad  por  fun- 
cionarios públicos  y el  cohecho ; pero  además  ha  aña- 
dido la  Comisión  otros  delitos  que  no  estaban  inclui- 
dos ni  en  el  proyecto  del  Sr.  Alonso  Martínez  ni  en  el 
del  Sr.  Romero  Girón,  como  son  ios  delitos  de  trai- 
ción, cinco  figuras  de  delitos  de  falsedad  y la  mal- 
versación de  caudales  públicos.  Estos  delitos  se  Lraen 
ahora  al  conocimiento  del  Jurado  por  la  iniciativa  de 
la  Comisión;  es  decir,  cabalmente  los  delitos  que  mé- 
nos pueden  prestarse  á ser  juzgados  con  acierto  por 
un  tribunal  que  no  reúna  la  suficiente  instrucción  ju- 
rídica. 

En  cuanto  á los  delitos  electorales,  acontece  una 
cosa  muy  singular.  El  Sr.  Romero  Girón,  cuyos  an- 
tecedentes democráticos  son  tan  conocidos,  entregó 
estos  delitos  resueltamente  al  conocimiento  del  Jura- 
do; el  Sr.  Alonso  Martínez,  después  de  muchos  escrú- 
pulos y después  de  muchas  vacilaciones,  teniendo  en 
cuenta  su  índole  política,  conservó  también  su  cono- 
cimiento al  Jurado,  esperando  de  otra  parte,  que  no 
sé  cuál  sería,  el  remedio  do  nuestras  maleadas  cos- 
tumbres electorales.  Quiero  entender  que  esperaba 
eso  de  la  influencia  del  tiempo  y de  la  distinta  direc- 


ción que  se  diera  á la  opinión  pública  en  ese  particu- 
lar, educándola  en  las  buenas  costumbres  publicas, 
de  lo  cual  nos  hemos  ocupado  poco. 

Pero  viene  la  Comisión,  y adoptando  una  resolu- 
ción enérgica  sobre  este  punto,  y prescindiendo  del 
espíritu  democrático  que  informa  lodo  su  dictamen, 
declara  que  los  delitos  electorales  no  deben  ir  ai  Ju- 
rado porque  la  opinión  en  este  punió  está  enferma,  y 
porque  no  quiere  exponer  á los  jurados  á los  rudos 
embates  de  los  parí  idos  y de  los  bandos  políticos. 
Preciosa  confesión  que  debiera  haberse  tenido  pre- 
sente al  clasificar  los  delitos  coutra  el  órden  público, 
los  de  rebelión  y sedición  y otros  de  semejante  índole, 
en  los  cuales  están  expuestos  los  jurados  que  hayan 
de  juzgarlos  más  que  en  ningunos  otros,  A los  emba- 
tes de  los  partidos  y A los  ódios  de  los  bandos  políti- 
cos; pero  estas  consideraciones  no  se  han  tenido  en 
cuenta  más  que  al  tratar  de  los  delitos  electorales,  tal 
vez  recordando,  aunque  haya  que  decirlo  con  pena, 
que  existe  una  gran  inmoralidad  en  el  Cuerpo  elec- 
toral, hecho  patente  que  no  se  debe  ocultar,  porque 
nos  debemos  la  verdad  y tenemos  obligación  de  de- 
cirla. 

Basta  esto  para  que  quede  demostrado  lo  que  he 
dicho  al  principio,  A saber:  que  por  más  que  se  seña- 
lan como  fundamento  de  la  clasificación  las  reglas 
indicadas,  son  ellas  tan  vagas  y tan  inciertas  y se 
prestan  A tales  interpretaciones,  que  vienen  A parar  al 
terreno  de  la  arbitrariedad,  que  es  el  criterio  que  ha- 
béis seguido  para  determinar  la  competencia  y para 
atribuir  ai  Jurado  el  conocimiento  de  los  delitos. 

Y debo  consignar  también  A este  propósito  una 
idea,  que  es  la  de  que,  no  obstante  hallarse  reducidas 
esas  reglas  de  competencia  A un  cierto  número  de 
aforismos  fijos,  como  he  indicado  antes,  no  hau  sido 
comprendidas  de  la  misma  manera  por  los  encarga- 
dos de  aplicarlas,  siendo  mayor  ó menor  el  número  de 
figuras  de  delito  que  se  han  atribuido  al  Jurado,  se- 
gún el  criterio  de  quien  ha  hecho  su  interpretación. 
Por  eso,  aun  en  las  legislaciones  de  otros  Estados  en 
que  prevalece  este  sistema,  no  es  tampoco  igual  al 
número  de  delitos  de  que  el  Jurado  conoce.  No  es  ex- 
traño, por  tanto,  que  ni  el  Sr.  Romero  Girón  ni  el  se- 
ñor Alonso  Martínez,  ni  los  Srcs.  de  la  Comisión,  se 
hayan  podido  poner  de  acuerdo  sobre  este  punto.  Cada 
uno  ha  entendido  esas  reglas  de  distinto  modo,  vi- 
niendo á prevalecer  al  fin  el  incierto  criterio  de  la 
desconfianza. 

Pero  si  en  lo  que  toca  al  número  no  se  hau  podi- 
do aplicar  fielmente,  ménos  se  han  aplicado  todavía 
en  lo  relativo  A la  índole  y naturaleza  de  los  delitos 
según  el  rigor  lógico  de  los  principios.  Pocos  ejem- 
plos me  han  de  bastar  para  demostrarlo. 

Delitos  contra  la  .seguridad  exterior  del  Estado.  Se 
lleva  A la  competencia  del  Jurado  en  virtud  del  dic- 
támen déla  Comisión,  aun  cuando  nada  se  decía  en 
el  proyecto,  el  delito  de  traición  á la  Patria,  pero  no 
se  llevan  los  delitos  que  comprometen  la  paz  y la  in- 
dependencia del  Estado.  ¿Queréis  decirme  qué  regias 
os  han  servido  para  hacer  esa  distinción?  Porque  si 
la  regla  es  la  índole  especial  de  esos  delitos,  gravísi- 
mos por  demás,  ó si  lo  es  la  gran  alarma  que  produ- 
cen, no  acierto  A comprender  que  sean  de  distinta 
naturaleza,  aunque  sí  de  distinta  gravedad,  el  delito 
de  aquel  que  se  alza  en  armas  contra  su  Patria  para 
ponerse  al  servicio  de  un  país  extranjero,  y el  de 
aquel  otro  que  mantiene  inteligencias  peligrosas  con 
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país  enemigo,  con  las  que  puede  comprometer  la  paz 
ó la  independencia  del  Estado. 

¿Encontráis  vosotros  diferencia  en  la  índole  espe- 
cial de  estos  delitos?  Porque  si  no  la  encontráis,  no 
debéis  llevar  los  unos  á conocimiento  de.l  Jurado  y 
los  otros  á conocimiento  de  los  tribunales  ordinarios. 
(El  Sr.  Santa  na:  Sí  la  encontramos.)  Yo  espero  que  la 
Comisión  tendrá  la  bondad  de  explicamos  esas  dife- 
rencias, aunque  tal  vez  nos  diga  que  hay  que  ir  á 
buscarlas  á otra  regla,  porque  esto  es  cosa  más  cómo- 
da, y cuando  la  diferencia  no  se  acomode  á ninguna, 
todavía  no  ha  de  faltarla  para  explicar  esta  inconse- 
cuencia una  razón  superior. 

Delitos  contra  la  Constitución.  Deciarais  exceptua- 
dos del  conocimiento  del  Jurado,  sin  duda  por  altí- 
simas consideraciones,  para  nosotros  dignas  de  gran 
respeto,  los  delitos  de  lesa  majestad;  pero  no  deciarais 
exceptuados  de  ir  al  Jurado  los  delitos  contra  las  Cór- 
tes,  contra  el  Consejo  de  Ministros,  ni  los  que  tienen 
por  objeto  cambiar  la  forma  de  gobierno  establecida, 
por  otra  de  distinta  naturaleza;  de  manera  que  vos- 
otros habéis  encontrado  en  la  índole  del  delito  razones 
poderosas  para  no  entregar  á la  dudosa  é incierta 
suerte  del  Jurado  las.  instituciones  tutelares  en  que 
descansa  nuestra  sociedad,  y no  las  habéis  encontrado 
para  exceptuar  los  delitos  contra  las  Górtes,  contra 
el  Consejo  de  Ministros  y contra  la  forma  de  gobier- 
no. Es  decir,  que  no  irán  al  Jurado  los  que  atenten 
contra  la  majestad  Real;  pero  irán  los  que  atenten 
contra  la  majestad  de  los  Cuerpos  Golegisladores,  los 
que  penetren  tumultuariamente  en  este  recinto  y vio- 
lenten ó intimiden  á losqueaquí  estén  deliberando;  los 
que  vayan  en  son  de  guerra  á donde  el  Consejo  de 
Ministros  celebra  sus  deliberaciones  con  el  intento  de 
imponer  por  la  fuerza  sus  acuerdos  y los  que  se  levan- 
ten en  armas  contra  la  forma  de  gobierno  ó traten  de 
variarla.  ¿Son  estos  delitos  de  igual  naturaleza?  Pues 
entonces,  ¿por  qué  hacéis  esta  distinción?  Pues  es  por- 
que tenéis  una  saludable  desconfianza,  por  una  parte, 
y por  otra  queréis  hacer  alarde  de  lo  contrario.  Por 
esa  misma  saludable  desconfianza,  ni  los  unos  ni  los 
otros  deberían  ser  entregados  al  Jurado:  todos  debe- 
ríais colocarlos  bajo  la  égida,  bajo  la  protección  y bajo 
la  salvaguardia  de  los  tribunales  de  derecho. 

Delitos  contra  el  órden  público . Lleváis  al  Jurado 
los  delitos  de  í'ebclion  y sedición;  pero  no  lleváis  los 
atentados  ni  los  desacatos  contra  las  autoridades;  de- 
litos que  necesitan  un  grave,  severo  v ejemplar  cas- 
tigo en  estos  tiempos  de  abierta  rebeldía  á toda  auto- 
ridad. Tampoco  lleváis  los  delitos  contra  la  salud 
pública  ni  los  desórdenes  públicos,  entre  los  cuales 
está  el  grave  delito  de  abrir  las  puertas  de  las  cárce- 
les y presidios  á los  criminales  que  están  recluidos  en 
ellos.  Tampoco  lleváis  los  delitos  ocasionados  por  des- 
perfectos y danos  en  los  caminos  de  hierro,  motivo 
de  tantas  catástrofes,  contra  los  cuales  se  ha  levan- 
tado unánime  clamoreo  de  la  opinión  en  nuestro  país, 
por  la  frecuencia  con  que  se  repiten  y por  el  banda- 
lismo  de  que  dan  testimonio;  no  lleváis  tampoco  los 
delitos  por  la  destrucción  de  líneas  telegráficas,  que 
pueden  ocasionar  tan  grandes  estragos,  sin  embargo 
de  que  esos  delitos,  aunque  no  pueden  llamarse  de 
carácter  universal,  con  relación  al  tiempo  y á la  his- 
toria, porque  son  debidos  á la  manara  de  ser  de  nues- 
tra sociedad  moderna,  no  puede  negarse  la  grandísi- 
ma importancia  y trascendencia  que  tienen. 

Y para  terminar  la  larga  enumeración  que  podria 


hacerse  de  vuestras  inconsecuencias  y de  vuestras 
contradicciones,  habéis  traído  al  Código  los  delitos 
de  falsedad  comprendiendo  cinco  figuras  de  delitos  de 
esta  clase;  pero  dejais  fuera  otros  de  igual  índole  que 
son  tanto  ó más  graves,  como  los  de  falso  testimonio, 
de  expendicion  de  cédulas  personales  falsas,  y de  de- 
claraciones periciales  falsas;  traéis  el  delito  de  cohe- 
cho y no  el  de  prevaricación  de  los  funcionarios  pú- 
blicos, que  son  esencialmente  de  la  misma  índole;  y 
por  fin,  vienen  al  conocimiento  del  Jurado  un  sin  nú- 
mero de  delitos  contra  la  propiedad;  pero  dejais  fuera 
los  fraudes,  las  exacciones  ilegales,  las  estafas,  los 
hurtos,  que  estaban  comprendidos  en  el  proyecto  del 
Sr.  Romero  Girón,  y el  alzamiento  de  bienes,  y las 
quiebras  fraudulentas.  Pues  qué,  ¿no  son  estos  deli- 
tos de  ios  que  causan  verdadera  alarma?  Pues  qué, 
¿no  son  estos  delitos  de  aquellos  que  acusan  una  gran 
perversidad,  y una  inmoralidad  escandalosa?  No  se 
puede  sostener  ciertamente  con  fundamento  que 
causan  menor  huella  y menor  sensación  en  la  opinión 
pública  los  delitos  de  aquellos  que  se  levantan  frau- 
dulentamente con  sus  bienes  llevándose  las  modestas 
fortunas  que  la  honradez  ha  confiado  á su  custodia, 
y dejando  á muchas  familias  en  la  indigencia,  que 
los  de  aquellos  otros  que  salen  á robar  en  despoblado, 
con  la  notable  diferencia  de  que  los  primeros  asegu- 
ran á mansalva  el  resultado  de  sus  depredaciones,  y 
los  segundos  exponen  la  vida. 

No  puede  explicarse,  no  pueden  tener  explicación 
satisfactoria  estas  diferencias  en  las  reglas  que  ha- 
béis adoptado  para  la  clasificación  de  los  delitos, 
porque  estáis  faltando  á esas  reglas;  no  se  explican 
de  otra  manera,  que  por  un  criterio  arbitrario,  nacido 
exclusivamente  de  la  inconsecuencia  en  los  princi- 
pios y de  la  desconfianza  en  los  resultados.  Es  que 
no  tenéis  fe  viva  en  los  éxitos  del  Jurado,  y por  esa 
razón  camináis  de  una  manera  tan  embarazosa  que 
dais  un  paso  atrás  y un  paso  adelante,  como  si  os  fal- 
tara terreno  seguro  para  fijar  el  pié. 

Entiendo  yo,  Sres.  Diputados,  y en  esto  me  con- 
creto á la  primera  parte  del  contenido  de  mi  enmien- 
da, que  lo  que  debiera  hacerse  no  es  lo  que  habéis 
hecho  vosotros,  señores  de  la  Comisión,  sino  lo  que 
ha  hecho,  salvo  dos  excepciones,  el  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  que  es,  traer  aquí  el  párrafo  2.°  del 
art.  5.°  del  proyecto  que  ha  sometido  á las  Córtcs. 
Entiendo  yo,  que  en  lugar  de  ampliarse,  debería  res- 
tringirse todo  lo  que  fuera  posible  el  número  de  de- 
litos de  que  debiera  conocer  el  Jurado,  limitando  su 
número,  y dejándolos  reducidos  á solo  aquellos  que 
produjeran  una  grande  sensación  en  la  conciencia 
pública;  de  manera  que  pudieran  determinarse  estos 
delitos  por  tres  caractéres:  delitos  que  entrañan  una 
gravedad  suma,  y que  son  los  más  condenados  por  el 
sentimiento  público;  delitos  que  por  su  índole,  por 
no  ser  demasiado  complejos,  por  ser  muy  sencillos 
(lo  cual  no  excluye  ser  graves),  pudieran  caer  bajo 
el  dominio  del  sentido  común  y ser  fácilmente  apre- 
ciados sin  necesidad  de  ninguna  regla  científica;  y 
delitos  que  se  someten  fácilmente  á la  comprobación. 
Con  esto  vendrían  á caer  bajo  la  jurisdicción  del  Ju- 
rado, con  pocas  excepciones  los  delitos  que  compren- 
de el  párrafo  2.°  del  art.  5.°  del  proyecto  presentado 
por  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  que  he  co- 
piado literalmente  en  la  primera  parte  de  mi  enmien- 
da; pero  no  podrían  entrar,  de  ninguna  manera,  los 
delitos  de  falsificación,  para  los  cuales,  hay  en  algu- 
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nos  países  hasta  un  .Turado  especial,  ni  muchos  otros 
de  los  que  expresa  ei  dictámen;  porque  para  esto, 
desde  luego  uo  lian  de  servir  vuestros  jurados,  si  no 
les  ponéis  en  otras  condiciones,  toda  vez  que  su  falta 
de  competencia,  no  sabiendo  apenas  algunos  de  ellos 
leer  ni  escribir,  ha  de  incapacitarles  para  poder  dic- 
tar veredictos  acertados.  Y vendremos  á parar  á que 
se  repetirán  los  veredictos  absurdos  que  se  dictaban 
en  los  primeros  tiempos  en  que  aquí  se  estableció  el 
Jurado. 

Con  esto  llegamos  á la  segunda  parte  de  mi  en- 
mienda, que  tiene  por  objeto  sustentar  el  principio  de 
que  el  Jurado  no  debe  conocer  sino  los  hechos,  no 
debe  conocer  ni  resolver,  sino  sobre  la  participación 
en  los  hechos  que  en  concepto  de  delitos  se  atribuyen 
d los  acusados,  sin  definir  nada  ni  acerca  de  las  cir- 
cunstancias eximentes,  ni  de  las  atenuantes,  ni  de  las 
agravantes,  que  son  realmente  el  escollo  del  Jurado, 
en  cuya  cuestión  va  envuelta  también  la  que  tiene 
por  objeto  definir  la  naturaleza,  el  contenido,  la  ex- 
tensión y los  límites  de  los  veredictos. 

Señores;  desde  los  libros,  las  revistas,  los  tratados, 
los  Congresos  de  jurisconsultos  y los  periódicos  de 
lodos  los  países,  ha  pasado  á los  Parlamentos,  la 
eterna  cuestión  de  la  separación  del  hecho  y del  de 
rccho,  y permitidme  que  vuelva  á insistir  en  ella, 
porque  d pesar  vuestro,  será  materia  de  discusión 
ahora,  después  y hasta  que  se  termine  el  debate,  por- 
que no  puede  méuos  de  ser  así.  Muchas  veces  se  ha 
formulado  la  pregunta  de  si  es  posible  establecer  esa 
separación,  aunque  solo  sea  para  fijar  los  elementos 
constitutivos  del  delito  y sus  condiciones  caracterís- 
ticas, generales,  sin  entrar  en  la  calificación  de  las 
circunstancias.  Para  ninguno  de  vosotros  es  un  mis- 
terio que  esto  se  sostuvo  por  los  jurisconsultos  de  la 
primera  época,  y que  llegó  á ser  un  aforismo  jurídico 
aquel  que  dice:  De  jure  judices , de  facto  judicant  jura- 
lorie y que  viene  desde  Montesquieu;  pero  la  ciencia  del 
derecho  penal  viene  adelantando  mucho  en  todos  los 
países,  y hoy  ya  esa  separación  es  una  idea  que,  usan- 
do una  calificación  que  empleó  la  otra  tarde  mi  que- 
rido amigo  y correligionario  el  Sr.  Lastres,  está 
mandada  recoger.  Es  decir,  que  hoy  esa  separación 
en  la  vida  real  no  existe,  porque  la  ciencia  la  rechaza 
y los  hechos  la  condenan  como  falsa. 

Vosotros  os  encontráis  en  este  punto  también  en 
un  estado  de  vacilación  y de  duda;  porque  ahí  se  ha 
levantado  alguno  que  ha  sostenido  con  todo  calor  que 
los  jurados  no  son  mas  que  jueces  de  hecho;  pero  á 
su  lado  se  ha  levantado  otro  que  ha  dicho  que  el  he- 
cho no  podia  separarse  del  derecho;  de  modo  que  os 
encontráis  en  esta  alternativa;  si  sostenéis  que  el  he- 
cho no  puede  separarse  del  derecho,  caéis  en  el  esco- 
llo de  que  el  Jurado  no  tiene  aptitud  suficiente  para 
conocer  del  derecho;  pero  sí  queréis  huir  de  él  soste- 
niendo que  existe  la  separación  entre  el  hecho  y el  de- 
recho, os  ponéis  en  abierta  contradicción  con  la  ciencia 
moderna.  Optad  por  lo  que  os  parezca,  pero  salid  de 
ese  terreno  de  incertidumbre  y de  duda. 

Hoy  en  los  países  en  que  el  Jurado  funciona  más 
regular  y ordenadamente,  como  sucede  en  Inglate- 
rra, la  separación  entre  elhecho  y el  derecho  no  existe; 
allí  el  Jurado,  aunque  auxiliado  por  los  jueces  de  de* 
recho  y teniendo  en  sus  manos  otra  arma  poderosa, 
cuya  sola  enunciación  tal  vez  produce  aquí  algún  es- 
cándalo, porque  allí  existe  la  prueba  tasada,  allí  el 
Jurado  juzga  de  todo  el  problema  jurídico  sometido 


á su  resolución,  íntegro  y sin  limitación  alguna.  Eu 
otros  países  como  Italia  y Francia  se  mantiene,  más 
por  la  fuerza  de  la  tradición  que  por  convencimiento 
científico,  la  distinción  entre  el  hecho  y el  derecho; 
pero  como  en  realidad  no  existe,  á esa  confusión  y á 
la  facultad  de  apreciar  las  circunstancias  del  delito 
han  sido  debidos  esos  escandalosos  veredictos  que  se 
registran  en  los  anales  de  la  administración  de  justi- 
cia, que  han  sido  como  escarnio  de  ella  y que  han  he- 
cho meditar  á los  hombres  pensadores  si  lo  que  se 
tiene  por  un  adelanto  en  la  administración  de  justicia 
es  un  verdadero  retroceso,  y si  lo  que  se  creía  desti- 
nado á ser  garantía  firmísima  de  la  sociedad,  no  con- 
duce sino  á irla  socavando  en  sus  más  hondos  ci- 
mientos. 

Yo,  respetando  mucho  las  opiniones  del  señor 
Ministro  de  Gracia  y Justicia  tan  conocedor  de  esta 
materia  que  sostenía  el  dia  pasado  que  ei  Jurado  no 
habia  perdido  terreno,  me  atrevo,  no  á sostenerla 
mia,  enfrente  de  la  de  S.  S.  que  sería  esta  desmedida 
pretensión,  sino  á no  convencerme  á mí  mismo  de 
que  esto  sea  una  verdad;  porque  el  Jurado  está  en  un 
período  de  crisis,  no  está  aclimatado  todavía  en  esos 
países:  hay  algunos  jurisconsultos  que  declaran  que 
en  Italia  no  ha  llegado  al  período  de  madurez;  hay 
otros  que  le  posponen  al  escabinnto . porque  prefieren 
el  escabimto  al  Jurado;  ha  habido  notables  Congresos 
de  jurisconsultos  en  que  se  ha  discutido  esta  cues- 
tión, y si  bien  es  cierto  que  no  se  ha  formulado  con- 
clusión alguna  contraria  al  Jurado,  tampoco  se  ha 
establecido  ninguna  que  le  sea  favorable.  El  Jurado, 
pues,  en  Europa  está  muy  lejos  de  tener  el  arraigo  y 
el  florecimiento  que  se  supone;  antes,  al  contrario,  to- 
das las  señales  son  de  que  está  en  un  período  de  de- 
cadencia, ó por  lo  ménos  de  entredicho  ó de  crisis. 

Entre  nosotros,  por  la  ley  del  Sr.  Montero  Ríos  de 
1872,  hecha  con  los  mayores  entusiasmos  democrá- 
ticos, pero  con  poca  experiencia  de  la  realidad  de 
nuestro  país,  se  concedió  al  Jurado  facuilad  para  co- 
nocer también  íntegramente  del  hecho  y del  derecho. 
Conforme  á aquel  CóJigo,  ios  Jurados  no  solo  debían 
decidir  sobre  la  culpabilidad,  sino  también  hacer  las 
calificaciones  y pronunciar  el  nomen  jurisy  dar  nom- 
bre al  delito;  problema  de  suyo  tan  árduo,  tan  difícil 
y que  entraña  á su  vez  una  série  de  problemas  del 
órden  político,  del  órden  filosófico  y del  órden  jurídi- 
co, de  tal  naturaleza,  que  no  es  fácil  que  puedan  re- 
solverle sino  los  hombres  que  están  acostumbrados 
al  estudio  de  la  ciencia  jurídica  moderna,  ó los  que 
están  acostumbrados  á administrar  justicia  y que 
tienen  una  larga  práctica  adquirida  en  los  tribunales. 
Sin  embargo,  por  aquella  ley  se  quería  que  los  jura- 
dos decidiesen  sobre  estas  cuestiones  de  plano  y sin 
más  preparación  que  el  breve  resúmen  del  presidente. 

En  el  proyecto  del  Sr.  Romero  Girón  de  1883,  re- 
conocidos y jniestos  en  Evidencia  estos  gvaudes  in- 
convenientes, y teniendo  en  cuenta  los  informes  de 
las  Audiencias  acerca  de  las  calificaciones  y acerca  de 
las  circunstancias,  se  abandonó  esta  escabrosa  senda, 
y se  tomaron  nuevos  derroteros.  Entonces  el  Sr.  Ro- 
mero Girón  se  dió  á estudiar  otra  vez  las  legislacio- 
nes extranjeras  y á buscar  fórmulas  precisas  que  des- 
lindasen las  atribuciones  de  los  jurados  y que  sepa- 
rasen el  hecho  del  derecho,  estableciendo  desde  luego 
la  importante  modificación  de  arrancar  las  calificacio- 
nes á los  jurados  para  entregarlas  á los  juicios  de 
I derecho.  Con  esto  se  creyó  que  se  había  salvado  la 
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dificultad  y que  se  había  puesto  término  al  problema. 
Este  mismo  es  el  principo  que  informa  el  proyecto  del 
Sr  Alonso  Martínez  y el  dictamen  de  la  Comisión. 
Pero  aun  cuando  en  parte  se  salvó  la  dificultad  arran- 
cando las  calificaciones  á ios  jurados,  venia  todavía  á 
quedar  en  pié  la  misma  confusión  y la  misma  duda, 
y por  tanto,  ios  mismos  temores  y las  mismas  alar- 
mas, porque  todavía  les  quedaban  á los  jurados  im- 
portantes puntos  de  derecho  que  resolver.  Este,  seño- 
res, es  uno  de  los  puntos  que  conviene  tener  más 
presentes,  porque  es  el  que  verdaderamente  da  en 
tierra  con  todas  las  excelencias  que  se  quieran  atri- 
buir al  Jurado. 

Prescindiendo  ya  de  esa  división  metafísica  ó real, 
¿es  verdad  que  en  las  fórmulas  que  se  lian  inventado 
para  redactar  las  preguntas  que  hau  de  servir  de  fun- 
damento al  veredicto,  es  verdad  que  en  los  postulados 
que  se  les  hacen  á los  jurados,  y en  las  contestaciones 
que  han  de  dar  no  se  resuelven  más  que  cuestiones 
de  hecho?  Dejo  yo  la  contestación  á los  ilustradísimos 
miembros  de  la  Comisión.  ¿Es  verdad  que  los  problemas 
que  encierra  la  definición  de  ios  elementos  morales  y 
materiales  de  los  delitos,  son  cosa  tan  fácil  y tan  llana 
que  pueden  resolverse  sin  dificultad  por  los  hombres 
indoctos  que,  acaso  por  una  sola  vez,  concurren  á la 
formación  de  un  veredicto?  Para  mí,  señores,  la  con- 
testación no  ofrece  duda.  Es  imposible  que  puedan  ha- 
cerlo, porque,  es  verdad,  no  tendrán  ya  que  calificar, 
no  tendrán  que  nombrar  el  delito,  no  tendrán  que 
pronunciar  el  nomen  juris,  pero  tendrán  que  resol- 
ver estos  importantes  puntos  que  someto  á vuestra 
consideración:  responsabilidad  ó irresponsabilidad  de 
los  acusados  como  autores  de  un  delito,  deriván- 
dola de  los  elementos  materiales  y morales  que  en- 
tran en  su  composición.  Esto  tiene  que  decidir  en 
primer  lugar  el  Jurado.  Tendrá  que  resolver  el  Ju- 
rado la  misma  responsabilidad  ó irresponsabilidad 
en  lo  que  toca  á las  figuras  degradadas  de  delito, 
como  el  delito  frustrado,  la  complicidad  y el  encu- 
brimiento, derivándolas  de  los  propios  elementos  mo- 
rales y materiales.  Tendrán  que  resolver,  y aquí  sí 
que  se  les  entrega  todo  íntegro  el  problema  jurídico 
sin  excepción  de  ninguna  clase,  y sin  distingos  que 
valgan,  sobre  las  circunstancias  que  eximen  de  res- 
ponsabilidad criminal;  de  suerte  que  si  esa  circuns- 
tancia que  exime  de  responsabilidad  es  la  locura,  los 
jurados  tienen  que  resolver  por  lo  que  resulta  del  jui- 
cio y por  las  apreciaciones  que  de  él  hagan,  si  el  acu  - 
sado  está  loco.  Si  la  circunstancia  que  exime  es  la  de 
haber  obrado  en  defensa  de  su  persona,  tienen  que  de- 
finir si  los  requisitos  que  son  indispensables  para  que 
esa  circunstancia  eximente  se  aprecie,  lian  concurri- 
do en  el  hecho  ó no  han  concurrido  en  él.  ¿Queréis 
decirme  si  todos  estos  casos  entran  en  el  campo  del 
derecho  ó se  quedan  pura  y sencillamente  en  el  te- 
rreno del  hecho?  Todavía  má£  ¿queréis  decirme  si  esto 
entra  en  los  principios  más  fundamentales,  es  decir,  de 
aquellos  que  saben  hasta  los  más  ignorantes,  ó si  para 
ello  es  necesario  discernimiento,  reflexión  y estudio 
adquirido  en  los  libros  y empapándose  en  los  princi- 
pios del  derecho?  Todavía  tendrán  que  resolver  más: 
modificación  de  la  responsabilidad  por  los  elementos 
morales  y materiales,  que  constituyen  las  circunstan- 
cias atenuantes  y agravantes.  Más  todavía:  si  se  con- 
serva en  el  Código  el  tít.  14  del  libro  2.°  habrán  de 
resolver  sobre  la  intencionalidad  con  relación  á la  cul- 
pabilidad, no  con  relación  al  hecho,  que  es  el  distin- 


o á que  se  suele  apelar;  tendrán  que  resolver  si  el  he- 
cho ha  sido  cometido  con  intención  maliciosa,  ó por 
imprudencia  temeraria,  ó solamente  por  simple  im- 
prudencia. Y ahora,  meditando  detenidamente  sobre 
estas  cuestiones,  yo  pregunto  si  no  es  cierto  qué  tiene 
que  resolver  ci  Jurado  sobre  pantos  de  derecho.  Por 
más  distingos  que  so  hagan,  por  más  sutilezas  que  se 
inventen,  ¿no  es  verdad  que  se  entrega  á los  jurados 
la  esencia,  el  alma  y la  vida  de  le  que  constituye  el 
derecho  penal?  Lo  que  importa  es  saber  si  los  jurados 
pueden  tener  toda  la  competencia  suficiente  para  ha- 
cer estos  discernimientos. 

Pues  bien,  señores:  ¿i  los  hombres  encanecidos  en 
el  estudio  de  la  ciencia  del  derecho,  si  los  que  están 
acostumbrados  á administrar  justicia  bajo  el  solio  de 
los  tribunales,  tratándose  de  estos  problemas  de  la  cul- 
pabilidad ó inculpabilidad,  de  las  circunstancias  y ele 
los  indicios,  hallan  tan  graves  dificultades,  tan  Oscuros 
misterios  que  ponen  en  grave  angustia  su  ánimo  y los 
hacen  luchar  muchas  veces  entre  la  verdad  y el  error, 
entre  los  derechos  de  la  sociedad  ofendida  y los  de  la 
personalidad  humana  amenazada  tal  vez  de  una  injus- 
ticia, ¿cómo  queréis  que  desempeñen  estas  augustas 
funciones  aquellos  á quienes  arrancáis  de  su  ignora- 
do, pacífico  y honrado  hogar,  acaso  por  una  sola  vez 
en  su  vida,  para  sentarlos  bajo  el  solio  de  la  justicia? 
¿Cómo  queréis  que  lo  hagan  esos  hombres  que  no  vi- 
ven entre  nosotros  la  vida  de  otros  pueblos  de  distin- 
tas razas,  de  diferente  historia,  de  muy  diversa  civi- 
lización, que  viven  más  identificados,  más  compene- 
trados, digámoslo  asi,  cou  la  vida  del  Estado,  y que 
son,  por  lo  tanto,  más  celosos  de  tomar  parte  en  todas 
las  funciones  sociales,  y especialmente  en  la  de  ad- 
ministrar justicia?  ¿Cómo  queréis  que  el  que  no  quie- 
re ejercitar  los  derechos  políticos  que  la  Constitución 
le  concede;  que  el  que  no  quiere  hacer  uso  del  dere- 
cho electoral;  que  ei  que  no  tiene  interés  en  que  le 
incluyan  en  las  listas  electorales;  que  el  que  agradece 
que  no  se  acuerden  de  él  para  nada,  sea  apto  para  des- 
empeñar las  augustas  funciones  de  la  administración 
de  justicia,  fuuciones  que  todos  tienen  interés*  en  con- 
servar limpias  de  toda  mancha? 

Señores,  para  esto  es  para  lo  que  yo,  sea  dicho  con 
permiso  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y justicia,  consi- 
dero que  no  existe  entre  nosotros  la  instrucción  sufi- 
ciente ni  la  competencia  debida,  porque  asi  lo  dice  ei 
simple  dictado  del  buen  sentido;  porque  así  lo  decla- 
ran las  lecciones  de  la  experiencia  de  la  época  pasada, 
y porque  todo  esto  puede  demostrarse  patentemente 
con  ejemplos,  con  solo  pasar  la  vista  por  los  informes 
de  las  Audiencias  y extractar  los  veredictos  absurdos 
en  casos  de  circunstancias  atenuantes  y de  indicios 
de  que  en  esos  informes  se  hace  mención.  No  he  de 
hacer  yo  ese  trabajo;  pero  no  puedo  dispensarme  de 
citar  dos  casos  en  que  he  sido  testigo  presencial,  y 
que  pueden  servir  de  norma  para  todos  los  demás. 

Celebraba  una  de  sus  sesiones  ei  Jurado  en  el 
año  1873  en  la  ciudad  de  León,  y formaban  sección 
tres  ilustradísimos  magistrados  de  la  audiencia  de 
Valladolid,  de  ios  cuales  ei  presidente,  por  desgracia, 
ha  fallecido,  lo  cual  ha  sido  una  verdadera  pérdida 
para  el  país.  Se  trataba  de  una  causa  de  homicidio,  y 
era  defensor  del  acusado  el  que  tiene  la  honra  de  di- 
rigir la  palabra  al  Congreso.  Consistía  ei  hecho  en  lo 
siguiente:  uu  hombre  de  edad  avanzada  había  inten- 
tado contraer  segundas  ó terceras  nupcias,  y cono- 
ciendo su  determinación  algunos  jóvenes  del  pueblo, 


NÚMERO  80 


2389 


se  propusieron  darle  una  soberbia  cencerrada.  Como 
lo  pensaron  lo  hicieron:  presentáronse  en  las  puertas 
de  su  casa  en  las  primeras  horas  de  la  noche,  y cuando 
estaban  más  engolfados  en  este  censurable  entreteni- 
miento, ofendido  nuestro  hombre  salió  repentinamente 
de  su  casa,  y echando  mano  de  lo  primero  que  le  vino 
á ella,  que  fuá  la  tranca  de  la  puerta,  hubo  de  ases- 
tar tan  fuerte  golpe  sobre  el  primero  con  quien  tro- 
pezó, que  le  dejó  tendido  en  tierra,  y al  poco  tiempo 
falleció.  El  fiscal  calificó  el  delito  <lc  homicidio  con 
circunstancias  atenuantes:  el  defensor,  procurando 
sacar  el  mejor  partido  posible,  dadas  las  circunstan- 
cias, en  favor  de  su  defendido,  calificó  el  delito  de  ho- 
micidio por  imprudencia  temeraria.  Se  prestaba  mu- 
cho la  diferente  inteligencia  déla  palabra  imprudencia 
¿ esta  calificación.  Se  celebró  el  juicio,  y á pesar  del 
brillante,  informe  del  Ministerio  fiscal  y del  acertadí- 
simo resúmen  hecho  por  el  presidente,  el  Jurado»  de- 
claró que  aquel  hombre  era  culpable  de  imprudencia 
temeraria.  Como  el  error  era  evidente,  se  anuló  el  ve- 
redicto, y fue  á un  nuevo  Jurado;  pero  tan  resuelto 
estaba  este  Jurado  á hacer  la  propia  calificación,  que 
fuó  necesario  que  el  mismo  defensor  interviniese  para 
que  no  se  hiciese  un  acto  de  injusticia,  y ai  fin  por 
ciertos  medios  que  solo  pueden  emplearse  en  des- 
agravio de  la  justicia,  llegó  á hacerse  una  califica- 
ción acertada.  Sin  embargo,  fué  de  lodo  punto  impo- 
sible hacer  comprender  al  Jurado  la  diferencia  que 
hay  entre  el  homicidio  por  imprudencia  temeraria  y 
el  homicidio  con  circunstancias  atenuantes. 

Segundo  caso.  Se  trataba  de  un  delito  contra  el 
libre  ejercicio  del  culto  católico.  En  la  iglesia  parro- 
quial de  un  pueblo  se  había  vestido  grotescamente  á 
una  imagen  de  la  virgen,  colocando  en  su  mano  un 
sable  de  caballería.  Un  acólito  subió  al  pulpito,  y á 
guisa  de  sermón,  hubo  de  pronunciar  tales  palabras 
y de  cometer  tales  irreverencias,  que  no  pudo  menos 
de  ofenderse  poderosamente  el  sentimiento  religioso 
de  los  que  le  oyeron.  El  fiscal  calificó  el  hecho  de  de- 
lito contra  el  culto  católico:  la  defensa,  procurando 
utilizar  todos  los  medios  para  favorecer  la  suerte  del 
acusado,  propuso  en  una  conclusión  que  se  declarase 
que  no  existia  delito,  sino  una  falta  que  debía  casti- 
gar el  inmediato  superior  al  Párroco  que  era  el  señor 
Obispo.  Pues  el  Jurado,  á pesar  del  evidente  error  de 
la  caliíicacion  de  la  defensa,  y á pesar  de  estar  com- 
prendido este  delito  on  ei  Código,  declaró  que  no  exis- 
tia tal  delito.  Se  anuló  también  el  veredicto:  volvió  la 
causa  á un  nuevo  Jurado;  pero  este  nuevo  Jurado  no 
fuó  tan  dócil  corno  en  el  primer  caso,  y volvió  á re- 
petir que  no  existia  delito,  sin  embargo  de  estar  claro 
que  habia  exisLido,  y aquel  delito  quedó  completa- 
mente impune. 

No  necesito  citar  nuevos  ejemplos,  porque  éstos 
pueden  servir  de  norma  para  los  de  esta  clase,  sobre 
todo,  en  las  causas  de  indicios  y de  circunstancias 
que  no  me  negareis  que  son  las  que  en  mayor  nú- 
mero se  presentan  en  los  Tribunales.  Y no  hemos  de 
atribuir  estos  errores,  estas  deficiencias,  estos  fraca- 
sos do  la  justicia,  precisamente  á malicia  ni  á inmora- 
lidad ni  á falta  de  rectitud,  no:  yo  prefiero  en  esto  ser 
optimista;  en  algunas  ocasiones,  es  fácil  que  esas  ilí- 
citas causas  influyan  en  los  jurados,  pero  en  la  gene- 
ralidad lian  de  ser  debidos  esos  errores  más  bien  á 
falta  de  competencia,  á falta  de  aptitud,  á falta  de 
ilustración,  cosa  que  se  comprende  muy  fácilmente, 
si  consideráis  que  han  de  ser  formadas  listas  de  ju- 


rados en  todos  los  partidos  judiciales  que  son  no  sé 
si  500  en  España;  y de  estos  puede  haber  algunos  de 
ciertas  poblaciones,  en  que  la  instrucción  sea  un  poco 
más  adelantada;  pero  que  en  los  más,  se  formarán 
de  agrupaciones  de  Municipios  rurales,  en  los  cuales 
ba  de  ser  sumamente  difícil,  descartadas  las  incom- 
patibilidades absolutas  y relativas,  descartadas  las 
incapacidades  y separadas  las  excusas  establecidas 
en  la  misma  ley,  hade  ser  sumamente  difícil  encon- 
trar personas  que  reúnan  mayores  conocimientos 
que  ios  de  saber  leer  y escribir,  porque  los  demás  no 
pueden  ser  jurados;  mucho  más  difícil  encontrarlos 
que  reúnan  conocimientos  de  segunda  enseñanza, 
porque  el  médico  de  la  beneficencia,  el  farmacéutico, 
el  Cura  párroco  y ei  maestro  están  excluidos  de  ser 
jurados,  y desde  luego  es  imposible  encontrar  per- 
sonas con  conocimientos  jurídicos  para  distinguir  los 
elementos  morales  y los  elementos  materiales  quo 
entran  en  los  delitos,  aunque  solo  sea  ai  objeto  de  de- 
terminar su  realización  y sus  circuntancias. 

Podrá  haber  hombres  de  buena  fe,  de  recta  inten- 
ción, de  claro  entendimiento  natural,  y animados  de 
los  más  santos  propósitos,  pero  no  cou  la  competen- 
cia necesaria  para  juzgar.  Y consiste  todo,  y ba  de 
consistir  siempre,  en  que  es  de  Lodo  punto  imposible 
presentar  los  hechos  desnudos  de  toda  calificación 
materializados,  digámoslo  asi,  como  pretende  el  se- 
ñor Ministro  de  Gracia  y Justicia,  cuyas  palabras  en 
su  preámbulo  tampoco  entiendo  yo  fácilmente,  por- 
que repitiendo  muchas  veces  que  el  Jurado  no  ha  de 
ser  más  que  juez  de  hecho,  sin  embargo,  viene  á de- 
cir que  su  inteligencia  ha  de  ser  iluminada  por  un 
poderoso  elemento,  que  le  ha  de  dar  á conocer  el  de- 
recho en  sus  fundamentos  esenciales,  cuyo  elemento 
es  el  resúmen  del  debate,  que  hau  de  hacer  los  presi- 
dentes del  Jurado.  O el  Jurado  es  juez  de  hecho,  ó de 
derecho:  si  lo  es  de  hecho,  para  nada  necesita  el  re- 
súmen  del  presidente;  pero  si  es  de  derecho,  el  resú- 
men, aunque  se  haga,  no  ha  de  servir  de  nada,  si  no 
tiene  conocimientos  por  lo  menos  elementales  de  los 
principios  del  derecho;  este  es  el  argumento  que  se 
os  ha  presentado  constantemente.  No  tendrá  el  Jura- 
do conocimientos  de  derecho  para  definir  esa  cuestión 
de  indicios  y de  circunstancias;  pero  para  eso  está  el 
resúmen  de  los  80  grandes  presidentes  que  son  nece- 
sarios para  presidir  las  sesiones.  Y yo  os  digo  que  no 
se  allanan  esas  insuperables  dificultades  con  esa  paua- 
cea  universal  con  que  queréis  curar  todos  los  defectos 
y todas  las  deformidades  del  Jurado.  Yo  tengo  el  pleno 
convencimiento  de  que  los  presidentes  de  las  Audien- 
cias, ahora,  io  mismo  que  en  1 872,  respondiendo  á las 
nobilísimas  tradiciones  de  la  magistratura  española, 
han  de  procurar  identificarse  con  el  pensamiento  y coa 
los  preceptos  de  la  ley,  han  de  procurar,  por  todos  ios 
medios  que  estén  á su  alcance,  seguramente,  llenar 
sus  deberes,  cumplir  la  misión  de  definir  la  natura- 
leza jurídica  de  los  hechos,  exponer  el  valor  moral  y 
legal  de  las  pruebas  y explicar  la  doctrina  más  sana 
acerca  de  las  circunstancias. 

Pero  lodo  esto,  señores,  no  puede  pasar  de  lo  que 
su  propio  nombre  indica,  no  puede  pasar  de  un  re- 
sumen, no  puede  pasar  de  un  ligero  compendio  del 
resultado  del  juicio,  que  está  muy  lejos  de  poiln*  re- 
vestir los  caractéres  de  una  luminosa  explicación  de 
derecho,  encamiuada  á llenar  el  fin  que  la  ley  se  ha 
propuesto.  Por  mucho  que  haga  un  presi  lente  hábil, 
experto,  ilustrado,  en  el  breve  espacio  de  tiempo  de 


2390 


9 DE  MAYO  DE  1887. 


que  dispone  no  ha  de  poder  definir  con  toda  claridad, 
dirigiéndose  á un  auditorio  no  preparado,  dirigién- 
dose á un  auditorio  sin  conocimientos  elementales, 
no  ha  de  poder  hacerle  entender  la  naturaleza  jurídi- 
ca de  los  hechos,  ni  el  verdadero  valor  moral  y legal 
de  las  pruebas,  ni  la  doctrina  de  las  circunstancias, 
con  la  cual  se  pueden  llenar  muchos  tratados  de  de- 
recho. Puntos  son  estos  muy  á propósito  para  un 
profesor  de  derecho  y para  una  lección  o una  serie 
de  lecciones  en  el  Ateneo  ó en  la  Universidad,  pero 
no  para  llenar  su  objeto  en  las  brevísimas  sesiones 
de  un  Jurado.  Pues  bien,  estos  conocimientos,  estas 
regias,  de  que  carecen  los  jueces  de  hecho  y que 
debieran  conocer  para  desempeñar  bien  sus  funcio- 
nes, ¿queréis  que  penetren  en  aquel  entendimiento 
virgen  por  una  explicación  breve  y momentánea  del 
presidente  al  hacer  el  resumen  del  debate?  ¿Y  en  qué 
ocasión?  Precisamente  cuando  la  imaginación  de  los 
jurados  está  embargada  y su  entendimiento  preocu- 
pado por  la  contradicción  de  las  pruebas  y por  la 
elocuencia  de  los  discursos.  Pues  bien,  señores,  yo 
os  digo  que  pretender  esto,  es  pretender  uu  verdade- 
ro imposible,  porque  sucederá  que  se  aumentarán 
cada  vez  más  sus  confusiones  y sus  dudas,  y volverá 
á repetirse  una,  dos  y cien  veces  el  ejemplo  de  aquel 
jurado  de  Sevilla  de  que  se  ha  hablado  aquí,  que 
después  de  haber  oido  la  acusación  fiscal,  exclamó 
sin  poderse  contener,  condeno ; después  de  oir  la  de- 
fensa dijo  absuelvo , y después  de  oir  el  resúmen  del 
presidente,  que  es  de  lo  que  nos  estamos  ocupando, 
se  encogió  de  hombros  y dijo:  ya  no  sé  lo  que  debo 
hacer . 

En  punto  á la  ilustración  de  los  jurados,  estamos 
hoy,  poco  més  ó ménos,  en  el  mismo  estado  que  es- 
tábamos el  año  7ñ  cuando  el  Jurado  se  suspendió.  Y 
en  lo  que  toca  al  adelanto  de  la  opinión,  ya  lo  habéis 
oido  antes;  el  Jurado  está  en  estado  de  crisis;  ha  te- 
nido y tiene  sus  fuertes  impugnadores,  se  sigue  dis- 
cutiendo científicamente  sobre  su  conveniencia,  y 
todavía  no  está  asegurado  su  porvenir;  por  consi- 
guiente, no  puede  decirse  que  sea  necesario  obedecer 
á la  opinión  unánime  para  acordar  su  establecimiento. 
Y en  cuanto  á lo  que  toca  á la  necesidad  jurídica, 
este  es  un  punto  que  merece  también  alguna  atención. 

Se  ha  establecido  el  juicio  oral  y público;  ha  te- 
nido esa  gloria  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
por  más  que  estaba  ya  preparado  por  otros  sus  ante- 
cesores; pero  no  ha  trascurrido  tiempo  bastante  para 
que  puedan  recogerse  los  frutos;  no  se  ha  podido  sa- 
ber si  como  resultado  de  las  funciones  que  se  ejercen 
por  los  magistrados  de  derecho,  el  juicio  oral  y pú- 
blico satisface  las  necesidades  jurídicas;  no  son  cinco 
anos  tiempo  bastante  para  que  esté  comprobada  su 
conveniencia.  ¿Ha  respondido  el  juicio  oral  y público 
á su  objeto?  ¿Han  respondido  los  magistrados  á lo  que 
de  ellos  se  esperaba? 

No  me  atreveré  á contestar  definitivamente  á es- 
tas preguntas.  Lo  que  sí  puedo  asegurar,  es  que  se 
ha  dado  un  gran  paso  en  el  buen  camino,  como  todos 
reconocemos;  y por  mi  propia  cuenta  debo  hacer  una 
afirmación,  y es  que  las  ventajas  ó resultados  favo- 
rables que  hayan  podido  obtenerse  del  juicio  oral  y 
público  han  sido  debidos,  no  tanto  á la  bondad  intrín- 
seca del  sistema  acusatorio,  traído  sobre  el  sumario, 
como  al  buen  sentido  de  los  mismos  tribunales,  que 
han  podido  corregir  los  peligros  ó enmendar  los  de- 
fectos de  ese  sistema  por  los  mismos  medios  que  afor- 


tunadamente han  quedado  á su  alcance  dentro  de  la 
ley.  Porque  los  magistrados  de  derecho  hoy  pueden 
formar  su  juicio  apreciando,  no  solamente  el  resul- 
tado externo  de  las  pruebas  en  el  juicio  oral  y públi- 
co, sino  que  pueden  también  hacerse  cargo  de  los  ele- 
mentos sumariales,  contrastar  unos  elementos  con 
otros,  sobre  todo  en  aquellos  casos  en  que  aparezcan 
en  contradicción,  cosa  que  no  es  desusada  ni  mucho 
menos  imposible,  y por  el  resultado  de  ese  contraste 
formar  su  juicio  de  conciencia  ilustrada  y convenci- 
da, y después  con  arreglo  á él  dar  su  fallo.  Y gracias 
á esta  libertad  de  apreciación,  merced  á la  cual  no  es- 
tán obligados  los  magistrados  á prestar  asenso  forzo- 
samente al  resultado  externo  de  las  pruebas  en  el  jui- 
cio oral  y público,  sino  que  pueden  formar  el  juicio 
por  los  elementos  complejos  del  sumario  y el  resul- 
tado del  juicio  oral  y público,  ha  podido  atenuarse 
en  cierta  manera  el  peligro  de  las  absoluciones  pre- 
paradas por  la  prueba  de  testigos  confabulados  y han 
podido  evitar  la  impunidad  de  los  delitos. 

Tiene  esto  sus  inconvenientes,  no  lo  he  de  negar, 
porque  al  fin  y al  cabo,  no  quedando  del  juicio  oral 
y público  más  que  una  impresión  fugaz  v pasajera, 
puesto  que  su  resultado,  en  lo  que  toca  á las  pruebas, 
no  se  consigna  en  el  acta,  ni  siquiera  los  puntos  esen- 
ciales, porque  lo  único  que  allí  se  consigna  es  algun 
hecho  que  se  refiera  á la  calificación,  para  evitar  que 
se  haga  equivocadamente  y para  preparar,  si  acaso, 
algun  recurso  de  casación;  no  consignando,  como  digo, 
el  resultado  de  las  pruebas  en  el  juicio  oral  y público, 
puede  acontecer,  y acontece  de  hecho,  que  algunas 
veces  los  fallos  de  los  tribunales  se  dicten  en  aparente 
contradicción  con  el  resultado  que  las  pruebas  ofre- 
cen en  el  juicio  oral  y público,  sin  que  por  esto  incu- 
rran en  ninguna  responsabilidad,  ni  haya  manera  de 
eximírsela.  Este  es  el  grave  peligro  que  tiene  el  juicio 
oral  y publico,  y este  es  el  peligro  ó el  inconveniente 
que  habia  que  tratar  de  hacer  desaparecer,  aumen- 
tando las  garantías  y perfeccionando  el  procedimiento, 
en  vez  de  dar  con  él  en  tierra,  como  si  fuese  una 
planta  maldita  que  no  hubiese  producido  más  que 
frutos  de  perdición. 

Apenas  hace  cuatro  años  que  está  funcionando  el 
juicio  oral  y público,  y ya  se  quiere  que  desaparezca, 
sustituyéndose  con  un  organismo  nuevo  no  probado, 
ó probado  con  desventaja,  introduciendo  cada  dia  una 
mudanza,  como  si  estas  reformas  fueran  de  aquellas 
que  se  pueden  hacer  sin  miramiento  alguno  y sin 
toda  la  parsimonia  y detenimiento  que  su  importan- 
cia exige.  No;  á mi  juicio  lo  conveniente  en  este  mo- 
mento sería,  una  vez  que  el  juicio  oral  y público  se 
halla  establecido,  darle  estabilidad,  prestigio,  respeto, 
esperar  sus  resultados  sin  impaciencias,  sin  apresu- 
ramientos, para  que  después  ele  un  período  prudente 
de  tiempo,  oyendo  los  informes  de  los  tribunales,  de 
las  Academias,  de  los  Cuerpos  jurídicos,  de  las  Uni- 
versidades, de  todas  aquellas  personas  que  pudieran 
dar  dictámenes  acertados  en  la  materia,  se  pudiera 
resolver  una  de  estas  tres  cosas:  ó mantener  el  juicio 
oral  y público  como  está,  ó reformarlo,  ó suprimirlo 
estableciendo  entonces  el  Jurado;  pero  suprimirlo  tan 
repentinamente  como  lo  queréis  hacer,  sin  saber  si  ha 
dado  los  resultados  que  de  él  se  esperaban,  eso  no  lo 
deben  hacer  los  Gobiernos  prudentes. 

Al  fin  y al  cabo,  señores,  el  Jurado  ha  de  revestir 
siempre  un  carácter  esencialmente  político;  aunque 
le  queráis  dar  aspecto  jurídico,  nunca  podrá  revestir 
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el  carácter  jurídico  que  tienen  los  tribunales  de  dere- 
cho. Esto  no  es  decir  que  tengan  distinto  origen.  Lo 
mismo  el  Jurado  que  los  tribunales  tienen  sus  más 
hondas  raíces  en  el  derecho  público  constitucional, 
pero  se  desenvuelven  de  diferente  manera.  ¿Queréis 
que  la  justicia  se  administre  por  los  dictados  del  sen- 
tido común  y de  la  conciencia  vulgar,  aunque  no  esté 
ilustrada?  Pues  entonces  está  bien  el  Jurado.  ¿Que- 
réis que  la  justicia  se  administre  desentendiéndose  de 
las  pasiones  populares,  saliendo  de  la  atmósfera  can- 
dente de  la  política,  elevándose  á la  región  de  los  prin- 
cipios eternos,  de  lo  recto  y de  lo  justo,  para  que  sus 
fallos  tengan  la  autoridad  moral  y legal  que  necesita 
para  que  sean  respetados?  Pues  entonces  está  demás 
el  Jurado,  porque  esos  bellísimos  ideales  de  la  justicia 
no  los  pueden  realizar  los  jueces  indoctos  sino  aque- 
llos hombres  que  están  completamente  entregados  al 
estudio  y hacen  de  la  ciencia  una  religión  y (le  la 
magistratura  un  sacerdocio. 

Y no  hay  que  hablar  de  la  opinión  pública,  porque 
la  opinión  pública  se  ha  mostrado  siempre  en  España 
favorable  á los  tribunales  de  justicia,  y no  pide,  ni 
ha  pedido,  el  restablecimiento  del  Jurado;  y no  por- 
que los  magistrados  sean  infalibles,  que  ai  fin  y al 
cabo  son  hombres,  y como  todos  los  demás,  están  su- 
jetos á la  triste  ley  del  error,  sino  porque  el  país  re- 
chaza el  Jurado,  aunque  no  sea  más  que  por  los 
sacrificios  que  le  impone. 

Yo  podría  traer  aquí,  en  apoyo  de  mi  desautori- 
zada Opinión,  textos  vivos  de  ilustres  tratadistas  ex- 
tranjeros; pero  verdaderamente  podría  parecer  esto  un 
alarde  de  erudición  que  no  tengo,  y que  quitaría  á las 
ligeras  consideraciones  que  he  expuesto  el  único  mé- 
rito que  tienen,  que  es  el  de  la  sinceridad,  hija  de  la 
couvicciou  más  arraigada.  Por  otra  parte,  lo  han  he- 
cho ya  con  gran  lucimiento  otros  ilustres  oradores  de 
esta  minoría,  que  por  sus  eminentes  talentos,  por  su 
saber  y su  elocuencia,  han  conquistado  un  nombre 
glorioso  en  el  foro,  en  las  Academias  y en  el  Parla- 
mento. Por  consiguiente,  voy  á terminar  repitiendo  lo 
que  dccia  al  principio,  que,  á pesar  de  vuestros  temores 
y de  vuestras  desconfianzas,  no  obstante  las  limitacio- 
nes que  habéis  ideado  para  conjurar  cuanto  habéis 
podido,  con  permiso  de  la  democracia,  los  peligros 
del  Jurado,  esos  peligros  siguen  todos  cu  pié,  y ni  la 
sociedad,  ni  los  individuos  podrán  estar  seguros  res- 
pecto de  la  administración  de  justicia  en  materia 
penal,  desde  el  momento  que  sea  restablecido  el  Ju- 
rado. 

Por  tanto,  si  á pesar  de  todo  esto,  sin  que  exista  ver- 
dadera necesidad,  sin  causas  reconocidas  y demos- 
tradas, contra  los  consejos  de  la  experiencia,  contra 
la  opinión  pública  del  país  que  lo  rechaza  como  una 
carga  pesada,  tan  solo  por  cumplir  esos  compromisos 
polílicos  de  que  habla  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia en  las  primeras  líneas  del  preámbulo  de  su  pro- 
yecto, ó por  seguir  la  moda  de  otros  países  en  que 
diferentes  razones  abonan  esta  reforma,  os  empeñáis 
en  dar  vida  y realidad  á una  institución  que  no  la 
tiene  entre  nosotros,  porque  no  encarna  en  nuestra 
manera  de  ser,  en  nuestras  costumbres,  ni  en  nuestra 
historia,  podéis  ir  preparándoos  á recibir  un  nuevo 
desengaño,  porque  lo  que  vosotros  consideráis  como 
fuente  de  salud  y de  vida,  como  elemento  de  civiliza- 
ción y de  progreso,  no  será  otra  cosa  entre  nosotros 
que  motivo  perenne  de  inquietud  y de  alarma  para 
las  personas,  piedra  de  escándalo  para  la  sociedad  y 


página  abierta  de  descrédito  para  la  administración 
de  justicia. 

Concluyo  dando  gracias  al  Congreso  por  la  bene- 
volencia con  que  me  ha  escuchado,  y rogando  á los 
Sres.  Diputados  que  no  consientan  para  mi  país  se- 
mejante calamidad. 

El  Sr.  PACHECO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  PACHECO:  Señores  Diputados,  desearé  que 
el  Sr.  Molleda  no  atribuya  á descortesía  que  conteste 
brevísimamente,  en  nombre  de  la  Comisión,  al  razo- 
nado, elocuente  y metódico  discurso  con  que  S.  S. 
acaba  de  apoyar  su  enmienda;  pero  la  Comisión  cree, 
y el  individuo  de  su  seno  que  habla  en  nombre  de  la 
misma  para  contestar  al  Sr.  Mollcda.  cree  también 
que  no  es  necesario  hacer  más  extensa  esta  contesta- 
ción, que  conviene  reducirla  á los  límites  señalados 
por  la  enmienda  de  S.  S.,  porque  si  hubiera  de  con- 
testarse á algunas  de  las  consideraciones  generales 
que  el  Sr.  Moheda  ha  expuesto,  habría  que  repetir  las 
que  reiteradamente  se  han  hecho  oir  desde  este  banco, 
y si  se  hubiera  de  ocupar  la  atención  del  Congreso  en 
algunos  otros  puntos  que  S.  S.  ha  tratado  con  relativa 
extensión,  como,  por  ejemplo,  el  que  se  refiere  al  re- 
sumen que  hace  el  presidente  ante  el  Jurado,  se  anti- 
ciparían debates  que  han  de  venir,  y que  tendrán  su 
momento  oportuno  cuando  se  discutan  los  artículos 
correspondientes  á ese  pormenor  sobre  el  que  S.  S.  ha 
discurrido  extensamente.  Por  tanto,  cree  la  Comisión 
y cree  el  individuo  de  ella  que  tiene  el  honor  de  diri- 
giros la  palabra,  que  basta  con  examinar  lo  que  real- 
mente constituye  el  fondo  del  discurso  delSr.  Moheda. 

Su  señoría  impugna  el  dictamen  de  la  Comisión, 
y sostiene  la  enmienda  cuyo  contenido  conoce  el  Con- 
greso, suponiendo  que  este  dictamen  está  inspirado 
en  una  grandísima  desconfianza,  que  toda  la  obra  de 
la  Comisión  revela  esa  desconfianza,  y S.  S.  no  repara 
en  que  al  decir  esto  y al  buscar  razones  con  que  apo- 
yar su  creencia  de  que  hay  esta  desconfianza,  lo  que 
verdaderamente  hace  S.  S.  es  contradecirse.  El  señor 
Moheda  decía:  ios  individuos  (le  la  Comisión  no  creen 
con  fe  viva  en  la  eficacia  y en  la  virtud  del  Jurado, 
y en  prueba  de  ello  han  modificado  el  proyecto 
que  presentó  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
llevando  á sus  conclusiones  más  radicales  los  prin- 
cipios en  que  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia 
fundaba  esta  institución.  Los  individuos  de  la  Comi- 
sión han  ido  mucho  más  lejos  en  este  mismo  sentido 
con  su  dictámen,  que  la  ley  del  Sr.  Montero  Ríos  del 
año  1872,  y que  el  proyecto  del  Sr.  Romero  Girón  que 
se  discutió  en  la  otra  Cámara  en  1883.  Es  decir  que, 
según  el  Sr.  Moheda,  es  tanta  la  desconfianza  que  la 
Comisión  siente  hacia  el  Jurado,  que  hemos  modifi- 
cado el  proyecto  que  se  nos  entregó,  para  dar  mayor 
amplitud  á las  facultades  del  Jurado  que  la  que  te- 
nían en  las  leyes  y proyectos  anteriores;  de  modo, 
que  si  fuera  cierto  que  la  Comisión  sentía  esa  des- 
confianza, paréceme  que  hubiera  procedido  de  una 
manera  diametralmente  opuesta,  lo  que  prueba  la  fe 
viva  con  que  cree  esta  Comisión  en  la  eficacia  del 
Jurado  y en  los  procedimientos  que  ahora  vais  á 
consagrar  con  vuestros  votos. 

Pero  pasando  por  alto  esta  contradicción,  repito 
que  la  nota  dominante  del  discurso  del  Sr.  Moheda 
es  la  desconfianza  que  nos  atribuye  respecto  al  Jura- 
do, y S.  S.  se  ha  ocupado  en  averiguar  las  causas  de 
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esta  desconfianza,  en  deducir  los  resultados  produci- 
dos por  ella  y en  demostrar  los  males  que  de  esos 
resultados  van  á derivarse,  indicándonos  los  medios 
merced  á los  cuales  podrian  evitar  esos  males.  Creo 
que  así,  en  estos  tres  grandes  grupos,  pueden  con- 
densarse las  ideas  con  que  ha  poblado  su  extenso  dis- 
curso el  Sr.  Molleda. 

La  desconfianza  que  siento  la  Comisión,  descon- 
fianza como  ha  podido  ver  la  Cámara  bastante  pere- 
grina, porque  no  aparece  por  ninguna  parte,  nace, 
según  afirmaba  el  Sr.  Molleda,  de  las  deplorables  con- 
secuencias que  produjo  el  ensayo  hecho  en  España 
durante  los  anos  de  1873  y 74.  Se  ha  hablado  mu- 
chísimo de  esto;  pero  al  ver  la  insistencia  con  que  los 
señores  de  la  minoría  conservadora  apelan  constante- 
mente al  mismo  argumento,  no  tengo  más  remedio 
que  repetir  algo  de  lo  que  ya  sabe  la  Cámara,  porque 
desde  aquí  se  ha  probado,  con  números,  con  datos,  y 
apelando  al  texto  de  las  manifestaciones  hechas  por 
los  presidentes  y por  los  fiscales  de  las  Audiencias; 
desde  aquí,  con  esos  informes  á la  vista,  se  ha  de- 
mostrado por  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  y 
por  mis  compañeros  de  Comisión  que  la  experiencia 
de  1873  y 1874,  lejos  de  ser  desfavorable,  es  favora- 
ble al  Jurado;  pero  á pesar  de  eso  los  Sres.  Diputados 
conservadores  siguen  reproduciendo  las  mismas  afir- 
maciones, y se  empeuau  en  probar  que  aquellos  in- 
formes dicen  todo  lo  contrario  de  lo  que  en  ellos  pue- 
de leerse.  Francamente,  con  este  sistema  no  hay  dis- 
cusión posible...  (El  Sr,  Vizconde  de  Compo-Grande : 
Pues  que  se  impriman  esos  informes.) 

Yo  no  vacilo  en  pedir  lo  mismo  que  S.  S.,  para 
que  todo  el  mundo  se  convenza  de  lo  que  acabo  de 
manifestar;  y repito  que  todos  los  argumentos  que 
emplea  la  minoría  conservadora  son  de  la  misma  ín- 
dole. Así,  por  ejemplo,  nos  están  diciendo  todos  los 
dias  que  el  Jurado  es  una  institución  desacreditada 
en  toda  Europa,  y estamos  viendo  que  en  toda  Euro- 
pa se  mantiene.  Dicen  que  en  todas  partes  está  en 
crisis:  ¿dónde  está  la  prueba  de  que  está  en  crisis  en 
toda  Europa,  ni  en  ninguna  parte  de  ella?  Han  inter- 
venido en  esta  discusión  muchos  y muy  elocuentes 
oradores  de  esa  minoría,  y ni  uno  solo  ha  podido  pro- 
bar que  el  Jurado  esté  en  crisis,  ó esté  desacreditado 
en  ningún  país  europeo.  ¿A  qué  emplear  este  sistema 
de  discutir?  ¿A  qué  mixtificar  de  esta  manera  las  co- 
sas? Pero  voy  á dejar  esto  aparte,  porque  sin  duda  al- 
guna todo  eso  pertenece  á la  discusión  de  la  totali- 
dad, y solamente  me  he  permitido  recordarlo  en  vista 
de  la  insistencia  con  que  los  Diputados  conservadores 
apelan  á ese  sistema  de  reproducir  los  mismos  argu- 
mentos, aun  cuando  hayan  sido  completamente  con- 
testados y refutados,  ó por  esta  Comisión,  ó por  los 
demás  oradores  que  en  el  debate  han  tomado  parte 
en  pró  del  dictámen. 

Volviendo  al  discurso  del  Sr.  Molleda,  recordaré 
que  S.  S.  ha  dicho  que  nosotros  sentimos  una  gran 
desconfianza  hácia  el  Jurado  por  lo  que  ocurrió  en 
1873,  y añadía  el  Sr.  Molleda  que  estamos  hoy  como 
entonces.  Francamente,  me  parece  que  la  afirmación 
de  S.  S.  no  resiste  la  más  ligera  crítica,  porque  no  es 
posible  sostener,  bajo  ningún  punto  de  vista,  que  es- 
tamos boy  en  las  mismas  condiciones  que  en  1873, 
no  ya- bajo  el  punto  de  vista  de  la  organización  judi- 
cial, sino  bajo  el  punto  de  vista  político,  y creo  que 
no  hay  ningún  correligionario  de  S.  S.  que  sostenga 
que  las  circunstancias  del  país  son  iguales  á las  que 


desdichadamente  atravesó  en  aquel  año  tristísimo. 
Por  consiguiente,  la  experiencia  que  entonces  se  hizo 
del  Jurado,  no  tiene  parecido  alguno  con  la  experien- 
cia que  ahora  va  á hacerse. 

Refiriéndome  solo  a la  organización  judicial,  aña- 
diré que  en  1873  acababa  de  promulgarse  una  ley 
orgánica  del  Poder  judicial,  ley  que  estaba  empezando 
á ponerse  en  práctica  y que  habia  producido,  como 
necesariamente  tiene  que  producir  toda  reforma  de 
carácter  general,  cierta  descomposición  que  hacía  in- 
seguro el  terreno  para  fundar  nada,  y menos  aún  una 
institución  que  necesita  tanto  arraigo,  tanta  solidez  y 
tanta  firmeza  como  el  Jurado.  ¿Facilitaban  ó dificul- 
taban aquellas  circunstancias  el  establecimiento  del 
Jurado?  Oradores  elocuentes  del  partido  á que  perte- 
nece el  Sr.  Molleda  sostuvieron  en  la  otra  Cámara  que 
las  circunstancias  en  que  se  hizo  la  experiencia  del 
Jurado  en  1873,  bajo  el  punto  de  vista  de  la  organi- 
zación judicial  y de  la  reciente  reforma  que  se  habia 
hecho,  dificultaban  grandemente  el  establecimiento 
de  esa  institución.  Ahora  no  estamos  en  aquellas  cir- 
cunstancias; lo  ha  reconocido  el  Sr.  Molleda.  Hace 
cinco  años  que  tenemos  juicio  oral,  que  no  está,  como 
equivocadamente  supone  S.  S.,  en  un  período  de  en- 
sayo y preparación,  sino  que  ha  producido  ya  buenos 
resultados,  porque  todo  lo  que  en  contra  de  los  resul- 
tados del  juicio  oral  se  ha  dicho,  ha  sido  contestado 
con  cifras  y con  demostraciones  que  no  serán  de  modo 
alguno  desmentidas  ni  desautorizadas. 

Nosotros  traemos  el  Jurado  y lo  defendemos  como 
una  consecuencia  del  juicio  oral,  y como  un  comple- 
mento de  las  reformas  realizadas  por  nuestra  última 
ley  de  enjuiciamiento  criminal,  por  la  ley  de  1882. 
Y aquí  debo  hacer  una  observación  que  creo  oportuna 
y propia  del  caso.  Se  ha  hablado  muchas  veces  de  los 
males  producidos  por  el  juicio  oral,  y de  las  malas 
condiciones  en  que  se  encuentra  establecido.  Ha  ha- 
bido oradores  del  partido  á que  pertenece  S.  S.  que 
de  esto  han  hecho  el  principal  argumento  de  largos  y 
elocuentes  discursos,  y cuando  se  les  ha  pedido  que 
propongan  las  reformas  del  juicio  oral  que  estimen 
necesarias  para  que  desaparezcan  los  defectos  de  que 
se  dice  que  adolece,  han  presentado  media  docena  de 
enmiendas  que  no  afectan  en  poco  ni  en  mucho  á lo  sus- 
tancial del  juicio  oral;  que  no  afectan  á su  esencia,  ni 
á sus  bases  fundamentales.  Lo  cual  quiere  decir,  que 
por  una  y otra  parte  se  reconoce  que  el  juicio  oral  es 
una  reforma  definitivamente  establecida  que  no  nece- 
sita modificarse  en  ninguna  de  sus  bases,  en  ninguno 
de  sus  grandes  principios.  Y nosotros  decimos:  esa 
reforma  es  preciso  completarla  trayendo  el  Jurado, 
que  es  la  consecuencia  natural  del  juicio  oral,  porque 
afectando  á una  parte  del  juicio,  no  embaraza,  ni  di- 
ficulta, ni  altera  para  nada  lo  fundamental  del  juicio 
mismo.  No  hay,  pues,  razón  para  hacer  paralelos,  como 
ios  hacía  el  Sr.  Molleda,  entre  circunstancias  que  son 
completamente  distintas,  ni  hay  tampoco  que  des- 
conocer el  carácter  ni  la  índole  con  que  traemos  el 
Jurado. 

Según  el  Sr.  Molleda,  de  aquella  experiencia  men- 
cionada de  1873  y 1874,  nace  el  temor  y la  descon- 
fianza que  nosotros  sentimos,  en  opinión  de  S.  S.,  há- 
cia el  Jurado;  y ese  temor,  esa  desconfianza,  según 
S.  S.,  han  producido  resultados  deplorables  que  pue- 
den observarse  en  todo  lo  que  se  refiere  á la  materia 
de  competencia;  porque  dice  S.  S.  que  nosotros,  in- 
fluidos de  ese  temor  y cediendo  á esa  desconfianza, 
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en  la  materia  de  competencia  hemos  procedido  arbi- 
trariamente, queriendo  por  una  parte,  retirar  de  la 
competencia  del  Jurado  delitos  que  debian  haber  ido 
á su  jurisdicción  y llevando  otros  que  no  debian  haber 
ido;  y qué  no  hemos  tenido  calma,  ni  confianza,  ni 
tranquilidad  suficientes  para  sujetarnos  á los  princi- 
pios gonerales  que  deben  regular  esta  materia  de  la 
competencia.  Ya  en  este  camino,  anadia  el  Sr.  Mollc- 
da,  que  sería  bueuo  que  la  Comisión  explicara  los  fun- 
damentes de  su  juicio  respecto  á toda  la  materia  de 
competencia,  á fin  de  demostrar  que  esa  arbitrariedad 
supuesta  por  8.  S.  no  existe. 

En  este  punto  yo  no  tengo  que  hacer  tampoco  más 
sino  repetir  consideraciones  que  han  sido  ya  expues- 
tas por  los  individuos  de  la  Comisión  que  han  habla- 
do, contestando  A las  impugnaciones  de  los  oradores 
de  la  minoría  conservadora.  La  Comisión  no  ha  pro- 
cedido arbitrariamente  en  lo  que  se  refiere  á la  com- 
petencia; lo  que  la  Comisión  no  ha  hecho,  ha  sido 
sujetarse  á un  criterio  estrecho  y cerrado;  lo  que  la 
Comisión  ha  hecho,  ha  sido  tener  en  cuenta  todas  las 
consideraciones  que  en  un  problema  tan  complejo 
como  éste,  deben  tenerse  presentes,  porque  no  es  po- 
sible encerrarse,  como  pretendía  8.  8.,  en  un  sistema 
que  olvide  algunos  de  los  aspectos  de  la  cuestión, 
sino  que  es  necesario  atenderlos  y satisfacerlos  todos 
para  acercarse  en  lo  posible,  no  ya  á la  perfección, 
pero  sí  ai  acierto  que  debe  procurarse  en  una  obra  de 
esta  especie. 

La  Comisión  ha  tenido  en  cuenta  el  criterio  de  la 
universalidad  de  los  delitos;  ha  tenido  en  cuenta  el 
criterio  de  la  mayor  ó menor  alarma  que  estos  pro- 
ducen; ha  tenido  en  cuenta  el  criterio  de  la  facilidad  ó 
dificultad  de  su  comprobación;  ha  tenido  en  cuenta 
su  carácter  político;  en  suma,  la  Comisión  ha  tenido 
en  cuenta  todos  los  criterios  que  para  determinar  la 
competencia  de  los  delitos  que  deben  ser  sometidos 
ai  Jurado,  parecen  y son  más  aceptables,  valiosos  é 
importantes.  No  ha  procedido,  pues,  de  una  manera 
arbitraria,  sino  que  ha  formado  su  criterio,  y lo  re- 
fleja en  esa  síntesis  armónica.  Así  responde  á la  con- 
veniencia de  determinar  si  es  ó no  competente  el  Ju 
rado  en  cada  caso,  por  lo  que  resulta  de  un  examen 
atento  y detenido  de  la  índole  de  cada  delito.  Para 
demostrarlo,  sería  conveniente,  y nosotros  estamos 
dispuestos  á hacerlo,  que  se  examinen  una  por  una 
todas  las  figuras  de  delito  que  se  someten  al  Jurado. 
Si  S.  S.  quiere  entrar  en  ese  examen,  dispuestos  esta- 
mos á seguirle,  y verá  S.  S.  cómo  la  índole  de  cada 
delito,  justifica  su  exclusión  ó inclusión  respectiva 
en  la  esfera  de  competencia  del  Jurado,  partiendo  de 
esos  principios  generales  y aplicando  unas  veces  los 
unos,  y otras  veces  los  otros,  según  las  necesidades 
de  cada  caso.  Así  ha  procedido  la  Comisión,  porque 
esa  es  la  manera  única  como  podía  proceder;  y en 
prueba  de  ello,  yo  contestaré  á algunas  de  las  indi- 
caciones más  concretas  que  ha  hecho  S.  8.,  diciéndole 
la  razón  de  esos  supuestos  contrasentidos  de  que  el 
Sr.  Mol  leda  nos  acusa. 

Se  extrañaba  S.  S.  de  que  los  delitos  de  traición 
hubieran  sido  enviados  al  conocimiento  del  Jurado 
después  de  establecer  los  principios  generales  que  se- 
gún S.  8.  regulan  la  competencia  de  este  tribunal. 
Los  delitos  de  traición...  ¿Conoce,  S.  8.  otros  que  pro- 
duzcan mayor  alarma?  ¿Conoce  S.  8.  delitos  que  ver- 
daderamente ijueden  ir  al  Jurado,  mejor  que  estos 
delitos  de  traición,  desdo  el  punto  de  vista  de  la  uni- 


versalidad del  sentimiento  que  los  rechaza?  Ya  ve  su 
señoría  cómo  deben  ir  esos  delitos  al  conocimiento  del 
Jurado;  precisamente  por  obediencia  y respeto  á esos 
principios  que  S.  S.  mismo  invocaba. 

No  hablaré  de  los  delitos  electorales,  ni  de  los  de- 
litos de  rebelión  y sedición,  porque  hay  acerca  de 
ellos  dos  enmiendas,  y ai  discutirse  se  harán  las  ma- 
nifestaciones concretas  que  cada  uno  de  estos  delitos 
exige;  pero  sí  hablaré  de  los  delitos  que  comprometen 
la  paz  y seguridad  del  Estado,  delitos  que  han  sido 
excluidos  de  la  competencia  del  Jurado,  porque  en- 
cierran un  elemento  que  afecta  á las  relaciones  inter- 
nacionales, elemento  que  es  de  muy  delicada  estima- 
ción y que  exige,  por  lo  tanto,  todo  el  esmero  y todo 
el  cuidado  de  un  tratamiento  especiaiísimo,  de  un 
tratamiento  reservado.  Por  eso  los  sustraemos  al  jui- 
cio de  la  opinión. 

Las  falsificaciones.  ¿Pues  no  ha  visto  8.  S.  que  las 
más  importantes  falsificaciones  han  sido  incluidas  en- 
tre los  delitos  que  han  de  ir  al  Jurado?  Y en  cuanto  á 
las  estafas  y alzamientos  de  bienes,  ¿esos  delitos  tiene 
algo  de  particular  que  se  hayan  excluido  del  Jurado, 
cuando  8.  8.  sabe  que  el  delito  de  estafa  es  el  que 
marca  la  línea  divisoria  entre  ei  derecho  civil  y el 
penal,  y que  estas  cuestiones  de  estafas  y alzamien- 
tos de  bienes,  más  que  penales,  son  cuestiones  de  de- 
recho civil,  y que  por  eso  habían  de  separarse  del  co- 
nocimiento del  Jurado,  siguiendo  el  criterio  de  la 
Comisión,  porque  son  delitos  en  que  la  distinción  en- 
tre el  hecho  y el  derecho  es  más  difícil  de  apreciar? 
Pues  por  subordinarnos  á esas  reglas,  que  nosotros 
nos  hemos  fijado  para  determinar  la  competencia,  he- 
mos establecido  que  el  conocimiento  de  las  estafas  no 
vaya  al  Jurado. 

Estas  son  las  deplorables  consecuencias  de  nues- 
tra desconfianza;  ya  vé  la  Cámara  que  realmente  no 
tienen  gran  tamaño.  Vamos  ahora  a los  remedios  que 
8.  S.  propone.  Son  dos,  y 8.  S.  nos  los  presenta  en  su 
enmienda,  que  se  compone  de  dos  partes;  en  la  pri- 
mera, S.  S.  pide  en  realidad  que  se  excluyan  del  Ju- 
rado todos  los  delitos  políticos;  y en  la  segunda  parte, 
establece  algunas  reglas  sobre  la  manera  de  funcio- 
nar el  Jurado.  En  cuanto  á la  primera  parte,  el  cri- 
terio de  la  Comisión  es  opuesto  ai  que  ha  expresado 
en  su  enmienda  8.  8.,  porque  cree  la  Comisión,  de 
acuerdo  en  esto  con  todas  las  legislaciones  de  todos 
ios  países  do  Europa,  y con  la  opinión  de  La  mayor 
parte  de  los  tratadistas  que  se  ocupan  eu  esta  mate- 
ria, así  de  los  que  defienden  como  de  los  que  comba- 
ten al  Jurado,  que.  si  no  hubiera  Jurado  para  otras 
cosas,  debiera  haberlo  para  los  delitos  políticos.  Esta 
es  la  opinión  de  los  tratadistas  consagrados  á estudiar 
esa  materia,  y esta  es  realmente  la  última  palabra  de 
la  ciencia,  porque  se  cree  que  aquellas  condiciones 
que  hacen  del  Jurado  una  garantía  sólida  y eficaz  de 
la  libertad,  minea  resplandecen  tanto  como  cuando  se 
trata  de  procesar  a un  delincuente  político. 

Sabe  S.  8.,  que  ei  Jurado  no  solo  tiene  respecto 
de  los  tribunales  de  derecho  una  mayor  aptitud  para 
la  estimación  de  las  pruebas,  tema  que  se  ha  demos- 
trado en  los  discursos  anteriores,  sino  que  tiene  ade- 
más, por  asentimiento  de  todos  los  que  se  ocupan  en 
estas  cuestiones,  una  mayor  independencia  é impar- 
cialidad, y precisamente  cuando  se  trata  de  delitos 
políticos,  de  delincuentes  políticos,  lo  que  más  sé  ne- 
cesita es,  que  el  juez  sea  imparcial  é independiente; 
cosa  que  nosotros  declaramos,  sin  que  esto  sea  ofender 
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en  mane  ni  alguna  á la  magistratura,  porque  nace  de 
la  naturaleza  misma  de  las  cosas,  y está  demostrada 
do  una  manera  incontestable; 

Por  tanto,  si  en  realidad  aquellas  condiciones  que 
rmís  realzan  al  Jurado,  le  hacen  apto  para  el  juicio 
de  los  procesos  políticos,  ¿cómo  quiere  S.  S.  que  ex- 
cluyamos del  conocimiento  del  Jurado  esos  delitos 
políticos  que  son  los  primeros  que  deben  verse  ante  él? 

En  cuanto  á la  segunda  parle  de  la  enmienda  del 
Sr.  Molledo,  yo  no  recuerdo  precisamente  en  este  mo- 
mento sns  términos,  pero  lo  que  principalmente  me 
parece,  es  que  encierra  una  declaración  insuficiente 
en  el  fondo.  Lo  que  el  Sr.  Molledo  pide,  es  lo  que  ya 
contiene  el  proyecto,  ó mejor  dicho,  eldictámen  de  la 
Comisión;  solo  que  el  dictamen  amplía  un  poco  más 
los  términos  de  la  declaración  que  pide  el  Sr.  Molleda 
en  sil  enmienda,  que  por  esa  deficiencia  es  inadmisi- 
ble: porque  ¿pretendemos  nosotros  que  califique  los 
hechos  el  Jurado?  ¿Pretendemos  que  el  Jurado  de- 
clare las  circunstancias  atenuantes  ó agravantes?  No; 
todo  esto  ha.  estado  muy  lejos  de  nuestro  ánimo  al 
redactar  el  dictámen,  porque  aun  cuando  algún  indi- 
viduo de  la  Comisión  hubiera  querido  llevar  al  Ju- 
rado la  facultad  de  que  hiciera  esta  declaración,  to- 
dos después  hemos  convenido,  y yo  ya  lo  manifesté  al 
contestar  el  otro  dia  al  elocuente  discurso  del  señor 
Pidal,  todos  hemos  convenido,  digo,  en  que  era  nece- 
sario encerrar  esta  experiencia  del  Jurado  dentro  de 
esos  limites  que  S.  S.  marca  en  su  enmienda  y que 
están  en  el  dictámen  expresados  casi  con  las  mismas 
palabras  que  lo  hace  S.  8. 

Por  lo  demás,  lo  que  hemos  hecho  es  determinar 
que  el  Jurado  estime  las  pruebas  respecto  de  los  he- 
chos, y esto  me  parece  que  lo  hemos  conseguido;  y si 
no  lo  hemos  conseguido,  cuando  discutamos  el  ar- 
tículo relativo  á las  preguntas  que  han  de  dirigirse 
al  Jurado,  puede  S.  S.  señalar  los  puntos  en  que  á su 
juicio  no  hayamos  acertado  á hacerlo.  Cree  S.  8.  que 
liemos  faltado  por  completo  á nuestro  principio  por 
lo  que  toca  á las  circunstancias  eximentes,  y me  pa- 
rece que  S.  S.  no  ha  tenido  en  cuenta  lo  que  de  estas 
circunstancias  se  dice  en  el  dictámen.  Si  S.  S.  lo  re- 
cordara ahora  reconocería  sin  duda  que  nosotros  he- 
mos sido  fieles  al  sistema  al  cual  obedece  bajo  esle 
punto  de  vista,  lodo  el  dictámen  que  se  está  discu- 
tiendo. 

Por  lo  demás,  en  cuanto  á las  cuestiones  de  he- 
cho y de  derecho,  las  liemos  discutido  suficiente- 
mente, y todos  hemos  estado  de  acuerdo  en  que  el 
hecho  es  inseparable  del  derecho;  pero  hemos  decla- 
rado además  que  pueden  distinguirse,  y hemos  pro- 
curado que  se  distingan  en  los  términos  en  que  viene 
en  nuestro  dictámen  establecida  y desenvuelta  esa 
distinción.  Y en  cuanto  á la  importancia  de  las  cues- 
tiones morales  que  S.  8.  ha  indicado,  también  se  ha 
replicado  ya  sosteniendo  que  para  estudiar,  para  re- 
solver y para  apreciar  Jos  vastísimos  y profundos  pro- 
blemas que  se  refieren  á la  imputabilidad  y á la  in- 
tencionalidad, es  necesario  tener  conocimientos  Cien- 
tíficos y técnicos  como  los  que  adornan  á S.  S.;  pero 
para  examinar  los  hechos  y las  circunstancias  de  cada 
delito  y deducir  de  ellas  las  consecuencias  que  tiene 
que  deducir  un  juez;  para  la  estimación  de  los  hechos  y 
de  las  pruebas,  no  es  necesario  elevarse  á semejantes 
alturas,  ni  mucho  ménos.  Para  eso  bastan  y sobran  el 
vulgar  buen  sentido  y las  luces  de  una  conciencia 
recta  y sana. 


Por  lo  demás,  creo  que  con  estas  observaciones 
queda  contestado  lo  que  hay  de  importante  en  cuanto 
se  ha  servido  manifestarnos  ei  Sr.  Molleda  en  apoyo 
de  su  enmienda,  y no  es  necesario  decir  absolutamente 
nada  más.  Yo  lamento,  siu  embargo,  y concluiré  con 
esto,  que  8.  S.  tenga  un  juicio  tan  pobre  do  las  con- 
diciones de  nuestro  país,  y del  carácter,  circunstan- 
cias y dotes  que  adornan  á nuestro  pueblo;  porque  así 
como  nosotros  veíamos  con  pena  que  el  Sr.  Molleda  y 
los  Diputados  de  la  minoría  conservadora  venían  aquí 
sosteniendo  una  vigorosa  campaña  para  que  la  Nación 
española  quedara  en  este  asunto  al  nivel  de  Turquía 
ahora  vemos  con  dolor  que  en  ei  ánimo  del  Sr.  Molle- 
da y en  el  juicio  del  Sr.  Molleda,  realmente,  nuestra 
Nación  no  merece  elevarse  más  arriba  del  nivel  del 
Imperio  Otomano,  y eslo  verdaderamente  nos  con- 
trista. He  dicho. 

El  Sr.  MOLLEDA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  8. 

EL  Sr.  MOLLEDA:  Nada  tendría  yo  que  oponer 
á la  contestación  que  se  ha  servido  dar  á las  obser- 
vaciones por  mí  expuestas  el  Sr.  Pacheco,  si  no  fue- 
ra porque  me  ha  atribuido  conceptos  que  necesito 
poner  en  claro,  porque  en  la  manera  que  ha  tenido  de 
hacerse  cargo  do  los  argumentos  aducidos  por  mí, 
me  da  á conocer  que  yo  no  he  tenido  bastante  acierto 
para  exponerlos  de  modo  que  el  Sr.  Pacheco  los  en- 
tendiera; y tan  solo  para  hacer  estas  rectificaciones  y 
para  cumplir  un  deber  de  cortesía,  de  que  es  muy 
digno  el  Sr.  Pacheco,  como  todos  los  Sres.  Diputados, 
me  levanto  á rectificar. 

Creía,  en  primer*  lugar,  el  Sr.  Pacheco,  que  la  des- 
confianza que  yo  veiaen  los  principios  esenciales  del 
dictámen  de  la  Comisión,  se  fundaba  precisamente  en 
lo  contrario  de  lo  que  yo  la  fundo,  y dccia  S.  S.  que 
no  existía  tal  desconfianza,  por  cuanto  tratándose  de 
la  competencia,  so  había  ampliado  extraordinaria- 
mente á delitos  que  no  estaban  comprendidos  en  el 
proyecto  dcL  Sr.  Ministro,  y que,  por  consiguiente,  no 
podía  existir  esa  desconfianza,  puesto  que  se  amplia- 
ba la  esfera  de  acción  del  Jurado  en  lo  que  se  refiere 
á la  determinación  de  los  delitos.  No  es  esto  lo  que 
yo  he  dicho.  Lo  que  yo  he  dicho  es  que  esa  descon- 
fianza se  demostraba  palpablemente,  porque  sentados 
los  principios,  no  se  deducían  las  consecuencias,  y 
porque  aun  cuando  era  verdad  que  se  había  en  este 
punto  democratizado  mucho  el  proyecto  del  Sr.  Mi- 
nistro de  Gracia  y Justicia,  quedaban  todavía  muchas 
cortapisas,  quedaban  todavía  sin  incluir  muchos  de- 
litos en  la  competencia  dei  Jurado  que  habían  de  pe- 
dir que  se  incluyeran  los  señores  que  se  sientan'en 
esos  bancos  (Señalando  á ¿os  de  los  Diputados  repu- 
blicanos■),  y algunos  individuos  de  la  mayoría;  queda- 
ban todavía  algunos  delitos,  como  s >n  los  delitos  elec- 
torales, cuya  no  inclusión  no  puede  ménos  de  atri- 
buirse á desconfianza.  Y ha  hecho  8.  S.  muy  Jbiea  en 
no  hacerse  cargo  de  este  punto,  porque  realmente  no 
tiene  defensa. 

El  criterio  de  la  inconsecuencia  no  le  aplicaba  yo 
tampoco  en  el  sentido  que  S.  8.  ha  expresado.  Yo  de- 
cia  que  la  Comisión  era  inconsecuente,  porque  una 
vez  adoptados  los  principios  fundamentales  para  se- 
ñalar la  competencia  y para  clasificar  los  delitos,  no 
se  habían  observado,  y haciendo  enumeración  de  ellos, 
luí  después  comparando  los  delitos  de  índole  análoga 
ó aquellos  que  tienen  semejanza  por  su  universaliza- 
ción ó por  las  demás  causas  expresadas,  y deducien- 
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do  (le  aquí,  que  estando  unos  comprendidos  y otros  1 
no,  la  Comisión  habia  sido  inconsecuente.  Este  era  el 
argumento  expuesto  con  toda  claridad.  Por  eso  decía 
yo,  que  no  acertaba  á comprender  bien  por  qué  los 
delitos  ele  traición  iban  á conocimiento  del  Jurado  y 
no  iban  los  que  comprometen  la  paz  y la  independen- 
cia del  Estado.  A este  propósito  decía  el  Sr.  Pacheco 
que  babia  una  gran  diferencia  entre  estos  delitos,  por- 
que los  de  traición  no  tienen  la  trascendencia  que  tie- 
nen los  que  comprometen  la  paz  y la  independencia 
del  Estado,  porque  los  unos  recalan,  digámoslo  así, 
en  el  derecho  internacional,  y los  otros  no. 

Pues  yo  le  decía  á este  propósito  á S.  S.,  que  mu- 
chos delitos  de  traición  y que  comprometan  la  paz  y 
la  independencia  del  Estado  pueden  cometerse,  sin 
que  tengan  ninguna  conexión  con  el  derecho  público 
internacional,  que  pueden  cometerse  como  delitos  co- 
munes dentro  de  la  Patria,  dentro  de  la  Península,  que 
no  tengan  relación  con  el  derecho  público  internacio- 
nal, y que  solamente  podrán  tener  ese  carácter  cuando 
se  dirijan  contra  un  país  extranjero,  como  sucede  con 
el  delito  ríe  piratería. 

Respecto  á la  argumentación  que  estamos  todos 
haciendo  constantemente  sobre  los  informes  de  las 
Audiencias,  no  hay  aquí  más  que  una  afirmación 
nuestra  en  que  se  hace  constar  que  esos  informes 
eran  contrarios  al  Jurado,  y otra  afirmación  con- 
traria sosteniendo  que  fueron  favorables.  La  única 
manera  de  que  los  Sres.  Diputados  pudieran  formar 
juicio  exacto  acerca  de  esto,  sería  imprimir  esos  in- 
formes, y yo  agradecería  mucho  ai  Sr.  Presidente  y 
á la  Mesa  que  acordaran  su  impresión.  Ya  sé  que  se 
pidió  esto  en  la  otra  Cámara  en  1883,  ya  se  reclamó 
por  los  Diputados  de  esta  minoría  conservadora  que 
vinieran  á la  Secretaría  del  Congreso  originales  los 
informes.  Pues  bien;  de  todos  ellos  resulta  una  afir- 
mación que  S.  S.  no  podrá  negar,  y que  es  la  que  yo 
me  proponía  que  constase.  Prescindamos  de  si  Lodas 
las  Audiencias  estuvieron  ó no  conformes  en  que  se 
conservase  ó no  el  Jurado:  en  lo  que  todas  estaban 
conformes,  era  en  que  se  débian  arrancar  del  Jurado 
las  calificaciones  y las  circunstancias,  y sobre  esto 
bien  puede  decirse  que  no  se  ha  ocupado  la  Comisión 
más  que  de  la  primera  parte. 

Sobre  si  el  Jurado  está  ó no  en  crisis  en  Europa, 
ha  sucedido  lo  mismo.  De  aquí  han  partido  afirma- 
ciones y citas  de  escritores  contení poráneos  y de  ju- 
risconsultos notables,  y á estas  citas  ha  opuesto  otras 
la  Comisión.  Precisamente  la  contradicción  prueba 
que  existe  verdaderamente  la  crisis,  porque  si  no  exis- 
tiera, el  Jurado  estaría  universalmente  admitido. 

Decía  yo  que  estábamos  ahora  como  en  el  año 
1873;  pero  hacía  la  salvedad  de  distinguir  todo  lo 
que  se  refiere  al  órden  político  y administrativo,  por- 
que en  efecto,  en  aquella  época,  por  razón  de  la  gue- 
rra civil,  por  razón  de  las  perturbaciones  políticas,  el 
Gobierno  estaba  ocupado  enteramente  en  la  conserva- 
ción del  órden  público,  y las  circunstancias  eran  muy 
difíciles.  Lo  que  yo  quería  decir,  era  que  en  el  orden 
jurídico  estamos  ahora  como  entonces,  porque  se 
quiere  establecer  el  Jurado,  y se  puede  asegurar  que 
no  liemos  adelantado  en  doce  años  lo  suficiente  para 
poder  plantearle. 

Decía  8.  S.  también  que  el  juicio  oral  y público 
estaba  entre  nosotros  ya  aclimatado,  lo  cual  quiere 
decir  que  tiene  una  Organización  perfecta.  Pues  si  es 
una  organización  perfecta,  permítame  8.  S.  que  le 


1 diga  que  no  debe  ser  suprimida;  lo  que  debe  hacerse 
es  estudiar  los  defectos  que  tenga  para  corregirlos, 
pero  de  ninguna  manera  suprimirla.  El  Jurado  no  es 
el  complemento  deL  juicio  oral,  porque  todavía  no  se 
sabe  de  una  manera  cierta,  si  éste  ba  dado  los  bene- 
ficiosos resultados  que  de  él  se  podían  esperar. 

Examinando  después  8.  S.  algunos  de  los  puntos 
de  que  yo  me  ocupé  para  demostrar  que  no  se  habían 
aplicado  fielmente  las  reglas  sentadas  para  la  clasi- 
ficación, dccia  que  precisamente  las  falsificaciones  se 
habían  traído  aquí,  porque  eran  de  los  delitos  que  en- 
volvían mayor  universalidad. 

Yo  entiendo  precisamente  que  las  falsificaciones 
no  se  pueden  llevar  al  Jurado,  porque  adolecen  para 
él  del  gran  defecto  do  no  poder  ser  apreciadas  por  el 
mismo,  puesto  que  se  necesitan  conocimientos  muy 
especiales  para  apreciar  los  elementos  morales  y 
materiales  que  entran  en  la  comisión  de  esos  de- 
litos. 

En  cuanto  á los  delitos  políticos,  precisamente 
decía  el  Sr.  Pacheco  que  la  opinión  general  univer- 
salmente admitida  era  la  de  que  debian  ser  someti- 
dos al  Jurado.  Pues  si  esto  es  verdad,  no  deja  de  ser 
extraño  que  no  le  hayais  entregado  los  delitos  elec- 
torales, que  son  los  delitos  esencialmente  políticos. 

En  cuanto  á la  segunda  parte  de  la  enmienda,  no 
tengo  nada  que  decir.  La  cuestión  sobre  el  hecho  y 
el  derecho,  sobre  si  es  posible  la  separación  de  esos 
dos  elementos,  volverá  á ser  otra  vez  discutida  cuan- 
do se  trate  del  artículo  en  que  esas  preguntas  se  for- 
mulan, y entonces  señalaré  á 8.  8.  en  qué  punto  se 
ha  acomodado  el  dictámen  al  principio  establecido,  y 
en  que  punto  se  ha  separado  de  él.» 

Leída  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  el  acuer- 
do del  Congreso  filé  negativo. 

El  8r.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  La  en- 
mienda del  Sr.  Cánido  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  ai  Congreso  se  declaren  exceptuados  de  la 
competencia  del  Tribunal  del  Jurado  los  delitos  de 
rebelión  y sedición,  comprendidos  en  el  art.  4.°  del 
proyecto  de  ley  sobre  el  Jurado. 

Palacio  del  Congreso  22  de  Abril  de  1887.=Senen 
Canido.=C.  El  Conde  de  Toreno.=Antonio  Cánovas 
del  Castillo.=  Fernando  Cos-Gayon.=José  de  Cárde- 
nas.=Francisco  Siivela.=El  Conde  de  Sallcnt.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
Comisión  tiene  la  palabra  para  decir  si  acepta  ó no 
la  enmienda. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  La  Comisión  tiene  el  sen- 
timiento de  no  poder  admitir  la  enmienda. 

El  Sr.  CANIDO:  Pido  la  palabra  para  apoyarla. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  S.  S. 

El  Sr.  CANIDO:  Necesito  empezar,  Sres.  Diputa- 
dos, por  hacer  una  manifestación  análoga  á la  que  ha 
hecho  el  Sr.  Molleda  respecto  á lo  agotado  que  está 
este  debate,  y yo  tengo  que  hacerla  con  más  funda- 
mento que  el  Sr.  Molleda,  porque  no  poseo  los  medios 
que  8.  8.,  y,  además,  por  si  algo  quedaba  que  rebus- 
car, 8.  S.  lo  lia  espigado.  La  verdad  es,  que  todos  los 
discursos  que  aquí  se  han  pronunciado  estila  tan  nu- 
tridos de  datos  y de  noticias,  se  ha  depurado  en  ellos 
de  tal  manera  la  investigación  histórica  respecto  á 
los  orígenes  del  Jurado  y á sus  desenvolvimientos,  se 
han  hecho  tantas  consideraciones  filosóficas,  que  creo 
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yo  que  no  es  posible  añadir  una  palabra  más  en  este 
órden  elevado  de  consideraciones.  Por  esto,  me  voy  á 
limitar  á decir  pocas  palabras,  muy  ceñidas  y muy 
concretas  á la  enmienda  que  be  tenido  el  honor  de 
presentar,  que  tiene  por  objeto  el  sustraer  de  la  com- 
petencia y del  conocimiento  del  Jurado  los  delitos  de 
sedición  y rebelión;  y en  apoyo  de  lo  que  voy  á ex- 
poner, ni  siquiera  traeré  ejemplos  de  otros  países, 
donde  el  Jurado  se  halla  establecido,  y en  donde 
cuando  de  juzgar  delitos  políticos  se  ha  tratado,  ha 
sido  para  apreciarlos  un  organismo  funesto:  ni  siquiera 
he  de  indicar  nada  acerca  de  los  propósitos  que  en 
estos  mismos  momentos  se  apuntan  en  la  tierra  clási- 
ca del  Jurado,  respecto  al  conocimiento  de  los  delitos 
que  tienen  lugar  en  Irlanda,  ni  he  de  deciros  tampoco 
las  condiciones  que  se  exigen  á los  jurados  en  Inglate- 
rra cuando  se  trata  de  juzgar  los  delitos  que  se  llaman 
allí  de  traición.  Los  delitos  de  sedición  y de  rebelión 
son  una  tristísima  especialidad  de  nuestra  Patria;  se 
dan  aquí  de  una  manera  tan  natural,  tan  espontánea, 
tan  fecunda,  que  no  necesitamos  buscar  analogías  en 
ninguna  parte;  somos  de  eso,  nosotros,  ejemplo  sin- 
gular y tristísimo.  Podremos  discutir  acerca  de  los 
orígenes  de  este  mal;  podremos  estar  en  divergen- 
cia respecto  de  las  causas  que  lo  producen,  pero 
en  lo  que  no  podemos  ménos  de  estar  conformes,  es 
en  reconocer  que  este  es  un  mal  endémico  en  Es- 
paña. 

Eq  todo  lo  que  va  de  siglo,  ó en  gran  parle  de  lo 
que  va  de  siglo,  las  inteligencias  más  perspicuas,  los 
espíritus  más  cultivados,  se  han  dedicado  á estudiar 
este  mal,  y á ver  si  encontraban  manera  de  ponerle 
remedio.  No  lo  ha  sido  eíicaz  el  procedimiento  rápido 
de  los  Consejos  de  guerra,  ni  eu  sus  duras  penas;  no 
lo  ha  sido  tampoco  las  penas  severas  del  Código,  apli- 
cado serena  y tranquilamente  por  los  tribunales  de 
justicia,  y no  es  de  esperar  que  se  encuentre  entre- 
gando ios  delitos  políticos,  para  que  sean  juzgados 
por  la  pasión  polílica,  porque  esto  significa  entregar- 
los al  Jurado;  porque  creo  yo  que  no  os  hacéis  la  ilu- 
sión, aunque  seguramente  vuestro  cándido  optimismo 
en  este  punto  os  ha  proporcionado  profundas  y doio- 
rosas  sorpresas;  pero  en  fin,  creo  yo  que  no  os  hacéis 
la  ilusión  de  que  ha  cerrado  para  siempre  la  era  de 
los  motines. 

El  primer  argumento  que  aquí  sale  al  paso,  al 
examiuar  esta  cuestión  de  competencia,  es  el  que  ya 
someramente  ha  indicado  el  Sr¿  Mollcda;  habéis  dicho, 
en  el  preámbulo  del  proyecto,  que  no  se  pueden  en- 
tregar al  Jurado,  porque  la  opinión  está  enfermiza, 
los  delitos  electorales;  que  no  se  pueden  entregar  á 
este  tribunal  popular,  desde  la  formación  de  las  listas 
hasta  el  voto  del  veredicto,  al  embate  rudísimo  de  in- 
tereses y pasiones  colectivas  que  suelen  agitarse  en 
estas  porfiadas  contiendas  de  los  partidos  políticos  y 
de  los  bandos  locales.  Y verdaderamente,  si  no  se  pue- 
den entregar  los  delitos  electorales  por  su  carácter 
político  á la  competencia  del  Jurado,  por  el  justifi- 
cado temor  de  que  intervenga  en  sus  decisiones  la  pa- 
sión política,  me  parece  á mí  que  estos  otros  delitos 
de  sedición  y rebelión,  que  tienen  todavía  más  carác- 
ter político,  que  son  esencial  mente  políticos,  que  con 
tanta  frecuencia  nos  apasionan  y dividen,  me  parece, 
repito,  que  es  todavía  mucho  más  expuesto  y peli- 
groso entregarlos  al  conocimiento  del  Jurado. 

Un  digno  individuo  de  la  Comisión,  me  parece 
que  fué  el  Sr.  Rosell,  adujo  una  opinión  de  Blunts- 


chli,  quien  sostiene  que  el  verdadero  principio  filo- 
sófico de  la  institución  del  Jurado  en  materia  crimi- 
nal; está  en  el  derecho  que  tiene  lodo  ciudadano  á no 
sufrir  pena  por  causa  de  delito,  sino  en  el  caso  de  que 
su  culpa  se  haga  evidente  á la  inteligencia  común  de 
sus  conciudadanos;  y positivamente,  el  delito  que  no 
se  hace  evidente,  la  culpa  que  no  so  manifiesta  con 
toda  claridad  á la  inteligencia  común  délos  ciudada- 
nos, es  esta  precisamente  de  los  delitos  de  sedición  y 
rebelión;  porque  todavía  en  los  demás  delitos,  en  los 
delitos  ordinarios  de. asesinato,  de  robo,  de  homicidio, 
de  falsificación,  todos  los  hombres  honrados  sienten 
háeia  ellos  un  sentimiento  unánime  de  reprobación; 
y en  estos  delitos  podrán  los  jurados  no  apreciar  bien 
las  pruebas  que  se  aduzcan,  cuando  hayan  de  conocer 
de  ellos,  y podrán  en  muchos  casos  absolver  al  ver- 
dadero culpable  ó condenar  al  inocente;  pero  respecto 
al  delito,  todo  el  mundo  tiene  un  sentimiento  unáni- 
me de  reprobación.  Y es  preciso  reconocer,  por  más 
que  yo  no  participe  de  esa  opinión,  porque  yo  con- 
deno de  una  manera  absoluta  y rotunda  el  pretendido 
derecho  de  insurrección,  pero  al  fin  es  necesario  re- 
conocer que  sobre  este  punto  la  opinión  no  es  unifor- 
me, no  está  unánime,  y que  hay  mucha  laxitud  so- 
bre este  particular. 

Así,  cuando  tengan  que  venir  á conocer  de  esta 
clase  de  delitos  los  jurados,  todo  lo  mejor  que  puede 
suceder  para  que  la  justicia  se  cumpla,  es  que  los  lla- 
mados á juzgar  esta  clase  de  delitos,  sean  ó pertenez- 
can á esa  masa  indiferente  del  país,  que  tiene  cierto 
escepticismo  político  que  mira  esta  clase  de  delitos 
con  cierta  benevolencia,  con  cierta  laxitud:  estos  po- 
drán ser,  después  de  todo,  los  jueces  ménos  malos. 
Fuera  de  estos,  los  que  compongan  el  Jurado,  serán 
amigos  ó enemigos  políticos  del  procesado,  y en  esto 
caso,  no  hay  que  esperar  que  la  justicia  se  realice  ó 
se  cumpla,  porque  si  es  el  procesado  amigo  político, 
¿cómo  lia  de  condenar  el  «Turado  por  hechos  que  tan- 
to nos  interesan,  con  los  cuales  simpatizamos  de  una 
manera  extraordinaria,  y que  son  los  que  más  acalo- 
ran nuestros  sentimientos  y nuestra  imaginación?  8i 
por  el  contrario,  es  el  enemigo  político  el  llamado  á 
juzgar,  entonces,  seguramente  no  habrá  pena  bas- 
tante severa  en  el  Código  que  aplicar  al  procesado. 
Ahora  mismo  sucede,  y no  ya  tratándose  de  ésta, 
sino  de  otra  clase  de  delitos,  que  en  las  pequeñas  y 
en  las  grandes  localidades,  todo  lo  que  se  refiere  á la 
política,  de  tal  manera  nos  apasiona,  que  por  el  ami- 
go político,  todos,  absolutamente  todos,  sin  creerlo 
quizá,  llegamos  hasta  la  injusticia,  en  tanto  que,  al 
enemigo  político,  le  negarnos  el  agua  y el  fuego.  Por 
consiguiente,  yo  creo  que  es  hacerse  ilusiones,  pro- 
cediendo como  yo  creo  que  procedéis,  de  buena  fe,  el 
creer  que  en  cualquiera  de  estos  casos,  juzgando  el 
amigo  ó el  enemigo  político,  ha  de  hacerse  ó cum- 
plirse la  justicia.  Pensar  que,  por  ejemplo,  en  las 
montañas  de  las  Provincias  Vascongadas  cuando  se 
promueva  una  sedición  de  determinado  carácter,  se 
han  do  encontrar  allí  1*2  individuos  que  condenen  á 
los  sediciosos  que  lo  sean  en  determinado  sentido, 
creo  yo,  repito,  que  es  lina  completa  ilusión.  Ahora 
mismo,  los  periódicos  de  Madrid,  traen,  cou  referen- 
cia á ios  de  Zaragoza,  la  noticia  de  que  en  Calata  y tul 
j están  las  pasiones  políticas  tan  encendidas,  tan  exci- 
tadas, que  los  vecinos  do  aquella  localidad  están  á 
punto  de  llegar  á las  manos,  y que  el  elemento  car- 
lista domina  y avasalla  allí,  de  tal  manera,  que  im- 
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punemcnte  se  pueden  dar  por  las  callos  vivas  á Car- 
los Vil.  Pues  si  allí  ocurre  una  sedición  y tiene  que 
ir  á conocer  de  ella  el  Jurado,  dominando  el  elemento 
carlista,  lo  probable  es  que  el  Jurado  se  componga 
de  carlistas,  y entonces,  ¿cómo  es  posible  que  conde- 
nen á los  que  hayan  verificado  la  sedición  en  favor 
de  esa  determinada  causa?  Y si  son  los  llamados  á 
juzgar  los  enemigos  políticos,  esos  liberales  que 
están  padeciendo  allí  vejaciones  de  los  carlistas,  en- 
tonces, toda  la  pena  del  Código  será  poco  para  apli- 
cársela á los  que  hayan  realizado  la  sedición. 

El  único  argumento  que  yo  he  oido  al  digno  in- 
dividuo de  la  Comisión,  que  creo  me  va  á dispensar 
el  honor  de  contestarme,  el  Sr.  García  Alix,  conten- 
diendo con  el  Sr.  Montilia  respecto  de  este  punto,  ha 
sido  que  de  esta  clase  de  delitos  de  sedición  y de  re- 
belión, por  regla  general  han  de  conocer  de  ellos  tri- 
bunales especiales,  y que,  por  consiguiente,  para  qué 
habían  de  perder  el  tiempo  en  excluirlos.  La  verdad 
es  que  si  de  esla  clase  de  delitos  han  de  conocer  casi 
siempre  tribunales  especiales,  en  lo  que  yo  creo  que 
se  ha  perdido  el  tiempo  es  en  haberlos  incluido  entre 
aquellos  de  que  ha  de  conocer  el  Jurado,  porque  en 
excluirlos  no  se  perdia  el  tiempo.  Dejo  aparte  este  ar- 
gumento, que  me  ha-parecido  peregrino,  de  incluir  ó 
excluir  determinados  delitos  por  el  tiempo  que  «se 
pueda  perder  en  incluirlos  ó excluirlos;  pero  la  ver- 
cad  es  que  S.  S.,  en  mi  entender,  está  equivocado:  no 
están  esos  delitos  ahí  por  puro  lujo,  y la  prueba  la 
tiene  S.  S.  en  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo 
sobre  esta  materia.  Durante  toda  la  primera  parte  del 
período  revolucionario,  cuando  los  levantamientos  de 
los  partidos  carlista  y republicano,  se  suscitaron  mu- 
chas competencias  respecto  al  conocimiento  de  esta 
ciase  de  delitos,  y el  Tribunal  Supremo  de  una  ma- 
nera constante  y uniforme  declaró  que,  en  tanto  que 
los  delitos  de  sedición  y de  rebelión  no  revistieran  un 
carácter  puramente  militar,  en  tanto  que  esto  no  se 
verificase,  la  jurisdicción  ordinaria  era  la  llamada  á 
conocer  de  esta  clase  de  delilos  hasta  el  punto  de  que, 
á pesar  de  estar  declarado  en  estado  de  sitio  un  dis- 
trito, lina  conspiración  carlista  en  que  se  cogieron 
armas  y municiones  füé  juzgada  por  la  jurisdicción 
ordinaria,  porque  suscitada  la  competencia  entre  la 
jurisdicción  de  guerra  y la  ordinaria  el  Tribunal  Su- 
premo la  decidió  á favor  de  la  jurisdicción  ordinaria. 
De  suerte  que  el  argumento  de  S.  S.  carece  de  fun- 
damento, y de  ello  se  puede  convencer  revisando  esta 
parte  de  la  jurisprudencia,  que  seguramente  le  de- 
mostrará que  en  la  mayor  parle  de  los  casos,  mien- 
tras no  revistan  carácter  militar,  el  conocimiento  de 
esta  clase  de  delitos  ha  de  someterse  al  Jurado. 

El  Sr.  Montilia,  en  su  elocuente  discurso,  comba- 
tiendo el  proyecto  que  se  discute,  y recuerdo  esto, 
porque  las  palabras  á que  acabo  de  referirme  las  de- 
cía el  Sr.  García  Alix  contestando  al  Sr.  Monlilla,  pro- 
cediendo con  gran  lógica,  os  decía:  habéis  incluido  en 
el  proyecto  los  delitos  de  sedición  y de  rebelión  que 
son  delitos  esencialmente  políticos;  pues  entonces,  te- 
néis qite  incluir  necesariamente  los  delitos  electorales, 
que  son  delitos  políticos  también.  Y yo,  con  la  misma 
lógica,  os  hago  el  propio  argumento  en  distinto  sen 
tirio:  si  habéis  excluido  de  la  competencia  del  Jurado 
los  delitos  electorales,  porque  son  delitos  políticos,  es 
necesario  que  se  excluyan  los  delitos  de  sedición  y de 
rebelión,  que  son  delitos  políticos  también. 

Decía  el  Sr.  García  Alix,  ocupándose  de  esto,  que 


en  manera  alguna  debían  incluirse  los  delitos  electo 
rales  entre  aquellos  de  que  lia  de  conocer  el  Jurado, 
porque  se  dará  seguramente  el  ca^o  de  que  si  los  lla- 
mados á juzgar  de  esta  clase  de  delitos  son  amigos 
políticos,  entonces,  evidentemente  absolverán  siem- 
pre, y si,  por  el  contrario,  son  enemigos  políticos,  en- 
tonces no  habrá  pena  en  el  Código  que  baste  para  cas- 
tigarlos. Eslo  decía  8.  S. , hablando  de  los  delilos 
electorales.  Pues  si  esla  es  la  razón  porque  S.  S.  cree 
que  no  podían  incluirse  en  la  competencia  del  Jurado 
los  delitos  electorales,  ¿por  qué  cree  que  deben  in- 
cluirse otros,  esencialmente  políticos  también,  como 
son  los  delitos  de  sedición  y de  rebelión? 

Pero  lo  verdaderamente  peregrino  es  que  los  se- 
ñores de  la  Comisión,  después  de  haber  expuesto  tan 
elocuentemente  las  razones  que  han  tenido  para  sus- 
traer del  conocimiento  del  Jurado  los  delilos  electo- 
rales, en  efecto,  no  los  han  sustraído,  y los  delilos 
que  con  más  frecuencia,  con  más  repetición  se  dan 
en  nuestras  contiendas  y en  nuestras  luchas  electo- 
rales están  precisamente  inclu  dos  entre  aquellos  de 
que  ha  de  conocer  el  Jurado.  Pues  qué,  ¿no  os  delito 
tle  sedición,  por  ejemplo,  comprendido  dentro  del  ar- 
tículo 5 50  del  Código,  impedir  la  libre  celebración  de 
las  elecciones  populares  on  alguna  provincia,  cir- 
cunscripción ó distrito  electoral?  Esla  ciase  de  delitos, 
comprendidos  entre  los  de  sedición,  los  habéis  dejado 
para  la  competencia  del  Jurado.  Pues  esta  clase  de 
delitos  se  realizan  siempre- que  hay  elecciones;  ahora 
mismo  se  han  dado  en  estas  elecciones  municipa- 
les que  acaban  de  verificarse.  Pues  este  delito,  el 
impedir  que  una  Mesa  se  constituya  y que  la  elec- 
ción se  verifique,  este  delito,  repito,  el  más  frp.cuen- 
te,  le  dejais  dentro  de  la  competencia  del  Jurado.  De 
suerte  que  después  de  haber  dado  elocuentes  razones 
para  sustraer  los  delitos  electorales,  le  dejais  el  más 
repetido. 

Otro*  delito  de  sedición,  y lós  voy  examinando 
todos  brevemente  por  lo  avanzado  de  la  hora,  otro 
delito  que  está  comprendido  en  la  competencia  del 
Jurado,  es  el  que  cometen  aquellos  que  impiden  á un 
funcionario  público  el  libre  ejercicio  de  sus  funciones. 
Combatiendo  la  totalidad  de  este  dictamen,  decía  en 
su  elocuente  discurso  el  Sr.  Isa$a,que  si  un  recauda- 
dor de  contribuciones  cometía  un  delito  y tenia  que 
ser  juzgado  por  aquellos  vecinos  donde  recaudaba, 
que  el  Jurado  no  encontraría  pona  bastante  que  im- 
ponerle á ese  funcionario.  Pues  yo  voy  á poner  el 
ejemplo  contrario,  que  se  da  con  bastante  frecuencia, 
que  está  en  nuestra  jurisprudencia  criminal;  muy 
repetido  el  caso  de  reunirse  á son  de  campana  en  la 
plaza  pública  los  vecinos  de  un  pueblo  porque  han 
visto  al  recaudador  de  contribuciones,  y en  el  mo- 
mento de  llegar  le  reciben  á tiros  y pedradas  y tiene 
que  salir  del  pueblo  como  Dios  le  da  á entender  para 
salvar  la  vida.  ¿Groéis  que  cuando  este  delito  se  dé, 
que  se  da  con  bastante  frecuencia,  habrá  ningún  ju- 
rado dentro  de  la  localidad  que  condene  á aquellos 
que  hayan  impedido  que  el  recaudador  tle  contribu- 
ciones cumpliese  con  su  deber?  Completamente  im- 
posible. Ahora  mismo,  á la  investigación  judicial  le 
es  casi  imposible  descubrir  estos  delitos  cuando  se 
realizan,  porque  no  hay  nadie  que  quiera  declarar,  y 
si  acuden  algunos  testigos  dicen  lo  contrario  á la 
verdad.  Pues  si  en  vez  de  ser  testigos  llegan  á ser 
jueces  y jueces  irresponsables,  ¿creeis  que  condena- 
rían á ios  que  impidieron  al  recaudador  cumplir  con 
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su  deber?  Los  absolverán,  pues  por  lo  ménus,  ten- 
drán con  ellos  la  complicidad  de  la  simpatía. 

Otro  delito  comprendido  en  el  capítulo  3.°  del  li- 
bro 3.°  del  Código,  que  entregáis  también  á la  compe- 
tencia del  Jurado,  es  el  que  cometen  las  autoridades 
que  no  resisten  á la  sedición  ó á la  rebelión  por  todos 
los  medios  que  estuvieren  á su  alcance.  Pues  como 
para  ser  autoridad  civil,  para  ser  alcalde  ó juez  no  se 
necesita  tener  acreditado  el  valor,  se  puede  dar  el 
caso,  por  ejemplo,  en  Madrid,  donde  se  han  dado  con 
frecuencia  los  delitos  de  sedición  y de  rebelión , que 
el  gobernador  civil  y el  alcalde  primero  salgan  ádar 
esas  voces  de  intimación  que  marca  el  Código  para 
que  los  grupos  se  disuelvan,  y que  por  no  haber  resis- 
tido basta  apurar  bien  todos  los  medios  á la  sedición 
ó á la  rebelión,  se  le3  forme  proceso;  y entonces  se 
dará  el  caso  singular  de  que  el  gobernador  será  juz- 
gado, por  la  singular  regla  de  competencia  que  ha- 
béis establecido,  por  el  Tribunal  Supremo,  y el  alcal- 
de primero  será  juzgado  por  el  Jurado,  del  que  quizá 
formarán  parte  algunos  barrenderos  de  la  Villa  ¿Y  si 
hay  un  juez  temeroso,  que  ante  la  rebelión  ó sedición, 
que  también  es  otro  caso  comprendido  en  este  capí- 
tulo 3.°,  que  por  temor,  repito,  á la  sedición  ó rebe- 
lión abandona  con  alguna  precipitación  el  cargo  que 
está  desempeñando? 

Entonces  ese  juez  de  primera  instancia,  por  esa 
misma  regla  de  competencia,  será  también  procesado, 
y tendrán  que  juzgarle  jurados  nombrados  entre  los 
vecinos  del  pueblo  donde  él  administraba  justicia,  y 
quizás  formen  parle  de  ese  tribunal  alguaciles  y por- 
teros del  Juzgado,  litigantes  despechados,  y,  quién 
sabe,  porque  la  suerte  tiene  también  sus  ironías,  si 
algún  licenciado  de  presidio.  Y estas  autoridades  po- 
drán salir  absueltas  y volver  á ocupar  sus  puestos, 
pero  el  principio  de  autoridad  quedará,  como  queda 
siempre  eu  vuestras  manos. 

Yo  no  sé  si  de  esta  manera  es  como  va  á darse 
brillo  y lustre  á la  toga,  segun  nos  decía  aquí,  hace 
dos  ó tres  tardes  un  inteligente  y dignísimo  magis- 
trado; y siento  la  curiosidad  de  saber  lo  que  opinan 
sobre  este  caso  concreto  ese  y otros  excelentes  ma- 
gistrados que  tienen  asiento  eu  esta  Cámara;  qué  opi- 
na uno  de  ellos  que  preside  ahora  una  de  las  Salas  de 
la  Audiencia  de  Madrid,  y que  ha  pertenecido  toda  su 
vida  al  Ministerio  fiscal,  de  que  los  abogados  y te- 
nientes fiscales  comparezcan  como  presuntos  delin - 
cuentes  ante  los  litigan-tes  despechados,  los  alguaci- 
les y porteros  de  los  tribunales,  y quizá  algún  licen- 
ciado de  presidio.  Sin  duda  alguna,  de  esta  manera 
piensa  el  8r.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  dar  lustre 
á la  toga. 

Voy  examinando  brevísimamente  cada  uno  de 
estos  puntos,  y entre  otros  casos,  está  el  de  aquel  que 
recibe  gracia,  merced  ó empleo  de  los  sediciosos  ó 
sublevados.  Como  naturalmente,  estas  gracias  ó em- 
pleos se  dan  á las  personas  de  mayor  importancia  en 
cada  una  de  las  localidades  en  que  la  sedición  tiene 
lugar,  si  la  sedición  ó la  rebelión  no  vence,  los  que 
vuelvan  á ocupar  aquellos  cargos  de  que  han  sido  mo- 
mentáneamente desposeídos,  no  van  á encontrar  pena 
bastante  que  aplicar  á los  que  han  simpatizado  con 
los  sediciosos. 

No  quiero  aducir  más  argumentos  en  este  sentido,  j 
y voy  á terminar  He  procurado  quitar  de  las  breves  1 
indicaciones  que  he  expueslo,  lodo  lo  que  pudiera  te- 
ner carácter  político,  á fin  de  ver  si  mis  modestas 


observaciones  logran  benévola  acogida  en  la  Comi- 
sión; por  ver  si,  con  electo,  teneis  espíritu  abierto 
para  admitir  eu  el  proyecto  aquellas  rectificaciones 
cuya  conveniencia  se  os  demuestre  en  bien  de  vues- 
tra propia  obra,  pues  si  ai  fin  ha  de  ser  ley,  que  lo 
sea  con  menor  número  de  inconvenientes  posible. 

No  labréis  más  hondas  rivalidades  que  las  que  ha 
labrado  ya  la  política  en  las  pequeñas  y en  las  gran- 
des localidades,  entregando  ahora  á la  competencia 
deí  Jurado  los  delitos  políticos,  pues  ese  organismo 
será  cuando  de  estos  hechos  se  trate,  ó medio  de  im- 
punidad ó instrumento  de  crueles  venganzas.  Jamás 
hará  justicia.  He  dicho. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  Voy  á decir  muy  pocas 
para  contestar  al  Sr.  Cánido  y para  justificar  el  por 
qué  la  Comisión  lia  tenido  el  sentimiento  de  no  poder 
acepLar  su  enmienda. 

El  Sr.  Cánido  ha  recogido  el  argumento  que  yo 
hacía  discutiendo  con  el  Sr.  Montilla  para  manifestar- 
le que  no  había  necesidad  de  lijarse  tanto  en  los  de- 
litos de  rebelión  y sedición,  porque,  cuando  estos  tie- 
nen un  carácter,  que  puede  afectará  grandes  intereses 
del  orden  público  ó del  país,  son  juzgados  por  tribu- 
nales especiales,  y con  este  motivo  el  Sr.  Cánido  ve- 
nía á refutar  mi  argumento  aduciendo  para  ello  sen- 
tencias del  Tribunal  Supremo  y algún  hecho  ocurrido 
allá  por  los  años  de  1870  á 1873;  una  rebelión  que 
hubo  en  un  pueblo  de  determinada  provincia;  pero  ei 
Sr.  Cánido  no  ha  tenido  presente  que  cón  posteriori- 
dad á aquella  época,  en  10  de  Marzo  de*  1884,  se  pro- 
mulgó una  ley  que  es  la  actual  de  organización  y 
atribuciones  de  los  tribunales  de  guerra,  y en  esa  ley 
se  especifica  claramente  cuál  es  la  jurisdicción  com- 
petente  para  conocer  de  los  delitos  de  rebelión  y sedi- 
ción. De  modo  que  no  pueden  ocurrir  esos  peligros 
de  que  habla  ei  Sr.  Cánido  respecto  á la  jurispruden- 
cia del  Tribunal  Supremo,  porque  si  entonces  el  Tri- 
bunal Supremo  por  no  ser  bastante  explícita  la  ley  de 
organización  y atribuciones  de  los  tribunales  publica- 
da en  1870,  tuvo  necesidad  de  hacer  la  declaración  de 
que  en  los  delitos  de  rebelión  que  no  tuviesen  carácter 
militar,  entenderían  los  tribunales  ordinarios,  poste- 
riormente por  las  nuevas  compilaciones  legales,  por 
la  de  10  de  Marzo  de  1884  y por  la  novísima  de  pro- 
cedimiento militar  no  pueden  ocurrir  estas  dudas,  y 
se  lo  voy  á demostrar  á S.  S. 

Desde  el  momento  en  que  en  toda  rebelión  ó se- 
dición interviene  la  fuerza  pública,  ya  el  delito  ofrece 
dos  aspectos,  por  los  cuales  tiene  que  caer  bajo  la  ac- 
ción de  los  tribunales  especiales;  si  la  sedición  tiene 
carácter  militar,  por  ese  mismo  carácter;  y si  no  tiene 
carácter  militar,  por  el  aspecto  de  la  resistencia  á la 
fuerza  pública;  porque  esa  fuerza  pública  serán  los 
individuos  de  la  Guardia  civil  ó los  carabineros,  que 
son  las  fuerzas  de  que  pueden  valerse  las  autoridades 
locales;  y sabe  el  Congreso,  que  no  por  jurispruden- 
cia establecidada,  sino  por  expresión  terminante  de 
la  ley,  todo  acto  de  resistencia  á la  Guardia  civil  ó á 
los  carabineros,  cae  bajo  la  acción  de  ios  tribunales 
especiales.  Vea,  pues,  el  Sr.  Gañido  como  no  hay  tanto 
peligro  como  á S.  S.  le  parecía. 

Quedan  únicamente  para  el  conocimiento  del  Ju- 
rado, en  esto  de  los  delitos  de  rebelión  y sedición, 
aquellos  hechos  que  en  el  orden  jurídico  podrían  ca- 
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lificarse  de  escándalo  y de  desorden  público  sin  gra- 
ves consecuencias;  y en  este  caso,  ¿cree  S.  S.  que 
cuando  se  cometen  actos  que  turban  la  paz  y produ- 
cen la  alarma  en  una  comarca,  lia  de  estar  tan  per- 
turbado el  sentido  de  la  comarca^eutera,  que  desde 
luego  se  incline  á fallar  la  absolución  de  los  que  cau- 
saron esa  alarma?  Esto  solamente  puede  suponerse, 
examinando  la  cuestión  bajo  el  punto  de  vista  cómi- 
co, más  bien  que  bajo  un  sério  criterio  jurídico.  Uni- 
camente así  ha  podido  decir  S.  S.  que  el  magistrado 
que  no  hubiere  cumplido  bien  sus  deberes  ante  un 
acto  de  rebelión  ó de  sedición,  va  á ser  juzgado  por 
los  alguaciles  y porteros,  cuando  precisamente  todos 
los  auxiliares  y dependientes  de  los  tribunales  están 
por  esto  proyecto  de  ley  incapacitados  para  ejercer 
el  cargo  de  jurados. 

En  cuanto  á otro  argumento,  que  S.  S.  ha  hecho 
respecto  al  modo  y manera  de  salir  el  gobernador 
civil  á dar  las  voces  de  intimación,  que  el  Código  pre- 
viene, todo  el  mundo  sabe  que  eso  no  se  hace  por 
voces.  Está  bien  clara  y perfectamente  definido,  des- 
pués de  ese  Código  de  1870,  por  una  Real  orden  fir- 
mada por  un  Ministro,  que  para  el  Sr.  Cánido  no  pue- 
de ser  sospechoso,  por  el  Sr.  Fernandez  Viliaverde. 
En  esa  Real  órden  se  expresa  la  forma  en  que  las  au- 
toridades civiles  han  de  resignar  el  mando  en  las  mi- 
litares, cuando  no  tengan  medios  de  oponerse  á la 
rebelión  ó sedición. 

En  esas  disposiciones  aclaratorias  del  Código,  que 
ha  citado  el  Sr.  Cánido,  se  dice  que  se  hagan  por  me- 
dio de  avisos,  por  edictos  y muchas  veces,  con  solo 
poner  el  gobernador  un  oficio  á las  autoridades  mili- 
tares basta  para  que  se  tenga  por  resignado  siman- 
do. Otro  caso  que  citaba  el  Sr.  Cánido  es  el  de  que, 
habiendo  faltado  un  gobernador,  vinieraá  ser  juzgado 
por  los  dignos  magistrados  del  Tribunal  Supremo, 
mientras  que  otras  autoridades,  el  alcalde,  por  ejem- 
plo, vendría  a ser  juzgado  por  los  barrenderos  de  la 
Villa.  Ese  es  hijo  de  los  argumentos,  que  se  repiten 
mucho,  y que  solo  pueden  hacerse  partiendo  del  prin- 
cipio de  sostener  en  todas  las  esferas  el  privilegio  y 
de  negar  la  capacidad,  la  conciencia  y todas  las  con- 
diciones propias  de  la  humana  naturaleza  al  que  no 
tenga  grandes  intereses  ó represente  grandes  posicio- 
nes. Pues  bien,  ese  Jurado,  compuesto  de  individuos 
de  clases  humildes  de  la  sociedad,  de  hombres  á 
quienes  S.  S.  desposee  de  todas  esas  condiciones,  pre- 
sentándolos hasta  de  una  manera  bufa,  puede  tener 
uu  fondo  de  rectitud  y una  conciencia,  si  no  supe- 
riores, iguales,  al  menos,  á la  conciencia  y á la  rec- 
titud de  los  dignos  magistrados.  Y me  remito  en  esto 
á lo  que  un  digno  magistrado  ha  dicho  en  esta  Cá- 
mara, afirmando  que  una  cosa  es  el  conocimiento  de 
la  ley,  y otra  tener  ese  recto  sentido  de  conciencia 
para  distinguir  lo  que  debe  y lo  que  no  debe  ser  pe- 
nado. 

Dice  el  Sr.  Cánido  que  no  se  comprende  que  ha- 
yamos excluido  los  delitos  electorales  del  conoci- 
miento del  Jurado,  y en  cambio  le  entreguemos  el  co- 
nocimiento de  los  delitos  de  sedición  y rebelión.  No 
hay  paridad  entre  unos  y otros:  en  este  país  (y  á esto 
se  refiere  la  frase  que  la  Comisión  ha  consignado  en 
su  dictámen  diciendo  que  la  opinión  está  enfermiza), 
el  faltar  á la  ley  electoral,  el  emplear  todos  los  me- 
dios para  vencer  y para  derrotar  al  contrario  en  unas 
elecciones,  constituyen  una  cosa  natural  y corriente, 
á la  cual  nadie  da  importancia,  y por  eso  nosotros 


liemos  querido  excluir,  no  definitivamente,  sino  en  el 
actual  estado  de  la  opinión,  esos  delitos,  porque  en 
realidad  hasta  que  se  robustezca  la  opinión  y el  Cuer- 
po electoral  comprenda  la  importancia  de  su  misión 
entregar  esos  delitos  al  conocimiento  del  Jurado  se- 
ría lo  mismo  que  entregarle  el  medio  de  absolver 
esos  hechos,  ó el  medio  de  ejercitar  las  pasiones  po- 
líticas con  exageraciones.  Por  eso,  aceptando  las  in- 
dicaciones de  algunos  de  los  señores,  que  han  infor- 
mado ante  la  Comisión,  retiramos  del  dictámen  los 
delitos  electorales;  pero  no  sucede  lo  mismo  con  los 
delitos  de  sedición  y rebelión  que,  ó no  tienen  impor- 
tancia alguna,  ó la  tienen  extraordinaria;  si  no  tienen 
importancia  alguna,  si  se  reducen  á un  escándalo  en 
la  plaza  pública,  caen  bajo  la  acción  de  los  jueces, 
porque  están  castigados  con  penas  levísimas,  corre- 
gidos á veces  con  multa;  pero  si  tienen  importancia, 
si  llega  á haber  resistencia  á la  fuerza  pública,  si  se 
acomete  á las  autoridades  constituidas,  en  ese  caso 
esos  hechos  en  su  mayor  parte  están  sometidos  ai  co- 
nocimiento de  tribunales  especiales.  Por  consiguien- 
te, no  hay  paridad,  repito,  entre  los  delitos  electora- 
les y los  delitos  de  rebelión  y sedición. 

Esta  es  la  razón  por  que  la  Comisión,  inspirándose 
en  un  sentido  de  prudencia,  ha  excluido  los  primeros, 
y porque  la  Comisión,  teniendo  en  cuenta  que  no 
hay  nadie  que  desee  más  el  castigo  que  aquellos  que 
han  sentido  las  consecuencias  del  delito,  entrega  al 
Jurado  el  conocimiento  de  los  otros,  no  para  que 
aplique  la  ley,  sino  para  que  declare  la  culpabilidad 
ó inculpabilidad  de  los  acusados. 

Es  cuanto  tengo  que  decir  á S.  S. 

El  Sr.  CANIDO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  CANIDO:  El  Sr.  García  Alix  ha  empezado 
repitiendo  el  argumento  empleado  ai  contestar  al 
Sr.  Montilln,  esto  es,  que  la  mayor  parte  de  los  de- 
litos de  rebelión  y sedición  han  de  ir  á tribunales 
especiales  que  por  leyes  recientes  son  llamados  á 
conocer  de  ellos.  Pues  yo  sigo  sosteniendo  que  los 
artículos  del  Código  penal  están  vigentes,  y que  en  la 
mayor  parte  de  los  casos,  y recientemente  lo  hemos 
visto,  en  tanto  que  la  fuerza  pública  no  interviene, 
quien  conoce  de  esta  clase  de  delitos  es  la  jurisdic- 
ción ordinaria.  Pero,  en  fin,  á mí  me  conviene  acep- 
tar e!  argumento  de  S.  S.  y reconocer  que  en  la  ma- 
yor parte  de  los  casos,  que  en  la  casi  totalidad  de  los 
casos,  quien  hade  conocer  de  esta  clase  de  delitos  no 
es  la  jurisdicción  ordinaria,  y por  consiguiente  que 
no  será  el  Jurado.  Pues  si  esto  es  verdad  y lo  reco- 
nocéis así,  ¿por  qué  ponéis  estos  delitos  en  vuestro 
proyecto?  Esto  me  parece  á mí  que  es  una  mixtifica- 
ción, que  hay  algo  de  aparato,  de  lujo,  comprendien- 
do delitos  en  ese  proyecto  de  que  en  definitiva  jamás 
va  á conocer  el  Jurado. 

Ha  dicho  el  Sr.  García  Alix  que  salen  de  estos 
bancos  argumentos  extravagantes,  á propósito  del 
que  yo  había  hecho  de  que  el  juez  de  primera  ins- 
tancia sería  juzgado  por  los  porteros  y alguaciles  del 
Juzgado.  Y dice  S.  S.:  ¿cómo  es  posible  esto,  si  preci- 
samente este  proyecto  de  ley  dice  que  los  auxiliares  de 
los  tribunales  de  justicia  no  pueden  formar  parte  del 
Jurado?  ¿Quién  le  ha  dicho  á S.  S.  que  los  porteros  y 
alguaciles  del  Juzgado  son  auxiliares  de  los  tribuna- 
les de  justicia?  Pues  no  tiene  más  que  ver  la  ley  or- 
gánica del  Poder  judicial,  y verá  que  los  auxiliares 
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de  los  tribunales  son  los  archiveros,  los  secretarios 
judiciales  y los  oficiales  de  Sala;  pero  positivamente 
no  lo  son  ni  los  porteros  ni  los  alguaciles;  de  suerte  ¡ 
que  el  jinz  de  primera  instancia  será  juzgado  por  los 
porteros  y alguaciles  del  Juzgado,  y si  sale  absuelto 
seguirá  juzgando,  pero  teniendo  como  subordinados 
á los  que  lian  sido  sus  jueces,  á aquellos  que  por  un 
momento  han  tenido  la  toga  á sus  piés,  que  este  es 
seguramente  el  lustre  que  le  quiere  dar  el  Sr.  Minis- 
tro de  Gracia  y Justicia  en  este  proyecto  de  ley. 

Y no  quiero  repetir  lo  que  antes  lie  dicho,  que 
podría,  por  ironía  de  la  suerte,  juzgar  á este  juez  un 
licenciado  de  presidio.  Sobre  este  punto  solo  diré  á 
S.  S.  que  no  había  dado  nota  jocosa  á las  palabras 
que  he  pronunciado;  por  el  contrario,  si  alguna  nota 
había  puesto  en  mis  palabras,  era  de  verdadero  pe- 
sar, porque  creo  que  el  dia  que  esc  proyecto  sea  ley, 
si  no  se  modifica  en  esta  parte,  la  toga  española  su- 
frirá una  gran  mengua. 

Decia  el  Sr.  García  Alix:  el  Sr.  Gañido  nos  pre- 
seutaba  á la  autoridad  gubernativa  dando  las  voces 
de  intimación,  para  que  los  grupos  se  disuelvan,  y 
esto  ya  no  tiene  electo,  porque  hay  otras  leyes  poste- 
riores que  dicen  lo  que  se  ha  de  hacer.  A esta  altura 
no  podemos  discutir  este  punto;  pero  esto  es  indife- 
rente, porque  yo  pregunto:  ¿es  cierto,  ó no,  que  el  al- 
calde primero  de  Madrid  ó de  otra  población,  en  un 
delito  de  sedición,  cuando  no  tenga  valor  bastante 
para  resistir  esa  sedición  por  todos  los  medios  que 
estén  á su  alcance,  ó por  otro  delito  que  pueda  co- 
meter, puede  ser  juzgado  por  sus  subalternos,  hasta 
por  los  barrenderos  de  la  Villa?  ¿Cree  S.  S.  que  aun- 
que los  barrenderos  juzguen  con  toda  imparcialidad, 
que  podrá  ser,  el  principio  de  autoridad  no  queda 
menoscabado  siendo  juzgado  de  esa  manera  la  pri- 
mera autoridad? 

En  este  punto  vais  más  allá  de  lo  que  se  halla  esta- 
blecido en  todas  las  Naciones  en  que  existe  el  Jurado; 
de  consiguiente,  el  juez  de  primera  instancia,  según 
vuestro  proyecto,  los  abogados  fiscales,  los  fiscales, 
los  tenientes  fiscales,  las  autoridades  todas  deben  ser 
juzgadas,  y lo  serán  positivamente  si  delinquen  algu- 
na vez,  por  hombres  honrados,  pero  otras  veces  por 
algún  licenciado  de  presidio,  como  antes  he  dicho. 

lia  vuelto  á hablar  S.  S.  de  los  delitos  electorales 
y de  la  razón  que  la  Comisión  ha  tenido  para  sus- 
traerlos de  la  competencia  del  Jurado.  Y con  efecto, 
yo  he  demostrado  á S.  S.  que  los  delitos  electorales 
que  con  más  frecuencia  se  cometen  en  las  elecciones 
caen  dentro  de  la  competencia  del  Jurado,  y sobre 
este  punto  no  ha  dicho  nada  8.  S.,  porque  verdadera- 
mente no  tiene  contestación;  porque  cuando  sucedía, 
como  ahora,  que  en  una  elección  municipal,  alrede- 
dor do  una  mesa  que  esté  presidida  por  el  alcalde  ó 
en  otra  que  esté  presidida  por  un  regidor,  se  reúnen 
algunos  para  impedir  la  votación,  es  claro  que  este 
delito,  que  con  frecuencia  se  comete,  irá  al  conoci- 
miento del  Jurado. 

Ha  concluido  S.  S.  por  hablar  de  las  autoridades 
que  se  encuentran  enfrente  de  una  pequeña  sedición 
ó rebelión.  Yo  no  tengo  para  qué  ocuparme  de  esto, 
pero  al  hecho  que  he  expuesto  de  ese  recaudador  que 
se  encuentre  frente  de  un  pueblo  que  le  impida  á pe- 
dradas ó á tiros  el  cumplir  con  los  deberes  de  su  car- 
go, S.  S.  nada  ha  contestado;  y yo  repito  que  este  de- 
lito. que  e3  de  los  más  frecuentes  en  nuestro  país, 
positivamente  no  encontrará  jamás  Jurado  que  lo  con- 


dene, porque  los  llamados  d hacerlo  simpatizarán  con 
los  autores  de  ese  hecho. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  Pido  la  palabra  para  rec- 
tificar. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  Muy  pocas  palabras  voy 
á decir  para  rectificar  á R.  S.  Él  argumento  de  que 
en  el  Código  penal  están  comprendidos  y se  señalan 
penas  á los  delitos  de  rebelión  y sedición,  no  tiene 
que  ver  nada  con  la  jurisdicción,  porque  como  S.  S. 
sabe,  el  Código  no  dice  los  tribunales  á quienes  co- 
rresponde juzgar,  sino  que  solo  se  ocupa  de  designar 
la  pena  correspondiente  á cada  delito,  y sabe  también 
S.  S.  que  la  jurisdicción  es  de  tres  clases,  unas  veces 
se  fija  por  la  calidad  de  las  personas,  otras  por  el  he- 
cho en  sí,  y otras  por  el  local  en  que  se  cometen,  y 
los  delitos  de  rebelión  y de  sedición  no  caen  bajo  la 
jurisdicción  del  tribunal  por  la  calidad  de  las  perso- 
nas que  los  cometen,  ni  por  el  sitio  en  que  tienen  lu- 
gar, sino  por  razón  del  hecho  en  sí  mismo.  En  todo 
tumulto  que  se  resiste  á la  fuerza  pública,  los  auto- 
res de  esa  resistencia  caen  bajo  la  acción  de  los  tri- 
bunales de  guerra;  el  Código  penal  sigue  rigiendo  en 
cuanto  á la  penalidad  que  señala,  pero  esta  se  aplicará 
por  estos  tribunales  extraordinarios,  como  sucede 
ahora.  (El  Sr.  c mido:  Pro  me  laboras.)  No. 

En  cuanto  á lo  que  decia  el  Sr.  Cánido  respecto 
de  un  licenciado  de  presidio,  yo  lo  diré  que  el  pro- 
yecto establece  que  todo  aquel  que  haya  sufrido  pena 
aflictiva  ó corporal,  está  incapacitado  para  ser  jurado 
por  cinco  años.  ¿Es  que  cree  S.  S.  que  no  cabe  la 
corrección  por  la  pena,  después  de  haberla  extingui- 
do? ¿Es  que  quiere  S.  S.  que  se  separe  completamen- 
te de  la  sociedad  á aquel  que  ha  estado  en  un  esta- 
blecimiento penal,  aunque  después  de  cinco  años  de 
haber  salido  de  él  haya  dado  constantes  pruebas  de 
arrepentimiento?  Porque  el  proyecto  vipne  á ser  tan 
previsor,  que  ya  al  reincidente,  cualquiera  que  haya 
sido  la  pena  que  haya  sufrido,  le  excluye  por  com- 
pleto de  ser  jurado;  de  manera,  que  el  proyecto  no 
facilita  tanto  que  los  licenciados  vayan  á ser  jurados 
en  esta  ó en  determinadas  causas. 

Otro  de  los  argumentos  de  S.  S.  es  el  del  cobrador 
de  contribuciones,  que  ha  ido  á un  pueblo,  le  han  pcha- 
do,  maltratado  y apedreado,  y que  va  ese  pueblo  á juz- 
gar á los  que  le  han  maltratado  y atropellado.  Señor 
Cánido,  el  proyecto  lo  establece  claramente;  el  Jurado 
lo  forman,  no  los  del  mismo  pueblo  en  que  se  come- 
tió el  delito,  sino  los  del  partido  judicial;  y ¿quiero 
S.  S.  que  la  suerte  vaya  á decidir  que  sean  jurados 
todos  los  del  mismo  pueblo  y hasta  los  mismos  que 
apedrearon  al  recaudador? 

Y hacia  otro  argumento  S.  S.,  y es  que  no  impor- 
taba que  entendiera  en  estos  delitos  el  tribunal  ó el 
Jurado,  porque  estos  delitos  no  se  pueden  castigar 
nunca  ó son  muy  difíciles  de  castigar,  porque  para 
probarlo  se  necesita  la  prueba  testifical,  y resulta  que 
no  quieren  ser  testigos  los  de  los  pueblos  en  estos  ca- 
sos especiales,  lo  cual,  si  fuera  cierto,  lo  mismo  su- 
cedería con  los  jueces  de  derecho  que  con  el  Jurado. 
De  manera  que  estos  argumentos  de  S.  S.  no  son  en 
realidad  más  que  pretextos  con  que  SS.  SS.  quieren 
entorpecer  la  discusión  y alargar  el  debate. 

El  Sr.  CANIDO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  CANIDO:  Cuanto  más  insista  el  Sr.  García 
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Alix  en  demostrar  que,  con  erecto,  la  jurisdicción  de 
guerra  es  la  llamada  á conocer  de  los  delitos  de  sedi- 

Vázquez  y López. 

Antequera. 

cion  y rebelión,  más  insistiré  yo  en  que  se  sustraigan 

Aguilera. 

dei  conocimiento  del  Jurado  y en  que  se  sustraigan 

Florás-Dávila  (Marqués  do). 

de  esta  lev,  puesto  que  se  demuestra  que  en  ella  es- 

Barroso. 

tán  por  puro  lujo. 

Guardia. 

Dice  el  Sr.  García  Alix  que  el  proyecto  de  ley  es- 

Garijo  (D.  Cipriano). 

tablece  que  es  necesario  que  hayan  pasado  cinco  años 

Pedregal. 

desde  que  los  licenciados  de  presidio  han  cumplido 

Azcárale. 

la  condena,  y que  si  no  admito  yo  la  corrección  por 

Bu  sheli. 

la  pena;  y dice  que  todos  los  licenciados  de  presidio, 

Maura. 

á los  cinco  anos  de  haber  dejado  el  establecimiento, 

Pacheco. 

podrán  venir  á ser  jurados.  Yo  creo  en  la  corrección 

García  Alix. 

por  la  pena;  pero  ¿no  parece  A S.  S.  que  el  licenciado 

Díaz  Moreu. 

de  presidio,  cuando  se  encuentre  que  tiene  que  jux- 

Rosell. 

gar  á un  juez  de  primera  instancia,  lo  liará  con  aquel 

Sagasta  (D.  Primitivo). 

sentimiento  que,  para  los  que  administran  justicia, 

Perojo. 

se  respira  en  esos  centros,  del  cual  queda  siempre  en 

Enriqucz  (D.  Aurelio). 

el  corazón  un  rencoroso  dejo?  Entonces  sí  que  tendrán 

González  (D.  Alfonso). 

alimento  sabroso  aquellas  sordas  pasiones  de  que,  con 

Rey. 

perfecto  conocimiento  del  corazón  humano,  nos  ha- 

García  de  la  Riega. 

biaba  aquí  el  Sr.  Silvela  en  su  hermoso  discurso, 

Puerta. 

combatiendo  la  totalidad.  Dice  el  Sr.  García  Alix,  que 

Vázquez  Queipo. 

sería  verdaderamente  extraño  que  se  diera  la  casuali- 

Martínez  Aserijo. 

dad  de  que  todos  los  que  habían  de  formar  parte  dei 

González  de  la  Fuente. 

Jurado  fueran  de  un  mismo  pueblo.  iSi  hay  una  por- 

Castilla. 

cion  de  Juzgados  de  primera  instancia  que  los  forman 

Fabra  (D.  Gil). 

un  solo  pueblo!  ¿de  dónele  sino  de  ese  pueblo  habrán 

Domínguez  Alfonso. 

de  salir  los  jurados? 

López  Pclegrin. 

Repito,  y tome  de  ello  nota  S.  S.,  que  los  delitos 

Ghávarri. 

electorales  quedan  dentro  de  la  competencia  dei  Ju- 

Fernandez Alsina. 

rado,  que  es  el  argumento  que  S.  S.  no  lia  contestado.» 

Guerrero. 

Leida  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 

Cruz. 

pregunta  de  si  se  lomaba  en  consideración,  se  pidió 

Alcalá  del  Olmo. 

por  competente  numero  de  Sres.  Diputados  que  la 

Galbeton. 

votación  fuera  nominal;  verificada  ésta,  quedó  aque- 

Gamazo (D.  Triflno). 

lla  desechada  por  79  votos  contra  39,  en  la  forma  si- 

Oriol. 

guiente: 

Martin  Bernal. 

González  (D.  Venancio). 

Señores  que  dijeron  no: 

Montejo. 

Fernandez  de  Soria. 

Arias  de  Miranda. 

San  La  inaria. 

Alonso  Martínez  (D.  Manuel). 

Cuartero. 

Ccllcruelo. 

Parra. 

Cepeda. 

Vergez. 

López  Rodríguez. 

López  (D.  Cayo). 

Sánchez  Pastor. 

Prieto  de  la  Torre. 

Pardo  B¿ümonte. 

Soler. 

Baró. 

Gullon  (D.  Eduardo). 

Laá. 

Ruiz  Capdepon. 

Nuñcz  do  Veiasco. 

Labra. 

Vior. 

Fernandez  de  Castro. 

Martínez  del  Campo. 

Sr.  Presidente. 

Navarro  y Ochoteco. 

Total,  79. 

Garnica. 

Alvarado. 

Señores  que  dijeron  si: 

Calvo  Muñoz. 

Ansaldo. 

Sallent  (Conde  de). 

Alba. 

Diez  Mac  uso. 

Rodríguez  Correa. 

Zabálburu. 

Ruiz  García  de  Hita. 

Cárdenas. 

Azcárraga. 

Castel. 

León  y Cataumbcrt. 

Allende  Salazar. 

Almodóvar  del  Rio  (Duque  de). 

Pidal  (Marqués  de). 

Ramos  Calderón. 

Pida!  y Mon. 

Merelies. 

Vilana  (Conde  de). 

Botija. 

Salcedo. 
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La  nd  echo. 

BugallaL 

Cánovas  del  Castillo. 

Fernandez  Villaverde. 

Isasa. 

Vadillo  (Marqués  del). 

López  Dórica. 

Alvarez  Bugalla!. 

Revilla  Gigedo  (Conde  de). 

Oñate. 

Heredia-Spínola  (Conde  de). 

Domínguez. 

Si  ivela. 

Rodríguez  San  Pedro. 

Camacho  del  Rivero. 

Mochales  (Marqués  de). 

Toreno  (Coude  de). 

Campo-Grande  (Vizconde  de). 

Alvear. 

Garrido  Estrada. 

Sánchez  Bedoya. 

Los  Arcos. 

Cos-Gayon. 

Cánido. 

Molleda. 

Peña-Ramiro  (Conde  de). 

González  Longoria. 

Aguilar  (Marqués  de). 

Cabezas. 

Total,  39. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Hay 
dos  enmiendas 'del  Sr.  Diez  Macuso.» 

La  primera  fue  retirada,  y decía  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
presentar  la  siguiente  enmienda  ai  párrafo  2.°  del  ar- 
tículo 4.°  del  dictamen  sobre  el  proyecto  de  ley  esta- 
bleciendo el  juicio  porj  urados  para  determinados  casos. 

El  párrafo  2.°  del  art.  4.°  quedará  redactado  en 
esta  forma: 

«2.°  De  las  causas  por  delito  cometido  por  medio 
de  la  imprenta,  grabado  ú otro  medio  mecánico  de 
publicación,  y se  añadirá  en  párrafo  aparte: 

«Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  este  artículo: 

1. °  Los  delitos  cuyo  conocimiento  corresponde  ai 
Tribunal  Supremo,  según  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial. 

2. °  Los  delitos  de  injuria  y calumnia,  cualesquie- 
ra que  sean  las  personas,  corporaciones  ó funcionarios 
públicos  contra  quienes  se  dirija  y la  forma  en  que 
se  cometan.» 

Palacio  del  Congreso  23  de  Abril  de  1887=José 
Diez  Macuso.=  Francisco  Sil vela.=  Raimundo  Fer- 
nandez Villaverde.=C.  El  Conde  de  Toreno —El  Viz- 
conde de  Campo-Grande —El  Gonde  de  Salient.=An- 
tonio  Cánovas  del  Castillo.» 

La  segunda  está  concebida  en  estos  términos: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
presentar  la  siguiente  enmienda  al  párrafo  2.°  del  ar- 
tftulo  4.°  del  dictamen  sobre  el  provéelo  de  ley  esta- 
bleciendo el  juicio  por  jurados  para  determinados 
delitos. 

El  párrafo  2.°  del  art.  4.°  quedará  redactado  en 
esta  forma: 

«2.°  Dé  las  causas  por  delitos  cometidos  por  me- 
dio de  la  imprenta,  grabado  ú otro  medio  mecánico 
de  publicación,»  y se  añadirá  en  párrafo  aparte: 


«Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  este  artículo: 

1. °  Los  delitos  cuyo  conocimiento  corresponda  al 
Tribunal  Supremo  según  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial. 

2. °  Los  delitos  comprendidos  en  el  art.  162  del 
Código  penal  y los  de  injuria  y calumnia,  cualesquie- 
ra que  sean  las  personas,  corporaciones  ó funciona- 
rios públicos  contra  quienes  se  dirijan  y la  forma  en 
que  se  cometan.» 

Palacio  del  Congreso  30  de  Abril  de  1887.=José 
Diez  Macuso.=Antonio  Cánovas  del  Gastillo.=C.  El 
Conde  de  Toreno.=Francisco  Silvela.=El  Vizconde 
de  Campo-Grande.=El  Conde  de  Sallent.=Raimuüdo 
Fernandez  Villaverde.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  tiene  la  pa- 
labra para  decir  si  admite  ó la  enmienda. 

El  Sr.  PACHECO:  La  Comisión  tiene  el  senti- 
miento (le  manifestar  que  no  le  es  posible  admitir  la 
enmienda  del  Sr.  Diez  Macuso. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  esta  discusión. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  procede  á la  votación 
definitiva  de  un  proyecto  de  ley.» 

Se  leyó,  revisado  por  la  Comisión  de  corrección 
de  estilo,  y hallándose  conforme  con  lo  acordado,  se 
votó  y aprobó  definitivamente  el  proyecto  de  ley  sus- 
tituyendo la  subvención  en  obligaciones  de  ferro- 
carriles al  de  El  Campamento  á Málaga,  por  otra  en 
metálico.  (Véase  el  Apéndice  primero  al  Diario  núme- 
ro 86 y que  es  el  de  esta  sesión. ) 


Se  leyeron,  y pasaron  á la  Comisión,  acordando 
se  imprimieran  y repartieran,  dos  enmiendas  al  clic— 
támeu  referente  al  proyecto  de  ley  estableciendo  el 
juicio  por  jurados. 

Del  Sr.  Gamazo  (D.  Triílno)  ai  art.  43, 

Del  Sr.  Marqués  de  Pidal  á los  arts.  58  y 59. 
(Véase  el  Apéndice  segundo  A este  Diario.) 


Prévia  la  venia  del  Si*.  Presidente,  ocupó  la  tri- 
buna el  Sr.  Montcjo  y leyó,  como  secretario  de  la  Co- 
misión, el  dictamen  relativo  al  proyecto  de  ley,  re- 
mitido por  el  Senado,  sobre  reforma  del  Código  penal, 
Se  acordó  se  imprimiera  y repartiera  á los  seño- 
res Diputados.  ( Véase  el  Apéndice  tercero  d este  Diario.) 


So  leyó,  y quedó  sobre  la  mesa,  el  siguiente  dic- 
tamen: 

«La  Comisión  de  actas  ha  examinado  la  de  la  elec- 
ción parcial  verificada  en  el  distrito  de  la  Habana  el 
16  de  Enero  último;  y si  bien  conliene  algunas  pro- 
testas, no  afectan  á la  validez  y resultado  de  la  elec- 
ción; por  lo  tanto,  la  Comisión  tiene  la  honra  de  pro- 
poner al  Congreso  se  sirva  aprobar  dicha  acta  y ad- 
mitir como  Diputado  por  el  referido  distrito  á Don 
José  Emilio  Terry  y Dorticós,  que  ha  presentado  su 
credencial,  y cuya  aptitud  legal  no  ofrece  duda. 

Palacio  del  Congreso  9 de  Mayo  de  l887.=Vi- 
j cente  Nuñez  de  Velasco,  v¡cepresidente.===Miguel  de 
I la  Guardia.  = Félix  Martínez  Villasante.  = Luis  de 
I Landecho.=Demetrio  Betegon.= Antonio  García  Alix. 
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Luis  Diaz  Moreu.=Antonio  Molieda.=Emiiio  de  Al- 
vear.=José  del  Perojo,  secretario.» 


Quedó  sobre  la  mesa,  á disposición  de  los  Sres.  Di- 
putados, el  expediente  que  se  menciona  en  la  siguiente 
comunicación: 

((Ministerio  de  Hacienda. — Excmos.  Sres.:  Tengo 
el  honor  de  pasar  á manos  de  V.  EE.  el  adjunto  ex- 
pediente sobre  trasferencia  de  crédito  por  la  suma  de 
30.000  pesetas  en  el  presupuesto  corriente  del  Mi- 
nisterio de  Gracia  y Justicia  para  establecer  la  esta- 
dística de  la  administración  de  justicia  en  lo  civil, 
cuyo  expediente  fué  pedido  en  la  sesión  de  ese  Cuer- 
po Golegislador  del  dia  22  de  Abril  último  por  el 


Sr.  Diputado  1).  Senen  Gañido.  De  Real  órden  lo  remi- 
to á V.  EE.  á los  efectos  consiguientes.  Dios  guarde 
á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  9 de  Mayo  de  1887. 
Joaquín  López  Piiigcervei\==Se5ores  Diputados  Se- 
cretarios dei  Congreso.» 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden  del  dia  para  mañana: 
Continuación  del  debate  pendiente  sobre  la  inter- 
pelación del  Sr.  Portuondo,  y sobre  el  dictamen  refe- 
rente al  proyecto  de  ley  acerca  del  Jurado;  el  dictá- 
men  de  la  Comisión  de-  actas  que  acaba  de  leerse, 
y los  demás  asuntos  que  están  á la  órdeu  del  dia. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  siete. 


t 
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APÉNDICE  PRITÍEEO  AL  NÚM.  83 


CONGRESO  DE  LOS 


Proyecto  de  ley,  aprobado  definitivamente  por  este  Cuerpo  Colegislador,  sustitu- 
yendo la  subvención  en  obligaciones  de  ferro-carriles,  concedida  al  del  Campamento 

á Málaga,  por  otra,  en  metálico. 


AL  SENADO. 

El  Congreso  de  los  Diputados,  conformándose  con 
lo  propuesto  por  varios  individuos  de  su  seno,  ha 
aprobado  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  El  ferro-carril  de  El  Campamento 
á Málaga,  en  equivalencia  del  auxilio  que  según  sus 
leyes  de  concesión  debía  cobrar  en  obligaciones  de 
ferro-carriles,  recibirá  28.800  pesetas  por  kilométro 


de  subvención,  que  se  pagarán  en  metálico  á medida 
que  se  terminen  trozos  de  5 kilómetros  por  lo  ménos, 
quedando  subsistente  en  todo  lo  demás  la  ley  y pliego 
de  condiciones  en  cuya  virtud  se  hizo  la  concesión. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  pasa  al  Senado, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito 
•en  el  art.  9.°  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Congreso  9 de  Mayo  de  1887.=Cri¿~ 
t.ino  Mar  tos,  Presidente.  = Manuel  Tbarra,  DipuLado 
Secretario  =Diego  Arias  de  Miranda,  Diputado  Secre- 
tario. 
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APÉNDICE  SEGUNDO  AL  NÚM.  86. 


Enmiendas  al  dictamen  de  la  Comisión  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el  esta- 
blecimiento del  juicio  por  jurados  para  determinados  delitos. 


Del  Sr.  GAMAZO  (D.  Triüno)  al  art.  43. 

I,os  Diputados  que  suscriben  proponen  al  Con  • 
greso  como  adición  al  art.  43  del  dictámeu  de  la  Co- 
misión del  proyecto  de  ley  sobre  el  juicio  por  jurados. 

Después  del  párrafo  primero  del  art.  43  citado,  se 
añadirá: 

«Se  incluirán  en  este  alarde,  cuando  tengan  es- 
tado, las  causas  por  delitos  que  competan  al  tribu- 
nal del  Jurado,  formadas  con  arreglo  al  tít.  3.* del  libre 
4."  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  si  ocurre  en 
ellas  lo  previsto  en  el  párrafo  primero  del  art.  796 
de  dicha  ley.» 

Palacio  del  Congreso  9 de  Mayo  de  !887.=Tri- 
fino  Gamazo.=Pablo  Gruz.=César  Alba.=Juan  José 
l,opez.  = Pegerto  Pardo  Balmonte.=Eduardo  Ruiz 
García  Hila.=Juan  Guerrero. 


Del  Sr.  Marqués  de  PIDAL,  á los  arts.  58  y 59. 

El  Diputado  que  suscribe  ticue  el  honor  de  pro- 
poner al  Congreso  las  siguientes  enmiendas  al  dictá- 


ínen  de  la  Comisión  sobre  establecimiento  del  juicio 
por  jurrados. 

El  párrafo  3.“  del  art.  58  se  redactará  de  esto 
modo: 

«Si  alguno  de  los  jurados  manifestase  que  por 
razón  de  sus  creencias  no  podía  prestar  el  juramento 
con  las  solemnidades  del  párrafo  anterior,  se  colocará 
de  pié  delante  del  presidente,  y responderá  asimismo 
con  alta  y clara  voz  á su  pregunta,  diciendo:  «Lo 
juro.» 

El  art.  59  se  redactará  en  esta  forma: 

«Nadie  podrá  ejercer  las  funciones  de  jurado  sin 
prestar  antes  el  juramento  á que  se  refiere  el  artícu- 
lo anterior,  y los  que  se  negasen  á prestarlo  sin  ale- 
gar más  motivo  que  la  resistencia  á la  ley.  etc.» 

Palacio  del  Congreso  9 de  Mayo  de  1887.=Mar- 
qués  de  Pidal.=El  Vizconde  de  Campo-Grande.» 
C.  El  Conde  de  Toreno.=Emilio  de  Alvear.— El  Mar- 
qués del  Vadillo.=Lorenzo  Dominguez.=Gabino  Bu 
gallal. 
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Üictdmen  de  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de  ley,  remitido  por  el  Senado, 
relativo  á las  bases  para  la  reforma  del  Código  penal. 


AL  CONGRESO. 

La  Comisión  ha  examinado  con  ei  mayor  deteni- 
miento el  proyectó  de  ley  de  bases,  aprobado  y remi- 
tido por  el  Senado  á esta  Cámara,  para  la  reforma  del 
Código  penal. 

Conforme  sustancialmente  con  dicho  proyecto,  lia 
estimado,  sin  embargo,  que  debia  proponer  algunas 
modillcaciones,  á su  juicio  procedentes,  dentro  del  es- 
píritu mismo  de  la  véforma  que  se  intenta  plantear. 

Semejantes  modificaciones  obedecen,  como  puede 
notarse  desde  luego,  á motivos  varios  y distintos,  en 
armonía  con  la  naturaleza  y especial  alcance  de  cada 
una  de  ellas;  mas  como  todos  los  fundamentos  á que 
responden  las  referidas  variantes  son  fácilmente  com- 
prensibles, y en  el  curso  de  los  debates  que  sin  duda 
se  suscitarán  ha  de  haber  ocasiones  sobradas  en  que 
consignarlos  y explicarlos  con  la  mayor  amplitud, 
cree  lícito  la  Comisión  limitarse  ahora  á lo  que  deja 
expuesto,  si  bien  haciendo  consLar  que  para  introdu- 
cir las  innovaciones  de  que  queda  hecho  mérito  ha 
tenido  la  satisfacción  de  contar  con  el  asenso  y la 
aquiescencia  del  Gobierno  de  S.  M. 

La  Comisión,  pues,  tiene  el  honor  de  someter  á la 
deliberación  y aprobación  del  Congreso  el  siguiente 

PROYECTO  1)E  LEY. 

Artículo  t.°  Se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M.  para 
que,  oyendo  á la  Sección  correspondiente  de  la  Comi- 
sión general  de  codificación,  proceda  á reformar  el 
Código  penal  de  17  de  Junio  de  1870  con  sujeción  á 
las  bases  siguientes: 

PRIMERA. 

Se  pondrá  el  nuevo  Código  en  armonía  con  los 
preceptos  de  la  Constitución  de  1870,  amparando  con 
una  sanción  penal  eficaz,  así  los  derechos  de  la  Na- 


ción y los  atributos  esenciales  del  Poder  público, 
como  los  derechos  individuales  mencionados  en  el  tí- 
tulo l.°  de  la  expresada  Constitución. 

El  Código  determinará  y precisará  con  toda  cla- 
ridad la  responsabilidad  penal  en  que  incurran  los 
magistrados,  jueces,  autoridades  y funcionarios  de 
toda  clase  que  atenten  á los  derechos  reconocidos  en 
el  citado  tít.  l.°  de  la  Constitución  del  Estado. 

SEGUNDA. 

Se  establecerán  sanciones  pf3iialos  eficaces  para 
proteger  el  culto,  los  ministros,  las  ceremonias  y ma- 
nifestaciones públicas  de  la  religión  católica,  y para 
impedir  que  se  escarnezca  públicamente  su  dogma, 
así  como  para  garantizar  el  ejercicio  y las  ceremo- 
nias de  cualquier  otro  culto  distinto  del  católico  den- 
tro de  sus  respectivos  recintos  y cementerios,  en  ar- 
monía con  la  tolerancia  religiosa  establecida  en  el 
art.  1 1 de  la  Constitución. 

TERCERA. 

Primero.  Los  delitos  que  se  cometan  por  me- 
dio de  la  imprenta,  se  penarán  con  sujeción  á las  pres- 
cripciones  del  Código  y concepto  de  los  delitos  en  el 
mismo  definidos,  teniendo,  sin  embargo,  en  cuenta  la 
naturaleza  de  cada  uno  para  aumentar  ó disminuir 
la  penalidad.  La  responsabilidad  correspondiente  á es- 
tos delitos  se  exigirá  á tenor  de  las  reglas  siguientes: 

1.a  Responderán  criminalmente,  primero,  como 
autores  del  delito  que  se  cometa  en  libro  ó folleto,  el 
editor;  del  que  se  cometa  en  una  publicación  periódi- 
ca, el  director;  y del  que  se  cometa  en  un  anuncio, 
pasquín,  cartel,  estampa  ó cualquier  otra  publicación, 
el  que  hubiere  ordenado  su  exposición  al  público,  y 
en  su  delecto,  el  que  lo  hubiere  expuesto. 
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2. a  En  delecto  del  editor,  director  ó publicador, 
responderá  criminalmente  como  autor  del  delito  el 
que  hubiere  escrito  ó dibujado  el  original  de  la  pu- 
blicación culpable,  y los  que  por  la  participación  que 
en  el  hecho  hubiesen  tenido  cOn  el  redactor  ó dibu- 
jante deban  ser  calificados  según  las  reglas  generales 
del  Código  penal  como  coautores  del  delito. 

3. a  En  defecto  de  los  mencionados  en  la  regla 
anterior,  responderá  criminalmente  como  autor  el 
jefe  del  establecimiento  en  que  se  hubiere  hecho  la 
impresión. 

Se  considerará  coautor  del  delito  para  el  efec- 
to de  incurrir  en  la  responsabilidad  criminal  pecu- 
niaria que  al  mismo  corresponda,  el  propietario  del 
periódico,  cuando  en  los  tres  meses  anteriores  á la 
perpetración  del  delito  se  hubiere  cometido  en  el 
mismo  periódico  dos  veces,  por  lo  ménos,  un  delito 
análogo  al  que  se  trate  de  castigar. 

Segundo.  Cuando  el  editor,  director  ó publicador 
respondan  criminalmente  corno  autores,  responderán 
conjuntamente  en  concepto  de  cómplices  los  mencio- 
nados en  la  regla  2.a  del  número  anterior. 

Para  exigir  las  responsabilidades  subsidiarias  es- 
tablecidas en  la  regla  citada,  se  entenderá  que  no  hay 
editor,  director  ó redactor  cuando  éstos  no  fueren 
conocidos,  ó cuando  al  tiempo  de  cometerse  ó perse- 
guirse el  delito  estuviesen  ausentes  del  Reino,  si  des- 
pués no  se  hallaren  á disposición  del  tribunal  compe- 
tente, ó cuando  por  sus  circunstancias  personales  en 
aquel  tiempo  no  pudiere  hacerse  después  en  ellos 
efectiva  la  responsabilidad  criminal. 

Tercero.  Se  considerará  siempre  como  circuns- 
tancia agravante  de  la  delincuencia  de  los  editores, 
directores,  redactores  y dibujantes  mencionados  en 
las  reglas  1 y 2.a  del  párrafo  primero  la  falta  de  la 
publicación  de  la  firma  del  autor  al  pié  del  impreso  ó 
estampa  culpable. 

Cuarto.  Lo  dispuesto  en  las  reglas  anteriores  se 
refiere  á los  que  realmente  hubiesen  sido  los  verda- 
deros editores,  directores,  redactores  ó publicadores. 

Quinto.  Para  la  eficacia  de  la  responsabilidad  cri- 
minal en  que,  según  los  precedentes  párrafos,  éstos 
incurran,  se  cstabecerá  sanción  penal  correspondiente 
á delito  ó falta,  según  la  gravedad  especial  de  cada 
caso,  para  los  hechos  siguientes: 

1. °  La  publicación  de  cualquier  impreso,  ó perió- 
dico clandestino.  Se  entiende  por  tal  el  que  se  publique 
sin  haber  puesto  préviamente  en  conocimiento  de  la 
autoridad  gubernativa  los  nombres  y domicilios  de 
los  verdaderos  propietario,  director  6 impresor  del 
periódico  y el  lugar  en  que  esté  sito  el  establecimien- 
to en  que  haya  de  hacerse  la  publicación. 

2. °  La  publicación  del  periódico  cuyos  propieta- 
rio, director  é impresor  no  sean  mayores  de  edad 
con  el  ejercicio  de  sus  derechos  civiles  y con  domi- 
cilio en  España;  y en  caso  de  ser  menores  ios  prime- 
ros y los  últimos,  si  no  tienen  representante  legal 
también  domiciliado  en  España. 

3. °  La  ocultación  á las  autoridades  judiciales  ó 
gubernativas  competentes  de  los  verdaderos  propie- 
tario, director  ó impresor  de  la  publicación  culpable 
ó la  sustitución  por  otros  sin  haber  dado  inmediato 
conocimiento  á la  autoridad  á que  correspondiere. 

4. ''  La  no  conservación  por  el  impresor  durante  el 
tiempo  que  subsista  la  acción  penal  de  los  originales 
firmados  por  sus  autores  que  se  hubiesen  publicado. 

5. °  No  se  podrá  exigir  responsabilidad  criminal 


por  encubrimiento  de  los  delitos  á que  esta  base  se 
refiere. 

G.°  La  acción  para  perseguir  estos  delitos  pres- 
cribe á los  tres  meses  de  su  perpetración,  contados 
desde  el  dia  siguiente  á la  publicación. 

Se  exceptúan  los  de  injuria  y calumnia  contra 
particulares,  cuya  prescripción  se  regirá  por  lo  dis- 
puesto eu  el  articulo  correspondiente  del  Código  penal. 

7. °  El  comiso  de  los  efectos  ó instrumentos  de  los 
delitos  anteriormente  mencionados  no  comprenderá 
sino  el  molde  del  escrito  ó estampa  culpables. 

8. °  Los  propietarios  estarán  sujetos  á la  responsa- 
bilidad civil  subsidiaria. 

CUARTA. 

Se  clasificarán  las  circunstancias  de  exención, 
atenuación  y agravación,  fijando  bien  su  trascenden- 
cia é importancia,  atendida  la  naturaleza  é índole  de 
cada  una  cd  la  realidad  de  la  vida  y el  estado  psico- 
lógico del  culpable,  según  los  resultados  positivos 
que  hayan  alcanzado  las  ciencias  antropológicas. 

QUINTA. 

La  reincidencia  dejará  de  considerarse  como  una 
mera  circunstancia  agravante. 

Solo  será  reincidente  el  que  dentro  de  un  plazo 
determinado  cometa  delito  igual  ó semejante  por  su 
índole  y por  los  móviles  que  le  determinen  al  por  que 
antes  fuera  condenado. 

La  pena  en  tal  caso  se  elevará  prudencialmcnte 
sobre  la  normal  del  delito  en  consideración  al  número 
ó importancia  real  de  las  reincidencias  y á las  condi- 
ciones personales  del  culpable;  pero  nunca  excederá 
el  aumento  de  la  impuesta  por  el  más  grave  de  los 
delitos  anteriores. 

El  tribunal  sentenciador  señalará  sin  restricción 
ninguna  el  establecimiento  penal  en  que  haya  de  cum- 
plirse. 

La  recaída  en  delitos  diferentes  podrá  ser  motivo 
de  agravación,  según  sus  circunstancias  y las  de  los 
reos,  libremente  apreciadas  por  el  tribunal  del  juicio. 

SEXTA. 

Se  llenarán  los  vacíos  que  la  experiencia  haya 
hecho  notar  hasta  ahora,  ya  para  el  castigo  de  algu- 
nos hechos  justiciables  que  hoy  se  encuentran  sin 
sanción  penal  ó sin  sanción  suficiente , ya  para  dar 
más  flexibilidad,  según  los  casos,  al  rigor  do  las  pe- 
nas señaladas  á varios  delitos,  ya  para  fijar  el  ver- 
dadero carácter  y concepto  de  algunos  de  éstos,  te- 
niendo al  efecto  en  cuenta  la  jurisprudencia  del  Tri- 
bunal Supremo. 

Ningún  delito  será  penado  sola  y exclusivamente 
con  la  pena  de  muerte. 

Los  delitos  contra  la  persona  del  Regente  del  Reino 
se  castigarán  con  iguales  penas  que  los  perpetrados 
contra  la  persona  del  Rey. 

No  serán  punibles  la  exposición  y defensa  de  las 
ideas  sino  cuando  constituyan  alguna  acción  ú omi- 
sión de  las  que  define  como  delitos  ó faltas  el  Código 
penal  y deban  definirse  como  tales,  con  arreglo  á las 
presentes  bases. 


APÉNDICE  TERCERO  AL  NÚM.  86. 


3 


SÉTIMA. 

Dejarán  de  ser  considerados  como  delitos,  y se- 
rán considerados  como  fallas  los  hurtos,  las  lesio- 
nes, estafas  ó danos  comprendidos  hoy  en  el  libro  2.° 
del  Código  penal,  que  por  la  poca  entidad  del  perjui- 
cio irrogado  y menor  criminalidad  que  revelen  en  el 
delincuente  puedan  ser  castigados  con  dicho  carácter 
de  faltas,  sin  riesgo  ni  perturbación  en  el  orden  so- 
cial. 

Asimismo  se  clasificarán  las  faltas  que  por  su 
naturaleza  y carácter  deban  ser  de  la  exclusiva  com- 
petencia de  ios  jueces  municipales,  para  evitar  con- 
flictos con  las  autoridades  gubernativas. 

OCTAVA. 

Se  determinará  la  penalidad  de  los  delitos  sena- 
lando  concreta  y especialmente,  en  cada  caso  la  ex- 
tensión de  la  pena,  y fijando  un  máximum  y un  mí- 
nimum de  duración  de  la  misma. 


NOVENA. 

La  escala  general  de  penas  será  la  siguiente: 
Penas  aflictivas. 

Muerte. 

Reclusión  perpétua. 

Reclusión  temporal. 

Relegación  temporal. 

Extrañamiento  temporal. 

I cargo  público,  dere- 
cho de  elegibilidad  y 
de  sufragio,  profe- 
sión ú oficio. 

Penas  correccionales . 

Prisión. 

Destierro. 

Arresto. 


Pena  aflictiva  6 correccional . 


inhabilitación 


I cargo  público,  dere- 
cho de  elegibilidad  y 
de  sufragio,  profe- 
,sion  ú oficio. 


Detención. 


Pena  leve. 


Pena  aflictiva , correccional  ó leve. 

Multa. 

Pena  accesoria. 

Interdicción  civil. 

Se  establecerá  la  relación  correspondiente  entre 
estas  penas  y los  establecimientos  penales  que  deben 
existir  en  los  pueblos,  en  determinadas  capitales  de 
provincia  y en  Africa,  Canarias  y Ultramar,  según 
las  bases  de  un  buen  sistema  penitenciario.  También 
podrán  ser  utilizadas  al  efecto  nuestras  posesiones 
del  Golfo  de  Guinea  ó islas  Marianas,  Carolinas  y 
Palaos. 

La  ejecución  de  la  pena  de  muerte  se  verificará 
dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes  á la  noti- 
ficación de  la  sentencia  al  reo  en  lugar  cerrado  de 
la  prisión  ó de  otro  sitio  destinado  al  efecto,  pero  do 


suerte  que  no  pueda  ser  presenciada  la  ejecución  por 
el  público. 

El  Código  determinará  las  formalidades  del  acto 
de  la  referida  ejecución  y funcionarios  que  deban 
concurrir  al  mismo. 

Los  tribunales  encargados  de  la  ejecución  de  las 
sentencias  declararán  extinguidas  á los  treinta  anos 
de  su  cumplimiento  las  penas  de  reclusión  é inhabi- 
litación perpetuas,  á no  ser  que  por  la  conducta  de 
los  reos  ó por  otras  circunstancias,  apreciadas  con 
vista  de  ios  antecedentes  necesarios,  no  les  conside- 
ren acreedores  á este  beneficio,  pudiendo  en  este  úl- 
timo caso  revocar  su  decisión  en  cualquier  tiempo. 
Dicho  beneficio  no  será  exteusivo  á los  casos  en  que 
la  pena  perpétua  haya  recaído  en  conmutación  de  la 
de  muerte  y á consecuencia  de  indulto. 

DÉCIMA. 

En  las  penas  de  privación  de  libertad,  la  deten- 
ción y prisión  preventiva  sufridas  durante  el  proceso 
serán  de  abono  al  reo  como  parte  de  pena,  en  la  for- 
ma siguiente: 

Eu  dos  terceras  partes,  cuando  el  reo  sea  castiga- 
do con  prisión,  arresto  ó detención. 

En  la  mitad,  cuando  lo  fuere  con  reclusión. 

No  habrá  lugar  al  abono  de  que  tratan  los  dos 
párrafos  anteriores  si  el  reo  fuese  reincidente. 

Los  condenados  á reclusión,  prisión  y arresto,  es- 
tarán obligados  al  trabajo.  Su  producto  se  aplicará  á 
subvencionar  los  gastos  que  el  penado  cause  en  el  es- 
tablecimiento; á extinguir  la  responsabilidad  civil  y 
multa,  si  se  hubiere  impuesto;  á constituir  un  fondo 
de  reserva,  que  se  le  entregará  á lasalida  del  mismo 
establecimiento,  y á mejorar  su  situación,  si  fuere  po- 
sible, con  sujecionálo  que  prescriban  los  reglamentos 
y disposiciones  administrativas  que  regulen  el  régi- 
men de  los  establecimientos  penitenciarios. 

UNDÉCIMA. 

En  las  penas  de  reclusión,  prisión,  arreslo  y de- 
tención, el  quebrantamiento  de  condena  no  consti- 
tuirá delito.  Los  penados  que  la  quebranten  podrán 
ser  trasladados  en  virtud  de  acuerdo  del  juez  ó tri- 
bunal encargado  de  ejecutar  la  sentencia,  que  lo  dic- 
tará teniendo  en  cuenta  las  circustancias  del  hecho, 
aunque  sin  forma  de  juicio,  á un  establecimiento  de 
la  Península  ó de  las  posesiones  españolas  de  Ultra- 
mar, cuyas  condiciones  de  seguridad,  ya  por  su  situa- 
ción geográfica  ó por  otras  circunstancias,  ofrezca 
mayores  garantías. 

Esto  no  excusará  la  responsabilidad  en  que  pue- 
dan incurrir  los  guardianes  y las  personas  que  no  es- 
tando presas  auxilien,  favorezcan  ó cooperen  ála  eva- 
sión. 

Si  los  medios  empleados  ó actos  ejecutados  para 
realizar  ol  quebrantamiento  de  condena  fueran  cons- 
titutivos de  delitos,  se  penarán  con  arreglo  al  Código, 
sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  los  (los  párrafos  ante- 
riores. 

Dicho  quebrantamiento  en  las  penas  de  extraña- 
miento, relegación  y destierro  producirá  un  aumento 
de  condena  que  no  bajará  de  quince  dias,  ni  excederá 
de  dos  años. 

duodécima. 

Se  fijarán  las  reglas  de  extraterritorialidad  de 
la  ley  p^nal  para  los  delitos  cometidos  por  españoles 
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ó extranjeras  fuera  de  España.  Al  efecto , además  de 
determinar  los  diversos  casos  según  los  principios  co- 
munmente admitidos  por  el  derecho  penal  internacio- 
nal, se  tendrá  en  cuenta  si  aquellos  han  sido  ó no 
juzgados  y penados  en  país  extraño,  se  descontará  en 
su  caso  la  pena  ya  sufrida  y se  aplicará  siempre  la 
legislación  más  benigna. 

OÉC1.MATKRCKKA. 

Se  completará  la  reforma  del  Código,  haciendo 
en  sus  disposiciones  aquellas  modificaciones  que  sur- 
jan ó resulten  indicadas  por  consecuencia  del  des- 


arrollo de  las  precedentes  bases  y todas  las  demás 
que,  sin  alterar  la  sustancia  de  los  ¡ receptos  del  Có- 
digo vigente,  contribuyan  á su  mayor  claridad  y per- 
feccionamiento, asi  como  á la  mejora  de  su  método. 

Art.  2.°  El  Gobierno  publicará  el  Código  penal  re- 
formado, fijando  el  dia  en  que  ha  de  empezar  á regir. 

Art.  3."  El  Gobierno  dará  cuenta  á las  Córles  del 
uso  que  hiciere  de  esta  autorización. 

Palacio  del  Congreso  9 de  Mayo  de  l887.=Veuan- 
cio  González,  presidente.=Joaquin  González Fiori,= 
Eduardo  Martínez  del  Campo.=Bcrnardo  de  Frau.= 
Garlos  Testor.=J.  Sauchcz  Guerra.— Tomás  Mpntejo, 
secretario 
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DIARIO 

.DE  LAS 

ESIONES  1E  CORTES. 


CONGRESO  DI  LOS  DIPUTADOS. 


PRESIDENCIA  DEL  EXCHO.  SR.  D.  CRISTINO  HARTOS 


SESION  DEL  MARTES  10  DE  MAYO  DE  1887. 

SUMARIO.  Abrese  á la  una  y cinco  minutos.=Se  lee  y aprueba  el  Acta  do  la  antorior.=Queda 
enterado  el  Congreso  de  dos  Reales  órdenes  del  Ministerio  do  lu  Guerra  participando  que  no  era  posible 
remitir  los  documentos  pedidos  por  ios  Sros.  Muro  y Daban,  por  encontrarse  en  poder  de  la  Comisión 
que  ha  de  informar  acerca  do  la  loy  constitutiva  del  ojórcito.=A  propuesta  del  Sr.  Manteca,  quedan 
reproducidas  dos  proposiciones  de  ley  incluyendo  en  el  plan  de  carreteras  una  de  Requena  á Losa  del 
Obispo,  y otra  de  Casinos  á Aras  de  Alpuente.=Pasa  á la  Comisión  correspondiente  una  oxposicion, 
prosentada  por  ol  Sr.  Hernández  Prieta,  de  los  inspectores  de  primera  enseñanza  de  Barcelona,  Zara- 
goza y otras  poblaciones  de  Aragón  y Cataluña,  haciendo  observaciones  al  proyecto  de  ley  sobro 
instrucción  primaria. =Tambien  pasa  á la  Comisión  respectiva  una  exposición,  presentada  por  el  señor 
Rózpide,  del  Ayuntamiento  de  Almadén,  haciendo  observaciones  al  proyeoto  de  concesión  de  terrenos 
a los  puoblos.=Se  acuorda  comunicar  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  el  ruego  del  Sr.  Villalba 
Hervás  para  que  se  sirva  reclamar  los  antecedentes  relativos  á la  causa  seguida  contra  D.  Pedro  Cortá- 
zar en  el  Juzgado  de  instrucción  do  Villarcayo,  y llamar  al  orden  al  juez  por  habor  dejado  indefenso 
al  procesado.=El  Sr.  Bonayas  pide,  y así  so  acuerda,  que  conste  su  voto  conforme  con  el  de  la  mayoría 
desechando  la  enmienda  del  Sr.  Cánido  al  proyecto  sobro  ostabloeimionto  dol  Jurado.=Pasa  á la  Comi- 
sión respectiva  una  exposición,  presentada  por  el  Sr.  Lastres,  de  varias  Compañías  de  seguros  sobre  la 
vida,  haciendo  observaciones  al  proyecto  de  loy  relativo  al  impuesto  del  timbre.=  Orden  del  día:  dic- 
tamen de  la  Comisión  de  actas.=Se  lee  el  relativo  á la  elección  verificada  en  la  circunscripción  de  la 
Habana;  se  aprueba,  y es  admitido  y proclamado  Diputado  el  Sr.  Terry,  que  promete  por  su  honor 
cumplir  con  lo  quo  previene  el  Reglamento,  y toma  asiento  acto  soguido.==Continúa  el  dobato  pen- 
diente sobre  la  interpelación  del  Sr.  Portuondo,  y en  el  uso  de  la  palabra  el  Sr.  Calbeton.=Rootiflca- 
cion  dol  Sr.  Portuondo,  con  advertencias  do  la  Presidencia.=Discurso  del  Sr.  Montoro.=Dol  señor 
Ministro  de  Estado.=Se  suspende  esta  disousion.=Continúa  la  relativa  al  establecimiento  del  Jurado.= 
El  Sr.  Díoz  Macuso  dofionde  su  enmienda  al  art.  4.°,  leido  en  la  sesión  do  ayor.=Contostacion  del  señor 
Pacheco,  a nombre  de  la  Comision.=Puesta  á votación  la  enmienda,  es  desechada  nominalmento  por 
92  votos  contra  29.=Loida  una  del  Sr.  Martinoz  Asenjo  al  mismo  artículo,  la  Comisión  no  la  admite.= 
Discurso  de  su  autor  en  apoyo.=Del  Sr.  Maura,  de  la  Comision.=Rectifica  el  Sr.  Martinez  Asenjo,  y 
retira  la  enmienda.=Queda  retirada.=Terminadas  las  enmiendas  presentadas  al  arfc.  4.°,  se  abre  dis- 
cusión sobro  óste.=Discurao  del  Sr.  Muro,  primoro  on  oontra.=A  petición  dol  orador,  so  suspenden  ol 
discurso  y la  discusión,  anunciando  el  Sr.  Presidente  que  continuará  mañana  á primera  hora.=Se  leen 
por  primera  voz,  y pasan  á la  Comisión,  varias  enmiendas  al  dictamen  sobre  el  establecimiento  dol 
juicio  por  jurados.=Orden  del  dia  para  mañana:  continuación  del  debate  pendiente  acerca  del  Jurado, 
y los  demás  asuntos  señalados  á la  orden  dol  dia.=Se  levanta  la  sesión  á las  sois  y cuarenta  y cinco 
minutos. 
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Se  abrió  á la  una  y cinco  minutos  de  la  tarde,  y 
leída  el  Acta  de  la  anterior,  quedó  aprobada. 


Varios  Sres.  Diputados  piden  la  palabra. 


Dióse  cuenta,  y el  Congreso  quedó  enterado,  de 
las  dos  siguientes  comunicaciones: 

«Ministerio  de  la  Guerra. — Excmos.  Sres.:  El 
Iiey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nombre  la  Reina  Regente  del 
Reino,  ha  tenido  á bien  disponer  se  signifique  A V.  EE. 
que  no  es  posible  acceder  á los  deseos  manifestados 
por  el  Diputado  D.  José  Muro,  toda  vez  que  los  docu- 
mentos que  interesa  han  sido  remitidos  á la  Comisión 
nombrada  para  emitir  dictámen  sobre  el  proyecto  de 
ley  constitutiva  del  ejército,  presentado  en  esa  Cá- 
mara. 

De  Real  órdcn  lo  digo  á V.  EE.  para  su  conoci- 
miento y demás  efectos. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  5 de 
Mayo  de  1887.=Manuel  Cassola.=Señores  Diputados 
Secretarios  del  Congreso. 


Ministerio  de  la  Guerra. — Excmos.  Sres.:  El 
Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nombre  la  Reina  Regente  del 
Reino,  ha  tenido  á bien  disponer  se  signifique  á V.  EE. 
que  no  es  posible  acceder  á los  deseos  manifestados 
por  el  Diputado  D.  Antonio  Daban,  toda  vez  que  los 
documentos  que  interesa  han  sido  remitidos  á la  Co- 
misión nombrada  para  emitir  dictámen  sobre  el  pro- 
yecto de  ley  constitutiva  del  ejército,  presentado  en 
esa  Cámara. 

De  Real  órden  lo  digo  á V.  EE.  para  su  conoci- 
miento y demás  efectos. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  5 de 
Mayo  de  1887.==Manuel  Gassola.=Señores  Diputados 
Secretarios  del  Congreso.» 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  señor 
Manteca. 

El  Sr.  MANTECA:  He  pedido  la  palabra  para  re- 
producir dos  proposiciones  de  ley  sobre  carreteras, 
que  presenté  en  la  legislatura  anterior,  y que  ruego 
á la  Mesa  tenga  por  reproducidas:  la  una  de  Reque- 
na á Losa  del  Obispo,  y la  otra  de  Casinos  á Aras  de 
Alpuente. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  Quedan 
reproducidas. 

(Véanse  los  Apéndices  décimosétimo  y décimooc- 
tavo  al  Diario  núm . 57,  sesión  del  i 9 de  Julio  de  1880.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  señor 
Hernández  Prieta. 

El  Sr.  HERNANDEZ  PRIETA:  Para  presentar 
una  exposición  de  los  inspectores  de  primera  ense- 
ñanza de  Barcelona,  Zaragoza  y de  otras  poblaciones 
de  Aragón  y de  Cataluña,  que  elevan  á las  Cortes,  ha- 
ciendo respetuosas  observaciones  ai  proyecto  de  ley 
sobre  instrucción  primaria  presentado  por  el  Sr.  Mi- 
nistro de  Fomento,  para  que  la  Comisión  correspon- 


diente, y el  Congreso  en  su  día,  las  tengan  en  cuenta 
en  beneficio  de  la  enseñanza  y en  interés  de  esta  mo- 
destísima clase. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  Pasará  á 
la  Comisión  correspondiente. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Rózpide  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  RÓZPIDE:  La  he  pedido  para  presentar  una 
exposición  del  Ayuntamiento  de  Almadén,  haciendo 
observaciones  acerca  del  proyecto  de  ley  de  conce- 
sión de  terrenos  A los  pueblos  por  aprovechamiento 
común. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  Pasará 
A la  Comisión  respectiva. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  Sr.  Vi- 
llalba  Ilervás. 

El  Sr.  VILLALBA  HERVAS:  La  lie  pedido  para 
dirigir  un  ruego  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia; 
y como  S.  S.  no  se  encuentra  en  el  banco  azul,  supli- 
co á la  Mesa  se  sirva  trasmitírselo. 

Hace  algún  tiempo  fué  procesado  el  Sr.  D.  Pedro 
Cortazar  en  el  Juzgado  de  instrucción  de  Villarcayo, 
por  supuesto  delito  contra  el  cuito  católico.  Seguida 
la  causa  por  los  trámites  legales,  la  Audiencia  de 
Burgos  declaró  que  el  hecho  constituía  una  simple 
falta,  y acordó  inhibirse  en  favor  del  juez  municipal 
de  Medina  de  Pomar,  pueblo  del  cual  es  vecino  el 
Sr.  Cortazar  y donde  se  realizó  el  suceso. 

Hay  aquí  una  circunstancia  que  en  brevísimas 
palabras  he  de  referir,  para  que  el  Sr.  Ministro  pueda 
enterarse  de  la  irregularidad  con  que  aquel  juez  de 
instrucción  suele  proceder;  y es,  que  habiendo  sido 
recusado  por  el  procesado  el  juez  suplente  de  Mediua 
de  Pomar,  en  quien  habia  recaido  el  conocimiento  del 
asunto  por  excusa  del  propietario,  el  juez  de  primera 
instancia  de  Villarcayo,  prescindiendo  de  las  reglas 
que  en  la  materia  la  ley  establece,  designó  para  que 
conociese  del  incidente  de  recusación  á un  juez  de 
diferente  Lérmiuo  municipal;  abuso  que  luego  corri- 
gió la  Audiencia  del  territorio,  haciendo  al  expresado 
juez  las  advertencias  que  estimó  oportunas. 

Celebróse  el  juicio,  y D.  Pedro  Cortazar  fué  con- 
denado en  ambas  instancias  A ocho  dias  de  arresto  y 
multa;  preparó  contra  este  fallo,  en  tiempo  y forma, 
recurso  de  casación,  y se  le  negó  la  certificación  de 
las  sentencias  que  al  efecto  de  formalizar  el  recurso 
solicitara.  Pidió  más  tarde  nuevos  documentos  para 
interponer  el  de  queja  contra  la  negativa  del  juez  que 
en  apelación  habia  conocido  del  juicio  de  faltas,  y tam- 
bién se  le  negó.  Y últimamente  reclamó  copia  de  los 
autos  á fin  de  entablar  el  antejuicio  correspondiente 
para  exigir  la  responsabilidad  al  mismo  juez  de  Villar- 
cayo,  que  de  tal  manera  le  habia  condenado  á abso- 
luta indefensión,  y le  fué  de  la  propia  suerte  negada. 

Mi  ruego  se  reduce  á suplicar  al  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  se  sirva  reclamar  los  antecedentes 
de  estos  procedimientos  y llamar  al  órden  á ese  juez 
de  instrucción  de  Villarcayo,  ante  el  cual,  por  lo 
visto,  resultan  ineficaces  las  reclamaciones  que  en 
uso  de  un  legítimo  derecho  hacen  los  ciudadanos,  A 
quienes  así  cierra  las  puertas  para  toda  defensa. 

Es  cuanto  tenía  que  decir. 
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El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallcnt):  Se  pon- 
drá en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia el  ruego  de  S.  S, 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Benayas  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  BENAYAS:  Ruego  á la  Mesa  se  sirva  ha- 
cer constar  mi  voto  con  la  mayoría  en  la  votación 
recaida  ayer  con  motivo  de  la  enmienda  del  Sr.  Cá- 
nido al  proyecto  de  ley  sobre  establecimiento  del 
Jurado. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallen t):  Constará 
cu  el  Acta  y en  el  Diario  de  las  Sesiones. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Lastres  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  LASTRES:  He  pedido  la  palabra  para  te- 
ner el  honor  de  presentar  la  exposición  que  elevan  á 
las  Córtes  varias  6 importantes  Compañías  de  segu- 
ros de  vida  que  funcionan  en  España,  haciendo  ob- 
servaciones al  proyecto  de  ley  relativo  al  impuesto 
del  timbre.  El  proyecto  presentado  por  el  Sr.  Minis- 
tro de  Hacienda  adolece  del  defecto  de  confundir  el 
verdadero  carácter  del  seguro  de  vida,  y por  ese  error 
le  somete  á una  tributación  injusta,  en  sentir  de  los 
firmantes  de  esta  exposición,  que  termina  pidiendo  se 
modifique  el  proyecto  de  manera  que  las  pólizas  de 
contrato  de  ese  seguro  se  equiparen  á las  libretas  de 
las  Cajas  de  ahorro,  pues  ahorro  y no  otra  cosa  es  el 
importante  seguro  de  vida. 

El  razonamiento  que  contiene  la  exposición  es  de 
importancia,  y suplico  á la  Mesa  se  digne  mandar 
pase  á la  Comisión  que  entiende  en  el  proyecto  á que 
me  he  referido  para  que  la  tenga  presente  al  emitir 
dictámen. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  Pasará 
á la  Comisión  respectiva  la  exposición  presentada  por 
el  Sr.  Lastres. 


ORDEN  DEL  DIA. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictámen  de 
la  Comisión  de  acLas.» 

Leido  el  correspondiente  á la  elección  parcial  ve- 
rificada en  el  distrito  de  la  Habana,  en  el  que  se  pro- 
ponía se  admitiese  como  Diputado  á D.  José  Emilio 
ferry  y Dor ticos  (Véase  el  Diario  núm.  86 , sesión  del 
9 del  actual ),  dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  este 
dictámen.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación  y fué  aprobado,  quedando  ahmi- 
tido  Diputado  el  Sr.  Terry  y Dorticós. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Queda  proclamado  Dipu- 
tado el  Sr.  Terry  y Dorticós. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Va  á entrar  á jurar  un 
Sr.  Diputado.» 

El  Sr.  D.  José  Emilio  Terry  y Dorticós  se  acercó 
á la  Presidencia,  y hechas  por  un  Sr.  Secretario  las 


preguntas  que  contiene  el  art.  38  del  Reglamento, 
contestó  empleando  la  fórmula  de:  «Sí  prometo,  por 
mi  honor.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  El  señor 
Terry  ingresa  en  la  cuarta  Sección. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  discusión  sobre 
la  interpelación  del  Sr.  Portuondo  acerca  del  estado 
en  que  se  encuentran  las  negociaciones  para  el  tra- 
tado proyectado  con  los  Estados- Unidos,  y sobre  la 
forma  de  llevar  á cabo  las  reformas  económicas  y 
administrativas  en  las  Antillas.  (Véase  el  Diario  nú- 
mero 57,  sesión  de  29  de  Marzo,  y Diario  núm.  86 , se- 
sión de  9 del  actual.) 

El  Sr.  Calbeton  sigue  en  el  uso  de  la  palabra. 

El  Sr.  CALBETON:  Señores  Diputados,  contesta- 
ba ayer  en  la  última  parte  de  mi  discurso  á la  obje- 
ción que  se  ha  hecho  en  repetidas  ocasiones,  tanto  en 
esta  como  en  la  otra  Cámara,  y que  se  funda  en  que 
las  medidas  que  proponemos  nosotros  como  necesa- 
rias y útiles  para  desarrollar  nuestro  comercio  con  la 
Península,  podrian  producir  para  aquel  país  escasos 
resultados:  y después  de  haber  examinado  dos  de  los 
distintos  aspectos  bajo  los  cuales  puede  examinarse 
este  problema,  y de  haber  dicho  cuál  podia  ser  el  au- 
mentó del  consumo  de  azúcar  desde  el  momento  en 
que  este  producto  se  abaratase;  después  de  haber  he- 
cho algunas  alusiones  á esa  industria  de  refinería  que 
está  en  la  infancia  en  ia  Península,  y que  puede  tener 
gran  desenvolvimiento,  llegaba  en  la  última  parte  á 
decir  que  también  una  de  nuestras  industrias  princi- 
pales, aquella  que  forma,  quizá,  la  base  de  nuestra 
riqueza,  necesitaba  del  azúcar  barato  para  desenvol- 
verse, la  industria  do  la  fabricación  dei  vino. 

Como  estas  consideraciones  las  hice  ya  en  esta  Cá- 
mara en  otra  ocasión  tratándose  de  las  mismas  ma- 
terias, no  voy  ahora  á desenvolverlas,  y sí  únicamente 
á recordar,  como  principal,  un  argumento  de  autori- 
dad para  mí  irrecusable,  y creo  que  también  para 
vosotros,  Sres.  Diputados.  Me  refiero  á aquellas  ma- 
nifestaciones hechas  por  uno  de  nuestros  primeros 
enólogos,  el  Sr.  Marques  del  Riscal,  que  tratando  esta 
cuestión  con  aquella  lucidez  que  le  es  propia,  en  el 
periódico  que  tan  dignamente  dirigía,  El  Día,  decla- 
raba lo  siguiente: 

«Todos  los  azúcares  de  Cuba,  Puerto-Rico  y Fili- 
pinas no  bastarían  para  el  consumo  de  España  si  se 
suprimiesen  esos  inicuos  derechos. 

Son  contadas  las  regiones  de  España  que  produz- 
can vinos  superiores  á 11  ó 12  grados  centesimales; 
poro  en  cambio,  toda  España  produce  vinos  de  10, 
10l/a  ú 11  grados.  Permítase  que  el  azúcar  entre  en 
España  libre  de  derechos  transitorios  y de  consumos; 
es  decir,  que  llegue  á manos  del  industrial  á un  pre- 
cio barato,  y todos  los  vinos  españoles  tendrán  1 4 ó 
15  grados  naturales , sin  necesidad  de  alcoholizarlos 
con  alcohol  amílico  de  Alemania,  y España  será  el 
país  productor  de  vinos  buenos  naturales  por  exce- 
lencia en  el  mundo.  Hoy  gasta  España  unos  cuantos 
millones  en  alcohol  venenoso  que  van  á enriquecer  á 
los  alemanes,  mientras  que  nuestros  hermanos  dé 
Cuba,  Puerto-Rico  y Filipinas  se  mueren  de  hambre. 
Puede  Vd.  asegurar  en  el  Congreso,  en  la  prensa,  en 
todas  partes,  que  si  hoy  nuestra  exportación  de  vinos 
| es  de  7 millones  de  hectólitros,  el  dia  que  pueda  ha- 
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corsé  lo  que  los  franceses  llaman  el  sucrage , nuestra 
exportación  será  de  1 5 millones  ó más. 

Puede  Vd.  asegurar  que  España  no  volverá  á com- 
prar ni  una  peseta  do  alcohol  industrial  aleman,  y el 
dinero  que  hoy  va  á Alemania  en  pago  de  una  mate- 
ria reconocida  como  tóxica  por  todos  los  sabios,  irá  á 
nuestras  provincias  de  Ultramar.» 

Ante  esta  autoridad  irrecusable,  muy  pequeña  es 
la  mia  para  poder  insistir  sobre  él;  y,  por  consiguien- 
te, lo  enuncio  tan  solo  y paso  á ocuparme  de  otra 
materia. 

Objétase  también,  señores,  que  si  nosotros  conse- 
guimos la  supresión  de  los  derechos  transitorios  que 
pagan  los  azúcares  de  las  provincias  de  Ultramar  que 
se  importan  en  la  Península,  inmediatamente  se  aco- 
gerán á este  beneficio  las  Naciones  convenidas;  y,  por 
consiguiente,  la  competencia  de  los  azúcares  europeos, 
producto  de  la  remolacha,  con  los  azúcares  antillanos, 
producto  de  la  caña,  vendrá  á plantearse  siempre  en 
los  mismos  términos;  pero  esta  objeción  no  la  pueden 
hacer  sino  aquellos  que  desconozcan  por  completo 
cuáles  son  los  procedimientos  industriales  que  se  em- 
plean para  la  extracción  del  azúcar  de  remolacha,  y 
cuáles  son  los  procedimientos  industriales  que  se  em- 
plean para  la  extracción  del  azúcar  de  caña;  pues  nos- 
otros, al  pedir  la  supresión  de  los  derechos  transi- 
torios, no  la  pedimos  de  tal  modo  que  sea  libre  la 
introducción  de  toda  clase  de  azúcares,  sino  la  de 
aquellos  que  no  lleguen  á cierto  número,  ni  sean  in- 
feriores á cierto  grado  de  polarización. 

Vea  el  Sr.  Perojo  cómo  estas  divisiones  no  son 
arbitrarias,  sino  que  se  fundan  en  las  condiciones  na- 
turales que  hacen  que  los  productos  de  la  caña  de 
azúcar  gocen  de  privilegios  de  que  no  pueden  gozar 
los  productos  de  la  remolacha.  Permítase  la  intro- 
ducción de  azúcares  antillanos  cuyo  número  no  sea 
superior  al  1 4 y cuya  polarización  no  sea  inferior  al 
grado  96,  y seguramente  que  los  azúcares  de  remo- 
lacha no  podrán  hacerles  competencia,  porque  la  re- 
molacha no  hace  el  milagro  de  tener  96  por  100  de 
materia  sacarina,  llegando  solo  al  núm.  14  antes 
indicado.  Yo  declaro  que  todo  aquel  á quien  no  con- 
venza este  argumento  será  porque  ignore  los  proce- 
dimientos industriales  que  se  emplean  para  la  extrac- 
ción del  azúcar  de  la  caña  y de  la  remolacha. 

Concluyo  con  esto  de  ocuparme  de  todas  aquellas 
medidas  que  creemos  nosotros  necesarias  para  que 
viva  y se  desenvuelva  la  producción  azucarera  de  la 
isla  de  Cuba,  y hago  notar  que  al  reclamarlas  no 
hemos  pedido  ningún  privilegio;  el  privilegio  que  te- 
nemos es  el  que  nos  da  la  feracidad  de  nuestro  suelo, 
y esto  es  suficiente  para  entrar  en  competencia  con 
todas  las  demás  Naciones  en  las  que  se  obtienen 
productos  similares.  Nosotros  no  pedimos  más  que 
justicia,  no  pedimos  más  que  igualdad  entre  los  pro- 
ductores peninsulares  y los  ultramarinos,  y esta  es 
una  cosa  tan  natural,  que  no  nos  la  podéis  negar  de 
ninguna  manera. 

Pero  hay  otros  productos  en  las  Antillas  que  sin 
ser  tan  importantes  como  el  azúcar,  tienen,  sin  em- 
bargo, bastante  importancia,  y son  los  aguardientes, 
el  tabaco  y la  ganadería. 

Respecto  de  los  aguardientes,  deben  adoptarse  las 
mismas  medidas  que  respecto  del  azúcar,  tanto  más 
cuanto  esa  industria  está  hoy  entregada  en  manos  de 
los  extranjeros,  y debe  protegerse;  pero  no  tampoco 
con  exenciones  ni  con  privilegios,  sino  haciéndoles 


justicia  y borrando  de  los  Aranceles  peninsulares  los 
derechos  que  hoy  se  imponen  á los  aguardientes  de  las 
provincias  ultramarinas. 

En  cuanto  al  tabaco,  bastante  se  ha  dicho  ya  en 
la  Cámara,  y no  tengo  para  que  repetirlo.  Ya  que  los 
apuros  del  Erario  no  permiten  el  planteamiento  de 
ciertas  reformas  que  nosotros  creíamos  necesarias  al 
desarrollo  de  la  industria  tabaquera,  no  de  la  Vuelta 
Abajo,  porque  éstos,  por  sus  condiciones  especiales, 
no  tienen  rival  en  el  mundo,  sino  de  lo  que  emplean 
otras  ramas  que,  como  los  que  allí  llamamos  de  par- 
tido, nos  limitamos  á pedir  hoy  al  Gobierno  que  tenga 
macho  cuidado  en  hacer  por  medio  de  tratados  espe- 
ciales que  se  persigan  en  todas  partes  las  falsifica- 
ciones de  nuestros  productos'  y de  nuestras  marcas; 
falsificaciones  que  respecto  do  los  tabacos  son  tan  im- 
pudentes y descaradas,  que  no  hace  mucho  tiempo 
leía  yo  en  un  periódico  titulado  el  Tabaco , que  se 
publica  en  Uamburgo,  un  anuncio  en  el  cual  uno  de 
aquellos  fabricantes  recomendaba  que  no  se  confun- 
dieran las  falsificaciones  ó imitaciones  que  él  hacía 
del  tabaco  habano  con  las  que  hacían  y expendían 
otros  de  sus  colegas.  Importa,  pues,  y me  parece  que 
no  es  mucho  pedir  que  el  Gobierno  exija  el  cumpli- 
miento de  los  tratados  donde  se  hayan  celebrado  y 
procure  ajustarlos  en  otros  países,  para  que  esas  fal- 
sificaciones no  puedan  realizarse  con  tan  grande  per- 
juicio para  nuestros  productos. 

Ganadería.  Otra  de  las  fuentes  principales  de  la 
riqueza  de  Cuba,  la  tercera  en  órden  de  importancia, 
es  la  ganadería,  que  hoy  está  gravada  con  derechos 
que  llegan  al  41  por  100  ad  valorem , y á más  de  50, 
si  á los  derechos  del  Estado  se  agregan  los  impues- 
tos municipales;  es  imposible  que  en  estas  condicio- 
nes viva  y se  desarrolle  esta  industria,  y nosotros  so- 
licitamos con  sobrada  razón  que  se  haga  una  rebaja 
considerable  en  esos  intolerables  derechos.  No  insisto 
mucho  en  este  particular,  porque  en  esta  Cámara  hay 
representantes  de  provincias  que  están  muy  especial- 
mente interesadas  en  esa  riqueza,  y ellos  más  autori- 
zadamente que  yo  podrán  ocuparse  de  la  materia  y 
hacerse  cargo  de  las  diversas  exposiciones  que  en 
este  sentido  han  dirigido  al  Gobierno  y á las  Córtes 
por  conducto  de  sus  Diputados  los  ganaderos  de  Cuba. 
La  ley  de  presupuestos  vigente  autorizó  al  Gobierno 
para  rebajar  esta  clase  de  derechos  en  la  medida  que 
creyese  conveniente;  de  suerte  que  aquel  tiene  todas 
las  facultades  que  pudiera  desear  para  realizar  esta 
reforma,  sin  necesidad  de  traer  y esperar  á que  se 
discuta  un  proyecto  de  ley  especial. 

Es  claro,  Sres.  Diputados,  que  con  las  reformas 
que  ayer  y hoy  he  solicitado  se  produciría  una  baja 
considerable  en  los  ingresos  del  presupuesto  do  Cuba; 
pero  para  saldar  el  déficit  no  habría  más  que  casti- 
gar los  gastos,  como  necesariamente  tenemos  que 
castigarlos  con  mano  fuerte  y sin  contemplaciones 
de  ningún  génex’O.  Ya  que  por  la  penuria  de  nuestro 
Tesoro  no  podamos  llevar  á la  práctica  el  principio 
que  nosotros  sostenemos  de  unificar  el  Tesoro  penin- 
sular y el  antillano;  ya  que  tengamos  que  resignar- 
nos los  españoles  de  Cuba  á satisfacer  el  presupuesto 
de  guerra  y el  de  marina  de  aquella  Antilla  para  no 
recargar  más  el  presupuesto  peninsular,  háganse  si- 
quiera aquellas  reducciones  que  son  necesarias  para 
que  la  carga  sea  soportable.  Comparad,  Sres.  Diputa- 
dos, lo  que  cuesta  nuestro  presupuesto  de  la  Guerra 
en  Cuba  con  lo  que  le  cuesta  á Francia  en  las  colo- 
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nias,  y vereis  que  mientras  ¿i  nosotros  un  cuerpo  de 
ejército  de  20.000  hombres  nos  cuesta  G millones  y 
pico  de  pesos,  á Francia  un  ejército,  de  50.000  hom- 
bres solo  le  importa  1 1.307.000  pesos,  es  decir,  que 
nosotros  pagamos  33G‘75  pesos  por  soldado  y Fran- 
cia solamente  paga  226‘75  pesos.  Medios  tiene  el 
Gobierno  y facultades  para  rebajar  como  debe  reba- 
jarse este  presupuesto  de  la  Guerra;  y yo  no  hago 
más  que  esta  ligera  indicación  porque  no  quiero  mo- 
lestar demasiado  la  atención  del  Congreso. 

En  cuanto  á los  gastos  de  la  Marina,  yo  creo  que 
pueden  reducirse  considerablemente  suprimiendo  or- 
ganismos y ruedas  completamente  innecesarios,  que 
no  tienen  en  sus  colonias  Naciones  marítimas  tan  im- 
portantes como  Inglaterra  y Francia.  Así,  pues,  creo 
que  el  presupuesto  de  Marina  debia  reducirse  á pesos 
700.000,  teniendo,  sin  embargo, barcos  más  poderosos 
y más  útiles  que  los  actuales  para  aquel  servicio.  ¿De 
qué  manera  pueden  realizarse  estas  economías?  Ya 
lo  dije  al  combatir  el  presupuesto  presentado  por  el 
Sr.  Conde  de  Tejada  de  Valdosera,  y para  no  moles- 
taros demasiado,  d aquellos  discursos  me  refiero.  Por 
hoy  me  limito  á estas  indicaciones  reservándome  tra- 
tar el  asunto  con  toda  amplitud  cuando  vengan  los 
presupuestos  de  Cuba,  si  el  de  Marina  viene  en  la 
misma  forma  que  en  anos  anteriores. 

Concluido  así  todo  lo  que  al  presupuesto  se  refie- 
re, dichas  eu  globo  todas  aquellas  medidas  que  los 
representantes  de  la  gran  Antilla,  de  uno  y otro  lado 
de  la  Cámara,  queremos  que  vayan  allá,  pero  que  va- 
yan pronto,  formando  un  todo,  un  conjunto  armóni- 
co, diré  que  algo  puede  hacerse  allí  para  que  desapa- 
rezca la  inmoralidad  administrativa,  verdadero  cáncer 
que  corroe  todos  los  organismos,  todas  las  fuentes  de 
riqueza  de  aquel  país.  No  basta  que  el  Estado  consig- 
ne en  su  presupuesto  de  ingresos  los  recursos  que  le 
hacen  falta;  es  necesario  que  todos  los  organismos  se 
completen  y secunden  el  pensamiento  del  Gobierno; 
todo  es  inútil  si  estos  organismos  no  tienen  la  mora- 
lidad suficiente  para  llevar  á cabo  el  pensamiento  que 
el  Gobierno  les  inspire. 

Triste  es  decirlo,  pero  hay  que  confesarlo,  porque 
hablamos  ante,  la  Representación  nacional,  y tenemos 
que  cumplir  los  representantes  de  las  Antillas  un  de- 
ber de  conciencia  diciendo  la  verdad,  para  que  veáis 
de  arbitrar  medios  que  corten,  si  es  posible,  que  ami- 
noren al  ménos  la  inmoralidad  administrativa  que. 
como  he  dicho  antes,  es  el  cáncer  que  corroe  las  en- 
trañas de  la  Administración  de  la  grande  Ardilla. 

No  necesito  entrar  en  pormenores;  bástame  recor- 
dar los  fraudes  en  la  cuestión  de  la  deuda,  las  irregu- 
laridades, que  así  se  llaman,  que  una  y otra  vez  so 
cometen  en  las  aduanas  de  la  isla  de  Cuba,  las  filtra- 
ciones sin  número  en  todas  las  esferas  de  la  Adminis- 
tración, para  que  comprendáis  la  gravedad  del  mal. 

Sé  que  la  moralidad  no  se  puede  poner  á la  órden 
del  dia;  sé  quo  no  se  puedo  decretar  como  una  medi- 
da administrativa  ó legislativa , pero  sé  también  que 
con  buena  voluntad  y mano  firme  pueden  corregirse 
ciertos  abusos,  no  de  una  vez,  sino  poco  á poco,  pero 
al  ménos  es  necesario  empezar  á corregirlos , y los 
medios  para  hacerlo  nadie  más  que  el  Gobierno  debe 
estudiarlos  y aplicarlos  inmediatamente.  Yo  aquí  no 
he  de  pedir  ninguno  concreto;  tal  vez  en  otra  ocasión, 
cuando  se  trate  del  presupuesto,  traigamos  algunas 
proposiciones  que  se  encaminen  á este  fin  que  hemos 
de  perseguir;  pero  conste,  Sres.  Diputados,  que  nada 


haremos  á pesar  de  llevar  allí  todas  las  reformas  eco- 
nómicas que  se  lian  pedido,  tanto  por  el  Sr.  Portuon- 
do  como  por  mí,  si  no  cortamos  con  mano  firme  este 
cáncer  de  la  desmoralización  administrativa  en  la 
grande  An lilla. 

Con  esto  y con  algunas  otras  medidas  de  menor 
cuantía  en  comparación  con  las  que  acabo  d3  enume- 
rar, pueden  nuestras  provincias  de  Ultramar  vivir  y 
pueden  desarrollar  sus  fuentes  de  riqueza.  Pero  esto 
no  basta;  es  necesario  que  después  de  esto  y reinando 
allí  la  paz  y la  tranquilidad  se  dé  satisfacción  á los 
intereses  morales  de  aquellas  lejanas  provincias;  que 
aquella  sociedad  que  en  cultura,  que  en  civilización, 
no  va  en  zaga  á la  peninsular,  tenga  todos  los  medios 
de  desenvolver  sus  derechos  que  sean  compatibles  con 
la  unidad  nacional.  Es  necesario,  Sres.  Diputados,  dar 
vida  á aquellas  Provincias  y á aquellos  Municipios;  es 
necesario  cambiar  profunda  y radicalmente  su  orga- 
nización provincial  y municipal  llevando  allí  las  leyes 
que  rigen  en  esta  materia  en  la  Península,  y llevándo- 
las sin  miedo  ni  temor  de  ninguna  especie,  porque  al 
fin  y al  cabo  hemos  de  tener  en  cuenta  que  el  Muni- 
cipio es  una  de  las  instituciones  que  más  honran  á 
España,  y que  al  ser  implantado  en  América  tiene  que 
ser  como  un  espejo  en  que  se  reflejen  las  virtudes  de 
los  antiguos  Municipios  españoles. 

El  criterio,  por  consiguiente,  del  partido  en  cuyo 
nombre  hablo  en  este  momento,  es  que  no  debe  ha- 
ber diferencia  ninguna  entre  las  leyes  provincial  y 
municipal  de  la  Península  con  las  que  deben  regir  en 
la  grande  Antilla,  excepto  aquellas  pequeñísimas 
que  nacen  del  estado  social  de  la  isla  de  Cuba.  Y al 
lado  de  estas,  la  ley  electoral,  cuya  reforma  nosotros 
hemos  pedido  siempre,  á la  cual  no  nos  hemos  opues- 
to jamás  ni  nos  oponemas  ahora,  pero  respecto  de  la 
cual  hemos  declarado  y volvemos  ñ declarar  que,  co- 
mo medida  política,  lo  mismo  que  la  reforma  muni- 
cipal y provincial,  no  debe  preceder  jamás  á las  me- 
didas económicas  que  son  las  que  han  de  dar  las  con- 
diciones de  vida  á aquel  país,  que  deben  ir  después 
de  las  medidas  económicas,  jamás  precediéndolas  y 
siempre  que  allí  se  afiance  la  paz  pública  material  y 
moral. 

Hecha  así  la  organización  municipal  y provin- 
cial, asimilada  completamenle  á la  de  la  Península; 
hecha  así  la  reforma  electoral  en  este  mismo  sentido 
é informada  con  este  mismo  espíritu,  solamente  nos 
resta  la  organización  del  Gobierno  general. 

Este  organismo  es  lo  que  verdaderamente  diferen- 
cia la  sociedad  antillana  de  la  sociedad  peninsular. 
Existe  allí  la  región,  organización  administrativa  com- 
pletamente desconocida  en  la  Península;  la  región  se 
compone  en  aquella  isla  de  seis  provincias;  y no  exis- 
tiendo aquí  nada  que  se  le  asemeje,  no  puede  asimi- 
larse á ningún  otro  organismo  de  la  Península;  esta 
es  la  especialidad  de  aquel  país,  en  cuya  organización 
precisamente  diferimos  los  señores  de  enfrente  y nos- 
otros. Dada  la  región,  dicen  los  autonomistas,  es  ne- 
cesario concederle  ámplias  é independientes  atribu- 
ciones; la  Cámara  insular,  con  el  derecho  de  votar  en 
ella  el  presupuesto  insular,  y todo  aquello  que  se  re- 
fiere á los  gastos  de  interés  local,  reservándose  la  re- 
presentación en  Cortes  en  aquel  país,  para  tratar  de 
los  gastos  de  la  Metrópoli  ó de  interés  general;  y nos- 
otros, con  un  criterio  distinto;  nosotros,  con  el  crite- 
rio asimilador,  decimos:  este  Gobierno  general  debe 
tener  atribuciones  latísimas;  debe  ser  descentraliza- 
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dor;  es  necesario  que  ante  él  se  vean  y concluyan 
ciertos  expedientes  de  interés  completamente  local, 
es  necesario  que  ese  organismo  prepare  los  presu- 
puestos, pero  que  no  los  vote,  y que  distribuya  las 
cantidades  que  en  el  presupuesto  general  del  Estado 
de  la  isla  de  Cuba  se  asignen  para  ciertos  objetos  de 
interés  local;  es  necesario,  en  una  palabra,  que  uo  se 
interrumpan  por  sus  funciones  la  unidad  política  ni 
la  unidad  nacional,  y que,  sin  embargo,  se  conserve 
la  especialidad  de  aquel  organismo;  nosotros  quere- 
mos un  Gobierno  general  con  atribuciones  amplísi- 
mas; nosotros  queremos,  pedimos  y sostenemos  la 
descentralización  administrativa  en  Cuba,  hasta  el 
punto  que  no  comprometa  la  unidad  nacional;  nos- 
otros queremos  que,  sobre  todo  eu  materia  de  fomen- 
to, el  Gobierno  general,  con  su  Consejo  de  adminis- 
tración ó su  Junta  de  autoridades,  concluya  todos  los 
expedientes  que  se  formen,  y que  distribuya  las  can- 
tidades, como  he  dicho  antes,  que  en  los  presupuestos 
se  asignen  para  estas  y otras  atenciones  municipales 
locales;  que  apruebe  en  definitiva  los  presupuestos 
locales  y provinciales,  sin  necesidad  de  que  vengan 
aquí  al  Ministerio  de  Ultramar,  y pueda  de  esa  manera 
desenvolverse  con  fruto  y con  vigor  la  vida  regional 
de  aquel  país. 

Pero  una  máquina  tan  delicada,  con  atribuciones 
tan  latas  como  las  que  acabo  de  apuntar,  ¿puede  con- 
fiarse á cualquiera?  ¿Puede  ser  gobernador  general  de 
aquella  Isla  un  teniente  general,  nada  más  que  por  el 
hecho  de  tener  dos  entorchados  en  la  boca-manga  de 
su  levita  de  uniforme?  ¿Es  posible  que  nosotros  que- 
ramos conferir  tan  elevado  cargo  y tantas  atribucio- 
nes á unas  manos  inexpertas  en  materia  administra- 
tiva? JNTo;  y de  ahí  que  nosotros,  como  complemento, 
como  corolario,  como  coronación,  según  decía  el  se- 
ñor Portuondo,  de  nuestro  ideal  económico  y admi- 
nistrativo, como  coronación  del  edificio  político  y 
administrativo,  exijamos  ciertas  condiciones  á los  que 
allí  tengan  que  desem penar  el  cargo  de  gobernadores 
generales;  nosotros  sostenemos  la  antigua,  la  genuina 
tradición  española,  la  que  pudiéramos  llamar  (permí- 
taseme la  frase  y no  se  tome  á mala  parte),  de  la  civi- 
lización de  los  mandos,  es  decir,  que  se  confiera  el 
mando  sux^erior  á un  hombre  civil  que,  por  tener  cier- 
tas y determinadas  condiciones,  se  presuma  con  una 
presunción  jurls  tantum  que  conoce  á fondo  la  admi- 
nistración y la  políLica,  y puede  resolver  sobre  ellas 
con  un  criterio  recto,  desapasionado  y profundo;  pero 
no  exclusivos  por  esLe  priucipio  del  gobierno  superior 
á aquellos  que  sigau  la  honrosa  carrera  de  las  armas; 
ménos  excluimos  en  este  punto  que  ellos:  nosotros 
creemos  que  la  capacidad  lo  mismo  puede  encontrarse 
en  los  hombres  civiles  que  en  los  militares,  y solo 
deseamos  que,  sea  quien  quiera  el  gobernador  supe- 
rior que  á Cuba  se  mande,  sea  hombre  civil  ó militar, 
necesita  reunir  ciertas  y determinadas  condiciones, 
que  aquí  no  enumeraré,  que  no  creo  que  tengo  para 
qué  enumerar,  que  basta  que  yo  indique  que  las  con- 
sideramos necesarias  para  que  el  Gobierno  esLudie  esta 
manifestación  de  la  opinión,  comprenda  la  rectitud  de 
nuestras  advertencias  y pueda  dar  satisfacción  al  que 
es  boy  el  movimiento  general,  casi  unánime  de  la  opi- 
nión en  Cuba. 

No  quiero  molestar  más  ai  Congreso;  liemos  ha- 
blado tanto  de  estas  materias,  son  tan  conocidas  nues- 
tras opiniones,  que  sería  verdaderamente  enojoso  que 
una  vez  y otra  vez  insistiera  yo  en  lo  que  tantas  ve- 


ces tenemos  expuesto:  solamente  tengo  que  hacer  dos 
declaraciones  antes  de  sentarme. 

Es  la  primera,  que  todo,  absolutamente  todo  cuan- 
to yo  he  dicho,  está  inspirado  en  el  criterio  de  todos 
los  Diputados  del  partido  de  unión  constitucional  de 
Cuba  que  se  sientan,  así  en  las  filas  de  la  mayoría  co- 
mo en  los  bancos  de  la  minoría  conservadora...  (El 
Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  hace  signos  negativos , y 
pronuncia  algunas  palabras  que  no  se  perciben.)  Me  re- 
fiero á los  Diputados  de  unión  constitucional  que  mi- 
litan en  las  filas  de  la  minoría  conservadora.  (El  señor 
, Conde  de  Toreno : Ya  hablarán  y negarán,  algo  de  lo 
que  S.  S.  acaba  de  decir.)  Pues  si  lo  negaran  sería  lo 
mismo,  porque  en  la  reunión  últimamente  celebrada 
todos  estuvieron  conformes  con  estas  afirmaciones. 
(El  Sr.  Conde  de  Toreno:  Con  alguna  protesta.)  Sin  una 
siquiera:  podrá  decir  el  Sr.  Conde  de  Toreno  lo  que 
guste,  pero  ninguno  de  los  Diputados  á que  me  refie- 
ro lo  podrá  negar.  (El  Sr.  Conde  de  Toreno:  El  Sr.  Ro- 
dríguez San  Pedro.)  Es  el  único.  (El  Sr.  Conde  de 
Toreno:  Luego  ya  no  fué  el  acuerdo  unánime.  ) Me 
figuraba  yo  que. el  Sr.  Rodríguez  San  Pedro  era  refor- 
mista ó romcrisla.  (El  Sr.  Conde  de  Toreno:  Está  S.  S. 
muy  atrasado  de  noticias.) 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden,  Sres.  Diputados. 

El  Sr.  CALBETON:  Como  son  tantas  las  evolu- 
ciones de  los  partidos  y sus  hombres  en  la  Penínsu- 
la,  y yo  vivo  en  las  Aulillas,  no  es  extraño  que  yo  esté 
atrasado  de  noticias.  (El  Sr.  Conde  de  Toreno:  Conozco 
muchos  eu  otras  partes  que  lian  hecho  otras  tantas, 
si  no  más.) 

El  Sr.  RRESIDENTE:  Orden,  Sres.  Diputados; 
no  se  puede  interrumpir  al  orador. 

El  Sr.  CALBETON:  Está  bien;  el  Sr.  Rodríguez 
San  Pedro  es  el  único  representante  de  Cuba  afiliado 
al  partido  de  unión  constitucional  que  se  aparta  de 
estas  manifestaciones;  pero  conste,  que,  eliminada  la 
personalidad  respetable  del  Sr.  Rodríguez  San  Pedro, 
(El  Sr.  Pando:  Pido  la  palabra),  todos  los  demás  están 
conformes  con  la  manifestación  que  acabo  de  hacer. 

Pero  no  es  esta  la  declaración  que  tenia  empeza- 
da; la  declaración  que  yo  tenía  que  hacer,  era  la  si- 
guiente: que  no  eran  vagas  fórmulas  de  gobierno  las 
que  habíamos  expuesto,  que  no  son  teorías  más  ó 
menos  atacables  las  que  aquí  estamos  defendiendo, 
sino  que  son  proyectos  perfectamente  estudiados  y 
maduros  en  nuestro  juicio,  que  podemos  trasladar  al 
papel  en  forma  de  proposiciones  de  ley  en  un  momen- 
to determinado,  con  todos  sus  pormenores  y detalles 
sin  dejar  uno. 

Esta  es  la  declaración  que  tenia  que  hacer  para 
que  se  vea  que  de  la  región  de  los  estudios  en  que 
han  permanecido  durante  muchos  años  y en  que  se 
lian  estado  cerniendo  hasta  ahora  las  cuestiones  ul- 
tramarinas, han  descendido,  á lo  ménos  para  nosotros, 
al  terreno  práctico,  y estamos  dispuestos  á desarro- 
llar nuestro  programa  en  cuarenta  y ocho  horas, 
cuando  el  Gobierno  crea  que  ha  llegado  la  ocasión 
más  oporLuna,  en  proposiciones  de  ley  <>  apoyando  sus 
proyectos;  y la  segunda  es  que  los  Diputados  del  par- 
tido de  unión  constitucional  ministeriales  tienen  com- 
pleta y absoluta  confianza  en  el  Gabinete,  y que  creen 
y esperan  fundadamente  que  éste  ha  de  implantar 
I allí  estas  reformas  y ha  de  llevar  este  conjunto  ar- 
mónico en  materia  económica,  y en  la  administrati- 
va, y en  la  política,  cuando  el  orden  y la  paz  estén 
material  y moralmente  asegurados;  y para  tener  esta 
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confianza  se  fundan:  primero,  en  que  el  distinguido 
jefe  que  preside  este  Gabinete,  desde  aquellos  bancos 
y acaudillándonos  á nosolros  en  la  oposición,  prometió 
solemnemente  cumplir  todas  estas  manifestaciones  1 
de  la  opinión  de  la  grande  Antilia;  segundo,  en  que 
ocupa  la  cartera  de  Estado  el  Sr.  Moret,  uno  de  los 
hombres  que  con  más  asiduidad  y con  más  cuidado 
vienen  esLudiaudo  las  cuestiones  ultramarinas,  uno 
de  los  hombres  que  más  se  ocupan  del  desenvolvi- 
miento y del  desarrollo  de  la  riqueza  de  aquel  país,  y 
que  también  en  aquella  memorable  discusión  formuló 
su  pensamiento  de  una  manera  concreta,  de  una  ma- 
nera clarísima,  y que  estando  en  el  Poder  ha  de  ser 
nuestro  principal  auxiliar;  y por  último,  en  que  ocupa 
la  cartera  de  Ultramar  uno  de  los  nuestros,  es  decir; 
un  representante  de  la  grande  Antilla,  uno  de  aque- 
llos hombres  que  deben  ser  completamente  solidarios 
en  afecciones  y en  ideales  con  nosotros,  que  lo  es  se- 
guramente, porque  en  particular,  en  los  distintos  mo- 
mentos en  que  he  tenido  ocasión  de  hablarle,  ha  ma- 
nifestado estar  conforme  en  hacer  por  la  isla  de  Cuba 
en  este  orden  todo  aquello  á que  sus  fuerzas  alcan- 
cen. Gom  poniéndose  de  esta  suerte  el  Gabinete  de 
personas  eminentemente  liberales;  formando  parte  de 
él  estas  tres  eximias  representaciones  de  ese  mismo 
partido  liberal,  nosotros  tranquilos  y condados  aguar- 
damos esas  medidas  que  el  Gobierno  nos  ha  ofrecido, 
y creemos  que,  lejos  de  tener  que  censurarle,  habre- 
mos de  tributarle  los  más  grandes  y más  entusiastas 
aplausos,  y que  desde  aquel  país  le  enviarán  también 
nuestros  electores  sus  más  vivas  bendiciones  y los 
votos  de  su  más  grande  confianza. 

El  Sr.  PEROJO:  Pido  la  palabra  para  rectificar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

EL  Sr.  PEROJO:  Para  suplicar  á V.  S.,  Sr.  Presi- 
dente, que  tenga  la  bondad  de  reservarme  para  más 
adelante  el  derecho  á rectificar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Portuondo  tiene  la 
palabra  para  rectificar  y para  alusiones  personales. 

El  Sr.  PORTUONDO:  Señores  Diputados,  si  no 
hubiera  trascurrido  tanto  tiempo  desde  que  tuve  el 
houor  de  desenvolver  la  interpelación  que  está  pues- 
ta al  debate,  hasta  el  dia  de  hoy,  en  que  el  Gobierno 
debe  dar  cumplida  respuesta  y satisfacción  á todas  las 
cuestiones  por  mí  propuestas,  realmente  no  tendría  yo 
motivo,  ni  siquiera  pretexto  que  no  suelo  aprovechar, 
para  ocupar  la  atención  (le  los  Sres.  Diputados.  Pero 
es  tanto  el  tiempo  trascurrido,  que  necesito,  en  ver- 
dad, más  que  rectificar  y más  que  recoger  alusiones, 
con  la  vénia  del  Sr.  Presidente,  y esperando  de  S.  S., 
como  siempre,  la  benevolencia  á que  nos  tiene  acos- 
tumbrados. puntualizar,  fijar  y precisar  bien  aquellos 
que  fueron  los  puntos  fundamentales  ó esenciales  de 
mi  primer  discurso,  para  que  acerca  de  ellos  se  ha- 
gan las  declaraciones,  que  estimo  han  de  ser  de  gran- 
dísima importancia,  que  deberán  ser  el  término  y co- 
ronamiento de  la  discusión  interrumpida  y ahora  rea- 
nudada. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Presidente  espera  á su 
vez  que  así  como  el  Sr.  Portuondo  debe  contar  con 
aquella  tolerancia  que  requiere  la  calidad  del  asunto, 
y que  también  aconsejan  las  circunstancias,  S.  S.  debe 
considerar  lo  mucho  que  el  Congreso  tiene  que  ha- 
cer, la  importancia  del  debate  pendiente  acerca  del 
«Turado,  la  latitud  y la  extensión  que  este  debate  va 
adquiriendo  y la  necesidad  deque,  una  vez  obtenidos 
los  grandes  fines  á que  se  dirige  esta  interpelación, 


la  interpelación  termine.  El  Presidente  se  propone,  y 
desde  luego  lo  anuncia  así,  terminarla  boy,  y si  no 
pudiese  ser,  dejarla  en  suspenso  en  la  orden  del  dia 
¡ para  cuando  las  demás  atenciones  de  la  Cámara  per- 
mitan su  continuación. 

El  Sr.  PORTUONDO:  Puede  estar,  desde  luego, 
el  Sr.  Presidente  tranquilo  respecto  de  ese  punto, 
porque,  aun  sin  su  excitación,  tal  era  mi  propósito; 
el  de  la  mayor  sobriedad. 

Aun  cuando  las  manifestaciones  hechas  por.  el  se- 
ñor Ministro  de  Estado  y por  el  Sr.  Ministro  de  Ultra- 
mar, particularmente  por  el  primero,  al  contestar  rá- 
pidamente á mi  discurso,  no  fueron  extensas,  la  verdad 
es,  Sres.  Diputados,  que  fueron  lo  bastante  claras,  que 
fueron  lo  bastante  expresivas,  para  que  no  quedara 
duda  en  el  ánimo  de  cuantos  le  escucharon  acerca 
del  porvenir,  más  bien  dicho , acerca  del  ya  entonces 
evidente  fracaso,  del  tratado  de  comercio  con  los  Es- 
tados-Unidos. Por  tanto,  es  este  un  punto  de  partida; 
y es  un  punto  de  partida  realmente  adquirido  como 
uno  de  los  términos  del  debate.  Las  relaciones  co- 
merciales de  que  tan  directamente  depende  hoy  la 
existencia  de  las  islas  de  Cuba  y Puerto-Rico;  el  gran 
problema  de  las  relaciones  comerciales,  es  para  nos- 
otros, en  este  momento,  el  más  claro,  el  más  preciso 
que  se  puede  imaginar;  tan  triste  como  preciso  y 
claro.  No  hay  posibilidad  de  hacer  ese  tratado.  Podrán 
faltar  á esta  manifestación  las  exterioridades  que  la 
solemnicen  como  acto  de  carácter  oficial  del  Sr.  Mi- 
nistro de  Estado  y del  Gobierno;  pero  en  el  ánimo  de 
todos  los  Sres.  Diputados  está,  en  el  concepto  general 
del  país  está,  la  confirmación  de  los  temores  que  siem- 
pre abrigamos  y expusimos  en  todas  partes  los  que 
nunca  nos  hicimos  ilusiones  acerca  del  éxito  de  las 
negociaciones. 

Partiendo,  pues,  de  este  punto,  voy  á presentar  al 
Gobierno,  en  forma  de  preguntas  escuetas  y sencillas, 
los  que  estimo  puntos  primordiales,  objetos  capitales 
de  esta  discusión. 

El  dia  30  de  Junio  próximo  va  á terminar  la  pró- 
rroga concedida  ó la  prórroga  concertada  entre  el 
Gobierno  español  y el  Gobierno  americano  para  el 
modas  vivendi , en  su  lata,  en  su  ámplia  interpretación 
actual. 

¿Es  que  en  la  imposibilidad  de  concertar  un  tra- 
tado de  comercio,  va  á determinarse  el  Gobierno  es- 
. pañol  á dar  por  revocado  esc  modas  vivendi  en  dicha 
lecha,  ese  convenio  comercial  que  viene  rigiendo  y 
prorrogándose  por  modo  y con  carácter  interino? En- 
tonces tendremos  una  solución. 

¿Es  que  el  Gobierno  español,  penetrado  de  los 
grandísimos  perjuicios  que  se  pueden  irrogar  y que 
se  irrogarían  ciertamente  á los  intereses  antillanos, 
por  virtud  de  esa  solución,  tiene  el  propósito,  bien 
de  prorogar  nuevamente  ese  modas  vivendi  en  el  con- 
cepto amplio  y extenso  en  que  hoy  se  le  aplica,  ó bien 
dé  negociar  anLes  de  dicha  fecha  lo  preciso  para  que 
el  modas  vivendi  se  torne,  de  interino  y pasajero  y 
condicional  que  hoy  es,  en  permanente  y definitivo? 
Esta  es  otra  solución. 

Resulta,  pues,  que  la  cuestión  que  he  traído  al 
debate,  por  medio  de  esta  interpelación,  en  cuanto  se 
relaciona  con  su  carácter  internacional,  en  cuanto  se 
relaciona  con  su  aspecto  comercial  internacional, 
queda  así  en  estas  dos  preguntas  total  y absoluta- 
mente planteada.  ¿Cesa,  termina,  concluye  el  modas 
vivendi  en  30  de  Junio  próximo?  Consecuencia  inme- 
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diaLa:  proclama  del  Presidente  Cleveland  abrogando 
el  convenio,  restableciendo  las  antiguas  represalias 
con  el  10  por  100  de  recargo  ad  valor em  sobre  los 
productos  y procedencias  de  las  Antillas  españolas: 
en  suma,  ruina  completa,  inmediata  de  las  islas  de 
Cuba  y Puerto-Rico,  sin  dilación,  de  momento:  des- 
plome verdadero  del  edificio  económico  antillano. 

¿Es  la  otra  solución,  para  la  cual  el  Gobierno, 
desde  este  momento,  puede  contar  con  todo  nuestro 
aliento,  con  nuestras  más  vivas  excitaciones,  y en  la 
forma  que  sea  bastante,  y del  modo  que  se  requiera, 
todo  nuestro  apoyo,  absolutamente  todo?  Entonces, 
convertido  en  permanente  y definitivo  el  órden  de  las 
relaciones  actuales,  no  habrá  proclama  del  Presiden- 
te Cleveland,  no  habrá  represalias,  no  habrá  recargo 
de  10  por  100;  es  decir,  que  por  lo  que  respecta  ál 
exterior,  al  extranjero,  á los  mercados  de  consumo, 
habrá  igualdad  completa  entre  las  procedencias  y pro- 
ductos de  las  Antillas  españolas  y las  procedencias 
Y productos  similares  de  todos  los  demás  países  del 
mundo. 

No  está  de  más  advertir  que  al  resolverse  de  esta 
suerte  un  problema  de  carácter  internacional,  se  re- 
suelve ipso  fado,  en  parte,  un  problema  de  régimen 
interior,  de  trabajo  y de  vida  para  las  Antillas,  por- 
que como  la  Nación  española  está  ligada  á todas  las 
otras  Naciones  que  comercian  con  las  islas  de  Cuba 
y Puerto-Rico  por  medio  de  tratados  con  cláusula 
de  Nación  más  favorecida,  en  el  momento  mismo 
en  que  el  modas  viven&i,  ó sea  el  convenio  comercial 
con  los  Estados- Unidos  se  torne  de  interino  en  per- 
manente, en  definitivo,  en  ese  mismo  instante  será 
aplicable  á aquellas  otras  Naciones,  y por  tanto,  la 
supresión  real  que  implica  del  derecho  diferencial  en 
beneficio  de  la  bandera  americana  será  extensiva  á 
todas  las  Naciones  del  mundo,  con  quienes  las  Anti- 
llas comercian. 

Tal  es  la  primera  cuestión,  digámoslo  así,  de  la 
competencia  particular,  de  la  jurisdicción  que  pudié- 
ramos llamar  especial  del  departamento  de  Estado. 
No  creo  que,  dada  la  imposibilidad  de  convenir  un  tra- 
tado formal,  completo,  tal  como  aquel  á que  se  aspi- 
raba, cabe  hoy  dentro  de  las  facultades  del  Gobierno, 
y en  el  círculo  de  las  atribuciones  especiales  del  Mi- 
nisterio de  Estado,  nada  más  ni  ménos  do  lo  que  lie 
dicho.  Esto  es,  aquel  punto  en  donde  se  juntan  lo  no 
cesai'io  y lo  suficiente ; digo  lo  necesario , porque  es  in- 
dispensable para  que  Cuba  y Puerto-Rico  vivan,  para 
que  no  mueran  inmediatamente,  y lo  suficiente , por- 
que no  es  posible  aspirar  á más,  porque,  de  hacer 
más,  no  podía  ser  otra  cosa  que  un  tratado  que  ya 
estamos  convencidos  de  que  ha  muerto. 

Tengo  además  el  mayor  gusto  en  ver  que  la  repre- 
sentación del  Gobierno,  y por  tanto  la  de  la  cartera  de 
Ultramar  para  este  caso  y en  este  debate,  os  decir,  la 
de  los  intereses  generales  del  país,  de  que  ios  asuntos 
de  Ultramar  son  parte  importantísima,  se  halle  en  el 
Sr.  Ministro  de  Estado;  el  cual,  sin  duda  por  las  ocupa- 
ciones que  retienen  en  la  otra  Cámara  al  Sr.  Ministro 
de  Ultramar,  va  á llevar  con  nosotros  la  discusión, 
no  solo  en  la  parte  que  se  refiere  especial  y exclusi- 
vamente á su  departamento,  sino  en  la  parte  general 
que  se  refiere  al  Gobierno  entero.  Y tengo  mucho  gus- 
to en  ello,  porque,  sin  que  de  ninguna  manera  mis 
indicaciones  envuelvan  nada  de  desagradable  para  mi 
distinguido  amigo  elSr.  Ministro  de  Ultramar,  el  se- 
ñor Moret  es  persona  tan  generalmente  conocida  por 


la  extensión  de  sus  ideas  en  el  asunto  que  tratamos’ 
por  la  manera  con  que  en  esta  Cámara  siempre  se  ha 
expresado  acerca  de  él;  por  el  sentido  en  que  las  ha 
expuesto  fuera  del  Parlamento  en  cuantas  ocasiones 
hemos  pedido  á su  palabra  y á su  inteligencia  que 
produzcan  lodo  lo  que  su  intelegencia  y su  palabra  sa- 
ben producir  cuando  de  estas  cuestiones  económicas 
se  trata,  que  esa  sola  circunstancia  constituye  para  mí 
fundada  esperanza  de  que  el  término  del  debate  lia 
de  ser  grandemente  consolador  para  las  islas  de  Cuba 
y Puerto-Rico,  que  bien  lo  merecen,  y bien  lo  re- 
claman. 

Dijo  el  Sr.  Ministro  de  Ultramar,  en  las  breves 
palabras  que  pronunció,  más  que  para  contestar  á las 
de  mi  primer  discurso,  para  tomar  de  ellas  acta  y 
considerarlas  en  cierto  modo  como  un  informe  que 
guardaba  para  el  estudio  de  los  presupuestos  que  ha 
de  traer,  lo  recordarán  todos  los  que  entonces  lo  es- 
cucharon, que  ya  vendrian  dichos  presupuestos,  que 
con  ellos  presentada  las  reformas  que  él  y el  Gobier- 
no estimasen  necesarias,  y que  entonces  sería  oca- 
sión de  discutir  esas  reformas  que  indiqué  como  ab- 
solutamente indispensables.  Yo,  sin  embargo,  estimo 
que  ahora  es  oportuno  tratar  de  estos  puntos,  no  para 
venir  aquí  á discutir  un  presupuesto  que  aun  no  se 
lia  presentado,  no  para  venir  aquí  á examinar  el  por- 
menor de  partidas  del  de  gastos  y del  de  ingresos, 
ni  proponer  que  se  sostengan  unas  ó se  reduzcan 
otras,  ó que  se  modifique  ó altere  más  ó ménos  su 
estructura,  no;  pero  sí  para  que  sepamos,  para  que 
sepa  el  país,  para  que  sepan  Cuba  y Puerto- Rico, 
desde  ahora,  en  este  mismo  instante,  cuáles  son  los 
propósitos  del  Gobierno,  cuáles  son  los  principios, 
cuáles  las  ideas  fundamentales  que  va  á llevar  á esas 
leyes  económicas  que  pronto  va  á presentar;  porque 
esos  principios,  esas  ideas,  inspiradas  por  las  necesi- 
dades del  presente,  ya  tienen  que  estar  forzosamente 
acordadas  y resuellas  por  el  Ministerio,  y lo  único 
que  puede  faltar  es  traducirlas  en  números,  y darles 
la  debida  forma.  De  suerte  que,  miradlo  bien,  señores 
Diputados,  consideradlo  bien,  no  vengo  á pedir  aquí 
el  examen  de  números  ó de  guarismos:  vengo  á pedir 
la  exposición  de  ideas  y de  principios  que  considero 
necesarios,  para  que  sepan  Cuba  y Puerto-Rico  lo  que 
pueden  esperar;  para  que  sepan  si  ha  de  ser  á la  Pro- 
videncia y á su  destino  á quien  tienen  que  confiar 
únicamente  su  salvación,  ó si  hay  un  Gobierno  aquí 
que  está  resuelto  á hacer  todo  lo  que  cabe  dentro  del 
círculo  de  sus  atribuciones,  que  es  grande;  dentro  del 
círculo  mismo  de  sus  opiniones,  que  no  se  oponen  á 
ciertas  reformas,  para  llevar  condiciones  de  vida  á 
aquellas  provincias  que  están  agonizando. 

Veamos  cuáles  serán  aquellos  puntos  principales; 
los  formularé  también,  dándoles  forma  de  preguntas, 
para  que  más  concreta  sea  la  contestación  del  señor 
Ministro,  por  ser  de  esa  suerte  más  precisas  las  cues- 
tiones que  se  discuten  y plantean. 

El  Gobierno  ¿cree  necesario,  cree  posible,  cree 
conveniente,  y esta,  por  tanto,  resuelto  á suprimir  por 
completo,  totalmente  y para  toda  clase  de  produccio- 
nes antillanas  los  derechos  de  exportación? 

Ei  Gobierno  ¿cree  necesario,  cree  conveniente,  cree 
posible  reformar  el  Arancel  de  importación,  en  térmi- 
nos tales  que  desde  luego  el  comercio  de  productos 
y procedencias  nacionales  se  haga  en  completa  fran- 
quicia y libertad,  y que  el  comercio  exterior  se  someta 
solo  á una  única  columna , absolutamente  única , que 
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sea  la  3.a  modificada  para  que  siendo  el  Arancel  un 
instrumento  meramente  fiscal,  se  establezcan  las  di- 
ferencias indispensables  entre  los  derechos  de  balanza 
y los  derechos  fiscales,  y se  impongan  ó se  fijen  lími- 
tes superiores  de  tanto  por  ciento  acl  valorem , con  el 
fin  de  que  Lodo  aquello  que  sea  artículo  indispensa- 
ble para  la  vida  ó para  la  producción  no  pague  más 
que  módicos  derechos  de  balanza,  y todo  aquello  que 
esté  comprendido  en  otras  clasificaciones,  siempre 
por  supuesto  genéricas  y no  específicas  minuciosas, 
pague  con  arreglo  á los  principios  que  sirvieron  de 
norma  á los  legisladores  españoles  cuando  llevaron  á 
cabo,  por  iniciativa  del  Sr.  Figuerola , la  gran  refor- 
ma arancelaria  de  la  Península;  siendo  así  esa  tercera 
columna  única  de  los  Aranceles  antillanos  la  realidad 
práctica  y efectiva  y verdadera  de  la  supresión  de  los 
derechos  diferenciales  para  el  comercio  universal? 

Está,  y paso  á la  tercera  pregunta,  ¿está  el  Go- 
bierno convencido,  cree  conveniente  y cree  necesario 
reformar,  rebajando  extraordinariamente,  el  impuesto 
de  consumos  sobre  los  ganados,  el  cual  es  hoy  en 
Cuba  objeto  del  disgusto  general,  sin  excepción  de 
clases,  sin  excepción  de  partidos,  no  solo  en  lo  que 
toca  á la  cuantía  de  tan  odioso  impuesto,  sino  en 
cuanto  á la  forma  y modo,  verdaderamente  inconce- 
bibles, de  su  cobranza  y de  su  percepción?  Espero, 
porque  me  parece  que  es  de  todo  punto  imposible  dar 
á estas  preguntas  otra  contestación,  dados  los  térmi- 
nos en  que  las  planteo,  espero  que  será  satisfactoria 
para  Cuba  y para  Puerto-Puco. 

Mas  esto  no  basta.  Nosotros,  no  por  reclamar  para 
nuestro  país  aquello  que  creemos  tener  derecho  A re- 
clamar, dejamos  de  ser  hombres  de  gobierno,  deja- 
mos de  ser  hombres  públicos  prudentes,  dejamos  de 
reconocer  que  es  indispensable  dar  todos  los  medios 
de  hacer  posibles  esas  reformas  trascendentales. 

Por  de  pronto,  no  debemos  hacernos  ilusiones; 
5 ó 6 millones  de  duros  ménos,  significa  eso  en  el 
presupuesto  de  ingresos,  y por  tanto  exige  que  se 
reduzca  en  tan  grande  cantidad  el  de  gastos.  ¿Cuál  es 
el  pensamiento  del  Gobierno,  para  que  venga  aquí  un 
presupuesto  de  gastos  con  esos  o ó G millones  de  du- 
ros ménos?  ¿Lo  tiene?  ¿No  lo  tiene?  ¿Puede  esa  reduc- 
ción hacerse  de  una  manera  empírica,  por  sencillas 
combinaciones  de  números?  Y si  no  se  puede,  como 
efectivamente  no  se  puede,  proceder  así,  ¿cuáles  son 
aquellas  otras  reformas  fundamentales,  cuáles  son 
aquellas  reformas  que,  yendo  al  corazón  mismo  del 
régimen  colonial,  en  lo  político  y en  lo  administrati- 
vo, en  Cuba  y en  Puerto-Rico,  están  llamadas  á hacer 
posible,  y á hacer  compatible  con  ellas  un  presupuesto 
con  esas  reducciones? 

Porque,  señores,  es  preciso  ver  las  cosas  como 
ellas  son;  es  preciso  discurrir  con  mucha  seriedad  y 
con  muchísima  madurez;  no  hay  que  decir:  «dismi- 
nuyanse 5 ó 6 millones  de  duros,»  es  preciso  decir 
lo  que  se  debe  hacer  para  que  esos  5 ó 6 millones  de 
duros  se  disminuyan;  es  necesario  proclamar  la  ne- 
cesidad de  una  modificación  profunda  y radical  en  el 
régimen  político  y de  gobierno  de  las  Antillas.  Por- 
que si  no  se  dice  cuál  es  esta  reforma,  si  no  se  dice 
lo  que  se  ha  de  hacer  para  facilitar  la  solución,  en 
vano  será  que  se  manifieste  la  intención  de  rebajar 
los  5 ó 6 millones  de  duros,  porque  no  se  podrán  re- 
bajar, no  se  rebajarán;  y si  se  rebajan  en  el  papel,  si 
se  reducen  en  las  fórmulas  escritas  del  presupuesto, 
no  se  rebajarán  en  la  realidad ; y entonces  la  reforma 


quedará  reducida  á una  burla  y un  sarcasmo  verda- 
deramente insultantes  y sangrientos. 

¿Cree  el  Gobierno  llegado  ya  el  momento  de  llevar 
á aquel  país  el  desahogo,  la  amplitud  de  vida  que  es- 
tán reclamando  los  organismos  locales?  ¿Cree  el  Go- 
bierno llegado  ya  el  momento  de  que  los  Municipios, 
dentro  de  su  órbita,  y las  provincias,  dentro  de  la 
suya,  dispongan  de  holgura  bastante,  de  medios  su- 
ficientes para  que  la  vida  local  se  vaya  desarrollando 
y para  que  se  obtengan  resultados  análogos  á los  que 
dió  en  la  isla  de  Puerto-Rico  aquella  bien  inspirada 
ley  provincial,  llevada  por  el  Sr.  Moret,  y después  de- 
rogada? 

¿Es  que  el  Gobierno,  llevando  así  una  gran  des- 
centralización administrativa  á los  organismos  mu- 
nicipal y provincial,  llevando  la  ley  provincial  y mu- 
nicipal de  la  Península,  y si  es  preciso  con  un  senti- 
do de  mayor  descentralización  que  en  la  Península 
misma,  por  la  índole  colonial  del  país  á que  se  han 
de  adoptar;  es  que  el  Gobierno,  aplicando  al  organis- 
mo insular  ese  mismo  criterio,  cree  llegado  el  mo- 
mento de  entrar  por  la  senda  á que  me  ha  parecido 
le  llamaba  el  Sr.  Galbelon,  y á que  le  llama,  según 
tengo  entendido,  una  fracción  importante  del  partido 
á que  el  Sr.  Calbeton  pertenece?  Entonces,  ¿en  qué  for- 
ma piensa  hacerlo?  ¿Cuáles  son  los  principios  gene- 
radores de  esas  reformas?  Porque  no  olvide  que  pue- 
de perfectamente  hacerlo  dentro  de  su  criterio  y 
dentro  de  sus  principios  asimilistas.  ¿Es  que  irá  á 
plantear  algo  análogo  á los  Consejos  coloniales  fran- 
ceses, como  decia  el  Sr.  Perojo,  por  medios  deseen- 
tralizadores,  por  donde  llegue  á ser  en  la  isla  de 
Cuba  y en  la  isla  de  Puerto- Rico  una  verdad  la  vo- 
tación del  impuesto,  de  suerte  que  el  país  tenga  ap- 
titud y capacidad,  y facultades  propias  para  regular 
y dirigir  el  régimen  comercial  Lodo  entero;  que  sea 
verdad,  en  suma,  el  sistema  representativo,  si  bien 
algo  mutilado,  porque  dentro  de  vuestros  principios 
de  asimilación  no  cabe  que  tal  verdad  sea  absoluta, 
como  luego  expondré? 

Realmente,  lodo  esto  que  acabo  de  decir,  á nadie 
que  conozca  la  historia  colonial,  el  régimen  actual  de 
las  colonias,  se  le  ocultará,  y aquí  verá  el  Sr.  Galbe- 
ton  explicado,  con  algún  más  detalle,  ei  concepto  á 
que  ayer  se  refirió  y que  yo  había  expuesto  en  mi 
primer  discurso,  que  puede  el  Gobierno  hacerlo,  por- 
que el  partido  que  hoy  gobierna  tiene  medios  para 
ello,  y para  realizarlo  en  el  acto,  sin  desmentir  ni 
uno  solo  de  ios  principios  de  la  política  asimiladora 
que  sostiene  respecto  de  la  cuestión  colonial.  ¿De 
cuándo  acá  puede  el  sistema  de  asimilación  negar  la 
verdad  de  la  votación  del  impuesto?  ¿De  cuándo  acá 
el  sistema  de  asimilación  puede  ser  la  negación  de 
la  facultad  local  para  la  reforma  y arreglo  de  los  pro- 
pios Aranceles?  ¿De  cuándo  acá  el  sistema  de  asimi- 
lación puede  oponerse  á la  descentralización  de  los 
organismos  inferiores?  ¿De  cuándo  acá  el  sistema  de 
asimilación  puede  oponerse  á que  el  régimen  repre- 
sentativo sea  real  y sincero?  Por  tanto,  sin  dejar  de 
ser  a sim ilista,  como  á nadie  se  le  ha  ocurrido  decir 
que  la  Nación  francesa  como  Nación  colonial  deja  de 
ser  asimilista,  puede  el  partido  que  gobierna  realizar 
todo  eso,  y bajo  tal  concepto  yo  decia,  y repito,  que 
ese  Gobierno,  como  cualquiera  otro,  que  de  tal  ma- 
nera resolviese  la  cuestión  en  los  momentos  actuales, 
podia  contar  con  nuestro  apoyo  y con  nuestro  aplau- 
so, porque  consideramos  sn  proceder  como  un  pro- 
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grcso  grande  en  el  camino  de  las  soluciones  á que 
nosot  ros  aspiramos. 

Pero  si  esto,  acaso,  salvaría  la  situación  presente 
de  las  Antillas  españolas,  en  el  sentido  de  darles  res- 
piro y darles  medios  para  poder  vivir  hasta  que  lle- 
gue el  dia  del  equilibrio  necesario,  que  vendrá,  entre 
los  intereses  de  la  producción  antillana  y las  condi- 
ciones de  la  vida  nacional;  si  esto  podría  contener  la 
ruina  por  el  momento,  y dar  alientos  á los  propieta- 
rios para  que  fueran  invirtiendo  las  reservas  metálicas 
que  aun  les  queden  para  atender  á los  gastos  que  hoy 
necesitan  hacer  para  explotar  sus  fincas,  no  nos  ha- 
gamos ilusiones;  es  deber  nuestro  decir  toda  la  ver- 
dad; esta  salvación  no  sería  más  que  temporal  y pa- 
sajera; la  ruina  vendría  después  inevitablemente;  se 
habría  dilatado  el  golpe,  pero  no  se  habría  evitado. 

La  cuestión,  Sres.  Diputados,  fijáos  bien  en  ello, 
no  es  cuestión  de  graudes  investigaciones  científicas, 
no  es  cuestión  para  cuyo  estudio  y exámen  se  nece- 
sita acudir,  ni  á eruditas  comparaciones  con  el  régi- 
men colonial  extranjero,  ni  á la  historia  de  España  en 
su  pasado  colonial,  ni  á las  lecciones  del  derecho  pú- 
blico; es  cuestión  aritmética,  cuestión  de  suma  y 
resta,  pero  de  suma  y resta  sin  complicaciones  de 
ninguna  clase,  sin  la  necesidad  siquiera  de  comprobar 
estas  operaciones  como  se  comprueban  en  las  es- 
cuelas. 

De  tal  suerte  es  así,  que  ayer  pedí  una  nota  á mi 
amigo  y correligionario  político  el  Sr.  Fernandez  de 
Castro,  propietario  en  Cuba,  que  tiene  cultivos  de  caña 
y fabrica  azúcar,  que  todos  los  años  y en  todas  las 
cosechas  hace  seguramente  estos  cálculos,  lo  mismo 
que  un  ingeniero  hace  los  de  cubicación  de  tierras,  ó 
como  el  banquero  hace  de  los  descuentos  ó intereses, 
y al  mismo  tiempo  que  le  pedí  esa  nota,  le  dije:  «haga 
Vd.  el  favor  de  que  en  ella  no  haya  nada  de  exagera- 
do. ¿Cuál  es  el  precio  que  los  productores  de  azúcar 
estiman  como  mínimum  para  cubrir  los  gastos  de  la 
producción?» 

«En  las  actuales  condiciones  de  producción  y fa- 
bricación del  azúcar,  dice  el  Sr.  Fernandez  de  Castro 
en  la  pota  que  tengo  eu  la  mano,  el  hacendado  cubano 
necesita,  para  cubrir  ios  gastos,  que  se  venda  á 6 
reales  fuertes  la  arroba  de  azúcar  centrífuga  de  gua- 
rapo de  97 grados  de  polarización.» 

«Modificadas  las  condiciones  de  producción  (yaque 
las  de  fabricación  se  han  mejorado  mucho),  en  el  sen- 
tido de  suprimirse  los  derechos  de  exportación  y re- 
bajarse prudeucialmente  los  derechos  de  importación 
que  afectan  á la  producción  azucarera,  el  hacendado 
cubre  sus  gastos  si  se  vende  el  azuzar  de  la  calidad 
indicada  á 4'/i  reales  fuertes  arroba.» 

«El  precio  de  las  demás  clases  de  azúcar  fluctúa 
en  relación  con  el  azúcar  centrifuga.  Suben  y bajan 
de  precio  con  esta  última;  y ésta,  según  polarización 
y número,  oscila  en  '/i  ó V*  de  real.» 

Todavía  las  indicaciones  que  hacía  el  Sr.  Calbe- 
ton  eran  algo  más  graves  que  éstas,  y todavía,  por  lo 
que  yo  pude  comprender,  el  Sr.  Calbolon  no  cree  que 
ese  precio  sea  suficiente  para  cubrir  los  gastos. 

Supongamos  total  y completamente  suprimidos 
los  derechos  de  exportación.  ¿Sabéis  enáuto  supone 
esto  para  la  elevación  en  el  precio  del  azúcar?  Apenas 
pasa  de  3 centavos;  y aquí  hay  dos  hacendados  que 
me  lo  confirman.  Supongamos,  además,  que  por  la 
reforma  y rebaja  de  los  derechos  de  importación  1 
mejoran  las  condiciones  de  la  producción  y aumenta  ' 


el  consumo;  y pongamos,  por  consecuencia  de  esto, 
una  alza  en  el  precio  de  3,  4 ó fi  centavos.  Y me 
parece  que  cualquiera  que  oiga  este  cálculo  tendrá 
que  tacharme  de  exagerado,  porque  sabido  que  estas 
mejoras  y esos  aumentos  de  consumo  no  se  producen 
inmediatamente  después  de  realizarse  una  reforma 
arancelaria.  Pues  así  y todo,  no  solamente  no  llega- 
ría el  precio  del  azúcar  á ser  remunerador,  sino  que 
está  demostrado  aritméticamente  que  ni  siquiera  lle- 
garía á cubrir  los  gastos... 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Señor  Portuoudo,  aprove- 
cho este  momento  de  pausa  para  llamar  la  atención 
de  S.  S.  Los  cálculos  y demostraciones  á que  el  señor 
Diputado  se  entrega  son,  sin  duda,  de  la  mayor  im- 
portancia; pero  me  parece  que  serian  más  oportunos 
para  desenvolverlos  en  otros  debates  más  especiales, 
por  ejemplo,  el  del  presupuesto  de  Cuba.  Eu  el  que 
ahora  nos  ocupa,  como  sabe  el  Sr.  Portuondo  mejor 
que  yo,  por  lo  mismo  que  solamente  se  trata  de  esta- 
blecer líneas  generales  de  conducta,  la  afirmación, 
seguida  de  una  demostración  sumaria  sería  lo  sufi- 
ciente, al  ménos  por  ahora.  Llamo  sobre  eso  la  aten- 
ción de  S.  S. 

El  Sr.  rORTUONDO:  Señor  Presidente;  ya  lo  ha 
sicla,  sin  esperar  á que  lo  sea  después-,  vino  la  afirma- 
ción y ha  sido  seguida  de  una  demostración  tan  suma- 
ria que  ya  está  concluida. 

Señores  Diputados,  no  nos  hagamos  ilusiones,  pen- 
sando que  con  esa  clase  de  soluciones  de  detalle  se 
pueden  definitivamente  remediar  los  males  erj  lo  que 
hoy  tienen  de  más  grave  y esencial.  En  el  estado  ac- 
tual de  la  cuestión  azucarera  de  las  Antillas  no  hay 
más  que  dos  centros,  dos  polos,  en  torno  de  los  cua- 
les giran  todas  las  condiciones  del  problema:  privile- 
gios ó ventajas  especiales  en  los  mercados  extranje- 
ros para  los  productos  cubanos;  ú condiciones  dentro 
del  mismo  país  capaces  de  desahogar  la  producción  y 
de  colocarla  en  situación  igual  ó ventajosa  con  res- 
pecto á las  producciones  similares  de  otros  países 
productores.  Mientras  una  ú otra  de  estas  dos  solucio- 
nes no  se  convierta  en  realidad,  el  problema  estará  en 
pié,  pavoroso,  terrible,  imponente.  Pues  bien:  no  hay 
ya  posibilidad  de  obtener  esas  ventajad,  ese  privilegio 
en  el  mercado  norte-americano,  porque  no  nos  lo  quie- 
ren conceder  los  Estados-Unidos;  luego  tenemos  que 
buscar  la  solución  dentro  de  nuestra  propia  casa.  Y 
solo  con  el  criterio  que  nosotros  sostenemos,  solo  coa 
este  sistema  autonómico,  que  nosotros  defendemos, 
solo  con  el  régimen  de  la  autonomía  colonial  en  toda 
su  pureza,  se  puede  llegar  á resultados  eficaces,  dura- 
deros, verdaderamente  salvadores;  porque  con  él,  fijáos 
bien,  no  hay  necesidad  de  lo  que  decía  el  Sr.  Perojo, 
refiriéndose  á Francia  y Holanda,  que  protegen  á sus 
colonias  llevando  al  presupuesto  de  la  Metrópoli  los 
gastos  llamados  de  defensa,  ó de  soberanía,  ó dando 
primas  indirectas  á la  exportación  de  sus  azúcares, 
ni  hay  necesidad  de  hacer  lo  que  Alemania,  que  otorga 
primas  directas  á la  exportación.  Con  el  sistema  que 
nosotros  defendemos,  no  hay  más  que  aplicar  un  prin- 
cipio de  justicia  con  el  cual  se  ven  amparados  dere- 
chos que  hoy  se  sienten  abandonados. 

¿Qué  es  lo  que  proponemos?  ¿Dóude  está  el  funda- 
memo,  en  lineas  generales  como  quería  el  Sr.  Presi- 
dente, de  este  sistema  colonial  que  nosotros  defende- 
mos? Que  en  el  país  se  voten,  se  examinen,  se  discu- 
tan y se  fijen  y determinen  los  gastos  que  sean  pro- 
pios, especiales,  exclusivos  de  la  localidad,  y que  los 
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gastos  de  carácter  nacional,  los  gastos  de  soberanía  ó 
de  defensa,  como  dicen  los  franceses,  sean  carga,  co- 
mo deben  ser  y como  es  necesario  y racional  que 
sean,  <le  la  Nación  entera  y no  de  la  colonia  en  par- 
ticular; y mientras  este  órden  de  relaciones  financie- 
ras no  exista,  ui  se  vea  consagrado  en  la  forma  que 
proponemos  entre  la  Metrópoli  y la  colonia,  es  impo- 
sible que  se  llegue,  no  se  llegará  jamás,  á aquel  esta* 
do  de  equilibrio  necesario,  sin  el  cual  la  producción 
muere  y el  país  sucumbe. 

¿Qué  más  decimos  nosotros,  sino  que  el  régimen 
comercial  se  dirija  por  el  camino  de  la  libertad  de 
cambios;  que  los  tributos  uo  pasen  de  aquello  que 
esté  en  armonía  con  las  facultades  productoras  del 
país  y que  el  fundamento  y la  base  de  todo  el  órden 
económico,  que  no  es  más  que  una  expresión  del  or- 
den político  y del  régimen  de  gobierno,  sea  el  siste-- 
nía  representativo  en  toda  su  pureza,  el  sistema  re- 
presentativo verdad , el  sistema  representativo  no 
mixtificado'!  ¿Cómo  entendemos  el  sistema  representa- 
tivo verdad}  no  mixtificado ? Haciendo  que  la  represen- 
tación local,  puesto  que  ha  de  haber  distinción  entre 
lo  local  y lo  general  y sea  una  verdad,  y á ella  esté  en- 
comendada la  resolución  de  lo  puramente  local.  ¿Qué 
entendemos  por  representación  local ? ¿lia  pasado  al- 
guna vez  por  nuestra  imaginación  la  idea  de  que  fue- 
ra concedida  por  el  Estado  esa  representación  al  de- 
legado del  Poder  ejecutivo  para  que,  á manera  de 
czar  ó autócrata,  él  la  asumiese  por  entero  y en  ab- 
soluto? ¿Cuándo  ha  podido  tener  eso  existencia  en  nin- 
gún país  regido  por  sistema  representativo? ¿Y  cuál  es 
el  otro  punto  (pie  corresponde  al  sistema  representa- 
tivo? La  responsabilidad,  la  efectividad  de  la  respon- 
sabilidad; porque  en  vano  se  dirá  que  existe  res- 
ponsahilidad,  cuando  lo  cierto  es  que  en  Cuba  podrá 
haber  todo  lo  que  se  quiera,  pero  lo  que  no  hay  den- 
tro del  régimen  que  impera  es  la  verdad  de  la  res- 
ponsabilidad. 

Pues  si  esto  es  lo  que  nosotros  pensamos,  y si  den- 
Lro  de  este  órden  es  donde  únicamente  cabe  que  la 
vida  nacional  en  Cuba  y Puerto-Rico  se  haga  com- 
patible cou  el  órden  y la  existencia  de  ía  producción, 
véase  hasta  qué  punto  es  inmensa  la  distancia  que 
média  entre  esas  nuestras  soluciones  y aquel  otro 
órden  de  reformas  á que  yo  me  referia,  de  las  cuales 
dije  que  constituían  un  progreso,  y que  apoyaríamos 
al  Ministerio  que  las  acordara.  Esas  no  son  solucio- 
nes para  nosotros  definitivas,  sino  temporales  y pasa- 
jeras; porque  solo  las  nuestras  establecen  y aseguran 
esencialmente  el  equilibrio  en  que  deben  poder  ha- 
llarse, de  un  lado,  los  intereses  de  la  producción  y de 
la  vida  colonial,  y de  otro,  los  de  la  vida  nacional. 

Y notad  bien,  y ruego  ai  Gobierno  que  en  ello  se 
fije,  que  las  soluciones  nuestras  deben  ser  objeto  de 
exámen  en  breve  espacio,  que  no  se  debe  remitirlas 
como  objeto  de  indagaoion  de  derecho  público  colo- 
nial á los  gabinetes  de  estudio,  sino  que  delrn  pronto 
apercibirse  todos  los  partidos  y todos  los  españoles, 
vosotros  todos,  Sres.  Diputados,  á traer  la  cuestión 
íntegra  ai  Parlamento,  más  que  con  propósitos  de 
torneos  literarios  ui  do  discursos  más  ó ménos  admi- 
rables y admirados,  con  propósitos  sérios  de  solucio- 
nes prácticas  y definitivas,  porque  ya  la  situación  de 
Cuba  y Puerto-Rico  no  consienten  mayores  dila- 
ciones. 

Decíame  mi  amigo  el  Sr.  Pedregal  en  dias  pasa- 
dos, que  había  hablado  con  un  rico  propietario  de  la 


República  Argentina,  español.  Yo  ya  tenía  alguna 
noticia,  como  creo  que  el  Sr.  Ministro  de  Estado  la 
tendrá,  porque  el  Ministerio  que  desempeña  le  pone 
en  la  Obligación  de  adquirir  todas  las  noticias  que 
puedeu  tener  relación  con  nuestra  Patria;  yo  ya  tenía 
noticia  de  que  en  aquel  país  vuela  la  producción  azu- 
carera como  la  de  cereales:  las  Pampas  están  cu- 
briéndose de  cañaverales  y de  cereales  á la  sombra 
de  una  inmigración  que  no  se  prepara  artificialmente, 
sino  que  se  produce  de  una  manera  regular,  por 
atracción  natural;  van  allí  no  solo  gentes  para  traba- 
jar, sino  grandes  capitales,  máquinas  poderosas  é in- 
mensas; se  establecen  grandes  manufacturas,  indus- 
trias en  colosal  escala;  se  siembra,  se  cultiva  mucho; 
la  proporción  en  que  ha  crecido  la  exportación  de 
azúcar  y cereales  en  los  dos  últimos  años,  causa 
asombro,  Sres.  Diputados,  y en  mi  corazón  ha  causa- 
do pavor.  El  Brasil,  que  toca  de  cerca  el  progreso  de 
esa  producción,  ya  se  prepara  y apercibe,  porque  el 
Brasil  puede  en  este  órden  de  soluciones  disponer  de 
elementos  y medios  que  nosotros  no  tenemos.  ¿Cómo? 
Promoviendo  la  trasformacion  de  cultivos,  bien  de- 
jando de  cultivar  la  caña,  ó convirtiendo  su  espíritu 
industrial  hácia  otras  aplicaciones. 

¿Qué  va  á ser  de  Cuba  y Puerto-Rico  si  pronto  no 
se  establece  esa  única  fórmula,  que  es  la  nuestra,  de 
equilibrio  entre  la  vida  nacional  y la  vida  de  la  pro- 
ducción? Pues  qué,  ¿serán  todos  los  partidos,  seremos 
lodos  los  hombres  políticos  en  España,  tan  miopes, 
tan  poco  previsores,  que  á la  vista  de  esa  amenaza, 
que  no  es  más  que  una  manifestación;  que  ante  la 
amenaza  de  perder  su  natural  mercado  (créanlo  los 
Sres.  Diputados,  el  único  mercadOy  y decir  otra  cosa  es 
para  fantasía ) porque  el  órden  colonial,  porque  el  ré- 
gimen interior  de  Cuba  y Puerto-Rico  no  permitan 
otra  cosa,  ni  produzcan  otro  efecto,  no  nos  detenga- 
mos enfientc  del  dilema  que  por  nuestra  imprevisión 
podríamos  llevar  al  espíritu  de  nuestros  compatriotas 
productores  de  Cuba  y Puerto-Rico...? 

No  olvidéis  que  allá  por  los  años  en  que  comeuzó 
en  España  a propagarse  la  idea  abolicionista,  y en 
aquellos  dias  en  que  se  tocaban  ya  los  resultados  de 
la  abolición  de  la  esclavitud  en  las  colonias  inglesas, 
un  partido  se  formó  en  la  isla  de  Cuba  que  creyó  ver, 
ante  la  posibilidad  del  triunfo  de  aquella  idea  en  Es- 
paña, y de  que  se  intentara  abolir  la  esclavitud  en  la 
isla  de  Cuba,  y ante  la  consideración  de  que  era  la 
esclavitud  la  base  y el  fundamento  esencial  de  la  pro- 
ducción antillana,  que  sin  ella  la  producción  en  Cuba 
moriría;  y que  así  por  entonces  nació  la  antipatrió- 
tica idea  de  la  anexión  á los  Estados-Unidos;  porque 
creyeron,  torpes  é insensatos,  aquellos  anexionistas, 
que  en  el  Sur  de  la  Confederación  americana  iban  á 
encontrar  fuerte  apoyo  para  sostener  la  esclavitud, 
que  entendían  era  la  condición  vital  de  la  produc- 
ción. Pues  yo  temo,  y anuncio  esto  á ios  Sres.  Di- 
putados todos  y á todos  los  partidos  para  que  todos 
lo  sepan,  que  hoy  renace  aquel  peligro  bajo  otra  for- 
ma, y que  si  nosotros  no  nos  apresuramos  á demos- 
trar con  hechos  y á evidenciar  por  medio  de  la  reali- 
dad práctica  que  la  vida  nacional  española  en  las  islas 
de  Cuba  y Puerto-Rico  es  perfectamente  compatible 
con  la  vida  real  y verdadera  de  aquella  producción, 
esa  corriente  anexionista  que,  segun  algunos  periódi- 
cos y noticias  dignas  de  fe,  comienza  ya  á propagar- 
se, podrá  tomar,  á la  sombra  del  malestar  económico, 
proporciones  que  todos  nosotros  tenemos  un  interés 
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capital,  por  nuestra  propia  existencia  y por  nuestro 
nombre,  en  contener;  y que  debemos  evitar,  no  ya  el 
dar  razón,  pero  ni  siquiera  pretexto,  para  que  se  ma- 
nifiesten tales  tendencias.  Yo  llamo  la  atención  de  los 
Srcs.  Diputados,  yo  llamo  la  atención  de  lodos  sobre 
este  peligro. 

En  cuanto  al  Sr.  Ministro  de  Estado,  permítame 
S.  S.  dirigirle  una  excitación,  que  seguramente  no 
necesita.  Yo  espero  que  las  palabras  que  dirá  en  la 
sesión  de  hoy  han  de  servir  de  gran  aliento  en  Cuba 
y Puerto-Rico;  S.  S.  siempre  lo  ha  tenido  en  la  de- 
fensa de  esa  causa  patriótica  de  las  reformas  de  Cuba 
y Puerto-Rico;  cuando  existia  la  Sociedad  abolicio- 
nista, S.  S.  fu  ó abolicionista:  en  la  Asociación  para  la 
reforma  de  los  Aranceles,  ha  sido  la  elocuente  pala- 
bra de  S.  S.  aquella  con  que  siempre  hemos  contado 
en  primer  término  para  la  defensa  de  los  intereses 
comerciales  en  las  Antillas;  S.  S.  siempre  ha  . mar- 
chado á la  cabeza  de  la  corriente  de  ideas  liberales 
en  las  Antillas,  y en  una  noche  memorable  levantó 
el  debate  en  esta  Cámara  á una  altura  que  nos  pro- 
dujo grande  regocijo  y entusiasmo.  Pues  bien;  es 
preciso  que  S.  S.  responda  hoy  A su  historia ; eso  es 
lo  que  de  S.  S.  esperan  Cuba  y Puerto-Rico;  eso  es  lo 
que  espera  toda  la  Nación  española;  eso  es  lo  que  de 
S.  S.  espera  el  interés  de  la  vida  y del  porvenir  de 
nuestra  raza  en  América. 

El  Sr.  MONTOEO:  Pido  la  palabra  para  alusiones 
personales. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MONTOSO:  Señores  Diputados,  voy  d ser 
muy  breve;  la  Cámara  está  impresionada  con  el  ad- 
mirable discurso  que  acaba  de  pronunciar  el  Sr.  Por- 
tuondo;  está  ansiosa  además  de  oir  las  autorizadas  y 
elocuentes  palabras  del  Sr.  Ministro  de  Estado,  de 
quien  esperamos  todos,  así  los  que  so  sientan  en  aque- 
llos bancos,  como  los  que  ocupamos  éstos , declara- 
ciones que  calmen  la  cspectacion  del  espíritu  público 
en  Cuba;  y en  tales  circunstancias,  yo  no  puedo  pro- 
nunciar un  verdadero  discurso,  tanto  más  cuanto  que 
el  Sr.  Presidente  ha  manifestado  su  propósito  de  sus- 
pender indefinidamente  este  debate,  si  por  cualquier 
circunstancia  no  pudiera  terminar  en  el  día  de  hoy; 
y como  el  primero  y principal  interés  de  todos  se  ci- 
fra en  que  el  Gobierno  haga  todas  esas  declaraciones 
que  espera  la  opinión;  y como  á todos  nosotros  lo  que 
nos  importa  es  que  el  Sr.  Miuistro  de  Estado  en  nom- 
bre del  Gobierno  despeje  las  sombras  que  se  ciernen 
sobre  los  problemas  cubanos,  desde  luego  anticipo 
que  ser  muyó  breve. 

Después  de  todo,  yo  no  hablaría  tampoco  si  no 
mediara  un  antecedente  que  no  se  puede  olvidar.  Hace 
muchos  dias  que  se  inició  este  debate,  y eutonces  el 
Sr.  Ministro  de  Estado  creyó  conveniente  aludirá  los 
Diputados  de  mis  ideas  que,  por  razones  que  no  son 
del  caso,  aun  no  estábamos  aquí.  Yo  necesito  decla- 
rar ante  todo  que  los  Diputados  autonomistas,  unidos 
en  un  solo  pensamiento,  en  un  mismo  espíritu  y en 
las  propias  aspiraciones,  no  necesitamos  estar  juntos, 
para  que  la  voz  de  uno  de  ellos  que  se  levante,  sea 
la  voz  del  partido  entero.  No  sé  hasta  qué  punto  po- 
drán los  señores  de  enfrente  hacer  análoga  decla- 
ración; y digo  esto,  porque  todos  recordareis  que  no 
hace  muchos  momentos,  cuando  el  Sr.  Calbcton  decía 
que  todos  los  Diputados  del  partido  de  unión  consti- 
tucional de  Cuba  estaban  unidos  en  la  defensa  de  unas 
mismas  aspiraciones,  el  Sr.  Conde  de  'i’oreno  decía 


que  no,  é invocaba  la  autoridad  del  Sr.  Rodríguez  San 
Pedro  para  probarlo.  (El  Sr.  Conde  de  Toreno:  Y ahora 
sé  que  á los  demás  conservadores  antillanos  les  pasa 
lo  propio.)  Me  alegro  mucho,  porque  eso  me  prueba 
que  la  duda  que  antes  manifesté,  puede  trocarse  en 
completa  certidumbre.  De  modo,  que  ya  lo  sabéis;  el 
partido  autonomista  tiene  soluciones  fijas  y claras;  el 
partido  de  unión  constitucional  no  lia  traído  aún  más 
que  las  opiniones  del  Sr.  Calbeton.  (El  Sr.  Villanueea 
pide  la  palabra.)  Al  ver  ahora  que  el  Sr.  Villanueva 
pide  la  palabra,  añadiré  que  trae  también  las  del  se- 
ñor Villanueva,  porque  sería  verdaderamente  singular 
que  el  Sr.  Calbeton  no  hubiese  acertado  á expresar 
las  opiniones  de  su  digno  compañero.  Esto,  señores, 
que  parece  insignificante;  esto,  que  parece  un  detallé 
de  poca  monta,  si  se  atiende  á la  magnitud  del  pro- 
blema cubauo,  entiendo  que  reviste  importancia,  y 
muy  grande;  porque  al  cabo,  habéis  optado  entre  los 
diversos  sistemas  de  gobierno  y administración  colo- 
nial por  el  más  complicado  y difícil  de  todos,  por  el 
sistema  de  gobierno  directo  é inmediato  por  la  Metró- 
poli, sistema  nuevo  que  no  se  ha  visto  florecer  en  la 
historia,  y que  está  en  contradicción  con  las  experien- 
cias más  prósperas  y gloriosas  de  todas  las  Naciones 
colonizadoras.  Y para  que  esc  sistema  sea  siquiera 
viable,  es  menester  que  llegue  aquí  el  impulso  ver- 
dadero del  espíritu  público  en  las  colonias,  y que 
venga  de  allí  con  toda  la  autoridad  y toda  la  fuerza  que 
vosotros,  Diputados  de  los  distritos  peninsulares,  ne- 
cesitáis indispensablemente  para  que  las  distintas  fór- 
mulas de  laopiuion  en  aquellos  remotos  países  puedan 
llegar  á traducirse  para  vosotros,  no  en  meras  opi- 
niones individuales,  sino  en  grandes  y positivos  im- 
pulsos de  la  opinión  de  la  colonia  que  se  trate  de  go- 
bernar y de  administrar  por  tan  extraño  sistema. 

Señores  Diputados,  no  sería  sincero  si  no  decla- 
rara que  cuando  en  el  día  de  ayer  se  reanudó  este 
debate  me  senlí  dominado  por  una  profunda  tristeza: 
veia  los  bancos  de  esta  Cámara  desiertos  y la  opinión 
completamente  ajena  al  interés  de  esta  interpelación; 
en  ninguna  parte  observaba  las  señales  de  esa  sensa- 
ción profunda  que  despiertan  en  los  países  regidos 
por  el  sistema  representativo  los  debates  en  que  se 
trata  de  algo  que  afecta  esencialmente  al  interés  ge- 
neral de  la  Nación.  ¿Dependía  esto  acaso  del  Gobierno 
ó de  la  Cámara?  No  dependía  ciertamente  del  Go  - 
bierno,  porque  del  interés  del  Sr.  Ministro  de  Estado 
por  estas  cuestiones,  estamos  todos  profundamente 
convencidos,  y debemos  creer  que  el  Sr.  Ministro  de 
Estado  representa  aquí  la  opinión  de  todo  el  Gobierno. 
No  depende  de  la  Cámara  tampoco,  porque  al  cabo, 
¿cómo  hemos  de  pensar  que  en  nuestro  país  y en  nuestra 
raza  lascuestiones  hayan  de  revestir  con  éxito  una  for- 
ma que  no  tienen  en  ninguna  parte?  ¿Cómo  liemos  de 
pedir  que  no  resalto  á todas  luces,  en  esa  misma  expli- 
cable indiferencia,  el  absurdo  de  que  las  cuestiones 
locales  de  las  colouias  vengan  al  Parlamento  nacio- 
nal con  probabilidades  de  interesar  aquí  á la  opinión 
pública  lo  mismo  que  allí,  cuando  esto  no  sucedo  ni 
en  Inglaterra,  ni  en  Francia,  ni  on  ninguna  parte?  De 
modo,  Srcs.  Diputados,  que  necesito  hacerlo  constar 
así  á nombre  de  mi  partido.  Esta  soledad  de  los  ban- 
cos, este  alejamiento  del  espíritu  público,  esta  indi- 
ferencia por  la  cual  á nadie  especialmente  culpo,  es- 
tán probando  que  con  móviles  muy  elevados  vais 
haciendo,  sin  embargo,  lo  que  llaman  los  franceses 
fausse  route.  Estáis  contradiciendo  la  realidad  de  las 
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cosas;  os  cslais  poniendo,  con  respecto  al  problema 
colonial,  fuera  de  la  experiencia  salvadora  de  otros 
pueblos,  y por  este  camino  no  tardareis  en  cosechar 
los  peores  resultados  y las  más  amargas  decepciones. 

Tal  vez,  Sres.  Diputados,  á pesar  de  la  importan- 
cia de  consignar  este  dato,  yo  no  hubiera  usado  de  la 
palabra  tampoco,  si  no  fuese  un  deber  para  todos  los 
representantes  de  Cuba  el  de  llamar  seriamente  la 
atención  del  Parlamento  y de  la  opinión  pública  en 
España  toda  sobre  la  gravedad  del  problema  que  allí 
está  planteado,  no  solo  para  nosotros,  sino  para  vos- 
otros también,  que  tennis  la  representación  de  una 
nacionalidad  histórica,  cuyo  porvenir  debeis  labrar 
con  altas  miras  y con  verdadera  independencia  de 
criterio,  sin  rendiros  á vanas  preocupaciones. 

Ei  Sr.  Calbeton,  representante  de  una  de  las  frac-  j 
cionesdel  partido  de  unión  constitucional,  os  trazaba  ¡ 
un  cuadro  pavoroso  de  la  situación  de  aquella  isla. 
Llegó  S.  S.  á decir  que  ei  bandolerismo  estaba  ri- 
giendo á la  isla  de  Cuba,  ó poco  ménos,  y llegó  hasta 
dirigir  cargos  contra  la  autoridad  superior  de  aque- 
lla isla;  cargos  que  no  habrían  salido  de  estos  bancos 
con  más  intensidad.  Y como  ésta,  aunque  cuestión 
episódica,  no  carece  de  importancia,  necesito  consig- 
nar ante  todo  una  aclaración,  y es,  que  nosotros  lo 
que  tenemos  que  censurar  y censuramos  en  esa  au- 
toridad superior,  no  es  precisamente  que  no  acierte  á 
vencer  las  dificultades  de  una  situación  que  nace  en 
gran  parte  del  sistema  que  rige  en  Cuba,  sino  que  no 
haya  tenido  la  entereza  necesaria  para  sobreponerse 
á las  exigencias  de  los  que  han  sido  por  mucho  tiem- 
po, y creo  son  ahora,  los  amigos  políticos,  el  partido 
de  S.  S. 

Prescindiendo  ya  de  estas  consideraciones  pura- 
mente preliminares,  voy  á decir  algunas  palabras  con 
respecto  al  fondo  de  la  cuestión.  Mi  distinguido  com- 
pañero el  Sr.  Porluondo  la  ha  planteado  perfectamen- 
te en  presencia  de  las  graves  dificultades  surgidas 
para  la  celebración  del  tratado  de  comercio.  Hora  es 
ya  de  que  sepamos  si  teneis  ó no  un  pensamiento 
concreto  de  reformas  para  Cuba,  si  teneis  ó no  una 
solución  orgánica  completa  que  aplicar  á los  graví- 
simos problemas  de  aquella  isla.  Ya  no  puede  por 
más  tiempo  entretenerse  al  espíritu  público  con  esas 
vanas  ilusiones  del  tratado,  que  no  han  sido  más  que 
ilusiones  desde  un  principio,  para  cuantos  conocían  el 
esLado  de  la  opiuion  en  los  Eslados-Unidos.  Ya  es 
tiempo  de  que  se  desvanezca  para  siempre  esc  espe- 
jismo, ese  miraeje  de  que  tan  elocuentemente  hablaba 
el  Sr.  Ministro  de  Estado,  no  buscando  por  más  tiem- 
po la  solución  de  nuestros  problemas  coloniales  en 
el  extranjero,  sino  en  vuestra  propia  iniciativa;  no 
pidiendo  uno  y otro  dia  concesiones  benévolas  á los 
Estados-Unidos,  sino  decidiéndoos  á buscar  la  solu- 
ción eficaz  de  cada  problema  en  ei  espíritu  mismo  de 
la  nacionalidad,  en  la  iniciativa  de  su  Gobierno;  que  si 
éste  sabe  elevarse  á la  altura  de  la  situación  con  re- 
formas poderosas,  pondrá  término  a todas  las  dificul- 
tades con  que  lucha  la  isla  de  Cuba. 

En  la  cuestión  referente  al  tratado,  hay  dos  pun- 
tos de  importancia.  Mi  amigo  el  Sr.  Portuondo  los  ha 
definido  Ampliamente;  pero  permitidme  que  diga  al- 
gunas palabras  sobre  el  particular.  Hay  que  exami- 
nar en  primer  término  la  cuestión  del  modas  vivendi. 

Es  preciso  que  sepamos  cuál  es  la  intención  del  Go- 
bierno con  respecto  á este  convenio.  Vosotros  conocéis 
su  historia.  Sabéis  que  procede  del  art.  3.°  de  la  ley  de 


7 de  Julio  de  1882;  sabéis  que  al  cabo  surgió  una 
grave  contienda  de  interpretación  sobre  el  alcance 
que  tenian  las  palabras  producías  y procedencias  que 
están  en  la  ley  de  1 882  y en  el  convenio  comercial; 
sabéis  que  virio  después  una  proclama  de  Mr.  Cleve- 
land en  que  daba  i)or  terminado  el  concierto  y nos 
imponía  una  dura  represalia;  sabéis  que  después  vino 
una  concesión  importantísima  de  nuestro  Gobierno, 
que  en  sentir  del  mismo  no  estaba  contenida  virtual- 
mente en  el  convenio  primitivo,  y que  por  virtud  de 
esa  concesión,  ba  desaparecido  en  puridad  de  verdad 
el  absurdo  derecho  diferencial  de  bandera  parala  isla 
de  Cuba. 

No  entraré  á discutir  las  negociaciones  diplomá- 
ticas. En  esta  clase  de  materias,  Sres.  Diputados,  aun 
cuando  los  autonomistas  solemos  ser  víctimas  de  cier- 
tas acusaciones,  procuraré  poner  siempre  mi  circuns- 
pección al  nivel  de  la  de  todo  el  mundo;  no  entraré, 
pues,  en  el  análisis  de  esas  laboriosas  negociaciones 
en  que  S.  S.  ha  prestado,  al  cabo,  un  gran  servicio  ai 
país  y á la  isla  de  Cuba.  Unicamente  me  conviene  ha- 
cer constar  un  dalo  de  importancia,  rectificando  cierta 
apreciación  deL  Sr.  Ministro  de  Estado,  y es  que  cuan- 
do en  Cuba  se  tuvo  noticia  de  la  proclama  de  mister 
Cleveland,  no  es  exacto  que  toda  la  opinión  exigiera 
del  Gobierno  español  que  cediera  desde  luego  á las 
exigencias  de  los  Estados-Unidos.  No,  los  autonomis- 
tas tuvimos  buen  cuidado  de  protestar  por  medio  de 
nuestro  órgano  en  la  prensa  contra  esas  exigencias 
que  inoportunamente  se  dirigían  á nuestro  Ministe- 
rio, para  que  cediera  desde  luego  á las  exigencias  de 
un  Gobierno  extranjero;  y como  importa  que  cada 
cual  no  tenga  más  responsabilidad  que  la  que  le  co- 
rresponda por  sus  opiniones  y por  sus  actos,  no  quiero 
para  mí  ni  para  mi  partido  la  de  haber  pesado,  como 
aquí  se  ha  dicho,  sobre  las  determinaciones  del  Go- 
bierno. Ni  por  medio  de  nuestros  periódicos,  ni  por 
medio  de  nuestros  tribunos,  ni  por  medio  de  nuestros 
Diputados,  iuíluimos  de  ninguna  suerte  sobre  el  Go- 
bierno; nosotros  dijimos  que  aceptaríamos  la  resolu- 
ción del  Gobierno  y que  estaríamos  á su  lado,  sin  per- 
juicio de  mantener  después  nuestro  criterio,  como 
siempre. 

Pues  bien,  Sres.  Diputados;  el  hecho  es  que  se 
hizo  la  concesión  reclamada  por  el  Gobierno  ameri- 
cano. Creo  que  esa  concesión,  en  el  fondo,  era  favora- 
ble á la  isla  de  Cuba;  os  felicito,  pues,  por  ella,  pero 
hay  una  cláusula  ó condición  suspensiva  en  ei  con- 
venio; esta  dice  que  depende  su  duración  de  que  se 
celebre  el  tratado  de  comercio.  Ahora  bien;  ya  pre- 
sumimos todos,  y lo  sabíamos  hace  mucho  tiempo, 
lo  sabíamos  por  las  declaraciones  de  los  hombres  po- 
líticos americanos,  y hasta  por  el  mensaje  del  presi- 
dente Cleveland  al  abrir  el  Congreso,  que  no  se  hará 
ese  tratado  que  tauto  habéis  gestionado  con  los  Es- 
tados-Unidos. Y pregunto  ahora:  ¿es  que  por  no  ha- 
berse logrado  llegar  al  tratado  de  comercio,  vais  á 
revocar  el  convenio  vigente,  ú os  vais  á negar  á pro- 
rrogarlo llegando  hasta  establecer  el  derecho  diferen- 
cial de  bandera?  Mi  pregunta  no  carece  de  oportuni- 
dad, como  no  carece  de  grandísima  importancia. 

Ei  corresponsal  de  un  periódico  de  la  Habana  ce- 
lebró una  conferencia  con  el  ministro  plenipotencia- 
rio de  S.  M.  cerca  del  Gobierno  de  los  Estados-Unidos, 
y aquel  alto  funcionario,  cuya  conducta  no  discuto  en 
este  momento,  creyó  conveniente  hacer  revelaciones 
de  la  mayor  importancia  á dicho  corresponsal.  Díjelo, 
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entró  otras  cosas,  que  no  encontraba  mejor  política 
ante  las  dilaciones  del  tratado  que  la  de  coerción,  que 
la  de  represalias,  y añadió  algo  más:  que  este  era  el 
pensamiento  del  Gobierno  de  Madrid.  No  he  visto  en 
ninguna  parte  rectificados  estos  gravísimos  asertos, 
que  se  han  atribuido  en  debida  forma  al  señor  minis- 
tro de  España  en  Washington.  Me  dirigo  al  Sr.  Minis- 
tro de  Estado  para  que  declare,  como  no  puede  ménos 
de  hacerlo,  dada  la  elevación  de  sentido  que  le  caracte- 
riza, que  el  Gobierno  de  S.  M.  no  piensa  en  tales  re- 
presalias; porque  si  se  aplicaran  no  resultarían  en 
daño  alguno  efectivo  para  los  Estados-Unidos,  sino 
que  habrían  de  inferir  enormes  perjuicios  á la  isla  de 
Cuba,  viniendo  A desmentir  también  al  mismo  tiempo 
los  honrosísimos  antecedentes  de  S.  S.  como  defen- 
sor de  la  libertad  de  comercio  en  nuestro  país. 

Por  lo  demás,  Sres.  Diputados,  en  cuanto  ai  tra- 
tado de  comercio  en  sí  mismo,  nuestra  situación  es 
muy  clara.  En  1884,  cuando  en  Madrid  y en  todas 
partes,  se  hablaba  de  la  importancia,  de  la  influencia 
salvadora  de  ese  tratado,  nosotros  en  la  I-Iabana  de- 
clarábamos en  El  Triunfo , órgano  de  nuestro  partido 
entonces,  que  no  dábamos  el  carácter  de  solución 
exclusiva,  ni  preferente  á los  tratados  de  comercio; 
que  en  estos  veíamos  en  general  tantos  inconvenien- 
tes como  ventajas,  y que  preferíamos  desde  luego  la 
reforma  arancelaria  Amplia,  espontánea  y libre;  que 
no  considerábamos,  en  suma,  como  solución  más 
acertada  esta  de  subordinar  los  intereses  de  un  país 
á lo  que  pueda  disponerse  en  otro  país  extraño,  pues 
como  defensores  de  la  libertad  de  comercio  no  podía- 
mos aceptar  los  tratados,  si  no  como  un  mal  menor 
que  el  régimen  existente.  Tengo  las  pruebas  á dispo- 
sición de  los  Sres.  Diputados. 

En  cambio,  el  partido  de  unión  constitucional, 
que  ahora  mira  con  lauta  indiferencia  y antipatía  esos 
mismos  tratados,  aprovechó  la  oportunidad  para  de- 
cir en  un  artículo,  que  tengo  también  á disposición 
de  los  Sres.  Diputados,  y que  se  dió  á la  estampa  en 
su  órgano  oficial,  cuando  se  supo  que  estaban  apro- 
badas aquí  las  bases  y los  términos  convenidos  en- 
tre los  Sres.  Albacete  y Forster,  que  estaba  salvada  ó 
poco  ménos  la  isla  de  Cuba,  y acordó  dirigir  en  tal 
virtud  á esta  corte  dos  telegramas  congratulatorios, 
uno  al  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministres  de  en- 
tonces, que  ora  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo,  y otro  al 
Sr.  Santos  Guzman,  como  jefe  de  la  diputación  cu- 
bana, felicitándoles  eu  los  términos  más  calurosos  por 
aquel  gran  servicio  que  habían  prestado  á Cuba  y á 
los  intereses  españoles. 

No  invoco  este  recuerdo  á impulsos  de  un  mero 
interés  político  de  localidad,  sino  porque  no  puede 
ménos  de  causarme  sorpresa  grande  que  el  Sr.  Cal- 
beton,  á nombre  de  la  uuion  constitucional,  hable 
ahora  con  tanto  menosprecio  ó desvío  del  tratado. 
Nosotros,  que  no  fuimos  sus  entusiastas  partidarios, 
lampoco  podíamos  mirar  con  tanta  indiferencia  el  que 
se  celebrara,  porque  al  cabo,  aunque  adolecía  de  gran- 
des inconvenientes,  abria,  á no  dudarlo,  grandes  ho- 
rizontes á la  riqueza  de  nuestro  país.  ¿Por  qué  no  he* 
mos  de  decirlo?  Dada  la  situación  gravísima  en  que 
Cuba  estaba  y está  colocada,  el  tratado  de  comercio 
podía  ser  entonces  una  solución  ventajosa  bajo  cier- 
tos puntos  de  vista.  No  es  que  yo  creyera,  como  los 
señores  de  enfrente  tal  vez  imaginaban,  que  había  de 
aprovechar  Cuba  en  un  alza  de  los  precios  del  azúcar 
•odo  el  importe  de  los  derechos  que  se  suprimieran; 


no  es  que  creyera  que  pudiese  haber  dos  precios  en 
un  mismo  mercado  para  solo  un  articulo:  uu  precio 
para  los  azúcares  procedentes  de  Cuba,  otro  para  los 
de  aquellos  países  á quienes  no  alcanzara  la  supresión 
de  los  derechos  y á quienes  habían  de  seguir  compran- 
do su  azúcar,  los  Estados-Unidos  para  llenar  todas  las 
exigencias  de  su  consumo;  mas  podía  lenerse  una 
gran  confianza  en  el  desarrollo,  en  el  aumento  casi 
inmediato  de  ese  consumo,  ya  muy  considerable,  de 
azúcar  en  los  Estados- Unidos,  y sobre  todo,  conside- 
rábamos posible  que  se  obtuvieran  ventajas  positivas 
para  el  tabaco. 

Pero  no  hay  que  hablar  del  tratado  de  comercio, 
porque  ya  va  siendo  por  todos  cosa  averiguada  que 
no  se  celebrará.  Debo  aquí  recordar,  sin  embargo, 
que  según  informes  nunca  contradichos  del  Hernia 
de  Nueva-York,  y con  referencia  á cierta  entrevista 
de  uno  de  sus  corresponsales  con  el  Sr.  Cánovas  del 
Castillo,  este  ilustre  hombre  de  Estado  declaraba  que 
no  quería  pensar,  ni  por  uu  momento,  en  la  gran  ca- 
tástrofe que  traeria  la  no  celebración  del  tratado,  con 
lo  que  tendrían  término  sus  más  tranquilizadoras 
esperanzas.  Pues  bien;  cuando  un  hombre  de  Estado 
de  esta  importancia  consideraba  entonces  la  no  cele- 
bración de  ese  tratado  como  una  catástrofe,  bien  po- 
demos nosotros  considerarla  todavía  como  un  contra- 
tiempo que  nos  obliga  á promover  cuanto  antes  las 
soluciones  francamente  reformistas  que  de  este  Go- 
bierno tenemos  derecho  á esperar,  para  los  problemas 
económicos  de  Cuba. 

¿Cuáles  pueden  ser  estas  soluciones?  Para  mí,  sin 
género  alguno  de  duda,  no  sou  ni  pueden  ser  otras 
que  las  indicadas  por  el  Sr.  Portuomlo.  No  tengo  que 
añadir  una  sola  palabra  á sus  elocuentes  discursos 
en  este  punto.  Pero,  ¿es  que  acaso  á nombre  de  otros 
grupos  de  la  Cámara  se  han  presentado  otras  más  via- 
bles? Ante  todo,  es  preciso  saber  si  el  Sr.  Ministro  de 
Estado  y el  Gobierno  proclaman  como  sus  únicas  so- 
luciones las  propuestas  por  el  Sr.  Balagucr  en  el  Se- 
nado. Los  señores  que  me  escuchan  recordarán , sin 
duda,  que  según  el  Sr.  Balaguer,  los  remedios  que 
demanda  la  situación  de  Cuba  pueden  reducirse,  al 
cabo,  á los  siguientes:  primero,  buscar  mercados  para 
sus  productos;  segundo,  facilitar  el  aumento  de  bra- 
zos á la  producción;  tercero,  abaratar  los  trasportes; 
cuarto,  trasformar  el  cultivo.  Pues  bien,  sin  entrar  en 
prolijas  disquisiciones,  declaro  que  si  no  hay  más  que 
estos  remedios  en  el  programa  del  Gobierno,  puede 
decirse  que  no  hay  ninguno.  En  efecto,  Sres.  Diputa- 
dos, ¿por  qué  liemos  de  cansarnos  en  buscar  merca- 
dos á los  productos  de  Cuba?  ¿Dónde  los  vamos  á bus- 
car? ¿En  Europa?  ¿Acaso  iremos  en  busca  del  mercado 
inglés  á que  tan  elocuentemente  aludia  el  Sr.  Perojo? 

Pero  ese  mercado  está  abierto  para  todos  los  azú- 
cares del  mundo  desde  1874.  ¿Vamos  acaso  al  mer- 
cado de  Rusia,  que  antiguamente  tomaba  gran  can- 
tidad de  nuestros  azúcares?  Pues  ese  mercado  no  ha 
de  abrirse  para  nosotros,  ni  para  los  demás  produc- 
tores del  mundo.  ¿Será,  acaso,  el  mercado  francés  el 
que  deba  tentarnos?  No  lo  concibo.  ¿Será,  por  último, 
el  mercado  de  la  Península?  Mi  particular  amigo  el 
Sr.  Calbcton  me  permitirá  decirle  que,  aun  teniendo 
cierta  confianza  en  el  crecimiento  del  consumo  en  la 
Península,  estoy  muy  de  acuerdo  con  el  Sr.  Ministro 
de  Hacienda  en  que  no  es  fácil,  ni  remotamente,  que 
puedan  venir  á este  mercado  de  Cuba,  en  muchísimo 
tiempo,  300  ó 400.000  toneladas  que  necesitaríamos 
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hacer  venir,  para  que  se  crease  aquí  nuestro  princi- 
pal mercado.  Entonces,  ¿dónde  iremos  A buscar  esos 
mercados?  ¿A  los  Estados- Unidos?  Pues  bien;  sí,  ese 
es  nuestro  único  mercado. 

Pero,  indudablemente,  si  pensaba  el  Sr.  Balaguer 
que  era  preciso  facilitar  las  comunicaciones  con  los 
Estados-Unidos,  pensaba  al  decir  esto  en  el  proyecto 
de  tratado;  y entonces,  tenía  yo  razón  ai  afirmar,  ante 
la  escasa  probabilidad  de  conseguirlo,  que  si  el  Go- 
bierno no  tiene  otro  pensamiento  para  suplirlo,  re- 
sultaba que  carecia  en  realidad  do  soluciones  salva- 
doras. 

En  cuanto  á los  brazos,  Sres.  Diputados,  es  cues- 
tión ésta  que  se  ha  debatido  aquí  extensa  y luminosa- 
mente ei  ano  pasado.  Con  posterioridad,  la  Junta  de 
agricultura,  industria  y comercio  de  la  isla  de  Cuba 
ha  formulado  un  luminoso  informe  que  resuelve  por 
completo  la  cuestión.  En  Cuba  no  faltan  ni  sobran 
brazos.  A decir  lo  contrario  nada  puede  induciros;  ni 
el  término  medio  do  los  jornales;  ni  el  cálculo  de  los 
que  se  utilizaron  para  la  última  cuantiosísima  zafra; 
ni  la  distribución  de  esos  trabajadores  por  razas;  ni 
el  dalo  de  cómo  están  dotadas  de  jornaleros  las  demás 
especulaciones  ó industrias  en  aquel  país;  ni  ménos 
(‘1  que  pueda  ofreceros  la  comparación  de  todo3  estos 
antecedentes,  con  los  que  arrojan  las  necesidades  y 
condiciones  industriales  en  otras  partes;  ninguno  de 
osos  puntos  de  vista  legítimos  y racionales  puede 
llevaros  á la  conclusión  de  que  lo  que  se  necesita  es 
esa  importación  de  brazos  para  resolver  el  gravísimo 
problema  económico  de  Cuba. 

Y si  os  fijáis,  además,  en  la  consideración  de  que  á 
medida  que  se  perfeccione  más  y más  el  cultivo,  A cada 
trabajador,  A la  potencia  de  cada  brazo,  corresponderá 
mayor  producción,  se  desvanecerán  más  pronto  todas 
las  dudas  que  existen  sobre  este  particular.  Cuando 
se  llegue  A la  cuarta  solución  de  las  indicadas  por  el 
Sr»  Balaguer,  ó sea  A la  trasformacion  del  cultivo; 
cuando  éste  sea  gradualmente  lo  que  debe  ser,  resul- 
tará, en  efecto,  que  el  mismo  número  de  trabajadores 
bastará  para  una  producción  mucho  mayor. 

Otra  solución  indicaba  ei  Sr.  Ministro  de  Ultra- 
mar; el  abaratamiento  de  los  trasportes.  Yo  no  puedo 
dar  una  importancia  excepcional  A esta  medida;  ala- 
baré muy  mucho  que  el  Sr.  Ministro  de  Ultramar 
baga  desaparecer,  por  ejemplo,  del  presupuesto,  las 
cargas  que  'sufren  las  Empresas  de  ferro-carriles;  me 
alegraré  de  que  el  ferro-carril  central  deje  ele  ser  una 
hermosa  ilusión;  me  alegraré  sinceramente,  aplau- 
diré con  calor  que  se  faciliten  A todo  trance  en  mi 
país  los  medios  de  comunicación  y de  trasporte;  pero 
creer  por  eso  que  del  abaratamiento  de  los  trasportes 
depende  en  poco  ni  en  mucho  la  solución  del  problema 
de  Cuba,  sería  la  mayor  de  las  ilusiones. 

Réstame  examinar  el  cuarto  remedio:  la  trasfor- 
inacion  del  cultivo.  ¡Qué  fácilmente  se  dice  esto! 
¡Trasformar  el  cultivo,  las  condiciones  de  producción 
en  un  país  abrumado  como  aquel!  Decirle  eso,  deeir- 
le  eso  A un  pueblo  arruinado,  sin  capital,  sin  recur- 
sos; A un  pueblo  que  sucumbe  bajo  el  peso  de  las 
más  gravosas  obligaciones,  de  los  impuestos,  de  las 
rutinas,  de  todas  las  desdichas  imaginables,  es  cosa 
que  me  recuerda  siempre  la  exclamación  con  que 
contestaba  el  personaje  de  Tirso  de  Molina  A todos 
los  que  le  hablaban  del  castigo  y del  premio  reser- 
vados en  la  eternidad  A los  precitos  y A los  virtuosos, 
respectivamente.  No  es  posible  hablar  A un  país  que  se  1 


agita  en  lucha  desesperada  con  tan  angustiosa  crisis, 
de  la  trasformacion  del  cultivo,  sin  ofrecerle  antes  los 
medios  y las  condiciones  que  há  menester  para  ello. 
Eso  vendrá,  pero  vendrá  leu  lamente,  cuando  le  hayais 
devuelto  fuerzas  al  país,  cuando  se  haya  restablecido 
el  crédito,  cuando  se  haya  reconstituido  el  capital 
malbaratado,  cuando  hayan  renacido  el  vigor  y la  con- 
fianza en  virtud  de  las  reformas  que  os  pedimos.  En- 
tonces verá  S.  S.  cómo  se  trasforma  el  cultivo,  cómo 
se  determina  una  fecunda  emulación  por  todos  los 
progresos;  porque  debemos  decirlo  en  honra  de  nues- 
tras clases  productoras,  y por  cierto  que  ya  lo  indi- 
caba elocuentemente  el  Sr.  Moret:  no  hay  ninguna 
colonia  que  baya  dado  jamás  el  magnifico  ejemplo 
de  Cuba,  de  eso  pueblo  animoso,  que  después  de.  una 
guerra  de  diez  años,  después  de  haberse  abolido  al 
fin  la  esclavitud,  pero  sin  indemnización  directa  ni 
indirecta;  después  de  habérsele  impuesto  monstruo- 
sas exacciones,  de  haberse  consumido  todos  sus  re- 
cursos, encuentra,  en  su  amor  al  trabajo,  fuerzas  para 
seguir  produciendo  grandes  cosechas,  zafras  gigan- 
tescas, aun  en  preseucia  de  un  constante  descenso  de 
los  precios,  que  no  llegan  á cubrir  el  costo  de  la  pro- 
ducción: aun  viendo  cerrarlos  todos  los  mercados, 
ménos  uno,  donde  ha  de  arrostrar  todavía  grandes 
rigores  arancelarios,  sin  que  pueda  alentarle  ni  sos- 
tenerle otro  elemento  de  fe  ó de  esperanza,  que  el  po- 
tente espíritu  allí  dominante,  para  gloria  nuestra  y 
gloria  también  de  la  Nación  española.  De  modo,  que 
esos  remedios,  lo  declaro  ingénuamenle,  no  son  los 
que  la  opinión  espera  del  Gobierno.  ¿Serán  estos,  aca- 
so, los  del  Sr.  Calbeton?  Me  oido  A S.  S.  con  particu- 
lar agrado;  muchas  de  sus  ideas  son  nuestras  ideas, 
muchas  de  sus  aspiraciones  son  las  nuestras,  é indu- 
dablemente se  advierte  en  el  discurso  de  S.  S.  un 
avance  positivo  con  respecto  A la  actitud  de  su  par- 
tido en  anteriores  campañas;  mas  para  apreciar  ese 
esfuerzo  del  Sr.  Calbeton  en  todo  el  alcance  que  oja- 
lá tuviera,  necesitaríamos  saber  ante  todo  hasta  qué 
punió  expresa  S.  S.  las  opiniones,  los  deseos  y pro- 
pósitos del  partido  que  le  ha  enviado  aquí.  Digo  esto, 
porque  si  hien  es  verdad  que  basta  se  trate  de  una 
opinión  particular  de  S.  S.  para  que  merezca  nuestro 
respeto  y simpatía,  mientras  no  sea  más  que  una 
mera  opinión  individual,  no  ha  de  pesar  mucho  en 
el  debate;  mas  si  S.  S.,  en  eso  que  nos  lia  dicho  aquí 
con  respecto  A las  reformas  económicas  y políticas, 
á la  reforma  municipal  y provincial,  al  gobierno  ge- 
neral y hasta  A la  división  de  mandos,  habla  en  nom- 
bre del  partido  de  unión  constitucional  ó de  la  ma- 
yoría de  sus  representantes  (Rumores  en  la  minoría 
conservadora ),  entonces  el  testimonio  de  S.  Si  habrá 
de  ser  importantísimo  para  el  resultado  práctico  de 
esta  discusión.  Veo  que  algunos  Sres.  Diputados  di  - 
sienten  del  parecer  del  Sr.  Calbeton...  (Alude  á los  se- 
ñores Rodríguez  San  Pedro  y Longoria , que  asienten  á 
estas  palabras.)  Gonvicnc  que  declaren  estos  aquí  fran- 
camente esos  disentimientos  ( Una  voz:  Ya  lo  liaráD), 
y conviene  también  que  el  Sr.  Villanueva,  A quien 
tengo  motivos  para  considerar  que  desempeña  A sa- 
tisfacción de  sus  compañeros  una  especie  de  jefatura 
sobre  los  más  de  sus  amigos  y correligionarios, 
diga  con  cuál  fracción  está,  porque  el  hondo  disenti- 
miento que  me  separa  y ha  separado  siempre  de  su 
señoría,  no  será  parte  para  que  yo  desconozca  su  im- 
portancia en  las  illas  donde  milita. 

Cuando  esto  separaos;  cuando  conste  de  una  ma- 
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ñera  clara  y positiva  cómo  y por  quiéu  ha  hablado 
aquí  el  Sr.  Calbeton,  discutiremos  esas  indicaciones 
en  lo  que  aún  sea  menester,  siu  que  esto  valga  para 
negar  á S.  S.  la  consideración  que  merece  por  su  va- 
lentía y por  su  franqueza;  aunque  yo  debo  también 
decir  con  la  misma  sinceridad  que  esta  tarde  s?  ha 
quedado  el  Sr.  Calbeton  muy  por  detrás  de  lo  que, 
según  es  fama,  dijo  S.  S.  hace  alguuos  meses  cuando 
preparaba  la  opinión  en  Cienfuegos  á favor  de  sus 
ideas;  pero  eso  lo  sabrá  S.  S.  mejor,  y yo  defiero  desde 
luego  á su  mayor  competencia  en  el  asunto.  De  modo 
que,  en  cuanto  á las  reformas  propuestas  por  el  señor 
Calbeton,  quedamos  en  una  duda  verdaderamente  gra- 
ve, y de  aquí,  señores,  que  no  me  crea  obligado  á in- 
sistir por  ahora  en  el  exámen  de  las  soluciones  pre- 
sentadas por  S.  S. 

¿Dónde  hallar,  pues,  los  remedios  por  parte  de  los 
que  venimos  concurriendo  á esta  gran  información 
parlamentaria?  Creo  que  no  pecaré  de  exagerado  al 
decir  que  no  se  encuentran,  bien  que  parcialmente,  sino 
en  el  discurso  del  Sr.  Perojo,  mi  particular  y distin- 
guido amigo,  á quien  lachaba  de  autonomista  el  señor 
Calbeton  ayer  en  muy  mal  momento;  y digo  en  muy 
mal  momento,  porque  lo  hacía  precisamente  cuando 
S.  S.  se  acercaba  bastante  á nosotros,  y por  cierto 
que  espero  habremos  de  estar  más  cerca  cada  vez  si 
va  por  tan  buen  camino.  No  se  encuentran  sino  donde 
os  he  dicho,  y sobre  todo  en  el  discurso  del  Sr.  Por- 
tuondo,  el  cual  ha  precisado  las  aspiraciones  de  nues- 
Lro  partido  autonomista  con  una  claridad,  con  una 
franqueza,  con  un  espíritu  práctico  que  también  me 
permito  decir  que  no  se  advierte  á menudo  en  las 
oposiciones  radicales  de  nuestra  Patria,  ni  de  ningún 
otro  pueblo  latino.  Porque  al  cabo,  Sres.  Diputados, 
¿á  qué  ocultarlo?  los  autonomistas  cubanos,  tan  ta- 
chados de  radicales  en  demasía,  estamos  dando  hace 
ocho  años,  dentro  y fuera  del  Parlamento,  un  espec- 
táculo que  vale  la  pena  de  ser  examinado  con  dete- 
nimiento. 

Nosotros,  alejados  enteramente  del  Poder;  nos- 
otros, que  no  tenemos  ambición  ni  esperanzas  de  ejer- 
cerlo, ni  de  participar  de  su  ejercicio,  jamás  hemos 
sido  pesimistas.  Momentos  hubo,  como  era  natural 
que  los  tuviéramos,  de  mayor  ó menor  apasionamiento, 
de  mayor  ó menor  exasperación,  según  se  nos  ha  tra- 
tado, con  mayor  ó menor  injusticia,  pero  pesimismo 
jamás.  Hemos  venido  siempre  dispuestos  á aceptar 
todo  lo  bueno  para  nuestro  país,  hasta  del  partido 
que  en  sus  principios  generales  más  se  separa  de  nos- 
otros, hasta  de  los  conservadores;  y en  cuanto  á vos- 
olros,  miembros  del  partido  liberal,  tan  pronto  como 
llegaron  á Ultramar  vuestras  promesas  y declaracio- 
nes, los  discursos  del  Sr.  Moret  y del  Sr.  Sagasta, 
como  antes,  cuaudo  habían  llegado  los  actos  repara- 
dores del  Sr.  León  y Castillo,  y más  recieutemente,  al 
llegar  los  del  Sr.  Gamazo,  nos  hemos  apresurado  á 
manifestar  que,  sin  renunciar  en  lo  más  mínimo  á la 
pureza  de  nuestro  credo  autonómico,  siu  olvidar  ja- 
más sus  principios  salvadores,  sin  transigir  poco  ni 
mucho  con  la  asimilación,  estábamos  dispuestos  á 
daros,  no  obstante,  el  concurso  que  os  fuera  necesa- 
rio en  el  Parlamento  y en  todas  partes  para  realizar 
las  reformes  polílicas,  económicas  y administrativas 
que  prometíais,  á pesar  de  que  aspiráseis  á realizarlas 
bajo  la  inspiración  doctrinal  de  distintos  principios  ó 
de  vuestros  propios  ideales.  Y con  ese  mismo  espíri- 
tu venimos  otra  vez:  vosotros  diréis  si  vais  ó no  á 


cumplir  vuestras  promesas,  á realizar  las  grandes  y 
trascendentales  reformas  en  que  basásteis  vuestro 
programa  para  Ultramar.  Si  las  hacéis,  como  espero 
sin  vacilación  ni  desmayo,  os  acompañarán  nuestras 
simpatías,  nuestros  votos  y nuestros  aplausos:  si  no 
las  realizáis,  peor  para  vosotros,  peor  para  la  isla  de 
Cuba,  peor  también  para  la  Nación  española,  lie  con- 
cluido. (Aplausos  en  los  bancos  de  la  izquierda.) 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  No  habrá  es- 
capado á vuestra  atención,  Sres.  Diputados,  el  carác- 
ter excepcional  que  lia  ofrecido  este  debate,  compa- 
rándole con  otros  anteriores  sobre  el  mismo  tema. 
Cierto  que  en  estos  últimos  momentos  se  anuncia  y 
preludia  una  lucha  de  opiniones  sobre  puntos  concre- 
tos entre  los  diferentes  grupos  políticos  que  forman 
la  representación  de  la  isla  de  Cuba.  Pero  esta  con- 
troversia natural,  que  yo  esperq  no  tendrá  lugar,  y que 
no  consideraría,  de  seguro,  el  Gobierno  ni  conducente 
ni  útil  en  estos  momentos,  se  ha  presentado  como  in- 
cidente y detalle  de  esta  discusión.  El  fondo  de  ella, 
su  carácter,  desde  el  discurso  del  Sr.  Portuondo,  pa- 
sando por  el  del  Sr.  Perojo  y por  el  del  Sr.  Calbeton,  y 
culminando  en  el  elocuentísimo  del  Sr.  Montoro,  es, 
en  realidad,  la  repetición  de  una  nota;  nota  en  la  que 
suena  una  profunda  queja  y una  íntima  tristeza,  en  la 
cual  la  crítica  abre  algunos  horizontes  y deja  entre- 
ver algunos  claros  en  el  cielo  tempestuoso  que  unos 
y otros  dibujan;  pero  en  la  que  á mi  entender  y des- 
pués de  oir  con  profunda  atención  y gran  agrado,  no 
me  parece  que  se  plantea  la  cuestión  en  toda  su  com- 
plejidad ni  se  le  da  una  solución  en  que  el  Gobierno 
desearía  poder  encontrar  un  specimen  completo  y aca- 
bado. 

Es  para  mí,  por  consiguieute,  de  necesidad,  no 
del  debate,  sino  del  fondo  de  la  cuestión,  el  hacer  re- 
saltar este  carácter,  y el  recordaros,  Sres.  Diputados, 
que  desde  el  primero  al  último  de  los  individuos  de 
la  representación  cubana  anuncian  aquí  el  estado 
agudo  de  la  crisis  por  que  viene  atravesando  la  ri- 
queza de  aquella  isla,  y anhelan  el  remedio;  y si  bien 
disienten  los  mismos  en  las  líneas  de  la  solución  con 
la  cual  pretenden  remediarla,  realmente  todos  toman 
una  misma  dirección,  y se  mueven  en  un  mismo  ca- 
mino. No  hay,  por  lauto,  que  analizar  la  armonía  de 
aspiraciones  ni  la  identidad  de  ideas  entre  el  Sr.  Cal- 
beton  y algunos  de  sus  compañeros  de  representa- 
ción. No  nos  hagamos,  señores,  ilusiones,  ni  nos  sa- 
tisfagamos con  los  detalles  de  la  controversia  del 
momento;  ba»la  que  hayan  salido  de  estos  bancos  la 
clase  de  aspiraciones  que  ha  oido  la  Cámara;  basta 
que  se  haya  formulado  el  sentido  general  de  lo  que 
aquí  se  ha  dicho,  para  considerar  que  en  estos  últimos 
años  han  hecho  mucho  camino  las  ideas,  y que  tenía 
razón  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo  cuando  presintió 
desde  el  puesto  de  Presidente  del  Consejo  de  Ministros 
aquello  que  está  resultando  de  este  debate  y como 
suma  de  las  aspiraciones  de  la  isla  de  Cuba. 

Y no  es,  señores,  necesario,  después  de  llamar 
vuestra  atención  sobre  este  punto,  que  yo  añada  otra 
cosa  que  en  tiempos  lejanos  por  fortuna  era  costum- 
bre hacer  en  estos  casos,  que  era  preguntar,  inquirir 
y mostrarse  como  receloso  acerca  del  españolismo  y 
del  patriotismo  de  unos  y otros  hombres  y de  unos  y 
otros  grupos  políticos;  porque  esas  sombras  han  pa- 
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sado,  y hoy  no  hay  ya  quien  os  haga  el  agravio  de 
dudar  de  que  vosotros  como  nosotros  teneis  en  el 
fondo  dé  vuestro  corazón  el  sentimiento  de  la  Patria 
y de  su  integridad.  [Grandes  aplausos  en  los  bancos  de 
la  minoría  cubana.) 

Es  este,  Sres.  Diputados,  un  signo  consolador  de 
los  tiempos,  es  esto  algo  que  yo  necesito  decir  al 
principio  de  esLas  observaciones,  porque  he  de  vol- 
verme al  íinal  de  las  mismas  hácia  este  punto  dé  vis- 
ta, y tengo  que  someter  á los  Sres.  Diputados  repre- 
sentantes de  Cuba  y Puerto-Rico  alguna  considera- 
ción que  me  parece  indispensable  en  el  rumbo  y giro 
de  sus  ideas  y en  el  estado  actual  de  desenvolvi- 
miento de  esas  opiniones  en  el  inundo  moderno. 

Antes  de  entrar  ya  en  materia  siguiendo  el  mis- 
mo camino  y método  de  todos  los  que  me  han  prece- 
dido, Cúmpleme  hacer  dos  clases  de  observaciones;  la 
primera  relativa  al  deseo  que  el  Gobierno  tiene  en 
este  debate  de  no  atghuar  nada,  de  no  aplazar  nada, 
de  no  oscurecer  nada.  No  es  que  yo  critique  ni  cen- 
stire  este  procedimiento  muchas  veces  empleado.  Por 
d contrario;  los  hombres  de  Estado,  los  hombres 
que  gobiernan  y tienen  sobre  sí  las  responsabilidades, 
no  siempre  pueden  discutir  con  sus  adversarios  en  el 
terreno  que  ellos  colocan  las  cosas:  las  reservas  por 
una  parte,  y por  decir  todo  el  pensamiento  de  un 
gran  pensador  americano,  las  hipocresías  son  unos 
procedimientos  muy  necesarios  é indispensables  en 
los  que  tienen  la  responsabilidad  del  movimiento  de 
las  ideas,  porque  aquellos  que  tienen  que  ayudarlas 
á nacer,  mientras  no  ven  gérmenes  sólidos  de  flore- 
cimiento y de  vida  no  pueden  declararlas  en  la  vida 
pública,  que  toda  idea  tiene  su  crepúsculo  de  aurora, 
y bav  que  pensar  en  el  reposo  de  la  noche  esperando 
él  sol  que  ha  de  alumbrar  nuestro  camino.  (Grandes 
aplausos.) 

Pero  eso  que  otros  lian  hecho,  y que  yo  también 
hice  en  otras  ocasiones  cuando  esas  responsabilidades 
pesaban  sobre  mí,  no  es  de  este  instante,  porque  la 
situación  (le  crisis  porque  atraviesa  Cuba,  para  vos- 
otros como  para  nosotros,  es  una  cuestión  de  momen- 
to que  exige  una  solución  inmediata,  que  hay  que 
exponerla  con  el  valor  y la  franqueza  con  que  lo  ha- 
céis, sin  embargo  de  que  habéis  olvidado  decir  qué 
es  lo  que  haréis  vosotros  mismos,  y cómo  nos  ayu- 
dareis en  ese  camino  que  nos  impulsáis  á emprender. 
Y dígolo  desde  ahora,  porque  me  hace  falta  para  todo 
mi  razonamiento. 

Yo  no  entiendo,  no  comprendo  cómo  se  pueden 
hacer  las  reformas  en  un  país,  y mucho  más  si  se 
trata  de  un  país  de  las  condiciones  de  la  isla  de  Cuba, 
sin  el  concurso  de  todos  los  elementos.  Esa  teoría  de 
esperar  de  las  palabras  y de  los  actos  del  Gobierno 
todas  las  soluciones,  y no  considerar  esas  soluciones 
como  identificadas  y compenetradas  con  el  país,  y 
moviéndose  los  ciudadanos  al  compás  de  las  liberta- 
des y de  las  reformas,  es  una  fórmala  imposible  para 
el  Gobierno. 

Yo  ya  dije  el  ano  1889,  cuando  se  trataba  de  la 
libertad  individual,  que  escrita  en  la  Constitución  y 
no  sentida  por  nosotros,  era  una  farsa  indigna;  que  el 
pueblo,  que  pide  sus  derechos  y acude  al  Gobierno 
para  que  le  quite  trabas,  necesita  moverse  á su  lado 
con  igual  energía  y fuerza:  mi  razonamiento  aplicado 
á la  Península,  lo  aplico  hoy  á Cuba,  y requiero  el 
concurso  de  sus  representantes,  como  olios  reclaman 
el  del  Gobierno. 


La  segunda  observación  de  carácter  general  que 
tengo  que  hacer  es  un  lamento  amistoso,  pero  muy 
amargo,  por  las  primeras  palabras  que  ayer  pronun- 
ció en  su  discurso  el  Sr.  Calbeton.  La  pintura  que 
hizo  del  estado  de  Cuba  y las  censüras  qüe  dirigió  á 
la  primera  autoridad  de  aquella  isla,  las  tiene  él  Go- 
bierno que  recoger  para  sí,  pues  la  primera  autori- 
dad de  Cuba  está  en  este  banco,  donde  está  el  Gobier- 
no que  la  sostiene;  y si  de  ella  dudáremos,  el  primer 
dia  de  nuestra  duda  sería  el  último  dé  su  mando.  De- 
cir que  aquélla  autoridad  es  indigna  dé  ocupar  aquel 
puesto,  no  puede  ser,  Sr.  Calbeton. 

Sn  señoría,  sin  düdá,  se  expresó  mal,  ó yo  lo  en- 
tendí peor;  pero  yo  volvería  la  vista  atrás  para  recor- 
dar cómo  de  otras  palabras  análogas  resultaron  he- 
chos de  triste  recordación  que  han  atrasado  por  mu- 
chos años  las  reformas  y el  progreso  en  Cuba,  y que 
lian  creado  heridas  y hecho  derramar  lágrimas  que 
no  se  cicatrizarán  nunca  las  primeras,  ni  se  enjuga- 
rán tan  pronto  las  segundas. 

Aquí,  por  encima  de  todo,  lo  que  hay  es  uri  prin- 
cipio salvador  y ese  principio  es  la  autoridad,  único 
que  da  fuerza  á la  Metrópoli;  y todo  lo  que  séa  re- 
bajar esto  sería  sumamente  perjudicial. 

Dejemos,  pues,  á iln  lado  ésta  observación,  pero 
sepan  todos  que  el  Gobierno  entiende  qué,  cualquiera 
que  sea  el  procedimiento,  nuestro  primer  deber,  nues- 
tra primera  condición  de  éxito,  es  hacer  mantener  la 
autoridad;  y si  hay  un  estado  verdaderamente  des- 
agradable en  Cuba,  no  es  tan  alarmante  que  haga  du- 
dar de  la  fuerza  del  Gobierno  y de  la  éompetencia  de 
la  autoridad. 

Es  cierto  que  como  consecuencia  de  las  largas  lu- 
cháis y de  las  contiendas  sangrientas  y del  desequili- 
brio económico  por  la  trasformacion  social,  política 
y económica,  de  los  que  no  me  hé  de  ocupar  hoy  por 
haberlo  hecho  el  primer  dia  contestando  al  Sr.  Por- 
tuondo,  hay  alguna  inseguridad  y algún  malestar  en 
Cuba;  es  cierto  que  elementos  hostiles  á España,  á los 
cuales  han  aludido  con  singular  elocuencia  y gran 
patriotismo  los  Sres.  Portuóndó  y Montoro,  explotan 
y excitan  ese  malestar;  es  claro  que  hay  qué  luchar 
contra  eso;  pero  como  nuestra  legislación  es  completa 
y el  Gobierno  tiene  medios  á la  mano,  porque  además 
de  la  ley  de  secuestradores,  está  vigente  la  Real  ór- 
den  del  Sr.  Albacete,  con  arreglo  á la  cual  se  puede 
hacer  cambiar  de  residencia  durante  dos  años  en  cier- 
tos sitios  á aquellos  que  promovieran  trastornos  en  el 
orden  público;  como  eso  existe,  el  Gobierno  no  tiene 
qiie  pedir  á las  Córtcs  autorización  de  ninguna  clase, 
tiene  solo  que  dar  consejos  y hacer  recomendaciones 
respecto  de  la  manera  de  aplicarlas,  teniendo  muy  en 
cuenta,  que  dado  el  estado  de  los  apasionamientos,  de 
las  luchas  y de  los  odios  feroces  que  se  desarrollan 
con  facilidad  en  aquellos  climas,  conviene  mucho  que 
las  autoridades  obren  con  prudencia  para  que  no  se 
hagan  sospechosas  de  que  obran  por  otros  móviles 
que  no  sean  los  del  restablecimiento  de  la  tranquili- 
dad y de  la  seguridad,  de  la  propiedad  y de  la  vida. 

Esta  consideración  era  indispensable  hacerla,  por- 
que comprendereis  todos  que  mal  podrá  tratar  un 
Gobierno  de  proponer  reformas  y trascendentales  re- 
medios si  no  comienza  por  afirmar  la  autoridad  de 
aquellos  que  le  representan  en  la  isla,  cuya  situación 
económica  es  objeto  de  este  debate. 

Dicho  esto,  y asegurando  á los  Sres.  Diputados  que 
voy  á ser  breve  porque  la  índole  del  asunto  lo  exige, 
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y porque  mi  posición  representando  ;l  todo  el  Gobier- 
no, y más  particularmente  ;í  mi  digno  amigo  el  señor 
Ministro  de  Ultramar,  ausente  de  este  silio  por  deberes 
de  su  cargo,  me  lo  imponen,  entro  de  lleno  en  la  cues- 
tión como  ha  sido  planteada  en  el  debate. 

Puede  decirse,  Sres.  Diputados,  que  los  términos 
cerrados  en  los  que  está  colocado , resumiéndolos  yo 
tal  y como  los  he  entendido,  son  los  siguientes:  Hay 
en  Cuba  una  producción  riquísima,  compuesta  de  dos 
elementos,  azúcar  y tabaco.  El  precio  de  esos  artícu- 
los, el  valor  suyo  para  remunerar  la  producción  es 
insuíicicntc,  hasta  el  punto  de  que  por  esta  causa  ha 
sobrevenido  allí  una  crisis.  Desde  el  momento  en  que 
la  crisis  ha  llegado  á su  apogeo,  todas  las  cuestiones 
sociales,  económicas  y administrativas  de  Cuba,  y lo 
mismo  digo  de  Puerto-Rico,  se  reconcentran  en  ese 
punto,  y lo  que  hay  que  preguntar  es  esto:  ¿Hay  al- 
guna posibilidad,  hay  alguna  manera  de  cambiar  los 
términos  del  problema?  Si  ó no.  Si  no  la  hay,  enton- 
ces es  indispensable  encerrarse  dentro  de  esos  térmi- 
nos precisos  y buscar  el  modo  de  volver  á poner  á 
esa  producción  en  condiciones  de  dar  lo  bastante  para 
sostener  la  vida  que  hoy  tiene,  pagar  lo  pasado  y des- 
arrollar el  porvenir  de  Cuba  y Puerto-Rico. 

Claro  es  que,  planteado  así  el  problema,  ha  de  ve- 
nir el  momento  de  examinar  los  remedios,  en  cuyo 
momento  surgirán  una  porción  de  cuestiones:  si  esos 
remedios  serán  puramente  económicos,  si  esos  reme- 
dios económicos  serán  al  mismo  tiempo  políticos,  si 
los  gérmenes  que  traigan  envolverán  desarrollos  de 
libertad  y desarrollos  de  reformas,  si  las  reformas  se 
han  de  traducir  en  los  presupuestos,  si,  en  fin,  el  sis- 
tema actual  de  gobierno  y de  administración  de  la 
isla  de  Cuba  va  ó no  va  unido  de  una  manera  insepa- 
rable con  el  mismo  gérmen  de  la  cuestión. 

Creo  que  respondo  de  esta  manera  al  desarrollo 
de  todos  los  puntos  que  se  han  tocado  en  el  debate. 

El  Gobierno  acepta  la  discusión  en  estos  térmi- 
nos, y tengo  que  recordar  que  nosotros  lo  hemos  pro- 
vocado, que  lejos  de  rehuirlo  y de  temerlo,  hemos 
deseado  hacer  lo  que  el  Sr.  Montoro  ha  calificado 
muy  gráficamente:  una  gran  información  parlamen- 
taria para  oir  antes  de  resolver,  para  conocer  la  opi- 
nión de  aquellos  que  tienen  también  un  conocimiento, 
no  más  exacto  que  el  del  Gobierno,  séame  permitida 
la  frase,  pero  sí  más  extenso,  de  los  complicados  re- 
sortes de  la  vida  económica  de  Cuba. 

Gran  ventaja  para  llegar  á una  resolución,  es  el 
poder  afirmar  el  acuerdo  que  he  anunciado  al  princi- 
pio de  estas  observaciones.  Desde  el  momento  en  que 
hay  en  las  premisas  unanimidad  de  opiniones,  es  más 
lácil  llegar  á las  consecuencias,  por  más  que  en  estas 
consecuencias  hayamos  de  disentir. 

Pero  el  problema  tal  y como  so  ha  presentado,  ¿es 
el  problema  real  y efectivo  de  la  producción  en  Cuba? 
Yo,  que  no  soy  muy  aficionado  á traer  al  debate  cier- 
tos dalos,  me  veo  en  la  imprescindible  necesidad  de 
leer  algunos  para  que  sirvan  de  base  á las  observa- 
ciones que  voy  á hacer  y á las  consecuencias  que  voy 
á sacar. 

Yo  no  se,  Sres.  Diputados,  lo  que  hay  en  esta 
cuestión  á Ja  cual  no  lodo  el  mundo  presta  una  aten- 
ción debida;  pero  se  ha  formado  un  modo  especial  de 
sentir,  digámoslo  así,  un  sentido  común,  en  virtud 
del  cual,  la  generalidad  de  las  gentes  (y  no  hablo  do 
los  Sres.  Diputados , pero  al  fin  para  todos  habla- 
mos), oree  que  hay  méuos  venta  y ménos  producción  I 


de  azúcar  en  la  isla  de  Cuba,  y que  los  precios  son 
más  altos  ó que  no  han  bajado  en  proporción  con  lo 
que  han  bajado  en  otros  países.  Si  este  hecho  fuera 
inexacto,  y si  nos  equivocáramos  en  este  punto,  nos 
equivocaríamos  también  en  las  reformas.  Yo  he  he- 
cho traer  directamente  las  estadísticas  relativas  á 
este  particular,  y ruego  álos  Sres.  Diputados  me  per- 
mitan leerles  unas  cuantas  cifras. 

Se  refieren  al  comercio  de  los  doce  últimos  años 
1877  á 1886,  y se  trata  de  la  importación  de  azúcar 
y miel  (ó  sea  de  los  dos  elementos  de  la  producción 
azucarera),  y del  tabaco  en  rama  y elaborado  en  los 
Estados- Unidos. 

Pues  bien,  en  1876-77  la  introducción  de  azúca- 
res fué  en  libras  965.355.444,  yen  valores  54.347.369 
duros.  I)e  entonces  acá  la  importación  lia  subido 
en  libras  á 1.210.503.201;  pero  lia  bajado  en  valor  á 
37.297.41  1 duros;  de  modo  que  mientras  el  aumento 
do  la  introducción  ha  sido  de  12  por  100  en  el  peso 
la  disminución  en  el  valor  se  aproxima  á 60  por  100, 
lo  cual  demuestra  que  la  isla  de  Cuba  ha  tenido  que 
bajar  sus  precios  para  enviar  más  cantidades;  pero  la 
remuneración  del  trabajo  ha  sido  insuficiente,  y do 
aquí  la  gran  dificultad. 

En  las  mieles,  el  aumento  de  Ja  importación  en  los 
Estados-Unidos  ha  sido  todavía  más  notable,  puesto 
que  se  ha  elevado  dc2 1.0 12.032  galones  á 33. 1 55.564. 
es  decir,  ha  aumentado  50  por  100,  y en  el  precio  ha 
disminuido,  aunque  no  tanto  como  el  azúcar,  puesto 
que  de  5.302.975  duros  ha  bajado  á 4.411.148.  Re- 
sulta, pues,  que  tanto  el  azúcar  como  la  miel  han  ba- 
jado notablemente  en  el  precio,  si  bien  la  primera 
materia  le  ha  mantenido  con  alguna  más  firmeza  que 
la  materia  elaborada. 

Importación  en  los  Estados-Unidos  del  tabaco  en 
rama.  Ha  aumentado  de  7.3 1 9. 1 06  libras  á 1 0.883.666 
en  el  mismo  período  do  tiempo;  lo  cual  supone  un 
aumento  de  más  de  50  por  100. 

Tabaco  elaborado.  También  ha  subido  de  5 1 7.837 
libras  á 965.495,  y los  valores  han  aumentado  desde 
1.968.339  duros  á 3. 182.453  duros;  es  decir,  aumento 
en  la  cantidad  y aumento  en  el  valor. 

Quería  completar  este  dato  con  otro,  pero  no  qui- 
siera molestar  vuestra  atención  y recargar  vuestra 
memoria.  Me  refiero  á unas  estadísticas  publicadas 
en  los  periódicos  de  la  Habana,  calculando  en  tonela- 
das poco  más  ó ménos  lo  mismo  que  yo  acabo  de 
calcular  en  libras,  y en  el  mismo  período.  Sin  em- 
bargo, no  puedo  ménos  de  llamar  vuestra  atención, 
porque  esto  me  sirve  para  contestar  á una  observa- 
ción del  Sr.  Montero,  Inicia  la  opiniou  manifestada 
por  aquel  comisionado  especial  del  Tesoro  de  los 
Estados-Unidos,  Mr.  Gallman,  que  goza  de  gran  au- 
toridad en  la  materia,  y el  cual,  después  de  afirmar 
que  el  consumo  actual  de  azúcar  en  los  Estados- 
Unidos  importa  anualmente  135  millones  de  pesos, 
dice  que  á fines  de  siglo,  y tal  vez  antes,  dentro  de 
diez  años,  se  habrá  elevado  á 200  millones.  Observa- 
ción es  ésta  que,  unida  á la  anterior,  nos  demuestra, 
y me  dirijo  á todos  los  que  han  tomado  parte  en  este 
debate,  que  á la  vez  que  hay  aumento  en  la  produc- 
ción azucarera  de  Cuba,  hay  cierta  elasticidad  del 
mercado  consumidor,  que,  dadas  ciertas  condiciones 
de  que  me  ocuparé  luego,  puede  ser  un  elemento  de 
cálculo,  un  dato  diguo  de  apreciarse  en  todo  aquello 
que  en  lo  sucesivo  podamos  hacer  para  el  desarrollo  de 
la  industria  azucarera  y do  la  producción  del  tabaco, 
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Si  esto  es  cierto,  y vereis  la  consecuencia  á que 
me  acerco,  si  esto  es  cierto,  la  cuestión  de  mercado 
es  una  cuestión  que  pierde  una  parte  de  su  impor- 
tancia; y la  pierdo  casi  totalmente  bajo  el  punto  de 
vista  de  la  argumentación,  con  lo  que  el  Sr.  Portuon- 
do  decía  en  el  primer  dia,  á saber:  que  no  es  una  cues- 
tión que  implica  variación  esencial  para  la  isla  de 
Cuba,  desde  el  momento  en  que  las  condiciones  de  la 
producción  y de  la  exportación  sean  tales  que  pueda 
competir  con  la  de  todo  el  mundo,  porque  el  mercado 
no  lia  de  disminuir,  sino  que  aumentará;  de  suerte 
que  la  cuestión  es  saber  en  qué  condiciones  llegamos 
á esc  mercado,  cómo  entramos  en  él.  Y hé  aquí  cómo 
yo  me  encuentro  con  soluciones  que  se  diferencian 
un  poco  de  las  que  han  expuesto  algunos  oradores. 
(Kl  Sr.  Porluonclo : Ese  era  el  fin  de  mi  razonamiento.) 
Seguramente.  Cuando  el  Sr.  Montoro  tomaba  hace 
unos  instantes  un  argumento  paralelo  á ese,  tenía  yo 
ocasión  de  manifestarlo  al  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación. Desde  el  momento  en  que  hemos  conseguido 
concurrencia,  podrá  haber  baja  en  el  precio;  pero  los 
elementos  de  producción  están  vivos. 

Claro  está  que  aquí  entra  de  lleno  aquella  consi- 
deración de  que  los  elementos  del  país  han  de  ayudar, 
han  de  ponerse  al  lado  del  Gobierno  para  hacer  estas 
reformas,  porque  si  lo  que  vengo  diciendo  es  exacto 
y vuestro  asentimiento  me  indica  que  estoy  razonan- 
do de  acuerdo  con  vosolros,  hay  que  convenir  en  que 
no  bastarían  por  sí  solas  las  medidas  administrativas, 
en  que  no  bastaría  un  tratado,  en  que  no  bastaría  una 
reforma  en  el  presupuesto;  se  necesita  el  concurso  de 
todos,  y principalmente  la  acción  del  productor,  con- 
vencido de  la  necesidad  de  seguir  cierto  camino. 

He  de  decir  una  cosa  con  toda  franqueza,  y es  que 
en  el  tabaco  hay  algo  verdaderamente  extraño,  que 
yo  he  estudiado  con  bastante  detenimiento,  y ese  algo 
hay  que  reconocerlo.  ¿Por  qué  no  liemos  de  hablar 
de  nuestros  propios  pecados  y de  nuestros  propias 
faltas’ 

La  producción  de  azúcar,  de  que  voy  á hablar 
luego  bajo  el  punto  de  vista  técnico,  es  una  de  las 
más  buscadas  y protegidas  en  todos  los  países,  hasta 
el  punto  de  que  todos  ellos,  con  excepción  de  Ingla- 
terra, dan  primas  á la  exportación;  y en  el  tabaco 
pasa  una  cosa  más  extraña,  y es  que  mientras  el  de- 
recho de  exportación  sobre  el  tabaco  en  rama  es  ma- 
yor que  en  los  Estados- Unidos,  el  tabaco  elaborado 
paga  de  distinta  manera,  á lo  cual  se  debe  que  180 
fabricantes  se  han  establecido  en  el  otro  borde  del 
Seno  mejicano  con  trabajadores  y con  industria  que 
son  nuestros;  de  manera,  que  los  Estados-Unidos  han 
encontrado  fácil  sacarnos  una  industria  que  es  pro- 
pia, original  de  la  isla  de  Cuba,  y que  por  la  mano 
de  obra,  por  la  excelencia  de  la  manufactura,  da  un 
producto  superior  al  de  todas  partes,  siendo  así  que 
la  naturaleza  no  ha  establecido  diferencias  ni  en  el 
cielo,  ni  en  la  calidad  de  la  hoja,  ni  en  la  belleza  de 
la  vegetación,  ni  en  la  pureza  de  sus  fibras;  producto 
que  todavía  cuando  muero  se  distingue  del  de  otras 
partes  por  el  aroma  especial,  por  el  humo  que  des- 
pide el  tabaco  criado  en  las  vegas  de  la  isla  de  Cuba. 

¿Qué  ha  sucedido  en  Cuba  en  estos  diez  últimos 
años  en  cuanto  á la  producción  del  azúcar?  No  aplico 
el  mismo  razonamiento  á la  producción  del  tabaco, 
porque  no  tendría  objeto,  pero  en  el  azúcar  se  ha  ve- 
rificado una  especie  de  lucha  industrial.  Los  adelan- 
tos de  la  química  y do  la  mecáuica,  combinados  con 


la  agricultura,  para  obtener  más  parte  de  jugo  saca- 
rino de  la  remolacha,  que  tanto  se  cultiva,  del  sorgo, 
que  empieza  á cultivarse  en  el  Norte  de  América  (y 
este  es  uno  de  los  datos  más  graves,  uno  de  los  ele- 
mentos de  mayor  importancia  que  hay  que  tener  en 
cuenta  en  esta  materia),  han  producido  esalucha  á que 
ántes  me  he  referido.  He  asistido  á la  creación  de  la 
industria  del  refino  en  España,  he  seguido  con  inte- 
rés su  trasformacion,  y lie  visto  en  exposiciones  ex- 
tranjeras, en  unión  de  alguno  de  los  Sres.  Diputados 
que  me  escuchan,  el  mecanismo  para  obtener  la  ma- 
yor cantidad  posible  de  jugo  sacarino;  pero  yo  igno- 
raba, porque  en  la  época  en  que  yo  estudiaba  estas 
cosas  de  cerca,  llegué  á aprender  que  el  jugo  saca- 
rino que  se  obtiene  de  la  caña  de  azúcar  de  Cuba  es 
mayor  que  cualquiera  otro,  ignoraba,  repito,  algo  que 
después  he  aprendido  y que  á todos  conviene  saber, 
principalmente  á los  plantadores  del  producto  en  la 
isla  de  Cuba. 

En  1880-81  el  tanto  por  ciento  del  jugo  sacarino 
obtenido  de  la  remolacha,  en  Alemania,  era  de  8‘79: 
mediante  el  sistema  por  el  cual  se  facilita  la  ope- 
ración, merced  á los  adelantos  de  la  química,  ese 
jugo  sacarino  obtenido  de  la  remolacha  ha  llegado 
en  1885-86  á 1 1*43,  es  decir,  que  el  producto  utiliza- 
ble,  el  jugo  sacarino  de  aquella  planta  que  compite 
cou  la  caña  de  azúcar,  ha  llegado  á aumentarse,  de 
8‘70  á 1 1 ‘43,  es  decir, casi  30  por  100  sobre  la  base  de 
8;  casi  un  40por  100.  Y al  mismo  tiempo,  elaprovecha- 
miento  de  las  materias  sobrantes  y las  diferentes  com- 
binaciones, han  llegado  á dar  al  precio  proporciones 
verdaderamente  colosales.  Vosotros  las  conocéis  sin 
duda;  la  Cámara  quizá  no  las  conoce. 

Sin  molestaros  con  una  demostración  como  la  que 
tengo  á la  vista,  que  luego  entregaré,  vengo  á parar 
á la  solución,  ó al  último  término  de  este  procedi- 
miento, que  hace  que  una  libra  de  azúcar  (la  libra 
americana,  porque  estos  dalos  están  tomados  de  una 
publicación  de  los  Estados-Unidos),  que  una  libra  de 
azúcar,  después  de  reembolsado  el  fabricante  de  las 
primas  que  le  dan  por  exportación,  se  produce  por 
2 centavos  de  peso;  de  manera  que  en  el  momento 
de  embarcarse  para  ir  á los  Estados-Unidos,  Liene 
como  valor  real  2 centavos  de  peso,  cantidad  que  aun 
cuando  dió  el  otro  dia  el  Sr.  Portnondo  un  dato  res- 
pecto á esta  diferencia  de  valores,  es  todavía  superior 
á aquella  cifra  y reduce  las  utilidades  que  puede  ob- 
tener el  propietario  á cantidades  verdaderamente  in- 
finitesimales. 

¿Qué  hacer,  pues,  señores?  ¿Es  este  el  problema? 
¿Hay  este  aumento  en  la  actualidad,  en  la  manera  de 
obtener  provechos  en  otros  países  en  las  industrias 
similares?  Pues  es  preciso,  es  indispensable  ir  á bus- 
car los  remedios  en  la  misma  dirección  en  que  están 
presentadas  las  dificultades.  Nosotros  necesitamos  ir 
derechos  á la  producción,  mejorarla,  abaratar  el  pro- 
ducto, mejorar  la  fabricación,  crear  industrias  espe- 
ciales que  puedan  aprovechar  los  residuos,  como  se 
hace  en  otros  países,  y dar  en  seguida  condiciones  de 
solidez  y estabilidad  á esa  misma  tierra,  á la  produc- 
ción, y otra  cosa  todavía  más  importante;  crear  en  los 
términos  que  se  pueda  hacer,  la  inteligencia  entre  los 
propietarios  para  que  la  venta  en  el  exterior  se  haga 
en  las  condiciones  que  debe  hacerse  y no  se  dé  el  fe- 
nómeno de  que  un  propietario  solo  de  Cuba  luche  con 
la  asociación  de  alemanes,  belgas  y franceses;  es  de- 
cir, que  sea  una  sola  unidad  casi  impotente  contra  la 
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suma  de  Lodas  las  inteligencias  asociadas  por  la  fuer- 
za nacional  de  un  país. 

¿Cuáles  scráu,  señores,  las  aplicaciones  prácticas 
de  estas  premisas  que  acabo  de  sentar?  Los  Sres.  Di- 
putados han  hablado  de  la  supresión  de  los  derechos 
de  exportación.  Eso  es  evidente;  ya  lo  han  sentado  las 
Córtes  que  autorizaron  al  Ministro  de  Ultramar,  y el 
Sr.  Gamazo  redujo  al  20  por  100  esos  derechos;  y al 
sentar  aquel  principio,  después  de  una  discusión  bas- 
tante análoga  á la  que  hoy  tenemos,  quedó  en  el  áni- 
mo de  todos  los  representantes  de  Ultramar  que  la 
rebaja  de  los  derechos  de  exportación,  traida  como 
una  necesidad  del  Tesoro  de  Cuba,  era  una  de  las  re- 
formas que  inmediatamente  se  exigian  y que  habían 
de  plantearse.  Esto  en  cuanto  toca  al  Gobierno  y res- 
pecto á la  primera  parte  del  problema. 

¿Y  respecto  á la  situación  délos  propietarios,  á la 
gran  masa  que  crea  la  riqueza  en  Cuba?  Aquí,  seño- 
res, es  menester  penetrar  más  en  el  corazón  de  la 
cuestión.  Algún  Sr.  Diputado  ha  dicho,  creo  que  el 
Sr.  Calbeton,  que  la  ley  hipotecaria  aplicada  á la  tie- 
rra, no  había  dado  los  resultados  que  se  esperaban,  y 
no  habia  servido  para  definir  aquella  propiedad,  un 
poco  indefinida  en  su  base,  pero  que  requiere  como 
primera  condición  el  préstamo  fungible,  y que  se  ha 
llamado  la  refacción,  para  que  pueda  sacar  el  propie- 
tario todo  el  partido  posible  de  sus  tierras.  Entonces 
vendríamos  á parar  á la  creación  del  crédito  agrícola, 
y buscaríamos  el  medio  de  dar  valor  á aquella  tierra 
con  la  aproximación  del  capital  mueble,  para  lo  cual 
se  necesita  modificar  la  legislación  y la  acción  del 
Gobierno  í y esta  es  una  opinión  particular  inia,  por- 
que no  lo  he  discutido  con  mis  compañeros),  uecesita 
eutrar  también  para  dar  una  garantía  de  seguridad 
á ese  mismo  capital  que  se  emplea  en  la  producción 
territorial.  Al  propio  tiempo  hace  falta  llevar  á esa 
cuestión  la  producción  científica. 

Ignoro  hasta  qué  punto  en  los  principales  inge- 
nios de  Cuba  esta  cuestión  de  la  caña  y del  fruto  sa- 
carino está  llevada  á la  perfección  que  en  otras  par- 
es; alguien  ha  dicho  que  hay  allí  un  ingenio,  que  no 
nombro*  que  ha  aplicado  los  estudios  y procedimien- 
tos más  acabados  de  otros  países;  pero  yo  puedo  ase- 
gurar de  antemano  que  no  sucede  así  en  todas  par- 
tes, y que  no  se  han  aplicado  en  Lodas  ellas  aquellos 
medios.  Y esto  no  puede  servir  de  censura  para  na- 
die, porque  Francia,  la  Nación  industriosa  y rica, 
acaba  de  declarar  que  no  está  dispuesta  para  que  sn 
producción  azucarera  pueda  competir  con  la  de  los 
alemanes,  que  ha  llegado  á los  últimos  refinamientos 
de  la  ciencia,  y el  actual  Ministro  del  Comercio,  inon* 
sieur  Locroi,  ha  propuesLo  la  creación  de  una  escuela 
práctica,  en  la  cual  los  ingenieros,  preparados  en  otros 
establecimientos,  vayan  á estudiar  el  medio  de  apli- 
cación de  los  dos  elementos  de  la  producción  azuca- 
rera, el  suelo  para  que  produzca  mayor  cantidad  de 
fruto,  y la  química  aplicada  á esa  industria  para  que 
dé  mayor  residuo  útil.  Si,  pues,  Francia  ha  creído 
que  debe  hacer  esLo,  al  pensar  yo  que  hace  falta  en 
Cuba  un  laboratorio  modelo  y una  escuela  para  que 
se  preparen  aquellos  cultivadores,  creo  al  mismo 
tiempo  que  señalando  en  un  capitulo  del  presupuesto 
una  cantidad  á este  fin,  habré  prestado  un  señalado 
servicio. 

Por  último;  hace  tiempo  que  la  competencia  que 
existe  en  el  mundo,  y que  es  la  base  de  la  riqueza 
moderna,  presenta  uno  de  sus  aspectos  terribles,  que, 


como  todas  las  grandes  leyes  de  la  vida  económica, 
demuestran  que  no  es  posible  llegar  á la  perfección  y 
á los  últimos  adelantos  sin  causar  grandes  víctimas; 
y entonces  nace  una  idea,  de  la  cual  alguno  que  me 
escucha,  mi  amigo  el  Sr.  Azcárate,  se  ha  ocupado  en 
otra  ocasión,  porque  estas  cosas  nos  son  familiares  á 
los  que  seguimos  cierto  órden  de  estudios,  á saber:  la 
idea  de  crear  una  organización  de  productores;  es  de- 
cir, que  en  vez  de  lanzarse  un  productor  por  sí  solo 
en  el  mercado,  exista  una  asociación  para  produ- 
cir cotí  mesura,  para  vender  en  tiempo  oportuno  y 
para  no  tener  excesivas  reservas;  porque  claro  está, 
que  el  que  se  lanza  á la  producción  y necesita  vender 
en  determinada  época,  vende  á cualquier  precio,  por 
bajo  que  sea,  y al  querer  los  demás  hacerle  frente, 
aumentan  la  cantidad  de  mercancías  que  existen  en 
depósito;  viene  con  esto  la  competencia  general;  tras 
de  la  competencia,  una  ruina,  y tras  de  la  ruina  una 
pérdida  para  todo  el  mundo.  De  aquí  que  los  produc- 
tores de  hierro  de  Glasgow  en  Inglaterra,  los  fabri- 
cantes de  rails  en  Bélgica,  y casi  todos  los  producto- 
res de  hierro  en  Alemania,  se  hayan  constituido  en 
sindicato  para  ponerse  de  acuerdo  en  las  órdenes  de 
exportación  en  los  precios  y en  las  cantidades  de  las 
ventas,  organizándose  de  tai  manera  que  la  industria 
pueda  resistir  la  competencia. 

En  el  azúcar  esto  ha  sucedido  por  imposición  de 
las  circunstancias;  en  Francia,  la  mayor  parte  de  las 
fábricas  de  refino  se  batí  cerrado,  y habiendo  quedado 
esa  industria  en  pocas  manos,  se  han  organizado  los 
fabricantes.  En  Alemania,  donde  es  enorme  la  canti- 
dad que  ha  existido  de  fabricaciones,  se  han  consti- 
tuido los  productores  en  sindicato;  en  Bélgica  ha  su- 
cedido lo  mismo;  de  modo  que  cuando  los  productores 
son  cuatro  ó cinco  grupos,  que  es  como  si  dijéramos 
cuatro  ó cinco  personalidades,  saben  las  necesidades 
de  todas  partes,  los  precios  de  todos  lados,  conocen 
todas  las  alzas  y bajas  probables,  ó mejor  dicho,  segu- 
ras del  precio,  y pueden  repartir  á todas  las  Naciones 
las  órdenes  de  ventajas,  y dar  instrucciones  sobre  la 
manera  de  prepararse,  y conocen  cuándo  sobran  ó no 
existencias,  y cuándo  deben  apercibirse  á la  defensa; 
en  una  palabra,  han  mejorado  de  situación  y yo  re- 
comendaría á los  señores  productores  de  Cuba  que 
pensaran  en  esta  manera  de  luchar,  y se  aprovecha- 
sen de  sus  beneficiosas  consecuencias. 

Dentro,  señores,  de  la  extensión  y de  la  amplitud 
del  debate,  y del  carácter  genérico  que  tiene  esta 
cuestión,  lo  que  se  refiere  al  tratado  de  comercio  con 
los  Estados-Unidos  es  ya  un  incidente,  un  detalle;  en 
otro  tiempo  era  esta  una  cuestiou  que  revestía  las 
proporciones  de  ser  ó no  ser,  en  la  actualidad  toma 
una  corriente  distinta,  en  la  cual  mi  punto  de  vista  se 
aproxima  bastante  al  que  han  expuesto  los  Sres.  Por- 
tuondo  y Montoro. 

Si  nosotros  pudiéramos  de  alguna  manera  obte- 
ner un  privilegio  en  el  mercado  de  los  Estados-Uni- 
dos para  los  productos  españoles,  no  habría  segura- 
mente solución  de  momento,  ni  definitiva,  que  fuera 
superior  á esta:  ios  que  la  han  perseguido  han  hecho 
lo  óptimo,  lo  mejor  que  habia  que  hacer  en  aquel 
instante. 

Pero  la  situación  ha  cambiado;  los  Estados-Uni- 
dos marchan  hoy  en  la  dirección  de  modificar  lós  de- 
rechos sobre  el  azúcar  y el  tabaco  en  seutido  general, 
por  legislación  que  alcance  á todos  los  países,  no  por 
tratados  que  se  extiendan  á unos  pocos.  Esta  decía- 
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ración  se  le  ha  hecho  lealmente  ai  Gobierno,  por  el 
representante  en  España  de  los  Estados-Unidos,  y no 
se  necesitaba  ciertamente  hacerla,  porque  siendo  pú- 
blica la  vida  de  aquella  Nación,  siendo  conocida  por 
las  discusiones  de  las  Asambleas  y por  todos  los  me- 
dios la  dirección  de  las  soluciones  que  los  hombres 
públicos  piensan  dar  á la  gobernación  del  país,  claro 
está  que  el  Congreso  de  la  Union  en  la  próxima  le- 
gislatura legislará  sobre  este  punto. 

La  situación,  pues,  respecto  al  tratado  de  comer- 
cio es  la  que  consta  en  la  prorrogación  del  modus  vi - 
vendí  del  27  de  Octubre  accediendo  España  á la  pró- 
rroga en  las  condiciones  actuales  y comprometiéndose 
el  Gobierno  de  los  Estados-Unidos  á discutir  un  tra- 
tado de  comercio,  no  aquel  que  se  base  exclusiva- 
mente sobre  la  rebaja  de  los  derechos  de  introducción 
del  azúcar  y del  tabaco,  sino  un  tratado  definitivo  que 
se  refiera  á las  relaciones  mercantiles  de  ambos  paí- 
ses en  toda  su  extensión. 

Yo  no  soy  sospechoso  en  G3ta  materia  y no  creo  que 
necesito  hacer  reserva  de  ninguna  clase  para  decla- 
rar que  no  creo  en  las  represalias.  Las  represalias  re- 
presentarían, en  mi  sentir,  un  perjuicio  para  quien  las 
empleara  como  para  quien  las  recibiera;  desde  el  mo- 
mento en  que  hay  un  daño  general,  no  hay  ventaja 
para  nadie;  pero  sostengo  el  mismo  priuclpio  de  la  le- 
gislación americana  en  las  relaciones  mercantiles, 
principio,  en  virtud  del  cual  no  se  hacen  concesio- 
nes para  un  país  sin  obtener  ventajas  para  sí  mismo, 
es  decir,  que  no  se  harán  concesiones  á los  Estados- 
Unidos  sin  obtener  ventajas  para  los  productos  es- 
pañoles de  Cuba  y Puerto-Rico. 

Yo  declaro  con  toda  lealtad  que  entiendo  que  en 
los  aranceles  futuros  de  Cuba  y Puerto-Rico  debe 
haber  una  medida  análoga  á la  que  existe  en  el  aran- 
cel de  los  Estados-Unidos,  es  á saber:  que  cuando  lo 
estimen  conveniente  los  Poderes  públicos,  puedan 
aplicar  á los  países  que  nos  hagan  daño  un  principio 
análogo  al  que  ellos  pongan  en  práctica,  lo  cual  no 
es,  en  mi  sentir,  cosa  diferente  de  aquella  ley,  que 
dice:  «consultaré  mis  intereses,  y obraré  según  la  con- 
veniencia que  mis  intereses  aconseje.» 

Me  preguntan  los  Sres.  Portuondo  y Montoro,  cuá- 
les son  mis  propósitos  respecto  á la  negociación  del 
tratado  con  los  Estados-Unidos.  No  puedo  decir  más, 
sino  que  procuraré  lograr  loque  entienda  que  es  mejor 
liara  España;  el  Gobierno  de  los  Estados-Unidos  man- 
tiene el  compromiso  de  llegar  á una  solución;  si  se 
llegara,  ¿cuál  sería  el  resultado?  Vosotros,  Sres.  Dipu- 
tados, lo  sabréis,  porque  yo  no  seré  más  que  un  nego- 
ciador, y el  Parlamento  español,  como  el  de  los  Esta- 
dos-Unidos, resolverán  en  definitiva:  más  allá,  no 
puedo  ir  en  este  momento;  ménos,  no  querría  decirlo 
ahora;  más,  no  entra  en  mi  propósito  indicarlo,  si- 
quiera bajo  forma  alguna. 

Y ahora,  señores,  puesta  la  cuestión  en  este  terreno, 
llegado  á este  punto,  admitiendo  yo  con  el  Sr.  Mon- 
toro que  hay  que  descartar  la  idea  de  la  modificación 
del  cultivo  qne  puede  ser  una  reforma  que  con  los 
años  se  consiga,  pero  no  es  una  solución  del  momen- 
to, aceptando  la  cuestión  tal  como  todos  los  señores 
Diputados  la  han  planteado,  indicando  cada*  cual 
cuáles  son  en  su  sentir  los  remedios,  vengo  á otra 
cuestión  que  es  la  más  grave,  á una  cuestión  que  to- 
dos los  Sres.  Diputados  han  tratado  necesariamente, 
puesto  que  todos,  demostrando  cómo  sin  remedio  se 
enlazan  las  reformas  económicas  con  las  políticas* 


preguntan  al  Gobierno:  ¿cuáles  son  tus  ideas  en  estas 
cuestiones  que  aquí  nos  tienen  divididos? 

Pues  bien,  señores,  antes  de  pronunciar  sobre  este 
punto  las  palabras  que  voy  á decir,  creo  que  obtendré 
el  asentimiento  de  todos  los  Sres.  Diputados  si  afirmo 
que  las  reformas  políticas  que  son  consecuencia  de 
las  económicas  y de  las  sociales  de  un  país  son  aque- 
llas que  necesitan  hacerse  más  despacio  y más  pau- 
latinamente. 

No  es,  Sres.  Diputados,  que  yo  vaya  á sacar  de 
aquí  una  consecuencia  que  álguien  ha  creído  adivinar 
en  mis  palabras.  El  Gobierno  actual  mantiene  todas 
sus  promesas  y todos  sus  compromisos;  tiene  Lodos 
los  propósitos  que  dijo  en  aquellos  bancos,  y que  vos- 
otros habéis  recordado.  Todas  las  extensiones  de  las 
reformas  liberales  que  se  vayan  haciendo  en  la  Pe- 
nínsula, todas  las  aplicaciones  de  los  principios  y de- 
rechos individuales  que  aquí  se  vayan  planteando,  la 
reforma,  sobre  Lodo,  de  la  ley  electoral,  que  no  res- 
ponde en  Cuba  y en  Puerto-Rico  á las  condiciones  de 
aquellas  provincias  de  España;  todas  estas  extensio- 
nes tendrán  su  aplicación  oportuna.  Pero,  Sres.  Dipu- 
tados, sobre  todo,  señores  representantes  de  la  isla  de 
Cuba,  ¿cuáles  son  las  primeras  condiciones,  aquellas 
condiciones  indispensables  para  realizar  cuantas  re- 
formas políticas  nos  estáis  pidiendo,  y de  que  está  tan 
necesitada  la  isla  de  Cuba?  La  seguridad,  la  tranqui- 
lidad y la  paz.  Todas  ellas  suponen  el  empleo  del  ca- 
pital, "todas  ellas  requieren  grandes  fuerzas  contribu- 
tivas, todas  ellas  exigen  del  hombre  que  comprometa 
su  porvenir  para  poder  modificar  el  presente.  ¿Queréis 
decirme,  señores,  en  qué  circunstancia  se  ha  hecho 
esto,  sin  esa  condición  de  la  paz,  de  la  tranquilidad  y 
de  la  seguridad  cu  un  país? 

Ya  sé  que  la  condición  de  la  paz  y de  la  tranqui- 
lidad, es  la  libertad  y el  progreso.  ¿Quién  niega  esto 
en  esta  Cámara?  ¿Cuándo,  los  que  hemos  aplicado  y 
estamos  aplicando  esas  ideas  en  la  Península,  pondre- 
mos en  duda  tales  cosas  con  relación  á las  provincias 
ultramarinas?  Lo  que  yo  quiero  decir  es,  que  en  la 
Península,  cuando  la  acción  del  Gobierno  se  ha  debi- 
litado; cuando  las  reformas  políticas  se  han  hecho 
fuera  de  tiempo;  cuando  los  organismos  que  habían 
de  realizarlas,  han  sido  destruidos  por  la  perturba- 
ción y por  la  falta  de  paz,  entonces,  la  libertad  no 
solo  no  se  ha  implantado,  sino  que  ha  sufrido  grandes 
eclipses. 

Y respecto  á la  isla  de  Cuba,  en  la  cual  se  dan 
otras  condiciones  mucho  más  difíciles,  se  da  la  tras- 
formación  del  trabajo  esclavo  en  libre;  se  da  la  tras- 
formacion  de  las  antiguas  familias  por  consecuencia 
de  la  guerra  civil;  se  da  la  trasformacion  de  la  pro- 
piedad por  el  modo  de  cultivar  y de  producir  el  azú- 
car; allí  hace  más  falta  establecer  esos  organismos  y 
llevar  á la  municipalidad  y á la  Diputación  provincial 
tales  elementos  de  vigor  y de  fuerza,  que  la  autori- 
dad suprema,  que  es  la  que  garantiza  la  seguridad, 
por  ningún  inomento  pueda  debilitarse. 

Yo  no  hubiera  hablado  en  este  momento  de  esta 
cuestión  sin  las  palabras  del  Sr.  Portuondo,  que  yo 
en  el  fondo  le  agradezco.  El  Sr.  Portuondo  lia  habla- 
do en  esta  tarde  de  cievtos  elementos  que  tienden  á 
la  separación  y á la  guerra  civil.  El  Sr.  Portuondo, 
afirmando  una  cosa  que  seguramente  ningún  histo- 
riador negará,  ha  enunciado  la  idea  de  que  nunca  se 
fortifican  tanto  los  lazos  de  la  nacionalidad,  como 
haciendo  vev  i todo  el  mundo,  que  todas  las  aspira- 
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ciones  caen  bajo  la  égida  de  la  Patria,  y que  no  hay 
interés  ninguno  que  no  pueda  ser  satisfecho  en  la 
medida  que  los  tiempos  permitan  por  el  Gobierno  del 
país,  y al  amparo  áe  las  autoridades  que  represen- 
tan la  Nación.  ¿Existe  este  movimiento  desgracia- 
damente en  la  isla  de  Cuba?  ¿Puede  volver  á presen- 
tarse, siquiera  sea,  por  decirlo  así,  en  una  forma 
embrionaria?  Parece  imposible,  parece  mentira,  no 
ya,  Sres.  Diputados,  por  los  desengaños  pasados,  no 
ya  por  las  ruinas  y por  los  desastres  que  esas  luchas 
han  ocasionado,  no  ya  por  la  desproporción  entre  los 
medios  con  que  se  quieren  defender  esas  luchas  y los 
medios  que  la  Patria  tenía,  no  por  nada  de  esto,  sino 
por  el  desarrollo  de  una  idea  que  he  oido  á 8.  S. 

Estas  ideas  se  han  fundado  eu  el  absurdo  de  que, 
nacionalidades  distintas,  antitéticas;  de  que,  institu- 
ciones diversas  que  se  creen  llamadas  á desaparecer, 
pueden,  en  un  momento  dado,  dar  sombra  y calor  á 
cierta  clase  de  inteseses,  á ciertas  aspiraciones  equi- 
vocadas. 

En  un  Liernpo  fueron  los  separatistas  en  la  isla  de 
Cuba  los  esclavistas,  porque  creían  que  de  esta  ma- 
nera la  esclavitud  duraría  más  tiempo,  y ahí  está  la 
historia  que  nos  dice  de  qué  manera  tan  espantosa  y 
tan  horrible  concluyó  en  los  Estados-Unidos.  ¿Qué 
hubiera  sido  de  nosotros  si  se  hubiera  realizado  aquél 
sueno  suyo?  Hoy,  ¿de  dónde  vendria?  ¿En  qué  se  apo- 
yaria  semejante  idea?  ¿Qué  iría  á buscar  allí?  ¿La  len- 
gua, la  creencia,  la  raza,  la  historia  española?  Todo 
eso  ha  sido  borrado,  ha  desaparecido  allí  donde  ha 
sentado  su  mano  la  raza  angio  sajona,  que  por  lo 
común  no  ha  colonizado,  sino  destruyendo  lo  que  en 
el  país  existia  para  establecer  el  predominio  de  su 
raza, 

¿Dónde  la  iría  á encontrar?  ¿En  esa  aspiración  ab- 
sorbente en  la  cual  todo  aquello  que  es  manifestación 
de  la  civilización  de  la  raza  latina  en  sus  diversas 
manifestaciones  va  siendo  sustituido  y amenazado  por 
una  ola  que  parece  como  esos  humos  de  que  se  ha 
hablado  en  esta  Cámara,  que  se  van  extendiendo  por 
todas  partes,  creando,  sí,  la  industria  minera,  pero 
destruyendo  la  fertilidad  del  suelo? 

¿En  qué  la  apoyaría?  ¿Eu  la  venganza  de  un  mo- 
mento? ¿En  las  inspiraciones  de  la  pasión?  ¿En  la  sa- 
tisfacción de  la  misma?  Fruto  maldito  que  da  por 
resultado  el  inmediato  castigo  de  aquellos  que  la  han 
buscado. 

¿Dónde  la  habrá,  pues?  No  la  habrá  más  que  en 
una  idea,  que  en  una  manifestación  que  cuando  se 
presenta  á mi  espíritu,  realmente  es  la  única  que  me 
produce  verdadero  espanto.  ¿En  la  idea  de  la  maldita 
lucha,  en  la  idea  del  recuerdo  sangriento?  Pues  si  hay 
álguien  que  hablando  la  lengua  de  Cervantes,  y bajo 
la  invocación  del  Dios  en  que  creemos,  quiera  abrir 
una  nueva  página  sangrienta  y suscitar  la  guerra  ci- 
vil en  Cuba;  si  hay  álguien  que  con  pretexto  de  lavar 
pasadas  manchas  ó de  evocar  tristísimos  recuerdos; 
si  hay  álguien  que  dudando  de  la  sinceridad  y de  la 
lealtad  de  nuestros  compromisos,  quiera  lanzar  sobre 
la  isla  de  Cuba  una  perturbación  general,  ese  será  el 
enemigo  de  las  reformas;  ese  no  será  ya  solamente 
antiespafiol  bajo  el  punto  de  vista  de  la  nacionalidad, 
ese  será  antihumano,  porque  nos  impide  á todos,  á 
vosotros  y á nosotros,  llevar  el  remedio  á la  isla  de 
Cuba,  que  está  deseando  por  encima  de  todo  y más 
que  todo,  la  paz  y la  tranquilidad.  Y si  lo  hiciera,  el 
Gobierno,  que  tiene  los  deberes  de  sus  compromisos 


y los  compromisos  de  la  libertad;  el  Gobierno,  que 
tiene  fe  en  las  ideas  con  que  gobierna  aquí,  sabe  tam- 
bién que  sobre  todas  estas  cosas  tiene  el  deber  de  dar 
ia  paz  y la  tranquilidad  á la  isla  de  Cuba. 

Hemos  querido  oir  vuestros  remedios  y vuestras 
aspiraciones;  ya  veis,  Sres.  Diputados,  que  mis  pala- 
bras son  todas  de  conciliación,  de  armonía,  de  unión; 
yo  espero  que  respecto  á la  segunda  parte  de  las 
cuestiones  que  los  Sres.  Portuondo  y Montoro  han 
evocado,  nos  dejarán  el  tiempo  necesario  para  prepa- 
rarlas. Aquí,  en  este  momento,  quiero  yo  someter  á 
esos  Sres.  Diputados  una  sola  consideración.  Cuando 
yo  he  oido  á los  Sres.  Portuondo  y Montoro  hablar 
del  programa  autonomista  aplicado  á la  cuestión  de 
presupuestos,  no  he  podido  impedir  que  se  despierten 
en  mi  mente  dos  clases  de  ideas.  El  presupuesto  au- 
tonómico por  sí  solo  no  es  un  gobierno  más  barato. 
No;  sus  organismos,  sus  procedimientos  suponen  un 
gasto  mayor  real  y efectivo  en  el  presupuesto.  No;  y 
ya  lo  ha  dicho  muy  claro  el  Sr.  Portuondo;  se  quita- 
rán ó no  se  quitarán  del  presupuesto  de  la  isla  de 
Cuba  un  sin  número  de  cantidades,  pero  en  ese  caso, 
no  es  la  forma  del  gobierno  autonómico,  es  una  com- 
binación de  las  fuerzas  de  la  Patria  con  Jas  de  Cuba. 
De  manera  que  no  niego  las  consecuencias,  separo  las 
dos  afirmaciones,  para  decir  que  dentro  de  una  cues- 
tión financiera  y económica  como  la  que  discutimos, 
eso  no  es  una  solución. 

Pueden  hacerse  dentro  de  una  forma  política  de- 
terminada cierta  clase  de  reformas,  pero  todo  aquello 
que  se  refiere  á partidas  del  presupuesto , se  puede 
hacer  sin  necesidad  de  esa  forma  de  gobierno:  no  son 
dos  cosas  tan  íntimamente  enlazadas,  que  la  una  de- 
ba ser  con  la  otra,  y lo  otra  no  pueda  ser  sin  aquella. 

Segundo:  hay  en  la  exposición  de  doctrinas  de  los 
dignos  y respetables  Diputados,  que  se  llaman  auto- 
nomistas, una  cosa  que  me  parece  que  es  deficiente 
en  estos  momentos,  y yo  someto  esta  consideración 
muy  especialmente  á aquel  que  más  ha  estudiado  es- 
tas cuestiones,  si  bien  todos  las  conocen  perfectamen- 
te; pero,  en  fin,  al  que  más  las  ha  estudiado,  sobre 
todo  en  Tuglaterra. 

En  este  momento  está  aconteciendo  en  Inglaterra 
un  suceso  de  una  significación  importantísima.  In- 
glaterra ha  sido  el  país  que  ha  creado  los  grandes 
organismos  coloniales,  y los  ha  creado  con  el  autono- 
mismo  y con  la  separación.  A todos  sus  hijos,  según 
el  estado  de  los  pueblos,  según  su  cultura,  según  sus 
fuerzas  productivas,  ha  dado  Inglaterra  un  organis- 
mo y ha  obtenido  grandes  resultados,  en  mi  sentir, 
porque  ha  llevado  á todas  las  colonias  la  seguridad 
de  su  iumenso  poder  y de  su  incontestable  autoridad 
para  sostenerlo.  Y en  esta  marcha  de  las  ideas,  la 
vieja  Albion  parece  que  ahora  ha  venido  á decir  que 
ha  cumplido  su  misión  en  todos  Los  mares  y territo- 
rios, y que  puede  dejar  vivir  solos  á sus  hijos;  así  es 
que  en  los  dominios  del  Canadá,  en  la  lejana  Austra- 
lia y en  la  más  lejana  Nueva  Zelanda,  con  sus  Par- 
lamentos, con  sus  representantes,  tiene  hijos  que 
pueden  fundar  sus  hogares  y establecer  sus  familias 
independientemente  del  hogar  paterno. 

Y cuando  esta  idea  ha  empezado  á realizarse, 
¿cuál  ha  sido  la  respuesta,  cuál  ha  sido  1a  contesta- 
ción de  las  diferentes  colonias  de  Inglaterra,  y sobre 
todo,  de  las  más  autonomistas?  La  idea  de  la  federa- 
ción colonial,  la  idea  de  volver  á la  madre  Patria,  la 
idea  de  reunirse  con  ella  y de  tenderle  sus  brazos. 


NÚMERO  87. 


2427 


Este  es  el  fenómeno  que  se  presenta  en  la  vida  colo- 
nial de  Inglaterra.  Pensadlo  bien  vosotros,  y decidme 
si  es  preciso  que  describamos  esa  curva  que  vosotros 
intentáis,  cuando  podemos  llegar  al  progreso  anhe- 
lado sin  pasar  por  esa  série  de  trasformaciones  con 
solo  seguir  una  conducta  semejante.  Para  esto,  tene- 
mos de  parte  de  la  colonia  el  deseo  de  tener  el  am- 
paro y la  protección  de  la  madre  Patria,  y de  parte 
de  la  madre  Patria,  la  convicción  de  que  necesita  re- 
forzar su  vigor  y dar  nueva  vida  á sus  organismos 
todos. 

Las  colonias  inglesas,  en  vez  de  separarse,  quieren 
volver  á la  madre  Patria  y estrechar  sus  lazos  con  la 
representación  diplomática,  con  la  unión  de  las  fuer- 
zas navales  y de  los  ejércitos,  repres°ntadas  más  por 
los  hechos  que  por  las  ideas.  Así  es,  que  cuando  ocu- 
rre esa  gran  lucha  en  Egipto,  en  que  ios  hombres 
blancos  van  á buscar  al  general  Gordón  en  Khartum, 
lo  mismo  el  Canadá,  que  la  India,  que  el  cabo  de 
Buena  Esperanza,  todos  quieren  compartir  con  la  ma- 
dre Patria  las  glorias  de  la  guerra. 

No  hace  mucho  tiempo  que  lian  llegado  á Lon- 
dres los  delegados  de  las  colonias,  y en  este  momen- 
to funciona  una  gran  conferencia,  de  la  cual  no  he- 
mos recibido  más  que  ios  primeros  efluvios,  los  eflu- 
vios exteriores ; pero  sabemos  que  la  atmósfera  que 
reina  en  ella  representa  vigor,  enlace,  vida  propia, 
condiciones  de  existencia;  pero  al  mismo  tiempo 
unión,  confraternidad,  suma  de  todas  las  voluntades, 
creyendo  obtener  así  toda  la  energía  que  constituye 
la  grandeza  y el  vigor  de  las  Naciones.  (Muy  bien.) 

Una  última  consideración  y termino.  Yo  quisiera 
hacer  desaparecer  de  la  discusión  dos  afirmaciones 
que  han  quedado  en  ella,  por  lo  mismo  que  han  sido 
elocuentemente  expuestas  y sostenidas  por  personas 
cuyas  ideas,  cuyo  criterio  y cuyo  patriotismo  yo  tengo 
en  mucho.  La  una  es  una  frase  que  yo  tengo  por  com- 
pletamente equivocada,  una  afirmación  de  que  yo  no 
participo,  y es  la  afirmación  de  que  la  República 
porte-americana  es  el  único  mercado  de  la  isla  de 
Cuba. 

Yo  lo  niego:  que  es  el  mejor,  que  es  el  más  próxi- 
mo, el  que  ofrece,  por  el  gran  número  de  sus  pobla- 
dores, por  su  riqueza  y rápido  desarrollo,  mayores 
probabilidades  de  aumentar  la  cantidad  que  se  con- 
sume de  azúcar,  de  tabacos  y do  otros  objetos,  lo  re- 
conozco de  buen  grado,  no  lo  niego;  pero  admitir  la 
afirmación  de  que  es  el  único,  lo  cual  equivale  á de- 
cir que,  una  vez  comido,  no  tendrá  otro  porvenir  ia 
isla  de  Cuba,  que  es  corno  afirmar  que  estaría  en  sus 
mauos  y en  su  poder  la  isla  de  Cuba,  eso  lo  niego  ter- 
minan temen  le:  nunca  lo  he  creído.  Entre  la  tendencia 
y la  corriente  que  va  hácia  el  Norte,  hay  otra  corrien- 
te y otra  tendencia  americana  que  va  hácia  el  Sur. 
Contra  la  afirmación  de  que  en  Cuba  esa  producción 
puede  quedar  reducida  á cierto  consumo,  hay  esta 
idea,  por  la  cual,  mejorando  la  legislación  y la  pro- 
ducción, se  puede  competir  en  todas  partes;  y en  es- 
tos tiempos,  el  porvenir  es  de  la  competencia  y del 
progreso:  no  hay  murallas  que  lo  pueden  cerrar. 

Afirmo  también  que  la  corriente  que  lleva  hoy  á 
Europa  hácia  el  Sur  d>'  América  y se  hace  más  vigo- 
rosa, sobre  todo  en  la  República  argentina  y otros 
Estados  del  Centro  de  América,  que  será  dentro  de 
poco  una  confederación  más,  y no  quiero  leeros  las 
cifras  del  número  de  millones  que  reprepresenta  la 
exportaeiou  de  Europa  para  América  y el  consumo 


de  aquellas  Repúblicas,  por  no  cansar  vuestra  aten- 
ción, todo  esto  ensena,  que  hay  para  Cuba  y Puerto- 
Rico,  por  su  posición  geográfica,  por  las  condiciones 
de  su  producción  y por  muchas  razones,  un  mercado, 
una  dirección,  una  tendencia  que  puede  sernos  suma- 
mente útil  cultivar,  que  significaría  un  triunfo,  ó por 
lo  ménos,  una  especie  de  contrapeso  de  la  influencia 
de  nuestra  raza  y de  nuestras  ideas  en  los  mercados 
del  mundo  y la  competencia  en  1a  historia,  con  las 
aspiraciones  de  la  raza  anglo  sajona. 

La  otra  idea  es  de  mi  amigo  el  Sr.  Portuondo,  y 
le  ruego  la  rectifique;  no  estoy  conforme  con  ella  ra- 
dicalmente. 

Su  señoría  ha  dicho  que  todas  nuestras  reformas 
económicns,  financieras  y de  los  presupuestos,  eran 
eu  último  término  reformas  pasajeras,  eran  reformas 
relativas,  eran  medios  de  salir  del  estado  actual,  para 
ganar  un  poco  tiempo;  pero  que  quedaban  los  males 
en  pié,  de  suerte,  que  si  no  se  completaban  con  otras, 
no  habían  sido  más  que  expedientes  con  los  resulta- 
dos que  tienen  siempre  las  medidas  que  merecen  este 
nombre.  No  estoy  conforme  con  esto;  estas  medidas 
son  buenas  en  sí  mismas,  y por  ser  buenas  en  sí, 
siembran,  labran  y producen;  y lo  producido  ahí  está, 
y lo  aumentado  ahí  queda. 

Si  nosotros  rebajamos  los  presupuestos  como  su 
señoría  decía,  en  5 ó (3  millones  de  pesos;  si  las  fuer- 
zas contributivas  se  reponen;  si  favorecemos  las  con- 
diciones de  producción  porque  mejoremos  la  tierra 
y los  elementos  del  trabajo,  porque  reformemos  los 
Aranceles;  si  cou  estas  medidas  combinamos  la  faci- 
lidad de  los  trasportes,  aumentando  la  importación  al 
mismo  tiempo  que  la  exportación  acrece,  aquello  será 
riqueza,  aquello  será  bien,  aquello  será  producir,  y lo 
producido  allí  quedará;  si  luego  no  hiciéramos  más, 
haríamos  mal;  pero  el  beneficio  quedaría,  y tanto  es 
así,  que  yo,  que  no  soy  de  los  que  lo  piden  todo  de 
una  vez  con  el  riesgo  de  no  conseguir  nada,  sino  que 
pido  poco  á poco  para  que,  si  es  bueno,  vaya  dejando 
su  huella  y su  rastro,  entiendo  que,  cuando  se  trata 
de  una  civilización  en  crisis,  como  la  de  Cuba  y Puerto- 
Rico,  me  parece  estar  á la  cabecera  de  un  enfermo  á 
quien  consume  la  calentura,  y que  á cada  grado  de 
fiebre  que  le  quite,  es  un  poco  más  de  hierro  en  su 
sangre,  y un  poco  más  de  fuerza  en  su  cerebro,  y al 
cabo  la  vida  predomina  sobre  el  mal  y el  enfermo 
brilla  con  la  luz  en  los  ojos,  y muestra  la  sonrisa  en 
los  labios,  y la  salud  recobra  su  imperio,  y queda  res- 
tablecido en  vez  de  quedar  estenuado  por  la  fuerza  de 
la  enfermedad.  Así,  pues,  procuremos  nosotros  no  lan- 
zar esa  palabra  que  parece  un  sarcasmo  á la  historia, 
de  que  si  no  se  complelau  esas  reformas,  serán  in- 
útiles; serán  bienhechoras  siempre;  cada  generación 
traerá  su  trabajo  para  traer  otras  reformas  mayores; 
y lo  que  importa  es  cumplir  cada  uno  nuestra  misión 
y confiar  á Dios  y al  porvenir  que  completen  la  obra 
de  los  hombres.  ( Muy  bien , muy  bien. — Los  Sres . Cal - 
betón  y Portuondo  piden  la  palabra.) 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  este  debate. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  discusión  del 
dictámen  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el  esta- 
blecimiento del  juicio  por  jurados  para  determinados 
delitos.  ( Véase  el  Apéndice  primero  al  Diario  num.  42 , 
sesión  del  i O de  Marzo  último]  Diario  núm.  73 , sesión 
del  2 i de  Abril , Diario  núm.  74 , sesión  del  22  de  idem\ 
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Diario  núm.  75,  sesión  del  23  de  ídem ; Diario  núm.  76 , 
sesión  clel  25  de  idem\  Diario  núm.  77,  sesión  del  26  de 
ídem;  Diario  núm . 75,  sesión  del  27  de  idem ; Diario 
7.9,  sesión  del  23  de  idem ; Diario  mm.  59,  sesión 
del  30  de  idem ; Diario  ná>n.  5/,  ¿tez  3 de  Mayo ; 

Diario  nóttfc  55,  mi'o/t  cteZ  4 de  idem.]  Diario  núro.  55, 
sesión  del  5 de  idem]  Diario  núm . 5-/,  sesión  deZ  6 de 
ídem;  Diario  núm.  55,  d¿z  7 de  idem , y Diario 

núm.  55,  sesión  del  9 de  idem.) 

El  Sr.  Diez  M acuso  tiene  la  palabra  para  apoyar 
su  enmienda. 

El  Sr.  DIEZ  MACUSO:  Señores  Diputados,  una 
circunstancia  especial  me  hace  prometer  á la  Cámara 
que  he  de  ser  realmente  breve  al  apoyar  la  enmienda 
que  he  tenido  el  honor  de  presentar  á su  considera- 
ción. Me  proponía  limitarme  á ofrecer  á vuestro  exá- 
men  algunas  observaciones  que  taxativamente  se  ha- 
bían de  referir  á un  punió  concreto,  que  es  el  abarcado 
en  el  párrafo  2.°  del  art.  4.°  del  proyecto  de  ley  que 
se  discute.  A este  propósito  habia  presentado  dos  en- 
miendas: la  primera  sugerida  ante  la  sencilla  lectura 
de  dicho  art.  4.°  en  su  párrafo  2.°,  que  comprende  con 
caractéres  de  generalidad  una  excepción  afectando  á 
los  particulares,  á las  corporaciones  y á los  funcio- 
narios públicos,  y refiriéndose  á la  injuria  y calum- 
nia en  cualquiera  forma  que  fueran  inferidas.  Pero 
pensando  después  en  el  dicho  párrafo  2.°,  en  su  es- 
tructura, en  la  forma  en  que  aparece  redactado,  sur- 
gieron dudas  en  mi  ánimo,  y de  ahí  el  que  me  cre- 
yera en  la  necesidad  de  precisar  la  idea  que  estaba 
sintetizada  en  mi  primitiva  enmienda;  y á este  efecto, 
para  ser  todavía  más  claro,  no  hice  otra  modificación 
en  dicha  enmienda  que  añadir  á su  segundo  párrafo 
la  siguiente  frase:  y las  delitos  comprendidos  en  el  ar- 
ticulo i 62  del  Código  penal . Colocado  en  tales  circuns- 
tancias, me  propuse  retirar  la  primera  de  las  dos  en- 
miendas, y como  veis  ha  sido  retirada ; y queda  la 
cuestión  reducida  á los  términos  más  ó ménos  bre- 
ves, más  ó ménos  explícitos,  pero  en  mi  sentir  ter- 
minantes de  esa  segunda  enmienda  que  lleva  la  fecha 
de  29  de  Abril,  y que  es  la  que  voy  á tener  el  honor 
de  sostener. 

Estas  sencillas  consideraciones  era  necesario  ex- 
poner para  que  desde  luego  se  supiera  fijamente  qué 
era  lo  que  habia  de  discutirse  en  el  dia  cíe  hoy. 

Pero  todavía  para  la  cuestión  de  claridad  es  ne- 
cesario fijarnos  en  otro  extremo,  y es  que,  sin  duda 
esa  adición  de  la  enmienda  que  sostengo  ha  sido  es- 
tudiada por  la  Comisión  con  esmero,  y la  consecuen- 
cia natural  ha  debido  presentarse  despucs.  Esa  con- 
secuencia es  que  la  Comisión  se  ha  creído  en  el  caso  de 
retirar  el  art.  4.ü  para  presentarlo  inmediatamente 
reformado.  Ya  sé  yo  que  esa  reforma  puede  decirse 
que  no  se  refiere  al  párrafo  l.°,  y que  no  se  está  en  el 
caso  de  cousiderar  la  imprudencia  temeraria  en  este 
ó en  el  otro  conceplo  explicada  ó atendida  por  la  Co- 
misión; pero  paréceme  que  no  tiene  esa  adición  la 
importancia  que  envuelve  la  adición  al  párrafo  2.°  con 
la  lacónica  frase  y los  delitos  de  lesa  majestad]  fórmula 
que  abarca  lo  que  en  mi  sentir  estaba  sobreentendido 
eu  el  párrafo  l.°  y que  se  puso  así  porque  la  Comisión 
ha  querido  manifestar  su  pensamiento  de  una  ma- 
nera terminante  y que  no  ofreciera  dudas  de  ningún 
género. 

Es  decir  que  por  lo  ménos,  y esta  es  la  observa- 
ción más  importante  que  yo  quería  hacer,  por  lo  mé- 
uos  la  Comisión  ha  comprendido,  se  lia  hecho  cargo 


de  que  se  habia  cometido  una  omisión , que  no  otra 
cosa  era  (porque  no  puedo  yo  creer  que  voluntaria- 
mente se  hubiera  incurrido  en  ella),  y porque  de  no 
ser  así,  ni  hubiera  sido  admitida  mi  enmienda,  ni  se 
hubiera  modificado  el  artículo.  Pero  como  creo  ir  pe- 
netrando en  la  mente  de  la  Comisión  y veo  que  coin- 
cide en  este  particular  con  el  espíritu  y letra  de  mi 
enmienda  en  este  extremo  y que  en  algo  estamos  de 
acuerdo,  yo  me  felicito  grandemente  de  haber  sido 
causa  de  que  esta  omisión  se  haya  subsanado  por  los 
dignos  individuos  de  la  Comisión  al  presentar  yo  mi 
segunda  enmienda  que  no  era  más  que  la  adición  de 
la  frase  «y  de  los  delitos  comprendidos  en  el  art.  162 
del  Código  penal.» 

Por  tanto,  Sres.  Diputados,  mi  misión  en  el  dia  de 
boy  está  sumamente  reducida,  y en  virtud  de  ello  os 
puedo  ofrecer  una  brevedad  que  desde  luego  ha  de 
satisfaceros.  No  tendréis  la  molestia  de  oir  largas 
consideraciones  en  apoyo  de  mi  enmienda,  porque 
vosotros  no  habéis  desconocido  la  razón  general  de  la 
ley  en  el  artículo  que  examino,  y no  habiéndola  des- 
conocido en  lo  general,  no  podéis  desconocerla  en  los 
detalles. 

Es  claro  que  tratamos  al  presente  de  una  enmien- 
da que  no  afecta,  en  más  ó en  ménos,  sino  única- 
mente á la  cuestión  de  competencia  por  lo  que  se  re- 
fiere al  tribunal  del  Jurado;  pero  en  punto  á la  com- 
petencia del  Jurado  no  he  de  recordar,  haciéndolas 
palidecer,  las  observaciones  y razonamientos  formu- 
lados desde  estos  bancos  acerca  de  la  falta  de  criterio 
fijo  que  en  este  punto  se  nota,  lo  mismo  por  parte  de 
la  Comisión  que  por  parte  del  Gobierno,  en  la  discu- 
sión de  la  totalidad,  oportuna  y elocuentemente  man- 
tenida por  todos  los  individuos  de  esta  minoría  que 
me  han  precedido  en  el  uso  de  la  palabra. 

Como  mi  enmienda  reviste  un  carácter  esencial- 
mente concreto,  be  de  limitarme  también  á serlo  en 
la  demostración  de  la  procedencia  de  que  sea  admi- 
tida y de  que  se  retire  por  la  Comisión  ese  artículo  y 
se  le  dé  la  redacción  correspondiente. 

Versa  la  enmienda  sobre  la  interpretación  que  se 
da  en  este  punto  de  la  competencia  ai  párrafo  2.°  dei 
art.  4.°  del  proyecto  de  ley.  Es  de  tener  en  cuenta  que 
en  el  párrafo  l.°  de  ese  artículo  se  designa  la  compe- 
tencia por  la  inclusión  de  los  delitos  de  que  ha  de  co- 
nocer el  Tribunal  del  Jurado,  á diferencia  de  lo  que 
acontece  en  el  párrafo  2.°,  en  donde  se  habia  sencilla- 
mente de  los  delitos  cometidos  por  la  prensa  ú otro 
medio  mecánico  de  publicación,  y allí,  en  vez  de  ha- 
cer inclusiones  ó afirmaciones,  se  hacen  exclusiones. 
Tanto  que,  cuando  por  primera  vez  leí  este  párrafo; 
cuando  separé  la  vista  de  las  excepciones  únicas  que 
á los  particulares  se  otorgan,  yo  me  decía:  ¿qué  am- 
plitud, qué  esfera  de  desarrollo  se  va  á dar  á las  frases 
de  este  párrafo?  ¿Ha  de  conocer  el  Tribunal  del  Jurado 
de  lodos  los  delitos  que  se  cometan  por  medio  de  la 
prensa?  Yo  creí,  si  no  hubiera  nada  más  que  esa  de- 
claración; yo  creí  que  se  referiría  dicho  artículo  á los 
casos  previstos  en  el  párrafo  l.°;  yo  creí  que  dicho 
párrafo  l.°  era  concordante  con  el  2.f\  y que  la  cues- 
tión de  competencia  no  iria  de  un  párrafo  á otro  para 
dar  lugar  á contradicciones  y verdaderos  contrasen- 
tidos, y decía:  si  no  se  hubiera  expresado  más  que  la 
competencia  del  Jurado  para  conocer  de  los  delitos 
cometidos  por  medio  de  la  imprenta,  es  claro  que  no 
hubiera  habido  razón  para  mi  enmienda;  pero  como 
eu  el  párrafo  2.°  se  dice  que,  á excepción  de  los  de^ 
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litos  de  injuria  y calumnia  contra  particulares,  en- 
tendiéndose por  particular  los  funcionarios  que  hu- 
bieran sido  injuriados  ó calumniados  por  sus  actos 
privados;  corrió  se  hace  esa  exclusión  de  unos  delitos 
á favor  de  particulares,  brotó  la  duda,  si  no  el  temor 
fundado  en  mi  ánimo,  y motivó  la  enmienda  que 
apoyo. 

Esa  es  la  base  de  mi  enmienda;  porque  si  de  los 
delitos  cometidos  por  medio  de  la  imprenta  ha  de  co 
nocer  el  Jurado,  excepción  hecha  de  los  de  injuria  y 
calumnia  contra  particulares;  luego  de  todos  los  de- 
más delitos  cometidos  por  medio  de  la  imprenta  ha 
de  conocer  el  Jurado.  Entonces,  ¿á  qué  esa  distinción 
que  vosotros  establecéis?  ¿A  qué  por  el  párrafo  l.°  he- 
mos de  considerar  excluidos  de  la  competencia  del 
Jurado  todos  los  delitos  que  no  están  enumerados,  y 
por  el  párrafo  2.°  hemos  de  buscar  la  competencia  en 
las  excepciones?  ¿Es  ese  modo  de  legislar  con  la  debida 
claridad?  ¿Y  no  es  la  claridad  la  primera  condición 
que  debe  tener  una  ley? 

Pero  esas  omisiones  permiten  hacer  una  distin- 
ción, y es  la  de  que  los  tribunales  de  derecho  por  la 
ley  en  general  están  llamados  á conocer  de  todos  los 
delitos  de  injuria  y calumnia,  excepto  de  los  cometi- 
dos por  medio  de  la  imprenta  que  entran  en  la  com- 
petencia del  Jurado,  excepción  hecha  de  los  de  inju- 
ria y calumnia  contra  particulares;  y (gracias  á haber 
denunciado  vuestra  omisión),  también  de  los  com- 
prendidos en  el  art.  102  del  Código  penal. 

Y ya  que  de  excepciones  se  hablaba  en  este  ar- 
tículo creí  llegado  el  caso,  para  el  mejor  orden  y como 
cuestión  de  forma,  redactar  en  primer  término  las 
excepciones  que  al  mismo  artículo  se  habían  de  ha- 
cer. ¿A  qué  relegar  al  art.  5.°  la  cuestión  de  excep- 
ciones cuando  en  el  párrafo  2.°  del  art.  4.°  empezáis  á 
hacerlas?  Por  eso  en  el  art.  5.°  se  ha  puesto  que  se 
exceptúan  los  delitos  de  la  competencia  del  Tribunal 
Supremo.  A mí  me  parece  que  tratándose  de  excep- 
ciones, ó se  consignan  todas  en  el  art.  5.°,  ó deben 
consignarse  todas  en  el  arL.  4.°  Por  ío  demás,  yo  creo 
que  todos  estamos  conformes  en  sostener  la  compe- 
tencia del  Tribunal  Supremo  para  los  delitos  come- 
tidos por  los  altos  funcionarios  que  se  indican  ahí,  ya 
sea  la  Sala  tercera  en  .cuanto  afecte  á los  consejeros 
de  Estado,  Subsecretarios,  directores,  gobernadores 
de  provincia,  etc.,  ya  el  Tribunal  Supremo  en  pleno 
en  cuanto  atañe  á la  responsabilidad  en  que  hayan 
podido  incurrir  los  Presidentes  de  las  Cámaras,  pre- 
sidente, presidentes  de  Sala  ó el  fiscal  del  Supremo,  y 
hasta  los  Príncipes  de  la  Familia  Real. 

Por  consiguiente,  en  lo  que  disiento  de  la  Comi- 
sión es  en  que  entiendo  que  de  los  delitos  de  injuria  y 
calumnia  cometidos  por  medio  de  la  imprenta,  ó por 
cualquier  otro  medio  mecánico  de  publicación,  deben 
conocer  exclusivamente  los  tribunales  de  justicia,  y 
la  Comisión  cree  que  el  Jurado,  con  la  excepción  de 
esos  mismos  delitos  contra  particulares,  y salvada  que 
ha  sido  la  omisión,  la  de  los  delitos  de  lesa  majestad. 

Y al  llegar  á este  extremo  y para  que  el  digno 
individuo  de  la  Comisión  encargado  de  contestarme 
no  crea  que  son  cuestiones  esencialmente  teóricas  las 
que  he  de  presentar  en  el  día  de  hoy,  voy  á hacer  una 
salvedad. 

No  se  trata  aquí  de  ninguna  teoría  á propósito  de 
la  libertad  de  imprenta;  no  se  trata  aquí  de  atacar  la  ' 
libre  emisión  del  pensamiento;  no  se  trata  aquí  de 
nada  que  afecte  á la  libertad  de  crítica  manifestada 


en  una  ü otra  forma;  que  no  es  esta  oportunidad  de 
discutir  sobre  tal  extremo,  no  es  siquiera  ocasión  de 
discutir  sobre  si  los  delitos  de  imprenta  deben  ó no 
deben  ser  sometidos  al  Jurado;  todavía  es  mucho  más 
concreta  mi  enmienda,  porque  se  refiere  exclusiva- 
mente ai  particular  de  si  debe  conocer  el  Jurado,  ó 
deben  conocer  los  tribunales  de  derecho  de  los  delitos 
de  injuria  y calumnia  cometidos  por  medio  de  la  im- 
prenta. Es  decir,  que  todas  las  cuestiones  sustantivas, 
todas  las  que  afectan  al  Código  podrán  ser  discutidas 
cuando  del  Código  se  trate,  y he  de  ceñirme  ahora  á 
una  cuestión  de.  procedimiento,  á una  cuestión  de 
competencia  de  tribunales,  independientemente  de  lo 
que  se  refiera  á la  naturaleza  de  esos  delitos,  a si  son 
pocos  ó muchos  los  hechos  considerados  punibles,  si 
la  penalidad  es  ó no  excesiva  y á todo  lo  demás  que 
entra  en  los  límites  de  la  discusión  de  la  ley  sus- 
tantiva. 

Pues  si  hemos  de  tratar  solamente  de  lo  que  es 
él  punto  concreto  de  la  enmienda,  es  claro  que  pro- 
cede ante  todo  llamar  la  atención  de  la  Cámara  sobre 
lo  que  constituye  la  naturaleza  de  los  delitos  de  inju- 
ria y calumnia. 

Creo  que  es  indiscutible  que  I03  delitos  de  injuria 
y calumnia  son  (le  naturaleza  esencialmente  privada. 
Es  elemental  que  en  esa  distinción  de  delitos  en  públi- 
cos y privados  hay  la  subdivisión  de  los  privados  por 
razón  del  sujeto,  por  razón  del  honor  ó la  opinión,  y 
por  razón  de  la  hacienda  ó de  los  bienes.  Unos  hieren 
la  persona,  otros  el  honor,  otros  los  bienes,  y entre 
tos  segundos,  entre  los  que  afectan  al  honor  delitos 
de  opinión,  y con  el  carácter  de  privados  están  los  de 
injuria  y calumnia. 

Todos  sabéis-  la  tramitación  especial  que  basta 
por  las  leyes  antiguas  procesales  se  ha  seguido  siem- 
pre en  materia  de  delitos  de  injuria  y calumnia.  Ha- 
béis visto  cómo  para  estos  delitos  ha  habido  siempre 
un  procedimiento  mixto  que  participa  de  la  natura- 
leza del  pleito,  y al  mismo  tiempo  tiene  mucho  (le 
juicio  criminal;  habéis  visto  que  era  precisó  el  acto 
conciliatorio  prévio,  y que  resultando  avenencia  no 
hay  lugar  á seguir  el  juicio  criminal.  Estos  delitos 
tienen  una  naturaleza  esencialmente  privada,  y siendo 
delitos  privados  realmente  parece  que  no  hay  en  ellos 
nada  que  pueda  aconsejar  el  que  se  lleve  al  Tribunal 
del  Jurado  el  conocimiento  de  los  mismos. 

Es  tan  claro  esto,  que  el  insistir  demasiado  en  ello 
sería  molestar  inútilmente  la  atención  de  la  Cámara, 
y no  es  menos  clara  la  aplicación  de  las  doctiñnas 
generales  de  competencia  al  caso  de  que  me  ocupo, 
y sin  perjuicio  de  la  teoría  general  acerca  de  la  divi- 
sión, ó si  queréis  de  la  distinción , entre  el  hecho  y el 
derecho,  si  algún  caso  se  puede  presentar  en  los  tri- 
bunales en  que  sea  humanamente  imposible  separar 
el  hecho  del  derecho,  es  el  caso  de  estos  delitos  de  in- 
juria y de  calumnia. 

La  distinción  entre  el  hecho  y el  derecho  es  la 
base  necesaria,  al  ménos  hasta  el  dia  así  se  viene  sos- 
teniendo, para  que  el  Jurado  pueda  conocer  en  esa 
clase  de  delitos.  Yo  admito  por  un  momento  esos  cua- 
tro tiempos  que  señalaba  un  digno  individuo  de  la 
Comisión,  y que  son:  primero,  el  hecho  en  sí;  segun- 
do, el  hecho  en  relación  con  el  agente;  tercero,  el  he- 
cho en  relación  con  la  ley,  y cuarto,  la  aplicación  de 
la  ley  misma.  Admito  todo  esto,  y quiero  admitir 
hasta  la  posibilidad  de  que  se  pueda  separar  el  hecho 
del  derecho,  por  más  que  esta  clase  de  distinciones 

625 


2430 


10  DE  MAYO  DE  1887. 


son  demasiadas  sutilezas  para  tenidas  en  cuenta  por 
los  jurados;  pero,  señores,  la  distinción  supone  siem- 
pre conocimiento  de  los  términos  que  se  distinguen; 
y si  esos  términos  lian  de  ser  conocidos  por  el  Ju- 
rado, ya  teneis  al  Jurado  conociendo  de  un  extremo, 
del  derecho,  conociendo  de  la  ley  y de  la  pena  que  ha 
de  aplicarse,  lo  que  desvirtúa  completamente  la  na- 
turaleza de  la  institución. 

Estas  razones  y otras  que  se  derivan  de  la  natura- 
leza de  los  delitos  de  que  se  trata,  habrán  tenido  en 
cuenta  la  Comisión  y el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia al  exceptuar  los  delitos  de  injuria  y calumnia 
cometidos  contra  los  particulares,  puesto  que  es  una 
excepción  que  se  consigna  en  el  proyecto.  Estos  mis- 
mos motivos  ú otros  análogos  habrán  tenido  en  cuenta 
para  extender  esa  excepción  á los  delitos  de  lesa  ma- 
jestad, y no  hablo  en  este  momento  de  todos  los  deli- 
tos de  lesa  majestad,  sino  única  y exclusivamente  de 
una  de  las  figuras  de  ese  delito,  la  comprendida  en 
el  art.  162  del  Código.  Y como  no  puedo  ocuparme 
de  las  injurias  contra  particulares,  porque  la  Comi- 
sión reforma  el  dictámen  y los  exceptúa;  como  tam- 
poco debo  tratar  de  los  delitos  que  pudieran  refe- 
rirse al  art.  162  del  Código,  porque  también  admite 
la  Comisión  su  excepción,  Lengo  que  ocuparme  de  es- 
tos desgraciados  funcionarios  que  son  ios  únicos  que 
han  quedado  fuera  de  ella;  y ¿por  qué?  ¿Por  ventura 
los  funcionarios  (y  no  tema  el  Congreso  que  yo  me 
vaya  ocupando  uuo  por  uno  de  los  funcionarios  de  los 
diferentes  órdenes),  por  el  hecho  de  ser  funcionarios 
dejan  de  ser  personas?  ¿Por  dónde  aparecen  revestidos 
de  esa  doble  personalidad,  de  esa  doble  naturaleza? 
Pues  si  una  estocada  dada  á un  funcionario  público 
es  siempre  juzgada  como  una  agresión  y tal  resulta 
contra  la  persona  por  más  que  desempeñara  estas  ó 
las  otras  funciones;  la  injuria  ó la  calumnia  que  son 
una  estocada  á la  honra,  ¿dejarán'de  afectar  ai  indi- 
viduo? ¿Por  qué  no  se  han  de  contar  esas  injurias  en- 
tre las  otras  que  del  conocimiento  del  Jurado  se  han 
exceptuado?  ¿No  tienen  el  mismo  carácter  y natu- 
raleza? 

El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  primero,  y la 
Comisión  después,  han  pensado,  sin  duda,  de  la  si- 
guiente manera  al  hacer  la  exclusión  de  las  injurias 
al  Rey.  En  el  párrafo  l.°  del  art.  4.°,  donde  se  trata 
de  la  competencia  por  inclusión,  no  están  compren- 
didos los  delitos  de  lesa  majestad;  claro  es  que  están 
excluidos  de  ese  párrafo;  no  hay  que  decir  más,  pero 
como  en  el  párrafo  2.°  se  da  competencia  al  .Jurado 
para  conocer  de  los  delitos  de  imprenta,  excepcionán- 
dose  los  de  injuria  y calumnia  contra  particulares, 
de  aquí  brotó  la  duda  de  que  antes  hice  mérito;  si  eso 
acontece  solo  respecto  de  los  particulares,  ¿qué  vaá 
suceder  con  la  figura  de  delito  del  art.  1 62  del  Código? 

El  Gobierno  y la  Comisión,  ante  esta  considera- 
ción, han  reformado  el  artículo,  y han  comprendido 
en  la  excepción  los  delitos  de  lesa  majestad.  Pues  á 
igualdad  de  casos,  igualdad  de  resoluciones;  cuando 
se  trata  de  los  funcionarios  públicos,  hay  que  exami- 
nar el  capítulo  que  trata  de  los  desacatos,  insultos, 
injurias  á la  autoridad  ó á sus  agentes.  Una  de  las 
figuras  de  delito  es  la  injuria  contra  los  funcionarios 
comprendidos  en  el  mismo,  y no  sé  por  qué  no  se 
aplica  ahora  el  criterio  que  se  ha  aplicado  respecto 
de  los  delitos  de  lesa  majestad,  excluyendo  del  cono- 
cimiento del  Jurado  esos  delitos,  injurias  contra  los 
funcionarios  públicos,  porque  tai  como  hoy  está  re- 


dactado el  proyecto,  han  de  ser  del  conocimiento  del 
Jurado;  repüo  que  no  comprendo  la  diferencia  que 
hay  entre  uno  y otro  caso.  No  acierto  por  qué  la  omi- 
sión respecto  de  los  funcionarios  públicos  no  ha  sido 
subsanada  como  lo  ha  sido  la  referente  á los  delitos 
de  lesa  majestad.  Oreo  que  el  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia,  que  suele  tener  muy  en  cuenta  la  lógica, 
como  base  de  lodas  sus  resoluciones,  una  vez  conven- 
cido de  que  existe  la  misma  razón,  de  que  hay  el 
mismo  motivo  en  cuanto  á los  funcionarios  públicos 
que  ha  habido  respecto  á los  delitos  del  art.  1 62  del 
Código  para  excluirlos  de  la  competencia  del  Jurado, 
los  excluirá,  y no  ha  de  dar  lugar  á que  vayan  al 
Jurado  esos  delitos  de  los  funcionarios  que,  después 
de  todo,  son  los  que  representan  el  Poder  ejecutivo 
eu  las  diferentes  esferas  de  la  vida  social. 

Los  funcionarios  son,  por  su  suerte  ó por  su  des- 
gracia, personalidades  colocadas  entre  las  necesidades 
de  la  Administración  y las  necesidades  de  los  admi- 
nistrados. Ya  sé  que  si  los  individuos  todos  de  un  país, 
en  las  exigencias  que  diariamente  pueden  tener  cerca 
de  los  funcionarios  de  cualquier  órden  no  se  extrali- 
mitasen; si  esas  exigencias  se  ciñesen  siempre  á no 
demandarle  sino  el  cumplimiento  de  su  deber,  no  lle- 
garían casos  de  conflicto.  ¿Pero,  por  ventura,  uo  está 
ocurriendo  con  bastante  frecuencia  que  esos  funcio- 
narios públicos  son  fuerza  de  resistencias  que  se  opo- 
nen á los  intereses  egoístas  personales  de  localidad; 
que  dan  lugar  y tienen  que  dar  lugar,  si  ios  funcio- 
narios cumplen  con  su  deber,  á esos  rozamientos  y 
resentimientos  que  se  determinan  por  malas  palabras, 
y que  pueden  ocasionar  en  casos  dados  verdaderos 
procedimientos  de  injuria  y calumnia?  Para  mí  esto 
es  un  hecho.  ¿Y  esos  funcionarios  de  los  ramos  de 
Hacienda  ó de  Fomento,  esos  funcionarios,  en  todo  lo 
que  afecta  á la  cuestión  de  destinos,  no  están  expues- 
tos á ser  víctimas  de  esta  clase  de  delitos?  ¿Y  qué  ha- 
céis si  sometéis  la  competencia  para  conocer  de  estos 
hechos  al  tribunal  por  jurados,  al  tribunal  de  la  loca- 
lidad, al  tribunal  de  la  provincia?  Es  decir,  que  unos 
y otros  en  casos  dados  vau  á venir  á ser  los  jueces 
de  su  propia  causa,  y con  que  ellos  den  lugar  á una 
querella  por  injuria  y calumnia,  van  á ser  los  que  la 
resuelvan.  Enlonc.es  se  puede  aplicar  perfectamente 
la  frase  de  mi  amigo  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande, 
entonces  lo  que  se  hará  al  organizar  esos  tribunales 
de  Jurado,  es  constituir  verdaderas  máquinas  de  ab- 
solver, con  satisfacción  de  los  interesados  que  de  esta 
suerte  resultarán  en  último  término  absolviéndose  á sí 
propios. 

Hay  otra  consideración  que  evidencia  contradic- 
cáones  que  pone  de  manifiesto,  ha  habido  deficiencias 
en  el  criterio  jurídico  al  sostener  .ese  proyecto,  y es 
una  consideración  de  buen  sentido,  y es  que  con  las 
omisiones  que  comprende  el  proyecto  que  se  discute, 
que  con  las  contradicciones  que  en  él  se  observan,  al- 
gunas de  las  cuales  dejo  apuntadas,  puede  llegar  el 
caso  de  que  venga  á utilizarse  una  como  verdadera 
prórroga  de  jurisdicción  anómala,  incomprensible, 
pero  verdadera  prórroga  de  jurisdicción  que  le  coloca 
á un  sujeto  en  condiciones  de  elegir  el  tribunal  que 
quiere  que  le  juzgue. 

¿Y  cómo  se  evita  esto?  Evidentemente  si  los  deli- 
tos de  injuria  y calumnia  no  están  comprendidos  en 
el  párrafo  l.°del  art.  4.°,  y por  lo  tanto,  no  son  de  la 
competencia  del  Jurado,  y los  cometidos  por  medio 
de  la  imprenta  lo  están  en  el  párrafo  2.°,  es  claro  que 
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una  persona  podrá  optar  en  la  forma  que  tenga  por 
conveniente  por  uno  li  otro  procedimiento.  En  la  plaza 
ó en  una  reunión  pública  un  ciudadano  puede  inju- 
riar á un  funcionario  público,  y ese  ciudadano  puede 
también,  si  lo  estima  más  de  acuerdo  con  su  conve- 
niencia, puede  buscar  un  periódico,  un  libro  ó una 
caricatura  para  insultar  y cometer  el  delito  de  inju- 
ria ó calumnia,  y según  la  forma  en  que  lo  cometa, 
logrará  ir  al  Jurado  ó al  tribunal  de  derecho.  Esto  es 
evidente,  y es  una  de  las  deficiencias  del  proyecto. 

Si  vosotros  buscáis  en  el  espíritu  que  informa  esa 
disposición  legal  el  principio  de  igualdad;  ¡cuidado 
con  la  igualdad  a donde  os  lleva!  á convertir  la  ley 
en  privilegio  para  las  injurias  por  la  imprenta,  y el 
privilegio  no  puede  sostenerse  por  nadie,  y no  debe 
sostenerse  por  vosotros. 

¿Cuál*  es  la  causa  de  todas- estas  contradicciones, 
y de  las  demás  que  se  observan  en  este  proyecto  de 
ley?  Pues  la  causa  en  mi  opinión,  es  que  no  obedece 
á ninguna  de  las  reglas  conocidas  para  fijar  los  deli- 
tos de  que  debe  conocer  el  Jurado,  y aquellos  que 
deben  exceptuarse  de  su  conocimiento  para  ir  á los 
tribunales  de  derecho.  Y si  no,  examinando  esa  lista 
de  delitos,  esas  diversas  figuras  de  delitos,  se  ve  que 
no  se  ha  tenido  en  cuenta  la  gravedad  de  la  pena,  ni 
la  gravedad  del  delito,  porque  al  lado  de  algunas  pe 
nas  graves,  al  lado  de  algunos  delitos  de  carácter 
muy  grave,  hay  otras  penas  y otros  delitos  que  no 
tienen  esa  gravedad.  ¿Es  la  universalidad  lo  que  se 
ha  tomado  en  cuenta?  Tampoco  puede  serlo,  porque 
existen  en  el  proyecto  algunos  delitos  que  van  al  Ju- 
rado y no  tienen  ese  carácter.  ¿Es  la  alarma?  Pues  los 
delitos  que  más  alarma  causan  no  se  comprenden  en 
el  párrafo  l.°  del  artículo.  ¿Es  la  dificultad  de  la  for- 
ma de  comprobación?  Pues,  aparte  de  que  esto  nada 
tiene  que  ver  con  el  Jurado,  porque  afecta  á la  ins- 
trucción del  sumario,  y á lo  que  se  refiere  al  Minis- 
terio público,  ¿en  qué  os  fundáis,  á qué  regla  aten 
deis  para  declarar  la  competencia  del  Jurado  en  los 
delitos  de  injuria  y calumnia?  Parece  que  en  algún  caso 
se  ba  dicho:  es  que  ios  delitos  de  injuria  y calamina 
cometidos  contra  funcionarios  públicos,  son  delitos 
políticos.  ¡Qué  son  delitos  políticos!  Es  necesario  olvi- 
dar las  consideraciones  que  á propósito  de  la  natura- 
leza de  los  delitos  de  injuria  y calumnia  que  afectan 
á los  particulares  y á los  funcionarios  públicos,  he 
tenido  el  gusto  de  indicar  al  principio  de  mi  discur- 
so; es  necesario  prescindir  de  todo  eso,  y es  nece- 
sario olvidar  ademas,  que  si  fuera  esa  sola  causa  (el 
llamarse  delitos  políticos),  la  que  se  ha  tenido  presen- 
te cuando  se  trata  de  los  delitos  de  injuria  y calum- 
nia, eso  podría  invocarse  cuando  todos  los  delitos  po- 
líticos fueran  de  la  exclusiva  competencia  del  Jurado 
por  vuestro  proyecto;  pero  delitos  tan  esencialmente 
políticos  como  los  electorales,  están  excluidos  por  él 
de  la  competencia  del  Jurado,  lo  están  los  de  lesa  ma- 
jestad, y ahora  con  vuestra  reforma  del  artículo  ha- 
béis excluido  los  delitos  de  injuria  y calumnia  con- 
signados en  el  art.  1 62  del  Código.  ¿Cómo,  pues,  los 
delitos  de  injuria  y calumnia  contra  los  funcionarios 
públicos  pretendéis  atribuirlos  al  Jurado,  á pretexto 
de  que  tengan  carácter  político? 

No  hay  ninguna  regla  fija  á que  se  hayan  atenido 
el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  y la  Comisión, 
para  fijar  la  competencia  del  Jurado;  no  hay  más  que 
un  verdadero  arbitrio  por  parte  de  los  que  lian  re- 
dactado el  proyecto,  no  diré  ya  el  sorteo  como  indi- 


caba mi  distinguido  amigo  el  Sr.  Isasa  dias  pasados, 
pero  sí  mucho  de  capricho  que  le  designáis  con  la 
frase  de  «índole  del  delito;»  laque  requeriría  todavía 
igualdad  de  resoluciones,  dada  la  igualdad  de  índole 
en  los  delitos;  y se  observa  que  delitos  de  igual  ín- 
dole, unos  van  al  Jurado  y otros  á los  tribunales  de 
derecho;  de  modo  que  esa  es  solo  una  linda  frase  con 
la  que  habéis  querido  justificar  la  arbitrariedad  y el 
capricho.  Pues  el  objeto  do  la  enmienda  es  evitar  esa 
arbitrariedad  y ese  capricho,  es  el  buscar  un  medio 
de  hallar  algo  que  se  acerque  á una  regla,  á un  mé- 
todo de  competencia  puesto  que  la  enmienda  se  funda 
precisamente  en  las  causas  de  una  excepción  para 
que  sirva  de  baso  á la  única  excepción  que  sostengo 
hoy,  que  es  la  de  los  funcionarios. 

¿Es  que  esta  mi  enmienda  es  de  un  carácter  con- 
servador tan  marcado,  es  que  esta  mi  enmienda  tiene 
en  sí  tal  espíritu  reaccionario  que  la  haga  sospechosa 
á la  Comisión  y al  Gobierno?  Pues  esta  es  la  enmien- 
da de  ese  mismo  Gobierno  el  ano  1883.  Pues  esc  es 
el  art.  3.°  del  proyecto  de  1883  amparado,  protegido 
y sostenido  por  el  Sr.  Romero  Girón  y por  el  Gobier- 
no del  Sr.  Sagasta.  De  suerte,  que  al  sostetfer  por  mi 
parte  en  la  enmienda  estas  excepciones  taxativas,  en 
lo  que  afecta  á los  delitos  de  injuria  y calumnia  ex- 
clusivamente, no  pido  nada  que  estando  dentro  del 
credo  conservador  sea  sospechoso  para  vosotros:  yo 
no  hago  más  hoy  en  1887  que  entregaros  el  art.  3.° 
del  proyecto  del  Sr.  Romero  Girón  en  1883.  Si  aque- 
llo sosteníais  y creíais  en  1883;  si  aquello  aprobó  el 
Senado,  y no  habiéndose  planteado  aquel  Jurado  no 
habéis  tenido  motivo  para  saber  si  aquello  era  defi- 
ciente ó no,  ¿por  qué  habéis  variado  de  opinión  hasta 
el  punto  de  negar  hoy  lo  que  concedíais  ayer?  ¿Cuál 
es  la  causa  de  ese  cambio  de  criterio  respecto  de  los 
delitos  de  injuria  y calumnia  cometidos  por  medio  de 
ia  imprenta  contra  los  funcionarios  públicos? 

Creo  haber  dicho  lo  bastante  para  evidenciar  los 
fundamentos  de  la  enmienda  que  he  tenido  el  honor 
de  sostener,  y creo  por  consiguiente  llegado  el  caso 
de  llamar  vuestra  atención  así  de  una  manera  sinté- 
tica sobre  la  notoria  contradicción  en  que  se  incurre 
en  el  proyecto  cuando  se  trata  de  asignar,  prescin- 
diendo de  toda  regla  de  competencia,  unos  delitos  al 
Jurado  y otros  á los  tribunales  de  derecho,  llamando 
muy  especialmente  vuestra  atención  sobre  el  hecho 
que  resulta  de  la  comparación  de  los  dos  párrafos  de 
ese  art.  4.°  y sobre  el  papel  secundario,  más  que  se- 
cundario en  que  por  falta  de  lógica  se  coloca  dentro  de 
un  proyecto  como  el  que  se  discute  al  que  se  encuen- 
tra en  las  condiciones  de  un  funcionario  público, 
puesto  que  una  parte  de  los  delitos  de  injuria  y ca- 
lumnia, cuales  son  los  de  lesa  majestad,  se  sustraen 
del  conocimiento  del  Jurado,  y otra  parle  también  de 
los  mismos  delitos,  cual  es  la  que  comprende  las  in- 
jurias contra  particulares  dejando  en  medio  de  las 
dos  excepciones  á los  funcionarios  públicos  que  como 
representantes  del  Poder  ejecutivo  debieran  estar 
comprendidos  en  la  primera  excepción  y como  parti- 
culares debieran  estarlo  en  la  segunda.  ¿Por  qué  no 
se  exceptúan  también  estos  delitos  del  conocimiento 
del  Jurado?  No  es  fácil  averiguarlo;  pero  yo  solo  diré 
al  Gobierno  y á la  Comisión  que  están  en  el  caso  de 
ser  lógicos,  rindiendo  el  debido  tributo  al  principio  de 
derecho  que  dice:  Donde  exista  la  misma  razón,  allí 
debe  existir  la  misma  disposición  de  la  ley. 

El  Sr.  PACHECO:  Pido  la  palabra, 
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El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  La  tie- 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  PACHECO:  Señores  Diputados,  la  Comisión 
del  Congreso,  en  cuyo  nombre  hablo  en  este  momento, 
no  entiende  que  las  necesidades  del  debate  le  obliguen 
á hacer  un  nuevo  discurso.  Considera  que  basta  con 
oponer  á las  razonadas  y elocuentes  observaciones  en 
que  ha  acreditado  su  experiencia  y sus  conocimientos 
el  Sr.  Diez  Macuso,  solamente  algunas  manifestacio- 
nes. Empezaré  á hacerlas  ocupándome  en  las  que  el 
Sr.  Diez  Macuso  ha  tenido  la  bondad  de  emitir  res- 
pecto al  hecho  de  haber  sido  retirado  por  esta  Comi- 
sión el  art.  4.°  del  primitivo  dictamen  para  sustituirle 
con  otro  reformado.  Indudablemente  la  enmienda  del 
Sr.  Diez  Macuso  nos  señaló  y nos  advirtió  que  había- 
mos incurrido  en  una  omisión;  mejor  aún,  que  no 
habíamos  expresado  ni  desenvuelto  suficientemente 
nuestro  pensamiento  y nuestro  propósito  respecto  á 
los  delitos  de  lesa  majestad.  Esta  Comisión,  teniendo 
en  cuenta  las  consideraciones  que  hizo  públicas  su 
digno  presidente,  nuestro  compañero  el  Sr.  Maura  al 
resumir  el  debate  de  la  totalidad,  entendió  que  debia 
excluir  de  la  competencia  del  Jurado  todos  los  delitos 
de  lesa  majestad,  y creyó  que  con  la  primitiva  redac- 
ción del  art.  4.°  bastaba  para  que  se  entendiera  todo 
el  alcance  que  tenía  esta  acuerdo  suyo;  pero,  por  lo 
visto,  no  era  aquella  redacción  una  fórmula  bastante 
explícita,  y prueba  de  ello  es,  que  el  Sr.  Diez  Macuso 
entendía  que  uno  de  los  delitos  de  lesa  majestad,  el 
que  define  y castiga  el  art.  1 62  de  nuestro  Código  ac- 
tual, no  estaba  comprendido  en  esa  exclusión,  y ha- 
biéndole ocurrido  á S.  S.,  que  es  una  persona  ilustra- 
dísima, esta  duda,  la  Comisión  creyó  que  había  fun- 
damento bastante  para  dudar,  y entonces  retiró  el 
art.  4.°,  é hizo  las  modificaciones  consiguientes  á fin 
de  que  esa  duda  no  se  mantuviera.  Las  modificacio- 
nes que  introdujo  en  la  redacción  del  art.  4.°  se  re- 
dujeron á mantener  el  criterio  que  desde  el  principio 
había  acordado  observar  respecto  de  los  delitos  de  lesa 
majestad.  Ahora  bien,  al  introducir  estas  modifica- 
ciones, la  Comisión  no  quiso  concretar  sus  referen- 
cias al  art.  1 G2,  porque  en  éste,  como  en  todos  los  ca- 
sos, considerando  inmediata  una  reforma  del  Código 
penal,  la  Comisión  ha  creído  que  debia  evitar  toda  re- 
ferencia concreta  á ningún  artículo  del  Código  vi- 
gente, pues  que  este  Código  ha  de  reformarse,  y por 
esto,  en  vez  de  aceptar  la  indicación  é iucluirla  en  el 
art.  4.°  en  la  forma  en  que  venía  en  la  enmienda  del 
Sr.  Diez  Macuso,  la  Comisión  ha  excluido  genérica- 
mente los  delitos  de  lesa  majestad. 

Hecha  esta  manifestación,  que  cumple  á la  mayor 
claridad  del  debate,  y contestando  a las  preguntas 
que  se  ha  servido  dirigirme  el  Sr.  Diez  Macuso,  pocas 
palabras  puedo  decir  en  lo  que  toca  á su  enmienda 
y al  discurso  que  S.  S.  ha  pronunciado  en  apoyo  de 
la  misma. 

Reconozco  que  S.  S.  ha  procedido  hábilmente  al 
traer  aquí  una  cuestin  de  mucha  importancia,  y una 
cuestión  que  yo  me  permitiré  calificar  hasta  de  gra- 
ve. Su  señoría  ha  tratado  una  de  las  cuestiones  más 
trascendentales  que  pueden  examinarse  al  ventilar 
los  diferentes  problemas  que  suscita  la  presentación 
de  un  dictamen  ó de  un  proyecto  de  ley  como  el  del 
Jurado.  Pero  S.  S.  ha  tenido  la  habilidad  de  cubrir 
la  importancia  de  este  asunto  que  traia  á la  Cámara, 
con  afirmaciones,  en  las  cuales  pretendía  darnos  á 
entender  que  solo  le  animaba  el  propósito  de  resolver 


contradicciones  de  la  Comisión,  y que  solo  le  inspi- 
raba el  deseo  de  salvar  omisiones  en  que  la  misma 
Comisión  había  incurrido. 

Realmente  no  es  esto  lo  que  S.  S.  se  ha  propuesto; 
lo  que  S.  S.  se  ha  propuesto,  está  reducido  á excep- 
tuar de  la  competencia  del  Jurado  la  inmensa  mayo- 
ría de  los  delitos  de  imprenta  y los  delitos  de  im- 
prenta más  importantes;  porque,  Brea.  Diputados,  ¿qué 
es  aquello  eu  que  se  ejerce  más  constantemente  la 
libertad  de  la  prensa?  Pues  no  os  digo  nada  nuevo  di- 
ciéndoos  que  aquello  en  que  se  ejerce  más  constante- 
mente la  libertad  de  la  prensa,  es  en  el  derecho  de 
censurar  los  actos  de  las  autoridades,  de  los  funcio- 
narios públicos,  desde  los  Ministros  de  la  Corona 
hasta  los  dependientes  más  subalternos  de  la  autori- 
dad. ¿Y  á qué  delitos  conduce  la  exageración  de  ese 
derecho  de  censura?  Pues  los  delitos  á que*  conduce, 
son  los  de  injuria  y calumnia  á las  autoridades.  De 
manera,  que  si  vosotros  exceptuáis  de  la  competencia 
del  Jurado  los  delitos  de  injuria  y calumnia  que  pue- 
den cometerse  por  medio  de  la  prensa  contra  las  au- 
toridades por  sus  actos  públicos,  porque  de  los  actos 
particulares  no  hay  para  qué  ocuparse,  que  esos  ex- 
ceptuados vienen  en  el  proyecto  y exceptuados  están 
en  el  dictámen;  si  vosotros  exceptuáis  estos  delitos, 
arrancáis  del  conocimiento  del  Jurado  aquellos  de- 
litos que  más  pueden  cometerse  por  medio  de  la 
prensa,  y eso  es  privar  á la  libertad  de  la  prensa  de 
una  de  sus  mayores  garantías,  y en  este  punto  es 
donde  diferimos  esencial  y radicalmente;  porque  nos- 
otros, y ya  ayer  tuve  el  gusto  de  hacer  una  manifes- 
tación parecida  á la  que  voy  á hacer  ahora,  contes- 
tando al  Sr.  Molleda,  nosotros  creemos,  conformes  en 
esto  c.on  el  común  sentir  de  todos  los  tratadistas  que 
se  ocupan  en  esta  materia,  que  ó no  había  de  haber 
Jurado  para  ninguna  especie  de  delitos,  ó habían  de 
llevarse  á él  los  delitos  cometidos  por  la  prensa. 

Y esto  que  os  digo  es  el  común  sentir  de  todos 
los  tratadistas  que  se  ocupan  en  la  materia,  y basta 
para  convenceros  de  ello  que  hojeéis  cualquiera  obra 
de  las  más  corrientes  entre  las  que  estudian  y expo- 
nen el  procedimiento  criminal,  siendo  esla  la  nota  ca- 
racterística de  la  legislación  de  todos  los  países.  Así 
sucedió  en  nuestra  Patria  donde  antes  de  la  exponen-* 
cia  del  Jurado  de  1873-74  hemos  tenido  más  de  una 
vez  el  Jurado  para  los  delitos  de  la  prensa,  y así  su- 
cede en  Bélgica,  por  ejemplo,  donde  los  tribunales  de 
primera  instancia,  que  son  tribunales  de  derecho,  juz- 
gan de  los  delitos  á que  corresponde  pena  correccio- 
nal, excepción  hecha  de  los  delitos  políticos  y de  los 
de  la  prensa,  que  van  siempre  al  Jurado.  ¿Y  por  qué? 
Porque  existe  la  tendencia  constante  en  todas  las  le- 
gislaciones, de  preferir  el  que  se  sometan  á la  com- 
petencia del  Jurado  siempre  los  delitos  políticos,  y 
sobre  todo  los  delitos  que  se  cometen  por  medio  de  la 
prensa.  Y esto  no  es  arbitrario;  esto  nace  de  las  con- 
diciones mismas  en  que  el  problema  se  plantea,  de 
las  condiciones  en  que  se  halla  el  tribunal  del  Jurado; 
porque  ya  os  dije  ayer,  y os  repito  hoy,  que  ofrecien- 
do el  Jurado  mayores  garantías  de  imparcialidad  y 
de  independencia  que  los  tribunales  de  derecho,  por 
esa  exclusiva  circunstancia  se  le  someten  todos  aque- 
llos delitos  en  que  es  necesario  que  los  jueces  acredi- 
ten la  mayor  suma  de  imparcialidad  y su  más  com- 
pleta y absoluta  independencia  de  todo  Gobierno. 

Pero  á mí  no  me  extraña,  jqué  me  ha  de  extrañar! 
que  los  Sres.  Diputados  de  la  minoría  conservadora 
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traten  de  privar  á la  prensa  de  esta  garantía.  ¿Por 
ventura  han  hecho  otra  cosa  en  su  vida  que  discurrir 
acerca  de  los  medios  de  privar  A la  prensa  de  todas 
las  garantías  imaginables?  Pues  qué,  La  enmienda 
del  Sr.  Diez  Macuso,  ¿no  tiene  precedentes?  Ya  lo 
creo  que  los  tiene.  Un  precedente  de  esta  enmienda 
es  el  famoso  decreto  de  31  de  Diciembre  de  1875,  en 
el  cual  los  conservadores  calificaban  como  abusos  de 
imprenta  sujetos  á un  procedimiento  excepcional,  en 
el  cual  no  era  posible  siquiera  la  práctica  de  pruebas, 
las  injurias  á las  autoridades. 

Otro  precedente  de  la  misma  índole  es  el  art.  20, 
según  creo,  de  la  ley  de  imprenta  de  1879;  y tanto 
en  el  caso  10  del  art.  l.°  del  decreto  de  1875,  como 
en  el  art.  20  de  la  ley  de  1879,  que  introducían  en 
nuestra  legislación  una  excepción  de  la  legislación 
común,  arrebatando  A la  libertad  de  la  prensa  una  de 
sus  mayores  garantías,  y haciendo  imposible  que  en 
los  procedimientos  por  injuria  A las  autoridades  se 
admitiera  prueba  de  ninguna  especie;  tanto  en  el  pri- 
mero como  en  el  segundo  de  esos  dos  artículos,  los 
conservadores  establecieron  ios  antecedentes  A que  ha 
acudido  hoy  el  Sr.  Macuso  para  inspirarse  y venir  A 
solicitar  de  nosotros  que  exceptuemos  de  la  competen- 
cia del  Jurado  los  más  importantes  de  todos  los  de- 
litos de  imprenta. 

No  hay  razón  ninguna  para  hacer  esto.  En  primer 
lugar,  y como  ya  he  demostrado,  los  principios  fun  - 
damentales  de  la  nueva  institución,  y las  reglas  A que 
debe  sujetarse  todo  procedimiento  para  ser  equitativo 
tratándose  de  cuestiones  de  prensa;  después  los  dere- 
chos de  la  libertad  de  la  prensa  misma,  y las  garan- 
tías que  debe  tener  para  el  cumplimiento  de  sus  fun- 
ciones constitucionales,  exigen  que  esos  delitos  vayan 
al  conocimiento  del  Jurado.  Por  otra  parte,  se  com- 
prenderla esta  excepción,  y hasta  sería  plausible,  si  las 
circunstancias  lo  determinaran  y lo  aconsejaran;  pero 
aquí  sucede  todo  lo  contrario,  porque  verdaderamente, 
los  que  por  nuestras  ocupaciones  y por  nuestros  há- 
bitos tenemos  alguna  experiencia  de  estos  asuntos, 
los  que  procuramos  conocer  de  qué  manera  los  varios 
elementos  políticos  se  producen  y viven  en  los  dife- 
rentes países,  los  que  recorremos  á diario  lo  mismo 
la  prensa  española  que  la  extranjera,  sabemos  dema- 
siado que  no  hay  prensa  tan  moderada,  tan  prudente, 
tan  ajustada  siempre  A la  legalidad  y A la  moderación, 
como  la  prensa  española,  esa  prensa  para  la  cual  pedís 
vosotros  una  excepción  sin  justificaciones  de  ninguna 
especie. 

No  insisto  más  en  estas  consideraciones.  Creo  que 
con  lo  que  he  dicho  está  contestado  lo  principal  de 
todo  cuanto  ha  expuesto  el  Sr.  Diez  Macuso.  Su  se- 
ñoría ha  sido  obediente  y respetuoso  A los  antece- 
dentes de  la  escuela  y del  partido  en  que  milita,  y ha 
venido  A reñir  una  batalla  en  contra  de  la  libertad  de 
la  prensa  y de  las  garantías  que  deben  rodearla.  El 
Sr.  Diez  Macuso  ha  hecho  esto  muy  hábilmente,  ha 
cumplido  su  propósito  de  una  manera  resuelta  y 
firme;  pero  yo  creo  que  restableciendo  la  verdad  de 
las  cosas,  y poniendo  el  debate  en  el  terreno  en  que 
debe  estar,  presta  la  Comisión  un  servicio  A nuestras 
ideas  de  siempre  y se  evidencia  la  necesidad  de  que 
votéis  el  art.  4.°  tal  como  está  redactado,  y rechacéis 
la  enmienda  de  S.  S. 

El  Sr.  DIEZ  MACUSO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  S.  S. 


El  Sr.  DIEZ  MACUSO:  Empiezo  agradeciendo  á 
mi  amigo  el  Sr.  Pacheco  las  frases  benévolas  de  ha- 
bilidad que  me  ha  dedicado.  Yro  conozco  su  bondad,  y 
por  lo  mismo  no  acepto  desde  luego  ese  juicio  que  le 
ha  merecido  A S.  S.  mi  discurso,  porque  á cambio  de 
esas  frases  ha  querido  significar  algo  que  ha  estado 
muy  lejos  de  mi  ánimo  en  el  dia  de  hoy,  y ha  querido 
llevar  la  discusión  A un  terreno  del  que,  como  recor- 
dará la  Cámara,  he  procurado  huir  desde  el  primer 
momento,  puesto  que  tiene  su  lugar  A propósito,  y ha 
querido  dar  A lo  que  solo  tiene  el  aspecto  de  competencia 
de  uno  ú otro  tribunal  para  conocer  de  ciertos  y de- 
terminados delitos,  un  carácter  de  afirmaciones  acerca 
de  la  libertad  de  la  prensa,  á lo  cual  he  sido  comple- 
tamente extraño,  habiendo  empezado  por  protestar  de 
que  no  pensaba  tratar  esa  cuestión  en  el  dia  de  hoy. 

Y no  es  que  haya  tenido  habilidad  bastante  para 
disimular  mi  intención  y hacer  resaltar  ese  objeto  A 
través  de  mis  palabras,  no;  esta  es  una  consideración 
qnc  S.  S.  ha  hecho,  pero  que  yo  no  creo  haberle  au- 
torizado A hacer  con  mis  palabras  ni  con  mis  razona- 
mientos. 

Franca  y lealmente,  lo  que  he  querido  discutir  en 
el  dia  de  hoy  es,  que  no  había  motivos  para  separar 
del  conocimiento  de  los  tribunales  ordinarios  los  de- 
litos de  injuria  y calumnia  contra  los  funcionarios 
públicos  desde  el  momento  en  que  se  habían  sometido 
A la  competencia  de  esos  mismos  tribunales  ordina- 
rios los  delitos  de  injuria  y calumnia  cometidos  por 
los  particulares  y aquellos  que  afectan  al  art.  1G2  del 
Código  penal.  ¡Sí,  precisamente  no  be  querido  exten- 
derme en  consideraciones  de  ningún  órden;  sí  he  em- 
pleado la  salvedad  de  que  solo  esto  es  lo  que  quería 
discutir  en  el  dia  de  hoy,  y no  he  hecho  más  que  con- 
sideraciones ligerísimas  acerca  de  las  reglas  de  com- 
petencia y observaciones  sobre  el  planteamiento  de 
ese  Jurado,  separando  de  su  conocimiento  los  delitos 
de  injuria  y de  calumnia  come  litios  por  medio  de  la 
imprenta! 

Yo  respeto  tanLo  como  S.  S.  el  juicio  imparcial 
y sereno  de  la  prensa;  yo  conozco  los  beneficios  que 
puede  producir  la  prensa  periódica  auxiliando  A re- 
solver todos  los  problemas  y ayudando  al  desarrollo 
en  todas  las  esferas  de  la  administración  en  nuestro 
país;  no  he  querido  tratar,  y es  una  frase  que  he  reco- 
gido del  discurso  del  Sr.  Pacheco,  de  nada  que  afecte 
A la  libertad  de  censura,  de  crítica,  cuando  la  censu- 
ra y la  crítica  están  dentro  de  las  condiciones  le- 
gales; pero  al  lado  de  eso,  allí  donde  veo  la  comisión 
de  un  delito,  siquiera  sea  de  injuria  y calumnia  por 
un  particular  ó por  quien  no  tenga  este  carácter, 
quiero  que  la  igualdad  sea  absoluta,  y que  la  acción, 
la  responsabilidad  se  manifiesten  en  todos  los  extre- 
mos, sin  exclusiones  ni  privilegios  de  ninguna  clase; 
y esta  es  rectificación  importante  que  deseo  quede 
consignada;  no  hablemos  de  nada  que  A lo  sustantivo 
afecte,  de  la  amplitud  y de  la  libertad  que  la  prensa 
puede  haber  tenido  por  esta  ó la  otra  disposición 
A propósito  de  leyes  especiales  de  imprenta,  ni  de  si 
es  conveniente  que  estas  leyes  existan,  ó si  es  prefe- 
rible que  haya  un  título  en  el  Código,  en  el  cual  se 
definan  los  delitos  y se  marque  la  penalidad  de  cada 
uno;  todo  eso  debe  discutirse  en  otra  ocasión;  hoy 
me  atengo  A los  delitos  de  injuria  y calumnia  come- 
¡ tidos  por  la  imprenta  ó por  otro  medio  mecánico  de 
publicación,  y quería  demostrar  que  no  debían  ser  de 
la  competencia  del  Jurado.  Este  ha  sido  mi  discurso, 
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y no  lie  visto  sino  una  contentación  muy  hábil  por 
parte  de  mi  amigo  el  Sr.  Pacheco,  cuyo  talento  me 
es  muy  conocido,  pero  dejando  en  pié  las  modestas 
consideraciones  en  que  he  apoyado  mi  enmienda.  Por 
lo  demás,  en  cuanto  á las  reglas  de  competencia,  á la 
conveniencia  de  la  explicación  de  la  índole  de  los  de- 
litos, nada  nuevo  he  oido  hoy  que  me  haga  cambiar 
la  perspectiva  del  Jurado;  y aceptando  la  frase  del 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  en  otra  ocasión,  con- 
tinúo creyendo  que,  en  las  circunstancias  actuales, 
sería  una  verdadera  calamidad.  He  dicho.» 

Leida  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  se  pidió 
por  competente  número  de  Sres.  Diputados  que  la 
votación  fuera  nominal;  verificada  ésta,  quedó  aquella 
desechada  por  92  votos  contra  29,  en  la  forma  si- 
guiente: 

Señores  que  dijeron  no : 

Sánchez  Arjona. 

Ibarra. 

Arias  de  Miranda. 

Alonso  Martínez  (D.  Manuel). 

Ansaldo. 

González  (D.  Venancio). 

Sagasta  (I).  Primitivo). 

Quiroga  López  Ballesteros. 

Alonso  Martinez  (D.  Vicente). 

Sánchez  Pastor. 

Montilla. 

Alvarado. 

Talero. 

Castilla. 

Pardo  Balmonte. 

Grande. 

Mina  (Marqués  de  la). 

García  de  la  Riega. 

Boixader. 

Puerta. 

Bebdaría  (Marqués  de). 

Zugasti. 

Córdoba. 

Cort. 

Baró. 

Quiroga  Vázquez. 

Vior. 

Arredondo  (D.  Mariano). 

Badarán. 

Navarro  Ochoteco. 

Martinez  Aquerreta. 

Martinez  (D.  Cándido). 

Garnica. 

Becerra. 

Maura. 

Pacheco. 

San  tana. 

Diaz  Moreu. 

Torrepando  (Conde  de). 

Valle. 

Azcárraga. 

Merelles. 

Aparicio  (D.  Luis). 

Gómez  Marín. 

Eguilior. 

Crespo  Quintana. 

Alcalá  del  Olmo. 

Rózpide. 


Gobian. 

Enriquez. 

Burell. 

Soto. 

Andrés  Moreno. 

Guerrero. 

Bushell. 

López  Pclcgrin. 

Ferreras. 

Lamas  Varela. 

Bartolomé  Soler. 

Cruz. 

Calbeton. 

Vergez. 

Oriol. 

Avila  Ruano. 

González  Blanco. 

Villano  va. 

Delgado  (D.  Laureano). 

Antequera. 

Muro. 

Baselga. 

López  (D.  Juan  José). 

Rosell. 

Gamazo  (D.  Triíino). 

Alvarez  Capra. 

Martin  Bernal. 

Martinez  Asenjo. 

Hernández  Prieta. 

Azcárate. 

Pedregal. 

Villalba  Hervás. 

Prieto  y Caules. 

Becerro  Bengoa. 

Gómez. 

Fahra  y Floreta. 

Reina  y Montilla. 

Vega  de  Armijo  (Marqués  do  la). 
Benayas. 

Chavarri. 

Alcocer. 

Gelleruelo. 

Martinez  del  Campo. 

Sr.  Vicepresidente  (Ruiz  Capdepon). 
Total,  92. 

Señores  que  dijeron  si 

Sallent  (Conde  de). 

Gorostidi. 

Moheda. 

Diez  Macuso. 

Castel. 

Vilana  (Conde  de). 

Alvear. 

Fernandez  Villa  verde. 
Heredia-Spínola  (Conde  de). 
Fernandez  Capotillo. 

Cánovas  del  Castillo. 

Lastres. 

Laúd  echo. 

Allende  Saiazar. 

Los  Arcos. 

Campo-Grande  (Vizconde  de). 

Toreno  (Conde  de). 

Camacho  del  Rivero. 

Mochales  (Marqués  de). 
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Rodríguez  San  Pedro. 

Cos-Gayon. 

Cánido. 

Bugallal. 

Vadillo  (Marqués  del). 

Revilla  Gigedo  (Conde  de). 

Salcedo. 

Domínguez  (D.  Lorenzo). 

González  Longoria. 

Cárdenas. 

Total,  29. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  La  en- 
mienda del  Sr.  Montilla  al  art.  4.°,  ha  sido  retirada. 

La  del  Sr.  Martínez  Asenjo,  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
presentar  la  siguiente  enmienda  al  art.  4.°  del  pro- 
yecto de  ley  sobre  el  establecimiento  del  juicio  de 
:urados  para  determinados  delitos: 

«3.°  De  las  causas  por  delitos  definidos  y penados 
en  la  ley  electoral.» 

Palacio  del  Congreso  27  de  Abril  de  1887  —Lam- 
berto Martínez  Asenjo.=Ralael  Fernandez  de  Soria. = 
José  Bosch  y Serrahima.=Francisco  Ansaldo —Bene- 
dicto Antequera.=Amalio  Jimcno.=Fermin  Vior.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
Comisión  tiene  la  palabra  para  manifestar  si  acepta  ó 
no  la  enmienda. 

El  Sr.  DIAZ  MOREU:  La  Comisión  tiene  el  sen- 
timiento de  manifestar  que  no  puede  aceptar  la  en- 
mienda. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Martínez  Asenjo  tiene  la  palabra  para  apoyar  su 
enmienda. 

El  Si'.  MARTINEZ  ASENJO:  Señores  Diputados, 
agotado  el  campo  del  debate;  examinada  la  cuestión 
jhsj<l  iilts  múltiples  y variados  aspectos,  con  muy  bre- 

^sideraciones  he  de  molestar  la  atención  del 
"fiirté'VD  al  apoyar  la  enmienda  que  he  tenido  la 
honra  de  presentar  al  art.  4.°  del  dictámen  de  la  Co- 
misión. Y estas  consideraciones  las  he  de  empezar 
solicitando  vuestra  benevolencia  por  mi  falta  de  todo 
género  de  condiciones  para  terciar  en  este  debate. 

Aíicionado  desde  que  me  dediqué  al  estudio  de  la 
ciencia  del  derecho  á las  cuestiones  juríd ico-políti- 
cas, he  sentido  siempre  verdadero  entusiasmo  por 
todo  lo  referente  á la  institución  conocida  con  el  nom- 
bre de  juicio  por  jurados,  hasta  el  punto  que  ha  sido 
un  ideal  para  mí  el  verlo  establecido  definitivamente 
en  nuestra  Palria. 

No  espere,  pues,  la  Comisión  que  yo  vaya  á diri- 
girle ataques  más  ó ménos  rudos  por  el  criterio  en 
que  ha  inspirado  su  dictamen,  no;  individuo  del  par- 
tido liberal;  enamorado  verdaderamente  de  los  prin- 
cipios que  sustenta,  yo  he  de  enviar  ante  todo  mi  fe- 
licitación al  Gobierno  por  el  proyecto  que  ha  presen- 
tado y á la  Comisión  por  su  dictámen,  cosas  ambas 
que  constituirán  indudablemente  un  timbre  de  glo- 
ria para  el  partido  liberal  en  su  paso  por  el  Poder. 

Se  ha  dicho,  señores,  con  cierta  insistencia  en  este 
ya  largo  debate,  que  al  traer  este  proyecto  á la  dis- 
cusión de  las  Curtes,  se  había  venido  á cumplir  un 
compromiso  político.  Podrá  existir  de  una  manera 
formal;  pero  aparte  de  ese  compromiso  político,  el  es- 
tablecimiento del  Jurado  en  España  ha  constituido 
siempre  uno  de  los  más  hermosos  lemas  de  la  ban- 
dera del  partido  liberal.  ¿Qué  puede  importar  á los  se- 


ñores de  la  Comisión  ni  al  Gobierno  lo  que  se  diga  por 
los  individuos  de  la  oposición  conservadora?  El  par- 
tido liberal,  que  es  un  partido  verdaderamente  popu- 
lar, que  recoge  los  dejos  y las  corrientes  de  la  opi- 
l nion,  que  en  ella  se  inspir  el  partido  liberal  ha  traído 
ese  proyecto,  porque  la  Opinión  lo  demanda,  porque 
así  lo  exige,  porque  cree  que  está  preparada  para  ello. 
¿Qué  os  importa,  repito,  lo  que  aquí  se  pueda  decir 
por  los  conservadores?  La  Patria  y la  libertad  os  han 
de  vivir  eternamente  agradecidas. 

¿Y  qué  se  ha  dicho  desde  esos  bancos?  Sofismas  ar- 
tificiosos, sátiras  punzantes,  ataques  furibundos.  En 
toda  esa  labor,  entretejida  por  la  oposición  conserva- 
dora é inspirada  por  las  ideas  de  viejos  juristas  y por 
el  doctrinarismo  de  la  escuela  ultramontana,  no  en- 
contrareis más  que  argumentos  sin  valor,  porque  no 
arrancan  de  la  realidad;  argumentos  que  se  estrella- 
rán ante  los  fueros  de  la  razón  y de  la  naturaleza  hu- 
mana, que  va  recabando,  suavizando  asperezas,  pa- 
sando por  encima  de  todos  los  obstáculos  y destru- 
yendo todo  género  de  dificultades,  aquello  que  la 
pertenece  dentro  de  la  sociedad  y de  la  vida,  lo  mis- 
mo en  la  esfera  política,  que  en  la  jurídica,  que  en  la 
económica,  que  en  la  religiosa. 

No  me  toca,  Sres.  Diputados,  entrar  en  el  fondo 
de  la  cuestión,  pero  permitidme  que  haga  estas  lige- 
ras observaciones  en  gracia  á las  diatribas  que  he 
oido  en  contra  del  juicio  popular. 

Y es  claro,  Sres.  Diputados,  de  una  parte  la  natu- 
raleza del  hombre,  de  otra  la  historia,  que  nos  enseña 
que  el  juicio  popular  ha  aparecido  en  todos  los  tiem- 
pos, en  un  principio  de  una  manera  rudimentaria, 
después  adaptándose  á las  distintas  formas  de  la  so- 
ciedad en  la  Edad  Media,  más  tarde,  á fines  del  siglo 
pasado,  viniendo  á constituir  lo  que  se  ha  llamado 
aquí  el  Jurado  revolucionario,  y en  el  siglo  actual, 
fundándose,  no  solo  en  los  principios  de  la  filosofía, 
sino  también  en  lo  que  demanda  y exige  la  cultura 
general  de  las  Naciones,  el  principio  del  Jurado  ha 
constituido  una  nota  dominante  en  casi  todos  los  pue- 
blos. La  razón  política  que  nos  dice  que  la  soberanía 
es  inmanente  en  la  Nación,  y por  tanto  que  liene  que 
manifestarse  en  el  sufragio  por  lo  que  se  refiere  al 
Poder  legislativo,  y en  el  Jurado  por  lo  que  se  refiere 
al  Poder  judicial;  la  razón  jurídica  que  nos  dice  que  el 
hombre  es  un  ser  esencialmente  de  derecho  y que  las 
relaciones  que  entre  los  hombres  se  entablan  son  re- 
laciones esencialmente  jurídicas;  la  razón  social  que 
nos  dice  que  no  puede  haber  dentro  de  la  sociedad 
conciencias  privilegiadas,  razas  superiores  que  sean 
destinadas  á juzgar  de  las  infracciones  jurídicas  que 
en  la  vida  se  cometen;  lodos  estos  puntos  de  vista 
proclaman  á voces  la  bondad  del  juicio  popular. 

No  quiero  molestar  más  la  atención  del  Congreso 
con  este  género  de  consideraciones,  y voy  á entrar  en 
el  fondo  de  mi  enmienda. 

Señores,  el  art.  4.°  determina  la  competencia  del 
Jurado  para  conocer  de  los  delitos,  y al  examinar  esta 
competencia,  los  que  sienten  entusiasmo  por  la  ins- 
titución, los  que  están  convencidos  de  su  bondad  y 
eficacia,  tienen  que  proclamar  que  el  Jurado  debe 
conocer  en  absoluto  de  todo  género  de  delitos.  Los 
dos  términos  en  que  descansa  el  Jurado  son,  de  un 
lado  la  conciencia,  y de  otro  la  infracción  jurídica;  la 
conciencia  del  hombre  una  siempre,  determinándose 
por  los  mismos  móviles,  y la  infracción  jurídica, 
siempre  de  la  misma  naturaleza. 
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Establecida  la  debida  relación  entre  estos  dos  tér- 
minos, no  hay  más  remedio  que  sustentar  que  el  Ju- 
rado debe  conocer  en  absoluto  de  todo  género  de  de- 
litos. Y esto  no  es  un  ideal  irrealizable;  así  se  sustcnla, 
y así  se  practica  en  algunas  partes:  en  Tugiaterra.  en 
los  Estados  del  Norle-América,  en  las  Repúblicas 
américo-latinas  y en  la  misma  Suiza,  en  el  cantón  de 
Ginebra  desde  el  ano  1844. 

Ya  sé  yo  que  cuando  una  institución  trata  de 
plantearse  en  un  país  determinado,  hay  que  apreciar 
circunstancias  de  tiempo,  de  lugar;  las  costumbres, 
los  hábitos  quizá  viciosos  creados  al  calor  de  anti- 
tiguos  errores;  ya  sé  yo  que  el  legislador  ha  de  te- 
ner en  cuenta  todo  eso.  Pero,  señores,  ai  establecerse 
el  Jurado  en  otros  países  se  han  seguido  ordinaria- 
mente dos  sistemas,  como  aquí  se  ha  dicho;  el  siste- 
ma que  se  puede  llamar  francés,  en  el  cual  se  atiende 
á la  cantidad  de  la  pena,  sistema  que  yo  creo  infor- 
mado en  un  principio  absorbente  y cesarista... 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Se- 
ñor Martínez  Asenjo,  la  Mesa  está  dispuesta  á conce- 
der á S.  S.  toda  la  amplitud  necesaria  para  que  apoye 
su  enmienda;  pero  en  aquello  que  se  relacione  con  el 
objeto  mismo  de  la  enmienda,  no  en  otras  considera- 
ciones que  estarían  muy  en  su  lugar  si  ahora  estu- 
viéramos discutiendo  la  totalidad  del  Jurado.  Llamo, 
pues,  la  atención  de  S.  S.  para  que  se  concrete  al  asun- 
to de  la  enmienda. 

El  Sr.  MARTINEZ  ASENJO:  Defiero  á la  indi- 
cación del  Sr.  Presidente,  por  más  que  lo  que  yo  ha- 
cía no  era  más  que  exponer  las  consideraciones  ne- 
cesarias para  fundar  en  ellas  mi  opinión  de  que  el 
Jurado  debe  conocer  en  toda  clase  de  delitos.  Sin  em- 
bargo, procuraré  concretarme  para  complacer  á su 
señoría  y para  evitar  molestia  al  Congreso. 

Dccia,  señores,  que  el  sistema  francés,  que  se  ha 
seguido  por  casi  todas  las  Naciones  del  continente, 
no  resiste  á la  impugnación  de  la  crítica;  y ya  em- 
pezó á corregirse  en  Alemania,  porque  se  tropezaba 
con  grandes  dificultades  al  aplicar  el  principio  de  la 
cantidad  de  la  pena,  pues  no  podian  apreciarse  mu- 
chas veces  los  delitos  frustrados  ó las  tentativas  de 
delito,  y ha  habido  que  acudir  al  principio  de  la  co- 
nexidad para  que  el  Jurado  conociese  en  todos  los  de- 
litos que  fueran  de  la  misma  naturaleza. 

En  Italia  sucedió  lo  mismo,  y en  España  la  ley  de 
1872,  que  se  inspiró  en  iguales  principios,  no  tuvo 
más  remedio  que  tener  en  cuenta  esa  relación  de  co- 
nexidad que  existe  entre  los  delitos. 

Hay  otro  sistema  más  lógico,  más  racional,  que 
consiste  en  atender  á la  naturaleza  é índole  del  delito; 
sistema  que  empezó  á marcarse  en  Alemania  hácia 
los  años  66  y 68,  y fué  fundado  por  el  célebre  jura- 
dista  Blasser.  Pero  yo  creo  que  ninguno  de  estos  sis- 
temas responden  á una  categoría  verdaderamente  ra- 
cional, y felicito  á la  Comisión  por  no  haber  aceptado 
ninguno  de  los  sistemas  que  he  indicado. 

No  hay  inás  principio  sino  el  de  someter  al  co- 
nocimiento del  Jurado  todos  los  delitos:  ¿á  qué  esta- 
blecer esas ‘diferencias  por  la  cantidad  ele  la  pena  ó 
por  la  índole  de  los  delitos?  La  Comisión  ha  debido 
tener  en  cuenta  razones  de  oportunidad,  de  carácter 
político,  de  carácter  jurídico  ó de  carácter  social;  pero 
siempre  ha  debido  partir  del  principio,  de  la  afirma- 
ción de  que  el  Jurado  debe  conocer  de  todos  los  deli- 
tos políticos.  Esta  es  la  opinión  de  todos  los  juradistas 
de  Europa;  esto  mismo  decía  el  Sr.  Pacheco,  que  me 


daba  argumentos  para  defender  ini  enmienda,  cuando 
contestaba  al  Sr.  Diez  Macuso  con  palabras  que  ten- 
dían á demostrar  que  la  Comisión  debiera  someter  al 
Jurado  el  conocimiento  de  los  delitos  electorales.  Ya 
sé  yo  cómo  se  dan  los  dictámenes;  sé  que  vienen  á ser 
como  transacciones,  y mi  querido  amigo  el  Sr.  Pa- 
checo me  parece  que  estoy  leyendo  en  su  conciencia, 
está  animado  por  las  mismas  ideas  que  yo,  por  los 
mismos  sentimientos  que  yo,  y no  lia  hecho  más  que 
transigir  para  que  viniera  el  dictamen  con  esa  auto- 
ridad, con  esa  fuerza,  con  ese  prestigio  que  tiene  un 
dictámen  cuando  trae  la  unanimidad  de  los  indivi- 
duos que  forman  la  Comisión. 

Aun  me  explico  que  hayais  excluido  del  conoci- 
miento del  Jurado  aquellos  delitos  que  se  cometen 
contra  elevadisima  persona,  en  que  parece  que  en- 
carna el  principio  de  autoridad;  teniendo  en  cuenta 
la  gravedad  de  esos  delitos,  teniendo  en  cuenta  que 
la  autoridad  parece  que  cuando  se  discute  se  niega, 
y cuando  se  examina  se  pone  en  tela  de  juicio.  Por 
eso  comprendo,  aunque  no  esté  en  ello  conforme,  que 
hayais  excluido  los  delitos  de  lesa  majestad. 

Pero  los  delitos  electorales,  delitos  comunes,  de- 
litos ordinarios,  delitos  que  la  opinión  conoce  en  sus 
más  pequeños  accidentes,  en  sus  detalles,  en  su  natu- 
raleza; delitos  cuya  gravedad  es  apreciada  igualmen- 
te por  todos,  delitos  que  afectan  al  ejercicio  del  su- 
fragio y al  sistema  constitucional,  ¿por  qué  no  han  de 
estar  sometidos  al  conocimiento  del  Jurado?  ¿Qué  ra 
zones  ha  tenido  la  Comisión  para  excluirlos?  ¿Es  que 
la  sinceridad  electoral  está  garantizada,  dado  el  ac- 
tual sistema?  ¿Es  que  la  sinceridad  electoral  está  ga- 
rantizada, conociendo  de  los  delitos  electorales  los  tri- 
bunales de  derecho?  i Ah,  señores!  De  la  única  manera 
que  pudiera  estar  garantizada,  sería  si  los  tribunales 
de  derecho  fueran  inamovibles,  pero  caeríamos  en  un 
peligro,  que  ya  se  ha  expuesto  aquí  varias  veces,  en 
el  peligro  de  crear  una  verdadera  tiranía  en  el  país; 
pero  hoy,  dado  el  carácter  de  amovilidad  de  los  fun- 
cionarios judiciales,  dada  la  influencia  del  caciquis- 
mo que  los  señores  de  la  Comisión  quieren  combatir, 
¿dónde  está  la  razón  política  que  ha  podido  tener  la 
Comisión  para  excluir  del  conocimiento  del  Jurado 
los  delitos  electorales?  Yo  creo  precisamente  lo  con- 
trario; yo  creo  que  en  la  masa  general  del  país  hay 
verdadera  ánsia  de  que  la  expresión  de  la  voluntad 
electoral  sea  una  verdad,  y que  si  se  sometieran  esos 
delitos  al  Jurado,  el  Jurado  habría  de  dar,  no  vere- 
dictos unas  veces  de  impunidad  y otras  de  excesivo 
rigor,  sino  veredictos  ajustados  á la  conciencia  y al 
deseo  de  que  el  sufragio  sea  una  verdad  en  España. 

Razones  jurídicas.  ¿Cree  la  Comisión  que  en  estos 
delitos  va  á tener  más  competencia  un  tribunal  de 
derecho  para  conocer  la  naturaleza  del  delito  y sus 
accidentes?  Precisamente  estos  delitos  que  se  come- 
ten á la  vista  de  todo  el  mundo,  que  se  sabe  cómo  se 
traman,  cuya  generación  todo  el  mundo  comprende, 
¿cree  la  Comisión  que  el  tribunal  de  derecho  ha  de 
tener  más  aptitud,  más  acierto  que  el  Jurado  para 
definirlos,  para  comprenderlos  y para  juzgar  cuál  es 
su  verdadera  gravedad?  i Ah!  se  me  dirá;  es  que  los  de- 
litos electorales  por  regla  general  (y  adivino  una  idea 
del  Sr.  Maura),  no  son  delitos  graves,  no  son  de  aque- 
llos delitos  que  hacen  gran  mella  en  la  opinión  por 
las  circunstancias  ni  por  los  modos  en  que  se  gene- 
ran. Pues  precisamente  por  eso  debe  conocer  el  Jura- 
do de  esos  delitos,  para  no  aplicar  la  ley  de  una  ma- 
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ñera  formal,  sino  respondiendo  á los  sentimientos  de 
conciencia. 

Razones  sociales.  ¿Greeis  que  se  van  á purificar 
nuestras  costumbres  electorales,  que  la  indiferencia 
del  Cuerpo  electoral  va  á desaparecer,  que  va  á cesar 
la  atonía  que  existe  en  los  electores  porque  sigan  co- 
nociendo los  tribunales  de  derecho  de  esta  clase  de 
delitos?  Pues  si  está  sucediendo  ahora  todo  lo  contra- 
rio, ¿qué  razón,  pues,  habéis  tenido,  señores  de  la  Co- 
misión, para  hacer  lo  que  habéis  hecho?  La  descon- 
fianza y no  más  que  la  desconfianza  hacia  el  Jurado. 

Ya  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  en  el 
preámbulo  del  proyecto  de  ley  apuntaba  esa  descon- 
fianza, y no  se  atrevía,  siendo  lógico,  á proponer  que 
el  Jurado  no  conociese  de  los  delitos  electorales;  pero 
vosotros  os  habéis  dejado  arrastrar,  y ya  colocados  en 
el  plano  inclinado  que  el  Ministro  habia  preparado, 
habéis  ido  hasta  el  fondo,  y habéis  excluido  de  una 
plumada  los  delitos  electorales  del  conocimiento  del 
Jurado. 

Decia  el  Sr.  Ministro: 

«Acaso  sería  hoy  conveniente  sustraer  de  la  com- 
petencia del  Jurado  el  conocimiento  de  los  delitos 
electorales,  para  evitar  el  influjo  que  en  esta  institu- 
ción pudieran  ejercer  sentimientos  é ideas  que  en  al- 
gunas épocas  predominan,  pues  es  indudable  que 
nuestra  Patria  atraviesa  una  penosa  crisis,  determi- 
nada por  cierta  indiferencia  en  el  ejercicio  del  sufra- 
gio electoral  y por  la  facilidad  con  que  se  propende  á 
vulnerar  el  derecho  y á falsear  la  elección.» 

Aquí  se  apuntaba  ya  la  idea;  pero  la  Comisión  va 
más  allá  y no  los  somete  ai  conocimiento  del  Jurado 
haciendo  esta  consideración. 

«Con  este  designio  se  rectifican  las  lindes  que  el 
proyecto  trazó  á la  competencia  del  Jurado,  exclu- 
yendo los  delitos  electorales;  pues  ni  el  estado  enfer- 
mizo de  la  opinión  general  en  esta  materia,  inspira 
confianza  bastante  á la  Comisión,  ni  ésta  se  determina 
á exponer  el  organismo  entero  del  tribunal  popular, 
desde  la  formación  de  listas  hasta  el  voto  del  veredic- 
to al  embate  rudísimo  de  intereses  y pasiones  colec- 
tivas que  suelen  agitarse  en  estas  porfiadas  contien- 
das de  los  partidos  políticos  y los  bandos  locales.» 

¡Qué  gravedad,  Sres.  Diputados,  encierran  estas 
palabras  del  dictámen  déla  Comisión,  cuando  quiere 
establecer  el  juicio  por  jurados!  ¿Sabéis  lo  que  habéis 
hecho?  Con  esas  palabras  habéis  abierto  la  brecha 
mayor  al  dictámen,  ahí  es  donde  han  luchado  los 
conservadores;  precisamente  ahí  es  donde  han  hecho 
hincapié  para  reforzar  sus  argumentos  en  contra  de 
la  institución,  y es  natural.  Pues  si  confesáis  que  el 
Jurado  se  va  á dejar  influir  por  las  pasiones  locales, 
¿por  qué  no  habéis  de  confesar  lo  mismo  cuando  se 
trata  de  los  delitos  contra  la  forma  de  gobierno?  Pues 
qué  ¿en  España  no  existen  partidos  políticos  que  pro- 
fesan doctrinas  é ideas  contrarias  á las  que  hoy  in- 
forman la  Constitución  del  Estado?  ¿Por  qué  no  habéis 
hecho  lo  mismo  en  lo  que  se  refiere  á los  delitos  de 
rebelión  y sedición?  ¿Pues  no  hay  partidos  que  están 
conspirando  constantemente  en  nuestra  Patria;  no  hay 
personas  que  siguen  esas  corrientes,  que  están  con- 
formes con  ese  modo  de  pensar,  y por  lo  tanto,  pu- 
diendo  influir  en  la  formación  de  las  listas  podrán 
designar  personas  que  sean  amigas  suyas  para  fallar 
conforme  á sus  propósitos  en  las  causas  de  rebelión 
y sedición  que  se  sometan  al  conocimiento  del  Ju- 
rado? ¿Pues  qué,  señores,  y los  delitos  contra  el  ejer- 


cicicio  de  la  libertad  de  cultos?  Esto  sí  que  es  una 
inconsecuencia  de  la  Comisión,  porque  en  un  país  ca- 
tólico, si  venís  á someter  al  Jurado  (yo  creo  que  se 
deben  someter,  pero  dados  los  antecedentes  que  ha- 
béis sentado,  no  deberían  someterse),  si  venís  á so- 
meter los  delitos  que  indudablemente  han  de  influir 
más  por  su  naturaleza  en  el  ánimo  de  los  juzgadores, 
si  venís  á someter  esos  delitos  ai  conocimiento  del 
Jurado,  ¿qué  garantía  tendrán  los  protestantes  en  el 
ejercicio  de  su  libertad,  si  son  juzgados  por  un  Jura- 
do de  católicos. 

Vuelvo  á repetirlo;  habéis  cometido  un  grande 
error  al  quitar  del  conocimiento  del  Jurado  los  deli- 
tos electorales,  y todavía  mayor  ai  estampar  las  pa- 
labras que  habéis  escrito  en  vuestro  dictámen,  porque 
habéis  abierto  una  brecha  en  el  debate,  y allí  es  donde 
se  han  encontrado  más  fuertes  los  conservadores , y 
además,  les  habéis  dado  un  ejemplo  para  el  porvenir 
en  una  cuestión  tan  delicadísima,  que  el  partido  con- 
servador aprovechará  en  favor  suyo  cuando  quiera 
excluir  del  conocimiento  del  Jurado  todos  los  delitos 
políticos.  Y la  opinión  misma  ¿no  comprendéis  que  ha 
de  formar  mala  idea  de  esta  institución  después  de  las 
palabras  que  habéis  insertado  en  el  dictámen?  ¿No 
comprendéis  que  ha  de  creer  que  se  van  á formar 
tribunales  de  partidos  políticos?  Por  esto,  yo  llamo 
vuestra  atención  acerca  de  la  gravedad  indudable  que 
encierra  esa  supresión  que  habéis  hecho,  gravedad 
que  es  todavía  mayor  por  los  argumentos  y por  las 
consideraciones  en  que  os  habéis  fundado.  No , seño- 
res de  la  Comisión;  en  un  dictámen  que  debe  mirar 
por  el  prestigio  de  la  institución  del  Jurado  en  nues- 
tra Patria,  no  se  puede  demostrar  esa  desconfianza; 
al  contrario,  es  preciso  enaltecer  esa  institución,  y 
considerar  á los  jurados  como  sacerdotes  incapaces  de 
abrigar  ningún  género  de  pasiones  locales;  todos  es- 
tamos interesados  en  esto:  por  eso  yo,  señores  de  la 
Comisión,  os  ruego  encarecidamente  que  admitáis  la 
enmienda  que  he  tenido  el  honor  de  sostener,  y no 
creáis  que  porque  conozca  el  Jurado  de  esos  delitos 
la  institución  se  va  á desacreditar,  porque  en  la  for- 
mación de  las  listas  y en  todas  esas  operaciones  que 
hay  que  hacer  préviamente,  creo  que  hay  garantías 
suficientes  para  que  el  Jurado  se  desarrolle  con  con- 
diciones de  imparcialidad  6 independencia  en  nuestro 
país,  y sea  una  verdad  la  administración  de  justicia 
en  España. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MAURA:  Las  elocuentes  palabras  del  se- 
ñor Martínez  Asenjo,  comprenderá  la  Cámara  que  han 
sonado  gratamente  en  los  oidos  de  la  Comisión;  por- 
que después  de  la  infatigable  impugnación  que  hace 
la  minoría  conservadora,  consuela  oir  las  generosas, 
entusiastas  y verdaderamente  inspiradas  considera- 
ciones de  S.  S. 

No  nos  separa  ningún  abismo,  ningún  principio 
fundamental;  nos  separan  apreciaciones  circunstan- 
ciales no  más,  y la  prueba  está  en  el  hecho  de  haber 
presentado  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  en  la 
lista  de  delitos  atribuidos  á la  competencia  del  Jura- 
do, los  electorales,  no  sin  las  vacilaciones  que  exponía 
en  su  preámbulo,  vacilaciones  que  no  se  pueden  cen- 
surar sin  reprobar  la  ingenuidad  en  esas  exposiciones 
del  Gobierno  y de  la  Comisión,  la  cual,  con  idéntica 
franqueza,  deliberada,  conscientemente  ha  escrito 
i también  en  su  preámbulo  ese  párrafo  que  tan  mal  le 
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ha  parecido  al  Sr.  Martínez  Asenjo.  Todo  estriba  en 
dilucidar  qué  solución  es  más  atinada,  si  la  del  Mi- 
nistro, que  por  consideraciones  dignas  de  gran  res- 
peto, sobreponiéndose  á sus  vacilaciones,  se  determi- 
naba á incluir  los  delitos  electorales  en  la  competen- 
cia del  Jurado,  ó la  de  la  Comisión  que,  confesando 
la  excepción  que  introducía  en  el  principio  doctrinal, 
exponía  sus  motivos  y concluía  separando  los  delitos 
electorales.  En  breves  palabras  voy  á exponer  á la 
consideración  del  Congreso  y del  Sr.  Martínez  Asenjo 
el  móvil  de  nuestro  dictamen. 

Su  señoría  es  partidario  de  que  el  Jurado  conozca 
de  toda  suerte  de  delitos.  Si  merecieran  ser  recor- 
dadas palabras  mias,  en  las  que  pronuncié  cuando 
resumí  el  debate  sobre  la  totalidad,  si  el  Sr.  Martínez 
Asenjo  las  recordase,  advertiría  cuán  corta  distancia 
nos  separa;  porque,  si  no  el  Jurado,  que  eso  desde 
luego  lo  reconozco  por  imposible,  por  el  número  de 
los  procesos,  por  las  vejaciones  que  impondría  á los 
ciudadanos  y por  otra  multitud  de  causas,  pero  al 
ménos  alguna  intervención  popular  en  toda  la  admi- 
nistración de  la  justicia,  siquiera  en  lo  criminal,  eso 
ya  dije  yo  que  era,  no  una  aspiración  puramente  teó- 
rica, sino  su  ideal  cercano  de  nuestra  legislación  po- 
sitiva. Pero  no  se  trata  lioy  de  esto;  el  Sr.  Martínez 
Asenjo  comprende  que  no  se  puede  establecer  de  una 
vez  y en  la  misma  forma  el  Jurado  para  toda  clase 
de  delitos,  sin  consideración  á su  diversa  gravedad, 
á su  frecuencia,  á las  artificiales  definiciones  que  to- 
davía quedan  en  los  Códigos,  á una  multitud  de  cir- 
cunstancias, en  fin,  que  sería  prolijo  enumerar.  Si, 
pues,  hay  que  excluir  algunos  delitos,  yo  reconozco 
de  buen  grado  con  el  Sr.  Martínez  Asenjo,  que  los 
que  naturalmente  están  más  indicados  para  entrar  en 
la  competencia  del  Jurado,  son  los  políticos. 

Esto  parece  que  abona  la  enmienda  del  Sr.  Mar- 
tínez Asenjo;  y así  pregunta  S.  S.:  ¿por  qué  no  vie- 
nen inclusos  los  electorales?  Voy  á decírselo  á S.  S., 
sin  pretensión  de  decir  ninguna  novedad,  porque  el 
preámbulo  de  la  Comisión  explica  todo  su  pensamien- 
to, siquiera  en  breves  frases. 

Como  aquí  no  se  ha  de  discutir  con  alegatos  apa- 
sionados de  una  y otra  parte,  yo  no  vacilo  en  debili- 
tar la  posición  estratégica  de  la  Comisión  confesando 
que  no  habria  bastado  para  excluir  del  Jurado  los  de* 
litos  electorales  el  temor  á la  lenidad  del  Jurado. 

Sobre  la  lenidad  sistemática  del  Jurado  hay  mu- 
cho que  decir;  yo  no  creo  en  ella;  las  estadísticas  no 
la  comprueban;  observareis  que  siempre  que  se  acu- 
sa al  Jurado  de  error  grave,  se  citan  delitos  contra 
las  personas,  casi  nunca  de  delitos  contra  la  propie- 
dad, y es  porque  en  los  delitos  contra  las  personas 
intervienen  en  mayor  grado  pasiones,  circunstancias 
de  aquellas  que  establecen  verdaderos  abismos  entre 
la  culpabilidad  de  dos  delincuentes,  que  en  rigor 
caen  dentro  de  la  misma  definición  legal.  La  lenidad 
resulta,  por  una  ú otra  vía,  cuando  en  la  conciencia 
general  un  precepto  del  Código  está  reprobado  con 
viveza  ó con  unánime  sentir;  registrad  nuestra  Colec- 
ción legislativa , pasad  la  mirada  por  nuestras  cos- 
tumbres y decidme  si  el  juego,  el  duelo  y otros  deli- 
tos no  resultan,  por  uno  ú otro  camino,  impunes.  Se 
trata  en  puridad  de  elegir  el  mejor  camino,  el  ancho 
y claro  que  conduce  á la  puerta  principal,  ó el  sen- 
dero tortuoso  que  va  á las  puertas  excusadas,  de  las 
cuales  la  más  legítima  y ménos  peligrosa  es  el  indul- 
to. No;  la  lenidad,  no;  la  lenidad  resultaría,  resulta 


ahora,  no  puede  ménos  de  resultar,  dadas  nuestras 
costumbres  electorales,  dada  la  tradición  de  todos  los 
partidos  en  esta  materia.  Una  condena  por  delitos 
electorales,  será  legal,  será  estrictamente  justa  en 
cada  caso,  será  también  moral;  pero  se  subleva  la 
conciencia  pública  cuando  compara  aquel  caso  con 
otros  cien  casos  igualmente  notorios  que  no  dieron 
lugar  á proceso  ni  á sentencia. 

No  nos  movió,  pues,  el  temor  á la  lenidad;  lo  que 
nos  ha  movido  principal,  y puedo  decir  definitiva- 
mente,’ha  sido  otra  cosa,  que  nos  parece  grave  por 
lo  mismo  que  tenemos  al  Jurado  un  amor  reilexivo, 
propio  de  la  edad  adulta;  y no  hablo  de  la  edad  de 
las  personas,  sino  del  estado  de  la  opinión  liberal  con 
relación  al  credo  político  que  está  encarnado  en  este 
partido,  firme  en  la  convicción,  sin  entusiasmos  irre- 
flexivos y desordenados. 

Tienen  que  formar  las  listas  de  jurados,  sobre  las 
primeras  listas,  seis  ciudadanos  con  un  juez  instruc- 
tor. Nosotros  no  creemos  que  un  asesino,  un  ladrón, 
una  cuadrilla  de  bandoleros,  tengan  representación  y 
patrocinio  en  esa  Junta;  no  creemos  que  pueda  pre- 
valecer en  ella  un  interés  ilegítimo  en  favor  del  pro- 
cesado, ni  en  sentido  de  represión  cruel  y excesiva; 
pero  no  podemos  abrigar  la  misma  confianza  cuando 
se  va  a constituir  un  tribunal  del  Jurado  para  conocer 
de  la  causa  en  que  están  comprometidos  por  delito 
electoral  7,  12,  14  ó 20  individuos  de  un  partido  po- 
lítico; entonces  la  solidaridad  se  extiende  á tanta  gen- 
te, que  se  correrían  notorios  peligros,  en  el  estado 
actual  de  la  opinión  y de  las  pasiones,  en  las  locali- 
dades rurales  sobre  todo,  de  que  en  esa  Junta  prepon- 
derasen, ó un  espíritu  hostil  al  procesado,  ó una  co- 
rruptora y escandalosa  complicidad. 

Esas  son  realidades  tristes,  pero  realidades  de  que 
no  se  puede  prescindir.  Lié  aquí  la  razón  decisiva  que 
nos  ha  movido. 

El  Sr  Martínez  Asenjo  hablaba  de  la  inconsecuen- 
cia que,  en  sentir  suyo,  resulta  de  confiar  al  Jurado 
otros  delitos  como  la  rebelión  y la  sedición,  y aun  los 
delitos  religiosos.  Creo  que  en  esto  está  en  un  error 
el  Sr.  Martínez  Asenjo. 

No  es  igual  el  estímulo  de  los  que  han  hecho  jun- 
tos una  campaña  electoral  y quizá  han  ido  á escote 
en  las  ilegalidades  que  procuraron  la  victoria  ó fra- 
casaron en  la  derrota,  al  estímulo  que  pudiera  sen- 
tir una  Junta  en  favor  ó en  contra  de  los  procesados 
por  rebelión,  sedición  ó blasfemia;  no  creemos  que 
pueda  la  Junta  en  estos  casos  olvidar  todos  sus  de- 
beres y procurar  formar  unas  segundas  listas  para 
el  sorteo,  todas  compuestas  de  partidarios  ó adver- 
sarios de  aquellos  que  iban  á ser  juzgados.  Si  esto 
fuese  posible,  crea  S.  S.  que  la  opinión  sería  en  la  co- 
marca tan  unánime  en  favor  de  ios  que  se  rebelaban, 
que  no  habrían  tenido  necesidad  de  rebelarse. 

No,  el  caso  no  es  igual;  la  Comisión  al  ménos  así 
lo  ha  entendido.  Y no  consintiendo  lo  que  el  debate 
ha  durado  ya,  aunque  bien  lo  merecería  el  discurso 
elocuente  del  Sr.  Martínez  Asenjo,  un  razonamiento 
más  prolijo,  yo  le  ruego  que  considere  que  no  se  trata 
ahora  de  salvar  un  principio,  que  no  se  discute  un 
tema  doctrinal,  sino  que  se  trata  de  apreciar,  con  la 
mano  puesta  sobre  la  realidad  nada  grata  de  nuestras 
costumbres  electorales,  si  es  ó no  prudente  exponer, 
como  dice  el  preámbulo  del  dictámen,  toda  la  má- 
quina de  la  nueva  institución  á las  influencias  que  se 
interesarían  en  la  formación  de  las  listas  y en  todas 
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las  operaciones  del  Jurado,  si  los  delitos  electorales 
fueran  sometidos  á su  competencia. 

La  sinceridad  electoral  no  liemos  creido  nosotros 
que  se  salvaba  con  esta  exclusión.  No;  la  sinceridad 
electoral  no  se  salva  tampoco  con  la  inclusión  que 
propone  el  Sr.  Martínez  Asenjo.  La  sinceridad  electo- 
ral entiendo  yo  que  no  depende  de  las  sanciones  pe- 
nales de  las  leyes  ni  de  represiones  judiciales  vigoro- 
sas; se  salva,  ó al  ménos  se  procura  que  vaya  prevale- 
ciendo ó convaleciendo,  con  la  política  electoral  de  los 
gobiernos  de  propósitos  sanos,  y todavía  más  con  la 
rectitud  de  la  mayoría  de  las  Cámaras  en  la  revisión  de 
las  actas  y en  el  juicio  de  todas  las  incidencias  elec- 
torales. Por  esto  creo  yo  que  merecerá  duradera  ala- 
banza el  partido  liberal,  que  en  este  punto  me  parece 
que  sin  contradicción  lia  de  pasar  á la  historia  como 
iniciador  de  una  saludable  reacción. 

No  dire  que  no  haya  tenido  alguna  vez  sus  luna- 
¿fes:  pero  es  una  tendencia  constante,  ahora  mismo 
manifestada  en  las  recientes  elecciones  municipales. 
Nosotros  creemos  que  este  es  el  camino  por  donde 
puede  llegarse  á la  purificación  del  sistema  electoral 
ó á su  convalecencia,  que  á todos  por  igual  nos  im- 
porta. No  lo  hemos  subordinado  á la  exclusión  ó in- 
clusión en  la  lista  de  los  delitos  sometidos  á la  com- 
petencia del  Jurado. 

El  Sr.  MARTINEZ  ASENJO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MARTINEZ  ASENJO:  Muy  breves  pala- 
bras voy  á pronunciar  en  contestación  á las  profundas 
observaciones  que  el  Sr.  Maura  ha  tenido  la  bondad 
de  hacer  á mi  discurso. 

Agradezco  la  consideración  que  le  he  merecido  á 
S.  S.,  y solo  tengo  que  repetir,  como  ya  lo  dije  al  em- 
pezar mi  discurso,  que  la  Comisión  no  se  habia  ins- 
pirado para  no  someter  al  Jurado  los  delitos  electora- 
les, más  que  en  la  cuestión  de  oportunidad.  Yo  creia 
y creo  que  no  se  habia  inspirado  bien  en  este  caso,  y 
ahora  anado,  que  desde  el  momento  en  que  se  da  como 
razón  para  no  someter  al  Jurado  los  delitos  electora- 
les, el  que  las  pasiones  de  partido  y de  la  localidad 
podian  influir  eu  sus  decisiones,  desde  ese  momento 
existen  las  mismas  razones  para  sospechar  que  ocu- 
rriría lo  mismo  tratándose  de  otro  género  de  delitos 
políticos  exactamente  iguales.  Y no  vale  que  el  señor 
Maura  procure  anular  este  argumento  mió,  puesto 
que  al  mismo  tiempo,  decía  que  este  era  un  peligro 
para  el  porvenir,  que  corríamos  el  peligro  de  que  el 
partido  conservador,  tomando  nuestro  ejemplo  y fun- 
dándose en  que  la  opinión  estaba  enfermiza,  podía 
creer,  con  razón,  que  cierto  género  de  delitos,  como 
por  ejemplo,  los  cometidos  contra  la  forma  de  gobicr- 
. no,  debían  separarse  de  la  competencia  dei  Jurado. 

Por  lo  demás,  como  no  quiero,  como  no  deseo  de 
ninguna  manera  que  recaiga  una  votación  sobre  esta 
enmienda,  porque  creo  que  el  Jurado  debe  salir  de 
este  Congreso  sin  que  se  haya  emitido  un  solo  voto 
liberal  en  contra  suya,  como  abrigo  este  deseo  y este 
sentimiento,  yo  defiero  á la  indicación  del  Sr.  Maura, 
y retiro  la  enmienda. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Queda 
retirada. 

EISr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Abre- 
se discusión  sobre  el  art.  4.°  redactado  de  nuevo  por 
la  Comisión. 

El  Sr.  Muro  tiene  la  palabra,  primero  en  contra. 

El  Sr.  MURO:  No  diré  una  novedad  á los  Sres.  Di- 


putados si  les  digo  que  entre  la  intervención  de  los 
conservadores  en  este  debate  y la  intervención  nues- 
tra, hay  una  diferencia  radical,  no  solo  la  que  nace 
siempre  y siempre  existe  cuando  definen  sus  crite- 
rios hombres  que  pertenecen  á dislinlas  escuelas,  sino 
aquella  otra  diferencia  de  conducta  que  revela  pro- 
pósitos antagónicos  y tendencias  radicalmente  contra- 
rias, la  que  todos  habréis  observado  al  contemplar  en 
el  curso  del  debate  la  actitud  de  la  minoría  conserva- 
dora y la  de  la  minoría  republicana,  que  en  este  mo- 
mento tengo  la  honra  de  representar.  Porque  en  tanto 
la  primera  ha  discutido  con  gran  empeño  la  totalidad 
dei  proyecto  y ha  presentado  después  varias  enmien- 
das á su  articulado,  y presentará  seguramente  algu- 
nas otras  á los  artículos  subsiguientes  del  proyecto, 
nosotros  hemos  guardado  absoluto  silencio,  prestando 
únicamente  nuestros  votos  afirmativos,  unidos  al  de 
todos  los  elementos  liberales  de  la  Cámara,  al  verifi- 
carse la  votación  del  art.  l.°  de  este  proyecto. 

Y estas  diferencias,  Sres.  Diputados,  son  conse- 
cuencia obligada  de  los  afectos  que  el  Jurado  des- 
pierta en  la  extrema  derecha  y en  la  extrema  izquier- 
da del  Parlamento:  allí,  el  ódio  á esta  institución 
popular;  aquí,  el  amor.  Por  eso  la  minoría  conserva- 
dora ha  pretendido  destruir  la  institución  antes  de 
nacer,  desacreditarla  y hundirla,  y nosotros,  por  el 
contrario,  aspiramos  á perfeccionarla,  á enaltecerla  y 
mejorarla. 

No  tienen  otro  objeto  las  observaciones  que  á 
nombre  de  este  grupo  político  voy  á hacer  comba- 
tiendo el  art.  4.°  del  dictámen,  si  bien  debo  declarar, 
anle  todo,  que  si  hay  gloria  ó responsabilidad  en  el 
planteamiento  del  Jurado,  esa  gloria  ó esa  responsa- 
bilidad nos  alcanzan  directamente  á todos,  quizás — 
hasta  ese  punto  lleva  la  minoría  republicana  su  fran- 
queza— quizás  más  á nosotros  en  cuanto  el  proyecto 
es  la  afirmación  de  un  principio  que  forma  parte  esen- 
cial del  dogma  de  la  democracia  española,  el  de  la 
aplicación  de  la  soberanía  de  la  Nación  á la  adminis- 
tración de  la  justicia,  aceptado,  al  fin,  como  tantos 
otros,  por  el  partido  liberal  imperante  que  se  dispone 
á plantearlo. 

De  lo  que  no  podemos  ser  responsables  es  del  cri- 
Lerio  que  ha  presidido  al  proyecto,  y en  este  punto  he 
de  ser  también  explícito,  aunque  á riesgo  de  incurrir 
por  la  ley  fatal  de  la  necesidad,  contra  mi  deseo,  en 
alguna  repetición,  volviendo  acaso  sobre  temas  que 
parecen  apurados.  No  podemos  ser  responsables  del 
criterio  que  ha  presidido  á la  formación  del  proyecto 
y del  dictámen,  porque  es  un  criterio  ecléctico,  y por- 
que arguye  una  gran  desconfianza  en  la  institución 
dei  Jurado,  que  se  revela  en  el  art.  4.°  que  estamos 
discutiendo,  en  la  formación  de  las  listas,  y sobre 
todo,  en  aquella  disposición  especial  que  pone  en  ma- 
nos del  Gobierno  la  suspensión  en  ciertos  y determi- 
nados casos  del  funcionamiento  dei  Jurado.  De  lo  pri- 
mero, es  decir,  de  la  competencia  de  este  tribunal,  he 
de  ocuparme  exclusivamente,  dejando  las  otras  cues- 
tiones á mis  dignos  compañeros. 

Hasta  ahora  yo  tenía  aprendido,  Sres.  Diputados, 
en  la  modesta  esfera  de  mis  estudios,  que  para  deter- 
minar la  competencia  del  Jurado  podía  seguirse  uno 
de  estos  criterios:  ó el  radical  que  lleva  al  Jurado  el 
conocimiento  de  toda  clase  de  delitos,  ó el  de  la  gra- 
vedad de  las  penas  que  informó  la  ley  del  Sr.  Mon- 
tero Ríos  en  el  año  1872,  ó el  de  la  índole  y natura- 
leza de  los  delitos  que  prevalece  en  el  proyecto  que 
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el  Sr.  Romero  Girón  presentó  al  Senado  en  1883,  ó el 
de  la  mayor  alarma  que  ciertos  hechos  punibles  pro- 
ducen en  la  conciencia  pública,  ó el  del  carácter  po- 
lítico y de  opinión  que  los  delitos  revistan. 

Y efectivamente,  aparte  de  teorías  y de  princi- 
pios, el  conocimiento  de  las  legislaciones  extranjeras, 
que  yo  no  voy  á analizar  aquí,  nos  enseña  que  en  Lo- 
das  partes  el  Jurado  obedece  á uno  de  estos  criterios, 
ó si  se  quiere,  á lo  sumo,  á una  combinación  de  dos 
de  esos  criterios. 

En  ningún  país  se  ha  creido  que  pudieran  com- 
binarse todos,  haciendo  de  esto  un  sistema  especial 
que  condujese  á esa  selección  de  delitos  hecha,  pri- 
mero por  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  en  el 
proyecto,  y depurada  después  por  la  Comisión  en  el 
dictamen,  porque  en  ningún  país  tampoco  se  han 
abrigado  las  desconfianzas  y los  temores  que  son,  por 
un  lado  el  fundamento  de- ese  eclecticismo  ilógico,  y 
por  otro  la  explicación  de  esas  depuraciones  capri- 
chosas que  se  observan  en  la  obra  del  Ministro  y en 
las  reformas  introducidas  por  la  Comisión.  Aun  si 
hubierais  sido  consecuentes  con  ese  criterio  ecléctico, 
seguramente  habríais  llegado  a la  conclusión  más  ra- 
dical, qce  consiste,  como  dije  antes,  en  declarar  de  la 
competencia  del  Jurado  todos  los  delitos,  absoluta- 
mente todos  los  delitos  que  registra  el  Código  penal; 
los  unos  por  su  índole  y naturaleza;  los  otros  por  la 
gravedad  de  las  penas;  otros  por  la  alarma  que  pro- 
ducen en  la  conciencia  pública;  otros  porque  tienen 
carácter  político;  otros  porque  son  delitos  de  Opinión, 
y de  este  modo,  incluyéndolos  todos  en  la  jurisdic- 
ción del  nuevo  tribunal,  cada  uno  por  su  motivo,  ha- 
brían recibido  sanción  en  la  práctica  y se  habrían 
traducido  en  preceptos  las  manifestaciones  que  hemos 
visto  salir  del  banco  de  la  Comisión,  y señaladamente 
de  los  labios  de  su  dignísimo  presidente  el  Sr.  Mau- 
ra, y de  esta  suerte  también,  aunque  por  distintos 
caminos,  hubiéramos  llegado  á un  punto  común,  la 
lógica  nos  hubiera  unido  en  aquel  criterio  radical  que 
indicaba  al  principio,  y que  nosotros  consideramos 
como  el  propio  de  esta  minoría,  saturada  de  una  pru- 
dencia y de  un  gubernamentalismo  que  no  pueden  ni 
discutirse,  ni  menos  negarse,  sin  caer  en  notoria  in- 
justicia. 

Aceptamos  esc  criterio,  y declaramos  que  es  el 
nuestro,  no  por  lo  que  tenga  de  radical,  sino  por  lo 
que  tiene  de  lógico,  y por  la  confianza  que  revela  en 
la  institución  que  defendemos. 

¿Hay  ó no  hay  confianza  en  el  Jurado?  Porque  re- 
formas corno  ésta  son  do  una  excepcional  gravedad, 
porque  se  trata,  no  ya  de  una  simple  cuestión  de  com- 
petencia, sino  de  algo  que  se  refiere  y afecta  á la  or- 
ganización de  los  tribunales  y á la  administración  de 
la  justicia  en  España,  deben  abordarse  con  energía  y 
hacerse  declaraciones  terminantes,  no  en  los  discursos, 
sino  en  la  ley.  ¿Hay  confianza  en  el  Jurado?  Pues  la 
consecuencia  exige  que  el  Jurado  conozca  de  toda  clase 
de  delitos.  ¿No  hay  confianza  en  el  Jurado?  Pues  la 
consecuencia  exige  que  no  haya  ni  proyecto,  ni  dictá- 
men,  ni  discusión. 

El  Sr.  Maura  dccia  en  su  brillantísimo  discurso 
resumiendo  el  debate  sobre  la  totalidad,  que  la  Comi- 
sión y el  Gobierno  tenían  gran  confianza  en  el  Jurado. 
Yo,  que  celebré  mucho  oir  ai  Sr.  Maura  esa  declara- 
ción, siento  tener  que  decirle  que  los  hechos  uo  con- 
forman con  las  palabras,  y que  si  realmente  S.  S.  tiene 
una  gran  confianza  en  el  Jurado,  si  la  Comisión  la 


tiene  también,  ni  S.  S.  ni  la  Comisión  lo  han  demos- 
trado en  su  dictámen.  Porque  de  abrigarla,  hubiera 
conducido  naturalmente  á S.  8.  y á sus  compañeros  á 
lo  que  tantas  veces  he  dicho;  á la  sumisión  de  todos 
los  delitos  á la  competencia  del  Jurado,  aun  aquellos 
que  el  Sr.  Maura  excluía  en  su  discurso,  diciendo  que 
■no  podían  cometérsele  los  delitos  cuya  sanción  penal 
en  la  ley  y cuyo  grado  de  reprobación  por  la  concien- 
cia pública  presentaban  un  desequilibrio  que  podía 
conducir  á la  derogación  efectiva  de  la  ley  misma 
por  el  tribunal  en  parte  encargado  de  aplicarla.  Pues 
aun  esos  delitos,  repito,  que  el  Sr.  Maura  excluía  del 
conocimiento  del  Jurado  por  esta  razón,  y para  evi- 
tar el  choque  entre  la  ley  y la  conciencia  pública, 
aun  esos  debieran  llevarse  al  conocimiento  del  Ju- 
rado. ¿Por  qué?  La  razón  no  se  oculta  á la  perspicacia 
de  la  Comisión  seguramente;  porque  las  leyes  deben 
conformar  siempre  con  las  costumbres,  y no  reñir 
batallas  con  la  conciencia  del  país  donde  esas  ley& 
han  de  aplicarse;  y si  esto  es  verdad,  y si  lo  es  que 
hay  delitos  que  la  conciencia  pública  aprecia  de  un 
modo  y la  ley  positiva  de  otro  distinto,  la  ley  debe 
modificarse;  para  eso  estamos  aquí,  para  eso  están 
las  inteligentes  iniciativas  del  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia,  las  no  raénos  inteligentes  del  Sr.  Maura, 
que  ha  debido  presentar  al  lado  de  su  dolorosa  con- 
fesión el  remedio  legislativo  de  una  ó varias  proposi- 
ciones de  ley  que  pusiesen  término  al  conflicto. 

Este  criterio  nuestro  tiene  además  la  ventaja  de 
evitar  aquel  otro  cuasi-conflicto  constitucional  que  el 
propio  Sr.  Maura  nos  anunciaba  en  el  caso  de  que  por 
efecto  de  los  episodios  del  juicio  viniese  á degeuerar 
la  calificación  del  delito,  porque  claro  está  que  si  to- 
dos ellos  eran  de  la  competencia  del  Jurado,  resul- 
taba indiferente  que  la  calificación  á virtud  de  los 
episodios  del  juicio,  degenerase  ó no,  puesto  que  siem- 
pre el  Jurado  habría  de  conocer  del  hecho  fuera  laque 
quisiera  su  naturaleza  jurídica. 

¿AdmiLe,  sin  embargo,  este  radicalismo  nuestro 
algún  límite?  Yro  creo,  como  la  Comisión,  que  no  se 
debe  prescindir  de  la  realidad  de  las  cosas,  y puede  si 
gusta  el  Sr.  Diaz  Moreu  que  va  á dispensarme  el  ho- 
nor de  contestar,  apoderarse  de  esta  confesión  mia, 
con  tai  que  no  exagere  su  alcance,  y una  realidad  es 
la  molestia  que  habría  de  causarse  á los  jurados,  re- 
uniéndolos frecuentemente  para  delitos  de  pequeña 
importancia.  Dehe,  sin  duda,  evitarse  esto  cuidadosa- 
mente, para  que  la  institución  no  se  gasLe  ni  se  con- 
vierta en  carga  insoportable,  y como  las  estadísticas 
de  la  criminalidad  en  España  dicen  que  hay  Lres  cía 
ses  de  delitos  que  absorben  generalmente  con  singu- 
lar frecuencia  la  atención  de  los  tribunales  de  dere- 
cho es,  á saber:  las  lesiones  ménos  graves  y los  hurtos 
y estafas  en  cantidad  menor  de  100  pesetas,  aquí  está 
el  límite  que  vamos  buscando. 

Esos  delitos  serian  los  únicos  excluidos  de  la  com- 
petencia del  Jurado,  como  veis,  Sres.  Diputados,  por 
motivos  puramente  circunstanciales,  de  comodidad, 
pudiéramos  decir,  y esto  bajo  la  promesa  de  consti- 
tuir aquella  judicatura  primaria  de  que  nos  hablaba 
el  Sr.  Maura,  ó aquella  justicia  correccional  á que  se 
referia  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  á cuyo 
conocimiento  se  reservarían  los  delitos  que  lie  men- 
cionado, realizando  de  este  modo  un  progreso,  al  que 
la  minoría  republicana  se  asociaría  con  mucho  gusLo, 
como  complemento  del  Jurado  que  ahora  se  establece. 

Por  haberse  separado  la  Comisión  de  estas  ideas, 
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y por  haberse  distraído  de  la  lógica,  observo  yo  en  el 
dictamen  contradicciones  verdaderamente  inexplica- 
bles, al  incluir  unos  delitos,  al  excluir  otros,  al  fijar, 
en  suma,  la  competencia  del  Jurado  y de  los  tribu- 
nales de  derecho,  sin  tener  en  cuenta  ni  siquiera  las 
artísticas  y científicas  agrupaciones  que  forman  el 
engranaje  del  Código  penal  en  los  títulos,  capítulos  y 
artículos  de  su  libro  segundo. 

Y como  esto  me  conduce  á una  demostración  que 
ha  de  ser  la  segunda  parte  de  mi  discurso  atendido 
lo  avanzado  de  la  hora,  suplico  ai  Sr.  Presidente  que 
si  no  halla  obstáculo  reglamentario  se  sirva  reservar- 
me la  palabra  para  continuar  mañana. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  esta  discu- 
sion,  que  continuará  mañana  á primera  hora.» 


Se  leyeron  por  primera  vez,  y pasaron  á la  Comi 
sion,  acordando  se  imprimieran  y repartieran,  las  si- 
guientes enmiendas  ai  dictámen  relativo  al  proyecto 
de  ley  estableciendo  el  juicio  por  jurados. 

Del  Sr.  Manteca,  á los  artículos  10,  14  y 31. 

Del  Sr.  Fioi  al  art.  42. 

Del  Sr.  Aparicio  (D.  Luis),  á los  artículos  15,  21, 
34,  45,  46  y 63. 

(Véanse  en  el  Apéndice  á este  Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden  del  dia  para  mañana: 
Continuación  del  debate  pendiente  acerca  del  Ju- 
rado, y los  demás  asuntos  puestos  en  el  orden  del  dia 
de  hoy. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  seis  y cuarenta  y cinco  minutos. 


APÉNDI0E. 
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DE  LAS 

SESIONES  II  CORTES. 


CONGRESO  I)E  LOS  DIPUTADOS. 


Enmiendas  al  dictámen  de  la  Comisión  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el  esta- 
blecimiento del  juicio  por  jurados  para  determinados  delitos. 


Del  Sr.  MANTECA,  al  núm.  3.°  del  art.  lü. 

Los  Diputados  que  suscriben  proponen  al  Congre- 
so se  sirva  redactar  el  núm.  3.°  del  art.  10  del  pro- 
yecto de  ley  sobre  el  Jurado,  de  la  siguiente  manera: 
«3.°  Los  condenados  á penas  aflictivas  ó correc- 
cionales, mientras  no  hubieran  extinguido  la  condena 
y trascurrido  después  treinta  años.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Mayo  de  1887.= 
José  Manteca.=Santos  López  Pelegrin.=El  Marqués 
del  Vadillo.=Gustavo  Morales.=Eduardo  de  Peral- 
ta.=Benedicto  Antcquera.=Antonio  Vázquez  López. 


Del  Sr.  MANTECA,  ai  art.  1 4. 

Los  Diputados  que  suscriben  proponen  al  Con- 
greso se  sirva  redactar  el  art.  14  del  proyecto  de  ley 
sobre  el  Jurado,  de  la  siguiente  manera: 

«Art.  14.  Las  primeras  listas  de  jurados  se  for- 
marán por  una  «Tunta  que  se  constituirá  con  el  cura 
párroco,  el  maestro  de  escuela  más  anciano,  el  juez 
municipal,  el  alcalde,  y en  su  defecto  un  teniente  ó 
concejal,  el  mayor  contribuyente  por  territorial,  y 
el  mayor  contribuyente  del  término,  por  industrial. 

Reunidos  los  anteriormente  nombrados,  elegirán 
de  entre  los  vecinos  dos  de  honradez  notoria  que  no 
hayan  estado  procesados  nunca  y que  no  paguen  con- 
tribución directa  de  ninguna  especie.  Estos  indivi- 
duos, unidos  á los  anteriores,  formarán  la  «Tunta.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Mayo  de  1887.=José 
Manteca.=Santos  López  Pelegrin.=El  Marqués  del 
Vadillo.=  Eduardo  de  Peralta.  = Benedicto  x\nte- 
quera.=Gustavo  Morales.=Antonio  Vázquez. 


Del  Sr.  MANTECA  al  art.  31. 

Los  Diputados  que  suscriben  proponen  al  Congreso 
se  sirva  aprobar  la  siguiente  enmienda  ai  art.  31  del 
proyecto  de  ley  sobre  el  Jurado. 


«Art.  31.  Durante  el  mes  de  Mayo,  el  juez  de  ins- 
trucción designará  los  seis  vocales  que  bajo  su  pre- 
sidencia, han  de  formar  la  Junta  del  partido  ó distrito. 
Se  compondrá  ésta  del  cura  párroco,  del  maestro 
de  escuela  más  anciano,  de  dos  contribuyentes  por 
territorial  sacados  á la  suerte  entre  los  12  mayores,  y 
de  otros  dos  mayores  contribuyentes  por  industrial 
que  residan  en  la  población. 

Reunidos  todos,  designarán  tres  vecinos  que  ten- 
gan las  condicioues  señaladas  en  el  art.  14,  y entonces 
se  tendrá  por  formada  la  «Tunta  del  partido  ó distrito.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Mayo  de  i887.=José 
Manteca.=Santos  López  Pelcgrin.=El  Marqués  del 
Vadillo.=Eduardo  Peralta.=Benedicto  Antequera.= 
Gustavo  Morales. =Antonio  Vázquez. 


Del  Sr.  FIOL,  al  párrafo  2.°  del  art.  42: 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  á la  aprobación  del  Congreso  la  siguiente 
adición  al  párrafo  2.°  del  art.  42  del  dictámen  refe- 
rente al  proyecto  de  ley  sobre  establecimiento  del 
juicio  por  jurados: 

«En  Baleares  y Canarias  el  tribunal  del  Jurado 
que  haya  de  conocer  de  las  causas  de  un  partido  ju- 
dicial que  no  radique  en  la  isla  donde  tenga  su 
asiento  la  Audiencia,  se  constituirá  en  la  cabeza  del 
partido  respectivo.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Mayo  do  l887.=«Toa- 
quin  Fiol.=Cipriano  Garijo.=  Antonio  Dominguez 
Alfonso.=Rafael  Prieto  y Gaules.=Miguel  Villalba 
Hervás.==Juan  García  del  Castillo.=El  Conde  de  Sa- 
llent. 
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Del  Sr.  APARICIO  (D.  Luis)  á los  arts.  15,  21, 
34,  45,  46  y 63. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  las  siguienLes  enmiendas  al  dictamen  do  la 
Comisión  sobre  el  proyecto  de  ley  del  Jurado: 

El  art.  15  de  dicho  proyecto  de  ley  se  redactará 
en  los  siguientes  términos : 

«Art.  1 5.  En  las  poblaciones  en  que  hubiera  varios 
jueces  municipales,  se  constituirán  tantas  J untas  cuan- 
tos fueren  éstos,  componiéndose  cada  una,  del  juez, 
fiscal  y teniente  alcalde  respeclivo,  y de  tres  mayo- 
res contribuyentes  designados  con  sujeción  al  artículo 
anterior. 

Cada  una  de  estas  Juntas,  formará  las  dos  listas 
correspondientes  á su  distrito.» 

El  párrafo  2.°,  del  art.  21  de  dicho  proyecto,  se 
adicionará  en  los  siguientes  términos: 

«Si  la  notificación  no  se  hiciera  personalmente  al 
interesado,  se  entenderá  renunciado  el  recurso,  si 
no  queda  interpuesto  en  el  término  de  veinticuatro 
horas.» 

El  art.  34,  se  adicionará  con  el  siguiente  párrafo: 

«Todas  las  actuaciones  relativas  á la  formación 
de  listas,  rectificaciones  ó recursos  derivados  de  ellas, 
se  formalizarán  en  papel  de  oficio  y sin  derechos  ni 
costas.» 

El  párrafo  l.°  del  art.  45,  se  redactará  en  esta 
forma: 

«En  el  acto  mismo  á que  se  refiere  el  artículo  an- 
terior, si  se  hubiesen  propuesto  recusaciones  no  ad- 
mitidas de  plano,  el  tribunal  señalará  el  dia  en  que 
ha  de  oir  respecto  de  las  mismas  al  recusante  y á las 
otras  partes  que  quieran  concurrir.  Para  la  vista,  no 
se  harán  otras  citaciones  que  las  que  resulten  del  co- 
nocimiento que  las  partes  presentes  tomarán  del  se- 
ñalamiento al  suscribir  el  acta  de  sorteo  donde  cons- 
tará la  providencia  de  la  Sala.» 


El  art.  46  quedará  redactado  en  los  siguientes  tér- 
minos: 

«Art.  46.  Al  dia  siguiente  de  haberse  practicado 
los  actos  y diligencias  mencionados  en  el  artículo  an- 
terior, el  presidente  del  tribunal  expedirá  los  despa- 
chos necesarios  á los  jueces  de  partido,  para  que  por 
medio  de  los  jueces  municipales  respectivos,  hagan  sa- 
ber á los  36  jurados  y los  6 supernumerarios  designa- 
dos por  la  suerte,  que  concurrau,  bajo  la  responsabi- 
lidad del  art.  52  de  esta  ley,  en  el  dia  y sitio  señalados 
para  constituir  el  tribunal  del  Jurado  que  ha  de  co- 
nocer de  las  causas  del  partido  judicial  correspon- 
diente; se  mandará  asimismo,  dentro  de  cada  proceso, 
expedir  los  exhortes  ü órdenes  necesarios  para  la  ci- 
tación de  los  peritos  y testigos  que  las  partes  hubie- 
sen designado  para  justificar  los  particulares  de  prue- 
ba admitidos,  cumpliendo  ai  efecto  con  lo  dispuesto 
en  los  arts.  660  y 661  de  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal.  Para  estas  citaciones,  se  tendrán  presentes, 
cuanto  sea  posible,  el  órden  con  que  se  hayau  de  ver 
las  causas  y la  probable  duración  de  los  juicios  que 
se  hayan  de  celebrar  antes,  coordinando  las  necesida- 
des de  la  administración  de  justicia  con  el  interés  de 
las  partes,  los  testigos  y peritos  de  cada  proceso.» 

El  párrafo  l.°  del  art.  63  quedará  redactado  en  es- 
tos términos: 

«Los  jurados,  prévia  la  vénia  del  presidente,  po- 
drán dirigir  á las  partes,  testigos,  peritos  y procesa- 
dos las  preguntas  que  estimen  conducentes  para  acla- 
rar y fijar  los  hechos  sobre  que  verse  la  prueba.  Si 
las  preguntas  fuesen  impertinentes  ó capciosas,  según 
parecer  unánime  de  los  jueces  de  derecho,  el  presi- 
dente negará  la  vénia  y se  insertarán  en  el  acta  las 
preguntas  rechazadas.» 

Palacio  del  Congreso  i O de  Mayo  de  1887.=Luis 
Aparicio.=Francisco  Agustín  Sil  vela.  ==  Felipe  Avila 
Ruano.=Roman  Martin  BernaÍ.=Franciseo  Ausaklo. 
Juan  José  Lopez.=Lorenzo  Alvarez  Capra. 
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DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

PRESIDENCIA  DEL  BICHO.  SR.  II.  CRISTINA  HARTOS. 


SESION  DEL  MIERCOLES  II  DE  MAYO  DE  1887. 

SUMARIO,  Abroa©  4 la  una.=  Se  loo  y aprueba  ol  Acta  de  la  anterior.=El  Sr.  Alvarez  Mariño 
ruoga  4 la  Presidencia  se  sirva  hacer  cumplir  el  Reglamento  en  la  parte  que  dispone  que  al  principio 
de  la  legislatura  se  apruebe  la  lista  de  los  Sres.  Diputados  que  pueden  ser  elegidos  para  constituir  el 
Tribunal  de  Actas  graves.=Contostacion  do  la  Presidencia.=Reotiflca  el  Sr.  Alvarez  Mariño,  y contesta 
segunda  vez  la  Presidencia.=Pasa  4 la  Comisión  respectiva  una  instancia,  presentada  por  el  Sr.  Váz- 
quez López,  de  la  señora  viuda  del  brigadier  Velarde,  solicitando  que  la  pensión  que  le  ha  sido  conce- 
dida le  sea  abonada  desde  el  dia  del  fallecimiento  do  su  esposo,  y no  desde  la  saneion  del  proyecto  de 
ley.=Se  acuerda  comunicar  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  el  ruego  del  Sr.  Fiol  para  que  so  sirva  dictar 
alguna  disposición  4 ñn  de  que  los  quintos  que  solicitan  la  rodencion  4 metálico  permanezcan  en  sus 
puestos  hasta  quo  aquella  les  sea  concedtda.=El  Sr.  Pando  presenta  una  exposición  de  los  redactores 
del  Boletín  de  primera  enseñanza  del  distrito  universitario  d9  Salamanca,  haciendo  observaciones  al 
proyecto  de  loy  concediendo  derechos  pasivos  á los  maestros  do  instrucción  primaria,  y ruega  después 
á la  Mesa  que  lo  antes  posible  soa  puesto  á discusión  el  proyecto  de  ley  sobro  crédito  agrícola.=La 
exposición  pasa  4 la  Comisión  corre3pondiente.=OtiDEN  del  día:  contiaúa  la  discusión  pendiente  sobre 
establecimiento  del  juicio  por  jurados,  y en  el  uso  de  la  palabra  el  Sr.  Muro.=So  suspende  la  discusión, 
y ocupando  la  tribuna  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  da  lectura  de  los  siguientes  proyectos  de  ley: 
autorizando  al  Gobierno  para  invertir  en  las  obras  de  instalación  en  el  palacio  nuevo  do  Vista- Alegre, 
del  asilo  de  inválidos  del  trabajo,  600.000  posotas;  concediendo  una  pensión  do  760  posotas  4 Doña 
Isabel  Aloinany,  viuda  de  D.  Miguel  Alemany,  terrero  segundo  quo  fué  del  faro  de  Cala-Figuera,  y 
sobre  aplicación  de  los  recursos  obtenidos  para  un  presidio  celular,  a la  construcción  del  manicomio 
judicial,  instalación  de  la  penitenciaría-hospital,  y establecimiento  de  una  colonia  agrícola  penitencia- 
ria.=Pasan  estos  proyoctos  4 las  Secciones  para  nombramiento  de  Comisión,  salvo  el  de  pensión,  que 
pasa  4 la  Comisión  correspondiente.  = Continúa  la  discusión  pendiente  sobre  establecimiento  del 
Jurado.=  Discurso  del  Sr.  Diaz  Moreu,  de  la  Comisiou.=Del  Sr.  Muro.= Rectificación  del  Sr.  Diaz 
Moreu.=Se  aprueba  el  art.  4.°=Se  lee  el  6.°,  al  cual  hay  dos  enmiendas;  la  primera  del  Sr.  Domínguez 
Alfonso,  que  la  Comisión  no  acepta.=Discurso  del  autor  en  apoyo.=*Del  Sr.  Pacheco,  como  de  la  Comi- 
sion.=Rectiflcacion  del  Sr.  Domínguez  Alfonso.=Se  vota  la  enmienda  nominalmonte,  y queda  desechada 
por  79  Sros.  Diputados  contra  28.=So  lee  la  del  Sr.  Marqués  del  Vadillo.=La  Comisión  tampoco  la 
aeepta.=Discurso  del  autor  en  apoyo.=Contestacion  del  Sr.  García  Aiix,  de  la  Comision.=Rectiflca- 
ciones  de  ambos  oradores.=Puesta  4 votación  la  enmienda,  es  desechada  nouiinalmente  por  100  votos 
contra  32.=Se  aprueban  sin  discusión  los  arts.  6.‘\  6.°  y 7.°=Se  lee  el  8.°  y una  enmienda  del  Sr.  Alvoar, 
que  la  Comisión  no  admite.=Discurso  del  Sr.  Alvear  en  apoyo  de  su  enmionda.=Del  Sr.  Santana,  de  la 
Comisión —Rectificación  del  Sr.  Alvear.=No  se  toma  on  consideraoion.=Sin  mas  discusión  se  aprueba  el 
art.  8.°=Leido  el  9.°,  se  anuncia  por  el  Sr.  Presidente  que  una  enmienda  del  Sr.  Bugallal  ha  sido  retirada 
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por  su  autor,  y so  da  cuoufca  do  otra  suscrita  por  ol  Sí.  López  Fernandez. =La  Comisioü  no  la  acepta.=Bis- 
curso  do  su  autor  en  apoyo.— Dal  Sr.  Maura,  de  la  Coinision.=Bectifica  el  Sr.  Lopoz  Fernandez,  y retira 
la  enmienda.=Quoda  rotirada.=Se  lee  una  del  Sr.  ALba  al  misino  artículo.— La  Comisión  no  la  admito.= 
La  apoya  su  autor.=Se  suspende  esta  discusión. =P  asa  á la  Comisión  respectiva  una  exposición  de  Don 
José  Talón  y Marín,  solicitando  que  ú los  hijos  úuicos  de  padres  sexagenarios  so  les  permita  la  reden- 
ción del  servicio  militar.=Queda  enterado  el  Congreso  de  haberse  constituido  la  Comisión  encargada 
do  informar  sobro  ol  proyecto  de  ley  lijando  las  fuerzas  del  ejército  permanente  para  el  año  1887-88.= 
Pasa  a la  Comisioií  de  presupuestos  una  instancia  del  teniente  y abogados  fiscales  del  Tribunal  Supremo, 
en  solicitud  de  aumento  do  sueldo.=Dáso  primera  lectura,  y pasan  a la  Comisión,  las  siguientes  en- 
miendas al  proyecto  sobre  establecimiento  del  juicio  por  jurados:  del  Sr.  Ansaldo  al  art.  13;  del  soñor 
Azcárate  al  art.  68;  del  mismo  señor  al  art.  69,  y del  Sr.  Domínguez  (D.  Lorenzo)  a los  arts.  30,  31, 
32  y 33.=Pasa  á las  Secciones,  para  nombramiento  do  Comisión,  un  proyecto  de  ley,  remitido  por  el 
Senado,  incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  la  prolongación  hasta  la  estación  de  Huoto  do  la 
de  Tortuora  á Alcocor.=Orden  del  dia  para  mañana:  los  asuntos  señalados  para  la  de  hoy.=Se  levanta 
la  sesión  á las  siete  y cuarto. 


Se  abrió  á la  una  Je  la  tarde,  y leida  el  Acta  de 
la  anterior,  quedó  aprobada. 


Varios  Sres.  Diputados  piden  la  palabra. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepou):  Tiene 
la  palabra  el  Sr.  Alvaréz  Marino. 

EL  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  Hace  tiempo  está 
señalada  al  órden  del  dia  la  aprobación  de  la  lista  de 
los  Sres.  Diputados  que  pueden  ser  elegidos  para  cons- 
tituir el  Tribunal  de  Actas  graves,  y vemos  con  sor- 
presa que  esa  lista  no  se  aprueba  y está  sin  cumplir 
un  articulo  del  Reglamento,  con  grave  daño  del  pres- 
tigio del  Congreso,  porque  precisamente  esta  cuestión 
ha  llamado  mucho  la  atención  en  esta  legislatura,  y 
esta  es  la  lecha  en  que  no  se  lia  dado  dictámen  sobre 
varias  actas,  y otras  están  sin  ser  declaradas  graves; 
lo. cual  es  un  verdadero  escándalo,  porque  ni  se  aprue- 
ba la  reforma  dei  Reglamento,  ni  se  aprueba  esta 
lista. 

Supongo  que  esto  obedece  al  deseo  de  que  se  aprue- 
be la  reforma  del  Reglamento;  pero,  de  todos  modos, 
ruego  á la  Mesa  se  sirva  hacer  que  el  Reglamento  se 
cumpla. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepou):  Sabe 
bien  el  Sr.  Alvarez  Marino  que  una  de  las  atribucio- 
nes de  la  Mesa  es  marcar  la  preferencia  de  los  asun- 
tos señalados  al  órden  del  dia. 

La  Mesa  tendrá  en  cuenta  los  deseos  de  S.  S.,  que 
ya  comprende  que  la  aprobación  de  la  lista  de  los  se- 
ñores Diputados  que  tienen  derecho  á formar  parte 
riel  Tribunal  de  Actas  graves  se  relaciona  con  otro 
dictámen  que  está  tambieu  puesto  ai  órden  del  dia. 
Cuando  uno  y otro  dictamen  puedan  ser  puestos  á 
discusión,  lo  serán  con  la  preferencia  posible. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  Ya  sé  que  la  Mesa 
tiene  derecho  de  señalar  el  órdeu  en  que  han  de  dis- 
cutirse los  asuntos;  pero  en  el  caso  présente*  se  trata 
de  cumplir  un  precepto  reglamentario,  según  el  cual, 
inmediatamente  que  se  constituya  el  Congreso,  debe 
nombrarse,  el  Tribunal  de  Actas  graves;  y si  bien  en 
el  caso  de  que  se  apruebe  la  reforma  dei  Reglamento, 
quedaría  invalidado  el  nombramiento  de  ese  Tribu- 
nal, es  lo  cierto  que,  por  ahora,  debe  cumplirse  el  ar- 
tículo reglamentario,  y esto  es  lo  que  yo  pido  á la 
Mesa. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Ya 
}o  havá  la  Mesa  cuando  lo  crea  oportuno;  mientras 


tanto,  la  Mesa  dará  la  preferencia  posible  á este  dic- 
támen. La  Mesa  ignora  que  la  Comisión  haya  hecho 
ninguna  declaración  de  acta  grave;  si  la  tuviera,  en- 
tonces se  veria  cu  la  necesidad  de  proceder  con  más 
prisa,  digámoslo  así,  respecto  de  este  particular. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepou):  El 
Sr.  Vázquez  López  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  VAZQUEZ  LOPEZ:  La  señora  viuda  del 
brigadier  Velarde  que,  como  recuerdan  los  Sres.  Di- 
putados, sucumbió  A manos  de  los  sediciosos  el  19  de 
Setiembre,  acude  al  Congreso  solicitando  que  la  pen- 
sión que  se  ha  concedido,  la  sea  abonada  desde  el 
dia  del  fallecimiento  de  este  bizarro  militar,  y no  des- 
de el  en  que  se  sancionó  por  S.  M.  la  Reina  Regente 
la  correspondiente  ley. 

Presento  la  solicitud,  rogando  á la  Mesa  la  dé  el 
curso  que  corresponda. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sauchez  Arjona):  Pasará  á 
la  Comisión  respectiva. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Fiol  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  FIOL:  Para  dirigir  un  ruego  al  Sr.  Minis- 
tro de  la  Guerra,  suplicando  á la  Mesa  se  sirva  tras- 
mitírselo. 

Sucede  muy  á menudo  que  los  quintos  solicitan 
su  redención  á metálico  fuera  del  término  marcado 
por  la  ley;  pero  redención  que  siempre  suele  conce- 
derse. Acontece,  por  ejemplo,  en  Raleares,  con  cuya 
representación  me  honro,  donde  los  medios  de  comu- 
nicación son  difíciles  para  trasladarse  á algún  punto 
de  la  Península,  que  á causa  de  lo  engorroso  de  esos 
expedientes  de  redención,  tienen  que  irse  los  quintos 
ai  punto  de  su  destino  para  cubrir  la  plaza  que  se  les 
lia  señalado,  y poco  tiempo  después  tienen  que  re- 
gresar al  punto  desde  donde  solicitaron  la  redención, 
produciendo  gastos  al  Estado  y perjuicios  considera- 
bles á las  familias  y A los  pobres  quintos. 

Si  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  estuviera  dispuesto 
A dictar  algunas  órdenes  (que  no  sé  si  estará  en  sus 
atribuciones,  pero  creo  que  sí),  para  que,  toda  vez  que 
casi  siempre  se  conceden  las  redenciones  á metálico, 
pudiesen  ios  quintos  permanecer  en  sus  puestos  has- 
ta que  se  les  hubiese  concedido,  y así  se  evitaría  que 
el  Estado  tuviera  que  pagar  los  gastos  de  viaje  de  ida 
y vuelta  que  tienen  que  hacer  esos  quintos,  lo  que 
ocasionaría  además  el  que  se  procediese  qqq  una  tra- 
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nutación  macho  más  breve  en  esos  expedientes,  que 
hay  que  confesar  que  se  eternizan  muchas  veces  en 
los  respectivos  Centros  oficiales.  Por  consiguiente,  yo 
me  atrevo  á esperar  que  la  Mesa  pondrá  en  conoci- 
miento del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  el  ruego  que  le 
dirijo,  y que  este  digno  funcionario  se  servirá  aten- 
derlo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Se  pon- 
drá en  conocimiento  de  dicho  Sr.  Ministro  el  ruego 
de  S.  S. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Gapdepon):  El 
Sr.  Pando  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  PANDO:  He  pedido  la  palabra  para  presen- 
tar una  exposición  que  dirige  ai  Congreso  la  Redac- 
ción del  Boletín  de  primera  enseñanza  del  distrito  uni- 
versitario de  Salamanca,  haciendo  observaciones  ai 
proyecto  de  ley  que  concede  derechos  pasivos  á los 
maestros  de  instrucción  primaria. 

En  dicha  exposición  solicitan  que  en  vez  de  des- 
contarles el  3 por  100  de  sus  sueldos,  se  apliquen  al 
pago  de  los  derechos  pasivos  los  haberes  de  las  es- 
cuelas que  haya  vacantes,  mientras  no  se  provean  in- 
terina ó definitivamente. 

Con  esta  variación,  á mi  juicio,  serán  cubiertas 
las  atenciones  pasivas  más  fácilmente;  pues  no  lía- 
jará  del  5 al  7 por  100  lo  que  boy  no  es  más  que  el 
3 escasamente,  y no  se  mermarán  los  cortos  haberes 
que  boy  disfruta  la  honrosa  y poco  afortunada  ciase 
de  maestros,  de  tanta  importancia  social  como,  por 
desgracia,  desatendida. 

Ruego,  pues,  á la  Mesa  se  sirva  remitir,  cuando 
llegue  el  caso,  la  presente  instancia  á la  Comisión  que 
lia  de  entender  en  este  asunto  para  que,  de  acuerdo 
con  el  Sr.  Ministro  de  Fomento,  resuelvan  lo  más  con- 
veniente. 

Y ya  que  estoy  en  el  uso  de  la  palabra,  me  tomaré 
la  libertad  de  unir  mi  ruego  al  de  otro  dignísimo  se- 
ñor Diputado  ])ara  que,  lo  antes  posible,  se  ponga  á 
discusión  el  proyecto  de  ley  sobre  crédito  agrícola, 
cuya  necesidad  siente  todo  el  país:  y no  me  extiendo 
por  ahora  en  razonamientos  sobre  el  asunto,  por  estar 
ampliamente  tratado  en  la  exposición  presentada  aquí 
de  la  Liga  de  contribuyentes  de  Salamanca,  y porque 
el  Reglamento  no  me  lo  permite. 

Termino  consignando  mi  aplauso  al  Sr.  Ministro 
de  Fomento  por  los  deseos  que  le  animan  en  este 
asunto,  según  se  ha  servido  manifestarme  en  mi  ges- 
tión personal,  y no  dudo  hará  cuanto  esté  cu  su  mano 
para  que  dicho  proyecto  sea  ley  en  la  presente  legis- 
latura. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Se  pou- 
dri  el  ruego  en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  Fo- 
mento, y la  exposición  presentada  pasará  á la  Comi- 
sión correspondiente. 


ORDEN  DEL  DIA. 


EL  Sr.  PRESIDENTE  Continúa  la  discusión  del 
dictamen  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  estable- 
cimiento del  juicio  por  jurados  para  determinados 
delitos.  (Véase  el  Apéndice  primero  al  Diario  núm.  42 , 
sesión  ele  10  de  tfarzo  último;  Diario  núm.  73)  sesión 


del  2 i de  Abril ; Diario  núm.  74 , sesión  del  22  de  idem\ 
Diario  núm . 75 , sesión  del  23  de  idem\  Diario  núm . 70, 
sesión  del  25  de  ídem;  Diario  núm . 77 , sesión  del  26  de 
idem\  Diario  núm . 78,  sesión  del  27  de  ilem\  Diario 
núm.  79.  sesión  del  28  de  ídem;  Diario  núm.  80 , se- 
I s ion  del  30  de  ídem;  Diario  núm.  $ i , sesión  del  3 de 
Mayo\  Diario  núm.  82,  sesión  del  4 de  idem\  Diario  nu  * 
mero  83,  sesión  del  5 de  idem,  Diario  núm.  84,  sesión 
del  6 de  idem\  Diario  núm.  85,  sesión  del  7 de  idem\ 
Diario  núm..  86,  sesión  del  9 de  ídem,  y Diario  núm.  87, 
sesión  del  10  de  ídem.) 

El  Sr.  Muro  continúa  en  el  uso  de  la  palabra,  pri- 
mero, en  contra  del  art.  4.° 

El  Sr.  MURO:  Señores  Diputados;  decia  en  la  se- 
sión de  ayer  que  el  criterio  ecléctico  de  la  Comisión 
al  incluir  y excluir  delitos  de  la  competencia  del  Ju- 
rado, conducía  á un  resultado  completamente  distinto 
de  aquel  á que  se  ha  visto  conducida  por  su  falta  de 
lógica;  demostré  que  á ser  consecuente  la  Comisión 
con  su  propio  criterio  y con  las  reglas  que  le  sirven 
de  fundamento,  el  resultado  debiera  ser.  el  de  com- 
prender en  el  art.  4.°,  como  de  la  competencia  del  Ju- 
rado, todos  los  delitos,  sin  más  exclusión  que  aquella 
puramente  circunstancial  que  llamé  de  comodidad  de 
los  jurados  para  no  molestarles  tanto  llevándoles  á las 
capitales  de  provincia  ó á los  puntos  de  residencia  de 
las  Audiencias  á conocer  de  delitos  de  escasa  impor- 
tancia, que  son  los  que  ocupan  generalmente  la  aten- 
ción de  los  tribunales  de  derecho,  sin  más  exclusión, 
en  suma,  que  la  de  los  delitos  de  lesiones  menos  gra- 
ves, hurtos  y estafas  en  cantidad  inferior  á 100  pese- 
tas. Hoy  voy  á demostrar  que  esa  falta  de  lógica  lleva 
á extremos  verdaderamente  inconcebibles;  y como 
esto  exige  un  análisis  de  los  delitos  excluidos  é inclui- 
dos, necesito  establecer  previamente  algunas  ideas 
sobre  las  cuales  ha  de  girar  toda  mi  argumentación; 
ideas  que  pertenecen  ¡i  los  dignos  individuos  de  la 
Comisión  del  propio  modo  que  á esta  minoría,  porque 
todos  entendemos  que  el  Jurado  es  de  una  parte  una 
institución  política,  siquiera  se  considere  solo  su  ori- 
gen y sentido  general,  y de  otra  parto  una  institución 
jurídica,  garantía  eficaz  de  la  justicia,  y que  en  un 
sentido  y en  otro  puede  afirmarse  que  el  Jurado  sig- 
nifica la  intervención  directa  del  país  en  la  adminis- 
tración de  justicia,  ó como  diríamos  nosotros  en  len- 
guaje democrático,  la  práctica  de  la  soberanía  de  la 
Nación  en  la  administración  de  la  justicia.  Necesito 
también  afirmar  esta  otra  idea  que  va  unida  á la  an- 
terior; la  de  la  confianza  en  la  institución  del  Jurado, 
confianza  sobre  la  cual  tanto  ha  insistido  en  sus  dis- 
cursos la  Comisión,  y que  especialmente  se  esforzó 
en  demostrar  su  dignísimo  presidente. 

Afirmadas  estas  ideas,  la  de  la  significación  po- 
lítica y jurídica  del  .Turado,  la  de  ser  garantía  de 
justicia  y la  de  la  confianza  que  esta  institución  ins- 
pira á todos  los  liberales,  voy  á entrar  en  el  análisis 
que  anuncié  de  los  delitos  incluidos  y excluidos  por 
la  Comisión  de  la  competencia  del  Jurado,  asegu- 
rando desdo  luego  á los  Sres.  Diputados  que  como 
mi  ánimo  no  es  seguir  la  conducta  de  los  señores 
conservadores,  sino  separarme  absolutamente  de  ella 
para  no  suscitar  obstáculos  ni  dificultades  á la  apro- 
bación del  proyecto,  lia  de  ser  tan  breve  como  lo  per- 
mita la  ámplia  é inagotable  materia  que  voy  á tratar. 

Si  es  verdad  que  el  Jurado  es  y significa  la  inter- 
vención directa  del  país,  de  la  Nación,  de  los  ciuda- 
danos en  la  administración  de  la  justicia,  hay  que 
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inferir  como  consecuencia  obligada  de  esta  premisa 
que  el  tribunal  del  Jurado  debo  conocer  principal- 
mente, y este  sí  que  es  un  criterio  seguro,  de  todos 
aquellos  delitos  que  de  una  manera  ó de  otra  afecten 
á la  integi'idad  del  país,  á la  seguridad  del  país,  al 
órden  del  país,  á la  estabilidad  de  sus  instituciones, 
á la  propiedad,  á la  familia,  á los  fundamentos,  en 
suma,  de  la  sociedad  española.  Allí  donde  hay  un 
gran  interés  social,  ó un  gran  interés  político,  ó un 
derecho  universal  conculcados,  allí  debe  estar  el  tri- 
bunal del  pueblo  para  conocer  de  los  hechos  que  pro- 
dujeron la  conculcación. 

Y yo  pregunto:  ¿hay  algo  superior  á la  seguridad 
exterior  del  Estado?  ¿Hay  algo  superior  A esa  misma 
seguridad,  amenazada  por  una  hostilidad  de  relacio- 
nes con  un  país  extranjero?  ¿Hay  algo  más  grave  que 
aquellos  hechos  encaminados  A poner  en  peligro  la 
seguridad,  de  la  Patria?  Afirmo  que  no,  y deduzco  de 
esta  afirmación  la  inconsecuencia  qne  resulta  de  in- 
cluir entre  los  delitos  del  tít.  l.u,  lib.  2."  del  Códi- 
go penal  el  de  traición,  y excluir  de  la  competencia 
del  Jurado  los  que  comprometen  la  paz  y la  inde- 
pendencia del  Estado;  los  delitos  contra  el  derecho  de 
gentes  y los  de  piratería.  ¿Será  que  la  Comisión  haya 
obedecido  á uua  de  esas  reglas  directoras  de  su  cri- 
terio. por  ejemplo,  A la  gravedad  de  las  penas,  juz- 
gando la  de  los  delitos  de  traición  superior  á las  de 
los  otros?  No;  no  es  esta  la  regla,  porque  si  no  resul- 
tan iguales  las  penas  impuestas  en  el  título  que  me 
ocupa,  resultan  muy  parecidas.  Se  incurre,  además, 
en  una  inconsecuencia  grandísima,  porque  si  el  deli- 
to de  traición  consiste,  por  ejemplo,  en  inducir  A una 
potencia  extranjera  A que  declare  la  guerra  A Espa- 
ña, en  introducir  tropas  extranjeras  en  el  interior  de 
la  Nación,  en  entregar  una  fortaleza  A un  país  ex-  ' 
tranjero,  cualquiera  de  los  delitos  que  comprometen 
la  paz  y la  seguridad  del  Estado,  tiene  una  fisonomía 
tan  semejante,  que  es,  A veces,  difícil  distinguirlos, 
como  sucede  respecto  de  aquellos  delitos  compren- 
didos en  el  cap.  2.”,  tit.  1."  que  castiga  al  que 
provocare  ó diere  motivo  A una  declaración  de  guer- 
ra contra  España  con  actos  ilegales  ó que  no  estén 
autorizados  competentemente. 

Yo  desearía  que  la  Comisión  fijara  su  atención  en 
esto  y se  sirviera  decirnos,  porque  el  Sr.  Maura  ofre- 
ció hacerlo  al  contestar  al  Sr.  Silvela,  qué  motivos  ha 
tenido  para  declarar  de  la  competencia  del  Jurado  los 
delitos  de  traición,  y para  excluir  los  que  comprome- 
ten la  paz  y la  seguridad  del  Estado. 

No  puede  ser  tampoco  la  regla  que  haya  servido 
A la  Comisión  para  determinar  de  esta  manera  su  cri- 
terio, la  frecuencia  con  que  unos  y otros  delitos  se  co- 
metan, porque  afortunadamente  la  frecuencia  no  seda 
ni  en  los  delitos  de  traición  ni  en  los  demás  A que  se 
refiere  el  tít.  1."  que  estoy  examinando. 

También  afecta  muy  directamente  A las  bases 
fundamentales  de  la  sociedad  otro  grupo  de  delitos, 
y por  lo  mismo  debieran  reservarse  á la  competencia 
del  Jurado.  Me  refiero  á los  del  tít.  2.°,  ó sea  A los  de- 
litos contra  la  Constitución,  y efectivamente,  debo 
declarar  con  franqueza  que  la  Comisión  lo  ha  estimado 
así  cometiendo  al  nuevo  tribunal  el  conocimiento  de 
los  delitos  contra  las  Córtes  y sus  individuos,  contra 
el  Consejo  de  Ministros,  contra  la  forma  de  gobierno, 
contra  el  ejercicio  de  los  derechos  individuales  y los 
relativos  al  libre  ejercicio  de  los  cultos;  pero  arrepen- 
tida de  su  pasajera  consecuencia,  vuelve  A la  selección 


caprichosa,  arrancando  del  conocimiento  del  Jurado, 
no  ya  una  parle  de  los  delitos  comprendidos  en  uu 
título  del  Código,  sino  de  los  comprendidos  en  un 
mismo  capítulo,  porque  incluye,  como  hemos  visto 
las  secciones  2.“  y 3.a  del  cap.  I.°,  y excluye  la  sec- 
ción 1.a  del  propio  capitulo,  que  es  la  que  trata  de 
los  delitos  de  lesa  majestad.  ¿Qué  regla  ha  podido  te- 
ner presente  la  Comisión?  Confieso  mi  incapacidad 
para  contestar  A esto,  y de  tal  manera  me  parece  ex- 
traño el  caso,  que  no  alcanzo  A encontrar  el  pretexto, 
y mucho  ménos  la  razón  de  este  sistema  selectivo! 

¿Será  esa  regla  la  mayor  gravedad  de  las  penas? 
No,  porque  el  delito  de  lesa  majestad,  precisamente 
el  excluido,  tiene  una  pena  superior  A los  demás  de- 
litos de  ese  título.  ¿Será  la  gravedad  del  delito  mis- 
mo? Tampoco,  porque  si  la  Comisión  entiendo  que 
debe  llevar  al  Jurado  los  hechos  que  causan  mayor 
alarma  en  la  conciencia  pública,  precisamente  por  esc 
principio  debió  incluir  con  preferencia  A los  demás  los 
de  lesa  majestad  que  son,  desde  el  punto  de  vista 
archimonárquico  de  la  Comisión,  los  más  graves  y 
los  que  mayor  alarma  producen. 

¿Cuál  puede  ser,  pues,  el  motivo  de  la  exclusión 
de  estos  delitos?  Hecuerdo  que  el  Sr.  Maura,  al  hacer 
el  resumen  del  debate  en  la  totalidad,  dijo  que  se  ha- 
bía excluido  el  delito  de  lesa  majestad  por  descon- 
fianza liácia  el  Jurado,  no  de  la  Comisión,  sino  de  los 
señores  conservadores,  porque  temía  S.  S.  que  llevan- 
do á su  competencia  aquellos  hechos,  se  volvieran 
contra  la  nueva  institución  todas  las  iras  conserva- 
doras y la  hirieran  mortalmente.  Como  era  natural, 
la  explicación  ni  satisfizo  A los  señores  conservadores, 
ni  A nosotros,  ni  puede  satisfacer  A nadie  que  se  afir- 
me un  principio,  que  se  establezca  un  criterio,  y que 
el  que  esto  hace  se  desvíe  fácilmente  bajo  pretextos 
especiosos  de  sus  legitimas  consecuencias. 

La  explicación,  por  otro  lado,  convertíase  ou  agra- 
vio, porque  era  dar  al  partido  conservador  patente  de 
monarquismo  y negarle  la  de  patriota;  que  suponer 
que  los  señores  conservadores  mataran  el  Jurado  si  se 
someten  A él  los  delitos  de  lesa  majestad,  es  suponer 
que  no  le  matarán,  entregando  al  conocimiento  de  este 
tribunal  los  delitos  de  lesa  Patria ; y por  eudo,  que 
hay  un  partido  español  que  coloca  sobre  el  supremo 
interés  de  la  nacionalidad  el  interés  accidental  y pa- 
sajero de  una  institución.  Sí;  accidental  y pasajero 
interés,  aun  para  vosotros  que  al  unísono  con  los  con- 
servadores afirmáis  que  Patria  y Monarquía  se  con- 
funden en  una  síntesis  nacional;  porquo.no  podéis  des- 
conocer que  la  verdadera  síntesis,  extraña  A toda 
ficción  y A todo  convencionalismo,  es  la  que  forma 
cousigo  misma  la  nacionalidad  española,  colocada 
encima  de  las  instituciones,  por  respetables  que  sean. 

No  hay,  pues,  razón  para  separar  de  la  competen- 
cia del  Jurado  los  delitos  de  lesa  majestad,  y entre- 
garle aquellos  otros  contra  la  Constitución,  A que  so 
refiere  el  lib.  2.°,  tít.  2.“  del  Código  penal. 

¡Desconfianza  de  los  conservadores!  Desconfianza 
vuestra,  pudiera  yo  decir,  revelada,  no  solo  en  esta 
arbitraria  inclusión  y exclusión  de  delitos,  en  la  for- 
mación de  las  listas,  en  la  disposición  que  otorga  al 
Gobierno  la  facultad  de  suspender  el  funcionamiento 
del  Jurado  en  ciertas  y determinadas  circunstancias, 
y evidenciada  recientemente  por  la  Comisión  al  mo- 
dificar el  párrafo  2.°  del  art.  4.*  Porque  habíais  dicho 
en  la  primitiva  redacción  que  quedaban  sometidos  al 
J urado  todos  los  delitos  cometidos  por  medio  de  la 
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imprenta,  ó por  otro  medio  mecánico  de  publicación, 
y bajo  esta  generalidad  en  el  precepto,  á la  jurisdic- 
ción de  aquel  correspondía  el  previsto  y penado  en  el 
art.  162  del  Código,  ó sea  el  de  injuria  y amenaza  al 
Rey;  pero  ahora,  aceptando  implícitamente  en  la  nue- 
va redacción  la  enmienda,  del  Sr.  Diez  Macuso,  que 
pertenece  á la  minoría  conservadora,  excluís  ese  de- 
lito, porque  teméis  no  hallar  en  el  Jurado  las  garan- 
tías de  que  queréis  rodear  todo  lo  que  afecta  á la  en- 
carnación monárquica.  Habéis  sido,  pues,  cuando  mé- 
iios,  excesivamente  condescendientes  con  el  partido 
conservador,  y lo  peor  es  que  no  os  lo  agradece,  y no 
habéis  adelantado  nada.  (El  Sr.  Santana:  Luego  no  ha 
habido  condescendencia.)  Pues  ha  sido  de  todos  modos 
una  rectificación  del  criterio  de  la  Comisión,  que  coin- 
cidió por  rara  coincidencia  con  la  enmienda  del  se- 
ñor Diez  Macuso,  y no  habéis  adelantado  nada  con 
esta  nueva  condescendencia  tenida  hacia  el  partido 
conservador.  (El  Sr.  Santana  hace  signos  negativos.)  Sí, 
aunque  el  Sr.  Santana  lo  niegue,  nada  habéis  adelan- 
tado, porque  después  de  ella,  como  antes  de  ella,  los 
conservadores  siguen  combatiendo  con  empeño  este 
proyecto  de  ley,  y seguirán  su  camino  hasta  el  fin, 
no  aventurando  mucho,  si  anuncio  la  posibilidad  de 
que  en  el  Senado  pongan  obstáculos  de  tal  naturaleza, 
que  hagan  imposible  su  aprobación  en  la  actual  le  - 
gislatura. ( El  Sr.  Conde  de  Toreno : En  ningún  sitio  los 
habrá  por  parte  de  los  conservadores.)  Hablo,  no  del 
obstruccionismo,  que  ya  sé  yo  que  no  cabe  en  los 
procedimientos  de  la  minoría  conservadora,  sino  del 
uso  extremado  del  derecho  que  tiene,  y yo  le  reco 
nozoo,  como  á todos  los  Diputados,  de  discutir  dete- 
nidamente aquellos  proyectos  y dictámenes  que  no 
sean  de  su  agrado  (El  Sr.  Conde  de  Toreno:  Eso  sí),  y 
de  discutirlos,  no  solo  consumiendo,  como  se  ha  he- 
cho, cuatro  turnos  en  la  totalidad  del  proyecto,  sino 
presentando  una  série  interminable  de  enmiendas,  y 
pidiendo  con  rara  frecuencia  votaciones  nominales, 
que  dilatan  el  término  del  debate. 

Posible  es,  vuelvo  A decir,  que  A pesar  de  vuestras 
debilidades  y condescendencias,  dada  la  actitud  de  la 
derecha  y lo  avanzado  de  la  estación,  esta  ley  no  se 
vote  en  la  actual  legislatura. 

Volviendo  siempre  sobre  la  misma  idea  de  que  la 
índole  del  Tribunal  del  Jurado  reclama  para  su  ju- 
risdicción principalmente  los  delitos  que  afectan  al 
Estado,  A sus  instituciones  ó A sus  bases  fundamen- 
tales, he  de  jlecir  que  también  A esta  calogoría  corres- 
ponden los  comprendidos  en  el  tít.  3.°,  lito.  2.°  del 
Código  penal,  los  delitos  contra  el  orden  público.  La 
Comisión  da  á la  competencia  del  Jurado  los  de  rebe- 
lión y sedición;  pero  excluye  los  atentados  contra  la 
autoridad  y sus  agentes,  los  desacatos,  insultos,  in- 
jurias y amenazas  A la  autoridad,  etc.,  y los  desórde- 
nes públicos. 

¿Qué  razón  ha  podido  haber  para  esto?  Declaro 
también,  como  antes,  que  no  la  alcanzo,  menos  si  se 
quiere  ahora,  porque  aquí  sí  que  existe  tal  afinidad, 
tal  conexión  entre  los  delitos  de  rebelión  y sedición  y 
los  de  atentado  contra  la  autoridad  y sus  agentes,  por 
ejemplo,  que  no  acierto  A explicarme  la  razón  de  la 
diferencia  que  se  establece.  «Los  que  se  alzaren  pú- 
blica y tumultuariamente  para  conseguir  por  la  fuer- 
za cualquiera  de  los  objetos  que  determina  el  ca- 
pítulo 2.°,  tít.  3.°,  lib.  2.°  del  Código  penal,  cometen 
el  delito  de  sedición.  Los  que  se  alzaren  públicamente  ; 
y en  abierta  hostilidad  contra  el  Gobierno  pava  los  ob-  ! 


jetos  que  expresa  el  cap.  i.°  del  propio  título  y libro 
cometen  el  delito  de  rebelión.') 

Pues  cometen  el  delito  de  atentado  contra  la  au- 
toridad y sus  agentes,  A tenor  del  cap.  4.°,  los  que  sin 
alzarse  públicamente  empicaran  fuerza  ó intimida- 
ción para  alguno  de  los  objetos  señalados  en  los  de- 
litos de  rebelión  y sedición.  ¿Donde  estA,  pues,  la  dife- 
rencia? En  la  forma,  que  será  más  ó ménos importante, 
no  quiero  disculirlo;  pero  diferencia  esencial,  dife- 
rencia sustancial,  diferencia  en  el  tipo,  no  encuen- 
tro ninguna  entre  el  delito  contra  el  orden  público 
que  se  llama  rebelión,  el  que  se  llama  sedición,  y el 
de  atentado  contra  la  autoridad  y sus  agentes,  para 
alguno  de  los  objetos  señalados  en  aquellos ; y si  así  es, 
declaro  una  vez  más  que  no  me  explico  la  inclusión 
en  el  Jurado  de  los  primeros  y la  exclusiou  de  los 
segundos. 

No  haré  un  análisis  detenido,  ni  siquiera  una 
comparación  ligera  de  los  delitos  del  tít.  4.°,  libro  2.° 
del  Código,  las  falsedades,  reservadas  al  conocimien- 
to del  Jurado  unas  y al  del  tribunal  de  derecho  otras; 
bástame  decir  que  son  las  primeras,  la  falsificación 
de  la  firma  y de  la  estampilla  Real,  de  las  firmas  de 
los  Ministros,  de  sellos  y marcas,  de  billetes  de  Ban- 
co, de  documentos  de  crédito,  de  papel  sellado,  etc., 
las  de  documentos  públicos,  documentos  oficiales  y 
de  comercio,  de  despachos  telegráficos  y documentos 
privados,  y que  son  las  segundas,  las  falsificaciones 
de  cédulas  de  vecindad  y de  certificados,  las  oculta- 
ciones fraudulentas  de  bienes,  usurpación  de  funcio- 
nes de  nombres,  de  trajes,  de  insignias  y condecora- 
ciones. 

Debo,  sin  embargo,  observar  que  no  concibo  cómo 
puedan  incluirse  por  la  Comisión  lógicamente  aque- 
llos delitos  de  falsedad  que  tienen  por  objeto  su- 
plantar una  firma  ó un  documento,  y no  se  incluyan 
aquellos  otros  delitos  que  tienen  por  objeto  la  suplan- 
tación de  una  persona,  que  se  verifica  vistiendo  el 
traje  de  una  autoridad,  ó usurpando  sus  funciones,  ó 
valiéndose  de  su  nombre.  Dentro  de  una  de  las  reglas 
ile  vuestro  criterio  encajaban  perfectamente  estos  de- 
litos, porque,  ¿no  es  verdad  que  habéis  dicho  que  de- 
bían ser  de  la  competencia  del  Jurado  los  de  mayor 
gravedad,  los  que  más  alarma  producen  en  la  con- 
ciencia pública  y más  la  perturban?  Pues  yo  pregunto 
á cualquiera  que  tenga  un  mediano  buen  sentido,  si  no 
es  más  grave,  si  no  produce  más  alarma  y mayor  per- 
turbación en  la  conciencia  pública  la  falsificación  de 
una  persona  erigida  en  autoridad,  la  suplantación  de 
la  autoridad  misma,  que  la  simple  falsificación  de  una 
firma  ó de  un  sello. 

A propósito  de  los  delitos  del  tít.  5.°  del  Código 
contra  la  salud  pública,  también  tengo  que  volver 
sobre  mi  tema  constante,  para  preguntar  por  qué  la 
Comisión  ha  excluido  de  la  competencia  del  Jurado 
la  inhumación  y violación  de  sepulturas  y,  en  gene- 
ral, todos  los  delitos  contra  la  salud  pública,  porque 
tampoco  concibo  nada  que  despierte  más  vivo  interés 
ni  produzca  mayor  alarma  colectivamente  á la  socie- 
dad, y particularmente  A cada  uno  de  los  ciudadanos. 
¿Es,  por  ventura,  que  estos  hechos  punibles  pueden 
tener  en  su  fondo  un  cierLo  carácter  técnico?  Pues  no 
hay  delito  que,  así  considerado,  no  tenga  ese  mismo 
carácter,  y porque  este  fenómeno  surge  A menudo 
en  el  estudio  de  la  criminalidad,  se  viene  encareciendo 
aquí  constantemente  la  gran  dificultad  de  separar  el 
hecho  del  derecho,  Para  el  aspecto  técnico  de  los  clc- 

630 


2448 


11  DE  MAYO  DE  1887. 


Utos  están  las  pruebas  periciales  enderezadas  á ilus- 
trar el  juicio  de  los  jurados,  como  boy  ilustran  el  de 
los  tribunales  de  derecho. 

Pregunté  antes,  si  habla  algo  que  pudiera  intere- 
sar más  á la  sociedad,  y particularmente  á los  ciuda- 
danos, que  aquéllos^ delitos  contra  la  salud  pública, 
y ahora  tengo  que  decir  que  hay  otra  cosa  que  puede 
interesar  tanto,  y es  la  salud  de  la  Administración,  la 
moralidad  de  los  funcionarios  públicos..  Y con  esto 
liego  al  tít.  7.°,  á los  delitos  de  los  empleados  públi- 
cos en  el  ejercicio  de  sus  cargos. 

Sí:  esto  es  interesantísimo;  como  que  sin  ello  no 
hay  ni  órden  ni  sociedad  posibles.  ¿Ha  pasado  des- 
apercibida esta  consideración?  Y si  se  ha  ocurrido  á 
los  señores  de  enfrente,  ¿por  qué  la  Comisión  ha  sido 
tan  parca  que  del  tít,.  7.°  solo  adjudica  á la  compe- 
tencia del  Jurado  los  abusos  contra  la  honestidad  co- 
metidos por  empleados  públicos,  el  cohecho  y la  mal- 
versación de  caudales  públicos,  y excluye  la  preva- 
ricación. la  infidelidad  en  la  custodia  de  presos,  la 
infidelidad  en  la  custodia  de  documentos,  la  violación 
de  secretos,  la  desobediencia  y denegación  dé  auxilio, 
la  prolongación  y abandono  de  funciones  públicas,  y 
las  negociaciones  prohibidas  álos  empleados  públicos? 

Entre  estos  delitos  excluidos,  hay  algunos  que 
tienen  pena  superior  á la  señalada  para  los  incluidos; 
de  modo  que  no  es  la  gravedad  de  la  pena  la  regla 
que  se  ha  tenido  presente  cu  este  caso.  Tampoco  debe 
haberlo  sido  de  la  alarma  que  en  la  sociedad  produ- 
cen y la  perturbación  que  causan,  porque  entre  los 
excluidos  hay  algunos  que  producen  más  perturba- 
ción y que  causan  más  alarma.  Aparte  de  ésto,  no  se 
concibe,  y aquí  se  marca  perfectamente  la  contradic- 
ción que  se  dé  á la  competencia  del  Jurado  la  mal- 
versación de  caudales  públicos,  que  consiste  en  sus- 
traer ó consentir  que  otros  sustraigan  caudales  en 
perjuicio  del  Estado,  y que  no  se  enlreguen  á la  pro- 
pia jurisdicción  los  fraudes  que  tienden  á perjudicar 
al  Estado.  ¿No  es  verdad  que  entre  unos  y otros  deli- 
tos, los  de  malversación  de  caudales  y los  fraudes 
cometidos  por  empleados  públicos  existe  una  gran- 
dísima analogía,  basta  el  punto  de  que  puede  asegu- 
rarse, sin  incurrir  en  error,  que  unos  y otros  tienen 
la  misma  fisonomía?  Otra  contradicción  resalta  al 
contemplar  que  se  adjudica  al  Jurado  el  delito  de  co- 
becho, que  consiste  cu  la  comisión  de  un  delito  en 
acto  relativo  al  ejercicio  del  cargo  mediante  dádiva  ó 
promesa  hecha  al  funcionario  publico,  y se  le  sustrae 
el  fraude,  que  consiste  en  concertarse  el  empleado 
público  con  otra  persona  ó usar  de  cualquier  artificio 
para  defraudar  al  Estado,  porque  también  estas  dos 
clases  de  delitos  pertenecen  á la  misma  familia. 

De  ios  delitos  contra  la  honestidad  que  define  y 
pena  el  tit.  9.°,  la  Comisión  incluye  los  de  violación 
y abusos  deshonestos,  corrupción  de  menores  y rap- 
to, y excluye  los  de  estupro,  adulterio  y escándalo 
público. 

También  esto  resulta  para  mí  totalmente  incom- 
prensible. No  concibo  porqué  se  lia  incluido  el  delito 
de  violación  y se  ha  excluido  el  delito  de  estupro, 
cuando  en  algún  caso  no  existe  más  diferencia  entre 
un  delito  y el  otro  que  la  edad  de  las  víctimas  de  es- 
tos atentados.  Si  es  menor  de  12  años,  habrá  habido 
una  violación;  si  es  mayor  de  12  años  y menor  de  23, 
habrá  habido  un  estupro;  pero  esta  diferencia  de  edad, 
¿es  bastante  para  determinar  una  diferencia  ríe  juris- 
dicción? De  igual  modo  me  resulta  incomprensible 


que  se  incluyan  la  violación  y el  rapto,  y se  ex- 
cluya el  adulterio. 

¿Será  porque  el  uno,  el  adulterio,  solo  puede  per- 
seguirse á instancia  de  parte,  y es  en  este  concepto 
un  delito  privado,  y ios  otros  no?  Pues  la  ley  exige, 
para  perseguir  los  delitos  de  violación  y rapto  la  de- 
nuncia de  parte;  de  modo  que  tampoco  se  dan  esas 
variedades  procesales  que  pudieran  disculpar  la  va- 
riedad de  jurisdicciones;  y en  el  órden  moral,  ¿qué 
razón  hay  para  poner  en  manos  de  un  tribunal  la 
honra  de  la  mujer  soltera  y en  manos  de  otro  la  hon- 
ra de  la  mujer  casada  ó la  del  marido  ultrajado?  ¿Hay 
confianza,  repito  á este  propósito,  en  la  institución 
del  Jurado?  Pues  demostradla  confiándole  la  honra 
como  le  confiáis  la  vida.  ¿No  hay  confianza  en  el  Ju- 
rado? Pues  valiera  más  decirlo  francamente,  aunque 
se  defendiera  la  desconfianza,  invocando,  por  ejem- 
plo, el  estado  de  nuestra  educación,  la  corrupción  de 
nuestro  espíritu  ó de  nuestras  costumbres,  ó circuns- 
tancias y motivos  de  otra  especie. 

Estas  mismas  consideraciones  pudiera  aducir  con- 
tra la  exclusión  de  los  delitos  de  injuria  y calumnia 
comprendidos  en  el  tít.  10;  porque  si  es  el  Jurado 
una  institución  respetable  que  garantida  la  recta  apli- 
cación de  las  leyes,  y por  serlo  le  entregáis  los  deli- 
tos de  homicidio,  de  asesinato,  de  parricidio,  etc.,  no 
veo  razón  para  no  entregarle  el  conocimiento  de  los 
delitos  contra  el  honor. 

Los  del  tít.  1 1 contra  el  estado  civil  de  las  per- 
sonas, quedan  absolutamente  excluidos  por  la  Comi- 
sión de  la  competencia  del  Jurado;  y permanecen, 
por  lo  tanto,  sujetos  á la  jurisdicción  de  los  tribuna- 
les de  derecho,  la  suposición  de  partos,  la  usurpación 
del  estado  civil,  la  celebración  de  matrimonios  ilega- 
les. Mi  extrañeza  sube  aquí  de  punto,  Sres.  Diputa- 
dos, porque  estos  delitos  tienen  un  carácter  tan  espe- 
cial, afectan  de  tai  modo  al  órden,  á la  paz  de  las  fa- 
milias, á sus  intereses  y ásu  honor,  que  me  asombra 
cómo  depósitos  tan  sagrados  no  se  confian  al  tribu- 
nal de  los  cabezas  de  familia , que  según  el  proyecto 
los  jurados  han  de  tener  esta  cualidad,  el  más  com- 
petente sin  duda  para  el  conocimiento  de  estos  he- 
chos, y el  más  interesado  en  su  castigo. 

Llegamos  ai  tít.  12,  que  trata  de  los  delitos  con- 
tra la  libertad  y seguridad.  La  Comisión  atribuye  á 
la  competencia  del  Jurado  los  de  detención  ilegal  y 
sustracción  de  menores,  y excluye  el  abandono  de 
niños,  el  allanamiento  de  morada,  las  amenazas  y 
coacciones,  y el  descubrimiento  y revelación  de  se- 
cretos. 

Prescindo,  porque  estoy  fatigado,  y lo  está  más 
la  Cámara,  de  uu  examen  detenido,  y me  limito  á de- 
cir que  tampoco  me  explico  la  inclusión  del  delito 
de  detención  ilegal  y la  exclusión  del  de  allanamiento 
de  morada,  porque  si  el  uno  afecta  á la  seguridad  (le 
la  persona,  el  otro  afecta  á la  seguridad  del  domici- 
lio, y ambos  son  derechos  ó garantías  que  tienen  su 
sanción  constitucional.  Arbitraria  ine  parece  también 
la  inclusión  del  delito  de  sustracción  de  menores  y 
la  exclusión  del  de  abandono  de  niños,  porque  si  es 
atroz  el  secuestro  de  un  niño,  su  abandono  es  el  acto 
de  crueldad  mayor  y más  incalificable. 

¿Y  los  delitos  contra  la  propiedad  de  que  habla  el 
título  13?  ¿No  oímos  todos  los  dias  que  la  propiedad 
es  una  de  las  bases  fundamentales  de  la  sociedad? 
Pues  si  esto  es  un  axioma,  ¿por  qué  la  Comisión  co- 
mete á la  competencia  del  Jurado  el  robo  y el  inceu- 
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dio,  y excluye  el  hurlo,  la  usurpación,  las  defrauda- 
ciones, las  estafas  y otros  engaños,  las  maquinaciones 
para  alterar  el  precio  de  las  cosas,  etc.? 

Por  fin,  la  Comisión,  reformando  de  una  manera 
radical  el  proyecto  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
Licia  é inconsecuente  con  el  principio  de  que  los  deli- 
tos positivos  deben  ser  de  la  competencia  del  Jurado, 
excluye  los  delitos  electorales. 

No  he  de  molestar  largamente  la  atención  de  los 
Sres.  Diputados  combatiendo  esta  exclusión,  porque 
ha  sido  materia  de  una  enmienda  elocuentemente  sos- 
tenida, y porque  sobre  esto  ha  girado  también  en 
parte  el  debate  de  la  totalidad;  pero  no  puedo  excu- 
sarme de  recoger  el  motivo  que  alega  la  Comisión:  el 
estado  enfermizo  de  la  opinión. 

¡El  estado  enfermizo  de  la  opinión,  dice  el  dlc- 
támen!... 

Señor  Presidente,  no  ha  intervenido  basta  ahora 
la  minoría  de  que  formo  parte  en  este  debate,  y no 
me  parece  que  abusaré  de  la  paciencia  de  S.  S.  si 
ocupo  cinco  ó diez  minutos  mis  la  atención  de  la  Cá- 
mara. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
Mesa  no  quiere  coartar  en  lo  más  mínimo  el  derecho 
de  S.  S.,  solo  le  llama  la  atención  por  medio  de  un 
signo,  de  esa  sola  manera,  acerca  de  que  la  cuestión 
de  si  ios  delitos  electorales  deben  ser  ó no  incluidos 
entre  los  que  conociera  el  Jurado,  ha  sido  ya  tratada, 
como  8.  S.  ha  recordado,  y acordada  por  la  Cámara. 

El  Sr.  MURO:  He  empezado  por  reconocerlo,  señor 
Presidente,  pero  como  se  trata  de  la  competencia  del 
Jurado,  tema  conereLo  de  mi  discurso,  entiendo  que 
puedo  continuar,  bajo  la  promesa  de  un  término  pró- 
ximo, por  mí  tan  deseado. 

¡El  estado  enfermizo  de  la  opinión!  Mejor  pudié- 
ramos decir  el  estado  enfermizo  del  Poder,  cuyos  sín- 
tomas son  la  falta  de  sinceridad  electoral,  la  influen- 
cia del  Poder  central  sobre  el  elector,  la  influencia 
de  ese  otro  Poder  local  que  se  llama  el  cacique.  Ese 
es  el  verdadero  enfermo,  á ese  hay  que  curar,  que 
curándole,  la  opinión  recobrará  la  salud,  si  es  que  la 
ha  perdido.  Quizás  uno  de  los  remedios  indicados  por 
los  Galenos  políticos  que  nos  sentamos  en  estos  ban- 
cos fuera  llevar  esos  delitos  á un  tribunal  que,  como 
el  Jurado,  está  tan  lejos  de  las  influencias  de  los  Po- 
deres enfermos. 

He  llegado  al  término  de  mis  modestas  observa- 
ciones. Antes  de  sentarme,  he  de  decir  al  Gobierno 
que  tiene  delante  de  sí  dos  caminos:  el  que  le  con- 
quista ia  benevolencia  de  los  conservadores,  y el  que 
ie  traza  nuestra  política  de  justicia,  distante  de  todo 
pesimismo  y de  todo  optimismo.  Siguiendo  el  prime- 
ro, tendrá  que  ser  conservador;  faltará  á sus  compro- 
misos liberales.  Siguiendo  el  segundo,  será  liberal, 
aunque  le  cueste  perder  aquella  benevolencia  tan 
discutida  y tan  dudosa,  y daremos  en  más  de  una 
ocasión  el  espectáculo  que  dieron  al  votar  la  ley  de 
asociaciones  y el  art.  i.°  del  proyecto  del  Jurado  los 
elementos  liberales  de  la  Cámara,  confundiéndose  to- 
dos sus  matices  en  un  voto  unánime  y patriótico. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  por  un  mo- 
mento esta  discusión. 


Prévia  la  vénia  del  Sr.  Presidente,  ocupó  la  tri- 
buna el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  y leyó  los 


siguientes  Reales  decretos  y ios  proyectos  de  ley  á 
que  se  refieren: 

«Ministerio  dk  la.  Gobernación. — Excmos.  Seño- 
res: El  Rey  (Q.  I).  G.),  y en  su  nombre  la  Reina  Re- 
gente del  Reino,  se  ha  dignado  expedir  ei  Real  decreto 
siguiente: 

«En  vista  de  las  razones  que,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  de  Ministros,  me  ha  exquesto  ei  de  la  Gober- 
nación, en  nombre  de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don 
Alfonso  XIII,  y como  Reina  Regente  del  Reino,  vengo 
en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  único.  Se  autoriza  al  Ministro  de  la  Go- 
bernación para  presentar  á las  Córles  un  proyecto  de 
ley  autorizándole  para  invertir  en  las  obras  de  insta- 
lación en  el  Palacio  Nuevo  de  Vista-Alegre  del  Asilo 
de  Inválidos  del  trabajo,  500.000  pesetas,  tomándolas 
de  los  valores  que  garantizan  el  reintegro  ai  Tesoro 
del  anticipo  de  2.500.000  pesetas,  que  ha  de  efectuar 
en  el  período  que  termina  el  31  de  Diciembre  de  1890, 
para  pago  del  precio  de  dicha  posesión. 

Dado  en  Palacio  á 28  de  Febrero  de  1887.==María 
Cri$tina.=El  Ministro  de  la  Gobernación,  Fernando 
de  León  y Castillo.» 

De  Real  orden  teugo  el  honor  de  comunicarlo  á 
V.  EE.  para  su  conocimiento,  el  de  ese  alto  Cuerpo,  y 
efectos  correspondientes. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  10  de 
Mayo  de  1887.=Fernando  León  de  y CastiUo.=Seño- 
res  Diputados  Secretarios  del  Congreso. 

(Vease  el  proyecto  de  ley  en  el  Apéndice  primero  al 
Diario  núm.  88,  que  es  el  de  esta  sesión.) 


Ministerio  de  la  Gobernación. — Excmos.  Seño- 
res*. El  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nombre  la  Reina  Re- 
gente del  Reino,  se  ha  dignado  expedir  el  Real  decreto 
siguiente: 

«En  vista  de  las  razones  que,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  de  Ministros,  me  ha  expuesto  el  de  la  Gober- 
nación, en  nombre  de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don 
Alfonso  XIII,  y como  Reina  Regente  dei  Reino,  vengo 
en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  único.  Se  autoriza  al  Ministro  de  la  Go- 
bernación para  presentar  á las  Córles  un  proyecto  de 
ley  concediendo  una  pensión  de  750  pesetas  á Doña 
Isabel  Alemany,  viuda  de  D.  Miguel  Alemany,  torrero 
segundo  que  fue  del  faro  de  Cala-Figuera. 

Dado  en  Palacio  á 19  de  Abril  de  1887.=María 
Cristina.==El  Ministro  de  la  Gobernación,  Fernando 
de  León  y Castillo.» 

De  Real  orden  tengo  el  honor  de  comunicarlo  á 
V.  EE.  para  su  conocimiento,  el  de  ese  alto  Cuerpo, 
y efectos  correspondientes. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  10  de 
Mayo  de  1 887.=Fernando  de  León  y Oastillo.=Se- 
ñores  Diputados  Secretarios  del  Congreso. 

(Véase  el  Apéndice  segundo  á este  Diario.) 


Ministerio  db  la  Gobernación. — Excmos.  Seño- 
res: El  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nombre  la  Reina  Re- 
gente del  Reino,  se  ha  dignado  expedir  el  Real  decreto 
siguiente: 

«De  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  en  nom- 
bre de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII,  y 
como  Reina  Regente  del  Reino,  vengo  en  autorizar  ai 
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Ministro  de  la  Gobernación  para  que  presente  á las 
Cortes  un  proyecto  de  ley  sobre  aplicación  de  los  re- 
cursos obtenidos  para  un  presidio  celular  á la  cons- 
trucción del  manicomio  judicial,  instalación  de  la 
penitenciaría-hospital,  y establecimiento  de  una  co- 
lonia agrícola  penitenciaria. 

Dado  en  Palacio  á 4 de  Mayo  de  1887.=María 
Cristina.=EI  Ministro  de  la  Gobernación,  Fernando 
de  León  y Castillo.» 

De  Real  orden  tengo  el  honor  de  comunicarlo  á 
V.  EE.  para  su  conocimiento,  el  de  esc  alto  Cuerpo, 
y electos  correspondientes. 

Dios  guarde  d V.  EE.  muchos  años.  Madrid  10  de 
Mayo  de  1887.=Fernaudo  de  León  y Castillo.=Se- 
nores  Diputados  Secretarios  del  Congreso.» 

(Véase  el  Apéndice  tercero  á este  Diario.) 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  El  pri- 
mero y tercer  proyecto  pasarán  d las  Secciones  para 
nombramiento  de  Comisión. 

El  segundo  d la  Comisión  de  gracias  <5  pensiones. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Con- 
tinúa la  discusión. 

El  Sr.  Diaz  Moreu  tiene  la  palabra  para  consumir 
el  primer  turno  en  pró. 

El  Sr.  DIAZ  MOREU:  Señores  Diputados,  el  pro- 
pósito de  la  Comisión  de  imprimir  cierta  brevedad  d 
estos  debates  me  impide  entrar  en  largas  considera- 
ciones para  contestar  al  elocuente  discurso  de  mi 
amigo  particular  el  Sr.  Muro,  que  ha  tratado,  desde 
el  punto  de  vista  de  lo  que  d sus  doctrinas  y d sus 
opiniones  convenia,  el  asunto  de  la  competencia  del 
Jurado,  con  la  que  le  es  tan  propia,  siendo  como  es 
S.  S.  un  abogado  distinguido  que  estudia  á fondo  to- 
das las  cuestiones.  Mi  tarea  tiene  que  ser  breve,  por- 
que el  Sr.  Muro,  más  bien  que  una  impugnación  del 
diclámen,  lia  hecho  declaraciones  para  afirmar  cuál 
es  el  criterio  del  partido  republicano  en  que  milita, 
respecto  á los  delitos  de  que  debe  entender  el  Jurado; 
pero  en  la  esencia  está  conforme,  como  que  decla- 
raba que  esta  institución  del  juicio  por  jurados  es 
para  el  partido  republicano  uno  de  sus  principios  l’un 
damcntales.  No  he  de  entrar  tampoco  en  ciertos  deta- 
lles del  discurso  del  Sr.  Muro,  porque  entiendo  que 
S.  S.  so  ha  propuesto  como  fin  principal  marcar  y mos- 
trar bien  patentes  sus  ideales  respecto  á esta  impor- 
tantísima institución,  y cómo  y por  qué,  aun  no  sa- 
tisfaciéndolos todos  el  dictamen,  sin  embargo  por 
constituir  un  progreso,  S.  S.  y sus  amigos  políticos 
vienen  uniendo  sus  votos  á los  de  la  mayoría  en  estos 
interesantes  debates. 

Lógico  era  que  hubiese  esenciales  diferencias  en- 
tre la  conducta  de  la  minoría  republicana  y la  del 
partido  conservador;  pero  la  Comisión,  que  ha  oido  á 
todos  los  oradores  con  verdadera  atención,  no  puede 
monos  de  lamentarse  de  que  unos  y otros  hayan  coin- 
cidido en  un  concepto  igualmente  erróneo:  el  de  que 
la  Comisión  revela  desconfianzas  en  el  Jurado,  des- 
confianzas que  se  lian  traducido  en  transacciones  ima- 
ginarias para  adoptar  sistemas  contradictorios  en  lo 
que  se  refiere  á las  diversas  categorías  de  delitos  de 
la  competencia  del  Jurado. 

No  es  exacto.  Todos  los  individuos  do  la  Comisión 
liemos  asegurado  una  y más  veces,  de  la  manera  más 
terminante,  que  el  sentido  de  la  Comisión  ha  sido  uná- 


nime, por  más  que  en  su  seno  haya  habido  ligeras 
diferencias  de  apreciación  en  lo  que  se  refiere  á deter- 
minados puntos,  pero  que  en  la  esencia  y en  el  des- 
arrollo y alcance  de  esta  reforma  todos  hemos  estado 
conformes,  redactándose  así  el  dictámen,  después  de 
discutido  el  proyecto  del  Gobierno,  con  la  más  per- 
fecta y absoluta  conformidad,  como  lo  demuestra  e| 
haberlo  suscrito  todos  y cada  uno  de  mis  dignos  com- 
pañeros. 

¿De  dónde  se  deduce  esta  desconfianza  del  Gobier- 
no? En  primer  término,  según  el  Sr.  Muro,  de  que  se 
faculta  al  Gobierno  para  suspender  el  Jurado;  facul- 
tad que  equivale,  en  su  sentir,  á poner  en  manos  del 
Gobierno  la  muerte  de  la  institución;  pero,  ¿por  ven- 
tura en  todas  las  legislaciones  extranjeras  ó en  la  ma- 
yor parte  de  ellas  no  existe  la  facultad  concedida  al 
Gobierno  de  suspender  el  juicio  por  jurados  en  deter- 
minadas localidades  en  cuanto  se  refiere  al  conoci- 
miento de  determinados  delitos,  cuando  las  circuns- 
tancias así  lo  exijan?  ¿No  consigna  la  ley  austríaca 
de  23  de  Mayo  de  1873  la  facultad  del  Gobierno  para 
suspender  el  Jurado  por  el  térmiuo  de  un  año,  res- 
pecto de  uno  ó más  delitos,  dando  cuenta  á las  Cór- 
tes,  si  estas  estuviesen  cerradas,  cuando  hubiese 
una  causa  poderosa  para  ello?  ¿Por  qué  se  extraña  su 
señoría  de  que  el  dictámen  que  se  discute  acepte  eso 
criterio,  si  lo  han  seguido  otras  Naciones  y está  en 
vigor  en  otros  Estados  de  Europa,  de  cuya  cultura 
jurídica  no  puede  dudarse?  Por  encima  de  las  teorías 
y del  rigorismo  de  los  principios,  están  siempre  en 
todos  los  pueblos  bien  regidos  las  razones  de  Estado, 
las  necesidades  imperiosas  de  gobierno,  que  en  mu- 
chas ocasiones,  así  como  pueden  exigir  y aconsejar  la 
suspensión  de  las  garantías  constitucionales,  pueden 
también  hacer  precisa  é indispensable  la  suspensión 
del  juicio  por  jurados,  cuando  la  efervescencia  de  las 
pasiones  ú otras  circunstancias  pudieran  hacer  peli- 
groso el  veredicto  popular,  ya  por  no  ofrecer  las  ga- 
rantías de  rectitud  y de  justicia  en  que  descansa,  ya 
por  exponer  á graves  compromisos  y riesgos  interna- 
cionales los  altos  intereses  déla  Patria. 

Hallaba  también  el  Sr.  Muro  la  demostración  de 
la  supuesta  desconfianza  que  se  nos  at  ribuye,  en  el  cri- 
terio ecléctico  que  advertía  en  el  dictámen,  no  solo 
en  lo  que  á las  disposiciones  transitorias  se  refiere, 
sino  en  lo  que  respecta  á la  extensión  de  la  compe- 
tencia del  Jurado,  y tampoco  en  esto  ha  estado  total- 
mente exacto  S.  S.,  porque  la  Comisión,  lejos  de  ins- 
pirarse en  esos  eclecticismos,  ha  seguido  el  sistema 
que  era  lógico  y que  era  necesario  seguir  para  deter- 
minar el  alcance  de  la  competencia  del  Jurado,  por- 
que el  Sr.  Muro,  que  es  partidario  de  la  escuela  radi- 
cal, ó sea  de  la  que  pretende  que  conozca  el  Jurado  en 
toda  clase  de  delitos,  no  podrá  negarme  que  esa  es- 
cuela ha  hecho  pocos  prosélitos.  Excepción  hecha  de 
los  Estados-Unidos,  Inglaterra  y alguna  otra  Nación, 
en  las  demás,  como  en  Francia,  en  Rusia,  en  Bélgica, 

; en  Italia,  en  muchos  cantones  de  Suiza,  en  todas  aque- 
¡ lias  en  que  el  Jurado  funciona,  la  competencia  de  éste 
¡ se  halla  limitada  á mayor  ó menor  número  de  delitos, 
y no  podíamos  nosotros,  tratándose  de  una  cuestión 
científica  tan  opinable,  de  una  cuestión  sobre  la  cual 
no  se  ha  dicho  la  última  palabra,  y en  la  que  puede 
decirse  no  se  ha  llegado  á una  conclusión  concreta  y 
definitiva,  pronunciarnos  en  el  sentido  más  extraño 
sometiendo  al  veredicto  del  Jurado,  sin  excepción,  to- 
dos, absolutamente  todos  los  delitos  provistos  en  el 
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Código  penal.  ¿Cómo  habíamos  nosotros  de  aceptar  ese 
criterio  extremo,  cuando  no  existen  más  que  dos  Na- 
ciones en  Europa,  que  yo  recuerde  en  este  instante, 
que  lo  aceptan  en  absoluto  y que  tengan  escrito  en 
sus  leyes  el  ideal  defendido  por  el  Sr.  Muro? 

Yo  bien  sé  que  la  minoría  republicana  debía  ha- 
cer constar  su  opinión  respecto  á la  competencia  del 
Jurado,  y que,  ya  en  este  camino,  tenía  que  declarar 
que  la  conlianza  en  la  institución  se  demostraba  tan 
solo  por  el  mayor  número,  ó mejor  dicho,  por  la  to- 
talidad de  los  delitos  de  que  debiera  entender;  pero  la 
confianza  ó desconfianza  no  pueden  fundarse  en  esto, 
porque  entonces  habría  que  decir  que  en  las  Nacio- 
nes donde  funciona  el  Jurado  hay  esa  misma  descon- 
fianza, puesto  que  no  en  todas  aparece  ese  criterio 
radical  que  S.  8.  sostiene,  de  dar  participación  al  Ju- 
rado en  el  conocimiento  de  todos  los  delitos.  No  puede 
acusarse  á la  Comisión  de  tener  desconfianza,  por  ha- 
ber impuesto  exclusiones  necesarias,  aconsejadas  unas 
por  altas  razones  de  órden  social,  otras  por  circuns- 
tancias de  lugar  y de  tiempo,  que  no  se  puede  méuos 
de  tener  en  cuenta,  siquiera  sea  transitoriamente,  al 
plantear  una  reforma  tan  honda,  tan  fundamental  y 
de  tanto  alcance  como  ésta  que  afecta  ai  modo  y 
forma  de  administrar  justicia.  (Aprobación.) 

¿Y  por  qué  ha  adoptado  este  temperamento  la  Co- 
misión? Pues  lo  ha  preferido  teniendo  en  cuenta  que, 
para  determinar  la  extensión  de  la  competencia,  hay 
que  atender  á la  índole  del  delito,  no  á la  cuantía  de 
la  pena;  que  hay  que  atender  al  carácter  de  mayor  ó 
menor  frecuencia  que  el  hecho  criminal  revista,  al 
grado  de  alarma  que  cause,  á la  facilidad  ó dificultad 
que  ofrezcan  los  medios  de  comprobación,  y al  extremo 
en  que  lesione  y lastime  el  sentimiento  público;  lié 
aquí*  sintetizadas  las  razones  de  exclusión  á que  ha 
respondido  el  dictámen,  y que  ciertamente  no  podrán 
tacharse  de  efímeras  ni  de  insignificantes. 

A más  de  esto,  no  se  pueden  someter  al  Jurado  en 
manera  alguna  esos  delitos  verdaderamente  artificia- 
les en  cuanto  dependen  no  del  hecho  en  sí,  sino  del 
carácter  ó circunstancias  del  sujeto  del  delito;  ni  los 
que  pudiera  llamar  técnicos,  por  los  elementos  que 
entran  en  su  generación;  ni  aquellos  que,  por  las  con- 
diciones especiales  del  país  donde  ha  de  funcionar  el 
Jurado,  no  deben  ir  á su  conocimiento,  porque  la  opi- 
nión pública  no  está  todavía  formada  respecto  de  su 
alcance,  como  acontece  en  los  do  alentado  á los  agen 
tes  de  la  autoridad,  que  no  puede  desconocerse  los 
habría  de  considerar  la  Opinión  en  la  mayoría  de  los 
casos,  dadas  nuestras  costumbres*  con  vina  lenidad 
funesta  p¿ira  el  principio  de  autoridad  y para  el  pres- 
tigio mismo  del  Jurado. 

En  esta  clase  de  delitos  no  podría  entender  el  Ju- 
rado con  perfecta  imparcialidad.  La  Comisión,  al  sepa- 
rarlos de  su  conocí  miento,  se  lia  inspirado  en  consi- 
deraciones nacidas  de  la  realidad  que  no  deben  ocul- 
tarse ni  pasar  inadvertidas  al  legislador. 

Estos  delitos,  como  sabe  el  Sr.  Muro,  son  leves;  y 
aun  cuando  en  los  delitos  de  penas  correccionales  tam- 
bién llegará  á eutender  el  Jurado,  según  creo,  y ya 
hizo  algunas  indicaciones  sobre  este  punto  el  señor 
presidente,  de  la  Comisión,  y ya  el  Sr.  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia  ha  anunciado  que  traerá  un  proyecto  de 
ley  de  reforma  del  procedimiento  en  materia  correc- 
cional, tenemos  que  aguardar  esta  reforma,  como  la 
espera  Francia,  donde  hasta  ahora  solo  un  señor  dipu- 
tado, si  no  me  es  infiel  la  memoria,  Mr.  Vcrsigny,  pre 


sentó  en  188 1 un  proyecto  sujetando  á la  competencia 
dei  J urado  los  delitos  correccionales.  Esta  será  indu- 
dablemente una  de  las  reformas  que  con  el  tiempo 
podrán  introducirse  en  la  ley,  porque  este  proyecto, 
como  todas  las  leyes  de  las  distintas  Naciones  de 
Europa  que  Sf3  refieren  á la  manera  de  funcionar  el 
Jurado,  ha  de  sufrir  necesariamente  continuas  modi- 
ficaciones. 

Los  delitos  leves,  los  delitos  correccionales,  se  ha- 
llan pendientes  de  una  reforma  en  el  modo  de  juzgar- 
los, y aunque  quizá  lleguemos,  como  pretende  el  señor 
Muro,  á someterlos  á la  competencia  del  Jurado  ó de 
un  verdadero  escabinato.  no  s uda  prudente  ni  prác- 
tico confundirlos,  incluyéndolos  en  la  ley  que  se  dis- 
cute. 

Decía  también  el  Sr.  Muro  haciendo  el  análisis  de 
los  delitos  de  que  han  de  conocer  los  jurados  y los 
tribunales  de  derecho,  que  el  dictamen  había  excluido 
los  delitos  que  comprometen  la  seguridad  del  Estado, 
pero  que  había  incluido  los  de  traición.  El  motivo  de 
esta  exclusión  ha  sido  el  carácter  especial  de  los  de- 
litos contra  la  seguridad  del  Estado,  delitos  por 
decirlo  así  técnicos,  delitos  que  están  íntimamente  li- 
gados con  las  relaciones  dei  país  con  las  demás  Po- 
tencias, y respecto  á ios  cuales  había  necesidad  de 
tener  muy  en  cuenta  la  naturaleza  especial  y com- 
pleja de  su  carácter  verdaderamente  singular,  y á la 
vez  verdaderamente  grave,  por  lo  que  estimó  la  Co- 
misión que  no  era  prudente  traerlos  ai  conocimiento 
dei  Jurado. 

El  Sr.  Muro  añadia  que  por  el  criterio  de  la  alar- 
ma que  producen  en  la  opinión  los  delitos,  debiera 
haberse  incluido  en  la  competencia  del  Jurado  los  de 
lesa  majestad.  Sobre  este  punto  ha  discutido  bastante 
la  Comisión  y lia  hecho  declaraciones  concretas  al 
contestar  á varios  de  los  oradores  que  han  interve- 
nido en  el  debate.  El  Sr.  Maura,  con  la  elocuencia 
que  le  es  propia,  ha  expuesto  las  razones  que  tuvi- 
mos para  no  incluirlos;  hay  que  ser  prácticos,  decía 
el  Sr.  Maura,  y tener  en  consideración  que  el  par- 
tido conservador  ha  de  suceder  legítimamente  al  li- 
beral en  la  gobernación  del  Estado,  y si  no  el  par- 
tido conservador,  algún  otro  partido  que  esté  detrás 
del  liberal  y que  pueda  ser  enemigo  de  la  institución 
del  Jurado;  y para  este  evento  habia  necesidad  de  dar 
alguaas  garautías  de  estabilidad  á la  ley,  una  de  cu- 
yas garantías  es  indudablemente  la  excliision  de  los 
delitos  de  lesa  majestad,  que  de  haberse  incluido  pu- 
dieran dar  motivo  á los  Gobiernos  del  porvenir  para 
subvertir  en  sus  bases  y fundamentos  esta  institu- 
ción del  Jurado,  que  nosotros  deseamos  que  prospere 
y que  no  desaparezca  nunca  de  las  leyes  de  nuestra 
PaLria. 

En  opinión  del  Sr.  Muro  tampoco  se  debían  haber 
excluido  los  delitos  de  injuria  y calumnia  contra  los 
particulares.  La  razón  que  para  excluirlos  lia  tenido 
la  Comisión  es  clara.  Estos  delitos  son  de  aquellos 
en  que  más  falta  hace  determinar  la  intención,  porque 
en  ella  estriba  la  diferencia  que  existe  entre  la  inju- 
ria y la  calumnia,  y por  consiguiente  son  delitos  que 
se  confunden  con  frecuencia  en  elsentir  de  las  geutes 
y en  la  opinión  vulgar  que  de  estos  delitos  tiene  el 
concepto  público,  y es  preciso  que  vayan  á los  tribu- 
nales de  derecho,  que  habrán  de  distinguirlos  y sepa- 
rarlos conforme  á su  distinta  naturaleza. 

Respecto  de  la  exclusión  de  otros  delitos  á que  el 
Sr.  Muro  hacia  referencia  no  he  de  ocuparme,  porque 
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sería  un  trabajo  demasiado  prolijo,  y porque  se  ha 
tratado  ya  en  ei  debate  de  la  totalidad  de  todos  eslos 
puntos;  sin  embargo,  algo  he  de  decir,  siquiera  sea 
muy  ligeramente,  para  desvanecer  algunas  dudas 
de  S.  S. 

Según  ei  Sr.  Muro,  hemos  excluido  la  suposición 
de  partos  y los  matrimonios  ilegítimos,  que  también 
producen  alarma  en  la  sociedad  y en  la  familia.  El 
propósito  de  la  Comisión  ha  sido  él  de  evitar  en  lo 
posible  que  los  debates  ante  el  Jurado  tengau  carác- 
ter novelesco,  evitar  que  pueda  la  fantasía  y la  ima- 
ginación revestirlos  de  tales  formas  que  den  á los 
hechos  un  carácter  que  en  si  y en  definitiva  no  ten- 
gan; por  este  motivo  hemos  separado  algunos  delitos 
de  los  cuales  creíamos  más  propio  que  entendieran 
los  tribunales  de  derecho,  porque  estos  podrían  de  una 
manera  más  meditada  apreciar  tocias  las  circunstan- 
cias que  en  ellos  hayan  ocurrido  sin  entrar  en  ese  in- 
terés dramático,  en  ese  interés  apasionado  que  gene- 
ralmente presta  á esos  delitos  la  fantasía  y la  imagi- 
nación de  las  gentes,  muy  especialmente  en  nuestro 
pueblo. 

Respecto  de  la  exclusión  del  allanamiento  de  mo- 
rada, que  como  decia  muy  bien  el  Sr.  Muro,  afecta  á 
la  seguridad  y á la  tranquilidad  del  hogar,  hemos  te- 
nido en  cuenta  que  éste  es  un  delito  que  tiene  un 
carácter  especial,  técnico,  porque  estriba  no  en  el 
acto  mismo  de  la  trasgresion,  sino  en  sus  circunstan- 
cias especiales,  que  solo  por  los  tribunales  de  derecho 
puede  apreciarse  en  toda  su  plenitud. 

Acerca  de  ios  delitos  electorales,  nada  he  de  decir 
al  Sr.  Muro,  porque  es  asunto  que  se  trató  ayer  con 
gran  extensión  y lucimiento  por  los  Sres.  Martínez 
Asenjo  y Maura;  sin  embargo,  tengo  que  dejar  sen- 
tado que  el  Sr.  Muro  no  estuvo  muy  acertado  ai  de- 
cir que  la  Comisión  debió  declarar,  no  que  la  opinión 
estaba  enfermiza,  sino  que  el  Poder  lo  estaba.  Habría 
que  discutir  muy  despacio  la  enfermedad  ó el  estado 
en  que  se  encuentra  la  opinión,  y esto  nos  llevaría 
muy  lejos,  porque  esto  nos  llevaría  á hacer  el  estudio 
de  las  causas  que  han  producido  esta  enfermedad. 
Pero  como  ei  hecho  es  evidente,  como  el  hecho  es  real 
y efectivo,  como  la  opinión  se  encuentra  sin  criterio 
lijo  en  este  punto  de  los  delitos  electorales,  hay  que 
mantener  la  resolución  sin  remontarnos  á las  causas, 
por  m¿ís  que  al  Sr.  Muro  pudiera  convenirle  entrar  en 
esta  discusión,  si  bien  no  habría  de  hallar,  al  fin  de 
semejante  debate,  otra  conclusión  que  la  de  «todos  en 
él  pusisteis  vuestras  manos.» 

Creo  haberme  ocupado,  aunque  muy  ligeramente, 
y (ligo  ligeramente,  porque  otra  cosa  no  podía  hacer, 
dada  la  brevedad  que  la  Comisión  se  propone  impri- 
mir á este  debate,  de  los  principales  puntos  que  ha 
tratado  el  Sr.  Muro  en  su  discurso;  mas  antes  de  ter- 
minar, he  de  decir  á S.  S.  que  la  benevolencia  que  el 
partido  conservador  tenga  á bien  dispensar  al  partido 
liberal;  cualesquiera  que  sean  las  circunstancias  en 
que  los  partidos  políticos  se  coloquen,  no  harán  va- 
riar á este  partido  de  su  propósito  firme,  proclamado 
siempre  y en  todas  ocasiones  por  su  ilustre  jefe,  de 
cumplir  los  compromisos  contraidos  en  la  oposición. 
El  partido  liberal  ha  comenzado  á traducir  en  pro- 
yectos de  ley  su  programa  político,  y ha  de  continuar 
discutiendo  y planteando  las  demás  reformas  que  ha 
anunciado;  justo  es  que  se  rinda  á la  evidencia,  como 
lo  ha  hecho  hoy,  la  minoría  republicana  por  labios  tan 
autorizados  como  los  del  Sr,  Muro,  reconociendo  que  1 


ei  partido  liberal  cumple  sus  compromisos,  y que  el 
Jurado  que  temía  S.  S.,  y con  S.  S.  sus  amigos,  que 
uo  había  de  ser  ley  esta  legislatura,  que  no  babia  de 
discutirse  en  ei  Congreso,  porqué  el  Gobierno  no  te- 
nía fe,  ni  deseo  de  plantearlo,  se  está  discutiendo  y 
será  ley,  porque  el  Gobierno  desea  cumplir  bien  y 
fielmente  sus  compromisos,  pues  de  otra  suerte  su 
paso  por  el  Poder  sería  inútil  y estéril  y no  redunda- 
ría en  pró  de  los  ideales  de  la  libertad  y del  pro- 
greso que  constituyen  la  esencia  del  dogma  del  par- 
tido á que  tengo  la  honra  de  pertenecer.  (Bien,  bie?i.) 

EL  Sr.  MURO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S.  para  rectificar. 

El  Sr.  MURO:  Voy  á rectificar  muy  brevemente 
á la  contestación  que  se  ha  servido  dar  á mi  discurso, 
con  gran  elocueucia,  mi  distinguido  amigo  el  señor 
Díaz  Moreu,  á nombre  de  la  Comisión,  muy  especial- 
mente; porque  brevísima  ha  sido  la  contestación  de  su 
señoría. 

Creía  yo  que  no  habiéndose  tratado  el  asunto  de 
la  competencia  con  aquel  detalle  que  es  preciso,  dada 
la  importancia  de  la  materia,  hasta  ahora,  y aun  ha- 
biéndolo hecho  yo,  el  más  desautorizado  de  todos  los 
individuos  de  la  minoría  republicana,  á nombrado  ella, 
debía  aplicar  la  Comisión  su  criterio  en  la  selección 
de  los  varios  delitos  que  ha  examinado. 

Pero  toda  vez  que  el  Sr.  Díaz  Moreu,  obedeciendo 
á legítimas  impaciencias  de  parte  de  la  Comisión, 
para  que  este  debate  llegue  cuanto  antes  á su  térmi- 
no, no  lo  ha  hecho,  yo  voy  á seguir  el  camino  de  su 
señoría  en  lo  que  á la  brevedad  se  refiere,  empezando 
por  decir  que  ei  Sr.  Díaz  Moreu  no  lia  podido,  por 
falta  de  tiempo  y por  sobra  de  apresuramiento,  con- 
testar á ninguno  de  mis  argumentos. 

En  cambio,  S.  S.  ba  hecho  dos  ó tres  afirmaciones 
de  tal  naturaleza,  que  no  puedo  ménos  de  recoger  al- 
gunas. 

Invocaba  la  autoridad  de  las  legislaciones  ex- 
tranjeras en  lo  relativo  á la  suspensión  del  Jurado,  y 
yo  entiendo  que  S.  S.  se  equivocó,  porque  fuera  de  la 
ley  especial  que  para  este  efecto  se  «lió  en  1872  ó 
1873  en  Austria,  no  couozco  otro  país  donde  esté  es- 
tablecido el  Jurado  en  que  el  Gobierno  tenga  la  fa- 
cultad de  suspender  sus  funciones. 

Ya  que  S.  S.  iba  á buscar  precedentes  ai  extran- 
jero  podia  haberlos  buscado  también  en  la  propia  casa, 
y habría  visto  que  ni  en  la  ley  del  Sr,  Montero  Uios 
de  187*2  ni  en  el  proyecto  de  Jurado  del  Sr.  Romero 
Gíron  de  1883  so  otorga  esta  facultad.  (El  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia : En  el  Senado  se  votó  una  adición 
al  proyecto  del  Sr.  Romero  Girón  en  sentido  mucho 
más  Amplio.)  Perfectamente;  se  votó  por  el  Senado, 
pero  no  estaba  en  el  proyecto  ni  en  el  dictámen  de  la 
Comisión.  (El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia:  Pero 
fué  aceptada  por  el  Gobierno.)  Fué  aceptada  por  el 
Gobierno  de  la  misma  manera  que  S.  S.  ha  aceptado 
todas  las  reformas  y modificaciones  que  la  Comisión 
ha  creído  conveniente  hacer.  [El  Sr.  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia:  Pero  hay  mucha  diferencia  entre  el  ar- 
tículo adicional  de  hoy  y el  que  se  aprobó  en  el  Se- 
nado en  1883.)  Es  que  yo  creo  que  debía  haber  una 
diferencia  absoluta,  y si  el  Senado  hizo  esa  modifica- 
ción ó enmienda  en  el  proyecto  de  1883,  yo  creo  que 
la  Comisión  actual  debió  separarse  en  esto  del  Senado, 
como  se  ba  separado  en  tantas  otras  cosas. 

Decia  el  Sr.  Piaz  Moreu  que  I¡a  Comisión  no  podia 
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aceptar  el  criterio  radical  de  la  minoría  republicana 
acerca  de  la  competencia  del  Jurado;  y yo  be  de  de- 
cir á S.  S.  que  la  Comisión  está  en  su  derecho  adop- 
tando el  criterio  que  le  parezca  mejor,  como  nosotros 
lo  estamos,  man  teniendo  el  nuestro;  pero  á lo  que  la 
Comisión  no  tiene  derecho  es  á establecer  un  criterio 
que  conduce,  como  he  demostrado,  á ese  radicalismo, 
y á retroceder  cuando  del  principio  se  pasa  á las 
consecuencias. 

La  gravedad  de  los  delitos,  la  gravedad  de  las 
penas,  la  alarma  que  en  la  conciencia  pública  pro- 
ducen los  hechos  punibles;  todas  estas  reglas  del  cri 
terio  de  S.  S.  conducían  lógicamente  al  radicalismo, 
porque  hay  que  incluir  todos  los  delitos;  los  unos  por 
¡>u  carácter  políLico,  los  otros  por  ser  delitos  de  opi- 
nión, los  otros  por  su  gravedad,  los  otros  por  la  alar- 
ma que  producen  en  la  opinión,  los  otros  por  la  enti- 
dad de  la  pena;  cada  uno  por  su  motivo,  y muchos  de 
ellos  respondiendo  á la  combinación  de  todas  esas  re- 
glas. 

Otra  cosa  decía  el  Sr.  Díaz  Moreu  que  no  ha  po- 
dido ménos  de  llamar  mi  atención.  Hasta  ahora  no 
había  oido  la  clasiíicacion  de  delitos  artificiales  que 
ha  hecho  S.  S.,  dando  este  nombre  á los  alentados 
contra  la  autoridad  y sus  agentes.  Yo  concibo  que  su 
señoría  llame  delitos  artificiales  á aquellos  que  tienen 
origen  en  el  criterio  de  una  escuela  ó de  un  Gobier- 
no, como,  por  ejemplo,  el  que  se  comete  reuniéndose 
sin  cumplir  ciertas  formalidades  más  de  20  personas; 
ai  delito  de  contrabando,  que  obedece  al  precepto  de 
una  ley,  pero  que  no  obedece  á una  realidad  supe- 
rior; pero  ¡delito  artificial  al  atentado  contra  la  auto- 
ridad y sus  agentes!  Soy  más  conservador  en  este 
punto  que  S.  S.;  eso  no  tiene  nada  de  artificio,  es  una 
realidad  que  hay  que  sostener,  y que  sostenida  está 
en  todos  los  Códigos. 

Respecto  de  los  delitos  do  lesa  majestad,  el  señor 
Díaz  Moreu,  con  nuevas  formas,  coa  las  formas  bri- 
llantísimas que  S.  S.  sabe  dar  á todos  sus  conceptos, 
no  ha  hecho  más  que  repetir  lo  que  la  Comisión  ha 
dicho  en  otras  ocasiones;  pero  como  yo  he  refutado 
esas  defensas  de  la  Comisión,  á S.  S.  corresponde  la 
réplica  que  no  ha  dado,  y creo  que  me  esforcé  en 
demostrar  de  qué  mauera  so  colocaba  la  institución 
monárquica  sobre  otros  conceptos  mucho  más  ele- 
vados, sobre  el  couceplo  de  la  Patria. 

El  Sr.  Moreu,  con  su  competencia  habitual,  ha 
recogido  también  las  observaciones  que  yo  hice  res- 
pecto del  delito  de  suposición  de  partos  y otros  aná- 
logos. Dije  que  estos  delitos  afectaban  á la  integridad 
y á la  paz  de  la  familia,  á lo  más  sagrado  de  la  fa- 
milia misma,  y me  parecía  que  siendo  el  Tribunal  dei 
Jurado  un  tribunal  de  cabezas  de  familia,  á nadie  me- 
jor que  al  Tribunal  del  Jurado  debía  confiarse  esto; 
pero  ha  dicho  S.  S.  que  se  han  excluido  esos  delitos 
por  su  carácter  novelesco...  (El  Sr.  Díaz  Morete:  Y 
técnico  á la  vez.)  Sobre  esto  dei  tecnicismo  ya  dije  á 
la  Comisión  lo  que  me  ocurre;  apenas  hay  un  delito 
que  no  tenga  un  aspecto  técnico;  y por  lo  que  hace  {\ 
lo  novelesco,  vea  el  Sr.  Díaz  Moreu  cómo  sin  quererlo 
me  ha  dado  una  prueba  evidente  de  la  desconfianza 
que  le  inspira  el  Jurado.  ¿Por  qué  teme  S.  S.  que  estos 
delitos  que  tienen  algo  de  novelescos  vayan  al  Jura- 
do? Porque  R.  S.  considera  que  el  Jurado  es  un  tri- 
bunal de  impresión,  pero  de  impresión  inconsciente, 
un  tribunal  que  se  deja  arrastrar  por  la  exterioridad 
de  las  cosas. 


Por  fin,  y eou  esto  concluyo,  me  conviene  hacer 
la  rectificación  de  un  último  concepto  de  S.  S.,  que 
no  sé  si  oí  bien. 

Suponía  el  Sr.  Díaz  Moreu  que  yo  había  hecho  la 
declaración  de  que  el  Gobierno  cumple  ios  compro- 
misos contraidos  eri  la  oposición.  No  he  podido  hacer 
esa  declaración,  porque  hasta  ahora  el  Gobierno  no  ha 
presentado  ni  se  ha  discutido,  que  yo  recuerde,  más 
que  dos  proyectos  de  carácter  político,  ei  de  asocia- 
ciones y el  de  Jurado,  y para  eso,  con  cierta  timidez, 
hija,  sin  duda,  de  las  transacciones  entre  los  varios 
elementos  de  esa  mayoría;  pero  al  lado  de  esto,  que 
no  tengo  inconveniente  en  declarar  que  es  relativa- 
mente liberal,  y por  serlo  lo  hemos  votado,  estamos 
amenazados,  señores,  de  unas  bases  de  Código  penal 
que,  según  se  dice,  yo  todavía  no  las  he  estudiado  fun- 
damentalmente, tienen  un  sabor,  más  que  conserva- 
dor, reaccionario.  (El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia: 
Véalas  S.  S.)  Ya  las  veré,Sr.  Ministro;  ya  las  estudia- 
ré, probablemente  para  combatirlas.  (El  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia:  Con  mucho  sentimiento  mió.)  Yo 
también  sentiré  combatir  la  obra  de  S.  S.,  pero  en  fin, 
á esto  nos  obligan  nuestros  respectivos  deberes  y 
nuestros  distintos  puntos  de  vista.  Bu  señoría  defien- 
de los  suyos  y los  traduce  en  proyectos  de  ley,  y yo 
defiendo  los  míos,  sin  poder  ni  pretender  siquiera  tra- 
ducirlos en  leyes  al  ménos  por  ahora. 

El  Sr.  DIAZ  MOREU:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  DIAZ  MOREU:  Lamento  que  el  Sr.  Muro 
haya  atribuido  á una  determiuacion  de  mi  voluntad 
lo  que  ha  sido  una  imposición  de  las  circunstancias, 
el  no  contestar  con  la  extensión  que  merecía  su  elo- 
cuente discurso;  pero  S.  S.  ha  de  reconocer  y permitir 
que,  esta  vez  al  menos,  la  Comisión,  ya  que  S.  S.  la  ha 
tratado  de  inconsecuente  y de  ilógica,  resulte  más  ló- 
gica que  S.  S.,  puesto  que  deseando  el  Sr.  Muro  que 
este  proyecto  sea  ley  lo  más  pronto  posible,  y censu- 
rando á la  minoría  conservadora  porque  pide  votacio- 
nes nominales  y dilata  la  discusión,  no  debe  extra- 
ñarle, antes  al  contrario,  debe  aplaudir  el  propósito 
de  ia  Comisión  de  abreviar  ei  debate,  Limitándose  á 
hacer  las  indicaciones  estrictamente  necesarias,  para 
no  prolongar  por  su  parte  esta  ya  excesiva  contro- 
versia, en  la  que  verdaderamente  se  han  tratado  todos 
los  puntos  de  vista. 

Debo  rectificar,  no  obstante,  un  concepto  que  equi- 
vocadamente me  ha  atribuido  S.  S.,  suponiendo  que 
yo  había  dicho  que  existían  delitos  artificiales  en  el 
verdadero  sentido  de  la  palabra.  No;  lo  úuico  que  yo 
quise  decir,  y creo  que  he  dicho,  es  que  á veces  había 
delitos  que  en  ei  coucepto  público  tenían  un  carácter 
y una  significación  distinta  de  la  que  les  asignaba  la 
ley  penal;  á esta  diferencia  de  apreciación,  y no  á 
otra  cosa  me  referia. 

Nada  he  dicho  ni  he  querido  decir  de  los  delitos 
de  lesa  majestad,  porque  este  punió  se  ha  debatido  ya 
más  que  suficientemente.  La  Comisión  ha  declarado 
que  está  conforme  con  todos  los  tratadistas  en  que  los 
delitos  políticos  deben  ir  al  Jurado,  y que  no  ha  sido 
una  razón  de  desconfianza  en  ia  institución  la  que  ha 
tenido  para  excluir  de  la  competencia  del  Jurado  los 
delilos  de  lesa  majestad.  Tanto  se  lia  dicho  ya  sobre 
este  asunto,  que  yo  he  creido  que  podía  dispensarme 
de  repetirlo,  como  creo  ahora  que  no  necesito  insistir 
para  que  h,  r.  se  conveuza  de  que  toda  mi  argumeo- 


2454 


11  DE  MAYO  DE  18S7. 


taciori  ha  estado  basada  en  el  criterio  adoptado  por 
ia  Comisión  en  este  particular. 

En  cuanto  á la  declaración  que  S.  S.  pretende  que 
yo  lie  hecho  y que  arguye  desconfianza  por  mi  parte 
en  el  Jurado,  respecto  á entregar  el  conocimiento  de 
ciertos  delitos  que  revisten  carácter  novelesco,  debo 
decir  á S.  S.  que  no  hay  semejante  desconfianza;  que 
al  hablar  <lc  delitos  que  se  prestaban  á la  novela  y 
que  no  debían  ir  al  Jurado,  no  era  precisamente  por 
la  naturaleza  especial  dí  esos  delitos,  sino  porque  en 
nuestra  opinión  los  delitos  de  que  debe  entender  el 
Jurado,  son  aquellos  que  tengau  fácil  comprobación; 
es  decir,  aquellos  cu  que  la  comisión  de  los  hechos 
no  olrezca  lugar  á duda,  y no  tengan  un  carácter  de- 
masiado técnico.  Por  esta  razón,  entiendo  yo  que  la 
novela  se  presta  á llevar  elementos  que  pueden  ex  Ira - 
viar  el  juicio  y la  opinión  del  Jurado,  y solo  por  esto 
lie  dicho  que  la  novela  podia  perjudicar  á ciertos  de- 
litos, y que  en  este  concepto  no  era  conveniente  lle- 
varlos al  Jurado. 

Yo  sienLo  que  S.  S.  haya  rectificado  mi  afirma- 
ción referente  d que  la  ni iuotia  republicana  se  ha 
rendido  á la  evidencia,  declarando  que  este  Gobierno 
cumple  sus  compromisos.  Su  señoría  no  querrá  de- 
clararlo; poro  los  hechos  están  más  altos  que  las  pala- 
bras, y loa  hechos  están  demostrándolo,  porque  el 
Jurado  era  uno  de  los  proyectos  que  el  Gobierno  y el 
partido  liberal  se  habían  couiprometido  á presentar, 
y no  podrá  S.  S.  negar  que  se  ha  presoutado,  como 
se  presentó  el  proyecto  de  ley  de  asociaciones,  ya 
discutido  y aprobado  en  ambas  Cámaras. 

A S.  S.  le  parece  tibio,  naturalmente,  Lodo  loque 
no  hagau  sus  amigos,  todo  lo  que  no  se  inspire  en  el 
radicalismo  que  informa  sus  opiniones;  pero  habrá  de 
declarar  que  el  Gobierno  viene. cumpliendo  sus  com- 
promisos, y no  tiene  derecho  á dudar  de  que  siga 
cumpliéndolos  en  lo  sucesivo. 

A este  provecto  seguirán  otros  no  ménos  impor- 
tantes, sobro  los  que  ya  se  ha  emitido  dictámeu,  como 
el  relativo  á las  liases  del  Código  penal,  y entonces 
podrá  S.  S.  combatirlas,  haciendo  las  observaciones 
que  estime  convenientes,  que  siempre  serán  muy  ati- 
nadas en  la  forma,  por  ser  hechas  por  S.  S.,  pero 
que  cu  el  fondo  temo  mucho  uo  podamos  estar  con- 
formes.» 

No  habiendo  ningún  otro  Sr.  Diputado  que  pidiera 
la  palabra  en  contra,  se  puso  á votación  el  art.  4.°,  y 
l'ué  aprobado. 

Se  leyó  él  5.n,  que  deeia: 

«Art.  5.°  Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  eu  el  ar- 
tículo anterior  los  delitos  cuyo  conocimiento  corres- 
ponda ai  lYibuual  Supremo,  seguu  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  A este 
artículo  hay  dos  enmiendas. 

La  del  Sr.  Domínguez  Alfonso,  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  aceptar  la  siguiente 
enmienda  al  art.  ñ.°  dél  dictámeu  de  ia  Comisión,  y 
que  acuerde  quede  redactado  en  los  términos  si- 
guientes: 

«5."  Se.  exceptúan  de  lo  dispuesto  cu  el  artículo 
anterior  ios  delitos  cuyo  conocimiento  está  sometido 
por  la  Constitución  al  Tribunal  Supremo,  y los  pro- 
cesos contra  las  autoridades  y sus  agentes  por  actos 
cometidos  al  ejercer  funciones  de  sus  cargos.» 
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nio Domínguez  Alfonso.--=Antomo  Uotija  y Fajardó.==¡ 
Aiítouio  Vázquez  Queipo.=Kamon  Lucad en. i.= Fran- 
cisco Ansaldo.— Rafael  Monares.=Santos  Lonez  Pn. 
legriu.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
Comisión  tiene  la  palabra  para  decir  si  acepta  ó no  la 
enmienda. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX-  La  Comisión  no  la  acepta 
El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Domínguez  Alfonso  tiene  la  palabra  para  apoyar 
su  enmienda. 

El  Sr.  DOMINGUEZ  ALFONSO:  Como  son  tan 
breves  cuanto  modestas  las  observaciones  que  me 
propongo  hacer  en  apoyo  de  la  enmienda  que  la  Co- 
misión uo  ha  admitido,  puedo  dispensar  al  Congreso 
de  todo  exordio  y de  toda  consideración  general,  tanto 
más  cuanto  que  estoy  conforme  en  el  concepto  gene- 
ral del  dictámeu  que  ce  discute,  y que  con  la  Comi- 
sión he  votado.  Creo,  por  otra  parte,  que  huelgan  esas 
consideraciones  generales  eu  la  discusión  dél  articu- 
lado. 

Et  artículo  que  combato  encierra  suma  gravedad 
no  manifiesta,  porque  no  expresa  todo  su  verdadero 
contenido  real  y positivo,  sino  por  medio  de  una  re- 
ferencia á la  ley  orgánica;  pero  va  á modific¿ir  el  sen- 
tido democrático  de  osle  proyecto  y el  sentido  guber- 
namental que  al  propio  tiempo  debe  recibir  de  esta 
mayoría  y da  ese  Gobierno.  Va  contra  el  sentido  de- 
mocrático de  la  institución  del  Jurado,  porque  la  ley 
orgánica  exceptúa  del  conocimiento  de  los  tribunales 
ordiuarios  sometiéndolos  al  ¡Supremo,  no  ios  delitos 
de  una  clase,  no  los  delitos  do  una  especié,  sino  todos 
los  delitos,  cualquiera  que  sea  su  índole,  cometidos 
por  determinada  clase  de  p n-sonas,  por  las  altas  je- 
rarquías administrativas  y judiciales. 

Comprendo  que  la  Comisión  baya  adoptado  esto  ó 
el  otro  criterio  aL  establecer  la  competencia  del  Jura- 
do para  conocer  de  tales  ó cuales  delitos;  pero  lo  que 
se  aviene  inal  con  el  principio  de  la  igualdad  ante  la 
Ley,  lo  que  se  aviene  mal  con  oí  carácter  mismo  de 
la  institución  del  Jurado,  es  que  se  exceptúen,  que  no 
sean  juzgados  por  sus  propios  conciudadanos  (no  por 
los  delitos  que  cometan  eu  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, sino  por  los  delitos  que  puedan  cometer  en  el 
orden  privado  y como  un  ciudadano  cualquiera),  los 
cousejcros  de  Estado,'  los  Subsecretarios,  los  directo- 
res, los  magistrados  de  las  varias  jerarquías,  los  go- 
bernadores, los  fiscales  y abogados  fiscales  y algunas 
otras  personalidades. 

Comprendo  (y  aun  más,  lo  acepto  y defiendo),  que 
si  se  tratara  de  delitos  ejecutados  en  el  ejercicio  de 
esos  cargos,  el  conocimiento  de  osos  delitos  estuviera 
encomendado  al  Tribunal  Supremo;  que  se  exceptua- 
ran de  la  competencia  del  Jurado.  Fero  no  siendo  así, 
yo  creo  que  se  eximen  con  mengua  del  principio  de 
igualdad  aute  la  ley,  y que  para  esta  excepción  no.se 
ha  tenido  presente  ningún  criterio,  no  se  ha  aplicado 
niugun  principio  de  diferenciación,  sino  una  especie 
de  talla,  debajo  de  la  cual  quedan  las  autoridades  in- 
feriores y los  agentes  tan  respetables  como  las  otras 
en  el  ejercicio  de. sus  funciones;  y estas  son  las  que 
quedan,. especie  A& anima,  víli,  sometidas  al.  Jurado. 
¿Por  que  esta  diferencia?  Aquí  se,  ha  dado  la  .explica- 
ción de  que  para  la  inclusión  de  unos  delitos  ,se  ha 
aplicado  .un  criterio  y para  otros  otro.  Y yo  pregunto: 
¿qué  criterio  se  aplica  aquí?  ¿Qué  razón  hay  para  esto? 
¿Es  acaso  la  capacidad  del  Jurado?  ¿Es  acaso  que  se 
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busca  mayor  verdad  en  el  Tribunal  Supremo  que  en 
el  Jurado  mismo?  ¿No  decís  que  precisamente  la  ven- 
taja del  Jurado  está  en  la  mayor  capacidad  que  tiene 
para  conocer  de  aquellos  hechos  de  conocimiento  di  * 
fícil  en  los  cuales  no  hay  pruebas  completas  y claras? 
¿Es  acaso  que  vais,  como  habéis  dicho,  á someter  mu- 
chos delitos  al  Jurado,  porque  en  el  Jurado  hay  ma- 
yor independencia  y no  esta  sujeto  á las  influencias 
de  los  Gobiernos  ni  á los  vaivenes  de  la  política?  Pues, 
señores,  precisamente  para  lo  que  se  necesita  mayor 
independencia,  para  donde  debeis  guardar  aquella  ma- 
yor libertad  de  acción  del  Jurado  es  para  juzgar  a los 
gobernadores,  á los  Subsecretarios  y á los  directo- 
res generales,  porque  ahí  es  donde  se  pueden  poner 
en  juego  todas  las  influencias  de  los  Gobiernos  y los 
recursos  del  mundo  político.  Por  mauera,  que  el  pue- 
blo á quien  dais  esa  institución,  verá  que  le  dais  una 
soberanía  judicial  ilusoria;  y haréis  que  el  Jurado  sea 
impopular,  creyendo  que  le  habéis  quitado  toda  la 
plenitud  de  sus  facultades,  y que  hacéis  una  ley  de 
clases  separando  del  conocimiento  del  Jurado  a aque- 
llas personas  que  verdaderamente  constituyen  los 
más  preciados  objetos  de  nuestra  sociedad,  esos  que 
están  más  ó menos  constantemente  en  los  altos  pues- 
tos, constituyendo  el  verdadero  Gobierno  y positiva 
inviolabilidad  de  la  burocracia. 

Yo  creo  que  en  ese  artículo  (y  por  eso  la  enmien- 
da que  he  presentado  tiene  dos  partes),  hay  una  ver- 
dadera inconsecuencia;  porque  aquí  se  acepta  el  prin- 
cipio de  que  las  autoridades  no  deben  ser  sometidas 
al  Jurado.  Yo  también  sostengo  eso,  que  ni  las  auto- 
ridades ni  sus  agentes,  estando  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  deban  ser  sometidos  al  Jurado.  Pero  si 
aceptáis  esto  respecto  de  las  autoridades  superiores, 
¿por  qué  no  lo  aceptáis  respecto  de  todas?  ¿Dónde 
está  la  diferencia  esencial  y sustancial  entre  unas 
y otras?  ¿Dónde  está  el  límite  de  lo  que  debe  guar- 
darse al  Jurado  y de  lo  que  debe  entregarse  al 
Tribunal  Supremo?  De  suerte  que  no  solo  aceptáis  el 
principio  que  defiende  la  segunda  parte  de  la  enmien- 
da, sino  que,  después  de  aceptarle,  lo  desnaturalizáis 
y abusáis  de  él;  puesto  que,  no  solamente  entregáis 
al  Tribunal  Supremo  esos  altos  funcionarios  por  los 
actos  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  cargos,  sino 
también  por  toda  clase  de  actos  punibles  de  cualquier 
órden  que  fueren:  y aquí  es  donde  está  la  desnatura- 
lización y el  abuso  que  contiene  el  artículo,  y que 
corregiría  la  enmienda.  Y para  mayor  inconsecuen- 
cia, la  única  excepción  que  hay  constitucional,  es  la 
de  los  Diputados  á Cortes  y Senadores;  porque  la 
Constitución  determina  que  los  Diputados  á Córtes  y 
Senadores  serán  juzgados  en  los  casos  que  marque 
la  ley  por  el  Tribunal  Supremo;  y en  este  artículo 
precisamente  se  deja  sometido  al  Jurado  al  Diputado 
á Cortes  y Senador;  lo  cual  también  con  la  acepta- 
ción de  mi  enmienda  se  subsanaría. 

Y voy  á la  segunda  parte  de  la  enmienda.  Pretendo 
por  ella  que  el  Jurado  no  conozca  de  los  delitos  co- 
metidos por  las  autoridades  y sus  agentes  en  actos 
propios  del  ejercicio  de  sus  funciones.  Si  es,  señores 
Diputados,  una  de  las  razones  fundamentales  que  yo 
be  oido  al  señor  presidente  de  la  Comisión,  y que  he 
aplaudido  con  gusto  porque  soy  tan  amigo  como  ad- 
mirador del  Sr.  Maura;  si  es  una  de  las  razones  fun- 
damentales del  Jurado,  la  de  que  tiene  un  criterio 
superior  ai  de  los  tribunales,  porque  tiene  el  criterio 
moral,  yo  pregunto:  ¿qué  criterio  moral  va  á tener 


el  Jurado,  juzgando  ios  actos  de  las  autoridades  y de 
sus  agentes,  ejecutados  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes? No  hay  más  que  ver  algunos  casos  individuales. 

Y ¿por  dónde,  es  competente  el  Jurado  para  saber 
si  una  causa  está  bien  ó mal  reclamada?  ¿Y  qué  tiene 
que  ver  esto  con  el  criterio  moral  de  los  jurados?  En 
rigor,  de  lo  que  se  trata  aquí  es  de  competencia,  de 
procedimientos,  de  derechos  procesales;  y si  algo  ha 
de  quedar  excluido  (y  excluís  mucho,  demasiado  á 
mi  juicio),  de  la  competencia  del  Jurado,  claro  está 
que  debiera  ser  lo  que  exige  conocimiento  del  dere- 
cho más  abstracto,  más  sutil,  más  artificial  segura- 
mente, como  diría  el  Sr.  Díaz  Moreu,  que  es  el  de 
rocho  procesal,  que  es,  en  cierto  modo,  puramente, 
convencional.  ¿No  se  ha  dicho  aquí  por  la  Comisión, 
contra  mi  opinión  en  este  particular,  que  las  estafas 
están  bien  exceptuadas  de  la  competencia  del  Jurado, 
porque  tienen  algo  del  elemento  civil,  y porque  en 
ellas  la  separación  del  elemento  civil  y del  elemento 
penal  es  apenas  perceptible?  Pues  esto  pasa  con  el 
derecho  procesal  en  esta  otra  clase  de  cuestiones  y 
actos  punibles  que  con  ellas  se  relacionan.  ¿Por  qué 
no  habéis  puesto  la  prevaricación  entre  los  delitos  que 
son  de  la  competencia  del  Jurado?  Porque  para  saber 
que  un  juez  ha  prevaricado,  es  necesario  saber  dicha- 
la  sentencia  justa.  Pues  de  la  misma  manera,  para 
someter  esta  figura  como  ahora  decimos,  de  delitos 
al  Jurado,  sería  necesario  que  éste  tuviera  conoci- 
miento del  derecho  procesal. 

Hay  ejemplos  ó casos  de  abrumadora  evidencia. 
El  caso  4.°  del  art.  214  del  Código,  dice:  «cometerá 
delito  la  autoridad  judicial  que  decretare  ó prolongare 
indebidamente  la  incomunicación  de  un  procesado. » 

¿Y  qué  jurado  es  capaz  de  saber  cuándo  una  in- 
comunicación está  bien  ó mal  decretada  si  no  conoce 
ni  es  capaz  para  conocer  de  la  causa  ni  de  la  ley  de  en- 
juiciamiento civil?  Y no  se  me  diga  que  lo  que  nece- 
sita saber  el  jurado  es  si  se  decretó  ó no  la  incomuni- 
cación. no;  porque  es  necesario  que  diga  si  está  bien  ó 
inal  decretada,  si  es  ó no  indebida,  porque  eso  preci- 
samente es  lo  que  constituye  el  hecho  criminoso;  y 
añado  esto,  porque  sobre  ello  es  sobre  lo  que  yo  quie- 
ro que  el  Sr.  Pacheco,  que  veo  que  toma  nota  de 
esta  afirmación  mia,  me  conteste  concretamente.  De 
suerte  que  en  rigor  todos  estos  delitos  que  el  pro- 
yecto somete  al  Jurado,  no  exceptuando  á la  autori- 
dad y á sus  agentes,  son  otras  tantas  prevaricaciones 
cometidas,  prevaricaciones  especiales,  concretas,  de- 
terminadas por  exigencia  del  Código  penal  en  cierlo 
órden  de  materia  y de  actos,  pero  que  no  dejan  de  ser 
prevaricaciones;  y si  habéis  excluido  las  prevarica- 
ciones, debeis  excluir  todos  los  actos  injustos,  puni- 
bles, que  las  autoridades  cometan  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones. 

La  autoridad  tiene  sus  fueros,  como  tiene  su  res- 
ponsabilidad. La  autoridad,  que  so  distingue  precisa- 
mente porque  ticoe  el  mero  y mixto  imperio,  el  mando, 
la  disposición  de  la  fuerza,  el  derecho  coercitivo,  la 
autoridad  necesita  ia  independencia  que  es  propia  del 
Poder  ejecutivo,  para  constituir  un  organismo  comple- 
to, no  interrumpido  por  nadie,  sin  ingerencias  extra- 
ñas. Por  eso  á nadie  se  le  ocurre  someter  á los  mili- 
tares, por  los  delitos  que  cometen  como  tales,  á nin- 
gún Jurado;  por  eso  tampoco  ni  la  autoridad  civil,  ni 
el  orgauismo  civil,  ni  el  organismo  administrativo,  ni 
el  organismo  oficial  pueden  ser  sometidos  en  el  ejer- 
cicio de  las  funciones  de  sus  autoridades  al  Jurado- 
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porque  necesitan  algo  como  la  independencia  que  tie- 
ne el  Poder  ejecutivo  frente  al  Poder  parlamentario, 
trente  al  Poder  legislativo. 

Al  fin  y al  cabo,  en  los  últimos  límites,  en  las  úl- 
timas líneas,  cuando  se  trata  de  los  agentes  de  la 
autoridad,  ¿no  constituyen  un  cuerpo  ó instituto  ar- 
mado? ¿Qué  diferencia  hay  entre  la  Infantería  y la 
Caballería,  y la  Guardia  civil?  ¿Vais  á someter  á la 
Guardia  civil  al  Jurado?  Pues  qué,  ¿la  Guardia  civil 
no  ha  de  responder,  según  vuestro  artículo,  ante  el 
Jurado,  cuando  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  esté 
á disposición  de  las  autoridades  administrativas  ó á 
disposición  de  la  autoridad  judicial?  Y lo  mismo  pue- 
de decirse  de  los  guardias  rurales,  de  los  agentes  de 
orden  público,  de  los  alguaciles  y de  los  municipales, 
porque  si  bay  alguna  diferencia,  es  la  mayor  dificul- 
tad en  el  ejercicio  del  cargo  respecto  de  los  militares; 
y así  como  respecto  de  los  militares  reclama  su  com- 
petencia la  jurisdicción  militar,  debe  reclamar  res- 
pecto de  los  agentes  de  las  autoridades  su  competen- 
cia la  jurisdicción  ordinaria,  que  es  una  rama  del  Po- 
der ejecutivo,  ya  que  no  le  dais  la  consideración  de 
Poder  judicial. 

¿Qué  va  á quedar  aquí  del  principio  de  autoridad, 
si  es  que  el  principio  de  autoridad  existe  en  este  des- 
graciado país,  en  el  país  de  las  rebeliones,  de  los  pro- 
nunciamientos y de  la  indisciplina,  aquí  que  cuando 
el  agente  de  policía  no  es  objeto  de  odio,  es  objeto  de 
burla;  de  odio  si  se  impone,  y de  burla  si  se  somete? 
Y desde  hoy  más;  cuando  sepa  que  va  á estar  some- 
tido al  ejercitar  su  acción  coercitiva,  al  fallo  de  aque- 
llos contra  quienes  la  ejerce,  al  Jurado,  ¿croéis  que 
procederá  mejor  que  hasta  aquí?  ¿Creéis  que  procede- 
rá con  la  verdadera  firmeza,  con  la  verdadera  inde- 
pendencia, con  la  verdadera  dignidad  de  su  cargo? 
Tal  v«;z  se  me  dirá  que  estos  males  obedecen  á que 
a policía  no  es  lo  que  debe  ser,  á que  los  agentes  no 
saben  serlo,  y yo  entonces  os  contestaré  que,  puesto 
que  boy  no  tenemos  otra  cosa,  esperemos  á someterla 
al  Jurado  para  cuando  haya  adquirido  las  condicio- 
nes necesarias,  para  cuando  s a respetable  ante  la 
opinión  pública,  en  cuyo  caso  ya  podria  al  menos  ser 
juzgada  con  entera  imparcialidad.  Pero  boy  que  el 
pueblo  soberano  no  sabe  corregir  los  abusos  que  co- 
mete en  el  ejercicio  de  sn  propia  soberanía,  boy  que 
no  sabe  corregir  los  abusos  que  comete  en  las  elec- 
ciones, ¿cómo  queréis  que  sepa  corregir  los  abusos 
del  Poder  ejecutivo?  Así  es  que  yo,  os  repito,  que  si 
algo  habéis  de  exceptuar  de  la  competencia  del  Jura- 
do, es  lo  que  se  reíiere  á los  delitos  cometidos  por  la 
autoridad  y sus  agentes  exclusivamente  al  realizar 
los  actos  propios  de  sus  funciones;  mucho  más  cuan- 
do ya  habéis  exceptuado  tantas  cosas,  cuando  ya 
habéis  exceptuado  entre  esas  tantas  cosas  á las  altas 
jerarquías  para  toda  clase  de  d ditos. 

Voy  á terminar,  Sres.  Diputados,  porque  ni  el  es- 
tado de  la  Cámara,  producido  por  lo  largo  de  este  de- 
bate, ni  la  importancia  de  la  persona  que  os  dirige  la 
palabra,  permiten  que  yo  abuse  de  vuestra  atención, 
si  es  que  me  la  habéis  prestado,  aunque  por  vuestra 
cortesía  ordinaria  debo  creerlo  así.  Voy  á terminar, 
pues,  dicieudo  que  esto  que  es  fundamental,  que  esto 
que  constituye  la  buena  doctrina  de  derecho  político, 
es  algo  más  para  vosotros  y para  nosotros,  porque  al 
tin  y al  cabo  aquí  discutimos  una  ley  particular,  y 
este  artículo,  tal  como  lo  presentáis,  en  mi  senlir, 
dado  el  77  de  la  Constitución,  tal  vez  tiene  un  sentido 


anticonstitucional.  El  art.  77  de  la  Constitución  dice 
que  una  ley  especial  establecerá  los  casos  en  que  haya 
de  exigirse  autorización  prévia  para  procesar  á las 
autoridades  y sus  agentes,  lo  cual  significa  que  el 
Estado  se  ha  reservado  esta  autorización,  y yo,  que 
no  soy  partidario  de  ella;  yo,  que  la  he  combatido 
desde  los  bancos  de  enfrente  discutiendo  con  el  par- 
tido conservador  cuando  se  presentó  un  proyecLo  que 
no  llegó  á ser  ley  por  sobrevenir  una  crisis  política, 
creo,  sin  embargo,  que  como  nosotros  no  tenemos  en 
nuestra  mano  la  actitud,  la  medida  de  la  conducta  del 
partido  conservador,  lo  que  va  á suceder  será  que  así 
como  nosotros  queremos  despojar  á los  tribunales  de 
justicia  de  esta  atribución,  de  esta  facultad  que  les  es 
propia,  los  conservadores  á su  vez  querrán  impedir 
los  efectos  de  vuestra  exageración,  haciendo  uso  quizá 
más  ámplio  de  esa  facultad  que  la  Constitución  les 
concede,  extendiendo  exageradamente  los  casos  de  la 
prévia  autorización  para  procesar  á las  autoridades  y 
sus  agentes.  Este  uso  ó este  abuso  se  hará  sin  tocar 
al  Jurado  de  manera  ninguna  directa,  viuiendo  d ser 
ineficaz  vuestro  artículo,  y se  hará  aplicando  un  texto 
de  la  Constitución,  que  es  lo  peor  para  nosotros,  y en 
cierta  manera  con  nuestra  responsabilidad. 

Sucederá  que  por  las  exageraciones  de  unos  en 
favor  del  Jurado,  y por  las  exageraciones  de  otros  en 
favor  del  Gobierno  y de  la  autoridad  gubernativa,  ven- 
drá el  Poder  judicial  á quedarse  siempre  sin  conocer 
de  estos  asuntos,  que  son  de  su  verdadera  competen- 
cia, y apareciendo  tratados  por  todos  con  injustísimo 
recelo. 

Por  esto,  señores,  yo  confío  en  que  la  Comisión, 
ya  que  no  acepte  la  enmienda,  porque  acaso  no  esté 
bien  expresado  en  ella  el  concepto  y principios  que  la 
inspiran,  al  ménos  se  servirá  retirar  ese  artículo  para 
darle  una  nueva  forma  más  adecuada,  como  suya,  que 
responda  á aquella  exigencia  y condición  del  Jurado, 
que  como  organismo  de  la  administración  de  justicia 
ha  de  estar  informado  en  el  espíritu  y principio  de- 
mocrático de  igualdad  ante  la  Ley,  y que  al  propio 
tiempo  responda  á los  resortes  de  gobierno,  de  ios 
cuales  no  puede  p res  ciad  irse  por  los  respetos  no  me- 
nos exigentes  del  principio  de  autoridad;  y confío  en 
ello  tanto  más,  cuanto  que,  como  dije  antes,  vosotros 
aceptáis  esto  en  principio,  pero  luego  no  le  dais  la  ex- 
tensión lógica  que  debe  tener,  y en  cambio  le  dais  la 
extensión  abusiva;  es  decir,  que  las  alias  jerarquías 
de  la  autoridad  en  los  delitos  que  no  solo  como  tal  sino 
como  particulares  puedan  cometer,  la  confiáis  al  Tri- 
bunal Supremo,  y la  otra  parte  la  entregáis  al  Jurado, 
también  sin  distinguir  de  delitos,  con  infracción  de 
los  principios  fundamentales  del  derecho  y de  todo  el 
linaje  de  legítimas  consideraciones,  que  he  tenido  el 
honor  de  exponeros. 

El  Sr.  PACHECO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  La  tie- 
ne S.  S. 

El  Sr.  PACHECO:  Señores  Diputados,  habéis  de 
dispensarme  que  abuse  tanto  de  vuestra  atención, 
pero  ya  comprendereis  que  las  necesidades  del  cargo 
que  inmerecidamente  ocupo  en  este  momento  me 
obligan  á hablar  uno  y otro  dia,  y á contestar  á ios 
diversos  oradores  que  combaten  el  dictámen  de  la 
Comisión.  Procuraré  para  no  aumentar  las  molestias 
de  esta  insistencia  en  hacer  uso  de  la  palabra,  ser  lo 
más  breve  posible,  esperando  que  los  oradores  que 
nos  impugnan  no  han  de  lomar  á descortesía  esta 
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brevedad,  porque  si  hubiéramos  de  contestar  á los 
discursos  que  se  hacen  impugnando  todos  los  porme- 
nores de  este  dictámen  cou  la  misma  extensión  que 
sus  autores  les  dan,  en  primer  lugar  alcanzaría  el 
debate  proporciones  extraordinarias,  y en  segundo 
término,  tendríamos  que  repetir  constantemente  las 
consideraciones  que  uno  y otro  dia  exponemos. 

Esto  sucedería  en  la  tarde  de  hoy,  en  que  ¿i  pesar 
de  la  novedad  que  ha  procurado  dar  á su  arguinen- 
menlacion,  en  el  elocuente  discurso  que  todos  habéis 
oido,  el  6r.  Domínguez  Alfonso,  realmente  lo  que 
propone  no  es  más  que  una  cosa  análoga  en  el  fondo 
á lo  propuesto  por  otros  Srcs.  Diputados  en  sesiones 
anteriores;  y sin  entrar  en  ese  aspecto  común  que 
tiene  esta  enmienda  con  otras  que  han  sido  desecha- 
das por  el  Congreso,  paréceme  á mí  que  lo  que  prin- 
cipalmente ha  llevado  al  Sr.  Domínguez  Alfonso  á 
hacer  las  observaciones  que  todos  acabais  de  oirle, 
ha  sido  una  exageración  del  espíritu  de  crítica,  que  le 
ha  impedido  ver  todos  los  aspectos  importantes  que 
tiene  el  problema  por  su  enmienda  suscitada.  Esa 
enmienda,  de  la  propia  suerte  que  otras,  se  encamina 
á hacer  que  desaparezca  de  la  competencia  del  Ju- 
rado todo  lo  que  es  esencialmente  político,  todo  lo 
que  tiene  conexión  con  la  vida  y con  ios  actos  de  los 
partidos.  Bajo  este  punto  de  vista  ha  de  ser  recha- 
zada por  la  Comisión  con  la  misma  entereza  y deci- 
sión que  lo  han  sido  las  de  los  Sres.  Cánido  y Diez 
Mac  uso,  por  lo  cual  sintiéndolo  mucho,  no  podemos 
acceder  á la  pretensión  del  Sr.  Domínguez  Alfonso 
de  que  se  tomen  en  cuenta  sus  ideas  para  dar  distinta 
redacción  al  art.  5.°;  artículo  que  tenemos  que  man- 
tener tal  como  está  redactado  sin  variación  ni  modi- 
ficaciones de  ninguna  especie. 

A nuestro  juicio  esas  ideas  del  Sr.  Domínguez 
Alfonso  iio  resultan  justificadas,  porque  después  de 
todo,  el  argumento  capital  del  Sr.  Domínguez  Alfonso, 
que  es  el  que  S.  S.  deriva  do  la  igualdad  ante  la  ley, 
á la  que  S.  S.  cree  que  nosotros  faltamos,  descansa 
más  en  fundamentos  de  apariencia  que  de  realidad: 
y yo  creo  que  podré  convencer  á S.  B.  mismo  de  esto 
llamando  su  atención  sobre  lo  que  resultaría  de  acep- 
tar lo  que  S.  S.  propone.  ¿Resultaría  acaso  que  todas 
las  personas  que  ejercen  autoridad  y sus  delegados 
habían  de  comparecer  ante  el  mismo  tribunal?  Para 
esto  sería  preciso  que  todos  fueran  sometidos  al  Tri- 
bunal Supremo;  esta  sería  la  verdadera  igualdad  ante 
la  ley  en  el  sentido  en  que  se  la  proclama,  y real- 
mente esto  no  es  igualdad  ante  la  ley,  ni  testa  frase 
tiene  ese  alcance.  Por  consiguiente,  ¿sostiene  el  señor 
Domínguez  Alfonso  que  todas  las  autoridades  y sus 
delegados  hayan  de  ser  sometidos  al  Tribunal  Supre- 
mo? Me  parece  que  no;  pues  entonces  lo  que  S.  S. 
sostiene  es  que  hayau  de  ser  sometidas  al  Tribunal 
Supremo  aquellas  que  tengan  categoría  y condicio- 
nes para  ello,  y á las  Audiencias  territoriales  y de  lo 
criminal  todas  las  demás;  y si  esto  es  así,  una  vez 
admitida  la  diferencia  de  tribunal,  yo  no  me  explico 
por  qué  el  Sr.  Domínguez  Alfonso  lia  de  insistir  en 
que  no  sean  sometidos  los  delegados  de  la  autoridad 
que  no  debaniral  TribunalSupremo,  al  Jurado,  que  es 
un  tribunal  tan  subordinado  del  Tribunal  Supremo 
como  las  Audiencias  territoriales  y délo  criminal.  Me 
dicen  los  señores  que  están  al  lado  del  Sr.  Domín- 
guez Alfonso  que  pasen  todos  al  Jurado;  pues  haberlo 
dicho;  si  la  enmienda  viniera  en  ese  sentido  la  discu- 
tiríamos de  otra  manera;  ahora  discutimos  los  tér- 


minos de  la  enmienda  tal  como  se  ha  presentado,  y 
la  forma  en  que  se  ha  presentado  es  la  siguiente: 

«5.°  Be  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior  los  delitos  cuyo  conocimiento  está  sometido 
por  la  Constitución  ai  Tribunal  Supremo,  y los  pro- 
cesos contra  las  autoridades  y sus  agentes  por  actos 
cometidos  al  ejercer  funciones  de  sus  cargos.» 

Ya  ven  los  Sres.  Diputados  que  en  esa  enmienda 
lo  que  se  pide  es  que  continúe  el  actual  estado  de 
cosas  que  envuelve  una  situación  análoga  á la  que  el 
Sr.  Domínguez  Alfonso  censura.  Si  S.  S.  hubiera  pre- 
tendido que  dejaran  de  someterse  al  Supremo  las  cau- 
sas que  hoy  se  le  someten  por  la  jerarquía  de  los 
procesados,  conforme  á lo  que  ordena  la  ley  orgánica 
de  tribunales,  vo  habria  recordado  al  Sr.  Domínguez 
Alfonso  las  consideraciones  que  se  relacionan  con  la 
misma  independencia  de  los  Poderes,  y que  aconsejan 
aquella  excepción;  consideraciones  que  nosotros  no 
hemos  podido  ménos  de  tener  en  cuenta,  y de  las  que 
hemos  partido  para  hacer  lo  que  hemos  hecho  y re- 
dactar en  los  términos  en  que  se  somete  al  Congreso 
el  art,  5.°  de  este  dictámen. 

El  principio  de  igualdad  ante  la  ley  no  tiene  ni  el 
alcance  ni  la  extensión  que  el  Sr.  Domínguez  Alfonso 
se  ha  servido  darle,  y no  puede  invocarse  ese  principio 
para  sostener  la  enmienda  que  S.  S.  ha  sostenido. 
Por  lo  demás,  yo  poco  tengo  que  añadir. 

Al  hacer  el  exámen  de  los  delitos  que  pueden  co- 
meter las  autoridades  y sus  delegados,  por  los  cua- 
les han  de  ser  sometidos  ai  Jurado,  lijándose  en  al- 
gunos de  ellos  ha  dicho  el  Sr.  Domínguez  Alfonso 
que  el  Jurado  no  tiene  capacidad  para  juzgarlos  den- 
tro de  las  condiciones  en  que  funciona.  Me  parece  que 
este  argumento  ha  sido  ya  contestado  en  la  discusión 
de  totalidad,  porque  no  se  ha  tratado  aquí  nunca  de 
que  el  Jurado  tuviera  capacidad  exclusiva  respecto 
de  unos  ó de  otros  delitos,  porque  la  capacidad  del 
Jurado  está  limitada  dentro  de  ciertas  condiciones, 
porque  lo  que  el  Jurado  tiene  que  hacer,  no  el  Jurado 
como  lo  entiende  el  Sr.  Domínguez  Alfonso,  sino  el 
Jurado  tal  como  viene  planteado  y desenvuelto  en  el 
proyecto  de  ley,  lo  que  tiene  que  hacer  es  la  decla- 
ración del  hecho,  lo  que  tiene  que  hacer  es  estimar 
las  pruebas  respecto  de  los  hechos  denunciados  y per- 
seguidos; y verdaderamente  ni  en  los  delitos  que  ha 
señalado  el  Sr.  Domínguez  Alfonso  ni  en  ningunos 
otros,  necesita  el  Jurado  para  estimar  las  pruebas 
que  han  de  certificar  de  la  realidad  de  los  hechos  ca- 
pacidad especial:  y como  no  la  necesita  respecto  de 
ningún  delito,  porque  no  está  prescrito  en  la  ley  que 
estén  adornados  los  jurados  de  esta  capacidad,  no  son 
procedentes  las  consideraciones  que  el  Sr.  Domínguez 
Alfonso  nos  ha  expuesto. 

El  Sr.  Domínguez  Alfonso  ha  querido  demostrar- 
nos que  era  procedente  su  razonamiento  invocando 
cómo  podría  un  jurado  entender,  aplicaré  interpretar 
éste  ó el  otro  artículo  del  Código,  y hay  que  tener  en 
cuenta  que  el  jurado  no  ha  de  examinar  los  artíeulos 
del  Código  penal  ni  los  ha  de  interpretar,  ni  es  el  lla- 
mado á aplicarlos.  Esa  función  técnica  se  reserva  á 
los  jueces  de  derecho.  El  Jurado  reduce  la  suya,  pura 
y exclusivamente,  dentro  del  sistema  que  hemos 
adoptado,  á estimar  las  pruebas  aducidas  para  decla- 
rar cuáles  son  los  hechos  que  están  comprobados.  Y 
haciendo  esto,  y limitándose  á esto,  no  ocurrirá  jamás 
nada  de  lo  que  el  Sr.  Domínguez  Alfonso  teme  que 
suceda  en  los  procesos  que  puedan  formarse  á las 
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autoridades  y sus  delegados.  Pongo  término  aquí  á 

García  Alix. 

las  manifestaciones  con  que  he  ocupado  la  atención 

Díaz  Moreu. 

del  Congreso,  porque  creo  que  ellas  encierran  todo  lo 

Santana. 

que  puede  decirse  acerca  del  fin  que  perseguía  con  su 

Santa  María. 

enmienda  y su  discurso  el  Sr.  Domínguez  Alfonso. 

González  (D.  Venancio). 

El  Sr.  DOMINGUEZ  ALFONSO:  Pido  la  palabra 

Manteca. 

para  rectificar. 

Reina  y Montilla. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

Amando. 

El  Sr.  DOMINGUEZ  ALFONSO:  Si  la  Comisión 

Boixader. 

no  tiene  nada  más  que  decir,  yo  tengo  mucho  ménos 

García  Benito. 

que  decir  á la  Comisión,  porque  en  realidad  se  ha 

Muñoz  Vargas. 

limitado  á oponer  afirmaciones  a alirmaciones  y de- 

Quiroga  López  Ballesteros. 

mostraciones  que  creo  haber  hecho.  Y yo,  dando  una 

Botija. 

prueba  do  cuán  amigo  soy  de  la  Comisión,  y de 

Guerrero. 

que  sigo  su  ejemplo  y conducta,  y de  que  estoy  dis- 

Canalejas. 

puesto  á favorecer  los  deseos  del  Gobierno,  de  la  Co- 

Orozco. 

misión  y de  la  Cámara,  de  que  se  abrevie  este  debate, 

Badarán. 

no  hago  uso  del  derecho  de  rectificar  que  me  ha  con- 

Lamas. 

cedido  el  Sr.  Presidente;  porque  en  realidad,  me  pa- 

Bctegon. 

rece,  dados  los  términos  en  que  se  ha  expresado  mi 

González  Dueñas. 

amigo  el  Sr.  Pacheco,  semejantes  á aquellos  de  que 

Torrepando  (Conde  de). 

antes  se  quejaba  el  Sr.  Muro,  no  hay  términos  hábiles 
de  que  continúe  la  discusión  de  la  cuestión  que  deba- 

Antequera. 

López  (D.  Juan  José). 

timos.» 

López  Pelegrin. 

Leída  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 

Oriol. 

pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  se  pidió 

Muñoz  Chaves. 

por  competente  número  de  Sres.  Diputados  que  la 

Azcárate. 

votación  fuera  nominal;  verificada  ésta,  quedó  aquella 

Villalba  Hervás. 

desechada  por  79  votos  contra  28,  en  la  forma  si- 

Tjopez  (D.  Cayo). 

guíente. 

Vázquez  y López. 

Señores  que  dijeron  no: 

Vega  de  Armijo  (Marqués  de  la). 
Portuondo. 

Sánchez  Arjona. 

Mon  toro. 

I barra. 

Fernandez  de  Castro. 

Alonso  Martínez. 

Becerro  de  Bengoa. 

Aguilera. 

García  de  la  Riega. 

Lavina. 

Parra. 

Valle. 

Soto. 

Talero. 

Avila  Ruano. 

Guardia. 

Guitian. 

Rodrigañez. 

Pardo  Bálmonte. 

Al  varado. 

Fernandez  Peral. 

Rodríguez  Correa. 

Castro-Serna  (Marqués  de). 

Laá. 

Sr.  Presidente. 

Alonso  Martínez  (D.  Vicente). 

Total,  70. 

De  Andrés  Moreno. 

La  Sema. 
Alcocer. 

Señores  que  dijeron  si: 

Ramos  Calderón. 

Sallent  (Conde  de). 

Fernandez  de  Soria. 

Rodríguez  San  Pedro. 

Sánchez  Arjona  (D.  Gonzalo). 

Re  villa  Gigcdo  (Conde  de). 

Maciá. 

Diez  Macuso. 

Eguilior. 

Molleda. 

Jaquete. 

Fernandez  Capotillo. 

Peralta. 

Gorostidi. 

Arredondo  (D.  Mariano). 

Domínguez  (D.  Lorenzo). 

Arredondo  (D.  Federico). 

Pidal  (Marqués  de). 

Recio  y Sánchez. 

Fernandez  Villaverde. 

Gómez  Cabezón. 

Cánovas  del  Castillo. 

Muro. 

Aguilar  (Marqués  de). 

Mon  tilla. 

Lastres. 

Rodríguez  Batista. 

Domínguez  Alfonso. 

Baselga. 

Cárdenas. 

OLawlor, 

Heredia-Spínola  (Conde  de). 

Maura. 

Suarez  Sánchez. 

Rosell, 

Alvear. 

Pacheco, 

Campo-Grande  (Vizconde  de). 

NÚMERO  88. 


2459 


Toreno  (Conde  de). 

Peña-Ramiro  (Conde  de). 

Garrido  Estrada. 

Silvela. 

Sánchez  Bedoya. 

Isasa. 

Vadillo  (Marqués  del). 

Camacho  del  Rivero. 

Marín  Luis. 

Total,  28. 

EL  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  La  en- 
mienda del  Sr.  Marqués  del  Vadillo,  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
someter  á la  deliberación  y aprobación  del  Congreso 
la  siguiente  adición  al  art.  5.°  del  proyecto  de  ley  so- 
bre el  Jurado: 

Se  adicionará  ai  art.  5.°  lo  siguiente: 

«Se  exceptuarán  igualmente  de  la  jurisdicción  del 
.1  urado  aquellos  delitos  respecto  de  los  que  la  prác- 
tica del  mismo  hubiese  puesto  de  manifiesto  su  in- 
eficacia. 

La  excepción  se  hará  por  acuerdo  tomado  en  Con- 
sejo de  Ministros,  del  que  deberá  darse  cuenta  á las 
Corles  cuando  se  reúnan.» 

Palacio  del  Congreso  22  de  Abril  de  1887.=El 
Marqués  del  Vadillo.=Marqués  de  Pidal.=Francisco 
Siliela.= Alejandro  Pidai  y Mon.=Ei  Vizconde  de 
Campo~Grande.=Santos  Isasa. =Fau8tino  Rodríguez 
San  Pedro.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  tiene  la  pala- 
lira,  y manifestará  si  admite  ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  La  Comisión  no  la  acepta. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  EL  Sr.  Marqués  del  Vadillo 
tiene  la  la  palabra  para  apoyar  su  enmienda. 

El  Sr.  Marqués  del  VADILLO:  Señores  Diputa- 
dos; si  siempre  se  necesita  ai  comenzar  á hablar  pe- 
dir. porque  todos  la  han  menester,  la  benevolencia  de 
los  que  escuchan,  esta  necesidad  crece  de  punto  tra- 
tándose de  mi,  y tratándose,  sobre  todo,  de  un  debate 
que  pudiéramos  decir  casi  agolado.  Contando,  pues, 
con  que  habéis  de  acudir  generosos  á esta  necesidad 
que  yo  siento,  entro  desde  luego  en  materia;  y al  co- 
menzar á apoyar  la  adición  que  he  tenido  la  honra  de 
presentar,  cúmpleme  ante  todo,  después  de  las  decla- 
raciones que  ayer  tarde  y hoy  se  han  hecho  en  esta 
Cámara,  hacer  otras,  porque  creo  que  es  importante 
ol  que  se  sepa,  aun  cuando  en  realidad  no  debiera 
ignorarse  por  nadie,  que  la  oposición  que  viene  ha- 
ciendo á este  proyecto  de  ley  esta  minoría,  no  es  una 
oposición  caprichosa,  no  es  una  oposición  inspirada, 
como  decía  ayer  el  Sr.  Muro  al  comenzar  su  discur- 
so, en  sentimientos  diamctralmente  opuestos  á los 
que  inspiran  á la  minoría  de  que  el  Sr.  Muro  forma 
parte;  en  el  sentido  de  que  aquella  profesaba  senti- 
mientos de  justicia  y de  benevolencia  y ios  nuestros 
eran  sentimientos  de  antipatía  y casi  de  odio. 

No  es  cierto.  No  han  sido  nunca  esos  nuestros  sen- 
timientos; pero  desde  luego  mal  puede  decirse  que  es 
esa  nuestra  conducta,  después  de  las  declaraciones 
terminantes  que  se  han  hecho  de  una  manera  elo- 
cuentísima por  personas  de  alta  significación  en  esta 
minoría;  desde  el  punto  y hora  en  que  se  ha  dicho 
que  entendiendo  que  los  principios  en  que  encarna  el 
organismo  del  Jurado  no  puede  aceptarlos  como  bue- 
nos, y entendiendo  que  no  es  bueno  para  el  ñu  jurí- 
dico; después  de  decir  esto,  añadía  que  si  la  práctica 


demostrase  lo  contrario,  si  al  venir  al  Poder  el  parti- 
do conservador  viese  que  los  resultados  que  se  habiau 
recogido  por  la  observación  y en  la  práctica  del  Ju- 
rado, eran  otros  que  los  que  entendía  y tenía  derecho 
á suponer,  en  este  caso  llevarla  sn  imparcialidad  y el 
respeto  á los  principios  hasta  tal  punto  que  respeta- 
ría el  Jurado.  Después  de  esto,  ¿cabe  venir  á decir  un 
dia  y otro  dia,  con  la  insistencia  con  que  se  ha  dicho 
ayer  tarde  y hoy  mismo  por  el  Sr.  Muro,  que  la  mi- 
noría conservadora  hace  una  oposición  que,  si  no  es 
obstruccionista,  pues  desde  luego  se  reconoce  que  se 
hace  en  virtud  de  un  perfecto  derecho,  parece  de  re- 
sistencia por  las  enmiendas  que  presentamos  y por 
las  votaciones  nominales  que  pedimos  siempre  que  se 
trata  de  cuestiones  de  principios?  Por  eso  lie  creído 
oportuno  que  mis  primeras  palabras  fuesen  como  una 
protesta  contra  esa  repetida  afirmación. 

Pero,  sobre  todo,  si  yo  necesitase,  después  de  lo 
que  acabo  de  decir,  una  prueba  palmaria  de  la  verdad 
de  esta  aseveración;  si  fuera  posible  condensar  de  al- 
gún modo  en  pocas  palabras  el  sentido  y el  espíritu 
de  esta  minoría  á propósito  de  la  institución  del  Ju- 
rado, yo  me  atrevería  á decir  que  esta  fórmula  se  ha- 
llaba consignada  en  la  enmienda  que  tengo  la  honra 
de  apoyar.  Por  lo  mismo  me  maravilla  (hasta  cierto 
punto,  porque  nunca  es  maravilla  el  que  las  afirma- 
ciones hechas  desde  la  oposición  se  rechacen  desde 
los  bancos  de  la  mayoría),  que  esa  Comisión  no  haya 
aceptado  la  enmienda,  porque  después  de  todo,  ¿que 
se  dice  en  ella?  Al  tratar  de  exceptuar  de  la  compe- 
tencia del  Jurado  el  conocimiento  de  determinados 
delitos,  se  hace  una  afirmación  que  viene  á estar  ins- 
pirada en  la  prudencia,  primera  de  las  virtudes  en 
que  debe  inspirarse  todo  legislador,  porque  se  dice: 
Deberán  exceptuarse  de  la  jurisdicción  del  tribunal 
del  Jurado  aquellos  delitos  respecto  de  los  cuales  la 
práctica  pusiese  de  manifiesto  su  ineficacia. 

Y,  Sres.  Diputados,  ¿cabe  afirmar  que  la  consig- 
nación de  este  principio  no  puede  ser  aceptada  por 
todo  aquel  que  aplica  los  de  derecho  con  la  imparcia- 
lidad con  que  deben  aplicarse  siempre,  y con  que  yo 
entiendo  que  se  quieren  aplicar  por  la  mayoría  y por 
la  Comisión?  Indudablemente,  por  ver  las  cosas  bajo 
el  prisma  de  la  pasión  política,  esa  Comisión  no  acepta 
mi  enmienda,  que  de  otro  modo  no  podría  menos  de 
convenir  en  la  verdad  de  lo  que  estoy  diciendo. 

¿Qué  podría  resultar,  después  de  todo,  si  esta  en- 
mienda hubiese  sido  aceptada  por  la  Comisión?  Si  la 
práctica,  si  la  realidad,  que  tantas  cosas  enseña  y que 
tantas  ilusiones  maLa,  demostrase  andando  el  tiempo, 
que  esta  minoría  se  equivocaba  al  hacer  las  afirma- 
ciones que  está  haciendo,  resultaría  un  verdadero 
triunfo  para  la  Comisión  y para  la  mayoría,  y el  par- 
tido conservador,  consecuente  con  sus  principios,  y 
aplicando  lo  consignado  en  esta  enmienda,  respetaría 
la  ley  que  se  discute  en  perfecta  consonancia  con  su 
articulado,  y,  si,  por  el  contrario,  la  práctica  demos- 
trase, como  yo  entiendo  que  demostrará,  lo  que  hasta 
ahora  ha  demostrado  constantemente,  habría  modo  de 
venir  á corregir  estos  daños  sin  tener  que  acudir  á 
suspender  por  medio  de  disposiciones  especiales  aque- 
llo que  en  la  práctica  se  encuentre  deficiente  y que  en 
momentos  dados  sea  preciso  suspender. 

Es  más;  la  experiencia  está  aconsejando  que  se 
haga  algo  parecido,  porque  los  precedentes  en  nues- 
tra Patria  acusan  la  necesidad  de  esta  ó de  otra  en- 
mienda análoga.  Pues  qué,  ¿por  ventura  es  este  el  prL 
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mer  ensayo?  ¿No  los  ha  habido  muy  antiguos,  y todos 
desastrosos?  ¿No  se  han  pedido  repetidas  veces  á los 
tribunales  de  justicia  informes  para  apreciar  ios  re- 
sultados que  en  la  práctica  lia  dado  esta  institución? 
Y esto  no  se  ha  hecho  solo  en  España;  se  ha  hecho 
también  en  otros  países. 

Pues  bien;  si  se  eniiende  que  se  debe  conocer  cuál 
es  el  resultado  práctico  del  Jurado,  ¿por  qué  no  he- 
mos de  consignar  en  la  ley  una  forma  que  lleve  á 
ella  el  resultado  de  esta  observación?  ¿Qué  perdemos 
en  consignar  que  si  este  resultado  fuese  contrario  ha- 
bría medios  dentro  de  esta  misma  ley  para  salvar  es- 
tas diticultades  y obviar  estos  resultados  verdadera- 
mente perniciosos?  Entiendo  que  esto  es  clarísimo; 
entiendo  que  real  y verdaderamente  en  esta  parte  mi 
enmienda,  que  viene  como  lie  dicho  antes  á ser  la  ex- 
presión del  pensamiento  sostenido  por  esta  minoría 
durante  todo  el  debate,  no  solo  no  debiera  ser  mirada 
con  alarma  y con  prevención  por  los  señores  de  la 
Comisión,  sino  que  debian  aceptarla  y hacerla  suya. 
Pero  es  más;  digo  que  la  experiencia  en  nuestra  Pa- 
tria y los  precedentes  legales  á propósito  de  la  insti- 
tución del  Jurado,  acusaban  la  necesidad  de  consig- 
nar algo  parecido  á esta  enmienda,  porque  en  las 
varias  veces  que  se  ha  intentado  plantear  esta  insti- 
tución, aun  aquellos  de  sus  más  ardientes  partida- 
rios, aun  aquellos  que  la  defendían  con  esa  pasión 
(tan  ciega,  Sres.  Diputados,  la  del  entusiasmo  como 
puede  serlo  la  del  ódio),  aun  aquellos  mismos  defen- 
sores se  alarmaban  de  llevar  á la  práctica  las  últi- 
mas consecuencias  del  principio  del  Jurado.  Y,  ¿qué 
más?  Vosotros  mismos,  esa  mayoría  no  se  atreve  en 
los  presentes  momentos  á aplicar  con  toda  la  latitud 
que  la  lógica  reclama  el  principio  del  Jurado,  y esto 
ha  dado  motivo  á alguna  enmienda,  salida  dei  seno 
de  la  mayoría,  enmienda  que  se  defendió  con  estos 
mismos  argumentos  y con  estas  mismas  observacio- 
nes que  yo  estoy  exponiendo. 

No  he  de  recorrer  paso  á paso  la  historia  de  los 
precedentes,  para  recordar  el  temor,  la  previsión,  y 
mejor  dicho  estaria  la  prudencia,  con  que  los  legis- 
ladores de  1812,  de  1820,  de  1837  y de  siempre  que 
se  ha  tratado  de  plantear  el  Jurado,  trataron  de  po- 
ner limitaciones  á la  extensión  y ai  ejercicio  de  esa 
institución;  y eso  que  por  muchas  cosas  que  hoy  se 
digan  para  defender  el  Jurado,  no  se  dirá  más  que  en 
las  épocas  de  1812  y 1820,  en  que  se  decía  que  esta 
institución  era  amparo  de  la  inocencia  y terror  del 
crimen.  Paréceme  que  no  habrá  legislador  en  el  mun- 
do capaz  de  rechazar  una  institución  que  tales  caiuc- 
téres  reviste;  y sin  embargo,  aquellos  legisladores  de 
1812  y 1820  no  se  atrevieron  á aplicar  todas  las 
consecuencias  de  un  principio,  que  según  decian,  era 
tan  bueno. 

Pero  aparte  de  esto,  repito,  que  hay  algo  que 
acusa  doblemente  la  necesidad  de  introducir  en  la 
ley  un  medio  de  reparar  las  consecuencias  que  pu- 
dieran ser  fatales,  de  la  aplicación  del  Jurado,  y es 
el  temor  que  asaltada  á todo  observador  imparcial 
del  resultado  de  esta  discusión.  Hoy  mismo  se  ha  di- 
cho elocuentemente  por  el  Sr.  Muro,  y ya  se  habia 
indicado  también  por  otros  oradores,  que  en  el  texto 
del  dictámen  y en  el  fondo  del  preámbulo  del  proyec- 
to palpitaba  la  desconfianza;  y asimismo  se  lia  di- 
cho que  este  dictámen  parecía  algo  traído  para  cum- 
plir un  compromiso,  no  algo  que  se  ofrece  por  efecto 
y fuerza  del  convencimiento  propio;  de  aquí,  sin 


duda,  nacen  esas  vacilaciones  y esas  contradicciones; 
de  aquí  que  se  exceptúen  ciertos  delitos  y se  admitan 
enmiendas  de  excepción,  no  precisamente  por  com- 
placer á la  minoría  conservadora,  sino  por  miedo, 
por  temor  de  que  ciertas  omisiones  produjesen  en  la 
práctica  perniciosos  resultados.  Y es  inútil  que  se 
empeñe  la  Comisión  en  negarlo:  es  inútil  que  una  vez 
y otra  insista  en  afirmar,  que  todos  están  sinceramen- 
te convencidos  de  la  bondad  de  la  institución  que 
defienden. 

Señores;  si  pudiera  hacerse  un  estudio  compara- 
tivo de  cuanto  se  ha  dicho  por  los  defensores  del  Ju- 
rado, hay  tales  contradicciones  entre  unas  y otras 
afirmaciones,  que  no  sería  gran  trabajo  para  mí  el  de 
irlas  presentando,  para  demostrar  el  fundamento  de 
mis  observaciones;  pero  sería  molestar  demasiado 
vuestra  benévola  atención.  Y sobre  todo,  donde  esto 
se  descubre  de  una  manera  notable,  es  en  que,  mien- 
tras unos  individuos  de  la  Comisión  lian  pretendido 
dar  al  Jurado  un  fundamento  jurídico,  otros  han 
declarado  paladinamente  que  esta  institución  tiene 
principalmente  un  carácter  político;  y creo  que  éstos 
estaban  más  en  lo  cierto:  al  ménos  con  carácter  polí- 
tico se  ha  presentado  este  proyecto. 

Estas  contradicciones  revelan  indudablemente 
que  no  hay  unanimidad  de  miras,  que  no  hay  perfec- 
to acuerdo  en  la  Comisión  á propósito  del  Jurado; 
pero  si  todavía  me  faltase  alguna  prueba  de  la  poca 
fe  con  que  se  defiende  la  institución  del  Jurado,  la 
tengo  en  el  que  yo  puedo  considerar  como  el  resú- 
men y compendio  de  los  argumentos  aducidos  cu  de- 
fensa del  Jurado,  en  el  discurso  que  pronunció  el 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  al  terminar  la  dis- 
cusión del  art.  l.°,  cou  la  elocuencia  que  Lodos  le  re- 
conocen y con  la  autoridad  é importancia  que  indu- 
dablemente liene.  En  ese  discurso , en  ese  resúmen 
no  dijo  S.  S.  ni  una  sola  palabra  á propósito  de  los 
fundamentos  en  que  se  puede  apoyar  el  Jurado  como 
institución  jurídica;  y por  el  conLrario,  se  limitó  á 
afirmar  la  bondad  de  esa  institución  diciendo  que  era 
inútil  resistir  á la  corriente,  á la  tendencia  general 
que  se  observa  en  otras  Naciones,  insistiendo  princi- 
palmente en  la  importancia  dei  Jurado  como  garan- 
tía política,  como  institución  de  defensa.  Por  cierto, 
y dicho  sea  esLo  de  pasada  y como  inciso,  que  cuan- 
do yo  oia  eso  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  se 
me  ocurría  preguntar:  si  es  una  garantía,  ¿qué  te- 
mores asaltan  á ese  Gobierno,  qué  temores  asaltan  á 
^$a  mayoría;  de  qué  tenemos  que  defendernos;  contra 
quién  es  garantía  el  Jurado  como  institución  de  de- 
fensa; es  garantía  contra  las  altas  instituciones  del 
Estado,  contra  la  encarnación  viva  del  Poder  ejecu- 
tivo? Greo  que  ésto  no;  no  puede  ser. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Señor  Diputado,  siento 
mucho  haber  de  interrumpir  á S.  S.;  pero  ha  habido 
un  debate  sobre  la  totalidad,  en  el  cual  se  ha  exami- 
nado ámpliamenle  ese  aspecto;  ha  vuelto  á exami- 
narse con  ocasión  del  debate  acerca  dei  art.  l.°;  den- 
tro díí  la  propia  materia  de  la  enmienda  que  está  en- 
cargado de  sostener,  tiene  S.  S.  horizontes  bastante 
vastos  para  exponer  las  ideas  pertinentes  al  caso.  No 
puedo  consentir  que  en  este  momento,  y con  ocasión 
de  la  enmienda,  trate  8.  S.  de  la  utilidad,  de  ios  in- 
convenientes y de  los  peligros  de  la  institución  que 
se  discate.  Eso  ya  lo  liemos  examinado.* 

El  Sr.  Marqués  del  VADILLO:  Respeto  mucho  las 
indicaciones  de  la  Presidencia,  por  lo  que  ellas  sig- 
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niñcau  siempre  y por  la  autoridad  de  la  persona  que 
en  este  momento  las  hace;  pero  la  Presidencia,  en  su 
superior  criterio,  no  puede  ménos  de  comprender  que 
la  índole  de  la  enmienda  que  estoy  apoyando  me  obli- 
ga, por  su  carácter  de  generalidad,  y á pesar  de  mi 
deseo  de  concretar  todo  cuanto  me  sea  dable  mis  ideas, 
á referirme  á materias  que  han  sido  ya  examinadas  á 
propósito  de  la  totalidad  ó ai  discutirse  algún  ar- 
ticulo. No  es  que  yo  vaya  á tratar  concretamente  este 
punto;  yo  procuraré  ceñirme  dentro  de  los  moldes  de 
mi  enmienda  y correr  por  esos  horizontes,  procuran- 
do no  detenerme  mucho  en  los  sensibles  para  llegar 
á los  racionales. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Sí;  yo  ruego  á S.  S.  que 
procure  con  elicacia  mantenerse  en  los  límilcs  de  su 
enmienda,  porque  sabe  perfectamente  que  aparte  de 
la  redundancia  que  siempre  hay  y aun  de  la  monoto- 
nía, bajo  el  punto  de  vista  artístico,  en  tratar  cons- 
tantemente la  misma  materia,  el  Reglamento  no  per- 
mite que  se  vuelva  á discutir  aquello  que  no  sola- 
mente está  discutido,  sino  resuelto  y votado  por  el 
Congreso.  Continúe  S.  S. 

El  Sr.  Marqués  del  VADILLO:  Pues  bien,  seño- 
res Diputados,  procurando  ceñirme  dentro  de  lo  que 
consiente  la  índole  de  la  enmienda  que  apoyo,  que 
tiene,  como  he  dicho,  un  carácter  general,  puesto 
que  su  texto  mismo  lo  está  diciendo,  «se  exceptua- 
rán de  la  jurisdicción  del  Jurado  aquellos  delitos, 
respecto  da  los  cuales  pudiera  resultar  en  la  práctica 
ineficaz  esta  garantía,»  yo  trataba  de  uno  de  los  as- 
pectos que  puede  tener  el  Jurado  como  garantía;  pero 
digo  que  procurando  ceñirme  á eso  por  deber  y res- 
peto, y después  de  haber  hecho  las  declaraciones  que 
yo  entendía  que  siquiera  corno  introducción  y como 
fundamento  de  mi  enmienda,  y de  su  oportunidad 
debía  hacer,  voy  también  á añadir  alguna  otra  con- 
sideración, que  indudablemente  cabe  dentro  de  su 
texto. 

No  solo  ios  precedentes  en  nuestra  Patria  acusan 
la  conveniencia  de  una  enmienda  parecida;  no  solo  el 
que  esta  enmienda  venga  á ser  como  la  expresión  del 
sentido  de  esta  minoría,  la  justifican  doblemente,  sino 
que  después  de  todo  es  una  manera  de  que  aquí  pue- 
da hacerse  lo  que  se  hace  en  todas  partes  y lo  que  en 
todas  las  legislaciones  es  corriente.  Porque  después 
de  todo,  ¿no  se  ha  dicho  por  muchos,  y no  puedo  yo 
repetir  ahora,  que  la  tendencia  en  las  legislaciones  y 
en  los  pueblos  que  conocen  esta  institución  es  á res- 
tar, á exceptuar  de  la  jurisdicción  del  Jurado,  bajo 
el  nombre  de  tribunal  de  policía  en  Francia  é Ingla- 
terra, ó tribunal  del  pretor  en  Italia,  multitud  de  de- 
litos que  vienen  corno  á mermar  esta  jurisdicción? 

Pues  bien;  si  esto  se  hace  obedeciendo  á una  ne- 
cesidad, porque  allí  se  respeta  el  Jurado  como  una 
institución  histórica  más  que  otra  cosa,  principal- 
mente en  Inglaterra,  que  es  el  país  de  que  se  trata, 
cuando  del  Jurado  se  habla,  y aun  de  esto  algo  podía 
decirse,  pues  esto  mismo  se  puede  lograr  admitiendo 
la  enmienda  que  be  presentado,  porque  si  se  entiende, 
por  ejemplo,  que  el  conocimiento  de  determinados 
delitos  por  razones  como  las  que  aquí  se  han  dado, 
aun  por  aquellos  que  tocan  á la  realidad,  á la  posibi- 
lidad material  de  que  el  Jurado  conozca  de  esos  deli- 
tos como  decia  el  Sr.  Muro  al  tener  en  cuenta  el  nú- 
mero de  delitos,  y conviene  para  hacer  efectiva  la 
justicia  que  se  reduzca  la  extensión  de  la  jurisdicción 
á esta  materia;  si  se  admite  mi  enmienda  hay  un  me- 


dio práctico  de  poderlo  hacer,  sin  necesidad  de  crear 
esas  jurisdicciones  de  excepción  obedeciendo  á las 
mismas  corrientes,  porque  desde  el  punto  y hora  eu 
que  nosotros  aprendemos  de  otras  legislaciones,  po- 
demos dentro  del  mecanismo  general  de  la  ley  intro- 
ducir algo  que  facilite  este  mismo  resultado. 

Y dicho  esto  como  punto  principal  en  que  apoyo 
también  la  necesidad  de  esta  enmienda,  yo  he  de  pro- 
curar en  breves  consideraciones  demostrar  que  la  ins- 
titución del  Jurado  por  sus  condiciones  orgánicas 
tiene  necesariamente  que  producir  malos  resultados 
en  la  administración  de  justicia;  y desde  el  momento 
en  que  yo  llegue  á demostrar  esto,  lo  que  pudo  antes 
ser  razón  de  prudencia,  es  ahora  una  exigencia  y una 
necesidad,  después  de  hacerlo  palpable.  Y efectiva- 
mente, que  la  institución  del  Jurado  como  institución 
jurídica  contiene  en  lo  esencial  vicios  orgánicos  de 
tal  índole  que  harán  que  no  responda  esa  institución 
á los  fines  de  la  buena  administración  de  justicia,  eso 
es  tan  evidente,  que  con  decir  que  el  Jurado  descansa 
principalmente  en  afirmaciones  erróneas,  habré  dicho 
lo  bastante;  porque  todo  aquello  que  descansa  sobre 
una  base  falsa,  claro  está  que  ha  de  tener  un  valor  y 
una  existencia  deleznables. 

En  el  curso  de  este  debate,  á propósito  de  la  dis— 
. cusion  de  la  totalidad  y del  articulado,  se  ha  dicho 
repetidas  veces  y se  ha  atacado  el  principio  que  mu- 
chos entienden  ser  fundamental  del  Jurado,  ó sea  esa 
distinción  esencial  entre  el  hecho  y el  derecho;  y si 
yo  consigo  demostrar,  aparte  de  las  razones  que  se 
han  dado  por  algún  voto,  que  debe  ser  para  vosotros 
de  grande  autoridad,  que  no  hay  tal  distinción,  habré 
demostrado  una  parte  de  la  afirmación  que  he  hecho; 
esto  es,  que  el  Jurado  como  institución  jurídica  des- 
cansa en  un  principio  erróneo,  y que  contiene  vicios 
de  tal  naturaleza  que  han  de  producir,  andando  el 
tiempo,  en  la  práctica  resultados  perniciosos,  para 
corregir  los  cuales  habrá  que  acudir  á la  enmienda 
que  estoy  apoyando. 

No  he  de  repetir  aquí  las  observaciones  y argu- 
mentos que  se  han  hecho  por  distinguidos  oradores  á 
propósito  del  error  que  contiene  la  afirmación  gene- 
ralmente presentada,  y aceptada  también  por  la  ma- 
yor parte  de  los  individuos  de  la  Comisión,  de  que  la 
separación  entre  el  hecho  y el  derecho  sea  la  base 
fundamental  de  la  institución  del  Jurado.  Eu  todas 
las  discusiones  sostenidas  por  los  juristas  enemigos 
de  esta  institución,  se  ha  venido  reconociendo  como 
una  verdad  inconcusa  que  esta  distinción  entre  el  he- 
cho y el  derecho  era  imposible,  y se  ha  reconocido 
también  por  alguno  de  los  dignos  individuos  de  la 
Comisión  que  esta  distinción  no  puede  hacerse  en 
absoluto,  y que  solo  por  medio  de  lo  que  yo  me  atre- 
vería á llamar  compases  y divisiones  dentro  de  la  ge- 
neración del  delito,  cabe  establecer,  si  no  una  separa- 
ción total,  algo  que  se  parezca  á ella.  Pues  bien;  yo 
digo  que  voy  á permitirme  demostrar  como  apoyo  y 
no  como  argumento  de  mi  enmienda,  que  esa  distin- 
ción del  hecho  y del  derecho  no  es  posible,  y voy  á 
citar  un  texto  de  autoridad;  porque  después  de  todo, 
aquí  no  se  rechazan  tanto  esta  clase  de  argumentos, 
y se  me  ocurre  en  ciertas  ocasiones  que  solo  se  recha- 
zan los  argumentos  de  autoridad,  cuando  tienen  cier- 
Lo  carácter,  cuando  son  contrarios  á la  libertad  de 
criterio  qne  impera  en  nuestras  discusiones,  pero  que 
en  cambio  rendimos  ferviente  culto  á autoridades  que 
yo  me  atrevería  á llamar  en  boga,  que  no  tienen  más 
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que  este  valor;  de  modo  que  al  decirse,  por  ejemplo, 
que  tal  escritor  ha  sostenido  tai  principio,  este  argu- 
mento de  autoridad  es  un  argamento  incontestable, 
si  viene  de  uno  de  esos  escritores;  por  eso,  yo,  siguien- 
do esa  corriente,  y no  negando  autoridad  á esas  citas, 
voy  á hacer  una  que  para  mí  la  tiene  verdadera,  y 
que  espero  la  ha  de  tener  todavía  mayor  para  vos- 
otros, que  es  la  autoridad  del  que  presentó  el  proyec- 
yecto  del  Jurado  que  se  discutió  en  el  Senado;  la 
autoridad  del  Sr.  Romero  Girón.  Decía  así  este  dis- 
tinguido hombre  público,  verdadera  autoridad  cier- 
tamente en  esta  materia:  «Como  se  ve,  la  idea  funda- 
mental del  Jurado  en  el  continente  europeo,  es  á 
saber:  la  separación  absoluta  del  hecho  y del  derecho, 
está  contradicha  en  sus  orígenes  tomados  de  Ingla- 
terra: es  objeto  de  sérias  repugnancias  cieutíficas;  va 
cediendo  el  paso  A más  racionales  preceptos  en  bis  le- 
gislaciones, y no  resulta  comprobada  por  la  realidad 
de  los  hechos  en  los  anales  de  la  jurisprudencia.» 

Por  mucho  que  yo  pudiera  decir,  por  mucho  que 
pudiera  esforzarme  en  abono  de  la  tésis  que  sostengo, 
no  llegaría  A decir  nada  tan  terminante  como  esta 
afirmación  del  Sr.  Homero  Girón.  Y no  es  la  única. 
«Pero  se  ha  de  advertir  que  en  Inglaterra  esa  especie 
de  confusión  entre  el  oficio  de  juez  y la  función  de 
jurado,  por  donde  este  decide  del  objeto  total  del  de-, 
bate,  se  compensa  por  la  acción  constante  de  dos  ele- 
mentos desconocidos  en  las  legislaciones  europeas, 
elementos  que  proceden  de  secular  costumbre  judi- 
cial, la  cual  jamás  se  improvisa  por  disposición  al- 
guna legislativa.»  (Ténganlo  en  cuenta  los  que  esperan 
de  esta  ley  la  creación  de  las  costumbres.)  «Las  cua- 
les jamás  se  improvisan.  La  acción  directora,  efica- 
císima del  juez  de  derecho,  que  aconseja,  ilustra  y 
hasta  anticipa  soluciones  al  Jurado,  y la  necesidad  en 
que  éste  se  encuentra,  so  pena  de  ver  destruido  su  ve- 
redicto de  atenerse  en  él  á ciertas  reglas  fundamen- 
tales de  prueba.»  Esto,  en  último  término,  vendrá  á 
destruir  otra  de  las  razones  en  que  ha  venido  apo- 
yándose la  bondad  de  esta  institución  al  abonar  la  li- 
bertad de  la  prueba  frente  á la  prueba  tasada,  que 
yo  no  he  de  discutir;  porque  ha  tenido  elocuentes  de- 
fensores  en  el  sentido  que  puede  tener  esta  palabra 
dentro  de  nuestras  antiguas  y aun  de  nuestras  ac- 
tuales leyes.  Creo  que  este  argumento  de  autoridad, 
a proposito  de  la  institución  del  Jurado  como  insti- 
tución jurídica,  es  un  argumento  que  no  necesita  que 
se  le  esfuerce.  Pues  de  igual  modo  que  puede  demos- 
trarse esto,  puede  demostrarse  que  la  institución  del 
Jurado  echa  por  tierra  oLros  principios  cardinales  de 
toda  buena  administración  de  justicia,  de  todo  orga- 
nismo que  tienda  á este  ñu,  y claro  está  que  si  hay 
estos  vicios  orgánicos,  estos  vicios  orgánicos  han  de 
traducirse  en  resultados  perniciosos,  y mi  enmienda, 
que  trata  de  evitar  estos  resultados,  tiene  perfecta 
razón  de  ser. 

¿No  se  ha  creido  siempre  que  la  administ ración 
de  justicia  debe  descansar  en  el  principio  de  la  im- 
parcialidad, en  el  principio  de  la  ciencia  y en  el  prin- 
cipio de  la  independencia? 

Cuantos  autores,  cuantos  tratadistas  se  han  ocu- 
pado de  la  organización  del  personal  de  la  adminis- 
tración de  justicia  han  sostenido  esto  mismo,  y al  dar 
el  concepto  de  lo  que  dehe  ser  el  juez,  lian  buscado 
todas  aquellas  garantías  que  pueden  apetecerse  para 
que  sea ‘desde  luego  competente,  para  que  reúna  la 
ciencia  mayor  que  pueda  reunir  y para  que  reúna  el 


mayor  caudal  de  honradez,  porque  no  se  lia  creido 
que  la  ciencia  y la  honradez  estén  reñidas  y se  con- 
tradigan; por  el  contrario,  nuestro  Rey  Sabio  decía  en 
las  leyes  de  Partida  que  los  jueces  debían  ser  los  bo- 
rnes más  sabidoi-es  y por  ende  más  honrados,  y hoy 
se  cree,  ó al  ménos  se  sostiene,  que  si  no  perjudica  la 
ciencia  al  que  lia  de  administrar  justicia,  al  ménos 
parece  como  que  le  predispone,  como  que  le  inhabili- 
ta para  el  ejercicio  de  esc  sentido  que  se  llama  sen- 
tido común,  ó sentido  natural,  ó sentido  primario,  por 
decirlo  así,  en  el  acto  del  juicio. 

Pues  bien;  en  el  juez  de  hecho  se  buscan  condi- 
ciones que  no  son  la  de  ciencia.  Es  verdad  que  el  pro- 
yecto no  la  excluye;  pero  viene  á hacer  que  quede  tan 
sujeta  al  azar,  que  solo  en  el  caso  de  que  la  suerte  ó 
la  selección  ó la  designación  viniese  á hacer  lo  que 
no  hizo  la  previsión  del  legislador,  podría  resultar  que 
los  jueces  jurados  tuviesen  estas  condiciones  apete- 
cibles; fuera  de  estas  circunstancias,  se  prefiere  el 
juez  lego  al  hombre  de  ciencia,  al  jaez  ilustrado. 

Pues  bien;  del  mismo  modo  que  se  mata  esta  con- 
dición de  todo  buen  juzgador,  viene  á hacerse  impo- 
sible la  imparcialidad  en  el  sentido  de  que  debe  estar 
sostenida  por  la  independencia,  que  tiene  dos  garantías 
firmísimas  en  la  Constitución  del  Estado,  la  inamovi- 
lidad judicial  y la  responsabilidad.  ¿Y  dónde  van  á 
parar  estas  dos  condiciones  de  inamovilidad  y de  res- 
ponsabilidad denlro  de  lo  que  viene  á ser  el  juez  de 
hecho,  dentro  de  la  institución  que  defendéis?  Y todo 
esto,  ¿á  cuento  de  qué  lo  traéis?  A cuento  de  esos  vi- 
cios orgánicos  de  la  institución  que  deben  producir 
en  ia  práctica  resultados  perniciosos:  y A fe  á fe,  que  si 
hubiéramos  de  preguntar  á los  pueblos  cuál  lia  sido 
su  sentido  general  á propósito  de  esta  institución,  ven 
dria  á quedar  demostrado  que  ha  contradicho  vuestro 
sentido:  y no  os  asustéis,  temiendo  que  vaya  á hacer 
determinadas  excursiones  por  los  demás  países,  ni  que 
intente  dar  á las  observaciones  que  hago  una  exten- 
sión que  realmente  no  merece  la  benevolencia  con 
que  me  estáis  escuchando. 

He  dicho  que  el  sentido  general  de  la  historia  lia 
hecho  que  se  buscara  siempre  la  ciencia,  que  se  bus- 
cara la  superioridad,  por  la  edad,  por  las  condiciones 
de  independencia,  por  la  posición  social,  por  la  virtud 
manifestada  en  actos  públicos,  por  todo  eso  que  se 
podía  demostrar,  pero  que  no  voy  á demostrar  ahora, 
para  el  ejercicio  de  lo  que  aquí  se  ha  llamado  elo- 
cuentemente el  Jurado  histórico;  pero  esto  es  lo  que 
está  completamente  contradicho  en  la  índole  del  Ju- 
rado como  institución  jurídica,  tal  como  hoy  se  pre- 
senta y se  defiende,  y es  que  real  y verdaderamente 
el  Jurado,  tal  cual  vosotros  nos  le  ofrecéis,  nace  de 
otros  principios,  tiene  otro  aspecto,  surge  como  ga- 
rantía y es  hijo  de  la  revolución.  En  este  sentido  in- 
dica como  desconfianza,  como  temor;  se  pide  como 
garantía  contra  abusos  ¡cosibles  del  Poder,  y en  este 
sentido  de  protesta,  en  este  sentido  de  recelo  y de 
desconfianza  contra  la  autoridad,  en  este  sentido,  sí 
que  puede  sostenerse  la  institución  del  Jurado. 

Lo  que  hay  es  que  en  este  sentido  creo  yo  que  es 
peligroso,  creo  que  no  encarna  dentro  de  los  verda- 
deros principios  que  debe  sustentar  una  institución 
para  la  administración  de  justicia  en  un  país  que  nor- 
malmente ejerce  sus  funciones,  y en  el  cual  yo  no  sé 
qué  puede  significar  eso  que  se  llama  la  intervención 
directa  del  pueblo  en  la  administración  de  justicia; 
porque  real  y verdaderamente»  si  la  Patria,  de  la  cual 
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se  ha  hablado  tan  elocuentemente  por  el  Si*.  Muro,  es 
la  encarnación  más  alta  de  esLo  que  pudiéramos  lla- 
mar la  sociedad,  política,  la  sociedad  en  que  todos  vi- 
vimos, tiene  su  representación  genuina  en  esas  altas 
instituciones.  La  tiene  desde  luego,  según  nuestra 
Constitución,  en  las  Cortes  con  el  Rey,  y por  eso,  se- 
gún la  misma  Constitución,  se  ejerce  y administra  la 
justicia  en  nombre  del  Rey. 

¿Qué  intervención  del  pueblo  se  necesita  como 
garantía  dentro  de  esta  manera  (le  entender  el  carác- 
ter de  la  administración  de  justicia?  ¿Es  que  por  ven- 
tura cabe  algo  que  pudiera  llamarse  una  jurisdicción 
que  consorvase  el  pueblo  independientemente  de  aque- 
lla que  dió  por  resultado  la  Constitución  del  Estado, 
alguna  jurisdicción  retenida  que  en  ciertos  casos  vi- 
niese el  pueblo  á ejercer? 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Señor  Diputado,  siento  en 
el  alma  llamar  la  atención  de  S.  S.  por  segunda  vez; 
pero  hace  ya  bastante  rato  que  S.  S.  se  ocupa  de  as- 
pectos de  este  asunto  enteramente  ajenos  á su  enmien- 
da. La  cuestión  que  se  discute,  y por  tanto  la  enmien- 
da ó adición  de  S.  S.,  se  refiere  á la  competencia  del 
Jurado.  Vea  S.  S.  si  está  tratando  nada  que  tenga  que 
ver  con  la  competencia  del  Jurado.  Su  señoría  pide 
que  se  excluyan  de  la  competencia  del  Jurado  ciertos 
delitos,  aquellos  que  la  experiencia  recomiende  ex- 
cluir. Hable  de  esto  S.  S. 

El  Sr.  Marqués  del  VADILLO:  Desde  el  momento 
en  que  en  la  enmienda  se  dicede  un  modo  terminan- 
te que  quien  ha  de  fallar  acerca  de  la  eficacia  ó inefi- 
cacia de  esta  institución  ha  de  ser  la  práctica,  yo  no 
puedo  decir  concretamente  cuáles  pueden  ser  estos 
delitos.  Por  eso  yo  defiendo  mi  enmienda  en  el  sen- 
tido de  justificar  el  que  haya  dentro  de  la  ley  del  Ju- 
rado medio  por  el  cual  pueda  intervenir  la  acción  del 
Poder  ejecutivo,  y yo  creo  que  en  virtud  de  los  datos 
que  facilite  la  experiencia,  y en  virtud  de  esas  infor- 
maciones que  repetidas  veces  se  han  hecho,  podrá 
hacerse  esta  exclusión,  que  yo  á prior  i no  puedo  ha- 
cer. En  este  sentido  he  presentado  mi  enmienda,  y si 
tuve  la  desgracia  de  no  acertar  á expresar  bien  lo 
que  ella  significa,  no  es  que  quiera  faltar  á las  indi- 
caciones de  la  Presidencia,  á quien  tanto  respeto,  es 
que  entiendo  que  el  carácter  de  mi  enmienda,  es  un 
carácter  general,  y buscando  medios  de  demostrar  la 
afirmación  que  contiene  decía  yo:  si  demuestra,  si- 
quiera sea  sumariamente,  que  hay  vicios  orgánicos 
en  el  Jurado... 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Pues  eso  es  lo  que  no  pue- 
de demostrar  S.  S. 

El  Si*.  Marqués  del  VADILLO:  En  ese  caso,  lo 
único  que  diré,  y voy  á terminar,  porque  ese  y no 
otro  es  el  carácter  de  la  enmienda,  y apelo  desde  lue- 
go á la  superioridad  de  talento  del  Sr.  Presidente,  lo 
único  que  diré,  es  que  entiendo  que  debía  haber  un 
medio  legal  de  que  pudieran  sustraerse  á la  jurisdic- 
ción del  Jurado  aquellos  delitos  en  que  la  experien- 
cia demostrase  que  producía  resultados  fatales,  así 
como  pudiera  esa  jurisdicion  ampliarse  en  aquellos 
otros  en  los  que  la  experiencia  demostrase  lo  contra- 
rio. Este  es  el  sentido  de  mi  enmienda.  Si  las  razones 
que  me  han  servido  para  apoyarla  son  bastantes  á de- 
mostrar la  bondad  de  mis  principios,  yo  me  alegraré 
mucho.  De  todos  modos,  sentiría  haberos  molestado 
demasiado. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S.,  y le  ruego 


que  se  sirva  ceñirse  al  contenido  directo  y propio  de 
la  enmienda. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  Había  pensado,  Sr.  Presi- 
dente, contestar  al  Sr.  Marqués  del  Vadillo,  ciñéndomc 
estrictamente  al  contenido  de  su  enmienda;  así  es  que 
acepto  desde  luego  la  indicación  de  la  Presidencia,  y 
creo  poderla  complacer  en  muy  pocas  palabras. 

La  Comisión,  que  tiene  que  estar  contendiendo  en 
el  ejercicio  de  su  cargo  con  todos  los  Sres.  Diputa- 
dos que  vienen  impugnando  el  dictámen  de  diferen- 
tes lados  de  la  Cámara;  pero,  sobre  lodo,  del  lado  de 
la  minoría  conservadora  que  constantemente,  y por 
todos  y cada  uno  do  sus  miembros  está  haciendo  im- 
pugnaciones á todos  y cada  uno  de  tos  artículos  del 
dictámen,  excusa  todo  género  de  exordios,  mucho  más 
cuando  no  son  necesarios  desde  el  momento  en  que 
todos  reconocen  la  ilustración,  la  competencia  y las 
dotes  que  adornan  al  Sr.  Marqués  del  Vadillo  para  tra- 
tar estas  cuestiones.  Pero  es  lástima  grande  que  las 
exageraciones  de  la  pasión  que  no  llamaré  política 
sino  verdaderamente  de  escuela  de  S.  S.,  le  hayan  he 
cho  presentar  una  enmienda  que  no  tiene  el  carácter 
de  previsión  de  Gobierno,  sino  que  es  verdaderamente 
la  enmienda  de  la  suspicacia  y del  recelo  con  que  los 
que  como  8.  S.  piensan  reciben  la  institución  del  Ju- 
rado. 

Y para  demostrar  que  no  es  más  que  la  enmien- 
da de  la  suspicacia  y del  recelo,  basta  presentar  á la 
consideración  del  Congreso  la  contradicción  palma- 
ria en  que  ha  incurrido  esta  tarde  en  su  discurso,  elo- 
cuente y notable  como  todos  los  suyos,  el  8r.  Marqués 
del  Vadillo.  El  fundamento  de  esta  enmienda,  según 
8.  S.,  es  que  hay  necesidad  de  prevenir  para  lo  futuro 
que  el  Jurado  no  venga  á ser  un  perjuicio  inmenso 
para  la  administración  de  justicia,  dejando  para  esto 
abierto  al  Gobierno  el  camino  en  esta  ley  para  poder 
excluir  de  la  competencia  del  Jurado  aquellos  delitos 
que  la  experiencia  demuestre  que  no  deben  estar  en 
ella  incluidos;  y decía  el  Sr.  Marqués  del  Vadillo  que 
habrá  que  hacer  esto,  fundándose  en  que  la  institu- 
ción que  se  trata  de  implantar  en  España  es  una  ins- 
titución dañada  y perjudicial  á la  administración  de 
justicia,  es  un  organismo  que  no  responde  á las  nece- 
sidades de  la  administración  de  justicia,  porque  des- 
cansa en  una  base  falsa. 

Pues  entonces,  Sr.  Marqués  del  Vadillo,  más  corto 
sería  no  esperar  á que  la  experiencia  lo  dijera;  si  su 
señoría  tiene  esa  poca  confianza  que  demuestra  en  el 
Jurado,  ó esa  convicción  de  que  el  Jurado  es  una  ins- 
titución dañada,  no  hay  que  esperar  á que  conozca 
de  estos  ó de  los  otros  delitos,  sino  declarar  que  debe 
suprimirse  desde  luego  la  institución  del  Jurado. 

El  Sr.  Marqués  del  Vadillo  ha  creído  ver  que  entre 
las  manifestaciones  hechas  por  la  Comisión  y los  dis- 
cursos de  algunos  de  los  individuos  de  la  mayoría 
hay  verdadera  disconformidad  de  criterio,  puesto  que 
unos  individuos  de  la  Comisión  han  sostenido  que  la 
reforma  obedecía  al  sentido  político,  mientras  otros  la 
han  defendido  bajo  el  concepto  jurídico.  En  esta  parte 
la  Comisión,  que  tiene  ya  dadas  toda  clase  de  explica- 
ciones, tiene  que  ser  muy  somera;  la  Comisión  ha  de- 
clarado repetidas  veces  que  la  reforma  tiene  un  sen- 
tido político  y jurídico  á la  vez;  sentido  político  en 
cuanto  constituye  parte,  del  programa  de  un  partido; 
sentido  jurídico  en  cuanto  se  relaciona  con  la  admi- 
nistración de  justicia;  pero  ninguno  de  los  individuos 
de  la  Comisión  ha  querido  decir  que  esta  reforma  sea 
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exclusivamente  política,  sino  en  cuanto  por  ella  se 
viene  á cumplir  promesas  hechas,  y á satisfacer  com- 
promisos contraídos  anteriormente. 

Dice  el  Sr.  Marqués  del  Vadillo  que  su  enmienda 
está  justificada  desde  el  momento  en  que  en  el  dic- 
támen  de  la  Comisión,  y en  sus  manifestaciones  pal- 
pita una  desconfianza  contra  el  Jurado;  desconfianza 
que  8.  8.  deduce  de  haber  delitos  incluidos  y delitos 
excluidos  de  la  competencia  del  Jurado  por  la  Comi- 
sión. Pero  después  de  todo,  lo  que  la  Comisión  ha 
hecho  es  una  cosa  muy  parecida,  y si  no  parecida, 
muy  aproximada  á todas  las  leyes  del  Jurado  que 
existen  en  todos  los  países  del  mundo;  en  ninguno  de 
ellos  conoce  el  Jurado  de  lodos  los  delitos;  en  todas 
las  leyes  del  Jurado  hay  exclusiones;  si  estas  exclu- 
siones significan  desconfianza  del  Jurado,  entonces 
ningún  pueblo  de  los  que  tienen  esta  institución  de 
siglos  atrás  tiene  confianza  en  el  Jurado. 

Otra  de  las  razones  que  daba  el  Sr.  Marqués  del 
Vadillo  para  justificar  que  debía  aceptarse  su  enmien- 
da como  previsora,  era  la  tendencia  general  que  se 
observa  en  los  demás  países  á restar  delitos  del  cono- 
cimiento del  Jurado.  Casi  podía  deducirse  de  este  ar- 
gumento que  S.  S.  hacía,  que  es  una  institución  que 
se  encuentra  en  decadencia  en  todos  los  países,  y 
cuando  todos  la  miran  con  cierta  prevención,  con- 
viene aquí  por  lo  ménos  al  establecerla  ser  previsores 
y no  dejar  que  pueda  en  un  momento  dado  compro- 
meter los  intereses  de  la  justicia.  Pero,  Sr.  Marqués 
del  Vadillo,  esaafirmacion  que  vienen  haciendo  los  de 
ese  lado  do  la  Cámara,  no  encuentra  demostración  en 
ninguna  parte,  porque  donde  S.  S.  se  ha  fijado  más, 
que  es  en  Inglaterra,  á pesar  de  la  perturbación  que 
existe  en  aquel  país  á causa  de  una  cuestión  social, 
no  se  ha  pensado  en  suprimir  el  Jurado,  sino  en  pre- 
sentar á la  Cámara  un  Código  de  procedimiento,  no 
para  que  vengan  á juzgar  los  jueces  en  lugar  del  Ju- 
rado, sino  para  autorizar  á los  jueces  á que  puedan 
entrar  A las  horas  que  antes  estaba  terminantemente 
prohibido  en  casa  del  ciudadano  para  poder  por  ese 
medio  llegar  de  una  manera  más  rápida  á contener 
el  delito  ó á reprimirlo;  pero,  repito,  que  el  Jurado 
se  ha  dejado  en  tales  términos,  que  la  única  diferen- 
cia que  hay  es  que  en  cierta  clase  de  delitos  por  efecto 
del  estado  social  en  que  aparece  una  parte  de  aquel 
gran  reino,  el  procedimiento  ha  de  ser  distinto,  pero 
no  han  de  comparecer  los  acusados  ante  los  jueces, 
sino  ante  ese  mismo  Jurado  reunido  en  otra  parte  del 
país. 

De  modo  que  resulta  que  no  hay  esa  prevención 
ni  esa  decadencia  que  el  8r.  Marqués  del  Vadillo  su- 
pone, sino  que  son  medidas  de  precaución  llevadas  á 
las  leyes  de  enjuiciamiento. 

Dice  S.  S.  que  Liene  esta  institución  vicios  orgá- 
nicos que  la  hacen  imposible.  Pues  si  la  hacen  impo- 
sible, Sr.  Marques  del  Vadillo,  para  que  rija  como  una 
institución  judicial,  lo  mismo  será  imposible  para 
unos  que  para  otros  delitos.  Más  vale  entonces  espe- 
rar á que  la  práctica  venga  poniendo  de  manifiesto 
esta  deficiencia,  y entonces  será  ocasión  de  presen- 
tarse ante  las  Córtes  para  que  se  reforme  la  ley,  pues 
de  otro  modo  resultaría  ineficaz  por  completo  el  esta- 
blecimiento del  Jurado. 

Y por  último,  dice  el  Sr.  Marqués  del  Vadillo; 
¿Cómo  queréis  que  nosotros  prestemos  nuestra  confor- 
midad al  Jurado,  cuando  la  administración  de  justicia 
descansa  en  la  imparcialidad,  en  la  honradez,  en  la 


ciencia  y en  la  garantía  que  da  la  independencia  de 
aquellos  que  la  ejercen?  Y esto  venía  á robustecerlo 
S.  S.  no  indicándolo,  pero  sí  como  de  jmsada,  con  ese 
sentido  general  de  la  historia  que  ha  exigido  siempre 
condiciones  determinadas  á los  jueces.  La  administra- 
ción de  justicia,  el  primer  fundamento  en  que  debe 
descansar,  Sr.  Marqués  del  Vadillo,  es  en  la  justicia. 
Las  condiciones  do  imparcialidad  de  los  jueces,  rio  son 
propias  ni  del  Jurado  ni  del  tribunal  de  derecho;  son 
condiciones  de  carácter  individual,  que  no  son  cxclu- 
sivasjde  aquellos  que  están  también  en  el  constante 
ejercicio  de  la  profesión. 

En  cuanto  á la  honradez,  ¿qué  motivo  ni  qué  de- 
recho existe  en  nadie  para  suponer  falla  de  honradez 
en  los  que  vengan  á ejercer  la  noble  misión  de  juzgar 
á sus  conciudadanos?  Pues  qué,  ¿es  que  la  honradez 
acompaña  solo  al  hombre  de  ciencia,  ó es  que  quiere 
el  Sr.  Marqués  del  Vadillo  borrarla  por  completo  de 
todos  aquellos  qué  no  ostenten  un  título  científico  que 
les  autorice  para  el  ejercicio  de  la  profesión  de  la  ad- 
ministración de' justicia?  A eso  se  opone,  no  solo  la 
ciencia,  sino  la  honradez;  honradez  de  que  S.  8.  podrá 
recelar,  pero  que  no  podrá  quitarla  al  Jurado,  porque 
un  hecho  que  puede  ocurrir,  como  alguno  que  se  ha 
citado  aquí,  no  justifica  nada,  porque  en  todas  las 
instituciones  y en  todos  los  organismos  humanos  apa- 
recen muchas  veces  repetidos  hechos  que  se  pueden 
citar,  independientes  de  la  garantía  que  puede  dar  un 
individuo  en  el  ejercicio  de  su  cargo  y en  sus  condi- 
ciones de  capacidad  y de  acierto. 

Y en  cuanto  á que  el  sentido  general  de  la  histo- 
ria lia  exigido  y exige  siempre  condiciones  especiales 
á los  jueces,  esto  no  puede  admitirse  en  un  sentido 
tan  estricto  y absoluto  como  S.  8.  lo  ha  expuesto.  El 
sentido  general  de  la  historia  ha  exigido  unas  veces 
á los  jueces  condiciones  basadas  en  conocimientos 
puramente  científicos,  y otras  ha  entregado  por  com- 
pleto á la  representación  del  pueblo  las  altas  funcio- 
nes de  juzgar.  Esto  ha  sucedido  en  los  pueblos  más 
antiguos  y en  los  que  figuran  á la  cabeza  do  la  civi- 
lización, y pasando  por  los  pueblos  medios  y los  pue- 
blos modernos,  estas  condiciones  han  variado  no  por 
el  grado  de  capacidad  de  su  ciencia,  sino  por  su  ma- 
nera de  ser,  por  sus  constituciones,  y sobro  todo  pol- 
la realización  de  esas  mismas  constituciones;  porque 
precisamente  se  observa  que  donde  se  han  exigido 
condiciones  determinadas  á los  jueces,  viniendo  á ho- 
rrar muchas  veces  el  carácter  de  independencia  con 
ese  barniz  que  S.  S.  llama  de  ciencia,  como  si  la  cien- 
cia sola  fuera  capaz  de  juzgar,  ha  sido  en  aquellos 
pueblos  en  donde  se  ha  entronizado  el  régimen  más 
absoluto,  de  tal  manera  que  todos  los  organismos  del 
Poder,  la  administración  de  justicia  lo  mismo  que  las 
funciones  del  Estado,  han  quedado  entregadas  al  Po- 
der único  central. 

En  cuanto  á que  los  intereses  del  pueblo  no  nece- 
sitan de  esta  función  de  juzgar,  como  decía  S.  8., 
porque  esta  función  está  representada  en  su  sobera- 
nía, dentro  de  nuestra  Constitución,  por  las  Górtes 
con  el  Rey,  no  os  admisible  tampoco  el  argumento 
porque  si  según  S.  S.  las  Górtes  con  el  Rey  representan 
toda  la  soberanía,  están  de  más  nuestras  instituciones 
municipales,  la  vida  independiente  do  nuestras  pro- 
vincias y todos  esos  organismos  que  dan  lugar  al 
ejercicio  do  funciones.., 

El  Sr.  presidente:  Señor  García  Alix,  ruego 
& 8.  8.  que  9e  contraiga  á la  cuestión. 
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El  Sr.  garcía  AlilX:  Señor  Presidente,  me  ha- 
cía cargo  de  un  argumento  que  liabia  recogido. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Pero  ese  argumento  de 
que  S.  S.  se  hacía  cargo  no  estaba  dentro  de  la 
cuestión. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  Pues  entonces  renuncio  á 
seguir  deduciendo  las  consideraciones  que  exponía 
respecto  de  ese  argumento  que  no  habia  hecho  más 
que  recoger,  y me  limitaré  también,  como  el  señor 
Marqués  del  Vadillo,  á terminar  mi  discurso  dicién- 
dole  lo  siguiente:  el  aceptar  la  enmienda  de  S.  S.  por 
la  Comisien  quitaría  toda  autoridad  á la  institución 
que  nace;  la  Comisión  no  recela  de  esa  institución, 
ni  la  Cámara  tampoco,  ni  creo  que  recelan  tanto  como 
parece  SS.  SS.  Si  en  el  ejercicio,  si  en  la  práctica,  si 
en  el  porvenir  se  demostrara  que  efectivamente  había 
que  hacer  ciertas  modificaciones,  entonces  estaría- 
mos en  el  caso  de  venir  á las  Cortes  á soliciLar  de 
ellas  la  reforma  de  la  ley.  Pero  mientras  tanto,  una 
ley  de  que  se  recela  es  una  ley  muerta,  y nosotros 
queremos  que  la  de  la  institución  del  Jurado  sea  una 
ley  viva. 

El  Sr.  Marqués  del  VADILLO:  Pido  la  palabra 
para  rectificar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Marqués  del  VADILLO:  Para  rectificar  en 
absoluto  las  indicaciones  hechas  por  el  Sr.  García 
Alix,  á quien  be  de  comenzar  dando  gracias  por  la 
bondad  con  que  me  ha  tratado. 

He  de  decir  á S.  S.,  eu  primer  término,  que  las 
principales  conclusiones  que  se  ha  servido  deducir  de 
las  observaciones  por  mí  hechas,  no  tienen  el  alcance 
que  S.  S.  les  da;  pero  voy  á darle  á cada  una  su  con- 
testación correspondiente. 

Dice  S.  8.  que,  si  me  parece  tan  mal  la  ley,  lo  que 
debo  hacer  no  es  dejar  que  en  la  práctica  se  desacre- 
dite, sino  combatirla  en  absoluto  y destruirla  si  en 
tu  i mano  estuviera.  Cierto;  pero  esto  pudiera  decirse 
á todos  aquellos  que  han  combatido  en  la  totalidad  y 
en  los  detalles  esta  ley,  y que,  sin  embargo,  han  em- 
pezado por  afirmar  que  es  tal  su  respeto  á las  insti- 
tuciones creadas,  que  aun  pensando  de  este  modo  y 
entendiendo  que  ha  de  producir  malos  resultados  el 
Jurado,  si  la  práctica  demostrase  lo  contrario  y se 
encontrasen  el  .Turado  como  institución  jurídica,  no 
lo  abolirían.  De  suerte,  que  yo  no  puedo  ser,  como 
suele  decirse  con  una  frase  vulgar,  más  papista  que 
el  Papa,  y que  si  real  y efectivamente  yo  entiendo 
que  la  ley  es  mala,  no  tengo  por  qué  limitarme  á com- 
batirla en  su  totalidad,  pudiendo  muy  bien  comba- 
tirla solamente  en  algún  detalle,  por  si  en  la  práctica 
resultase  que  era  buena. 

Creo  que  con  esto  queda  completamente  contes- 
tada esta  observación. 

Se  ha  fijado  S.  S.  en  las  consideraciones  que  yo  be 
hecho  á propósito  de  lo  que  ocurre  en  otros  países,  y 
nos  ha  dicho  que  precisamente  la  Comisión  no  ha 
hecho  otra  cosa  más  que  lo  que  se  hace  en  otras  par- 
tes. Pues  para  obtener  los  mismos  resultados;  para 
que  pudieran  llevarse  á cabo  verdaderas  excepciones; 
para  que  pudiera,  si  las  necesidades  lo  exigían,  mo- 
dificarse la  competencia  del  Jurado,  para  esto  propo- 
nía yo  mi  adición. 

Pasaba  después  á Inglaterra,  y decía  que  en  In- 
glaterra, donde  precisamente  yo  más  me  habia  fijado, 
y en  que  por  virtud  do  las  circunstancias  del  momen- 
to histórico  en  que  vivimos  podia  dar  algunos  resul- 


tados que  álguien  pudiera  calificar  de  alarmantes,  ni 
aun  allí  se  habia  pensado  en  suprimir  la  institución 
del  Jurado.  Lo  que  yo  he  dicho,  Sr.  García  Alix,  es 
que  entiendo  que  en  Inglaterra  existe  el  .Turado  his- 
tórico, y que  aquel  Jurado  no  se  parece  poco  ni  mu- 
cho al  que  trata  de  implantarse  en  nuestra  Patria,  que 
es  el  Jurado  á la  francesa;  porque  precisamente,  y 
esto  lo  abona  la  autoridad  del  Sr.  Romero  Girón,  que 
hace  una  diferencia  profunda  entre  el  Jurado  inglés 
y aun  el  norte-americano  y el  Jurado  francés,  el 
Jurado  revolucionario,  el  de  todos  aquellos  Jurados 
que  se  inspiran  en  él  como  el  belga,  son  cosas  diame- 
tralmente distintas}  y dice  que  en  Inglaterra  es  tal  la 
constitución  del  Jurado,  que  no  puede  allí  haber  la 
separación  ilel  hecho  y del  derecho;  que  el  Jurado, 
tal  como  está  constituido,  decide  de  las  dos  cosas, 
resuelve  la  cuestión  en  absoluto  y bajo  ios  dos  as- 
pectos. 

Yo  no  niego,  ¡cómo  he  de  negar!  que  puedan  ser- 
vir para  juzgar  personas  que  no  forman  parte  de  la 
magistratura;  pero  que  hayan  podido  juzgar  acerta- 
damente en  un  caso  10  ó 12  hombres  elegidos  por 
suerte,  no  es  bastante  para  deducir  que  ese  sea  el  me- 
dio mejor  para  organizar  la  administración  de  jus- 
ticia. 

Por  lo  tanto,  el  Jurado  histórico,  el  .Turado  inglés, 
en  el  cual,  como  be  tenido  antes  ocasión  de  demostrar 
leyendo  textos  del  Sr.  Romero  Girón,  tanta  influencia 
tienen  los  magistrados,  los  cuales  dan  la  norma  para 
decidir  la  cuestión  del  hecho  y del  derecho,  no  se  pa- 
rece poco  ni  mucho  al  Jurado  francés,  ni  por  consi- 
guiente al  .Turado  que  vosotros  tratáis  de  implantar 
en  nuestro  país. 

Después  S.  S.  me  decía  que  si  no  tenía  suficiente 
fe  en  el  Jurado  que  más  valia  que  pidiese  su  supre- 
sión. Por  mí  no  hay  inconveniente;  pero  dentro  del 
terreno  en  que  estoy  colocado,  yo,  lo  que  queria  de- 
mostrar era  la  necesidad  de  acudir  con  previsión  á 
evitar  los  consecuencias  funestas  que  pudiera  dar 
por  resultado  el  establecimiento  del  Jurado,  porque 
claro  es  que  la  planta  venenosa  no  puede  dar  frutos 
sanos.  Si  S.  S.  quiere  arrancar  esa  planta,  arránquela 
en  buen  hora. 

Por  lo  demás,  y con  esto  contesto  á otra  observa- 
ción del  Sr.  García  Alix,  yo  no  dudo  de  la  honradez 
ele  los  jurados,  como  no  dudo  de  la  honradez  de  na- 
die mientras  la  evidencia  no  me  demuestre  que  debo 
dudar;  pero  el  argumento  que  yo  hacía  al  tratar  de 
este  punto  es  el  mismo  que  ha  hecho  la  Comisión 
constantemente  á propósito  de  las  ventajas  ó de  los 
inconvenientes  de  los  jueces  de  derecho,  hasta  el 
punto  de  que  muchas  vecs  se  me  ha  ocurrido  decir: 
¿qué  bondad  será  la  de  la  institución  del  Jurado  cuan- 
do se  aduce  como  argumento  en  su  apoyo  los  defectos 
de  la  magistratura? 

Si  realmente  toda  la  bondad  del  Jurado  depende 
de  los  defectos  de  la  otra  institución,'  esto  podrá  de- 
mostrar que  la  magistratura  no  está  bien  organiza- 
da, no  que  el  Jurado  sea  bueno,  sin  que  yo  niegue 
que  pueda  haber  jurados  honrados,  pues  supongo  que 
todos  serán  honradísimos. 

Respecto  de  la  historia,  último  punto  de  que  he 
de  ocuparme,  es  cierto  que  no  siempre  so  han  exigi- 
do las  mismas  condiciones.  Claro  está  que  la  historia 
de  la  administración  de  justicia  en  España*  presenta 
fases  varias,  como  las  presenta  en  todo  oi  mundo;  pero 
lo  que  yo  queria  deducir  de  aquí,  era  que  la  tendencia 
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general  de  los  pueblos  y de  los  gobernantes  después 
de  inspirarse  en  este  sentido,  lia  sido  el  ir  á buscar  ¡ 
garantías  de  superioridad  en  el  juzgador,  buscándo- 
las primero  en  la  edad,  después  en  la  superioridad  de 
condiciones,  como  por  ejemplo,  eu  la  raza  sacerdotal, 
en  el  saber,  en  lodo  lo  que  indica  esa  superioridad.  ! 
Prueba  de  ello  es  que  en  el  Fuero  concedido  por  San  ' 
Fernando  á Toledo,  decia  que  con  arreglo  al  Fuero 
Juzgo  se  juzgase  por  el  alcalde  con  diez  de  sus  me- 
jores, é más  sabios,  é más  nobles  de  ellos.  Y esto  era 
lo  que  yo  quería  demostrar:  que  siempre  se  ha  bus- 
cado una  garantía  de  acierto. 

El  partido  conservador  no  se  considera  infalible; 
por  eso  con  el  sentido  de  gobierno  que  desdo  luego  le 
distingue,  dice:  á pesar  de  que  yo  opino  que  los  re- 
sultados del  Jurado  serán  perjudiciales,  si  la  expe- 
riencia demuestra  lo  contrario,  respetaré  esa  insti- 
tución. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  Pido  la  palabra  para  rec- 
tificar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  Muy  pocas  palabras  para 
rectificar. 

Yo  no  bacía  más  que  deducir  las  consecuencias 
de  las  premisas  sentadas  por  el  Sr.  Marqués  del  Va- 
dillo,  que  como  fundamento  de  la  enmienda  daba  el 
que  la  institución  del  Jurado  arrancaba  de  una  base 
lalsa,  y por  consiguiente  que  no  podía  admitirse. 
Entonces,  decia  yo,  para  ser  lógico  el  Sr.  Marqués  del 
Vadillo  debe  pedir  la  supresión  del  Jurado;  pero  no 
que  conozca  primero  de  unos  delitos  y después  no 
conozca  de  ellos,  con  lo  que  gradualmente  se  vendrá 
á su  supresión.  Por  esto  la  Comisión  sostiene  el  dic- 
támen  y rechaza  la  enmienda  de  S.  S. 


En  cuanto  al  argumento  que  bacía  el  Sr.  Mar- 
ques del  Vadillo,  examinando  la  historia  de  la  magis- 
tratura, que  lia  sido  accidentada  en  este  país  como 
en  todos  los  países,  y partiendo  de  un  recuerdo  his- 
tórico, de  un  verdadero  Jurado  para  venir  á deducir 
que  no  es  que  el  partido  conservador  niegue  en  ab- 
soluto la  posibilidad,  sino  que  tiene  cierto  recelo, 
fundado  en  la  historia,  diré  que  este  recelo  tiene  que 
existir,  no  solo  cuando  se  viene  á estudiar  el  Jurado, 
sino  tratándose  do  todas  las  instituciones  humanas. 
Por  eso  al  lado  de  esa  institución  del  alcalde  con  los 
diez  ricos-bornes,  que  debían  ser  de  la  parle  más  cul- 
ta é inteligente  de  aquella  sociedad,  encontramos  que 
ese  Jurado  histórico  que  parece  que  es  el  único  que 
se  salva  del  general  naufragio,  llegó  á corromperse 
desde  que  pasaron  á ser  jurados  en  determinada  épo- 
ca y á juzgar  á cierta  Reina  celebre.. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Nada  á este  propósito  ha 
dicho  el  Sr.  Marqués  del  Vadillo. 


Sírvase  S.  S.  ceñirse  á la  cuestión. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  Pues  me  ceñiré  á la  cues- 
tión, y viniendo  al  punto  concreto  de  ella,  á que  me 
iraen  desde  luego  un  deber  reglamentario  y la  excita- 
ción del  Sr.  Presidente,  que  respeto,  diré  que  S.  S.  no 
tiene  que  asociarse  á mí  para  pedir  que  se  suprima 
el  Jurado.  Al  dar  su  dictamen,  la  Comisión  no  ha  te- 
nido esos  recelos  que  S.  S.  supone,  sino  que  lo  ha 
dado  con  el  convencimiento  profundo  de  que  esa  ins- 
titución puede  producir  buenos  resultados,  y SS  SS 
creen  que  no.  Dejemos,  pues,  que  la  práctica  demucs- 
tre  lo  que. la  Comisión  espera  que  demostrará,  y en 
este  caso  los  que  sufrirán  el  desengaño  serán  sus 
señorías.» 


Leida  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  se  pidió 
por  competente  número  de  Sres.  Diputados  que  la 
votación  fuera  nominal;  verificada  ésta,  quedó  aquella 
desechada  por  100  votos  contra  32,  en  esta  forma: 

Señores  que  dijeron  no: 

Sánchez  Arjona 
Tbarra. 

Arias  de  Miranda. 

Alonso  Martinez  (I).  Manuel). 

Sánchez  Pastor. 

Torre  Ortiz  y Gil. 

Reina  y Mon tilla. 

Escavias  do  Carvajal. 

Ansaldo. 

Talero. 

Montilla. 

Grande. 

Alonso  Martínez  (D.  Vicente). 

Boixader. 

Antequera. 

Martin  Bcrnal. 

Castilla. 

Martínez  (D.  Cándido). 

Martinez  Asenjo. 

Alcalá  del  Olmo. 

Mon  tejo. 

Valle. 

Hernández  Prieta. 

Navarro  y Ochoteco. 

Pedregal. 

Pardo  Ral  moni  e. 

Azcárate. 

Pous. 

Villalba  Ilervás. 

Cort. 

Maura. 

Díaz  Morcu. 

Pacheco. 

García  Ali.x. 

San  tana. 

García  Lomas. 

Calbelon. 

Quiroga  López  Ballesteros. 

López  (D.  Juan  José). 

Benayas. 

Laá. 

Merelles. 

Vior. 

Martínez  (D.  Wenceslao). 

Enriqucz. 

Cepeda. 

Cobian. 

García  de  la  Riega. 

Rodríguez  Batista. 

Bushell. 

Perez  Galdós. 

Gallardo. 

Córdoba. 

Domínguez  Alfonso. 

Guerrero. 

Mosquera. 

Gui  Lian. 

Rosel. 

González  (D.  Venancio!. 
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López  (D.  Gayo). 

Revilla  Gigedo  (Conde  del. 

Gullon  (D.  Eduardo). 

Heredia-Spínola  (Conde  de). 

Alcocer. 

Camacho. 

López  Pclcgrin. 

Cos-Gayon. 

Oriol. 

Domínguez  (D.  Lorenzo). 

IJosch  y Serrahima. 

Vadillo  (Marqués  del). 

Martínez  Luna. 

Silvela  (D.  Francisco). 

Almodóvar  del  Rio  (Duque  de). 

Pidal  (Marqués  de). 

Vega  de  Armijo  (Marqués  de  la). 

Pidal  (D.  Alejandro). 

González  (D.  Alfonso). 

Cabezas. 

Hey. 

Aguilera. 

Total,  32. 

Sánchez  Arjuua  (D.  Gonzalo). 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 

llamos  Calderón. 

art.  5.°» 

De  Andrés  Moreno. 

No  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  la 

Vázquez  López. 

palabra  en  contra,  se  puso  á votación  y fué  aprobado. 

Santa  María. 

Sin  debate  lo  fueron  el  G.°  y 7.°,  en  esta  forma: 

Vincenti. 

«Art.  6.°  La  competencia  del  Tribunal  del  Jurado 

Vázquez  Queipo. 

se  determinará  por  el  concepto  que  el  hecho  haya 

Ferreras. 

merecido  á las  partes  acusadoras,  al  solicitar  la  aper- 

Fernandez Alsina. 

tura  del  juicio. 

Lavina. 

Si  hubiere  divergencia  entre  ellas,  prevalecerá, 

Canalejas. 

para  este  efecto,  la  calificación  del  fiscal,  sin  perjui- 

Vergez. 

cio  de  lo  prevenido  en  el  art.  65. 

Mellado. 

Art.  7.°  El  Tribunal  del  .Turado  será  competente 

Eguilior. 

para  couocer  de  los  delitos  conexos  con  alguno  de  los 

Prieto  de  la  Torre. 

mencionados  en  el  art.  4.°,  así  como  de  los  frustrados 

La  Serna. 

y tentativas,  de  la  complicidad  y encubrimiento  de 

Muñoz  Vargas. 

los  unos  y de  los  otros.  También  conocerá  de  los  que 

Florez-Dávila  (Marqués  de). 

resulten  modificados  en  sus  elementos  constitutivos 

Gómez  (D.  Protasio). 

por  virtud  de  las  pruebas  practicadas  en  el  juicio, 

Prieto  y Gaules. 

salvo  io  dispuesto  en  el  art.  65.» 

Montero. 

Se  leyó  el  8.ü,  que  decia: 

Fernandez  de  Castro. 

«Art.  8.°  Las  funciones  de  jurado  son  obligato- 

Al varado. 

rias,  y no  pueden  ser  ejercidas  más  que  por  españoles 

Botija. 

de  estado  seglar.» 

Sagasta  (D.  Primitivo). 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  A este 

í jai  ñas  Varela. 

articulo  hay  una  enmieuda  del  Sr.  Alvear,  que  di- 

Fernandez Peral. 

ce  así: 

Castro-Serna  (Marques  de). 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 

Sr.  Presidente. 

proponer  la  siguiente  enmienda  al  proyecto  de  ley 

Total,  100. 

sobre  el  establecimiento  del  juicio  por  jurados  para 

determinados  delitos: 

Señores  que  dijeron  sí: 

«Art.  8.°  Las  funciones  de  jurado  no  son  obligato- 
rias, y solo  pueden  ser  ejercidas  por  españoles  que 

Sallent  (Coude  de). 

reúnan  la  cualidad  de  letrado.» 

Diez  Macuso. 

Palacio  del  Congreso  21  de  Abril  de  l887.=Emi- 

Garrido  Estrada. 

lio  de  Alvear.=Antonio  Cánovas  del  Caslillo.=G.  El 

Mochales  (Marqués  de). 

Conde  de  Toreno.=El  Vizconde  de  Campo-Grande.= 

Fernandez  Capotillo. 

José  de  Cárdenas.=Manuel  Danvila.=Luis  de  Lan- 

Ibargoitia. 

decho.  » 

Cánovas  del  Castillo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  tiene  la  pa  - 

Peña-Ramiro  (Conde  de). 

labra,  y manifestará  si  acepta  ó no  la  enmienda. 

Fernandez  Villaverde. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  no  la  acepta. 

Rodríguez  San  Pedro. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Alvear  tiene  la  pa- 

Gorostidi. 

labra  para  apoyar  su  enmienda. 

Suarez  Sánchez. 

EL  Sr.  ALVEAR:  Quizá  habréis  creído,  Sres.  Di- 

Salcedo. 

putados,  y señores  de  la  Comisión,  que  la  enmienda 

Cárdenas. 

que  tengo  la  honra  de  apoyar,  más  que  enmienda  al 

Landecho. 

art.  8.°,  significa  la  total  negación  ó contradicción  del 

Allende  Salazar. 

principio  fundamental  que  informa  este  proyecto, 

Molleda. 

considerándome  así  olvidado  de  aquellos  respetos  que 

Campo-Grande  (Vizconde  de). 

me  merecen  vuestras  decisiones;  porque  ai  íiu  y al 

Alvear. 

cabo  está  ya  votado  el  art.  l.°,  y nosotros  le  debe- 

Toreno  (Conde  de). 

mosprestar,  y le  prestamos  nuestro  asentimiento,  si- 

Los Arcos. 

quiera  sea  forzoso;  pero,  si  os  fijáis  un  poco,  encon- 

Aguilar (Marqués  de). 

trareis  que  la  primera  parte  de  mi  enmienda  viene  á 
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reproducir  lo  que  el  Sr.  Ministro  ele  Gracia  y Justicia 
había  establecido  en  su  proyecto  de  ley,  es  á saber: 
que  las  funciones  del  Jurado  son  lionorilicas,  sin  de- 
cir que  sean  obligatorias,  y yo.  os  propongo  que  las 
funciones  del  Jurado  no  sean  obligatorias,  sin  opo- 
nerme á que  sean  honoríficas.  Y la  segunda  parte  de 
ella  no  es  otra  cosa  que  una  precaución  más  que  yo 
vengo  á pediros,  puesto  que  al  fin  y al  cabo  puede 
entrar  en  el  sistema  de  precauciones  que  lodos  vos- 
otros habéis  adoptado  contra  la  institución  del  Jurado; 
con  la  diferencia  que  la  adición  de  la  mia  es  más 
lógica  y siempre  indispensable  para  el  cumplimiento 
de  los  fines  que  el  Jurado  se  propone. 

Entro,  pues,  de  lleno  en  el  asunto,  y procuraré 
ceñirme  extraordinariamente,  ya  que  encuentro  espi- 
gado el  extenso  campo  en  el  que  han  debatido  tantos 
oradores  como  han  contendido  sobre  este  proyecto,  y 
voy  á limitarme  á exponer  algunas  ligeras  conside- 
raciones, siquiera  no  sea  más  que  para  que  constitu- 
yan una  nueva  protesta  salida  de  estos  bancos  contra 
el  Jurado,  porque  al  fin  y al  cabo,  cuantas  más  en 
numero  sean  estas  protestas,  más  lejos  estaremos  de 
la  responsabilidad  que  ha  contraído  esc  Gobierno  por 
haber  traído  aquí  este  proyecto. 

Si  entendieseis,  como  así  lo  consignáis,  señores 
de  la  Comisión,  que  el  cargo  de  jurado  es  obligatorio 
como  condición  fundamental  del  mismo,  yo  no  podría 
ciertamente  para  rebatir  esta  idea,  dispensarme  de 
analizar  los  fundamentos  en  que  esta  institución  se 
apoya;  y una  vez  en  este  terreno  tendría  que  venir 
á hablar  de  nuevo  de  la  falsa  necesidad  en  que  cree 
hallarse  ese  Gobierno  de  traer  el  Jurado  á nuestra 
Patria;  tendría  que  hablar  de  que  solo  obedece  el 
establecimiento  de  esa  institución  en  nuestro  país,  á 
un  compromiso  político,  cuyo  cumplimiento  no  se 
justifica,  y tendría  que  entrar  después  en  considera- 
ciones encaminadas  á demostrar  que  en  este  país  no 
existe  necesidad  bajo  ningún  aspecto  jurídico  ni  polí- 
tico de  restablecer  el  Jurado,  para  venir  luego  á de- 
ducir de  todo  esto  la  natural  consecuencia  de  que  las 
funciones  del  Jurado  no  pueden  ser  obligatorias  por- 
que no  son  necesarias,  y la  existencia  de  toda  obliga- 
ción estriba  precisamente  en  la  necesidad  de  su  cum- 
plimiento; pero  prescindiendo,  como  prescindo  desde 
luego,  de  considerar  las  funciones  del  Jurado  bajo  los 
puntos  de  vista  que  ya  aquí  se  han  tratado  desde 
estos  bancos,  no  puedo  méuos  de  hacerme  cargo  de 
las  razones  que  os  hayan  determinado  á separaros  del 
pensamiento  que  tenía  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia. 

Yo  me  pregunto:  ¿será  que  la  Comisión  ha  tenido 
en  cuenta  que  la  pasividad  ó la  resistencia  de  los 
ciudadanos  que  han  de  desempeñar  las  funciones  de 
jurados,  puede  ser  un  inconveniente  para  el  estable- 
cimiento de  esta  institución  en  nuestro  país,  como 
dice  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  en  el  preám- 
bulo de  su  proyecto?  Pues  el  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia  se  contentaba  con  que  las  funciones  de  los 
jurados  fueran  honoríficas.  Vosotros  habéis  visto,  sin 
duda,  por  estar  en  relación  directa  y constante  con 
las  opiniones,  con  los  intereses,  con  las  necesidades 
del  país,  que  el  país  rechaza  el  Jurado,  y por  eso  le 
queréis  imponer  como  una  Obligación.  Realmente, 
tendiendo  la  vista  á la  historia  de  la  institución  en 
nuestra  Patria  no  deja  de  haber  fundamento  para  que 
os  huyáis  visto  en  el  caso  de  hacer  esta  modiíicaciou. 
Vh  Gobierno  de  ese  mismo  partido  estableció  el  Ju- 


rado, que  apenas  pudo  llegar  á vivir  veinte  ó ventiun 
meses.  El  Gobierno  tuvo  entonces  que  poner  la  insti- 
tución en  estudio,  á fin  de  satisfacer  á la  opinión;  oyó 
los  informes  de  las  Audiencias  y vió  que  de  ellos  re- 
sultaba, que  solo  en  dos  Audiencias,  en  la  de  Valencia 
y en  la  de  Zaragoza,  si  no  recuerdo  mal,  se  formaron 
759  causas  á ciudadanos  que  no  quisieron  desempe- 
ñar las  funciones  de  jurado. 

Los  llamados  á ser  jurados  se  valían  de  toda  clase 
de  subterfugios  para  eludir  tan  pesada  carga.  Guando 
otro  medio  no  tenían  de  evitarla,  apelaban  al  de  ha- 
cerse recusar  por  los  abogados  de  las  partes  con  fúti- 
les pretextos. 

Tal  era  la  repugnancia  que  el  país  sentía  hácia 
esta  institución,  y á tal  extremo  tenían  que  acudir 
aquellos  que  no  encontraban  otra  manera  mejor  para 
librarse  de  desempeñar  las  funciones  de  jurados,  por- 
que los  ciudadanos  preferían  ser  procesados,  preferian 
ser  acusados,  preferían  ser  condenados,  á desempeñar 
funciones  que  les  eran  repulsivas.  La  experiencia, 
pues,  abona  vuestra  desconfianza;  pero  ¡qué  argu- 
mento no  puede  deducirse  de  aquí  en  contra  de  esa 
ley!  porque,  Srcs.  Diputados,  si  entendéis  que  el  país 
no  rechaza  esta  institución,  ¿por  qué  hacéis  obliga- 
torio el  cargo  de  jurado?  ¿Por  qué  no  abandonáis  el 
ejercicio  de  estas  funciones  á la  libre  voluntad  y vo- 
cación de  los  ciudadanos?  Haciendo  caso  omiso  del 
precepto  del  Sr.  Ministro  do  Gracia  y Justicia,  que  de- 
claraba honoríficas  las  funciones  de  jurado,  habéis 
recorrido  de  un  solo  golpe  el  camino  del  descrédito 
de  la  institución;  habéis  comprendido  que  esta  nace 
muerta,  y por  eso  hacéis  obligatorias  sus  funciones. 

Y entro  en  la  segunda  parte  de  mi  enmienda.  Os 
decía  al  principio  de  mi  discurso  que  el  fundamento 
de  mi  enmienda  era  una  precaución  más  que  anadia 
á las  que  vosotros  habéis  tomado  contra  el  Jurado. 
Uno  de  los  principios  que  informan  el  Jurado  mo- 
derno, es  el  de  que  el  Estado  lo  considere  como  una 
función  social  que  se  delega  en  los  más  idóneos,  ó 
para  hablar  con  mayor  propiedad,  en  los  ménos  inep- 
tos para  satisfacer  esta  justa  aspiración;  hace  cerca 
de  un  siglo  que  se  viene  buscando  una  fórmula  que 
responda  á las  exigencias  de  la  administración  de  jus- 
ticia por  medio  del  Jurado,  sin  que  se  haya  logrado 
encontrarla.  ¿Y  sabéis,  Srcs.  Diputados  y señores  de 
la  Comisión,  por  qué  no  se  ha  encontrado?  Pues  ha 
sido  sencillamente  porque  habéis  atendido  al  elemento 
objetivo  del  Jurado,  y no  habéis  tenido  en  cuenta  las 
condiciones  subjetivas  del  mismo,  que  son  realmente 
las  que  interesan,  y de  las  cuales  depende  el  desen- 
volvimiento de  esta  institución. 

A pesar  de  las  fórmulas  ideadas  por  los  legisla- 
dores y por  los  juradistas,  no  se  ha  podido  adelantar 
ni  un  paso  desde  que  la  institución  del  Jurado  existe 
en  Europa.  Se  implantó  en  Francia,  procedente  de  In- 
glaterra, en  tiempo  de  la  Revolución,  con  verdadero 
entusiasmo.  La  teoría  que  entonces  privaba,  como 
garantía  de  las  libertades  públicas,  era  la  división  de 
los  Poderes  públicos,  y esta  doctrina  se  aplicó  á la 
administración  de  justicia  y la  separación  del  hecho 
y del  derecho,  á imitación  de  aquella  que  fué  el  me- 
canismo mediante  el  cual  terminó  en  Francia  esta  ins- 
titución. De  tal  manera  entusiasmó  en  Francia  esta 
teoría,  que  se  llegó  á declarar  oficialmente  que  por 
ella  se  venía  á sustraer  necesariamente  la  conciencia 
de  los  jueces  al  imperio  de  su  propia  voluntad,  y que 
en  su  virtud,  hacía  imposible  que  los  tribunales  pu- 
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dieran  cometer  una  injusticia.  Con  esto  y con  exigir 
á los  jueces  de  hecho  el  juramento  de  que  no  habían 
de  tomar  en  cuenta  las  consecuencias  de  sus  declara- 
ciones, se  creyó  resuelto  el  problema.  Pero  en  1810, 
cuando  el  ilustre  Camjbaceres  hizo  ver  que  la  separa- 
ción del  hecho  y del  derecho  era  una  verdadera  qui- 
mera, porque  los  jurados  tenían  en  cuenta  las  conse- 
cuencias de  sus  veredictos,  fué  necesario  pensar  en 
hacer  alguna  modificación  en  vista  de  los  ejemplos  de 
verdadera  injusticia  que  el  .Turado  presentaba.  En  Ita- 
lia fueron  tales  las  reclamaciones  de  la  opinión  pú- 
blica contra  el  Jurado,  que  se  creyó  que  liabia  nece- 
sidad de  hacer  una  reforma.  Entonces  se  buscó  el  me- 
dio de  callar  cuidadosamente  el  nombre  del  delito, 
creyendo  que  de  esta  manera  los  jurados  cumplirían 
mejor  su  deber. 

Señores  Diputados,  todos  conocemos  las  conse- 
cuencias de  estas  reformas,  que  no  podían  en  manera 
alguna  satisfacer  las  exigencias  de  la  opinión.  No  os 
lie  de  citar  textos  de  juradistas  verdaderamente  entu- 
siastas, en  ios  cuales,  se  ponen  de  manifiesto  las  defi- 
ciencias de  estas  reformas;  pero  sí  os  diré,  que  en 
vista  de  que  no  pudo  resolverse  el  problema  por  me- 
dio de  ellas,  se  llegó  á inventar  otra  fórmula,  mediante 
la  cual,  partiendo,  como  dije  antes,  del  principio  de 
que  el  Jurado  es  una  función  social  que  debe  ser  ejer- 
cida por  los  más  idóneos,  se  estableció  el  Jurado  cien- 
tífico; pero  como  las  condiciones  de  idoneidad  exigi- 
das no  eran  todavía  suficientes,  esta  fórmula  no  pro- 
dujo resultado,  y hé  aquí  por  que  decía  mi  elocuente 
amigo  el  Sr.  Moheda,  que  el  .Turado  estaba  en  deca- 
dencia, que  el  Jurado  estaba  en  crisis. 

Y ante  esta  situación  que  se  nos  presenta,  ante 
esta  deficiencia  de  las  fórmulas  que  se  han  introdu- 
cido para  que  el  Jurado  pueda  cumplir  debidamente 
sus  funciones,  ¿por  qué  no  hemos  de  decir  la  verdad, 
sacando  la  última  consecuencia  de  los  principios  en 
que  se  inspiran  tales  reformas,  y proponiendo  el  úni- 
co remedio  eficaz  para  las  deficiencias  de  que  adole- 
cen, la  única  garantía  de  verdadera  idoneidad? 

Se  ha  dicho  que  la  competencia  del  Jurado  se 
funda  en  la  honradez  de  los  que  le  componen,  y á este 
propósito  me  parece  que  el  elocuentísimo  señor  presi- 
dente de  la  Comisión,  mi  amigo  el  Sr.  Maura,  pregun- 
taba en  qué  Universidad  se  aprendía  á ser  hombre 
honrado.  Yo  á esto  contestaría,  preguntando  á mi  vez 
qué  ley  puede  imponer  la  hombría  de  bien.  ¿Basta 
para  ser  hombre  de  bien  ser  español  del  estado  se- 
glar, que  es  la  única  condición  general  que  para  ser 
jurado  exige  el  artículo  que  impugno?  Pues  ya  que 
la  ley  no  pueda  darnos  garantías  respecto  de  la  hon- 
radez y de  la  conciencia  de  los  jurados,  establezca- 
mos en  ella  lo  único  que  en  la  ley  puede  establecerse: 
garantías  respecto  de  su  competencia  y de  su  aptitud. 

Voy  á concluir,  señores.  ¿Qué  más  puedo  yo  de- 
cir en  apoyo  de  mi  enmienda  que  lo  que  el  Sr.  Mi- 
nistro de  Gracia  y Justicia  ha  dicho  respecto  de  la 
aptitud  que  da  para  juzgar  la  competencia  personal 
del  juzgador?  En  vista,  pues,  de  las  manifestaciones 
que  acabo  de  exponer,  termino,  rogándoos  que,  ya 
que  no  aceptéis  mi  enmienda,  tengáis  en  cuenta  las 
observaciones  por  mi  hechas  y los  principios  en  que 
ella  se  funda. 

El  Sr.  SANTANA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  SANTANA:  Breves  consideraciones  he 
de  exponer  para  contestar  al  Sr.  Alvear;  y desde  lue- 


go me  atrevo  á suplicar  á S.  S.  que  no  tome  á des- 
cortesía la  brevedad,  porque  los  individuos  de  la  Co- 
misión que  me  lian  precedido  en  el  uso  de  la  palabra 
han  manifestado  ya  el  propósito  que  nos  anima  de 
aligerar,  puesto  que  se  trata  de  un  debate  verdadera- 
mente agotado,  en  el  que  se  han  examinado  ya  todos 
los  puntos  de  vista. 

La  enmienda  del  Sr.  Alvear  se  dirige  al  art.  7.°,  y 
contiene  dos  puntos  de  verdadera  importancia;  uno 
es  la  consideración  de  que  las  funciones  del  Jurado 
no  deben  ser  obligatorias,  y otro  es  la  de  exigir  á los 
jurados  la  cualidad  de  letrado. 

Respecto  á la  primera,  el  Sr.  Alvear  podrá  com- 
prender, lo  mismo  que  toda  la  Cámara,  que  el  proyec- 
to tal  como  lo  ha  presentado  la  Comisión  se  informe 
en  el  criterio  de  llevar  á la  administración  de  justi- 
cia lo  que  pudiéramos  llamar  la  conciencia  social;  y 
si  esto  es  así,  claro  es  que  función  tan  importante  no 
puede  quedar  al  arbitrio  de  que  por  unas  ó por  otras 
causas  los  individuos  que  fueran  designados  no  acep- 
taran, porque  aunque  tuvieran  motivos  particulares 
poderosos  para  ello,  no  hay  razón  de  interés  particu- 
lar que  no  deba  ceder  ante  el  interés  social  que  el 
ejercicio  de  la  función  de  jurado  representa.  En  es- 
te sentido,  la  Comisión,  que  ha  tenido  un  criterio  am- 
plísimo para  establecer  las  condiciones  necesarias 
para  ser  jurado,  tan  ámplio,  que  casi  pudiera  decirse 
que  ha  encomendado  esta  función  á todos  los  ciuda- 
danos, no  pocha  menos  de  consignar  como  obligato- 
rias funciones  que  por  otra  parte  pocos  perjuicios 
particulares  podrán  producir,  atendida  la  extensión 
con  que  se  atribuyen.  Por  lo  que  hace,  pues,  á la  pri- 
mera parte  de  la  enmienda,  el  Sr.  Alvear  compren- 
derá que  no  es  posible  de  ningún  modo  admitirla, 
pero  ni  siquiera  tomar  en  cuenta  las  indicaciones  que 
S.  S.  ha  hecho  para  alterar  la  redacción  del  artículo. 

En  lo  que  se  refiere  á las  cualidades  para  ser  ju- 
rado, ¿qué  he  de  decir  yo  al  Sr.  Alvear?  Si  este  prin- 
cipio se  admitiera,  habría  desaparecido  por  completo 
el  Jurado.  La  proposición  del  Sr.  Alvear  se  explica: 
es  que  el  Sr.  Alvear  no  es  partidario  ni  en  poco  ni 
en  mucho  del  Jurado;  no  es  partidario  en  nada,  y 
naturalmente  su  actitud  enfrente  del  Jurado  es  tal, 
queme  recuerda  el  dicho  de  un  célebre  crítico  fran- 
cés que,  burlándose  de  la  moda  de  los  sombreros  chi- 
cos, decia  que  llegaría  el  caso  de  que  los  fabricantes 
creerían  cumplir  con  sus  clientes  enviándoles  sola- 
mente la  cuenta.  Es  tan  poca  la  cantidad  de  Jurado, 
que  el  Sr.  Alvear  quiere  que  realmente  queda  redu- 
cida á nada.  Y respecto  á este  punto,  no  creo  que 
debo  decir  más;  expuesto  aquí  con  gran  extensión  el 
criterio  de  las  distintas  escuelas,  y decidido  ya  que 
ha  de  haber  Jurado,  claro  es  que  para  que  lo  haya 
realmente  no  se  puede  exigir  la  cualidad  de  letrado 
en  los  individuos  que  han  de  componerle. 

Es  cuanto  tengo  que  decir  en  contestación  al  se- 
ñor Alvear. 

El  Sr.  ALVEAR:  Pido  la  palabra  para  rectificar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  ALVEAR:  Si  no  he  entendido  mal  al  señor 
Santana,  S.  S.  ha  querido  decir  que  la  declaración  de 
obligatorias  á las  funciones  del  Jurado  no  significa 
más  sino  que  es  obligatoria  la  asistencia,  pero  que  no 
se  impone  la  aceptación  del  cargo.  (El  Sr.  Santana : 
Claro  es  que  si  es  obligatoria  la  función,  la  aceptación 
del  cargo  es  precisa.)  Pues  entonces  es  que  yo  he  en- 
tendido mal*  sin  duda  por  no  haberme  podido  hacer 
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cargo  de  las  palabras  de  S.  S.  Pero  de  todos  modos, 
me  parece  que  el  Sr.  Santana  no  ha  presentado  nin- 
gún argumento  que  sea  bastante  á probar  el  funda- 
mento de  esa  obligación  que  S.  S.  sostiene. 

¿Cuál  es  el  fundamento  de  la  obligación  para  obli- 
gar al  ciudadano  á aceptar  el  cargo  de  jurado?  El 
Sr.  Santana  no  ha  dado  ninguna  explicación  á este 
punto,  y realmente  yo  desearía  que  S.  S.  me  la  diera, 
porque  la  cuestión  es  importante.  Parece  que  os  en- 
cerráis en  este  dilema:  si  no  hacemos  obligatorias  las 
funciones  de  jurado,  desaparece  el  Jurado:  luego  pa- 
rece que  hacéis  estribar  la  existencia  del  Jurado  en  la 
necesidad  de  esta  obligación. 

En  cuanto  á la  segunda  parte,  ciertamente  res- 
tringidas las  circunstancias  que  se  requieren  para  ser 
jurado,  es  claro  que  queda  poco  Jurado;  pero  á nos- 
otros no  nos  pesaría,  y si  ese  poco  era  bueno,  nos  ale- 
graríamos mucho.» 

Leída  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  el  acuerdo 
cel  Congreso  fué  negativo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
art.  8.° 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación,  y fué  aprobado. 

Se  leyó  el  art.  9.°,  que  decia: 
a Art.  9.u  Para  sor  jurado  se  requiere: 

L°  Ser  mayor  de  30  años. 

2. °  Estar  en  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles 
y políticos. 

3. °  Saber  leer  y escribir. 

4. °  Ser  cabeza  de  familia  y vecino  en  el  término 
municipal  respective,  con  cuatro  ó más  años  de  resi- 
dencia en  el  mismo. 

El  que  tuviera  algún  título  académico  ó profesio- 
nal, ó hubiese  desempeñado  algún  cargo  público  con 
haber  de  3.000  pesetas  ó más,  aun  cuando  no  fuese 
cabeza  de  familia,  podrá  ser  también  jurado,  si  reúne 
las  demás  condiciones. 

Tendrán  igual  capacidad  los  que  fuereño  hubie- 
ren sido  concejales,  diputados  provinciales,  Diputa- 
dos á Górtes  ó Senadores,  y los  retirados  del  ejército 
ó la  armada.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  A este 
artículo  hay  tres  enmiendas. 

I^a  del  Sr.  Bugallal  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
presentar  la  siguiente  enmienda  al  proyecto  de  ley 
del  J urado. 

El  art.  9.°  quedará  redactado  en  esta  forma: 

«Art.  9.ü  Para  ser  jurado  es  indispensable  estar 
en  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles  y políticos, 
saber  leer  v escribir  y hallarse  comprendido  en  uno 
de  los  casos  siguientes: 

1. °  Tener  30  años  de  edad,  reuniendo  además  al- 
guna de  las  circunstancias  que  á continuación  se 
expresan:  ser  letrado,  haber  sido  juez  municipal,  ñscal 
municipal,  Diputado  á Górtes,  Senador  del  Reino,  di- 
putado provincial  ó concejal  por  elección  popular. 

2. °  Tener  3 5 años  de  edad,  reuniendo  además  al- 
guna de  las  circunstancias  que  á continuación  se  ex- 
presan: haber  obtenido  título  oíicial  que  habilite  para 
el  ejercicio  de  una  profesión,  oficio  ó cargo;  ser  retira- 
do del  ejército  ó la  armada;  haber  desempeñado  cargo 
publico  con  más  de  3.000  pesetas  de  sueldo  ó ser  con- 
tribuyente por  la  cuota  mínima  para  el  Tesoro  de  50 
pesetas  anuales  por  couLribucion  territorial,  con  uu 


año  de  antelación,  ó 100  por  subsidio  industrial  con- 
dos anos.» 

Palacio  del  Congreso  23  de  Abril  de  1887.=Oa- 
bino  Bugallal.=Francisco  Silvela  — G.  El  Conde  de 
Toreno.=Eernando  Cos-nayon.^Santos  de  Isasa.=-= 
Manuel  Dan  vila.= Faustino  Rodríguez  San  Pedro.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Presidencia  debe  hacer 
presente  que  el  Sr.  Bugallal  (D.  Benigno)  ha  retirado 
su  enmienda. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  La  en- 
mienda del  Sr.  López  (1).  Cayo),  dice  así: 

«I, os  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  las  siguientes  enmiendaé  al  dic- 
tamen de  la  Comisión  referente  al  proyecto  de  ley  so- 
bre el  establecimiento  del  juicio  por  jurados  para  de- 
terminados delitos. 

El  art.  9.°  quedará  redactado  de  la  manera  si- 
guiente: 

«Art.  9.°  Para  ser  jurado  se  requiere: 

1. °  Estar  en  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles 
y políticos. 

2. °  Ser  mayor  de  30  años  y no  exceder  de  70. 

3. °  Saber  leer  y escribir. 

4. °  Estar  domiciliado  legalmcnte  en  el  término 
municipal  respectivo,  con  tres  ó más  años  de  residen- 
cia fija  en  el  mismo. 

5. °  Pertenecer  á alguna  de  las  siguientes  cate- 
gorías: 

Primera.  Senadores,  Diputados  á Górtes  ó pro- 
vinciales que  lo  sean  ó hayan  sido. 

Segunda.  Alcaldes  y concejales  que  lo  sean  ó ha- 
yan sido  en  poblaciones  de  más  de  5.000  almas. 

Tercera.  Miembros  titulares  y correspondientes 
de  Academias  autorizadas  por  el  Estado. 

Cuarta.  Individuos  de  Consejos  y Juntas  consul- 
tivas con  carácter  oficial. 

Quinta.  Los  de  las  Cámaras  de  comercio  y Socie- 
dades Económicas  de  Amigos  del  País. 

Sexta.  Profesores  de  enseñanza  superior  ó secun- 
daria de  Escuelas  especiales,  de  Academias  de  Bellas 
artes,  de  aplicación,  y de  cualquier  otro  estableci- 
miento oficial  de  instrucción. 

Sétima.  Doctores,  licenciados  y bachilleres  en  cual- 
quiera facultad,  y los  que  lo  sean  en  artes. 

Octava.  Abogados,  médicos,  ingenieros,  arquitec- 
tos, farmacéuticos,  veterinarios,  notarios,  procurado- 
res, y los  que  tengan  título  de  profesor  mercantil  ó 
cualquier  otro  profesional. 

Novena.  Los  que  hayan  publicado  alguna  obra 
científica. 

Décima.  Miembros  de  las  Juntas  directivas  de  So- 
ciedades legalmente  constituidas  para  el  fomento  de 
la  instrucción,  de  las  ciencias,  de  las  artes,  industria, 
agricultura,  para  obras  de  beneiicencia  y coopera- 
tivas. 

Undécima.  Empleados  del  Estado,  de  corporacio- 
nes provinciales  ó municipales,  con  4.000  pesetas  de 
sueldo  anual  en  Madrid  y poblaciones  de  30.000  ha- 
bitantes, y de  2.000  en  las  demás. 

Duodécima.  Cesantes  y jubilados  de  todas  las  ca- 
rreras, con  el  haber  pasivo  anual  de  2.500  pesetas  en 
poblaciones  que  Lengan  más  de  30.000  almas,  y de 
1.250  en  las  restantes. 

Décimatcrcera.  Retirados  del  ejército  y armada 
que  gocen  el  haber  pasivo  anual  de  2.000  pesetas  en 
poblaciones  mayores  de  30.000  habitantes,  y de  1.000 
en  las  que  no  lleguen  á aquel  número. 
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Décimacuarta.  Condecorados  con  la  cruz  de  la 
Orden  civil  de  Beneficencia. 

Décimaquinta.  Profesores  de  Colegios  incorpora- 
dos & Universidad  ó Instituto. 

Décimasexta.  Contribuyentes  que  paguen  como 
cuota  máxima  anual  por  contribuciones  directas,  sin 
deducir  los  recargos,  300  pesetas  los  domiciliados  en 
poblaciones  de  más  de  100.000  almas  ó habitantes; 
225  los  que  lo  estén  en  las  que  sin  llegar  á aquel  nú- 
mero pasen  de  40.000;  150  en  las  que  liegaDdo  á 
20.000  no  excedan  de  40.000,  y de  75  pesetas  en  las 
restantes. 

Para  computar  las  contribuciones  á que  se  refiere 
el  número  precedente,  se  tendrán  en  cuenta  las  que 
el  contribuyente  pague  en  su  domicilio  ó fuera  de  él, 
considerándose  como  bienes  propios  para  computar 
la  contribución: 

(a)  Con  respecto  á los  maridos,  los  de  sus  muje- 
res, mientras  subsista  la  sociedad  conyugal. 

(¿)  Con  respecto  á los  padres,  los  de  sus  hijos,  de 
que  sean  legítimos  administradores. 

(c)  Con  respecto  á los  hijos,  los  suyos  propios  de 
que  por  cualquier  concepto  sean  sus  madres  usu- 
fructuarias. 

(d)  Con  respecto  á los  socios  de  Compañías  que 
no  sean  anónimas,  se  les  computará  la  contribución 
proporcionalmente  al  interés  que  cada  uno  tenga  en 
ellas,  y no  siendo  conocido,  por  iguales  partes. 

(e)  Con  respecto  á los  arrendatarios  ó aparceros, 
se  les  computará  la  tercera  parte  del  total  de  las  cuo- 
tas, y las  dos  restantes  al  propietario. 

En  los  territorios  de  las  Audiencias  de  lo  crimi- 
nal de  las  provincias  de  Alava,  Guipúzcoa,  Vizcaya 
y Navarra,  se  fijarán  las  cuotas  equivalentes  á las 
contribuciones  directas  tomándolas  de  los  impuestos 
provinciales  en  cuanto  fuere  posible,  y asimilando  las 
categorías  de  los  contribuyentes  á la  escala  de  po- 
blación y de  cuotas  señaladas  en  el  núm.  10  del  ar- 
tículo anterior. 

Si  por  la  forma  especial  de  la  tributación  en  di- 
chas provincias  no  pudieran  establecerse  reglas  fijas 
y exactas  para  determinar  la  cualidad  de  contribu- 
yentes en  los  que  hayan  de  ser  jurados,  se  buscarán 
las  analogías  posibles  en  la  propiedad  que  posean,  la 
industria  que  ejerzan  ó la  renta  que  satisfagan. 

Palacio  del  Congreso  18  de  Abril  de  1887.— Cayo 
López  Fcrnandez.=Antonio  Ramos  Calderon.=Bene- 
dicto  Antequera.=Santos  López  Peiegrín.==  Manuel 
Pricto.=Alfonso  Gonzalez.=Lui$  del  Rey.» 

El  Si*.  PRESIDENTE:  La  Comisión  tiene  la  pa- 
labra, y dirá  si  acepta  ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  no  la  admite. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  López  tiene  la  pa- 
labra para  defender  su  enmienda. 

El  Sr.  LOPEZ  FERNANDEZ  (D.  Cavo):  No  por 
recurso  oratorio  ni  por  precepto  del  arte  impetro  hoy 
la  benevolencia  de  los  Sres.  Diputados,  sino  porque 
me  es  de  todo  punto  necesaria  si  he  de  poder  dar  for- 
ma á mis  pensamientos  por  medio  de  la  palabra.  Mu- 
chos años  han  trascurrido  desde  que  por  primera  vez 
vine  á ocupar  estos  bancos,  y desde  entonces,  apenas 
si  en  alguna  ocasión  me  be  determinado  á molestar 
la  atención  de  los  Sres.  Diputados,  y eso  por  cumpli- 
miento ineludible  de  forzosos  deberes,  porque  cono- 
ciendo la  debilidad  de  mis  fuerzas,  he  tenido  siempre, 
lo  mismo  que  tongo  ahora,  un  verdadero  temor  al  di- 
rigiros la  palabra.  Rion  podéis  creerlo,  Sres.  Diputa- 


dos: no  es  por  un  pueril  afan  ni  por  una  exhibición 
ridicula  que  se  compadece  mal  con  la  seriedad  de  mi 
carácter  y con  la  circunspección  que  determinan  los 
años  por  lo  que  procuro  vencer  el  temor  que  siempre 
me  ha  dominado,  y me  decido  al  cabo  á dirigiros  Ja 
palabra,  aun  á riesgo  de  causar  una  verdadera  moles- 
tia á los  que  tengan  la  paciencia  de  escucharme:  es 
porque  entiendo  que  cumplo  con  un  sagrado  deber 
obedeciendo  á los  dictados  de  mi  conciencia,  concu- 
rriendo con  la  escasez  de  mis  medios  á que  ia  ley  que 
se  debate  sea  todo  lo  más  perfecta  posible. 

Cuando  un  ordenamiento  jurídico  como  el  pre- 
sente, que  ha  de  cambiar  por  completo  el  aspecto  le- 
gal del  país,  es  objeto  de  la  atención  de  la  Cámara, 
entiendo  yo,  que  he  debido  proponer  aquello  que  con- 
tribuya y pueda  contribuir  á que  la  ley  tenga  condi- 
ciones de  robustez,  de  vida  y de  más  perfecto  des- 
arrollo. Y ¿por  qué  no  he  de  decirlo,  Sres.  Diputados? 
Yo  abrigo  el  justo  y legítimo  temor  deque  el  proyecto 
tal  como  ha  salido  de  la  Comisión , adolece  de  vicios 
y de  defectos  que  han  de  ser  causa  determinante  de 
que  no  se  arraigue  en  el  espíritu  legal  del  país.  Y 
como  yo  soy  verdaderamente  partidario  del  Jurado  y 
lo  soy  entre  otras  cosas,  por  dos  razones:  primera, 
porque  es  el  juicio  de  los  vecinos,  el  juicio  de  los  que 
están  en  aptitud  de  conocer  la  acción  perturbadora 
del  derecho,  el  agente  á quien  se  puede  imputar  la 
perturbación  del  mismo  y las  condiciones  de  los  me- 
dios probatorios,  y en  este  concepto  no  hay  duda  al- 
guna que  es  una  garantía  de  acierto  y de  que  el  de- 
recho se  llegará  á cumplir  armónica  y acertadamen- 
te; y la  segunda,  porque  los  delitos  siempre  se 
manifiestan  de  una  manera  dislinta,  especifica  6 indi- 
vidual, habiendo,  por  consecuencia,  necesidad  absoluta 
también  de  que  se  aprecien  en  su  infinita  escala,  con 
todos  sus  accidentes  múltiples  y complejos,  porque 
cuando  se  realiza  un  hecho  justiciable,  hay  que  ob- 
servar las  condiciones  del  individuo,  las  causas  de- 
terminantes del  acto,  el  cómo,  el  cuándo,  el  medio, 
la  ocasión,  la  extensión  del  mal,  su  cuantidad  y los 
demás  elementos;  y todos  estos  elementos  que  flotan 
allá  en  la  atmósfera  donde  se  realiza  el  acto,  esto  solo 
lo  puede  apreciar  la  conciencia  herida  instantánea- 
mente por  la  luz  í[iie  de  los  mismos  elementos  irra- 
dia, y el  Jurado,  con  su  criterio  moral,  sin  oblitera- 
ción de  ningún  género,  sin  desgaste  de  ninguna  clase, 
que  siempre  produce  el  continuo  ejercicio;  el  .Turado, 
digo,  recibe  aquella  impresión  con  más  viveza  y más 
energía,  al  paso  que  los  que  tienen  la  obligación  de 
juzgar,  procuran  adaptar  una  medida  siempre  fija  é 
invariable,  con  la  cual  pretenden  medir  el  mal  y sus 
consecuencias;  es  decir,  que  el  juzgador  de  derecho, 
por  el  hábito,  por  la  costumbre,  quiere  medir,  y mide 
siempre,  la  extensión  del  mal  y sus  consecuencias 
aplicando  aquellas  reglas  que  tienen  límites  rígidos  é 
inflexibles,  al  paso  que  el  Jurado,  libre  su  conciencia, 
sin  lazos  que  lo  sujeten  ni  moldes  que  la  compriman, 
mide  la  extensión  del  mal  con  elástico  patrón,  que  se 
dilata  ó contrae  según  sus  dimensiones;  y yo,  que  en 
este  concepto  soy  sincero  amante  del  Jurado,  que  lo 
considero  como  antemural,  más  que  de  las  libertades 
públicas,  á las  que  sigue  siempre  tan  do  cerca  como 
la  sombra  sigue  al  cuerpo;  yo,  que  entiendo  que  el 
Jurado,  más  que  antemural  "de  las  lil^ertades  públi- 
cas, es  antemural  de  la  seguridad  individual,  deseo, 
con  toda  mi  alma,  que  se  encarne  en  la  vital  esencia 
de  mi  Patria,  que  se  compenetre  con  las  costumbres 
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naciorales  y que  venga  á contribuir  á dar  á nuestro 
pueblo  el  enérgico  vigor  que  dignifica  y enaltece,  oxi- 
genando su  empobrecida  sangre  por  tantos  siglos  de 
ignorancia  y despotismo  al  respirar  el  aire  de  la  li- 
bertad bajo  el  dosel  de  la  justicia. 

En  este  sentido,  Sres.  Diputados,  tengo  yo  el  mis- 
mo deseo  que  tiene  el  Gobierno,  el  mismo  deseo  que 
tiene  la  Comisión  y el  mismo  deseo  que  tenéis  la 
gran  mayoría  de  todos  vosotros;  y dicho  se  está,  que 
vengo  á este  debate  sin  otro  propósito  que  aquel  que 
determina  el  común  deseo  de  acertar  en  todo  aquello 
que  pueda  contribuir  á que  la  ley  que  se  discute  tenga 
las  mejores  condiciones  de  posible  realización  y de 
respetabilidad  necesaria  para  que  sea  estable  y du- 
radera. En  este  concepto,  yo  no  riño  con  la  Comi- 
sión, discuto  con  los  individuos  de  ella,  como  perte- 
necientes á mi  propia  familia,  sobre  ios  medios  que 
pueden  contribuir  á que  sea  electivo  el  logro  de  nues- 
tras comunes  aspiraciones  6 ideales. 

Parecerá  acaso  á algunos  que  la  enmienda  que 
vo  sostengo,  enmienda,  señores,  que  es  un  verdadero 
sistema,  opuesto  á otro  sistema,  como  ya  tendré  oca- 
sión de  decir  más  adelante,  razou  por  la  cual,  y com- 
prendiendo cuatro  artículos,  yo  espero  de  la  bien  pro- 
bada longanimidad  del  Sr.  Presidente,  que  aunque 
mis  propósitos  son  los  de  ser  breve,  tenga  eu  cuenta 
esta  súplica,  por  si  contra  mi  voluntad  resultase  mi 
discurso  más  largo  de  lo  que  me  propongo;  acaso, 
digo,  parecerá  á algunos  que  mi  enmienda  no  es  tan 
liberal  como  el  articulo  del  dictámen  de  la  Comisión 
al  que  pretendo  sustituya,  y no  es  así  seguramente. 
Lo  que  hay  es,  que  yo  deseo  que  no  pueda  llegar  un 
dia  en  que  desprestigiada  la  institución  del  Jurado, 
se  baga  odiosa  y caiga  al  fin  herida  de  muerte  por  la 
indiferencia  y el  desprecio;  lo  que  hay  es,  que  no 
quiero  que  pueda  llegar  ninguna  ocasión  en  que  pue- 
dan ser  aplicables  las  palabras  que  aquí  se  han  dicho 
en  contra  de  esa  institución,  y las  mismas  que  se 
estamparon  en  aquel  célebre  decreto  de  3 de  Enero 
de  1875,  en  el  que  se  decretaba  su  supresión;  lo  que 
bay  en  fin,  es.  que  yo  deseo  que  la  institución  del  Ju- 
rado se  regule  con  arreglo  al  progreso  de  la  ciencia 
jurídico-política,  sin  olvidar  por  eso  las  condiciones 
del  país  en  que  habitamos.  Porque,  Bree.  Diputados, 
una  ley  que  no  se  informa  en  las  realidades  de  la  vida 
social  de  un  puebló,  que  no  tiene  además  el  sello  de 
su  carácter  nacional,  no  tiene  condiciones  de  práctica 
existencia;  podrá  sor  una  abstracción  metafísica  hecha 
para  ejercitar  el  entendimiento  en  una  especie  de  gim- 
nasia intelectual,  pero  sin  aplicación  posible,  porque 
las  leyes  se  hacen  para  los  hombres  y no  se  han  de 
crear  los  hombres  para  las  leyes. 

Después  de  todo,  yo  he  de  decir,  porque  el  pensa- 
miento es  profundo,  y sin  querer  engalanarme  con 
aquello  que  no  me  corresponde,  lo  que  un  célebre 
publicista  ha  dicho:  que  cuando  se  trata  de  hacer  una 
ley  no  se  trata  más  que  de  la  eliminación  de  una  in- 
cógnita del  gran  problema  social.  Dados  los  términos 
conocidos,  las  costumbres,  la  laboriosidad,  la  instruc- 
ción, la  riqueza,  etc.,  de  uu  pueblo,  averiguar  qué  ley 
le  es  más  conveniente  en  cada  período  do  su  historia. 
Por  olvidar  este  apotegma  de  sociología  política,  se 
vieron  revueltos  y sediciosos  los  pueblos  de  la  Vieja 
Castilla,  negando  su  obediencia  al  Código  inmortal  de 
las  Partidas,  y profiriendo  en  su  lugar  prestársele  ai 
Libro  de  las  Behetrías  y al  fuero  de  los  Fijos-dalgos 
y Viejo  de  Castilla,  basta  que  después,  con  el  tras- 


curso de  los  tiempos  y por  la  mayor  cultura  de  los 
mismos,  se  solicitó  en  las  Córtes  de  Alcalá  su  obser- 
vancia obligatoria. 

Es  siempre  el  método,  Sres.  Diputados,  conve- 
niente en  todo  Lrabajo  técnico;  pero  cuando  se  trata 
de  una  discusión  de  la  naturaleza  de  la  presente,  más 
que  conveniente  es  de  absoluta  necesidad,  si  hemos 
de  llegar  A soluciones  concretas  y positivas;  y obede- 
ciendo este  aforismo  dialéctico,  expondré  la  tesis  que 
sostengo  enfrente  de  la  tésis  de  la  Comisión,  y des- 
pués enumeraré,  según  lo  permitan  mis  débiles  fuer- 
zas,  las  razones  científicas,  las  que  suministra  la  his- 
toria, la  legislación  comparada  y las  opiniones  de 
algunas  autoridades  en  la  materia;  pero  todo  con  gran 
brevedad,  para  molestar  á la  Cámara  lo  ménos  po- 
sible. 

Entiende  la  Comisión  que  para  ser  jurado  es  su- 
ficiente estar  en  el  pleno  uso  de  los  derechos  civiles 
y políticos,  tener  determinada  edad,  ser  cabeza  de  fa- 
milia y ser  vecino  de  un  pueblo  determinado,  llevan- 
do en  él  cierto  número  de  años  de  residencia;  y yo 
entiendo  que  esto  no  basta,  sino  que  es  necesario  que 
en  aquellos  que  han  de  formar  parte  de  la  justicia 
popular  coucurran  ciertos  signos  externos,  ciertos 
atributos  exteriores  por  los  cuales  se  venga  á dedu- 
cir la  capacidad  y la  independencia  con  que  hayan  de 
ejercitar  sns  funciones  en  bien  de  la  sociedad. 

Señores  Diputados,  era  mucho  lo  que  tenía  que 
decir  conforme  al  proyecto  de  discurso  que  tenía  for- 
mado en  abstracto,  pero  aunque  no  haya  de  decirlo 
todo,  no  puedo  prescindir  de  hacerme  cargo  de  cier- 
ta variación  que,  aunque  parezca  liviana,  tiene  sin  em- 
bargo verdadera  importancia. 

La  ley  exige,  entre  otras  condiciones,  la  vecindad 
con  cuatro  años  de  residencia,  y puesto  que  lo  que 
determina  el  conocimiento  es  la  residencia,  es  el  do- 
micilio, paréceme  supérfiua  la  exigencia  de  la  vecin- 
dad, porque  la  vecindad  so  determina  por  la  inscrip- 
ción en  el  padrón  municipal,  sin  que  sea  forzoso  que 
el  vecino  resida  en  el  pueblo  donde  tenga  aquel  ca- 
rácter, y la  prueba  es  que  muchos  solicitan  la  vecin- 
dad en  un  pueblo  distinto  de  aquel  donde  residen,  y 
esto,  ó porque  quieren  disfrutar  de  los  beneficios  que 
disfrutan  ios  vecinos,  ó porque  quieren  evitar  los  sin- 
sabores que  en  sus  mismos  pueblos  sufren , y el  do- 
micilio lo  determina  la  residencia  fija  en  un  punto 
dado,  con  casa  abierta  y con  ánimo  de  permanecer 
allí.  Esto  es  lo  que,  en  úlLimo  Lermino,  significa  la 
palabra  domicilio , cuyo  origen  etimológico  es  domum 
CQttere\ de  la  antigua  hermenéutica  romana.  Pero  como, 
ai  íin,  el  juicio  por  jurados  es  el  juicio  de  vecindad, 
es  decir,  de  los  que  residan  en  punto  donde  mejor 
puedan  conocer  el  delito,  ai  acusado  y las  condicio- 
nes de  ios  medios  probatorios,  es  indudable  que  se 
encuentran  en  mejores  condiciones  para  ello  aquellos 
que  tienen  su  domicilio  y residencia  en  un  punto  de- 
terminado, aun  cuando  no  se  hallen  inscritos  en  el  pa- 
drón vecinal,  que  los  que  estándolo  la  tengan  y ha- 
biten eu  muy  distintos  lugares. 

Hoy  el  Jurado,  Sres.  Diputados,  no  es  lo  que  era 
en  tiempo  del  primero  de  los  Plantagenet  Enrique  II 
de  Inglaterra,  más  bien  que  un  tribunal  para  los  he- 
chos, un  testimonio  de  los  mismos,  colectivo  y privi- 
legiado, emanación  indudablemente  del  Fauck  Glege, 
antigua  ley  que  exigía  la  responsabilidad  maucomu  - 
nada  cuando  alguna  perturbación  del  derecho  so  rea- 
lizaba en  alguna  comarca  ó punto  determinado.  Es 
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realmente  el  Jurado  un  tribunal  verdadero,  y sus 
miembros  verdaderos  jueces,  que  han  de  fallar  sobre 
los  hechos  con  arreglo  á su  conciencia  y esta  que  es 
la  premisa,  exige  como  consecuencia  indispensable 
que  estén  dotados  de  todos  los  requisitos  de  capaci- 
dad, de  integridad  y de  rectitud  de  juicio  necesarios, 
aquellos  que  lian  de  juzgar  sobre  la  vida,  sobre  la 
honra  y sobre  la  fortuna  de  sus  conciudadanos.  Si  el 
poder  de  la  justicia  es  tan  grande  que  según  la  so- 
berbia frase  de  Seliler  juzgar  es  reinar , es  preciso,  de 
absoluta  precisión,  que  la  ley  fije  de  antemano  las 
condiciones  que  deben  adornar  á los  que  han  deejer 
cer  la  alta  potestad  de  la  justicia,  y sirvan  de  garan- 
tías de  independencia,  integridad  y recLitud. 

De  esto  so  desprende  como  legítimo  corolario  que 
no  es  verdad  lo  que  aquí  se  ha  dicho  respecto  á que 
el  formar  parte  del  Jurado  es  un  derecho  individual 
é inherente  á la  personalidad  humana;  porque  aparte 
de  otras  razones,  los  derechos  son  renunciables,  y éste, 
lejos  de  ser  renunciábie,  se  impone  como  verdadero 
deber  que  el  ciudadano  tiene  que  cumplir.  Es  senci- 
llamente una  función,  y como  lal  claro  está  que  tie- 
nen que  ejercerla  aquellos  miembros  del  organismo 
social  que  tengan  aptitud  para  la  finalidad  del  insti- 
tuto; porque  toda  función  supone  siempre  el  cumpli- 
miento racional  del  fin  á que  se  refiere.  ¿Es  posible 
que  todos  los  órganos  del  cuerpo  humano  desempe- 
ñen las  mismas  funciones?  De  ninguna  manera,  por- 
que entonces  sería  preciso  que  la  oreja  fuese  capaz 
de  respirar  como  lo  es  el  pulmón.  Luego  solamente 
por  el  hecho  de  ser  ciudadano  de  un  Estado  y por  tener 
determinadas  condiciones  de  edad,  residencia,  etc.,  no 
se  deduce  que  ese  ciudadano  tenga  las  condiciones  de 
independencia  de  carácter,  de  valor,  de  dignidad,  de- 
ducidas por  signos  y atributos  externos  por  los  cua- 
les se  pueda  inducir  que  sabria  vencer  y dominar  to- 
das las  dificultades  que  se  oponen  muchas  veces  á la 
misión  de  los  que  están  investidos  con  la  soberana 
potestad  de  administrar  la  justicia. 

Con  esa  desigualdad,  que  constituye  el  fondo  y la 
esencia  de  los  organismos  sociales,  no  es  posible  exi- 
gir en  todos  y cada  uno  de  sus  miembros  la  misma 
posiciou,  la  misma  cultura,  el  mismo  valor,  la  mis- 
ma energía;  luego  si  la  absorción  de  las  voluntades 
se  realiza  en  el  mundo  moral  de  la  misma  manera 
que  la  atracción  en  el  mundo  físico  en  razón  directa 
de  la  masa  y de  la  densidad,  es  preciso  deducir  que 
tiene  mayores  condiciones  de  aptitud,  capacidad  é 
independencia  el  hombre  fuerte  por  su  posición  y por 
la  cultura  de  su  entendimiento,  que  aquel  que  sea 
débil  por  esa  misma  posición,  por  la  ignorancia  y por 
su  poco  cultivado  entendimiento. 

iüjalá  que  por  un  acto  enérgico  de  la  más  pode- 
rosa voluntad  pudiéramos  llegar  á que  todos  los  hom- 
bres fueran  igualmenLe  capaces,  igualmente  aptos, 
igualmente  independientes,  para  entregarles  sin  te- 
mor la  soberanía  de  la  justicial  Pero  como  esto  no 
es  posible,  dada  la  realidad  de  la  vida,  sin  que  valgan 
metafísicas  y teologías;  como,  al  fin  y al  cabo,  las 
leyes  se  dan  para  séres  reales  y no  para  séres  imagi- 
narios, es  preciso  buscar  estos  atributos  exteriores, 
estos  predicamentos,  estas  categorías,  según  los  cua- 
les se  engendre  la  persuasión,  el  convencimiento,  ya 
que  la  evidencia  es  imposible,  de  que  los  encargados 
de  administrar  justicia  en  nombre  del  pueblo  reúnan  , 
las  condiciones  necesarias  para  desempeñar  tan  ele-  , 
vuda  función. 


Yo  no  me  cansaré  de  repetirlo;  en  una  sociedad 
no  todos  sus  individuos  quieren,  sienten  y piensan 
de  la  misma  manera,  de  modo  que  todos  deban  con- 
tarse como  unidades  iguales  en  una  adición  social,  y 
como  la  administración  de  justicia  no  es  un  simple 
problema  de  aritmética,  es  claro  que  todos  los  indi- 
viduos, por  el  hecho  de  ser  ciudadanos,  no  es  posible 
que  desempeñen  el  cargo  de  jurados,  porque  enton- 
ces sería  preciso  que  todo  un  pueblo  entendiera  «en  ei 
juicio  y se  dictara  el  veredicto  en  una  asamblea  ge- 
neral; y como  esto  no  es  posible,  de  aquí  la  necesi- 
dad de  que  intervenga  cu  representación  del  pueblo 
la  parte  de  la  Nación  más  á propósito  para  desem- 
peñar la  función  judicial,  como  nosotros  los  repre- 
sentantes del  país  somos  la  parte  del  mismo  encar- 
gados de  desempeñar  la  función  legislativa. 

En  este  sentido,  el  Jurado  es  indudablemente  el 
representante  del  pueblo;  pero  con  capacidad  jurídica 
/ la  cultura  bastante  para  que  pueda  encarnar  en  su 
conciencia  la  idea  del  derecho.  Se  equivocan  mucho, 
pues,  aquellos  que  entienden  que  el  Jurado  es  uu  de- 
recho político  concedido  al  ciudadano;  porque  si  eso 
fuera  cierto,  el  criminal  que  no  hubiera  perdido  el 
carácter  de  ciudadanía,  tendría  derecho  á formar  parte 
del  Jurado;  y sin  embargo,  los  individuos  de  ia  Comi- 
sión, y por  ello  les  felicito,  han  eliminado,  no  solo  al 
criminal,  sino  al  que  es  reincidente,  en  lo  cual  han 
obedecido  al  principio  de  prestigio  del  Jurado,  y han 
querido  evitar  que  formen  parte  de  él  personas  que, 
presumiéndolas  sin  honra,  no  pueden  juzgar  honrada- 
mente. ¿Por  qué  la  Comisión  no  es  consecuente  con 
ese  mismo  principio  del  prestigio  del  Jurado,  y eli- 
mina á los  que  por  su  ignorancia,  á los  que  por  su 
inmoralidad,  hayan  de  ser  causa  del  desprestigio  de 
la  institución,  y de  que  el  Júralo  no  arraigue  en  las 
costumbres  del  país?  Hay  cu  esto  una  verdadera  falta 
de  lógica,  porque  el  que  quiere  el  antecedente  quiere 
el  consecuente,  y si  la  Comisión,  por  ei  prestigio  del 
instituto  no  juzga  dignos  de  ser  miembros  de  la  jus- 
ticia popular  á los  suspiciados  de  delito,  como  es  ley 
en  la  dialéctica  la  aplicación  constante  de  un  princi- 
pio á casos  iguales  ó de  idéntica  naturaleza,  es  claro 
que  siendo  consecuentes,  para  que  no  se  desprestigie 
la  justicia  popular,  han  debido  de  reputarse  incapa- 
ces cuantos  por  su  ignorancia  é ineptitud  han  de  ser 
causa  eficiente  de  que  se  desacredite  y desprestigie 
la  institución  del  Jurado.  Se  ha  faltado,  pues,  á la  ló- 
gica, porque  donde  hay  la  misma  razón,  allí  debe 
haber  la  misma  disposición.  Ubi  eadem  est  ratio , ibi 
debet  esse  eadem  legis  dispositio.  Ante  un  escollo  seme- 
jante ( y sobre  esto  suplico  que  fijen  la  atención  los 
Sres.  Diputados),  la  Comisión  adopta  un  medio  parí 
salvarlo;  medio  ó recurso  que  no  lo  toméis  como  una 
especie  de  exageración,  ni  es  científico,  ni  está  en  ar- 
monía con  las  condiciones  mediinte  las  que  puede 
tener  existencia  la  justicia  popular. 

A la  amplitud  con  que  se  forman  las  primeras 
listas,  según  los  arts.  8.°  y 14  del  proyecto,  á esa 
especie  de  sufragio  universal,  en  el  cual  se  compren- 
den todos  aquellos  que  sepan  dibujar  su  nombre, 
porque  esto  es  saber  escribir;  todos  aquellos  que  se- 
pan deletrear,  porque  esto  os  saber  leer;  todos  aque- 
llos que  tengan  determinada  edad  y sean  cabezas  de 
familia,  así  no  sean  cabezas  más  que  de  sí  mismos, 
se  encarga  una  junta  de  selección,  mejor  dicho,  de 
espurgo,  de  eliminación,  de  desecho  de  este  gran  re- 
baño humano,  ¿á  quién?  á seis  de  ios  más  ricos  pro- 
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pietarios  é industriales  en  cada  localidad,  los  cuales, 
sin  más  criterio  que  su  conciencia,  hacen  nueve  des- 
echos, nueve  espurgos,  nueve  eliminaciones,  y vie- 
nen á dejar  la  décima  parte,  la  cual  ha  de  ser  la  que 
constituya  la  lista  definitiva  del  Jurado;  es  decir,  se- 
ñores de  la  Comisión,  que  habéis  venido  á parar  al 
sisLema  de  las  categorías,  que  se  impone  por  su  ver- 
dad, por  su  justicia,  puesto  que  exigís  el  censo  edmo 
signo,  como  atributo  exterior  de  la  independencia  de 
los  que  han  de  formar  la  Junta  selectora,  que  yo  lla- 
mo de  desecho,  y ai  mismo  tiempo  buscáis  este  mis- 
mo signo  externo  para  regular  la  aptitud  de  los  que 
han  de  constituir  la  décima  parte,  ó sea  la  lista  de 
jurados  definitiva;  solamente  que  en  lugar  de  dejár- 
selo á la  ley  para  que  por  su  ministerio  todos  tuvie- 
ran el  carácter  de  jurados,  en  lugar  de  colocarlos  á 
priori  en  una  categoría,  para  que  luego  después  vi- 
niera la  suerte  á designarlos  para  tan  elevadas  fun- 
ciones, en  lugar  de  eso,  lo  que  habéis  hecho  ha  sido 
designar  á los  seis  más  ricos  de  la  capital  del  parti- 
do para  que  hagan  lo  que  debiera  estar  encomenda- 
do á la  ley.  ¿Es  esto  todo  lo  que  han  hecho  los  señores 
de  la  Comisión,  con  una  inteligencia  tan  perspicaz? 
Pero,  ¿no  han  reparado  los  individuos  de  la  Comisión, 
con  tener  un  entendimiento  tan  conspicuo,  que  al 
mismo  tiempo  que  desnaturalizaban  el  Jurado  crea- 
ban una  verdadera  oligarquía  confiriendo  á los  12 
mayores  terratenientes  y seis  más  ricos  industriales 
el  inmenso  poder  de  nombrar  sin  más  limitación  que 
su  conciencia  á los  que  juzguen  más  aptos  para  admi- 
nistrar justicia  en  representación  del  pueblo? 

Realmente,  saliéndoos  del  camino  que  os  habíais 
trazado,  buscáis  en  la  riqueza  un  signo  de  indepen- 
dencia, lo  cual  yo  no  repruebo  ciertamente,  porque 
eso  forma  parte  del  sistema  que  defiendo;  pero  de  tal 
manera  habéis  exagerado  las  consecuencias,  que  sin 
otras  condiciones,  habéis  conferido  á un  exiguo  núme- 
ro de  ricos,  que  sin  más  que  la  condición  de  riqueza 
tienen  esta  facultad  de  espurgo,  de  selección,  de  des- 
echo. Es  decir,  los  habéis  investido  con  el  carácter  de 
grandes  electores  del  Jurado. 

Señores  Diputados,  ¡qué  tristes  consecuencias  pue- 
den deducirse  de  tan  poco  meditado  principio,  si  por 
desgracia  la  pasión  polílica,  las  pasiones  personales, 
las  pasiones  de  intereses  puramente  locales  y otras  de 
peor  especie,  fueran  las  causas  determinantes  de  la 
elección  que  por  aquellos  se  haga! 

Esto  es  muy  posible  que  suceda,  porque  al  ñn  los 
cuatro  más  ricos  propietarios,  los  dos  más  ricos  indus- 
triales, sorteados  con  otros  12  más  de  igual  categoría 
que  en  junto  forman  18,  muy  bien  pueden,  por  la  mis- 
ma razón  de  que  pertenecen  á una  misma  clase  y por- 
que viven  en  un  mismo  pueblo,  pueden  tener  las  mis- 
mas afecciones,  las  mismas  simpatías,  los  mismos 
ódios,  y puestos  en  connivencia  podían  designar  para 
que  desempeñen  la  alta  función  de  la  justicia,  á los 
que  reputándolos  más  aptos  lo  sean  en  realidad  úni- 
camente para  servir  desde  el  augusto  tribunal  de  la 
justicia  intereses  bastardos  y deleznables  en  contra 
de  los  generales  del  país. 

Por  ahí  viene  el  desprestigio  de  la  institución,  y 
esto  es  lo  que  yo  temo;  y porque  quiero  libertar  mi 
responsabilidad,  y porque  no  quiero  que  se  ruborice 
mi  frente,  cuando  el  diado  mañana  se  nos  inculpo  de 
que  el  Jurado  no  arraiga  en  nuestra  Patria,  por  esto 
vengo  á dar  este  toque  de  alerta,  para  ver  si  nos  apar- 
tamos del  precipicio  A que  indudablemente  camina- 


mos. Pero  yo  prescindo  de  esto,  por  más  que  sea  mu- 
cho  prescindir;  yo  supongo  que  estos  temores  mios 
no  se  hayan  de  realizar  nunca;  pero  yo  os  pregunto, 
Sres.  Diputados:  ¿es  que  no  hay  otros  peligros  que 
temer,  y otras  contingencias  que  se  deban  evitar?  Los 
que  con  ánimo  débil  no  aprecian  en  cuanto  vale  la 
alta  misión  de  ser  miembro  de  la  popular  justicia, 
siendo  individuos  de  un  Jurado;  esas  clases  conser- 
vadoras tan  tímidas,  como  murmuradoras,  que  siem- 
pre critican  y censuran,  y nunca  hacen  nada  para  que 
se  consoliden  las  instituciones,  esas  clases,  indudable- 
mente han  de  ir  á la  Junta  selectora,  y han  de  soli- 
citar que  los  libren  de  lo  que  ellos  juzgan  que  es  una 
pesada  carga,  sin  que  les  importe  el  riesgo  de  pasar 
plaza  de  inmorales  ó de  ignorantes,  porque  eso,  en 
último  resultado,  ha  de  ser  la  causa  aparente  de  eli- 
minaciones que  ha  do  realizar  la  Junta:  y esos  otros 
que  solo  se  mueven  por  intereses,  por  pasiones  de 
aquellas  que  salen  á la  superficie  cuando  se  caldean 
y hierven  las  impurezas  de  la  vida  real,  esos  otros, 
por  esos  mismos  intereses,  por  gozar  el  estipendio  del 
cargo,  porque  al  fin  y al  cabo  aquí  se  ha  de  satisfa- 
cer un  jornal  por  el  oficio  de  jurado,  esos,  por  gozar 
el  estipendio  del  cargo,  repito,  de  la  misma  manera 
que  si  desempeñasen  un  oficio  manual  y rudimenta- 
rio; esos,  j'or  el  contrario,  solicitarán  que  se  les  con- 
fiera el  que  los  primeros  rechazaron;  y entonces  ha- 
bréis colocado  á esa  Junta  de  grandes  selectores,  en 
grave  ocasión  de  pecado,  y sereis  reos,  por  consi- 
guiente, cuando  ménos,  de  imprudencia  temeraria; 
porque  siendo  la  prevaricación  ocasional,  vosotros 
que  creáis  la  ocasión,  habréis  creado  el  peligro. 

¡Dios  nos  libre  á los  que  somos  amantes  de  la  ins- 
titución del  Jurado,  de  que  en  esta  hidalga  tierra  es- 
pañola, tan  fértil  en  producir  gentes  aficionadas  á 
vivir  hidalgamente,  sin  arrostrar  las  penalidades  del 
trabajo,  Dios  nos  libre,  vuelvo  á decir,  (le  que  esas 
gentes  que  caen  como  bandadas  de  cuervos  en  cam- 
pos de  carnicería,  no  encuentren  allí  un  medio  de 
lucro  para  gozar  algunos  dias  de  huelgas,  esparci- 
mientos, dándose,  por  añadidura,  una  importancia  y 
tono  que  tanto  gusta  A cierta  clase  de  gentes!  por- 
que entonces,  esla  gran  Junta  de  desecho,  esta  gran 
Junta  selectora,  habrá  de  verse  en  una  verdadera  ob- 
sesión , y no  la  habrían  de  dejar  descansar  aquellos 
que  van  á buscar  el  estipendio  del  cargo.  Entonces, 
si  esos  temores  se  realizaran,  se  reproduciría  en  nues- 
tra desgraciada  Patria  el  ejemplo  de  losEliastas  Ate- 
nienses, de  aquellas  turbas  inquietas  y constante- 
mente ociosas,  subvencionadas  por  el  Estado.  Y do 
esto  Leñemos  ya  cierto  esbozo  debido  A nuestra  ma- 
nera de  ser  moderna;  y tenemos  este  esbozo  en  esos 
confeccionadores  de  comités  políticos,  especialmente 
en  las  localidades  pequeñas,  que  no  hay  nadie  que 
tenga  como  ellos  la  habilidad  de  formarlos  al  vapor, 
para  que  respondan  A sus  fines,  y en  esos  otros  vivi- 
dores electorales  que  siempre  vienen  A ofrecer  sus 
aéreos  prestigios  y su  fantasmagórica  influencia  A 
todos  los  candidatos,  y particularmente  A aquellos 
que  tienen  cierta  posición  y riqueza.  Y no  quiero  se- 
guir por  este  terreno,  en  vía  ascendente,  porque  es 
muy  peligroso  y expuesto  A dificultades  que  por  hoy 
me  propongo  el  evitar. 

Todos  estos  males  se  evitan  con  el  sistema  cate- 
górico aleatorio,  porque  excluyendo  la  selecion  per- 
sonal, siempre  expuesta  á grandes  peligros,  con  mi 
sistema  sucede  que  la  ley,  por  su  propio  ministerio, 
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designa  al  Jurado  colocándole  á priori , como  antes 
he  dicho,  en  la  categoría  que  le  corresponde;  y la  per- 
sona ó comisión  encargada  de  la  confección  de  las 
listas,  se  limita  á dar  fe  de  que  real  y efectivamente 
está  colocada  una  persona  en  el  lugar  que  le  corres- 
ponde, dejando  á la  suerte  que  designe  quiénes  han 
de  ser  los  que  desempeñen  la  funciones  de  jurado, 
de  que  la  ley  los  inviste  directamente.  Y no  os  extra- 
ñéis de  que  haya  insistido  tanto  en  el  elemento  alea- 
torio, contrario  á la  selección,  porque  aun  cuando  aquí 
el  Sr.  Pidal  ha  hablado  satíricamente  de  la  suerte, 
olvidando  que  San  Matías  fué  apóstol  por  el  elemento 
aleatorio,  la  suerte  es  de  absoluta  necesidad  en  el  Ju- 
rado, porque  sin  ella  no  se  concibe  su  existencia, como 
no  se  concibe  la  de  los  cuerpos  sin  figura.  A ella  re- 
currimos en  aquellos  asuntos  en  que  tememos  de  la 
parcialidad  de  los  hombres;  A ella  acudimos  en  la 
confección  de  las  leyes  por  medio  del  sorteo  de  las 
Secciones;  A ella  acudimos  cuando  se  trata  de  cono- 
cer la  suficiencia  do  un  individuo  en  un  examen;  A 
ella  acudimos  cuando  hemos  de  saber  quiénes  han  de 
ir  A defender  la  integridad  del  territorio;  y,  por  último, 

A ella  acudimos  cuando  habiendo  diversidad  de  pare- 
ceres en  los  peritos  en  un  juicio  contencioso,  se  trata 
de  designar  un  tercero. 

La  suerte  tiene  sus  precedentes  históricos,  por- 
que por  ella  se  han.  elegido  los  primeros  magistrados 
en  Navarra  y Aragón,  los  tenientes  del  Justicia  de 
este  último  país,  y los  asesores  de  los  concelleres  de 
Cataluña.  Porque  si  no,  ¿qué  habéis  hecho,  Sres.  Di- 
putados, con  poner  tantos  nombres  en  las  listas,  si 
después  la  selección  ha  de  venir  A eliminar  las  nue- 
ve décimas  partes,  si  después  esas  Juntas  selectoras, 
verdaderas  Juntas  de  rabadanes,  han  de  eliminar  las 
nueve  décimas  partes  de  los  comprendidos  en  las  lis- 
tas? ¿Qué  hacéis  de  las  nueve  décimas  partes  restan- 
tes? ¿Es  que  solo  los  concedéis  el  derecho  de  que  vean 
escrito  sus  nombres  y apellidos  en  esa  especie  de 
álbum?  Pues  si  después,  cuando  llega  la  selección, 
son  ceros,  sin  valor  ninguno,  ruedas  inútiles  llenas 
de  berumbre  y horiu,  que  no  pueden  funcionar  en  la 
máquina  del  Jurado,  del  que  nunca  lian  de  formar 
parte,  ¿qué  habéis  hecho,  sino  imprimir  un  estigma 
de  vergüenza  é ignominia  sobre  el  preterido,  porque 
la  selección,  al  mismo  tiempo  que  deprime  al  des- 
echado, limita  la  independencia  del  elegido,  en  cuanto 
tiene  que  agradecer  algo  al  que  lo  eligió?  En  cambio, 
el  sistema  que  yo  defiendo,  enaltece  y dignifica,  y en 
este  sentido  es  más  liberal;  icórno  no  siéndolo  había 
yo  de  defenderlo!  Porque  en  último  térmiuo,  yo  voy 
viendo  que  los  liberales  de  toda  la  vida,  los  que  nos 
hemos  amamantado  con  estas  ideas,  los  que  las  he- 
mos hecho  nuestras  en  el  camino  de  la  vida,  nos 
quedamos  atrás  en  determinados  momentos,  y hay 
quienes  per  salturn  se  nos  colocan  infinitamente  de- 
lante, y parece  que  son  mas  liberales  que  los  que  lo 
hemos  sido  desde  que  tenemos  uso  de  razón. 

Pues  bien,  Sres.  Diputados;  decía  yo  que  el  siste- 
ma de  selección  es  depresivo  para  los  elegidos  y de- 
primente para  los  que  no  lo  son,  estando  verdadera- 
mente erizado  de  inmensos  peligros;  porque  es  muy 
fácil,  ¡qué  digo  fácil!  es  seguro,  y no  lo  olvidéis,  que 
esto  que  ahora  parece  que  es  una  cuestión  de  Gabi- 
nete, puede  ser  una  verdadera  imprudencia,  porque 
no  siempre  ha  de  estar  en  el  Poder  nuestro  partido,  y 
cuando  no  lo  esté,  es  muy  posible  que  la  selección  sea 
un  resorte  para  convertir  la  administración  de  justi- 


cia, por  medio  del  Jurado,  en  lo  que  yo  no  quiero  que 
sea;  y cuanto  yo  más  ahondo  sobre  esto,  entiendo  que 
otro  mas  caviloso  que  yo  lo  soy,  puede  abrigar  al- 
g 11 1 a sospecha  de  que  puede  haber  el  propósito  de 
hacer  odioso  el  Jurado  siguiendo  el  procedimiento 
jesuítico  de  hacer  comer,  un  manjar  que  se  desee  en 
proporciones  tales  que,  produciendo  una  indigestión, 
dé  por  resultado  el  aborrecimiento  del  manjar  apete- 
cido. 

Pues  decía  yo,  Sres.  Diputados,  que  con  el  sistema 
categórico  aleatorio,  esto  no  sucede;  porque  la  suerte 
enaltece  y dignifica  A aquel  A quien  ha  favorecido, 
desarrollando  en  él  cierto  espíritu  de  independencia; 
porque  sabe  que  á nadie  tiene  que  agradecer  el  cargo 
que  desempeña,  así  como  los  preteridos  no  pueden 
juzgarse  ofendidos,  ni  tienen  que  temer  que  se  les 
considere  ignorantes  ni  inmorales,  como  yo  realmente 
me  había  de  considerar  ofendido  si  la  Junta  no  me  de- 
signara, porque  sería  tanto  como  decirme  que  yo  no 
tenía  inteligencia,  ó capacidad,  ó moralidad,  pudiendo 
los  demás  decir  lo  que  yo  cu  igualdad  de  circuns- 
tancias. 

Pues  bien;  volviendo- A mi  idea,  de  la  cual  me  ha- 
bía apartado,  por  ser  tantos  los  argumentos  que  se 
me  ocurren  y las  palabras  que  se  me  vienen  A los 
labios,  yo  digo  que  el  sistema  de  selección,  sobre 
enaltecer  al  individuo  por  la  independencia  que  en  él 
despierta  y desarrolla,  no  deprime  ai  preterido,  por- 
que lo  es  por  ministerio  de  la  ley.  Todos  están  en 
donde  les  corresponde,  y después  la  Providencia,  por 
el  resorte  aleatorio,  designa  A los  que  en  el  Jurado 
han  de  administrar  justicia. 

Quiero  evitar  otros  muchos  argumentos,  porque 
conozco  que  voy  molestando  A la  Cámara  más  de  lo 
que  me  había  propuesto,  y voy  A limitarme  A seguir 
esa  especie  de  índice  ó enunciación  de  método  de 
que  hablé  al  principio  de  mi  discurso.  Los  preceden- 
tes históricos  abonan  la  bondad  de  la  doctrina  que 
sostengo.  Allá  en  la  antigua  jurisprudencia  de  Poma; 
allí  donde  se  columbra  la  división  del  hecho  y del  de- 
recho; allá  donde  el  magistrado  dicebatjus  y el  ciernen  - 
Lo  popular,  ó sea  eljudex,  apreciaba  los  hechos;  allí 
donde  se  daban  las  fórmulas  en  términos  alternativos 
para  que  después  hiciera  la  declaración  el  juez;  allí 
donde  se  escribían  en  el  Album  ó lista  hecha  por  el 
pretor  urbanus  los  nombres  de  los  que  habían  de  for- 
mar parte  de  la  categoría  judiciaria,  allí  se  exigían 
siempre  condiciones  externas  que  acreditaran  la  ca- 
pacidad y la  independencia  de  aquellos.  Por  eso  en 
los  cuatro  primeros  siglos  de  la  República  fueron 
todos  pertenecientes  al  órden  patricio;  después,  por 
la  ley  Libia  y su  complementaria  la  Scmpronia,  á la 
lista  de  los  judices , compuesta  de  300  patricios,  se 
añadió  otro  número  igual  de  ciudadanos  que  pagaban 
el  censo  ecuestre  (quisites);  Pompeyo,  por  la  ley  Aure- 
lia, creó  tres  decurias  de  jueces,  una  del  órden  sena- 
torial, otra  del  quiritario  y otra  de  los  tribunos  del 
Erario,  plebeyos  ricos  que  habían  de  pagar  cierta 
contribución,  de  entre  los  que  habían  de  salir  los  jue- 
ces; de  modo  que  siempre,  en  todo  tiempo,  se  han 
exigido  garantías  de  independencia  y de  aptitud  en 
los  que  debían  formar  parte  de  los  tribunales  de  jus- 
ticia. Y,  asombraos,  Sres.  Diputados,  do  una  cosa  que, 
aun  siendo  rara,  no  es,  sin  embargo,  extraña  cierta- 
mente, porque  es  el  procedimiento  de  todos  los  ene- 
migos de  la  libertad. 

Guando  Augusto  reconcentraba  en  su  mano  todas 
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las  atribuciones  difundidas  en  las  demás  magistratu- 
ras populares  por  medio  de  la  ley  ltégia;  cuando  el 
sol  de  la  libertad  se  ponía  ya  en  Roma,  enLonces  Au- 
gusto permitió  que  se  colocaran  en  el  álbum  todos 
los  que  pertenecían  á la  plebe  ex  inferiori  censa,  y 
entonces,  repito,  liubo  que  recurrir  al  procedimiento 
extraordinario,  desapareciendo  el  juicio  formulario, 
esto  es,  la  justicia  popular,  porque  esta  no  tiene  vida 
lozana  donde  impere  el  despotismo. 

Entre  los  pueblos  germanos,  los  racliiubourgs, 
como  los  cscavinos,  en  cuanto  tienen  analogía  con  el 
Jurado,  eran  ios  boni  homines,  los  prooi  homines,  pru- 
dentes homines,  es  decir,  los  buenos,  los  honrados  y 
los  entendidos  que  además  tuvieran  una  tierra,  requi- 
sito necesario  para  obtener  el  derecho  de  ciudadanía. 

En  la  misma  Inglaterra,  desde  los  tiempos  de  En- 
rique II,  se  han  exigido  siempre  ciertos  atributos  ex- 
ternos de  esa  independencia;  se  ha  exigido  el  pago  de 
cierta  cantidad  ó la  posesión  de  cierta  renta,  que  por 
cierto  se  ha  aumentado  últimamente.  En  Francia, 
antes  de  la  revolución  de  1848,  en  el  art.  382  de  la 
ley  de  procedimiento  criminal,  se  exigían  del  mismo 
modo  garantías  para  buscar  esas  condiciones  de  in- 
dependencia que  deben  ser  el  supremo  desiderátum  de 
todos  los  que  somos  ardientes  defensores  del  Jurado. 
Por  cierto,  que  cuando  al  hervor  de  las  pasiones  en 
la  revolución  del  4S,  se  confundió  el  derecho  político 
con  la  función  judicial,  se  estableció  lo  mismo  poco 
másóménos  que  lo  que  hoy  se  establece  en  el  proyecto 
de  ley  que  se  discute,  cuyo  hecho  hizo  decir  al  céle- 
bre jurisconsulto  Bonneville,  que  era  la  aberración 
más  absurda  que  se  habia  cometido  en  el  siglo  xix,  y 
el  no  méuos  célebre  Faustin  Hellix,  calificaba  aque- 
lla disposición  del  mismo  modo,  y además,  como  ge- 
neradora de  graves  peligros  y como  expuesta  á ser 
causa  de  que  no  se  arraigara  nunca  en  Francia  la  ins- 
titución del  Jurado. 

Y en  nuestra  Europa  moderna  y en  todas  las  le- 
gislaciones del  mundo  civilizado  donde  la  institución 
de  la  justicia  popular  existe,  se  buscan  de  igual  ma- 
nera estos  signos  externos;  no  hay  ninguna  en  la  cual 
no  se  haya  buscado  la  ciencia  reconocida,  la  instruc- 
ción, el  destino,  la  profesión,  la  industriad  la  riqueza 
como  signos  externos  y característicos  de  indepen- 
dencia y aptitud. 

Yo  parecería  algo  pedante  si  en  este  momento 
principiara  por  citaros  todas  las  legislaciones  que 
aquí  traigo  apuntadas,  que  son  las  de  Austria,  Bél- 
gica, Baviera,  Prusia,  Hesse-Darmstadt,  Sajonia,  Ca- 
rolina del  Norte,  Connelicut,  Escocia,  Grecia,  Illinois, 
Inglaterra,  Irlanda,  Kentucki,  Massachussetl,  New- 
York,  ITohio,  República  argentina,  Rumania,  Rusia, 
Servia,  Virginia,  y por  último  la  de  Italia;  y he  ci- 
tado exprofeso  á Italia  la  última,  porque  la  legisla- 
ción de  Italia  de  1874  debe  servirnos  de  un  gran 
ejemplo,  y de  ella  debemos  tomar  lo  que  aquí  nos 
falta.  Allí  habla  una  ley  anterior  informada  de  los 
mismos  principios  que  el  proyecto  que  se  discute,  y 
sin  embargo,  conociendo  sus  defectos  por  la  piedra 
de  toque  de  la  experiencia  en  aquel  país  donde  florece 
el  derecho  bajo  todos  sus  aspectos,  quizá  más  que  en 
ninguna  otra  Nación  de  Europa,  después  de  un  gran 
debate  en  que  tomaron  parte  los  célebres  Pissanelli, 
Di  Falco  y muchos  otros  eminentes  jurisconsultos 
que  parecería  algo  pretencioso  citar  aquí,  allí,  digo, 
so  llegó  á resolver  el  problema  jurídico  por  medio  de 
la  ley  actual,  de  la  que  dice  el  ilustre  Poscattore  quo 


ha  de  ser  el  patrón  y el  tipo  por  el  cual  se  han  de  re- 
gir en  el  porvenir  todas  las  legislaciones  en  materia 
de  Jurado. 

Ya  no  es  dudoso  para  nadie  que  el  derecho  elec- 
toral, eminentemente  político,  es  cosa  muy  diferente 
de  la  función  judicial;  y no  hay  excusa  en  hombres 
Lan  entendidos  como  los  que  forman  la  Comisión  que 
dictamina  el  proyecto  de  ley  que  se  discute,  para 
creer  que  dando  á las  primeras  listas  una  extensión 
sin  práctica  realidad,  se  sigue  un  procedimiento  más 
ajustado  á los  principios  liberales.  Si  así  fuera,  no  se- 
ría yo  en  verdad  quien  viniera  á combatirlo;  y al  ha- 
cerlo es  porque  entiendo  que  no  es  liberal  poner  en 
peligro  la  existencia  del  Jurado;  como  si  fuera  pro- 
cedimiento liberal  el  querer  contribuir  á su  despres- 
tigio y á que  no  arraigue  en  nuestra  Patria;  como  si 
fuera  procedimiento  liberal  el  poner  esta  institución 
que,  como  ílor  delicada,  necesita  toda  clase  de  cui- 
dados, á disposición  del  indiferente  transeúnte  para 
que  la  huelle  con  su  planta;  como  si  fuera  procedi- 
miento liberal  el  poner  el  Jurado  á merced  de  aque- 
llos que  por  su.  ignorancia,  por  su  falta  de  indepen- 
dencia, por  su  ausencia  de  sentido  moral  pueden  ser 
causa  de  que  no  se  aclimate  en  nuestro  suelo. 

Yo  después  de  esto  podría  citar  un  sinnúmero  de 
autores  que  vienen  á corroborar  la  doctrina  que  sus- 
tento: aquí  tengo  una  lista  principiando  por  Oudot, 
Pissanelli,  Faustin  Hellie,  Bonneville,  Manfrcdini,  Pes- 
ca ttore,  Difalco,  Mamiani,  Pizzaniglio,  y la  mayor 
parte  de  cuantos  eminentes  jurisconsultos  tomaron 
parte  en  el  concurso  para  el  premio  Havizza,  y en 
nuestra  Patria  lo  mismo  el  Sr.  Azcáratc  queelSr.  San- 
tamaría, que  el  Sr.  Romero  Girón,  verdaderas  ilus- 
traciones bajo  el  aspecto  jurídico,  no  son  opuestos  á 
la  doctrina  por  mí  sustentada. 

De  manera  que  las  razones  de  la  ciencia,  de  la  crí- 
tica, de  la  historia  y de  la  autoridad  todas  abonan  el 
sistema  categórico  y aleatorio;  y sin  embargo,  se  ha 
hecho  cuestión  de  Gabinete  el  sistema  de  la  selección  en 
virtud  del  cual  van  á constituirse  seis  grandes  electo- 
res que  no  tieueu  bastante  con  ser  ricos  y con  la  in- 
fluencia que  naturalmente  la  riqueza  les  da  en  junta 
de  caciques  de  cuyas  manos  ha  de  salir  la  designa- 
ción de  los  individuos  que  lian  de  administrar  justi- 
cia en  nombre  del  pueblo,  siendo  así  que  lo  que  hacen 
es  vulnerar  los  verdaderos  derechos  del  pueblo. 

Y al  llegar  á este  punto  me  asalta  un  verdadero 
temor,  porque  no  creo  que  convenceré,  como  no  se 
convence  á nadie  que  de  antemano  tiene  el  propósito 
de  no  ser  convencido,  á ningún  individuo  de  la  Comi- 
sión y menos  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  por- 
que se  me  antoja  que  están  todos  cubiertos  con  un 
espeso  impermeable  que  no  permite  que  les  llegue  el 
agua  por  mucha  que  caiga  sobre  ellos.  Yo  mejor  que 
creer  que  sea  una  la  voluntad  suya,  que  sea  un  ver- 
dadero prejuicio,  que  tengan  de  antemano  formado  un 
juicio  á pesar  de  las  promesas  hechas  en  el  preámbu- 
lo, de  que  se  admitirían  las  enmiendas  que  contribu- 
yeran al  desarrollo  y mejora  de  la  ley,  mejor  que  creer 
que  haya  el  propósito  de  no  admitir  mejora  por  fines 
determinados  (y  aquí  uo  sé  si  serán  aplicables  las  indi- 
caciones que  he  hecho  anteriormente),  prefiero  supo- 
ner que  la  escasez  de  mis  fuerzas  han  sido  la  causa  de 
que  no  haya  podido  llevar  el  convencimiento  á hom- 
bres do  entendimiento  tan  superior  como  los  indivi- 
duos de  la  Comisión;  y entonces  siento  con  mayor 
motivo  la  Inmensa  carga  que  he  echado  sobre  mis 
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hombros;  porque  siendo  tanta  la  bondad  de  la  causa 
que  defiendo,  no  puedo  llegar  á conseguir  el  triunfo, 
sin  duda  por  la  debilidad  de  mis  fuerzas. 

De  todos  modos,  con  las  que  Dios  se  ha  servido 
darme  be  procurado  llevar  á la  ley  aquello  que  creo 
que  ha  de  curar  los  males  de  que  adolece  el  proyeclo; 
lie  querido  darle  la  medicina  depurativa  de  la  escró- 
fula, que  le  priva  de  la  robustez  necesaria  para  que 
tenga  larga  vida:  si  no  he  acertado,  la  culpa  será  de 
la  deficiencia  de  mis  medios,  no  de  mi  voluntad;  por- 
que yo  creo  que  ai  fin  la  respetabilidad  y el  respeto 
que  á la  persona  se  debe,  influye  mucho  sobre  la  res- 
petabilidad y el  respeto  que  el  cargo  representa;  y 
yo,  á pesar  de  mi  amor  al  Jurado,  no  sé  si  querría 
verle  funcionando  otra  vez  en  España  con  los  mismos 
factores  que  funcionó  en  1872,  porque  no  quisiera 
ver  buscar  A los  jueces  populares  en  cierto  sitio,  ni 
el  sarcasmo  horrible  de  que  tuvieran  que  ser  mante- 
nidos por  la  caridad  de  sus  conciudadanos  los  que  se 
sentaban  bajo  el  dosel  augusto  de  la  justicia,  porque 
no  podían  mantenerse,  ni  mantener  á sus  familias 
privadas  del  auxilio  de  su  trabajo. 

Las  funciones  que  son  deberes  que  cumplir,  úni- 
camente se  imponen  sobre  aquellos  que  tienen  facili- 
dad de  cumplirlos;  porque  la  moral  exige  con  un  pre- 
cepto  categórico  que  no  se  impongan  deberes  á los 
que  no  tienen  la  posibilidad  de  cumplirlos.  Yo  ahora 
cumplo  con  el  mió  pidiéndoos  que  me  dispenséis  la 
molestia  que  os  he  ocasionado  en  gracia  de  los  hon- 
rados propósitos  que  me  han  determinado  á ello. 

El  Si*.  MAUR  A:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  MAURA:  He  de  vencer  la  natural  tentación 
de  entrar  largamente  en  el  debate,  á lo  cual  brinda 
el  erudito  y elocuente  discurso  del  Sr.  López,  y he 
de  ceñirme  á presentar  al  Congreso  desnudo  el  punto 
único  en  que  estriba  toda  la  disidencia  entre  el  señor 
López  y la  Comisión. 

En  diversos  lugares  del  discurso  de  S.  S.,  creo  yo 
que  como  mero  accidente  retórico,  he  visto  deslizada 
la  indicación  de  que  la  estructura  del  proyecto  pare- 
cía abonar  la  sospecha  de  que,  dando  al  Jurado,  á las 
primeras  listas  sobre  todo,  una  latitud  excesiva,  je- 
suíticamente se  buscaba  el  descrédito  del  Jurado.  Yo 
tengo  la  seguridad  de  que  esto  no  tenia  en  tai  inten- 
ción del  Sr.  López  la  gravedad  que  tenia  en  sus  pala- 
bras, porque  es  imposible  que  S.  S.  haga  á los  demás 
tan  poco  honor,  ni  que  crea  que  un  proyecto  que  tu- 
viera estos  designios,  escondidos  ó manifiestos,  pu- 
diera haber  reunido  los  asentimientos  que  este  pro- 
yecto tiene  ya,  que  en  ei  Diario  de  las  Sesiones  cons- 
tan, y del  cual  es  una  dolorosa,  pero  al  fin  y al  cabo 
rara  excepción,  S.  S. 

Y dejado  esto  á un  lado,  porque  repito  que  tengo 
la  seguridad  de  que  no  ha  estado  en  el  ánimo  del  se- 
ñor López  lo  que  podría  inferirse  de  sus  palabras  (El 
Sr.  López  y Fernandez  hace  signos  negativos),  y acepto 
de  buen  grado  las  indicaciones  que  me  hace  su  se- 
ñoría; todo  lo  demás  se  sintetiza  en  muy  pocas  pala- 
bras. 

Estamos  conformes  en  que  importa  que  el  Jurado 
se  arraigue,  que  tenga  cada  dia  mayor  prestigio;  es- 
tamos conformes  en  que  no  es  un  derecho  individual 
ei  sentarse  en  el  Jurado,  en  que  es  una  función  para  la 
que  hay  que  buscar  los  más  aptos;  todo  eso  está  fuera 
de  duda,  y en  ello  estamos  do  acuerdo,  y lo  hemos 
estado  siempre,  sin  que  haya  indicación  en  contrario, 


porque  este  punto  es  materia  juzgada  hace  ya  mucho 
tiempo  en  todas  partes.  La  cuestión  entre  el  Sr.  López 
y la  Comisión  es  cómo  se  busca  á los  más  aptos,  y se 
guardará  bien  la  Comisión  de  decir  que  el  sistema 
del  Sr.  López  sea  un  sistema  extraño,  infundado,  in- 
sostenible, no;  la  Comisión,  con  conocimiento  de  él,  lo 
mismo  que  el  Sr.  Ministro,  porque  la  diferencia  es 
muy  escasa  entre  el  proyecto  y el  dictamen  en  lo  que 
toca  á este  punto,  con  conocimiento  de  él,  y consi- 
derando los  antecedentes  que  tiene  el  sistema  que  el 
Sr.  López  llama  categórico  y aleatorio , ha  entendido 
que  la  selección  era  preferible.  Ahora  vamos  á ver  en 
breves  razones  si  hemos  acertado. 

El  Sr.  López  no  quiere  la  selección,  quiere  que  la 
ley  establezca  categorías  elevadas,  de  tal  modo  que 
por  su  ministerio  queden  designados  aquellos  ciuda- 
danos que  tienen  aptitud  para  funcionar  en  el  Ju- 
rado, y que  la  suerte  haga  lo  demás.  Huye  el  Sr.  Ló- 
pez del  inconveniente  de  la  selección,  que  al  cabo  ha 
de  ser  álguien  quien  la  haga,  y lo  natural  es  que  la 
hagan  los  hombres;  pero  no  advierte  S.  S.  que  cae  en 
este  otro  inconveniente:  ó eleva  mucho  las  categorías, 
en  cuyo  caso  corre  evidente  peligro  de  dejar  fuera  á ios 
más  aptos,  á los  mejores,  ó las  baja  tanto,  que  no  sea 
sino  una  irrisión  la  garantía  de  las  categorías  legales. 
Su  señoría  establece  una  larga  série  de  categorías  in- 
telectuales y científicas,  y llega  al  censo,  y en  el  censo 
establece  tipos  bastante  altos,  pero  no  tanto  que  no 
se  pueda  presentar,  como  vemos  todos  los  dias,  quien 
pague  esa  contribución  y sea  notoriamente  inepto 
para  jurado.  Y en  la  imposibilidad  de  resolver  este  con- 
flicto, creando  una  oligarquía  odiosa  y haciendo  un 
Jurado  puramente  de  clase,  elevando  tanto  los  tipos 
fijados  en  la  ley  que  se  dé  el  caso  de  que  los  más  ap- 
tos queden  fuera,  ó rebajando  tanto  la  categoría  legal, 
que  la  categoría  no  sirva  para  nada,  hay  que  apelar  á 
la  selección;  pero  á la  selección,  importa  que  conste, 
rodeada  de  todo  linaje  de  garantías. 

Y en  eso  la  Comisión  ha  ido  hasta  dónde  ha  creído 
que  podía  ir,  pues  habiéndose  auunciado  algunas  en- 
miendas sobre  este  punto,  ha  indicado  á sus  autores 
que  no  tenía  inconveniente  en  admitir  todo  cuanto 
tendiera  á que  la  selección  quedara  rodeada  de  las 
mayores  garantías  én  esa  Junta,  que  no  es  la  única 
que  el  proyecto  establece.  Importa  hacerlo  notar,  por- 
que, formadas  las  primeras  listas  con  todos  los  que  la 
ley  señala,  y que  no  estén  tachados  por  algún  moti- 
vo que  implique  la  presunción  de  falta  de  capacidad 
para  ser  jurado,  hacen  la  selección  el  juez  de  instruc- 
ción y los  seis  mayores  contribuyentes;  y después  de 
hecha  esta  selección,  todo  nombre  discutido  en  esa 
Junta  puede  ser  borrado  por  otra  selección  en  la  Au- 
diencia; después  viene  la  suerte;  después  vienen  las 
recusaciones,  que  de  36  individuos  rebajan  24.  Si  con 
toda  esa  série  de  actos  no  resulta  que  los  12  que  se 
sientan  á juzgar  son  los  mejores  de  los  que  estaban 
en  las  listas  de  los  elegidos  como  aptos,  renuncie  el 
Sr.  López  á hallar  por  medio  de  las  categorías  esta- 
blecidas en  la  ley  individuos  que  puedan  eficazmente 
contribuir  á la  buena  administración  de  la  justicia. 
Este  es,  al  ménos,  el  criterio  de  la  Comisión. 

El  Sr.  López  arremetía  con  bastante  dureza  con- 
tra esos  individuos  á quienes  se  lleva  á la  Junta 
selectora;  pero  no  notaba  S.  S.  que  los  quiere  poner 
bajo  el  dosel.  Pues  si  tanta  desconfianza  tiene  en  ellos 
para  una  función , ¿cómo,  para  otra,  los  va  á hallar 
Idóneos?  ¿Cómo  quiere  S.  8,,  que  la  ley  ciega  les 
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entregue  sin  ninguna  garantía  ni  cortapisa  esta  sa- 
grada, función?  Al  cabo,  nosotros  los  liemos  confiado 
la  selección;  pero  hemos  dicho  que  todo  nombre  dis- 
cutido en  la  Junta  de  partido  puede  ser  excluido  en 
la  Bala  de  gobierno  de  la  Audiencia,  y todavía  queda 
la  recusación  ulterior. 

Nosotros  liemos  formado  la  Junta  selectora  con 
los  mayores  contribuyentes  principalmente,  porque 
no  teníamos  otro  criterio,  porque  no  podíamos  bus- 
car otra  categoría  que  nos  inspirara  mayor  confian- 
za; y no  hemos  buscado  los  elementos  oficiales,  y 
acabo  con  esto  de  exponer  nuestra  idea,  porque,  aun- 
que este  criterio  pudiera  tener  alguna  ventaja,  tiene 
ci  inconveniente  de  parecer  que  poníamos  en  manos 
del  organismo  judicial,  si  esos  elementos  eran  del 
órdcii  judicial,  ó en  manos  de  las  influencias  políti- 
cas, si  esos  elementos  eran  del  orden  administrativo, 
la  elección  de  los  mejores  en  las  listas  remitidas  por 
las  Juntas  municipales.  Healmente,  los  elementos  ofi- 
ciales, como  encargados  de  esta  elección,  estaban 
indicados,  no  lo  negaré,  aunque  con  alguna  compen- 
sación de  este  inconveniente,  on  cierto  modo  de  con- 
tradicción con  el  pensamiento  general  de  la  ley,  que 
se  discute. 

¿Qué  categoría  pedimos  nosotros?  Nosotros  deci- 
mos que  es  menester  buscar  las  personas  de  mayor 
posición  social,  porque  es  menester  que  desde  la  ca- 
beza de  partido  se  escoja  á los  mejores  de  todo  el  par- 
tido, y para  eso  es  preciso  conocer  á las  gentes  del 
distrito;  y para  conocerlas,  es  necesario  tener  una  po- 
sición social  que  les  ponga,  por.  el  trato  con  las  gentes, 
en  disposición  de  conocer  generalmente  á las  personas 
del  partido;  y como  la  contribución  nos  da  la  idea, 
como  no  tenemos  otra  categoría  ostensible  y legal, 
que  nos  indique  las  personas  que  deben  estar  en  rela- 
ción y trato  con  las  gentes  del  partido,  por  eso  hemos 
buscado  los  mayores  contribuyentes  por  territorial, 
por  industrial  y por  subsidio. 

Si  S.  S.  quiere  rodear  á esas  gentes  de  alguna 
garantía  más  para  robustecer  este  pensamiento,  si  es 
posible,  venga,  pues  con  ello  prestará  un  servicio  á la 
Comisión,  al  Gobierno  y á la  institución  del  Jurado; 
jjero  si  S.  S.  lo  que  desea  es  establecer  un  sistema 
más  ó ménos  liberal  (cosa  que  yo  no  lie  tenido  en 
cuenta,  pues  yo  no  regateo  nunca  eso,  porque  yo  nun- 
ca be  preguntado  á una  idea  si  es  liberal,  sino  si  es 
verdadera);  si  S.  S.  cree  que  hay  que  desechar  ese 
sistema  y preterir  el  de  la  categoría  legal,  la  Comi- 
sión tiene  el  sentimiento  de  no  poder  aceptarle,  y rue- 
ga á S.  S.,  si  no  tiene  empeño  en  otra  cosa,  tenga  la 
bondad  de  retirar  su  enmienda  y no  dar  lugar  á nue- 
vas votaciones  que,  como  el  Congreso  lia  visto,  tanto 
complacen  á la  minoría  conservadora. 

El  Sr.  LOPEZ  FERNANDEZ  (D.  Cayo):  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S.  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  LOPEZ  FERNANDEZ  (D.  Cayo):  Principio 
por  decir  á mi  amigo  el  Sr.  Maura  que  nada  más  le- 
jos de  mi  intención  que  el  molestar  á S.  S.  ni  á nadie, 
y que  conociendo  mis  antecedentes  no  podía  siquiera 
haberlo  sospechado.  Si  era  un  recurso  oratorio  ó una 
manera  de  prólogo  antes  de  entrar  en  materia,  yo  se  lo 
perdono,  aunque  S.  S.  no  necesita  de  esos  recursos 
para  entrar  desde  luego  en  el  fondo  del  asunto. 

Por  lo  demás,  sospechó  que  tengo  una  gran  dósis 
de  razón  en  lo  que  defiendo  cuando  un  hombre  como 


S.  S.,  de  tan  grandes  y profundos  conocimientos  y de 
elocuencia  tan  maravillosa,  no  ha  caído  con  todo  el 
peso  de  su  inmensa  pesadumbre  sobre  las  humildes 
consideraciones  que  he  tenido  la  honra  de  exponer. 

El  Sr.  Maura  ha  negado  que  del  banco  de  la  Co 
misión  haya  salido  la  doctrina  de  que  el  derecho  á ser 
jurado  era  un  derecho  individual.  Yo  apelo  á los  se- 
ñores Diputados  que  de  seguro  ha  de  ser  testimonio 
especial  y privilegiado,  que  si  hubieran  de  fallar  por 
jurado  habían  de  fallar  en  mi  favor.  Por  consecuen- 
cia, créame  el  Sr.  Maura,  yo  tengo  la  propiedad  de 
las  personas  de  poco  entendimiento,  que  es  una  gran 
memoria,  y cuando  afirmo  una  cosa,  es  porque  real- 
mente es  cierta. 

Lo  demás  que  ha  dicho  S.  S.,  y perdóneme  que  se 
lo  diga,  son  verdaderas  anfl biologías,  que  no  condu- 
cen á rebatir  los  argumentos  que  yo  he  tenido  la  hon- 
ra de  exponer. 

Guando  el  Jurado  está  aislado  con  su  conciencia, 
y con  ella  tiene  que  juzgar  á sus  conciudadanos,  y 
tiene  que  recibir  las  impresiones  de  los  accidentes 
complejos,  que  constituyen  la  esencialklad  del  delito, 
nada  hay  que  temer;  mas  cuando  los  individuos  de 
esas  Juntas  pueden  ponerse  en  connivencia  con  otros 
que  tienen  determinadas  pasiones,  y es  muy  posible 
que  en  la  misma  localidad  haya  partidos  y banderías 
de  las  que  los  mayores  contribuyentes  sean  los  jefes, 
ó habrá  convenio  entre  éstos,  y como  en  el  triunvi- 
rato romano  de  Augusto,  Lópido  y Antonio,  sacrifi- 
carán á sus  amigos  para  atender  tan  solo  á sus  inte- 
reses personales,  ó habrá  oposición,  y entonces  será 
la  mayoría  la  que  haga  la  designación,  no  serán  seis, 
sino  cuatro  de  los  más  ricos,  que  por  ser  ricos  serán 
los  caciques  de  la  localidad,  á los  que  se  les  dé  la  fa- 
cultad de  designar  los  que  han  de  ser  jurados.  El  se- 
ñor Maura  prefiere  que  formen  parte  de  la  Junta  los 
mayores  contribuyentes,  mejor  que  establecer  el  sis- 
tema de  las  categorías,  que  no  he  hecho  más  que  ex- 
poner, ni  he  querido  decir  que  su  desarrollo  haya  sido 
perfecto,  porque  desde  el  momento  en  que  se  hubiera 
admitido  el  principio,  dejaba  su  desarrollo  al  juicio 
de  la  Comisión.  Con  el  sistema  de  las  categorías  se 
evitan  los  males  que  pueden  resultar  con  el  otro  sis- 
ma, porque  no  hay  necesidad  de  que  se  pongan  en 
connivencia  los  electores. 

Muchos  de  los  que  estamos  aquí  somos  de  pue- 
blo, hemos  aprendido  en  los  pueblos  más  que  otros  en 
las  Universidades,  sabemos  lo  que  pasa,  y queremos 
evitar  que  la  institución  del  Jurado  se  desprestigie,  y 
deseamos  que,  por  el  contrario,  se  enaltezca  y arrai- 
gue en  nuestro  país. 

No  quiero  insistir  más,  porque  si  me  hiciera 
cargo  de  cuanto  ha  dicho  el  Sr.  Maura,  habría  de  vol- 
ver á la  discusión  anterior  y prolongar  el  debate,  cosa 
que  no  quisiera;  y como  al  exponer  este  sistema  de 
organización  he  tratado  de  descargar  mi  conciencia 
del  peso  abrumador  que  sobre  ella  tenía,  para  no  car- 
gar con  la  responsabilidad  del  desprestigio  que  pueda 
venir  sobre  la  institución  del  Jurado;  y como  no 
quiero  ayudar  en  nada  á esta  especie  de  sistema  de 
obstruccionismo  que  aquí  hay  en  contra  de  una  ins- 
titución para  mí  tan  querida,  yo,  de  acuerdo  con  mu- 
chos individuos  de  la  mayoría  que  como  yo  opinan  y 
habrían  votado  la  enmienda,  una  vez  salvada  esa  res- 
ponsabilidad, la  retiro  desde  luego. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Queda 
retirada  la  enmienda. 
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La  adición  del  Sr.  Alba,  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
someter  á la  deliberación  y resolución  del  Congreso 
la  siguiente  enmienda  al  proyecto  de  ley  sobre  el  es- 
tablecimiento del  juicio  por  jurados: 

Elmim.  i.°  del  art.  9.°-se  entenderá  redactado  en 
la  forma  siguiente: 

«Ser  mayor  de  25  años.» 

Palacio  del  Congreso  25  de  Abril  de  i887.=Gésar 
;\ll,a.=.Iosé  Hosch  y Serrahima.==Lamberto  Marti- 
llas Asenjo.=Rafacl  Fernandez  de  Soria.=Mariano 
Arredondo.=Luis  A paricio.=' Vicente  Nuñez  de  Ve- 
lasco.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  manifestará 
«i  admite  ó no  la  adición. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  no  la  acepta. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Alba  tiene  la  pala- 
bra para  apoyar  su  adición. 

El  Sr.  ALBA:  Señores  Diputados,  las  segundas 
partes  siempre  fueron  malas,  decia  el  manco  de  Lc- 
panto,  aunque  se  liabia  inmortalizado  con  la  primera 
de  El  Quijote,  Sigo,  pues,  su  prudente  advertencia  aL 
venir  por  segunda  vez  á esta  ya  cansada  discusión  del 
Lirado;  y como  de  lo  malo  poco,  voy  á ser,  más  que 
breva*  lacónico,  prefiriendo  las  excelencias  de  la  lógi- 
ca á las  galas  de  la  retórica;  y para  cumplir  mi  pro- 
mesa, entro  desde  luego  en  materia,  sin  los  exordios 
obligados  y de  rúbrica  en  estos  casos. 

Dos  razones  informan  mi  enmienda,  y para  con- 
densarlas en  tina  expresiva  síntesis  las  llamaré,  á la 
una  razón  de  unidad,  y á la  otra  razón  de  conse- 
cuencia. 

llazon  de  unidad.  Nuestras  leyes,  Sres.  Diputados, 
cuando  consideran -la  edad  como  tipo  regulador,  como 
fuente  de  derechos  y obligaciones,  puede  decirse  que 
caen  en  una  verdadera  anarquía. 

No  quiero  hablar  de  las  penales,  porque  como  la 
responsabilidad  del  agente  depende  de  la  libertad,  y 
la  libertad  de  la  voluntad,  y la  voluntad  del  juicio  que 
forma  sobre  si  las  acciones  son  buenas  ó malas,  claro 
os  que  desde  el  instinto  del  niño,  que  se  agita  primero 
entre  brumas  espesas,  luego  en  nubes  más  ó raénos 
ligeras,  y más  tarde  en  ténue  crepúsculo,  hasta  llegar 
á la  inteligencia,  son  tantas  las  gradaciones  y catego- 
rías, que  todavía  me  parecen  pocas  las  que  establece 
el  Código  penal,  y creo  de  necesidad  las  bases  7.a  y 8.* 
del  proyecto  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia.  Pero,  ¿y  en  materia  civil,  Sres.  Diputados? 
En  materia  civil  empezamos  señalando,  como  regla 
general,  la  edad  de  25  años;  pero  inmediatamente 
rompemos  el  principio,  con  tantas  y tan  caprichosas 
excepciones,  que  el  Código  mercantil  da  capacidad 
para  ejercer  el  comercio  á los  20  anos;  la  ley  de  di- 
senso paterno  autoriza  el  matrimonio,  sin  consenti- 
miento, de  20  á 23  años;  y la  misma  ley  de  Partida, 
considera  obligado  al  mayor  de  14  y menor  de  25,  si 
no  tiene  guardador,  y hasta  al  que  lo  tiene,  si  se  finge 
mayor  y parece  serlo  realmente. 

Lo  mismo  sucede  en  la  esfera  administrativa:  el 
médico  ejerce  sin  más  condiciones  que  la  de  tener  su 
título;  el  ahogado  que  lleva  la  toga  sin  vuelillos  ha 
de  tener  21  años,  y si  la  viste  con  medalla  25;  para 
desempeñar  los  cargos  facultativos  de  Hacienda  se 
requiere  la  edad  do  21  años,  pero  en  razón  inversa 
son  precisos  25  para  otro  empleo  cualquiera;  en  las 
oposiciones  á cátedras  se  ha  bajado  desde  los  25  á los 
2 i y no  acabañan  las  citas  de  estas  veleidades  legis- 


lativas si  no  temiese  abusar  de  la  paciencia  de  la  Cá- 
mara. Solamente  el  derecho  político  es  una  excepción 
de  tantas  excepciones,  y busca  la  uniformidad:  para 
ser  concejal,  para  ser  diputado  provincial  y para  ser 
Diputado  á Cortes  fija  25  años.  Pero  ahora  vamos  á 
romper  esta  unidad  pidiendo  para  ser  jurado  no  25 
sino  30  años.  ¿Por  qué  esta  diferencia?  Las  tres  ma- 
nifestaciones del  Estado  son  el  Municipio,  la  Provin- 
cia, la  Cámara;  si  buscamos  ahora  tina  nueva  función 
social  del  ciudadano  en  el  Jurado,  ¿por  qué  no  se  ha 
de  establecerla  misma  edad  para  unas  que  para  otras? 

En  este  punto,  y para  apoyar  mi  enmienda,  no 
quiero  quedarme  eu  mi  campo,  no  quiero  combatir 
con  armas  propias,  sino  que  voy  al  mismo  campo  de 
la  Comisión  y voy  á servirme  de  los  mismos  argu- 
mentos por  la  Comisión  empleados.  Decia  mi  respe- 
table y antiguo  amigo  el  Sr.  García  Gómez  de  la 
Serna,  dirigiéndose  á la  minoría  conservadora:  «¿De 
qué  os  asustáis?  ¿Por  qué  libráis  contra  el  Jurado 
ruda  batalla,  como  si  se  tratara  de  alguna  nueva  ins- 
titución? ¡Si  la  teneis  ya  dentro  de  ¡casa;  si  vive  con 
vosotros  sin  que  os  hayais  dado  de  ello  cuenta!  El 
Ayuntamiento,  la  Diputación  provincial  y el  Con- 
greso mismo,  ¿qué  son  sino  un  Jurado?»  Y tenía  mu- 
cha razón  mi  querido  compañero;  mas  ai  sacar  la 
deducción  de  esta  premisa,  venimos  á parar  a una 
completa  inversión  de  los  términos  y de  las  reglas 
de  la  lógica.  El  Ayuntamiento  resuelve  las  difíciles 
cuestiones  de  urbanización;  la  Diputación  provincial 
aplica  siempre  el  derecho  administrativo  y el  polí- 
tico cuando  obra  como  tribunal  electoral;  y nosotros 
aquí  conocemos  de  todos  los  derechos,  del  administra- 
tivo, del  político,  del  civil,  del  penal,  del  derecho  na- 
cional y del  internacional.  Pues  bien;  el  jurado  conce- 
jal, ‘él  jurado  diputado  provincial  y el  jurado  Diputado 
á Cortes,  han  de  tener  25  años,  y solamente  el  jurado 
de  la  inslilucion  que  lleva  este  nombre,  lia  de  tener 
30  años.  ¿Por  qué  tal  variedad?  Yo  no  me  la  explico, 
y lié  aquí  por  qué,  Sres.  Diputados,  llamaba  yo  razón 
de  unidad  á la  que  tan  brevemente  acabo  de  exponer. 

Me  falta  la  razón  de  consecuencia  y doy  palabra 
al  Sr.  Presidente  de  desarrollarla  con  rapidez  vertigi- 
nosa, porque  comprendo  el  estado  de  la  Cámara,  y 
además,  porque  habiendo  llegado  con  apresuramiento 
en  el  mismo  instante  en  que  se  me  concedió  la  pala- 
bra ni  siquiera  he  podido  reponerme,  como  veis,  del 
cansancio  material. 

Razón  de  consecuencia.  La  llamo  así,  porque  to- 
das las  que  voy  á exponer  en  apoyo  de  mi  enmienda, 
surgen  como  corolario  indiscutible  de  las  que  se  han 
expuesto  en  defensa  del  Jurado. 

Me  había  propuesto  recordarlas  una  á una,  en  li- 
gerísimo  exámen,  en  rapidísima  síntesis,  y demostrar 
que  todas  ellas  abonan  lo  que  propongo  en  mi  en- 
mienda; pero  las  agujas  del  reloj  y el  cansancio  de  la 
Cámara  me  coartan  y voy  á escoger  al  vuelo  las  más 
principales. 

El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  es  lan  habi- 
lísimo político  como  elocuentísimo  jurisconsulto.  Y 
no  toméis  esto  á mala  parte,  como  adulación  impro- 
pia á la  altivez  castellana,  ni  siquiera  como  tributo 
que  rinde  un  agvadeciclo  discípulo  á su  inolvidable 
maestro:  tomadlo  como  expresión  de  un  sentimiento 
de  justicia.  Pues  bien;  con  esa  habilidad  y esa  elo- 
cuencia que  le  son  propias,  decia  el  Sr.  Alonso  Mar- 
tínez: la  revolución  política  de  Francia  y la  revolución 
religiosa  de  Alemania  vinieron  á converger  en  un 
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punto,  en  el  imperio  del  libre  exámen;  y después  de 
proclamado  ese  principio,  conociendo  la  virtualidad 
de  los  derechos  que  el  mismo  entraüa,  los  ciudada- 
nos intervienen  en  las  funciones  políticas  por  medio 
de  ios  Gobiernos  constitucionales,  y en  las  funciones 
sociales  por  el  Jurado.  Acepto  desde  luego  esta  pro- 
funda observación  delSr.  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia; en  menos  palabras  no  se  puede  decir  más  ni 
mejor. 

Pero  buscamos  la  deducción , y el  caso  es  que 
siendo  una  la  causa,  son  dos  y distintos  los  efectos. 

Si  por  consecuencia  de  una  misma  causa  viene  la  in- 
tervención en  lo  que  afecta  al  Gobierno  por  las  Górtes 
y en  lo  que  afecta  A la  justicia  por  el  Jurado,  ¿qué 
resulta  del  núm.  l/'del  art.  0.°  del  proyecto?  Que  nos 
quedamos  á la  mitad  del  camino,  que  con  absoluta 
contradicción  de  criterio  exigimos  una  edad  al  ciu- 
dadano para  el  Poder  legislativo  y el  ejecutivo,  y otra 
para  el  judicial. 

Otra  razón  de  las  más  fundamentales  expuestas. 
Se  dice  que  el  Jurado  es  escuela. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Están  para  pasar  las  horas 
de  Reglamento.  Si  V.  S.  no  puede  terminar  en  un 
minuto,  habrá  que  suspender  la  discusión 

El  Sr.  ALBA:  Terminaré  en  un  minuto  Sr.  Presi- 
dente, porque  en  casos  de  fuerza  mayor,  como  este 
en  que  me  encuentro,  hay  que  aceptar  las  circuns- 
tancias como  se  imponen,  aunque  ya  comprenderán 
los  Sres.  Diputados  que  tengo  que  prescindir  de  mu- 
chas consideraciones.  Y mi  conclusión  es  el  siguiente 
dilema:  ¿creen  los  dignísimos  individuos  de  la  Comi- 
sión que  nuestra  talla  intelectual  está  tan  rebajada 
que  no  se  completa  hasta  los  30  años?  No  pueden 
creerlo,  porque  entonces  tendrían  que  renegar  de  todo 
nuestro  derecho.  ¿No  lo  creen?  Pues  entonces,  con  la  *• 
humildad  con  que  siempre  expongo  mis  razonamien- 
tos y con  el  deseo  más  de  ser  convencido  que  de  con- 
vencer, les  ruego  que  me  expliquen  esta  diferencia 
qiie  no  entiendo. 

Ha  habido  algunos  oradores  que  han  acusado  al 
proyecto  de  desconfianza  por  razón  de  la  selecciou  de 
las  listas;  de  no  admitirse  mi  enmienda,  también  po- 
drá acusarse  al  proyecto  de  desconfianza  por  la  limi- 
tación que  se  establece  por  virtud  de  la  edad.  ¿Que- 
remos el  Jurado  porque  entendemos  que  es  bueno  en 
el  órden  jurídico  y artículo  de  nuestro  credo  en  el  ór-  : 
den  político?  Pues  entremos  francamente  en  él  y lie-  ¡ 
vérnosle  á la  práctica  sin  repulgos,  distingos  y corta- 
pisas incomprensibles. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  esta  discusión, 
que  continuará  mañana  á primera  hora. 


cia  de  D.  José  Talón  y Marín,  vecino  de  Gieza,  pi- 
diendo que  al  discutirse  la  ley  se  establezca  que  á los 
hijos  únicos  de  padre  y madre  sexagenarios’  se  les 
permita  la  redención  del  servicio  militar  por  metálico 
ó por  medio  de  sustituto  hábil. 


El  Congreso  quedó  enterado  de  que  la  Comisión 
que  entiende  en  el  proyecLo  de  ley  fijando  la  fuerza 
del  ejército  permanente  para  el  año  económico  de 
1887-88  había  nombrado  presidente  al  Sr.  Pando  y 
secretario  al  Sr.  La  Serna. 


Se  mandó  pasar  á la  Comisión  de  presupuestos  la 
siguiente  comunicación*  y la  solicitud  á que  se  re- 
fiere: 

«Ministerio  de  Hacienda. — Excmos.  Sres.:  Tengo 
la  honra  do  pasar  á manos  de  Y.  EE.,  á los  efectos 
indicados  en  la  Real  órden  do  4 del  mes  actual,  la 
instancia  que  han  elevado  al  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  el  teniente  y abogados  fiscales  del  Tribunal 
Supremo,  en  solicitud  de  que  se  haga  extensivo  á 
ellos  el  aumento  de  sueldo  que  solicitaron  los  presi- 
dentes de  Sala,  fiscal  y magistrados  de  la  Audiencia 
de  esta  corte  en  la  instancia  remitida  á V.  EE.  con 
la  citada  Real  órden.» 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  1 1 de 
Mayo  de  1 887.==Joaquin  López  Puigcerver.=Señores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso. 


Se  leyeron  por  primera  vez,  y pasaron  á la  Co- 
misión, acordando  se  imprimieran  y repartieran,  las 
siguientes  enmiendas  aldictámen  relativo  al  proyecto 
de  ley  estableciendo  el  juicio  por  jurados. 

Del  Sr.  Ansaldo  al  art.  13. 

Del  Sr.  Domínguez  ( D.  Lorenzo)  á ios  artículos 
30,  31,  32  y 33. 

Del  Sr.  Ázcárate  á los  párrafos  2.°  y 3.°  del  art.  68 , 
y al  párrafo  l.°  del  art.  69. 

(Véase  el  Apéndice  cuarto  á este  Diario.) 


Se  mandó  pasar  á las  Secciones  para  nombra- 
miento de  Comisión,  el  proyecto  de  ley,  remitido  por 
el  Senado,  sobre  inclusión  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras de  la  prolongación  de  la  do  Alcocer  (Guada- 
lajara)  á la  estación  de  Flueto.  (Véase  el  Apéndice 
quinto  á este  Diario.) 


Se  mandó  pasar  á la  Comisión  que  entiende  en  el 
proyecto  de  ley  constitutiva  del  ejército,  una  instan  - 


E1  Sr.  PREBIDENTE:  Orden  del  dia  para  mañaua. 
Los  asuntos  pendientes. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  siete  y diez  minutos. 


CINCO  APENDICES. 


APÉNDICE  PBIMEBO  AL  NÚM.  88. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proyecto  de  ley,  presentado  por  elSr.  Ministro  de  la  Gobernación,  sobre  autorización 
para  invertir  500.000  pesetas  en  las  obras  de  instalación  del  asilo  de  inválidos 

del  trabajo. 


A LAS  CORTES. 

Las  leyes  de  5 de  Julio  de  1883  y 24  de  Marzo 
de  1 88 5; autorizaron  al  Ministro  de  la  Gobernación 
para  disponer  de  un  crédito  de  2.500.000  pesetas  con 
el  objeto  de  instalar  en  la  forma  que  creyese  más 
oportuna,  pero  con  la  separación  conteniente  y en 
sitio  que  reuniese  condiciones  de  capacidad  é higiene, 
los  establecimientos  generales  de  beneficencia,  y para 
utilizar  determinados  recursos,  cuyo  producto  debe- 
ría invertirse,  en  su  dia,  en  reintegrar  al  Tesoro  el 
anticipo  que  hiciere  de  la  expresada  cantidad. 

En  cumplimiento  de  las  citadas  leyes, ’ y prévia  la 
instrucción  del  oportuno  expediente,  se  llevó  ;i  efecto, 
con  acuerdo  del  Consejo  de  Ministros,  la  adquisición 
de  la  posesión  denominada  Vista- Alegre,  sita 'en  el  tér* 
mino  de  Carabanchel  Bajo,  y propiedad  de  la  testa- 
mentaría del  Excmo.  Sr.  Marqués  de  Salamanca,  por 
el  precio  de  2.500.000  pesetas  pagaderas  en  diferen- 
tes plazos, rque  terminan  en  l.°  de  Julio  de  1890,  abo- 
nándose el  interés  dej3  por  100  anual  como  compen- 
sación do  no  efectuarse  el  pago  al  contado. 

El  contrato  se  elevó  á escritura  pública  en  23  de 
Agosto  de  1886,  habiéndose  satisfecho  ya  en  cumpli- 
miento de  lo  estipulado  en  el  mismo  la  cantidad  de 
500.000  pesetas. 

El  Ministerio  de  la  Gobernación  remitió  oportu- 
namente al  de  Hacienda  una  nota  detallada  de  los  re- 
cursos  con  que  la  Beneficencia  general  y ¿particular 


contaban  para  reintegrar  en  su  dia  el  anticipo  de  los 
2.500.000  pesetas,  recursos  más  que  suficientes  para 
el  objeto  á que  se  destinaban,  y que  indudablemente 
se  aumentarán  en  el  trascurso  de  los  años  que  faltan 
hasta  la  terminación  del  contraLo  de  compra  de  Vista- 
Alegre  por  efecto  de  nuevas  investigaciones  que  pro- 
duzcan la  caducidad  de  antiguas  fundaciones  benéfl. 
cas  que  no  responden  ya  al  objeto  de  su  institución, 
ó que  carecen  de  los  medios  suficientes  para  reali- 
zarlo. 

Por  Real  decreto  de  1 1 del  corriente  se  ha  dig- 
nado S.  M.  disponer  la  creación  de  un  asilo  para  in- 
válidos del  trabajo  en  la  posesión  de  Vista- A legre, 
destinando  á las  obras  necesarias  para  llevar  á cabo 
este  pensamiento  la  cantidad  de  500.000  pesetas,  pro- 
cedentes de  capitales  é intereses  de  fundaciones  ca- 
ducadas, de  valores  pertenecientes  á los  estableci- 
mientos generales  de  beneficencia  y de  cantidades  que 
existen  en  metálico  en  la  Caja  general  de  depósitos,  y 
que  hoy  se  bailan  afectas  al  reintegro  á la  Hacienda 
del  anticipo  de  2.500.000  pesetas  que  ha  de  satisfacer 
por  la  adquisición  de  Vista-Alegre. 

Es,  por  tanto,  indispensable,  si  ha  de  verse  reali- 
zada en  breve  plazo  la  instalación  del  Asilo  de  invá- 
lidos del  t rabajo,  que  se  autorice  al  Ministro  de  la  Go- 
bernación para  disponer  de  estos  valores,  basta  la 
cantidad  de  500.000  pesetas,  lo  cual  puede  efectuarse 
sin  perjuicio  para  el  Estado;  porque  no  debiendo  que- 
dar satisfecha  la  totalidad  del  precio  de  adquisición 
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de  Vista-Alegre  hasta  el  l.°  de  Julio  de  1890,  hay 
tiempo  más  que  suficiente  para  que,  por.  efecto  de 
nuevas  investigaciones,  por  consecuencia  de  la  decla- 
ración de  caducidad  de  muchas  funciones  benéficas, 


Adquisición  por  el  Estado  de  la  finca  denominada 
Vista- Alegre y en  Carabanchel. 

KL  MINISTRO  DE  LA  GOBERNACION. 

DEBE. 


y hasta  por  aumento  de  valor  en  los  edificios  y te- 
rrenos que  hoy  constituyen  parte  de  la  garantía  ofre- 
cida á la  Hacienda,  se  obtengan  recursos  muy  supe- 
riores á las  500.000  pesetas,  que  hoy  es  necesario 
utilizar. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  prévia  la  venia 
de  K.  M.j  y con  acuerdo  del  Consejo  de  Ministros,  el 
que  suscribo  tiene  la  honra  de  someter  á la  delibera- 
ción de  las  Córtes  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  i.°  Se  autoriza  al  Ministro  de  la  Gober- 
nación para  invertir  en  las  obras  necesarias  para  la 
instalación  en  el  palacio  nuevo  de  Vista-Alegre  del 
Asilo  de  inválidos  del  trabajo  creado  por  Real  decreto 
de  1 1 de  Enero  de  1887,  la  cantidad  de  500.000  pe- 
setas, tomándola  de  los  bienes  y valores  afectos  al 
reintegro  al  Tesoro  del  precio  de  la  posesión  de  Vista- 
Alegre  que  se  detallan  en  la  nota  adjunta,  remitida 
ya  al  Ministerio  de  Hacienda  con  Real  órden  de  19  de 
Noviembre  de  1886. 

Art.  2.°  El  Ministro  de  la  Gobernación  formará  y 
remitirá  al  de  Hacienda  una  relación  de  los  valores 
de  que  hubiere  hecho  uso  para  realizar  la  suma  de 
500.000  pesetas,  y dictará  cuantas  disposiciones  sean 
necesarias  para  que  activándose  las  investigaciones  y 
la  declaración  de  caducidad  de  las  fundaciones  de  Be- 
neficencia particular  que  no  responda^  al  objeto  de 
su  institución  por  cualesquiera  de  las  causas  que  se 
detallan  en  la  instrucción  de  27  de  Abril  de  1875, 
pueda,  antes  de  i.°  de  Julio  de  1890,  completarse  la 
garantía  de  2.500.000  pesetas  ofrecida  para  reintegro 
cíel  precio  que  ha  de  pagarse  por  la  posesión  de  Vista- 
Alegre. 

Madrid  27  de  Febrero  de  1887.=El  Ministro  de 
la  Gobernación,  Fernando  de  León  y Castillo. 


Precio  de  la  finen. 
Pesetas . 


Pesetas . 


2.500.000 


Por  el  valor  de  los  edificios  y 
terrenos  propios  de  la  Bene- 
ficencia general 

Por  el  de  las  inscripciones 
del  3 por  1 00  pertenecientes 
á las  fundaciones  caducada^ 
de  1).  Pedro  Antonio  de  Ara- 
gón, supuesta  su  conversión 
en  otras  del  4 al  tipo  legal 
de  4 3' 7 5 por  100  y su  reali- 
zación al  62*50 

Por  los  intereses  de  las  mis- 
mas durante  doce  trimestres 
Valores  del 
Hospital  del 
Gármen. . . . 

Valores  del 
Hospital  de 
Jesús  Naza-, 

reno ) líanco 

En  metálico  en  la  Caja  de  de- 
pósitos por  intereses  anti- 
guos de  la  fundación  de  Don 
Pedro  Antonio  de  Aragón. . 
Idem  de  la  de  D.  Teodosio 

Delgado 

Idem  de  La  de  D.  Pedro  Valla- 
dares  

Idem  de  la  de  D.  Pedro  Stiarez 
de  Toledo 


Inscripciones. 
Sisas 

Inscripciones. 
Acciones  del 


.988.616 


199.1 12*25 

23.893*47 

215.1 12*77 
1.314 

14.788*99 

8.500 


25.469 
8.989 
I i. 879*49 
2.548*39 


llESUMEN. 

Importa  el  Haber 

Idem  el  Debe 

Sobrante 


2.500.223*36 


2.500.223*36 

2.500.000 


223*30 


APÉNDICE  SEGUNDO  AL  NÚM.  88. 


BE  LAS 


Proyecto  de  ley,  presentado  por  el  $r  Ministro  de  la,  Gobernación,  concediendo 
una  pensión  á ¡Joña  Isabel  Alemany,  viuda  de  I).  Miguel  Alemany. 


A LAS  CORTES. 

El  heroísmo  y abnegación  demostrado  en  repeti- 
das ocasiones  por  el  torrero  segundo,  que  fué  del  faro 
de  Cala-Figucra  (Baleares)  D.  Miguel  Alemany,  expo- 
niendo su  vida  para  salvar  las  de  muchos  infelices  náu- 
fragos, y especialmente  el  hecho  llevado  á cabo  el 
18  de  Abril  de  1870,  salvando  de  una  muerte  segu- 
ra á los  tripulantes  del  falucho  Antonio,  movie- 
ron al  Gobierno  de  S.  M.  á concederle  por  Real  órden 
de  14  de  Julio  de  1877  la  Cruz  de  Beneficencia  de 
primera  clase,  pensionada;  mas  no  promulgada  la  ley 
á que  se  refiere  el  art.  9.°  del  reglamento  de  30  de 
Diciembre  de  1857,  por  el  que  se  rige  dicha  Orden, 
no  llegó  á obtener  la  pensión. 

Cinco  años  hace  que  falleció  D.  Miguel  Alemany, 


á causa  de  enfermedades  que  contrajo  al  realizar  actos 
de  tal  arrojo  y abnegación,  dejando  á su  viuda  é hijos 
en  el  mayor  desamparo. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  previa  la  venia 
do  S.  M.,  y con  acuerdo  del  Gouaejo  de  Ministros,  el 
que  suscribe  tiene  la  honra  de  someter  á la  delibera- 
ción de  las  Cortes,  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  concede  á Doña  Isabel  Ale- 
many, viuda  del  torrero  segundo  que  fué  del  faro  de 
Cala-Figuera  (Baleares),  la  peusion  anual  de  750  pe- 
setas, trasmisible  á sus  hijos. 

Madrid  19  de  Abril  de  1887.=El  Ministro  de  la 
Gobernación,  Fernando  de  León  v Castillo. 


APÉNDICE  TERCERO  AL  NUM.  88. 


SESIONES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proyecto  de  ley,  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  sobre  constrm - 
eion  de  un  manicomio  judicial,  instalación  de  la  penitenciaria,  hospital  y esta- 
blecimiento de  una  colonia  agrícola  penitenciaria. 


A LAS  CORTES. 

La  ley  de  23  de  Julio  de  1878  ordenó  la  construc- 
ción de  un  edificio  destinado  á presidio  celular,  apli- 
cando á este  fin  los  recursos  que  produjera  la  venta 
en  pública  subasta  de  las  propiedades  á cargo  de  la 
Dirección  general  de  establecimientos  penales,  que, 
por  sus  condiciones,  no  fuesen  utilizables  en  adelan- 
te; y enajenadas  sucesivamente  todas  las  fincas  áque 
dicha  ley  se  referia,  sin  más  excepción  que  la  casa- 
galera  de  Barcelona,  y la  huerta  de  la  de  Alcalá  de 
llenares,  se  ha  obtenido  ina  cantidad  de  563.196  pe- 
setas con  15  céntimos,  de  las  cuales  falta  aún  hacer 
efectivas  137.612,  estando  tiempo  hace  depositadas 
las  restantes  en  el  Banco  de  España  en  espera  de  la 
aplicación  acordada. 

Desde  luego  se  comprende  que  las  563.196  pese- 
tas con  15  céntimos,  son  insuficientes  para  el  objeto 
á que  se  destinaban;  pues  suponiendo  que  el  edificio 
de  que  se  trata  hubiera  «le  lener  una  capacidad  mí  - 
nima de  500  plazas,  y calculando  el  coste  medio  de 
cada  celda  en  3.000  pesetas,  se  elevaría  su  presu- 
puesto ;í  la  suma  de  1.500.000  pesetas;  es  decir,  casi 
dos  ^eces  más  que  los  recursos  existentes. 

Ni  es  posible,  por  otra  parte,  aumentar  estos  re- 
cursos, pues  la  ley  de  23  de  Diciembre  último  ha 
adjudicado  á la  Diputación  provincial  y al  Ayunta 
miento  de  Barcelona  la  casa- galera  de  aquella  pobla- 
ron, exigiendo  en  cambio  200  celdas  para  condenados 
á presidio  en  el  nuevo  edificio  carcelario  que  en  vir- 
tud de  la  expresada  ley  se  ha  de  construir;  y la  huerta 
de  la  galera  de  Alcalá  de  Henares,  aparte  de  su  es- 
caso valor  en  venia , no  puede  ser  enajenada  sin  pri- 
var al  establecimiento  del  terreno  necesario  para  su 
ensanche  en  lo  sucesivo,  así  como  de  las  garantías 
de  independencia  y aislamiento,  tan  necesarias  en  nii- 
ficios  de  esta  Indole. 


Dentro,  sin  embargo,  de  las  apremiantes  exigen- 
cias de  nuestro  sistema  penitenciario,  cabe  una  apli- 
cación, á la  vez  que  inmediata,  altamente  beneficiosa 
para  los  intereses  públicos,  de  la  cantidad  recaudada, 
dedicándola  á la  construcción  de  un  manicomio  es- 
pecial para  la  custodia  de  los  afecLados  de  perturba- 
ciones mentales,  conforme  á lo  dispuesto  en  el  Real 
decreto  de  13  de  Diciembre  de  1886;  á la  instalación 
de  la  penitenciaría  hospital  en  el  ex-con vento  de  la 
Victoria  del  Puerto  de  Santa  María,  luego  que  el  Mu- 
nicipio de  esta  ciudad  invierLa  en  obras  de  reparación 
la  suma  ofrecida;  y por  último,  al  establecimiento  de 
una  colonia  agrícola  penitenciaria,  que  sirva  de  en- 
sayo en  nuestra  Patria  de  este  sistema  de  trabajo 
presidí  al,  aplicable  sin  duda  con  grandes  ventajas 
morales  y materiales  á los  muchos  delincuentes  que 
tienen  por  oficio  las  faenas  del  campo. 

Si  el  proyecto  (pie  el  Ministro  que  suscribe  tiene 
el  honor  de  presentar  á las  Cortes  merece  la  sanción 
legislativa,  alcanzarán  dcstiuo  conveniente  los  200  ó 
300  penados  y procesados  locos  que  en  la  actualidad  se 
encuentran  en  pésimas  condiciones  por  falta  de  locales 
convenientemente  dispuestos,  ya  en  las  penitenciarías 
ordinarias,  ya  en  ios  hospitales  públicos,  los  600  ó 700 
penados  enfermos  crónicos  y valetudinarios  que  hoy 
acrecientan  de  un  modo  excesivo  el  coste  de  las  en- 
fermerías, donde  lejos  de  mejorar,  hallan  agravación 
á sus  dolencias  y acaso  una  muerte  rápida;  y por  úl- 
timo, los  150  ó 200  que  habrían  de  constituir  la  co-  - 
lonia  penal  para  cuya  instalación  cuenta  ya  el  Go- 
bierno con  ofrecimientos,  tanto  de  las  Corporaciones 
provinciales  como  de  las  municipales,  y con  la  segu- 
ridad de  poder  disponer  sin  necesidad  de  gaste  alguno 
de  un  material  de  cultivo  en  conformidad  con  ios 
modernos  adelantos  de  la  industria  agrícola,  con  lo 
cual  dentro  de  los  estrechos  límites  en  que  la  caren- 
cia de  recursos  encierra  actualmente  todo  propósito 
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de  mejoramiento  de  nuestras  prisiones,  se  conseguirá 
el  mayor  desahogó  posible  de  los  presidios  existentes, 
con  singular  beneficio  para  la  higiene  y el  régimen 
de  los  mismos,  ínterin  llega  el  momento  de  abordar 
de  una  vez  en  toda  su  extensión  el  urgentísimo  pro- 
blema de  la  reforma  penitenciaria. 

De  este  modo,  con  las  cantidades  reservadas  por 
virtud  de  la  ley  de  23  de  Julio  de  1878,  insuficientes, 
como  se  ha  visto,  aun  para  una  penitenciaría  de  500 
penados,  se  facilita  colocación  para  1.200;  y si  se  to- 
man en  cuenta  los  200  que  han  de  obtenerla  en  la 
cárcel  de  Barcelona,  en  la  forma  ya  expresada,  se  ele- 
va el  número  de  reclusos  á 1.400;  cifra  que  basta  por 
sí  sola  para  encarecer  ante  la  Representación  del  país 
la  conveniencia  de  este  proyecto,  que  á sus  delibera- 
ciones somete  el  Gobierno,  creyendo  atender  con  él  á 
un  tiempo  mismo,  á ineludibles  exigencias  de  la  prác- 
tica y á la  necesidad  racional  de  mirar  á los  fines 
correccionales  en  que  se  inspira  el  sistema  celular, 
mediante  una  diferenciación  prévia  de  la  población 
penal,  que  sobre  hacer  más  eficaz  el  establecimiento 
de  dicho  sistema  permita  aplicarle,  sin  dispendios 
inútiles,  en  los  términos  adecuados  á su  propia  natu- 
raleza. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  el  Ministro  que 
suscribe  tiene  el  honor  de  presentar  á las  Cortes  el 
adjunto 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Los  recursos  concedidos  por  la  ley 
de  23  de  Julio  de  1878  para  la  edificación  de  una  pe- 
nitenciaría de  separación  individual,  se  aplicarán  á 
la  construcción  del  manicomio  judicial,  creado  por 


Real  decreto  de  13  de  Diciembre  de  1886;  á la  ins- 
talación de  la  penitenciaría  hospital  eu  el  ex-convento 
de  la  Victoria  del  Puerto  de  Santa  María,  y al  esta- 
blecimieutd  de  una  colonia  penitenciaría  agrícola  en 
terrenos  del  Estado,  ó cedidos  por  las  Diputaciones 
provinciales  ó Ayuntamientos. 

Art.  2.°  El  Gobierno,  con  vista  de  los  proyectos  y 
presupuestos  especiales  de  estos  servicios,  determi- 
nará por  medio  de  Reales  decretos  las  cantidades  que 
hayan  de  destinarse  á cada  uno  de  los  tres  indicados 
objetos. 

Art.  3.°  Estas  obras  podrán  realizarse  con  mate- 
riales adquiridos  por  subasta  y utilizando  el  trabajo 
de  los  penados,  ó bien  contratándolas  en  pública  lici- 
tación. En  este  último  caso,  cuando  las  conveniencias 
del  servicio  lo  aconsejen,  se  establecerán  en  el  pliego 
que  sirva  de  base  para  el  remate  las  condiciones 
oportunas  para  que  puedan  concederse  al  contratista 
secciones  de  penados  para  los  trabajos,  con  la  retri- 
bución que  sea  justa,  en  los  términos  prevenidos  en 
el  Real  decreto  é instrucción  do  29  de  Abril  de  1886, 
aumentada  con  un  10  por  100  por  compensación  de 
los  gastos  de  vigilancia  y vestuario.  La  parte  corres- 
pondiente al  Estado  se  tomará  entonces  en  cuenta  al 
hacer  la  liquidación  de  la  obra  al  contratista,  consi- 
derando su  importe  como  miuoraciou  del  coste  do  la 
misma. 

Art.  4.°  El  Gobierno  dará  cuenta  á las  Córtes  de 
la  ejecución  de  lo  mandado  en  la  presente  ley. 

Art.  5.°  Queda  derogada,  en  cuanto  se  oponga  á 
ésta,  la  ley  de  23  de  Julio  de  1878. 

Madrid  4 de  Mayo  de  1887.=El  Ministro  do  la 
Gobernación,  Fernando  de  León  y Castillo. 


APÉNDICE  CUABTO  AL  NUM.  88, 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Enmiendas  al  ilielámen  de  la  Comisión  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el 
establecimiento  del  juicio  por  jurados  para  determinados  delitos. 


Del  Sr.  ANSALDO,  adición  al  art.  1 3. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  la  siguiente  adición  al  arL  13  del  proyecto 
do  ley  sobre  establecimiento  del  juicio  por  jurados 
para  determinados  delitos: 

«4.ft  Los  Senadores  y Diputados  á Cortes  mien- 
tras éstas  estén  abiertas.» 

Palacio  del  Congreso  1 1 de  Mayo  de  l887.=Frau- 
cisco  Ansaldo.  = Anselmo  de  Górdova.  = Juan  José 
Lopez.=José  Hernández  Prieta.=Lamberto  Marti- 
nez  Ascnjo.=Joaquin  Oriol.=El  Marqués  de  Fiores- 
Dávila. 


Del  Sr.  DOMINCUEZ  (D.  Lorenzo),  á los  arts.  30. 
31,  32  y 33. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  las  siguientes  enmiendas  al  pro- 
yecto de  ley  sobre  el  Jurado: 

«Los  arts.  30,  31,  32  y 33  del  proyecto  presen- 
tado por  la  Comisión  quedarán  sustituidos  por  los  si- 
guientes del  primitivo  proyecto  presentado  por  el 
Exorno.  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  haciendo  en 
el  número  de  cada  artículo  la  variación  que  corres- 
ponda: 

Art.  33.  El  juez  municipal  remitirá  en  los  quince 
primeros  dias  de  Agosto  á la  Junta  gubernativa  de  la 
Audiencia  de  lo  criminal  ó Sala  de  gobierno  de  la  ge- 
neral respectiva,  las  copias  mencionadas  en  el  artículo 
anterior,  acompañadas  de  otras  listas  comprensivas 
de  la  décima  parte  de  los  incluidos  en  cada  una  de 
las  generales,  que  conceptúen  más  aptos  para  desem- 
peñar el  cargo  de  jurado,  con  expresión  sucinta  do  los 
fundamentos  de  su  juicio. 

Art.  34.  Después  que  la  respectiva  Junta  ó Sala 
de  gobierno  haya  recibido  las  listas  de  todos  los  jue- 


ces municipales,  se  reunirá  oportunamente,  procu- 
rando hacerlo  antes  del  20  de  Agosto,  para  formar  las 
i listas  últimas. 

Art.  35.  Se  formarán  dos  listas  definitivas  de  ju- 
rados para  cada  partido  judicial:  una  de  cabezas  de 
familia  y otra  de  capacidades,  teniendo  en  cuenta  para 
ello  las  listas  adicionales,  aunque  sin  obligación  de 
| atenerse  exclusivamente  á ellas. 

La  primera  no  podrá  contener  ménos  de  200  nom- 
bres, ni  ménos  de  100  la  segunda;  y en  las  capitales 
¡ de  provincia  ó poblaciones  donde  hubiere  más  de  un 
[ Juzgado  de  partido,  solo  se  formará  una  lista  general 
de  cada  clase,  si  bien  en  este  caso  se  aumentará  ol 
número  de  jurados  que  en  ellas  deban  figurar,  en  la 
proporción  de  cien  cabezas  de  familia  más  por  cada 
partido  que  exista  dentro  de  la  población  y de  50  ca- 
pacidades. 

Guando  la  densidad  del  vecindario  lo  exija,  podrá 
aumentarse  en  una  tercera  parte  el  número  de  jura- 
dos que  hayan  de  figurar  en  las  últimas  listas  de 
partido  ó poblaciones  comprensivas  de  varios. 

Art.  36.  Si  no  resultare  número  suficiente  de  ca- 
pacidades en  cada  partido  judicial,  se  completará 
aquel  con  ios  que  fueren  necesarios  entre  las  cabe- 
zas de  familia  que  paguen  mayor  cuota  de  contri- 
bución. 

Art.  37.  Se  procurará,  en  cuanto  fuere  posible, 
que  ios  elegidos  de  ambas  listas  correspondan  á to- 
dos los  términos  municipales  del  respectivo  partido, 
si  bien  dando  mayor  participación  al  de  la  capital. 

Art.  38.  Formadas  así  las  listas  definitivas  de  ju- 
rados, se  remitirán  certificados  de  eada  una  de  ellas  á 
los  presidentes  de  las  respectivas  Audiencias  genera- 
les y á ios  jueces  de  partido,  archivándose  las  origi- 
nales remitidas  por  los  jueces  municipales  en  la  Se- 
cretaría de  gobierno. 
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Art.  39.  Los  jueces  de  partido  remitirán  también 
á cada  uno  de  los  jueces  municipales  una  lista  de  los 
vecinos  de  sus  respectivos  términos  que  hubieren  sido 
elegidos  jurados. 

Los  jueces  municipales  mandarán  inmediatamen- 
te que  los  elegidos  sean  notificados. 

Si  alguno  estuviese  ausente,  se  hará  la  notifica- 
ción al  individuo  de  sil  familia  ó criado  mayor  de 
edad  que  se  hallare  en  su  casa,  y en  su  defecto  al  ve- 
cino más  próximo. 

Se  observará  respecto  de  estas  notificaciones  lo 
que  respecto  do  las  mismas  se  dispone  en  la  ley  de 
enjuiciamiento  criminal. 

Art.  40.  El  presidente  de  la  Audiencia  general 
remitirá  asimismo.  del  l.°  al  5 de  Setiembre,  al  go- 
bernador de  la  provincia  respectiva  una  copia  cerli- 
ficada  de  las  listas  de  jurados  elegidos,  para  su  inser- 
ción en  el  Boletín  oficial , y otra  general  al  Ministerio 
de  Gracia  y Justicia.» 

Palacio  del  Congreso  1 1 de  Mayo  de  t887.=Lo- 
renzo  Domínguez* =G.  El  Conde  de  Toreno.=Eduardo 
Garrido  E s tr  ada.*— Maiííjuós  de  Pidal.==Francisco  Sil- 
vela.=El  Vizconde  de  Campo -Grandc.=El  Marqués 
de  Mochales. 


Del  Sr.  AZCARATE,  á los  párrafos  2.°  y 3.°  del 
art.  08: 

«Los  Diput  ados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  ar- 
tículo 08  del  proyecto  de  ley  sobre  el  Jurado. 

En  el  segundo  párrafo,  en  vez  de  la  palabra  «na- 
turaleza jurídica  délos  hechos,»  se  dirá:  «la  natura- 
leza de  los  hechos,»  y en  el  párrafo  3.°,  en  vez  do  «la 
doctrina  jurídica  relativa  á las  circunstancias,  etc.,» 
se  dirá:  «la  índole  y naturaleza  de  las  circunstancias, 
etcétera.» 

Palacio  del  Congreso  11  de  Mayo  de  l8S7.=Gu- 
mersindo  de  Axcárato.==Maimel  Pedregal. =José  Cas- 
tilla.=Miguel  Villa! ba  HerVAs.  = Rafael  Montoro.= 
Rafael  Fernandez  de  Cas t ro. =Be lifi  a rd o Portuondo. 


Del  Sr.  AZCARATE,  al  art.  09. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
pi-oponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  69: 

Donde  dice,  cu  el  párrafo  l.“:  «los  jueces  de  dére- 
cho  dictarán,»  se  dirá:  «los  jueces  de  derecho  po- 
drán dictar.» 

Palacio  del  Congreso  1 1 de  Mayo  de  1887.=Gu- 
mersindo  de  Azcárale.=Manuel  Pedregal. =José  Cas- 
tiüa.=Miguel  Villalba  IIervás.=Rafael  Montoro.= 
Bernardo  PorLuondo.=Rafael  Fernandez  de  Castro. 


APÉNDICE  QUINTO  AL  NÚM.  88. 


DE  LAS 


SESIONES  DE  CORTES. 


Proyecto  de  ley,  remitido  por  el  Senado,  incluyendo  en  el  ¡dan  general  de  carre- 
teras la  prolongación  desde  la  de  Alcocer  ( Guo.dalaja.raJ  á la  estación  de 

Huele  (Cuenca). 


AL  CONGRESO  I)E  LOS  DIPUTADOS. 

EL  Senado,  tomando  en  consideración  lo  propuesto 
por  varios  individuos  de  su  seno,  ha  aprobado  el  si- 
guiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  incluirá  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  la  prolongación  desde  Alcocer, 
provincia  de  Guadalajara,  hasta  la  estación  de  Huele, 
en  la  de  Cuenca,  de  la  carretera  de  tercer  orden,  del 
plan  general  en  construcción,  titulada  Tortuera  á Al- 
cocer, pasando  el  rio  Guadiela,  que  divide  las  dos 
provincias,  por  los  puentes  de  Alcocer  y siguiendo 


por  los  términos  de  los  pueblos  Alcujate,  Cañaverue- 
las , Villalba  del  Rey,  Moncalbillo  y estación  de 
iiuete,  en  la  vía  férrea  de  Aranjuez  á Cuenca. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  parala  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  pasa  ai  Congreso  de  los  Diputados, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9.°  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Senado  1 1 de  Mayo  de  1887.=El  Mar- 
qués de  la  Habana,  Presidente.  = José  de  la  Torre  y 
Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor  de  Rubia- 
nes,  Senador  Secretario. 
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DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


PRESIDENCIA  DEL  EXCHO.  SR.  I).  CRISTINO  HURTOS. 


SESION  DEL  JUEVES  Di  DE  MAYO  DE  1887. 

SUMARIO*  Abroso  a la  una.=Se  loo  y aprueba  el  Acta  de  la  anterior.=Oi\DEN  del  día:  continúa 
la  discusión  pendiente  sobre  establecimiento  dol  juicio  por  jurad03.=Diseur3O  del  Sr.  Santana,  de  la 
Comisión,  acerca  de  la  enmienda  del  Sr.  Alba  al  art.  9.y=Rectiüca  el  Sr.  Alba,  y retira  la  enmienda. = 
Se  loo  y abro  discusión  acerca  del  art.  9.°==:Disourso  del  Sr.  Vizconde  de  Campo-Graado  en  contra. = 
Del  Sr.  Santana,  de  la  Oomision.=Recti£lca  ol  Sr.  Vizconde  do  Campo-Grande.— Discurso  en  contra,  del 
Sr.  Bugallal  (D.  Benigno),  con  llamadas  de  la  Presidencia. =Dei  Sr.  Santana,  do  la  Comision.=  sin  más 
debate  se  aprueba  el  art.  9.°=So  loo  ol  10  y una  enmienda  del  Sr.  Manteca,  leyéndose  además,  por  indi- 
cación de  la  Presidencia,  otras  dos  enmiendas  del  mismo  Sr.  Diputado  d 103  arts.  14  y 8L-— La  Comisión 
admito  la  enmienda  que  se  refiere  al  oaso  tercero  del  art.  10,  entendiéndose  que  I03  condonados  á penas 
aflictivas  no  tienen  capacidad  para  ser  jurados  mientras  no  hubieren  extinguido  la  condena,  y trascu- 
rrido después  sin  delinquir  quince  anos;  no  acepta  la  enmienda  referente  al  art.  14,  pero  sí  la  relativa 
al  31.=ü¡l  Sr.  Manteca,  de3pues  de  oir  d la  Comisión,  retira  las  tre3  enmiendas.=3e  lee  ol  art.  10,  modi- 
ficado por  la  Comision.=  Discurso  del  Sr.  Alvaraio  en  contra.=Dol  Sr.  Maura*  da  la  Comision.= 
Rectifican  ambos  señores. =Ob3ervacion  d9l  Sr.  Azcárate.=Confce3tacion  del  Sr.  Maura.=  Rectifica  el 
Sr.  Azcdrate,  y sin  más  discusión  se  aprueba  el  art.  10.=So  loen  y aprueban  sin  debate  los  arts.  11  y 12.= 
So  loo  ol  13  y una  enmienda  del  Sr.  An3aldo.=Dspues  de  una  observación  del  Sr.  Maura,  y do  breves 
indicaciones  del  Sr.  Ansaldo,  so  aprueba  el  artículo  con  la  enmienda.=Se  lee  el  14,  al  cual  hay  una 
enmienda  del  Sr.  Manteca,  retirada  por  su  autor.=Discusion  sobre  el  artículo. =Discur30  del  Sr.  Castilla 
sobre  todos  los  que  comprende  el  capítulo.=Del  Sr.  Maura,  como  de  la  Comisión. =Rectificacion  del 
Sr.  Castilla.=Se  aprueba  el  artículo.=So  loo  ol  16  y una  enmienda  del  Sr.  Aparicio  (D.  Luis).=La  Co- 
misión la  acepta,  y so  discute  con  el  artículo,  quedando  éste  aprobado  sin  discusion.=Asimismo  se 
aprueban  los  arts.  16  al  20.=Loido  ol  21,  al  cual  hay  otra  enmienda  del  Sr.  Aparicio,  después  de  una 
indicaoion  del  Sr.  Maura  se  aprueba  el  artículo  con  la  enmienda. =Sin  debate  se  aprueban  igualmente 
los  arts.  22  al  29.=So  lee  el  30  y una  enmienda  del  Sr.  Domínguez  (D.  Loronzo)  á varios  artículos  del 
mismo  título,  que  la  Comisión  no  acepta. =Discurso  del  autor  en  apoyo.=Contestacion  del  Sr.  Maura, 
de  la  Comision.=Rectifloacion  del  Sr.  Domínguez. =N o se  toma  en  consideración  la  enmienda.=  Se 
aprueban  los  arts.  30,  31  nuevamonte  redactado,  32  y 33.=Se  aprueba  igualmonte  ol  34,  con  una  adi- 
ción del  Sr.  Aparicio  aceptada  por  la  Comisión. =So  aprueban  sin  discusión  I03  arts.  35  al  40.=Obsor- 
vaciones  del  Sr.  Alcocer  al  41,  contestadas  por  el  Sr.  Maura.=Se  aprueba  el  art.  41.=Igualmente  se 
aprueba  el  42,  con  una  enmienda  dol  Sr.  Fiol  al  párrafo  segundo,  admitida  por  la  Comisión,  y después 
de  algunas  observaciones  del  Sr.  Alcocer,  contestadas  por  ol  Sr.  Maura.=Se  aprueba  el  art.  43  con  una 
enmienda  dol  Sr.  Gamazo  (D.  Triflno),  admitida  por  la  Comision.=El  44  os  aprobado  sin  debate.=So 
aprueban  el  45  y 46  con  las  enmiendas  presentadas  por  el  Sr.  Aparicio  y aceptadas  por  la  Comisión. = 
Sin  discusión  se  aprueban  los  arts.  47  y siguientes,  hasta  el  67.=Se  aprueban  igualmente  el  58  y 59, 
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con  las  enmiendas  presentadas  por  el  Sr.  Marqués  do  Pidal  y admitidas  por  la  ComÍ3ion.=rQuodan 
aprobados  sin  discusión  los  arts.  60,  61  y 62.=  Se  aprueba  el  63  con  una  enmienda  del  Sr.  Aparicio, 
admitida  por  la  Comision.=Sin  debate  son  aprobados  los  arts.  61  al  67.=Se  lee  el  68  y una  enmienda 
del  Sr.  Mosquora.=La  Comisión  no  la  admito.=Discurso  del  Sr.  Mosquera  en  su  apoyo.=Dol  Sr.  García 
Alix,  do  la  Comision.=Rectiflea  el  Sr.  Mosquera,  y retira  la  enmienda.=Queda  retirada.=  Se  lee  una 
del  Sr.  Azcárate  al  mismo  artículo,  que  admito  la  Comision.=Tomada  on  consideración,  pasa  á formar 
parte  dol  artículo.= Abrese  discusión  sobre  éste.=Discurso  dol  Sr.  Al  varado  en  contra.=Del  señor 
Maura,  de  la  Comision.=Sin  más  debate  se  aprueba  el  art.  68.=  Se  lee  el  69,  y se  da  cuenta  de  una 
emienda  al  mismo  del  Sr.  Muñoz  Chavos.=La  Comisión  no  la  acopta.=Discurso  de  su  autor  on  apoyo.= 
Del  Sr.  Maura,  de  la  Comisión. =Rectiíica  el  Sr.  Muñoz  Chavos,  y retira  la  enmienda. =Queda  retirada.  = 
Usa  de  la  palabra  para  alusiones  personales  y explicar  el  sentido  de  una  enmionda  suya  á este  misino 
articulo  el  Sr.  Azcárate.=Contosta  á nombre  de  la  Comisión  el  Sr.  Maura.=Rectiflca  el  Sr.  Azcárate  y 
retira  la  enraienda.=Q,uoda  retirada.=Se  suspendo  osta  discusión,  anunciando  el  Sr.  Presidente  quo 
continuara  mañana  á primera  hora.=Pusa  á la  Comisión  de  actas  la  credencial  presentada  por  Don 
Joaquín  González  Marrón,  electo  Diputado  por  ol  distrito  do  Salas  de  los  Infantes  (Burgos). =A  la  do 
presupuestos  pasa  una  exposición  do  la  Diga  de  propietarios  do  Valencia,  en  solicitud  do  que  miontras 
no  puedan  hacerse  las  roformas  quo  proyecta  ol  Sr.  Ministro  de  Hacienda  continúo  como  hasta  aquí  el 
sistema  de  las  declaraciones  individúalos  para  la  riqueza  rústica  imponible.=Queda  sobre  la  mosa,  á 
disposición  do  los  Sres.  Diputados,  el  informe  emitido  por  ol  inspector  de  Hacienda  pública  en  comisión 
del  servicio  acorca  de  los  de  la  Administración  en  la  provincia  do  Valoncia,  que  á petición  dol  señor 
Diputado  D.  Enrique  Bushell  romitia  el  Sr.  Ministro  do  Hacienda. =E1  Congreso  queda  enterado  de 
una  comunicación  del  Sr.  Ministro  de  Marina  manifestando  no  ser  exacto  quo  una  Comisión  do  dicho 
Ministorio  recorra  las  principales  Nociones  extranjeras  en  busca  de  casas  con  quienes  tratar  la  cons- 
trucción de  buques  para  la  marina  de  guerra,  y que  admite  la  interpelación  anunciada  por  el  señor 
Diputodo  D.  Jerónimo  Marín  Luis.=So  leo  y pasa  á la  Comisión  de  peticiones  la  lista  do  las  presenta- 
das en  Secretaria,  señaladas  con  los  números  41  al  61.=Ei  Congreso  acuerda  celebrar  mañana  sesión  seore- 
ta.=Orden  del  dia  para  mañana:  continuación  del  debate  pendiente  sobre  el  Jurado;  los  demás  asuntos 
señalados  a la  orden  del  dia,  y celebración  de  sesión  secreta  después  de  la  pública.=  So  levanta  la  de 
este  dia  á las  siete  y cuarto. 


Se  abrió  á la  una  de  la  tarde,  y leida  el  Acta  de 
la  anterior,  quedó  aprobada. 


OH  DEN  DEL  DIA. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  discusión  del 
dictamen  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  estable- 
cimiento del  juicio  por  jurados  para  determinados 
delitos.  (Ve 'ase  el  Apéndice  primero  al  Diario  nume- 
ro 42,  sesión  de  10  de  Marzo  último',  Diario  núm.  73, 
sesión  del  21  de  Abril ; Diario  núm.  74,  sesión  del  22 
de  iclem-,  Diario  núm.  75,  sesión  del  23  de  ídem ; Diario 
núm.  7G,  sesión  del  25  ele  ídem-,  Diario  núm.  77,  sesión 
del  26  de  ídem ; Diario  núm..  78,  sesión  del  27  de  ídem-, 
Diario  núm.  79,  sesión  del  28  de  ídem;  Diario  número 
80,  sesión  del  30  de  ídem-,  Diario  núm.  81,  sesión  del  3 
de  Mayo]  Diario  núm.  82,  sesión  del  4 de  ídem;  Diario 
núm.  83,  sesión  del  5 de  ídem,-  Diario  núm.  84,  sesión 
del  6 de  ídem]  Diario  núm.  85,  sesión  del  7 de  ídem ; 
Diario  núm.  86,  sesión  del  9 de  ídem-,  Diario  núm.  87, 
sesión  del  10  de  ídem,  y Diario  núm.  88,  sesión  del  11 
de  ídem.) 

Sigue  la  discusión  de  la  enmienda  del  Sr.  Alba  al 
art.  9."  El  Sr.  Sardana,  como  de  la  Comisión,  tiene  la 
palabra  en  coutra. 

El  Sr.  SANTANA:  Muy  pocas  palabras  be  de  pro- 
nunciar para  contestar  al  elocuentísimo  discurso  que 
ayer  oimos  con  mucho  gusto  al  Sr.  Alba. 

El  Sr.  Alba  apoya  una  enmienda  que  se  refiere  á 
un  detalle  insignificante  del  proyecto.  En  concepto 
de  S.  S.,  la  edad  para  ser  jurado,  que  según  el  pro- 
yecto, os  la  de  30  años,  debe  rebajarse  á 25  años. 
Esto,  como  se  ve,  después  de  todo,  no  es  más  que  un 
detallo  (juc  casi  carece  de  importancia.  El  Sr.  Alba, 


bajo  un  punto  de  vista  lógico,  y arrancando  de  los 
principios  que  lian  informado  al  Jurado  que  más  se 
ha  extendido  en  Europa,  ó sea  el  que  se  estableció  á 
virtud  de  los  principios  de  la  revolución  francesa, 
cree  que  debe  limitarse  la  edad  para  ser  jurado  á la 
de  25  años,  toda  vez  que  esa  es  la  edad  que  se  exige 
en  el  derecho  civil  y en  el  derecho  administrativo 
para  poder  ejercer  los  derechos  que  una  y otra  esfera 
del  derecho  comprenden.  Y en  este  concepto,  S.  S.. 
bajo  su  punto  de  vista,  dirigió  atinadas  consideracio- 
nes á la  Comisión,  preguntándole  qué  razón  liabia  te- 
nido para  exigir  la  edad  de  30  años  para  ser  jurado. 
La  razón  es  obvia  y sencilla.  En  la  Comisión  se  dis- 
cutió este  punto,  como  tantos  otros  de  detalle,  y hubo 
hasta  variedad  de  opiniones.  Las  legislaciones  extran- 
jeras están  en  este  mismo  sentido.  Hay  quien  cree  que 
hasta  los  40  años  no  se  está  en  el  pleno  goce  de  todos 
los  derechos,  y en  la  madurez  de  razón  bastante  para 
ejercer  esta  función,  y que,  por  consiguiente,  se  re- 
quiere no  ya  la  mayoría  de  edad,  sino  un  desarrollo 
intelectual,  un  conocimiento  del  muudo  y una  perfec- 
ción, que,  según  la  mayoría  de  los  tratadistas,  solo  se 
alcanzan  d una  edad  determinada.  Este  íuó  el  criterio 
que  predominó  en  la  Comisión. 

Y como  después  de  todo,  la  cuestiou  es  poco  im- 
portante, yo,  en  nombre  de  la  Comisión,  me  atrevo  á 
rogar  al  Sr.  Alba  que  retire  su  enmienda,  toda  vez 
que  solo  se  trata  de  uua  cuestión  de  poca  importancia, 
que  no  afecta  en  nada  al  criterio  general  que  informa 
el  dictamen. 

Dispénseme  el  Sr.  Alba  que  no  sea  más  extenso, 
supuesto  que  sabe  que  la  Comisión,  dado  el  giro  que 
este  debate  lleva,  dado  lo  mucho  que  se  lia  discutido 
y que  la  cuestión  está  casi  agotada,  se  ha  propuesto 
ser  brevísima  en  sus  contestaciones. 

El  Sr.  ALBA:  Pido  la  palabra. 

El  Sv.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 
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El  Sr.  ALBA:  Señores  Diputados;  mi  discurso 
de  ayer  i‘ué  breve,  brevísimo,  tanto  que  bien  pudiera 
llamarse  un  conato,  un  aborto  de  discurso,  un  dis- 
curso frustrado,  porque  se  me  impusieron  ciertas  cir- 
cunstancias, sobre  Lodo  la  del  tiempo;  pero  esto,  no 
obstante,  pude  exponer,  aunque  de  una  manera  es- 
cueta y sin  las  pompas  y galas  de  lenguaje,  los  ra- 
zonamientos que  venían  á constituir  la  síntesis  de  mi 
enmienda.  A este  discurso  ha  contestado  mi  querido 
amigo  el  Sr.  Santana,  pero  ha  contestado  de  hecho;  no 
me  ha  contestado  en  lo  fundamental,  limitándose  á 
decir  que  este  es  un  detalle  que  no  afecta  á la  esen- 
cia de  la  institución.  Yo  no  entiendo  que  esta  cues- 
tión sea  de  detatle,  porque  lo  que  afecta  á los  princi- 
pios no  puede  ser  de  ninguna  manera  de  detalle. 

Yo  concluí  encerrando  en  el  dilema  con  que  puse 
término  á mis  breves  consideraciones,  la  razón  de 
desconfianza  que  habían  de  alegar  los  que  no  admi- 
ten el  Jurado,  puesto  que  pueden  decir  que  se  limitan 
las  listas  por  medio  de  la  selección,  y además  se  es- 
cslablece  otra  limitación  por  medio  de  la  edad,  y so- 
bre esto  nada,  absolutamente  nada,  ha  contestado  el 
Sr.  Santana. 

Su  señoría  ha  dicho  que  ha  habido  diversidad  de 
opiniones  en  la  Comisión,  que  ha  habido  también  di- 
versidad de  criterios  en  la  legislación  extranjera;  pero 
razón  capital,  objeción  fundamental,  yo  no  he  oido 
ninguna.  Sin  embargo,  hay  una  cosa  que  me  abruma 
y pesa  sobre  mí  más  que  todo  género  de  considera- 
ciones, y es  el  ruego  con  que  ha  concluido  el  señor 
Santana  para  que  retire  mi  enmienda.  Yo  que  tengo 
presente  siempre  aquello  de  intelligcnti  pauca , voy  á 
armonizar  los  deberes  de  disciplina  ministerial  con  los 
deberes  de  conciencia.  Para  conciliarios,  cumpliré 
los  primeros  retirando  la  enmienda  con  reservas  men- 
tales, y cumpliré  los  segundos  quedándome  con  el 
convencimiento  de  que  mi  enmienda  era  lógica  y per- 
tinente. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Queda 
retirada  la  enmienda. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
artículo. 

El  Sr.  Vizconde  (le  Campo-Grande  tiene  la  palabra 
en  contra. 

El  Sr.  Vizconde  de  CAMPO-GRANDE:  Permi- 
tidme, Sres.  Diputados,  que  os  presente  brevísi- 
mas observaciones,  en  gracia  de  la  importancia  de 
este  artículo  y de  un  principio  nuevo  que  en  él  se  es- 
tablece para  nuestra  organización  política.  No  vengo 
en  son  de  guerra.  Anles  de  la  aprobación  del  art.  1.a, 
me  he  permitido  discutir  el  Jurado  en  su  principio 
y en  su  oportunidad,  y lo  hice  c<5n  verdadero  senti- 
miento, porque  sabía  que  hería  las  creencias  ó los 
compromisos  de  algunos  individuos  de  la  mayoría,  y 
yo  quiero  ser  amigo  de  todos,  tanto  más,  cuanto  que 
mi  antigüedad  en  este  sitio  me  ha  hecho  tener  el 
gusto  de  ver  á muchos  de  vosotros  nacer  y crecer 
con  gloria  eu  la  vida  parlamentaria. 

Hoy  voy  á haceros  una  confesión.  Nuestros  intere- 
ses son  comunes.  Vosotros,  los  que  creeis  en  los  be- 
neficios del  Jurado,  teneis  el  deber  de  hacer  un  Ju- 
rado perfecto:  nosotros,  los  que  no  tenemos  do  éi  esas 
mismas  ideas,  tenemos  el  deber  (le  hacer  que  sea  lo 
ménos  malo  posible;  y por  este  motivo  voy  á habla- 
ros de  un  punto  que  juzgo  de  la  mayor  importancia; 
voy  á hablaros  de  la  desaparición  del  censo  eu  el  Ju- 
Vado,  desaparición  <jue  acaso  prepara  y anuncia  otras 


en  este  mismo  sentido,  que  la  minoría  conservadora 
ha  de  combatir  siempre  donde  quiera  que  se  pre- 
senten. 

Vosotros,  os  autorizáis  para  el  establecimiento  del 
Jurado  en  el  ejemplo  de  otras  Naciones  europeas. 
Pues  yo  os  voy  á traer  el  ejemplo  de  otras  Naciones 
europeas  para  sostener  que  debéis  conservar  el  censo 
ó la  cuota  eu  vuestro  Jurado. 

Inglaterra,  madre  del  Jurado,  de  tal  manera  hace 
arrancar  los  derechos  de  sus  súbditos  del  terruño 
y de  la  propiedad,  que  todos  se  cifran  en  la  renta 
hasta  el  punto  de  que  hasta  el  año  de  1874  les  lia 
estado  prohibido  á los  extranjeros  tener  allí  propieda- 
des territoriales  ni  urbanas,  porque  ellas  pueden  dar 
estos  derechos;  6 Inglaterra,  no  solamente  tiene  el 
censo,  sino  que  lo  ha  aumentado.  La  ley  de  1870,  que 
viuo  á corregir  la  de  1825  en  Inglaterra,  aumentólas 
condiciones  del  censo. 

Ved,  pues,  si  escudados  con  el  ejemplo  de  otras 
Naciones,  no  deberíais  para  esto  recurrir  á Inglaterra. 
Inglaterra,  cuyo  censo  consiste,  ya  eu  la  renta,  ya  en 
el  precio  del  alquiler  de  las  casas  que  se  habitan,  ya 
en  los  predios  que  se  tienen  en  arrendamiento,  en  to- 
dos estos  conceptos,  ha  aumentado  últimamente  el 
censo.  Los  Estados-Unidos,  que  tienen  un  sistema 
parecido,  conservan  igualmente  el  censo;  Rusia  exige 
que  los  individuos  del  Jurado  sean  propietarios  de 
inmuebles,  ó tengan  una  renta  según  las  poblaciones, 
de  2.000  á 200  pesetas;  Grecia  exige  500;  Italia,  de 
300  á 100  pesetas  de  contribución,  según  la  impor- 
tancia de  las  poblaciones;  Bélgica,  de  250  á 90  pese- 
tas. En  Portugal,  no  solo  hay  cuota,  sino  que  es  ma- 
yor la  cuota  para  ser  jurado  de  la  que  se  exige  para 
ser  elector  político.  En  Alemania,  en  donde  se  pre- 
tende que  no  hay  censo,  indudablemente  lo  hay,  por- 
que para  ser  jurado,  es  necesario  ser  burgcr\  y en  la 
discusión  sobre  el  art.  l.°,  he  probado  que  todo  bürger 
debe  tener  circunstancias  tales,  que  necesariamente 
lia  de  pagar  alguna  contribución.  En  Austria  se  exige 
de  50  á 25  pesetas  de  contribución.  Francia  es  el 
único  país  en  donde  ha  desaparecido  la  cuota;  pero 
en  cambio,  tiene  tales  exclusiones,  tiene  una  lista  tan 
larga  de  personas  que  por  falta  de  capacidad  y de  in- 
dependencia no  pueden  ser  jurados,  que  está  bien  com- 
pensada con  esto.  Y de  todos  modos,  ¿qué  interés  te- 
neis  vosotros  en  imitar  á la  República  francesa?  Vino 
entre  nosotros  el  Jurado  de  1872,  y no  tiene  censo. 

Yo  me  figuro  que  uno  de  los  mayores  motivos 
que  se  tienen  para  que  no  tenga  censo  este  Jurado,  es 
una  mano  oculta  de  la  reacción  que  nos  hace  volver 
á lo  que  estaba  establecido  en  1872;  porque  el  autor 
de  aqnella  ley,  espíritu  ilustrado,  diplomático  tan 
distinguido,  que  hubiera  podido  ser  rival  afortunado 
del  célebre  secretario  Florentino  en  su  tiempo,  sabe 
imponerse  perfectamente,  sin  necesidad  de  venir  á de- 
fender sus  ideas  en  el  Parlamento;  porque  ello  es, 
que  la  representación  del  fusionismo  se  encerraba  en 
dos:  en  el  Sr.  Alonso  Martínez  y en  el  Sr.  Montero 
Ríos;  pero  en  fuerza  de  abdicaciones  del  Sr.  Alonso 
Martínez,  el  Sr.  Montero  Ríos,  respondiendo  perfecta- 
mente á su  nombre,  os  pone,  señores  de  la  derecha 
de  la  mayoría,  sus  ideas  por  montera. 

El  proyecto  de  Jurado  de  Romero  Girón  tenía  un 
censo,  y un  censo  bastante  alto,  como  que  era  de  400 
á 100  pesetas,  según  el  carácter  de  las  poblaciones. 
Y,  por  fin,  se  nos  presenta  el  Jurado  actual,  y en  el 
Jurado  actual  se  exigía,  para  ser  elector,  según  pro  - 
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yecto  que  trajo  aquí  el  Sr.  Ministro,  «ser  cabeza  de 
lamilia  y vecino  en  el  término  municipal  respectivo, 
si  pagase  además  alguna  cuota  de  contribución  direc- 
ta para  el  Tesoro.»  Poco  era,  pero  al  fin  se  salvaba  el 
principio  de  la  cuota;  y el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  vino  á decirnos  en  su  preámbulo:  perdonen 
Yds.  por  lo  poco;  y nos  lo  ha  dicho  en  los  siguientes 
términos: 

«ói  solo  se  hubiese  atendido  á precedentes  de  le-*  ! 
gislaciones  extranjeras,  y especialmente  d los  ccnsig-  j 
nados  en  la  de  Inglaterra,  país  donde  el  Jurado,  ele-  ! 
monto  importante  de  su  vida,  ha  experimentado  las 
influencias  y crisis  de  su  accidentada  historia,  antes 
de  conquistar  independencia  y respetabilidad,  y en  la 
legislación  de  los  Estadoa-llnidos,  d donde  fué  tras- 
plantado con  los  caractéres  esenciales  que  en  aquella 
Nación  lo  distinguen,  podida  haberse  limitado  dicha 
función,  no  atribuyendo  el  derecho  de  ejercerla  más 
que  á los  que  pagasen  por  contribución  una  cuota  de 
no  escasa  importancia;  pero  así  como  no  siempre  son 
convenientes  y aplicables  ¿i  un  país  instituciones  de 
otros  más  adelantados,  ni  en  todo  caso  han  de  copiarse 
servilmente  y sin  criterio  todas  aquellas  disposicio- 
nes y reglas  que  forman  parte  de  su  organismo,  así 
también  d veces  se  pueden  aceptar  sin  riesgo  princi- 
pios más  radicales  y avanzados  que  los  que  informan 
las  legislaciones  que  nos  sirven  de  ejemplo.» 

Estos  principios,  más  radicales  y avanzados  que 
los  que  informan  todas  las  demás  legislaciones,  eran 
el  traer  un  Jurado  con  poco  censo,  un  Jurado  en  que 
se  decía  que  pagase  alguna  contribución  directa  para 
el  Tesoro . Y ahora,  señores,  se  siguen  los  principios 
de  un  Jurado  en  que  el  censo  desaparece;  porque  es 
lo  cierto,  que  en  el  dictámen  que  se  discute  se  dice: 
«ser  cabeza  de  familia  y vecino  en  el  término  muni- 
cipal respectivo,  con  cuatro  ó más  años  de  residen- 
cia.» Desaparece,  pues,  completamente  el  censo.  Y 
esta  Comisión  que  ha  Lenido  buen  cuidado  de  indicar 
minuciosamente  todas  las  variaciones  que  hacía  en 
el  proyecto  del  Sr.  Ministro,  ha  omitido  completa- 
mente el  por  qué  se  nos  hace  esta  variación,  precisa- 
mente en  el  punto  más  importante,  en  aquel  que  se 
lia  debatido  con  más  empeño  en  todas  las  escuelas, 
en  aquel  que  forma  parte  de  nuestro  credo,  en  el 
censo,  Sres.  Diputados.  Sin  embargo,  el  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia  que  nos  pedia  perdón  por  lo  poco, 
ba  prescindido  de  todo.  Yo  no  sé  en  que  puede  esto 
consistir:  no  sé  si  será  por  la  evolución  democrática 
que  en  estos  dias  ha  hecho  el  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia,  en  la  cual  dice  nada  ménosque  el  Jurado 
viene  contra  los  desmanes  del  Poder  (supongo  que  no 
será  contra  los  desmanes  del  Poder  de  S.  8.):  en  la 
que  levanta  el  Jurado  á tal  altura  que  lo  compara 
con  la  Iglesia  y con  la  Monarquía,  y en  la  que  ha  lle- 
gado, senores,  hasta  proclamar  áLutero  como  el  au- 
tor de  la  emancipación  del  pensamiento  humano, 
cuando  la  emancipación  del  pensamiento  humano  la 
vemos  todos  los  cristianos  irradiar  de  los  brazos  de 
la  cruz,  formando uu  nuevo  mundo  desde  la  cruz  hasta 
nuestros  dias. 

Y por  este  camino  llegaba  el  8r.  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia,  que  siento  mucho  no  se  halle  en  el 
banco,  hasta  declarar  espíritus  superficiales  é impo- 
tentes á los  que  combaten  el  Jurado.  Yo  no  sé  en  qué 
puede  fundarse  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia 
para  esta  declaración,  como  no  sé  tampoco,  y no  puedo 
comprender  el  orígeu  de  esa  evolución  á que  he  alu-  i 


dido.  Pero  todavía  es  tiempo;  todavía  yo,  más  minis- 
terial que  el  Sr.  Ministro,  le  ruego  que  vuelva  á su 
proyecto,  y con  una  frase  que  debe  seros  simpática, 
porque  es  del  más  querido  de  nuestros  periódicos;  yo 
os  digo:  Señores  progresistas,  volvamos  en  si.  Vol- 
vamos en  sí,  porque  así  lo  requiere  el  buen  sentido, 
porque  así  lo  requieren  también  las  informaciones  de 
las  Audiencias  en  este  punto;  esas  informaciones  que 
tantas  veces  se  han  traído  ai  debate.  Y con  este  mo- 
tivo debo  deciros  que  siento  infinito  que  no  se  hayan 
impreso  esas  informaciones,  porque  impresas  se  ha- 
bría visto  que  las  sumas  y las  restas  que  de  ellas  se 
hicieron  eran  completamente  imaginarias;  porque  los 
informes  de  las  Audiencias  se  componen  del  de  su 
presidente,  fiscal,  Sala  de  gobierno  y Sala  de  lo  crimi- 
nal y unos  informaban  en  un  sentido  y otros  en  otro. 
Tiempo  es  de  que  el  público  los  conozca,  porque  si 
no  parece  que  estamos  aquí  imitando  aquella  célebre 
fábula  de  Florian  en  que  tres  individuos  disputan  so- 
bre los  colores  de  un  pájaro,  que  eran  verde,  encar- 
nado y color  de  limón;  llegó  un  tercero,  y dijo: 

«El  es  verde,  encarnado 
y color  de  limón;  mas  por  desgracia, 
solo  ve  cada  uno 
el  color  que  le  agrada;» 

y como  necesariamente  tiene  que  haber  un  color  do- 
minante, yo  sostengo  que  el  dominante  es  el  que  en 
otra  ocasión  os  he  expuesto.  Siguiendo  el  símil  de 
este  pájaro,  debo  deciros  que  por  la  cuenta  era  un 
grajo,  porque  solo  los  grajos  tienen  estos  tres  colores, 
pájaro  que  según  otra  fábula  se  erige  en  juez  del  canto 
de  las  demás  aves,  cuando  él  no  sabe  más  que  graz- 
nar, en  lo  cual  se  parece  sin  duda  á vuestro  Jurado. 

Pero  vamos  á ver  qué  dicen  las  informaciones  de 
las  Audiencias  con  respecto  á este  principio  tan  gra- 
ve, tan  trascendental,  que  el  Sr.  Ministro  tuvo  la  bon- 
dad de  traer  aquí  en  un  estado,  si  no  perfecto,  ai  mé- 
nos  conservando  el  principio;  y que  la  Comisión,  sin 
duda  por  aquella  mano  oculta  cié  la  reacción,  de  que 
antes  os  he  hablado,  ha  hecho  desaparecer. 

En  todos  los  informes  de  las  Audiencias,  lo  mis- 
mo en  los  de  1873,  las  pocas  que  contestaron,  que  en 
las  de  1874,  se  piden  mayores  condiciones  de  inde- 
pendencia; y se  pide  la  cuota  de  una  manera  termi- 
nante, cuando  la  cuota  no  estaba  en  aquel  Jurado  por 
las  siguientes:  «Burgos,  200  rs.  de  contribución;  Gra- 
nada, que  fuesen  jurados  tan  solo  los  que  pagasen  la 
primera  y la  segunda  cuota.»  Ved,  pues,  que  aunque 
Granada  dijera  que  pedia  sostenerse  el  Jurado,  este 
Jurado  no  es  el  vuestro:  «Sevilla,  garantías  de  renta; 
Vallad  olid,  pagar “contribución;  Coruña,  500  rs.  de 
contribución.» 

Y esto  es  natural.  Un  individuo  de  la  mayoría  en 
un  elocuente  discurso  sostenía  ayer  tarde  esto  mis- 
mo, porque  decía  que  son  necesarias  condiciones  de 
independencia  y capacidad  para  que  el  Jurado  no  caiga 
herido  de  muerte  por  la  indiferencia  y el  desprecio; 
que  todo  lo  demás  parecía  un  Jurado  hecho  malo  de 
interno  por  medio  de  abstracciones  metafísicas  y gim- 
nasias intelectuales;  porque  se  trata  de  una  función, 
y toda  función  exige  el  cumplimiento  racional  de  su 
fin  y conocimientos  para  realizarlo. 

Añadiendo  textualmente: 

«Y  en  nuestra  Europa  moderna  y en  todas  las  le- 
gislaciones del  mundo  civilizado  donde  la  institución 
de  la  justicia  popular  existe*  se  buscan  de  igual  ma- 
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ñera  estos  signos  externos;  tío  hay  ninguna  en  la  cual 
no  se  haya  buscado  la  ciencia  reconocida,  la  instruc- 
ción, el  destino,  la  profesión,  la  industria  ó la  riqueza 
como  signos  externos  y característicos  de  indepen- 
dencia y aptitud.» 

Yo  no  seré  tan  duro  como  ese  ilustrado  orador 
diciendo  que  no  queréis  convenceros;  yo  creo  que 
esta  variación  es  el  resultado  de  vuestra  variación  de 
ideas;  porque  creo  que  se  debe  respeto  á los  adversa- 
rios, ni  tampoco  os  diré  como  él  que  esta  vuestra  dis- 
posición es  inmoral,  porque  la  moral  no  quiere  que 
se  impongan  deberes  á quienes  no  tienen  capacidad 
para  cumplirlos.  Esto  me  parece  demasiado  duro, 
pero  ai  cabo  os  ha  sido  dicho  por  uno  de  vuestros 
amigos,  precisamente  á causa  de  esta  deficiencia  y 
de  otras  que  notó  en  este  artículo,  en  las  que  no  me 
he  de  ocupar,  porque  de  tal  manera  es  esta  impor- 
tante para  mí,  de  tal  manera  es  un  principio  funda- 
mental de  mi  escuela  el  censo,  que  ni  ahora  ni  nunca 
prescindiré  de  él.  Por  esta  y otras  deficiencias,  un 
periódico,  que  no  os  será  sospechoso,  de  los  que  han 
llegado  ayer  de  la  vecina  Hepública,  Le  Temps , dice 
hablando  de  nuestras  discusiones: 

«España  lo  establece  en  el  momento  en  que  se  ve 
amenazado  en  todos  los  países  de  Europa.  En  Rusia 
se  estudió  la  manera  de  abolirlo;  en  Alemania  el  úl- 
timo Congreso  de  jurisconsultos  ha  informado  que 
debe  someterse  á una  radical  reorganización:  en  Ita- 
lia no  obtiene  simpatías  de  la  prensa,  y constante- 
mente recuerda  los  juicios  desfavorables  que  expresó 
en  1871  en  su  Memoria  al  Parlamento  el  Ministro 
de  Justicia  Signor  Di  Falco,  y las  numerosas  refor- 
mas que  se  han  realizado  sin  éxito  alguno.» 

Como  os  lie  dicho  en  un  principio,  tenemos  inte- 
reses comunes;  vosotros  hacer  el  Jurado  más  perfecto, 
nosotros  hacer  que  sea  todo  lo  ménos  malo  posible; 
y yo  os  suplico  que  volváis  al  censo,  que  no  prescin- 
dáis de  este  principio  que  existe  en  todas  las  legisla- 
ciones. No  creo  que  porque  yo  os  lo  pida  lo  habéis  de 
hacer,  sino  por  vuestro  propio  convencimiento. 

En  el  discurso  detallado  y elegante  que  ha  pro- 
nunciado ayer  el  Sr.  Muro,  os  decía:  debeis  atempe- 
raros á nuestras  exigencias,  porque  nosotros  estamos 
enamorados  del  Jurado,  y como  nos  lo  dais,  y somos 
muy  buenos  niños,  no  os  pedimos  demasiado;  no  os 
pedimos  sino  un  poco  más  que  esto.  Lo  que  me  re- 
cordaba aquellos  niños  mimados,  cuyos  padres  dicen 
de  ellos:  «Mi  hijo  es  un  ángel;  cuando  le  doy  todo  lo 
que  pide,  está  sumamente  contento,  y lo  más  que  hace 
es  pedirme  un  poco  más.»  Nosotros  sabemos  que  no 
somos  los  niños  mimados  de  esta  situación;  al  con- 
trario, estamos  convencidos  de  que  somos  la  Cenerén- 
tola  de  esta  casa.  Después  de  todo,  no  lo  extraño,  por- 
que ya  se  decía  de  los  antiguos  mayorazgos  que 
miraban  siempre  con  prevención  á sus  inmediatos  su- 
cesores, sobre  todo  cuando  los  mayorazgos  se  encon- 
traban ya  viejos  y achacosos. 

Es  cuanto  tenía  que  decir. 

El  Sr.  SANTANA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  SANTANA:  Pocas  he  de  pronunciar  en 
contestación  al  discurso  elocuente,  como  todos  los 
suyos,  que  acaba  de  pronunciar  contra  el  artículo 
puesto  á discusión  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande. 

Su  señoría,  al  comenzar  á hablar  contra  dicho  ar- 
ticulo, con  esa  elocuencia  y con  ese  ingenio  que  le 
distingue,  ha  querido  seducirnos  con  la  dulzura  de  su 


palabra;  y por  olro  lado,  usando  de  una  táctica  muy 
conocida  y antigua,  ha  hecho  lo  que  los  antiguos 
partlios,  combatir  retirándose  y lanzándonos  sus  en- 
venenadas flechas. 

También  ha  dicho  S.  S.  que  en  esta  discusión  los 
intereses,  sobre  todo  en  los  momentos  actuales,  eran 
comunes;  y yo  que  sobre  esto  tengo  un  juicio  parti- 
cular, que  se  ha  expresado  repetidamente  por  todos 
los  individuos  de  la  Comisión,  que  sabemos  hasta  qué 
punto  SS.  SS.  aman  la  institución  del  Jurado  y que 
tan  interesados  están  en  conservar  su  prestigio,  nada 
diré  acerca  de  ello. 

Su  señoría  se  ha  mostrado  indignado  porque  se 
abandone  un  principio  que,  en  su  sentir,  es  de  esos 
que,  por  el  carácter  que  imprimen,  no  pueden  aban- 
donarse, refiriéndose  á la  existencia  de  un  censo  más 
ó ménos  elevado,  haciendo  S.  S.  á propósito  de  esto 
una  comparación  de  lo  que  sucede  en  las  legislacio- 
nes extranjeras. 

Todas  las  razones  que  S.  S.  ha  expuesto  se  han 
reducido  á demostrar  la  conveniencia  de  la  conser- 
vación de  este  principio,  principio  respecto  del  cual 
en  el  extranjero  podrá  suceder  lo  que  quiera,  por- 
que no  estoy  en  condiciones  de  tiempo  ni  de  espa- 
cio para  examinar  lo  que  ocurre  en  el  extranjero, 
pero  que  en  nuestro  país  ha  existido  desde  hace  mu- 
cho tiempo  y ha  informado  el  criterio  de  casi  toda 
nuestra  legislación,  y que  hoy  va  desapareciendo  de 
toda  ella;  porque  sabe  S.  S.  que  las  últimas  reformas 
electorales  que  se  han  intentado,  y las  que  se  proyec- 
tan, en  todas  ellas  se  ha  tendido,  no  solo  á rebajar  el 
censo,  sino  en  muchos  casos  hasta  hacerle  desapare- 
cer; tal  sucede,  por  ejemplo,  con  el  último  proyecto 
para  elecciones  provinciales,  en  el  cual  se  ha  reducido 
á los  últimos  límites,  y tal  vez  sucederá  lo  propio  con 
los  demás  proyectos  que  se  presenten  sobre  la  mate- 
ria; porque,  después  de  todo,  hay  que  mirar  las  cosas 
con  sangre  fria  y creer  de  buena  fe  que  el  pagar  5 
pesetas  de  contribución  no  da  inteligencia,  moralidad, 
ni  independencia,  mucho  más  si  se  tiene  en  cuenta 
que  el  sistema  de  la  Comisión  es  armónico. 

Si  S.  S.  lee  el  artículo,  encontrará  que  se  exige 
como  condición  para  ser  jurado:  primero,  ser  mayor 
de  80  años  (y  acerca  de  esto  no  vamos  á tener  un  de- 
bate); segundo,  estar  en  el  pleno  goce  de  los  derechos 
civiles  y políticos;  tercero,  saber  leer  y escribir. 

Ya  ve  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  cómo  esta 
es  una  cualidad  de  muchísimo  más  interés  que  lo  que 
puede  significar  el  pago  de  una  contribución.  Pues 
qué,  el  que  paga  lina  peseta  de  contribución,  ¿es  más 
inteligente,  más  moral  y tiene  más  condiciones  de 
independencia  que  el  que  no  paga  nada? 

Después  se  exige  ser  cabeza  de  familia  y vecino 
con  cuatro  ó más  años  de  residencia  en  el  término 
municipal,  sin  perjuicio  de  que  esté  también  en  con- 
diciones de  ser  jurado  el  que  tuviera  algún  título 
académico  ó profesional,  ó hubiese  desempeñado  al- 
gún cargo  público. 

Vea,  pues,  el  Sr.  Vizconde  de  Gampo-Grande  cómo 
la  Comisión,  siguiendo  esta  tendencia  que  se  ha  mar- 
cado repetidas  veces  en  nuestra  legislación,  lia  adop- 
tado esté  criterio  general,  lógico  y armónico,  pres- 
cindiendo con  sentimiento  de  lo  que  se  habia  consig- 
nado en  el  proyecto,  criterio  que  el  Sr.  Ministro  ha 
aceptado  por  esta  y otras  consideraciones. 

Su  señoría,  en  el  deseo  de  combatir  io  establecido 
por  la  Comisiou,  después  de  hacer  una  reseña  de  las 
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legislaciones  extranjeras,  nos  atribuía  cierto  maquia- 
velismo, y aquí  me  dispensará  el  Sr.  Vizconde  de 
Campo-  Grande  que,  parafraseando  un  dicho  suyo, 
crea  que  si  el  Sr.  Montero  Ríos  puede  parecerse  por 
su  talento  y por  otras  cualidades  á ese  gran  secreta- 
rio florentino  de  que  nos  habla  la  historia,  si  S.  S. 
hubiera  vivido  en  la  época  de  ese  político,  creo  que 
sería  uno  de  sus  discípulos  predilectos,  porque,  á lo 
ménos  en  el  talento  y en  la  habilidad  para  la  discu- 
sión, sigue  bien  las  huellas  de  este  digno  maestro. 

Su  señoría  nos  decia  que  la  Comisión  había  acep- 
tado este  criterio  por  una  especie  de  tributo  pagado 
á la  tendencia  del  Sr.  Montero  Ríos  (pues  en  concepto 
de  8.  S.  por  una  parte  esta  tendencia,  y por  otra  la 
que  representa  el  Sr,  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
son  las  que  informan  el  partido  que  se  halla  en  las 
esteras  del  Poder),  que  la  Comisión  había  aceptado 
este  principio  de  suprimir  el  censo,  como  quien  dice, 
por  dar  gusto  exclusivamente  al  Sr.  Montero  Uios. 

No;  la  Comisión  lia  tenido  en  cuenta  las  razones 
que  ya  he  expuesto  al  contestar  á otros  discursos,  y 
que  no  expongo  yo  ahora  con  más  prolijidad  porque 
este  debate  se  va  haciendo  ya  tan  fatigoso  y la  Cáma- 
ra está  tan  saturada  de  él  que  lo  único  que  puede  ha- 
cerse es  repetir  los  argumentos  antes  expuestos.  Sin 
embargo,  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  continúa 
en  su  propósito  de  sostener  su  punto  de  vista,  hablán- 
donos de  la  necesidad  de  que  volvamos  sobre  nuestro 
acuerdo,  y hasta  ha  citado  con  el  gracejo  peculiar  de 
8.  8.  aquella  frase  de  un  periodista  célebre,  frase  no 
muy  literaria,  pero  que  lia  quedado  impresa  en  la 
memoria,  porque  so  refiere  á acoutecimien tos  graves: 
volvamos  en  si. 

Aparte  de  lo  que  á la  gramática  se  refiere,  debo 
decir  al  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande,  que  la  Co- 
misión no  tiene  porque  volver  sobre  el  acuerdo  que 
ha  tomado,  porque  lo  ha  tomado,  obedeciondo  á un 
principio  político  con  el  que  S.  S.  no  estará  de  acuer- 
do porque  no  informa  el  programa  del  partido  á que 
el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  pertenece;  poro 
S.  S.  nos  hará  la  justicia  de  creer  que  es  un  principio 
que  ha  informado,  y croo  que  informará  por  muchí- 
simo tiempo,  el  programa  del  partido  liberal. 

Decia  S.  8.,  además,  que  en  los  informes  de  las 
Audiencias  de  Burgos,  de  Granada,  de  Sevilla,  de  Va- 
lencia, de  la  Corona,  se  pedia  de  una  manera  más  ó 
ménos  explícita  y terminante  el  establecimiento  del 
censo,  requisito  que  en  concepto  de  S.  8.  faltaba  en 
el  proyecto  del  Sr.  Montero  Ríos.  Sobre  eso  debo  li- 
mitarme á lo  que  antes  he  manifestado,  y á decir  que 
la  Comisión,  empleando  un  criterio  armónico  y lógico 
y dentro  de  los  principios  del  partido  liberal,  ha  creído 
que  debía  hacer  esa  modificación. 

Diego  al  argumento  Aquilcs  que  empleaba  el  se- 
ñor Vizconde  de  Campo-Grande,  y aquí  es  donde  se 
descubre  el  talento  y la  habilidad  parlamentaria  de 
S.  S.  Consiste  ese  argumento  en  traer  al  debate  el  dis- 
curso pronunciado  ayer  por  el  Sr.  1).  Cayo  López,  y 
permítame  8.  8.  que  le  diga  que  no  tiene  autoridad 
para  hacer  eso,  porque  el  Sr.  D.  Gayo  López,  fundán- 
dose en  principios  que  S.  S.  combate,  sostenía  que 
debían  establecerse  ciertas  categorías,  entre  las  cua- 
les debía  hacerse  el  sorteo.  El  Sr.  D.  Cayo  López,  acep- 
tando el  principio  del  Jurado  que  S.  8.  combate,  decia 
que  en  vez  de  ir  á la  constitución  del  Jurado  por  la 
formación  de  listas  generales,  en  las  cuales  se  verifí-  i 
que  luego  la  selección  que  después  ha  de  revisar- 


I se,  y por  último,  hacerse  el  sorteo,  debía  establecerse 
; una  série  de  categorías  y elegirse  por  sorteo  los  que 
hubiesen  de  componer  el  Jurado.  Si  S.  S.  combate  el 
Jurado,  ¿con  qué  autoridad  se  apoya  en  unas  palabras 
sueltas  del  Sr.  D.  Cayo  López  para  suponer  que  ese 
discurso  está  inspirado  en  el  mismo  espíritu  que  ani- 
ma á S.  8.?  ¿Quiere  S.  8.  que  ía  selección  se  haga  solo 
por  sorteo?  ¿Acepta  S.  S.  todas  las  ideas  dei  señor 
D.  Cayo  López?  Pues  si  no  las  acepta,  convénzase  su 
señoría  de  que  no  ha  estado  acertado  en  la  cita  que 
ha  hecho. 

Nosotros  hemos  rechazado  la  enmienda  del  señor 
D.  Cayo  López,  porque  creemos  que  podría  hacerse 
armónicamente  lo  que  S.  S.  deseaba  sin  acudir  al  sor- 
teo, porque  en  todos  los  países  se  forma  una  lista  ge- 
neral, se  hace  la  selección  y se  sigue,  en  una  pala- 
bra, un  procedimiento  análogo  al  que  nosotros  es- 
tablecemos. El  Sr.  I).  Cayo  López  es  partidario  del 
Jurado;  únicamente  establece  una  diferencia  que  no 
aLaca  á la  institución,  y por  tanto,  el  Sr.  Vizconde  de 
Campo-Grande,  que  combate  el  Jurado,  que  ha  apli- 
cado en  contra  del  Jurado  todos  los  calificativos  que 
ha  podido,  no  puede  invocar  el  testimonio  del  señor 
I).  Cayo  López. 

El  Sr.  Vizconde  de  CAMPO- GRANDE:  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Vizconde  de  CAMPO-GRANDE:  Cuando 
me  propoma  venir  á una  avenencia  en  nuestros  inte- 
reses comunes,  el  Sr.  Santana  rechaza  toda  avenencia, 
atribuyéndome  conceptos  que  de  ninguna  manera  he 
expuesto,  y entrando  en  una  discusión  que  no  corres- 
ponde á este  artículo;  pero  8.  S.  me  ha  hecho  tan  re- 
petidas y fuertes  alusiones,  que  me  veo  en  la  necesi- 
dad de  contestarlas. 

Según  S.  S.,  no  interpreto  bien  lo  que  pasa  en 
Francia.  lie  dicho  que  en  Francia  no  hay  censo;  pero 
que  las  exclusiones  de  las  incapacidades  son  tales,  que 
pueden  compensar  la  falta  de  censo.  Invito  á la  Co- 
misión á que  admita  una  enmienda  que  nosotros  pre- 
sentaremos, si  la  admite,  estableciendo  todas  las  inca- 
pacidades que  tiene  el  Jurado  en  Francia. 

Dice  que  tampoco  comprendo  que  SS.  8S.  hacen 
desaparecer  la  cuota  por  el  compromiso  que  tienen 
adquirido.  Pero  ese  compromiso,  ¿uo  alcanzaba  tam- 
bién al  Sr.  Ministro  que  trajo  la  cuota?  Y después  de 
todo,  yo  no  necesito  atenerme  á vuestros  compromi- 
sos; yo  combato  el  artículo  porque  choca  con  los 
principios  de  mi  escuela. 

Añade  que  el  censo  no  significa  capacidad.  Pues 
lo  mismo  el  Sr.  D.  Cayo  López  que  todos  los  autores 
que  se  han  ocupado  de  esto  y que  los  oradores  que  lo 
han  invocado,  han  dicho  que  el  censo  representa 
cuando  ménos,  una  mayor  educación,  porque  el  que 
tiene  algunos  medios  de  fortuna  puede  desde  luego 
estar  mejor  educado;  y que  representa  á la  vez  algu- 
na responsabilidad. 

Que  el  saber  leer  y escribir  equivale  al  censo. 
¿Cómo  y por  dónde?  Después  de  todo,  el  saber  leer  y 
escribir  no  es  condición  que  se  sujete  á prueba;  basta 
con  la  declaración  del  individuo,  hasta  el  punto  de 
que  si  hasta  ahora  han  figurado  en  el  censo  de  pobla- 
ción de  España  12  millones  que  no  sabían  leer  y es- 
cribir, por  librarse  de  ser  jurados,  llegarán  á ser 
tantos  los  que  declaran  que  no  saben,  que  pasarán  de 
15  milloues.  Esto  además  de  que  sería  necesario  que 
el  saber  leer  y escribir  fuese  correctamente  y con  pro- 
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piedad,  porque  todos  conocemos  el  cuento  de  un  cé- 
lebre Lucas . 

Que  la  residencia  equivale  al  censo.  ¿Por  dónde? 
La  residencia  lo  que  significa,  hablando  en  el  sentido 
de  Pero  Grullo,  único  posible  en  este  caso,  es  senci- 
llamente haber  estado  en  un  sitio  mucho  tiempo.  ¿Y 
se  puede  decir  que  eso  da  instrucción,  responsabilidad 
y capacidad? 

Permítame  el  Sr.  San  tana  que  continúe  rectifi- 
cando, no  por  mi  deseo  de  combatir  el  Jurado,  como 
S.  8.  cree  con  poca  justicia,  sino  por  la  necesidad  en 
que  me  encuentro  de  combatir  este  artículo,  que  es 
al  que  me  ciño,  y que  choca  esencialmente  con  los 
principios  de  mi  escuela. 

Se  ha  querido  por  una  indicación  que  hice  de  la 
habilidad  de  una  determinada  persona,  se  ha  querido 
tacharme  de  Maquiavelo.  Si  por  la  habilidad  fuese, 
desde  luego  confieso  que  no  me  mortificada,  antes 
bien  me  gloriada  de  que  se  pudiera  equipararme  con 
aquel  grande  hombre,  que  después  de  todo  lia  sido 
muy  calumniado,  porque  los  comentaristas  han  tra- 
ducido su  habilidad  por  algo  parecido  á la  traición  y 
al  engaño,  siendo  asi  que  en  el  ilustre  Secretario  ílo- 
rentino  no  había  nada  de  esto,  sino  algunas  máximas 
políticas  un  poco  naturalistas. 

Que  solo  alguna  de  las  informaciones  de  las  Au- 
diencias pedia  la  cuota.  No,  todas  dicen  que  se  nece- 
sitan mayores  condiciones  de  responsabilidad;  y las 
que  pidieron  la  cuota  señalando  la  cantidad  son  elec- 
tivamente las  que  el  Sr.  Sautana  ha  dicho,  pero  de 
una  manera  explícita  y terminante  y con  cantidad  fija. 

Por  último,  que  no  estoy  autorizado  para  valerme 
de  los  argumentos  del  Sr.  D.  Gayo  López,  porque  no 
acepto  Lodo  su  sistema.  Yo  no  me  he  valido  de  los  ar- 
gumentos del  Sr.  López  sino  en  la  parte  que  se  relacio- 
nan con  la  reclamación  de  la  cuota,  que  es  lo  que  se 
discute.  El  Sr.  López,  además,  cree  que  debe  desapa- 
recer la  selección;  pues  cuando  venga  el  artículo  re- 
ferente á la  selección,  si  fuera  necesario,  yo  la  sosten- 
dré,  porque  yo  quiero  las  dos  cosas,  cuota  y selección, 
como  la  tienen  establecidas  todos  los  paises  áe  Euro- 
pa en  que  el  Jurado  existe,  y como  el  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  trajo  en  el  proyecto,  que  tan  mal 
parado  va  á salir  de  manos  de  la  Comisión. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  BugaUal  (D.  Gabino) 
tiene  la  palabra  en  contra. 

El  Sr.  BUGALLAL  (D.  Gabino):  Señores  Diputa- 
dos, no  necesito  comenzar  diciendo  que  me  propongo 
ser  muy  breve  al  impugnar  el  artículo  que  se  ¡discute: 
no  solo  me  había  propuesto  desde  el  primer  momento 
usar  de  la  palabra  con  mesura  y con  circunspección, 
sino  que  el  estado  que  la  discusión  alcanza  y el  can- 
sancio de  la  Cámara  me  imponen  este  deber,  tanto 
mayor,  cuanto  que  este  artículo  ha  sido  discutido  ya 
ayer  por  medio  de  enmiendas  de  la  mayoría,  y hoy  por 
el  Sr.  Vizconde  de  Campo- Grande,  naturalmente  bajo 
puntos  de  vista  exactamente  ¡guales  á los  que  yo  ten- 
go, y,  por  consiguiente,  poco  puede  quedarme  que 
añadir  á lo  que  el  Sr.  Vizconde  ha  dicho. 

Es  indudable  que  para  formar  parte  del  Jurado  se 
necesita  reunir  algunos  títulos,  algunas  garantías  de 
aptitud;  y entiendo  que  este  principio  no  se  opone  en 
manera  alguna  á la  esencia  de  la  institución,  y que, 
por  consiguiente,  no  podría  haber  inconveniente  al- 
guno en  que  tomáseis  en  cuenta  algunas  de  las  indi- 
caciones que  lie  de  exponer;  porque  el  exigir  determi- 
nadas condiciones  á los  jurados,  no  contradice  á 


vuestra  teoría  de  la  intervención  del  pueblo  en  la  ad- 
ministración de  la  justicia  y (le  la  separación  del  he- 
cho y el  derecho.  En  cambio,  si  aceptárais  alguna  de 
mis  indicaciones,  vosotros  podríais  quedar  un  poco 
más  satisfechos  de  vuestra  obra;  y nosotros,  verdad 
es  que  no  podríamos  quedar  completamente  satisfe- 
chos, porque  miramos  el  Jurado  como  una  institu- 
ción esencialmente  mala,  pero  quedaríamos  algo  más 
tranquilos,  puesto  que,  como  ha  dicho  el  Sr.  Vizconde 
de  Campo-Grande,  á la  altura  á que  ha  llegado  el  de- 
bate tenemos  ya  intereses  comunes,  porque  nosotros, 
una  vez  instituido  el  Jurado,  tratamos  de  hacerle  me- 
nos malo,  y vosotros  debeis  procurar  que  sea  lo  más 
bueno  posible. 

Es  evidente  que  las  condiciones  que  ha  de  tener 
el  personal,  son  de  suma  importancia  en  todas  las 
instituciones;  pero  más  que  en  ninguna  en  las  insti- 
tuciones que  tienden  á la  administración  de  justicia; 
por  eso  suele  decirse  que  no  hay  ninguna  ley  buena 
si  está  mal  aplicada,  como  no  hay  ninguna  ley  tan 
mala  que  no  pueda  producir  benéfico  fruto  aplicada 
por  personas  de  recto  criterio  y reconocida  morali- 
dad. Precisamente  las  ventajas  de  la  actual  adminis- 
tración de  justicia  en  España,  que  todos  habéis  con- 
fesado, dependían  más  que  nada  de  las  garantías  que 
el  personal  inspira;  y si  no  ha  llegado,  como  no  llega 
nada  en  lo  humano  á la  perfección,  la  verdad  es  que 
los  defectos  que  hoy  se  observan  en  la  administración 
de  justicia  dependen  no  de  las  condiciones  propias 
del  personal,  pero  si  de  las  condiciones  en  que  está 
colocado  por  las  leyes  vigentes;  todos  reconocemos 
que  sería  muy  conveniente  que  los  jueces  tuvieran, 
ya  que  no  la  inamovilidad,  alguna  mayor  garantía  de 
estabilidad  y permanencia,  que  hubiera  otro  criterio 
en  la  concesión  de  ascensos  dentro  de  la  carrera  ju- 
dicial, y sobre  todo,  que  para  el  ingreso  se  suprimiera 
ese  turno  cuarto  en  mal  hora  establecido  por  el  se- 
ñor Ministro  de  Gracia  y Justicia  respecto  á la  pro- 
visión de  los  Juzgados  de  entrada,  ascenso  y término. 
Y aquí  me  cumple  reconocer  que  el  turno  cuarto  en 
lo  que  se  refiere  á las  Audiencias  territoriales  y Tri- 
bunal Supremo,  ha  sido  muy  bien  recibido  por  la 
opinión,  porque  tanto  el  Supremo  como  las  Audien- 
cias territoriales,  son  tribunales  donde  todo  el  mundo 
ve  cómo  se  procede  y cómo  se  juzga,  y no  es  fácil 
prescindir  de  que  los  quede  ellos  formen  parte  reúnan 
condiciones  especiales  y verdaderamente  superiores; 
mientras  qué  en  los  Juzgados  de  entrada  y de  ascen- 
so, por  lo  mismo  que  tienen  ménos  importancia  y que 
se  entera  muy  poca  gente  de  cómo  se  hacen  los  nom- 
bramientos, estos  pueden  recaer  en  personas  que  no 
tengan  todas  las  condiciones  necesarias  de  aptitud. 

Como  rae  propongo  demostrar  muy  brevemente, 
porque  no  quiero  salirma  del  artículo  que  se  discute, 
ni  quiero  que  por  mi  parte  se  alargue  esta  discusión, 
que  se  necesitan  condiciones  de  aptitud  científica  para 
ser  jurados,  nacidas  de  la  misión  que  estos  van  á rea- 
lizar, voy  á partir  del  supuesto  de  que  en  realidad  los 
jurados  no  van  á hacer  más  que  juzgar  del  hecho,  y 
aun  siendo  así,  que  después  demostraré  que  no  lo  es, 
paréccmc  evidente  que  se  necesitan  condiciones  de 
alguna  superioridad. 

En  primer  lugar,  hay  el-testimonio  de  propia  con- 
ciencia, porque  si  preguntáis  á personas  totalmente 
ajenas  á la  ciencia  del  derecho,  si  se  creen  en  las  mis- 
mas condiciones  de  aptitud  para  juzgar  un  hecho  cri- 
minal que  otra  persona  de  ilustración  jurídica,  segu- 
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ramente  os  dirán  que  no,  y no  solamente  eso,  sino 
que  entre  nosotros  mismos  todos  reconocemos  que  hay 
un  sinnúmero  de  personas  con  superior  aptitud  á la 
que  otros  tenemos  para  juzgar  un  simple  hecho  crimi- 
nal, y que  nosotros  mismos  tenemos  aptitud  superior 
para  hacer  igual  juicio  que  las  personas  totalmente 
ajenas  á la  ciencia  del  derecho.  El  Lestimonio  de  la 
propia  conciencia  es  indudablemente  de  una  impor- 
tancia decisiva;  pero  además  se  observa  que  cuando 
las  personas  ajenas  á la  ciencia  del  derecho  se  ente- 
ran de  la  marcha  de  una  causa,  siempre,  instintiva- 
mente hacen  un  juicio,  y con  efecto,  siempre  se  im- 
presionan con  cualquier  detalle,  y dan  importancia  á 
cualquier  cosa  que  no  la  tiene,  y por  regla  general, 
los  hechos  los  aprecian  de  una  manera  completamente 
equivocada  y distinta  de  la  que  lo  aprecian  las  per- 
sonas peritas  en  derecho  y los  tribunales. 

Aunque  me  propongo  no  repetir  argumentos  ya 
expuestos  por  los  oradores  de  la  minoría  conservado- 
ra, forzoso  me  es  hacer  una  ligera  alusión  á algún 
hecho  que  aquí  se  ha  expuesto. 

Aquí  se  lia  recordado  lo  que  ha  ocurrido  en  Por- 
tugal, que  para  dar  garantías  ai  Rey  por  las  injurias 
que  recibía,  y que  obtenían  siempre  la  impunidad  en 
el  durado,  se  ha  llevado  este  delito  á los  tribunales 
correccionales,  disminuyendo  su  importancia,  y re- 
bajando su  pena.  ¿Y  no  tiene  esto  importancia?  ¿ó  es 
que  las  injurias  al  Rey  son  una  cosa  pequeña?  Pues, 
sin  embargo,  las  injurias  al  Rey  quedaban  siempre 
impunes,  y la  única  manera  que  se  encontró  de  ha- 
cerlas castigar,  fuó  arrancárselas  al  Jurado.  (El  señor 
Santana:  Pero  eso  ya  se  ha  discutido  cuando  se  ha 
tratado  de  la  competencia  del  Jurado.)  Lo  expongo 
para  demostrar  la  necesidad  de  la  ciencia  del  derecho 
para  juzgar;  y como  lo  único  que  se  discute  ahora  es 
la  aptitud  ó ineptitud  de  las  personas  que  han  de  juz- 
gar, es  indudable  su  oportunidad.  Lo  que  yo  me  pro- 
pongo es  demostrar  que  las  personas  que  forman  ei 
Jurado,  no  tienen  aptitud  para  ejercer  las  funciones 
que  se  les  encomiendan;  si  el  decir  eso  es  ajeno  al 
debate,  yo  no  sé  qué  cosa  será  pertinente  á él.  (El 
Sr.  Santana:  Pues  eso  se  opone  al  principio  del  Ju- 
rado, y eso  ya  se  ha  discutido.) 

Recordaré  las  palabras  que  dije  al  principio,  por- 
que parece  que  no  las  ha  oido  bien  S.  S.  Yo  no  me 
propongo  combatir  el  principio  del  Jurado,  en  virtud 
del  cual  no  forman  parte  de  él  ni  los  letrados  ni  los 
jueces,  ti  i nada  de  eso  que  sería  racional;  lo  único  que 
me  propongo  es  que  el  personal  inspire  algunas  más 
garantías,  nada  más  que  eso;  por  consiguiente,  no 
combato  el  Jurado  en  este  momento,  sino  que  afirmo 
que,  como  os  ha  demostrado  el  Sr.  Vizconde  de  Campo- 
Grande  con  datos  irrecusables,  en  todos  los  paisesen 
que  rige  el  Jurado,  se  exigen  esas  garantías  que  be 
de  pedir  para  formar  parte  de  él. 

Ei  Sr.  PRESIDENTE:  Ruego  á S.  S.  y á los  se- 
ñores Diputados,  que  excusen  un  debate  acerca  de 
osle  ¿ninto,  que  Cü  definitiva  viene  á resolverse  en 
cuál  haya  de  ser  la  dirección  del  debate  mismo.  Esa 
dirección  no  corre  á cargo  de  los  Srcs.  Diputados, 
sino  á cargo  del  Presidente;  y el  Presidente  encuen- 
tra que  literal  y formalmente  S.  S.  está  en  la  cues- 
tión; pero  S.  S.  sutiliza  allá  en  el  fondo,  dando  algún 
desenvolvimiento  d una  razón,  que  repito  indudable- 
mente esta  dentro  del  artículo,  y yo  le  ruego  que  no 
se  extiepda  mucho  aprovechándose  de  esta  forma- 
lidad, 


El  Sr.  BUQALLAL  (D.  Gabino):  Agradezco  pro- 
fundamente al  Sr.  Presidente  su  benevolencia,  y,  res- 
petando sus  indicaciones,  dejo  por  completo  este  punto, 
y paso  rapidísimamente  á otro.  Descartando  ya  todo 
esto  que  he  manifestado,  debo  dejar  sentado  que  en 
Portugal  lia  habido  que  excluir  esos  delitos  de  injuria 
al  Monarca  de  la  competencia  del  Jurado,  porque  no 
inspiraba  bastante  garantía;  que  en  Italia  ha  sucedido 
lo  mismo  con  los  de  defraudación  al  Estado,  y que 
vosotros  en  el  proyecto,  siempre  que  queréis  que  un 
delito  que  reviste  gravedad  tenga  garantías,  lo  sus- 
traéis de  la  competencia  del  Jurado. 

Otra  cosa  que  me  parece  á mí  que  prueba  la  in- 
competencia de  las  personas  que  no  tienen  instruc- 
ción para  resolver  las  cuestiones  de  hecho,  es  lo  que 
ocurre  en  todos  los  países  donde  hay  Jurado  y lo  que 
lia  ocurrido  entre  nosotros  en  el  breve  tiempo  que  ha 
existido;  y es,  que  desde  el  momento  que  se  comete 
un  delito,  el  ahogado  defensor  procura  aumentar  sus 
proporciones  para  que  vaya  ai  Jurado,  y no  quede  en 
el  tribunal  correccional;  y una  vez  allí  se  daba  fre- 
cuentemente el  caso  en  nuestra  Nación , de  que  por 
medio  de  las  recusaciones  ilimitadas  se  procuraba 
constituir  artificiosamente  el  tribunal  con  una  sola 
persona  instruida,  siendo  el  resto  gente  campesina  é 
ignorante  que  no  formaba  juicio  propio  y aceptaba  el 
de  la  única  persona  instruida  y parcial  que  allí  esta- 
ba. Esto  prueba  bien  qué  género  de  juicios  puede  ha- 
cer, aun  simplemente  del  hecho,  la  gente  indocta,  y 
creo  que  basta  para  convencerse  de  que  todos  no  so- 
mos iguales  para  juzgar  un  hecho. 

Pero  hay  algo  que  demuestra  más  la  necesidad 
de  que  los  jurados  tengan  aptitud  científica  para 
juzgar,  y es  lo  siguiente.  ¿Qué  materias  va  á resol- 
ver el  Jurado?  Pues  la  primera  pregunta  que  se  les 
va  á dirigir,  y á la  que  tienen  que  contestar,  es  la  de 
si  el  acusado  es  culpable  de  haber  cometido  este  ú el 
otro  delito.  Y,  Sres.  Diputados,  para  decidir  si  una 
persona  es  culpable  de  un  delito,  ¿no  hace  falla  nin- 
gún conocimiento  científico?  ¿Qué  significa  la  culpa- 
bilidad? Significa  que  hay  una  ley  preexistente  quo 
ha  sido  violada,  y por  lo  cual  merece  pena  el  que  la 
violó.  O la  culpabilidad  significa  eso,  ó no  significa 
nada.  El  concepto  de  la  culpabilidad  no  puede  inénos 
de  ser  complejo,  hasta  el  punto  que  viene  á ser  casi 
lo  único  que  se  discute  en  los  tribunales,  si  el  hecho 
se  ha  cometido  y si  hay  culpabilidad  de  parte  del 
acusado;  y para  que  veáis  cómo  de  esa  manera,  para 
resolver  una  causa,  hace  falta  en  el  Jurado  una  ma- 
yor aptitud,  os  recordaré  simplemente  la  aseveración 
de  Dupois  que  comparaba  el  juicio  criminal  á un  si- 
logismo, en  el  cual  la  mayor  es  el  hecho,  la  menor 
la  ley,  y el  juicio  que  se  forma  la  consecuencia.  Pues 
con  arreglo  á ese  principio,  tendría  que  conocer  el 
Jurado  del  hecho,  y el  tribunal  de  derecho  de  la  ley, 
mientras  que  con  vuestro  proyecto  va  á conocer  el 
Jurado  del  hecho  y de  la  ley,  esto  es,  á dar  la  mayor 
y la  menor,  y,  por  consiguiente,  la  consecuencia,  en 
vez  de  dar  la  mayor  simplemente... 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Exponer  el  argumento,  y 
la  cabeza  y raíz  de  otras  proposiciones,  está  bien  en 
S.  S.  y tiene  derecho  á ello:  pero  hacer  tema,  si  no 
único,  principal  de  su  discurso,  lo  que  ya  se  lia  de- 
batido y se  ha  resucito  concretamente,  eso  no  puede 
ser.  El  tema  que  S.  S.  discute,  ha  sido  objeto  expreso 
y concreto  de  la  enmienda  del  Sr.  D.  Cayo  López. 

Se  pueden  indicar  ios  argumentos;  pero  loque  no 
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se  puede  hacer  es  tomar  como  tema  de  discusión  lo 
que  ha  sido  ya  objeto  de  una  enmienda  especial,  que 
ha  sido  ya  discutida  y desechada  por  el  Congreso. 
Así  es,  que  yo  llamo  la  atención  del  Sr.  Diputado 
acerca  de  los  límites  en  que  puede  desenvolver  sus 
ideas  en  respeto  al  acuerdo  del  Congreso. 

El  Sr.  BUGALLAL  (D.  Gabino):  Acato  la  adverten- 
cia del  Sr.  Presidente;  pero  me  ha  de  permitir  que  le 
advierta  que  yo  estimo  que  para  decidir  silos  jurados 
necesitan  ó no  condiciones  determinadas,  es  forzoso 
indicar  qué  es  lo  que  los  jurados  van  á definir,  y por 
esto  explicaba  yo  el  concepto  de  la  culpabilidad,  que  no 
se  ha  llegado  todavía  á trataren  esta  discusión,  apar- 
te de  que  me  parece  de  importancia  para  definir  si 
ios  jurados  pueden  contestar  á la  primera  pregunta 
que  se  les  va  á hacer. 

Y para  abreviar,  dejando  todo  esto  del  silogismo, 
voy  á emplear  fórmulas  más  vulgares. 

Para  que  haya  delito  son  necesarias  dos  condicio- 
nes: que  haya  intención  y que  haya  un  hecho  penado 
de  antemano.  Desde  el  momento  que  falta  una  de  es- 
tas circunstancias,  deja  de  haber  delito.  Pues  el  .Tu- 
rado va  á definir,  no  solo  si  una  persona  es  culpable, 
sino  si  lian  concurrido  circunstancias  atenuantes, 
agravantes  ó eximentes.  ¿En  qué  consiste  que  unas 
circunstancias  sean  atenuantes,  ó agravantes,  ó exi- 
mentes? Pues  según  el  Código  penal  consiste  en  el 
mayor  ó menor  grado  de  intención  ó perversión  que 
revelan.  De  manera  que  al  decir  el  Jurado  que  con- 
curre una  circunstancia  agravante,  atenuante  ó exi- 
mente, juzga  acerca  de  la  intención;  y decidme  si 
para  resolver  sobre  esto  no  se  necesita  conocimiento 
científico  alguno.  Y cuando  se  trata  de  un  delincuente 
mayor  de  9 años  y menor  de  1 5,  ¿no  va  á decidir  el 
Jurado  si  ha  obrado  ó no  con  discernimiento?  Hasta 
tal  punto  el  tribunal  del  Jurado  es  el  que  va  á definir 
el  delito  sin  que  al  tribunal  de  derecho  le  quede  más 
que  la  operación  mecánica  de  aplicar  la  pena  seña- 
lada en  el  Código  penal,  que  yo  creo  que  se  necesitan 
más  condiciones  para  ser  jurado  que  para  ser  indi- 
viduo de  un  tribunal  de  derecho,  tal  como  marcáis 
las  funciones  de  uno  y otro.  Y aquí  recuerdo  una 
frase  que  lia  salido  de  esa  Comisión,  que  decía  que 
para  ser  jurado  no  hacía  falta  más  que  ser  hombro 
de  bien,  y que  en  ninguna  Universidad  se  aprendía  á 
ser  hombre  de  bien.  ¡Señores  Diputados!  ¿para  formu- 
lar un  juicio  no  se  aprende  nada  en  las  aulas?  ¿Pues 
qué  significa  el  estudio  de  la  filosofía  y de  la  lógica? 
<)  la  lógica  no  es  nada  ó es  el  conjunto  de  reglas  que 
llevan  al  conocimiento  de  la  verdad;  y si  esto  no  es 
necesario  para  formular  un  juicio,  entonces,  ¿para  qué 
sirve  la  lógica?  No  dudo,  pues,  en  rechazar  la  afir- 
mación que  hacía  el  digno  individuo  de  esa  Comisión: 
en  las  aulas  se  aprende  á formar  juicio,  á tener  cri- 
terio recto,  y,  por  consiguiente,  inspira  más  garantías 
de  verdad  el  juicio  que  forman  las  personas  que  han 
estudiado  en  las  aulas  que  esas  otras  que  no  han  re- 
cibido ningún  conocimiento  de  esta  clase. 

En  cuanto  á la  moralidad,  claro  es  que  en  las 
aulas  se  aprende  también  algo  de  lo  que  imponen  los 
propios  deberes,  se  saca  una  idea  elevada  de  la  misión 
que  después  se  ha  de  desempeñar  en  la  vida,  y,  por 
consiguiente,  las  garantías  de  moralidad  son  también 
mayores. 

Todas  estas  condiciones  que  yo  entiendo  necesi- 
tan los  jurados,  vosotros  las  resolvéis  simplemente  en 
cuanto  á la  competencia  con  nada,  porque  no  exigís 


ninguna  condición  de  competencia,  y en  cuanto  á la 
moralidad  con  exigir  la  vecindad  para  formar  parte 
del  Jurado  y sancionar  la  irresponsabilidad.  ¿Y  son 
estas  garantías  suficientes  de  moralidad?  La  primera 
es  la  vecindad.  No  he  de  extenderme  en  marcar  lo 
que  significa  la  vecindad,  las  pasiones  que  se  pueden 
desenvolver,  y los  lazos  de  cariño  que  pueden  existir 
entre  las  personas  que  viven  constantemente  unidas. 
Aquí  se  ha  hablado  ya  acerca  de  todo  esto;  pero  yo 
me  voy  á permitir  haceros  una  Observación.  ¿Para 
qué  la  ley  orgánica  de  tribunales  lia  creado  la  inca- 
pacidad existente  hoy,  por  virtud  de  la  cual  no  se 
permite  que  un  juez  pueda  administrar  justicia  más 
de  ocho  años  en  un  punto?  Pues  esa  disposición  sig- 
nifica únicamente  que  al  cabo  de  ese  tiempo  se  habrán 
contraido  alectos  y amistades  que  impidan  adminis- 
trar im parcialmente  justicia;  y eso  que  el  juez  ahora 
no  falla,  sino  que  simplemente  se  limita  á la  instruc- 
ción del  proceso,  y sin  embargo,  la  ley  no  solo  exclu- 
ye á los  jueces  vecinos,  sino  que  impone  la  traslación 
forzosa  cuando  se  llevan  ocho  años  de  residencia;  prin- 
cipio de  moralidad  que  venís  á echar  por  tierra  con 
vuestras  prescripciones. 

En  cuanto  á la  irresponsabilidad,  recuerdo  que  se 
lia  dicho  para  disculparla,  y sobre  todo  para  explicar 
el  contraste  que  resulta  con  la  responsabilidad  actual, 
que  ninguna  responsabilidad  se  hace  efectiva  en  ei 
órden  judicial.  Pues  yo,  que  no  tengo  nada  de  viejo, 
recuerdo  haber  presenciado  muchos,  muchísimos  ca- 
sos, que  podría  citar  de  responsabilidad  efectiva  de 
jueces  y magistrados.  Pero  sobre  todo,  aunque  no  sea 
efectiva  la  responsabilidad,  cuando  se  sabe  que  está 
consignada  en  la  ley,  siempre  infundirá  más  temor  el 
acto  que  se  realiza  que  si  no  existe  esa  disposición  le- 
gal, y sabe  el  que  juzga  que  puede  obrar  como  le  pa- 
rezca, toda  vez  que  nadie  puede  exigirle  responsabi- 
lidad por  lo  que  baga. 

Y como  á la  verdad,  no  me  proponía  molestar  la 
atención  del  Congreso  ni  la  de  la  Comisión,  voy  á dar 
por  terminado  mi  cometido.  Realmente  deseo  que  re- 
flexionéis en  lo  que  debeis  hacer  para  que  los  jurados 
sean  morales  y competentes.  En  competencia  no  dais 
ninguna  garantía;  en  moralidad  tampoco.  ¿No  podéis 
siquiera  exigir  la  garantía  de  la  contribución , que 
tan  brillantemente  ha  defendido  el  Sr.  Vizconde  do 
Campo-Grande?  ¿No  podíais  exigir  la  garantía  de  la 
contribución  que  traía  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  en  su  proyecto,  y que  vosotros  habéis  supri- 
mido? Porque  claro  es,  como  decía  el  Sr.  Santana,  que 
el  pagar  una  peseta  de  contribución  no  supone  mayor 
inteligencia,  ni  mayor  rectitud,  pero  algo  supone; 
porque  al  fin  y al  cabo,  la  contribución  se  paga  por 
el  ejercicio  de  una  industria  ó de  un  comercio  que  re- 
presentan fuerzas  vivas  del  país , ó por  propietarios, 
que  en  el  mero  heclio  de  serlo  tienen  más  medios  de 
instrucción,  más  inlerés  en  garantizar  ei  órden  social, 
y,  por  consiguiente,  más  interés  en  la  administración 
de  justicia,  sin  la  cual  no  hay  órden  posible. 

Todas  estas  consideraciones  me  parecen  suficien- 
tes para  que  la  Comisión,  cuando  ménos,  acepte  la 
cuota  de  contribución,  como  había  propuesto  el  señor 
Ministro,  y no  nos  relegue  forzosamente  á ser  juzga- 
dos por  los  ignorantes  y por-  los  que  no  tienen  nada 
que  perder.  He  dicho. 

Ei  Sr.  SANTANA:  Pido  La  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE-  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  SANTANA:  Un  deber  de  cortesía,  más  que 
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de  otra  cosa,  me  hace  levantar  á contestar  las  ra- 
zonadas observaciones  que  ha  expuesto  el  Sr.  Bu- 
galla!. 

Como  S.  S.  se  ha  referido,  en  primer  término,  al 
modo  como  están  constituidos  los  tribunales,  á la  ma- 
ñera  de  proveerse  en  la  carrera  judicial  ciertas  pla- 
zas, y ha  censurado  la  existencia  del  cuarto  turno, 
pasando  después  á la  famosa  separación  del  hecho  y 
del  derecho,  y á las  garantías  de  suficiencia,  y á otraé 
que  debe  tener  el  Jurado;  pues,  en  concepto  de  S.  S., 
los  jurados  necesitan  haber  estudiado  y saber  lógica 
para  comparar  las  ideas  y formar  juicio;  y como  todo 
esto  ha  sido  objeto  de  detenidísimos  debates  y de  ar- 
gumentos que  se  lian  expuesto  por  una  y otra  parte, 
el  Sr.  Bugallal  me  dispensará  que  no  repita  lo  que 
tantas  veces  se  ha  dicho  desde  este  banco  para  com- 
batir estas  ó parecidas  observaciones,  y dando  por 
repetido  lo  que  la  Comisión  ha  dicho  sobre  este  punto, 
tengo  el  gusto  de  contestar  á S.  S.  de  esta  manera. 
He  dicho.» 

No  habiendo  ningún  otro  Sr.  Diputado  que  pidie- 
ra la  palabra  en  contra,  se  puso  á votación  el  artículo 
y quedó  aprobado. 

Se  leyó  el  art.  1 0,  que  decia  así: 

«Art.  10.  No  tienen  capacidad  para  ser  jurados: 

1. °  Los  impedidos  física  ó intelectualmente. 

2. °  Los  que  estuvieren  procesados  criminalmente. 

3. °  Los  condenados  á penas  aflictivas  ó correccio- 
nales, mientras  no  hubieren  extinguido  la  condena  y 
trascurrido  después  sin  delinquir  cinco  años. 

4. °  Los  que  hayan  sido  condenados  dos  ó más  ve- 
ces por  causa  de  delito. 

5. °  Los  quebrados  no  rehabilitados. 

G.°  Los  concursados  que  no  hubiesen  sido  declara- 
dos inculpables. 

7.°  Los  deudores  á fondos  públicos  como  segun- 
dos contribuyentes,  si  estuviera  expedido  contra  ellos 
mandamiento  de  apremio.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Manteca  ha  presen- 
tado una  enmienda  á este  artículo,  otra  al  art.  14,  y 
otra  al  31,  á más  de  otra  al  13  que  habia  ya  retira- 
do S.  S.,  y sin  perjuicio  de  dar  si  liá  lugar  á ello,  cur- 
so reglamentario  á la  enmienda  relativa  al  art.  10,  el 
Sr.  Secretario  se  servirá  leer  todas  las  demás  en- 
miendas del  Sr.  Manteca,  á fin  de  que  la  Comisión  se 
sirva  dar  su  opinión  acerca  de  ellas,  y en  vista  de 
esta  opinión  misma  podrá  determinar  lo  que  le  parez- 
ca el  Sr.  Manteca,  autor  de  las  enmiendas. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Las  en- 
miendas presentadas  por  el  Sr.  Manteca,  dicen  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  admitir  las  siguientes 
enmiendas  al  dictámen  de  la  Comisión  referente  al 
proyecto  de  ley  sobre  el  establecimiento  del  Jurado: 

El  núm.  3.°  del  art.  10  se  redactará  de  la  siguiente 
manera: 

«3.°  Los  condenados  á penas  aflictivas  ó correccio- 
nales, mientras  no  hubieren  extinguido  la  condena  y 
trascurrido  después  sin  delinquir  treinta  años.» 

El  art.  13  se  modificará  del  siguiente  modo: 

«Art.  i 3.  Pueden  excusarse  de  ser  jurados: 

1. w  Los  mayores  do  65  años. 

2. °  Los  que  necesiten  del  trabajo  manual  diario 
para  ganar  su  sustento,  no  se  excusarán  nunca;  pero 
tienen  dorocho  ¿ reclamar  una  indemnización  de  5 
poetas  por  cada  día  qw  desompefton  las  funciones 
do  jwvado, 


3.°  Los  que  hubiesen  ejercido  el  cargo  de  jurado 
ó suplente,  mientras  no  trascurra  el  período  de  dos 
años.» 

El  art.  14  se  enmendará  de  la  manera  siguiente: 

^ «Art.  1 4.  Las  primeras  listas  de  jurados  se  forma- 
rán por  una  Junta  que  se  constituirá  con  el  juez  y 
fiscal  municipales,  el  alcalde  ó un  teniente,  en  defecto 
de  los  dos,  un  regidor  que  sepa  leer  y escribir,  los 
dos  mayores  contribuyentes  por  territorial,  el  mayor 
contribuyente  por  industrial,  de  Li-es  vecinos  honra- 
dos que  no  paguen  contribución  directa  de  ninguna 
especie  y del  Cura  párroco.  La  presidencia  de  esta 
Junta  la  ocupará  el  más  anciano,  siempre  que  tenga 
un  título  académico.» 

Palacio  del  Congreso  6 de  Mayo  de  1887.=José 
Manteca.=José  Arrando.=Eduardo  de  Peralta.=El 
Marqués  del  Vadillo. = Benedicto  Antequera. =Gus- 
tavo  Morales.=Marcial  González  de  la  Fuente. 

Los  Diputados  que  suscriben  proponen  al  Congre- 
so se  sirva  redactar  el  núm.  3.°  del  art.  10  del  pro- 
yectóle ley  sobre  el  Jurado,  de  la  siguiente  manera: 

«3.w  Los  condenados  á penas  aflictivas  ó correc- 
cionales, mientras  no  hubieran  extinguido  la  condena 
y trascurrido  después  treinta  años.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Mayo  de  1887.= 
José  Manteca.=Santos  López  Pelegrin.=El  Marqués 
del  Vadillo.— Gustavo  Morales.=Eduardo  de  Peral- 
ta.=Benedicto  Antequera.= Antonio  Vázquez  López. 

Los  Diputados  que  suscriben  proponen  al  Con- 
greso se  sirva  redactar  el  art.  14  clcl  proyecto  de  ley 
sobre  el  Jurado,  de  la  siguiente  manera: 

«Art.  14.  Las  primeras  listas  de  jurados  se  for- 
marán por  una  Junta  que  se  constituirá  con  el  cura 
párroco,  el  maestro  de  escuela  más  anciano,  el  juez 
municipal,  el  alcalde,  y en  su  defecto  un  teniente  ó 
concejal,  el  mayor  contribuyente  por  territorial,  y 
el  mayor  contribuyente  del  término,  por  industrial. 

Reunidos  los  anteriormente  nombrados,  elegirán 
de  entre  los  vecinos  dos  de  honradez  notoria  que  no 
hayan  estado  procesados  nunca  y que  no  paguen  con- 
tribución directa  de  ninguna  especie.  Estos  indivi- 
duos, unidos  á los  anteriores,  formarán  la  Junta.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Mayo  de  188 7.=  José 
Manteca.=Santos  López  Pelcgrin  — El  Marqués  dol 
Vadillo.  = Eduardo  de  Peralta.  = Benedicto  Ante- 
quera.=Gustavo  Morales.=Antonio  Vázquez. 

Los  Diputados  que  suscriben  proponen  al  Congreso 
se  sirva  aprobar  la  siguiente  enmienda  al  art.  31  del 
proyecLo  de  ley  sobre  el  Jurado. 

«Art.  3 1.  Durante  el  mes  de  Mayo,  el  juez  de  ins- 
trucción designará  los  seis  vocales  que  bajo  su  pre- 
sidencia, han  de  formar  la  Junta  del  partido  ó distrito. 
Se  compondrá  ésta  del  cura  párroco,  del  maestro 
de  escuela  más  anciano,  de  dos  contribuyentes  por 
territorial  sacados  á la  suerte  entre  los  12  mayores,  y 
de  otros  dos  mayores  contribuyentes  por  industrial 
que  residan  en  la  población. 

Reunidos  todos,  designarán  tres  vecinos  que  ten- 
gan las  condiciones  señaladas  cu  el  art.  1 4,  y entonces 
se  tendrá  por  formada  la  Junta  del  partido  ó distrito.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Mayo  de  1887.=José 
Manteea.=3?Santos  López  Pelegrin.=El  Marqués  del 
Vadillo.apoEduardo  Peralfca.s^Benedioto  Autequora.^ 
6u9t&Y9  MQVfttos.^AntQiÚQ  Yazquoz,# 
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El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  tiene  la  pa- 
bra. 

El  Sr.  DIAZ  MOREU:  La  Comisión  admite  en 
parte  la  enmienda  del  Sr.  Manteca  al  caso  3.°  del  ar- 
tículo 10,  quedando  entonces  redactado  en  la  forma 
siguiente:  «Los  condenados  á penas  aflictivas  ó cor- 
reccionales mientras  no  hubieran  extinguido  la  con- 
dena, y trascurrido  después  sin  delinquir  quince  años,» 
en  vez  de  treinta  que  el  Sr.  Manteca  propone. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Respecto  de  las  demás  en- 
miendas, ¿puede  la  Comisión  anticipar  su  opinión? 

El  Sr.  DIAZ  MOREU:  La  Comisión  no  admite  la 
enmienda  al  art.  14,  y sí  en  parte  la  relativa  al  art.  31. 

El  Sr.  MANTECA:  Pues  entonces  muy  pocas  pa- 
labras voy  á decir:  que  estoy  conforme  con  la  en- 
mienda que  á su  vez  introduce  en  la  mia  la  Comisión 
respecto  ai  tercer  número.  Si  la  Comisión  está  con- 
forme, estoy  dispuesto  á que,  en  lugar  de  treinta  años, 
que  propongo,  sean  quince;  por  mi  parte  no  hay  in- 
conveniente en  ello.  (El  Sr.  Alvarado  pide  la  palabra.) 

Respecto  á mi  enmienda  al  art.  14,  si,  aun  cuan- 
do la  Comisión  no  la  admite,  admite  la  doctrina  ex- 
puesta y la  enmienda  presentada  al  art.  3 1 , no  tengo 
inconveniente  en  retirar  la  enmienda  ai  art.  14. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  enmienda  al  art.  14 
queda  retirada;  y el  art.  10  quedará  redactado  el  nú- 
mero 3.°  en  esta  forma: 

«Los  condenados  á penas  aflictivas  ó correcciona- 
les, mientras  no  hubieren  extinguido  la  condena  y 
trascurrido  después  sin  delinquir  quince  años.» 

El  Sr.  MANTECA:  Conforme. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
articulo  redactado  en  esta  forma.  Sírvase  leerlo  el  se- 
ñor Secretario. 

EiSr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Dice  así: 

«Art.  10.  No  tienen  capacidad  para  ser  jurados: 

1. w  Los  impedidos  física  ó intelectualmente. 

2. °  Los  que  estuvieren  procesados  criminalmente. 

3. °  Los  condenados  á penas  aflictivas  ó correccio- 
nales, mientras  no  hubieren  extinguido  la  condena  y 
trascurrido  después  sin  delinquir  quince  anos. 

4. °  Los  que  hayan  sido  condenados  dos  ó más  ve- 
ces por  causa  de  delito. 

5. °  Los  quebrados  no  rehabilitados. 

G.°  Los  concursados  que  no  hubiesen  sido  decla- 
rados inculpables. 

7."  Los  deudores  á fondos  públicos  romo  segun- 
dos contribuyentes,  si  estuviera  expedido  contra  ellos 
mandamiento  de  apremio.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  este 
artículo. 

El  Sr.  Alvarado  tiene  la  palabra,  primero  en 
contra. 

El  Sr.  ALVARADO:  Me  habia  propuesto  no  inter- 
venir en  este  debate,  porque  creia  de  mi  parte  una 
verdadera  falta  el  retrasar,  siquiera  por  breves  mo- 
mentos, la  aprobación  del  durado.  La  admisión  de  la 
enmienda  del  Sr.  Manteca  y los  términos  en  que  el 
art.  10  va  á quedar  redactado,  me  obligan  á llamar 
la  atención  dei  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  y de 
los  señores  de  la  Comisión  sobre  un  punto  que  con- 
sidero de  verdadera  importancia.  Se  va  á invalidar 
para  qne  formen  parte  del  Jurado  durante  el  tiempo 
de  la  condena  y quince  años  después,  á todos  ios  in- 
dividuos que  hayan  sufrido  pena  aflictiva  y correc- 
cional, Sé  que  en  las  legislaciones  extranjeras  predo- 
mina el  principio  do  considerar  Inhabilitados  para 


desempeñar  el  cargo  de  jurados  á los  individuos  con- 
denados á ciertas  penas;  este  principio  prevalece  en 
la  legislación  francesa  y eu  la  mayor  parte  de  las  le- 
gislaciones extranjeras;  pero  fíjense  el  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia  y los  señores  de  la  Comisión  en 
la  diferencia  que  media  desde  este  punto  de  vista  en- 
tre los  diferentes  delitos  que  pueden  cometerse.  ¿Cómo 
se  va  á condenar  de  ia  misma  manera  al  autor  de  un 
asesinato  que  al  autor  de  un  delito  de  imprenta  ó de 
un  delito  político?  Es  necesaria  una  distinción,  como 
en  la  legislación  italiana  existe,  especialmente  en  las 
penas  correccionales.  En  la  legislación  italiana,  como 
en  la  mayor  parte  de  las  que  admiten  este  sistema, 
se  establece  una  verdadera  distinción  entre  los  deli- 
tos por  impulso  doloso,  que  suponen  verdadera  per- 
versión de  la  voluntad,  y los  delitos  por  mera  culpa; 
esta  es  una  distinción  capitalísima  que  creo  debe 
aplicarse  á la  ley. 

Y como  no  quiero  malgastar  el  tiempo  ni  retra- 
sar un  solo  instante  la  aprobación  del  dictámen,  so- 
meto estas  consideraciones  al  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia  y á la  Comisión,  rogándoles  retiren  el  ar- 
tíulo  para  redactarle  de  nuevo  para  hacer  constar  en 
él  esta  diferencia  capitalísima  á fin  de  no  incurrir  en 
la  contradicción  do  incluir  en  el  mismo  anatema,  á 
individuos  que  merecen  consideraciones  distintas. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  habia  reflexionado 
detenidamente  sobre  el  asunto  que  lia  tratado  el  señor 
Alvarado. 

Como  no  se  trata  de  definir  un  derecho,  como  se 
trata  aquí  de  excluir  á los  que  no  pueden  en  el  con- 
cepto público  inspirar  bastante  confianza,  tener  bas- 
tante prestigio  para  sentarse  en  el  Jurado,  con  un 
criterio  puramente  discrecional  se  fijaron  cinco  anos. 

No  ha  sido  el  Sr.  Manteca  solo,  aunque  su  auto- 
ridad no  es  escasa:  dentro  y fuera  del  Parlamento  se 
nos  habia  indicado  que,  aunque  habíamos  acentuado 
el  proyecto  del  Sr.  Ministro,  todavía  parecían  pocos 
los  cinco  años;  vino  la  enmienda  del  Sr.  Manteca  pi- 
diendo que  fueran  treinta,  y á nosotros  nos  ha  pare- 
cido que  no  habia  inconveniente  en  poner  el  límite  á 
que  ha  llegado  la  Comisión,  esLo  es,  los  quince  años. 
Si  el  Sr.  Alvarado  me  pregunta  por  qué  han  de  ser 
quince  y no  doce,  le  diré  que  eso  es  prudencial,  y 
que  en  efecto  no  hay  una  razón  decisiva  para  decir 
que  sean  quince  y no  doce. 

Ahora  el  Sr.  Alvarado  plantea  otra  cuestión,  y 
dice:  no  es  lo  mismo  la  condena  por  unos  delitos  que 
por  otros.  Es  verdad,  y por  eso,  fijando  los  cinco  años, 
delegamos  en  las  Juntas  selectoras  la  apreciación  del 
estrago  que  en  la  reputación  hubiese  hecho  la  con- 
dena sufrida.  De  todos  modos  eso  queda,  porque  cuan- 
do pase  el  tiempo  de  la  incapacidad,  las  Juntas  es- 
crutadoras dirán  si  aquel  hombre  puede  sentarse  con 
prestigio  baslante  en  el  Jurado.  El  Sr.  Alvarado  com- 
prende que  la  ley  sería  complicadísima,  sería  casuís- 
tica, sería  punto  ménos  que  imposible,  si  intentase 
buscar  la  parte  de  desprestigio  que  pueda  caer  sobre 
un  individuo  por  cada  condena;  porque  no  podría  li- 
mitarse á decir  «penas  aflictivas  y penas  correccio- 
nales,» porque  el  culpable,  por  una  pena  correccio- 
nal queda  á veces  más  deshonrado  que  por  una  pena 
aflictiva;  porque  puede  ser  homicida  un  hombre  hon- 
rado, impulsado  por  pasiones  muy  disculpables;  y no 
pnodc  ser  considerado  como  hombre  honrado  el  est?^ 
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fador,  aunque  lo  sea  por  cantidad  que  no  merezca 
más  que  pena  correccional:  y no  es  posible  entrar  en 
la  ley  en  estas  distinciones. 

Yo  ruego  al  Sr.  Alvarado  que  medite  esto,  y no 
insista  en  su  pretensión;  no  porque  no  tenga  un  prin- 
cipio de  justicia,  sino  porque  no  hay  manera  de  aten- 
derla. 

El  Sr.  ALVARADO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  para  rec- 
tificar. 

El  Sr.  ALVARADO:  La  cuestión  tiene  más  im- 
portancia de  lo  que  parece  á primera  vista,  porque 
obedece  á un  sistema  general  de  redacción  de  las  dis- 
posiciones penales. 

En  cuanto  á la  imposibilidad  de  que  habla  el  señor 
Maura,  ahí  está  la  ley  italiana  de  1874:  en  la  ley  del 
Jurado  están  marcados  taxativamente  los  delitos  que 
incapacitan  para  ejercer  el  cargo  de  jurado,  y en  la 
ley  suiza  se  excluyen  los  delitos  políticos  y los  que 
se  cometen  por  medio  de  la  imprenta.  Pues  una  cosa 
análoga  á esta  pido  yo  á la  Comisión.  Sabe  el  señor 
Maura  mejor  que  yo  la  tendencia  predominante  en 
ios  autores  de  derecho  penal  italianos  y en  ios  auto- 
res de  varios  proyectos  de  Códigos,  á clasificar  los  de- 
litos en  estos  dos  grupos:  delitos  por  mera  culpa  y 
delitos  que  suponen  perversión  en  la  voluntad,  ver- 
dadera perversión  en  el  ánimo.  Yo  me  conformaría 
con  que  se  excluyeran  siquiera  los  delitos  cometidos 
por  medio  de  la  imprenta. 

Fíjese  el  Sr.  Maura  en  que  va  á resultar  una  ver- 
dadera enormidad  si  se  declara  excluido  del  derecho 
de  formar  parte  del  Jurado  á un  individuo  que  co- 
meta un  delito  de  imprenta.  ¿Cree  el  Sr.  Maura  que 
la  mayor  parte  de  los  delitos  de  imprenta  inhabilitan 
para  nada  á los  ojos  del  público?  ¿Y  ante  la  concien- 
cia pública,  el  individuo  que  comete  un  delito  de  im- 
prenta, sufre  el  menor  quebranto  ante  el  juicio  de  sus 
conciudadanos?  Puesto  que  es  así,  yo  ruego  de  todo 
corazou  al  Sr.  Maura,  que,  para  no  incurrir  en  esta 
monstruosidad,  permítame  que  se  lo  diga,  la  Comisión 
estudie  el  punto  con  algún  detenimiento  y cuidado,  y 
que  no  aprobemos  el  artículo  sin  que  sus  dignísimos 
miembros  lo  hayan  sometido  á un  nuevo  y detenido 
estudio. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MAURA:  Entiendo  que  sobre  eso  dé  los 
delitos  do  imprenta  pesa  sobre  el  ánimo  del  Sr.  Al- 
varado una  idea  tradicional.  Desde  el  moment®  en 
que  van  al  Jurado  los  delitos  de  imprenta,  el  que  por 
delito  de  imprenta  sea  condenado,  será  un  verdadero 
delincuente;  y no  siendo  los  delitos  de  imprenta  de 
aquellos  que  causan  estrago  mayor  en  la  reputación 
de  quien  los  comete,  el  Código,  sobre  todo  en  los  títu-  | 
los  relativos  á los  delitos  contra  las  personas,  castiga 
otras  en  que  ocurre  lo  mismo;  el  delito  de  homicidio, 
por  ejemplo,  puede  cometerlo  un  hombre  honrado  en 
momentos  de  arrebato  y por  móviles  disculpables,  sin 
dejar  por  eso  de  ser  delincuentes  sus  autores.  Sería, 
pues,  un  privilegio  en  mi  sentir  injusto. 

El  Sr.  AZCARATE:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  AZCARATE:  Para  hacer  una  cousidera- 
cion  á la  Comisión.  Aparte  de  las  razones  expuestas 
por  el  Sr.  Alvarado,  que  estimo  que  el  Sr.  Maura  no 
ha  destruido,  yo  creo  que  en  esto  hay  una  aplicación 
especial  de  la  pena  de  inhabilitación,  y que,  por  tanto 


en  donde  debe  establecerse  es  en  el  Código  penal,  á 
fin  de  que  los  tribunales  impongan,  como  sucede  aho- 
ra, la  pena  de  inhabilitación  con  la  extensión  que  el 
mismo  Código  establezca,  porque  de  otro  modo,  esa 
disposición  resulta  contradictoria. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

Ei  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MAURA:  Me  parece  que  el  error,  que  en 
mi  sentir  padece  el  Sr.  Azcárate,  proviene  de  que  no 
se  ha  fijado  bien  en  que  no  se  trata,  cuando  se  define 
esa  incapacidad,  de  moldear  ni  deslindar  ningún  de- 
recho; se  trata  solo  de  rodear  Ja  definición  de  las  apti- 
tudes para  ser  jurados  de  las  mayores  garantías  de 
prestigio,  que  importan  para  los  que  se  han  de  sen- 
tar en  el  tribunal.  Ei  derecho,  la  personalidad  está  en- 
tera, y de  la  propia  manera  que  se  excluye  por  la 
Comisión  al  que  no  tiene  30  años  y tiene  25  y puede 
ser  perfectamente  apto,  sin  que  por  eso  se  vulnere  su 
derecho,  ni  se  merme  tampoco  su  capacidad,  así  tam- 
poco se  vulnera  ei  derecho  al  establecer  el  legislador, 
cuando  define  las  condiciones  que  ha  de  reunir  el  que 
va  á ser  juez,  que  estorba  durante  quince  años  para 
ejercer  el  cargo,  el  haber  sido  condenado  dentro  de 
ese  período. 

El  Sr.  AZCARATE:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  para  rec- 
tificar. 

El  Sr.  AZCARATE:  El  Sr.  Maura  se  convencerá 
de  la  incongruencia  cuando  se  redacte  el  Codigo  pe- 
nal, en  el  cual  se  fijará  la  inhabilitación  para  el  su- 
fragio y demás  derechos,  incluso  éste,  y entonces 
resultará  la  contradicción  respecto  á esta  incapaci- 
dad, que  no  es  como  las  demás  á que  se  refería  S.  S.» 

No  habiendo  ningún  otro  Sr.  Diputado  que  pidie- 
ra la  palabra  en  contra,  se  puso  á votación  el  artícu- 
lo, y quedó  aprobado. 

Se  leyó  el  art.  1 1,  que  decia  así: 

«Arl.  11.  El  cargo  de  jurado  es  incompatible: 

1 . °  Con  cualquiera  otro  de  las  carreras  judicial  ó 
fiscal. 

2. °  Con  el  servicio  militar  activo. 

3. °  Con  los  de  Ministro  de  la  Corona,  Subsecreta- 
rio, y director  de  cualquier  Ministerio. 

4. °  Con  los  de  gobernadores  de  provincia,  dele- 
gados de  Hacienda  y secretarios  de  Gobierno  de  pro- 
vincia. 

5. °  Con  los  de  notario,  médico  titular,  farmacéu- 
tico y veterinario,  en  los  pueblos  en  donde  no  hubiese 
más  que  uno. 

f>.°  Con  ios  de  empleados  públicos  de  telégrafos, 
correos  y ferro-carriles. 

7. °  Con  los  de  auxiliares  de  los  tribunales  y em- 
pleados ó agentes  de  órden  público  ó de  policía. 

8. ”  Con  los  de  maestros  de  primera  enseñanza. 

9. °  Con  los  do  empleados  públicos  de  estableci- 
mientos penitenciarios  y cárceles.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  A este 
artículo  hay  una  enmienda  del  Sr.  Ansaldo,  que  dice 
así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  la  siguiente  adición  al  art.  1 I del  proyecto 
de  ley  sobre  el  establecimiento  del  juicio  por  jurados 
para  determinados  delitos. 

Después  del  párrafo  3.°  de  dicho  artículo,  se  aña- 
dirá éste: 

«Con  los  de  Senador  y Diputado  á Cortes.» 

Palacio  del  Congreso  25  de  Abril  de  1887.=Fran- 
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cisco  A 1 1 sal  d o.  =Man  u el  Grande  de  Vargas.— Eduar- 
do Ortiz  y Casado.=Manuel  Ballesteros.=Santos  Ló- 
pez PelcgrÍQ.=Mariano  González  Dueñas. =Man uel 
de  la  Torre  Gil.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  enmienda  que  acaba  de 
leerse  lia  sido  retirada  por  el  Sr.  Ansaldo. 

Abrese  discusión  sobre  el  art.  11.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación  el  artículo  y quedó  aprobado. 

Sin  debate  lo  fué  el  12,  en  esta  forma: 

«Art.  12.  Tampoco  podrán  ser  jurados  en  una 
causa: 

1 . °  Los  que  hubieren  intervenido  en  ella  como  se- 
cretarios, oficiales  ó agentes  de  la  policía  judicial, 
fiadores,  testigos,  intérpretes,  peritos  ú otro  concepto 
análogo. 

2. °  Las  partes  interesadas  y sus  procuradores  ó 
representantes  y abogados,  si  estos  han  dejado  de  serlo 
cuando  se  celebra  el  juicio. 

3. °  Los  ascendientes  y descendientes  aunque  sean 
adoptivos;  el  cónyuge  y los  colaterales  hasta  el  cuarto 
grado  de  consanguinidad  y segundo  de  afinidad  de  las 
partes  interesadas;  los  tutores  ó curadores  de  las  mis- 
mas, y los  parientes  en  primer  grado  de  los  procura- 
dores, representantes  y abogados  que  intervengan  en 
el  juicio. 

4. °  Los  que  tuvieren  con  cualquiera  de  las  partes 
amistad  íntima  ó enemistad  manifiesta. 

5. °  Los  que  tuvieren  algún  interés  directo  ó in- 
directo en  la  causa.» 

Se  leyó  el  art.  13,  que  decia: 

«Art.  13.  Pueden  excusarse  de  ser  jurados: 

Los  mayores  de  60  años. 

2. °  Los  que  necesiten  del  trabajo  manual  diario 
para  ganar  un  salario  con  que  atender  á su  subsis- 
tf3ucia. 

3. °  Los  que  hubiesen  ejercido  el  cargo  de  jura- 
do ó suplente,  mientras  no  trascurra  el  período  de 
un  año.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  A este  artículo  hay 
dos  enmiendas. 

La  del  Sr.  Ansaldo,  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  la  siguiente  adición  al  art.  13  del  proyecto 
de  ley  sobre  establecimiento  del  juicio  por  jurados 
para  determinados  delitos: 

«4.°  Los  Senadores  y Diputados  á Córtes  mien- 
tras éstas  estén  abiertas.» 

Palacio  del  Congreso  1 1 de  Mayo  de  i887.=Fran- 
cisco  Ansaldo.  = Anselmo  de  Córdova.  = Juan  José 
López. =.José  Hernández  Prieta.— Lamberto  Martí- 
nez Asenjo.=Joaquin  Oriol.=El  Marqués  de  Flores- 
Dávila.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  tiene  la  pala- 
bra para  decir  si  admite  la  enmienda. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  considera  aceptable 
la  enmienda,  y la  admite  como  parte  integrante  del 
artículo. 

El  Sr.  ANSALDO:  Pido  ia  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  ANSALDO:  La  he  pedido,  Sr.  Presidente, 
en  primer  término  para  dar  las  gracias  A la  Comi- 
sión por  haber  considerado  aceptable  mi  adición  al 
art.  13  del  proyecto  de  ley  que  se  discute,  y en  se- 
gundo lugar,  para  manifestar  á la  Cámara  en  un  solo 
párrafo  que  yo  sigo  creyendo  lo  que  antes  creia;  que 
ios  cargos  de  Senador  y de  Diputado  á Córtes  son 


incompatibles  con  el  cargo  de  jurado,  no  tan  solo 
por  la  obligación  perentoria  de  asistir  á las  sesiones... 

EL  Sr.  PRESIDENTE:  Su  señoría  puede  seguir 
pensándolo  con  tanto  más  fundamento  cuanto  que  la 
Comisión  acaba  de  aceptar  la  totalidad  de  la  enmien- 
da de  S.  S. 

El  Sr.  ANSALDO:  Pues  como  de  otro  modo  yo 
tendria  que  consumir  un  turno  en  contra  del  artículo 
con  la  enmienda,  y esto  parecería  en  mí  una  incon- 
secuencia, yo  suplico  al  Sr.  Presidente  que  me  per- 
mita decir  por  qué  he  retirado  mi  enmienda  al  ar- 
tículo 1 1 presentando  en  su  lugar  la  que  la  Comisión 
acaba  de  admitir. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Pues  dígalo  S.  S. 

El  Sr.  ANSALDO:  Pues  bien,  decia  que  sigo 
creyendo  que  los  cargos  de  Senador  y Diputado  á 
Córtes  son  incompatibles  con  el  de  jurado,  no  tan 
solo  por  nuestra  obligación  de  asistir  á las  sesiones 
de  las  Cámaras,  sino  también  por  la  completa  distin- 
ción que  en  mi  sentir  debe  existir  entre  los  órganos 
que  realizan  las  diferentes  funciones  del  Estado.  Asi 
lo  indicaba  en  mi  adición  al  art.  1 1 que  he  retirado, 
y así  está  reconocido  por  las  legislaciones  de  Ingla- 
terra, Portugal,  Francia,  Alemania  y Bélgica.  Pero 
no  he  querido  insistir  en  este  punto  por  acceder  á los 
ruegos  de  mis  dignos  amigos  particulares  y políticos 
los  señores  de  la  Comisión,  por  no  cooperar  A la  obra 
obstruccionista  de  la  minoría  conservadora...  (El  se- 
ñor Conde  de  Toreno : Obstruccionista  no.  El  no  pedir 
una  votación  ahora,  como  hemos  podido  pedirla  ya 
á la  una,  cuando  S.  S.  no  estaba  aquí,  prueba  que  no 
somos  obstruccionistas,  pues  estamos  pasando  por  todo, 
con  mucho  gusto  de  nuestra  parte.  Por  consiguiente, 
no  hable  S.  S.  de  obstruccionismo,  porque  no  le  hay. 
Pues  ya  que  molesta  al  Sr.  Conde  de  Toreno,  retiro 
la  palabra  obstruccionismo , y digo,  que  por  no  alargar 
el  debate,  como  parece  trata  de  hacerlo  la  minoría 
conservadora,  aunque  no  esté  en  su  ánimo,  y más 
que  por  nada,  por  evitaros  la  molestia  de  oir  un  dis- 
curso que  por  ser  mió  había  de  ser  malo,  no  tuve  in- 
conveniente, accediendo  á los  deseos  de  mis  amigos 
los  señores  de  la  Comisión,  en  retirar  la  primera  en- 
mienda y sustituirla  por  otra;  pero  como  el  cambio 
de  opinión  es  propiedad  de  sabios;  yo  quería  hacer 
presente  que  sigo  creyendo  lo  mismo  que  antes,  pues 
no  podia  atribuirme  ese  cambio  sin  notable  inmo- 
destia.» 

Leída  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  el  acuer- 
do del  Congreso  fué  afirmativo. 

Puesto  á discusión  el  artículo  cou  la  enmienda,  y 
no  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  la  pa- 
labra en  contra,  filé  aprobado  en  la  forma  siguiente: 

«Art.  13.  Pueden  excusarse  de  ser  jurados: 

1. °  Los  mayores  de  60  años. 

2. °  Los  que  necesiten  del  trabajo  manual  diario 
para  ganar  un  salario  con  que  atender  á sn  subsis- 
tencia. 

3. °  Los  que  hubiesen  ejercido  ei  cargo  de  jura- 
do ó suplente,  mientras  no  trascurra  el  período  de 
un  año. 

4. °  Los  Senadores  y Diputados  á Cortes,  mientras 
éstas  estén  abiertas.» 

Se  leyó  el  art.  1 4,  que  decia  así: 

«Art.  14.  Las  primeras  listas  de  jurados  se  forma- 
rán por  una  Junta  que  se  constituirá  con  ei  juez  y 
fiscal  mimiQipales,  el  alcalde  ó un  teniente,  los  dos 
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mayores  contribuyentes  por  territorial  y el  mayor 
contribuyente  por  industrial  del  término.  Entre  los 
contribuyentes  de  igual  cuota  serán  preferidos  los  cine 
residan  en  la  población,  y entre  estos  se  turnará  anual- 
mente jjor  órden  de  mayor  edad. 

Si  algún  contribuyente  llamado  A la  Junta  no  re- 
sidiere en  la  población,  se  podrá  excusar,  sin  incurrir 
en  la  multa  de  50  á i 00  pesetas,  que  el  juez  munici- 
pal podrá  imponer  á los  residentes  que  rehúsen  el 
cargo  sin  causa  justificada  eu  sentir  del  mismo  juez. 

El  juez  municipal,  y eu  su  delecto  el  alcalde  ó te- 
niente, presidirá  la  Junta,  y funcionará  como  secre- 
tario de  ella,  sin  voz  ni  voto,  el  secretario  del  Juzgado. 

Con  la  anticipación  necesaria,  sujetándose  á los 
antecedentes  que  reclamará  á la  competente  oficina 
de  Hacienda,  designará  los  vocales  de  la  Junta  en  ca- 
lidad de  contribuyentes,  les  notificará  el  nombra- 
miento y recabará  la  aceptación. 

Las  reclamaciones  que  surjan  sobre  la  constitu- 
ción de  la  Junta  ó sus  incidencias,  no  entorpecerán 
las  funciones  ni  viciarán  ios  actos  de  la  Junta.  Co- 
nocerá de  ellas  la  Audiencia  de  lo  criminal  eu  Junta 
de  gobierno  ó la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia  te- 
rritorial del  respectivo  distriLo,  y la  sustauciaeion  se 
reducirá  A la  queja  documentada  del  reclamante  y el 
informe,  con  los  justificantes  oportunos,  del  juez  mu- 
nicipal. Este  será  castigado  por  la  Junta  ó Salado 
gobierno,  sin  ulterior  recurso,  con  multa  de  150  á 
500  pesetas,  cuando  hubiere  procedido  ilegítima  ó 
maliciosamente  en  ia  consLitncion  de  la  Junta  ó en  el 
desempeño  de  la  misión  que  le  incumbe.  En  su  pri- 
mera reunión  las  Juntas  municipales  formarán  las 
listas  generales  de  cabezas  de  familia  y de  capacida- 
des, con  arreglo  á los  arts.  8.°,  9.°,  10  y 1 1 de  esta 
ley.  En  los  años  sucesivos  acordarán  las  inclusiones 
ó exclusiones  que  procedan  para  rectificarlas.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  A este  artículo  había  una 
enmienda  del  Sr.  Manteca  que  lia  sido  retirada. 

Abrese  discusión  sobre  el  artículo. 

El  Sr.  Castilla  tiene  la  palabra  para  consumir  el 
primer  turno  en  contra. 

El  Sr.  CASTILLA:  Señores  Diputados,  os  suplico 
que  me  concedáis  toda  vuestra  benevolencia,  porque 
realmente  de  otra  manera  no  me  sería  posible  exponer 
las  consideraciones  que  voy  á presentaros. 

Al  propio  tiempo  voy  á suplicar  al  Sr.  Presidente 
me  permita,  al  combatir  este  artículo,  ocuparme  de 
todos  los  que  comprende  el  capítulo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Está  V.  S.  en  su  perfecto 
derecho.  En  vez  de  hacer  tantas  enmiendas  cuantos 
fuesen  los  artículos  de  este  capítulo  sobre  los  cuales 
desease  hacer  observaciones,  hace  una  enmienda  sola, 
y puede  ocuparse  con  este  motivo  de  Lodo  lo  que  con- 
sidere pertinente. 

El  Si*.  CASTILLA:  Doy  expresivas  gracias  al  se- 
ñor Presidente  por  su  deferencia,  y procuraré  moles- 
tar lo  ménos  posible  á la  Cámara. 

Voy  á partir  en  la  discusión,  no  de  mis  propias 
opiniones,  sino  de  las  bases  ya  discutidas,  de  la  letra 
y el  espíritu  que  informan  los  artículos  que  han  sido 
ya  aprobados.  De  esta  manera  creo  más  lógica  la  dis- 
cusión, porque  en  mi  sentir  la  discusión  de  ios  ar- 
tículos debe  partir  de  la  aceptación  de  lo  ya  aproba- 
do por  la  Cámara. 

Aunque  ya  se  ha  determinado  la  competencia  del 
Jurado  y las  cualidades  para  serio,  quiero,  sin  embar- 
go, sobre  este  punto  hacer  algunas  manifestaciones 


que  importan  a la  minoría  republicana,  cuyo  último 
de  sus  individuos  molesta  en  estos  momentos  la  aten- 
ción del  Congreso,  pues  claro  es  que  no  aceptamos 
las  limitaciones  en  la  capacidad  que  habéis  impuesto, 
y que  profesamos  ideas  más  amplias,  que  tienen  un 
sentido  más  radical;  pero  considerando  que  estas  limi- 
taciones son  las  que  ménos  pueden  ofender  los  senti- 
mientos de  la  democracia;  que  habéis  prescindido  del 
censo,  á pesar  de  los  halagos  de  la  minoría  conser- 
vadora, y considerando  que  toda  innovación  exige  en 
sus  comienzos  mucha  prudencia,  no  hemos  querido 
por  ello  intervenir  en  esta  parte  del  debate. 

Ahora  bien;  determinado,  por  decirlo  así,  el  su- 
jeto de  la  ley,  que  es  el  Jurado  y determinado  el  ob- 
jeto de  ia  ley,  que  es  la  competencia,  dicho  se  está 
que  todos  ios  demás  títulos  tienen  una  índole  esen- 
cialmente orgánica,  y que  esta  índole  le  atribuye  un 
carácter  adjetivo.  De  todos  ellos  considero  este  el  de 
más  importancia,  y lo  considero  así,  porque,  después 
de  todo,  eu  materia  procesal  las  distintas  escuelas 
científicas,  tienen  muchos  puntos  comunes;  casi  to- 
das ellas  convergen  en  la  mayor  parte  de  las  solucio- 
nes que  presentan  á Las  cuestiones  de  procedimiento. 
Así,  pues,  todo  lo  que  hace  relación  al  procedimiento, 
á ios  trámites  del  juicio,  puede  decirse  que  se  resuel- 
ve con  facilidad. 

Aun  hay  más;  para  las  dificultades  que  puedan 
ocurrir  y que  la  ley  no  salva,  para  aquellas  que  la 
ley  no  ha  previsto,  hay  siempre  una  grandísima  ven- 
taja: está  el  Ministerio  público  que  represéntala  ley, 
los  poderes  sociales;  el  reo  tiene  á su  lado  un  defen- 
sor letrado,  yen  medio  está  el  presidente  con  su  saber 
y su  imparcialidad  que  da  solución  al  caso  dudoso. 

No  pasa  lo  mismo  en  la  formación  de  las  listas,  y 
el  capítulo  que  á su  formación  se  refiere  tiene  un 
sentido,  hasta  cierto  panto  de  vista,  sustantivo,  y 
mézclase  en  él  lo  sustantivo  y lo  adjetivo  de  la  ley. 
No  basta  que  hayais  determinado  el  derecho  para  ser 
jurado  y hayais  exigido  unas  listas  Amplias:  si  des- 
pués al  hacer  las  definitivas  anuíais  ese  derecho,  si 
no  dais  garantías  A los  ciudadanos  para  que  lo  pue- 
dan hacer  efectivo,  si  no  dais  una  garantía  de  verdad 
A las  primeras  listas,  si  no  dais  en  este  punto  medios 
para  que  se  pueda  cumplir  el  objeto  de  la  ley,  excuso 
deciros  que  de  nada  servirá  lo  que  habéis  consigna- 
do cu  el  capitulo  relativo  A la  competencia  del  Jura- 
do y en  el  relativo  á las  condiciones  para  serlo. 

Sentada  la  importancia  del  título,  voy  A examinar 
qué  razones  son  las  impulsivas,  las  determinantes, 
que  ha  seguido  la  Comisión  en  este  caso. 

Yo  entiendo  que  hay  fines  comunes  A todos  ios 
partidos,  sobre  los  que  puede  decirse  que  no  cabe  dis- 
cusión alguna.  El  objeto  de  los  legisladores  al  tratar 
de  la  formación  de  las  listas,  lo  mismo  en  los  que 
pertenecen  A ia  escuela  conservadora  que  en  ios  que 
pertenecen  á ia  escuela  liberal,  es  siempre  idéntico: 
las  listas  primeras  han  de  ser  verdad;  en  las  segun- 
das se  ha  de  incluir  á aquellos  individuos  que  tengan 
más  idoneidad.  Por  consiguiente,  esta  base  es  común, 
lo  mismo  á los  conservadores  que  A los  liberales,  lo 
mismo  A vosoLros  que  A nosotros.  Pues  si  la  base  es 
común,  parecía  natural  que  los  medios  fueran  tam- 
bién comunes,  que  en  esto  no  hubiera  gran  divergen- 
cia, y eu  esto  sí  que  existe  divergencia  profunda  entre 
la  Comisión  y la  minoría  A que  tengo  la  honra  de  per 
tenecer.  Yo  creo  que  la  formación  de  las  primeras 
listas  no  es  más  que  el  falseamiento  del  fin  de  la  ley, 
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no  es  más  que  la  arbitrariedad , y voy  á indicar  las 
razones  que  tengo  para  esta  creencia. 

Formáis  las  primeras  lisias  como  se  consigna  en 
el  art.  14;  llamáis  á determinadas  personas,  que  no 
quiero  repetir  quiénes  son,  porque  de  todos  vosotros 
es  conocido  el  texto  del  artículo,  para  que  formen  las 
primeras  listas  y en  lo  sucesivo  las  alteren. 

Pedís  ó exigís,  que  tomen  antes  todos  los  infor- 
mes y conocimientos  necesarios  de  la  administración 
de  Hacienda;  y no  reparáis  que  hay  completa  impo- 
sibilidad de  que  esas  personas  confeccionen  estas  lis- 
tas; porque,  notadlo  bien,  el  juez  municipal  tendrá  el 
registro  de  nacimientos,  pero  en  el  Registro  civil  no 
constan  los  nacidos  hace  treinta  anos,  y tiene  el  re- 
gistro de  estado  civil,  pero  no  tiene  absolutamente 
ninguno  de  los  elementos  oficiales  que  necesitarla 
para  hacer  bien  las  listas;  los  únicos  datos  con  que 
puede  contar  tendrán  que  ser  particulares  y deriva- 
dos de  su  propio  conocimiento.  Tampoco  sirven  las 
listas  de  la  Hacienda,  porque  en  ellas  no  se  determi- 
na más  que  el  carácter  de  contribuyente.  (El  señor 
Maura:  ¿Y  el  padrón  vecinal?)  A eso  voy.  Queda  como 
único  dato  el  padrón  vecinal;  pero  observe  la  Comi- 
sión, que  aunque  A la  Junta  concurre  el  alcalde  y 
algún  concejal,  y aunque  concurriera  el  Ayunta- 
miento entero,  no  podrian  entre  todos  reunir  más  que 
datos  de  conocimiento  personal;  pero  no  los  que  se 
necesiten  para  que  la  primera  lista  sea  una  verdad 
oficial  y pública;  porque  el  padrón  vecinal,  por  regla 
general,  en  casi  todos  los  pueblos  de  España  deter- 
mina única  y exclusivamente  la  cualidad  de  vecino, 
pero  no  la  de  edad,  y mucho  ménos,  la  de  si  sabe  leer 
y escribir.  En  cuanto  á los  antecedentes  que  pudieran 
buscarse  en  el  censo  de  población,  creo  que  á tuerza 
de  ser  luminosos  y muy  complejos,  no  servirían  para 
nada  útil. 

Pero  hay  otro  aspecto  más  importante  de  la  cues- 
tión, y es  que  esta  primera  Junta  va  á ser  objeto  de 
toda  clase  de  recomendaciones,  de  exigencias  y do 
persecuciones  por  parte  de  aquellos  que  no  quieran 
ser  jurados;  y como  la  Junta  tendrá  siempre  medios 
de  acceder  á este  género  de  omisiones  sin  incurrir  en 
responsabilidad  alguna  y de  hacer  en  este  sentido  los 
favores  que  quiera,  todo  el  que  desee  ser  excluido  no 
tendrá  más  que  acudir  al  juez  municipal  y á los  de- 
más individuos  de  la  Jauta,  y logrará  su  objeto. 

Este  es  el  concepto  general  que  yo  tengo  do  la 
formación  de  la  primera  lista,  y esto  creo  que  es  lo 
práctico,  lo  real  y efectivo.  Ya  sé  que  la  Comisión 
puede  decir,  con  perfectísimo  derecho,  con  completa 
justicia,  que  no  ha  encontrado  otro  medio  más  per- 
fecto: lo  reconozco  de  muy  buen  grado;  pero  esto 
quiere  decir  que  la  deficiencia  está  en  el  estado  de 
nuestra  Administración,  y que,  ante  todo,  es  preciso 
curar  á la  Administración  de  esos  defectos,  para  que 
la  primera  lisia  sea  lo  que  debe  ser.  Y que  hay  me- 
dios fáciles  de  conseguirlo,  tendré  ocasiou  de  expo- 
nerlo muy  en  breve. 

Se  ve,  por  consiguiente,  que  la  primera  lista,  es- 
casa en  su  origen  por  falta  de  datos  necesarios,  va  á 
ser  también  falseada  por  las  recomendaciones  que 
liarán  también  mayor  el  número  de  ios  que  legíti- 
mamente en  ella  no  figuren. 

Es  verdad  que  si  en  la  Administración  hay  esa 
deficiencia,  existen  varios  preceptos  que  tienden  á ga- 
rantizar el  derecho  del  que  haya  sido  excluido  de  las 
listas.  Debo  reconocer  que  están  fundamentalmente 


establecidos  cuantos  recursos  son  posibles  para  dejar 
á salvo  esc  derecho:  en  eso  se  conoce  las  expertas  in- 
teligencias que  han  tomado  parte  en  la  coufeccion  de 
la  ley;  pero  observad  que  hay  razones  generales  y ra- 
zones especiales  en  cuanto  al  Jurado,  que  indican  que 
esas  reclamaciones  no  se  ejercitarán  nunca,  'lodos  co- 
nocemos la  legislación  española,  y sabemos  que  lo 
mismo  en  las  elecciones  municipales,  que  en  las  de 
Diputados  á Cortes,  que  en  las  de  compromisarios, 
que  en  las  de  Senadores,  que  en  todas  ellas,  en  una 
palabra,  se  contienen  una  série  de  disposiciones  espe 
ciales  para  garantir  esos  derechos;  pero  noten  los  se- 
ñores Diputados  que  cosa  más  ineficaz  no  se  conoce. 

Ninguna  elección  ocasiona,  por  punto  general, 
mayor  apasionamiento  que  la  de  Diputados  á Cortes. 
Pues  si  continuara  la  actual  ley  electoral,  ai  cabo  de 
seis  ú ocho  años  tomaría  parte  en  las  elecciones  un 
número  tan  pequeño  de  electores,  que  parecería  im- 
posible que  intervinieran  tan  pocos  en  acto  tan  im- 
portante; y es  que  como  el  ejercicio  de  esos  derechos 
supone  trámites  y tiempos  y reclamaciones,  y hay 
tanta  incuria  cuando  no  tanta  malicia  en  la  Admi- 
nistración, se  hace  pesadísimo  su  ejercicio. 

Tratándose  del  Jurado,  hay  otras  consideraciones 
especiales  que  hacen  que  no  tengan  aplicación  prác- 
tica los  preceptos  á que  me  refiero,  y es  que  el  Ju- 
rado, como  función,  envuelve  una  carga,  y como  es 
carga,  hay  siempre  este  elemento  para  rechazar  su 
ejercicio.  Aun  aquellos  que  como  carga  no  la  esti- 
men, aun  aquellos  que  lo  consideren  como  un  dere- 
cho hermoso  que  ejercitar,  tendrán  repugnancia  á 
ser  jurados;  y voy  á hacer  una  ligera  indicación  so- 
bre esa  falta  de  voluntad  para  ser  jurado  que  tanto 
se  explota  aquí  por  la  escuela  conservadora.  Precisa- 
mente esa  falta  de  voluntad  es  un  argumento  grande 
en  favor  de  la  escuela  liberal,  porque  indica  que  el 
hombre  teme  tomar  parte  en  la  administración  de 
justicia,  leme  intervenir  en  la  resolución  del  proble- 
ma de  la  culpabilidad  ó inculpabilidad  de  un  pro- 
cesado. 

De  mí  sé  decir  que  una  sola  vez  he  estado  ante  el 
peligro  de  tener  una  causa  de  pena  de  muerte,  y á pe- 
sar de  ser  abogado,  á pesar  de  estar  dedicado  al  ejer- 
cicio de  esa  profesión,  nunca,  nunca,  y eso  que  tenía 
la  evidencia  de  la  inocencia  del  reo,  nunca,  nunca, 
he  sentido  más  dudas,  y á cualquier  precio  hubiera 
abandonado  aquella  defensa  si  no  hubiera  sido  de  com- 
promiso y de  honor.  Pues  si  esto  sucede  á un  letrado 
para  quien  el  ejercicio  de  la  profesión  constituye  su 
ganancia  y un  compromiso  moral  y material,  ¿qué  ha 
de  pasar  á cualquiera  á quien  se  diga  que  va  á inter- 
venir en  que  se  condene  ó absuelva  á uno  de  sus  con- 
ciudadanos? Esto  revela  un  gran  fondo  de  moralidad 
en  el  seno  de  la  sociedad,  y ese  gran  fondo  de  mora- 
lidad es  un  arma  en  favor  de  los  parLidos  liberales  y 
del  Jurado  mismo. 

Permitidme,  pues,  que  os  diga  que  esos  artículos, 
desde  el  i 4 al  31,  que  la  Comisión  lia  desarrollado 
con  tal  método  y tal  acierto,  son  letra  muerta,  y huel- 
gan por  completo  en  la  práctica.  Yo  os  aseguro  que 
no  producirán  reclamación  alguna,  y que  después  de 
tres  ó cuatro  años  de  existencia  del  Jurado,  quedarán 
olvidados  por  completo.  ¿Qué  son,  por  tanto,  estos  ar- 
tículos? Para  mí  no  son  más  que  un  adorno,  y adorno 
bien  malo  por  cierto,  puesto  que  puede  decirse  que 
no  son  más  que  los  Helores  del  art.  31,  que  con  la 
enmienda  aceptada  y sin  la  enmienda  es  tan  grave, 
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le  juzgo  tan  contrario  al  espírilu  de  la  democracia,  ! 
que  verdaderamente  bien  valia  la  pena  de  que  no  fue-  ¡ 
ra  yo,  sino  el  elocuente  Sr.  Azcárate,  ó cualquiera  de 
mis  dignos  compañeros,  el  encargado  de  impugnar 
el  artículo  á que  me  refiero. 

I)e'  todos  modos,  las  observaciones  que  yo  tenía  j 
pensado  hacer,  lian  de  sufrir  alguna  variación  ante  la 
enmienda  que  estimo  de  alguna  importancia,  que  ha 
sido  aceptada  por  la  Comisión.  Yo  no  la  tenia  á la 
vista;  la  tengo  ahora,  porque  me  la  ha  facilitado  el 
Sr.  Manteca,  y voy  á tratar  de  ceñir  mis  observacio- 
nes al  concepto  y al  nuevo  carácter  que  reviste  el  ar- 
ticulo 31  reformado. 

Yo  no  he  llegado  á percibir  exactamente  si  la  en- 
mienda al  art.  31  está  aceptada  en  parte  ó en  todo. 
(El  Sr.  Maura : En  parte.)  ¿Tiene  la  bondad  el  señor 
presidente  de  la  Comisión  de  decirme  en  qué  parte  ha 
sido  aceptada  para  no  hacer  argumentos  inútiles? 

El  Sr.  MAURA:  Si  el  Sr.  Presidente  lo  permite... 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  V.  S.  la  palabra. 

El  Sr.  MAURA:  Para  dar  entrada  en  esa  .Tunta 
al  maestro  de  escuela  más  antiguo,  así  como  al  pá- 
rroco más  antiguo  de  la  capitalidad  del  partido,  ade- 
más de  los  que  debían  formarla,  según  el  proyecto. 

El  Sr.  CASTILLA:  Pues  bien;  el  art.  3 1 con  esta 
reforma  establece  como  base  del  procedimiento  para 
la  formación  de  las  listas  una  nueva  aristocracia  que 
aquí  se  ha  creado  para  este  caso:  la  aristocracia  de 
los  más  ricos  del  partido  judicial.  Esta  aristocracia, 
escasa  en  número  y en  valimiento,  de  no  gran  in- 
fluencia en  la  vida  de  los  pueblos,  ¿es  merecedora  de 
este  privilegio?  ¿A  qué  razón  social  ó política  obedece 
la  creación  de  esta  aristocracia? 

Ya  que  habéis  pensado  en  crearla,  ¿por  qué  os  ha- 
béis fijado  en  la  de  peor  especie?  Comprendería  que 
hubierais  querido  renovar  el  prestigio  de  la  aristo- 
cracia histórica,  que  tiene  indudablemente  gloriosas 
tradiciones;  comprendería  que  hubieseis  creado  una 
aristocracia  científica,  que  al  fin  y al  cabo,  como  en 
la  ciencia  radican  todos  los  progresos,  nada  extraño 
sería  que  á los  hombres  de  ciencia  confiárais  uno  de 
ellos,  pero  crear  la  aristocracia  del  capital,  del  dinero, 
y una  aristocracia  de  tan  escaso  número,  de  miem- 
bros que  apenas  si  llegarán  á unos  3.000  los  que  ha- 
yan de  hacer  la  designación  de  los  jurados  en  todos 
los  pueblos  de  España,  me  parece  una  insensatez  en 
la  esfera  de  la  práctica,  que  ha  de  ser  ocasionada  á 
funestas  consecuencias  en  la  manera  de  funcionar  el 
Jurado  en  España.  Es  verdad  que  habéis  agregado 
ahora  á esas  Juntas  un  elemento  nuevo,  representado, 
de  una  parte,  por  el  párroco,  y de  otra  parte  por  el 
maestro  de  escuela,  elementos  que  yo  aceptarla  con 
gusto  si  fuese  partidario  de  este  sistema;  y en  este 
punto  no  sería  justo  si  no  reconociera  que  resulta  me- 
jorado el  pensamiento  de  la  Comisión.  Pero  aun  así 
y lodo,  haciendo  abstracción  de  las  consideraciones 
generales  que  no  puede  méuos  de  suscitar  esta  aristo- 
cracia tan  poco  merecedora  de  la  distinción  que  que- 
réis concederle,  y que  no  reúne  los  requisitos  nece- 
sarios para  que  pueda  desempeñar  regularmente  la 
función  que  se  le  confía,  yo  tengo  que  examinar  cómo 
van  á hacerse  las  listas  definitivas. 

Precisamente  puede  decirse  que  el  art.  31  es  el 
más  importante;  en  él  vais  á dar  una  capacidad  abso- 
luta, que  no  tiene  que  razonarse,  para  eliminar  de  las 
listas  las  nueve  décimas  partes  de  los  electores  com- 
prendidos en  ellas.  Pues  bien;  los  que  forman  esta 


Junta  no  tienen  las  cualidades  necesarias.  ¿Qué  cuali- 
dades debemos  atribuir  á los  que  formen  esta  Junta? 
Conocimiento  ele  las  personas.  Pues  yo  voy  á demos- 
trar que  no  le  tienen. 

El  juez  de  instrucción,  por  regla  general,  reside 
poco  en  el  partido,  por  los  cambios  que  son  naturales; 
no  tiene  allí  familia,  no  tiene  relaciones,  es,  por  de- 
cirlo así,  nuevo  en  la. capital  del  distrito;  á quien  más 
conoce  es  á los  criminales  del  distrito,  después  á los 
litigantes,  que  en  la  mayor  parte  de  los  casos  no  son 
el  elemento  más  apropiado  pata  constituir  y formar 
parte  del  Jurado;  además,  como  reside  en  la  capital 
del  partido,  los  elementos  con  que  se  relaciona  son  de 
la  capital,  no  de  los  pueblos.  En  igual  situación  se 
encuentran  los  mayores  contribuyentes.  Ordinaria- 
mente la  riqueza  fija  su  asiento  allí  donde  la  pobla- 
ción es  más  importante  y hay  más  comodidades.  ¿Qué 
resultará?  Que  la  mayor  parte  délos  propietarios  que 
van  á constituir  esta  Junta  dol  distrito  serán  los  que 
habitual  milite  residan  en  la  capital;  conocerán  á las 
personas  de  aquel  pueblo,  conocerán  sus  vecinos,  pero 
no  conocerán  á los  de  fuera,  y como  las  listas  deben 
formarse  con  los  individuos  de  todos  ellos,  cuando  se 
les  presente  la  lisLa  dirán:  ¿qué  adelanto  yo  con  tener 
á la  vista  sus  nombres,  que  no  conozco?  ¿Cómo  hacer 
elección  entre  ellos?  Yo  no  veo  más  que  una  cosa  y 
considero  que  el  resultado  será  el  siguiente:  Se  reúne 
la  Junta;  el  párroco  conocerá  algunos  más  por  sus 
funciones;  el  maestro  de  escuela  por  ser  viejo  ó an- 
ciano, conocerá  los  más  en  el  pueblo,  solamente  en  el 
pueblo  donde  radica;  los  contribuyentes  conocerán  á 
tal  ó cual  persona,  pero  de  las  demás  nada  podrá  de- 
cirse; y en  resúmen,  los  ménos  serán  los  conocidos. 
Yo  supongo  en  la  Junta  la  mejor  buena  fe;  pero  yo 
digo  que  la  mayor  parte  les  serán  desconocidos,  y el 
resultado  será  que  la  elección  va  á ser  entre  pocos,  y 
completamente  arbitraria. 

Pero  no  es  solamente  esto,  sino  que  ya  la  ley  mar- 
ca una  tendencia  en  favor  de  la  capitalidad  del  distri- 
to, no  previendo  que  á medida  que  la  población  au- 
menta, es  mayor  la  ilustración,  y es  relativamente 
mayor  el  número  de  jurados;  y concediendo  ya  la  ley 
una  preferencia  á la  capital  para  la  designación  en  la 
segunda  lista,  ocurrirá  que  como  los  individuos  que 
allí  están  no  conocen  más  que.  las  personas  de  la  capi- 
tal, puede  casi  decirse  que  solo  de  la  capital  del  dis- 
trito será  la  segunda  lista  que  vaya  á la  Audiencia. 
Así  las  cosas,  se  ve  que  realmente  no  sabemos  para 
qué  es  la  primera  lista;  porque  á mí  se  me  ocurre 
esta  idea;  si  los  que  componen  la  Junta,  han  de  sacar 
de  entre  sus  conocidos  la  lista  de  los  300,  dicho  se 
está  que  la  lista  primera  casi  está  de  sobra,  es  una 
lista  de  ilusión,  y los  artículos  que  de  su  formación 
tratan,  no  han  de  dar  resultado  alguno  práctico;  ade- 
más, los  mayores  contribuyentes,  el  maestro  de  es- 
cuela, el  cura,  estarán  llenos  de  compromisos  para 
eximirse  del  cargo  de  jurado.  De  modo,  que  la  ac- 
ción buena  que  buscáis,  está  eminentemente  contra- 
rrestada por  ese  otro  deseo  natural  y lógico  que  lie 
expuesto  de  eximirse  de  tales  funcionas.  Así  las  co- 
sas, esta  segunda  lista  será  hija  de  la  arbitrariedad  y 
del  capricho;  y vale  más  que  así  sea,  porque  si  yo  su- 
pusiera que  liabia  grande  interés  en  hacer  designacio- 
nes, entonces  yo  digo  que  ei  resultado  seria  contra- 
producente, porque  se  revelarían  en  ello  las  grandes 
pasioues  que  agitarían  el  distrito;  y entonces,  ¿quié- 
nes serían  los  preferidos?  Los  amigos,  los  parciales* 
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los  deudos,  los  subordinados  de  los  que  constituyen 
la  Junta;  y esto  sería  muellísimo  peor  para  la  admi- 
nistración de  justicia;  y como  después  viene  por  aña- 
didura una  nueva  segunda  selección  al  acaso,  excuso 
deciros  cómo  se  forman  las  listas  electorales  para 
jurados. 

¿Qué  consecuencias  podéis  derivar  de  estos  ante- 
cedentes que  sumariamente  he  expuesto?  Que  el  Ün 
de  la  ley  no  le  conseguís.  ¿Cómo  podéis  tener  seguri- 
dad de  la  idoneidad  de  los  que  componen  esa  segunda 
y esa  tercera  lista?  Después  del  acaso,  del  sorteo  final, 
después  de  la  arbitrariedad  de  la  Junta  seguuda,  des- 
pués de  la  incompetencia  y de  la  falta  de  idoneidad 
de  la  Junta  primera,  después  de  la  falta  de  deseo  de  ser 
jurado,  ¿quiénes  van  á ser  los  que  compongan  esta  úl 
tima  lista?  Decid  en  verdad,  que  esta  lista  es  pura- 
mente arbitraria,  y no  podrá  dar  ningún  resultado 
bueno;  y si  resulta  que  hay  idoneidad  en  ios  jurados, 
será  una  idoneidad  encontrada  al  azar;  pero  no  aque- 
lla que  se  busca  como  íin  expreso  y necesario  de  la 
ley.  Yo  digo  que  podíais  haber  reducido  lodos  esos  ar- 
tículos á uno  solo,  y es  más,  que  podíais  también 
haber  suprimido  algunos  artículos  del  titulo  anterior. 
Suponed  que  no  existieran  los  artículos  desde  el  8 
hasta  el  34,  y suponed  que  dijérais  lo  siguiente.  En 
el  mes  tal,  ante  la  Audiencia  de  lo  criminal  (mejor 
que  ante  los  jueces  de  instrucción),  y prévios  los  infor- 
mes que  estime  tomar  de  las  autoridades  locales,  de 
las  sociedades  que  existieran  en  las  localidades,  y de 
los  elementos  que  parezcan  mejores,  se  reunirá  una 
Junta  compuesta  de  tales  personas  por  partido  judi- 
cial, y ellas  formarán  las  listas.  Decidme  si  esto  no 
daría  el  mismo  resultado  y con  más  acierto.  ¿Para 
qué,  pues,  tantos  artículos,  que  se  sabe  que  son  inne- 
cesarios? ¿No  sería  mejor,  no  sería  más  sencillo,  bo- 
rrar estas  complicaciones,  estas  mixtificaciones  de  los 
principios  legales  é ir  directamente  á una  Junta  que 
hiciese  las  listas?  Pero  entonces  presentábais  el  prin- 
cipio desnudo  y no  con  esos  adornos  puramente  inefi- 
caces, y se  podría  atacar  como  se  merece  el  concep- 
to que  envolvería  semejante  disposición  legislativa. 
Y no  lo  habéis  hecho  precisamente  para  ocultar  la 
mala  condición  de  la  tela  cubriéndola  con  ricos  ador- 
nos, dispuestos  con  loda  la  habilidad  que  sabe  hacerlo 
el  digno  presidente  de  la  Comisión. 

No  es  esta  sola  la  consecuencia  que  yo  encuentro, 
por  virtud  del  sistema  seguido;  encueutro  otra  im- 
portantísima. ¿Quiénes  constituyen  esta  Junta  encar- 
gada de  hacer  la  lista  realmente  deíiuitiva  por  la 
selección  primera  de  las  nueve  décimas  partes?  El 
párroco,  el  maestro  de  escuela,  los  mayores  contri- 
buyentes y el  juez;  y yo  hago  sencillamente  esta  pre- 
gunta. ¿Creeis  que  estos  elementos,  por  regla  general, 
serán  afectos  al  Jurado?  En  mi  juicio,  no.  Lo  será 
probablemente  el  maestro;  pero  casi  con  seguridad  no 
lo  será  el  párroco,  y es  casi  evidentemeute  no  lo  serán 
los  mayores  contribuyentes.  No  quiero  explicar  las 
causas;  no  quiero  decir  por  qué,  porque  Lampoco  cn- 
Liendo  yo  que  sea  esta  ocasión  de  entrar  en  una  dis- 
cusión de  esta  especie,  pero  esto  me  parece  tan  claro, 
que  no  lo  negarán  los  conservadores,  ni  vosolros,  ni 
nadie.  En  la  mayor  parte  de  los  casos,  la  casi  lotali- 
dad  de  las  personas  que  constituyen  esa  Junta,  serán 
contrarias  al  Jurado,  y á esa  Junta  le  encargáis  que 
forme  las  listas.  ¿No  temeis  que  no  lo  baga  con  la 
debida  diligencia? 

Por  último,  hay  otra  consideración  que  creo  que 


es  importante.  Los  jurados  funcionan  bien,  la  admi- 
nistración de  justicia  pasa,  por  decirlo  así,  desaperci- 
bida, como  pasan  desapercibidos  la  moralidad  y el 
bien,  á no  ser  que  revistan  condiciones  de  magnitud 
extraordinaria;  pero  viene  un  Jurado  que  pronuncia 
un  veredicto  que  la  opinión  crea  malo,  aunque  solo 
lo  sea  en  apariencia;  ¿y  qué  sucederá  eu  este  caso? 
Que  se  conturbará  la  opinión,  que  criticará  al  tribu- 
nal que  ha  dictado  ese  veredicto,  y esta  falta  se  la 
atribuirá  á la  Junta,  y os  dirá:  aquí  se  ha  traído  una 
aristocracia  de  capital,  una  aristocracia  de  la  peor  es- 
pecie, para  que  resuelva  quiénes  hau  de  ser  jurados, 
y surgirá  un  nuevo  elemento  pernicioso  para  las  gra- 
ves cuestiones  sociales,  y dirían  en  este  caso  las  cla- 
ses populares  que  la  culpa  no  era  del  Jurado,  sino 
vuestra,  por  haber  condado  esa  institución  á la  arbi- 
trariedad de  esa  pequeña  Junta. 

Hechas  estas  indicaciones  puramente  negativas, 
comprendo  que  pudiera  decirse  una  cosa,  y es,  que 
no  basta  en  política  presentar  la  critica  de  un  siste- 
ma, sino  que  es  preciso  oponer  algo  positivo,  algo 
sustancial,  medios  mejores;  ó lo  que  es  lo  mismo, 
que  no  hay  derecho  para  derribar  sin  tener  medios 
de  construir  en  política.  Pues  bien,  yo  soy  tranco, 
creo  que  la  primera  lista  es  mala,  y que  no  bay  me- 
dio hábil  de  que  sea  buena,  y la  razón  e$  poderosa. 
Aquí  hemos  seguido  en  esta  cuestión  de  listas  un 
sistema  completamente  erróneo.  La  lista  la  hace 
siempre,  como  es  natural,  el  Estado;  por  consiguiente, 
se  vale  de  su  representación  la  Administración;  pero 
la  Administración  es  siempre  deficiente,  y como  es 
siempre  deíiciente,  se  dice:  pues  bien,  aumentaremos 
los  medios  de  reclamación.  En  esto  está  precisamente 
el  mal,  porque  si  la  falta  es  de  la  Administración,  lo 
que  hay  que  buscar  es  que  ia  Administración  esté 
mejor  organizada,  y lo  que  bay  que  buscar  es  la  res- 
ponsabilidad de  la  Administración  y no  el  trabajo  del 
ciudadano,  que  trabajo  es,  y muy  grande,  el  poder 
ejercitar  aquí  los  derechos  que  las  leyes  conceden. 
De  esto  dimana  un  estado  anormal.  La  función  de  re- 
clamar, que  debia  ser  una  función  supletoria,  se  con- 
vierte en  una  función  principal,  en  la  única,  y sobre 
las  causas  que  tiene  la  Administración  para  no  poder 
obrar  con  perfecto  acierto,  se  añade  la  indolencia. 
Nosotros  decimos  á todas  horas:  es  verdad  que  no 
existe  el  acierto  en  la  Administración;  pero  ahí  tene- 
mos los  artículos  correspondientes  que  tratan  de  re- 
clamaciones. 

Yo  suprimiría  todo  esto,  y lo  sustituiría  con  otro 
sistema  más  adecuado,  para  lo  cual,  si  la  voluntad 
de  mis  amigos  me  ayuda  y coincide  con  la  mia,  he 
de  presentar  una  proposición  de  ley  para  crear  un 
registro  de  ciudadanía,  y que  de  él  arranque  el  ejer- 
cicio de  todos  los  derechos.  No  hay  cosa  que  me  pa- 
rezca más  incómoda,  ni  más  deficiente,  ni  más  mala 
que  el  sistema  actual.  Cuando  yo  considero  todo  ese 
cúmulo  de  reclamaciones,  todo  ese  cúmulo  de  dispo- 
siciones legales,  no  se  qué  pensar  de  nuestro  sistema 
respecto  ai  ejercicio  de  los  derechos  que  la  Constitu- 
ción concede.  Yo  empiezo  por  decir,  que  á pesar  de 
que  he  luchado  mucho  en  elecciones,  no  conozco  to- 
das las  disposiciones  de  las  leyes  electorales,  y creo 
que  lo  mismo  le  suceda  á muchos  abogados. 

Pues  bien,  si  existiera  un  registro  de  ciudadanía, 
como  existe  un  registro  de  nacimientos  y de  defun- 
ciones, á ese  registro  debería  acudirse  siempre  para 
ejercitar  todos  los  derechos.  ¿Es  que  resultaban  en  él 
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omisiones?  Pues  averigüese  quien  tiene  la  culpa  de 
ellas.  ¿La  tiene  el  particular?  Pues  el  particular  de- 
berá ser  multado.  ¿Es  la  Administración?  Pues  se 
impone  la  pena  correspondiente  ai  empleado.  De  este 
modo  sucedería  lo  que  en  otros  paises,  en  los  cuales 
nadie  se  acuerda  de  pensar  en  las  listas  electorales 
cuando  llegan  las  elecciones.  Las  listas  electorales  es- 
tán siempre  hechas,  todo  está  determinado;  y como 
lo  está,  nadie  tiene  que  pensar  en  esas  reclamaciones, 
en  esos  trámites  y en  esas  sanciones  penales  absurdas, 
que  nacen  de  ese  criterio  mezquino  que  se  funda  en 
la  incuria,  en  la  mala  fe  y en  la  falta  de  responsabi- 
lidad de  la  Administración. 

Como  yo  tendría  esta  baso  del  registro  de  ciuda- 
danía, excuso  deciros  que  la  primera  lista  no  ofrece 
para  mí  dificultad.  Pero  me  diréis:  ¿y  la  última?  Nos 
proponemos  desde  nuestro  punto  de  vista,  dentro  de  la 
latitud  del  derecho  en  sí,  buscar  para  el  ejercicio  de 
jurado  como  función,  los  más  aptos,  y para  ello,  que- 
remos la  elección  directa  con  el  voto  obligatorio.  Es- 
tos son  los  principios  racionales,  éstos  son,  mejor  di- 
cho, los  únicos  principios,  y’ os  lo  voy  á demostrar 
con  la  elocuencia  de  los  hechos,  con  las  razones  más 
poderosas  que  pueden  alegarse. 

Yo  os  pregunto:  donde  quiera  que  hay  elección, 
¿no  encontráis  el  nivel  intelectual  más  superior  y más 
alto  respectivamente?  Aquí,  sin  ir  más  lejos,  hemos 
presenciado  la  discusión  de  la  totalidad  y de  algunos 
artículos  de  la  ley  del  Jurado.  Yo  he  leido,  por  tra- 
tarse de  esta  ley  y por  afición  natural  á esta  clase  de 
cuestiones,  cuanto  dé  más  importante  se  ha  escrito 
acerca  del  Jurado  en  Italia,  donde,  sin  duda  alguna, 
se  trata  esta  materia  con  reconocida  competencia. 
Pues  yo  os  digo,  que  si  lecis  los  discursos  que  aquí 
se  han  pronunciado  con  motivo  del  Jurado,  y los  com- 
paráis con  aquellas  obras,  encontrareis  mayor  capa- 
cidad y mayor  altura  en  los  discursos  que  aquí  se 
han  pronunciarlo,  que  en  muchos  autores  de  los  que 
en  Italia  han  tratado  de  esta  cuestión.  Quizá  no  habrá 
igual  método,  pero  seguramente  so  encontrará  un  ni- 
vel intelectual  superior. 

Hace  pocos  dias  tuvimos  aquí  una  discusión  téc- 
nica en  mucha  parte,  la  discusión  del  contrato  de  la 
Trasatlántica.  Yo  he  oido  A marinos  muy  expertos  é 
instruidísimos,  que  afirman  que  la  discusión  se  ha 
sostenido  aquí,  tan  levantada,  como  podía  haberse 
sostenido  entre  las  personas  más  competentes,  reve- 
lando también  un  nivel  intelectual  superior.  Todo 
esto  lo  hemos  obtenido  por  la  elección,  y cuenta  que, 
tratándose  de  este  cuerpo,  la  elección  puede  tener  al- 
gún inconveniente,  porque  puede  obedecer  á pasiones 
que,  seguramente,  no  imperarán  cuando  se  trata  del 
Jurado,  que  no  es  lo  mismo  ejercer  un  cargo  que  pue- 
de dar  medios  de  influencia  y de  poder,  que  ejercer 
las  funciones  do  jurado,  en  las  cuales  no  hay  más  que 
trabajo  y responsabilidad.  Pues  si  la  elección  es  bue- 
na para  esto,  con  tantas  dificultades,  con  la  acción 
deletérea  de  nuestros  Gobiernos,  con  la  influencia 
siempre  mezquina  de  unos  Poderes  sobre  otros,  si 
aún,  á pesar  de  todo,  la  elección  resulta  siempre  bue- 
na, salvo  la  ponderación  de  fuerzas,  ¿cómo  vais  á cri- 
ticar el  principio  de  elección?  Y miro  á todas  partes, 
y veo  que  las  sociedades  de  todo  género  confian  á la 
elección  la  determinación  de  sus  Juntas,  y veo  que  los 
Municipios  son  lo  más  ilustrado  de  los  pueblos,  aun- 
que eu  ellos  las  pasiones  y demás  obstáculos  para  una 
elección  acertada  son  mayores* 


Ya  sé  yo  que  á veces  el  Ayuntamiento  lo  hace  un 
cacique;  pero  aun  en  este  caso,  el  Ayuntamiento  tie- 
ne el  mayor  nivel  intelectual,  porque  el  cacique  no 
ya  personalmente  á él,  sino  que  busca  para  que  vaya 
á la  persona  más  ilustrada.  Es  decir,  que  donde  quie- 
ra que  esté  la  elección,  aun  con  todos  los  vicios,  allí 
está  la  ilustración,  y por  tanto  la  elección  directa  es 
el  medio  de  asegurar  una  instrucción  más  grande  y 
poderosa  en  los  que  han  de  formar  la  lisLa  definitiva 
del  Jurado,  y de  este  modo  se  puede  prescindir  de  esc 
trámite  estéril  y dilatorio  que  lleva  de  la  primera 
lista  á la  lista  definitiva. 

Tiene  además  este  sistema  otra  ventaja  importan- 
tísima. Yo  declaro  que  he  atendido  con  escrupulosi- 
dad durante  toda  la  discusión  del  Jurado  en  esta  Cá- 
mara, sobre  todo  en  la  totalidad  del  dictamen;  yo  he 
oido  á los  señores  conservadores  apurar  con  toda  su 
grande  elocuencia  las  razones  que  en  contra  del  Ju- 
rado pueden  presentarse,  y de  todas  ellas  la  que  más 
mueve  mi  ánimo,  la  que  más  obra  en  mi  razón,  la  que 
creo  más  im portante,  es  la  que  se  refiere  á la  irres- 
ponsabilidad. Siempre  que  veo  un  poder  irresponsa- 
ble le  temo;  de  suerte  que  me  be  preguntado:  ¿os  ver- 
dad esa  irresponsabilidad?  En  parle  sí,  y en  parte  no. 
No  lo  es  en  parte,  porque  los  jurados,  como  los  jue- 
ces, están  sometidos  á las  prescripciones  del  Código; 
porque  los  jurados,  como  los  jueces,  deciden  en  con- 
ciencia las  cuestiones  de  hecho;  pero  hay  irresponsa- 
bilidad que  va  siempre  con  todo  Poder,  que  es  conse- 
cuencia inmediata  de  su  ser,  de  su  organismo,  de  sus 
funciones:  ¿comprendéis,  sin  embargo,  cosa  más  gra- 
ve que  el  hacer  desaparecer  la  responsabilidad?  Pre- 
cisamente una  de  las  razones  que  nosotros  tenemos 
para  ir  contra  ciertas  instituciones,  es  su  irresponsa- 
bilidad. 

Y si  esto  es  grave,  yo  os  digo  que  la  única  ma- 
nera de  hacer  responsable  al  Jurado,  es  el  sistema  de 
elección.  Cuando  los  electores  vean  una  sentencia  in- 
justa, cuando ‘la  opinión  se  alarme  por  algunos  actos 
del  Jurado,  y se  ponga  enfrente  de  él,  el  pueblo  dirá: 
este  Jurado  es  malo,  no  cumple  bien  su  misión,  y 
por  lo  mismo  debemos  poner  más  cuidado  en  la  elec- 
ción que  hacemos.  Y lo  hará  así:  y si  no  lo  hace,  suya 
será  la  culpa,  y no  podrá  quejarse  de  tener  una  mala 
administración  de  justicia,  puesto  que  en  su  mano 
está  el  hacer  designación  más  acertada.  No  sucedería 
entonces  lo  que  puede  suceder  con  nuestro  sistema, 
con  el  cual,  si  el  Jurado  fuese  malo,  el  pueblo  podría 
decir:  nosotros  no  podemos  evitarlo,  porque  si  bien 
la  lista  primera  es  numerosa,  en  cambio  la  última 
queda  muy  cercenada,  y solo  unos  pocos  hacen  la 
designación. 

Esta  es  una  ventaja,  tanto  más  trascendental, 
cuanto  que  de  esta  manera  el  Jurado  mismo  puede 
corregirse  por  medio  de  la  elección.  Si  ha  habido  equi- 
vocaciones ó errores  en  la  designación  de  las  perso- 
nas, ya  tendrán  buen  cuidado  los  que  hacen  la  elec- 
ción de  que  aquellos  no  se  reproduzcan.  Es  menester 
no  olvidar,  por  último,  que  uno  de  los  argumentos 
más  fuertes  que  se  hacen  en  favor  del  Jurado,  con- 
siste en  decir  que  la  administración  de  justicia  par- 
ticipa de  la  conciencia  social,  y vosotros,  lejos  de  lie 
var  resueltamente  á la  justicia  esa  conciencia  social, 
la  introducís  por  la  puerta  falsa  del  art.  31,  que  es 
el  privilegio.  La  conciencia  social  se  ejerce  en  el  Ju- 
rado; pero  si  queréis  ejercitarla,  tened  el  valor  de  de- 
cirlo y de  hacerlo.  La  concieucia  social  so  ejerce  con 
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la  elección  directa;  de  esta  manera  se  salvan  también 
todas  las  dificultades,  se  hace  una  obra  verdadera- 
mente liberal,  verdaderamente  justa,  verdaderamente 
lógica,  y no  tengáis  esa  desconfianza  que  vosotros 
parece  que  manifestáis  en  la  elección,  que  al  fin  y al 
cabo,  ella  es  base  de  todas  las  instituciones. 

No  quiero  molestar  más  d la  Cámara,  y me  siento, 
rogándola  me  dispense  por  el  tiempo  que  lie  distraído 
su  atención. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MAURA:  El  Sr.  Castilla,  en  sus  elocuentes 
palabras,  ha  expuesto  las  doctrinas  de  la  minoría  re- 
publicana, verdaderamente  consecuente  con  los  prin- 
cipios fundamentales  de  su  credo.  Me  parece  que  seria 
impropio  del  estado  del  debate  entrar  ahora  á discu- 
lir  el  principio  electivo  para  la  constitución  de  los 
tribunales.  Dejando  esto,  que  sería  un  debate  funda- 
mental, y que  si  se  ha  de  discutir  ha  de  ser  cierta- 
mente en  otra  ocasión,  solamente  haró  notar  al  señor 
Castilla  que  si  se  lian  de  hacer  las  leyes  para  el  país  y 
para  el  tiempo  en  que  se  vive,  es  extraño  que  S.  S. 
recele  tanto  de  las  pasiones  en  los  elementos  sacados 
del  cuerpo  popular  para  formar  las  segundas  listas 
del  Jurado,  y no  tema  á las  pasiones  en  una  lucha 
electoral.  Pero  extraño  otra  cosa:  notando  el  Sr.  Cas- 
tilla, con  la  sinceridad  con  que  ha  expuesto  todas  sus 
ideas  osla  tarde;  notando  la  atonía  de  nuestro  cuerpo 
electoral,  el  menosprecio  del  derecho  electoral,  el 
abandono  de  este  .derecho,  siendo  así  que  se  codician 
los  cargos  que  por  elección  se  obtienen,  ¿cómo  es- 
pera S.  S.  que  haya  mayor  actividad  para  cargos  de 
jurado,  que  S.  S.  dice  que  nadie  quiere?  Pues  si  bus- 
cando á los  electores  en  sus  casas  y luchando  de  todas 
maneras,  hoy  no  se  logra  la  concurrencia,  cuando  su 
señoría  dice  que  hay  gran  repugnancia  á ser  jurado, 
¿quién  movería  á ese  Cuerpo  electoral?  Consideracio- 
nes éstas  de  orden  muy  inferior  á otras  que  se  habrían 
de  oponer  al  principio  electivo,  que  no  quiero  discutir; 
no  las  opongo,  ror  lo  mismo  que.  consignado  el  sis- 
tema de  la  minoría,  la  Comisión  considera  que,  por  su 
parte,  tiene  de  antemano,  con  toda  la  tradición  polí- 
tica del  partido,  explicado  el  suyo. 

Vamos  ahora  al  examen  de  la  crítica  que  ha  he- 
dió el  Sr.  Castilla  del  proyecto,  en  punto  á la  forma- 
ción de  listas. 

El  Sr.  Castilla  decía  que  la  Junta  municipal,  la 
primera  Junta,  carecerá  de  datos.  Yo  le  digo  á R.  S., 
contestando  concretamente:  tendrá  todos  los  datos  de 
la  Administración,  y luego  todas  las  noticias  que  los 
individuos  de  la  Junta  posean  personalmente.  Se  tra- 
ta de  incluir  en  las  listas  á los  que  tengan  las  condi- 
ciones legales,  en  los  pueblos  mismos  donde  ejercen 
autoridad  y sou  mayores  contribuyentes.  Pues  si  tie- 
nen el  registro  civil,  el  padrón  de  los  vecinos  y las 
noticias  de  los  vecinos  más  señalados  del  pueblo,  y no 
saben  quiénes  tienen  las  condiciones,  ¿qué  le  vamos  á 
hacer?  ¿Dónde  vamos  á buscar  la  noticia  para  incluir 
en  las  listas  á los  que  deban  figurar  en  ellas? 

En  la  segunda  Junta  encargada  de  la  selección,  el 
Sr.  Castilla  encuentra  que  nosotros  liemos  creado  una 
aristocracia.  (El  Sr.  Castilla:  Una  oligarquía.)  Es  igual, 
una  preponderancia  de  ciase.  Yo  creía  haber  explicado 
ayer  en  breves  palabras,  lo  bastante,  el  criterio  de  la 
Comisión.  Puesto  que  hay  que  elegir  los  más  aptos  en- 
tre los  que  tienen  por  la  ley  reconocida  capacidad  para 
entrar  en  el  J urado,  os  menester  que  álguieu  los  escoja. 


El  Sr.  Castilla  proclama  el  sistema  electoral;  la 
Comisión  no  lo  admite;  pugna  esto  radicalmente  con 
todos  nuestros  principios.  No  hablemos,  pues,  nos- 
otros, del  sistema  electoral,  respetando  la  opinión  del 
Si*.  Castilla  y de  la  minoría.  Pues  no  siendo  el  sistema 
electoral,  si  álguien  ha  de  hacer  la  selección,  hay  que 
optar  entre  estos  dos  términos:  ó la  hacen  los  ele- 
mentos oficiales,  ó la  hace  el  elemento  popular.  La 
Comisión  lia  dado,  para  la  selección,  en  la  Junta,  en- 
trada, preponderancia  notoria  ai  elemento  popular,  y 
me  extraña  que  el  Sr.  Castilla  censuro  esto.  Nosotros 
necesitábamos  colocar  en  la  Junta  ciudadanos  que 
pudieran  desempeñar  el  cargo  que  se  les  confiaba. 
¿Cómo  habíamos  de  designar  á esos  ciudadanos?  Pues 
por  su  posición  social.  ¿Por  qué?  No  por  razón  ele  su 
independencia,  ni  reconociendo  al  censo  ni  siquiera 
á la  ciencia  según  el  párrafo  do  la  enmienda  acep- 
tada, una  autoridad  mayor,  un  derecho  preferente;  no 
es  eso;  es  que,  por  su  posición,  esas  personas  deben 
estar  en  relación  con  mayor  número  de  gentes,  y tener 
más  conocimiento  de  las  gentes  que  figuran  en  la  pri- 
mera lista;  y además,  porque  era  necesario  adoptar 
un  criterio  para  decir  quiénes  iban  á ir  á la  Junta; 
hemos  señalado  á la  suerte  entre  los  doce  mayores 
contribuyentes  por  territorial,  cuatro,  y entre  los  ocho 
mayores  contribuyentes  por  industrial,  dos.  Y ahora 
aceptamos  en  la  enmienda  una  cosa  que  unida  á la 
anterior,  viene  á ser,  no  la  oligarquía  de  la  propiedad, 
como  el  Sr.  Castilla  la  llamaba,  sino  una  prueba  de  que 
lo  que  buscamos  es  la  aptitud,  el  conocimiento  ma- 
yor, más  probable,  más  extenso  del  personal  que  figu- 
ra en  las  primeras  listas. 

A mí  me  extraña  que  el  Sr.  Castilla  tenga  tanto 
recelo  respecto  de  ese  elemento  popular  que  viene  á 
la  Junta  y que  en  último  término  no  lo  escogen  sino 
la  Providencia  y el  azar,  la  una  quo  le  ha  dado  los 
bienes  de  fortuna,  y el  otro  que,  entre  los  que  los  po- 
seen, hace  la  designación.  Entonces,  si  esta  Junta, 
sacada  de  este  modo  á la  suerte,  según  el  Sr.  Castilla, 
ha  de  ser  tan  parcial  y ha  de  oslar  tan  expucs ta  ai 
influjo  de  la  política,  y á tantos  peligros,  ¿cómo  so 
atreve  S.  S.  á ser  partidario  del  Jurado?  ¿Pues  qué  no 
ha  de  salir  de  esa  misma  carne  la  carne  que  lia  de 
juzgar?  ¿Es  que  el  pueblo  está  exento  de  pasiones  para 
lo  uno  y para  lo  otro  no?  Desde  el  instante  que  hemos 
organizado  la  Junta  con  este  carácter  popular,  nos- 
otros creíamos  que  quizá  se  opondría  á ello  la  minoría 
conservadora,  pero  no  creíamos  que  ningún  partida- 
rio del  Jurado  podría  en  este  punto  atacar  el  pro- 
yecto. 

Y no  quiero  entrar  en  mayores  desenvolvimientos. 
El  Sr.  Castilla  ha  llegado  á decir,  señalando  un  peli- 
gro grave,  que  los  que  formen  esa  Junta,  sistemáti- 
camente, lo  probable  es  que  sean  adversarios  del  Ju- 
rado; teme  el  Sr.  Castilla  que  hagan  una  designación 
mala,  una  designación  perversa,  para  que  el  Jurado, 
por  los  escándalos,  siguiendo  un  camino  de  pesimis- 
mo, se  desacredite  y caiga.  Vea  el  Sr.  Castilla  al  ex- 
tremo que  llega  en  su  razonamiento.  Por  ese  camino, 
yo  no  me  explico  cómo  S.  S.  puede  ser  partidario  del 
Jurado  en  España,  porque  si  yo  tuviera  esa  idea  del 
estado  de  nuestra  sociedad  y de  nuestro  pueblo,  de- 
claro que  sería  contrario  á la  implantación  del  Jurado 
en  una  sociedad  incapaz  de  recibirlo. 

El  Sr.  Castilla  dice  que  los  individuos  de  las  Jun- 
tas de  partido  no  conoceráu  más  que  á las  gentes  de 
! la  población,  y quo  por  lo  tanto  va  á resultar  prepon- 
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dorante,  ó mejor  dicho,  va  á resultar  casi  excluyendo 
á las  genles  de  los  otros  pueblos,  la  gente  de  la  po- 
blación cabeza  de  partido.  El  Sr.  Castilla  compren- 
derá que  no  habia  manera  de  formar  la  Junta  de  se- 
lección, porque  es  menester  colocarse  cu  la  realidad; 
no  habia  manera  de  formarla  de  otro  modo  que  sa- 
cando sus  individuos  de  la  cabeza  de  partido  donde 
ha  de  funcionar;  porque  en  otro  caso  habia  que  dar 
representación  á todos  los  pueblos  del  partido,  lo  cual 
complicarla  extraordinariamente  la  operación. 

Pero  además  olvida  S.  S.  una  cosa:  la  capitalidad 
del  partido,  división  territoriai  ya  tradicional  en  Es- 
paña, muy  arraigada  en  las  costumbres,  que  tiene 
muchas  raíces  en  el  modo  de  ser  de  nuestras  poblacio- 
nes, es  un  centro  á donde  se  acude  de  todos  ios  extre- 
mos de  la  demarcación  para  mcuhas  cosas,  no  sola- 
mente por  estar  allí  el  Juzgado,  el  Registro,  los  no- 
tarios, los  abogados  y todo  lo  que  rodea  ai  Juzgado, 
que  álguien  más  que  los  litigantes  tienen  que  ver  con 
ellos,  sino  porque  allí  está  también  la  administración 
subalternare  rentas  estancadas;  es,  por  lo  general, 
la  población  más  importante  de  la  comarca,  en  la  que 
hay  un  ílujoy  redujo,  un  comercio  constante  entre  las 
gentes  de  la  cabeza  de  partido  y las  gentes  del  resto  de 
aquel  territorio. 

De  modo,  que  si  de  alguna  manera  habíamos  de 
sacar  la  Junta  selectora,  en  realidad,  no  pudiendo 
buscar  seres  sobrenaturales,  y sobre  todo,  necesitando 
categorías  de  ley,  me  parece  que  la  Comisión  ha  he- 
cho lo  ménos  malo,  lo  úuico  bueno,  porque  bueno  es 
lo  que  se  puede  realizar,  y no  lo  que  se  puede  soñar 
para  mirarlo  con  embeleso. 

Concluyo  con  esto,  creyendo  que  lo  principal  del 
discurso  del  Sr.  Castilla  que  á la  Comisión  tocaba  re- 
coger, queda  recogido  en  estas  desaliñadas  palabras. 

El  Sr.  CASTILLA:  Pido  la  palabra  para  rectificar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  CASTILLA:  Brevísimas  palabras  para  con- 
testar algunas  observaciones  del  Sr.  Maura,  y para 
rectificar  algunos  conceptosqué  equivocadamente  me 
ha  atribuido  y que  me  conviene  queden  rectificados. 

El  Sr.  Maura , con  sn  elocuencia  proverbial , ha 
tratado  de  combatir  en  pocas  frases  el  sistema  de 
elección  por  mí  propuesto,  exponiendo  la  considera- 
ción de  que  habiendo  esta  falta  de  voluntad  que  en  el 
país  se  nota  para  tomar  parte  en  todas  las  elecciones, 
cuánto  mayor  no  sería  tratándose  del  Jurado. 

Creo  que  éste  ha  sido  el  argumento  capital  que 
S.  S.  ha  hecho.  Pero,  precisamente,  este  argumento 
no  es  pertinente;  porque,  en  mi  juicio,  la  elección  de- 
bería ser  obligatoria  como  lo  es  la  función  de  jurado. 
Y este  concepto  de  la  elección  obligatoria  no  tiene 
nada  de  extraño,  en  mi  juicio,  y creo  sería  sumamen- 
te lácil  establecer  un  procedimiento  adecuado. 

Dice  el  Sr.  Maura  que  no  se  puede  exigir  todo  á 
la  Administración,  y ya  lo  he  indicado  y reconocido; 
pero  que  se  purguen  sus  defectos,  á fin  de  que  no  se 
perjudiquen  los  intereses  individuales,  á fin  de  que 
todos  puedan  ejercitar  un  derecho. 

lia  dicho  S.  S.  que  la  Comisión  no  tenía  otro  me- 
dio, y realmente  es  así,  de  procurar  que  la  elección 
se  hiciera  de  modo  que  fuera  real  y efectiva  entre 
todos  los  que  tengan  capacidad  para  ser  jurados.  Yo 
reconozco,  y lo  he  reconocido  en  mi  discurso,  que  se 
liabian  tomado  las  precauciones  posibles;  pero  he 
querido  llamar  la  atención,  á fin  de  que  so  procure 
corregir  el  sistema  seguido  en  todas  las  leyes. 


El  Sr.  Maura  me  parece  que  al  hablar  del  ele- 
mento popular,  lo  ponia  como  en  contraposición  del 
elemento  oficial;  no  sé  si  estoy  equivocado,  y en  este 
sentido  me  decía  que  cómo  yo,  representante  de 
ciertas  escuelas,  me  oponía  á que  el  elemento  popular 
fuera  traído  á la  designación  de  los  jurados.  Yo  creo 
que  este  argumento  no  lo  puede  hacer  S.  S.,  porque 
nosotros  no  llamamos  elemenLo  popiílar  en  con  trapo- 
sion  ai  elemento  oficial,  al  que  forma  esa  Junta,  y por- 
que precisamente  emendemos  que  no  hay  nada  más 
impopular,  en  términos  generales,  que  la  aristocra- 
cia del  dinero. 

No  es  exacto  tampoco  que  los  que  van  á formar 
esa  Junta  sean  los  que  más  conocen  los  individuos 
de  la  comarca,  porque  generalmente  residen  fuera  de 
la  capital  del  partido  ó pasan  la  mayor  parte  del 
tiempo  viajando  y disfrutando  de  los  goces  inheren- 
tes á su  posición  desahogada,  y no  toman  parte  en  las 
funciones  municipales  ni  en  ninguna  de  las  en  que 
se  manifiesta  la  inteligencia  y la  vida  social. 

Hace  dos  años  se  desarrolló  la  epidemia  colérica 
en  la  mayoría  de  los  pueblos  de  España;  donde  no  se 
desarrolló,  el  instinto  popular,  bien  ó mal,  creó  aque- 
llas Juntas  de  defensa, aquellas  Juntas  de  aislamiento. 
Pues  bien;  donde  hubo  esas  Juntas  de  defensa,  esas 
Juntas  de  aislamiento,  en  la  generalidad  de  ellas,  no 
figuraba  el  elemento  de  la  riqueza.  No;  ese  elemento 
se  habia  puesto  á salvo,  trasladándose  á otros  puntos, 
ó ai  ménos  se  habia  aislado  en  sus  posesiones.  ¿Quién 
participaba  entonces  del  peligro?  ¿Quién  atendia  á las 
necesidades  públicas?  El  elemento  medio;  en  ese  sí 
que  están  la  actividad  y la  inteligencia.  Pues  si  esto 
es  cierto,  no  cabe  duda  que  habéis  escogido  precisa- 
mente lo  peor,  porque  siquiera  tuviérais  la  aristo- 
cracia de  la  sangre,  todavía  en  el  pueblo  hay  cierto 
respeto  á lo  que  representa  las  grandes  tradiciones; 
pero  lo  que  habéis  elegido  es  Lo  más  antipático. 

Yo  sentiré  mucho  que  caiga  ese  Gobierno,  salvo 
meliori , y lo  sentiré,  porque  considero  que  con  estos 
artículos  de  la  ley,  si  los  conservadores  tienen  nece- 
sidad de  aplicarlos,  como  no  tienen  el  amor  que  vos- 
otros á la  institución  del  Jurado,  con  la  mejor  buena 
voluntad  por  parte  de  ellos  pudiera  resultar  un  en- 
sayo defectuosísimo. 

Prueba  que  somos  partidarios  del  Jurado,  es  que 
tenemos  confianza  en  el  pueblo;  en  lo  que  no  tenemos 
confianza  es  en  el  caciquismo,  en  esas  clases  á que 
S.  S.  por  un  lado  quiere  confiar  la  dirección  del  Ju- 
rado, y por  otro,  arrancarle  otras  influencias. 

Pues  si  no  estamos  más  que  buscando  términos 
y críticas  contra  el  caciquismo,  ¿cómo  es  que  vos- 
otros lo  establecéis?  ¿No  venía  este  proyecto  con  el 
censo?  ¿Por  qué  lo  habéis  suprimido?  En  otro  caso  me 
parecen  más  convincentes  las  razones  expuestas  por 
el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande:  ól  tiene  la  razón, 
no  vosotroa. 

Y cuenta  que  en  esta  ley  no  es  una  prepotencia 
parcial,  sino  decisiva,  porque  esa  Junta  separa  á ca- 
pricho las  nueve  décimas  de  los  jurados  que  van  in- 
cluidos en  las  listas.  Considerad  si  tiene  importancia 
esta  selección. 

Termino  suplicando  á la  Cámara  me  dispense  por 
haberla  de  nuevo  molestado.» 

No  habiendo  ningún  otro  Sr.  Diputado  que  pidie- 
ra la  palabra  en  contra,  se  puso  á votación  el  artículo 
y fué  aprobado.» 

íSe  leyó  el  15,  que  decía: 
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«Art.  15.  En  las  poblaciones  en  que  hubiera  un 
solo  Ayuntamiento  y varios  jueces  municipales,  se 
constituirán  tantas  Juntas  cuantos  fueren  estos,  com- 
poniéndose cada  una  del  juez  fiscal  y teniente  alcalde 
respectivo,  y de  tres  mayores  contribuyentes  desig- 
nados con  sujeción  ai  artículo  anterior. 

Cada  una  de  estas  Juntas  formará  las  dos  listas 
correspondientes  á su  distrito.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  A este  artículo  hay 
una  enmienda  del  Sr.  Aparicio  <D.  Luis),  que  dice  así: 

«Art.  1 5.  En  las  poblaciones  en  que  hubiera  varios 
jueces  municipales,  se  constituirán  tantas  Juntas  cuan- 
tos fueren  éstos,  componiéndose  cada  una,  del  juez, 
fiscal  y teniente  alcalde  respectivo,  y de  tres  mayo- 
res contribuyentes  designados  con  sujeción  al  artículo 
anterior. 

Cada  una  de  csLas  Juntas,  fórmará  las  dos  listas 
correspondientes  á su  distrito.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  manifestará 
si  acepta  ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  MAURA:  Siendo  la  enmienda  una  rectifi- 
cación do  una  errata  material  cometida  al  redactar 
el  artículo,  la  Comisión  admite  con  muchísimo  gusto 
la  citada  enmienda.» 

Sé  leyó  por  segunda  vez  la  enmienda , y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  el  acuer- 
do del  Congreso  fué  afirmativo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
artículo  con  la  enmienda. 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación  y fué  aprobado  en  esta  forma: 

«Art.  15.  En  las  poblaciones  en  que  hubiera  varios 
jueces  municipales,  se  constituirán  tantas  Juntas  cuan- 
tos fueren  éstos,  componiéndose  cada  una,  del  juez, 
fiscal  y teniente  alcalde  rcspeclivo,  y de  tres  mayo- 
res contribuyentes  designados  con  sujeción  al  artículo 
anterior. 

Cada  una  de  estas  Juntas,  formará  las  dos  listas 
correspondientes  á su  distrito.» 

Sin  debate  lo  fueron  el  16,  17,  18.  19  y 20,  en  esta 
forma: 

«Art.  1G.  Todos  los  anos  so  reunirá  la  Junta  en  la 
primera  quincena  de  Enero  para  hacer  en  las  dos  lis- 
tas las  rectificaciones  necesarias,  incluyendo  á los  que 
deban  figurar  en  ellas,  con  arreglo  á lo  dispuesto  en 
los  arts.  8.°  y 9.°,  y excluyendo  á los  que  se  bailaren 
en  alguno  do  los  casos  comprendidos  calos  arts.  10 
y 1 1 de  esta  ley. 

El  cabeza  de  familia  que  tenga  las  condiciones 
que  se  exigen  para  figurar  en  la  lista  de  capacidades, 
será  incluido  solamente  en  ella. 

Art.  17.  El  fiscal  cuidará  de  que  no  sean  inclui- 
das en  las  listas  otras  personas  que  las  que  en  ellas 
deban  figurar,  con  arregio  á las  disposiciones  de  esta 
ley,  apelando  para  ante  la  Audiencia  ó Sala  de  lo  cri- 
minal respectiva,  de  las  resoluciones  que  no  consi- 
dere legales.» 

Las  apelaciones  quedarán  en  suspenso  basta  que 
se  resuélvan  por  la  Júntalas  reclamaciones  que  se  ex- 
presan en  el  artículo  siguiente;  y llegado  este  caso 
serán  sustanciadas  si  no  se  hubiese  reformado  la  re- 
solución apelada,  por  consecuencia  de  lo  dispuesto  en 
el  mismo,  en  la  forma  que  establecen  los  arts.  22, 
23,  24  y 25  de  esta  ley. 

Art.  1 8.  El  dia  1 .°  de  Febrero  se  expondrán  las  lis- 
tas al  público  por  término  de  quince  dias,  durante 
los  cuales  todos  los  vecinos  del  término  municipal 


podrán  reclamar  las  inclusiones  y exclusiones  quecre- 
yeren  procedentes. 

Los  comprendidos  en  alguno  de  los  casos  del  ar- 
tículo 13  podrán  pedir  su  propia  exclusión  de  las  listas. 

Art.  19.  Las  reclamaciones  podrán  hacerse  do 
palabra  ó por  escrito  ante  el  juez  municipal,  quien 
expedirá  al  reclamante,  si  lo  solicitase,  el  documento 
necesario  para  acreditar  que  ha  hecho  la  reclamación. 

Art.  20.  El  reclamante  expresará  la  causa  en  que 
funda  la  inclusión  ó exclusión  que  solicita,  y podrá 
presentar,  además,  las  pruebas  que  tuviese  por  con- 
veniente.» 

Se  leyó  el  2 1 , que  decía: 

«Art.  21.  En  los  quince  dias  siguientes  al  plazo 
otorgado  para  las  reclamaciones,  resolverá  la  Junta, 
después  de  oir  á los  interesados  y de  haber  practicado 
de  oficio,  ó á instancia  de  éstos,  las  justificaciones 
necesarias  sobre  la  inclusión  ó exclusión  reclamada, 
consignando  los  fundamentos  de  la  resolución,  que  se 
notificará  ai  fiscal  y á los  interesados. 

En  la  notificación  se  hará  saber  á quien  se  hiciere 
que  puede  alzarse  de  la  resolución  notificada  para 
ante  la  Audiencia  en  Junta  de  gobierno  ó la  Sala  de 
gobierno  del  distrito,  y si  en  la  diligencia  de  notifica- 
ción no  se  interpusiese  el  recurso,  se  reputará  renun- 
ciado.» 

Ei  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  A este 
artículo  hay  una  enmienda  del  Sr.  Aparicio  (l).  Luis), 
que  dice  así: 

«El  párrafo  2.°,  del  art.  21  se  adicionará  en  los  si- 
guientes términos: 

«Si  la  notificación  no  se  hiciera  personalmente  al 
interesado,  se  entenderá  renunciado  el  recurso,  si 
no  queda  interpuesto  en  el  término  de  veinticuatro 
horas.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  dirá  si  acepta 
ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  MAURA:  La  enmienda  atiende,  supliendo 
una  deficiencia  real  del  art.  21.  á la  eventualidad  de 
que  la  notificación  que  implica  la  renuncia  de  recur- 
so si  no  se  interpone  en  el  aclo,  no  se  entiendo  en  per- 
sona con  el  interesado,  y,  por  lo  mismo,  la  Comisión 
la  acepta  con  muchísimo  gusto.» 

Se  leyó  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  el  acuer- 
do del  Congreso  fué  afirmativo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
artículo  con  la  enmienda. 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra,  se 
puso  á votación,  y fué  aprobado  cu  esta  forma: 

«Ar.  21.  En  los  quince  dias  siguientes  al  plazo 
otorgado  para  las  reclamaciones,  resolverá  la  Junta, 
después  de  oir  á los  interesados  y de  haber  practicado 
de  oficio,  ó á instancia  de  éstos,  las  justificaciones 
necesarias  sobre  la  inclusión  ó exclusión  reclamada, 
consignando  los  fundamentos  de  la  resolución,  que  se 
notificará  al  fiscal  y á los  interesados. 

En  la  notificación  se  hará  saber  á quien  se  hiciere 
que  puede  alzarse  de  la  resolución  notificada  para 
ante  la  Audiencia  en  Junta  de  gobierno  ó la  Sala  de 
gobierno  del  distrito,  y si  en  la  diligencia  de  notifica- 
ción no  se  interpusiese  el  recurso,  se  reputará  renun- 
ciado. 

Si  la  notificación  no  se  hiciera  personalmente  al 
interesado,  se  entenderá  renunciado  el  recurso,  si 
no  queda  interpuesto  cu  el  término  de  veinticuatro 
1 horas.» 
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Sin  debate  lo  fueron  el  22,  23,  24,  25,  26,  27,  28 
y 29,  en  estos  términos: 

«Art.  22.  Cuando  cualquiera  de  las  partes  apelare, 
el  juez  municipal  remitirá  al  presidente  de  la  Audien- 
cia los  antecedentes  que  tuviese,  emplazando  á todas 
ellas  para  que  puedan  concurrir  en  el  término  de 
cinco  dias  á usar  de  su  derecho. 

Art.  23;  Trascurrido  este  término  sin  haberse  per- 
sonado el  apelante,  la  Junta  ó Sala  de  gobierno  decla- 
rará desierto  el  recurso;  pero  si  hubiese  sido  el  fiscal 
el  apelante,  se  dará  vista  ai  de  la  Audiencia  del  ex- 
pediente remitido,  para  que  sostenga  la  apelación  ó 
desista  de  ella,  y,  según  lo  que  exponga,  se  acordará 
lo  procedente. 

Art.  24.  Si  el  particular  apelante  se  hubiere  per- 
sonado, se  señalará  inmediatamente  dia  para  la  vista, 
dentro  de  un  término  que  no  podrá  exceder  de  cinco 
dias,  citándosele  lo  mismo  que  al  fiscal. 

Durante  el  término  señalado  se  pondrán  de  mani- 
fiesto al  apelante  en  la  Secretaría  del  Tribunal  los 
antecedentes  que  hubiese  remitido  la  Junta  hasta  dos 
dias  antes  de  la  vista,  en  que  se  pasarán  al  fiscal. 

Art.  25.  En  la  vista  podrán  informar  de  palabra 
el  fiscal  y los  interesados,  ó sus  defensores,  lo  que  tu- 
vieren por  conveniente  á su  derecho;  y terminado  el 
acto,  se  dictará  resolución,  mandando  devolver  los 
antecedentes  á la  Junta,  con  certificación  de  lo  acor- 
dado. 

Contra  la  resolución  no  se  dará  recurso  alguno. 

Art..  2G.  La  Junta  ó Sala  de  gobierno  remitirá 
antes  de  L6  de  Mayo  á los  jueces  municipales  res- 
pectivos las  certificaciones  y antecedentes  expresados 
en  el  artículo  anterior. 

Art.  27.  Recibidas  dichas  certificaciones  y ante- 
cedentes, el  juez  municipal  convocará  á la  Junta,  la 
cual,  en  vista  de  aquella,  hará  las  rectificaciones  co- 
rrespondientes. 

Art.  28.  Las  resoluciones  de  la  Junta  municipal 
en  Lodo  caso,  se  tomarán  por  mayoría  absoluta  de 
votos,  decidiendo  el  empate,  si  lo  hubiere,  el  presi- 
dente. 

Art.  29.  Ultimadas  definitivamente  las  listas,  se 
sacarán  copias  certificadas  por  el  secretario  con  el 
V.°  B.°  del  juez  municipal,  archivándose  en  el  Juz- 
gado los  originales  con  todos  los  antecedentes.» 

Se  leyó  el  art.  30,  que  decia  así: 

«Art.  30.  El  juez  municipal  remitirá  en  ios  quince 
últimos  días  de  Mayo  al  juez  de  instrucción  del  par- 
tido las  copias  mencionadas  en  el  artículo  anterior. 
El  retraso  se  castigará  con  multa  de  100  á 200  pese- 
tas, que  impondrá  el  juez  del  partido  ó distrito,  á la 
vez  que  adopte  las  providencias  más  eficaces  para  la 
pronta  su bsa nación  de  la  falta.» 

El  Si*.  SECRETARIO  ([barra):  Hay  una  enmienda 
del  Sr.  Domínguez  (D.  Lorenzo)  á este  artículo,  que 
dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  ai  Congreso  las  siguientes  enmiendas  al  pro- 
yecto de  ley  sobre  el  Jurado: 

«Los  arts.  30,  31,  32  y 33  del  proyecto  presen- 
tado por  la  Comisión  quedarán  sustituidos  por  los  si- 
guientes del  primitivo  proyecto  presentado  por  el 
Exorno.  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  haciendo  en 
el  número  de  cada  artículo  la  variación  que  corres- 
ponda: 

«Art.  33.  El  juez  municipal  remitirá  en  los  quince 
primeros  días  de  Agosto  á la  Junta  gubernativa  de  la 


Audiencia  de  lo  criminal  ó Sala  de  gobierno  de  la  ge- 
neral respectiva,  las  copias  mencionadas  en  el  artículo 
anterior,  acompañadas  de  otras  listas  comprensivas 
de  la  décima  parte  de  los  incluidos  en  cada  una  de 
las  generales,  que  conceptúen  más  aptos  para  desem- 
peñar el  cargo  de  jurado,  con  expresión  sucinta  de  los 
fundamentos  de  su  juicio. 

ArL.  34.  Después  que  la  respectiva  Junta  ó Sala 
de  gobierno  haya  recibido  las  listas  de  todos  los  jue- 
ces municipales,  se  reunirá  oportunamente,  procu- 
rando hacerlo  antes  del  20  de  Agosto,  para  formar  las 
listas  últimas. 

Art.  35.  Se  formarán  dos  listas  definitivas  de  ju- 
rados para  cada  partido  judicial:  una  de  cabezas  de 
familia  y otra  de  capacidades,  teniendo  en  cuenta  para 
ello  las  listas  adicionales,  aunque  sin  obligación  de 
atenerse  exclusivamente  á ellas. 

La  primera  no  podrá  contener  mónos  de  200  nom- 
bres, ni  menos  de  100  la  segunda;  y en  las  capitales 
de  provincia  ó poblaciones  donde  hubiere  más  de  un 
Juzgado  de  partido,  solo  se  formará  una  lista  general 
de  cada  clase,  si  bien  en  este  caso  se  aumentará  el 
número  de  jurados  que  en  ellas  deban  figurar,  en  la 
proporción  de  cien  cabezas  de  familia  más  por  cada 
partido  que  exista  dentro  de  la  población  y de  50  ca- 
pacidades. 

Guando  la  densidad  del  vecindario  lo  exija,  podrá 
aumentarse  en  una  tercera  parte  el  número  de  jura- 
dos que  hayan  de  figurar  en  las  últimas  listas  de 
partido  ó poblaciones  comprensivas  de  varios. 

Art.  36.  Si  no  resultare  número  suficiente  de  ca- 
pacidades en  cada  partido  judicial,  se  completará 
aquel  con  los  que  fueren  necesarios  ent»*e  las  cabe- 
zas de  familia  que  paguen  mayor  cuota  de  contri- 
bución. 

Art.  37.  Se  procurará,  en  cuanto  fuere  posible, 
que  los  elegidos  de  ambas  listas  correspondan  á to- 
dos los  términos  municipales  del  respectivo  partido, 
si  bien  dando  mayor  participación  al  de  la  capital. 

Art.  38.  Formadas  así  las  listas  definitivas  de  ju- 
rados, se  remitirán  certificados  de  cada  una  de  ellas  á 
los  presidentes  de  las  respectivas  Audiencias  genera- 
les y á los  jueces  de  partido,  archivándose  las  origi- 
nales remitidas  por  los  jueces  municipales  en  la  Se- 
cretaría de  gobierno. 

Art.  39.  Los  jueces  de  partido  remitirán  también 
á cada  uno  de  ios  jueces  municipales  una  lista  de  los 
vecinos  de  sus  respectivos  términos  que  hubieren  sido 
elegidos  jurados. 

Los  jueces  municipales  mandarán  inmediatamen- 
te que  los  elegidos  sean  notificados. 

Si  alguno  estuviese  ausente,  se  hará  la  notifica- 
ción al  individuo  de  su  familia  ó criado  mayor  de 
edad  que  se  hallare  en  su  casa,  y en  su  defecto  al  ve- 
cino más  próximo. 

Se  observará  respecto  de  estas  notificaciones  lo 
que  respecto  de  las  mismas  se  dispone  en  la  ley  de 
enjuiciamiento  criminal, 

Art.  40.  EL  presidente  de  la  Audiencia  general 
remitirá  asimismo,  del  l.°  ai  5 de  Setiembre,  al  go- 
bernador de  la  provincia  respectiva  una  copia  certi- 
ficada de  las  listas  de  jurados  elegidos,  para  su  inser- 
ción en  el  lloletin  oficial , y otra  general  al  Ministerio 
de  Gracia  y Justicia.» 

Palacio  del  Congreso  1 1 de  Mayo  de  1887.=Lo- 
renzo  Dominguez.=C.  El  Conde  de  Toreno.=Eduardo 
Garrido  Estrada.— Marqués  de  Pidal.— Francisco  Sil- 
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vela.=El  Vizconde  de  Campo-Grande.=El  Marqués  ¡ 
de  Mochales.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  tiene  la  pala- 
bra para  decir  si  acepta  ó no  la  enmienda. 

El  Rr.  MAURA:  La  Comisión  tiene  el  sentimiento 
de  no  poder  admitirla. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Domínguez  tiene  la 
palabra  para  defender  su  enmienda. 

El  Sr.  DOMINGUEZ  (D.  Lorenzo):  Ante  tolo,  se- 
ñores Diputados,  debo  rechazar  la  idea  que  se  viene 
formando  hace  algunos  dias,  que  se  trasparente  en 
ciertas  señales  de  impaciencia  de  la  Comisión,  y que 
ya  hoy  se  ha  formulado  por  algún  Sr.  Diputado  en 
cargos  concretos  contra  esta  minoría,  suponiendo  que 
abrigamos  propósitos  obstruccionistas  respecto  al  pro- 
yecto que  se  discute.  Nada  más  lejos  do  eso,  como  lo 
prueba  el  hecho  de  que  hemos  dejado  pasar  hoy 
mismo  sin  discusión  muchos  artículos,  algunos  de 
importancia.  Si  por  acaso  hiciera  falta  otra  prueba, 
podríais  encontrarla  en  la  manera  de  estar  redactada 
la  enmienda  que  voy  á sostener,  porque  refiriéndose 
á cuatro  artículos  de  los  más  importantes  y largos  del 
proyecto,  ios  cuales  pido  que  se  sustituyan  con  ocho 
del  primitivo  proyecto  presentado  por  el  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia;  para  hacer  esta  enmienda  de 
una  manera  reglamentaria  y correcta,  hubiera  sido 
preciso  formularla  en  cuatro  enmiendas  distintas  y 
cuatro  adiciones  además.  Pero  lie  preferido  prescin- 
dir del  rigor  reglamentario  para  comprender  en  una 
sola  enmienda  apoyada  en  un  solo  discurso,  que  ade- 
más será  breve,  las  observaciones  que  necesito  hacer. 

Y cuenta  que  los  artículos  de  que  se  trata  son,  á mi 
juicio,  de  los  más  importantes  de  este  proyecto  de 
ley;  y sobre  ser  tan  importantes,  son  aquellos  en  que 
la  Comisión  ha  hecho  mayores  variaciones  y cambios 
al  primitivo  provecto  que  aquí  trajo  el  Rr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia,  hasta  tal  punto,  que  yo  daría  á 
mi  enmienda  el  carácter  de  defensa  de  las  primitivas 
intenciones  del  Sr.  Ministro,  frente  á las  alteraciones 
y desperfectos  que  en  su  proyecto  de  ley  ha  hecho  la 
Comisión,  si  el  último  discurso  del  Sr.  Alonso  Martí- 
nez no  me  lo  impidiera  por  completo. 

Hay  en  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  dos 
actitudes,  dos  situaciones  completamente  distintas 
con  respecto  al  Jurado;  y no  hablo  ya  de  las  repug- 
nancias antiguas  que  S.  S.  pudiera  tener  contra  esta 
institución.  Esas  dos  acLiludes  son:  la  primera,  la  que 
coincide  con  la  redacción  y presentación  de  este  pro- 
yecto; la  segunda  se  determina  y manifiesta  por  modo 
claro  y explícito  en  el  discurso  á que  acabo  de  aludir. 
Todavía,  cuando  S.  8.  redactó  este  proyecto  y lo  trajo 
á la  Cámara,  no  había  arrojado  por  completo  el  lastre 
conservador  de  sus  doctrinas;  defendía  los  principios 
conservadores,  aunque  con  cierta  timidez;  apenas  se 
atrevía  á asomarse  al  campo  democrático  con  recelos 
y precauciones,  como  á lugar  peligroso.  Pruébalo 
de  una  manera  completa  la  parte  de  su  proyecto  que 
se  refiere  al  punto  concreto  sobre  el  cual  versa  mi  en- 
mienda. 

Creyó  el  Rr.  Ministro  satisfacer  & todos  haciendo 
una  combinación  ingeniosa.  Pretendió  satisfacer  las 
aspiraciones  democráticas,  dando  una  gran  extensión 
y amplitud  á las  primeras  listas  y concediendo  capa- 
cidad para  figurar  eu  ellas  á todos  los  padres  de  fa- 
milia, con  tal  que  pagaran  alguna  contribución  por 
pequeña  que  fuese.  Pero  al  mismo  tiempo  reservaba 
la  selección,  por  la  cual  lia  de  formarse  la  verdadera 


lista  de  donde  se  saca  el  Jurado,  á las  Ralas  y Juntas 
de  gobierno  de  las  Audiencias,  como  satisfacción  á 
los  intereses  conservadores. 

Rncedió  con  este  sistema  lo  que  siempre  acontece 
con  los  términos  medios;  que  no  contentó  á nadie,  y 
no  contenió  sobre  todo  á los  demócratas,  á quienes 
parece  que  S.  S.  pone  especial  empeño  en  contentar, 
satisfacer  y halagar  con  este  proyecto  de  ley. 

Los  demócratas,  no  solo  no  aceptaron  la  selección 
por  las  Audiencias,  sino  que  no  se  contentaron  tam- 
poco con  la  amplitud  que  el  Sr.  Ministro  concedía  á 
la  capacidad  y al  derecho  de  figurar  en  las  primeras 
listas,  y la  ampliaron  á todos  los  cabezas  de  familia 
aunque  no  pagasen  contribución  alguna;  cambiando 
además  el  organismo  que  había  de  hacer  la  selección 
y retirando  esta  facultad  de  las  Audiencias  que,  se- 
gún el  Sr.  Ministro,  ofrecía  mavores  garantías  en  to- 
dos conceptos  que  el  organismo  con  que  la  Comisión 
le  ha  sustituido.  Pero  el  Rr.  Ministro,  en  vez  de  de- 
fender su  pensamiento  como  yo  creo  que  era  su  Obli- 
gación, en  vez  de  haber  persistido  en  las  ideas  primi- 
tivas que  abrigaba  al  traer  aquí  su  proyecto,  cedió 
ante  las  imposiciones  de  la  democracia  y si  no  ante 
las  imposiciones  (que  retiro  la  palabra  si  por  acaso  pu- 
diera molestar  á alguien),  ante  la  persuasión  que  de- 
bió llevar  á su  ánimo  el  propósito  y la  doctrina  de 
los  señores  demócratas  en  este  punto. 

Solo  así  se  explica,  suponiendo  esta  completa  per- 
suasión á favor  de  las  ideas  democráticas  que  han 
venido  á informar  este  proyecto  tai  como  le  presenta 
la  Comisión,  la  conformidad  absoluta  de  opiniones  que 
existe  boy  entre  el  Rr.  Ministro  y la  Comisión  misma 
en  todas  las  alteraciones  que  ha  introducido  ésta  en 
el  primitivo  proyecto;  conformidad  que  se  nos  está 
repitiendo  aquí  todos  los  dias  por  cuantos  individuos 
de  la  Comisión  se  levantan  á hablar.  Pues  bien;  esta 
conformidad  no  puede  en  manera  alguna  explicarse 
sino  suponiendo  un  cambio  de  actitud  y de  ideas  con 
respecto  al  Jurado  por  parte  del  Sr.  Ministro;  porque 
las  desconfianzas,  los  temores  y recelos  que  palpitan 
en  el  primitivo  proyecto  del  Gobierno  han  desapare- 
cido por  completo  en  el  dictamen  que  presenta  la  Co- 
misión, con  el  cual  el  Ministro  se  conforma:  los  rece- 
los que  8.  8.  abrigaba  con  respecto  á esta  institución 
y á las  ideas  democráticas  liau  desaparecido,  siendo 
reemplazados  por  una  confianza  completa  en  esta  ins- 
titución y en  estas  ideas.  Si  acaso  quedara  alguna 
duda,  el  discurso,  que  pronunció  el  Sr.  Ministro  con 
pretexto  de  hacer  el  resúmen  de  la  discusión  del  ar- 
tículo l.°  comprobaría  mi  afirmación.  Aquel  discurso, 
los  Sres.  Diputados  lo  recuerdan  perfectamente,  no 
era  un  resúmen:  aquel  discurso,  bien  examinado,  era, 
ante  todo,  y tenía  por  principal  y único  objeto,  conce- 
der una  nueva  prenda  á la  democracia,  haciendo  gala 
de  abrazar  sus  ideas  sin  temor  ni  desconfianza  algu- 
na; á tal  punto  que  llegó  S.  R.  basta  á volver  los  ojos 
con  aprobación  y amor  á la  revolución  de  1789,  y lo 
que  es  más  extraño  todavía,  á la  reforma  religiosa  del 
siglo  xvi,  en  cuyas  opiniones  me  parece  que  no  es- 
tará tampoco  conforme  R.  R.  con  aquella  dama  amiga 
suya  de  quien  S.  R.  nos  dijo  que  no  participaba  de 
sus  opiniones  con  respecto  al  Jurado. 

Dije  que  en  este  punto  de  la  selección  sobre  las  pri- 
meras listas,  que  es  al  que  mi  enmienda  se  refiere,  es 
donde  más  se  percibe  la  diferencia  que  existe  entre 
el  dietámen  de  la  Comisión  y el  primer  proyecto  pre- 
sentado aquí  por  el  Rr.  Ministro.  Se  consignaba  en  el 
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proyecto  del  Gobierno  que  se  hiciera  esta  selección 
por  las  Audiencias.  Y cuenta,  señores,  que  este  es  el 
punto  capital  del  Jurado,  y que  hay  que  darle  toda  la 
importancia  que  en  sí  tiene.  Para  mí  no  tienen  impor- 
tancia ninguna  las  primeras  listas,  ni  deben  tenerla 
para  nadie:  ¿qué  importan  las  primeras  listas,  qué 
importa  que  se  ensanche  la  base  cuanto  se  quiera  y 
que  se  conceda  esa  capacidad  ficticia  é ilusoria  á todo 
el  mundo,  si  el  figurar  en  esas  primeras  listas  no  da 
ningún  derecho  á sentarse  en  el  tribunal?  Sobre  esas 
primeras  listas  se  viene  a hacer  una  ó varias  selec- 
ciones: la  primera  es  la  importante.  En  esta  ley  se 
hace  una  selección  y un  sorteo  después,  tai  como  la 
Comisión  ha  dejado  el  proyecto;  en  esta  primera  se- 
lección no  tiene  obligación  la  Junta  que  la  hace  de 
escoger  más  que  una  décima  parte  de  los  que  figuran 
en  las  primeras  listas.  Figuraos,  Sres.  Diputados,  si 
no  hay  ocasión  aquí  de  desechar  todos  los  que  estor- 
ben y de  escoger  todos  aquellos  que  convengan,  ya 
bajo  el  punto  de  vista  de  partido,  ya  bajo  cualquier 
punto  de  vista  que  se  tome  para  hacer  la  selección. 
Por  consiguiente,  el  interés  capital  de  la  ley,  ci  Ju- 
rado todo,  está  en  esta  operación  de  elegir  sobre  las 
primeras  listas,  y la  importancia  de  este  punto  es 
tan  capital,  que  no  hay  ningún  otro  en  la  ley  que  le 
iguale. 

Pues  bien,  el  Sr.  Alonso  Martínez,  cuerdamente  á 
mi  juicio,  encomendaba  esta  operación  á las  Salas  de 
gobierno  de  las  Audiencias.  Os  voy  á leer,  tomándo- 
las del  preámbulo  del  proyecto,  las  razones  en  que  el 
Sr.  Alonso  Martínez  fundaba  esta  medida,  que  son  se- 
guramente más  fuertes  y más  elocuentes  que  todo  lo 
que  yo  pudiera  decir  sobre  el  particular: 

«Pero  no  es  solo  esta  combinación  la  que  permite 
«abrigar  tan  lisonjeras  esperanzas,  sino  la  garantía 
«especial  que  en  el  adjunto  proyecto  se  consigna  re- 
«ferente  á la  ultimación  de  las  listas,  para  alejar  hasta 
«el  más  remoto  temor  de  que  intereses  importan tísi- 
» rn os  del  orden  social  puedan  quedar  á merced  de  un 
«Jurado  inconsciente.  Consiste  esta  garantía  en  la 
«facultad  que  se  otorga  respectivamente  á las  Juntas 
«gubernativas  de  las  Audiencias  de  lo  criminal  y á 
«las  Salas  de  gobierno  de  las  territoriales,  para  elegir 
«en  las  primeras  listas,  prévio  informe  de  los  jueces 
«municipales,  que  son  quienes  mejor  pueden  conocer 
»á  sus  convecinos,  los  nombres  de  aquellos  que  han 
«de  figurar  en  las  listas  definitivas.  Este  principio  de 
«selección  es  el  más  generalmente  admitido  en  las 
«Naciones  donde  el  Jurado  funciona.  Así  sucede  en 
«los  Eslados-Unidos;  así  en  Inglaterra,  país  que  sin 
«querer  viene  al  pensamiento  cuando  de  libertades  y 
«derechos  se  habla,  y donde,  además,  existe  la  espe- 
cialidad de  los  Jurados  para  tribunales  acl  hoc , de 
«signados  por  el  Shcriff,  autoridad  más  bien  admi- 
«uistrativa  que  judicial,  nombrada  por  el  Soberano. 

«Merced  á dicho  principio,  se  logrará  depurar  con 
«algún  conocimiento  las  primeras  listas,  para  que  no 
«sea  fácil  que  por  la  ciega  casualidad  salga  del  fondo 
«de  la  urna  una  mayoría  de  personas  moralmente  in- 
«capaces  de  desempeñar  con  mediano  acierto  las  fun- 
«cioncs  de  jurados.  Encomendada  esta  facultad  clec- 
«liva  álos  mismos  tribunales  de  justicia,  representados 
«por  sus  Juntas  gubernativas  y Salas  de  gobierno, 
»que  son  entra  nosotros  las  entidades  más  apartadas  de 
»los  partidos  políticos  y más  libres  de  bastardas  influen- 
))cias}  se  conseguirá  que  línieamenle  oi  deseo  de  es- 
coger & los  más  dignos  sea  el  que  mueva  el  ánimo 


«de  los  magistrados  en  la  elección  de  jurados,  la  cual, 
«por  lo  mismo  que  es  tan  ámplia,  no  afecta  escncial- 
«mentc  á la  índole  popular  de  la  institución.» 

Todavía,  no  contento  con  estas  razones,  anadia 
otras  más  adelante  el  Sr.  Ministro,  terminándolas  con 
este  párrafo,  de  una  exacta  verdad  en  sus  afirmaciones: 

«Dadas  las  condiciones  de  independencia  de  nues- 
«tros  tribunales,  supuestos  los  sentimientos  de  recti- 
«tud  que  los  animan,  puede  asegurarse  que  ningún 
«móvil  injusto  habrá  de  influir  en  sus  determinacio- 
»nes  al  hacer  la  ultimación  de  las  listas.» 

Creo,  señores,  que  no  puedo  yo  añadir  argumen- 
tos más  fuertes  que  los  que  el  mismo  Sr.  Alonso 
Martínez  exponía  en  los  párrafos  elocuentes  que  aca- 
bo de  leeros,  para  justificar  la  prescripción  que  era 
su  consecuencia,  encomendando  la  selección  sobré  la 
primera  lista  á la  magistratura.  Quizás  hay  alguna 
exageración  en  suponer  á la  magistratura  tan  por 
completo  apartada  de  la  política,  como  el  Sr.  Alonso 
Martínez  en  alguno  de  estos  párrafos  supone;  quizás 
esa  afirmación  no  pueda  hacerse  con  el  carácter  de 
absoluta  y completa  generalidad  que  se  hace,  como 
hemos  tenido  ocasión  de  ver  por  recientes  ejemplos 
en  esta  misma  Cámara;  pero  al  cabo,  sea  como  quie- 
ra, la  afirmación  está  bien  hecha,  y es  plausible  que 
el  Ministro  la  hiciera,  y debe  hacerse  por  el  jefe  de 
la  magistratura  española. 

Lo  que  no  se  comprende  fácilmente  es,  que  el  jefe 
de  la  magistratura,  encargado  de  velar  por  su  pres- 
tigio, haya  permitido,  sin  defender  esta  prescripción 
de  su  ley,  que  era  una  prueba  de  confianza,  merecida 
por  nuestros  dignos  magistrados,  que  la  Comisión 
trunque  y altere  toda  esla  parte,  retirando  do  las  Sa- 
las de  gobierno  de  las  Audiencias  esta  facultad,  lo 
cual  es  una  prueba  de  desconfianza  á la  magistratu- 
ra; porque  no  de  otra  manera  puede  explicarse  que 
no  se  le  confie  tan  importante  operación. 

Veamos  ahora  si  por  acaso  el  organismo  adminis- 
trativo que  crea  la  Comisión  para  hacer  esta  selección 
es  preferible  á lo  que  el  Sr.  Ministro  nos  proponía. 
Trasládase  esta  facultad,  que  el  Ministro  colocaba  en 
las  Salas  de  gobierno  de  las  Audiencias,  á una  Junta 
compuesta  del  juez  do  instrucción  y de  seis  mayores 
contribuyentes,  sacados  por  la  suerte.  ¿Merece  esta 
Junta  mayor  confianza,  ofrece  mayores  garantías  de 
acierto,  de  independencia  y de  buen  resultado  cu  la 
selección  que  las  Salas  do  gobierno  de  las  Audiencias? 
De  ninguna  manera  á mi  entender. 

Podrá  suceder  que  los  mayores  contribuyentes 
que  formen  la  Junta  con  el  juez  de  instrucción,  sean 
personas  que,  ocupadas  en  sus  negocios,  como  acon- 
tecerá seguramente  en  muchos  distritos  judiciales,  no 
quieran  ocuparse  de  las  operaciones  necesarias  para 
formar  las  listas,  en  cuyo  caso  éstas  se  formarán  por 
el  juez  de  instrucción;  ó bien  habrá  entre  esos  con- 
tribuyentes alguno  de  grande  iniciativa,  que  segu- 
ramente estará  afiliado  á algún  partido  político,  si 
tiene  tal  condición  de  carácter,  y que  se  impondrá  en 
la  Junta  y llevará  allí  la  voz. 

En  el  primer  caso,  el  juez  de  instrucción,  poco 
conocedor  del  personal,  necesitará  valerse  de  alguien, 
y ésta  persona  que  lia  de  asistirlo  con  su  consejo  para 
hacer  la  selección,  será  probablemente  el  secretario 
del  Juzgado,  que  tiene  conocimiento  de  los  vecinos  del 
distrito.  é 

Todos  los  que  me  escuchan  saben  que  no  exagero 
al  decir  que  esto  va  á suceder  en  la  mayor  parte  de 
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los  pueblos  de  España,  á saber:  que  las  listas  de  ju- 
rados se  van  á formar  por  los  secretarios  de  los  Juz- 
gados. 

Pero  esto  será  lo  ménos  malo.  Lo  peor  será  que  ven- 
gan á formarse  por  alguno  de  los  contribuyentes  que 
asistan  á la  Junta,  si  en  ella  se  encuentra  un  contri- 
buyente de  las  condiciones  que  he  indicado  antes. 
El  Jurado  que  entonces  se  forme,  será  un  Jurado  de 
partido,  del  partido  á que  pertenezca  el  contribuyen- 
te que  lleve  la  voz  y se  sobreponga  en  la  Junta.  Ese 
Jurado,  irrisión  de  la  justicia,  servirá  para  absolver  á 
los  amigos,  y para  castigar  a los  enemigos  durame- 
te;  y en  manos  de  los  caciques  de  los  pueblos,  será 
una  poderosa  palanca  electoral  más  que  otra  cosa. 
¡Como  si  aquí  no  hubiera,  Sres.  Diputados,  bastantes 
abusos  que  deplorar  en  materia  de  elecciones,  se  vie- 
ne á traer  un  nuevo  organismo,  que  lleve  á la  ad- 
ministración de  justicia,  de  un  modo  tan  directo  y 
tan  completo,  la  influencia  política  y el  caciquismo 
local! 

Pues  bien;  esto  acontecerá  indefectiblemente  con 
el  cambio  que  ha  hecho  la  Comisión.  Por  eso  en  mi 
enmienda  propongo  que  se  haga  la  selección  por  las 
Sajas  y Juntas  de  gobierno  de  las  Audiencias,  como 
el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  disponía  en  el 
proyecto  que  nos  presentó  aquí. 

Hemitiéndome  á las  razones  del  preámbulo  de  ese 
proyecto  que  he  tenido  el  gusto  de  leer,  v queriendo 
justificar  que  no  entorpecemos  de  ninguna  manera 
el  debate,  y que  solo  queremos  que  tenga  la  ampli- 
tud necesaria  para  que  los  puntos  importantes  de 
esta  ley,  la  más  importante  y trascendental  de  todas 
las  que  el  Gobierno  ha  presentado,  puedan  tratarse, 
ya  que  no  con  el  detenimiento  que  merecen,  con  la 
brevedad  de  las  sumarias  indicaciones  que  acabo  de 
someter  á la  ilustración  del  Congreso,  me  siento,  es- 
perando oir  las  razones  de  la  Comisión,  que  no  me 
convencerán  probablemente. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

Ei  Sr.  MAURA:  Señores  Diputados,  el  Sr.  Domín- 
guez, de  cuyo  convencimiento  actual  no  espero  sa- 
carle con  mis  pobres  observaciones,  ha  dedicado  una 
parte  de  su  discurso  ai  intento  de  mortificar  al  señor 
Ministro  de  Gracia  y Justicia,  porque  resultaba  en 
esta  parte  alterado  su  proyecto;  olvidando  S.  S.  que 
por  ese  camino  estarían  de  más  las  Córles,  y sería 
imposible  que  una  Comisión  aceptase,  como  estamos 
aceptando  nosotros  enmiendas.  No  faltaba  más,  sino 
que  por  haber  alterado  en  verdaderos  accidentes,  por- 
que ni  un  solo  pensamiento  cardinal  y fundamental 
se  ha  tocado  en  todo  el  proyecto,  pudiera  haber  de 
parte  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  (al  hacerse 
cargo,  y estimar  como  buenas  ó transigir  con  ellas, 
las  opiniones  de  la  Comisión,  que  á su  vez  las  lia  re- 
cogido de  la  Cámara  entera  en  las  audiencias  cele- 
bradas), hubiera  para  el  Sr.  Ministro,  género  alguno  de 
mortificación  ni  de  abdicación.  Para  eso  es  el  Parla- 
mento, para  eso  es  la  Comisión,  para  oso  son  las  en- 
miendas, que" ya  vé  el  Congreso  que  estamos  admi- 
tiendo con  verdadera  largueza. 

Dejando  á un  lado  este  aspecto,  todo  se  reduce  á lo 
siguiente:  el  Sr.  Ministro,  dentro  del  pensamiento  de 
la  selección,  que  ha  quedado  íntegro,  y de  las  dos  lis- 
tas. encomendaba  la  selección  á las  Salas  de  gobierno 
de  las  Audiencias.  Nosotros  liemos  conservado  en  la 
selección,  cuanto  puede  ser  eficaz,  la  intervención  que 


el  Sr.  Ministro  daba  al  elemento  judicial;  pero  al  mis- 
mo tiempo,  liemos  creído  (y  en  las  audiencias  que  dió 
la  Comisión  esta  fué  advertencia  que  se  nos  hizo),  que 
no  es  posible  que  los  presidentes  de  Audiencias  y los 
magistrados,  tengan  del  personal  que  figura  en  las 
primeras  listas  un  conocimiento  tan  cabal  como  el  que 
puede  tener  la  Junta  selectora  que  nosotros  nombra- 
mos; y habría  de  suceder  por  necesidad,  pues  no  vale 
tanto  la  teoría  como  una  exacta  apreciación  de  la  rea- 
lidad, que  esc  caciquismo  de  que  teóricamente  se  duele 
tanto  el  partido  conservador  en  sus  especulaciones  de 
oposición,  tendría  entrada  franca  en  el  consejo  que 
necesitaría  tomar  la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia, 
ó del  gobernador  de  la  provincia,  ó de  las  autoridades 
locales*  ó de  las  personas  influyentes;  asesorándose  en 
privado  de  quienes  conocieran  la  localidad  y las  per- 
sonas, que  no  puede  conocer  un  magistrado  extraño  al 
país,  porque  si  es  del  país  es  incompatible. 

De  modo,  que  nosotros  hemos  allegado  al  elemento 
judicial  que  había  de  hacer  la  selección,  el  elemento 
popular  que  trae  el  conocimiento  de  las  personas,  sin 
el  cual  ei  primero  de  estos  elementos  no  podía  ser 
consciente.  Pero  hemos  dejado  la  autoridad  judicial 
que  preside  la  Junta  hasta  llegar  á la  Audiencia,  que 
podrá  segregar  después  algún  nombre  que  se  haya  á 
su  vez  deslizado  á la  sombra  de  esas  pasiones  y de  esos 
intereses  que  teme  S.  S.  que  tengan  acceso  en  las  Jun- 
tas de  partido;  y,  desconfiando  de  las  impurezas  de  la 
realidad,  pero  no  hasta  el  punto  de  suicidarnos  y re- 
nunciar á todo,  porque  yo  no  sé  cuál  es  la  solución  del 
partido  conservador,  dado  ei  Jurado  y dadas  las  dos 
listas,  hemos  colocado  al  lado  del  elemento  judicial, 
en  cuyo  elogio  decía  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia frases  que  están  todavía  completamente  vivas,  ese 
elemento  de  los  mayores  contribuyentes,  del  párroco 
y del  maestro  más  antiguo  de  la  cabeza  de  partido, 
para  poder  conseguir  el  objeto  que  nos  proponemos, 
mejor  que  pudiera  esperarse  de  la  judicatura  por  sí 
sola.Y  con  esto  me  parece  que  queda  explicada  la  va- 
riación de  la  Comisión,  y justificado  que  el  Sr.  Minis- 
tro de  Gracia  y Justicia,  sin  retirar  uno  solo  de  los 
motivos  que  exponía  para  justificar  la  garantía  que 
representa  la  intervención  de  la  autoridad  judicial, 
haya  aceptado  la  adición  que  propuso  la  Comisión.  He 
dicho. 

Ei  Sr.  DOMINGUEZ  (D.  Lorenzo):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  DOMINGUEZ  (D.  Lorenzo):  Extraña  al  se- 
ñor Maura  que  la  minoría  conservadora  no  presente 
una  solución  concreta  en  este  punto  capital  de  la  se- 
lección de  los  jurados  frente  á la  que  nos  da  la  Co- 
misión. Esta  extrañezano  puede  ser  más  singular. 

Frente,  á la  fórmula  de  la  Comisión  yo  presento  la 
fórmula  del  mismo  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia. 
¿No  es  esta  una  solución?  Esta  fórmula  del  proyecto 
primitivo  está  copiada  en  la  enmienda,  y he  debido 
explicarme  muy  mal  cuando  S.  S.  no  lo  ha  compren- 
dido. De  todas  suertes,  aunque  yo  me  hubiera  expli- 
cado mal,  estando  escrita  la  solución  en  la  enmienda, 
S.  S.  no  tenía  derecho  para  decir  que  no  oponíamos 
una  solución  enfrente  de  la  que  da  la  Comisión  á 
este  asunto. 

Por  lo  demás  las  razones  que  lia  dado  S.  S.  con- 
tra la  selección  por  las  Salas  de  gobierno  de  las  Au- 
diencias, no  van  contra  mí.  van  contra  el  Sr.  Minis- 
tro de  Gracia  y Justicia.  El  Sr.  Ministro  es  quien 
asegura  que  la  administración  de  justicia  está  com- 
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pletamente  apartada  de  la  política,  y que  es  la  más 
difícil  de  influir  por  la  política,  de  atender  á bastar- 
das influencias,  y S.  S.  cree,  á pesar  de  esas  razones 
tan  elocuentemente  expuestas  en  los  párrafos  del 
preámbulo  que  lie  leido,  que  las  Salas  de  gobierno  de 
las  Audiencias  van  á ser  eco  y reflejo  de  las  imposi- 
ciones y de  las  exigencias  de  los  caciques  de  los  pue- 
blos. Esto  dígaselo  S.  S.  ai  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  y allá  con  él  se  entienda,  si  puede,  sobre 
esta  capital  divergencia.  Y renuncio  á rectificar  nin- 
gún otro  concepto  de  S.  S.» 

Leida  por  segunda  vez  la  enmienda  del  Sr.  Do- 
mínguez; y hecha  la  pregunta  de  si  se  tomaba  en  con- 
sideración, el  acuerdo  deL  Congreso  fué  negativo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
artículo.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación  y fué  aprobado. 

Se  leyó  el  art.  31,  que  decía  así: 

«Art.  31.  Durante  el  mes  de  Mayo,  el  juez  de  ins- 
trucción designará  los  seis  vocales  que,  bajo  su  pre- 
sidencia, lian  de  formar  la  Junta  del  i)artido  ó distri- 
to. Hará  esta  designación  por  suerte,  sacando  cuatro 
nombres  entre  los  de  los  12  mayores  contribuyentes 
por  territorial,  y dos  nombres  entre  los  de  los  seis 
mayores  contribuyentes  por  industrial  que  residan  en 
la  población.  No  entrarán  en  suerte  los  que  aquel  ano 
hayan  sido  vocales  de  una  Junta  municipal,  según  el 
art.  1 4.  El  acto  del  sorteo  será  público  y se  anunciará 
coütres  (lias  do  anticipación  en  el  Boletín  oficial.  El 
Secretario  del  Juzgado  lo  será  de  la  J unta,  sin  voz  ni  voto. 

A las  reclamaciones  que  surjan  sobre  la  consti- 
tución de  la  Junta  de  partido  y sus  incidencias,  será 
enteramente  aplicable  el  párrafo  5.°  del  art.  14. 

Luego  que  el  juez  de  instrucción  baya  recibido 
las  copias  certificadas  de  las  listas  municipales,  con- 
vocará á la  Junta,  y ésta,  por  mayoría  de  votos,  de- 
cidiendo el  presidente  los  empates,  elegirá  la  décima 
parte  de  los  cabezas  de  familia  comprendidos  en  to- 
das las  listas  municipales,  que  considere  más  aptos 
para  el  cargo  de  jurados,  procurando  que  la  elección 
recaiga  en  vecinos  de  todas  las  localidades,  sin  des- 
atender las  distancias  y los  medios  de  comunicación 
que  puedan  facilitar  la  asistencia  de  los  electos  á las 
sesiones  del  Tribunal. 

Si  la  décima  parte  no  llegase  á 300  cabezas  de 
familia,  se  completará  este  número  mínimo. 

Si  todas  las  listas  municipales  de  capacidades  con- 
tuviesen más  de  150  nombres,  la  Junta  designará  los 
que  conceptúe  más  idóneos,  basta  completar  dicho 
número,  en  la  forma,  quo  indica  el  párrafo  2.° 

Cuando  quiera  que  los  acuerdos  de  la  Junta  de 
partido  ó distrito  no  se  adopten  por  unanimidad,  de- 
berán constar  en  el  acta,  no  solo  las  votaciones  nomi- 
nales, sino  también  los  motivos,  sucintamente  ex- 
puestos, de  los  encontrados  pareceres.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  art.  31  queda  redactado 
después  de  admitida,  en  parte,  la  enmienda  del  señor 
Manteca,  en  la  forma  que  dará  á conocer  el  señor 
presidente  de  la  Comisión. 

El  Sr.  MAURA:  Queda  redactado  el  artículo  de 
este  modo: 

«Durante  el  mes  de  Mayo  el  juez  de  instrucción  de- 
signará los  ocho  vocales  que,  bajo  su  presidencia,  han 
de  formar  la  Junta  del  partido  ó distrito.  Esta  so  com- 
pondrá del  cura  párroco  y del  maestro  de  instrucción 
primaría  más  antiguos,  y de  seis  contribuyentes  de- 


signados estos  por  suerte,  sacando  cuatro  nombres 
entre  los  doce  mayores  contribuyentes  por  territorial 
y dos  nombres  entre  los  seis  mayores  contribuyentes 
por  industrial  que  residan  en  la  población.» 

Y sigue  el  artículo,  porque  toda  la  novedad  con- 
siste en  añadir  á los  seis  mayores  contri  bu yentas  el 
párroco  y el  maestro  de  escuela  de  la  cabeza  del  dis- 
trito. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
artículo.» 

No  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  la 
palabra  en  contra,  se  puso  á votación  y fué  aprobado 
en  estos  términos: 

«Art.  31.  Durante  el  mes  do  Mayo,  el  juez  de  ins- 
trucción designará  los  ocho  vocales  que,  bajo  su  pre- 
sidencia, han  de  formar  la  Junta  del  partido  ó distrito. 
Esta  se  compondrá  del  cura  párroco  y del  maestro  do 
instrucción  primaria  más  antiguos,  y de  seis  contri- 
buyentes designados  estos  por  suerte,  sacando  cuatro 
nombres  entre  los  doce  mayores  contribuyentes  por 
territorial  y dos  nombres  cutre  los  seis  mayores  con- 
tribuyentes por  industrial  que  residan  en  la  pobla- 
ción. No  entrarán  en  suerte  los  que  aquel  año  hayan 
sido  vocales  de  una  Junta  municipal,  según  el  ar- 
tículo 14.  El  acto  del  sorteo  será  público  y se  anun- 
ciará con  tres  dias  do  anticipación  en  el  Boletín  ofi- 
cial. El  secretario  del  Juzgado  lo  será  de  la  Junta, 
sin  voz  ni  volo. 

A las  reclamaciones  que  surjan  sobre  la  consti- 
tución de  la  Junta  de  partido  y sus  incidencias,  será 
enteramente  aplicable  el  párrafo  5.°  del  art.  14. 

Luego  que  el  juez  de  instrucción  baja  recibido 
las  copias  certificadas  de  las  listas  municipales,  con- 
vocará á la  Junta,  y ésta,  por  mayoría  de  votos,  de- 
cidiendo el  presidente  los  empates,  elegirá  la  décima 
parte  de  los  cabezas  de  familia  comprendidos  en  to- 
das las  listas  municipales,  que  considere  más  aptos 
para  el  cargo  de  jurados,  procurando  quo  la  elección 
recaiga  en  vecinos  de  todas  las  localidades,  sin  des- 
atender las  distancias  y los  medios  dé  comunicación 
que  puedan  facilitar  la  asistencia  (le  los  electos  á las 
sesiones  del  Tribunal. 

Si  la  décima  parte  njo  llegase  á 300  cabezas  de  Fa- 
milia, se  completará  este  número  mínimo. 

Si  todas  las  listas  municipales  de  capacidades  con- 
tuviesen más  de  i 50  nombres,  la  Junta  designará  los 
que  conceptúe  más  idóneos,  hasta  completar  (lidio 
número,  en  la  forma  que  indica  el  párrafo  2.° 

Guando  quiera  que  103  acuerdos  de  la  Junta  (lo 
partido  ó distrito  no  se  adopten  por  unanimidad,  de- 
berán constar  en  el  acta,  no  solo  las  velaciones  nomi- 
nales, sino  también  los  motivos,  sucintamente  expues- 
tos, de  los  encontrados  pareceres.» 

Sin  debate  fueron  el  32  y 33,  en  esta  forma: 

«Art.  32.  Antes  de  L°  de  Julio  remitirá  el  juez  de 
instrucción  á la  Junta  (le  gobierno  de  la  Audiencia 
de  lo  criminal  ó Sala  (le  gobierno  de  la  territorial  res- 
pectiva las  copias  de  las  listas  recibidas  de  los  jue- 
ces municipales  y copias  certificadas  por  el  secreta- 
rio, con  su  V.°  B.°,  de  las  listas  formadas  por  la  Junta 
del  partido  ó distrito,  cuyo  original  ú originales,  con 
el  acta  de  la  Junta,  quedarán  archivados  en  el  Juz- 
gado. Guando  no  se  hubieren  tomado  por  unanimidad 
todos  los  acuerdos,  remitirá  además  copia  certificada 
del  acta  ó las  actas  extendidas  con  arreglo  al  artículo 
anterior. 

Art.  33,  La  Audiencia  de  lo  criminal  en  Junta  de 
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gobierno,  ó la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia  terri- 
torial, formará  las  listas  definitivas  de  jurados  del  dis- 
trito respectivo,  con  sujeción  á las  siguientes  reglas: 

1. a  Para  cada  partido  judicial  del  distrito  se  for- 
mará una  lista  de  cabezas  de  familia  comprensiva  de 
200  nombres,  y otra  de  capacidades,  comprensiva  de 
100.  Para  las  poblaciones  donde  existan  dos  ó más 
jueces  de  instrucción,  se  formará  una  sola  lista  de 
cabezas  de  familia  y otra  de  capacidades,  incluyendo 
respectivamente  150  y 75  individuos,  además  del  nú- 
mero que  corresponde  á un  solo  partido,  por  cada  cual 
de  los  otros  Juzgados.  Si  las  listas  de  capacidades  no 
fuesen  suficientes  para  completar  el  número,  se  adi- 
cionarán los  mayores  contribuyentes  que  figuren  en 
las  listas  de  cabezas  de  familia,  donde  se  considerarán 
como  baja. 

2. a  La  Junta  ó Sala  de  gobierno,  en  vista  de  las 
actas  de  las  Juntas  de  partido  6 distrito,  y de  los 
otros  antecedentes  que  hubiere  allegado,  podrá  acor- 
dar que  no  entren  en  el  sorteo  prevenido  en  la  re- 
gla 3.a  aquellos  individuos  cuya  idoneidad  hubiera 
sitio  discutida  en  las  Juntas  de  partido  ó distrito. 

3. a  Los  nombres  de  todos  los  individuos  que  figu- 
ren en  las  listas  remitidas  por  los  jueces,  excepto  los 
que  se  hubieren  excluido  en  virtud  de  la  regla  ante- 
rior, entrarán  en  suerte  para  elegir  los  que  han  de 
formar  las  listas  definitivas  de  cabezas  de  familia  y 
de  capacidades,  según  la  regla  1.a 

4. a  Contra  los  actos  y acuerdos  de  las  Audiencias 
en  la  formación  de  las  listas  definitivas  no  so  darán 
otros  recursos  que  los  de  responsabilidad. 

5. a  Las  listas  definitivas  quedarán  ultimadas  an- 
tes del  dia  I.°  de  Agosto  de  cada  año. 

6. a  Inmediatamente  se  publicarán  en  el  Boletín 
oficial  las  listas  definitivas  de  cada  partido  judicial.» 

Se  leyó  el  34,  que  decía  así: 

«Art.  34.  Los  jueces  municipales  tendrán  obliga- 
ción de  poner  en  conocimiento  del  presidente  de  la 
Audiencia  de  lo  criminal  ó de  la  territorial  respecti- 
va, tan  pronto  como  de  ello  tengan  conocimiento,  los 
individuos  de  las  listas  definitivas  que  se  hallaren  ó 
recayeren  en  cualquiera  de  los  casos  de  incapacidad 
ó incompatibilidad  á que  se  refieren  los  artículos  10 
y 1 1 de  esta  ley.  Remitirán  los  comprobantes  de  los 
hechos  que  comuniquen.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (lbarra):  Hay  una  enmienda 
del  Sr.  Aparicio  (D.  Luis),  que  dice  así: 

a El  art.  34,  se  adicionará  con  el  siguiente  párrafo: 

«Todas  las  actuaciones  relativas  á la  formación 
de  listas,  rectificaciones  ó recursos  derivados  de  ellas, 
se  formalizarán  en  papel  de  oficio  y sin  derechos  ni 
costas.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  manifestará 
si  acepta  ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  admite  la  adición 
del  Sr.  Aparicio,  que  tiene  por  objeto  declarar  ó hacer 
constar  que  todas  las  actuaciones  para  reclamar  so- 
bre las  lisias,  se  harán  sin  bostas  y en  papel  de  oficio. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  va  á leer  el  artículo  con 
la  adición  aceptada  del  Sr.  Aparicio. » 

El  Sr.  SECRETARIO  (lbarra):  Dice  así: 

«Art.  34.  Los  jueces  municipales  tendrán  obliga- 
ción de  poner  en  conocimiento  del  presidente  de  la 
Audiencia  de  lo  criminal  ó de  la  territorial  respecti- 
va, tan  pronto  como  do  ello  tengan  conocimiento,  los 
individuos  de  las  listas  definitivas  que  se  hallaren  ó 
recayeren  en  cualquiera  do  los  casos  do  incapacidad 


ó incompatibilidad  á que  se  refieren  los  artículos  10 
y 1 1 de  esta  ley.  Remitirán  los  comprobantes  de  los 
hechos  que  comuniquen. 

Todas  las  actuaciones  relativas  á la  formación 
de  listas,  rectificaciones  ó recursos  derivados  de  ellas, 
se  formalizarán  en  papel  de  oficio,  y sin  derechos  ni 
costas. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
artículo.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votaciou  y fué  aprobado. 

Sin  debate  lo  fueron  el  35,  36,  37,  38,  39  y 40, 
en  estos  términos: 

«Art.  35.  Cuando  en  las  causas  que  sean  de  la 
competencia  del  Jurado  se  acuerde  por  la  Audiencia 
abrir  el  juicio  oral,  se  mandarán  pasar  sucesivamente 
al  fiscal  y demás  partes  interesadas  á los  efectos  de 
lo  dispuesto  en  ios  arts.  G49  y siguientes  de  la  ley 
de  enjuiciamiento  criminal  hasta  el  054 inclusive. 

También  se  observará  en  todas  sus  partes  lo  dis- 
puesto en  el  655,  y el  juicio  que  hubiere  de  limitarse 
á la  prueba  y discusión  de  los  inintos  relativos  á la 
responsabilidad  civil,  se  celebrará  ante  el  Tribunal  de 
derecho. 

Art.  36.  Si  los  procesados  no  se  conformasen  con 
la  pena  correccional  pedida  por  la  parte  acusadora,  ó 
los  letrados  defensores  conceptuasen  necesaria  la  con- 
tinuación del  juicio,  se  reservará  la  causa  al  conoci- 
miento del  Jurado,  lo  mismo  que  aquellas  otras  en 
que  no  proceda  el  trámite  de  la  conformidad. 

Art.  37.  En  unas  y otras  causas,  tanto  el  Minis- 
terio fiscal  como  las  demás  partes,  manifestarán  en 
sus  respectivos  escritos  de  calificación  las  pruebas  do 
que  intenten  valerse,  presentando  listas  de  los  peritos 
y testigos  que  hayan  de  declarar  á su  instancia,  con 
las  circunstancias  determinadas  en  el  párrafo  2.°  del 
art.  656  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal;  y si, 
por  manifestar  primeramente  su  conformidad  con 
la  pena  pedida,  no  hubiese  alguno  de  los  procesados 
propuesto  la  prueba  en  el  escrito  do  calificación,  se 
mandará  por  la  Audiencia  que  en  el  término  de  se- 
gundo dia  la  presente  en  los  expresados  términos. 

Art.  38.  Propuesta  de  la  manera  indicada  la  prue- 
ba do  que  intentan  valerse  las  partes,  se  observará 
para  su  admisión  ó denegación  todo  lo  que  disponen 
los  arts.  657,  658  y 659  de  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal,  omitiéndose  únicamente  por  el  pronto  el  se- 
ñalamiento á que  se  refiere  el  último  párrafo  del  659. 

Art.  39.  Cuando  las  causas  de  la  competencia  del 
Jurado  hayan  llegado  á este  estado,  se  suspenderá  su 
curso  hasta  que  deban  practicarse  las  diligencias 
preparatorias  para  la  constitución  del  Tribunal  del 
Jurado  á que  se  refiero  el  capítulo  siguiente,  man- 
dando que  en  su  dia  se  remita  con  la  pieza  de  con- 
vicción á éste. 

Art.  40.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior,  antes  do  suspenderse  la  tramitación  de  la 
causa  podrán  las  partes  proponer  la  recusación  de 
peritos  en  los  términos  expresados  en  el  art.  G62  de 
la  referida  ley  de  enjuiciamiento,  sustanciándose  ei 
incidente  de  la  manera  marcada  en  el  mismo  articu- 
lo, siendo  igualmente  aplicable  lo  dispuesto  en  el  663. 

Se  leyó  el  art.  41,  que  decía  así: 

«Art.  41.  En  vista  de  jas  calificaciones  de  las  par- 
tos acusadoras,  al  comunicar  la  causa  á los  procesa- 
dos ó al  primero  de  ellos,  la  Sala  expresará  si  el  jui- 
cio resulta  de  la  competencia  del  Tribunal  del  Jurado 
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ó del  Tribunal  de  derecho.  Si  los  procesados  ó alguno 
de  ellos  no  consintiere  la  determinación  del  Tribunal 
competente,  podrán  hacer  las  observaciones  que  esti- 
men oportunas  á la  vez  que  evacúen  el  traslado  cou 
arreglo  á lo  prevenido  en  los  arLs.  35  y siguientes. 
Si  resultare  impugnada  la  designación  del  Tribunal 
competente,  se  señalará  dia  para  oir  á las  partes  so- 
bre esta  incidencia* y resolverla,  sin  que  contra  la  re- 
solución quepa  otro  recurso  que  el  de  casación  en  su 
caso  y mediante  protesta  formulada  al  efecto  dentro 
de  tercero  dia. 

Si  se  formulasen  artículos  de  prévio  pronuncia- 
miento, se  estará  á lo  prevenido  en  el  tít.  2.°,  libro  3.° 
de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre 
este  articulo. 

El  Sr.  ALGOGER:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  ALCOCER:  Señores  Diputados,  he  pedido 
la  palabra,  no  para  impugnar  el  articulo,  sinój  para 
hacer  una  sencilla  observación,  con  objeto  de  deter- 
minar á la  Comisión  á que  medite  sobre  ella,  y vea, 
si  en  su  consecuencia,  puede  mejorar  este  artículo. 

Entiendo  que  debiera  hacerse  á este  artículo  una 
pequeña  adición,  consignando  que  si  las  partes  en  este 
estado  promoviesen  una  cuestión  prejudicial,  esta  se 
tramitará  como  artículo  de  prévio  pronunciamiento, 
y quedará  en  suspenso  el  curso  de  juicio  hasta  tanto 
que  se  decida  de  una  manera  firme  dicho  artículo. 
Considero  que  esto  es  de  suma  importancia;  y antes 
de  pedir  la  palabra,  me  be  acercado  á consultar  el 
punto  con  el  señor  presidente  de  la  Comisión  y con 
otro  de  los  señores  vocales,  y lian  comprendido  que 
efectivamente  requiere  alguna  meditación;  porque  si 
no  es  el  tribunal  de  derecho  el  que  en  una  ú otra 
forma  resuelve  la  cuestión  prejudicial,  podría  llevarse 
esto,  que  entrañaría  una  cuestión  de  derecho  civil  ó 
de  derecho  administrativo,  á la  resolución  del  .Turado. 
No  hay  en  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal  artículo 
alguno  que  determine  el  período  en  que  puede  pro- 
moverse la  cuestión  prejudicial,  y entiendo  yo  que 
con  esta  adición  que  lie  propuesto,  á la  vez  que  se 
llena  el  vacío  que  existe  en  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal,  se  evita  el  grave  riesgo  y los  grandes  per- 
juicios que  resultarían  de  que  se  llevasen  envueltas 
en  las  preguntas  que  se  han  de  hacer  á los  jurados 
cuestiones  de  gran  trascendencia,  tanto  en  el  órden 
civil  como  en  el  órden  administrativo. 

Paréceme  que  con  las  ligeras  palabras  que  he 
pronunciado,  habrán  comprendido  la  Comisión  y el 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  la  tendencia  y el 
propósito  que  me  han  obligado  á hacer  uso  de  la  pa- 
labra. Y como  no  venía  preparado  para  hacer  un 
discurso,  ni  mi  posición  tampoco  me  lo  permite, 
puesto  que  lo  único  que  me  es  lícito  es  hacer  obser- 
vaciones para  que  de  amigo  á amigo  sean  estas  con- 
testadas, doy  por  terminado  lo  que  tenía  que  decir,  y 
me  siento. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  agradece  al  Sr.  Al- 
cocer el  propósito,  y aun  reconoce  el  acierto  con  que 
ha  puesto  el  dedo  sobre  una  dificultad:  lo  que  hay  es 
que  entiende  la  Comisión  que  no  puede  resolverse  en 
esta  ley  la  dificultad,  que  no  es  tampoco  del  tamaño 
que  el  Sr.  Alcocer  imagina. 

Los  artículos  de  prévio  pronunciamiento  á que 


hace  referencia  el  artículo,  son  una  incidencia  propia 
del  plenario,  cuya  tramitación  está  en  la  ley  de  En- 
juiciamiento; y la  ley  del  Jurado  no  hace  sino  una 
referencia  á la  ley  de  enjuiciamiento,  sin  alterarla. 
Las  cuestiones  prejudiciales  son  otra  cosa  y no  se 
puede  modificar  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal 
sin  ir  á grandes  complicaciones.  No  se  puede  subor- 
dinar á.  la.  fórmula  procesal  del  artículo  de  prévio 
pronunciamiento  toda  cuestión  prejudicial,  porque 
esta  es  una  condicional  de  la  jurisdicion;  es  una  cir- 
cunstancia que  limita,  detiene  y aplaza  la  jurisdicción 
del  tribunal  criminal:  cuestión  que  puede  surgir 
antes  del  plenario,  que  si  surge  durante  el  plenario  va 
dentro  de  uno  de  los  artículos  de  prévio  pronuncia- 
miento, pero  siendo  más  extensas  las  cuestiones  pre- 
judiciales y pudiendo  en  cada  caso  surgir  antes  ó 
después  del  plenario,  no  es  lícito  tratar  de  esto  que 
sería  oportuno  tratándose  de  modificar  la  ley  de  enjui- 
ciamiento criminal,  y nosotros  no  hemos  querido  ha- 
cer más  que  referencias  y empalmes  de  la  ley  del 
Jurado  con  la  de  enjuiciamiento  criminal. 

Yo  espero  que  el  Sr.  Alcocer  comprenderá  que 
no  se  puede  declarar  en  absoluto  que  toda  cuestión 
prejudicial  es  objeto  de  un  artículo  de  prévio  y espe- 
cial pronunciamiento;  y por  esto  la  Comisión  tiene  el 
sentimiento  de  no  poder  acceder  al  ruego  de  S.  S. 

Ei  Sr.  ALCOCER:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  para  rec- 
tificar. 

El  Sr.  ALCOCER:  Indudablemente  no  ha  medi- 
tado el  señor  presidente  de  la  Comisión  el  alcance  de 
mi  observación, 

Dice  el  art.  3.°  de  la  ley  de  enjuiciamiento  crimi- 
nal: «La  competencia  de  los  tribunales  encargados  de 
ia  justicia  penal  se  extiende  á resolver,  para  solo  el 
efecto  de  la  represión,  las  cuestiones  civiles  y admi- 
nistrativas prejudiciales  propuestas  con  motivo  de 
los  hechos  perseguidos,  cuando  tales  cuestiones  apa- 
rezcan tan  íntimamente  ligadas  al  hecho  punible  que 
sea  racionalmente  imposible  su  separación.»  No  hay 
en  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal  período  alguno 
dentro  del  cual  pueda  promoverle  esta  cuestión:  en 
el  sumario  no  puede  promoverse,  porque  no  se  oye  á 
la  parte;  la  parte  no  es  oida  sino  cuando  se  la  da  ei 
traslado  de  calificación,  y entonces  es  cuando  por  vía 
de  defensa  puede  proponer  la  cuestión  prejudicial;  y 
esto  es  de  tal  importancia,  que  si  en  algún  caso  de- 
tiene el  curso  del  juicio,  en -otros  es  un  obstáculo  que 
impide  su  seguimiento.  Tal  es  ,por  ejemplo,  cuando 
afecta  á los  derechos  del  matrimonio  ó á los  dere- 
chos del  estado  civil,  y en  su  consecuencia  mientras 
no  venga  una  sentencia  ejecutoria  y firme  en  el  jui- 
cio civil,  el  juicio  criminal  no  puede  pasar  adelante. 
Ahora  bien,  esLa  es  la  dificultad;  en  una  causa  do  la 
competencia  del  Jurado  se  promueve  una  cuestión 
prejudicial,  y esta  cuestión,  ó se  ha  de  tratar  como 
artículo  de  prévio  pronunciamiento,  ó hay  que  lle- 
varla al  Jurado. 

Si  no  se  establece  que  como  artículo  prévio  se  de- 
cida, entonces  indefectiblemente  lia  de  ir  embebida  esa 
cuestión  de  derecho  civil  ó de  derecho  administrativo 
en  las  preguntas  que  se  hagan  al  Jurado;  no  hay  tér- 
mino medio.  Si  se  embeben  en  las  preguntas  que  se 
hacen  á los  jurados  esas  cuestiones  de  derecho  civil, 
al  resolver  sobre  la  culpabilidad  ó inculpabilidad,  re- 
suelven de  plano  esas  cuestiones  administrativas  ó 
civiles.  Por  eso  creo  yo  que,  haciendo  una  pequeña 
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adición  á este  artículo,  se  llenaría  el  vacío  de  la  ley 
de  enjuiciamiento  criminal,  á la  vez  que  evitarla  los 
inconvenientes  y males  que  podrían  resultar. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S.  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  MAURA:  Para  rectificar  muy  brevemente, 
y para  ver  si  logro  desvanecer  la  duda  ó el  recelo  del 
Sr.  Alcocer. 

La  Comisión  quisiera  que  se  fijara  S.  S.  en  que  no 
opone  á esto  la  Comisión  una  resistencia  sistemática. 
Su  señoría  pretende  una  modificación  en  la  ley  de  en- 
juiciamiento criminal,  y esto  bastaría  para  excusarla, 
porque  la  Comisión  ahora  se  propone  hacer  una  ley 
sobre  el  durado  con  los  empalmes  necesarios  con  la 
ley  procesal;  y si  se  tratase  de  modificar  la  ley  de 
enjuiciamiento  criminal,  esto  sería  otro  asunto,  y ha- 
bría otro  proyecto,  y otra  Comisión  nombrada  para 
este  objeto. 

Pero  descendiendo  al  fondo  mismo  de  la  propues- 
ta, debo  hacer  notar  al  Sr.  Alcocer  que  no  pueden 
llegar  las  cuestiones  prejudiciales  á ensanchar  las 
preguntas  al  Jurado  basta  abarcar  una  cuestión  civil 
ó administrativa;  porque  lo  peor  que  puede  pasar  es, 
que  al  abrirse  el  juicio  oral,  la  cuestión  prejudicial 
no  haya  surgido;  y como  toda  cuestión  prejudicial  es 
de  jurisdicción,  en  cuanto  limita  ó aplaza  la  compe- 
tencia del  tribunal,  resulta  que,  á virtud  del  artículo 
tic  prévio  pronunciamiento,  núm.  l.°  del  art.  G6G  de 
la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  viene  la  cuestión 
de  competencia  por  motivo  de  haber  una  cuestión  pre- 
judicial. Y esto,  no  solamente  puede  ser,  sino  que  es 
lodos  los  dias; 

De  modo  que  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal 
no  es  defectuosa.  Pero  repito,  ¿para  qué  liemos  de 
discutir  ahora  esa  ley?  Lo  que  ahora  estamos  haciendo 
es  una  ley  del  Jurado  que  hemos  empalmado  con  la 
de  enjuiciamiento  criminal.  Si  hay  que  reformar  esta 
última  ley,  vendrá  otra  proposición  ú otro  proyecto 
del  Gobierno  y se  nombrará  otra  Comisión.  He  dicho. 

El  Sr.  ALCOCER:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  ALCOCER:  No  tenía  empeño  en  promover 
cuestiones  con  la  Comisión,  puesto  que  mi  objeto, 
única  y exclusivamente,  era  hacer  una  observación 
sobre  un  punto  que  yo  consideraba  de  suma  impor- 
tancia por  los  perjuicios  y por  los  males  que  podría 
acarrear. 

Por  lo  mismo  que  no  tenía  propósito  ni  siquiera 
do  hablar  esta  tarde,  y mucho  ménos  de  promover 
cuestiones  con  la  Comisión,  doy  por  terminadas  mis 
observaciones,  si  bien  tengo  el  pleno  convencimiento 
de  que  esa  cuestión  queda  en  pié,  y no  hay  manera 
ninguna  de  resolverla  como  no  se  haga  lo  que  se  pro- 
pone en  la  adición,  puesto  que  lo  que  ha  dicho  el  se- 
ñor Maura  respecto  á la  competencia  no  es  admisible 
sino  cuando  la  competencia  afecta  al  urden  penal: 
pero  no  cuando  afecta  al  órden  civil;  por  ejemplo,  no 
se  podría  suscitar  la  competencia  por  una  cuestión 
prejudicial  que  naciera  de  la  violación  ó cualquiera 
otro  delito. 

Mi  objeto  era  presentar  una  Observación  para  que 
si  la  Comisión  creía  que  merecía  la  pena  de  meditarla, 
retirase  el  artículo  y lo  redactase  de  nuevo;  no  siendo 
así,  yo  agradezco  la  deferente  contestación  que  me  ha 
dado  S,  S,» 


No  habiendo  ningún  otro  Sr.  Diputado  que  pidiera 
la  palabra  en  contra,  se  puso  á votación  el  artículo 
y quedó  aprobado. 

Se  leyó  el  42,  que  decía  así: 

«Art.  42.  El  Tribunal  del  Jurado  se  reunirá  den- 
tro de  las  épocas  que  se  señalan  á continuación. 

Desde  i.°  de  Enero  á 30  de  Abril. 

Desde  l.°  de  Mayo  á 31  de  Agosto. 

Desde  l.°  de  Setiembre  á 31  de  Diciembre. 

Las  reuniones  se  verificarán  en  las  poblaciones 
donde  existan  Salas  ó Audiencias  de  lo  criminal,  ó 
en  las  cabezas  de  partido  cuando  por  el  número  de 
procesados  y testigos,  la  índole  de  los  procesos,  la 
mayor  facilidad  de  las  comunicaciones  ú otras  cir- 
cunstancias, pareciere  preferible  para  la  administra- 
ción de  justicia. 

El  presidente  de  la  Audiencia  de  lo  criminal,  bajo 
la  inspección  del  de  la  territorial  respectiva  y éste, 
por  lo  tocante  al  distrito  de  la  Sala  de  lo  criminal, 
señalarán,  con  la  conveniente  anticipación  los  luga- 
res y los  dias  en  que  hayan  de  comenzar  las  sesiones 
de  cad  i período,  y se  publicará  el  acuerdo  en  el  Bo- 
letín o i * al.  También  se  podrá  acordar  que  las  sesio- 
nes se  celebren  en  lugar  más  próximo  al  en  que  se 
hubier'  perpetrado  el  delito,  cuando  circunstancias 
excepcionales  lo  exigieren. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  Hay  una  enmienda 
del  Sr.  Fiel,  que  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  á la  aprobación  del  Congreso  la  siguiente 
adición  al  párrafo  2.°  del  art.  42  del  dictámen  refe- 
rente al  proyecto  de  ley  sobre  establecimiento  del 
juicio  por  jurados: 

«En  Baleares  y Canarias  el  Tribunal  del  Jurado 
que  haya  de  conocer  de  las  causas  de  un  partido  ju- 
dicial que  no  radique  en  la  isla  donde  tenga  su 
asiento  la  Audiencia,  se  constituirá  en  la  cabeza  del 
partido  respectivo.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Mayo  de  1887.=Joa- 
quin  Fiol.=Gipriano  Garijo.=  Antonio  Domínguez 
Álfonso.=Rafael  Prieto  y Caviles.  =Migu  el  Villalba 
Hervás.=Juan  García  del  Castillo.=El  Conde  de  Sa- 
ltenl.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  manifestará 
si  admite  ó no  la  adición. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MAURA:  Aunque  la  Comisión  cree  que  sin 
la  adición  que  se  propone  uo  se  daría  el  caso  de  que 
los  presidentes  de  las  Audiencias,  tratándose  de  par- 
tidos judiciales  separados  por  el  mar,  que  radican  en 
islas  distintas,  determinaran  que  se  constituyese  el 
Tribunal  del  Jurado  en  la  isla  misma  en  que  resida  la 
Audiencia,  la  razón  es  tan  clara  y la  conformidad  con 
el  pensamiento  de  la  Comisión,  tan  grande,  que  la  Co- 
misión, como  aclaración  saludatiíe  y prevención  justa, 
acepta  la  enmienda.» 

Leída  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  el  acuer- 
do del  Congreso  fue  afirmativo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  del  ar- 
tículo con  la  enmienda. 

El  Sr.  Alcocer  tiene  la  palabra,  primero  en  contra* 

El  Sr.  ALCOCER:  Señores  Diputados,  estoy  ha- 
ciendo el  héroe  por  fuerza  teniendo  que  exponer  algu- 
nas observaciones  al  señor  presidente  de  la  Comisión. 

Croo  que  sería  muy  conveniente  que  se  modifica- 
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ra  el  último  párrafo  de  este  artículo  cambiando  una 
palabra,  cosa  que  es,  á mi  juicio,  de  suma  importan- 
cia, porque  puede  determinar  una  série  de  males  bas- 
tante á desacreditar  una  institución  que  yo  no  amo, 
sino  que  idolatro. 

Voy  á hacer  dos  observaciones:  la  una  que  me  ia 
ha  sugerido  la  práctica  que  be  adquirido  en  el  ejerci- 
cio de  la  judicatura,  y la  otra,  que  me  la  ha  sugerido 
el  ejercicio  de  la  profesión. 

Termina  el  párrafo  último,  diciendo  que  la  Au- 
diencia «podrá  acordar  que  las  sesiones  se  celebren 
en  el  lugar  más  próximo  al  en  que  se  hubiese  perpe- 
trado el  delito,  cuando  las  circunstancias  excepciona- 
les lo  exigieren.»  Yo  creo  que  sería  muy  conveniente 
que  en  vez  de  decir  cuando  las  circunstancias  excep- 
cionales lo  exigieren  se  dijese  cuando  las  circunstan- 
cias lo  aconsejen . Con  esta  expresión  suave,  ya  se  tras- 
mitirla á las  Audiencias  de  lo  criminal  nuestro  deseo, 
que  no  es  otro,  sino  que  la  Sección  de  derecho  se 
constituya  cuantas  veces  sea  conveniente  en  el  sitio 
más  próximo  al  lugar  donde  se  haya  cometido  el  de- 
lito; y esto  es  conveniente  allí  donde  las  Audiencias 
de  lo  criminal,  abarcan  10  ó 12  Juzgados  y las  capi- 
tales de  algunos  distan  muchos  kilómetros  de  la  ca- 
pital de  la  Audiencia.  Si  se  deja  el  artículo  tal  como 
está  redactado,  podrán  creer  los  tribunales  de  dere- 
cho que  tienen  autorización  para  economizar  las  sa- 
lidas Lodo  lo  posible. 

Señores,  sobre  esto  la  experiencia  debe  hacernos 
cautos.  Una  de  las  cosas  que  más  repugnaban  á cier- 
tos magistrados  cuando  hace  años  se  estableció  esta 
institución,  era  el  tener  que  abandonar  el  lugar  de 
su  residencia  y trasladarse  á puntos  distantes,  donde 
tenian  que  permanecer  algunos  dias  alejados  de  sus 
familias  y privados  de  las  cariñosas  atenciones  de  las 
esposas  y de  los  hijos,  de  que  tanto  necesita  el  hom- 
bre que  está  muy  entrado  en  la  carrera  de  la  vida,  y 
sucedia  que  ai  hacer  el  alarde  de  las  causas,  se  elogia 
el  lugar  más  céntrico,  ó más  bien  el  lugar  donde  me- 
jor y más  cómodo  alojamiento  pudieran  encontrar  los 
magistrados,  y de  esta  suerte  resultaba  que,  elegida 
la  capital  de  la  provincia,  allí  tenian  que  concurrir 
jurados  y testigos,  atravesando  largas  distancias  y 
permaneciendo  separados  por  espacio  de  mucho  tiem- 
qo  del  cuidado  de  sus  intereses  y de  su  hacienda. 

Pues  bien;  cainbiaudo  la  redacción  en  la  forma 
que  indico,  comprenderán  las  Audiencias  de  lo  crimi- 
nal que  nuestro  deseo  es  que  en  todos  aquellos  casos 
en  que  la  buena  administración  de  justicia  aconseje 
que  se  traslade  el  tribunal  de  derecho  al  punto  más 
próximo  al  de  la  comisión  del  delito,  lo  hagan. 

La  otra  Observación  se  relaciona  con  el  art.  37  ya 
aprobado.  Las  pruebas  se  han  de  proponer  ncesaria- 
mente  en  la  capital  de  la  Audiencia,  y por  consi- 
guiente, la  representación  del  procesado  residirá  nece- 
sariamente en  esa  capital.  Si  el  defensor  ó defensores 
del  procesado  ó procesados  hubiesen  sido  nombrados 
por  éstos,  no  tendrían  ninguna  dificultad  en  trasla- 
darse al  punto  más  próximo  al  de  la  ejecución  del 
delito,  cuando  así  lo  estimara  la  Audiencia  de  lo  cri- 
minal; pero  si  el  defensor  ó defensores  fuesen,  como 
generalmente  acontece,  de  los  nombrados  por  turno, 
ó tendrían  que  trasladarse  á ese  lugar,  y por  consi- 
guiente, por  razón  de  su  cargo  se  verían  obligados  á 
permanecer  algún  tiempo  alejados  de  su  bufete  y se- 
parados de  su  familia,  ó quedaria  indefenso  el  proce- 
sado, puesto  que  el  letrado  rehuiría  hacer  el  traslado, 


para  lo  cual  no  hay  ley  ninguna  que  le  obligue. 

Me  consultado  particularmente  esta  duda  con  el 
señor  presidente  de  la  Comisión,  quien  me  ha  indi- 
cado que  en  efecto  resultaban  en  esta  parte  de  la  ley 
ciertas  dificultades  que  él  no  se  atrevia  á resolver,  y 
yo  creo  que  pueden  resolverse  del  siguiente  modo: 
imponiendo  á los  defensores  la  obligación  de  trasla- 
darse con  la  sección  de  derecho  al  punto  más  próximo 
al  de  la  perpetración  del  delito,  en  aquellos  casos  que 
la  Audiencia  ó Sala  de  lo  criminal  así  lo  acuerde , si 
bien  reconociendo  siempre  el  derecho  en  los  letrados 
de  turno  para  solicitar  el  abono  de  las  correspondien- 
tes dietas.  De  esta  suerte  se  armonizan  los  dos  inte- 
reses, el  interés  de  la  justicia,  y el  interés  siempre 
respetable  de  los  letrados,  á quienes  no  puede  ni  debe 
imponérseles  una  carga  que  excede,  por  decirlo  así, 
los  límites  de  la  jurisdicción,  dentro  de  la  cual  ejer- 
cen su  profesión. 

Animado,  pues,  del  deseo  de  mejorar  en  esta  parte 
el  articulado,  he  hecho  estas  observaciones,  y yo  me 
felicitaría  de  que,  por  virtud  de  ellas,  la  Comisión 
creyera  que  el  artículo  se  podia  redactar  de  manera 
que  quedasen  obviadas  todas  esas  dificultades. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MAURA:  Dos  puntos  ha  tocado  el  Sr.  Alco- 
cer en  su  breve  discurso.  El  uno  atañe  á la  frase  final 
del  párrafo  último  del  art.  42  tal  como  antes  estaba 
redactado. 

Quisiera  el  Sr.  Alcocer  que  se  obviase  el  caso  de 
contituirse  el  tribunal  del  Jurado,  no  ya  en  la  cabeza 
del  partido,  sino  en  un  lugar  más  próximo  que  la  ca- 
beza de  partido  al  de  la  perpetración  del  delito...  (El 
Sr.  Alcocer  hace  signos  negativos.) 

Pues  entonces,  ó no-he  entendido  el  pensamiento 
del  Sr.  Alcocer , ó S.  S.  no  ha  leído  despacio  el  ar- 
tículo 42. Este  artículo  encomienda  á ladiscrecion,ála 
prudencia  de  los  presidentes  de  Audiencia,  atendidas 
las  circunstancias  de  cada  caso,  la  índole  y gravedad 
del  proceso,  el  número  de  testigos  que  han  de  con- 
currir, etc.,  etc.*,  encomiéndale  la  designación  en  cada 
cuatrimestre  del  lugar  donde  ha  de  constituirse  el  J u- 
rado,  que  podrá  ser  aquel  en  que  reside  la  Audiencia 
ó la  cabeza  de  partido;  porque  después  de  largas  de- 
liberaciones y de  muy  serias  dudas,  la  Comisión  se 
convenció,  sobre  todo,  por  los  datos  que  pidió  al  señor 
Ministro  de  Gracia  y Justicia,  de  que  era  punto  ménos 
que  imposible  establecer  un  criterio  uniforme  y ab- 
soluto sobre  esta  materia,  y de  que  era  menester  dar 
á la  ley  la  flexibilidad  necesaria  para  que  pueda  ple- 
garse á ia  diversidad  de  circunstancias,  de  modo  que 
la  misma  acción  gubernativa,  y aun  la  intervención 
de  la  censura  parlamentaria,  y de  la  opinión  pública, 
fuesen  poco  á poco  realizando,  en  ia  medida  de  lo  po- 
sible, el  ideal,  que  es  que  el  Jurado  se  constituya  en 
el  mismo  punto  donde  haya  ocurrido  el  delito. 

Pero  si  la  Comisión  encontró  dificultades  para 
llevar  el  Jurado  á las  cabezas  de  partido,  dificulta- 
des mucho  mayores  (como  son  las  dictas  á ios  ma- 
gistrados, el  abandono  de  la  justicia  correccional,  el 
establecimiento  del  tribunal  en  pueblos  donde  no  hay 
preparado  local  á propósito)  encuentra  para  llevarlo  á 
poblaciones  que  no  son  siquiera  cabeza  de  partido;  y 
por  esto  se  ha  permitido  que  por  circunstancias  ex- 
cepcionales se  constituya  el  Tribunal  del  Jurado  en 
lugares  que  no  sean  cabeza  de  partido;  pero  eso  no 
puede  establecerse  como  cosa  normal,  porque  á tanto 
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no  se  puede  llegar  ahora,  por  más  que  á eso  pueda 
aspirarse  en  lo  sucesivo,  porque  el  ideal  es  aproximar 
todo  lo  posible  la  administración  de  justicia  al  punto 
en  que  se  ha  cometido  el  delito. 

El  segundo  punto  habia  preocupado  á la  Comi- 
sión, como  tuve  el  honor  de  manifestar  al  Sr.  Alcocer 
cuando  tuvo  la  bondad  de  hacerme  privadamente  su 
indicación,  y anotado  está  aquí,  al  márgen  del  pro- 
yecto, como  problema  al  cual  no  encontramos  solu- 
ción. Desde  el  instante  en  que  se  evacúan  las  conclu- 
siones  en  la  población  donde  reside  la  Audiencia,  y el 
Tribunal  del  Jurado  puede  funcionar  en  otro  punto, 
surge  el  siguiente  conflicto:  ó el  abogado  que  evacuó 
las  conclusiones  va  con  el  tribunal  ó tiene  el  proce- 
sado otro  abogado.  En  esta  dificultad,  parece  que  lo 
más  discreto  es  callarnos,  porque  si  se  quiere  hacer 
leyes  demasiado  casuísticas  y menudas,  se  engendran 
mayores  conflictos  que  los  que  se  intenta  resolver. 

En  cada  caso  ocurrirá  que  el  abogado  que  evacuó 
las  conclusiones  irá  con  la  Sección  de  derecho,  ó que 
el  procesado  nombrará  otro  abogado,  si  el  primera- 
mente nombrado  no  puede  asistir  á las  sesiones  del 
juicio,  ó que  el  que  evacuó  las  conclusiones  designa- 
rá un  sustituto.  Como  esto  es  tan  circunstancial,  co  • 
mo  es  imposible  medir  todos  los  casos  con  igual  ra- 
sero, la  Comisión  reconoce  el  inconveniente,  siente 
no  encontrar  manera  de  remediarlo;  pero  se  ve  en  la 
necesidad  de  mantener  el  artículo  tal  como  está  re- 
dactado, lamentando  no  poder  acceder  á las  indica- 
ciones del  Sr.  Alcocer,  que,  por  ser  de  S.  S.,  merecen 
gran  consideración  á ía  Comisión. 

El  Sr.  ALCOCER:  Doy  gracias  á la  Comisión  por 
las  explicaciones  que  se  ha  servido  darme,  y á la  vez 
agradezco  al  Sr.  Maura  las  benévolas  frases  que  me 
ha  dirigido.» 

No  habiendo  ningún  otro  Sr.  Diputado  que  pidiera 
la  palabra  en  contra,  se  puso  á votación  y fue  apro- 
bado en  esta  forma: 

« Art.  42.  El  Tribunal  del  Jurado  se  reunirá  den- 
tro de  las  épocas  que  se  señalan  á continuación. 

Desde  l.°  de  Enero  á 30  de  Abril. 

Desde  l.°  de  Mayo  á 31  de  Agosto. 

Desde  l.°  de  Setiembre  á 31  de  Diciembre. 

Las  reuniones  se  verificarán  en  las  poblaciones 
donde  existan  Salas  ó Audiencias  de  lo  criminal,  ó en 
las  cabezas  de  partido  cuando  por  el  número  de  pro- 
cesados y testigos,  la  índole  de  los  procesos,  la  mayor 
facilidad  de  las  comunicaciones  ú otras  circunstan- 
cias, pareciere  preferible  para  la  administración  de 
justicia.  En  Baleares  y Canarias,  el  Tribunal  del  Ju- 
rado que  baya  de  conocer  de  las  causas  de  un  partido 
judicial  que  no  radique  en  la  Isla  donde  teuga  su 
asiento  la  Audiencia,  se  constituirá  en  la  cabeza  del 
partido  respectivo. 

El  presidente  de  la  Audiencia  de  lo  criminal,  bajo 
la  inspección  del  de  la  territorial  respectiva,  y éste, 
por  lo  tocante  al  distrito  de  la  Sala  de  lo  criminal, 
señalarán,  con  la  conveniente  anticipación,  los  luga- 
res y los  dias  en  que  hayan  de  comenzar  las  sesiones 
de  cada  período,  y se  publicará  el  acuerdo  en  el  Bo- 
letín oficial.  También  se  podrá  acordar  que  las  sesio- 
nes se  celebren  en  lugar  más  próximo  al  en  que  se 
hubiere  perpetrado  el  delito,  cuando  circunstancias 
excepcionales  lo  exigieren.» 

Se  leyó  el  art.  43,  que  decia  así: 

«Art.  43.  Para  llevar  á efecto  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  las  Salas  ó Audiencias  de  lo  crimi- 


nal, y en  su  caso  las  respectivas  Secciones,  harán  en 
los  dias  16  de  Diciembre,  de  Abril  y de  Agosto  un 
alarde  general  de  las  causas  de  cada  partido  que  se 
hallen  en  estado  de  someterse  al  Jurado  en  el  cua- 
trimestre próximo. 

Esto  no  obstante,  si  durante  un  cuatrimestre  lle- 
gara alguna  causa  al  estado  de  poder  verse  ante  el 
Jurado,  y las  circunstancias  de  la  misma  aconsejasen 
su  prouta  sustanciacion,  podrán  los  tribunales  acor- 
dar lo  conveniente  para  que  se  reúna  desde  luego  el 
Jurado  correspondiente  al  partido  de  donde  proceda, 
aun  cuando  no  se  haya  verificado  el  alarde  general.» 

El  Sr.  SECRETARIO  ([barra):  Hay  una  enmienda 
del  Sr.  Gamazo  (D.  Trifnio),  que  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  proponen  al  Con- 
greso como  adición  al  art.  43  del  dictámen  de  la  Co- 
misión del  proyecto  de  ley  sobre  el  juicio  por  jurados. 

Después  del  párrafo  primero  del  art.  43  citado,  se 
añadirá: 

«Se  incluirán  en  este  alarde,  cuando  tengan  es- 
tado, las  causas  por  delitos  que  competan  al  tribu- 
nal del  Jurado,  formadas  con  arreglo  al  tít.  3.°  del  libro 
4.°  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  si  ocurre  en 
ellas  lo  previsto  en  el  párrafo  primero  del  art.  796 
de  dicha  ley.» 

Palacio  del  Congreso  9 de  Mayo  de  1887.=Tri- 
fino  Gamazo.=Pablo  Cruz.==César  Alba.=Juan  José 
López.  = Pegerto  Pardo  Balmonte.  = Eduardo  Ruiz 
García  Hita —Juan  Guerrero.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  tiene  la  pala- 
bra para  manifestar  si  admite  ó no  la  adición. 

El  Sr.  MAURA:  La  enmienda  de  que  acaba  de 
darse  cuenta,  tiende  á llenar  una  omisión  observada 
en  el  proyecto,  y que  proviene  de  que  siendo  delitos 
correccionales  el  objeto  de  los  procedimientos  espe- 
ciales contra  reos  cogidos  infraganti,  y siendo  raro 
que  estos  delitos  correccionales  sean  de  la  competen- 
cia del  Jurado,  el  proyecto  no  se  habia  cuidado  de 
este  punto. 

Queda,  pues,  admitida  la  enmienda,  porque  es  un 
enlace  útil  y necesario  entre  esta  ley  y la  de  enjui- 
ciamiento criminal,  desde  el  momento  en  que  hay 
procesos  correccionales  de  que  conocerá  el  Jurado,  y 
debe  aplicárseles  lo  dispuesto  en  la  ley  de  enjuicia- 
miento criminal  para  el  caso  de  que  se  traLa.» 

Leida  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  el  acuerdo 
del  Congreso  fuá  afirmativo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
artículo  con  la  enmienda.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra  se 
puso  á votación,  y fué  aprobado  en  estos  términos: 
«Art.  43.  Para  llevar  á efecto  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  las  Salas  ó Audiencias  de  lo  crimi- 
nal, y en  su  caso  las  respectivas  Secciones,  harán  en 
los  dias  16  de  Diciembre,  de  Abril  y de  Agosto  un 
alarde  general  de  las  causas  de  cada  partido  que  se 
hallen  en  estado  de  someterse  al  Jurado  en  el  cuatri- 
mestre próximo. 

Se  incluirán  en  este  alarde,  cuando  tengan  es- 
tado, las  causas  por  delitos  que  competan  al  tribu- 
nal del  Jurado,  formadas  con  arreglo  al  tít.  3.°  del  libro 
4.°  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  si  ocurre  en 
ellas  lo  previsto  en  el  párrafo  i.°  del  art.  796  de  di- 
cha ley. 

Esto  no  obstante,  si  durante  un  cuatrimestre  lie— 

I gara  alguna  causa  al  estado  de  poder  verse  aute  eL 
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Jurado,  y las  circunstancias  de  la  misma  aconsejasen 
su  pronta  sustanciacion,  podrán  los  tribunales  acor- 
dar lo  conveniente  para  que  se  reúna  desde  luego  el 
Jurado  correspondiente  al  partido  de  donde  proceda, 
aun  cuando  no  se  haya  verificado  el  alarde  general.» 

Sin  debate  lo  fué  el  44,  que  decia  lo  siguiente: 

«Arl.  44.  Después  de  verificados  estos  alardes,  ó 
en  el  caso  del  párrafo  2."  del  articulo  anterior,  previa 
la  designación  del  lugar  y el  dia  en  que  deban  co- 
menzar las  sesiones,  uno  de  los  secretarios  do  la 
Audiencia  ó Sala  de  lo  criminal  de  la  sección  respec- 
tiva, sacará  á la  suerte  20  jurados  de  la  lista  de  ca- 
bezas de  familia,  y 16  de  la  de  capacidades  de  cada 
partido  judicial.  Asistirán  á esta  operación,  previa- 
mente citados,  el  Ministerio  fiscal  y los  representan- 
tes de  los  acusadores  privados,  de  los  actores  civiles, 
de  los  procesados  y de  los  responsables  civiles,  cuyas 
causas  hayan  de  ser  vistas  y sentenciadas. 

No  entrarán  en  suerte  los  individuos  de  las  listas 
definitivas  respecto  de  los  cuales,  por  antecedentes 
que  el  juez  municipal  hubiere  remitido,  en  virtud  del 
art.  34  de  esta  ley,  ó por  documentos  que  los  intere- 
sados presenten,  si  el  Tribunal  los  estima  bastantes, 
conste  que  están  en  alguno  de  los  casos  señalados 
en  los  arts.  10  y 1 1 de  esta  ley.  Tampoco  entrarán 
en  sorteo  los  que  se  hubieren  excusado  justificada- 
mente por  alguno  de  los  motivos  que  menciona  el  ar- 
tículo 13. 

A medida  que  el  secretario,  en  cumplimiento  de 
lo  que  dispone  el  párrafo  l.°,  vaya  sacando  cada  una 
de  las  papeletas,  la  entregará  al  presidente,  quien 
la  leerá  en  alta  voz.  Oida  la  lectura  de  cada  nombre, 
el  fiscal  y los  representantes  de  las  partes  manifesta- 
rán si  recusan  al  jurado  precisamente  por  alguna  de 
las  causas  enumeradas  en  el  art.  12,  puntualizándola 
con  todas  las  circunstancias  en  que  funden  la  recu- 
sación. 

Así  formulada  ósla,  si  todas  las  otras  partes  pre- 
sentes se  mostrasen  conformes  con  la  certeza  del  mo- 
tivo expresado  por  el  recusante,  se  admitirá  la  recu- 
sación sin  más  pruebas.  En  defecto  do  unanimidad, 
se  sorteará  el  sustituto  del  jurado  recusado  para  que 
reemplace  á éste  en  el  caso  de  ser  admi  tida  la  recu- 
sación definitivamente  en  vista  de  las  pruebas. 

Se  continuará  extrayendo  papcleLas  hasta  com- 
pletar el  número  que  señala  el  párrafo  i.°  de  este 
artículo,  de  jurados  contra  los  cuales  no  penda  recu- 
sación por  alguno  de  los  motivos  del  art.  12 

Inmediatamente  se  sortearán  en  igual  forma  seis 
supernumerarios,  entre  los  que  residan  en  el  lugar 
donde  se  hayan  de  celebrar  las  sesiones,  cuatro  de 
la  lista  de  cabezas  de  familia  y dos  de  la  de  capa- 
cidades. 

Terminado  el  acto  á que  se  refiere  este  artículo, 
las  partes  no  podrán  proponer  recusación  fundada  en 
las  causas  que  enumera  el  arl.  12.» 

Se  leyó  el  45,  que  decia  así: 

«Art.  45.  En  el  acto  mismo  á que  se  refiere  el  ar- 
tículo anterior,  si  se  hubiesen  propuesto  recusacio- 
nes admitidas  de  piano,  el  Tribunal  señalará  el  dia  en 
que  ha  de  oir  respecto  de  las  mismas  al  recusante  y 
á las  otras  partes  que  quieran  concurrir.  Para  la  vis- 
la,  no  se  harán  otras  citaciones  que  las  que  resulten 
del  conocimiento  que  las  partes  presentes  tomarán 
del  señalamiento  al  suscribir  el  acta  de  sorteo,  don- 
de constará  la  providencia  de  la  Sala. 

En  los  dias  intermedios  podrán  prepararse  las 


pruebas  pertinentes  á las  recusaciones,  no  siendo  ad- 
misible la  testifical,  cuya  lista  no  quede  presentada  en 
los  dos  dias  subsiguientes  al  acto  del  sorteo.  Contra 
las  providencias  del  Tribunal  sobre  admisión  de  prue- 
bas en  estas  incidencias  no  se  dará  recurso  alguno. 

El  dia  señalado,  el  Tribunal  examinará  los  testi- 
gos oportunamente  anunciados,  recibirá  y verá  las 
demás  pruebas,  y oirá  á las  partes  que  hubieren  con- 
currido. 

Resolverá  dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguien- 
tes acerca  de  las  recusaciones,  designando  en  su  caso 
á los  sustitutos  sorteados,  de  los  que  queden  exclui- 
dos para  que  se  les  considere  inclusos  en  la  lista  del 
J urado. 

Contra  esla  resolución  no  se  da  recurso  alguno, 
salvo  lo  que  previene  el  art.  119  en  su  núm.  4." 

Si  no  resulta  comprobada  la  causa  de  recusación, 
podrá  imponer  al  recusante  una  multa  de  100  á 200 
pesetas. 

Las  actuaciones  relativas  al  sorteo,  la  recusación, 
notificación  y citación  do  los  jurados  y supernumera- 
rios electos  después  de  ultimadas,  se  archivarán  en  la 
Secretaría  de  gobierno  del  Tribunal;  pero  en  cada  una 
de  las  causas  que  se  hayan  de  ver  y sentenciar,  se 
hará  constar,  por  certificación  bastante,  el  resultado 
de  las  mismas. » 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  A este  artículo  hay 
una  enmienda  del  Sr.  Aparicio  (ü.  Luis),  que  dice  así: 

El  párrafo  1."  del  art.  45,  se  redactará  en  esta 
forma: 

«En  el  acto  mismo  á que  se  refiere  el  artículo  an- 
terior, si  se  hubiesen  propuesto  recusaciones  no  ad- 
mitidas de  plano,  el  tribunal  señalará  el  dia  en  que 
ha  de  oir  respecto  de  las  mismas  al  recusante  y á las 
otras  partes  que  quieran  concurrir.  Para  la  vista,  no 
se  harán  otras  citaciones  que  las  que  resulten  del  co- 
nocimiento que  las  partos  presentes  tomarán  del  se- 
ñalamiento al  suscribir  el  acta  de  sorteo  donde  cons- 
lará  la  providencia  de  la  Sala.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  manifestará 
si  acepta  ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  MAURA:  Esta  enmienda  no  tiene  de  tal 
más  que  el  nombre;  en  la  copia  del  dictámen  se  ha- 
bía omitido  un  no,  cuya  omisión  salla  á la  vista  con 
solo  leer  el  artículo;  y esla  enmienda  no  es  más  que 
el  medio  reglamentario  de  salvar  ese  error  material. 
I.a  Comisión,  por  tanto,  la  acepta;» 

Leída  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  el  acuerdo 
del  Congreso  fué  afirmativo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
artículo  con  la  enmienda.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación  y fué  aprobado  en  esta  forma: 

«Art.  45.  En  el  acto  mismo  á que  se  refiere  el  ar- 
tículo anterior,  si  se  hubiesen  propuesto  recusaciones 
no  admitidas  de  plano,  el  tribunal  señalará  el  dia  en 
que  ha  de  oir  respecto  de  las  mismas  al  recusante  y 
á las  oirás  partes  que  quieran  concurrir.  Para  la  vis- 
ta, no  se  harán  otras  citaciones  que  las  que  resulten 
del  conocimiento  que  las  partes  presentes  tomarán 
del  señalamiento  al  suscribir  el  acta  de  sorteo  donde 
constará  la  providencia  de  la  Sala. 

En  los  días  intermedios  podrán  prepararse  las 
pruebas  pertinentes  á las  recusaciones,  no  siendo  ad- 
misible la  testifical,  cuya  lista  no  quede  presentada 
en  los  dos  dias  subsiguientes  al  acto  del  sorteo.  Cou> 
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tra  las  providencias  del  Tribunal  sobre  admisión  de 
pruebas  en  estas  incidencias  no  se  dará  recurso  al- 
guno. 

El  dia  señalado,  el  Tribunal  examinará  los  testi- 
gos oportunamente  anunciados,  recibirá  y verá  las 
demás  pruebas,  y oirá  á las  partes  que  hubieren  con 
currido. 

Resolverá  dentro  de  las  veinticuatro  horas  si- 
guientes acerca  de  las  recusaciones,  designando  en  su 
caso  á los  sustitutos  sorteados,  de  los  que  queden  ex- 
cluidos para  que  se  les  considere  inclusos  en  la  lista 
del  Jurado. 

Contra  esta  resolución  no  se  da  recurso  alguno, 
salvo  lo  que  previene  el  art.  119  en  su  núm.  4.° 

Si  no  resulta  comprobada  la  causa  de  recusación, 
podrá  imponer  al  recusante  una  multa  de  lüü  á 200 
pesetas. 

Las  actuaciones  relativas  al  sorteo,  la  recusación, 
notificación  y citación  de  los  jurados  y supernumera- 
rios electos  después  de  ultimadas,  se  archivarán  en  la 
Secretaría  de  gobierno  del  Tribunal;  pero  en  cada  una 
de  las  causas  que  se  hayan  de  ver  y sentenciar,  se 
hará  constar,  por  certificación  bastante,  el  resultado 
de  las  mismas.» 

Se  leyó  el  46,  que  decía  así: 

«Art.  46.  Ai  dia  siguiente  de  haberse  practicado 
los  actos  y diligencias  mencionados  en  el  artículo  an- 
terior, el  presidente  del  Tribunal  expedirá  los  despa- 
chos necesarios  á los  jueces  de  partido,  para  que  por 
medio  de  los  jueces  municipales  respectivos  hagan 
saber  á los  36  jurados  y los  6 supernumerarios  de- 
signados por  la  suerte,  que  concurran,  bajo  la  respon- 
sabilidad del  art.  52  de  esta  ley,  en  el  dia  y sitio  se- 
ñalados; se  mandará  asimismo  dentro  de  cada  proceso 
expedir  los  exhortes  ú órdenes  necesarios  para  la  cita- 
ción de  los  peritos  y testigos  que  las  partes  hubiesen 
designado  para  justificar  los  particulares  de  prueba 
admitidos,  cumpliendo  al  efecto  con  io  dispuesto  en 
los  artículos  660  y 661  de  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal.  Para  estas  citaciones  se  tendrán. presen- 
tes, cuanto  sea  posible,  el  orden  con  que  se  hayan  de 
ver  las  causas,  y la  probable  duración  de  los  juicios 
que  se  hayan  de  celebrar  antes,  coordinando  las  ne- 
cesidades de  la  administración  de  justicia,  con  el 
interés  de  las  partes,  los  testigos  y peritos  de  cada 
proceso.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (¡barra):  A este  artículo  hay 
una  enmienda  del  Sr.  Aparicio  (D.  Luis)  que  dice  así: 

«El  art.  46  quedará  redactado  en  los  siguientes 
términos: 

«Art.  46.  Al  dia  siguiente  de  haberse  practicado 
los  actos  y diligencias  mencionados  en  el  artículo  an- 
terior, el  presidente  del  tribunal  expedirá  los  despa- 
chos necesarios  á los  jueces  de  partido,  para  que  por 
medio  de  los  jueces  municipales  respectivos,  hagan  sa- 
ber á los  36  jurados  y los  6 supernumerarios  designa- 
dos por  la  suerte,  que  concurran,  bajo  la  responsabi- 
lidad del  art.  52  de  esta  ley,  en  el  dia  y sitio  señalados 
para  constituir  el  tribunal  del  Jurado  que  ha  de  co- 
nocer de  las  causas  del  partido  judicial  correspon- 
diente; se  mandará  asimismo,  dentro  de  cada  proceso, 
expedir  los  exhortos  ú órdenes  necesarios  para  la  ci- 
tación de  ios  peritos  y testigos  que  las  partes  hubie- 
sen designado  para  justificar  los  particulares  de  prue- 
ba admitidos,  cumpliendo  al  efecto  con  lo  dispuesto 
en  los  arts.  660  y 661  de  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal.  Para  estas  citaciones,  se  tendrán  presentes, 


cuanto  sea  posible,  el  órden  con  que  se  hayan  de  ver 
las  causas  y la  probable  duración  de  los  juicios  que 
se  hayan  de  celebrar  antes,  coordinando  las  necesida- 
des de  ia  administración  de  justicia  con  el  interés  de 
las  partes,  los  testigos  y perilos  de  cada  proceso.» 

El  Sr.  presidente:  La  Comisión  tiene  la  pala- 
bra para  decir  si  admite  ó no  la  enmienda.» 

El  Sr.  MAURA:  Esta  enmienda  se  baila  en  el  mis- 
mo caso,  poco  ménos,  que  la  anterior.  Tiene  por  objeto 
aclarar,  por  más  qne  claro  está,  que  el  Jurado  se 
constituye  para  las  causas  de  los  respectivos  partidos 
judiciales,  y solo  añade  un  inciso  que  aclara  este  punto 
que  ya  estaba  en  el  dictámen  de  la  Comisión;  así  es 
que  la  Comisión  acepta  la  enmienda  como  más  feliz 
expresión  de  su  pensamiento.» 

Leida  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  el  acuerdo 
del  Congreso  fué  afirmativo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  este 
artículo  con  la  enmienda.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación  el  artículo,  y quedó  aprobado  en 
esta  forma: 

«Art.  46.  Al  dia  siguiente  de  haberse  practicado 
los  actos  y diligencias  mencionados  en  el  artículo  an- 
terior, el  presidente  del  tribunal  expedirá  los  depa- 
chos necesarios  á los  jueces  de  partido,  para  que  por 
medio  délos  jueces  municipales  respectivos,  bagan 
saber  á los  36  jurados  y los  6 supernumerario  desig- 
nados por  la  suerte,  que  concurran,  bajo  la  responsa- 
bilidad del  art.  52  de  esta  ley,  en  el  dia  y sitio  señala- 
dos para  constituir  el  tribunal  del  Jurado  que  ha  de 
conocer  de  las  causas  del  partido  judicial  correspon- 
diente: se  mandará  asimismo,  dentro  de  cada  proceso, 
expedir  los  exhortos  ú órdenes  necesarios  para  la  ci- 
tación de  los  peritos  y Lesligos  que  las  partes  hubie- 
sen designado  para  justificar  los  particulares  de  prue- 
ba admitidos,  cumpliendo  al  efecto  con  lo  dispuesto 
en  los  arts.  660  y 661  de  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal,  Para  estas  citaciones,  se  tendrán  presentes, 
cuanto  sea  posible,  el  órden  con  que  se  hayan  de  ver 
las  causas  y la  probable  duración  de  los  juicios  que 
se  hayan  de  celebrar  antes,  coordinando  las  necesida- 
des de  la  administración  de  justicia  con  el  interés  de 
las  partos,  los  testigos  y peritos  de  cada  proceso.» 

Sin  debate  fueron  aprobados  los  arts.  47,  48,  49, 
50,  51,  52,  53,  54,  55,  56  y 57,  en  esta  forma: 

«Art.  47.  El  presidente  dispondrá  que  los  procesa- 
dos presos  sean  trasladados  oportunamente  á la  cár- 
cel de  la  población  donde  ha  de  reunirse  el  Jurado, 
y que  se  les  cite  para  el  acto  del  juicio,  lo  mismo  que 
á los  que  se  hallaren  en  libertad  provisional,  á sus 
fiadores  y á las  personas  civilmente  responsables. 

Igual  citación  se  hará  al  Ministerio  fiscal,  al  que- 
rellante particular  y al  actor  civil  en  su  caso. 

La  falta  de  esta  citación  será  motivo  de  casación 
si  el  que  debiere  ser  citado  no  compareciese  en  el 
juicio. 

Art,  48.  Durante  la  segunda  quincena  de  los  me- 
ses de  Diciembre,  Abril  y Agosto  se  anunciarán  en  el 
respectivo  Boletín  oficial  de  la  provincia  los  jurados 
y supernumerarios  que  hubiesen  sido  designados  para 
cada  partido,  el  sitio  y el  dia  en  que  deban  presen- 
tarse, y las  causas  que  habrán  de  verse. 

Art.  49.  Los  jueces  de  partido,  tan  pronto  como 
reciban  los  despachos  en  que  se  les  comunique  el  re- 
sultado del  sorteo  de  jurados,  expedirán  los  inanda- 
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mientos  necesarios  á los  jueces  municipales  á cuyo 
término  correspondan  los  designados  por  la  suerte, 
para  que  sean  desde  luego  citados. 

Art.  50.  Los  jueces  municipales  acordarán  sin 
demora  la  práctica  de  la  citación,  observándose  para 
ello  las  disposiciones  relativas  á las  mismas,  consig- 
nadas en  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal. 

Art.  51.  Si  al  practicarse  las  citaciones  resultare 
haber  fallecido  alguno  de  los  designados  como  jura- 
dos ó supernumerarios,  ó hallarse  físicamente  impe- 
dido de  concurrir  á la  convocatoria,  ó estar  ausente, 
sin  que  se  espere  su  regreso  oportuno,  se  liará  constar 
por  el  juez  municipal,  acreditando  la  defunción  por 
certificación  del  Registro,  el  impedimento  físico  por 
reconocimiento  facultativo,  y la  ausencia  por  mani- 
festación de  la  persona  á quien  haya  debido  hacerse 
en  su  defecto  la  notificación. 

Los  justificantes  mencionados  se  remitirán  con  el 
mandamiento  al  juez  del  partido,  y por  éste  á la  Au 
diencia,  á fin  de  que  en  los  procesos  pendientes  de 
vista  se  haga  constar  el  resultado  de  las  diligencias. 

Art.  52.  I^a  apertura  de  las  sesiones  no  se  suspen- 
derá por  la  falta  de  alguno  de  los  designados,  con  tal 
que  concurran  á lo  ménos  28,  entre  jurados  y super- 
numerarios. 

Guando  no  se  reúna  este  número,  se  suspenderá  la 
apertura  de  las  sesiones  por  el  tiempo  absolutamente 
Ijreciso  para  completar  aquel  con  otras  personas  que 
ante  los  jueces  de  derecho  se  sortearán  de  la  lista  co- 
rrespondiente al  partido  á que  pertenezca  la  pobla- 
ción, verificándose  el  sorteo,  ya  por  la  lisLa  de  los 
cabezas  de  familia,  ya  por  la  de  las  capacidades,  se- 
gún pertenecieren  á una  ú otra  los  que  falten. 

Losjueces  de  derecho  acordarán,  al  mismo  tiempo, 
de  plano  y sin  más  recurso  que  el  de  súplica  ante  los 
mismos,  la  imposición  de  una  multa  de  50  á 500  pe- 
setas a los  que  hubiesen  dejado  de  concurrir  sin  cau- 
sa legítima. 

Aunque  estén  presentes  28  ó más  jurados,  los  su- 
pernumerarios quedarán  incorporados  á la  lista  mien- 
tras no  se  complete  el  número  de  36.  Los  que,  según 
el  órden  del  sorteo,  no  cupieren  en  este  número,  que- 
darán en  libertad  de  retirarse  desde  el  comienzo  de 
las  sesiones  á que  se  refiere  el  artículo  siguiente. 

Art.  53.  En  el  diadel  señalamiento  para  la  reunión 
del  Jurado,  se  constituirán  los  jueces  de  derecho  con 
los  jurados  y supernumerarios  que  se  hubiesen  pre- 
sentado, y si  el  número  fuese  suficiente,  con  arreglo 
á la  presente  ley,  el  presidente  abrirá  la  sesión,  y se 
procederá  á constituir  el  Tribunal  que  ha  de  ver  y 
sentenciar  el  primer  proceso. 

Art.  54.  Seguidamente  mandará  leer  los  capítu- 
los l.°  y 2.°  del  lítulo  l.°  de  esta  ley  y el  auto  dictado 
en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  art.  44,  dentro 
do  la  causa  para  cuyo  juicio  se  ha  de  sortear  el  Ju- 
rado. 

Después  se  leerá  la  lisia  de  los  jurados  presentes, 
ménos  los  que  de  oficio  hubiese  excluido  la  Sección, 
en  virtud  del  parte  mencionado  en  el  art.  39,  llamán- 
doles uno  á uno  é interrogándoles  si  están  compren- 
didos en  alguno  de  los  casos  expresados  en  los  artícu- 
los 12  y 13  de  esta  ley. 

Art.  55.  Acto  seguido,  el  presidente  depositará 
en  una  urna  tantas  papeletas  cuantos  fuesen  los  ju- 
rados y supernumerarios  presentes  y admitidos,  le- 
yéndolas en  alia  voz,  las  que  habrán  de  contener  el 
nombre  y apellido  de  cada  jurarlo,  y en  seguida  pro-  I 


cederá  al  sorteo  de  los  12,  más  los  dos  suplentes  que 
con  los  jueces  de  derecho  han  de  formar  el  Tribunal 
para  la  causa  cuyo  juicio  se  vaya  á celebrar  inme- 
diatamente. 

Art.  56.  El  presidente  irá  sacando  una  á una  las 
papeletas  de  la  urna,  leyendo  en  alta  voz  ios  nombres 
que  contuvieren,  y no  pasará  á sacar  otra  hasta  que 
el  procesado  ó los  procesados  de  una  parte  y de  otra 
parte  el  fiscal  y los  acusadores  particulares,  manifies- 
ten si  aceptan  ó recusan  como  jurado  al  designado 
por  la  suerte;  y así  sucesivamente,  hasta  que  haya 
14  jurados  no  recusados  por  nadie,  contando  al  efecto 
aquellos  cuyos  nombres  no  hayan  salido  de  la  urna. 

Los  dos  últimos,  cuyos  nombres  salgan  de  ésta, 
serán  los  que  funcionen  como  suplentes. 

La  preferencia  para  recusar  corresponderá  alter- 
nativamente á la  parte  do  los  acusados  y á la  de  los 
acusadores,  comenzando  por  aquella,  á fin  de  que  la 
goce  una  vez  más  si  es  impar  el  número  de  recusa- 
ciones admisibles.  Siendo  varios  los  procesados  ó los 
acusadores,  y no  poniéndose  de  acuerdo  para  que  uno 
solo  lleve  en  la  recusación  la  voz  del  grupo,  cuando 
la  preferencia  corresponda  á la  parte  cuyos  indivi- 
duos no  estén  convenidos,  turnarán  estos  en  el  goce 
de  dicha  preferencia  por  el  orden  que  señalará  el  pre- 
sidente, sin  ulterior  recurso. 

Los  actores  civiles  y los  responsables  civilmente 
no  intervendrán  en  esta  recusación. 

Art.  57.  En  el  momento  en  que  haya  12  jurados 
no  recusados,  más  los  dos  suplentes,  ó los  precisos 
para  formar  el  mismo  número  con  los  de  las  últimas 
papeletas  que  quedasen  en  la  urna,  el  presidente  de- 
clarará terminado  el  sorteo  y ordenará  que  se  pro- 
ceda á recibir  juramento.» 

Se  leyó  el  58,  que  decía  así: 

Art.  58.  Puestos  de  pié  los  14  jurados,  el  presi- 
dente pronunciará  las  siguientes  frases:  ¿ Juráis  por 
Dios  desempeñar  bien  y fielmente  vuestro  cargo , exami- 
nando con  rectitud  los  hechos  en  que  se  funda  la  acu- 
sación contra  N.  iV.,  apreciando  sin  odio  ni  afecto  las 
pruebas  que  se  os  dieren  y resolviendo  con  imparciali- 
dad si  son  ó no  responsables  de  los  hechos  que  se  les  i m - 
putatf! 

Los  jurados,  acercándose  de  dos  en  dos  á la  mesa 
del  presidente,  sobre  la  que  estará  colocado  un  Cru- 
cifijo y delante  de  él  abiertos  los  Evangelios,  se  arro- 
dillarán y después  de  poner  sobre  estos  la  mano  de- 
recha, contestarán  en  alta  y clara  voz:  Lo  juro. 

Si  alguno  de  los  jurados  manifestase  que  por  ra- 
zón de  sus  creencias  no  puede  prestar  juramento  con 
las  solemnidades  del  párrafo  anterior,  se  colocará  de 
pié  delante  del  presidente,  y en  vez  de  decir  Lo  juro , 
pronunciara  las  siguientes  frases:  Lo  juro  por  mi  honor. 

Después  que  todos  hayan  prestado  ol  juramento, 
permaneciendo  de  pié,  les  dirá  el  presidente:  Si  asilo 
hiciércis , Dios  y vuestros  conciudadanos  os  lo  premien ; 
y si  no y os  lo  demanden. 

Seguidamente  tomarán  asiento  á derecha  é iz- 
quierda de  los  magistrados  ocupando  los  dos  últimos 
lugares  los  dos  supletentes;  y el  presidente  decla- 
rará conscituido  el  Tribunal  y abierto  el  juicio.» 

Ei  Sr.  SECRETARIO  (Arias  do  Miranda):  A este 
artículo  hay  una  enmienda  del  Sr.  Marqués  de  Pidal, 
que  dice  así: 

«El  párrafo  3.°  del  art.  58  se  redactará  de  este 
modo: 

«Si  alguno  de  los  jurados  manifestase  que  por 
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razón  de  sus  creencias  no  podía  prestar  el  juramento 
con  las  solemnidades  del  párrafo  anterior,  se  colocará 
de  pié  delante  del  presidente,  y responderá  asimismo 
con  alta  y clara  voz  á su  pregunta,  diciendo:  «Lo 
juro.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  tiene  la  pala- 
bra para  manifestar  si  acepta  ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  halla,  en  la  enmien- 
da del  Sr.  Marqués  de  Pidal,  respetado  el  precepto 
constitucional,  quizá  más  escrupulosamente  que  en 
su  dictámen,  por  lo  cual,  no  tiene  inconveniente  en 
aceptar  la  enmienda. 

El  Sr.  Marques  de  PIDAL:  Doy  las  gracias  á la 
Comisión  por  haberla  aceptado.» 

Leída  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  el  acuer- 
do del  Congreso  fué  afirmativo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
artículo  con  la  enmienda.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación,  y fué  aprobado  en  la  forma  si- 
guiente: 

«Art.  58.  Puestos  en  pié  los  14  jurados,  el  presi- 
dente pronunciará  las  siguientes  frases:  /Juráis  por 
Dios  desempeñar  bien  y fielmente  vuestro  cargo , exami- 
nando con  rectitud  los  hechos  en  que  se  funda  la  acu- 
sación contra  N.  A7.,  apreciando  sin  odio  ni  afecto  las 
pruebas  que  os  dieren  y resolviendo  con  imparciali- 
dad si  son  ó no  responsables  de  los  hechos  que  se  les  tm- 
pulan? 

Los  jurados,  acercándose  de  dos  en  dos  á la  mesa 
del  presidente,  sobre  la  que  estará  colocado  un  Cru- 
cifijo y delante  de  él  abiertos  los  Evangelios,  se  arro- 
dillarán, y después  de  poner  sobre  estos  la  mano  de- 
recha, contestarán  en  alta  y clara  voz:  Lo  juro . 

Si  alguno  de  los  jurados  manifestase  que  por 
razón  de  sus  creencias  no  podía  prestar  el  juramento 
con  las  solemnidades  del  párrafo  anterior,  se  colocará 
de  pié  delante  del  presidente,  y responderá  asimismo 
con  alta  y clara  voz  á su  pregunta,  diciendo:  «Lo  juro.» 

Después  que  todos  hayan  prestado  el  juramento, 
permaneciendo  de  pié,  les  dirá  el  presidente:  Si  asi  lo 
hiciéreis , Dios  y vuestros  conciudadanos  os  lo  premien ; 
y si  tío,  os  lo  demanden . 

Seguidamente  tomarán  asiento  á derecha  é iz- 
quierda de  los  magistrados,  ocupando  los  dos  últimos 
lugares  los  dos  suplentes,  y el  presidente  declarará 
constituido  el  Tribunal  y abierto  el  juicio.» 

Se  leyó  el  art.  59,  que  decía  de  esta  manera: 

«Art.  59.  El  jurado  que  se  negase  á prestar  jura- 
mento en  una  de  las  formas  designadas  en  el  artículo 
anterior,  será  conminado  con  la  multa  de  25  á 250 
pesetas,  que  los  jueces  de  derecho  le  impondrán  en  el 
acto,  si  á pesar  de  la  conminación  continúa  negán- 
dose á prestar  el  juramento.  Cuando  después  de  esto 
todavía  persistiese  en  su  resistencia,  se  le  procesará 
cou  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  art.  265  del  Código 
penal,  y entrará  á desempeñar  el  cargo  uno  de  los  su- 
plentes.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  A este 
artículo  hay  una  enmienda  del  Sr.  Marqués  de  Pidal, 
que  dice  así: 

«El  art.  59  se  redactará  en  esta  forma: 

«Nadie  podrá  ejercer  las  funciones  de  jurado  sin 
prestar  antes  el  juramento  á que  se  refiere  el  artícu- 
lo anterior,  y los  que  se  negasen  á prestarlo  sin  ale- 
gar más  motivo  que  la  resistencia  á la  ley,  etc.» 


El  Sr.  PRESIDENTE : La  Comisión  manifestará 
si  acepta  ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  MAURA:  Realmente  esta  enmienda  es  un 
corolario  de  la  anterior,  solo  que  la  Comisión,  por 
motivos  de  redacción  y forma,  y segura  de  que  el  se- 
ñor Marqués  de  Pidal  tendrá  la  bondad  de  aceptar  á 
su  vez  esta  enmienda  que  la  Comisión  hace  á la  suya, 
desea  que  la  redacción  se  modifique  en  los  siguien- 
tes términos: 

«Nadie  podrá  ejercer  las  funciones  de  jurado  sin 
prestar  antes  el  juramento  á que  se  refiere  el  artículo 
anterior;  y el  que  se  negare  á prestarle  en  una  de  las 
formas  designadas  en  el  mismo...»  Sigue  el  resto  del 
artículo.  En  este  sentido  es  como  la  Comisión  acepta 
la  enmienda. 

El  Sr.  Marqués  de  PIDAL:  No  tengo  inconve- 
niente en  aceptar  la  modificación  propuesta  por  la 
Comisión.» 

Leída  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  Lomaba  en  consideración,  el  acuerdo 
del  Congreso  íué  afirmativo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
artículo  con  la  enmienda.» 

No  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  la 
palabra  cu  conLra  se  puso  a votación,  y fué  aprobado 
en  estos  términos: 

«Art.  59.  Nadie  podrá  ejercer  las  funciones  de 
Jurado  sin  prestar  antes  el  juramento  á que  se  refiere 
el  artículo  anterior;  y el  que  se  negare  a prestarlo  en 
una  de  las  formas  designadas  en  el  mismo  será  con- 
minado con  la  multa  ie  25  á 250  pesetas,  que  los 
jueces  de  derecho  le  impondrán  en  el  acto,  si  á pesar 
de  la  conminación  continúa  negándose  á prestar  el 
juramento.  Cuando  después  de  esto  todavía  persistiese 
en  su  resistencia,  se  le  procesará  con  arreglo  á lo  dis- 
puesto en  el  art.  265  del  Código  penal,  y entrará  á 
desempeñar  el  cargo  uno  de  los  suplentes.» 

Sin  debate  fueron  aprobados  los  arLs.  60,  61  y 62, 
en  esta  forma: 

«Art.  60.  No  podrán  ser  objeto  de  cada  juicio  más 
que  un  solo  delito  y los  que  con  él  fuesen  conexos. 

El  presidente,  al  declarar  abierto  el  período  de  las 
pruebas,  manifestará  el  objeto  del  juicio. 

Art.  61.  Seguidamente  el  secretario  dará  cuenta 
del  hecho  ó hechos  sobre  que  verse  el  juicio,  de  la 
manera  expresada  en  el  art.  701  de  la  ley  de  enjui- 
ciamiento criminal,  omitiendo  al  leer  ios  escritos  de 
calificación  la  lectura  de  las  conclusiones  referentes 
á la  determinación  de  las  penas;  y verificado  que  sea 
el  interrogatorio  del  procesado  ó procesados,  que  es- 
tarán en  constante  comunicación  con  sus  defensores, 
se  pasará  á la  práctica  de  las  diligencias  de  prueba 
admitidas  ai  tenor  de  lo  dispuesto  en  las  secciones  2.a, 
3.a,  4.a  y 5.°,  capítulo  3.°,  título  3.°,  libro  3.°  de  la 
mencionada  ley  de  enjuiciamiento,  constituyéndose 
el  Jurado  con  los  jueces  de  derecho  en  el  lugar  del 
suceso,  cuando  lo  estimare  necesario  el  Tribunal.  Las 
incidencias  sobre  admisión  de  pruebas  á que  se  re- 
fiere la  ley  de  enjuiciamiento  criminal  serán  decidí 
das  por  los  jueces  de  derecho. 

Art.  62.  El  presidente,  ya  de  oficio,  ya  á instan- 
cia de  cualquiera  de  las  partes,  podrá  alterar  el  orden 
de  las  pruebas  cuando  así  fuese  conveniente  para  el 
mayor  esclarecimiento  de  los  hechos.» 

Se  leyó  el  63,  que  decia  así: 

«Art.  63.  Los  jurados,  previa  la  venia  del  presi- 
dente, podrán  dirigir  á las  partes,  testigos  y procesa- 
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dos  las  preguntas  que  estimen  conducentes  para  acla- 
rar y fijar  los  hechos  sobre  que  verse  la  prueba. 

El  presidente,  antes  de  dar  principio  á los  inte- 
rrogatorios y pruebas,  advertirá  á los  jurados  la  fa- 
cultad que  por  este  artículo  seles  concede.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  A este 
artículo  hay  una  enmienda  del  Sr.  Aparicio  (D.  Luis), 
que  dice  así: 

«El  párrafo  l.°del  art.  63  quedará  redactado  en  es- 
tos términos: 

^ «Los  jurados,  prévia  la  vénia  del  presidente,  po- 
drán dirigir  A las  partes,  testigos,  peritos  y procesa- 
dos las  preguntas  que  estimen  conducentes  para  acla- 
rar y lijar  los  hechos  sobre  que  verse  la  prueba.  Si 
las  preguntas  fuesen  impertinentes  ó capciosas,  según 
parecer  unánime  de  los  jueces  de  derecho,  el  presi- 
dente negará  la  vénia  y se  insertarán  en  el  acta  las 
preguntas  rechazadas.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  tiene  la  pala- 
bra para  decir  si  admite  ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  MAURA:  Tiende  esta  enmienda,  en  primer 
lugar,  á ampliar  el  derecho  de  los  jurados,  que  es 
digno  del  mayor  respeto,  A hacer  pregunta!*  no  solo 
A los  testigos,  sino  también  A los  peritos;  y en  se- 
gundo lugar,  prevé  el  caso  de  que  los  jurados  hicie- 
ran preguntas  capciosas  ó impertinentes,  y mantiene 
la  autoridad  del  presidente,  como  director  natural  de 
los  debates,  para  rechazarlas  con  la  sección  de  dere- 
cho; y entonces  todavía  se  ha  de  consignar  la  pre- 
gunta rechazada  en  el  acta  del  juicio.  Así  desen- 
vuelve el  pensamiento  esta  enmienda,  y la  Comisión 
cree  que  mejora  el  suyo  y tiene  el  gusto  de  acep- 
tarla.» 

Leída  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  el  acuerdo 
del  Congreso  fué  afirmativo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  del  ar- 
tículo con  la  enmienda.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  A votación,  y fué  aprobado  en  la  forma  si- 
guien  le: 

«Art.  63.  Los  jurados,  pnévia  la  vénia  del  presi- 
dente, podrán  dirigir  á las  partes,  testigos,  peritos  y 
procesados  las  preguntas  que  estimen  conducentes 
para  aclarar  y fijar  los  hechos  sobre  que  verse  la  prue- 
ba. Si  las  preguntas  fuesen  impertinentes  ó capciosas, 
según  parecer  unánime  de  ios  jueces  de  derecho,  el 
presidente  negará  la  vénia,  y se  insertarán  en  el  acta 
las  preguntas  rechazadas. 

El  presidente,  antes  de  dar  principio  A los  inte- 
rrogatorios y pruebas,  advertirá  á los  jurados  la  fa- 
cultad que  por  este  artículo  se  les  concede.» 

Sin  debate  fueron  aprobados  el  64,  65,  66  y 67  en 
esta  forma: 

«Art.  64.  Practicadas  todas  las  pruebas,  podrán 
las  partes  reformar  sus  conclusiones  escritas,  sin  de- 
terminar en  este  estado  la  pena,  y seguidamente  usa- 
rán de  la  palabra  el  Ministerio  fiscal,  el  defensor  del 
querellante  particular  y el  del  actor  civil,  si  le  hubiere. 

En  sus  iníormes  se  limitarán  á apreciarlas  prue- 
bas practicadas,  á calificar  jurídicamente  los  hechos 
que  resulten  probados,  y á determinar  la  participa- 
ción que  en  ellos  hubiese  tenido  cada  uno  de  los  pro- 
cesados, así  como  las  circunstancias  eximentes,  ate- 
nuantes ó agravantes  de  la  responsabilidad  de  éstos, 
cuando  las  haya. 

Hablarán  después  los  defensores  de  los  acusados 


y los  de  los  responsables  civilmente  sobre  lo  mismo 
que  hubiese  sido  objeto  de  la  acusación,  y sobre  to- 
dos los  hechos  ó circunstancias  que  puedan  contri- 
buir á demostrar  la  irresponsabilidad  criminal  de  los 
procesados,  ó la  alenuacion  de  su  delincuencia.  No  se 
permitirán  rectificaciones  sino  de  hechos. 

Art.  65.  Si  en  las  conclusiones  reformadas  con 
arreglo  al  párrafo  l.°  del  artículo  anterior,  los  he- 
chos fuesen  calificados  por  todas  las  partes  acusa- 
doras como  delitos  que  no  sean  de  la  competencia  del 
Jurado,  el  presidente,  antes  de  conceder  la  palabra  al 
Ministerio  fiscal,  preguntará  al  defensor  ó los  defen- 
sores del  procesado  ó los  procesados,  si  optan  por 
el  Tribunal  del  Jurado  ó por  el  de  derecho.  Si  el  pro- 
cesado único  ó todos  los  procesados  conformes  opta- 
sen por  este  último,  se  retirarán  en  el  acto  los  jura- 
dos, y el  juicio  concluirá  sin  retroceso  ni  interrup- 
ción ante  los  magistrados,  con  arreglo  á la  ley  de 
enjuiciamiento  criminal. 

En  los  demás  casos,  continuará  y terminará  el 
juicio  auto  el  Tribunal  del  Jurado. 

Art.  66.  Terminados  los  informes,  el  presidente 
preguntará  á los  procesados  si  tienen  algo  que  mani- 
festar por  sí  mismos  al  Tribunal. 

Si  contestasen  afirmativamente,  les  concederá  la 
palabra,  permitiéndoles  decir  todo  cuanto  creyesen 
conveniente  para  su  defensa,  pero  sin  consentir  que 
ofendan  con  sus  palabras  la  moral,  ni  falten  al  res- 
peto al  Tribunal,  ó á las  consideraciones  debidas  A las 
demás  personas. 

Art.  67.  Después  de  esto,  el  presidente  preguntará 
á-  los  jurados  si  consideran  necesaria  alguna  mayor 
instrucción  sobre  cualquiera  de  los  puntos  que  sean 
objeto  del  juicio,  acordando  las  qué  reclamasen,  si 
fuese  x^osible.» 

Se  leyó  el  68,  que  decía  así: 

«Art.  68.  En  seguida  hará  el  presidente  el  resú- 
men de  las  pruebas,  sin  entrar  en  su  apreciación;  el  re- 
súmen de  los  informes  del  ministerio  fiscal  y de  los 
defensores  de  las  partes,  así  como  de  lo  manifestado 
por  los  procesados,  presentando  los  hechos  con  la 
mayor  precisión  y claridad,  y absteniéndose  cuida- 
dosamente de  revelar  su  propia  opinión. 

Expondrá  detenidamente  á los  jurados  la  natura 
leza  jurídica  de  los  hechos  sobre  que  haya  versado  la 
discusión,  determinando  las  circunstancias  constitu- 
tivas del  delito  imputado  á ios  acusados. 

Expondrá  asimismo  la  doctrina  jurídica  relativa 
á las  circunstancias  eximentes,  atenuantes  y agra- 
vantes que  hayan  sido  objeto  de  prueba  y discusión, 
y en  suma,  todo  lo  que  pueda  contribuir  á que  los 
jurados  aprecien  con  exactitud  la  índole  de  los  he- 
chos, y la  participación  que  en  ellos  hubiesen  tenido 
cada  uno  de  los  procesados. 

Todo  esto  lo  hará  el  presidente  con  la  más  estric- 
ta imparcialidad,  y llamará  la  atención  de  los  jurados 
sobre  la  importancia  del  deber  que  van  á cumplir,  y 
rnuy  especialmente  sobre  las  disposiciones  de  la  ley 
concernientes  á su  deliberación  y voto.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  A este 
artículo  hay  una  enmienda  del  Sr.  Mosquera,  que 
dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
presentar  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  ai  dicta- 
men de  la  Comisión  sobre  el  proyecto  de  ley  del  jui- 
cio por  jurados: 

«Supresión  del  art.  68  que  establece  el  resúmen 
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del  presidente,  y de  todas  las  referencias  que  á este 
artículo  se  hacen  en  sus  concordantes.» 

Palacio  del  Congreso  5 de  Mayo  de  1887.=Au- 
gusto  Mosqucra.=Manuel  Ballesteros.=Yicente  Qui- 
roga  Vazquez.=Santiago  de  Andrés  Moreno.=Ma- 
riano  González  Dueñas.=  Federico  Pons.=  Tomás 
Mpntejo.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  dirá  si  acepta 
ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  GARCIA  ALIX:  La  Comisión  tiene  el  sen- 
timiento de  no  poder  admitir  la  enmienda. 

El  Sr.  PRESIDENTE : El  Sr.  Mosquera  tiene  la 
palabra  para  defender  su  enmienda. 

El  Sr.  MOSQUERA:  Señores  Diputados,  sin  jura- 
mento, me  podéis  creer,  que  necesito  toda  vuestra 
benevolencia  ai  dirigiros  la  palabra  por  primera  vez 
y en  unas  circunstancias  tan  poco  favorables  como 
para  mí  son  las  presentes,  pues  llego  ai  debate  cuando 
todos  los  argumentos  se  han  expuesto,  y cuando  se 
lian  discutido  todos  los  puntos.  Sin  embargo,  voy  á 
terciar  en  él,  diciendo  brevísimas  palabras  para  cum- 
plir lo  que  yo  entiendo  que  es  en  mí  una  especie  de 
deber  de  conciencia,  nacido  del  gran  entusiasmo  que 
la  institución  del  Jurado  me  inspira,  á cuya  institu- 
ción quisiera  yo  llevar,  en  la  medida  de  mis  pobres 
fuerzas,  toda  aquella  perfección  que  mi  corta  inteli- 
gencia pudiera  alcanzar. 

Excuso  hacer  protestas  desde  estos  bancos  de  que 
acepto  con  toda  mi  alma  el  proyecto  que  se  está  dis- 
cutiendo, de  que  soy  defensor  decidido  y entusiasta 
fervoroso  de  la  institución  del  Jurado,  y de  que  creo 
que  la  Comisión  ba  llenado  su  cometido  cumplida- 
mente; y porque  siento  esto,  y porque  me  encuentro 
conforme  con  el  proyecto  qué  se  discute,  es  por  lo  que 
quisiera  yo  contribuir  á que  desapareciera  de  él  un 
pequeño  lunar  que,  sin  embargo,  es,  en  mi  sentir,  de 
tal  entidad  en  la  cuestión  práctica  y de  procedi- 
miento,, que  creo  que  de  su  supresión  ó conservación 
depende  que  en  la  ley  resulte  ó se  salve  una  contra- 
dicción palmaria  de  que  adolece  el  dictamen  y una 
casi  negación  de  la  doctrina  democrática  que  viene 
informando  el  proyecto,  y que  resulte  asimismo  des- 
vanecido el  cargo  de  la  desconfianza  en  los  jurados, 
que  ciertos  elementos  de  la  Cámara  suponen  que  ha 
influido  en  la  Comisión  en  varios  puntos  de  este  pro- 
yecto. 

Yo  entiendo,  Bros.  Diputados  (se  ha  repetido  aquí 
basta  la  saciedad  por  los  oradores  de  la  Comisión),  que 
ni  el  Gobierno,  ni  la  Comisión,  ni  la  mayoría  han  abri- 
gado jamás  la  menor  duda,  ni  la  menor  desconfianza 
respecto  al  juicio  por  jurados;  y siendo  esto  así,  no 
me  explico  yo  lo  que  se  establece  en  el  art.  88  respecto 
del  resúmen  del  presidente,  y con  esto  entro  en  la 
cuestión  de  que  se  trata. 

Si  hay  confianza  en  los  jurados,  Sres.  Diputados, 
si  es  que  no  se  quiere  someter  el  Jurado  á la  inlluen- 
cia  de  la  magistratura  togada;  si  es  que  en  esta,  no 
por  cuestión  de  las  personas,  sino  por  razón  del  cargo 
que  desempeñan,  hay  lunares  que  corregir  y vicios 
que  enmendar,  enhorabuena  que  se  ponga  al  Jurado 
en  condiciones  completamente  independientes  de  esa 
magistratura;  pero  venir  aquí  á decirnos:  se  estable- 
ce el  Jurado,  porque  la  magistratura  lleva  en  sí  vi- 
cios ingéniLos  que  la  hacen  imposible  para  el  cum- 
plimiento de  la  justicia  estricta,  y venir  por  otra 
parte  á decirnos:  pues  á eso  Jurado  que  traemos  aquí 
para  salvar  las  dificultades  de  la  magistratura  toga- 
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da,  vamos  á sujetarle  y vamos  á someterlo  á la  in- 
fluencia de  esa  misma  magistratura,  me  parece  que 
es  incurrir  en  una  contradicción,  que  en  mi  sentir, 
no  puede  explicarse  satisfactoriamente. 

Que  el  resumen  del  presidente  influye  sobre  el 
juicio  que  han  de  dictar  los  jurados,  ¿quién  pufedé 
dudarlo?  Porque  si  no  se  creyera  que  había  de  influir, 
¿para  qué  se  hace?  Porque  de  este  dilema  no  se  puede 
salir:  ó el  presidente  al  hacer  el  resumen  de  las  prue- 
bas y de  los  debates  influye  sobre  el  Jurado,  ó no  in- 
fluye. Si  influye,  esta  prescripción  está  en  contradic- 
ción con  el  espíritu  de  la  ley,  y si  no  influye,  es  una 
redundancia  que  desde  luego  debe  suprimirse.  Este 
resumen  que  hace  el  presidente,  y que  no  solo  se  re- 
duce á las  pruebas,  sino  también  á los  debates,  y por 
último,  hasta  á la  calificación  jurídica  de  los  delitos, 
es  una  cosa  completamente  inadmisible  dentro  de  la 
teoría  democrática,  al  ménos  tal  cual  yo  la  entiendo. 
Este  resúmen  está  sostenido  únicamente,  Sres.  Dipu- 
tados, por  el  miedo  que  se  siente  á toda  innovación, 
á todo  lo  nuevo.  Traemos  el  Jurado  para  apartar  de 
la  magistratura  togada  determinados  asuntos,  y sin 
embargo,  se  dan  al  magistrado  medios  de  influir,  y 
esto  se  hace  á fin  de  que  esta  magistratura,  como  ins- 
titución antigua  y respetable,  pueda  sostenerse  toda- 
vía, siquiera  sea  por  un  liilillo  que  cualquier  dia 
puede  romperse.  Si  ese  resúmen  del  presidente  se  es- 
tablece porque  hay  temores  y recelos  de  lo  que  pue- 
dan decidir  los  jurados,  entonces  la  lógica  consecuen- 
cia sería  que  estos  jurados  no  inspiran  confianza,  que 
no  podemos  tener  en  ellos  la  seguridad  de  que  pro- 
cederán como  corresponde  cuando  se  les  encomienden 
la  vida  y la  honra  de  sus  conciudadanos,  en  cuyo 
caso  lo  mejor  sería  dejar  esos  jurados  en  sus  casas, 
encomendando  la  administración  de  justicia  á la  ma- 
gistratura togada,  y en  último  caso  al  presidente,  si 
tanta  es  la  confianza  que  inspira. 

¿Quién  duda,  Sres.  Diputados,  que  el  presidente 
influye,  y no  puede  menos  de  influir  poderosamente 
sobre  los  jurados?  Negarlo,  sería  desconocer  la  reali- 
dad de  las  cosas.  ¿No  basta  reconocer  lo  que  sucede 
en  los  Ateneos,  en  las  Academias,  y basta  en  el  mis- 
mo Parlamento?  Cuando  se  hace  el  resúmen  de  un 
debate,  el  presidente  de  un  Ateneo  ó de  una  Acade- 
mia hace  siempre  ese  resúmen  según  el  prejuicio  que 
tiene  formado  respecto  de  la  cuestión.  En  las  Acade- 
mias sucede  lo  mismo,  y en  el  Jurado  no  dejará  de 
producirse  el  mismo  resultado.  El  presidente,  á me- 
dida que  vayan  practicándose  las  pruebas,  y á me- 
dida que  vayan  desarrollándose  los  debates,  irá  for- 
mando su  juicio;  y como  no  podrá  prescindir  de  él  y 
de  todo  cuanto  lf3  aconsejen  su  conciencia  y sus  rec- 
tos instintos,  resultará  que  siempre,  siempre,  su  jui- 
cio ba  de  estar  inclinado  á la  idea  que  lleva  prejuz- 
gada en  su  conciencia;  y lo  hace  honradamente,  porque 
piensa  que  de  este  modo  sirve  á la  justicia;  pero  todo 
ello  va  contra  el  principio  que  informa  la  ley,  y se 
extiende  en  todo  el  articulado  del  proyecto. 

Y este  resúmen  que  hace  el  presidente  es  funestí- 
simo, porque  en  él  van  incluidos  todos  los  antiguos 
defectos  que  os  han  obligado  á desviar  la  administra- 
ción de  justicia  de  manos  de  los  actuales  jueces.  El 
presidente  influirá  en  el  Jurado,  é influirá  con  sus 
preocupaciones  de  escuela,  é influirá  con  eso  que  lla- 
maba el  dignísimo  presidente  de  la  Comisión  señor 
Maura,  la  insensibilidad  de  la  edady  é influirá  con  el 
hábito  del  magistrado  que  ba  visto  pasar  ante  su  vista 
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tantos  criminales,  y en  todas  partes  ha  de  ver  al  cri- 
minal. 

¿Es  esto  lo  que  se  busca?  ¿Es  esta  la  independen- 
cia que  queréis  para  el  Jurado?  Y es  tanto  más  de 
sentir,  y Lauto  más  peligroso,  cuanto  que  el  presiden- 
te hace  el  resúmen  por  su  impresión  particular,  sin 
que  nadie  le  conteste,  sin  que  se  pueda  poner  un  lí- 
mite á sus  palabras,  una  observación  á sus  observa- 
ciones, que  pueden  ser  equivocadas,  no  solo  respecto 
de  las  pruebas,  sino  respecto  también  de  la  aprecia- 
ción jurídica;  punto  este  último  en  que  no  he  de  en- 
trar, porque  sé  que  hay  algunas  enmiendas  presenta- 
das que  tratan  de  la  materia. 

Pero  además  de  esto,  resulta,  señores,  que  los  ju- 
rados que  han  oido  al  defensor  y han  dicho:  este  no 
es  imparcial,  porque  cumple  con  un  deber  sagrado 
defendiendo  al  acusado;  y los  jimidos  que  han  oido  al 
Ministerio  público  y que  dicen:  también  de  lo  que 
este  dice  hay  que  rebajar  algo,  porque  cumple  con  la 
misión  de  representante  de  la  ley,  viniendo  de  este 
modo  á igualar  el  ílel  de  la  balanza;  esos  jurados, 
cuando  llega  el  presidente  á hacer  el  resúmen,  dicen: 
éste  sí  que  es  im parcial,  éste  no  es  el  defensor  ni  el 
acusador;  á éste  tenemos  que  oir  y seguir.  ¿Y  sabéis 
lo  que  sucede?  Que  sabiendo  los  jurados  que  va  á ve- 
nir ese  resúmen,  prestan  poca  atención  al  juicio,  se 
molestan  poco  en  depurar  el  valor  de  las  pruebas, 
porque  se  hacen  la  consideración  de  que  el  presidente, 
que  es  imparcial,  aL  hacer  el  resúmen,  ha  de  poner 
todos  los  puntos  en  claro. 

Resulta  de  esto,  Sres.  Diputados,  que  toda  esa  in- 
dependencia que  se  busca  para  los  jurados  como  ga- 
rantía de  la  libertad,  eso  que  se  busca  por  medio  del 
elemento  popular  como  garantía  del  juicio,  eso  des- 
aparece; porque  no  se  hace  el  resumen  solo  déla  prue- 
ba, sino  que  se  hace  de  todo  el  debate,  y por  consi- 
guiente se  indica  en  él  lo  que  se  ha  de  ver , así  como 
el  resultado  de  la  prueba,  ó sea  lo  que  se  ha  visto, 
¿Ejerce  influencia  directa  ó no  ejerce  influencia  di- 
recta el  resúmen  del  presidente  del  tribunal?  P¿ira  ios 
que  decís  que  el  Jurado  no  tiene  capacidad  para  estos 
juicios,  os  diré  que  tendrá,  bajo  este  punto  de  vista, 
la  misma,  poco  más  ó ménos,  que  tendría  un  tribunal 
unipersonal,  y para  eso  no  valia  la  pena  de  abolir  ei 
actual  procedimiento;  y para  ios  que  decís  que  el  Ju- 
rado tiene  un  criterio  lijo,  á vosotros  os  digo  que  el 
resúmen  del  presidenLe  es  una  redundancia  iuúlil. 
Supongamos  que  el  pretidente,  poseído  de  su  altísi- 
sima  misión  y penetrado  del  espíritu  de  la  ley,  con 
la  rectitud  que  todos  reconocemos  y nunca  alabare- 
mos bastante  en  la  severa  y digna  magistratura  es- 
pañola, va  á presidir  la  sesión  del  juicio  por  jurados, 
prometiéndose  á sí  mismo  ser  Lan  imparcial  como  si 
fuese  el  mismo  presidente  autómata  que  pide  el  escri- 
tor italiano  Allis,  para  presidir  el  juicio:  quiero  su- 
poner esto,  y aun  en  este  caso,  ¿qué  resultaría? ¿Creeis, 
Sres.  Diputados,  que  la  palabra  es,  como  dijo  un  es- 
critor volteriano  francés,  creeis  que  es  el  arte  de 
disimular  el  pensamiento?  Pues  yo  creo  que  el  pen- 
miento  se  adivina  á través  de  la  palabra  y de  l¿t  fiso- 
nomía como  la  luz  á través  de  un  globo  de  cristal;  y 
este  presidente,  aunque  tenga  el  dominio  de  la  pala- 
bra y de  la  frase,  aunque  no  diga  más  que  lo  que 
quiera  decir,  una  mirada,  una  sonrisa,  una  inflexión 
de  la  voz,  la  variación  ó cambio  de  tono,  será  bastante 
para  dejar  traslucir,  para  descubrir  sin  querer  cómo 
piensa  y para  influir,  por  lo  tanto,  sobre  el  Jurado. 


Señores  Diputados,  esta  idea  de  combatir  el  re- 
súmen del  presidente,  no  es  nueva;  viene  sostenién- 
dose hace  muchos  años;  está  sostenida  por  eminentes 
jurisconsultos  criminalistas  de  Francia,  de  Italia,  de 
Bélgica,  y por  algunos  muy  nombrados  y muy  co- 
nocidos criminalistas  españoles.  En  Bélgica  se  abolió; 
en  Francia  se  abolió;  en  Italia  desde  1878  se  viene 
pidiendo  constantemente,  y en  el  ano  1874  se  hicieron 
los  mayores  esfuerzos  por  la  Cámara  para  lograr  la 
derogación  de  lo  que  llamaban  roca  tarpeya , desde 
donde  se  despeña  impunemente  al  acusado,  porque 
no  le  queda  otra  defensa  ni  otro  recurso. 

Hay,  Sres.  Diputados,  otra  razón  muy  poderosa 
para  combatir  el  resúmen  del  Presidente,  y es  que 
pugna  con  todo  ei  espíritu  de  nuestra  legislaciou;  que 
pugna  no  solo  con  la  legislación  penal  española,  sino 
con  la  legislación  penal  europea. 

Es  principio  general  que  el  acusado  hable  siem- 
pre el  último;  que  el  llamado  á defenderse  tiene  la 
última  palabra;  así  se  ve  en  el  apelado,  en  el  deman- 
dado y en  el  recurrido  en  el  órden  civil,  y así  se  ve 
siempre  en  el  acusado  en  ei  órden  criminal.  Y aquí 
señores,  ¿qué  resulta?  Resulta  que  ei  que  resume, 
como  dice  otro  criminalista  italiano,  es  un  apéndice 
de  la  acusación,  es  un  recuerdo  de  la  acusación. 

Porque  figuraos  bien,  Sres.  Diputados,  las  condi- 
ciones en  que  va  á comparecer  el  acusado  aute  el 
tribunal,  manteniendo  el  artículo  tal  como  está.  Em- 
pieza con  la  lectura  del  acta  de  acusación  que,  dicho 
sea  de  paso,  yo  suprimiría  también;  tras  de  la  lectura 
del  escrito  de  acusación  vienen  las  pruebas,  viene  la 
defensa,  y después  que  ha  hablado  el  Ministerio  fiscal, 
y después  que  ha  hablado  el  acusador  privado,  des- 
pués que  ha  podido  defenderse  en  lo  que  puede  lla- 
marse un  tercio,  porque  las  otras  dos  partes  las  ha 
consumido  la  acusación,  después,  y usando  de  una 
frase  vulgar,  para  remachar  el  clavo,  viene  el  resú- 
men presidencial;  es  decir,  suplemento  de  acusación; 
empieza  con  una  acusación  y acaba  cou  otra.  ¿Cómo 
quedará  impresionado  el  Jurado?  ¿Se  presenta  al  acu- 
sado én  condiciones  de  imparcialidad  para  que  pue- 
dan los  jurados  apreciar  si  los  hechos  constituyen  ó 
no  delito,  cuando  se  empieza  diciendo  que  lo  consti- 
tuyen y fortificando  las  razones  de  la  acusación  con 
un  habilidoso  resúmen?  Y al  decir  habilidoso,  no  quie- 
ro decir  que  sea  parcial  intencionadamente,  sino  que 
es  necesariamente  parcial,  que  no  puede  ser  de  otro 
modo,  mientras  no  haya  los  presidentes  autómatas  de 
que  habla  el  autor  que  antes  he  citado.  Y debo  decir 
para  que  me  sirva  de  apoyo,  ya  que  el  ir  en  buena 
compañía  es  siempre  hacer  el  camino  con  fortuna, 
aunque  para  mí  no  lo  sea  en  este  caso,  que  contra  el 
resúmen  del  presidente  han  escrio  los  célebres  juris- 
consultos italianos  Arabia,  Allis,  Boiafflo,  Brofíerio, 
(Jarrara,  Crispí,  Déscole,  Della,  Di  Mauro,  Faranda, 
Giuliani,  Gualtieroti  Moreili,  Manciui,  Milano,  Pisane- 
lli,  Puccini,  Sala,  Bianclii  y otra  infinidad  de  ellos, 
porque  tengo  una  porción  de  cuartillas  llenas  de 
nombres  que  no  he  de  leer  por  no  molestaros;  y entre 
los  fraceses,  Garnot,  De  Garmenin,  Hclie  y otros,  que 
tampoco  he  de  leer. 

El  resúmen  de  cuanto  llevo  manifestado  es  ei  si- 
guiente dilema:  ¿Queréis  ó no  queréis  que  la  magis- 
tratura togada  influya  sobre  el  Jurado?  Si  se  busca 
esa  influencia,  entonces  mantened  el  artículo,  que  con 
él,  tal  como  está  redatado,  lo  lograreis  seguramente.  Si 
queréis,  por  el  contrario,  que  el  Jurado  sea  una  ver- 
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dad  y que  juzgue  la  conciencia  pública;  si  entendéis 
que  solo  en  la  conciencia  humana  hay  bastantes  ele- 
mentos para  determinar  la  acción  criminal  y bastan- 
te inteligencia  para  comprender  si  está  ó no  probada; 
si  queréis  mantener  estos  principios  que  son  los  que 
informan  la  ciencia  moderna,  en  ese  caso  yo  ruego  á 
los  señores  de  la  Comisión  se  sirvan  tener  en  cuenta 
estas  observaciones  para  retirar  el  art.  68  del  pro- 
yecto en  su  totalidad,  en  sus  tres  partes. 

El  Sr.  GARCÍA.  AL1X:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  La  tie- 
ne V.  S. 

El  Sr.  GARCÍA  ALIX:  La  Comisión  se  felicita 
mucho  del  entusiasmo  que  siente  el  Sr.  Mosquera  por 
la  institución  del  Jurado  y por  sus  buenos  deseos  res- 
pecto á que  esta  institución  arraigue  en  el  país  y lle- 
gue á dar  en  lo  porvenir  los  buenos  resultados  que  ! 
deben  esperarse.  Por  esto  mismo  la  Comisión  ruega 
encarecidamente  ai  Sr.  Mosquera  que  retire  su  en- 
mienda, porque  si  tanto  es  su  entusiasmo  porque  el 
Jurado  llegue  á arraigar  en  el  país  y á producir  los 
frutos  que  S.  S.  desea,  debe  comprender  que  es  nece- 
sario rodearle  de  toda  clase  de  garantías,  y no  es  po- 
sible dejar  de  establecer  que  después  de  un  largo  de- 
bate que  bau  presenciado  aquellos  que  lian  de  acor- 
dar la  culpabilidad  ó inculpabilidad,  les  presente  una 
persona  más  competente  y más  ilustrada  que  ellos, 
con  verdadera  imparcialidad,  como  la  ley  supone,  sin 
favorecer  el  interés  de  la  defensa  ni  el  interés  de  la 
acusación,  inspirándose  en  un  recto  sentido  de  justi- 
cia, que  es  en  lo  que  se  inspiran  siempre  los  magis- 
trados á quienes  está  encomendada  la  alta  función  de 
administrar  justicia;  les  presente,  digo,  un  verdadero 
cuadro  ó resúmen  de  todas  las  pruebas,  de  todos  los 
hechos,  para  que  los  jurados,  al  dar  su  veredicto,  pue- 
dan recordar  perfectamente  aquello  que  quizás  no  re- 
cordarían después  de  un  largo  y accidentado  debate, 
de  haber  examinado  tantos  testigos  y de  haber  oido 
tantos  testimonios  en  pró  y en  contra  del  acusado. 

Por  consiguiente,  aunque  la  Comisión  reconoce 
qne  dentro  de  algunas  escuelas  hay  muchos  partida- 
rios como  S.  S.,  no  solo  en  el  extranjero,  sino  en  Es- 
paña, de  la  supresión  de)  resúmen  presidencial,  cree 
que  estas  son  cuestiones  más  bien  especulativas  que 
prácticas,  y como  nosotros  no  estamos  defendiendo  la 
institución  en  sí  por  lo  que  tiene  de  democrática  ó de 
liberal,  sino  más  bien  por  lo  que  tiene  de  institución 
jurídica  y de  verdadera  función  social,  puesto  que  en 
toda  la  parte  que  tiene  do  democrática  y de  liberal 
solo  viene  á ser  la  aspiración  de  determinados  parti- 
dos políticos,  pero  sin  afectar  al  fondo  de  la  institu- 
ción misma,  por  esta  razón*  yo  rogaría  á 8.  8.  que 
esperara  á ver  si  la  práctica,  la  mayor  ilustración  de 
los  jurados  y el  hábito  de  juzgar,  vienen  á manifestar  1 
que  no  es  necesario  este  resúmen  verdaderamente  ira- 
parcial,  y en  mi  concepto,  indispensable,  para  que  los 
jurados  formen  un  juicio  dellnitivo. 

Así,  pues,  fundándose  en  todas  estas  considera- 
ciones, la  Comisión  espera  que  S.  S.  retirará  la  en- 
mienda. 

El  8r.  MOSQUERA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  La  tiene 
V.  8.  para  rectificar. 

El  Sr.  MOSQUERA:  Dos  palabras  nada  más  para 
dar  gracias  al  Sr.  García  Alix  por  su  cortesía  y por 
la  contestación  que  se  ha  servido  darme. 

No  creo  yo  haber  negado  que  fuese  imparcial  el 


resúmen  que  hiciese  el  presidente,  sino  que,  partien- 
do del  supuesto  de  que  ese  resúmen  lo  hiciera  con 
imparcialidad,  he  manifestado  que  ese  propósito  de  la 
imparcialidad  resultaría  un  imposible  en  la  práctica. 

Dice  el  Sr.  García  Alix  que  es  conveniente  después 
de  presenciar  las  pruebas  y de  oir  la  acusación  y la 
defensa,  que  el  presidente  haga  el  resumen;  y yo  a 
esto  tengo  que  decir  que,  ó no  lo  entiendo,  ó que  veo 
una  redundancia  mayor  que  las  anteriores,  porque 
dice  el  proyecto:  después  de  leídas  las  conclusiones 
de  la  acusación  y de  la  defensa:  después  de  practica- 
das las  pruebas;  después  de  hechas  la  defensa  oral  y 
la  acusación  oral;  después  de  oído  el  Ministerio  fiscal, 
el  presidente  preguntará  á los  jurados  si  se  conside- 
ran bastante  instruidos;  si  quieren  oir  algún  razona- 
miento más;  y si  los  jurados  manifiestan  que  se  con- 
sideran bastante  instruidos,  en  ese  caso  el  presidente 
dice:  «puesto  que  estáis  bastante  instruidos,  ya  que  no 
necesitáis  oir  más,  ahora  voy  á repetir  lo  que  habéis 
oido.»  O esto  es  una  redundancia,  ódo  que  se  busca  es 
una  manera  de  influir  sobre  el  Jurado. 

No  tengo  más  que  decir;  y como  solo  cumplía  á 
mi  propósito  hacer  estas  manifestaciones,  como  ex- 
presión de  un  ideal,  defiriendo  á las  indicaciones  de 
la  Comisión  retiro  la  enmienda,  teniendo  ei  mayor 
gusto  en  reconocer  que  el  Jurado,  tal  como  boy  se 
va  á establecer,  si  bien  puede  sufrir  modificaciones 
posteriores,  sera  un  timbre  de  gloria  para  el  Gobier- 
no que  ha  presentado  el  proyecto,  para  la  Comisión 
que  lo  defiende  y para  la  Cámara  que  lo  ha  de  votar. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Queda 
retirada  la  enmienda. 

Hay  otra  del  Sr.  Azcárate,  que  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  ar- 
tículo G8  del  proyecto  de  ley  sobre  ei  Jurado. 

En  el  segundo  párrafo,  en  vez  de  la  palabra  <*  na- 
turaleza jurídica  de  los  hechos,»  se  dirá:  «la  natura- 
leza de  los  hechos;»  y en  el  párrafo  3.°,  en  vez  de  «la 
doctrina  jurídica  relativa  á las  circunstancias,  etc.,» 
se  dirá:  «la  índole  y naturaleza  de  las  circunstancias, 
etcétera.» 

Palacio  del  Congreso  1 1 de  Mayo  de  1887. =Gu- 
mersindo  de  Azcárate.=Manuei  Pedregal. =J osé  Gas- 
tiUa.==Miguel  Viilalba  Hervás.  = Rafael  Montoro.= 
Rafael  Fernandez  de  Castro.=Dernardo  Portuondo.» 

EL  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  La  Comi- 
sión tiene  la  palabra  para  manifestar  si  acepta  ó no 
esta  enmienda. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  acepta  con  mucho 
gusto  la  enmienda  de  Sr.  Azcárate,  porque  entiende 
que,  sin  introducir  uua  novedad  sustancial  en  el  ar- 
tículo, realmente  pone  el  texto  más  en  armonía  con 
ios  principios  que  á la  misma  inspiran.» 

Leida  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración*  el  acuer- 
do del  Congresp  fué  afirmativo. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  Abrese 
discusión  sobre  ei  artículo  con  la  enmienda. 

EISr.  A i varado  tiene  la  palabra,  primero  en  contra. 

El  Sr.  ALVARADO:  Yo  soy  inéiios  radical  que  el 
Sr.  Mosquera  y creo  necesario  el  resumen  del  presi- 
dente en  los  primeros  tiempos  del  establecimiento  del 
Jurado;  pero  debo  llamar  la  atención  de  la  Comisión 
sobre  una  verdadera  falta  de  lógica  en  que  incurre, 
por  la  colocación  de  algunos  artículos  del  proyecto. 

Después  de  hecho  por  el  presidente  el  resúmeu 
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del  debate,  se  autoriza  por  el  art.  77  el  comenzar  un 
nuevo  debate  entre  los  abogados  de  las  partes,  puesto 
que  las  preguutas  se  redactan  después  de  hecho  el 
resúmen  por  el  presidente,  y acerca  de  la  redacción 
de  las  preguntas  se  abre  un  nuevo  debate. 

La  ley  italiana  de  1874  no  incurrió  en  este  defec- 
to, pues  estableció  que  el  resumen  del  presidente  fue- 
ra en  realidad  el  resumen  del  debate  para  que  los  ju- 
rados pudiesen  hacerse  cargo  de  la  materia  sobre  que 
habia  de  versar  su  veredicto. 

Si  los  señores  de  la  Comisión  estuviesen  confor- 
mes con  la  observación  que  hago,  podria  remediarse 
muy  fácilmente  esta  falta  de  lógica  colocando  ¿ con- 
tinuación del  art.  77  el  art.  68  y el  69.  Esto  creo  que 
facilitaría  grandemente  la  tarea  del  Jurado. 

Ya  que  estoy  de  pié,  voy  á llamar  la  atención  del 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  sobre  las  consecuen- 
cias que  lia  do  traer  para  una  Audiencia  de  España 
la  aprobación  de  la  enmienda  de  los  Sres.  Prieto  y 
Cauies  y VillalvaJJervás  relativa  á la  administración 
de  justicia  en  las  islas  Baleares  y Canarias. 

Yo  estoy  couforme  con  esa  enmienda,  porque  es 
imposible  que  el  Jurado  administre  justicia  en  las 
islas  Canarias  en  otra  forma  que  la  que  la  enmienda 
establece;  pero  con  el  personal  de  que  aquella  Audien- 
cia consta  hoy,  no  van  á poder  constituirse  las  Seccio- 
nes de  derecho. 

Yo  llamo  la  atención  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  sobre  este  punió;  porque,  aunque  sea  de  de- 
talle, tiene  importancia,  y creo  que  S.  S.  procurará 
poner  remedio  á este  mal  que  podrá  resultar  de  la 
actual  organización  de  aquella  Audiencia. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  La  tie- 
ne V.  S. 

El  Sr.  MAURA:  La  observación  del  Sr.  Alvarado 
realmente  es  accidental.  El  resumen  del  presidente 
podria  hacerse  lo  mismo  antes  que  después  de  formu- 
lar las  preguntas.  De  manera,  que  no  dirá  la  Comi- 
sión, porque  sería  una  exageración,  que  tenga  que 
oponer  á las  indicaciones  del  Sr.  Alvarado  ninguna 
tésis,  ninguna  incompatibilidad  doctrinal  de  verda- 
dera sustancia;  pero  por  lo  mismo,  me  parece  que  el 
reparo  es  de  poca  entidad.  Advierta  el  Sr.  Alvarado, 
que  sobre  la  manera  de  redactar  las  preguntas  cabe 
protesta,  no  debate,  y realmente,  á los  jurados  que 
han  asistido  al  juicio,  que  han  visto  practicar  las  prue- 
bas, que  lian  oido  la  acusación,  la  defensa  y el  resú- 
men del  presidente,  les  esLorha  poco  la  p rotes ta  para 
preparar  en  su  dia  el  recurso  de  casación,  que  pueda 
intercalarse,  si  por  acaso,  ai  formular  las  preguntas, 
hay  alguna  de  estas  protestas;  pero  nunca  habrá  un 
debate. 

Entiendo,  pues,  que  la  Observación  con  que  lia 
indicado  el  Sr.  Alvarado  su  deseo,  pero  que  no  ha 
iormulado  en  enmienda,  sin  dejar  de  ser  uno  de  dos 
términos  casi  indiferentemente  aceptables,  no  tiene 
importancia  para  que  se  haga  una  alteración  en  la 
estructura  de  la  ley,  ni  me  parece  que  habia  de  dar 
resultados  prácticos.  Por  eso  la  Comisión  tiene  el  sen- 
timiento de  no  poder  recoger  el  pensamiento  de  S.  S. 
que,  por  otra  parte,  como  discreto  que  es,  respeta 
mucho.» 

No  habiendo  ningún  otro  Sr.  Diputado  que  pidie- 
ra la  palabra  en  contra,  se  puso  A votación  el  articulo 
y quedó  aprobado  en  los  términos  siguientes: 

«Art.  68*  En  seguida  hará  el  presidente  el  resú- 


men de  las  pruebas,  sin  entrar  en  su  apreciación;  el 
resumen  de  los  informes  dei  Ministerio  fiscal  y de  los 
defensores  de  las  partes,  así  como  de  lo  manifestado 
por  los  procesados,  presentando  los  hechos  con  la 
mayor  precisión  y claridad , y absteniéndose  cuida- 
dosamente de  revelar  su  propia  opinión. 

Expondrá  detenidamente  á los  jurados  la  natura- 
leza de  los  hechos  sobre  que  haya  versado  la  discu- 
sión, determinando  las  circunstancias  contitutivas  dei 
delito  imputado  á los  acusados. 

Expondrá  asimismo  la  índole  y naturaleza  de  las 
circunstancias  eximentes,  atenuantes  y agravantes 
que  hayan  sido  objeto  ele  prueba  y discusión , y en 
suma,  todo  lo  que  pueda  contribuir  á que  los  jurados 
aprecien  con  exactitud  la  índole  de  los  hechos,  y la 
participación  que  en  ellos  hubiesen  tenido  cada  uno 
de  los  procesados. 

Todo  esto  lo  hará  el  presidente  con  la  más  estric- 
ta imparcialidad,  y llamará  la  atención  de  los  jurados 
sobre  la  importada  del  deber  que  van  A cumplir,  y 
muy  especialmente  sobre  las  disposiciones  de  la  lev 
concernientes  á su  deliberación  y voto.» 

Se  leyó  el  art.  69,  que  dcoia  lo  siguiente: 

«Art.  69.  Guando  las  partes  acusadoras,  en  vista 
del  resultado  de  las  pruebas,  soliciten  la  absolución 
completa  de  los  procesados,  el  presidente  preguntará 
en  alta  voz  si  alguno  de  los  presentes  mantiene  la 
acusación.  Caso  negativo,  los  jueces  de  derecho  dic- 
tarán, sin  inás  trámites,  auto  de  sobreseimiento  libre 
por  falta  de  acusación. 

Si  Alguien  manifestase  que  hace  suya  la  acusa- 
ción y tuviese  para  ello  capacidad,  seguu  la  ley  de 
enjuiciamiento  criminal,  será  en  el  acto  tenido  por 
parte,  como  tai  acusador,  y podrá  ser  representado  y 
defendido,  en  los  trámites  ulteriores  dei  juicio,  con- 
tinuando este  en  todo  caso  sin  interrupción  ni  retro- 
ceso.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  do  Miranda):  A este 
artículo  hay  dos  enmiendas;  la  del  Sr.  Muñoz  Chaves 
dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  ar- 
tículo 69  del  proyecto  de  ley  sobre  el  establecimiento 
del  juicio  por  jurados. 

El  art.  69  se  redactará  en  la  forma  siguiente: 

«Cuando  las  partes  acusadoras  con  vista  del  re- 
sultado de  las  pruebas  soliciten  la  absolución  com- 
pleta de  los  procesados  continuará  el  juicio  conside- 
rándose como  calificaciones  definitivas  las  provisio- 
nales á que  se  refiere  el  art.  35,  si  bien  en  este  caso 
no  podrá  el  tribunal  de  derecho  hacer  uso  de  la  fa- 
cultad establecida  en  el  art.  733  de  la  ley  de  enjui- 
ciamiento criminal.» 

Palacio  del  Congreso  3 de  Mayo  de  1887.=Joa- 
quin  Muñoz  Chaves.— Rafael  Fernandez  de  Soria.»* 
Juan  Montilla.^=Manuel  Pedregal.=Antonio  Barroso 
y Castillo. =Migucl  de  la  Guardia.  ==  Antonio  Váz- 
quez.» 

EL  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  La  Comi- 
sión tiene  la  palabra  para  manifestar  si  admite  ó no 
la  enmienda. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  tiene  el  sentimiento 
de  no  poder  aceptar  la  enmienda. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  El  señor 
Muñoz  Chaves  tiene  la  palabra  para  apoyar  su  en- 
mienda. 

El  Sr.  MUÑOZ  chaves:  Señores  Diputados,  so- 
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licitado  mi  espíritu  por  muy  fuertes  y contrarios  im- 
pulsos, no  os  diría  la  verdad  si  no  confesara  que  be 
titubeado  mucho  acerca  de  si  debía  formular  esta  en- 
mienda y de  si  debía  venir  aquí  á defenderla.  De  un 
lado  lo  prolongado  del  debate,  la  extraordinaria  altura 
á que  han  sabido  elevarle  tantos  y tan  notables  ora- 
dores como  en  él  lian  tomado  parte,  y más  que  todo, 
la  escasez  de  mis  medios  y de  mi  insuficiencia  perso- 
nal me  aconsejaban  guardar  silencio;  empero  de  otro 
lado  dos  fuertes  y vivos  Sentimientos  poderosamente 
arraigados  en  mi  espíritu  me  impulsaban  á hablar: 
era  el  uno  un  sentimiento  de  adhesión  liácia  el  Ju- 
rado libre;  era  el  otro  un  sentimiento  de  terror  y de 
miedo  que  me  inspiraba  el  Jurado  esclavo.  Y como 
la  Comisión  y el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  en- 
tiendo yo  que  se  inspiran  en  los  mismos  sentimien- 
tos; como  una  y otro  desean  el  Jurado  libre,  porque  es 
el  único  del  que  pueden  esperarse  en  bien  déla  justicia 
más  ópimos  frutos,  yo  no  vengo  aquí  A reñir  batallas 
ni  con  el  Sr.  Ministro  ni  con  la  Comisión,  ni  podría 
hacerlo  desde  este  sitio  y teniendo  un  vínculo  común 
de  creencias.  No  vengo  ni  siquiera  á discutir  con  sus 
señorías,  vengo  humilde  y sencillamente  á exponer 
mi  opinión  en  ese  terreno  amistoso  en  que  los  indi- 
viduos de  la  propia  familia  llaman  unos  á otros  la 
atención  hdeia  las  dificultades  y peligros  que  pueden 
rodear  ai  interés  común,  con  el  laudable  propósito  de 
que  traigáis  A mi  ánimo  el  convencimiento  para  darle 
tranquilidad  si  es  que  soy  víctima  del  error,  ó si  por 
el  contrario  yo  tuviera  la  fortuna  de  decir  algo  que 
pudiera  convenceros  en  bien  de  esa  causa  que  todos 
defendemos,  lo  adoptaseis  y sirviera  para  evitar  peli- 
gros en  el  porvenir,  para  evitar  que  el  Jurado  muera 
por  esa  muerte  que  es  siempre  la  más  deshonrosa, 
por  la  muerte  del  descrédito. 

Dicho  esto,  yo  he  de  empezar  haciendo  un  ofre- 
cimiento antes  de  demandaros  algo  que  muy  de  veras 
necesito,  porque  me  parece  que  es  bueno  ofrecer  an- 
tes de  pedir;  y ai  reclamar  vuestra  indulgencia  yo  he 
de  ofreceros  en  cambio  mi  sobriedad,  pues  solo  de 
esta  manera  podríais  tener  paciencia  para  escucharme. 

No  teníais  que  yo  trate  de  hacer  una  nueva  edi- 
ción de  todos  esos  argumentos  que  tan  acertadamente 
y con  dotes  de  que  yo  carezco  han  expuesto  todos  y 
cada  uno  de  los  individuos  de  la  Comisión  para  justi- 
ficar y defender  él  Jurado;  pero  sí  me  habéis  de  per- 
mitir que  á modo  de  cuadro  sinóptico  y en  ligerísima 
síntesis  os  presente  las  razones  fundamentales  ex- 
puestas por  vosotros,  y con  las  que  yo  estoy  perfectí- 
simamente  de  acuerdo,  en  que  el  Jurado  descansa, 
porque  estas  serán  las  premisas  de  que  habré  yo  de 
deducir  como  lógica  y necesaria  consecuencia  la  en- 
mienda que  he  tenido  la  honra  de  presentar;  porque 
de  esas  premisas  entiendo  yo  que  tiene  forzosamente 
que  derivarse  la  consecuencia  de  contradicción  de 
antitetismo  que  resulta  entre  el  art.  69  y todas  esas 
razones  y fundamentos  del  Jurado. 

¿Por  qué  proyectáis  el  Jurado?  ¿Por  qué  vais  á 
organizar  esa  institución  do  justicia  que  ha  de  defen- 
der los  intereses  de  la  justicia  misma,  y no  he  de  de- 
cir que  los  intereses  sociales  ni  los  intereses  indivi- 
duales, porque  creo  que,  solo  atendiendo  por  igual 
unos  y otros,  solo  de  la  armonía  de  entrambos,  ha  de 
obtenerse  el  ideal  de  la  justicia  social?  ¿Por  qué  de- 
fendéis esta  institución  de  justicia? 

La  defendéis  vosotros,  la  defiende  el  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia,  la  defiendo  yo,  la  defienden  las 


escuelas  liberales  partidarias  del  Jurado,  porque 
creemos  ver  en  esa  institución  un  signo  de  mayor  in- 
dependencia; porque  creemos  que,  salidos  del  pueblo, 
han  de  tener  más  independencia  los  elementos  encar- 
gados de  administrar  justicia,  que  aquellos  otros 
elementos  salidos  del  Poder  constituido;  la  defende-  - 
rnos,  porque  en  la  renovación  constante  del  Jurado 
vemos  un  mayor  estímulo  para  administrar  justicia, 
y un  mayor  acicate  que  aviva  el  sentimiento  interno 
de  la  propia  responsabilidad;  la  defendemos,  porque 
en  la  suma  de  aptitudes  creemos  encontrar  una  can- 
tidad de  aptitud  mayor;  la  defendemos,  porque  en 
esa  recusación  sin  necesidad  de  probar  la  causa  lle- 
gando hasta  poder  recusar  24  de  36,  vemos  una 
garantía  de  imparcialidad,  porque  cada  una  de  las 
partes  va  separando  aquello  que  le  inspira  temores, 
recelos  y desconfianzas. 

Después  que  tomáis  estas  precauciones  y estas 
medidas  para  que  el  Jurado  resulte  imparcial;  para 
que  el  Jurado  resulte  solícito;  para  que  el  Jurado  re- 
sulte independiente;  después  de  haber  construido  el 
edificio  cou  arreglo  á todas  las  exigencias  del  arte  y 
de  la  ciencia;  después  de  haber  llamado  á todos  los 
arquitectos,  ponéis,  como  coronación,  un  letrero  que 
dice:  aquí  no  podrá  habitar  nadie;  este  será  un  edifi- 
cio vacío;  porque  no  importa  que  vayan  los  jurados, 
si  los  constituís  en  esclavitud,  si  no  existe  más  que 
un  medio  Jurado,  con  facultad  de  absolver,  pero  no 
con  facultad  de  condenar. 

Digo  que  no  con  facultad  de  condenar,  porque  aun 
entendiendo  el  Jurado  que  debe  dictar  un  veredicto 
de  condenación,  si  se  interpone  el  Ministerio  fiscal  y 
no  acusa,  á pesar  del  juicio  que  forme  el  Jurado  al 
apreciar  las  pruebas,  verá  con  pena  y con  dolor  que 
no  puede  condenar,  y que  el  Ministerio  fiscal  invade 
el  terreno  del  Jurado,  á quien  splo  compete  la  apre- 
ciación de  las  pruebas,  con  arreglo  á su  conciencia. 
Resultará  que  lo  individual  se  sobrepone  á lo  colec- 
tivo, cuando  lo  colectivo  es  garantía  de  acierto;  que 
lo  que  debe  su  origen  al  Poder  constituido  se  sobre- 
pone á lo  que  es  de  origen  popular,  cuando  en  eso  se 
buscaba  una  garantía  de  independencia;  que  lo  que 
no  se  renueva,  aquello  que  por  el  hábito  y la  costum- 
bre, como  decía  el  digno  presidente  de  la  Comisión, 
suele  perder  ese  estimulo  de  la  propia  responsabili- 
dad, se  sobrepone  á lo  que  se  renueva,  cuando  en  esa 
renovación  se  busca  el  acierto;  que  el  funcionario  de 
carácter  permanente,  y que  no  puede  ser  recusado,  y 
que  es  irresponsable,  se  sobrepone  á los  jurados  que 
se  renuevan  y que  pueden  ser  recusados  sin  cansa; 
que  lo  que  es  mudable  á voluntad  del  Poder  consti- 
tuido se  sobrepone  á un  tribunal  de  origen  popular. 

Si  yo  hubiera  de  sostener  aquí  aquella  organiza- 
ción del  Ministerio  fiscal  que  el  Sr.  Tsasa,  con  más 
dotes  y más  aptitud  que  el  humilde  Diputado  que  os 
dirige  la  palabra  en  este  momento,  sostenía;  si  yo  os 
hubiera  de  decir  que  el  Ministerio  fiscal  es  una  mili- 
cia dentro  de  la  cual  el  inferior  no  tiene  ni  aun  el  de- 
recho de  deliberar  y pensar  acerca  de  la  obediencia 
que  es  debida  á su  superior,  entonces  os  diría  que  la 
justicia  criminal  viene  á reducirse,  no  ya  como  en 
los  tiempos  primitivos  á la  voluntad  del  Soberano, 
sino  á la  voluntad  del  fiscal  del  Tribunal  Supremo. 
Y ¿sabéis  en  qué  se  convertirla  un  «Turado  de  esa  cla- 
se? En  una  cosa  que  no  sé  por  qué  combate  la  mino- 
ría conservadora.  Yo  tai  vez,  con  ménos  experiencia, 
con  ménos  conocimientos,  con  ménos  práctica  que 
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los  dignísimos  individuos  de  esa  minoría  que  han  to- 
mado parte  en  el  debate,  tengo  opinión  contraria  á la 
de  SS.  SS.  Si  yo  estuviera  ahí,  defendería  el  Jurado 
en  la  forma  que  se  ha  establecido,  porque  es  una  má- 
quina poderosa  cuyo  manubrio  está  entregado  al  fis- 
cal del  Tribunal  Supremo,  y si  so  tiene  del  ministe- 
rio fiscal  el  concepto  que  tiene  el  Sr.  Isasa,  bien  pue- 
de decirse  que  por  lo  menos  la  mitad  de  la  justicia 
criminal  será  administrada  por  el  fiscal  del  Tribunal 
Supremo. 

Aquí,  en  este  país,  donde  todavía  se  conservan 
ciertos  conceptos  del  Ministerio  fiscal,  porque  no  hace 
muchos  dias,  cuando  yo  oia  al  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia  aquel  elocuentísimo  cuanto  liberal  discur- 
so defendiendo  la  institución  del  Jurado  como  garan- 
tía de  las  libertades  públicas  enfrente  de  los  abusos 
del  Poder,  tenía  delante  de  mis  ojos  úna  recientísima 
sentencia  dictada  á consulta  del  Consejo  de  Estado, 
sentencia  cuyo  principio  no  pudo  mónos  de  llamarme 
la  atencioD,  porque  decía:  « Oido  mi  fiscal]»  es  decir, 
que  todavía  cuando  el  Estado  habla  de  los  fiscales 
parece  que  establece  respecto  á ellos  así  como  cierta 
relación  de  propiedad;  y sabido  es  que  siempre  la  ex- 
presión denota  algo  de  la  esencia  de  la  cosa;  aquí, 
digo,  donde  se  tiene  todavía  este  concepto  y esta  idea 
del  Ministerio  fiscal,  venir  á entregar  el  manubrio 
de  la  máquina  á la  representación  de  ese  Ministerio 
fiscal,  ya  podéis  comprender  lo  que  significa;  yo  no 
tengo  duda  acerca  de  lo  que  sucederá:  el  Jurado,  que 
debe  ser  garantía  de  las  libertades  públicas;  el  Jura- 
do, que  debe  ser  el  palladium  de  las  libertades,  como 
decía  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  enfrente 
de  los  abusos  del  Poder,  será  completamente  inútil: 
lo  que  sucederá  es  que  no  se  perseguirá  ninguno  de 
aquellos  delitos  que  cometan  los  funcionarios  públi- 
cos contra  el  libre  ejercicio  de  los  derechos  indivi- 
duales. Poco  importará  que  ante  el  tribunal  del  Ju- 
rado comparezca  un  funcionario,  una  autoridad  acu- 
sada de  haber  allanado  el  santuario  de  la  familia,  el 
hogar  doméstico,  ó de  haber  atentado  contra  la  pro- 
piedad, contra  ese  complemento  de  la  personalidad 
humana,  ó contra  la  seguridad  personal,  prendiendo 
ó deteniendo  indefinidamente  ó couLra  lo  que  hay  de 
más  sagrado  en  la  familia,  como  es  el  secreto  de  la 
correspondencia;  aquel  dia  el  Ministerio  fiscal  inter- 
pondrá su  veto,  no  acusará  y habrá  hecho  imposible 
la  condenación  del  procesado.  Y el  tribunal  del  Jura- 
do, porque  yo  he  de  llamarlo  así  (tan  alto  concepto 
tengo  de  él),  tendrá  que  pasar  por  la  humillación  y 
la  vergüenza  de  ver  que  el  reo  insulta  á la  víctima, 
sin  tener  medios  de  castigar  el  delito. 

Y no  es  que  al  discurrir  de  esta  manera  trate  yo 
ni  remotamente  de  inferir  el  más  pequeño  agravio  al 
Ministerio  fiscal.  Tan  no  lo  pretendo,  que  voy  á des- 
cartar desde  luego  Lodo  aquello  que  pudiera  referirse 
á mala  voluntad  de  ios  fiscales,  y voy  á presentar  la 
cuestión  solo  bajo  el  punto  de  vista  del  desenvolvi- 
miento natural  de  los  hechos,  tal  como  ocurren  en  la 
vida,  y tales  como  no  pueden  ménos  de  ser,  como  con- 
secuencia de  las  condiciones  de  la  personalidad  hu- 
mana. 

Ei  hombre,  todos  lo  sabéis,  se  forma  ai  abrigo  v 
al  amparo  de  aquellas  funciones  á que  de  ordinario  se 
dedica,  las  chales  constituyen  su  hábito,  y ya  sabéis 
queei  hábito  forma  una  segunda  naturaleza, más  fuer-  ¡ 
te,  si  cabe,  que  la  naturaleza  misma.  El  fiscal,  por  las 
funciones  que  desempeña,  ps  siempre  autoritario,  y 


como  tal,  está  ai  lado  de  todo  lo  que  entiende  que  son 
medios  de  gobierno;  hay  una  especie  de  predisposi- 
ción en  su  ánimo  á no  discutir  nada  que  á la  autori- 
dad se  refiera,  porque  entendiendo  que  la  autoridad 
es  un  poderoso  resorte  de  gobierno,  todos  sus  esfuer- 
zos se  encaminan  á vigorizarla;  es  autoritario,  y como 
tal  estará  al  lado  de  esa  autoridad  siempre  que  se 
trate  de  delitos  contra  los  derechos  individuales;  al 
ménos  yo  tengo  esa  creencia,  y si  por  insLinto  ó na- 
tural disposición  de  ánimo  no  lo  hiciese,  fácilmente 
puede  ocurrir  que  las  exigencias  del  Gobierno  lo  en- 
caminen en  esa  dirección. 

Y cuenta,  Sres.  Diputados,  que  esta  opinión  no  es 
mia,  que  estos  temores  que  yo  abrigo  respecto  al 
modo  de  funcionar  el  Ministerio  fiscal  no  me  perte- 
necen, que  si  fueran  mios,  yo  los  habría  expuesto  con 
todo  aquel  temor,  con  todo  aquel  recelo,  con  toda 
aquella  desconfianza  con  que  expongo  lo  que  me  es 
personal  y propio;  pero  yo  ahora  me  vengo  á amparar 
en  las  Opiniones  respetablilísimas  dei  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  y de  la  Comisión.  Yo  he  expuesto 
unos  recelos  acerca  del  Ministerio  fiscal,  nacidos  solo 
de  su  propia  naturaleza,  y obrando  siempre  con  per- 
fecta voluntad  y deseo  de  hacerlo  mejor;  y ios  rece- 
los del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  avanzaban 
un  poco  más  cuando  expresaba  los  motivos  en  que 
descansa  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal  vigente. 

Apa.rte  de  otras  muchas  consideraciones  que  por 
no  molestar  á la  Cámara  omito,  decía  ei  Sr,  Mi- 
nistro: 

«Es  violento  torturar  la  conciencia  de  los  magis- 
trados que  le  forman,  hasta  el  punto  de  colocarles  en 
la  dura  alternativa  de  condenar  al  acusado  á sabien-. 
das  de  que  faltan  á la  ley  ó cometen  una  nulidad,  ó 
absolverlo  con  la  convicción  de  que  es  criminal,  de- 
jando que  insulte  con  su  presencia  y aire  de  triunfo  á 
la  víctima  y su  familia,  tan  solo  porque  el  Ministerio 
público  no  ha  sabido  ó no  ha  querido  calificar  el  de- 
lito con  arreglo  á su  naturaleza  y á las  proscripcio- 
nes del  Código  penal.  De  todas  suertes  es  innegable 
que  llevados  á tal  exageración  el  sistema  acusatorio 
y la  pasividad  de  los  tribunales,  éstos  abdican  en  el 
fiscal,  en  cuyas  manos  queda  toda  entera  la  justicia. 
De  su  buena  ó mala  fe,  que,  no  solo  de  su  pericia, 
dependería  exclusivamente  en  lo  futuro  la  suerte  de 
ios  acusados.» 

Como  veis,  los  peligros  que  yo  os  presentaba  los 
hacía  nacer  exclusivamente  de  error  involuntario  por 
parte  del  Ministerio  fiscal.  En  cambio,  el  Sr.  Ministro 
teme  que  puedan  sobrevenir*,  no  solo  por  impericia, 
sino  también  por  falta  de  voluntad  ó por  otras  causas 
que  ciertamente  no  se  os  ocultan,  y á pesar  de  ello 
entiende  que  el  proceder  de  ese  Ministerio  fiscal  debe 
ser  admitido  como  inapelable  garantía  de  la  justicia; 
que  por  algo  decía  yo  ai  principio  que  miro  por  igual 
los  derechos  colectivos  y los  individuales,  porque  no 
hay  justicia  sino  con  la  armonía  de  unos  y otros. 

Y la  Comisión,  ¿qué  ha  hecho?  ¿Nfo  ha  revelado  en 
su  conducta,  en  su  manera  de  obrar,  en  los  remedios 
que  ha  querido  oponer,  la  mismísima  desconfianza 
que  tiene  el  que  os  dirige  la  palabra?  Si  á la  Comisión 
le  hubiera  satisfecho  la  garantía  dei  fiscal,  cierta- 
mente que  no  hubiera  procurado  otro  remedio,  por- 
que yo  entiendo,  y paréceme  el  argumento  conclu- 
yente, que  donde  quiera  que  se  busca  un  remediones 
porque  se  reconoce  la  existencia  de  un  mal. 

Da  Comisión  ha  buscado  un  remedio;  luego  reco 
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noce  la  existencia  dol  mal;  luego  reconoce  que  es  de- 
ficiente esa  garantía  del  fiscal. 

¿Cuál  es  el  remedio  de  la  Comisión?  Pues  un  re- 
medio que  yo  he  de  decírselo,  porque,  como  indicaba 
al  principio,  hablamos  en  familia,  somos  individuos 
de  la  propia  casa,  y nos  debemos  la  franqueza,  com- 
pañera inseparable  del  verdadero  afecto,  lia  buscado 
un  remedio  empírico,  un  remedio  inadmisible,  en  mi 
humildísima  opinión,  en  el  terreno  de  la  ciencia,  en 
pugna  con  las  costumbres,  irrealizable  ante  las  pres- 
cripciones de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal. 

¿A  qué  se  encamina  el  remedio  de  la  Comisión?  A 
darle  á la  justicia  un  carácter  de  individualismo  tal, 
que  pasó  ya  de  moda,  que  no  puede  sostenerse  en  los 
tiempos  presentes;  á que  la  justicia  criminal  en  sín- 
tesis venga  á reducirse' á los  siguientes  términos.  El 
delito  es  un  asunto  particular  y doméstico;  la  pena  un 
acto  de  venganza  del  ofendido,  ó de  su  familia;  por 
tanto,  venga  aquí  la  acusación  particular,  que  es  la 
que  debe  salvar  el  principio;  si  ésta  no  existe;  si  el 
individuo,  por  una  de  las  mil  causas  que  pueden  con- 
currir, no  ejerciera  ese  derecho,  entonces  no  debe  rea- 
lizarse la  justicia  criminal,  como  si  en  Injusticia  cri- 
minal, como  si  en  un  proceso  no  hubiera  de  por 
medio  algo  más  alto,  algo  más  respetable,  algo  más 
digno  de  estima  que  el  simple  derecho  individual. 

Pero,  ¿y  con  arreglo  á nuestras  costumbres?  Rinde 
tributo  á nuestro  estado  social  ese  remedio  de  la  Co- 
misión? ¿Se  armoniza  con  nuestra  manera  de  ser  ac- 
tual y presente  y con  nuestros  hábitos?  Yo  creo  que 
no;  y creo  que  no,  porque  desgraciadamente,  yo  al 
ruónos  tengo  esa  opinión,  no  son  muchos  los  herede- 
ros y sucesores  que  se  encuentran  do  aquel  hidalgo 
caballero  mauchego,  que  tuvo  á bien  idear  el  inmor- 
tal Cervantes;  entre  otras  razones,  porque  no  es  gra- 
to, y se  les  ocurre  que  les  pueda  pasar  lo  que  con 
frecucucia  le  ocurria  á dicho  personaje;  y de  aquí 
que  no  es  de  esperar  que  por  amor  á la  humanidad 
salgan  esos  acusadores  espontáneos  que  quieran  to- 
mar sobre  sus  hombros  la  carga  de  la  acusación  con 
todos  los  sinsabores  que  acarrea  y con  todos  los  dis- 
gustos que  de  ordinario  ocasiona;  no  es  fácil  tam- 
poco que  esto  ocurra  en  un  país  donde  todavía  en 
nuestro  dialecto  usual  y corriente,  existe  un  diccio- 
nario que  confunde  las  voces  de  acusador  y delator, 
como  si  se  quisiera  echar  el  estigma  de  la  ignomiuia 
sobre  aquel  que  acusa.  No  ha  de  ser,  pues,  muy  fre- 
cuente encontrar  estos  acusadores  que  pougan  reme- 
dio al  mal  y que  nos  salven  de  aquellas  contingen- 
cias que  he  señalado. 

Como  yo  entiendo  que  todo  acto  de  la  legislación 
es  un  acto  eminentemente  práctico,  y que  la  ley  tiene 
que  rendir  tributo  á la  costumbre,  porque  si  no  re- 
sultada una  ley  injusta  ó ineficaz,  de  aquí  que  el  re- 
medio ó es  ineficaz  ó es  injusto  cuando  no  rinde  tri- 
buto al  estado  de  las  costumbres  del  país. 

Pero,  ¿y  examinando  este  remedio  bajo  el  punto 
de  vista  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal?  Dice  el 
dictámen  que  se  tendrá  por  acusador  á aquel  que  con 
bastante  capacidad,  según  la  ley  de  enjuiciamiento, 
lo  desee.  Pues  vamos  á buscar  la  capacidad  en  la  ley 
de  enjuiciamiento  criminal:  y como  yo  entiendo  que 
la  capacidad  para  cualquier  acto  judicial  es  la  re- 
unión de  aquel  conjunto  de  circunstancias  que  la  ley 
exige  y determina,  de  aquí  que  el  acusador  necesite 
como  condición  precisa  en  todo  caso  un  procurador 
con  poder,  un  letrado  director,  y en  la  generalidad 


de  ellos  y salvas  pequeñas  excepciones  ha  de  necesi- 
tar también  una  fianza  á satisfacción  del  tribunal.  Si 
! falta  alguna  de  esas  circunstancias,  no  se  le  tendrá 
por  parte.  De  otro  lado,  la  índole  del  juicio  del  Ju- 
rado exige  que  no  se  paralice,  que  no  se  interrumpa, 
sino  que  concluya  inmediatamente;  que  no  haya  no- 
ches por  medio,  que  á veces  suele  suceder  que  en 
ellas  se  realizan  actos  que  son  contrarios  á la  justi- 
cia, y yo  no  me  explico  cóma  se  ha  de  verificar  la  in- 
terrupción para  otorgar  el  poder,  para  dictarse  el 
auto  mandando  otorgar  la  fianza,  para  otorgarse  esta 
fianza,  para  que  se  califique,  etc.,  etc.  Y de  aquí  que 
yo  entienda  que  el  remedio  de  la  Comisión  es  inefi- 
caz, que  no  ha  de  dar  el  resultado  apetecido. 

Como  yo  sé,  Sres.  Diputados,  que  el  Reglamento 
no  me  autoriza,  ni  yo  había  de  intentarlo  aunque  me 
lo  consintiera,  para  hacer  una  réplica,  paréccme  na- 
tural prevenirme  por  adelantado  contra  aquellos  ar- 
gumentos que  sospecho  puede  hacer  la  Comisión, 
ahorrándole  de  este  modo  trabajo  y dándole  lugar  á 
que  emplee  todos  aquellos  que  á mí  no  se  me  ocu- 
rran. Me  parece  oir  á la  Comisión  decir:  ¿y  el  prin- 
cipio acusatorio?  ¿Cómo  vais  á salvar  el  principio  acu- 
satorio? El  principio  acusatorio  exige  y reclama  el 
sostenimiento  y la  continuación  de  la  acusación.  Ya 
he  dicho  antes  que  yo  no  acepto  el  principio  con  to- 
das esas  consecuencias,  que  me  parece  que  es  un  sig- 
no de  retroceso  y que  vamos  por  camino  opuesto  al 
mismo  punto,  la  escuela  conservadora  marchando 
por  su  vía  expedita,  nosotros  por  nuestras  exagera- 
ciones, y unos  y otros  vamos  á ir  á la  escuela  ultra- 
montana, vamos  á sostener  la  justicia  criminal  uni 
personal  y no  ya  nacida  de  la  representación  del  más 
alto  Poder,  porque  va  á depender  del  individuo  el 
que  haya  ó no  justicia  criminal.  A eso  nos  conduce  la 
exageración  del  principio.  A tales  extremos  nos  lléva 
el  decir  que  solo  del  sostenimiento  de  la  acusación 
depende  la  posibilidad  de  la  aplicación  de  una  pena; 
se  subordina  la  justicia  criminal  al  acto  individual. 
¿No  estamos  de  acuerdo?  Pues  tengan  calma  los  seño- 
res de  la  Comisión,  que  no  hemos  de  reñir,  porque  ya 
digo  que  vengo  solamente  á hacer  humildísimas  ob- 
servaciones. Creo  que  no  es  consecuencia  del  princi- 
pio acusatorio  el  que  no  continúe  el  juicio,  porque, 
desista  el  fiscal  ó el  acusador  privado  de  la  acusa- 
ción; yo  entiendo  que  hay  la  verdadera  congruencia, 
la  congruencia  que  dehe  buscarse. desde  el  momento 
que  resulta  la  armonía  entre  una  calificación  provi- 
sional anterior  ai  acto  del  juicio,  unas  pruebas  que 
en  el  acto  del  juicio  se  practican  bajo  la  base  de  la 
imputación  al  presunto  reo  dirigida  y un  veredicto  ó 
fallo  que  resuelve  la  cuestión. 

Lo  que  yo  no  creo  que  deban  influir  en  poco,  ni 
en  mucho,  ni  en  nada,  son  las  calificaciones  que  se 
hacen  después  dé  pasado  el  período  de  prueba,  califi- 
caciones que  rechazo  y que  no  se  deben  tener  en 
cuenta,  que  violan,  no  ya  el  principio  acusatorio,  sino 
todo  principio  de  justicia,  de  esa  justicia  elemental 
que  aconseja  que  no  se  condene  á nadie  sin  ser  oido, 
porque  el  admitir  calificaciones  posteriores  y el  im- 
poner una  pena  en  armonía  con  estas  calificaciones 
posteriores  más  duras,  nos  llevan  al  extremo  de  con- 
denar al  reo  sobre  una  imputación,  acerca  dé  la  cual 
no  ha  existido  práctica  de  prueba.  Yo  entiendo  que  la 
verdadera  defensa  no  está  en  la  ilustración  de  los  de- 
fensores de  las  partes,  sino  que  está  en  la  justifica- 
ción de  los  hechos,  base  de  la  imputación;  la  defensa 
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la  encuentro  en  la  prueba,  y la  armonía,  la  congruen- 
cia tiene  que  resultar  entre  el  veredicto,  la  jjrueba  y 
la  imputación  anterior  á la  prueba;  así  como  toda 
condena  impuesta  en  virtud  de  una  imputación  más 
grave,  hedía  con  posterioridad  ai  período  de  prueba, 
es  injusta.  Esa  condena  sí  que  viola  el  principio  acu- 
satorio. Pues  supongamos  que  á un  reo  se  le  imputa 
un  delito  cualquiera  cuya  penalidad  no  pasa  de  un 
grado;  conociendo  esa  imputación  se  practican  las 
pruebas;  y después  se  varía  la  imputación,  ó el  tri- 
bunal hace  uso  de  ese  art.  733,  y formula  un  cargo 
que  no  era  conocido.  El  reo  tenía  medios  de  desva- 
necer esos  cargos;  pero  como  no  se  hicieron,  no  trajo 
al  juicio  las  pruebas,  y sin  embargo  se  le  condena  sin 
ser  oido.  Aquí  si  que  hay  violación  del  principio  acu- 
satorio, y á pesar  de  todo,  esa  violación  la  defendéis 
en  el  dictámen  que  discutimos,  resultando  el  siguien- 
te contrasentido:  á peligro  pequeño  para  los  intereses 
de  la  justicia,  desviación  grande  del  principió;  á peli- 
gro grande  para  los  intereses  de  la  justicia,  ninguna 
desviación  del  mismo. 

Peligro  bien  pequeño  resulta  en  el  caso  del  art.  92 
del  dictámen,  y admitís  el  remedio  establecido  en  el 
733  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal.  Se  ventila 
solo  una  mayor  ó menor  cantidad  de  pena,  y os  so- 
parais del  principio  completa  y absolutamente,  auto- 
rizando que  se  condene  ai  reo  por  un  hecho  de  que  no 
ha  podido  defenderse,  porque  diferimos  en  eso.  Yo  en- 
tiendo que  la  defensa  no  la  constituyen  los  discursos 
por  retóricos  y hábiles  que  sean;  la  defensa  es  siem- 
pre la  comprobación  de  los  hechos  encaminados  á 
desvanecer  y destruir  la  imputación;  y si  esta  se  hace 
cuando  ya  no  se  pueden  comprobar,  se  condena  sin 
defensa,  y resulta  que  por  un  poco  más  ó méiios  de 
pena,  cantidad  pequeña  á veces,  mandáis  por  com- 
pleto ai  olvido  el  rigorismo  de  la  doctrina  y del  prin- 
cipia. Pero  en  cambio,  cuando  se  trata  de  la  totalidad 
de  la  pena,  cuando  se  trata  de  la  absolución  com- 
pleta y de  la  impunidad  absoluta,  no  podéis  sepa- 
raros en  nada  de  lo  que  llamáis  el  rigorismo  de  la 
doctrina.  A riesgo  grande,  ninguna  desviación  del 
principio,  porque  no  permitís  que  conserven  el  carác- 
ter de  conclusiones  definitivas  aquellas  que  fueron 
provisionales.  No  consentís  que  continúe  el  juicio, 
para  que  no  se  dé  el  tristísimo  espectáculo  de  que  el 
Jurado,  único  que  tiene  facultades  para  apreciar  la 
prueba  de  conciencia,  se  vea  sometido  irremisible- 
mente á la  opinión  del  fiscal,  que  no  puede  tener  tan 
omnímodas  atribuciones,  Pero,  en  cambio,  cuando  el 
peligro  es  relativamente  pequeño  é insigificante,  la 
desviación  que  proponéis  en  el  art.  92  del  dictámen, 
es  completa  y absoluta. 

Y no  se  crea,  Sres.  Diputados,  que  estos  son  exce- 
sivos y extraordinarios  recelos  mios.  Yo  creo  que 
cuando  se  trata  de  la  organización  de  una  cosa  tan 
santa  como  la  justicia,  que  cuando  se  trata  de  pro- 
curar por  todos  los  medios  que  la  justicia  se  realice 
por  ser  una  de  las  cosas  más  fundamentales  de  la  so- 
ciedad, todo  recelo,  todo  temor,  toda  desconfianza, 
han  de  resultar  pequeños  ante  la  importancia  de  los 
males  que  pueden  sobrevenir.  Y sobre  todo,  ¿qué  pe- 
ligro hay,  que  males  pueden  producirse  si  se  admite 
mi  enmienda?  Yo  creo  que  de  aprobarse  el  artículo, 
puede  venir  un  mal,  y es  el  de  no  poder  penar  un  he- 
cho evidente,  porque  no  se  sostenga  la  acusación. 
Pero  de  admitir  mi  enmienda,  ¿puede  venir  ningún 
peligro?  Ninguno;  que  el  verdadero  tribunal,  que  es 


el  Jurado,  organizado  en  la  forma  conveniente  para 
inspirar  confianza,  puede  dictar  su  veredicto  por  en- 
cima de  la  opinión  del  fiscal;  es  decir,  que  tendremos 
el  Jurado  libre,  pero  no  el  Jurado  esclavo  de  la  opi- 
nión y de  la  voluntad  del  fiscal. 

Y no  se  diga,  Sres.  DipuLados,  que  estos  temores 
mios  no  se  realizarán  en  la  práctica.  Yo  quiero  recor- 
dar, no  sé  si  ha  salido  de  boca  del  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  ó de  boca  de  los  individuos  de  la 
Comisión,  que  había  una  garantía  de  que  no  sucede- 
ría lo  qué  yo  temo,  que  no  se  vería  nunca  abandonada 
la  acusación  por  el  fiscal,  porque  ningún  caso  de  esta 
naturaleza  liabia  tenido  lugar  desde  que  se  planteó  el 
juicio  oral  y público.  Grandemente  me  sorprendió  la 
afirmación,  porque,  aparte  de  todos  esos  hechos  que 
acaecen  y yacen  olvidados  en  las  respectivas  Audien- 
cias, la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supreníp  ates- 
tigua que  son,  por  desgracia,  demasiado  frecuentes. 

Muchos  son  sí  los  en  que,  en  sentir  de  los  tribu- 
nales, ha  abandonado  la  acusación  el  fiscal,  y cuentan 
que  la  mayoría  de  los  casos  no  viene  al  Supremo, 
porque  en  todos  aquellos  en  que  la  Sala,  de  acuerdo 
con  el  fiscal,  ha  creído  que  no  podia  condenar  cuando 
éste  solicitaba  la  absolución,  no  podia  haber  quien  in- 
terpusiera recurso  de  casación:  el  reo  beneficiado,  no 
lo  había  de  interponer,  el  Ministerio  fiscal,  compla- 
cido tampoco,  siendo  por  de  más  evidente  que  el  nú- 
mero de  recursos  debe  ser  relativamente  exiguo,  y 
aun  asi  se  encuentran  no  pocos  casos  en  la  Colección 
de  sentencias  del  Supremo.  Registradlas  y vereis  que 
habiendo  condenado  la  Sala  de  justicia  contra  la  opi- 
nión del  fiscal,  y habiéndose  interpuesto  recurso  de 
casación  por  el  reo  ó por  el  fiscal,  ó por  los  dos,  el  Tri- 
bunal Supremo  ha  declarado  que  el  Gscal  había  aban- 
donado la  acusación,  en  el  mero  hecho  de  reconocer 
que  estaba  bien  penado  el  delito. 

Pero  como  no  me  mueve  otro  impulso  que  el  de 
la  defensa  de  la  justicia;  como  no  vengo  á defender 
derechos  individuales  ni  derechos  sociales,  no  quiero 
que  la  justicia,  á la  que  amo  y sobre  todas  las  cosas 
venero,  esté  exclusivamente  á disposición  de  un  solo 
funcionario.  Por  eso,  pues,  he  tenido  yo  la  honra  de 
proponer,  aunque  con  la  natural  desconfianza  que  me 
inspiran  mis  actos  propios  y personales,  la  enmienda 
que  esLoy  apoyando,  que  consiste  en  que  el  Jurado 
resuelva , en  que  el  Jurado  decida , en  que  el  J tirado 
dicte  veredictos  de  absolución  ó de  condenación,  en 
que  el  Jurado,  en  una  palabra,  ejerza  lo  que  consti- 
tuye la  plenitud  de  sus  funciones,  que  es  la  aprecia- 
ción de  las  pruebas  practicadas  durante  el  juicio,  y 
no  consienta  lo  que  creo  que  es  una  usurpación  de 
funciones  del  Ministerio  fiscal,  á quien  no  puede  otor- 
garse la  facultad  de  ser  el  supremo  apreciador  de  las 
pruebas  de  conciencia.  Pero  si  tal  confianza  teneis  en 
el  Ministerio  fiscal,  ya  que  le  damos  la  mitad,  démosle 
todo,  puesto  que  es  una  cuestión  de  cantidad.  Démosle 
la  facultad  de  resolver  por  sí  solo  el  juicio. 

De  cualquier  modo,  yo  voy  á concluir,  porque  en- 
tiendo que  he  abusado  bastante  de  vuestra  benevo- 
lencia. ( Yertos  Sres.  Diputados:  No,  no.)  A pesar  de 
vuestras  deferentes  manifestaciones,  que  nunca  os 
agradeceré  lo  bastante,  voy  á terminar,  y aun  cuan- 
do no  tenga  títulos  de  ninguna  clase  para  hacer  pro- 
fecías, como  tengo,  sin  embargo,  el  modestísimo  de- 
recho de  exponer  mis  temores,  voy  «i  exponer  en 
síntesis  lo  que  creo  que  sucederá  en  adelante,  y os 
afirmo  que  se  separarán  del  Jurado  precisamente  las 
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personas  que  reúnan  más  dotes,  mayores  garantías, 
mayor  aptitud  para  que  se  realice  la  justicia. 

Cuando  se  repitan  las  impunidades  por  abandono 
del  fiscal;  cuando  se  observe  que  las  auloridades  ó 
funcionarios  que  atacaron  las  libertades  ó lesiona  ion 
los  derechos  del  ciudadano  quedan  impunes,  el  pue- 
blo, que  en  la  generalidad  de  los  casos  juzga  por  im- 
presión, que  no  penetra  en  la  interioridad  de  las  co- 
sas, que  observa  y aprecia  los  fenómenos  sin  detenerse 
á investigar  sus  causas  productoras,  dirá  únicamente 
que  el  Jurado  no  es  garantía  de  justicia;  y no  lo  du- 
déis, cuando  eso  oigan,  todos  los  ciudadanos  que  es- 
timen su  buen  nombre  procurarán  eludir  toda  inter- 
vención en  la  administración  de  la  justicia  para  no  ser 
víctimas  de  injustas  imputaciones. 

Y lia  de  suceder  más;  sucederá  que  los  enemigos 
del  Jurado,  que  como  habéis  podido  apreciar,  ni  son 
pocos  en  número  ni  escasos  en  valía,  cuando  mañana 
traten  de  hacer  su  proceso,  y valiéndose  de  la  esta- 
dística procuren  demostrar  que  no  garantiza  la  justi- 
cia, han  de  imputarle  todas  aquellas  absoluciones,  de- 
bidas únicamente  á falta  de  acusación  por  parte  del 
Ministerio  fiscal. 

Y al  llegar  aquí,  bien  quisiera,  Sres.  Diputados, 
oir  la  autorizada  opinión  del  Sr.  Azcárate  para  saber  si 
S.  S.,  tan  competente  en  estas  materias,  entiende  que 
ei  Jurado,  de  tal  modo  mermadas  sus  facultades,  es 
la  institución  de  justicia  que  corresponde  al  Gobierno 
del  pueblo  por  el  pueblo  mismo.  Si  este  Jurado,  es- 
clavo en  mi  sentir  del  autoritario  dictámen  fiscal,  es 
el  que  corresponde  á un  Gobierno  que  se  precia  de  li- 
beral en  alto  grado. 

Avanza  el  tiempo,  apremia  la  hora,  y correspon- 
diendo á la  sobriedad  que  os  ofrecí  al  empezar,  y so- 
licitando en  interés  de  una  institución,  cuyo  prestigio 
á todos  nos  interesa,  la  atención  y la  lógica  de  la  Co- 
misión, doy  aquí  por  terminado  mi  discurso. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  El  señor 
Maura  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  MAURA:  La  elocuente  y concisa  palabra 
del  Sr.  Chaves  se  ha  ejercitado  en  censurarnos,  por- 
que hemos  puesto  una  parte  de  remedio  á lo  que  su 
señoría  en  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  no  ya 
en  nuestro  dictámen,  encuentra  censurable  é inadmi- 
sible. La  cuestión,  porque  be  de  ser  breve  y tratar  en 
síntesis  no  más  ei  asunto,  la  cuestión  es  esta:  Según 
la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  si  se  retira  la  acu- 
sación, no  hay  términos  hábiles  para  continuar  el 
juicio  ui  condenar. 

Respecto  de  las  causas  del  Jurado,  la  Comisión 
establece,  para  el  caso  en  que  lt  acusación  pública 
se  retire,  ó se  retire  la  acusaciou  privada  que  en  el 
juicio  estuviese  constituida;  establece,  digo,  la  posi- 
bilidad de  que  el  que  quiera,  recoja  esa  acusación  y 
la  mantenga.  Y viene  el  Sr.  Chaves  á decir:  «Desde 
el  instante  en  que,  por  no  haber  acusador  público  ni 
privado,  impedís  ai  Jurado  á condenar,  ese  no  es  el 
Jurado  libre;  ese  es  el  Jurado  esclavo;  y al  Jurado 
esclavo,  le  temo  tanto,  como  respeto  al  Jurado  libre..» 

Bastaría  para  la  Comisión  hacer  notar  que,  lo  que 
se  intenta  ahora,  más  allá  de  lo  que  ha  hecho  la  Co- 
misión, es  traer  á residencia,  con  ocasión  de  esta  en- 
mienda, el  sistema  entero  de  la  lev  de  enjuiciamiento 
criminal,  porque  toda  ella  descansa  en  este  priucipio, 
sistema,  método,  ó como  quiera  llamarse.  Bastaría  que 
nosotros  alegáramos  esto  para  excusar  más  debate; 
pero,  si  así  obrásemos,  faltaríamos  á la  cortesía,  y ade- 


más nos  privaríamos  del  gusto,  que  discutir  con  per- 
sona tan  discreta  como  el  Sr.  Chaves  siempre  propor- 
ciona á los  que,  como  nosotros,  creemos  también  amar 
la  justicia,  que  no  es  patrimonio  exclusivo  de  S.  S.  Por 
esto  voy  á examinar  este  problema. 

Es  verdad:  esto  está  en  el  método  acusatorio,  si  es 
que  el  Sr.  Isasa  quiere  que  le  degrademos  llamándolo 
así,  según  el  juicio  que  tiene  S.  S.  formado  de  este  sis- 
tema; no  hay  inconveniente.  Pero  en  suma  ¿qué  que- 
réis?; decidlo  con  claridad.  ¿Ponéis  en  duda  el  princi- 
pio de  que  nadie  puede  ser  condenado  sin  ser  oido? 
Pues  ya  teneis  ahí  una  media  parle  del  sistema  acusa- 
tivo. ¿Ponéis  en  duda  el  principio  de  que  nadie  puede 
ser  juez  y parte?  Pues  ahí  está  la  otra  mitad  del  sis- 
tema acusatorio;  porque  el  principio  de  que  el  juez  ha 
de  ser  neutral  en  el  juicio  y el  de  que  nadie  puede  ser 
condenado  sin  oírsele,  constituyen  el  sistema  acusa- 
torio; y yo  os  digo,  conservadores  ó liberales,  que  os 
atreváis  á negar  cualquiera  de  esos  principios. 

El  Sr.  Chaves  atacaba  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal  (á  pesar  del  sentido  general  de  su  discurso) 
porque  en  alguna  cosa,  y puede  que  en  esto  reconozca 
yo  con  S.  S.  que  es  un  lunar  de  la  ley,  porque  en 
alguna  cosa  merma  el  sistema  acusatorio.  En  efecto, 
y no  hablo  ahora  como  individuo  de  la  Comisión,  por- 
que en  esto  la  Comisión  no  lia  podido  ni  ha  debido 
entender,  no  puede  ni  debe  tener  opinión;  yo,  perso- 
nalmente, digo  que  me  parece,  que  en  efecto,  cuando 
la  acusación  modifica  las  conclusiones  agravando, 
aunque  el  peligro  es  remoto,  porque  al  cabo,  la  modi- 
ficación de  la  conclusión  ha  de  venir  del  resultado  de 
las  pruebas  y éstas  han  de  haber  sido  pertinentes  y 
enlazadas  con  los  hechos  que  figuraban  en  las  con- 
clusiones provisionales;  lo  que  procedería  sería  un 
retroceso  en  el  procedimiento  al  estado  de  prueba,  ó 
por  lo  ménos,  una  invitación  á las  partes  para  el  re- 
troceso del  procedimiento  al  estado  de  prueba.  Pero 
eso  es  extremar  el  principio,  que  combatís;  y conviene 
saber  dónde  vais  y de  dónde  venís;  porque  discutir  el 
principio  contradiciéndolo  en  su  raíz,  y luego  quejarse 
de  que  ese  principio  ha  sido  cercenado  en  el  sentido 
que  vosotros  apetecéis,  me  parece  una  evidente  con- 
tradicción. Y basta  esto  porque  si  hubiera  ahora  que 
examimar  en  todas  sus  partes  el  asunto,  no  bastarían 
las  horas  de  sesión,  y buena  parte  de  la  próxima  se 
invertiría  en  este  episodio  del  debate. 

Es  una  exageración,  en  mi  sentir,  la  en  que  incu- 
rría el  Sr.  Muñoz  Chaves  diciendo  que  quitamos  á la 
justicia  su  carácter  social,  y al  interés  público  su 
parte  en  la  administración  de  la  justicia,  por  virtud 
del  art.  69.  Eso  haríamos  si  suprimiéramos  el  orga- 
nismo oficial  del  Ministerio  público;  desde  el  mo- 
mento en  que  está  organizada  la  acusación  pública 
en  nombre  del  Estado,  por  cuenta  del  Estado,  en  re- 
presentación del  Estado,  el  argumento  del  Sr.  Muñoz 
Chaves  no  es  más  que  una  exageración,  en  mi  pobre 
sentir. 

Ei  Sr.  Chaves,  sin  duda  porque  le  molestaba  la 
aproximación  involuntaria  al  Sr.  Isasa,  quiso  dar 
algún  carácter  liberal  á la  impugnación  (instintiva- 
mente; y es  natural,  y legítimo,  y plausible),  presen- 
tando el  caso  allí  donde  resultase,  que  por  desisti- 
miento de  la  acusación,  quedaba  impune  un  funcio- 
nario público  que  hubiera  violado  los  derechos  indi- 
viduales. Y está  bien  escogido  el  ejemplo  para  poner 
á la  argumentación  de  S.  S.  un  frontispicio,  que  no 
diera  del  todo  á entender  que  el  morador  de  la  casa 
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era  propiamente  el  Sr.  Isasa.  (Risas.)  Pero  yo  también 
me  coloco  en  este  terreno  y digo:  ¿es  que  un  funcio  - 
nario  público  viola  la  correspondencia,  prende  á un 
ciudadano  faltando  á la  ley,  allana  el  domicilio?  ¿Y  es 
que  hasta  el  acusador,  el  Ministerio  fiscal,  que  es  el 
Estado  entero,  puesto  allí  para  acusar,  prevarica;  por- 
que estáis  discurriendo  siempre  sobre  el  supuesto  de 
la  prevaricación,  que  es  el  paternal  amor  que  el  señor 
Isasa  conserva  á los  que  fueron  sus  subordinados.  (El 
Sr.  Isasa : U se  equivoca.)  ¿Pues  cómo  ha  de  abandonar 
el  Ministerio  fiscal  la  acusación  sino  prevaricando?  (El 
Sr.  isasa : Equivocándose.)  Pues  equivocándose  el  Mi- 
nisterio fiscal,  yo  supongo  que  los  magistrados  no  lian 
de  poseer  el  don  de  la  infalibilidad  para  no  equivo- 
carse tampoco.  La  equivocación  es  patrimonio,  ó me- 
jor dicho,  es  carga  de  todos  los  séres  humanos.  Esa 
no  es  cuenta,  porque  todos  se  pueden  equivocar;  pero 
equivocación  voluntaria  ó no  voluntaria,  error  ó pre- 
varicación, es  menester  que  el  Ministerio  liscal  de- 
serte de  su  puesto,  sea  infiel  ó inepto  para  ejercer  su 
misión.  Para  mí,  ineptitud  ó prevaricación  es  igual  en 
este  caso,  y supongo  que  para  el  Ministerio  fiscal,  al 
cual  defiende  de  esta  manera  el  Sr.  Isasa,  no  habrá 
tampoco  gran  diferencia. 

Pero  pongamos  que  el  Ministerio  fiscal  es  inepto 
ó prevaricador,  y todavía  dice  la  Comisión:  pues  para 
este  caso,  puesto  que  se  ha  notado  este  peligro,  quien 
quiera  recoge  la  acusación,  y recogida,  en  el  acto,  está 
mantenida  y sigue  el  juicio.  Y dicen  los  que  impugnan 
el  art.  69:  todo  esto  no  basta;  los  ciudadanos  temen 
mucho  intervenir  en  causas,  en  pleitos,  en  acusacio- 
nes; esto  es  antipático.  Pues  yo  os  digo  que  si  la  re- 
presentación del  Estado  es  inepta  ó prevaricadora,  y 
el  que  sufrió  el  allanamiento  de  morada,  la  violación 
de  la  correspondencia,  ó fué  injustamente  privado  de 
la  libertad  personal,  abandona  su  puesto,  y renuncia 
á defender  su  causa,  y toáoslos  ciudadanos  son  indi- 
ferentes á los  derechos  políticos  y civiles,  el  país  tiene 
la  justicia  que  merece,  y es  en  vano  que  penséis  en 
hacer  leyes,  porque  las  leyes  viven  en  la  costumbre, 
en  la  voluntad  y en  las  acciones  humanas,  no  en  las 
letras  de  la  Gacela.  (May  bien.) 

Es  menester  ser  lógicos  en  las  últimas  consecuen- 
cias del  razonamiento.  ¿Qué  más  podemos  hacer?  Ahí 
está  el  organismo  oficial  entero,  ahí  está  el  elemento 
popular;  abrimos  las  puertas  á la  acusación.  ¿En  qué 
ocasión  venís  á acusarnos  de  que  queda  abandonada 
la  persecución  del  delito? 

En  suma;  si  esto  no  lo  habéis  tenido  en  cuenta,  ó 
no  habéis  mostrado  haberlo  considerado;  si  no  nos 
decís  cómo  se  salva  el  principio  de  que  el  juez  ha  de 
ser  neutral  y no  parte  acusadora  ni  parte  defensora, 
¿cómo  se  salva  con  vuestro:  sistema  el  principio  de  que 
nadie  puede  ser  condenado  sino  en  virtud  de  acusa- 
sacion  que  contra  él  se  mantenga?  El  Sr.  Muñoz  Cha- 
ves, en  su  enmienda,  ha  encontrado  la  siguiente  solu- 
ción, y ya  voy  á concluir,  explicando  las  razones  por 
qué  la  Comisión  ha  tenido  el  sentimiento  de  no  acep- 
tarla: 

«Cuando  las  partes  acusadoras  con  vista  del  resul- 
tado de  las  pruebas  soliciten  la  absolución  completa  de 
los  procesados,  continuará  el  juicio,  considerándose 
como  calificaciones  definitivas  las  provisionales  á que 
se  refiere  el  art.  35,  si  bien  en  este  caso  no  podrá  el 
tribunal  de  derecho  hacer  uso  de  la  facultad  esta- 
blecida eu  el  art.  733  de  la  ley  de  enjuiciamiento  cri- 
minal 


Es  decir,  que  cuando  el  acusador  se  va,  cuando  el 
acusador  confiesa  que  se  equivocó,  y que  no  resultan 
cargos  contra  el  acusado,  y el  perjudicado  por  el  delito 
no  tiene  nada  que  decir,  y no  hay  ni  un  solo  ciudadano 
que  tenga  nada  que  decir,  se  establece  una  ficción, 
en  virtud  de  la  cual  haréis  que  surja  un  fantasma 
que  ocupe  el  lugar  del  acusador:  ahí  Leneis,  i>orque  la 
ley  lo  habrá  hecho,  una  sombra  acusadora  que  per- 
mite que  se  salven  los  principios  y que  siga  la  come- 
dia; que  no  es  otra  cosa  que  una  comedia  fingir  que 
siguen  contradiciendo  y contendiendo  delante  del  juez, 
como  representante  de  la  justicia  y de  la  imparciali- 
dad, cuando  en  realidad  no  hay  tal  contradicción  y no 
puede  ser  condenado  el  acusado,  y lo  que  se  viene  á 
buscar  es  una  absolución  inevitable. 

Pero  S.  S.,  que  nos  acusa  á nosotros  de  inconse- 
cuentes, ¿qué  hace  en  su  enmienda?  Pues  no  da  vado 
á esto  que  él  propone,  más  que  cuando  se  solicite  la 
absolución  completa.  ¡Ah!  La  absolución  completa.  Y 
¿por  qué  no  cuando  se  degrade  la  acusación  injusta- 
mente? ¿Por  qué  no  cuando  se  rebajen  los  cargos  in- 
justamente, con  notorio  error  ó con  malicia?  Pues  qué, 
¿es  más  injusto  absolver  al  reo  de  un  delilo  levísimo, 
que  imponer  una  pena  muy  leve  al  reo  de  un  delito 
grave?  Pues  qué,  ¿no  es  tan  injusto  uno  como  otro 
fallo?  ¿Por  qué  el  Sr.  Muñoz  Chaves  no  acude  más  que 
áun  solo  caso?  Porque,  para  ser  consecuente,  tenía  que 
destruir  esos  dos  axiomas  fundamentales  á que  antes 
me  he  referido;  los  axiomas  de  que  el  juez  tiene  que 
ser  neutral,  y que  el  acusado  no  puede  ser  condenado 
más  que  por  los  cargos  que  se  le  han  hecho  y de  los 
que  se  ha  podido  defender.  Por  todo  esto  la  Comisión 
no  ha  podido  admitir  la  enmienda  del  Sr.  Muñoz 
Chaves. 

El  Sr.  MUÑOZ  CHAVES:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  AZCARATE:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Muñoz  Chaves  tiene 
la  palabra  para  rectificar. 

El  Sr.  MUÑOZ  CHAVES:  Si  el  Sr.  Azcárate  quie- 
re hacer  uso  de  la  palabra  antes,  yo  tendria  mucho 
gusto  en  ello,  si  el  Sr.  Presidente  lo  cree  oportuno. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Quizás  el  Sr.  Azcárate  po- 
dría aprovechar  la  defensa  de  su  enmienda  para  ocu- 
parse de  las  alusiones  que  se  le  han  dirigido. 

El  Sr.  AZCARATE:  Lo  hacía  precisamente  para 
ganar  tiempo,  y retirar  luego  mi  enmienda. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Perfectamente,  entonces 
como  S.  S.  guste. 

El  Sr.  Muñoz  Chaves  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  MUÑOZ  CHAVES:  Señores  Diputados,  si 
el  juicio  fuera  un  acto  voluntario,  y el  convencimien- 
to una  función  de  la  voluntad,  ciertamente  que  yo  es- 
taría convencido,  porque  tal  era  mi  deseo  y tal  la 
fuerza  de  mi  voluntad,  cuando  empezaba  á hablar  el 
Sr.  Maura;  pero  como  el  juicio  es  un  acto  necesario, 
con  dolor  tengo  que  decir  que  no  he  quedado  conven- 
cido. 

Y he  de  empezar  rectificando  lo  que  más  ine  im- 
porta, que  es  haber  dicho  el  dignísimo  presidente  de 
la  Comisión  que  yo  me  habia  entretenido  en  impug- 
nar y combatir  á SS.  SS.  Yo  empecé  diciendo,  y lo 
repito,  que  no  vengo  á hacer  más  que  algunas  obser- 
vaciones dentro  del  seno  de  la  familia,  y con  el  solo 
propósito  de  ver  si  llegamos  á obtener  lo  mejor  en 
bien  del  beneficio  común.  De  modo  que  no  hay  otro 
alcance  en  ninguna  de  mis  palabras. 

Decía  el  Sr.  Maura  que  yo  habia  indicado  Iq, 
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prevaricación  en  el  Ministerio  fiscal  pudiera  ser  causa 
de  que  la  justicia  no  se  realizara.  Yo  creia  que  había 
tenido  especialísimo  cuidado  en  no  suponer  una  vez 
siquiera  que  por  falta  de  voluntad  dejara  de  acusar  el 
Ministerio  fiscal,  y dije  que  iba  á puntualizar  la  cues- 
tión en  aquello  que  era  consecuencia  natural  de  la 
vida  del  hombre,  y en  aquello  que  por  constituir  sus 
hábitos  y contra  sus  mejores  propósitos  habia  de  rea- 
lizar. ¿Se  equivoca  el  fiscal?  Ciertamente.  ¿Se  equivo- 
ca el  tribunal?  También  puede  equivocarse;  pero  como 
para  nosotros  el  Jurado  constituye  un  conjunto  de  ga- 
rantías que  no  tiene  el  fiscal,  y por  eso  venimos  á es- 
tablecer como  institución  encargada  de  administrar 
la  justicia,  y como  yo  tengo  más  confianza  en  el  Ju- 
rado que  en  el  fiscal,  no  quiero  que  la  solución  final 
del  asunto  se  subordine  á la  voluntad  del  fiscal,  sino 
que  se  subordine  á la  voluntad  del  Jurado. 

Decía  el  Sr.  Maura  que  yo  me  aproximaba  mucho 
al  Sr.  Isasa.  Yo  no  sé  si  acaso  me  aproximo  á otros 
elementos  que  están  en  el  extremo  opuesto  del  señor 
Isasa,  porque  pudiera  suceder  que,  respecto  de  esta 
cuestión  concreta,  los  elementos  más  liberales  y avan- 
zados del  país,  y representados  por  la  extrema  izquier- 
da de  la  Cámara,  tuvieran  acaso  el  mismo  criterio  que 
yo.  De  modo  que  si  por  la  derecha  me  aproximo  al 
Sr.  Isasa,  y por  la  izquierda  á los  elementos  más  avan- 
zados, esto  es  lo  bastante  para  hacerme  creer  que  es- 
toy en  lo  firme,  porque  no  de  otro  modo  podría  veri- 
ficarse ese  conjunto  y esa  unanimidad  de  pareceres. 

Que  por  qué  no  se  ha  de  aplicar,  aun  en  este  caso, 
lo  prescrito  en  el  art.  733  de  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal.  Porque  entiendo,  que  eso  sí  que  es  la  des- 
viación del  principio,  llamémosle  acusatorio,  llamé- 
mosle principio  eterno  de  justicia,  llamémosle  como 
se  quiera,  porque  esc  principio  enseña  que  no  debe  ser 
condenado  ningún  reo  que  no  haya  podido  defenderse; 
y como  la  acusación  viene  después  de  pasada  la  prue- 
ba, por  eso  digo  que  no  se  haga  aplicación  del  ar- 
tículo 733,  que  es  el  que  condena  en  virtud  de  acusa- 
ción posterior,  que  no  puede  desvanecerse  porque  se 
hace  después  del  período  de  prueba. 

Y aquí  entiendo  que  tiene  aplicación  ese  princi- 
pio eterno  de  justicia  que  invocaba  el  Sr.  Maura,  y 
con  el  cual  estoy  conforme. 

Dicho  esto,  y no  queriendo  molestar  mas  á la  Cá- 
mara, y no  siendo  mi  propósito  presentar  enmiendas 
para  crear  disturbios  en  el  seno  de  la  familia  liberal, 
yo,  con  mucho  gusto,  retiro  la  mia. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Queda 
retirada. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Azcárate  tiene  la 
palabra  para  alusiones  personales. 

El  Sr.  AZCARATE:  Voy  á molestar  por  breves 
momentos  la  atención  de  la  Cámara,  recogiendo  la 
alusión  que  me  ha  dirigido  el  Sr.  Muñoz  Chaves,  evi- 
tando en  cambio  el  hacer  un  discurso  en  defensa  de 
la  enmienda  que  tenía  presentada. 

Parecerá  extraño  que  desde  estos  bancos  hayan 
salido  dos  enmiendas  que  envuelven  la  condenación 
de  dos  novedades,  la  que  he  tenido  el  honor  de  pre- 
sentar al  art.  08,  y que  la  Comisión  ha  tenido  la  bon- 
dad de  aceplar,  quedándole  yo  muy  agradecido,  y la 
que  habia  presentado  en  sentido  algo  conforme  con 
la  del  Sr.  Muñoz  Chaves.  La  primera  implicaba  la 
afirmación  de  la  distinción  entre  el  hecho  y el  dere- 
cho, que  singularmente  por  la  minoría  conservadora 
fca  sido  tan  pegada,  recordando  algunos  de  sus  indi- 


viduos, que  no  ya  la  minoría,  sino  que  la  mayoría  de 
la  otra  Cámara  habia  declarado  que  estaba  mandada 
retirar;  y la  segunda  enmienda  que  se  opone  á la  no- 
vedad practicada  y sostenida  con  fervor  por  el  señor 
Ministro  de  Gracia  y Justicia,  y por  lo  visto  por  la 
ComisioD,  del  principio  ó del  sistema  acusatorio.  La 
verdad  es  que  nosotros  no  hemos  tenido  otro  objeto 
al  presentar  esta  segunda  enmienda,  que  salvar  una 
cuestión  de  doctrina,  á mi  juicio,  muy  trascendental, 
según  está  demostrando  la  discusión  que  acaba  de 
tener  lugar  entre  el  elocuente  orador  Sr.  Muñoz 
Chaves  y el  elocuentísimo  señor  presidente  de  la  Co- 
misión. 

En  efecto,  es  una  novedad  el  sostener  la  imposi- 
bilidad de  distinguir  entre  el  hecho  y el  derecho,  y es 
otra  novedad  el  sistema  acusatorio:  y por  esto  digo, 
que  parecerá  extraño  que  nosotros,  tan  avanzados  y 
amantes  del  progreso,  no  aceptemos  estas  novedades; 
pero  la  verdad  es,  Sres.  Diputados,  que  yo  entiendo, 
que  es  completamente  inadmisible  el  sistema  acusa- 
torio, tal  y como  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia 
lo  ha  desarrollado  en  la  ley  de  enjuiciamiento  crimi- 
nal y en  el  proyecto  del  Jurado. 

¿Y  de  dónde  nace  esto?  Pues  el  Sr.  Maura  acaba 
de  poner  de  manifiesto  el  origen  de  esto,  porque  de- 
cía, contestando  al  Sr.  Muñoz  Chaves;  ¿queréis  des- 
truir el  principio  de  que  el  acusado  no  sea  condenado 
sin  tener  medios  de  defenderse,  etc.?  Y enumeraba 
todas  las  ventajas  del  procedimiento,  que  lia  sustitui- 
do al  antiguo,  y como  a esto  seTlama  sistema  acusa- 
torio, cargaba  á favor  del  principio  acusatorio  todas 
osas  ventajas,  y aquí  está  todo. 

Cuando  yo  tuve  el  honor  de  leer  el  preámbulo  del 
proyecto  que  se  discute  y de  oir  al  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  la  diferencia  entre  el  sistema  inqui- 
sitivo y el  acusatorio,  presentando  de  un  lado  los  de- 
fectos y enormidades  que  tenía  el  inquisitivo,  muchos 
de  ellos  consecuencia  del  mismo  principio  en  su  co- 
mienzo, y de  otro  las  ventajas  del  sistema  acusatorio, 
entre  ellas  la  de  ser  oral,  la  de  ser  público,  etc.,  etc., 
que  son  ventajas  del  sistema  en  el  cual  la  acusación, 
como  punto  de  partida,  no  es  más  que  un  elemento, 
de  suerte  que  pueda  desaparecer  esa  tan  decantada 
acusación,  y quedar  todas  las  ventajas  del  nuevo  sis- 
tema, me  extrañaba  de  que  S.  S.  nos  trajera  el  siste- 
ma con  esa  preocupación  á que  aludo,  la  de  que  lo 
esencial  es  el  principio  de  acusación.  Ese  es  el  siste- 
ma inglés,  y sin  embargo,  yo  que  paso  por  anglo- 
mano  no  estoy  conforme  con  él,  porque  aun  en  Ingla- 
terra está  desautorizado,  y por  eso  mismo  entre  los 
ingleses  unos  lo  condenan  y otros  buscan  subterfu- 
gios para  que  tenga  representación  la  sociedad.  Con 
este  sistema  se  vuelve  á la  Edad  Media,  á la  idea  del 
duelo;  de  un  lado  el  acusadar,  de  otro  el  acusado;  en 
medio  el  juez  del  campo.  ¿Y  cuando  no  hay  acusador 
privado?  ¿Qué  es  lo  que  dice  la  ley?  Iva  acción  penal 
es  popular,  y en  seguida  se  dice  que  el  Ministerio  pú- 
blico sostiene  esa  acción,  y esto  es  una  contradicción 
del  sistema  acusatorio.  El  Ministerio  público  no  exis- 
tia en  la  Edad  Media,  como  no  existe  en  Inglaterra, 
donde  sigue  establecido  en  absoluto  el  sistema  acu- 
satorio. ¿Y  qué  es  ese  Ministerio  público?  Pues  es  un 
elemento  del  sistema  inquisitivo. 

Ahora  bien;  ¿es  lo  mismo  una  causa  criminal  que 
un  pleito  civil?  ¿Se  trata  de  un  asunto  entre  partes  lo 
mismo  en  un  caso  que  en  otro?  ¿Es  que  el  Ministerio 
público  va  á ser  la  parte  acusadora?  ¿lusistís  eu  ol 
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sentido  tradicional  de  que  el  fiscal  es  el  que  aprieta, 
de  que  el  defensor  es  el  que  ayuda,  y cu  el  interme- 
dio está  el  juez?  Pues  no  podéis  sostenerlo,  pues  ha-  j 
bria  que  sosteuer  el  sistema  de  la  Edad  Media,  el  sis- 
tema de  la  venganza,  del  duelo,  etc. 

Pues  si  no  es  esto,  si  las  causas  criminales  son 
distinLas  de  los  pleitos  civiles,  porque  en  un  pleito 
civil  liay  un  interés  particular,  y en  una  causa  cri- 
minal hay  un  interés  social,  ¿quién  hade  representar 
éste  sino  el  tribunal?  ¿Por  qué  colocáis  ai  fiscal  en- 
frente del  defensor?  ¿Por  qué  hasta  en  el  orden  de  co- 
locación material,  ponéis  á un  lado  el  fiscal,  y ai  otro 
lado  el  defensor?  ¿A  quién  toca  juzgar?  Al  tribunal. 
Pues  en  todo  caso  debe  juzgar  el  tribunal.  (El  Sr.  isa - 
sa  pide  la  palabra. ) 

En  resumen,  y concluyo  con  esto,  entendido  de 
esa  suerte  el  sistema  acusatorio,  que  después  de  todo, 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  es  una  singularidad 
de  Austria,  que  S.  S.  ha  exagerado,  y eso  no  existe  en 
ninguna  otra  parte;  digo  que  entendido  de  esa  suerte, 
que  empiece  ó no  por  la  acusación  el  proceso,  ya  pri- 
vadamente, ya  por  funcionario  público,  porque  eso 
nada  tiene  que  ver  para  el  fallo,  lo  que  no  se  concibe, 
lo  que  yo  no  necesito  repetir,  porque  lo  ha  expuesto 
de  una  manera  magistral,  elocuente  y acabada  el  se- 
ñor Muñoz  Chaves,  es  el  espectáculo  de  que  se  consti- 
tuya un  tribunal,  que  ante  sí  tenga  todos  los  medios 
y todos  los  elementos  para  formar  juicio,  y que  se  lla- 
ma tribunal  porque  va  á juzgar,  el  Jurado  en  la  parte 
que  le  corresponde  yel  juez  de  derecho  en  la  suya,  y 
solo  por  la  voluntad  de  un  funcionario  dependiente  del 
Poder  ejecutivo,  á quien  llamáis  parte  acusadora,  los 
jueces  no  juzguen  y tengan  que  guardar  silencio.  Esto 
no  tiene  explicación  posible;  y por  nuestra  parte,  no 
tenemos  más  interés  que  salvar  este  principio  de  doc- 
trina, y no  permitir  que  semejanle  cosa  pase  así  como 
un  principio  adelantado,  democrático  y liberal. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MAURA:  No  resulta  que  la  causa  sea  plei- 
to; puesto  que  en  el  pleito,  empeza¿pd&  por  el  princi- 
pio, no  hay  una  policía  preventiva;  ni  una  autoridad 
gubernativa  que  prepara  el  camino  del  sumario;  ni  un 
juez  instructor,  parte  integrante  y primer  brazo  de  la 
magistratura,  que  instruye  el  sumario  y prepara  ios 
elementos  de  la  acusación;  ni  hay  Ministerio  fiscal 
encargado  de  sostener  la  acusación,  no  de  una  ma- 
nera sistemática,  ridicula  é irritante,  sino  de  un  modo 
justo  y fundado,  pero  defendiendo  los  intereses  públi- 
cos, como  el  deber  del  defensor  es  amparar  al  procesado. 

Excusamos,  pues,  hablar  de  los  principios  de  la 
Edad  Media,  porque  están  á cien  leguas  de  la  realidad 
actual. 

El  duelo  viene  cuando  llega  el  juicio;  y yo  digo, 
y así  es  como  he  planteado  antes  la  cuestión:  cuando 
ha  funcionado  la  policía  preventiva;  cuando  está  ter- 
minada la  instrucción  del  sumario;  cuando  el  Ministe- 
rio fiscal  ha  formulado  su  acusación;  cuando  estamos 
en  el  verdadero  juicio,  ¿puede  existir  éste  sin  contra- 
dicción, sin  duelo,  sin  partes?  Pues  para  que  el  juez 
no  sea  acusador,  ni  defensor;  para  que  no  obre  ejer- 
ciendo la  defensa  ni  la  acusación,  es  preciso  que  el 
juez,  desde  que  se  llega  al  juicio,  por  lo  mismo  que 
no  desaparece  el  interés  social,  porque  este  es  el  in-  , 
terés  de  la  justicia,  y la  justicia  necesita  como  con- 
dición indispensable  la  neutralidad,  es  preciso  que  el 
juez  sea  completamente  neutral.  i 


Nada  tengo  que  ver  con  ampulosidades  de  len- 
guaje, con  novedades  más  ó ménos  imaginarias,  con 
incoherencias  más  ó ménos  trascendentales.  Lo  que 
digo  es,  que  en  el  fondo  de  lo  que  combatís  existe 
algo  que  es  patrimonio  común,  que  es  sagrado,  que 
es  imposible  de  rechazar. 

El  Sr.  AZCARATE:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  AZCARATE:  La  prueba  de  que  el  juicio, 
aun  siendo  criminal,  puede  no  ser  duelo,  es  precisa- 
mente el  caso  origen  de  esta  cuestión,  porque  si  el 
fiscal  no  tiene  por  necesidad  que  sosteuer  la  acusa- 
ción, tendrá  obligación  de  defender  la  inocencia  del 
procesado.  Después  de  esto,  cabe  el  juicio,  sin  que 
deje  de  ser  el  juez  imparcial  y recto. 

Los  artículos  75  y 92  del  proyecto  que  discuti- 
mos, y el  733  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal 
son  la  demostración  de  que  es  imposible  que  prospere 
el  principio,  que  ahora  sostenéis.  Es  cuanto  tengo 
que  decir. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  La  en- 
mienda que  ha  reLirado  el  Sr.  Azcárate,  decía  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  ai  Congreso  la  siguiente  enmienda  ai  art.  69: 

Donde  dice,  en  el  párrafo  i.°  «los  jueces  de  dere- 
cho dictarán, » se  dirá:  «los  jueces  de  derecho  podrán 
diciar. » 

Palacio  del  Congreso  1 1 de  Mayo  de  1887.=Gu- 
mersindo  de  Azcárate.=Manuel  Pedregal. =José  Cas- 
tilla.=Miguel  Villaiba  Hervás.=Rafael  Montero.— 
Bernardo  Por í>uondo.==r Rafael  Fernandez  de  Castro.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  esta  discu- 
sión, que  continuará  mañana  á primera  hora. 


Se  mandó  pasar  á la  Comisión  de  actas  la  creden- 
cial núm.  459,  presentada  en  Secretaría  por  D.  Joa- 
quín González  Marrón,  Diputado  electo  por  el  distrito 
de  Sala  de  los  Infantes,  provincia  de  Burgos. 


Se  acordó  paBara  á la  Comisión  de  presupuestos 
una  instancia  de  la  Liga  de  propietarios  de  Valencia 
y su  provincia  solicitando  que  mientras  no  sea  posi- 
ble hacer  la  reforma  que  proyecta  el  Sr.  Ministro  de 
Hacienda,  continúe  como  hasta  aquí  el  régimen  délas 
declaraciones  individuales  para  la  riqueza  rústica  im- 
ponible. 


Se  leyó  y quedó  sobre  la  mesa,  á disposición  de 
los  Sres.  Diputados,  el  informe  á que  se  refiere  la  si- 
guiente comunicación: 

«Ministerio  deHacienda. — Excmos.  Sres.:  Tengo  el 
honor  de  pasar  á manos  de  V.  EE.  el  adjunto  informo 
emitido  por  el  inspector  de  la  Hacienda  pública  en  co- 
misión del  servicio  en  la  provincia  de  Valencia  acerca 
de  los  servicios  de  la  Administración  en  dicha  provin- 
cia, cuyos  antecedentes  fueron  pedidos  en  la  sesión 
de  26  de  Marzo  último  por  el  Sr.  Diputado  D.  Enrique 
Bushell. 

De  Real  .órden  lo  remito  á V.  EE.  á los  efectos 
consiguientes. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  12  de 
Mayo  de  1887.=Joaquin  López  Puigcerver.=Señores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso.» 
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Dióse  cuenta  y el  Congreso  quedó  enterado  de  la 
siguiente  comunicación: 

«Ministerio  de  Marina. — Excmos.  Sres.:  Al  acu- 
sar á V.  EE.  recibo  de  la  comunicación  que  con  fo- 
cha 8 del  actual  me  dirigen,  y en  la  que  me  trascri- 
ben lo  expuesto  por  el  Sr.  Diputado,  D.  Jerónimo 
Marín  Luis,  en  la  sesión  del  dia  anterior,  cúmpleme  ! 
manifestarles,  no  ser  exacto  que  una  Comisión  del  Mi- 
nisterio de  mi  cargo,  recorra  las  principales  Naciones 
extranjeras  en  busca  de  casas  con  quienes  tratar  la 
construcción  de  buques  para  la  marina  de  guerra;  y 
que  por  el  contrario,  dichas  casas  extranjeras  son  las 
que,  por  medio  de  sus  representantes,  y en  número 
considerable,  han  presentado  proposiciones,  sobre  las 
que  hasta  ahora  no  lia  recaído  resolución  alguna. 

Debo  también  expresarles,  que  desgraciadamente 
para  el  deseo  del  Gobierno  y mió,  no  se  ha  recibido 
proposición  alguna  española,  y que  por  tanto,  las  pro- 
mesas que  ai  votarse  la  ley  para  la  construcción  de 
una  escuadra,  por  más  que  fuesen  el  resultado  y la 
fiel  expresión  de  mi  ardiente  deseo  por  el  fomenLo  de 
la  industria  nacional,  resultarán  estériles  si  la  refe- 
rida industria  no  responde  al  llamamiento  que  las 
mencionadas  promesas  encieran. 

Y por  último  que  estoy  dispuesto  á admitir  la  in- 
terpelación que  el  referido  Sr.  Diputado  Marín  se  ha 
servido  anunciarme. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  anos.  Real  SiLio  de 
Aranjuez  á 11  de  Mayo  de  1887.=Rafael  Rodríguez 
Arias.=Seuores  Secretarios  del  Congreso  de  los  Di- 
pudados.» 


Se  mandó  pasar  á la  Comisión  de  peticiones  la 
lista  de  las  presetadas  en  Secretaría  desde  el  dia  23 
de  Marzo  último,  en  que  se  dió  cuenta  ele  la  anterior, 
y son  las  siguientes: 

«Número  41.  El  Ayuntamiento  constitucional  de 
Zamora  suplica  la  modificación  del  art.  117  de  la 
nueva  ley  provincial,  en  el  sentido  de  que  el  reparti- 
miento entre  los  pueblos  de  la  provincia  sea  solo  en 
proporción  de  lo  que  por  contribuciones  pague  cada 
uno  al  Tesoro,  como  en  la  ley  anterior  estaba  esta- 
blecido. 

Núm.  42.  Don  Eusebio  Asquirnio  suplica  el  es- 
tablecimiento do  la  instrucción  primaria  obligatoria. 

Núm.  43.  El  Ayuntamiento  y ve  dnos  dol  pueblo 
de  San  Martin  del  Rio  suplican  se  conceda  al  ferro- 
carril de  Calalayud  (Teruel)  un  razonable  aumento  en 
la  subvención  consignada  por  el  Estado  para  la  cons- 
trucción de  esta  línea. 

Núm.  44.  El  Ayuntamiento  y vecinos  del  pueblo 
de  Daroca,  provincia  de  Teruel,  suplican  se  conceda 
al  ferro-carril  de  Calalayud  á Teruel  la  misma  sub- 
vención pedida  para  el  do  Linares  á Almería. 

Núm.  45.  El  Ayuntamiento  de  Valladólid  suplica 
se  acuerde  la  modificación  del  art.  117  de  la  nueva 
ley  provincial,  en  el  sentido  de  que  el  repartimiento 
que  se  pide  entre  los  pueblos  de  la  provincia  sea  solo 
en  proporción  á lo  que  por  contribuciones  directas 
pague  cada  uno  al  Tesoro,  como  cu  la  ley  anterior 
estaba  establecido. 

Núms.  40  á 5 i.  Los  vecinos  de  la  ciudad  de  Te- 
ruel, de  los  pueblos  de  Sant,  Gulaliou,  Blancas,  Caudé, 
Villaf ranea  del  Campo  y la  Sociedad  Económica  Tu- 
rolense,  suplican  se  autorice  al  Sr.  Ministro  de  Fo- 
mento, por  medio  de  una  ley,  para  que  pueda,  en  el 


plazo  más  breve  posible,  sacar  á subasta  la  construc- 
ción del  ferro-carril  de  Calalayud  á Teruel,  auxi- 
liando á la  Empresa  concesionaria  con  la  subvención 
de  100.000  pesetas  por  kilómetro  y las  demás  fran- 
quicias concedidas  en  la  ley  de  16  de  Abril  de  1885. 

Núm.  52.  La  ciudad  de  Cádiz,  representada  por 
gran  número  de  vecinos,  suplica  se  estimule  la  acción 
del  Gobierno  para  que  dispense  á aquella  población  el 
beneficio  ya  otorgado  á otras  plazas  fuertes,  de  derri- 
bar sus  murallas. 

Núm.  53.  Los  agricultores  y vecinos  de  la  ciudad 
de  Zamora,  asi  como  ios  de  los  pueblos  de  Cubillos  y 
1 1 más  de  dicha  provincia,  suplican: 

1. °  Que  se  prohíba  la  fabricación  de  los  vinos  lia- 
mados  artificiales,  y que  no  sean  producto  exclusiva- 
mente de  uva. 

2. °  Que  al  terminar  el  tiempo  por  el  que  rige  el 
actual  tratado  de  comercio  con  Alemania,  Lan  desas- 
troso para  nuestra  producción,  sea  éste  el  estudiado  y 
modificado  en  sentido  inás  favorable  á la  producción 
española. 

3. °  Que  se  inutilicen  los  alcoholes  alemanes  ha- 
ciendo imposible  qiie  se  apliquen  á la  fabricación  de 
vinos  y aguardientes,  aun  cuando  sirvan  para  otras 
industrias. 

4. °  Que  si  por  tolerancia  y concesión  á la  libertad 
de  industria  se  permitiera  acaso  la  mezcla  y prepa- 
ración de  vinos  para  el  comercio,  ó la  imitación  de 
vinos  y preparación  de  otras  bebidas  alcohólicas,  de- 
berán fijarse  en  rótulos  exteriores  y en  los  envases 
precisamente  el  nombre  de  la  fábrica  y pueblo  donde 
esté  situada,  sin  que  nunca  puedan  expenderse  dichos 
productos  con  el  nombre  de  vinos. 

5. °  Que  los  productos  de  la  llamada  fabricación 
de  vinos  artificiales  se  graven  con  igual  impuesto  de 
consumos  que  los  naturales,  imponiendo  además  á 
dicha  fabricación  una  tarifa  especial  por  contribución 
de  industria,  que  compense  la  muy  crecida  que  los 
vinicultores  pagan  por  territorial. 

6. °  Que  se  modifiquen  las  tarifas  de  consumos 
gravando  al  vino  con  una  tributación  módica,  hacien- 
do imposible  que  pueda  imponérsele  el  100  por  100 
de  su  valor. 

7. °  Que  se  rebajen  las  actuales  tarifas  de  los  ferro- 
carriles. 

Núm.  54.  El  Círculo  de  hacendados  de  la  ciudad 
de  Puertu-Rríncipe,  suplica  se  exima  de  la  exacción 
del  impuesto  de  consumo  el  sebo  de  las  reses  desti- 
nadas al  de  la  población,  así  como  las  roses  que  se 
matan  en  las  fincas  para  el  alimento  de  sus  dueños  y 
operarios;  y que  en  ios  años  económicos  venideros  se 
reduzca  el  impuesto  á 1 5 centavos  por  cada  8 kiló- 
gramos  del  peso  de  ia  rés. 

Núm.  55.  El  Ayuntamiento  de  la  ciudad  de  Avila, 
suplica  se  modifique  el  art.  1 17  de  la  nueva  ley  pro- 
vincial, en  el  sentido  de  que  el  repartimiento  que  se 
gire  entre  los  pueblos  de  la  provincia  sea  solo  en  pro- 
porción de  lo  que  por  contribuciones  directas  paga 
cada  uno  al  Tesoro,  como  estaba  establecido  en  la  ley 
de  2 de  Octubre  de  1877. 

Núm.  56.  La  Diputación  provincial  de  León  su- 
plica se  incluya  en  el  plan  general  de  ferro-carriles 
un  ramal  que  partiendo  de  Benavente  en  el  de  Mal- 
pártida  á Astorga  enlace  en  aquella  capital  con  el  del 
Norte. 

Núm.  57.  La  Diputación  provincial  de  Zaragoza 
suplica  se  eleven  en  justa  proporción  los  derechos  de 
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importación  de  los  granos  extranjeros,  se  abran  á los 
nuestros  los  mercados  do  las  posesiones  ultramarinas, 
y se  declare  de  cabotaje  el  comercio  con  las  Antillas. 

Núm.  58.  Los  maestros  de  instrucción  primaria, 
directores  de  las  escuelas  municipales  de  Matanzas 
(isla  de  Cuba),  suplican  el  planteamiento  de  una  re- 
forma con  que  se  les  considere  corno  empleados  del 
Estado,  con  todos  los  i'equisitos  y derechos  que  á es- 
tos corresponden; 

Que  sean  creadas  en  Cuba  las  escuelas  normales 
que  la  ley  determina; 

Que  se  implanten  en  dicha  isla  todas  las  disposi- 
ciones que  sobre  instrucción  pública  están  vigentes 
en  la  Península,  y 

Que  se  funde  una  escuela  de  sordo-mudos  y ciegos. 

Núm.  59.  Doña  Castaña  Iturralde,  viuda  del  Itio, 
vecina  de  Santander,  suplica  se  reconozca  algun  de- 
recho en  favor  de  sus  hijos,  ínterin  se  cobra  la  anti- 
gua deuda  que  el  Estado  contrajo  con  su  padre  al 
incautarse  en  el  año  1818  del  bergantín  Jacinta. 

Núm.  60.  Don  Buenaventura  Bustamcnte  Pablos, 
registrador  de  la  propiedad  de  la  Cor  uña,  suplica  so 
acuerde  que  á los  registradores  de  la  primitiva  crea- 
ción ó sea  á los  ingresados  en  el  Cuerpo  en  1861  y 


1862,  antes  de  empezar  á regir  la  ley  hipotecaria,  que 
hayan  desempeñado  el  cargo  por  doce  años  consecu- 
tivos en  primera  y segunda  clase,  se  les  asimile  y 
conceda  la  categoría  efectiva  de  magistrados  de  Au- 
diencia territorial,  como  se  ha  otorgado  por  Real  de- 
creto de  1883  á los  relatores  y secretarios,  con  opciou 
ai  tipo  regulador  de  8.500  pesetas  para  la  clasilica- 
cion  de  derechos  pasivos  señalados  á los  citados  ma- 
gistrados de  las  territoriales. 

Núm.  61  Doña  Adelaida  Arriate  y González,  viu- 
da del  brigadier  D.  Clemente  Velardc  y González,  so- 
licita la  gracia  de  que  se  le  abone  la  pensión  que  le 
concedieron  las  Cortes  desde  el  21  de  Setiembre  de 
1 886,  dia  siguiente  al  del  fallecimiento  de  su  esposo.» 


El  Congreso  acuerda  celebrar  mañaua  sesión  se- 
creta. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden  del  dia  para  mañana: 
Los  asuntos  pendientes  y la  celebración  de  sesión 
secreta.  Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  siete  y cuarto. 


NÚMEBO  00. 
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DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES. 


CONGBESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


PRESIDENCIA  DEL  BICHO.  SU.  D.  CRISTO  «ARTOS. 


SESION  DEL  VIERNES  13  DE  MAYO  DE  1887, 

SUMARIO.  Abrese  4 la  una.=  Se  lee  y aprueba  el  Acta  de  la  antenor.=  El  Sr.  Alvarez  Marino 
ruega  á la  Presidencia  se  sirva  poner  4 la  mayor  brevedad  a discusión  el  dictamen  referente  a la 
reforma  del  Reglamento,  y otros  que  tienen  conexión  con  esa  reforma;  y despuos  llama  la  atención  del 
Sr.  Ministro  do  Hacienda  acerca  del  estado  en  que  se  encuentran  algunos  pueblos  do  la  provincia  de 
Gerona,  que  se  están  despoblando  con  motivo  de  la  plaga  de  la  filoxera,  y sin  embargo  se  les  exige  el 
pago  do  contribuciones  sobre  la  base  de  la  población;  y por  fin  manifiesta  su  oxtrañoza  por  haber  decla- 
rado cesante  el  Sr.  Ministro  do  Hacienda  al  inspector  del  timbre  de  Barcelona,  cuando  antes  habia 
aprobado  su  conducta.=Contestacion  de  la  Prosidencia.=Se  acuerda  comunicar  al  Sr.  Ministro  de  Ha- 
cienda los  ruegos  ó indicaciones  del  Sr.  Alvarez  Mariño.= Orden  df.l  día:  continúa  ol  dobate  pendiente 
sobre  el  dictamen  relativo  al  proyecto  de  ley  del  Jurado. =Se  loo  ol  art.  69.=Discurso  del  Sr.  Isasa 
en  contra. =Doi  Sr.  Maura,  de  la  O :>mision.= Alusión  personal  del  Sr.  Muñoz  Chavos.=Sin  más  discu- 
sión se  aprueba  ql  articulo,  y asimismo  los  siguientes  hasta  ol  89  inolusive.=Se  lee  el  90.=0bservacion 
dol  Sr.  Aicocer.=  Contestación  del  Sr.  Maura,  de  la  Comisión—  Rectificaciones  de  ambos  señores.= 
Queda  aprobado  el  artíeulo.=Se  leen  por  primera  vez,  y pasan  4 la  Comisión,  dos  enmiendas  del  señor 
Isasa  4 los  arts.  94  y 95.=Se  apruoban  sin  debate  los  arts.  91,  92  y 93.=Se  lee  el  94  y la  enmienda  del 
Sr.  Isasa,  que  la  Comisión  no  admite,  y después  de  algunas  indicaciones  do  los  Sres.  Isasa  y Maura,  no 
se  toma  en  consideración  la  onmionda.=Se  aprueba  el  art.  94.=Se  lee  el  95  y la  enmienda  dol  señor 
Isasa,  quo  la  Comisión  no  admite,  y el  autor  la  retira.=Queda  aprobado  ol  art.  95.— Igualmente  los  06 
al  100.— So  lee  por  primara  voz,  y pasa  4 la  Comisión,  una  enmienda  del  Sr.  Rodríguez  San  Pedro  al 
art.  118.=Sin  debate  quedan  aprobados  los  arts.  101  al  117.==Se  loo  ol  118  y la  enmienda  del  Sr.  Rodrí- 
guez San  Pedro,  que  la  Comisión  no  admite.=Discurso  del  autor  en  apoyo.=Del  Sr.  Maura,  como  de  la 
Comision.=Del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia.=Rectiflcaeion  del  Sr.  Rodríguez  San  Podro,  y retira 
la  enmienda.=Sin  dobate  quedan  aprobados  los  arts.  118  al  122.=So  loe  por  primera  vez,  y pasa  a la 
Comisión,  una  enmienda  del  Sr.  Labra  proponiendo  un  nuevo  artículo  adicional.=  So  lee  el  articulo 
adicional  dol  Sr.  Isasa.=Observacionos  de  los  Sres.  Isasa  y Ministro  de  Gracia  y Justicia.==Roctifica- 
oiones  de  los  Sres.  Azcárate,  Ministro  de  Gracia  y Justicia  é Isasa.=So  aprueba  el  artículo  adicional 
con  la  indicación  del  Sr.  Maura,  do  que  será  colocado  después  do  todo  lo  demás  del  dictámon.=Quedan 
retirados  los  demás  artículos  adicionales  prosontados  por  el  Sr.  Isasa.=So  loe  una  enmienda  del  señor 
Marquós  del  Vadillo  4 la  primera  de  las  disposiciones  generalos.=La  Comisión  no  la  admite.=Discurso 
do  su  autor  en  apoyo.=Oontestacion  del  Sr.  Pacheco,  de  la  Comision.=Reotificacion  del  Sr.  Marques 
del  Vadillo.=No  se  toma  en  consideración  la  enmionda.=^=Se  lee  la  disposición  primera. — Discurso  del 
Sr.  Pedregal  on  contra.=Del  Sr.  Pacheco,  de  la  Comision.=Roctiflca  el  Sr.  Pedregal.=Se  aprueba  dicha 
disposición  en  votación  nominal  por  88  Sres.  Diputados  contra  21.=So  lee  la  segunda,  y es  aprobada 
sin  discusion.=I»eida  la  tercera,  se  da  cuenta  de  una  enmienda  del  Sr.  Cánovas  dol  Castillo.  =La  Comi- 
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sion  no  la  admit0.=Discur3o  del  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  en  su  apoyo.— Del  Sr.  Maura,  do  la 
Comision.=  Roetificacionos  do  dichos  sonoros. = No  so  toma  en  consideración,  y sin  mas  debate  so 
aprueba  la  tercera  disposicion.=Se  lee  una  adicional  del  Sr.  Silvela.=Iia  Comisión  no  la  acopta.=Dis- 
curso  do  su  autor  on  apoyo.=Dol  Sr.  Ministro  do  Gracia  y Justicia.=Hoctiñcaciono3  repetidas  de  los 
Sre3.  Silvela  y Ministro  de  Gracia  y Justicia.=Se  lee  nuevamente  la  enmienda,  y es  desechada  en 
votación  nominal  por  99  votos  contra  38.=So  loo  un  artículo  adicional  dol  Sr.  Labra,  quo  la  Comisión 
no  admite.=Discurso  del  autor  en  apoyo.=Dol  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros.=Ttectificaoio- 
nes  do  ambos  señores.=Queda  retirado  el  artículo  adicional. =So  anuncia  quo  ol  proyecto  de  ley  pasará 
á la  Comisión  de  corrección  de  estilo,  y se  señalará  dia  para  su  votación  definitiva.=Se  leyó,  y el  Con- 
greso quedó  enterado,  de  una  comunicación  anunciando  quo  la  Comisión  nombrada  para  dar  dictamen 
sobre  inclusión  en  ol  plan  gonoral  do  carreteras  de  una  do  Cavino  á Aras  del  Puente,  ha  designado 
para  presidente  al  Sr.  D.  Luis  del  Rey,  en  reemplazo  do  D.  Pedro  Antonio  Torres. =Pasó  á la  Comisión 
de  reforma  dol  Roglamonto  una  onmionda  y una  adición  dol  Sr.  Ansaido.=Se  leyó  el  dictamen  do  la 
Comisión  lijando  la  fuerza  del  ejército  permanente  para  1887-88.=Orden  del  dia  para  mañana:  conti- 
nuación del  debate  acerca  do  la  interpolación  dol  Sr.  Portuondo;  los  asuntos  pendientes;  votación  defi- 
nitiva do  varios  proyectos  do  loy;  dictámen  fijando  las  fuerzas  permanentes  de.l  ejército,  y el  relativo  al 
proyecto  de  ley  estableciendo  bases  para  ol  Código  ponal.=  So  levanta  la  sosion  á las  ocho  y media. 


Se  abrió  d la  una  de  la  tarde,  y Icida  el  Acta  de 
la  anterior,  quedó  aprobada. 


El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  La  lie  pedido  con 
varios  objetos. 

Es  el  primero  el  de  suplicar  al  Sr.  Presidente, 
reproduciendo  el  ruego  que  anteayer  dirigí  al  señor 
Vicepresidente  que  á la  sazón  ocupaba  ese  sitial, 
que  ponga  á la  mayor  brevedad  á discusión  el  dictá- 
men referente  á la  reforma  del  Reglamento  y otros 
que  tienen  conexión  con  esa  reforma,  con  objeto  de 
que  la  Comisión  de  actas  pueda  dar  dictamen  sobro 
algunas  que  están  pendientes  de  su  acuerdo,  para 
que  sepamos  si  han  de  pasar  ai  tribunal  que  está  to- 
davía sin  nombrar,  ó si  se  han  de  sujetar  al  nuevo 
procedimiento  establecido  por  el  dictámen  de  refor- 
ma del  Reglamento  á que  me  refiero. 

También  ruego  ála  Mesa  se  sirva  poner  en  cono- 
cimiento del  Sr.  Ministro  de  Hacienda  el  ruego  que 
le  dirijo,  que  se  refiere  á una  cosa  gravísima. 

Algunos  pueblos  de  la  provincia  de  Gerona,  sobre 
todo  el  de  Cadaqués,  se  están  despoblando  con  moti- 
vo de  la  plaga  fiíóxórica,  y á pesar  de  que  algunos, 
como  el  citado,  han  quedado  reducidos  á las  dos  terce- 
ras partes  de  su  población,  continúan  exigiéndoles  por 
las  contribuciones  que  se  imponen  sobre  la  base  de 
la  población,  como  es  la  de  consumos,  la  misma  cuota 
que  antes:  han  acudido  al  Instituto  geográfico  y es- 
tadístico, que  es  ol  Centro  encargado  del  censo  de 
población,  y esta  Dirección  que  tantos  elementos  tiene, 
les  ha  dicho  que  no  tiene  nada  que  hacer  en  el  asun- 
to, sino  cada  diez  años  cuando  se  hace  el  censo  gene- 
ral, y el  Ministerio  de  Hacienda  contesta  lo  mismo. 

De  suerte  que  estos  pueblos  se  encuentran  en  la 
imposibilidad  de  pagar  lo  que  se  les  exige,  y á la  vez 
carecen  de  todo  medio  de  reclamar;  y como  de  esta 
situación  se  puede  originar  próximamente  algún  con- 
flicto, yo  ruego  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  que  tanto 
nos  ha  encarecido  aquí  la  necesidad  de  reorganizar 
la  Administración,  que  se  ocupe  de  resolver  preferen- 
temente este  asunto,  sobre  todo,  atendiendo  las  jus- 
tas, justísimas  reclamaciones  de  Cadaqués,  porque 
ciertamente  lo  que  pasa  allí  no  tiene  nombre.  Perdi- 
dos los  viñedos,  sin  producir  los  olivos,  anulada  la 
pavoga.ion  de  altura,  emigrando  todos  los  jóvenes, 


yo  pregunto  á S.  S.:  ¿qué  ha  de  hacer  aquel  pueblos 
para  pagar? 

Mi  tercer  ruego  se  refiere  á la  extrañeza  con  que 
he  sabido  que  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda  ha  dejado 
cesante  al  Sr.  Mesonero,  inspector  del  timbre  en  Bar- 
celona, después  de  haber  aprobado  su  conducta  en 
una  sesión  anterior. 

Suplico  ai  Sr.  Ministro  que  nos  dé  explicación  de 
este  cambio  de  opinión;  porque  si  este  es  el  premio 
que  obtienen  los  servidores  del  Estado  cuya  conducta 
apruebas.  S.,  yo  pregunto,  qué  va  á ganar  la  Admi- 
nistración pública  con  tales  ejemplos.  Si  S.  S.  no  hu- 
biera aprobado  la  conducta  de  este  funcionario,  yo 
no  haría  esta  pregunta.  Ruego,  pues,  á S.  S.  que  no 
olvide  al  Sr.  Mesonero. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  So  pon- 
drán en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  Hacienda  los 
ruegos  del  Sr.  Álvarez  Marino. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Alvarez  Marino  tiene 
completa  razón,  y toda  la  dilación  en  el  punto  á que 
se  refiere  S.  S.  procede  de  las  causas  que  S.  S.  mismo 
ha  señalado.  Así  es,  que  para  resolver  esta  dificultad, 
el  Presidente,  conocedor  del  ruego  de  S.  S.,  se  ha 
apresurado  á avisar  á los  individuos  de  la  Comisión 
que  ha  dado  dictámen  sobre  la  proposición  de  refor- 
ma del  Reglamento  para  que,  si  como  es  de  esperar, 
termina  antes  de  las  horas  reglamentarias  de  sesión 
el  debate  sobre  el  Jurado,  hoy  mismo,  y si  no  maña- 
na, se  discuta  ese  dictámen. 


ORDEN  DEL  DIA. 


El  f$r.  PRESIDENTE:  Continúa  la  discusión  del 
dictámen  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el  esta- 
blecimiento del  juicio  por  jurados  para  determinados 
delitos.  (Véase  el  Apéndice  primero  al  Diario  núm.  42 , 
sesión  clel  i O de  Marzo  último ; Diario  núm . 73 , sesión 
del  2 i de  Abril ; Diario  núm.  74 , sesión  del  22  de  ídem; 
Diario  núm.  75,  sesión  del  23  de  idem\  Diario  núm.  76, 
sesión  del  25  de  idem\  Diario  núm.  77,  sesión  del  26  de 
ídem ; Diario  núm.  78,  sesión  del  27  de  ídem ; Diario 
núm.  70,  sesión  del  28  de  Idem;  Diario  núm.  80,  sesión 
del  30  de  ídem:,  Diario  núm.  8i,  sesión  del  3 de  Maijo\ 
Diario  núm.  82,  sesión  del  4 de  idem\  Diario  núm . 83, 
sesión  del  5 de  idem\  Diario  núm . 81>  sesión  del  6 de 
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idem\  Diario  mm.  85 , sesión*  del  7 de  idem\  Diario 
mbn.  86 , sesión  del  9 de  ídem:  Diario  núm,  87 , sesión 
del  10  de  klem\  Diario  núm.  88,  sesión  del  11  de  ídem, 
y Diario  núm.  89,  sesión  del  12  de  ídem.) 

Sigue  la  discusión  del  art.  09. 

El  Sr.  Isasa  tiene  la  palabra,  primero  en  conLra. 

El  Sr.  ISASA:  lia  sido  necesario,  Sres.  Diputados, 
los  que  teneis  ia  bondad  de  oírme  (y  esto  me  recuer- 
da, si  el  Sr.  Presidente  cree  que  no  es  ofensivo  al 
Congreso,  aquello  que  decía  un  comandante  de  nacio- 
nales á su  batallón:  «Voluntarios,  aunque  pocos,  ¡viva 
la  libertad!»  y yo  puedo  decir:  Señores  Diputados,  aun- 
que pocos,  vamos  d seguir  discutiendo  el  Jurado);  ha 
sido  necesario  que  se  llegue  á aquel  punto  que  yo 
tuve  el  honor  de  indicar. en  uno  de  mis  discursos, 
como  demostrativo  de  un  abandono  de  la  justicia,  ha 
sido  necesario,  digo,  que  ese  acto  se  ponga  ante  nues- 
tros ojos,  pero  delante  del  Jurado  al  mismo  tiempo, 
para  que  vengan  á coincidir  en  las  opiniones  que  á 
mi  modo  de  ver  son  las  únicas  aceptables  y defendi- 
bles, sobre  el  sistema  ó el  principio  llamado  acusato- 
rio, personas  y Diputados  tan  decididamente  partida- 
rios del  Jurado,  y de  todas  las  instituciones  liberales, 
como  el  Sr.  Garnica,  el  Sr.  Muñoz  Chaves  y el  mismo 
Sr.  Azcárate,  que  como  recordareis  habló  ayer,  no  ya 
en  su  nombre,  sino  en  nombre  y representación  de  la 
minoría  republicana,  óde  la  mayor  partedela  minoría 
republicana  á que  el  Sr.  Azcárate  pertenece. 

Yo  quisiera  retirar  por  completo  mi  personalidad 
de  este  punto  do  discusión,  porque  como  hasta  ahora 
lodo  lo  que  la  Comisión  ha  dicho  de  más  importante 
ha  sido  que  yo  soy  un  reaccionario,  con  lo  cual  se  lia 
creído  excusada  de  dar  razones  en  defensa  de  su  obra 
sobre  algunos  de  los  puntos  que  yo  he  censurado,  y 
ahora  debo  limitarme  y concretarme  al  principio  ó 
sistema  llamado  acusatorio,  quisiera  yo  que  la  dis- 
cusión se  mantuviera  solo  con  los  reaccionarios  seño- 
res Garnica,  Muñoz  Chaves  y la  minoría  republicana, 
para  que  no  teniendo  ya  la  Comisión  el  argumento  de 
decir  que  soy  reaccionario  tuviese  que  apelar  á otros, 
y así  apartara  mi  personalidad,  y creo  yo  que  se  pro- 
duciría la  convicción  en  el  ánimo  de  todos  de  que,  eu 
efecto,  aquí  no  se  Lrata  de  una  cuestión  de  libertad  ni 
de  reacción,  ni  de  partidos  avanzados  ni  de  partidos 
medios  ni  reaccionarios,  sino  de  una  cuestión  de  Po- 
der judicial,  de  una  cuesLion  de  buena  administra- 
ción de  justicia;  que  comprendemos  y sentimos  de  Lan 
distinta  manera  los  señores  de  la  Comisión  y los  se- 
ñores Diputados  que  la  siguen  en  este  punLo,  y de 
otra  parte  los  Sres.  Garnica,  Muñoz  Chaves  y Azcá- 
rate; y yo,  por  lo  que,  como  be  dicho  antes,  quisiera 
no  hablar  de  mi  personalidad  para  no  perturbar  esa 
armonía  gloriosa  de  las  opiniones  liberales  que  ya 
sobre  este  punto  se  ha  hecho  pública  y manifiesta. 

Pues  sí;  en  efecto  ha  sido  necesario  que  este  ver- 
dadero atentado  contra  el  buen  sentido,  que  este  ata- 
que á las  facultades  del  tribunal,  este  menoscabo  del 
poder  de  la  justicia,  se  haya  manifestado  con  relación 
á la  institución  dei  Jurado  para  que  se  haya  com- 
prendido que  eso  no  es  posible,  que  eso  no  es  justi- 
cia, que  eso  no  es  razonable,  que  eso  no  debe  pasar; 
y así  el  Sr.  Muñoz  Chaves  decía  que  él  quería  un  Ju- 
rado libre,  pero  no  un  Jurado  esclavo.  Yo  le  dejo  esta 
forma,  que  es  propia  de  su  opinión  y de  los  del  par- 
tido á que  pertenece,  y la  sustituyo  por  esta  otra 
más  amplia:  nosotros  no  podemos  querer  una  justicia 
esclava,  siuo  una  justicia  constituida  en  poder,  que 


se  ejerza  recta  y cumplidamente,  sin  más  limitación 
que  la  que  las  leyes  mismas  impongan.  Para  vosotros 
el  menoscabo  ha  sido  notorio  cuando  del  Jurado  se 
lia  tratado,  y para  nosotros  lo  es  tratándose  del  pro- 
cedimiento en  general.  Porque  nosotros  no  tenemos 
una  repugnancia  instintiva,  al  menos  de  mi  cuenta 
así  puedo  decirlo,  ai  Jurado,  y como  nosotros  res- 
pecto á ese  procedimiento,  ó á ese  medio,  ó á ese  or- 
ganismo de  la  justicia  solo  creemos  que  no  es  bueno 
y que  ha  de  dar  perniciosos  resultados;  una  vez  cons- 
tituido, por  igual  profesamos,  enaltecemos,  defen- 
demos y pedimos  á todos  el  respeto  al  tribunal  que 
ha  de  aplicar  la  ley  y que  ha  de  administrar  justicia, 
bastando  que  sea  tribunal  y que  ejerza  tan  augustas 
funciones,  ya  sea  tribunal  de  magistrados,  ya  de  ma- 
gistrados con  jurados,  nosotros  no3  adherimos  á esa 
opinión,  sustituyendo,  como  be  dicho  antes,  la  forma, 
no  censurando  la  ley  porque  constituye  en  esclavi- 
tud al  Jurado,  sino  porque  constituye  en  esclavitud 
al  tribunal,  porque  merma,  porque  menoscaba,  por- 
que anula  casi  por  completo  el  poder  de  la  justicia. 
¿Qué  quiere  decir,  Sres.  Diputados,  señores  de  la  Co- 
misión, que,  cuando  constituido  el  Jurado,  los  tres 
magistrados  coa  su  presidente  y los  12  jurados, 
practicadas  todas  las  pruebas  y llegado  el  momento 
de  oir  la  opinión  del  fiscal  y la  opinión  de  la  defensa, 
si  el  fiscal  desiste  de  su  acusación,  sea  necesario  de- 
clarar que  allí  no  lia  ocurrido  nada?  ¿Qué  quiere  de- 
cir ese  remedio  que  la  OOmision  ha  buscado  de  poner 
entonces  la  acusación  á disposición  del  público? 
¿Quién  se  encarga  de  esto?  ¿Hay  alguien  entre  vos- 
otros, dirá  el  presidente  dirigiéndose  al  público,  que 
quiera  hacer  de  fiscal?  Pero  después  de  lo  que  el  se- 
ñor Muñoz  Chaves  dijo,  y después  de  lo  que  sobre  esto 
se  lia  hablado,  ¿teneis  verdaderamente  valor  para  sos- 
tener eso?  A mí  me  parece  que  después  de  tant03 
actos  sobre  los  cuales  es  necesario  fijar  la  atención 
para  que  no  resulten  cosas  contrarias  á la  formali- 
dad, ese  último,  ese  de  abrir  una  especie  de  concurso 
ó subasta  ante  el  público  para  ver  quién  quiere  en- 
cargarse de  la  defensa  de  la  ley  ó de  la  acusación 
fiscal,  por  sí  solo  sería  bastante  para  producir  sobre 
el  Jurado,  sobre  este  organismo  y sobre  estos  proce- 
dimientos, algo  que  no  sea  muy  compatible  coa  los 
respetos  que  les  son  debidos. 

Ya  el  Sr.  Muñoz  Chaves  dijo  que  eso  era  imposi- 
ble de  ejecutar,  que  eso  no  conducía  á nada  prácti- 
co, porque  no  es  un  cualquiera  quien  puede  subir  á 
los  estrados  del  tribunal  á mantener  la  acusación. 
Vosotros  decís  que  ha  de  ser  con  arreglo  á la  ley  de 
enjuiciamiento  criminal,  y con  arreglo  á esta  ley,  la 
acusación  solo  podrá  sostenerse  por  un  procurador 
que  represante  al  acusador,  salvo  determinados  ca- 
sos, y un  letrado  que  lleve  la  voz  de  la  acusación; 
aquél,  con  el  poder  suficiente, necesario  para  el  efecto; 
éste,  en  condiciones  de  poder  ser  aceptado  por  el  tri- 
bunal para  el  ejercicio  de  su  profesión;  ¿y  lia  de  estar 
todo  esto  allí,  puesto  que  el  acto  no  se  interrumpe, 
preparado  y dispuesto  de  manera  que  al  decir  el  pre- 
sidente, «quién  se  encarga  de  la  acusación,»  se  en- 
cuentren, en  efecto,  personas  hábiles  dispuestas  con- 
forme á la  ley  para  cumplir  ese  cometido?  Eso  no  es 
posible,  y bastaría  esta  sola  razón  para  suprimirlo. 
Es  una  adición  de  la  Comisión.  En  el  proyecto  del 
Gobierno  no  venía  semejante  cosa.  La  Comisión  ha 
creído  que  debía  añadirlo  para  que  no  se  dijera  que 
había  quedado  ineficaz  la  justicia  sin  consentimiento 
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(lio  sé  lo  que  dirá)  del  publico,  ó del  pueblo,  ó de  la 
soberanía  nacional,  ó de  no  sé  qué,  que  está  represen- 
tado allí;  porque  cuando  yo  oía  al  Sr.  Maura  decir: 
pues  si  después  de  esto  no  hay  acusación,  el  país  ten- 
drá la  justicia  que  se  merece,  yo  me  sorprendía  de 
oir  tal  cosa  de  labios  de  una  persona  tan  ilustrada, 
tan  competente,  y de  tantos  y tan  levantados  senti- 
mientos patrióticos  como  el  Sr.  Maura.  De  mauera 
que  porque  vosotros  os  empeneis  en  sostener  una 
cosa  completamente  ineficaz  para  la  justicia,  y os  di- 
na que  hasta  absurda,  si  no  fuese  porque  la  palabra 
pudiera  parecer  demasiado  dura;  porque  vosotros 
dispongáis* eso,  y no  se  ejecute  lo  que  es  imposible, 
ya  teneis  que  declarar  que  el  país  tiene  la  justicia* 
que  se  merece,  es  decir,  una  justicia  mala,  una  justi- 
cia ineficaz,  una  justicia  que  no  se  realice,  cuando 
por  equivocación  ó por  cualquiera  otro  motivo,  la 
acusación  fiscal  deje  de  sostenerse.  Yo  invito  al  indi- 
viduo de  la  Comisión  que,  al  parecer,  va  á contestar- 
me, que  no  se  encierre  sobre  este  punto  en  ese  silen- 
cio y en  ese  mutismo,  en  que  se  ha  encerrado  la 
Comisión  sobre  otros  puntos  de  igual  gravedad. 

Recuerdo  que  cuando  yo  deseaba  que  se  me  di- 
jera cómo  se  formularían  las  preguntas  para  que  los 
jurados  las  contestaran  de  manera  que  en  la  pregunta 
del  hecho  no  fuera  envuelta  la  cuestión  jurídica,  y di 
una  muy  breve  por  no  molestar  al  Congreso,  el  señor 
Ministro  de  Gracia  y Justicia  dijo  que  si  algún  pre- 
sidente hiciera  así  las  preguntas,  le  dejaría  cesante; 
y yo  entonces  observé:  pues  ya  está  ahí  la  mia;  mala 
y todo  como  es,  tened  la  bondad  de  sustituirla  por  la 
vuestra  que  será  la  buena,  y no  la  habéis  dado,  y lle- 
vamos no  sé  si  veinte  dias  de  discusión.  Porque  vos- 
otros podéis  proponeros  el  caso  de  un  asesinato,  el 
caso  de  defensa  legítima  ó cualquiera  otro  caso  de 
complicación  del  Código  penal  y debeis  formularlo 
todo  para  que  así  os  parezcáis  á aquel  que  decía  que 
todo  podia  expresarse  por  la  mímica,  y al  cual  se  le 
dijo  por  otro  que  le  escuchaba  que  cómo  se  arregla- 
rla para  expresar  que  el  dia  auterior  había  venido  de 
Gctafe  la  hermana  de  un  cuñado  suyo  que  estaba  en- 
ferma. Vosotros  que  decís  que  todo  eso  se  puede  ha- 
cer, debeis  explicarlo  y formularlo  todo,  no  solo  aquí 
sino  en  el  texto  de  la  ley.  Porque  lo  que  habéis  hecho 
ha  sido  copiar  la  ley  italiana  de  1874,  ni  más  ni  mé- 
nos,  olvidándoos  de  que  esa  ley  ha  sido  objeto  de  toda 
clase  de  censuras,  y que  acerca  de  ella  se  lian  pro- 
puesto diferentes  reformas  atendida  su  insuficiencia, 
reconocida  hoy  por  todo  el  mundo.  Pues  á pesar  de 
esto,  vosotros  os  habéis  limitado  á copiar  eso  de  la  ley 
italiana,  ó mejor  dicho  lo  copió  el  Sr.  Romero  Girón, 
y vosotros  habéis  copiado  al  Sr.  Romero  Girón,  cre- 
yendo que  con  solo  esto  todo  el  mundo  ha  de  enten- 
der cómo  han  de  formularse  las  preguntas.  Pues  una 
pregunta  parecida  os  hacia  yo  ahora:  ¿cómo  ha  de  ser 
que  en  el  acto,  sin  interrupción  del  juicio  se  encar- 
gue un  cualquiera  de  sostener  la  acusación  fiscal  si 
lo  desea,  no  pudiendo  llenar  las  condiciones  que  vos- 
otros le  exigís? 

Pero  el  Sr.  Maura,  y celebro  mucho  que  haya 
llegado  S.  S.,  después  de  aquello  de  haberse  venido  á 
mis  doctrinas...  he  usado  una  palabra  impropia,  ha 
sidp  una  coincidencia  casual;  después  de  haberse  ve- 
nido á las  doctrinas  de  aquellas  personas  sobre  las 
cuales  no  puede  caer  la  nota  de  reaccionarias,  con  la 
cual  se  cou testa  á todo  lo  que  sale  de  estos  bancos, 
teniéndola  por  razón  última  y decisiva;  el  Sr.  Maura  1 


después  de  esto  nos  decia:  lo  que  desea  el  Sr.  Muñoz 
Chaves  no  se  puede  hacer,  porque  eso  sería  tanto 
como  atentar  al  sistema  acusatorio,  al  principio  acu- 
satorio que  era  preciso  defender  por  encima  de  Lodo, 
y que  ese  principio  acusatorio  consistía,  no  solo  en 
aquello  que  ya  nosotros  reconocemos,  de  que  nadie 
puede  ser  condenado  sin  ser  oido,  do  que  nadie  pue- 
da ser  condenado  por  delitos  de  que  no  baya  sido 
acusado,  y algunas  otras  cosas  de  esta  índole  que  no 
ha  sido  necesario  que  vengan  al  mundo  ni  el  Sr.  Ro- 
mero Girón  ni  ninguno  de  estos  otros  señores,  para 
que  se  reconocieran  y se  respetaran  de  antiguo,  de 
siglos;  sino  en  el  principio  de  que  el  juez  se  manten  - 
ga  neutral,  porque  el  juez  no  puede  ser  juez  y parte. 
¿Os  atreveréis  á decirlo?  Y nos  apostrofaba  S.  S.  Y 
para  impedir  eso,  continuaba  diciendo  S.  S.,  es  para 
lo  que  nosotros  mantenemos  en  toda  su  pureza  y en 
toda  su  integridad  el  principio  acusatorio,  y sostene- 
mos el  artículo  tal  como  está  redactado. 

Y este  es  el  punto  principal  de  mis  observaciones 
de  boy,  con  las  cuales  yo  siento  molestar  á los  seño- 
res Diputados  que  me  escuchan;  pero  podemos  llenar 
el  tiempo  hablando  siempre  (le  lo  que  es  objeto  del  ar- 
tículo, hasta  dar  lugar  á que  vengan  otros  oradores  á 
continuarla  discusión.  Yo  no  pienso  alargarme  mucho. 
Había  tenido  el  honor  de  presentar  varias  adiciones  al 
dictámen,  algunas  de  las  cuales  se  referían  precisa- 
mente á esta  cuestión  de  lo  acusatorio,  y claro  es  que 
después  de  lo  que  yo  digo  hoy  combatiendo  este  artícu- 
lo, y supuesto  caso,  que  creo  que  lo  podemos  suponer, 
de  que  la  Comisión  no  retire  el  artículo,  (le  que  la  Co- 
misión no  acepte  nuestras  observaciones  y no  modifi- 
que en  nada  su  dictámen  sobre  este  punto,  esa  cues- 
tión quedará  prejuzgada;  y así  hoy  al  paso  que  com- 
bato este  artículo,  desisto  de  apoyar  las  adiciones  á 
los  artículos  145  y 741  de  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal. 

Pero  antes  de  retirarme  de  este  terreno  que  había 
sido  uno  de  los  elegidos  por  mí  para  censurar  el  pro- 
yecto, y con  el  proyecto  sus  bases  y sus  precedentes 
establecidos  en  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  he 
de  contestar  á esos  argumentos  con  que  el  Sr.  Maura 
nos  apostrofaba,  y he  de  decir  hasta  qué  punto  son  hoy 
los  tribunales  juez  y parte  en  este  procedimiento  que 
se  halla  establecido  y que  va  á seguir  rigiendo  res- 
pecto al  juicio  por  jurados  hasta  el  momento  (le  la 
constitución  del  tribunal  ?y  de  los  jurados,  y después 
de  la  manera  ó del  modo  que  en  el  artículo  se  esta- 
blece, porque  sobre  esto,  yo  creo  que  lo  que  hay  es, 
que  no  nos  enteramos  bien.  Voy  adquiriendo  yo  esa 
tristísima  convicción,  esa  verdadera  aflicción  de  áni- 
mo que  me  produce  el  creer  que  no  nos  enteramos 
bien  (le  lo  que  pasa. 

Cuando  yo  veo  personas  de  la  ilustración  y de  la 
competencia  del  Sr.  Maura  hacer  un  apostrofe  tan 
arrogante,  como  si  efectivamente  hoy  hubiera  esa  se- 
paración completa,  absoluta  (leí  tribunal  que  juzga  y 
del  juez  que  instruye,  me  ocurre  una  de  dos  cosas:  ó 
que  yo  estoy  equivocado,  ó que  el  Sr.  Maura  por  las 
necesidades  de  la  discusión,  ó por  lo  que  sea,  prescin- 
de por  completo  de  la  realidad.  Do  que  hoy  hay  en 
puridad  de  verdad  ni  es  sistema  acusatorio,  ni  es  sis- 
tema inquisitivo,  ni  es  sistema  de  nada,  sino  una  ver- 
dadera perturbación,  ó una  confusión  deplorable  de 
todos  los  sistemas,  y eso  es  lo  que  vosotros  proponéis 
que  siga  y que  se  corone  con  la  disposición  de  este 
artículo  del  anuncio  de  la  subasta  para  que  se  encar- 


ITÚMEEO  90. 


2535 


gue  de  la  acusación  quien  quiera,  una  vez  que  el  Mi- 
nisterio fiscal  la  haya  abandonado. 

¿Quién  instruyo  el  sumario?  Voy  á contestar  al 
apóstrofo  del  Sr.  Maura,  haciendo  á mi  vez  la  relación 
que  creo  conveniente.  Pues  lo  primero  que  yo  no  sé 
es  quién  instruye  el  sumario,  porque  tiene  facultades 
casi  iguales  el  juez  de  instrucción  y el  fiscal,  y suele 
ocurrir  que  como  el  fiscal  es  de  más  categoría  que 
el  juez,  empiezan  las  dudas  cuando  se  reúnen  en  un 
punto  sobre  quién  debe  sentarse  en  el  sitio  de  prefe- 
rencia. Entre  tanto,  la  justicia  puede  padecer  más  ó 
ménos,  pero  ya  es  cuestión  de  jerarquía,  y buenos 
son  los  españoles  para  no  provocarla  y hacer  de  esta 
cuestión  el  caballo  de  batalla. 

El  juez  instruye,  el  fiscal  inspecciona;  pero  esas 
facultades  de  inspección  son  tales,  que  equivalen  á 
las  de  instrucción  que  tiene  el  juez,  de  tal  manera 
que,  cuando  se  llega  á querer  determinar  la  conclu- 
sión del  sumario,  no  se  sabe  quién  ha  de  decretarla; 
por  la  ley,  tiene  facultad  el  juez  para  rechazar  la  pre- 
tensión del  fiscal,  porque  el  fiscal  no  puede  hacer  más 
que  pretender,  y porque  el  juez  es  quien  resuelve, 
pero  sin  poder  contradecir  las  conclusiones  del  fiscal. 
De  suerte,  que  habéis  sostenido,  y este  es  vuestro  sis- 
tema político  y procesal,  habéis  sostenido  para  el  ejer- 
cicio de  la  autoridad  en  momento  y situación  tan 
grave  y delicada  corno  la  continuación  ó conclusión 
de  un  sumario,  dos  autoridades  con  facultades  casi 
iguales:  la  del  juez  y la  del  fiscal.  Pues  ya  se  da  por 
terminado  el  sumario,  se  va  á la  Audiencia,  y ese  tri- 
bunal que  no  debe  inmiscuirse  en  nada,  que  según 
vosotros  debe  mantenerse  en  una  neutralidad  y pasi- 
vidad absolutas,  tiene  que  dictar  el  auto  confirmando 
ó revocando  el  auto  del  Juzgado  de  instrucción  que 
declara  terminado  el  sumario;  por  consiguiente,  in- 
terviene en  el  sumario;  porque  si  lo  declara  termina- 
do, es  porque  cree  que  allí  están  todos  los  datos  y di- 
ligencias necesarias  para  continuar  el  juicio;  y si  de- 
clara que  no  está  terminado  y manda  que  se  practi- 
quen ciertas  y determinadas  diligencias,  indica  que 
el  juez  no  las  ha  practicado;  ó interviene,  por  tanto, 
en  el  sumario;  primera  flaqueza  de  vuestro  sistema. 
Llega  luego  el  momento  de  saber  si  se  abre  ó no  se 
abre  el  juicio,  y si  el  fiscal  pide  que  se  sobresea,  y la 
Sala  de  justicia  entiende  que  no  debe  sobreerse,  todo 
io  que  la  ley  ha  dispuesto  para  salvar  los  rigores  de 
un  sistema,  corno  todos  los  sis  Lemas  exagerados  im- 
posible, ha  sido  el  someter  á ese  tribunal  á la  deci- 
sión del  fiscal  superior  jerárquico  de  aquel  que  ha 
pedido  el  sobreseimiento;  es  decir,  que  la  Audiencia 
de  lo  criminal  pone  el  caso  en  conocimiento  dei  fiscal 
de  la  Audiencia  territorial;  la  Sala  del  tribunal  de  la 
Audiencia  territorial  lo  pone  en  conocimiento  del  fis- 
cal del  Tribunal  Supremo,  y están  á lo  que  este  diga. 
Es  decir,  señores,  vosotros  los  que  os  admiráis  de 
que  aquí,  en  el  estado  del  juicio  á que  se  refiere  el 
artículo  que  estoy  combatiendo,  desaparezca  el  tri- 
bunal, desaparezcan  los  magistrados  y el  fiscal,  por- 
que ha  desaparecido  este  ó porque  ha  abandonado  la 
acusación,  vosotros  no  reparáis  que  en  esos  casos  nu- 
merosísimos de  procedimientos  que  no  llegan  al  jui- 
cio oral,  ya  la  justicia  tiene  una  merma  y un  menos- 
cabo, por  virtud  de  esta  exageración  en  este  punto  dei 
sistema  acusatorio.  Yo  lo  declaro:  cuando  me  he  en- 
contrado con  este  poder  del  fiscal,  que  me  parecía  á 
mí  imposible,  inesperado,  no  establecido  en  ninguna 
ley  constit  ucional,  de  deci  r contra  la  opinión  de  esa  Sala 


de  justicia  no  se  abre  el  juicio  oral  porque  lo  acuer- 
do yo,  á mí,  en  mi  conciencia,  me  ha  pesado  ese  Poder, 
á mí,  en  mi  conciencia,  lo  único  que  me  ha  parecido 
recto,  justo,  constitucional,  posible,  ha  sido  decir  que 
jamás  deje  de  abrirse  el  juicio,  encargando  á los  que 
entonces  eran  mis  subordinados  que  no  consintieran 
otra  cosa  tampoco.  ¿Por  que  entre  la  opinión  de  un 
tribunal  de  justicia  que  dice  e3to  debe  discutirse  y la 
de  un  fiscal  que  echa  la  llave  y cierra  la  puerta  de  La 
audiencia  ha  de  prevalecer  la  opinión  dei  fiscal?  Esc 
será  un  sistema,  pero  no  es  un  sistema  de  justicia. 
En  toda  ocasión  en  que  esa  duda  se  promueva,  el  de- 
ber deí  fiscal  es  hacer  que  se  abran  las  puertas  de  la 
audiencia,  que  se  abra  el  juicio  oral,  y que  allí  se  ven- 
tile la  cuestión  y se  sepa  si  en  efecto  el  fiscal  es  el  que 
padece  error,  y que  el  tribunal  administre  justicia, 
puesto  que  es  el  único  que  tiene,  con  arreglo  á la 
Constitución,  la  potestad  de  aplicar  las  leyes  en  los 
juicios  civiles  y criminales. 

Pues  sigamos  paso  á paso  el  sistema  en  sus  ma- 
nifestaciones y en  sus  descalabros.  Cree  el  Ministerio 
fiscal  que  lo  que  procede  es  la  imposición  de  una  pena 
correccional,  y en  ese  caso  todo  el  procedimiento, 
como  sabéis,  está  reducido  á preguntar  al  procesado 
si  se  conforma  con  la  pena  que  ha  pedido  el  fiscal. 
¿Manifiesta  su  conformidad?  Pues  el  tribunal  no  tiene 
otra  atribución  que  dictar  una  sentencia  de  acuerdo 
cou  la  conformidad  manifestada,  con  la  conformidad 
expresa  del  fiscal  y del  acusado.  ¿Pero  no  son  posibles 
las  equivocaciones?  El  Sr.  Maura  ayer,  arrogantemciv 
te,  decía:  porque  el  fiscal  prevarique,  ¿se  ha  de  aban- 
donar todo  un  sistema?  Yo  empiezo  por  creer  que  los 
fiscales  no  pueden  nunca  prevaricar:  hasta  ahora  no 
se  había  oido:  en  el  Código  penal  no  está  establecido, 
y es  el  del  Sr.  Montero  Itios,  porque  no  se  habia  en- 
tendido que  los  fiscales  tuvieran  que  hacer  más  que 
dar  dictamen,  dar  opinión,  y en  eso  podian  equivo- 
carse;  pero  no  por  equivocarse  habían  de  ser  someti- 
dos á un  procedí miento  criminal. 

Esas  exageraciones  son  las  que  dan  lugar  á las 
deficiencias,  á las  burlas  de  la  justicia  y á su  descré- 
dito, porque  no  se  sabe  el  que  se  difunde  con  uno  de 
estos  casos.  Pues  este  fiscal  se  ha  equivocado,  porque 
se  trata  (y  ya  en  oLra  ocasión  os  habló  de  un  caso 
bastante  notable),  pero  se  trata,  y este  es  caso  que  ha 
ocurrido  más  de  una  vez,  de  que  el  fiscal,  porque  no 
están  claramente  redactadas  las  declaraciones  de  sa- 
nidad dadas  por  el  facultativo,  cree  que  no  han  sido 
treinta  dias  los  que  se  han  necesitado  para  ia  cura- 
ción de  las  lesiones  que  han  dado  motivo  al  proceso, 
sino  que  han  sido  ménos,  que  han  sido  veinte.  Ya  sa- 
béis que  siendo  más  de  ocho  y ménos  de  treinta,  se 
llaman  delitos  ménos  graves,  y siendo  más  de  treinta, 
se  llaman  delitos  graves,  y que  en  un  caso  tiene  pena 
correccional,  y en  otro  pena  aflictiva. 

Pues  el  fiscal  se  ha  equivocado,  lia  echado  mal  la 
cuenta,  ha  sumado  mal,  ha  entendido  mal,  ha  creído 
que  eran  veintinueve  dias,  cuando  son  treinta  y uno, 
y ha  dicho  al  acusado  que  si  está  conforme  con  que 
sean  veintinueve  dias,  y el  acusado,  que  sabe  muy 
bien  que  son  treinta  y uno,  dice  que  está  perfecta- 
mente de  acuerdo.  ¿Y  el  tribunal  qué  hace  en  ese  caso? 
Pues  no  puede  hacer  más  que  permanecer  neutral, 
porque  decís  que  el  tribunal  debe  ser  neutral,  cuando 
lo  que  resulta  es  que  el  tribunal  ha  de  sor  sordo, 
mudo  y ciego;  porque  todo  ese  sacrificio  exige  la  im- 
portancia del  gran  sistema  acusatorio;  el  tribunal  no 
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puede  siquiera  llamar  la  atención;  el  tribunal  que  co- 
noce el  sumario,  que  ha  debido  examinarlo  y leerlo, 
desde  el  momento  que  confirma  el  auLo  declarándolo 
terminado,  el  tribunal  no  puede  decir  ai  fiscal  si- 
quiera que  hay  motivo  para  ir  al  juicio  oral;  no  puede 
decir  eso  siquiera,  y se  cierra  la  puerta  de  la  justicia, 
y no  hay  juicio.  Y por  una  sentencia  preparada  por 
una  conformidad  más  ó menos  concertada,  procedente 
más  ó ménos  de  una  equivocación  el  juicio  se  cierra, 
y la  justicia  queda  anulada  ó menoscabada  al  ménos. 
A esto  se  refiere  el  artículo  adicional  que  supongo  no 
admitiréis  y será  rechazado  por  la  Cámara;  pero  que- 
da expuesta  esta  doctrina,  que  quizá  algún  dia  preva- 
lecerá. 

Se  llega  al  juicio,  y en  este  caso,  como  puede 
ocurrir  que  las  revelaciones  ó retractaciones  de  ios 
testigos,  usando  de  las  propias  frases  de  la  ley,  sean 
tales  que  obliguen  á una  instrucción  complementaria 
del  sumario,  la  ley  contradiciéndose  en' esto  con  lo 
acordado  respecto  de  otros  puntos,  vuelve  aquí  por 
los  principios  de  autoridad  y de  justicia,  da  facul- 
tad al  tribunal  para  suspender  el  juicio  y maudar 
practicar  esa  instrucción  sumaria  de  complemento 
del  sumarlo  antes  formado.  Nueva  instrusion,  nue- 
va decepción  de  lo  acusatorio;  porque  creo  que  con 
todo  esto  que  voy  examinando  siguiendo  el  curso  del 
proceso,  se  demuestra  bien  el  estado  de  perturbación 
y de  confusión  en  que  se  halla  la  administración  de 
la  justicia  en  este  punto;  en  unos  casos  la  exagera- 
ción del  sistema  acusatorio  y en  otros  la  intervención 
del  tribunal,  de  ese  tribunal  neutral  que  vosotros 
queréis  imaginaros  en  la  instrucción  del  sumario. 

¡Ah!  señores:  pero  es  que  se  ha  producido  un  caso, 
y cuando  os  lo  refiera  sabréis  bien  que  no  es  un  caso 
hipotético,  es  que  ha  ocurrido  el  caso  de  que  las  re- 
velaciones y las  retractaciones  de  esos  testigos  han 
sido  tales  que,  en  efecto,  el  tribunal  se  ha  convenci- 
do de  que  todo  el  sumario  descansa  sobre  una  base 
falsa,  se  ha  penetrado  de  que  no  es  bastante  suspen 
der  el  juicio  y mandar  hacer  una  instrucción  suple- 
mentaria, está  persuadido,  por  el  resultado  de  esas 
pruebas  del  juicio  oral,  de  que  es  necesario  prescin- 
dir de  todo  lo  que  se  ha  actuado  antes,  incluso  el  jui- 
cio oral  mismo.  Y en  ese  caso,  ya  lo  recordareis  por- 
que supongo  que  tendréis  noticia  de  ello,  y yo  no  lo 
citaré  porque  no  sé  si  ha  terminado  todavía  el  proce- 
so, y en  ese  caso,  ¿qué  es  lo  que  hace  el  tribunal? 

En  medio  del  sistema  acusatorio,  y de  la  ley  de 
1 1 de  Setiembre  de  1 882,  y de  los  principios  ensalza- 
dos por  el  Sr.  Maura,  y de  todo  lo  que  sobre  el  siste- 
ma se  ha  dicho,  vuelve  á acogerse  á lo  antiguo,  y 
dicta  lin  auto  declarando  nulo  el  juicio  oral  celebra- 
do, declarando  nulo  lodo  lo  practicado  y mandando 
que  se  vuelva  á instruir  el  sumario  desde  el  princi- 
pio, siguiendo  las  indicaciones  de  las  declaraciones  y 
de  las  retractaciones  que  sehabian  revelado  en  el  jui- 
cio y que  habían  dado,  en  suma,  el  verdadero  hilo  de 
la  trama.  Se  trataba  dé  un  testamento  falso,  delito  en 
que  el  descubrimiento  no  es  tan  fácil;  y yo  entonces 
vi  con  sorpresa  (y  repito  lo  que  be  observado  en  otras 
ocasiones),  que  toda  la  prensa  del  punto  en  que  ese 
hecho  ocurrió,  prensa  formada  por  periódicos  popula- 
rísimos  é ilustrados,  dijo:  «ese  es  un  gran  acto  de 
justicia.»  i Ya  lo  creo!  L)e  justicia,  pero  no  de  ley;  no 
ha  sido  un  acto  de  justicia,  ha  sido  un  acto  do  dicta- 
dura. jNo  faltaba  más  sino  que  quedase  todo  envuelto 
eu  el  misterio,  porque  el  sumario  se  hubiese  prac- 


ticado mal,  ó porque  los  procesados  no  hubiesen 
declarado  lo  que  debian  y quedase  el  testamento  fal- 
so como  verdadero!  Y se  salvó  aquello  por  otra  idea, 
que  es  á la  que  se  suele  acoger  todo  el  que  se  ve  des- 
amparado de  garantías  en  las  leyes  para  satisfacer  las 
exigencias  que  difícilmente  pueden  salvarse  en  las  de 
una  conciencia  recta.  Se  dijo:  es  verdad;  esto  no  está 
en  la  ley,  pero  la  ley  no  Jo  prohíbe.  ¿Aceptáis  vos- 
otros esos  principios?  ¿Aceptáis  vosotros  que,  cuando 
los  tribunales  no  sepan  por  dónde  echar,  en  medio  de 
esas  cortapisas  y de  esas  ligaduras  que  habéis  puesto 
con  el  sistema  acusatorio,  hagan  todo  lo  que  la  ley 
no  prohibe?  Pues  verdaderamente  la  ley,  al  decir  que 
se  abra  el  juicio  oral,  que  se  presente  la  acusación  de 
este  modo  y que  se  dé  la  sentencia  de  este  otro,  no 
prohibe  ninguna  otra  cosa,  como  al  decir  que  el  jui- 
cio empiece  por  demanda  no  prohíbe  que  empiece 
por  romances  ó seguidillas;  pero  me  parece  que  si 
cualquiera,  en  vez  de  una  demanda,  presenta  un  ro- 
mance ó una  seguidilla  y diga  que  porque  no  lo  pro- 
híbe la  ley  está  en  su  derecho  haciéndolo,  no  por  eso 
habrá  dejado  de  realizar  unacto,  por  lo  ménos,  ridículo. 

Pues  á estos  extremos  se  llega  cuando  se  quiere 
encerrar  el  criterio  de  la  justicia  y el  poder  de  los  tri- 
bunales (y  á vosotros  os  parece  esto  muy  liberal),  en 
esos  moldes  y sujetarlo  con  esas  ligaduras  de  siste- 
mas verdaderamente  absurdos. 

Pues  ahora  en  el  .Turado  se  lia  constituido  el  tri- 
bunal con  los  12  jurados;  ha  terminado  verdadera- 
mente la  exposición,  la  exhibición,  la  manifestación 
de  todos  los  elementos  del  juicio;  han  terminado  las 
pruebas,  y se  está  en  el  caso  de  que  cada  cual  forme 
su  opinión.  El  fiscal  no  tiene  ya  más  que  hacer  que 
lo  que  ha  heeclio,  que  es  formular  una  opinión  que 
será  muy  respetable  si  es  aceptada,  que  podrá  estar 
fuera  de  la  realidad . fuera  del  acierto  y fuera  do  la 
defensa  de  la  ley,  y entonces  ya  no  merece  tanto  res- 
peto. Una  opinión,  no  exageréis,  no  digáis  que  esa  es 
la  llave  del  juicio,  no  digáis  que  de  esa  mano  de- 
pende el  que  se  administre  ó deje  de  administrarse  la 
justicia  cuando  la  opinión  sobre  este  asunto  la  dará 
también  la  defensa,  y cuando  la  solución  la  dará  el 
tribunal  al  dictar  su  fallo  después  de  apreciar  las 
pruebas  y de  examinar  cuáles  son  los  artículos  de  la 
ley  penal  aplicables  al  caso.  Pues  vosotros  proponéis 
que  si  en  ese  estado  del  juicio  se  calla  el  fiscal,  se 
abra  un  concurso  para  ver  si  hay  quien  quiera  ha- 
cerse cargo  de  la  acusación  para  una  cosa  que  os 
ya  meramente  la  apreciación  de  las  pruebas  prac- 
ticadas, y nosotros  entendemos  (pues  creo  que  en  esto 
interpreto  las  ideas  de  mis  correligionarios),  y lo  en- 
tendemos, no  ya  por  respeto  á la  justicia  de  los  ma- 
gistrados, por  respeto  á la  justicia  sea  quien  quiera 
que  la  administre,  por  respeto  á ese  Jurado  que  vos- 
otros constituís,  y que  no  estará  conforme  con  nues- 
tras opiniones,  pero  que  una  vez  establecido  ha  de  ser 
una  autoridad,  y como  tal  lia  de  merecer  todo  el  ho- 
menaje de  nuestros  respetos,  que  será  un  acto  irriso- 
sorio  que  si  el  fiscal  cree  que  no  hay  motivo  para 
sostener  la  acusación , se  levanten  los  que  han  to- 
mado asiento  para  juzgar  y se  retiren  los  magistrados 
y jurados  quizá  con  un  convencimiento  completa- 
mente contrario  al  que  ha  formado  el  fiscal,  arran- 
cando así  de  las  manos  de  los  jueces  el  poder  que  se 
les  ha  dado  de  aplicar  la  ley,  ellos  únicamente,  no  el 
fiscal,  y aplicarla  según  esa  misma  conciencia  y por 
el  resultado  de  las  pruebas. 
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Lo  primero  que  hay  que  hacer  en  el  caso  que  es- 
tamos discutiendo  es,  que  retiréis  el  artículo;  esto  es 
lo  primero  que  os  pido,  y que  luego  meditéis  sobre  él 
y prescindáis  de  mí  y de  esta  minoría  reaccionaria. 
Se  han  oido  voces  demasiado  elocuentes  y nada  sos- 
pechosas en  punto  á doctrina  liberal,  y me  parece  que 
eso  debe  ser  motivo  bastante  para  que  vosotros  re- 
flexionéis un  poco  este  punto,  para  que  retiréis  el 
articulo  y consideréis  que  no  vale  menos  que  la  opi- 
nión de  ese  fiscal  que  abandona  la  acusación;  la  opi- 
nión, no  digo  ya  del  presidente,  no  digo  ya  de  uno 
de  los  magistrados,  sino  de  uno  de  los  jurados  que  ha 
tomado  asiento  en  el  tribunal  para  juzgar.  No  vale 
más  la  opinión  del  fiscal  que  la  (le  los  jueces;  por  con 
siguiente,  á petición  de  cualquiera  de  ellos,  el  juicio 
debe  seguir  y terminar  por  una  sentencia,  en  la  que 
se  declare  la  culpabilidad  ó la  inculpabilidad  del  acu- 
sado. 

Necesario  es  recordar  que  en  este  sistema,  y por 
lo  que  se  refiere  á las  facultades  del  tribunal  de  jus- 
ticia, no  hay,  no  debe  haber  más  que  dos  limitaciones: 
y es  La  primera,  que  no  se  juzgue  de  un  hecho  distinto 
del  que  ha  sido  objeto  del  proceso.  ¿Se  ha  seguido  el 
proceso  á consecuencia  de  un  homicidio?  Pues  es  evi- 
dente, y para  esto  no  hay  que  adelantar  un  paso  en  el 
terreno  de  la  ciencia,  porque  todos  lo  sabemos,  que 
sería  absurdo,  cruel,  ilegal  y contra  toda  razón  el  que 
se  juzgara  por  un  robo,  l ía  de  ser  sobre  el  hecho  obje 
to  del  proceso,  sin  más  regateo,  sin  más  distinción, 
sin  más  merma,  porque  las  pruebas  dirán  si  ese  he- 
dió, porque  las  pruebas  darán  á ese  hecho  sus  am- 
plitudes, ó le  producirán  las  restricciones  que  sean 
justas,  y con  arreglo  A ellas  fallará  el  tribunal;  se- 
gunda, que  no  pueda  ser  objeto  de  la  sentencia  otra 
persona  que  la  que  ha  sido  objeto  del  proceso.  Dentro 
del  hecho,  y con  relación  á esa  persona,  las  faculta- 
des del  tribunal  deben  ser  Amplias.  Y al  concluir  este 
punto,  permitidme  que  incurra  yo  también  en  este 
vicio  ó en  esta  costumbre,  que  sobre  ser  muy  propia 
de  personas  de  ilustración,  entre  las  cuales  yo  no  puli- 
do más  que  muy  modestamente  contarme,  es  más 
propia  todavía  de  los  juradistas,  y que  consiste  en  acu- 
dir á la  autoridad  de  todos  los  autores  extranjeros 
para  declarar,  apoyándose  en  su  testimonio,  que  lo  que 
á España  conviene  para  su  felicidad  es  el  Jurado,  y 
que  teniendo  eso,  acabarán  todas  las  penas.  Pues  bien; 
habéis  de  permitirme  que  yo  diga  lo  que  sobre  este 
punto  de  la  limitación  de  las  facultades  del  tribunal 
por  la  acción  fiscal  se  tiene  hoy  por  más  corriente  y 
más  justo  en  países  donde  existe  el  juicio  oral  y pú- 
blico, el  juicio  por  jurados  y el  sistema  acusatorio, 
que  no  es  tal  sistema  ni  merece  otro  nombre  que  el 
de  procedimiento  de  acusación. 

Dice  el  Código  de  procedimiento  criminal  de  Ale- 
mania, que  es  del  ano  1877,  y ha  sido  publicado  en 
España  en  1885  por  el  mismo  respetable  y erudití- 
simo Sr.  Romero  Girón,  lo  que  vais  á oir: 

«Art.  153.  La  instrucción  y la  sentencia  no  com- 
prenderán más  que  el  hecho,  objeto  de  la  acción,  y 
las  personas  contra  quienes  se  dirija.  Dentro  de  estos 
límites,  tienen  los  tribunales  el  derecho  y la  Obliga- 
ción de  proceder  cou  entera  independencia,  sin  que 
se  consideren  ligados  por  las  conclusiones  que  les 
hayan  sido  presentadas  para  la  aplicación  de  la  ley 
penal. 

Art.  154.  No  podrá  retirarse  la  acción  pública 
después  de  comenzada  la  instrucción. 


Art.  204.  Al  dictar  el  tribunal  su  resolución  no 
está  ligado  por  las  conclusiones  del  Ministerio  pú- 
blico. 

Art.  206.  Si  contra  las  conclusiones  del  Ministe- 
rio público  pidiendo  que  se  sobresea  en  el  proceso, 
el  tribunal  dispone  que  se  abra  el  procedimiento  prin- 
cipal, el  Ministerio  público  presentará  un  acta  de  acu- 
sación, conforme  á lo  dispuesto  por  el  tribunal.» 

De  aquí  se  deduce  bien  claramente  que  el  Minis- 
terio público  se  somete  al  tribunal,  y de  ninguna  ma- 
nera el  tribunal  al  Ministerio  público. 

«Art.  256.  Son  aplicables  las  disposiciones  de  las 
dos  secciones  precedentes  ai  procedimiento  ante  los 
tribunales  de  jurados.» 

Creo,  señores,  que  he  molestado  demasido  vuestra 
atención;  la  última  palabra  que  yo  he  de  pronunciar 
sobre  lo  acusatorio,  que  ya  me  atreví  á decir,  y ahora 
insisto  en  mi  calificativo,  que  llegará  á ser  lo  absolu- 
torio, es  lo  siguiente:  Si  vosotros  retiráis  el  artículo, 
podéis  ponerlo  en  consonancia  con  los  buenos  princi- 
pios de  administración  de -justicia,  con  el  respeto  de- 
bido á la  Constitución  que  da  la  facultad  de  cumplir 
y aplicar  las  leyes,  no  al  Ministerio  fiscal,  sino  al  tri- 
bunal, al  juez;  y si  no  lo  retiráis  yo  diré  que  estáis 
ofuscados  y que  sois  más  amigos  de  lo  sistemático 
que  de  lo  verdadero.  He  dicho. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MAURA:  Entiendo  que  la  Comisión  ha  de- 
mostrado en  el  curso  de  este  debate  que  no  está  tan 
aferrada  á sus  opiniones  y á su  obra,  que  desoiga  el 
consejo,  la  advertencia  y la  mejora  proveniente  de 
cada  uno  de  los  Sres.  Diputados;  pues  por  lo  que  á mí 
toca,  á todos  considero  superiores  en  ilustración  y en 
probabilidades  de  acierto;  de  modo,  que  el  cargo  con 
que  ha  terminado  su  discurso  el  Sr.  Isasa,  me  parece 
que  queda  contestado  con  la  conducta  que  la  Comisión 
ha  seguido,  y que  en  el  Diario  de  las  Sesiones  consta. 
Esto  no  obsta  para  que  podamos  estar  en  un  error;  sin 
embargo,  el  Sr.  Isasa  propone  una  cosa  que  no  puede 
aceptar  la  Comisión,  y voy  á procurar  demostrarlo 
al  Congreso,  y principalmente  al  Sr.  Is¿isa.  Por  con- 
veniencia del  debate  bien  está  que  S.  S.  diga  lo  que 
ha  dicho,  pero  creo  que  no  responde,  en  su  Animo,  á 
un  profundo  convencimiento;  porque  todo  eso  de:  «si 
somos  ó no  reaccionarios,»  créame  S.  S.,  no  pesa 
poco  ni  mucho,  y de  todas  maneras  no  pesa  lo  bas- 
tante en  nuestro  ánimo,  no  son  razones,  ni  las  hemos 
dado  nunca  en  apoyo  de  las  soluciones  que  venimos  á 
proponer. 

Por  lo  demás,  el  Sr.  Isasa  ha  hecho  hoy,  por  se- 
gunda ó tercera  vez,  siempre  con  su  propia  elocuen- 
cia y con  la  competencia  especial  que  tiene  cu  la  ma- 
teria, una  crítica  de  la  ley  de  enjuiciamiento  crimi- 
nal. Está  bien;  el  Sr.  Isasa  está  en  su  perfecto  derecho 
ai  censurar  el  organismo  de  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal;  pero  estamos  discutiendo  la  ley  del  Jurado, 
y yo  pregunto  á S.  S.:  ¿podemos  nosotros,  puede  esta 
Comisión,  que  ha  sido  nombrada  para  dar  dictámen 
sobre  la  ley  del  Jurado,  redactar  y hacer  una  nueva 
ley  de  enjuiciamiento  criminal?  Si  no  podemos  ha- 
cerlo, excusamos  discutir  sobre  cuál  sería  mejor  ley. 
Si  la  actual  es  perfecta,  si  se  empeoraría  ó mejora- 
ría con  lo  que  el  Sr.  Isasa  propone,  es  un  tema  ex- 
traño al  debate  y á la  tarea  propia  de  esta  Comisión. 
Hablando  en  nombre  de  ella,  yo  debo  limitarme,  ya 
dije  ayer  que  solo  por  cortesía  entraba  en  el  fondo  de 
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las  observaciones  del  Sl\  Muñoz  Chaves,  á defender  el 
dictamen  que  se  discute,  porque  todo  lo  que  se  dice 
de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  será  hacer  ob- 
servaciones, quizá  muy  oportunas,  pero  están  fuera 
del  asunto  que  discutíamos  en  la  tarde  de  ayer,  y que 
discutimos  hoy;  en  ellas  no  vemos  nada  que  pueda 
modificar  el  actual  proyecto,  porque  el  Sr.  Isasa  y 
todos  los  Sres.  Diputados  nos  censurarían,  si  rompié- 
semos la  armonía  que  debe  existir  entre  la  ley  del 
Jurado  y la  ley  de  enjuiciamiento  criminal;  conflic- 
tos insolubles,  verdadera  imposibilidad  de  adminis- 
trar justicia  resultaría  si  nosotros  asentásemos  la  ley 
del  Jurado  sobre  principios  distintos  de  aquellos  en 
que  está  basada  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal. 
Todo  eso  que  S.  S.  ha  analizado  y desenvuelto,  viene 
de  soslayo  á este  debate,  no  conduce  á las  conclusio- 
nes y á los  acuerdos  que  deben  recaer  sobre  este  pro- 
yecto para  que,  pasando  al  Senado,  pueda  sancionarse 
como  ley. 

Ya  comprende  el  Congreso  que  en  este  instante 
no  puedo  entrar,  y ménos  en  nombre  de  la  Comisión, 
en  el  fondo  del  discurso  del  Sr.  Isasa.  Lo  que  he  de 
hacer,  y á esto  me  limitaré,  es  recoger,  aunque  con 
la  salvedad  de  que  ni  aun  eso  es  propio  de  la  ma- 
teria que  se  discute,  aquella  parte  del  discurso  del 
Sr.  Isasa  que  lia  sido  réplica  á las  indicaciones  que 
me  permití  ayer  cuando  terminaba  la  sesión. 

No,  arrogantemente  no;  con  la  vehemencia  que  es 
propia  de  quien  tiene  un  conocimiento  profundo,  de- 
cia  yo  ayer  al  Sr.  Muñoz  Chaves,  recordando  la  coin- 
cidencia, en  este  punto,  de  sus  opiniones  con  las  opi- 
niones del  Sr.  Isasa,  y por  eso  mencioné  al  Sr.  Isasa, 
que  para  mí  se  impugnaba  el  sistema  acusatorio  (y 
bueno  es  decir,  que  no  es  exacto  que  la  ley  de  enjui- 
ciamiento criminal  esté  basada  en  el  absoluto  siste- 
ma, ó de  un  modo  exclusivo  y ciego  en  el  método 
acusatorio,  que  ya  el  Sr.  Muñoz  Chaves  lo  reconoció 
así,  y en  esta  parte,  por  mi  cuenta,  me  adherí  á una 
de  las  quejas  del  Sr.  Muñoz  Chaves;  pero  es  porque  en 
algunos  puntos  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal  re- 
sulta poco  íiei  al  sistema,  lo  cual  no  obsta  para  que 
en  otras  cosas  esté  bien  armonizado  el  principio  acu- 
satorio con  otros  principios  que  en  aquella  ley  se  des- 
envuelven); para  mí,  digo,  se  impugna  el  sistema  acu- 
satorio sin  perfecto  conocimiento  de  las  consecuen- 
cias. Así  es  que  yo  invitaba  á los  señores  que  com- 
baten dicho  sistema  á que  dijesen  si  se  atrevían  á 
repudiar  los  dos  principios  en  que  se  sintetiza  el  mé- 
todo ó sistema  acusatorio.  Y si  no,  vamos  á verlo. 

La  neutralidad  en  el  juicio;  la  imposibilidad  de 
condenar  por  un  cargo  del  cual  no  se  haya  podido 
defender  el  acusado.  Me  pareció  que  el  Sr.  Isasa  iba 
á dar  contestación  á las  preguntas  que  respecto  de 
este  punto  le  hice,  y la  verdad  es  que  no  resuiló  la 
con  test  ación,  porque  S.  S.  ha  dicho  una  cosa  que  no 
es  contestación  en  realidad.  Ha  dicho  8.  8.:  ¿qué 
neutralidad  del  juez  es  esa,  si  el  tribunal  que  ha  de 
sentenciar  revisa  el  sumario,  le  declara  concluso  ó 
no,  y luego  acuerda  abrir  ó no  el  juicio?  Pero  el  se- 
ñor Isasa  ha  olvidado  que  de  eso  ya  me  hice  yo 
cargo  ayer;  por  eso,  porque  la  judicatura  instruye  el 
sumario,  porque  en  manos  de  la  judicatura  está  la  I 
preparación  de  la  acusación,  la  colecta  de  todos  los  I 
elementos  que  pueden  servir  de  base  á la  acusación, 
decía  yo  al  Sr.  Azcárate  ayer  que  no  habia  que  ha- 
blar de  los  principios  imperantes  en  la  Edad  inedia, 
ni  de  la  composición,  ni  del  duelo,  porque  la  neutra- 


lidad del  juez  donde  es  menester  es  en  el  juicio,  por- 
que cuando  el  juicio  empieza  es  cuando  precisamente 
se  exige,  como  requisito  fundamental  y esencial  del 
procedimiento,  partes  contendedoras,  equilibrio  de 
medios  de  defensa  entre  las  partes,  neutralidad  del 
juez  en  el  debate.  Por  tanto,  no  es  argumento  decir 
que,  antes  del  juicio,  el  tribunal  ha  intervenido  en  el 
sumario  en  una  ó en  otra  forma,  para  declarar  ó no 
terminado  el  sumario,  para  mandar  que  se  amplíe  ó 
no  se  amplíe,  para  disponer  que  se  abra  ó no  se  abra 
el  juicio. 

Pasemos  ai  momento  del  art.  69,  que  es  el  que 
se  discute,  esto  es,  dentro  ya  del  juicio,  cuando  ya 
están  las  partes  contendiendo,  contradiciéndose,  pug- 
nando; cuando  ya  está  el  juez  en  su  sitio;  entonces  es 
cuando  yo  reputo  indispensable  la  neutralidad  del  juez 
para  que  haya  imparcialidad  en  el  juicio,  como  es  in- 
dispensable la  imparcialidad  para  que  haya  justicia. 

De  modo  que  el  Sr.  Isasa,  en  mi  sentir,  creyó 
contestar  á mis  indicaciones,  y á mí  me  parece  que 
no  contestó,  porque  de  lo  que  yo  hablé  fué  del  juicio, 
no  de  los  procedimientos  anteriores  al  juicio,  donde 
es  claro  que  el  juez  instructor  no  es  neutral,  sin  que 
por  eso  so  pueda  decir  que  sea  inicuo. 

Pero  para  dejar  de  una  vez  esto  á un  lado,  yo  voy 
a someter  á la  consideración  de  los  Sres.  Diputados, 
y del  Sr.  Isasa  en  primer  lugar,  una  advertencia.  ¿Poi- 
qué no  se  atreve  el.  Sr.  Isasa  á ser  consecuente? 
Cuando  las  partes  se  equivocan,  cuando  el  fiscal  en- 
cargado de  la  acusación  no  sabe  lo  que  hace,  por  la 
falibilidad  humana  (y  no  vale  hablar  aquí  de  preva- 
ricación, frase  cuyo  sentido  vulgar  está  en  cierta  di- 
sonancia con  el  sentido  jurídico,  porque  cuando  se 
habla  de  prevaricación,  vulgarmente  se  entiende  tam- 
bién el  cohecho,  y otra  porción  de  casos  que  no  entran 
en  la  prevaricación,  según  el  texto  del  Código  penal); 
pero  en  íin,  cuando  por  prevaricación,  por  cohecho, 
por  error,  por  lo  que  quiera  que  sea,  el  Ministerio  pú- 
blico abandona  su  puesto,  la  parte  acusadora  deserta 
ó no  lia  venido,  y los  ciudadanos  son  indiferentes  á 
que  se  administre  ó no  justicia,  el  Sr.  Isasa  se  pre- 
ocupa si  esto  da  por  resultado  la  absolución,  la  con- 
clusión del  juicio,  la  libertad  del  acusado.  Pero,  ¿por 
ventura  no  resulta  igual  conflicto  cuando  el  tribu- 
nal está  convencido  de  que  aquel  hombre,  á quien 
se  lia  acusado  de  lesiones,  es  reo  de  un  asesinato  ó 
de  un  parricidio  frustrado?  ¿Admite  el  Sr.  Isasa  que 
cuando  la  acusación  se  lia  mantenido  por  un  delito  de 
lesiones  ei  tribunal  se  salga  de  la  conclusión  y de  la 
continencia  del  juicio,  y condene  por  asesinato  ó por 
parricidio  frustrado?  Ese  es  ei  problema.  Porque  re- 
sultará de  todas  maneras  que  buscáis  un  imposible; 
buscáis  el  imposible  de  que  ese  tribunal,  á quien  su- 
ponéis infalible,  impecable,  nada  más  que  para  esc 
argumento;  á quien  suponéis  poseído  de  dones  sobre- 
naturales, casi  divinos,  tiene  que  resignarse  en  todos 
los  demás  casos  á dar  su  fallo  dentro  de  los  límites 
de  la  contención,  á ménos  que  caduque  en  absoluto 
lo  que  yo  os  decía  al  principio;  que  sin  cargo  soste- 
nido, la  defensa  es  imposible;  frente  al  reo  no  hay 
acusación;  de  que  el  juez  no  puede  suplir  la  deficien- 
cia de  la  parte  acusadora,  tiene  que  estar  en  su  puesto 
impasible  desde  el  momento  en  que  se  ha  entrado  en 
el  juicio. 

El  Sr.  Isasa,  como  el  Sr.  Muñoz  Chaves  (y  esto  me 
llevará  suplir  una  omisión  involuntaria  que  padecí 
ayer,  porque  pensé  decirlo  y no  lo  dije,  y quiero  que 
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conste  en  el  Diario  de  las  Sesiones ),  ci  Sr.  Isasa,  como 
el  Sr.  Muñoz  Chaves,  entienden  que  es  poco  práctico 
lo  que  ha  hecho  en  el  segundo  párrafo  del  art.  96  la 
Comisión;  porque  dicen  que  no  es  realizable,  que  no 
es  factible  que  en  el  momento  de  estarse  celebrando 
el  juicio,  cuando  el  fiscal  abandone  su  acusación,  la 
parte  acusadora,  si  vino,  también  la  abandone  ó no 
acuda,  y no  hay  por  lo  tanto  medio  de  seguir  el  jui- 
cio; cuando  el  presidente  invita  á los  que  están  más 
allá  de  la  barra  á que  sostenga  alguno,  si  quiere,  la 
acusación,  pueda  comparecer,  sin  suspenderse  el  jui- 
cio, esc  acusador  improvisado.  La  dificultad  viene  de 
que  el  Sr.  Muñoz  Chaves  decía,  con  habilidad,  pero  no 
con  exactitud,  es  d ;cir,  no  ateniéndose  á la  letra  del 
art.  69;  decia  que  puesto  que  requerimos  en  ese  acu- 
sador improvisado  capacidad,  y según  la  ley,  para 
actuar  en  el  juicio,  es  menester  venir  vestido  con  todo 
el  ropaje  procesal  del  procurador,  del  abogado,  etc., 
esto  no  se  puede  improvisar  en  el  acto,  y es  una  ilu- 
sión lo  que  dice  ese  párrafo  2.°  del  art.  96:  no  una  ga- 
rantía. No;  el  artículo  no  dice  eso;  establece  que  basta 
que  cualquiera  diga  que  mantiene  la  acusación,  y 
habla  de  la  capacidad,  no  de  la  forma  de  comparecer, 
porque  no  es  menester  que  se  muestre  parte  formal- 
mente; importa  que  tenga  capacidad,  porque  siendo 
este  un  acto  que  implica  responsabilidades  jurídicas, 
no  puede  realizarle  más  que  una  persona  capaz,  una 
persona  sui  juris , una  persona  de  las  que,  según  la  ley 
de  enjuiciamiento  criminal,  puede  entablar  una  ac- 
ción; y cuando  no  lo  dijéramos,  eso  estaria  en  la  ley 
de  enjuiciamiento.  ¿Qué  sucede?  Que  si  no  tiene  en 
aquel  instante  abogado,  hablará  él;  que  si  él  rece- 
laba, porque  tenía  interés  en  el  asunto,  que  podia  el 
fiscal  desistir,  que  podia  la  parte  acusadora  entender- 
se con  el  procesado  para  que  no  hubiera  acusación; 
si  quiso  llevar  á prevención  abogado,  lo  lleva;  que  si 
no  lo  lleva  se  queda  sin  él,  y él  dice  lo  que  quiere, 
sosteniendo  la  acusación. 

Pero  hay  una  realidad,  hay  una  persona  viva  que 
dice:  «Yo  inanlengo  la  acusación;»  y esto  basta  para 
que  se  salven  los  principios,  que  nunca  son  despre- 
ciables, como  al  Sr.  Isasa  le  parece,  porque  á alguna 
cosa  más  que  al  capricho  han  de  obedecer  las  leyes; 
y á la  vez  se  busque  el  remedio  á esc  trance  en  que 
colocáis  vosotros  la  cuestión,  que  no  dejamos  de 
conocer  que  es  un  trance  extremo  y poco  probable. 
Porque  eso  no  puede  suceder  más  que  con  los  siguien- 
tes ejemplos,  á saber:  que  el  fiscal  falte  á sus  deberes; 
que  el  ofendido  por  el  delito,  menosprecie  la  defensa 
de  su  derecho;  y que  los  ciudadanos  sean  indiferen- 
tes á la  administración  de  la  justicia;  pues  solo  en 
esos  casos  eu  que  todos  están  conformes,  en  que  na- 
die cumple  con  su  deber,  nadie  cuida  de  su  derecho; 
en  que  la  voz  del  egoísmo  calla,  vosotros  presumís 
que  hay  un  ser  que  no  se  equivoca,  que  no  puede  ol- 
vidar sus  deberes,  que  tiene  un  don  sobrenatural;  el 
magistrado  que,  entre  otros  tres,  reúne  esas  cualida- 
des, que  yo  admito  para  el  fiscal,  para  los  ciudada- 
nos y para  todo  el  mundo;  pero  no  os  llama  la  aten- 
ción la  contradicción  en  que  incurrís;  porque  si  tanta 
desconfianza  teneis  respecto  del  fiscal  y respecto  de 
los  interesados,  no  sé  por  qué  ley  entendéis  vosotros 
que  ha  de  sustraerse  á esos  peligros,  á esas  flaquezas 
y á esas  debilidades  el  magistrado.  ¿Quién  define  el 
error? 

El  Sr.  Tsasa  decia  que  parecía  increíble  que  una 
persona  como  yo,  y agradezco  á S.  S.  el  lisonjero  con- 


cepto que  de  mí  tiene;  parece  increíble  que  una  per- 
sona razonable  diga  lo  que  dije  ayer,  á saber:  que  un 
país  en  que  eslo  sucede,  un  país  en  que  todo  el  mundo 
abandona  su  puesto,  abandona  sus  intereses  y la  ad- 
ministración de  justicia,  tieue  aquella  justicia  que 
merece  y no  puede  quejarse  de  nadie;  y será  inútil 
empeñarse  por  medio  de  leyes  en  variar  la  realidad 
de  las  cosas  y sacar  de  su  abyección  á esc  pueblo. 
Pues  yo  insisto  eu  eso,  Sr.  Isasa,  no  obstante  lo  mu- 
cho que  pesa  en  mi  ánimo  la  advertencia  de  S.  S.  Y 
digo  más:  aunque  no  fuese  más  que  para  enseñar  al 
pueblo  español,  para  enseñar  á los  ciudadanos  á que 
vigilen  sus  derechos  y los  defiendan,  y uo  lo  esperen 
todo  del  Estado,  aunque  no  fuese  más  que  para  esto, 
me  parecería  práctico,  justo,  político  y civilizador  e\ 
sistema  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal  y el  ar- 
tículo que  se  disente. 

El  Sr.  MUÑOZ  CHAVES:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  MUÑOZ  onAVES:  Señores  Diputados,  no 
tenía,  ciertamente,  el  propósito  de  molestaros,  pero 
me  obligan  á ocupar  vuestra  atención  las  repetidas 
alusiones  que  me  ha  dispensado  el  obsequio  de  hacer- 
me el  digno  señor  presidente  de  la  Comisión.  Es  una 
de  ellas  que  se  desnaturalizaba  por  completo  el  de- 
bate llevándole  á unos  términos  que  no  cabían  den- 
tro del  proyecto,  toda  vez  que  venimos  á tratar  de  los 
procedimientos  consignados  en  la  ley  de  enjuicia- 
miento criminal.  Yo  entiendo  que  como  el  dictamen 
que  se  discute  pudiera  calificarlo  de  dictámen  mixto, 
porque  por  una  parte  trata  del  organismo  del  Jura- 
do, y por  otra  marca  la  tramitación  del  juicio  del 
tribunal  de  jurados,  y como  dentro  del  dictámen  es- 
tán consignados  esos  trámites  que  han  de  seguirse,  y 
además  las  facultades  que  á todos  los  que  intervienen 
en  ellos  han  de  otorgarse,  creo  que  estamos  dentro  de 
la  materia  discutible,  dentro  de  la  materia  del  dicta- 
men, aparte  de  que  no  creo  que  la  enmienda  que  yo 
tuve  la  honra  de  presentar  ayer  venga  á modificar  la 
ley  de  enjuiciamiento  criminal,  sino  que,  por  el  cou- 
trario,  el  que  lo  modifica  es  el  art.  69  del  proyecto, 
y me  fundo  en  dos  consideraciones:  la  una,  en  el 
preámbulo  de  la  ley,  que  explica  sus  motivos  funda- 
mentales; la  otra,  en  la  interpretación  que  ha  dado  el 
Tribunal  Supremo,  el  cual,  ó no  tiene  misión  alguna 
que  llenar,  ó tiene  una,  que  es  la  de  fijar  la  interpre- 
tación de  la  ley  para  que  en  su  aplicación  práctica  se 
manifieste  siempre  con  la  unidad  con  que  aparece  en 
los  Códigos,  y si  el  Tribunal  Supremo  viene  aplicán- 
dola en  esa  forma,  si  el  Tribunal  Supremo  viene  en- 
tendiendo que  puede  y debe  continuar  el  juicio,  á pe- 
sar de  que  pida  la  absolución  el  Ministerio  fiscal,  si 
el  Tribunal  Supremo  viene  estimando  los  recursos  de 
casación  en  ese  sentido,  nosotros  no  podemos  hoy  ad- 
mitir otra  interpretación  de  la  ley  que  aquella  que 
fija  la  jurisprudencia,  teniendo  el  Tribunal  Supremo 
la  misión,  como  digo,  de  dar  á la  interpretación  de  la 
ley  aquella  unidad  con  que  la  dictó  el  legislador.  Si 
lo  hace  mal  el  Tribunal  Supremo,  si  nosotros  enten- 
demos que  la  barrena,  tendremos  que  variarla;  pero 
boy  por  hoy  hemos  de  partir  de  esa  interpretación,  y 
por  tanto,  mi  enmienda,  lejos  de  destruir  la  ley  de  en- 
juiciamiento criminal,  viene  á impedir  que  se  modi- 
fique de  una  manera  indirecta  en  este  proyecto,  sien- 
do entendida  de  un  modo  para  el  Jurado,  y de  otra 
manera  distinta  para  el  tribunal  de  derecho. 

Entiende  el  Sr.  Maura  que  yo  he  dado  una  ínter- 

654 


2540 


13  DE  MAYO  DE  1887. 


pretacion  equivocada  al  art.  69.  Yo  me  alegro  mucho 
de  ello,  yo  me  felicito  grandemente  de  mi  error,  que 
ha  motivado  las  explicaciones  que  he  oido  con  mu- 
chísimo gusto  de  hoca  del  dignísimo  presidente  de 
la  Comisión,  porque  de  este  modo  ya  bastará  con 
que  un  cualquiera,  sin  formalidad  de  ninguna  clase, 
sin  sacrificio  de  ningún  género,  sin  ritualidad  alguna, 
se  levante  y diga:  acuso,  y no  haga  absolutamente 
nada  más.  De  modo  que  la  virtualidad  del  principio 
exige  únicamente  que  haya  un  ciudadano  que  pro- 
nuncie la  palabra  acuso , y sin  más  trámites,  sin 
más  gestiones  y sin  practicar  diligencia  alguna,  el 
principio  se  lia  salvado.  ¿Pues  qué  resulta  de  aquí? 
Que  la  violación  del  principio  no  existe,  que  no  es  de 
esencia  que  nadie  pronuncie  esa  sencillísima  frase 
sin  más  trámites  ni  condiciones.  Eso  lo  que  revela 
sencillamente  es  que  el  juicio  está  completo,  que  está 
acabado,  que  no  hay  trámites  que  llenar,  que  lo  único 
que  falta  es  que  el  Jurado  dicte  su  veredicto.  Porque 
he  de  repetir,  y tengo  que  insistir  en  ello,  que  no  ha- 
cen falta  ni  la  defensa,  ni  la  acusación,  es  decir,  ha- 
cen falta  para  una  cosa,  como  medio  de  ilustrar  al 
Jurado,  pero  no  como  medio  de  comprobación  de  la 
verdad  de  los  hechos,  base  fundamental  del  veredicto; 
esto  se  verifica  por  medio  de  las  pruebas  del  juicio, 
y este  está  completo  para  dictar  veredicto  ó senten- 
cia según  el  tribunal  que  conozca  del  hecho. 

Que  hay  flaquezas.  Ya  lo  creo  que  hay  flaquezas. 
¿Cómo  hemos  de  negar  que  existen  flaquezas  en  los 
jurados?  ¿Cómo  hemos  de  sustraerles  á las  leyes  ge- 
nerales de  la  humanidad?  ¿Cómo  hemos  de  negar  que 
tienen  que  pagar  siempre  y en  todo  caso  el  tributo  á 
su  débil  naturaleza  y al  error,  que  es  su  patriotismo? 
Pero  por  algo  buscamos  el  tribunal  colegiado,  por 
algo  buscamos  el  Tribunal  del  Jurado,  y lo  rodeamos 
de  un  conjunto  de  circunstancias  tales  que  nos  ofrez- 
can mayor  garantía  de  acierto  que  el  Ministerio  fis- 
cal. No  es  que  pensamos  haber  llegado  á lo  perfecto; 
pero  sí  encomendamos  la  solución  de  aquello  que  nos 
interesa  vivamente,  á lo  que  reúne  un  conjunto  tal 
de  circunstancias  que  nos  sirvan  de  sólida  garantía. 
He  dicho.» 

No  habiendo  ningún  otro  Sr.  Diputado  que  pi- 
diera la  palabra  en  contra,  se  puso  á voLacion  el  ar- 
tículo, y quedó  aprobado. 

Sin  debate  lo  fueron  el  70,  71,  72,  73,  74,  75,  76, 
77,  78,  79,  80,  81,  82,  83,  84,  85,  86,  87,  88  y 89,  en 
los  términos  siguientes: 

«Art.  70.  Concluido  en  su  caso  el  resúmen  á que 
se  refiere  el  art.  68,  el  presidente  formulará  las  pre- 
guntas que  el  jurado  haya  de  contestar,  con  arreglo 
á las  conclusiones  definitivas  de  la  acusación  y de  la 
defensa. 

Art.  71.  Cuando  las  conclusiones  de  la  acusación 
y de  la  defensa  sean  contradictorias,  de  tai  suerte  que, 
resuelta  la  una  en  sentido  afirmativo,  no  pueda  menos 
de  quedar  resuelta  la  otra  en  sentido  negativo,  ó vice- 
versa, se  formulará  una  sola  pregunta. 

Art.  72.  El  hecho  principal  será  siempre  objeto 
de  la  primera  pregunta,  y se  formulará  otra  por  cada 
hecho  ó conjunto  de  hechos  referentes  á las  circuns- 
tancias eximentes,  atenuantes  ó agravantes  de  res- 
ponsabilidad que  se  comprendieron  en  las  conclusio- 
nes de  la  acusación  y de  la  defensa,  así  como  los  re- 
lativos á las  faltas  incidentales. 

Cuando  fueren  complejos  los  hechos  que  hayan 
do  ser  jurídicamente  calificados,  se  formularán  todas 


las  preguntas  ¡precisas  para  la  mejor  determinación 
y aclaración  de  los  elementos  que  entren  en  aquellos. 

Art.  73.  Si  el  reo  fuese  mayor  de  9 años  y menor 
de  15,  se  formulará  una  pregunta  especial,  para  que 
el  Jurado  resuelva  si  lia  obrado  ó no  con  discerni- 
miento. 

Art.  74.  Si  fueren  dos  ó más  los  procesados  en 
el  juicio,  se  formularán  preguntas  separadas  por  cada 
uno;  y si  hubiesen  sido  objeto  del  juicio  dos  ó más 
delitos,  se  formularán  también  respecto  á cada  uno 
todas  las  preguntas  correspondientes. 

Art.  75.  Ei  presidente  formulará  además  las  pre- 
guntas que  resultaren  de  las  pruebas,  aunque  no  hu- 
bieran sido  comprendidas  en  las  conclusiones  de  la 
acusación  y de  la  defensa. 

El  presidente  no  podrá  formular  preguntas  que 
tiendan  á declarar  la  culpabilidad  del  acusado  ó acu- 
sados por  un  delito  más  grave  que  el  que  hubiese 
sido  objeto  de  la  acusación. 

No  se  formularán  tampoco  preguntas  sobre  res- 
ponsabilidad Qivil  de  los  procesados,  ni  de  otras  per- 
sonas. 

Art.  76.  La  fórmula  de  las  preguntas  será  la  si- 
guiente: «¿N.  N.  es  culpable  de  haber...»  (Aquí  se  re- 
señarán con  precisión  y claridad  el  hecho  ó hechos 
que  sirvan  de  fundamento  á las  conclusiones  defini- 
tivas de  la  acusación  y de  la  defensa,  y en  su  caso  á 
la  formulada  por  el  Tribunal  en  uso  de  la  facultad 
que  le  concede  ei  art.  75,  determinando  los  elementos 
materiales  y morales  del  delito,  pero  sin  expresar  de- 
nominación alguna  jurídica,  y se  agregarán,  cuando 
fuese  necesario,  las  circunstancias  de  tiempo,  lugar, 
objeto,  etc.) 

Si  se  trata  de  delito  frustrado,  tentativa,  compli- 
cidad, encubrimiento,  conspiración  ó proposición,  se 
formularán  las  correspondientes  preguntas  en  los  mis- 
mos términos  y con  las  mismas  circunstancias  espe- 
cificadas en  el  párrafo  anterior. 

«¿La  ejecución  del  hecho  se  ha  verificado...»  (Aquí 
se  indicarán,  según  los  términos  de  la  ley,  los  hechos 
ó elementos  constitutivos  de  las  circunstancias  agra- 
vantes ó atenuantes  alegadas  en  las  conclusiones  de 
la  acusación  y la  defensa.) 

«¿En  la  ejecución  del  hecho  ha  concurrido...»  (fie 
expondrán  los  hechos  que  en  su  caso  constituyan  la 
causa  de  exención  de  responsabilidad.) 

Si  se  tratare  de  un  menor  de  15  y mayor  de  9 
años,  se  preguntará: 

«¿N.  N.  obró  con  discernimiento  al  ejecutar  el  he- 
cho...» (Aquí  su  descripción.) 

«¿N.  N.  es  culpable  de  haber...»  (Aquí  la  descrip- 
ción del  hecho  constitutivo  de  la  falta  accidental.) 

Art.  77.  El  presidente  redactará  por  escrito  las 
preguntas,  leyéndolas  después  en  alta  voz. 

Si  alguna  de  las  partes  reclamase  contra  cualquie- 
ra de  las  preguntas  formuladas,  por  deficiente,  por 
defectuosa,  por  no  haberse  formulado  alguna  que  pro- 
cediese ó haberse  hecho  alguna  indebida,  la  Sección 
resolverá  en  el  acto  la  reclamación,  oyendo  antes  al 
fiscal  y á los  defensores  de  las  partes. 

Contra  esta  reclamación  no  procederá  otro  recur- 
so que  el  de  casación,  si  se  preparase  en  ei  acto  por 
medio  de  la  correspondiente  protesta. 

Art.  78.  Acto  continuo,  el  presidente  entregará 
las  preguntas  á los  jurados,  quedándose  con  copia  de 
las  mismas,  sacadas  por  el  secretario,  ios  que  se  re- 
tirarán á la  sala  destinada  para  sus  deliberaciones. 
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También  se  les  entregarán,  si  lo  solicitan,  las  pie- 
zas  de  convicion  que  hubiere  y la  causa,  sin  los  es- 
critos de  calificación. 

Art.  79.  El  primero  de  los  jurados,  por  el  orden 
con  que  sus  nombres  hubiesen  salido  en  el  sorteo, 
desempeñará  las  funciones  de  presidente,  á no  ser  que 
la  mayoría  acordase  otro  nombramiento. 

Art.  80.  La  deliberación  tendrá  lugar  á puerta 
cerrada,  no  permitiendo  el  presidente  del  Tribunal  la 
comunicación  de  los  jurados  con  ninguna  persona  ex- 
traña, á cuyo  efecto  adoptará  las  disposiciones  que 
considere  convenientes,  y no  se  interrumpirá  hasta 
que  hayan  sido  contestadas  todas  las  preguntas. 

Art.  81.  En  el  caso  en  que  la  deliberación  se  pro- 
longue por  tanto  tiempo  que  no  sea  posible  á los  ju- 
rados continuarla,  el  presidente  del  Tribunal  permi- 
tirá que  la  suspendan,  pero  nada  más  que  por  el  tiem- 
po que  considere  indispensable  para  el  descanso,  sin 
que  durante  él  pueda  faltarse  á la  incomunicación 
prevenida  en  el  artículo  anterior. 

Art.  82.  Si  cualquiera  de  los  jurados  tuviere  duda 
sobre  la  inteligencia  de  alguna  de  las  preguntas,  po- 
drá pedir  que  el  Tribunal  acláre  lambien  por  escrito 
la  palabra  ó concepto  dudoso. 

Art.  83.  Terminada  la  deliberación,  se  procederá 
á la  votación  de  cada  una  de  las  preguntas,  por  el  ór- 
den  con  que  se  hubiesen  formulado  por  el  presidente 
del  Tribunal. 

Art.  84.  La  votación  será  nominal  y en  alta  voz, 
contestando  cada  uno  de  los  jurados,  según  su  con- 
ciencia y bajo  el  juramento  prestado  á cada  una  de 
las  preguntas:  S¿  ó No. 

Art.  85.  La  mayoría  absoluta  de  voto's  formará 
veredicto. 

En  caso  de  empate,  se  entenderá  votada  la  incul- 
pabilidad. Si  se  tratase  de  hechos  relativos  á circuns- 
tancias agravantes,  se  entenderá  votada  la  exclusión 
de  éstas.  Si  de  hechos  relativos  á circunstancias  ate- 
nuantes ó eximentes,  se  entenderá  votada  la  existen- 
cia de  ellas. 

Art.  80.  Ninguno  de  los  jurados  podrá  abstenerse 
de  votar. 

El  que  lo  hiciere  después  de  requerido  tres  veces 
por  el  presidente,  incurrirá  en  la  pena  señalada  en  el 
segundo  párrafo  del  art.  383  del  Código  penal. 

La  abstención,  sin  embargo,  se  reputará  voto  á 
favor  de  la  inculpabilidad. 

Art.  87.  Concluida  la  votación,  se  extenderá  un 
acta  en  la  forma  siguiente:  «Los  jurados  han  delibe- 
rado sobre  las  preguntas  que  se  han  sometido  á su 
resolución,  y bajo  el  juramento  que  prestaron,  decla- 
ran solemnemente  lo  siguiente: 

A la  pregunta...  (Aquí  las  preguntas  copiadas).  Sí 
ó No.) 

Y así  todas  las  preguntas,  por  el  orden  con  que 
hubieran  sido  resueltas. 

Art.  88.  En  el  acta  no  podrá  hacerse  constar  si 
el  acuerdo  se  tomó  por  mayoría  ó por  unanimidad,  y 
será  firmada  por  todos  los  jurados. 

El  que  no  lo  hiciere  después  de  requerido  tros 
veces,  incurrirá  en  la  pena  á que  se  refiere  el  artícu- 
lo 86  de  esta  ley. 

Art.  89.  El  jurado  que  revelase  .el  voto  que  hu- 
biere emitido,  ó el  que  hubiere  (lado  cualquiera  de 
sus  colegas,  salvo  lo  que  se  dispone  en  el  art.  i 10, 
será  considerado  como  funcionario  público  para  los 
efectos  de  lo  dispuesto  en  el  art.  378  del  Código  penal.» 


Se  leyó  el  90,  que  decía  así: 

«Art.  90.  Escrita  y firmada  el  acta,  volverán  los 
jurados  á la  sala  del  Tribunal;  y ocupando  sus  res- 
pectivos asientos,  el  que  hubiere  desempeñado  las  fun- 
ciones de  presidente  leerá  el  acta  en  alta  voz,  entre- 
gándola después  al  presidente  del  Tribunal. 

En  este  estado  del  juicio,  los  suplentes  cesarán  de 
funcionar,  podiendo  retirarse;  y mientras  que  los  ju- 
rados propietarios  deliberen,  permanecerán  con  los 
magistrados  de  la  Sección  de  derecho  por  si  acaso 
ocurriera  cualquier  accidente  que  exigiere  la  susti- 
tución de  alguno  de  aquellos.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  este 
artículo. 

El  Sr.  Alcocer  tiene  la  palabra,  primero  en  contra. 

El  Sr.  ALCOCER:  La  he  pedido  simplemente  para 
solicitar  una  aclaración  á este  artículo.  Se  indica  en 
él  que  al  llegar  á ese  estado,  los  dos  jurados  suplen- 
tes, como  innecesarios,  se  retirarán.  Si  no  há  lugar  á 
la  revista  del  veredicto,  ni  se  lleva  éste  á nuevo  Jura- 
do, paréceme  que  es  innecesaria  la  presencia  de  los 
12  jurados,  y en  tai  concepto,  creo  que  antes  de  dar 
principio  al  juicio  de  derecho  pueden  retirarse  tam- 
bién los  12  jurados,  si  bien  sería  necesario  hacer  al- 
guna adición  para  que  leido  el  veredicto  y aceptado 
éste,  se  extendiera  un  acta  que  firmaran  todos  los  ju- 
rados antes  de  retirarse.  De  esta  suerte,  al  dar  prin- 
cipio al  juicio  de  derecho,  que  de  la  misma  manera 
que  puede  durar  una  hora  pudiera  durar  acaso  más 
de  un  dia,  no  se  obligaría  á los  jurados  á permanecer 
innecesariamente  presenciando  el  juicio  de  derecho. 

Gomo  yo  entiendo  que  el  espíritu,  y acaso  la  mente 
de  la  Comisión,  haya  sido  que  ai  dar  principio  al  jui- 
cio de  derecho  pudieran  retirarse  también  los  12  ju- 
rados, he  pedido  la  palabra  á fin  de  determinar  do 
esta  manera  á la  Comisión  á que  haga  una  aclaración 
sobre  este  punto. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  entiende  que  la 
aclaración  que  solicita  el  Sr.  Alcocer,  si  acaso  es  ne 
cesaría,  quedará  hecha  con  la  explicación  que  va  á 
dar  ahora  por  mi  humilde  órgano.  El  párrafo  2.°  del 
art.  90  no  tiene  por  objeto  principal  decir  que  los 
suplentes  se  retirarán  en  ese  acto,  sino  que  los  su- 
plentes, mientras  no  haya  surgido  la  necesidad  de  en- 
trar á formar  parte  del  Jurado  y de  funcionar  como 
parte  de  los  12,  no  entrarán  en  la  sala  de  delibera- 
ciones del  Jurado,  y esperarán  á que  termine  esa  últi- 
ma función  propia  do  los  jurados,  con  los  magistrados 
de  derecho,  en  la  sala  donde  se  celebre  el  juicio.  Dado 
el  veredicto,  los  suplentes  se  retiran,  porque  no  tie- 
nen nada  que  hacer:  estaban  allí  por  si  era  menester 
que  intervinieran;  no  hay  posibilidad  de  que  hayan 
de  intervenir,  y se  retiran. 

Respecto  délos  12  jurados  que  han  votado  el  ve- 
redicto, la  Comisión  no  ha  dicho  cuándo  se  retiran, 
porque  le  ha  parecido  que  era  bien  claro  que  se  reti- 
raban cuando  no  tenían  nada  más  que  hacer;  y tienen 
que  hacer  mientras  no  firman  el  acta,  y no  se  puede 
firmar  un  acta  del  veredicto,  y otra  del  juicio,  porque 
sería  romper  la  unidad  orgánica  del  juicio  criminal; 
porque  no  es  más  que  un  trámite  el  veredicto,  con  el 
cual  ha  de  seguir  formando  una  unidad  completa,  or- 
! gánica,  la  deliberación  de  derecho  y la  sentencia  del 
tribunal.  De  modo,  que  no  ha  sido  una  omisión  que 
la  Comisión  ha  padecido,  sino  que,  expresando  dónde 
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esperan  los  suplentes,  sé  dice  también  que  se  van 
cuando  ya  no  hacen  falla. 

Yo  ruego  al  Sr.  Alcocer  que  acepte  como  bastan- 
te esta  explicación:  que,  por  otra  parle,  se  desprende 
con  bastante  claridad  del  articulado  del  proyecto. 

EL  Sr.  ALCOCER:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  ALCOCER:  Yo  había  entendido  que  la 
mente  del  dictámen  de  la  Comisión  era  no  retener 
innecesariamente  á los  12  jurados  para  que  asistie- 
ran al  juicio  de  derecho,  puesto  que  este  juicio,  para 
ellos,  es  completamente  indiferente;  y así  como  el 
juicio  de  derecho  puede  celebrarse  en  breve  período 
de  tiempo,  también  pudiera  ocurrir  que,  por  ser  mu- 
chos los  defensores  de  las  parles  y muchos  los  dis- 
cursos que  hubieran  de  pronunciarse,  se  obligase  á 
los  jurados  á permanecer  uno  ó más  dias.  Pero  dada 
la  explicación  dei  señor  presidente  de  la  Comisión,  en- 
tiendo que  no  es  este  el  espírilu  ni  la  mente  del  dic- 
támen, sino  que  es  absolutamente  indispensable  que 
los  jurados  continúen  presenciando  el  juicio  de  dere- 
cho, á fin  de  que,  terminado  éste,  pueda  levantarse 
acia  y ser  firmada  por  los  jurados  y por  los  demás. 
Debo,  pues,  aceptarla  explicación  del  señor  presidente 
de  la  Comisión,  tal  como  la  ha  dado,  por  más  que,  á 
mi  juicio,  ningún  inconveniente  habría  en  distinguir 
uno  dei  otro  período,  toda  vez  que,  no  un  acta,  sino 
varias  actas,  es  decir,  un  acta  diaria,  pudiera  ser  ne- 
cesario levantar,  según  la  duración  del  juicio,  y yo 
entiendo  que  hubiera  sido  nada  peligroso  el  que,  dado 
el  veredicto,  y una  vez  que  no  hubiera  lugar  á la  re- 
vista ni  á la  revisión,  se  levantara  el  acta  que  firma- 
ran los  jurados,  pudiendo  entonces  retirarse  al  empe- 
zar el  juicio  de  derecho.  No  siendo  esta  la  mente  de 
la  Comisión  y no  leniendo  el  propósito  de  presentar 
enmienda  de  ninguna  clase,  doy  por  terminada  mi 
observación. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  8.  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  MAURA:  Las  leyes  no  pueden  ser  tan  ca- 
suísticas y detalladas  que  vayan  á hacerse  inaplica- 
bles. 

La  mente  de  la  Comisión  es  que  los  jurados  Lie— 
nen  que  permanecer  en  el  lugar  de  la  sesión  mien- 
tras Lengan  algo  que  hacer;  cuando  no  tengan  nada 
que  hacer,  se  pueden  retirar.» 

No  habiendo  ningún  otro  Sr.  Diputado  que  pi- 
diera la  palabra  en  contra,  se  puso  á votación  el  ar- 
tículo, y quedó  aprobado. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  va  á dar  cuenta  de  una 
enmienda  que  se  ha  presentado  á la  Mesa. 

Se  leyó  por  primera  vez,  y pasó  á la  Comisión, 
acordando  se  imprimiera  y repartiera,  una  enmienda 
del  Sr.  Isasa  á los  artículos  94  y 95  del  dictámen  que 
se  discute.  (Véase  el  Apéndice  primero  al  Diario  nú- 
mero 90,  que  es  el  de  esta  sesión .) 


Se  leyó  el  art.  91,  que  decía  así: 

«Art.  91.  Cuando  el  veredicto  fuese  de  culpabili- 
dad para  alguno  de  ios  acusados,  el  presidente  del 


Tribunal  concederá  la  palabra  al  fiscal  y á la  repre- 
sentación de  los  actores  particulares,  para  que  infor- 
men lo  que  tengan  por  conveniente,  así  sobre  la  pena 
qne  debe  imponerse  á cada  uno  de  ios  declarados 
culpables,  como  sobre  la  responsabilidad  civil  y su 
cuantía. 

Después  del  fiscal  y de  la  representación  de  los 
actores  particulares,  informarán  las  de  los  procesa- 
dos y las  de  las  demás  personas  civilmente  respon- 
sables. 

En  los  informes  se  limitarán  á tratar  las  cuestio- 
nes legales,  ajustándose  necesariamente  á los  hechos 
establecidos  por  el  Jurado,  sin  que  se  permita  cen- 
sura ni  crítica  alguna  acerca  de  ellos.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  este 
artículo. 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación,  y fué  aprobado. 

* Sin  debate  lo  fueron  el  92  y 93,  en  esta  forma: 

«ArL.  92.  Así  el  fiscal  como  las  demás  partes,  po- 
drán variar  en  el  acto  sus  calificaciones  respecto  al 
delito,  participación  en  él  de  los  declarados  culpables 
y circunstancias  modificativas  de  la  penalidad,  par- 
tiendo de  las  declaraciones  contenidas  en  el  vere- 
dicto. 

Es  aplicable  lo  dispuesto  en  el  art.  733  de  la  ley 
de  enjuiciamiento  criminal,  pero  tan  solo  en  cuanto 
se  refiere  á la  calificación  del  delito,  sin  que  en  nin- 
gún caso  pueda  suspenderse  el  juicio  porque  el  Tri- 
bunal haga  uso  de  la  facultad  á que  se  refiere  dicho 
artículo. 

Art  93.  Terminados  estos  informes,  ó inmedia- 
tamente después  de  pronunciado  el  veredicto,  si  este 
hubiese  sido  de  inculpabilidad,  los  jueces  de  derecho 
se  retirarán  á deliberar  y á dictar  la  sentencia  que 
proceda  en  cada  caso.» 

Se  leyó  el  94,  que  decia: 

«Art.  94.  El  secretario  del  Tribunal  extenderá  un 
acta  por  cada  sesión  diaria  que  se  hubiese  celebrado, 
haciendo  constar  sucintamente  todo  lo  importante  que 
hubiera  ocurrido. 

En  las  actas  se  insertarán  á la  letra  las  pretensio- 
nes incidentales  y las  resoluciones  del  presidente  ó dé 
la  Sección  que  hubieren  de  ser  objeto  del  recurso  de 
casación. 

En  el  acta  de  la  última  sesión  se  insertarán  asi- 
mismo á la  letra  las  conclusiones  de  la  acusación  y 
de  la  defensa.» 

EL  Sr.  SEORETARIO  (Arias  de  Miranda):  A este 
artículo  hay  una  enmienda  del  Sr.  isasa,  que  dice  así: 

«El  art.  94  quedará  redactado  en  esta  forma: 

Art.  94.  El  secretario  del  Tribunal  extenderá  acta 
de  cada  sesión  que  se  celebre. 

En  ella  hará  constar  cuanto  importante  hubiere 
ocurrido,  con  expresión  suficiente  de  las  declaracio- 
nes de  los  testigos  y peritos  que  hubieren  compare- 
cido por  primera  vez  en  el  proceso,  así  como  de  las 
de  aquellos  que  hubieren  declarado  en  el  sumario, 
siempre  que  varíen,  adicionen  ó expliquen  en  puntos 
sustanciales  sus  anteriores  declaraciones,  y cualquier 
otro  dato  importante  cuya  consignación  en  el  acta 
soliciten  el  Ministerio  público  ó las  otras  partes,  para 
fundar  en  él  acciones  ó recursos  ulteriores. 

La  negativa  del  Tribunal  á esta  petición,  será  mo- 
tivo bastante  para  poder  iuLerponer,  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma,  si  en  el  acto  se 
hiciere  la  correspondiente  protesta. 


NÚMERO  90. 
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Al  terminar  la  sesión  se  leerá  el  acta,  haciendo 
en  ella  las  rectificaciones  que  las  partes  reclamen,  si 
el  Tribunal  en  el  acto  las  estima  procedentes,  salvo 
el  derecho  consignado  en  el  párrafo  anterior. 

Las  actas  se  firmarán  por  el  presidente  é indivi- 
duos del  Tribunal,  por  el  fiscal,  y por  los  defensores 
de  las  partes.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  tiene  la  pa- 
bra  para  decir  si  admite  ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  tiene  el  sentimiento 
de  no  poder  admitir  la  enmienda  del  Sr.  Isasa. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Isasa  tiene  la  pala- 
bra para  apoyar  su  enmienda. 

El  Sr.  ISASA:  A fin  de  no  molestaros,  Sres.  Di- 
putados, voy  á pronunciar  muy  pocas  palabras  en  de- 
fensa de  esta  enmienda,  porque  creo  que  ya  están 
bien  definidas  nuestras  opiniones  sobre  este  punto. 

Es  uno  de  los  artículos  adicionales  que  liabia  pro- 
puesto, creyendo  yo  que  si  se  referia  á la  ley  de  en- 
juiciamiento criminal  que  para  mí  es  común,  todo  lo 
que  no  sea  expresamente  especial  del  .Turado,  serviría 
para  el  uno  y para  el  otro  juicio,  lo  mismo  para  el 
juicio  por  magistrados  que  para  el  juicio  por  jurados. 
Pero  repasando  luego  el  proyecto  de  ley  vi  que  el 
mismo  artículo  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal, 
relativo  á la  manera  cómo  se  han  de  redactar  las  actas 
de  los  juicios,  se  repite  aquí,  es  decir,  que  seguía  eso 
que  yo  he  calificado  de  poco  formal.  Y ahora  lo  único 
que  tengo  que  decir,  es  que  ya  no  vamos  á saber  lo 
que  será  el  Jurado  entre  nosotros;  porque  si,  en  efec- 
to, el  sumario  no  sirve  para  nada,  ni  se  ha  de  tener 
cu  cuenta  para  nada,  y del  juicio  oral  no  ha  de  que- 
dar más  que  una  nota  sucinta  que  el  encargado  de 
redactarla  ha  de  procurar  que  sea  más  sucinta  aún, 
i fin  de  dejar  bien  satisfecho  el  precepto  de  la  ley, 
más  sucinta  de  lo  que  se  le  encarga,  aquí  lo  que  re- 
sultará es  que  cuando  se  haya  celebrado  un  juicio  y 
el  uno  diga:  ha  sido  una  iniquidad  esa  condenación; 
y el  otro  diga:  es  imposible  vivir  así,  jqué  absolución 
la  de  un  criminal  convicto  y confeso!  y trate  el  Go- 
bierno por  ejemplo,  ó las  personas  imparciales  de  de- 
purar lo  que  ha  pasado,  no  se  podrá  saber.  ¿Es  esto 
lo  que  la  Comisión  desea?  Pues  si  esa  es  la  opinión  de 
la  Comisión,  no  lo  es  nuestra.  Nosotros  queremos  que 
el  acta  de  las  sesiones  del  juicio  oral  sea  un  acta 
formal,  sea  un  acta  en  la  que  consten  todo  lo  que  sean 
modificaciones  de  lo  que  resulte  en  el  proceso,  ó todo 
loque  sean  datos  nuevos  que  en  el  proceso  no  consten. 

A esto  se  limita  nuestra  pretensión.  Si  la  Comi- 
sión no  la  admite,  entonces  no  hablemos  más,  hemos 
acabado.  Al  que  hable  mal  del  Jurado  se  le  dirá  que 
no  es  cierto,  que  no  sabe  lo  que  ha  pasado;  y el  que 
quiera  hablar  bien  dirá  que  lo  que  ha  pasado  es  lo 
que  él  dice;  y se  podrá  sostener  lo  mismo  el  sí  que 
el  no. 

De  manera  que  lo  que  resulta  es  que  se  niega 
este  derecho  de  observación;  este  derecho  de  recoger 
los  datos  de  la  experiencia  para  saber  el  resultado  que 
da  la  institución.  Está  muy  bien,  y viva  el  sistema  de 
la  libertad  en  materia  do  justicia. 

Ei  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MAURA:  Yo  quisiera  tener  en  mi  mano  un 
bálsamo  eficaz  para  calmar  la  irritación  que  en  el  se- 
ñor Siivcla  y en  todos  los  demás  correligionarios  del 
Sr.  Isasa  han  debido  producir  los  sarcasmos  de  S.  S., 
porque  ahora  resulta  que  quien  no  se  entera  ese!  señor 


Isasa  (aludiendo  yo  á esta  frase  suya  de  antes),  de  que 
el  juicio  oral  es  el  sistema  oral,  y yo  no  tengo  la  culpa 
de  que  S.  S.  sea  en  su  propio  partido  una  excepción. 
(El  Sr.  isasa:  No  io  es  en  ninguna  parte  del  mundo 
más  que  en  España.  Pido  la  palabra.)  El  juicio  oral 
es  la  apreciación  por  el  tribunal  de  lo  que  pasa  en  el 
juicio,  fiando. á su  conciencia  el  resolver  y declarar  lo 
que  resulte,  sin  segunda  instancia,  que  es  propia  del 
procedimiento  escrito.  Porque  io  que  el  Sr.  Isasa  quie- 
re es  un  proceso  escrito  en  un  solo  acto  ó en  una  série 
de  sesiones  no  interrumpidas;  quiere  que  todas  las  de- 
claraciones, quiere  que  todos  los  resultados  y todos  los 
elementos  del  juicio  vayan  al  acta,  y eso  lia  sido,  toda 
la  vida,  el  procedimiento  escrito;  y si  el  procedimiento 
escrito  tiene  la  ventaja  que  S.  S.  desea,  de  prestarse 
á ulteriores  revisiones  y á superiores  inspecciones,  y 
á responsabilidades  más  obvias  y expeditas,  seaS.  S. 
partidario  del  procedimiento  escrito,  pero  no  pretenda 
que  nosotros  no  entendamos  que  lo  que  hace  es  com- 
batir el  juicio  oral.  (El  Sr.  Siivcla  hace  signos  negati- 
vos.) Lo  siento,  por  la  persona  de  quien  viene  la  ne- 
gación, que  es  para  mí  persona  de  mucha  autoridad, 
pero  yo  creo  que  sí. 

El  artículo  dice  que  en  el  acta  se  liará  constar 
todo  lo  importante  que  haya  ocurrido,  y además  á la 
letra  las  pretensiones  incidentales  y las  resoluciones 
del  presidente  ó de  la  sección  que  hubieren  de  ser 
objeto  del  recurso  de  casación,  y á la  letra  también 
las  conclusiones  de  la  acusación  y de  la  defensa.  (El 
Sr.  Isasa:  Pero  dice  que  se  hará  constar  sucintamen- 
te.) Pero  tiene  que  constar  todo  esto.  (El  Sr.  Isasa: 
Sucintamente.)  Pero  es  que  ei  Sr.  Isasa  no  se  fija  en 
que  cuando  conste,  y conste  sucintamente,  constará 
mucho  mejor  que  si  consta  en  medio  del  fárrago  que 
constituye  uno  de  los  antiguos  vicios,  por  no  decir 
que  la  lepra,  de  nuestra  curia,  de  nuestros  instru- 
mentos públicos  y de  nuestras  costumbres  notaria- 
les, de  esa  hojarasca,  cuyo  peso  ha  sufrido,  y del  que 
no  sé  si  todavía  está  muy  desahogado  el  pueblo  es- 
pañol. Sucintamente,  pero  todo  lo  importante;  y por 
mandato  expreso  de  la  ley,  todo  lo  que  tiene  tracto 
sucesivo,  si  se  me  permite  la  frase,  todo  lo  que  tiene 
consecuencias  para  fundarlos  recursos  de  cualquier" 
clase  que  pueden  venir  después  del  juicio. 

Hay  que  optar  por  una  de  dos  cosas:  ó por  el  jui- 
cio oral  con  la  prueba  de  conciencia,  aceptando  lo 
que  haga  el  tribunal,  sin  revisión  posible,  entregando 
por  completo  á su  pericia  y á su  rectitud  todo  lo  que 
pase  en  el  juicio  oral,  ó por  el  procedimiento  escrito; 
importando  poco  que  se  vaya  escribiendo  dia  tras 
dia,  cebando  el  proceso^  como  decia  D.  Ramón  de  la 
Cruz,  ó que  se  haga  en  una  sola  sesión  ó en  una  sé- 
rie de  sesiones.  De  manera,  que  eso  que  el  Sr.  Isasa 
ha  formulado  en  su  enmienda,  es  un  desahogo  de  sus 
convicciones  contrarias  al  juicio  oral;  y repito,  que 
el  sarcasmo  de  S.  S.  en  los  oidos  donde  habrá  sonado 
peor,  porque  están  muy  cerca,  y el  sonido  con  la  dis- 
tancia adquiere  redondeces  y ai'm  ornas,  que  de  cerca 
no  resultan,  será  en  los  de  sus  correligionarios  y sin- 
gularmente en  los  del  Sr.  Silvela. 

El  Sr.  ISASA:  Pido  la  palabra  para  rectificar. 

El  Stv  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

Ei  Sr.  ISASA:  Pues,  en  efecto,  yo  sigo  creyendo 
que  SS.  SS.  no  quieren  enterarse,  porque  á no  ser  que 
SS.'SS.  crean  que  ni  en  Alemania,  ni  en  Austria,  ni  en 
Francia,  ni  en  Italia  hay  juicio  oral,  tendrán  que  con- 
venir conmigo  en  que  lo  que  propongo  es  compatible 
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Los  Diputados  que  suscriben,  considerando  que 
por  Real  decreto-sentencia  de  5 de  Marzo  de  1885  se 
mandó  alionar  al  Ayuntamiento  de  Vitoria  la  canti- 
dad de  225.605  pesetas  40  céntimos,  en  concepto  do 
indemnización  por  las  fortificaciones  que  construyó 
durante  la  última  guerra  civil;  y que  habiéndose  sa- 
tisfecho á los  Ayuntamientos  de  la  llioja  por  la  mi- 
tad del  importe  de  las  fortificaciones  de  la  villa  de 
Laguardia,  la  cantidad  de  132.466  pesetas  y 50  cénti- 
mos, procede  también  el  abono  de  la  otra  mitad;  te- 
niendo en  cuenta  la  anormal  y siempre  crítica  y apu- 
rada gestión  económica  en  que,  por  no  recibir  estas 
sumas,  se  hallan  dichas  Corporaciones,  que  pagan 
cumplidamente  sus  tributos  al  Estado;  conociendo  la 
lastimosa  é insoportable  situación  en  que  se  ve  la  co- 
marca riojana  por  la  pérdida  de  sus  cosechas  y por 
el  lamentable  resultado  que  esperan  del  mal  estado 
de  sus  campos;  siendo  justo  y legítimo  el  abono  de 


estas  cantidades,  reconocidas  y mandadas  satisfacer, 
tienen  la  honra  de  proponer  al  Congreso  la  siguienle 
enmienda  al  presupuesto  de  la  Guerra: 

Al  final  del  cap.  13,  artículo  único,  «Ejercicios  ce- 
rrados,» se  consignará  esta  adición: 

«Para  pago  del  crédito  reconocido  al  Ayuntamien- 
to de  Vitoria,  por  el  importe  de  las  fortificaciones  que 
construyó  durante  la  última  guerra,  225.605  pesetas 
40  céntimos. 

Para  completar  el  pago  á los  Ayuntamientos  de 
la  llioja  alavesa,  por  el  crédito  también  reconocido  y 
abonado  en  su  mitad,  importe  de  las  fortificaciones 
de  Laguardia,  132.466*50.» 

Palacio  del  Congreso  31  de  Mayo  de  1887.=Ri- 
cardo  Becerro  de  Bengoa.=Márcos  de  Uss¡a.=Luis 
de  Landecho.=  Juan  de  Tbargoilia.= Manuel  Allende 
Salazar.— Manuel  de  la  Torre  Ortiz.=Francisco  An- 
saldo. 
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CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Castelar,  incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras 
la  prolongación  hasta  Bolea  de  la  de  Sari  nena  á Tardienta,  ya  en  construcción. 


AL  CONGRESO. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
presentar  á la  aprobación  del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  l.°  La  carretera  de  tercer  orden  en  cons- 
trucción de  Sariñenaá  Tardienta  se  prolongará  desde 


este  punto  hasta  Bolea,  pasando  por  los  pueblos  de 
Almudcvar,  Lupiñen  y Plasencia. 

Art.  2."  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  constitu- 
ción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Congreso  24  de  Mayo  de  1887.=Emi- 
lio  Gas  telar .= Juan  Alvarado. 
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con  ese  juicio,  porque  el  texto  de  mi  enmienda  está 
tomado  de  ios  Códigos  de  Alemania,  Francia,  Austria 
é Italia.  Lo  que  no  hay  en  ninguna  parte  es  la  infor- 
malidad nuestra,  y esto  sí  que  es  una  cosa  muy  dis- 
tinta del  juicio  oral.» 

Leida  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  el  acuerdo 
del  Congreso  fue  negativo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
art.  94.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación  y fué  aprobado. 

Se  leyó  el  95,  que  decia: 

«Art.  95.  Las  actas  se  leerán  al  terminar  cada  se- 
sión, haciéndose  en  ellas  las  rectificaciones  que  las 
partes  reclamaren,  y la  Sección  acordará  en  el  acto. 

El  presidente,  los  demás  magistrados,  los  jurados, 
el  fiscal,  las  partes  y sus  representantes  y defensores 
firmarán  las  actas.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  La  en- 
mienda del  Sr.  Isasa,  dice: 

«Art.  95.  Queda  suprimido.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  manifestará 
si  admite  ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  no  puede  aceptar  la 
enmienda. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Isasa  tiene  la  pala- 
bra para  defender  su  enmienda. 

El  Sr.  ISASA:  Como  esta  enmienda  era  conse- 
cuencia de  la  que  antea  apoyé,  la  retiro. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Queda 
retirada. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
art.  95.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación,  y fué  aprobado. 

Sin  debate  fueron  aprobados  los  artículos  96,  97, 
98,  99  y 100,  en  la  forma  siguiente: 

«Art.  96.  La  Sección  de  derecho  pronunciará  la 
sentencia  que  corresponda  en  vista  de  las  declaracio- 
nes del  veredicto,  y si  fuese  absolutoria,  se  mandará 
poner  inmediatamente  en  libertad  á los  presos  que 
* hubieren  sido  declarados  inculpables,  á no  ser  que 
estuvieran  también  presos  por  otro  proceso. 

Art.  97.  Las  sentencias  se  acordarán  por  mayo- 
ría absoluta  de  votos,  trascribiéndose  en  ellas  las  pre- 
guntas y respuestas  contenidas  en  el  veredicto  en  vez 
de  la  narración  y calificación  de  hechos  probados, 
siendo  aplicable  todo  lo  demás  que  respecto  de  las 
mismas  se  dispone  en  la  ley  de  enjuiciamiento  cri- 
minal. 

Los  magistrados  no  podrán  suspender  la  delibera- 
ción hasta  que  hayan  dictado  la  sentencia. 

Art.  98.  Las  sentencias,  así  como  los  veredictos, 
se  unirán  originales  á la  causa. 

Art.  99.  Ni  los  jurados*  ni  el  Tribunal,  podrán 
abstenerse  de  pronunciar  respectivamente  veredicto 
y sentencia,  aun  cuando  las  declaraciones  de  aquel 
se  refieran  á delitos  que  no  fueran  de  la  competencia 
del  Tribunal  del  Jurado. 

Art.  100.  Abierto  el  juicio,  continuará  duranLe 
todas  las  sesiones  consecutivas  hasta  su  terminación.» 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  va  á dar  cuenta  de  una 
enmienda  que  se  ha  presentado  á la  Mesa.» 

Se  leyó  por  primera  vez,  y pasó  á la  Comisión 
acordando  se  imprimiera  y repartiera,  una  enmienda 


del  Sr.  Rodríguez  San  Pedro  ai  art.  1 1 8 del  dictámen 
que  se  discute.  ( véase  el  Apéndice  primero  á este 
Diario.) 


Se  leyó  el  art.  101,  que  decía: 

«Art.  101.  Son  aplicables  al  juicio  ante  el  Tribunal 
del  Jurado  las  disposiciones  contenidas  en  los  artícu- 
los 745,  746,  747,  748  y 749  de  la  ley  de  enjuicia- 
miento criminal.  Todas  las  providencias  á que  se  re- 
fieren los  artículos  citados,  competerán  á los  jueces 
de  derecho. » 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusiou  sobre  este 
artículo.» 

No  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  la 
pafabra  en  contra,  se  puso  á votación  el  artículo,  y 
quedó  aprobado. 

Sin  debátelo  fueron  el  102,  103,  104,  105,  106, 
107,  108,  109,  110,  1 11,  1 12,  1 13,  114,  115,  116  y 
117,  en  los  siguientes  términos: 

«Art.  102.  lo  dispuesto  en  el  núm.  4.°  del  artícu- 
lo 746,  se  entiende  en  cuanto  á los  jurados,  para  e- 
caso  en  que  no  basten  los  dos  suplentes  para  sustituir 
á los  enfermos  ó imposibilitados  por  cualquiera  otra 
causa. 

Los  suplentes  que  asistan  á los  debates  sustitui- 
rán por  su  orden  al  jurado  que  enferme  ó so  imposi- 
bilite por  cualquiera  otra  causa. 

Art.  103.  Todas  las  sesiones  que  se  celebren  ante 
la  Sección  de  magistrados  ó ante  el  Tribunal  dei  Ju- 
rado, serán  públicas. 

Exceptúanse  las  que  á juicio  de  los  jueces  de  de- 
recho deban  ser  secretas  por  razones  (le  pública  mo- 
ralidad ó por  respeto  á la  persona  ofendida  ó á su  fa- 
milia. 

Art.  104.  Las  sesiones  durarán  en  cada  dia  el 
tiempo  que  ai  constituirse  el  Tribunal  hubiere  deter- 
minado el  presidente,  pudiendo  prorrogarse  para  la 
terminación  del  juicio  si  fuere  conveniente. 

Art.  105.  El  presidente  del  Tribunal  tendrá  todas 
las  facultades  necesarias  para  conservar  ó restablecer 
el  orden  en  las  sesiones,  pudiendo  corregir  en  el  acto, 
con  multa  de  25  á 250  pesetas  las  faltas  que  no  cons- 
tituyan delito  ó que  no  tengan  señalada  en  la  ley  una 
corrección  especial,  y son  aplicables  además  todas  las 
disposiciones  consignadas  en  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal,  en  el  capítulo  referente  á las  facultades  de 
los  presidentes  dei  Tribunal. 

Art.  106.  El  presidente  cuidará  asimismo  de  di- 
rigir con  acierto  á ios  jurados  en  el  desempeño  de  sus 
funciones,  sin  invadir  las  atribuciones  que  les  corres- 
pondan. 

Art.  107.  El  veredicto  podrá  ser  devuelto  al  Ju- 
rado para  que  lo  reforme  ó lo  confirme  en  los  casos 
siguientes: 

1. °  Cuando  deje  de  contestar  categóricamente  al- 
guna de  las  preguntas. 

2. °  Cuando  haya  contradicción  en  las  contesta- 
ciones ó no  exista  entre  ellas  la  necesaria  congruencia. 

3. °  Cuando  el  veredicto  contenga  alguna  decla- 
ración ó resolución  que  exceda  los  límites  de  la  con- 
testación categórica  á las  preguntas  formuladas  y so- 
metidas al  Jurado. 

4. °  Guando  en  la  deliberación  y votación  se  hu- 
biere infringido  lo  dispuesto  en  los  artículos  desde  el 

I 80  hasta  el  87  inclusive. 

Art.  108.  Publicado  el  veredicto  en  la  forma  que 
establece  el  art.  90,  los  jueces  de  derecho  podrán 
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acordar  do  oficio,  y el  fiscal,  el  acusador  privado  ó 
los  defensores  de  las  partes,  pedir  que  sea  devuelto 
al  Jurado  para  que  lo  reforme  ó lo  confirme,  siempre 
que  concurra  alguna  de  las  circunstancias  enumera- 
das en  el  artículo  anterior. 

La  parte  que  solicite  la  devolución  del  veredicto, 
expondrá  y razonará  brevemente  su  pretcnsión,  y sin 
permitir  que  acerca  de  ella  se  suscite  debate,  los  jue- 
ces de  derecho  acordarán  lo  que  proceda. 

Art.  109.  Cuando  el  veredicto  fuere  devuelto  al 
Jurado  por  no  haber  sido  categóricamente  contestada 
alguna  de  las  preguntas,  los  jueces  de  derecho  le 
ordenarán  que,  retirándose  á la  sala  de  deliberacio- 
nes, vuelva  á resolver  sobre  la  pregunta. 

Si  el  veredicto  se  hubiere  devuelto  por  haber  con- 
tradicción ó por  no  existir  congruencia  éntrelas  con- 
testaciones,  los  jueces  de  derecho  ordenarán  al  Jura- 
do que  conteste  nuevamente  á las  preguntas,  hacién- 
dole notar  los  defectos  de  que  adolezcan  las  primeras 
contestaciones. 

Asimismo  señalarán  los  jueces  de  derecho  al  Ju- 
rado las  declaraciones  ó resoluciones  (pie  excedan  los 
limites  de  la  contestación  categórica  á las  preguntas 
formuladas,  ó las  infracciones  é irregularidades  co- 
metidas en  la  deliberación  y votación  del  veredicto, 
para  que  supriman  aquellas  y subsanen  estas,  pro- 
cediendo á dictarlo  de  nuevo,  cuando  sea  devuelto 
por  virtud  de  lo  que  disponen  los  números  3.°  y 4.° 
del  arl.  107. 

Art.  1 10.  Si,  después  de  la  segunda  deliberación, 
el  veredicto  adoleciera  todavía  de  alguno  de  los  de- 
fectos mencionados  en  los  dos  artículos  anteriores,  la 
Sección  acordará  también,  de  ollcio  ó á instancia  de 
parte,  que  vuelva  el  Jurado  á deliberar  y á contestar 
á las  preguutas. 

Si  en  esta  tercera  deliberación  tampoco  resultare 
veredicto  por  la  misma  causa,  ei  presidente  del  Jura- 
do, antes  de  volver  á la  Sala  del  Tribunal.,  hará  cons- 
tar el  voto  emitido  por  cada  uno  de  los  jurados  en 
esta  tercera  deliberación,  en  un  acta  especial  que  ha- 
brán de  firmar  todos  los  presentes. 

Vueltos  los  jurados  á la  sala  de  audieucia,  el  pre- 
sidente de  aquellos  entregará  el  acta  al  dei  Tribunal 
de  derecho.  Si  este  Tribunal,  después  de  examinar  el 
acta,  creyera  que  no  liay  veredicto,  lo  declarará  así 
en  alta  voz  su  presideute,  y remitirá  la  causa  á nue- 
vo Jurado. 

El  acta  especial  se  remitirá  al  juez  del  partido 
competente  para  que  proceda  contra  los ‘jurados  res- 
ponsables, con  arreglo  al  párrafo  2.°  dei  art.  383  del 
Código  penal. 

Art.  111.  Si  ei  Tribunal  de  derecho  desestimara 
la  petición  de  cualquiera  (le  las  partes  para  que  vuel- 
va el  veredicto  al  Jurado,  podrá  prepararse  el  recurso 
de  casación,  haciendo  en  el  acto  la  correspondiente 
protesta. 

Art.  1 12.  Acordará  también  eL  Tribunal  de  dere- 
cho someter  la  causa  ai  conocimiento  de  un  nuevo  Ju- 
rado, cuando  por  unanimidad  declaren  los  jueces  que 
lo  constituyen  que  el  Jurado  ha  incurrido  en  error 
grave  y manifiesto  al  pronunciar  el  veredicto. 

Solo  podrá  hacerse  esta  declaración  en  los  easos 
siguientes: 

l.°  Cuando  siendo  manifiesta  por  el  resultado  dei 
juicio,  sin  que  pueda  ofrecerse  duda  racional  en  con- 
trario, la  inculpabilidad  del  procesado,  el  Jurado  le 
hubiere  declarado  culpable. 


2.°  Cuando  siendo  manifiesta  por  el  insultado  del 
juicio,  sin  que  pueda  ofrecer  duda  racional  en  con- 
trario, la  culpabilidad  del  procesado,  el  Jurado  le  hu- 
biere declarado  inculpable. 

Art.  113.  La  declaración  á que  se  refiere  el  ar- 
tículo anterior  podrá  hacerse  de  oficio  ó á instancia 
de  parte.  Publicado  definitivamente  el  veredicto,  los 
jueces  de  derecho  podrán  acordar,  y el  fiscal,  el  acu- 
sador privado  ó los  representantes  de  las  partes  pedir, 
que  se  someta  la  causa  á conocimiento  de  un  nuevo 
Jurado.  No  se  permitirá  al  reclamante  razonar  ni 
fundar  en  modo  alguno  esta  pretensión,  ni  sobre  ella 
se  tolerará  debate.  Una  vez  formulada,  el  Tribunal 
de  derecho  acordará  en  el  acto  lo  que  estime  proce- 
dente. 

Art.  1 14.  Cuando  haya  de  remitirse  una  causa  á 
nuevo  Jurado  por  ocurrir  cualquiera  de  los  casos  de- 
terminados en  el  art.  1 10  ó en  el  112,  no  se  procede- 
rá al  juicio  de  derecho. 

Una  vez  abierto  éste,  no  podrán  utilizarse  contra 
el  veredicto,  ni  de  oficio,  ni  á instancia  de  parte,  los 
recursos  de  reforma  ni  de  revista. 

Art.  1 15.  Eíi  ios  casos  de  ios  artículos  anteriores, 
cuando  la  causa  haya  de  enviarse  á nuevo  Jurado, 
se  reproducirá  el  juicio  ante  éste  con  los  mismos  trá- 
mites y solemnidades  que  la  presente  ley  establece. 

Contra  el  veredicto  del  segundo  Jurado  no  proce- 
derá ei  recurso  de  revista. 

Art.  11G.  El  recurso  de  casación  podrá  interpo- 
nerse por  quebrantamiento  de  forma  ó por  infracción 
de  ley. 

Art.  117.  No  será  admisible  el  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma,  si  la  parte  que 
intente  interponerlo  no  hubiere  reclamado  la  subsa- 
naron de  la  falta,  cuando  fuere  posible,  y hecho  la 
oportuna  protesta  con  sujeción  á lo  dispuesto  en  el 
art.  914  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal.» 

Se  leyó  ei  118,  que  decía: 

«Art.  1 1 8.  Podrán  interponer  ei  recurso  de  casa- 
ción las  personas  mencionadas  en  el  art.  854  de  la 
ley  de  enjuiciamiento  criminal,  y para  su  interposi- 
ción, sustanciacion  y decisión  se  estará  á lo  que  di- 
cha ley  dispone  en  cuanto  no  resulte  modificada  por 
la  presenLe. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  A este 
artículo  hay  uua  enmienda  del  vSr.  Rodriguez  San 
Pedro,  que  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  ai  Congreso  se  sirva  aprobar  la  siguiente 
adición  ai  art.  1 18  del  proyecto  de  ley  sobre  el  Jurado. 

«y  entendiéndose  ampliados  los  motivos  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  ó de  doctrina  legal,  en 
cuanto  afecten  á las  responsabilidades  civiles  decla- 
radas en  las  sentencias,  con  los  motivos  que  para  la 
casación  por  iguales  infracciones  determina  la  ley  de 
enjuiciamiento  civil,  que  para  este  efecto  se  tendrán 
como  parte  integrante  de  aquella  otra.» 

Palacio  del  Congreso  1 3 (le  Mayo  de  IS87.=F. Ro- 
dríguez San  Pcdro.=  Francisco  Silvela.  ==R.  Villa- 
verde.=M.  de  Pidal.=Marqiiés  dei  Vadillo.===Lorenzo 
Domínguez. =Santo$  de  Isasa.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  manifestará 
si  admite  ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  tiene  ei  sentimiento 
de  no  poder  admitir  la  enmienda. 

Ei  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Rodriguez  San  Pedro 
tiene  la  palabra  para  apoyar  su  enmienda. 
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El  Sr.  RODRIGUEZ  SAN  PEDRO:  Señores  Di- 
putados, voy  d exponer  muy  ligeras  consideraciones 
sobre  la  enmienda  que  lie  tenido  el  honor  de  presen- 
tar, porque  me  parece  que  ella  conduce  á llenar  un 
vacío  tan  claro  y manifiesto  en  las  leyes  actuales 
de  enjuiciamiento,  que  reputo  verdaderamente  impo- 
sible que  un  jurisconsulto  tan  distinguido  como  el 
señor  presidente  de  la  Comisión,  y una  persona  tan 
eminente  en  las  ciencias  y prácticas  jurídicas  como 
el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  no  hayan  en- 
contrado más  de  una  vez  en  sus  vigilias  y en  la  prác- 
tica de  su  profesión  la  necesidad  de  hacer  algo,  de 
hacer  mucho  en  el  sentido  que  inspira  esta  enmienda. 

Las  reformas  legislativas  qué  seguramente  han  de 
ser  honra  para  el  presente  siglo  en  la  historia  de  Es- 
paña, hechas  durante  el  mismo  en  lodo  lo  que  se 
refiere  á las  leyes  civiles  y al  procedimiento  que  es 
complemento  de  esas  mismas  leyes,  habiendo  pro- 
ducido sérias  é importantes  garantías  para  todo  lo 
que  toca  A los  intereses  de  los  ciudadanos  españoles, 
vienen  á encontrarse  en  cierto  modo  defraudadas, 
cuando  esos  mismos  intereses  entran  en  litigio,  no 
directamente,  sino  por  ocasión  de  cualquier  falta  ó 
delito,  de  una  infracción  de  ley  que  revista  carácter 
criminal,  que  se  haya  cometido. 

Bien  sabido  es,  y sobre  esto  no  necesito  hacer  de- 
mostraciones de  ninguna  especie,  que  unas  de  las 
fuentes  de  la  responsabilidad,  son  el  delito  y la  falta. 
Mézclase  con  el  derecho  de  reclamación  que  en  busca 
del  castigo  y de  la  represión  distingue  y caracteriza 
todo  enjuiciamiento  criminal,  una  acción  esencial- 
mente civil  para  buscar  la  restitución  ó rex>aracion 
que  acompaña  á aquella  misma  acción  de  carácter 
criminal. 

No  porque  los  orígenes  sean  los  que  acabo  de  in- 
dicar, la  condición  y carácter  de  la  responsabilidad 
civil  que  se  persigue  en  eslos  casos  varían  esencial, 
ni  siquiera  accidentalmente,  de  aquellos  otros  carac- 
téres  que  se  desenvuelven  por  acción  puramente  civil, 
por  demanda  y por  respuesta,  como  se  dice  general- 
mente, cuando  se  van  á buscar  estas  restituciones  en 
un  pleito  ordinario. 

Pues  bien,  señores;  sentados  estos  principios,  pa- 
recía natural  que  existieran  dos  órdenes  de  garantías 
paralelas  dentro  de  todo  proceso  criminal;  aquellas  ga- 
rantías que  se  refieren  á la  medida  exacta  de  la  pena 
que  se  persigue  por  la  acción  penal,  y conjuntamente 
con  ellas  las  que  tocan  y se  refieren  á la  justa  medida 
de  la  restitución  ó de  la  indemnización,  por  Jo  que  den- 
tro de  esta  acción  se  refiere  á la  parte  civil  de  la  ac- 
ción que  se  ejercita;' pueá  no  obstante  esto,  ocurre  que 
mientras  la  acción  civil,  cuando  se  desenvuelve  exclu- 
sivamente con  este  carácter,  tiene  por  primera  garan- 
tía la  forma  del  juicio,  por  segunda  los  órdenes  de  la 
jurisdicción,  y por  última  la  casación,  tanto  en  la  for- 
ma del  procedimiento,  como  en  el  fondo  de  la  decisión 
pronunciada;  en  materia  criminal,  por  la  unión  que  lo 
civil  tiene  con  lo  criminal  en  el  procedimiento  en  que 
se  discuten  ambas  cosas,  pierde  lo  que  se  refiere  á la 
responsabilidad  civil;  la  garantía  de  las  instancias;  y 
por  lo  que  toca  al  recurso  de  casación,  por  efecto  de 
nuestra  ley  de  enjuiciámento  criminal,  tal  como  se 
encuentra  redactada,  pierde  hasta  esa  garantía  supre- 
ma, en  cuanto  al  procedimiento  que  motiva  la  casación 
en  la  forma,  ó tocante  á la  justicia  ó injusticia  intrínse- 
ca de  lo  resuelto  y sentenciado;  porque  no  hay  sino 
examinar  la  misma  ley  de  enjuiciamiento,  y nos  en- 


contramos que  mientras  en  un  artículo  concede  el  re- 
curso de  casación  á todos  los  interesados  en  la  causa, 
tanto  como  autores  en  lo  criminal  y como  procesados, 
como  autores  en  lo  civil  ó como  responsables  civilmen- 
te, cuando  esta  acción  ó este  recurso  de  la  casación  se 
va  á poner  en  práctica  y se  van  á determinar  los  mo- 
tivos que  tocan  á las  responsabilidades  civiles,  no  hay 
absolutamente  ninguno  adecuado  en  la  ley  de  enjui- 
ciamiento criminal. 

Concede,  pues,  el  recurso  la  ley  á todos  los  intere- 
sados, y obra  en  perfecta  justicia;  pero  después,  cuan- 
do señala  las  condiciones  de  este  mismo  recurso,  lo 
mutila  al  punto  de  no  dar  condiciones  para  la  respon- 
sabilidad civil  que  se  destaca  y desprende  de  la  res- 
ponsabilidad criminal. 

Yo  bien  sé  que  el  responsable  civilmente  tiene 
una  manera  (lo  atacar  en  la  casación  la  raíz  misma 
de  la  responsabilidad,  que  es  negando  el  hecho  gene- 
rador de  esa  responsabilidad,  negando  la  responsabi- 
lidad criminal  para  que  no  dé  de  sí  la  responsabilidad 
civil;  pero  fuera  de  este  punto,  verdaderamente  di- 
fícil y que  a él  en  cierto  modo  no  le  atañe,  porque 
es  lo  natural  que  lo  pongan  en  evidencia  antes  los 
responsables  criminalmente,  se  encuentra  con  que  al 
sacar  las  consecuencias  de  la  responsabilidad  cri- 
minal, no  para  discutir  en  su  esencia  y én  su  principio 
la  responsabilidad  civil,  sino  para  fijar  la  medida  de 
esta  responsabilidad,  no  tiene  garantías  de  iiiugun 
género:  la  discreción  más  completa  campea  en  esta 
materia,  y mientras  que  aquellos  jueces  instituidos 
para  decidir  en  lo  civil  tienen  regla  y medida,  y el 
justiciable  tiene  garantías  para  discutir  la  medida  de 
esa  propia  responsabilidad,  porque  no  es  lo  mismo  ser 
responsable  de  ciento  que  de  mil  ó de  un  millón,  y en 
cuanto  excede  la  cuantía  de  la  medida  justa  de  la  res- 
ponsabilidad, resulla  la  injusticia  ó la  enormidad, 
cuando  todo  esto  sucede  en  los  negocios  puramente 
civiles,  no  hay,  repito,  condiciones  en  la  ley  de  pro- 
cedimiento criminal  para  plantear  siquiera  esta  cues- 
tión en  presencia  del  Tribunal  Supremo,  garantía  la 
más  alta  de  los  españoles,  de  la  seguridad  de  su  dere- 
cho y de  sus  intereses. 

Pues  bien;  á que  esta  deficiencia  desapareza  va 
encaminada  mi  enmienda,  puesto  que  viene  á decir, 
pura  y simplemente,  lo  siguiente:  hay  una  responsa- 
bilidad civil  que  se  deriva  de  la  penal;  pues,  eL  que 
esta  responsabilidad  brote  de  una  de  las  fuentes  de  la 
responsabilidad,  que  es  el  delito,  como  fuente  de  res- 
ponsabilidad* es  el  contrato  ó cuasi  contrato,  no  es  ra 
zon  que,  solo  por  motivo  de  la  fuente,  las  garantías 
que  deben  acompañar  ai  ejercicio  de  la  justicia  des- 
aparezcan en  absoluto,  cuando  se  trata  de  una  respon- 
sabilidad que  es  igual  á oLra  responsabilidad  cual- 
quiera que  brote  de  los  orígenes  que  acabo  de  indicar. 
Y esto  es  tanto  más  grave,  señores,  cuanto  que  es 
sabido,  que  en  esta  reclamación  de  la  responsabilidad 
civil,  lo  que  importa  para  su  nacimiento,  es  la  exis- 
tencia de  una  falta  cualquiera;  porque  esta  es  la 
razón  de  la  responsabilidad.  Por  manera,  que  de  un 
simple  juicio  de  faltas,  como  quiera  que  reconocer 
la  existencia  de  una  falta,  es  declarar  la  culpabili- 
dad ó la  inculpabilidad  de  un  hecho,  y ésta  declara- 
ción entraña  siempre  una  responsabilidad  civil,  no 
faltando  más,  sino  determinar  la  medirla;  por  mane- 
ra, digo,  que  de  un  simple  juicio  de  faltas,  se  deriva 
una  responsabilidad  civil,  y si  la  medida  de  esta  res- 
potabilidad  uo  tiene  garantías  eu  la  ley,  un  pimple 
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juez  municipal,  reconociendo  la  responsabilidad  de 
una  falta  y aplicando  sin  medida  la  declaración  de 
responsabilidad  civil,  puede  perfectamente  arruinar 
A un  ciudadano,  declarando  que  en  su  conciencia  la 
responsabilidad  civil  alcanza  á la  fortuna  entera  de 
aquel  que  ha  tenido  la  desgracia  de  ser  justiciado. 
Si  la  responsabilidad  civil  en  su  cuantía  brotase  direc- 
tamente de  la  magnitud  del  hecho  criminal  que  se 
persigue,  como  sucede  con  la  responsabilidad ‘crimi- 
nal por  la  medida  misma  de  la  pena,  pues  sabido  es, 
que  aquel  que  se  declara  reo  de  una  falta,  no  puede 
incurrir  en  mayor  pena  que  la  de  una  cierta  me- 
dida, como  el  que  se  declara  reo  de  un  delito  no  pue- 
de pasar  también  de  otra  medida,  la  cuestión  tendria 
ménos  importancia;  pero  aquel  qne  causó  un  daño 
por  una  falta  téuue,  tiene  que  ser  igualmente  respon- 
sable de  toda  la  indemnización  del  daño  producido, 
como  si  este  daño  hubiese  venido  de  un  delito  grave; 
de  modo  que  aquí,  realmente,  la  limitación  de  la  com- 
petencia que  exite  en  las  leyes  penales  desaparece 
cuando  se  trata  de  una  responsabilidad  civil  que  brota 
de  cualquier  acto  criminal  respecto  del  que  no  tene- 
mos siquiera  la  garantía  de  la  competencia  limitada 
del  juez,  puesto  que  cualquier  juez  puede  decretar 
esta  inmensa  y extraordinaria  responsabilidad. 

Pues  bien;  dado  así  el  problema,  supuesto  que  la 
casación  no  da  medios  de  plantear  en  presencia  del 
Tribunal  Supremo  el  recurso  con  suficiente  holgura 
sobre  esta  cuestión  que  acabo  de  indicar  de  la  limi- 
tación de  la  responsabilidad  civil,  yo  me  permitiría 
preguntar  al  señor  presidente  de  la  Comisión  como  al 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  si  consideran  que 
esta  situación  de  completa  arbitrariedad  que  acabo 
de  indicar  es  inexacta,  ó si  siendo  exaela  no  merece 
ser  corregida,  dando  dentro  de  la  ley  una  garantía 
que  corle  en  alguna  parte  esta  verdadera  arbitrarie- 
dad, que  limite  la  discreción,  que  haga  imposible  que 
esa  discreción,  que  yo  reconozco  que  debe  existir  den- 
tro de  ciertos  límites  para  el  juez  en  lo  criminal,  no 
llegue  A estos  extremos  de  la  arbitrariedad  que  acabo 
de  indicar. 

Y como  me  parece  que  es  imposible  que  ningún 
espíritu  recto  se  niegue  á la  satisfacción  de  esta  ver- 
dadera necesidad  que  acabo  de  manifestar,  á mí  me 
parece  también  que  no  hay  nada  mas  sencillo  que  lo 
que  propongo  en  mi  enmienda,  y puesto  que  para  el 
problema  civil  tenernos  todas  las  garantías,  declare- 
mos que  todos  esos  medios  y garantías  son  aplicables 
para  esta  misma  responsabilidad  civil,  lo  mismo  cuan- 
do viene  mezclada  con  una  responsabilidad  penal, 
que  cuando  se  juzga  con  la  acción  civil. 

Me  siento,  pues,  A pesar  de  las  palabras  con  que 
manifestó  el  señor  presidente  de  la  Comisión  que  ésta 
no  estaba  dispuesta  A admitir  mi  enmienda,  con  la 
esperanza  de  que  mediante  estas  respetuosas  obser- 
vaciones que  he  dirigido  A la  competencia  recono- 
cida, tanto  del  señor  presidente  de  la  Comisión  como 
del  digno  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  habrán  de 
volver  sobre  este  acuerdo  antes  anunciado,  y admitir, 
como  se  lo  suplico  en  bien  de  la  rectitud  y de  la  jus- 
ticia dentro  de  la  aplicación  de  nuestras  leyes,  admi- 
tir la  enmienda  que  acabo  de  apoyar. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  La  tie- 
ne S.  S. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  agradece  al  Sr.  Ro- 
dríguez San  Pedro  que  haya  planteado  con  su  enmien- 


da una  cuestión  verdaderamente  importante  y de- 
licada. 

Con  la  pericia  que  es  peculiar  de  S.  S.  y como  co- 
rresponde A su  experiencia  en  los  asuntos  forenses,  la 
enmienda  del  Sr.  Rodríguez  San  Pedro  denuncia  una 
deficiencia  que  en  mi  sentir  es  grave  y notoria  en  la 
ley  de  enjuiciamiento  criminal.  En  todas  las  leyes  de 
enjuiciamiento  criminal  que  liemos  tenido  en  España 
ha  sido  igualmente  olvidado,  colocado  en  un  lugar 
secundario,  el  asunto  de  la  responsabilidad  civil,  y es- 
toy conforme  (sin  que  yo  pueda  hablar  en  esto  preci- 
samente en  nombre  de  toda  la  Comisión),  y estoy  con- 
forme con  S.  S.  en  muchas  de  las  cosas  que  ha  ex- 
presado. 

Acontece  que  sobre  el  contenido  de  la  reponsabi- 
lidad  civil,  la  ley  de  enjuiciamiento  no  da  para  la  ca- 
sación aquellas  fórmulas,  aquellos  moldes,  aquellos 
caminos  y cauces  cerrados  que  la  casación  por  si  mis- 
ma requiere;  porque  está  en  su  índole  que  el  pro- 
blema vaya  al  Tribunal  Supremo,  planteada  y sujeta 
dentro  de  esa  fórmula  rigorosa.  Muchos  de  los  in- 
convenientes que  el  Sr.  Rodríguez  San  Pedro  exponía, 
se  experimentan  en  la  prActica  todos  los  dias;  ¿por 
qué,  pues,  la  Comisión  no  admite  la  enmienda  del 
Sr.  Rodríguez  San  Pedro,  ni  siquiera  se  anticipó  A ella 
buscando  el  remedio  de  ese  daño  conocido?  Entiende 
la  Comisión,  que  debiendo  quedar  la  mayor  parte,  el 
mayor  número  de  los  delitos,  singularmente  de  los  de- 
litos contra  la  propiedad,  que  es  donde  la  indemniza- 
ción parece  que  tiene  más  importancia  y es  más  fre- 
cuente, fuera  de  la  competencia  del  Jurado,  y de- 
biendo regir  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal  para 
todos  los  delitos  que  no  son  de  la  competencia  del 
Jurado,  no  convenia  hacer  más  variaciones  que  las 
que  habían  de  ser  aplicables  á las  causas  del  tribunal 
de  los  jurados,  circunscribiendo  los  preceptos  de  este 
proyecto  de  ley  dentro  del  inamlaloque  liabia  recibido 
del  Congreso;  y resultaría  una  situación  irregular, 
que  engendraría  conflictos,  y quizás  una  contradic- 
ción en  la  jurisprudencia,  muy  perniciosa,  el  tocar  en 
ese  punto  la  ley  de  enjuiciamiento  para  el  menor  nú- 
mero de  procesos,  quedando  el  defecto  para  las  de- 
más causas  á que  la  ley  del  Jurado  no  tiene  aplica- 
ción. 

Pero  hay  otra  razón  ahora  para  no  admitir  la  en- 
mienda, á pesar  de  que  es  urgente  el  remedio  del  mal 
que  el  Sr.  Rodríguez  San  Pedro  se  proponía  corregir 
con  ella.  Dice  la  enmienda  que  se  entenderá  ampliada 
la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  por  lo  que  toca  A 
los  motivos  de  casación,  con  lo  que  la  ley  de  enjui- 
ciamiento civil  establece  para  la  casación  por  infrac- 
ción de  ley:  ese  es,  en  puridad,  el  sentido  de  la  en- 
mienda. Acontece  que  la  ley  de  enjuiciamiento  civil 
formula  la  casación,  teniendo  muy  en  cuenta,  como 
es  de  rigor  en  una  ley  de  casación,  la  estructura  del 
procedimiento  civil,  aun  con  respecto  A los  motivos 
de  casación  con  infracción  de  ley;  que  con  respecto 
A los  motivos  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  de  esos  no  hay  que  hablar,  porque  esos  en- 
trañan la  esencia  misma  del  procedimiento.  Y por 
responder  la  ley  de  enjuiciamiento  civil,  en  esta  parte, 
A la  estructura  del  juicio  civil  y al  procedimiento  fun- 
damental en  que  nuestra  ley  procesal  descansa,  re- 
sultaría, si  la  enmienda  se  admitiese,  la  imposibilidad 
de  adaptar  al  juicio  criminal,  en  materia  de  respon- 
sabilidad civil,  el  texto  del  arl.  1602,  que  os  el  que 
contiene  las  de  casación  por  infracción  de  ley.  Me 
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bastará,  para  que  los  Sres.  Diputados  comprendan  la 
exactitud  de  este  aserto  mío,  leer  algunos  de  los  casos 
de  dicho  artículo,  por  ejemplo,  el  7.°,  que  dice: 

«Habrá  lugar  al  recurso: 

Cuando  en  la  apreciación  de  las  pruebas  haya 
habido  error  de  derecho  ó error  de  hecho,  si  osle  úl- 
timo resulta  de  documentos  ó actos  auténticos  que  ' 
demuestren  la  equivocación  evidente  del  juzgador.» 
■M  l>or  ejemplo,  este  es  un  caso  que  sería  adicionado 
á la  ley  de  enjuiciamiento  criminal  si  la  enmienda  sé 
adoptase;  y este  caso  no  tiene  aplicación  en  los  jui- 
cios criminales,  lo  mismo  en  los  que  se  vean  ante  el 
Jurado,  que  cu  ios  que  se  vean  ante  el  tribunal  de  los 
magistrados. 

Quizá  ei  Sr.  Rodríguez  San  Pedro  pudiera  citar 
algún  caso;  yo,  hasta  ahora,  no  he  logrado  conjeturar 
cuándo  en  un  juicio  criminal,  el  recurrente  que  va  á 
discutir,  no  la  raíz  de  su  responsabilidad,  sino  dentro 
de  la  hipótesis  de  ser  responsable,  la  justicia  de  la 
condena  por  su  cuantía,  por  el  principio  que  haya 
servido  de  regulador  al  tribunal,  cualquiera  de  las 
cuestiones  que  en  esa  forma  puedan  llevarse  por  el 
responsable  civilmente  ante  el  Tribunal  Supremo, 
tendría  posible  aplicación  este  caso  del  art.  1092. 

Yo  no  quiero  fatigar  con  el  exámen.de  todos  los 
casos  a!  Congreso,  ni  el  Sr.  Rodríguez  San  Pedro 
necesita  que  yo  le  .liga,  nada,  ni  siquiera  esto  que 
me  he  permitido  decirle;  aun  los  casos  que  podrían 
tener  aplicación  hacen  referencia  á la  oportunidad 
con  que  se  han  planteado  cu  el  juicio  las  cuestiones 
por  cj-mplo,  la  alegación  de  la  cosa  juzgada;  por 
ejemplo,  las  pretensiones  oportunamente  deducidas 
en  el  pleito,  frases  que  tienen  en  el  enjuiciamiento 
civil  un  sentido  declarado  por  la  jurisprudencia  sen- 
tada; pero  inaplicables  al  juicio  criminal,  porque  en 
el  enjuiciamiento  civil,  oportunamente  es  antes  del  es- 
crito de  duplica  y no  tiene  esto  aplicación  en  el  enjui- 
ciamiento criminal,  y en  cambio  dejaríamos  en  duda 
si  la  responsabilidad  civil  estaba  oportunamente  for- 
mulada cuando  se  formulasen  las  conclusiones  defi- 
ní! ivas,  ó cuando  se  plantease  la  acusación,  ó cuan- 
do se  formulasen  Jas  conclusiones  provisionales.  Es 
decir,  que  el  pensamiento  de  la  enmienda,  sustanciai- 
meule,  me  parece  á mí  y le  parece  á la  Comisión,  ati- 
nado. Que  la  reforma  en  este  punto  de  la  ley  de  en- 
juiciamiento criminal,  ó su  complemento,  es  urgente; 
que  el  desamparo  de  los  intereses  civiles  cuando  re- 
sultan complicados  en  un  proceso  con  una  responsa- 
bilidad cuyo  origen  es  un  hecho  punible,  es  grande, 
y que  solo  la  sabiduría  y ei  acierto  del  Tribunal  Su- 
premo van  templando  estas  dificultades  y supliendo 
las  omisiones  de  la  ley,  que  son  en  esto  mayores  que 
en  otras  cosas,  que  sin  decir  que  en  otras  cosas  no 
pueda  merecer  enmienda  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal,  se  necesita  poner  la  mano  en  esto;  pero  en 
la  ley  del  Jurado  el  remedio  tiene  el  inconveniente  de 
ser  incompleto,  de  crear  una  contradicción  dentro  del 
procedimiento  criminal  y que,  aun  cuando  en  esta 
ley  se  pudiera  poner  el  remedio,  no  podría  aceptarse 
el  que  el  Sr.  Rodríguez  San  Pedro  ha  propuesto  en 
su  enmienda,  porque  habría  que  expresar  en  el  texto 
que  ahora  so  voLase  cuáles  son  los  motivos  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  tocante  á responsabilidad 
civil,  en  los  procesos  que  pueden  dar  vado  á la  Sala 
del  Tribunal  Supremo  para  intervenir  en  esas  cues- 
tiones. La  ley  de  enjuiciamiento  civil  es  la  cúpula  de 
otro  edificio,  es  la  cima  de  otra  montaña:  aplicada 


aquí  no  concordaría,  y en  la  práctica  ofrecería  mu- 
chas dificultades  que  no  se  ocultan,  de  seguro,  á la 
sagacidad  y al  experimentado  taleuLo  del  Rr.  Rodrí- 
guez San  Pedro. 

Yo  ruego,  pues,  á S.  S.  que,  teniendo  por  since- 
ramente hechas  estas  manifestaciones  de  simpatía  de 
la  Comisión  hacia  el  pensamiento  capital  de  R.  S., 
diré  más,  por  ofrecida  la  insignificante  y humilde 
coopei&cion  del  Diputado  que  ahora  habla,  para  en 
otra  forma  ó en  otro  instante  provocar  esa  enmienda, 
por  ahora  retire  la  presentada,  que  tal  cual  vieue, 
comprenderá  S.  R.  que  no  puede  prevalecer.  He 
dicho. 

Ei  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martinez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  Da  tie- 
ne V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  No  más  que  para  decir  dos  con  el  objeto  de 
asociarme  á las  declaraciones  que  acaba  de  hacer  el 
digno  presidente  de  la  Comisión. 

Realmente,  en  principio  es  aceptable  la  enmienda; 
pero  hay  que  engranarla  en  la  ley  de  enjuiciamiento 
civil  y en  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal;  y ese  en- 
granaje no  le  podemos  improvisar.  Yo  prometo,  pues, 
al  Sr.  Rodríguez  San  Pedro  ocuparme  sériameute  de 
este  asunto,  aceptando  como  desde  luego  acepto,  si 
S.  S.  se  digna  ofrecérmela,  su  cooperación,  así  como 
la  del  digno  presidente  de  la  Comisión,  para  poner 
remedio  al  mal,  bien  eu  esta  misma  ley  que  todavía 
tiene  que  pasar  al  alto  Cuerpo  Golegislador,  ó bien  en 
un  proyecto  de  ley  especial  para  lograr  que  se  supla 
ese  vacío  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  y 
quizá  para  lograr  también  que  puedan  reformarse  al- 
gunos otros  artículos  que  se  pudiera  estimar  necesario 
reformar. 

Después  de  estas  explicaciones,  espero  que  el  se- 
ñor Rodríguez  San  Pedro  se  servirá  retirar  la  en- 
mienda. seguro  de  que  el  principio  me  parece  acep- 
table, y,  por  lo  tanto,  que  he  de  meditar  la  forma 
de  que  se  realice  cuanto  antes  el  pensamiento  de  su 
autor. 

Ei  Rr.  RODRIGUEZ  SAN  PEDRO:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  La  tie- 
ne V.  S. 

El  Sr.  RODRIGUEZ  SAN  PEDRO:  lie  pedido  la 
palabra  para  recoger  con  agradecimiento  las  palabras 
del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  y d^l  señor  pre- 
sidente de  la  Comisión. 

Yo  me  había  determinado  á presentar  esta  en- 
mienda por  el  conocimiento  práctico  que  tengo  de  los 
males  que  con  mayor  autoridad  que  yo  han  recono- 
cido, tanto  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  como 
el  presidente  de  la  Comisión,  y me  bahía  parecido  que 
cabia  dentro  de  este  proyecto  de  iey  del  Jurado  el 
remedio  de  este  mal  evidente,  desde  el  momento  en 
que  el  mismo  proyecto  de  ley  está  calcado  eu  la  com- 
pleta separación  en  los  debates  de  los  problemas  ó 
hechos  referentes  á la  responsabilidad  criminal  / los* 
tocantes  á la  responsabilidad  civil,  los  cuales  el  mis- 
mo proyecto  refiere  en  absoluto^  y exclusivamente  á 
los  jueces  de  derecho,  al  punto  de  no  consentir  que 
se  discutan  estos  problemas  que  se  refieren  á la  res- 
ponsabilidad civil  ante  el  Jurado,  sino  que  lo  reserva 
para  los  mismos  jueces  de  derecho. 

De  tolas  suertes,  como  yo,  al  presentar  esta  en- 
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mienda,  lo  que  me  había  propuesto  era  concurrir  en 
la  medida  de  mis  escasas  fuerzas  á la  mejora  de  la 
ley,  y esta  mejora  puede  tener  grandes  esperanzas  de 
ser  realizada,  tanto  por  las  palabras  é indicaciones 
autorizadísimas  del  señor  presidente  de  la  Comisión, 
como  por  la  promesa  terminante  dei  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  yo  retiro  la  enmienda,  dando  las 
gracias  á dichos  señores,  y diciendo  al  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia  que  mi  cooperación  es  siempre 
insignificante,  pero  que,  si  por  ventura  sirviera  para 
algo,  la  tiene  completamente  á su  disposición  para  la 
mejora  de  la  ley  en  asunto  tan  importante. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Queda 
retirada  la  enmienda. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
art.  1 18.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación  y fué  aprobado. 

Sin  debate  lo  fueron  el  119,  120,  121  y 122,  últi- 
mo del  dictamen,  en  esta  forma: 

«Art.  I 1 9.  Procede  el  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma  contra  las  sentencias  pronun- 
ciadas por  el  Tribunal  del  Jurado,  en  los  casos  pre- 
vistos por  los  arts.  91 1 y núms.  2.°  y 3.°  del  912  de 
la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  y ademas  en  los 
siguientes: 

1. °  Guando  en  la  sentencia  no  se  baya  trascrito 
literalmente  el  veredicto  en  la  forma  que  determina 
el  art.  97. 

2. °  Cuando  el  recurrente  baya  protestado  por  los 
motivos  expuestos  en  los  arts.  77  y 1 1 1 de  esta  ley. 

3. °  Guando  la  sentencia  ó veredicto  hayan  sido  dic- 
tados por  menor  número  de  magistrados  ó jurados  que 
el  exigido  por  esta  ley. 

4. °  Guando  hayan  concurrido  á dictar  la  senten- 
cia ó veredicto  algún  magistrado  ó jurado  cuya  re- 
cusación motivada  é intentada  en  tiempo  y forma  se 
hubiere  desestimado  sin  sustanciarla  con  arreglo  á 
derecho,  ó cuando  hubiere  sido  desestimada  iíulébi- 
bidamente  alguna  de  las  que  perentoriamente  pueden 
proponer  contra  los  jurados  sin  alegar  causa. 

Art.  120.  En  los  casos  en  que  fuere  casada  la 
sentencia,  se  procederá  con  arreglo  al  art.  930  de  la 
ley  de  enjuiciamcnto  criminal;  .y  si  por  razón  de  la 
falla  cometida  tuviese  que  reunirse  de  nuevo  el  Ju- 
rado, se  convocará  á los  mismos  jurados  que  intervi- 
nieron en  el  juicio,  sin  necesidad  de  nuevo  sorteo. 

Guando  esto  fuere  absolutamente  imposible,  por 
cualquier  motivo,  se  celebrará  nuevo  juicio,  con  arre- 
glo á las  prescripciones  de  la  presente  ley. 

Art,  121.  El  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  procede  en  los  mismos  casos  que  en  la  de  en- 
juiciamiento criminal  se  expresan. 

Art.  1 22.  Contra  las  sentencias  firmes  dictadas  en 
los  juicios  en  que  hubiere  intervenido  el  Jurado,  pro- 
cederá el  recurso  de  revisión  en  los. casos  l.°  y 2.°  del 
art.  954  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal  y en  la 
forma  que  determina  la  misma.» 


Se  leyó  por  primera  vez,  y pasó  á la  Comisión 
acordando  se  imprimiera  y repartiera,  un  artículo 
adicional  del  Sr.  Labra,  al  dicfcámen  que  se  discute. 
( Véase  el  Apéndice  primero  á este  Diario.) 


El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Los  ar- 
tículos adicionales  propuestos  por  el  Sr.  Isasa,  di- 
cen así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  aprobar  el  siguiente 
artículo  adicional: 

Los  arts.  145,  153  y 164  de  la  ley  de  14  de  Se- 
tiembre de  1882  sobre  enjuiciamiento  criminal  se 
redactarán  de  la  manera  siguiente: 

«Art.  145.  Para  dictar  autos  ó sentencias  en  los 
asuntos  de  que  conozca  el  Tribunal  Supremo,  serán 
necesarios  siete  magistrados,  á no  ser  que  en  algún 
caso  de  los  previstos  en  esta  ley  baste  menor  número. 

Para  dictar  autos  y sentencias  en  las  causas  cuyo 
conocimiento  corresponde  á las  Audiencias  de  lo 
criminal  ó á las  Salas  respectivas  de  las  Audiencias 
territoriales,  serán  necesarios  tres  magistrados,  y 
cinco  para  dictar  sentencia  en  las  causas  en  que  se 
hubiere  pedido  pena  de  muerte  ó alguna  perpétua. 
Al  efecto,  si  en  la  Sala  ó Sección  del  Tribunal  no  hu- 
biese número  suficiente  de  magistrados,  se  comple- 
tara: en  las  Audiencias  territoriales,  con  los  necesa- 
rios de  las  demás  Secciones  de  la  Sala  de  lo  criminal, 
y donde  no  las  hubiere,  con  los  de  Salas  de  lo  civil, 
designados  respectivamente  por  el  presidente  de  la 
Sala  de  lo  criminal  ó por  el  de  la  Audiencia;  en  las 
Audiencias  de  lo  criminal,  con  los  de  las  demás  Sec- 
ciones, á designación  de  su  presidente;  y donde  la 
planta  fuese  menor  de  cinco  magistrados,  con  los  ma- 
gistrados suplentes;  y á falta  de  estos,  con  los  ma- 
gistrados de  la  Audiencia  de  lo  criminal  más  próxi- 
ma, que  por  Lurno  designe  el  presidente  de  la  del 
territorio  á que  ambas  pertenezcan,  de  quien  habrá 
de  solicitarlo  con  la  anticipación  debida  el  de  la  de 
lo  criminal  donde  ocurriese  el  caso. 

Para  dictar  providencias,  en  unos  y otros  tribunales, 
bastarán  dos  magistrados,  si  estuviesen  conformes. 

ArL.  153.  Las  providencias,  los  autos  y las  sen- 
tencias se  dictarán  por  mayoría  absoluta  de  votos, 
excepto  en  los  casos  en  que  la  ley  exigiere  expresa- 
mente mayor  número. 

La  pena  de  muerte  y las  perpétuas  solo  podrán 
imponerse  habiendo  tres  votos  conformes. 

Contra  las  sentencias  en  que  se  impusiesen,  por 
resultar  la  conformidad,  ó en  que  dejaren  de  impo- 
nerse por  no  haberla,  procede  el  recurso  de  casación, 
como  contra  las  demás  definitivas,  conforme  á las 
prescripciones  de  esta  ley. 

Art.  164.  Si  en  la  siguiente  votación  insistieren 
los  discordantes  en  sus  respectivos  pareceres,  se  so- 
meterán á nueva  deliberación  tan  solo  los  dos  votos 
más  favorables  al  procesado,  y entre  estos  optarán 
precisamente  todos  los  votantes,  de  modo  que  resulte 
aprobado  cualquiera  de  ambos. 

En  este  caso  pondrán  en  lugar  oportuno  de  la 
sentencia  las  siguientes  palabras:  «Visto  lo  dispuesto 
en  el  art.  1 64  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal...» 

La  determinación  de  cuales  sean  los  dos  pareceres 
más  favorables  al  prucesado  se  hará  á pluralidad  de 
votos. 

Contra  estas  sentencias  habrá  lugar  al  recurso  de 
casación  como  contra  las  demás  definitivas  con  arre- 
glo á las  prescripciones  de  esta  ley.» 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  I887.=8an- 
tos  de  Tsasa.=El  Conde  de  Sallent,=Loreuzo  Domin- 
guez.=Fernando  Cos-Gayon.=Antoiiio  Camachodel 
Rivero.=Gaspar  Salcedo.=Fraucisco  Lastres.» 
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«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso,  se  sirva  aprobar  el  siguiente 
artículo  adicional. 

«Los  artículos  655  y 733  de  la  ley  de  14  de  Se- 
tiembre de  1882  se  redactarán  de  la  siguiente  ma- 
nera: 

Art.  655.  Si  la  pena  pedida  por  las  partes  acu- 
sadoras fuese  de  carácter  correccional,  al  evacuar  la 
representación  del  procesado  el  traslado  de  califica- 
ción, podrá  manifestar  su  conformidad  absoluta  con 
aquella  que  más  gravemente  hubiese  calificado,  si 
hubiese  más  de  una,  y con  la  pena  que  se  le  pida,  ex- 
presándose además  por  el  letrado  defensor,  si  esto 
no  obstante  conceptúa  necesaria  la  continuación  del 
juicio. 

Si  no  la  conceptúa  necesaria,  el  Tribunal,  prévia 
ratificación  del  procesado,  dictará  sin  más  trámites 
la  sentencia  que  proceda,  según  la  calificación  mu- 
tuamente aceptada,  sin  que  pueda  imponer  pena  ma- 
yor que  la  solicitada. 

Pero  si  creyese  errónea  dicha  calificación  mútua- 
mente  aceptada,  ó improcedente  la  pena  pedida  con 
arreglo  á la  misma,  por  corresponder  otra  mayor,  el 
tribunal  acordará  la  continuación  del  juicio. 

También  continuará  el  juicio  si  fuesen  varios  los 
procesados,  y no  todos  manifestasen  igual  confor- 
midad. 

Guando  el  procesado  ó procesados  disintieren  úni- 
camente respecto  de  la  responsabilidad  civil,  se  limi- 
tará el  juicio  á la  prueba  y discusión  de  los  puntos 
relativos  á dicha  responsabilidad. 

Art.  733.  Si  juzgando po reí  resultado  de  las  prue- 
bas, entendiere  el  tribunal  que  el  hecho  justiciable 
ha  sido  calificado  con  manifiesto  error,  podrá  el  pre- 
sidente emplear  la  siguiente  fórmula: 

«Sin  que  sea  visto  prejuzgar  el  fallo  definitivo  so- 
bre las  conclusiones  de  la  acusación  y la  defensa,  el 
tribunal  desea  que  el  fiscal  y los  defensores  del  pro- 
cesado (ó  los  defensores  de  las  partes  cuando  fueren 
varias),  le  ilustren  acerca  de  si  el  hecho  justiciable 

constituye  el  delito  de ó si  existe  la  circunstancia 

eximente  de  respoB&abilidad  á que  se  refiere  el  nú- 
mero  del  art del  Código  penal.» 

Esta  facultad  excepcional, de  que  el  tribunal  usará 
con  moderación,  no  se  extiende  á las  causas  por  de- 
litos que  solo  pueden  perseguirse  á instancia  de  parte. 

Si  el  fiscal  ó cualquiera  de  los  defensores  de  las 
partes  indicasen  que  no  están  suficientemente  prepa- 
rados para  discutir  la  cuestión  propuesta  por  el  pre- 
sidente, se  suspenderá  la  discusión  hasta  el  siguien- 
te dia.» 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  lS87.=San- 
tos  de  Isasa. =Ei  Conde  de  Sallen t.=  Lorenzo  Domín- 
guez. = Fernando  Cos-Gayon.  = Gaspar  Salcedo.= 
Manuel  de  Zabáiburu.=Ántonio  Oamacho  del  Rivero. 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  aprobar  el  siguiente  ar- 
tículo adicional. 

«El  art.  7 1 5 de  la  ley  de  1 4 de  Setiembre  de  1882 
sobre  enjuiciamiento  criminal  se  redactará  de  la  ma- 
nera siguiente: 

Art.  715.  Siempre  que  los  testigos  que  hayan 
declarado  en  el  sumario  comparezcan  á declarar 
también  sobre  los  mismos  hechos  en  el  juicio  oral, 
habrá  lugar  á mandar  proceder  contra  ellos  como 
presuntos  autores  de  falso  testimonio,  cuando  hubie- 
se motivo  fundado  para  entender  que  se  ha  cometido 


dicho  delito,  atendiendo  al  resultado  de  las  declara- 
ciones del  testigo  y demás  datos  del  proceso.» 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  l887.=San- 
tos  de  Isasa.=Ei  Conde  de  8allent.=Lorenzo  Domin- 
guez.=Fernando  Cos-Gayon.=Gaspar  Salcedo.==  An- 
tonio Camacho  del  Rivero.=Mariano  de  Zabálburu.» 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  aprobar  el  siguiente 
artículo  adicional. 

«El  art.  741  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1882 
sobre  enjuiciamiento  criminal  se  redactará  de  la  ma- 
nera siguiente: 

Art.  741.  El  Tribunal,  apreciando  segim  su  con- 
ciencia las  pruebas  practicadas  en  el  juicio,  las  razo- 
nes expuestas  por  la  acusación  y la  defensa  y lo  ma- 
nifestado por  los  mismos  procesados,  dictará  senten- 
cia dentro  del  término  fijado  en  esta  ley,  expresando 
claramente  los  motivos  de  su  convicción  al  declarar 
probados  ó no  los  hechos  del  proceso.» 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  1887.=Santos 
de  Isasa.  = El  Conde  de  Sallent.  = Lorenzo  Domín- 
guez^ Gaspar  Salcedo.  = Fernando  Cos-Gayon.= 
Francisco  Lastres.=Antonio  Camacho  del  Rivero.» 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  aprobar  el  siguiente  ar- 
tículo adicional: 

«El  art.  743  de  la  ley  de  1 4 de  Setiembre  de  1 882 
sobre  enjuiciamiento  criminal  se  redactará  de  la  ma- 
nera siguiente: 

Art.  743.  El  secretario  del  Tribunal  extenderá 
acta  de  cada  sesión  que  se  celebre. 

En  ella  se  hará  constar  cuanto  importante  hu- 
biere ocurrido,  con  expresión  suficiente  de  las  decla- 
raciones de  los  testigos  y peritos  que  hubieren  com- 
parecido por  primera  vez  en  el  proceso,  así  como  de 
las  de  aquellos  que  hubieren  declarado  en  el  sumario, 
siempre  que  varíen,  adicionen  ó expliquen,  en  puntos 
sustanciales,  sus  anteriores  declaraciones  y cualquier 
otro  dato  importante  cuya  consignación  en  el  acta  so- 
liciten el  Ministerio  público  ó las  otras  partes  para 
fundar  en  él  acciones  ó recursos  ulteriores. 

La  negativa  del  Tribunal  á e3ta  petición  será  mo- 
tivo bastante  para  poder  interponer  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma,  si  en  el  acto  se 
hiciere  la  correspondiente  protesta. 

Al  terminar  la  sesión  se  leerá  el  acta,  haciéndose 
en  ella  las  rectificaciones  que  las  partes  reclamen,  si 
el  tribunal  en  el  acto  las  estima  procedentes,  salvo  el 
derecho  consignado  en  el  párrafo  anterior. 

Las  actas  se  firmarán  por  el  presidente  ó indivi- 
duos del  tribunal,  por  el  fiscal  y por  los  defensores  de 
las  partes.» 

Palacio  del  Congreso  4 de  Mayo  de  t887.=San- 
tos  de  ísasa.=El  Conde  de  Sallent.=Lorenzo  Domín- 
guez. = Gaspar  Salcedo.  = Fernando  Cos-Gayon.=== 
Francisco  Lásl  r e s.= A n t on  i o Camacho  del  Rivero.  » 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  El  señor 
Isasa  ha  sometido  á la  consideración  del  Congreso  va- 
rios artículos  adicionales  al  dictámen  que  se  discute. 
Si  S.  S.  desea  apoyarlos  sucesivamente,  la  Mesa  acce- 
derá con  gusto  al  deseo  de  S.  S.:  si  estima  procedente 
apoyarlos  en  un  solo  discurso,  la  Mesa  aceptará  tam- 
bién esta  indicación  del  Sr.  Isasa. 

El  Sr.  ISASA:  Estoy  á las  órdenes  del  Sr.  Presi- 
dente. De  esos  artículos  adicionales,  ya  dos  han  des- 
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aparecido,  porque  en  mi  deseo  de  abreviar,  hablé  de 
uno  de  ellos  al  tratar  del  art.  69,  y el  otro  ha  sido  la 
enmienda  sobre  la  manera  de  redactarse  las  actas, 
que  ya  ha  sido  desechada.  Quedan  tres  artículos  adi- 
cionales: uno  el  relativo  á si  el  delito  de  i'also  testi- 
monio se  comete  solo  en  el  acto  del  juicio  oral , ó se 
comete  en  la  causa  criminal  en  general.  Este  artículo 
es  común  al  proceso  de  juicio  de  magistrados,  y al 
de  juicio  por  jurados.  Otro  artículo  se  refiere  al  741 
de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  y tiende  á exi- 
gir que  los  magistrados  no  solo  declaren  los  hechos 
que  conceptúen  probados  por  el  resultado  de  las  prue- 
bas, sino  que  expresen  los  motivos  ó fundamentos  de 
su  convicción  para  distinguir  entre  el  juicio  de  ma- 
gistrados y de  jurados.  Y el  tercer  articulo  adicional 
que  he  presentado,  se  refiere  á los  arts.  145,  153  y 
164  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  de  los  que 
el  más  importante  es  el  153;  pero  hay  que  referirse 
también  á otros,  sobre  todo  al  1 45,  sobre  la  necesidad 
de  que  se  constituya  Sala  de  cinco  magistrados  cuan- 
do se  trate  de  procesos  en  que  se  haya  pedido  por  al- 
guna de  las  partes  acusadoras  que  se  imponga  pena 
de  muerte  ó alguna  pena  perpétua.  Pues  bien,  yo  es- 
toy dispuesto  á no  hablar  del  artículo  adicional  refe- 
rente al  falso  testimonio,  ni  del  otro  en  que  se  dice 
que  expresen  los  jueces  de  derecho  los  motivos  de  su 
convicción,  si  la  Comisión  dice  que  no  ios  admite.  La 
Comisión,  pues,  tendrá  la  bondad  de  decirnos  lo  que 
piensa.  Creo  que  lo  del  falso  testimonio  exige  medi- 
tación, pero  respecto  al  artículo  adicional  que  se  re- 
fiere á los  arts.  145,  153  y 164  de  la  ley  de  enjui- 
ciamiento criminal,  si  la  Comisión  y el  Ministro  me 
dicen  que  no  lo  admiten,  me  consideraré  en  el  deber 
de  defenderlo. 

Dada  esta  contestación  á la  Presidencia,  estoy  á 
sus  órdenes  para  la  defensa  del  artículo  de  que  acabo 
de  hablar. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  La  tie- 
ne V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Délas  adiciones  formuladas  por  el  Sr.  Isasa, 
las  más  tienen  un  íntimo  enlace  con  el  sistema  ó mé- 
todo acusatorio;  y,  por  consiguiente,  afectan  al  orga- 
nismo de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal.  Esos,  por 
mi  parte,  no  puedo  admitirlos,  y conmigo  los  desecha 
la  Comisión;  porque,  aun  en  el  supuesto  de  que  la  ley 
de  enjuiciamiento  criminal  debiera  en  algo  reformarse, 
uua  cuestión  de  esa  importancia  y deesa  trascendencia, 
no  puede  tratarse,  por  decirlo  así,  de  soslayo,  porque 
no  se  puede  improvisar  sobre  materias  tan  delicadas, 
á propósito  de  una  ley  que,  si  tiene  enlace  y conexión 
con  la  de  enjuiciamiento  criminal,  al  cabo  no  es  la 
ley  de  enjuiciamiento  criminal.  Es  más;  hay  alguna 
de  esas  adiciones,  como  la  que  se  refiere  á que  los 
magistrados  funden  su  sentencia  en  lo  que  atañe 
á la  apreciación  de  pruebas  que,  ámi  juicio,  se  enlaza, 
no  ya  con  el  sistema  acusatorio,  sino  con  la  esencia 
misma  de  la  oralidad;  porque  consistiendo  precisa- 
mente la  ventaja  del  juicio  oral  y público  en  que  los 
magistrados  y jueces  forman  su  convicción,  tal  vez 
por  una  actitud,  por  un  gesto,  por  el  asentimiento  que 
se  revela  en  los  testigos,  y no  por  el  texto  literal  de 
sus  declaraciones,  claro  es  que  eso  se  escapa  á esa 
regia,  á esa  obligación  que  quiere  imponerles  el  señor 
Isasa.  Por  consiguiente,  hay  unas  adiciones  que  se 


enlazan  con  el  método  acusatorio,  y otras  con  la  esen- 
cia misma  del  juicio  oral. 

Respecto  de  esas,  repito  que  el  Gobierno  no  podia 
acceder  boy  á aceptarlas,  aun  en  el  supuesto  de  que 
hubiera  de  reformarse  en  algo  la  ley  de  enjuiciamien- 
to criminal.  Pero  hay  una  adición  que,  por  lo  visto, 
es  aquella  á que  da  más  importancia  el  Sr.  Isasa,  que 
se  refiere  á un  artículo  circunstancial,  que  no  tiene 
nada  que  ver  con  el  organismo  de  la  ley  de  enjuicia- 
miento criminal;  me  refiero  ai  art.  145,  esto  es,  á un 
artículo  que  dice,  que  cuando  se  tratase  de  la  impo- 
sición de  la  pena  de  muerte  ó de  alguna  de  las  penas 
perpétuas,  si  no  hubiese  unanimidad,  si  los  tres  ma- 
gistrados no  estuviesen  conformes,  se  entenderá  im- 
puesta por  la  ley,  la  pena  inmediata.  Esta  disposición 
que  llamo  circunstancial,  que  no  encarna  en  el  orga- 
nismo de  la  ley,  se  debe  á una  cosa  muy  sencilla: 
siempre  que  la  Comisión  de  codificación  se  ha  ocu- 
pado de  las  bases  ó del  articulado  de  una  ley  orgá- 
nica, siempre  se  lia  opuesto  por  unanimidad,  á que 
pudiera  imponerse  la  pena  de  muerte  ó cualquiera  de 
las  perpétuas  por  un  Lribunal  que  se  compusiera  de 
ménos  de  cinco  magistrados:  exigía  la  presencia  de 
los  cinco  magistrados  para  dictar  sentencia  en  ios 
casos  de  pena  de  muerte  ó de  penas  perpétuas.  Guan- 
do, yo  tuve  la  honra  de  proponer  á las  Córtes  la  or- 
ganización de  los  tribunales  hoy  vigente,  en  lo  cri- 
minal, naturalmente  tuve  que  ajustarme  á las  exi- 
gencias del  presupuesto,  y no  podia  formar  Audiencias 
de  lo  criminal  con  cinco  magistrados,  sin  imponer  ai 
Tesoro  un  gravamen  extraordinario;  hube,  pues,  de 
reducirme  á formar  Audiencias  de  lo  crimiuai,  com- 
puestas de  tres  magistrados. 

Haber  exigido  la  presencia  de  cinco,  obligaba  á 
viajes  y por  consiguiente  á dietas  que  aumentaban  el 
gravámen  ya  considerable.  Harto  había  hecho  el  se- 
ñor Ministro  de  Hacienda  con  ser  tan  generoso,  ó tan 
dócil  y complaciente  conmigo,  que  me  diera  15  ó 16 
miLlones  de  reales  para  organizar  la  justicia  criminal 
en  este  país.  Yo  no  podia  exigirle  más;  y á fm  de  con- 
ciliar la  organización  de  las  Audiencias  de  lo  crimi- 
nal, compuestas  de  tres  magistrados,  con  la  repug- 
nancia instintiva  que  unánimemente  senLian  los  vocales 
de  la  Comisión  de  Códigos  á que  se  pudiera  imponer 
la  pena  de  muerte  por  el  voto  de  dos  magistrados 
contra  otro,  escribí  ó formulé  el  art.  153  que,  como 
ven  los  Sres.  Diputados,  era  realmente  uua  transac- 
ción, y sobre  todo  un  artículo  de  circunstancias.  El 
quitar  ese  artículo,  el  mantenerlo,  el  reformarlo  ó 
modificarlo,  no  altera  poco  ni  mucho  el  orgauismo 
de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal:  y hoy  esc  ar- 
tículo realmente  viene  á ser  inútil,  porque  desde  el 
punto  y hora  en  que  se  publique  la  ley  estableciendo 
el  Jurado,  las  causas  todas,  con  alguna  rarísima  ex- 
cepción, las  causas  en  que  se  pueda  imponer  pena  de 
muerte,  todas  son  causas  de  Jurado,  de  la  competen- 
cia del  Jurado.  Por  lo  tanto,  será  rara,  rarísima  la  vez. 
muy  raro  el  caso,  tal  vez  no  se  realizará  nunca,  de 
que  un  tribunal  de  derecho,  exclusivamente  de  dere- 
cho, Lenga  que  fallar  una  causa  en  que  baya  de  im- 
ponerse pena  de  muerte.  Y si  ese  raro  caso  se  da,  ya 
no  me  produce  perturbación  alguna  ni  hay  aumento 
de  gasto  en  exigir  que  -asistan  cinco  magistrados  en 
vez  de  tres;  y por  lo  tanto,  este  caso  entra  en  la  regla 
general,  y está  sometido  como  ios  demás  á las  reglas 
ordinarias  de  la  casación. 

Por  esta  única  razón,  y para  que  vea  el  Sr.  Isasa 
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que  ni  el  Gobierno  ni  la  Comisión  son  intransigentes, 
la  Comisión  y el  Gobierno,  creo  poder  tomar  el  nom- 
bre de  la  Comisión,  no  tendrían  ninguna  dificultad  en 
que  por  un  artículo  adicional  se  autorizara  al  Go- 
bierno á alterar  en  los  términos  que  he  indicado 
el  art.  153  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal;  es 
decir,  que  se  reduciría  la  enmienda  á lo  siguiente. 
En  el  art.  145,  donde  dice:  «Para  dictar  autos  y sen- 
tencias en  causas  cuyo  conocimiento  corresponda  á 
las  Audiencias  de  lo  criminal,  ó A las  Salas  respecti- 
vas de  las  Audiencias  territoriales,  serán  necesarios 
tres  magistrados.»  Esto  dice  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal.  Pues  bien,  se  añadiría,  como  propone  el  se- 
ñor Isasa:  «y  cinco  para  dictar  sentencia  en  las  cau- 
sas en  que  se  hubiere  pedido  pena  de  muerte,  ó al- 
guna perpétua.»  Y luego  el  art.  153  diría:  «La  pena 
de  muerte  y las  perpétuas  solo  podrán  imponerse  ha- 
biendo tres  votos  conformes:  contra  las  sentencias  en 
que  se  impusiesen  por  resultar  conformidad,  ó en  que 
dejasen  de  imponerse  por  no  haberla,  procede  el  re- 
curso de  casación,  como  para  todas,  conforme  á las 
prescripciones  de  esta  ley.» 

Si  el  Sr.  Isasa  se  da  por  contento  con  esto,  yo  me 
daré  a mi  vez  por  muy  satisfecho.  Siento  en  lo  demás 
no  poder  acceder  á los  deseos  de  S.  S.;  en  primer  lu- 
gar porque  non  est  hic  Locas , porque  no  es  este  el  mo- 
mento oportuno  de  reformar  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal;  y después,  porque,  debo  confesarlo,  yo  he 
oido  atentamente  y sin  ninguna  especie  de  amor  pro- 
pio, solo  con  el  deseo  del  mejor  acierto,  las  observa- 
ciones del  Sr.  Isasa,  del  Sr.  Muñoz  Chaves  y del  señor 
Azcárate  contra  el  sistema  acusatorio,  y he  tenido  la 
desgracia  de  no  convencerme.  Creo  que  SS.  SS.  son 
víctimas  de  una  preocupación  que  impone  la  ley 
lijándose  en  una  hipótesis  remota  y poco  ménos  que 
imposible,  la  de  que  el  fiscal  de  S.  M.  por  ignorancia 
ó por  prevaricación  abandone  la  defensa  de  los  dere- 
chos de  la  sociedad;  y se  olvidan,  ya  que  tal  descon- 
fianza tienen  hacia  el  fiscal,  de  que  ai  cabo  no  es  un 
individuo  solo,  que  el  Ministerio  público  en  rigor  se 
compone  en  todos  los  tribunales  de  varias  personas, 
que  es  una  verdadera  colectividad.  Pero  no  se  por  qué 
no  tienen  en  cuenta  que  aun  en\in  tribunal  de  tres  se 
da  y se  puede  dar  frecuentemente  el  caso  de  que  dos 
voten  en  un  sentido  y el  otro  en  un  sentido  diferente, 
en  cuyo  caso  se  resuelve  siempre  por  un  voto,  y los 
dos  pueden  ser  dos  letrados  adocenados  y el  voto  que 
queda  en  minoría  puede  ser  el  de  un  D.  Joaquín  Fran- 
cisco-Pacheco ó el  de  un  Portalis. 

Por  consiguiente,  no  hay  que  reparar  en  ese  te- 
mor, al  revés;  el  Ministerio  público,  por  su  propia  ín- 
dole, se  siente  siempre  impulsado  á defender  la  causa 
de  la  sociedad  y á ver  un  culpable  en  cada  procesado; 
el  peligro,  cuando  se  trata  del  Ministerio  público,  está 
en  que  exagere  la  culpabilidad  de  los  reos,  no  en  que 
vea  ó presuma  la  inocencia.  Eso  es  inherente  á la  ín- 
dole del  cargo,  así  como  el  hombre  público  más  acos- 
tumbrado A defender  los  derechos  del  contribuyente, 
desde  el  punto  y hora  que  acepta  el  Ministerio  de  Ha- 
cienda ya  no  ve  más  que  por  los  ojos  del  Fisco,  y en 
todos  sus  actos  palpita  el  espíritu  del  Fisco. 

Yo  creo  al  revés,  que  es  una  inmensa  ventaja  el 
sistema  acusatorio;  yo  creo  que  es , no  voy  á decir, 
porque  no  me  gusta  hacer  uso  de  frases  gruesas,  que 
eso  es  lo  más  liberal  y lo  más  democrático,  por  más 
que  el  Sr.  Azcárate  en  este  punto  esté  conforme  con 
el  Sr.  Isasa;  po  voy  a decir  eso;  lo  que  sostengo  es  J 


que  es  lo  más  conforme  á los  principios  de  la  ciencia 
jurídica  y lo  más  favorable  A los  derechos  de  ios  ciu- 
dadanos, sea  esto  ó no  sea  esto  liberal  y democrático. 
Y no  se  me  contestará  á este  argumento:  ó es  una 
vana  fantasmagoría  ia  ciencia  procesal,  ó la  ciencia 
procesal  es  una.  Si  la  ciencia  procesal  es  un  conjunto 
de  reglas  y de  principios  que  tiene  por  objeto  facili- 
tar la  averiguación  de  la  verdad,  que  cada  cual  de- 
fienda su  derecho,  suum  cu¿que)  que  á cada  cual  se 
dé  lo  suyo,  no  sé  por  qué  se  han  de  considerar  como 
grandes  garantías,  como  formas  tutelares  de  la  justi- 
cia ciertos  principios  cuando  se  trata  de  disputar  una 
servidumbre  de  luces,  una  servidumbre  de  acueducto 
ó un  pedazo  de  tierra,  y han  de  dejar  de  ser  esas  mis- 
mas reglas  y esos  mismos  principios  formas  tutelares 
de  la  justicia,  amparadoras  de  todos  los  derechos 
cuando  se  trata,  no  de  unos  cuantos  maravedises,  sino 
de  la  honra,  de  la  libertad  y de  la  vida  del  ciu- 
dadano. 

Pero  por  lo  mismo  que  en  los  pleitos  civiles  no  se 
ventilan  solo  intereses  particulares,  cuestiones  de  lo 
tuyo  y lo  mió,  cuestiones  que  por  otra  parte,  aunque 
se  diga  que  son  de  puro  derecho  privado,  no  dejan  de 
tener  grande  importancia  y trascendencia,  porque  sin 
que  se  afirme  bien  el  derecho  de  propiedad,  sin  que 
se  dé  á cada  cual  lo  suyo,  la  existencia  de  la  Socie- 
dad sería  de  todo  punto  imposible,  de  modo,  que  bajo 
este  aspecto,  la  justicia  civil  tiene  tanta  importancia 
como  la  misma  justicia  criminal  (EISr.  Azcárate  pide 
la  palabra)]  pero,  en  iin,  reconociendo  esa  diferencia 
que  yo  mismo  he  consignado  en  la  exposición  de  mo- 
tivos de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  recono- 
ciendo esa  diferencia,  yo  digo,  que  porque  esa  dife- 
rencia existe,  los  que  profesamos  cierto  sistema  y 
ciertos  principios,  empezamos  por  otorgar  á la  socie- 
dad la  intervención  en  el  fallo  por  medio  de  la  acción 
popular  y de  la  acción  del  Ministerio  público. 

Pues  qué,  ¿es  poco?  ¿Es  pequeña  la  diferencia? 
Guando  se  trata  de  cuestiones  meramente  civiles,  yo 
defiendo  lo  mió,  y si  no  lo  defiendo,  no  lo  defiende  na- 
die por  mí,  nadie  tiene  derecho  á ejercitar  una  acción 
que  solo  á mí  corresponde.  ¿Se  trata  de  un  juicio  cri- 
minal? Pues  la  ley,  precisamente  en  favor  de  la  socie- 
dad y para  mejorar  su  causa,  da  á lodos  los  ciudana- 
nos  el  derecho  de  perseguir  el  delito;  por  si  todavía 
no  bastase  esto,  establece  funcionarios  permanentes 
que  no  tienen  más  misión  que  denunciar  delitos,  per- 
seguirlos y acusar  á los  culpables,  y por  último  le  da 
el  sumario. 

De  manera,  que  mientras  la  ley  de  enjuiciamiento 
civil  prohíbe,  por  punto  general,  toda  diligencia  pre- 
liminar á la  demanda,  al  revés,  la  ley  de  enjuicia- 
miento criminal  empieza  por  establecer  el  primer  pe- 
ríodo de  instrucción,  durante  el  cual  el  juez  instructor 
y el  fiscal  van  fabricando  las  armas  que  necesitan 
para  acusar  á los  ciudadanos;  pero  cuando  ya  se  han 
recogido  los  vestigios  del  crimen,  cuando  se  ha  ter- 
minado el  sumario  y empieza  el  juicio,  ¿por  qué  ese 
juicio  no  ha  de  estar  sometido  á las  mismas  reglas  y 
A los  mismos  principios  que  el  juicio  civil  sustancial- 
mente? En  el  juicio  civil  es  un  conjunto  de  garantías 
el  que  3C  fijen  los  hechos  y los  fundamentos  de  dere- 
cho en  la  demanda,  y que  se  determine  la  clase  de  la 
acción;  también  es  preciso  que  se  concreten  las  ex- 
cepciones, para  que,  una  vez  trazado  así  el  círculo  del 
debate,  no  se  puedan  salir  de  él  la  acción  y -la  excep- 
ción; quo  las  pruebas,  para  que  hayan  de  ser  perti- 
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nentes,  hayan  de  estar  dentro  de  esa  acción  y de  esa 
excepción  tal  como  han  sido  formuladas  por  las  par- 
tes, y por  iiltimo,  que  el  tribunal  no  puede  fallar  sin 
incongruencia,  hasta  el  punto  que  si  no  se  atiene  á lo 
pedido  y discutido  en  el  juicio,  la  sentencia  es  nula. 

Pues  bien;  todos  los  dias  vamos  á la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  á encarecer  la  im- 
portancia de  estas  formas  tutelares  y pedimos  la  nu- 
lidad ó casación  de  las  sentencias  cuando  estas  for- 
mas tutelares  se  han  quebrantado  por  los  tribunales, 
y yo  digo:  ¿el  juicio  criminal  es  un  verdadero  juicio? 
¿No  es  una  contienda  entre  partes,  siquiera  la  una 
esté  representada  por  el  Ministerio  público,  en  nom- 
bre de  la  sociedad  ó de  la  ley?  Pues  si  esto  es  así,  digo 
yo:  ¿Por  qué  estas  dos  justicias?  ¿por  qué  estas  dos 
maneras  de  enjuiciar?  ¿Se  quiere  impedir  que  el  fis- 
cal modifique  sus  pretensiones,  es  decir,  que  un  fiscal 
que  lia  tenido  ciertos  datos  proporcionados  por  la  po- 
licía judicial  ó por  el  público  y,  en  virtud  de  ellos, 
en  la  calificación  provisional  acusa  á uno  de  parri- 
cida, se  quiere  impedir  que,  aunque  en  el  acto  del 
juicio  se  pruebe  documentalmente  que  estaba  equi- 
vocada la  filiación,  que  aquella  mujer  que  habia  ase- 
sinado á su  supuesto  marido,  no  era  su  consorte,  no 
era  mujer  legitima  y,  por  consiguiente,  no  existe  pa- 
rricidio, queréis  impedir,  repito,  que  el  fiscal,  cu  el 
acto  del  juicio,  con  presencia  de  las  pruebas,  cuando 
haya  reformado  un  convencimiento  profundo  de  que, 
a pesar  de  que  en  la  calificación  provisional  acusaba  al 
reo  de  parricidio,  convencido  hasta  documentalmente 
de  que  no  existen  esos  lazos  de  la  sangre  entre  el  ver- 
dugo y la  víctima,  modifique  sus  conclusiones  y ca- 
lifique definitivamente  de  asesinato  el  hecho  denun- 
ciado como  de  parricidio? 

Pues  no  es  eso.  Es  que  calificó  de  asesinato  el 
hecho  justiciable,  y resulta  evidentemente  de  las 
pruebas  que  no  ha  habido  premeditación,  alevosía, 
ensañamiento;  ninguna  de  esas  circunstancias  que 
suelen  concurrir  en  el  asesinato.  Y yo  pregunto:  ¿vais 
d impedir  que  el  fiscal,  en  nombre  de  la  ley,  diga  al 
Jurado  ó al  tribunal  do  derecho:  me  equivoqué  en  la 
calificación,  pues  las  pruebas  han  puesto  de  mani- 
fiesto que  lo  que  yo  creía  un  asesinato  es  un  homi- 
cidio simple?  ¿En  nombre  de  qué  principio,  ni  de 
ciencia  ni  de  humanidad,  vais  á impedir  que  el  fiscal 
haga  esto?  Pues  si  hace  esto,  lo  mismo  puede  confesar 
que  por  el  resultado  de  las  pruebas  cree  que  no  ba 
habido  ni  parricidio,  ni  asesinato,  ni  simple  homici- 
dio, sino  que  ha  habido  una  imprudencia  temeraria, 
ó que  no  ha  habido  ni  siquiera  imprudencia  temera- 
ria, sino  imprudencia  simple  con  infracción  de  regla- 
mentos, ó que  no  ha  habido  nada,  ó que  el  procesado 
estaba  loco  en  el  momento  de  cometer  el  delito,  ó que 
obró  en  propia  defensa.  En  todos  estos  casos,  ¿cómo 
no  ha  de  modificar  el  fiscal  las  conclusiones,  ya  para 
modificar  también  la  acusación,  ya  para  renunciar  á 
acusar  si  realmente  resulta  la  inocencia  del  acusado? 
¿Qué  mal  hay  cuesto?  ¿Que  el  fiscal  puede  equivocarse? 
Pues  qué,  ¿no  pueden  equivocarse  los  tres  magistra- 
dos, sobre  todo  cuando  dos  votan  contra  uno,  cuando 
la  diferencia  es  de  un  voto?  ¿Y  qué  resultaría  si  según 
la  costumbre  inglesa,  estableciéramos  el  tribunal  uni- 
personal? Pues  por  la  equivocación  de  un  juez  podria 
quedar  absnelto  un  criminal. 

Siento  ya  haber  entrado  en  esto  órden  de  consi- 
deraciones; no  me  había  propuesto  hacerlas;  pero  la 
verdad  es,  que  sóbre  la  ley  de  enjuiciamiento  crimP 


nal  se  han  hecho  muchas  censuras,  y que  por  no  in- 
terrumpir la  discusión  de  la  ley  del  Jurado,  cuya 
terminación  me  importaba  mucho,  las  he  dejado  en 
pié.  Por  ejemplo,  se  lian  traído  aquí  datos  estadísti- 
cos, con  los  que  se  ha  intentado  demostrar  lo  contra- 
rio de  lo  que  la  estadística  demuestra;  se  lian  traído 
aquí  datos  estadísticos  para  demostrar,  comparando 
la  estadística  de  1883  con  las  de  1859,  1860  y 1861, 
que  ha  subido  en  una  cifra  escandalosa  la  proporción 
de  los  sobreseimientos,  y se  ha  deducido  de  aquí  que 
ha  aumentado  mucho  la  criminalidad.  Pues  yo  digo: 
prescindiendo  de  toda  comparación  de  cifras  y cual- 
quiera que  sea  la  proporción  de  los  sobreseimientos, 
¿cómo  se  funda  sobre  eso  la  inducción  del  aumento 
de  la  criminalidad,  y sobre  lodo,  que  esa  criminali- 
dad se  debe  á la  ley  de  enjuiciamiento  criminal  de 
1882?  ¿Qué  lógica  es  esta?  ¿Dónde  está  la’  legitimidad 
de  la  consecuencia,  aun  aceptando  las  premisas?  Por 
lo  pronto,  eso  supone  una  deplorable  confusión  de  los 
términos,  supone  que  se  cree  que  tantas  causas  in- 
coadas corresponden  á tantos  delitos  cometidos,  por- 
que si  no,  no  hay  aumento  de  criminalidad.  Y cuando 
lo  que  el  sobreseimiento  demuestra  es  que,  ó no  se 
ha  ejecutado  el  hecho  denunciado,  ó que  aunque  se 
ba  ejecutado,  ese  hecho  no  constituye  delito,  ¿cómo 
se  deduce  de  esto  que  ha  habido  aumento  de  crimi- 
nalidad? 

Todavía  es  menos  lógico  achacar  el  aumento  de 
criminalidad,  si  esa  argumentación  valiera,  á la  ley 
de  enjuiciamiento  de  1882,  porque  lo  único  que  se  ha 
podido  comparar  es  dos  estadísticas  separadas  por  una 
distancia  de  veinte  años.  Y yo  pregunto:  ¿y  si  el  au- 
mento de  la  criminalidad  lia  tenido  lugar  en  esos 
veinte  anos  anteriores  á la  promulgación  de  la  ley  de 
enjuiciamiento  criminal,  por  qué  se  cuelga  á ésta  el 
milagro  de  haber  producido  ese  aumento  de  crimi- 
nalidad? 

Habría  que  hacer  la  comparación  con  el  año  in- 
mediato anterior  á la  publicación  de  la  ley,  sería  pre- 
ciso comparar  el  número  de  sobreseimientos  que  hu- 
biera tenido  lugar  en  el  año  1881  á 82,  con  los  so- 
breseimientos (le  1883  á 84,  y siguientes.  Pues  para 
hacer  esta  comparación,  no  hay  más  que  un  dato 
oficial:  el  número  de  sobreseimientos  publicado  en  el 
cuadro  anejo  al  discurso  del  Presidente  del  Tribunal 
Supremo,  en  el  acto  de  realizar  la  apertura  de  los 
tribunales;  y resulta,  si  hacemos  la  comparación  de 
la  estadística  de  1883,  con  los  datos  oficiales  leídos 
por  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo,  una  gran 
baja  en  el  número  de  sobreseimientos.  ¿Cómo  liay  que 
hacer  la  comparación?  Y este  argumento  sería  deci- 
sivo si  las  cifras  tuvieran  el  valor  absoluto  que  se  les 
quiere  dar  por  algunos.  ¿Se  quiere  saber  cuál  ha  sido 
el  resultado  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal  de 
1882,  en  cuanto  á sobreseimientos?  Pues  es  muy  sen- 
cillo. Ya  llevamos  cinco  años  corridos  desde  la  publi- 
cación de  la  ley. 

Año  de  1883.  Primero  en  que  estuvo  vigente 
dicha  ley.  Resultan  de  la  estadística  61  sobreseimien- 
tos, por  cada  100  causas. 

Año  de  1885-8G.  El  número  de  sobreseimientos 
corresponde  al  48  por  100.  ¿Qué  se  deduce  de  aquí? 
Que  mientras  ha  estado  vigente  la  ley  de  enjuicia- 
miento criminal,  lejos  de  aumentar  lia  disminuido  el 
número  de  sobreseimientos,  puesto  que  del  6 1 por  1 00 
ha  bajado  á 48.  Por  consiguiente,  para  aquellos  á 
quienes  les  parezca  que  el  mayor  ó menor  número  de 
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sobreseimientos  indica  ei  aumento  ó la  disminución 
en  la  criminalidad,  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal 
de  1882  sale  completamente  victoriosa.  ¿Por  qué? 
Porque  tenemos  una  estadística  perfecta  de  todos  los 
años  trascurridos  desde  la  publicación  de  dicha  ley, 
y resulta  que  cada  año  ha  ido  bajando  el  número  de 
sobreseimientos. 

Otras  consideraciones  pudiera  aducir  si  hoy  se 
tratara  de  debatir  ámpliamente  sobre  la  ley  de  enjui- 
ciamiento criminal;  pero  á mí  no  me  gusta  anticipar 
esta  clase  de  discusiones:  si  se  cree  conveniente  pe- 
dir la  reforma  de  esa  ley,  que  se  presente  una  pro- 
posición, y yo  en  cuanto  me  convenza  de  que  debe 
reformarse  tal  ó cual  artículo  de  la  ley  de  enjuicia- 
miento criminal,  me  apresuraré  á presentar  un  pro- 
yecto reformándolos.  Hoy  mismo  se  ha  tratado  aquí 
de  algo  que  notoriamente  revela  un  vicio  que  existe 
en  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal  en  el  punto  re- 
lativo á indemnizaciones  civiles,  y desde  luego  be  pe- 
dido al  autor  de  la  enmienda,  Sr.  Rodríguez  San  Pe- 
dro y al  digno  presidente  de  la  Comisión  su  ayuda  y 
su  cooperación  para  remediar  esa  deficiencia.  Esta 
adición  del  Sr.  Isasa,  que  se  refiere  al  art.  153  de  la 
ley  de  enjuiciamiento  criminal,  me  he  apresurado 
también  á aceptarla,  y,  por  lo  tanto,  ya  ve  mi  amigo 
el  Sr.  Isasa  que  no  hay  aquí  espíritu  de  intransigen- 
cia, sino  que  S.  S.  tiene  sus  convicciones  v yo  las 
mías,  y me  parece,  sobre  lodo,  que  no  ha  pasado  bas- 
tante tiempo  para  poder  juzgar  con  acierto  de  los  re- 
sultados, buenos  ó malos,  de  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal. 

Tenemos,  por  fortuna,  bien  montada  hoy  la  esta- 
dística criminal,  lo  cual  debemos,  por  cierto,  á mi 
digno  antecesor  Sr.  Silvela.  Cada  año  que  pasa,  esa 
estadística  se  va  mejorando,  se  van  aumentando  ca- 
sillas, es  decir,  se  va  estudiando  la  estadística  bajo 
nuevos  puntos  de  vista.  Dejemos,  pues,  que  haya  es- 
tadística suficiente  para  hacer  un  esLudio  á fondo 
acerca  de  los  resultados  de  la  ley,  y entonces,  con 
más  seguridad  de  acierto,  podremos  proponer  y plan- 
tear las  reformas  convenientes. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Azcárate  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  AZCARATE:  Brevemente  voy  á contestar 
á la  alusión  que  me  ha  dirigido  el  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia. 

En  primer  lugar,  al  emplear  yo  ayer  esas  pala- 
bras que  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  calificaba 
de  gruesas...  (El  Sr . Ministro  de  Gracia  y Justicia:  No 
he  aludido  á S.  S.;  de  ningún  modo.  He  dicho  que  no 
quería  emplear  argumento  de  relumbrón;  que  no  que- 
ría defender  el  sistema  acusatorio  como  lo  más  de- 
mocrático y liberal.)  Me  extrañaba  la  argumentación 
de  S.  S.  cuando  hace  tan  pocos  dias  oficiaba  de  de- 
mócrata. 

Empleé  las  palabras  á que  me  he  referido,  porque 
el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  oponía  al  sistema 
inquisitivo  el  sistema  acusatorio,  y consideraba  como 
propio  del  antiguo  régimen  el  sistema  inquisitivo,  y 
como  propio  de  los  tiempos  modernos  el  sistema  acu- 
satorio, y yo  debo  hacer  constar  por  mi  parte  que  no 
soy  enemigo  en  modo  alguno  de  lo  que  se  llama  sis- 
tema acusatorio  desenvuelto  en  la  ley  de  enjuiciamien- 
to criminal,  y que  no  desaparecería  aunque  se  modifi- 
cara en  el  punto  á que  se  referia  la  enmienda  del  señor 
Muñoz  Chaves. 

A lo  que  me  opongo  es  á que  se  tome  al  pié  de  la 


letra  el  sistema  acusatorio  de  la  Edad  media,  y si  al* 
, gima  duda  tuviera,  me  la  desvanecería  el  discurso 
que  acaba  de  pronunciar  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  cuyas  palabras  me  demuestran  que  está  su 
señoría  influido  por  el  error  que  revela  su  preten- 
sión de  querer  hacer  una  misma  cosa  del  procedi- 
miento civil  y del  procedimiento  criminal.  Pues  qué, 
¿no  son  dos  ciencias  distintas,  dos  procedimientos  di- 
versos? [El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia:  Ya  lo  sé.) 
¿Pues  no  lo  bau  de  ser?  Como  que  tienen  distinto  fin; 
pero  8.  S.  veia  en  la  contienda  análogos  caractéres,  y 
no  veia  las  diferencias  sustanciales  que  existen,  y que 
hacen  posible  dentro  del  procedimiento  civil  cosas 
que  serían  completamente  inadmisibles  en  el  proce- 
dimiento criminal.  Y la  diferencia  más  capital  es  ésta: 
en  la  perturbación  civil  no  hay  negación  del  derecho 
en  sí  mismo;  hay  dudas  respecto  á la  interpretación  de 
la  Y por  eso  las  dos  partes  se  apoyan  en  el  dere- 
cho, en  lugar  de  negarlo;  pero  en  la  perturbación 
criminal  el  delincuente  se  pone  enfrente  del  derecho, 
niega  el  derecho  mismo,  y por  eso  en  el  procedimien- 
to criminal  hay  siempre  el  interés  social  en  restable- 
cer el  derecho  perturbado,  mientras  que  en  el  proce- 
dimiento civil  no  hay  más  que  un  interés  particular: 
y por  eso  en  lo  civil  basta  que  las  partes  se  conformen 
para  que  el  juez  uo  tenga  más  remedio  que  aceptar 
la  conformidad  de  las  partes;  pero  esto  es  absurdo 
tratándose  de  lo  criminal,  porque  está  de  por  medio 
el  interés  social.  EsLa  es  la  diferencia  fundamental. 

Dice  S.  S.  que  el  juicio  puede  decidirse  por  el  voto 
de  un  solo  juez,  porque  puede  haber  dos  contra  uno; 
es  claro,  y también  en  el  Jurado  puede  haber  siete 
contra  seis;  de  modo,  que  uno  es  el  que  decide;  pero, 
¿qué  tiene  que  ver  eso?  Ei  juez  es  siempre  el  que  juz- 
ga, y el  jurado  es  el  que  da  su  veredicto;  pero  el 
Ministerio  ñscal  está  para  acusar.  Lo  que  uo  se  com- 
prende es,  que  se  inicie,  continúe  y casi  se  termine 
un  juicio  con  todos  los  elementos  para  juzgar,  y no 
venga  lo  que  es  indispensable  en  todo  juicio;  la  de- 
claración final,  la  relación  entre  el  hecho  y el  dere- 
cho; y eso  no  lo  puede  hacer  nadie  más  que  ei  tribu- 
nal, sea  Jurado,  sea  juez;  pero  no  el  fiscal,  á quien 
vosolros  mismos  llamáis  parte. 

Por  lo  demás,  en  cuanto  á los  inconvenientes  ó 
peligros  que  pueda  haber,  yo  nada  tengo  que  decir 
en  este  momento;  conste  que  á lo  que  nosotros  nos 
hemos  opuesto,  no  es  á que  ei  fiscal  modifique  sus 
conclusiones  y retire  la  acusación,  y reconozca  la  ino- 
cencia del  acusado  cuando  de  ella  se  convenza;  á lo 
que  nos  oponernos  es,  á que  al  tribunal  se  le  imponga 
la  obligación  de  acordar  el  sobreseimiento  en  cuanto 
el  fiscal  retire  la  acusación;  y para  que  se  convenza 
el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  de  los  inconve- 
nientes que  puede  traer  este  principio,  me  voy  á per- 
mitir citar  solamente  un  caso  por  vía  de  ejemplo. 

Sabe  bien  S.  S.  cuántas  veces  se  ha  discutido  aquí, 
y muy  recientemente,  en  una  muy  importante,  res- 
pecto de  la  cuestión  prévia,  respecto  de  las  compe- 
tencias. respecto  de  la  autorización  para  procesar  á 
funcionarios  públicos:  pues  bien;  con  este  sistema 
establecido  en  la  ley,  ya  no  hace  falta  apelar  á esa 
cuestión  prévia,  ni  á esa  autorización;  bastará  que  el 
Poder  ejecutivo,  que  el  Ministro,  indique  al  fiscal  del 
Tribunal  Supremo,  y éste  al  de  la  Audiencia,  que 
quiere  que  se  declare  mócente  al  funcionario  público, 
y el  tribunal  tendrá  que  cruzarse  de  brazos  ante  un 
delito  manifiesto  y no  podrá  hacer  nada. 


. me 


núuero  do. 


El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Ahora  comprendo  perfectamente,  Srés.  Di- 
putados, la  raíz  del  error  en  que  á mi  juicio,  y res- 
petando la  superioridad  de  su  talento  y de  su  ilus- 
tración, está  el  Sr.  Azcáratc  en  esta  materia.  Su 
señoría  negando  la  unidad  de  las  reglas  procesales  y 
estableciendo  diferencias  radicales  y fundamentales 
entre  el  enjuiciamiento  civil  y el  criminal,  dejando 
aparte  las  que  yo  antes  he  reconocido  y que  proceden 
de  la  existencia  del  sumario  y de  hacer  popular  la 
acción  y de  tener  un  ministerio  público  con  la  mi- 
sión de  acusar  y perseguir  los  delitos,  tratando  de 
establecer  aparte  de  estas  diferencias  que  yo  he  re- 
conocido, una  diferencia  fundamental  entre  el  enjui- 
ciamiento civil  y criminal,  el  Sr.  Azcárate  dice:  ¡Pues 
no  ha  de  haber  diferencias!  En  lo  civil  cada  cual  de 
lleude  su  derecho  bajo  su  punto  de  vista,  por  más  que 
uno  de  los  dos  haya  de  estar  equivocado;  pero  en  el 
enjuiciamiento  criminal,  el  delincuente  ha  cometido 
una  violación  del  derecho,  y la  sociedad  está  intere- 
sada en  restablecer  el  órden  social  perturbado.  Por 
manera  que  el  Sr.  Azcárate  incurre  á mis  ojos  en  el 
siguiente  error:  tantos  juicios  intentados,  tantos  cri- 
minales. 

Pues,  ¿para  qué  están  establecidas  las  formas  tu- 
telares del  procedimiento  más  que  para  arrancar  al 
ciudadano  inocente  de  las  garras  de  la  justicia?  Ahí 
está  la  estadística,  ya  que  tanto  se  habla  de  estadísti- 
ca; el  61  por  100  de  sobreseimientos,  ¿qué  quiere  decir? 
Que  en  61  de  cada  100  causas  no  hubo  méritos  para 
procesar  al  supuesto  culpable;  que  en  cada  61  cau- 
sas de  cada  100  hubo  un  ciudadano  inocente  perse- 
guido, y ose  ciudadano,  ¿no  Liene  derecho  al  amparo 
de  la  ley?  El  Sr.  Azcárate  tiene  que  confesar  que  sí, 
que  tiene  derecho  á las  formas  tutelares  de  la  justi- 
cia y á las  garantías  de  toda  contención.  Pues  vamos 
adelante. 

El  Sr.  Azcárate,  contestando  á mis  observaciones, 
que  en  esta  parte  le  han  parecido  convincentes,  dice: 
¿cómo  hemos  de  torturar  la  conciencia  del  fiscal  que 
denunció  un  asesinato  ó un  parricidio,  y que  en  pre- 
sencia de  las  pruebas  ha  visto  que  solo  se  trata  de 
una  imprudencia  temeraria,  obligándole  áque  acuse 
por  asesinato  ó por  parricidio?  No  le  imponemos  se- 
mejante Obligación;  es  más:  puesto  que  reconocemos 
que  el  fiscal  puede  y debe  modificar  sus  conclusiones 
en  vista  de  las  pruebas  que  resultan  del  juicio,  es 
claro  que  lógicamente  tenemos  que  conceder  que 
puede  prescindir  de  la  acusación;  lo  que  queremos  es 
(jue  cuando  el  fiscal  desista,  el  tribunal  continúe,  y 
yo  digo  que  lo  que  el  Sr.  Azcáratc  quiere  en  este  caso, 
es  la  indefensión.  Porque  se  retira  el  fiscal  no  hay 
acusador  privado,  excita  el  presidente  al  público  para 
que  alguno  mantenga  la  acusación  del  fiscal,  cuando 
éste  la  retira  y no  hay  nadie  que  mantenga  aquella 
acusación. 

Pero  el  tribunal  entiende  que  debe  seguir  el  jui- 
cio, ¿Quiere  S.  S.  que  yo,  ciudadano,  me  dé  por  satis- 
fecho con  ese  sistema?  Pues  para  darme  por  satisfe- 
cho, para  no  quejarme  con  razón  de  que  se  me  deja 
indefenso,  es  menester  que  esos  tres  magistrados,  sen- 
tados bajo  el  dosel,  no  se  encierren  en  un  silencio  pe- 
ligroso para  mí;  es  menester  que  me  digan  si  ellos 
creen  que  ha  habido  parricidio,  que  ha  habido  asesi- 


nato, que  ha  habido  homicidio  simple,  que  ha  habido 
imprudencia  temeraria,  que  ha  habido  imprudencia 
simple,  que  no  ha  habido  nada,  ó que  yo  estaba  loco 
en  el  momento  que  cometí  el  crimen,  ó que  obré  en 
propia  defensa,  y que  no  pude  inferir  agravio  nin- 
guno al  derecho,  ni  ofensa  á la  sociedad.  Y cuando 
esos  tres  magistrados  se  obstinan  en  un  pertinaz  silen- 
cio, y yo  no  logro  que  me  quieran  decir  su  pen- 
samiento oscuro  y misterioso, y en  virtud  del  cual 
quiero  que  continúe  un  juicio  en  el  que  no  haya  acu- 
sador, cuando  yo  digo  eso,  S.  S.  me  abandona,  me 
deja  en  esa  indefensión,  y me  dice:  si  adivinas  lo  que 
piensa  ese  juez,  esos  tres  magistados,  adivínalo  en 
buen  hora;  si  no  pudieses  penetrar  en  el  fondo  oscuro 
de  su  pensamiento,  paciencia;  los  derechos  de  la  socie- 
dad están  muy  por  encima  del  individuo,  ¿Qué  im- 
porta que  un  ciudadano  inocente  vaya  fi  presidio  ó al 
patíbulo?  He  dicho. 

El  Sr.  AZCARATE:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  AZCARATE:  Diré  muy  pocas. 

¿Cómopodia  suponer  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  que  yo  estimaba  que  era  lo  esencial,  cuando 
habia  un  proceso  criminal,  que  hubiera  á todo  trance 
perturbación  criminal?  Lo  que  digo  es,  que  cuando 
la  hay,  real  ó supuesta,  el  interés  social  pide  que  se 
declare  que  existe  ó que  no  existe;  lo  que  digo  es, 
que  la  declaración  en  ese  caso,  lo  mismo  positiva  que 
negativa,  es  de  interés  público,  porque  en  la  exis- 
tencia ó en  la  suposición  de  que  exista  el  delito,  como 
el  delito  es  negación  del  derecho  mismo,  es  de  interés 
social  el  averiguarlo,  mientras  que  en  las  perturba- 
ciones civiles  ambos  litigantes  afirman  el  derecho, 
y por  eso  no  hay  ese  interés  social. 

La  observación  que  S.  S.  ha  hecho  después,  se 
resuelve  fácilmente.  Si  S.  S.  no  estuviera  tan  preocu- 
pado con  el  sistema  acusatorio  vería  que  si  ci  fiscal 
es  el  representante  de  la  ley  , así  como  modifica  las 
conclusiones,  y si  antes  ha  dicho  que  era  parricidio, 
dice  después  que  es  homicidio,  si  cree  que  es  inocen- 
te, en  lugar  de  resultar  la  indefensión,  resultarán  dos 
defensores,  el  abogado  y el  fiscal,  y no  es  necesario 
que  los  jueces  digan  los  delitos  que  presumen,  porque 
de  todo  lo  actuado  puede  inferirse.  De  suerte  que  ese 
lado,  exageradamente  individualista  que  toma  el  se- 
ñor Ministro  de  Gracia  y Justicia,  bajo  el  punto  de 
visla  del  interés  del  procesado,  quedaría  más  ampa- 
rado, porque  tendría  dos  defensores.  Y no  digo  más. 

El  Sr.  ISASA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  ISASA:  No  tengo  que  decir  respecto  á ios 
artículos  adicionales,  en  cuya  discusión  estábamos  ó 
íbamos  á entrar,  sino  que  doy  las  gracias  á la  Comi- 
sión y al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  por  haber 
aceptado  las  adiciones  propuestas  á los  arts.  145  y 
153  de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal.  Realmente, 
la  cortesía  exige  que  sea  yo  quien  dé  las  gracias 
al  Sr.  Ministro,  y se  las  doy  con  mucho  gusto;  pero 
la  servida  en  este  momento  ha  sido  la  justicia;  porque 
se  salvan  los  conflictos  á que  daba  lugar  la  interpre- 
tación sobre  la  inteligencia  de  esos  artículos  en  ma- 
teria tan  grave  como  es  aquella  de  que  traté.  \ con 
esto,  quedan  retiradas  las  adiciones  que  yo  tenía 
propuestas  á otros  artículos  de  la  ley  de  enjuicia- 
miento criminal. 

Y ahora,  si  el  Sr.  Presidente  me  lo  permite,  diré 
algo  sobre  lo  que  al  parecer  el  Sr.  Ministro  de  Gracia 
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y Justicia  ha  creído  deber  repetir,  refiriéndose  á mí. 
respecto  de  lo  acusatorio  y respecto  de  la  estadística, 
Nada,  absolutamente  nada  diré  de  lo  acusatorio;  solo 
sí,  que  me  parece  que  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  lia  querido  decir  que  yo  lie  tenido  como  un 
empeño,  como  un  gusto  especial,  en  hacer  la  censura 
de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal;  y nada  ha  esta- 
do más  lejos  de  mi  ánimo,  porque  soy  el  primero  en 
reconocer  el  progreso  que  se  ha  realizado  y las  me- 
joras que  se  han  obtenido  para  el  enjuiciamiento  cri- 
minal, con  la  reforma  de  1882,  solo  que  no  basta 
muchas  veces  decir  estas  cosas  y exponerlas. 

Discutido  ya  sobradamente  lo  acusatorio,  nada 
Lengo  que  decir;  solo,  sí,  que  me  parece  que  ha  que- 
dado algo  quebrantado  en  esta  discusión,  y que  el  día 
que  se  trate  de  la  reforma  de  la  ley,  esas  exagerado- 
nes  de  sistema  se  reducirán  á otro  límite. 

Y en  cuanto  á la  estadística,  el  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  me  permitirá  que  le  diga  que  yo  no 
sé  lo  que  S.  S.  cree  saber  respecto  de  la  realidad  y 
verdadero  sentido  de  esos  32.000  sobreseimientos  que 
ordinariamente  se  pronuncian  en  España  en  cada  año 
judicial.  El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  cree  que 
de  cada  100  procesos  ¿e  sobreseen  61,  porque  se  re- 
conoce respecto  de  ellos  que  los  hechos  no  constituyen 
delito,  ó porque  se  persigue  un  inocente  en  vez  de  un 
criminal.  Realmente,  si  esto  fuera  así,  seria  cosa  de 
emigrar  de  este  país;  pues  si  de  cada  dos  detenidos 
uno  es  inocente  y el  otro  criminal,  y los  dos  van  á la 
cárcel,  está  uno  expuesto  á ser  sometido  á ese  procedi- 
miento el  dia  ménos  pensado,  porque  todavía  es  más 
de  la  mitad;  es  el  6 l por  1 00.  Yo  me  figuro  que  esto 
no  lo  cree  así  S.  8.,  aunque  parece  que  lo  ha  dicho. 
Yo  no  he  fundado  argumento  ninguno;  yo  no  he  he- 
cho la  crítica  de  ese  procedimiento;  es  que  se  me 
atribuyen  cosas  en  que  no  lie  pensado.  Para  saber  yo 
lo  que  significan  esos  32.000  sobreseimientos,  me  ha- 
bía propuesto  una  cosa,  que  á mí  me  pareció  factible, 
no  sé  si  habría  podido  desempeñarla  es,  á saber,  exa- 
minarlos. Y,  en  efecto,  si  no  los  32.000,  ios  16.000  ó 
18.000  que  llevan  el  calificativo  do  sobreseimientos 
libres,  si  el  tiempo  me  lo  hubiera  permitido,  si  yo  no 
hubiera  tenido  que  dejar  el  puesto  que  inmerecida- 
mente desempeñé,  en  seis  meses  los  hubiera  exami- 
nado. Bien  sabe  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia 
que  estaba  allí  la  primera  remesa  (El  S>\  Ministro  de 
Gracia  y Justicia : De  los  400  que  se  han  examinado) 
de  los  400  que  constituían  un  grupo.  (El  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia : Pues  ahora  tendrá  S.  8.  el  resul- 
tado, sin  necesidad  de  estudiar  los  procesos  en  la  es- 
tadística.) Pues  yo  no  los  he  examinado;  pero  voy  á 
ver  si  acierto  el  resallado  de  ese  exámen.  Lo  primero 
que  habia  que  hacer  en  esa  estadística,  era  compro- 
bar la  exaclitud  del  dalo  estadístico,  porque  á mí  no 
me  bastaba  con  que  los  fiscales  me  dijeran  que  por  el 
número  primero  del  art.  634  de  la  ley  de  enjuicia- 
miento criminal,  es  decir,  por  no  existir  el  hecho  que 
habia  dado  motivo  al  proceso,  se  habían  sobreseído 
1.300  y tantos  procesos;  por  no  constituir  el  hecho 
delito,  12.000  y tantos  ó 14.000  y tantos,  y por  estar 
exento  de  responsabilidad  criminal  el  procesado,  400. 
Este  es  el  resúmen  de  la  estadística  de  los  sobresei- 
mientos libres.  Lo  primero  que  yo  creía  que  se  debía 
hacer,  era  comprobar  la  exactitud  del  dato  estadístico, 
porque  yo  me  resisto  á civer  que  sea  cierto.  (El  señor 
Ministro  de  Gracia  y Justicia ' Lo  es,  y S.  S.  tiene  la 
prueba  en  la  Sección  de  estadística  del  Ministerio.) 


Pues  no  comprendo  corno  se  pueden  instruir  1.300 
y tantos  procesos  por  hechos  que  no  han  existido.  No 
niego  la  posibilidad  de  algún  caso;  por  ejemplo,  que 
se  viera  salir  humo  de  una  casa,  y que  se  creyera  que 
era  signo  de  incendio,  y que  después  de  instruir  una 
cabeza  de  proceso,  se  viera  que  no  habia  habido  in- 
cendio; pero  yo  me  resisto  á creer  que  haya  1.300  y 
tantos  procesos  por  sueños,  por  cosas  fantásticas,  por 
cosas  que  no  han  tenido  realidad.  Eso  debe  estar  equi- 
vocarlo; eso  no  lo  ha  examinado  nadie.  (El  Sr.  Minis- 
tro de  Gracia  y Justicia:  El  jefe  de  la  Sección  de  es- 
tadística del  Ministerio  y los  fiscales.)  Es  verdad  que 
la  estadística  del  Ministerio  fija  el  dato  que  da  el  fis- 
cal, y dice:  comprendidos  en  el  núm.  l.°,  1.300;  pero 
para  saber  si  debían  estar  comprendidos  todos  en  el 
núm.  l.°,  habría  que  examinarlos,  y entonces  se  ve- 
ría si  el  fiscal,  el  escribiente  ó el  que  habia  puesto  el 
dato  se  habia  equivocado  al  decir  que  estaban  com- 
prendidos en  el  núm.  l.°  sobreseimientos  que  tal  vez 
correspondieran  al  núm.  2.°  ó al  núm.  3.°  Por  esto 
decía,  que  el  primer  trabajo  que  habia  que  hacer  era 
el  de  comprobar  la  exactitud  del  dato  estadístico. 

Habia  empezado  con  este  criterio  á examinar  los 
del  tercer  grupo,  es  decir,  el  de  los  400  de  exención 
de  responsabilidad  criminal,  que  me  parece  un  nú- 
mero excesivo,  y que  no  sé  si  se  habrá  estudiado  to- 
davía. Acababan  de  llegar  cuando  yo  hube  de  dejar  la 
fiscalía,  y no  sé  si  ya  podremos  saber  á qué  atener- 
nos respecto  de  este  punto.  Dudo  mucho  que  estén 
comprendidos  los  400  en  el  núm.  3.°,  y me  fundo 
para  decir  esto,  en  que,  según  la  estadística,  en  una 
sola  Audiencia  criminal  hubo  10  procesados  declara- 
dos irresponsables  por  locos.  Pues,  señores,  si  en  una 
sola  Audiencia  de  lo  criminal  hay  10  locos  notorios, 
que  cometen  hechos  que  constituirían  delitos  á no 
haber  sido  cometidos  por  un  loco,  entonces  ¿en  qué 
país  vivimos,  qué  sociedad  es  esta,  ó qué  seguridad 
hay  aquí?  Eso  no  puede  ser.  De  suerte,  que  lo  que 
hay  que  hacer  es  estudiar  despacio  este  asunto  para 
ver  si  están  bien  aplicados  los  números,  y después  de 
ver  esto,  hay  que  reconocer  los  motivos  del  sobresei- 
miento por  exención  de  responsabilidad  criminal;  por- 
que, señores,  declarar  fuera  de  juicio;  declarar  sin 
abrir  las  puertas  de  la  Audiencia,  sin  que  el  público 
lo  sepa,  sin  que  nadie  intervenga,  que  un  homicidio 
se  ha  cometido  en  defensa  propia;  declarar  que  un 
mayor  de  nueve  años  y menor  de  quince,  ha  come- 
tido un  delito  sin  discernimiento;  declarar  que  otro 
ha  ejecutado  un  acto  en  cumplimiento  de  un  deber, 
y otras  cosas  por  este  estilo,  son  decisiones  que  no 
pueden  acordarse  en  sobreseimiento.  Todo  esto  debe 
ser  objeto  del  juicio,  y debe  ser  decidido  después  de 
una  contención  y de  un  litigio  entre  el  Ministerio  fis- 
cal y el  acusado. 

Luego  habría  ido  al  grupo  grueso,  á esos  12  ó 
14.000  procesos  que  se  sobreseen,  que  según  el  señor 
Ministro  de  Gracia  y Justicia,  sou  puras  casualida- 
des, y que  yo  no  se  lo  que  serán,  porque  yo  no  puedo 
apreciar  las  cosas  sino  como  he  dicho  antes,  estudián- 
dolas, examinándolas  y reflexionándolas.  Habría  exa- 
minado esos  12  ó 14.000  procesos,  ó sea  los  debidos 
á la  casualidad;  y como  las  muertes  accidentales,  las 
repentinas  y los  accidentes,  no  pueden  pasar,  á lo 
sumo,  de  3 ó 4.000,  todos  los  demás  quedan  en  una 
incógnita,  que  se  necesita  resolver.  Los  delitos  que 
más  juegan  en  esto,  sou  las  lesiones  y los  hurtos.  Seis 
mil  procesos  se  siguen  por  lesiones,  y concluyen  por 
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que  se  dice  que  la  lesión  no  ha  constituido  delito,  y 
otros  6.000  se  siguen  por  hurlo,  que  concluyen  por 
que  se  dice  que  el  hurto  no  ha  constituido  delito.  Yo 
no  pude  llevar  más  allá  mis  observaciones;  pero  no 
se  puede  negar  que  hay  que  estudiar  este  asunto. 

Yo  no  saco  otra  consecuencia,  yo  no  voy  mas  allá 
para  decir  si  efectivamente  es  que  hay  un  exceso  en 
la  formación  de  esas  causas,  ó es  que  los  particulares, 
los  procesados  encuentran  medios  y modos  de  burlar 
á la  justicia,  haciendo  aparecer,  por  ejemplo,  que  el 
hecho  ó el  hurlo  fuá  cometido  por  persona  que  al  hur- 
tar no  comete  delito,  como  sucede,  por  ejemplo,  con 
los  hijos  respecto  de  los  padres  y otras  cosas  por  este 
estilo,  y que  las  lesiones  no  fueron  tales;  porque  des- 
pués de  los  hechos  vienen  las  composiciones,  ó la  com- 
pasión, ú otros  motivos  que  inducen  la  voluntad  há- 
cia  determinados  íines,  y resulta,  que  no  ha  habido 
más  que  una  equivocación  y que,  en  efecto,  lo  que 
hay  que  hacer  es,  como  vulgarmente  se  dice,  echar 
tierra,  porque  allí  no  ha  pasado  nada.  Pero  yo  digo: 
esto  lo  podrá  saber  quien  lo  estudie,  porque  esto  no 
se  puede  conocer  sino  después  de  un  trabajo  concien- 
zudo y prolijo,  tal  como  lo  requiere  un  asunto  tan 
importante. 

Por  consiguiente,  y ruego  al  ¡8r.  Presidente  que 
me  dispense  por  haberme  permitido  dar  esta  expli- 
cación, por  consiguiente,  yo  no  he  tenido  espíritu  de 
censura  hacia  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  ni 
he  dicho,  ni  sostenido,  ni  cosa  que  se  le  parezca,  que 
dé  menos  resultados  y que  la  justicia  resulte  más  in- 
elicaz  con  esa  ley  que  con  la  anterior,  ni  que  el  nú- 
mero do  sobreseimientos  haya  sido  menor  que  el  que 
señala  la  estadística  de  1 859  á 7*2.  Yo  lo  que  he  dicho 
es,  que  la  justicia  resulta  débil,  que  están  flojos  los 
resortes  de  su  administración,  que  eu  muchos  casos 
puede  aparecer  ineficaz,  y que  es  necesario  que  esto 
se  estudie,  y se  conozca,  y se  medite,  para  si  procede 
el  proponer  una  reforma  de  la  ley  ó fortalecer  esos 
resortes  ó esos  medios,  hacerlo  desde  luego,  á fui  de 
que  la  justicia  se  administre  como  la  Constitución 
quiere,  pronta  y cumplidamente.  No  he  dirigido  nin- 
guna censura  ni  me  he  propuesto  otra  cosa  que  lo 
que  he  dicho,  y por  tanto,  suplico  al  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  que  acepte  esta  explicación,  y no 
crea  que  he  tenido  el  propósito  de  hacer  esta  compa- 
ración en  desventaja  de  la  reforma  de  1882,  que  con- 
sidero como  un  verdadero  progreso  en  la  historia  de 
nuestras  reformas  legislativas. 

El  Sr.  Ministro  de  GR  ACIA  Y JUSTICIA.  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Yo  acepto  con  mucho  gusto  la  explicación 
del  Sr.  Isasa,  mi  amigo;  explicación  que  era  inútil, 
porque  cuando  he  hablado  de  las  observaciones  que 
se  habian  fundado  en  la  estadística  y eu  el  número 
de  sobreseimientos,  no  he  aludido  á S.  S.  Esas  obser- 
vaciones las  expuso  aquí  el  Sr.  Danvila,  y por  eso  le 
interrumpí  yo  ai  Sr.  Isasa  diciéncloie  que  no  había 
alusión  para  S.  S.,  y siento  que  S.  S.  no  me  haya 
oido. 

Otra  rectificación  ó explicación  y concluyo,  por- 
que realmente  el  debate  no  es  de  este  lugar.  Se  pi- 
dieron, en  efecto,  por  S.  S.,  siendo  fiscal  del  Tribunal 
Supremo,  400  procesos,  y S.  S.  dejó  organizada  en  la 
fiscalía  una  sección  con  destino  ai  examen  de  estos 
procesos  para  inquirir  si  en  efecto  estaban  bien  ó es- 


taban mal  clasificadas  las  causas  de  sobreseimiento. 

Yo  no  he  examinado  los  400  procesos;  pero  ape- 
nas me  encargué  esta  vez  del  departamento  de  Gracia 
y Justicia,  ya  lo  he  indicado  aquí  en  otra  ocasión, 
llamé,  luego  que  el  Sr.  Isasa  insistió  en  su  dimisión, 
ai  Sr.  Azcutia,  persona  muy  respetable,  y en  cuyo 
testimonio  tiene  S.  S.  entera  fe,  para  encargarle  que 
me  formara  un  cuestionario  acerca  de  las  reformas 
que  fuera  conveniente  introducir  en  la  ley  de  enjui- 
ciamiento criminal  y que  hubiera  sugerido  la  expe- 
riencia de  la  fiscalía.  Entonces  supe  el  encargo  que 
se  habia  dado  por  el  Sr.  Isasa  á los  fiscales  de  estu- 
diar esos  400  procesos. 

Yo  he  preguntado  al  Sr.  Azcutia  sobre  los  resul- 
tados de  ese  exámen;  la  última  vez  que  le  hablé  lle- 
vaba examinados  200  de  los  400  procesos,  y ese  exá- 
men no  daba  los  resultados  que  el  Sr.  Isasa  se  pro- 
metía; al  contrario,  los  abogados  fiscales,  según  me 
manifestó  el  Sr.  Azcutia,  se  afirmaban  en  la  exactitud 
de  las  clasificaciones  hechas  por  los  fiscales  de  los 
tribunales  respectivos. 

Por  lo  demás,  yo  debo  decir  á S.  S.  que,  en  la  es- 
tadística que  está  en  prensa,  viene  ya  esa  casilla  de 
los  sobreseimientos,  con  la  distinción  de  las  causas 
de  esos  sobreseimientos,  que  están  sacados  de  las  ho- 
jas originales  que  existen  en  el  Ministerio  de  Gracia 
y Justicia  á disposición  de  S.  S.  Es  claro  que  yo  pienso 
como  S.  S.,  que  todas  estas  cosas  deben  ser  objeto  de 
un  estudio  muy  detenido  y para  eso  es  para  lo  que  se 
ha  montado  la  estadística.  Pero  de  todas  suertes , el 
exámen  de  los  200  procesos  á que  antes  he  aludido, 
no  habia  dado  otro  resultado  que  el  de  comprobar  la 
exactitud  de  las  clasificaciones  hechas  por  el  Minis- 
terio fiscal  eu  las  diversas  Audiencias  del  Reino  en 
que  esos  procesos  se  habian  instruido. 

Y no  queriendo  molestar  por  más  tiempo  la  aten- 
ción de  los  Sres.  Diputados,  me  siento.» 

Se  leyó  nuevamente  el  artículo,  que  decía  así: 

«Los  arts.  145  y 153  de  la  ley  de  14  de  Setiem- 
bre de  1882  sobre  enjuiciamiento  criminal,  se  redac- 
tarán de  la  manera  siguiente: 

«Arl.  145.  Para  dictar  autos  ó sentencias  en  los 
asuntos  de  qim  conozca  el  Tribunal  Supremo  serán 
necesarios  siete  magistrados,  á no  ser  que  en  algún 
caso  de  los  previstos  en  esLa  ley  baste  menor  número. 

Para  dictar  autos  y sentencias  en  las  causas  cuyo 
conocimiento  corresponde  á las  Audiencias  de  lo  cri- 
minal ó á las  Salas  respectivas  de  las  Audiencias  te- 
rritoriales serán  necesarios  tres  magistrados,  y cinco 
para  dictar  sentencia  en  las  causas  en  que  se  hubiere 
pedido  pena  de  muerte  ó alguna  perpétua.  Al  efecto, 
si  en  la  Sala  ó Sección  del  Tribunal  no  hubiese  nú- 
mero suficiente  de  magistrados  se  completará:  en  las 
Audiencias  territoriales  con  los  necesarios  de  las  de- 
más Secciones  de  la  Sala  de  lo  criminal,  y donde  no 
ios  hubiere,  con  los  de  Salas  de  lo  civil,  designados 
respectivamente  por  ci  presidente  de  la  Sala  de  lo 
criminal  ó por  el  de  la  Audiencia;  en  las  Audiencias 
de  lo  criminal  con  los  de  las  demás  Secciones,  á de- 
signación de  su  presidente;  y donde  la  planta  fuese 
menor  de  cinco  magistrados,  con  los  magistrados  su 
pleutes,  y á falta  de  éstos  con  los  magistrados  de  la 
Audiencia  de  lo  criminal  más  próxima  que  por  turno 
designe  el  presidente  de  la  del  territorio  á que  ambas 
pertenezcan,  de  quien  habrá  de  solicitarlo  cou  la  an- 
ticipación debida  el  de  la  de  lo  criminal  donde  ocu- 
rriese el  caso. 
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Para  dictar  providencias  en  unos  y otros  tribuna 
les  bastarán  (los  magistrados  si  estuviesen  conformes. 

Art.  153.  Las  providencias,  ios  autos  y las  sen- 
tencias se  dictarán  por  mayoría  absoluta  de  votos, 
excepto  en  los  casos  en  que  la  ley  exigiere  expresa- 
mente mayor  número. 

La  pena  de  muerte  y las  perpetuas  solo  podrán 
imponerse  habiendo  tres  votos  conformes. 

Contra  las  sentencias  en  que  se  impusiesen  por 
resultar  la  conformidad,  ó en  que  dejaren  de  impo- 
nerse por  no  haberla,  procede  el  recurso  de  casación 
como  contra  las  demás  definitivas,  conforme  á las 
prescripciones  de  esta  lev.» 

El  Sr.  MAURA:  Pido"  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MAURA:  Por  razón  de  método  nada  más, 
cree  la  Comisión,  y supongo  que  el  Sr.  Isasa  no  ten- 
drá en  ello  dificultad,  que  esc  artículo  adicional  debe 
ir,  aunque  en  este  instante  se  someta  á votación,  des- 
pués de  todos  los  demás  que  comprende  el  dictamen, 
por  su  índole.  Es  una  pura  cuestión  de  método,  y la 
Comisión  propone  que  se  entienda  que  se  vota  ahora, 
pero  que  se  colocará  en  la  redacción  definitiva  al  final 
de  la  ley.  (El  Sr . Isasa:  Así  lo  entiendo.)» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  a votación  el  artículo,  y fue  aprobado. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Los  de- 
más artículos  adicionales  del  Sr.  Isasa,  quedan  reti- 
rados. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  procede  á la  discusión 
de  las  disposiciones  especiales.» 

Se  leyó  la  1.a,  que  decía: 

«1.a  Cuando  se  produzcan  hechos  que  bagan  nece- 
saria la  suspensión  del  juicio  por  jurados  para  ase- 
gurarla administración  recta  y desembarazada  de  la 
justicia,  podrá  quedar  en  suspenso  respecto  de  todos 
los  delitos  enumerados  en  el  art.  4.°,  ó solamente  res- 
pecto de  alguno  ó algunos  de  ellos. 

En  el  caso  de  que  la  suspensión  se  circunscriba  al 
territorio  de  una  ó dos  provincias  ó solamente  se  re- 
fiera á parte  de  los  delitos  sometidos  á la  competen- 
cia del  Jurado,  se  resolverá  por  Real  decreto  acordado 
en  Consejo  de  Ministros,  prévia  consulta  del  tribunal 
ó tribunales  del  territorio  en  que  se  haya  de  aplicar 
la  suspensión,  del  Tribunal  Supremo  y del  Consejo  de 
Estado  en  pleno. 

El  Gobierno  someterá  inmediatamente  su  decisión 
á las  Cortes,  si  estuviesen  reunías,  ó en  cuanto  se 
reúnan.  Para  que  la  suspensión  se  prolongue  por  más 
de  un  año,  se  requiere  autorización  expresa  en  una  ley. 

En  el  caso  de  que  la  suspensión  haya  de  exten- 
derse á todos  los  delitos  ó á más  de  dos  provincias, 
no  podrá  acordarse  si  no  se  suspenden  á la  vez  ó están 
suspensas  en  el  mismo  territorio  las  garantías  á que 
se  refiere  el  art.  17  de  la  Constitución,  entendiéndose 
que  la  suspensión  del  juicio  por  jurados  en  este  caso 
habrá  de  sujetarse  á las  circunstancias,  formalidades 
y limitaciones  que  dicho  artículo  establece. 

Restablecidas  en  el  territorio  donde  hubieren  que- 
dado en  suspenso  las  mencionadas  garantías  constitu- 
cionales, volverá  á funcionar  en  el  mismo  el  Tribunal 
del  Jurado  según  las  prescripciones  de  esta  ley. 

En  todo  caso,  durante  la  suspensión,  la  Audiencia 
de  lo  criminal  del  territorio  respectivo  conocerá,  con 
arreglo  á la  ley  de  enjuiciamiento  criminal,  de  las 
causas  á que  aquella  se  refiera. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  A esta 


disposición  hay  una  enmienda  del  Sr.  Marqués  del 
Vadillo,  que  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
presentar  la  siguiente  enmienda  á la  primera  de  las 
disposiciones  especiales  del  proyecto  de  ley  del  Ju- 
rado: 

«La  suspensión  á que  se  refiere  este  artículo  po- 
drá ser  por  tiempo  indeterminado,  según  lo  exijan  las 
circunstancias  que  la  motivaren,  á juicio  del  Gobier- 
no, acordada  en  Consejo  de  Ministros,  y dando  cuenta 
á las  Cortes  cuando  se  retinan. » 

Palacio  del  Congreso  28  de  Abril  de  1887.=E1 
Marqués  del  Vadillo.=  Marqués  do  Pidal.=  Mariano 
Catalina.=Francisco  Silvela.=R.  El  Conde  de  Revilla 
Gigedo.= Julián  Casildo  Arribas.==Antonio  Camacho 
del  Rivero.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  manifestará 
si  la  acepta  ó no. 

El  Sr.  PACHECO:  La  Comisión  siente  no  poder 
admitir  la  disposición  propuesta  por  el  Sr.  Marqués 
del  Vadillo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Marqués  del  Vadillo 
tiene  la  palabra  para  defender  su  disposición  especial. 

El  Sr.  Marqués  del  VADILLO:  Señores  Diputa- 
dos; siento  en  el  alma  tener  que  volver  á molestar 
vuestra  atención;  pero  sírvame  de  excusa  el  que  lo 
hago  en  cumplimiento  de  un  deber,  y por  otra  parte, 
el  que  lie  de  procurar  ser  muy  breve,  respondiendo 
así  a la  consideración  que  merecéis.  Hasta  cierto 
punto,  anímame  también  una  esperanza;  la  de  que  al 
defender  esta  enmienda,  voy  á constituirme  en  de- 
fensor del  artículo  del  proyecto  del  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  contra  el  dictámen  de  la  Comi- 
sión; porque  real  y verdaderamente,  el  artículo  del 
proyecto  estaba  en  un  todo  ajustado  á un  artículo 
correspondiente  del  proyecto  discutido  en  el  Senado; 
proyecto,  como  saben  los  Sres.  Diputados,  presentado 
por  el  Sr.  Romero  Girón,  nada  sospechoso  cuando  se 
trata  de  estas  materias.  En  aquella  discusión,  hubo  de 
presentarse  una  enmienda  por  el  Sr.  Sil  vela,  enmienda 
que  filé  aceptada  por  aquella  Comisión,  con  una  va- 
riante tan  pequeña,  que  el  mismo  Sr.  Silvela  declaró 
que,  aun  cuando  en  absoluto  no  estaba  enteramente 
conforme  á su  pensamiento,  no  tenía  inconveniente 
en  aceptarla,  y así  quedó  aprobada.  Pues  bien;  aque- 
lla enmienda  era  el  artículo  del  proyecto  presentado 
por  el  Sr.  Alonso  Martínez,  y aquel  artículo  ha  sido 
modificado  en  el  dictamen  do  la  Comisión.  Por  eso 
digo,  que  al  presentar  yo  hoy  la  mía,  reproducción 
de  aquella  y conforme  en  lo  esencial  con  el  artículo 
del  proyecto,  vengo  á defender  á éste  contra  el  dic- 
tamen de  la  Comisión;  por  donde  vendrá  una  vez  más 
á hacerse  palpable  y evidente  la  contradicción  que 
viene  notándose  en  todo  el  curso  del  debate;  contra- 
dicción entre  dos  principios,  que  unas  veces  viene  a 
resolverse  en  un  sentido,  como  se  ha  hecho  en  este 
caso,  en  sentido  democrático,  y otras  vienen,  aunque 
éstas  sean  las  menos,  á atenderse  principios  de  con- 
sideración y de  respeto  para  las  altas  instituciones. 

¿Y  cuáles  son  esas  dos  variantes  principales  in- 
troducidas por  la  Comisión  en  el  artículo  del  pro- 
yecto del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia?  Estas  dos 
variantes  se  refieren,  la  una  á la  necesidad  de  que  se 
autorice  por  una  ley  especial  la  suspensión  del  Jurado 
siempre  que  esta  suspensión  haya  de  extenderse  á 
más  de  un  año,  y la  segunda  aquella  que  se  refiere  A 
que  siempre  que  la  extensión  de  ia  suspensión  sea 
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tal  que  abarque  todos  los  delitos  á que  se  refiere  el 
art.  4.  , y este  trata  de  la  competencia  del  Jurado,  ó 
haya  de  comprender  más  de  dos  provincias,  será  pre- 
ciso para  que  esta  suspensión  se  Heve  á cabo,  nada 
menos  que  la  aplicación  del  art.  1 7 de  la  Constitución 
dei  Estado;  esto  es,  la  suspensión  de  las  garantías 
constitucionales. 

Pues  bien;  estas  dos  modificaciones  circunstan- 
ciales, en  las:  cuales  difiere  el  dictámen  de  la  Comi- 
sión del  proyecto  del  Rr.  Ministró  de  Gracia  y Justi- 
cia, entrañan  una  gravedad  tal,  tienen  una  importancia 
tan  evidente,  que  no  puede  pasar  en  silencio  la  mino- 
ría conservadora  á propósito  de  ellas,  porque  acusan 
el  triunfo  de  una  tendencia  y de  una  corriente  que 
considera  en  este  sentido  peligrosa  para  los  principios 
que  ella  representa  y que  informan  su  política;  por- 
que al  fin  y al  cabo,  es  una  abdicación  de  todo  aquello 
que  tenga  carácter  de  garantía,  de  todo  aquello  que 
representa  el  criterio  conservador,  en  aras  del  princi- 
pio democrático.  Bien  es  verdad,  que  en  esta  lucha  y 
en  esta  contradicción,  hemos  de  tener  en  cuenta  que, 
dado  el  criterio  que  lia  defendido  el  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  no  va  á quedarnos  más  remedio, 
ni  vamos  á.  tener  otro  recurso  que  ceder  ante  la  fuerza 
impetuosa  de  la  corriente.  Pero  al  fin  y al  cabo,  si 
esto  puede  aceptarlo  el  Sr.  Ministro  como  razón  para 
defender  la  institución,  nosotros,  que  no  estamos  con- 
formes con  ese  criterio,  nosotros  consignamos  de  una 
manera  solemne  nuestra  protesta  contra  esta  abdica- 
ción de  los  principios  conservadores  en  aras  de  la  es- 
cuela democrática. 

Señores  Diputados,  que  tienen  esta  significación 
las  dos  modificaciones  que  señalo,  tanto  la  que  se 
refiere  á la  necesidad  de  una  ley  para  que  la  suspen- 
sión del  Jurado  se  lleve  á cabo  por  más  de  un  año, 
como  aquella  que  dice  relación  y enlaza  de  tal  modo 
esta  suspensión  cuando  se  extienda  á más  de  dos  pro- 
vincias con  el  art.  17  de  la  Constitución  del  Estado, 
esto  es  incuestionable,  y en  brevísimas  consideracio- 
nes he  de  hacerlo  patente,  porque  á no  dudarlo,  cons- 
tituye el  nervio  de  la  argumentación  en  que  apoyo  la 
enmienda  que  he  tenido  la  honra  de  presentar. 

Tanto  en  el  proyecto  del  Sr.  Romero  Girón,  aun 
después  de  aceptada  la  enmienda  presentada  en  el 
Senado  por  el  Sr.  Silvela,  como  en  la  que  he  tenido 
yo  la  honra  de  presentar,  se  contaba  desde  luego  para 
el  caso  en  que  la  suspensión  hubiese  de  extenderse 
más  de  un  año,  y aun  cuando  fuese  por  ménos,  se 
coulaba,  como  era  lógico  y natural  dentro  del  régimen 
en  que  vivimos,  con  que  había  de  darse  cuenta  á las 
Cortes  del  acuerdo  tomado  en  Consejo  de  Ministros;  y 
desde  el  punto  y hora  en  que  había  de  darse  cuenta 
á las  Córtes,  claro  está  que  implícitamente  se  exigía 
su  aprobación,  su  autorización. 

Y esto  es  todo  lo  que  puede  exigirse,  y esto  es  muy 
distinto  de  venir  aquí  á consignar,  como  terminante- 
mente se  hace  en  el  dictámen  de  la  Comisión  que  com- 
bato, que  debe  obtenerse  una  ley,  y sabéis  todos  de  que 
manera  tiene  que  hacerse  una  ley  y la  importancia 
y la  significación  que  esto  reviste  para  que  esta  sus- 
pensión pueda  extenderse  por  más  de  un  año.  Pero  o? 
más;  si  es  necesario  que  se  haga  una  ley  especial  para 
esto,  parece  como  que  la  suspensión,  de  llevarse  á 
cabo,  es  algo  provisional,  algo  que  no  está  dentro  del  | 
organismo  legal,  cosa  que  no  puede  aceptarse,  ó que 
si  por  un  momento  se  aceptase,  baria  imposible  de  ( 
todo  punto  el  principio  de  la  suspensión;  luego  el  exi- 


gir como  necesaria  esa  ley  especial  es  tan  solo  un 
entorpecimiento,  una  traba,  una  dificultad,  tanto  más 
grave,  señores,  cuanto  que  empieza  por  afirmarse  en 
las  primeras  lineas  del  artículo  que  está  á discusión, 
que  la  suspensión  del  Jurado  podrá  desde  luego  acor- 
darse en  Consejo  de  Ministros,  previas  después  esas 
otras  condiciones  que  se  señalan,  cuando  sea  preciso, 
fíjense  bien  los  Sres.  Diputados,  para  la  recta  y des- 
embarazada administración  de  la  justicia.  ¿En  qué 
régimen  vivimos.  Sres.  Diputados,  que  sea  preciso 
esperar  una  ley  para  que  se  pueda  administrar  rec- 
iamente la  justicia?  Si  es  necesaria  la  suspensión  para 
esa  recta  administración,  yo  entiendo  que  el  Gobierno 
puede  y debe  hallarse  desde  luego  facultado,  y nece- 
sita estarlo,  para  que,  por  todos  los  medios  que  sea 
preciso,  obtenga  esta  recta  administ  ración  de  justicia. 
¿Qué  hace  un  Poder  que  no  la  administra  cumplida- 
mente? Y si  ese  Poder  existe,  ¿ha  de  aguardarse  toda- 
vía á que  se  discuta  si  debe  ó no  concedérsele  aquello 
de  que  bá  menester  para  administrar  desembarazada- 
mente la  justicia? 

Hay  una  contradicción  en  esta  parle,  basada  en 
la  desconfianza  y en  ciertas  tendencias  contra  los  prin- 
cipios tutelares  del  orden  social,  contradicción  que 
lia  venido  á producir  esta  afirmación,  verdaderamente 
grave,  la  de  exigir  una  ley  para  que  pueda  suspen- 
derse una  forma  de  enjuiciar,  cuando  empieza  por 
afirmarse  en  el  articulo  que  solo  tendrá  lugar  la  sus- 
pensión  cuando  sea  necesaria  para  la  recta  adminis- 
tración de  justicia,  cuando  en  la  práctica  de  aquello 
que  se  llama  administración  de  justicia  esté  palpi- 
tando, que  lejos  de  demostrar  que  lo  es,  evidencie  que 
constituye  una  perfecta  violación  de  la  misma.  Esto 
en  cuanto  al  primer  extremo. 

Voy  al  segundo;  voy  á esa  segunda  diferencia  que 
he  señalado  como  sustancial,  entre  el  dictámen  de  la 
Comisión  y el  proyecto  def  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia.  Dícese  que  cuando  la  suspensión  baya  de 
extenderse  á todos  los  delitos  á que  se  refiere  el  ar  - 
líenlo  4.°,  ó cuando  haya  de  ser  para  más  de  dos  pro- 
vincias, en  ese  caso  solo  podrá  acordarse  la  suspen- 
sión cuando  se  hallaren  suspendidas  las  garantías 
constitucionales;  en  una  palabra,  siempre  que  esté 
aplicado  y en  vigor  el  art.  17  de  la  Constitución  del 
Estado.  Y,  Sres.  Diputados,  una  de  dos:  ó el  Jurado 
es  una  garantía  constitucional,  y en  tal  caso  debiera 
estar  terminantemente  consignada  como  tal  en  ese 
artículo,  ó no  lo  es;  y entiendo  que  no  habrá  nadie 
que  sostenga  lo  primero,  porque  real  y verdadera- 
mente en  la  Constitución  del  Estado,  y como  garan- 
tía, no  está  consignado  el  Jurado,  en  cuyo  caso  no  sé 
para  qué  exigís  cuando  sea  necesario  suspenderlo,  que 
al  mismo  tiempo  se  aplique  ese  artículo  constitucio- 
nal que,  según  dice  su  mismo  texto,  solo  en  circuns- 
tancias urgentes  y solemnes  debe  aplicarse  y enton- 
ces con  (odas  las  solemnidades  propias  y que  lleva 
consigo  la  suspensión  de  las  garantías  constitucio- 
nales. 

Pero  es  más;  yo  entiendo  que  esta  nota,  que  esta 
condición  y esta  exigencia  es  contra  el  mismo  art.  17 
que  se  invoca,  y cuya  aplicación  se  reclama,  pues  en 
ese  mismo  artículo  se  consigna  en  uno  de  sus  párra- 
fos, que  en  ningún  caso,  entiéndanlo  bien  los  señores 
Diputados,  se  suspenderán  más  garantías  que  las  ex- 
presadas en  el  primer  párrafo  de  este  artículo.  Es  así 
que  el  Jurado  no  es,  ni  está  comprendido  en  las  ga- 
rantías señaladas  en  el  primer  párrafo  de  ese  artícu- 
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lo;  luego  no  puede,  con  arreglo  a la  Constitución,  sus- 
penderse como  tal. 

Creo,  pues,  que  en  cualquieia  de  los  dos  extremos 
que  abarca  la  diferencia  que  separa  el  dictamen  de  la 
Comisión  del  proyecto  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  no  solo  no  tiene  un  apoyo  y un  fundamento 
verdaderamente  atendible,  sino  que,  por  el  contrario, 
está  en  oposición  tanto  con  los  principios  de  la  admi- 
nistración de  justicia  y con  las  más  elementales  no- 
ciones de  lo  que  deben  ser  las  facultades  del  Poder 
para  amparar  y defender  el  órden  público  en  los  mo- 
mentos en  que  pueda  peligrar,  cuanto  con  el  texto  de 
la  Constitución,  que  dice  que  en  ningún  caso  podrán 
suspenderse  más  garantías  que  las  consignadas  en  el 
párrafo  l.°  del  art.  17,  en  cuyo  párrafo  no  está  con- 
signada la  garantía  del  Jurado. 

i Ah,  señores!  Al  examinar  detenidamente  el  sen- 
tido que  informa  esto;  al  ver  esa  desconfianza,  y al 
verme  obligado  por  esta  contradicción,  por  este  sen- 
tido y por  esta  desconfianza  a tener  que  hacer  esta 
protesta  que  estoy  haciendo,  sintiendo  molestar  con 
ella  la  atención  del  Congreso,  á mí  se  me  ocurría  que 
hacía  falta  no  una  ley  para  la  suspensión  del  Jurado; 
pero  sí  en  lugar  de  esta  ley  que  vosotros  pedís  para 
que  esa  suspensión  se  verifique  en  los  casos  que  la 
necesidad  lo  reclame,  yo  entiendo  que  lo  que  hace 
falta,  lo  que  sí  deberíamos  pedir,  es  que  el  Jurado  no 
llegase  á ser  ley. 

El  Sr.  PACHECO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  PACHECO:  Señores  Diputados,  como  en 
realidad  el  Sr.  Marqués  de  Vadillo  no  ha  hecho  otra 
cosa  al  sostener  su  enmienda  que  formular  una  pro- 
testa contra  lo  que  S.  S.  cree  tendencia  peligrosa  de 
esta  disposición  especial  de  la  ley  del  Jurado,  la  Comi- 
sión entiende  que  le  basta  para  llenar  sus  deberes,  con 
oponer  á esa  protesta  breves  afirmaciones. 

Desde  luego  no  atribuye  fuerza  ni  eficacia  de  nin- 
guna especie  á la  indicación  hecha  por  S.  S.  con  tanta 
Insistencia  respecto  de  que  lo  que  S.  S.  propone  venía 
propuesto  en  el  proyecto  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia.  No  es  este  el  único  caso  en  que  la  Comisión 
ha  modificado  los  términos  del  proyecto  del  Sr.  Mi- 
nistro; pero  tanto  en  éste,  como  en  los  demás,  la  Co- 
misión ha  introducido  esas  variaciones,  de  acuerdo 
con  el  Sr.  Ministro  y con  el  Gobierno  de  S.  M.;  de 
manera  que  habiendo  coincidido  la  Comisión,  el  se- 
ñor Ministro  y el  Gobierno,  en  los  términos  de  este 
dictámen,  queda  resuelta  la  contradicción  hallada  por 
S.  S.  No  existe  la  contradicción;  lo  mismo  el  Sr.  Mi- 
nistro, que  el  Gobierno,  que  la  Comisión  y que  la 
mayoría,  han  meditado  sobre  el  asunto  y han  encon- 
trado que  eran  preferibles  los  términos  que  en  defi- 
nitiva se  han  propuesto  á la  consideración  del  Con- 
greso. 

Tampoco  encuentra  la  Comisión  suficientemente 
explicado  y demostrado  en  las  palabras  del  Sr.  Mar- 
qués de  Vadillo  lo  que  S.  S.  ha  dicho  de  que  este 
cambio  en  los  términos  de  la  primera  disposición  es- 
pecial del  Jurado,  significa  el  triunfo  de  una  tenden- 
cia peligrosa. 

Su  señoría  podía  haber  demostrado,  si  realmente 
cree  en  ellos,  qué  peligros  son  esos  á que  en  su  con- 
cepto debiera  ponerse  un  dique  con  los  términos  que 
S.  S.  nos  aconsejaba  aceptar  para  redactar  esta  dis- 
posición especial  primera,  y S.  S.  no  lia  hecho  nada 
de  esto:  S.  S.  ha  venido  á consignar,  en  términos  va- 


gos, sin  precisar  ni  afirmar  nada  concreto,  ese  temor 
de  que  la  redacción  que  nosotros  hemos  encontrado 
preferible,  significara  el  triunfo  de  una  tendencia  pe- 
ligrosa. Sus  palabras,  en  este  punto,  no  exigen  ma- 
yor respuesta. 

Y poco  más  tengo  que  decir.  Realmente,  el  pre- 
ferir á la  antigua  redacción  la  que  hemos  sometido 
al  Congreso  se  debe  á una  consideración  que  S.  S.  no 
ha  rebatido.  Es  posible  suspender  la  ley  del  Jurado 
por  uno  de  dos  motivos,  ó por  un  motivo  real  y ver- 
dadero que  arranque  de  la  necesidad  de  corregir  de- 
fectos evidentes  de  la  administración  de  justicia  ó 
por  un  mero  propósito  político,  corno  ha  sucedido  en 
otra  ocasión,  y lo  que  se  ha  tratado  de  hacer  con* esta 
forma  dada  á la  disposición  especial  primera,  ha  sido 
impedir  que  en  ningún  caso,  por  un  mero  propósito 
político  injustificado,  se  acuerde,  gubernativamente, 
la  suspensión  del  Jurado,  y en  cambio  se  ha  procu- 
rado dar  medios  para  que.  si  circunstancias  sérias  y 
formalmente  examinadas  aconsejan  que  total  ó par- 
cialmente se  suspenda  el  Jurado,  sea  posible  atender 
á esta  necesidad. 

Nosotros  no  habríamos  tenido  miedo  alguno  á esa 
suspensión  ni  á que  viniera  en  ningún  caso  por  mero 
propósito  político,  si  hubiéramos  visto  que  todos  los 
Sres.  Diputados  de  la  minoría  conservadora,  al  com- 
batir este  dictámen,  lo  hacían  inspirándose  en  el  es- 
píritu ámpiio  y conciliador  que  inspiró  el  discurso 
del  Sr.  Silvela;  pero  como  hemos  visto  en  la  mayor 
parte  de  los  casos  discursos  de  oposición  intransigente 
y ciega,  liemos  creido  que  conviene  mantener  este 
artículo,  porque  quizá  en  el  porvenir  haya  necesidad 
de  poner  trabas  á la  realización  de  ese  propósi  lo  político. 

No  tengo  más  que  decir. 

Ei  Sr.  Marqués  del  VADILLO:  Pido  la  palabra 
para  rectificar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Marqués  del  vadillo:  Mucho  me  holgara 
yo,  Sr.  Pachooo,  de  poder  defender  mi  enmienda  y 
discutir,  no  ya  con  las  mismas  formas  oratorias,  pero 
sí  con  el  mismo  criterio  que  el  Sr.  Silvela.  Si  para 
convencer  á S.  S.  es  preciso  tener  las  (lotes  (le  mi 
elocuente  amigo,  en  este  caso,  es  muy  difícil  conven- 
cer á S.  S.:  pero  yo  creo  quf3  por  mucha  que  sea  la 
habilidad  del  Sr.  Pacheco,  esta  habilidad  no  habrá  de 
llegar  hasta  el  imposible  de  poner  en  contradicción 
el  criterio  del  Sr.  Silvela  con  el  de  los  demás  Dipu- 
tados conservadores  que  hemos  tomado  parte  en  esLe 
debate.  Si  ei  sentido  del  Sr.  Silvela  es  ámpiio  y en  eso 
estriba  la  admisión  de  la  enmienda,  puede  tranquili- 
zarse la  conciencia  de  8.  S.  y desde  luego  aceptarla, 
en  la  seguridad  de  que  el  criterio  de  todos  nosotros 
es  el  mismo. 

Por  lo  demás,  ¿qué  me  ha  dicho  ei  Sr.  Pacheco  en 
la  primera  parte  de  su  contestación?  lia  dicho  que  la 
contradicción  de  que  yo  hablaba  no  existia.  Permíta 
me  el  Sr.  P¿icheco  que  yo  le  recuerde  un  refrán  vul- 
gar: que  cuando  uno  no  quiere,  dos  no  riñen.  Si  pen- 
saba de  un  modo  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia 
y de  otro  modo  la  Comisión,  desde  el  punto  y hora  en 
que  uno  de  los  dos  cede  y se  deja  convencer,  desapa- 
rece la  contradicción,  como  podrían  desaparecer  todas 
las  contradicciones  de  la  vida.  Pero  esto  no  quiere 
decir  que  no  haya  Oposición  de  términos  entre  lo  con- 
signado en  el  proyecto  de  ley  y lo  consignado  en  el 
dictámen,  que  es  lo  que  yo  decia,  y lo  que  creo  que 
lia  quedado  demostrado. 
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En  cuanto  á que  mi  proposición  ó enmienda  está 
concebida  en  términos  vagos,  tengo  que  decir  á S.  8. 
que  son  los  mismos  términos,  que  no  liav  diferencia 
esencial  alguna  entre  esta  enmienda  y la  presentada 
en  el  Senado  por  el  Sr.  Bilvela,  aceptada  con  una  sola 
moditicacion  por  aquella  Comisión  que  presidió  el 
Sr.  Alonso  Colmenares  al  discutirse  el  proyecto  del 
Sr.  Homero  Girón,  cuya  amplitud  de  criterio  no  creo 
que  sea  inferior  á ia  amplitud  de  criterio  de  esta  Co- 
misión, y á la  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia. 
Porque,  ¿qué  pido  yo  en  esta  enmienda  y qué  es  lo 
que  en  aquella  otra  se  pedia?  Que  el  Gobierno  pueda 
suspender  el  Jurado  por  acuerdo  del  Consejo  de  Mi- 
nistros cuando  lo  estime  oportuno,  bajo  su  responsa- 
bilidad, pero  habiendo  de  responder  de  su  acuerdo 
ante  el  Parlamento.  Pues  esto  basta;  lo  que  nosotros 
queremos  es  que  no  se  pongan  cortapisas  y dificulta- 
des, como,  por  ejemplo,  la  de  ser  necesaria  una  ley 
bocha  en  Córtes  para  cada  caso  especial  en  que  haya 
que  suspender  el  Jurado,  porque  nosotros  creemos 
que  para  administrar  justicia,  el  Poder  está  y debe 
estar  siempre  facultado,  sin  necesidad  de  presentar 
leyes  á cada  momento.  Esta  es  la  diferencia  que  nos 
separa.  ¿Cuál  de  estos  dos  criterios  es  más  ámplio, 
el  de  la  Comisión,  que  desconfía,  ó el  nuestro  que  se 
inspira  en  ose  alto  y superior  sentirlo  de  justicia?  He 
terminado.» 

Leida  por  segunda  vez  la  disposición,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  lomaba  en  consideración,  el  acuerdo 
dei  Congreso  fué  negativo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  debate  sobre  la  l.R 
de  las  disposiciones  especiales. 

EISr.  Pedregal  tiene  la  palabra,  primero  en  contra. 

El  Sr.  PEDREGAL:  Señores  Diputados,  la  mino- 
ría conservadora  no  se  conforma  con  la  concesión 
que  le  hacéis  en  ia  disposición  primera  especial  del 
proyecto  de  Jurado.  Esta  minoría,  en  cuyo  nombre 
tengo  la  honra  de  dirigir  la  palabra  al  Congreso,  en- 
tiende que  la  suspensión  dei  Jurado,  ó la  autorización 
que  concedéis  al  Gobierno  para  suspender  el  Jurado, 
siempre  que  lo  tenga  por  conveniente,  es,  ni  más  ni 
ménos,  que  la  negación  de  los  principios  con  Lanía 
elocuencia  expresados -por  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  y por  los  individuos  de  la  Comisión,  en  apoyo 
de  la  institución.  Habéis  dicho  una  y mil  veces,  com- 
batiendo la  impugnación  que  con  tanta  insistencia  hi- 
cieron los  conservadores,  que  la  institución  del  Ju- 
rado es  una  necesidad  para  la  administración  recta 
de  justicia  en  lo  criminal;  consideráis  que  es  una  ne- 
cesidad para  el  procesado:  para  el  procesado  que  ha 
de  tener  confianza  en  el  tribunal  que  le  juzga,  y que 
lia  de  encontrar  en  ese  tribunal  una  garantía,  la  ex- 
presión germina  de  la  justicia;  que  ha  de  encontrar 
en  el  tribunal  un  escudo  contra  todo  linaje  de  pasio- 
nes, contra  1a  arbitrariedad  del  Poder,  si  la  arbitra- 
riedad del  Poder  se  pusiese  en  juego,  igualmente  que 
contra  la  pasión  política,  si  de  la  pasión  política  pu- 
diera ser  víctima  el  procesado. 

Vosotros  consideráis  que  ia  institución  dei  Jura- 
do es  una  necesidad  para  que  el  derecho  encarne  en 
las  entrañas  de  la  sociedad;  para  que  se  compenetren 
la  administración  de  justicia  y el  sentimiento  popu- 
lar. El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  con  elo- 
cuencia inimitable,  ha  proclamado  el  principio  del 
Mlf-govarnmcnt,  aplicado  á la  administración  de  jus- 
ticia, por  medio  del  Jurado.  Es  de  absoluta  necesidad 
que,  así  corno  en  la  formación  de  las  leyes  y en  la 


administración  pública,  interviene  el  pueblo  con  ma- 
yores ó menores  limitaciones,  así  también  en  la  ad- 
ministración de  justicia  intervenga  el  pueblo;  esto  es 
lo  que  significa  el  $elf- government  de  los  modernos 
tiempos;  esto  es  lo  que  exige  la  doctrina  democráti- 
ca, que  vosotros  profesáis,  sosteniendo  el  Jurado  con 
principios  radicales.  Nosotros,  con  nuestro  silencio, 
hemos  apoyado  el  proyecto;  nosotros  hemos  demos- 
trado con  nuestra  sobriedad,  al  tomar  parte  en  el 
debate,  que  aceptábamos  los  principios  que  habéis  ex- 
puesto, si  bien  no  siempre  desenvueltos  con  la  largue- 
za que  era  de  esperar,  después  de  haber  proclamado  el 
&clf-governmen.t  en  la  administración  de  justicia.  Nues- 
tra conformidad  no  contenia  reservas,  en  cuanto  á la 
aprobación  del  Jurado;  pero,  .al  encontrarnos  frente  á 
la  facultad  del  Gobierno  para  suspender  el  Jurado,  os 
declaramos  que  desconocéis  los  principios  que  habéis 
proclamado,  y que  ponéis  en  gravísimo  peligro  la  ins- 
titución que  creáis. 

No  hay  nada  parecido  en  el  Jurado  de  Inglaterra, 
ni  en  el  de  Escocia,  ni  en  el  de  los  Estados-Unidos; 
nada  hay  que  se  le  parezca  en  Alemania,  en  Francia 
ni  en  Italia.  Habéis  ido  á buscar  el  aditamento  de  la 
suspensión  en  el  país  de  menores  simpatías  con  las 
tradiciones  del  Jurado;  en  Austria,  en  la  ley  de  1873, 
que  no  ha  sido  imitada  en  ninguna  otra  ley,  con  ser 
muchas  las  que  desde  entonces  se  han  publicado  en 
diferentes  países. 

No  lo  habéis  meditado  bastante,  vosotros  los  que 
proclamáis  como  verdad  fundamental  la  independen- 
cia recíproca  entre  los  diversos  Poderes;  vosotros,  que 
pretendéis  mantener  el  equilibrio  entre  los  distintos 
Poderes  del  Estado.  Dais  gran  predominio  al  Gobierno 
sobre  el  poder  que  tiene  á su  cargo  la  administración 
de  justicia  y ese  predominio  será  muy  perturbador. 
Cada  institución  responded  un  fin  determinado,  y nin- 
guna otra  institución  puede  tener  la  misma  compe- 
tencia que  la  institución  propia  para  realizar  los  fines 
que  á ella  están  encomendados. 

¿Con  qué  derecho  viene  el  Gobierno  á censurar  los 
actos  de  una  institución  de  justicia;  á declarar  si  pro- 
cede bien  ó mal,  en  determinado  momento;  si  convie- 
ne ó no,  suspender  el  ejercicio  de  sus  funciones;  si 
son  acertados  ó no  los  veredictos;  si  realiza  bien  ó 
mal  los  fines  que  le  están  encomendados?  ¿No  compren- 
déis que  esto  producirá  grave  perturbación  entre  los 
distintos  Poderes  del  Estado?  ¿No  veis  que  sometéis 
la  administración  de  justicia  á los  intereses  del  Go- 
bierno, que  ante  todo  son  intereses  y propósitos  po- 
líticos? 

Esto  no  lo  habéis  encontrado  en  ningún  pueblo 
verdaderamente  liberal;  es  un  procedimiento  que  ha- 
béis ido  á buscar  en  un  país,  cuyas  instituciones  difie- 
ren mucho  de  las  nuestras;  y de  ahí  el  que,  al  conce- 
der una  autorización  tan  peligrosa  como  esta  de  la 
suspensión  del  Jurado,  por  disposición  del  Gobierno, 
llevéis  ai  proyecto  del  Jurarlo  nada  ménos  que  el  gér- 
men  que  habrá  de  ser  causa  de  su  ruina,  ó do  su  des- 
consideración por  lo  ménos. 

«Guando  se  produzcan  hechos,  dice  esta  disposi- 
ción, que  hagan  necesaria  la  suspensión  dei  juicio  por 
jurados,  para  asegurar  la  administración  recta  y des- 
embarazada de  la  justicia,  etc.»  ¿Y  quién  juzga  do 
esto?  ¿Qué  clase  de  hechos  lian  de  ser  estos?  ¿Se  trata 
de  aquellos  hechos  graves  y trascendentales  que  dan 
lugar  á la  suspensión  de  las  garantías  constituciona- 
les, que  motivan  el  estado  de  guerra,  en  definitiva,  v 
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crean  una  situación  anormal  en  el  país?  Para  este  caso  Es  una  disposición,  la  primera  de  las  especiales, 
Leneis  la  ley  de  órden  público  y los  tribunales  excep-  que  no  debéis  sostener;  debieran  la  Comisión  y el  Go- 
cionales.  ¿Se  trata  de  hechos  que,  independientemente  ! bienio  volver  sobre  sus  pasos,  porque  tal  cual  está 
de  lo  que  pueda  ocurrir  en  circunstancias  anormales,  ■ redactada  esta  disposición,  arbitrariamente,  sin  mo- 
aprecie  el  Gobierno  según  sus  propias  opiniones,  se-  tivo,  sin  razón  y sin  responsabilidad,  puede  el  Go- 
gun  la  estimación  en  que  tenga  al  Jurado;  de  he-  bienio  suspender  el  Jurado. 


chos,  en  fin,  que  pueda  apreciar  el  Gobierno  sin  suje- 
tarse á límite  ni  regla  alguna?  En  este  caso,  sometéis 
por  completo  la  institución  del  Jurado  al  capricho  de 
un  Gobierno,  y los  conservadores  mañana  podrán  sus- 
pender el  Jurado  sencillamente,  porque  estimen  que 
sus  veredictos  no  se  ajustan  á la  realidad  de  las  cosas; 
que  no  son  bastante  severos;  que  dejan  desamparada 
la  sociedad,  usando  ese  tecnicismo  que  suelen  emplear, 
para  constituirse  en  defensores  de  los  derechos  del 
Estado,  prescindiendo  algunas  veces  de  los  derechos 
de  la  humanidad,  que  son  siempre  superiores  á los  del 
Estado  mismo. 

Para  adoptar  una  disposición  tan  grave,  era  noce 
sario  que  se  determinase  algo  más  concreto  como 
causa  ó motivo  de  la  suspensión  del  Jurado.  No  basta 
que  ocurran  hechos,  que  á juicio  de  un  Gobierno, 
cualesquiera  que  sean  las  ideas  que  del  Jurado  ten- 
ga, justifiquen  la  suspencion:  es  necesario  dar  á esta 
insti lucion,  si  queréis  revestirla  de  prestigio,  más  es- 
tabilidad; hacer  de  modo  que  realmente  constituya 
una  defensa  de  la  sociedad,  y que  esté  defendida  por 
sí  misma:  entregarla  del  modo  que  la  entregáis,  al 
desvalimiento,  es  gravísimo,  cuando  se  trata  de  una 
institución  que  por  primera  vez,  ó si  no  por  primera 
vez,  ahora  como  cosa  nueva,  se  establece  en  el  país. 
Ya  que  está  probada  en  países  extranjeros,  y las  en- 
señanzas del  extranjero  algo  han  de  valer;  ya  que  ha 
dado  pruebas  de  vitalidad;  ya  que  es  una  necesidad 
del  self  goverament  de  los  pueblos;  ya  que  es  una  de 
las  manifestaciones  de  la  moderna  civilización,  defen- 
dedla contra  sus  adversarios;  dadle  condiciones  de 
vida  propia,  y no  la  pongáis  á merced  de  Gobiernos 
que  puedan  ser,  y serán,  sus  adversarios. 

Si  Imbiérais  puerto  limitaciones  al  ejercicio  de 
esa  facultad,  ménos  malo,  ya  que  estáis  dispuestos  á 
conceder  y más  conceder  á los  conservadores,  ¿fin 
de  que  os  admitan  instituciones  democráticas;  pero 
abandonarles  por  completo  la  institución  misma,  sin 
defensa  de  ninguna  clase,  es  muy  peligroso,  es  muy 
imprevisor.  ¿Y  hasta  qué  puntó  abandonáis  Ja  insti- 
tución dei  Jurado  á un  Gobierno  que  puede  serle  ad- 
verso? Dais  esas  facultades  al  Gobierno,  aun  estando 
abiertas  las  Cortes;  le  concedéis  facultades  á un  Go- 
bierno para  suspender  el  Jurado,  sin  acudir  al  voto 
de  las  Córtes;  no  tiene  necesidad  el  Gobierno  para 
suspender  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  una  insti- 
tución fundamental  para  la  existencia  de  la  justicia, 
según  vuestras  propias  declaraciones;  no  tiene  nece- 
sidad el  Gobierno,  estando  reunidas  las  Córtes,  de  so 
meter  el  caso  á su  deliberación.  ¿Qué  abandono  es 
este  que  hacéis  de,  la  institución  que  vosotros  ha- 
béis estimado,  y estimáis,  como  fundamental  para  la 
administración  de  la  justicia  criminal?  ¿Pues  qué,  tan 
urgen  Le  puede  ser,  ó ha  de  ser,  la  suspensión  del  Jura- 
do, que  ni  tiempo  dais  para  consultar  á las  Córtes, 
encontrándose  estas  abiertas?  ¿Tanto  os  ciegan  los  in- 
tereses llamados  conservadores,  que  desde  el  momento 
eu  que  se  encuentran  alarmados,  les  entregáis  como 
víctima  propiciatoria  el  Jurado,  sin  temor  á que  caiga 
sobre  él,  como  sombra  de  desprestigio,  la  desestima- 
ción de  todo  el  mundo? 


Es  singular,  señores,  que  siempre  que  pensáis  en 
el  planteamiento  de  una  institución  liberal  ó demo- 
crática, adoptáis  principios  aceptados  por  nosotros, 
aceptados  por  todos  los  hombres  de  ideas  liberales,  y 
á lo  mejor  caéis  en  un  abismo,  como  sucedió  con  la 
ley  de  asociaciones,  al  tratar  del  domicilio,  y corno 
sucede  ahora  con  el  proyecto  dei  Jurado,  ai  tratar  de 
la  suspensión,  que  no  existe  en  ninguua  ley,  sino  en 
la  austríaca,  y la  aceptáis  Agravándola,  porque  cuan- 
do está  abierto  el  Reichsrath,  es  necesario  acudir  á 
éi  antes  de  la  suspensión.  El  Gobierno  podrá  acordar 
la  suspensión  desde  luego,  por  término  de  un  año,  y 
será  menester  venir  á las  Córtes  con  una  proposición, 
que  sea  una  especie  de  voto  de  censura,  para  que  se 
alce  la  suspensión.  Todos  vosotros  sabéis  perfecta- 
mente lo  que  es  censurar  á un  Gobierno,  ponerse  en 
abierta  oposición  con  su  política. 

Parece  que  hay  una  confusión  de  ideas  en  esto  de 
suspender  el  Jurado  que  yo  no  me  explico  bien.  El 
Jurado  no  es  un  derecho;  el  Jurado  es  en  sí  una  insti- 
tución, y los  fi nes  que  realiza  tienen  por  objeto  garan- 
tizar el  derecho;  el  Jurado  no  puede  encontrarse  nun- 
ca en  las  mismas  condiciones  que  los  derechos  indi- 
viduales, sujetos  á suspensión,  por  razones  de  órden 
publico;  el  Jurado  se  establece  para  la  defensa  de  la 
sociedad  y de  toda  clase  de  derechos;  el  Jurado  es  una 
institución  que  ha  de  subsistir,  si  tiene  fuerza  propia, 
aúnen  los  tiempos  de  grandes  perturbaciones:  en- 
tonces es  cuando  más  se  necesita  que  haya  perfecta 
seguridad  de  que  se  administre  justicia,  de  que  las 
pasiones  políticas  no  atropellarán  á los  individuos  y 
de  que  el  escudo  de  los  tribunales  cubrirá  la  cabeza 
de  los  acusados  para  que  no  se  ensañe  en  ellos  el  es- 
píritu de  persecuciou  de  los  Gobiernos.  ¿Cómo,  pues, 
concedéis  á los  Gobiernos  la  facultad  de  suspender  el 
Jurado,  cuando  este  tiene  por  misión  especial  prote- 
ger á los  individuos  contra  las  persecuciones  del  Go- 
bierno, contra  las  pasiones  políticas  y contra  todo  li- 
naje de  persecuciones?  La  institución  que  es  garantía 
de  la  justicia  no  se  suspende  jamás,  sino  cuando  sea 
materialmente  imposible  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes. ¿Hay  entre  nosotros  alguna  ley  que  autorice  la 
suspensión  de  los  Ayuntamientos,  que  autorice  la 
suspensión  de  las  Diputaciones,  que  suspenda  la  re- 
unión de  las  CórLes,  porque  ocurran  hechos  anormales 
en  el  país,  ó porque  se  perturbe  la  paz  pública?  ¿No  es 
enronres  cuando  más  se  necesita  del  prestigio  de  esas 
Corporaciones?  Pues  lo  mismo  sucede  con  el  Jurado, 
que  es  la  justicia  del  sentimiento  popular,  que  es  el 
self-government , que  es  la  confianza  que  el  pueblo 
tiene  en  que  la  administración  de  justicia  ha  de  ejer- 
cerse con  toda  energía  para  absolver  á los  inocentes 
y para  juzgar  á los  perturbadores  de  la  paz  pública. 
Establecéis  cierta  relación  entre  la  suspensión  del  Ju- 
rado y la  suspensión  de  las  garantías;  la  dais  en  vues- 
tro artículo  por  supuesta;  funcionan  los  tribunales 
libremente;  administran  justicia  las  Audiencias  que 
deben  entender  en  los  delitos  sometidos  ai  Jurado, 
pues  establecéis  de  una  manera  terminante  que  los 
jueces  de  derecho  seguirán  entendiendo  en  todas  las 
causas  sometidas  al  Jurado.  De  manera  que  no  son 
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los  tribunales  excepcionales,  no  son  los  tribunales  de 
guerra  los  que  funcionan;  ni  se  trata  de  delitos  de 
traición  y de  rebelión,  ni  de  hechos  que  comprometen 
la  paz  pública,  ó que  hayan  de  someterse  á un  pro- 
cedimiento rápido  en  un  tribunal  especial,  para  que 
el  escarmiento  ejerza  su  acción  en  la  imaginación  cíe 
los  pueblos.  No;  dais  por  sentado  que  continúan  ejer- 
ciendo sus  funciones  los  tribunales  ordinarios;  que 
las  Audiencias  de  lo  criminal  han  de  fallar  las  causas 
mismas  que  ahora  sometéis  al  Jurado;  dais  por  sen- 
tado que  no  es  tal  la  gravedad  de  los  hechos  que  sea 
necesario  colocarse  en  actitud  de  defensa  contra  los 
perturbadores  del  orden  público. 

Y si  esto  dais  por  sentado,  si  esto  dais  por  su- 
puesto, ¿cómo  habíais  de  que  el  Jurado  tiene  por  base 
firmísima  el  senlimiento  popular,  el  self-goverment , 
y que  tiene  por  fin  primario  la  defensa  del  ¡nocente 
contra  las  asechanzas  de  los  Poderes  y de  toda  cla- 
se de  pasiones?  Estáis  en  contradicción  con  vos- 
otros mismos;  no  puedo  deciros  otra  cosa,  porque  os 
l'altaria  y me  faltaría  también  á mí  mismo.  Levan- 
tais  el  Jurado  á la  altura  en  que  se  le  debe  colocar; 
reconozco  qne  permanecéis  en  el  firme  propósito  de 
dar  á esta  institución  la  importaucia  que  merece,  la 
importancia  fundamental  que  se  le  da  en  los  pueblos 
modernos,  y sin  embargo,  autorizáis  la  suspensión  del 
mismo  por  razones  asaz  livianas.  Aun  autorizándola, 
nunca  deberíais  hacerlo  sino  por  razones  muy  gra- 
ves, por  hechos  trascendentales,  por  efecto  de  pertur- 
baciones, que,  además  de  ponerlo  lodo  en  peligro,  hi- 
cieran imposible  de  hecho  la  continuación  del  Jurado. 

Cuando  esto  no  sucede  y un  Gobierno,  acaso  por 
desafección,  acaso  para  desprestigiar  el  Jurado,  acuer- 
da la  suspensión  fundándose  en  que  se  pertúrbala  paz 
del  país;  si  un  Gobierno  liega  á decretar  la  suspensión 
lo  hará  contra  vuestros  propósitos;  pefo  lo  hará  sin 
conculcar  la  ley,  autorizado  por  la  ley , sin  incurrir 
por  ello  en  responsabilidad. 

En  los  más  terribles  dias  de  la  revolución  inglesa, 
de  la  reacción  de  los  Estuardos,  cuando  más  pertur- 
bada estaba  la  paz  pública,  ¿en  dónde  encontraron 
amparo  los  inocentes  (no  siempre,  es  verdad,  lo  encon 
traron  cuando  los  Estuardos  mandabanf,  dónde  encon- 
traron amparo  contra  las  arbitrariedades  del  Poder? 
¿Qué  escudo  tuvieron  contra  las  persecuciones  que 
sobre  ellos  se  desataron?  El  Jurado  filé  su  escudo,  filé 
su  ángel  tutelar;  el  Jurado  los  protegió,  porque  les 
protegíala  Nación  inglesa.  El  Jurado  es  siempre  en- 
carnación de  los  sentimientos  populares;  el  Jurado 
es  siempre  expresión  de  la  voluntad  popular;  y si  esto 
no  fuese  así,  no  sería  una  verdad  lo  que  tantas  veces 
proclamásteis  desde  esos  bancos;  esto  es,  que  el  self- 
government  se  realiza  en  la  administración  de  jus- 
ticia, mediante  la  institución  del  Jurado.  Si  esto  es 
verdad,  y nunca  hay  menester  de  mayor  protección 
para  el  inocente  que  en  los  pueblos  perturbados, 
¿cómo  autorizáis  con  tanta  facilidad  la  suspensión 
del  Jurado?  ¿Cómo  entregáis  el  Jurado  á un  Gobierno 
enemigo?  ¿Cómo  entregáis  á ios  perseguidos  por  las 
pasiones  políticas,  á los  perseguidos  por  los  Poderes 
públicos;  cómo  los  entregáis  á un  tribunal  que  será 
de  excepción  desde  ei  momento  en  que  se  suspenda 
el  Jurado;  á un  tribunal  que  no  merecerá  la  confianza 
pública,  por  lo  mismoque  vosotros  habéis  dicho  en  esta 
discusión;  á un  tribunal  qne  no  será  el  ordinario  por 
la  razón  de  que  en  tiempos  ordinarios  será  el  Jurado 
el  encargado  de  juzgar  tales  delitos?  ¿No  veis  que  de 


lina  parte  desautorizáis  á los  tribunales  de  derecho 
para  juzgar  ciertos  delitos,  y que,  por  otra  parte, 
quitáis  al  Jurado  el  prestigio  que  necesita  para  re- 
solver todas  las  cuestiones,  en  cualesquiera  tiempos, 
como  tribunal  que  protege  la  inocencia  y castiga  al 
culpable  con  severidad,  como  ha  sucedido  en  todos 
los  tiempos,  porque  severo  ha  sido  siempre  el  Jurado 
contra  los  que  sin  razón  y sin  motivo  lian  perturbado 
el  órden  público?  ¿No  veis  que  de  esta  manera  vais 
contra  vuestros  mismos  propósitos,  porque  de  una 
parte  desautorizáis  á los  tribunales  de  derecho,  y de 
otra  parte  mermáis  mucho  el  prestigio,  de  que  tiene 
menester  el  Jurado?  Reserváis  para  los  tiempos  difí- 
ciles lo  que  prodríamos  llamar  una  justicia  dismi- 
nuida. ¿No  deciarais  que  la  mejor  de  las  justicias  es 
la  que  administra  el  Jurado?  ¿No  decís  que  los  jueces 
de  derecho,  por  sus  hábitos,  por  sus  estudios,  por  su 
alejamiento  de  la  sociedad,  por  no  estar  diariamente 
confundidos  en  la  vida  activa  de  los  negocios,  no  pue- 
den apreciar  los  hechos  ni  juzgar  el  valor  de  las  prue^ 
has,  de  igual  manera  que  juzga  el  que  anda  revuelto 
en  los  negocios  de  la  vida  á todas  horas?  ¿No  es  esta 
una  de  las  razones  fundamentales  que  teneis,  y que 
dan  todos  los  partidarios  del  Jurado,  para  preferir  á 
los  jueces  de  hecho  en  la  apreciación  de  los  hechos, 
reservando  á los  jueces  de  derecho  la  aplicación  de 
la  ley,  con  lo  cual  se  realza  más  la  dignidad  del  juz- 
gador? Pues  si  esto  es  fundamental,  si  esto  ha  de  existir 
en  todo  tiempo,  cualesquiera  que  sean  las  circunstan- 
cias y los  cambios  que  se  realicen  en  el  órden  social, 
¿no  habrá  de  quedar  privado  ei  Jurado  de  las  condi- 
ciones esenciales  que  debe  tener,  sin  que  lleguen  á 
recobrar  los  tribunales  de  derecho  otras  que  les  ne- 
gáis ahora?  ¿Cómo  pretendéis  que  el  juez  de  derecho 
juzgue  sin  el  auxilio  del  juez  de  hecho;  que  la  justi- 
cia se  administre  á medias;  que  se  ponga  en  peligro 
la  inocencia,  y que  acaso  no  se  repriman  tan  eficaz- 
mente como  debieran  reprimirse  los  delitos  cometidos 
contra  la  paz  pública  y contra  Los  derechos  indivi- 
' duales? 

No  es  mi  propósito  prolongar  esta  discusión.  He 
tomado  la  palabra  con  la  desconfianza  de  que  no  ha- 
bíais de  escucharme;  pero,  sí,  con  la  íntima  convic- 
ción de  que  ejecutáis  una  mala  obra,  porque  ponéis  en 
peligro  la  institución  misma  que  creáis;  porque  ia 
entregeia  á vuestros  adversarios:  os  declaro  que  esta 
disposición  primera  especial  es  La  negación  clara  y 
terminante  de  la  institución  del  Jurado;  negáis  sus 
principios  fundamentales;  desconfiáis  de  su  eficacia, 
porque  no  la  consideráis  apta  para  la  administración 
de  justicia  en  cualesquiera  tiempos  y circunstancias. 
Si  luviérais  confianza  en  el  Jurado,  si  lo  que  habéis 
proclamado  en  esta  discusión , que  es  para  vosotros 
una  convicción  honrada,  lo  reconozco,  lo  praticáseis 
en  la  realidad,  os  penetraríais  de  que  con  esta  dispo- 
sición especial  primera  de  las  que  consignáis  en  vues- 
tro proyecto,  entregáis  á vuestros  enemigos  una  de 
las  instituciones  fundamentales  de  la  democracia,  una 
de  aquellas  que  más  necesita  este  pueblo,  una  de  las 
que  más  habrán  de  contribuir  á que  se  fortalezca  el 
sentimiento  público  y á que  se  identifique  con  la  ad- 
ministración de  justicia.  Seguramente  suprimiríais, 
señores  de  la  Comisión,  las  facultades  que  concedéis 
al  Gobierno  para  decretar  la  suspensión,  porque  es  in- 
dudable que  comprometéis  vuestra  misma  obra,  y la 
nuestra,  que,  al  fin  y al  cabo  lo  es,  por  el  hecho  de 
haberla  defendido  mucho  tiempo  y de  ser  lo  que  cons- 
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tantcmente  hemos  pedido  para  nuestro  país,  sintiendo 
verla  ahora  desvirtuada  y desmoralizada  con  la  pri- 
mera de  vuestras  disposiciones  especiales. 

Basta  lo  que  os  de  dicho,  en  son  de  protesta,  que 
hace,  por  mis  labios,  esta  minoría  republicana.  De 
los  males  que  puedan  sobrevenir  al  Jurado,  por  vir- 
tud de  esta  disposición,  que  desde  luego  os  asegura- 
mos han  de  ser  muy  grandes,  vosotros  sereis  los  res- 
ponsables. En  su  dia  os  pediremos  estrecha  cuenta; 
por  hoy  dejamos  hecha  nuestra  protesta. 

El  Sr.  PACHECO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PBESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  PACHECO:  Señores  Diputados,  cualquiera 
que  desconociendo  los  antecedentes  de  este  debate 
hubiera  oido  las  calurosas  palabras  de  mi  respetable 
y querido  amigo  el  Sr.  Pedregal,  combatiendo  el  ar- 
ticulo adicional  que  se  discute,  habría  podido  creer 
que  se  estaba  tratando  de  un  proyecto  de  ley  de  su- 
presión del  Jurado.  Y no  es  esto  ciertamente,  porque 
lo  que  nosotros  os  proponemos  en  esta  disposición  es- 
pecial no  tiene  el  alcance  ni  la  importancia  que  le  ha 
dado  S.  S.,  ni  es  tampoco  tan  peligroso  como  S.  S.  ha 
supuesto.  Lo  que  hay  es,  que  se  atiende  con  esta  dis- 
posición especial  á una  necesidad  de  gobierno  en  la 
forma  peculiar  y característica  que  exigea  las  doctri- 
nas de  esta  mayoría.  Por  eso  frente  á la  manera  de 
atender  á esa  necesidad  de  gobierno,  so  levanta  de  una 
parte  la  protesta  del  Sr.  Marqués  del  Vadillo,  y de 
otra  la  del  Sr.  Pedregal,  conceptuando  el  Sr.  Marqués 
del  Vadillo  que  nosotros  no  hacemos  todo  lo  necesario 
para  que  el  Gobierno  pueda  funcionar  libre  y desem- 
barazadamente, y afirmando  el  Sr.  Pedregal  que  nos- 
otros hacemos  mucho  más  de  lo  necesario,  y que  en- 
tregamos, ó poco  menos,  la  institución  á las  iras  de 
sus  más  apasionados  adversarios. 

Ni  lo  uno,  ni  lo  otro  es  exacto.  Tampoco  lo  es,  se- 
ñores Diputados,  que  la  idea  de  la  suspensión  en  sí 
misma  sea  inaplicable  á una  institución  como  el  Ju- 
rado, porque  no  es  exacto  que  en  tiempos  perturbados 
y revueltos  se  suspendan  solo  los  derechos  políticos 
y los  derechos  individuales.  Se  suspenden  también 
procedimientos,  y por  eso  en  tiempos  perturbados  y 
revueltos  en  que  imperan  las  leves  excepcionales  pasa 
la  competencia  de  los  delitos  de  uno  á otro  tribunal. 
Pues  si  en  tiempos  perturbados  y en  circunstancias 
excepcionales,  porque  solo  en  circunstancias  excep- 
cionales ha  de  aplicarse  esta  disposición  especial,  su- 
cede esto  mismo  respecto  del  Jurado,  hay  que  conve- 
nir en  que  concurren  aquí  análogas  circunstancias  á 
las  que  determinan  en  todos  los  pueblos  de  Europa  y 
en  el  nuestro,  conforme  á la  ley  fundamental  y d la 
de  órden  público,  un  cambio  de  procedimientos. 

Esto  en  cuanto  d la  suspensión  misma.  En  cuanto 
d la  suspensión,  tal  como  la  presenta  el  artículo  adi- 
cional que  estamos  discutiendo,  pocas  palabras  tengo 
también  que  decir.  No  es  exacto,  Sres.  Diputados,  y 
yo  llamo  la  atención  del  Sr.  Pedregal  acerca  de  los 
términos  en  que  ha  combatido  esta  disposición  para 
que  S.  S.  se  fije,  porque  S.  S.,  por  más  que  sea  muy 
plausible  su  conducta,  dado  el  amor  que  tiene  al  .Tu- 
rado, no  ha  visto  con  claridad  lo  que  se  propone  en 
esta  disposición  adicional;  llamo  la  atención  de  S.  S. 
acerca  de  que  no  es  exacto  que  la  suspensión  esté  por 
completo  al  arbitrio  del  Gobierno.  ¿Qué  ha  de  serlo? 
Basta  con  leer  I03  términos  del  artículo  adicional.  Ni 
es  exacto  tampoco  que  la  suspensión  nazca  de  la  su- 
puesta Mea  de  que  nosotros  creemos  que  el  Gobierno 


tiene  como  un  derecho  á censurar  y corregir  los  ve- 
redictos. No  es  así.  El  Gobierno  no  tiene  derecho  á 
censurar  ni  corregir  los  veredictos,  ni  á proceder 
contra  el  Jurado  por  sus  sentencias,  cualesquiera 
que  sean  estas;  el  Gobierno  no  tiene  derecho  á oponer- 
se á los  veredictos  ni  á las  sentencias;  lo  que  hay  es 
que  el  Gobierno,  para  cumplir  su  deber  y la  misión 
que  todos  le  reconocemos,  puede  verse  en  la  necesi- 
dad de  proponer  determinadas  reformas  cuando  un 
determinado  estado  social  se  lo  aconseja;  así  es  que 
este  Gobierno  lia  traído  el  procedimiento  del  Jurado, 
no  porque  censure  las  sentencias  de  los  tribunales  de 
derecho,  sino  porque  las  condiciones  sociales  del  mo- 
mento exigen  un  cambio  profundo  en  la  organización 
de  los  tribunales  de  justicia.  Pues  de  la  misma  ma- 
nera, determinadas  condiciones  sociales,  temporales 
y transitorias,  pueden  exigir  un  cambio  temporal  y 
transitorio  en  la  manera  de  administrar  justicia  en 
una  localidad  determinada. 

El  Gobierno,  que  es  el  representante  de  las  fuer- 
zas sociales,  el  Gobierno  que  es  el  encargado  de  ejer- 
cer esta  alta  iniciativa,  apreciará  el  momento  en  que 
crea  que  hayan  llegado  esas  circunstancias  excepcio- 
nales, y hará  uso  discreto  de  las  facultades  que  se  le 
conceden  para  atender  á lo  que  exijan  las  necesidades 
sociales.  ¿Pero  en  qué  términos?  ¿És  que  el  Gobierno 
puede  en  absoluto  y sin  limitación  de  ninguna  espe- 
cie suspender  la  existencia  del  Jurado  en  todo  el  te- 
rritorio de  la  Monarquía,  ni  siquiera  en  una  gran  parte 
de  él?  ¿Es  que  el  Gobierno  puede  suspender  la  institu- 
ción del  Jurado  por  tiempo  indefinido?  No,  Sres.  Dipu- 
tados. El  Gobierno  no  puede  suspender  la  institución 
del  Jurado  más  que  en  dos  provincias,  y no  por  todos 
los  delitos,  porque  si  lo  hace  en  más  de  dos  ó en  una 
sola  por  lo  que  loca  á la  competencia  de  todos  los  de- 
litos, entonces  ya  necesita  estarautorizado  poruña  ley 
pai'a  verificarlo.  Creo  que  aquí  no  se  ha  de  discutir  el 
caso  de  la  suspensión  de  garantías  constitucionales, 
porque  este  es  verdaderamente  un  caso  de  fuerza  ma- 
yor. Asi  lo  entiende,  por  lo  ménos,  la  Comisión,  y cree 
que  por  el  mero  hecho  de  la  suspensión  de  garantías, 
por  el  mero  hecho  del  conjunto  de  circunstancias  que 
puedan  aconsejar  esa  suspensión  de  garantías,  reali- 
zada con  arreglo  á lo  que  determina  la  Constitución, 
podría  estar  justificada  la  suspensión,  en  parte  á lo 
ménos,  del  Jurado.  Y prescindiendo  de  este  caso,  son 
tales  las  limitaciones  que  se  han  puesto  en  el  artículo 
adicional,  que  real  y verdaderamente  el  Gobierno  no 
podrá  hacer  más  que  atender  á lo  que  la  Comisión 
desea,  que  es  atender,  en  el  caso  que  esas  circuns- 
tancias se  presenten,  á esa  necesidad  local,  circuns- 
crita, concreta,  urgente,  que  no  le  permita  llevar  el 
asunto  á las  Cortes,  y haga  necesaria  una  medida 
gubernativa,  á fin  do  que  resulte  satisfecha  esa  ne- 
cesidad. 

Por  consiguiente,  nosotros  creemos  que  el  artícu- 
lo debe  mantenerse  tal  como  está  redactado;  porque 
según  está  redactado,  no  es  aplicable  más  que  en 
casos  graves,  de  extraordinaria  gravedad;  porque  des- 
pués de  todo,  el  mismo  Sr.  Pedregal  no  ha  podido 
negar  en  absoluto  la  oportunidad  y conveniencia  de 
que  el  Jurado  pueda  suspenderse  alguna  vez,  y ha  re- 
conocido, aunque  de  una  manera  vaga  é indetermi- 
nada, que  puede  haber  casos  y circunstancias  en  las 
cuales  sea  necesaria  la  suspensión  del  Jurado.  Pues 
nos  hemos  referido  á ese  caso.  ¿Están  abiertas  las 
Górtes?  Pues  ollas  resolverán.  ¿No  están  abiertas,  y 
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hay  circunstancias  extraordinarias?  Pues  el  Gobierno 
debe  estar  revestido  de  facultades  para  atender  á esa 
necesidad  urgente,  mientras  las  Cortes  se  reúnan. 
Nosotros  creemos,  pues,  que  en  los  términos  en  que 
está  redactado  el  artículo,  se  atiende  á esa  necesidad; 
y hemos  puesto  todas  esas  trabas  y limitaciones  que 
el  Sr.  Pedregal  no  ha  reconocido  y en  que  no  se  ha 
fijado  bien,  precisamente  para  impedir  que,  por  mero 
propósito  político  ó por  enemistad  á la  iustitucion, 
pudiera  venir  un  Ministerio  á destruir  nuestra  obra. 
Creemos  que,  al  encontrarnos  en  la  situación  equidis- 
tante de  los  extremos  políticos  en  que  nos  pone  este 
debate,  creemos,  digo,  en  conciencia,  haber  cumplido 
nuestra  misión  y haber  satisfecho  las  necesidades  po- 
líticas que  esta  Comisión  aquí  representa,  que  son  las 
del  programa  del  partido  liberal.  (Bien-,  bien,  en  la 
mayor  la.) 

El  Sr.  PEDREGAL:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  8.  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  PEDREGAL:  Me  interesa  tan  solo  rectifi- 
car una  equivocada  apreciación  de  mi  queridísimo 
amigo  el  Sr.  Pacheco.  No  he  dado  yo  por  supuesto 
que  el  Gobierno  pudiera  suspender  el  Jurado,  sino 
que  podria  reconocer  la  imposibilidad  de  que,  en  mo- 
mentos determinados,  funcionase  el  Jurado.  No  es  sus- 
pensión del  Jurado  la  declaración  de  estado  de  guerra, 
con  sus  tribunales  especiales  que  son  los  Consejos  do 
guerra,  con  lo  cual  quedan  los  tribunales  ordinarios 
privados  del  conocimiento  de  ciertos  delitos.  La  insti- 
tución subsiste,  pero  á su  lado  se  levanta  un  Lribunal 
excepcional,  extraordinario,  que  conoce  de  determi- 
nados delitos;  mas  no  por  eso  se  suspende  el  tribunal 
ordinario.  No  puedo  admitir  de  ninguna  manera,  ni 
en  buenos  principios  cabe  sostener,  que  se  suspenda 
la  vida  de  una  institución;  se  suspenden  los  derechos 
individuales,  pero  no  la  /ida  de  una  institución;  por- 
que todas  ellas,  desde  la  primera  hasta  la  última,  tie- 
nen por  misión  esencial  la  defensa,  la  protección  de 
los  derechos,  del  órden  público,  de  las  cosas  más  san- 
tas en  la  sociedad.  O responde  ó no  responde  á esos 
tiñes  la  institución  del  Jurado;  si  responde,  no  cabe 
suspensión  en  tiempo  alguno;  si  no  responde,  no  debe 
establecerse  esa  institución.  He  dicho.» 

No  habiendo  ningún  otro  Sr.  Diputado  que  pidiera 
la  palabra  en  contra,  y hecha  la  pregunta  de  si  se 
aprobaba,  se  pidió  por  competente  número  de  señores 
Diputados  que  la  votación  fuera  nominal;  verificada 
ésta,  Lo  quedó  aquélla  por  88  votos  contra  2 1 , en  la 
forma  siguiente: 

Señores  que  dijeron  sí: 

Arias  de  Miranda. 

Sagasta  (I).  Práxedes  Maleo). 

Alonso  Martínez  (D.  Manuel). 

Calbeton. 

Ansaldo. 

Vázquez. 

Grande* 

Valle. 

Martinoz  del  Campo. 

Groizard. 

Garijo  Lara. 

Bas. 

Manteca. 

Rodrigues  Correa. 


Martínez  Luna. 

Martin  Bernal. 

Castroserna  (Marqués  de). 
Sánchez  Pastor. 

Testor. 

Rodríguez  Balista. 

Vilianueva. 

Pardo  Balmoute. 

Suarez  Inclán. 

Ochando  (D.  Federico). 

Gómez  Marín. 

Reina  y Montilla. 

Cañaniaque. 

González  Blanco* 

Vega  de  Ai-mijo  (Marqués  de  la). 
Bendaña  (Marqués  de). 

Parra. 

Recio. 

Florcs-Dávila  (Marqués  de). 

Alba. 

Vior. 

Garnica. 

An  Loquera. 

Solo. 

Guerrero. 

Maura. 

Rosell. 

Pacheco. 

Diaz  Moreu. 

Montejo. 

García  Alix. 

San  tana. 

Aparicio  (D.  Luis). 

Ruiz  García  de  Ilita. 

García  Lomas. 

López  (D.  Cayo). 

Rosch  y Serrahima. 

TiOpez  Pelegrin. 

Córdoba. 

Busheli. 

Escavias. 

García  Benito. 

Navarro  Oehoteco. 

Calvo. 

Tevcrga  (Marqués  de). 

Badarán. 

Prieto  de  la  Torre. 

Martínez  Asenjo. 

Perreras. 

García  de  la  Riega. 

Lamas. 

Alvarcz  Gapra. 

Canalejas. 

Betegon. 

Sánchez  Guerra. 

Valdeterrazo  (Marqués  de). 
Xiquena  (Conde  de). 

Mellado. 

Sagasta  (D.  Primitivo). 

La  Cadena. 

Muñoz  Chaves. 

Hernández  Prieta. 

Benayas. 

Delgado  (D.  Luis). 

Perez  (D.  Sebastian). 

Perojo. 

Bernabé  y Soler. 
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Oriol. 

Airando. 

Gamazo  (D.  TVifiuo). 

Ruiz  Gapdepon. 

Enriquez. 

Alcalá  del  Olmo. 

Sr.  Presidente. 

Total,  88. 

Señores  que  dijeron  no: 

Basclga. 

Muro. 

Maissonnave. 

Prieto  y Caules. 

Becerro  de  Bengoa. 

Al  varado. 

Villalba  Hervás. 

Cepeda. 

Celleruelo. 

Azcárate. 

Pedregal. 

Labra. 

Terry. 

Moutilla. 

Bergamin. 

Vizcarroudo. 

Montoro. 

Fernandez  de  Castro. 

Figueroa. 

Castilla. 

Portuondo. 

Total,  21. 

Se  leyó  la  2.H  disposición  especial,  y no  habiendo 
quien  pidiera  la  palabra  en  contra,  se  puso  á vota- 
ción, y fué  aprobada  en  esta  forma: 

«2.a  Se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  Ai.  para  adoptar 
las  disposiciones  necesarias  al  planteamiento  del  Tri- 
bunal del  Jurado  y ejecución  de  la  presente  ley.» 

Se  leyó  la  última  disposición  especial  (ó  sea  la  3.a), 
que  decía: 

«3.a  A los  jurados  que  antes  de  terminar  las  sesio- 
nes de  cada  período  lo  soliciten,  se  les  abonarán  die- 
tas por  el  tiempo  que  hubieran  permanecido  necesa- 
riamente fuera  de  su  habitual  residencia  para  asistir 
á las  reuniones  del  Tribunal.  Los  jurados  que  tengan 
su  residencia  en  el  lugar  donde  se  celebren  las  sesio- 
nes, podrán  reclamar  dietas  solo  por  el  tiempo  que 
hubiesen  durado  sus  funciones  efectivas. 

Las  dietas  para  unos  y otros  jurados  serán  fija- 
das, así  como  la  manera  de  abonarlas,  por  Real  de- 
creto, en  términos  que  según  las  circunstancias  loca- 
les, no  excedan  de  la  estricta  indemnización  de  los 
gastos  indispensables  para  cumplir  los  deberes  del 
cargo  de  jurados. 

También  se  regularán  por  el  Gobierno  las  dietas 
qu“  hayan  de  percibir  los  jueces  de  derecho  cuando 
las  sesiones  se  celebren  fuera  de  la  residencia  ordina- 
ria del  Tribunal.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Hay  una 
enmienda  del  Sr.  Cánovas  del  Castillo,  que  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  la  siguiente  enmienda  al  dictámen  de  la 
Comisión  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  estable- 


cimiento del  juicio  por  jurados  para  determinados  de- 
litos: 

D ispasicio nes  espee iales . 

«Se  suprimirá  en  el  dictámen  la  tercera  de  las 
mencionadas  disposiciones.» 

Palacio  del  Congreso  21  de  Abril  de  1887.=An- 
tonio  Cánovas  del  Castillo.=El  Vizconde  de  Campo- 
Grande.=G.  El  Conde  de  Toreno.=Francisco  Silvela. 
Javier  Los  Arcos.=Alejandro  Pidal  y Mon.=Antonio 
Camaclio  del  Rivero. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  manifestará 
si  acepta  ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  Liene  el  sentimiento 
de  no  poder  aceptarla. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Vizconde  de  Campo- 
Grande  tiene  la  palabra,  como  uno  de  los  firmantes, 
para  defenderla. 

El  Sr.  Vizconde  de  CAMPO-GRANDE:  Señores 
Diputados,  esta  discusión  toca  á su  término.  Los 
vencidos  os  saludan;  y no  solo  os  saludan,  sino  que 
os  desean  un  grande  éxito  en  la  aplicación  de  esta  ley 
en  ventaja  del  país,  y si  así  fuera,  nosotros  la  cum- 
pliríamos de  uua  manera  leal,  á pesar  de  las  sospe- 
chas salidas  de  ciertos  bancos.  La  ley  ha  terminado; 
discutida  está  en  sus  122  artículos,  y ahora  solo  tra- 
tamos de  algunas  disposiciones  especiales  de  la  ley 
misma.  Podemos  decir  que  tenéis  ya  vuestras  esplen- 
dideces políticas;  voy  á hablaros  algo  de  las  esplen- 
dideces económicas,  y al  hablaros  de  esto  voy  á ser 
ministerial  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  por- 
que los  bancos  ministeriales  de  mi  querido  amigo  no 
están  allí  donde  parece  que  d únan  estar  (Señalando 
la  derecha  de  la  mayoría ),  están  aquí,  sobre  todo  des- 
pués que  se  lia  volado  el  art.  l.°  de  la  ley.  Todos  nues- 
tros discursos  tienden  á reponer  las  cosas  al  estado 
en  que  las  traía  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia 
antes  de  esa  evolución  democrática  por  la  cual  le  can- 
taba un  cortés  trágala  mi  elocuente  paisano  el  señor 
Pedregal;  evolución  democrática,  señores,  á que  fué 
llevado  nada  menos  que  por  el  Sr.  Maura,  una  espe- 
ranza de  las  ideas  conservadoras. 

La  enmienda  que  he  presentado  tiene  dos  partes. 
La  una  se  reitere  á las  dietas  de  los  magistrados;  la 
otra  á las  dietas  de  los  jurados;  y voy  á ver  cómo 
hago  desaparecer  estas  últimas,  porque  para  mí  es 
triste  que  venga  á ser  el  Jurado  un  origen  de  gran 
gasto,  cuando  acaso  pudiera  ser  origen  de  renta; 
porque  si  hubiérais  propuesto  la  redenciou  á metáli- 
co, entonces  hubiera  producido  mucho,  y aquellos 
que  deseamos  el  aumento  de  los  ingresos,  hubiéra- 
mos obtenido  con  esto  un  gran  triunfo.  Después  de 
todo,  esto  no  tendría  nada  de  particular,  puesto  que 
consideráis  el  ser  jurado  como  una  carga,  y las  car- 
gas pueden  redimirse.  En  Inglaterra  el  estar  excusa- 
de  de  ser  jurado,  se  considera  como  un  privilegio, 
porque  la  ley  inglesa,  la  última  sobre  todo,  dice: 
«Están  exentos  de  ser  jurados  tales  y tales  catego- 
rías y todos  los  demás  que  disfruten  de  este  privile- 
gio.» Y tan  lo  consideran  privilegio,  que  la  ciudad  de 
Windsor  tiene  corno  privilegio  el  que  sus  habitantes 
no  tengan  que  pertenecer  á ciertos  jurados. 

Pero  vamos  á la  cuestión  económica,  ya  que  vos- 
otros no  quisisteis  hacer  del  Jurado  un  origen  de 
renta. 

El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  con  la  segu- 
ridad dogmática  y absoluta  propia  del  génio  y de  la 
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convicción  coa  que  profesa  todas  sus  opiniones,  mien- 
tras las  profesa,  liabia  determinado,  según  dice  el 
preámbulo  del  proyecto  de  ley,  que  no  hubiese  lo  que 
llamaba,  con  cierta  ironía,  tribunales  ambulantes,  es 
decir,  que  los  tribunales  del  Jurado  se  reuniesen  allí 
donde  existen  las  Audiencias,  y lo  decia  en  la  si- 
guiente forma: 

«Permitiendo  la  vigente  organización  de  tribuna- 
les que  el  Jurado  se  reúna  lijamente  en  las  poblacio- 
nes donde  se  hallan  establecidas  las  Audiencias  de  lo 
criminal  y las  Salas  respectivas  de  las  territoriales, 
no  se  autoriza  su  constitución  fuera  de  ellas,  á fin  de 
cortar  los  inconvenientes  de  los  tribunales  ambu- 
lantes.» 

De  esta  manera  no  era  necesario  establecer  dietas 
para  los  magistrados.  Pero  la  Comisión,  que  consi- 
dera necesarios  los  tribunales  ambulantes,  como  el 
Sr.  Ministro  cede  siempre,  lo  ha  consignado  así  en  el 
dictámen,  y de  aquí  viene  la  necesidad  del  gasto  de 
las  dietas  para  los  magistrados.  Por  consiguiente, 
como  yo  creí  que  prevalecería  la  opinión  del  Sr.  Mi- 
nistro, opinión  que  sostuve  cuando  se  discutió  el  ar- 
tículo l.°,  escribí  en  esta  enmienda  que  no  se  conce- 


dieran dietas  á ios  magistrados;  pero  como  esta 
opinión  no  ha  prevalecido,  y como  siempre  me  rindo 
á la  evidencia,  digo  que  habiendo  de  haber  tribuna- 
les ambulantes,  son  necesarias  las  dietas;  es  decir,  el 
resarcimiento  de  los  gastos  que  tienen  que  hacer  los 
magistrados  cuando  se  hallan  ambulantes,  según  la 
expresión  del  Sr.  Ministro;  porque  si  bien  nosotros 
nos  oponemos  en  los  presupuestos  á todo  aumento  de 
sueldo,  aun  á aquellos  que  se  llaman  justos,  precisa- 
mente porque  á los  injustos  todo  el  mundo  se  opone, 
no  nos  oponemos,  sin  embargo,  á este  resarcimiento 
de  gastos  indispensables. 

¿Cuánto  va  á importar  el  gasto  de  las  dietas  á los 
magistrados,  gasto  al  que  ya  hoy  no  me  opongo?  Pues 
según  un  estado  que  tengo  aquí  de  lo  que  se  gastó 
en  el  año  económico  de  1873  á 74,  estado  de  que  os 
hago  gracia,  pero  que  entregaré  á los  señores  taquí- 
grafos para  que  lo  inserten  en  el  Extracto  oficial  y en 
el  Diario  de  las  Sesiones)  este  gasto  es  de  31 1.793  pe- 
setas, al  cual  hay  que  añadir  otros  gastos  como  el  de 
alquiler  de  locales  y todas  las  demás  consecuencias 
que  ha  de  traer  el  establecimiento  del  Jurado.  A este 
gasto  lome  opongo. 


Sobresueldos  devengados  por  los  magistrados  que  lian  constituido  las  secciones  de  distintas  Audien- 
cias para  componer  el  Tribunal  del  Jurado  fuera  de  la  capital  de  éstas  durante  el  año  económico 
de  1873-74. 


AUDIENCIAS. 

Trimestre  i.® 
Pesetas. 

Trimestre  2.° 
Pesetas. 

Trimestre  3.° 
Pesetas. 

Trimestre  *t.° 
resetas. 

TOTALES. 

Pesetas. 

Albacete 

2.000 

6.300 

9.100 

10.100 

27.500 

Barcelona 

1.300 

5.600 

6.600 

5.000 

18.500 

Burgos 

3.100 

2.800 

2.800 

6.000 

14.700 

Jáceres • • • 

5.120 

6.800 

10.400 

4.600 

26.920 

Coruña 

6.350 

5.200 

7.200 

8.500 

27.250 

Granada 

800 

4.000 

16.975 

1 1.100 

32.875 

Madrid 

1 1.600 

5.000 

15.375 

10.900 

42.875 

Oviedo 

No  funcionó 

No  funcionó 

1.300 

3.000 

4.300 

Palma 

Idem. 

800 

3.400 

1.800 

6.000 

Palmas 

Idem. 

4.200 

2.800 

No  l'uncionó 

7.000 

Pamplona 

Idem. 

No  funcionó 

No  l'uncionó 

11.100 

11.100 

Sevilla 

1.730 

6.300 

9.450 

5.925 

23.425 

Valencia 

2.000 

2.675 

7.100 

3.300 

15.675 

Valladoiid 

5.000  1 

7.300 

11.100 

7.800 

3 1 .200 

2.800 

3.200 

9.650 

6.825 

22.475 

Totales 

42.420 

60.175 

113.250 

95.950 

311.795 

Pero  vamos  á ver  el  otro  gasto.  El  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia  liabia  establecido  con  mucha 
previsión  en  el  proyecto  un  artículo,  según  el  cual 
pueden  excusarse  de  ser  jurados  «los  que  necesiten 
del  trabajo  manual  diario  para  ganar  un  salario  con 
que  atender  á su  subsistencia,»  cosa  muy  natural  y 
justa  y que  aceptó  la  Comisión  para  evitar  aquellos 
conocidos  jurados  de  otro  tiempo  que  se  llamaban  ju- 
rados pordioseros,  y para  que  muchos  alcaldes  no  se 
viesen  en  la  precisión  en  que  se  vió  el  de  Lucena, 
cuando  el  Jurado  estaba  establecido,  de  disponer  que 
en  el  hospital  del  pueblo  se  diera  una  sopa  á los  se- 
ñores jurados,  cosa  que  consta  en  los  informes  de  las 
Audiencias. 

Pero  la  Comisión  no  se  contenta  con  que  pudieran 
excusarse  y dice  en  su  espíritu  democrático:  voy  á 
buscar  la  maneja  de  que  no  se  excusen.  ¿Cómo?  Pues 


haciéndoles  ganar  un  jornal,  que  probablemente  será 
mucho  mayor  del  que  habrían  de  ganar  de  otro  modo, 
con  lo  cual  se  corre  el  riesgo  dé  establecer  una  especie 
de  industria  que  podríamos  llamar  juradística.  Pero, 
señores,  si  podían  excusarse  esos  que  necesitaban  de 
su  trabajo,  ¿qué  necesidad  hay  de  darles  dinero  para 
que  sean  jurados?  Sobre  todo,  ¿qué  necesidad  hay  de 
dárselo  cuando  la  cantidad  va  á ser  tan  alta  y tan  cons- 
tante? Yo  tengo  un  dato  para  calcular  esta  cantidad. 

En  esas  informaciones  que  nunca  me  cansaré  de 
citar,  porque  podrían  ser  origen  de  discusión  para 
mucho  tiempo,  se  había  preguntado  á las  Audiencias 
cuál  sería  el  gasto  que  resultase  de  conceder  dietas 
á los  jurados.  Estas  Audiencias  contestaron  trece  de 
ellas  minuciosamente,  haciendo  todos  los  cálculos  ne- 
cesarios., según  las  causas  que  había  habido  en  un 
ano,  y dijeron  lo  siguiente: 
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La  Audiencia  de  Barcelona  que  serian  necesarias  en 


aquella  demarcación,  pesetas t . . 200.000 

La  de  Burgos 125.000 

Cáceres 112.500 

Huelva 72.000 

Granada 750.000 

Madrid 108.000 

Las  Palmas 1 00.000 

Palma  de  Mallorca 10.000 


(En  loor  sea  dicho  de  aquellos  hermo- 
sos oasis  mediterráneos,  cuyas  costum- 
bres son  tan  morigeradas,  y que  tan  po- 
cos casos  tienen  decriminalidad;  virtudes 
que  he  podido  admirar  por  la  emigración 
que  tienen  en  Argelia,  donde  son  modelo 
de  colonos,) 


La  de  Oviedo 40.000 

Sevilla 130.000 

Valencia 216.000 

Valladolid 120.000 

Zaragoza 80.000 

Hay  dos  Audiencias  que  no  contestaron  á 
este  punto,  Albacete  y Pamplona;  pero 
calculando  un  término  medio  de  pese- 
tas 100.000  á cada  una,  serán 200.000 


Resultan 2.263.500 


Es  decir  más  de  9 millones  de  reales  que  venís  á 
echar  sobre  nuestro  presupuesto,  hasta  ahora  siem- 
pre triste;  de  hoy  más  completamente  desarreglado 
por  tantos  motivos,  y además  por  este  gasto  perenne 
y constante. 

¿Es  esla  la  manera  de  hacer  simpática  la  institu- 
ción, sobre  todo  cuando  estos  gastos  son  innecesarios 
porque  aquellos  á quienes  se  aplican  las  dietas  pue- 
den excusarse  de  ser  jurados?  De  ninguna  manera. 
Yo  no  sé  cómo  ha  podido  admitirse  esta  novedad  por 
el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia;  según  mis  noti- 
cias ha  sido  así,  á última  hora,  de  prisa  y corriendo; 
y las  cosas  que  se  hacen  de  prisa  y corriendo  nunca 
son  buenas:  díganlo  si  no  los  extractos  de  nuestras 
sesiones  que  publican  los  periódicos  de  la  noche,  en 
los  cuales  generalmente  nos  hacen  decir  lo  contrario 
de  lo  que  hemos  dicho. 

Yo  os  ruego,  por  tanto,  señores  de  la  Comisión, 
que  ya  que  tengáis  esplendideces  políticas  os  dejeis 
de  estas  esplendideces  económicas,  y que  hagais  des- 
aparecer, no  las  dietas  que  se  determinan  para  los 
magistrados,  que  hoy  las  considero  necesarias,  sino 
estos  9 millones  que  se  vau  á entregar  á los  jurados. 

EL  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MAURA:  Todos  los  cálculos,  en  que  se 
funda  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  para  exage- 
rar La  responsabilidad  pecuniaria,  que  se  deriva  de 
oste  artículo  adicional,  son  completamente  infunda- 
dos; porque  la  organización  judicial  es  hoy  completa- 
mente distinta  de  la  de  1872  y 73.  porque  hoy  no  es 
lo  regular,  lo  ordinario,  que  el  tribunal  abandóne  su 
residencia,  y porque  el  dia  en  que  esto  suceda  lo  que 
cuesten  las  dietas  de  los  magistrados  se  ahorrará  en 
h\s  dietas  de  los  jurados,  puesto  que  habrá  notado  su 
señoría  la  diferencia  de  gasto  que  resulta  según  se 


Lrate  de  jurados  que  tengan  ó no  que  abandonar  su 
residencia. 

El  Sr.  Vizcoude  de  Campo-Grande  calcula  lo  que 
pueden  costar  las  dietas  de  I03  jurados  sumando  las 
cantidades,  que  las  Audiencias  en  las  informaciones 
de  1874  pedian  ó calculaban;  pero  no  es  ese  el  ca- 
mino, Sr.  Vizconde.  Nosotros  hemos  hecho  el  cálculo, 
y siento  que,  creyendo  tenerlo  á mano,  me  encuen- 
tro ahora  coa  que  no  lo  tengo;  pero  puedo  asegurar 
á S.  S.,  que  esa  fue  nuestra  primera  preocupación.  Y 
es  muy  fácil  hacer  esa  cuenta,  teniendo  presente  el 
número  de  36  jurados  por  cada  partido  judicial,  y 
calculando,  que  cada  jurado  haya  de  permanecer  en 
el  punto,  donde  se  celebre  el  juicio,  quince  dias;  puedo 
asegurar  á S.  S.,  que  el  gasto  no  excederia  de  un  mi- 
llón de  pesetas,  en  el  supuesto  de  que  todos  pidieran 
las  dietas,  y claro  está  que  no  han  de  pedirlas,  sino 
los  jurados  que  necesiten  de  esa  indenizacion,  que 
en  la  base  del  proyecto  hemos  procurado  reducir  á 
los  límites  más  rigurosos  del  resarcimiento  del  gasto 
que  ocasione  el  cargo. 

Se  abonan  las  dictas  cuaudo  se  piden;  las  dietas 
tienen  que  ser  indemnización  de  los  gastos,  no  del 
trabajo;  y como  el  principio  de  esa  indemnización  no 
se  puede  contradecir,  el  Sr.  Vizconde  de  Campo- 
Grande  no  ha  tratado  de  combatirlo. 

Entiendo,  pues,  que  el  abono  de  esas  dietas  no  ha 
de  representar  un  crecido  gasto,  y como  creemos,  y 
este  es  un  punto  en  que  no  hemos  de  ponernos  de 
acuerdo,  ni  siquiera  he  de  intentarlo,  que  esos  gastos 
han  de  redundar  en  beneficio  de  la  administración  de 
justicia,  siempre  resulta  que  no  habrá  dinero  mejor 
gastado  que  el  que  se  gaste  eu  mejorar  el  más  sagra- 
do, el  más  importante  de  los  oficios  del  Estado. 

El  Sr.  Vizconde  de  CAMPO-GRANDE:  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

Ei  Sr.  Vizconde  de  CAMPO -GRANDE:  Siento  que 
el  Sr.  Maura,  cuya  elocuencia  admiro  por  lo  concisa, 
no  tenga  los  datos  cou  que  pensaba  rebatir  los  míos. 
De  todas  maneras,  deben  ser  datos  extraviados,  pues- 
to que  tan  fácilmente  se  extravían;  y S.  S.  debiera  te.- 
ncr  también  en  cueuta  que  se  abonan  dielas,  no  solo 
á los  jurados  forasteros,  siuo  á los  jurados  del  pue- 
blo donde  el  juicio  tiene  lugar. 

Dice  S.  S.  que  no  las  pedirán.  No  sabe  S.  S.  la  an- 
siedad que  .tiene  el  pobre  de  recibir  esas  indemniza- 
ciones, y el  gusto  que  tiene  el  rico  en  recibir  la  retri- 
bución de  su  propio  trabajo.  En  Inglaterra,  donde 
hay  dietas  que  consisten  en  una  guinea,  en  los  gran- 
des Jurados,  que  es  una  libra  y un  chelín,  unos  105 
reales  de  nuestra  moueda,  se  reciben  por  todas  las 
personas  ricas. 

El  Sr.  MAURA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MAURA:  Se  abonan  dietas  á todos  los  ju- 
rados; pero  hay  que  tener  en  cuenta  una  diferencia. 
Los  que  residen  en  el  lugar  domle  se  constituye  ei 
Jurado  no  pueden  pedirlas  sino  por  los  dias  que  fun- 
cionan en  el  tribunal,  mientras  que  los  otros  tienen 
derecho  á pedir  las  dietas  por  todo  el  tiempo  que  per- 
manezcan fuera  de  su  domicilio,  y esto  constituye  una 
diferencia  notable  en  el  gasto,  porque  siendo  36  los 
jurados,  cada  vez  entrarán  14  á formar  parte  del  tri- 
bunal. 

Los  cálculos  de  la  Comisión  no  están  sujetos  á 
error,  porque  se  conoce  el  número  de  partidos  judi 
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cíales  y el  de  los  jurados  que  habrá;  debiendo,  por 
último,  advertir,  que  las  dietas  son  moderadísimas, 
sobre  lo  cual  entiendo  que  la  disposición  está  redac- 
tada en  términos  que  no  dan  lugar  á duda.  No  ten- 
go más  que  decir.» 

Se  leyó  por  segunda  vez  la  enmienda,  y hecha  la 
pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  el  acuerdo 
del  Congreso  fué  negaativo. 

EL  Si*.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  la 
3.a  disposiciou  especial.» 

No  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  la 
palabra  en  contra,  se  puso  A votación,  y fué  aprobada. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Hay 
otra  disposición  especial  propuesta  por  el  Sr.  Silvela 
(D.  Francisco),  que  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  aprobar  la  siguiente 
disposición  especial  al  proyecto  de  ley  del  Jurado. 

«4.a  La  presente  ley  no  podrá  plantearse  hasta 
que  se  haya  promulgado  la  orgánica  de  los  tribuna- 
les y reformado  el  Código  penal  en  armonía  con  la 
Constitución  del  Estado.» 

Palacio  del  Congreso  5 de  Mayo  de  1887.=Fran- 
cisco  Silvela.  = Manuel  Danvila.  = El  Vizconde  de 
Campo -Grande.=Emilio  de  Alvear.= Alejandro  Pi- 
dal  y Mon.=Santos  de  lsasa.=C.  ElCondedeToreno.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  tiene  ia  pa- 
labra, y dirá  si  admite  ó no  la  disposición. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  siente  el  no  poder 
aceptarla. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Silvela  tiene  la  pa- 
labra para  defender  la  disposición. 

EL  Sr.  SILVELA  (D.  Francisco):  Señores  Diputa- 
dos, por  una  indisposición  del  Sr.  Danvila,  que  era  el 
encargado  de  apoyar  esta  enmienda,  tengo  el  honor 
de  haber  tomado  sobre  mí  el  defenderla  en  breves  pa- 
labras. 

Ya  comprenderá,  desde  luego,  el  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  que  esta  enmienda  tiene  por  prin- 
cipal objeto  consolidar,  por  decirlo  así,  esa  á manera 
de  compromiso  moral  que  lomó  S.  8.  en  una  de  las 
últimas  sesiones  de  esta  larga  discusión,  y que,  sin 
duda  alguna,  está  en  su  pensamiento,  pero  que  á nos- 
otros ha  parecido  indispensable  consignarlo  de  una 
manera  expresa  cu  la  ley,  ó al  ménos  hacer  cuanto 
esté  de  nuestra  parte  para  ello. 

Ya  sabemos  por  el  elocuente  discurso  que  oimos 
do  labios  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  que 
S.  S.  ha  aceptado  la  institución  del  Jurado  como  una 
necesidad  política;  pero  entre  tantas  cosas  como  he- 
mos oido  á S.  S.  ahora  y otras  veces,  lo  que  no  he- 
mos tenido  el  gusto  de  oírle  es  defender  el  Jurado 
como  institución  jurídica;  hasta  aquí  llegaron  las 
complacencias  que  han  podido  obtenerse  de  S.  S. 
Inspirándose  en  sentimientos  patrióticos,  que  han 
ejercido,  bajo  su  punto  de  vista,  presión  irresistible 
sobre  su  ánimo,  se  ha  podido  lograr  que  S.  S.  defien- 
da con  un  criterio  democrático,  que  ciertamente  no 
es  el  suyo,  la  necesidad  política  de  una  reforma  ins- 
pirada en  puntos  de  visla  completamente  extraños  á 
las  necesidades  de  la  administración  de  justicia,  fun- 
dándola en  la  necesidad  de  defender  la  independencia 
de  los  tribunales  de  las  coacciones  del  Poder,  y de 
defender  á los  ciudadanos  de  esas  coacciones  de  los 
tribunales  movidos  y cohibidos  por  el  Gobierno  cen- 
tral; pero  no  hemos  tenido  el  gusto  de  oir  una  sola 
palabra  de  labios  del  Sr.  Ministro  en  pró  de  las  ven- 


tajas, de  los  beneficios,  de  las  mejoras  que  para  la 
administración  de  justicia  pueda  representar  el  Ju- 
rado. 

Abandonando  por  completo,  porque  seria  inopor- 
tuno, y aun  cuando  contara  para  ello  con  la  benevo- 
lencia del  Sr.  PresideuLe  no  lo  baria;  abandonando 
por  completo  el  carácter  de  discusión  general,  y mu- 
cho más  el  aspecto  político  de  la  cuestión,  no  pode- 
mos renunciar,  nos  cuesta  mucho  trabajo  tener  que 
renunciar  á que  esta  reforma  salga  á plaza  entera- 
mente desnuda,  por  decirlo  asi,  de  las  necesidades 
científicas  y jurídicas,  que  para  una  institución  tan 
importante  eran  muy  de  tener  en  cuenta;  y una  de 
ellas,  una  de  las  que  más  saltan  á la  vista,  es  la  falta 
de  órden  lógico  y de  método  racional  en  el  desenvol- 
vimiento del  importantísimo  programa  de  nuestras 
reformas  jurídicas.  Es  esta,  sin  duda  alguna,  una  de 
las  que  más  deben  preocupar  á los  Gobiernos  en 
nuestra  Patria,  porque  por  dificultades  de  la  reali- 
dad, por  accidentes  de  la  política  y por  la  tristísima 
confusión  que  se  lia  establecido  entre  nosotros,  ha- 
ciendo cuestión  de  partido  y de  escuela  lo  que  debiera 
estar  completamente  separado  de  ellas,  como  es  lodo 
lo  que  se  refiere  á la  administración  de  justicia;  por 
estas  consecuencias,  que  sería  muy  prolijo  enumerar, 
es  lo  cierto  que  este  es  uno  de  los  problemas  en  que 
nos  encontramos  en  un  mayor  atraso  efectivo,  siquie- 
ra la  letra  de  las  leyes  y sus  preámbulos  sorprendan 
á las  veces  al  observador  superficial  por  lo  adelantado 
y por  lo  maravilloso  de  las  instituciones  con  que  aquí 
nos  encontramos.  Es  un  sentimiento  que  está  en  el 
corazón  de  todos  nosotros,  por  la  gran  desproporción 
y notoria  desigualdad  que  existe  entre  la  proclama- 
ción de  estos  principios  progresivos,  y los  resultados 
prácticos  y tangibles  que  tocan  los  pueblos  y que 
tocamos  todos  nosotros  en  las  sucesivas  mejoras  de 
la  administración  de  justicia  y en  los  grandes  pro- 
gresos, que  unos  tras  otros  vamos  elaborando  en  la 
Colección  legislativa , pero  de  los  cuales  no  recogen  el 
fruto  que  era  de  desear  los  ciudadanos  todos  de  la 
Nación  española. 

El  problema  es,  pues,  uno  de  los  más  grandes,  de 
los  más  importantes,  de  los  ménos  adelantados,  y debe 
hacernos  reflexionar  sobre  las  dificultades  de  que  es- 
tos progresos  están  adornados,  aun  cuando  no  fuera 
otra  cosa,  el  hecho  elocuentísimo  de  que  desde  los 
propios  bancos  de  esa  Comisión,  y refiriéndose  á uoa 
reforma,  cuya  responsabilidad  es  toda  y exclusiva  del 
partido  liberal,  hayamos  oido,  no  ménos  que  á sil 
digno  presidente,  decir  que  no  se  podía  continuar  ni 
un  dia  más  con  la  administración  de  justicia  en  el 
estado  en  que  boy  se  encuentra;  que  era  preciso  re- 
formarla de  alguna  manera,  y muy  pronto.  Pues  bien; 
si  este  problema  es  real,  efectivo  é importantísimo,  y 
yo  no  niego  ni  esta  realidad,  ni  esta  importancia,  ni 
siquiera  atribuyo  la  exclusiva  responsabilidad  de  todo 
á ningún  partido,  puesto  que  mi  propósito  constante, 
y me  atrevo  á decir  hasta  monótono  por  su  repetición, 
es  que  este  linaje  de  problemas  debiera  separarse  de 
toda  acción  y de  toda  preocupación  del  espíritu  polí- 
tico; si  esto  es  así,  convendría  muchísimo  como  una 
garantía  de  éxito,  que  se  procediera  en  él  con  arreglo 
á los  principios  más  elementales  de  un  método  ra- 
cional. 

Para  mí  el  método  racional  era  que  se  hubiese 
hecho  primero  la  reforma  de  las  leyes  sustantivas,  y 
que  cuando  hubiéramos  tenido  una  legislación  sus- 
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tantiva,  así  en  el  derecho  civil  como  en  el  derecho 
penal,  que  pudiera  representar  la  solución  del  pro- 
blema por  un  largo  periodo  de  tiempo,  se  hubiera  en- 
Lrado  en  la  reforma  y en  el  estudio  de  las  leyes  adje- 
tivas; porque  por  muchos  que  sean  sus  males,  yo  creo 
que  ninguna  legislación  se  debe  reformar  en  un  país 
con  precipitación  de  ninguna  especie,  y que  siempre 
importa  unís  soportar,  aunque  sea  por  mucho  tiempo, 
males  que  á primera  vista  parecen  muy  difíciles  de 
sobrellevar,  que  sustituir  ó pretender  sustituir  aque- 
llos males  con  reformas  ligeras,  no  bien  meditadas, 
que  en  vez  de  corregirlos,  por  lo  común  los  agravan. 

Pero  ya  que  esto  no  se  ha  hecho,  ya  que  la  legis- 
lación sustantiva  ha  permanecido,  cu  cuanto  á la  re- 
forma, en  un  olvido,  ó al  menos,  en  un  órden  secun- 
dario respecto  de  las  reformas  adjetivas,  no  por  otra 
cosa  sino  porque  en  estas  reformas  adjetivas  se  bahía 
hecho  como  cuestión  de  amor  propio  la  institución 
del  Jurado;  ya  que  esto  se  ha  hecho  y ya  que  parece 
asegurado  que  el  Jurado  salga  de  esta  Cámara,  como 
indudablemente  saldrá  de  la  otra,  y por  consiguiente, 
los  compromisos  políticos  est;ín  cumplidos,  fijemos 
en  justo  y debido  tributo  á esa  razón  de  método, 
de  que  al  principio  os  hablaba,  el  orden  lógico  de 
las  reformas  que  a esa  misma  legislación  adjetiva  se 
refieren;  tenga  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia 
fijado  en  la  ley,  como  un  precepto  que  ha  de  estable- 
cer primero  la  reforma  del  Código  penal,  y que  ha  de 
llevar  á cabo  después , lo  que  es  tan  urgente  como 
esto  y tan  importante  que  debe  preceder  ó acompañar, 
cuando  ménos,  al  Jurado,  que  es  la  reforma  de  la  ley 
orgánica  que  lia  de  servir  de  base  para  reformar  la 
administración  de  justicia,  y nuestro  deplorable  sis- 
tema de  ascensos  y nombramientos  en  la  carrera  ju- 
dicial, al  cual,  mientras  no  se  le  ponga  coto  de  una 
manera  definitiva  (y  entiendo  que  se  necesitará  hacer 
una  reforma  no  ménos  vigorosa  que  el  establecimiento 
de  la  escala  cerrada  para  los  ascensos),  mientras  esto 
no  se  haga,  será  imposible  que  haya  confianza  de  que 
las  instituciones  jurídicas  en  nuestro  país  se  reformen 
de  una  manera  permanente;  porque  mientras  que  al 
lado  del  Jurado  existan  magistrados  de  derecho  ador- 
nados de  virtudes  extraordinarias,  tanto  mayores, 
cuanlo  que  están  en  constante  y perenne  lucha  con 
los  incentivos  que  pueden  ejercer  más  influencia  so- 
bre el  corazón  v la  conciencia  de  los  hombres,  mien- 
tras esto  exista,  el  Jurado,  aunque  se  estableciera  en 
un  pueblo  modelo,  así  como  tampoco  ninguna  otra 
institución,  podría  libertarse  de  los  males  inmensos 
que  cada  dia  y en  mayor  escala  han  de  seguirse  ejer- 
ciendo sobre  nuestra  administración  de  justicia,  so- 
metida á una  ley  orgánica  que  hoy  por  hoy  es,  á mi 
entender,  una  de  las  causas  más  eficaces  de  los  males 
que  todos  por  igual  sentimos  y lamentamos. 

Entiendo,  pues,  que  si  se  quiere  rendir  un  tributo 
al  realizar  esta  reforma  á esa  imperiosa  razón  do  mé- 
todo; que  si  se  quiere  siquiera  cubrir  con  un  velo  pu- 
doroso el  carácter  meramente  político  de  esta  gran 
reforma  que  se  introduce  en  nuestra  administración 
de  justicia  y en  nuestro  modo  de  enjuiciar;  que  si  se 
pretende,  ya  que  se  ha  hecho  al  fuego,  como  vulgar- 
mente se  dice,  el  acto  de  dar  satisfacción  á la  exi- 
gencia democrática,  entregándola  este  importantísi- 
mo ramo  de  la  administración  de  justicia,  ya  que  este 
se  ha  hecho,  si  se  quieren  mejorar  algún  tanto  las 
condiciones  en  que  esa  administración  ha  quedado,  y 
el  aspecto  científico,  por  decirlo  así,  de  la.  reforma, 


no  será  posible  resistir  un  precepto  tan  racional,  que 
sin  duda  se  halla  en  el  corazón,  en  la  conciencia  y en 
el  espíritu  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  y de 
los  señores  de  la  Comisión,  que  ni  por  un  momento 
hubieran  pensado  realizar  una  reforma  de  esa  na- 
turaleza en  otro  órden  que  el  que  está  marcado  en 
esta  enmienda,  estableciendo  el  Jurado,  cuando  si- 
quiera, al  pr  opio  tiempo,  se  hubiese  podido  estable- 
cer de  un  modo  definitivo,  como  pueden  establecerse 
definitivamente  las  reformas  en  la  edad  presente,  la 
Organización  de  la  justicia  y el  Código  penal;  siendo 
esto  tanto  más  necesario,  como  ya  tuve  ocasión  de 
decir  el  otro  dia,  cuanto  que  una  de  las  maneras,  ó 
mejor  dicho,  la  única  manera  de  determinar  la  com- 
petencia del  Jurado,  es  la  clasificación  de  los  delitos, 
que  puede  ser,  que  indudablemente  será  modificada 
en  el  nuevo  Código  penal;  y se  dará  el  caso,  verdade- 
ramente lamentable,  de  que  en  una  ley  que  se  publi- 
cará ahora  mismo  ó dentro  de  poco  tiempo,  como  es 
la  ley  del  Jurado,  por  tenerse  que  modificar  al  dia 
siguiente  el  Código  penal  surjan  las  más  graves  cues- 
tiones de  competencia  á causa  de  las  variaciones  que 
en  la  clasificación  y en  la  definición  de  los  delitos  con- 
signe el  nuevo  Código,  diferentes  de  aquellas  que  han 
servido  de  base  para  establecer  la  ley  del  Jurado.  Será, 
pues,  preciso  hacer  inmediatamente  una  reforma;  y 
se  realizará  un  conflicto  verdaderamente  grave,  que 
en  muchos  casos  podrá  producir  verdaderas  cuestio- 
nes de  órden  público,  en  lo  que  se  refiere  al  círculo 
de  acción  de  cada  uno  de  los  Poderes  y de  las  auto- 
ridades encargadas  de  la  administración  de  justicia. 

Pero  dirá  quizá  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, que  con  la  afirmación  que  ya  hizo  y con  la  que 
quizá  haga  hoy,  de  que  estos  son  efectivamente  sus 
propósitos,  y de  que  depende  en  gran  parte  de  la  co- 
operación que  le  presten  las  Cámaras,  el  que  pueda 
publicarse  el  Código  penal  antes  que  la  ley  del  Jura- 
do, y de  que  quizá  ese  Código  penal  se  publique  en 
termino  tan  inmediato,  que  sea  posible  que  en  la  dis- 
cusión de  la  alta  Cámara  se  tengan  en  cuenta  sus 
preceptos;  dirá  S.  S.  que  esta  declaración  debía  bas- 
tarnos, y que  es  pretcnsión  excesiva  el  que  la  con- 
signemos en  una  enmienda.  No  lo  tome  á mala  parte 
el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia;  pero  nosotros, 
estimando  en  mucho  sus  declaraciones  y sus  propó- 
sitos, hemos  creído  que  debíamos  hacer  cuanlo  estu- 
viera de  nuestra  parte,  para  que  de  un  modo  expreso 
y solemne  constara  en  la  ley,  principalmente  en  be- 
neficio de  S.  S.,  porque  según  tuvimos  ocasión  de  oir 
en  el  último  dia,  cuando  S.  S.  pronunció  aquel  dis- 
curso, que  tan  justamente  ha  llamado  la  atención  de 
todos  los  hombres  pensadores,  por  lo  que  hubo  do 
modificarse  en  su  criterio  fundamental,  y por  las  de- 
claraciones que  á este  propósito  consignó  desde  ese 
banco,  si  bien  notamos  esta  modificación  en  su  crite- 
rio, advertimos  como  que  se  acentuaba  una  que  nos- 
otros consideramos  condición  especial  de  S.  S. 

Puso  Nuestro  Señor  Jesucristo  la  prudencia  al 
frente  de  todas  las  virtudes,  como  para  indicar,  como 
dicen  muy  profundos  moralistas,  que  esa  virtud  debía 
informar  á todas  las  demás,  y parécenos  que  S.  S.  ha 
colocado  al  fronte  de  todas  sus  cualidades  la  flexibi- 
lidad, y que  ésta  informa  en  una  medida  verdadera- 
mente excesiva,  así  nos  parece  á nosotros,  todo  el 
resto  de  su  criterio  y de  sus  opiniones,  y esto  hace 
que  sea  tan  difícil  formar  juicio  acerca  de  la  exten- 
sión y del  alcance  de  sus  compromisos  en  esta  mate’ 
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ria;  mucho  más  teniendo  á la  vista  el  ejemplo  que  no 
ha  podido  ménos  de  alarmarnos  de  lo  que  ha  hecho 
S.  S.  con  otras  leyes  importantes,  como  es  el  Código 
penal,  sometido  ya  á nuestra  deliberación.  Cuando 
S.  S.  entiende  que  la  flexibilidad  le  autoriza  para  una 
vez  obtenida  una  transacción  en  una  Cámara,  y con- 
seguido merced  á ella  que  el  resto  del  proyecto  pase 
sin  dificultades  y sin  obstáculos,  tan  pronto  como 
llega  á la  otra  Cámara,  abandonar  el  compromiso  y 
la  transacción,  para  no  defender  aquello  que  parecía 
entregado  á su  resolución  y ásu  voluntad,  y para  dejar, 
como  vulgarmente  se  dice,  aunque  la  expresión  sea 
sumamente  trivial,  en  efecto,  en  medio  del  arroyo, 
aquello  que  con  tanto  entusiasmo  y con  tanta  fe  le 
entregaron,  ó sus  amigos,  ó sus  afines,  ó sus  ad- 
versarios, no  debe  extrañarle  á S.  S.  que  esto  nos  haya 
hecho  creer  que  era  absolutamente  preciso  que  ese 
órden,  que  ese  método,  que  esa  razón  fundamental  en 
lo  que  debe  ser  el  criterio  de  las  reformas  jurídicas, 
tan  importante  para  todos,  se  consigne  de  una  ma- 
nera expresa  en  la  ley,  porque  solo  de  esta  manera, 
podrá  S.  S.  mismo,  que  lo  que  es  de  su  buena  volun- 
tad, yo  ni  por  un  momento  dudo,  podrá  S.  S.  mismo 
defenderse  de  esas  encontradas  fuerzas  que  llevan  su 
alcance  á todos  los  extremos,  aun  á los  más  pequeños 
y á los  más  reducidos,  y que  llegan  á dar  grandes 
batallas  campales,  y no  más  que  sobre  el  órden  en 
que  se  han  de  discutir  los  proyectos  y los  dias  de  la 
semana  en  que  nos  hemos  de  ocupar  aquí  de  unas  ó 
de  otras  cuestiones,  de  las  muchas  que  el  Gobierno 
de  S.  M.  tiene  sometidas  á nuestra  consideración.  Y 
cuando  tantas  luchas  vemos  para  cosas  tan  pequeñas, 
cuando  tantas  flexibilidades  encontramos  sobre  cosas 
tan  graves,  no  extrañará,  como  no  debe  extrañar 
S.  8.,  que  después  de  las  declaraciones  del  último  dia 
y aun  de  las  que  pudiera  hacer  en  este  momento,  as- 
piremos á que  se  consignara  esto  en  la  lev.  lie  dicho. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  lia  empezado  el  Sr.  Silvela  extrañando  que 
yo  me  haya  limitado  en  el  curso  de  este  debate  á sos- 
tener la  importancia  del  Jurado  bajo  el  punto  de  vista 
político,  añadiendo  que  no  me  ha  oido  ni  una  sola  ob- 
servación siquiera  respecto  del  Jurado,  considerado 
como  institución  jurídica.  Y á propósito  de  esto,  ha 
añadido  S.  S.  que  es  siempre  el  paladín  constante  que 
predica  una  separación  absoluta  entre  lo  jurídico  y 
lo  político. 

Yo  he  hablado  ya  varias  veces  sobre  el  Jurado. 
En  1881  y 1882  tuve  ocasión  de  pronunciar  varios 
discursos,  pero  singularmente  uno,  en  que  consideré 
el  Jurado  bajo  todos  sus  aspectos,  y en  la  discusión 
que  ha  tenido  lugar,  he  creído  que  debía  economizar 
á los  Srcs.  Diputados  la  molestia  de  un  examen  mi- 
nucioso, cuando  los  dignos  individuos  de  la  Comisión 
y algunos  de  fuera  de  ella  habían  desempeñado  este 
trabajo  á maravilla. 

En  lo  que  no  estoy  conforme  de  modo  alguno  con 
mi  amigo  particular  y digno  antecesor  el  Sr.  Silvela, 
es  en  la  separación  que  quiere  establecer  entre  lo  po- 
lítico y lo  jurídico.  Porque  después  de  todo,  ¿cree 
S.  S.  que  no  es  jurídico  y político  á un  tiempo  mis- 
mo, el  título  l.°  de  la  Constitución  en  donde  están 
establecidos  los  derechos  de  los  ciudadanos?  Me  pa- 
rece que  la  conjunción  del  órden  jurídico  y del  ór- 


den político  no  puede  ser  más  evidente;  está  en  el  tí- 
tulo l.°de  la  Constitución  de  la  Monarquía.  Y este 
título  i.°  ¿no  corresponde  por  ventura  á varios  títulos 
del  Código  penal,  en  los  cuales  se  establece  sanción 
penal  que  ampara  eficazmente  esos  mismos  derechos 
individuales?  (El  Sr.  Silvela,  pide  la ; palabra.)  Pues  si 
yo  he  sostenido  aquí  hace  pocos  dias,  hablando  de  la 
razón  lliosóíico-histórica  del  Jurado  en  los  tiempos 
modernos;  si  yo  he  sostenido  aquí,  como  he  sostenido 
toda  mi  vida,  que  el  Jurado  bajo  ese  punto  de  vista, 
es  un  antemural  contra  las  invasiones  y los  abusos 
del  Poder;  si  no  hay  institución  alguna  entre  las  que 
ha  ideado  hasta  hoy  la  ciencia,  que  sea  una  garantía 
más  eficaz  para  el  mantenimiento  de  los  derechos  del 
ciudadano,  ¿cómo  se  dice  que  no  he  hablado  ni  poco 
ni  mucho  del  Jurado  como  institución  jurídica?  ¿Oes 
que  no  son  jurídicos  los  derechos  consignados  en  la 
Constitución  del  Estado  y amparados  con  una  sanción 
eficaz  en  varios  títulos  del  Código  penal?  Por  consi- 
guiente, aun  bajo  este  aspecto  me  ha  de  permitir  mi 
amigo  particular  el  Sr.  Silvela  que  no  esté  conforme 
con  su  extraña  teoría. 

El  Sr.  Silvela  se  ha  lamentado  del  desórden  con 
que  aquí  procedemos,  trayendo  reformas  que  lógica- 
mente suponen  otras  reformas  anteriores,  reformas 
parciales  que  no  pueden  producir  resultado  benefi- 
cioso, por  lo  mismo  que  no  se  han  presentado  en  el 
órden  lógico  en  que  debian  presentarse. 

Mi  amigo  el  Sr.  Silvela  se  ha  apresurado  á con- 
signar que  esto  no  era  un  cargo  que  dirigía  ai  par- 
tido liberal,  que  era  de  la  responsabidad  de  todos  los 
Gobiernos.  No  podía  ménos  S.  S.  de  reconocer  esto, 
porque  aun  cuando  no  echemos  una  mirada  á tiem- 
pos remotos,  arrancando  solo  de  la  Restauración  de 
Don  Alfonso  en  el  trono  de  sus  mayores,  es  evidente 
qui  ha  estado  muchísimos  más  anos  en  el  Poder  el 
partido  conservador,  á que  dignamente  pertenece  su 
señoría,  que  el  partido  liberal,  en  cuyas  filas  yo  mili- 
to, y en  todos  esos  años,  ó se  han  traído  reformas  par- 
ciales, no  en  el  órden  lógico  que  S.  S.  dice,  ó no  se 
ha  traido  ninguna,  lo  cual  es  todavía  peor,  porque 
cuando  S.  S.  se  lamentaba  de  que  no  se  habían  hecho 
aquí  progresos,  parecíame  á mí  que  incidía  en  aquel 
error,  del  cual  dijo  ya  un  poeta:  «Cualquier  tiempo 
pasado  fué  mejor.» 

El  Sr.  Silvela  es  todavía  jóven;  yo,  por  mi  desgra- 
cia, soy  bastante  más  viejo  que  S.  S.,  y recuerdo  cuál 
era  el  estado  de  la  legislación  y de  la  administración 
de  justicia  cuando  frecuentaba  las  aulas  y cuando 
empezaba  á ejercer  la  profesión,  y de  entonces  acá 
hay  una  diferencia  inmensa,  un  progreso  que  apenas 
se  puede  medir,  verdaderamente  inconmensurable.  ¿Se 
ha  fijado  bien  el  Sr.  Silvela  en  lo  que  era  la  adminis- 
tración de  justicia  en  este  país  antes  del  reglamento 
provisional  para  la  administración  de  justicia?  ¿Se  ha 
fijado  bien  S.  S.  en  lo  que  era  la  administración  de 
justicia  en  lo  penal  antes  de  la  publicación  del  Códi- 
go de  1848? 

Precisamente,  en  la  discusión  de  la  ley  de  bases 
referí  yo  en  la  oLra  Cámara  un  hecho  cierto,  y que  me 
vais  á permitir  que  recuerde.  Acababa  de  publicarse 
el  Código  penal  de  1848,  y liabia  en  Burgos  un  juez, 
persona  de  mucho  respeto,  que  asistía  conmigo  á una 
representación  en  el  teatro,  porque  tenía  yo  mi  bu- 
taca ai  lado  de  la  suya,  y diciendo  yo  que  era  mala  la 
producción  dramática  que  se  representaba,  me  con- 
testó; pues  yo  conozco  otra  mucho  más  detestable, 
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¿Cuál?  le  repliqué  yo.  El  Código  penal,  repuso;  Antes 
Be  podia  ser  juez;  entraban  los  escribanos  de  turno  á 
darme  cuenta,  y yo  les  pregunLaba:  ¿qué  pena  pide  el 
fiscal?  Ocho  años  de  presidio.  ¿Y  el  defensor?  La  abso- 
lución. ParLía  la  capa  por  mitad,  y todo  estaba  con- 
cluido. Así  se  administraba  la  justicia  en  el  órden  pe- 
nal en  tiempos  en  que  yo  ejercía  ya  la  abogacía. 

Señor  Silvela,  sería  sumamente  cómodo,  muy  fá- 
cil y expedito  y muy  placentero  para  el  Ministro  re- 
formar á un  tiempo  toda  la  legislación  del  país,  si- 
guiendo un  órden  perfectamente  lógico  y científico. 
¡Ah!  pues  si  estuviera  en  mis  manos  el  hacer  eso,  yo 
habria  empezado  por  publicar  el  Código  civil.  Cabal- 
mente sabe  S.  S.  que  ese  es  mi  sueño  dorado,  que  es 
en  mí  casi  una  monomonía.  Y después  del  Código  ci- 
vil, hubiera  publicado  el  Código  penal,-  que  al  cabo 
no  es  más  que  un  Código  sancionador.  Realmente,  en 
el  órden  científico,  el  Código  civil  debe  ir  delante.  Pri- 
mero es  definir  el  derecho  y establecerlo  en  la  ley,  y 
después  darle  una  sanción  penal.  Y habria  hecho  por 
su  órden  las  leyes  adjetivas;  pero  esto  no  se  ha  podi- 
do hacer  por  mil  causas  políticas  é históricas,  y en 
primer  lugar,  porque  no  hay  ningún  Ministro  que 
haga  su  voluntad. 

El  régimen  parlamentario  tiene  inmensas  venta- 
jas, pero  tiene  también  sus  inconvenientes,  y entre 
estos  últimos  está  el  de  la  flexibilidad  que  el  Sr.  Sil- 
vela  me  echa  en  cara.  Pues  qué,  ¿cree  S.  S.  que  las 
Córtes  están  aquí  como  un  simple  adorno?  ¿Cree  su 
señoría  que  hay  un  Ministro  que  puede,  allá  en  el  re- 
tiro de  su  gabinete,  entender  que  se  deben  hacer  es- 
tas ó las  otras  reformas  legislativas  en  el  país  y sin 
consultarlo  con  nadie  venir  á los  Cuerpos  Colegisla- 
dores  á imponer  su  voluntad  y á ejercer  una  verda- 
dera dictadura9 

No;  lo  que  se  puede  exigir  de  un  Ministro  es,  que 
tenga  una  tendencia,  un  objetivo,  que  á él  dirija  todos 
sus  esfuerzos;  pero  salvando  esa  tendencia  y sacando 
á flote  el  principio,  ¿cómo  no  ha  de  poder,  por  una 
série  de  transacciones,  venir  á hacer  posible  los  pro- 
yectos que  ha  concebido  en  el  retiro  de  su  gabinete? 
A eso  se  llama  flexibilidad  y debilidad;  á mí  no  me 
importa  esa  acusación;  la  historia  y los  contemporá- 
neos pueden  juzgarnos  á todos.  Yo  creo,  por  el  con- 
trario, que  así  se  confunden  á menudo  ciertas  blan- 
duras y ciertas  dulzuras  en  la  forma  con  las  condi- 
ciones del  carácter;  se  cree  generalmente  que  tiene 
carácter  el  hombre  de  muy  mal  humor,  de  mal  ge- 
nio y malas  formas  sociales.  Yo,  lo  que  le  sé  decir  ai 
Sr.  Silvela  es  que,  en  la  vida  pública,  como  en  la  pri- 
vada, me  he  propuesto  siempre  un  fin,  y he  sido  per- 
severante hasta  obtenerle.  El  primer  discurso  que 
hice  á propósito  de  los  debates  del  Jurado,  se  lo 
prueba  á S.  S.  Yo  he  estado  durante  cierto  período 
empujado  por  todas  partes  á que  hiciera  una  amal- 
gama, una  unión,  una  fusión;  y mientras  yo  creí  que 
no  habia  llegado  el  momento  de  realizarla,  ni  las  ex- 
citaciones de  S.  S.  y de  sus  amigos,  ni  las  que  salian 
de  estos  bancos,  pudieron  hacerme  mover  de  aquel 
sitio;  y es,  que  sé  donde  voy  y por  donde  camino;  me 
propongo  llegar  al  término  y en  lo  que  de  mí  depen- 
da, ilegaré;  y el  carácter,  ó es  esta  perseverancia  en 
los  propósitos,  ó no  es  nada  más  que  mal  genio. 

Pero  volvamos  á la  tésis  del  órden  en  que  riguro- 
sa y científicamente  se  deben  hacer  las  reformas  le- 
gislativas. Señores,  ¿qué  sería  de  este  país  si  hubiéra- 
mos observado  este  órden?  Estaríamos  como  antes  del 


reglamento  provisional.  Porque,  ¿ha  habido  aquí  hasta 
ahora  poder  ni  fuerza  en  ningún  partido  para  publi- 
car el  Código  civil?  Pues  eu  el  órden  rigurosamente 
científico  hay  que  empezar  por  ahí:  por  la  ley  sus- 
tantiva, y no  solo  por  la  ley  sustantiva,  sino  por  la 
ley  sustantiva,  llamada  a definir  los  derechos,  no  por 
el  Código  saQcionador,  que  eso  y no  otra  cosa  es  el 
Código  penal.  Para  publicar  el  Código  civil,  se  tro- 
pezaba aquí  con  obstáculos  que  todavía  son  hoy  una 
gran  dificultad:  con  el  derecho  regional,  con  el  amor 
que  tienen  las  provincias  en  España  á sus  institucio- 
nes seculares  y con  otras  dificultades  que  no  hay 
para  qué  mencionar.  Lo  cierto  es  que,  habiendo  como 
ha  habido  eu  España  de  tiempo  atrás,  propósitos  dig- 
nísimos en  hombres  importantes  de  todos  los  parti- 
dos, de  publicar  un  Código  civil,  aun  no  se  ha  podido 
lograr  su  publicación.  Pues  siguiendo  ese  órden  ri- 
gurosamente científico,  no  se  habria  dado  el  regla- 
mento provisional  para  la  administración  de  justicia; 
no  se  habria  hecho  el  Código  penal;  se  administra- 
ría la  justicia  de  la  manera  que  la  admiuistraba  aquel 
juez  de  primera  instancia  de  Búrgos  á que  antes  he 
aludido;  no  se  habria  hecho  ninguna  ley  de  enjuicia- 
miento en  lo  civil;  no  se  habria  hecho  la  ley  hipote- 
caria; no  habríamos  hecho  el  Código  de  comercio;  no 
habríamos  establecido  la  ley  de  enjuiciamiento  crimi- 
nal; estaríamos  con  el  procedimiento  secreto,  escrito, 
inquisitivo;  en  una  palabra,  nos  encontraríamos  como 
estábamos  hace  cincuenta  ó sesenta  años,  ó á princi- 
pios de  este  siglo. 

Por  consiguiente,  Sr.  Silvela,  lo  mejor  es  enemigo 
de  lo  bueno;  la  ciencia  es  ia  ciencia,  y la  política  la 
política;  la  ciencia  tiene  sus  ideales,  vuela  libremen- 
te, mientras  que  la  política  lucha  con  las  asperezas 
de  la  realidad;  y no  hay  más  remedio,  cuando  no  se 
puede  seguir  1a  línea  recta,  que  hacer  una  linca  cur- 
va; cuando  no  se  puede  atacar  de  frente,  atacar  de 
flanco.  Ciertamente,  sería  muy  cómodo  para  los  in- 
genieros, hacer  siempre  carreteras  ó ferro-carriles  por 
la  recta;  pero  como  hay  montañas  que  se  oponen  á 
ello,  no  hay  más  remedio  que  buscar  el  curso  de  los 
rios;  en  una  palabra,  evadir  las  dificultades  y los  ac- 
cidentes del  terreno  para  hacer  posibles  las  vías  de 
comunicación.  Pues  eso  hacemos  en  la  política;  exac- 
tamente lo  mismo  que  hace  un  ingeniero  para  trazar 
las  vías  de  comunicación. 

Partiendo  de  estas  ideas,  que  son  las  que  infor- 
man mi  conducta,  yo  hago  en  cada  caso  lo  que  pue- 
do. He  presentado  á un  tiempo  mismo,  para  dar  idea 
de  cuál  es  el  conjunto  de  las  reformas  legislativas, 
para  presentar,  por  decirlo  así,  un  programa,  he  pre- 
sentado ei  proyecto  de  bases  para  la  ley  orgánica,  el 
proyecto  de  bases  para  la  reforma  del  Código  penal  y 
la  ley  del  Jurado,  y está  pendiente  de  discusión  el 
proyecto  de  bases  para  ei  Código  civil.  Realmente 
este  es  todo  mi  sistema.  Yo  no  veo  la  imposibilidad 
lógica  ni  la  imposibilidad  jurídica  de  publicar  la  ley 
del  Jurado  antes  de  que  se  reforme  el  Código  penal. 
Yo  creo  que  sin  inconveniente  podría  publicarse  la 
ley  del  Jurado  y estar  vigente  y aplicarse  con  el  Có- 
digo penal  actual.  Dice  ei  Sr.  Silvela:  no,  porque  al 
tiempo  de  usar  de  la  autorización  legislativa,  se  pue- 
de variar  la  clasificación  de  los  delitos.  Pero  el  señor 
Silvela,  al  hacer  este  argumento,  no  ha  reparado  has- 
ta dónde  ha  llegado  la  previsión  (lela  Comisión,  cuyo 
dictámen  ha  sido  discutido  y aprobado  por  el  Con- 
greso. Ai  determinar  en  el  art.  4.°  la  competencia  del 
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Tribunal  del  Jurado,  la  Comisión  no  ha  dicho  que  se- 
rán de  su  competencia  los  delitos  contenidos  en  el 
capítulo  tantos  ó en  el  título  cuantos,  no;  ha  dicho 
que  el  Tribunal  del  Jurado  conocerá  de  las  causas  por 
los  siguientes  delitos:  delitos  de  traición,  delitos  con- 
tra las  Cortes  y sus  individuos  y contra  el  Couscjo  de 
Ministros,  delitos  contra  la  forma  de  gobierno,  etc. 
De  manera  que  fijándonos  en  los  delitos  y no  en  su 
clasificación,  ni  en  su  colocación  en  el  Código,  ni  en 
el  órden  de  los  títulos  y de  los  artículos,  cualquiera 
que  sea  la  reforma  que  se  haga  del  Código  penal  vi- 
gente, la  competencia  del  Jurado  será  fija;  ¿por  qué? 
Porque  no  se  han  de  suprimir  los  delitos.  ¿Se  vaná 
suprimir  los  delitos  de  lesa  majestad,  ó los  delitos 
contra  la  forma  de  gobierno,  ó los  de  homicidio,  ó los 
de  robo?  No:  cualquiera  que  sea  el  Código  vigente, 
dentro  de  sus  moldes  tienen  que  estar  estas  figuras  de 
delitos,  y por  lo  tanto  la  Comisión  se  ha  dedicado  á 
orillar  esas  dificultades. 

Lo  mismo  digo  de  la  ley  orgánica  de  tribunales. 
Conveniente  será  que  la  ley  orgánica  se  publique,  así 
como  también  que  se  publique  el  Código  penal  y que 
venga  á ser  como  el  coronamiento  de  todo,  el  Jura- 
do. Eso  no  lo  he  negado  yo,  y lo  he  de  procurar,  y 
está  en  la  mano  de  los  Sres.  Diputados  el  que  eso  se 
realice;  porque  en  efecto,  las  bases  para  el  Código 
penal  están  ya  discutidas  y aprobadas  por  el  Senado, 
aquí  se  nombró  la  Comisión  y dió  dictámen,  el  dictá- 
men  está  sobre  la  mesa,  y creo  que  á la  órden  del  dia; 
y por  consiguiente,  como  este  proyecto  de  ley  sobre 
el  Jurado  tiene  que  pasar  á examen  del  otro  Cuerpo 
Coiegislador,  lo  natural  y lo  probable  es  que  el  Códi- 
go penal  termine  antes  de  que  termine  la  discusión 
y la  aprobación  en  ambos  Cuerpos  Colegistadores  de 
la  ley  sobre  el  Jurado. 

Pero  digo  que  lo  de  la  ley  orgánica  no  se  opone 
tampoco  al  Jurado.  Yo  no  he  pensado  hacer  una  nue- 
va organización  de  tribunales;  creo  que  nadie  lo  in- 
tente, no  por  otra  causa,  sino  porque  el  estado  del 
Tesoro  no  permite  nuevos  y mayores  gravámenes,  y 
para  hacer  esa  nueva  organización  de  tribunales  más 
científica  que  la  actual,  realmente  sería  necesario  pe- 
dir nuevos  sacrificios  á los  contribuyentes:  habría 
que  empezar  por  organizar  la  justicia  municipal,  do- 
tando á los  jueces  municipales,  después  de  hacer  gran- 
des distritos,  y otras  cosas  por  el  estilo,  que  suponen 
un  aumento  considerable  de  gastos. 

No;  yo  me  limito,  y creo  que  con  eso  tenemos  bas- 
tante, á pedir  autorización  para  refundir  la  ley  orgá- 
nica. del  Poder  judicial  de  1870  con  la  ley  adicional 
de  1882,  estableciendo  al  paso  ciertas  novedades  de 
trascendencia,  como  es,  por  ejemplo,  una  organiza- 
ción mejor  de  la  justicia  municipal,  ya  que  no  poda- 
mos dotar  á los  jueces  municipales,  haciendo  un  tri- 
bunal algo  parecido  al  escalinata  para  que  conozca 
en  los  juicios  de  faltas.  Pero  esto  no  se  roza  con  el 
Jurado,  que  tiene  la  competencia  en  los  delitos  de  un 
órden  superior  á quellos  de  que  puede  conocer  la  jus- 
ticia municipal. 

Mas  dice  S.  S.:  «Es  que  importa  hacer  variantes 
respecto  de  los  ascensos,  y establecer  la  rigurosa  es- 
cala cerrada.))  Pues  con  eso  no  funcionará  peor  ni  me- 
jor el  Jurado.  Con  eso  se  podrá  mejorar  la  condición 
de  la  magistratura  y hacerla  más  independiente,  ó 
acaso  se  empeorará;  porque  esta  es  la  cuestión  eter- 
na, no  solo  en  la  organización  judicial,  sino  en  la  or- 
ganización militar,  en  la  organización  administrativa 


y en  tocias  las  organizaciones  posibles.  ¿Lo  hemos  de 
dar  todo  á la  antigüedad?  ¿No  hemos  de  dar  nada  á la 
elección:  no  hemos  de  tener  en  cuenta  el  mérito?  Pues 
desaparece  todo  estímulo,  y á un  génio  como  Napo- 
león le  habria  sorprendido  la  muerte,  siendo  teniente 
ó capitán,  y Portalis  y D‘Aguesseau  hubieran  queda- 
do quizás  en  las  últimas  escalas  de  la  judicatura  fran- 
cesa. Por  consiguiente,  este  es  el  problema  eterno  de 
toda  Organización.  Claro  es  que  cuando  se  establece 
la  elección  dentro  de  estos  ó de  los  otros  límites,  por- 
que naturalmente  es  bueno  que  haya  un  sistema  mix- 
to, que  es  lo  procedente  y lo  que  de  ordinario  sucede 
en  todo  género  de  organizaciones;  cuando  se  estable- 
ce un  sistema  mixto,  al  hacer  uso  de  la  elección  el 
Gobierno,  puede  abusar  y abusa  muchas  veces  contra 
su  voluntad.  Su  señoría  ha  pasado  por  este  banco; 
S.  S.  ha  sido  dignísimo  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
y lo  volverá  á ser,  y ha  pasado  muchas  amarguras,  y 
ha  sufrido  presiones  incvitabls,  porque  todo  régimen 
tiene  su  pró  y su  contra,  no  hay  nada  quemo  tenga 
inconvenientes  en  lo  humano;  es  una  cuestión  de  com- 
paración; hay  que  pesar  los  inconvenientes  y las  ven- 
tajas, y eso  cuando  hay  libertad  de  escoger,  porque 
yo  entiendo  que  cualesquiera  que  sean  los  vicios  del 
régimen  monárquico  constitucional,  no  tenemos  li- 
bertad de  escoger,  porque  el  que  existe  boy  por  hoy 
es  un  régimen  necesario.  Todo  tiene  sus  inconvenien- 
tes. ¿Hay,  al  parecer,  en  teoría,  nada  más  bello  y más 
santo  que  la  inamovilidad  judicial;  ingreso  en  la  ca- 
rrera por  oposición  para  poner  á prueba  el  mérito; 
que  nadie  pueda  entrar  en  la  carrera  más  que  de  esa 
suerte,  y que  el  que  entre  en  la  carrera  de  esa  suerte, 
sea  inamovible  hasta  el  punto  de  no  poder  ser  tras- 
ladado? Pues  S.  S.  ha  declarado  desde  aquellos  ban- 
cos que  nada  le  ha  hecho  pasar  tantas  amarguras, 
mientras  ha  sido  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  como 
los  jueces  inamovibles,  porque,  al  ménos  en  este  país, 
tal  vez  por  las  condiciones  de  nuestra  raza,  ó por  vi- 
cios de  nuestra  historia,  siempre  que  se  establece  la 
inamoviiidad,  suele  suceder  que  cada  inamovible  es 
una  especie  de  rebelde,  ó de  díscolo,  por  lo  ménos.  Y 
la  inamovilidad,  como  la  antigüedad  rigurosa,  tiene 
también  el  inconveniente  de  quitar  todo  estímulo, 
mientras  que  cuando  hay  establecida  la  libre  elec- 
ción, algunos  ó muchos,  no  diré  que  todos,  se  afanan, 
tratan  de  distinguirse  y de  contraer  merecimientos 
para  asceuder  en  su  carrera  más  rápidamente. 

Pero,  en  fin,  estas  cosas  son  para  discutidas  ai 
traer  al  debate  las  bases  para  la  ley  orgánica.  Lo  que 
digo  es  que  el  Jurado  puede  funcionar  lo  mismo  con 
la  ley  orgánica  actual  y con  el  Código  actual,  que 
con  la  nueva  ley  orgánica  y con  el  Código  penal  re- 
formado. 

Y con  esto  creo  haber  contestado  todas  las  obser- 
vaciones que,  con  su  elocuencia  habitual  y con  sus 
exquisitas  buenas  formas,  ha  hecho  mi  amigo  par- 
ticular el  Si*.  Silvela. 

Yo  le  ruego  que  retire  su  enmienda,  pues  aun 
cuando  el  engranaje  del  Código  penal  con  la  ley  or- 
gánica y el  Jurado  fuera  lo  que  S.  S.  pretende  que 
es,  así  y todo,  sería  difícil  que  yo,  con  la  flexibilidad 
y dulzura  de  mi  carácter,  aceptara  la  enmienda  de 
S.  S.  ¿Por  qué?  Porque  esa  enmienda  está  basada  en 
un  sentimiento  de  desconfianza.  Sus  señorías  no  tie- 
nen confianza  en  mí,  y están  en  su  derecho;  hacen 
perfectamente  bien,  pues  si  tuvieran  confianza  en  mí 
y pudieran  otorgármela,  ó yo  sería  conservador,  ó sus 
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señorías  serían  liberales  y no  estaríamos  ocupando 
distinLos  bancos.  Pero  la  confianza  que  SS.  SS.  no  tie- 
nen en  mí,  la  tiene  la  mayoría  (sino  la  tuviera  yo  me 
apresurarla  á presentar  respetuosamente  mi  dimisión 
á los  piés  de  S.  M.);  y como  tiene  esa  coniianza  en  mí 
me  deja  la  libertad  de  acción  y la  libertad  de  movi- 
miento que  debe  dejarse  á todos  los  Ministros  para 
realizar  dentro  del  programa  de  su  partido  y de  las 
tendencias  de  ese  mismo  partido,  los  planes  que  se 
deben  á su  peculiar  iniciativa. 

El  Sr.  StLVELA  (D.  Francisco):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  SU/VELA  (D.  Francisco):  Breves  rectifica- 
ciones, como  acostumbro  á hacerlo  y como  la  hora 
requiere,  son  las  que  voy  á hacer. 

Ante  todo,  debo  manifestar  que  no  ha  habido  nada 
más  ajeno  á mi  pensamiento  que  sostener  que  las  re- 
formas jurídicas  no  tengan  un  íntimo  enlace  con  las 
reformas  políticas.  Lo  que  hay  es,  que  á medida  que 
el  país  va  adelantando  en  su  progreso  político,  va  con- 
quistando terreno  sobre  esa  materia  movible  que  se 
llama  política,  y los  problemas  que  en  otros  tiempos 
eran  políticos  pasan  á ser  meramente  jurídicos,  y que 
en  ese  estado  nos  encontramos  afortunadamente  res- 
pecto de  la  administración  de  justicia.  Tiempos  ha 
habido  en  que  la  confiscación  era  un  problema  polí- 
tico que  hoy  no  lo  es,  y en  el  régimen  de  la  propiedad 
en  toda  su  extensión  es  un  problema  meramente  de 
derecho  civil.  Pues  bien;  respecto  de  la  administra- 
ción de  justicia  creo  que  nos  encontramos  en  ese  caso, 
y que  por  una  extraña  alucinación  se  cree  que  puede 
ser  en  España  una  cuestión  política,  cuando  debiera 
ser  toda  la  organización  de  la  justicia  meramente  una 
cosa  científica  y jurídica,  porque  yo,  á diferencia  de 
S.  S.,  no  temo  que  ningún  Gobierno  ejerza  presión  so- 
bre los  jueces  en  ningún  problema  político,  porque 
hoy,  y hay  que  decirlo  con  franqueza,  no  hay  verda- 
deramente más  cuestión  política  que  pueda  estar  so- 
metida á los  tribunales  de  justicia  que  la  cuestión  de 
órden  público,  y en  eso  no  es  temible  la  presión  de  los 
Gobiernos,  por  lo  ménos  para  ninguno  de  los  que  for- 
man en  la  mayoría;  pero  la  discusión  acerca  de  esto 
me  llevaría  demasiado  lejos,  y voy  á limitarme  á es- 
trictas rectificaciones. 

Reconozco,  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
que  se  han  hecho  muchos  progresos.  Lo  que  yo  decía 
era  simplemente,  que  eu  las  reformas  relativas  á la 
administración  de  justicia  y á la  organización  de  lo 
que  llamáis  el  Poder  judicial,  no  se  han  conseguido 
todos  los  frutos  prácticos  que  eran  de  desear,  ni  se 
ha  proporcionado  á los  pueblos  las  maravillas  que  les 
describimos  en  la  Colección  Legislativa  y en  las  leyes, 
y iior  más  que  S.  S.  cite  ejemplos  de  jueces,  como  el 
de  Burgos,  que  creo,  por  lo  que  S.  8.  dice,  es  de  an- 
tiguo, país  poco  afortunado  en  Lodo  lo  que  se  refiere 
á la  administración  de  justicia;  por  más  que  8.  S.  ci- 
te ejemplos  de  otros  tiempos,  no  podrá  negar  que  el 
prestigio  de  la  magistratura  era  muy  grande,  y que 
en  la  autoridad  moral  que  tenian  los  oidores  en  las 
provincias,  los  magistrados  en  las  Audiencias  habia 
algo  de  mucha  importancia,  que  no  sé  yo  si  se  ha 
conservado  y se  conserva  Lodavía  íntegro,  y que  en- 
tiendo que  no  se  ha  aumentado  con  la  reforma  de  los 
tribunales,  que  se  hizo  en  la  última  época  de  la  ad- 
ministración de  S.  S.  Esto  es  lo  único  á que  se  refe- 
rían mis  observaciones. 

Una  última  rectificación  sobre  un  punto  impor- 


tante: el  de  la  relación  entre  el  Código  penal  y la  ley 
del.  Jurado.  Su  señoría  me  citaba  el  art.  4.°  de  la  ley, 
diciendo  que  la  Comisión  y el  Gobierno  habían  sido  tan 
previsores,  que  habiau  determinado  la  competencia 
del  Jurado  por  definiciones  de  delitos,  y que  éstos 
existirían  siempre  en  el  Código. 

No  es  así.  Mi  distinguido  y querido  amigo  par- 
ticular, el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  no  podrá 
ménos  de  haber  observado  que  la  Comisión  ha  segui- 
do estrictamente,  y ha  hecho  muy  bien  para  los  efec- 
tos de  la  claridad  y de  la  competencia,  las  propias 
definiciones  de  los  capítulos  del  Código  penal,  en  los 
que  se  comprenden  todos  los  delitos  que  han  de  que- 
dar bajo  la  competencia  del  Jurado. 

Pues  bien;  yo  voy  á poner  un  ejemplo,  y casi  ai 
ponerlo  me  arrepiento,  porque  temo  que  los  señores 
republicanos  van  á creer  que  yo  revelo  alguna  cosa,  y 
que  estoy,  como  vulgarmente  se  dice,  en  el  secreto. 
No  lo  es;  pero  se  me  ha  ocurrido  leyendo  el  Código. 

Publicada  la  ley  del  Jurado  y entonados  desde 
esos  bancos  los  correspondientes  elogios  sobre  el  li- 
beralismo del  Gobierno,  que  lia  sometido  ai  conoci- 
miento del  Jurado  los  delitos  contra  la  forma  de  go- 
bierno, si  se  le  ocurriera,  que  no  creo  que  se  le  ocu- 
rrirá, pues  esto  es  solo  para  justificar  mi  argumento, 
si  se  le  ocurriera  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia 
al  publicar  el  Código  dentro  de  las  bases,  decir  que 
en  el  nuevo  Código  no  iba  á haber  delitos  contra  la 
forma  de  gobierno,  sino  que  se  iban  á incluir  los  que 
hoy  lo  son  en  los  delitos  contra  el  órden  público,  en- 
tonces todos  los  delitos  contra  la  forma  de  gobierno, 
que  nosotros  hemos  estado  creyendo  que  quedan  so- 
metidos á la  competencia  del  Jurado,  pasarían  á la 
competencia  de  los  tribunales  ordinarios,  y yo  qui- 
siera que  S.  S.  me  dijese  si  esto  presenta  alguna  di- 
ficultad. 

Repito  que  yo  no  sé  nada,  pero  que  pudiera  suce- 
der, y esto  demuestra  el  peligro  de  discutir  la  ley  del 
Jurado  sin  tenerla  garantía  moral  de  que  hav  un 
Código  recientemente  reformado,  y que,  por  lo  mis- 
mo, no  se  lia  de  reformar  en  un  largo  espacio  de 
tiempo. 

Ya  sé  yo  también  que  las  leyes  no  se  pueden  re- 
formar en  todo  tiempo  y á medida  dei  gusto  del  Mi- 
nistro de  Gracia  y J usticia;  pero  cuando  Leñemos  un 
dictámen  sobre  las  bases  para  la  reforma  del  Código; 
cuando  faltan  solo  pocos  dias  para  ponerlo  á discu- 
sión, cuando  está  todo,  como  vulgarmente  se  dice,  en 
el  telar,  si  realmente  se  siguiera  un  propósito  razo- 
nado y cien  tífico,  si  no  fuera,  como  es  la  verdad,  por- 
que convertimos  esta  reforma,  y á esto  se  dirige  la 
enmienda,  en  una  estéril  cuestión  de  amor  propio,  de 
tai  suerte,  que  si  fuera  lícito  traer  en  las  cosas  gran- 
des el  ejemplo  de  las  cosas  pequeñas  y meuudas,  si 
me  permitiérais  esto,  yo  podria  decir  que  en  esta  dis- 
cusión de  nuestras  leyes  hay  algo  parecido  á lo  que 
ocurre  en  cierta  diversión,  no  muyjpopulár  en  España, 
en  la  que  cada  cual  pone  su  amor  propio  en  un  favo- 
rito, y parece  que  obtiene  la  victoria  aquel  que  llega 
antes  á la  votación  definitiva  de  las  leyes  y á su  san- 
ción por  la  Corona,  y que  desde  esas  tribunas  está  pre- 
senciando el  pueblo  español  alborozado  quién  es  el 
que  se  adelanta  sobre  su  adversario,  quién  corre  más 
veloz,  quién  llega  antes  á la  meta;  y no  quién  satis- 
face las  necesidades  más  reales  y positivas  del  país. 

Contra  esto,  pues,  va  dirigida  la  enmienda;  y yo 
para  concluir  esta  rectificación,  solo  tengo  que  decir 
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á mi  querido  amigo  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, que  como  S.  S.  y el  Congreso  habrán  compren- 
dido, cuando  yo  decia  algunas  frases  respecto  á la 
ñexibilidad,  no  habia  absolutamente  nada  en  mi  áni- 
mo que  pudiera  molestar  á S.  S.  ni  directa  ni  remo- 
tamente. Era  no  más  que  una  apreciación  de  lo  que 
S.  S.  entiende  que  son  sus  deberes  políticos,  ó de  lo 
que  le  imponen  sus  obligaciones  ó las  conveniencias 
para  perseguir  un  fin  político  también,  y solo  en  este 
sentido  he  hablado  de  flexibilidad.  Pero  permítame 
S.  S.  que  insista  acerca  de  que  no  es  esta  la  única 
cualidad  necesaria  para  realizar  los  fines  políticos  ni 
para  conservar  dentro  del  mismo  partido  la  represen- 
tación con  que  á 61  se  ha  llegado,  y con  que  se’ per- 
manece en  el  Poder.  Claro  es  que  la  flexibilidad  es 
condición  indispensable  para  la  vida  política;  pero 
exagerándola,  convirtiéndola  en  la  única  y en  la  fun- 
damental, nada  absolutamente  se  consigue;  porque  ya 
sabemos  todos  que  el  junco  es  una  planta  que  resiste 
invariable  lo  mismo  las  avenidas  de  los  rios,  que  la 
fuerza  de  los  huracanes;  pero  en  cambio,  el  junco  no 
da  sombra  á nada  ni  defiende  cosa  alguna;  y cuando 
le  vemos  á S.  S.  aplicar  esa  flexibilidad  hoy  á una 
cuestión  grave  de  conducta,  como  puede  ser  la  de  los 
indultos,  mañana  á cuestiones  graves  de  doctrina, 
como  la  del  Jurado,  nos  preguntamos  nosotros:  pero 
¿dónde  va  á llegar  la  flexibilidad  de  S.  S.?  ¿A  qué  fin 
práctico  y bueno  se  encamina?  Y á muchos  se  nos 
figura  que  lo  único  que  produce  esa  flexibilidad,  es 
que  S.  S.  no  va  á ninguna  parte,  sino  que  permanece 
en  su  sitio. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Dispense  V.  S.  Se  va  á 
consultar  á la  Cámara  si  se  prorroga  la  sesión.» 

Hecha  la  oportuna  pregunta,  el  Congreso  resolvió 
afirmativamente. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  señor 
Ministro  de  Gracia  y Justicia. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Seré  sumamente  breve,  porque  no  quiero 
después  de  seis  horas  de  sesión  molestar  más  á los 
Sres.  Diputados. 

Ante  todo,  me  importa  defender  el  buen  nombre 
de  la  administración  de  justicia  en  Búrgos,  porque 
yo  no  recuerdo  que  Biirgos  merezca  esa  sangrienta 
ironía  del  Sr.  Silvela.  Por  de  pronto,  al  citar  yo  un 
hecho  de  hace  muchos  anos  ocurrido  en  Búrgos,  na- 
turalmente queria  indicar  con  eso  que  este  era  el  es- 
tado general  de  la  administración  de  justicia  en  Es- 
paña, no  ya  solamente  en  Búrgos,  y S.  S.  que  es  tan 
docto,  no  ha  podido  de  ningún  modo  desconocerlo. 

Pero  como  S.  S.  es  tan  dado  á la  ironía,  y general- 
mente hace  sangre  cuando  quiere  hacer  caricias,  ha 
querido  echar  una  mancha  sohre  la  administración 
de  justicia  en  Búrgos.  ¿Quiere  hacerme  el  favor  el  se- 
ñor Silvela  de  recordar  algún  hecho  ó rumor  que 
manche  el  prestigio  y el  buen  nombre  de  la  adminis- 
tración de  justicia  en  la  provincia  de  Búrgos?  Yo 
apenas  si  conozco  más  que  uno,  y ese  no  es  de  mi 
tiempo. 

Mi  amigo  el  Sr.  Silvela  ha  hecho  una  rectifica- 
ción, la  relativa  al  cambio  que  de.contrabando  puede 
hacerse  en  el  Código  penal,  llamando  sobre  ello  la 
atención  de  los  señores  republicanos,  sin  duda  con  in- 
tenciones piadosas  y con  propósitos  muy  gubernamen- 
tales y conservadores,  en  lo  cual,  el  Sr.  Silvela  hacía 


su  papel,  y para  eso  ha  dicho:  cierto  que  en  cualquier 
Código  tiene  que  haber  delitos  de  falsificación  de  mo- 
neda, de  billetes  del  Banco,  de  documentos  públicos  y 
privados,  delitos  de  cohecho,  de  malversación  de  cau- 
dales públicos,  delitos  de  parricidio,  de  asesinato,  de 
homicidio,  de  infanticidio,  etc.;  pero  hay  aquí  unos 
delitos  especiales,  que  con  un  cambio  de  método  pue- 
den causar  una  decepción  al  partido  liberal  y al  parti- 
do republicano,  que  son  los  delitos  contra  la  forma  do 
gobierno;  en  llevándolos  ai  título  .que  habla  de  la  re- 
belión y sedición,  se  los  sustrae  al  conocimiento  del 
Jurado.  Me  parece  que  este  ha  sido  el  argumento  del 
Sr.  Silvela. 

Por  de  pronto,  como  la  rebelión  y sedición  son  de 
la  competencia  del  Jurado,  esa  contradanza  sería  in- 
útil. (El  Sr.  Silvela:  Los  de  órden  público.)  Eso  sería 
un  acto  de  perfidia,  una  deslealtad  insigne,  y eso  no 
lo  hace  ningún  Gobierno  que  se  estime.  Cuando  yo 
digo  á los  representantes  del  país  y la  Comisión  ele- 
gida por  el  Congreso  mismo  dice  conmigo  que  serán 
de  la  competencia  del  Jurado  los  delitos  contra  la 
forma  de  gobierno,  es  claro  que  ni  el  Gobierno  ni  la 
Comisión  van  á hacer  un  juego  de  cubiletes  para  bur- 
lar las  esperanzas,  ¿qué  di%o  las  esperanzas?  la  segu- 
ridad que  el  Gobierno  y la  Comisión  dan  á la  Repre- 
sentación nacional. 

Con  esto  termino,  porque  en  lo  demás  S.  S.  puede 
discutirme  cuanto  guste.  Yo  no  quiero  discutir  á S.  S. 
Está  S.  S.  en  su  derecho,  juzgándome  como  todos; 
pero  no  olvide  S.  8.  que  ese  mismo  derecho  tenemos 
los  demás  respecto  del  Sr.  Silvela. 

El  Sr.  SILVELA  (D.  Francisco):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  SILVELA  (D.  Francisco):  Siento  tener  que 
rectificar  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia;  pero 
comprenderá  la  Cámara  que  no  puedo  dejar  pasar  en 
silencio  algunas  de  las  cosas  que  ha  dicho  S.  S. 

En  primer  lugar,  cuando  me  referia  á las  desgra- 
cias de  la  provincia  de  Búrgos  respecto  á la  adminis- 
tración de  justicia  de  una  manera  incidental,  tomaba 
como  punto  de  partida  el  hecho  mismo  á que  ha  alu- 
dido S.  S.,  y en  lo  sucesivo  hacía  relación  á cosas  y 
personas  que  no  corresponden  directamente  á S.  S., 
todo  el  mundo  lo  sabe,  pero  que  son  tan  conocidas  en 
toda  España  que  las  abandono  al  juicio  de  la  opinión 
pública. 

No  merecía  esta  observación  que  S.  S.  hubiera  re- 
cogido, con  una  reticencia  que  me  ha  extrañado  en 
una  persona  de  su  formalidad  una  calumnia  que  em- 
pezó á correr  con  motivo  de  un  hecho  ocurrido  en  la 
Audiencia  de  Lema  cuando  yo  era  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia.  Las  pasiones  políticas  que  en  aquella 
provincia  han  llegado  á afectar  á la  administración 
de  justicia,  pudieron  afectarla  entonces  contra  mi 
voluntad,  no  lo  sé,  como  sin  duda  estoy  seguro  de 
que  la  han  afectado,  cuando  S.  S.ha  sido  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  contra  la  voluntad  de  S.  S.  é igno- 
ro si  en  aquella  causa,  en  que  se  dictó  una  absolución 
de  una  persona  que  se  vió  que  habia  obrado  en  de- 
fensa propia,  pudieron  tener  alguna  iufluencia  las 
pasiones.  Lo  que  sí  puedo  asegurar,  y decir,  y probar 
es  que  el  Ministro  permaneció  completamente  ajeno 
á todo  aquello,  y cuando  se  quiso  discutir  íué  el  pri- 
mero que  se  apresuró  á traer  la  causa  para  que  la 
viera  todo  el  mundo  é hizo  que  se  examinara  por  el 
Tribunal  Supremo,  cuyo  presidente,  con  el  celo  que 
acostumbra,  pidió  la  causa  inmediatamente  que  se 


257G 


13  DE  MAYO  DE  1887. 


habló  de  ella  en  público,  y examinada  por  el  Ministe- 
rio fiscal  y por  todo  el  mundo,  se  encontró  que  no 
habia  habido  responsabilidad  para  nadie;  y aquella 
calumnia,  por  tanto,  nacida  en  su  origen  de  esas  pa- 
siones que  desgraciadamente  dividen  á esa  provincia 
y que  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  contra 
toda  su  voluntad  y á pesar  de  sus  buenos  propósitos, 
no  ha  sido  bastante  poderoso  á calmar  en  el  tiempo 
que  ha  estado  en  el  Ministerio,  quedó  completamente 
desvanecida;  y si  Alguien  quisiera  reproducirla,  yo 
tendría  mucho  gusto  en  discutir  aquí,  porque  para 
eso  es  esta  clase  de  gobiernos,  y esa  publicidad  no  la 
teme  ninguno  de  nosotros  cuando  está  satisfecho 
como  yo  lo  estoy  de  la  manera  cómo  ha  ejercido  en 
la  medida  de  su  voluntad  el  Ministerio. 

Concretando  algunos  otros  puntos  de  la  rectifica- 
ción, he  de  decir  al  Sr.  Ministro,  que  yo  difiero  en 
cuanto  á los  procedimientos  para  defender  las  insti- 
tuciones y las  ideas  conservadoras  profundamente  de 
S.  S.  Esas  palabras,  que  en  tono  amargo  pronunciaba 
S.  S.  al  ocuparse  de  este  particular  respecto  de  mi 
persona,  diciendo  irónicamente  que  obraba  como  con- 
servador al  poner  ese  ejemplo  de  los  delitos  contra  la 
forma  de  gobierno,  no  me  Jas  explico  bien  si  es  que 
se  considera  que  este  ejemplo  es  una  perfidia.  Porque 
¿á  qué  principios  conservadores  he  faltado  yo?  En  el 
estado  en  que  se  encuentra  el  país,  cuando  es  muy 
difícil  engañar  á nadie,  cuando  no  se  puede  m xtificar 
á ningún  partido,  porque  nos  conocemos  todos,  y to- 
dos sabemos  á donde  va  cada  cuál,  la  única  manera 
de  defender  los  principios  conservadores,  es  defender- 
los con  decisión  y con  energía,  exponiendo  los  prin- 
cipios y los  procedimientos  conservadores;  y cuando 
no  se  puede  realizar,  cediendo  el  lugar  á otros  que 
tengan  más  suerte,  más  fuerza  ó más  fortuna. 

Pero  el  Sr.  Ministro  ha  dicho  en  son  enojado,  que 
habia  presentado  yo  como  un  ejemplo  algo  que  podía 
parecerse  á perfidia  cuando  me  referí  á los  delitos 
sobre  la  forma  de  gobierno.  Yo  creo  que  puede  darse 
perfectamente  el  caso  que  he  aducido  y que  pudiera 
álguien  segregar  de  los  títulos  del  futuro  Código  pe- 
nal los  delitos  contra  la  forma  de  gobierno,  conside- 
rando que  todos  los  delitos  de  esa  íudole  podían  for- 
mar parte  de  otro  capítulo,  del  capitulo  de  los  delitos 
contra  el  órden  público. 

En  cuanto  al  abandono  por  parte  del  Sr.  Ministro 
de  lo  que  pudiera  haber  sido  un  compromiso  aquí 
con  los  republicanos,  que  al  fin  y al  cabo  yo  no  he 
visto  que  ese  compromiso  existiera  de  una  manera 
tan  terminante,  paréceme,  y por  eso  he  puesto  el 
ejemplo,  que  no  envolvía  niDguna  perfidia,  como  no 
me  parece  que  la  envuelve  y no  me  he  atrevido  á ca- 
lificar en  esos  términos  el  abandono  que  S.  S.  ha  hecho 
de  la  cuestión  sobre  la  penalidad  del  regicidio  pacta- 
da solemnemente  en  el  Senado  y objeto  de  una  enmien- 
da con  la  minoría  conservadora  determinante  en  gran 
parte  de  la  aptitud  de  esta  minoría  en  la  cuestión; 
que  sin  embargo,  aparece  abandonada  por  el  Gobier- 
no, puesto  que  no  solo  la  eliminó  la  Comisión  de 
aquella  base,  sino  que  ha  dicho,  y esto  parecería  que 
la  satisfacía  mucho,  que  la  eliminó  de  acuerdo  com- 
pletamente con  el  Gobierno. 

Si  esto  sucede  con  una  cosa  tan  grave  en  materia 
tan  importante,  respecto  de  la  cual  el  punto  de  vista 
del  Sr.  Ministro  y el  nuestro  son  tan  iguales  y al  que 
ha  concretado  S.  S.  constantemente  el  límite  de  su 
flexibilidad,  ¿cómo  puede  el  Sr.  Ministro  creer  que  en 


otra  materia  se  presentaran  recelos  y dudas  siquiera 
se  presentaran  como  ejemplo?  Entiendo,  pues,  que  el 
Sr.  Ministro  califica  muy  severamente  ese  ejemplo: 
yo  he  dicho  que  solo  como  ejemplo  le  ponía,  no  por- 
que creyera  que  hubiera  de  realizarse  de  esta  ó de 
otra  forma. 

Pero  conste  que  lo  que  ha  ocurrido  con  el  Código 
penal  nos  autoriza  á dudar  de  los  límites  que  S.  S. 
fije  á esas  variaciones  y á esc  desenvolvimiento  de 
los  compromisos  en  principios  tan  graves  como  los 
que  se  envuelven  en  la  modificación  ya  realizada  res- 
pecto del  delito  de  regicidio. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y justicia  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Siento  molestar  por  breves  momentos  la 
atención  de  los  Sres.  Diputados. 

El  Sr.  Sil  vela  ha  hablado  de  compromisos  con  los 
republicanos.  Yo  con  los  republicanos  no  tengo  ni  he 
tenido  jamás  ningún  compromiso;  yo  he  hablado  del 
compromiso  público  que  contrae  un  Gobierno  respec- 
to á la  lealtad  con  que  debe  desenvolver  las  bases  es- 
tablecidas en  un  proyecto,  y esc  es  el  compromiso 
contraido  con  los  Representantes  de  la  Nación  y con 
el  país  entero;  por  consiguiente,  no  hablemos  de  com- 
promisos con  los  republicanos. 

Con  esto  enlaza  S.  S.  una  especie  de  delito  de  lesa 
majestad  que  yo  he  cometido  por  la  flexibilidad  de 
mi  carácter,  de  haber  accedido  á que  se  pusiera  como 
pena  única  la  pena  de  muerte  para  el  regicidio  eu  el 
Senado;  el  haber  accedido  á la  exigencia  que  ha  te- 
nido conmigo  la  Comisión  de  que  no  haya  una  sola 
pena,  sino  que  sea  la  de  reclusión  perpétua  á muerte, 
con  lo  cual  dicho  se  está  que  es  que  se  quiere  poner 
en  duda  mi  espíritu  monárquico.  (El  Sr.  Silvéla:  No.) 
Su  señoría  es  dueño  de  juzgar  como  le  parezca;  S.  S. 
tiene  un  criterio,  y yo  tengo  otro  muy  distinto;  S.  S. 
cree  servir  á la  Monarquía  de  una  manera,  y yo  creo 
haberla  prestado  servicios  más  grandes  que  S.  S. 

Pero  la  contradicción  y la  debilidad  está  reducida 
á lo  siguiente.  En  el  Senado  se  propuso  una  enmienda 
para  que  el  regicidio  se  castigara  con  solo  la  pena  de 
muerte.  Yo  me  levanté,  y por  cierto  pensando  en  esto 
como  conservadores  muy  caracterizados,  y que  están 
muy  cerca  de  S.  S.,  dije  que  no  daba  importancia  á 
esa  enmienda,  lo  cual  no  revelaba  más  ni  ménos  es- 
píritu monárquico.  ¿Por  qué?  Porque  castigándose  el 
regicidio  por  el  Código  penal  vigente  con  las  penas 
de  reclusión  perpétua  á muerte,  era  imposible  que  de- 
jara de  concurrir  en  el  verdadero  regicidio  ni  en  cual- 
quiera tentativa  inspirada  en  móviles  políticos,  era 
imposible  que  dejara  de  concurrir  la  circunstancia  de 
premeditación,  con  lo  cual,  conforme  á las  reglas  del 
Código,  los  tribunales  no  podían  ménos  de  imponer  la 
pena  máxima  ó sea  la  de  muerte,  y aduje  en  compro- 
bación de  esto  que  habíamos  tenido  tres  tentativas  de 
regicidio  en  los  últimos  tiempos,  ninguno  muy  acen- 
tuado, y,  sin  embargo,  los  tribunales  no  habían  vaci- 
lado eu  la  imposición  de  la  pena  de  muerte;  pero 
como  no  quería  hacer  de  eso  una  cuestión,  solamente 
deseaba  que  las  cosas  marcharan  lodo  lo  deprisa  po- 
sible y que  se  aprobara  el  proyecto  en  el  Senado. 

Esto  es  lo  que  entonces  sucedió,  y claro  es  que 
entonces  dije  como  digo  siempre  cuando  una  Cámara 
acepta  una  enmienda  ó una  proposición,  que  salvo 
siempre  los  fueros,  la  libertad,  la  franquicia,  el  dere- 
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cho  perfecto  del  otro  Cuerpo  Colegislador.  ¿Pues  qué 
se  quiere?  ¿Anular  completamente  á uno  de  los  Cuer- 
pos Golégisladores?  «Salvo  lo  que  decida  el  Congreso,» 
dije,  y el  llamar  á eso  flexibilidad  y falta  de  fijeza 
en  las  ideas,  revela  el  desconocimiento  completo  del 
régimen  parlamentario;  porque  hasta  el  mismo  Re- 
glamento y la  ley  de  relaciones  de  los  Cuerpos  Cole- 
gisladores,  preven  las  Comisiones  mixtas.  Pues,  no 
faltaba  más,  sino  que  las  Córtes  estuvieran  de  ador- 
no. (El  S)\  Silvela : Pero  no  establece  la  inamovilidad 
ministerial.)  Tampoco  dice  que  por  un  accidente  de 
esa  importancia,  se  provoquen  crisis  ministeriales.  ¿Es 
que  S.  S.  no  ha  accedido  en  eso?  ¿Pues  qué,  en  la 
historia  de  S.  S.,  con  ser  mucho  más  breve  que  la 
mia,  no  hay  flexibilidades  de  esta  especcie?  (El  señor 
Silvela:  Sí,  muchas.)  ¿Quiere  S.  S.  que  se  las  cite?  No 
habria  ningún  Ministro  posible,  si  no  las  hubiera. 
¿En  el  proyecto  de  bases  del  Código  civil,  no  ha  tran- 
sigido S.  S.? 

A la  Comisión  repugnaba,  participando  en  eso  de 
mis  ideas,  las  que  expuse  en  el  Senado,  repugnaba 
dejar  una  pena  única.  ¿Por  qué?  Por  una  razón  muy 
sencilla;  porque  se  podía  dar  la  hipótesis,  más  ó mé- 
nos  remota,  de  que  realmente  haya  una  tentativa  de 
regicidio,  sin  éxito,  que  se  inspire,  no  en  móviles  po- 
líticos, sino  en  un  móvil  de  odio,  y para  ese  caso,  des- 
pués de  meditado  y discutido  profundamente  en  la 
Comisión,  se  ha  creído  que  no  debia  dejarse  como 
único  recurso  el  indulto,  que  acaso  sería  más  grave 
en  circunstancias  y en  hipótesis  dadas,  y por  lo  tanto 
la  Comisión  ha  hecho  una  cosa,  á mi  juicio,  eminen- 
temente monárquica;  estableció  la  pena  de  reclusión 
perpétua  á muerte  para  el  regicida,  y levantó  á ese 
mismo  nivel  toda  tentativa  de  asesinato  contra  la 
Reina  Regente,  que  es  después  de  todo  y desde  el 
punto  de  vista  práctico,  lo  que  puede  interesar  á este 
país  durante  un  largo  período  de  tiempo.  Pero  de  esto 
se  hablará  cuando  llegue  la  ocasión;  por  mí,  así  como 
he  declarado  francamente  cuál  era  para  mí  la  cues- 
tión de  Gabinete,  yo  entendí  que  por  esta  alteración 
no  debia  provocar  una  crisis;  S.  S.  cree  otra  cosa;  el 
país  y la  mayoría  de  la  Cámara  juzgarán  cuál  de  los 
dos  criterios  se  acomoda  más  con  la  índole  y la  na- 
turaleza del  régimen  parlamentario;  y tengo  que  aña- 
dir, que  he  sido  muchas  veces  Ministro,  y rara  es  la 
vez  que  no  he  salido  por  mi  voluntad  del  Gabinete. 

En  cuanto  á lo  de  Búrgos,  debo  decir  pura  y sim- 
plemente, repitiendo  lo  que  dije  al  principio,  que  no 
tenía  noticia  de  ningún  hecho,  de  ningún  rumor  ni 
de  nada  que  deslustrara  el  prestigio  de  la  administra- 
ción de  justicia  en  la  provincia  de  Búrgos.  Y ahora 
tengo  que  añadir  que  soy  y he  sido  toda  la  vida  ene- 
migo de  cuestiones  de  campanario,  que  son  de  las 
que  ménos  me  ocupo.  En  este  punto  puede  ser  que 
que  sea  único  enlre  los  hombres  que  se  dedican  á la 
política;  jamás  me  he  ocupado  de  cuestiones  y de  pa- 
siones puramente  locales;  cuando  he  podido  hacer 
algo  por  la  provincia  ó por  parte  de  ella,  lo  he  hecho; 
pero  ocuparme  yo  de  pasiones  de  localidad,  jamás. 
Son  muchos  los  que  me  tratan,  y todos  saben  que  en 
mi  larga  vida  pública  nunca  me  he  ocupado  en  esas 
cosas  que  me  merecen,  no  ya  desden,  sino  una  inven- 
cible repugnancia. 

Y con  esto,  no  queriendo  distraer  más  tiempo  la 
atención  de  los  Sres.  Diputados,  finalizo  mi  rectifi- 
cación.» 

Se  leyó  de  nuevo  la  disposición,  y hecha  la  pre- 


gunta de  si  se  tomaba  en  consideración,  se  pidió  por 
suficiente  número  de  Sres.  Diputados  que  la  votación 
fuera  nominal.  Verificada  ésta,  resultó  desechada  aque- 
lla por  99  votos  contra  38,  en  la  forma  siguiente: 

Señores  que  dijeron  no: 

Arias  de  Miranda. 

Sagasta  (D.  Práxedes  Mateo). 

Alonso  Martínez  (D.  Manuel). 

Navarro  y Rodrigo. 

Villanueva. 

Andrés  Moreno. 

Pardo  Balmonte. 

Nuñez  de  Yelasco. 

Laviña. 

Alvarado. 

González  Blanco. 

Alonso  Martínez  (D.  Vicente). 

Suarez  Inclán. 

Ruiz  García  de  Ilita. 

Ba  darán. 

Testor. 

Gómez  Marín. 

Bas  y Moró. 

Ruiz  Capdepon. 

Sagasta  (D.  Primitivo). 

Baró. 

Teverga  (Marqués  de). 

Becerra. 

Antequera. 

Groizard. 

Ochando  (D.  Federico). 

García  Lomas. 

Recio  y Sánchez. 

Valle. 

Bendaíia  (Marqués  de). 

Alcocer. 

Arrando. 

Rodríguez  Yagüe. 

Castroscrna  (Marqués  de). 

Sánchez  Arjona  (D.  Gonzalo). 

Alba. 

Navarro  Ocho  teco. 

Peralta. 

Pérez  (D.  Sebastian). 

Ansaldo* 

Martínez  del  Campo. 

Garnica. 

Maura. 

Rosscll. 

García  Alix. 

Santana. 

Talero. 

Merelles. . 

García  Gómez. 

Montejo. 

Martin  Bernal. 

García  de  la  Riega. 

López  Pelegrin. 

Canellas. 

López  (D.  Gayo). 

Calvo  Muñoz. 

Benayas. 

Vega  de  Armijo  (Marqués  de  la). 

Zugasti. 

Fernandez  Alsina. 
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Muñoz  Chaves. 

Rodríguez  Batista. 

Camazo  (D.  Triflnq). 
Manteca. 

Martínez  Asenjo. 

Cobian. 

Fabra  (D.  Gil). 

López  (D.  Juan  José). 

Ortiz  y Casado. 

Bosch  y Serrahima. 

Parra. 

Lamas. 

Sánchez  Guerra. 
Valdeterrazo  (Marqués  de). 
Oriol. 

Santamaría. 

Mellado. 

Gullon  (D.  Eduardo). 
Aguilera. 

Puerta. 

Vázquez  y López. 

Fernandez  de  Soria. 

Ramos  Calderón. 

Quiroga  López  Ballesteros. 
Flores-Dávila  (Marqués  de). 
Eguilior. 

Botija. 

Hernández  Prieta. 

Cepeda. 

Labra. 

Terry. 

Portuondo. 

Vizcarrondo. 

Villalba  Hervás. 

Non  toro. 

Figueroa. 

Fernandez  de  Castro. 
Gallego  Diaz. 

Sr.  Presidente. 

Total,  99. 

Señores  que  dijeron  sí: 

Sallent  (Conde  de) 

Gorostidi. 

Santa  Cruz. 

Revilla  Gigedo  (Conde  de) 
Rodríguez  San  Pedro. 
González  Longoria. 

Allende  Salazar. 

Mochales  (Marqués  de). 
Landecho. 

Marín  Luis. 

Sánchez  Bedoya. 

Cárdenas. 

Cánovas  del  Castillo. 
Campo-Grande  (Vizconde  da). 
Pidal  (Marqués  de). 

Pidal  (D.  Alejandro). 

Castel. 

Salcedo. 

Isasa. 

Peña-Ramiro  (Conde  de). 
Domínguez  (D.  Lorenzo). 

Diez  Macuso. 

Aivear. 

Silvela  (D.  Francisco). 


Camacho  del  Rivero. 

Los  Areos. 

Fernandez  Villaverde. 

Toreno  (Conde  de). 

Vadillo  (Marqués  del). 

Molleda. 

Cos-Gayon. 

Cánido. 

Bugallal. 

Prast. 

Alvarez  Bugallal. 

Catalina. 

Fernandez  Capotillo. 

Cabezas. 

Total,  38. 

El  Sr.  secretario  (Arias  de  Miranda):  Hay  un 
artículo  adicional  propuesto  por  el  Sr.  Labra,  que 
dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso,  el  siguiente  artículo  adicional 
al  proyecto  que  se  discute: 

«El  Gobierno  hará  extensiva  á las  islas  de  Cuba 
y Puerto-Rico  la  presente  ley,  en  el  término  de  un 
año,  para  la  cual  reformará  préviamcntc  el  sistema 
de  enjuiciamiento  criminal,  vigente  en  ambas  An- 
tillas.» 

Palacio  del  Congreso  12  de  Mayo  de  1887.==Ra- 
fael  María  de  Labra.==Rafael  Montoro.=Emilio  Te- 
rry.=Rafael  Fernandez  de  Castro.=Bernardo  Por- 
tuondo y Barceló.=Miguel  Figueroa — Julio  Vizca- 
rrondo.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  manifestará 
si  acepta  ó no  el  artículo. 

El  Sr.  MAURA:  La  Comisión  tiene  el  sentimiento 
de  no  aceptarlo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Labra  tiene  la  pala- 
bra  para  defender  su  artículo. 

El  Sr.  LABRA:  Señores  Diputados,  me  levanto  á 
sostener  esta  adición  pura  y exclusivamente  por  el 
deseo  manifestado  por  el  Gobierno,  la  Mesa  y todos  los 
señores  que  me  escuchan  de  que  esta  noche  termine 
la  discusión  del  proyecto  de  ley  sobre  el  Jurado.  (Algu- 
nos 8 res.  Diputados  de  la  minoría  conservadora  pronun- 
cian palabras  que  no  se  perciben .)  No  creo  que  SS.  SS.  se 
opongan  á los  deseos  del  Gobierno,  porque  de  esta  ma- 
nera no  le  darían  una  nueva  prueba  de  su  benevolencia. 
Pienso,  pues,  que  todos  estamos  de  acuerdo  en  facili- 
tar la  manera  de  que  termine  este  debate  para  poder 
entrar  mañana  en  otro,  y los  Diputados  autonomistas 
tenemos  el  propósito  y mantenemos  la  resolución  de 
no  hacer  un  discurso  sobre  este  artículo  adicional, 
porque  la  parte  más  importante  de  él,  la  relativa  á la 
administración  de  justicia  en  las  provincias  de  Ultra- 
mar, será  materia  de  una  interpelación  concreta  y es- 
pecialísima,  sostenida  por  el  digno  miembro  de  esta 
minoría,  el  Sr.  Terry.  Por  lo  mismo  que  no  tene- 
mos el  propósito  de  hacer  un  discurso,  me  he  encar- 
gado yo  de  apoyar  esta  adición,  aunque  no  era  el  lla- 
mado á ello. 

El  artículo  adicional  que  hemos  presentado  tiene 
un  doble  íin.  Consiste  el  primero,  en  afirmar  delante 
del  Congreso,  á la  faz  del  país,  una  vez  más,  una  do 
las  partes  fundamentales  de  nuestro  programa;  á sa- 
ber, la  identidad  de  los  derechos  políticos  y civiles; 
por  manera,  que  aun  cuando  el  Jurado  no  fuese  una 
institución  respecto  de  cuya  bondad  no  tenemos  duda; 
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aun  cuando  fuera  de  eficacia  más  discutible,  nosotros, 
por  el  mero  hecho  de  afirmarlo  para  la  Península,  lo 
afirmamos  de  la  misma  suerte  para  las  islas  de  Cufia 
y Puerlo-Rico.  Do  esta  suerte  demostramos  de  nue- 
vo que  es  principio  de  nuestra  escuela,  el  principio 
de  la  identidad  de  los  derechos  y de  la  igualdad  de  las 
leyes,  base  de  la  unidad  política  española. 

Responde  después  esta  adición  á la  costumbre 
constante  que  tenemos  desde  que  hemos  venido  á ocu- 
par nuestro  puesto  en  el  Parlamento,  de  solicitar,  des- 
pués de  discutida  una  ley  general,  que  se  plantee  desde 
luego,  y por  acto  parlamentario,  en  Cuba  y Puerto- 
Rico;  á lo  cual  nos  lleva,  no  solo  el  interés  que  pueda 
despertar  la  bondad  de  la  ley  aprobada,  sino  una  ra- 
zón de  otra  índole;  á saber,  la  verdad  del  régimen  re- 
presentativo, la  autoridad  de  este  Parlamento,  y el 
decoro  de  los  que  tenemos  el  honor  de  ser  Diputados 
por  las  provincias  de  Ultramar. 

Ya  sé  yo  que  entrando  en  este  órden  de  ideas,  el 
Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  que  afirmó 
algo  de  esto  hace  anos  en  las  declaraciones  que  hizo 
en  esta  Cámara  respondiendo  bondadosamente  á mis 
excitaciones,  ya  sé  yo  que  también  ha  dicho  no  hace 
mucho,  en  otra  parte,  que  su  propósilo  era  el  de  que 
en  lo  sucesivo,  siempre  que  se  discutiesen  leyes  ge- 
nerales para  la  Península,  viniesen  con  una  adición 
que  comprendiera  la  ley  especial  para  Ultramar,  ó 
mejor  dicho,  la  ley  general  con  las  modificaciones 
que  se  juzgaran  necesarias,  de  modo  que  la  ley  fuera 
discutida  de  un  golpe  y ante  todos  los  Diputados  y 
Senadores  solicitados  por  el  interés  general  del  de- 
bate. 

Pero  yo  que  tengo  la  seguridad  de  que  mientras 
este  Gobierno  persevere  en  este  camino  y el  Sr.  Sa- 
gasta  sea  su  Presidente  y el  inspirador  de  esta  polí- 
tica, habrá  de  cumplir,  como  hombre  honrado,  este 
su  compromiso  solemne;  creo,  sin  embargo,  que  lo 
mismo  para  las  leyes  ya  votadas  que  para  las  presen- 
tadas antes  de  que  8.  8.  lo  contrajera,  debemos  man- 
tener lo  que  es  tradición  constante  en  nuestra  vida 
parlamentaria;  y lo  mismo  á propósito  de  esta  ley 
que  de  todas  las  que  vengan  sin  las  adiciones  y va- 
riantes prometidas,  formularemos  nuestra  proposi- 
ción, como  hicimos  en  la  ley  de  reunión,  en  la  ley 
provincial,  en  la  ley  municipal  y en  la  de  asociacio- 
nes, hasta  que  llegue  el  momento  deque  se  discutan 
las  leyes  generales  de  la  Península  con  enmiendas  y 
adiciones  que  obliguen  á su  inmediata  aplicación  á 
las  islas  de  Cuba  y Puerto  Rico,  por  virtud  de  actos 
directos  parlamentarios. 

El  artículo  adicional  que  hemos  presentado,  com- 
prende, por  otra  parte,  estos  dos  extremos.  El  prime- 
ro, autoriza  al  Gobierno  para  que,  en  el  plazo  de  un 
año,  pero  plazo  perentorio  y terminante,  aplique  la 
actual  ley  del  Jurado  á aquellas  Islas;  y en  este  lapso 
de  tiempo,  lleve  á las  mismas  la  reforma  del  proce- 
dimiento criminal,  para  que  pueda  producir  efecto  el 
Jurado.  Este  es  el  juicio  oral  y publico  y el  comple- 
mento de  las  reglas  procesales  consignadas  en  la 
adición  del  Código  penal  de  1870,  llevado  á Ultramar 
en  1879,  al  propio  tiempo  que  se  establecía  la  casa- 
ción criminal,  de  admirables  y nunca  bastantemente 
aplaudidos  resultados. 

No  quiero  profundizar  el  interés  que  nosotros  po- 
demos tener  en  un  debate  largo  sobre  esta  materia. 
Pero  necesitamos  demostrar  varias  cosas:  la  primera 
que  el  estado  de  cultura  de  las  islas  de  Cuba  y Puerto- 


Rico  es  absolutamente  idéntico  al  de  todas  y cada 
una  de  las  provincias  de  la  Península,  y que,  por  lau- 
to. puede  de  una  manera  perfecta,  en  vista  de  las  con- 
diciones políticas  y sociales  que  aquellas  Islas  tienen, 
llevarse  absolutamente  á ellas  lodas  las  libertades, 
todos  los  derechos  que  á la  Península  se  conceden.  \ 
respecto  de  la  administración  de  justicia,  necesita- 
mos llamar  la  atención  sobre  el  estado  bochornoso,  ho- 
rrible, verdaderamente  incomprensible  del  procedi- 
miento criminal  en  Cuba  y Puerlo-Rico.  Aquí  se  han 
citado  esta  tarde  palabras  del  Sr.  Presidente  del  Con- 
sejo de  Ministros,  que  decía  que  no  podía  seguir  tal 
como  iba  la  administración  de  justicia;  lie  oido  de  la 
propia  suerte  al  Sr.  Sil  vela,  que  ba  sido  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  encomendarse  á Dios  pensando  lo 
que  pudiera  suceder  respecto  á esta  magistratura, 
cuando  tenga  que  aplicar  la  ley  del  Jurado  sin  otras 
determinadas  condiciones  preparatorias;  después  he 
oido  recordar  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  lo 
que  sucedía  en  Burgos  y sus  alrededores  por  los  tiem- 
pos en  que  regía  el  procedimiento  antiguo  y los  jue- 
ces podían  hacer  en  el  órden  criminal  la  mayor  parte 
de  lo  que  les  venía  en  voluntad. 

Pues  bien,  Sres.  Diputados,  todo  esto  y mucho 
más,  hay  que  decirlo  de  aquellas  Islas;  en  primer  lu- 
gar, porque  rigen  allí  todas  las  disposiciones  del  an- 
tiguo régimen,  modificadas  por  autos  acordados  de 
la  Audiencia  de  Guatemala  ó de  Méjico;  y después, 
porque  allí  la  corruptela  y la  torpeza  han  hecho  agol- 
parse, con  desarrollo  colosal,  todos  los  procedimien- 
tos anormales,  todas  las  violencias,  todos  los  olvidos 
de  las  reglas  más  elementales,  en  punto  á la  graví- 
sima cuestión  del  enjuiciamiento  criminal.  Es  ver- 
dad que  se  ha  hecho  una  modificación  en  1879.  Quizá 
la  reforma  más  trascendental  de  veinte  años  á esta 
parte,  ha  sido  la  que  consiste  en  llevar  allí  el  Gódi- 
go  penal  con  ciertas  modificaciones  y restricciones 
de  varios  artículos  y en  preparar  la  casación  crimi- 
nal. cuyos  resultados  han  sido  verdaderamente  ma- 
ravillosos. Saben  cuantos  se  dedican  A esta  clase  de 


asuntos,  que  quizá  el  Tribunal  Supremo  cuenta  el 
número  de  negocios  de  Ultramar  en  una  proporción 
fuera  de  toda  medida  respecto  de  los  recursos  enta- 
blados en  el  resto  de  la  Península.  ¿Por  qué?  Por  la 
sencilla  razón  de  que  en  Cuba  y en  Puerto  Rico  hay 
la  aspiración  constante  de  que  el  Tribunal  Supremo 
vea  siquiera  los  autos,  los  examine  y entienda  cu 
ellos  de  cualquier  suerte.  Tal  es  la  confianza  que  tie- 
nen en  este  instituto,  que  ba  prestado  servicios  in- 
mensos A la  moralidad,  A la  dignidad  y al  prestigio 
de  la  Patria,  que  creen  necesario  que  venga  todo  el 
mundo  á llamar  á sus  puertas,  con  razón  ó sin  ella, 
puramente  por  la  confianza  que  se  tiene  eu  que  el 
Tribunal  Supremo  ha  de  ampararlos  derechos  de  to- 
dos. Y como  la  dificultad  pudiera  ser  puramente  la 
de  los  gastos,  allí,  en  Cuba  y en  Puerto-Rico,  se  apela 
á un  recurso  ingenioso,  se  apela  A la  información  de 
pobreza,  que  permite  aparecer  á la  mayor  parle  de 
los  ciudadanos  como  pobres,  y recabar  asi  una  jus- 
ticia, que  de  otro  modo  resulta  muy  discutible  en  el 
lugar  donde  se  presentan  A solicitar  y reclamar  sus 
derechos. 

No  trato  de  discutir  lo  que  valgan  aquellos  tribu- 
nales de  justicia;  queda  aplazada  la  cuestión.  Ya  he  di- 
cho que  un  digno  compañero  mió  la  ha  de  tratar  en  to- 
dos sus  detalles,  y yo,  si  el  caso  liega  y creo  oportuno 
terciar  en  el  debate,  vendré  con  testimonios  de  fallos 
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del  Tribunal  Supremo,  con  casaciones  sin  número, 
con  las  reprimendas  y con  las  admoniciones  que  se 
dirigen  á gran  parte  de  aquellos  funcionarios.  Porque 
sucede  respecto  de  este  particular,  que  entre  aquellos 
funcionarios  se  cueutan  muchas  personas  dignísimas 
por  todos  conceptos  del  respeto  y de  la  consideración 
de  las  gentes,  pero  no  es  menos  cierto  que  abundan 
con  exceso  los  abusos  que  yo  no  quiero,  por  una  por- 
ción de  respetos,  decir,  que  se  deben  más  bien  al  pro- 
cedimiento y á otras  causas  de  este  género,  que  a 
irregularidades  ó á deficiencias  de  los  llamados  á ad- 
ministrar justicia. 

De  esta  suerte,  nosotros  necesitábamos  demostrar 
que  la  urgencia  del  juicio  oral,  allí  donde  no  existe 
más  que  para  las  faltas,  la  urgencia  del  procedimiento 
regular  y todo  aquello  que  tiene  por  objeto  establecer 
el  modo  racional  y decoroso  de  vivir,  la  administra- 
ción de  justicia  dentro  de  las  condiciones  de  los  tiem- 
pos modernos,  es  de  urgencia  indiscutible;  y que  todo 
cuanto  decís,  las  alusiones  que  se  han  hecho  por  el 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  por  el  Sr.  Presi- 
dente del  Consejo  y por  el  Sr.  Sil  vela,  y todo  cuanto 
aquí  se  murmura  respecto  á los  errores  que  en  la  ad- 
ministración de  justicia  se  advierten  en  los  pueblos 
europeos,  todo  es  menester  multiplicarlo  por  la  dis- 
tancia, y aun  así  quedará  muy  por  bajo  de  la  realidad 
respecto  á lo  que  pasa  á las  Antilllas,  cuyas  aspira- 
ciones quedan,  por  tanto,  más  que  justificadas. 

Ahora  bien;  el  deseo  que  nosotros  tenemos  es  el 
de  excitar  ai  Gobierno  á que  ante  todo  provoque  y 
realice  la  aplicación  de  la  ley  de  enjuiciamiento  cri- 
minal en  lo  que  tiene  que  ver  con  el  juicio  oral  y pú- 
blico; y después  que  plantee  y aplique  la  ley  del 
Jurado,  á la  cual  hay  que  considerar  aún  más  que 
como  una  institución  política,  ó como  un  medio  de 
administrar  justicia,  como  un  recurso  poderoso  de 
educación  moral  de  los  pueblos,  para  todo  lo  que 
Cuba  y Puerto-Rico  se  encuentran  en  aptitud  y en 
condiciones  envidiables,  así  bajo  el  punto  de  vista  de 
la  política,  como  bajo  el  de  la  moralidad  y de  la  cul- 
tura social. 

Ruego,  por  tanto,  á la  Comisión,  que  lo  tenga  en 
cuenta,  y al  Gobierno  que  considere  que  este  ruego 
y esta  excitación  nuestra,  no  solo  obedecen  á un  in- 
terés meramente  parlamentario,  sino  que  se  inspiran 
á la  vez  en  un  interés  nacional  y de  alta  moralidad. 

El  Sr.  Presidente  del  CONSEJO  DE  MINISTROS 
(Sagasla):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  Presidente  del  CONSEJO  DE  MINISTROS 
(Sagasta):  El  Congreso  habrá  comprendido  que  el  se- 
ñor Labra  no  tiene  la  pretensión  de  que  sea  admitida 
su  enmienda. 

Lo  que  ha  pretendido  S.  S.  ha  sido  sostener  el  de- 
recho que  un  dia  y otro  y constantemente  vienen  pro 
clamando  todos  los  Diputados  de  Cuba  y Puerto-Rico 
acerca  de  la  manera  de  legislar  eu  aquellas  provincias. 
Pues  bien;  en  este  caso,  siendo  esta  la  única  cuestión, 
yo  tengo  que  decir  muy  pocas  palabras,  porque  es- 
pero que  ellas  han  de  ser  bastante  para  que  el  señor 
Labra  retire  su  enmienda. 

En  sus  últimas  palabras  ha  venido  á declarar  que 
el  establecimiento  del  Jurado,  en  cualquier  país,  ne- 
cesita cierta  preparación.  Sea  S.  S.  lógico  y reconozca 
que,  ante  todo,  hay  que  establecer  esa  preparación 
en  Cuba  y Puerto-Rico,  y á realizarlo  iremos  porque 
deseamos  sea  posible  llevar  á aquellas  provincias  la 


legislación  española,  con  ciertas  modificaciones  ne- 
cesarias, no  por  las  diferencias  de  cuitara  intelectual, 
ni  de  civilización,  ni  de  circunstancias  que  puedan 
| referirse  ai  individuo  y que  existan  entre  aquellos  ha- 
bitantes y los  habitantes  de  la  Península,  no;  sino  por- 
que naturalmente  exigen  modificaciones  en  las  leyes 
que  se  hacen  para  la  Península,  las  diferencias  en  que 
1 se  encuentran  los  habitantes  de  una  y otra  parte  de 
i España,  por  las  distintas  condiciones  del  país.  Ya  sabe 
, S.  S.,  y lo  sabe  lo  mismo  que  yo,  que  las  condiciones 
| de  vida  de  aquel  pais  son  en  algo  diferentes  de  las 
condiciones  de  vida  de  éste,  y que  lian  de  influir  ne- 
cesariamente en  las  leyes  que  se  hayan  de  llevar  á 
aquel  país  esas  condiciones,  como  no  puede  ménos 
de  suceder,  y como  espero  que  han  de  reconocer  que 
influyen  hasta  los  mismos  que  defienden  que  en  ab- 
soluto todas  las  leyes  que  se  hagan  para  la  Península 
se  lleven  por  igual  á aquellas  provincias  españolas. 

El  Gobierno,  pues,  está  dispuesto  á estudiar  este 
asunto  y á llevar,  ante  lodo,  á Cuba  y Puerto  Rico  el 
juicio  oral  y público  establecido  ya  en  la  Península, 
con  aquellas  modificaciones  que  dependan  de  la  di- 
versidad de  condiciones  de  ambos  países,  y una  vez 
que  el  juicio  oral  y público  dé  allí  resultados  satis- 
factorios como  los  ha  dado  en  la  Península;  una  vez 
que  se  vea  que  no  hay  inconveniente  ninguno  en  que 
el  juicio  oral  y público  se  lleve  allí  como  se  ha  traído 
aquí,  y así  que  el  juicio  oral  y público  dé  allá  el  re- 
sultado que  aquí,  de  ser  la  escuela  que  ha  servido 
para  aprender  lo  que  es  necesario  para  el  estableci- 
miento del  Jurado,  el  Gobierno  que  rija  entonces  los 
destinos  del  país,  no  creo  que  tenga  inconveniente 
alguno  en  aplicar  también  la  ley  del  Jurado,  pero  con 
las  modificaciones  que  exige  la  diferencia  de  condi- 
ciones en  que  viven  aquellos  habitantes  respecto  de 
los  habitantes  de  la  Península.  A esto  es  á lo  único 
que  yo  creo  deben  aspirar  el  Sr.  Labra  y todos  sus 
compañeros. 

Pero  ahora  voy  á decir  una  cosa  para  que  vean 
SS.  SS.  con  cuánta  razón  me  oponia  yo  á la  exigen- 
cia que  lenian,  y por  qué  insistía  en  que  el  Sr.  Labra 
y sus  demás  compañeros  dejaran  al  Gobierno  en  li- 
bertad para  hacer  uso  de  la  autorización  que  la  Cons- 
titución le  concede,  pues  la  ley  del  juicio  oral  y pú- 
blico se  llevarla  muy  pronto  á aquellas  Islas,  muy 
pronto,  tan  pronto  como  el- Gobierno  tuviera  tiempo 
bastante  para  aplicarla,  para  precisar  las  modifica- 
ciones que  se  hayan  de  introducir,  que  serán  pocas. 
Pues  bien;  ahora*  por  su  exigencia,  que  yo  he  acepta- 
do con  mucho  gusto,  porque  SS.  SS.  lo  querian  y yo 
deseaba  darles  gusto  con  gran  satisfacción  mia,  viene 
á resultar  que  la  aplicación  de  esta  ley  va  á ser  cues- 
tión un  poco  larga,  porque  saben  SS.  SS.  que  ahora 
no  podemos  llevar  allí  la  ley  por  medio  de  un  decreto 
del  Ministerio  de  Ultramar,  aunque  la  Constitución 
nos  autoriza  para  hacerlo  por  ese  medio,  porque  nos- 
otros hemos  prescindido  de  esa  autorización  consti- 
tucional, para  dar  gusto  á SS.  SS.,  y ahora  por  esa 
palabra  que  yo  di,  porque  SS.  SS.  se  empeñaron  en 
que  se  la  diera,  y yo  lo  hice  con  el  mayor  gusto,  re- 
sulta que  el  Gobierno  no  puede  llevar  el  juicio  oral  y 
público  más  que  por  medio  de  una  ley  especial.  Y el 
Gobierno  hará  la  ley  especial  y la  traerá  al  Parla- 
mento. 

Y yo  digo  ahora  á mis  compañeros  de  diputación 
(bajo  el  punto  de  vista  de  la  Representación  nacional) 
¿no  os  parecería  mejor  el  primer  medio  que  el  según 


NÚMERO  90. 


2581 


do?  ¿No  tendrían  antes  en  Cuba  y Puerto-Rico  el  jui- 
cio oral  y público  por  el  procedimiento  que  autoriza 
la  Constitución  > que  por  ese  deseo  al  cual  tuve  que 
acceder  por  darles  gusto?  Porque  en  el  momento  que 
el  Gobierno  resuelva  en  definitiva  la  cuestión,  podría 
llevarse  el  juicio  oral  y público  por  Real  decreto,  pero 
no  quiero  hacerlo  por  no  íaltar  á mi  palabra.  Por 
tanto,  se  hará  la  ley  especial  en  vez  de  llevar  el  jui- 
cio oral  por  medio  de  la  ley  de  la  Penísula  modifica- 
da; ¿y  qué  va  á resultar?  Gomo  tenemos  Lanías  cosas 
tan  urgentes  y tan  apremiantes,  aun  para  SS.  SS.,  que 
discutir,  no  sé  cuando  Locará  el  turno  á esa  discusión; 
pero,  en  fin,  eso  es  cuenta  de  SS.  SS.,  de  los  señores 
representantes  de  Cuba  y Puerto-Rico  no  es  cuenta 
mia;  yo  estoy  dispuesto  á cumplir  mis  compromi- 
sos y á cumplir  mi  palabra;  me  pongo,  pues,  á la* 
órdenes  de  los  Sres.  Diputados  de  Cuba,  pero  teugau 
en  cuenta  que  si  quieren  que  falte  á mi  palabra  y á 
mi  compromiso,  resultará  ya  concluido  el  pacto  que 
hemos  establecido  entre  nosotros,  SS.  SS.  y yo,  y va 
á ser  necesario  que  también  se  falté  en  otras  leyes; 
sin  embargo,  estoy,  repito,  á la  disposición  de  los  se 
íiores  Diputados  por  Cuba  y Puerto-Rico. 

lie  hecho  esta  observación,  porque  cuando  yo  me 
oponía  á lo  que  pretendían  algunos  de  los  Diputados 
por  Cuba  y Puerto- Rico,  no  lo  bacía  por  oponerme  á 
lo  que  ellos  deseaban  ni  por  hacer  daño  alguno  á Cuba 
y á Puerto-Rico;  al  contrario,  lo  que  yo  deseo  es  ha- 
cer todo  el  bien  posible  á aquellas  provincias,  como 
á todas  las  de  España,  sino  que  lo  bacía  más  bien  en 
beneficio  de  Cuba  y Puerto-Rico  y en  beneficio  de  los 
dignos  representantes  de  aquella  región. 

Con  esto  be  concluido;  y si  el  Sr.  Labra  se  da  por 
satisfecho,  puede  retirar  la  enmienda  para  excusar- 
nos estar  aquí  más  tiempo,  dada  la  hora  avanzada. 

El  Sr.  LABRA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  LABRA:  El  Sr.  Presidente  del  Consejo  ha 
dicho  que  se  ponía  á mi  disposición  para  realizar  las 
reformas  y compromisos  de  su  partido  respecto  de 
las  provincias  de  Ultramar;  y con  esto  me  demostraba 
su  benevolencia,  á la  que  no  puedo  ménos  de  corres- 
ponder retirando  la  enmienda.  Pero  vamos  á cuentas. 

Su  señaría  lia  reconocido  la  urgencia  de  llevar  á 
Cuba  y á Puerto-Rico  el  juicio  oral  y público,  y de 
la  propia  suerte  ha  aceptado  el  principio  de  llevar  el 
Jurado,  dados  los  buenos  resultados  que  el  juicio 
oral  y público  lia  dado  en  todas  partes.  Respecto  del 
último  punto,  ei  Sr.  Presidente  del  Consejo  ha  con- 
venido en  que  lo  normal,  lo  jusLo  y lo  constitucional 
es  que,  cuando  se  traigan  aquí  proyectos  de  ley  de 
carácter  general  para  la  Península,  por  medio  de  un 
artículo  adicional  se  consigne  que  deben  llevarse  á 
Cuba  y á Puerto-Rico  con  las  modificaciones  que  el 
Congreso  estime  oportunas,  discutiéndolas  al  propio 
tiempo.  Mas  S.  S.  decía:  «pero  entiéndase  bien  que 
esto  ya  no  rige  respecto  de  los  proyectos  de  ley  que 
están  en  estos  momentos  discutiéndose  en  ei  Senado 
y en  el  Congreso;»  y como  uno  de  los  que  están  en 
este  caso  es  el  actual  proyecto  de  ley  del  Jurado, 
claro  es  que  respecto  á él  no  se  puede  realizar  la  pro- 
mesa, la  palabra  que  S.  S.  habia  dado  de  discutirlos 
al  propio  tiempo  que  para  la  Península,  para  Cuba  y 
Puerto-Rico. 

Yo  puedo  y quiero  retirar  mi  enmienda;  pero 
S.  S.  ¿por  dónde  va  á retirar  el  derecho  que  teníamos 


antes  de  haber  convenido  esto,  de  llevar  allí  las  leyes 
por  medio  de  decretos?  Porque  si  S.  S.  establece  que 
no  se  puede  discutir  aquí  ahora  el  Jurado  para  lle- 
varlo á Cuba  y á Puerto-Rico,  claro  es  que  piensa 
que  se  puede  llevar  el  juicio  oral  y público,  y el  mis- 
mo Jurado,  por  medio  de  un  decreto.  No  sé  si  me  ex- 
plico con  claridad.  En  todo  Lo  que  suceda  para  lo  fu- 
turo, nosotros  podemos  aceptar  los  ofrecimientos  de 
R.  S.,  porque  entonces  tendremos  la  ventaja  de  que 
al  propio  tiempo  que  se  discuta  aquí  la  ley  general, 
se  discutirá  nuestro  interés  particular,  y cuando  se 
vote  una  ley  para  la  Península,  se  votará  también 
para  Cuba  y Puerto -Rico;  pero  desde  el  instante  en 
que  se  dice:  «cuidado,  que  esta  idea  no  rige  para  los 
proyectos  presentados  con  anterioridad  á la  palabra 
empeñada.»  es  claro  que  se  coloca  S.  8.  en  la  situación 
anterior.  ¿No  lleva  S.  S.  el  Jurado,  el  juicio  oral,  ni 
el  Código  penal  futuro  por  medio  de  una  ley  hecha 
aquí  al  mismo  tiempo  que  la  ley  general?  Pues  enton- 
ces rige  la  legislación  anterior;  el  arfe.  89  de  la  Cons- 
titución, en  cuanto  autoriza  para  ello  al  Gobierno. 

De  todas  maneras  me  importa  establecerlo  para 
que  conste.  Nosotros  creemos  que,  en  efecto,  lo  natu- 
ral es  lo  parlamentario.  Y noten  bien  el  Sr.  Presidente 
del  Consejo  de  Ministros  y los  Sres.  Diputados,  que 
esto  nos  interesa  mucho  más  que  por  Cuba  y Puerto- 
Rico,  por  ei  prestigio  del  Parlamento.  Yo  lo  he  dicho 
muchas  veces;  todas  las  libertades  que  se  disfrutan 
en  Cuba  y en  Puerto-Rico  han  ido  allí  por  medio  de 
decreto.  Pues  esto  es  precisamente  lo  que  no  acepta- 
mos. Sinceros  autonomistas,  queremos  la  vida  local  á 
lodo  trance,  ámplia  y extensamente  amparada  y re- 
conocida por  los  fueros  coloniales,  pero  queremos  tam- 
bién la  vida  general,  con  los  derechos  del  Parlamento 
español,  sin  más  limitaciones  que  las  que  determina 
la  Constitución,  y como  representación  acabada  de  la 
unidad  del  Estado.  Nosotros  queremos  que  en  esta  Cá- 
mara se  discuta  y se  vote  todo  lo  que  tiene  un  ca- 
rácter general  y nacional,  dejando  á las  Corporacio- 
nes insulares  todo  lo  que  sea  insular  y particular,  y 
pretendernos  que  los  acuerdos  de  las  Córles  produz- 
can inmediatamente  su  efecto  en  Lodas  partes,  aquí 
y en  Ultramar,  por  su  propia  virtud,  y sin  necesidad 
del  sello  ministerial.  Y rechazamos  esa  autorización 
dei  art.  89,  que  en  realidad,  y por  lo  que  práctica- 
mente viene  sucediendo,  sustituye  la  arbitrariedad 
del  Ministro,  rodeado  de  un  grupo  más  ó ménos  de 
Diputados  locales,  á la  autoridad  augusta  de  las  Cór- 
tes,  funcionando  á la  vista  de  todo  el  mundo,  en  la 
plenitud  de  su  prestigio  y bajo  la  influencia  de  la 
opinión  pública. 

Siendo  esto  así,  nosotros  afirmamos,  que  cuando 
aquí  vengan  las  leyes  generales,  se  deben  discutir  con 
ellas  las  modificaciones  que  se  consideren  necesarias 
para  aplicarlas  á Cuba  y Puerto-Rico,  así  como  que 
cuando  se  trate  de  las  necesidades  especiales  de  Cuba 
y Puerto-Rico,  y no  baya  llegado  la  ocasión  ó la  con- 
veniencia de  reformar  la  ley  general,  se  bagan  leyes 
especiales  directamente  por  el  Parlamento. 

Pero  esta  es  Leoría  para  lo  futuro,  Sr.  Presidente 
del  Consejo  de  Ministros;  tiene  S.  S.  razón;  el  compro- 
miso no  se  puede  aplicar  en  este  proyecto,  porque  es 
de  los  ya  presentados.  Pero  si  no  se  puede  aplicar  el 
criterio  que  se  ha  aceptado  para  lo  futuro,  hay  que 
aplicar  el  criterio  de  la  antigua  legislación,  y por 
tanto,  por  medio  de  decretos  especiales  se  realizará 
la  obligación  de  antiguo  contraida  de  llevar  inmedia- 
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tameule  allí  el  juicio  oral  y público,  con  lo  cual  que' 
damos  lodos  contentos,  reconociendo  desde  luego  la 
buena  fe  de  S.  8. 

El  Sr.  Presidente  del  CONSEJO  DE  MINISTROS 
(Sagasta):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Presidente  del  CONSEJO  DE  MINISTROS 
(Sagasta):  Hago  gracia  á los  Sres.  Diputados  de  al- 
gunas explicaciones  y respuestas  que  tendría  que  dar 
respecto  de  algunas  de  las  ideas  emitidas  por  el  se- 
ñor Labra.  Lo  que  me  importa  consignar,  es  que  no 
tengo  inconveniente  en  acceder  á los  deseos  de  S.  8.; 
pero  conste  bien,  que  los  deseos  de  S.  8.  no  son  los 
mismos  que  se  me  expresaron  en  el  Senado,  porque 
entonces  se  tenía  en  tanto  el  prestigio  y la  dignidad 
de  la  representación , que  se  sacrificaba  el  beneficio 
que  pudiera  resultar  de  llevar  allí  por  decreto  ciertas 
leyes,  á que  quedara  íntegra  la  dignidad  de  cada  uno 
de  los  representantes  de  aquel  territorio.  Su  señoría 
ha  venido  á decir  lo  .mismo  en  sus  últimas  palabras; 
reconoce  que  con  sostener  esa  dignidad,  Cuba  y 
Puerto-Rico  ganarían  poco,  y al  fin  viene  á sacrifi- 
carla. Yo  no  sé  si  esto  satisfará  á alguno  de  los  com- 
pañeros de  S.  S.,  si  no  do  esta  Cámara,  de  la  otra;  pero 
esto  será  cuenta  de  SS.  SS. 

En  lo  demás,  no  tengo  inconveniente  que  alegar, 
porque  lo  que  se  habia  de  traer  aquí  en  una  ley  espe- 
cial se  puede  llevar  por  decreto,  reconociendo  que  es 
buen  procedimiento  aquel  que  previó  la  Constitución 
al  autorizar  al  Gobierno  para  llevar  á las  provincias 
de  Ultramar  las  leyes  vigentes  aquí,  modificándolas 
con  arreglo  á las  condiciones  que  el  Ministro  de  Ul- 
tramar creyese  oportunas. 

El  Sr.  LABRA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  LABRA:  Dos  palabras  para  rectificar. 

Me  interesa  mucho  establecer  esto:  no  hemos  re- 
conocido ni  un  solo  minuto  que  el  procedimiento  que 
establece  el  art.  89  de  la  Constitución  sea  un  proce- 
dimiento bueno.  Sabemos  por  qué  y eu  qué  condicio- 
nes se  estableció.  No  voy  á discutir  eso  abora.  liemos 
reconocido  tan  solo  que  por  ese  procedimiento  se  lian 
hecho  buenas  cosas,  y por  esto  hemos  aplaudido  á 
'Gobiernos  conservadores  y á Gobiernos  liberales;  pero 
sobre  ese  procedimiento  está  el  Parlamento,  que  des- 
pués de  lodo,  es  realmente  el  constitucional;  y para 
opinar  así,  tengo,  no  solo  la  autoridad  de  mi  pobre 
opinión,  sino  la  de  8.  8.,  cuando  estando  en  estos  ban- 
cos nos  decía  que  con  el  sistema  que  entonces  se  apli- 
caba él  no  sería  jamás  Diputado  por  Cuba,  porque  no 
podría  serio  dignamente.  De  suerte,  que  este  es  un 
interés  doctrinal  que  á nosotros  nos  preocupa,  cual  es 
el  de  asegurar  el  prestigio  del  Parlamento  y la  nece- 
sidad de  que  aquí  se  discutan  normalmente  los  inte- 
reses antillanos. 

En  lo  sucesivo,  para  las  leyes  que  hasta  hoy  no 
han  venido  aquí,  el  procedimiento  que  ha  de  adop- 
tarse es  el  de  discutir  en  Córtes  las  leyes,  á la  vez 


que  para  la  Península,  para  las  Antillas;  y para  los 
proyectos  y las  reformas  que  ya  han  venido  aquí,  h? 
de  continuar  rigiendo  el  procedimiento  anterior.  Claro 
está:  como  que  en  esto  no  podemos  siquiera  optar; 
S.  S.  hace  la  íuer?a  y tenemos  que  contentarnos  con 
.el  ofrecimiento,  que  aceptamos  muy  gustosos,  de  es- 
tablecer por  medio  de  decreto  el  juicio  oral,  y mas 
tarde  el  Jurado. 

Por  lo  demás,  crea  8.  S.  que  en  este  punto  estamos 
los  autonomistas  todos  de  acuerdo,  aquí  y en  todas 
partes,  porque  en  punto  á unidad  de  aspiraciones  y 
á disciplina,  ya  [jodemos  los  representantes  del  par- 
tido autonomista  pasar  por  modelo. 

Retiro  la  enmienda. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Queda 
retirada. 

EL  proyecto  de  ley  pasará  á la  Comisión  de  co- 
rrección de  estiio. 


A propuesta  del  Sr.  Presidente,  y en  vista  de  lo 
avanzado  de  la  hora,  el  Congreso  acordó  celebrar  ma- 
ñana la  sesión  secreta  que  debía  haberse  celebrado 
esta  tarde. 


Diáse  cuenta,  y el  Congreso  quedó  enterado,  de 
que  la  Comisión  que  entiende  en  la  proposición  de  ley 
incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  una  de 
Casinos  á Aras  de  Alpuente,  habia  nombrado  presi- 
dente al  Sr.  D.  Luis  del  Rey.  en  reemplazo  de  Don 
Pedro  Antonio  Torres,  que  habia  cesado  en  el  des- 
empeño del  cargo  de  Diputado. 


Se  leyó  por  primera  vez,  y pasó  á la  Comisión 
¡ acordando  se  imprimiera  y repartiera,  una  enmienda 
del  Sr.  Ánsaldo,  al  párrafo  3.°  del  art.  36  del  dictá- 
i mon  sobre  reforma  del  Reglamento  del  Congreso. 

{Véase  el  Apéndice  segundo  á este  Diario.) 

I 


Se  leyó  y quedó  sobre  la  mesa  acordando  se  im- 
primiera y repartiera,  el  dictamen  relativo  al  pro- 
véelo de  ley  fijando  la  fuerza  del  ejército  pormeute 
para  el  servicio  del  Estado  durante  el  año  económico 
de  1887-88.  ( Véase  el  Apéndice  tercero  á este  Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden  del  dia  para  mañana: 
Continuación  del  debate  acerca  de  la  interpelación 
iniciada  por  el  Sr.  Portuondo;  los  asuntos  pendientes; 
votación  definitiva  de  varios  proyectos  de  ley;  dictá- 
meu  acerca  de  fuerzas  permanentes  del  ejército;  dic- 
tamen acerca  del  proyecto  de  ley  estableciendo  bsses 
para  el  Código  penal. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  ocho  y media. 


TRES  APENDICES. 


APÉNDICE  PRIMERO  AL  NÚM.  90. 


DIARIO 


DE  LAS 


SESIONES  DE 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Enmiendas  al  diclámen  de  la  Comisión  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el 
establecimiento  del  juicio  por  jurados  para  determinados  delitos. 


Del  Sr.  ISASA  á los  arts.  94  y 95. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  aprobar  la  siguiente 
enmienda  á los  arts.  94  y 95  del  proyecto  de  ley  sobre 
establecirnionto  del  juicio  por  jurados. 

El  art.  94  quedará  redactado  en  esta  forma: 

«Art.  94.  El  secretario  del  Tribunal  extenderá 
acta  de  cada  sesión  que  se  celebre. 

En  ella  se  hará  constar  cuanto  importante  hubiere 
ocurrido,  con  expresión  suficiente  de  las  declaracio- 
nes de  los  testigos  y peritos  que  hubieren  compare- 
cido por  primera  vez  en  el  proceso,  así  como  de  las 
de  aquellos  que  hubieren  declarado  en  el  sumario, 
siempre  que  varíen,  adicionen  ó expliquen,  en  puntos 
sustanciales,  sus  anteriores  declaraciones,  y cualquier 
otro  dato  importante  cuya  consignación  en  el  acta 
soliciten  el  Ministerio  público  ó las  otras  partes,  para 
fundar  en  él  acciones  ó recursos  ulteriores. 

La  negativa  del  tribunal  á esta  petición,  será  mo- 
tivo bastante  para  poder  interponer  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma,  si  en  el  acto  se 
hiciere  la  correspondiente  protesta. 

Al  terminar  la  sesión  se  leerá  el  acta,  haciéndose 
en  ella  las  rectificaciones  que  las  partes  reclamen,  si 
el  tribunal  en  el  acto  las  estima  procedentes,  salvo  el 
derecho  consignado  en  el  párrafo  anterior. 

Las  actas  se  firmarán  por  el  presidente  é indivi- 
duos del  tribunal,  por  el  fiscal  y por  los  defensores  de 
las  partes. 

Art.  95.  Queda  suprimido.)) 

Palacio  del  Congreso  13  de  Mayo  de  1887.=San- 
tos  de  lsasa.=C.  El  Conde  de  Toreno.=El  Conde  de 
Sallent.=Manuel  Allende  Salazar.=El  Vizconde  de 
Campo  Grande.=Lorenzo  Dominguez.=Luis  de  Lau- 
decho. 


Del  Sr.  RODRIGUEZ  SAN  PEDRO,  al  art.  118, 

Los  Diputados  quo-  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  aprobar  la  siguiente 
adición  al  art.  1 18  del  proyecto  de  ley  sobre  el  Ju- 
rado: 

«...  y entendiéndose  ampliados  los  motivos  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley  ó de  doctrina  legal,  en 
cuanto  afecten  á las  responsabilidades  civiles  decla- 
radas en  las  sentencias  con  los  motivos  que  para  la 
casación  por  iguales  infracciones  determina  la  ley  de 
enjuiciamiento  civil,  que  para  este  efecto  se  tendrán 
corno  parte  integrante  de  aquella  otra.» 

Palacio  del  Congreso  1 3 de  Mayo  de  i 887.=Faus- 
tino  Rodríguez  San  Pedro.=Francisco  Silvela.=Rai- 
mundo  Fernandez  Villaverdc.=Marqués  de  Pidal.= 
Marqués  del  Vadillo.=Loreuzo  Dominguez.=Santos 
de  Isasa. 


Del  Sr.  LABRA,  proponiendo  un  artículo  adi- 
cional. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  ai  Congreso,  el  siguiente  artículo  adicional 
al  proyecto  que  se  discute: 

«El  Gobierno  hará  extensiva  á las  islas  de  Cuba 
y Puerto-Rico  la  presente  ley,  en  el  término  de  un 
año,  para  la  cual  reformará  préviamente  el  sistema 
de  enjuiciamiento  criminal,  vigente  en  ambas  An- 
tillas.» 

Palacio  del  Congreso  12  de  Mayo  de  1887.=Ua- 
fael  María  de  Labra.=Rafael  Montoro.=Emilio  Te- 
rry.=Rafael  Fernandez  de  Castro.=Bernardo  Por- 
tuondo  y Barceló.=Miguel  Figueroa.=Julio  Vizca- 
rrondo. 
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APENDICE  SEGUNDO  AL  NÚM.  00. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 


Enmienda  del  Sr.  Ansaldo  al  dietámen  de  la  Comisión  re f árenle  á las  propo- 
siciones de  los  tires.  Domínguez  (Ü.  Lorenzo)  y Conde  de  Xiqucna  sobre  reforma 

del  Reglamento  del  Congreso. 


AL  CONGRESO. 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  que  en  el  párrafo  3."  del  ar- 
tículo 30  del  dietámen  sobre  reforma  del  Reglamento 
del  Congreso  se  supriman  las  palabras  en  dias  distin- 
tos, quedando  redactado  dicho  párrafo  en  la  forma  si- 
guiente: 

«Si  después  de  ponerse  á votación  tres  veces  un 
dietámen  sobre  acta  grave  no  se  reuniera  número 
bastante  de  votantes,  con  arreglo  al  párrafo  l.°  de 
este  artículo,  el  Congreso  procederá  á declarar  va- 
cante el  distrito  á que  el  acta  se  refiera,  y se  comu- 
nicará at  Gobierno  para  que  se  proceda  á nueva  elec- 
ción.» 


Asimismo  proponen  se  añada  á continuación  el 
párrafo  siguiente: 

«Así  que  la  Comisión  haya  presentado  á la  Mesa 
el  dietámen  á que  se  refiere  el  párrafo  anterior,  se  so- 
meterá á la  aprobación  del  Congreso,  trascurridas  las 
veinticuatro  horas  que  determina  el  ¡Reglamento,  y 
si  no  hubiere  lugar,  en  el  siguiente  dia,  y con  un  in- 
tervalo de  quince  y treinta  dias  respectivamente  se 
procederá  á la  segunda  y tercera  votación  de  que  que- 
da hecho  mérito.» 

Palacio  del  Congreso  13  de  Mayo  de  l887.=Fran- 
cisco  Ansaldo.=Triñno  Gamazo.=Roman  Martin  y 
Bernal.=Lorenzo  Alvarez  y Gapra.=Joaquin  Oriol. 
Tomás  Monte, jo.=Francisco  Agustín  Silvela. 
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APÉNDICE  TERCERO  AL  NÚM.  90. 


Diclámen  de  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de  ley  fijando  la  fuerza  del  ejército 
permanente  para  el  servicio  del  Estado  durante  el  año  económico  1 887-88. 


AL  CONGRESO. 

La  Comisión  nombrada  para  emitir  dic Limen  so- 
bre el  proyecto  de  ley  fijando  la  fuerza  del  ejército 
para  el  año  económico  de  1887  á 1888,  ha  examinado 
este  asunto,  y en  un  todo  conforme  con  lo  propuesto 
por  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  tiene  la  honra  de 
someter  á la  deliberación  y aprobación  del  Congreso 
el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1 Ijíí  fuerza  del  ejército  activo  de  la  Pe- 
nínsula para  el  año  económico  de  1887  á 1888  se  fija 
en  100.022  hombres. 

Art.  2.°  En  el  período  de  instrucción  de  los  reclutas 
de  nuevo  ingreso  podrá  elevarse  dicha  fuerza  hasta 


125.000  hombres  si  su  sostenimiento  lo  consienten 
las  economías  realizadas  durante  el  ejercicio  en  ios 
créditos  presupuestos  para  esta  atención,  haciendo 
uso  el  Gobierno  de  la  facultad  de  anticipar  licencias 
temporales  dentro  del  tercer  año  de  servicio  en  las 
filas  que  le  concede  la  ley  de  reclutamiento  y reem- 
plazo del  ejército  de  1 1 de  Julio  de  1885. 

Art.  3.°  La  fuerza  de  los  ejércitos  de  Ultramar 
será:  de  10.858  hombres  para  el  de  la  isla  de  Cuba, 
de  3.1 60  para  el  de  la  de  Puerto-Rico  y de  8.753  para 
el  de  las  Filipinas. 

Palacio  del  Congreso  12  de  Mayo  de  1887.— Luis 
Manuel  de  Pando,  presidente.=Fcderico  Ochando.= 
Juan  Muñoz  y Vargas.=El  Conde  de  Torrepando.= 
Agustin  de  la  Serna,  secretario. 
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